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Guardia  cIyü  federal.— Sn  creación. - 

Decreto  presidencial  de  20  de  Enero  de  1897. 

Artículo  1.°  Se  crea  en  el  Distrito  fede 
ral  un  Cuerpo  de  Guardia  civil  de  infante 
ría  y  caballería,  organizado  militarmente  y 
dependiente  de  la  Gobernación  del  Distrito 
federal. 

Art.  2.°  La  Guardia  civil  será  comanda 
da  por  un  primero  y  un  segundo'  Jefes  y 
constará  de  las  fuerzas  que  se  expresan: 

Infantería.  —  Dos  Capitanes,  cuatro  Te 
nientes  y  cien  guardias. 

Caballería.— Un  Capitán,  un  Teniente  y 
veinte  Dragones. 

Estas  fuerzas  podrán  aumentarse  si  lo  exi- 
gieren así  las  necesidades  del  servicio  es"pe 
cial  que  están  llamadas  á  prestar. 

Art.  8.°  La  Guardia  civil  en  las  clases  de 
tropa  procederá: 

1.°  De  Licenciados  del  Ejército  que  ha- 
yan servido  por  lo  menos  dos  años;  y 

2.°  De  ciudadanos  que  se  alisten  volun- 
tariamente. 

Art.  4.°  Son  indispensables  para  el  in- 
greso en  la  Guardia  civil,  las  circunstancias 
siguientes: 

1.a  Ser  mayor  de  veintiún  años  y  no  ex- 
ceder de  cuarenta. 

2.a  Tener  un  metro  sesenta  centímetros 
de  estatura,  por  lo  menos. 

8*    Saber  leer  y  escribir. 

4.a  Justificación  de  buena  conducta  y  de 
aptitud  para  la  institución;  y 

6.a  No  hallarse  procesado  ni  haber  sido 
sentenciado  en  juicio  criminal. 

Ligjplaoión  UKivBHSiL.— América. 


Art.  5.°  La  Guardia  civil  se  regirá  por 
el  Código  militar,  el  presente  decreto,  el  Re- 
glamento de  policía  y  las  disposiciones  que 
acerca  de  ella  dictare  la -Gobernación  del 
Distrito  federal.* 

Art.  6.°  El  guardia  civil  está  exento  de 
toda  responsabilidad  cuando  ha  ejecutado 
bien  y  fielmente  las  órdenes  de  sus  Jefes. 

Art.  7.°  Los  guardias  civiles  no  presta- 
rán servicio  doméstico  alguno,  ni  aun  dentro 
de  si  Compañía  ó  Sección.  Los  Jefes  y  Ofi- 
ciales, cuando  salgan  despunto  de  su  habitual 
residencia,  para  asuntos  del  servicio,  tendrán 
un  ordenanza  mientras  dure  su  comisión. 

Art.  8.o  La  Guardia  civil  en  el  servicio 
especial  de  su  instituto  se  halla  constante- 
mente de  facción,  y  por  consiguiente,  así  los 
militares  de  cualquiera  graduación  que  sean, 
como  otras  personas,  constituidas  ó  no  en 
Autoridad,  deberán  siempre  á  los  individuos 
de  este  Cuerpo  la  consideración  y  respeto 
que  determinan  el  Código  militar  y  el  Re- 
glamento de  policía 

Art.  9.°  La  Guardia  civil,  cuyo  servicio 
peculiar  es  distinto  del  que  prestan  los  de- 
más Cuerpos  del  Ejército,  no  hará  otro  que 
el  propio  de  su  instituto  y  el  de  guardia  del 
Presidente  de  la  República,  cada  vez  que 
éste  lo  ordene. 

Art.  10.  El  santo  y  seña  para  la  Guardia 
civil  se  tomará  de  la  Comandancia  de  ar- 
mas, enviando  por  él  á  un  Oficial. 

Art.  11.  Además  de  las  penas  prescritas 
en  el  Código  militar,  se  establecen  para  cas 
tigar  las  faltas  de  disciplina  de  las  clases  de 
tropa  en  la  Guardia  civil: 
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1.a    El  arresto. 

2.m    La  multa  sobre  la  ración. 

3.a    La  expulsión  del  Cuerpo. 

Art.  12.  La  Gobernación  del  Distrito  fe- 
deral proveerá  á  la  Guardia  civil  de  arma- 
mento, inaniciones,  caballos,  monturas  y 
demás  utensilios,  y  dictará  las  disposiciones 
complementarias  al  presente  decreto  para 
la,  organización,  servicio,  ración,  forraje  y 
acuartelamiento  del  Cuerpo. 

Art.  13.  El  Gobernador  del  Distrito  fe- 
deral queda  encargado  de  la  ejecución  de 
este  Decreto  y  de  comunicarlo  á  quienes  co 
rresponda. 

Reforma  de  la  Constitución  política  (1), 
sancionada  por  Ley  de  17  de  Marzo  1897. 

El  Congreso  de  los  Estados  Unidos  de 
Venezuela,  después  de  haber  escrutado  y 
encontrado  conformes  los  votos  definitivos 
de  las  Asambleas  legislativas  de  los  Estados 
Los  Andes,  Bermúdez,  Bolívar,  Carabobo, 
Falcón,  Lara  y  Miranda,  en  observancia  de 
lo  prescrito  en  el  art.  166  de  la  Constitución 
nacional,  acuerda: 

l.ó  Declarar  enmendada  la  Constitución 
de  la  República  en  su  art.  14,  con  la  supre- 
sión del  caso  9.°,  jnciso  14  de  dicho  artículo. 

2.o     Declarar  enmendada  la  Constitución 
de  la  República  en  su  atribución  8.a  del  ar  . 
tículo  110  en  los  términos  siguientes:   «De- 
clarar la  nulidad  de  las  Leyes,  Decretos  ó  re- 
soluciones que  colidan  con  esta  Constitución, 


(1)  Consúltese  el  texto  de  la  vigente  en  las  pá- 
ginas 9  y  siguientes  del  tomo  primero  del  Coic- 
plembnto  ó  Anuario  de  Legislación  universal 
de  1894. 


y  determinar  cuál  deba  regir  cuando  estén 
en  colisión  fas  nacionales  entre  sí,  ó  éstas  con 
tas  de  los  Estados  ó  las  de  los  mismos  Esta- 
dos, ó  cualquiera,  con  esta  Constitución;  y 
participarlo  así  al  Congreso  nacional  ó  á  la 
respectiva  Asamblea  legislativa  del  Estado, 
según  el  caso.  En  cada  uuo  de  los  casos  ex- 
presados, la  Alta  Corte  federal  se  reunirá 
coi  la  Corte  de  casación,  y  se  decidirá  con 
el  voto  de  las  dos  terceras  partes  de  la  total  i 
dad  de  los  miembros  de  ambos  Cuerpos.» 

3.°  El  Ejecutivo  nacional  hará  promulgar 
las  expresadas  enmiendas  conforme  á  la  Ley; 
y  este  acuerdo,  con  el  «cúmplase»  correspon- 
diente, se  publicará  en  la  nueva  edición  que 
se  haga  de  la  Constitución. 

Reglanieuto  de  la  Escuela  de  Artes  y 
Oficios,  aprobado  por  Decreto  de  8  de  Mayo 
de  1897. 

Como  en  nada  se  diferencia  este  Regla- 
mento—^ealvo  su  sencillez  y  laconismo -de 
los  que  ordinariamente  rigen  en  ésta  clase 
de  Establecimientos,  nos  limitamos  á  hacer 
respecto  del  mismo  las  siguientes  indica 
ciones: 

Consta  de  doce  artículos.  En  el  1.°  se  con- 
signan los  deberes  del  Director; en  el 2°, los 
del  Subdirector;  en  el  3.°,  los  de  ios  Maes- 
tros; en  el  4.o,  los  de  los  Catedráticos;  en 
el  6.°,  las  condiciones  pajra  la  admisión  de 
los  alumnos  ó  aprendices;  en  el  6.0  los  debe 
res  de  los  mismos;  en  el  7.°,  los  deberes  de 
los  porteros;  los  artículos  9.°  al  12  contienen 
las  disposiciones  generales  concernientes  á 
las  obras  que  pueden  ejecutar  los  Profesores 
en  los  talleres;  á  los  exámenes  generales;  á 
las  horas  para  la  enseñanza  teórica  y  prácti  • 
ca,  y  al  comienzo  y  clausura  de  los  trabajos. 
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SANCIONADO  EN   14  DE  MAYO  Y  VIGENTE  DESDE  5  DE  JULIO  DE  1897 


TITULO  PRELIMINAR 

mdPosieroNiís  funda  menta  i,*a 

Artículo  I.°  Eu  loa  Tribunales  civiles  de 
Venezuela  todos  los  que  á  ellos  ocurran  se- 
rán considerados  iguales  ante  la  Ley,  en  el 
sentido  de  que  la  República  no  conoce  fuero 
privilegiado  en  favor  de  ninguna  clase  de 
personas,  y  de  que  todos  están  sometidos  á 
4i ñas  mismas  Leyes  y  sujetos  á  sus  Jueces 
naturales  competentes. 

Art.  2.°  Los  Tribunales  civiles  de  la  Na- 
ción, de  los  Estados  y  del  Distrito  federal 
están  obligados  á  administrar  justicia  tanto 
á  los  nacionales  como  á  los  extranjeros  y 
asi  á  los  naturales»  vecinos,  residentes  ó  tran- 
seúntes de  su  territorio,  como  á  los  que  no 
lo  sean,  siempre  que  dichos  Tribunales  sean 
«competentes  para  el  respectivo  asunto, según 
<*ste  Código  y  las  Leyes  orgánicas. 

Art.  3.°  Kn  los  Tribunales  de  Venezuela 
no  podrán  ocupar  puestos  de  Jueces  ó  Vo- 
cales permanentes  los  que  no  fueren  venezo 
I  a  nos. 

Tampoco  podrán  ocupar  á  la  vez  dichos 
puestos  en  una  misma  administración  judi 
<Mal  seccional  los  que  sean  entre  sí  parientes 
en  cualquier  grado  de  la  linea  recta,  ó  cola- 
teral dentro  del  tercer  grado  de  consangui- 
nidad ó  segundo  de  afinidad.  Ni  podrán  ser 
Con  jueces  ni  asociados  en  una  instancia 
superior  los  que  estuvieren  en  los  mismos 
grados  de  parentesco  con  alguno  de  los  Jue- 
ces que  hubieren  fallado  en  una  instancia 
inferior. 

No  podrá  ser  Secretario.de  un  Tribunal  el 
«que  estuviere  ligado  con  el  Juez  ó  con  algu- 
no de  los  Vocales  por  parentesco  en  los  mis- 
mos grados  expresados. 

Ni,  en  fin,  podrán  desempeñar,  ni  aun 
«eventual mente,  puesto  en  los  Tribunales  ci- 


viles los  que  no  estuvieren  en  el  libre  ejercí 
ció  de  sus  derechos  civiles  y  puJ (ticos,  ni  las 
mujeres,  ni  los  militares  en  actual  servicio, 
ni  los  ministros  de  cualquier  culto,  ni  los 
que  no  sepan  leer  ni  escribir,  ni  los  que  pa 
dezcan  defecto  físico  permanente  que  les 
imposibilite  el  ejercicio  de  las  funciones  del 
cargo. 

Todo  lo  dicho  en  este  artículo  es  sin  per 
juicio  de  reunir  el  elegido  las  cualidades  que 
para  el  puesto  exija  la  Ley  orgánica  respec 
Uva. 

Art.  4.°  Toda  parte  tiene  derecho  á  que 
en  todas  las  instancias  á  que  hubiere  lugar 
en  el  juicio,  si  fuere  de  mayor  cuantía,  esto 
es,  que  exceda  de  cuatro  mil  bolívares,  un 
Tribunal  colegiado  dicte  sentencia  definitiva 
ó  Interlocutoria  que  tenga  fuerza  definitiva 
para  que  concluya  el  juicio  ó  haga  imposible 
su  continuación.  Al  efecto,  si  el  Tribunal 
que  conoce  según  la  organización  legal  fuere 
unipersonal,  podrá  cualquiera  de  las  partes 
pedir,  antes  del  día  en  que  principie  la  reía 
ción  de  la  cansa  ó  de  la  articulación,  ó  del 
día  en  que  debe  decidirse  la  incidencia,  si 
no  hubiere  relación,  que  se  elijan  dos  aso 
ciados  para  que,  unidos  al  Juez,  formen  el 
Tribunal. 

Art.  5.°  En  todo  Tribunal  colegrado  se 
resolverá  por  mayoría  absoluta  de  votos. 

Cuando  no  se  obtuviere  ésta  se  llamará 
un  Juez  más,  y  si  ¿ón  no  se  consiguiere,  se 
llamará  otro,  y.  así  sucesivamente  hasta  lo 
grarla. 

Art.  6.o  En  la  aplicación  de  las  Leyes  de 
fondo  los  Tribunales  se  atendrán  con  pre 
ferencia  á  las  disposiciones  del  Código  ci- 
vil (1),  sin  perjuicio  de  lo  que  él  establece 


(1)  Véase  el  texto  anotado  del  vigente  en  lar 
páginas  17  y  siguientes  del  tomo  primero  del 
Anuario  de  1896. 
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en  su  art.  12,  y  en  la  de  los  procedimien- 
tos á  las  del  presente  Código,  en  tanto 
(jne  el  civil  no  establezca  formas  necesarias. 
Art.  7.°  Las  disposiciones  especiales  y 
los  procedí  mi  entes  especiales  del  presente 
Código  se  observarán  con  preferencia  á  las 
generales  del  mismo,  en  todo  lo  que  cons- 
lituye  la  especialidad,  sin  que  por  eso 
dejen  de  observarse  en  lo  demás  las  dispo- 
siciones generales  aplicables  al  caso. 

Art.  8.°  La  Ley  de  procedimiento  es- 
tará en  observancia  desde  el  día -que  ella 
misma  designe.  A  falta  de  esta  designa 
•  ion,  desde  que  sea  publicada  en  la  Gaceta 
üficial. 

En  todo  caso  se  observarán  las  disposi- 
ciones de  la  Ley  sobre  publicación  de  las 
Leyes  que  se  dictare. 

Art.  9.°  Las  Leyes  de  procedimiento  ci- 
vil tendrán  efecto  retroactivo  en  el  sen- 
tido de  qtie  deben  aplicarse  desde  que 
entren  en  observancia,  á  los  negocios  en 
curso,  en  el  estado  en  que  éstos  se  en- 
cuentren. 

Art.  10.  Cuando  la  Ley  vigente,  cuya 
aplicación  se  pida,  colidiere  con  alguna 
disposición  constitucional,  los  Tr  ib. mal  es 
aplicarán  ésta  con  preferencia. 

Art.  11.  En  los  casos  de  aplicación  del 
Derecho  internacional  privado,  los  Jueces 
atenderán  primero  á  los  Tratados  públicos 
de  Venezuela  con  la  nación  respectiva,  en 
cuanto  al  punto  en  cuestión;  en  su  defec- 
to, aplicarán  lo  que  sobre  la  materia  dis 
pongan  las  leyes  de  la  República  ó  se  des 
prenda  de  la  mente  de  la  legislación  patria; 
y  en  último  lugar,  los  principios  del  dicho 
derecho  aceptados  generalmente. 

Art.  12.  Por  ningún  modo  podrán  Jos 
Tribunales  abstenerse  de  decidir,  so  pre- 
texto de  silencio  ó  deficieucia  de  la  Ley, 
o  de  obscuridad  ó  ambigüedad  de  sus  tér- 
minos. 

En  el  primer  caso,  suplirán  el  vacío  to- 
mando en  consideración  aquellas  disposi- 
ciones de  la  misma  Ley  ó  de  otras,  sobre 
materias  análogas,  y  la  mente  de  la  legis- 
lación de  donde  pudiera  deducirse  lo  que 
el  legislador  hubiera  dispuesto  si  hubiera 
previsto  el  caso,  y  en  último  extremo,  si- 
guiendo los  dictados  de  la  razón  y  de  la  filo 
sofía  jurídica. 

Y  en  el  segundo  caco,  después  de  ase 
¿¿tirarse  de  que  existe  realmente  la  obscuri 
•lad  ó  ambigüedad  de  la  disposición  legal, 
aplicarán  las  reglas  de  interpretación  que 
existieren  en  la  legislación  de  la  República, 
y  á  falta  de  ellas,  las  generalmente  acep- 
tadas por  la  ciencia,  buscando  siempre  el 
,  verdadero  espíritu  de  la  disposición  inter- 
pretada. 


Art.  13.  En  la  interpretación  de  los 
contratos  y  actos  en  qne  exista  realmente 
obscuridad,  ambigüedad  ó#deflciencia,  los 
Tribuuales  se  atendrán  al  propósito  y  á  la 
intención  de  las  partes  ú  otorgantes,  te- 
niendo en  cuenta  las  exigencias  de  la  Ley, 
de  la  verdad  y  de  la  buena  fe. 

Art.  14  En  materia  civil  el  Juez  no  pue- 
de proceder  sino  á  instancia  de  parte,  salvo 
el  caso  en  que  la  Ley  lo  autorice  para  obrar 
de  oficio. 

En  los  asuntos  no  contenciosos,  en  que 
se  pida  alguna  resolución,  los  Jueces  obra- 
rán con  conocimiento  de  causa,  á  cuyo  efec- 
1 >  podrán  exigir  qne  se  amplíe  la  prneba 
sóbrelos  puntos  que  encontraren  deficien- 
tes, y  aun  exigir  otros  recaudos  conducen- 
tes posibles  que  j negaren  indispensables; 
todo  sin  necesidad  de  las  ritualidades  del 
juicio.  La  resolución  que  dictaren  dejará 
siempre  á  ¿alvo  los  derechos  de  tercero. 

Art.  16.  Los  Jueces  tendrán  por  norte 
de  sus  actos  lasverdad,  que  procurarán  es- 
cudriñar en  los  límites  de  su  oficio,  con 
toda  imparcialidad,  prescindiendo  en  sus 
decisiones  de  las  sutilezas  y  de  los  puntos 
de  mera  forma. 

Art.  16.  Los  Jueces  procurarán  la  esta- 
bilidad de  los  juicios,  evitando  y  corrigien 
do  en  la  sustanciación  los  vicios  esenciales 
que  phedan  anularlos.  Al  efecto,  podrán  re- 
poner la  causa  al  estado  en  que  se  cometió 
U  infracción,  cuando  no  pudiere  subsanarse 
la  falta  de  otro  modo. 

Art.  17.  Los  Jueces  procurarán  evitar 
la  multiplicidad  de  los  juicios  y  el  riesgo 
de  que  se  libren  sentencias  contrarias  6 
contradictorias  en  un  mismo  aBunto,  y  so- 
bre asuntos  en  que  haya  entre  sí  continen- 
cia ó  conexión,  acordando  al  efecto  la  acu- 
mulación procedente. 

Art.  18.  Cuando  la  Ley  dice:  «el  Juez  ó 
Tribunal  puede  ó  podrá»,  se  entiende  que 
lo  autoriza  para  obrar  según  su  prudente 
arbitrio,  consultando  lo  más  equitativo  ó 
racional,  en  obsequio  de  la-  justicia  y  de  la 
imparcialidad. 

Art.  19.  Para  que  haya  acción  debe 
haber  interés,  aunque  sea  eventual  ó  futu- 
ro, salvo  el  caso  en  que  la  Ley  exija  interés 
actual. 

Art.  20.  En  ningún  caso  puede  librar- 
se contra  una  persona  prohibición  gene- 
ral de  enajenar  sus  bienes,  ni  embargos 
generales  de  los  mismos,  salvo  en  los 
casos  que  expresamente  lo  ordene  ó  permi- 
ta la  Ley. 

Art.  21.  Cuando  la  Ley  habla  de  partes 
se  entenderá  que  se  refiere  así  á  los  liti- 
gantes como  á  sus  representantes  en  el 
juicio,  á  menos  que  por  la  naturaleza  del 
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acto  á  qne  se  contraiga  la  Ley  ú  otra  cir 
constancia  derivada  de  ésta,  deba  entender- 
se que  ee  refiere  sólo  á  loa  litigantes  mirt- 
inos ó  á  alguno  de  ellos. 

Art.  22.  Pueden  las  partes,  en  beneficio 
de  mía  transacción  proyectada,  suspender  el 
corso  del  pleito  por  tiempo  qne  determina- 
rán de  común  acuerdo,  y  por  acta  ante  vi 
Juez.  6  por  diligencia  ante  el  Secretario. 

Art.  28.  El  Juez  de  primera  instancia 
puede  llamar  á  las  partes  ante  sí  en  cual- 
quier estado  del  juicio,  para  procurar  que  se 
concillen,  así  sobre  lo  piincipal  como  sobre 
alguna  incidencia,  aunque  sea  de  procedi- 
miento, interesándoles  razones  de  conve- 
niencia, cuidando  de  no  emitir  opinión  so- 
bre la  materia  que  él  debe  decidir,  sin  que 
por  ello  suspenda  el  curso  de  la  causa. 

Art.  24.  Ningún  Tribunal  podrá  actuar 
fuera  de  su  jurisdicción,  ni  fuera  del  local 
de  sus  sesiones,  sin  acordar  previamente 
para  ese  caso  su  constitución  en  el  lugar 
donde  va  á  actuar,  ni  en  asunto  en  que  ca 
rezca  de  jurisdicción  por  razón  de  la  materia. 

Art.  25.  Las  audiencias  serán  públicas; 
pero  se  procederá  á  puerta  cerrada  cuando 
así  lo  determinare  el  Tribunal  por  motivos 
de  decencia  pública ,  según  la  naturaleza  de 
la  cansa. 

En  tal  caso,  ni  las  partes  ni  terceros  po- 
drán publicar  los  actos  que  han  tenido  lu- 
gar, ni  dar  cuenta  ó  relación  de  ellos  al  pú- 
blico, bajo  la  pena  de  cien  á  quinientos  bo- 
lívares  ó  arresto  basta  por  ocho  días,  que 
impondrá  et  Juez  por  cada  falta. 

Art.  26.  La  justicia  se  administrará  con 
la  mayor  brevedad  posible.  En  consecuen 
cía,  en  los  casos  en  que  por  este  Código  no 
se  fije  término  al  Tribunal  para  librar  una 
determinación,  deberá  hacerlo  dentro  de  los 
tres  días  siguientes  á  aquel  en  que  se  hizo 
la  solicitud  que  la  provoca. 

Art.  27.  Los  Tribunales  mantendrán  á  las 
partes  en  los  derechos,  facultades  y  goces 
qne  son  comunes  á  ellas,  sin  preferencia  ni 
desigualdades,  y  en  los  privativos  de  cada 
una  de  ellas  respectivamente,  según  los 
acuerde  la  Ley  á  la  diversa  condición  que 
tengan  en  el  juicio.  Pero  no  podrán  permitir 
ni  permitirse  ellos  extralimitaciones  de  nin- 
gún género. 

Art.  28.  Los  Jueces  deben  atenerse  á  lo 
alegado  y  probado  en  autos,  sin  poder  sacar 
elementos  de  convicción  fuera  de  éstos,  ni 
suplir  excepciones  ó  argumentos  de  hechos 
no  alegados  y  probados. 

No  podráu  declarar  con  lugar  la  demanda 
sino  cuando  exista,  á  su  juicio,  plena  prueba 
de  la  acción  deducida. 

En  caso  de  duda,  sentenciarán  en  favor 
del  demandado. 


Y  en  igualdad  de  circunstancias  favorece 
rán  la  condición  del  poseedor. 

Art.  29.  Será  vicio  radical  de  la  sentencia 
el  no  ser  motivada,  el  contener  ultrapet*ta, 
el  ser  condicional  ó  ser  tan  contradictoria 
en  lo  dispositivo  que  no  pueda  ejecutarse,  ó 
que  contradígalo  modifique  otra  sentencia 
definitiva  que  haya  causado  ya  cosa  juzgada 
entre  las  partes. 

Art  30.  No  puede  apelar  de  ninguna 
providencia  ó  sentencia  la  parte  á  quien  en 
ella  se  hubiese  concedido  lo  que  pedía. 

Art.  SI.  Si  la  sentencia  de  segunda  ins- 
tancia fuere  confirme  de  toda  conformidad 
en  eh  fondo  con  la  primera,  no  habrá  lugar  á 
tercera,  á  menos  que  difirieren  en  materia 
de  costas. 

En  ningún  caso  habrá  lugar  á  cuarta  ios 
tancia. 

Art.  32.  Cuando  se  interesare  ó  se  discu- 
tiere la  jurisdicción  de  la  República,  la  deci- 
sión que  se  librare  sobre  ella  se  consultará 
con  el  superior,  aun  cuando  no  fuere  apela- 
da, si  la  jurisdicción  dicha  resultare  deseo 
nocida  ó  menoscabada  por  el  fallo. 

Art.  33.  La  justicia  se  administrará  en 
nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Venezue- 
la, y  de  la  misma  manera  se  encabezarán 
las  ejecutorias  y  las  rogatorias  que  se  diri- 
jan á  los  Tribunales  ó  funcionarios  extran- 
jeros, así  como  los  suplicatorios,  exhortos  ó 
despachos  que  se  envíen  á  las  autoridades 
venezolanas.  Las  rogatorias  para  el  extran- 
jero se  enviarán  por  la  vía  diplomática  ó 
consular,  y  las  demás  interiores  por  la  vía 
ordinaria,  sin  necesidad  de  legalización. 

Art.  34.  Los  Tribunales  y  Autoridades  de 
toda  la  República  cumplirán  y  harán  cum- 
plir las  sentencias,  decretos  y  órdenes  de  los 
Tribunales  de  justicia  nacionales,  del  Dis- 
trito federal  ó  de  cualquiera  de  los  Estados, 
libradas  en  uso  de  sus  atribuciones  legales. 

Art.  35.  Los  documentos  á  que  se  refie- 
ren los  dos  artículos  anteriores  deberán  lle- 
var siempre  el  sello  del  Tribunal  que  los  ex 
pide,  sin  cuyo  requisito  no  se  considerarán 
auténticos. 

Art.  36.  Los  funcionarios  del  orden  judi- 
cial son  responsables  de  las  faltas  y  delitos 
que  cometan  en  el  ejercicio  de  sus  funciones, 
conforme  á  este  Código,  al  Penal  (1)  y  á  las 
Leyes  orgánicas. 

Art.  37.  La  Corte  de  casación  y  los  Tri- 
bunales Supremo  y  Superior  de  los  Estados 
y  del  Distrito  federal  podrán  imponer  como 
penas  disciplinarias,  por  lo  que  resulte  de 
mostrado  en  el  proceso,  apercibimientos  y 


(1)    El  texto  del  vigente,  saucionado  en  1897, 
se  inserta  más  adelante. 
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luin  multas  que  no  excedan  de  doscientos 
bolívares,  á  los  funcionarios  que  hayan  in- 
tervenido en  aquél,  por  las  faltas  materiales 
que  aparezcan,  como  omisión  de  firma,  de 
notas,  de  salvaturas  y  otras  de  esa  especie. 

Podrán  también,  por  lo  que  resulte  del 
proceso,  pero  á  solicitud  de  ú  parte  perjudi- 
i  ada,  imponer  murtas  disciplinarias  ¿dichos 
funcionarios  hasta  dé  mil  bolívares,  por 
aquellas  faltas  que  no  hayan  tenido  otra 
consecuencia  que  aumentar  los  gastos  á  la 
parte  ó  causar  demoras  en  el  asunto,  así  co 
•no  en  los  casos  en  que  la  Ley  mande  impo- 
nerlas. 

En  todo  otro  caso  de  falta  que  acarree 
responsabilidad  civil,  ó  de  falta  en  que  la 
Ley  reserva  á  la  parte  el  recurso  de  queja,  se 
tdietendrán  de  toda  condenación  contra  el 
infractor,  quedando  á  salvo  la  acción  de  los 
interesados.  Pero  si  hubiere  indicios  de  ha- 
berse cometido  por  algún  funcionario  ó  al- 
gún tercero  que  haya  intervenido  en  la  cau- 
sa, algún  delito  de  acción  pública,  mandarán 
sacar  copia  de  lo  conducente  y  la  enviarán 
al  Tribunal  competente  para  que  abra  la  in- 
quisición correspondiente. 

Lo  dispuesto  no  impide  que  el  Juez  de 
«tistanciación  haga  subsanar  las  faltas  ma- 
teriales que  notare,  y  use  de  la  facultad  que 
le  da  la  Ley  de  apremiar  con  multas  á  testi 
gos,  peritos  ú  otros. 

LIBRO    PRIMERO 


DISPOSICIONES  GENERALES 


TITULO  PRIMERO 
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Art.  38.     La  justicia  se  administrará  gra 
tuitamente  á  los  pobres. 

Art.  89.  Para  los  ^efectos  de  este  título 
He  reputan  Robres,  sólo  los  que  son  declara- 
dos tales  por  los  Tribunales. 

Art.  40.  £1  que  aspirare  á  ser  declarado 
pobre,  hará  justificativo  de  tal,  con  citación 

•  leí  expendedor  de  papel  sellado  del  lugar  y 

•  le  la  parte  contraria,  si  la  declaración  se  so 
licitare  para  obraren  juicio  contencioso,  ó 
i*on  la  del  primero  solamente,  si  no  hubiere 
contención.  Ambos  tendrán  derecho  de  re- 
preguntar y  de  tachar  á  los  testigos  del  jus- 
tificativo, de  acusar  bienes  y  de  promover 
todo  loque  crean  conveniente  para  contra- 
riar la  solicitud,  á  cuyo  efecto  se  concederá 
el  término  de  ocho  días,  si  to  pidieren,  antes 
de  librar  el  Juez  su  providencia. 


Art.  41.  La  declaración  de  pobreta  no 
perjudica  á  los  que  no  han  sido  citados  en 
la  actuación  en  que  se  ha  acordado,  ni  pue- 
de extenderse  á  asuntos  que  no  comprenda, 
caso  de  oponerse  á  ello  la  contra  parte  ó  el 
expendedor  de  papel  sellado. 

Art.  42.  El  justificativo  se  instruirá  en 
papel  común;  pero  si  el  Tribunal  decide 
que  no  hay  mérito  para  la  declaratoria  de 
pobreza,  el  promovente  consignará  el  sello 
ó  los  sellos  correspondientes  á  las  hojas  in- 
vertidas, además  de  las  penas  establecidas 
en  el  Decreto  sobre  papel  sellado. 

Art.  43.  Los  empleados  judiciales  cobra 
rán  sus  derechos,  si  se  declarare  sin  lugar 
la  pretensión  del  solicitante. 

Art.  44.     Los  Tribunales  declararán  po 
bres  para  los  efectos  de  este  título  á  los  que 
no  tuvieren  los  medios  suficientes  para  li- 
tigar. 

Art.  45.  Si  el  que  aspira  á  la  declarato- 
ria de  pobre  ha  sido  ya  demandado,  promo 
verá  en  el  acto  de  la  contestación  de  la  dé 
manda  aquella  declaratoria,  y  el  demandan- 
te deberá  en  el  mismo  acto  escoger,  entre 
paralizar  desde  luego  la  demanda  ó  que  és- 
ta continúe,  gozando  el  demandado  de  ios 
beneficios  de  la  asistencia  á  reservs,  como 
si  se  le  hubiere  acordado  ya,  sin  perjuicio 
de  lo  que  se  resuelva  en  definitiva  sobre  la 
declaratoria  pedida,  ó  de  que  se  le  retire  el 
beneficio  si  no  se  le  diere  curso  á  sus  dili- 
gencias sobre  ella. 

Art.  46.  En  cualquier  estado  de  la  causa 
en  que  intervenga  el  que  esté  asistido  á  re- 
serva, podrán  probar  la  contra- parte  ó  el  ex 
pendedor  de  papel  sellado  qué  aquél  ha  ve 
nido  á  mejor  fortuna;  y  si  el  Tribunal,  juz- 
gando sumariamente,  "encontrare  suficiente 
la  prueba,  mandará  cesar  los  efectos  de  la 
declaratoria  de  pobreza. 

Art.  47.  El  que  obtuviere  declaratoria  de 
pobreza  disfrutará  de  los  beneficios  si- 
guiente?: 

l.o  El  de  usar  para  su  defensa  papel  de 
la  clase  señalada  á  los  pobres,  ó,  en  su  de- 
fecto, papel  común. 

2  o  El  que  se  le  nombre  persona  que  le 
defienda  gratuitamente,  si  así  lo  exigiere. 

3.°  El  de  exención  del  pago  de  toda  cía 
se  de  derechos  á  los  funcionarios  de  los  Tri- 
bunales y  Juzgados,  y  del  impuesto  de  es- 
tampillas. 

4.°  El  de  dar  caución  juratoria  de  pagar, 
si  viniere  á  mejor  fortuna,  en  todos  los  ca- 
sos en  que  por  este  Código  se  exige  caución 
ó  depósito  de  una  cantidad  de  dinero. 

Art.  48.  Para  el  nombramiento  de  defen- 
sor, el  interesado  indicará  los  Procuradores 
ó  Abogados  que  por  tener  opinión  favorable 
á  sus  pretensiones  puedan  encargarse  de  la 
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defensa,  y  en  uno  de  ellos  recaerá  el  nom 
bramiento. 

El  declarado  pobre  podrá  indicar  para  de 
fensor  á  persona  que  no  sea  Abogado  ó  Pro- 
curador, cuando  entre  éstos  no  halle  quien 
se  encargue  «le  su  defensa. 

Art.  49.  El  que  baya  litigado  asistido  á 
reserva,  quedara  obligado  á  satisfacer  el  pa 
pe)  sellado,  honorarios  y  demás  costas  que 
hubiere  causado  ó  en  que  hubiere  6Ído  con 
denado,  cuando  venga  á  mejor  fortuna. 

Art.  60.     Es  competente  para  hacer  la  de- 
claratoria de  pobreza  el  Tribunal  que  lo  sea 
para  conocer  del  negocio  á  que  se  refiera  di 
cha  declaratoria. 

TITULO  II 

DK     LAS    PABTKN 

Art.  51.     En  el  juicio  civil  las  partes  de- 
J>en  ser  personas  legítimas  y  pueden  gestio 
nar  por  sí  mismas  6  por  medio  de  apode- 
rados. 

Art.  52.  El  poder  para  actos  judiciales 
debe  constar  en  forma  auténtica.   ' 

Puede  constituirse  Ante  un  Juez  ó  ante  el 
funcionario  que  tiene  la  atribución  de  auto 
rizar  las  exposiciones   de  las  partes  en   el 
Tribunal  donde  se  cursa  el  asunto,  en  la  for 
ma  siguiente:  N.  N.,  vecino  de  ...  .,  y  mayor 
de  veintiún  afios,  confiere  su  poder  á  N.  N. 
para  que  le  represente  y  sostenga  sus  dene 
chos  ante  los  Tribunales  competentes  en  to 
dos  sus  asuntos  judiciales  (ó  en  tal   asunto 
eefialado)  sin  limitación  alguna  (ó  sujetán- 
dole á  las  instrucciones   que   le  comunique 
privadamente  en  lo  que  no  sea  opuesto  á  las 
Leyes).  El  Juez  (ó  Secretario  ó  Canciller,  et- 
cétera, etc.)  que  suscribe,  certifica  que  cono- 
ce al  poderdante  y  que  este  acto  ha  pasado 
en  su  presencia,  quedando  anotado  bajo  el 
número ,  ai  folio del  Registro  respec- 
tivo. (Ellugar  y  fecha  en   letra)   El  Juez  (ó 
Secretario  ó  Canciller*  etc.)  -N.   N  —El  po 
derdaute.— N.  N. 

8tel  poderdante  no  sabe  ó  no  puede  fir- 
mar, lo  hará  por  él  un  tercero,  expresándose 
esta  circunstancia  en  el  poder. 

Art.  68.  Lt>s  Jueces  y  demás  funcionarios 
que  estén  facultados  por  el  artículo  piece- 
dente  para  autorizar  poderes,  llevaran  un 
registro  foliado,  en  que,  sin  dejar  claro  alga 
no,  tomen  razón  de  cada  poder  y  sustitución 
que  ante  ellos  se  otorgue,  bajo  una  numera 
ción  continua,  expresando  el  nombre  del 
otorgante  y  del  apoderado,  y  el  objeto  del 
poder.  En  éste  deberán  necesariamente  po 
ner  la  nota  de  que  habla  el  artículo  prece 
•dente. 

Mensualinente  remitirán  copia  de  estos 


registros  á  la  oficina  de  Registro  respectiva 
para  que  se  archiven. 

El  Registrador  acusará  recibo  de  esta  co- 
pia dentro  de  veinticuatro  horas. 

El  que  faltare  al  cumplimiento  de  las  dis- 
posiciones que  preceden,  incurrirá  en  una 
multa  de  ciento  veinticinco  bolívares  por 
cada  falta.  v 

Art.  54.  Si  el  que  otorga  el  poder  lo  hace 
en  nombre  de  otro,  debe  presentar  al  Juez  ó 
funcionario  que  autoriza  el  acto,  el  documen- 
to que  legitima  su  representación;  y  el  mis* 
mo  Juez  ó  funcionario  lo  copiará  y  certifica- 
rá á  continuación. 

Art.  5o.  Si  el  poder  ha- sido  otorgado  en 
país  extranjero,  debe  tener  las  formalidades 
establecidas  en  ese  país  y  venir  además  le- 
galizado por  un  Magistrado  del  lugar  ó  por 
otro  funcionario  público  competente,  así 
como  también  por  el  funcionario  consular  de 
Venezuela,  ó  en  su  defecto,  por  el  de  una 
nación  amiga.  En  caso  de  haberse  otorgado 
en  idioma  extranjero,  se  le  traducirá  al  cas 
tellano  por  un  intérprete  jurado. 

sPuede  también  otorgarse  el  poder  ante  el 
agente  consular  de  la  República  en  el  país 
del  otorgamiento,  sujetándose  á  las  formali- 
dades establecidas  en  el  presenté  título. 

Art.  66.  Cuando  el  apoderado  tenga  que 
hacer  uso  del  poder  fuera  del  departamento 
ó  distrito  en  que  ha  sido  otorgado,  lo. regis- 
trará en  la  oficina  de  Registro  respectiva,  en 
que  se  le  pondrá  1»  nota  correspondiente., 
con  su  firma  y  sello 

Art.  67.  Las  personas  que  no  tienen  el 
libre  ejercicio  de  sus-dereehos,  deben  ser  re- 
presentadas, asistidas  ó  autorizadas  según 
las  Leyes  que  reglen  su  estado  ó  capacidad. 

Art.  68.  Ninguno  puede  ser  eofnpelido  á 
comparecer  en  juicio  como  demandante,  sino 
en  los  casos  de  retardo  perjudicial,  conforme 
á  lo  que  se  dispone  en  este  Código. 

Art.  69.  Pueden  presentarse  en  juicio 
como  actores  sin  poder:  el  padre,  ó  la  madre 
en  defecto  de  éste,  por  su  hijo  legítimo  ó 
natural  reconocido  ó  adoptivo,  ó  viceversa, 
el  hijo  por  sus  padres,  si  tiene  veintiún  afios 
cumplidos;  el  heredero  por  su  coheredero, 
en  las  causas  originadas  por  la  herencia;  el 
comunero  por  su  condueño,  en  lo  relativo  á 
la  comunidad. 

Por  el  demandado,  cualquiera  que  reúna 
las  cualidades  necesarias  para  poder  ser 
apoderado  judicial,  puede  presentarse  sin 
poder;  pero  quedará  sometido  á  observar  las 
disposieioues'del  caso,  establecidas  por  la 
Ley  de  Abogados  y  Procuradores. 

Todo  el  que  representa  sin  poder  queda 
sujeto  á  las  resultas  del  juicio  en  el  caso  de 
que  su  representado  no  aprobare  su  repre- 
sentación, y  deberá  dar  con  ese  fin  caución 
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real  ó  personal,  si  se  le  exigiere,  y  él  no 
apareciese  con  responsabilidad  suficiente. 

Art.  60.  £1  Estado,  las  iglesias  y  demás 
comunidades  ó  corporaciones  son  represen 
todas  en  juicio  por  sus  Administradores, 
Procuradores  y  Vicarios,  respectivamente,  ó 
por  otras  personas  autorizadas  al  efecto,  y 
las  sociedades,  por  el  socio  ó  socios  á  quienes 
el  contrato  ó  la  ley  autorizan.  La  testamen- 
taría puede  ser  representada  por  el  corres 
pondieute  albacea  en  los  casos  establecidos 
por  el  Código  civil. 

Art.  61.  El  Abogado  ó  Procurador  á 
quien  se  confiere  un  poder  judicial  no  está 
obligado  á  aceptarlo,  pero  deberá  avisar  in- 
mediatamente su  no  aceptación  al  con f eren- 
te,  por  la  vía  más  rápida,  y  si  le  dieren  ins- 
trucciones de  sustituir  para  ese  csbo,  deberá 
hacerlo,  también  sin  tardanza,  conforme  á 
lo  que  se  establece  en  este  título. 

Aunque  el  apoderado  no  exprese  la  acep- 
tación del  poder,  se  presume  de  derecho 
desde  que  se  presente  con  él  en  juicio. 

Art.  62.  El  apoderado  podrá  sustituir  el 
poder  en  la  persona  que  el  poderdante  Je 
hubiere  designado  ó  le  designare,  y  á  falta 
de  designación,  en  Abogado  ó  Procurador 
capaz  y  solvente,  si  en  el  poder  se  le  faculta 
para  sustituir.  Si  en  el  poder  nada  se  dijere 
sobre  sustitución,  el  apoderado  podrá  susti- 
tuir también  en  Abogado  ó  Procurador  de 
reconocida  aptitud  y  solvencia,  cuando  por 
cualquiera  cansa  no  quisiere  ó  no  pudiere 
ejercer  el  poder. 

Si.  en  el  poder  se  le  prohibiere  sustituir  no 
podrá  hacerlo;  pero  en- caso  de  enfermedad, 
ausencia  forzada,  remisión  del  negocio  á 
Tribunal  de  otra  localidad,  ó  cualquier  otro 
motivo  grave  que  le  impidiere  ejercerlo  ó 
seguir  ejerciéndolo,  deberá  inmediatamente 
y  por  la  vía  más  rápida,  avisar  al  poderdante 
para  que  provea  lo  conveniente. 

Si  la  prohibición  se  hiciere  por  instruc- 
ción ó  documento  privado,  el  sustituyente 
será  responsable  del  perjuicio  que  cause  á 
su  representado  la  sustitución. 

Art.  63.  El  sustituto  podrá  sustituir,  si- 
guiendo lo  que  sobre  esto  determinare  el  po- 
der, y  las  reglas  establecidas  en  el  artículo 
precedente. 

Art.  64.  Sólo  cuando  en  el  lugar  en  que 
se  haya  de  ejercer  el  poder  no  hubiere  Abo 
gado  ni  Procurador,  ó  su  número  no  pasare 
del  fijado  en  la  Ley  de  Abogados  y  Procura- 
dores, podrá  sustituirse  en  quien  no  lo  sea, 
con  tal  que  no  fuere  notoriamente  incapaz  ó 
insolvente. 

Art.  65.  Las  sustituciones  en  todo  caso 
pueden  ser  especiales,  aun  cuando  el  poder 
sea  general. 

Art.  66.    En  materia  de  sustitución,  así 


los  apoderados  como  los  sustitutos,  queda- 
rán sujetos  á  las  responsabilidades-  que  es  • 
tablece  el  Código  civil  para  los  mandatarios. 

Art.  67.  Las  sustituciones  de  poderes  y 
las  sustituciones  de  sustituciones  deben  ha- 
cerse con  las  mismas  formalidades  que  el 
otorgamiento  de  los  poderes. 

Art.  68.  Así  el  apoderado  como  el  sustitu- 
to quedan  sometidos,  en  cuanto  á  sns  facul- 
tades, á  las  disposiciones  del  Código  civil 
sobre  el  mandato. 

Además,  para  desistir  de  la  acción  princi- 
pal, el  apoderado  y  el  sustituto  necesitan 
facultad  expresa. 

Art.  69.  El  apoderado  ó  el  sustituto  es- 
tarán obligados  á  seguir  el  juicio  en  todas 
sus  instancias,  siempre  que  todos  los  Tribu- 
nales que  deban  conocer  en  ellos  existan  en 
el  mismo  lugar.  En  caso  contrario,  podrán 
hacer  las  sustituciones  convenientes,  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  este  título. 

Art.  70.  Las  partes  deben  expensar  sufi: 
cientemente  á  sus  representantes.  Si  no  lo 
hicieren,  no  podrán  exigir  responsabilidad 
al  apoderado  que  hubiese  dejado  de  hacer 
algo  que  ocasionare  gastos. 

Art.  71.  El  apoderado  deja  de  represen- 
tar al  poderdante  por  la  revocación  del  po- 
der, desde  que  ésta  fuere  introducida  en 
cualquier  estado  del  juicio,  aun  cuando  no 
se  presente  la  parte  ni  otro  apoderado  por 
ella.  No  se  entenderá  revocado  el  sustituto 
si  así  no  se  expresa  en  la  revocación. 

La  sola  presentación  de  la  parte  personal 
mente  en  el  juicio,  no  causará  la   revocato 
ria  del  poder  ni  de  la  sustitución,  á  menos 
que  se  haga  constar  lo  contrario. 

La  presentación  de  nuevo  apoderado  para 
el  mismo  pleito,  produce  la  revocación  del 
primero  desde  ese  momento. 

Art.  72.  Deja  también  el  apoderado  ó  el 
sustituto  de  representar  al  poderdante  cuan- 
do éste  se  separe  de  las  acciones  ó  defensas 
deducidas  en  el  pleito. 

Art.  78.  La  cesión  ó  transmisión  á  otra 
persona  de  los  derechos  deducidos  por  el  li- 
tigante, hace  cesar  la  representación*  del 
apoderado  ó  sustituto,  sin  suspender  por 
eso  el  curso  de  la  causa. 

La  muerte  del  litigante  ó  la- caducidad  de 
la  personalidad  con  que  obraba  hacen  cesar 
también  las  de  sus  representantes;  pero  en 
ambos  casos  se  suspenderá  el  curso  de  la 
causa  sólo  mientras  se  cita  á  la  persona  ó 
personas  en  quienes  haya  recaído  el  dere- 
cho ó  la  representación  que  ejercía  el  po- 
derdante. 

Art.  74.  La  renuncia  del  apoderado  no 
producirá  efecto  para  las  otras  partes,  sino 
desde  que  se  haga  constar  en  el  expediente 
su  notificación  al  poderdante. 
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Art.  76.  Para  la  defensa  de  un  asunto  en 
un  mismo  Tribuna!,  cada  parte  no  podrá 
constituir  más  de  tres  representantes. 

Si  se  han  constituido  varios  apoderados 
para  un  mismo  pleito  conjuntamente,  cada 
uno  de  ellos  tendrá  la  plena  representación 
del  poderdante. 

Art.  76.  En  cualquier  estado  del  juicio, 
el  apoderado  y  el  Abogado  pueden  estimar 
sus  honorarios  y  exigir  ejecutivamente  el 
pago,  salvo  el  derecho  de  retasa. 

Art.  77.  Los  demás  representantes,  que 
lo  son  por  virtud  de  la  Ley,  y  sus  apodera 
dos,  estarán  sometidos  en  sus  gestiones  en 
el  pleito  á  las  disposiciones  del  Código  civil 
en  cuanto  á  facultades,  deberes  y  forma- 
lidades. 

Art.  78.  No  podrá  ejercer  poderes  en  jui- 
cio el  que  no  estuviere  en  el  goce  de  sus  de 
rechos  civiles;  el  que  no  sepa  leer  y  escribir; 
el  ciego,  sordo  ó  mudo  ó  que  padezca  enfer 
medad  que  le  someta  á  reclusión;  el  militar 
en  activo  servicio;  el  sacerdote  de  cualquier 
culto,  si  no  fuere  en  defensa  de  su  Iglesia; 
la  mujer,  salvo  para  defender  á  su  cónyuge, 
á  sus  descendientes  ó  ascendientes  de  cual- 
quier grado  ó  colateral  dentro  del  segundo; 
y  el  que  no  fuere  Abogado  ó  Procurador  con 
título,  en  negocio  de  mayor  cuantía,  y  en 
lugares  en  que  hubiere  cinco  ó  más  Aboga- 
dos ó  Procuradores  en  ejercicio. 

TITULO  II  l 

DEL  FDEKO  COMPBTBNTE 

Art.  79.  La  competencia  se  determina 
por  la  materia,  por  el  valor  de  la  demanda, 
por  el  territorio  y  por  la  conexión  ó  conti- 
nencia de  la  causa. 

Sección  primera. 

De  la  competencia  por  lu  materia  y  por  el  valor 
de  la  demanda. 

Art.  80.  La  competencia  por  la  materia 
y  por  el  valor  de  la  demanda  Be  determina 
por  la  Ley  orgánica  de  Tribunales  y  por  Le 
yes  especiales. 

Art.  81.  Para  estimar  el  valor  de  la  de 
manda  se  agregarán  al  capital  los  intereses 
ya  vencidos  y  los  gastes,  daños  y  perjuicios 
anteriores  á  la  misma  demanda. 

Art.  83.  Cuando  una  demanda  contenga 
varios  puntos,  se  sumará  el  valor  de  todos 
ellos  para  determinar  el  de  la  causa. 

Art.  83.  Cuando  varias  personas  deman- 
dan en  un  mismo  juicio  de  una  ó  más  per- 
sonas el  pago  de  la  parte  que  tienen  en  un 
crédito,  el  valor  de  la  causa  se  determina 
por  la  suma  total. 


Art.  84.  Cuando  se  demanda  el  derecho 
á  cobrar  una  renta  perpetua,  temporal  ó  vi- 
talicia, de  cualquiera  denominación  que  sea, 
el  valor  se  estima  por  el  del  capital  expresa- 
do en  el  acto  de  la  constitución. 

Cuando  no  esté  expreso  el  capital,  el  valor 
se  determina  acumulando  veinte  anualidades, 
si  se  trata  de  renta  perpetua;  y  diez,  si  se 
trata  de  renta  vitalicia  o  por  tiempo  deter- 
minado. 

Si  la  renta  fuere  consumida  por  tiempo 
determinado,  el  valor  se  fija  acumulando  las 
anualidades.  Esta  acumulación  nunca  exce- 
derá de  veinte  anualidades. 

Art.  85.  En  las  demandas  sobre  la  vali- 
dez ó  continuación  de  un  arrendamiento,  el 
valor  se  determina  acumulando  les  pensio- 
nes sobre  que  se  litiga  y  sus  accesorios. 

Art.  86.  En  los  casos  de  los  (loe  artículos 
anteriores  ó  en  otros  semejantes,  si  la  pres- 
tación debe  hacerse  en  especie,  su  valor  se 
estima  por  los  precios  corrientes  en  el  mer- 
cado. 

Art.  87.  Cuando  el  valor  de  la  cosa  de- 
mandada no  consta  en  dinero,  el  demandan- 
te la  estimará;  pero  el  demandado  puede 
rechazar  aquella  estimación,  oponiendo  la 
respectiva  excepción  dilatoria,  si  sostiene 
que  aquel  valor  es  mayor  ó  menor  que  esta 
estimación. 

Sección  seguudu. 

De  la  competencia  por  el  territorio. 

Art.  88.  La  acción  personal  y  la  acción 
real  sobre  bienes  muebles  se  propondrán 
ante  la  Autoridad  judicial  del  lugar  en  que 
el  demandado  tiene  su  domicilio,  ó,  en  su 
defecto,  su  residencia. 

Si  el  demandado  no  tiene  domicilio  ni  re- 
sidencia conocidos,  la  demanda  se  propon- 
drá en  cualquier  punto  donde  se  encuentre. 

Art.  89.  La  acción  personal  y  la  acción 
real  sobre  bienes  muebles  se  puede  propo- 
ner también  ante  la  Autoridad  judicial  del 
lugar  en  que  fué  contraída  ó  debe  ejecutarse 
la  obligación,  ó  en  que  se  encuentre  la  cosa 
mueble  objeto  de  la  acción,  con  tal  que,  en 
el  primero  y  en  el  ultimo  caso,  el  demanda* 
do  se  encuentre  en  él. 

Sin  embargo,  «1  demandado  por  una  cosa 
mueble,  que  tuviere  consigo  fuera  de  su  do- 
micilio, podrá  dar  fianza  para  responder  de 
ella  ante  Tribunal  competente  de  su  propio 
domicilio,  si  se  trata  del  último  de  dichos 
casos. 

Art.  00.  Las  acciones  reales  sobre  bienes 
inmuebles  se  propondrán  ante  la  Autoridad 
judicial  del  lugar  donde  está  situado  el  in- 
mueble, ó  del  domicilio  del  demandado,  ó 


10 


CÓDIGO  DE  PROCEDIMIENTO  CITIL 


del  lugar  donde  se  celebró  el  contrato,  caso 
de  hallarse  allí  el  demandado,  todo  á  elec 
ción  del  demandante. 

Cuando  el  inmueble  esté  situado  en  terri- 
torio correspondiente  á  dos  jurisdicciones, 
la  demanda  se  podrá  proponer  ante  la  Auto 
ridad  de  cualquiera  de  ellas,  á  elección  del 
demandante. 

Árt.  01.  Son  competentes  los  Tribunales 
del  lugar  de  la  apertura  de  la  sucesión  para 
conocer: 

1.a  De  las  acciones  sobre  petición  y  divi- 
sión de  la  herencia  y  cualesquiera  otras  en- 
tre coherederos  hasta  la  división. 

2.°  De  las  acciones  sobre  rescisión  de  la 
partición  ya  hecha,  y  sobre  saneamiento  de 
las  cuotas  asignadas,  con  tal  que  se  propon- 
gan dentro  de  un  bienio  después  de  la  par- 
tición. 

8.°  De  las  acciones  contra  los  albaceas, 
con  tal  que.se  intenten  antes  de  la  división, 
y  si  ésta  no  es  necesaria,  dentro  de  un  bie- 
nio después  de  la  apertura  de  la  sucesión. 

4.°  De  las  acciones  de  los  legatarios  y  los 
acreedores  de  la  herencia,  si  se  proponen  en 
los  términos  indicados  en  los  nó meros  pre- 
cedentes. 

Cuando  la  sucesión  se  ha  abierto  fuera  de 
la  República,  todas  estas  acciones  podrán 
proponerse  en  el  lugar  en  que  se  encuentren 
la  mayor  parte  de  los  bienes  existentes  den- 
tro de  su  territorio. 

La  competencia  que  da  este  artículo  no 
excluye  la  del  domicilio;  pero  siendo  más  de 
uno  los  demandados,  deberán  todos  tener 
un  mismo  domicilio,  para  que  pueda  poner- 
se la  demanda  ante  el  Juez  á  que  ese  domi- 
cilio corresponda. 

Art  92.  La  acción  entre  socios  se  pro- 
pondrá ante  la  Autoridad  judicial  del  lugar 
en  que  se  halle  establecida  la  sociedad. 

Se  proponen  ante  la  misma  Autoridad  ju- 
dicial las  acciones  entre  socios,  aun  después 
de  disuelta  y  liquidada  la  sociedad,  por  la 
división  y  por  las  obligaciones  que  derivan 
de  ellas,  con  tal  que  se  propongan  dentro  de 
un  bienio  después  de  la  división.  Esto  sin 
perjuicio  de  que  pueda  intentarse  la  deman- 
da ante  el  Tribunal  del  domicilio,  en  los  tér- 
minos que  expresa  el  párrafo  último  del  ar- 
tículo 91 

Art.  98.  La  acción  sobre  rendimiento  de 
cuentas  de  una  tutela  ó  de  una  administra- 
ción, se  propondrá  ante  !a  Autoridad  judi- 
cial en  que  la  tutela  ó  administración  fué 
ejercida,  ó  en  el  Tribunal  del  domicilio,  á 
elección  del  demandante,  en  los  términos 
expresados  en  el  párrafo  último  del  art.  91. 

Art.  94.  Cuando  el  obligado  ha  renuncia- 
do su  domicilio,  podrá  demandársele  donde 
se  le  encuentre. 


Art.  96.  En  el  caso  de  haberse  elegido 
domicilio,  ó  sea  en  que  se  haya  determinado 
el  lugar  en  que  puede  seguirse  el  juicio,  la 
acción  puede  proponerse  ante  la  Autoridad 
judicial  del  lugar  en  que  se  ha  elegido  como 
domicilio. 

Sección  tercera. 

De  la  competencia  por  conexión  6  por  continencia 
de  la  causa. 

Art.  96.  La  acción  contra  varias  perso- 
nas que  por  su  domicilio  deberían  ser  de- 
mandadas ante  distintas  autoridades  judi- 
ciales, puede  proponerse  ante  -la  del  domi- 
cilio de  cun (quiera  de  ellas,  si  hay  conexión 
por  el  objeto  de  la  demanda  ó  por  el  título 
ó  hecho  deque  dependa,  salvó  disposiciones 
contrarias: 

Art.  97.  Eti  materia  de  fiadores  ó  garan- 
tías y  en  cualquier  demanda  accesoria,  co- 
nocerá el  Tribunal  donde  esté  pendiente  la 
causa  principal. 

Art.  98.  Cuando  por  virtud  de  las  solas 
pretensiones  del  demandado,  como  en  los 
casos  de  oponer  compensación  ó  de  intentar 
contra  demanda,  el  Tribunal  haya  de  decidir 
sobre  una  cosa  que  por  su  valor  corresponda 
al  conocimiento  de  un  Tribunal  de  cuantía 
superior,  es  éste  el  competente  para  conocer 
de  todo  el  asunto,  aunque  el  Tribunal  ante 
quien  se  la  propuso  lo  fuese  para  conocer 
de  la  demanda  sola. 

Art.  99.  Cuando  una  misma  causa  haya 
sido  promovida  ante  dos  Autoridades  judi- 
ciales igualmente  competentes,  ó  cuando 
una  controversia  tenga  conexión  con  una 
causa  ya  pendiente  ante  otra  Autoridad  ju- 
dicial, la  decisión  compete  á  la  que  haya 
prevenido. 

La  citación  determinará  la  prevención. 

Art.  100.  En  la  cesión  de  bienes  y  en  la 
quiebra  conocerán  los  Tribunales  del  domi- 
cilio del  deudor. 

Sección  cuarta. 

Diaposiciones  relativas  á  los  no  domiciliados 
en  Venezuela. 

Art.  101.  El  que  no  tenga  domicilio  en 
la  República  puede  ser  demandado  ante  las 
Autoridades  judiciales  de  la  misma,  aunque 
no  se  encuentre  en  su  territorio: 

1.°  Si  se  trata  de  acciones  sobre  bienes 
inmuebles  ó  muebles,  existentes  en  la  Re- 
pública. 

2.°  Si  se  trata  de  obligaciones  prove- 
nientes de  contrato,  ó  hechos  verificados 
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en  la  República,  ó  que  deban  ser  ejecutado» 
en  ella. 

Art.  102.  Si  el  que  no  tiene  domicilio  en 
la  República  se  encontrare  transitoriamente 
en  su  territorio,  puede  ser  demandado  ante 
loa  Tribunales  respectivos,  no  sólo  en  los 
casos  expresados  en  el  artículo  precedente, 
sino  también  en  todo  caso  de  acción  perso 
nal  en  que  la  ejecución  pueda  exigirse  en 
cualquier  lugar. 

Art.  103.  En  los  casos  de  los  dos  artícu- 
los precedentes  regirán  las  reglas  de  la  com- 
petencia establecidas  en  las  secciones  ante- 
riores, en  cuanto  sean  aplicables,  teniéndose 
como  domiciiio  ó  residencia  el  lugar  donde 
se  encuentre  el  demandado. 

Art.  104.  Cuando  el  contrato  no  se  ha 
celebrado  en  Venezuela,  y  la  persona  no 
tenga  habitación  ó  domicilio  elegido  en  la 
República,  ni  haya  un  lugar  establecido 
para  la  ejecución  del  contrato,  la  acción  per- 
sonal se  propondrá  ante  la  Autoridad  judi- 
cial del  lugar  en  que  el  actor  tenga  su  domi- 
cilio ó  habitación;  y  si  versare  sobre  i n mué 
bles  determinados,  ante  el  Tribunal 'del  lu- 
gar donde  se  encuentren  éstos. 

Sección  quinta. 

Ddl  moJo  de  dirimir  la  competencia  entre 
loe  Jueces. 

Art.  106.  En  cualquier  estado  del  juicio 
puede  un  Tribunal  promover  la  cuestión  de 
falta  de  jurisdicción  ó  competencia  á  otro 
Tribunal  que  esté  conociendo,  con  tal  que 
ambos  Tribunales  sean  de  la  misma  ins 
tancia. 

Art.  106.  El  Juez  ó  Tribunal  que  pre- 
tenda la  declinatoria  de  otro  Juez  ó  Tribu- 
nal para  conocer  de  una  causa  ó  de  un  asun- 
to, le  pasará  oficio  manifestándole  las  razo- 
nes en  que  se  funde,  y  remitirá  inmediata 
mente  copia  de  dicho  oficio,  con  lo  demás 
conducente,  al  Tribunal  que  deba  decidir  el 
conflicto  ó  cuestión. 

Art.  107.  El  Juez  ó  Tribunal  requerido 
acusará  recibo  dentro  de  veinticuatro  horas 
y  dentro  de  otro  lapso  igual  expondrá  las 
razones  ó  fundamentos  que  tenga  para 
creerse  competente  ó  incompetente,  y  remi- 
tirá esta  exposición,  con  lo  demás  condu 
cente,  al  Tribunal  que  deba  decidir  la  cues- 
tión. 

Art.  108.  Desde  que  el  Juez  ó  Tribunal 
requerido  reciba  aviso  de  la  cuestión  que  se 
le  promueva,  suspenderá  todo  procedimien- 
to en  el  asunto  principal.  Lo  actuado  des- 
pués de  aquel  aviso  será  nulo. 

El  Infractor  ó  infractores  de  estas  dispo- 
siciones pagarán  los  perjuicios  que  se  les 


sigan  á  las  partes,  é  incurrirán  en  una  multa 
de  600  á  2.600  bolívares,  que  impondrá  el 
superior,  sin  necesidad  de  que  se  interponga 
formalmente  recurso  de  queja. 

Art.  109.  Guando  un  Juez  ó  Tribunal 
decline  la  jurisdicción  ó  el  conocimiento  de 
un  asunto,  si  el  Juez  ó  Tribunal  que  haya 
de  suplirle  no  encontrare  fundada  la  decli- 
natoria, lo  manifestará  así  al  abstenido  en 
la  segunda  audiencia  después  de  recibidos 
los  autos,  ó  por  el  correo  que  salga  después 
de  aquella  audiencia,  expresando  las  razo- 
nes en  que  se  funde,  y  luego  se  procederá 
con  arreglo  á  los  artículos  anteriores. 

Art.  1 10.  La  cuestión  de  competencia  de 
no  conocer  producirá  los  mismos  efectos  in- 
dicados en  el  art.  108.  . 

Art.  111.  Las  partes  podrán  presentar 
respectivamente  á  los  Jueces  competidores 
los  recaudos  y  datos  que  juzguen  condu 
centes  á  demostrar  las  diversas  pretensio- 
nes en  el  punto  de  competencia;  pero  en 
ningún  caso  el  ejercicio  de  tal  derecho  po 
drá  paralizar  el  curso  del  procedimiento  de 
la  incidencia  entre  loa  Jueces. 

Art.  112.  Tanto  en  las  controversias  de 
conocer  como  en  las  de  tío  conocer,  luego 
que  el  superior  á  quien  corresponda,  reci- 
ba las  actuaciones  de  los  Jueces,  procede- 
rá á  deeidir  la  controversia,  dentro  de  vein- 
ticuatro horas,  con  preferencia  á  todo  otro 
negocio. 

Art.  113.  La  determinación  sobre  la  in- 
cidencia se  pronunciará  sin  citación  ni  ale- 
gatos, ateniéndose  únicamente  á  lo  que  re 
sulte  de  la  actuación  remitida  por  loa  Tri 
bunales,  excepto  que  falte  algún  dato  in- 
dispensable para  la  decisión,  pues  en  es 
te  caso  podrá  el  Tribunal  pedir  los  autos 
originales,  suspendiendo  entre  tanto  la  de- 
cisión. 

Art.  114.  La  determinación  se  comunica 
rá  de  oficio  á  los  Tribunales  entre  quien  se 
ha' suscitado  la  controversia. 

Art.  115.  El  Tribunal  que  haya  suscitado 
una  cuestión  de  falta  de  jurisdicción  ó  de 
competencia  manifiestamente  infundada,  ó 
dado  ocasión  á  ella,  será  condenado  á 
resarcir  los  daños  y  perjuicios  que  haya 
causado  y  á  pagar  una  multa  que  no  exceda 
de  1  600  bolívares. 

En  la  misma  responsabilidad  incurre  el 
Tribunal  que  haya  dejado  de  enviar  opor- 
tunamente las  actuaciones  de  la  inciden 
cia  de  competencia,  sin  perjuicio  de  poder 
ser  apremiado  á  cumplir  tal  deber  con  mul- 
tas hasta  dé  600  bolívares,  por  el  Tribu 
nal  llamado  á  decidirla  cuestión  de  com- 
petencia. 

Art.  116.  La  decisión  dictada  en  una 
.excepción   dilatoria    de   incompetencia   de 
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Tribunal  no  impedirá  en  ningún  caso  la 
cuestión  de  falta  de  jurisdicción  ó  de  com- 
petencia entre  los  Jueces,  que  pueda  prorao 
verse  después. 

Resuelta  la  cuestión  de  competencia  en- 
tre los  Jueces,  no  podrá  oponerse  por  los 
mismos  motivos  la  excepción  de  incompe- 
tencia de  Tribunal. 

TITULO  IV 

DB  LA  RECUSACIÓN  DB  LOS  JUBOE8  T  OTROS 
FUNCIONARIOS 

Art.  117.  Los  funcionarios  judiciales, 
sean  ordinarios,  accidentales  ó  especiales, 
pueden  ser  recusados  por  alguna  de  las 
cansas  siguientes: 

1  .*  Por  parentesco  de  consanguinidad  de 
alguna  de  las  partes  en  cualquier  grado  en 
la  línea  recta,  y  en  la  colateral  hasta  el 
cuarto  grado  inclusive,  ó  por  afinidad  hasta 
el  segundo,  también  inclusive. 

2>  Por  parentesco  de  afinidad  de  la 
mujer  del  recusado  con  cualquiera  de  las 
partes  dentro  del  segundo  grado,  si  vive  la 
mujer  y  no  está  divorciada,  ó  si  habiendo 
muerto  ó  declarádose  el  divorcio,  existen 
hijos  de  ella  con  el  recusado. 

3.'  Por  parentesco  de  afinidad  del  re- 
cusado con  el  cónyuge  de  cualquiera  de 
las  partes  hasta  el  segundo  grado  inclusi- 
ve, caso  de  vivir  la  mujer  sin  estar  divor 
ciada,  ó  caso  de  haber  hijos  de  la  misma 
con  la  parte,  aunque  haya  muerto  ó  se  halle 
divorciada. 

4.*  Por  tener  el  recusado,  su  cónyuge  ó 
algunos  de  los  consanguíneos  ó  afines  den- 
tro de  los  grados  indicados  interés  directo 
en  el  pleito. 

ó*  Por  existir  una  cuestión  idéntica  que 
deba  decidirse  en  otro  pleito  en  que  tengan 
interés  las  mismas  personas  indicadas  en 
el  número  anterior. 

6.a  Si  el  recusado  ó  su  cónyuge  fueren 
deudores  de  plazo  vencido  de  alguno  de  los 
litigantes,  ó  su  cónyuge. 

7.a  Si  el  recusado,  su  cónyuge  ó  hijos 
tuvieren  pleito  pendiente  ante  un  Tribunal 
en  que  el  litigante  sea  Juez. 

8.a  Si  en  los  cinco  afios  precedentes  se 
ha  seguido  juicio  criminal  entre  una  de  las 
mismas  personas  y  uno  de  los  litigantes,  ó 
su  cónyuge  ó  hijos. 

9.a  Por  haber  dado  el  recusado  reco- 
mendación ó  prestado  su  patrocinio  en  fa- 
vor de  alguno  de  los  litigantes  sobre  el  plei- 
to en  que  se  le  recusa. 

10.a  Por  seguirse  pleito  civil  entre  el 
recusado  ó  algunos  de  sus  parientes  dentro 
de  los  grados  indicados,  y  el  recusante,  si 


se  ha  principiado  antes  de  la  instancia  en 
que  ocurre  la  recusación  y  si  no  han  trans- 
currido doce  meses  después  de  terminado 
el  pleito  entre  los  mismos.  - 

11.a  Por  ser  el  recusado  dependiente  ó 
comensal,  tutor  ó  curador,  heredero  presun- 
to ó  donatario  de  algunos  de  los  litigantes. 

12.a  Por  tener  el  recusado  sociedad  de 
intereses  ó  amistad  íntima  con  alguno  de  loe 
litigantes. 

13.a  Por  haber  recibido  el  recusado  de 
algunos  de  eiloa  servicios  de  importancia  que 
empeñen  su  gratitud. 

14.a  Por  ser  el  recusado  administrador 
de  cualquier  establecimiento  público  ó  parti- 
cular relacionado  directamente  en  el  pleito. 

16.a  Por  haber  el  recusado  manifestado 
su  opinión  sobre  lo  principal  del  pleito  antee 
de  la  sentencia,  siempre  que  el  recusado  sea 
Juez  en  la  causa, 

16.a  Por  haber  sido  el  recusado  testigo 
ó  experto  en  el  pleito,  siempre  que  sea  Juez 
en  el  mismo. 

17.a  Por  haberse  intentado  contra  el  Juez 
queja  que  se  haya  admitido,  aunque  se  le 
haya  absuelto,  siempre  que  no  hayan  pasa- 
do doce  meses  después  que  se  haya  librado 
la  determinación  final. 

18.*  Por  enemistad  entre  el  recusado  y 
los  litigantes,  demostrada  por  hechos  que 
sanamente  apreciados  hagan  sospechosa  la 
imparcialidad  del  recusado. 

19.a  Por  agresión,  injurias  ó  amenazas 
entre  el  recusado  y  algunos  de  los  litigantes, 
dentro  de  los  doce  meses  precedentes  al 
pleito. 

20.a  Por  injurias  ó  amenazas  inferidas 
por  el  recusado  á  alguno  de  los  litigantes, 
aun  después  de  principiado  el  pleito. 

^2 1.a  Por  haber  el  recusado  recibido  dá- 
divas de  alguno  de  los  litigantes  después  de 
comenzado  el  pleito. 

Art.  118.  No  hay  lugar  á  recusación  por- 
que exista  una  de  las  causas  expresadas  en- 
tre el  funcionario  judicial  y  el  tutor,  curador 
ó  apoderado  de  alguno  de  los  litigantes'  y 
los  miembros,  jefes  ó  administradores  del 
establecimiento,  sociedad  ó  corporación  que 
sea  parte  en  el  juicio,  á  menos  que  dicha 
causal  sea  alguna  de  las  expresadas  en  los 
números  1  o,  2.°,  8°,  4.o,  12,oy  18.o 

Art.  119.  El  funcionario  judicial  que  co- 
nozca que  en  sn  persona  concurre  alguna 
causa  de  recusación,  estará  obligado  á  de- 
clararla, sin  aguardar  á  que  se  le  recuse, 
para  que  las  partes,  dentro  de  los  dos  días 
siguientes,  manifiesten  su  allanamiento  ó 
contradicción  á  que  siga  actuando  el  impe 
dido. 

Si  del  expediente  apareciere  que  la  causal 
era  conocida  del  funcionario,  y  que,.noobs- 
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tante,  éste  la  retardó  dando  lugar  á  actos 
que  gravaran  la  parte,  ésta  tiene  derecho  á 
pedir,  al  superior  que  le  imponga  una  multa 
que  podrá  alcanzar  basta  mil  bolívares,  con 
aplicación  en  favor  de  la  parte. 

La  declaración  de  que  habla  este  artículo 
se  hará  en  un  acta  en  que  expresen  las  cir- 
cunstancias de  tiempo,  lugar  y  demás  del 
hecho  ó  hechos  motivos  del  impedimento;  y 
además  deberá  expresar  la  parte  contra 
quien  obra  ei  impedimento. 

Art.  120.  El  Juez  ó  funcionario  impedi- 
do podrá  continuar  en  sus  funciones,  si  con- 
vinieren en  en  ello  las  partes  ó  aquella  con- 
tra quien  obrare  el  impedimento;  excepto  si 
ese)  de  ser  el  recusado  cónyuge,  ascendien 
te,  descendiente  ó  hermano  de  alguna  de 
las  partes,  ó  el  de  tener  interés  directo  en  el 
pleito,  siendo  el  recusado  Jnez  ó  Conjuez. 

Los  apoderados  no  necesitarán  autoriza 
ción  especial  para  prestar  su  consentimiento 
en  este  caso.  - 

Art.  121.  La  parte  ó  su  apoderado  debe 
manifestar  su  allanamiento,  firmándolo  ante 
el  Secretario  ó  Canciller  del  Tribunal,  dentro 
de  los  dos  días  siguientes  á  aquel  en  que  se 
maní  Ueste  el  impedimento. 

Pasado  este  término  no  podrá  allanar  al 
impedido. 

Art.  122.  Si  el  funcionario  allanado  no 
manifestare,  en  la  misma  audiencia  ó  en  la 
siguiente,  que  no  está  dispuesto  á  seguir  co- 
nociendo, queda  obligado  á  continuar  des- 
erapt  fiando  sus  funciones,  caso  de  no  ser  el 
impedí  miento  de  los  que  según  el  art.  120 
no  dejan  al  impedido  la  facultad  de  conti- 
nuar conociendo  en  virtud  del  allanamiento. 

Art.  123.  Kl  «Juezá  quien  toque  conocer 
de  la  inhibición  la  declarará  con  lugar  si 
estuviere  hecha  en  la  forma  legal  y  fundada 
en  alguna  de  las  cansas  establecidas  por  es- 
ta Ley.  En  caso  contrario  se  declarará  sin 
lugar  y  el  Juez  continuará  conociendo. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  deja  á  salvo 
el  derecho  de  recusación  que  puedan  usar 
las  partee. 

.  Art.  124.  Si  el  Juez  inhibido  pertenecie- 
re á  un  Tribunal  colegiado,  el  Presidente  ó 
el  funcionario  que  haga  sus  veces  resolverá 
dentro  de  tres  días,  y  sin  apelación,  sobre 
el  impedimiento,  salvo  disposiciones  espe- 
ciales. 

Si  todos  los  miembros  del  Tribunal  cole- 
giado se  hubieren  inhibido,  se  procederá 
como  en  el  caso  de  haber  sido  recusados,  de 
conformidad  con  el  art.  132. 

Art.  125.  Si  el  inhibido  fuere  cualquier 
otro  funcionario,  el  Juez  de  sustanciación 
resolverá  sin  apelación  sobre  el  impedi- 
mento. 

Art.  126.    El  día  siguiente  después  de 


terminada  la  incidencia  sobre  la  inhibición 
y  de  estar  el  expediente  en  poder  del  Tribu- 
nal que  debe  continuar  conociendo  eje  la 
causa,  ésta  seguirá  su  curso. 

Art.  127.  La  recusación  de  los  Jueces  y 
Secretarios  se  intentará  en  cualquier  estado 
del  negocio  hasta  un  día  antes  de  aquel  en 
que,  conforme  á  la  Ley,  debe  procederse  á  la 
relación. 

En  caso  de  que,  fenecido  el  lapso  proba- 
torio, un  nuevo  Juez  ó  Secretario  entre  á 
intervenir  en  la  causa,  las  partes  tendrán  el 
derecho  de  recusarlo  por  cualquier  motivo 
legal,  dentro  de  los  tres  días  siguientes  á  su 
aceptación. 

Los  asociados,  asesores,  peritos,  prácticos,, 
intérpretes  y  demás  funcionarios  ocasiona 
les  podrán  ser  recusados  en  los  tres  días  si- 
guientes á  bu  aceptación. 

Pasados  dichos  lapsos  no  se  admitirá  en 
ningún  caso  la  recusación;  pero  quedará  á 
la  parte  interesada  el  derecho  de  acusar  al 
funcionario  que  haya  intervenido  en  el  asun- 
to, á  sabiendas  de  impedimento  legítimo. 

Art.  128.  Ninguna  parte  podrá  intentar 
más  de  tres  recusaciones  en  una  misma  ins- 
tancia, bien  versen  sobre  el  asunto  princi- 
pal, bien  sobre  alguna  incidencia,  ni  recusar 
funcionarios  que  no  estén  actualmente  co 
nociendo  en  la  causa  ó  en  la  incidencia; 
pero  en  todo  caso  tienen  expedito  el  recur-, 
so  de  acusar  al  que  haya  intervenido  con 
conocimiento  de  impedimento  legítimo. 

Para  los  efectos  de  este  artículo,  se  en- 
tenderá por  una  recusación  la  que  necesite 
más  de  un  mismo  término  de  pruebas,  aun- 
que comprenda  varios  funcionarios. 

Art.  129.  La  recusación  se  propondrá 
por  diligencia  ante  el  Tribunal  correspon- 
diente, exponiéndose  las  causas  de  ella. 

8i  la  recusación  se  fundare  en  un  motivo 
que  la  haga  admisible,  el  recusado,  en  la 
audiencia  siguiente,  informará  ante  el  Se- 
cretario ó  Canciller  del  Tribunal,  indicando 
lo  conveniente  para  la  averiguación  de  la 
verdad. 

Si  el  recusado  fuere  el  Juez  mismo, -ex- 
tenderá su  informe  á  continuación  de  la  di- 
ligencia de  recusación,  dentro  dé  las  veinti- 
cuatro horas  siguientes. 

Art.  130.  La  exposición  del  Juez,  Con- 
juez ó  funcionario  del  Tribunal,  manifes- 
tando su  impedimento  ó  la  recusación  de 
alguno  de  ellos  intentada  por  cualquiera  de 
las  partes,  suspenderá  el  curso  de  la  causa 
hasta  la  decisión  de  la  incidencia. 

Art.  131.  Cuando  el  que  manifestare  el 
impedimento  fuere  allanado,  cesará  la  inci- 
dencia desde  que  exprese  su  voluntad  de 
áeguir  conociendo,  ó  desde  que  según  la  Ley 
se  presume  esa  voluntad. 
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.  Art.  132.  Si  el  recusado  es  el  Juez  de  tin 
Tribunal  unipersonal,  se  pasarán  los  autos, 
para  todos  los  efectos  subsiguientes,  á  la 
Autoridad  que  indique  la  Ley  Orgánica  de 
Tribunales. 

Si  perteneciere  á  un  Tribunal  colegiado, 
conocerá  de  la  incidencia  el  Presidente  ó  el 
funcionario  que  haga  sus  veces,  salvo  dis- 
posiciones especiales. 

Si  todos  los  miembros  del  Tribunal  cole- 
giado estuvieren  impedidos  ó  recusados, 
ellos  mismos  sacarán  por  suerte  en  audien- 
cia pública,  dentro  de  un  número  triple  por 
Ib  menos,  el  Juez  que  haya  de  coriocer  de  la 
incidencia. 

Art.  133.  A  este  fin,  cada  Tribunal  colé* 
giado  formará  dentro  de  los  primeros  quin- 
ce días  del  mes  de  Enero  de  cada  afiq  una 
lista  de  personas  hábiles  para  ser  miembros 
del  Tribunal,  en  número  cuadruplo  de  los 
individuos  de  que  se  componga  el  mismo, 
de  entre  los  cuales  se  elegirán  los  que  han 
de  ser  insaculadas,  con  arreglo  á  lo  dispues- 
to en  el  artículo  anterior.  Si  alguno  de  la 
lista  está  notoriamente  impedido  y  no  que- 
da  por  ello  número  triple  para  la  insacula- 
ción, los  miembros  naturales  del  Tribunal 
suplirán  la  falta,  -nombrando  las  personas 
que  se  necesiten. 

Si  debieren  ser  llamados  Abogados  y  no 
.  los  hubiere  ó  no  estuvieren  expeditos,  se 
nombrarán  ciudadanos  de  honradez  y  apti- 
tudes, mayores  de  edad. 

Art.  134.  Si  el  recusado  fuere  algún  otro 
funcionario,  conocerá  el  Juez  en  ios  Tribu- 
nales'unipersonales,  y  en  los  colegiados,  el 
miembro  á  quien  corresponda  la  sustan- 
dación  de  las  causas,  nombrándose,  en 
uno  ú  otro  caso,  quien  supla  al  recusado, 
si  sus  funciones  son  necesarias  en  la  inci- 
dencia. 

Art.  186.  El  Juez  á  quien  se  pase  el  ex- 
pediente, admitirá  las  pruebas  que  el  recu- 
sante, el  recusado  ó  la  parte  contraria  de 
aqnél  quieran  presentar  dentro  de  los  ocho 
días  siguientes,  que  correrán  desde  aquel  en 
que  reciba  el  expedienté,  y  sentenciará  al 
noveno,  sin  admitirse  término  de  distancia. 
Pero  si  renunciaren  aquel  término  y  el  Juez 
no  creyere  conveniente  mandar  evacuar  de 
oficio  alguna  prueba  dentro  de  él,  se  pro- 
nunciará sentencia  dentro  de  veinticuatro 
horas  después  de  haberse  recibido  el  expe 
diente.  Lo  mismo  se  hará  si  el  punto  fuere 
de  mero  derecho.  El  Juez  recusado  no  po- 
drá ser  obligado  á  contestar  posiciones;  pero 
podrán  exigírseie  informes,  que  extenderá 
por  escrito,  sin  necesidad  de  concurrir  ante 
el  Juez  que  conoce  de  la  recusación. 

Art.  136.  Declarada  legal  la  inhibición  ó 
con  lugar  la  recusación,  se  suplirá  al  fun- 


cionario impedido,  con  arreglo  á  la  Ley  Or 
gánica  de  Tribunales. 

Art.  187.  El  día  siguiente  á  aquel  en  que 
se  reciban  los  autos  por  el  Tribunal  que 
haya  dev  seguir  conociendo,  ó  de  librada  la 
sentencia,  si  el  Tribunal  es  el  mismo  que 
conoció  de  la  recusación,  continuará  la  cau- 
sa su  curso  desde  el  estado  en  que  se  ha- 
llaba cuando  se  intentó  aquélla,  sin  necesi- 
dad de  providencia. 

Art.  138.  Declarada  sin  lugar  la  recusa- 
ción, ó  desistiendo  de  ella  el  recusante,  pa- 
gará éste  una  multa  de  100  bolívares  si  la 
causa  de  la  recusación  no  fuere  criminosa 
ni  de  manifiesta  mala  fe,  y  de  400  bolívares, 
si  lo  fuere.  Si  el  recusante  no  pagare  la  mili- 
ta dentro  del  tercer  día,  sufrirá  un  arresto  de 
tres  días  en  el  primer  caso  y  de  doce  en  «1 
segundo. 

Sí  la  causa  de  la  recusación  fuere  crimino 
sa,  tendrá  el  recusado  acción  de  injuria  con- 
tra el  que  la  haya  propuesto. 

Art.  139.  El  funcionario  recusado  que 
quiera  hacer  uso  de  sti  acción  contra  el  re- 
cusante, debe  abstenerse  en  todo  caso  de 
seguir  interviniendo  en  el  asunto. 

Art.  140.  Aunque  no  se  haya  agotado  el 
derecho  de  recusación  no  se  admitirá  nueva 
recusación  á  la  parte  que  no  hubiere  satis- 
fecho la  multa  de  que  habla  t4  art.  138,  ó 
sufrido  el  arresto  que  expresa  ese  misino 
artículo. 

Art.  141.  No  se  concederá  apelación  de 
las  providencias  ó  sentencias  que  se  dicten 
en  la  incidencia  de  recusación. 

Art.  142.  Son  inadmisibles:  la  recusación 
que  se  intente  sin  expresar  motivos  legales 
para  ella;  la  intentada  fuera  del  término  le- 
gal, ó  la  que  se  intente  después  de  haberse 
propuesto  tres  en  la  misma  instancia,  ó  sin 
pagar  la  multa,  ó  sin  sufrir  el  arresto  en  que 
se  haya  incurrido  en  una  recusación  ante 
rior,  según  el  art    138. 

Art.  143.  Ni  la  recusación  ni  la  inhibí 
ción  tienen  efecto  alguno  sobre  los  actos  an- 
teriores. 

Art.  144.  El  mismo  Juez  que  conoce  de 
la  recusación,  aunque  no  esté  llamado  á  co 
nocer  de  la  causa,  podrá  conocer  de  cual 
quier  solicitud  sobre  secuestro,  arraigo  ó 
prohibición  de  enajenar,  mientras  el  expe- 
diente estuviere  en  su  poder,  conforme  á 
la  Ley. 

TITULO  T 

BK  LAS  CITACIONES 

Art.  145.  Es,  formalidad  necesaria  para 
la  validez  de  todo  juicio,  la  citación  del  de 
mandado  para  la  litis  contestación;  citación 
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que  se  verificará  oon  arreglo  á  le  que  se  dis 
pone  en  este  título. 

Art.  146.  Hecha  la  citación  para  la  litis- 
contestación;  no  habrá  necesidad  de  practi- 
carla de  nuevo  para  ningún  .otro  acto  del 
juicio»  ni  la  que  se  mande  verificar  suspen 
derá  el  procedimiento,  á  menos  que  resulte 
lo  contrario  de  alguna  disposición  especial 
de  la  Ley.  ' 

Art.  147.  El  alguacil  encargado  de  la  ci- 
tación entregará  á  la  persona  ó  personas  de- 
mandadas, dentro  de  tres  días,  la  orden  de 
comparecencia  expedida  por  el  Tribu  nal  en 
la  forma  determinada  para  cada 'caso,  en  la, 
morada  de  ellas  ó  en  el  lugar  en  que  se  las 
halle,  si  no  las  encontrare  en  aquélla,  á  me- 
nos que  estén  en  el  ejercicio  de  alguna  fun- 
ción pública  ó  en  el  templo,  y  les  exigirá  re- 
cibo, que  se  agregará  al  expediente  y  que  en 
todo  caso  puede  suplirse  con  la  declaración 
del  alguacil  y  dedos  testigos  que  presencien 
la  entrega,  conozcan  la  persona  citada,  y  de 
terminen  el  día,  hora  y  lugar  de  la  citación. 

Si  el  alguacil  obtuviere  .recibo,  deberá 
poner  á  su  pie,  firmada  por  él,  la  siguiente 
nota: 

«Declaro  que  este  recibo  me  fué  entregado 
por  N.  N.  en  tal  lugar,  á  tal  hora  del  día  tal, 
de  tal  mes  y  tal  afio»;  y  así  firmado  lo  entre 
gara  al  Secretario  del  Tribunal,  quien  pon 
drá  constancia  de  la  fecha  de  la  entrega  del 
recibo. 

Si  la  citación  se  hiciere  con  testigos,  des- 
pués de  la  declaración  de  éstos  y  del  algua- 
cil; el  Secretario  del  Tribunal  extenderá  una 
notificación,  comunicándole  al  citado  las  de 
claraciones  recibidas,  la  entregará  personal- 
mente en  el  domicilio  ó  residencia  del  citado, 
y  pondrá  constancia  en  autos  de  haber  He 
nado  esta  formalidad-,  expresando  la  persona, 
á  quien  la  hubiere  entregado. 

Si  la  habitación  de  la  persona  estuviere 
fuera  de  la  población  en  que  reside  el  Tri 
bunal,  la  notificación  se  fijará  á  la  puerta 
del  local  del  Tribunal. 

-Art.  148.  Si  no  se  encontrare  á  la  perso- 
na demandada,  el  alguacil  encargado  de  la 
citación  dará  cuenta  al  Juez,  y  éste  dispon- 
drá, dentro  del  tercero  día,  que  el  Secretario 
del  Tribunal,  acompañado  de  dos  testigos. 
fije  en  la  puerta  de  la  casa  de  habitación  del 
demandado  un  cartel  que  contenga  el  nom 
bre  y  apellido  del  demandante  y  del  deman- 
dado, el  objeto  de  la  demanda,  el  día  y  hora 
de  la  fijación  y  los  de  la  comparecencia  al 
Tribunal.  Otro  cartel  igual  se  fijará  en  el  lu 
gar  más  público  del  Tribunal  y  se  publicará 
por  la  imprenta,  donde  haya  algún  periódi- 
co, y  donde  no  lo  hubiere,  se  pondrán  dos 
carteles  más  en  Iob  lugares  más  públicos  de 
la  localidad.  Pasados  veinte  días  después  de 


hecha  la  fijación,  se  les  nombrará  defensor, 
con  el  cual  se  entenderá  la  citación. 

Nada  de  esto  obsta  para  que  la  citación  se 
haga  persortal  ni  en  te  dentro  de  los  términos 
mencionados,  si  se  pudiere. 

£1  Tribunal  procurará  que  los  carteles  es- 
tén fijos  durante  los  veinte  días,  haciéndolos 
reponer  cuanto  falten 

Se  pondrá  constancia  en  el  expediente  de 
todas  tas  diligencias  que  se  hayan  practica- 
do en  virtud  de  las  disposiciones  de  este  ar- 
tículo, suscribiendo  el  Secretario  y  los  tes- 
tigos lo  relativo  á  la  fijación  de  carteles. 

Si  el  Tribunal  que  conoce  de  la  causa  re* 
sidiere  en  un  lugar  distinto  de  aquel  domi- 
cilio, la  publicación  v  fijación  de  carteles 
deberá  verificarse  en  ambos  lugares. 

Art.  149.  Guando  se  compruebe  que  al 
demandado  está  ausente  de  la  República,  se 
le  citará  en  la  persona  de  su  apoderado,  si  lo 
tuviere,  tít  no  lo  tuviere  ó  se  negase  á  repre- 
sentarlo, se  le  nombrará  un  defensor,  con  el 
cual  se  entenderá  la  citación;  pero  si  alguno 
se  presentare  ofreciendo  caución  suficiente 
por  el  ausente,  cesarán  las  funciones  del 
defensor.         *        • 

El  auto  del  Juez  nombrando  defensor  de 
ausente  se  publicará  por  la  prensa. 
.  Art.  160.  £1  Tribunal,  al  hacer  el  nom 
bra miento  de  defensor,  dará  la  preferencia, 
en  igualdad  de  circunstancias,  á  los  narien' 
tes  y  amigos  del  demandado,  oyendo  cual- 
quiera indicación  del  cónyuge  presente,  si 
lo  hubiere  y  quisiere  hacerla. 

Art.  151.  Los  honorarios  del  defensor  se 
pagarán  de  los  bienes  del  defendido,  con- 
forme á  lo  que  determine  el  Tribunal,  con- 
sultando la  opinión  de  dos  inteligentes. 

Las  demás  litis  expensas  se  irán  suminis 
trando  prudencialmente  por  el  demandante, 
si  no  hubiere  posibilidad  de  sacarlas  de  los 
bienes  del  demandado  en  tiempo  oportuno 
para  la  defensa 

Art.  152.  Guando  la  citación  haya  de 
practicarse  fuera  de  la  residencia  del  Tribu- 
nal, se  remitirá  con  oficio  la  orden  de  com- 
parecencia, en  la  forma  ya  establecida,  á 
uno  de  Iob  Jueces  territoriales  para  que 
practique  la  citación  por  los  medios  que 
quedan  prescritos,  dando  cuenta  del  resul- 
tado al  comitente,  quien  llegado  el  caso  ha 
rá  el  nombramiento  de  defensor. 

Art.  168.  Guando  sean  varios  los  que 
hayan  de  ser  citados,  y  el  resultado  de  todas 
las  citaciones  no  constare  en  el  expediente 
por  lo  menos  dos  días  antes  del  en  que  deba 
tener  lugar  el  acto,  éste  quedará  diferido 
para  la  misma  hora  del  día  que  el  Tribunal 
fije.  Esta  fijación  no  podrá  exceder  del  tér- 
mino ordinario  concedido  para  el  acto,  ni 
ser  menor  de  dos  días. 
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Art.  164.  En  cualquier  caso  en  que  se  ne 
cesite  la  citación  de  una  parte,  aunque  no 
sea  para  litis  contestación,  se  procederá  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  este  titulo,  salvo 
cualquiera  disposición  especial. 

Art.  165.  Cuando  el  demandado  ha  ja 
elegido  domicilio  para  los  efectos  de  la  obli- 
gación demandada,  con  indicación  de  perso- 
na, la  citación  se  entenderá  con  ésta,  obser- 
vándose por  lo  demás  las  disposiciones  de 
los  artículos  147  y  148. 

Si  la  persona  designada  en  la  elección  de 
domicilio  es  la  misma  á  cuya  instancia  se 
hace  la  citación,  ó  hubiere  muerto  ó  des  a 
parecido,  ó  héchose  incapaz,  la  citación  se 
verificara  como  si  no  se  hubiese  designado 
persona  en  Ja  elección. 

Art.  166.  Cuando  8é  presentare  alguno  á 
darse  por  citado  por  el  demandado,  sólo  será 
admitido  en  el  caso  de  exhibir  poder  espe- 
cial otorgado  por  el  demandado  para  aquel 
pleito.  Si  el  poder  no  llenare  estas  condicio- 
ne* se  hará  la  citación  de  la  manera  preve- 
nida en  este  título;  sin  perjuicio  de  que,  lle- 
nadas que  sean  todas  las  formalidades  en  él 
prescritas,  según  los  casos,  pueda  ser  acep- 
tado como  parte  el  mismo  que  no  haya  pro- 
ducido poder  especial  para  aquel  pleito,  pero 
que  lo  tenga  bastante  para  intervenir  en  él, 

Art.  167.  En  el  caso  de  estar  comprobado 
ó  reconocido  un  derecho  de  persona  deter- 
minada en  una  herencia  ú  otra  cosa  común, 
si  aquella  persona  hubiere  fallecido  y  se  ig 
norare  quién  ó  quiénes  sean  los  sucesores  en 
dicho  derecho,  la  citación  que  debe  hacerse 
á  tales  sucesores  desconocidos  se  verificará 
por  un  edicto  en  que  se  llame  á  los  que  se 
crean  asistidos  de  aquel  derecho  para  que 
concurran  á  hacerlo  valer  en  un  término  no 
menor  de  noventa  días  continuos,  ni  mayor 
de  cielito  ochenta,  á  juicio  del  Tribunal,  se- 
gún las  circunstancias. 

El  edicto  se  fijará  en  la  puerta  del  Tribu- 
nal y  se  publicará  en  el  periódico  oficial  que 
existiere  y  en  otro  de  mayor  circulación  de 
la  localidad  ó  de  la  más  inmediata,  á  lo  me- 
nos durante  sesenta  días,  dos  veces  por  se 
mana. 

Art.  158.  Si  transcurriere  el  lapso  fijado 
en  el  edicto  para  la  comparecencia  sin  veri- 
ficarse ésta,  el  Tribunal  nombrará  un  defen- 
sor del  desconocido  ó  de  los  desconocidos, 
con  quien  se  entenderán  todas  las  diligen- 
cias y  gestiones  que  deban  tener  lugar  en  el 
asunto,  hasta  que,  según  la  Ley,  cese  su  en- 
cargo. 

TITULfr  YI 

DEL    LUGAR   EN    QUE   Sti    HA    DK  DESPACHAR 
T    DK    LOS   TÉRMINOá 

Art.  159.     Los  Jueces  no  podrán  oír  en 


juicio  ni  despachar  en  asuntos  de  su  compe- 
tencia, sino  en  el  lugar  destinado  para  el 
Tribunal,  á  no  ser  en  los  actos  que  acuer- 
den previamente  de  oficio  ó  á  petición  de 
parte. 

Art.  160.  Tampoco  podrán  oír  ni  despa- 
char sino  á  las  horas  del  día  destinadas  al 
efecto,  que  fijarán  en  una  tablilla  para  cono- 
cimiento del  público. 

Para  actuar  fuera  de  dichas  horas  cuando 
sea  necesario,  habilitarán  previamente  con 
un  día  de  anticipación,  ó  haciendo  saber  á 
las  partes,  las  horas  indispensables  que  de- 
terminarán. 

Art.  161.  Ninguna  operación  judicial 
puede  practicarse  en  día  feriado,  ni  antes  de 
la  salida  ni  después  de  la  puesta  del  sol,  á 
menos  que  por  causa  urgente  se  habiliten  el 
día  feriado  ó  la  noche. 

Será  causa  urgente  para  los  efectos  de 
este  artículo  el  riesgo  manifiesto  deque  que- 
de ilusoria  una  providencia,  ó  de  que  se 
frustre  cualquiera  diligencia  importante  para 
acreditar  algún  derecho  ó  para  la  prosecu- 
ción del  juicio. 

Art.  162.  En  los  términos  ó  lapsos  judi- 
ciales no  se  contarán  los  días  feriados,  si  no 
se  han  habilitado,  ni  aquel  en  que  empiecen 
á  correr. 

Sólo  se  entenderán  por  días  feriados,  los 
domingos,  el  jueves  y  viernes  santos  y  los 
declarados  de  fiesta  nacional. 

Del  quince  de  Agosto  al  quince  de  Sep- 
tiembre inclusives  y  del  veinticuatro  de  Di- 
ciembre al  seis  de  Enero,  también  inclusives, 
habrá  anualmente  vacaciones  de  los  Tribu- 
nales: pero  ellas  no  impedirán  que  sean  aten 
didos  durante  ese  periodo  los  asuntos  Urgen 
tes  ó  iodiferibles. 

A  ese  efecto,  cada  Tribunal  llamará  pro 
viamente  los  correspondientes  suplentes  pa- 
ra que  actúen  respectivamente  en  toda  dili- 
gencia criminal  ó  civil  que  fuere  urgente  para 
la  averiguación  de  los  delitos  y  los  delin- 
cuentes, ó  cuya  evacuación  tuviere  el  mismo 
carácter  de  urgencia  en  interés  del  encausa- 
do ó  de  la  vindicta  pública,  ó  para  asegurar 
los  derechos  de  alguna  parte  en  lo  civil. 

Si  el  Juez  encontrare  justificada  la  urgen- 
cia acordará  la  habilitación  y  procederá  de 
conformidad;  pero  si  el  asunto  fuere  crimi- 
nal ó  civil  contencioso  no  podrá  procederse 
sino  con  citación  previa  de  la  otra  parte,  y 
nunca  para  ninguna  otra  cosa  sino  para  la 
diligencia  ó  acto  declarado  urgente,  á  menos 
que  estando  en  la  vista  de  una  causa  se  hu- 
bieren comenzado  los  informes,  en  cuyo  caso 
podrá  el  Tribunal  continuarla  hasta  dictar 
sentencia. 

Art.  163.  En  los  términos  establecidos 
en  este  Código  para  que  quede  extinguida 
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alguna  acción,  do  se  contará  tampoco  el  día 
en  que  empiecen  á  correr. 

Art.  161.  Los  lapsos  judiciales  no  podrán 
prorrogarse  ni  abrirse  después  de  cumplidos, 
por  ningún  motivo,  sin  perjuicio  de  que  en 
los  casos  que  permita  este  Código  pueda  la 
parte  suspender  el  curso  de  la  causa  en  ob 
sequío  de  una  transacción. 

Los  Jueces  no  podrán  hacer  dichas  pró- 
rrogas ni  reaperturas  sino  en  los  casos  ex 
presamente  determinados  por  la  Ley,  ó  cuan- 
do una  cau«a  extraordinaria,  no  imputable 
á  la  parte  que  lo  solicite,  lo  haga  necesario. 

Art.  1 65.  Las  dilaciones  judiciales  no  po- 
drán abreviarse  sino  por  voluntad  de  ambas 
partes  ó  de  aquella  á  quien  favorezcan,  ex 
presada  ante  el  Tribunal,  dándole  siempre 
conocimiento  á  la  otra  parte. 

Art.  166.  Los  términos  y  recursos  con 
cedidos  á  una  parte  se  entenderán  concedí 
dos  á  la  otra,  siempre  que  de  la  disposición 
de  la  Ley  ó  de  la  naturaleza  del  acto  no  re- 
sulte lo  contrario. 

Art.  167.  Los  términos  judiciales  se  con- 
tarán de  la  manera  siguiente: 

Los  que  se  conceden  para  contestar  de 
mandas,  excepciones,  reconvenciones  ó  noti- 
ficaciones, se  contarán  por  días  que  no  sean 
feriados  ni  de  vacaciones,  haya  ó  no  audien- 
cia, con  tal  que  baya  Secretaría.  Si  en  el  día 
en  que  haya  de  tener  lugar  el  acto  no  hubie- 
re audiencia  se  verificará  en  la  más  próxima. 
Del  mismo  modo  se  contarán  los  días  conce- 
didos para  allanar,  reclamar  alguna  provi- 
dencia, anunciar  casación  ó  interponer  algún 
otro  recurso,  y  en  general  en  todos  los  demás 
casos  en  que  la  Ley  no  baya  fijado  otra  regla. 

En  los  términos  para  pruebas  se  hará  el 
cómputo  por  audiencias,  contándose  prime 
ro  las  de  promoción,  luego  las  dentro  de  las 
cuales  debe  proveer  el  Tribunal  sobre  las 
pruebas,  y  luego  las  que  falten  para  comple- 
tar el  lapso,  por  las  audiencias  que  allí  hu- 
biere, si  las  pruebas  se  evacuaren  en  el  mis 
ino  Tribunal. 

Si  se  evacuaren  en  otro  de  la  misma  loca- 
lidad, el  cómputo  de  lo  que  falte  del   lapso 
se  hará,  según  las  audiencias,  en  el  Tribu 
¡       nal  comisionado. 

Y  si  se  hubieren  de  evacuar  fuera  del  lu 
i  gar  del  juicio  se  contarán  después  del  Deere 
I  to  de  admisión,  primero  el  término  de  dis 
[  tancia  concedido  y  fijado  para  ida,  luego  lo 
que  falte  del  lapso  según  las  audiencias  que 
allí  se  dieren,  y  por  fin  el  término  de  distan 
cia  para  vuelta. 

Art.  168.  El  término  de  distancia  se  cal 
cilla  á  razón  de  treinta  kilómetros  por  día; 
deberá  ser  fijado  en  cada  caso,  y  se  contará 
por  días  naturales,  excluidos  sólo  los  feria- 
dos y  de  vacaciones. 

LlGlSLACIÓK  UNIVERSAL. — AMÉK1CA. 


Art.  169.  La  causa  myo  curso  e*té  en 
suspenso  por  motivos  imputables  á  l.«s  par- 
tes, permanecerá  en  el  mismo  estado  lianta 
que  alguno  de  los  interesados  en  ella  pida 
su  con' ilinación.  En  este  ca*o  se  citará  á  la 
otra  ó  a  sn  apoderado,  sin  que  corra  ningún 
término  mientras  no  conste  haberse  practi- 
cado estas  diligencias.  Esla  citación  puede 
verificarse  por  medio  de  la  imprenta,  dán- 
dose n.i  término  que  no  bajara  de  quince 
días  para  la  comparecencia. 

También  podrá  verificarse  por  medio  de 
boleta  dejada  por  la  persona  que  autoriza 
los  actos  del  Tribunal,  en  la  casa  de  la  que 
haya  de  citarse,  ó  por  medio  de  carteles 
fijados  á  las  puertas  del  Tribunal  y  en  al- 
gún otro  lugar  público  de  la  población,  caso 
de  que  el  queJia  de  citarse  no  tenga  habi- 
tación conocida  en  el  lugar. 

Todas  estas  diligencias  se  harán  constar 
en  el  expediente  y  se  agregará  un  número 
del  periódico  en  que  se  haya  publicado  la 
citación. 

Art.  170.  Cuando  por  ocupación  del  Tri- 
bunal ú  otro  motivo  no  principiare  á  verse 
la  causa  el  día  designado,  ni  en  ninguno  de 
los  ocho  siguientes,  y  tenga  que  sufrir  una 
demora  indefinida,  se  avisará  á  las  partes  ó 
á  sus  representantes  el  nuevamente  señala- 
do para  principiar  su  vista,  de  la  manera 
establecida  en  el  art.  148,  pero  pudiendo  re- 
ducirse al  término  que  éste  fija. 

TITULO  Yll 

DK    I.AS    BKNTENC1AS 

Art  171.  La  justicia  se  administra  por 
autoridad  de  la  Ley. 

Art.  172.     La  sentencia   deberá   pronun 
ciarse  dentro  de  los  tres  días  siguientes  al 
en  que  hayan  concluido  la  vista  é  informes 
de   las   partes,   salvo    disposiciones    espe- 
ciales. 

Art.  173.  Toda  sentencia  debe  contener 
decisión  expresa,  positiva  y  precisa,  con 
atreglo  á  las  acciones  deducidas  y  á  las  ex- 
cepciones opuestas,  condenando  ó  absol- 
viendo, en  todo  ó  en  parte,  nombrando  la 
persona  condenada  ó  absuelta  y  la  cosa  so 
bre  que  recae  la  condenación  ó  absolución; 
sin  que  en  ningún  caso  pueda  absolverse  de 
la  instancia. 

También  contendrá  ios  fundamentos  en 
que  se  apoye  y  la  -  fecha  en  que  se  ha  dic 
tado. 

La  sentencia  que  absuelva  de  la  instancia 
no  tendrá  efecto  alguno,  y  se  procederá  co 
mo  si, no  se  hubiese  dictado  en  la  parte  que 
tenga  aquel  vicio. 

Art.  174.     Después  de  dictada  una  sen 
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tencia  no  podrá  revocarla  ni  reformarla  el 
Tribunal  que  la  dictó,  á  no  ser  que  sea  in- 
terlocutoria,  no  sujeta  á  apelación,  pues  en: 
toncas  podrá  hacerlo  á  solicitud  de  parte,  sí 
ésta  reclamare  dentro  del  término  que  la 
Ley  concede  para  apelar,  y  de  ofició,  mien- 
tras no  se  haya  pronunciado  la  sentencia 
definitiva,  salvo  disposiciones  especiales. 

Sin   embargo,   el   Tribunal    podrá   librar 
aclaratoria  ó  ampliaciones  sobre  toda  es  pe 
cíe  de  sentencias  dentro  de  dos  días  des 
pues  de   dictadas,   con   tal   que   lo  solicite 
alguna  de  las  partes  en  el  día  en  que  tuvo 
lugar  su  publicación,  ó  en  el  siguiente 

Árt.  175.  Los  Tribunales  de  justicia,  en 
las  condenaciones  que  hayan  hecho  por  lo 
que  aparezca  del  procedo  sin  audiencia  de 
ios  que  resulten  condenados*  oirán  las  re- 
clamaciones de  éstos,  ya  se  hagan  por  escri- 
to, ya  verbal  mente,  y  decidirán  en  el  mismo 
acto  6  en  la  audiencia  siguiente. 

El  reclamante  podrá  producir  con  su  soli- 
citud la  prueba  que  le  favorezca. 

Estas  reclamaciones  no  podrán  intentarse 
después  de  sesenta  días  de  haber  sido  ins- 
truido de  la  condenación  el  reclamante. 

Art.  176.  En  ningún  caso  usarán  los  Tri- 
bunales de  providencias  vagas  ú  obscuras, 
como  las  de  venga  en  forma ,  ocurra  á  quien 
corresponda  ú  otras  semejantes,  pues  siem- 
pre deberá  indicarse  la  Ley  aplicable  al 
caso,  la  formalidad  á  que  se  haya  faltado  ó 
el  Juez  á  quien  deba  ocurrirse. 

Art.  177.  En  el  concurso  de  acreedores, 
juicio  de  cuenta  y  particiones  de  bienes,  los 
Jueces  podrán  dividir,  aun  para  distintos 
actos,  el  examen,  alegatos  y  sentencias  de 
los  diversos  puntos  que  se  controviertan. 

En  los  demás  caBos,  cuando  la  cansa  com 
prenda  varios  puntos,  se  dividirá  la  sen  ten 
cia  en  capítulos  que  contengan  las  decisio 
nes  sobre  cada  uno  de  aquéllos. 

Art.  178.  En  los  Tribunales  colegiados 
se  procederá  por  mayoría 'absoluta  de  votos, 
prolongándose  la  discusión  hasta  que  se  ob- 
tenga. 

La  sentencia  será  firmada  por  todos  los 
miembros  del  Tribunal;  pero  los  que  hayan 
disentido  respecto  de  lo  dispositivo,  podrán 
salvar  su  voto,  el  cual  se  extenderá,  inme- 
diatamente, á  continuación  de  la  sentencia 
y  será  firmado  por  todos. 

No  se  considerará  como  sentencia,  ni  será 
ejecutada,  la  decisión  á  cuyo  pronuncia- 
miento aparezca  que  no  han  concurrido  to- 
dos los  Jueces  llamados  por  la  Ley. 

Art.  179.  La  conferencia  que  tengan  los 
Jueces  para  dictar  la  sentencia  y  la  redac- 
ción de  ésta  se  harán  en  privado. 

Art.  180.  Las  sentencias  definitivas  se 
publicarán  en  audiencia  pública,  y  luego  se 


pondrá  constancia  en  el  expediente,  del  día 
y  la  hora  en  que  se  ha  hecho  esta  publi- 
cación. 

Art.  181.  De  toda  sentencia  definitiva  se 
dejará  copia  autorizada  en  el  Tribunal  que 
la  haya  dictado. 

Art.  182.  En  la  sentencia  se  condenará 
en  costas  al  litigante  que  aparezca  haber 
seguido  el  pleito  con  temeridad.  También  lo 
será  en  las  del  recurso  el  que  haya  apelado 
de  una  sentencia  que  se  confirme  en  todas 
sus  partes. 

Art.  183.  La  parte  condenada  en  costas 
nnnca  será  obligada  á  pagar  por  honorarios 
de  los  apoderados,  Abogados  y  Procurado 
res  de  la  contraria,  lo  que  excédale  la  mitad 
del  valor  de  la-  demanda. 

Art.  184.  En  la  sentencia  en  que  se  con 
dene  á  pagar  frutos,  intereses  ó  daños,  se 
determinará  la  cantidad,  y  si  el  Juez  no 
puede  estimarla  según  las  pruebas,  dispon- 
drá que  esta  estimación  la  hagan  peritos, 
con  arreglo  á  lo  establecido  para  el  justipre- 
cio de  bienes  en  el  título  sobre  ejecuciones, 
del  Código  civil.  Lo  mismo  se  hará  cuando 
la  sentencia  ordena  restitución  de  frutos  ó 
indemnización  de  cualquiera  especie,  si  no 
puede  hacer  el  Juez  la  estimación  ó  liqui- 
dación, con  .arreglo  á  Iq  que  hayan  justifica- 
do las  partes  en  el  pleito. 

En  todo  caso  de  condenatoria,  según  este 
artículo,  se  determinará  en  la  sentencia  de 
modo  preciso,  en  qué  consisten  los  perjui- 
cios probados  que  deban  servir  de  base  á 
los-  expertos. 

En  estos  casos  la  experticia  se  tendrá  co- 
mo complemento  del  fallo  ejecutoriado;  pero 
si  alguna  de  las  partes  reclamare  contra  la 
decisión  de  los  expertos,  alegando,  ó  que 
está  ella  fuera  de  los  límites  del  fallo  ó  que 
es  excesiva  la  estimación  en  más  ó  en  me- 
nos, el  Tribunal  oirá  á  los  asociados  que 
concurrieron  á  dictar  la  sentencia  en  prime* 
ra  instancia,  si  tal  .fué  el  caso,  ó  en  su  defec- 
to á  dos  nuevos  peritos  de  su  elección,  para 
decidir  sobre  la  reclamación,  con  facultad 
de  fijar  definitivamente  la  estimación.  De 
esta  determinación  se  admitirá  apelación 
libremente. 

TITULO  VIH 

DJE   LAS  APELACIONES 

Art.  185.  De  toda  sentencia  definitiva 
dictada  en  primera  instancia  se  da  apela- 
ción, salvo  disposición  especial  en  con- 
trario. 

Art.  186.  De  las  sentencias  interlocuto- 
res se  admite  apelación  cuando  produzcan 
gravamen  irreparable. 
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Art.  187.  £1  término  para  intentar  la 
apelación  es  el  de  cinco  días,  salvo  disposi- 
ción especia). 

Art.  188.  La  interpelación  interpuesta  de 
(a  sentencia  definitiva  se  admitirá  en  ambos 
•efectos,  salvo  disposición  especial  en  con* 
•erario. 

Art.  189.     Las  apelaciones  de  las  senten 
«ñas  interlocutores  no  se  admitirán  en  am- 
bos efectos  cuando  es  urgente  su  ejecución 
por  la  naturaleza  del  caso. 

Art.  190,  Interpuesto  el  recurso  de  «pe- 
lacióu  en  el  término  legal,  el  Tribunal  lo 
.admitirá  ó  lo  negará  en  la  audiencia  si- 
guiente. 

Pero  para  dar  curso  á  la  apelación  se  es* 
perará  que  corran  los  cinco  días  para  inter- 
ponerla, sólo  cuando  ambas  partes  tuvieren 
•derecho  á  intentarla. 

Art.  191.  Negada  la  apelación  ó  admití 
<la  en  nú*  solo  efecto  por  el  Tribunal,  la  par- 
te podrá  ocurrir  de  hecho  dentro  de  cinco 
«lías  y  los  de  la  distancia,  al  Tribunal  su- 
perior con  copia  de  las  actas  del  expediente 
que  crean  conducentes  la  misma  parte  y  el 
Juez  de  quien  se  apela,  pidiendo  que  man- 
ila oir  la  apelación,  ó  que.  sea  admitida  en 
ambos  efectos. 

También  se  acompañará  copia  de  los  do- 
cumentos que  indique  la  parte  contraria, 
costeándola  ella  misma. 

Art.  19*2.  Aunque  el  recurso  de  hecho 
se  haya  introducido  sin  acompañar  copia  de 
las  actas  conducentes,  el  Tribunal  lo  dará 
por  introducido. 

Art.  193.  Admitida  la  apelación  en  am- 
*>os  efectos,  se  remitirán  los  autos  den- 
tro del  tercer  día  al  Tribunal  de  alzada, 
«i  éste  se  hallare  en  el  mismo  lugar,  ó  por 
el  primer  correo  que  salga,  después  de 
transcurridos  tres  días,  si  residiere  en  otro. 
Bl  apelante  debe  consignar  el  porte  de  co- 
rreo, pero  podrá  hacerlo  la  otra  parte  si  le 
interesa. 

Art.  194.  Admitida  la  apelación  en  nn 
aolo  efecto,  se  remitirá  al  Tribunal  de  al- 
zada copia  de  las  actas  conducentes,  á  me- 
nos que  no  haya  necesidad  de  conservar  e1 
expediente  en  el  Tribunal  para  continuar 
procediendo,  caso  en  que  se  remitirán  los 
¿tutos  originales. 

Art.  195.  Admitida  la  apelación  en  am- 
bos efectos,  no  se  dictará  providencia  que 
«directa  ó  indirectamente  pueda  producir  in- 
novación en  lo  que  es  materia  del  litigio, 
mientras  esté  pendiente  el  recurso,  salvo 
disposición  especial. 

Art.  196.  Si  por  no  haber  admitido  la 
apelación,  ó  por  haberla  admitido  en  un 
aolo  efecto,  el  Juez  inferior  ha  dictado  pro- 
videncias, éstas  quedarán  sin  efecto,  si  el 


superior  ha  ordenado  que  sé  oiga  la  apela- 
ción en  ambos  efectos. 

Art.  197.  De  tas  sentencias  interloculo- 
rias  ó  definitivas,  dictadas  en  segunda  ins- 
tancia, se  puede  apelar  dentro vdel  térmi- 
no de  cinco  días,  sólo  respecto  de  aqne 
líos  puntos  en  que  difieren  de  la  primera 
instancia. 

La  sentencia  de  tercera  instancia  queda- 
rá en  todo  toso- ejecutoriada 

Art.  198.  La  parte  que  sólo  se  adhiere  A 
la  apelación,  no  podrá  continuar  el  recorso, 
si  la  qne  ha  apelado  desiste  de  él,  aunque 
bu  adhesión  haya  tenido  por  objeto  un 
punto  diferente  del  que  lo  fué  de  la  apela- 
ción, ó  aun  opuesto  á  él. 

Art.  499.  Pueden  apelar  de  la  sentencia  ' 
definitiva  no  sólo  las  partes,  sino  todo  «I 
que  por  tener  interés  inmediato  en  lo  que 
es  objeto  ó  materia  del  juicio,  sea  perjndi 
cado  por  la  decisión,  bien  porque  pueda 
hacerse  ejecutoria  contra  él  mismo,  bien 
porque  haga  negatorio  su  derecho,  ó  lo  me 
hoscabe  ó  desmejore. 

TITULO  IX 

DK  LOS  JÜJSCKS  COMISIONA D08 

Art.  200.  Todo  Jaez  puede  cometer  la 
práctica  de  cualesquiera  diligencias  de  sus- 
tanciación  ó  de  ejecución  á  los  que  le  sean 
inferiores,  aunque  residan  en  el  mismo 
lugar. 

Art.  201.  Todo  Juez  podrá  dar  igual  co- 
misión á  los  que  sean  de  igual  categoría  á 
la  suya,  siempre  que  las  diligencias  hayan 
de  practicarse  en  un  lugar  á  que  sé  extien- 
da la  jurisdicción  del  comisionado,  y  este  lu- 
gar sea  distinto  del  de  la  residencia  del  co 
mi  ten  te. 

Art.  202.  JEn  el  caso  del  artículo  ante 
rior,  el  Juez  comisionado  podrá  pasar  la  co 
misión  á  un  Juez  inferior  suyo. 

Art.  203.  Ningún  Juez  comisionado  po- 
drá dejar  de  cumplir  su  comisión,  sino  por 
nuevo  decreto  del  comitente,  fuera  de  los 
casos  expresamente  exceptuados  por  la  ley. 

Cuando  las  partes  tengan  que  nombrar 
peritos  ó  ejecutar  otros  actos  semejantes  y  " 
no  comparezcan  oportunamente,  el  Juez  co- 
misionado hará  las  veces  del  comitente. 

Art.  204.  El  Juez  comisionado  debe  li- 
mitarse á  cumplir  estrictamente  su  comi- 
sión, sin  diferirla,  so  pretexto  de  consultar 
al  comitente  sobre  la  inteligencia  de  dicha 
comisión. 

Art.  205.  Contra  las  decisiones  del  Juez 
comisionado  podrá  reclamarse  para  ante  el 
comitente. 

Art.  206.     Los    Tribunales  militares,  de 
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comercio  y  cualquier  otro  de  jurisdicciórí 
especial,  no  podrán  Ber  comisionados  sino 
en  asuntos  que  sean  de  la  misma  juris- 
dicción. 

Art.  207.  En  el  caso  de  que  el  Juez  co- 
misionado estuviere  comprendido  en  alguna 
causa  legal  de  recusación,  la  parte  á  quien 
interese  podrá  excitar  ai  comitente  á  que 
use  del  derecho  de  revocar  la  comisión,  sin 
perjuicio  de  que  la  misma  parte  pueda  pro- 
poner la  recusación  ante  «1  comisionado. 

TITULO  X 

DK    LA   CONCHIAC1ÓN 

Art.  208.  £1  Juez  podrá  excitar  á  las 
partes  á  la  conciliación  en  cualquier  estado 
del  juicio  antes  de  la  sentencia  en  primera 
instancia,  con  tal  de  que  no  se  trate  de  ma- 
terias en  las  cuales  estén  prohibidas  las 
transacciones. 

La  conciliación  hecha  por  un  tutor  ú  otro 
administrador,  ó  por  quien  no  puede  dispo- 
ner libremente  del  objeto  sobre  que  versa 
la  controversia,  tiene  efecto  solamente  cuan- 
do sea  aprobada  dé  la  manera  establecida 
para  las  transacciones. 

Art.  209.  Cuando  las  partes  se  hayan 
concillado,  se  formará  un  acta  que  contenga 
la  convención;  acta  que  será  firmada  por  el 
Joez,  el  Secretario  y  las  partes. 

Si  alguna  de  las  partes  no  sabe  ó  no  pue- 
de firmar,  lo  hará  un  tercero  á  su  ruego,  in 
dicándose  esta  circunstancia  en  el  acta. 

Art.  210.  La  conciliación  da  fin  al  pleito 
y  tendrá  los  mismcs  efectos  que  una  sen- 
tencia ejecutoriada. 

TITULO  XI 

DB  fcA  PERENCIÓN  Y  DBl.  DESISTIMIENTO 

Sección  primera. 

De  la  perención. 

Art.  21 1.  Toda  instancia  se  extingue  por 
el  transcurso  de  cuatro  años  sin  haberse 
ejecutado  ningún  acto  de  procedimiento,  por 
motivos  imputables  á  las  partes. 

Art.  212.  La  perención  tiene  lugar  tam 
bien  contra  la  Nación,  los  Estados,  los  esta- 
blecimientos públicos,  los  menores  y  cuales- 
quiera otra  persona  que  no  tenga  la  libre 
administración  de  sus  bienes,  salvo  su  re- 
curso contra  sus  representantes. 

Art.  213.  Cuando  se  quiera  continuar  la 
instancia,  el  que  pretenda  aprovecharse  de 
la  perención  debe  proponerla  expresamente 
antes  de  todo  otro  medio  de  defensa,  enten- 


diéndose que  la  ha  renunciado  si  no  lo  hi- 
ciere así. 

La  perención  no  tiene  lugar  en  primera 
instancia  contra  la  voluntad  del  deman- 
dado. 

Art.  214.     La  perención  en   primera   ins 
lancia  no  extingue  la  acción  ni  los  efectos 
de  las  decisiones  dictadas^  ni   las  pruebas 
que  resulten  de  los  autos,  pues  no  hace  más 
que  extinguir  la  instancia. 

Cuando  el  negocio  eu  que  se  verifique  la 
perención  se  halle  en  apelación,  la  senten- 
cia apelada  quedará  con  fuerza  de  cosa  juz- 
gada. 

Sección  segunda* 

Del  desistimiento. 

Art.  216.  En  cualquier  estado  del  juicio 
puede  el  demandante  desistir  de  ¿u  acción, 
y  el  demandado  convenir  en  la  demanda. 
El  Juez  dará  por  consumado  el  acto,  y  se 
procederá  como  en  sentencia  pasada  en 
autoridad  de  cosa  juzgada,  sin  necesidad 
del  consentimiento  de  la  parte  contraria. 

El  acto  por  el  cual  desiste  el  demandante 
de  su  acción,  ó  conviene  el  demandado  en 
la  demanda,  es  irrevocable  aun  antes  de  la 
declaratoria  del  Tribunal. 

Art.  21 H.  Si  el  desistimiento  se  limita  a) 
procedimiento,  no  puede  tener  lugar  sin  el 
consentimiento  de  la  parte  contraria;  pero 
el  demandante  puede  retirar  su  demanda 
sin  este  consentimiento,  antes  del  acto  de 
la  contestación,  salvo  al  demandado  su  de 
recho  por  razón  de  retardo  u  otro  motivo,  si 
hubiere  lugar  á  ello. 

Art,  217.  El  que  desiste  ó  retira  la  de- 
manda pagará  las  costas,  si  no  hubiere  pacto 
en  contrario. 

El  que  conviniere  en  la  demanda  en  el 
acto  de  contestación  las  pagará  si  hubiere 
dado  lugar  al  procedimiento,  y  si  fuere  en 
otra  oportunidad,  las  pagará  igualmente,  si 
no  hubiere  pacto  en  contrario. 

Caso  de  que  las  partes  estén  en  desacuer 
do  respecto  de  la  primera  parte  del  párrafo 
anterior,  el  «Fuez  abrirá  una  articulación  por 
ocho  días  para  decidir  «obre  las  costas. 

TITULO  XU 

DK  LAS  AUDIENCIAS,  ACTUACIONES 
Y   EXPEDIENTES 

Art.  218.  L«»s  Tribunales  mantendrán 
á  las  puertas  del  despacho  una  tablilla  ó 
cartel  en  que  se  haga  saber  al  público  las 
horas  destinadas  á  la  Audiencia  y  las  desti 
nadas  á  la  Secretaiía. 
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También  harán  saber  al  público,  por  el 
id  i  en  jo  medio,  Iob  días  en  qué  sin  ser  fe- 
riados no  dieren  audiencia,  debiendo  ade 
más  poner  constancia  de  ello  en  el  diario 
de  sus  trabajos. 

Art.  a  19.  Tendrán  lugar  en  audiencia 
pública,  salvo  cuando  por  causa  de  decen 
cía  ae  ordenase  proceder  á  puerta  cerrada, 
los  actos  de  contestación,  de  recusación,  de- 
claraciones, aceptaciones,  experticias  y  de- 
más en  que  deban  concurrir  las  partes  ó 
terceros  llamados  por  la  Ley. 

Los  de  estudios  y  resolución  de  expe- 
dientes y  solicitudes  serán  privados,  sin 
perjuicio  de  la  publicación  de  las  sentencias 
que  se  dictaren. 

Art.  220.  Los  Secretarios  de  los  Tribu 
nales  permanecerán  en  Secretaría  todo  el 
tiempo  que  dure  abierto  el  Tribunal,  excep- 
to aquel  en  que  deban  actuar  con  los  res|  ac- 
tivos Jueces. 

Art.  221.  Lob  Secretarios  actuarán  con 
el  Juez  y  suscribirán  con  él  todos  los 
autos,  resoluciones  y  sentencias. 

Art.  222.  En  las  horas  de  Secretaría  las 
partes  podrán  pedir  al  Secretario  informes 
sobre  lo  que  haya  ocurrido  en  su  asunto, 
y  aquel  funcionario  deberá  dárselos,  ó  pre- 
sentarles el  expediente  para  que  se  impon- 
gan de  cualquier  solicitud  hecha  ó  provi- 
dencia dictada,  sin  poder  reservar  sino  los 
escritos  de  promoción  de  pruebas,  y  eso 
sólo  hasta  la  audiencia  siguiente. 

Si  los  interesados  en  un  proceso  soli- 
citaren á  la  vez  que  se  les  permita  exa 
minarlo  ó  tomar  notas,  el  Secretario  dis- 
tribuirá en-  proporción  el  tiempo  destinado 
al  efecto. 

Art.  228.  Las  partes  podrán  hacer  sus 
solicitudes  por  diligencia  que  dictarán  al 
Secretario,  quien  las  autorizará  siempre 
que  no  pase  de  una  plana,  ó  bien  por  escri- 
to, que  presentarán  al  Juez  ó  ai  Secretario, 
los  cuales  anotarán  en  él  el  día,  mes,  año  y 
aun  hora  de  la  presentación,  si  así  lo  exigie 
re  el  presentante. 

Art.  224.  No  serán  aceptadas  diligen 
cías  ni  escritos  que  contengan  conceptos 
injuriosos  ó  indecentes,  sin  perjuicio  de 
que  el  Juez  ordene  testar  tales  conceptos 
«i  no  se  hubiere  anotado  antes,  apercibien- 
do á  la  parte  infractora  para  que  se  absten- 
ga en  lo  sucesivo  de  repetir  la  falta,  bajo 
una  multa  de  100  bolívares  para  cada  caso 
de  reincidencia. 

El  Secretario  ¿leí  Tribunal  se  abstendrá 
de  extender  diligencias  manidestamente 
injuriosas  ó  indecentes  y  dará  cuenta  al 
Juez. 

Art.  226.  Loe  actos  del  Tribunal  serán 
redactados  por  el  Secretario,  bajo  el  dicta- 


do ó  las  instrucciones  del  Juez  ó  Presiden- 
te, en  términos  claros,  precisos  y  lacónico*. 
Las  observaciones,  reclamaciones,  salvas  6 
recursos  de  ios  que  intervinieren  en  el  acto, 
serán  manifestados  al  Juez,  que  las  redac- 
tará snstancialmeute  sin  alterar  la  verdad 
de  lo  que  haya  pasado,  ni  omitir  nada  de 
lo  expuesto.  Si  leídas,  el  interesado  obser- 
vo re  algo  de  más  ó  de  menos  de  lo  que  qui- 
siere hacer  constar,  se  escribirá  en  términos 
precisos  y  breves. 

Art.  226.  De  todo  asunto  se  formará  ex* 
pediente  separado,  con  su  número  de  orden 
y  la  fecha  de  su  iniciación,  expresando  la» 
partes  y  el  objeto. 

Todo  lo  que  pertenezca  al  expediente  se 
coserá  inmediatamente  á  fin  de  conservar  el 
orden  cronológico,  sin  que  se  confundau  6 
entremezclen  varios  actos  con  otros,  ni  unos 
documentos  con  otros  actos  ó  documentos. 

La  foliatura  se  llevará  siempre  con  letras 
y  con  el  día,  sin  perjuicio  de  formar  piezas 
distintas  para  el  más  fácil  manejo,  cuando 
sea  necesario. 

Art.  227.  Toda  enmendadura,  aunque  sea 
de  foliación  palabras  testadas  y  cualquiera 
interlineación,  deberán  salvarse  por  ej  Jues 
en  ios  Tribunales  inferiores,  y  por  el  Secre- 
tario en  los  superiores,  bajo  la  multa  de  cin- 
cuenta bolívares  por  cada  falta  de  esta  nata- 
raleza.  Los  defectos  de  esta  clase  que  se 
noten  eu  los  escritos  presentados  por  las 
partes  impedirán  su  admisión,  si  no  están 
salvados  por  la  parte  misma.  Los  que  se  ob- 
servaren en  los  escritos  ó  documentos  priva- 
dos, reconocidos,  ó  no,  y  en  los  documentos 
públicos,  se  harán  constar  por  el  Secretario 
al  recibirlos.  Estos  defectos  en  Jos  documen- 
tos privados  que  no  han  sido  formados  por 
la  parte  que  los  presenta,  no  obstan  para  que 
la  parte  a  quien  interese  pida  su  reconoci- 
miento por  la  persona  á  quien  perjudiquen. 

Art.  228.  La  acumulación  de  autos  ó 
procesos  se  ordenará  á  solicitud  de  parte  y 
aun  deoficio,  en  ios  casos  de  abrirse  juicio  de 
quiebra,  de  cesión  de  bienes,  de  liquidación 
de  herencia  y  cualquiera  otro  en  que  la  Ley 
lo  ordene  expresamente. 

A  dichos  juicios  se  acumularán  los  partí 
ciliares  que  cursaren  en  el  mismo  ú  otro 
Tribunal. 

Art.  229.  Sólo  á  solicitud  de  parte  legíti- 
ma podrá  acordarse  la  acumulación  de  autos, 
en  los  casos  siguientes: 

1.°  En  los  de  concurso  necesario  de 
acreedores. 

2.°  Guando  la  sentencia  que  haya  de 
dictarse  en  uno  de  los  pleitos  cuya  acumula- 
ción se  pida  produzca  excepción  de  cosa 
juzgada  en  el  otro. 

3.°    Cuando  eu  un  Tribunal  competente 
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haya  pendiente  pleito  sobre  lo  mismo  que 
sea  objeto  de  otro  que  ee  haya  promovido 
después,  ó  sobre  materia  conexa. 

4*  Cuando  de  seguirse  separados  los 
pleitos  se  divida  la  continencia  de  la  causa. 

6.°  En  cualquier  otro  caso  en  que  apa- 
rezca manifiesta  la  necesidad  de  evitar  ta 
multiplicidad  de  los  pleitos,  y  el  riesgo  de 
que  se  libren  sentencias  contrarias  ó  contra- 
dictorias. 

Art.  230.  Se  entenderá  dividida  la  con- 
tinencia de  la  cansa,  para  los  efectos  del 
articulo  precedente:  1.°  Cuando  haya  entre 
los  dos  pleitos  identidad  de  personas,  co 
eas  y  acciones;  2.o  Cuando  baya  identidad 
,  de  personas  y  cosas,  aunque  las  acciones 
sean  diferentes;  3.°  Cuando  haya  identidad 
de  personas  y  acciones,  aunque  las  cosas 
.  sean  distintas;  4.°  Cuando  las  acciones  pro- 
vengan de  una  misma  causa  ,  aunque  obren 
contra  varios,  y  haya  por  tanto  diversi- 
dad de  persogas;  5.°  Cuando  provengan 
las  acciones  de  una  misma  causa,  aunque 
sean  diversas  las  personas  y  las  cosas,  y 
6.°  Cuando  baja  identidad  de  acciones 
y  de  cosas,  aun  cuando  las  personas  sean 
diversas. 

Art.  231.  No  son  acu  mutables  autos 
que  no  estuvieren  en  una  misma  ins- 
tancia. 

Tampoco  son  acmnulables  autos  que  cur- 
sen en  Tribunales  ordinarios,  civiles  ó  mer 
cantiles  á  otros  que  cursen  en  Tribunales 
especiales. 

Art.  232.  La  acumulación  se  pedirá  al 
Tribunal  donde  curse  el  proceso  al  cual 
deba  acumularse  el  otro. 

Si  el  mismo  Tribunal  conpce  de  am- 
bos, resolverá  la  solicitud,  previa  instruc- 
ción de  la  otra  parte,  con  examen  de  ambos 
antes. 

Si  los  autos  pendieren  en  Tribunales  dis 
tintos,  el  Tribunal  que  conoce  de  aquél 
al  cual  deba  hacerse  la  acumulación,  pasa- 
rá oficio  al  otro  Tribunal,  exponiéndole  las 
razones  legales  que  obren  para  la  acumu- 
lación; y  desde  ese  momento  se  observarán 
las  disposiciones  relativas  al  conflicto  ó 
cuestión  de  jurisdicción  ó  competencia  en- 
tre Jueces,  tanto  sobre  el  procedimiento 
hasta  eu  decisión,  como  respecto  de  sus- 
pensión del  curso  de  los  asuntos  y  todo  lo 
demás  allí  prescrito. 

Art.  233.  En  virtud  de  la  acumulación, 
los  autos  acumulados  se  seguirán  en  un 
solo  «juicio,  suspendiéndose  el  curso  del 
que  estuviere  más  adelantado  hasta  que 
el  otro  se  baile  en  el  mismo  estado, 
y  terminándolos  con  una  misma  sen  - 
tencia. 

Art  234.    Después  de  concluida  una  cau- 


sa en  cualquiera  instancia,  se  dará  t estime* 
nio  de  ella  á  cualquiera  que  lo  pida,  á  sr» 
costa,  sin  examinar  si  es  ó  no  parte,  ex 
ceptunndo  aquéllas  que  se  reserven  por 
decencia  pública,  de  las  cuales  no  podrá 
darse  testimonio  sino  á  las  partes.  El  que- 
pidiere  testimonio  pagará  el  escribiente  y 
papel,  pero  no  sufrirá  otro  costo.  En  cual 
qnier  estado  de  la  causa,  si  se  solicita 
copia  certificada  de  algún  documento  que 
exista  en  autos,  se  dará  al  que  la  pida, 
siempre  que  sea  ó  haya  sido  parte  en 
el  juicio.  Si  se  pidiere  la  devolución  de 
documentos  originales  por  la  misma  par- 
te que  los  produjo,  se  le  entregarán,  que 
dando  en  autos  la  correspondiente  copia; 
pero  en  el  documento  se  anotará  lo  conve 
niente. 

En  los  testimonios  y  copias  se  pondrá 
siempre  al  margen  la  indicación  de  cadn 
acto. 

Los  testimonios  y  copias  de  que  trata 
este  artículo  no  podrán  darse  sin  previo  de 
creto  del  Juez,  que  se  insertará  al  pie  de  In 
certificación. 

Art.  236.  Cualquiera  persona  puede  im- 
ponerse de  los  autos  que  existan  en  los 
Tribunales  y  tomar  do  ellos  las  copias  sim- 
ples que  quiera,  sin  necesidad  de  autoriza- 
ción del  Juez,  á  no  ser  que  se  hayan  man 
dado  reservar  por  algún  motivo  legal. 

Art.  236.  Cuando  se  remitan  expedien- 
tes ó  autos  de  un  Tribunal  á  otro,  se  depo- 
sitarán abiertos  en  la  respectiva  oficina  de 
correos.  El  administrador  del  tamo  dará  en. 
cada  caso  un  recibo,  que  se  agregará  á  la 
copia  de  la  sentencia  que  queda  en  el  Tri- 
bunal. 

Otorgado  el  recibo,  se  cerrará  el  pliego 
que  contenga  los  autos,  en  presencia  del 
mismo  administrador,  quien,  á  vuelta  de  co- 
rreo, presentará  al  Tribunal  remitente  el  re- 
cil>o  de  aquel  á  quien  se  dirigió,  el  cual  en 
ningún  caso  podrá  negarlo. 

Los  recibos  expresarán  el  contenido  de 
los  expedientes  con  arreglo  á  su  carátula,  el 
Juez  remitente  y  el  número  de  folios. 

Art.  237.  En  los  casos  en  que  sea  nece- 
sario remitir  los  expedientes  por  medio  de 
conductores  particulares,  por  no  haber  co- 
rreos para  los  lugares  á  donde  se  dirijan,  ó 
por  no  haberlos  oportunamente,  la  parte  ó 
partes  á  quienes  interese,  á  juicio  del  Juez, 
pagarán  el  gasto  que  se  cause,  á  reserva  del 
derecho  que  tengan  á  la  indemnización.  En 
ningún  caso  se  confiará  el  expediente  ni  á 
las  partes  ni  á  sus  deudos,  sino  al  conductor 
que  elija  el  Juez,  bajo  su  responsabilidad. 
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LIBRO  SEGUNDO 


JUICIO  OIDINABIO 


x      TITULO  PRIMERO 

DEMANDA,   EMPLAZAMIENTO,  CONTESTACIÓN 
T  CONCILIACIÓN 

Secclóu  primera* 

Demanda  y  emplazamiento. 

Art.  238.  Las  cuestiones  que  se  susciten 
entre  partes  en  reclamación  de  algún  dere- 
cho, se  ventilarán  en  juicio  ordinario,  si 
esas  cuestiones  no  tienen  pautado  procedí 
miento  especial. 

Art.  239.  Atendiendo  á  la  cuantía  se  se- 
guirán enjuicio  ordinario  las  demandas  cuyo 
interés,  calculado  según  el  titulo  sobre  fue- 
ro competente,  exceda  de  cuatrocientos  bo- 
lívares. 

Si  por  la  naturaleza  del  objeto  no  estu- 
viera fijada  ó  calculada  la  cuantía,  se  esti- 
mará prudencialmente  en  la  demanda. 

Art.  240.  £1  juicio  ordinario  principiará 
por  demanda,  que  se  propondrá  por  escrito. 

Art.  241.  En  el  libelo  de  demanda  se  ex 
presarán,  sin  abreviaturas,  el  nombre,  ape- 
llido y  domicilio  del  demandante,  el  carác- 
ter con  que  se  presenta,  el  nombre,  apellido 
y  domicilio  del  demandado  y  el  carácter  con 
que  se  le  demanda,  si  no  lo  fuere  personal 
mente,  el  objelo  de  la  demanda,  y  las  razo 
nes  y  documentos  en  que  se  funde. 

La  cosa  que  es  objeto  de  la  demanda  de- 
be determinarse  con  precisión,  indicando  su 
situación- y  linderos,  si  es  inmueble;  las  mar- 
cas, colores  ó  distintivos,  si  es  semoviente; 
loe  signos,  señales  y  particularidades  que 
puedan  determinar  su  identidad,  si  es  mue- 
ble; y  los  daios  y  explicaciones  necesarios, 
si  se  trata  de  derechos  ú  objetos  incorpo- 
rales. 

Art.  242.  £1  documento  en  que  se  funde 
la  demanda,  esto  es,  el  de  que  se  derive  in- 
mediatamente la  acción  deducida,  deberá 
ser  producido  con  el  libelo. 

Art.  243.  Ño  podían  acumularse  en  una 
misma  demanda  acciones  que  se  excluyan 
mutuamente,  ó  sean  contrarias  entre  sí;  ni 
las  que  por  razón  de  la  materia  no  corres- 
pondan al  conocimiento  del  mismo  Tribunal 
que  ba  de  conocer  de  la  principal;  ni  aque- 
llas ouyo  procedimiento  legal  sea  incompa- 
tible con  el  del  juicio  ordinario. 

Art.  244.    £1  escrito  ó  libelo  de  la  de- 


manda se  entregará  en  cualquier  día  y  hora 
al  Secretario  del  Tribunal  ó  al  Juez. 

Art.  246.  De  la  demanda  ó  libelo  com- 
pulsará .el  Secretario  tantas  -copias  cuanta» 
partes  demandadas  aparezcan  en  él,  certi- 
ficando su  exactitud;  y  enseguida  se  exten- 
derá la  orden  de  comparecencia  para  la  litis- 
contestación,  que  autorizará  el  Juez,  expre- 
sándose el  día  y  hora  señalados  para  ella. 

Si  para  cualquier  otro  efecto  establecido 
en  el  Código  civil,  necesitare  la  parte  de- 
mandante alguna  otra  copia  de  la  demanda 
con  la  orden  de  comparecencia,  se  le  man- 
dará expedir  en  la  misma  forma. 

Art.  246.  £1  Secretario  pondrá  constan- 
cia en  el  expediente  de  haber  cumplido  lo 
preceptuado  en  el  artículo  anterior,  con  ex- 
presión del  nombre  del  alguacil  á  quien  se 
haya  cometido  la  citación,  de  la  fecha  en 
que  se  manda  hacer,  y  del  día  y  hora  se 
fialados.para  la  comparecencia  en  la  orden 
del  Juez. 

Art.  247.  La  copia  ó  copias  del  libelo  de 
demanda  se  entregarán  al  alguacil  ^encarga- 
do  de  la  citación;  y  en  cuanto  a"  ésta,  se 
obrará  en  todo  conforme  con  las  disposicio 
nes  del  título  quinto  <lel  libro  primero  de 
este  Código. 

Art.  248.  £1  emplazamiento  se  hará  pa- 
ra el  décimo  día  hábil  después  de  citado  el 
demandado  ó  el  último  de  ellos  si  fuesen  va- 
rios. 

Art.  249.  Si  buscado  el  demandado  no  se 
encontrare  y  se  temiese  su  fuga,  ó  si  citado 
presentare^  el  demandante  algún  recaudo  que 
hiciere  sospechar  que  aquél  pretende  ausen- 
tarse del  país  para  trasponer  valores  ó  bur- 
lar la  acción,  ó  s'r  fuere  simple  transeúnte, 
el  Juez,  á  solicitud  de)  actor,  prohibirá  al 
demandado  la  salida  del  país,  librando  al 
efecto,  á  los  puertos  ó  puntos  fronterizos 
correspondientes,  las  órdenes  telegráficas  del 
caso,  que  reiterará  por  oficio. 

Esta  prohibición  no  podrá  suspenderse 
antes  de  haberse  dado  por  citado  el  deman- 
dado. 

La  disposición  de  este  artículo  no  obsta 
á  la  promoción  de  arraigo,  si  hubiere  lugar. 

Sección  seguuda. 

Contestación  y  conciliación. 

Art.  250.  Llegados  el  día  y  hora  fijados 
para  la  contestación  de  la  demanda,  el  Juez 
hará  anunciar  en  alta  voz  que  va  á  tener  la- 
gar el  acto  indicado,  expresándose  en  aquel 
anuncio  el  nombre  y  apellido  de  las  partes 
y  una  grave  indicación  de  la  causa. 

Si  el  demandado  no  estuviere  presente  pa- 
ra el  momento  del  anuncio,  se  esperará  á  que 
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se  cumpla  una  hora  después  de  la  fijada,  pa- 
sada la  cual  se  procederá  sin  más   dilación. 

Si  fueren  varios  los  demandados,  podrán 
obrar  juntos  ó  separados,  perc¿  en  eL  orden 
del  articulo  siguiente. 

Art.  251.  En  el  acto  de  contestación  sólo 
podrá  el  demandado  promover  á  oponer  las 
excepciones  ó   defensas  siguientes: 

1.a  La  excepción  de  inadmisibílidad  de 
la  demanda,  y  demás  de  carácter  previo. 

2.a  A  falta  de  las  excepciones  del  número 
anterior,  las  dilatorias  que  quisiere  oponer. 

3.a  A  falta  de  las  precedentes,  la  contes- 
tación al  fondo  de  la  demanda. 

4.*    La  reconvención  ó  mutua  petición. 

6.a  Las  citaciones  de  saneamiento  ó  ga- 
rantía. 

6.a  La  solicitud  de  término  extraordina- 
rio de  pruebas. 

§  1.° 

De  la  excepción  de  in admisibilidad 
y  otras  previas. 

Art.  262.  En  todo  caso  en  que  la  Ley  de- 
clare no  deberse  admitir  la  demanda,  ó  no 
deber  admitirse  sino  llenando  algún  requi- 
sito ó  condición  podrá  oponer  el  demanda- 
do la  excepción  de  inadmisibilidad,  si  cre- 
yere no  estar  llenas  las  condiciones  legales. 

Art.  253.  Podrá  también  oponerla  cuan 
do  se  hubieren  acumulado  eu  el  libelo  las 
acciones  contrarias  ó  incompatibles  de  que 
habla  el  art.  243. 

Art.  254.  Podrá  promover  como  de  pre- 
vio pronunciamiento  la  de  su. propia  incapa- 
cidad para  estar  en  juicio,  así  como  la  de  no 
tener  el  carácter  ó  cualidad  que  se  le  atribu- 
ya para  representar  á  otro,  ó  cualquiera  otra 
que  como  previa  autorice  la  Ley. 

Art.  266.  Opuesta  alguna  de  las  excep- 
ciones mencionadas,  el  demandante  la  con- 
testará, en  el  mismo  acto  ó  en  la  audiencia 
siguiente,  á  la  misma  hora. 

Si  conviniere  en  la  excepción,  quedará 
desechado  del  todo  el  libelo.  Cuando  la  con- 
tradijere, se  abrirá  á  prueba  por  ocho  días, 
si  alguna  de  las  partes  lo  pidiere,  ó  el  Juez 
encontrare  no  estar  de  acuerdo  las  partes  en 
algún  hecho  sustancial,  sin  conceder  térmi- 
no de  distancia. 

Art.  266.  El  noveno  día  se  hará  relación 
de  la  incidencia,  se  oirán  los  informes  que 
quieran  hacer  las  partes,  y  se  dictará  senten- 
cia dentro  del  término  legal. 

Art.  257.  De  la  sentencia  se  oirá  apela- 
ción libremente. 

Art.  268.  El  efecto  de  la  declaratoria  de 
haber  lugar  á  la  excepción,  será  el  de  des- 
echar el  libelo  y  no  darse  entrada  al  juicio. 


§2.o 
De  las  excepciones  dilatoria». 

Art.  259.  A  falta  de  las  excepciones  pre- 
cedentes, ó  si  se  han  desechado,  podrá  el 
demandado  proponer  las  dilatorias  á  que 
hubiere  lugar. 

Art.  260.    Son  excepciones  dilatorias: 

Ilegitimidad  de  la  persona  del  demandan- 
te ó  de  su  apoderado. 

Incompetencia  del  Tribunal. 

Defecto  de  la  forma  de  la  demanda. 

Litis-pendencia. 

Condición  ó 'plazo  no  cumplido. 

Defecto  de  fianza  ó  canción  necesaria 
para  proceder  al  juicio. 

La  excepción  de  ilegitimidad  de  persona 
no  es  dilatoria  cuando  en  ella  se  niega  el 
derecho  mismo  que  es  materia  de  lo  prin- 
cipal. 

Art.  261.  La  excepción  de  cosa  juzgada 
puede  proponerse  también  bajo  la  forma  de 
excepción  dilatoria 

Art.  262.  El  demandante  contestará  las 
excepciones  en  el  acto  en  que  sean  opuestas 
ó  en  la  audiencia  siguiente,  á  la  misma  hora. 

Art.  263.  Todas  las  excepciones  opues- 
tas quedan  sujetas  al  mismo  término  proba- 
torio. 

Art.  264.  Contradichas  las  excepciones 
se  concederán  ocho  días  para  promover  ó 
instruir  pruebas,  si  así  lo  pidiere  alguna  de 
las  partes,  y  si  las  excepciones  ó  su  contes- 
tación se  fundaren  en  hechos  sobre  que  no 
estuvieren  de  acuerdo  las  partes. 

Art.  266.  Sólo  respecto  de  la  excepción 
de  litis-pendencia  se  concederá,  además  del 
término  establecido  en  el  artículo  anterior, 
el  de  la  distancia  al  lugar  en  que  se  sigue  el 
juicio  que  motiva  la  excepción,  si  se  pide 
en  el  acto  en  que  se  conteste  aquélla,  indi- 
cándose el  lugar  y  el  Tribunal  donde  se  en- 
cuentran los  autos  de  que  se  ha  de  tomar  la 
prueba,  la  naturaleza  de  la  causa  sobre  que 
versan  y  las  partes  entre  quienes  se  sigue. 

Si  la  parte  á  quien  se. ha  concedido  el  tér- 
mino de  la  distancia,  no  practicare  las  dili- 
gencias consiguientes,  ó  apareciere  por  cual- 
quier otro  medio  que  ha  procedido  con  ma- 
licia para  prolongar  el  juicio,  se  le  impondrá 
una  multa  que  no  baje  de  600  bolívares,  ni 
exceda  de  6  000,  según  la  importancia  de  la 
demanda. 

Art.  266.  Si  no  se  concediere  término  pa- 
ra hacer  pruebas,  el  Juez  principiará  á  ver 
la  articulación  en  la  audiencia  siguiente  á  la 
en  que  se  haya  contestado  la  excepción,  y 
continuará  observándose  el  procedimiento 
establecido  para  cuando  se  trata  de  la  vista 
y  sentencia. 
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Pero  si  se  ba  concedido  aquel  término,  la 
vista  comenzará  el  día  siguiente  al  del  ven- 
cimiento, y  continuará  el  procedí  miento  del 
modo  indicado. 

Art.  267.  Contraía  sentencia  librada  en 
la  articulación  sobre  excepción  dilatoria,  no 
se  admitirá  más  recurso  que  el  de7  queja. 
Exceptúanse  las  excepciones  de  cosa  juzga- 
da y  de  condición  ó  plazo  no  cumplido,  en 
que  se  oirá  apelación  cuando  sean  declara- 
das con  lugar;. y  la  de  ilegitimidad  de  perso- 
na, en  que  se  oirá  también,  ya  se  admita  ó 
ya  se  deseche. 

También  se  oirá  cuando  de  la  decisión  re- 
solte negada  la  jurisdicción  de  los  Tribuna 
les  de  la  República;  sin  perjuicio  de  que  en 
todo  caso  en  que  se  interese  ó  discuta  dicl\a 
jurisdicción,  se  cumpla  lo  dispuesto  en  el 
artículo  &2. 

Art.  268.  Si  conforme  á  la  decisión  de  la 
articulación  debe  procede  rae  á  la  contesta 
ción  de  la  demanda,  esta  contestación  ten- 
drá lugar  en  la  audiencia  siguiente  á  la  de 
la  sentencia,  á  la  misma  hora  que  antes  se 
había  fijado. 

Art.  269.  La  declaratoria  de  haber  lugar 
á  las  excepciones  dilatorias  producirá  los 
efectos  siguientes: 

1.°  La  de  ilegitimidad,  el  de  paralizar  el 
juicio  hasta  que  se  presente  la  persona  que 
sea  verdaderamente  legítima,  ó  hasta  que  se 
subsane  la  falta  declarada  respecto  de  la 
personalidad. 

-2.°  La  de  incompetencia  del  Tribunal,  el 
de  pasar  los  autos  al  Juez  competente  para 
que  continúe  conociendo,  conforme  al  pro- 
cedimiento que  deba  seguir. 

8.°  La  de  defecto  en  la  forma,  el  de  pa- 
ralizar el  procedimiento  hasta  que  se  sub 
sane  el  defecto  en  el  sentido  ordenado  en  la 
decisión. 

4.°  La  de  litis  pendencia,  el  de  remitir 
la  demanda  al  Tribunal  donde  el  juicio  esté 
pendiente. 

6.°  La  de  condición  ó  plazo  no  cumpli- 
do, el  de  paralizar  el  juicio  hasta  que  aque- 
llos se  hayan  cumplido. 

6.°  La  de  defecto  de  caución  ó  fianza,  el 
de  paralizar  el  juicio  hasta  que  se  haya 
prestado. 

7.o  La  de  cosa  juzgada,  el  de  poner  tér- 
mino al  juicio. 

§3.o 

De  la  contestación  al  fondo  de  la  demanda. 

Art.  270.  A  falta  de  las  excepciones  pre 
vías  y  dilatorias,  ó  si  hubieren  sido  dese- 
chadas, 'procederá  el  demandado  á  la  con- 
testación de  la  demanda,  de  palabra  ó  pre 


sentándola  escrita,  en  la  cual  expresará  de 
una  manera  clara  si  la  contradice  en  todo  ó 
en  parte,  ó  si  conviene  en  ella  absolutamen- 
te ó  con  alguna  limitación,  y  las  razones  ó 
excepciones  perentorias  que  creyere  conve 
niente  alegar. 

La  contestación  verbal  se  extenderá  en  el 
acta  que  firmarán  el  Juez,  el  Secretario  y  las 
partes;  y  la  escrita  se  agregará  al  expedien- 
te con  una  nota  firmada  por  el  Juez  y  Se- 
cretario, en  la  cual  se  expresará  que  aquélla 
es  la  contestación  presentada. 

Art.  '¿71.  Si  el  demandado  conviniere  en 
todo  lo  que  se  le  exija  en  el  libelo  de  de- 
manda quedará  ésta  terminada;  así  se  ex- 
presará en  una  acta  que  firmarán  el  Juez,  el 
Secretario  y  las  partes,  y  se  procederá  como 
en  cosa  juzgada. 

Art.  272.  Si  á  la  contestación  de  la  de- 
manda se  acompañaren  documentos,  y  para 
instruirse  de  ellos  pidiere  el  demandante 
que  se  difiera  el  acto,  se  señalará  desde  lue- 
go uno  de  los  tres  días  siguientes,  según  la 
extensión  de  aquéllos. 

Art.  273.  £1  demandante  podrá  reformar 
su  demanda  antes  déla  contestación;  pero 
en  este  caso  se  le  concederán  al  demandado 
otros  diez  días  para  que  la  prepare  y  la  dé. 

§4.o 

De  la  reconvención. 

Ait.  274.  Podrá  el  demandado  hacer  re- 
convención ó  mutua  petición,  expresando 
con  toda  claridad  y  precisión  el  objeto  y  sus 
'fundamentos;  y  si  versare  sobrecosa  distin- 
ta de  la  de)  juicio  principal,  determinándola 
como  se  expresa  en  el  art.  241. 

Art.  276.  El  Juez,  á  solicitud  de  parte, 
y  aun  de  oficio,  declarará  inadmisible  la  re- 
convención, si  ella  versare  sobre  asuntos  ó 
puntos  paia  cuyo  conocimiento  carezca  de 
jurisdicción  por  razón  de  la  materia,  ó  sobre 
materia  cuyo  procedimiento  sea  incompati- 
ble con  el  del  juicio  ordinario. 
*  Art.  276.  Admitida  la  reconvención,  se 
concederá  al  demandante  el  término  de  diez 
días  para  contestarla,  suspendiéndose  entre 
tanto  el  procedimiento  respecto  de  la  de- 
manda. 

Si  no  se  hiciere  reconvención,  ó  fuere  re- 
chazada por  el  Juez,  el  demandado  podrá 
Intentar  separadamente  las  acciones  que  le 
competan  contra  el  demandante. 

Art.  277.  Contestada  la  reconvención,  el 
Juez  procurará  la  conciliación  de  las  partes, 
tanto  sobre  la  demanda  como  sobre  la  re- 
convención; y  si  no  se  lograre,  sin  perjuicio 
de  poder  llamarlas  á  la  conciliación  en  otra 
oportunidad  que  juzgue  conveniente,  se  se- 
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guirá  un  solo  procedimiento  hasta  la  sen- 
tencia definitiva,  que  deberá  abrazar  la  de- 
manda  y  la  reconvención. 

Árt.  278.  Si  no  se  hubiere  propuesto  re- 
convención, contradicha  que  sea  la  demanda 
en  todo  ó  en  parte,  el  Juez  procurará  la  con- 
ciliación de  las  partes;  y  si  no  se  lograre  se 
hará  constar  lo  ocurrido  y  el  juicio  seguirá 
su  curso 

La  falta  de  excitación  á  la  conciliación  no 
será  motivo  ni  de  reposición  ni  de  nulidad 
en  ningún  caso. 

Art  279.     Lograda  la  conciliación  en  cual 
quiera  de  los  casos  <ie  los  dos  artículos  pre 
ceden  tes,  se  insertarán  en  el  acta  los  ton  ni 
nos  de  la  conciliación,  y  se  dará  por  concluí- 
do  el  pleito. 

§  5.° 
Citación  de  saneamiento' ó  de  garantía, 

Art.  280.  En  los  casos  de  saneamiento  ó 
de  garantía,  tanto  el  demandante  como  el 
demandado  podrán  pedir  en  el  acto  de  la 
contestación  la  citación  del  que  deba  sanear 
ó  garantir,  y  el  Juez  la  mandará  practicar 
inmediatamente;  pero  no  se  suspenderá  el 
curso  de  la  cansa  sino  cuando  haya  prueba 
auténtica,  bien  directamente  de  la  obliga 
ción  de  sanear  ó  garantir,  ó  bien  del  acto  de 
que  se  desprenda  por  derecho  tal  obligación. 

Art.  28 [.  La  citación  de  saneamiento  ó 
de  garantía  se  hará  para  comparecer  en  el 
término  de  la  distancia  y  tres  días  más.  Si 
el  citado  no  compareciere  el  día  y  á  la  hora 
designada,  se  procederá  respecto  de  él  con- 
forme al  art.  285  en  lo  relativo  á  la  cita  de 
saneamiento  ó  garantía.  Si  compareciere,  y 
pidiere /que  sea  citada- otra  persona,  produ- 
ciendo documento  que  haga  suspender  el 
curso  de  la  causa,  según  el  artículo  anterior, 
se  practicará  la  citación  en  los  mismos  tér 
minos,  y  así  cuantas  ocurran;  con  tal  que  el 
término  de  la  suspensión  de  la  causa  por 
todas  las  peticiones  de  este  género  no  exce- 
da de  sesenta  días.  Vencido  este  plazo,  con- 
tinuará el  procedimiento,  sin  perjuicio  de 
hacerse  efectiva,  con  arreglo  á  derecho,  la 
responsabilidad  de  cualesquiera  otro  que 
deban  sanear  y  garantir  también  y  de  los 
derechos  que  á  éstos  competan. 

Art.  282.  Compareciendo  cada  citado  de 
saneamiento  ó  garantía  en  su'  respectiva 
oportunidad,  haya  ó  no  haya  habido  suspen 
sión  del  curso  de  la  demanda,  podrán  oponer 
las  excepciones  dilatorias  ó  perentorias  que 
le  favorezcan  y  promover  pruebas  dentro  de 
los  términos  legales  correspondientes  á  las 
cuestiones  á  que  dé  origen  la  contestación; 
no  procediéndose  á  fallar  la  causa  sino  des- 


pués que  haya  espirado  el  lapso  probatorio 
concedido  al  citado,  á  fin  de  que  la  sentencia 
comprenda  á  todos  los  interesados.  Pero  si 
la  oportunidad  de  la  comparecencia  del  últi- 
mo citado  debiere  ser  el  día  en  que  haya 
comenzado  la  relación  de  la  causa,  ó  poste- 
rior, no\podrá  oírse  su  contestación  y  que 
darán  á  salvo  tos  derechos  que  correspondan. 

§  «.* 

Peticiones  de  término  extraordinario 
de  pruebas. 

Art.  283.  La  parte  que  aspirare  á  que  se  le 
conceda  término  extraordinario  pata  evacuar 
pruebas  en  lugares  que  disten  del  del  juicio 
más  de  dos  rail  kilómetros,  deberán  hacer 
su  solicitud  necesariamente  en  el  acto  de 
la  contestación  de  la  demanda,  y  presentar 
las  pruebas  ó  recaudos  en  que  se  apoya  la 
solicitud.  La  parte  contraria  manifestará  si 
se  opone  ó  no  á  la  concesión.  Y  el  Tribunal 
se  limitará  á  declarar  que  la  petición  se  ha 
hecho  oportunamente»  y  se  reservará  pro- 
veer lo  conducente  después  de  promovida  la 
prueba,  de  conformidad  con  las  disposició 
nes  del  caso. 

§?• 

Terminación  del  acto. 

Art.  284.  Por  el  fallecimiento  de  la  per- 
sona emplazada  para  la  litis  contestación, 
antes  del  día  fijado  ó  en  el  mismo  acto,  debe 
rá  suspenderse  la  actuación  y  se  hará  nuevo 
emplazamiento  á  los  herederos. 

Art.  285.  Falta  rulo  el  demandado  al  em- 
plazamiento, ó  si  el  que  pretende  represen- 
tarle lo  hiciere  con  poder  insuficiente  ó  sin 
las  formalidades  debidas,  ó  sin  tener  repre- 
sentación legítima,  se  le  tendrá  por  confeso, 
en  cuanto  no  sea  contraria  á  derecho  la  peti- 
ción del  demandante,  si  en  el  término  proba* 
torio  nada  prueba  que  le  favorezca.  Si  el  que 
faltare  fuere  el  demandante,  se  le  admitirá 
al  demandado  su  contestación,  y  se  le  oirán 
sus  excepciones  previas  ó  dilatorias,  confor- 
me al  art.  251.  Faltando  ambas  partes,  se 
suspenderá  el  procedimiento  hasta  que  el 
demandante  vuelva  á  solicitar  la  citación  del 
demandado. 

Art.  286.  Terminado  el  acto  de  contesta- 
ción no  podrán  admitirse  después  ni  las 
excepciones  ni  la  contestación,  ni  las  citas 
de  saneamiento  ó  garantía,  ni  la  solicitud  de 
término  extraordinario  de  pruebas Nde  que 
trata  el  presente  título. 
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TITULO  II 

PRUEBAS    T    SU  TÉRViVO 

Sección  primera* 

Apertura  del  térmrino  probatorio. 

Art.  287.  £1  mismo  día  y  por  el  mismo 
hecho  de  haberse  consnmado  el  acto  de  la 
Jitis  con  testación,  sin  terminar  el  pleito,  se 
abrirá  el  término  probatorio,  sin  necesidad 
de  Decreto  ni  providencia  del  Juez,  á  menos 
que  por  deberse  decidir  el  asunto  sin  prue 
bas,  el  Juez  lo  declare  así,  dentro  de  veinti- 
cuatro horas  después  de  dicho  acto. 

Art.  288.     No  habrá  lugar  á  pruebas: 

].°  Guando  el  punto  sobre  que-  versare 
la  demanda,  así  por  ésta  como  por  la  contes- 
tación, aparezca  ser  de  mero  derecho. 

2.*>  Cuando  el  demandado  baya  aceptado 
los  hechos  narrados  en  el  libelo,  y  haya  con- 
tradicho sólo  el  derecho. 

8.°  Cuando  las  parles,  de  común  acuerdo, 
convengan,  ó  bien  cada  una  por  separado, 
pida  que  el  punto  se  decida  como  de  mero 
derecho,  ó  sólo  con  los  documentos  y  prue 
bas  que  obren  ya  en  autos,  ó  con  los  docu 
.mentos  que  presentaren  hasta  el  informe  en 
estrados. 

4.°  Cuando  la  Ley  declarare  que  sólo  es 
admisible  la  prueba  de  documentos,  los  cua- 
les, en  tal  caso,  deberán  presentarse  hasta 
el  acto  de  informes. 

Art.  289.  El  Decreto  del  Juez  por  el  que 
se  declare  que  no  se  admitirán  pruebas,  fun 
dado  en  los  casos  primero,  segundo  y  cuarto, 
será  apelable,  y  el  recurso  se  oirá  libre 
mente. 

En  el  caso  tercero  no  se  oirá,apelación. 

Art.  290.  Ejecutoriado  el  dicho  Decreto 
se  procederá  á  la  vista  de  la  cansa  dentro  de 
los  seis  días  siguientes  á  la  ejecutoria. 

Art.  291.  Si  el  asunto  no  debiere  decidir- 
so  sin  pruebas,  el  término  para  ellas  será  de 
diez  audiencias  para  promover  y  veinte  para 
evacuar,  contadas  según  se  determina  en 
este  título  y  en  el  art.  167  para  las  que  hayan 
de  instruirse  en  el  lugar  del  juicio;  y  el  mis 
mo  término,  con  más  el  de  la  distancia  de 
ida  y  vuelta,  para  las  que  hayan  de  evacuar 
se  fuera. 

Art.  292.  Si  se  hubiere  solicitado  en  el 
acto  <¡e  la  litis  contesjación  término  extraor 
dinario  para  pruebas  en  lugares  que  disten 
del  del  juicio  más  de  dos  mil  kilómetros,  y 
la  parte  contraria  no  se  hubiere  opuesto,  el 
Juez  lo  declarará  concedido,  y  fijará  el  que 
crea  prudencialmente  según  la  distancia, 
con  tal  que  no  exceda  de  doce  meses  en 
ningún  caso. 


Ari.  298.  Si  la  parte  contraría  se  hubiere 
opuesto,  el  Juez  esperará  á  que  se  promue- 
van las  pruebas,  y  si  se  promovieren  dentro 
del  lapso  legal,  decretará,  con  vista  de  los 
recaudos  producidos  ni  solicitar  el  término 
extraordinario  y  q>  la  promoción  misma,  lo 
conducente,  según  las  reglas  que  se  expresan 
á  continuación:  .  / 

1.a  Serán  admisibles  las  que  versaren 
sobre  hechos  esenciales  para  la  calificación 
del  derecho  de  las  partes,  si  estuvieren  en 
alguno  de  los  casos  siguientes. 

2>  Los  hechos  que  se  intentare  probar 
deben  haber  ocurrido  en  el  lugar  en  que  ha- 
ya de  hacerse  la  prueba. 

8*  De  las  cartas  ó  documentos  cuyo  re- 
conocimiento se  pida,  ó  de  otra  prueba  que 
se  haya  producido,  debe  aparecer  que  las 
personas  á  quienes  se  pida  el  reconocimien- 
to, residen  en  el  lugar  en  que  haya  de  eva 
cuarse  la  prueba. 

4  *  Si  se  trata  de  prueba  documental,  el 
promo vente  debe  expresar  la  oficina  ó  ar- 
chivo del  lugar  donde  ha  de  hacerse  la  prue- 
ba en  que  se  encontraren  los  documentos,  ó 
la  persona  enjcuyo  poder  existan. 

Al  conceder  el  término  extraordinario,  el 
Juez  lo  fijará,  de  conformidad  con  el  artícu- 
lo precedente. 

Art.  294.  Si  el  litigante  que  ha  obtenido 
concesión  para  evacuar  las  pruebas  de  que 
habla  el  artículo  precedente,  no  practicare 
las  ciiligencias  consiguientes,  ó  de  lo  actuado 
apareciere  que  la  solicitud  fué  maliciosa, 
con  el  objeto  de  alargar  el  pleito,  se  le  im- 
pondrá una  multa  equivalente  á  la  quinta 
parte  del  valor  de  lo  que  se  litigue,  y  se 
aplicará  á  la  parte  contraria  en  indemniza- 
ción de  los  perjuicios  sufridos  con  la  dila- 
ción. Si  ni  aproximadamente  fuete  conocido 
este  valor,  será  la  multa  de  una  cantidad 
que  no  baje  de  quinientos  bolívares  ni  exce- 
da de  cinco  mil,  con  la  misma  aplicación. 

Art.  295.  Guando  en  cualquier  acto 
de  pruebas,  la  persona  interrogada  no  co- 
nociere el  idioma  castellano,  Be  nombrará 
un  intérprete,  que  jurará  previamente  tra- 
ducir con  fidelidad  las  preguntas  y  sus  res- 
puestas. 

Art.  296.  Cuando  se  deba  interrogar  á 
un  sordo,  á  un  mudo  ó  á  un  sordomudo,  al 
primero  se  le  presentarán  las  preguntas 
escritas,  así  como  cualquiera  observación 
del  Juez  para  qué  conteste  verbalmente, 
y  al  mudo  se  le  hará  verbalmente  la  pre 
gimta  para  que  la  conteste  por  escrito,  y 
al  sordomudo  se  le  hacen  las  preguntas 
y  observaciones  por  escrito  para  que  res- 
ponda también  por  escrito.  Lo  escrito  se 
agregará  original,  además  de  copiarlo  en  el 
acta. 
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Si  el  sordo,  et  modo  ó  el  sordomudo  no 
supieren  leer  ni  escribir  no  podrán  ser  in- 
terrogados en  juicio  civil. 

Art.  297.  La  mujer  honesta  no  será  obli- 
gada á  concurrir  al  Tribunal  para  ningún 
acto  de  pruebas. 

Sección  segunda. 

De  los  medios  de  prueba  y  de  la  promoción-. 

Art.  298.  Los  medios  de  prueba  que 
podrán  emplearse  en  juicio  serán  nnicauíen 
te  los  que  determine  el  Código  civil. 

Art.  299.  Dentro  de  las  diez  primeras 
audiencias  del  término  probatorio  deberán 
las  partes  promover  todas  las  pruebas  de 
que  quieran  valerse. 

Exceptúense  las  de  confesión,  experticias 
y  reconocimiento  judicial,  que  podrán  pro- 
moverse en  todo  el  curso  del  término  pro- 
batorio, antes  de  su  conclusión,  salvo  cual- 
quiera otra  disposición  especial  de  la  Ley. 

Art.  800.  Al  promover  pruebas  de  tes 
tigos  la  parte  presentará  los  interrogatorios 
por  los  cuales  deban  ser  examinados,  y  las 
listas  de  los  que  deban  declarar,  con  ex- 
presión del  domicilio  de  cada  uno.  Después 
no  se  admitirán  nuevos  interrogatorios  ni 
otros  testigos. 

Los  interrogatorios  no  contendrán  pre- 
guntas que  no  tiendan  directamente  á  cali- 
ficar la  acción  -del  demandante  ó  la  excep- 
ción del  demandado. 

Art.  801.  Dentro  de  la  tercera  audien- 
cia después  de  la  promoción  cada  parte  de- 
berá expresar  claramente  si  contradice  los 
hechos  que  trata  de  probar  su  contrario 
con  los  interrogatorios,  ó  si  conviene  en 
alguno  ó  algunos  de  esos  hechos,  determi- 
nándolos con  claridad,  á  fin  de  que  el  Juez 
pueda  fijar  con  precisión  los  hechos  en 
que  están  de  acuerdo  y  aquéllos  en  que  es- 
tán divergentes. 

Si  algunas  de  las  partes  no  cumpliere  con 
dicha  formalidad  en  el  término  fijado,  se 
considerará  haber  contradicho  los  hechos. 

Art.  802.  Dentro  de  tercera  audiencia, 
después  de  la  promoción,  si  no  hubiere  de 
hacerse  prueba  de  testigos,  el  Juez  provi- 
denciará los  escritos  de  prueba,  admitiendo 
todas  las  que  sean  legales  y  procedentes,  y 
desechando  las  que  aparezcan  manifiesta- 
mente impertinentes  ó  ilegales. 

8i  se  hubiere  promovido  prueba  de  testi- 
gos, la  providencia  se  librará  por  el  Juez, 
dentro  de  la  tercera  audiencia,  después  de 
pasado  el  término  fijado  en  el  artículo  ante 
rior,  siguiendo  las  reglas  establecidas  en' 
este  artículo  para  admitirlas  ó  desecharlas, 
así  como  las  del  Código  civil  sobre  admisi- 


bilidad de  tal  prueba,  y  ordenando  además 
que  se  omitan  las  declaraciones  sobre  aque- 
llos puntos  en  que  aparezcan  claramente 
convenidas  las  partea. 

Art.  808.  Si  el  Juez  no  providenciare  los 
escritos  de  pruebas  dentro  de  los  términos 
que  se  le  señalan  en  el  artículo  anterior,  in- 
currirá en  una  multa  disciplinaria  de  100  á 
1.000  bolívares,  que  le  impondrá  el  superior, 
de  acuerdo  con  el  art.  87;  y  si  no  hubiere 
discusión  entre  las  partes  sobre  admisión, 
éstas  tendrán  derecho  á  que  se  proceda  á  la 
evacuación  de  las  pruebas,  aun  sin  provi- 
dencia de  admisión. 

Si  hubiere  oposición  sobre  la  admisión  de 
alguna  prueba,  ésta  no  se  procederá  á  eva 
cuar  8Ín  la  correspondiente  providencia,  y 
el  Juez  incurrirá  en. una  multa  iguálala 
que  expresa  este  artículo  por  cada  día  que 
retarde  providenciarla. 

Art.  804.  Admitidas  las  pruebas  ó  dadas 
por  admitidas,  conforme  á  los  artículos  pre- 
cedentes, empezarán  acorrer  veinte  audien- 
cias destinadas  á  la  evacuación;  pero  si  hu- 
bieren de  hacerse  algunas  fuera  del  lugar 
del  juicio,  se  contará  primero  el  término  de 
distancia  de  ida,  luego  las  dichas  veinte  au- 
diencias ó  las  que  de  ellas  faltaren,  y,  en  fin, 
el  término  de  distancia  de  vuelta. 

Art.  805.  De  toda  negativa  de  prueba 
habrá  lugar  á  apelación  en  ambos  efectos: 
de  la  admisión  sólo  en  un  efecto,  salvo  dis- 
posición especial  de  la  Ley. 

Sección  tercera. 

De  la  confesión. 

Art.  306.  El  que  sea  parte  en  el  juicio 
estará  obligado  á  contestar,  bajo  juramento, 
las  posiciones  que  le  haga  la  contraria  sobre 
hechos  pertinentes  de  que  tenga  conoci- 
miento. Estas  posiciones  sólo  podrán  tener 
lugar  desde  el  día  de  la  litis  contestación, 
después  de  ésta,  hasta  el  momento  de  co 
uienzar  los  informes  de  las  partes  para  sen- 
tencia. 

Art.  307.  El  apoderado  estará  obligado  á 
contestar  posiciones  que  versen  sobre  he 
chos  que  le  consten  y  que  estén  relacionados 
con  el  pleito,  á  menos  que  sean  de  aquellos 
respecto  de  ios  cuates  esté  obligado  á  guar- 
dar secreto. 

Art.  808.  Se  tendrá  por  confesa  en  las 
posiciones  que  la  parte  contraria  haga  le- 
gal mente  á  presencia  del  Tribunal,  la  que 
citada  para  absolverlas  no  comparezca  sin 
motivo  legítimo,  ó  que  Be  perjure  al  contes- 
tarlas, respecto  de  los  hechos  á  que  se  refiere 
el  perjurio,  ó  que  se  negare  á  contestar. 

Art.  309.  Tanto  la  pregunta  como  la  con- 
testación deberán  ser  verbales. 
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£1  acta  en  qae  se  extiendan  las  posiciones 
será  firmada  por  el  Juez,  el  Secretario  y  las 
partes.  Si  alguna  de  las  partes  no  supiere  ó 
no  pudiere  firmar,  así  se  expresará  en  el 
acta. 

Art.  810.  La  posición  deberá  hacerse  en 
forma  asertiva. 

Art.  311.  La  contestación  debe  ser  direc- 
ta ó  categórica,  confesando  ó  negando  la 
parte  cada  posición.  Se  tendrá  por  confesa 
aquella  que  no  responda  de  una  manera  ter- 
minante; pero  cuando  la  posición  versare 
sobre. el  tenor  de  documentos  públicos  que 
existan,  la  contestación  puede  referirse  á 
ellos. 

Si  se  tratare  de  hechos  que  hayan  trans 
currido  mucho  tiempo  antes,  ó  cuándo  por 
su  naturaleza  sean  tales  que  es  probable  el 
olvido,  el  Juez  estimará  las  circunstancias, 
si  la  parte  no  diere-  una  contestación  cate- 
górica. 

Art.  312.  £1  absol vente  no  podrá  leer 
ningún  papel  para  dar  su  contestación,  á  no 
ser  que  se  trate  de  cantidades  ú  otros  asun- 
tos complicados  á  juicio  del  Tribunal,  caso 
en  que  se  le  permitirá  consultar  sus  apuntes 
y  papeles,  dándoseie  para  ello  tiempo,  si 
fuere  necesario.    . 

Art.  313.  La  citación  para  absolver  posi 
ciones  deberá  hacerse  personalmente  para 
el  día  y  hora  que  se  designe,  y  aquéllas  en 
ningún  caso  detendrán  el  curso  de  la  causa. 

Art.  314.  En  caso  de  impedimento  legíti- 
mo ó  aust-ncia  de  la  parte  del  lugar  del  jui- 
cio, el  Tribunal  comisionará  á  otro  Juez  ó 
Tribunal  de  la  jurisdicción  en  qne  aquélla 
se  encuentre,  para  que,  aute  él  tengan  lugar 
las  posiciones. 

Sección  cuarta. 

Del  juramento  decisorio. 

Art.  315.  El  juramento  puede  deferirse 
en  cualquier  estado  ó  grado  de  la  causa,  en 
toda  especie  de  juicio  civil,  con  sólo  las  ex 
cepciones  que  expresa  el  Código  civil.  .. 

El  que  defiera  el  juramento  debe  proponer 
la  fórmula. 
'  Esta  debe  ser  nna,  breve,  clara,  precisa  y 
comprensiva  del  hecho  ó  hechos,  ó  del  co 
noci  miento  de  éstos,  de  que  las  partes  hacen 
depender  la  decisión  del  asunto. 

Art.  3 16.  Si  la  fórmula  fuere  objetada  por 
parte  de  aquel  á  quien  se  defiere  el  jura- 
mento, el  Juez  podrá  modificarla  de  mane- 
ra que  se  ajuste  á  lo  prescrito  en  el  artículo 
anterior,  en  el  mismo  decreto  sobre  admisión 
del  juramento. 

Ese  decreto  es  apelable  en  ambos  efectos, 
así  en  cuanto  á  la  admisión  ó  no,  como  en 


cnanto  á  la  modificación  de  la  fórmula,  de 
modo  que  ésta  quede  definitivamente  esta- 
blecida por  la  decisión.' 

Art.  317.  El  juramento  deferido  puede 
ser  referido  conformándose  á  las  disposicio- 
nes del  Código  civil. 

Art.  318.  Decidida  definitivamente  la 
prestación  del  juramento  deferido  ó  referi- 
do, el  Juez  fijará  día  y  hora  para  el  acto  y 
ordenará  la  citación  personal  del  que  deba 
prestarlo,  que  se  hará  por  los  medios  pre- 
ceptuados en  este  Código. 

Art.  319.  Si  la  parte  citada  no  se  presen- 
ta en  el  día  y  hora  fijados,  se  entiende  que 
rehusa  prestar  el  juramento,  salvo  que  jus 
ti  fique  impedimento  legítimo,  en  cuyo  caso 
se  aplazará  el  acto  para  coando  haya  cesado 
el  impedimento,  fijando  siempre  el  Juez  el 
nuevo  día  y  hora,  sin  necesidad  de  nueva 
citación. 

Art.  320.  *  En  el  acto  de  la  prestación  del 
juramento,  la  persona  que  deba  prestarlo  de* 
berá  hacerlo  en  audiencia  pública  observan- 
do loa  ritos  de  la  religión  que  profese,  y  cir 
cunscribiéudose  en  su  contestación  á  Ios- 
términos  estrictos  de  la  fórmula  estableci- 
da, sin  razonamientos,  objeciones  ni  digre- 
siones. 

Si  requerido  por  el  Juez  á  ceñirse  en  su 
contestación  á  la  fórmula,  no  lo  hiciere,  se 
considerará  que  ha  rehusado  ti  juramento 
para  lodos  los  efectos  de  la  Ley. 

Si  el  que  debe  prestar  el  juramento  no  lo- 
hiciere  por  alegar  que  no  profesa  ninguna 
religión,  se  le  admitirá  el  juramento  por  su 
honor  y  su  conciencia;  y  si  no  lo  prestare  se- 
tendrá  como  si  lo  hubiere  rehusado  para  to 
dos  los  efectos  de  la  Ley. 

Art.  321.  No  podrá  deferirse  el  juramen 
to  sino  dentro  del  término  fijado  en  el  ar- 
tículo 306  para  las  posiciones. 

Art.  322.  Prestado  el  juramento  ó  rehu- 
sado por  el  que  deba  prestarlo  según  la  Ley, 
el  Juez  procederá  á  la  vista  y  sentencia  do 
la  causa. 

Art.  328.  Las  disposiciones  de  los  ar- 
tículos de  esta  sección,  se  observarán  en 
cuanto  sean  aplicable  al  juramento  deferido 
de  oficio,  en  loe  casos  que  lo  permite  el  Có- 
digo civil. 

Sección  quinta. 

§  L° 
De  los  documentos. 

Art.  324.  Si  el  demandante  no  ha  acom- 
pañado á  su  demanda  los  documentos  en 
que  funda  su  acción,  no  se  le  admitirán  des- 
pués, á  menos  que  haya  designado  en  el  li~ 
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belo  la  oficina  ó  lagar  en  que  se  encuentren; 
4)  que  sean  de  fecha  posterior,  ó  que  apares 
ca,  si  son  anteriores,  que  no  tuvo  conocí 
miento  de  ellos. 

En  todos  estos -casos  de  excepción,  si  los 
documentos  son  privados,  y  en  cualquiera 
otro,  siendo  de  esta  especie,  deberán  pre- 
sentarse con  ei  escrito  ^de  promoción,  ó 
anunciarse  en  él  de  dónde  deban  compul- 
sarse, y  pedir  su  reconocimiento,  confronta- 
ción o  cotejo. 

Art.  825.  Respecto  de  documentos  priva- 
dos, cartas  ó  telegramas  provenientes  de  la 
parte  contraria,  ésta  deberá  admitirlos  ó  ta- 
charlos dentro  del  término  fijado  en  el  ar- 
tículo 1.809  del  Código  civil.  Pasado  ese 
lapso  sin  tacharlos  se  tendrán  como  verda- 
deros, en  su  contenido  y  firma. 

Art.  826..  Cuando  haya  de  practicarse  el 
cotejo  de  firmas  y  documentos,  se  practica 
rá  la  comparación  de  aquellas  firmas  con 
otra  auténtica  de  la  misma  persona,  por 
medio  de  expertos  que  procederán  con  arre- 
glo Alo  que  se  establece  en  la  sección  si 
guíente. 

Art.  827.  Los  documentos  públicos  que 
no  hayan  debido  producirse  con  la  deman- 
da, ya  por  no  derivarse  de  ellos  la  acción, 
ya  por  la  excepción  que  hace  el  art.  JS24,  po- 
drán presentarse  en  todo  tiempo  hasta  ios 
últimos  informes. 

§  2.o 

De  la  tacha  de  los  documentos. 

Art.  828.  Cuando  un  instrumento  públi- 
co fuere  impugnado  con  acción  principal  en 
juicio  civil  por  decirse  que  se  omitió  en  el 
/otorgamiento  alguna  formalidad  esencial,  ó 
no  se  cumplió  ésta  de  la  manera  preceptua- 
da por  la  Ley,  ó  se  omitió  alguna  mención, 
también  esencial,  ordenada  por  la  Ley,  se 
dará  ai  asunto  la  tramitación  del  juicio  or- 
dinario; y  si  la  demanda  fuere  contradicha, 
ordenará  el  Tribunal  inmediatamente  des- 
pués de  la  litis-contestación,  la  inspección 
y  confrontación  de  los  protocolos  ó  registros 
para  poner  constancia  de  su  conformidad  ó 
no  con  el  documento  producido,  y  de  cual- 
quiera irregularidad  que  en  aquéllos  sé 
noten. 

No  se  admitirá  prueba  sobre  el  punto,  á 
menos  que  de  la  inspección  ó  confrontación 
resultare  la  necesidad  de  esclarecer  algún 
hecho  notado,  en  cuyo  caso  la  prueba  re- 
caerá sólo  sobre  él,  determinándolo  con  pre- 
cisión el  Tribunal. 

Si  los  protocolos  ó  registros  estuvieren  en 
lugar  distinto  del  en  que  se  sigue  el  juicio, 
se  dará  comisión  ai  Juez  de  mayor  categoría 


en  primera  instancia  en  aquella  localidad, 
enviando  el  documento  producido,  previa 
certificación,  para  lasexpresauas  diligencias. 

Art.  829.  La  negativa  de  pruebas  sobre 
la  impugnación  del  documento  no  impide 
que  se  acuerde  el  lapso  probatorio  respecto 
de  cualquier  capítulo  diferente  <Je  aquélla 
que  contuviere  la  demanda,  si  á  ello  hubie- 
re lugar. 

En  la  sentencia  definitiva  se  pronun 
ciará  sobre  la  impugnación  del  docu- 
mento. 

Art.  830.  Si  fuere  tachado  ó  redargüido 
de  falso  un  documento  público  en  cual- 
quier estado  ó  instancia  de  la  causa,  por 
alguno  de  los  motivos  que  expresa  el  ar- 
tículo 1.307  del  Código  sivil,  el  Tribunal 
llevará  ó  hará  llevar  á  cabo  la  inspec- 
ción y  confrontación  preceptuadas  en  el 
328  de  este  Código  y  -procederá  en  lo  de- 
más de  la  manera  allí  prevenida,  debiendo 
ser  el  lapso  probatorio  de  la  incidencia,  si 
fuere  acordado,  de  ocho  días,  que  podrá 
extenderse  hasta  quince,  caso  de  ser  así 
necesario. 

Las  pruebas,  si  las  hubiere,  se  lleva- 
rán en  cuaderno  separado;  pero  el  punto 
de  la  tacha  será  decidido  en  la  sentencia 
definitiva. 

Art.  831.  Cuando  un  instrumento  pú-' 
blico  ó  que  se  quiera  hacer  valer  como  tal, 
fuere  impugnado  con  acción  principal,  co-% 
mo  falso,  alegando  algunos  de  los  moti- 
vos expresados  en  el  art.  1.308  del  Códi- 
go civil,  el  demandante  explanará  en  su  li- 
belo los  motivos  en  que  se  funda,  exponien- 
do detalladamente  los  hechos  circunstan- 
ciados que  le  sirvan  de  apoyo  y  que  se  pro- 
ponga probar;  y  el  demandado  en  su  con- 
testación á  la  demanda,  declarará  expresa 
mente  si  en  efecto  quisiere  ó  no  hacer  va- 
ler el  documento,  y,  caso  afirmativo,  expon- 
drá los  fundamentos  y  los  hechos  circuns- 
tanciados con  que  se  proponga  combatir  la 
impugnación. 

Si  presentado  el  documento  en  cualquier 
estado  y  grado  de  la  causa,  fuere  tachado 
ó  redargüido  de  falso  por  las*  mismas  cau- 
sales, el  tachante,  dentro  de  la  quinta  au- 
diencia, presentará  escrito  formalizando  lav 
tacha,  con  explanación  de  los  motivos  y 
exposición  de  hechos  circunstanciados  que 
quedan  expresados;  y  ei  presentante  del 
documento  contestará  en  la  tercera  au- 
diencia, declarando  asimismo  expresamen- 
te si  insiste  ó  no  en  hacer  valer  el  da* 
cu  mentó,  y  los  motivos  y  hechos  circuns- 
tanciados con  que  se  proponga  combatir  la 
tacha. 

En  cualquiera  de  los  dos  casos  de  este 
artículo,,  en    que    el    interesado   manifíes- 
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te  no  intentai  ó  no  insistir  en  hacer  va- 
ler el  documento,  se  declarará  terminado 
el  punto  de  la  impugnación  ó  tacha,  y  que- 
dará desechado  aquél  del  proceso,  que  se 
guirá  su  curso  legal  para  e!  efecto  de  sen- 
tenciar y  decidir  cualesquiera  otros  pun- 
tos que  contuviere  la  demanda  distintos 
de  la  impugnación,  ó  para  la  sustanciación 
y  decisión  del  juicio  en  que  le  propuso  la 
tacha. 

Art.  332.  Si  por  la  declaratoria  de  que- 
rer hacer  valer  el  documento,  deba  seguir 
adelante  el  juicio  de  impugnación  ó  la  in- 
cidencia de  la  tacha,  en  los  casos  del  ar- 
tículo precedente,  la  sustanciación  sobre 
el  punto  se  hará  en  cuaderno  separado, 
observándose  las  regina  siguientes: 

1.a  Tanto  la  falta  de  contestación  á  la 
demanda  de  impugnación  como  la  falta  de 
contestación  al  escrito  de  tachas,  produci- 
rán el  efecto  que  da  este  Código  á  la  inasis- 
tencia del  demandado  al  acto  de  la  litis-con- 
testación. 

,2.»  En  la  segunda  audiencia  después  de 
la  contestación  del  acto  en  que"  debiera  tener 
lugar,  el  Tribunal  podrá  desechar  de  plano, 
por  auto  razonado,  la  prueba  de  los  hechos 
alegados,  si  aun  probadas,  no  serían  sufi- 
cientes para  infirmar  el  documento.  De  este 
decreto  habrá  lugar  á  apelación  en  ambos 
efectos,  si  se  interpusiere  dentro  de  tercera 
audiencia. 

3.a  Si  el  Tribunal  encontrare  pertinente 
la  prueba  de  alguno  ó  de  algunos  de  los  he 
chos  alegados,  determinará  con  toda  preci- 
sión cuáles  sean  aquellos  sobre  los  cuales 
ha  de  recaer  la  prueba. de  una  y  otra  parte. 
A  ellos  me  Hm  i  taran  los  interrogatorios  de 
éstas,  pndiendo  el  Tribunal  desechar  las 
preguntas  ipcongruentes.  Con  los  interroga- 
torios serán  presentadas  las  listas  de  testi- 
gos, con  indicación  de  sus  domicilios  ó  resi- 
dencias, en  la  segnnda  audiencia  de  la  dicha 
determinación  del  Tribunal. 

4.a  Si  no  sé  hubiere  presentado  el  docu- 
mento original  sino  traslado  de  él,  el  Juez 
ordenará  que  el  presentante  manifieste  el 
motivo  de  no  producir  el  origiual,  y  la  per 
sona  en  cuyo  poder  esté,  y  prevendrá  á  ésta 
que  lo  exhiba. 

6.a  Es  prohibido  hacer  rendir  declara- 
ciones anticipadas  al  funcionario  y  testigos 
que  intervinieron  en  el  acto  del  otorgamien- 
to, y  en  caso  de  hacerse  no  serán  admitidas 
en  juicio. 

6.a  Antes  de. proceder  á  la  evacuación 
de  las  pruebas  promovidas  por  las  partes,  y 
sin  pérdida  de  tiempo,  el  Tribunal  se  trasla- 
dará á  la  oficina  en  que  aparece  otorgado  el 
documento,  hará  minuciosa  inspección  de 
Jos  protocolos  ó  registros,  confrontará  éstos 


con  el  documento  producido  y  pondrá  cons- 
tancia detallada  del  resultado  de  ambas 
operaciones. 

Si  el  funcionario  y  los  testigos,  ó  alguno 
de  ellos,  residiere  en  la  localidad,  los  hará 
comparecer  también  el  Juez  ante  la  dicha 
oficina  para  que,  teniendo  á  la  vista  los  pro- 
tocolos ó  registros  y  el  documento  produci- 
do, declaren  con  precisión  y  claridad  si  tuvo 
lugar  en  efecto  el  otorgamiento,  si  los  he 
chos  pasaron  como  allí  se  relatan  y  si  son 
suyas  las  firmas  que  aparecen  como  estam- 
padas por  ello*.  Si  alguno  se  retractare  de  la 
verdad  de  lo  expuesto  en  el  otorgamiento, 
deberá  dar  explicación  precisa  de  los  moti- 
vos de  su  retractación. 

Si  la  oficina  estuviere  fue  va  del  lugar  del 
juicio  y  el  funcionario  y  los  testigos  ó  algu- 
no de  ellos  residieren  allí,  se  dará  comisión 
al  Juqz  de  mayor  categoría ven  primera  ins 
tancia  de  la  localidad  para  las  operaciones 
y  declaraciones  expresadas. 

Si  fueren  distintos  el  lugar  de  la  oficina  y 
de  la  residencia  del   funcionario  y  testigos, 
ó  alguno  de  ellos,  se  darán  las  respectivas 
comisiones  á  los  diversos  Jueces  superiores  ' 
en  primera  instancia.  » 

,  Y  si  hubieren  muerto  el  funcionario  ó  al* 
guno  de  los  testigos,  ó  no  se  supiere  su  pa- 
radero, se  citarán  dos  parientes  próximos, 
ascendientes,  descendientes  ó  hermanos 
para  que  reconozcan  las  respectivas  firmas 
del  fallecido  ó  ausente  y  depongan  ío  que  se- 
pan sobre  los  puntos  que  se  inquieren. 

En  todo  caso,  tanto  al  funcionario  como 
á  los  testigos  se  leerán  también  los  escritos 
de  impugnación  ó  tachas  y  sus  contestado 
nes,  para  que  declaren  sobre  los  hechos  allí 
alegados;  haciéndose  las  correspondientes 
inserciones  en  los  despachos  que  se  libren. 

7.a  Las  partes  no  podrán  repreguntar  al 
funcionario  ni  á  los  testigos;  pero  podrán 
indicar  al  Juez  las  preguntas  que  quieran  se 
les  hagan;  y  el  Juez  las  hará,  si  fueren  per 
tinentes,  en  términos  claros  y  sencillos. 

8.a  Si  alguna  de  las  partes  promoviere 
prueba  de  testigos  para  demostrar  coartada, 
no  será  eficaz  si  no  deponen  de  absoluta 
conformidad  cinco  testigos  por  lo  menos, 
que  sepan  leer  y  escribir,  mayores  de  toda 
excepción  y  de  edad  -bastante  para  conocer 
los  hechos  pasados  en  la  época  del  otorga- 
miento. 

Las  partes  y  aun  los  testigos  podrán  pro- 
ducir documentos  que  confirmen  ó  contra- 
ríen la  coartada,  y  que  puedan  obrar  en  el 
ánimo  de  los  Jueces. 

9.a  Si  alguna  de  las  partes  promoviere 
experticia  para  comparación  de  firmas  ó  le- 
tras, los  documentos  con  que  se  haga  la 
comparación  deben  ser  públicos,  y  si  no  se 
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encontraren  de  esta  clase,  podrán  servir  loa 
privados,  si  son  aceptados  por  ambas  partes, 
ó  si -están  reconocidos  por  quien  los  sus- 
cribió. 

10.  Cuando  del  procedimiento  resulta- 
ren indicios  graves  y  suficientes  del  delito 
de  falsedad,  si  los  autores  ó  cómplices  viven 
y  la  acción  penal  no  se  ha  extinguido,  el 
Tribunal  ordenará  que  se  pase  copja  de  todo 
lo  conducente  al  Tribunal  del  crimen  com- 
petente. 

Gomo  consecuencia  de  esa  providencia,  la 
'causa  civil  quedará  en  suspenso  hasta  que 
se  haya  decidido  definitivamente  el  juicio 
penal,  salvo  que  el  Tribunal  encuentre  que 
la  causa  ó  algunos  de  sus  capítulos  pueden 
ser  decididos  independientemente  del  docu- 
mento impugnado  ó  tachado,  en  cuyo  caso 
continuara  la  causa  civil. 

También  continuará  la  causa  civil  para  el 
efecto  de  establecer  definitivamente  el  valor 
que  deba  darse  en  ella  al  documento  cuando, 
á  pesar  de  haber  los  indicios  gravea  de  fal- 
sedad indicados,  no  pudiere  seguirse  el  jui- 
cio criminal  por  no  existir  los  autores  ó  cóm- 
plices ó  haberse  extinguido  la  acción  penal. 

11.  Si  el  funcionario  y  los  testigos  ins- 
trumentales sostuvieren  snstancialmente  la 
verdad  del  documento  y  de  los  hechos  del 
otorgamiento,  no  serán  suficientes  para  des 
echar  sus  dichos  cualesquiera  divergencias 
en  detalles  ó  faltas  de  recuerdo,  si  han  trans- 
currido algunos  afios,  ó  la  edad  ha  podido 
debilitar  la  memoria  de  los  declarantes. 

Si  todos  ó  la  mayor  parte  de  los  testigos 
instrumentales  y  el  funcionario  sostuvieren 
sustancialmente  la  verdad  del  documento, 
sólo  podrá  desecharse  éste  cuando  resulte 
sin  duda  posible  una  prueba  concluyante  de 
la  falsedad. 

En  caso  de  duda  se  sostendrá  la  verdad 
del  documento. 

12.  En  la  sentencia  podrá  el  Tribunal, 
según  el  caso  y  sus  circunstancias,  ordenar 
la  cancelación  en  todo  ó  en  parte,  ó  la  refor 
ma  ó  renovación  del  documento  que  declare 
falso  en  todo  ó  en  parte;  y  además  de  las 
costas  impondrá  la  indemnización  de  per 
juicios  al  que  hubiere  impugnado  ó  tachado 
el  documento  con  temeridad. 

18.  El  Tribunal  nombrará  un  Fiscal  que 
intervenga  en  la  articulación  é  informe,  para 
sentencia  ó  transacción,  como  parte  de 
buena  fe. 

14.  Cualquier  transacción  de  las  partes 
necesitará  para  su  validez,  además  del  in- 
forme del  Fiscal,  la  aprobación  del  Tribunal, 
si  no  la  encontrare  contraria  á  la  moral  ó  al 
orden  público. 

16.  Si  se  hubiere  librado  ya  sentencia 
firme  que  reconozca  la  verdad  de  un  instru 


mentó  público,  no  podrá  abrirse  nuevo  de- 
bate sobre  ella  en  juicio  civil,  respetándose 
la  ejecutoria. 

Art.  3&3.  Ea  el  caso  de  impugnación  ó 
tacha  de  documento  privado*  se  observarán 
las  reglas  precedentes  en  cuanto  sean  apli- 
cables. 

Sección  sexta. 

Del  juicio  de  expertos. 

Art.  334.  El  juicio  de  expertos  no  tendrá 
lugar  sino  sobre  puntos  de  hecho  y  cuando 
lo  determine  el  Tribunal,  de  oficio  á  á  pedi- 
mento de  parle. 

Art.  335.  Dentro  de  tres  días  después  de 
acordado  el  juicio  de  expertos,  se  nombrarán 
éstos  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  Código 
civil. 

El  nombramiento  de  expertos,  bien  sea 
hecho  por  las  partes,  bien  por  el  Juez,  no  , 
podrá  recaer  sino  en  personas  que  por- so 
profesión,  industria  ó  arte  tengau  conoci- 
mientos prácticos  en  la  materia  á  que  .se 
refiere  la  experticia. 

Si  no  tuviere  tales  condiciones  el  nombra- 
do, la  parte  á  quien  interese  podrá  pedir  que 
sea  sustituido  con  otro  que  las  posea;  y  el 
Juez  lo  acordará  así,  caso  de  encontrar  fuá 
dada  la  solicitud  por  los  datos  que  se  .pre- 
sentaren. 

Art.  336.  Dentro  de  veinticuatro  horas 
después  de  notificados  prestarán  los  exper- 
tos, ante  el  Tribunal,  juramento  de  desem- 
peñar fielmente  su  cargo. 

Art.  337.  Los  expertos  practicarán  uni- 
dos la  diligencia. 

Art.  338.  Las  partes  podrán  concurrir  a) 
acto  y  hacer  las  observaciones  que  crean 
convenientes,  pero  deberán  retirarse  para 
que  los  expertos  discutan  y  deliberen  solos. 
.  Art.  339.  El  Juez,  en  el  acto  de  Ha  acep 
tación  y  juramento  de  los  expertos,  consul- 
tará á  cada  uno  de  éstos  sobre  el  tiempo  que 
necesiten  para  desempeñar  el  encargo;  y 
luego  lo  fijará,  sin  exceder  en  ningún  caso 
de  quince  días,  y  el  de  la  distancia  de  ida  y 
vuelta  al  lugar  en  que  haya  de  practicarse 
la  diligencia. 

El  que  dejare  de  cumplir  su  encargo  sin 
causa  legítima  incurrirá  en  una  multa  de 
60  á  125  bolívares,  y  es  además  responsable 
de  los  perjuicios  que  cause. 

En  los  casos  de  falta  absoluta  de  alguno 
de  los  expertos  ó  del  tercero,  se  nombrará 
otro  y  se  hará  nuevo  señalamiento,  y  en  lo* 
demás  se  ordenará  únicamente  la  segunda 
de  estas  disposiciones. 

Art.  340.  Una  parte  no  podrá  recusar  al 
experto  que  haya  nombrado  sino  por  causa 
superveniente. 
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Seccióu  séptima. 

De)  reconocimiento  judicial. 

Art.  341.  El  Juez,  á  pedimento  de  cual- 
quiera de  las  partes  ó  cuando  lo  juzgue  opor- 
tuno, acordará  el  reconocimiento  ocular,  y 
se  trasladará  al  lugar  en  que  haya  ocurrido 
el  hecho  de  que  se  trate  ó  en  que  se  encuen- 
tre la  cosa  litigiosa,  para  imponerse  de 
aquellas  circunstancias  que  no  podrían  acre 
ditarse  de  otra  manera. 

Art.  342.  Sólo  concurrirá  el  Juez  ó  su 
comisionado,  el  Secretario  ó  quien  haga  sus 
veces,  uno  ó  dos  prácticos,  cuando  sea  ne- 
cesario, y  las  partes  ó  sus  apoderados. 

Art.  343.  Las  parles,  sus  apoderados  y 
defensores  podrán  hacerle  al  Juez,  de  pala- 
bra, las  observaciones  que  estimaron  condu- 
centes, las  cuales  se  insertarán  en  el  acta,  si 
asi  lo  pidieren. 

Art.  344.  E!  Juez  extenderá  una  relación 
de  lo  practicado,  limitándose  á  los  hechos 
que  estén  á  la  vista  sin  avanzar  opinión,  ni 
hacer  apreciaciones  sobre  ellos;  y  la  firmará 
con  el  Secretario  y  las  partes  que  concurran. 

Art.  346.  Las  funciones  de  los  prácticos 
se  reducirán  á  dar  al  Juez  los  informes  que 
éste  creyere  necesarios  para  practicar  mejor 
la  diligencia;  informes  que  podrá  solicitar 
también  de  alguna  otra  persona,  hajo  jura- 
mento. 

Sección  octava. 

De  la  prueba  de  testigos. 

§  1-° 

De  los  testigos  y  de  sus  declaraciones. 

Art.  346.  El  Juez  que  haya  de  tomar  la 
declaración  fijará,  con  una  audiencia  de  an- 
ticipación por  lo  menos,  las  horas  en  que 
haya  de  verificarse  dicho  examen. 

Art.  347.  El  Juez  ó  su  comisionado  exa- 
minará á  los  testigos  en  público,  reservada 
y  separadamente  uno  de  otro,  por  los  inte- 
rrogn torios  presentados,  y  luego  por  las  pre 
guntas  que  de  palabra  ó  por  escrito  les  diri- 
ja la  parte  contraria  sobre  los  hechos  conté 
nidos  en  el  interrogatorio  ú  otros  que  tien- 
dan á  esclarecer,  rectificar  ó  invalidar  su 
dicho. 

Art.  348.  El  testigo,  antes  de  contestar, 
prestará  juramento  de  decir  verdad,  confor- 
me á  la  religión  ó  creencia  que  profese,  y 
declarará  su  nombre  y  apellido,  edad,  esta- 
do, profesión  y  domicilio,  y  si  tiene  impedi- 
mento para  declarar,  á  cuyo  efecto  se  leerán 
los  artículo»  respectivos  del  Código  civil. 
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Art.  849.  El  Juez  podrá  hacer  al  testigo 
las  preguntas  que  crea  convenientes  para 
ilustrar  su  juicio. 

Art.  860.     Sólo  el  Juez  podrá  interrumpir 
á  los  testigos  en  el  acto  de  declarar,  para  co- 
rregir algún  exceso.  Deberá  protegerlos  con- 
tra todo  insulto  y  hacer  efectiva  toda   la  li 
bertad  que  dehen  tener  para  decir  la  verdad. 

Art.  361.  El  Juez,  en  caso  que  lo  crea 
conveniente,  puede  ordenar  que  el  examen 
se  verifique  en  el  lugar  á  que  se  han  de  re- 
ferir sus  deposiciones. 

Art.  352.  Podrá  también  el  Juez  trasla 
darse  á  la  morada  del  testigo,  en  caso  de  te- 
ner éste  impedimento  justificado,  para  que 
allí  sea  examinado,  disponiéndolo  así  por 
decreto  judicial  dictado  por  lo  menos  en  la 
audiencia  anterior  á  la  en  que  haya  de  tener 
lugar  el  examen. 

Art.  353.  Terminada  que  sea  la  declara- 
ción y  redactada  el  acta,  se  leerá  al  testigo 
para  que  manifieste  su  conformidad  O  haga 
las  observaciones  que  le  ocurran,  y  luego  la 
firmará  con  el  Tribunal  y  las  partes  quena 
yan  concurrido,  si  supieren  y  pudieren  ha- 
cerlo. 

Art.  354.  El  acta  de  examen  de  un  testi 
go  contendrá: 

1.°  La  indicación  del  día,  hora,  mes  y 
afio  en  que  se  haya  verificado  el  examen  del 
testigo*,  y  del  diferí  miento  que  se  haya  he- 
cho para  otro,  si  no  se  hubiere  concluido  la 
declaración. 

2.°  La  mención  de  haberse  llenado  los 
requisitos  del  art.  348 

3.°  La 8  contestaciones  que  haya  dado  al 
interrogatorio,  y  las  razones  en  que  haya 
fundado  su  dichc. 

4.°  Las  preguntas  que  le  haya  dirigido 
la  parte  contraria  ó  su  representante,  ó  el 
Juez,  y  las  respectivas  contestaciones. 

5.°  Si  el  testigo  ha  pedido  indemniza- 
ción y  cuál  ha  sido  la  suma  acordada. 

6.°  La  constancia  de  haberse  dado  lectu 
ra  á  la  deposición,  la  conformidad  que  haya 
prestado  el  testigo  ó  las  observaciones  (pie 
haya  hecho. 

7.°     Las  firmas  del   Juez  y  su  Secretario. 

8. o  La  firma  del  testigo,  si  supiere  y  pu- 
diere firmar,  ó  la  constancia  de  que  no  sabe 
ó  no  puede  firmar. 

9.°  Las  firmas  de  los  intérpretes,  si  los 
hubiere,  y  las  de  las  partes  y  apoderados 
que  hayan  asistido  al  acto. 

Art.  865.  Si  faltaren  uno  ó  más  testigos, 
la  parte  á  quien  corresponda  podrá  pedir 
verbalmente  que  se  vuelvan  á  citar  para 
otro  día,  que  el  Tribunal  señalará  con  arre- 
glo á  la  distancia,  sin  perjuicio  de  examinar 
á  los  presentes. 

Art.  366.     Si  no  pudiere  examinar  á  todos 
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en  el  mismo  día,  el  Jaez,  en  el  acto,  señala- 
rá otra  audiencia  para  oírlos  y  para  conti- 
nuar el  examen,  sin  que  sea  necesaria  nue- 
va citación  para  los  testigos  presentes. 

Art.  857.  Los  individuos  cayo  testimo- 
nio se  necesitare  en  juicio,  deberán  compa- 
recer precisamente,  sin  necesidad  de  previa 
licencia  de  sos  respectivos  superiores,  á  ren- 
dir declaración  ante  el  Tribunal  que  los  ha 
ya  citado;  y  no  podrán  excusarse  por  razón 
de  privilegio  ni  de  ninguna  otra  cansa;  los 
contumaces  pagarán  una  multa  que  no  ex- 
ceda de  60  bolívares,  y  serán  nuevamente 
citados  á  su  costa. 

Art.  358.  Se  exceptúan,  de  lo  dispuesto 
en  la  parte  primera  del  artículo  anterior,  el 
Encargado  del  Ejecutivo  Nacional  y  sus  Mi- 
nistros, los  miembros  del  Consejo  federal, 
los  Vocales  de  la  Alta  Corte  federal  y  de  la 
Corte  de  Casación,  los  Ministros  de  las  Cor- 
tes Supremas  y  Superiores,  el  Arzobispo,  los 
Obispos,  los  Provisores  y  Vicarios  Capitu- 
lares, los  Presidentes  de  los  Estados,  los  Go- 
bernadores de  las  Secciones  y  del  Distrito 
federal,  los  Jueces  de  primera  instancia  en 
lo  civil  y  criminal,  los  Jueces  de  comercio, 
los  Jefes  militares  con  mando  de  armas,  los 
Senadores  y  Diputados  del  Congreso  Nacio- 
nal durante  el  tiempo  de  su  inmunidad  y  los 
miembros  y  empleados  de  las  Legaciones 
extranjeras. 

Respecto  de  estos  funcionarios,  las  partes 
podrán  pedir,  ó  que  certifiquen  ante  el  Se 
cretario  sobre  los  puntos  del  interrogatorio, 
así  como  sobre  las  preguntas  escritas  que 
presentare  la  parte  contraria,  ó  bien -que,  á 
petición  de  cualquiera  de  las  partes,  rindan 
su  declaración  ante  el  Tribunal  constituido 
en  la  morada  del  testigo,  debiendo  entonces 
responder  á  las  preguntas  verbales  que  le 
haga  la  otra  parte. 

Art.  369.  Si  el  testigo  justificare  que  no 
puede  presentarse  el  día  señalado,  el  Tribu- 
nal lo  eximirá  de  la  pena  y  costas  de  nueva 
citación,  después  que  haya  dado  su  declara- 
ción en  la  cansa. 

Art.  360.  El  testigo  que  exigiere  que  se 
le  resarzan  los  perjuicios  y  gastos  que  le  ha 
ocasionado  ó  puede  ocasionarle  la  asistencia 
al  Tribunal  y  los  que  le  ocasionare  la  vuelta 
á  su  casa,  si  residiere  fuera  de  la  localidad, 
pedirá,  antes  de  declarar,  la  cantidad  que 
considere  adecuada:  el  Tribunal  podrá  re- 
ducirla á  lo  que  crea  justo,  estando  el  testi- 
go en  todo  caso  obligado  á  comparecer  y 
dar  su  declaración. 

Art.  361.  El  testigo  no  podrá  leer  ningún 
papel  ó  escrito  para  contestar:  contestará 
verbalmente  por  sí  solo  á  las  preguntas  que 
se  le  hagan.  Sin  embargo,  oídas  las  partes, 
podrá  el  Tribunal  permitirle  que  consulte 


aus  notas  cuando  se  trate  ¿le  cantidades,  y 
también  en  los  casos  difíciles  ó  complica- 
dos en  que  la  prudencia  del  Tribunal  lo  es- 
timare necesario. 

§2." 

De  la  taclia  de  testigos. 

Art.  362.  La  persona  del  testigo  sólo 
podrá  tacharse  dentro  de  la  quinta  audien- 
cia después  de  la  promoción  de  la  prueba. 
Aunque  el  testigo  sea  tachado  antes  de  la 
declaración  no  por  eso  dejará  de  tomársele, 
si  la  parte  insistiere  en  ello. 

Art.  363.  No  podrá  tachar  la  parte  al 
testigo  presentado  por  ella,  aunque  la  con- 
traria se  valga  también  de  su  testimonio, 
á  menos,  que  haya  sido  sobornado,  en 
cuyo  caso  su  testimonio  no  valdrá  nunca 
en  favor  de  la  parte  que  lo  ha  sobor- 
nado. 

Art.  864.  Propuesta  la  tacha  deberá 
comprobarse  en  el  resto  del  término  de 
pruebas,  admitiéndose  también  las  que 
promueva  la  parte  contraria  para  contra- 
decirla. 

Art.  365.  El  Juez  desechará  en  la  sen- 
tencia definitiva  el  testimonio  del  testigo 
inhábil  ó  que  se  ha  contradicho,  ó  dado 
cualquiera  otra  prueba  de  no  decir  ver- 
dad, aunque  no  haya  sido  tachado;  expre- 
sando el  fundamento  de  esta  determi- 
nación. 

TITULO  III 

DE  LAS  INCIDENCIAS   SOBRE  MED13A8  PBECAüTB 
LAT1VAS  Y  OTRAS,  Y  DE  LA8  TERCERÍAS 

Sección  primera. 

De   las  medidas  precautelativas. 

Art.  366.  En  cualquier  estado  y  grado 
de  la  causa,  constando  el  derecho  del  de- 
mandado, aunque  sea  por  declaración  de 
testigos,  cuando  esta  prueba  es  admisible, 
según  el  Código  civil,  puede  el  demandante 
pedir  y  el  Juez  acordar,  respectivamente, 
según  loa  casos: 

1.°  La  prohibición  de  enajenar  la  cosa 
litigiosa. 

2.°  El  secuestro  de  bienes  determi- 
nados. 

3.°  El  arraigo,  y  en  su  defecto  el  embar- 
go de  bienes  suficientes. 

Art.  367.  No  se  decretará  ninguna  de 
las  medidas  de  los  tres  números  anteriores, 
ó  deberán  suspenderse,  cuando  estuvieren 
decretadas,  si  la  parte  contra  quien  se  ha 
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pedido  ó  decretado  da  caución  ó  garantía 
suficiente. 

Si  la  otra  parte  objetare  la  eficacia  ó  sufi- 
ciencia de  la  garantía,  con  las  pruebas  que 
<sn  primera  audiencia  se  presentaren  decidi- 
rá el  Tribunal. 

Are.  368.  Los  asistidos  á  reserva  basta 
•que  presten  la  caución  juratoria. 

§  I.° 
De  la  prohibición  de  enajenar. 

Art.  369.  La  prohibición  de  enajenar  la 
•cosa  litigiosa  no  se  decretará  sino  cuando 
«iendo  inmueble  y  no  conociéndose  al  de- 
mandado otros  bienes,  hubiere  temor  de 
que,  llegado  el  caso,  no  pueda  cumplir  los 
deberes  que  le  impone  el  art.  459  del  Código 
•civil. 

Art.  370.  Acordada  que  sea,  el  Juez,  en 
la  misma  audiencia,  sin  pérdida  de  tiempo, 
oficiará  al  Registrador  del  lugar  donde  está 
-situado  el  inmueble,  para  que  no  protocolice 
ningún  documento  en  que  de  alguna  manera 
se  pretenda  enajenar  la  finca,  insertando  en 
-4U  oficio  los  datos  sobre  situación  y  linderos 
que  constaren  en  el  libelo,  y  advirtiéndole 
-que  será  responsable  de  los  perjuicios  que 
ocasione  su  contravención. 

Del  secuestro. 

Art.  871.    Se  decretará  el  secuestro: 

1.°  De  la  cosa  mueble  sobre  que  verse  la 
-demanda,  cuando  no  tenga  responsabilidad 
«I  demandado  ó  se  tema  con  fundamento 
-que  éste  la  oculte,  enajene  ó  deteriore. 

2  o  De  la  cosa  litigiosa,  cuando  sea  dudo 
sa  su  posesión. 

8.°  De  los  bienes  de  la  mujer,  y  en  su 
defecto  de  la  sociedad  conyugal  ó  del  mari- 
do, suficientes  para  cubrir  el  valor  de  aqué- 
llos, cuando  ei  marido  malgasta  los  bienes 
-de  la  mujer. 

4.o  De  los  bienes  suficientes  de  la  heren- 
cia, ó  en  su  defecto,  del  demandado,  cuando 
-el  que  ha  sido  privado  de  su  legítima,  la  re- 
clama de  los  que  tomaron  ó  tienen  los  bienes 
hereditarios. 

5.°  De  la  cosa  raíz  que  el  demandado 
-compró  y  está  gozando  sin  haber  pagado  su 
precio. 

6.o  De  la  cosa  litigiosa,  cuando  dada  sen- 
tencia definitiva  contra  el  poseedor  de  ella, 
-éste  apela  sin  dar  fianza  para  responder  de 
la  misma  cosa  y  sus  frutos  aunque  sea  in- 
mueble. 

7.°    De  la  cosa  arrendada,  cuando  el  de 


mandado  lo  fuere  por  falta  de  pago  de  Ift 
pensión  de  arrendamiento,  por  estar  deterio- 
rando la  cosa,  ó  por  dejar  de  hacer  mejoras 
á  que  está  obligado  según  el  contrato,  siem- 
pre que  alguna  de  tales  circunstancias  resal- 
te probada  "de  la  manera  indicada  en  el  ar 
tículo  366. 

En  este  caso  el  dueño,  asi  como  el  vende- 
dor en  el  caso  del  número  quinto,  podrán 
exigir  que  se  acuerde  el  depósito  en  el  loe 
mismos,  quedando  afecta  la  finca  para  res- 
ponder respectivamente  al  arrendatario  ó 
comprador,  si  hubiere  lugar  á  ello. 

§  8.o 

Del  arraigo. 

Art.  372.     Podrá  decretarse  el  arraigo: 

I. o  Cuando  el  demandado  sea  transeún- 
te, ó  ha  desaparecido,  ó  exitfte  razón  para 
creer  que  trata  de  ausentarse  y  ocultar  su» 
bienes. 

2.o  Cuando  hay  temor  fundado  de  que,  ó 
bien  el  demandante  para  evitar  responsabi- 
lidades, ó  bien  el  demandado  para  burlar  la 
acción,  enajena,  oculta  ó  disipa  sus  bienes, 
ó  de  que  pretenda  ausentarse  del  territorio 
de  la  República. 

3.o    Cuando  el   demandante  que  consta 
estar  fuera  de  la  República,  no  ha  dado  can 
ción  para  proceder  al  juicio. 

4.o    Cuando  el  demandado,  burlando  la. 
citación  y  la  prohibición  de  ausentarse  de! 
país,  se  ha  ausentado  en  efecto. 

Art.  873.  El  decreto  de  arraigo  impone  á 
la  parte  contra  quien  se  libra  la  obligación 
de  presentar  dentro  de  tres  días  bienes  sufi- 
cientes con  que  pagar  las  sumas  ó  valorea 
en  que  pueda  ser  condenado  por  la  senten- 
cia definitiva,  los  cuales  bienes  quedarán 
hipotecados,  si  son  inmuebles,  ó  embarga- 
dos, si  son  muebles. 

Decretado  el  arraigo,  el  Juez  prohibirá  al 
obligado  la  salida  del  país  y  la  venta  del  in- 
mueble ó  inmuebles  ú  otros  bienes  suficien- 
tes para  el  cumplimiento,  y  tomará  inmedia- 
tamente las  medidas  necesarias  para  que  la 
prohibición  se  cumpla  mientras  se  verifica 
el  arraigo. 

El  acta  de  presentación  de  inmueble,  para 
los  efectos  de  la  hipoteca,  se  mandará  regis- 
trar en  el  lugar  de  la  ubicación,  expresando 
se  su  situación  y  linderos;  y  respecto  de 
muebles,  contendrá  la  lista  especificada  por 
la  cual  reciba  el  depositario. 

Art.  371.  Si  el  obligado  á  arraigar,  Ó  so 
apoderado  en  ausencia  de  aquél,  no  cumplie- 
re dentro  del  tiempo  designado,  se  procede- 
rá á  embargar  bienes  suficientes  del  obliga- 
do sin  necesidad  de  intimación,  y  caso  de  no 
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encontrarse  bienes  que  embargar,  se  podrá 
paralizar  til  procedimiento  á  solicitud  de  la 
€>tra  parte,  mientras  no  diere  caución  sufi 
cíente  el  obligado. 

§  4.o 

Del  procedimiento. 

Ait.  376.  Cuando  el  Juez  encontrare 
deficiente  la  prueba  producida  para  solici 
lar  la  prohibición  de  enajenar,  el  secuestro 
ó  el  arraigo,  mandara  ampliarla  sobre  el 
punto  de  la  insuficiencia,  determinándolo; 
y  esta  resolución  será  apelable  en  un  solo 
efecto.  Si  por  el  contrario,  hallase  bastante 
la  prueba,  decretará  la  medida  solicitada 
y  procederá  desde  luego  á  su  ejecución, 
sin  uir  apelación.  En  uno  y  olro  caso  dicho 
Decreto  deberá  librarse  en  el  mismo  día  en 
que  se  hace  la  solicitud. 

Art.  376.  Después  de  cumplido  el  De- 
creto de  prohibición  de  enajenar,  de  secues- 
tro ó  de  arraigo,  si  el  juicio  fuere  escrito  se 
entenderá  abierta  una  articulación,  debien- 
do la  parte  contra  quien  obre  la  medida, 
exponer  en  la  tercera  audiencia  las  razonen 
ó  fundamentos  que  tuviere  que  alegar  en 
contra  de  aquélla. 

£1  Juez  fijará  la  hora  en  que  deban  asistir 
las  partes  al  efecto. 

Haya  ó  no  contestado  la  parte,  el  Juez 
concederá  el  término  de  ocho  días  para 
que  los  interesados  promuevan  y  hagan 
evacuar  las  pruebas  que  convengan  á  sus 
derechos. 

Art.  377.  Dentro  de  dos  días,  á  más 
tardar,  de  haber  espirado  el  término  pro 
4>atorio,  sentenciará  el  Juez  la  articulación; 
y  bien  ratifique  ó  revoque  su  Decreto,  se 
oirá  apelación  en  un  solo  efecto  para  ante 
el  Tribunal  superior. 

Art.  378.  Ninguna  de  las  medidas  de 
que  trata  esta  sección  podrá  ejecutarse 
sino  sobre  bienes  de  que  esté  en  posesión 
aquel  contra  quien  se  libra.  Si  ejecutadas 
se  presentare  algún  tercero  reclamando  la 
posesión  de  la  cosa,  se  procederá  con  arre- 
glo á  lo  establecido  en  el  art.  456,  sin  per- 
juicio, de  reclamar  en  tercería,  si  lo  prefiere, 
4  de  reservar  ésta  para  después  de  resuelta 
aquella  oposición  sobre  posesión. 

Art.  379.  Ni  la  articulación  sobre  se 
cuestro  ó  arraigo,  ni  la  que  origine  la  re 
clamación  de  tercero,  suspenden  el  curso 
de  ja  demanda  principal,  á  la  que  se  agre- 
gará el  cuaderno  separado  de  aquéllas  cuan- 
do se  hayan  terminado. 

Art.  380.  La  parte  en  cuyo  favor  se  haya 
expedido  el  Decreto  de  secuestro  ó  arraigo, 
podrá  hacerlo  protocolar  en  la  oficina  de 


Registro  respectiva,  lo  mismo  que  el  depo- 
sito de  la  finca  vendida  ó  arrendada,  ei> 
poder  del  dueño,  para  responder  al  arrenda- 
tario cuando  hubiere  lugar,  conforme  á  la 
parte  final  del  art.  371. 

Art.  381.  Si  sentenciada  en  definitiva 
la  causa  no  sé  hubiere  decidido  toda- 
vía la  articulación  sobre  secuestro  ó  arrai- 
go, el  Juez  ante  quien  se  promovió  con- 
tinuará conociendo  de  ella  aunque  hay» 
admitido  ames  apelación  en  ambos  efec 
tos  ó  recurso  de  casación  de  la  sentencia 
definitiva. 

Sección  segunda* 

De  otras  incidencias  que  pudieran  presentarse. 

Art.  382.     Si  por  resistencia  de  una  parte 
ó  alguna  medida  legal  del  Juez,  por  abuso- 
de  algún  funcionario  ó  por  alguna  necesidad 
del  procedimiento  una  parte  reclamare  y  pi- 
diere alguna  providencia,  el  Juez  ordenará 
en  la  misma  audiencia  que  la  otra  parte  con 
teste  en  la  siguiente;  y  hágalo  ó  no,  resol 
verá  en  primera  audiencia  ó  á  lo  más  tarde 
dentro  de  la  tercera  lo  que  considere  justo, 
á  menos  que  haya  necesidad   de   esclarecer 
algún  hecho,  en  cuyo  caso  abrirá  una  a  r  ti  cu 
lación   por  ocho  días  sin  término  de   dis 
tancia.  ' 

Si  la  resolución  de  la  incidencia  debiere 
influir  en  la  decisión  de  la  causa,  resolverá 
la  articulación  en  la  sentencia  definitiva;  ei> 
caso  contrario  decidirá  el  noveno  día. 

Sección  tercera. 

De  la  tercería. 

Art.  383.  Cuando  un  tercero  pretenda  ser 
preferido  al  demandante  ó  concurrir  con  él 
en  la  solución  del  crédito,  ó  que  son  suyo» 
los  bienes  demandados  ó  embargados,  ó  que 
tiene  derecho  á  ellos,  propondrá  ante  el  Juez- 
de  la  causa  en  primera  instancia,  demanda 
en  forma,  de  la  que  se  pasará  copia  á  las> 
partes,  y  la  controversia  se  sustanciará  y 
sentenciará  según  su  naturaleza  y  cuantía. 

El  hecho  de  que  el  tercero  no  haya  hecho 
oposición  á  la  posesión,  con  arreglo  al  ar- 
tículo 378,  ó  que  habiéndolo  hecho  se  haya 
declarado  sin  lugar,  no  obsta  para  que  pueda 
proponer  el  juicio  de  tercería. 

Art.  384.  El  juicio  de  tercería  se  instrui- 
rá y  sustanciará  en  cuaderno  separado. 

Art.  386.  Si  el  tercer  opositor  se  presen- 
tare durante  la  primera  instancia  del  juicio» 
principal  y  antes  de  hallarse  en  estado  de 
sentencia,  continuará  su  curso  ese  juicio 
hasta  llegar  á  dicho  estado,  y  entonces  se 
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•esperará  á  que  concluya  el  término  de  las 
pruebas  de  la  tercería  para  que  se  haga  re- 
lación de  ambos  expedientes,  y  un  mismo 
pronunciamiento  abrace  ambas  demandas, 
siguiendo  unidas  para  las  ulteriores  ins- 
tancias. 

Art.  886.  La  suspensión  del  curso  de  la 
demanda  principal,  en  el  caso  del  artícu'o 
anterior,  no  excederá  de  noventa  días,  sea 
-cual  fuere  el  número  de  las  tercerías  pro 
puestas.  Pasado  aquel  término  el  juicio  prin- 
cipal seguirá  su  curso. 

El  tercer  opositor  que  no  diere  ■  curso  á 
su  tercería  será  penado  con  una  multa  que 
no  exceda  de  di<s  mil  bolívares  ni  baje  de 
quinientos,  en  favor  del  demandante  princi- 
pal ó  primitivo. 

Art.  387.  Si  el  tercer  opositor  se  presen- 
tare después  de  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia, continuará  su  curso  la  demanda  prin- 
cipal, y  la  tercería  seguirá  el  suyo  por  se- 
parado. 

Pero  si  se  encontraren  en  segunda  instan- 
cia para  sentencia  los  dos  expedientes,  se 
-acumularán  para  que  una  sola  decisión  com- 
prenda á  ambos. 

Art.  388.  Siempre  que  la  tercería  apare- 
ciere propuesta  antee  de  sentencia  ejecuto- 
riada en  lo  principal,  el  tercero  podrá  opo- 
nerse á  que  la  sentencia  que  se  ejecutoriare 
-sea  ejecutada  mientras  no  se  dé  caución  bas- 
tante por  quien  corresponda,  para  responder 
de  las  resultas  del  juicio  de  tercería;  pero  si 
«1  tercero  presentare  documento  que  tenga 
fuerza  ejecutiva  en  apoyo  del  derecho  que 
reclama,  no  podrá  ejecutarse  la  sentencia 
definitiva  en  lo  principal  que  se  ejecutoriare 
ó  que  estuviere  v«  ejecutoriada,  sino  después 
<jue  sentenciado  el  juicio  de  tercería  haya 
-quedado  desechada  definitivamente  y  por 
sentencia  firme,  la  pretensión  del  tercero 

Suspendida  la  ejecutoria  por  no  haberse 
•dado  la  caución  exigida  por  el  tercero  en  el 
•caso  previsto  en  la  primera  parte  de  este  ar- 
píenlo, el  tercero  será  condenado  á  indemni- 
zar el  perjuicio  ocasionado  por  el  retardo,  si 
ia  tercería  resultare  temeraria. 

TITULO  IV 
Sección  primera. 

De  la  vista  y  sentencia  de  la  causa. 

Art.  389.  El  tercer  día  hábil  después 
de  concluido  el  término  de  pruebas,  si  el 
Tribunal  fuere  unipersonal,  y  alguna  de  las 
partes  hubiere  pedido  antes  de  terminar  di- 
cho lapso  la  constitución  de  un  Tribunal 
colegiado,  fijará  el  Juez  la  hora  de  la  audien- 
cia siguiente  para  proceder  á  la  elección  de 


los  asociados  que  con  aquel  funcionario  de- 
ban componer  el  Tribunal. 

A  la  hora  fijada  concurrirán  las  partes,  y 
cada  una  de  ellas  presentará  una  lista  de 
tres  personas  que  reúnan  las  condiciones 
fijadas  por  la  Ley  orgánica  y  por  este  Código 
para  poder  ser  Juez  del  Tribunal  que  va  á 
sentenciar;  debiendo  al  pie  de  la  lista  expo- 
ner cada  uno  de  los  presentados  su  disposi- 
ción á  aceptar. 

De  cada  lista  escogerá  uno  la  parte  con 
traria. 

Si  alguna  ó  ambas  partes  no  concurrieren 
al  acto,  el  Juez  formará  las  dos  ternas  ó  1» 
del  no  concurrente,  y  hará  de  cada  una  la 
elección  del  asociado,  ó  solo  por  el  que  falte. 

Art.  300.  Si  fueren  varios  los  demandan 
tes  ó  los  demandados,  en  la  lista  que  presen 
te  el  respectivo  grupo  hará  constar  que  la 
terna  fué  escogida  de  común  acuerdo,  ó  por 
mayoría,  ó  por  suerte  á  falta  de  ésta.  En  el 
acta  se  expresará  la  persona  escogida  por 
alguno  de  estos  tres  medios,  para  que  haga 
la  elección  de  la  lista  contraria. 

En  todo  caso  de  falta  por  et  respectivo 
grupo  á  lo  preceptuado  en  este  artículo,  el 
Juez  formará  la  lista  y  hará  la  elección  de  la 
otra  parte. 

Art.  391.  Si  hubiese  más  de  dos  partes» 
las  que  tuvieren  derechos  semejantes  forma- 
rán el  grupo  que  deba  hacerlo  prevenido  en 
el  artículo  anterior. 

Si  hubiere  derechos  contrarios  ó  deseme- 
jantes, cada  tino  de  los  distintos  grupos  for 
mará  su  terna  de  la  manera  que  queda  pre- 
venido, y  el  Juez  insaculará  papeletas  con 
el  nombre  de  tocios  los  de  esas  eternas,  y 
por  la  suerte  sacará  tres  que  compondrán  la 
lista  de  donde  ha  de  escoger  la  parte  con- 
traria; y  por  la  suerte  se  hará  también  la  de- 
signación, de  la  lista  contraria. 

También  en  estos  casos  suplirá  el  Juez, 
de  la  manera  dicha,  la  falta  de  cualquier 
grupo. 

Art.  392.  La  parte  que  ha  pedido  la  cons- 
titución del  Tribunal  consignará  los  dere- 
chos de  los  Conjueces,  calculados  conforme 
al  arancel  judicial  establecido  en  este  Código. 

Art.  393  Si  no  se  hubiere  pedido  la  cons- 
titución del  Tribunal  colegiado,  el  tercer  día 
hábil  después  de  concluido  el  término  de 
pruebas,  el  Juez  hará  anunciar  la  cansa  en 
alta  voz  á  la  puerta  del  Tribunal,  y  procede* 
rá  á  hacer  relación  concordada  del  expedien- 
te, leyendo  en  audiencia  pública  las  corres- 
•  pondientes  actas. 

Art.  394.-  Concluida  la  relación  se  oirán 
los  informes  verbales  de  las  partes,  de  sos 
Abogados  ó  apoderados,  y  se  leerán  los  que 
presentaren  por  escrito,  los  cuales  se  agrega- 
rán á  los  autos. 
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Cada  parte  producirá  escritas  sos  respec- 
tivas conclusiones,  en  términos  lacónicos. 

El  demandante  informará  primero. 

Art.  305.     Et  Tribunal  podrá  ordenar    al 
informante  que  se  contraiga  á  la  cuestión 
cuando  notase  en  el  discurso  digresiones,  di- 
vagaciones ó  repeticiones  inútiles,  y  aun  or 
-  denarie  que  pase  á  tratar  otro  punto. 

También  podrá  el  Tribunal  en  los  asun- 
tos graves  ó  complicados  permitir  réplica. 
y  contrarréplica,  si  se  pidieren;  pero  sólo  por 
el  término  corto  que  fijará  para  una  y  otra. 

Sección  segunda. 

Del  procedimiento   en  segunda  y    tercera 
instancia. 

Art.  896,  El  Secretario  ó  Cancillertomará 
razón  de  la  fecha  en  que  llegaren  los  autos 
en  apelación  al  Tribunal  de  alzada. 

Art.  307.  El  mismo  día  en  que  se  reciban, 
el  Juez  ó  el  Presidente  del  Tribunal  fijará 
para  la  vista  cualquiera  de  los  días  compren- 
didos entre  el  quinto  y  decimoquinto  de  los 
siguientes  al  del  recibo,  si  la  sentencia  fuere 
difinitivR*  y  uno  de  los  cinco  días  siguientes 
al  del  recibo,  si  fuere  interlocutoria. 

Art.  308.  £n  segunda  instancia  no  se 
admitirán  otras  pruebas  que  la  de  docu 
mentos  públicos,  la  de  posiciones  y  la  de 
juramento  decisorio. 

Los  primeros  podrán  producirse  hasta  en 
el  acto  de  estarse  viendo  la  causa,  si  no  fue 
ren  de  los  que  deban  acompañarse  á  la 
demanda;  las  segundas  y  el  juramento  se  ad- 
mitirán si  se  pidieren  antes  del  día  en  que 
principie  á  verse  la  causa. 

Art.  890.     Las  cansas  se  despacharán  por 
el  orden  en  que  estén  en  el  registro  de  en 
trada;  excepto  las  que  el  Tribunal  considere 
urgentes,  que    se  verán  y  sentenciarán  con 
preferencia. 

Art.  400.  Cuando  vayaá  principiar  la  vis- 
ta de  la  causa,  el  alguacil  lo  anunciará  en 
Alta  voz  á  las  puertas  del  Tribunal  y  se  pro 
cederá  á  hacer  relación  concordada  de  las  ac- 
tas del  expediente. 

Art.  401.  Terminada  la  relación  se  oirán 
los  alegatos  de  las  partes  y  de  sus  Abogados, 
si  lo  solicitaren. 

Si  una  sola  do  las  partes  ha  apelado,  á 
ella  se  le  oirá  primero;  pero  si  ambas  lo  han 
hecho,  se  oirá  primero  á  la  demandante. 

Guando  varias  partes  sostengan  las  mis- 
mas pretensiones,  el  Tribunal  designará  el 
orden  que  deba  guardarse  en  los  alegatos, 
á  no  ser  que  ellas  mismas  lo  establezcan  de 
común  acuerdo. 

Sólo  una  vez  podrá  alegar  cada  parte,  á 
menos  que  después  de  haberlo  hecho  la 


contraria  presente  documento  público,  en» 
en  yo  caso  se  le  permitirá  discurrir  sobre  él 
únicamente,  suspendiéndose  el  acto  para  la 
audiencia  siguiente,  si  así  lo  pidiere. 

Sin  embargo,  en  los  asuntos  graves  y  com- 
plicados podrá  la  Corte  acordar  réplica  y 
contrarréplica,  si  se  pidiere,  por  un  termina 
corto  que  fijará. 

También  podrá  la  Corte  hacer  uso  de  la 
facultad  que  se  da  al  Tribunal  de  primer» 
instancia  para  evitar  abusos  en  los  informes. 

Art.  402.  Cada  parte  al  terminar  sus  ale- 
gatos presentará  sus  conclusiones  escrita» 
en  términos  concisos. 

Art.  403.     Aunque  el  Tribunal  de  según 
da  instancia  advierta  faltas  sustanciales  er> 
el   procedimiento,   no  mandará  reponer   la 
causa  cuando  alguna  de  las  partes  no   lo» 
pida;  á  menos  que  la  parte  á  quien  perjudi 
queu  dichas  faltas  hubiere  dejado  de  conen 
rrir  á  la  instancia  en  que  se  noten,  ó  qu» 
aquellas  sean  de  tal  naturaleza  que  no  pue 
dan  ser  cubiertas  con  la  presencia  misma  de 
la  parte. 

Pero  en  la  sentencia  y  por.  lo  que  resulte 
del  procedimiento  aplicará  la  Corte  las  pe 
ñas  disciplinarias  del  caso,  conforme  á  la» 
I  facultades  que  da  el  art.  37  de  este  Código. 
I       Art.  404.     La  sentencia  de  segunda  ins 
I  tan  cía  causará  ejecutoria  cuando  sea  con  • 
forme  de  toda  conformidad  en  lo  principar 
con  la  de  primera. 

Si  no  lo  fuere  podrá  ser  apelada  en  cuanta 
difiera  de  la  primera. 

Si  se  anunciare  y  admitiere  recutso  de 
casación  contra  la  sentencia  que  quede  eje* 
entonada,  se  le  dará  curso.  Si  no  fuere  ad- 
mitido, la  Corte  ó  Tribunal  superior  devol 
verá  los  autos  al  inferior  para  la  ejecuciói» 
de  la  sentencia,  espirados  cinco  días  des 
pues  de  librada,  si  ambos  Tribunales  res  i 
dieren  en  el   mismo  lugar,  ó  por  el  correo* 
próximo  si  residieren  en  distintos,  dejando- 
en  ambos  casos  copia  certificada  de  la  sen 
tencia.  En  el  caso  de  haberse  pedido  copia» 
para  ocurrir  de  hecho  deberán  expedirse,  de 
conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  título 
siguiente. 

Art.  406.  Si  hubiere  habido  recurso  de 
casación  al  recibir  la  Corte  Superior  devuel 
tos  los  autos,  mandará  cumplir  la  sentencia 
de  casación,  y  si  no  debiere  retener  el  expe 
diente  Dará  nueva  sentencia,  dentro  de  dos 
días  ó  por  el  próximo  correo,  devolverá  los 
autos  al  inferior,  dejando  copia  de  ¡asenten 
cia  de  casación,  que  formará  expediente  coi» 
la  de  segunda. 

Art.  406.     Si  el  Tribunal  de  segunda  ins 
tancia  fuere  unipersonal,  cualquiera  de  la» 
partes  podrá  pedir  que  se  nombren' asociados 
para  la  vista  y  sentencia,  si  el  asunto  fuere 
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de  mayor  cuantía.  En  tal  caso,  para  la  cons- 
titución del  Tribunal  de  asociados,  obrará  en 
todo  de  la  manera  establecida  en  la  Sección 
primera  de  este  titulo. 

Art.  407.  Regirán  en  tercera  instancia 
las  disposiciones  que  quedan  establecidas 
en  esta  Sección  para  la  segunda  instancia. 

TITULO  Y 

DEL   RECURSO    DK    CASACIÓN 

Art.  408,  El  recurso  de  casación  podrá 
intentarse  en  los  juicios  civiles  ó  mercantiles 
contra  las  sentencias  definitivas  ejecutoria- 
das y. contra  las  interlocutorias  con.  fuerza 
de  definitivas  que  causen  ejecutoria  y  hagan 
imposible  la  continuación  del  juicio,  dictadas 
por  las  Cortes  ó  Tribunales  Superiores  ó  Su- 
premos de  los  Estados  ó  del  Distrito  federal 
y  de  loa  Tribunales  de  primera  instancia  ci- 
viles y  mercantiles  de  los  Estados  ó  del  Dis 
trito  federal. 

Esta  disposición  se  extiende  á  los  inter- 
dictos. 

Art.  409.  De  conformidad  con  el  artículo 
anterior,  el  recurso  de  casación  procederá  en 
los  caaos  siguientes: 

1.°  Cuando  de  parte  de  los  Jueces  sen- 
tenciadores hubiere  habido  abuso  de  poder, 
por  incompetencia  en  razón  de  la   materia, 

2. o  Cuando  hayan  incurrido  en  usurpa- 
ción de  funciones*  no  conferidas  por  la  Ley. 

8.°  Cuando  hayan  decidido  más  de  lo 
pedido,  ó  hayan  dejado  sin  decidir  puntos 
controvertidos. 

4.°  Cuando  hubiesen  quebrantado  la  cosa 
juzgada,  probada  con  otra  sentencia  que  la 
produzca. 

6.°  Cuando  la  sentencia  librada  fuese  tan 
contradictoria  en  sus  términos  que  no  pueda 
ser  ejecntada  ó  cuando  sea  absolutoria  de  la 
instancia. 

6.o  Cuando  hubiere  habido  infracción  de 
Ley  expresa  en  la  decisión. 

Art.  410.  También  procederá  el  recurso 
de  casación  contra  las  sentencias  interlocu- 
torias con  fuerza  definitiva  que  estén  ejecu- 
toriadas, aunque  no  pongan  fin  al  juicio  ni 
impongan  su  continuación,  cuando  en  la  se- 
cuela de  1a  causa  ó  de  alguna  de  sus  inciden- 
cias se  hubieren  quebrantado  formas  esen- 
ciales del  procedimiento,  ñor  decisión  ó  por 
omisión,  en  los  casos  siguientes: 

1.°  Cuando  la  decisión  se  haya  dado  con- 
tra Ley  expresa  en  punto  cuya  resolución 
debe  influir  en  el  fallo  final  del  pleito. 

2.o  Cuando  la  interlocntoria  causare  daño 
irreparable  por  la  definitiva. 

3.°  Cuando  haya  producido  indefensión, 
ó  menoscabado  el  derecho  de  defensa  de  una 


de  las  partes,  ó  concedido  á  la  otra  derechos 
no  acordados  por  la  Ley,  con  perjuicio  de  la 
contraria. 

En  los  casos  de  este  artículo,  la  parte 
agraviada  deberá  agotar  los  recursos  ordina- 
rios para  poder  usar  del  de  casación,  á  menos 
que  sea  en  materia  de  orden  público,  en  la 
cual  ni  aun  el  consentimiento  de  la  parte 
obsta  al  recurso. 

Art.  411.  No  se  admitirá  el  recurso  de 
casación: 

1.°  En  los  juicios  civiles  ó  mercantiles 
cuyo  interés  principal  no  exceda  de  cuatro 
mil  bolívares. 

2.o  Contra  las  sentencias  definitivas  ó 
interlocutorias  que  se  hayan  ejecutoriado, 
por  no  haber  interpuesto  contra  ellas  el  re 
curso  de  apelación,  ó  el  de  hecho  en  su  caso. 

3.°  Contra  las  interlocutorias  que  no  es- 
tén en  ninguno  de  los  casos  del  artículo  pre- 
cedente. 

4.°  Contra  los  autos  que  dictaren  los  Tri- 
bunales sobre  ejecución  de  sentencia,  á  no 
ser  que  versen  sobre  puntos  esenciales  no 
controvertidos  en  el  juicio  ni  decididos  en 
él,  ó  que  se  provea  contra  lo  ejecutoriado  ó 
modificándolo  de. manera  sustancial. 

5.°  En  los  juicios  arbitrales  respecto  de 
los  que  sólo  se  dará  el  recurso  contra  las 
sentencias  que  reúnan  las  condiciones  ante- 
dichas, y  fueren  libradas  por  los  expresados 
Tribunales  de  los  Estados  ó  del  Distrito  fe- 
deral, bien  sea  conociendo  en  grado  superior 
de  un  laudo  arbitral,  bien  sea  sobre  la  recla- 
mación de  nulidad  del  compromiso  ó  del 
laudo  definitivo,  por  alguno  de  los  motivos 
permitidos  en  el  título  sobre  arbitramento, 
de  este  Código. 

6.o  En  los  juicios  verbales,  sea  cual  fue- 
re la  materia. 

Art.  412.  El  recurso  de  casación  deberá 
anunciarse  después  de  publicada  la  senten- 
cia definitiva  que  cause  ejecutoria  ó  la  inter- 
locutoria  que  haga  imposible  la  continuación 
de  la  causa,  dentro  de  los  diez  días  siguien- 
tes á  la  publicación  de  aquéllas,  y  si  se  trata- 
re de  las  otras  interlocutorias  en  que  sea  pro- 
cedente el  recurso,  también  dentro  de  diez 
días  á  contar  de  la  publicación  de  la  senten- 
cia definitiva  que  cause  ejecutoria  -y  ponga 
fin  al  juicio. 

En  todo  caso  se  anunciará  el  recurso  ante 
el  Tribunal  que  dictó  la  sentencia  que  pro- 
dujo ejecutoria,  bien  por  escrito  ó  por  dili- 
gencia, bien  por  algún  otro  medio  público 
ó  auténtico,  ante  cualquiera  otra  autoridad 
ó  funcionario  público,  si  los  primeros  fueren 
imposibles  para  el  recurrente,  lo  que  deberá 
probar,  al  presentar  el  acto  de  anunciación 
de  recurso  en  el  término  de  la  distancia  y 
cinco  días  más,  ante  la  Corte  de  casación,  la 
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cual  pedirá  los  autos  al  Tribunal  donde  de- 
bió haberse  promovido  el  recurso,  y  hallan 
do  fundada  la  solicitud  del  recurrente  dará 
por  anunciado  aquél,  y  el  término  de  la  for- 
malización  empezará  á  correr  desde  que  se 
dicte  el  auto  expresado. 

Art.  413.  Anunciado  el  recurso  de  casa- 
ción, debe  el  recurrente  entregar,  dentro  de 
los  cinco  días  posteriores  al  lapso  que  se 
concede  para  anunciarlo,  en  la  Secretaría 
del  Tribunal,  el  papel  sellado  necesario  para 
la  copia  de  la  sentencia,  que  ha  de  quedar 
en  el  Tribunal  que  la  dictó,  y  el  porte  de 
correo  de  ida  y  vuelta  del  expediente. 

Ese  mismo  deber  le  corresponde  al  recu- 
rrente, cuando,  conforme  al  artículo  que  pre- 
cede, la  Corte  de  casación  pide  los  autos 
para  resolver  sobre  la  anunciación  del  recur- 
so; los  cinco  días  se  cuentan  entonces  desde 
que  la  parte  presente  el  oficio  de  la  Corte 
en  el  Tribunal  á  quien  se  ordena  la  remisión 
del  expediente. 

Si  el  recurrente  estuviere  asistido  á  reser- 
va, el  expediente  se  despachará  de  oficio  en 
todo  caso 

Estos  términos  y  los  del  artículo  anterior 
se  contarán  de  la  manera. que  se  determina 
en  los  artículos  167  y  168. 

Art.  414.  Cumplido  lo  dispuesto  en  el 
artículo  anterior,  el  Tribunal  que  tiene  el 
expediente  mandatá  extender  la  copia  que 
debe  quedar  en  su  Archivo,  y  remitirá  ios 
autos  originales  por  el  primer  correo  á  la 
Corte  de  casación. 

Pero  si  transcurrieren  los  diez  días  refe- 
ridos sin  haberse  anunciado  el  recurso,  ó 
ios  cinco  predichos  sin  haberse  hecho  la 
consignación  ordenada  por  el  artículo  cita- 
do, devolverá  en  la  forma  legal  los  autos  al 
inferior,  y  se  considerará  perecido  el  re- 
curso. 

Art.  416.  Si  el  Tribunal  ante  quien  fuere 
anunciado  el  recurso  de  casación  encontrare 
que  el  negocio  está  comprendido  en  alguna 
de  las  excepciones  establecidas  en  el  artícu- 
lo 411,  declarará  que  es  inadmisible,  expre- 
sando la  causa,  y  no  le  dará  curso;  pero  no 
devolverá  los  autos  al  inferior,  sino  después 
que  hayan  transcurrido  cinco  días  hábiles 
desde  aquella  declaratoria,  y  expedirá  antes 
al  interesado  las  copias  que  pidiere,  con  las 
cuales  podrá  la  parte  ocurrir  de  hecho  á  la 
Corte  de  casación,  con  arreglo  á  las  dispo- 
siciones contenidas  en  este  Código  sobre 
recurso  de  hecho. 

Este  recurso  se  decidirá  en  el  término  de 
cinco  audiencias,  contadas  desde  la  fecha  en 
que  sea  introducido  en  la  Corte. 

Si  transcurrieren  los  cinco  días  menciona- 
dos sin  haber  consignado  el  papel  sellado 
necesario  para  las  copias  y  el  porte  de  correo, 


el  Tribunal  devolverá  el  expediente  al  infe 
rior,  poniendo  constancia  de  dicha  circuios 
tancia,  y  la  parte  perderá  el  derecho  al  re 
curso  de  casación. 

Art.  416.  La  Corte  de  casación  podrá 
imponer  el  pago  de  costos  y  costas  al  Juez 
ó  Tribunal  que  con  injusticia  manifiesta  hu- 
biere negado  el  recurso  de  casación  ó  las  co- 
pias de  que  hablan  los  artículos  precedentes, 
ó  que  hubiere  impedido  á  la  parte  anunciar 
lo  en  el  expediente,  ó  hubiere  rechazado  el 
escrito  en  que  se  anunció,  y  aun  podrá  sus- 
pender de  su  destino  al  Magistrado  ó  Magis- 
trados infractores  y  someterlos  ajuicio  ante 
las  autoridades  competentes,  si  desobede- 
cieren la  orden  de  la  Corte  que  mande  oír 
el  recurso  ó  expedir  las  copias  para  ocurrir 
de  hecho 

Puede  también  la  Corte  de  casación  im- 
poner multas  hasta  de  quinientos  b  »lí  vares 
á  los  Jueces  que  retengan  el  expediente  des- 
pués que  se  ha  oído  el  recurso  de  casación, 
ó  demoren  en  proveer  sobre  el  anuncio  del" 
recurso,  ó  retarden  el  envío  de  los  autos  á 
la  Corte,  cuando  ésta  los  pida  para  los  efec- 
tos del  art.  412. 

En  todos  estos  casos  deberá  pedirse  pre- 
viamente informe  al  Juez  ó  Tribunal  mencio- 
nados, quienes  lo  remitirán  en  el  término  de 
tres  días  y  el  de  la  distancia,  apercibidos  de 
que  al  no  hacerlo  así,  la  Corte  resolverá  con 
vista  de  los  datos  que  se  hallen  en  su  poder. 

Art.  417.  El  recurso  de* casación  será  for- 
malizado por  escrito,  eu  el  cual  se  indicará 
la  sentencia  ó  determinación  contra  la  que 
se  intente,  los  artículos  de  la  Ley  cuya  infrac- 
ción se  denuncie,  ó  las  formas  sustanciales 
del  procedimiento  que  hayan  sido  quebran- 
tadas ú  omitidas,  con  expresión  de  las  dispo- 
siciones legales  que  las  establezcan  y  tos 
fundamentos  en  pue  se  apoya  el  recurso. 

Art.  418.  El  escrito  de  formalizaron  será 
presentado  ante  la  Corte  de  casación,  pero 
podrá  presentarse  también  ante  el  Tribunal 
donde  fué  anunciado  el  recurso,  siempre  que 
sea  producido  antes  del  envío  de  los  autos 
por  correo. 

Deberá  extenderse  en  el  papel  sellado 
nacional  correspondiente;  pero  si  faltare 
éste  en  el  lugar  donde  reside  el  Tribunal 
que  ha  de  remitir  el  expediente,  podrá  ex- 
tenderse en  papel  florete  común,  á  reserva 
de  agregarse  inutilizado  el  primero  antes  de 
fijarse  la  vista  del  recurso. 

Art.  419.  El  término  para  formalizar 
el  recurso  de  casación  seta  de  cuarenta 
días,  que  empezarán  á  contarse  desde  el  día 
siguiente  al  último  de  los  diez  días  que  se 
conceden  para  el  anuncio,  y  además  el  de  la 
distancia  del  lugar  eu  que  se  dictó  la  última 
sentencia  á  la  capital  de  la  República. 
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Los  cuarenta  días  se  dejarán  transcurrir 
en  todo  caso. 

El  término  de  la  formalizado»  y  el 
de  la  distancia  se  contarán  por  días  con- 
secutivos, excluyendo  sólo  los  de  vaca- 
ción. 

Art.  420.  Vencidos  los  lapsos  fijados 
para  la  formal;zación  del  recurso,  sin  ha- 
ber sido  hecha  por  el  recurrente  con  las 
formalidades  que  quedan  expresadas,  la 
Corte  lo  declarará  perecido  á  petición  del 
interesado,  sin  necesidad  de  proceder  á  la 
-vista  de  la  causa;  á  menos  que  el  recu 
rrente  pruebe  plenamente,  á  juicio  de  la 
misma  Corte,  que  no  pudo  formalizar  en 
tiempo  el  recurso  por  habérselo  impedido 
la  retención  ó  retardo  del  expediente,  estar 
interceptados  los  caminos,  cerrados  oblo 
queados  los  puertos,  preso  ó  gravemente  en- 
fermo el  Abogado  á  quien  fué  remitido 
el  poder  ú  otros  casos  semejantes  de  fuer- 
za mayor,  en  cuyas  circunstancias  la  Cor- 
te de  casación  le  concederá  término  bas- 
tante para  formalizarlo,  que  no  excede 
rá  de  veinte  días,  á  contar  del  recibo  del 
expediente. 

Art.  421.  Formalizado  el  recurso  en  los 
lapsos  y  con  los  requisitos  prescritos  en 
esta  Ley,  se  sustanciará  por  los  trámites 
establecidos  para  la  segunda  instancia  y 
se  sentenciará  en  la  quinta  audiencia  des 
pues  de  los  últimos  informes,  debiendo 
las  partes  presentar  siempre  por  escrito  las 
conclusiones  de  lo  alegado. 

Art.  422.  En  el  fallo  del  recurso,  la  Cor- 
te de  casación  se  limitará  á  considerar  las 
infracciones  alegadas  en  el  escrito  de  for 
tnalización  y  decidirá  sobrehilas,  sin  exten- 
derse al  fondo  de  la  controversia  ni  al  esta- 
blecimiento ó  apreciación  de  los  hechos 
por  parte  de  les  Jueces  sentenciadores,  á 
menos  qne  se  alegare  infracción  de  regla 
legal  expresa  para  valorar  el  mérito  de  la 
prueba,  pues  entonces  deberá  decidir  sobre 
la  infracción  alegada.' 

Las  infracciones  de  Leyes  de  orden  públi- 
co pueden  ser  alegadas  por  primera  vez  en 
los  últimos  informes  antes  de   la  sentencia. 

Si  en  el  examen  del  asunto  la  Corte  en- 
contrare que  se  ha  quebrantado  alguna  dis- 
posición legal  expresa,  ó  aplicado  falsamen- 
te alguna  Ley,  sin  que  tales  infracciones  ha- 
yan sido  alegadas,  lo  advertirá  á  los  Jueces 
sentenciadores  para  conservar  la  integridad 
de  la  legislación  y  la  uniformidad  de  la  ju- 
risprudencia. 

Art.  423.  Declarado  con  lugar  el  recurso 
por  estar  comprendido  en  alguno  de  los  ca- 
sos enumerados  en  el  art.  409,  la  Corte  or- 
denará en  la  misma  decisión  que  vuelva  á 
fallar  el  Tribunal  que  dictó  la  sentencia  ca. 


sada.  Para  ese  efecto  se  considerarán  inhá- 
biles los  Jueces  que  sentenciaron  antes,  y 
deberán  ser  reemplazados  en  aquel  ju:cio, 
de  conformidad  con  la  Ley  Orgánica  de  Tri- 
bunales del  respectivo  Estado  ó  del  Distrito 
federal. 

Si  el  recurso  fuere  declarado  con  lugar, 
fundado  en  algunos  de  los  casos  del  artícu- 
lo 410,  la  Corte  mandará  reponer  el  juicio  al 
estado  en  que  se  cometió  la  primera  infrac- 
ción, para  que  se  siga  de  nuevo  corrigiendo 
las  faltas  de  procedimiento,  hasta  dictar 
nueva  sentencia. 

Art.  424.  Cuando  el  recurso  de  casación 
sea  declaiado  sin  lugar,  el  recurrente  será 
condenado  en  costas,  si  fuere  temerario,  á 
juicio  de  la  Corte. 

También  se  le  condenará  en  costas  si  de 
sistieredel  recurso  ó  lo  hubiere  dejado  pe- 
recer. 

Art.  425.  En  el  mismo  fallo,  la  Corte  de 
casación,  por  lo  que  resultare  del  proceso, 
aplicará  las  penas  disciplinarias  cuya  impo- 
sición le  encomienda  el  título  preliminar  de 
este  Código,  cuando  haya  tugar. 

Art.  426.  Lo  resuelto  en  la  sentencia  que 
declara  con  lugar  el  recurso  de  casación  es 
obiigatario  para  los  Jueces  que  deben  fallar 
nuevamente  la  causa  ó  reponer  el  procedi- 
miento. Serán  nulos  la  sentencia  y  autos  que 
dieren  en  desacuerdo  con  la  declaratoria  ex 
presada. 

La  Corte  de  casación  ordenará  qu6  se  so- 
meta á  juicio  de  responsabilidad  á  los  Jueces 
infractores  ante  la~autOridad  competente,  y 
deberán  satisfacer  los  daños  y  perjuicios  que 
causen  á  la  parte. 

Art.  427.  Para  ningún  «cto  relacionado 
con  el  recurso  de  casación  se  necesitará  cita- 
ción de  las  partes,  y  para  la  vista  y  senten- 
cia de  la  causa  bastará  la  fijación  en  las 
puertas  del  Tribunal. 

Art.  428.  Tampoco  necesitará  el  apodera- 
do constituido  en  el  pleito  nuevo  poder  para 
anunciar  ó  formalizar  el  recurso,  ni  para 
cualquier  otro  acto  relativo  á  éste. 

Art.  429.  El  recurso  de  casación  no  im- 
pide el  de  queja  para  hacer  efectiva  la  res- 
ponsabilidad civil  de  los  funcionarios  jndi 
cíales,  en  los  casos  permitidos  por  las  Leyes. 

Tampoco  impide  el  juicio  de  invalidación 
que  pueda  seguirse  por  los  motivos  estable- 
cidos en  el  título  correspondiente  de  este 
Código,  siempre  que  sean  distintos  de  los 
decididos  en  casación,  ni  que  pueda  inten 
tarso  recurso  de  casación  en  los  mismos  jui- 
cios de  invalidación  cuando  ese  recurso  sea 
procedente. 

Art.  430.  Pendiente  el  recurso  de  casa- 
ción, el  Juez  ó  Tribunal  dictará,  á  solicitud 
de  parte  interesada,  todas  las  disposiciones 
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precautelativas  necesarias,  á  fin  de  que  no 
se  haga  ilusoria  la  ejecución  de  la  sentencia 
contra  la  cual  se  ha  inteutado.  Al  efecto, 
puede  la  parte  favorecida  por  la  sentencia 
definitiva  ejecutoriada  pedir  que  se  verifiquen 
los  actos  de  embargo  de  bienes  suficientes, 
los  avalúos  y  demás  diligencias  de  ejecución, 
con  excepción  de  los  de  remate  y  adjudica- 
ción de  bienes  aun  á  la  misma  parte  favore- 
cida. Estos  actos  quedarán  diferidos  hasta  la 
decisión  del  recurso  de  casación,  y  de  con 
siguiente  subordinados  A  lo  que  en  el  fallo 
de  dicho  recurso  se  decida. 

Art.  431.  La  sentencia  dictada  en  el  re- 
curso de  (tasación  será  registrada  por  el  Can 
cille/  de  la  Corte  en  un  libro  destinado  al 
efecto,  y  se  publicará  en  la   O  aceta  Oficial, 

Art.  432.  El  expediente  será  devuelto 
por  el  primer  correo  al  Tribunal  que  lo  re- 
mitió. 

TITULO  YI 

DE   LA   EJECUCIÓN  DB    SENTENCIA 

Sección  primera. 

Disposiciones  geoerales. 

Art.  433.  El  Juez  á  quien  toque  el  cono- 
cimiento de  la  causa  en  primera  instancia  ó 
la  austanciación,  siendo  colegiado  el  Tribu- 
nal á  quien]corresponda  dicho  conocimiento, 
cumplirá  la  sentencia  ejecutoriada  ó  cual- 
quier otro  acto  que  tenga  fuerza  de  tal. 

Art.  434.  Si  fuere  un  Tribuna]  de  arbitra- 
mento el  que  ha  conocido  en  primera  instan- 
cia, la  ejecución  corresponderá  al  que  sin  el 
compromiso  hubiera -.  conocido  en  primera 
instancia. 

Art.  436.  Cuando  la  sentencia  ejecuto- 
riada ha  quedado  definitivamente  firme,  el 
Tribunal  pondrá  un  Decreto  mandándola 
ejecutar. 

De  la  misma  manera  obrará  cuando  el 
laudo  arbitral  hubiere  quedado  definitiva- 
mente ejecutoriado 

Art.  436.  El  cuarto  día  después  de  libra- 
do aquel  Decreto  se  procederá  á  la  ejecución. 

Si  en  la  sentencia  se  hubiere  mandado  en- 
tregar alguna  cosa  mueble  ó  inmueble  se 
llevará  á  efecto  la  entrega,  haciéndose  uso 
de  la  fuerza  pública,  si  fuere  necesario. 

Si  no  pudiere  ser  habida  la  cosa  mueble 
podrá  estimarse  su  valor  á  petición  del 
solicitante,  procediéndose  desde  entonces 
como  si  se  tratara  del  pago  de  cantidad  de 
dinero. 

Art.  487.  Si  la  condenación  hubiere  re- 
caído sobre  cantidad  líquida  de  dinero, 
el    Juez    mandará   embargar    bienes    pro 


píos  pertenecientes  al  deador,  que  no  ex- 
cedan del  doble  de  la  cantidad  y  costas  por 
las  cuales  se  sigue  la  ejecución. 

No  estando  líquida  la  deuda  el  Juez  dis- 
pondrá lo  conveniente  para  que  se  practi- 
que la  liquidación  con  arreglo  á  lo  estable- 
cido en  el  art.  164. 

Verificada  la  liquidación  se  "procederá 
al  embargo  de  que  se  habla  en  este  ar 
tículo. 

Art.  438.  El  Tribunal  podrá  comisionar 
á  cualquier  Juez  competente  para  verificar 
los  actos  de  ejecución,  librando  al  efecto  un* 
mandamiento. 

Art.  439.  Caso  de  que  haya  de  prece- 
derse con  arreglo  al  art.  437,  en  el  manda- 
miento de  ejecución  se  ordenará: 

1.°  Que  se  embarguen  bienes  perte- 
necientes al  deudor. en  cantidad  que  no 
exceda  del  doble  del  valor  de  la  eje* 
cución. 

2.°  Que  se  depositen  los  bienes  embar- 
gados en  persona  de  responsabilidad. 

8.°  Que  á  falta  de  otros  bienes  del 
deudor  se  embargue  hasta  la  tercera  par- 
te  de  cualquier  sueldo  ó  pensión  de  que 
disfrute. 

Art.  440.  En  los  casos  del  art.  436,  el 
mandamiento  de  ejecución  autorizará  para 
hacer  uso  de  la  fuerza  pública  para  llevará 
cabo  la  semencia. 

Art.  441.  El  mandamiento  de  ejecu- 
ción será  dirigido  en  términos  generales 
á  cualquier  Juez  competente  de  cualquier 
lugar  en  que  se  encuentren  bienes  del 
deudor. 

Art.  442.  El  mandamiento  de  ejecu- 
ción se  entregará  al  acreedor,  firmado,por 
el  Juez,  refrendado  por  el  Secretario  y  co- 
llado con  el  sello  del  Tribunal  para  que 
tenga  su  cumplimiento,'  presentándolo  á 
cualquier  Juez  competente  de  la  residen- 
cia del  deudor  ó  de  la  situación  de  sus 
bienes. 

Art.  443.  Cualquiera  de  las  partes  podrá 
indicar  al  Juez,  para  el  embargo,  bienea 
cuyo  valor  cubra  el  doble  de  la  ejecución,  y 
á  falta  de  tal  indicación  el  Juez  escogerá 
entre  los  bienes  embargables  del  deudor 
los  que  llenen  tal  condición. 

Caso  de  que  los  bienes  del  deudor  sean 
de  tal  naturaleza  que  no  pudieren  hacerse 
tales  evaluaciones,  se  embargará  cualquiera 
de  ellos  aun  cuando  su  valor  exceda  de  la 
cantidad  de  que  habla  este  artículo. 

Art.  444.  Sólo  en  el  caso  de  quiebra, 
cesión  de  bienes  ú  otro  en  que  la  Ley 
lo  determine  expresamente,  podrá  el  Juez 
cerrar  y  sellar  en  una  ejecución  un  es- 
tablecimiento mercantil  ó  industrial.  De 
lo  contrario    se    limitará   al    embargo  de 
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bienes  en  la"  cantidad   prevenida  en  esta 
sección. 

Sección  segunda. 

Del  embargo  da  bienes.  •  ■ 

Art.  445.  Cuando  la  cosa  embargada  fue 
re  un  inmueble  ó  un  derecho  que  tenga  so- 
bre él  el  deudor,  el  Jaez  participará  de  oficio 
el  embargo  al  Registrador  del  distrito  en 
que  esté  situado  el  inmueble,  procurando 
indicar  sus  linderos  y  las  demás  circunstan- 
cias que  io  determinen  distintamente,  á  fin 
de  que  se  abstenga  de  registrar,  bajo  la  muí 
ta  de  quinientos  á  mil  quinientos  bolívares 
y  responsabilidad  de  los  perjuicios  que  oca* 
s  ion  are  la  falta  cometida,  toda  escritora  que 
verse  sobre  enajenación  o  gravamen  de  la 
cosa  embargada. 

Art.  446.  Si  el  ejecutado  ocupare  el  in- 
mueble, el  Juez  dispondrá  su  desocupación, 
si  hay  temor  de  que  el  deudor  abose  de  la 
ocupación  para  perjudicar  el  derecho  embar- 
gado, ó  si  pudiere  producir  frutos  que  sirvan 
para  el  cumplimiento  de  la  obligación. 

Art.  447.  £1  Juez  ejecutor  nombrará  de- 
positario de  las  cosas  embargadas  y  se  las 
entregará  por  inventario. 

Pero  si  hubiere  cosas  corruptibles  las 
mandará  vender  por  el  mismo  depositario, 
previa  estimación  de  un  perito  que- nombra- 
rá el  mismo  Juez,  en  el  acto  de  la  entrega. 

Art.  448.  Verificado  el  embargo,  el  Juez 
ejecutor  anunciará  por  una  vez  en  la  parro- 
quia en  que  se  encuentren  los  bienes,  la 
venta  de  éstos  y  el  Tribunal  en  que  se  ha  de 
verificar,  observando  en  lo  posible  los  ar- 
tículos de  la  sección  sexta;  y  remitirá  el 
mismo  día  ó  por  el  próximo  correo,  según 
el  caso,  las  diligencias  practicadas. 

Sección  tercera. 

De  los  depositarios. 

Art.  449.     No  pueden  ser  depositarios: 

1 .°    £1  ejecutante,  su  cónyuge,  sus  parien- 
tes hasta  el  cuarto  grado  civil  de  consangui- 
nidad ó  segundo  de  afinidad,  sus  dependien- 
tes, ni  sus  sirvientes  domésticos,  sin  el  con 
sentimiento  expreso  del  ejecutado. 

2.a  £1  ejecutado  ni  las  personas  que  ten- 
gan  con  él  las  relaciones  expresadas  en  el 
número  anterior,  sin  el  consentimiento  del 
ejecutante. 

£xceptúanse  en  uno  v  otro  caso  disposi 
ciones  especiales  de  la  Ley. 

Art.  450.  Tampoco  podrán  ser  deposita 
ríos  las  personas  que  tengan  con  el  Juez  las 
relaciones  indicadas  en  los  dos  números  an- 


teriores, sin  el  consentimiento  del  ejecutante 
y  del  ejecutado. 

Art.  461.  £1  Juez  de  la  causa  puede  nom- 
brar otro  depositario  en  lugar  del  nombrado 
por  el  Juez  ejecutor. 

Art.  462.  £1  depositario  es  persona  legí- 
tima para  cobrar  y  percibir  las  rentas,  alqui- 
leres, pensiones  de  arrendamiento,  sueldos 
ó  créditos  embargados.  Puede  percibir  y 
vender  ios  frutos  de  la  cosa  depositada. 

Art.  463.  £1  depositario  no  debe  servirse 
de  la  cosa  embargada  sin  el  consentimiento 
expreso  de  ambas  partes,  ni  arrendarla,  ni 
prestarla,  ni  empeñarla,  como  tampoco  em- 
peñar los  frutos  sino  con  autorización  judi- 
cial, que  no  se  decretará  antes  de  transcurrir 
tres  días  después  de  la  solicitud,  á  fin  de  que 
tanto  el  ejecutante  como  el  ejecutado  pue- 
dan exponer  lo  que  crean  conveniente,  bajo 
la  pena  de  pérdida  de  los  derechos  del  de 
pósito,  y  de  pagar  los  daños  y  perjuicios. 

Sin  embargo,  si  entre  las  cosas  deposita 
das  hubiere  animales,  podrá  el  Tribunal 
mandarlos  entregar  á  persona  que  se  sirva 
de  ellos  por  el  gasto  de  cuido  ó  alimenta- 
ción á  propuesta  de  tas  partes,  ó  en  su  de- 
fecto ó  desacuerdo,  elegido  por  el  Tribunal. 

Art.  464.    £1  depositario   presentará  su 
cuenta  dentro  de  seis  días  después  del  re- 
mate judicial  ó  dentro  del   plazo  que  le  lije, 
el  Juez,  bajo  la  pena  establecida  en  el  ar 
tí  cu  lo  anterior. 

Mensualmente  presentará  un  estado  que 
demuestre  la  situación  del  depósito. 

Art.  466.  La  cuenta  se  examinará  por  el 
ejecutado,  y  también  por  el  ejecutante  si  el 
precio  del  remate  no  ha  sido  suficiente  para 
el  pago  total  de  su  crédito. 

Objetada  la  cuenta  por  ambas  partes  ó 
por  una  de  ellas,  se  seguirá  el  juicio  de 
cuentas,  con  arreglo  á  la  Ley  de  la  materia. 

Sección  en  arta. 

De  la  oposición  al  embargo. 

Art.  466.  Si  al  verificar  el  embargo  ó 
después  de  practicado  hiciere  oposición  al- 
gún tercero  alegando  ser  el  poseedor  ó  te- 
nedor legítimo  de  la  cosa,  se  suspenderá  el 
embargo,  si  aquélla  se  encontrare  realmen- 
te en  su  poder  y  presentare  el  opositor  prue- 
ba fehaciente  de  su  derecho  á  poseer  ó  te- 
ner la  cosa.  Pero  si  el  ejecutante  ó  el  ejecu- 
tado se  opusieren  á  la  pretensión  del  terce- 
ro, con  otro  documento  fehaciente,  ej  Juez 
no  suspenderá  el  embargo  y  abrirá  una  ar- 
ticulación por  ocho  días  sobre  el  derecho  á 
la  posesión  ó  tenencia,  decidiendo  al  nove- 
no día,  sin  conceder  término  de  distancia. 

£1  Juez  decidirá  sobre  la  posesión,  confír- 
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mando  ó  revocando  el  embargo;  pero  si  re- 
sultare probado  que  el  opositor  es  legítimo 
tenedor  á  nombre  del  deador,  ó  que  éste 
tiene  sólo  algún  otro  derecho  exigible  sobre 
la  cosa,  se  embargará  el  derecho  del  deudor, 
previniendo  al  tenedor  entenderse  con  el 
depositario,  quien  usará  de  las  acciones  co- 
rrespondientes contra  éste,  si  fuere  nece- 
sario. 

De  la  decisión  que  recaiga  sobre  esta  in- 
cidencia no  se  oirá  apelación  sino  en  un 
solo  efecto. 

Sección  quinta. 

De  los  efecto  del  embargo. 

Art.  467.  Serán  nulos  el  arrendamiento, 
el  empeño  y  la  enajenación  de  la  cosa  em 
cargada,  verificados  por  el  deudor  después 
de  habérsele  participado  al  Registrador  el 
embargo,  si  la  cosa  fuere  inmueble,  ó  des- 
pués de  depositada  la*  cosa  mueble;  pero 
aquellos  contratos  tienen  efecto  si  antes  del 
remate  y  adjudicación  el  que  ha  contratado 
con  el  deudor  ha  obtenido  el  consentimien- 
to del  ejecutante  ó  si  ha  consignado  la  can- 
tidad pov  que  se  hace  la  ejecución  también 
antes  del  remate  y  adjudicación. 

Esta  disposición  será  sin  perjuicio  de  lo 
que  establecen  las  Leyes  sobre  enajenaciones 
hechas  en  fraude  de  acreedores. 

Sección  8  ex  tu. 

Anuncio  del  remate. 

Art.  458.  El  remate  de  las  cosas  muebles 
se  anunciará  por  carteles,  en  tres  distintas 
Ocasiones,  de  tres  en  tres  días  y  por  la  im- 
prenta, si  en  el  lugar  se  publicare  algún  pe- 
riódico. 

Art.  459.  El.remate  de  bienes  inmuebles 
ó  de  derechos  sobre  los  mismos,  se  anuncia- 
rá del  modo  indicado  eu  el  artículo  anterior; 
pero  los  anuncios  se  harán  de  diez  en  diez 
día  8. 

Art.  460.     Los  carteles  indicarán:     • 

l.°  El  nombre  y  el  apellido  del  ejecutan- 
te y  del  ejecutado. 

2.°  La  naturaleza  de  la  cosa,  y  si  es  in- 
mueble, sus  linderos  y  situación,  expresán- 
dose si  el  remate  versará  sobre  la  propiedad 
ó  sobre  cualquier  otro  derecho. 

En  el  último  cartel,  por  lo  menos,  se  indi- 
cará además  el  justiprecio  de  la  cosa,  los  gra- 
vámenes que  ésta  tenga,  y  el  lugar,  día  y 
hora  en  qua  ha  dj  practicarse  el  remate. 

Art.  461.  Para  conocer  los  gravámenes, 
oficiará  el  Juez  con  la  debida  anticipación 
al  Registrador  del  departamento  en  que  es- 


té situado  el  inmueble  pidiéndole  noticia  de 
ellos. 

Art.  462.  Los  carteles  se  fijarán  á  las 
puertas  del  Tribunal  y  el  último  por  lo  rae 
nos,  en  algún  otro  lugar  público  de  la  parro 
quia  en  que  resida  aquél. 

Se  omitirá  la  formalidad  de  los  carteles  si 
la  renunciaren  el  ejecutado  y  el  ejecutante. 

Art.  463.  Podrán  ser  rematadas  en  por- 
ciones separadas  las  posesiones  incultas  que 
se  hayan  embargado  cuando  resulte  así  con- 
veniente, debiendo  en  tai  caso  anunciarse 
en  los  carteles. 

Sección  séptima.    . 

Del  justiprecio. 

Art.  464.  Después  de  fijado  el  primer 
cartel  de  remate  se  procederá  al  justiprecio 
de  las  cosas  embargadas,  por  peritos  que  se 
nombrarán,  uno  por  cada  parte,  asociados  á 
un  tercero  que  elegirán  las  mismas  partes,  ó 
en  su  defecto,  ó  en  caso  de  desacuerdo,  el 
Tribunal.  Los  nombrados  deben  necesaria 
mente  poseer  conocimientos  prácticos  de  la 
especie  de  cosas  que  han  de  justipreciar  y 
de  los  precios  á  que  se  venden. 

Si  hubiere  cosas  de  diferente  naturaleza 
y  especie,  se  harán  los  distintos  peritajes 
que  sean  necesarios,  determinando  el  Tri- 
bunal los  que  correspondan  á  cada  uno, 
para  los  diversos  nombramientos  y  demás 
efectos. 

Art.  '465.  Los  peritos  prestarán  juramen- 
to de  llenar  eu  encargo  con  honradez  y  con- 
ciencia, y  en  el  mismo  acto  indicarán  el  tér- 
mino más  breve  dentro  del  cual  pueden  He- 
nar su  cometido. 

El  Juez  fijará  luego  el  día  en  que  deban 
reunirse  en  el  Tribunal  para  el  justiprecio, 
y  podrá  apremiar  con  multas  de  100  bolí- 
vares á  los  no  concurrentes. 

Art.  466.  Los  peritos  examinarán  las 
cosas,  juntos  ó  separadoa;  tomarán  en  con- 
sideración las  observaciones  que  hubieren 
hecho  las  partes,  y  reunidos  en  el  Tribunal 
el  día  designado,  conferenciarán  juntos 
para  acordarse  en  el  valor  que  den  á  cada 
cosa,  el  cual  será  el  que  reúna  el  voto  de 
la  mayoría. 

Obtenida  ésta,  se  extenderá  el  acta  ex- 
presando el  resultado,  con  las  principales 
consideraciones  que  hayan  obrado  en  el 
ánimo  de  los  peritos,  y  expresando  también 
el  voto  del  disidente. 

Si  todos  estuvieran  en  desacuerdo,  se 
expresará  en  el  acta  el  juicio  de  cada  uno 
con  sus  fundamentos;  y  el  Tribunal  orde- 
nará que  se  proceda  á  una  nueva  ex 
perticia,    en    la    cual    se    observarán    las 
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formalidades  que  se  establecen  en  esta 
sección. 

Art.  467.  En  la  experticia  el  Tribunal 
cumplirá  y  hará  -cumplir  las  disposiciones 
de  los  artículos  1.902  y  1.903  del  Código 
civil. 

Art.  468.  La  formalidad  de  la  experticia 
se  omitirá,  si  el  ejecutado  y  el  ejecutante 
convinieren  ant^e  el  Tribunal  en  el  valor 
que  deba  darse  a  las  cosas,  y  no  se  afectare 
cou  ello  derecho  de  tercero. 

Sección  octava. 

De  la  subasta  y  venta  de  los  bienes. 

Art.  469.  Cumplidas  las  formalidades 
establecidas  anteriormente,  se  procederá  en 
el  día  señalado  á  la  venta  de  la  cosa  en 
pública  subasta,  en  la  Sala  del  Tribunal 
que  conozca  de  la  causa  ó  en  la  de  su  co- 
misionado, según  lo  determinare  el  Juez 
de  la  causa,  anunciándose  previamente  el 
acto  por  tres  veces,  en  alta  voz,  á  las  puer 
tas  del  Tribunal. 

Art.  470.  Cuando  los  bienes  muebles  es- 
tén expuestos  éC  deterioro  ó  sujetos  á  su 
frir  en  su  valor  con  la  demora,  ó  si  han 
de  ocasionar  gastos  de  depósito  que  no 
guarden  relación  con  su  valor,  el  Tri- 
bunal ordenará  al  depositario  que  los  ven- 
da al  precio  corriente  ó  en  venduta,  ó 
los  sacará  á  remate,  abreviando  los  tér 
minos  de  los  anuncios  ó  prescindiendo 
enteramente  de  ellos,  pero  haciendo  saber  al 
público  el  día  y  hora  de  la  venta.  Todo,  sin 
perjuicio  de  las  facultades  que  le  confieren 
las  disposiciones  de  este  título  sobre  objetos 
expuestos  á  corrupción,  y  sobre  animales 
embargados. 

Art.  471.  Cuando  se  haya  embargado 
más  de  un  inmueble,  se  sacarán  á  remate, 
observándose  en  ei  acto  el  orden  que  esta- 
bleciere el  Tribunal,  si  el  deudor  no  lo  hu- 
biere indicado. 

Art.  472.  Si  el  precio  de  algunos  bie- 
nes vendidos  ó  rematados  fuere  suficiente 
para  satisfacer  la  cantidad  á  que  monta  la 
ejecución,  se  decretará  el  desembargo  de 
los  demás  bienes  embargados. 

Art.  473.  Al  abf*ir  el  Tribunal  el  remate, 
hará  leer  en  alta  voz  los  carteles  y  las  certi- 
ficaciones relativas  á  la  libertad  ó  graváme- 
nes de  la  finca  y  señalará  el  tiempo  que  des- 
tinare para  oir  proposiciones. 

Art.  474'.  La  persona  capaz  para  adqui- 
rir, podrá  hacer  posturas  por  sí  ó  por  apo- 
derado especial.  Ño  se  admitirá  al  ejecutado 
como  licitador. 

Art.  475.  Se  admitirán  proposiciones  á 
plazo  si  el  ejecutante  y  el  ejecutado  las  acep- 


tan ó  si  las  acepta  el  primero,  dándose  por 
satisfecho  desde  luego  del  precio  ofrecido, 
siempre  que  este  precio  no  sea  superior  al 
crédito.  Si  lo  fuere,  se.  requerirá  también  el 
consentimiento  del  que  resulte  interesado  ' 
en  el  resto  del  precio. 

Art.  476.  Si  la  cosa  que  se  remata  fuere 
inmueble  y  en  el  primer  acto  de  remate  no 
hubiere  proposición  por  la  mitad  de  su  jus- 
tiprecio, se  procederá  en  lodo  de  conformi- 
dad cou  lo  dispuesto  en  los  artículos  1.904 
á  1.908  del  Código  civil. 

Si  para  la  consulta  á  que  se  refiere  el  ar- 
tículo 1.907  de  dicho  Código,  no  pudieren 
citarse  los  peritos  ó  alguno  de  ello»  por  au- 
sencia, enfermedad  ú  otra  causa,  cada  parte 
tendrá  el  derecho  de  indicar  otros  dos  peri- 
tos, de  los  cuales  elegirá  el  Juez  uno  por  ca- 
da parte,  para  hacerles  la  consulta.  El  Juez 
suplirá  la  falta  de  cualquiera  de  las  partes. 

Art.  477.  El  derecho  que  da  al  acreedor 
el  artículo  1.909  de  dicho  Código  civil,  es 
sin  perjuicio  de  lo  dispuesto,  respecto  del 
hipotecario,  en  el  1.899. 

Art.  478.  Si  la  cosa  rematada  fuere  mue- 
ble, y  no  hubiere  habido  proposiciones  por 
la  mitad  de  su  valor  en  el  primer  acto  de 
remate,  se  sacará  por  segunda  vez,  previos 
los  carteles  y  avisos  legales,  bajo  la  base  de 
dos  quintos:  y  si  aún  no  se  obtuvieren,  se 
sacará  por  tercera  vez,  previos  también  los 
carteles  y  avisos  del  caso,  bajo  la  base  de 
la  tercera  parte,  proced ¡endose  siempre  en 
el  acto  con  las  formalidades  que  quedan  es* 
tablecidas. 

Sección  novena. 

De  la  consignación  del  precio. 

Art.  479.  Cuando  el  remate  no  se  ha  he- 
cho á  plazo,  el  rematador  debe  entregar  el 
precio  dentro  de  los  tres  díaB  siguientes  al 
en  que  se  haya  hecho  la  adjudicación. 

Art.  480.  Si  la  cosa  se  adjudicare  al  eje 
cútante,  éste  consignará  solamente  la  parte 
del  precio  que  exceda  á  su  crédito,  si  por  él 
sólo  se  ha  embargado  la  cosa,  ó  en  caso  de 
haber  otros  acreedores,  la  parte  del  precio  á 
que  él  no  tenga  derecho.  En  todo  caso,  si 
hubiere  duda,  se  consignará  entre  tanto  la 
parte  del  precio  sobre  que  ella  recaiga. 

Art  431.  Si  el  rematador  no  consignare 
el  precio  en  el  término  establecido  en  el  ar- 
tículo 479,  se  procederá  inmediatamente  á 
rematarla  de  nuevo  por  su  cuenta. 

Art.  482.  El  rematador  quedará  respon- 
sable en  este  caso  del  valor  del  remate,  de 
las  costas  y  de  los  perjuicios  que  causare. 

Si  el  precio  de  la  venta  fuere  mayor,  le 
aprovechará  al  rematado  el  exceso,  tan  sólo 
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para  cubrir  la  responsabilidad  que  le  impo- 
ne este  artículo. 

Contra  el  rematador  se  procederá  para 
hacer  efectiva  su  responsabilidad  como  si 
*  hubiese  habido  contra  él  sentencia  ejecuto- 
riada. 

Art.  483.  No  se  pondrá  en  posesión  al 
rematador  si  no  ha  consignado  el  precio;  y 
si  el  remate  ha  sido  á  plazo  ó  con  graváme- 
nes, si  no  cumple  las  condiciones  bajo  las 
cuales  prestaron  su  consentimiento  los  inte- 
resados. 

Art.  484.  La  copia  á  que  se  refiere  el  ar- 
tículo 1.910  del  Código  civil  se  dará  á  costa 
del  rematador. 

LIBRO  TERCERO 


DE  LOS  PROCEDIMIENTOS  ESPECIALES 

PARTE    PRIMERA 

Procedimiento»  especiales  contencioso*. 

TITULO   PRIMERO 

DEL    ARBITRAMIENTO 

Art.  486.  Las  controversias  pueden  com- 
prometerse en  uno  ó  más  arbitros  en  núme- 
ro impar,  antes  ó  después  de  enjuiciadas, 
con  tal  que  no  sean  cuestiones  sobre  estado, 
sobre  separación  entre  los  cónyuges  ni  so- 
bre los  demás  puntos  en  que  no  cabe  tran- 
sacción. - 

Si  están  ya  enjuiciadas,  en  el  acto  de 
comprometer,  que  debe  ser  auténtico,  debe- 
rán expresar  las  partes  las  cuestiones  que 
cada  una  somete  al  arbitramento, si  no  cons 
tan  ya  en  el  juicio  el  número  de  arbitros  y 
el  modo  de  elegirlos,  el  carácter  de  éstos, 
las  facultades  que  le  confieren  y  lo  demás 
en  que  se  acuerden  respecto  del  juicio  y  su 
procedimiento. 

Si  no  están  ya  enjuiciadas,  y  no  existe 
pacto  anterior  de  comprometer,  las  partes 
establecerán  el  compromiso  arbitral  por  do- 
cumento auténtico,  en  que  conste  todo  lo 
que  expresa  este  artículo. 

Art.  486.  Si  existe  pacto  anterior,  las 
partes  podrán  presentarlo  al  Tribunal  com- 
plementándolo de  modo  que  queden  llenas 
todas  las  exigencias  indicadas. 

Pero  si  alguna  se  negare,  la  otra  podrá 
presentar  el  documento  en  que  conste  la 
obligación  de  comprometer,  expresando  las 
cuestiones  que,  por  su  parte,  quiere  someter 
al  arbitramento,  y  pidiendo  la  citación  de  la 


renuente,  para  que  conteste  en  el  día  y  hora 
que  señale  el  Tribunal  sobre  el  compromiso. 

Este  día  *erá  del  quinto  al  décimo,  á  jui- 
cio del  Juez. 

Art.  487.  8i  el  citado  conviniere  en  la 
obligación,  en  su  contestación  hará  constar 
las  cuestiones  que,  por  su  parte,  quiere  so- 
meter al  arbitramento.  Si  no  conviniere,  ce- 
sará todo  procedimiento  de  arbitramento. 
También  cesará  todo  procedimiento  de  ar- 
bitramento, cuando  los  que  tratan  de  cons- 
tituirlo no  convinieren  en  que  se  le  sometan 
para  su  decisión  las  cuestiones  que,  respec- 
tivamente, hubieren  determinado  ó  deter- 
minaren en  la  materia  ó  materias  de  su  di- 
ferencia. 

Art.  4*8.  Establecido  el  compromiso  de 
cualquiera  de  los  m  dos  expresados  en  los 
artículos  precedentes,  se  procederá  á  la 
elección  de  los  arbitros  ante  el  Tribunal,  á 
la  hora  que  el  Juez  fije,  del  tercer  día  hábil. 

Si  no  estuviere  fijado  el  número  de  arbi- 
tros, se  entenderá  que  son  tres,  á  menos 
que  las  partes  se  acuerden  en  uno  solo  y  lo 
elijan,  ó  establezcan  el  modo  de  elegirlo. 

Si  estuviere  establecido  por  las  partes  el 
modo  de  elección  de  los  arbitros,  se  hará  de 
la  manera  convenida;  y  si  no  lo  estuviere, 
los  eligirán  las  partes  mismas  si  pudieren 
acordarse;  y  en  caso  de  desacuerdo,  cada 
parte  elegirá  uno,  y  los  dos  arbitros  elegi- 
rán el  tercero  que  deba  asociarse  á  ellos. 

Si  los  arbitros  no  pueden  acordarse  para 
nombrar  el  tercero,  ellos  mismos  ó  las  par- 
tes  designarán  una  persona  hábil  que  haga 
la  elección;  y  si  tampoco  pudieren  acordar- 
se en  esta  designación,  cesará  entonces  todo 
procedimiento  de  arbitramento. 

Art.  489.  Si  murieren  ó  faltaren  por  cual- 
quier otro  motivo  todos  los  arbitros  nom- 
brados ó  alguno  de  ellos,  se  les  subrogará 
del  mismo  modo  como  se  les  nombró,  y  se 
procederá  de  la  manera  establecida  en  el 
párrafo  anterior. 

Art.  490.  Si  á  la  persona  que  haya  com- 
prometido sucediere  un  incapaz,  el  nombra 
miento  será  hecho  por  su  representante  le- 
gal; y  si  éste  fuere  tutor,  deberá  obtener  la 
autorización  judicial. 

Art.  491.  Los  arbitros  deben,  aceptar  su 
encargo  por  escrito,  bastando  la  suscripción 
de  los  mismos  en  el  acta  de  su  nombra- 
miento. 

Art.  492.  En  cualquier  estado  de  la  cau- 
sa en  que  las  partes  manifiesten  haberse  so- 
metido á  arbitros,  se  suspenderá  el  curso 
de  aquélla  y  se  pasarán  inmediatamente  los 
autos  á  los  nombrados. 

Art.  493.  Los  arbitros  son  de  derecho  ó 
arbitros  arbitradores.  Los  primeros  deben 
observar  el  procedimiento  legal,  y  eu  la  sen- 
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tencia,  las  disposiciones  del  derecho.  lx>s 
segundos  procederán  con  entera  libertad, 
según  les  parezca  más  conveniente  al  inte- 
rés de  las  partes,  atendiendo  principalmen- 
te á  la  equidad. 

Las  partes  pueden  conceder  á  los  arbitros 
de  derecho  las  facultades  que  tengan  por 
conveniente  respecto  del  procedimiento,  y 
sujetar  á  los  arbitradores  á  algunas  reglas 
en  el  mismo  punte 

Si  en  el  compromiso  no  se  indica  de  algu- 
na manera  el  carácter  de  los  arbitros,  se  en- 
tiende que  son  arbitros  arbitradores. 

Art.  494.  No  pueden  ser  arbitros  de  de- 
rechclos  que  no  sean  Abogados  ó  Procura- 
dores titulados,  ni  los  Jueces  que,  según  la 
naturaleza  de  la  causa,  debieran  conocer  de 
ella  en  cualquiera  instancia;  pero  en  los  ne- 
gocios mercantiles  podrán  serlo  también  los 
comerciantes. 

Arbitro  arbitrador  puede  serlo  cualquiera 
persona  hábil,  incluso  los  mismos  Jueces. 

Art.  495.  Aceptado  el  nombramiento,  los 
arbitros  deben  proceder  á  desempeñar  su 
encargo  inmediatamente,  y  podrán  ser  apre- 
miados al  efecto  con  multas  de  cien  bolíva- 
res, por  el  respectivo  Juez. 

Art.  496.  De  la  recusación  de  los  arbitros 
conocerá  el  mismo  Juez  designado  en  el  ar- 
tículo final  de  esta  sección. 

Art.  497.  Los  arbitros  pueden  encomen- 
dar los  actos  de  sustanciación  á  uno  de  ellos 
si  no  lo  prohibiere  el  compromiso. 

Art.  498.  Los  Tribunales  ordinarios,  las 
oficinas  de  Registro  y  demás  Autoridades 
-  públicas  están  en  el  deber  de  prestar  á  los 
arbitros  toda  la  cooperación  que  sea  de  su 
competencia  para  que  puedan  desempeñar 
bien  su  cargo. 

Art.  499.  Los  arbitros  deben  sentenciar 
dentro  del  término  que  se  les  señale  jen  la 
escritura,  y  no  podrán  hacerlo  después  si  no 
se  les  prorroga  ó  sin  prorrogarlo  primero 
ellos  mismos,  cuando  se  les  haya  dejado  es 
ta  facultad,  determinando  el  que  consideren 
necesario.  Si  en  la  escritura  no  se  ha  tenido 
presente  la  asignación  del  término,  los  ar- 
bitros de  derecho  tendrán  el  que  tendría  el 
Tribunal  ordinario  para  la  sustanciación,  y 
los  arbitradores  tendrán  quince  días  más. 
Pasado  el  término,  los  arbitros  no  podrán 
continuar  en  su  encargo  si  las  partes  no  les 
concedieren  otro. 

Art.  600.  Las  partes  pueden  constituir 
Tribunales  de  arbitramento  que  conozcan, 
en  segunda,  y  aun  en  tercera  instancia,  de 
la  sentencia  pronunciada  en  primera  por  los 
arbitros  de  derecho. 

Si  no  los  hubieren  establecido,  las  apela- 
ciones se  dirigirán  á  los  Tribunales  que  en 
el  lugar  en  que  se  ha  seguido  el  juicio  arbi- 


tral estén  llamados  á  conocer  de  la  apela- 
ción, siempre  que  en  el  compromiso  no  ha- 
yan alterado  las  partes  el  procedimiento 
legal. 

En  caso  contrario,  se  entiende  renunciado 
el  derecho  de  apelación,  si  no  está  consti- 
tuido por  las  partes  el  Tribunal  de  alzada. 

Art.  501.  De  la  sentencia  pronunciada 
por  arbitros  arbitradores  no  se  da  apelacióu; 
y  si  las  partes  se  hubieren  reservado  este 
derecho,  no  podrán  llevar  el  recurso  sino  an- 
te otro  Tribunal  arbitral  que  previamente 
hubiesen  constituido. 

Art.  502.  Todo  laudo  arbitral  será  pasado 
con  los  autos  al  Juez  que  determina  el  úl- 
timo artículo  de  esta  sección,  quien  lo  pu- 
blicará en  audiencia  pública,  previa  citación 
de  las  partes.  Desde  ese  día  comenzarán  á 
correr  los  lapsos  para  ios  recursos  á  que  ha- 
ya lugar. 

Art.  603.  La  sentencia  de  los  arbitros 
será,  nula: 

1 .°  Si  ha  sido  pronunciada  sobre  un  com- 
promiso nulo  ó  que  haya  caducado,  ó  fuera 
de  los  límites  del  compromiso. 

2.°  Si  la  sentencia  no  se  ha  pronunciado 
sobre  todos  los  objetos  del  compromiso,  ó 
si  está  concebida  en  términos  de  tal  manera 
contradictorios  que  no  pueda  ejecutarse. 

3.o  Si  en  el  procedimiento  no  se  han 
observado  las  formalidades  sustanciales  del 
juicio,  siempre  que  la  nulidad  no  haya 
sido  subsanada  por  el  procedimiento  de  las 
partes. 

Art.  604.  La  nulidad  de  que  trata  el 
artículo  precedente  se  hará  valer  por  vía 
de  recurso  ante  el  Tribunal  que  publicó  el 
laudo  arbitral  que  haya  quedado  ejecutoria- 
do, dentro  de  los  diez  días  posteriores  á 
la  publicación.  £1  Tribunal  procederá  á 
ver  el  recurso  con  todas  las  formalidades 
legales  dentro  de  tres  días,  y  sentencia- 
do que  sea  seguirá  su  curso  ante  los  Tri- 
bunales superiores,  caso  de  interponerse 
apelación. 

Art-  506.  Es  Juez  competente  para  to 
dos  los  efectos  de  esta  Ley,  en  primera  ins- 
tancia, el  del  lugar  que  lo  sería  para  cono- 
cer del  asunto  mismo  sometido  á  arbitra- 
mento. 

TITULO  11 

TRÍM1TK8     PARTICULARES    DB     LA    ACCIÓN 
BJBCÜTIVA 

Art.  606.  Cuando  el  demandante  pre- 
sente escritura  pública  ú  otro  documento 
auténtico  que  pruebe  clara  y  ciertamente  la 
obligación  del  demandado,  de  pagar  al- 
guna cantidad  ¡íjuida  con  plazo  cumplido, 
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ó  cuando  acompañe  vale  ó  documento  pri- 
vado reconocido  judicialmente  por  el  deu- 
dor, el  Juez,  á  solicitud  del  acreedor,  acor- 
dará el  embargo  de  bienes  suficientes  para 
cubrir  la  obligación  y  los  costos,  prudente 
mente  calculados,  después  de  la  contesta- 
ción del  demandado  y  siempre  que  la  con 
ciliación  no  haya  tenido  efecto;  á  menos 
que  aparezca  desvirtuado  el  mérito  de  los 
documentos  indicados. 

Si  la  obligación  fuere  de  hacer  alguna 
cosa  determinada,  el  embargo  deberá  ha 
cerse  de  bienes  equivalentes  á  la  canti- 
dad en  que  estime  el  demandante,  bajo 
juramento,  el  perjuicio  que  se  le  sigue  en  la 
falta  del  demandado.  El  Tribunal  moderará 
esta  cantidad  si  la  considera  excesiva. 

Art.  607.  Para  preparar  la  acción  eje- 
cutiva puede  pedir  el  acreedor,  ante  cual- 
quier Juez  del  domicilio  del  deudor  ó  del 
lugar  en  que  se  encuentre  éste,  el  recono- 
cimiento de  su  firma  extendida  en  docu- 
mento privado;  y  el  J;?ez  lo  ordenará  que 
declare  sobre  la  petición,  con  juramento  ó 
sin  él,  á  juicio  del  acreedor. 

La  resistencia  del  deudor  á  contestar 
afirmativa  ó  negativamente  dará  fuerza 
ejecutiva  al  documento.  También  producirá 
el  mismo  efecto  la  falta  de  comparecencia 
del  deudor  á  la  citación  que  con  tal  objeto 
se  le  haga;  pero  en  ella  debe  especificarse 
circunstanciadamente  el  documento  bobre 
que  vferse  el  reconocimiento. 

Art.  608.  Cuando  los  bienes  embarga- 
dos no  estén  hipotecados  para  el  pago  que 
se  reclama,  podrá  el  acreedor  pedir  el  em- 
bargo de  otíos  bienes  del  deudor,  y  en 
este  caso  quedarán  libres  de  secuestro  los 
que  se  embargaron  antes,  si  del  justiprecio 
de  los  últimos  resultare  que  éstos  son  sufi- 
cientes para  cubrir  la  deuda  y  gastos  de  la 
cobranza.  Podrá  también  pedirse  el  em 
bargo  de  otros  bienes  f»i  del  justiprecio  de 
los  embargados  íeeultaie  no  ser  bastante 
para  el  pago  de  todo. 

Art.  609.  En  cualquier  estado  de  la  de- 
manda quedarán  libres  de  secuestro  los  bie- 
nes del  deudor,  si  éste  presenta  fianza  bas 
tan  te. 

Art.  610.  Librado  el  embargo  de  los  bie 
nes  se  procederá  respecto  de  éstos  con  arre- 
glo á  lo  dispuesto  en  el  tít.  6  o  libro  segundo, 
hasta  el  caso  en  que  deban  sacarse  á  remate 
las  cosas  embargadas.  En  este  estado  se  sus- 
penderá el  procedimiento  ejecutivo  hasta 
que  baya  una  sentencia  ejecutoriada  en  el 
juicio  ordinario. 

Si  en  virtud  de  ella  ha  de  procederse  al 
remate,  se  anunciará  éste  con  tres  días  de 
anticipación,  aunque  se  ha)  un  dado  los  tres 
avisos  que  ordena  el  título  citado. 


Art.  611.  Cuando  los  bienes  embargados 
estuvieren  hipotecados,  el  acreedor  tiene 
derecho  á  que  el  remate  se  deve  á  cabo  y  se 
haga  efectivo  con  su  precio  el  pago  de  su 
acreencia,  sin  esperar  la  sentencia  definitiva 
que  se  libre  en  el  juicio,  con  tal  que  dé  can  • 
ción  hipotecaria,  prendaria  ó  fideyusoria, sa- 
neada y  bastante  para  responder  de  lo  que 
en  definitiva  se  declare  en  favor  del  deudor, 
respecto  del  crédito  de  que  se  ha  hecho 
pago. 

Art.  612.  Todo  lo  que  se  practicare  ea 
virtud  del  decreto  de  embargo,  las  diligen- 
cias para  anunciar  la  venta  de  los  bienes 
embargados,  las  que  sean  necesarias  para  el 
justiprecio  de  ellos  y  cualquiera  otra  qne 
tenga  relación  roii>d  embargo  y  venta  de 
dichos  bienes,  formarán  un  cuaderno  sepa 
rado  que  principiará  con  el  expresado  de- 
creto. 

Art.  61 3  Las  diligencias  de  embargo  de 
bienes  y  todo  lo  demás  quesea  consiguien 
te  á  este  procedimiento  particular  no  suspen- 
den ni  altera  el  curso  ordinario  de  la  causa, 
sino  que,  conforme  á  lo  prevenido  para  todos 
los  juicios,  las  partes  podrán  probar  al  mis- 
mo tiempo  lo  que  les  convenga,  y  sus  prue 
ha 8  se  pondrán  en  el  cuaderno  de  la  deman- 
da, observándose  los  mismos  trámites  y  tér- 
minos establecidos  pata  el  procedimiento 
ordinario  en  los  títulos  anteriores.  ->cíi' 

Art  614.  Cuando  el  acreedor  hipotecario 
hubiere  sido  pagado  antes  de  definitiva,  con 
el  precio  del  remate  de  la  cosa  hipotecada, 
y  en  dicha  sentencia  se  resolviere  que  no 
tiene  el  acreedor  el  derecho  que  hizo  efecti- 
vo, ó  que  se  excedió  en  nú  reclamación  ó 
cobro,  en  la  misma  tentencia  se  establecerá 
la  responsabilidad  en  que  hubiere  incurri- 
do, y  la  ejecución  de  la  definitiva  abrazará 
también  esa  responsabilidad. 

Sí  el  deudor  pretendiera  que  el  remate  in- 
dicado le  ocasionó  otros  perjuicios,  podrá 
reclamarlos  en  juicio  ordinario. 

TITULO  £11 

PROCBDIMIBNT08      RELATIVOS    AL     MATRIMONIO 

Sección  primera. 

Procedimiento  en  la  oposición  6  suspensión 
del  matrimonio. 

Art.  616.  Luego  que  el  Juez  de  primera 
instancia  reciba  el  expediente  de  oposición 
al  matrimonio,  mandará  citar  las  partes  para 
que  concurran  al  tercer  día  al  acto  de  con- 
testación, procediéndose  en  todo  lo  demás 
como  en  los  juicios  ordinarios. 

Art.  616.     Cuando  el  Juez  de  primera  ¡na 
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tanda  reciba  el  expediente  sobre  celebra- 
ción del  matrimonio,  en  virtud  de  lo  expues- 
to en  el  art.  101  del  Código  civil,  declarará 
si  debe  continuar  ó  no  en  suspenso  la  cele- 
bración. En  el  primer  caso  procederá  de  la 
manera  establecida  en  el  artículo  anterior 
respecto  de  la  parte  á  quien  se  refiera  la  sus- 
pensión; y  en  el  segundo  devolverá  el  expe- 
diente para  que  se  proceda  á  la  celebración 
del  matrimonio. 

De  la  misma  manera  se  procederá  cuando 
el  funcionario  que  deba  presenciar  el  inatri- 
jnonio  lo  hubiere  suspendido  por  impedi- 
mento, en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 112  del  Código  civil. 

Sección  segunda. 

De  la  auulacióu  del  matrimonio. 

Art.  617.  Los  juicios  sobre  nulidad  del 
matrimonio  á  solicitud  de  parte,  se  sustan- 
ciarán por  todos  los  trámites  del  juicio  ordi- 
nario, nombrándose  previamente  el  defen- 
sor del  matrimonio;  pero  no  habrá  lugar  á 
acto  conciliatorio  respecto  de  lo  principal. 

Art.  618.  Cuando  el  Tribunal  haya  de 
V^o ceder  de  oficio  á  conocer  de  la  nulidad 

>  nn  matrimonio,  formará  la  correspon- 
diente averiguación,  y  si  de  ella  resultaren 
datos  suficientes  sobre  la  existencia  de  la 
causa  de  nulidad,  nombrará  defensor  del 
matrimonio  y  lo  citará  del  mismo  modo  que 
á  los  cónyuges  para  que,  dentro  del  término 
de  diez  días,  comparezcan  á  exponer  su  con- 
cepto sobre  los  hechos  que  bayan  ocasiona- 
do la  apertura  del  juicio. 

Después  de  esta  exposición  la  causa  con- 
tinuará como  juicio  ordinario. 

Art.  619.  Los  juicios  de  nulidad  del  ma- 
trimonio no  pueden  declararse  concluidos, 
aunque  los  cónyuges  y  el  defensor  conven- 
gan en  la  nulidad  ó  validez,  si  se  trata  de 
alguna  de  las  causales  que  autorizarían  al 
Juez  á  proceder  de  oficio,  á  menos  que  éste 
encuentre  motivos  suficientes  para  terminar 
el  procedimiento. 

Art.  620.  En  estos  juicios  podrá  proce- 
derse  á  puerta  cerrada  cuando.así  lo  creyere 
necesario  el  Tribunal;  pero  la  sentencia  se 
publicará  siempre,  cualesquiera  que  fueren 
bus  fundamentos. 

Sección  tercera. 

Del  divorcio. 

Art.  621.  El  Tribunal  no  admitirá  ningu- 
na demanda  de  divorcio  que  no  esté  funda- 
da en  alguna  de  las  causas  establecidas  en 
el  Código  civil. 

Art.  622.  En  las  d°mandas  de  divorcio, 
después  de  la  contestación,  el  Juez  excitará 
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á  las  partes  á  la  reconciliación;  y  si  no  pu- 
diere conseguirla  las  emplazará  para  una 
nueva  reunión,  pasados  cien  días  consecu- 
tivos. 

En  este  segundo  acto  cada  parte  concu- 
rrirá acompañada  de  dos  parientes  ó  amigos, 
cuyos  informes  u  opiniones  sobre  la  materia 
del  pleito  oirá  el  Juez,  haciendo  nuevos  es- 
fuerzos para  evitar  ei  litigio  y  la  separación 
de  los  cónyuges. 

Art.  623.  Si  en  este  segundo  acto  no  se 
lograre  la  reconciliación  de  los  cónyuges,  se 
continuará  la  causa  por' los  trámites  del  jui- 
cio ordinario,  nombrándose  defensor  del  ma- 
trimonio. 

Si  en  este  segundo  acto  no  hubieren  con- 
currido personalmente  los  dos  esposos,  el 
Juez,  sin  perjuicio  del  curso  de  la  causa,  po- 
drá acordar  la  constitución  del  Tribunal  en 
la  casa  de  la  esposa,  ó  dar  comisión  á  un  in- 
ferior que  lo  haga,  para  que  con  asistencia 
de  los  parientes  ó  amigos  se  conferencie 
sobre  la  reconciliación. 

Art.  624.  A  solicitud  de  cualquiera  de 
las  partes  ó  de  oficio,  puede  el  Juez  acordar, 
cuando  lo  estime  conveniente,  que  en  estas 
demandas  se  proceda  á  puerta  cerrada;  pero 
la  sentencia,  cualesquiera  que  sean  los  fun- 
damentos, se  publicará  en  la  forma  ordi 
liaría. 

Arji.  625.  Contra  las  determinaciones  li- 
bradas por  el  Juez  en  virtud  de  lo  dispuesto 
en  el  art.  137  del  Código  civil,  no  se  oirá 
apelación  sino  en  un  solo  efecto. 

Kl  Juez  dictará  todas  las  medidas  condu- 
centes á  hacer  cumplir  sus  determinaciones 
respecto  de  los  puntos  á  que  se  refiere  dicho 
artículo,  embargando  bienes  si  fuere  nece 
sario. 

Tanto  las  peticiones  como  las  resoluciones 
que  ocurran  en  estos  actos  serán  verbales, 
pero  deben  constar  en  sus  respectivas  actas. 

Art.  626.  Si  ocurriere  diferencia  entre  el 
marido  y  la  mujer  sobre  la  cantidad  y  espe- 
cie de  los  bienes  que  hayan  de  depositarse, 
el  depósito  recaerá  sobre  los  que  el  marido 
declare,  sin  perjuicio  de  lo  que  el  Tribunal 
determinare  después,  en  vista  de  la  recla- 
mación y  de  las  pruebas  que  sobre  este  pun 
to  se  instruyan  en  un  cuaderno  separado. 

TITULO  IY 

PROCEDIMIENTO  RELATIVO  í  LA  TUTELA  Y  CÚRA- 
TELA, i  LA  INTERDICCIÓN  Y  i  LA  INHABILI- 
TACIÓN. 

Sección  primera. 

De  la  oposición  y  preferencia  en  los 
nombramientos. 

Art.  627.     En  caso  de  oposición  al  nom- 
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bramiento  de  tutor  elegido  en  testamentó  p 
de  la  persona  propuesta  por  el  Consejo  ó  de- 
signada por  el  Tribunal  para  la  tutela  ó  pro- 
tutela, alegándose  alguna  cansa  ó  impedi- 
mento reconocido  por  la  Ley,  ó  preferencia 
legal  de  otra  persona;  ó  bien  de  oposición  á 
la  constitución  de  la  tutela  oficiosa,  también 
alegándose  alguna  causa  legal,  el  Jues  nom- 
brará un  Abogado  en  ejercicio,  ó  en  su  de- 
fecto, á  un  Procurador  que  sostenga  los  in- 
tereses del  menor,  y  fijará  dia  para  oir  al 
opositor  ó  á  la  otra  parte,  si  la  hubiere,  y  al 
defensor  nombrado/ 

Art.  628.  Si  hubiere,  hechos  que  probar, 
sustanciará  el  asunto  por  los  trámites  del 
juicio  verbal. 

Art.  629.  Terminada  la  sustanciación  se 
consultará  al  Consejo  de  tutela  que  se  nom- 
bre para  el  caso. 

Art.  630.  De  la  sentencia  se  oirá  apela- 
ción. 

Sección  segunda. 

De  la  interdicción  é  inhabilitación. 

Art.  631,  Luego  que  se  haya  promovido 
la  interdicción,  ó  que  haya  llegado  á  noticia 
del  Juez  que  en  alguna  persona  concurren 
circunstancias  que  puedan  dar  lugar  á  ella, 
abrirá  el  juicio  respectivo. 

Art.  632.  Abierto  este  juicio,  el  Juez  pro- 
cederá á  una  averiguación  sumaria  sobre  los 
hechos  imputados,  nombrando, por  lómenos, 
dos  facultativos  para  que  examinen  al  nota- 
do de  demencia  y  emitan  su  juicio,  practi- 
cando lo  dispuesto  en  el  art.  873  del  Código 
civil  y  lo  demás  que  juzgue  necesario. 

Art.  638.  Si  de  la  averiguación  sumaría 
resultaren  datos  suficientes  de  la  demencia 
imputada,  el  Juez  ordenará  seguir  formal- 
mente el  juicio,  decretando  la  interdicción 
provisional,  y  nombrando  curador  interino, 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  Código  civil. 

Por  el  hecho  mismo  de  haberse  decretado 
la  interdicción  provisional  quedará  la  causa 
abierta  á  pruebas  por  el  término  ordinario, 
instruyéndose  las  que  promueva  el  indicia- 
do de  demencia,  la  otra  parte,  si  la  hubiere, 
y  las  que  el  Juez  decrete  de  oficio. 

Art.  634.  £1  Juez  de  primera  instancia 
es  el  competente  en  estos  juicios;  pero  los 
de  departamento  ó  de  distrito  y  los  de  parro- 
quia pueden  practicar  las  diligencias  suma- 
rias y  remitirlas  á  aquél,  sin  decretar  la  for- 
mación del  juicio,  ni  la  interdicción  provi- 
sional. 

En  los  lugares  donde  no  haya  facultativos, 
se  nombrarán  personas  que  tengan  alguna 
práctica  en  la  medicina. 

Art.  636.  Las  sentencias  libradas  en  es- 
tos juicios  se  consultarán  siempre  con  la 


Corte  Superior  respectiva,  y  la  de  esta  coa 
la  Suprema,  sj  revoca  ó  reforma  la  de  pri- 
mera instancia. 

Art.  636.  La  declaratoria  de  no  haber 
lugar  á  la  interdicción  no  impedirá  que  pue- 
da abrirse  un  nuevo  procedimiento,  si  se 
presentaren  nuevos  datos. 

Art.  637.  Las  actas  del  interrogatorio, 
que  debe  dirigirse  al  indiciado  de  demencia, 
según  lo  dispuesto  en  el  Código  civil, expre- 
sarán siempre  las  preguntas  hechas  y  las 
respuestas  dadas. 

Art.  638.  Para  la  rehabilitación  del  entre- 
dicho, el  Tribunal  abrirá  una  averiguación 
sumaria  para  comprobar  el  estado  de  sani- 
dad mental,  mandando  evacuar  las  pruebas 
que  creyese  conducentes  además  de  las  que 
promoviere  el  interesado. 

Art  639.  Las  sentencias  que  recaigan  en 
el  juicio  de  rehabilitación  se  consultarán  de 
la  manera  establecida  para  las  que  se  dicten 
en  el  juicio  delnterdicción. 

Art.  640.  En  la  inhabilitación  se  seguirá 
el  mismo  procedimiento  que  para  la  inter- 
dicción, salvo  que  no  podrá  procedería  de 
oficio  ni  podrá  decretarse*  inhabilitación  pro- 
visional. 

Sección  tercera. 

De  la  remoción  de  los  tutores  ó  curadores,  y  sus- 
pensión de  la  patria  potestad. 

Art.  641.  Cuando  se  pidiere  la  remoción 
de  tutor,  protutor,  curador  ó  miembros  del 
Consejo  de  tutela,  deberá  presentarse  escrito 
formal  en  que  se  expresen  los  motivos  de  la 
solicitud,  y  se  dará  al  asunto  el  curso  del 
juicio  ordinario. 

No  será  admitida  la  acción,  si  no  se  funda- 
re en  alguna  de  las  causales  expresadas  en 
el  Código  civil. 

Art.  642.  Cuando  el  Tribunal  procediere 
de  oficio  en  las  causas  sobre  remoción,  de- 
berá elegir  un  Fiscal  que  intervenga  en  el 
asunto;  en  los  demás  casos  podrá  hacer  la 
elección  si  lo  creyere  conveniente. 

El  juicio  se  sustanciará  y  decidirá  por  los 
trámites  del  ordinario. 

Art.  643.  Se  seguirá  el  mismo  procedi- 
miento cuando,  «legándose  alguna  de  las 
causales  del  art.  664  del  Código  civil,  se  pre- 
tende privar  al  padre  de  la  patria  potestad. 

TITULO  T 

PROCEDIMIENTOS    RELATIVOS  A  LAS  8UCBSIONSS 
HEREDITARIAS 

Sección  primera. 

De  las  oposiciones  á  la  partición  ó  á  los  pagos. 
Art.  544.     Sí  algún  acreedor  de  la  heren 
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-cia  hiciere  oposición  á  que  se  lleve  á  cabo 
Ja  partición,  ó  á  que  se  paguen  los  legados, 
mientras  no  se  les  satisfaga  su  acreencia,  el 
Tribunal  ordenar,!  la  citación  de  los  herede- 
ros, y  de  los  legatarios,  si  á  ellos  se  refiere 
la  oposición,  para  que  den  su  contestación 
-en  el  término  legal;  y  si  hubiere  lugar  á  jui- 
cio, se  sustanciará  y  decidirá  por  los  irámi? 
tes  del  ordinario. 

No  habrá  lugar  á  la  oposición  si  los  here- 
deros dieren  caución  bastante  ó  designaren 
bienes  suficientes  para  asegurar  el  pago  de 
la  acreencia. 

Art.  646.  Si  la 'oposición  del  acreedor 
fuere  4  que  se  hagan  pagos  á  otros  acreedo- 
res, sin  que  preceda  graduación,  el  Tribunal 
4 1  amará  por  carióles  y  por  la  imprenta  á  Jos 
acreedores  de  la  herencia  para  que  concu- 
rran á  deducir  sus  derechos  en  el  término 
<le  quince  días,  y  se  seguirán  en  todo  las  dis- 
posiciones del  Título  de  concurso  necesario 
«de  acreedores. 

Sección  segnuda. 

De  la  partición. 

Art  646.  La  liquidación  y  partición  de 
«una  testamentaría  ó  sucesión  Intestada  se 
promoverán  por  los  trámites  del  juicio  ordi- 
nario. 

En  el  acto  de  litis  con  testación,  si  no  bu 
«hiere  oposición  á  la  partición  misma  por 
prohibición  legal  del  testador,  por  convenio 
•con  los  acreedores  hereditarios  ó  amenaza 
-ó  temor  de.que  éstos  se  opongan  ó  procedan 
contra  la  sucesión;  y  si  no  hubiere  tampoco 
discusión  eobre  el  carácter  ó  cuota  de  los 
interesados  en  el  juicio,  podrá  decretarse  el 
-embargo  y  depósito  de  los  bienes  de  la  tes- 
tamentaba ó  sucesión,  en  persona  extraña  y 
abonada,  que  se  nombrará  por  mayoría  res- 
pectiva de  votos,  decidiendo  el  Juez  en  caso 
de  empate,  si  los  interesados  no  estuvieren 
•de  acuerdo  en  que  den  en  poder  de  uno  6  más 
<ie  ellos  mismos. 

Si  la  oposición  fuere  por  alegarse  que  no 
deben  incluirse  en  la  partición  alguno  ó  al- 
tanos bienes  como  pertenecientes  á  ano  ó 
más  de  los  interesados,  el  embargo  y  depó- 
sito se  limitará  á  los  bienes  sobre  los  coales 
no  haya  discusión;  y  respecto  de  los  discu- 
tidos se  podrá  librar  el  embargo  á  solicitud 
•de  alguno  de  los  interesados  si  así  se  resol- 
viere  en  la  articulación  que  ha  de  seguirse, 
de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  los  pá- 
rrafos 2.o  y  4.°  de  la  sección  2.»  del  título  3.o 
del  libro  segundo. 

Las  oposiciones  serán  sustanciadas  y  de- 
cididas por  los  trámites  del  juicio  ordinario. 

Art.    647,     Las    diligencias    que  /deban 


practicarse  para  el  embargo  y  depósito  de 
los  bienes  firmarán  cuaderno  separado. 

Art.  648.  Concluido  el  pleito  que  emba- 
raza la  partición,  ó  siempre  que  ésta  deba 
practicarse  sin  oposición,  los  interesados  se 
reunirán  el  día  que  el  Juez  de  primera  infr 
taucia  señalare  para  el  nombramiento  de 
partidor.  Los  que  falten  se  entiende  que  re- 
nuncian su  derecho,  y  uno  solo  que  concurra 
hará  el  nombramiento.  Esta  reunión  no  se 
liará  nunca  antes  de  ocho  días  de  efdar  en 
poder  del  Juez  el  expediente  concluido  de 
la  oposición,  en  caso  de  haberla  habido,  ó 
de  la  ocurrencia  de  los  interesados,  cuando 
no  la  hay,  á  menos  que  en  uno  ú  otro  caso 
todos  estén  de  acuerdo  en  anticiparla.  Tam- 
poco se  fijará  dicha  reunión  para  después 
de  quince  días. 

Art.  649.  Si  los  interesados  no  pudieren 
avenirse  para  elegir  partidor  por  mayoría 
absoluta  de  votos,  el  Juez  elegirá  uno  de  loa 
que  ellos  hayan  propuesto. 

Art.  660.  En  la  reunión  para  elegir  par- 
tidor se  presentará  el  testamento,  cuando  lo 
baya,  el  inventario  y  avalúo  de  los  bienes  y 
el  expediente  de  embargo  y  depósito,  si  ha 
tenido  lugar,  lo  mismo  que  la  cuenta  del 
que  haya  administrado  los  bienes  y  las  del 
depositario  con  l»»s  demás  documentos"  qoe 
sean  necesarios  para  la  partición,  y  todo  se 
pasará  al  partidor  nombrado,  asignando  el 
Juez  el  término  en  que  éste  deba  desempe- 
ñar su  encargo,  el  cual  no  podrá  prorrogarse 
sino  por  una  sola  vez. 

Art.  661.  6i  ios  interesados  tuvieren  que 
objetar  las  cuentas  del  Administrador  ó  del 
depositario,  se  procederá  al  juicio  de  cuen- 
tas conforme  á  lo  prevenido  en  el  título  de 
la  materia,  suspendiéndose  entre  tanto  la 
partición,  ó  se  procederá  á  ésta  al  mismo 
tiempo,  si  así  lo  resolviere  la  mayoría  de  loa 
heredeíos,  en  cuyo  caso  el  partidor  dejará 
establecida  la  regla  que  haya  de  seguirse 
para  la  partición  del  resultado  de  las  cuen- 
tas objetadas,  bien  sea  favorable  ó  contrario 
á  los  herederos. 

Art.  662.  El  partidor  hará  presente  por 
escrito  al  Tribunal  las  dudas  que  le  ocurrie- 
ren. Reunidos  los  herederos  las  considerarán 
y  resolverán  en  el  día  que  señale  el  Juez,  y 
cualquiera  que  sea  el  numero  de  los  que  con- 
curran, determinará  por  mayoría,  pudiendo 
tomar  un  plazo  para  deliberar.  No  habiendo 
mayoría  para  la  resolución  el  Tribunal  deci- 
dirá, atendidas  las  razones  que  se  hayan  ma- 
nifestado. 

Las  dudas  relativas  á  puntos  que  deba  de- 
cidir el  Juez  las  resolverá  éste  en  aquel  acto, 
después  de  haber  oído  á  los  interesados,  po- 
diendo igualmente  diferir  la  resolución  por 
veinticuatro   horas,  si   lo   creyere   necesa- 
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rio.  Cuando  la  resolución  de  la  mayoría  ó  el 
plazo  que  acuerde  para  deliberar  se  reclatrfe 
por  alguno  de  los  herederos  como  perjudi- 
cial á  sus  intereses,  el  -Juez  decidirá  lo  que 
crea  justo,  y  su  resolución  se  llevará  á  efec- 
to. Contra  las  decisiones  del  Tribunal,  en  los 
casos  de  este  artículo,  ae  admitirá  el  recurso 
de  apelación  en  el  efecto  devolutivo  sola- 
mente. 

Art.  563.  Para  la  mayoría  de  que  habla 
esta  Sección,  deberá  reunirse  por  lo  menos 
la  mitad  más  uno  de  los  votos  que  represen- 
ten más  de  la  mitad  de  los  haberes  en  la 
herencia. 

Art.  654.  Resueltas  las  dudas,  el  partidor 
continuará  su  encargo,  y  el  término,  qué  es- 
tará en  suspenso  desde  que  las  propuso,  co- 
rrerá por  los  días  que  faltaren  para  comple- 
tarlo. 

Art.  555.  El  partidor  puede  ser  apremia- 
do al  cumplimiento  de  su  deber  en  los  mis* 
mos  términos  que  los  peritos  en  los  juicios 
de  cuentas. 

Art.  566.  En  la  partición  se  respetará 
siempre  el  hogar  constituido  legal  mente,  ex- 
cluyéndose de  aquélla,  ann  cuando  su  valor 
exceda  de  la  porción  disponible  al  tiempo  de 
la  muerte.  Si  algún  legitimario  no  estuviere 
incluido  en  el  goce  del  hogar  podrá,  á  su 
e'eceión,  pedir,  ó  que  se  le  cubra  su  legítima 
con  otros  bienes,  si  los  hay,  ó  que  se  le  in- 
cluya en  el  goce  del  hogar,  si  no  los  hay,  ó 
en  este  último  caso  se  reduzca  el  hogar  al 
monto  de  las  legítimas  de  tos  que  gozan  de 
él,  y  se  le  asigne  la  suya  en  el  resto  del  valor. 

Los  demás  herederos  que  no  sean  legiti- 
marios deberán  respetar  el  hogar  constituido 
legal  mente,  haya  ó  no  otros  bienes,  mientras 
no  llegue  la  oportunidad  de  distribuirlo,  con- 
forme al  Código  civil. 

Art.  667.  Hecha  la  partición  se  procede- 
rá á  su  revisión  por  los  interesados  y  deter- 
minación por  el  Juez,  sobre  cualquier  reparo 
que  se  deduzca  en  juicio  ordinario-posterior 
sobre  la  objeción  hecha;  pero  si  fueren  pini- 
tos de  hecho  los  que  hubieren  de  decidir- 
se, se  abrirá  la  causa  á  pruebas  por  el  térmi- 
no ordinario. 

Art.  668.  Lo  dispuesto  en  esta  sección 
no  coarta  el  derecho  que  tienen  los  intere- 
sados para  practicar  amigablemente  la  par- 
tición; pero  si  alguno  de  los  herederos  es- 
tuviere sujeto  á  tutela  ó  cúratela,  deberá 
ser  aprobada  por  el  Tribunal. 

Art.  650.  Tanto  en  el  caso  de  haberse 
hecho  judicialmente  la  partición,  como  en 
el  de  haberlo  sido  amigablemente,  la  apro- 
bación por  parte  de  la  mujer  casada  deberá 
ésta  prestarla  por  sí  ó  por  apoderado  espe- 
cial y  deberá  recaer  además  la  aprobación 
judicial. 


TITULO  Yl 

DI    LOS    INTERDICTOS 

Sección  primera. 

Interdictos  en  general. 

Art.  660.  El  conocimiento  de  los  inter- 
dictos corresponde  exclusivamente  á  ia 
jurisdicción  ordinaria,  cualquiera  que  sea. 
el  fuero  de  la  parte  contra  quien  se  in- 
tente. 

Art.  661.  Es  Juez  competente  para  co- 
nocer de  los  interdictos  el  del  lugar  en  que 
-esté  situada  la  cosa  objeto  de  ellos;  respec- 
to de  la  posesión  hereditaria  lo  es  también 
el  de  la  jurisdicción  en  que  se  ha  abierto* 
la  sucesión. 

Sección  segunda. 

Interdictos    posesorios. 

Art.  662.  Cuando  el  heredero  pida  la 
posesión  de  la  herencia  deberá  acompañar 
el  testamento  ó  justificar  la  falta  de  testa- 
mento, y  acreditar  lo  demás  que  exige  el 
artículo  674  del  Código  civil. 

Art.  663.  Dentro  de  veinticuatro  hora» 
de  haberse  pedido  la  posesión  de  la  he- 
rencia, el  Juez  mandará  darla  y  se  da- 
rá en  efecto  al  heredero,  sin  citar  á  la 
persona  ó  personas  que  estuvieren  pose- 
yendo las  cosas  pertenecientes  á  la  he- 
rencia. 

Art.  564.  Cuando  el  Juez  no  considere 
suficiente  la  justificación  producida  por  el 
heredero,  mandará  ampliarla,  indicando  el 
defecto.  El  heredero,  en  esle^  caso,  podrá 
apelar,  si  no  creyere  conforme  la  determi- 
nación, é  interpuesto  el  recurso  por  escrito 
ó  verbalmente,  se  practicará  lo  que  queda 
establecido  en  este  Código  para  la  a  pe  la  ció» 
de  la  sentencia  definitiva. 

Art.  665.  Cuando  el  que  sea  despojado 
de  su  posesión  solicite  ser  restituido  á  ella, 
justificará  que  su  posesión  era  legitima  y 
que  no  ha  transcurrido  un  ario  después 
dol  despojo;  y  el  Juez  procederá  del  mo- 
do prevenido  para  la  posesión  heredita- 
ria, en  ios  articules  precedentes  de  esta 
sección. 

Art.  566.  El  que  estando  en  posesión 
de  alguna  cosa  sea  perturbado,  ó  con  fun- 
damento tema  serlo,  puede  pedir  que  se  le 
ampare  en  la  posesión,  y  justificando  que 
la  tiene  con  derecho,  el  Juez  mandará  á  la 
persona  ó  personas  contra  quienes  se  di- 
rija la  queja  se  abstengan  de  todo  hecho 
que  perjudique  al  poseedor,  bajo  la  pena 
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pecuniaria  ó  de  prisión  que  considere  pío 
porción  fui  a. 

Art.  667.  Llevado  á  cabo,  y  si  en  vir- 
tud de  lo  dispuesto  en  el  art.  679  del  Có- 
digo civil,  no  se  hubieie  suspendido  el 
Decreto  que  acuerda  la  posesión  heredita- 
ria, la  restitución  ó  el  amparo,  se  procederá 
en  to  demás  de  conformidad  con  las  dispo- 
siciones respectivas  de  dicho  Código  sobre 
Posesión. 

Art.  668.  Puede  cualquiera  persona,  lia 
ciéndose  responsable  de  las  resultas  del 
juicio  y  dando  caución,  presentarse  por  el 
poseedor  ó  por  el  que  se  dice  perturbador  ó 
•despojador,  aun  sin  poder,  interviniendo 
<en  la  articulación  de  que  habla  el  art.  679 
del  Código  civil. 

Art.  66U.  En  todo  cabo,  aquellos  contra 
quienes  obren  los  Decretos  de  interdictos, 
tendrán  derecho  á  ser  oídos  en  juicio  ordi- 
nario; pero  el  despojador  no  podrá  recla- 
mar el  perjuicio  que  haya  sufrido  por  la 
restitución  decretada  por  el  Juez. 

Art.  670.  Si  dos  ó  más  personas  pidie- 
ren á  la  vez  la  posesión  de  alguna  cosa, 
ee  procederá  de  conformidad  con  lo  dis- 
puesto en  el  art.  681  del  Código  civil. 

Art.  671.  En  la  decisión  de  la  articula- 
ron á  que  se  refiere  el  art.  679  del  Código 
civil,  se  condenará  en  las  rostas  á  los  que 
resultaren  despojadores  ó  perturbadores. 
Las  reclamaciones  de  perjuicios  y  frutos 
•contra  los  mismos  se  deducirán  en  juicio* 
ordinario. 

Art.  672  Kn  el  juicio  sumario  no  se 
oirá  recurso  de  apelación  sino  en  el  efec- 
to devolutivo,  salvo  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 664. 

Art.  673.  Después  de  pasado  el  año  fija- 
do para  intentar  los  interdictos  no  podrá 
pedirse  la  posesión  hereditaria,  la  res- 
titución ó  el  amparo  sino  en  juicio  or- 
dinario; á  minos  que  se  haya  hecho  uso 
<le  la  fuerza  contra  el  legítimo  posee- 
dor, á  quien  en  este  caso  se  favorece- 
rá por  el  interdicto  posesorio,  en  cualquier 
tiempo. 

Art.  674.  Cuando  en  el  juicio  ordinario 
«e  pruebe  que  fueron  falsos  los  fundamen- 
tos alegados  por  el  querellante  para  la  res- 
titución ó  el  amparo,  se  le  condenarán 
satisfacer  todos  los  perjuicios  que  por  esta 
causa  sufriere  la  parte  contraria,  inclusi- 
ve las  costas  que  hubiere  pagado  por  el 
interdicto. 

Art.  676.  El  Juez  que  privare  á  algu- 
no de  su  posesión  sin  las  formalidades 
que  previena  esta  Ley,  será  responsable 
<ie  todos  los  perjuicios  ante  su  superior 
inmediato. 


Sección  tercera. 

Interdictos    prohibitivos. 

Art.  676.  La  denuncia  de  obra  nueva  se 
hará  por  escrito  ante  cualquier  Juez  que  ten- 
ga jurisdicción  en  el  lugar  en  que  se  halle 
la  obra,  y  el  Juez,  procediendo  de  conformi- 
dad con  lo  dispuesto  en  el  art.  682  de!  Códi- 
go civil,  proveerá  lo  que  corresponda  No  se 
oirá  apelación  de  la  providencia  que  prohiba 
la  continuación  de  la. obra. 

Art  677.  Si  se  prohibiere  la  continuación 
de  la  nueva  obra,  quedará  abierta  una  arti- 
culación desde  el  momento  en  que  se  lleve 
á  efecto  la  providencia.  Esta  articulación 
se  sustanciará  y  decidirá  del  mismo  modo 
que  se  sustancia  la  de  que  trata  el  art.  679 
del  Código  civil,  siendo  aplicable  también 
la  disposición  del  art.  668  del  presente  Có- 
digo. 

Si  el  decreto  prohibitivo  fuere  pronuncia- 
do por  un  Juez  que  no  sea  el  que  deba  Co- 
nocer de  la  causa,  remitirá  el  expediente, 
inmediatamente  después  de  ejecutado  di- 
cho decreto,  al  Tribunal  competente  para 
que  sustancie  y  decida  la  articulación,  con- 
cediéndose al  efecto  ei  término  de  la  distan- 
cia, si  hubiere  lugar,  cuando  los  dos  Tribu- 
nales residan  en  lugares  diferentes. 

El  fallo  del  Tribunal  sobre  la  articulación 
comprenderá  no  sólo  el  punto  sobre  conti- 
nuación ó  prohibición,  sino  los  demás  men- 
cionados en  el  art.  682  del  Código  civil. 

Art.  678.  Para  llevar  á  cabo  la  prohibi- 
ción de  continuar  la  obra  el  Juez  pasará  per- 
sonalmente ó  dará  comisión  bastante  á  su 
Secretario  para  que  pase  al  lugar  en  que 
estuviere  haciéndose  la  nueva  obra  á  noti- 
ficar la  prohibición,  bajo  la  pena  de  que  se 
destruirá  á  costa  del  dueño  de  la  obra  to- 
do lo  que  se  adelantare  después,  y  de  que  se 
exigirá  á  cada  trabajador  el  duplo  de  su  jor- 
nal ó  salario,  en  calidad  de  multa,  por  el 
tiempo  de  su  contravención,  estando  im- 
puesto de  la  prohibición.  Esta  se  hará  váli- 
damente no  sólo  ai  dueño  de  la  obras  sino 
también  á  los  trabajadores  que  allí  se  en- 
cuentren, si  aquél  no  estuviere  en  ella,  y  en 
defecto  de  éstos  á  cualquiera  persona  depen- 
diente del  dueño,  dejando  siempre  escrita 
la  orden  prohibitiva,  en  que  se  darán  razón 
de  la  persona  que  la  ha  solicitado  y  de  la  fe- 
cha en  que  se  ha  expedido. 

Art.  679.  Cuando  el  Juez  que  hubiere 
dictado  la  prohibición  no  fuere  el  mismo  lla- 
mado á  conocer  de  la  causa,  no  podrá  dar 
ninguna  otra  determinación,  á  menos  que 
sea  para  suspender  la  prohibición  por  desis- 
timiento del  demandante  antes  que  se  haya 
dirigido  el  expediente  al  Juez  de  primera 
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instancia,  y  aun  después,  si  estuvieren  de 
acuerdo  las  dos  partes,  dando  aviso  inme- 
diatamente en  este  raso  á  aquel  Magis- 
trado. 

Art.  580.  De  la  providencia  recaída  en 
la  articulación  que  prohiba  la  continuación 
de  la  obra,  no  se  admitirá  apelación  sino  en 
un  solo  efecto. 

Ait.  681.  Por  el  mismo  hecho  de  haber 
quedado  decidido  en  la  articulación  que  se 
suspende  la  obra,  tanto  el  demandante  como 
ai  demandado  se  entienden  citados  para 
comparecer  ante  el  Juez  competente,  en  el 
lérmino  ordinario,  para  la  contestación  y 
conciliación  y  secuela  del  juicio,  si  la  conci- 
liación no  tuviere  efecto. 

Art.  682.  En  lo  demás  Be  observarán  los 
trámites  del  juicio  ordinario,  y  se  concede- 
rán los  recursos  que  por  este  Código  pueden 
interponerse  en  todas  las  causas. 

Art.  683.  Los  demás  interdictos  prohibi- 
tivos se  sustanciarán  y  decidirán  de  la  ma- 
nera establecida  para  la  obra  nueva.  Pero 
en  caso  dts  que  el  peligro  sea  inminente,  se 
ocurrirá  á  las  Autoridades  de  policía,  antes 
ó  después  de  haberse  intentado  el  reclamo 
judicial,  y  sin  perjuicio  de  lo  que  se  deter 
minare  por  el  Juez  respectivo. 

TITULO  TU 

CONCORSO  DK  ACRKKPORKS 

Sección  primera. 

Cesión  de  bienes. 

Art.  684.  La  cesión  de  bienes  puede  in- 
tentarse en  cualquier  tiempo,  esté  ó  no  de- 
mandado el  solicitante,  y  aun  cuando  tenga 
un  solo  acreedor. 

Este  beneficio  no  puede  renunciarse  váli- 
damente. 

Art.  686.  Es  Juez  competente  para  co- 
nocer de  la  cesión  el  del  domicilio  del  soli- 
citante, pero  conforme  á  la  cuantía  de  todas 
las  deudas. 

Art.  686.  El  ceden  te  deberá  acompañar 
á  su  solicitud  una  lista  circunstanciada  de 
sus  bienes  y  de  los  títulos  activos  que  tenga 
contra  tercero,  excepción  de  aquellos  dere- 
chos meramente  personales  y  que  por  su 
naturaleza  no  pueden  transmitirse  á  otros. 

También  deberá  acompañar  otra  lista  de 
todas  sus  deudas,  con  expresión  de  la  pro- 
cedencia y  del  nombre  y  domicilio  de  los 
acreedores. 

Sin  la  presentación  de  estos  documentos 
no  se  dará  curso  á  la  solicitud. 

Art.  687.  El  Juez  ordenará  la  acumula 
ción  de  los  autos  sobre  juicios  particulares 
contra  el  deudor,  si  los  hubiere. 


Art.  588.  El  Juez  decretará  igualmente 
el  embargo  y  depósito  de  los  bienes  com- 
prendidos en  la  cesión,  y  mandará  vender 
en  pública  subasta  ó  por  encargo  á  person» 
de  responsabilidad  y  confianza,  con  cuenta 
y  razón,  á  precios  corrientes  de  plaza,  Ios- 
efectos  expuestos  á  corrupción  y  los  anima- 
les  cuya  conservación  sea  gravosa. 

Art.  689.  El  Juez  participará  al  Regis- 
trador del  lugar  en  que  se  harten  situados» 
los  inmuebles  presentados,  el  embargo  de- 
cretado, determinándolos  'p°r  8US  nombres,, 
por  el  lugar  de  su  situación  y  por  las  demás 
circunstancias  que  los  caractericen,  á  fin  de- 
que registre  él  oficio  de  participación  en  el 
protocolo  respectivo. 

Art.  690.  Por  el  mismo  decreto  mandará 
citar  á  todas  las  personas  comprendidas  er> 
la  lista  de  acreedores,  para  que  se  presen- 
ten en  el  Trihnnal  en  el  término  de  quince 
días  con  los  documentos  que  justifiquen  su 
derecho.  Este  decreto  se  publicará  por  car- 
teles y  por  la  imprenta,  si  fuere  posible. 

Art.  691.  Las  citaciones  se  harán  de  la 
manera  establecida  «m  el  tít.  6.0  libro  prime- 
ro; y  si  los  acreedores  ó  alguno  de  ellos  esta 
vieren  ausentes  del  lugar  del  juicio,  se  les 
concederá  á  más  del  término  de  quince  días, 
el  de  la  mayor  distancia,  que  el  Jneasefialará 
necesariamente.  Cuando  los  acreedores  ó  al- 
guno de  ellos  se  hallaren  fuera  del  territo 
rio  de  la  República,  se  les  nombrará  un  de- 
fensor, si  no  tuvieren  derechos  opuestos;  y 
si  no  pudieren  representarse  por  uno  solo,, 
se  nombrarán  los  necesarios.  En  amboé  ca- 
sos se  emplazará  á  los  defensores  y  se  les 
recibirá  juramento  de  desempeñar  fielmen- 
te su  encargo. 

Art.  692.     Se  reunirán   en  el  Tribunal  to 
dos  los  acreedores  presentes  y  los  defeuso 
res  de  los  ausentes  el  mismo  día  designado 
por  el  Juez,  que  será  el   último  del  término 
concedido  ó  el  inmediato  hábil,  si  aquél  fue 
re  feriado. 

El  Juez  señalará  también  la  hora  de  la 
reunión,  cuya  noticia  sedará  á  los  interesa- 
dos al  hacerles  la  citación. 

Art.  698.  El  defensor  de  ausentes  tendía 
tantos  votos  cuantos  sean  los  acreedores  que 
represente. 

Art.  694.  Si  no  concurrieren  todos  ó  la 
mayor  parte  de  los  acreedores,  Be  diferirá 
por  ocho  días  más;  y  los  que  no  se  hayan 
excusado  con  causa  justificada,  pagarán  un» 
multa  de  126  bolívares  y  quedarán  respon- 
sables del  perjuicio  que  la  demora  cause  á 
los  concurrentes,  si  éstos  lo  reclamaren.  A) 
octavo  día  de  la  prórroga  se  reunirán  los 
acreedores,  y  cualquiera  que  sea  el  número 
que  asista  á  esta  reunión,  constando  que  los 
demás  han  sido  legalmente  citados,  se  esti- 
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mará  suficiente  para  deliberar  en  todo  lo  re- 
lativo «1  objeto  de  bu  concurrencia.  Los  no 
comparecientes,  aunque  podrán  asistir  des- 
pués al  juicio,  no  tendrá.»  derecho  á  recla- 
mar contra  lo  que  te  hubiere  hecho  en  su 
ausencia*. 

Art.  595.  Reunidos  los  acreedores  se  pro- 
cederá en  la  forma  siguiente:  el  -Secretario 
dará  lectura  á  la  solicitud  ó  libelo  del  deudor 
y  á  las  listas  de  bienes  y  deudas.  Lncjjo  in- 
formará el  mismo  Secretario  de  las  disposi- 
ciones acordadas  por  el  Tribunal  para  el 
secuestro  y  depósito  de  los  bienes  ó  su  ven- 
ta, en  el  caso  de  que  habla  el  art.  688,  y  del 
resultado  que  aquéllos  hubieren  tenido.  Los 
acreedores  en  seguida,  y  por  el  orden  de  la 
lista  respectiva,  pondrán  en  manos  del  Juez 
el  documento  6  documentos  que  legitimen 
sus  créditos,  y  por  el  mismo  orden  se  irá 
dando  lectura  de  ellos  por  el  Secretario.  Kt- 
tos  documentos  serán  vistos  y  reconocidos 
por  todos  los  interesados,  finalizada  su  lec- 
tura, procediéndoee  en  ello  con  orden,  mo- 
deración y  silencio.  Cuando  el  Juez  crea  ha- 
ber dado  suficiente  tiempo  para  esta  opera- 
ción, invitará  al  deudor,  si  estuviere  presen- 
te, pata  que  exponga  lo  que  crea  conducente 
al  objeto  de  su  solicitud,  y  concluida  la  ex 
posición  de  éste  invitará  también  á  los 
acreedores,  nno  á  uno,  y  por  el  orden  referi- 
do, á  que  manifiesten  su  determinación  res 
pecio  de  la  cesión  y  las  tachas  ú  observado 
nes  que  tengan  que  hacer  sobre  la  legitimi- 
dad ó  carácter  de  los  créditos  de  los  demás 
acreedores.  El  Secretario  recogerá  las  opi- 
niones sobre  ambos  puntos,  á  medida  que  se 
fueren  emitiendo,  y  las  publicará  en  el  mis- 
mo orden,  reduciéndose  á  los  términos  más 
cortos  posibles;  y  los  que  no  estuvieren  con- 
formes con  lo  que  hubiere  escrito  el  Secreta- 
rio, podrán  hacer  Ihs  correcciones  que  quie- 
ran antes  de  oir  é  otro  de  los  concurrentes. 
Al  fin  se  publicará  por  el  mismo  funcionario 
por  cuántos  votos  se  admite  ó  se  rechaza  la 
cesión,  cuáles  son  los  créditos  tachados  y 
cuántos  votos  se  han  reunido  contra  cada 
uno  de  éstos.  Si  no  ocurriere  alguno  de  los 
casos  previstos  en  el  art.  1.915  del  Código 
civil,  ó  sí  tratándose  de  alguno  de  los  cuatro 
primeros  casos  hubiere  unanimidad  de  votos 
en  favor  de  la  cesión,  quedará  ésta  por  el 
mismo  hecho  admitida  y  Be  emplazara  á  los 
acreedores  discordes  sobre  la  legitimidad  de 
sus  créditos  para  la  conciliación,  dentro  de 
tercero  día;  pero  si  fuere  al  contrario,  se 
suspenderá  la  admisión  de  la  cesión  hasta  la 
conclusión  de  la  controversia  en  todas  sus 
instancias,  y  se  emplazará  para  la  concilia- 
ción á  las  partes  discordes,  después  de  haber 
firmado  todos,  con  el  Juez  y  el  Secretario,  el 
acta  que  extenderá  este  último. 


Art.  596.  Para  Ja  conciliación  de  los 
acreedores  discordes  se  oirá  primero  á  los 
que  han  tachado  los  créditos  presentados 
por  el  deudor,  después  al  deudor,  si  hubiere 
concurrido,  y  últimamente  á  los  que  sosten- 
gan la  legitimidad  de  dichos  créditos.  Si  se  » 
tratare  de  un  acreedor  que  se  haya  incorpo- 
rado, se  le  oirá  primero  respecto  de  la  tacha 
á  él  opuesta  El  Juez  procurará  el  avenimien- 
to de  las  partes,  sin  manifestar  opinión  sobre 
sus  derechos;  y  si  no  pudiere  lograrse  des- 
pués de  una  discusión  suficiente,  á  su  juicio, 
terminará  el  acto  haciendo  redactar  por  el 
Secretario  los  fundamentos  ó  razones  alega- 
dos en  pro  y  contra,  firmando  con  él  y  dicho 
Secretario  todos  los  presentes.  Si  se  lograre 
la  conciliación,  se  expresará  esto  sólo  en  el 
acta,  y  los  créditos  tachados  se  entenderán 
por  el  mismo  hecho  admitidos.  En  esta  con- 
ciliación no  es  permitido  estipular  condicio 
nes  que  no  cedan  en  beneficio  de  todos  los 
acreedores  generalmente. 

Art.  697.     Cuando  los  acreedores  discor- 
des no  quedaren  avenidos,  el  procedimiento  ' 
continuará  como  en  el  juicio  ordinario. 

Art.  698.  Si  los  acreedores  se  negaren  á 
admitir  la  cesión  ó  hubiere  duda  sobre  si  el 
deudor  puede  hacer  cesión  de  bienes,  el 
Juez  declarará  si  es  .legal  la  cesión;  conce- 
diendo antes  el  término  para  pruebas,  si  los 
interesados  lo  exigieren.  Este  término  no 
podrá  ser  mayor  del  término  ordinario  de 
pruebas. 

Art.  699.  Concliiída«Ja  controversia  sobre 
calificación,  los  acreedores  podrán  pedir 
nuevo  depósito  en  persona  de  la  confianza 
de  la  mayoría  de  los  concurrentes,  sin  nece- 
sidad de  expresar  causa  para  la  remoción  del 
depositario  nombrado  por  el  Juez,  y  estable- 
cerán el  orden  de  los  pagos  según  la  prefe- 
rencia de  cada  crédito.  Si  no  estuvieren  to- 
dos de  acuerdo  sobre  la  graduación  de  di- 
chos créditos,  el  Juez  la  hará  dentro  de  tres 
días.  Para  la  graduación  deberán  ser  citados 
ios  acreedores,  por  lo  menos  tres  días  antes. 

Art.  6^0.  Concluidas  todas  las  controver- 
sias, y  si  no  hubiere  convenio  que  lo  impida, 
celebrado  ion  arreglo  al  art.  1.922  del  Códi- 
go civil,  se  procederá  al  justiprecio  de  los 
bienes  cedidos  y  se  sacarán  á  remate,  distri- 
buyéndose los  fondos,  bien  se  haya  admitido 
ó  negado  la  cesión,  con  arreglo  á  la  gradua- 
ción. 

Art.  601.  Desde  el  día  en  que  se  intro- 
duzca la  cesión  de  bienes,  cesarán  los  inte- 
reses, sólo  respecto  de  la  masa,  sobre  todo 
crédito  no  garantido  con  privilegio,  prenda 
ó  hipoteca. 

Los  intereses  de  los  créditos  garantidos 
no  podrán  cobrarse  sino  del  producto  de 
los  bienes  afectos  al  privilegio. 
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Los  créditos  de  plazo  no  vencido,  contra- 
tados sin  interés,  sufrirán  un  descuento,  á 
la  rata  legal,  por  lo  que  falte  de  plazo  desde 
el  mismo  día  en  que  se  declare  introducida 
la  cesión. 

Art.  602.  Son  nulos  y  no  surtirán  efecto 
con  respecto  á  los  acreedores  del  concurso, 
los  actos  siguientes  efectuados  por  el  deu- 
dor, después  de  la  introducción  de  la  solici- 
tud de  la  cesión  y  en  los  veinte  días  prece- 
dentes á  ella: 

La  enajenación  de  bienes  muebles  ó  in- 
muebles á  título  gratuito. 

Con  relación  á  las  deudas  contraídas  an- 
tes del  indicado  término,  los  privilegios  ob- 
tenidos dentro  de  él  por  razón  de  hipoteca 
convencional  ó  otra  causa. 

Los  pagos  de  plazo  no  vencidos. 

Los  pagos  de  deuda  de  plazo  vencido  que 
no  sean  hechos  en  dinero  ó  en  papeles  ne- 
gociables. 

Las  disposiciones  de  este  artículo  se  en- 
tienden sin  perjuicio  de  que  puedan  ser  ata- 
cadas las  enajenaciones  hechas  en  fraude 
de  acreedores,  dentro  del  término  que  el 
Código  civil  señala  á  estas  acciones. 

Art.  603.  Para  Iasf  resoluciones  de  los 
acreedores  que  no  sean  de  aquellas  á  que  se 
refiere  el  art.  1.922  del  Código  civil,  basta 
que  la  mayoría  de  las  personas  concurra,  con 
la  mayor  cantidad  de  créditos,  pin  contarse 
los  acreedores  ó  defensores  de  los  ausentes 
que  no  hayan  concurrido,  ni  con  sus  crédi- 
tos. Si  no  hubiere  mayoría,  el  Juez  decidirá 
lo  que  haya  de  efectuarse. 

Art.  604.  Los  acreedores  por  mayoría 
podrán  nombrar,  cuando  lo  estimen  necesa- 
rio, persona  que  represente  al  concurso, 
bien  en'  asuntos  ó  puntos  determinados, 
bien  en  todos  los  asuntos  en  que  tenga  in- 
terés el  mismo  concurso. 

Seeción  segunda. 

Concurso   necesario. 

Art.  605.  Cuando  se  presenten  dos  ó  más 
acreedores  demandando  el  pago  de  sus  cré- 
ditos porque  su  deudor  esté  demandado,  ó 
cuando  se  presenten  más  de  dos  porque  ha- 
ya muerto  ó  porque  se  haya  fugado,  se  reu- 
nirán sin  citar  á  ningún  otro,  y  procederán 
á  la  calificación  de  sus  créditos  en  la  forma 
prevenida  en  el  art.  595,  continuándose  la 
causa  como  en  el  juicio  de  cesión  de  bienes; 
pero  en  el  decreto  de  declaratoria  de  con- 
curso no  se  declarará  embargo  sino  de  bie- 
nes suficientes  á  cubrir  los  créditos  que 
consten  de  un  modo  auténtico,  sin  perjuicio 
de  extenderlo  después,  si  hubiere  lugar  á 
ello. 


Art.  606.  La  muerte  ó  fuga  del  deudor 
deberán  acreditarse  en  sus  casos  para  pro- 
mover el  concurso. 

Art.  607.  Si  después  de  la  reunión  de  los 
Acreedores  se  presentare  algún  nuevo  acree- 
dor, será  admitido  al  concurso;  pero  sólo 
con  derecho  á  participar  de  los  fondos  que 
no  estuvieren  distribuidos,  si  la  naturaleza 
de  su  crédito  no  le  diere  otro?  derechos. 

Art.  608.  Siempre  que  aparezca  un  nue- 
vo acreedor  se  practicará  lo  prevenido  para 
la  calificación  de  los  créditos  en  concurso  y 
se  declarará  por  el  Juez  el  lugar  que  debe 
ocupar  en  la  graduación,  si  estuviere  hecha. 

Art.  609.  Los  acreedores  que  ocurrieren 
primero  tienen  derecho  para  exigir  que  con- 
tinúe el  juicio  que  promovieron  y  que"  se 
lleve  á  efecto  lo  que  se  sentenciare,  dando 
fianza  para  responder  aí  acreedor  última- 
mente presentado  de  lo  que  se  declare  á  su 
favor  en  las  cantidades  ó  bienes  que  reciba, 
en  cuyo  caso  se  seguirá  por  separado  el  jui- 
cio á  que  diere  lugar  el  reclamo  de  dicho 
acreedor. 

Art.  610.  En  esta  especie  de  concurso 
será  Juez  competente  el  de  primera  instan- 
cia que  conoce  de  la  demanda  anterior  que 
da  origen  á  la  presentación  de  los  acreedo- 
res, si  fuere  el  del  domicilio  del  deudor,  y 
en  los  casos  de  muerte  ó  fuga,  el  de  la  juris- 
dicción en  que  estaba  domiciliado  el  deu- 
dor. Si  éste  no  tenía  domicilio  conocido,  el 
de  la  jurisdicción  en  que  se  hallaren  la  ma- 
yor parte  de  los  bienes. 

título  viii 

DCSLIKDB  DB  TIERRAS 

Art.  611.  El  deslinde  judicial  deberá  pe- 
dirse ante  el  Juez  de  distrito  ó  departamen- 
to en  cuya  jurisdicción  se  encuentren  los 
terrenos  que  quieran  deslindarse. 

Art.  612.  Para  pedir  el  deslinde  se  pre- 
sentará el  título  de  propiedad  de  las  tierras, 
que  determine  su  extensión  y  límites,  ó  la 
justificación  suficiente  que  lo  supla. 

Art.  613.  En  la  misma  audiencia  en  que 
se  presente  la  solicitud  sé  mandará  citar  á 
todos  los  colindantes,  y  se  señalará  día  para 
la  operación. 

Art.  614.  Para  este  señalamiento  se  ten- 
drá presente  que  no  deberá  practicarse  el 
deslinde  antes  de  ocho  días,  después  de  ha- 
berse hecho  la  última  citación. 

Art.  616.  El  Juez  concurrirá  en  persona 
al  deslinde,  y  designará  los  lugares  en  que 
deban  situarse  los  mojones  que  dividan  las 
tierras.  Si  hubiere  necesidad  de  prácticos, 
los  nombrará  él  mismo.  Pero  si  en  dicho 
acto  alguno  de  los  demandados  opusiere  al- 
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guna  excepción  dilatoria  ú  otra  que  requie- 
ra previo  pronunciamiento,  se  suspenderá 
el  procedimiento  haciéndose  constar  lo  ocu- 
rrido, y  remitiéndose  los  autos  al  respectivo 
Jaez  de  primera  instancia  para  que  sustan- 
cie y  decida  la  cuestión. 

Si  en  virtud  de  la  decisión  de)  Juez  de 
primera  instancia  debiere  procederse  al  des- 
linde, remitirá  aquél  inmediatamente  los 
autos  al  Tribunal  respectivo  para  la  ope 
ración. 

Árt.  616.  Cuando  alguno  de  loa  colin- 
dan tea  se  oponga  á  la  designación  de  algún 
lindero,  presentará  el  título  de  sus  tierras  ó 
documento  supletorio  suficiente,  al  acto  del 
deslinde,  y  el  Juez,  si  no  pudiere  cortar  en 
conciliación  la  disputa;  después  de  exami- 
nar los  títulos  y  oir  á  los  prácticos,  si  le  pa- 
reciere necesario,  fijará  un  lindero  provisio- 
nal, haciendo  la  debida  apreciación  del  mé- 
rito de  los  autos  y  del  resultado  de  sus  ob- 
servaciones sobre  el  terreno;  lindero  que  se 
respetará  mientras  se  decida  la  cuestión. 

Al  colindante  á  quien  se  pruebe  haber 
traspasado  ó  alterado  el  lindero  provisional 
fijado  por  el  Jnez,  se  impondrá  una  multa 
de  200  á  1.000  bolívares,  y  quedará  sujeto  á 
responder  de  los  perjuicios  que  hubiere  oca- 
sionado. 

Art.  617.  Desde  aquel  día  correrá  el  tér 
mino  ordinario  de  pruebas  sobre  la  oposi- 
ción del  colindante,  siempre  que  el  Juez  de 
primera  instancia,  á  quien  en  todo  caso  de- 
berá pasarse  el  expediente,  resida  en  la 
misma  parroquia;  pues  residiendo  en  otra, 
no  correrá  sino  desde  el  día  en  que  el  ex- 
pediente llegue  á  sus  manos.  La  causa  se- 
guirá por  los  trámites  ordinarios  en  todas 
sus  instancias. 

Art.  618.  Las  partes  quedan  citadas  en 
aquel  acto,  y  el  Juez  les  advertirá  el  perjui- 
cio que  les  resultaría  de  no  ocurrir  ante  el 
de  primera  instancia  á  instruir  sus  pruebas 
dentro  del  término  indicado  en  el  artículo 
anterior. 

Art.  619. '  Loe  títulos  ó  documentos  pre- 
sentados por  el  colindante  opositor  se  agre- 
garán siempre  al  expediente,  y  en  la  dili- 
gencia del  deslinde  se  expresará  todo  lo  que 
hubiere  ocurrido  con  motivo  de  la  oposición. 

Art.  620.  La  diligencia  del  deslinde, 
haya  ó  no  oposición,  la  firmarán  el  intere- 
sado y  todos  los  colindantes  que  hubieren 
concurrido,  con  el  Juez  y  Secretario,  y  si  al- 
guno no  supiere  ó  no  quisiere  firmar  se  ex- 
presará así,  advirtiéndose  al  que  no  quiera 
firmar  que  esta  falta  no  le  favorecerá  de 
modo  alguno. 

Art.  621.  Guando  no  haya  oposición  se 
devolverán  los  títulos  presentados,  quedan- 
do en  el  expediente  nota  de  la  entrega,  que 


firmará  cada  interesado  ó  un  testigo  por  el 
que  no  sepa  firmar,  y  el  Secretario;  y  se  pa- 
sará dicho  expediente  á  la  oficina  de  Regis- 
tro correspondiente,  en  donde  podrán  solici- 
tar los  interesados  las  copias  que  quisieren, 
sin  decreto  ó  mandato  del  Juez. 

Art.  622.  También  se  pasará  á  la  misma 
oficina  de  Registro  copia  auténtica  de  la  ul- 
tima diligencia  del  deslinde  que  se  practi- 
que, conforme  á  la  sentencia  ejecutoriada 
en  el  pleito,  cuando  haya  oposición. 

TITULO  IX 

JOIOIO  DE  CüBKTAá 

Art.  623.  Guando  se  demande  cuentas  al 
tutor,  curador,  socio,  administrador  ó  encar- 
gado de  intereses  ajenos,  y  el  demandante 
acredite  de  un  modo  auténtico  la  obligación 
en  que  se  halla  el  demandado  de  rendirlas 
y  la  época  determinada  que  deben  compren- 
der, el  Juez  acordará  en  el  mismo  acto  de  la 
contestación  que  las  presente  en  un  término 
de  ocho  á  veinte  días,  qué  él  mismo  fijará; 
á  menos  que  el  demandado  acompañare  á 
su  contestación  prueba  auténtica  de  haber- 
las rendido  ya,  ó  bien  que  no  estando  pro- 
bado el  período  determinado  que  deben 
comprender  las  cuentas,  el  demandado  ale- 
gue que  su  obligación  se  limita  á  un  período 
de  tiempo  no  igual  al  que  pretende  el  de- 
mandante. 

Art.  624.  Gontra  la  determinación  del 
Juez,  cuando  ha  presentado  el  actor  la  prue- 
ba antentica  de  la  obligación  y  de  su  exten- 
sión, sólo  se  oirá  apelación  en  el  efecto  de- 
volutivo. 

Art.  625.  En  el  caso  de  pretender  el  de- 
mandado haber  rendido  ya  la  cuenta  ó  no 
deberla  rendir  de  todo  el  tiempo  que  dice  el 
actor,  se  suspenderá  el  procedimiento  de 
cuenta  y  se  seguirá  en  juicio  ordinario  la 
controversia  entre  las  partes,  hasta  su  deci- 
sión definitiva. 

Art.  626.  En  todo  caso  la  cuenta  debe 
presentarse  en  términos  claros  y  precisos, 
año  por  afio,  con  sus  cargos  y  abonos  crono- 
lógicos, de  modo  que  pueda  ser  examinado 
fácilmente;  y  con  todos  los  libros,  documen- 
tos, comprobantes  y  papeles  pertenecientes 
á  ella. 

Art.  627.  Pasado  el  término  señalado  por 
el  Juez,  ó  el  que  da  la  Ley  para  la  ejecución 
del  fallo  ejecutoriado,  si  no  se  hubieren 
puesto  las  cuentas  ordenadas  en  el  Tribunal 
y  la  parte  contraria  no  hubiere  desistido  de 
su  demanda,  se  apremiará  al  demandado 
con  multas  diarias  de  cuarenta  bolívares 
hasta  que  las  produzca.  Gesará  ese  apremio 
cuando  el  demandado  presente  al  Tribunal 
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las  cuentas  ordenadas  ó  los  documentos  ne- 
cesarios para  formarlas,  ó  fiador  abonado,  á 
juicio  del  Juez,  que  se  obligue  á  pagar  el 
saldo  que  resulte  contra  el  demandado  y  ios 
costos  que  cause  su  arreglo, 

Art.  628.  Para  la  formación  de  la  cuenta, 
en  caso  de  no  presentarse  ordenada,  se  non» 
brará  mi  perito  por  cada  parte,  ó  uno  por 
las  dos,  si  convinieren  en  ello.  £1  demanda- 
do deberá  hacer  este  nombramiento  al  acto 
de  entregar  los  papeles  de  la  cuenta,  y  el 
demandante,  desde  que  cumplido  el  plazo 
fijado,  se  informe  de  la  falta  de  aquél.  El 
Juez  nombrará  un  tercero  para  el  caao  de 
discoidia.  Los  que  son  nombrados  por  las 
partes  no  pueden  ser  recusados,  y  el  tercero 
nombrado  por  el  Juez  sólo  podrá  serio  con 
causa  justificada. 

Art.  629.  %  Si  las  partes  no  nombraren  pe- 
ritos para  el  arreglo  de  la  cuenta,  pasados 
los  períodos  designados  en  que  pueden  ha- 
cerlo, eJ  Juez  nombrará  uno,  y  éste  tampoco 
podrá  ser  recusado  sino  con  causa  justi- 
ficada. 

Art.  630.  Siempre  que  haya  de  recusarse 
un  perito,  deberá  proponerse  la  recusación 
dentro  de  las  cuarenta  y  ocho  horas  después 
de  su  aceptación. 

Art.  631.  Los  peritos  no  podrán  resolver 
ningún  punto  de  derecho  ni  hacer  adjudica 
ciones  ó  aplicaciones  que  no  esión  determi- 
nadas, y  se  reducirán  sencillamente  á  orde- 
nar la  cuenta  según  .sus  conocimientos  en  et 
arte  de  formarla.  Si  les  ocurriere  «luda  sobre 
alguna  cosa,  y  por  esto  dejaren  de  poner  al- 
guna partida  ó  suspendiereu  alguna  opera- 
ción necesaria,  arreglarán  la  cuenta  en  lo 
demás,  si  fuere  posible,  y  presentarán  en 
pliego  separado  sus  dudas  ú  observaciones, 
expresando  con  claridad  la  partida  ú  opera- 
ción que  ha  dejado  de  comprenderse  en  la 
cuenta,  y  los  fundamentos  de  su  duda. 

Art.  632.  Los  peritos  tendrán,  para  for- 
mar la  cuenta,  el  tiempo  que  consideren  su- 
ficiente, determinándolo  al  acto  de  aceptar 
sus  nombramientos.  Cuando  exigieren  di- 
versos términos  se  concederá  el  más  largo; 
y  no  se  prorrogará  en  ningún  «aso,  sino  con 
justo  motivo,  á  juicio  del  Juez  y  por  una  so- 
la vez. 

Art.  633.  Podrá  apremiarse  á  los  peritos 
cuando  no  llenen  su  encargo  en  el  término 
prefijado,  con  multas  que  principiarán  por 
diez  bolívares,  y  que  continuarán  duplicán- 
dose diariamente  El  importe  total  de  las 
multas  se  descontará  de  lo  que  deba  abo- 
nárseles por  su  trabajo. 

Art.  634.  Presentada  la  cuenta  al  Tribu 
nal,  sea  pnr  el  demandado,  Bea  por  los  peri- 
tos, se  comunicará  vista  de  ella  al  deman- 
dante, con  término  de  ocho  días  para  devol- 


verla, y  en  el  segundo  caso,  también  al  de 
mandado  con  el  mismo  término.  Si  se  hicie- 
ren observaciones  sobre  et  orden  de  la 
cuenta,  se  pasarán  ajos  peritos  para  su  in- 
forme y  reforma  de  la  cuenta,  si  se  encon- 
traren exactas  las  obsecvaciones;  pero  si  és- 
tas recayeren  sobre  la  legitimidad  de  las 
partidas  ó  sobre  cualquiera  otra  cosa  de  que 
deba  responder  el  demandado,  se  le  pasa 
ráu  para  que  conste.  Estos  traslados  debe- 
rán satisfacerse  dentro  de  cuatro  díaB  y  se 
encargará  de  comunicarlo»  la  persona  á 
quien  intecese  el  esclarecimiento  de  la  duda, 
pudiendo  valerse  de  un  Juez  inferior  en  ca- 
so que  lo  rehuse  la  persona  que  deba  reci- 
birlo, á  fin  de  acreditar  esta  resistencia,  cu- 
ya pena  terá  para  el  demandado  de  cien  bolí- 
vares de  multa  por  cada  vez  que  cometa  es- 
ta falta,  y  para  los  peritos  veinte  bolívares 
por  cada  resistencia. 

Art.  636.  El  demandado  y  los  peritos  en 
sus  casos  deberán  poner  en  el  Tribunal  el 
expediente  con  su  contestación,  dentro  del 
término  señalado;  y  si  no  lo  hicieren  así  se 
usará  de  los  mismos  apremios  que  se  esta- 
bleced en  el  artículo  anterior. 

Art.  636.  Puesto  en  este  estado  el  nego- 
cio, señalará  el  Juez  el  día  en  que  se  ocupa- 
rá en  el  examen  de  la  causa  para  senten- 
ciarla. Este  señalamiento  no  se  hará  para 
antes  de  tres  días  ni  para  después  de  ocho 
de  haberse  devuelto  el  último  traslado. 

Si  alguna  de  las  partes  manifestare  nece- 
sidad de  promover  pruebas,  el  Juez,  antes  de 
señalar  día  para  ver  la  causa,  concederá  el 
término  que  por  la  cuantía  del  negocio  co 
rresponda,  según  este  Código. 

Art.  637.  El  Juez  resolverá  sobre  todas 
las  dudas  y  observaciones  que  se  hubieren 
prepentado.  aun  cuando  nada  se  hubiere 
contestado  sobre  ellas,  sin  exigir  nuevos  in- 
formes, fuera  de  los  que  á  la  vez  puedpn ofre- 
cer los  interesados  ó  los  peritos,  si  concurrie- 
ren al  Tribunal   para  la  vista  de  la  causa. 

Art.  638.  Cuando  las  personas  obligadas 
á  dar  cuentas  ó  á  presentar  documentos  para 
formarlas,  falten  á  uno  y  otro  deber  sin  mo- 
tivo legal,  se  admitirá  la  razón  Jurada  del 
demandante  como  documento  suficiente  para 
proceder  contra  el  demandado  en  virtud  de 
la  acción  ejecutiva,  y  aun  para  el  remate  de 
bienes  y  consiguiente  pago,  si  no  se  hubiere 
contradicho  la  obligación  de  dar  cuentas,  ó 
si  disentida  se  la  hubiere  declarado  con  lugar 
por  sentencia  ejecutoriada.  El  Juez  podrá 
reducir  la  fijación  hecha  por  el  demandante, 
si  la  creyere  exagerada. 

Art.  639.  Dada  la  sentencia,  se  admitirán 
los  recursos  legales  y  la  causa  seguirá  en  las 
demás  instancias  conforme  á  las  reglas  esta- 
blecidas para  todos  los  juicios. 
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TÍTULO  X 

OKL    KBTAKIK)    PERJUDICIAL 

Art.  640.  La  demanda  por  retardo  per- 
judicial tiene  lugar  cuando  hay  demora  ma- 
liciosa del  actor  en  promover  su  demanda,  ó 
temor  fundado  de  que  desaparezca  alguna 
prueba  del  promovente. 

Art.  641.  Para  preparar  la  demanda  pue- 
de el  demandante  instruir  justificativo  ante 
cualquier  Juez. 

Art.  642.  Erí  caso  de  que  la  demanda  sea 
por  demora  maliciosa,  la  solicitud  se  dirigirá 
á  que  se  prevenga  al  demandado  que  deduz- 
ca sus  arciones  dentro  del  término  que  el 
Juez  determine,  atendidas  las  circunstancias, 
so  pena  de  no  poderlo  hacer  sino  cuando  no 
sufra  el  promovente  el  perjuicio  que  tema. 

Art.  643.  Si  la  demanda  se  fundare  en  el 
temor  de  que  desaparezcan  algunos  medios 
de  defensa  del  demandante,  la  solicitud  ten- 
drá por  objeto  que  se  evacué  inmediatamen- 
te la  prueba.  Respecto  de  este  caso,  las  fun- 
ciones del  Tribunal  se  limitarán  á  practicar 
las  diligencias  promovidas,  con  citación  de 
la  parte  contraria,  que  podrá  preguntar  los 
testigos,  quedando  al  Tribunal  que  venga  á 
conocer  de  la  cansa  la  facultad  de  estimar  si 
se  han' llenado  las  circunstancias  requeridas 
para  dar  por  válida  la  prueba  anticipada. 

Art.  644.  En  ninguno  de  loe  casos  de  este 
título  se  admitirá  recurso  de  apelación  á  la 
parte  contra  quien  se  promueve. 

Art.  646.  El  Juez  competente  para  cono- 
cer de  estas  demandas  es  el  del  domicilio  del 
demandado,  ó  el  que  haya  de  serlo  para  co- 
nocer del  juicio  que  se  pretende  provocar,  á 

elección  del  demandante. 

t 

TITULO  XI 

JUICIO   DK  AI.1MKNT03 

Art.  646.  Cuando  el  juicio  verse  sobre 
alimentos  futuros,  que  se  reclamen  en  vir- 
tud de  las  disposiciones  del  tít.  8.°,  libro  pri- 
men» del  Código  civil,  el  Juez  resolverá  des- 
pués de  contestada  la«demanda,  que  se  pa- 
se al  alimentario  la  cantidad  que  estime 
proporcionada  á  sus  necesidades  y  á  los  bie- 
nes del  quedebe  prestarlos, si  estuviere  com- 
probado de  un  modo  auténtico  el  carácter 
de  los  litigantes  en  virtud  del  cual  pretenda 
el  demandante  tener  derecho  á  los  alimentos, 
y  si  hubiere  prueba  de  la  necesidad  en  que 
se -halla  y  la  imposibilidad  en  que  está  de 
proporcionárselos  y  de  que  el  demandado 
tiene  los  recursos  suficientes. 

De  las  providencias  dictadas  conforme  á 
este  artículo  sólo  se  concederá  apelación  en 


un  solo  efecto.  Si  el  Juez  no  pudiere  estimar 
los  alimentos,  se  procederá  á  su  fijación  con 
arreglo  al  tít.  8.°,  libro  primero  del  Código 
civil. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  no  impide 
que  el  demandado  pueda  usar  del  derecho 
de  prestar  los  alimentos  en  su  propia  casa, 
en  los  casos  en  que  así  lo  permitan  las  (lis 
posiciones  del  título  citado. 

.Art.  647.     En  todo  lo  demás  se  procederá 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  para  el  juicio  or 
dinario. 

Art.  648.  Respecto  á  los  alimentos  que 
se  reclamen  por  cualquiera  otra  causa,  se 
procederá  conforme  á  las  reglas  establecidas 
para  los  demás  juicios. 

TITULO  XII 

DEMANDAS  EN  QÜB  TIENEN  1NTKRÉS   LAS  RENTAS 
NACIONALES  O  MUNICIPALES 

Art.  649.  Cuando  los  tesoreros,  adminis- 
tradores ú  otros  empleados  en  la  recauda- 
ción de  las  rentas  nacionales  ó  municipales 
tengan  que  demandar  judicialmente  canti- 
dades líquidas,  ú  otra  cosa  cierta,  que  corres 
ponda  á  los  ramos  de  que  están  encargados, 
lo  harán  ante  el  Juez  competente  según  la 
cuantía  del  reclamo,  de  conformidad  con  el 
Código  orgánico  de  Tribunales. 

Art.  650.  En  la  demanda  se  presentará 
la  liquidación  del  crédito  ó  documento  que 
le  justifique,  y  si  dicha  liquidación  ó  docu- 
mento tuviere  fuerza  ejecutiva,  se  acordará 
en  la  misma  audiencia  la  intimación  al  deu- 
dor para  quo  pague  dentro  de  tres  días,  aper 
cibido  de  ejecución. 

Art.  661.  Si  el  cuarto  día  no  acreditare 
el  demandado  haber  cumplido  con  aquella 
orden,  se  procederá  como  en  el  caso  de  eje- 
cución de  sentencia.  , 
,  Art.  652.  El  deudor  puede  proponer  sus 
excepciones  en  el  término  de  ocho  días, 
contados  desdo  que  se  le  intime  al  pago; 
y  si  residiere  futra  del  lugar  en  que  se 
halla  el  Tribunal,  tendrá  un  día  más  por 
cada  treinta  kilómetros.  Vencido  este  tér- 
mino no  será  oído.  El  juicio  sobre  las  ex- 
cepciones seguirá  por  los  trámites  del  or- 
dinario, sin  impedir  ni  suspender  el  remate 
de  los  bienes  embargados;  pero  se  entende 
rán  hipotecados  todos  los  ramos  de  la  Ha- 
cienda pública  ó  municipal,  en  su  caso,  y 
el  empleado  demandante  responsable  de 
mancomún  é  in  sólidum  para  la  indemniza- 
ción del  perjuicio  que  sufra  el  demandado, 
si  resultare  el  cobro  indebido.  El  empleado 
demandante  será  también  responsable  del 
perjuicio  que,  en  tal  caso,  sufra  la  Hacienda 
pública. 
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Art.  653.  En  cualquier  estado  del  jui- 
cio en  que  el  demandado  presente  do- 
cumento público  que  excluya  la  acción, 
se  suspenderá  la  ejecución  respecto  de  ios 
bienes  que  no  se  bayan  rematado. 

Art.  654.  En  las  demandas  ordinarias 
en  que  no  se  proceda  en  virtud  de  acción 
ejecutiva,  bien  sea  el  empleado  demaudan- 
te  ó  demandado,  se  arreglará  el  procedi- 
miento á  lo  establecido  para  todos  los  jui- 
cios, con  sólo  la  diferencia  de  que  el  repre- 
sentante de  la  Hacienda  publica  no  está 
obligado  á  comparecer  al  Tribunal,  excepto 
en  el  caso  de  que  deba  absolver  posicio- 
nes, ni  á  nombrar  apoderado;  que  cuando 
no  comparezca  deberá  pasársele  copia  de 
la  contestación  del  demandado,  y,  cuando 
él  lo  sea,  se  recibirá  su  contestación  por 
escrito,  y  que  en  ningún  caso  se  exigirá 
como  necesaria  la  conciliación. 

Art.  655.  Si  el  Tesoro  público  ó  muni- 
cipal fuere  condenado  á  pagar  una  cantidad 
ó  cualquiera  otra  cosa  indeterminada,  se 
suspenderá  la  ejecución  y  ocurrirá  el  Tri- 
bunal, con  copiado  la  sentencia  que  haya 
causado  ejecutoria,  al  cuerpo  encargado  de 
formar  el  presupuesto  de  los  gastos  nacio- 
nales ó  municipales,  para  que  coloque  en 
él  la  correspondiente  partida  ó  determi- 
ne el  modo  en  que  haya  de  verificarse  el 
pago. 

Art.  656.  Si  el  Tesoro  nacional  ó  muni- 
cipal fuere  condenado  á  entregar  una  cosa 
determinada,  el  Tribunal  ejecutor  proce- 
derá conforme  á  las  reglas  establecidas 
para  el  caso,  en  la  Ley  sobre  ejecución 
de  sentencia. 

TITULO  XIII 

RECTIFICACIÓN    DE  LOS  ACTOS  DEL  ESTADO 
#  CIVIL 

Art.  657.  Kl  que  pretenda  la  reforma 
de  alguna  partida  de  los  Registros  del  es- 
tado civil,  deberá  ocurrir  por  escrito  al 
Juez  de  primera  instancia  á  quien  loque  el 
examen  de  los  libros  correspondientes,  se- 
gún el  Código  civil,  expresando  cuál  es  la 
partida  cuya  reforma  pretende,  presentando 
copia  de  ella,  indicando  claramente  en  qué 
consiste  la  reforma  y  el  fundamento  de  la 
pretensión,  y  las  personas  contra  quienes 
pueda  obrar,  ó  que  tengan  interés  en  ello, 
y  su  domicilio. 

La  solicitud  se  sustanciará  por  los  trá- 
mites del  juicio  ordinario;  pero  si  no  hu- 
biere interesado  que  pudiere  perjudicarse, 
podrá  el  Juez  abreviar  el  término  probato- 
rio hasta  reducirlo  á  ocho  días  y  oir  á  un 
Fiscal  abogado,  ó  en  su  defecto,  á  un  Pro- 


curador que  nombrará;  caso  de  baber  algún 
menor  ó  incapaz  sujeto  á  tutela  ó  cúratela 
interesado  en  el  asunto,  podrá  el  Juez  oir 
para  sentencia  al  Consejo  de  tutela  que 
reuniere. 

Art.  658.  Si  se  acordare  la  reforma,  la 
sentencia  ejecutoriada  se  insertará  íntegra 
en  los  Registros  sin  hacer  alteración  en  la 
partida  rectificada,  poniendo  á  su  margen  la 
nota  á  que  se  refiere  el  art.  441  del  Código 
civiL. 

TITULO  XIT 

JUICIOS     VBHBALBS 

Art.  659.  Por  razón  de  la  cuantía  se  sus- 
tanciarán  y  sentenciarán  en  juicio  verbal  las 
demandas  que  en  su  acción  principal  no  ex- 
cedan de  400  bolívares. 

Art.  660.  En  estos  juicios  se  procederá 
del  modo  siguiente: 

El  demandado  será  citndo  por  boleta  en 
que  se  exprese  el  nombre,  apellido  y  do- 
micilio del  demandante  y  demandado,  el  ob- 
jeto de  la  demanda  y  sus  fundamentos,  y  de- 
berá comparecer  el  segundo  día  para  contes- 
tar y  oponer  las  excepciones  que  tenga. 

Dada  la  contestación,  el  Tribunal  procura- 
rá la  conciliación;  y  si  no  la  consiguiere, 
sentenciará  la  demanda  inmediatamente,  á 
no  ser  que  alguna  de  las  partes  quiera  pro- 
mover pruebas,  pues  en  este  caso  se  conce- 
derá el  término  de  ocho  días  y  el  de  la  dis- 
tancia, si  los  testigos  ó  documentos  para  las 
pruebas  existieren  en  otro  lugar,  pero  nunca 
podrá  concederse  más  de  diez  días  por  tér- 
mino de  distancia,  sea  cual  fuere  el  lugar 
donde  pretenda  evacuarse  la  prueba;  á  me- 
nos que'la  parte  que  solicitare  el  término 
diere  garantía  suficiente  para  responder  de 
todo  aquello  de  que  pueda  resultar  respon- 
sable, inclusive  los  perjuicios;  pues  entonces 
se  le  concederán  todos  los  demás  días  de  la 
distancia,  como  en  los  juicios  ordinarios. 

La  concesión  debe  pedirse,  y  designarse 
la  garantía  al  promoverse  la  prueba,  y  si  la 
garantía  fuere  declarada  insuficiente,  de  he 
cho  queda  negada  la  «concesión  de  término 
mayor. 

Dictada  la  sentencia,  continuará  el  juicio 
como  el  ordinario,  salvo  que  cuando  la  de- 
manda no  exceda  de  ochenta  bolívares  no  se 
dará  apelación,  y  que  en  los  demás  casos, 
inclusos  los  de  desocupación  de  casa,  aquélla 
deberá  interponerse  en  la  audiencia  en  que 
se  dicte  la  sentencia  ó  en  la  siguiente. 

Art.  661.  En  segunda  instancia  se  pro- 
cederá en  estos  juicios  como  se  establece  en 
la  sección  segunda,  tít.  4.*  del  libro  segundo; 
pero  la  vista  de  la  causa  será  dentro  de  ter- 
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cero  día  después  de  recibidos  los  autos,  y  la 
apelación,  si  hubiere  lugar  á  ella,  deberá 
interponerse  en  la  misma  audiencia  en  que 
*e  dicte  la  sentencia  ó  en  la  siguiente. 

Art.  662.  En  los  casos  de  no  comparecen- 
cia se  procederá  como  en  el  juicio  ordinario. 

Art.  663.  Respecto  de  las  incidencias  se 
procederá  también  como  en  los  juicios  ordi- 
narios; pero  los  términos  que  en  ellas  se  den 
serán  de  cuatro  días. 

Art.  664.  En  todos  los  casos  en  que  se- 
gún la  Ley  deba  procederse  en  juicio  verbal 
para  los  efectos  que  ella  exprese,  asi  como 
en  las  simples  desocupaciones  de  casa  por 
no  pago  de  alquileres  estipulados  en  los  con- 
tratos de  venta  ron  pacto  de  rescate,  para 
sólo  los  efectos  de  la  desocupación,  se  pro- 
cederá de  conformidad  con  este  título,  sea 
cual  fuere  el  Tribunal  competente  que  deba 
conocer  del  asunto. 

TITULO  XV 

KECURSOS    DB   FUERZA 

Art.  665.  Para  introducirse  en  las  Cortes 
Superiores  un  recurso  de  fuerza,  deberá  ma- 
nifestarse antes  al  Tribunal  eclesiástico,  por 
una  sola  vez,  que  si  no  reforma  su  providen- 
cia se  usará  del  recurso  ele  fuerza  y  el  recu- 
rrente presentará  escrito  en  que  exprese  su 
nombre,  apellido  y  domicilio,  la  causa  ó  ne- 
gocio en  que  se  haya  librado  la  providencia 
ó  disposición  de  que  se  queje,  cuál  sea  ésta, 
en  qué  fecha  se  dio,  el  Juez  ó  Prelado  ecle- 
siástico que  la  haya  autorizado  y  el  funda- 
mento de  la  queja,  en  términos  breves  y 
claros. 

Art.  666.  La  Corte  Superior,  en  la  misma 
audiencia  en  que  se  presente  el  escrito  de 
que  habla  el  articulo  anterior,  decretará  que 
se  pidan  los  autos  ó  expediente  de  la  mate- 
ria al  Juez  ó  Prelado  eclesiástico  que  conoce 
de  la  causa,  siempre  que  de  la  relación  he- 
cha por  el  recurrente  aparezca  alguno  de  los 
casos  en  que  tiene  lugar  el  recurso  de  fuer- 
za, y  señalará  el  término  en  que  deben  re- 
mitirse. 

Art.  667.  Una  comunicación  del  Ministro 
Canciller  será  bastante  para  que  el  Juez  ó 
Prelado  eclesiástico  remita  en  término  seña- 
lado los  autos  ó  expediente  de  la  materia, 
bajo  la  multa  de  260  bolívares  y  apercibi- 
miento de  nulidad  de  todo  lo  que  hiciere 
después.  Esta  comunicación  podrá  condu- 
cirla el  mismo  interesado,  quien  en  todo 
caso  deberá  acreditar  haberse  entregado, 
antes  de  pedir  que  se  reitere  por  no  haber 
sido  cumplida. 

Art.  668.  No  podrá  el  Juez  ó  Prelado 
eclesiástico  dejar  de  remitir  los  autos  ó  ex- 


pediente, bajo  ningún  pretexto,  y  si  diere  lu- 
gar á  nuevas  órdenes  al  efecto,  se  duplicará 
la  cantidad  de  la  multa  en  cada  resistencia. 

Art.  66 V.  Con  vista  de  los  autos,  la  Corte 
Superior  determinará  el  recurso,  sin  comu- 
nicar vista  á  la  parte,  dentro  de  tres  días, 
contados  desde  la  fecha  en  que  los  reciba, 
declarando  si  el  eclesiástico  bace  ó  no  fuerza 
en  la  providencia  ó  disposición  á  que  se  con- 
trajo el  recurrente,  sin  extenderse  á  más, 
aunque  note  otros  defectos  ó  faltas. 

Art.  670.  Dentro  de  cuarenta  y  ocho  ho- 
ras de  terminado  el  recurso,  se  devolverán 
por  el  correo  los  autos  ó  expediente  al  ecle- 
siástico con  copia  de  la  determinación  certi- 
ficada por  el  Ministro  Canciller. 

Art.  671.  Cuando  se  declara  que  el  ecle- 
siástico no  bace  fuerza,  el  recusante  pagará 
la  cantidad  de  100  bolívares  de  multa. 

Art.  672.  Si  se  interpusiere  apelación»  se 
procederá  de  conformidad  con  lo  dispuesto 
por  el  artículo  respectivo  de  la  Ley  orgánica 
de  la  Alta  Corte  Federal  ó  cualquiera  otra 
disposición  que  lo  subrogue. 

TÍTULO  XVI 

QVBJA  PARA  HAOBR  EFKCT1VA  LA  RESPONSA- 
BILIDAD CIVIL  DE  LOS  JUKCKS  EN  MATKK1A 
C1Y1L 

Art.  678.  Podrá  intentarse  queja  contra 
los  Jueces,  conjueces,  vocales,  asociados  y 
asesores  de  los  Tribunales  del  Distrito  fede- 
ral y  de  los  Estados  en  los  casos  de  confor- 
midad con  lss  disposiciones  del  presente 
título. 

Art.  67  I.     Habrá  lugar  á  la  queja: 

1.°    En  todos  los  casos  en  que  la  Ley  de 
clara  que  no  queda  á  la  parte  otro  recurso 
que  el  de   queja,   si  se  hubiere  faltado  á 
la  Ley. 

2.°  Cuando  el  Juez  ó  Tribunal  baya  li- 
brado decreto,  ileftalmente,  sobre  punto  en 
que  no  concede  la  Ley  apelación. 

8.°  Por  abuso  de  autoridad,  atribuyén- 
dose funciones  que  la  Ley  no  le  confiere. 

4.°  Por  denegación  de  justicia,  omitién- 
dose providencias  en  el  tiempo  legal,  sobre 
alguna  solicitud  hecha,  ó  negando  ilegal- 
mente  algún  recurso  concedido  por  la  Ley. 

6°  Por  cualquiera  otra  falta,  exceso  ú 
omisión  indebida  contra  disposición  lega) 
expresa  de  procedimiento,  ó  por  infracción 
de  Ley  expresa  en  cualquier  otro  punto. 

6.°    Por  no  haber  el  superior  reparado  la 
falta  del  inferior  cuando  se  le  hubiere  pedi 
do  en  un  recurso  legal  y  no  le  estuviere  pro- 
hibido hacerlo. 

En  todo  caso  la  falta  debe  provenir  de  ig- 
norancia ó  negligencia  inexcusables  sin  dolo, 
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y  haber  causado  daño  ó  perjuicio  á  la  parte 
querellante. 

Arl.  675.  Las  faltas  que  constituyeren 
delito  previsto  en  el  Código  penal  ú  otra  Ley 
especial,  no  podrán  ser  perseguidas  sino 
ante  el  Tribunal  competente  en  lo  criminal. 

Art.  676.  Se  tendrán  siempre  por  inexcu- 
sables la  negligencia  ó  la  ignorancia  cuando, 
aun  sin  intención,  se  hubiere  dictado  provi- 
dencia manifiestamente  contraria  á  la  Ley 
expresa,  ó  se  hubiere  faltado  á  algún  trámi- 
te ó  solemnidad  que  la  Ley  misma  manda 
observar  bajo  pena  de  nulidad. 

Art.  677.  La  queja  de  que  trata  esta  Ley 
sólo  podrá  intentarse  por  la  parte  perjudi- 
cada ó  sus  causaliabientes. 

Art.  678.     No  podrá  entablar  la  queja  el 
que  no  haya  reclamado  oportunamente  con-* 
tra    la   sentencia,  auto  ó  providencia   que 
causó  el  agravio,  pudiendo  nacerlo. 

Art.  679.  £1  término  para  intentar  la 
queja  será  de  cuatro  meses,  contados  desde 
la  fecba  de  la  sentencia,  auto  ó  providencia 
firme  que  haya  recaído  en  la  causa  ó  pleito, 
y  en  que  se  funde  la  queja,  ó  desde  el  día 
que  quede  consumada  la  omisión  irremedia- 
ble que  causó  el  agravio. 

Art.  680.  La  qu¿ja  contra  los  Jueces  de 
distrito  ó  parroquia  será  dirigida  al  de  prime- 
ra instancia  superior;  la  que  se  proponga 
contra  ese  Juez,  á  la  Corte  ó  Tribunal  Supe- 
rior; las  que  sean  contra  estos  Tribunales  y 
la  Corte  Suprema,  á  la  Corte  de  casación. 

Art»  681.  El  libelo  en  que  se  proponga  la 
queja,  deberá  contener  el  nombre,  apellido 
y  domicilio  del  actor,  el  nombre,  apellido  y 
residencia  del  Juez  contra  quien  se  dirige  y 
su  calidad,  la  explicación  sencilla  del  exceso 
ó  falta  que  se  le  atribuye,  con  indicación  de 
los  documentos,  los  cuates  debeu  acompa fiar- 
se para  justificar  la  acción. 

Art.  682.  El  Juez  de  primera  instancia 
asociado  á  dos  Con  jueces,  Abogados,  ó  en 
su  defecto  Procuradores, -sacados  por  suerte 
de  una  lista  de  doce,  formada  á  principio  de 
cada  año;  la  Corte  Superior  y  el  Tribunal  Su- 
perior unipersonal,  con  iguales  asociados;  ó 
el  Vicepresidente  de  la  Casación,  asociado  á 
Canciller  y  otro  Vocal,  designado  por  el  Pre- 
sidente, en  sus  casos,  declararán  respectiva 
mente,  dentro  de  cinco  días  después  de  intro- 
ducida la  queja,  en  Decreto  motivado,  si  hay 
ó  no  mérito  bastante  para  someter  á  juicio 
al  funcionario  contra  quien  obra  la  queja. 

Si  declarare  no  haber  lugar,  terminará  to- 
do procedimiento. 

Si  declarare  haber  lugar,  pasará  inmedia- 
tamente el  expediente  á  los  llamados  á  sus- 
tanciar y  sentenciar  la  queja,  según  el  ar- 
tículo siguiente. 

Art.  683.    La  queja  contra  los  Jueces  de 


distrito  ó  parroquia  será  sustanciada  y  diri- 
gida por  la  Corte  ó  Tribunal  Superior  respec- 
tivo, con  asociados,  si  fuere  unipersonal;  la 
dirigida  «ron tra  ei  Juez  de  primera  instancia, 
rpor  la  Corte  Suprema;  y  la  que  sea  contra  la 
Corte  Suprema  ó.  Corle  ó  Tribunal  Superior, 
por  el  Presidente  de  la  Corte  de  casación  con 
los  demás  miembros  que  no  entraron  á  de 
clarar  haber  lugar  al  juicio. 

Art  684.  El  sustanciado!',  al  siguiente 
día  de  haber  recibido  el  expediente,  ordena- 
rá que  se  saque  copia  auténtica  del  libelo  y 
de  lá  documentación  acompañada,  y  quépa- 
se al  acusado,  previniéndole  que  informe 
sobre  el  asunto  dentro  de  diez  días,  más  el 
término  de  distancia  de  ida  y  vuelta  al  lugar 
del  juicio. 

El  envío  se  hará  en  pliego  certificado  y  su 
recibo  se  agregará  á  los  aujos 

Art.  686.  Si  el  acusado  nO  informare  den- 
tro del  término  señalado,  el  Tribunal  proce- 
derá al  quinto  día  á  la  vista  y  sentencia,  ó  á 
las  formalidades  para  ello  establecidas  en 
este  Código. 

Art  686.  El  Juez  extenderá  un  , informe 
á  continuación  de  la  copia  que  se  le  reinita, 
y  acompañará  á  él  los  documentos  de  que  se 
valga. 

Art.  687.  Agregado  el  informe  á  sus 
autos,  si  el  punto  debe  sentenciarse  como  de 
mero  derecho  ó  si  ambas  partes  sólo  hubie- 
ren aducido  documentos,  el  Tribunal  fijará 
la  cuarta  audiencia  para  proceder  á  la  vista 
y  sentencia,  con  las  formalidades  legales. 

Si  se  hubieren  producido  justificaciones 
de  testigos,  ó  si  se  pidieran  por  alguna  de 
las  partes  la  evacuación  de  otro  justificativo, 
ri  otras  pruebas,  el  Juez  acordará  el  término 
probatorio  de  los  juicios  ordinarios  para  pro- 
mover y  evacuar  las  pertinentes  que  promo- 
vieren las  partes. 

Estas  pruebas  serán  evacuadas  por  el 
Tribunal  que  conoce  de  la  queja,  y  si 
no  fuere  posible,  por  un  comisionado  que 
no  sea   de  la   localidad  del  Juez  acusado. 

Art.  688.  Si  el  acusado  estuviere  ac- 
tuando en  la  causa  en  que  se  le  atribuye 
la  falta,  debetá  abstenerse  de  continuar 
desde  que  reciba  la  orden  de  informar  en  la 
queja. 

Art.  689.  Llegada  la  oportunidad  de  la 
vista  y  sentencia  se  hará  la  relación  y  se 
oirán  informes,  según  este  Código,  y  se 
sentenciará  al  quinto  día  sin  oir  apelación. 

Art  690.  Si  hubiere  lugar  á  la  queja, 
se  condenará  al  acusado  á  resarcir  al  que 
reliante  los  daños  y  perjuicios  probados 
en  autos,  derivados  de  la  falta,  que  fue- 
ren estimables  en  dinero,  según  prudente 
arbitrio  del  Tribunal,  que  fijará  su  monta. 

Si   la   falta  fuere  grave,   podrá   además 
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imponerse  al  acusado  una  malta  de  200  á 
1.000  bolívares. 

Y  si  fuere  gravísima,  podrá  además  sus- 
pendérsele basta  por  tres  meses. 

En  la  sentencia  condenatoria  se  impon- 
drán las  costas  al  acusado. 

Art.  691.  Si  la  sentencia  fuere  abso- 
lutoria Be  impondrán  las  costas  al  que- 
rellante, y  si  la  queja  apareciere  mani- 
fiestamente infundada  se  le  condenará 
además  á  pagar  una  multa  de  100  á  1.000 
bolívares,  según  el  grado  de  la  temeridad. 

Art.  692.  En  oualquier  estado  de  la 
causa  en  que  apareciere  comprobado  qué 
el  motivo  de  la  queja  constituye  delito,  el 
Tribunal  que  conociere  lo  declarará  así 
en  Decreto  motivado  y  pasará  los  autos  al 
Juez  competente  para  conocer  del  delito. 

Art.  693.  La  sentencia  que  se  dictare 
en  el  recurso  de  queja  no  afectará  en  ma 
ñera  alguna  lo  juzgado  en  el  asunto  civil 
á  que  la  queja  se  refiera,  debiendo  abste- 
nerse el  Tribunal  sentenciador  á  mezclarse 
en  él. 

Art.  694.  En  el  juicio  de  queja  no  que- 
da excluido  el  recurso  de  casación,  si  hu- 
biere lugar  á  él,  cuando  no  hubiere  interve- 
nido la  Corte  de  casación. 

TITULO  XVH 

INVALIDACIÓN  DE   1,08  JUICIOS 

Art,  695.  Son  causas  para  la  invalida- 
ción de  los  juicios: 

1.a  El  error  ó  fraude  cometido  en  la  ci- 
tación para  la  litis  contestación,  confun- 
diendo á  la  persona  de  cuyos  bienes  trata 
de  ejecutarse  la  sentencia,  con  un  tercero  á 
quien  se  hizo  la  citación,  tengan  ó  no  am- 
bos el  mismo  nombre  y  apellido,  siempre 
que  la  identidad  de  las  dos  distintas  per- 
donas resulte  comprobada  plena  y  autén- 
ticamente, y  que  la  reclamante  no  haya 
sido  citada  para  ningún  acto  en  el  curso  del 
juicio 

2.a  Citación  para  la  litis  contestación  de 
menor,  entredicho,  inhabilitado  ó  mujer  ca- 
sada, en  el  concepto  de  ser  mayores  y  há 
bilee. 

3.a  La  falsedad  del  documento  en  virtud 
del  cual  se  pronunció  la  sentencia. 

4.a  Retención  en  poder  de  la  parte  con- 
traria de  documento  decisivo  en  favor  de  la 
acción  ó  excepción  del  reclamante,  ó  acto 
de  la  parte  contraria  que  pidió  la  presen- 
tación oportuna  de  tal  documento  decisivo. 

6.a  Colisión  de  la  sentencia  con  otra  pa- 
sada en  autoridad  de  cosa  juzgada,  pronun- 
ciada entre  las  mismas  partes  ó  sus  causan- 
tes y  sobre  el  mismo  objeto,  siempre  que 
por  no  haberse  tenido  conocimiento  de   la 


primera  no  sé  hubiere  alegado  en  el  juicio 
la  cosa  juzgada. 

6.a  Decisión  de  la  causa  en  última  ins- 
tancia por  Juez  que  no  tenía  nombramiento 
de  tal,  ó  por  Juez  que  sabía  estar  depuesto 
ó  suspenso  por  decreto  legal,  ó  por  Juez  que 
no  asistió  á  la  relación  ó  informes,  salvo,  en 
este  último  caso,  cnando^l  Juez  ha  entrado 
por  llamamiento  á  más  Jueces. 

Art.  696.  Este  juicio  se  promoverá  del 
mismo  modo  que  la  demanda  sobre  que  re- 
cayó la  sentencia  cuya  invalidación  se  pide, 
ante  el  Tribunal  que  la  dictó  en  última  ins- 
tancia. 

Art.  697.  El  jircio  de  invalidación  sólo 
puede  intentarse  una  vez,  y  en  ningún  caso 
para  invalidar  la  sentencia  que  en  él  se  pro- 
nuncie. 

Art.  698.  Cuando  se  alegue  el  error  ó 
fraude  en  la  citación,  deberá  el  reclamante 
comprobar  con  las  actas  del  expediente,  ó 
de  otro  modo  auténtico  concluiente,  los  ex- 
tremos que  exige  el  núm.  l.o  del  art.  695. 

Art.  699.  Cuando  se  alegare  la  causal  del 
núm.  2.°  de  dicho  artículo,  deberá  presentar 
el  reclamante  la  partida  del  registro  civil,  ó, 
en  su  defecto,  otro  documento  auténtico 
comprobatorio 'de  su  estado  civil,  y  con  las 
actas  del  proceso  la  citación  que  se  le  hizo 
en  el  Concepto  de  persona  hábil. 

Art^  700.  Cuando  se  alegue  la  falsedad 
del  documento  en  virtud  del  cual  se  pronun 
ció  la  sentencia,  deberá  acompañarse  la 
prueba  de  esta  falsedad,  consignada  en  do- 
cumento auténtico  y  anterior  á  la  sentencia, 
ó  indicarse  su  existencia  ó  la  persona  que 
deba  entregarlo.  También  deberá  acreditar- 
se, á  lo  mencs  con  el  juramento  del  recla- 
mante, que  no  pudo  hacer  uso  ó  no  tuvo  no- 
ticia de  dicho  documento  durante  el  litigio. 

Art.  701.  Cuando  se  alegue  la  retención 
en  poder  de  la  parte  contraria  de  un  docu- 
mento necesario  para  probar  la  acción  ó  ex- 
cepción del  reclamante,  ó  acto  de  la  misma 
parte  contraria  que  impidió  la  presentación, 
deberá  expresarse,  si  no  se  presenta,  el  con- 
tenido de  dicho  documento  y  la  persona  que 
deba  entregarlo. 

Art.  702.  En  el  caso  de  colisión  de  sen- 
tencias, deberá  presentarse  la  anterior  con 
que  col  ida  la  que  se  trata  de  invalidar,  ó  in- 
dicarse la  persona  en  cuyo  poder  esté. 

Art.  703.  Cuando  se  alegare  alguna  de 
las  causales  del  núm.  6.°  del  art.  695,  debe- 
rá presentarse  la  prueba  auténtica  de  la  cau- 
sal y  la  copia  conducente  de  las  actas  del 
proceso,  relacionadas  con  el  hecho  alegado. 

Art.  704.  No  se  admitirá  el  recurso  de 
invalidación  sino  en  los  juicios  escritos,  esto 
es,  en  aquellos  cuya  acción  principal  sea  ó 
exceda  de  400  bolívares. 
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Art.  705.  El  reclamo  se  sustanciará  y  sen  - 
tenciará  por  los  trámites  del  juicio  ordinario, 
pero  no  tendrá  más  que  una  sola  instancia. 
La  sentencia  se  comunicará  para  su  cumplí 
miento  al  Juez  que  conoció  de  la  primera 
instancia  del  juicio,  si  resultare  éste  inva- 
'  lidado. 

Art.  706.  La  invalidación  de  un  capítulo 
ó  parte  de  la  sentencia  no  quita  á  ésta  su 
fuerza  respecto  de  otros  capítulos  ó  partes 
que  á  ella  correspondan.  Siempre  que  la  sen- 
tencia contenga  varias  partes  ó  capítulos,  el 
Juez  declarará  expresamente  lo  que  quedare 
comprendido  en  la  invalidación,  no  sólo  res- 
pecto de  lo  principal,  sino  también  de  todos 
sus  accesorios. 

Art.  707.  El  recurso  de  invalidación  no 
impide  la  ejecución  de  la  sentencia,  á  menos 
que  el  reclamante  diere  caución  suficiente 
para  responder  del  monto  de  la  ejecución  y 
del  perjuicio  por  el  retardo,  caso  de  no  in- 
validarse el  juicio. 

Art.  708.  Tampoco  podrá  intentarse 
transcurrido  tres  meses  después  que  se  des- 
cubrió la  falsedad  del  documento,  ó  se  tuvo 
prueba  de  la  retención  ó  de  la  sentencia  que 
causa  la  cosa  juzgada. 

Si  la  falsedad  del  documento  resultare  de 
sentencia  pronunciada  con  audiencia  de  la 
parte  favorecida  con  la  sentencia  cuya  inva- 
lidación se  pide,  los  tres  meses  no  se  conta- 
rán sino  desde  que  el  reclamante  tuvo  noti- 
cia de  tal  decisión. 

Art.  709.  En  los  casos  de  los  núms.  l.<\ 
2.o  y  8.o  del  art.  695,  el  término  para  inten- 
tar la  invalidación  será  de  treinta  días  des 
de  que  se  tuvo  conocimiento  de  los  hechos, 
Ó  desde  que  se  verificó  en  los  bienes  del  re- 
clamante cualquier  acto  de  ejecución  de  la 
sentencia  dictada  en  el  juicio  que  se  trata  de 
invalidar. 

Art.  710.  Decretada  la  invalidación  el 
juicio  se  repone  al  estado  de  demanda,  en 
los  casos  de  los  núms.  1."  y  2. o  del  art.  695, 
y  de  sentencia,  en  los  demás  casos. 

Art.  711.  En  el  juicio  de  invalidación  po- 
drá darse  recurso  de  casación  si  ha  lugar 
áél. 

TITULO  XTIII 

EJECUCIÓN  DE  LOS   AUTOS  DE  AUTORIDADES 
EXTRANJERAS 

Art.  712.  Corresponde  á  la  Alta  Corte  fe- 
deral y  á  la  Corte  de  casación  reunidas  como 
Gran  Tribunal  Nacional,  declarar  la  ejecuto- 
ria de  las  sentencias  de  las  autoridades  ex- 
tranjeras, sin  la  cual  no  tendrán  ningún  efec- 
to, ni  para  producir  cosa  juzgada,  ni  para 
ser  ejecutadas. 

Art.  713.    Sólo  las  sentencias  libradas  en 


países  donde  se  concede  ejecución  á  las  sen- 
tencias firmes  pronunciadas  por  Poderes  ju 
diciales  de  Venezuela  sin  previa  revisión  en 
el  fondo,  podrán  ser  declaradas  ejecutorias 
en  la  República. 

Tal  circunstancia  deberá  probarse  con  do- 
cumento fehaciente. 

Art.  714.  Requiérese  además  para  que  á 
la  sentencia  extranjera  pueda  darse  fuerz:t 
ejecutoria  en  Venezuela: 

1  °  Que  la  sentencia  no  verse  sobre  bie- 
nes inmuebles  situados  en  Venezuela. 

2.o  Que  haya  sido  pronunciada  por  una 
autoridad  judicial  competente  en  la  esfera 
internacional,  y  que  no  se  haya  arrebatado 
á  Venezuela  la  jurisdicción  que  le  corree 
ppndíera  para  conocer  del  negocio,  Según  sus 
Leyes  ó  los  preceptos  del  Derecho  interna- 
cional. 

3.°  Que  la  sentencia  haya  sido  pronun- 
ciada habiéndose  citado  las  partes,  confor- 
me á  las  disposiciones  legales  de  la  Nación 
donde  se  siguió  el  juicio  y  del  país  donde  se 
efectuó  la  citación  (con  tiempo  bastante 
para  poder  ocurrir  el  demandado  á  su  de- 
fensa) 

4.°  Que  la  obligación  para  cuyo  cumplí 
miento  se  haya  procedido,  sea  lícita  en  Ve- 
nezuela, y  que  la  sentencia  no  contenga  de- 
claratorias ni  disposiciones  contrarias  al  or- 
den público  ó  al  derecho  público  interior  de 
la  República,  ni  choque  contra  sentencia  fir  • 
me  dictada  por  los  Tribunales  venezolanos. 

Art.  715.  La  solicitud  de  exequátur  se 
presentará  por  escrito  en  que  se  exprese  la 
persona  que  lo  pide,  su  domicilio  ó  residen- 
cia, la  persona  contra  ia  cual  haya  de  obrar 
la  ejecutoria,  y  su  domicilio  ó  residencia;  y 
á  dicha  solicitud  deberá  acompañarse  la 
sentencia  de  cuya  ejecución  se  trate,  con  la 
ejecutoria  que  se  haya  librado  y  la  compro- 
bación de  las  circunstancias  enumeradas  en 
los  artículos  precedentes;  todo,  en  forma  au- 
téntica y  legalizado  por  autoridad  compe- 
tente. 

Art.  716.  Si  los  documentos  presentados 
estuvieren  en  idioma  extranjero,  la  Corte 
los  mandará  traducir  por  intérprete  jurado. 

Art.  717.  Se  mandará  emplazar  al  de- 
mandado para  la  décima  audiencia,  con  más 
el  término  de  distancia,  para  que  á  la  hora 
que  se  designe  conteste  á  la  solicitud  hecha. 

Art.  718.  El  acto  de  contestación  tendrá 
lugar  de  conformidad  con  lo  prevenido  para 
los  juicios  ordinarios,  menos  la  conciliación, 
que  no  es  procedente  en  estos  juicios. 

Art.  719.  £1  asunto  se  decidirá  como  de 
mero  derecho,  sin  admitirse  otras  pruebas 
que  los  documentos  auténticos  que  produje- 
ren las  partes  hasta  sus  respectivos  in- 
formes. 
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Art.  720.  El  pase  de  los  actos  ó  senten- 
cias de  las  autoridades  extranjeras  en  mate- 
ria de  emancipación,  adopción  y  otros  de 
naturaleza  no  contenciosa,  lo  decretará  el 
Tribunal  ó  Corte  Superior  del  lugar  donde 
se  han  de  hacer  valer,  previo  examen  de  si 
reúnen  las  condiciones  exigidas  en  ios  ar- 1 
Líenlos  precedentes  en  cuanto  sean  aplica- 
bles. 

Art.  721.  Las  providencias  de  los  Tribu- 
nales extranjeros  concernientes  al  examen 
de  testigos,  experticias,  juramentos,  interro- 
gatorios y  otros  actos  de  mera  instrucción 
que  hayan  de  practicarse  en  la  República, 
se  ejecutarán  con  el  simple  decreto  del  Juez 
de  primera  instancia  que  tenga  jurisdicción 
en  el  lugar  en  que  hayan  de  verificarse  tales 
actos,  siempre  que  dichas  providencias  ven- 
gan con  rogatoria  de  la  autoridad  que  las 
libró,  y  legalizadas  por  funcionario  diplo- 
mático ó  consular  de  la  República,  ó  por  la 
vía  diplomática. 

Estas  mismas  disposiciones  son  aplica-» 
bles  á  las  citaciones  que  se  hagan  á  indivi- 
duos residentes  en  la  República  para  com- 
parecer ante  autoridades  extranjeras,  y  á  las 
notificaciones  de  actos  procedentes  de  país 
extranjero. 

Art.  722.  Para  dar  curso  á  las  providen- 
cias de  que  trata  el  artículo  anterior,  deberá 
haber  persona  autorizada  para  cubrir  los 
gastos. 

Art.  723.  Las  disposiciones  de  este  título 
quedan  subordinadas  á  las  de  los  Tratados 
y  Convenciones  internacionales  y  á  las  de 
lae  Leyes  especiales. 

PARTE  SEGUMD.4 

PraceélsnleBtos   especiales   en   materia 
«le  naturaleza  no  contenciosa. 

TITULO  XIX 

PROCEDIMIENTO  BK  LO  RKI.ATtVO  AL  MATRIMONIO 

Sección  primera. 

De  las  licencias. 

Art.  724.  Ni  los  interesados  ni  la  Autori- 
dad podrán  exigir  de  las  personas  que  de- 
ban prestar  su  consentimiento  para  el  ma- 
trimonio de  menores,  los  motivos  de  su  ne- 
gativa, aun  cuando  se  limiten  á  manifestar 
que  ni  convienen  ni  se  oponen  al  matrimo- 
nio; teniéndose  tal  manifestación  como  no 
prestación  de  licencia. 

Art.  725.  El  tutor  podrá,  para  dar  ó  ne- 
gtr  su  consentimiento  al  matrimonio,  pedir 
al  Jaez  de  primera  instancia  donde  se  cons- 
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ti  tuyo  la  tutela,  que  reúna  al  Consejo  de  tu- 
tela para  que  el  tutor  le  oiga  privadamente. 

Art.  726.  El  Juez  de  parroquia,  en  su  ca- 
so, para  dar  ó  negar  la  licencia,  podrá  tomar 
los  informes  privados  que  crea  convenientes 
en  interés  moral  y  material  del  menor. 

Art.  727.  Ningún  recurso  habrá  contra 
la  concesión  ó  negativa  de  la  autorización 
para  el  matrimonio,  expresada  por  el  llama 
do  por  la  Ley  á  darla. 

Seccióu  áeguiida. 

Del  depósito  de  personas. 

Art.  728.  Cuando  á  una  menor  de  vein- 
tiún años  y  mayor  de  dieciocho  que  quisiere 
casarse  se  opusiere  obstáculo  para  la  mani- 
festación de  que  trata  el  artículo  88  del  Có- 
digo civil,  por  su  padre  ó  tutor,  podrá  pedir 
por  sí,  ó  por  otro  á  su  nombre,  que  se  la  de- 
posite. 

El  Juez,  aoom puñado  de  su  Secretario  y 
dos  testigos*  se  constituirá  en  la  casa,  y  sin 
la  presencia  del  padre  ó  tutor  la  impondrá 
de  la  solicitud  para  que  la  ratifique  ó  no.  Si 
la  ratificare,  el  Juez  acordará  el  depósito. 

Acordado  el  depósito  se  oirá  al  padre  ó 
tutor  y  á  la  menor  misma  sobreda  casa  don- 
de deba  ser  depositada. 

Art.  729.  Cuando  en  un  juicio  sobre  nu- 
lidad del  matrimonio  ó  sobre  divorcio  se 
acordare  el  depósito  de  la  mujer,  el  Juez  que 
lo  hubiere  acordado  consultará  al  marido  y 
á  la  mujer  sobre  la  casa  donde  deba  efec- 
tuarse el  depósito. 

Art.  730.  El  Juez  de  la  causa  podrá  tam- 
bién acordar  el  depósito  del  menor  en  los 
juicios  sobre  suspensión  de  la  patria  potes- 
tad^ remoción  del  tutor  por  maltratoó  aban- 
dono del  menor. 

También  en  este  caso  se  oirá  al  padre  ó 
al  tutor  y  al  menor  sobre  la  casa  donde  se 
haga  el  depósito. 

Art.  731.  En  todos  los  casos  de  depósito 
no  podrá  ser  nombrado  depositario  sino  un 
padre  de  familia  que  goce  de  buen  concepto 
público,  prefiriendo,  en  igualdad  de  circuns- 
tancias, los  parientes  del  depositado,  según 
su  proximidad. 

Art.  732.  Al  constituirse  el  depósito  de 
la  mujer  casada  en  cuyo  poder  deban  que- 
dar todos  ó  algunos  de  los  hijos,  se  le  en- 
tregarán éstos. 

Art.  733.  En  todo  caso  de  depósito  se 
entregarán  á  la  persona  su  cama  y  ropa  de 
su  uso,  así  como  la  de  los  hijos  que  se  en- 
treguen á  la  mujer. 

Art.  734.  Los  alimentos  que  se  hayan 
acordado  ó  se  acordaren  serán  pasados  por 
mensualidades  anticipadas  al  depositario,  ó 
á  la  mujer  casada  en  su  caso. 
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El  Jaez  dictará  las  medidas  necesarias 
para  que  se  hagan  efectivas  las  entregas  y 
para  asegurarlas,  pudiendo  llegar  hasta  el 
embargo  de  bienes. 

Art.  785.  El  depósito  de  la  menor  para 
la  fijación  de  carteles  durará  hasta  que  se 
verifique  el  matrimonio,  á  menos  que  an- 
tes desistiese  de  casarse.  En  los  demás  ca- 
sos, hasta  que  termine  el  juicio  de  algún 
modo  legal. 

Sección  tercera. 

Autorizaciones  á  la  mujer  casada. 

Art.  736.  Cuantió  la  mujer  casada  nece- 
site autorización  judicial  para  actos  respec- 
to de  los  cuales  la  Ley  exija  la  licencia  del 
marido,  que  no  quiere  ó  no  puede  darla, 
ocurrirá  al  Juez  de  primera  instancia  del 
domicilio  matrimonial,  quien  mandará  citar 
al  marido  para  que  exponga  lo  que  crea 
conveniente. 

Con  su  contestación  ó  sin  el  la,  si  no  con- 
curriere á  pesar  de  ser  citado,  ó  no  pudiere 
ser  habido,  ó  estuviere  en  incapacidad  de 
darla  ó  de  concurrir,  el  Tribunal,  con  cono- 
cimiento de  causa,  según  la  prueba  produ- 
cida y  practicando  las  diligencias  que  juz- 
gare necesarias  para  la  averiguación  de  la 
verdad,  proveerá  lo  que  sea  de  justicia, 
consultando  los  verdaderos  intereses  de  la 
mujer  y  evitándola  todo  perjuicio  inmoti- 
vado. 

Art.  737.  Cuando  la  mujer,  de  acuerdo 
con  el  marido,  solicitare  la  autorización  ju- 
dicial para  enajenación  de  bienes  raíces  ó 
muebles  de  notable  valor,  ocurrirá  al  Juez 
del  domicilio  matrimonial  ó  al  de  ubica- 
ción de  la  finca,  exhibiendo  el  proyecto 
de  contrato  que  tenga  concertado,  0  las 
bases  sustanciales  del  que  se  proponga  ha- 
cer, y  promoviendo  la  prueba  de  la  nece- 
sidad ó  utilidad  de  la  enajenación,  indican- 
do los  valores  de  costas  y  mejoras,  y  el 
precio  ó  monto  de  la  enajenación  que  se 
propone. 

El  Juez  podrá  mandar  evacuar  cualquie- 
ra otra  diligencia  que  creyere  necesaria; 
y  según  el  resultado  de  toda  la  prueba  eva 
cuada  concederá  ó  negará  la  solicitud. 

Art.   738.     En   los  casos  de  los  dos  ar- 
tículos anteriores  se  oirá  apelación  en  am 
bos  efectos,  en  caso  de  negativa  del  Tri- 
bunal. 

TITULO  XX 

PROCEDIMIENTOS    EN    ASUNTOS  DE  TUTELAS 

Sección  primera. 

Del   Consejo   de   tutela. 
Art.  739.     El  Juez  de  primera  instancia 


donde  esté  constituida  la  tutela  formará,  el 
Consejo  de  tutela  y  ordenará  su  reunión  en 
todos  los  casos  determinados  en  el  Código 
civil  y  en  el  presente,  obrando  de  conformi- 
dad con  lo  dispuesto  en  los  artículos  299  y 
siguientes  del  Código  civil. 

Art.  740.  El  Juez  redactará  el  acta  de 
la  reunión  del  Consejo,  expresando  la  fe- 
cha, nombre  y  apellido  de  las  personas  que 
lo  han  constituido,  resolución  adoptada  por 
la  mayoría,  opinión  de  los  que  difieran,  y 
cualquiera  otra  circunstancia  necesaria,  se- 
gún la  Ley.  Si  no  hubiere  mayoría  sobre  lo 
que  haya  de  resolverse,  se  expresará  el  voto 
de  cada  uno. 

El  acta  será  firmada  por  el  Tribunal  y 
todos  los  miembros  del  Consejo,  y  de  ella 
se  dará  copia  certificada  al  que  la  pidiere. 

Art.  741.  La  falta  de  mayoría  entre  los 
miembros  del  Consejo  no  será  obstáculo 
para  que  el  Juez  libre  la  resolución  que  le 
toque  dar,  según  la  Ley. 

Sección  segunda. 

Del  protutor. 

Art.  742.  En  todo  caso  en  que,  confor- 
me á  la  Ley,  el  protutor  deba  promover  jui- 
cio en  defensa  de  los  derechos  del  menor, 
deberá  pedir  al  Juez  la  reunión  del  Consejo 
de  tutela  para  consulta! le  el  asunto. 

Si  estuvieren  en  desacuerdo  el  pro  tutor  y 
el  Consejo  de  tutela,  el  Juez  resolverá  lo 
que  sea  de  justicia  y  más  conveniente  á  los 
intereses  del  menor. 

Sección  tercera. 

Autorizaciones  al  padre,  ó  al  tutor  ó  al  curador. 

Art.  743.  Cuando  el  padre  necesitare 
autorización  judicial  para  algún  acto  respec- 
to del  cual  la  exija  el  Código  civil,  ocurrirá 
al  Tribunal  de  primera  instancia  de  su  do 
micilio,  presentará  el  proyecto  de  lo  que 
pretenda  hacer  ó  sus  bases  sustanciales,  y 
comprobará  la  necesidad  ó  utilidad  eviden- 
te del  menor. 

El  Juez,  con  conocimiento  de  causa,  pro- 
veerá lo  que  sea  de  justicia. 

Art.  744.  De  la  misma  manera  se  proce- 
derá en  los  casos  en  que  el  tutor  ó  el  cura- 
dor necesiten  de  la  autorización  judicial 
para  algún  acto  en  que  la  Ley  la  exija,  ob- 
servándose en  lodo  las  disposiciones  del 
Código  civil. 
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TITULO  XXI 

PKOOlCDIMIKN'-TOS  RKi.ATIVOS    k  LAS   SUOKS10NBS 
BKRKDITAR1AH 

Sección  primera. 

Testamentos. 

Art.  746.  La  solicitud  que  se  dtrij.i  so- 
bre apertura  de  mi  testamento  cerrado  pue- 
ble ser  verbal  ó  escrita,  á  elección  del  solici- 
tante. 

Si  fuere  verbal,  se  la  hará, constar  en  un 
acta  que  firmarán  el  Juez,  el  Secretario  y  la 
parte,  ó  un  testigo,  si  ésta  no  pudiere  ó  no 
«ttprere  firmar. 

Art.  746.     Los  demás  aclos  que   deben 
practicarse,  según  el  Código  civil,  se  liarán  " 
constar  cu  actas  ruinadas  por  el  Juez,  el 
¿Secretario,  los  testigos  y  las  parles  que  sh- 
pan  y  puedan  firmar. 

Si  la  parte  no  pudiere  ó  no  supiere  firmar, 
se  liará  constar  así  en  el  acta  respectiva 

Art'.  747.  Podrá  usarse  con  los  testigos 
-que  no  comparezcan  á  la  citación  que  se  les 
haga  para  este  acto,  de  los  mismos  apremios 
que  con  los  del  juicio  ordinario,  y  los  del 
testamento  serán  además  responsables  de 
los  daños  y  perjuicios  que  causaren  por  su 
inasistencia  culpable. 

Art.  748.  Cuando  el  testamento  abierto 
hubiere  sido  otorgado  ante  el  Registrador  y 
tres  testigos,  sin  registro  en  los  protocolos, 
-deberá  *er  presentado  al  dicho  Juez  de  pri- 
mera instancia,  para  que  sean  reconocidas 
Jas  firmas,  como  en  el  caso  del  testamento 
«errado,  según  las  disposiciones  del  Código 
civil,  en  cuanto  sean  aplicables. 

Art.  749.  £1  testamento  abierto  hecho 
sin  Registrador  sute  cinco  testigos,  deberá 
Xambiéu  ser  presentado  ante  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  del  lugar  donde  se  encuen- 
tre el  testamento,  dentro  del  término  que 
6ja  el  citado  Código  civil,  para  el  reconoci- 
miento, en  el  cual  deberá  preguntarse  á  los 
testigo 8  si  tuvo  lugar  e1  acto  estando  todos 
reunid  os  á  presencia  del  testador,  si  el  tes- 
tamento fué  leído  en  Hita  voz  á  presencia 
del  otorgante  y  los  testigos,  y  si  las  firmas 
«on  las  de  las  respectivas  personas  y  las 
vieron  poner  á  su  presencia  al  testador  ó  á 
quien  firmó  á  su  ruego  y  á  cada  uno  de  los 
testigos. 

También  dirán,  si  á  su  juicio  el  testador 
estaba  en  estado  de  hacer  testamento. 

Art.  750.  En  los  testamentos  especiales 
hechos  de  conformidad  con  lo  preceptuado 
-en  el  Código  civil,  se  procederá  de  acuerdo 
■con  las  disposiciones  precedentes,  en  cuanto 
eean  aplicables,  para  establecer  la  verdad 


del  otorgamiento,  la  legalidad  de  lo  hecho  y 
el  estado  del  testador. 

Art.  751.  Todas  las  diligencias  de  decla- 
ración de  los  testigos  ó  sus  reconocimientos, 
deberán  hacerse  en  actos  separados,  y  con 
las  formalidades  que  exige  este  Código,  pa- 
ra el  examen  de  testigos. 

Art.  752.  Practicadas  todas  Ihs  diligen- 
cias con  relación  á  los  diversos  testamentos 
de  que  hablan  los  artículos  anteriores,  el 
Juez  ordenará  que  la  copia  certificada  de  las 
disposiciones  testaméntales  sea  registrada 
en  la  respectiva  oficina  de  Registro  y  que  se 
agreguen  á  los  comprobantes  el  original  y 
las  actuaciones  practicadas. 

Sección   segunda. 

Del  inventario. 

Art.  763.  Para  dar  principio  á  la  forma- 
ción del  inventario  deberán  los  Jueces  fijar 
previamente  día  y  hora.  Si  se  trata  del  in- 
ventario en  las  herencias  testadas  ó  intesta- 
das ó  cualquier  otra  solemne,  se  hará  ade- 
más publicación  por  la  prensa  y  por  carte- 
les, convocando  á  todos  los  que  tengan  in- 
terés. 

Art.  764.  El  inventario  se  formará  des- 
cribiendo con  exactitud  los  bienes  y  firman- 
do el  acta  el  Juez,  el  Secretario  y  dos  tes- 
tigos. 

Los  interesados  firmarán  también  el  in- 
ventario; y  si  no  saben  ó  no  pueden  hacerlo, 
se  expresará  esta  circunstancia. 

Art.  766.  Las  disposiciones  generales 
contenidas  en  esta  sección  se  aplicarán  á 
todo  inventario  ordenado  por  la  Ley,  salvo 
lo  establecido  por  disposiciones  especiales. 

Sección  tercera. 
Herencia   yacen  te. 

Art.  766.  El  nombramiento  de  curador 
de  la  herencia  yacente  se  insertará  en  la  or 
den  de  emplazamiento  prevenido  por  el  ar- 
tículo 968  del  Código  civil. 

Art.  767.  El  curador  nombrado  debe, 
antes  de  entrar  en  la  administración,  pres- 
tar ante  el  Tribunal  juramento  de  custodiar 
fielmente  la  herencia  y  de  administrarla 
como  un  buen  padre  de  familia. 

Art.  768.  Si  los  bienes  pertenecen  á  ex- 
tranjeros, y  residiere  en  el  lugar  en  que  se 
encuentren  aquéllos  algún  representante  ó 
Agente  público  de  la  nación  a  que  aquél  per 
tenecía,  se  le  citará,  y  si  quisiere  hacerse 
cargo  de  la  defensa  y  administración  de  la 
herencia,  se  hará  en  él  el  nombramiento  de 
curador;  pero  si  en  Tratados  públicas  cele- 
brados con  la  nación  á  que  pertenecía  el  di- 
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funto  se  dispusiere  otra  cosa,  se  observará 
lo  que  en  ellos  estuviere  acordado. 

TITULO  XXII 

1>B  LA  ESTKKiíA  BK  KIKNKS  VKKDIDOS,  NOTIFICA- 
CIONES Y  JU8TIF1UACIONICS  PARA  PKKPBTUA 
MKMOR1A. 

Sección  primera. 

De  la  entrega  y  de  la  notificación. 

Art.  759.  Cuando  se  pidiere  la  entrega 
material  de  bienes  vendidos  deberá  presen- 
tarse la  escritura  de  la  venta,  y  concurrir  el 
vendedor,  si  está  de  acuerdo. 

Si  no  concurriere,  ó  si  haciéndolo  hubiere 
oposición  de  su  pftrte  ó  de  tercero,  se  sus- 
penderá la  entrega  y  se  dispondrá  que  los 
interesados  concurran  á  juicio  para  hacer 
valer  sus  respectivos  derechos. 

Art.  760.  Del  mismo  modo  se  procederá 
ai  vendida  una  finca  con  pacto  de  retracto 
constare  en  la  escritura  haber  pasado  el 
tiempo  para  el  rescate,  cuando  el  comprador 
pidiere  la  entrega  material. 

Art.  761.  Si  se  solicitare  la  notificación 
al  subarrendatario  ó  tenedor  de  una  finca 
vendida  con  pacto  de  rescate,  de  deberse 
entender  para  el  pago  de  alquileres  con  el 
comprador,  bien  por  estar  así  convenido, 
bien  por  no  pagar  el  vendedor  las  pensione» 
de  arrendamiento,  el  Juez  hará  ó  Cumieioní- 
rá  á  un  inferior  para  que  verifique  la  notifi- 
cación, constituyéndose  en  la  finca. 

Art.  762.  En  los  casos  de  los  tres  artícu- 
los precedentes,  el  Juez  competente  será  el 
de  la  jurisdicción  á  quien  toque  conocer,  se- 
gún la  cuantía  de  la  venta. 

Art.  763.  Las  notificaciones  de  traspaso 
de  crédito  ú  otras  las  hará  cualquier  Juez 
de  la  localidad  con  citación  del  notificado. 

Sección  segunda. 

De  las  justificaciones  para  perpetua  memoria. 

Art.  764.  Cualquier  Juez  es  competente 
para  instruir  las  justificaciones  y  diligencias 
dirigidas  á  la  comprobación  de  algún  hecho 
ó  de  algún  derecho  propio  del  interesado  en 
ellas.  El  procedimiento  se  reducirá  á  acor- 
dar, en  la  misma  audiencia  en  que  se  pro- 
muevan, lo  necesario  para  practicarlas.  Con- 
cluidas, se  entregarán  al  postulante  sin  de- 
creto alguno. 

Art.  765.  Si  se  pidiere  que  tales  justifi- 
caciones ó  diligencias  se  declaren  bastantes 
para  asegurar  la  oposición  0  algún  derecho 
mientras  no  haya  oposición  de  otro,  el  Juez 
decretará,  antes  de  entregarlas  al  postulan- 


te, ó  dentro  de  tercero  día,  si  esta  solicitad 
se  hubiere  deducido  después,  lo  que  juegue 
conforme  á  la  ley,  salvando  en  todo  caso  el 
derecho  de  tercero. 

El  competente  para  hacer  la  declaratoria 
de  que  habla  este  artículo  es  el  Juez  de  pri- 
mera instancia. 

Art.  766.  Si  la  diligencia  que  hubiere  de 
practicarse  tuviere  por  objeto  poner  cona- 
tancia  del  estado  de  las  cosas  antes  de  que 
desaparezcan  venales  ó  marcas  que  pndie- 
rau  interesar  á  las  partes,  la  inspección  ocn 
lar  que  se  haga  se  efectuará  con  asistencia 
de  prácticos,  pero  no  se  extenderá  á  opinio- 
nes sobre  causa  del  estrago  ó  puntos  que  re- 
quieran conocimientos  periciales. 

Art.  767.  Cualquiera  autoridad  judicial 
es  competente  para  recibir  las  informacio- 
nes de  nudo  hecho  que  se  promuevan  con  el 
objeto  de  acusar  á  un  funcionario  público,, 
ya  sea  civil,  eclesiástico  ó  militar,  y  lo  hará 
con  preferencia  á  cualquier  otro  negocio. 

TITULO  ADICIONAL 

ARANCEL    JUDICIAL 

Sección   primera. 

Disposiciones  generales. 

Art.  768.  .  Los  Magistrados,  Jueces  y  Se- 
cretarios y  cualesquiera  otros  empleados  de! 
orden  judicial  que  gocen  de  sueldos,  no  po- 
drán recibir  derechos  ni  emolumentos  de 
ninguna  clase. 

Los  que  no  estén  en  ese  caso  sólo  cobra- 
rán los  fijados  en  este  Arancel. 

Los  Secretarios  que  no  tengan  amanuen- 
ses con  sueldo,  podrán  cobrar  por  aquellos 
trabajos  que  no  sean  de  su  deber,  ó  hechos 
por  encargo  privado,  los  derechos  que  asig- 
na este  Título  á  tales  empleados. 

La  infracción  de  estas  disposiciones  será 
penada  con  el  triple  de  la  cantidad  exigida 
de  más,  ó  por  quien  no  tenga  derecho,  á  fa- 
vor del  contribuyente. 

Art.  769.  No  se  exigirán  ningunos  dere- 
chos á  los  pobres  admitidos  á  reserva,  con- 
forme á  este  Código. 

Art.  770.  Los  derechos  cobrables  confor- 
me á  este  Título  serán  satisfechos  por  la 
persona  que  promueva,  ó  á  quien  interese 
la  diligencia  que  se  practica,  á  reserva  de 
ser  reintegrada  por  la  parte  que  fuere  con- 
denada en  costas, 

Si  no  hubiere  condenatoria  en  costas,  los 
gastos  comunes  se  dividirán  proporcional- 
mente  entre  las  partes. 

Art.  771.  Cuando  haya  de  evacuarse  al- 
guna diligencia  fuera  de  la  población  en  que 
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resida  el  Tribunal,  la  parle  promovente  ó  á 
•quien  interese,  proporcionará  al  Tribunal  ó 
personas  que  hayan  de  practicarla  pasajes 
en  vía  férrea,  si  la  hubiere,  ó  carruaje,  si  el 
•camino  fuere  carretero,  ó  caballería,  ó  em- 
barcación apropiada,  según  los  caso»;  á  re- 
serva de  per  indemnizada  en  el  todo  ó  en  !a 
parte  coneepondiente,  ron  forme  se  decidie- 
re en  definitiva  sobre  rostas.  También  debe- 
rán proporcionarle  el  hospedaje  correspon- 
diente. 

Art.  772.  Todo  pago  de  derechos  se  ano- 
tará en  el  expediente,  con  expresión  de  la 
persona  que  lo  hace  y  de  la  cantidad. 

Art.  773.  Cada  plana  de  las  hojas  de  que 
me  habla  en  este  Arancel  debe  contener  por 
lo  menos  treinta  renglones,  y  cada  renglón 
ocho  palabras,  con  un  solo  margen  de  tres 
centímetros. 

Art.  774.  Las  tasaciones  de  costas  se  ha- 
rán por  el  Secretario  del  respectivo  Tribu- 
nal; y  por  impedimento  de  éste,  por  un  in- 
teligente nombrado  por  el  Juez  o  Presiden- 
te del  Tribunal. 

Art.  775.  A  solicitud  de  parte,  ó  de  ofi- 
cio, cuando  se  adviertan  errores  ú  omisiones 
en  la  tasación  practicada,  se  mandará  refor- 
mar para  corregir  los  defectos. 

La  reclamación  de  la  parte  debe  ser  he- 
cha dentro  de  tres  días  después  de. practica- 
da la  tasación;  y  la  reforma  de  oficio  debe 
ser  acordada  antes  del  pago  del  monto  de  la 
tasación. 

Art.  776.  La  parte  tendrá  tres  días  para 
consignar  la  suma,  contados  desde  la  fecha 
de  la  tasación  ó  de  la  reforma,  si  la  ha  ha- 
bido. 

Art.  777.  El  Abogado  ó  Procurador  que 
hubiere  intervenido  en  el  pleito  presentará 
en  un  pliego  la  estimación  de  sus  honora- 
rios», expresando  los  trabajos  ordinarios  y 
extraordinarios  que  hubiere  practicado. 

La  parle  que  debiere  satisfacer  el  monto 
de  los  honorarios  podrá  pedir  dentro  de  treB 
días  la  retasa;  y  el  Juez,  asociado  con  dos 
Abogados,  y  en  su  defecto  Procuradores,  ó 
inteligentes  á  falta  de  éstos,  hará  la  fija- 
ción definitiva,  teniendo  en  cuenta  las  difi 
cultades  de  la  causa,  la  importancia  de  ésta 
y  de  los  trabajos  de  la  defensa,  sin  poder 
exceder  nunca  de  la  mitad  de  lo  litigado. 

Las  disposiciones  de  este  artículo  no  im- 
piden á  los  Abogados  estipular  con  la  parte 
la  remuneración  que  deba  darle. 

De  la  fijación  no  habrá  recurso. 

Art.  778.  Respecto  de  los  honorarios  de 
tos  Médicos,  Cirujanos,  Químicos,  Ingenie- 
ros y  Agrimensores,  los  derechos  fijados  en 
este  Arancel  se  entiende  que  son  los  relati- 
vos á  los  trabajos,  operaciones  y  diligencias 
practicadas  en  los  autos  ó  por  orden  de  la 


Autoridad  judicial,  sin  perjuicio  deque  pue- 
dan pactar  con  los  interesados  su  remune- 
ración, y  en  caso  de  no  haber  pacto,  de  que 
sean  fijados  á  juicio  de  peritos. 

Sección  segunda. 

Deipchos  de  los  Jueces  de  Distrito 
y  de  Parroquia. 

Art.  779.  Los  Jueces  de  Distrito  y  de  Pa- 
rroquia cobrarán: 

1  °  Por  cada  hora  de  ocupación  en  una 
demanda,  cuatro  bolívares. 

2.°  Por  cada  hora  de  ocupación  en  cual- 
quier diligencia  que  evacuaren  dentro  de! 
Tribunal,  cuatro  bolívares,  y  fuera  de  ólt 
cinco  bolívares. 

3.w  Por  cada  legua  de  ida  y  vuelta,  cuan 
do  la  diligencia  sea  fuera  de  la  población 
donde  reside,  cinco  bolívares. 

Llevarán  siempre  los  mismos  derechos 
expresados  en  los  dos  primeros  números, 
aunque  no  inviertan  una  hora;  pero  nada 
llevarán  por  el  tiempo  empleado  en  dictar 
autos  de  sustanciación,  firmar  boletas  de  ci- 
tación y  en  oír  las  peticiones  de  las  partes 
para  hacer  cursar  los  negocios. 

Sección  tercera. 

De  loa  Coojueces  en  las  Cortes  y  de  los  asociados 
en  primera  instancia. 

Art.  780.  Los  Con  jueces  llamados  para 
suplir  algún  vocal  en  cualquiera  de  las  Cor- 
tes devengarán: 

].°  Cincuenta  bolívares  por  la  relación 
de  la  causa  que  no  exceda  de  cien  folios;  y 
por  todo  lo  que  exceda  en  la  misma  propor- 
ción. 

2.°  Cuarenta  bolívares  por  sentencias 
interlocutorias. 

3.°  Ochenta  bolívares  por  sentencia  de- 
finitiva. 

Nada  cobrarán  por  asistencias,  con  excep- 
ción de  la  en  que  ¿leban,  aceptar  ú  oir  algún 
recureo,  por  la  cual  cobrarán  10  bolívares 
por  cada  una. 

Art.  781.  Los  asociados  para  cualquiera 
instancia  devengarán  los  siguientes  dere- 
chos: 

].°  Por  relación  que  nc  exceda  de  cien 
folios,  50  bolívares,  .y  por  los  que  excedan, 
en  proporción. 

2°  Por  sentencia  interlocutoria,  40  bo- 
lívares. 

8.°  Por  sentencia  definitiva,  80  bolí- 
vares. 

4.°  Por  asistencia  á  oir  algún  recurso  y  á 
aceptar,  10  bolívares  por  cada  una. 
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Sección  cuarta. 

De  los  asesores. 

Art.  782.  Los  asesores  qne  se  nombraren 
«n  los  Juzgados  inferiores  ó  de  primera  ins- 
tancia conforme  á  ia  Ley,  devengarán: 

1.°  Por  estudio  de  expediente  hasta  cin 
cnenta  folios,  25  bolívares,  y  por  el  exceso, 
60  céntimos  por  folio. 

2.°  Por  informe  para  sentencia  interlocn- 
toria,  40  bolívares. 

S.o  Por  sentencia  definitiva,  80  bolí- 
vares.. 

Sección  quinta. 

De   los  Secretarios. 

Art.  783.  Los  Secretarios  de  los  Tribuna- 
tes  cobrarán: 

l.o  Por  todo  anto  en  que  se  decida  algu- 
na articulación,  tres  bolívares. 

2.o  Por  sentencia  definitiva,  seis  bolí- 
vares. 

3.o  Por  el  mandamiento  de  ejecución, 
cnatro  bolívares. 

4.°-  Por  suplicatorios,  exhortos  ó-  despa- 
chos, cnatro  bolívares,  por  la  primera  hoja  y 
un  bolívar  por  cada  plana  más. 

6.°  Por  la  declaración  de  cada  testigo, 
dos  bolívares  no  alcanzando  á  una  plana,  y 
un  bolívar  por  cada  plana  más. 

6°  Por  las  certificaciones  qne  expidan 
de  orden  del  Juez,  de  oficio  ó  á  solicitud  do 
parte,  si  no  pasaren  de  un  folio,  cnatro  'bolí- 
vares, y  un  bolívar  por  cada  plana  más. 

7.°  Por  compulsa  ó  testimonio  de  autos 
t\  otros  documentos  del  expediente  ó  de  otro 
«jiie  esté  en  su  archivo,  cuatro  bolívares  por 
ía  primera  hoja  y  uno  por  cada  plana  más. 

8  °  Por  cualquier  diligencia  de  alguna 
parte,  interponiendo  recurso  ó  haciendo  al- 
guna reclamación,  un  bolívar  por  cada  plana. 

9.°  Por  relación  de  autos,  cuando  lo  man- 
dare el  Tribunal,  para  sentencia  definitiva, 
26  céntimos  por  cada  hoja. 

10.°  Por  cada  nota  de  desglose,  un  bo 
lívar. 

1 1 ,°  Por  busca  de  expediente  ó  documen- 
to en  su  archivo  si  fuere  de  su  tiempo,  nada 
cobrarán;  por  los  de  época  anterior,  dos  bolí- 
vares por  el  año  que  indique  la  parte  y  me- 
dio bolívar  por  cada  año  más  á  que  se  exten- 
dere la  busca. 

i2.o  En  las  tasaciones  cobrarán  el  dere- 
cho fijado  á  los  tasadores. 

13.°  Por  los  autos  ó  providencias  de  me 
ra  sustanciación,  nada  cobrarán;  pero  por  sn 
actuación  en  los  juicios  verbales  cobrarán 
Jos  mismos  derechos  qne  los  Jueces. 

14.°    Los  Cancil lepes  de  las  Cortes  cobra- 


rán por  cada  título  de  Abogado  25  bolívares, 
y  16  por  el  de  Procurador. 

Sección  sexta. 

De  los  experto»,  peritos  y  prácticos. 

Art.  784.  Los  expertos  llamados  á  deci- 
dir puntos  de  hecho  cobrarán: 

1.°  Por  vista  de  lo  conducente  de  los 
autos,  25  céntimos  porfolio. 

2.o  Por  reconocimiento  de  los  objetos  ó 
cosas  sobre  que  verse  la  experticia,  cinco  bo- 
lívares por  cada  hora  invertida. 

S.o  Por  las  operaciones  científicas  que 
deban  practicarse  para  llegar  á  conclusiones, 
20  bolívares  por  cada  hora  invertida,  sumi- 
nistrando la  parte  los  gastos  de  reactivos  y 
cualquiera  otra  materia  necesaria. 

4.°     Por  el  informe,  10  bolívares  por  hoja. 

Art.  786.  Los  peritos  vatnad«»res  co- 
brarán: 

1.°  Uno  por  ciento  sobre  el  monto  de 
'prendas  ú  otros  objetos  de  oro  ó  plata»  con 
ó  sin  pedrerías,  que  exceda  de  5.000  bolíva- 
res; 8  por  100  de  1.000  á  5.000  bolívares,  y 
6  por  100  cuando  no  llegare  á  1.000  bolí- 
vares. 

2°  Dos  por  ciento  sobre  el  monto  de  los 
objetos  mnebles  y  de  los  semovientes. 

3.°  Uno  por  ciento  sobre  el  monto  de  loa 
inmuebles,  cuando  no  excedan  de  20.000  bo- 
lívares, y  medio  por  ciento  sobre  el  exceso 

Art.  786.     Los  peritos  tasadores  devenga- 
rán l  por  100  sobre  el  monto  de  la  tasación 
Art.   787.      Los    peritos    contadores  co 
orarán: 

l.o  Veinticinco  céntimos  por  vista  de  ca 
da  foja  de  la  cuenta  y  de  cada  comprobante 
acompañado. 

2.o  Veinte  bolívares  por  cada  foja  de  las 
observaciones,  explicaciones  ó  informes* qne 
debieran  dar,  é  igual  cantidad  por  cada  foja 
de  cualquier  cuenta  qne  tuvieren  qne  formu- 
lar para  presentar  el  compendio  ó  extracto 
de  las  orientas. 

Si  las  cuentas  comprendieren  toda  la  con- 
tabilidad de  algún  negocio  mercantil  ó  in- 
dustrial, ó  de  un  caudal  considerable,  el  ho- 
norario de  los  peritos  contadores  lo  fijará  el 
Juez  acompañado  de  dos  inteligentes,  te- 
niendo en  cnenta  el  trabajo  y  la  complica- 
ción de  I  os  negocios  ó  de  las  cuentas. 

Art.  788.  Los  partidores  cobrarán  sobre 
el  monto  total  de  los  bienes  partidos  que  no 
exceda  de  200.000  bolívares,  el  tres  por  cien- 
to; por  todo  exceso  hasta  400.000,  el  tres 
cuarto  por  ciento,  y  si  el  exceso  pasare  de 
400.0C0,  medio  por  ciento  más  sobre  este 
último  exceso. 

Art.  789.  Los  prácticos  cobrarán  ocho 
bolívares  por  día. 
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Sección  séptima. 

De    loe    depositarios. 

Art,  790.     Los  depositarios  cobrarán: 

1.°  Por  depósito  de  dinero  y  alhajas,  y 
oíros  muebles  que  no  necesiten  administra 
ción,  ano  por  ciento  de  su  importe. 

2.°  Por  el  depósito  de  toda  especie  de 
ganado  de  animales,  seis  por  ciento  de  sn  va- 
lor y  además  el  valor  de  los  alimentos  que  se 
acostumbrare  pagar. 

3.o  Por  el  depósito  de  casas,  el  ocho  por 
ciento  de  sus  alquileres. 

4.°  Por  el  depósito  de  haciendas  de  cafó, 
cacao,  cocos,  añil  y  otros  plantíos  semejan- 
tes, el  diez  por  ciento  de  lo  qne  producirían 
en  arrendamiento  en  el  tiempo  del  depósito; 
y  en  las  haciendas  de  cafia  y  frutos  meno- 
res, el  veinte  por  ciento  del  mismo  arrien- 
do, aparte  de  la  indemnización  de  expen- 
sas hechas,  todo  á  juicio  de  expertos. 

Sección  octava. 

De    loa    intérpretes. 

Art.  791.    Los  intérpretes  llevarán: 
1 .°     Por  cada  plana  de  traducción  de  cual- 
quier documento,  ocho  bolívares. 

2.°  Por  cada  hora  de  ocupación  como 
intérpretes  en  las  posiciones,  juramentos, 
declaraciones  ó  cualquiera  otro  acto  de  esa 
especie,  ocho  bolívares,  y  cuatro  por  cada 
hora  excedente.  Llevarán  sieuipre  los  ocho 
bolívares  aunque  la  ocupación  no  haya  du- 
rado una  hora. 

Sección  novena. 

De  los  Médicos  y  Cirujano  a. 

Art.  792.  Los  Médicos  y  Cirujanos  deven- 
garán: 

1.°  Por  cada  certificación  ó  declaración 
ordenada  por  el  Tribunal,  de  oficio  ó  a  soli- 
citad de  parte,  10  bolívares. 

2.o  Por  conferencias  y  consultas  de  va- 
rios profesores,  en  los  casos  en  que  las  exija 
la  Ley  ó  las  ordenare  el  Tribunal,  20  bolí- 
vares. 

3.°  Por  reconocimientos  á  personas  so- 
bre enfermedades  físicas  ó  mentales,  orde- 
nado por  la  Ley  ó  el  Tribunal,  20  bolívares. 

4.°  Por  asistencia  médica  convenida  por 
las  partes,  ó  exigida  por  el  Tribunal,  cinco 
bolívares  por  cada  visita,  no  pudiendo  pa- 
sar de  tres  en  cada  día,  en  los  estados  graves. 

Si  hubiere  necesidad  de  practicar  alguna 
operación  quirúrgica,  estipularán  los  hono- 
rarios con  las  partes,  y  en  su  defecto,  se  es- 
limarán por  peritos. 


£n  todo  caso  en  que  hayan  de  practicar 
reconocimiento,  consultas  ó  asistencia  fuera 
del  lugar  del  Tribunal,  cobrarán  el  gasto  de 
pasaje  de  ida  y  vuelta  y  cinco  bolívares  por 
cada  hora  invertida. 

Sección  décima. 

De  los  Ingenieros  y  Agrimensores. 

Art.  793.  Los  Ingenieros,  Agrimensores 
y  peritos  que  suplan  su  falta,  cobrarán: 

1.°  Por  cada  diligencia  para  informes  ú 
otros  actos,  10  bolívares,  si  no  pasa  de  una 
hora,  y  cinco  por  las  demás,  sin  perjuicio  de 
sus  derechos  en  casos  de  peritaje. 

2.°  Por  la  mensura  de  un  terreno  llano 
cultivado,  que  no  exceda  de  10  hectáreas,  160 
bolívares,  y  por  cada  hectárea  más,  20  bo- 
lívares. 

8.°  Por  la  mensura  de  un  terreno  plano 
cultivable,  que  no  exceda  de  JO  hectáreas, 
120  bolívares,  y  16  por  cada  una  de  las 
demás. 

4.°  Por  la  mensura  de  los  terrenos  que- 
brados cultivados,  que  no  excedan  de  60 
hectáreas,  200  bolívares,  y  20  bolívares  más 
por  cada  lote  de  10  hectáreas  de  exceso. 

5.°  Por  la  mensura  de  terrenos  quebra- 
dos cultivables,  que  no  excedan  de  60  hec- 
táreas, 160  bolívares,  y  12  bolívares  por 
cada  lote  de  10  hectáreas  de  exceso. 

6.°  Por  la  mensura  de  terrenos  dedica- 
dos ó  dedicarles  á  la  cría,  200  bolívares, 
cuando  no  exceda  de  media  legua,  y  el  ex- 
ceso, hasta  una  legua,  en  la  misma  propor- 
ción. Si  excede  de  una  legua,  320  bolívares 
por  la  primera,  y  el  exceso,  hasta  dos,  en 
proporción.  Si  excede  de  dos,  sobre  el  exce- 
so se  cobrará  á  razón  de  300  bolívares  por 
legua. 

Art.  794.  Si  hubiere  ó  se  creare  algún 
Tribunal,  cuyos  funcionarios,  por  no  deven- 
gar sueldos,  deban  cobrar  derechos,  queda- 
rán sujetos  á  las  disposiciones  de  este 
Arancel, 

Art.  796.  Las  disposiciones  del  presente 
título  adicional  regirán  en  el  Distrito  y  los 
Territorios  federales.  También  regirán  en 
los  Estados  de  la  Unión  que  no  tuvieren  re 
glamentada  la  materia  de  Arancel  judicial. 

DISPOSICIONES    FINALES 

Art.  796.  Este  Código  empezará  á  regir 
el  6  de  Julio  de  1897,  y  desde  esa  fecha 
queda  derogado  el  Código  de  Procedimiento 
civil  expedido  el  10  de  Diciembre  de  1880t 
y  las  demás  Leyes  y  disposiciones  sobre  la 
materia. 

Art.  797.    Un  ejemplar  de  la  edición  ofí- 


'72 


UODIGÜ  DE  PROCHMM1ICNTO   CIVIL 


cial  de  este  Código,  firmado  por  el  Presiden- 
te de  la  República,  refrendado  por  el  Minis- 
tro de  Relaciones  Interiores  y  sellado  con 
et  gran  Sello  nacional,  servirá  de  original  y 
será  depositado  y  custodiado  en  el  Archivo 
del  Ejecutivo  federal. 

Dado  en  el  Palacio  federal  legislativo  en 
Caracas,  á  SO  de  Abril  de  1897. —El  Presi- 
dente de  la  Cámara  del  Senado,  P.  Febres 


Cordero.  -  El  Presidente  de  la  Cámara  de 
Diputados,  J.  M.  Rivas  -  El  Secretario  de 
la  Cámara  del  Senado,  Francitco  PitnenteL 
—  El  Secretario  de  la  Cámara  de  Diputados, 
Miguel  Caballero. 

Palacio  federal  en  Caracas  á  14  de  Majo 
de  1897.  Ejecútese  y  cuídese  de  su  ejecu- 
ción.—Joaquín  Ciuspo.— Refrendado.—  Víc- 
tor Antonio  Zerpa. 
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SANCIONADO  EN  3  DE  JUNIO  DE  1897 


TITULO  PRELIMINAR 

Artículo  1.°  La  insti  acción  en  Venezuela 
será  pública  y  privada.  La  pública  es  la  sos- 
tenida por  las  rentas  de  la  Nación,  dejos 
Estados  ó  de  los  Municipios;  la  priVada  es 
la  qne  se  adquiere  en  familia  ó  se  da  por 
particulares,  á  domicilio,  ó  en  establecimien- 
tos creados  al  efecto. 

Art.  2.°  La  instrucción  pública  federal 
se  orgánica  en  Venezuela  con  l«>8  estableci- 
mientos siguientes: 

1.°  Escuelas  primarias,  para  la  enseñan- 
za de  las  primeras  letras. 

2.°  Colegios  federales  y  Escuelas  norma- 
les» para  la  enseñanza  secundaría. 

3.°  Universida  Íes,  para  la  instrucción 
superior  ó  científica. 

4.u  Institutos  especiales  para  la  exten- 
sión y  desenvolvimiento  de  ciertos  conoci- 
mientos y  sus  aplicaciones. 

5.°  Las  Academias,  para  la  continuación 
de  algunos  estudios  por  el  método  de  asocia- 
ción, y  para  el  buen  orden  en  el  ejercicio  de 
algunas  profesiones. 

.  Art.  3.°  La  Dirección  genera)  de  la  Ins 
trucción  publica  corre  á  cargo  del  Ministro 
del  ramo. 

Art.  4.°  El  Ministerio  de  Instrucción  pú- 
blica será  asistido  en  el  territorio  del  país 
por  las  Juntas  que  se  establecen  en  el  título 
y  sección  correspondientes. 

Art.  6.°  La  educación  será  física,  intelec-. 
tual  y  moral. 

Art.  6."  Los  Estados  y  los  Municipios  ó 
Concejos  pueden  fundar  las  Escuelas  y  Cole- 
gios que  tengan  por  conveniente;  pero  los 
textos,  métodos  y  sistemas  de  educación  los 
establecerá  el  Gobierno  federal  por  el  órgano 
del  Ministerio  de  Instrucción  pública. 

Art.  7.°  El  año  escolar  principiará  para 
todos  les  establecimientos   de  instrucción 


públktt'el  16  de  Septiembre  y  terminará  para 
cada  Instituto  y  clase  el  din  de  los  exámenes 
generales  correspondientes,  que  serán  para 
las  Escuelas  primarias  y  la  de  indígenas  en 
la  primera  quincena  de  Agosto,  y  en  la  pri- 
mera de  Julio  para  los  demás  establecimien- 
tos de  instrucción. 

Art.  8.°  Serán  días  hábiles  para  la  ense- 
ñanza todos  los  del  año  escolar,  exceptos  los 
declarados  de  fiesta  por  la  Ley,  los  sábados 
para  las  EscuelaB  primarias,  los  jueves  para 
los  Colegios,  Universidades  y  demás  Insti- 
tutos, y  los  quince  días  comprendidos  entre 
el  24  de  Diciembre  y  el  7  de  Enero  signiente. 

Art.  9.o  Todo  examen  anual  se  hará  se- 
gún ei  programa  de  la  asignatura  coi  respon- 
diente. 

Art.  10.  Después  de  todo  examen,  el  re- 
sultado se  indicará  clasificando  á  ios  exami- 
nados que  Be  hallaren  suficientes,  en  buenos, 
distinguidos  y  sobresalientes,  y  no  pueden 
pasar  á  las  «-lases  del  año  siguiente  los  alum- 
nos que  no  hubieren  merecido  alguna  deesas 
calificaciones. 

Art.  11.  Al  terminar  el  examen  de  cada 
clase,  la  Junta  examinadora  adjudicará  un 
premio  al  alumno  más  notable  entre  los 
que  hubieren  merecido  el  calificativo  de  so- 
bresaliente. 

Art.  12.  Como  el  Profesorado  constitu- 
ye una  carrera  pública  que  imparte  mereci- 
miento á  sus  servidores,  el  que  lo  ejerciere 
por  veinticinco  años  en  una  Escuela  prima- 
ria ó  por  veinte  en  Cátedras  de  una  misma 
Facultad  universitaria  ó  de  otro  Instituto 
de  instrucción  secundaria  ó  especial,  ten- 
drá derecho  á  la  jubilación,  con  goce  de 
sueldo  íntegro;  y  si  lo  hubiere  ejercido  por 
doble  tiempo,  se  le  declarará  Profesor  reti- 
rado, con  gece  de  sueldo  doble. 

§  único.  Los  Secretarios  y  Bedeles  de 
las  Universidades  gozarán  también  del  de- 


7¿ 


CÓDIGO  DI    INSTRUCCIÓN  PÚBLICA 


recho  de  jubilación  á  los  veinticinco  años 
de  servicios. 

Art.  18.  El  Pie'jeptor  de.  Escuela  fede- 
ral ó  Profesor  de  cualquier  otro  Instituto 
federal  que  tradujere  ó  compusiere  una  ó 
más  obras  didácticas  ó  científicas  que  llega- 
ren á  merecer  la  aprobación  del  Ejecutivo 
nacional,  dada  por  el  órgano  4Íel  Ministerio 
de  Instrucción  pública,  previos  los  infor- 
mes de  las  respectivas  facultades,  ganará, 
para  los  efectos  de  su  jubilación,  un  tren  - 
po  que  será  de  tres  á  cinco  años,  si  es  tra- 
ducción; y  de  cinco  á  diez,  si  es  original, 
según  el  mérito  del  trabajo,  á  juicio  del 
Ministerio  del  ramo,  que  es  la  Autoridad 
que  debe  conocer  de  la  solicitud  de  jubi- 
lación. 

Art.  14.  Para  los  efectos  de  esta  Ley  se 
considera  dividida  la  República  en  seccio- 
nes que  corresponden  á  los  primitivos  vein- 
te Estados  de  la  Federación,  al  distrito  fe- 
deral y  á  los  territorios. 

LIBRO  PRIMERO 


DE  LA  INSTRUCCIÓN  PRIMARIA 
TITULO   PRIMERO 

DE  LA   INSTRUCCIÓN 

Sección  primera»—  Organización. 

Art.  15.  La  instrucción  primaria  se  di- 
vide en  obligatoria  y  voluntaria:  una  y  otra 
son  gratuitas. 

Art.  16.  La  instrucción  primaria  obliga- 
toria es  aquella  que  la  Ley  impone  á  todos 
los  venezolanos  de  ambos  sexos. 

Art.  17.  La  instrucción  primaria  volun- 
taria comprende  todas  las  Histerias  que 
los  Poderes  públicos  juzguen  «onveniente 
enseñar  en  los  planteles  de  instrucción,  y 
que  es  potestativo  á  los  venezolanos  apren- 
der ó  no.  Pertenece  á  ella  la  instrucción  re- 
ligiosa. 

Art.  18.  La  instrucción  primaría  se  dará 
en  Escuelas  de  párvulos,  Escuelas  de  pri- 
mer grado  y  en  Escuelas  Je  segundo  grado. 

Art.  19.  Las  Escuelas  de  párvulos  se  es- 
tablecerán por  ahora  anejas  á  las  Escuelas 
normales,  y  luego  Irs  irá  creando  el  Ejecuti- 
vo nacional  por  separado,  conforme  á  las 
necesidades  del  país. 

Art.  20.  En  las  Escuelas  de  primer  grado 
se  dará  la  educación  religiosa  Católica  como 
voluntaria  para  los  niños  cuyos  padres  así 
Jo  exijan;  y  se    enseñará  como  instrucción 


obligatoria-la  que  comprende  la  lectura  de 
impresos  y  manuscritos,  Escritura,  Aritmé- 
tica elemental,  Nociones  de  sistema  métrico, 
Nociones  de  Geografía,  de  Historia  y  de 
Constitución  política  de  Venezuela,  Urbani- 
dad y  hábitos  de  aseo,  Educacióu  moral  y 
cívica,  Ejercicios  gimnásticos  de  salón  y 
Nociones  de  Agronomía  en  las  Escuelas  ru- 
rales. Para  las  niñas  en  las  Escuelas  de  pri- 
mer grado,  se  enseñará,  además,  el  conoci 
miento  de  trabajo?  de  aguja,  corte,  costura 
v  confección  de  vestidos,  y*  Nociones  de  eco- 
nomía doméstica. 

Art.  21.  En  las  Escuelas  de  segundo  gra- 
do se  enseñará:  Escritura  al  dictado,  Lengua 
castellana,  Aritmética  práctica,  Elementos 
de  dibujo  lineal,  Geografía,  Historia  y  Cons 
titución  política  de  Venezuela,  Elementos 
de  Geografía  é  Hisloria  universales,  Nocio- 
nes generales  de  Ciencias  físicas  y  naturales, 
con  aplicaciones  á  la  industria,  Urbanidad, 
Moral,  Nociones  de  Derecho  civil,  Dibujo  y 
Gimnástica. 

Art.  22.  En  las  Escuelas  de  segundo  gra- 
do no  se  aceptarán  sino  á  los  que  hubieren 
hecho  los  estudios  del  primer  grado,  com- 
probándolo con  un  certificado  ó  un  examen. 

Art.  23.  Se  establecerán  Escuelas  de  pri- 
mer grado  en  los  cuarteles,  guarniciones, 
cárceles,  penitenciarías,  y  en  todo  estableci- 
miento publico  donde  pueda  encontrarse  un 
número  suficiente  de  alumnos. 

Art.  24.  No  podrá  abrirse  ni  continuar 
funcionando  una  Escuela  de  primer  grado 
sin  la  asistencia  diaria  de  veinte  alumnos 
por  lo  menos;  y  para  las  de  segundo  gra- 
do se  necesita  asistencia  de  treinta  y  cinco 
alumnos. 

Art.  25.  La  Nación,  los  Estados  y  los  Mu- 
nicipios están  obligados  á  promover,  por 
cuantos  medios  puedan,  la  instrucción  pri- 
maria, creando  y  protegiendo  el  estableci- 
miento de  Escuelas  gratuitas  en  los  poblados 
y  en  los  campos*  fijas  y  ambulantes,  diur- 
nas, nocturnas  y  dominicales,  de  manera  que 
los  conocimientos  que  constituyen  la  ins- 
trucción primaria,  y  especialmente  la  obli- 
gatoria, estén  al  alcance  de  todos  los  vene- 
zolanos. 

Art.  26.  Ni  la  Nación,  ni  los  Estados,  ni 
los  Municipios  deben  considerarse  relevados 
de  !a  obligación  que  tienen  de  establecer  y 
fomentar  la  instrucción  primaria,  porque 
uno  de  ellos  haya  tomado  la  iniciativa  y  ten- 
ga Escuela  establecida  en  la  localidad  res- 
pectiva. Pueden  sí  asociar  sus  esfuerzos. 

Sección   segunda.—  De  la  obligación  legal 
de  la  instrucción. 

Art.  27.    Los  padres,  tutores  ó  cualesquie- 
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ra  otras  personan  que  tengan  á  su  cargo  me- 
nores que  se  bailen  en  edad  escolar,  están 
obligados  á  enviarlos  á  la  Escuela,  ó  á  com- 
probar ante  la  Junta  de  instrucción  respec- 
tiva, que  los  niños  están  aprendiendo  ó  han 
aprendido  las  materias  de  la  enseñanza  obli- 
gatoria. Están  también  obligados  á  propoi- 
cionarles  los  libros  y  útiles  que  necesiten 
para  su  aprendizaje,  á  menos  de  extremada 
pobreza,  legalniente  comprobada.  En  este 
caso  proveerá  lo  necesario  la  Renta  pública. 

§  1/  La  obligación  de  asistir  á  la  Escue- 
la comienza  á  los  siete  años. 

§  2.°  La  asistencia  á  la  Escuela'  no  p<  - 
drá  exigirse  cuando  la  residencia  del  niño 
diste  más  de  un  kilómetro  de  aquélla.' 

Art.  28.  Cuando  los  padres,  tutores  ó  en- 
cargados de  niños  resuelvan  darles  instruí  - 
ción  por  sí  mismos  ó  por  medio  de  profese  - 
res  en  el  hogar,  están  en  el  deber  de  com- 
probarlo ante  la  Junta  de  Instrucción  parre- 
quial  respectiva. 

Art.  29.  Las  personas  que  tengan  á  su 
oargo  menores  y  que  no  cumplan  con  los  de- 
beres que  les  impone  el  art.  27,  de  enviarlos 
á  la  Escuela,  incurrirán  en  una  multa  de 
cinco  bolívares.  Si  pasados  cinco  días  no 
cumplieren  con  este  deber,  se  duplicará  la 
multa,  que  podrá  llegar  basta  40  bolívares, 
en  caso  de  reincidencia  tenaz. 

Art.  80.  En  las  mismas  penas  incurrirán 
las  personas  nombradas,  si  el  menor  que 
está  á  su  cargo  dejare  de  concurrir  á  la  Es- 
cuela sin  excusa  justificada,  por  cinco'  días 

consecutivos  durante  un  mes. 

* 

TITULO  II 

1>E    I.OS   FUNCIONARIOS 

Sección  primera  .—De  las  Juntas. 

Art.  81.  Se  crean  tres  clases  de  Juntas 
de  instrucción  primaria,  que  se  denomina- 
rán: Juntas  seccionales,  Juntas  de  distrito  y 
Juntas  parroquiales,  que  constarán  de  tres 
miembros  principales  y  tres  suplentes,  cada 
nna. 

§  1.°  Habrá  también  en  los  caseríos 
agentes  de  las  Juntas  parroquiales. 

§  2.o  En  el  Distrito  federal  tienen  la 
Junta  de  distrito  y  las  parroquiales  las  atri- 
buciones de  las  seccionales  y  las  dé  distrito, 
respectivamente;  y  en  cada  territorio  fun- 
cionará una  con  el  carácter  de  Junta  de  dis- 
trito. 

Art.  82.  El  Ministro  de  Instrucción  pú- 
blica nombrará  las  Juntas  seccionales,  de 
ternas  presentadas  por  la  presidencia  del 
Estado;  y  las  Juntas  seccionales  nombrarán 
las  de  distrito  y  las  parroquiales. 


§  único.  En  el  Distrito  federal  el  Minis- 
tro nombrará  directamente  la  Junta  seccio 
nal,  y  en  los  territorios  las  nombrará  de  ter- 
nas presentadas  por  los  Gobernadores  res- 
pectivos. 

Art.  33.  Son  deberes  de  las  Juntas  sec- 
cionales: 

1.°  Ejercer  la  inspección  general  de  la 
instrucción  primaria  en  todos  sus  ramos, 
velando  por  que  la  enseñanza  esté  confiada 
á  personas  que  reúnan  las  condiciones  que 
se  establecen  en  el  art.  40. 

2.°  Fijar  con  rotación  al  censo  escolar  el 
número  de  Escuelas  de  primero  y  segundo 
grado  que  deba  haber  en  su  jurisdicción,  to- 
mando por  base  de  la  repartición  que  de 
ellas  hagan  la  cantidad  que  se  asigne  por  la 
Ley  respectiva  á  la  sección  de  su  depen- 
dencia. 

3.°  Hacer  el  Censo  escolar  de  su  jurisdic- 
ción, de  acuerdo  con  las  prescripciones  esta- 
blecidas en  el  tít.  3. o  <]e  este  libro. 

4.°  Asignar  con  la  aprobación  del  Eje- 
cutivo federal  la  dotación  de  las  Escuelas 
ubicadas  en  su  jurisdicción,  de  acuerdo  con 
la  parte  final  del  núm.  2.°  de  este  artículo. 

5.o  Formular  los  programas  de  exámenes 
de  las  Escuelas  primarias  de  las  parroquias 
de  su  dependencia,  nombrando  lrs  respecti 
vos  examinadores. 

6.°  Fijar  las  horas  de  trabajo  de  las  Es- 
cuelas. 

7  o  Suspender  ó  destituir  á  los  Precepto- 
res, de  acuerdo  con  lo  prescrito  en  los  ar- 
tículos 45  y  46. 

8.o  Cuando  la  asistencia  á  las  Escuelas 
no  fuere  la  prescrita  en  el  art.  24,  la  Junta 
seccional  suspenderá  la  Escuela  ó  la  trasla- 
dará á  otro  lugar,  haciendo  las  participacio- 
nes al  Ministro  de  Instrucción  pública,  al 
Tesorero  y  á  la  Junta  parroquial. 

Art.  34.  Las  Juntas  seccionales  son  el 
órgano  del  Ministerio  de  Instrucción  pública 
para  todo  lo  relativo  á  la  instrucción  en  las 
1  secciones;  y  tienen,  por  tanto,  la  obligación 
de  comunicarle  todo  lo  que  sea  conducente 
á  mejorar  y  hacer  progresar  la  instrucción 
en  sus  respectivas  secciones.  A  su  vez  las 
Juntas  de  distrito  son  el  órgano  para  las  re- 
laciones entre  las  parroquiales  y  las  seccio- 
nales 

Art.  35.  Son  deberes  de  las  Juntas  de 
distrito: 

1.°  Visitar  una  vez  al  mes,  por  lo  menos, 
las  Escuelas  de  la  parroquia  de  su  residen- 
cia, observando  si  en  ellas  se  cumplen  los 
preceptos  del  presente  Código,  tanto  respec- 
to á  los  Preceptores  y  Preceptoras,  como  con 
relación  á  los  discípulos. 

2.°  Dar  un  informe  mensual  á  la  Junta 
seccional  respectiva  del  resultado  de  las  vi- 
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sitas,  y  de  las  practicadas  por  las  Juntas 
parroquiales  de  bu  dependencia.  Kn  ese  in- 
íonne  debe  hacerse  constar  todo  lo  que  se 
observe  relativo  á  la  asistencia  «Muría  de  los 
alumnos,  para  que  las  Juntas  seccionales  re- 
suelvan lo  conducente,  de  acuerdo  con  el 
número  8.°  del  art.  33. 

8  °  Considerar  los  documentos  que  pre- 
senten los  que  aspiren  á  ser  Preceptores  ó 
Preceptoras  de  las  Escuelas,  para  que  se 
practiquen  ante  ellas  los  exámenes  de  los 
candidatos  que  hagan  oposición  al  puesto  en 
toda  so  jurisdicción. 

4 .o  Hacer  el  censo  escolar  de  en  jurisdic- 
ción, de  acuerdo  con  lo  prescrito  en  el  títu- 
lo 3.°  de  este  libro 

Art.  26.  Son  deberes  y  atribuciones  de 
v  las  Juntas  parroquiales: 

l.o  Visitar  quincenalmente,  sin  previo 
aviso,  las  Escuelas  de  la  parroquia  é  infor- 
mar mensnalmente  á  las  de  distrito  del  re- 
sultado de  esas  visitas,  que  serán  practicadas 
por  uno  ó  más  miembros  de  la  Junta,  de 
acuerdo  con  sos  reglamentos. 

2.°  Presenciar  ios  exámenes  de  los  Pre- 
ceptores que  hagan  oposición  á  los  puestos 
vacantes,  en  los  casos  en  que  sean  necesa- 
rios y  lo  ordene  la  Junta  de  distrito  respec- 
tiva, conforme  á  lo  dispuesto  en  el  núm.  3.° 
del  art.  35. 

3.°  Presenciar  los  exámenes  anuales  de 
las  Escuelas  primarias  de  la  parroquia,  de 
acuerdo  con  los  programas  que  les  envíe  la 
Junta  seccional  respectiva. 

4  °  Imponer  las  multas  que  estahlecen 
los  arts.  29  y  30  de  este  Código,  haciendo 
efectivo  el  pago:  la  cantidad  será  consignada 
en  manos  del  Agente  de  estampillas  más  in- 
mediato, dando  de  ello  aviso  á  la  Junta  de 
distrito. 

6  °  Cí  mcnicar  á  las  Juntas  de  distrito, 
por  el  óigai:o  respectivo,  las  vacantes  de 
Escuelas  que  ocurran  en  su  jurisdicción, 
para  que  señale  el  plazo  para  su  provisión. 

6°  Hacer  el  censo  de  su  parroquia,  de 
acuerdo  con  K»  prescrito  ni  el  tít.  8.°  de  este 
libro. 

7°  Imponer  á  los  Preceptores  las  penas 
que  establecen  los  números  1.°  y  2.°  del  ar- 
tículo 46  cuando  llegue  el  caso,  é  informar 
á  la  Junta  seccional  para  los  efectos  de  sus- 
pensión ó  destitución. 

Art.  87.  El  Presidente  de  la  Junta  pa- 
rroquial pondrá  el  Visto  Bueno  á  los  recibos 
de  los  Preceptores  de  su  jurisdicción.  Sin 
este  requisito,  el  Tesorero  no  podrá  hacer 
el  pago. 

Art.  38.  Las  Juntas  parroquiales  inspec- 
cionarán los  planteles  de  enseñanza  priva- 
dos; pero  esta  inspección  sólo  la  ejercerán 
en  lo  relativo  á  higiene  y  moral  y  á  los  cas 


tigos  impuestos  á  los  alumnos  de  estas  Es- 
cuelas. 

Art.  89.  En  los  informes  mensuales  que 
las  Juntas  paire quiales  eleven  á  las  Aulori 
dade  reepectivas,  indicarán  las  mejoras  que 
deban  introducirse  en  la  enseñanza.  Tam- 
bién harán  extensivos  dichos  informes  á  la 
conducta  de  los  Preceptores  y  Preceptoras 
de  sus  jurisdicciones,  para  que  los  superio- 
res resuelvan  lo  conducente. 

Sección  segunda.-  De  los  Preceptores. 

Art.  40.  Las  Escuela»  federales  de  pri- 
mer grado  serán  servidas  por  personas  de 
reconocida  moralidad  y  bcenas  condiciones 
física*,  que  previamente  comprueben  su  ap 
titud  pedagógica,  y  que  serán  nombradas 
por  la  respectiva  Junta  de  distrito  y  en 
conformidad  de  lo  que  se  dispone  en  el  nú- 
mero S.o  del  art.  35. 

Art.  41.  La  aptitud  pedagógica  se  com- 
probará con  diploma  de  Preceptor  ó  con  un 
examen  rendido  ante  la  respectiva  Junta 
de  distrito,  examen  que  versará  sobre  las 
materias  que  deban  enseñarse,  y  sobre  mé- 
todos y  sistemas  de  enseñanza. 

§  único.  En  igualdad  de  circunstancias, 
comprobadas  estas  condiciones,  se  preferi- 
rá para  el  nombramiento  á  los  Preceptores 
graduados. 

Art.  42.  Las  Escuelas  de  segundo  grado 
serán  regentadas  por  un  Preceptor  y  un 
adjunto,  ambos  con  título  de  Preceptor  ó 
de  Bachiller,  que  serán  nombrados  por  la 
Junta  seccional  respectiva. 

Art.  43.  Se  exime  á  los  Preceptores  de 
todo  cargo  concejil,  así  como  del  servicio 
de  las  armas,  salvo  el  caso  de  guerra  inter- 
nacional, y  no  podrán  ser  suspendidos  ni 
reemplazados  sino  por  causa  justa  suficien 
teniente  comprobada. 

Art.  44.  En  cada  sección  escolar  se  acor- 
darán dos  premios  anuales  de  200  bolíva- 
res cada  uno  para  el  Preceptor  y  la  Precep- 
tora  que  hubieren  sobresalido  en  el  estric- 
to cumplimiento  de  sus  deberes  y  en  los 
resultados  obtenidos,  premios  que  se  ad- 
judicarán en  la  forma  que  determine  el  Re- 
glamento. 

Art.  46.  Cuando  se  compruebe  que  un 
Preceptor  ó  una  Preceptora  observan  una 
conducía  reprobable,  la  Junta  parroquial 
dará  aviso  á  la  Junta  seccional  para  que 
ésta  resuelva  lo  conducente. 

Art.  46.  Por  infracción  á  sus  deberes, 
loa  Preceptores  y  Preceploras  quedan  suje- 
tos á  las  bignieutes  penas: 

1  .*  Censura. que  consiste  en  una  declara- 
ción formal  hecha  por  la  Junta  parroquial 
respectiva  de  la  falta  cometida. 
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2.a  Multa  de  ,10  á  20  bolívares,  que  le 
impondrá  la  Junta  parroquial. 

8.a    Suspensión  temporal  del  Magisterio. 

4.»     Destitución. 

§  único.  La  tercera  y  cuarta  penas  se- 
rán impuestas  por  la  Junta  seccional,  á  pe- 
tición y  con  informe  de  la  parroquial. 

Art.  47.  Los  Preceptores  y  Preceptores 
no  podrán  imponer  é  sus  alumnos  otras  co- 
rrecciones que  las  establecidas  por  los  Re- 
glamentos, prohibiéndoseles  todo  tratamien- 
to que  pueda  ser  afrentoso. 

TITULO  III 

DEL  CENSO    KSCOLAR 

Art.  48.  Dentro  de  los  tres  meses  siguien- 
tes al  día  en  que  se  constituya  en  cada  dis- 
trito la  Junta  de  instrucción  primaria  ree- 
pectiva,  procederá  á  verificar  el  censo  esco- 
lar de  su  jurisdicción,  de  acuerdo  con  las 
prescripciones  siguientes: 

1.a  Fijará  con  quince  días  de  anticipa- 
ción, á  lo  más,  el  día  y  hora  en  que  haya  de 
practicarse  el  censo,  y  lo  hará  publicar  pro- 
fusamente en  todo  el  distrito,  publicando 
también  los  artículos  de  este  Código  que 
tratan  del  censo. 

2."  Las  Juntas  parroquiales  de  instruc- 
ción pública  en  el  distrito  serán  Juntas  coo- 
peradoras de  las  de  distrito,  y  como  tales, 
recibirán  sus  instrucciones  para  la  forma- 
ción del  censo. 

3  a  Con  ocho  días  de  anticipación  por  lo 
menos,  la  Junta  de  distrito  debe  haber  dis- 
tribuido entre  las  Juntas  parroquiales  los 
modelos  ó  padrones  que  le  enviará  el  Minis- 
terio de  Instrucción  publica  para  ser  llenados 
el  día  fijado. 

4.a  Las  Juntas  parroquiales  nombrarán, 
con  ocho  días  de  anticipación,  por  lo  menos, 
el  número  de  empadronadores  que  crean  ne- 
cesarios, para  que  vayan,  de  casa  en  casa,  el 
día  fijado,  llenando  las  casillas  que  contiene 
el  modelo. 

6.a  Luego  que  haya  verificado  el  empa- 
dronamiento de  una  casa,  el  empadronador 
entregará  al  jefe  de  ella  un  certificado  im- 
preso en  que  conste  haberse  llevado  á  cabo 
en  dicha  farail:a  el  empadronamiento  pres- 
cripto  por  este  Código,  y  recomendará  que 
sea  guardado  dicho  certificado  por  quince 
días  por  lo  menos. 

6.a  Cuando  el  empadronador  no  tenga 
perfecta  seguridad  de  si  una  familia  ha  sido 
ya  empadronada,  pedirá  á  su  jefe  el  certifi- 
cado, y  si  no  puede  exhibirlo,  procederá  á 
verificar  el  empadronamiento. 

7.a  El  empadronador  tratará  de  cercio- 
rarse por  sí  mismo  de  si  son  exactos  los  da- 
le s  que  se  le  suministran. 


8.a    Si  por  cualquier  circunstancia  llegare 
un  empadronador  á  quedar  inhabilitado  pa 
ra  cumplir  su  cargo,  él  mismo  nombrará  su 
suplente  y  dará  cuenta  á  la  Junta   parro- 
quial. 

9.a  Hecho  el  trabajo  á  que  se  refieren 
los  números  anteriores,  las  Juntas  parroquia- 
les recogerán  los  modelos,  y  luego,  con  la 
mayor  escrupulosidad,  harán  un  resumen 
del  censo  practicado,  formando  dos  registros, 
de  ios  cuales  uno  quedará  en  poder  de  la 
Junta  parroquial  y  otro  se  enviará  á  la  Jun- 
ta de  distrito. 

10.a  La  Junta  de  distrito,  luego  que  re- 
ciba los  registros  del  censo  de  las  parro- 
quias, hará  á  su  vez  el  censo  escolar  del  dis- 
trito, en  resumen,  y  enviará  Un  ejemplar  de 
éste  á  la  Junta  seccional,  guardando  otro 
ejemplar. 

1 1.a  La  Junta  seccional,  luego  que  reciba 
los  resúmenes  de  censo  de  los  distritos,  ha- 
rá á  su  vez  el  de  la  sección,  y  guardando  un 
ejemplar,  enviará  otro  al  Ministerio  de  Ins- 
trucción pública. 

Art.  49.  El  Ministro  de  Instrucción  pú- 
blica hará  por  Estados,  con  los  datos  que 
reciba  de  las  Juntas  seccionales,  el  Censo 
escolar  correspondiente,  así  como  el  del  dis- 
trito federal:  totalizará  los  resultados  gene- 
rales, los  publicará  con  sus  detalles  en  la 
Gaceta  oficial  y  en  folleto  ó  libro  separado, 
y  de  ellos  dará  cuenta  al  Congreso. 

Art.  50.  Todas  las  autoridades  nacioua 
les,  de  los  Estados  y  municipales  están  en 
el  deber  de  prestar  la  más  eficaz  cooperación 
y  apoyo  á  las  Juntas  de  Instrucción  prima- 
ria para  la  formación  del  Censo.  Los  que  fal- 
taren á  este  deber  incurrirán  en  una  multa 
de  400  bolívares,  á  beneficio  de  la  Instruc- 
ción primaria,  ó  serán  destituidos  de  su  em 
pleo,  á  juicio  de  -su  inmediato  superior,  á 
quien  se  dirigirá  la  Junta  exponiendo  la 
queja. 

Art.  51.  Todo  habitante  del  distrito  en 
que  se  hace  el  Censo  está  en  el  deber  de 
prestarle  su  cooperación,  y  no  podrá  eximir- 
se de  aceptar  el  cargo  que  se  le  confíe,  que 
es  cargo  dé  honor,  sino  por  impedimento 
justificado. 

Art.  62.  La  persona  que  se  niegue  á  pres- 
tar su  cooperación  al  Censo  escolar  incurrirá 
en  la  pena  de  una  multa  hasta  de  100  bolí- 
vares, y  la  persona  que  se  niegue  á  suminis- 
trar los  datos  que  se  le  exijan,  ó  que  los  dé 
falsamente,  incurrirá  en  una  multa  de  cinco 
bolívares,  que  le  impondrá  el  Jefe  civil  del 
lugar  por  requisición  de  la  Junta.  • 

Art.  63.  El  servicio  de  Correos  y  el  de 
Telégrafos  será  gratuito  para  los  que  estén 
desempeñando  el  Censo  en  el  cumplimiento 
de  su  cometido. 
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Art.  64.  El  Censo  escolar  debe  concluirse 
dentro  del  lapso  que  fije  el  Ministerio  de 
Instrucción  pública,  y  se  hará  cada  cuatro 
años. 

título  iv 

DE    LA    KSCUKLA  DE    INDÍGENAS 

Árt.  55.  Se  crea  en  la  capital  de  la  Repú- 
blica una  Escuela  de  indígenas,  hasta  do 
cincuenta  alumnos,  en  la  cual  se  enseñarán 
las  materias  que  corresponden  á  los  dos  gra- 
dos de  la  instrucción  primaria. 

Art.  56.  Todos  los  alumnos  de  está  Es- 
cuela serán  internos,)'  los  designarán  y  remi- 
tirán al  plantel  los  Gobernadores  de  los  terri- 
torios federales  y  los  Presidentes  de  los  Es- 
tados donde  existan  indios,  en  la  proporción 
que  fije  el  Ejecutivo  Nacional,  corriendo  por 
cuenta  del  Tesoro  público  los  gastos  de  sos- 
tenimiento de  los  alumnos. 

Art.  57.  Los  alnmuos  que  tengan  notoria- 
mente aptitudes  sobresalientes,  podrán  con- 
tinuar sus  estudios  por  cuenta  del  Gobierno 
Nacional  en  otro  Instituto  público. 

Art.  68.  La  Escuela  estará  servida  por 
un  Director,  que  vivirá  en  el  mismo  local  de 
la  Escuela  y  desempeñará  las  Cátedras  de 
las  materias  de  segundo  grado,  y  un  Pre- 
ceptor, que  tendrá  á  su  cargo  las  de  primer 
grado. 

Art.  69.  La  Escuela  estará  bajo  la  ins- 
pección de  una  Junta  de  tres  miembros,  que 
serán  nombrados,  así  como  el  Director  y  el 
Preceptor,  por  el  Ejecutivo  nacional. 

Art.  60.  Loa  empleados  del  servicio  se- 
rán del  libre  nombramiento  y  remoción  del 
Director. 

Art.  61.  Las  atribuciones  de  la  Junta* 
inspectora,  del  personal,  docente  y  del  ser- 
vicio son  las  que  corresponden  á  tales 
cargos. 

Art.  62.  Las  reglas  para  la  enseñanza, 
exámenes  y  premios  serán,  las  mismas  que 
rigen  para  las  Escuelas  federales. 

Art.  63.  .  Es  obligatorio  para  los  alum- 
nos que  terminen  su  aprendizaje  en  la  Es- 
ta de  indígenas,  cumplir  las  comisiones  que 
tuviere  á  bien  confiarles  el  Ejecutivo  res- 
pecto de  los  territorios  federales. 

Art.  64.  Los  estudios  que  se  hagan  en 
este  Instituto  tendrán  validez  en  los  Cole- 
gios federales  de  la  República. 

TITULO  V 

DE    LOS     F1SCA1.KS 

Art.  65.  Habrá  en  el  distrito  federal  y 
en  cada  una  de  las  secciones  escolares  que 


establece  el  art.  14  dol  presente  Código,  mi 
Fiscal  de  Instrucción  pública. 

Art.  66.  Son  atribuciones  de  los  Fis- 
cales: 

1.a  Ejercer,  en  unión  de  loa  Rectores  de 
los  Colegios  federales,  las  atribuciones  que 
les  señale  en  la  materia  el  Ejecutivo  na- 
cional. 

2.a  Visitar*  los  Colegios  nacionales  y  Es- 
cuelas federales  de  su  jurisdicción,  con  la 
mayor  asiduidad  que  les  sea  posible,  y  dar 
parte  al  Ministro  de  Instrucción  de  los  abu- 
sos que  en  ella  se  observen. 

3.a  Averiguar,  con  vista  del  censo  esco- 
lajt-de  cada  parroquia  ó  distrito,  cuáles  son 
los  padres,  tutores  ó  encargados  que  no  en- 
víen sus  niños  á  las  Escuelas  respectivas,  é 
imponerles  la  multa  que  debe  aplicarles  la 
Junta  parroquial,  según  el  inciso  i  °  del  ar- 
tículo 36,  caso  que  dicha  Junta  no  la  haya 
impuesto,  y  hacer  las  participaciones  nece- 
sarias para  que  se  haga  efectivo  el  pago  de 
dichas  multas. 

4.a  Avisar  á  las  respectivas  Juntas  cuá 
les  son  las  Escuelas  federales  que  funcio- 
nan con  un  número  de  alumnos  menor  que 
el  establecido  en  los  Estatutos,  dando  tam- 
bién cuenta  de  ello  al  Ministro  de  Instruc- 
ción pública. 

5.a  Solicitar  de  quien  corresponda  la  re 
moción  de  los  empleados  del  ramo  que  no 
cumplan  con  sus  deberes. 

6.a  Convocar  á  sesiones  extraordinarias 
las  Juntas  superiores  y  subalternas»  cada 
vez  que  lo  juzgue  conveniente,  para  des- 
pachar asuntos  urgentes  de  su  compe- 
tencia. 

7.a  Informar  semestral  mente  al  Minis- 
tro de  Instrucción  pública,  acerca  del  movi- 
miento docente  de  su  jurisdicción,  indicán- 
dole las  reformas  que  considere  necesarias 
para  su  fomento  y  mejoramiento,  y  enviar 
a  dicho  Ministerio  sendos  cuadros  estadís- 
ticos de  la  instrucción  superior  y  de  la  pri- 
maria, que  comprendan  todos  los  datos  re- 
lacionados con  cada  Instituto,  sus  bienes  y 
enseres. 

8.a  Cumplir  las  demás  atribuciones  que 
se  les  señalen  por  disposiciones  especiales. 

Art.  66  bis.  El  Ejecutivo  nacional  po- 
drá nombrar  un  Fiscal  superior,  con  las 
atribuciones  que  juzgue  convenientes,  para 
asegurar  el  incremento  de  la  renta  destina- 
da a  la  Instrucción  pública,  y  su  más  efi- 
caz recaudación,  y  para  supervigilar  la  mar 
cha  de  la  enseñanza  y  promover  su  pro- 
greso. 
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DE  U  INSTRUCCIÓN  SECUNDARIA 
TITULO  PRIMERO 

DE  LOS  COLEGIOS  DE  VARONES 

Sección  primera.  -  De  la  organización. 

Art.  67.  La  instrucción  secundaria  se 
organiza  en  Venezuela  por  medio  de  Cole- 
gios federales,  de  los  cuales  funcionará  uno 
de  varones  y  otro  de  niñas  en  cada  sección 
escolar;  sin  perjuicio  de  los  establecidos  ya 
y  de  los  más  que  establezca  el  Ejecutivo 
nacional  en  donde  las  circunstancias  lo  exi- 
jan; y  de  Escuelas  Normales,  de  las  que  se 
establecerán  por  ahora  dos  en  la  República, 
una  para  cada  sexo. 

Art.  68.  Los  Colegios  federales  de  varo 
nes  tendrán  para  su  servicio  docente  un 
Rector,  un  Vicerrector  Secretario  y  dos  Pro- 
fesores, entre  los  cuales  se  distribuirán  las 
materias  de  enseñanza. 

Art.  69.  El  nombramiento  de  funciona- 
rios de  los  Colegios  federales  se  hará  por  el 
Ejecutivo  nacional. 

Art.  70.  Para  ser  Rector  ó  Vicerrector 
de  un  Colegio  federal  se  necesita  título  de 
Doctor  ó  de  Ingeniero  y  honorabilidad  re- 
conocida; y  se  preferirán  los  que  tengan, 
además,  título  de  Profesor  ó  práctica  en  la 
enseñanza. 

Art.  71.  Para  ser  Profesor  de  un  Colegio 
federal  se  requerirá  el  título  de  Bachiller, 
por  lo  menos,  y  el  Diploma  de  Profesor,  que 
se  obtendrá  en  la  forma  que  establezca  el 
Reglamento.  Cuando  no  hubiere  personas 
que  llenen  este  requisito,  el  Ministro  de  Ins- 
trucción pública  proveerá. 

Art.  72.  Los  funcionarios  de  los  Colegios 
federales  tendrán  las  atribuciones  propias 
de  sus  respectivos  cargos. 

Art.  73.  Cada  Colegio  tendrá  aneja  una 
Escuela  primaria,  de  las  creadas  por  el  libro 
primero  de  este  Código,  en  la  cual  se  ense- 
ñarán las  materias  de  los  dos  grados;  pero 
som elida  á  las  reglas  del  Colegio  y  subordi- 
nada en  todo  á  s'u  Rector,  quien  será  respon- 
sable de  la  marcha  de  la  Escuela,  en  la  cual 
harán  su  aprendizaje  práctico  los  alumnos 
de  Pedagogía. 

Art.  74.  Los  Colegios  estarán  bajo  la  in- 
mediata inspección  de  las  Juntas  secciona- 
les respectivas. 

Art.  76.  Las  faltas  de  los  funcionarios  de 
los  Colegios  federales  serán  juzgadas  por  la 


Junta  seccional  respectiva,  la  que  pasará  el 
expediente  con  su  informe  al  Ministerio  de 
Instrucción  pública  para  la  decisión  definiti- 
va; y  las  de  los  alumnos  por  el  Rector  y  Vi- 
cerrector correspondientes,  con  consulta  defi- 
nitiva de  la  Junta  seccional  de  la  localidad. 
Art.  76.  Las  penas  para  los  funcionarios 
serán:  amonestación,  suspensión  y  destitu- 
ción;.y  las  de  los  alumnos:  amonestación, 
trabajos  escolares  extraordinarios  y  expul- 
sión, de  acuerdo  con  la  repetición  ó  la  gra- 
vedad de  la  falta. 

Sección  segunda.  —  De  la  enseñanza. 

Art.  77.  En  los  Colegios  federales  de  va- 
rones se  enseñarán  las  materias  siguientes: 
dos  años  de  latín,  uno  de  griego,  uno  de 
francés,  uno  de  inglés,  uno  de  alemán,  dos 
de  Historia  universal,  uno  de  Gramática  y 
Retórica  y  uno  de  Geografía  universal,  que 
se  distribuirán  en  tres  años  de  estudio;  uno 
de  Aritmética  razonada  y  Algebra,  uno  de 
Geometría,  ambas  Trigonometrías  y  Topo- 
grafía, uno  de  Astronomía,  dos  de  Física, 
uno  de  Química,  uno  de  Historia  natural  y 
uno  de  Filosofía  elemental,  que  se  distribui- 
rán en  otros  tres  años  de  estudio,  y  además 
uno  de  Pedagogía  y  uno  de  Dibujo  topográ- 
fico. 

Art.  78.  Estas  materias,  con  excepción 
de  la  Pedagogía  y  el  Dibujo  topográfico,  dis- 
tribuidos en  dos  cursos  trienales,  correspon- 
derán al  curso  preparatorio  y  al  Bachillera- 
to; y  terminado  cada  uno,  los  alumnos  pre- 
sentarán exámenes  individuales  separados 
de  los  dos  trienios,  para  el  primero  de  los  cua 
les  sólo  son  obligatorios  dos  idiomas  vivos. 

Art.  79.  En  el  Distrito  federal  las  clases 
eorrespodientes  al  curso  preparatorio  y  la  de 
Pedagogía  se  leerán  en  la  Escuela  Politócni 
ca,  y  los  del  trienio  filosófico  y  el  Dibujo  to- 
pográfico en  la  Universidad  central. 

Art.  80.  La  Pedagogía  será  obligatoria 
solamente  para  los  aspirantes  al  título  de 
Preceptor,  y  el  Dibujo  topográfico  para  los 
aspirantes  al  grado  de  Agrimensor. 

Art.  81.  Para  inscribirse  en  un  Colegio 
federal  un  alumno  del  curso  preparatorio,  se 
requiere  que  presente  en  el  Instituto  que  lia 
de  recibirle  un  examen  de  suficiencia  ó  una 
certificación  expedida  por  el  Profesor  con 
quien  hubiere  estudiado  las  materias  de  la 
instrucción  primaria  de  segundo  grado;  y 
para  inscribirse  en  el  curso  filosófico  deberá 
el  aspirante  haber  presentado  examen  gene- 
ral de  las  materias  del  curso  preparatorio. 

Art.  82.  El  registro  anual  de  matrículas 
en  los  Colegios  se  abrirá  y  cerrará  en  las 
épocas  fijadas  por  los  Estatutos,  estampán- 
dose en  una  nota  al  pie  de  la  última  inscrip- 


80 


CÓDIGO  DE  INSTRUCCIÓN   PÚBLICA 


(ion. en  rada  materia,  con  la  firma  del  Rec- 
tor y  la  del  Secretario. 

Art.  83.  Ninguna  cátedra  podrá  conti- 
nuar en  actividad  con  menos  de  tres  cur- 
santes. 

Art.  84.  Los  textos  para  la  enseñanza  en 
los  Colegios  serán  los  que  designe  el  Minis- 
terio de  Instrucción  pública. 

Art.  85.     Para  la  validez  académica  de  los 

<  studios  que  se  hagan  en  los  Colegios  fede- 
íales  es  necesario  matricularse  en  las  res- 
pectivas clases;  y  para  inscribirse  en  las  cla- 

-  ees  de  un  año  escolar  es   indispensable  la 
ii probación  en  las  materias  leídas  el  año  pre- 

<  edente,  comprobada  con  la  matrícula  certi- 
ficada, 110  podiendo  expedirse  matrícula  sin 
este  requisito. 

Art.  86.  El  Gobierno  procurará  proveer 
de  local  adecuado  á  todos  los  Colegios,  así 
romo  de  los  Gabinetes  necesarios  para  las 
clases  de  Física,  Química  é  Historia  natural. 

Art.  87.  Para  que  la  enseñanza  que  se 
da  en  los  Colegios  particulares  tenga  vali- 
dez académica  en  los  Institutos  federales, 
deberán  aquéllos  someterse  á  todas  las  con- 
diciones señaladas  en  el  presente  Código. 

Art.  88.  Cuando  el  Director  de  un  Cole- 
gio particular  opte  por  la  enseñanza  libre,  el 
Ministro  de  Instrucción  pública  tendrá  el 
*  derecho  de  vigilar  sobre  la  higiene  y  moral 
en  aquellos  Institutos  y  sobre  las  correccio- 
nes impuestas  á  los  alumnos. 

Sección  tercera. 

V 

Exámenes  y  grados. 

Art.  89.  Los  exámenes  serán  colectivos 
ó  individuales,  y  siempre  públicos;  los  pri- 
meros serán  los  que  anualmente  rindan  las 
clases;  y  los  segundos,  los  que  presenten 
aquellos  alumnos  que  no  hayan  podido  en- 
trar en  el  examen  colectivo,  el  examen  ge- 
neral de  las  materias  del  curso  preparatorio 
y  los  de  opción  al  grado  de  Bachiller,  de 
Agrimensor  y  de  Preceptor. 

Art.  90.  Los  exámenes  anuales  se  prac- 
ticarán en  la  época  y  en  la  forma  que  fijen 
los  Estatutos,  por  grupos  de  diez  alumnos,  y 
el  interrogatorio  ha  de  versar  sobre  toda  la 
materia  leída  en  la  cátedra. 

Art.  91.  Las  Juntas  examinadoras  de  los 
Colegios  se  compondrán  de  cinco  miembros 
para  cada  clase,  entre  los  cuales  uno,  por  lo 
menos,  debe  ser  extraño  al  cuerpo  docente 
del  Instituto;  y  serán  nombrados,  así  como 
sus  suplentes,  cada  año,  por  la  Junta  seccio- 
nal de  Instrucción  pública  de  la  localidad, 
con  aprobación  del  Ministerio  del  ramo. 

Art.  92.  Los  alumnos  que  no  fueren  juz- 
gados aptos  podrán  presentarse  á  nuevo  exa- 


men antes  de  espirar  el  período  de  matrícu- 
la del  año  siguiente;  y  si  tampoco  fueren 
aprobados  en  este  segundo  examen,  deberán 
cursar  de  nuevo  la  materia  sobre  que  haya 
recaído  la  declaratoria  de  insuficiencia. 

Art.  93.  A  fin  de  cada  año  eseolar  se  ce- 
lebrará en  acto  público  y  solemne  la  distri- 
bución de  los  premios  que  las  Juntas  exa- 
minadoras acuerden  para  cada  clase,  al  más 
apto  de  los  alumnos. 

Art.  94.  En  los  exámenes  individuales 
de  las  materias  de  un  año  escolar  se  segui- 
rán las  mismas  reglas  que  para  los  exáme- 
nes colectivos. 

Art.  96.  Concluido  el  trienio  del  curso 
preparatorio,  los  aspirantes á  seguir  el  trienio 
filosófico  presentarán  un  examen  individual 
de  las  materias  de  aquél,  en  la  forma  que  se 
prescribe  para  examen  de  Bachiller. 

Art.  96.  Con  el  documento  que  acredite 
la  aprobación  en  el  examen  general  del  cur- 
so preparatorio,  y  los  certificados  de  estudio, 
examen  y  aprobación  en  las  materias  del 
trienio  filosófico,  se  formará  el  expediente 
de  opción  al  título  de  Bachiller. 

Art.  97.  Los  exámenes  de  opción  al  títu- 
lo de  Bachiller  se  rendirán  ante  una  Junta 
de  cinco  examinadores,  y  se  compondrá  de 
dos  pruebas,  una  oral  y  otra  escrita,  que  se 
practicarán  en  la  forma  que  los  Estatutos 
establezcan;  pero  la  primera  no  puede  durar 
menos  de  dos  horas  y  media. 

Art.  98.  Terminado  el  examen,  se  decidi- 
rá en  votación  secreta  la  aprobación  y  califi- 
cación, y  se  comunicará  el  resultado  al  aspi- 
rante. Si  es  favorable,  ocurrirá  el  candidato 
al  Rectorado  por  el  diploma  correspondien- 
te, que  estará  firmado  por  el  Rector  y  refren- 
dado por  el  Secretario.  Si  el  resultado  no 
fuere  favorable,  podrá  el  aspirante  presen- 
tarse á  nuevo  examen,  transcurridos  seis  me- 
ses por  lo  menos. 

Art.  99.  Para  presentarse  á  examen  de 
Agrimensor  basta  comprobar  la  suficiencia 
en  las  materias  de  la  instrucción  primaria  de 
segundo  grado  y  exhibir  los  comprobantes  de 
haber  cursado  las  siguientes  materias:  Arit- 
mética, Algebra,  Geometría,  ambas  Trigono- 
metrías, Agrimensura  y  Física,  y  de  haber  si- 
do examinado  y  aprobado  en  ellas;  y  el  as- 
pirante presentará  además  un  plano,  levan- 
tado por  él  inmediatamente  del  terreno  que 
le  haya  señalado,  con  la  deftida  anticipación, 
la  Junta  examinadora,  y  dibujado  en  tinta 
de  China  un  ejemplar  y  otro  en  colores.  Es- 
te examen  se  hará  ante  una  Junta  compues- 
ta de  cinco  examinadores  y  durará  dos  ho- 
ras y  inedia. 

Art.  100.  En  el  examen  de  opción  al 
título  de  Preceptor  se  seguirán  las  reglas  que 
el  art.  122  establece  para  las  Escuelas  ñor- 
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males;  y  las  materias  de  examen  serán  las 
de  Instrucción  primaria  de  segundo  grado  y 
la  Pedagogía. 

Art.  101.  Los  Colegios  federales  conferi- 
rán los  títulos  de  Bachiller,  Agrimensor  y 
Preceptor. 

Art.  102.  Ningún  Colegio  particular  pue- 
de conferir  grado  alguno. 

§  único.  Se  exceptúan  de  la  anterior  dis- 
poaicióp  los  Colegios  particulares  que,  por 
Leyes  especiales  anteriores,  tienen  permiso 
para  conferir  el  grado  de  Bachiller. 

TITULO  11 

DK  LOS  COLEGIOS  DI  NIÑAS 

Sección  primera, 

Art.  103.  Los  Colegios  federales  de  ñiflas 
se  establecerán  en  la  capital  de  cada  sec- 
ción escolar  y  en  el  distrito  federal. 

Art.  104.  Ea taran  bajo  la  inspección  de 
la  Junta  seccional  de  Instrucción  pública  de 
la  localidad  y  de  la  Jnnta  de  distrito  del 
distrito  federal,  respectivamente. 

Art.  105.  En  los  Colegios  de  ñiflas  la  en- 
señanza comprenderá  las  siguientes  mate- 
rias: Moral  y  Urbanidad,  Declamación,  Arit- 
mética, Gramática  y  composición,  Geografía 
nniversal,  Francés,  Inglés,  Historia  patria  y 
universal,  Dibujo,  Música  y  Canto,  Cosmo- 
grafía, Higiene,  Gimnástica,  Economía  do- 
méstica, costura,  bordados,  corte  y  confec- 
ción de  vestidos  y  Pedagogía. 

Art.  106.  Cada  Colegio  tendrá  aneja  una 
Escuela  primaria  con  las  dos  Secciones  co- 
rrespondientes de  enseñanza,  donde  las 
alamnas  de  Pedagogía  puedan  hacer  sa 
aprendizaje  práctico. 

Art.  107.  Para  entrar  come  alumna  á  un 
Colegio  de  ñiflas  se  requiere  poseer  la  ins- 
trucción primaria  de  segundo  grado,  compro- 
bada por  un  examen  de  admisión,  ó  por  un 
certificado  que  lo  acredite. 

Art.  108.  Cada  Colegio  estará  á  cargo  de 
una  Directora  y  una  Subdirectora;  y  tendrá 
los  Catedráticos  que  señala  el  Reglamento, 
los  cuales  compartirán  con  aquéllas  las  ta- 
reas de  la  enseñanza. 

Art.  109.  El  nombramiento  de  Directora, 
Subdirectora  y  Profesores  lo  hará  el  Ejecu- 
tivo nacional,  eligiéndolas  entre  las  señoras 
ó  señoritas  mejor  reputadas  por  su  instruc- 
ción y  moralidad,  y  prefiriendo  en  todo  caso 
las  Preceptoras  graduadas. 

Art.  110.  Para  la  admisión,  matrículas, 
cursos,  exámenes  y  premios  se  seguirán 
las  mismas  reglas  que  en  los  Colegios  de  va- 
rones. 

Art.  111.    Las  alumnas  de  los  Colegios 
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nacionales  podrán  obtener  Diplomado  alum- 
na graduada  ó  de  Preceptora,  mediante  un 
examen  general  como  el  ordenado  en  el  ar- 
tículo 123;  y  esos  diplomas  constituirán  tí- 
tulos de  preferencia  para  el  Profesorado  y  di- 
rección de  Escuelas  y  Colegios. 

Sección  segunda. 

Art  112.  El  Ejecutivo  nacional  dispon- 
draque  en  el  Distrito  federal  y  en  las  capi- 
tales de  las  secciones  escolares,  donde  pue- 
dan sostenerse  cursos  regulares,  se  establez- 
can en  los  Colegios  de  ñiflas  las  clases  que  se 
fijan  por  el  presente  Código  para  los  Colegios 
federales  de  varones. 

Cuando  se  abran  en  algún  Colegio  las  cla- 
ses preparatorias  y  del  trienio  filosófico,  se 
aplicaran  á  estos  Colegios  las  reglas  estable- 
cidas en  la  organización  y  régimen  docente 
de  los  Colegios  de  varones. 

Art.  113.  Cuando  haya  Profesoras  titu- 
lares, aptas  para  la  enseñanza  de  las  clases 
preparatorias  y  de  Filosofía,  se  preferirán 
éstas  en  la  provisión  de  las  Cátedras  de  los 
Colegios  de  ñiflas. 

Art.  114.  Los  cursos  qne  se  lean  en  los 
colegios  de  ñiflas  de  creación  particular,  ten- 
drán validez  académica  con  sujeción  á  los 
preceptos  establecidos  para  los  Colegios  par- 
ticulares de  varones. 

TITULO  111 

DB  LAS  B8CÜELAS  NORMALES 

Art.  115  Para  la  formación  de  instituto- 
res se  establecerán  dos  Escuelas  Normales, 
por  lo  menos,  en  la  República,  una  de  varo- 
nes y  otra  de  ñiflas,  con  una  Escuela  federal 
aneja,  cada  una,  en  la  que  se  enseñarán  las 
materias  correspondientes  á  los  dos  grados 
de  la  instrucción  primaria. 

Art.  116.  Cada  Escuela  Normal  tendrá 
un  Director  ó  Directora  y  un  Subdirector  ó 
Subdirectora,  con  dos  Profesores  más,  que 
compartirán  con  aquéllos  las  tareas  del  Ins- 
tituto. 

Art.  117.  Los  Directores,  Subdirectores 
y  Profesores  serán  nombrados  por  el  Ejecu- 
tivo nacional,  dentro  de  personas  de  uno  ú 
otro  sexo,  de  reconocida  competencia  y  mo- 
ralidad. 

Art.  118.  Para  inscribirse  como  alumno 
de  una  Escuela  Normal,  se  necesita  compro- 
bar, con  certificación  de  otro  Instituto  na- 
cional, que  se  poseen  los  conocimientos  de 
la  instrucción  primaria  de  segundo  grado,  y 
ser  de  reconocida  moralidad  y  buenas  con- 
diciones físicas  para  el  Magisterio. 

Art.  119.    Son  materias  de  enseñanza  en 
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las  Escuelas  Normales:  la  Pedagogía,  Decla- 
mación, Caligrafía,  Idioma  patrio,  Aritmé- 
tica, Geografía  de  Venezuela  y  Universal, 
nocionea  de  Anatomía,  Higiene  y  Fisiología, 
Instrucción  cívica,  Gimnasia,  Música  y  Di- 
bajo; y  en  las  Escuelas  Normales  de  ñiflas, 
además,  ejercicios  de  FrOebel  y  trabajos  ma- 
nuales, Economía  y  labores  domésticas. 

Ait.  120.  El  corso  en  las  Escuelas  Nor- 
males durará  tres  años. 

Art.  121.  Para  admisión,  matrículas,  cur- 
sos, exámenes  y  premios  se  seguirán  las  re- 
glas presen* pt as  en  el  tít.  2.°  del  presente 
libro. 

Art.  122.  Los  alumnos  aprobados  sucesi- 
vamente en  las  materias  del  curso  normal 
presentarán  por  dos  horas  y  media,  un  exa- 
men individual  de  opción  al  título  de  Pre- 
ceptor ó  Preceptora,  ante  una  Junta  de  cin- 
co examinadores,  que  se  distribuirán  las 
materias  del  curso  para  hacer  el  examen  ge- 
neral. 

Art.  123.  Al  alumno  aprobado  en  este 
examen  se  le  expedirá  título  de  Preceptor  ó 
Preeeptora,  firmado  por  los  Directores  de  la 
Escuela,  título  que  les  dará  preferencia  para 
optar  á  un  puesto  en  el  cuerpo  docente  de 
las  Escuelas  primarias  y  normales. 

LIBRO  TERCERO 


DE  LA  INSTRUCCIÓN  SUPERIOR 


TITULO  ÚNICO 
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Sección  primera.  -  De  la  organización. 

Art.  124.  La  instrucción  superior  se  da- 
rá en  las  Universidades  Central,  de  los  An- 
des, de  Carabobo,  del  Zulia  y  de  Bolívar, 
existentes  hoy,  respectivamente,  en  Cara- 
cas, Marida,  Valencia,  Maracaibo  y  Ciudad 
Bolívar,  en  la  del  Estado  Lara,  que  se  crea 
por  esta  Ley  y  que  se  establecerá  en  Bar- 
quisimeto,  y  en  las  que  el  Congreso  nacio- 
nal estableciere  más  tarde,  á  propuesta  del 
Ejecutivo  federal. 

Art.  125.  Para  el  establecimiento  de  una 
Universidad  se  requiere  un  número  suficien- 
te de  alumnos  y  de  Profesores  para  mante- 
ner en  actividad  los  cursos  superiores  de 
todas  las  Facultades,  conforme  al  presente 
Código,  pudiendo  el  Ejecutivo  nacional  sus- 
pender temporalmente  las  que  después  de 
establecidas  dejaren  de  llenar  aquellas  con- 
diciones, dando  cuenta  al  Congreso. 

Art.  126.     Las  Universidades,  por  el  ór- 


gano de  sus  Rectores,  son  las  únicas  Auto- 
ridades que  pueden  conferir  grados  de  Doc- 
tor, Dentista,  Partera  y  Veterinario  á  los 
que  hayan  cumplido  con  los  requisitos  pres- 
critos por  el  presente  Código.  Y  pueden, 
además,  conferir,  como  los  Colegios  federa- 
les, los  grados  de  Bachiller,  Agrimensor  y 
Preceptor. 

Art.  127.  Las  Universidades  tendrán  pa- 
ra su  servicio  docente,  Profesores  y  prepa- 
radores; para  el  despacho  de  sus-  asuntos, 
un  Secretario,  y  cuando  fuere  preciso  un 
Subsecretario  Archivero;  y  para  el  servicio 
interior,  los  Bedeles  y  sirvientes  indispen- 
sables. 

Art.  128.  £1  Rector  es  el  Jefe  del  Insti- 
tuto, y  comparte  con  el  Vicerrector  la  vigi- 
lancia de  la  Universidad  respecto  al  orden 
interior,  la  marcha  de  la  enseñanza,  la  con- 
servación y  el  adelanto  de  lo  perteneciente 
á  ella. 

Art.  129.  El  Rector  y  Vicerrector  son  de 
libre  elección  del  Ejecutivo  Nacional  y  serán 
nombrados  de  entre  los  Doctores  de  uua  de 
las  Universidades  de  la  República,  venezo- 
lanos por  nacimiento. 

Art.  130.  El  Vicerrector  suple  las  faltas 
accidentales  del  Rector,  y  las  de  aquél,  el 
más  antiguo  Catedrático  en  ejercicio. 

Art.  131.  Las  funciones  de  estos  emplea 
dos  son  las  propias  de  sus  respectivos  car 
gos  y  las  que   les  señalen  los  Reglamentos. 

Art.  132.  Las  Facultades  las  componen 
todos  los  Doctores  graduados  en  una  misma 
ciencia,  residentes  en  la  localidad  en  que 
funcionan  las  Universidades,  y  se  constitui- 
rán eligiendo  de  su  seno  cada  cuatro  años 
un  Presidente,  un  Vicepresidente,  un  Secre 
tario  y  siete  examinadores  de  número. 

§  único.  £1  Consejo  de  la  Facultad  lo 
constituirán  el  Presidente,  Vicepresidente, 
Secretario  y  Jos  Profesores. 

Art.  183.  Los  Profesores  de  las  Univer 
sidades  serán  nombrados  por  el  Ejecutivo 
Federal  de  ternas  presentadas  por  el  res  pee 
tivo  Rector,  quien  tendrá  presente  al  forr 
marlas  la  competencia  de  los  candidatos. 

Art.  134.  Para  ser  Profesor  de  una  Uni- 
versidad es  indispensable  el  título  de  doctor 
en  la  respectiva  Facultad,  excepto  cuando 
se  trata  de  las  clases  de  Historia  universal, 
de  Historia  natural,  de  Literatura  nacional 
y  extranjera,  de  Química  y  de  Dibujo. 

Art.  135.  Los  Profesores  nombrados  en 
propiedad  no  podrán  desempeñar  más  de 
una  Cátedra,  ni  podrán  ser  removidos  sino 
por  incapacidad  comprobada  ó  inasistencia 
reiterada  á  las  clases,  ú  otra  falta  grave  en 
el  cumplimiento  de  sus  deberes,  á  juicio  del 
Rector,  Vicerrector  y  Presidente  de  la  res 
pectiva  Facultad,  y  decisión  del  Ejecutivo 
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federal  por  órgano  del  Ministerio  de  Ins- 
trucción pública. 

Art.  136.  Las  clases  que  tengan  I  ,a  borato 
rio,  Gabinete  0  Anfiteatro,  tendrán  un  Pre- 
parador que  nombrará  el  Ministro  de  Ins 
tracción  pública  de  ternas  presentadas  por 
«i  Rector,  quien  las  formará  de  alumnos  que 
•en  los  cu  rao  8  anteriores  hubieren  sido  cali- 
ficados de  sobresalientes. 

Art.  187.  £1  Secretario  y  Subsecretario 
<le  las  Universidades  serán  nombrados  por 
•el  Ejecutivo  federal  de  ternas  propuestas 
por  el  Rector. 

Art.  138.  Los  empleados  del  servicio  in- 
terior serán  de  libre  elección  y  remoción  del 
Héctor. 

Sección  segunda. — De  la  enseñanza. 

Art.  130.  En  las  Universidades  habrá  las 
«¡guíente*  Facultades: 

I."     De  Ciencias  eclesiásticas; 

2.a     De  Ciencias  políticas; 

3.a     De  Ciencias  módicas; 

4.a     De  Ciencias  exactas; 

6.a     De  Filosofía  y  Letras; 

6  a     De  Farmacia. 

Art.  140.  Mientras  se  organiza  la  Facul- 
tad' de  Filosofía  y  Letras,  ésta  se  compondrá 
ile  los  Profesores  de  las  asignaturas  corres- 
pondientes, que  se  nombrarán  por  el  Ejecuti- 
vo federal  de  ternas  presentadas  por  el  Rec- 
tor, y  elegidas  de  entre  las  personas  más 
competentes  en  las  materias  respectivas,  sin 
teiier  en  consideración  sus  títulos  académi- 
cos, y  los  actuales  miembros  de  las  Acade- 
mias correspondientes  de  la  Española,  de  la 
Lengua  y  de  la  Historia. 

Art.  141.  Los  actuales  Doctores  de  la' 
Facultad  de  Ciencias  filosóficas  entrarán  á 
•constituir  la  Facultad  de  Ciencias  exactas. 

Art.  142.  La  Facultad  de  Farmacia  la 
constituirán  los  actuales  Doctores  en  farma- 
cia, los  Profesores  de  la  Facultad  y  los  que 
«e  incorporen  en  lo  sucesivo,  conforme  á  la 
Ley. 

Art.  143.  Corresponden  á  las  diversas 
Falcultades  las  siguientes  materias: 

A  la  de  Ciencias  eclesiásticas:  Derecho 
público  eclesiástico,  Teología  dogmática, 
Teología  moral,  Historia  sagrada,  é  Historia 
eclesiástica. 

'A  la  de  Ciencias  políticas:  Derecho  uatu 
ral,  Derecho  romano  y  su  Historia,  Derecho 
«spañol,  Derecho  político,  Sistema  federal  y 
Constitución  política  de  la  República,  Códi- 
gos nacionales,  Derecho  internacional  públi- 
co, Derecho  internacional  privado,  Legisla- 
ción comparada,  Principios  de  legislación 
universal,  Derecho  administrativo  y  penal, 
Economía  política  y  Práctica  forense. 


A  las  Ciencias  médicas:  Anatomía  y  Di- 
sección, Física  y  Química  médicas,  Histolo- 
gía y  Bacteriología,  Fisiología  teórica  y  ex- 
perimental, Patología  general  é  interna, 
Patología  externa,  Anatomía  topográfica  y 
Medicina  operatoria.  Historia  natural  médi- 
ca y  Farmacología,  Higiene  y  Terapéutica, 
Medicina  legal  y  Toxicología,  Obstetricia, 
Ginecología  y  Pediatría,  Patología  mental. 
Historia  de  la  medicina  y  Clínicas. 

A  la  deCieucias  exactas:  Algebra  superior, 
Geometría  analítica  y  descriptiva,  Cálculo 
infinitesimal,  Mecánica  racional,  Geodesia, 
Astronomía,  Física  y  Química. 

A  la  de  Filosofía  y  Letras:  Literatura  cas* 
tellana,  Literaturas  antiguas,  Literaturas 
modernas,  Biología  general,  Historia  nato- 
ral,  Lingüística,  Antropología,  Sociología  y 
Filosofía. 

A  la  Facultad  de  Farmacia:  Física,  Quími- 
ca, Historia  natural,  Micrografía,  Higiene 
pública,  Farmacología  y  Práctica  de  la  far- 
macia, Análisis  químico  y  Código  farmacéu- 
tico. 

Art.  144.  Cada  Facultad  tiene  á  su  car-' 
go,  por  medio  de  su  Consejo,  todo  lo  relativo 
á  la  buena  marcha  de  la  enseñanza  en  el 
respectivo  ramo» el  programa  de  estudios  y 
el  cumplimiento  de  los  demás  deberes  que 
se'  señalen  en  este  Código  y  en  el  Regla* 
mentó. 

Art.  145.  Los  programas  de  estudio  que 
organicen  las  Facultades  para  opción  al  títu- 
lo de  Doctor  deben  tener  por  base,  además 
del  título  de  bachiller,  la  lectura  de  las  si- 
guientes materias: 

Para  el  de  Doctor  en  Ciencias  eclesiásticas: 
las  de  la  respectiva  Facultad,  más  la  Litera- 
tura castellana,  las  Literaturas  antiguas  y  la 
Filosofía. 

Para  la  de  Doctor  en  Ciencias  políticas; 
las  correspondientes  á  la  respectiva  Facul- 
tad, la  Medicina  legal,  el  Derecho  público 
eclesiástico,  la  Antropología  y  la  Sociología. 

Para  la  de  Doctor  en  Ciencias  médicas:  las 
correspondientes  ala  respectiva  Facultad, 
más  la  Antropología. 

Para  el  de  Doctor  en  Ciencias  exactas:  las 
correspondientes  á  la  Facultad  respectiva, 
más  la  Biología  general  y  la  Sociología. 

Para  el  de  Doctor  en  Filosofía  y  Letras: 
las  correspondientes  á  la  Facultad  respectiva. 

Para  el  de  Doctor  en  Farmacia:  las  corres- 
pondientes á  la  respectiva  Facultad. 

Art.  146.  Las  Facultades  podrán  modifi- 
car el  programa  de  estudios  con  la  aproba- 
ción del  Ministerio  de  Instrucción   pública. 

Art.  147.  El  Ministerio  de  Instrucción 
pública  podrá  permitir  en  las  Universidades 
la  lectura  de  cursos  libres  sobre  materias 
incluidas  ó  no  en  los  programas  oficiales; 
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pero  la  asistencia  á  ellos  no  tendrá  validez 
académica  para  la  opción  á  grados,  sino  en 
conformidad  con  el  libro  que  trata  de  la  ha- 
bilitación. 

Sección  tercera.— «De  los  cursantes. 

Art.  148.  Para  entrar  á  cursar  Ciencias 
mayores  en  una  Universidad  es  indispensa- 
ble poseer  el  grado  de  bachiller;  y  para  ma- 
tricularse en  un  curso  anual  cualquiera,  se 
requiere  haberse  inscrito  personalmente 
dentro  del  Vapco  fijado  por  los  Reglamentos, 
previa  comprobación  de  haber  sido  exami- 
nado y  aprobado  en  las  materias  precedentes 
al  curso  anual  que  se  quiere  tomar. 

Art.  149.  Cuando  por  causas  comproba- 
das ante  el  Rector  no  hubiere  podido  un 
alumno  inscribirse  dentro  del  lapso  legal, 
podrá  hacerlo  en  el  mes  siguiente  si  presenta 
examen  privado,  á  satisfacción  del  Profesor, 
de  las  materias  leídas  hasta  el  día  en  la  clase; 
y  todavía  podrá  inscribirse  un  mes  más  tar- 
de, pee  vi  a  solicitud  al  Ministro  de  Instruc- 
ción pública,  si  rinde  examen  de  lo  leído  en 
la  clase  ante  una  Junta  de  tres  examinadores 
de  la  Facultad,  presidida  por  el  Rector,  satis- 
faciendo los  honorarios  que  fija  el  Regla- 
mento. 

Art.  150.  También  podrá  un  alumno  ma- 
triculado en  una  Universidad  ser  recibido  en 
otra  como  cursante,  siempre  que  compruebe 
con  certificado  del  Rector  y  Profesores  co- 
rrespondientes de  aquélla,  razones  justifica- 
das para  cambiar  de  Instituto. 

Art.  151.  Fuera  de  eate  caso,  ningún  es- 
tudiante de  Universidad  ó  Colegio  federal 
podía  rendir  examen  anual,  sino  en  el  Ins- 
tituto en  donde  ha  cursado  el  afio,  á  menos 
de  poderosas  causas  justificadas  ante  el  Mi- 
nisterio de  Instrucción  pública,  así  como  no 
podrá  rendir  en  otro  Instituto  nuevo  exa- 
men de  una  materia,  en  la  cual  no  haya  ob- 
tenido la  aprobación. 

Art.  152.  Los  cursantes  deben  asistir  á 
sus  clases  con  puntualidad,  y  cuando  sus 
faltas  de  asistencia  á  una  clase  excedieren 
de  cuarenta  sin  pasar  de  sesenta  en  un  afio, 
no  será  admitido  al  examen  general  del 
curso,  sino  que  se  le  someterá  á  uno  espe- 
cial cuya  duración  fijará  el  Rector,  según  el 
número  de  las  faltas,  no  pudiendo  ser  de 
menos  de  una  hora. 

Un  número  de  faltas  que  pase  de  sesenta, 
trae  la  pérdida  del  afio  de  estudios. 

Ait.  153.  Los  cursantes  que  falten  á  sus 
deberes  quedan  sometidos,  además  de  las 
expresadas  en  el  artículo  anterior,  á  las  si- 
guientes penas: 

1.a  Por  perturbación  del  orden  interior 
del  Establecimiento,  ó  faltas  contra  el  Rec- 


tor, Vicerrector,  Profesores  ó  cualquiera  Au- 
toridad pública  que  no  revistiere  mayor  gra- 
vedad, y  por  la  primera  vez,  un  mes  de  ex- 
pulsión de  sus  respectivas  clases,  con  ano- 
tación de  les  fallas  por  los  Profesores. 

2.a  Si  se  repiten  las  faltas,  ó  si  desde  la 
primera  vez  fueren  de  gtavedad,  expulsión 
durante  un  curso,  ó  sea  por  dos  años. 

3.a  Si  se  incurre  por  tercera  vez  en  las 
mismas  faltas,  ó  si  desde  la  primera  de  és- 
tas, fueren  de  gravedad  suma,  expulsión  de- 
finitiva del  Instituto. 

Art.  164.  Las  penas  del  núm.  1.°  serán 
impuestas  por  el  Rector,  y  las  del  2.°  y  3.° 
por  el  Ministerio  de  Instrucción  pública, 
bien  á  petición  del  Rector,  bien  de  oficio. 

Art.  165.  La  expulsión  de  una  Universi- 
dad trae  como  consecuencia,  que  el  alumno 
no  podrá  ser  recibido  en  ninguna  otra  de  la 
República,  durante  el  tiempo  de  la  expul- 
sión; y  después  lo  será  sólo  con  las  condicio- 
nes impuestas  en  el  art.  151. 

Sección  coarta.— Exámenes  y  grados. 

Art.  1 66.  Los  Consejos  de  las  Facultades 
formularán  los  programas  parciales  de  los 
exámenes  anuales  que  han  de  practicarse 
después  del  15  de  Julio,  organizando,  con 
los  Profesores  y  examinadores  de  número. 
Juntas  de  cinco  miembros,  presididas  por  el 
Rector  ó  el  Vicerrector,  ó  el  Presidente  de  la 
Facultad  respectiva,  para  grupos  de  no  más 
de  die«s  alumnos,  y  estableciendo  las  prue- 
bas orales,  escritas  y  prácticas  que  crea  con- 
venientes, según  las  materias. 

Art.  167.  La  duración  de  cada  examen 
anual  será  de  dos  horas  y  media,  por  lo 
menos. 

Art.  168.  El  resultado  de  cada  exameu 
lo  expresará  la  Junta  respectiva  en  una 
acta,  que  será  enviada  á  la  Secretaría  de  la 
Universidad,  para  que  haga  la  participación 
á  loa  interesados,  y  en  la  cual  figure  el  nom- 
bre del  favorecido  con  el  premio  que  se  ad- 
judique al  más  notable  entre  los  sobresa- 
lientes, si  loa  hubiere. 

Art.  150.  Los  alumnos  no  aprobados  en 
un  examen  anual,  podrán  presentarse  aun 
nuevo  examen  después  de  dos  meses,  y  an- 
tes de  espirar  el  período  de  inscripciones 
de  matrículas  para  el  afio  siguiente;  y  si  no 
fueren  aprobados,  tendrán  que  incorporarse 
á  un  nuevo  curso. 

Art.  160.  Los  que  no  hubieren  podido 
figurar  en  el  examen  anual  de  su  clase,  ten- 
drán que  rendir  un  examen  individual  en  la 
forma  que  establecen  los  Estatutos,  abonan- 
do los  honorarios  señalados  en  el  Regla- 
mento. 

Art.  161.    El  candidato  aprobado  sucesi- 
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vamente  en  los  exámenes  parciales  de  un 
«tirso  superior,  presentará  con  anticipación 
«na  tesis  sobre  materia  de  su  libre  elección, 
y  rendirá  un  examen  general  de  todas  las 
materias  del  curso,  ante  una  Junta  presidí  - 
•da  por  el  Rector,  compuesta  de  siete  exami- 
nadores, uno  de  los  cuales  se  concretará  á 
loa  puntos  de  la  tesis,  y  los  demás  se  repar- 
tirán las  materias  del  curso. 

Cada  examinador  preguntará  media  boca. 

§  único.  El  Rector,  Presidente  de  la  Jun- 
ta, puede  ser  examinador  en  los  exámenes 
de  la  Facultad  á  que  pertenezca. 

Art.  162.  Para  el  grado  de  Doctor  en 
Farmacia  se  requiere  ser  Bachiller,  haber 
sido  examinado  y  aprobado  en  las  materias 
<lól  curso;  presentar  al  Rector  una  certifica- 
ción de  haber  practicado  la  Farmacia  por 
•cuatro  años,  con  un  Farmaceuta  titular  que 
tenga  botica  abierta,  y  ser  examinado  antes 
y  aprobado  por  una  Junta  compuesta  de 
siete  examinadores  de  la  Facultad  presidida 
por  el  Rector,  preguntando  media  hora  cada 
ono,  y  aprobado  en  una  prueba  práctica  so- 
bre materia  médica,  preparación  de  medi- 
camentos y  análisis  químico,  por  una  Junta 
<le  tres  Farmaceutas. 

§  único.  Los  actuales  Farmacéuticos  ti- 
tulares que  sean  Bachilleres  en  Filosofía, 
podrán  cambiar  su  título  por  el  de  doctor 
•de  Farmacia  en  la  forma  que  lo  disponga  el 
reglamento. 

Art.  163.  Los  aprobados  en  el  examen 
general  leerán  sus  tesis  en  un  acto  público 
el  día  y  horas  fijados  por  el  Rectorado,  y  en 
seguida  el  Rector,  en  representación  de  la 
Universidad  y  en  nombre  de  la  República 
y  por  autoridad  de  la  Ley,  conferirá  el  gra- 
do de  Doctor,  con  la  insignia  correspondien- 
te, previa  la  promesa  que  ha  de  prestar  el 
candidato  de  cumplir  la  Constitución  y  las 
Leyes  de  la  República  y  los  deberes  espe- 
ciales de  su  profesión.  Luego  se  le  expedirá 
eí  diploma  correspondiente,  firmado  por  el 
Rector,  el  Vicerrector  y  el  Secretario  de  la 
Universidad,  y  el  Presidente  de  la  Facultad 
respectiva. 

Art.  164.  El  candidato  no  aprobado  en 
un  examen  general  de  doctor,  no  podrá  pre- 
sentarse nuevamente  al  mismo  examen  an- 
tea de  transcurrido  un  año. 

Art.  165.  Los  exámenes  de  reválida  para 
loa  doctores  extranjeros  se  harán  dividiendo 
las  materias  del  curso  correspondiente  en 
tres  grupos,  que  constituirán  otros  tantos 
exámenes  parciales,  practicados  por  una 
Junta  compuesta  de  cinco  examinadores 
presidida  po:  el  Rector.  Después  se  presen- 
tará la  tesis  y  se  rendirá  el  examen  general. 

Art.  166.  En  Enero  de  cada  año  las  Uni- 
versidades publicarán  un  Anuario  que  con- 


tenga todo  lo  referente  á  la  marcha  del  Ins- 
tituto, y  los  trabajos  que  las  Facultades  juz- 
guen convenientes  insertaren  él. 

Art.  167.  El  traje  académico  que  deben 
llevar  los  doctores  en  los  actos  universitarios 
de  carácter  público,  será  el  de  rigurosa  eti- 
queta con  la  insignia  universitaria,  que  con- 
sistirá en  una  medalla- cuya  forma  y  demás 
caracteres  indicará  el  Reglamento,  colgante 
al  cuello  de  una  cinta  de  color:  para  los  doc- 
tores en  Ciencias  eclesiásticas,  blanco;  para 
los  de  Ciencias  políticas,  rojo;  para  los  de 
Ciencias  médicas,  amarillo;  para  los  de  Cien 
cias  exactas,  azul;  verde  para  los  de  Filoso- 
fía y  Letras;  y  morado  para  los  doctores  en 
Farmacia. 

Sección  quinta. -£><?  las  Escuelas  anejas. 

Art.  168.  Se  establecen  en  las  Universi- 
dades la  Escuela  dental  y  la  Escuela  de  Ve 
te  linaria,  adscritas  á  la  Facultad  de  Ciencias 
médicas. 

Art.  169.  Las  materias  del  curso  de  Den- 
tisteríason:  Anatomía  y  Fisiología  especiales 
de  la  boca,  precedidas  de  nociones  de  Ana- 
tomía y  Fisiología  generales,  Patología.  Ci- 
rugía Terapéutica  de  la  boca  y  Mecánica 
dental. 

Art.  170.  Las  materias  del  curso  de  Ve- 
terinaria son:  Anatomía,  Fisiología,  Pato- 
logía y  Terapéutica  de  los  animales  do- 
mésticos, Zootecnia  y  Arte  de  herrar  los  ca- 
ballos. 

A  rt.  171.  Los  Profesores  y  dent  istas  exa- 
minadores de  la  Escuela  dental,  compondrán 
respectivamente  el  Consejo  director  de  la 
Escuela,  con  atribuciones  de  Facultad,  con 
atribuciones  de  Facultad  en  lo  relativo  a! 
programa,  á  la  marcha  de  los  estudios,  orga 
nización  de  exámenes  y  autorización  de  los 
diplomas  correspondientes. 

Art.  172.  Para  el  grado  de  dentista  se  re- 
quiere examen  y  aprobación  de  las  materias 
separadas  del  curso,  práctica  de  dos  años 
con  un  dentista  titulado,  examen  general 
ante  una  Junta  de  cinco  examinadores,  tres 
dentistas  y  dos  Médicos,  y  pruebas  prácticas 
sobre  Mecánica  Tlental  ante  una  Junta  de 
tres  dentistas. 

Art.  173.  Para  el  título  de  Veterinario  se 
rendirá  examen  general  ante  una  Junta  de 
cinco  examinadores,  médicos  ó  veterinarios, 
que  recaerá  sobre  las  materias  del  curso. 

Art.  174.  Pueden  igualmente  las  Univer- 
sidades conferir  el  grado  de  Partera  á  las  que 
comprueben  haber  seguido  un  curso  teórico 
de  Obstetricia  y  tenido  práctica  de  un  a  fio 
en  un  Hospital;  y  luego  rindan  examen  indi- 
vidual ante  una  Junta  de  cinco  Profesores,  y 
presenten  pruebas  prácticas  sobre  el  diag- 
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nóstico  y  manipulaciones  obstétricas  ante 
una  Jtinta  de  tres  examinadores. 

Art.  175.  En  los  exámenes  generales 
para  los  grados  de  Dentistas,  Veterinarios  y 
Parteras,  cada  examinador  preguntará  du- 
rante media  hora. 

Art.  176.  Los  títulos  á  que  se  refieren  los 
artículos  precedentes  «eran  expedidos  en  la 
misma  forma  que  los  de  Doctor,  por  la  Uni- 
versidad en  que  se  hubieren  rendido  los  exá- 
menes. 

Sección  sexta. — Daechos  universitarios. 

Art.  177.  Los  derechos  universitarios  por 
grados,  títulos,  exámenes,  incorporaciones, 
etcétera,  se  fijarán,  pagarán  y  distribuirán 
conforme  á  las  disposiciones  que  establezca 
el  Reglamento. 

Art.  178  En  esta  Escuela  se  harán  los 
estudios  necesarios  para  formar  Ingenieros 
civiles,  Ingenieros  militares,  Ingenieros 
agrónomos  y  Arquitectos. 

Art.  179.  La  duración  de  los  cursos  será 
de  cuatro  años,  y  sólo  de  dos  para  obtener 
el  título  de  Arquitecto. 

Art.  180.  Las  materias  de  estudio  para 
e!  grado  de  Ingeniero  civil,  serán:  Algebra 
superior,  Geometría  analítica  y  descriptiva. 
Cálculo  infinitesimal,  Mecánica  racional  y 
aplicada,  Geodesia  y  Astronomía  práctica, 
Arte  de  edificar,  Hidráulica  en  todas  sus 
aplicaciones,  Explotación  de  minas,  Carrete 
ras  y  Ferrocarriles,  Puentes,  Túneles,  Dibujo 
lineal,  Botánica,  Geología,  Mineralogía,  Físi- 
ca, Matemáticas  y  sus  aplicaciones  á  la  in- 
dustria, Química  general  é  industrial,  Eco- 
nomía política  y  Legislación  relativa  á  la 
ingeniería. 

Art.  181.  Los  estudios  para  el  Ingeniero 
militar  serán:  Algebra  superior,  Geometría 
analítica  y  descriptiva,  Elementos  de  cálcu- 
los diferencial  é  integral,  Mecánica  aplicada, 
Arte  de  edificar  en  sus  aplicaciones  milita- 
res, Vías  de  comunicación,  Prácticas  de  le- 
vantamiento de  planos  militares,  Dibujos  de 
fortificaciones  y  de  armas  de  fuego,  Ordenan- 
zas del  ejército,  Táctica  de  todas  las  armas, 
Reglamentos  de  Estados  mayores,  Juris- 
prudencia militar,  Fortificación,  Estrategia, 
Sitio  y  defensa  de  plazas,  Explosivos  y  sus 
aplicaciones. 

Art.  182.  Los  estudios  del  Ingeniero 
agrónomo  serán:  Elementos  de  Geometría 
analítica  y  descriptiva,  Mecánica  agrícola. 
Construcciones  rurales,  Hidráulica  aplicada 
á  la  agricultura,  Química  agrícola,  Zoología 
y  Nociones  de  veterinaria,  Botánica  general 
con  aplicación  á  las  plantas  agrícolas  y  fo- 
restales, Economía  rural,  Legislación  agríco- 
la, Cría  del  ganado,  Trazado  y  construcción 
de  caminos  y  Dibujo  lineal. 


Art.  183.  Los  estudios  de  Arquitecto  se» 
rán:  Geometría  analítica  y  descriptiva,  Me- 
cánica y  sus  aplicaciones,  Hidráulica  en  sn> 
aplicación  al  abastecimiento  de  las  ciudades. 
Arte  de  edificar,  Arquitectura  comparada  y 
su  historia,  Estereotomía,  Dibujo  lineal,  ar- 
quitectónico y  de  ornamentación,  Física  in- 
dustrial, Legislación  relativa  á  las  construc- 
ciones y  un  afio  del  curso  'de  Arquitectura 
artística  que  se  lee  en  el  Instituto  de  Bella» 
Artes. 

Art.  184.  La  apertura  de  cada  curso  será 
precedida  de  la  publicación  del  programa  de/ 
las  materias  que  han  de  leerse  en  él. 

Art  186.  La  Escuela  poseerá  una  Biblio 
teca,  un  Observatorio,  un  Laboratorio  de- 
química  y  un  Gabinete  de  física,  un  Campo» 
de  experimentos  para  la  enseñanza  agrícola 
y  forestal,  que  estará  también  al  servicio  de 
la  Junta  de  aclimatación  y  perfeccionamien- 
to industrial,  y  colecciones  de  todos  los  ob 
jetos  necesarios  para  que  la  enseñanza  sea 
esencialmente  práctica. 

§  único.  Mientras  la  Escuela  no  tenga  un 
Laboratorio  de  Química  y  un  Gabinete  de 
Física  propios,  hará  uso  para  sus  trabajos 
del  Laboratorio  nacional  y  del  Gabinete  «le 
Física  de  la  Universidad  Central,  para  lo 
cual  el  Rector  de  la  Escuela  se  pondrá  de 
acuerdo  con  los  Directores  de  dichos  Labo- 
ratorio y  Gabinete. 

Art.  186.     La  Escuela  tendrá  un  Director 
y  un  Subdirector  nombrados  por  el  Ejecuti 
vo  nacional,  y  mi  Secretario,  nombrado  por 
el  Ejecutivo  de  una  terna  presentada  por  el 
Director. 

Art.  187.  El  Colegio  de  Ingenieros  for- 
mará un  Reglamento  sobre  plan  de  estu- 
dios, programas,  exámenes,  etc..  Fijará,  con 
anuencia  del  Gobierno,  el  número  de  Profe 
sores  que  deba  haber,  y  designará  cada  cua- 
tro aflos  los  examinadores  de  número  nece 
sarios. 

Art.  188.  Los  Profesores  serán  nombra- 
dos por  el  Ejecutivo  federal  de  ternas  pro- 
puestas por  el  Director. 

Art.  189.     El   Director  presentará  anual 
mente  en  la  primera  quincena  de  Enero  al 
Ministerio  de  Instrucción  pública  un  infor 
me  sobre  la  marcha  de  la  Escuela  y  las  me- 
joras que  la  práctica  sugiera,   la  cuenta  do- 
cumentada de  los  gastos  hechos  en  el  año  y 
un  presupuesto  de  gastos  para  el  año  eco 
nómico  siguiente. 

Art.  190.  Para  ser  admitido  como  alum- 
no de  la  Escuela,  el  candidato  debe  presen- 
tar al  Rector  dentro  del  tiempo  fijado  por 
los  Reglamentos  del  Instituto,  el  título  de 
Agrimensor  y  los  certificados  que  comprue- 
ben haber  estudiado  en  establecimientos1 
autorizados  por  el  Gobierno,  las  materias 
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del  curso  completo  de  Agrimensura,  y  ser 
aprobado  en  ellas  en  examen  practicado  por 
cnatro  Profesores  de  la  Escuela  y  un  Inge- 
niero nombrado  por  el  Colegio,  examen  que  • 
durará  dos  horas  y  media. 

Art.  191.  Terminados  los  exámenes  de 
admisión,  de  que  habla  el  artículo  anterior, 
el  Rector  pasará  al  Ministro  de  Instrucción 
pública  una  lisia,  refrendada  por  el  Secreta- 
rio, de  todos  loa  candidatos  examinados  y 
aprobados,  especificando  las  notas  que  cada 
ano  de  ellos  haya  obtenido,  para  que  en 
vista  de  ella,  el  Ministro  mande  extenderles 
el  correspondiente  título  de  Agrimensor. 

Art.  192.  £1  examen  general  de  opción 
al  título  de  Ingeniero  se  efectuará  como  para 
el  de  Doctor,  inclusive  la  teais,  y  figurará 
siempre  en  las  Juntas  examinadoras  un  In- 
geniero extraño  al  Cuerpo  de  Profesores  de 
la  Escuela. 

Art.  193.  La  dirección  y  vigilancia  de 
los  estudios,  y  formación  de  los  programas 
de  exámenes,  estarán  á  cargo  del  Consejo 
de  la  Escuela,  formado  por  el  Director  y 
Subdirector  de  la  misma,  los  Profesores  y 
tres  Delegados  nombrados  cada  cuatro  afios 
por  el  Coiegio  de  Ingenieros. 

TITULO  II 

KSCÜKLA    UK    MINAS 

Art.  194.  Para  la  enseñanza  minorase 
crea  una  Escuela  de  Ingenieros  de  minas  en 
uno  de  los  distritos  mineros  de  la  República, 
á  elección  del  Ejecutivo  federal. 

Art.  1 96.  Para  ser  recibido  como  alumno 
en  dicha  Escuela  se  requiere  el  título  de 
Agrimensor,  con  dos  años  de  Física  y  un 
examen  individual  de  las  siguientes  mate- 
rias: Inglés  y  otro  idioma  vivo,  nociones  de 
Cosmografía  y  Dibujo  natural,  Geografía  fí- 
sica y  política  de  Venezuela. 

Art.  196.  Los  estudios  para  optar  al 
grado  de  Ingeniero  de  minas  comprenderán 
las  materias  siguientes:  Algebra  superior, 
Geometría  analítica  y  descriptiva,  Cálculo 
infinitesimal,  Mecánica  analítica  y  aplicada, 
Estereotomía  y  Carpintería,  Manipulaciones 
meteorológicas,  Química  mineral  y  Docima- 
sia  práctica  del  soplete,  Dibujo  lineal  y  Ar- 
quitectónico, Mineralogía,  Geología,  Paleon- 
tología, Metalurgia,  Teoría  de  combustibles, 
Dibujo  de  máquinas,  construcciones  (en  es 
peciai  bóvedas),  Túneles  y  armazones  de 
madera,  Geometría  subterránea.  Labores  de 
minas,  pozos  artesianos,  Legislación  minera, 
práctica  del  Laboratorio  y  trabajos  prácticos 
en  una  ó  más  minas  durante  seis  meses. 

Art.  197.  Los  exámenes  de  Ingeniero  de 
minas  se  efectuarán  con  las  mismas  forma- 


lidades que  se  observan  para  los  de  los  otros 
Ingenieros. 

Art.  198.  La  Escuela  tendrá  un  Director 
y  un  Subdirector,  que  han  de  ser  Ingenieros 
de  minas;  también  se  la  proveerá  de  un  La- 
boratorio de  Química  adecuado  á  la  ciencia 
del  minero. 

Art.  199.  La  Escuela  tendrá  los  Catedrá- 
ticos indispensables,  para  los  cuales  será 
necesario  fcl  título  de  Ingeniero  en  cualquier 
ramo. 

Art.  200.  Lrs  nombramientos  se  harán 
por  el  Ejecutivo  federal,  conforme  á  lo  dis- 
puesto para  la  Escuela  de  Ingeniería. 

TITULO  111 

E8CÜBI.A  1>K  AKTES  Y  «»Fll'108 

Art.  201.  Habrá  en  eJ  distrito  y  en  la  ca- 
pital de  cada  uno  de  los  Estados  de  la  Unión, 
una  Escuela  de  Artes  y  Oficios,  en  donde  se 
seguirán  cursos,  de  los  tres  afios  por  lo 
menos. 

Art.  202.  La  Escuela  se  dividirá  en  cinco 
talleres,  cuya  enseñanza  se  reglamentará  a) 
establecerlos,  y  en  ellos  se  enseñarán  las  si- 
guientes materias  para  el  curso  teórico  de 
todas  éstas:  Aritmética,  Dibujo  Lineal  y  de 
Ornamentación,  Elementos  de  Geometría 
plana  y  medida  de  cuerpos  sólidos,  Nociones 
de  física,  Nociones  de  Mecánica  aplicada. 

Para  los  cursos  prácticos.— En  el  de  alba- 
fíilería:  Instrumentos  del  oficio,  mezcla  y 
materias  de  construcción,  práctica  de  las 
construcciones  en  Venezuela,  interpreta- 
ción de  planos  y  formación  de  presupuestos. 

En  el  de  carpintería:  Instrumentos  del 
oficio,  conocimiento  y  clasificación  de  las 
maderas,  práctica  del  arte  de  carpintería  y 
ebanistería. 

En  el  de  herrería:  Trabajos  de  fragua  y 
yunque,  soldaduras,  etc.;  y  en  dos  secciones 
separadas,  una  de  armería  y  otra  de  fundi- 
ción; y  se  enseñarán,  además,  en  la  prime- 
ra, construcción  de  llaves  y  armas  de  toda 
especie,  pulimento  y  empavonamiento  de 
armas;  y  en  la  segunda,  preparación  de  tie- 
rras de  moldear,  moldeaje  de  piezas  sim- 
ples, fundición  de  crisoles,  fundición  de 
metales,  moldeaje  de  chimeneas,  pilares, 
columnas,  campanas,  obras  de  capricho  y 
estatuas. 

En  el  de  sastrería:  Delincación  de  patro- 
nes, cualidades  y  aplicación  de  las  telas,  es- 
tudios de  modas,  corte  y  hechura  de  todas 
las  piezas  del  vestido. 

Eu  el  de  zapatería:  Configuración  del  pie 
y  hechura  de  hormas,  materiales  para  el 
calzado  y  reglas  de  corte,  utensilios  del  ofi- 
cio, costura  y  lo  demás  del  ramo. 
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Además  de  los  talleres  enumerados  ante- 
riormente, el  Ministro  de  Instrucción  y  los 
Presidentes  de  los  Estados  podrán  estable- 
cer y  reglamentar  los  que  juzguen  conve- 
niente crear. 

Art.  203.  Cada  Escuela  tendrá  un  Direc- 
tor nombrado  libremente  por  el  Rjecntivo 
nacional,  un  Maestro  para  cada  taller,  en- 
cargado de  la  enseñanza  práctica,  y  los  Pro- 
fesores necesarios  para  la  enseñanza  teóri- 
ca, que  serán  nombrados  por  el  Ejecutivo, 
de  ternas  propuestas  por  el  Director. 

Art.  204.  Para  ser  admitido  como  alum- 
no de  la  Escuela  de  Artes  y  Oficios,  se  re- 
quiere: poseer  los  conocimientos  de  la  ins- 
trucción primaria  de  primer  grado,  y  fuerza 
física  suficiente  para  las  primeras  tareas 
que  deben  ejecutar. 

Art.  206.  La  Escuela  de  Artes  y  Oficios 
estará  bajo  la  inspección  de  una  Junta  com- 
puesta de  un  Ingeniero  y  dos  artesanos 
nombrados  por  el  Ejecutivo  federal. 

Art.  206  El  Director,  de  acuerdo  con  los 
Maestros  y  Profesores  y  la  Junta  inspecto- 
ra, reglamentará  la  enseñanza,  con  aproba- 
ción del  Ministro  de  Instrucción  pública. 

Art.  207.  Ivos  exámenes  de  los  talleres 
se  harán  separadamente  por  medio  de  inte- 
rrogatorios y  del  examen  de  los  trabajos 
ejecutados  y  exhibidos;  dichos  exámenes  se 
harán  por  las  Juntas  nombradas  al  efecto, 
sin  poder  pasar  á  un  nuevo  afio  los  que  no 
fueren  declarados  aptos  por  las  Juntas. 

Art.  208.  Además  de  los  premios  que 
acordarán  las  Juntas  á  los  alumnos  qpe  más 
se  distingan  y  que  serán  uno  para  cada 
clase,  el  Ejecutivo  nacional  podrá  premiar 
con  dinero  en  cada  taller  hasta  dos  de  las 
mejores  obras  presentadas. 

Art.  209  Los  que  hayan  sido  aprobados 
en  los  exámenes  anuales  pueden  optar  al 
título  de  oficial  en  el  respectivo  arte,  rin- 
diendo, ante  una  Junta  examinadora,  un 
examen  individual  que  no  durará  menos  de 
dos  horas,  y  del  cual  formarán  parte  algu- 
nos trabajos  prácticos. 

Art.  210.  Al  candidato  aprobado  en  el 
examen  general  se  le  expedirá  el  título  de 
oficial,  firmado  por  el  Director  de  la  Escue- 
la y  el  Maestro  del  respectivo  taller. 

Art.  211.  Para  ejercitarse  los  aprendices 
en  los  talleres  de  la  Escuela,  ejecutarán  tra- 
bajos para  el  Gobierno  nacional,  y  podrán 
hacerlos  también  para  individuos  particula- 
res, con  autorización  del  Director;  pero  en 
este  último  caso,  se  cobrará  el  valor  de  la 
obra,  y  deduciéndose  el  precio  del  material, 
el  resto  se  distribuirá  por  mitad  entre  las 
rentas  de  Instrucción  pública  y  el  alumno 
que  ejecutó  la  obra,  sobre  todo  lo  cual  vigi- 
lará el  Director  dé  la  Escuela. 


Art.  212.  El  Ministro  de  Instrucción  pú- 
blica y  los  Presidentes  de  los  Estados  dic- 
tarán las  medidas  necesarias  para  que  á 
cada  Escuela  concurran  alumnos  de  todos 
los  distritos  y  en  proporción  al  número  de 
habitantes  de  cada  población. 

TITULO  IV 

INSTITUTO  DB  BKLLAS   ABTK8 

Art.  213.  El  Instituto  nacional  de  Bellas 
Artes  se  divide  en  las  siguientes  secciones: 
Dibujo  y  Pintura,  Escultura*  Arquitectura 
artística,  Conservatorio  de  Música  y  Decla- 
mación. 

Art.  214.  En  la  sección  de  Dibujo  y  Pin 
tura  se  enseñará:  el  Estudio  de  estatuas  y 
del  modelo  vivo,  la  Anatomía  de  las  formas, 
la  Prospectiva,  el  Colorido,  la  Figura  y  el 
Paisaje,  Composición  histórica,  Arqueología 
y  Estética. 

En  la  de  Escultura:  Anatomía  de  las  For- 
mas, Modelados  en  barro.  Trabajos  en  már- 
mol y  en  otras  piedras  y  Tallado  en  madera. 

En  la  de  Arquitectura:  Dibujo  de  Orna 
mentación,  estudio  «Comparado  de  la  Arqui 
tectnra  en  las  diversas  épocas,  Formación 
de  Proyectos,  etc.,  etc. 

En  la  de  Declamación:  Recitación  en  pro- 
sa y  en  verso  y  Declamación  teatral. 

En  el  Conservatorio  de  Música:  Teoría  de 
la  Música  y  Composición  musical,  Piano  y 
Solfeo,  Canto,  Instrumentos  de  cuerda,  de 
madera  y  de  cobre. 

A rt.  2 1 6.  Todas  estas  materias  se  leerán 
en  cursos  que  durarán:  para  la  primera,  se- 
gunda y  tercera  sección,  tres  afios;  y  para  la 
última,  de  dos  á  cuatro  afios,  según  la  mate 
ria  y  conforme  al  Reglamento. 

Art.  216.  Las  Escuelas  públicas  de  pia- 
no y  canto  para  niños,  establecidas  en  Ca- 
racas, dependerán  del  Instituto  de  Bellas 
Artes. 

Art.  217.  El  Instituto  tendrá  un  Direc 
tor,  con  deber  de  dar  una  de  las  clases,  y 
tantos  Profesores  como  las  demás  Cátedras 
exijan,  nombrados  uno  y  otros  por  el  Eje- 
cutivo nacional,  el  primero  libremente,  y 
los  demás  de  ternas  presentadas  por  el  Di- 
rector, y  nn  Secretario  nombrado  de  este 
último  modo. 

Art  218.  El  Instituto  estará  bajo  la  ins- 
pección de  una  Junta  compuesta  de  cinco 
ciudadanos  de  reconocitlo  interés  por  las  Be- 
llas Artes,  nombrada  por  el  Ejecutivo  na- 
cional. 

Art.  210.  Para  inscribirse  como  alumno 
de  Instituto  de  Bellas  Artes  se  necesita 
comprobar  que  se  tiene  la  instrucción  pri- 
maria de  segundo  grado. 
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Art.  220.  Los  exámenes  anuales  deben 
hacerse  por  Juntas  de  cinco  examinadores 
nombrados  por  el  Ministerio  de  Instrucción 
pública,  y  los  alumnos  aprobados  en  las 
materias  de  enseñanza  correspondientes  á 
ana  sección  cualquiera  obtendrán  un  diplo- 
ma que  acredite  su  idoneidad. 

Art.  221.  Las  obras  de  mérito  sobresa- 
liente que  se  ejecuten  por  los  alumnos  del 
Instituto  de  Bellas  Artes,  á  juicio  de  la 
Junta  inspectora,  se  enviarán  al  Museo  na* 
cional. 

Art.  222.  En  las  capitales  de  los  Esta- 
dos podrán  establecerse  por  el  Ejecutivo 
nacional,  previo  el  informe  de  los  respecti- 
vos Presidentes,  Escuelas  de  Bellas  Artes 
para  la  enseñanza  de  alguna  ó  algunas  de 
las  materias  á  que  se  refiere  el  presente  tí- 
tulo, y  en  este  caso,  quedarán  sujetas  á  las 
disposiciones  que  les  conciernen  por  las  an- 
teriores reglas. 

TITULO  Y 

ESCUELA    POLITÉCNICA 

Art.  223.  En  la  capital  de  la  República 
habrá  una  Escuela  Politécnica.  En  esta  Es- 
cuela se  estudiarán  las  materias  señaladas 
en  el  presente  título,  procurando  dar  á  la 
enseñanza  una  dirección  verdaderamente 
práctica. 

Art.  224.  Las  materias  de  enseñanza  se 
dividirán  en  dos  secciones  correspondientes 
al  corso  de  estudios  generales  y  al  de  estu- 
dios especiales,  que  durarán  el  primero,  tres 
afios,  y  el  segundo,  dos. 

Art.  226.  La  primera  sección  compren- 
de: Nociones  de  Algebra  y  de  Geometría, 
Francés,  Inglés  y  Alemán,  Geografía  de  Ve 
nezuela  y  universal,  Historia  patria  y  Uni- 
versal, Derecho  natural  y  Derecho  cons- 
titucional, Dibujo  natural,  Cosmografía  y 
Cronología,  Caligrafía,  Telegrafía,  Taquigra- 
fía, Teneduría  de  libros,  Ejercicios  gimnás- 
ticos, Juego  de  pelota,  Esgrima  y  Tiro  de 
pistola. 

Art.  22*5.  La  segunda  comprende:  Co- 
mercio en  genera),  Botánica  y  Agricultura, 
Zoología,  Zootecnia,  Mineralogía  y  Mine- 
ría, Química  aplicada  á  las  Artes  ó  Indus- 
trias. 

Art.  227.  Habrá  además,  una  sección  se- 
parada para  las  materias  no  obligatorias  á 
los  al u m n os  de  la  Escuela  Politécnica,  pero 
necesaria  á  los  alumnos  del  curso  prepara- 
torio que  se  lee  en  los  Colegios  federales  y 
que  no  están  comprendidas  en  la  primera 
sección. 

Art.  228.  Para  inscribirse  en  el  curso 
preparatorio  debe  poseerse  la  instrucción 


primaria  de  segundo  grado,  comprobada 
en  un  examen  de  admisión,  ó  con  certifí 
cado  del  Preceptor  con  quien  haya  estudia- 
do el  aspirante  y  tener  no  menos  de  doce 
afios. 

Art.  229.  Para  cursar  las  especialidades 
de.  la  segunda  sección,  se  necesita  haber 
sido  aprobado  en  las  materias  del  curso  pre- 
paratorio. 

Art.  230.  La  Escuela  estará  á  cargo  de 
un  Director  y  de  un  Subdirector  Secretario, 
con  obligación  de  regentar  una  Cátedra  ca- 
da uno,  y  tendrá  los  Profesores  necesarios 
para  las  demás  asignaturas.  Todos  serán 
nombrados  por  el  Ejecutivo  nacional,  los 
primeros  libremente,  y  los  Profesores,  de 
ternas  presentadas  por  el  Director.  Ningu- 
no de  los  funcionarios  podrá  servir  más  de 
dos  Cátedras. 

Art.  231.  Además  de  los  exámenes  anua- 
les que  se  practicarán  en  la  misma  forma 
que  los  de  los  Colegios  federales,  habrá 
exámenes  para  optar  al  certificado  de  su- 
ficiencia al  término  de  cada  curso,  en  cual- 
quiera de  las  especialidades  de  la  segunda 
sección. 

Art.  232.  Los  exámenes  á  que  se  refiere 
el  artículo  anterior  se  presentarán  indivi- 
dualmente ante  una  Junta  de  cinco  miem- 
bros que  distribuirán  las  materias  de  la  es- 
pecialidad y  que  preguntará  cada  uno  me- 
dia hora. 

Art.  233.  Ai  alumno  aprobado  en  el  exa- 
men general  indicado  le  expedirá  el  Direc- 
tor un  diploma,  autorizado  también  por  el 
Subdirector  Secretario. 

Art.  234.  Los  Directores  y  Catedráticos 
tendrán  los  deberes  anejos  á  tales  cargos. 

Art.  236.  Los  requisitos  y  formalidades 
de  matrículas,  cursos,  exámenes  y  premios 
serán  los  mismos  que  rigen  para  los  Cole- 
gios federales. 

Art.  236.  La  Escuela  politécnica  estará 
bajo  la  inspección  de  una  Junta  compuesta 
de  tres  miembros  nombrados  por  el  Ejecuti- 
vo nacional  é  instruidos  en  los  ramos  de  las 
especialidades. 

TITULO  TI 

BIBLIOTECAS,  MUSEOS  T  OBSERVATORIOS 

Art.  237.  La  Biblioteca  nacional  estable 
cida  en  Caracas  tendrá  un  Director,  un  ad- 
junto, un  portero  y  un  sirviente,  y  se  regirá 
por  su  reglamento  especial. 

Art.  238.  El  Gobierno  nacional  procura- 
rá la  creación  y  fomento  de  Bibliotecas  pú- 
blicas y  Museos  en  los  Centros  en  donde  ha- 
ya Universidades  ó  Colegios  federales. 

Art.  239.    El  Museo  nacional  existente 
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en  Caracas  se  dividirá  en  cinco  secciones,  á 
saber:  de  Historia  patria,  de  Historia  natu- 
ral y  Arqueología,  Galería  de  Pintura,  Gale- 
ría de  Escultura  y  Galería  de  Arquitectura. 
Tendrá  un  Director  nombrado  por  el  Ejecu- 
tivo nacional,  un  auxiliar,  un  portero  y  los 
sirvientes  necesarios  nombrados  por  el  Di- 
rector, y  estará  bajo  la  inspección  de  una 
Junta  de  tres  miembros  nombrados  por  el 
Ejecutivo  nacional. 

Art.  240.  El  Observatorio  Astronómico 
y  Meteorológico  de  Caracas  estará  adscrito 
á  la  Escuela  de  Ingeniería,  y  tendrá  un  Di- 
rector y  un  adjunto  nombrados  por  el  Eje- 
cutivo nacional. 

LIBRO  QUINTO 


DE  LA  HABILITACIÓN  DE  ESTUDIOS 


TITULO  ÚNICO 

CONDICIONES    FAKA  HABILITAR  E8TUD108 
T    KFK0TO8  l>*    LA    HABILITACIÓN 

Art.  241.  El  Ministro  de  Instrucción  pó- 
blica  es  la  única  autoridad  competente  para 
oir  las  solicitudes  sobre  habilitación  de  es- 
tudios que  se  hubieren  hecho  fuera  de  los 
establecimientos  autorizados  para  ello,  y  eso 
con  las  condiciones  establecidas  por  la  pre- 
sente Ley. 

Art.  242.  Las  personas  que  hayan  hecho 
privadamente  el  estudio  de  las  materias  de 
uno  ó  más  años  escolares  de  las  Cátedras 
enumeradas  en  este  Código  y  quieran  habili- 
tarlos para  efecto  de  grados  académicos,  lo 
solicitarán  así  ante  el  Miuisterio  de  Instruc- 
ción pública,  expresando  todos  y  cada  uno 
de  los  exámenes  que  se  desea  rendir. 

Art.  243.  Los  permisos  para  habilitar 
estudios  se  darán  siempre  individualmente. 
En  ningún  caso  se  permitirá  anticipadamen- 
te hacer  en  menor  tiempo  estudios  para  los 
cuales  la  Ley  exige  un  tiempo  mayor,  ni  se 
concederá  la  gracia  á  dos  ó  más  personas 
reunidas. 

Art.  244.  Corresponde  al  Ministerio  de 
Instrucción  pública,  de  acuerdo  con  "el  pos- 
tulante, designar  la  Universidad  ó  el  Colegio 
federal  ante  el  cual  han  de  rendirse  los  exá- 
menes de  habilitación. 

Art.  245.  Cuando  el  Ministro  de  Instruc- 
ción pública  lo  juzgue  conveniente,  nombra- 
rá un  Inspector  que  presencie  los  exámenes 
de  habilitación  á  que  se  contrae  este  título 
y  le  comunique  el  resultado  de  cada  uno  de 
ellos. 


§  único.  El  nombramiento  del  Inspector 
se  comunicará  al  Rector  de  la  Universidad 
ó  Colegio  federal  en  que  han  de  rendirse  loo 
exámenes  cuando  se  le  participe  la  resolu- 
ción en  que  se  concede  la  habilitación. 

Art.  246.  Los  exámenes  para  habilitar  es 
tudips  serán  rendidos  necesariamente  ante 
una  Universidad  cuando  se  re6eren  á  cua- 
lesquiera de  las  materias  que  constituyen 
cursos  oar a  grados  de  Doctor  en  cualquier 
Facultad,  y  podrán  ser  rendidos  también 
ante  un  Colegio  federal,  cuando  son  relati- 
vos á  las  materias  que  forman  el  curso  para 
los  grados  de  Bachiller,  Agrimensor  ó  Pre- 
ceptor. La  Escuela  de  Ingeniería  es  el  Insti- 
tuto ante  el  cnal  han  de  prestarse  los  exá- 
menes de  habilitación  para  el  título  de  In- 
geniero, y  podrá  recibir  igualmente  los  que 
se  refieren  al  de  Agrimensor. 

Art.  247.  IjOS  exámenes  para  habilita- 
ción de  estudios  serán  siempre  individuales 
y  se  contraerá  cada  uno  á  las  materias  de 
una  Cátedra  y  de  un  año  escolar. 

Art.  248.  Las  Juntas  examinadoras  para 
dichos  actos  se  compondrán  siempre  de 
cinco  miembros,  y  cada  examinador  pregun 
tara  media  hora. 

Art.  249.  Cuando  el  Ministro  de  Instruc- 
ción nombre  un  Inspector  para  estos  exá- 
menes, éste  formará  parte  de  la  Junta  exa 
minadora  si  perteneciere  á  la  Facultad  res  • 
pectiva,  en  el  caso  que  los  exámenes  versen 
sobre  materias  de  los  cursos  superiores;  si 
fuere  Ingeniero/  cuando  se  trate  de  exáme- 
nes de  las  materias  correspondientes,  y  sí 
es  Bachiller  en  Filosofía  para  los  estudios 
de  Bachiller. 

Art.  250.  En  los  exámenes  de  habilita- 
ción de  estudios  se  observará  el  mismo  or 
den  que  en  los  de  cursantes;  y  no  se  podrá 
verificar  ninguno  de  ellos  sin  la  aprobación 
en  los  que  deban  precederle. 

Art.  251 .  La  aprobación  en  cada  examen 
la  certificará  el  Secretario  expresando  la  ca 
lificación  que  hubiere  merecido  el  examina 
do:  esta  certificación  surtirá  los  mismos  efec 
tos  que  las  anuales  de  los  cursantes  para 
opción  á  grados. 

.  Art.  252.  Caso  de  no  ser  aprobado,  el 
examinado  no  podrá  ser  admitido  al  mismo 
examen  ni  antes  de  dos  meses  ni  después 
de  un  afio  de  la  fecha  del  anterior.  Dos  de- 
claratorias de  insuficiencia  en  una  misma 
materia  aunque  una  de  ellas  haya  sido  su-" 
frida  como  cursante,  privan  al  aspirante  del 
derecho  de  solicitar  nuevo  examen  para  la 
habilitación  del  estudio. 

Las  aprobaciones  y  declaratorias  de  insu- 
ficiencia se  comunicarán  en  cada  caso  por 
el  Jefe  del  Instituto  al  Ministerio  de  Instruc- 
ción pública. 


DK  L«»8  BHTADOB  UKlDOd  DK  VKNltZPKLA 


91 


Art.  253.  Por  cada  uno  de  los  exámenes 
de  habilitación  de  estadios  satisfará  el  as- 
pirante los  deiechos  que  señala  el  Regla- 
mento. 

Art.  264.  El  individuo  que  hubiere  habi- 
litado, de  conformidad  non  las  disposiciones 
de  este  título,  los  estudios  requeridos  para 
grados  académicos,  puede  optar  á  ellos. 

Art.  266.  Los  requisitos  para  grados  de 
individuos  que  hayan  habilitado  parte  ó  la 
totalidad  de  los  estudios  correspondientes, 
serán  en  todo  lo  demás,  análogos  á  los  exi- 
gidos para  los  respectivos  grados  de  los  cur- 
santes. 

Art.  266.  Los  títulos  académicos  obteni- 
dos mediante  la  habilitación  de  ¡os  estudios, 
hecha  de  acuerdo  con  la  Ley,  producirán  los 
misinos  efectos  legales  que  los  correspon- 
dientes á  cursantes. 

LIBRO  SEXTO 


ACADEMIAS   1  ATENEOS 


TITULO  PRIMERO 

DB  I.AS  AOADBMU8 

Art.  267  Además  de  los  Colegios  de  Mé- 
dicos, de  Abogados  y  de  Ingenieros  y  del 
Consejo  de  Médicos,  que  se  regirán  por  sus 
leyes  especiales  en  todo  lo  que  no  contraríen 
las  disposiciones  del  presente  Código,  habrá 
en  la  i: api  tal  de  la  República  seis  Cuerpos, 
cuyo  objeto  primordial  es  el  cultivo  y  fo- 
mento de  las  Ciencias  y  de  las  Letras,  y  que 
serán:  la  Academia  Venezolana  de  la  lengua, 
la  Academia  nacional  de  la  Historia,  la  Aca- 
demia de  Ciencias  matemáticas  y  físicas,  la 
Academia  de  Ciencias  biológicas  y  de  medi- 
cina, la  Academia  de  Ciencias  sociales  y  de 
Jurisprudencia,  y  el  Ateneo  de  Caracas. 

Art.  258.  La  Academia  Venezolana  de 
la  lengua,  y  la  nacional  de  la  Historia,  que 
existen  actualmente  en  Caracas,  continua- 
rán funcionando  como  hasta  ahora,  someti- 
das á  sus  leyes  y  estatutos  especiales. 

Art.  259.  Las  otras  tres  Academias  se  re- 
girán por  las  disposiciones  contenidas  en  los 
artículos  siguientes. 

Art.  260.  Tendrán  las  siguientes  atribu- 
ciones; 

1.a  Elegir  sus  miembros  y  sus  funcio- 
narios. 

2.a  Promover  la  publicación  de  obras  re- 
lativas á  las  materias  de  sus  respectivas 
ocupaciones,  y  de  periódicos  sobre  los  mis- 
mos ramos,  así  como  la  formación  de  biblio- 
tecas especiales. 


3  a  Formar  con  sus  trabajos  un  anuario 
cada  una,  que  publicará  por  cuenta  del  Go- 
bierno nacional. 

4."  Hacer  el  juicio  crítico  de  las  obras  que 
se  le  presenten  y  celebrar  certámenes  públi- 
cos, estableciendo  premios  para  los  trabajo» 
de  mérito  sobresaliente. 

6  a  Resolver  las  consultas  que  les  haga 
el  Ejecutivo  nacional  acerca  de  cualquier 
punto  referente  á  las  Cieucías  en  que  se 
ocupen. 

6.a  Acordar  su  Reglamento  interno,  que 
someterán  á  la  aprobación  del  Ejecutivo  na- 
cional. 

7.a  Remitir- en  la  primera  quincena  de 
Enero  al  Ministerio  de  Instrucción  pública 
una  Memoria  de  sus  trabajos,  con  indicación 
de  las  mejoras  que  tuviere  por  conducente» 
á  su  progreso. 

Art.  26'.  Las  Academias  te  compondrán 
de  miembros  de  número,  correspondiente» 
y  honorarios. 

Art  262.  Las  plazas  de  miembros  de  nú- 
mero no  podrán  pasar  de  veintiuno  para 
cada  Academia;  las  de  correspondientes,  de 
veinticinco  para  los  nacionales  é  igual  núme- 
ro para  los  extranjeros,  y  las  de  honorario» 
de  cinco. 

Art.  263.  Para  ser  Académico  de  número 
se  necesita: 

1.°  Ser  venezolano  y  mayor  de  treinta 
alio». 

2.°  Ser  doctor  en  las  Ciencias  en  que  se 
ocu^a  la  respectiva  Academia  con  cinco  años 
por  lo  menos  de  práctica  para  la  Medicina 
ó  la  Jurisprudencia,  ó  haberse  distinguido 
en  algunos  de  los  ramos  en  que  se  ocupa  la 
Academia. 

3.°  Tener  su  domicilio  en  Caracas  al 
tiempo  de  su  elección. 

4.°  Ser  elegido  conforme  á  la  presente 
Ley  y  á  los  Reglamentos  que  se  dictaren, 
previa  oposición. 

Art.  264.  La  elección  de  Académico  de 
número  se  hará  por  la  primera  vez  y  para 
constituir  el  núcleo  fundador  de  cada  Aca- 
demia, nombrando  el  Ejecutivo  federal,  por 
el  órgano  del  Ministerio  de  Instrucción  pú- 
blica, siete  miembros  por  cada  una,  esco- 
giéndolos de  entre  las  personas  más  merito- 
rias de  las  que  reúnan  las  condiciones  esta- 
blecidas por  este  Código;  y  para  lo  sucesivo, 
haciendo  las  Academias  los  nombramientos, 
tanto  para  completar  su  número  como  para 
llenar  las  vacantes  que  ocurran,  después  de 
oposición  y  en  la  forma  que  determinen  los 
Reglamentos. 

Art.  266.  Los  miembros  correspondiente» 
nacionales  se  elegirán  de  entre  las  personas 
domiciliadas  fuera  de  Caracas,  que  llenen  los 
dos  primeros  requisitos  del  art.  264;  y  los 
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extranjeros,  entre  loo  sabios  distinguidos  de 
otros  países,  reqniriéndose  previamente,  en 
cada  caso,  la  solicitud  del  candidato  ó  su  de* 
claración  de  aceptación. 

Art.  266.  Gomo  miembros  honorarios  se- 
rán elegidos  únicamente  los  individuos  repu- 
tados eminentes  en  alguna  de  las  Ciencias 
que  formen  el  cuadro  de  la  Academia  que 
los  elige. 

Art.  267.  Las  Academias  elegirán  sus 
miembros  correspondientes  y  honorarios  en 
la  forma  que  determinen  los  Reglamentos. 

Art.  268.  Los  miembros  de  número  que 
por  notoriedad  se  hallen  impedidos  de  con- 
tinuar ejerciendo  las  funciones  de  su  clase, 
podrán,  á  petición  de  ellos  mismos  por  dis- 
posición de  la  Academia,  quedar  con  el  ca- 
rácter de  jubilados  dejando  vacante  su  plaza. 

Art.  269.  Se  entenderá  que  hacen  dimi- 
sión de  su  plaza,  los  Académicos  correspon- 
dientes que  en  más  de  dos  años  no  hayan 
remitido  trabajo  alguno,  sin  impedimento 
legitimo,  á  juicio  de  la  Academia. 

Art.  270.  Cada  Academia  tendrá  para  su 
servicio  un  Director,  dos  Vicedi rectores,  un 
Secretario  y  un  Bibliotecario,  que  serán  ne 
cesariamente  miembros  de  número,  y  un 
portero  que  será  nombrado  por  el   Director. 

Art.  271.  Las  Academias  celebrarán  se- 
siones ordinarias  á  lo  menos  dos  veces  por 
mes;  extraordinarias  cuando  lo  acuerde  el 
Director  ó  lo  pidan  por  escrito  tres  miembros 
de  número.  El  quorum  para  las  sesiones  será 
de  siete  miembros. 

Art.  272.  Celebrarán,  además,  sesiones 
solemnes  para  la  instalación  de  sus  funcio- 
narios, la  recepción  de  Académicos,  distribu- 
ción de  premios  en  los  concursos  y  para 
tributar  honores  fúnebres  á  los  Académicos 
muertos. 

Art.  273.  Los  correspondientes  y  honora- 
rios podrán  concurrir  a  las  sesiones;  pero 
sólo  los  miembros  de  número  tendrán  voto 
en  las  deliberaciones  de  las  Academias. 

Art.  274.  Las  Academias  elegirán  anual- 
mente sus  funcionarios  por  mayoría  absoluta 
de  votos  y  en  votación  secreta,  en  la  última 
quincena  de  Diciembre,  y  se  les  dará  pose-' 
sión  en  la  primera  de  Enero  siguiente. 

Art.  275.  La  vacante  absoluta  de  los 
puestos  de  Director  y  Vicedirector  en  el  cur- 
so del  año,  se  llenara  por  el  resto  del  mismo, 
haciendo  de  Director  el  Académico  de  más 
edad. 

Art.  276.  La  Academia  de  Ciencias  Mate- 
máticas y  Físicas  tendrá  por  principal  objeto 
el  fomento  de  la  Astronomía,  la  Física,  la 
Química,  la  Mineralogía,  la  Geología,  la 
Meteorología  y  demás  Ciencias  que  están 
en  sus  fines. 

Art.  277.    La  Academia  de  Ciencias  Bio- 


lógicas y  de  Medicina  tendrá  por  objeto 
principal  el  fomento  de  la  Biología  general, 
Morfología,  Fisiología,  Mesolngía,  Biotaxia, 
Bacteriología,  Medicina  práctica,  Higiene 
privada  y  pública,  Botánica,  Zoología,  Antro- 
pología, Farmacia  y  demás  Ciencias  relacio- 
nadas con  la  medicina. 

Art.  278.  La  Academia  de  Ciencias  so 
ojales  y  de  Jurisprudencia  tendrá  por  objeto 
primordial  el  fomento  de  la  Sociología  gene- 
ral, Moral  y  Derecho  natural,  Economía  poli 
tica,  Derecho  romano,  Derecho  canónico. 
Derecho  civil,  Derecho  político,  Derecho  in- 
ternacional público  y  privado,  Criminología 
y  Derecho  penal,  Derecho  comparado,  Legis- 
lación universal.  Filosofía  é  Historia  del  de- 
recho, etc.,  etc. 

Art.  279.  La  Academia  de  Ciencias  So- 
ciales y  de  Jurisprudencia  sólo  tomará  en 
consideración  cuestiones  abstractas  para 
ilustrarlas  científicamente  á  la  luz  de  los 
principios  generales. 

Art.  280.  Con  el  propósito  de  coadyuvar 
á  los  fines  de  las  Academias,  éstas  convoca- 
rán á  concurso  público  proponiendo  un  pre- 
mio anual  para  el  autor  de  la  mejor  obra 
presentada  en  el  concurso  abierto  por  cada 
Academia. 

La  reglamentación  de  estos  concuraos  se 
hará  por  acuerdos  especiales  en  cada  caso, 
con  la  aprobación  del  Ejecutivo  federal. 

Art.  281.  El  Ejecutivo  nacional  fijará  los 
sueldos  de  los  Secretarios  y  porteros  y  los 
de  gastos  de  escritorio  de  las  Academias. 

título  ii 

DEL   ATKNKO    DB   CASACAS 

Art.  282.  La  Academia  de  Ciencias  y 
Bellas  Letras,  creada  en  esta  ciudad  por  De- 
creto ejecutivo  de  7  de  Enero  de  1898,  con  la 
denominación  de  Ateneo  de  Caracas,  conti 
nuará  con  el  mismo  nombre,  como  Academia 
de  Ciencias,  Bellas  Letras  y  Bellas  Artes, 
bajo  las  bases  fijadas  en  el  presente  Código. 

Art.  283.  El  número  de  miembros  acti- 
vos del  Ateneo  no  podrá  pasar  de  cien. 

Art.  284.  Serán  miembros  activos  funda- 
dores del  Ateneo  aquellas  personas  nombra- 
das por  la  Resolución  dictada  por  el  Minis- 
terio de  Instrucción  pública  con  fecha  26  de 
Enero  de  1893,  que  se  hayan  incorporado  ya, 
asistiendo  á  las  sesiones  del  Cuerpo,  y  que 
residan  en  el  Distrito  federal. 

Art.  285.  El  Ateneo  tendrá  los  siguien 
tes  funcionarios: 

Un  Director.  / 

Un  primero  y  un  segundo  Subdirectores. 

Un  Bibliotecario  Tesorero. 

Un  Secretario  de  actas. 
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Un  Secretario  de  correspondencia,  y  loa 
demás  que  determine  el  Reglamento. 

Art.  286.  £1  Ateneo  tendrá  también  nna 
Junta  directiva  compuesta  de  sus  funciona- 
rios y  de  tres  Vocales  elegidos  en  la  misma 
sesión  que  aquéllos. 

Art.  287.  Todos  los  funcionarios  serán 
.elegidos  anualmente  por  el  Cuerpo  en  la 
última  quincena  de  Diciembre,  en  votación 
secreta  y  por  mayoría  absoluta  de  votos, 
podiendo  ser  reelegidos. 

Art. '288.  El  Ateneo  tendrá,  además,  un 
portero  nombrado  por  el  Director. 

Art.  289.  El  Bibliotecario  tendrá  bajo 
eu  dependencia  y  responsabilidad,  para  el 
servicio  de  la  Biblioteca,  ios  empleados  que 
al  efecto  designe  el  Reglamento. 

Art.  290.  El  Ejecutivo  nacional  fijará 
los  sueldos  de  los  Secretarios,  del  Biblio- 
tecario Tesorero,  de  los  empleados  de  la 
Biblioteca,  del  portero  y  los  gastos  de  escri- 
torio. 

Art.  291.  La  elección  de  miembros  ac- 
tivos del  Ateneo  hasta  completar  el  número 
de  cien  y  para  llenar  las  vacantes  que  ocu- 
rran, la  hará  el  mismo  Cuerpo  eu  votación 
secreta  y  por  mayoría  absoluta  de  votos; 
pero  es  indispensable  que  el  elegido  haya 
manifestado  por  escrito  su  deseo  de  perte- 
necer á  la  Corporación  y  presentado  prueba 
de  idoneidad. 

§  único.  El  elegido  no  podrá  obtener  su 
-diploma  de  miembro  activo  del  Ateneo,  si- 
no después  de  haber  dado  una  conferencia 
pública,  ó  presentado  algún  trabajo  cientí- 
lico  ó  literario  expresamente  escrito  para  el 
caso,  ó  alguna  obra  artística  original. 

Art.  292.  Una  vea  por  semana  en  día 
fijo  teudrá  el  Ateneo  sesión  ordinatia,  en 
la  que,  además  de  los  trabajos  reglamenta- 
)  ios,  se  ocupará  el  Instituto  en  la  cohside- 
ctióu  de  las  obras  que  los  autores  sometan  á 
eu  estudio,  debiendo  ser  premiadas  con  di- 
plomas honoríficos  las  que  merezcan  la 
aprobación  del  Ateneo. 

Las  sesiones  extraordinarias  se  efectua- 
rán, previa  convocatoria  de  la  Junta  direc- 
tiva, cada  vez  que  ésta  lo  juzgue  necesario. 

Art.  293.  El  Ateneo  celebrará  para  sí  y 
una  vez  al  mes,  veladas  literarias  y  artísti- 
cas, en  las  cuales  será  reglamentaria  una 
conferencia,  y  á  falta  de  ésta  una  lectura 
literaria  ó  científica,  á  juicio  de  la  Junta  di- 
rectiva. 

Art.  291.  Los  hombres  de  ciencias,  los 
literatos  y  los  artistas  que  no  pertenezcan 
Á  la  Academia  y  que  aspiren  al  honor  de 
«lar  en  el  Ateneo  una  conferencia  pública, 
solicitarán  por  escrito  la  autorización  de  la 
Junta  directiva,  la  cual  fijará  día  y  hora  al 
efecto,  caso  de  haber  merecido  su  aproba- 


ción el  trabajo  que  oportunamente  habrá  de 
remitírsele. 

Art.  296.  Los  conferenciantes,  sean  ó 
no  miembros  del  Ateneo,  guardarán  en  to- 
do caso  los  miramientos  debidos  á  la  mo- 
ral; y  cuando  se  ocupen  en  un  tema  de  po- 
lítica ó  administración,  lo  harán  siempre 
como  asunto  de  ciencia  abstracta,  y  de  nin- 
gún modo  cuestiones  de  política  militante  y 
concreta  de  la  época. 

Art.  296.  En  los  Estados  y  fuera  de  la 
República  podrá  tener  el  Ateneo  miembros 
correspondientes,  venezolanos  y  extranje- 
ros, cuyo  número  no  excederá  del  total  de 
miembros  activos  que  lo  constituyeu,  y  á 
los  cuales  no  se  les  podrá  expedir  diploma 
académico,  •  sino  título  provisional,  hasta 
que,  durante  el  transcurso  de  un  afio  cuan- 
do más,  remitan  alguna  disertación,  mono- 
grafía ú  obra  artística  original,  que  merez- 
ca los  honores  de  lectura  pública  ó  expo- 
sición. 

Art.  297.  Podrán  ser  miembros  honora- 
rios del  Ateneo,  los  venezolanos  y  extranje- 
ros de  reconocida  ilustración  que  hayan  da- 
do muestras  de  grande  interés  por  el  Ineti-_ 
tuto;  así  como  también  los  extranjeros  que 
sean  Presidentes  ó  Directores  de  Cor  pora 
ciones  de  idéntico  carácter  y  con  quienes 
habrá  de  sostenerse  activa  correspondencia 
y  cambio  de  publicaciones. 

§  único.  Los  ciudadanos  que  desempe- 
'  fien  en  propiedad  el  Ministerio  de  Instruc- 
ción pública  adquieren  virtualmente  el  de- 
recho de  ser  miembros  honorarios,  después 
que  cesen  eu  aquel  alto  cargo,  y  eu  la  de- 
bida oportunidad  se  les  expedirá  el  respec- 
tivo diploma. 

Art.  298.  El  Ateneo  podrá  tener,  ade- 
más, miembros  cooperadores,  según  lo  exi- 
ja su  organización  interior  y  económica  y 
en  la  forma  que  determine  el  Reglamento. 

§  único.  Sólo  los  miembros  activos  ten- 
drán voz  y  voto  en  las  sesiones  del  Ins- 
tituto. 

Art.  299.  El  Académiuo  que  sin  causa 
justificada  deje  de  asistir  á  veinte  sesiones 
ordinarias  consecutivas,  deja  vacante  el 
puesto  que  ocupa. 

Art.  300.  El  Ateneo  está  en  la  obligación 
de  evacuar  todos  los  informes  que  sobre 
asuntos  de  su  incumbencia  solicite  el  Mi- 
nistro de  Instrucción  pública. 

Art.  801.  Los  Diplomas  y  títulos  de  los 
miembros  activos,  honorarios  y  correspon- 
dientes serán  autorizados  por  los  miembros 
de  la  Junta  directiva,  y  llevarán  el  sello  del 
Ateneo  y  del  Ministerio  de  Instrucción  pú- 
blica. 

Art.  802.  El  Ateneo  de  Caracas  dictará 
su  Reglamento  interior,  el  cual  proveerá  res- 
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pecto  á  lajs  disposiciones  secundarias  qae  re- 
quiere Ir  completa  organización  del  Institu- 
to, y  que  será  sometido  á  la  aprobación  del 
Ejecutivo  federal,  por  el  órgano  del  Minie 
terio  de  Instrucción  pública. 

TITULO  111 
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Árt.  803.  El  Ministro  de  Instrucción  pu- 
blica distribuirá  anualmente  entre  las  Aca- 
demias establecidas,  para  el  mes  de  Diciem- 
bre de  cada  afio,  la  suma  de  4.000  bolívares, 
que  destinarán  aquellos  Institutos  para  fa- 
vorecer la  edición  de  las  obras  que  á  juicio 
del  jurado  que  nombren  sean  acreedoras  á 
esta  protección  oficial. 

Art.  304.  Cuando  las  Academias  no  ten- 
gan ningún  trabajo  que  premiar  ó  publica- 
ción que  proteger,  procurarán  colocar  en  un 
Instituto  Ban  cario  la  cuota  que  les  corres- 
ponda para  formar  con  la  acumulación  de 
intereses  el  fondo  que  destinen  para  pre- 
mios de  las  obras  de  mérito  sobresaliente. 

TITULO  IY  '. 
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Art.  306.  Las  seis  Academias  que  cons- 
tan de  la  presente  Ley  se  reunirán  en  se- 
sión solemne  dos  veces  al  afío  bajo  la  presi- 
dencia del  Presidente  de  la  República,  ó  en 
un  defecto,  del  Ministro  de  Instrucción  pú- 
blica, y  caso  que  ambos  estén  impedidos  de 
concurrir,  de  la  persona  delegada  al  efecto 
por  el  primero. 

Art.  306.  La  primera  sesión  solemne  se 
llevará  á  cabo  el  6  de  Julio,  y  su  objeto  es 
celebrar  el  aniversario  de  la  Independencia 
de  la  patria.  La  manera  de  realizar  esta  se- 
sión será  determinada  por  el  Reglamento; 
pero  nunca  ha  de  faltar  el  discurso  de  orden, 
pronunciado  por  uno  de  los  Académicos  de 
número,  elegido  con  anticipación  en  la  for- 
ma que  determine  el  mismo  Reglamento. 

Art.  307.  La  segunda  sesión  solemne 
tendrá  efecto  el  28  de  Octubre,  en  honra  al 
Padre  de  la  patria,  y  en  ella  se  distribuirán 
los  premios  anuales  concedidos  por  las  Aca- 
demias. El  programa  de  esta  parte  será  tam- 
bién fijado  por  el  Reglamento. 

Art.  308.  El  distintivo  de  los  miembros 
de  número  de  las  Academias,  ó  activos  del 
Ateneo,  que  deben  llevar  en  los  actos  aca- 
démicos, consistirá  en  una  medalla  de  oro, 
cuyo  símbolo  y  demás  circunstancias  carac- 
terísticas serán  fijados  por  el  Reglamento, 
pero  sólo  la  adquisición  del  diploma  dará 
derecho  á  usarla. 


Art.  S09.  Los  miembros  de  las  Academias 
y  del  Ateneo  podrán  llevar  diariamente,  co- 
mo honroso  distintivo,  en  la  solapa  del  lado 
izquierdo  del  frac  ó  levita,  una  cinta  blanca, 
violada,  amarilla,  azul,  roja,  verde,  según 
que  pertenezcan  a  las  Academias  de  la  len- 
gua, de  la  Historia,  de  Cténcias  biológicas, 
de  Ciencias  matemáticas,  de  Ciencias  Socia- 
les ó  al  Ateneo  de  Caracas. 

Art.  310.  Las  Academias  y  el  Ateneo 
acordarán  los  gastos  que  tengan  que,  hacer 
en  Secretaría,  impresiones,  enseres,  utensi- 
lios, experimentos,  etc.,  y  por  medio  de  so 
Director  solicitarán  la  aprobación  correspon- 
diente de)  Gobierno. 

Art  311.  Cada  una  de  las  Academias 
abrirá  y  mantendrá  correspondencia  con  to- 
das las  Corporaciones  análogas  nacionales  ó 
extranjeras,  para  el  canje  de  trabajos,  libros, 
periódicos  y  otras  publicaciones. 

LIBRO  SÉPTIMO 
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DB  l.A    CONSTITUCIÓN   DE   I  A   RENTA 

Ramos  de  ingreso. 

Art.  312.  La  Renta  de  Instrucción  públi- 
ca la  constituyen: 

1.°  El  producto  de  la  venta  de  estampi- 
llas de  Escuelas  y  Postales,  y  de  las  tarjetas 
y  cartas  postales  que  existan  en  la  actual 
Tesorería  de  Instrucción  pública. 

'i.0'  El  producto  de  la  venta  de  los  mis- 
mos y  análogas  especies  que  en  lo  sucesivo 
se  emitieren. 

3.6  La  existencia  en  efectivo  que  actual- 
mente haya  en  la  referida  Tesorería,  las 
cantidades  que  por  cualquier  motivo  se  le 
adeuden,  y  los  valores  en  Deuda  nacional 
consolidada  del  6  por  100  anual. 

4.°  Los  intereses  de  las  mismas  Deudas 
que  hoy  posee  la  Instrucción  pública  y  los 
de  la  que  adquiera  en  lo  sucesivo. 

5.o    Las  multas  por  infracción  de  las  dig-- 
posiciones  vigentes  sobre  Instrucción  públi- 
ba  y  sobre  usos  de  las  estampillas,  así  como 
las   establecidas   por  leyes  especiales   con 
destino  á  la  Instrución  pública. 

6.°  El  producto  de  la  realización  de  bie- 
nes y  acciones  de  las  Universidades  y  Cole- 
gios federales,  tanto  de  los  que  están  ya  en 
posesión  como  de  los  que  se  descubran  y 
rescaten  en  lo  sucesivo,  y  también  lo' que 
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produzcan  los  derechos  actuales  no  enaje- 
nables de  dichos  Instituí oe,  y  los  que  de  la 
misma  especie  puedan  adquirir  en  adelante. 

7.°  El  producto  de  las  redenciones  de 
censo. 

8.0  La  cuarta  parle  del  total  de  los  dere- 
chos de  registro  que  se  causen  en  los  Esta- 
dos y  en  los  territorios  federales. 

9.°  El  3  y  el  20  por  100  respectivamente, 
del  liquido  total  de  las  porciones  de  heren- 
cia y  legados  dejados  á  colaterales  y  extra- 
ños en  ios  mismos  Estados  y  territorios. 

10.  La  mitad  de  las  herencias  yacentes, 
de  conformidad  con  lo  que  á  este  respecto 
dispone  el  Código  civil. 

11.  La  mitad  de  los  bienes  que  por  dis- 
posición universal  ó  parcial,  destina  el  tes- 
tador en  favor  de  su  alma,  sin  determinar  la 
aplicación,  ó  simplemente  para  las  misas, 
sufragios,  usos  ú  obras  pías,  de  conformidad 
con  las  disposiciones  relativas  del  mismo 
Código. 

12.  La  mitad  de  los  bienes  de  que  dis- 
ponga el  testador  en  favor  de  los  pobres  ó 
con  destinos  semejantes,  expresados  en  ge- 
neral, sin  determinar  la  aplicación  ó  el  es- 
tablecimiento público  á  que  se  destinan;  ó 
cuando  la  persona  encargada  de  determi- 
narlo no  pudiere  ó  rehusare  hacerlo,  en  vir- 
tud de  lo  prevenido  en  el  Código  civil. 

13.  Lo  que  produzca  la  realización  de 
fincas  gravadas  con  capellanías  vacantes  de 
jure  devoluto  ó  para  beneficio  eclesiástico 
fundadas  en  los  Estados  y  territorios  fede- 
rales. 

14.  Las  donaciones  y  legados  que  hicie- 
ren los  particulares. 

16.  El  impuesto  de  cuatro  bolívares  por 
kilogramo  sobre  la  picadura  de  tabaco  y  los 
cigarrillos  elaborados  que  se  importen. 

16.  El  impuesto  de  cinco  céntimos  de  bo- 
lívar, que  se  pagará  en  estampillas  de  ins- 
trucción por  cada  cajetilla  de  cigarrillos  ela- 
borados en  el  país  ó  importados,  que  se 
ofrezcan  al  consumo  público. 

17.  Las  rentas,  fuera  de  las  expresadas, 
que  crearen  leyes  ulteriores  con  destino  á  la 
Instrucción  pública. 

Art.  313  Los  Rectores  de  los  Colegios 
nacionales  de  varones  recibirán  de  quienes 
haya  lugar,  las  cantidades  que  produzcan  los 
números  6,  7,  8,  9,  10,  11,  12,  13  y  14,  en  la 
sección  á  que  pertenezca  el  respectivo  Ins- 
tituto, así  como  los  rendimientos  de  los  bie- 
nes que  posean,  entregándolos  bajo  recibo 
al  Agente  del  ramo  en  la  misma  sección, 
y  dando  relación  circustanciada  de  lo  que 
hubieren  entregado,  al  Ministerio  de  Instruc- 
ción pública. 

§  único.  En  los  territorios,  lo  que  pro- 
duzcan estos  ramos  lo  recibirán  los  Inten- 


dentes generales  de  Hacienda,  dando  aviso 
al  Ministerio  de  Hacienda  y  al  de  Instruc- 
ción pública. 

Art.  314.  Los  Registradores  principales 
concentrarán  en  su  oficina,  junto  con  la  cuar 
ta  parte  de  ios  derechos  que  se  causen  en 
ella,  la  de  los  mismos  derechos  en  todas  las 
oficinas  subalternas  de  su  dependencia,  que 
correspondan  á  la  renta  de  Instrucción,  y 
entregarán  en  los  primeros  ocho  días  de  ca- 
da mes,  al  Rector  del  Colegio  nacional  res- 
pectivo, el  monto  de  la  cuarta  parte  délos  de- 
rechos del  mes  anterior,  bajo  recibo  que  con- 
servarán en  su  archivo;  y  darán  aviso  espe- 
cificado al  Ministerio  de  Hacienda  y  al  de 
Instrucción  pública,  tanto  el  Registrador 
como  el  Rector,  de  lo  entregado  y  recibido. 

§  único.  Cuando  en  una  misma  sección 
hubiere  más  de  un  Colegio  nacional  de  va- 
rones, los  Registradores  principales  distri- 
buirán por  partes  iguales  entre  los  Colegios 
existentes  la  cuarta  parte  de  los  derechos 
de  Registro  pertenecientes  á  la  Instrucción. 

Art.  316.  Los  Registradores  subalternos 
remitirán  mensualmente  al  principal  de 
quien  dependan,  la  cuarta  parte  de  los  de- 
rechos que  hayan  tenido  sus  oficinas  en  el 
último  mes  vencido,  por  la  concentración 
prevenida  en  el  artículo  anterior. 

Art.  816.  La  infracción  de  los  dos  ar- 
tículos precedentes,  será  penada,  cuando 
fuere  por  retardo  injustificado  del  envió,  con 
multa  desde  40  hasta  100  bolívares  que  im- 
pondrá y  hará  efectiva  el  funcionario  á  quien 
competa  el  nombramiento  del  infractor. 
Cuando  la  infracción  fuese  por  ocultación, 
se  procederá  conforme  á  las  disposiciones 
del  Código  penak 

En  uno  y  otro  caso  se  dará  aviso  al  Mi- 
nisterio de  Hacienda,  al  de  Instrucción  pú- 
blica y  al  Rector  del  Colegio  nacional  res- 
pectivo. 

Art.  317.  Los  Registradores  principales 
pasarán  cada  tres  meses  al  Rector,  al  Minis- 
tro de  Hacienda  y  ai  de  Instrucción  pública 
una  nota  de  los  testamentos  que  hayan  ocu- 
rrido en  su  jurisdicción,  formada  con  vista 
de  los  duplicados  de  los  protocolos  que  les 
remitan  los  subalternos,  conservando  los 
avisos  de  recibo  correspondientes. 

Art.  318.  En  las  providencias  finales  que 
libren  los  Jueces  sobre  testamentaría,  pose- 
sión, liquidación  y  partición  de  herencias  y 
legados  entre  colaterales  ó  extraños  y  en  los 
casos  de  los  artículos  795  y  796  del  Código 
civil,  determinarán  los  Jueces  cnanto  fuere 
necesario  para  asegurar  los  derechos  que  co- 
rrespondan á  la  instrucción  pública. 

Art.  SU».  Ningún  Registrador  protocoli 
zara  escrituras  de  liquidación  y  partición  de 
herencias  de  las  mencionadas  en  el   prece- 
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dente  Artículo,  sin  el  Lleno  del  requisito  en 
él  eslHblecido. 

Ai  i  320.  Lab  declaraciones  judiciales  so- 
bre vmcación  de  herencias  se  participarán 
desde  luego  al  Ministro  de  Hacienda,  al  de 
Initrucaión  pública  y  al  Redor  del  Colegio 
Nacional  de  Ja  serción  respectiva,  para  los 
efectos  de  esta  ley,  agregándose  al  expedien- 
te de  la  materia  Los  recibos  de  aquel  fun- 
cionario. 

A  1 1 ,  32 1.  Los  Fiscales  de  Instrucción  pú- 
blica, en  tas  visitas  trimestrales  que  lucieren 
á  las  oficinas  principales  de  Registro  de  sn 
jurisdicción,  á  ios  Tribunales  de  La  misma  y 
A  las  demás  oficnms  públicas,  examinarán 
escrupulosamente,  con  vista  de  Jos  protoco- 
los y  demás  documentos  de  los  expedientes 
judiciales,  si  se  ha  dado  cumplimiento  á  las 
disposiciones  de  este  libro,  sobre  todo  las 
relativas  á  instituciones,  legados  y  herencias 
ab  intrstafo  de  colaterales  y  extraños,  ha- 
ciendo al  efecto  las  gestiones  á  que  el  exa- 
men diere  lugar  é  b  formando  oficialmente 
al  Ministro  de  Instrucción  pública, 

Art.  322.  £1  Juez  ó  Registrador  qae  no 
cumpliere  en  la  parte  que  le  concierne  las 
disposiciones  de  este  Código,  incurrirá  en 
las  penas  que  establece  sobre  la  materia  el 
Código  penal. 

Art.  323,  Los  déficits  que  pueda  tener  el 
presupuesto  de  la  instrucción  pública,  se  cu- 
brirán por  el  ejecutivo  nacional  en  la  forma 
más  conveniente. 
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Art.  324.  Los  estudiantes  del  segundo  y 
tercer  bienio  de  Ciencia»  mayores  termina- 
rán sus  respectivos  cursos  y  podrán  optará 
los  grados  correspondientes,  de  conformidad 
con  las  disposiciones  anteriores  al  presente 
Código  de  instrucción. 

Art.  326.  Dentro  de  los  tres  meses  si- 
guientes á  la  promulgación  de  este  Código 
se  instalarán  las  facultades  de  cada  Univer- 
sidad, eligiendo  sus  funcionarios  y  exami- 
nadores. Sus  Consejos  dictarán  sus  regla- 
mentos especiales,  que  pasarán  al  Rector;  y 
éste,  en  unión  del  Vicerrector,  formulará  el 
Reglamento  general  de  la  Universidad,  que 
será  sometido  para  su  aprobación  al  Ejecu- 
tivo federal  por  el  órgano  del  Ministerio  de 
Instrucción  pública. 

Art.  326.  Los  Colegios  llamados  de  pri- 
mera categoría  que  funcionan  actualmente 
en  los  Estados  Bermúdea,  Miranda  y  Falcón, 
continuarán  en  actividad  con  las  facultades 
y  derechos  que  hoy  tienen,  hasta  tanto  pue- 
dan elevarse  á  la  categoría  de  Universidades], 
conforme  á  las  disposiciones  de  este  Código. 

Art.  327.  El  Ejecutivo  federal  reglamen- 
tará el  presente  Código. 

Art.  328.  Se  derogan  los  decretos  de  27 
de  Junio  de  1870,  de  24  de  Septiembre 
de  1883  y  todos  los  demás  Decretos  y  Reso- 
luciones que  existan  sobre  Instrucción 
pública. 
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LIBRO  PRIMERO 


DE  LAS  INFRACCIONES  Y  PENAS 
EN  GENERAL 

TITULO  PRIMERO 

APLICACIÓN  DK  LA   LEY  PENAL 

Artículo  1.°  Nadie  puede  ser  castigado 
por  un  hecho  ú  omisión  que  no  esté  expre- 
samente calificado  por  la  ley  como  delito  ó 
como  falta,  ni  con  pena  que  no  haya  esta- 
blecido previamente  la  ley. 

Las  infracciones  de  la  ley  penal  se  divi- 
den en  delitos  y  faltas. 

Art.  2.o  Las  leyes  penales  tienen  efecto 
retroactivo  en  cuanto  favorezcan  al  reo, 
aunque  al  publicarse  hubiere  ya  sentencia 
ejecutoriada  y  el  condenado  estuviere  cum- 
pliendo su  condena. 

Art.  3.°  Será  castigado  según  la  ley  de 
Venezuela,  cualquiera  que  haya  cometido 
alguna  infracción  en  el  territorio  de  la  Re- 
pública. 

Art.  4.°  Están  sujetos  á  enjuiciamiento 
penal  en  Venezuela: 

1.°  Los  venezolanos  que  en  país  extran- 
jero se  hagan  reos  de  traición  contra  la  Re- 
pública y  los  que  unos  contra  otros  cometan 
hechos  punibles  según  sus  leyes. 

2.o  Los  subditos  ó  ciudadanos  extranje- 
ros que  en  país  extranjero  cometan  algún 
delito  contra  la  seguridad  de  la  República  ó 
contra  alguno  de  sus  nacionales. 

En  los  casos  anteriores  se  requiere  que  el 
culpable  haya  venido  al  territorio  de  la  Re- 
pública y  que  se  intente  acción  por  la  parte 
agraviada,  ó  por  el  Ministerio  público,  en 


(1)  Texto  eu  el  que  se  han  introducido  las  co- 
rrecciones publicadas  en  el  Diario  oficial  de  Cara- 
cas, correspondiente  á  15  de  Diciembre  de  1897. 

Legislación  uní  versal.— América. 


los  casos  de  traición  ó  de  delito  contra  la 
seguridad  de  Venezuela. 

Requiérese  también  que  pl  culpable  no 
haya  sido  juzgado  por  las  autoridades  ex- 
tranjeras, á  menos  que,  habiéndolo  sido,  hu- 
biere evadido  la  condena. 

8.o  Los  venezolanos  que  en  país  extran- 
jero infrinjan  las  leyes  relativas  al  estado1 
civil  y  capacidad  de  los  venezolanos. 

4.°  Los  empleados  diplomáticos,  de  con- 
formidad con  lo  que  establece  la  Con  st  i  tu 
ción  nacional. 

6.°    Los  agentes  diplomáticos  de  la  Re- 
pública que  cometan  cualquier  hecho  puní 
ble  no  enjuiciable  en  el  lugar  de  su  residen- 
cia, por  razón  de  los  privilegios  inherentes 
á  su  persona. 

6.°  Los  empleados  y  demás  personas  de 
la  dotación  y  marinería  de  los  buques  de 
guerra,  por  la  comisión  de  los  hechos  puni- 
bles, en  cualquiera  parte. 

7.°  Los  Capitanes  ó  patrones,  incluso 
pasajeros,  de  los  buques  mercantes,  por  los 
hechos  punibles  cometidos  en  alta  mar  ó  á 
bordo  en  aguas  de  otra  nación,  salvo  siem- 
pre, respecto  de  los  últimos,  lo  que  se  esta 
blece  en  el  aparte  segundo  del  núm.  2.°  del 
presente  artículo. 

8.°  Los  venezolanos  ó  extranjeros  veni- 
dos á  la  República,  que  en  alta  mar  cometan 
actos  de  piratería  ú  otros  hechos  de  los  que 
el  Derecho  internacional  califica  de  atroces 
y  contra  la  humanidad;  menos  én  el  caso  de 
que  por  ellos  hubieren  sido  ya  juzgados  en 
otro  país. 

9.°  Los  venezolanos  que,  -  dentro  ó  fuera 
de  la  República,  tomen  parte  en  la  trata  de 
esclavos. 

10.  Los  venezolanos  ó  extranjeros  veni- 
dos al  territorio  de  la  República,  que  en  otro 
país  falsifiquen  moneda  de  curso  legal  en 
Venezuela,  ó  sello  de  uso  público,  estampi- 
llas ó  títulos  de  crédito  de  la  Nación,  bille- 
tes de  Banco  al  portador  ó  títulos  de  capital 
ó  renta  de  emisión  autorizada  por  la  ley 
nacional. 

11.  Los  venezolanos  y  extranjeros  que, 


98 


CÓDIGO  PENAL 


de  alguna  manera,  favorezcan  la  introduc- 
ción en  la  República  de  loa  valorea  especifi- 
cados en  el  número  anterior. 

En  los  casos  de  los  números  precedentes 
queda  siempre  á  salvo  lo  dispuesto  en  el 
aparte  2.°  nútn.  2.°  de  este  artículo. 

12.  Los  Jefes,  Oficiales  y  demás  indivi- 
duos de  un  ejército,  en  razón  de  los  hechos 
punibles  que  cometan  en  marcha  por  terri- 
torio extranjero  neutral,  contra  sus  habitan- 
tes ó  intereses.  t 

13.  Los  extranjeros  que  entren  en  luga- 
res de  la  República  no  abiertos  al  comercio 
exterior,  ó  que  sin  derecho  se  apropien  sus 
producciones  terrestres  ó  marítimas,  ó  que 
sin  permiso  ni  título  hagan  uso  de  sus  te- 
rrenos despoblados. 

14.  Los  extranjeros  que  infrinjan  las 
cuarentenas  y  demás  disposiciones  estable- 
cidas en  beneficio  de  la  salud  pública. 

15.  Los  extranjeros  ó  venezolanos  que, 
en  tiempo  de  paz,  desde  territorio  ó  buque 
de  guerra  extranjeros,  lancen  proyectiles  ó 
hagan  otro  género  de  mal  á  las  poblaciones, 
habitantes  ó  territorio  de  Venezuela,  salvo 
lo  dispuesto  en  los  dos  apartes  del  número 
2.°  de  este  artículo. 

Art:  5.°  La  exti  adición  de  un  venezola- 
no no  podrá  concederse  nunca  por  ningún 
motivo;  pero  deberá  ser  enjuiciado  en  Ve- 
nezuela á  solicitud  de  la  parte  agraviada  ó 
del  Ministerio  público,  si  el  delito  que  se  le 
imputa  mereciere  pena  por  la  ley  venezolana. 

La  extradición  de  un  extranjero  no  po- 
drá tampoco  concederse  por  delitos  políti- 
cos ni  por  infracciones  conexas  con  estos 
delitos,  ni  por  ningúu  hecho  que  no  esté  ca- 
lificado de  delito  por  la  ley  venezolana. 

La  extradición  de  un  extranjero  por  deli- 
tos comunes  no  podrá  acordarse  sino  por  la 
Autoridad  competente,  de  conformidad  con 
I  os  trámites  y  requisitos  establecidos  al  efec- 
to por  la  ley  venezolana  y  por  los  Tratados 
internacionales. 

Al  acordarse  la  extradición  se  establecerá 
siempre,  como  condición  indispensable/ que 
el  delincuente  no  sea  condenado  á  pena  de 
muerte. 

En  todo  caso,  hecha  la  solicitud  de  extra- 
dición, toca  al  Ejecutivo  nacional,  según  el 
mérito  de  los  comprobantes  que  se  acompa- 
ñen, resolver  sobre  la  detención  preventiva 
del  extranjero,  antes  de  pasar  el  asunto  á  la 
Alta  Corte  federal. 

Art.  6.°  Las  disposiciones  del  presente 
Código  se  aplicarán  también  á  las  materias 
regladas  por  otras  leyes  penales,  en  cuanto 
éstas  no  hayan  establecido  otra  cosa. 
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Art.  7.°  Las  penas  que  se  establecen  para 
la  represión  de  los  delitos,  son: 

1.a     El  presidio  cerrado. 

2.ft    El  presidio  abierto. 

3.a    La  prisión. 

4.a     El  confinamiento 

5.a    La  multa  penal. 

6.a  La  inhabilitación  para  el  ejercicio 
de  funciones  públicas. 

Las  penas  que  se  establecen  para  las  fal- 
tas, son: 

1.a     El  arresto. 

2.a    La  multa  correccional. 

3.a  La  suspensión  del  ejercicio  de  una 
profesión  ó  arte. 

Bajo  la  denominación  de  penas  restricti- 
vas de  la  Ilbartad  individual,  ó  sea  penas 
corporales,  la  ley  comprende  las  de  presidio, 
prisión,  confinamiento  y  arresto. 

Art.  8.°  La  pena  de  presidio  cerrado  dura 
de  diez  á  quince  afios,  y  se  cumple  en  los 
establecimientos  especiales  destinados  a 
este  efecto.  El  penado  queda  sometido  á  loa 
trabajos  forzados  del  establecimiento  ó  de 
sus  obras  anejas,  sin  poder  salir  á  otra 
parte. 

Se  le  sujetará  además  á  encierro  celular 
durante  las  horas  del  día  en  que  no  esté 
ocupado  en  el  trabajo,  con  obligación  de 
guardar  silencio,  conforme  á  las  disposicio- 
nes del  Reglamento  interno  del  estableci- 
miento. 

Art.  9.°  La  pena  de  presidio  abierto  dura 
de  tres  hasta  doce  años,  y  se  cumple  en  loa 
Establecimientos  penales,  también  especia- 
les y  distintos  de  ios  del  artículo  anterior, 
destinados  al  efecto. 

Los  penados  estarán  sujetos  á  los  traba- 
jos de  artes  ú  oficios  que  se  hagan  dentro 
del  Establecimiento,  ó  bien  á  los  trabajos 
que  se  efectúen  fuera,  en  obras  públicas  del 
Gobierno. 

Art.  10.  La  pena  de  prisión  dura  desde 
tres  días  hasta  cinco  afios,  y  se  cumple  en 
los  Establecimientos  penales,  distintos  de 
los  dos  anteriores,  que  se  destinen  á  este 
efecto. 

Los  penados  estarán  obligados  á  trabajar; 
pero  pueden  elegir  entre  los  distintos  traba- 
jos del  Establecimiento  el  que  más  les  coa- 
venga. 

Art.  11.  Cuando  la  prisión  no  exceda  de 
un  afio,  se  cumplirá  en  las  cárceles  que  los 
Estados  hayan  destinado  con  el  carácter  de 
Establecimientos  penales. 

Art.  12.  En  todos  los  Establecimientos 
penales  deberá  haber  completa  separación 
de  los  hombres  y  de  las  mujeres. 
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Art.  13.  Los  detenidos  por  causas  políti- 
<ias  en  ningún  caso  serán  recluidos  en  los 
Establecimientos  penales  destinados  á  la  de- 
tención ó  condena  de  los  procesados  ó  sen- 
tenciados por  delitos  comunes. 

Art.  14.  Todo  penado  será  sometido  á 
encierro  celular  durante  la  noche,  con  obli 
gación  de  guardar  silencio,  de  conformidad 
con  las  disposiciones  del  régimen  interior 
•del  Establecimiento. 

Art.  16.  Los  condenados  á  presidio  ó  á 
prisión  que  con  una  conducta  constantemen- 
te correcta  y  demostrativa  de  su  regenera- 
ción moral,  hayan  cumplido  las  tres  cuartas 
partes  de  su  condena,  podrán  solicitar  gra- 
cia por  el  resto  de  la  pena. 

La  Corte  de  casación,  con  vista  de  los  do- 
cumentos correspondientes,  que  comprue- 
ben plenamente  el  fundamento  de  la  solici- 
tud, procediendo  sin  contención,  podrá  acor 
dar  la  rebaja  del  resto  de  la  pena,  en  los  ca- 
aos siguientes: 

1.°  Guando  el  reo  solicitante  haya  estado 
cumpliendo  su  condena  en  alguno  de  los  Es- 
tablecimientos penales  de  la  Nación. 

2.o  Cuando  no  hubiere  sido  condenado 
por  alguno  de  los  delitos  indicados  en  los 
artículos  252  y  413  al  417. 

3.°  Cuando  no  hubiere  sido  condenado 
al  máximum  de  la  pena  de  presidio  en  virtud 
de  las  disposiciones  del  art.  59. 

4.°  Cuando  no  sea  reihcidente  en  la  co 
misión  de  los  delitos  previstos  en  los  artícu- 
los 371  al  376  y  411. 

6.°  Cuando  no  sea  reincidente  por  se- 
gunda vez  en  la  comisión  de  cualquier  deli- 
to, si  ha  sido  condenado  á  pena  mayor  de 
<ios  y  medio  años,  si  fuere  de  prisión,  ó  de 
-cinco  años,  si  fuere  de  presidio. 

En  estos  mismos  casos  la  Corte  de  casa- 
ción podrá,  en  vez  de  acordar  la  rebaja,  con- 
mutar el  resto  de  la  pena  en  simple  prisión, 
«i  lo  encontrare  justo,  y  en  el  lugar  que  la 
misma  Corte  determine. 

Si  el  reo  fué  condenado  á  penas  acceso- 
rias, la  Corte  de  casación  resolverá  si  éstas 
quedan  ó  no  subsistentes  en  la  conmutación. 

Art.  16.  Será  revocada  la  gracia  de  la 
rebaja  ó  la  conmutación,  si  el  condenado  co 
mete  después  un  delito  que  merezca  pena 
corporal,  ó  si  no  cumple  las  condiciones  que 
le  han  sido  impuestas.  En  este  caso  el  tiem- 
po transcurrido  de  rebaja  ó  conmutación  no 
se  computará  en  la  duración  de  la  pena,  ni 
el  condenado  podrá  volver  á  pedir  semejan- 
te gracia. 

Art.  17.  La  pena  de  confinamiento  con- 
siste en  la  obligación  que  se  impone  al 
condenado  de  permanecer  por  un  tiempo 
que  no  baje  de  treinta  días  ni  exceda  de 
treinta  meses  en  una  parroquia  designada 


por  la.  sentencia,  distante  por  lo  menos  150 
kilómetros,  tanto  de  la  parroquia  en  que  se 
cometió  el  delito,  como  de  cada  una  de  las 
que  son  residencia  de  la  parte  agraviada  y 
del  condenado. 

Si  este  último  contraviniere  á  la  obliga- 
ción susodicha,  la  pena  del  confinamiento 
será  convertida  en  prisión  por  un  tiempo 
igual  al  que  falte  para  el  entero  cumplimien- 
to de  aquél. 

Art.  18.     La  multa  penal  consiste  en  una 
suma  de  dinero  que  se  pagará  al  Erario  del  • 
Estado  respectivo  y  que  no  bajará  de  vein- 
ticinco bolívares  ni  excederá  de  cinco  mil. 

En  el  caso  de  que  el  pago  no  se  efectúe 
dentro  de  los  treinta  días  siguientes  al  día 
de  la  intimación,  así  como  en  el  caso  de  in- 
solvencia del  condenado,  la  multa  será  con- 
vertida en  prisión  de  tantos  días  cuantos 
resulten,  calculándose  por  cada  uno,  diez 
bolívares  de  la  suma  que  constituye  la 
malta. 

El  condenado  podrá  siempre  eximirse  de 
la  prisión,  pagando  la  multa,  en  cuyo  caso 
se  reducirá  la  parte  correspondiente  á  los 
días  transcurridos  en  ella. 

A  instancia  del  condenado,  se  podrá  tam- 
bién convertir  la  prisión  de  que  se  trata  en 
la  prestación  de  un  trabajo  determinado  que 
se  haga  por  cuenta  del  Estado  ó  de  alguno 
de  sus  distritos/  en  cuyo  caso  se  le  compu- 
tarán dos  días  de  trabajo  por  uno  de  prisión. 

Art.  19.  La  inhabilitación  para  el  ejerci- 
cio de  funciones  públicas,  como  pena  prin- 
cipal, es  inayor  ó  menor.  La  primera  dura 
de  uno  á  cinco  años  y  lleva  consigo  la  pri- 
vación: 

1.°  Del  uso  y  goce  del  derecho  activo  y 
pasivo  del  sufragio  popular,  y  de  cualquier 
otro  derecho  político. 

2.o  Del  ejercicio  del  empleo,  oficio  ó  car- 
go público  que  se  esté  desempeñando,  de) 
uso  de  toda  condecoración  ó  distinción  ho- 
norífica, y  del  goce  de  pensiones  civiles  y 
militares  ó  beneficios  eclesiásticos. 

8.°  De  la  capacidad  de  obtener  cualquier 
destino  público  y  demás  goces  á  que  se  re- 
fiere el  núihero  anterior. 

4.°     De  las  funciones  inherentes  al  cargo 
de  tutor,  protutor  ó  curador;  salvo,  sin  em 
bargo,  las  que  se  ejercen   respecto  de  los 
descendientes  en   los   casos    determinados 
por  la  ley. 

La  inhabilitación  menor  comprende  la  in 
capacidad  de  obtener  y  ejercer  los  indica- 
dos derechos,  empleos,  cargos,  oficios  ó  des- 
tinos públicos,  por  un  término  de  tres  me- 
ses á  tres  años. 

La  ley  determinará  los  casos  en  que  la 
inhabilitación  de  funciones  públicas  se  limi- 
ta á  algunas  de  ella*,  y  los  casos  en  que  se 
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extiende  al  ejercicio  de  la  profesión  ó  arte 
<lel  condenado. 

Art.  20.  La  pena  de  arresto  dura  de  un 
día  á  nn  año,  y  se  cumplirá  en  las  Cárceles 
y  demás  establecimientos  destinados  al  efec- 
to en  los  Estados^  con  cargo  de  trabajos  ma- 
nuales, á  elección  del  penado,  dentro  del 
local. 

En  cuanto  á  las  mujeres  y  menores  no 
reincidentes,  puede  el  Juez  disponer,  si  la 
pena  no  excede  de  quince  días,  que  la  cum- 
,  pian  en  su  propia  habitación.  Lo  mismo  se 
practicará  con  los  hombres  valetudinarios  ó 
de  edad  provecta,  respecto  de  los  arrestos 
de  un  término  igual.  En  caso  de  transgre- 
sión, la  pena  será  cumplida  en  la  forma  or- 
dinaria. 

Art.  21.  La  ley  determinará  los  casos  en 
que  los  arrestos  puedan  cumplirse  en  una 
casa  de  trabajo,  ó  mediante  la  prestación  de 
un  servicio  en  alguna  empresa  de  utilidad 
pública. 

Si  el  reo  no  se  presta  al  cumplimiento  de 
su  condena,  ó  si  rehusa  el  trabajo  ó  servicio 
que  se  le  ha  impuesto,  el  arresto  se  efectua- 
rá en  la  forma  ordinaria. 

Art.  22.  Si  no  hubiere  Establecimientos 
penales  ó  departamentos  especiales  para  que 
¡as  mujeres  cumplan  su  condena,  podrán 
ser  destinadas  al  servicio  de  hospitales. 

Art.  28.  La  pena  de  multa  correccional 
wnsiste  en  una  cantidad  de  dinero  que  no 
baje  de  10  bolívares  ni  exceda  de  1.000,  á 
favor  del  distrito  ó  parroquia  en  que  se  co- 
metió el  delito  ó  la  falta. 

Art.  24.  La  suspensión  del  ejercicio  de 
tina  profesión  ó  arte,  como  pena  principal, 
durará  desde  diez  días  hasta  un  afio. 

Art.  26.  Cuando  la  pena  señalada  por  la 
ley  no  exceda  de  treinta  días  de  arresto,  de 
cuarenta  y  cinco  días  de  confinamiento  ó  de 
160  bolívares  de  multa,  podrá  el  Juez  redu- 
cirla á  un  apercibimiento  ó  amonestación 
judicial,  siempre  que  concurran  circunstan- 
cias atenuantes,  y  el  enjuiciado  no  hava 
nido  condenado  anteriormente  por  delito7  ó 
falta  que  merezca  más  de  quince  días  de 
privación  de  la  libertad  individual. 

El  apercibimiento  consiste  en  una  admo- 
nición apropiada  al  caso  particular  dei  en- 
juiciado y  á  las  circunstancias  del  hecho, 
<|ue  le  hará  el  Juez  en  audiencia  pública, 
lijada  previamente,  citando  al  efecto  los  pre- 
ceptos de  la  ley  infringida  y  las  consecuen- 
cias de  la  infracción. 

Si  el  condenado  no  se  presenta  en  la  au- 
diencia señalada  para  el  apercibimiento  ó  si 
no  lo  acogiere  con  respeto,  se  le  aplicará  en- 
tonces la  pena  fijada  por  la  ley  á  la  infrac- 
ción cometida. 

Art.  26.    En  el  caso  previsto  en  el  artícu- 


lo anterior,  el  condenado  quedará  obligado, 
junto  con  uno  ó  más  fiadores  abonados  y  so* 
lidarios,  si  el  Juez  así  lo  estima  oportuno,  á 
pagar  en  calidad  de  inulta  una  suma  de  di- 
nero, que  se  determinará,  en  el  caso  de  vol- 
ver á  cometer  otra  infracción  dentro  de  un 
lapso  fijado  por  la  sentencia;  el  cual  lapso 
no  excederá  de  un  año  para  los  delitos,  ni 
de  seis  meses  para  las  faltas,  y  sin  perjui- 
cio, en  cuanto  á  la  nueva  infracción,  de  apli- 
cársele las  penas  de  ley. 

Corresponde  al  Juez  resolver  solare  la  su- 
ficiencia de  los  fiadores. 

Si  el  condenado  no  quisiere  someterse  á 
la  obligación  indicada,  ó  no  presenta  fiado- 
res abonados,  sufrirá  la  pena  determinada 
por  la  sentencia  para  la  infracción  come- 
tida. 

Art.  27.  La  ley  determinará  los  casos  en 
que  el  Juez  debe  pronunciar,  accesoriamen- 
te á  la  pena  impuesta,  el  sometimiento  del 
reo  á  la  vigilancia  de  la  autoridad  pública. 

La  duración  de  esta  pena,  cuando  la  ley 
no  disponga  otra  cosa,  no  podrá  ser  menor 
de  seis  meses  ni  mayor  de  veinte  y  cuatro. 

El  condenado  á  vigilancia  está  en  la  obli- 
gación de  declarar  á  la  autoridad  competen- 
te, dentro  de  los  primeros  quince  días  de  la 
fecha  fijada  por  el  art.  41,  el  lugar  de  su  re- 
sidencia. Debe,  además,  ajustarse  á  las  pres- 
cripciones que  se  le  impongan  en  virtud  de 
la  ley.  Y  puede  la  autoridad  prohibirle,  du- 
rante el  tiempo  de  Iu  vigilancia,  la  residen 
cia  en  ciertos  lugares. 

Cuando  hubiere  condenación  á  pena  cor- 
poral que  exceda  de  seis  meses,  podrá  el 
Juez  determinar  la  vigilancia  especial. 

La  sentencia  podrá  limitar  las  prescrip- 
ciones que  hayan  de  imponerse  al  conde- 
nado. 

Art.  28.  Las  penas  no  podrán  aumentar- 
se, disminuirse  ni  conmutarse,  sino  sólo  en 
los  casos  expresamente  determinados  por 
la  ley. 

Cuando  la  ley  disponga  que  la  pena  se 
aumente  ó  disminuya  en  una  parte  determi- 
nada, el  aumento  ó  la  disminución  se  efec- 
tuará sobre  la  cuota  de  la  pena  que  el  Juez 
aplicaría,  la  cual  será  el  término  medio  en- 
tre ios  extremos  de  la  ley,  sin  la  circunstan- 
cia que  la  hace  aumentar  ó  disminuir. 

Habiendo  varias  circunstancias  agravan- 
tes ó  varias  atenuantes,  el  aumento  ó  la  dis 
minución  se  efectuará  sobre  la  cuota  de  la 
pena  que  resulta  del  aumento  ó  disminución 
precedente. 

En  la  concurrencia  de  varias  ciicunstan 
cías,  propias  unas   para  aumentarla  y  otras 
pata  disminuirla,  se  comenzará  por  las  pri- 
meras. En  todo  caso,  hecho  el  cálculo  ante- 
rior, se  estimarán  por  último,  y  según  su 
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orden,  la  edad,  el  estado  mental,  las  circuns- 
tancias atenuantes  previstas  en  el  art.  60  y 
4a  reincidencia. 

.  En  el  aumento  ó  la  disminución  no  po 
<lrán  traspasarse  los  límites  establecidos 
para  cada  especie  de  pena,  salvo  los  casos 
•expresamente  determinados  por  la  ley. 

Cuando  se  deba  disminuir  la  pena  de 
arresto  ó  de  multa  correccional,  si  el  máxi- 
mum fijado  por  la  ley  no  excede  de  cinco 
•días  respecto  del  primero  y  veinticinco  bo- 
lívares respecto  de  la  segunda,  se  las  susti- 
tuirá con  el  apercibimiento  judicial. 

Art.  29.  Las  penas  temporales  se  com 
putarán  por  días,  meses  y  afios. 

Cada  día  constará  de  veinticuatro  horas,  y 
cada  mes,  de  treinta  días.  El  año  se  calcula- 
rá según  el  calendario  común.* 

En  las  penas  corporales  no  se  computarán 
las  fracciones  de  día,  ni  las  de  bolívar  en 
las  pecuniarias. 

Art.  30.  En  el  cumplimiento  de  las  pe- 
nas corporales  en  los  establecimientos  na- 
cionales y  en  el  procedimiento  que  debe  se- 
guirse para  denunciar  algún  abuso  ó  exceso 
de  los  carceleros  ó  guardianes,  regirán  los 
reglamentos  que  dicte  el  Ejecutivo  nacional 
•ó  del  Estado,  respectivamente. 

TITULO  III 

DE  LOS  KFKCTOS  DE  LAS  CONDENACIONES 
PENALES  T  DE  riU  KJECÜCION 

Art.  81.  La  pena  de  presidio  cerrado,  la 
-de  presidio  abierto  y  la  de  prisión,  llevan 
consigo,  como  pena  inherente,  la  inhabilita 
ción  para  el  ejercicio  de  funciones  públicas 
por  el  tiempo  que  dure  la  pena. 

Art.  32.  Los  condenados  á  presidio  ce- 
rrado ó  á  presidio  abierto,  por  más  de  cinco 
afios,  estarán  bajo  interdicción  legal  por  el 
tiempo  de  la  condena;  y  en  consecuencia,  se 
les  aplicarán,  para  la  administración  de  sus 
bienes,  las  disposiciones  de  la  ley  civil  rela- 
tivas á  su  estado. 

La  condenación  á  presidio  cerrado  priva- 
rá además  al  condenado  de  la  patria  potes- 
tad, de  la  autoridad  marital,  de  la  adminis- 
tración de  bienes,  del  derecho  de  disponer 
de  los  propios  por  acto  entre  vivos,  del  de 
ejercer  la  tutela  ó  cúratela  y  de  pertenecer 
al  Consejo  de  tutela. 

Tampoco  podrá  disponer,  por  testamento, 
en  favor  de  los  que  han  sido  declarados  co- 
autores ó  cómplices  en  el  delito,  ni  aun  por 
interpuestas  personas. 

Cuando  el  autor  de  un  delito  fuere  conde- 
nado á  presidio  abierto  por  más  de  cuatro 
afios,  podrá  imponérsele  accesoriamente  la 
privación  de  la  patria  potestad  y  de  la  auto-  j 


ridad  marital  por  un  tiempo  igual  al  de  la 
condena. 

Art.  33.  Fuera  de  los  casos  determina- 
dos por  la  ley,  toda  condenación  por  infrac- 
ción cometida  con  abuso  de  funciones  pú- 
blicas ó  del  ejercicio  de  una  profesión  ó 
arte  que  requiera  permiso  de  la  autoridad, 
producirá  como  consecuencia  la  inhabilita- 
ción ó  suspensión  respectiva,  mientras  dure 
la  pena  corporal  que  se  haya  impuesto  á  la 
pena  sustituida,  en  el  caso  de  falla  de  cum- 
plimiento de  la  pecuniaria  aplicada. 

Si  se  trata  de  profesiones  ó  artes  que  no 
requieran  permiso  de  la  autoridad,  la  ley  de- 
terminará los  casos  en  que  la  condena  tenga 
como  efecto  la  suspensión  del  ejercicio  co- 
rrespondiente. 

La  inhabilitación  y  la  suspensión  nunca 
podrán  pasar  del  máximum  fijado  por  los 
artículos  19  y  24. 

Art.  34.  En  caso  de  condenación  podrá 
el  Juez  decretar  la  confiscación  de  los  obje 
tos  que  hayan  Bervido  ó  fueron  destinados 
á  la  comisión  del  delito,  así  como  la  de  los 
objetos  que  son  productos  del  misino,  siem- 
pre que  estos  objetos  no  pertenezcan  á  ana 
persona  extraña  al  delito. 

Art.  35.  Cuando  se  trata  de  objetos  cuya 
fabricación,  uso,  porte,  detentación  ó  venta 
constituyen  por  sí  una  infracción,  se  decre 
tara  siempre  la  confiscación  de  ellos,  aun- 
que no  haya  condenación  ni  pertenezcan  al 
culpado. 

Art.  36.  Las  condenaciones  penales  no 
perjudican  los  derechos  que  la  parte  ofendi- 
da ó  agraviada  pueda  tener  á  la  restitución 
y  á  la  reparación  de  los  daños  y  perjuicios 
ocasionados. 

Art.  37.  Independientemente  de  la  resti- 
tución y  de  la  reparación  á  que  se  contrae  el 
artículo  anterior,  puede  el  Juez,  siempre  qne 
el  delito  ofenda  el  honor  de  alguna  persona 
ó  familia,  aunque  no  se/les  siga  ningún  per- 
juicio material,  acordar  á  la  parte  agraviada 
que  lo  pida,  una  suma  determinada  que  no 
excederá  de  1  000  bolívares,  á  título  de  re- 
paración. 

Art.  38.  El  condenado  estará  obligado  á 
pagar  los  gastos  procesales. 

Los  condenados  por  una  misma  infracción 
son  solidariamente  responsables  por  la  res- 
titución, reparación  de  daños  y  perjuicios, 
indemnizaciones  acordadas  y  gastos  del 
juicio. 

Los  condenados  en  un  mismo  juicio  por 
diversas  infracciones,  son  solidarios  sola 
mente  en  la  responsabilidad  de  las  costas 
que  sean  comunes  á  ellas. 

Art.  39.  En  las  penas  corporales  se  com- 
putará al  reo  el  tiempo  que  hubiere  trans- 
currido después  de  cinco  meses,  contados 
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desde  el  día  en  que  fué  detenido,  si  la  pena 
impuesta  excede  de  tres  años. 

Si  la  pena  impuesta  fuere  el  confinamien- 
to, cada  día  de  prisión  se  computará  por 
tres  de  los  de  la  pena. 

Guando  se  haya  impuebto  solamente  una 
pena  pecuniaria,  la  computación  se  efectua- 
rá en  conformidad  con  el  cálculo  indicado 
en  el  art.  18. 

Art.  40.  Las  penas  de  inhabilitación  y 
suspensión  comenzarán  desde  el  día  en  que 
la  sentencia  se  haga  irrevocable,  salvo  dis- 
posiciones especiales  de  la  ley. 

Si  la  inhabilitación  ó  suspensión,  como 
cualquiera  otra  incapacidad,  se  impusieren 
accesoriamente  de  una  pena  corporal,  ó 
cuando  por  sí  fueren  efecto  de  una  conde- 
nación en  materia  penal,  se  aplicarán  al 
mismo  tiempo  que  se  ejecute  la  pena  corpo- 
ral; pero  la  duración  de  ellas  fijada  por  la 
sentencia  ó  por  la  ley,  no  comenzará  sino 
desde  el  día  en  que  la  pena  termine  ó  la 
condena  se  cumpla. 

Art.  41.  La  vigilancia  especial  de  la  Au- 
toridad pública  comienza  el  día  en  que  ter- 
mina la  pena  de  que  es  accesoria. 

Podrá  ocurrirse  á  la  Autoridad  judicial 
competente,  bien  para  que  cesen,  bien  para 
que  se  limiten  los  efectos  de  la  vigilancia, 
en  el  caso  de  que  no  hayan  sido  determina- 
dos por  la  sentencia. 

Art.  42.  Las  sentencias  en  que  se  impon- 
gan penas  de  presidio  se  publicarán  en  la 
Gaceta  oficial  deda  nación  ó  en  el  periódico 
oficial  del  respectivo  Estado,  y  en  extracto 
por  carteles  en  la  parroquia  en  que  el  delito 
fué  cometido. 

TITULO  IV 

DE  LA  1MFUTAB1L1DAD  Y  CAUSAS  QÜK  LA  EXOl.U- 
YtCN  Ó   DIMINUYEN 

Art.  43.  Nadie  puede  invocar  como  ex- 
cusa su  ignorancia  de  la  ley  penal. 

Art.  44.  La  acción  ú  omisión  penada  por 
la  ley  se  reputa  siempre  voluntaria,  á  no  ser 
qué  conste  lo  contrario. 

Art.  45.  El  que  voluntariamente  ejecutare 
un  delito  ó  una  falta,  incurrirá  en  responsa 
bilidad  penal  y  será  juzgado  conforme  á  la 
ley,  aunque  el  hecho  cometido  sea  diferente 
del  que  se  había  propuesto  ejecutar. 

Art.  46.  No  es  punible  el  que  ejecuta  la 
acción  hallándose  dormido  ó  en  estado  de 
demencia  ó  detirio,  ó  estando  de  cualquiera 
otra  manera  privado-  de  la  razón,  sea  por 
causa  constitucional  ó  permanente,  sea  por 
causa  accidental,  ú  otra  que  no  sea  la  em- 
briaguez. 

Sin  embargo,  si  fuere  peligroso,  á  juicio 


del  Juez,  según  la  prueba  del  caso,  poner 
en  libertad  al  enjuiciado,  el  Tribunal  podrá 
entregarlo  á  la  Autoridad  ejecutiva  com- 
petente, para  que  dicte  las  medidas  corres- 
pondientes. 

Art.  47.  Cuando  el  estado  mental  á  que 
se  refiere  el  artículo  precedente  fuese  tal 
que  debiese  atenuar  en  gran  manera  la  res- 
ponsabilidad del  acusado,  sin  excluirla  del 
todo,  las  penas  se  reducirán  de  dos  quintos 
á  la  mitad,  sustituyendo  la  de  presidio  ce- 
rrado con  la  de  presidio  abierto,  la  inhabi- 
litación mayor  con  la  menor,  y  las  demás 
penas,  inclusas  las  pecuniarias,  se  reducirán 
en  la  proporción  dicha. 
,  Si  la  pena  fuese  corporal,  el  Tribunal  po- 
drá ordenar  que  se  cumpla  en  una  casa  de 
custodia,  mientras  la  Autoridad  ejecutiva 
no  disponga  otra  cosa. 

Art.  48.  Si  el  estado  de  perturbación 
mental  del  encausado  en  el  momento  del 
delito,  proviniere  de  embriaguez,  se  segui- 
rán las  reglas  siguientes: 

1.a  Si  se  probare  que  con  el  fin  de  fa- 
cilitarse la  perpetración  del  delito,  ó  prepa- 
rar una  excusa,  el  acusado  había  hecho  uso 
del  licor,  se  aumentará  la  pena  que  debiera 
aplicársele  de  un  quinto  á  un  tercio,  con 
tal  que  la  totalidad  no  exceda  del  máxi- 
mum fijado  por  la  ley  á  este  género  de  pe- 
na, sustituyendo  la  interdicción  menor  con 
la  mayor.  Si  la  pena  que  debiere  imponér- 
sele fuere  la  de  presidio  cerrado,  se  man- 
tendrá ésta. 

2.a  Si  resultare  probado  que  el  procesa- 
do sabía  y  era  notorio  entre  sus  relaciones, 
que  la  embriaguez  le  hacía  provocador  y 
pendenciero,  se  le  aplicarán  sin  atenuación 
las  penas  que  para  el  delito  cometido  esta- 
blece este  Código. 

3.a  Si  no  probadas  ninguna  de.  las  dos 
circunstancias  de  los  dos  números  anterio- 
res, resultare  demostrada  la  perturbación 
mental  por  cansa  de  la  embriaguez,  las  pe- 
nas se  reducirán  á  los  dos  tercios,  sustitu- 
yéndose el  presidio  abierto  al  cerrado  y  la 
inhabilitación  menor  á  la  mayor. 

4.a  Si  la  embriaguez  fuere  habitual,  la 
pena  corporal  que  deba  sufrirse  podrá  man- 
darse cumplir  en  un  establecimiento  espe- 
cial de  corrección. 

6.a  Si  la  embriaguez  fuere  enteramente 
casual  ó  excepcional,  que  no  tenga  prece- 
dente, las  penas  en  que  haya  incurrido  ei 
encausado  se  reducirán  de  la  mitad  á  un 
cuarto  en  su  duración^  sustituyéndose  la 
pena  de  presidio  cerrado  con  la  de  presidio 
abierto,  y  la  de  inhabilitación  mayor  con  la 
menor. 

Art.  49.     No  es  punible: 

1.°    El  que  obra  en  defensa  de  su  perso- 
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na  ó  derecho,  siempre  que  concurran  las  cir- 
cunstancias siguientes: 

Primera.  Agresión  ilegítima  por  parte  del 
que  resulta  ofendido  por  el  hecho. 

Segunda.  Necesidad  del  medio  empleado 
para  impedirla  ó  repelerla. 

Tercera.  Falta  de  provocación  suficiente 
de  parte  de)  que  pretende  haber  obrado  en 
defensa  propia. 

2.o  £1  que  obra  en  defensa  de  la  persona 
ó  derechos  de  su  cónyuge, de  sus  ascendien- 
tes, descendientes  ó  hermanos  legítimos, 
naturales  ó  adoptivos,  desús  demás  consan- 
guíneos basta  el  cuarto  grado  civil,  de  los 
cónyuges  de  éstos,  ó  de  los  ascendientes  ó 
hermanos  legítimos  de  su  cónyuge,  siempre 
que  concurran  las  dos  primeras  condiciones 
prescritas  en  «I  núm.  1.°  de  este  artículo,  y 
la  de  que,  en  el  caso  de  haber  precedido  pro- 
vocación de  parte  del  acometido,  no  haya  te- 
nido participación  en  ella  el  defensor. 

8.°  El  que  obra  en  defensa  de  la  perso- 
na ó  derechos- de  un  extraño,  siempre  que 
éste  tenga  derecho  á  defenderse;  y  además 
que  el  defensor  no  sea  impulsado  por  ven- 
ganza, resentimiento  ni  otro  motivo  ilegí- 
timo. 

4.°  El  que  se  halla  constreñido  por  la  ne- 
cesidad de  preservar  su  propia  persona  ó  la 
de  otro  de  un  peligro  grave  ó  inminente  á 
que  no  había  dado  lugar  voluntariamente  ni 
podía  prevenir  de  otro  modo. 

6.°  El  que  paria  evitar  un  mal,  ejecuta  un 
hecho  que  produzca  dafio  en  la  propiedad 
de  otro,  siempre  que  concurran  las  circuns- 
tancias siguientes: 

Primera.  Realidad  ó  inminente  peligro 
del  mal  que  se  trata  de  evitar. 

Segunda.  Que  el  mal  que  se  trata  de  evi- 
tar sea  mayor  que  el  causado. 

Tercera.'  Que  no  haya  otro  medio  practi- 
cable y  menos  perjudicial  para  impedirlo. 

6.°  El  que  con  ocasión  de  ejecutar  un 
acto  lícito  con  la  debida  diligencia,  causa 
accidentalmente  algún  mal,  sin  culpa  ni  in- 
tención suya  de  cansarlo. 

7.°  El  que  obra  violentado  por  una  fuer- 
za irresistible,  ó  por  miedo  insuperable  de 
un  mal  grave  y  próximo. 

8.°  El  que  obra  en  cumplimiento  de  un 
deber,  ó  en  el  ejercicio  legítimo  de  un  dere- 
cho, autoridad,  oficio  ó  cargo. 

.  9.°  El  que  obra  en  virtud  de  obediencia 
legítima  y  debida. 

10.  El  que  incurre  en  alguna  omisión, 
hallándose  impedido  por  causa  legítima  ó 
insuperable. 

Art.  60.    Si  en  la  comisión  de  las   infrac- 
ciones previstas  en*  el  artículo  precedente, 
el  culpado  ha  excedido  los  límites  estableci- 
•  dos  por  la  ley,  por  la  autoridad  ó  por  la  ne- 


cesidad, se  le  reducirá  ]a  pena  que  debería 
imponérsele,  aplicándosele  de  un  tercio  á 
un  sexto,  convirtiéndose  el  presidio  cerrado 
en  presidio  abierto  y  la  inhabilitación  mayor 
en  inhabilitación  menor. 

Art.  51.  El  culpado  que  hubiere  cometi- 
do la  infracción  en  un  arrebato  de  cólera  ó 
de  dolor  intenso,  determinados  por  una  in- 
justa provocación,  será  castigado  con  la  pe- 
na establecida  para  la  infracción  cometida, 
con  reducción  de  una  tercera  parte,  sustitu- 
yendo el  presidio  abierto  al  cerrado  y  la  in- 
habilitación menor  á  la  mayor. 

Si  la  provocación  ha  sido  grave,  las  penas 
se  reducirán  en  las  proporciones  de  la  mitad 
á  las  dos  terceras  partes,  y  se  sustituirán  el 
presidio  abierto  y  la  inhabilitación  mayor 
respectivamente,  con  la  prisión  y  la  inhabi- 
litación menor. 

Art.  62.  Cuando  por  consecuencia  de  un 
error  ó  de  cualquier  hecho  accidental,  el 
culpado  haya  cometido  el  delito  con  detri- 
mento de  una  persona  distinta  de  la  que 
tenía  la  intención  de  atacar,  no  le  perjudica- 
rán las  circunstancias  agravantes  que  se  de- 
riven de  la  calidad  de  la  persona  agravia- 
da ú  ofendida,  y  sí  le  favorecerán  las  que 
disminuyan  la  pena  del  delito,  en  el  ca- 
so de  haberse  éste  consumado  en  la  perso- 
na contra  quien  tenía  la  intención  de  ejecu- 
tarlo. 

Art.  63.  No  hay  lugar  á  procedimiento 
contra  el  culpado  que  al  tiempo  de  come- 
ter la  infracción  no  hubiese  cumplido  diez 
años  de  edad. 

Sin  embargo,  en  tratándose  de  un  hecho 
clasificado  por  la  ley  en  el  número  de  los 
delitos  que  merecen  las  penas  de  presidio  ó 
la  de  prisión,  el  Tribunal,  á  instancia  del 
Ministerio  público,  podrá  disponer,  en  pro- 
videncia siempre  revocable  por  el  mismo 
Tribunal,  que  el  culpado  sea  recluido  en  un 
establecimiento  de  educación  y  corrección, 
por  un  tiempo  que  no  excederá  de  la  época 
en  que  cumpla  su  mayor  edad,  y  aun  podrá 
también  prevenir  á  sus  parientes  y  á  los  que 
tienen  la  obligación  de  proveer  á  la  educa- 
ción del  joven,  en  el  sentido  de  que  velen 
sobre  su  conducta,  apercibiéndolos  con  mul- 
ta hasta  de  mil  bolívares,  para  el  caso  de 
que,  por  causa  de  su  negligencia,  vuelva  el 
menor  á  cometer  cualquier  delito. 

Art.  54.  El  menor  de  quince  afíos  y  ma- 
yor de  diez,  culpado  de  una  infracción,  está 
exento  de  pena,  si  no  resulta  que  ha  obrado 
con  discernimiento.  Con  todo,  podrá  el  Juez 
tomar  cualquiera  de  las  medidas  á  que  se 
refiere  el  aparte  del  artículo  anterior,  en  los 
casos  previstos  en  el  propio  aparte. 

Si  resulta  que  el  culpado  ha  obrado  con 
discernimiento,  la  pena  señalada  á  la  infrac- 
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ción  cometida  se  red  a  eirá  entonces,  según  , 
las  reglas  siguientes: 

1.a  La  pena  de  presidio  cerrado  se  con- 
vertirá en  presidio  abierto  de-  tres  á  seis 
afios. 

2.a  Las  otras  penas  serán  aplicadas  bajo 
las  reducciones  establecidas  en  el  art.  47. 

En  el  caso  de  que  la  pena  sea  corporal, 
aunque  sea  en  sustitución  de  una  pena  pe- 
cuniaria, el  culpable  menor  de  dieciocho 
afios  al  tiempo  de  la  condena,  sufrirá  aque- 
lla pena  en  un  establecimiento  de  correc- 
ción. 

No  se  le  impondrán  las  penas  de  inhabi- 
litación de  funciones  públicas,  y  de  vigilan- 
cia especial  de  la  autoridad  pública. 

Art.  66.  El  culpado  menor  de  dieciocho 
afios  y  mayor  de  quince  al  tiempo  del  deli- 
to, será  castigado  en  conformidad  con  las 
reglas  que  signen: 

1.a  La  pena  de  presidio  cerrado  se  le 
convertirá  en  la  de  presidio  abierto  de  seis 
á  diez  afios. 

2.a  Si  se  trata  de  una  pena  mayor  de 
seis  afios,  se  le  reducirá  á  una  de  tres  á  seis 
afios:  si  es  mayor  de  tres  afios  y  menor  de 
seis,  se  le  convertirá  en  una  de  dieciocho 
meses  á  tres  afios;  y  en  los  demás  casos,  la 
pena  se  rebajará  á  la  mitad. 

3/  Las  penas  pecuniarias  quedarán  re- 
ducidas á  las  dos  terceras  partes. 

Si  al  tiempo  de  la  condenación  el  culpable 
fuere  todavía  menor  de  dieciocho  afios,  po- 
drá el  Juez  disponer  que  la  pena  corporal 
sea  cumplida  en  un  establecimiento  de  co- 
rrección. Las  de  inhabilitación  y  vigilancia 
de  la  autoridad  pública  no  serán  impuestas. 

Art.  66.  Al  culpado  que,  al  tiempo  de 
cometer  la  infracción,  sea  menor  de  veintiún 
afios  y  mayor  de  dieciocho,  se  le  rebajará 
de  una  tercera  á  una  sexta  parte  la  pena 
que  conforme  á  la  ley  merezca  por  la  infrac- 
ción cometida. 

Art.  67.  Está  exento  de  enjuiciamiento 
criminal  el  sordomudo  menor  de  quince 
afios  al  tiempo  de  cometer  la  infracción;  pe- 
ro podrán  aplicársele  las  disposiciones  del 
aparte  del  art.  63,  y  ordenarse,  en  conse- 
cuencia, que  se  recluya  en  un  establecimien- 
to de  educación  y  corrección  hasta  que  lle- 
gue á  la  edad  de  veinticuatro  afios. 

Art.  68.  No  se  hace  lugar  la  imposición 
de  pena  al  sordomudo  que  en  el  momen- 
to de  la  infracción  tuviere  quince  afios,  si 
no  resulta  que  ha  obrado  con  discernimien- 
to. Pero  si  se  trata  de  hechos  que  merez- 
can las  penas  de  presidio,  ó  la  de  prisión 
por  seis  meses  á  lo  menos,  el  Juez  podrá 
aplicarle,  si  el  sordomudo  no  hubiere  cum- 
plido veinticuatro  afios,  las  disposiciones 
del  aparte  del  art.  63;  ordenando,  en  con- 


secuencia, que  hasta  esta  última  edad  sea 
recluido  en  un  establecimiento  de  educa- 
ción y  corrección. 

tii  el  sordomudo  fuere  mayor  de  veinti- 
cuatro afios,  el  Juez  podrá  disponer  que  sea 
entregado  á  la  Autoridad  competente  para 
que  ésta  provea  conforme  á  la  ley. 

Si  resulta  que  el  sordomudo  obró  con  dis- 
cernimiento, aunque  fuese  menor  de  die- 
ciocho afios,  se  le  aplicarán  las  disposicio- 
nes del  primer  aparte  del  art.  64.  Cuando 
fuere  mayor  de  dieciocho  afios  y  menor 
de  veintiuno,  queda  sujeto  á  las  reglas  que 
establece  el  art.  66.  Y  pasando  de  veintiún 
afios,  será  juzgado  conforme  á  lo  previsto 
en  el  art.  66. 

Art.  69.  Independientemente  de  las  re- 
ducciones de  penas  determinadas  por  la  Ley, 
y  siempre  que  las  circunstancias  atenuan- 
tes favorezcan  al  culpado,  en  lugar  de  presi- 
dio cerrado  se  le  sentenciará  á  presidio 
abierto,  y  las  demás  penas  se  le  reducirán 
de  una  tercera  á  una  sexta  parte. 

Art.  60.  Por  las  faltas  cometidas  por  un 
individuo  sometido  á  la  Autoridad,  á  la  di- 
rección ó  eupervigilancia  de  otro,  la  pena 
será  aplicada  no  sólo  al  contraventor,  sino 
también  á  la  persona  revestida  de  la  autori- 
dad, dirección  ó  eupervigilancia  de  éste  úl- 
timo, si  se  trata  de  faltas  á  las  disposiciones 
que  dicha  persona  está  obligada  á  hacer  ob 
servar,  y  siempre  que  la  falta  pudiera  ser 
impedida  por  su  diligencia. 

Ki  resulta  que  la  falta  se  sha  cometido  por 
orden  de  la  persona  revestida  de  la  auto- 
ridad, dirección  ó  supervigilancia  del  culpa- 
do, ó  si  se  hubiere  cometido  violándose  las 
disposiciones  que  aquella  persona  está  obli- 
gada por  la  ley  á  hacer  cumplir,  la  pena  será 
también  aplicada  al  subordinado,  en  el  caso 
de  haber  cometido  la  falta  á  pesar  de  una 
orden  especial  ó  de  un  advertimiento  de  la 
Autoridad. 

TITULO  V 

DE  LA  TENTATIVA  Y  DEL  DELITO  FRUSTRADO 

Art.  61.  Cuando  un  individuo,  con  el  ob- 
jeto de  cometer  un  delito,  haya  comenzado 
su  ejecución  por  medios  apropiados,  pero 
que  por  circunstancias  independientes  de  su 
voluntad,  no  ha  realizado  todo  lo  que  es 
necesario  á  la  consumación  de  dicho  delito, 
será  castigado  con  la  tercera  parte  de  la  pe- 
na que  hubiera  debido  imponérsele  por  el 
hecho  consumado.    • 

Si  voluntariamente  hubiere  desistido  de 
la  ejecución  del  delito,  sólo  incurrirá  en  la 
pena  señalada  al  acto  ejecutado,  siempre 
que  este  acto  se  halle  colocado  por  la  ley  en 
el  número  de  las  infracciones.  > 
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Art.  62.  Caando  un  individuo  con  el  ob- 
jeto de  cometer  nn  delito,  haya  realizado 
por  medios  apropiados  todo  lo  qne  sea  ne- 
cesario para  consumarlo,  y,  no  obstante,  el 
delito  se  haya  frustrado  por  circunstancias 
independientes  de  su  volnndad,  será  casti- 
gado con  las  dos  terceras  partes  de  la  pena 
que  hubiera  debido  imponérsele  por  el  he- 
cho consumado. 

TITULO  YI 

DSLOONC0R8O    DB    VARIAS    PERSONAS     KN     UNA 
M18MA  INFRACCIÓN 

Art.  63.  Cuando  varios  individuos  hubie- 
ren concurrido  á  la  ejecución  de  una  infrac- 
ción, cada  uno  de  sus  perpetradores  y  de 
sus  inmediatos  cooperadores  incurrirá  en  la 
pena  señalada  por  la  ley  á  la  infracción  co- 
metida. 

En  la  misma  pena  incurrirá  el  que  haya 
determinado  á  otro  á  cometer  la  infracción; 
pero  la  pena  de  presidio  cerrado  que  por  ello 
pudiese  merecer  el  cooperador  se  le  conver- 
tirá en  la  de  presidio  abierto  de  igual  dura- 
ción, con  tal  que  no  exceda  del  máximum 
legal  de  éste;  y  á  las  otras  penas  se  les  dis- 
minuirá una  sexta  parte,  si  se  comprueba 
que  el  ejecutor  mismo  de  la  infracción  tenia 
interés  personal  en  cometerla. 

Art.  64.  Será  castigado  don  presidio 
abierto  de  cuatro  á  seis  afios,  cuando  la  pe- 
na señalada  á  la  infracción  cometida  fuere 
la  de  ptesidio  cerrado;  y  en  los  demás  casos, 
con  la  pena  legal  correspondiente,  reducida 
á  la  mitad,  todo  el  que  haya  concurrido  á 
la  comisión  por  alguno  de  los  medios  si- 
guientes: 

1.°  Excitando  ó  afirmando  la  resolución 
de  cometerla,  ó  prometiendo  prestar  asis- 
tencia y  ayuda  después  de  cometer  la  infrac- 
ción. 

2.°  Dando  instrucciones  ó  facilitando  me- 
dios para  cometerla. 

3.°  Facilitando  la  ejecución  por  el  favor 
ó  ayuda  prestados  antes  ó  durante  la  comi- 
sión del  hecho. 

La  reducción  de  pena  en  favor  del  culpa- 
do de  algunos  de  los  hechos  previstos  en  el 
presente  artículo,  no  se  hará  lugar  si  se 
comprueba  que,  sin  su  concurso,  no  se  ha- 
bría cometido  la  infracción. 

Art.  66.  Las  circunstancias  y  calidades 
permanentes  ó  accidentales,  inherentes  á  la 
persona,  que  hagan  aumentarla  pena  con  res- 
pecto á  alguno  de  los  que  han  participado  de 
la  infracción  ó  de  los  que  han  facilitado  su 
ejecución,  deberán  también  tenerse  en  cuen- 
ta para  el  cargo  de  los  culpados  que  las  co- 
nocían al  tiempo  de  prestar  su  cooperación. 


Podrá,  sin  embargo,  disminuirse  á  !a  pena 
una  sexta  parte  en  favor  de  éstos  ultime  s, 
y  convertírseles  el  presidio  cerrado  en  presi- 
dio abierto. 

Art.  66.  Las  circunstancias  materiales 
que  agravan  la  pena,  aun  en  el  caso  de  que 
hagan  cambiar  la  denominación  de  la  in- 
fracción, deberán  también  tenerse  en  cuen- 
ta para  el  cargo  de  los  que  las  conocían 
al  tiempo  de  prestar  su  concurso  á  la  infrac- 
ción. 

TITULO  Vil 

DEL    CONÜDBSO    DH    VARIOS    HBCH0S    PUNlBI.ES 
00MKTIDOS  POR  UN  M18M0  INDIVIDUO 

Art.  67.  Cuando  alguno  se  haya  hecho 
culpable  de  varios  delitos  que  lleven  consi- 
go penas  corporales  y  una  de  ellas  fuere  la 
de  presidio  cerrado  en  su  máximum,  la  con- 
denación se  limitará  á  imponerle  tan  sólo  es- 
ta última  pena  con  las  que  le  sean  legal  men- 
te accesorias,  en  conformidad  con  las  dispo- 
siciones del  título  3.°  del  presente  libro. 

Art.  68.  Cuando  alguno  se  haya  hecho 
culpable  de  varios  delitos  que  merezcan 
pena  corporal,  menos  la  de  presidio  cerrado 
en  su  máximum,  y  todas  ellas  fueren  de  un 
mismo  género,  se  le  impondrá  la  pena  legal 
correspondiente  al  delito  más  grave,  con  un 
aumento  igual  a  la  mitad  de  la  duración  de 
las  otras  penas,  siempre  que  el  término  total 
no  exceda  del  máximum  señalado  al  presi- 
dio cerrado  en  los  casos  de  presidio  abierto 
y  de  prisión,  y  de  treinta  meses  si  se  trata 
de  confinamiento. 

Art.  69.  El  culpable  de  dos  delitos,  uno 
de  los  cuales  merezca  la  pena  de  presidio 
abierto,  y  el  otro  la  de  prisión,  será  castiga- 
do conforme  á  las  reglas  siguientes: 

1.a  Si  el  presidio  pasa  de  cinco  años  la 
pena  será  de  presidio,  aumentado  éste  con 
la  mitad  del  tiempo  que  corresponda  á  la 
prisión  impuesta,  no  pudiendo  pasar  el  total 
del  máximum  de  presidio. 

2.a  En  los  demás  casos  se  impondrá  el 
presidio,  aumentándolo  con  la  tercera  parte 
del  tiempo  de  la  prisión. 

Y  en  el  caso  de  que  concurran  más  de  dos 
delitos,  no  se  aplicarán  entonces  ninguna 
de  las  disposiciones  precedentes,  sino  la 
regla  que  establece  el  artículo  anterior  para 
los  delitos  que  merezcan  penas  de  un  mismo 
género. 

Art.  70.  Cuando  algún  individuo  se  hace 
culpable  de  dos  delitos,  uno  de  los  cuales 
merece  la  pena  de  presidio  abierto  ó  la  de 
prisión,  y  el  otro  la  de  confinamiento,  se 
aplicará  el  presidio  ó  la  prisión  respectiva- 
mente, con  un  aumento  igual  al   tercio  del 
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tiempo  del  confinamiento,  si  Be  ifnpone  lá 
pena  de  prisión,  y  á  la  sexta  parte,  si  se  im- 
pone la  de  prisidio. 

Si  hay  varios  delitos  que  tengan  señalada 
la  pena  de  prisión  ó  la  de  presidio,  ó  varias 
que  merezcan  el  solo  confinamiento,  se  hará 
entonces  aplicación  de  las  disposiciones  de 
los  arts.  68  y  69. 

Art.  71.  Guando. alguno  se  hace  culpable 
de  varias  faltas  que  merezcan,  la  pena  de 
arresto,  se  le  impondrá  la  pepa  correspon- 
diente á  la  falta  más  grave,  con  un  aumento 
igual  á  la  mitad  del  tiempo  total  de  tas  otras 
penas,  siempre  que  no  excedan  de  dieciocho 
meses. 

Art.  72.  Cuando  alguno  se  hace  culpable 
de  uno  ó  más  delitos  y  de  una  ó  más  faltas 
que  merezcan  la  pena  de  arresto,  se  le  apli- 
cará la  pena  señalada  al  delito  ó  la  que  re- 
sulte del  concurso  de  los  varios  delitos,  al 
tenor  de  las  reglas  establecidas  en  los  ar- 
tículos precedentes,  con  él  aumento  de  mi 
término  igual  á  la  sexta  parte  del  tiempo 
total  de  los  arrestos,  si  la  pena  que  hubiera 
de  imponerse  por  el  delito  fuese  la  de  pre- 
sidio abierto,  y  de  uüa  tercera  parte  en  los 
demás  casos. 

Art.  73.  En  los  casos  previstos  en  los  ar- 
tículos precedentes,  para  determinar  las  con- 
secuencias de  la  condenación  al  respecto  de 
los  artículos  di,  32,  33  y  34,  se  tendrá  en 
cuenta  solamente  la  pena  impuesta  por  cada 
delito,  salvo  lo  que  se  dispone  en  el  artículo 
siguiente. 

Art.  74.  Las  penas  de  inhabilitación  tem- 
poral de  funciones  públicas  y  de  suspensión 
del  ejercicio  de  una  profesión,  arte  ó  indus- 
tria, establecidas  para  cada  infracción,  se 
aplicarán  todas  íntegramente,  siempre  que 
su  duración  total  no  exceda  de  cinco  años 
en  cuanto  á  la  inhabilitación,  y  de  dos  años 
en  cuanto  á  la  suspensión. 

Art.  75.  Las  penas  pecuniarias  especifi- 
cadas para  cada  infracción,  se  aplicarán 
siempre  íntegramente,  con  tal  que  no  exce- 
dan de  8.000  bolívares  por  los  delitos  y  de 
2.000  por  las  faltas. 

En  caso  de  conversión  de  una  pena  pecu- 
niaria en  pena  corporal,  la  duración  de  esta 
última  no  podrá  exceder  de  nueve  meses;  y 
en  el  caso  de  que  concurran  la  multa  penal 
y  la  multa  correccional,  la  conversión  se  ha- 
rá siempre  por  medio  de  la  pena  de  prisión. 

Art.  76.  Las  reglas  establecidas  en  los 
artículos  precedentes  se  aplicarán  también 
al  caso  en  que  después  de  una  sentencia 
condenatoria,  se  deba  juzgar  al  mismo  indi- 
viduo por  otra  infracción  cometida  antes  de 
aquella  condenación. 

Las  reglas  arriba  establecidas  se  aplicarán 
aun  en  el  caso  de  que  se  hubiere  cometido 


alguna  infracción  con  posterioridad  á  ana 
condena  que  imponga  pena  corporal  y  antes 
de  comenzar  la  ejecución  de  esta  pena.  En 
este  caso  se  suspenderá  la  ejecución  de  la 
pena  impuesta,  se  abrirá  el  nuevo  juicio  co- 
rrespondiente, y  en  él  se  le  j>ondrá  como 
pena  un  aumento  del  tiempo  señalado  ei» 
los  artículos  precedentes,  de  dos  tercios,  do 
la  mitad  ó  de  una  tercera  parte,  en  logar  d«* 
•a  mitad,  un  tercio  ó  una  sexta  parte,  que 
se  sumará  con  la  condenación  anterior  para» 
cumplirlas  juntas. 

Si  la  nueva  infracción  se  hubiere  cometido 
durante  el  cumplimiento  de  la  condena,  con- 
tinuará la  ejecución  de  ésta,  se  abrirá  juicio 
por  el  nuevo  delito,  y  en  él  se  le  aplicará  la 
pena  que  corresponda,  independientemente 
del  primer  juicio,  para  que  la  cumpla  des- 
pués de  ejecutada  la  primera  pena. 

Art.  77.  El  que  para  ejecutar  ú  ocultar 
alguna  infracción,  ó  bien  al  tiempo  de  ella. 
cometa  otros  actos  que  por  sí  mismos  consti  - 
tnyan  una  infracción,  siempre  que  de  confor 
midad  con  la  ley  no  sean  considerados  como 
elementos  constitutivos  ó  como  circunstan- 
cias agravantes  de  la  infracción  misma,  su- 
frirá las  penas  aplicables  á  todos  los  delitos 
cometidos,  según  las  disposiciones  de  loa 
artículos  precedentes. 

Art.  78.  El  que  con  un  mismo  hecho  vio- 
la diversas  disposiciones  de  lá  ley,  será  cas- 
tigado conforme  á  la  que  establezca  la  pena 
más  grave. 

Art.  79.  En  los  delitos  para  cuya  consu- 
mación se  hubieren  efectuado  varias  viola- 
ciones de  una  misma  disposición  legal,  aun- 
que se  hubieren  cometido  en  distinto  tiem- 
po, serán  consideradas  como  una  sola  in- 
fracción, con  tal  que  sean  encaminadas  á  un 
mismo  propósito;  pero  la  pena  se  agravara 
con  el  aumento  de  una  sexta  parte  á  la  mi- 
tad de  su  tipo  legal. 

TITULO  YIII 

DE   LA   RBINOIDKNC1A 

Art.  80.  No  podrá  la  pena  reducirse  ai 
mínimum  en  favor  de  un  individuo,  que,  ya 
condenado,  se  haya  hecho  culpable  de  ana 
nueva  infracción,  siempre  que  la  reinciden- 
cia hubiere  tenido  lugar  dentro  de  los  cinco 
años  siguientes  al  día  en  que  se  hallase  cum- 
plida ó  extinguida  la  primera  condena,  si  su 
duración  era  mayor  de  tres  años.  Y  sucede- 
rá lo  mismo,  cuando  la  reincidencia  se  efec- 
tuare dentro  de  este  último  término,  si  ae 
trata  de  cualquiera  otra  pena. 

Siempre  que  la  nueva  infracción  sea  de  la 
misma  naturaleza  de  la  que  motivó  la  ante- 
rior condena,  habrá  lugar  á  una  agravación, 
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de  la  pena,  calculada  conforme  á  las  bases 
siguientes: 

1>  Si  la  pena  establecida  para9  la  nueva 
infracción  es  la  de  presidio  abierto,  los  tra- 
bajos forzados  á  que  está  obligado  el  pena- 
do serán  prestados  por  éste  corno  en  el  caso 
de  presidio  cerrado,  hasta  que  transcurra  la 
sexta  pártele  la  pena  determinada  para  la 
infracción  cometida.  En  el  caso  de  que  el 
presidio  abierto  deba  sufrirse  totalmente 
como  presidio  cerrado,  ó  cuando  la  prolon- 
gación indicada  no  pueda  efectuarse  dentro 
de  los  límites  de  la  pena  impuesta,  se  au- 
mentará entonces  proporcionalmente  la  du- 
ración de  la  pena,  á  fin  de  aplicar  la  prolon- 
gación que  se  requiere. 

2.a  Si  la  pena  establecida  para  la  nueva 
infracción  fuere  diferente  do  la  de  presidio 
abierto,  se  aumentará ven  la  proporción  de 
una  sexta  á  una  tercera  parte. 

En  ningún  caso  el  aumento  determinado 
por  las  disposiciones  precedentes  podrá  ex- 
ceder de  un  término  mayor  al  de  la  más  gra- 
ve de  las  penas  anteriormente  impuestas,  y 
nunca  al  del  máximum  del  presidio  cerrado. 
Si  se  trata  de  penas  pecuniarias,  se  seguirá 
el  cálculo  establecido  en  el  art.  18  para  fijar 
la  duración. 

Art.  81 .  El  que  después  de  haber  sufrido 
varias  condenas  á  pena  corporal,  en  cada 
ocasión,  mayores  de  cuarenta  y  cinco  días, 
haya  cometido,  dentro  de  los  lapsos  especi- 
ficados en  el  artículo  precedente,  otra  infrac- 
ción de  la  misma  naturaleza,  que  también 
merezca  una  pena  corporal,  sufrirá  un  au- 
mento de  pena  igual  á  la  mitad  de  la  esta- 
blecida, si  ésta  fuere  menor  de  quince  me- 
ses, y  á  una  tercera  parte  en  los  demás  ca- 
sos, siempre  que  no  exceda  de  doce  años  • 
para  el  presidio  abierto  ó  cinco  para  la  pri- 
sión. 

Si  la  nueva  pena  en  que  ha  incurrido  el 
reincidente  es  la  de  presidio  abierto,  se  so- 
meterá á  los  trabajos  forzados,  en  la  medida 
que  establece  el  artículo  precedente. 

Art.  82.  Para  los  efectos  de  la  ley  penal, 
se  considerarán  como  infracciones  de  la  mis- 
ma naturaleza,  no  sólo  las  que  quebrantan 
una  misma  disposición  de  ley,  sino  también 
las  establecidas  en  un  mismo  capítulo  del 
Código  y  las  que  hacen  respectivamente  par- 
te de  la  clabificación  siguiente: 

1 .°  -Delitos  contra  la  seguridad  del  Esta- 
do ó  la  Nación. 

2.°  Delitos  de  los  funcionarios  públicos 
por  violación  ó  abuso  de  las  funciones  de  su 
empleo. 

.  3.°  Delitos  contra  las  libertades  políticas 
ó  por  infracción  de  garantías;  contra  la  liber- 
tad de  cultos  y  por  abuso  de  los  Ministros 
de  éstos  en  el  ejercicio  de  sus  funciones; 


contra  los  funcionarios  públicos  en  razón  de 
sus  funciones;  contra  la  Administración  pú- 
blica por  los  particulares,  y  contra  el  orden, 
público. 

4.°  Simulación  de  infracciones,  calum- 
nias, falsos  testimonios  y   prevaricaciones. 

5.°  Delitos  contra  la  'tranquilidad  pú- 
blica. 

6.°  Delitos  contra  las  buenas  costumbres 
y  derechos  de  la  familia,  previstos  en  loe  ar- 
tículos 338  al  366. 

7.°  Homicidio  y  vías  de  hecho  contra  las 
personas. 

8.°  Robos,  rapiña,  extorsiones,  vengan- 
zas, estafas  y  otros  engaños,  apropiaciones, 
ocultaciones  y  quiebras  fraudulentas,  deli- 
tos previstos  en  los  artículos  207  al  210,  228, 
260  al  264,  297,  303,  326  al  329  y  333,  homi- 
cidios y  vías  de  hecho  contra  las  personas 
por  un  propósito  de  lucro. 

Art.  83.  Para  determinar  la  extensión  de 
las  disposiciones  establecidas  en  los  artícu- 
los precedentes,  no  se  tendrán  en  cuenta: 

1.°  Las  condenas  pronunciadas  por  algu 
na  falta  cuando  se  trata  de  castigar  un  deli- 
to, y  recíprocamente. 

2.°  Las  condenas  pronunciadas  por  deli- 
tos cometidos,  bien  sea  por  imprudencia, 
negligencia  ó  impericia  en  una  profesión  ó 
arte,  bien  por  inobservancia  de  reglamentos, 
órdenes  ó  disciplina,  cuando  se  trata  de  dili 
gencias  procesales  sobre  otros  delitos,  y  re- 
cíprocamente. 

3.°  Las  condenas  pronunciadas  por  in- 
fracciones exclusivamente  militares. 

4.°  Las  libradas  por  los  Tribunales  ex 
tranjeros. 

TITULO  IX 
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Art.  84.  La  muerte  del  culpado  extingue 
la  acción  penal. 

Con  la  muerte  del  condenado  cesan  los 
efectos  de  la  condena,  aun  respecto  de  la 
pena  pecuniaria  no  satisfecha,  y  terminan 
todas  las  consecuencias  penales  de  la  misma 
condenación,  menos  la  ejecución  de  las  con- 
fiscaciones que  se  hubieren  acordado. 

Art.  86.  La  amnistía  extingue  la  acción 
penal  y  produce  la  cesación  de  las  ejecucio- 
nes y  demás  consecuencias  penales  de  la 
condena. 

Art.  86.  El  indulto  ó  gracia  que  tiene  por 
objeto  remitir  ó  conmutar  la  pena,  hace  ce- 
sar la  interdicción  legal  del  condenado  y  las 
diversas  incapacidades  especificadas  en  el 
artículo  32,  á  menos  que  se  hayan  impuesto, 
en  virtud  de  la  ley,  como  necesariamente 
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accesorias  da  la  nueva  pena  establecida  por 
la  conmutación;  pero  no  hace  cesar  la  inha- 
bilitación para  el  ejercicio  de  funciones  pú- 
blicas, la  suspensión  del  ejercicio  de  una 
profesión,  arte  ó  industria  y  la  vigilancia 
especial  de  la  autoridad  pública,  á  no  ser  que 
el  decreto  de  indulto  ó  gracia  exceptúe  estas 
penas  por  una  disposición  expresa. 

Art.  87,  En  las  infracciones  que  no  pue- 
dan enjuiciarse  sino  á  instancia  del  agra- 
viado, la  remisión  ó  perdón  por  parte  de 
éste,  extingue  la  acción  penal  y  la  pena  im- 
puesta* 

La  remisión  en  favor  de  uno  de  los  en- 
j  nielados  aprovecha  á  los  demás  y  no  pro- 
duce ningún  efecto  en  favor  del  enjuicia- 
do qne  no  la  acepta,  ni  contra  lo  que  dis- 
pone el  Código  de  Enjuiciamiento  criminal. 

ArL  38,  Ni  la  amnistía,  ni  el  indulto  ó 
gracia,  ni  la  remisión  de  la  parte  agraviada 
tí  un  derecho  á  la  restitución  de  ios  objetos 
confiscados  ni  de  las  sumas  ya  entregadas 
al  eiario  á  título  de  penas  pecuniarias. 

Art.  8P.  En  los  casos  de  indultos  de  las 
penas  de  presidio  cerrado,  ó  de  presidio 
abierto  que  pase  de  cinco  años,  y  salvo  dis- 
posición contraria,  el  condenado  quedará 
sometido  por  dieciocho  meses  á  la  vigilan- 
cia especial  de  la  Autoridad  pública. 

Art.  9k  Salvo  el  caso  de  que  la  ley 
disponga  otra  cosa,  la  acción  penal  prescri- 
be ¡SI. 

1Ho  Por  diez  afíos,  si  el  delito  que  se  in- 
culpa merécela  pena  de  presidio  cerrado. 

2.o  Por  siete  afios,  si  el  delito  merece  la 
persa  de  presidio  abierto  por  tiempo  que  no 
bsje  de  siete  afíos. 

3.°  Por  trinco  afíos,  si  el  delito  merece  la 
pena  Me  presidio  abierto  por  más  de  tres 
años  y  menos  de  siete,  ó  la  de  prisión  por 
tiempo  mayor  de  tres  afíos,  ó  la  de  inhabili- 
tación mayor  de  funciones  públicas. 

4.°  Por  tres  afíos,  si  el  delito  merece  la 
pena  de  prisión  que  no  exceda  de  tres  afíos, 
o  las  de  confinamiento  ó  inhabilitación  tem- 
poral de  funciones  públicas,  ó  en  fin,  la  de 
multa  penal. 

6.°  Por  iloce  meses,  si  el  delito  merece 
arresto  por  tiempo  mayor  de  quince  días  ó 
multa  que  exceda  de  150  bolívares;  y 

6+°  Por  tres  meses,  si  el  delito  merece 
la  pena  de  arresto  ó  la  de  multa  en  propor- 
ciones menores  de  las  determinadas  en  el 
número  precedente,  ó  bien  la  de  suspensión 
del  ejercicio  de  una  profesión,  arte  ó  in- 
dustria. 

Art.  91.     La  prescripción  correrá: 

Para  las  infracciones  cometidas,  desde  el 
día  en  que  se  hayan  consumado;  para  las 
tentativas  ó  delitos  frustrados,  desde  el  día 
en  que  se  haya  perpetrado  el  último  acto  de 


ejecución;  y  para  las  infracciones  de  acción 
continua  ^  permanente,  desde  el  día  en  que 
hubiere  cesado  la  continuidad  ó  la  perma- 
nencia de  los  actos. 

En  el  caso  de  que  la  acción  penal  no  pue- 
da ponerse  en  ejercicio  ó  no  pueda  tener 
curso  sino  por  efecto  de  alguna  autorización 
especial  ó  después  de  haberse  resuelto  algu 
na  cuestión  pendiente  ante  otra  jurisdic- 
ción, la  prescripción  quedará  interrumpida, 
y  no  volverá  á  correr  sino  desde  el  día  en 
que  la  autorización  se  hubiese  dado  ó  la 
cuestión  hubiere  terminado. 

Art.  92.  El  curso  de  la  prescripción  de 
la  acción  penal  quedará  interrumpido  por 
una  sentencia  condenatoria  librada  en  juicio 
contradictorio. 

La  prescripción  quedará  también  inte- 
rrumpida en  virtud  de  una  orden  de  deten- 
ción ó  arresto,  aunque  no  tenga  efecto  por 
la  huida  del  culpado,  y  se  interrumpirá,  en 
fin,  por  cualquiera  diligencia  de  instrucción 
contra  el  culpado,  que  se  le  notifique  debi- 
damente y  que  se  relacione  con  el  hecho 
que  se  imputa.  Pero  el  efecto  interrupti- 
vo  de  la  orden  ó  diligencia  mencionados, 
no  podrá  prolongar  nunca  la  duración  de  la 
acción  penal  por  un  tiempo  que  exceda  de  la 
mitad  de  los  lapsos  respectivamente  deter- 
minados en  el  art.  90. 

Cuando  la  ley  establece  una  prescripción 
cuyo  lapso  de  tiempp  no  exceda  de  seis  me- 
ses, el  curso  de  esta  prescripción  se  inte- 
rrumpirá por  toda  especie  de  diligencias 
procesales  de  averiguación;  pero  la  acción 
penal  quedará  prescrita,  si  no  se  ha  pronun- 
ciado condena  dentro  del  término  de  seis 
meses,  contados  desde  el  día  en  que  comen- 
•  zó  á  correr  la  prescripción,  según  lo  que  es- 
tablece el  art.  91. 

La  prescripción  interrumpida  volverá  á 
correr  desde  el  día  de  la  interrupción. 

La  interrupción  de  la  prescripción  apro- 
vecha á  todos  los  que  hayau  participado  de 
la  infracción,  aunque  los  actos  de  interrup- 
ción no  se  hubieren  efectuado  sino  con  la 
intervención  de  uno  solo. 

Art.  93.  Guando  por  virtud  de  cualquie- 
ra disposición  legal  hubiere  de  juzgarse  de 
nuevo  á  algún  individuo  ya  sentenciado,  la 
prescripción  se  calculará  según  la  pena  que 
haya  de  imponerse  por  la  nueva  condena, 
si  esta  pena  fuere  más  suave  que  la  anterior. 

Art.  94.     La  pena  prescribirá: 

1.°  Por  quince  afíos,  si  la  impuesta  es  la 
de  presidio  cerrado. 

2.°  Por  diez  afíos,  si  la  impuesta  fuere 
el  presidio  abierto  ó  la  prisión,  que  excedan 
de  tres  afíos. 

3.o  Por  cinco  afíos,  si  la  pena  aplicada 
hubiere  sido  la  prisión  por  tiempo  que  no 
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pase  de  tres  años  y  por  los  mismos  cinco 
arlos,  cuando  la  pena  impuesta  baya  sido  la 
de  confinamiento,  multa  penal  ó  inhabilita- 
ción temporal  de  funciones  públicas. 

4.°  Por  dos  afios,  si  la  pena  fuere  arres- 
to, suspensión  del  ejercicio  de  una  profe- 
sión, arte  ó  industria  por  más  de  treinta 
días,  ó  multa  que  exceda  de  160  bolívares 

6.°  Por  nueve  meses,  si  se  trata  de- arres- 
to, suspensión  del  ejercicio  de  una  profe- 
sión, arte  ó  industria,  ó  de  multa,  en  pro- 
porciones menores  de  las  indicadas  en  el 
párrafo  anterior. 

La  condenación  á  penas  de  diversa  natu- 
raleza se  prescribirá  por  el  término  de  la 
más  grave. 

La  vigilancia  especial  de  la  Autoridad  pú- 
blica no  podrá  efectuarse  desde  que  la  con- 
dena esté  prescrita. 

Art.  96.  La  prescripción  de  la  pena  co- 
rrerá desde  el  día  en  que  la  sentencia  se 
haga  irrevocable,  ó  bien  desde  el  día  en 
que,  de  alguna  manera,  se  hubiere  interrum- 
pido la  ejecución  de  la  condena  ya  comen- 
zada. 

La  prescripción  se  interrumpirá  por  cual- 
quier acto  de  la  Autoridad  competente,  que 
propenda  á  la  ejecución  de  la  sentencia  y 
sea  legal  mente  notificado  al  condenado.  En 
lo  relativo  á  las  penas  corporales,  se  inte- 
rrumpe de  la  misma  manera,  si  el  condena- 
do está  detenido  en  virtud  de  sentencia  li- 
brada. 

La  prescripción  de  la  pena  se  interrumpe 
también,  si  en  el  curso  de  ella  comete  el 
condenado  otra  infracción  de  la  misma  na- 
turaleza. 

Art.  90.  Cuando  las  penas  de  inhabilita- 
ción temporal  de  funciones  públicas  ó  de 
suspensión  del  ejercicio  de  una  profesión, 
arte  ó  industria,  se  hubieren  impuesto  como 
accesorias  de  otra  pena  ó  como  el  efecto  de 
la  condenación,  la  prescripción  en  cuanto  á 
la  inhabilitación,  á  la  suspensión  ó  á  cual- 
quiera otra  incapacidad,  no  se  adquiere  sino 
al  vencimiento  de  un  término  ignal  al  de  su 
respectiva  duración.  En  estos  casos  el  punto 
de  partida  será  el  día  en  que  se  hubiere 
cumplido  la  pena  principal,  ó  en  que  de  al 
gnna  manera  se  hubiere  prescrito  ó  extin- 
guido la  condena. 

Art.  97.  El  lapso  del  tiempo  fijado  para 
la  prescripción  de  la  acción  penal  y  de  la 
pena,  se  calculará  según  las  reglas  estable- 
cidas en  el  artículo  29. 

Art.  98.  La  prescripción  de  la  acción  pe- 
nal y  de  la  pena  será  aplicada  de  oficio,  sin 
que  el  culpado  ó  condenado  puedan  renun- 
ciarla. 

Art.  99.     La  inhabilitación  mayor  de  fun- 


ciones públicas  ó  cualquiera  otra  incapaci- 
dad, que  tenga  la  misma  duración,  y  se  deri- 
ven de  una  condenación,  caduca  por  el  he- 
cho de  la  rehabilitación,  á  no  ser  que  la  ley 
disponga  otra  cosa. 

Si  la  inhabilitación  ó  la  incapacidad  fue- 
9  ren  accesorias  de  otra  pena,  la  rehabilitación 
no  podrá  solicitarse  sino  cuando  el  condena- 
do haya  tenido  una  conducta  que  haga  pre- 
sumir su  arrepentimiento,  y  cuando  al  mis- 
mo tiempo  hubieren  transcurrido  treinta 
meses,  desde  el  día  en  que  se  haya  cumplido 
la  pena  principal  ó  se  haya  extinguido  la 
condena,  por  efecto  de  un  indulto  ó  gracia, 
ó  bien  por  haber  transcurrido  cinco  afios 
desde  el  día  en  que  la  pena  hubiere  sido 
prescrita. 

Si  la  inhabilitación  ó  la  incapacidad  no 
son  accesorias,  la  rehabilitación  no  podrá 
ser  solicitada  sino  treinta  meses  después  del 
día  en  que  la  sentencia  condenatoria  se  haya 
hecho  irrevocable. 

Los  lapsos  fijados  para  introducir  la  soli- 
citud de  rehabilitación,  serán  dobles  cuan- 
do se  trate  de  condenas  en  caso  de  reinci- 
dencia. 

La  ley  determinará  la  manera  de  acordar 
la  rehabilitación,  y  los  efectos  que  produce 
en  favor  del  condenado. 

Art.  100.  Siempre  que  la  ley  no  haya 
dispuesto  otra  cosa,  el  culpado  de  una  con- 
travención que  solamente  merezca  una  pena 
pecuniaria  que  no  exceda  de  1 60  bolívares, 
podrá  poner  término  á  la  acción  penal  pa- 
gando, antes  de  abrirse  el  debate  judicial, 
una  suma  que  represente  el  máximum  de  la 
pena  señalada  á  la  falta  cometida,  fuera  de 
las  costas  del  juicio. 

I  Art.  101.  La  extinción  de  la  acción  penal 
no  podrá  perjudicar  á  la  acción  civil  relativa 
á  la  restitución  y  reparación  de  daños  y  per- 
juicios; pero  no  sucederá  lo  mismo,  si  la  ex- 
tinción dicha  es  el  resultado  del  perdón  ó 
desistimiento  de  la  parte  agraviada,  á  no  ser 
que  esta  última  hubiere  hecho  á  este  respec- 
to reservas  expresas. 

Art.  102.  La  extinción  de  la  condenación 
penal  no  podrá  perjudicar  las  condenaciones 
civiles  sobre  restitución,  reparación  de  da- 
ños y  perjuicios  y  pago  de  costas  del  proce- 
dimiento, á  no  ser  que  dicha  extinción  sea 
el  efecto  de  una  amnistía,  en  cuyo  caso  la 
acción  del  fisco,  para  el  recobro  de  los  gas- 
tos de  justicia,  quedará  también  extinguida. 
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LIBRO  SEGUNDO 

DE   LAS   DIVERSAS    ESPECIES 

DE   DELITOS  •  < 

TITULO  PRIMERO 

DE    LOS    DELITOS    CONTRA     LA    INDRPEDENNOlA 
T   8EOÜRID1D   DE   LA   NACIÓN 

CAPITULO  PRIMERO 
De  los  delitos  contra  la  patria. 

Art.  103.  Cualquiera  que  de  acuerdo  con 
una  Nación  extranjera  ó  con  enemigos  exte- 
riores, conspire  contra  la  independencia  de 
Venezuela,  contra  la  integridad  de  su  terri- 
torio ó  contra  sus  instituciones  republicanas, 
ó  la  hostilice  por  cualquier  medio  para  al- 
guno de  estos  fines,  será  castigado  con  la 
pena  de  presidio  cerrado  de  doce  á  quince 
años. 

Art.  104.  £1  que  dentro  ó  fuera  de  Vene- 
zuela, sin  complicidad  de  otra  Nación,  aten- 
te  por  sí  solo  contra  la  independencia  ó  la 
integridad  del  territorio  de  la  República,  se- 
rá castigado  con  la  pena  de  presidio  cerrado 
de  diez  á  doce  años. 

Art.  105.  Cualquiera  que  en  tiempo  de 
guerra  extranjera  con  Venezuela,  aparezca 
sublevado  con  armas  contra  el  Gobierno  le- 
gítimo de  la  República,  y  no  las  deponga  á 
la  primera  intimación  de  la  autoridad  públi- 
ca, será  castigado  con  la  pena  de  presidio 
abierto  de  seis  á  doce  años. 

Art.  106.  Cualquiera  que  dentro  ó  fuera 
del  territorio  nacional  y  á  tiempo  que  Vene- 
zuela se  halle  amenazada  de  guerra  extran- 
jera, favorezca,  facilite  ó  ayude  directa  ó  in- 
directamente, con  revueltas  intestinas  ó  por 
medio  de  actos  de  perturbación  del  orden  pú- 
blico, las  miras,  planes  ó  propósitos  de  los 
enemigos  extraños,  y  no  se  aparte  de  aque- 
llas revueltas,  ni  se  retraiga  de  dichos  actos 
á  la  primera  intimación  de  la  autoridad  pú- 
blica ó  por  propia  y  espontánea  delibera- 
ción, será  castigado  con  presidio  abierto  de 
cuatro  á  ocho  años. 

Art.  107.  Cualquiera  que,  dentro  ó  fuera 
del  territorio  nacional,  conspire  para  destruir 
la  Constitución  y  forma  política  republicana 
que  se  ha  dado  la  Nación,  será  castigado 
con  presidio  abierto  de  cuatro  á  ocho  años. 

Art.  108.  Cualquiera  que  de  la  manera 
expresada  en  el  art.  103  estorbe  ó  impida, 
enerve  ó  disminuya  la  acción  del  Gobierno 
nacional  ó  de  los  Estados  de  la  Unión  para 


la  defensa  nacional,  sin  atender  ni  respetar 
las  intimaciones  de  la  autoridad  pública,  se* 
rá  castigado  con  presidio  abierto  de  cuatro  á 
ocho  afios. 

Art  109,  Cualquiera  que  indebidamente 
y  con  perjuicio  de  la  República,  haya  reve- 
lado los  secretos  políticos  ó  militares  con- 
cernientes á  la  seguridad  de  Venezuela,  bien 
sea  comunicando  ó  publicando  los  documen- 
tos, datos,  dibujos,  planos  ú  otras  informa- 
ciones relativas  ai  material,  fortificaciones  y 
operaciones  militares,  bien  sea  diafanizando 
de  otra  manera  su  conocimiento,  será  cas- 
tigado con  presidio  abierto  ó  prisión  de  tres 
á  cinco  a  Sos. 

La  pena  será: 

1  .*  Si  los  secretos  se  han  revelado  á  ana 
Nación  que  esté  en  guerra  con  Venezuela  ó 
á  los  agentes  de  dicha  Nación,  ó  también  si 
el  hecho  ha  cansado  la  perturbación  de  las 
relaciones  amistosas  de  la  República  con 
otro  Gobierno,  de  presidio  abierto  por  tiem- 
po de  tres  á  seis  años  y  multa  de  dos  mil  á 
cuatro  mil  bolívares. 

2.a  Si  los  secretos  se  han  revelado  direc- 
tamente á  otra  Nación  ó  á  sus  agentes,  de 
uno  á  tres  afios  de  prisión  y  multa  de  mil  á 
dos  mil  bolívares. 

La  pena  se  aumentará  con  una  tercera 
parte,  si  por  razóu  de  su  empleo  el  culpable 
tenía  los  dibujos,  planos  ó  documentos,  ó 
había  adquirido  el  conocimiento  de  los  se- 
cretos. También  se  aumentará  la  pena  de  la 
misma  manera,  si  por  fraude  ó  violencia  se 
hubiera  hecho  uso  de  dicho  conocimiento  ó 
de  aquellos  objetos. 

Art.  110.  El  que  hubiere  obtenido  la  re- 
velación de  los  secretos  ó  se  los  hubiere  pro- 
curado, por  cualquier  medio  ilegítimo,  será 
castigado  con  las  penas  establecidas  en  el 
articulo  anterior,  y  conforme  á  las  distincio- 
nes que  hace. 

Art.  1 1 1.  Si  los  secretos  especificados  en 
el  artículo  109  se  han  divulgado  por  efecto 
de  la  negligencia  ó  imprudencia  de  los  que, 
en  razón  de  su  empleo,  estaban  en  posesión 
de  los  dibujos,  planos  ó  documentos,  ó  te- 
nían conocimiento  de  los  secretos,  los  culpa- 
bles serán  castigados  con  prisión  de  cuaren- 
ta y  Cirilo  días  á  nueve  meses  y  multa  penal 
de  60  á  500  bolívares. 

Art.  112.  Cualquiera  que  indebidamente 
haya  levantado  los  planos  de  las  fortificacio- 
nes, naves  de  guerra,  establecimientos,  vías 
ú  obras  militares,  ó  que  con  tal  objeto  se  hu- 
biere introducido  clandestinamente  ó  con 
engaño  en  los  lugares  prohibidos  al  acceso 
público  por  la  autoridad  militar,  será  casti- 
gado con  prisión  de  tres  á  quince  meses  y 
con  multa  penal  de  60  á  1.600  bolívares. 

El  solo  hecho  de  introducirse  con  engaño 
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ó  clandestinamente  en  los  lagares  dichos, 
merece  pena  de  prisión,  que  puede  ser  hasta 
por  tres  meses. 

Árt.  113.  El  individuo  que  encargado  por 
el  Gobierno  de  la  República  para  tratar  ne- 
gocios de  Venezuela  con  un  Gobierno  ex- 
tranjero, traicione  su  mandato,  perjudicando 
los  intereses  públicos,  será  castigado  con 
presidio  abierto  ó  prisión  de  tres  á  cinco 
afios. 

Art.  114.  Las  penas  determinadas  por 
los  artículos  103  y  siguientes  se  aplicarán 
también  si  el  delito  se  ha  cometido  con  per- 
juicio de  una  Nación  aliada  con  Venezuela 
para  la  guerra,  ó  en  el  curso  de  ésta. 

Art.  115.  Cualquiera  que  por  medio  de 
levas  ú  otros  actos,  no  aprobados  por  el  Go- 
bierno y  ejecutados  dentro  ó  fuera  de  la  Re- 
pública, exponga  á  Venezuela  al  peligro  de 
una  guerra,  será  castigado  con  prisión  de 
treinta  meses  á  cinco  afios;  y  si  la  guerra  se 
efectúa,  con  presidio  abierto  de  cuatro  á 
ocho  afios. 

Si  los  actos  no  aprobados  por  el  Gobierno 
han  expuesto  á  la  República  ó  á  sus  habi- 
tantes á  represalias,  ó  si  han  causado  la  per- 
turbación de  las  relaciones  amistosas  del 
Gobierno  de  Venezuela  con  otro  Gobierno, 
el  culpable  será  castigado  con  prisión  de 
tres  á  veinte  mese»;  y  si  las  represalias  han 
seguido,  aquella  pena  será  de  veinte  á  cua- 
renta meses. 

Art.  116.  £1  venezolano  ó  extranjero  re- 
sidente en  la  República  que  en  tiempo  de 
guerra  facilite  directa  ó  indirectamente  á  la 
Nación  enemiga  ó  á  sus  agentes,  dinero,  pro- 
visiones de  boca  ó  elementos  de  guerra,  que 
puedan  emplearse  en  perjuicio  de  Venezue- 
la, será  castigado  con  prisión  de  seis  á  trein- 
ta meses  y  con  multa  de  500  á  2.500  b^olí- 
vares. 

Art.  117.  Cualquiera  que  por  desprecio 
arrebatare,  rompiere  ó  destruyere  en  un  lu- 
gar público  ó,  abierto  al  público  la  bandera, 
nacional  ú  otro  emblema  de  la  República, 
será  castigado  con  prisión  de  cuarenta  y  cin- 
co días  á  diez  meses. 

Art.  118.  £1  venezolano  que  acepte  ho- 
nores, pensiones  ú  otras  dádivas  de  alguna 
nación  que  se  halle  en  estado  de  guerra  con 
Venezuela,  será  castigado,  con  multa  de 
'200  á  1.500  bolívares. 

Art.  119.  En  la  mitad  de  la  pena  que  es- 
tablece en  el  artículo  anterior,  incurrirán  los 
empleados  públicos  que,  sin  el  requisito  im- 
puesto en  el  art.  144  de  la  Constitución  na- 
cional, admitan  dádivas,  cargos,  honores  y 
recompensas  de  naciqnes  extranjeras  que 
no  estén  en  guerra  con  Venezuela. 


CAPITULO  II 

De  los  delitos  contra  los  Podera  nacionales 
y  de  los  Ettados. 

Art.  120.  Serán  castigados  con  prisión 
de  cuatro  á  cinco  afios: 

Primero.  Los  que  se  alzan  públicamen- 
te y  en  actitud  hostil  contra  las  legítimas 
Autoridades  ó  Cuerpos  legislativos  ó  admi- 
nistrativos, para  deponerlos  ó  violentarlos  ó 
embargarles  el  libre  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes constitucionales  ó  legales. 

Segundo.  Los  que  se  alzan  para  cam- 
biar violentamente  la  Constitución  nacio- 
nal, la  forma  de  Gobierno  y  el  orden  admi- 
nistrativo para  suplir  tas  faltas  del  Presi- 
dente de  la  República  ú  otro  alto  funciona- 
rio nacional. 

En  la  mitad  de  la  pena  que  establece 
el  presente  artículo,  incurrirá  el  que  come- 
ta el  acto  á  que  se  refiere,  con  respecto  á 
los  Presidentes  de  los  Estados,  sus  suplen- 
tes, al  orden  de  éstos,  y  á  las  Legislaturas 
ó  Asambleas  legislativas  de  los  mismos  Es- 
tados. 

Tercero.  Los  que  promueven  la  gue- 
rra civil  entre  la  Unión  y  los  Estados,  ó  en- 
tre éstos. 

Los  partícipes  de  la  insurrección  que  no 
sean  autores  ni  directores,  tan  sólo  incurri- 
rán en  la  pena  de  prisión  de  dieciocho  me- 
ses á  cinco  afios. 

Arf.  121.  Cualquiera  que  sin  autoriza- 
ción del  Gobierno  nacional  haga  levas  ó  ar- 
me venezolanos  ó  extranjeros  en  el  territo- 
rio de  la  República  para  ponerlos  al  servicio 
de  otra  Nación,  ó  para  perturbar  el  orden 
público  en  ésta,  será  castigado  con  prisión 
de  seis  meses  á  dos  afios. 

La  pena  será  de  nueve  meses  á  tres  afios, 
si  entre  los  rec lutados  hay  alguno  que  per- 
tenezca al  Ejército. 

Art.  122,  Cualquiera  que  ejecute  algún 
acto  que  tenga  por  objeto  hacer  tomar  las 
armas  á  los  habitantes  de  la  República 
contra  los  Poderes  públicos  de  la  Nación, 
será  castigado  con  prisión  de  tres  á  cinco 
afios. 

Cuando  los  actos  de  que  se  trata  en  el  ar- 
tículo anterior  se  cometieren  con  respecto 
á  alguno  de  los  Estados  de  la  Unión,  las  pe- 
nas que  establece  se  reducirán  á  la  mi- 
tad en  la  proporción  indicada  en  el  propio 
artículo. 

Art.  123.  En  los  casos  de  los  artículos 
120  y  122,  cesará  todo  procedimiento  y  se- 
rán puestos  en  libertad  los  encausados,  una 
vez  restablecido  el  orden  público,  en  confor 
midad  con  el  núm.  10,  garantía  14,  art.  14 
de  la  Constitución  nacional. 
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Art.  124.  El  que  sin  estar  autorizado  por 
la  ley  ni  por  orden  del  Gobierno  tome  el 
mando  de  tropas,  plazas,  fortalezas,  pues- 
tos militares,  puertos,  poblaciones  ó  buques 
de  guerra,  será  castigado  con  prisión  de 
treinta  meses  á  cinco  afios. 

Art.  126.  £1  que  insultare  ó  amenazare, 
de  palabra,  por  escrito  ó  de  alguna  otra  ma- 
nera, al  Presidente  de  la  República  ó  al  que 
esté  haciendo  sus  veces,  será  castigado  con 
prisión  de  seis  á  treinta  meses  y  con  multa 
de  250  á  2.500  bolívares,  si  la  ofensa  fuere 
grave,  y  con  la  mitad  de  estas  penas,  si 
fuere  leve. 

La  pena  se  aumentará  con  una  tercera 
parte  si  la  ofensa  se  hubiere  hecho  públi- 
camente. 

Art.  126.  Guando  los  hechos  especifi- 
cados en  el  artículo  precedente  se  efectua- 
ren contra  el  Presidente  de  alguno  de  los 
Estados  de  la  Unión  ó  contra  la  persona 
que  esté  haciendo  sus  veces,  las  penas  in- 
dicadas en  el  dicho  artículo  se  reducirán  á 
su  mitad,  y  á  su  tercera  parte  si  se  trata  de 
Jefes  civiles  de  distritos  ó  de  Concejos  mu- 
nicipales. 

Art.  1 27.  Cualquiera  que  ultrajare  ó  ame- 
nazare públicamente  al  Congreso,  á  las  Cá- 
maras Legislativas  nacionales  ó  al  Consejo 
de  Gobierno,  Alta  Corte  federal,  Corte  de 
Casación  y  otros  Cuerpos  nacionales,  así  co- 
mo á  alguna  de  las  Legislaturas  ó  Asambleas 
legislativas  de  los  Estados  de  la  Unión,  será 
castigado  con  prisión  de  quince  días  á  quin- 
ce meses  y  con  multa  de  26  á  760  bolívares. 

La  pena  se  aumentará  proporcionalmente 
con  la  mitad,  si  la  ofensa  se  hubiere  cometi- 
do hallándose  éstos  en  ejercicio  actual  de 
sus  funciones  oficiales. 

Art.  128.  Corresponde  á  los  Tribunales 
de  justicia  determinar  sobre  la  gravedad  ó 
lenidad  de  las  ofensas  á  que  se  refieren  los 
arta.  125  y  126. 

Art.  129.  El  enjuiciamiento  por  los  in- 
sultos, ultrajes  ó  amenazas  de  que  hablan 
los  artículos  precedentes,  no  se  hace  lugar 
sino  mediante  requerimiento  de  la  persona 
ó  Cuerpo  ofendido,  hecho  por  conducto  del 
funcionario  competente. 

'CAPITULO  III 

De  los  delitos  contra  las  naciones  extranje- 
ra^ sus  primeros  Magistrados  y  sus  repre- 
sentantes. 

Art.  130.  Cualquiera  que  cometa  un  de- 
lito en  el  territorio  de  la  República  contra 
el  Jefe  ó  primer  Magistrado  de  una  potencia 
extranjera,  incurrirá  en  la  pena  señalada  al 
delito  cometido,  con  un  aumento  en  la  pro- 
porción de  una  sexta  á  una  tercsia  parte* 


Si  se  trata  de  castigar  un  acto  contra  la 
vida,  la  seguridad  ó  la  libertad  individual  de 
dicho  personaje,  la  agravación  de  la  pena  en 
conformidad  con  la  disposición  anterior,  no 
podrá  ser  menor  de  tres  afios  de  prisión. 

En  los  demás  casos  la  pena  corporal  no 
podrá  ser  menor  de  sesenta  días,  ni  la  pena 
pecuniaria  inferior  á  doscientos  cincuenta 
bolívares. 

Si  el  delito  fuere  de  los  que  uo  permiten 
procedimiento  de  oficio,  el  juicio  no  se  ha- 
rá lugar  sino  á  instancia  del  Gobierno  ex- 
tranjero ó  del  Ministerio  público  de  la  Re- 
pública. 

Art.  131.  Cualquiera  que,  por  acto  de  me- 
nosprecio á  una  potencia  extranjera,  arreba- 
te, rompa  ó  destruya  su  bandera  ó  cualquie- 
ra otro  emblema  de  dicha  Nación,  será  cas- 
tigado con  prisión  de  uno  á  seis  meses. 

El  enjuiciamiento  no  se  hará  lugar  sino  á 
instancia  del  Gobierno  extranjero  ó  del  Mi- 
nisterio público  venezonano. 

Art.  132.  En  los  casos  de  delito  cometi- 
do contra  los  representantes  de  potencias 
extranjeras  acreditados  cerca  del  Gobierno 
de  Venezuela,  en  razón  de  sus  funciones,  se 
aplicarán  las  penas  establecidas  para  los 
mismos  delitos  cometidos  contra  los  funcio- 
narios públicos  venezolanos  por  razón  de  sus 
funciones. 

Si  se  tratare  de  ofensas  cometidas,  el  en- 
juiciamiento no  podrá  hacerse  lugar  sino 
mediante  la  instancia  correspondiente  de  la 
parte  agraviada  ó  del  Ministerio  público  de 
Venezuela. 

CAPITULO  IV 

Disposiciones  comunes  á  los  capítulos 
precedentes, 

Art.  134.  Cualquiera  que  para  cometer 
alguno  de  los' delitos  previstos  en  los  ar- 
tículos 106,  120  y  122  se  valga  de  fuerza 
armada  ó  ejerza  en  ella  manejo  superior  ó 
atribuciones  especiales,  será  castigado  con 
presidio  abierto  de  cinco  á  siete  y  medio 
afios. 

Los  demás  individuos  que  hagan  parto  de 
la  fuerza,  serán  castigados  con  prisión,  de 
dieciocho  meses  á  cinco  afios. 

Art.  134.  Cualquiera  que,  fuera  de  los 
casos  previstos  en  el  art.  62,  proporcio- 
ne voluntariamente  amparo  ó  asistencia» 
facilite  recursos  á  la  fuerza  armada  de  que 
se  habla  en  el  artículo  precedente,  ó  de 
algún  modo  favoreciere  sus  operaciones,  se- 
rá castigado  con  prisión  de  tres  á  treinta 
meses. 

Art.  135.  Estarán  exentos  de  la  pena  se- 
ñalada á  los  actos  previstos  en  los  dos  ar- 
tículos precedentes: 
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l.°  Los  que  antes  de  roda  medida  de  la 
Autoridad  ó  de  la  fuerza  pública,  ó  inmedia- 
tamente después  hayan  disuelto  la  gente 
armada  ó  impedido  que  ésta  cometiese  el 
cielito  para  el  cual  se  había  reunido. 

2.°  Los  que  no  habiendo  participado  de 
irt  formación  ó  del  mando  de  la  gente  arma- 
ba, consintieron  antes  ó  inmediatamente 
después  de  dicha  medida,  en  retirarse  sin 
resistencia,  entregando  ó  abandonando  sus 
armas. 

Art.  186.  Cuando  varias  personas  han 
concertado  ó  intentado,  por  medios  deter- 
minados, cometer  alguno  de  los  delitos  pre- 
vistos en  los  artículos  106,  120  y  122,  y  pri- 
mer aparte  del  art.  130,  cada  una  de  ellas 
será  castigada  como  sigue: 

l.o  En  los  casos  del  art.  106,  con  la  pena 
<le  presidio  abierto  de  cuatro  á  siete  y  medio 
afios. 

2.°  En  el  caso  del  art.  120,  con  la  pena 
«le  prisión  de  dos  á  cinco  afios;  y  en  el  caso 
«leí  art.  122  con  prisión  de  uno  á  tres  y  me- 
tilo afios. 

3.°  En  el  caso  del  primer  aparte  del  ar- 
tículo 130,  con  prisión  de  uno  a  cuatro 
u  ños.  * 

Estarán  exentos  de  toda  pena  los  que  se 
retiraren  del  complot  antes  de  haberse  da- 
do principio  á  la  ejecución  del  delito  y  antes 
«le  todo  acto  inicial  de  procedimiento. 

Art.  137.  El  que  fuera  de  los  casos  de 
los  artículos  60  y  61  haya  excitado  pública- 
mente á  cometer  alguno  de  los  delitos  pre- 
vistos en  los  artículos  106,  120  y  122,  será 
«rastigado,  por  este  solo  hecho,  con  prisión 
•  le  dieciocho  á  treinta  meses,  si  Be  trata  del 
«taso  previsto  en  el  art.  106,  y  con  la  misma 
pena  por  tiempo  de  seis  á  quince  meses,  si 
se  trata  de  los  casos  á  que  se  contraen  los 
artículos  120  y  122:  se  agregará  siempre 
ana  mnlta  de  600  á  1.600  bolívares. 

Art.  138.  Cuando  en  el  curso  de  la  eje- 
cución de  alguno  de  los  delitos  previstos  en 
el  presente  título,  el  culpable  cometa  otro 
delito  que  merezca  pena  corporal  mayor  de 
treinta  meses,  la  pena  que  resultare  de  la 
aplicación  del  art.  77  se  aumentará  con  una 
sexta  parte. 

Art.  139.  La  disposición  del  artículo  pre- 
cedente se  aplicará  también  al  que  para  co- 
meter alguno  de  los  delitos  previstos  en  el 
presente  título,  invada  algún  edificio  públi- 
co ó  particular,  ó  se  apodere,  con  violencia 
ó  engaño,  de  armas,  municiones  ó  víveres 
existentes  en  un  lugar  de  venta  ó  depósito, 
aunquetl  hecho  merezca  una  pena  corporal 
menor  de  treinta  meses. 

Art.  140.  La  vigilancia  especial  de  la 
Autoridad  pública  podrá  también  imponerse 
como  pena  accesoria  de  la  prisión  que  exce- 
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da  de  treinta  meses,  establecida  en  el  pre- 
sente título. 

TITULO  II 

DE  LOS  DELITOS    CONTRA  LA  LIBERTAD 

CAPITULO  PRIMERO 
De  los  delitos  contra  las  libertades  políticas. 

Art.  141.  Cualquiera  que  por  medio  de 
violencias,  amenazas  ó  tumulto,  impida  ó 
paralice  total  ó  parcialmente  el  ejercicio  de 
cualquiera  de  los  derechos  políticos,  siem- 
pre que  el  hecho  no  esté  previsto  por  una. 
disposición  especial  de  la  ley,  será  castigado 
con  prisión  por  tiempo  de  quince  días  á 
quince  meses  y  con  multa  penal  de  50  á  600 
bolívares. 

Si  el  culpable  es  un  funcionario  público 
y  ha  cometido  el  delito  con  abuso  de  sus 
funciones,  fa  prisión  será  de  seis  á  treinta 
meses. 

CAPITULO  II 
De  los  delitos  contra  la  libertad  de  cultos. 

Art.  142.  El  que  por  ofender  algún  culto 
no  prohibido  en  la  República,  impida  ó  per- 
turbe el  ejercicio  de  las  funciones  ó  ceremo- 
nias religiosas,  será  castigado  con  prisión 
hasta  de  cuarenta  y  cinco  días,  y  multa  de 
26  á  260  bolívares. 

Si  el  hecho  fuere  acompañado  de  amena- 
zas, violencias,  ultrajes  ó  demostraciones  de 
desprecio,  la  prisión  será  por  tiempo  de  cua- 
renta y  cinco  días  á  quince  meses,  y  la  mul- 
ta de  60  á  760  bolívares. 

Art.  143.  El  que  por  hostilidad  contra 
algún  culto  no  prohibido  en  la  República, 
vilipendie  á  la  persona  que  lo  profese,  será 
castigado,  á  instancia  de  la  parte  agraviada, 
con  prisión  hasta  por  seis  meses,  y  multa 
de  60  á  1.600  bolívares. 

Art.  144.  El  que  por  desprecio  á  un  cul-- 
to  no  prohibido  en  la  República  destruya, 
maltrate  ó  desperfeccione  de  cualquiera  ma- 
nera, en  un  lugar  público,  las  cosas  destina- 
das ai  culto;  y  también  el  que  violente  ó  vi- 
lipendie á  alguno  de  sus  ministros,  será  cas- 
tigado con  prisión  de  cuarenta  y  cinco  días 
á  quince  meses  y  multa  de  26  á  lf600  bolí- 
vares. 

Si  se  trata  de  otro  delito  cometido  contra 
el  ministro  de  algún  culto,  en  ejercicio  ó  á 
causa  del  ejercicio  <de  sus  funciones,  la  pena 
fijada  á  dicho,  delito  se  aumentará  con  una 
sexta  parte. 

Art.  146.     Cualquiera  que  en  los  lugares 
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destinados  al  culto,  6  en  los  cementerios, 
«legrado,  desperfeccione  ó  afeare  los  monu- 
mentos, estatuas,  pinturas,  piedras,  lápidas, 
inscripciones  ó  túmulos,  será  castigado  con 
multa  penal  de  25  á  250  bolívares. 

Art.  146.  Cualquiera  que  cometa  actos  de 
profanación  en  el  cadáver  ó  cenizas  de  algu- 
na persona,  ó  cualquiera  que  con  un  fin  inju- 
rioso ó  simplemente  ilícito,  sustrajere  frau- 
dulentamente el  todo  ó  parte  de  sus  despo- 
jos 6  restos  mismos,  ó  de  alguna  manera 
viole  un  túmulo  ó  urna  cineraria,  será  casti- 
gado con  prisión  de  tres  á  quince  meses  y 
multa  penal  de  50  á  500  bolívares. 

Art.  147.  Cualquiera  que  fuera  dé  los 
casos  antes  indicados  profane,  total  ó  par- 
cialmente, el  cadáver  de  alguna  persona,  lo 
oxhumare  ó  sustrajere,  ó  se  apodere  de  sus 
restos,  será  castigado  con  prisión  de  tres  á 
quince  días  y  multa  penal  de  25  á  150  bolí- 
vares. 

Si  el  hecho  se  ha  cometido  por  el  admi- 
nistrador ó  celador  de  un  cementerio  ó  lu- 
gar de  sepulturas,  ó  por  persona  á  la  cual  se 
hubiere  confiado  la  guarda  del  cadáver  ó 
restos,  la  pena  será,  en  el  primer  caso,  pri- 
sión de  cuarenta  y  cinco  días  á  dieciocho 
meses  y  multa  de  50  á  750  bolívares;  y  en  el 
segundo  caso  prisión  de  tres  á  treinta  días 
y  multa  penal  de  25  á  250  bolívares. 

CAPITULO  III 
De  los  delitos  contra  la  libertad  individual. 

Art.  148.  Cualquiera  que  reduzca  á  es- 
clavitud á  alguna  persona  ó  la  someta  á  otra 
•condición  análoga,  será  castigado  con  presi- 
dio abierto  de  seis  á  diez  años. 

Art.  149.  Cualquiera  que  ilegítimamente 
haya  privado  á  alguno  de  su  libertad  perso- 
nal será  castigado  con  prisión  de  quince  días 
á  treinta  meses  y  multa  penal  de  50  á  500 
bolívares. 

Si  el  culpable,  para  cometer  el  delito  ó  du- 
rante su  comisión,  hizo  uso  de  amenazas, 
sevicia  ó  engaño,  ó  si  lo  cometió  por  espíri- 
tu de  venganza  ó  lucro,  ó  con  el  fin  ó  pre- 
texto de  religión,  ó  si  secuestró  á  la  persona 
para  ponerla  al  servicio  militar  de  país  ex- 
tranjero, la  prisión  será  de  dieciocho  meses 
4  cuatro  afios  y  la  multa  de  250  á  1.500  bo- 
lívares. 

Si  el  delito  se  ha  cometido  contra  algún 
ascendiente  ó  un  cónyuge,  contra  algún 
miembro  del  Congreso  ó  de  la  Legislatura  de 
alguno  de  los  Estados,  contra  algún  vocal  de 
la  Alta  Corte  federal,  Corte  de  casación  ó 
Consejo  de  Gobierno,  ó  contra  otro  Magis- 
trado público  por  razón  de  sus  funciones,  ó 
ei  del  hecho  ha  resultado  .algún   perjuicio 


grave  para  la  persona,  la  salud  ó  los  bienes 
del  agraviado,  la  pena  será  de  prisión  de 
treinta  meses  á  cinco  años,  y  la  malta  de 
500  á  2  500  bolívares. 

Si  el  culpable  espontáneamente  ha  puesto 
en  libertad  á  la  persona  antes  de  toda  dili- 
gencia de  enjuiciamiento,  sin  haber  conse- 
guido el  fin  que  se  proponía,  ni  haberle 
ocasionado  daño  alguno,  la  pena  se  rebajará 
de  una  sexta  parte  á  la  mitad. 

Art.  150.  Él  funcionario  público  que  con 
abuso  de  sus  funciones  ó  quebrantando  las 
condiciones  o  las  formalidades  prescritas 
por  la  ley,  privare  de  la  libertad  á  alguna 
persona,  será  castigado  con  prisión  de  cua- 
renta y  cinco  días  á  tres  y  medio  afios;  y  si 
el  delito  se  ha  cometido  con  alguna  de  las 
circunstancias  indicadas  en  el  primero  y  se- 
gundo aparte  del  artículo  precedente,  la  pri- 
sión será  de  tres  á  cinco  afios. 

En  el  caso  previsto  en  el  último  aparte  del 
artículo  precedente,  la  pena  será  rebajada  de 
una  sexta  parte  á  la  mitad. 

Art.  151.  Cualquiera  que  con  un  objeto 
extraño  al  de  satisfacer  sus  propias  pasiones, 
de  contraer  matrimonio  ó  de  realizar  alguna 
ganancia,  hubiere  arrebatado  á  una  persona 
menor  de  quince  años,  aun  consintiéndolo 
ella,  del  poder  de  sus  padres,  tutores  ó  de- 
más guardadores,  siquiera  sea  temporalmen- 
te, será  castigado  con  prisión  hasta  por  seis 
meses;  é  igual  pena  se  impondrá  al  que  in- 
debidamente secuestre  á  dicha  persona,  aun- 
que ésta  preste  su  asenso  para  ello. 

Si  el  delito  se  hubiere  cometido  sin  la 
aquiescencia  de  la  persona  arrebatada  ó  se- 
cuestrada, ó  si  ésta  no  tuviere  doce  afios  de 
edad,  se  aplicarán,  según  los  casos,  las  dis- 
posiciones y  las  penas  especificadas  en.  los 
artículos  precedentes. 

Art.  152.  El  funcionario  público  que  con 
abuso  de  sus  funciones  ordene  ó  ejecute  la 
pesquisa  ó  registro  del  cuerpo  de  alguna 
persona,  será  castigado  con  prisión  hasta 
por  tres  meses. 

Art.  153.  El  funcionario  público  que  es- 
tando al  frente  de  la  Dirección  de  una  cárcel 
ó  de  un  Establecimiento  penal,  recibe,  en 
calidad  de  preso  ó  detenido,  á  alguna  perso- 
na sin  orden  escrita  de  la  autoridad  compe- 
tente, ó  se  niegue  á  obedecer  una  orden  es- 
crita de  excarcelación  emanada  de  la  misma 
autoridad,  será  castigado  con  prisión  hasta 
por  seis  meses. 

Art.  154.  Todo  funcionario  público  com- 
petente que,  teniendo  conocimiento  de  una 
detención  ilegal,  omita,  retarde  ó  rehuse  to- 
mar medidas  para  hacerla  cesar  ó  para  de- 
nunciarla á  la  autoridad  que  deba  proveer 
al  efecto,  será  castigado  con  multa  penal  de 
100  á  1.000  bolívares. 


1>K  I.08  B8TADOS  UNIDOS  DK  VKNBZUKLA 


116 


Art  155.  Todo  funcionario  publico  en- 
cargado de  la  custodia  ó  conducción  de  al- 
aguna persona  detenida  ó  condenada  qae 
cometa  contra  ella  actos  arbitrarios  ó  la  so- 
meta á  actos  no  autorizados  por  los  regla- 
mentos del  caso,  será  castigado  con  prisión 
de  quince  días  á  quince  meses.  Y  en  la  mis- 
ma pena  incurrirá  el  funcionario  público  que, 
investido  por  razón  de  sus  funciones  de  au- 
toridad respecto  de  dicha  persona,  ejecute 
■con  ésta  alguno  de  los  actos  indicados. 

Art.  166.  Cuando  para  cometer  alguno 
de  los  delitos  previstos  en  los  artículos  an- 
teriores, el  funcionario  público  hubiere  pro- 
cedido con  propósito  de'  algún  interés  pri- 
vado, las  penas  serán  las  siguientes:  en  el 
caso  del  art.  154,  á  la  pena  de  multa  pe- 
«al  se  agregará  la  de  prisión  de  tres  á  cua- 
renta y  cinco  días;  y  en  los  demás  casos, 
la  pena  se  aumentara  con  una  sexta  parte, 
■ó  la  de  prisión  se  aumentará  en  la  misma 
proporción. 

Art.  167.  Cualquiera  que,  luera  del  caso 
de  legítima  defensa,  haga  uso  de  violen- 
cias ó  amenazas  para  constreñir  á  alguno 
á  hacer,  tolerar  ú  omitir  alguna  cosa,  será 
castigado  con  prisión  de  tres  días  a  seis 
«neses  y  inulta  penal  de  100  á  600  bo- 
lívares. Si  el  efecto  hubiere  seguido  á  la 
tentativa,  la  prisión  no  podrá  bajar  de  trein- 
ta días,  ni  la  multa  de  160  bolívares. 

Si  la  violencia  ó  amenaza  se  hubiere  he- 
leno con  armas  ó  por  persona  enmascarada, 
ó  con  el  concurso  de  otras  personas,  ó  al 
favor  de  una  carta  anónima,'  ó  por  medio 
de  alguna  estratagema  ó  empleando,  en  fin, 
la  intimidación  que  pudiese  resultar  de  la 
intervención  de  existentes  ó  supuestas  aso- 
ciaciones secretas,  la  pena  de  prisión  será 
de  uno  á  dos  y  medio  años;  y  no  podrá  p&- 
jar  de  dieciocho  meses  en  el  caso  de  que 
haya  tenido  efecto  la  tentativa. 

Siempre  que  se  apliquen  más  de  tres  me- 
•ees  de  prisión,  podrá  imponerse  accesoria- 
mente la  pena  de  la  vigilancia  especial  de 
la  Autoridad  pública. 

Art.  168.  Para  determinar  los  efectos  de 
la  ley  penal,  siempre  que  ella  no  hubiere 
•dispuesto  otra  cosa,  se  entenderá  bajo  el 
nombre  de  armas,  cuando  éstas  sean  consi- 
deradas como  circunstancia  agravante  de 
tina  infracción: 

1.°  Las  armas  ocultas  ó  secretas  y  to- 
das las  demás  armas  propiamente  dichas 
•que  puedan  considerarse  como  ofensivas. 

2.°  Las  armas  anteriormente  indicadas 
y  cualquier  otro  instrumento  que  pueda 
-emplearse  como  arma  ofensiva,  si  se  lle- 
van con  el  objeto  de  intimidar  á  las  per- 
sonas. 

Cuando  el  delito  se  hubiere  cometido  con 


«I  concurso  de,  varias  personas,  se  conside- 
rará como  cometido  con  armas,  si  por  lo 
menos  tres  de  estas  personas  se  hallaban 
armadas  ostensiblemente 

Art.  159.  El  individuo  que,  fuera  de  los 
casos  especialmente  previstos  por  la  ley, 
amenace  á  alguna  persona  con  un  mal  gra- 
ve é  injusto,  será  castigado  con  prisión  has- 
ta por  tres  meses: 

Si  la  amenaza  se  hace  con  alguna  de  las 
circunstancias  indicadas  en  el  primer  apar- 
te del  art.  17,  la  pena  de  prisión  será  de 
cuarenta  y  cinco  días  á  seis  meses.  En  el 
caso  de  que  esta  pena  se  aplique  por  tiem- 
po que  no  baje  de  tres  meses,  se  podrá  im- 
poner accesoriamente  la  de  vigilancia  espe- 
cial de  la  Autoridad  pública. 

Cualquiera  otra  amenaza  será  castigada 
con  multa  penal  hasta  de  60  bolívares,  y 
enjuiciada  tan  sólo  á  instancia  de  la  parte 
agraviada. 

CAPITULO  IV 

De  los  delito*  contra  la  inviolabilidad 
del  hogar  doméstico. 

Art.  160.  Cualquiera  persona  que  arbi- 
traria, clandestina  ó  fraudulentamente  se 
introduzca  ó  instale  en  habitación  ajena,  ó 
en  sus  dependencias,  contra  la  voluntad  de 
quien  tiene  derecho  á  ocuparla,  será  casti- 
gado con  prisión  de  quince  días  á  quince 
meses. 

Si  el  delito  se  ha  cometido  de  noche  ó 
con  violencia  á  las  personas,  ó  con  armas,  ó 
con  el  concurso  de  varios  individuos,  la  pri- 
sión será  de  seis  á  treinta  meses. 

El  enjuiciamiento  no  se  hará  lugar  sino 
á  instancia  de  la  parte  agraviada. 

Art.  161.  El  funcionario  público  que  con 
abuso  de  sus  funciones  ó  faltando  á  las  con- 
diciones ó  formalidades  establecidas  por  la 
ley,  se  introduzca  en  habitación  ajena  ó  en 
sus  dependencias,  será  castigado  con  pri- 
sión de  cuarenta  y  cinco  días  á  dieciocho 
meses. 

Si  el  hecho  fuere  acompañado  de  pesqui- 
sas ó  de  algún  otro  acto  arbitrario,  la  pri- 
sión será  de  seis  á  treinta  meses,  agregán- 
dosele una  multa  de  60  á  500  bolívares. 

Si  consta  que  el  culpable  ha  obrado  por 
causa  de  algún  interés  privado,  las  penas  se 
aumentarán  con  una  sexta  parte. 

CAPITULO  V 

De  los  delitos  contra  la  inviolabilidad 
del  secreto. 

Art.  162.    El  que  indebidamente  abra  al- 
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gana  carta,  telegrama  ó  pliego  cerrado  que 
no  se  le  haya  dirigido,  ó  que  indebidamen- 
te lo  tome  para  conocer  su  contenido,  aun- 
que no  esté  cerrado,  perteneciendo  á  otro, 
será  castigado  con  prisión  hasta  por  ocho 
días  y  multa  de  25  á  760  bolívares. 

Si  divulgando  el  contenido,  el  culpable 
ha  causado  algún  perjuicio,  la  pena  será  de 
quince  días  á  dieciocho  meses  de  prisión  y 
multa  de  60  á  1.500  bolívares. 

Art.  163.  Cualquiera  que  haya  suprimi- 
do indebidamente  alguna  correspondencia 
epistolar,  telegráfica  ó  telefónica  que  no  le 
pertenezca,  aunque  estando  cerrada  no  la 
hubiere  abierto,  será  castigado  con  prisión 
hasta  por  seis  meses  y  mnlta  de  50  á  1.600 
bolívares. 

Si  el  hecho  ha  ocasionado  algún  perjui- 
cio, la  prisión  no  podrá  bajar  de  cuarenta  y 
cinco  días  y  la  multa  será  de  250  á  1.600 
bolívares. 

.  Art.  164.  Cualquiera  que  teniendo  una 
correspondencia  epistolar,  telegráfica  ó  te- 
lefónica, no  destinada  á  la  publicidad,  la 
•hiciere  indebidamente  publica,  aunque  le 
•haya  sido  dirigida,  siempre  que  el  hecho 
pueda  ocasionar  algún  perjuicio,  será  casti- 
gado con  multa  de  60  á  1  000  bolívares. 

Art.  166.  El  que  estando  empleado  en  el 
servicio  de  Correos,  Telégrafos  ó  Teléfonos, 
con  abuso  de  su  oficio  se  adueñare  de  algu- 
na carta,  pliego,  telegrama,  comunicación  ó 
cualquiera  otra  correspondencia  no  cerrada, 
ó  que  catándolo,  la  abra  para  conocer  su 
contenido,  ó  la  retenga,  ó  revele  au  existen- 
,  cia  ó  contenido  á  otra  persona  distinta  del 
título  de  su  destino,  será  castigado  con  pri- 
sión de  quince  días  á  quince  meses. 

La  misma  pena  se  impondrá  al  que  en 
servicio  y  con  abuso  de  los  mencionados 
oficios,  suprima  alguna  de  las  dichas  corres- 
pondencias. 

Si  alguno  de  los  hechos  previstos  en  el 
presente  artículo  cansare  algúu  perjuicio,  la 
pena  de  prisión  será  de  tres  meses  á  dos 
afios,  agregándose  una  multa  de  60  á  2.600 
bolívares. 

Art.  166.  El  que  teniendo  por  razón  de 
su  estado,  funciones,  profesión,  arte  ú  ofi- 
cio, conocimiento  «le  algún  secreto  cuya  di- 
vulgación puede  causar  algún  perjuicio,  lo, 
revela,  no  obstante,  sin  justo  motivo,  será 
castigado  con  prisión  hasta  por  treinta  días 
y  multa  de  25  á  600  bolívares.  Esta  última 
pena  no  podrá  bajnr  de  150  bolívares,  si  del 
delito  resultare  algún  perjuicio. 

Art.  167.  En  lo  que  concierne  á  los  deli- 
tos previstos  en  los  artículos  161,  162,  163 
y  165,  siempre  que.  el  hecho  no  hubiere  oca- 
sionado algún  perjuicio  que  interese  al  or- 
den público,  el  enjuiciamiento  no  se  hará 


lugar  sino  á  instancia  déla  parte  agraviada. 

CAPITULO  VI 
De  los  delitos  contra  la  libertad  del  trabajo. 

Art.  168.  Cualquiera  que  por  medio  de 
violencias  ó  amenazas  restrinja  ó  suprima 
de  alguna  manera  la  libertad  del  comercia 
ó  de  la  industria,  será  castigado  con  pri- 
sión de  uno  á  diez  meses  y  mulla  de  60  á- 
1.500  bolívares. 

Art.  169.  Todo  el  que  valiéndose  de  vio- 
lencias ó  amenazas,  ocasiona  ó  hace  que 
continúe  mía  cesación  ó  suspensión  de  tra- 
bajo con  el  objeto  de  imponer  á  los  obreros, 
patrones  ó  empresarios  alguua  disminución 
ó  aumento  de  salarios,  ó  también  convenio» 
diferentes  de  los  ya  pactados,  será  castiga 
do  con  prisión  de  uno  á  diez  meses. 

Art.  170.  En  lo  que  concierne  á  los  Jefe» 
ó  promotores  de  los  actos  previstos  en  lo» 
artículos  precedentes,  serán  castigados  coi» 
prisión  de  cuarenta  y  cinco  días  á  diez  y 
ocho  meses  y  multa  de  500  á  2.600  bolívares. 

TITULO  III 

DB  LOS  DELITOS  CONTRA  LA  COSA  PÚBLICA 

CAPITULO  PRIMERO 
Del  peculado. 

Art.  171.  'Jfodo  funcionario  público  que 
sustrajere  ó  malversare  los  dineros  ú  otro» 
objetos  muebles  de  cuya  recaudación,  cus- 
todia y  administración  esté  encargado  en 
virtud  desús  funciones,  será  castigado  con 
la  inhabilitación  mayor  de  funciones  públi- 
cas* con  presidio  abierto  de  tres  á  diez  afíoe 
y  multa  penal  que  no  baje  de  1.500  bolí- 
vares. 

Si  el  perjuicio  no  es  grave  ó  si  fuere  ente 
ramente  reparado  antes  de  ser  sometido  á 
juicio  el  culpado,  la  inhabilitación  será  tem- 
poral y  se  le  impondrá  prisión   por  tiempo 
de  seis  á  treinta  meses. 

CAPITULO  II 
De  la  concusión. 

Art.  172.  Todo  funcionario  público  que 
abusando  de  sus  funciones  constriña  á  al- 
guna persona  á  que  dé  o  prometa  á  él  mis- 
mo ó  á  un  tercero  alguna  suma  de  dinero  ú 
otra  ganancia  ó  dádiva  indebida,  será  casti- 
gado con  la  inhabilitación  mayor  de  funcio- 
nes públicas,  prisión  de  diez  y  ocho  meses 
á  cinco  afios  y  multa  penal  que  no  baje  de 
200  bolívares. 
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Si  la  euuia  ó  rostí  indebidamente  dada  ó 
prometida  es  dé  poco  valor,  la  inhabilitación 
será  temporal  y  la  prisión  por  tiempo  de  seis 
ó  treinta  meses. 

Art.  178.  Todo  funcionario  público  que, 
abasando  de  sus  funciones,  induzca  á  algu- 
na persona  á  que  cometa  alguno  de  los  he- 
chos á,que  se  refiere  el  artículo  anterior,  se 
rá  castigado  con  prisión  de  seis  á  treinta 
ineaes,  inhabilitación  temporal  de  funciones 
públicas  y  multa  de  60  á  2  600  bolívares. 

Si  recibiendo  el  funcionario  público  lo  qut< 
no  le  era  debido,  no  hace  más  que  aprove- 
charse del  error  de  otro,  la  prisión  será  de 
tres  á  diez  y  ocho  meses. 

Si  la  suma  ó  la  cosa  indebidamente  dada 
A  prometida  fuere  de  poco  valor,  la  prisión 
será,  en  el  primer  caso,  de  tres  a.  doce  me- 
ses, y  en  el  segundo,  de  quince  días  á  seis 
meses. 

CAPITULO  III 

De  la  corrupción  de  funcionarios. 

Art.  174.  Todo  funcionario  público  que 
por  propia  cuenta  ó  ajena  reciba  por  algún 
acto  de  sus  funciones,  en  dinero  ó  en  otra 
•cosa,  alguna  retribución  que  no  se  le  deba, 
ó  cuya  promesa  acepte,  será  castigado  con 
prisión  de  uno  á  tres  años,  con  inhabilita- 
ción temporal  de  funciones  públicas  y  multa 
de  26  á  1.600  bolívares. 

Art.  176.  Todo  funcionario  público  que 
por  retardar  ú  omitir  algún  acto  de  sus  fun- 
ciones, ó  por  efectuar  alguno  que  sea  con- 
trario al  deber  mismo  que  ellas  imponen, 
reciba  ó  se  haga  prometer  dinero  ú  otra  uti- 
lidad, bien  por  sí,  bien  por  medio  de  otra 
persona,  será  castigado  con  presidio  abierto 
•de  tres  á  cinco  años,  con  la  inhabilitación 
temporal  de  funciones  públicas  y  multa  de 
60  á  2.600  bolívares. 

El  presidio  será  de  cuatro  á  ocho  años,  si 
•el  acto  cometido  ha  tenido  por  efecto: 

1.°  Conferir  empleos  públicos,  subsidios, 
pensiones  ú  honores  ó  hacer  que  se  conven- 
ga en  contratos  en  que  esté  interesada  la 
administración  á  que  pertenece  el  funcio- 
nario. 

2.°  Favorecer  ó  causar  algún  daño  ó 
perjuicio  á  alguna  de  las  partes  en  un  juicio 
civil,  ó  al  culpado  en  un  proceso  penal. 

Si  del  acto  ha  resultado  una  sentencia 
condenatoria  restrictiva  de  la  libertad  indi- 
vidual que  exceda  de  seis  meses,  el  presidio 
será  de  tres  á  diez  años  y  la  pena  pecuniaria 
podrá  aplicarse  hasta  por  su  máximum. 

Art.  176.  Cualquiera  que  persuada  ó  in- 
fusca á. algún  funcionario  público  á  que  co- 
iné ta  alguno  de  los  delitos  previstos  en  los 


artículos  precedentes,  será  castigado,  en  el 
caso  del  art.  174,  con  multa  de  26  á  1.600 
bolívares,  y  en  el  caso  del  art.  176,  con  mal- 
ta de  60  á  2.600  bolívares. 

Si  el  funcionario  público  no  ha  consentido 
en  cometer  el  delito,  el  tentador  incurrirá  en 
las  penas  pecuniarias  que  se  establecen  por 
«1  presente  artículo,  pero  reducidas  á  su 
mitad. 

Art.  177.  En  los  casos  previstos  en  lo* 
artículos  'precedentes,  el  dinero  ú  objetos 
dados  serán  confiscados. 

CAPITULO  IV 

De  los  abusos  de  autoridad  y  de  la»  infrac- 
ciones de  los  deberes  de  los  funcionarios  pú- 
blicos. 

Art.  178.  Todo  funcionario  público  que, 
abusando  de  sus  funciones,  ordene  ó  ejecu- 
te, en  daño  de  alguna  persona,  algún  acto 
arbitrario  que  no  esté  clasificado  en  el  nú- 
mero de  las  infracciones  por  una  disposición 
especial  de  la  ley,  será  castigado  con  prisión 
de  quince  días  á  un  año;  y  si  obra  por  algún 
interés  privado,  la  pena  se  aumentará  con 
una'  sexta  parte. 

Con  la  misma  pena  se  castigará  al  fun- 
cionario público  que,  en  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones, excite  á  alguna  rJersona  á  desobede- 
cer las  leyes  ó  las  medidas  tomadas  por  1» 
autoridad. 

Art.  179.  Todo  funcionario  público  que 
por  sí  mismo,  por  interpuesta  persona  ó  por 
actos  simulados,  Be  procure  alguna  utilidad 
personal  en  cualquiera  de  los  actos  de  la  Ad- 
ministración pública  en  que  ejerce  sus  fun 
ciones,  será  castigado  con  prisión  de  seis  me- 
ses á  cinco  años  y  con  multa  penal  de  100 
á  2.600  bolívares. 

Art.  180.  Todo  funcionario  publico  que 
comunique  ó  publique  los  documentos  ó  he- 
chos de  que  esté  en  conocimiento  ó  pose- 
sión por  causa  de  sus  funciones,  y  que  deba 
mantener  secretos,  será  castigado  con  pri- 
sión de  tres  á  veinte  meses  y  multa  penal 
que  no  baje  de  160  bolívares,  y  asimismo 
todo  funcionario  público  que  de  alguna  ma- 
nera favorezca  la  divulgación  de  ellos. 

Art.  181.  Todo  funcionario  público  que 
bajo  cualquier  pretexto,  aunque  fuere  el  de 
silencio,  obscuridad,  contradicción  ó  insu- 
ficiencia de  la  ley,  omita  ó  rehuse  cumplir 
algún  acto  de  su  ministerio,  será  castigado 
con  multa  penal  de  60  á  1.600  bolívares. 

Si  el  delito  se  hubiere  cometido  por  tres 
funcionarios  públicos,  por  lo  menos,  y  pre- 
via inteligencia  para  el  efecto,  la  multa  será 
de  100  á  2.000  bolívares. 

Si  el  funcionario  público  es  del  ramo  ja- 
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dicial,  se  reputará  culpable  de  la  omisión  ó   i 
excusa,  siempre  que  se  encuentre  bajo  las 
condiciones  que  requiera  la  ley  para  intentar 
contra  él  la  acción  civil. 

Art.  182.  Todo  oficial  público  qua  habien- 
do adquirido,  en  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes, conocimiento  de  alguna  infracción  resul- 
tante de  estas  mismas  funciones  y  por  la 
«Mía!  «leba  procederé©  de  oficio,  omita  ó  íetar- 
<le  indebidamente  dar  parte  de  ella  á  la  au- 
toridad, será  castigado  con  multa  penal  de 
50  á  1.000  bolívares. 

8i  el  funcionario  fuere  empleado  de  poli- 
cía, sufrirá  además  la  inhabilitación  públi- 
ca de  su  empleo  por  tiempo  de  tres  á  seis 
meses. 

Art.  183.  Todo  comisario  ó  agente  de  la 
policía  que  rehuse  ó  retarde  indebidamente 
la  ejecución  de  una  orden  legal  escrita  que 
se  le  mande  cumplir  por  la  autoridad  com- 
petente, será  castigado  con  prisión  de  tres 
meses  á  un  a  fío. 

Art.  184.  Los  funcionarios  públicos  que 
en  número  de  tres  ó  más,  y  previo  acuerdo, 
abandonaren  indebidamente  sus  funciones, 
serán  castigados  con  multa  penal  de  200  á 
1.000  bolívares  y  con  la  inhabilitación  tem- 
poral de  sus  funciones. 

Con  Ir  misma  pena  será  castigado  todo 
funcionario  público  que  abandone  sus  fun- 
ciones para  impedir  el  despacho  de  algún 
asunto  ó  para  ocasionar  algún  Otro  perjuicio 
al  servicio  público. 

CAPITULO  V 

De  los  abusos  de  los  ministros  de  cultos 
en  el  ejet  cicio  de  sus  funciones, 

Art.  185.  £1  ministro  de  cualquier  culto 
que,  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  des- 
precie ó  vilipendie  las  instituciones,  las  le- 
yes de  la  República  ó  los  actos  de  la  auto- 
ridad, será  castigado  con  prisión  de  quince 
días  a  seis  meses  y  multa  penal  de  60  á  500 
bolívares. 

Art.  186.  El  ministro  de  cualquier  culto 
que  prevaliéndose  de  su  carácter  excite  al 
menosprecio  ó  desobediencia  de  las  institu- 
ciones, leyes  ó  disposiciones  de  la  autoridad, 
ó  de  los  deberes  inherentes  á  un  oficio  pú- 
blico, será  castigado  con  prisión  de  cuaren- 
ta y  cinco  días  á  un  año  y  multa  penal  de 
100a  1.000  bolívares  é  inhabilitación  mayor  ó 
temporal  de  su  beneficio  eclesiástico.  Si  el 
hecho  se  hubiere  cometido  públicamente,  la 
prisión  podrá  imponerse  hasta  por  dos  años. 

Con  las  mismas  penas  se  castigará  al  mi- 
nistro de  cualquier  culto  que,  prevaliéndo- 
se de  su  carácter,  constriña,  induzca  ó  per- 
suada á  alguna  persona  á  actos  ó  declaracio- 


nes contrarias  á  las  leyes,  ó  en  perjuicio  de 
derechos  adquiridos  en  virtud  de  éstas. 

Art.  187.  También  incurrirán  en  las  pe- 
nas especificadas  en  el  artículo  precedente 
los  eclesiásticos  que  quebranten  las  disposi- 
ciones de  la  ley  sobre  patronato  eclesiástico, 
ó  que  de  algún  otro  modo,  á  título  de  funcio- 
nes, jurisdicción  ó  deberes  eclesiásticos, 
usurpen  la  jurisdicción  civil,  desconozcan  la 
soberanía  de  la  Nación  ó  desobedezcan  la» 
leyes  de  la  República  y  las  resoluciones  y 
prohibiciones  que,  en  consecuencia,  dicte  j 
establezca  el  Gobierno. 

Por  gracia  especial  del  Gobierno  podrá 
conmutarse  la  prisión  de  que  habla  este  ar- 
tículo en  confinamiento  por  tiempo  igual: 
*1.°  A  un  lugar  de  otra  diócesis,  si  e» 
Arzobispo,  Obispo,  Cabildo,  Vicario  capitu- 
lar ó  Provisor  el  que  hubiere  cometido  la  in- 
fracción. 

2.°  A  un  distrito,  parroquia  ó  lugar  de  la 
misma  diócesis,  diferente  del  de  la  jurisdic- 
ción ó  residencia  del  autor  de  la  infracción, 
si  éste  fuere  Vicario  foráneo,  Cura  ú  otro 
eclesiástico. 

Art.  188.  Cuando  el  ministro  de  cual- 
quier culto,  prevaliéndose  de  su  carácter,  co- 
meta cualquier  otro  delito  de  los  no  previs- 
tos en  los  artículos  precedentes,  la  pena  se- 
ñalada al  delito  cometido  se  aumentará  de 
una  sexta  á  una  tercera  parte,  á  no  ser  que 
el  carácter  de  tal  ministro  se  haya  tenido  ya 
en  cuenta  por  la  ley. 

CAPSULO  VI 

De  la  usurpación  de  funciones  públicas 
títulos  ú  honores. 

Art.  189.  Cualquiera  que  indebidamente 
asuma  ó  ejerza  funciones  públicas,  civiles  6 
militares,  será  castigado  con  prisión  hasta 
por  cuarenta  y  cinco  días;  y  todo  funciona- 
rio público  que  siga  ejerciéndolas  después 
de  habérsele  notificado  su  cesación  ó  sus- 
pensión, incurrirá  además  en  la  pena  de  in 
habilitación  de  tres  meses  á  un  afio. 

Podrá  disponerse  que  á  costa  del  conde- 
nado se  publique  la  sentencia,  en  extracto, 
en  algún  periódico  del  lugar,  que  indicará 
el  Juez. 

Art.  190.  Cualquiera  que  usare  indebida 
y  públicamente  hábito,  insignias  ó  uniforme 
propios  del  estado  clerical  ó  militar,  de  un 
cargo  público  ó  de  un  instituto  científico,  y 
el  que  se  arrogue  grados  académicos  ó  mili- 
tares ó  se  atribuya  la  calidad  de  profesor  y 
ejerciere  públicamente  actos  propios  de  una 
facultad  que  para  el  electo  requiera  título 
oficial,  será  castigado  con  multa  penal  de 
60  á  1.000  bolívares. 
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i  £1  que  con  propósitos  perjudiciales  haga 
oso  de  nombre  supuesto,  incurrirá  en  la 
misma  pena. 

El  Juez  puede  ordenar  en  estos  casos  que 
se  publique  la  sentencia,  como  se  dispone 
en  la  parte  final  del  artículo  anterior. 

CAPITULO  VII 

De  la  violencia  y  déla  resistencia 
á  la  autoridad. 

Art.  191.  £1  que  use  de  violencia  ó  ame- 
naza  contra  la  persona  de  algán  miembro 
del  Congreso,  de  la  Legislatura  de  un  Esta- 
x  do,  del  Consejo  de  Gobierno,  de  la  Alta 
Corte  federal  6  Corte  de  casación,  Prelado 
diocesano  ó  contra  otro  funcionario  público, 
con'  el  objeto  de  constreñirlo  á  hacer  ó  á 
omitir  algún  acto  de  sus  funciones,  será 
castigado  con  prisión  de  cuarenta  y  cinco 
días  á  quince  meses. 

La  prisión  será: 

1.°  Si  el  hecho  se  ha  cometido  con  ar- 
mas, de  seis  meses  á  tres  años. 

2.°  8i  el  hecho  se  ha  cometido  en  reu- 
nión de  más  de  cinco  personas  concertadas 
para  el  efecto,  aunque  no  estuvieren  arma- 
das, de  doa  á  cinco  años. 

Art.  192.  £1  que  use  de  violencia  ó  ame- 
naza para  impedir  ó  perturbar  las  reunio- 
nes ó  funcionamiento  de  los  Cuerpos  le- 
gítimamente constituidos,  judiciales,  polí- 
ticos, electorales  ó  administrativos,  ó  de 
ene  representantes  ó  de  otra  Autoridad  ó 
institutos  públicos,  será  castigado  con  las 
penas  establecidas  en  el  artículo  prece- 
dente. 

En  el  caso  de  que  el  delito  se  hubiere 
cometido  para  influir  en  sus  determinacio- 
nes, se  aplicará  la  misma  pena. 

Art.  193.  £1  que  haga  parte  de  una 
asociación  de  diez  ó  más  personas,  que  ten- 
ga por  objeto  cometer,  por  medio  de  violen- 
cia ó  amenaza,  el  hecho  previsto  en  el  ar- 
ticulo precedente,  será  castigado  con  prisión 
de  un  mes  á  dos  años. 

Si  el  hecho  se  cometiere  con  armas,  la 
prisión  será  de  tres  meses  á  tres  arlos. 

Si  al  primer  requerimiento  de  la  Auto- 
ridad se  disol viere  la  asociación,  las  per- 
sonas que  hubieren  hecho  parte  de  ella 
no  incurrirán  en  ninguna  responsabilidad 
criminal  por  el  hecho  previsto  en  este  ar- 
tículo. 

Art.  191.  Cualquiera  que  use  de  violen- 
cia ó  amenaza  para  hacer  oposición  á  al- 
gún funcionario  público  en  el  cumplimien- 
to de  sus  deberes  oficiales,  ó  á  los  indivi- 
duos que  hubiere  llamado  para  apoyarlo, 
será  castigado  con  prisión  de  un  mes  á  dos 
afíos. 


La  prisión  será: 

1.°  Si  el  hecho  se  hubiere  cometido  cod 
x  armas,  de  tres  meses  á  dos  afios. 

2.°  Si  el  hecho  se  hubiere  cometido  con 
armas,  en  unión  de  cinco  ó  más  personas, 
ó  reunión  de  más  de  diez  personas,  sin  ar- 
mas, y  en  virtud  de  algún  plan  concertado, 
de  uno  á  cinco  afios.  , 

Si  el  hecho  tenía  por  objeto  impedir  la 
captura  de  su  autor  ó  de  alguno  de  sus*  pró- 
ximos parientes,  la  pena  será  de  prisión 
de  uno  á  diez  meses,  ó  de  confinamiento 
que  no  baje  de  tres  meses,  en  el  caso  de 
la  parte  primera  del  presente  artículo.  En 
el  caso  del  número  primero,  se  aplicará  la 
prisión  de  dos  á  veinte  meses,  y  en  el  ca- 
so del  número  segundo,  de  seis  á  treinta 
meses.  , 

Art.  196.  Para  la  debida  interpretación 
de  la  ley  penal,  entiéndese  por  próximos 
parientes  el  cónyuge,  los  ascendientes,  los 
descendientes,  los  hermanos,  los  tíos,  so- 
brinos, primos  hermanos  j  los  afines  en  el 
mismo  grado. 

Art.  196.  No  se  aplicarán  las  penas  pre- 
vistas en  los  artículos  precedentes,  si  el  fun- 
cionario público  ha  dado  lugar  al  delito,  ex- 
cediendo los  límites  de  sus  atribuciones 
con  actos  arbitrarios. 

Art.  Ifc7.  En  cuanto  á  los  jefes  ó  pro- 
motores de  los  hechos  previstos  en  los  ar- 
tículos precedentes,  se  les  aplicarán  las  mis 
mas  penas  aumentadas  de  una  sexta  á  una 
tercera  parte. 

capitulo  vm 

De  los  ultrajes  y  otros  delitos  contra   la» 
persona*  investidas  de  autoridad  pública. 

Art.  198.  £1  que  de  palabra  ú  obra  ofen- 
diere de  alguna  manera  el  honor,  la  reputa- 
ción ó  el  decoro  de  alguna  de  las  persona** 
especificadas  en  el  artículo  1(.  1,  ó  de  algún 
otro  funcionario  público,  será  castigado  de) 
modo  que  sigue,  si  el  hecho  ha  tenido  lugar 
en  su  presencia  y  por  razón  de  sus  funciones: 

1.°  .  Si  la  ofensa  se  ha  dirigido  contra  al- 
gún agente  de  la  fuerza  pública,  con  prisión 
de  uno  á  tres  meses  ó  multa  de  ,25  á  1.600 
bolívares. 

2.°  Si  la  ofensa  se  ha  dirigido  contra 
otro  funcionario  público  ó  alguna  de  las  de- 
más personas  indicadas  en  el  artículo  191, 
con  prisión  de  un  mes  á  un  arlo  ó  multa  de 
150  á  2.500  bolívares,  que  se  aplicarán  según 
la  categoría  de  aquellas. 

Art.  199.  Si  el  hecho  previsto  en  el  ar- 
tículo precedente  ha  sido  acompañado  de 
violencia  ó  amenaza,  se  castigara  con  pri- 
sión de  tres  á  diez  y  ocho  meses  y  multa  de 
25  á  500  bolívares. 
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Cualquiera  que  de  algún  otro  modo  haga 
uso  de  violencia  ó  amenaza  contra  algún 
funcionario  publico  ó  alguna  otra  de  las  per- 
sonas á  que  se  refiere  el  art.  191,  si  el  hecho 
tiene  lugar  por  razón  de  las  funciones  del 
ofendido,  será  castigado  con  las  mismas 
penas. 

Art.  200.  Guando  alguno  de  los  hechos 
previstos  en  los  artículos  precedentes  se  ha- 
ya cometido  contra  el  funcionario,  no  por 
causa  de  sus  funciones,  pero  sí  en  el  mo- 
mento misino  de  estar  ejerciéndolas,  se  apli- 
carán las- mismas  penas,  reducidas  de  una 
tercera  parte  á  la  mitad. 

Art.  201.  £1  que  de  palabra  ó  de  obra 
ofendiere  de  alguna  manera  el  honor,  la  re- 
putación, decoro  ó  dignidad  de  algún  Cuer- 
po judicial,  político,  administrativo,  eclesiás- 
tico ú  otro  oficial,  si  el  delito  se  ha  cometido 
en  su  presencia  ó  en  la  audiencia  de  algún 
Magistrado,  será  castigado  con  prisión  de 
tres  meses  á  doce  años. 

Si  el  culpable  ha  hecho  uso  de,  violencia 
ó  amenaza  delante  del  Cuerpo  constituido  ó 
del  Magistrado,  la  prisión  será  de  seis  me- 
ses á  tres  afios. 

£1  enjuiciamiento  no  se  hará  lugar  sino 
mediante  antorizazión  del  Cuerpo  ofendi- 
do. Si  el  delito  se  ha  cometido  contra  Cuer- 
pos no  reunidos,  el  enjuiciamiento  sólo  se 
'hará  lugar  con  autorización  de  los  miembros 
que  los  presiden. 

Art.  202.  En  los  casos  previstos  en  los 
artículos  precedentes,  no  se  admitirá  al 
culpado  prueba  alguna  sobre  la  verdad  ni 
aun  de  la  notoriedad  de  los  hechos  |ó  de 
la  cualidad  atribuidos  á  la  parte  ofendida. 

Art.  203.  Las  disposiciones  estableci- 
das en  los  artículos  precedentes  no  ten- 
drán apuración  si  el  funcionario  público 
hh  dado  lugar  al  hecho,  excediendo  con 
ajtos  arbitrarios  los  límites  de  sus  atribu- 
ciones. 

Art.  204.  En  todos  los  demás  casos  no 
previstos  por  una  disposición  especial  de  la 
ley,  el  que  cometa  algún  delito  contra  un 
funcionario  público,  ó  alguna  de  las  demás 
personas  de  carácter  público,  especificadas 
en  el  art  191,  por  razón  de  sus  funciones, 
incurrirá  en  la  pena  establecida  para  el  de- 
lito cometido,  mas  el  aumento  de  una  sexta 
á  una  tercera  parte. 

CAPITULO  IX 

De  la  alteración  de  sellos  y  sustracciones  co- 
metidas en  los  depósitos  públicos. 

Art.  205.  £1  que  de  alguna  manera  haya 
violado  los  sellos  puestos  en  virtud  de  una 
disposición  de  la  ley  ó  de  una  orden  de  la 


autoridad  para  asegurar  la  conservación  ó  la 
identidad  de  alguna  cosa,  será  castigado  con 
prisión  de  dos  á  dieciocho  meses  y  multa  de 
25  á  500  bolívares. 

Si  el  culpable  fuere  el  mismo  oficia!  pú- 
blico que  ha  ordenado  ó  ejecutado  la  impo- 
sición de  los  sellos,  ó  el  que  tiene  la  custo- 
dia ó  depósito  de  la  cosa  sellada,  la  pena  se- 
rá la  de  prisión  de  quince  á  treinta  meses  y  . 
multa  de  150  á  2.500  bolívares. 

Si  el  delito  se  hubiere  cometido  por  con- 
secuencia de  descuido  ó  imprudencia  del 
oficial  público  ó  depositario,  éste  será  cas- 
tigado con  multa  penal  de  100  á  1.000  bolí- 
.  vares. 

Art.  206.  Cualquiera  que  haya  sustraído, 
suprimido,  destruido  ó  alterado  algún  ins- 
trumento ó  efecto  del  delito,  acto  ó  d oca m en 
to  colocado  en  una  oficina  pública,  ó  á  cargo 
de  algún  funcionario  público,  será  castigado 
con  prisión  de  seis  á  treinta  meses. 

Si  el  culpable  fuere  el  mismo  funcionario 
público  que,  en  razón  de  sus  funciones,  te- 
nía la  custodia  de  los  instrumentos  ó  efec- 
tos expresados,  ó  de  los  actos  ó  documentos, 
la  pena  será,  además  de  la  inhabilitación 
mayor  de  funciones  públicas,  la  de  prisión 
por  tiempo  de  uno  á  cuatro  afios. 

Si  el  perjuicio  causado  ha  sido  leve,  ó  si 
el  culpable  ha  restituido  íntegro  el  acto  ó  el 
documento  sin  haber  tenido  ninguna  utili- 
dad y  antes  de  las  diligencias  procesales,  la 
pena  será,  en  él  caso  de  la  parte  primera 
del  presente  artículo,  la  de  priión  por  tiem- 
po de  tres  á  dieciocho  meses;  y  en  el  caso 
del  precedente  aparte,  la  de  prisión  de  seis 
meses  á  dos  afios,  é  inhabilitación  temporal 
de  funciones  públicas. 

Art.  207.  El  que  haya  sustraído  ó  con- 
vertido en  provecho  propio  ó  ajeno  ó  haya 
rehusado  entregar  á  quien  corresponden  de 
derecho,  los  objetos  dados  en  prenda  ó  pues- 
tos en  secuestro  que  se  hubieren  confiado  á 
su  custodia,  será  castigado  con  prisión  de 
seis  á  treinta  meses  y  multa  de  150  á  1.500 
bolívares. 

Si  el  culpable  fuere  el  propietario  mismo 
del  objeto  pignorado  ó  secuestrado,  la  pena 
será  la  de  prisión  de  uno  á  seis  meses  y 
multa  de  50  á  750  bolívares. 

Si  el  delito  se  ha  cometido  por  negligen- 
cia ó  imprudencia  del  depositario,  éste  será 
castigado  con  multa  de  25  á  500  bolívares. 

Si  el  valor  del  objeto  es  de  poca  importan- 
cia, ó  si  el  culpable  restituye  la  cosa  ó  paga 
el  precio  antes  del  procedimiento  judicial,  la 
pena  se  rebajará  de  una  sexta  á  una  tercera 
parte. 
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CAPITULO  X 

De  la  suposición  de  valimiento  con  los  fun- 
cionarios públicos. 

Art.  208.  Ef  que  dándose  valimiento  ó 
relaciones  de  importancia  é  influencia  con 
algún  funcionario  ó  empleado  público,  reci- 
ba ó  se  haga  dar  ó  prometer,  para  sí  ó  para 
otro,  dinero  ú  otras  ventajas,  bien  como  es- 
timulo ó  recompensa  de  su  mediación  con 
aquella  persona,  bien  á,  pretexto  de  comprar 
favores  ó  de  remunerar  beneficios,  será  cas- 
tigado con  prisión  de  seis  á  treinta  meses 
y  multa  de  25  á  760  bolívares. 

Si  el  culpable  es  un  funcionario  público, 
«e  le  impondrá  además,  como  pena  acceso- 
ria, la  inhabilitación  temporal  de  funciones 
públicas. 

PAPITULO  XI 

De  la  falta  de  cumplimiento  de  los  compromi- 
sos contraidos  y  de  los  fraudes  cometidos 
con  respecto  á  los  abastos  públicos. 

Art.  209  £1  que  con  desprecio  de  sus 
obligaciones  dé  lugar  a  que  falten  los  víve- 
res ú  otros  efectos  de  necesidad  en  un  esta- 
blecimiento ó  servicio  público,  ó  que  estén 
destinados  al  alivio  de  alguna  calamidad  pú- 
blica, será  castigado  con  prisión  de  tres  á 
dieciocho  meses  y  multa  de  60  á  260  bolí- 
vares. 

Si  la  falta  de  cumplimiento  fuere  tan  sólo 
por  negligencia,  el  culpable  será  castigado 
con  prisión  de  uno  á  seis  meses  y  multa  de 
100  á  1.600  bolívares. 

Art.  210.  £1  que  cometa  fraude  con  res- 
pecto á  la  eepecie,  calidad  ó  cantidad  de  los 
efectos  indicados  en  el  artículo  precedente, 
será  castigado  con  prisión  de  tres  á  treinta 
meses  y  multa  de  60  á  260  bolívares. 

Siempre  que  los  fraudes  de  que  se  trata 
tengan  por  objeto  otra  clase  de  abastos  des- 
tinados á  un  establecimiento  ó  servicio  pú- 
blico, la  pena  de  prisión  será  de  dos  meses 
á  un  afio  y  multa  de  100  á   1.600  bolívares. 

CAPITULO  XII 

Disposiciones  comunes  á  los  capítulos 
precedentes. 

Art.  211.  Para  los  efectos  de  la  ley  pe- 
nal, se  considerarán  como  funcionarios  pú- 
blicos: 

1.°  Todos  los  que  están  investidos  de 
funciones  públicas,  aunque  sean  transito- 
rias, remuneradas  o  gratuitas,  y  tengan  por 
objeto  el  servicio  de  la  República,  de  algún 


Estado  de  la  Unión,  sección,  distrito  ó  mu- 
nicipio, ó  de  algún  establecimiento  público 
de  cualquiera  de  estas  entidades. 

2.°    Los  Registradores  públicos. 

3.°  Los  agentes  de  la  fuerza  pública  y 
los  alguaciles  de  los  Tribunales. 

Asimílanse  á  los  funcionarios  públicos, 
desde  el  punto  de  vista  de  las  consecuen- 
cias legales,  los  jurados,  los  arbitros,  exper- 
tos, intérpretes,  testigos  y  Fiscales  durante 
el  ejercicio  de  sus  funciones. 

Art.  212.  Guando  la  ley  considera  la  cua- 
lidad de  funcionario  público  como  elemento 
constitutivo  ó  circunstancia  agravante  de 
alguna  infracción,  en  virtud  dé  haberse  co- 
metido ésta  en  razón  de  las  funciones  ejer- 
cidas por  el  empleado,  comprende  también 
el  caso  en  que  las  personas  indicadas  en  el 
artículo  precedente,  ya  no  tengan  la  cuali- 
dad de  funcionario  público  ó  no  ejerzan  es- 
tas funciones  en  el  momento  mismo  de  la 
infracción. 

Art.  213.  Cuando  para  cometer  un  delito 
se  valga  alguno  de  la  facultad  ó  de  los  me- 
dios especiales  que  le  ofrecen  al  efecto  las 
funciones  de  que  esté  investido,  se  le  apli- 
cará la  pena  señalada  al  delito  cometido, 
con  aumento  de  una  sexta  á  una  tercera 
parte,  á  no  ser  que  la  ley  ya  hubiere  tenido 
en  cuenta,  con  tal  fin,  la  cualidad  de  funcio- 
nario público. 

TITULO   IY 

DB  LOS  DELITOS  CONTRA  LA  ADMINISTRACIÓN 
DE  JUSTICIA 

CAPITULO  PRIMERO 
De  la  negativa  á  servicios  legalmente  debidos. 

Art.  214.  Todo  individuo  que  llamado 
por  la  Autoridad  judicial  en  calidad  de  tes- 
tigo, experto,  Médico,  Cirujano  ó  de  Intér- 
prete, se  excuse  de  comparecer,  alegando 
un  motivo  falso,  será  castigado  con  prisión 
de  quince  días  á  tres  meses,  ó  con  multa  de 
50  á  500  bolívares.  El  que  habiendo  compa- 
recido rehuse  sin  razón  legal  sus  deposicio- 
nes, ó  el  cumplimiento  del  oficio  que  ha  mo- 
tivado su  citación,  incurrirá  en  la  misma 
pena. 

Esta  disposición  se  aplicará  también  al 
jurado  que  se  excuse  invocando  un  motivo 
falso. 

Las  penas  establecidas  en  este  artículo 
no  se  aplicarán  sino  en  los  casos  en  que 
disposiciones  especiales  no  establezcan  otra 
cosa. 
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capitulo  n 

De  la  simulación  de  infracciones. 

Art.  215.  Cualquiera  que  denuncie  á  la 
autoridad  judicial  ó  á  algún  funcionario  de 
instrucción  alguna  infracción  supuesta  ó 
imaginaria,  será  castigado  con  prisión  de 
uno  á  quince  meses.  Al  que  simule  los  indi- 
cios de  una  infracción,  de  modo  que  dé  lugar 
á  un  principio  de  instrucción,  se  "impondrá 
la  misma  pena. 

El  que  ante  la  autoridad  judicial  declare 
falsamente  que  lia  cometido  ó  ayudado  á 
cometer  alguna  infracción,  á  menos  que  su 
declaración  sea  con  el  objeto  de  salvar  á  al- 
gún pariente  prójimo,  amigo  íntimo,  ó  á  su 
bienhechor,  incurrirá  igualmente  en  la  pro- 
pia pena. 

CAPITULO  III 

De  las  falsas  imputaciones. 

Art.  216.  £1  que  á  sabiendas  de  que  un 
.individuo  es  inocente,  lo  denunciare  ó  acu- 
sare ante  la  autoridad  judicial,  será  castiga- 
do con  prisión  de  seis  á  treinta  meses  y  con 
la  inhabilitación  temporal  de  funciones  pú- 
blicas. Y  el  que  contra  un  inocente  simule 
las  apariencias  ó  indicios  materiales  de  una 
infracción,  incurrirá  en  la  propia  pena. 

El  culpable  será  castigado  con  la  inhabi- 
litación mayor  de  funciones  públicas  y  pri- 
sión por  tiempo  de  dieciocho  meses  á  cinco 
años,  en  los  casos  siguientes: 

1.°  Cuando  el  delito  imputado  merece 
pena  corporal*  que  exceda  de  treinta  meses. 

2.°  Cuando  la  inculpación  mentirosa  ha 
causado  la  condenación  á  pena  corporal  de 
menor  duración. 

Si  la  condena  impuesta  ha'sido  á  una  pena 
más  fuerte  que  la  de  prisión,  la  pena  no 
bajará  de  cinco  afíos  de  prisión. 

Art.  217.  Las  penas  establecidas  en  el 
artículo  precedente  se  reducirán  á  la  tercera 
parte  si  el  individuo  culpado  del  delito  espe- 
cificado se  ha  retractado  de  sus  imputacio- 
nes ó  si  ha  revelado  la  simulación  antes  de 
cualquier  acto  de  enjuiciamiento  contra  la 
persona  agraviada.  Las  penas  dichas  sólo 
quedarán  reducidas  á  la  mitad,  si  la  retrac- 
tación ó  la  revelación  intervienen  antes  de 
la  sentencia  que  recaiga  con  motivo  de  la 
inculpación  mentirosa. 

CAPITULO  IV 
Del  falso  testimonio. 
Art.  218.     El  que  deponiendo  como  testi- 


go ante  la  autoridad  judicial  afirme  lo  falso 
ó  niegue  lo  cierto,  ó  calle  total  ó  parcialmen- 
te lo  que  sepa  con  relación  á  los  hechos  so- 
bre los  cuales  es  interrogado,  será  castigado 
con  prisión  de  quince  días  á  quince  meses  y 
con  la  inhabilitación  temporal  de  funciones 
públicas.  \ 

Si  el  falso  testimonio  se  ha  dado  contra 
algún  indiciado  por  delito,  ó  en  el  curso  de 
un  juicio  criminal,  la  prisión  será  de  seis  á 
treinta  meses;  y  si  concurren  esas  dos  cir- 
cunstancias, será  de,  dieciocho  meses  á  tres 
afíos. 

Si  el  falso  testimonio  ha  Bido  la  causa  de 
una  sentencia  condenatoria  á  pena  de  presi- 
dio abierto  ú  otra  superior,  la  prisión  será 
de  tres  a  cinco  afíos. 

Si  el  testimonio  se  hubiere  dado  sin  jura- 
mento, la  pena  se  reducirá  de  una  sexta  á 
una  tercera  parte. 

Art.  219.  Estará  exento  de  toda  pena 
por  el  delito  previsto  en  el  artículo  prece- 
dente: 

l.u  El  testigo  que  si  hubiera  dicho  la 
verdad  habría  expuesto  inevitablemente  su 
propia  persona,  la  de  un  pariente  próximo, 
amigo  íntimo  ó  bienhechor  á  un  peligro  gra- 
ve tocante  á  la  libertad  ó  al  honor. 

2.°  El  individuo  que  habiendo  manifes- 
tado ante  la  Autoridad  sus  nombres  y  cir- 
cunstancias, no  debió  habérsele  considera- 
do como  testigo  ó  no  se  le  advirtió  la  facul 
tad  que  tenía  de  abstenerse  de  declarar. 

Si  el  falso  testimonio  ha  expuesto  á  algu- 
na otra  persona  á  procedimiento  criminal  ó 
á  una  condena,  la  pena  se  reducirá  solamen- 
te de  la  mitad  á  las  dos  terceras  partes. 

Art.  220.  Estará  exento  de  toda  pena  re 
lativamente  al  delito  previsto  en  el  art.  218, 
el  que  habiendo  declarado  en  el  curso  de  un 
procedimiento  penal,  se  retracte  de  su  falso 
testimonio  y  deponga  conforme  á  la  verdad 
antes  de  cortarse  el  sumario  por  sobresei- 
miento, ó  antes  de  acabarse  el  debate  ó  jui- 
cio correspondiente. 

Si  la  retractación  se  efectúa  después,  ó  si 
se  refiere  á  una  falsa  deposición  en  materia 
civil,  la  pena  se  disminuirá  de  una  tercera 
parte  á  la  mitad,  siempre  que  la  retractación 
tenga  lugar  antes  del  fallo  definitivo  del 
asunto. 

Si  el  falso  testimonio  ha  sido  sólo  causa 
de  la  detención  de  alguna  persona  ó  de  al- 
gún otro  grave  perjuicio  á  la  misma,  única- 
mente se  rebajará  una  tercera  parte  en  el 
caso  de  la  parte  primera  del  presente  artícu- 
lo, y  la  sexta  parte  en  el  caso  del  primer 
aparte. 

Art.  221.  Las  disposiciones  de  los  ar- 
tículos precedentes  serán  también  aplica- 
bles á  los  expertos  é  intérpretes  que  llama- 
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dos  en  calidad  <le  tales  ante  la  Autoridad 
judicial,  den  informes,  noticias  ó  interpreta- 
ciones mentirosas. 

Art.  2*22.  El  que  haya  sobornado  á  un 
testigo,  perito  ó  intérprete  con  el  objeto  de 
hacerle  cometer  el  delito  previnto  en  el  ar- 
tículo 218,  será  castigado,  cuando  el  falso 
testimonio,  peritaje  ó  interpretación  se  ha- 
yan efectuado,  con  las  penas  siguientes: 

1.°  En  el  caso  de  la  parte  primera  del 
articulo  218,  con  prisión  de  cuarenta  y  cinco 
días  á  dieciocho  meses. 

2."  En  los  casos  previstos  en  el  primer 
aparte  de  dicho  artículo,  con  prisión  de  uno 
á  tres  afios,  y  de  dos  á  cuatro  afios,  respec- 
tivamente, si  concurren  las  dos  circunstan- 
cias indicadas  en  el  citado  aparte. 

3  °  En  el  caso  del  segundo  aparte  del 
misino  artículo,  con  prisión  de  cuatro  á  cin- 
co afios 

Si  el  falso  testimonio,  peritaje  ó  interpre- 
tación han  sido  hechos  sin  juramento,  la 
pena  se  reducirá  de  una  sexta  á  una  tercera 
parte.  / 

El  que  por  medio  de  amenazas,  regalos  ú 
ofrecimientos  haya  solamente  tentado  so 
bornar  á  un  testigo,  perito  ó  intérprete,  in- 
currirá en  las  penas  establecidas  por  las 
disposiciones  anteriores,  pero  limitadas  á 
una  terrera  parte. 

En  el  caso  de  que  la  condena  no  tenga 
por  consecuencia  la  inhabilitación  mayor, 
me  le  aplicará  la  temporal  de  funciones  pú- 
blicas. 

Todo  lo  que  hubiere  dado  el  sobornador 
será  confiscado. 

Art.  223.  Si  el  culpable  del  delito  previs- 
to en  el  articulo  precedente  es  el  enjuiciado 
mismo,  su  cónyuge,  ascendiente,  descen- 
diente ó  colateral  hasta  el  cuarto  grado  de 
consanguinidad  ó  afinidad,  siempre  que  no 
hubiere  expuesto  á  otra  persona  á  procedi- 
mientos penales  ó  á  una  condena,  las  penas 
establecidas  se  rebajarán  de  la  mitad  á  dos 
tercios. 

Art.  224.  Cuando  el  falso  testimonio, 
peritaje  ó  interpretación  hubieren  sido  re- 
tractados de  la  manera  y  en  la  oportunidad 
indicadas  en  el  art.  220,  la  pena  en  que  in- 
curre el  culpado  del  delito  previsto  en  el  ar 
tico l o  222  será  disminuida  en  la  proporción 
de  una  sexta  á  una  tercera  parte. 

Art.  225.  El  que  siendo  parte  en  un  jui- 
cio civil  incurriere  en  perjurio,  será  castiga- 
do con  prisión  de  tres  á  quince  meses,  multa 
de  60  á  1.500  bolívares  é  inhabilitación  tem- 
poral de  funciones  públicas. 

Si  el  culpable  se  retracta  antes  de  termi- 
nar el  litigio,  la  prisión  será  de  quince  días 
A  tres  meses. 


CAPITULO  V 
De  la  prevaricación. 

Art.  226.  El  mandatario,  Abogado,  Pro- 
curador, Consejero  ó  Director  que  perjudi- 
que por  colusión  con  la  parte  contraria  ó  por 
otro  medio  fraudulento  la  causa  que  se  le 
haya  confiado,  ó  que  en  una  misma  causa 
sirva  al  propio  tiempo  á  partee  de  intereses 
opuesto*,  será  castigado  con  prisión  de  cua- 
renta y  cinco  días  á  quince  meses,  inhabili- 
tación temporal  de  funciones  públicas,  sus- 
pensión del  ejercicio  de  su  profesión  por 
tiempo  igual  y  multa  de  60  á  1.600  bolívares. 

Cualquiera  de  los  individuos  arriba  indi 
cados  que  después  de  haber  defendido  á  una 
de  las  partes,  y  sin  el  consentimiento  de  ella, 
se  encargue,  en  la  misma  causa,  de  la  defeu- 
sa  de  la  parte  contraria,  será  castigado  con 
prisión  de  uno  á  tres  meses  y  multa  de  260 
á  2.500  bolívares. 

Art.  227.  Los  mandatarios,  apoderados  ó 
defensores  especificados  en  el  artículo  pre- 
cedente que,  en  causa  crimina}  y  fuera  de 
los  casos  previstos  en  el  mismo  artículo,  con 
desprecio  de  sus  deberes  profesionales,  per- 
judiquen maliciosamente  al  enjuiciado  quo 
defienden,  serán  castigados  qon  prisión  di* 
quince  días  á  dieciocho  meses,  inhabilita- 
ción temporal  de  funciones  públicas  y  sus 
pensión  del  ejercicio  de  su  profesión  por 
tiempo  igual. 

Si  el  defendido  estaba  encausado  por  álT 
gún  delito  que  merezca  pena  corporal  de 
treinta  meses  ó  másf  la  pena  de  prisión  será 
por  tiempo  de  dieciocho  meses  á  tres  afios. 

Art.  228.-  Cualquiera  de  los  individuos  á 
que  se  refiere  el  artículo  precedente,  que  se 
haga  entregar  de  su  cliente,  dinero  ú  otras 
cosas,  á  pretexto  de  procurar  el  favor  de 
testigos,  peritos,  intérpretes,  representan- 
tes del  Ministerio  público,  Magistrados,  Con- 
jueces ó  jurados  que  hubieren  de  decidir  en 
la  causa,  será  castigado  con  prisión  de  uno 
á  tres  afios,  multa  de  60  á  1.500  bolívares, 
inhabilitación  temporal  de  funciones  públi- 
cas y  suspensión  del  ejercicio  de  su  profe- 
sión por  tiempo  igual. 

CAPITULO  VI 
Del  encubrimiento. 

Art.  229.  Todo  individuo  que  después  de 
haberse  cometido  un  delito  que  merezca 
pena  de  prisión  por  Jo  menos,  sin  estar  pre- 
viamente concertado  con  su  autor,  ni  haber 
contribuido  á  las  consecuencias  del  hecho, 
lo  haya  ayudado  á  asegurar  los  efectos  ó 
provechos  del  delito,  ó  á  eludir  las  pesquisas 
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de  la  autoridad,  será  castigado  con  prisión 
de  seis  á  treinta  meses,  pero  sin  pasar  de  la 
mitad  dei  tiempo  de  la  pena  aplicable  al  de- 
lito mismo.  £1  que  hubiere  favorecido  al 
autor  del  delito  con  el  fin  de  que  se  sustra- 
jere á  la  acciln  de  la  justicia  ó  á  la  ejecu- 
ción de  su  condena;  y  también  el  que  hubie- 
re, de  alguna  manera,  suprimido,  alterado  ó 
destruido  los  indicios  ó  vestigios  de  un  de- 
lito castigable  con  la  pena  indicada,  incu- 
rrirán en  la  misma  pena. 

Si  se  trata  de  otras  infracciones,  la  pena 
será  multa  de  100  á  600  bolívares. 

Estará  exento  de  toda  pena  el  que  come- 
ta el  hecho  en  favor  de  los  parientes  á  que 
se  refiere  el  art.  223,  de  su  amigo  íntimo  ó 
de  su  bienhechor. 

CAPITULO  VII 

Déla  fuga  de  presos  y  de  los  que  quebranten 
la  condena. 

Art.  230.  Cualquiera  que,  hallándose  de- 
tenido, se  fugare  del  establecimiento  en 
que  se  encuentra,  haciendo  uso  de  medioa 
violentos  contra  las  personas  ó  las  cosas, 
será  castigado  con  prisión  de  cuarenta  y 
cinco  días  á  nueve  meses. 

Esta  pena  la  aplicará,  con  conocimiento 
de  causa  y  audiencia  del  fugado,  el  Tribu- 
nal ordinario  en  lo  criminal  de  la  respectiva 
jurisdicción. 

Art  '¿31.  Si  el  que  se  fugare  estuviere 
ya  sentenciado  Ó  cumpliendo  su  condena,  y 
verificare  la  fuga  con  violencia  contra  las 
personas  ó  las  cosas,  sufrirá  un  agravamien- 
to de  la  pena  de  un  octavo  á  un  cuarto  del 
tiempo  de  la  condena  que  le  falte  por  cum- 
plir, con  tal  que  con  esa  agravación  no  se 
exceda  del  máximum  legal  de  la  pena  res- 
pectiva. En  caso  de  exceso,  se  sustituirá  el 
aumento  con  agravación  del  trabajo  u  ocu- 
pación á  que,  según  la  pena,  esté  sometido 
el  fugado. 

La  Corte  de  casación,  á  quien  se  dará 
cuenta,  con  remisión  de  las  pruebas  del  ca- 
so, evacuadas  con  audiencia  del  reo,  será  la 
competente  para  las  resoluciones  que  deban 
dictarse,  conforme  á  tete  artículo. 

Art.  232.  El  que  de  alguna  manera  pro- 
cure ó  facilite  la  fuga  de  un  preso,  será  cas- 
tigado con  prisión  de  quince  días  á  quince 
meses,  teniéndose  en  cuenta  la  gravedad  de 
la  inculpación  ó  la  naturaleza  y  duración  de 
la  pena  que  le  queda  por  sufrir. 

Si  para  procurar  ó  favorecer  la  evasión,  el 
culpable  ha  hecho  uso  de  alguno  de  los  me- 
dios indicados  en  el  art.  230,  la  pena  será 
de  uno  á  tres  años,  cuando  la  fuga  se  lleve 
á  cabo;  y  cuando  ésta  no  se  verifique,  será 


de  seis  á  quince  meses.  En  uno  y  en  otro 
caso  se  deberá  tener  en  cuenta  la  gravedad 
tle  la  inculpación  ó  la  naturaleza  y  duración 
de  la  pena  aún  no  cumplida. 

Si  la  persona  culpable  es  pariente  próxi- 
mo del  preso,  la  pena  quedará  reducida  de 
un  sexto  á  la  mitad,  según  la  proximidad 
del  parentesco,  y  sucederá  lo  misino  en  el 
caso  de  que  el  preso  fuere  amigo  íntimo  6 
bienhechor  del  culpado. 

Art.  233.  El  funcionario  público  qué,  en- 
cargado de  la  conducción  ó  custodia  de  un 
detenido  ó  sentenciado,  procure  ó  facilite 
de  alguna  manera  su  evasión,  será  castiga- 
do con  prisión  por  tiempo  de  seis  á  treinta 
meses,  y  de  dieciocho  meses  á  tres  arlos,  ai 
el  evadido  hubiera  estado  sufriendo  la  pena 
de  presidio  cerrado.  Cuando  la  condena  no 
entraña  como  consecuencia  la  inhabilitación 
mayor,  se  agregará  la  temporal  de  funciones 
públicas. 

Si  para  procurar  ó  facilitar  la  evasión,  el 
culpable  ha  prestado  mano  fuerte  á  loa 
actos  de  violencia  de  que  habla  el  artícu- 
lo 230,  ó  si  para  ello  ha  dado  las  armas 
ó  los  instrumentos  ó  no  ha  impedido  que 
se  le  suministren,  la  pena  será  la  inhabili- 
ción  mayor  de  funciones  públicas;  y  la  pri- 
sión de  doce  meses  á  cuatro  afios,  si  la  eva- 
sión se  efectúa;  ó  de  seis  meses  á  dos  afios 
en  caso  contrario. 

Cuando  la  evasión  haya  tenido  lugar  por 
negligencia  ó  imprudencia  del  funciona- 
rio público,  éste  será  castigado  con  pri- 
sión de  cuarenta  y  cinco  días  á  doce  me- 
ses; y  si  el  evadido  estaba  sufriendo  la 
pena  de  presidio  cerrado,  el  tiempo  de 
la  prisión  será  de  seis  á  dieciocho  me- 
ses. En  todo  caso  se  aplicará  también  la 
inhabilitación  temporal  de  funciones  pú- 
blicas. 

Para  la  imposición  de  la  pena  siempre 
se  tomará  en  cuenta  la  gravedad  de  K  in- 
fracción enjuiciada  ó  la  naturaleza  y  do- 
ración  de  la  pena  que  aun  falte  por  su- 
frirse. 

Art.  234.  Las  penas  establecidas  en  loa 
artículos  precedentes  se  aumentarán  con 
una  tercera  parte,  cuando  las  violencias 
previstas  en  los  mismos  artículos  se  hubie- 
ren cometido  con  armas,  ó  por  efecto  de  un 
plan  concertado  Si  el  culpable  sufriere  pre- 
sidio cerrado,  el  aumento  de  trabajo  lo 
fijará  la  Corte  de  casación,  conforme  al  ar- 
tículo 231. 

Art,. 235.  El  funcionario  público  que,  en- 
cargado de  la  custodia  ó  conducción  de  al- 
gún detenido  ó  sentenciado,  le  permita,  sin 
estar  para- el  lo  autorizado,  salir,  siquiera  sea 
temporalmente,  del  lugar  en  que  debe  per- 
manecer detenido,  ó  del  lugar  en  que  debe 
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safrir  su  condena,  será  castigado  con  pri- 
sión de  quince  días  á  seis  meses. 

£11  el  caso  de  qne,  por  causa  de  aquel 
permiso,  el  detenido  ó  sentenciado  llegue 
a  fugarse,  la  prisión  será  de  tres  meses  á 
á  dos  años. 

Art.  236.  Cuando  el  fugado  se  constitu- 
ya espontáneamente  preso,  la  pena  estable- 
cida en  los  artículos  anteriores  se  rebajará 
ana  quinta  parte. 

Art.  237.  El  funcionario  público  que 
siendo  culpable  de  los  hechos  respectiva- 
mente previstos  en  el  segundo  aparte  del 
artículo  233,  baya  logrado,  dentro  de  los 
tres  meses  siguientes  á  la  fuga,  la  captura 
de  los  evadidos  ó  su  presentación  á  la  Au- 
toridad, estará  exento  de  toda  pena  y  no 
sufrirá  el  aumento  establecido  en  el  aparte 
del  art.  235. 

Art.  238.  Fuera  de  los  casos  previstos 
por  otras  disposiciones  del  presente  Código, 
el  sentenciado  que  se  sustraiga  al  cumplí- 
mienio  de  las  condenas  que  se  expresan  á 
continuación,  será  castigado: 

1.°  Si  se  trata  /le  la  inhabilitación  de 
funciones  públicas  ó  de  la  suspensión  del 
ejercicio  de  una  profesión,  arte  ó  indus- 
tria, se  le  aplicará  prisión  de  uno  á  seis 
meses  ó  multa  de  100  á  1.500  bolívares,  sin 
perjuicio  de  la  pena  á  que  hubiere  sido  con- 
denado. 

2.o  Si  se  trata  de  la  vigilancia  especial 
de  la  Autoridad  pública,  se  le  aplicará  pri- 
sión de  quince  días  á  seis  meses,  y  el  curso 
de  la  pena  de  vigilancia  quedará  en  suspen- 
so durante  la  detención  preventiva  y  la  pri- 
sión impuesta. 

CAPITULO  VIH 

De  la  prohibición  de  hacerse  justicia 
por  si  mismo. 

Art.  239.  El  que  con  el  objeto  solo  de 
ejercer  algún  pretendido  derecho  se  haga 
justicia  por  sí  mismo,  haciendo  uso  de  vio- 
lencia sobre  las  cosas,  cuando  podía  haber 
ocurrido  á  la  Autoridad,  será  castigado  con 
multa  de  50  á  250  bolívares. 

Si  el  culpable  se  valiere  de  amenaza  ó  de 
violencia  contra  las  personas,  aunque  no  ha- 
ya empleado,  violencia  sobre  las  cosas,  será 
castigado  con  prisión  de.  uno  á  seis  meses, 
ó  confinamiento  de  tres  meses  á  un  año,  ó 
con  malta  de  100  á  500  bolívares. 

Si' la  violencia  se  ha  cometido  con  armas, 
será  castigado  aumentando  en  la  mitad  más 
.  de  la  pena  establecida,  sin  perjuicio  de  que 
si  resultare  cometida  lesión  corporal  ó  algún 
otro  delito,  sea  castigado  con  la  pena  corres 
pondiente  á  estas  infracciones. 


Art.  240.  Cuando  el  culpable  del  delito 
previsto  en  el  artículo  precedente  comprue- 
be la  existencia  del  derecho,  se  disminuirá 
la  pena  de  un  tercio  á  ia  mitad. 

CAPITULO  IX 
Del  duelo. 

Art.  241.  El  que  sin  ofensa  grave  hubie- 
re provocado  un  duelo,  aun  cuando  no  se 
hubiere  aceptado,  será  castigado  con  inulta 
de  50  á  250  bolívares;  y  si  él  ha  sido  la  cau- 
sa injusta  y  determinante  del  hecho  que  ha- 
ya dado  lugar  á  la  provocación,  lo  será  con 
prisión  de  tres  á  treinta  días. 

El  provocado  que  acepte  el  reto,  si  á  su 
vez  ha  sido  la  causa  injusta  y  determinante 
del  hecho  que  motivare  la  provocación,  in- 
currirá en  las  mismas  penas. 
■  Art.  242.  El  que  comunique  una  provo- 
cación de  duelo,  será  castigado  con  multa 
de  25  á  260  bolívares;  pero  quedará  exonera- 
do de  la  pena,  si  ha  impedido  el  desafío. 

Art.  243.  En  el  caso  de  homicidio  en  un 
duelo,  el  combatiente  que  hubiere  causado 
la  muerte  será  castigado  con  pena  de  uno  á 
cuatro  años  de  prisión  y  multa  penal  hasta 
el  máximum,  siempre  que  él  haya  sido  el 
autor  de  la  ofensa  origen  del  duelo. 

Cuando  sólo  hubieren  resultado  heridas  ó 
lesiones,  se  castigarán  con  prisión  de  seis 
meses  á  dos  años,  según  la  gravedad. 

Cuando  el  que  hubiere  causado  la  muerte 
ó  las  heridas  fuere  el  ofendido,  se  le  aplica- 
rán las  penas  mencionadas,  con  la  rebaja  de 
la  mitad  á  las  tres  cuartas  partes,  siempre 
que  no  sea  provocador,  en  cuyo  caso  se  le  re- 
bajará sólo  la  tercera  parte. 

Ar£.  244.  Cuando  el  duelo  hubiere  resul- 
tado homicidio  ó  heridas  por  fraude  ó  alevo- 
sía de  parte  del  matador  ó  heridor,  se  le  im- 
pondrá el  máximum  de  las  penas  estableci- 
das en  este  Código  para  el  homicidio  ó  las 
lesiones. 

Art.  245  Cuando  por  consecuencia  del 
duelo  no  hubiere  homicidio  ni  heridas,  el 
hecho  se  castigará  con  el  doble  de  las  penas 
establecidas  en  los  arts.  241;  242  y  247. 

Art.  246.  Se  considerarán  como  circuns- 
tancias agravantes  de  la  pena  en  todos  los 
casos  de  duelo: 

1.°  El  hecho  sólo  de  usar  armas  de  pre- 
cisión ó  repetición  en  el  desafío. 

2°  El  de  batirse  en  condiciones  designa- 
les/por  razón  de  la  edad,  salud,  destreza  ú 
otras  análogas,  ó  sin  testigos  ó  padrinos,  ó 
con  fraude  ó  violación  de  las  condiciones 
que  hayan  sido  establecidas. 

3.°  La  elección  del  lugar  del  desafío,  con 
objeto  de  hacer  inminente  el  peligro  de  los 
combatientes. 
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4.°  La  distancia  menor  de  veinte  pasos 
y  demás  condiciones  á  que,  con  el  mismo 
objeto,  se  sometan  los  duelistas  para  efec- 
tuar el  desafío,  de  modo  que  se  haya  he- 
cho inevitable  la  muerte  ó  herida  de  uno  de 
ellos. 

Art.  247.  Los  padrinos  del  duelo  serán 
castigados  con  una  pena  que  se  fijará  de  la 
mitad  á  la  cuarta  parte  de  la  en  que  incurran 
los  combatientes,  en  los  casos  que  siguen: 

1.°  Cuando  en  vez  de  procurar  evitar  el 
duelo,  han  propendido  con  ligereza  ó  impru- 
dencia á  su  realización. 

2.°  Guando  han  establecido  ó  permitido 
que  el  duelo  se  efectúe  en  las  condiciones 
prohibidas  que  prevé  el  artículo  anterior. 

Art.  248.  Cualquiera  que  denostare  pú- 
blicamente á  una  persona,  ó  la  expusiere  de 
alguna  manera  al  menosprecio  público,  sea 
por  no  haber  provocado  un  duelo,  sea  por  no 
haberlo  aceptado,  será  castigado  con  prisión 
de  quince  días  á  seis  meses. 

£1  que  los  haya  excitado  al  duelo,  mos- 
trándoles su  desprecio  ó  amenazándolos,  in- 
currirá en  la  misma  pena. 

Art.  249.  Cuando  alguno  haya  provocado 
un  duelo  ó  amenazado  provocarlo  con  la  in- 
tención de  lucrar  dinero  ú  otros  objetos,  se 
le  aplicarán,  según  los  casos,  las  disposicio- 
nes de  los  artículos  414  ó  416. 

TITULO  V 

DE    LOS    DE.ITOS    CONTRA    BL    ORDEN    PÚBLICO 

CAPITULO  PRIMERO 
De  {a  instigación  á  delinquir. 

Art.  250.  Cualquiera  que  instigare  pú- 
blicamente á  otro  á  cometer  una  infracción 
determinada,  por  el  solo  hecho  de  la  insti- 
gación será  castigado: 

1 .°  Si  se  trata  de  un  delito  para  el  cual 
se  haya  establecido  qna  pena  más  fuerte  que 
la  de  prisión,  con  prisión  de  dieciocho  á 
treinta  meses. 

2.°  Si  se  trata  de  un  delito  cuya  pena  sea 
de  prisión,  con  prisión  de  tres  á  doce  meses. 

3.°  En  todos  los  demás  casos,  con  multa 
de  60  á  600  bolívares. 

En  los  casos  de  los  r.úms.  2.°  y  8.°  nunca 
podrá  pasarse  de  la  tercera  parte  de  la  pena 
señalada  á  la  infracción  á  que  se  refiere'  la 
instigación. 

Art.  251.  El  que  públicamente  excitare  á 
la  desobediencia  de  las  leyes  ó  al  odio  de 
unos  habitantes  contra  otros,  de  modo  que 
se  ponga  en  peligro  la  tranquilidad  pública, 
será  castigado  con  prisión  de  cuarenta  y  cin- 
co días  á  seis  meses  y  multa  de  25  á  800 
bolívares. 


CAPITULO  II 
De  la  asociación  para  delinquir. 

Art.  252.  Cuando  más  de  dos  personas 
se  asocian  para  cometer  delitos,  sin  un  fio 
político,  contra  la  administración  de  justicia, 
la  fe  pública,  la  seguridad  pública,  las  bue- 
nas costumbres  ó  el  orden  de  la  familia,  ó 
contra  las  personas  ó  las  propiedades,  cada 
una  de  ellas  será  castigada,  por  el  solo  hecho 
de  la  asociación,  con  prisión  de  seis  á  treinta 
meses. 

Si  los  asociados  recorren  los  campos  ó  loa 
caminos,  y  si  dos  de  ellos,  por  lo  menos,  lle- 
van armas  ó  las  tienen  en  algún  lugar  deter- 
minado, la  pena  será  de  prisión  por  tiempo 
de  dieciocho  meses  á  cuatro  afios. 

Los  promotores  ó  jefes  de  la  asociación 
incurrirán  en  la  pena  de  prisión  de  dieciocho 
meses  á  cuatro  afios,  en  el  caso  de  la  prime- 
ra parte  del  presente  artículo,  y  de  treinta 
meses  á  cinco  afios.  en  el  caso  del  aparte 
precedente. 

La  pena  de  la  vigilancia  especial  de  la  au- 
toridad pública  se  impondrá,  en  todo  caso, 
accesoriamente  á  las  penas  que  se  estable- 
cen por  el  presente  artículo. 

Art.  258.  El  que  fuera  de  los  casos  pre- 
vistos en  el  art.  64,  dé  á  los  asociados  ó  á 
alguno  de  ellos  amparo  ó  asistencia,  ó  les 
procure  subsistencia,  será  castigado  con  pri- 
sión de  tres  á  seis  meses. 

El  que  ampare  ó  proporcione  víveres  á  un 
deudo,  amigo  íntimo  ó  bienhechor,  queda- 
rá exento  de  pena. 

Art.  254.  En  lo  que  concierne  á  los  deli- 
tos cometidos  por  todos  ó  alguno  de  los  aso- 
ciados durante  la  existencia  de  la  asociación 
ó  con  motivo  de  ella,  la  pena  que  resulte  por 
la  aplicación  del  art.  77  se  agravará  con  el 
aumento  de  una  sexta  á  una  tercera  parte. 

Art.  255.  El  que  haya  tomado  parte  en 
una  asociación  con  el  objeto  de  cometer  los 
delitos  previstos  en  el  art.  251,  será  castiga- 
do con  prisión  de  tres  á  nueve  meses  y  mul- 
ta de  50  á  1.500  bolívares. 

CAPITULO  III 

De  los  que  excitan  á  la  guerra  civil,  organi- 
zan cuerpos  armados  ó  causan  perturba- 
ción en  el  público  H 

Art.  256.  El  que  sin  un  fin  político  haya 
ejecutado  algún  acto  que  tenga  por  objeto 
exponer  alguna  parte  de  la  República  ó  de 
uno  de  sus  Estados  á  la  devastación  ó  al  sa- 
queo, será  castigado  con  prisión  de  dieci-  * 
ocho  meses  á  cinco  afios.  Si  la  tentativa  se 
efectuare,  siquiera  en  parte,  se  impondrá  la 
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pena  de  presidio  abierto  de  cinco  á  naeve 
años. 

Art.  267.  Fuera  de  loe  casos  previstos  en 
el  art.  133,  el  qne  para  cometer  ana  infrac- 
ción determinada  haya  formado  un  cuerpo 
armado  ó  ejerza  en  él  un  mando  superior  ó 
alguna  función  especial,  será  castigado  por 
este  solo  hecho  con  prisión  de  dieciocho  me- 
ses á  tres  y  medio  afios.  . 

Los  demás  individuos  que  bagan  parte  del 
onerpo  armado,  se  castigarán  con  prisión  de 
«eis  á  dieciocho  meses. 

Si  la  pena  señalada  á  la  infracción  es  la  de 
prisión,  ésta  se  impondrá  siempre  en  lugar 
de  la  de  presidio. 

Serán  aplicables  las  disposiciones  de  loe 
arts.  135  y  263  del  presente  Código. 

Art.  268.  El  que  sin  estar  legal  mente  au- 
torizado forme  un  cuerpo  armado,  aun  cuan- 
do no  esté  destinado  á  cometer  infracciones, 
será  castigado  con  prisión  de  tres  á  seis  me- 
ses y  multa  de  60  á  600  bolívares. 

Art.  269.  Todo  individuo  que  con  el  solo 
objeto  de  producir  el  terror  en  el  público,  de 
suscitar  un  tumulto  ó  de  causar  desórdenes 
públicos,  haga  estallar  bombas,  granadas  ú 
otros  aparatos  ó  materias  explosivas,  ó  tam- 
bién amenace  con  un  desastre  de  peligro  co- 
mún, será  castigado  con  prisión  de  tres  A 
quince  meses. 

Si  la  explosión  ó  la  amenaza  se  producen 
en  el  lugar  y  al  tiempo  de  una  reunión  pú- 
blica, ó  si  ocurren  en  ocasión  en  que  hay  pe- 
ligro para  el  mayor  número  de  gente,  ó  en 
épocas  de  agitación,  calamidad  ó  desastre 
públicos,  la  prisión  se  impondrá  por  tiempo 
de  tres  á  treinta  meses. 

Deberá  imponerse  como  pena  accesoria  á 
la  de  prisión  la  de  la  vigilancia  especial  de 
la  autoridad  pública. 

TITULO  TI 
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CAPITULO  PRIMERO 

De  la  falsificación  ¿le  menéelas  ó  de  títulos 
de  crédito  público. 

Art.  260.  Será  castigado  con  presidio 
abierto  de  cuatro  á  ocho  afios: 

1.°  Cualquiera  que  haya  falsificado  la 
moneda  nacional  ó  extranjera  que  tenga  cur- 
so legal  ó  comercial  dentro  ó  fuera  de  la  Re- 
pública. * 

2.o  El  que  de  alguna  manera  haya  alte- 
rado la  moneda  legal  para  darle  apariencia 
de  mayor  valor. 

3.°  El  que  de  concierto  con  alguno  que 
hubiere* ejecutado  ó  contribuido  á  ejecutar 


la  falsificación  ó  alteración  de  la  moneda,  la 
haya  introducido  en  la  República,  héchola 
correr  ó  puéstola  en  circulación  de  alguna 
manera. 

La  misma  pena  se  le  aplicará,  si  ha  facili- 
tado á  otros  los  medios  de  hacerla  correr,  ó 
de  ponerla  en  circulación  de  otra  manera. 

Si  el  valor  legal  ó  comercial  representado 
por  las  monedas  falsificadas  ó  alteradas  es 
de  importancia,  la  pena  será  de  cinco  á  diez 
afios. 

Si  el  valor  intrínseco  de  las  monedas  fal- 
sificadas es  igual  ó  mayor  que  el  de  las  mo- 
nedas legales,  la  pena  será  prisión  de  uno  á 
tres  afios. 

Art.  261 .  El  que  alterare  la  moneda  legal 
por  medio  de  cualquier  procedimiento  que 
disminuya  su  peso  de  ley,  será  castigado  con 
prisión  de  seis  á  treinta  meses.  Y  al  que  de 
concierto  con  quien  así  la  hubiere  alterado, 
ejecute  alguno  de  los  actos  especificados  en 
el  número  3.°  del  artículo  precedente,  se  le 
aplicará  la  misma  pena. 

Art.  262.  Todo  individuo  que  sin  estar 
de  acuerdo  con  el  que  haya  ejecutado  ó  con- 
tribuido á  ejecutar  la  falsificación  ó  altera- 
ción, ponga  en  circulación  monedas  falsifica- 
das o  alteradas,  á  sabiendas  de  que  lo  están, 
será  castigado  con  prisión  de  uno  á  tres 
meses. 

Art.  263.  Las  penas  establecidas  en  los 
artículos  precedentes  serán  reducidas  de  la 
octava  á  la  cuarta  parte,  si  la  falsificación 
puede  reconocerse  á  primera  vista. 

Art.  264.  El  que  haya  fabricado  ó  con- 
servado instrumentos  exclusivamente  desti- 
nados á  la  falsificación  ó  alteración  de  mo- 
nedas, será  castigado  con  prisión  de  seis  á 
treinta  meses. 

Art.  266.  Siempre  que  los  delitos  previs- 
tos en  los  artículos  precedentes  sean  casti- 
gados con  presidio  abierto,  se  impondrán 
también,  como  penas  accesorias,  la  multa 
penal  y  la  vigilancia  especial  de  la  autoridad 
pública. 

Art.  266.  El  culpable  de  alguno  de  los 
delitos  provistos  en  los  artículos  precedentes, 
si  antes  que  la  autoridad  tenga  conocimiento 
del  hecho  trata  de  impedir  la  falsificación, 
alteración  ó  circulación  de  las  monedas  fal- 
sificadas ó  alteradas,  quedará  exento  de  la 
pena. 

Art.  267.  Para  determinar  los  efectos  de 
la  ley  penal,  se  asimilarán  á  la  moneda  los 
títulos  de  crédito  público. 

Por  estas  expresiones  deben  entenderse 
los  títulos  y  cédulas  al  portador,  emitidos 
por  el  Gobierno,  que  constituyan  títulos  ne- 
gociables, y  los  demás  papeles  qne  tengan 
curso  legal  ó  comercial,  emanados  de  esta- 
blecimientos autorizados  para  emitirlos. 
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CAPITULO    II 

De  la  falsificación  de  sellos,  timbres  públicos 
y  marcas. 

Art.  268.  Todo  el  que  haya  falsificado 
los  sellos  nacionales  que  están  destinados 
á  autenticar  los  actos  del  Gobierno,  será 
castigado  con  prisión  d**  dieciocho  meses  á 
tres  años  y  el  máximum  de  la  multa  penal,  i 
y  asimismo,  todo  el  que  haya  hecho  uso  del 
sello  falso.     . 

Art.  269.  Todo  individuo  que  haya  fal- 
sificado el  sello  de  alguna  de  las  Autorida- 
des nacionales,  el  de  alguno  de  las  de  los 
Estados  de  la  Unión,  ó  de  algún  distrito, 
sección,  Municipio  ó  establecicimiento  pú- 
blico; el  sello  de  un  Registrador,  Tribunal  ó 
de  cualquiera  otra  oficina  pública,  será  cas- 
tigado con  prisión  de  tres  á  doce  meses  y 
multa  de  50  á  760  bolívares.  A)  que  hu- 
biere hecho  uso,  á  sabiendas,  de  los  se- 
llos falsos,  aun  cuando  la  falsificación  sea 
obra  de  un  tercero,  se  le  aplicarán  las  mis- 
mas penas. 

Art.  270.  Todo  individuo  que  haya  fal- 
sificado los  timbres,  punzones  ú  otras  mar- 
cas destinadas,  por  virtud  de  una  disposi- 
ción de  la  ley  ó  del  Gobierno,  á  establecer 
la  autenticidad  de  un  acto,  será  castigado 
con  prisión  de  seis  á  treinta  meses  y  mul- 
ta de  26  á  1.500  bolívares.  Al  que  hubiere 
hecho  uso,  á  sabiendas,  de  los  dichos  ob- 
jetos falsos,  aun  cuando  la  falsificación  sea 
obra  de  un  tercero,  se  le  aplicarán  las  mis- 
mas penas. 

Al  que  sin  haber  contribuido  á  la  falsifl 
cación  ponga  en  venta,  á  sabiendas,  los  ob- 
jetos que  lleven  la  impresión  de  las  dichas 
marcas  falsificadas,  se  le  impondrán  tam- 
bién las  mismas  penas. 

Art.  271.  £1  que  haya  falsificado  sola- 
mente los  moldes  de  los  objetos  indicados 
en  los  artículos  precedentes,  empleando  uu 
medio  inadecuado  para  la  reproducción  y 
distinto  del  uso  de  los  instrumentos  falsi- 
ficadas, será  castigado  con  prisión  de  tres 
á  dieciocho  meses,  en  el  caso  del  art.  268;  y 
de  tres  á  seis  meses  en  el  ca&o  de  los  artícu- 
los 269  y  270;  y  siempre  se  aplicará  la  mul- 
ta de  50  á  600  bolívares. 

Art.  272.  £1  que  haya  falsificado  el  pa- 
pel sellado,  las  estampillas  ó  el  timbrado 
del  papel  oficial,  será  castigado  con  prisión 
de  doce  á  treinta  meses  y  multa  .de  500  á 
1.500  bolívares. 

Art.  273.  Cualquiera  que  haya  falsifica- 
do los  sellos  para  el  papel  sellado,  para  las 
estampillas  ó  para  alguna  otra  impresión 
timbrada,  será  castigado  con  prisión  de  tres 
á  quince  meses  y  multa  de  25  á  500  bolíva- 


res; y  también  el  que  haya  falsificado  al- 
gún papel  especial  .que  esté  destinado  ex- 
presamente para  la  impresión  de  los  sellos 
dichos. 

Art.  274.  £1  que,  á  sabiendas,  haya  he- 
cho uso  «leí  papel  sellado  falsificado,  impre- 
siones timbradas  con  el  misino  vicio  ó  es- 
tampillas falsas;  y  también  el  que  del  mis- 
mo modo  hubiere  puesto  en  venta  estos  ob- 
jetos ó  de  otro  modo  los  haya  lanzado  4 
la  circulación,  será  castigado  con  prisión  de 
tres  á  quince  meses  y  multa  de  25  á  260  bo- 
lívares. 

Art.  276.  £1  que  sin  haber  participado 
de  ninguno  de  los  delitos  especificados  en 
los  artículos  precedentes,  retenga  los  sellos 
ó  timbres  falsos,  ó  los  instrumentos  exclusi- 
vamente destinados  á  la  falsificación,  será 
castigado  con  prisión  de  quince  días  á  doce 
meses  y  multa  de  25  á  250  bolívares. 

Art.  276.  El  que  habiéndose  procurado 
los  verdaderos  sellos,  timbres,  punzones  6 
marcas  que  se  han  indicado  en  el  presente 
capítulo,  haga  uso  de  ellos  en  perjuicio  de 
otro  ó  en  provecho  propio  ó  ajeno,  incurrirá 
en  las  penas  establecidas  en  los  artículos 
precedentes,  pero  con  reducción  de  un  tercio 
á  la  mitad. 

Art.  277.  £1  que  haya  falsificado  ó  adul- 
terado los  billetes  ó  cédulas  de  los  caminos 
de  hierro  ó  de  otras  empresas  públinae  de 
transporte,  ó  á  sabiendas  hubiere  hecho  nso 
de  billetes  falsos  de  esa  especie,  será  casti- 
gado con  prisión  de  quince  días  á  seis  mese» 
y  multa  de  26  á  600  bolívares 

Art.  278.  El  que  hubiere  borrado  ó  he- 
cho desaparecer  de  algún  modo  en  los  tim- 
bres, estampillas,  impresiones  selladas,  bi- 
lletes de  los  caminos  de  hierro  ó  de  otras 
empresas  públicas  de  transporte,  las  marcas 
ó  contraseñas  que  se  les  hubieren  puesto 
para  indicar  que  se  han  servido  de  ellos, 
será  castigado  con  prisión  de  tres  á  cuaren- 
ta y  cinco  días  y  multa  de  25  á  260  bolíva- 
res. Eu  la  misma  pena  incurrirá  también  el 
que  haya  hecho  uso,  á  sabiendas,  de  dichos 
objetos  así  alterados. 

CAPITULO  III 
De  la  falsedad  en  los  actos  y  documentos. 

Art.  279.  £1  funcionario  público  que  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones  haya  forma- 
do, en  todo  ó  en  parte,  algún  acto  falso  de  su 
ministerio  ó  que  haya  alterado  alguno  ver- 
dadero, de  suerte  que  por  él  pueda  resaltar 
perjuicio  al  público  ó  á  los  particulares,  será 
castigado  con  presidio  abierto  de  tres  á  seis 
afios. 

Será  penado  igualmente  el  funcionario  pú- 
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blico  que  haya  fingido  ó  falsificado  letra  ó 
firma,  como  también  el  que  haya  ocultado  ó 
intercalado  cualquiera  escritora  en  libró, 
protocolo  ó  registro  público. 

Si  ei  acto  fuere  de  los  que  por  disposi- 
ción de  la  ley  merecen  fe  hasta  la  impugnar 
ción  ó  tacha  de  falso,  la  pena  dei  presidio 
será  por  tiempo  ¿le  cuatro  á  siete  y  medio 
ofioa. 

Se  asimilan  á  los  actos  originales  las  co- 
pias auténticas  de  ellos. 

Art.  280.  £1  funcionario  público  que  al 
recibir  ó  extender  algún  acto  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones,  haya  atestado  como 
ciertos  y  pasados  en  sn  presencia  hechos  ó 
«I  aclaraciones  no  conformes  á  la  verdad,  ú 
omitido  ó  alterado  las  declaraciones  que 
hubiere  recibido,  de  tal  suerte  que  pueda 
de  ello  resultar  un  perjuicio  contra  el  pú- 
blico ó  contra  particulares,  será  castigado 
con  las  penas  establecidas  en  el  artículo 
precedente. 

Art.  281.  El  funcionario  público  que  ha- 
ya simulado  una  copia  de  algún  acto  públi- 
co supuesto  y  la  haya  expedido  en  forma  le- 
gal, ó  que  hubiere  dado  una  copia  de  algún 
acto  público  diferente  dei  original,  no  estan- 
do éste  alterado  ó  suprimido,  será  castigado 
con  prisión  de  diez  y  ocho  meses  á  cinco 
años.  La  pena  de  prisión  no  podrá  ser  menor 
de  treinta  meses,  si  el  acto  fuere  de  los  que 
por  disposición  de  la  ley  merecen  fe  hasta  la 
impugnación  ó  tacha  de  falsos. 

Si  la  falsedad  se  ha  cometido  en  alguna 
certificación  ó  testimonio  referentes  al  con- 
tenido de  los  actos,  de  modo  que  pueda  de 
ello  resultar  perjuicio  contra  el  público  ó 
contra  particulares,  la  prisión  será  de  seis  á 
treinta  meses. 

Art.  282.  Todo  individuo  que  no  siendo 
funcionario  público  cometa  algnna  falsedad 
en  mi  acto  público  valiéndose  de  los  medios 
indicados  en  el  art.  279.  será  castigado  con 
prisión  de  diez  y  ocho  meses  á  cinco  años. 

Esta  pena  no  podrá  ser  menor  de  treinta 
meses  si  el  acto  es  de  los  que  merecen  fe 
hasta  la  impugnación  ó  tacha  de  falso,  se- 
gún disposición  de  la  ley. 

Si  la  falsedad  se  ha.  cometido  en  la  copia 
de  algún  acto  público,  sea  suponiendo  el  ori- 
gina), sea  alterando  una  copia  auténtica,  sea* 
en  fin,  expidiendo  una  copia  contraria  á  la 
verdad,  la  prisión  será  de  seis  á  treinta  me- 
ses. Si  el  acto  es  de  los  que  por  virtud  de  la 
ley  hacen  fe,  conforme  á  lo  expresado  ante- 
riormente, la  prisión  no  podrá  ser  menor  de 
diez  y  ocho  meses. 

Art.  288.  El  que  falsamente  haya  ates- 
tado ante  un  funcionario  público  ó  en  algún 
acto  público  la  identidad  ó  estado  de  su  pro- 
pia persona  ó  de  la  de  un  tercero,  ú  otros 
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hechos  cuya  autenticidad  debiese  compro- 
bar el  acto,  de  modo  que  pueda  resultar  per- 
juicio para  el  público  ó  para  particulares, 
será  castigado  con  prisión  de  tres  á  seis 
xneses.  Si  se  trata  de  algún  acto  del  estado 
civil  ó  de  la  autoridad  judicial,  la  prisión 
será  de  cinco  á  quince  meses. 

El  que  en  títulos  ó  efectos  de  comercio 
ateste  falsamente  la  identidad  de  su  propia 
persona  ó  la  de  un  tercero,  será  castigado 
con  prisión  de  tres  á  seis  meses. 

Art.  284.  El  individuo  que,  en  todo  ó  en 
parte,  hubiere  falsificado  alguna  escritura 
privada  verdadera,  de  modo  que  haciendo 
él  ú  otro  uso  de  dichos  documentos,  pueda 
causarse  un  perjuicio  al  público  ó  á  particu- 
lares, será  penado  con  prisión  de  seis  á  diez 
y  ocho  meses. 

Art.  286.  Todo  el  que  á  sabiendas  hubie- 
re hecho  uso,  ó  de  alguna  manera  se  hubie- 
re aprovechado  de  algún  acto  falso,  aunque 
no  haya  tenido  parte  en  la  falsedad,  será 
castigado  con  las  penas  respectivamente  es- 
tablecidas en  los  artículos  282  si  se  trata  de 
acto  público,  y  284  si  se  trata  de  un  acto 
privado. 

Art.  286.  Cuando  se  hubiere  cometido 
alguno  de  los .  delitos  especificados  en  los 
artículos  precedentes,  con  el  objeto  de  pro- 
curar un  medio  de  probar  hechos  verdade- 
ros, el  culpable  será  penado  con  prisión  de 
tres  á  doce  meses,  si  se  trata  de  actos  pú- 
blicos; y  con  prisión  Je  quince  días  á  tres 
meses,  si  se  trata  de  un  documento  pri- 
vado. 

Art.  287.  Los  que,  en  todo  ó  en  parte, 
hayan  suprimido  ó  destruido  un  acto  orí - 
gi*  al  ó  una  copia  que  lo  sustituya  legal- 
mente,  si  de  ello  puede  resultar  perjuicio 
para  el  público  ó  para  particulares,  serán 
castigados  con  las  penas  respectivamente 
establecidas  en  los  artículos  279,  282,  283 
y  284,  según  las-distinciones  que  contienen. 

Art.  288.  Para  la  aplicación  de  las  dis- 
posiciones de  los  artículos  precedentes,  se 
asimilan  á  los  funcionarios  públicos  los  in- 
dividuos que  han  sido  autorizados  para  for- 
mar actos  á  los  cuales  la  ley  atribuye  auten- 
ticidad. 

Con  el  mismo  fin  se  asimilan  á  los  actos 
públicos  los  testamentos  otorgados  sólo 
ante  testigos,  las  letras  y  libranzas  de  cam- 
bio y  todos  los  títulos  de  crédito  al  portador 
ó  que  sean  transmisibles  por  endoso. 

CAPITULO  IV 

De  las  falsedades  en  pasaportes^  licencias, 
certificados  y  otros  actos  semejantes. 

Art.  289.  Será  penado  con  prisión  de 
quince  días  á  nueve  meses:  « 
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1.°  El  que  baya  falsificado  licencias, 
pasaportes,  itinerarios  ó  permisos  de  resi- 
dencia. 

2.°  El  que  de  alguna  manera  haya  alte- 
rado estos  documentos  originariamente  ver- 
daderos, con  el  objeto  de  atribuirlos  ó  de 
referirlos  á  personas,  tiempos  ó  lugares  di- 
ferentes de  los  que  expresaban;  y  en  la 
misma  pena  incurrirá  el  que  hubiere  simu- 
lado las  certificaciones  ó  las  condiciones  re- 
queridas para  la  validez  y  eficacia  de  los 
mismos  documentos. 

3.°  El  que  haya  hecho  uso  de  las  licen- 
cias, itinerarios,  pasaportes  ó  permisos  de 
residencia,  falsificados  ó  alterados  ó  los 
haya  dado  á  un  tercero  con  el  mismo  ob- 
jeto. 

Art.  290.  El  que  haciéndose  de  licen- 
cias, pasaportes,  itinerarios  ó  permisos  de 
residencia,  se  atribuyere  en  estos  docu- 
mentos un  falso  nombre  ó  apellido  ó  una- 
falsa  calidad,  y  también  el  que  con  su  testi- 
monio haya  contribuido  á  qne  se  den  así 
alterados  los  documentos  dichos,  seta  casti- 
gado con  prisión  de  quince  días  á  tres  me- 
ses y  multa  de  25  á  500  bolívares. 

Art.  291.  El  funcionario  público  que  en 
ejercicio  de  su  ministerio  haya  cometido 
alguno  de  los  delitos  previstos  en  los  ar- 
tículos precedentes,  ó  que  de  alguna  manera 
hubiere  cooperado  á  su  perpetración,  será 
penado  con  prisión  de  tres  á  dieciocho 
meses. 

Art.  292.  El  que  obligado  por  la  ley  á 
tener  registros  especiales  sujetos  á  la  ins- 
pección de  los  funcionarios  de  'policía  ó  á 
darles  noticias  ó  informes  relativos  á  sus 
propias  operaciones  industriales  ó  profesio- 
nales, haya  escrito  ó  dejado  escribir,  en  los 
primeros  ó  en  los  segundos,  indicaciones  ó 
datos  falsos,  será  castigado  con  prisión  has- 
ta por  tres  meses  ó  multa  de  25  á  250  b  Vi- 
vares. • 

Art.  293.  Todo  médico,  cirujano  ó  em- 
pleado de  sanidad  que  por  favor  haya  dado 
una  falsa  certificación  destinada  á  hacer  fe 
ante  la  autoridad,  será  castigado  con  prisión 
haBta  por  quince  días  ó  multa  de  50  á  250 
bolívares.  Al  que  hubiere  hecho  uso  de  la 
falsa  certificación  se  aplicará  la  misma  pena. 

Si  por  causa  de  la  falsa  certificación  se  ha 
admitido  ó  mantenido  en  un  asilo  de  enaje- 
nados ó  alguna  persona  en  su  cabal  juicio  ó 
si  resulta  algún  otro  mal  grave,  la  pena  será 
de  prisión  de  tres  á  dieciocho  meses. 

Si  el  hecho  se  hubiere  cometido  mediante 
dinero  ú  otras  dádivas,  entregadas  ó  prome- 
tidas, para  sí  ó  para  un  tercero,  esta  pena 
será  por  tiempo  de  cuarenta  y  cinco  días  á 
doce  meses.  Y  lo  será  por  tiempo  de  uno  á 
tres  años,  si  la  certificación  ha  tenido  las 


consecuencias  previstas  en  el  aparte  prece- 
dente. En  todos  estos  casos  se  impondrá, 
cómo  pena  accesoria,  una  multa  de  160  á 
1.500  bolívares. 

Las  penas  indicadas  en  los  dos  apartes 
precedentes  serán  también  aplicables  al  que 
haya  dado  el  dinero  ó  los  otros  presentes. 

Todo  lo  dado  será  confiscado. 

Art.  294.  Todo  funcionario  público  ó 
cualquiera  otro  individuo  á  quienes  la  ley 
permite  expedir  certificados,  que  afirme 
mentirosamente  en  alguno  de  estos  docu- 
mentos la  buena  conducta,  la  indigencia  ú 
otras  circunstancias  capaces  de  procurar  á 
la  persona  favorecida  con  el  certificado,  la 
beneficencia  ó  la  confianza  del  Gobierno  ó 
de  los  particulares,  el  acceso  á  los  destinos 
ó  empleos  públicos,  la  protección  ó  avada 
legales,  ó  la  exención,  en  fin,  de  funciones, 
servicios  ó  cargos  públicos,  será  penado  coo 
prisión  hasta  por  ocho  días  ó  multa  de  50  á 
750  bolívares. 

La  misma  pena  será  aplicable  al  qne  hu- 
biere hecho  uso  de  los  falsos  certificados. 

Art.  295.  Todo  el  que  no  teniendo  ni  la 
cualidad  ni  las  facultades  indicadas  en  loe 
dos  artículos  anteriores,  haya  falsificado  ao 
certificado  de  los  que  quedan  precedente- 
mente especificados,  ó  el  que  hubiere  altera- 
do alguno  originariamente  verdadero,  será 
penado  con  prisión  de  uno  á  tres  meses.  La 
misma  pena  se  aplicará  al  que  haya  hecho 
uso  de  algún  certificado  así  falsificado  ó  al- 
terado. 

Art.  296.  La  pena  establecida  en  el  ar- 
tículo precedente  será  aplicable  al  individuo 
que  para  inducir  en  error  á  los  agentes  de  la 
autoridad  les  hubiere  presentado  algún  acto 
ó  certificado  verdadero,  atribuyéndoselo  fal- 
samente á  sí  mismo  ó  á  un  tercero. 

CAPITULO  V 

De  los  fraudes  cometidos  en  el  comercio, 
las  industrias  y  almonedas, 

Art.  297.  El  que  propalando  falsas  noti- 
cias ó  por  otros  medios  fraudulentos,  haya 
producido  en  los  mercados  ó  en  las  bolsas 
de  comercio  algún  aumento  ó  disminución 
en  el  precio  de  los  salarios,  géneros,  mercan- 
cías, frutos  ó  títulos  negociables  en  dichos 
lugares,  ó  admitidos  en  las  listas  de  cotiza- 
ción de  bolsas,  será  castigado  con  prisión  de 
tres  á  quince  meses  y  multa  de  100  á  1.500 
bolívares. 

Si  el  delito  se  ha  cometido  por  corredores 
ó  agentes  públicos  de  cambio,  la  pena  será 
prisión  de  seis  á  treinta  meses,  inhabilita- 
ción temporal  de  funciones  públicas,  suspen- 
sión del  ejercicio  de  la  profesión  por  tiempo 
igual  y  multa  de  500  á  2.000  bolívares. 
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Art.  298.  Todo  indi  viduo  que  haya  hecho 
fiso  de  pesas  y  medidas  no  aferidas  ó  con 
41  feri miento  falso  ó  alterado,  de  modo  que 
pueda  causar  algún  perjuicio  al  público  ó  á 
los  particulares,  será  castigado  con  prisión 
<\e  diez  á  treinta  días  y  multa  de  26  á  100 
bolívares.  Y  si  el  uso  de  dichas  pesas  y  me- 
didas se  hubiere  hecho  en  un  mercado  pú- 
blico, la  pena  aplicable  será  prisión  hasta 
por  tres  meses  y  multa  de  50  á  300  bolí- 
vares. 

Todo  el  que  en  ejercicio  núblico  de  algún 
negocio  se  le  encuentre  culpable  de  simple 
tenencia  de  pesas  y  medidas  ilegales,  falsi- 
ficadas ó  alteradas,  será  castigado  con  mul- 
tas de  50  á-260  boHvares. 

Art.  299.  El  que  en  ejercicio  de  su  co- 
mercio haya  engañado  al  comprador  entre- 
gándole una  cosa  por  otra,  ó  bien  una  cosa 
•que  en  razón  de  su  origen,  calidad  ó  canti- 
dad, sea  diferente  de  la  declarada  ó  conve- 
nida, será  castigado  con  prisión  de  diez  días 
Á  tres  meses  ó  multa  de  50  á  2.000  bolívares. 

Si  el  engaño  versa  sobre  objetos  precio- 
sos, se  castigará  con  prisión  de  tres  á  nueve 
meses  ó  multa  de  250  á  1.000  bolívares. 

Art  300.  Todo  el  que  hubiere  contrahe- 
cho ó  alterado  los  nombres,  marcas  ó  signos 
líistintivos  de  las  obras  del  ingenio  ó  de  los 
productos  de  una  industria  cualquiera;  y 
jtaimisino  todo  el  que  haya  hecho  uso  de  los 
nombres,  marcas  ó  signos  legal  mente  regis- 
trados así  contrahechos  ó  alterados,  aunque 
la  falsedad  sea  proveniente  de  un  tercero, 
«era  castigado  con  prisión  de  uno  á  doce 
meses  y  multa  de  50  á  2.000  bolívares. 

La  misma  pena  será  aplicable  al  que  hu- 
biere contrahecho  ó  alterado  los  dibujos  ó 
modelos  industriales,  y  al  que  haya  hecho 
«iso  de  loa  mismos  así  contrahechos  ó  altera- 
dos, aunque  la  falsedad  sea  obra  de  un  ter- 
cero. 

La  Autoridad  judicial  podrá  disponer  que 
Ja  condena  se  publique  en  un  diario  que  ella 
indique,  á  costa  del  reo. 

Art.  301.  £1  que  con  el  objeto  de  comer- 
ciar haya  introducido  en  el  país  ó  puesto  en 
venta  ó  de  cualquiera  otra  manera,  en  cir- 
culación, obras  del  ingenio  ó  productos  ma- 
nufacturados, con  nombres,  marcas  ó  sig- 
nos distintivos  contrahechos  ó  alterados,  ó 
con  nombres,  marcas  ó  signos  distintivos 
capaces  de  inducir  en  error,  al  comprador, 
respecto  de  su  origen  ó  calidad,  si  la  propie- 
dad de  las  obras,  nombres,  marcas  ó  signos 
ban  sido  legalmente  registrados  en  Vene- 
suela,  será  castigado  con  prisión  de  uno  á 
doce  meses  y  multa  de  50  á  2.000  bolívares. 

Art.  302.  El  que  hubiere  revelado  noti- 
cias relativas  á  invenciones  ó  descubrimien- 
tos científicos  ó  á  aplicaciones  industriales 


que  deban  permanecer  en  secreto  y  de  que 
thaya  tenido  conocimiento  por  causa  de  su 
posición  ó  empleo,  ó  en  razón  de  su  profe- 
sión, arte  ó  industria,  será  castigado,  á  ins- 
tancia de  la  parte  agraviada,  con  prisión  de 
quince  días  á  tres  meses  y  multa  de  50  á  100 
bolívares. 

Si  la  revelación  ae  ha  hecho  á  algún  ex- 
tranjero no  residente  en  el  país  ó  á  ni» 
agente  suyo,  la  prisión  será  de  quince  días 
á  seis  meses  y  la  multa  de  50  á  250  bolí- 
vares. 

A  rt.  303.  El  que  por  medio  de  amenazas, 
violencias,  regalos,  promesas,  colusiones  ú 
otros  medios  fraudulentos,  haya  coartado 
ó  perturbado  la  libertad  de  Jas  subastas  pú- 
blicas ó  de  las  licitaciones  privadas  por 
cuenta  de  las  administraciones  públicas,  ó 
el  que  por  dichos  medios  hubiere  alejado  á 
los  compradores  ó  postores,  será  castigado 
con  prisión  de  tres  á  seis  meses  y  multa  de 
100  á  200  bolívares. 

Si  el  culpable  fuere  una  persona  consti- 
tuida por  la  ley  ó  por  la  autoridad  en  las  su- 
sodichas subastas  ó  licitaciones,  la  prisión 
será  de  seis  á  treinta  meses  y  la  multa  de 
250  á  500  bolívares. 

El  funcionario  antedicho  que  mediante 
dinero  ú  otras  cosas,  dadas  ó  prometidas  á 
él  mismo  ó  á  tercero,  se  abstenga  de  asistir 
á  las  subastas  ó  licuaciones  mencionadas, 
será  penado  con  prisión  de  uno  á  tres  me- 
ses, ó  multa  de  50  á  1.000  bolívares. 

CAPITULO  VI 
De  las  quiebras. 

Art.  304.     Los  que  en  los  casos  previsto» 
en  el  Código  de  comercio  ú  otras  leyes  es 
pedales,  sean  declarados  culpables  de  quie- 
bra, serán  castigados  conforme   á  las  reglas 
siguientes: 

1.a  Los  quebrados  culpables  serán  peni- 
dos  con  prisión  de  seis  meses  á  tres  años. 

2.a  Los  quebrados  fraudulentos  serán  pe- 
nados con  presidio  abierto  de  tres  á  cinco 
años. 

Estas  penas  se  impondrán  según  la  gra- 
vedad de  las  circunstancias  que  han  dado 
lugar  á  la  quiebra,  aumentándose  ó  dismi- 
nuyéndose dentro  de  su  mínimum  y  máxi- 
mum, á  juicio  del  Tribunal. 

Las  personas  indicadas  en  el  art.  763  del 
Código  de  comercio,  serán  castigadas  como 
reos  de  robo  por  los  hechos  á  que  se  contrae 
el  mismo  artículo,  disminuyéndoseles  las  pe- 
nas en  la  proporción  que  establece  el  capí- 
tulo 8.o,  tít.  10  de  este  libro. 

Art.  305.  Los  individuos  que  en  confor- 
midad con  las  disposiciones  de  los  artículos 
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761  y  762  del  Código  de  comercio,  sean  de-  • 
clarados  quebrados  culpables  ó  quebrados 
fraudulentos,  por  los  hechos  especificados 
en  los  misinos  artículos  de  dicho  Código,  se- 
rán castigados,  respectivamente,  con  las  pe- 
nas sefialadas  en  los  números  1.°  y  2°  del 
artículo  precedente. 

Art.  806.  A  las  penfls  impuestas  á  los 
quebrados  culpables  y  á  los  fraudulentos, 
podrá  agregarse  la  de  inhabilitación  tempo- 
ral de  funciones  públicas. 

TITULO  VII 

Dti   LOS   DELITOS    CONTRA    LA    OONBKRVAC'ION 
DE  LOS  1NTKRE*B8  PÚBLICOS  T  PRIVADOS 

CAPITULO  PRIMERO 

.  De  los  incendios,  inundaciones,  sumersiones 
y  otros  delitos  de  peligro  común. 

Art.  S07.  £1  que  haya  incendiado  algún 
edificio  ú  otras  construcciones,  productos 
del  suelo  aun  no  recogidos  ó  amontonados, 
ó  depósitos  de  materias  combustibles,  será 
penado  con  presidio  abierto  de  tres  á  seis 
afios. 

Si  el  incendio  se  hubiere  causado  en  edi- 
ficios destinados  á  Ih  habitación,  ó  en  edifi- 
cios públicos  ó  destinados  á  uso  público,  á 
una  empresa  de  utilidad  pública,  al  ejerci- 
cio de  un  culto,  ó  almacenes  ó  depósitos  de 
efectos  industriales  ó  agrícolas,  de  mercade- 
rías, materias  primas,  inflamables  ó  explo- 
sivas, ó  de  materiales  de  minas,  caminos  de 
hierro,  fosos,  arsenales  ó  astilleros,  el  presi- 
dio será  de  cuatro  á  ocho  afios. 

Art.  308.  Las  penas  establecidas  ante- 
riormente serán  aplicadas  respectivamente 
á  cualquiera  que  con  el  objeto  de  destruir, 
en  todo  ó  parte,  los  edificios  ó  cosas  que  se 
han  indicado  en  el  artículo  precedente,  haya 
preparado  ó  hecho  estallar  minas,  petardos, 
bombas  ú  otros  inventos  ó  aparatos  de  ex- 
plosión, y  también  á  todo  el  que  hubiere 
preparado  ó  prendido  materias  inflamables 
capaces  de  producir  semejante  efecto. 

Art.  309.  Todo  individuo  que  haya  oca- 
sionado una  inundación  será  penado  con 
presidio  abierto  de  tres  á  cinco  afios. 

Art.  810.  El  que  rompiendo  las  esclusas, 
diques  ú  oirás  obras  destinadas  á  la  defensa 
común  de  las  aguas  ó  á  la  reparación  de  al- 
gún desastre  común,  haya  hecho  surgir  el 
peligro  de  inundación  ó  de  cualquier  otro 
desastre,  será  penado  con  prisión  de  seis  á 
treinta  meses. 

Si  efectivamente  se  hubiere  causado  la 
inundación  ú  otro  desastre  común,  se  aplica- 
rá la  pena  del  artículo  anterior. 


Art.  311.  El  que  aplique  fuego  á  naves 
ó  á  cualquiera  otra  construcción  flotante  ó 
el  que  ocasione  su  destrucción,  sumersión  ó 
naufragio,  será  penado  con  presidio  abierto 
de  tres  á  cinco  afios. 

Art.  312.  Siempre  que  algunos  de  los  de- 
litos previstos  en  los  artículos  precedente* 
hubiere  recaído  en  obras,  edificios  ó  depósi- 
tos militares,  arsenales,  aparejos  ó  naves  de 
la  República  ó  de  alguno  de  sus  Estados,  la 
pena  de  presidio  abierto  será  de  cuatro  á 
ocho  afios. 

Art.  313.  El  que  hubiere  preparado  al- 
gún naufragio,  destruyendo,  trastornando,  ó 
haciendo  faltar  de  cualquiera  manera  los  fa- 
ros ú  otras  señales,  ó  empleando  al  efecto 
falsas  señales  ú  otros  artificios,  será  peuado 
con  prisión  de  seis  á  treinta  metes. 

Cuando  realmente  se  efectuare  la  sumer- 
sión ó  el  naufragio  de  alguna  nave,  ae  apli- 
carán, según  los  casos,  las  disposiciones  de 
los  dos  artículos  precedentes. 

Art.  314.  El  que  para  impedir  la  extin- 
ción de  un  incendio,  ó  las  obras  de  defensa 
contra  una  inundación,  una  sumersión  ó  od 
naufragio,  haya  sustraído,  ocultado  ó  hecho 
inservibles  el  material,  aparatos,  aparejos  ú 
otros  medios  destinados  á  la  extinción  ó 
defensa,  será  penado  con  prisión  de  seis  á 
treinta  meses. 

Art.  315.  Las  disposiciones  de  los  artícu- 
los 307  al  312  serán  aplicables  igualmente  al 
que  cometiendo  en  un  edificio  ó  cosa  de  su 
propiedad  alguno  de  los  hechos  previstos  en 
ellos,  haya  causado  los  dafios  que  se  indican 
en  dichos  artículos  ó  puesto  en  peligro  á 
terceras  personas,  ó  intereses  ajenos. 

La  pena  señalada  se  aumentará  en  la  pro- 
porción de  una  sexta  á  una  tercera  parte,  sí 
el  acto  ó  hecho  ejecutado  ha  tenido  el  objeto 
que  prevé  el  artículo  421. 

Art.  316.  Cuando  alguno  de  los  actos  ó 
hechos  previstos  eu  los  artículos  preceden- 
tes haya  puesto  en  peligro  la  vida  de  las 
personas,  se  aumentarán  hasta  la  mitad  las 
penas  que  establecen  los  mismos  artículos. 

Art.  317.  Las  penas  señaladas  en  dichos 
artículos  se  reducirán  á  prisión  de  uno  á 
tres  meses  y  multa  de  25  á  250  bolívares,  si 
en  los  casos  previstos  en  los  artículos  pre- 
cedentes'se  trata  de  alguna  cosa  de  poca 
importancia  y  siempre  que  el  delito  no  pon- 
ga en  peligro  á  ninguna  persona,  ni  exponga 
á  daño  ninguna  otra  cosa. 

Art.  318.  Ei  que  por  imprudencia  ó  ne- 
gligencia, por  impericia  en  su  arte  ó  profe- 
sión ó  por  inobservancia  de  los  reglamentos, 
órdenes  ó  disposiciones  disciplinarias,  haya 
ocasionado  algún  incendio,  explosión,  inun- 
dación, sumersión  ó  naufragio,  algún  hundi- 
miento ó  cualquier  otro  desastre  de  peligro 
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común,  será  castigado  con  prisión  de  tres 
Á  quince  meses  y  multa  de  100  á  600  bolí- 
vares. 

8i  del  delito  resulta  un  peligro  para  la  vi- 
■da  de  las  personas,  la  prisión  será  de  tres  á 
treinta  meses  y  la  multa  de  160  á  1.500  bolí- 
vares. Y  si  resulta  la  muerte  de  alguna  per- 
sona, la  pena  de  prisión  será  de  seis  meses 
Á  cinco  años  y  la  multa  de  500  á  1.000  bolí- 
vares. 

CAPITULO  II 

De  los  delitos  contra  la  seguridad  de  los  me- 
dios de  transporte  y  comunicación. 

Art.  319.  El  que  poniendo  objetos  en  un 
camino  de  hierro,  abriendo  ó  cerrando  las 
comunicaciones  de  esas  .vías,  haciendo  fal- 
sas señales  ó  de  cualquiera  otra  manera  hu- 
biere preparado  el  peligro  de  una  catástrofe, 
será  penado  con  prisión  de  seis  á  treinta 
meses. 

Sí  la  catástrofe  se  consuma,  la  pena  será 
«le  presidio  abierto  por  tiempo  de  tres  á  siete 
¿ifios. 

Art.  320.  Cualquiera  que  hubiere  dañado 
la  vía  férrea,  las  máquinas,  vehículos,  ins- 
trumentos ú  otros  objetos  y  aparejos  desti- 
nados á  su  servicio,  será  penado  con  prisión 
de  tres  á  treinta  meses. 

La  misma  pena  se  impondrá  á  cualquiera 
-que  hubiere  lanzado'cuerpos  contundentes 
ó  proyectiles  contra  algún  tren   en   marcha. 

Art.  321.  Cualquiera  que  por  impruden- 
cia ó  negligencia,  ó  impericia  en  su  arte  ó 
profesión,  inobservancia  de  reglamentos,  ór- 
denes ó  instrucciones,  ó  por  otro  motivo  de- 
pendiente de  su  voluntad,  hubiere  prepara- 
dlo el  peligro  de  una  catástrofe  en  un  cami- 
no de  hierro,  será  penado  con  prisión  de 
tres  á  quince  meses  y  multa  de  26  á  1.500 
bolívares. 

8i  la  catástrofe  se  ha  consumado,  la  pri- 
sión será  por  tiempo  de  uno  á  cinco  años  y 
la  multa  de  1.000  á  4.000  bolívares. 

Art.  322.  Cualquiera  que  haya  dañado 
las  máquinas,  aparejos  ó  hilos  telegráficos, 
y  todo  el  que  hubiere  ocasionado  la  interrup- 
ción de  la  corriente,  ó  que  de  cualquiera 
otra  manera  haya  trastornado  el  servicio  del 
ramo,  será  penado  con  prisión  de  uno  á 
treinta  meses. 

Art.  323.  Para  la  debida  aplicación  de 
¿a  ley  penal,  asimílase  á  los  caminos  de  hie- 
rro toda  vía  de  hierro  con  ruedas  metálicas 
-que  sea  explotada  por  medio  del  vapor,  la 
-electricidad  ó  de  un  motor  mecánico  cual- 
quiera; así  como  los  cables  de  transporte. 

Para  los  mismos  efectos,  se  asimilan  á  los 
telégrafos  los  teléfonos  destinados  á  un  ser- 
vicio público. 


Art.  324.  Fuera  de  los  casos  previstos 
en  los  artículos  precedentes,  todo  individuo 
que  por  algún  medio  cualquiera  haya  des- 
truido, en  todo  ó  parte,  ó  hubiere  hecho  im- 
practicables los  caminos  ú  obras  destinadas 
á  la  comunicación  pública  por  tierra  ó  por 
agua,  ó  bien  remueva  con  tal  fin  los  objetos 
destinados  á  la  seguridad  de  dichos  cami- 
nos y  obras,  será  castigado  con  prisión  de 
tres  á  treinta  meses;  y  si  el  delito  ha  teni 
do  por  consecuencia  poner  en  peligro  la  vida 
de  las  personas,  la  prisión  será  por  tiempo 
de  dieciocho  meses  á  cinco  años. 

CAPITULO  III 

De  los  delitos  contra  la  salubridad  y  alimen- 
tación públicas. 

Art.  325.  El  que  corrompiendo  ó  envene- 
nando las  aguas  potables  del  uso  público  ó 
los  artículos  destinados  á  la  alimentación 
pública,  ponga  en  peligro  la  salud  de  las 
personas,  será  penado  con  prisión  de  diecio- 
cho meses  á  cinco  años. 

Art.  326.  Todo  individuo  que  hubiere 
contrahecho  ó  alterado,  haciéndolas  nocivas 
á  la  salud,  las  sustancias  alimenticias  ó  me- 
dicinales ú  otros  efectos  destinados  al  co- 
mercio, será  penado  con  prisión  de  uno  á 
treinta  meses  y  multa  de  60  á  1.000  bolíva- 
res; y  asimismo  el  que  de  cualquiera  manera 
haya  puesto  en  venta  ó  al  expendio  público 
las  expresadas  sustancias  contrahechas  ó 
alteradas. 

Art.  327.  El  que  hubiere  puesto  en  venta 
sustancias  alimenticias  ó  de  otra  especie  no 
contrahechas  ni  adulteradas,  pero  sí  nocivas 
ala  salud,  sin  advertir  al  comprador  esta 
calidad,  será  penado  con  prisión  de  quin- 
ce días  á  tres  meses  y  multa  de  50  á  1.000 
bolívares. 

Art.  328.  El  que  estando  autorizado  para 
vender  sustancias  medicinales  las  hubiere 
suministrado  en  especie,  calidad  ó  cantidad 
diferentes  de  las  prescritas  por  el  médico,  ó 
diferentes  de  las  declaradas  ó  convenidas, 
será  penado  con  prisión  de  uno  á  seis  meses 
y  multa  de  25  á  250  bolívares. 

Art.  329.  Todo  individuo  que  hubiere 
puesto  en  venta  ó  de  cualquiera  manera  en 
el  comercio,  como  genuínas,  sustancias  ali- 
menticias que  no  lo  seati,  aunque  no  sean 
nocivas  á  la  salud,  será  penado  con  prisión 
de  tres  á  quince  días  y  multa  de  25  á  250 
bolívares. 

Art.  330.  Cuando  alguno  de  los  hechos 
previstos  en  los  artículos  precedentes  sea  el 
resultado  de  imprudencia,  de  negligencia, 
de  impericia  en  el  arte  ó  profesión,  ó  de  in- 
observancia de   los  reglamentos,  órdenes  ó 
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instrucciones,  el. cal  pable  será  castigado  así: 

1.°  En  el  caso  del  art.  826,  con  prisión 
de  quince  días  á  seis  meses  y  malta  de  25  á 
500  bolívares. 

2.°  En  los  casos  del  art.  326,  con  prisión 
de  quince  á  cuarenta  y  cinco  días  y  multa  de 
-26  á  250  bolívares. 

9.°  En  los  casos  de  los  arta.  827  y  328, 
.«•on  prisión  de  tres  á  quince  días  ó  multa  de 
-26  á  60  bolívares. 

Art.  331.  Cuando  de*  alguno  de  los  he- 
chos-previstos  en  los  artículos  precedentes 
resulte  algún  peligro  para  la  vida  de  las  per- 
sonas, las  penas  establecidas  en  ellos  se  au- 
mentarán en  la  mitad. 

Art.  332.  Cuando  el  culpable  de  algu- 
no de  los  hecbos  previstos  en  los  artículos 
326,  327  y  329  haya  cometido  el  delito  por  el 
ejercicio  abusivo  de  ina  profesión  sanitaria 
ó  de  cualquiera  otra  profesión  ó  arte  sujeta 
á  autorización  ó  vigilancia  por  razón  de  la 
nal u bridad  pública,  las  penas  serán  las  si- 
guientes: 

1.°     En  el  caso  del  art.  326,  .prisión  de  tres 
meses  á  tres  años  y  multa  de  50  á  250  bolí- 
.  vares. 

2.o  En  el  caso  del  art.  327,  prisión  de 
cuarenta  y  cinco  días  á  seis  meses  y  multa 
de  100  a  1.000  bolívares. 

3.°  En  el  caso  del  art.  329,  prisión  de 
quince  días  á  tres  meses  y  multa  de  60  á  250 
bolívares. 

La  condenación  por  alguno  de  los  delitos 
•  previstos  en  los  artículos  precedentes,  pro- 
ducirá siempre  como  consecuencia  la  sus- 
pensión del  ejercicio  del  arte  ó  profesión 
por  medio  de  la  cual  se  ha  cometido  el  deli- 
to. Dicha  suspensión  se  impondrá  por  un 
tiempo  igual  al  de  la  prisión  que  se  hubiere 
aplicado. 

Art.  333.  El  que  propagando  falsas  noti- 
cias ó  valiéndose  de  otros  medios  fraudulen- 
tos, baya  producido  la  escasez  y  encareci- 
miento de  los  artículos  alimenticios,  será 
penado  con  prisión  de  seis  á  treinta  meses 
y  multa  de  260  á  2.500  bolívares.  Si  el  cul- 
pable es  algún  corredor  público,  se  le  im- 
pondrá además  la  inhabilitación  temporal 
«le  funciones  públicas,  que  se  hará  extensi- 
va al  ejercicio  de  su  profesión. 

CAPITULO  IV 

Disposiciones  comunes  á  los  capítulos 
precedentes. 

Art.  334.  Sin  perjuicio  de  las  disposicio- 
nes de  los  arts.  373  núm.  4  o  y  380,  si  ha  re- 
bultado la  muerte  de  alguna  persona  ó  las 
lesiones  de  otras,  como  consecuencia  de  los 
hechos  previstos  en  los  arts.  307  al  313,  816, 


319,  320,  322  al  328  y  332,  las  peuas  allí  es- 
tablecidas Be  duplicarán,  si  los   hechos  han 
causado  la  muerte:  se  aumentarán  en  la  pro 
porción  de  un  sexto  á  un  tercio,  si  los  he- 
chos han  ocasionado  lesiones. 

Si  el  hecho  ha  causado  la  muerte  de  va- 
rias personas  ó  la  de  una  sola  y  al  mismo 
tiempo  las  lesiones  de  una  ó  más,  la  pena 
corporal  no  podrá  ser  inferior  de  cinco  años, 
y  cuando  ya  sea  superior  á  esta  duración» 
podrá  extenderse  al  máximum  legal  del  ca- 
so. Esta  pena  no  podrá  ser  menor  de  tres 
meses,  si  el  hecho  ha  causado  las  lesiones- 
de  varias  personas;  y  cuando  fuere  mayor 
de  treinta  meses,  podrá  extenderse  hasta 
ocho  años. 

Art.  335.  Cuando  alguno  de  los  delito» 
previstos  en  los  dos  primeros  capítulos  del 
presente  título,  se  hubiere  cometido  de  no- 
che ó  en  tiempo  de  algún  peligro  común,  de 
una  calamidad  general  ó  de  perturbación 
pública,  la  pena  se  aumentará  en  una  terce- 
ra parte. 

Art.  336  Cuando  alguno  de  los  delitos 
previstos  en  el  presente  título,  se  hubiere 
cometido  por  individuos  encargados  del  ser- 
vicio, del  manejo  ó  custodia  de  las  materias 
allí  indicadas,  las  penas  establecidas  por  Ja 
ley  se  aumentarán  en  la  proporción  de  on 
sexto  á  un  tercio. 

Art.  337.  Cuando  tratándose  de  los  deli- 
tos previstos  en  los  dos  primeros  capítulos 
del  presente  título,  el  peligro  que  resolte 
del  hecho  sea  muy  leve,  ó  cuando  el  culpa- 
ble se  hubiere  empeñado  activamente  en 
prevenir  ó  limitar  bus  consecuencias,  la  pe- 
na se  reducirá  de  una  á  dos  terceras  partes» 

TITULO  TUI 
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CAPITULO  PRIMERO 

De  la  violación,  de  la  prostitución  ó  corrup- 
ción de  menores  y  de  los  ultrajes  al  pudor, 

Art.  338.  El  que  por  medio  de  violencias 
ó  amenazas  haya  constreñido  á  alguna  per- 
sona, del  uno  ó  del  otro  sexo,  á  un  acto  car- 
nal, será  castigado  con  presidio  abierto  de 
tres  á  cinco  años. 

La  misma  pena  se  aplicará  al  individuo 
que  tenga  un  acto  carnal  con  persona  de  ano 
ú  otro  sexo  que  en  el  momento  del  delito: 

1.°     No  tuviere  doce  años  de  edad. 

2.°  O  que  no  haya  cumplido  dieciseis 
años,  si  el  culpable  es  su  ascendiente,  tutor 
ó  institutor. 

3.°    O  que  hallándose  detenida  ó  conde- 
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nada,  haya  sido  confiada  á  la  custodia  del 
culpado. 

4.°  O  que  no  esté  en  capacidad  de  resis- 
tir por  causa  de  enfermedad  física  ó  men- 
tal, por  otro  motivo  independiente  de  la  vo- 
luntad del  culpado  Ó  por  consecuencia  de 
loa  medios  engañosos  de  que  éste  se  haya 
valido. 

Art.  339.  Cuando  alguno  de  los  hechos 
previstos  en  la  parte  primera  y  en  los  Da- 
meros t.u  y  4.°  del  artículo  precedente,  se 
hubiere  cometido  con  ¿buso  de  autoridad, 
de  cou fianza  ó  eje  las  relaciones  domésticas, 
la  pena  será  el  presidio  abierto  de  tres  á 
seis  años,  en  el  caso  de  la  parte  primera,  y 
de  cuatro  á  ocho  años  en  los  casos  de  los  nú- 
meros 1  o  y  4.° 

Art.  340.  El  que  valiéndose  de  los  me- 
dios ó  aprovechándose  de  las  condiciones 
ó  circunstancias  que  se  indican  en  el  artícu- 
lo 338,  haya  cometido  en  alguna  persona, 
de  uno  ú  otro  sexo,  actos  lascivos  que  no 
tuviesen  por  objeto  el  delito  previsto  en  di- 
cho artículo,  será  castigado  con  prisión  de 
seis  á  treinta  meses. 

Si  el  hecho  se  hubiere  cometido  con  abu- 
so de  autoridad,  de  confianza  ó  de  las  re- 
laciones domésticas,  la  pena  de  prisión  se- 
rá de  uno  á  cinco  años,  en  el  caso  de  vio- 
lencia ó  amenazas;  y  de  dos  á  seis  afios, 
en  los  casos  de  los  números  1 .°  y  4.°  del  ar- 
tículo 838. 

Art.  341.  Guando  alguno  de  los  hechos 
previstos  en  los  artículos  precedentes,  se 
hubiere  cometido  cen  el  concurso  simultá- 
neo de  dos  ó  man  personas,  las  penas  esta- 
blecidas por  la  ley  se  impondrán  con  el  au- 
mento de  la  tercera  parte. 

Art.  342.  Todo  individuo  que  por  medio 
de  actos  lascivos  haya  corrompido  á  alguna 
persona  menor  de  dieciseis  afios,  será  pena- 
do con  prisión  de  tres  á  treinta  meses  y 
multa  de  25  á  760  bolívares. 

Si  el  delito  se  ha  óometido  por  medio  de 
engaño,  ó  si  el  culpable  es  ascendiente  de 
la  persona  menor,  ó  está  encargado  de  su 
tutela,  de  su  educación,  instrucción,  guarda 
ó  vigilancia,  aun  temporalmente,  la  prisión 
será  de  seis  meses  á  cuatro  años  y  multa  de 
50  á  1.600  bolívares. 

El  que  tuviere  acto  carnal  con  nna  mujer 
incuestionablemente  honesta,  aun  mayor  de 
dieciseis  años,  mediante  promesa  de  matri- 
monio ú  otros  medios  engañosos,  será  cas- 
tigado con  prisión  de  seis  meses  á  cuatro 
años  y  multa  de  50  á  1.500  bolívares. 

Art.  343.  En  lo  que  concierne  á  los  de- 
litos previstos  en  los  artículos  precedentes, 
el  enjuiciamiento  no  se  hará  lugar  sino  á 
instancia  de  la  parte  agraviada,  ó  de  quien 
sus  derechos  represente.  Pero  la  querella 


no  es  admisible,  si  ha  transcurido  un  año 
desde  el  día  en  que  se  cometió  el  .hecho,  ó 
desde  el  día  en  que  tuvo  conocimiento  de  él 
la  persona  que  puede  querellarse  en  repre- 
sentación de  la  agraviada. 

El  desistimiento  no  tendrá  ningún  efecto, 
si  interviene  después  de  haberse  abierto  el 
término  probatorio  del  juicio. 

Se  procederá  de  oficio  en  los  casos  si- 
guientes: 

1.°  8i  el  hecho  ha  ocasionado  la  muer- 
te de  la  persona  ofendida,  ó  si  hubiere  si- 
do acompañado  de  otro  delito  enjuiciable 
de  oficio  y  al  que  la  ley  señale  una  penu 
corporal  que  no  sea  menor  de  dieciocho 
meses. 

2.°  Si  el  hecho  se  hubiere  cometido  en 
algún  lugar  público,  ó  expuesto  al  público. 

u.°  Si  el  hecho  se  ha  cometido  por  abuso 
del  poder  paternal  ó  de  la  autoridad  tutehir 
ó  de  funciones  públicas. 

4.o  Si  la  parte  ofendida  es  menor  de  doco  , 
afios,  ó  el  hecho  se  ha  cometido  con  el  con- 
curso de  otra  ú  otras  personas. 
-  Art.  344.  Todo  individuo  que,  en  cir- 
cunstancias capaces  de  causar  escándalo 
público,  tenga  relaciones  incestuosas  con  un 
ascendiente  ó  descendiente,  aunque  fuere 
ilegítimo,  con  algún  afín  en  línea  recta,  con 
un  hermano  ó  hermana,  germanos,  consan- 
guíneos ó  uterinos,  será  castigado  con  pri- 
sión de  nueve  á  treinta  meses  é  inhabilita- 
ción temporal  de  funciones  públicas. 

Art.  845.  Todo  individuo  que,  fuera  de 
los  casos  indicados  en  los  artículos  prece- 
dentes, haya  ultrajado  el  pudor  ó  las  buenas 
costumbres,  por  actos  cometidos  en  un  lugar 
público,  ó  expuesto  á  la  vista  del  público, 
será  castigado  con  prisión  de  tres  á  quince 
meses. 

Art.  346.  Todo  individuo  que  haya  ul- 
trajado el  pudor  por  medio  de  escritos,  di- 
bujos ú  otros  objetos  obscenos,  que  bajo 
cualquier  forma  se  hubieren  hecho,  distri- 
buido ó  expuesto  á  la  vista  del  público  ú 
ofrecido  en  venta,  será  castigado  con  prisión 
de  tres  á  seis  meses  y  inulta  de  26  á  500  bo- 
lívares. 

Si  el  delito  se  ha  cometido  con  un  fin  de 
lucro,  la  prisión  será  por  tiempo  de  seis  me- 
ses á  un  año,  y  la  multa  de  50  á  1.000  bo- 
lívares. 

Incurrirán  en  estas  mismas  penas  los  que 
con  palabras,  señas  ó  gestos  obscenos  co- 
metan el  delito  expresado. 

CAPITULO  II 
Del  rapto. 
Art.  347.    Todo  individuo  que,  por  medio 
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de  violencias,  amenazas  ó  engaños  hobiere 
arrebatado,  sustraído  ó  retenido  con  fines 
de  libertinaje  ó  de  matrimonio  á  nna  mujer 
mayor  ó  emancipada,  será  castigado  con 
prisión  de  uno  á  tres  afios. 

Art.  348.  Todo  individuo  que,  por  los 
medios  y  para  alguno  de  los  fines  á  que  se 
refiere  el  artículo  precedente,  haya  arreba- 
tado, sustraído  ó  retenido  á  alguna  persona 
menor  ó  á  una  mujer  casada,  será  castigado 
con  presidio  abierto  de  tres  á  cinco  afios. 

8i  la  raptada  hubiere  prestado  su  con- 
sentimiento, la  prisión  será  de  seis  meses  á 
dos  afios. 

Y  si  la  persona  raptada  es  menor  de  doce 
afios,  aunque  el  culpable  no  se  hubiere  va- 
lido de  violencias,  de  amenazas  ó  engaños, 
la  pena  será  de  presidio  abierto  per  tiempo 
de  tres  á  cinco  afios. 

Art.  349.  Cuando  el  culpable  de  alguno 
de  los  delitos  previstos  en  los  artículos  pre- 
cedentes, sin  haber  cometido  ningún  acto 
de  libertinaje,  haya  puesto  voluntariamente 
en  libertad  á  la  persona  raptada,  volviéndo- 
la á  su  domicilio,  al  de  sus  parientes  ó  á 
algún  lugar  seguro,  á  disposición  de  su 
familia,  la  prisión  que  se  imponga  será  de 
uno  á  seis  meses  en  el  caso  del  art.  347;  y 
de  tres  á  dieciocho  meses,  y  de  seis  á  trein- 
ta meses,  respectivamente,  en  los  casos  del 
artículo  348. 

Art.  350.  í5¡  alguno  de  los  delitos  pre- 
vistos en  los  artículos  precedentes,  se  hu- 
biere cometido  tan  sólo  con  el  fin  de  matri- 
monio, la  pena  de  prisión  podrá  aplicarse  en 
lugar  de  la  de  presidio. 

Art.  351.  En  loque  concierne  á  los  de- 
litos previstos  en  los  artículos  precedentes, 
el  enjuiciamiento  no  se  hará  lugar  sino  á 
instancia  de  la  parte  agraviada  ó  de  su  re- 
presentante legal.  Pero  la  querella  no  será 
admisible  si  ha  transcurrido  nn  afio  desde 
el  día  en  que  se  cometió  el  delito  ó  desde  el 
día  en  que  de  él  tnvo  conocimiento  la  per 
aona  que  pueda  promoverla,  en  representa- 
ción de  la  ofendida. 

El  desistimiento  no  produce  ningún  efec- 
to, si  interviene  después  de  abierto  el  tér- 
mino probatorio  del  juicio. 

CAPITULO  III 
De  los  corruptores. 

Art.  362.  El  que  para  satisfacer  las  pa- 
siones de  otro,  hubiere  inducido  á  la  pros- 
titución ó  á  actos  de  corrupción  á  alguna 
persona  menor,  será  castigado  con  prisión 
de  tres  á  dieciocho  meses  y  multa  de  50  á 
1.500  bolívares. 

La  prisión  se  impondrá  por  tiempo  de 


uno  á  cuatro  afios  y  la  multa  no  bajará  de 
600  bolívares,  si  el  delito  se  ha  cometido: 

1.°  En  alguna  persona  menor  de  doce 
afios. 

2.°    Por  medio  de  fraude  ó  engafio. 

3.°  Por  los  ascendientes,  los  afines  en 
línea  recta  ascendente,  por  el  padre  ó  ma- 
dre adoptivos,  por  el  marido,  el  tutor  ú  otta 
persona  encargada  del  menor  para  cuidarlo, 
educarlo,  instruirlo,  vigilarlo  ó  guardarlo, 
aunque  sea  temporalmente. 

4.°  Con  reincidencia  ó  con  fines  de 
lucro. 

Si  han  concurrido  varias  circunstancias 
de  las  distintas  categorías  mencionadas,  la 
prisión  será  de  dos  á  cinco  afios  y  la  multa 
de  1.000  á  2.600  bolívares. 

Art.  358.  Todo  individuo  que  por  satis- 
facer las  pasiones  de  otro  haya  facilitado  o 
favorecido  la  prostitución  ó  corrupción  de 
alguna  persona  menor,  de  cualquiera  de  los 
modos  ó  en  cualquiera  de  los  casos  especifi- 
cados en  el  primer  aparte  y  números  1.° 
al  4.o  del  artículo  precedente,  será  casti- 
gado con  prisión  de  tres  á  doce  meses  y 
multa  de  160  á  2.500  bolívares.  En  el  caso 
del  segundo  aparte,  la  prisión  será  de  tres  á 
dieciocho  meses  y  la  multa  de  250  á  3.000 
bolívares. 

Art.  364.  El  ascendiente,  el  afín  en  línea 
ascendente,  el  marido  ó  tutor  que  por  medio 
de  violencias  ó  amenazas  haya  constreñido 
á  la  prostitución  ó  corrupción  al  descendien- 
te, á  la  esposa,  aunque  sea  mayor,  ó  al  me- 
nor que  se  halle  bajo  su  tutela,  será  penado 
con  presidio  abierto   de  cuatro  á  seis  afios. 

Si  el  ascendiente  ó  el  marido  hubieren 
empleado  fraude  ó  engafio  para  la  corrup- 
ción del  descendiente  ó  de  la  esposa,  aun- 
que sea  mayor,  se  castigarán  cou  presidio 
abierto  de  tres  á  cinco  afios. 

Art.  355.  Cuando  el  culpable  de  alguno 
de  los  delitos  previstos  en  loe  artículos  pre- 
cedentes sea  e¡  marido,  el  enjuiciamiento  no 
se  hará  lugar  Bino  á  instancia  de  la  mujer; 
y  si  fuere  menor,  la  querella  deberá  proceder 
de  la  persona  que,  si  aquélla  no  fuere  casa- 
da, tuviese  en  ella  el  derecho  de  patria  po- 
testad ó  de  tutela. 

Será  consecuencia  de  la  condeua  la  pér- 
dida del  poder  marital. 

CAPITULO  IV 

Disposiciones  comunes  á  los  capítulos 
precedentes. 

Art.  356.  Será  consecuencia  de  la  conde- 
na por  alguno  de  los  delitos  previstos  en 
loe  artículos  338  á  340,  842,  344,  362,  863  y 
354,  respecto  de  los  ascendientes,  la  pérdida 
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de  todos  los  derechos  que  en  su  calidad  de 
tales  les  confiere  la  ley  sobre  la  persona  y 
bienes  de  los  descendientes  en  cuyo  perjui- 
cio se  baya  cometido  el  delito;  y  en  cuanto 
á  los  tutores,  la  remoción  de  la  tutela  ó  in- 
habilitación para  todo  cargo  referente  á 
tutela. 

Art.  357.    Cuando  se  haya  cometido  con 
tra  una  prostituta  alguno  de  los  delitos  pre- 
vistos en  los  artículos  338  á  340,  347  y   348, 
las  penas  establecidas  por  la  ley  se  reduci- 
rán á  una  quinta  parte. 

Art.  368.  Guando  alguno  de  los  hechos 
previstos  en  los  artículos  338  á  340,  347  y 
348,  haya  ocasionado  la  muerte  ó  lesión  de 
la  persona  ofendida,  las  penas  establecidas 
por  estos  mismos  articules  se  agravarán  con 
el  aumento  de  la  mitad  ai  doble,  en  el  caso 
de  muerte;  y  de  un  tercip  á  la  mitad  en  el 
caso  de  lesión;  pero  el  presidio  no  podrá  ser 
menor  de  cinco  años  en  el  primer  caso,  ni  la 
prisión  menor  de  dieciocho  meses  en  el  se- 
gundo. 

Arl.  359.  El  culpable  de  alguno  de  los 
delitos  previstos  en  los  artículos  338  á  340, 
342,  347  y  348,  quedará  exonerado  de  la  pe- 
na sí  antes  de  la  condenación  contrae  ma- 
trimonio con  la  persona  ofendida;  y  el  jui- 
cio cesará  de  todo  punto  en  lo  que  no  se  re- 
lacione con  la  penalidad  correspondiente  á 
otras  infracciones. 

Si  el  matrimonio  se  efectúa  después  de  la 
condenación,  cesará  entonces  la  ejecución 
de  las  penas  y  sus  consecuencias  penales. 

Los  reos  de  seducción,  violación  ó  rapto, 
serán  además  condenados,  por  vía  de.  in- 
demnización civil,  si  no  se  efectuare  el  ma- 
trimonio: 

l.o  A  dotar  á  la  ofendida,  si  fuere  soltera 
ó  viuda,  y  en  todo  caso,  honesta. 

2.°  A  reconocer  la  prole,  si  su  estado  no 
lo  impidiere. 

3.°    En  todo  caso,  á  mantener  la  prole. 

CAPITULO  V 
Del   adulterio. 

Art.  360.  La  mujer  adúltera  será  castiga- 
da con  prisión  de  seis  meses  á  tres  años. 

La  misma  pena  es  aplicable  al  coautor  del 
adulterio. 

Art.  361.  El  marido  que  mantenga  con- 
cubina en  la  casa  conyugal,  ó  fuera  de  ella 
si  el  hecho  es  notorio,  será  castigado  con 
prisión  de  tres  á  dieciocho  meses.  La  conde- 
na produce  de  derecho  la  pérdida  del  poder 
marital. 

La  concubina  será  penada  con  prisión  de 
tres  á  seis  meses. 

Art.  362.    Si  los  cónyuges  estaban  legal- 


ícente separados  ó  si  el  cónyuge  culpable 
había  sido  abandonado  por  el  otro,  la  pena 
de  los  delitos  á  que  se  refieren  los  dos  ar- 
tículos anteriores  será  para  cada  uno  de  los 
culpables  prisión  de  quince  díaB  á  tres 
meses: 

Art.  363.  En  lo  que  concierne  á  los  deli- 
tos previstos  en  los  artículos  precedentes,  el 
enjuiciamiento  no  se  hará  logar  sino  á  ins- 
tancia del  marido  ó. de  la  mujer.  La  querella 
comprenderá  necesariamente  al  coautor  del 
adulterio  y  á  la  concubina. 

La  instancia  ó  querella  no  es  admisible,  si 
han  transcurrido  tres  meses  desde  la  fecha 
en  que  el  cónyuge  ofendido  tuvo  conoci- 
miento del  adulterio  cometido. 

La  acusación  no  será  tampoco  admisible, 
si  procede  de  un  cónyuge  por  culpa  del  cual 
se  hubiere  pronunciado  sentencia  de  separa- 
ción de  cuerpos. 

Art.  364.  El  culpado  de  alguno  de  los 
delitos  previstos  en  los  artículos  preceden- 
tes, no  quedará  exento  de  pena: 

l.o  En  el  caso  de  acusación  ó  querella 
del  marido,  aun  cuando  la  mujer  pruebe  que 
él  también,  en  el  año  anterior  al  hecho,  ha- 
bía cometido  el  delito  especificado  en  el  ar- 
tículo 361,  ó  había  obligado  ó  expuesto  á  su 
mujer  á  prostituirse  ó  excitado  ó  favorecido 
su  corrupción. 

2.°  En  el  caso  de  acusación  de  la  mujer, 
aun  cuando  él  compruebe  que  ella  también, 
durante  el  tiempo  arriba  indicado,  ha  come- 
tido el  delito  á  que  se  contrae  el  art.  360. 

Art.  365.  El  desistimiento  puede  proce- 
der eficazmente  aun  después  de  la  condena- 
ción, haciendo  que  cesen  la  ejecución  y  la« 
consecuencias  penales. 

La  muerte  del  cónyuge  acusador  produce 
los  efectos  del  desistimiento. 

CAPITULO  VI 
De  la  bigamia. 

Art.  366.  Cualquiera  que  estando  casado 
válidamente,  haya  contraído  á  sabiendas 
otro  matrimonio;  y  también  el  que  siendo 
libre  hubiere  contraído  matrimonio  con  una 
persona  casada  legítimamente,  será  castiga- 
do con  presidio  abierto  de  tres  años,  ó  pri- 
sión por  tiempo  de  dos  á  cuatro  años. 

Si  el  culpable  ha  inducido  en  error  á  la 
persona  con  la  cual  ha  contraído  el  matri- 
monio, engañándola  respecto  de  su  propio 
estado  de  capacidad  ó  respecto  de  la  liber- 
tad de  dicha  persona,  la  pena  será  el  presi- 
dio abierto  de  tres  á  cinco  años. 

Art.  367.  La  prescripción  de  la  acción 
penal,  por  el  delito  previsto  en  el  artículo 
precedente,  correrá  desde  el  día  en  que  se 
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haya  disuelto  uno  de  los  dos  matrimonios,  ó 
desde  el  día  en  que  el  segundo  matrimonio 
se  hubiere  declarado  nulo  por  causa  de  bi- 
gamia. 

CAPITULO  VII 

De  la  suposición  ó  supresión  de  estado. 

Art.  368.  £1  que  ocultando  ó  cambiando 
un  niño  haya  así  suprimido  ó  alterado  el 
estado  civil,  así  como  el  que  hubiere  hecho 
figurar  en  los  registros  del  estado  civil  un 
niño  que  no  existe,  serán  castigados  con  pri- 
sión de  tres  á  cinco  años. 

Art.  869.  El  que  fuera  de  los  casos  pre- 
vistos en  el  artículo  precedente,  pone  en  al- 
guna casa  de  expósitos  ó  en  otro  lugar  de 
beneficencia  á  un  nifio  legítimo  ó  natural  re- 
conocido, ó  bien  lo  presenta  en  tales  esta- 
blecimientos ocultando  su  estado,  será  cas- 
tigado con  prisión  de  cuarenta  y  cinco  días 
á  tres  años;  y  si  el  culpable  fuere  un  ascen- 
diente, la  pena  de  prisión  podrá  ser  hasta 
de  cuatro  años 

Art.  370.  El  culpable  de  alguno  de  los 
delitos  previstos  en  los  artículos  preceden- 
tes, que  hubiere  cometido  el  hecho  para  ocul- 
tar su  propio  deshonor  &  la  deshonra  de  la 
esposa,  de  la -madre,  déla  descendiente,  de 
la  hermana  ó  de  la  hija  adoptiva,  ó  para  pre- 
venir malos  tratamientos  inminentes,  será 
castigado  con  prisión  por  tiempo  de  quince 
días  á  dieciocho  meses. 

TITULO  IX 
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CAPITULO  PRIMERO 
Del  homicidio. 

Art.  371.  El  que  voluntariamente  haya 
dado  la  muerte  á  alguna  persona,  será  cas- 
tigado con  presidio  cerrado  de  diez  á  doce 
afios. 

Art.  372.  La  pena  de  presidio  cerrado  se- 
rá de  once  á  trece  afios,  si  el  delito  previsto 
en  el  artículo  precedente  se  ha  cometido  en 
alguna  de  las  personas  siguientes: 

1.°  En  la  del  cónyuge,  hermano  ó  herma- 
na, padre  ó  madre  adoptivos,  hijo  adoptiyo 
ó  afines  en  línea  recta  del  culpado. 

2.°  En  la  de  un  miembro  del  Congreso  ó 
de  la  Legislatura,  ó  Presidente  de  un  Estado 
de  la  Unión,  en  la  de  alguno  de  los  Ministros 
del  Despacho,  Vocales  del  Consejo  de  Go- 
bierno, de  la  Alta  Corte  federal  ó  de  la  Cor- 
te de  Casación,  ó  en  la  de  algún  otro  funcio- 
nario público  á  causa  de  sus  funciones. 


3.°  La  misma  pena  de  once  á  trece  afios 
de  presidio  cerrado  se  aplicará  cuando  el 
homicidio  se  hubiere  cometido  por  medio  de 
envenenamiento. 

Art.  373.  El  delito  previsto  en  el  art.  371 
será  castigado  con  la  pena  de  presidio  cerra- 
do en  su  máximum,  si  se  ha  cometido  con 
las  circunstancias  siguientes: 

1.°  En  la  persona  del  ascendiente  ó  de  i 
descendiente,  legítimos  ó  naturales,  cuando 
la  filiación  natural  ha  sido  legalinente  reco- 
nocida ó  declarada. 

2.°    Con  premeditación. 

3.°  Con  ensañamiento  ó  acompañado  de 
ferocidad. 

4.°  Por  medio  de  incendio,  inundación, 
sumersión  ó  de  cualquiera  otro  de  los  deli- 
tos especificados  en  el  tít.  7.°  del  presente 
libro.  , 

6.o  Con  el  objeto  de  preparar,  facilitar 
ó  consumar  otra  infracción,  aun  cuando  ésta 
no  se  efectuare. 

6.o  En  el  tiempo  que  inmediatamente 
haya  seguido  á  la  perpetración  de  otra  in- 
fracción, con  el  fin  de  asegurar  el  provecho 
de  ella,  de  disimular  los  preparativos  he- 
chos para  obtenerlo,  de  ocultar  la  infrac- 
ción misma,  de  suprimir  sus  indicios  ó  prue- 
bas, ó  de  procurar,  en  fin,  la  propia  impu- 
nidad ó  la  de  otros. 

7.°  En  la  persona  del  Presidente  de  la 
República  ó  en  la  persona  del  que  legal  men- 
te esté  haciendo  sus  veces.     . 

Art.  374.  En  los  casos  previstos  en  los 
artículos  precedentes,  cuando  la  mnerte  no 
se  hubiere  efectuado  sin  el  concurso  de 
circunstancias  preexistentes,  desconocida» 
del  culpado,  ó  de  causas  imprevistas  que 
no  han  dependido  de  su  hecho,  la  pena 
será  la  de  presidio  abierto  de  cinco  á  sie- 
te años,  en  el  caso  del  art.  371;  de  siete 
á  nueve  años,  en  el  caso  del  art.  872;  y 
de  diez  á  doce  años,  en  el  caso  del  artícu 
lo  373. 

Art.  375.  El  que  con  actos  dirigidos  ¿ 
ocasionar  una  lesión  personal,  causa  la 
muerte  de  alguno,  será  castigado  con  pre- 
sidio abierto  de  seis  á  ocho  años,  en  el  caso 
del  art.  371;  de  sjete  á  nueve  años,  en  el 
caso  del  art.  372;  y  de  diez  á  doce  años,  en 
el  caso  del  art.  373. 

Si  consta  que  la  muerte  no  habría  sobre- 
venido sin  el  concurso  de  circunstancias 
preexistentes,  desconocidas  del  culpado,  ó 
de  causas  imprevistas  é  independientes  de 
su  hecho,  la  pena  será  la  de  presidio  abier- 
to de  cuatro  á  seis  años,  en  el  caso  del  ar- 
tículo 371;  de  cinco  á  siete  afios,  en  el  caso 
del  art.  372;  y  de  seis  á  echo  años,  en  el  caso 
del  art.  373. 

Art.  376.     Cuando  el  delito  previsto  en  el 
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artículo  87  Tae  haya  cometido  en  nn  nifio 
recién  nacido,  no  inscrito  en  el  Registro 
ilel  estado  civil  dentro  del  término  legal, 
con  el  objeto  de  ocultar  su  propio  deshonor 
ó  la  deshonra  de  la  esposa,  de  la  madre,  de 
la  descendiente,  de  la  hermana  ó  de  la  hija 
adoptiva,  la  pena  será  la  de  prisión  de  die- 
ciocho meses  á  cinco  afios. 

Árt.  377.  El  que  hubiere  inducido  á  al- 
gún individuo  á  que  se  suicide,  ó  con  tal  fin 
lo  haya  ayudado,  será  castigado,  si  el  suici- 
dio se  consuma,  con  presidio  abierto  de  tres 
4  cinco  afios. 

Art.  378.  £1  que  por  imprudencia,  negli- 
gencia ó  impericia  en  su  profesión,  arte  ó 
industria,  ó  por  inobservancia  de  los  regla- 
mentos, órdenes  ó  instrucciones,  haya  oca- 
sionado la  muerte  de  alguna  persona,  será 
castigado  con  prisión  de  eeia  á  treinta  meses 
y  multa  de  60  á  1.500  bolívares. 

Si  del  hecho  resulta  la  muerte  de  va- 
rias personas,  ó  la  muerte  de  una  sola  y  las 
heridas  de  una  ó  más,  con  tal  que  las  heri- 
das acarreen  las  consecuencias  previstas  en 
el  segundo  aparte  del  art  379,  la  pena  de 
prisión  será  por  tiempo  de  seis  meses  á  cua- 
tro afios  y  la  multa  no  bajará  de  1.000  bo- 
lívares. 

CAPITULO  II 
De  las  lesiones  personales. 

Art  379.  £1  que  sin  intención  de  matar, 
pero  sí  de  causarle  dafio,  haya  ocasionado  á 
alguna  persona  un  sufrimiento  físico,  un 
perjuicio  á  la  salud  ó  una  perturbación  en 
las  facultades  intelectuales,  será  castigado 
con  prisión  de  tres  á  doce  meses. 

La  pena  será: 

1.°  Si  el  hecho  ha  causado  debilitación 
permanente  de  algún  sentido  ó  de  algún  ór- 
gano, dificultad  permanente  de  la  palabra  ó 
alguna  cicatriz  notable  en  la  cara,  ó  si  ha 
puesto  en  peligro  la  vida  de  la  persona  ofen- 
dida ó  produce  alguna  enfermedad  mental  ó 
corporal  que  dure  veinte  días  ó  más,  ó  si  por 
un  tiempo  igual  queda  la  dicha  persona  in- 
capacitada de  entregarse  á  sus  ocupaciones 
habituales,  ó  en  fin,  si  habiéndose  cometido 
el  delito  contra  una  mujer  en  cinta,  causa 
an  parto  prematuro,  prisión  de  seis  meses  á 
tres  afios. 

2.°  Si  el  hecho  ha  causado  una  enferme- 
dad mental  ó  corporal,  cierta  ó  probable- 
mente incurable,  ó  la  pérdida  de  algún  sen- 
tido, de  una  mano,  de  un  pie,  de  la  palabra, 
de  la  capacidad  de  engendrar  ó  del  uso  de 
algún  órgano,  ó  si  ha  producido  alguna  he- 
rida que  desfigure  á  la  persona,  ó  en  fin,  si 
habiéndose  cometido  el  delito  contra  una 


mujer  en  cinta  la  hubiese   ocasionado  el 
aborto,  presidio  abierto  de  tres  á  cinco  afios. 

Fuera  de  los  casos  previstos  en  los  dos 
números  precedentes  y  en  el  artículo  si-  ' 
guíente,  si  el  delito  no  ha  acarreado  enfer- 
medad ni  incapacidad  para  ocuparse  la  per- 
sona ofendida  .en  sus  negocios  ordinarios,  ó 
si  esta  enfermedad  ó  incapacidad  no  han  du- 
rado más' de  diez  días,  el  enjuiciamiento  no 
se  hará  lugar  sino  á  instancia  de  la  parte 
agraviada,  y  la  pena  será  prisión  hasta  por 
tres  meses  y  multa  de  26  á  600  bolívares. 

Art.  380.  Cuando  el  hecho  especificado 
en  el  artículo  precedente  estuviere  acompa- 
ñado de  alguna  de  las  circunstancias  indica- 
das eu,  el  art.  372,  bajo  los  núms.  2.°  y  3.°, 
ó  cuando  el  hecho  fuere  cometido  con  armas 
secretas,  con  armas  propiamente  dichas  ó 
por  medio  de  sustancias  corrosivas,  la  pena 
se  aumentará  en  la  proporción  de  ana  sexta 
á  una  tercera  parte. 

Si  el  delito  está  acompañado  de  alguna  de 
las  circunstancias  previstas  en  el  art.  373,  la 
pena  6e  aumentará  con  un  tercio;  sin  perjui- 
cio de  la  que  corresponda  á  la  infracción  co- 
nexa, según  el  art  77. 

Art.  381.  En  los  casos  previstos  en  los 
artículos  precedentes,  las  penas  establecidas 
por  la  ley  se  reducirán  de  un  tercio  á  la  mi- 
tad, siempre  que  las  consecuencias  del  de- 
lito hubieren  excedido  los  propósitos  del  cul- 
pado. 

Art.  382.  £1  que  por  imprudencia  ó  ne- 
gligencia ó  impericia  en  su  profesión,  arte  ó 
industria,  ó  por  inobservancia  de  los  regla- 
mentos, órdenes  ó  disciplinas,  ocasiona  á 
otro  un  dafio  en  el  cuerpo  ó  en  la  salud,  ó 
alguna  perturbación  en  las  facultades  inte- 
lectuales, será  castigado: 

1.°  Con  prisión  de  cinco  á  cuarenta  y 
cinco  días  ó  multa  de  50  á  600  bolívares;  pe- 
ro no  podrá  ser  enjuiciado  sino  á  instancia 
de  la  parte  ofendida,  en  los  casos  especifica- 
dos en  la  parte  primera  y  último  aparte  del 
art.  379. 

2.o  Con  prisión  de  qnince  días  á  diez 
meses  ó  multa  de  160  á  8,000  bolívares,  en 
todos  los  demás  casos. 

Si  ha  habido  varias  personas  ofendidas 
en  el  caso  previsto  en  el  núm.  1.°  anterior, 
la  prisión  podrá  subirse  á  tres  meses  y  la 
multa  á  1. 000  bolívares;  y  en  los  casos  del 
número  2.°,  la  pena  de  prisión  por  tiempo 
de  cuarenta  y  cinco  días  á  dieciocho  meses 
ó  multa  de  600  á  2.000  bolívares. 

CAPITULO  III 

Disposiciones  comunes  á  los  capítulos 
precedentes. 

Art.  388.     No  será  punible  el  individuo 


no 
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que  hubiere  cometido  alguno  de  los  hechos 
previstos  en  los  capítulos  precedentes,  ha- 
llándose constreñido  por  la  necesidad,  á 
saber: 

1  r®  De  defender  sus  propios  bienes  con- 
tra los  autores  de  los  bechos  previstos  en 
los  artículos  413,  414,  415  y  417,0  contra 
ios  autores  del  pillaje. 

2,°  De  repeler  los  autores  del  escala- 
miento, de  la  fractura  ó  del  incendio  de  su 
casa,  de  otros  edificios  habitados  ó  de  sus 
dependencias,  siempre  que  el  delito  tenga 
lagar  de  noche  ó  en  sitio  aislado,  de  tal 
suerte  que  los  habitantes  de  la  [casa,  edi fi- 
mos ó  dependencias  puedan  creerse,  con 
fundado  temor,  amenazados  en  su  seguridad 
personal. 

Si  ha  habido  exceso  de  defensa  en  el 
caso  del  núm.  1.°  del  presente  artículo, 
la  pena  sólo  se  disminuirá  en  la  propor- 
ción de  un  tercio  á  la  mitad  y  el  presidióse 
convertirá  en  prisión;  y  de  igual  manera  se 
impondrá  la  pena  cuando  al  repeler  á  los 
autores  del  escalamiento,  de  la  fractura  ó 
del  i  .-  ndio  de  la  casa,  edificios  ó  depen- 
dencias, el  delito  cometido  esté  fuera  de  las 
condicioines  previstas  en  el  núm.  5J.o  de  este 
miainii  artículo. 

Art.  384.  En  lo  que  concierne  á  los  de- 
litos previstos  en  los  capítulos  precedentes, 
sí  el  1 1  echo  se  ha  cometido  por  el  cónyu- 
ge, por  un  ascendiente,  por  el  hermano 
ó  la  hermana  en  la  persona  del  cónyuge, 
de  la  descendiente,  de  la  hermana  ó  del 
coautor  ó  de  entreambos,  en  el  momento 
en  que  los  sorprenda  in  fraganti  delito  de 
adulterio  ó  de  cópula  carnal,  la  pena  se 
reducirá  á  la  sexta  parte,  quedando  la 
prisión  por  el  presidio  abierto,  y  la  pri- 
sión Me  seis  á  treinta  meses  por  el  presidio 
cerrado. 

Art.  185.  Coando  varias  personas  hayan 
tomado  parte  en  la  ejecución  de  alguno 
de  loe  lelitos  previstos  en  los  artículos  371, 
372,  373,  379  y  380,  y  no  se  conozca  ai 
autor  del  homicidio  ó  de  la  lesión,  tudas 
incurrirán  en  las  penas  respectivamente 
correspondiente  á  estos  delitos,  disminu- 
yéndolas, sin  embargo,  en  la  proporción 
de  WD  tercio  á  la  mitad.  Á  la  pena  de  pre- 
sidio cerrado  se  sustituirá  la  de  presidio 
abierto  por  tiempo  que  no  bajará  de  siete  y 
medio  años. 

No  se  beneficiará  con  esta  reducción  de 
pena  al  que  hubiere  cooperado  inmediata- 
mente al  delito. 

Art.  386.  Salvo  lo  establecido  en  el  ar- 
tículo precedente,  y  sin  perjuicio  de  la  apli- 
cación de.  las  penas  más  fuertes  por  las  in- 
fracciones cometidas  individualmente,  siem- 
pre que  en  una  riña  haya  sido  muerto  al- 


gún individuo  ó  haya  recibido  heridas,  to- 
dos los  que  en  la  riña  hubieren  atacado  á 
la  víctima,  serán  castigados  de  la  manera 
siguiente: 

l.o  Si  ha  habido  muerte  de  alguna  per 
sona  ó  si  ha  habido  herida  que  acarree  la 
muerte,  con  presidio  abierto  de  tres  á  cua- 
tro afios. 

2.o  En  los  otros  casos,  con  prisión  de 
uno  á  dos  afios,  pero  sin  exceder  del  .tercio 
de  la  pena  que  habría  de  imponerse  al  autor 
del  delito. 

Los  que  hayan  tomado  parte  en  la  riña 
sin  haber  atacado  á  la  víctima  serán  casti- 
gados con  la  prisión  de  dos  á  seis  meses. 

Las  penas  que  acaban  de  especificarse  se 
aumentarán  con  una  tercera  parte,  respecto 
«leí  que  hubiere  sido  causa  determinante  de 
la  riña. 

Art.  387.  £1  que  tomando  parte  en  una 
riña  haya  disparado  ó  descargado  por  vía  de 
amenaza,  un  arma  de  fuego  contra  alguna 
persona,  será  penado  con  prisión  de  tres  á 
seis  meses. 

CAPITULO  IV 

Del  qborto  provocado. 

Art.  388.  La  mujer  que  intencionada- 
mente abortare,  valiéndose  para  ello  de  me- 
dios empleados  por  ella  misma  ó  por  un  ter- 
cero, con  su  consentimiento,  será  castigada 
con  prisión  de  seis  meses  á  dos  afios. 

Art.  389.  El  que  hubiere  provocado  el 
aborto  de  una  mujer  con  el  consentimiento 
de  ésta,  será  castigado  con  prisión  de  doce  á 
treinta  meses. 

Si  por  consecuencia  del  aborto  ó  de  los 
medios  empleados  para  efectuarlo  sobrevie- 
ne la  muerte  de  la  mujer,  la  pena  será  pre- 
sidio abierto  de  tres  á  cinco  afios;  y  será  de 
cuatro  á  seis  afios,  si  la  muerte  sobreviene 
por  haberse  valido  de  medios  más  peligro- 
sos que  los  consentidos  por  ella. 

Art.  390.  El  que  haya  procurado  el  abor- 
to de  una  mujer,  empleando  sin  su  consen- 
timiento ó  contra  la  voluntad  de  ella,  me- 
dios dirigidos  á  producirlo,  será  castigado 
con  prisión  de  quince  meses  á  tres  afios.  Y 
si  el  aborto  se  efectuare,  la  prisión  será  de 
tres  á  cinco  afios. 

Si  por  causa  del  aborto  ó  de  los  medios 
empleados  para  procurarlo,  sobreviene  la 
muerte  de  la  mujer,  la  pena  será  de  presidio 
abierto  de  cinco  á  diez  afios. 

Si  el  culpable  fuere  el  marido,  las  penas 
establecidas  en  el  presente  artículo  se  au- 
mentarán con  una  sexta  parte. 

Art.  391.  Cuando  el  culpable  de  alguno 
de  los  delitos  previstos  en  los  dos  artículos 
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precedentes,  sea  una  persona  que  ejerce  el 
arte  de  cn/ar  ó  cualquiera  otra  profesión  ó 
arte  reglamentados  en  interés  de  la  salud 
pública,  si  dicha  persona  ha  indicado,  facili- 
tado ó  empleado  medios  con  los  eriales  se 
ha  procurado  el  aborto  en  que  ha  sobreveni- 
do la  muerte,  las  penas  de  ley  se  aplicarán 
con  el  aumento  de  una  sexta  parte. 

La  condenación  llevará  siempre  como  con- 
secuencia la  suspensión  del  ejercicio  del  ar- 
te ó  profesión  del  culpable,  por  tiempo  igual 
al  de  la  pena  impuesta.      " 

No  incurrirá  en  pena  alguna  el  faculta- 
tivo que  provoque  el  aborto  como  medio  in- 
dispensable para  salvar  la  vida  de  la  partu- 
rienta. 

Art.  392.  Las  penas  establecidas  en  los 
urtículos  precedentes  se  disminuirán  en  la 
proporción  de  uno  á  dos  tercios,  y  el  presi- 
dio se  convertirá  en  prisión  en  el  caso  de 
4|ue  el  autor  del  aborto  lo  hubiere  provoca- 
rlo para  ocultar  su  propio  deshonor  ó  la  des- 
honra de  la  esposa,  de  la  madre,  de  la  des- 
cendiente, de  la  hermana  ó  de  la  hija  adop- 
tiva. 

CAPITULO  V 

Del  abandono  de  niños  ó  de  otras  personas 
incapaces  de  proveer  á  su  seguridad  ó  á  su 
salud. 

Art.  393.  El  que  haya  abandonado  á  un 
ni  fío  menor  de  doce  años  ó  á  otra  persona 
incapaz  de  proveer  á  su  propia  salud  por 
enfermedad  intelectual  que  padezca,  si  el 
abandonado  estuviere  confiado  á  la  guarda 
ó  cuidado  del  autor  del  delito,  será  castiga- 
do con  prisión  de  cuarenta  y  cinco  días  á 
quince  menea. 

Si  del  hecho  del  abandono  resulta  algún 
grave  daño  para  la  persona  ó  salud  del  aban- 
donado ó  una  perturbación  de  sus  faculta- 
des mentales,  la  prisión  será  por  tiempo  de 
quince  á  treinta  meses,  y  presidio  abierto 
de  tres  á  cinco  años,  si  el  delito  acarrea  la 
muerte. 

Art.  394.  Las  penas  establecidas  en  el 
artículo  precedente  se  aumentarán  con  una 
tercera  parte: 

1.°  Si  el  abandono  se  ha  hecho  en  un 
lugar  solitario. 

2.°  Si  el  delito  se  ha  cometido  por  los 
padres  en  un  hijo  legítimo  ó  natural  reco- 
nocido, ó  legalmente  declarado,  ó  adoptivo, 
y  recíprocamente. 

Art.  895.  Cuando  el  culpado  haya  co- 
metido el  delito  previsto  en  los  artículos 
anteriores  con  un  niño  recién  nacido,  aun 
no  declarado  en  el  Registro  del  estado  civil 
dentro  del  término  lega),  para  ocultar  su 


propio  deshonor  ó  la  deshonra  de  la  esposa, 
de  la  madre,  de  la  descendiente,  de  la  her- 
mana ó  de  la  hija  adoptiva,  la  pena  se  dis- 
minuirá en  la  proporción  de  una  sexta  á  una 
tercera  parte,  y  el  presidio  se  convertirá  en 
prisión. 

Art.  896.  £1  que  habiendo  encontrado 
abandonado  ó  perdido  algún  niño  menor  de 
siete  años  ó  cualquiera  otra  persona  incapaz, 
por  enfermedad  mental  ó  corporal,  de  pro- 
veer á  su  propia  conservación,  haya  omitido 
dar  aviso  inmediato  a  la  autoridad  ó  á  sus 
agentes,  pudiendo  hacerlo,  será  castigado 
con  multa  de  26  á  250  bolívares. 

La  misma  pena  se  impondrá  al  que  ha- 
biendo encontrado  á  una  persona  herida  ó 
en  situación  peligrosa,  ó  á  alguna  que  estu- 
viere ó  pareciese  inanimada,  haya  omitido 
la  prestación  de  su  ayuda  á  dicha  persona, 
cuando  ello  no  lo  expone  á  daño  ó  peligro 
personal,  ó  dar  el  aviso  inmediato  de!  caso 
a  la  Autoridad  ó  á  sus  agentes. 

CAPITULO  VI 

De  los  abusos  en  la  corrección  ó  disciplina, 
y  de  la  sevicia  en  las  familias. 

Art.  397.  El  que  abusando  de  los  medios 
de  corrección  ó  disciplina,  haya  ocasionado 
un  perjuicio  ó  un  peligro  á  la  salud  de  al- 
na persona  que  se  halle  sometida  á  su  auto- 
ridad, educación,  instrucción,  cuidado,  vigi- 
lancia ó  guarda,  ó  que  se  encuentre  bajo 
su  dirección,  con  motivo  de  su  arte  ó  pro- 
fesión, será  castigado  con  prisión  de  uno  á 
nueve  meses. 

Art.  398.  El  que,  fuera  de  los  casos  pre- 
vistos en  el  artículo  precedente,  haya  em- 
pleado malos  tratamientos  contra  algún 
miembro  de  su  familia  ó  contra  algún  niño 
menor  de  doce  años,  será  castigado  con  pri- 
sión de  tres  á  quince  meses 

Si  los  malos  tratamientos  se  han  ejecuta- 
do en  un  descendiente,  ascendiente  ó  afín 
en  línea  recta,  la  prisión  será  de  seis  á  trein- 
ta meses. 

El  enjuiciamiento  no  tendrá  lugar  sino  á 
instancia  de  la  parte  ofendida,  si  los  malos 
tratamientos  se  han  empleado  contra  un 
cónyuge;  y  si  éste  fuere  menor,  la  querella 
podrá  promoverse  también  por  las  personas 
que,  al  no  existir  el  matrimono,  tendrían  la 
patiia  potestad  ó  la  autoridad  tutelar  sobre 
el  agraviado. 

Art.  399.  En  los  casos  previstos  en  los 
artículos  precedentes,  será  permitido  al  Juez 
declarar  que  la  condena  lleva  consigo  como 
consecuencia  respecto  del  ascendiente,  la 
pérdida  de  todos  los  derechos  que,  por  can- 
sa de  la  patria  potestad,  le  confiere  la  ley 
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en  la  persona  y  bienes  fiel  descendiente 
ofendido,  y  en  lo  qne  concierne  al  tntor,  la 
destitución  de  la  tutela  y  la  exclusión  de 
cualesquiera  otras  funciones  tutelares. 

CAPITULO  VII 

De  la  calumnia,  de  la  difamación 
y  déla  injuria. 

Art.  400.  El  qne  comunicándose  con  Ta- 
nas personas,  reunidas  ó  separadas,  hubiere 
imputado  falsamente  á  algún  individuo  un 
becbo  determinado  capaz  de  producir  con- 
tra él  un  procedimiento  de  oficio,  será  cas- 
tigado con  prisión  de  tres  á  dieciocho  meses 
y  multa  de  60  á  1.500  bolívares;  y  si  el  he- 
cho imputado  lo  expusiese  al  odio  ó  despre- 
cio públicos,  ó  fuere  ofensivo  á  su  bonor  ó 
reputación,  la  prisión  será  de  uno  á  doce  me- 
ses y  la  inulta  de  60  á  600  bolívares. 

Sí  el  delito  se  ha  cometido  en  algún  acto 
público,  en  escritos  ó  dibujos  repartidos  ó 
«x  puestos  al  publico,  ó  por  otro  medio  cual- 
quiera de  publicidad,  la  pena  de  prisión  será 
por  tiempo  de  seis  á  treinta  meses  y  la  mul- 
ta de  600  á  2.000  bolívares,  en  el  caso  de 
calumnia;  y  en  el  de  difamación,  de  tres  á 
dieciocho  meses  de  prisión  y  multa  de  SO  á 
1.600  bolívares. 

Art.  401.  Al  individuo  culpado  del  delito 
previsto  en  el  artículo  precedente,  no  se  ad- 
mitirá prueba  de  la  verdad  ó  notoriedad  del 
hecho  difamatorio ,  sino  en  los  casos  si- 
guientes: 

1.°  Cuando  la  persona  ofendida  es  algún 
funcionario  público  y  siempre  que  el  hecho 
que  se  le  haya  imputado  se  relacione  con  el 
ejercicio  de  su  ministerio;  salvo,  sin  embar- 
go, las  disposiciones  de  los  arts.  198  y  202. 

2.°  Cuando  sobre  el  hecho  imputado 
hubiere  juicio  pendiente  contra  el  difamado. 

3  o  Cuando  el  querellante  solicita  for- 
malmente que  en  la  sentencia  se  pronuncie 
también  sobre  la  verdad  ó  falsedad  del  he- 
cho difamatorio. 

Si  la  verdad  del  hecho  se  probare  ó  si  la 
persona  difamada  quedare,  por  causa  de  la 
difamación,  condenada  por  este  hecho,  el 
autor  de  la  difamación  quedará  exento  de 
la  pena,  salvo  el  caso  de  que  ios  medios  em- 
pleados constituyesen  por  sí  mismos  el  de- 
lito previsto  en  el  articuló  que  sigue. 

Art.  402.  Todo  individuo  que  en  comu- 
nicación con  varias  personas,  juntas  ó  sepa- 
radas, hubiese  atacado  de  alguna  manera 
el  honor,  la  reputación  ó  el  decoro  de  alguna 
persona,  sin  imputarle  un  hecho  determi- 
nado, será  castigado  con  prisión  de  tres  á 
ocho  días  ó  multa  de  25  á  160  bolívares. 

Si  el  hecho  se  ha   cometido  en   presencia 


sólo  del  ofendido  ó  por  medio  de  algún  es- 
crito qne  se  le  hubiese  dirigido,  ó  en  públi- 
co, la  prisión  podrá  ser  hasta  de  quince  días 
ó  multa  de  250  bolívares.  Y  si  concurren 
las  circunstancias  de  publicidad  y  de  pre- 
sencia del  ofendido,  la  pena  de  prisión  po- 
drá elevarse  á  treinta  días  ó  la  multa  á  6O0 
bolívares. 

Si  el  hecho  se  ha  cometido  haciendo  oso 
de  los  medios  indicados  en  el  aparte  del  ar- 
tículo 400,  la  pena  de  prisión  será  |K>r  tiem- 
po de  quince  días  á  tres  meses  ó  multa  de 
160  á  1.600  bolívares. 

Art.  403.  Cuando  el  delito  previsto  en  el 
artículo  precedente  se  haya  cometido  con- 
tra alguna  persona  encargada  de  algún  ser- 
vicio público,  en  su  presencia  y  por  razón  de 
dicho  servicio,  el  culpable  será  castigado  con 
prisión  de  quince  á  cuarenta  y  cinco  días  ó 
multa  de  60  á  750  bolívares.  Si  hay  publici- 
dad, la  prisión  podrá  imponerse  de  ano  a 
dos  meses  ó  multa  de  100  á  1.000  bolívares. 

Art.  404.  Cuando  en  los  casos  previstos 
en  los  dos  artículos  precedentes,  el  delito 
haya  sido  determinado  por  cansa  de  un  acto 
ilícito  del  ofendido,  la  pena  se  reducirá  en  la 
proporción  de  una  á  dos  terceras  partes.  Si 
las  ofensas  fuereu  recíprocas,  el  Juez  po- 
drá, según  las  circunstancias,  declarar  a  las 
partes  ó  á  alguna  de  ellas  exentas  de  to- 
da pena 

No  será  punible  el  que  haya  sido  impul- 
sado al  delito  por  violencias  ejecutadas  con- 
tra su  persona. 

Art.  405.  No  producen  acción  las  ofensas 
contenidas  en  los  escritos  presentados  por 
las  partes  ó  sus  representantes,  ó  en  los  dis- 
cursos pronunciados  por  ellos  en  estrados 
ante  el  Juez  durante  el  curso  de  un  juicio; 
pero  independientemente  de  la  aplicación 
de  las  medidas  disciplinarias  de)  caso  que 
puede  imponer  el  Tribunal,  aquella  autori- 
dad podra,  al  pronunciar  «obre  la  causa,  dis- 
poner la  supresión  total  ó  parcial  de  les  es- 
pecies difamatorias,  y  si  la  parte  ofendida  lo 
pidiere,  podrá  también  acordarle  una  repa- 
ración pecuniaria. 

Art.  406.  En  caso  de  condenación  por 
alguno  de  los  delitos  especificados  en  el  pre- 
sente capítulo,  el  Juez  decretará  la  confis- 
cación y  supresión  de  los  impresos,  dibujos 
y  demás  objetos  que  hayan  servido  para  co- 
meter el  delito;  y  si  se  trata  de  escritos  res- 
pecto de  los  cuales  no  pudiere  acordarse  la 
supresión,  dispondrá  que  al  margen  de  ellos 
se  haga  referencia  de  la  sentencia  que  se 
dicte  relativamente  al  caso. 

A  pedimento  del  querellante,  la  sentencia 
condenatoria  será  publicada  á  costa  del  con- 
denado, una  ó  dos  veces,  en  dos  diarios,  que 
indicara  el  Juez. 
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Art.  407.  Los  delitos  previstos  en  el  pre- 
sente capítulo  no  podrán  ser  enjuiciados  si- 
no a  instancia  de  la  parte  agraviada. 

Si  ésta  muere  antes  de  hacer  uso  de  su 
acción,  ó  si  los  delitos  se  han  cometido  con- 
tra la  memoria  de  una  persona  muerta,  la 
acusación  ó  querella  puede  promoverse  por 
el  cónyuge,  los  ascendientes,  tos  descendien- 
tes, los  hermanos  ó  hermanas,  los  sobrinos, 
los  afínes  en  línea  recta  y  por  los  herederos 
inmediatos. 

En  el  caso  de  ofensa  contra  algún  cuerpo 
judicial,  político  ó  administrativo,  ó  contra 
representantes  de  dicho  cuerpo,  el  enjuicia- 
miento no  se  hará  lugar  sino  mediante  la 
autorización  del  cuerpo  mismo,  ó  de  su  jefe 
jerárquico,  si  se  trata  de  alguno  no  consti- 
tuido actualmente  en  colegio  ó  corporación. 

Art.  408.  La  acción  penal  para  el  enjui- 
ciamiento de  los  delitos  previstos  en  el  pre- 
sente capítulo  se  prescribirá  por  mi  año,  en 
los  casos  á  que  se  refiere  el  art.  400,  y  por 
neis  meses,  en  los  que  especifican  ios  ar- 
tículos 402  y  403. 

TITULP  X 

D«  LOS  DBLlTOd   ÜONTRA  LA  PROP1BDAD 

CAPITULO  PRIMERO 
Del  hurto  y  robo. 

Art.  40&  Todo  el  que  se  apodere  de  al- 
gún objeto  mueble  perteneciente  á  otro, 
para  utilitario  como  propio,  quitándolo  sin 
el  consentimiento  de  su  dueño,  del  lugar  en 
que  se  hallaba,  sin  violencia  alguna,  será 
castigado  con  prisión  de  tres  á  diecioho 
meses. 

Se  comete  también  este  delito  cuando  el 
hecho  imputado  recaiga  sobre  cosas  que 
hagan  parte  de  una  herencia  aún  no  acep- 
tada, si  se  ha  cometido  por  el  copropietario, 
el  asociado  ó  el  coheredero  respecto  de  las 
cosas  comunes  ó  respecto  de  la  herencia  in- 
divisa, siempre  que  el  culpado  no  tuviese  la 
cosa  en  su  poder.  La  cuantía  del  delito  se 
estimará,  hecha  deducción  de  la  parte  que 
corresponda  al  culpable. 

Art.  410.  La  pena  de  prisión  por  el  de- 
lito especificado  en  el  artículo  precedente, 
será  de  cuatro  meses  á  tres  años,  si  el  hecho 
se  ha  cometido: 

1.°  En  las  oficinas,  archivos  ó  estable- 
cimientos públicos,  apoderándose  de  las  co- 
sas conservadas  en  ellos,  ó  de  otros  objetos 
destinados  á  algún  uso  de  utilidad  pública. 

2.o  En  los  cementerios,  tumbas  ó  sepul- 
cros, apoderándose,  bien  de  las  cosas  que 
constituyen  su  ornamento  ó  protección,  bien 
de  las  que  se  hallan  sobre  los  cadáveres  ó 


se  hubiesen  sepultado  con  éstos  al  mismo 
tiempo. 

3.°  Apoderándcse  de  las  cosas  que  sir- 
ven ó  están  destinadas,  al  culto,  en  los  lu- 
gares consagrados  á  su  ejercicio,  ó  en  los 
anexos  y  destinados  á  conservar  las  dichas 
cosas. 

4."  Contra  las  personas,  por  arte  de  as- 
tucia ó  destreza,  en  un  lugar  público  ó  acce- 
sible al  púolico. 

6.9  Apoderándose  de  los  objetos  ó  del 
dinero  de  los  viajeros,  tanto  en  los  vehícu- 
los de  tierra  ó  por  agua,  cualquiera  que 
sea  su  clase,  como  en  las  estaciones,  ó  en 
las  oficinas  de  las  empresas  de  transportes 
públicos. 

6°  Apoderándose  de  los  animales  que 
están  en  los  establos  ó  de  los  que  por  ne- 
cesidad se  dejan  en  campo  abierto,  y  res- 
pecto de  los  cuales  no  sería  aplicable  la  dis- 
posición del  núm.  12  del  artículo  siguiente. 

7.u  Apoderándose  de  las  maderas  depo- 
sitadas en  las  ventas,  de  leñas  amontonadas 
en  algún  lugar,  de  materiales  destinados 
para  alguna  fábrica  ó  de  productos  despren- 
didos del  suelo  y  dejados  por  necesidad  ú 
otro  motivo  en  campo  raso  ú  otros  lugares 
abiertos. 

8.°  Apoderándose  de  los  objetos  que  en 
virtud  de  la  costumbre  ó  de  su  propio  des- 
tino, se  mantienen  expuestos  á  la  confianza 
pública. 

Art.  41 1.  La  pena  de  prisión  para  el  de- 
lito especificado  en  el  art.  409,  será  de  uno 
á  cuatro  afios  en  los  casos  siguientes: 

l.u  Si  el  hecho  se  ha  cometido  abusan- 
do de  la  confiauza  que  nace  de  un  cam- 
bio de  buenos  oficios,  de  un  arrendamien- 
to de  obra,  ó  de  una  misma  habitación,  aun 
temporal,  entre  el  ladróu  y  su  víctima,  y 
si  el  hecho  ha  tenido  por  objeto  las  co- 
sas que,  bajo  tales  condiciones,  quedaban 
expuestas  ó  se  dejaban  á  la  buena  fe  del 
culpado. 

2.o  Si  para  cometer  el  hecho  el  culpable 
se  ha  aprovechado  de  las  facilidades  que 
le  ofrecían  algún  desastre,  calamidad,  per- 
turbación pública  ó  las  desgracias  particula- 
res del  robado. 

3.o  Si  no  viviendo  el  culpable  bajo  el 
mismo  techo  que  el  robado,  ha  cometido  el 
delito  de  noche  en  alguna  casa  ú  otro  lugar 
destinado  á  la  habitación. 

4.0  Si  el  culpable,  bien  para  cometer  el 
hecho,  bien  para  trasladar  la  cosa  sustraí- 
da, ha  destruido,  roto,  demolido  ó  trastor- 
nado los  cercados  hechos  con  materiales  só- 
lidos para  la  protección  de  las  personas  ó  de 
las  propiedades,  aunque  el  quebrantamiento 
ó  la  ruptura  no  se  hubiere  efectuado  en  el 
lugar  del  delito. 
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5.°  Si  pura  cometer  el  hecho  ó  trasladar 
la  cosa  sustraída,  el  culpable  ha  abierto  las 
cerraduras,  sirviéndose  para  ello  de  llaves 
falsas  ú  otros  instrumentos,  ó  valiéndose 
de  la  verdadera  llave,  perdida  ó  dejada 
por  el  dueño  ó  indebidamente  retenida  por 
el  ladrón. 

6."  Si  para  cometer  el  hecho  ó  para  tras 
ladar  la  cosa  sustraída,  el  culpable  se  lia 
servido  de  una  vía  distinta  de  la  destinada 
ordinariamente  al  pasaje  de  la  gente,  ven- 
ciendo, para  penetrar  en  la  casa  ó  en  re- 
cinto ó  para  salir  de  ellos,  obstáculos  y  cer- 
cas tales  que  no  podrían  salvarse  sino  al 
favor  de  medios  artificiales  ó  á  fuerza  de 
agilidad. 

7.°  Si  el  hecho  se  ha  cometido  violando 
los  sellos  puestos  por  algún  funcionario  pú- 
blico, en  virtud  de  la  ley,  ó  por  orden  de  la 
Autoridad. 

8.°  Si  el  hecho  se  ha  cometido  por  per- 
sona disfrazada. 

9.°  Si  el  hecho  se  ha  cometido  por  tres 
ó  más  personas  reunidas. 

10.  Si  el  hecho  se  ha  cometido  valiéndo- 
se de  la  condición  simulada  de  funcionario 
público.  ' 

11.  Si  la  cosa  sustraída  es  de  las  desti- 
nadas notoriamente  á  la  defensa  pública  ó 
á  la  reparación  ó  alivio  de  algún  infortunio 
público. 

12.  Si  el  hecho  ha  tenido  por  objeto  bes- 
tias de  rebaño  ó  de  ganado  mayor  aun  n» 
puesto  en  rebaño,  sea  en  corrales  ó  en  cam- 
po raso,  sea  en  establos  ó  pesebres  que  no 
constituyan  dependencias  inmediatas  de  ca- 
sas habitadas. 

Si  el  delito  estuviere  revestido  de  dos  ó 
más  de  las  circunstancias  especificadas  en 
ios  diversos  números  del  presente  artículo, 
la  pena  de  prisión  será  por  tiempo  de  dos  á 
cinco  años. 

Art.  412.  El  que  sin  estar  debidamente 
autorizado  para  ello  haya  espigado,  rateado 
ó  rebuscado  frutos  en  fundos  ajenos,  cuan- 
do en  ellos  no  se  hubiere  recogido  entera- 
mente la  cosecha,  será  castigado  con  multa 
hasta  por  26  bolívares,  por  querella  de  par- 
te. En  caso  de  reincidencia,  la  pena  será  de 
prisión  de  tres  á  quince  días. 

CAPITULO  II 

De  la  rapiña  y  otras  extorsiones. 

Art.  418.  El  que  por  medio  de  violencias 
ó  de  amenazas  de  graves  daños  inminentes 
contra  personas  ó  cosas,  haya  constreñido  á 
alguno  en  el  lugar  del  delito  á  que  le  entre- 
gue un  objeto  mueble,  ó  á  tolerar  que  se 
apodere  de  éste,  será  castigado  con  presidio 
abierto  de  tres  á  cinco  años. 


La  misma  pena  se  impondrá  al  individuo 
que  para  apoderarse  de  la  cosa  mueble  de 
otro,  ó  inmediatamente  después  del  despojo 
haya  hecho  uso  de  las  violencias  ó  amena- 
zas antedichas  contra  la  persona  robada  ó 
contra  la  presente  en  el  lugar  del  delito,  sea 
para  copieter  el  hecho,  sea  para  llevarse  el 
objeto  sustraído,  sea,  en  fin,  para  procurarse 
la  impunidad  ó  procurarla  a  cualquiera  otra 
persona  que  hava  participado  del  delito. 

Si  la  violencia  ha  sido  tan  solo  con  el  ob- 
jeto de  arrebatarle  de  la  mano  la  cosa  á  la 
persona,  la  pena  será  prisión  de  seis  á  trein- 
ta meses. 

Art.  414.  El  que  por  medio  de  violencias 
ó  amenazas  de  un  grave  daño  á  la  persona  ó 
á  sus  bienes,  haya  constreñido  á  alguno  á 
aceptar,  suscribir  ó  destruir  en  detrimento 
suyo  ó  de  un  tercero  un  acto  ó  documento 
que  produzca  algún  efecto  jurídico  cual- 
quiera, será  castigado  con  presidio  abierto 
de  tres  á  cinco  años. 

Art.  416.  Cuando  alguno  de  los  hechos 
previstos  en  los  artículos  precedentes  se  ha- 
ya cometido  por  medio  de  amenazas  de 
muerte,  hechas  con  armas,  ó  por  varias  per- 
sonas, una  de  las  cuales  hubiere  estado  ma- 
nifiestamente armada,  ó  bien  por  varias  per- 
sonas disfrazadas,  ó  si,  en  fin,  se  hubiere 
cometido  por  medio  de  un  ataque  á  la  liber- 
tad individual,  la  pena  de  presidio  abierto 
será  por  tiempo  de  tres  á  siete  años. 

Art.  416.  El  que  infundiendo;  por  cual- 
quier medio,  el  temor  de  un  grave  dafio  á 
las  personas  en  su  honor  ó  en  sus  bienes,  ó 
bien  amenazando  con  publicaciones  ó  reve- 
laciones difamatorias,  ó  simulando  órdenes 
de  la  autoridad,  haya  constreñido  á  alguno 
á  enviar,  depositar  ó  poner  á  disposición  del 
culpable,  dinero,  objetos  muebles,  títulos  ó 
documentas  que  produzcan  algún  efecto  ju- 
rídico, será  castigado  con  presidio  abierto  de 
tres  á  cinco  años. 

Art.  417.  El  que  haya  secuestrado  á  una 
persona  para  obtener  de  ella  ó  de  un  terce- 
ro, como  precio  de  su  libertad,  dinero,  obje- 
tos muebles,  títulos  ó  documentos  que  pro- 
duzcan un  efecto  jurídico  cualquiera  en  fa- 
vor del  culpable  ó  de  otro  que  éste  indique, 
y  aunque  la  tentativa  sea  infructuosa,  será 
castigado  con  presidio  abierto  de  tres  á  ocho 
años. 

Art.  418.  El  que  fuera  de  los  casos  pre- 
vistos en  el  art.  64,  haya  llevado,  sin  avisar- 
lo previamente  á  la  autoridad,  correspon- 
dencias ó  mensajes  escritos  ó  verbales  con 
el  objeto  de  llegar  á  la  tentativa  del  delito 
especificado  en  el  artículo  anterior,  será  cas- 
tigado con  prisión  de  tres  á  treinta  meses. 

Art.  419.  La  vigilancia  especial  de  las 
autoridades  públicas  se  impondrá  siempre 
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como  pena  accesoria  de  las  establecidas 
para  los  delitos  especificados  en  los  artículos 
413á417. 

CAPITULO  Ht 
De  las  estafas  y  otros  engaños. 

Art.  420.  El  que  por  medio  de  artificios 
ó  manejos  fraudulentos,  capaces  de  sor 
prender  ó  cautivar  la  buena  fe  de  otro,  in- 
duciéndole en  error,  hubiere  procurado  para 
sí  ó  para  un  tercero  uu  provecho  injusto  con 
detrimento  de  otro,  será  castigado  con  pri- 
sión de  cuatro  á  dieciocho  meses  y  multa  de 
25  á  100  bolívares. 

La  prisión  seré  de  seis  á  treinta  meses,  si 
el  delito  se  ha  cometido: 

1.°  Por  Abogados,  Procuradores  ó  por 
A  d ministradores,  unos  y  otros  en  ejercicio 
de  su  ministerio. 

2.o  En  detrimento  de  una  administra- 
ción pública  ó  de  algún  establecimiento  pú- 
blico de  beneficencia. 

3.°  So  pretexto  de  conseguir  en  favor 
de  alguno  su  exoneración  del  servicio  mi- 
litar. 

Art.  421.  El  que  por  cualquier  medio 
hubiere  destruido,  arrasado  ó  deteriorado  su 
propia  casa,  con  el  objeto  de  cobrar  en  su 
favor  ó  para  otros  la  prima  de  un  seguro 
contra  algún  siniestro,  o  con  e)  fin  de  pro- 
curarse cualquier  otro  lucro  ilícito,  será  cas- 
tigado con  prisión  de  dos  á  seis  meses. 
Si  hubiere  realizado  el  propósito,  incurrirá 
en  las  penas  establecidas  por  el  artículo  pre- 
cedente. 

Art.  422.  Todo  el  que  abusando  en  pro- 
vecho propio  ó  de  otro,  de  las  necesidades, 
pasiones  ó  inexperiencia  de  un  menor,  de 
un  entredicho  ó  de  un  incapaz,  le  haya 
hecho  suscribir  un  acto  cualquiera  que  pro- 
duzca algún  efecto  jurídico  perjudicial  al 
mismo  menor  ó  á  un  tercero,  á  peaar  de 
la  nulidad  resultante  de  su  incapacidad, 
será  castigado  con  prisión  de  seis  á  treinta 
meses  y  multa  de  50  á  160  boj í varee. 

Art.  428.  El  que  con  un  fin  de  lucro 
haya  puesto  á  algún  individuo  en  el  caso 
de  emigrar,  engañándolo  con  el  anuncio 
de  hechos  que  no  existen  ó  con  falsas  no- 
ticias, será  castigado  con  prisión  de  seis  á 
treinta  meses  y  multa  de  260  á  600  bolí- 
vares. 

CAPITULO  IV 

De  la  apropiación  fraudulenta  de  alguna 
cosa, 

Art.  424.    El  que  se  haya  apropiado  en 
Legislación  onivsrsai.— América. 


beneficio  propio  ó  de  otro,  alguna  cosa  ajena 
que  se  le  hubiere  confiado  ó  remitido,  con 
cargo  de  restituirla  ó  de  hacer  de  ella  un 
uso  determinado,  será  castigado,  á  instancia 
de  la  parte  agraviada,  con  prisión  de  tres 
meses  á  dos  años  y  multa  de  100  á  200  bo- 
lívares. 

Art.  426.  El  que  abusando  de  una  firma 
eu  blanco  que  se  le  hubiere  confiado  ó  dado 
para  uso  determinado,  haya  escrito  ó  hecho 
escribir  algún  acto  que  produzca  un  efecto 
jurídico  cualquiera  con  perjuicio  del  signata- 
rio, será  castigado,  á  instancia  de  la  parte 
agraviada,  con  prisión  de  tres  meses  á  tres 
afios  y  multa  de  200  á  600  bolívares. 

Si  la  firma  en  blanco  no  se  hubiere  con- 
fiado al  culpado,  se  aplicaran  al  caso  las  dis- 
posiciones de  los  capítulos  J*.°  y  4.°  del  títu- 
lo 6.°  del  presente  libro. 

Art.  426.  Guando  el  delito  previsto  en  los 
artículos  precedentes  se  hubiere  cometido 
sobre  objetos  confiados  ó  depositados  en  ra- 
zón de  la  profesión,  industria,  comercio,  ne- 
gocio, funciones  ó  servicio  del  depositario,  ó 
cuando  sea  por  causa  de  depósito  necesario, 
la  pena  de  prisión  será  por  tiempo  de  uno  a 
cinco  afios  y  el  enjuiciamiento  se  seguirá  de 
oficio. 

Art.  427.  A  instancia  de  la  parte  agra- 
viada, se,rá  castigado  con  prisión  de  quince 
días  á  seis  meses  ó  multa  de  26  á  600  bo- 
lívares: 

1.°  El  que  encontrándose  una  cosa  per- 
dida, se  adueñe  de  ella  sin  ajustarse  á  las 
prescripciones  de  la  ley  en  los  casos  corres- 
pondientes. 

2.°  El  que  hallando  un  tesoro  se  apropie, 
con  perjuicio  del  dueño  del  fundo,  más  de 
lo  que  le  corresponde  por  la  ley. 

3.°  El  que  se  apropie  la  cosa  ajena  que 
hubiere  ido  á  su  poder  por  consecuencia  de 
un  error  ó  de  caso  fortuito. 

Si  el  culpable  conocía  al  dueño  de  la  cosa 
indebidamente  apropiada,  la  prisión  será  de    \ 
tres  meses  á  un  año. 

CAPITULO  V 
De  la  ocultación. 

Art.  428.  El  que  fuera  del  caso  que  prevé 
el  art.  229,  sin  que  él  mismo  haya  concurri- 
do á  la  perpetración  del  delito,  hubiere  re- 
cibido, adquirido  ú  ocultado  el  dinero  ú  ob- 
jetos provenientes  de  algún  delito,  ó  el  que 
de  un  modo  cualquiera  se  hnbiere  ocupado 
en  el  hecho  de  la  adquisición,  recibo  ú  ocul- 
tación de  dichas  cosas,  será  castigado  con 
prisión  de  cuatro  meses  á  un  año  y  multa  de 
100  á  600  bolívares. 

Si  el  dinero  ú  objeto  provienen  de  un  de- 
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lito  que  lleve  consigo  una  pena  corporal  por 
mayor  tiempo  de  treinta  meses,  el  culpable 
será  penado  con  prisión  de  seis  a  veinticua- 
tro meses  y  multa  de  60  á  1.600  bolívares. 

En  los  dos  casos  que  prevén  las  disposi- 
ciones precedentes,  el  presidio  no  podra  ex- 
ceder de  la  mitad  de  la  pena  señalada  al  de- 
lito por  cuyo  medio  se  ha  procurado  el  obje- 
to. Si  este  delito  tiene  una  pena  pecuniaria, 
el  cálculo  de  la  pena  se  hará  según  las  re- 
glas del  art.  18. 

S¡  el  culpado  fuere  ocultador  habitual,  la 
pena  de  prisión,  en  el  caso  de  la  parte  pri- 
mera del  presente  artículo,  será  de  dieciocho 
meses  á  tres  y  medio  años,  y  lo  será  por 
tiempo  de  treinta  meses  á  cinco  años,  en  el 
caso  del  primer  aparte;  agregándosele  siem- 
pre una  multa  de  160  á  1.600  bolívares. 

CAPITULO  VI 
De  las  usurpaciones. 

Art.  429.  £1  que  para  apropiarse,  en  todo 
ó  en  parte,  ó  utilizar  un  fundo  ajeno,  re- 
mueve ó  destruye  sus  linderos,  será  penado 
con  prisión  de  cuatro  á  quince  meses  y  mul- 
ta de  26  á  1.600  bolívares. 

Al  que  para  procurarse  un  provecho  á  que 
no  tiene  derecho,  haya  variado  el  curso  de 
alguna  agua  pública  ó  privada,  se  impondrá 
la  misma  pena. 

Si  el  hecho  se  ha  cometido  mediante  vio- 
lencias ó  amenazas  contra  las  personas,  ó 
por  dos  ó  más  personas  con  armas,  ó  más 
de  diez  sin  ellas,  la  prisión  se  aplicará  por 
tiempo  de  seis  a  treinta  meses  y  la  multa 
será  de  760  á  2  600  bolívares. 

Art.  480.  El  que  por  medio  de  violencias 
ó  amenazas  contra  las  personas  haya  per- 
turbado la  posesión  pacífica  de  un  fundo 
ajeno,  será  castigado  con  prisión  de  uno  á 
seis  meses  ó  multa  de  60  á  1.000  bolívares. 

Si  el  hecho  se  hubiere  cometido  <por  va- 
rias personas  con  armas  ó  por  más  de  diez 
sin  ellas,  la  prisión  será  de  seis  á  dieciocho 
meses  ó  multa  de  1.000  á  1.600  bolívares. 

CAPITULO   VII 
De  los  daños  causados  voluntariamente. 

Art.  48 k  El  que  de  cualquiera  manera 
haya  destruido,  aniquilado,  dañado  ó  dete- 
riorado las  cosas,  muebles  ó  inmuebles,  que 
pertenecen  á  otro,  será  castigado,  á  instan- 
cia de  la  parte  agraviada,  con  prisión  de 
uno  á  tres  meses  y  multa  de  60  á  260  bolí- 
vares. 

La  prisión  será  de  quince  días  á  dieciocho 
meses  y  la  multa  de  300  á  1.600  bolívares, 


procediéndose  entonces  de  oficio,  si  el  he- 
cho se  hubiere  cometido  con  alguna  de  las 
circunstancias  siguientes: 

1.°  Por  venganza  contra  un  funcionario 
público  á  causa  de  sus  funciones. 

2."  Por  medio  de  violencias  contra  las 
personas,  ó  por  alguno  de  los  medios  indica- 
dos en  los  números  4.°  y  6.°  Jel  art.  411. 

3.°  En  edificios  públicos  ó  destinados  á 
algún  uso  público,  á  utilidad  pública  ó  al 
ejercicio  de  un  culto,  ó  en  edificios  ú  abras 
de  la  especie  indicada  en  el  art.  312,  ó  en 
los  monumentos  públicos,  los  cementerios  ó 
sus  dependencias. 

4.°  En  diques,  terraplenes  ú  otras  obras 
destinadas  á  la  reparación  de  un  desastre 
público,  ó  en  los  aparatos  ó  señales  de  algún 
servicio  público. 

6.°  En  los  canales,  esclusas  y  otras  obras 
destinadas  á  la  irrigación. 

6.°  En  las  plantaciones  de  caña  de  azú- 
car, de  cafó,  cacao,  de  árboles  y  de  arbustos 
frutales  y  sementeras  de  frutos  menores. 

Art.  432.  Cuando  el  hecho  previsto  en  el 
artículo  precedente  se  hubiere  cometido  con 
ocasión  de  violencias  ó  de  resistencia  á  la 
autoridad,  ó  en  reunión  de  diez  ó  más  per- 
sonas, todos  los  que  hayan  concurrido  al  de- 
lito serán  castigados  asi:  en  el  caso  de  la 
parte  primera,  con  prisión  hasta  por  cuatro 
meses  y  multa  hasta  de  600  bolívares;  y  en 
los  casos  previstos  en  el  aparte,  con  prisión 
de  un  mes  á  dos  años  y  multa  hasta  por 
2.000  bolívares. 

El  procedimiento  siempre  será  de  oficio. 

Art.  433.  El  que  haya  ocasionado  estra- 
gos en  fundo  ajeno  por  introducir  sin  dere- 
cho y  dejar  en  él  animales,  será  castigado 
según  las  disposiciones  del  art.  431. 

Por  el  solo  hecho  de  haber  introducido  y 
abandonado  abusivamente  los  animales  pa- 
ra hacerlos  pastar,  el  culpable,  á  instancia 
de  la  parte  agraviada,  será  penado  con  pri- 
sión de  ocho  á  cuarenta  y  cinco  días  ó  mul- 
ta de  60  á  260  bolívares. 

Art.  434.  El  que  arbitrariamente  se  hu- 
biera introducido  en  fundo  ajeno,  cercado 
de  fosos,  zanjas,  setos  vivos,  calzadas  artifi- 
ciales, vallados  de  piedra  ó  de  madera  ó  de 
otro  modo,  será  penado,  á  instancia  de  la 
parte  agraviada,  con  multa  de  10  á  26  bolí- 
vares; y  en  caso  de  reincidencia,  se  aplicará 
al  culpable  la  prisión  de  ocho  á  quince  días. 

Art.  436.  El  que  sin  previa  licencia  del 
dueño  entre  á  cazar  en  fundo  ajeno  será  pe- 
nado, á  instancia  de  la  parte  agraviada,  con 
multa  de  10  á  26  bolívares.  En  el  caso  de 
reincidencia  se  aplicará  al  culpable  la  pri- 
sión de  tres  á  ocho  días. 

Art.  436.  El  que  sin  necesidad  haya  ma- 
tado algún  animal  ajeno  ó  le  haya  causado 
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un  mal  que  lo  inutilice,  eerá  penado,  á  ins- 
tancia de  la  parte  agraviada,  con  prisión  de 
ocho  á  cuarenta  y  cinco  días  y  multa  de  60 
á  500  bolívares.  , 

Si  el  perjuicio  es  ligero,  podrá  a pilcarse 
solamente  la  multa  hasta  por  150  bolívar**. 

Si  el  animal  tan  sólo  hubiere  disminuido 
<de  valor,  la  pena  de  prisión  «era,  á  lo  más, 
de  quince  días  ó  la  multa  de  150  bolívares 
<:omo  máximum. 

No  se  impondrá  ninguna  pena  al  que  ha- 
ya cometido  el  hecho  con  ira  animales  volá- 
tiles hallados  dentro  de  su  propio  fundo,  en 
el  momento  de  causar  algún  estrago  ó  per- 
juicio. 

Art.  437.  El  que  fuera  de  los  casos  pre- 
vistos en  los  artículos  precedentes,  haya  de- 
teriorado ó  depreciado  la  cosa  ajena,  de  al- 
guna manera,  sea  mueble  ó  inmueble,  será 
penado,  á  instancia  de  la  parte  agraviada, 
«ron  multa  de  25  á  260  bolívares. 

Si  ha  concurrido  alguna  de  las  circunstan- 
cias indicadas  en  el  art.  432,  se  aplicará 
además  la  prisión  de  quince  á  cuarenta  y 
<:inco  días,  y  el  enjuiciamiento  será  de 
oficio. 

CAPÍTULO  VIII 

Disposiciones  comunes  á  los  capítulos 
precedentes. 

Art.  438.  En  lo  que  concierne  á  los  deli- 
tos especificados  en  el  presente  título,  el 
Juez  podrá  aumentar  la  pena  hasta  con  la 
mitad  de  la  señalada,  si  el  valor  de  la  cosa 
sobre  la  cual  ha  recaído  el  delito,  ó  el  daño 
que  éste  ha  causado,  fueren  de  mucha  im- 
portancia. Podrá,  al  contrario,  disminuirla 
hasta  la  mitad  si  el  perjuicio  es  ligero;  y 
hasta  la  tercera  parte,  si  fuere  levísimo. 

Para  apreciar  el  perjuicio,  se  tendrá  en 
-cuenta,  no  el  provecho  que  reporte  al  culpa- 
ble, sino  el  valor  que  tuviere  la  cosa,  ó  el 
dafío  que  se  Ha  causado  en  la  época  misma 
del  delito. 

Las  indicadas  reducciones  de  pena  no  se- 
rán aplicables,  si  el  culpable  era  reinciden- 
te  en  algún  delito  de  la  misma  naturaleza  ó 
si  se  tratase  de  alguno  de  los  delitos  previs- 
te en  el  capitulo  2.°  del  presente  título. 

Art.  439.  El  que  viéndose  en  peligro  de 
perder  su  existencia,  ó  para  evitar  un  grave 
mal  á  sí  ó  á  su  familia,  tomare  para  reme- 
diarlo una  cosa  ajena,  y  diere  parte  á  su 
dueño  ó  á  la  Autoridad!  pública  tan  pronto 
como  le  sea  posible,  no  incurrirá  en  pena 
alguna;  pero  quedará  obligado  á  la  devolu- 
ción é  indemnización  correspondiente. 

No  quedará  excusado,  si  tuviere  otro  me- 
dio lícito  de  impedir  el  mal  que  se  propuso 


evitar,  y  si  el  dueño  de  la  cosa  ó  su  tenedor 
tuvieren  de  ella  igual  necesidad. 

Art.  440.  No  se  considera  delito,  sino 
que  deberá  castigarse  como  falla,  el  hurto 
de  semillas  alimenticias,  cuando  el  valor  de 
la  cosa  sustraída  no  pasare  de  25  bolívares. 

Art.  441.  Cuando  el  culpable  de  alguno 
de  los  delitos  previstos  en  los  capítulos  l.°f 
3.°,  4.°  y  6.°  del  presente  título,  y  en  los  ar- 
tículos 431,  en  su  parle  primera,  433  y  486, 
antes  de  todo  procedimiento  judicial  haya 
restituido  lo  que  hubiese  tomado,  ó  repara- 
do enteramente  el  dafío  causado,  en  el  caso 
de  que  por  la  naturaleza  del  hecho  ó  de 
«tras  circunstancias  no  fuere  posible  la  res- 
titución, la  pena  se  disminuirá  en  la  propor- 
ción de  uno  á  dos*  tercios. 

Si  la  restitución  ó  la  reparación  se  efec- 
túan en  el  curso  del  juicio  antes  de  la  sen- 
tencia, la  pena  se  disminuirá  en  la  propor- 
ción de  una  sexta  á  una  tercera  parte. 

Art.  442.  En  lo  que  concierne  á  los  he- 
chos previstos  en  los  capítulos  1.°,  8.°,  4.° 
y  5.°  del  presente  título,  y  en  los  artículos 
431,  en  su  parte  primera,  433  y  436,  no  se 
promoverá  ninguna  diligencia  en  contra  del 
que  haya  cometido  el  delito: 

1.°  En  perjuicio  de  un  cónyuge  no  sepa- 
rado legalmente.  • 

2.°    En  perjuicio  de  un  pariente  ó  afín    . 
en  línea  ascendente  ó  descendente,  del  pa- 
dre ó  de  la  madre  adoptivos  ó  del  hijo  adop- 
.  tivo. 

3.°  En  perjuicio  de  un  hermano  ó  de  una 
hermana  que  viva  bajo  el  mismo  techo  que 
el  culpado. 

El  enjuiciamiento  no  se  hará  lugar  sino  á 
instancia  de  parte  agraviada,  y  la  pena  se 
disminuirá  en  una  tercera  parte,  si  el  hecho 
se  hubiere  ejecutado  en  perjuicio  de  un  cón- 
yuge legalmente  separado,  de  un  hermano 
jb  de  una  hermana  que  no  vivan  bajo  el  mis- 
mo techo  con  el  autor  del  delito,  de  un  tío, 
de  un  sobrino  ó  de  un  afín  de  segundo  gra- 
do, que  vivan  en  familia  con  dicho  culpado. 

LIBRO  TERCERO 


DS   LAS   FALTAS   EN    GENERAL 

TITULO    PRIMERO 

DE    LAS    FALTAS   CONTRA    KL    ORDEN    PÚBLICO 

CAPITULO    PRIMERO 
De  la  desobediencia  á  la  Autoridad. 
Art.  443.    El  que  hubiere  desobedecido 
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una  orden  Íegalmente  expedida  por  la  Auto- 
ridad competente,  ó  no  haya  observado  al- 
guna medida  íegalmente  dictada  por  dicha 
Autoridad  en  interés  de  ia  jiifcticia  ó  de  la 
seguridad  pública,  será  castigado  con  arres- 
to hasta  por  treinta  días  y  multa  correccio- 
nal de  20  á  160  bolívares. 

Art.  444.  El  que  en  caso  de  tumulto,  de 
calamidad  ó  de  flagrante  contravención  ha- 
ya rehusado,  sin  justos  motivos,  prestar  su 
ayuda  ó  servicios,  y  también  el  que  se  haya 
excusado  de  facilitar  las  indicaciones  ó  no- 
ticias que  se  le  exijan  por  un  funcionario 
público  en  el  ejercicio  de  su  ministerio,  será 
castigado  con  multa  hasta  de  50  bolívares. 
Si  fueren  mentirosas  las  indicaciones  ó  no- 
ticias comunicadas,  la  multa  podrá  ser  de 
60  á  260  bolívares. 

Art.  446.  El  que  interrogado  por  un  fun- 
cionario público  en  el  ejercicio  de  su  mi- 
nisterio, haya  disfrazado  su  nombre  y  ape- 
llido, su  estado  ó  profesión,  el  lugar  de  su 
nacimiento  ó  domicilio  ó  cualquiera  otra 
cualidad  personal,  será  penado  con  multa 
hasta  de  50  bolívares.  Si  fueren  mentirosas 
los  indicaciones  transmitidas,  la  multa  pue- 
de ser  de  60  á  160  bolívares. 

Art.  446.  Todo  individuo  que  con  des 
precio  de  las  prohibiciones  legales  de  la  Au- 
toridad competente  baya  promovido  ó  diri- 
gido ceremonias  religiosas  fuera  de  los  lu- 
gares destinados  al  culto,  ó  procesiones,  así 
civiles  como  religiosas,  en  plazas,  calles  ú 
otras  vías  públicas,  será  penado  con  multa 
hasta  de  100  bolívares.  Si  el  hecho  hubiere 
ocasionado  tumulto  público,  el  culpado  será 
castigado  con  arresto  hasta  por  treinta  días 
y  multa  de  60  á  160  bolívares. 

Art.  447.  El  ministro  de  un  culto  que  ha- 
ya procedido  á  ceremonias  religiosas  de  cul- 
to externo,  en  oposición  á  las  providencias 
íegalmente  dictadas  por  la  Autoridad  com-. 
pétente,  será  penado  con  arresto  hasta  por 
dos  meses  y  una  multa  de  50  á  760  bolívares. 

CAPITULO  II 
De  la  omisión  de  declaraciones. 

Are.  448.  El  médico,  cirujano,  comadrón 
ó  cualquier  empleado  público  de  sanidad, 
que  habiendo  prestado  su  asistencia  profe- 
sional en  casos  que  parezcan  presentar  ca 
racteres  de  delito  contra  la  persona,  los  ha- 
yan callado  ó  tardado  en  comunicará  la  Au- 
toridad judicial  ó  de  policía,  será  penado  con 
multa  hasta  de  cincuenta  bolívares,  salvo  el 
caso  de  que  por  transmitirlos  habría  expues- 
to á  procedimientos  penales  á  la  persona 
asistida. 


CAPITULO  111 
De  las  faltas  concernientes  á  las  monedas. 

Art.  449.  El  que  habiendo  recibido  como 
buenas,  monedas  cuyo  valor  exceda  de  10 
bolívares  y  reconociéndolas  enseguida  fal- 
sas ó  alteradas,  no  diere  parte  á  la  Autori- 
dad para  la  averiguación  correspondiente, 
dentro  de  los  tres  días  siguientes,  informán- 
dola de  su  procedencia  en  cnanto  sea  posi- 
ble, será  penado  con  multa  hasta  de  160 
bolívares. 

Art.  460.  El  que  hubiere  rehusado  reci- 
bir por  su  valor  las  monedas  que  tengan 
curso  legal  obligatorio  en  la  República,  será 
penado  con  multa  hasta  de  60  bolívares. 

CAPITULO  IV 

De  las  faltas  relativas  al  ejercicio  del  arte 
tipográfico,  á  la  difusión  de  impresos  y  á 
los  avisos. 

Art.  451.  Todo  individuo  que  sin  ajus- 
tarse á  las  disposiciones  de  la  ley,  ejerciere 
el  arte  tipográfico,  la  litografía  ó  cualquiera 
otro  arte  que  consista  en  reproducir  múlti- 
ples ejemplares  por  medio  de  procedimien- 
tos químicos  ó  mecánicos,  será  penado  con 
multa  de  100  á  750  bolívares. 

Art.  462.  El  que  sin  permiso  de  la  auto- 
ridad, cuando  este  permiso  sea  reqnerido 
por  la  ley,  haya  puesto  en  venta  ó  distri- 
buido en  lugar  público  ó  accesible  al  pú- 
blico, impresos,  dibujos  ó  manuscritos,  será 
penado  con  una  multa  de  60  bolívares  como 
máximum. 

Si  se  tratare  de  impresos  ó  dibujos  em- 
bargados ya  por  la  autoridad,  la  pena  será 
el  arresto  hasta  por  treinta  días  y  la  multa 
de  50  á  260  bolívares. 

Art.  453.  El  que  vendiendo  ó  distribu- 
yendo impresos,  dibujos  ó  manuscritos  en 
un  lugar  público  ó  accesible  al  público,  los 
hubiere  anunciado  con  gritos  ó  con  noticias 
capaces  de  causar  la  perturbación  de  la  tran- 
quilidad pública  ó  la  de  los  particulares, 
será  penado  con  multa  hasta  de  100  bolíva- 
res; y  si  las  noticias  fuesen  falsas  ó  sn pues- 
tas, la  pena  será  multa  de  60  á  150  bolíva- 
res ó  arresto  hasta  por  quince  días. 

Art.  454.  El  que  haya  fijado  por  sí  ó  por 
medio  de  otro,  impresos,  dibujos  ó  manus- 
critos sin  permiso  de  la  autoridad,  si  este 
permiso  se  requiere  por  la  ley,  ó  fuera  de 
los  puntos  ó  lugares  en  que  esté  permitida 
la  fijación,  será  penado  con  multa  hasta  de 
50  bolívares. 

Art.  465.  El  que  de  alguna  manera  hu- 
biere arrancado,  destruido  ó  de  cualquier 
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otro  modo  baya  hecho  inservibles  los  im- 
presos, dibujos  ó  manuscritos  que  haya  he- 
cho fijar  la  autoridad,  será  penado  con  mul- 
ta hasta  de  100  bolívares;  y  si  lo  hace  con 
desprecio  de  la  autoridad  será  penado  con 
arresto  hasta  por  quince  días. 

Si  se  trata  de  impresos,  dibujos  ó  manus- 
critos que  los  particulares  hayan  hecho  fijar, 
observando  á  este  efecto  las  disposiciones 
de  la  ley  ó  de  la  autoridad,  y  cuando  el  he- 
cho se  hubiere  ejecutado  al  día  siguiente 
del  de  la  fijación,  la  pena  será  multa  que  no 
exceda  de  5Ú  bolívares. 

CAPITULO  V 

De  las  contravenciones  á  los  espectáculos, 
establecimientos  y  ejercicios  públicos. 

Art.  456.  El  que  abra  ó  tenga  abiertos 
lugares  destinados  á  los  espectáculos  ó  con- 
cursos públicos,  sin  haber  llenado  las  pres- 
cripciones dictadas  por  la  autoridad  en  in- 
terés del  orden  público,  será  penado  con 
arresto  hasta  por  quince  días  y  multa  de  10 
á  60  bolívares.  La  reincidencia  se  castigará 
con  multa  que  no  baje  de  160  bolívares. 

Art.  467.  Todo  individuo  que  sin  per- 
miso de  la  autoridad  haya  dado  algún  es- 
pectáculo ó  cualquiera  representación  en  un 
tugar  público  ó  abierto  al  público,  será  pe- 
nado con  multa  de  10  á  100  bolívares;  y  si 
el  hecho  se  hubiere  cometido  contra  prohi- 
bición de  la  autoridad,  la  pena  será  de  arres- 
to hasta  por  quince  días  y  multa  de  60  á  800 
bolívares. 

Art  458.  Todo  individuo  que  sin  estar 
previamente  autorizado,  haya  abierto  una 
agencia  de  negocio*,  algún  establecimiento 
ó  cualquiera  empresa  que  necesiten  del  per- 
miso de  la  autoridad,  será  penado  con  multa 
hasta  de  150  bolívares.  En  el  caso  de  rein- 
cidencia se  impondrá  además  la  pena  de 
arresto  hasta  por  quince  días. 

Si  el  permiso  se  hubiere  negado,  la  mul- 
ta podrá  ser  hasta  por  250  bolívares;  y  en 
caso  de  reincidencia,  se  impondrá  también 
la  pena  de  arresto  hasta  por  cuarenta  y  cin- 
co días. 

Art.  469.  Todo  dnefio  ó  director  de  una 
agencia,  establecimiento  ó  empresa  de  la  es- 
pecie indicada  en  el  artículo  precedente,  que 
no  hubiere  guardado  las  prescripciones  es- 
tablecidas por  la  ley  ola  Autoridad,  será 
penado  con  multa  hasta  por  50  bolívares;  y 
en  el  caso  de  reincidencia  incurrirá  además 
en  arresto  hasta  por  quince  días  y  la  sus- 
pensión por  un  mes  á  lo  más,  del  ejercicio 
de  su  arte  ó  profesión. 

Art.  460.  Todo  individuo  que,  mediante 
salario,  hubiere  alojado,  recibido  á  pensión 


ó  para  cuidar,  á  alguna  persona  sin  suje- 
tarse á  las  ordenanzas  relativas  á  las  de- 
claraciones ó  á  los  informes  que  deban 
hacerse^  á  la  Autoridad,  será  penado  con 
multa  hasta  de  60  bolívares.  En  caso  de 
reincidencia,  la  multa  será  de  10  á  100  bo- 
lívares. 

Si  e)  culpable  hubiere  ejercido  su  indus- 
tria despreciando  las  prohibiciones  de  la 
Autoridad,  la  multa  podrá  imponerse  has- 
ta por  la  cantidad  de  J00  bolívares;  y  de 
25  á  250  bolívares  on  el  caso  de  reinci- 
dencia. 

CAPITULO  VI 

De  los  alistamientos  practicados 
sin  autorización. 

Art.  461.  Todo  individuo  que  sin  per- 
miso de  la  Autoridad,  y  arrogándose  funcio- 
nes ilegales,  abra  oficinas  para  hacer  engan- 
ches ó  alistamientos,  será  penado  con  arres- 
to hasta  por  nueve  meses  ó  multa  de  60  á 
1.000  bolívares. 

CAPITULO  VII 
De  la  mendicidad. 

Art.  462.  El  que  siendo  apto  para  el  tra- 
bajo fuere  hallado  mendigando,  será  pena- 
do con  arresto  hasta  por  seis  días,  y  en  el 
caso  de  reincidencia,  el  arresto  podrá  impo- 
nerse hasta  por  quince  días. 

Al  que  petardee  de  oficio  pequeñas  canti- 
dades de  dinero,  ó  al  que  no  siendo  apto 
para  el  trabajo  mendigue  sin  sujetarse  á  las 
ordenanzas  locales  del  caso,  se  le  aplicarán 
las  mismas  penas. 

La  contravención  no  deja  de  serlo  por 
mendigar  el  culpable  so  pretexto  ó  aparien- 
cia de  hacer  á  otro  un  servicio  ó  de  vender 
algunos  objetos. 

Art.  463.  El  que  mendigue  ó  petardee 
amenazando,  vejando  ó  despreciando  por 
circunstancias  de  tiempo,  de  lugar,  de  me- 
dios ó  de  personas,  será  penado  con  arresto 
hasta  por  un  mes,  y  de  uno  á  seis  meses  en 
caso  de  reincidencia. 

Art.  464.  La  Autoridad  podrá  ordenar 
que  la  pena  de  arresto  establecida  en  los 
artículos  precedentes,  se  ejecute  en  con- 
formidad con  los  modos  indicados  en  el  ar- 
tículo 21. 

Art.  465.  Todo  individuo  que  permita 
que  un  menor  de  doce  afios,  sometido  á  su 
autoridad  ó  confiado  á  su  guarda  ó  vigi- 
lancia, se  entregue  á  la  mendicidad  ó  sirva 
á  otro  para  este  efecto,  será  penado  con 
arresto  hasta  de  dos  meses  y  multa  has- 
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éá  de  260  bolívares.  En  el  caso  de  rein-  ' 
«tdencia,  el  arresto  será  de  dos  á  cuatro 
meses. 

CAPÍTULO  VIII 

De  la  perturbación  causada  en  la  tranquilidad 
pública  y  privada, 

Art.  466.  Todo  el  que  con  gritos  ó  voci- 
feraciones, con  abuso  de  campan  ate  ú  otros 
iostruinentos,  ó  valiéndose  de  ejercicios  ó 
medios  ruidosos,  faltando  á  las  disposiciones 
de  la  ley  ó  de  los  reglamentos,  haya  pertur- 
bado las  reuniones  publicas,  ó  las  ocupacio- 
nes ó  el  reposo  de  los  ciudadanos,  será  pe- 
nado con  multa  hasta  de  25  bolívares,  pn- 
diendo  ser  hasta  de  60  en  el  caso  de  reinci- 
dencia en  la  misma  infracción. 

Si  el  hecho  fuere  en  las  primeras  horas  de 
la  noche,  la  inulta  será  de  20  á  60  bolívares, 
f  podrá  imponerse  hasta  de  100  bolívares, 
en  el  caso  de  reincidencia. 

Si  el  hecho  ha  sido  capaz  de  producir 
emoción  en  el  público,  á  la  multa  podrá  agre- 
garse el  arresto  hasta  por  un  mes. 

Art.  467  Cualquiera  que  públicamente, 
con  arrebatos  de  ira  ó  por  algún  otro  medio 
vituperable,  hubiere  molestado  á  alguna  per- 
sona ó 'perturbado  su  tranquilidad,  será  pe- 
nado con  multa  hasla  de  60  bolívares  ó  con 
arresto  hasta  por  ocho  días. 

CAPITULO  IX 
Del  abuso  de  la  credulidad  de  otro. 

Art.  468.  El  que  en  lugar  público  ó  abier- 
to ai  público  haya  tratado,  valiéndose  de 
alguna  impostura,  de  abusar  de  la  creduli- 
<lad  popnlar,  de  modo  que  pueda  resultar 
nn  perjuicio  á  otro  ó  una  perturbación  del 
orden  público,  será  penado  con  arresto  has- 
ta  por  quince  días,  pudiendo  ser  doble  en 
caso  de  reincidencia. 

TITULO  II 

DE  LA 8  CONTRAVENCIONES  RELATIVAS 
Á  LA  SEGURIDAD  PUBLICA 

CAPITULO  PRIMERO 

De  las  contravenciones  que  se  refieren  á  armas 
ó  á  materias  explosivas. 

Art.  469.  El  que  sin  previo  aviso  á  la  au- 
toridad competente  haya  establecido  una  fá- 
brica de  armas,  ó  que  sin  sujetarse  á  las 
prescripciones  de  ley  sobre  la  materia,  intro 
diuca  en  la  República  más  de  las  que  le  fue- 


ren permitidas  para  el  uso  de  so  persona» 
será  penado  con  arresto  hasta  por  tres  me* 
ses,  ó  con  multa  de  50  á  1.000  bolívares. 

Art.  470.  El  que  sin  permiso  de  la  auto- 
ridad competente  haya  fabricado,  introdu- 
cido en  el  país,  vendido  ó  puesto  en  venta 
armas  insidiosas,  será  penado  con  arresto 
de  seis  meses  por  lo  menos,  así  como  con  la 
suspensión  del  ejercicio  de  su  arte  ú  oficio. 

Art.  471.  El  que  sin  permiso  de  la  auto- 
ridad competente  baya  fabricado  ó  introdu- 
cido en  el  país  pólvora  ú  otras  materias  ex- 
plosivas, será  penado  hasta  con  tres  meses 
de  arresto  y  multa  de  25  á  250  bolívares. 

Art.  472.  El  que  sin  permiso  previo  de 
la  autoridad  competente,  venda  ó  ponga  en 
venta  armas  para  cuyo  expendio  se  requiere 
aquel  permiso,  cuando  fuere  establecido  por 
la  ley,  será  penado  hasta  con  un  mes  de 
arresto  y  multa  de  25  á  250  bolívar?». 

Art.  473.  El  que  sin  permiso  de  la  auto- 
ridad competente,  y  fuera  de  sn  propia  ha- 
bitación y  dependencias,  no  estando  de  via- 
.  je,  lleve  armas  que  sin  dicho  permiso  no 
puedan  cargarse,  será  penado  con  arresto 
hasta  por  un  mes  ó  con  multa  de  20  á  200 
bolívares. 

El  culpable  será  penado: 

l.u  Si  el  arma  fuere  pistola  ó  revólver, 
con  arresto  hasta  por  dos  meses. 

2.°  Si  el  arma  fuere  calificada  de  insidio- 
sa,  con  arresto  de  quince  días  á  seis  mese». 

Art.  474.  Las  penas  establecidas  en  el 
artículo  anterior  se  aumentarán: 

1.°  Si  el  hecho  de  cargar  armas  se  ha 
cometido  en  lugar  en  que  hubiese  una  reu- 
nión ó  concurso  de  personas,  de  noche,  en 
lugar  habitado,  ó  si  el  culpable  ha  sido  pe- 
nado por   mendicidad,  con  la  tercera  parte. 

2.°  Si  el  culpable  ha  sido  condenado  por 
delitos  cometidos  con  violencia  contra  algu- 
na persona  ó  propiedad,  por  hechos  de  vio- 
lencia ó  resistencia  á  la  Autoridad,  ó  hallán- 
dose bajo  la  vigilancia  especial  de  ésta,  en 
la  proporción  de  una  tercera  parte  á  la  mi- 
tad. En  todo  caso  se  aplicará  siempre  el 
arresto. 

Art.  475.  Será  penado  con  multa  hasta 
de  100  bolívares,  todo  individuo  que  aun 
con  permiso  de  la  Autoridad  para  llevar  ar- 
mas, de  fuego: 

1.°  Hubiere  entregado  ó  dejado  llevar 
cargadas  las  susodichas  armas  á  una  perso- 
na menor  de  catorce  años,  ó  á  cualquiera 
otra  que  no  sepa  ó  no  pueda  manejarlas  con 
debido  discernimiento. 

2.o    Haya    descuidado   las   precaucione* 
suficientes  para  evitar  que  las  personas  in- 
dicadas se  apoderen  de  las  armas  de  que  e»* 
trata. 
•    8.°    Haya  llevado   un   fusil   cargado  en 
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medio  de  una  reanión  ó  concurso  de  pueblo. 
^  Art.  476.  £1  que  sin  permiso  de  la  Auto- 
ridad competente,  hubiere  descargado  ar- 
mas de  fuego  ó  hecho  quemar  fuegos  de  ar- 
tificio 6  aparatos  explosivos,  ó  causare  otras 
explosiones  peligrosas  ó  incómodas,  en  un 
logar  habitado,  en  su  vecindad,  á  lo  largo  ó 
en  la  dirección  de  una  vía  pública,  será  pe- 
nado hasta  con  60  bolívares  de  multa,  á  la 
que  en  los  casos  más  graves  podrá  agregar- 
se el  arresto  hasta  por  quince  días. 

Art.  477.  £1  que  clandestinamente  ó  con- 
trariando la  ley  ó  las  prohibiciones  de  la 
Autoridad,  tenga  en  su  casa,  ó  en  otro  lugar, 
algún  depósito  de  veinte  armas  á  lo  menos, 
una  ó  más  piezas  de  artillería  ó  instrumen- 
tos análogos,  ó,  en  fin,  materias  explosivas 
ó  inflamables  que  sean  peligrosas,  en  razón 
de  su  ira  tu  raleza  ó  cantidad,  será  penado 
con  arresto  no  inferior  á  tres  meses;  y  si  las 
armas  fueren  insidiosas,  se  podrá  imponer 
como  pena  accesoria  la  vigilancia  especial 
de  la  Autoridad  pública. 

Art.  478.  £1  que  sin  permiso  de  la  Auto- 
ridad competente,  haya  llevado  de  un  lugar 
á  otro  pólvora  ú  otras  materias  explosivas, 
en  cantidad  que  exceda  de  las  necesidades 
de  una  industria  ó  de  un  trabajo  determina- 
dos, ó  el  que  efectúe  el  transporte  de  las 
mismas  materias  sin  las  precauciones  esta- 
blecidas al  caso  por  la  ley  ó  los  reglamentos, 
será  penado  con  arresto  hasta  de  un  mes  ó 
con  multa  hasta  de  300  bolívares. 

Art.  479.  Para  los  efectos  de  la  ley  pe- 
nal, se  considerarán  armas  insidiosas: 

1.°  Las  hojas,  estoques  y  puñalee  de 
cualquiera  forma  que  sean,  y  los  cuchillos 
aguzados  cuya  hoja  sea  ó  pueda  hacerse  fija 
por  medio  de  resorte. 

2.°  Las  armas  de  tiro,  bombas  y  todo 
aparato  explosivo. 

3.°  Las  armas  blancas  ó  de  fuego,  de 
cualquiera  dimensión,  que  se  hallen  ocultas 
ó  simuladas,  de  algún  modo,  en  los  basto- 
nes, ó  en  otra  forma. 

£stas  definiciones  y  disposiciones  no  al- 
teran ni  desvirtúan  en  nada  las  prescripcio- 
nes que  establecen  las  leyes  y  reglamentos 
de  Hacienda. 

CAPITULO   II 

De  la  caída  y  de  la  falta  de  reparación 
de  los  edificios. 

Art.  480.  Todo  el  que  hubiere  interveni- 
do en  los  planos  ó  en  la  construcción  de  al- 
gún edificio,  si  éste  se  desploma  ó  cae  por 
su  negligencia  ó  impericia,  aunque  no  cause 
mal  o  peligro  á  la  seguridad  de  terceros,  será 
penado  con  multa  de  100  bolívares,  como 


mínimum,  á  la  que  puede  agregarse  la  pena 
de  suspensión  del  ejercicio  de  la  profesión 
ó  del  arte. 

Las  disposiciones  del  presente  artículo 
son  también  .aplicables  en  el  caso  de  que  se 
desplomen  ó  caigan  puentes,  andamios  ú 
otros  aparatos  establecidos  para  la  construc- 
ción ó  reparación  de  edificios  ó  para  cual- 
quiera otra  semejante. 

Art.  481.  Siempre  que  algún  edificio  ú 
otra  construcción  amenazare  ruina,  en  todo 
ó  en  parte,  con  peligro  para  la  seguridad 
personal,  el  propietario,  su  representante  o 
quien  por  algún  título  estuviere  encargado 
de  la  conservación,  vigilancia  ó  construcción 
del  edificio,  será  penado  con  multa  de  10  á 
100  bolívares,  si  no  lia  procedido  oportuna- 
mente á  los  trabajos  necesarios  para  preve- 
nir el  peligro.  Si  ha  transgredido  las  dispo- 
siciones de  la  Autoridad  competente,  la  mul- 
ta podrá  ser  hasta  de  1.000  bolívares. 

Siempre  que  se  trate  de  un  edificio  ú  otra 
construcción  en  ruina,  y  el  que  deba  procu 
rar  la  reparación  conveniente,  sea  en  todo  ó 
en  parte,  haya  descuidado  su  oportuna  eje- 
cución, ó  las  medidas  bastantes  para  preve- 
nir el  peligro  que  resultase  de  la  ruina,  la 
multa  será  de  50  á  1.000  bolívares. 

CAPITULO  III 

De  las  contravenciones  relativas  á  los  signos 
y  aparatos  que  interesan  al  público. 

Art.  482.  Todo  individuo  que  haya  deja- 
do de  colocar  las  señales  y  cercas  preveni- 
das por  las  ordenanzas  para  indicar  el  peli- 
gro que  resulte  de  trabajos  que  se  están 
ejecutando,  ó  de  objetos  que  se  dejan  en  lu- 
gares por  donde  transita  el  público,  será  pe- 
nado con  multa  hasta  de  300  bolívares  y 
además,  en  los  casos  graves,  con  arresto 
hasta  de  diez  días. 

£1  que  hubiere  removido  caprichosamen- 
te las  señales,  será  penado  con  multa  de  50 
á  500  bolívares,  y  podrá  serlo  además  con 
arresto  hasta  por  veinte  días. 

Árt.  483.  El  que  sin  derecho  para  ello, 
haya  apagado  las  luces  del  alumbrado  pú- 
blico ó  removido  los  signos  ó  aparatos,  dis- 
tintos de  los  indicados  en  el  articulo  prece- 
dente, puestos  en  beneficio  del  público,  será 
penado  con  multa  hasta  de  200  bolívares. 

CAPITULO  IV 

De  los  objetos  tirados  ó  colocados  de  manera 
peligrosa. 

Art.  484.  Cualquiera  que  hubiere  arroja- 
do ó  echado  en  lugares  abiertos  al  tránsito 
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páblíro  ó  en  recintos  partico lares  de  familia, 
cosa*  ó  sustancias  capaces  «Je  lastimar  ó  de 
ensuciar  á  las  personas,  será  castigado  con 
arresto  basta  de  diez  días,  ó  con  molta  has- 
ta de  1 00  bolívares. 

Art.  485.  El  que  sin  las  precauciones  ne 
cesarías  pone  ó  coelga  en  las  ventanas,  bal- 
cones, terhos,  azoteas  ú  otros  lugares  seme- 
jantes, «osas  qne  cayendo  pueden  ofenderé 
ensartar  á  laa  personas,  será  penado  con 
malta  basta  de  30  bolívares 

Coando  el  antor  del  hecho  no  sea  conoci- 
do, la  penalidad  será  aplicable  al  inquiliso 
ó  poseedor  de  la  casa,  siempre  qne  hubiese 
estado  en  capacidad  de  prevenirlo. 

CAPITULO  V 

De  las  contravenciones  que  se  refieren 
á  la  vigilancia  de  los  enajenados. 

Art.  486.  Todo  indivídno  que  hubiere 
dejado  vagar  a  los  locos  confiados  á  sn  cus- 
todia, ó  no  hubiere  dado  aviso  inmediato  á 
la  autoridad  ruando  se  bajan  escapado,  será 
castigado  con  multa  hasta  de  200  bolívares. 

Art.  487.  Todo  individuo  que  sin  dar  in- 
mediatamente aviso  á  la  autoridad  ó  que  sin 
autorización,  cuando  es  necesaria,  baya  re- 
cibido para  su  custodia  personas  conocida- 
mente enajenadas  ó  las  haya  puesto  en  li- 
bertad, será  penado  con  multa  de  50  á  600 
bolívares,  á  la  cual  pena  podrá  agregarse, 
en  los  casos  graves,  la  de  arreato  hasta  por 
tieinta  días. 

Art.  488.  En  lo  que  concierne  á  las  in- 
fracciones especificadas  en  los  artículos  pre- 
cedentes, cuando  el  culpable  fuere  el  direc- 
tor de  un  establecimiento  de  enajenados  ó 
algán  individuo  que  ejerce  el  arte  de  curar, 
se  le  aplicará  como  pena  accesoria  la  sus- 
pensión del  ejercicio  de  su  profesión  ó  arte. 

CAPITULO  VI 

De  la  falta  de  vigilancia  y  dirección  en  los 
animales  y  vehículos. 

Art.  489.  Cualquiera  que,  faltando  á  las 
precauciones  que  imponen  las  Ordenanzas, 
hubiere  dejado  vagando  ó  sin  custodia  bes- 
tias feroces  ó  animales  peligrosos,  propios 
ó  encomendados  á  su  guarda;  y  todo  indi- 
viduo que  en  el  caso  de  estar  dichos  anima- 
les atacados  de  hidrofobia,  no  prevenga  el 
peligro  ó  do  lo  hubiere  participado  inmedia- 
tamente á  la  autoridad,  será  penado  con 
arresto  hasta  por  un  mes. 

Art.  490.  Será  penado  con  arresto  hasta 
por  treinta  días: 

Io    El  que  en  lugares  no  cercados  hu- 


biere, de  alguna  manera,  dejado  sin  vigilan- 
cia ó  abandonados,  sueltos  ó  atados,  aníma- 
les de  tiro  ó  de  carga. 

2.°  El  qoe,  sin  tener  para  ello  la  capa- 
cidad suficiente,  los  hubiere  conducido,  ó 
confiado  á  on  conductor  inexperto. 

S.°  El  qne,  bien  por  la  manera  de  condu- 
cirlos ó  atarlos,  sin  sujeción  á  Iss  reglas  de 
ordenanza,  bien  por  excitarlos  ó  asustarlos, 
baya  expuesto  a  la  gente  á  algún  peligro. 

Si  el  contraventor  es  nn  cochero  ó  con- 
ductor sujeto  á  patente,  se  le  impondrá 
como  pena  accesoria  la  suspensión  del  ejer- 
cicio de  su  oficio,  por  tiempo  de  doce  días 
á  lo  más. 

Art.  491.  El  qne  de  algún  modo  peligro- 
so para  las  personas  ó  las  cosas  dejare  ani- 
males ó  vehículos  en  las  vías  ó  pasajes  pú- 
blicos ó  abiertos  al  público,  ser!  penado  o *n 
malta  hasta  por  50  bolívares;  y  si  el  contra- 
ventor fnere  nn  cochero  ó  conductor  paten- 
tado, se  le  aplicará  como  pena  accesoria  la 
de  suspensión  del  ejercicio  de  so  oficio  por 
tiempo  hasta  de  qntnce  días,  sin  perjuicio  de 
lo  que  dispongan  las  Ordenanzas  locales 
sobre  la  materia. 

capitulo  vn 

De  otras  contravenciones  referentes 
á  peligros  comunes. 

Art.  492.  El  que  por  negligencia  ó  impe- 
ricia hubiere  creado,  de  alguna  manera,  el 
peligro  de  un  dafio  contra  las  personas,  ó  de 
un  grave  dafio  contra  las  cosas,  será  penado 
hasta  con  200  bolívares  de  multa  ó  con 
arresto  hasta  por  veinte  días. 

8i  al  mismo  tiempo  el  hecho  constituye 
una  infracción  de  las  Ordenanzas  relativrs 
al  ejercicio  de  las  artes,  comercio  ó  indus- 
trias, y  siempre  qu«  la  ley  no  disponga  otra 
cosa,  la  pena  será  el  arresto  de  tres  á  treir- 
ta  días  y  la  suspensión  del  arte  ó  profesión 
hasta  por  un  mes. 

TITULO  III 

DB  LAS  CONTRAVENCIÓN  «8  CONCERNIENTES  i  LA 
MOKA  LID  A  D    PÚBLICA 

CAPITULO  PRIMERO 
De  los  juegos  de  azar. 

Art.  493.  Todo  individuo  que  en  lugar 
público  ó  abierto  al  público  tenga  un  juego 
de  suerte,  envite  ó  azar,  ó  que  para  el  efecto 
haya  facilitado  un  local  ó  fundado  estable- 
cimiento ó  casa,  será  penado  con  arresto 
hasta  por  treinta  días,  que,  en  caso  de  rein- 
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cidencia,  podrá  i  di  ponerse  basta  por  dos 
meses,  y  además  con  malta  qne  no  baje  de 
100  bolívares. 

El  arresto  será  de  uno  á  dos  meses,  y  pue- 
de extenderse  basta  seis  en  caso  de  reinci- 
dencia: 

1.°    Si  el  hecho  es  habitual. 

2.o  Si  el  qne  tiene  ó  dirige  el  jnego  fue- 
re el  banqnero déla  reunión  en  que  seco- 
mete  la  contravención,  en  cuyo  caso  se  im- 
pondrá, como  pena  accesoria,  hasta  por  un 
mes,  la  suspensión  del  arte  ó  profesión  que 
tenga  el  culpable. 

Art.  494.  El  que  sin  haber  incurrido  en 
la  contravención  especificada  anteriormente, 
participe  ó  se  encuentre  participando  del 
jnego  de  suerte,  envite  ó  azar,  será  penado 
con  multa  hasta  de  500  bolívares. 

Art.  406.  En  todo  caso  de  contravención 
por  juego  de  azar  serán  confiscados  el  di- 
nero del  juego  y  todos  los  objetos  destinados 
«1  efecto. 

Art.  496.  Para  determinar  las  consecuen- 
cias de  la  ley  penal,  se  considerarán  como 
jnegos  de  envite  ó  azar,  los  juegos  con  un  fin 
de  lucro,  en  los  cuales  la  ganancia  ó  la  pér- 
dida depende,  entera  ó  casi  enteramente,  de 
la  suerte.  Las  loterías  y  sus  billetes  quedan 
comprendidos  en  esta  definición  para  todos 
los  efectos  de  las  prohibiciones  y  penas  es- 
tablecidas. 

En  lo  que  concierne  á  las  contravenciones 
previstas  en  los  artículos  precedentes,  los 
cuales  dejan  á  salvo  y  en  nada  alteran  las  or- 
denanzas locales  prohibitivas  sobre  la  mate- 
ria, serán  considerados  como  lugares  públicos 
ó  abiertos  al  público,  no  sólo  los  propiamen- 
te tales,  sino  también  los  lugares  destinados 
á  reaniones  privadas  en  que  se  paga  algo  por 
jugar,  los  lugares  ó  casas  en  qne  el  juego  es 
habitual  y  aquellos  en  que,  aun  sin  pagar, 
tiene  entrada  toda  persona  que  quiera  jugar. 

CAPITULO  II 
De  la  embriaguez. 

Art.  497.  Cualquiera  que  en  un  Lugar  pú- 
blico se  encuentre  en  estado  de  embriaguez 
manifiesta,  capaz  de  incomodar  ó  de  escanda- 
lizar al  público,  será  penado  con  multa  has- 
ta de  30  bolívares. 

Si  el  hecho  es  habitual,  la  pena  será  el 
arresto  hasta  por  un  mes  y  la  autoridad  podrá 
imponer  además  que  se  cumpla  conforme  á 
algnna  de  las  prescripciones  establecidas 
en  el  artículo  21. 

Art.  498.  El  que  en  lugar  público  ó  abier- 
to al  público  haya  ocasionado  la  embria- 
guez de  otro,  haciéndole  tomar  con  este  fin 
bebidas    ó  sustancias  capaces  de  producir 


aquel  estado,  y  asimismo  el  que  haya  hecho 
tomar  más  á  una  persona  ya  ebria,  será  pe- 
nado hasta  con  diez  días  de  arresto. 

Si  el  hecho  se  hubiere  cometido  en  perso- 
na menor  de  quince  años  ó  que  manifiesta- 
mente se  hallase  en  estado  anormal,  por  con- 
secuencia de  debilidad  ó  alteración  de  sus  fa- 
cultades mentales,  el  arresto  será  de  diez  á 
treinta  días. 

Como  pena  accesoria  se  impondrá,  según 
los  casos,  la  suspensión  del  ejercicio  del  arte, 
industria  ó  profesión,  si  el  contraventor  fue- 
re comerciante  en  las  bebidas  ó  sustancias 
embriagantes. 

CAPITULO  III 
De  los  actos  contrarios  á  la  decencia  pública. 

Art.  499.  Cualquiera  que  se  haya  presen- 
tado en  público  de  un  modo  indecente  ó  que 
con  palablas,  cantos,  gestos,  señas  ú  otros 
actos  impropios,  ofenda  la  decencia  pública, 
sera  penado  con  arresto  hasta  de  un  mes 
ó  multa  de  10  á  300  bolívares. 

CAPITULO  IV 
Del  mal  tratamiento  á  los  animales. 

Art.  600.  El  que  cometa  crueldades  con- 
tra los  animales,  los  maltratare  sin  necesi- 
dad ó  los  sometiere  á  trabajos  manifiesta- 
mente excesivos,  será  penado  con  multa 
hasta  de  1 00  bolívares. 

El  que  con  solo  nn  fin  científico  ó  didác- 
tico, pero  fuera  de  los  lugares  destinados  al 
estudio  ó  enseñanza,  haya  sometido  los  ani- 
males á  prrebas  ó  experiencias  capaces  de 
causar  escándalo,  incurrirá  en  la  misma  pena. 

TITULO  IV 

DB    LAS   CONTRAVENCIONES    RBIATITAS    i    LA 
PUUTKCUION  PÚBLICA  DE  1  A  PROPIEDAD 

CAPITULO  PRIMERO 

De  la  posesión  no  justificada  de  objetos 
ó  valores. 

Art.  501.  El  que  condenado  por  mendi- 
cidad, robo,  rapiña,  extorsión,  rescate,  esta- 
fa ú  ocultación,  se  halle  en  posesión  de  di- 
nero ó  de  objetos  que  no  estén  en  relación 
con  su  condición  y  circunstancias,  y  respec- 
to de  los  cuales  no  compruebe  legítima  pro- 
cedencia, será  penado  con  arresto  hasta  de 
dos  meses. 

Si  el  culpado  se  hallare  en  posesión  de 
llaves  alteradas  ó  contrahechas  ó  de  instru- 
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m  en  tos  propios  para  abrir  ó  forzar  cerrado- 
ras, sin  que  pueda  justificar  su  legitimo  é 
inmediato  destino,  será  penado  con  arresto 
basta  de  dos  meses;  y  de  dos  á  seis  meses 
si  el  hecho  se  efectúa  de  noche. 

El  dinero  y  los  objetos  sospechosos  serán 
embargados  y  depositados. 

CAPITULO  II 

De  la  falta  de  precauciones  en  las  operaciones 
de  comercio  6  de  prenda. 

Art.  602.  Todo  individuo  que  sin  haber 
previamente  adquirido  la  certidumbre  de 
una  procedencia  legítima  haya  comprado  ó 
recibido  en  prenda,  en  pago  ó  depósito,  ob- 
jetos que  por  razón  de  su  naturaleza,  de  las 
circunstancias  de  la  persona  que  los  presen- 
ta ó  del  precio  exigido  ó  aceptado,  parecie- 
ren provenir  de  un  hecho  delictuoso,  será 
castigado  con  inulta  correccional.  Si  el  con 
traventor  es  una  de  las  personas  indicadas 
en  el  art.  601,  será  castigado  además  con 
arresto  hasta  de  dos  meses. 

El  que  compruebe  la  legítima  proceden- 
cia de  los  objetos  quedará  exento  de  toda 
pena. 

Art.  503.  Todo  individuo  que  después  de 
recibir  dinero  ó  de  comprar  ó  haberse  pro- 
curado objetos  que  hubiere  sabido  que  son 
procedentes  de  un  delito,  no  haya  dado  in- 
mediato aviso  á  la  Autoridad,  denunciando 
el  hecho,  será  castigado  con  multa  de  30  bo- 
lívares por  lo  menos,  á  la  que  podrá  agre- 
garse el  arresto  hasta  por  veinte  días. 

Art  604.  El  que  haciendo  profesión  de 
negociar  ó  de  empeñar  objetos  preciosos  ya 
usados,  no  observe  para  el  efecto  las  pres 
cripciones  de  la  ley  ó  de  loe  reglamentos  re 
lativos  á  su  comercio  ó  á  sus  operaciones, 
será  penado  con  multa  hasta  de  300  bolíva- 
res; y  en  caso  de  reincidencia,  á  esta  pena 
se  agregarán  el  arresto  hasta  por  treinta- 
días  y  la  suspensión  del  ejercicio  de  la  pro- 
fesión ó  industria. 

CAPITULO  III 

De  la  venta  ilícita  'de  llaves  y  ganzúas, 
y  abertura  ilícita  de  cerraduras. 

Art.  605.  El  mecánico,  cerrajero  ú  obre- 
ro que  fabrique,  venda  ó  confíe  ganzúas  ó 
llaves  de  cualquier  especie  á  personas  que 
no  sean  dueños  de  la  casa  ú  objeto  á  que  se 
destinan,  ó  que  no  sean  legítimos  represen- 
tantes de  ella,  será  penado  con  arresto  has- 
ta de  un  mes  y  con  multa  de  10  á  100  bolí- 
vares. 

Art.  506.     El  mecánico,  cerrajero  ú  obre- 


ro que  proceda  á  la  abertura  de  alguna  ce- 
rradura, á  solicitad  de  algún  individuo,  ara 
estar  seguro  previamente  de  que  es  el  dueño 
del  lugar  ó  cosa  que  se  trata  de  abrir»  ó  su  re- 
presentante legítimo,  será  penado  con  arres- 
to hasta  de  veinte  días  y  multa  hasta  por  60 
bolívares. 

CAPITULO  IV 

Del  uso  ilícito  de  pesas  y  medidas. 

Art.  607.  Todo  el  que  en  el  ejercicio  pú- 
blico del  comercio  tenga  en  su  estableci- 
miento ó  mercado  pesas  ó  medidas  diferen- 
tes de  las  autorizadas  por  la  ley,  será  pena- 
do con  multa  de  10  á  60  bolívares,  la  qne  en 
el  caso  de  reincidencia,  podrá  ser  hasta  de 
100  bolívares. 

DISPOSICIÓN  KM  F1NAI.B8 

Art.  508.  Las  disposiciones  del  presente 
libro  no  excluyen  ni  limitan  las  atribuciones 
que  por  leyes  municipales  ú  otras  especiales 
competan  á  los  funcionarios  y  corporaciones 
de  la  Administración  pública,  para  dictar  or- 
denanzas de  policía  y  bandos  de  orden  pú- 
blico, así  como  para  corregir  gubernativa 
mente  las  contravenciones  ó  faltas,  en  e) 
caso  de  que  su  represión  les  esté  encomen- 
dada por  las  mismas  leyeB. 

Art.  609.  Este  Código  comenzará  á  regir 
el  20  de  Febrero  de  1898;  y  desde  esa  fecha 
queda  derogado  el  Código  penal  expedido  el 
20  de  Febrero  de  1873,  así  como  las  demás 
leyes  y  disposiciones  que  se  hayan  dictado 
sobre  la  materia. 

Art.  610.  Un  ejemplar  de  la  edición  ofi- 
cial de  este  Código,  firmado  por  el  Presiden- 
te de  la  República,  refrendado  por  el  Minis- 
tro de  Relaciones  interiores  y  sellado  con  el 
Gran  Sello  nacional,  servirá  de  original  y 
será  depositado  y  custodiado  en  el  archivo 
del  Ejecutivo  nacional. 

Dado  en  el  Palacio  Legislativo  federal 
en  Caracas  á  los  30  días  del  mes  de  Abril 
de  1 897.  —86.°  de  la  Independencia  y  39.°  de 
la  Federación. — El  Presidente  de  la  Cámara 
del  Senado,  F.  Febres  Cordero.— E\  Presiden 
te  de  la  Cámara  de  Diputados,  José  M.  Ri 
vas.  El  Secretario  de  la  Cámara  del  Sena- 
do, Francisco  Pimentel.—E\  Secretario  de  la 
Cámara  de  Diputados,  M.  Caballero. 

Palacio  federal,  en  Caracas,  á  14  de  Mayo 
de  1897.— Año  86.°  de  la  Independencia  y 
39.°  de  la  Federación.— Ejecútese  y  cuídese 
de  su  ejecución.— Joaquín  Crespo. — Refren- 
dado.— El  Ministro  interino  de  Relaciones 
interiores,  Víctor  Antonio  ¡jerpa.      • 
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SANCIONADO  EN  14  HATO  1897  T  VIGENTE  DESDE  20  FEBRERO  1898 


TITULO  PRELIMINAR- 

CAPITULO   PRIMERO 
Disposiciones  generales. 

Artículo  1.°  De  todo  delito  ó  falta  nace 
acción  penal  para  el  castigo  del  culpaljle. 

También  puede  nacer  acción  civil  para  el 
efecto  de  las  restituciones  y  reparaciones  de 
que  trata  el  Código  penal  (1). 

Art  2.°  La  acción  penal  es  pública  por 
su  naturaleza;  y  se  ejerce  de  oficio  en  todos 
los  casos  en  que  la  ley  no  requiere  la  instan- 
cia de  parte  agraviada  ú  ofendida  para  in- 
tentarla. 

Art.  3.°  La  acción  civil  podré  intentarse 
junto  con  la  penal  en  el  juicio  de  esta  últi- 
ma especie,  ó  separadamente  en  juicio  civil. 

También  podrá  la  parte  perjudicada,  sin 
formalizar  acción  penal,  hacerse  parte  civil 
en  el  proceso  pena),  siempre  que  lo  preten- 
da antes  de  abrirse  el  término  probatorio  de 
la  causa. 

En  tal  caso  el  que  se  constituye  parte  ci- 
vil adquiere  en  el  caso  de  condenación,  los 
mismos  derechos  que  correspondan  por  res- 
tituciones y  reparaciones  al  que  ha  propues- 
to acción  civil  junto  con  la  acción  penal  ó 
separadamente  de  ella. 

§  único.  No  podrá,  sin  embargo,  ejercer- 
se la  acción  civil  juntamente  con  la  penal: 

1.°  Cuando  la  suma  reclamada  sea  ma- 
yor que  la  cuantía  de  la  cual  puede  conocer 
en  cansas  civiles  el  Juez  que  intervenga  en 
lo  criminal,  ó  el  de  igual  categoría  á  él,  en 
lo  civil,  si  su  jurisdicción  la  ejerce  sólo  en  lo 
criminal. 

2.°  En  las  acusaciones  por  infracción  de 
la  Constitución  ó  de  las  leyes,  en  que  la  sen- 


il)    Inserto  anteriormente. 


tencia  que  declare  la  falta  debe  preceder  á 
la  acción  civil. 

Art.  4.°  En  cualquier  estado  del  juicio 
puede  la  parte  perjudicada  desistir  de  su  re- 
clamación civil,  quedando  responsable  de 
las  costas  causadas  y  sin  derecho  para  in- 
tentar de  nuevo  aquella  reclamación,  salvo 
pacto  expreso  en  contrario  en  el  acto  del 
desistimiento. 

Art.  6.°  El  desistimiento  ó  renuncia  de 
la  acción  civil  no  impide  ni  suspende  el  ejer- 
cicio de  la  acción  penal. 

Art.  6.°  Pendiente  la  acción  penal,  no  se 
decidirá  la  civil  que  se  haya  intentado  sepa 
radamente,  hasta  que  aquélla  no  hubiere 
e  i  cío  resuelta  por  sentencia  firme;  esto  es, 
sentencia  contra  la  cual  estén  agotados  ó  no 
sean  procedentes  los  recursos  ordinarios  y 
extraordinarios  concedidos  por  las  leyes. 

Art.  7.o  La  extinción  de  la  acción  penal 
no  lleva  consigo  la  de  la  civil,  á  no  ser  que 
la  extinción  proceda  de  haberse  declara- 
do por  sentencia  firme  que  no  existió  e) 
hecho  de  que  hubiese  podido  nacer  la  acción 
civil. 

Art.  8.°  Por  un  solo  delito  ó  falta  no 
se  seguirán  diversos  procesos,  aunque  los 
reos  sean  diversos,  salvo  los  casos  de  ex- 
cepción que  establezca  alguna  ley  ó  disposi- 
ción especial. 

Tampoco  se  seguirán  al  mismo  tiempo 
contra  un  mismo  reo  diversos  juicios,  aun- 
que haya  cometido  diferentes  delitos  ó  fal- 
tas. Y  si  entre  unos  y  otros  hubiere  fueros 
distintos,  el  conocimiento  de  la  causa  corres- 
ponderá siempre  á  la  jurisdicción  penal  or- 
dinaria (1). 

Art.  9.°  En  toda  causa  de  acción  pú- 
blica habrá  una  parte  fiscal,  que  será  re- 
presentada  por  el  funcionario   que  deter- 


gí)   Véase  art  21. 
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mine  la  ley,  y  en  defecto  de  ésta,  por  el  que 
nombre  en  el  caso  el  Tri banal  que  conoce 
de  ella. 

Art.  10.  En  toda  cansa  de  acción  penal, 
el  procesado  será  representado  por  uno  ó 
más  defensores  que  nombrará  con  la  opor- 
tunidad legal,  y  en  caso  de  negativa  ó  si- 
lencio, por  el  qae  al  efecto  le  designe  el 
Jaez. 

Los  defensores  nombrados  por  el  reo  en 
una  misma  instancia  para  representarlo  en 
ella,  no  podrán  pasar  de  tres,  fin  todo  caso, 
cada  uno  de  los  defensores  nombrados  tiene 
la  representación  plena  del  encausado. 

Art.  11.  Las  diligencias  para  compro- 
bar el  dominio  sobre  los  bienes  aprehendi- 
dos á  los  procesados,  y  cualquier  otro  inci- 
dente de  naturaleza  civil  que  ocurra  en  el 
juicio  penal,  se  sustanciarán  en  piezas  sepa- 
radas, siempre  que  la  acción  civil  no  curse 
con  la  penal. 

Art.  12.  En  la  formación  del  sumario 
serán  hábiles  todos  los  días  y  horas.  En  el 
plenario,  se  acordará  su  habilitación  en  caso 
de  urgencia;  pero  se  avisará  á  las  partes 
previamente. 

Art.  13.  Las  actuaciones  en  el  juicio  pe- 
nal se  extenderán  en  papel  común,  salvo  el 
reintegro  del  sellado  equivalente,  por  la  par- 
te á  quien  corresponda. 

Art.  14.  Los  lapsos*  de  años,  meses  y 
días,  así  como  las  fechas,  se  entenderán  y 
computarán  por  el  calendario  común,  en  la 
forma  que  establece  el  Código  civil  (2). 

Art.  15.  En  el  juicio  penal  no  se  hará 
uso  sino  del  idioma  castellano.  Los  que  no 
lo  conozcan  y  hubieren  de  declarar  ó  de 
representar,  serán  asistidos  de  uno  ó  más 
intérpretes,  que,  á  falta  de  intérpretes  ofi- 
ciales, elegirá  el  Tribunal  y  juramentará 
antes  de  proceder  á  sus  funciones. 

Art.  16.  La  justicia  ee  administrará  en 
nombre  de  la  República  y  por  autoridad  de 
la  ley.  A  sus  Jueces  y  Tribunales  corres- 
ponde la  potestad  de  aplicar  la  ley,  juzgan- 
do y  haciendo  ejecutar  lo  juzgado. 

Art.  17.  Es  deber  indeclinable  de  los 
Jueces  y  Tribunales  auxiliarse  mutuamente 
para  la  práctica  de  todas  las  diligencias  ne- 
cesarias en  la  sustanciaron  de  las  causas 
penales,  so  pena  de  responsabilidad;  y  cuan- 
do alguna  de  aquellas  diligencias  hubiere 
de  ser  ejecutada  por  un  Juez  ó  Tribunal  dis- 
tinto del  que  la  haya  decretado,  éste  enco- 
mendará su  cumplimiento  por  medio  de  su- 
plicatorios, exhorto s  ó  mandamientos,  según 


(1)  Véase  el  texto  del  vigente  en  las  páginas 
17  y  siguientes  del  tomo  I  del  Anuario  anterior 
(V  de  la  Colección). 


las  prescripciones  que  establece  el  Código 
de  Procedimiento  civil  (1). 

Art.  18.  Las  disposiciones  del  presente 
Código  establecen  las  reglas  que  deben  se- 
guirse en  materia  de  enjuiciamiento  pena  ; 
sin  que  ello  obste  para  que  se  observen  pn  - 
ferentemetite  las  que  sobre  la  misma  mate- 
ria se  expidan  por  leyes  especiales,  ni  para 
que  en  los  vacíos  y  puntos  dudosos,  tanto 
de  las  unas  como  de  las  otras,  que  ocurran 
en  la  práctica  de  ellas,  sirvan  de  pauta  la» 
del  Código  de  Procedimiento  civil  en  cuanto 
sean  aplicables  y  no  se  opongan  a  aqué- 
llas. 

Las  Cortes  dé  casación  y  Suprema  y  Su- 
perior de  los  Estados  y  del  Distrito  federal 
ejercerán  en  lo  penal  las  facultades  discipli- 
narias que,  en  cuanto  á  lo  civil,  les  da  el 
Código  de  Procedimiento  civil  (2). 

CAPITULO  n 
De  los  Tribunales  competentes. 

Art.  19.  La  competencia  de  los  Tribuna- 
les en  las  causas  de  acción  penal  se  deter- 
mina por  el  territorio  en  que  se  hubiere  co- 
metido el  hecho  punible,  de  acuerdo  con  lo 
que  dispongan  las  respectivas  leyes  que  or- 
ganizan el  Poder  judicial  en  los  Estados  y 
en  el  Distrito  federal. 

En  todo  caso,  es  competente  en  las  cau- 
sas en  que  deben  conocer  los  Tribunales  de 
primera  instancia,  el  del  territorio  en  que  se 
haya  cometido  el  delito  que  da  motivo  al 
enjuiciamiento;  y  en  las  aue  se  procede  por 
las  faltas  ó  infracciones  de  que  trata  el  libro 
3.°  del  Código  penal  (3),  será  el  competente 
el  respectivo  territorial  «le  la  parroquia  ó 
municipio  en  que  se   hubieren   consumado. 

Art.  20.  Cuando  no  conste  el  lugar  en 
que  se  cometió  el  hecho  punible,  serán  Tri- 
bunales competentes,  según  su  orden,  para 
instruir  y  conocer  de  las  causas: 

1.°  El  Tribunal  de  la  demarcación  en  que 
se  hayan  descubierto  pruebas  materiales  del 
hecho. 

2.°  El  de  la  demarcación  en  que  el  reo 
presunto  haya  sido  aprehendido. 

3.°     El  de  la  residencia  del  reo  presunto. 

4.°  Cualquiera  que  hubiere  tenido  notí- 
ticia  de  la  infracción,  ó  fuere  requerido  por 
el  representante  del  Ministerio  público  para 
proceder  al  enjuiciamiento. 

Si  entre  estos  Tribunales  se  suscitare  dis- 
puta sobre  el  conocimiento  del  asunto,  se 
decidirá  la  diferencia  en  favor  del  que  tiene 


(I)  y  (2)    Inserto  en  las  págs.  3.a  y  sigs.  del 
presente  tomo. 
(3)    ídem  páginas  07  y  siguientes  de  id. 
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mejor  colocación  en  el  orden  con  que  están 
expresados  en  los  números  anteriores. 

Art.  21.  En  los  delitos  cometidos  por 
militares  se  observarán  las  disposiciones  del 
Código  militar;  con  sujeción,  no  obstante,  á 
lo  que  prescribe  el  aparte  del  artículo  8.0 

Art.  22.  En  las  causas  por  tentativa  de 
delito  ó  por  delito  frustrado,  será  Tribunal 
competente  el  que  lo  fuere  en  el  caso  de 
haberse  consumado  el  delito. 

Art.  23.  El  funcionario  ó  Tribunal  com- 
petente para  la  instrucción  ó  conocimiento 
«le  ana  causa,  lo  será  también  para  la  ins- 
trucción ó  conocimiento  de  todas  sus  inci- 
dencias y  de  los  casos  que  en  ella  ocurran  so- 
bre complicidad,  encubrimiento,  confabula- 
ción ó  proposición  respecto  del  delito  que 
se  persigue. 

Art.  24.  Un  solo  Tribunal  de  los  compe- 
tentes conocerá  de  los  delitos  que  tengan 
conexión  entre  sí. 

Art.  26.     Se  considerarán  delitos  conexos: 

l.o  Los  cometidos  simultáneamente  por 
«los  ó  más  personas  reunidas,  si  éstas  perte- 
necen á  diversos  Tribunales  ordinarios 

2  °  Los  cometidos  por  dos  ó  más  per- 
sonas en  distintos  lugares  ó  tiempos,  si  hu- 
biere precedido  concierto  para  eljo. 

3.°  Los  cometidos  como  medio  para  per- 
petrar otros  ó  para  facilitar  su  ejecución. 

4.°  Los  cometidos  para  procurar  la  im- 
punidad de  otros  delitos. 

6.°  Los  diversos  delitos  que  se  imputen 
á  un  procesado  al  incoársele  causa  por  cual- 
quiera de  ellos,  si  tuvieren  analogía  ó  algu- 
na relación  entre  sí,  á  juicio  del  Tribunal,  7 
hasta  entonces  no  hubiesen  sido  objeto  de 
procedimiento. 

Art.  26.  Son  Tribunales  competentes,  se- 
gún su  orden,  para  conocer  de  las  causas  por 
■  <lelito8  conexos: 

1.°  El  del  territorio  en  que  se  haya  co- 
metido el  delito   que  merezca  mayor  pena. 

ÍJ.°  El  primero  que  comenzare  la  causa, 
en  el  caso  de  que  los  delitos  tengan  señala- 
da igual  pena. 

Art.  27.  En  las  causas  por  delitos  come- 
tidos fuera  del  territorio  de  Venezuela, 
cuando  el  juicio  pueda  ó  deba  seguirse  en 
la  República,  será  competente,  si  no  hubiere 
Tribunal  designado  expresamente  por  ley 
especial,  el  de  la  demarcación  á  que  perte- 
nece la  ultima  residencia  del  encausado;  y  si 
no  hubiere  residido  en  la  República,  lo  será 
el  Tribunal  de  la  demarcación  á  donde  arri- 
bare ó  en  que  se  encontrare. 

Art.  28.  Las  disposiciones  de  este  ca- 
pítulo no  prevalecerán  sobre  ninguna  otra 
especial  que,  en  materia  de  jurisdicción,  se 
halle  establecida  en  el  presente  Código,  ni 
contra  las  de  otras  leyes  especiales. 


CAPITULO  III 

Del  modo  de  sustanciar  y  dirimir 
las  competencias. 

Art.  29.  Las  competencias  que  se  sus- 
citen en  los  asuntos  penales,  ya  sean  de  co- 
nocer, ya  de  no  conocer,  deberán  sustan- 
ciarse y  dirimirse  del  mismo  modo  qne  en 
los  asuntos  civiles,  y  producirán  los  mismos 
efectos  que  producen  en  éstos. 

CAPITULO  IV 
Délas  recusaciones  y  excusas. 

Art.  30.    Sólo  pueden  recusar: 

1.°  El  representante  del  Ministerio  pú- 
blico. 

2.°    El  acusador  ó  su  representante. 

3.°     El  enjuiciado  ó  su  defensor. 

4.°  El  reclamante  y  el  responsable  civil- 
mente. 

Art.  31.  Los  Jueces,  Con  jueces,  Vocales, 
Secretarios,  Fiscales,  asesores  expertos  y 
cualquiera  otros  funcionarios  de  los  Tribu- 
nales nacionales,  de  los  Estados  y  del  Dis- 
trito federal  pueden  ser  recusados  por  causa 
legítima. 

Art.  32.  Son  causas  legítimas  de  recu- 
sación: 

1.°  Kl  parentesco  de  consanguinidad  ó 
afinidad,  respectivamente,  dentro  del  cuarto 
y  segundo  grado  civil  con  cualquiera  de  las 
partes. 

2."  El  parentesco  de  consanguinidad  ó 
afinidad  del  segando  grado  del  recusado  con 
el  representante  de  alguna  de  las  partes  que 
intervienen  en  el  juicio. 

3.°  El  parentesco  de  consanguinidad  ó 
afinidad  del  recusado  con  el  cónyuge  de 
cualquiera  de  las  partes,  hasta  el  segundo 
grado  inclusive,  caso  de  vivir  la  mujer,  si  no 
está  divorciada,  ó  caso  de  haber  hijos  de  la 
misma  con  la  parte,  aunque  haya  muerto  ó 
se  halle  divorciada. 

4°  El  parentesco,  dentro  del  segundo 
grado  de  afinidad,  entre  la  mujer  del  recu- 
sado y  cualquiera  dé  las  partes  del  juicio, 
mientras  exista  la  mujer,  ó  habiendo  muer- 
to, mientras  existan  hijos  de  ella  en  su  ma- 
trimonio con  el  recusado.  La  mujer  divor- 
ciada se  considera  como  muerta  en  este 
caso  (1). 

6.°  Haber  sido  recusado,  acusado  ó  de- 
nunciado en  los  cinco  años  precedentes,  por 
la  parte  que  recusa,  siempre  que  en  el  pri- 
mer caso  de  este  número  la  recusación  an- 


(1;    Véase  el  art.  86. 
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terior  se  haya  fundado  en  motivos  injurio- 
sos que  hagan  sospechoso  de  parcialidad  al 
recasado. 

6  o  Haber  emitido  opinión  en  la  causa 
<Mn  conocimiento  de  ella,  ó  haber  interve- 
nid» en  la  misma  como  Fiscal,  defensor,  fa- 
cultativo, perito  ó  testigo,  siempre  que  en 
cualquiera  de  estos  casos  el  recusado  sea 
Juez,  Conjues,  Vocal,  jurado  ó  asesor. 

7.°  Haber  sido  el  recusado,  en  los  cinco 
años  precedentes^  denunciante  ó  acusador 
de  la  parte  recusante» 

8.o  Ser  ó  haber  sido  tutor,  curador,  guar- 
dador ó  pupilo  de  alguno  que  es  parte  en  el 
juicio. 

9.°  Ser  padre  adoptante  ó  hijo  adoptivo 
de.  alguna  de  las  partes. 

10.  Haber  habido  entre  el  recusado  y 
el  recusante  agresión,  injuria,  calumnia  ó 
amenazas  en  los  doce  meses  precedentes  á 
la  causa  ó  después  de  iniciado  el  proceso. 

11.  Tener  el  recusado  sociedad  de  inte- 
reses con  alguna  de  las  partes,  ó  haber  reci- 
bido de  cualquiera  de  ellas  beneficios  de 
importancia  que  empeñen  su  gratitud. 

12.  Haber  recibido  el  recusado  alguna 
dádiva  de  cualquiera  de  las  partes,  después 
de  iniciado  el  proceso. 

13.  Haber  dado  el  recusado  recomenda- 
ción ó  prestado  patrocinio  en  favor  de  al- 
guna de  las  partes  en  la  causa. 

14.  Seguirse  pleito  civil  entre  el  recusa- 
do ó  alguno  de  sus  parientes,  dentro  de  los 
grados  arriba  indicados,  y  el  recusante, 
siempre  que  se  haya  principiado  antes  de 
la  instancia  en  que  ocurra  la  recusación,  y 
no  hubieren  transcurrido  doce  meses  des- 
pués de  terminado. 

16.  Tener  el  recusado,  su  cónyuge  ó  al- 
guno de  los  consanguíneos  ó  afines,  dentro 
de  los  grados  antedichos,  interés  directo  en 
el  juicio. 

16.  Ser  el  recusado  ó  su  cónyuge  deudo- 
res de  plazo  vencido  de  alguna  de  las  partes. 

17.  Ser  el  recusado  administrador  de 
cualquier  establecimiento  público  ó  particu- 
lar relacionado  directamente  en  la  causa. 

18.  Ser  el  recusado  dependiente,  comen- 
sal, heredero  presunto  ó  donatario  de  alguna 
de  las  partes,  ó  tener  con  cualquiera  de  és- 
tas amistad  íntima  ó  enemistad   manifiesta. 

Art.  83.  Los  funcionarios  judiciales  com- 
prendidos en  cualquiera  de  los  casos  que 
expresa  el  artículo  anterior,  se  inhibirán  del 
conocimiento  del  asunto  sin  esperar  á  que 
se  les  recuse.  Contra  esta  inhibición  no  ha- 
brá recurso  alguno.  ' 

De  igual  manera  se  inhibirán,  sin  recur- 
so alguno,  cuando  al  ser  recusados  en  cual- 
quier forma,  estimaren  procedente  la  causa 
alegada. 


Art.  84.  La  recusación,  puede  proponer- 
se por  escrito  ó  por  medio  de  diligencia  an- 
te el  Secretario  del  Tribunal  de  la  cansa, 
siempre  que  sea  antes  de  haberse  procedido 
á  la*  vista  de  la  cansa  para  sentencia  defi- 
nitiva, y  siempre  que  no  se  hayan  propues- 
to contra  un  mismo  Jaez  más  de  tres  recu- 
saciones. 

La  inhibición  se  hará  constar  en  los  autos 
por  medio  d«  una  diligencia  que  suscribirá 
el  funcionario  inhibido. 

Art.  36.  La  recusación  y  la  inhibición 
tendrán  el  mismo  efecto  que  en  el  procedi- 
miento civil,  y  conforme  á  éste  be  sustan- 
ciarán y  decidirán  de  la  manera  en  él  esta- 
blecida, en  cnanto  no  se  oponga  á  las  dis- 
posiciones del  presente  capítulo. 

Art.  86.  El  Juez  que  se  inhibe  por  en- 
contrarse con  cualquiera  de  las  partes  en 
alguno  de  los  grados  de  parentesco  de  que 
trata  el  art.  82,  de  ninguna  manera  po- 
drá ser  obligado  á  seguir  actuando  en  la 
causa. 

Lo  mismo  se  prescribe  en  idénticas  cir- 
cunstancias, respecto  del  Secretarlo  y  del 
Fiscal  en  causa  contra  su  cónyuge,  ó  contra 
sus  ascendientes,  descendientes,  hermanos 
ó  padres  ó  hijos  adoptivos. 

Art.  37.  La  recusación  de  un  Juez  co- 
misionado se  propondrá  ante  el  comitente; 
y  éste,  con  el  objeto  de  evitar  la  incidencia, 
comisionará  á  otro  Juez  que  hubiere  expe- 
dito en  el  lugar  en  que  deba  evacuarse  la 
comisión. 

Cuando  el  comitente  no  estimare  conve- 
niente este  último  procedimiento,  pedirá  su 
informe  al  recusado,  para  dar  á  la  inciden- 
cia el  curso  de  ley. 

Art.  38.  Si  el  impedido  fuere  el  Secre- 
tario ú  otro  funcionario  del  Tribunal,  el 
Juez  de  la  causa  nombrará  un  sustituto;  y 
luego  que  haya  sido  juramentado  para  el 
fiel  desempeño  de  su  oficio,  lo  cual  se  ex- 
tenderá por  diligencia,  que  suscribirá  con  el 
Juez  y  las  partes,  si  éstas  estuvieren  pre- 
sentes, la  causa  continuará  su  curso  y  se- 
guirán corriendo  los  términos  legales. 

LIBRO  PRIMERO 


DEL   SUMARIO 

TITULO  PRIMERO 

DE  LOS  FUNCIONARIOS  DK  INSTRUCCIÓN 

CAPITULO  ÜNICO 

Art.  89.     Constituyen  el  sumario  las  ac- 
tuaciones encaminadas  á  preparar  el  juicio 
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y  las  practicadas  para  averiguar  y  hacer 
constar  la  perpetración  de  los  hechos  puni- 
bles, con  todas  las  circunstancias  que  pue- 
dan influir  en  su  calificación  y  la  culpabili- 
dad de  los  delincuentes,  con  el  aseguramien- 
to de  sus  personas  y  de  los  objetos  activos 
y  pasivos  de  la  perpetración  (1). 

Art.  40.  Son  funcionarios  de  instrucción 
del  enjuiciamiento  penal: 

1.°  Los  Jueces  de  primera  instancia  en 
lo  penal. 

2.°    Los  otros  Jueces  inferiores. 

3°  Los  Jueces  propiamente  de  instruc- 
ción que  los  Estados  y  el  Distrito  federal 
crearen  con  tal  fin.       4 

4.°  Las  demás  autoridades  ó  funciona- 
ríos  que  la  ley  designe. 

Art.  41.  Las  diligencias  del  sumario,  ya 
empiecen  de.  oficio,  ya  á  instancia  de  parte, 
serán  secreta*  hasta  que  se  declare  abierto 
til  juicio,  salvo  las  excepciones  que  estable- 
ce la  ley. 

Incurrirán  en  multa  correccional  los  que 
infringieren  esta  disposición,  revelando  el 
secreto  de  las  actuaciones. 

Art.  42.  Todo  funcionario  de  instrucción 
está  en  el  deber  de  dictar,  sin  pérdida  de 
tiempo,  auto  de  proceder,  abriendo  una  in- 
quisición sumaria,  cuando  de  cualquier  mo- 
do supiere  que  en  su  jurtadicción  se  ha  co- 
metido algún  hecho  punible  que  no  sea  de 
los  que  sólo  pueden  enjuiciarse  por  acción 
privada. 

Si  sabe  que  el  hecho  de  que  tiene  noticia 
se  ha  ejecutado  en  otra  jurisdicción,  y  den- 
tro de  la  suya  se  encontrare  la  persona  ó 
personas  á  quienes  se  imputa,  se  procederá 
siempre  á  la  inquisición,  con  las  declaracio- 
nes y  datos  que  pueda  obtener,  obrando  lo 
más  pronto  posible,  y  con  la  misma  celeri- 
dad la  remitirá  al  Juez  local  competente 

Art.  43.  Las  autoridades  de  policía,  pa- 
ra evitar  toda  dilación,  deberán  también 
nbrir  la  inquisición;  sin  perjuicio  de  av;sarlo 
desde  luego  y  de  pasar  las  diligencias  que 
practiquen,  á  uno  de  los  Jueces  compe- 
tentes. 

Igual  aviso  transmitirán  los  Jueces  loca- 
les al  superior  competente. 

Art.  44.  Guando  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia competente  tuviere  noticia  de  la  per- 
petración de  algún  delito  grave,  que  hubie- 
re cansado  alarma  ó  que,  en  su  concepto,  re- 
quiera circunstancias  especiales  de  averi- 
guación, se  trasladará'  inmediatamente  al 
lugar  del  hecho,  con  su  Secretario  y  el  res- 
pectivo Fiscal  del  Ministerio  público,  y  pro- 
cederá á  la  formación  ó  continuación  del 


(1)    Véase  el  art.  47. 


sumario,  pidiendo  las  actuaciones  que  hu- 
biesen practicado  los  funcionarios  locales  de 
instrucción. 

Los  Estados  y  el  Distrito  federal  provee- 
rán, en  los  casos,  los  gastos  de  transporte  y 
sostenimiento  de  los  Jueces,  Secretarios  y 
Fiscales. 

Art.  45.  De  las  faltas  de  celo  y  actividad 
en  la  formación  de  los  sumarios,  serán  res- 
ponsables disciplinariamente  los  funciona- 
rios de  instrucción  ante  el  Juez  superior  de 
la  causa,  á  no  ser  que  lo  fuesen  crirainal- 
mente  con  arreglo  á  las  leyes. 

Art.  46.  £1  funcionario  que  instruya  el 
sumario  debe  inhibirse,  so  pena  de  respon- 
sabilidad, en  los  mismos  casos  en  que  á  ello 
está  obligado  el  Juez  del  pleuario. 

TITULO,  II 

DB  LOS  D1TBKSOS  M0DO8  1>B  PROCKDKR 

CAPÍTULO  PRIMERO 
Del  procedimiento  de  oficio. 

Art.  47.  En  el  auto  de  proceder,  el  fun- 
cionario de  instrucción  dispondrá  que  se 
practiquen  todas  las  diligencias  necesarias 
para  poner  en  claro  y  hacer  constar  en  el 
expediente  los  hechos  y  circunstancias  de 
que  habla  el  art.  39,  según  los  informes  que 
haya  obtenido. 

Art.  48.  El  procedimiento  de  oficio  no 
impide  que,  después  de  iniciado,  se  oigan  y 
extiendan  en  el  expediente  las  denuncias 
que  quisieren  hacer  cualesquiera  personas, 
ni  tampoco  que  se  admita  y  agregue  la  acu- 
sación que  se  presente. 

CAPITULO  II 
De  la  denuncia. 

Art.  49.  Todo  funcionario  de  instrucción 
está  obligado  á  oir  y  extender  por  escrito 
cualquiera  denuncia  que  se  quisiere  forma- 
lizar respecto  de  la  comisión  de  algún  hecho 
punible  que  fuere  de  acción  pública. 

Si  la  denuncia  se  presentare  escrita,  debe- 
rá ser  admitida  y  ruesta  por  cabeza  del 
juicio. 

Del  mismo  modo  se  procederá  cuando  la 
denuncia  se  refiera  á  hechos  punibles  de  ac- 
ción privada  en  que  para  proceder  baste  que 
sea  hecha  por  parte  interesada  á  quien  la 
ley  lo  permita. 

En  todo  caso,  el  denunciante  debe  expre- 
sar su  nombre,  apellido,  edad,  residencia, 
ocupación,  relaciones  con  el  agraviado,  y  el 
conocimiento  que  tenga  del  hecho  y  de  los 
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culpables;  y  deberá  ratificar  la  denuncia, 
bajo  juramento. 

El  funcionario  instructor  podrá  interrogar 
al  denunciante  para  esclarecer  todas  las  cir- 
cunstancias del  hecho,  y  el  conocimiento  de 
las  personas  responsables. 

Art.  50.    La  denuncia  es  obligatoria: 

1.°  En  los  particulares,  cuando  se  trate 
de  casos  en  que  la  omisión  de  ella  sujete  á 
pena  á  los  omisos,  según  disposición  del  Có- 
digo penal  ó  de  alguna  ley  especial. 

2.°.  En  los  funcionarios  públicos,  cuaudo 
en  el  desempeño  de  su  empleo  se  impusieren 
de  algún  hecho  punible  de  acción  pública. 
Kn  este  caso  deberán  pasar  la  denuncia  por 
escrito,  acompañándola  de  los  documentos 
o  indicando  los  datos  oficiales  de  que  resul- 
te el  conocimiento  que  tengan  del  hecho,  sin 
que  entonces  sea  necesario  ratificación  ni 
juramento. 

3.°  En  los  Médicos,  Cirujanos  ú  otros 
facultativos  ó  expertos,  bajo  las  penas  que 
establece  ei  Código  penal,  cuando  por  enve- 
nenamiento, heridas  ú  otra  clase  de  lesio- 
nes, abortos  ó  suposición  de  parto,  hayan 
sido  llamados  á  prestar  ó  hubieren  prestado 
los  auxilios  de  su  arte  ó  ciencia.  En  cual- 
quiera de  estos  casos  darán  parte  á  la  auto- 
ridad con  juramento,  dentro  de  las  veinti- 
cuatro horas  de  haber  tenido  conocimien- 
to del  hecho,  ó  inmediatamente,  si  hay  peli- 
gro serio,  expresando  el  nombre  y  apellido 
de  la  persona,  el  lugar,  la  hora  y  las  demás 
circunstancias  que  sepan. 

Art.  61.  La  obligación  establecida  en  el 
artículo  anterior  no  comprende: 

1.°  A  los  impúberes  ni  á  los  que  no  go- 
zaren del  pleno  uso  de  la  razón. 

2.°     Al  cónyuge  del  delincuente. 

3.°  A  los  ascendientes  y  descendientes 
consanguíneos  ó  afines  del  delincuente,  iii  á 
sus  colaterales  consanguíneos  y  uterinos  y 
afines  hasta  el  segundo  grado  inclusive. 

4.°  A  los  hijos  naturales  de  la  madre  en 
todo  caso,  y  respecto  del  padre,  cuando  es- 
tuvieren reconocidos. 

5.°  A  la  madre  y  al  padre  naturales,  en 
los  casos  del  número  anterior. 

6.°  A  los  Abogados,  Procuradores  y  de- 
más defensores,  respecto  de  las  instruccio- 
nes ó  explicaciones  que  recibieren  de  sus 
clientes. 

7.°  A  los  ministros  de  cualquier  culto, 
respecto  de  las  noticias  que  se  les  hubieren 
revelado  en  el  ejercicio  de  las  funciones  se- 
cretas dé  su  ministerio. 

8.°  A  los  módicos,  cirujanos,  comadro- 
nes ó  comadronas  y  demás  personas  á  quie- 
nes una  disposición  especial  de  la  ley  releve 
de  dicha  obligación. 

Art.  62.    Al  pie  de  la  denuncia  se  exten- 


derá el  auto  de  proceder,  acordando  evacuar 
las  citas  que  en  ellas  se  bailen,  j  todo  lo 
demás  que  sea  conducente  á  la  averiguación 
del  hecho  y  de  los  culpables. 

8i  la  denuncia  hubiere  sido  posterior  á  la 
iniciación  del  sumario,  se  acordará  por  la 
autoridad  que  se  evacúen  las  citas,  sin  per- 
juicio de  las  demás  diligencias  á  que  dieren 
lugar  las  actuaciones  anteriores. 

Art.  63.  El  denunciante,  por  serlo,  no  es 
parte  en  el  juicio;  pero  si  hubiere  falsedad 
en  la  denuncia,  el  que  la  cometa  será  res- 
ponsable conforme  al  Código  penal. 

Art.  64.  La  identidad  de  la  persona  que 
presenta  ó  hace  la  denuncia,  se  hará  cons- 
tar en  los  autos  por 'el  funcionario  instruc- 
tor que  la  recibe,  cuando  aquélla  no  sea  un 
sujeto  notoriamente  conocido. 

Art.  66.  Cuando  el  hecho  denunciado  no 
revistiere  carácter  penal,  ó  la  denuncia  fue- 
re manifiestamente  falsa,  ó  en  los  delitos 
de  acción  privada  no  sea  aquélla  suficiente 
para  proceder,  el  Tribunal  ó  funcionario  ins- 
tructor se  abstendrá  de  todo  procedimiento; 
sin  perjuicio,  no  obstante,  de  la  responsabi- 
lidad en  que  pueda  incurrir  por  desestimar 
indebidamente  dicha  denuncia. 

capitulo  m 

De  la  acusación. 

Art.  66.  En  toda  causa  de  acción  pública, 
cualquier  particular,  agraviado  ó  no,  podrá 
constituirse  acusador,  sólo  ante  el  Juez  com- 
petente. 

No  podrán,  sin  embargo,  acusar  en  tales 
causas: 

].°  Los  que  han  promovido  y  tienen 
pendientes  dos  acusaciones  en  causas  que 
no  sean  propias. 

2°  Los  que  han  recibido  paga,  dádiva  ó 
promesa  remuneratoria  para  acusar  ó  para 
desistir  de  una  acusación,  si  se  les  ha  pro- 
bado semejante  circunstancia. 

8.°  Los  Jueces  en  las  cansas  en  que, 
conforme  á  la  ley,  deban  ó  puedan  conocer. 

4.°     Los  inhabilitados  y  entredichos. 

6.°     Los  menores  de  veintiún  años. 

6.°  El  pariente  á  su  pariente  dentro  del 
cuarto  grado  civil  de  consanguinidad  ó  se- 
gundo de  afinidad.  % 

7.o    El  cónyuge  á  su  cónyuge. 

8.°  El  padre  adoptante  al  hijo  adoptivo, 
ni  al  contrario. 

9.°     El  tutor  á  su  pupilo,  ni  al  contrario, 

10.    El  discípulo  al  maestro  ni  viceversa. 

Pero  las  personas  expresadas  en  los  úl- 
timos cinco  números  podrán  promover  acu- 
saciones de  unos  contra  otros,  y  aun  denun- 
cias, por  ofensas  propias;  y  en  tal  caso,  el 
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descendiente  y  el  pupilo  deben  obtener  pre- 
viamente  el  permiso  <lel  Juez. 

Art.  57.  En  los  hechos  punibles  «le  ac- 
ción privada  no  podrá  procederse  al  enjui- 
ciamiento sino  á  instancia  de  la  parte  ofen- 
dida ó  de  sn  representante  legal,  en  confor- 
midad con  las  disposiciones  del  Código 
penal.. 

Art.  58.  Aunque  el  hecho  punible  sea 
de  acción  privada  por  naturaleza,  podrá  pro- 
cederse  como  si  fuera  de  acción  pública,  si 
concurre  alguna  de  las  circunstancias  si- 
guientes: 

1.°  Cuando  alguno  de  estos  delitos  se 
cometa  conjuntamente  con  otros  de  distinta 
naturaleza  ó  que  sea  conexo  con  él. 

2.o  Cuando  se  ejecute  por  una  reunión 
armada  ó  con  auxilio  de  ella. 

Art.  59.  La  acusación  ó  querella  se  pro- 
pondrá siempre  por  escrito  ante  el  Tribunal 
competente  de  la  causa,  en  papel  común  y 
con  expresión: 

1.°  Del  Juez  ó  Tribunal  que  ha  de  co- 
nocer. 

2.°  Del  nombre,  apellido,  edad,  estado, 
profesión  y  domicilio  del  querellante  y  sus 
relaciones  de  parentesco  con  el  acusado. 

3.°  Del  nombre,  apellido,  edad,  domici- 
lio ó  residencia  del  acusado.  v 

4.°  Del  delito  que  se  acusa,  y  el  lugar, 
día  y  hora  aproximada  de  su  ejecución. 

5.°  De  una  relación  especificada  de  to- 
das las  circunstancias  esenciales  del  hecho. 

6."  Del  juramento  de  no  proceder  falsa 
ni  maliciosamente.  Este  juramento  deberá 
ser  ratificado,  con  el  contenido  del  escrito, 
por  medio  de  una  diligencia  que  suscribirán 
el  Juez,  el  querellante  y  el  Secretario  del 
Tribunal. 

Art.  60.  En  un  mismo  juicio  no  se  admi- 
tirá más  que  un  acusador. 

En  la  concurrencia  de  dos  ó  más  acusa- 
dores, se  preferirá  el  ofendido  ó  agraviado, 
y  en  su  defecto,  al  primero  que  hubiere  pre- 
sentado la  querella.- 

La  ley  considera  como  agraviados  tam- 
bién en  estos  casos  á  los  ascendientes,  des- 
cendientes, cónyuges  y  hermanos  del  ofen- 
dido, sean  ó  no  legítimos,  y  podrán  repre- 
sentarlo sin  necesidad  de  poder,  lo  mismo 
que  su  guardador. 

Art.  61.  El  poder  para  representar  en 
juicio  al  acusador,  debe  ser  especial  y  ex- 
presar la  persona  contra  quien  se  dirija  la 
querella  y  el  hecho  punible  de  que  se  trata. 

El  poder  se  constituirá  con  tas  formalida- 
des de  los  poderes  para  juicios  civiles.         , 

Art.  62.  Todo  acusador  en  causas  dé  ac- 
ción pública  que  no  sea  el  ofendido,  deberá 
prestar  juramento  de  calumnia,  comprensi- 
va de  las  costas  procesales  y  gastos  del  jui- 
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cío,  según   el    prudente   arbitrio    del  Juez. 
Se  exceptúan  de  esta  disposición  las  per- 
sonas indicadas  en  el   último  aparte  del  ar- 
tículo 60. 

Art.  68.  Si  la  querella  fuese  presentada 
antes  de  iniciarse  el  sumario  ó  durante  el 
curso  de  éste,  el  Tribunal  ordenará  la  for- 
mación ó  continuación  de  la  inquisición,  dis- 
poniendo que  se  evacúen  las  diligencias  que 
indique  el  acusador  y  las  demás  que,  de 
oficio  ó  á  instancia  fiscal,  creyere  condu- 
centes. 

Si  lo  fuere  después  de  vencido  el  término 
probatorio,  no  se  le  concederá  uno  nuevo,  á 
menos  que  las  pruebas  que  en  el  mismo  ac- 
to ó  dentro  de  veinticuatro  horas  promueva 
el  acusador,  sean  manifiestamente  necesa- 
rias para  comprobar  los  hechos. 

Art.  64.  El  acusador  que  desiste  ó  se  se- 
para del  juicio  pagará  las  costas  y  gastos 
del  proceso  que  haya  ocasionado;  continuán- 
dose éste  de  oficio,  si  la  causa  fuere  de  ac- 
ción pública,  y  quedando  terminado,  si  de 
acción  privada,  sin  perjuicio,  en  uno  y  otro 
caso,  de  los  derechos  del  acusado. 

Art.  65.  Si  la  querella  fuese  por  delito 
que  no  pueda  ser  perseguido  sino  á  instan- 
cia de  parte,  se  entenderá  que  el  promoven-' 
te  se  separa  de  ella,  fuera  de  acto  expreso 
sobre  el  particular,  cuando  dejare  de  instar 
el  procedimiento  dentro  de  los  diez  siguien- 
tes á  la  notificación  del  auto  en  qne  el  Juez 
ó  el  Tribunal  así  lo  hubiese  acordado. 

Art.  66.  El  Juez  ó  Tribunal  no  podrá  li- 
brar el  auto  á  que  se  refiere  el  artículo  ante- 
rior, sino  en  los  casos  siguientes: 

1.°  Cuando  intentada  la  querella,  trans- 
currieren ocho  días  sin  haberse  promovido 
ninguna  diligencia  por  el  acusador. 

2°  Guando  á  los  ocho  días  de  haberse 
practicado  las  últimas  diligencias  pedida> 
por  el  querellante,  la  causa  quede  paraliza 
da  por  su  falta  de  instancia. 

El  auto  de  que  se  trata  quedará  sin  efec- 
to, si  el  querellante  ó  sus  herederos  prue- 
ban que  han  tenido  justo  motivo  para  no 
seguir  instando  en  la  causa. 

Art.  67.  El  que  ha  desistido  de  una  acu- 
sación ó  por  separación  de  ella  se  hubiere 
declarado  desierta,  no  podrá  intentarla  de 
nuevo. 

Art.  68.  En  conformidad  con  lo  que  dis- 
pone el  Código  penal,  el  desistimiento  he- 
cho en  favor  de  uno  de  los  culpables,  apro- 
vecha á  todos  loe  demás. 
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TITULO  111 

DE    LA  FORMACIÓN    DKI,   SUMARIO 

CAPITULO  PRIMERO 

De  la  manera  de  averiguar  y  comprobar 
el  cuerpo  del  delito. 

Art.  69.  El  cuerpo  del  delito  se  compro- 
bará: 

1.°  Con  el  examen  que  el  funcionario  de 
instrucción  deberá  hacer  por  medio  de  fa- 
cultativos, peritos  ó  personas  inteligentes 
en  defecto  de  aquéllos,  de  los  objetos,  ar- 
mas ó  instrumentos  que  hayan  servido  ó 
retuviesen  preparados  para  la  comisión  del 
delito. 

2°  Con  el  examen  de  las  huellas,  ras- 
tros ó  señales  que  haya  dejado  la  perpe- 
tración. 

3.°  Con  el  reconocimiento  de  los  libros, 
documentos  y  demás  papeles  conexionados 
con  el  delito,  y  de  todo  lo  que  fuera  de  esto 
contribuya  también  á  patentizarlo. 

4.°  Con  lan  deposiciones  de  testigos  ocu- 
lares y  auriculares. 

6.°  Con  los  indicios  ó  deducciones  vehe- 
mentes que  produzcan  convencimiento  de 
su  ejecución. 

Art.  70.  El  examen  de  las  huellas,  ras- 
tros, señales,  armas-,  instrumentos,  objetos  y 
efectos  del  delito  (1),  se  hará  por  expertos,  y 
en  presencia,  si  fuere  posible,  del  funciona- 
rio de  instrucción  y  su  Secretario. 

Art.  71.  Las  armas,  instrumentos,  obje- 
tos y  demás  efectos  que  puedan  servir  para 
la  averiguación  del  hecho  y  de  los  culpa- 
bles, se  pondrán  en  depósito  por  el  funcio- 
nario instructor,  y  se  conservarán  en  él 
mientras  el  Juez  competente  de  la  causa/ no 
resuelva  otra  cosa. 

Art.  72.  Cuando  se  trate  del  examen  de 
un  documento  que  haga  parte  de  algún  li- 
bro ó  protocolo  de  que  no  deba  ó  no  pueda 
desprenderse  quien  lo  tiene,  se  reconocerá 
y  dejará  en  su  poder,  llevándose  á  los  autos 
copia  de  lo  conducente  (2). 

Art.  73.  Cuando  hubiere  urgencia  por 
cualquier  motivo  ó  particularmente  por  el 
temor  de  que  las  señales  se  borren  ó  de  que 
se  sustraigan,  oculten  ó  destruyan  las  ar- 
mas, instrumentos,  objetos  y  demás  efec- 
tos de  que  habla  el  art.  70,  el  examen  será 
hecho  por  el  funcionario  instructor,  por  sí 
solo,  con  su  Secretario,  á  reserva  de  que 
después  se  repita  por  el  Tribunal  con  los 


(1)     Véase  el  art.  *73. 
[V)    Véase  el  art.  91. 


facultativos,  peritos  ó  reconocedores  si  es 
necesario. 

Art.  74.  Si  el  delito  no  ha  dejado  huellas 
ó  rastros  permanentes,  ó  éstos  hubieren  des- 
aparecido, el  funcionario  de  instrucción  re- 
cogerá y  hará  constar  todas  las  pruebas  rela- 
tivas á  la  naturaleza  y  circunstancias  del 
hecho.  Averiguará  y  verificará  en  el  segun- 
do caso  las  causas  ó  medios  del  desapare- 
cimiento de  los  rastros,  tomando  siempre 
todos  los  informes  quesean  posibles  para 
comprobar  el  hecho  punible  y  su  clase. 

MUEBTBS 

Art.  75.  Si  el  hecho  es  de  homicidio,  ó 
bien  de  otro  caso  de  muerte  cuya  cansa  se 
ignore,  antes  de  la  inhumación  del  cadáver 
deberá  procederse  á  su  examen  y  aun  á  su 
autopsia,  si  ésta/ fuere  necesaria,  por  medio 
de  facultativos,  peritos  ú  otra  clase  de  reco- 
nocedores, quienes  obrarán  de  la  misma  ma- 
nera en  el  caso  de  que  el  cadáver  se  hubiere 
sepultado.  A  este  efecto,  el  Tribunal  ordena- 
rá la  exhumación. 

Cuando  haya  presunción  de  envenena- 
miento, los  químicos  ó  reconocedores,  hecha 
la  autopsia,  espresarán  la  clase  y  naturaleza 
del  veneno,  la  cantidad  que  haya  podido 
emplearse,  y  el  modo  y  tiempo  en  que,  á  su 
juicio,  ha  causado  sus  estragos  (1). 

Art.  76.  Antes  de  procederse  á  la  exhu- 
mación, se  examinará  el  registro  del  cemen- 
terio; se  tomará  declaración  al  encargado  de 
éste,  al  sepulturero  y  á  las  personas  asisten- 
tes al  entierro,  acerca  de  la  verdadera  sepul- 
tura del  cadáver;  y  hecha  la  exhumación,  se 
preguntará  á  los  testigos  si  el  cadáver  en- 
contrado es  el  mismo  que  se  buscaba. 

Art.  77.  Antes  de  procederse  á  la  autop- 
sia, se  describirá  con  exactitud  el  cadáver, 
y  se  verificará  su  identidad,  por  declaracio- 
nes de  testigos  que  hayan  conocido  en  vida 
al  difunto. 

Art.  78.  Los  facultativos,  peritos  ó  reco- 
nocedores, previo  examen  minucioso  que 
harán  oportunamente,  declararán  sobre  las 
señales  de  violencia,  heridas  ú  otra  clase  de 
lesiones  que  hubiesen  observado  y  aparez- 
can en  el  cadáver,  sobre  su  extensión,  natu- 
raleza, estado,  lugar  y  demás  circunstancias, 
así  como  sobre  el  arma  ó  instrumento  con 
que  se  causaron. 

Art.  79.  Al  declarar  acerca  de  la  causa 
de  la  muerte,  los  reconocedores  manifesta- 
rán por  cuáles  medios  y  en  qué  tiempo,  más 
ó  menos,  cíeen  que  ha  podido  suceder,  ex- 
presando si  se  debe  á  lesiones  ó  á  envenena- 
miento, ó  si  es  ocasionada  por  otras  cansas 


(1)    V.  el  art.  84. 
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^wncomitantes  anteriores  ó  posteriores   al 
hecho.' 

Cuando  el  dictamen  facultativo  ó  pericial 
no  comprenda  todas  las  circunstancias,  po- 
drá el  Juez  ó  Tribunal  interrogar  á  los  reco- 
nocedores acerca  de  las  que  falten  ó  que  re- 
quieran ampliaciones. 

Art  80.  De  las  armas  ó  instrumentos 
con  que  se  haya  cometido  el  detito,  si  pue- 
den ser  habidos,  debe  hacerse  un  disefio  y 
descripción  que  se  agregará  al  proceso,  ex- 
presando siempre  en  las  de  fuego,  su  espe- 
cie y  su  calibre. 

Cuando  fuere  necesario  para  el  esclareci- 
miento del  hecho,  sns  circunstancias  ó  la 
culpabilidad  de  sus  autores,  se  hará  también 
y  se  agregará  una  descripción  déla  topogra- 
fía del  lugar  en  que  se  perpetró. 

Art.  81.  Si  la  persona  en  quien  se  ha  co- 
metido el  homicidio  no  es  cpnocida,  se  espe- 
cificarán en  la  diligencia  de  reconocimiento 
sus  señales  flaonómicas  y  particulares,  y  la 
ropa  y  efectos  que  se  le  encuentren.  Y  con 
el  objeto  de  que  sea  reconocida,  el  cadáver 
será  expuesto  al  público,  si  lo  permitiere  en 
estado,  ó  bien  se  hará  fotografiar  con  el  mis- 
mo objeto. . 

Art.  82.  Cuando  por  el  estado  de  des- 
composición ó  corrupción  del  cadáver,  no 
sea  posible  hacer  su  reconocimiento  ni  el  de 
las  heridas  ó  lesiones  que  se  le  hayan  obser- 
vado, el  reconocimiento  será  suplido  con  de- 
claraciones de  testigos  que  hayan  visto  an- 
tes el  cadáver  y  notádole  aquéllas. 

Los  testigos  expresarán  en  qué  parte  del 
cuerpo  estaban  las  lesiones  y  el  arma  con 
que  las  creen,  causadas.  También  manifesta- 
rán si,  en  su  opinión,  esas  lesiones  son  las 
que  han  ocasionado  la  muerte;  así  como  las 
demás  circunstancias  expresadas  en  el  ar- 
tículo 86  sobre  las  cuales  puedan  emitir 
concepto. 

Art.  83.  Si  no  se  encontrare  el  cadáver, 
el  funcionario  de  instrucción  verificará  en 
autos  la  existencia  anterior  de  la  persona,  el 
tiempo  transcurrido  desde  que  ha  dejado  de 
tenerse  noticia  de  ella,  y  el  modo  con  que  el 
cadáver  haya  podido  ser  sustraído,  ocultado 
ó  destruido. 

También  recogerá  todos  los  datos  que 
puedan  suplir  la  verificación  del  cuerpo  del 
delito. 

Art.  84.  Cuando  se  dé  sepultura  al  cadá- 
ver, el  Secretario  del  Tribunal  pondrá  cons- 
tancia del  sitio  y  lugar  en  que  esto  se  efec- 
túe, por  si  fuere  necesaria  la  exhumación. 

Si  se  han  borrado  las  marcas  establecidas 
por  el  Secretario  en  virtud  de  la  disposición 
precedente,  se  procederá  según  se  previene 
-en  el  artículo  76. 


INFANTICIDIOS 

Art.  85.  En  el  caso  de  sospecha  de  infan- 
ticidio, los  facultativos  ó  peritos  declararán 
si  la  criatura  nació  viva,  con  qué  medios  ó 
en  qué  circunstancias  pudo  perpetrarse  la 
muerte,  y  si  la  criatura  hubiera  podido  vivir 
fuera  del  seuo  materno. 

También  declararán  acerca  del  tiempo 
en  que  consideren  haberse  consumado  el 
delito. 

Si  la  criatura  estuviese  inhumada,  se  ex- 
humará para  practicar  su  reconocimiento, 
procediéndose,  cuando  fuere  necesario,  con- 
forme á  las  disposiciones  anteriores  sobre 
la  materia.  "  / 

'     HSKLI>AM,  KTO. 

Art.  86.  Cuando  se  procede  por  heridas 
ú  otra  clase  de  lesiones,  el  funcionario  de 
instrucción  hará  declarar  á  los  facultativos 
ó  peritos  que  se  nombren  para  practicar  sa 
reconocimiento,  sobre  los  puntos  siguien- 
tes (1): 

1.°  La  región,  lugar  ó  parte  del  cuerpo 
en  que  se  han  inferido  las  lesiones. 

2.°  La  exteusión,  profundidad,  naturale- 
za y  estado  que  tuvieren. 

3.o  Las  armas  ó  clase  de  instrumentos 
con  que  han  sido  causadas. 

4.o  El  tiempo  preciso  ó  aproximado  en 
que  se  ejecutaron. 

5.°  El  peligro  más  ó  menos  grave. ó  le- 
ve, más  ó  menos  próximo  ó  remoto,  que  en- 
cierren. 

ti.0  El  término  cierto  ó  probable  de  su 
curación,  ó  la  imposibilidad  de  alcanzarla. 

7.o  La  incapacidad  que  ocasionen  al  pa- 
ciente para  su  trabajo  habitual. 

8.o  El  estado  general  patológico  de  la 
persona  antes  y  después  d©  'a9  lesiones  ó 
neridae. 

9.°  Todas  las  demás  circunstancias  que 
sirvan  para  caracterizarlas  y  medir  sus  con- 
secuencias. 

Los  facultativos  ó  peritos  que  asistan  al 
paciente  estarán  en  la  obligación  de  infor- 
mar al  Tribunal  sobre  el  estado  de  las  heri- 
das ó  lesiones  cada  ocho  días,  ó  inmediata- 
mente qué  ocurra  cualquiera  novedad  sería 
ó  que,  por  sus  consecuencias  desfavorables, 
merezca  ser  puesta  en  conocimiento  de  la 
autoridad  ó  Juez  de  instrucción. 

Art.  87.  Si  el  herido  ó  contuso  muere, 
deberá  acordarse  que  los  facultativos  ó  peri- 
tos que  hicieron  el  reconocimiento,  ó  en  su 
defecto,  otros  que  nombre  el  Tribunal,  de- 
claren sobre  la  causa  de  la  muerte,  haden- 


(1)    Véase  el  art.  82. 
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do  para  ello  la  autopsia,  si  es   menester  y 
posible. 

Al  proceso  se  agregará  la  partida  de  entie- 
rro, y  en  su  defecto»  la  prueba  testimonial 
de  la  defunción. 

robo  t  hurto 

Art.  88.  En  el  robo,  hurto  y  otros  delitos 
oontra  la  propiedad,  el  funcionario  de  ins- 
trucción, valiéndose  para  ello  de  testigos,  y 
también  de  peritos  en  lo  que  fuere  preciso, 
deberá  hacer  constar: 

1.°  £1  escalamiento,  fractura,  fuerza,  vio- 
lencia ó  amenazas  que  haya  habido. 

2.o  Las  señales,  huellas  ó  rastros  que 
hubiere  dejado  la  comisión  del  hecho. 

8°  La  ocultación  ó  encubrimiento  de  los 
efectos  sustraídos. 

4.°  £1  lugar  á  donde  se  hayan  transpor- 
tado, y  las  personas  que  los  hubieren  condu- 
cido. 

6.°  Los  medios  ó  instrumentos  que  se 
han  empleado  para  perpetrar  el  delito. 

6.°    El  tiempo  en  que  se  ejecutó. 

7.°  Las  demás  circunstancias  que  con- 
duzcan á  su  esclarecimiento. 

8.o  La  preexistencia  de  las  cos&s  sustraí- 
das, para  lo  cual  y  A  falta  de  otra  clase  de 
prueba,  se  admitirá  la  deposición  jurada 
del  interesado,  de  su  consorte,  hijo,  herma- 
nos ó  domésticos. 

Art.  89.  Los  objetos  robados,  hurtados  ó 
sustraídos,  deberán  avaluarse  por  peritos; 
y  si  aquel  los  efectos  no  se  encuentran,  los 
peritos  harán  nn  avalúo  prudencial,  toman- 
do para  ello  los  informes  necesarios  y  aun 
la  estimación  que  les  den  los  interesados. 

£8te  mismo  procedimiento  tendrá  lu- 
gar en  las  causas  por  estafa  y  daños  co- 
munes. 

FALSIFICACIÓN!» 

Art.  90.  Si  el  delito  es  de  falsificación, 
suplantación  ó  alteración  de  cartas,  docu- 
mentos ú  otro  género  de  papeles,  se  agrega- 
rá al  expediente,  si  fuere  posible,  después 
de  reconocida,  la  cosa  que  ha  sido  objeto 
del  delito. 

De  lo  que  debe  agregarse  al  expediente, 
así  como  de  la  diligencia  de  su  reconoci- 
miento, se  compulsará  una  copia,  para  guar- 
darla en  el  archivo  en  previsión  de  la  pér- 
dida del  original. 

Cuando  el  documento  falsificado,  suplan- 
tado ó  alterado  fuere  una  copia,  su  recono- 
cimiento se  hará  con  vista  del  original,  si 
existe. 

Art.  91.  Lo  prescrito  en  el  artículo  ante- 
rior, se  aplicará  también  á  ¡os  casos  de  fal- 
sificación de  sellos  de  uso  público,  ó  estam- 
pillas, billetes  ó  certificados  de  Banco  y 


otros  establecimientos  de  crédito,  accioues 
de  compañías  anónimas,  libros  y  efectos  de 
comercio. 

Cuando  la  cosa  falsificada  no  pudiere 
agregarse  al  expediente,  se  depositará,  te- 
niéndose en  cuenta,  no  obstante,  lo  dispues- 
to en  el  art.  72. 

Art.  92.  Si  la  falsificación  fuere  de  mo- 
nedas, joyas,  prendas  ó  alhajas,  se  practica- 
rá el  reconocimiento  ó  experticia  por  quí- 
micos ú  ptra  clase  de  inteligentes,  en  su 
defecto. 

1N0BKD108   T  EXPLOSIONES 

Art.  93.  En  caso  de  incendio  ó  de  daños, 
por  explosión,  los  reconocedores  expre- 
sarán: 

1  o  El  lugar,  tiempo  y  modo  de  su  eje- 
cución. 

2.o  La  especie  de  materia  incendiaria  ó 
explosiva  que  sé  empleó  en  el  hecho. 

3.°  La  extensión  y  monto  del  daño  can- 
sado. 

4.°  Las  circunstancias  de  mayor  ó  me- 
nor peligro  para  personas  ó  cosas  más  ó  me- 
nos cercanas,  si  el  fuego  ó  la  explosión  se 
hubieran  propagado. 

6.°  Los  medios  puestos  en  práctica  para 
apagar  ó  detener  el  incendio,  ó  bien  para 
impedir  ó  neutralizar  la  explosión. 

Para  avaluar  el  monto  de  l«»s  estragos  y 
del  daño,  se  nombrarán  peritos,  cuyo  juicio 
se  hará  constar  especificadamente  en  el  pro- 
ceso. A 

OTROS    DAÑOS    0    PKLMiROS 

Art.  94  En  los  delitos  qne  han  ocasiona- 
do á  las  personas  ó  bienes  un  darlo  ó  peligro 
no  expresados  en  los  artículos  anteriores,  el 
funcionario  instructor  deberá  averiguar  y 
hacer  constar  en  los  autos: 

La  clase  de  astucia,  malicia  ó  fuerza  que 
se  ha  empleado. 

Los  medios  ó  instrumentos  de  que  se  hu- 
bieren valido. 

La  entidad  del  dafio  sufrido  ó  que  se  haya 
querido  causar,  el  cual  se  justipreciará  por 
peritos;  y 

La  gravedad  del  peligro  para  la  propiedad, 
vida,  salud  ó  seguridad  de  las  personas. 

DISPOSICIONES   COMÚN  88 

Art.  95.  A  los  testigos  que  examinen 
para  comprobar  el  cuerpo  del  delito,  debe 
prevenírseles  que  depongan  sobre  todo  lo 
que  contribuya  á  determinar  la  ejecución, 
naturaleza,  extensión  y  circunstancian  del 
hecho,  sus  antecedentes,  connivencias,  la- 
gar, tiempo  y  consecuencias. 

Art.  9(5.  Las  diligencias  prevenidas  en 
este  capítulo,  en  el  siguiente  y  en  el  que  tra- 
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ta  de  las  visitas  domiciliarias  (1),  se  practi- 
carán con  preferencia  á  las  demás  del  suma- 
rio; y  sn  ejecución  no  se  suspenderá  sino 
pura  asegurar  ta  persona  del  presunto  reo, 
¿  para  dar  el  auxilio  necesario  á  los  agra- 
viados. 

Art.  07.  Durante  el  sumario  no  se  admi- 
tirán reclamaciones  ni  tercerías  para  la  de- 
volución de  los  efectos  qiie  constituyen  el 
cuerpo  del  delito,  cualquiera  que  sea  su  cla- 
se y  la  persona  que  los  reclame. 

CAPITULO  II 
Del  informe  pericial. 

Art.  98.  En  los  casos  en  que  para  el  exa- 
men de  una  persona  ü  objeto  se  requieran 
conocimientos  ó  habilidad  especiales,  se 
nombrarán  por  el  Tribunal  dos  peritos  por 
lo  menos,  y  se  procederá  á  recibirles  el  in- 
forme ó  juicio  que  tuvieren  sobre  la  mate- 
ria de  su  encargo. 

Habiendo  peligro  en  la  demora,  bastará 
un  solo  perito,  á  reserva  de  llamar  después 
los  que  fueren  necesarios. 

Art.  99.  Todo  perito,  al  tiempo  de  mani- 
festar la  aceptación  de  su  nombramiento, 
prestará  juramento  de  cumplir  fielmente  su 
-encargo. 

Art.  100.  Los  individuos  que  en  el  juicio 
penal  no  pueden  ser  testigos,  tampoco  po- 
drán ser  peritos. 

Art.  101.  Los  peritos  son  titulares  ó  no 
titulares. 

Los  primeros  Fon  los  que  tienen  título  ofi- 
cial en  una  ciencia  ó  arte:  los  segundos,  los 
que  si  bien  ho  lo  tienen,  poseen,  sin  embar- 
go, conocimiento  ó  práctica 'especiales  en  la 
ciencia  ó  arte  en  que  se  requiere  su  informe. 

El  Tribunal  nombrará  corí  preferencia  á 
los  primeros. 

Art.  1Q2.  Los  peritos  practicarán  todas 
las  operaciones  y  experimentos  que  Jes 
aconseje  su  arte  ó  profesión,  y  especificarán 
los  hechos  y  circunstancias  en  que  hayan  de 
apoyar  su  dictamen;  y  si  para  fundar  mejor 
au  concepto,  necesitaren  hacer  la  autopsia 
de  un  cadáver,  reconocimientos  ó  ensayos 
de  algunos  líquidos  ó  materiales,  el  Tribunal 
dispondrá  lo  conveniente  para  que  así  se 
verifique  á  la  mayor  brevedad  y  con  las  pre- 
cauciones necesarias. 

Art.  103.  El  informe  pericial  compren- 
derá, en  cnanto  fuere  posible: 

1.°  La  descripción  de  la  persona  ó  cosa 
-que  sea  objeto  del  mismo,  en  el  estado  ó  del 
modo  en  que  se  halle. 


(])    Artículos  108  á  US. 


2.°  La  relación  detallada  de  todas  las 
operaciones  practicadas  por  los  peritos  y  de 
su  resultado  particular. 

3.°  Las  conclusiones  que  en  vista  de  ta- 
les datos,. formulen  los  peritos,  conforme  á 
ios  principios  y  reglas  de  su  ciencia  ó  arte. 

Art.  104.  El  funcionario  instructor  ó  el 
Tribunal  podrá,  de  joficio  ó  á  solicitud  de 
parte,  nacer  á  los  peritos  las  preguntas  per* 
tineniee  para  establecer  las  aclaraciones  ne- 
cesarias, y  aun  darles  el; primero,'  cuando  lo 
juzgue  preciso,  instrucciones  para  el  desem- 
peño del  encargo. 

Las  contestaciones  de  los  peritos  se  con- 
siderarán como  parte  de  su  informe. 

Art.  105.  Cada  vez  que  sea  necesario  á 
juicio  del  funcionario  de  instrucción  ó  del 
Tribunal,  se  aumentará  el  número  de  peri- 
tos; y  así  se  hará  indispensablemente,  siem- 
pre en  número  impar,  cuando  siendo  dos 
los  que  hayan  procedido,  estuvieren  discor- 
des en  sn  informe. 

En  tal  caso  practicarán  todos  nuevas  ope- 
raciones, y  no  siendo  esto  posible,  los  nue- 
vamente nombrados  se  enterarán  *de  los 
resultados  anteriores,  y  con  estos  datos  emi- 
tirán su  juicio  razonado. 

Art.  106.  El  examen  de  las  personas  y 
objetos  se  hará  de  acuerdo  con  las  disposi- 
ciones del  capítulo  precedente. 

Art.  107.  Los  peritos  podrán  ser  compe- 
tidos á  declarar  ó  informar,  caso  de  no  tener 
impedimento  legal  ó  físico  para  ello,  con  la 
multa  que  señala  el  Código  de  Procedimien- 
to civil  (1). 

CAPITULO  III 
De  las  visitas  domiciliarias. 

Art.  108.  Cuando  haya  motivo  justifica- 
do, se  harán  visitas  domiciliarias  en  la  ha- 
bitación del  indiciado  ó  en  cualquier  otro 
lugar  sospechoso  (2). 

Art.  109.  Para  proceder  á  la  visita  do- 
miciliaria el  Juez  ó  funcionario  de  instruc- 
ción, acompañado  de  su  Secretario,  y  de 
dos  testigos  si  fuere  posible,  se  presentará 
en  el  portal  ó  primera  pieza  de  la  casa,  y 
haciendo  saber  que  se  ha  decretado  la  vi- 
sita, dará  orden  al  dueño,  á  su  encargado, 
ó  en  defecto  de  éstos,  á  cualquiera  otra 
persona  que  se  encuentre  en  ella,  que  pres- 
te libre  entrada  á  la  Autoridad;  y  en  caso 
de  no  ser  obedecido,  penetrará  en  la  ca- 
sa haciéndose  efectiva  la  visita  y  valiéndo- 
se para  ello  de  la  fuerza  pública,  si  fuere 
necesario. 


(1)  Véase  el  art    121. 

(2)  Véase  el  art.  118. 
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Art.  110.  Si  la  puerta  exterior  de  la  casa 
ó  edificio  estuviere  cerrada,  el  funcionario 
llamará  por  tres  veces  en  alta  voz,  anun- 
ciando que  es  la  Autoridad  pública;  y  si  á 
la  tercera  vez  no  se  le  ha  abierto,  hará  la  vi- 
sita con  arreglo  al  artículo  anterior. 

Art.  1 1 1.  £1  registro  de  la  casa  ó  edificio 
se  extenderá  solamente  á  los  lugares  en  que 
probablemente  puedan  estar  ocultas  las  per- 
sonas ú  objetos  que  se  solicitan. 

Art.  112.  Cuando  la  visita  domiciliaria 
haya  de  hacerse  de  noche,  el  funcionario,  en 
vez  de  dos,  se  acompafiará  de  cuatro  testi- 
gos, mayores  de  veintiún  años,  siempre  que 
esto  sea  posible,  y  en  caso  de  no  serlo,  com- 
probará después  en  autos  los  motivos  que  le 
obligaron  á  prescindir  de  este  requisito. 

La  misma  comprobación  hará  cuando,  en 
su  caso,  no  pueda  acompañarse  de  dos  tes- 
tigos. 

Art.  113.  Del  modo  prevenido  en  los  ar- 
tículos anteriores  se  procederá  también, 
cuando  se  trate  de  la  entrada  y  registro  en 
lus  edificios  y  lugares  públicos  sujetos  á  la 
dependencia  ó  administración  particular  de 
una  autoridad;  en  cuyo  caso  se  hará  á  ésta 
el  requerimiento  necesario. 

Para  los  efectos  de  este  artículo,  «e  repu- 
tan edificios  públicos,  además  de  los  que 
están  destinados  á  nn  servicio  público  cual- 
quiera, los  buques,  y  los  templos  de  cual- 
quiera religión. 

Art.  114.  La  morada  de  los  Agentes  di- 
plomáticos no  podrá  ser  visitadapi  aun  con 
las  formalidades  prescritas  anteriormente; 
pero  sí  podrá  serlo,  observándose  dichas  for- 
malidades, la  de  los  Cónsules  y  Vicecón- 
sules, respetándose,  en  todo  caso,  el  pabellón, 
el  escudo,  los  sellos  y  el  archivo. 

No  obsta  lo  expuesto  en  la  primera  par- 
te «le  este  artículo,  para  que  el  funcionario 
comunique  al  -Gobierno  lo  conveniente,  en 
los  casos  en  que  hubiese  sido  necesario  de- 
cretar una  visita  domiciliaria  en  la  morada 
de  alguno  de  dichos  Agentes. 

Art.  116.,  Cuando  el  Juez  ó  funcionario 
no  hallase  con  quién  entenderse  para  la  visi- 
ta por  estar  inhabilitado  ó  abandonado  el 
edificio,  casa  ó  lugar  cuya  visita  domiciliaria 
se  ha  acordado,  siempre  procederá  á  su  exa- 
men y  registro,  haciendo  constar  previamen- 
te aquella  circunstancia. 

Art.  116.  Desde  el  momento  en  que  se 
acuerde  una  visita  domiciliaria,  el  funciona- 
rio que  la  decrete  dictará  todas  las  medidas 
de  vigilancia  que  sean  necesarias  y  condu- 
centes á  evitar  que  se  frustren  ó  hagan  nega- 
torios  los  efectos  de  la  visita. 

Art.  117.  Practicada  que  fuere  la  visita,  el 
funcionario  extenderá  un  acta  en  que  se  ex- 
prese el  día  y  la  hora  en  que  se  haya  prac- 


ticado, los  lugares  ú  objetos  que  se  hubieren» 
registrado  y  todo  lo  ocurrido  en  el  acto.  Fir- 
marán esta  acta  el  funcionario,  el  Secretario 
y  los  testigos  que  hayan  asistido,  el  jefe  de 
la  fuerza  que  haya  intervenido,  y  el  due- 
ño ó  encargado  de  la  habitación  ó  la  perso- 
na con  quien  se  hubiere  entendido  el  mismo 
funcionario  por  ausencia  de  aquél;  y  si  se 
negare  á  firmar  ó  no  supiere  hacerlo,  se  pon- 
drá constancia. 

De  estas  actuaciones  se  dará  copia  certifi- 
cada á  cualquiera  que  la  pida. 

Art.  1 18.  Además  de  los  casos  á  que  se 
contrae  el  art.  108,  la  autoridad  que  instru- 
ye el  sumario  podrá  acordar  la  visita  de  unn 
habitación  ó  edificio,  cuando  se  sepa  que  en 
el  lugar  de  que  se  trata  se  está  cometiendo  o 
haya  indicio  vehemente  de  que  se  va  á  come- 
ter un  delito,  y  cuando  hubiere  sospecha 
fundada  de  qm*  en  la  habitación,  edificio  o 
lugar  se  encuentran  autores,  conniventes  ó 
encubridores  del  hecho  que  se  persigue,  ar- 
mas, instrumentos  ó  materias  de  su  ejecu- 
ción, ó  cosas  ó  personas  que  hayan  sido  ob- 
jeto de  la  perpetración. 

Se  formará  previamente  una  información 
en  que  consten  los  fundamentos  del  decreto 
de  la  visita;  pero  esta  información,  que  des- 
pués se  reducirá  á  escrito  en  el  expediente, 
podrá  ser  verbal,  si  por  la  demora  no  pudie- 
re impedirse  la  perpetración  del  delito,  ola 
fuga  de  los  delincuentes,  ó  la  ocultación  ó 
destrucción  de  los  medios  con  que  se  co- 
metió, ó  la  de  los  objetos  que  lo  determi- 
naron. . 

CAPITULO  IV 
Del  examen  de  testigo*. 

Art.  119.  Todo  venezolano  ó  extranjero 
que  no  esté  legalmente  impedido,  está  en  la 
obligación  de  concurrir  al  llamamiento  que 
se  le  haga  en  cualquier  asunto  de 'carácter 
penal,  para  declarar  cnanto  supiere  sobre  le 
que  relativamente  le  fuere  preguntado  por 
el  funcionario  de  instrucción  ó  por  el  Tribu- 
nal de  la  causa. 

Art.  120.  Se  exceptúan  de  concurrir  al 
llamamiento  de  que  habla  el  artículo  ante- 
rior, pero  no  de  declarar: 

1.°  El  Presidente  titular  de  la  Repúbli- 
ca, el  encargado  del  Ejecutivo  nacional,  loa 
Ministros  del  Despacho  y  Secretario  general 
de  aquél,  y  los  Consejeros  de  Gobierno. 

2.°  Los  miembros  de  la  Alta  Corte  fede- 
ral, Corte  de  casación  y  Gran  Consejo  mi- 
litar. , 

3.°  Los  Arzobispos,  Obispos,  Provisores 
y  Vicarios  capitulares. 

4.°     Los  Presidentes,  Secretarios  genera- 
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les,  Consejeros  de  Gobierno  y  Gobernadores 
de  los  Estados  y  del  Distrito  federal. 

5.°  Los  miembros  del  Congreso  y  de  las 
Asambleas  legislativas  de  los  Estados,  du- 
rante el  tiempo  de  su  inmunidad. 

6.°  Los  Ministros  de  las  Cortes  de  Justi- 
cia y  Jueces  de  primera  instancia. 

7.°  Los  Jefes  militares  con  mando  de 
armas. 

8.°  Los  miembros  y  empleados  de  las 
Legaciones  extranjeras  que  quieran  prestar- 
se á  declarar. 

9/>     Las  mujeres  honestas. 

Las  personas  enumeradas- anteriormente, 
salvo  las  del  núm.  9.<\  declararán  por  medio 
de  certificación  jurada,  á  cuyo  efecto  la  Au- 
toridad les  pasará  directamente  oficio,  en- 
viando les,  si  es  necesario,  copia  de  lo  con- 
ducente. 

Del  mismo  modo  certificarán  loe  demás 
funcionarios,  cuando  necesite  su  testimonio 
otro   funcionario  que  les  esté  subordinado. 

La  mujer  honesta  declarará  en  su  habita- 
ción, á  donde  con  tal  fíu  se  trasladará  el 
funcionario. 

Art.  121.  Las  resistencias  de  las  perso- 
nas no  exceptuadas,  á  comparecer,  y  la  ne- 
gativa ó  silencio  de  las  que  deben  declarar 
ó  certificar,  á  rendir  su  deposición,  serán 
penadas  como  1<3  prescribe  el  art.  J07  res- 
pecto de  los  peritos. 

Art.  122.     No  están  obligados  á  declarar: 

1.°  Los  Médicos,  Cirujanos,  Comadrones 
ó  Comadronas,  acerca  de  los  hechos  que 
descubran  ose  les  confían  en  el  ejercicio  de 
su  profesión. 

2.°  Los  Abogados  y  Procuradores  sobre 
las  revelaciones  que  se  les  han  hecho  por 
sus  clientes  en  razón  de  sus  funciones. 

8.°  Los  Ministros  de  .cualquier  culto  en 
los  casos  en  que  no  les  es  obligatoria  la  de- 
nuncia. 

4.°  Los  comprendidos  en  el  inciso  6  o, 
párrafo  14,  art.  14  de  la  Constitución  na- 
cional (1). 

Art.  123.  Luego  que  los  testigos  presten 
juramento,  se  les  interrogará  sobre  su  nom- 
bre, apellido,  edad,  estado,  vecindad,  profe- 
sión ú  oficio;  y  se  les  examinará  de  acuerdo 
con  las  prevenciones  de  los  capítulos  1.°,  2.o 
y  5.°  de  este  título. 

El  menor  de  quince  años  declarará  sin 
juramento. 

Art.  124.  Cuando  los  testigos  declaren 
con  obscuridad  ó  en  términos  ambiguos,  se 
les  harán  las  preguntas  necesarias  para  que 


<))  Véase  el  texto  de  la  vigente  en  las  pági- 
nas 3  y  siguientes  del  tomo  1.°  del  Anuario  co- 
rrespondiente á  1894. 


aclaren  sus  dichos;  y  siempre  que  afirmen 
alguna  circunstancia  ó  hecho  de  les  que  se 
averiguan  ó  pueden  conducir  á  la  investiga- 
ción del  delito  ó  'de  los  culpables,  se  les  in- 
terrogará acerca  del  modo  cómo  saben  ó  ha 
llegado  á  su  noticia  lo  que  afirman. 

Art.  125.  Luego  que  se  haya  concluido 
la  declaración,  en  la  que  no  se  consignará 
nada  que  no  sea  conducente  á  la  investiga- 
ción de  que  se  trata,  se  leerá  integramente 
al  testigo,  ó  la  leerá  él  mismo,  si  así  lo  pi- 
diere; y  en  esta  oportunidad  puede  hacer 
las  observaciones  que  estime  necesarias,  las 
cuales  se  pondrán  en  la  propia  declaración. 

Art.  126.  Del  modo  prevenido  en  los  ar- 
tículos anteriores  serán  también  examina- 
dos los  testigos  que  espontáneamente  se 
presenten  á  declarar,  y  los  que  lo  sean  con 
el  mismo  objeto  á  instancia  de  parte. 

En  ambos  casos  se  expresará  en  autos  el 
motivo  de  haber  declarado  los  testigos  sin 
previa  citación,  así  como  el  de  no  hacerlo, 
cuando  dejen  de  ser  examinados. 

Art.  127.  Si  se  acreditare  que  un  testigo  . 
tiene  impedimento  físico  para  comparecer, 
el  funcionario  de  instrucción  se  trasladará 
con  el  Secretario  al  lugar  en  que  se  halle  el 
testigo,  para  tomarle  su  declaración.  Esta 
circunstancia  se  hará  constar  en  ella. 

Art.  128.  Si  los  testigos  habitan  fuera 
del  lugar  del  juicio,  el  funcionario  instructor 
podrá  comisionar  ó  requerirá  ni  Juez  der 
lugar  donde  el  testigo  se  encontrare,  para 
que  le  reciba  su  declaración  por  el  corres- 
pondiente interrogatorio,  que  le  remitirá. 

El  comisionado  por  ningún  motivo  podrá 
excusarse  de  practicar  aquella  diligencia, 
cuyo  resultado  enviará  sm  demora  al  comi- 
tente. 

Si  éste  no  recibiere  oportunamente  las  di- 
ligencias y  el  que  debía  practicarlas  le  estu- 
viere subordinado,  lo  apremiará  con  multa» 
hasta  de  260  bolívares;  y  en  todo  caso  podrá 
promover  la  responsabilidad  consiguiente. 

Art.  129.  Las  declaraciones  de  los  tes- 
tigos serán  de  viva  vok,  sin  que  les  sea  per- 
mitido leer  declaración  ni  respuesta  alguna 
que  lleven  escrita. 

Podrán,  sin  embargo,  consultar  algún 
apunte  ó  memoria  que  contenga  datos  difí- 
ciles de  recordar. 

El  testigo  podrá  dictar  por  sí  mismo  sus 
contestaciones;  y  cuando  así  no  suceda,  se 
extenderán  en  lo  posible  en  los  mismos  tér- 
minos en  que  las  dé. 

Si  la  declaración  es  relativa  á  un  hecho 
que  haya  dejado  huellas  ó  rastros,  el  testigo 
podrá  ser  llevado  al  lugar,  para  que  allí  ha- 
ga las  explicaciones  que  sean  del  caso. 

Art.  180.  Los  testigos  serán  examinados 
uno  á  uno  y  separadamente,  de  manera  que 
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ninguno  de  ellos  oiga  ni  pueda  utilizar  lo 
que  dice  el  declarante. 

La  falta  de  esta  formalidad  será  corregida 
disciplinariamente  con  inqlta  por  el  supe- 
rior. 

Art.  131.  Si  algún  testigo  citare  á  otro 
en  su  declaración,  será  éste  llamado  y  exa- 
minado, siempre  que  el  hecho  de  que  se  tra- 
te sea  sustancial  y  no  estuviere  todavía  su- 
ficientemente probado 

Árt.  132.  Los  testigos  inhábiles  podrán 
ser  examinados;  pero  sus  declaraciones  sólo 
servirán  de  datos  para  fundar  presunciones. 

CAPITULO  V 
De  la  investigación  de  los  delincuentes. 

Art.  133.  Para  la  investigación  de  los 
delincuentes,  se  examinará  á  los  denuncian- 
tes, á  los  ofendidos  y  á  los  testigos  que  sean 
ó  puedan  ser  sabedores  de  quiénes  son  los 
culpables. 

En  las  causas  de  acción  privada  en  que 
hay  acusación,  el  funcionario  se  limitará  so- 
lamente á  examinarlos  testigos  que  indiquen 
el  acusador  y  el  acusado 

La  investigación  se  extenderá  á  las  cir- 
cunstancias que  agraven  ó  atenúen  y  sirvan 
tanto  de  cargo  como  de  descargo  del  indi- 
ciado. 

1  Art.  134.  Cuando  se  ignora  quiénes  pue- 
dan declarar,  se  examinarán  los  individuos 
que  habiten  en  la  localidad  en  que  se  per- 
petró el  delito  y  en  sus  cercanías,  interrogán- 
dolos no  sólo  respecto  del  hecho  y  de  los 
culpables,  sino  también  respecto  de  qué  per- 
sonas pudieran  declarar  en  el  caso. 

Art.  135.  Los  testigos  deben  ser  exami- 
nados sobre  el  nombre,  apellido,  edad,  esta- 
do, profesión,  domicilio  ó  residencia  del  in- 
diciado; y  cuando  no  sepan  esto,  sobre  todas 
las  señales  fisonómicas  que  lo  den  á  conocer. 
Con  este  fin,  los  funcionarios  de  instrucción 
practicarán  todas  las  diligencias  que  sean 
necesarias. 

Si  los  testigos  ú  ofendidos  ignoran  el  nom- 
bre y  demás  circunstancias  que  hagan  cono- 
cer al  indiciado,  podrá  practicarse  el  recono- 
cimiento de  su  persona,  en  grupo  ó  rueda  de 
individuos,  entre  los  cuales  señalarán  al  que 
crean  reo. 

Si  los  reconocedores  fueren  más  de  uno, 
la  diligencia  de  que  se  trata  deberá  practi- 
carse separadamente  con  cada  reconocedor, 
previo  juramento  que  prestará,  sin  permi- 
tirles que  en  el  acto  del  reconocimiento  se 
comuniquen  entre  sí,  ni  que  el  uno  presencie 
la  indicación  que  haga  otro. 

Si  fueren  varios  los  que  hubieren  de  ser 
reconocidos  por  una  misma  persona,  el  re- 


conocimiento de  todos  podrá  verificarse  en 
un  solo  acto. 

A  los  actos  de  reconocimiento  sólo  asisti- 
rán el  funcionario,  su  Secretario,  el  recono- 
cedor y  el  representante  del  Ministerio  pú- 
blico. 

CAPITULO  VI 
De  la  detención. 

Art.  186.  Siempre  que  resulte  comproba- 
do que  se  ha  cometido  un  hecho  que  merez- 
ca pena  corporal,  y  haya  fundados  indicios 
de  la  culpabilidad  de  alguna  persona,  el  fun- 
cionario de  instrucción  decretará  la  deten- 
ción de  esta  persona  y  librará  la  orden  co- 
rrespondiente para  llevarla  á  cabo;  salvo  en 
los  casos  á  que  se  refiere  la  garantía  6  *,  ar- 
ticulo 14  de  la  Constitución. 

La  orden  será  precisamente  escrita,  expre- 
sará el  motivo  de  la  detención,  y  la  firmará 
el  funcionario  que  la  expida  (1). 

Ari.  137.  A  ninguna  persona  pnede  de- 
tenerse sin  los  requisitos  establecidos  en  el 
artículo  anterior;  á  menos  que  siendo  el  deli- 
to de  los  que  merecen  pena  corporal,  sea 
dicha  persona  sorprendida  infraganti. 

En  este  caso,  cualquiera  autoridad  deberá, 
y  cualquier  particular  podrá  aprehender  al 
sorprendido. 

Art.  138.  Para  los  efectos  del  artículo 
precedente  se  tendrá  como  delito  infraganti 
el  que  se  comete  actualmente  ó  acabe  de  co- 
meterse. 

También  se  tendrá  como  delito  infraganti 
aquel  por  el  cual  se  vea  al  culpable  perse- 
guido de  la  persona  agraviada  ó  del  clamor 
público,  ó  en  el  que  se  le  sorprenda,  á  poco 
de  haberse  cometido  el  hecho,  en  el  mismo 
lugar  ó  cerca  del  lugar  en  que  se  cometió, 
con  anuas,  instrumentos  ú  otros  objetos 
que,  de  alguna  manera,  hagan  presumir  con 
fundamento  que  él  es  el  delincuente. 

Art.  139.  El  aprehensor  pondrá  inmedia- 
tamente al  aprehendido  infraganti,  junto 
con  las  armas  ó  instrumentos  con  que  crea 
que  ha  cometido  el  delito  ó  que  fueren  con- 
ducentes á  su  esclarecimiento,  á  la  disposi- 
ción de  la  más  cercana  autoridad  de  policía 
ó  funcionario  de  instrucción,  quien  hará  ex- 
tender una  diligencia  que  firmarán  el  apre- 
hensor y  el  aprehendido,  si  supieren. 
"  En  esta  diligencia  se  expresará  el  nom- 
bre y  apellido  del  aprehensor  y  el  aprehen- 
dido: las  señales  de  éste,  si  fuere  preciso:  las 
personas  presentes  en  el  hecho:  el  lugar,  día 
y  hora  en  que  se  consumó;  y  las  demás  cir- 


(1)    Véase  arta.  140  y  141. 
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constancias  que  sirvan  para  averiguarlo  ó 
ponerlo  en  claro. 

Si  el  aprehensor  temiere  la  fuga  del  apre- 
hendido ó  no  pudiere  entregarlo  á  la  auto- 
ridad ó  funcionario,  lo  poudrá  á  disposición 
de  cualquier  cuerpo  de  guardia  ó  fuerza  pú- 
blica; en  cuyo  caso  tanto  el  jefe  como  el 
aprehensor  están  en  el  deber  de  dar  parte, 
sin  pérdida  de  tiempo,  á  la  autoridad  de 
instrucción  más  inmediata  ó  al  Juez  compe- 
tente. 

Art.  140.  Cuando  el  aprehendido  no  ha- 
ya cometido  ningún  hecho  que  merezca  pe- 
na corporal  ó  se  halle  comprendido  en  la 
excepción  de  que  habla  el  art.  136,  deberá 
luego  ser  puesto  en  libertad  por  el  funcio- 
nario judicial  á  quien  se  haya  presentado. 

Art.  141.  Sin  la  orden  á  que  se  refiere  el 
art.  136,  ningún  alcaide  de  cárcel  podrá  re- 
cibir en  ella  al  aprehendido,  bajo  la  pena 
que  señala  el  art.  163  del  Código  penal  y 
suspensión  inmediata  del  empleo. 

Art.  142.  Si  no  pudiere  aprehenderse  al 
reo  en  el  lugar  del  juicio,  para  su  captura  y 
remisióu  se  librarán  requisitorias  á  los  Jue- 
ces de  los  lugares  donde  se  presuma  que  se 
halle;  sin  perjuicio  de  continuar  el  procedi- 
miento como  se  expresa  en  el  art.  152. 

Dichas  requisitorias  deberán  expresar  el 
hecho  por  el  cual  se  procede,  el  auto  de  de- 
tención contra  el  indiciado,  su  nombre,  ape- 
llido, edad,  estado,  profesión  ú  oficio,  vecin- 
dad y  demás  señales  conducentes  á  la  iden- 
tificación de  su  persona. 

Art.'  143.  Cuando  se  libre  orden  de  de- 
tención contra  un  individuo  que  esté  des- 
empeñando un  empleo  público,  quedara  en 
suspenso  de  su  ejercicio  desde  el  momento 
en  que  sea  aprehendido,  y  para  este  efecto, 
el  funcionario  que  lo  expida  dará  cuenta 
inmediatamente  á  la  autoridad  superior  de 
quien  dependa,  á  fin  de  que  provea  á  su 
reemplazo,  sin  dejar  por  ello  de  tomar  todas 
las  medidas  conducentes  á  evitar  la  oculta- 
ción ó  fuga  del  enjuiciado. 

Art.  144.  Del  auto  de  detención  sólo  se 
oirá  apelación  en  un  solo  efecto;  y  la  copia 
que  para  ello  se  remita  al  superior  se  com- 
pulsará y  enviará  inmediatamente,  so  pena 
de  100  bolívares  de  multa,  que  aquél  impon- 
drá disciplinariamente  al  inferior  que  la  de- 
more. 

El  superior  resolverá  la  apelación  sin  re- 
lación pública  ni  estrados,  procediendo  sin 
pérdida  de  tiempo:  su  fallo  será  inapelable, 
y  lo  comunicará  inmediatamente  al  infe- 
rior. 

Art.  145.  Cuando  el  funcionario  de  ins- 
trucción ó  Tribunal  supiere  de  alguna  ma- 
nera que  en  el  enjuiciado  hay  indicios  ó 
muestras  de  enajenación  mental,  lo  someterá 


sin  demora  al  examen  y  observación  de  pe- 
ritos; y  si  del  informe  de  éstos  y  de  las  de- 
claraciones tomadas  á  otras  personas  que 
puedan  deponer  con  acierto,  por  sus  circuns- 
tancias y  relaciones  con  el  procesado,  resul- 
tare comprobado  el  estado  de  enajenación, 
lo  pondrá  desde  luego  á  disposición  de  la 
Autoridad  ejecutiva,  para  que  ésta  resuelva 
lo  conveniente  respecto  del  enajenado. 

El  sumario  continnará,  sin  embargo,  has- 
ta concluirlo,  y  la  causa  su  curso  legal,  sin 
paralizarse,  si  hubiere  otros  enjuiciados  por 
razón  del  mismo  delito. 

CAPITULO  VII 
De  la  declaración  indagatoria. 

Art.  146.  Dentro  de  los  dos  días  siguien- 
tes á  la  detención  del  enjuiciado,  el  funcio- 
nario de  instrucción  le  tomará  declaración 
indagatoria,  en  conformidad  con  lo  que  se 
previene  en  las  disposiciones  del  presente 
capítulo. 

Cuando  el  delito  fuere  de  los  que  no  me- 
recen pena  corporal,  el  funcionario  librará 
orden  de  comparecencia  para  que  el  culpa- 
do rinda  su  declaración  indagatoria  dentro 
de  las  veinticuatro  horas  después  de  citado 
y  la  distancia. 

Art.  147.  En  cualquiera  de  los  casos  del 
artículo  anterior  y  siempre  que  hubiere  de 
oirse  al  reo  en  persona,  se  le  impondrá  del 
hecho  criminal  que  se  inquiere  y  se  le  leerá 
el  siguiente  precepto  de  la  Constitución: 
cNadie  puede  ser  obligado  á  prestar  jura- 
mento ni  á  sufrir  interrogatorios  en  causa 
criminal,  contra  sí  mismo,  ni  contra  sus  pa- 
rientes dentro  del  cuarto  grado  de  consan- 
guinidad, segundo  de  afinidad,  ni  contra  el 
cónyuge.»  ' 

Si  se  prestare  á  declarar,  el  Juez  le  hará 
las  preguntas  claras  y  directas,  conducentes 
á  la  averiguación  de  los  hechos. 

Si  se  negare,  el  Juez  le  excitará,  no  obs- 
tante, á  informar  sobre  el  empleo  de  su 
tiempo  en  los  momentos  de  la  comisión  del 
delito;  pero  si  aun  así  guardare  silencio,  ter- 
minará el  acto,  sin  que  le  pare  perjuicio  el 
silencio. 

'  Art.  1 48.  En  ningún  ca«K>  se  harán  al  in- 
diciado preguntas   sugestivas  ni   capciosas. 

Art.  149.  El  enjuiciado  podrá  declarar 
cuantas  veces  quisiere,  y  el  Juez  deberá  re- 
cibirle y  hacer  constar  su  deposición,  con 
tal  que  tenga  relación  con  la  cansa. 

Cuando  el  procesado  no  quiera  ó  no  pue- 
da dictar  por  sí  mismo  sus  declaraciones, 
las  cuales  deben  ser  concisas  y  concretas,  lo 
hará  el  Juez. 

Art.  160.  En  la- orden  misma  de  compa- 
recencia que  se  libre,  si  el  delito  es  de  los 
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que  no  merecen  pena  corporal,  se  prevendrá 
al  encausado  que  no  se  ausente  del  lugar  en 
que  se  instruye  el  proceso  ta  i  en  tras  no  se  le 
hayan  hecho  los  cargos  que  contra  él  resul- 
ten y  haya  nombrado  defensor. 

Si  el  encausado  que  se  manda  comparecer 
no  estuviere  en  el  lugar  del  proceso,  el  fun- 
cionario que  lo  instruye  comisionará  ó  re- 
querirá á  la  Autoridad  local  coi  respondien- 
te para  que  haga  la  citación. 

Art.  161.  Si  hecha  la  citación  del  proce- 
sado éste  no  cumpliere  la  orden  de  compa- 
recencia, se  le  arrestará  hasta  que  nombre 
defensor  y  se  le  hagan  los  cargos,  después 
de  rendir  su  declaración  indagatoria  en  la 
oportunidad  y  con  los  requisitos  anterior- 
mente establecidos. 

Art.  152.  Aun  cuando  no  se  logre  la  de- 
tención ó  la  citación  del  encausado,  ó  aun 
cuando  citado  no  comparezca,  se  practicarán 
las  diligencias  sumarias  hasta  ponerlas  en  el 
estado  de  hacerle  los  cargos,  en  el  cual  esta- 
do se  suspenderán  hasta  qne  se  logre  la  de- 
tención ó  comparecencia.  Efectuadas  éstas, 
la  causa  continuará  su  curso. 

Este  mismo  procedimiento  tendrá  lugar 
en  el  caso  de  fuga  del  procesado. 

Art.  153.  En  el  acto  de  la  declaración  in- 
dagatoria se  preguntará  al  encausado: 

l.o  Su  nombre,  apellido,  edad,  estado, 
profesión  ú  oficio,  naturaleza  y  domicilio. 

2.o  Dónde  estaba  el  día  y  hora  en  que  se 
cometió  el  delito;  en  compañía  de  qué  perso- 
nas se  encontraba,  y  en  qué  se  ocupaba. 

8.°  Si  sabe  quiénes  son  autores,  cómpli- 
ces ó  encubridores  del  hecho. 

4.°  Si  tiene  conocimiento  de  los  motivos 
que  determinaron  la  comisión  del  delito,  y 
«le  las  medidas  que  se  tomaron  para  llevarlo 
A  cabo. 

6.°  Lo  demás  que  se  crea  necesario  ó 
conveniente  para  averiguar  la  verdad  de  todo 
lo  sucedido. 

Si  el  procesado  guardare  silencio  ó  se  ne? 
gare  expresamente  á  contestar,  se  hará  cons- 
tar así  en  el  acta  correspondiente;  expresán- 
dose también  en  ésta  todas  las  señales  fiso- 
nóm ¡casque  lo  hagan  conocer  distintamente, 
cuando  no  manifestare  las  circunstancias 
personales  á  que  se  refiere  la  primera  de  las 
preguntas  indicadas. 

Si  respondiere  alguna  cosa,  se  extenderá, 
sin  corrección  alguna  de  lenguaje,  en  los 
propios  términos  en  que  lo  hubieren  mani- 
festado, y  en  el  acto  se  le  leerá  ó  dejará  leer 
lo  que  haya  dicho,  bien  para  que  se  ratifique 
en  lo  expuesto,  bien  para  que  haga  las  ob- 
servaciones que  crea  necesarias,  las  cuales 
se  pondrán  en  la  misma  declaración.  Si  sabe 
firmar,  lo  hará  al  pie  de  ésta,  y  si  no,  se  ex- 
presará el  motivo  de  no  suscribirla. 


Art.  154.  Guando  el  indiciado  estuviere 
fuera  de  la  jurisdicción  donde  se  instruye  el 
sumario,  y  constare  que  se  halla  enfermo  de 
manera  que  no  pueda  comparecer  ni  ser  con- 
ducido como  detenido  en  los  casos  en  que  la 
ley  autoriza  su  detención,  el  funcionario 
instructor  formará  una  minuta  de  los  puntos 
sobre  que  debe  ser  examinado,  y  librará  or- 
den ó  exhorto  á  fin  de  que  el  respectivo  fun- 
cionario reciba  la  declaración  indagatoria,  y 
proceda  á  la  seguridad  del  reo  presunto, 
siempre  que  debiere  ser  detenido. 

Art.  156.  En  el  caso  de  haber  co-reos  que 
se  enjuician  conjuntamente,  sus  respectivas 
declaraciones  indagatorias  se  tomarán  una 
tras  otra,  en  acto  continuo,  si  fuere  posible; 
pero  cuidándose  de  qne  los  enjuiciados  no 
se  comuniquen  entre  sí  para  el  efecto. 

Art.  156.  Si  alguno  de  los  procesados 
fuere  completamente  sordo,  sordomudo  ó 
mudo  solamente,  y  no  supiere  leer  ni  escribir, 
se  nombrarán  dos  personas  que  conozcan 
los  signos  con  que  se  dé  á  entender,  para  que 
por  su  medio  manifieste  lo  que  quiere  decir 

Si  sabe  leer  ó  escribir  su  comunicación  se 
hará  por  escrito,  para  establecer  en  el  pro- 
ceso sus  declaraciones. 

CAPITULO  VIII 
De  la  revisión  del  sumario. 

Art.  157.  Luego  que  se  hayan  practica- 
do con  toda  reserva  las  diligencias  condu- 
centes á  comprobar  el  cuerpo  del  delito  y  á 
descubrir  al  culpable,  el  funcionario  de  ins- 
trucción pasará  el  expediente  al  Juez  com- 
petente, cuando  él  mismo  no  lo  sea,  junto 
con  el  reo,  si  estuviere  detenido. 

Art.  168.  Si  el  Juez  competente  encon- 
trare faltas  en  el  sumario,  mandará  subsa- 
narlas, indicando  las  diligencias  que  con  tal 
objeto  han  de  practicarse.  Asimismo  dispon- 
drá que  rfe  amplíe,  cuando  lo  crea  necesario. 

Las  diligencias  en  uno  y  otro  caso  debe- 
rán evacuarse  preferentemente,  dentro  de 
los  cinco  días  siguientes  al  en  que  se  acor- 
daren, y  el  término  de  la  distancia. 

LIBRO  SEGUNDO 


DEL   PLENARIO 

TITULO  PRIMERO 

UE  LA  CONTINUACIÓN  DB  LA    CAUSA    Y    NOMBRA- 
MIENTO DK  DEFÜNSORK8 

CAPITULO  ÚNICO 
Ve  los  defensores  y  Fiscales. 
Art.  159.     Después  que  se  hayan  evacúa- 
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do  las  diligencias  que  previene  el  capítulo 
anterior  cuando  se  hubieren  mandado  prac- 
ticar, ó  después  que  el  expediente  haya  sido 
recibido  por  el  Juez  competente,  según  lo 
que  se  dispone  en  el  art.  166,  dentro  de  las 
veinticuatro  horas  siguientes  se  declarará 
concluido  el  sumario  por  auto  expreso  y  ter- 
minante; y  se  le  notificará  por  oficio  al  re- 
presentante del  Ministerio  público. 

En  el  caso  previsto  en  el  art.  26  del  Códi- 
go penal,  si  resulta  del  sumario  que  el  he- 
cho de  que  se  trata  sólo  merece  alguna  de 
la  penas  á  que  dicho  artículo  se  refiere,  y 
concurren  las  circunstancias  allí  expresadas, 
el  Juez,  oyendo  antes  al  Ministerio  público, 
podrá  cortar  la  causa  en  providencia,  impo- 
niendo la  amonestación  judicial  ó  el  aperci- 
bimiento que  dicho  artículo  permite. 

Este  auto  es  apelable  por  el  Fiscal  y  será 
siempre  consultado  con  el  superior.  Podrá 
serlo  también  por  el  encausado,  si  éste  sos- 
tuviere que  debe  sobreseerse  en  la  causa. 

Art.  160.  Si  no  hubiere  corte  en  provi- 
dencia, el  Juez  ordenará  al  encausado,  por 
medio  del  Secretario  del  Tribunal,  que  nom- 
bre defensor  dentro  de   veinticuatro  horas. 

Si  el  reo,  á  pesar  de  la  notificación,  no 
nombrare  defensor,  se  designará  éste  de 
oficio,  siempre  qne  no  haya  Procurador  ti- 
tulado de  presos;  en  cuyo  caso,  este  funcio- 
nario asumirá  la  representación  del  encau- 
sado. 

Aunque  haya  acusador,  siempre  ínter- 
vendrá  el  Ministerio  fiscal  en  las  causas  de 
acción  pública. 

Para  las  diligencias  que  hayan  de  practi- 
carse fuera  del  lugar  del  juicio,  podrán  nom- 
brarse defensores  auxiliares,  y  aun  Fiscales 
de  esta  especie  en  los  casos  necesarios. 

Art.  161.  Inmediatamente  después  de 
nombrado  el  defensor  ó  defensores,  se  les 
citará  para  que,  en  la  primera  audiencia  des- 
pués de  citados,  acepten  su  encargo  y  pres- 
ten el  juramento  de  cumplir  Peí  mente  sus 
deberes. 

Lo  mismo  se  practicará  respecto  de  los 
defensores  y  Fiscales  auxiliares. 

Art.  162.  Los  defensores,  y  en  sus  casos 
los  Fiscales  auxiliares,  si  no  les  está  prohi- 
bido serlo,  no  podrán  excusarse  de  aceptar 
el  encargo  sino  en  los  casos  determinados 
por  la  ley,  ó  por  otro  impedimento  grave,  á 
juicio  del  Tribunal. 

Sobre  las  excusas  y  renuncias  de  estos 
funcionarios  se  resolverá  breve  y  sumaria- 
mente, sin  apelación,  y  podrá  exigí  rae  I  es  la 
comprobación  de¡  impedimento  y  compeler- 
los á  la  aceptación  y  desempeño  de  su  car- 
go con  multas  desde  40  hasta  400  bolívares, 
ó  arresto  proporcional  en  caso,  tfe  insis- 
tencia. 


Art.  163.  No  pueden  ser  Fiscales  ni  de- 
fensores, en  sus  respectivos  casos: 

1.°    El  menor  de  veintiún  afios. 

2.°    Las  mujeres. 

S.o    El  loco  ó  imbécil. 

4°    Los  mudos,  sordomudos  ni  ciegos. 

5.°    Los  ministros  de  cualquier  cultQ. 

6.°    Los  empleados  públicos. 

7.°  Los  que  gocen  actualmente  de  inmu- 
nidad. 

8."     Los  militares  en  servicio. 

9.°     Loó  que  están  nubjudice. 

Art.  164.  Tampoco  podrán  ser  nombra- 
dos Fiscales  en  los  casos  en  que  fuere  me- 
nester: 

1.°  El  amigo  íntimo  niel  amigo  mani- 
fiesto del  encausado. 

2.°    El  agraviado  ú  ofendido. 

3.o     El  testigo  en  la  causa. 

4.°  El  cónyuge,  los  ascendientes,  des- 
cendientes, parientes  colaterales  dentro  del 
cuarto  grado  civil  de  consanguinidad  ó  se- 
gundo de  afinidad,  el  padre  adoptivo,  el  hijo 
adoptivo,  el  tutor,  el  protutor  ni  el  curador 
del  encausado  ó  del  agraviado. 

5.°  Los  ascendientes,  descendientes,  her- 
manos, tíos  y  sobrinos  legítimos  ó  natura- 
les reconocidos,  del  Juez  ó  del  acusador. 

6.°  El  donatario,  dependiente,  comensal 
ó  heredero  presunto  del  encausado,  del  agra- 
viado ó  dea  acusador. 

Art.  165.  No  podrán  ser  nombrados  de- 
fensores por  el  Tribunal: 

l.o    El  enemigo  manifiesto  del  reo. 

2.°     El  agraviado  ú  ofendido. 

3.°  Ninguna  de  las  personas  ligadas  con 
el  agraviado  ó  con  elacusad- r.  en  el  orden 
de  las  relaciones  á  que  se  contrae  el  núme- 
ro 4.°  del  artículo  anterior. 

4.°  Ninguna  de  las  personas  que  expre- 
sa el  núm.  6.°  del  mismo  artículo,  con  res 
pecto  al  agraviado  ó  al  acusador. 

Art.  166.  En  las  cansas  de  acción  pú- 
blica, tanto  el  Ministerio  fiscal  como  el  acu- 
sador, cuando  lo  haya,  deberán  presentar 
siempre,  al  tercero  día  después  de  la  acep- 
tación del  defensor,  en  escritos  formales, 
los  cargos  que  resulten  contra  el  encausa- 
do, expresando  sus  fundamentos  con  rela- 
ción á  las  actas  del  proceso,  y  la  parte  del 
capítulo  ó  título  del  Código  penal  que  in- 
dique la  especie  á  que  pertenece  el  delito 
cometido,  sin  necesidad  de  citar  el  artículo 
concreto. 

En  las  causas  de  acción  privada  en  que 
sólo  puede  procederse  á  instancia  de  la 
parte  agraviada,  el  acusador  explanará  su 
querella  del  modo  establecido  anterior- 
mente. 

En  este  caso  no  hay  necesidad  de  la  in- 
tervención del  Ministerio  fiscal. 
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Art.  167.  Si  el  Fiscal  manifiesta  que  no 
encuentra  mérito  para  formular  cargo  con- 
tra el  encausado,  el  Juez  llamará  inmedia- 
tamente de  la  lista  correspondiente  el  que 
debe  suplirlo,  al  cual  se  pasarán  los  autos 
con  el  fin  de  que  sin  dilación  formule 
los  cargos,  si  hallare  motivo  para  ello.  Si 
los  formulare,  el  juicio  seguirá  su  curso  le- 
gal. En  caso  contrario,  manifestará  expre- 
samente si  no  encuentra  fundamento  para 
el  cargo. 

£1  Juez  decidirá  entonces  si  ha  ó  no  lu- 
gar á  los  cargos,  y  en  uno  ú  otro  caso  con- 
sultará su  decisión  con  el  superior.  Este  re- 
solverá con  toda  preferencia;  y  la  decisión 
definitiva  servirá  de  norma  para  los  cargos, 
si  debieren  hacerse. 

Cuando  no  hubiere  lista  de  suplentes  del 
Fiscal,  el  Juez  nombrará  otra  persona  para 
desempeñar  el  oficio  dicho. 

Si  en  la  decisión  lo  que  se  declare  es  que 
el  hecho  que  se  persigue  sólo  constituye 
falta,  ó  bien  que  es  delito  de  acción  priva- 
da, en  el  primer  caso  se  remitirá  el  expe- 
diente al  Juez  de  la  respectiva  parroquia  ó 
municipio,  y  en  el  segundo,  continuará  la 
causa  su  curso  sin  seguir  interviniendo  el 
Ministerio  fiscal. 

La  decisión  de  que  habla  el  precedente 
articulo  es  apelable;  y  la  apelación  se  des- 
pachará con  preferencia  á  todo  otro  asunto. 
La  decisión  definitiva  producirá  el  mismo 
efecto  que  la  librada  en  el  caso  de  consulta 
á  que  se  refiere  este  artículo. 

Art.  168.  El  Ministerio  fiscal  está  en  el 
deber  de  promover  cuanto  sea  necesario  al 
descubrimiento  de  la  verdad,  y  de  pedir, 
cuando  sea  procedente,  el  sobreseimiento 
de  la  causa  ó  la  absolución  del  reo  en  sus 
casos. 

Art.  169.  En  cualquier  estado  de  la  cau- 
sa puede  el  procesado  eximir  .de  sus  cargos 
á  los  defensores  nombrados  por  él  ó  por  el 
Tribunal,  en  cuyo  caso  se  harán  nuevos 
nombramientos,  como  está  prevenido. 

Art.  170.  Tanto  el  Ministerio  físcaj  como 
las  demás  partes  del  juicio  deben  estar  á 
derecho;  y  sólo  se  notificarán  al  procesado 
directamente  los  autos  y  sentencia*  que  por 
disposición  especial  se  determinen.  - 

Art.  171.  Los  representantes  del  Minis- 
terio fiscal  y  de  las  demás  partes  del  juicio 
penal,  serán  responsables  en  el  desempeño 
de  sus  funciones  por  demora,  culpa  ú  omi- 
sión. 

Art.  17*2.  Los  Tribunales  de  segunda  y 
tercera  instancia  que  no  residan  en  el  mis- 
mo lugar  en  que  se  ha  sustanciado  el  proce- 
so en  primera,  pueden  nombrar  defensor  al 
reo,  si  es  necesario,  para  que  ante  ellos 
ejerza  su  representación. 


Art.  173.  Presentados  los  escritos  á  que 
se  refiere  el  art.  166,  y  hecha  firme  la  deci- 
sión, si  hubiere  habido  lugar  á  ella,  de  que 
habla  el  art.  167,  el  Tribunal  fijará  una  ho- 
ra de  la  tercera  audiencia  inmediata  para 
oír  al  encausado,  á  quien  se  citará,  si  no  es- 
tuviese detenido. 

título  ii 

DK    LA     AUDIENCIA    DEL    REO 
T  DEL  SOBRESEIMIENTO 

CAPITULO  PRIMERO 
De  la  audiencia  del  reo. 

Art.  174.  A  la  hora  designada  según  el 
artículo  anterior,  se  hará  comparecer  perno 
nalmente  al  encausado  en  audiencia  pública, 
libre  de  toda  prisión  y  apremio;  y  con  asis- 
tencia del-  representante  y  del  Ministerio 
público,  del  defensor  y  del  acusador,  ai  lo 
hay,  se  dará  lectura  á  los  escritos  de  que 
habla  el  art.  166,  y  demás  actas  conducentes 
del  procedo. 

Terminada  la  lectura,  el  encausado  ex- 
pondrá, sin  juramento  y  de  propia  voz, 
cuanto  tenga  que  manifestar  en  su  descargo 
respecto  de  cada  uno  de  los  fundamentos 
que  obran  contra  él  en  los  escritos  mencio- 
nados ó  en  los  de  la  decisión  á  que  se  refie- 
re el  art.  167,  si  la  hubiere,  y  todo  se  escri- 
birá por  el  Secretario  del  Tribunal  con  ente- 
ra fidelidad. 

Si  hubiere  parte  civil,  se  leerá  también  su 
reclamación  y  se  estampará  igualmente  lo 
que  sobre  ella  se  expusiere  por  el  reo  ó  su 
defensor. 

El  acta  del  caso  será  suscrita  por  todos 
los  que  han  intervenido:  y  si  alguno  no  fir- 
mare se  expresará  el  motivo. 

Art.  175.  En  el  mismo  acto  á  que  se  re- 
fiere el  artículo  anterior,  el  encausado,  por 
sí  ó  por  medio  de  su  defensor,  promoverá 
las  articulaciones  que  estime  convenientes 
sobre  ilegitimidad  de  persona  del  represen- 
tante del  Ministerio  publico,  defensor,  acu- 
sador y  parte  civil,  ó  de  los  apoderados 
de  estos  dos  últimos;  sobre  litis-pendencia; 
sobre  cosa  juzgada;  sobre  falta  de  canción 
juratoria  en  el  acusador,  y  sobre  cualquier 
otro  punto  de  naturaleza  previa,  ó  mera- 
mente dilatoria,  que  se  creyere  con  derecho 
á  promover. 

Estas  articulaciones  se  sustanciarán  y  de- 
cidirán de  la  misma  manera  que  las  excep- 
ciones dilatorias  en  los  juicios  civiles,  obser- 
vándose en  el  caso  las  disposiciones  que  se 
establecen  en  el  Código  de  Procedimiento 
civil. 
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Para  las  cuestione*  de  competencia  de 
Tribunal,  se  atenderá  á  las  leyes  orgánicas  y 
á  las  disposiciones  del  título  preliminar  del 
presente  Código;  sin  perjuicio  de  lo  que  res- 
pecto de  jurisdicción  se,  determine  por  cual- 
quiera ley  especial. 

Art.  176.  Cuando  por  causa  de  la  natura- 
lesa  del  delito,  la  publicidad  de  la  audiencia 
á  que  se  refiere  el  artículo  1 78  pueda  lasti- 
mar la  decencia  pública,  el  Tribunal,  de  ofi- 
cio ó  á  sol  citnd  del  Ministerio  fiscal,  dis- 
pondrá que  sea  secreta. 

CAPITULO  II 
Del  sobreseimiento. 

Art.  177.  El  sobreseimiento  se  acordará 
en  cualquier  tiempo,  tanto  en  el  sumario 
como  eu  el  plenario,  por  el  Tribunal  compe- 
tente para  conocer  de  la  causa. 

Art.  178.  £1  sobreseimiento  procede  en 
los  casos  siguientes: 

I .°  Cuando  baya  quedado  abolida  la  pena 
señalada  al  hecho  enjuiciado,  por  una  ley 
posterior  á  su  perpetración. 

2.°  Cuando  haya  habido  amnistía  ó  in- 
dulto; en  ambos  casos,  de  acuerdo  con  los 
términos  de  la  una  ó  del  otro. 

3.°  Cuando  haya  habido  perdón  ó  desis- 
timiento de  la  parte  agraviada,  en  causas  de 
acción  privada. 

4.o  Cuando  aparece  comprobado  que  el 
procesado  ha  cometido  el  hecho  siendo  me- 
nor de  diez  afios. 

5.°  Cuando  en  los  casos  de ,  seducción, 
violación,  rapto  ó  estupro  conste  que  el  reo 
se  ha  casado  con  la  agraviada. 

6.°  Cuando  la  cosa  juzgada  aparece  com- 
probada, bien  por  acumulación  de  autos, 
bien  por  otro  medio  de  prueba  legal. 

7.°  Cuando  hechos  los  cargos,  resulta 
que  no  hay  mérito  para  seguir  la  causa. 

8.°  En  cualquier  otro  caso  en  que  según 
la  ley  penal,  deba  cesarse  absolutamente  en 
el  procedimiento. 

Art.  179.  El  sobreseimiento  se  acordará 
de  oficio  ó  á  petición  de  parte;  y  para  el  efec- 
to debe  siempre  preceder  informe  del  repre- 
sentante del  Ministerio  público,  so  pena  de 
nulidad. 

También  es  nulo  de  derecho  y  carece  de 
toda  efioacia,  el  sobreseimiento  acordado  por 
Juez  ó  Tribunal  incompetente.  < 

Art.  180.  Si  hay  varios  reos  ó  indiciados 
comprendidos  en  un  mismo  proceso,  y  se 
sobresee  respecto  de  alguno  ó  alguuos,  se 
seguirá  la  instrucción  ó  el  juicio  contra  los 
demás. 

Art.  181.  Todo  auto  de  Sobreseimiento 
tiene  fuerza  ds  sentencia  definitiva  y  podrá 


apelar  de  él  e)  Ministerio  público  ó  cualquier 
interesado. 

Art.  182.  Cuando  en  el  caso  del  artículo 
180,  el  auto  de  sobreseimiento  es  revocado 
por  el  superior,  no  estando  aún  sentenciada 
la  causa  de  los  co-reos  respecto  de  los  cuales 
no  se  sobreseyó,  se  suspenderá  su  curso 
mientras  se  sustancia  respecto  de  los  indi- 
ciados sobre  que  se  sobreseyó,  á  fin  de  que 
todos  sean  comprendidos  en  el  fallo. 

Art.  183.  Los  procesados  detenidos  en 
causas  por  hechos  que  merezcan  pena  cor- 
poral respecto  de  los  cuales  se  ha  librado 
auto  de  sobreseimiento,  serán  puestos  en  li- 
bertad desde  luego,  bajo  fianza  de  cárcel  se- 
gura, mientras  el  Tribunal  superior  determi- 
na la  confirmación  ó  revocatoria  del  sobre- 
seimiento apelado. 

Si  este  auto  se  Fevoca,  el  encausado  vol- 
verá á  ser  detenido,  aunque  interponga  el 
recurso  de  tercera  instancia,  el  cual  no  será 
oído  hasta  no  llenarse  semejante  requisito» 

Mientras  tanto,  no  se  paralizará  la  causa 
de  los  demás  co-reos,  si  los  hay. 

TITULO  111 

DB    LAS  PEÜKBA8 

CAPITULO  PRIMERO 
Disposiciones  genérale*. 

Art.  184.  Dentro  de  tercero  día  después 
de  contestados  los  cargos  por  el  reo,  ó  de 
haberse  resuelto  por  sentencia  firme  las  ar- 
ticulaciones que  en  aquel  acto  se  hubieren 
promovido,  el  Tribunal  de  la  causa  la  decla- 
rará abierta  á  pruebas  por  el  término  de 
treinta  días,  en  los  cuales  no  se  contarán  los 
feriados  ni  los  de  vacación. 

Este  término  principiará  á  correr,  sin  ne- 
cesidad de  notificación,  desde  el  día  siguien- 
te al  de  la  fecha  del  auto  que  lo  declara:  no 
se  interrumpirá  sino  por  causas  legales  ó  por 
motivos  no  imputables  á  las  partes;  y  se  di- 
vidirá en  conformidad  con  lo  que  en  la  ma- 
teria establece  el  Código  de  Procedimiento 
civil,  en  dos  períodos  precisos,  el  primero 
para  que  durante  él  se  promuevan  las  prue- 
bas que  á  bien  tengan  tanto  el  Ministerio 
fiscal  como  las  demás  partes  del  juicio;  y  el 
Begundo,  para  que  se  evacúen  con  toda  dili- 
gencia. 

Art.  185.  El  Tribunal  está  en  la  obliga- 
ción, so  pena  de  responsabilidad,  de  mandar 
á  evacuar  siempre,  de  oficio,  las  pruebas  en 
que  el  procesado  haya  fundado  sus  descar- 
gos en  causas  de  acción  pública;  y  tanto  en 
éstas,  como  en  las  de  acción  privada  que  se 
inicien  por  denuncia  de  la  parte  ofendida, 
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dispondrá  que  se  evacúen  las  que  crea  con- 
venientes para  la  investigación  de  la  verdad. 

Art.  186.  No  se  admitirán  pruebas  que 
sean  manifiestamente  inconducentes,  ó  que 
estén  prohibidas  por  la  ley. 

Art.  187.  Siempre  se  señalarán,  con  anti- 
cipación de  veinticuatro  horas  por  lo  me  tíos, 
el  día  y  la  hora  en  que'haya  de  principiarse 
á  evacuar  alguna  prueba. 

Art.  188.  En  conformidad  con  lo  que  es* 
tablece  el  Código  de  Procedimiento  civil,  se 
concederá  el  término  de  la  distancia,  en  la 
medida  y  cómputo  que  allí  se  señala  para, 
evacuar  pruebas  fuera  del  lugar  en  qne  re- 
side el  Tribunal  de  la  cansa. 

Si  la  distancia  excede  de  dicha  medida, 
no  podrá  concederse  término  extraordinario 
sino  cuando  se  pida  en  el  acto  de  contestar 
los  cargos  y  siempre  que  además  concurra 
alguna  de  las  circunstancias  que  en  el  caso 
prevé  el  mismo  Código  de  Procedimiento. 

Art.  189.  £1  término  extraordinario  de 
que  habla  el  aparte  del  artículo  anterior,  en 
ningún  casa  excederá  de  doce  meses;  y  si  la 
parte  que  ha  obtenido  su  concesión  no  prac- 
ticare las  diligencias  consiguientes,  y  apare- 
cen presunciones  de  haber  sido  maliciosa  su 
solicitud,  se  declarará  perecido  éincursala 
parte  en  una  multa  de  600  á  3.000  bolívares 
ó  arresto  equivalente,  conforme  al  Código 
•  penal. 

Art.  190.  Si  hubiere  oposición  á  qne  se 
conceda  el  término  extraordinario  de  prue- 
bas, el  Tribunal  decidirá  al  tercer  día,  con 
vista  de  las  que  las  partes  hayan  evacuado 
en  ese  lapso. 

La  oposición  no  sé  hace  lugar  sino  en  la 
audiencia  inmediata  á  aquella  en  que  se  so- 
licitó la  concesión. 

Cuando  conste  que  se  han  evacuado  las 
pruebas  para  las  cuales  se  concedió  el  térmi- 
no extraordinario,  no  se  aguardará  á  que 
acabe  de  vencer,  para  proceder  á  la  vista  de 
la  causa. 

Art.  191.  Antes  de  procede  rae  en  prime- 
ra instancia  á  la  vista  de  la  causa  por  lesio- 
nes corporales,  el  Tribunal  dispondrá  que  se 
practique  un  nuevo  reconocimiento  de  ellas, 
a  menos  que  conste  de  autos  el  estado  de 
completa  curación  del  herido. 

Si  éste  se  ha  ausentado  y  se  ignora  su 
paradero,  el  reconocimiento  se  suplirá  con 
los  informes  á  que  se  refiere  el  aparte  final 
del  art.  86,  ó  con  las  declaraciones  de  dos 
ó  más  testigos  que  manifiesten  el  estado  de 
las  lesiones  la  última  vez  que  las  vieron,  y 
del  paciente  en  general. 

Art.  192.  En  el  enjuiciamiento  penal  las 
pruebas  podrán  apoyarse: 

1.°    En  la  confesión  del  procesado. 

2.°     En  la  inspección  ocular. 


3.°    En  documentos  públicos  ó  privados. 

4.°  En  declaraciones  de  testigos,  facul- 
tativos ó  peritos. 

6.°    En  indicios  ó  presunciones. 

Art.  193.  Las  pruebas  del  sumario  pro- 
ducirán en  el  juicio  todos  sus  efectos,  mien- 
tras no  se  desvirtúen  ó  destruyan  en  el  de- 
bate judicial.  La  parte  á  quien  interese  pue- 
de pedir  qne  se  ratifiquen. 

Art.  194.  En  el  plenario  no  habrá  reser- 
va de  actas  ni  de  pruebas,  que  deben,  an- 
tes bien,  manifestarse  á  las  partes  que  lo 
pidan. 

CAPITULO    II 

De  la  confesión 

Art.  195.  La  confesión  hecha  por  el  reo 
en  el  juicio  hará  prueba  contra  él,  siempre 
que  concurran  las  circunstancias  siguientes: 

Primera.  Que  se  haga  por  el  procesado, 
libremente  y  sin  juramento. 

Segunda.  Que  el  cuerpo  del  delito  esté 
plenamente  comprobado. 

Tercera.  Que  haya  además  en  los  autos 
algún  indicio,  por  lo  menos,  contra  el  reo. 

Contra  esta  confesión  podrán  admitirse 
pruebas;  y  siendo  éstas  plenas,  destruirán 
su  fuerza  y  se  considerara  nula  dicha  con- 
fesión. 

Si  la  confesión  carece  de  las  circunstan- 
cias indicadas,  Sólo  podrá  estimarse  como 
indicio  masó  menos  grave  contra  el  aco- 
sado. 

Art.  196.  La  confesión  extrajudicial  no 
podrá  apreciarse  sino  como  un  indicio  más 
ó  menos  grave,  según  el  carácter  de  la  per- 
sona que  la  hizo  y  las  circunstancias  con  que 
se  efectuó. 

Art.  197.  En  ningún  caso  se  acordará 
que  el  reo  absuelva  posiciones,  aun  cuando 
haya  parte  civil  en  el  juicio. 

CAPITULO  III 
De  la  inspección  ocular. 

.  Art.  198.  La  inspección  ocular  podrá 
acordarse  de  oficio  ó  á  petición  de  parte,  du- 
rante el  término  probatorio,  y  en  cualquiera 
otra  ocasión  en  que  el  Juez  ó  Tribunal  la 
considere  conducente. 

Art.  199.  Los  reconocimientos  oculares 
practicados  en  el  sumario  harán  prueba  para 
el  juicio,  si  no  hubieren  sido  debilitados  ó 
destruidos  por  otra  inspección  ocular  pro- 
movida de  oficio  ó  á  petición  de  parte. 
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CAPITULO  IV 
De  los  documentos. 

Art.  200.  Loe  documentos  públicos  ó  au- 
ténticos que  de  un  modo  claro  demuestren 
la  existencia  del  hecho  punible  de  que  se 
trate  ó  la  responsabilidad  del  encausado, 
hacen  plena  prueba  en  el  juicio  penal. 

£1  documento  auténtico  que  tan  sólo  su- 
ministre presunciones,  se  apreciará  para 
prueba,  de  conformidad  con  el  art.  226  de 
este  Código. 

Art.  201.  Los  documentos  privados  que 
el  reo  reconozca  como  propios,  se  tendrán 
«romo  confesión  suya,  y  asi  se  apreciarán 
para  la  prueba  del  hecho  que  se  averigua  y 
la  culpabilidad  del  encausado. 

Art.  20*i.  Cuando  el  reo  se  niegue  al  re- 
conocimiento de  los  documentos  y  demás 
papeles  de  carácter  privado,  puede  ocurrirse 
al  cotejo  correspondiente  de  firmas  y  escri- 
tura; pera  el  resultado  del  peritaje  no  pro- 
ducirá sino  indicios  para  los  efectos  de  la 
prueba. 

Art.  203.  Los  documentos  públicos  po- 
drán presentarse  en  cualquier  estado  de  la 
causa  antes  de  ia  sentencia. 

CAPITULO  V 

De  los  testigos,  facultativos,  peritos 
y  otros  reconocedores. 

Art.  204.  No  son  testigos  hábiles  ni  en 
favor  ni  en  contra  del  reo: 

l.o     El  menor  de  quince  años. 

2  o     El  loco  ni  el  imbécil  ó  mentecato. 

3.o     El  ebrio  consuetudinario. 

4.°  Los  ascendientes,  descendientes  y  el 
cónyuge,  el  padre  adoptante  y  el  hijo  adop- 
tivo, el  padre  y  el  hijo  natural  reconocido 
legal  mente,  ni  los  hermanos  del  reo,  ni  los 
del  acusador. 

5.°  El  condenado  por  perjurio,  falso  tes- 
timonio ó  calumnia. 

6.°     La  mujer  prostituta. 

7.°  Los  coautores,  cómplices  ó  encubri- 
dores del  delito. 

Art.  206.  No  son  testigos  hábiles  contra 
el  encausado: 

1.°     Su  enemigo  manifiesto. 

2.o     Sus  cómplices  ó  encubridores. 

Art.  206.  La  ley  presume  que  tienen  in- 
terés en  testificar  en  favor  del  reo: 

1.°     Su  amigo  íntimo. 

2.°  Sus  parientes  dentro  del  cuarto  grado 
civil  de  consanguinidad  y  segundo  de  afini- 
dad, no  comprendidos  en  el  número  4.o  del 
artículo  204. 

3.°    Su  guardador  ó  guardado. 


4."  Su  donatario  por  donación  que  empe- 
ñe la  gratitud,  y  desde  la  cual  no  hayan  pa- 
sado cinco  años. 

Art.  207..  El  testimonio  de  los  testigos 
en  el  plenario  se  estimará  así: 

1.a  Et  dado  por  los  testigos  que  no  son 
hábiles  carecerá  de  todo  valor,  salvo  el  del 
menor  de  quince  años,  el  de  la  mujer  prosti- 
tuta y  el  de  los  coautores,  róinplices  y  encu- 
bridores del  delito,  que  el  Tribunal  aprecia- 
rá, según  las  circunstancia»,  como  un  indicio 
más  ó  menos  grave. 

2.°  El  dado  en  favor  del  encausado  por 
las  personas  especificadas  en  el  artículo  an- 
terior, valdrá  sólo  como  indicio. 

Art.  208.  Para  tomar  las  declaraciones 
de  testigos  que  no  habiten  en  el  lugar  del 
juicio  ó  que  estén  en  la  imposibilidad  de 
comparecer,  se  procederá  en  conformidad 
con  lo  que  disponen  los  artículos  126  y  127. 

En  los  casos  graves,  á  juicio  del  Tribunal, 
puede  éste  disponer  que  los  testigos  ausen- 
tes del  lugar  del  juicio  comparezcan  ante  él 
á  rendir  sus  declaraciones,  siempre  que  no 
residan  á  más  de  veinticinco  kilómetros  de 
distancia. 

Art.  209.  En  el  juicio  penal  son  necesa- 
rios tres  testigos  hábiles  y  contestes  para 
hacer  plena  prueba  respecto  de  la  materia 
sobre  que  recae  su  testimonio.  Sin  embargo, 
dos  testigos,  con  las  condiciones  dichas, 
pueden 'hacer  prueba  plena  respecto  del  he- 
cho sobre  que  recae  su  testimonio,  con  tal 
que  este  testimonio  esté  adminiculado  con 
otros  indicios  ó  presunciones  suficientes. 

Art.  210.  Le 8  testigos  cuyas  declaracio- 
nes sean  opuestas,  serán  careados  entre  sí, 
cuando  así  lo  pidiere  alguna  de  las  partes, 
ó  cuando  el  Tribunal  lo  ordenare. 

El  careo  se  practicará,  previo  juramento, 
leyéndoseles  las  declaraciones  que  hayan 
dado  y  haciéndose  .ellos  mutuamente  las 
preguntas  y  repreguntas  que  á  bien  tengan, 
ó  las  que  el  Tribunal  estime  convenientes 
por  vía  de  indagación. 

El  careo,  salvo  casos  especiales,  á  juicio 
del  .Tribunal,  no  se  practicará  sino  sólo  en- 
tre dos  testigos. 

Art.  211.  No  se  permite  el  *?areo  entre 
padres  é  hijos,  entre  cónyuges  ni  entre  las 
demás  personas  á  quienes  se  prohibe  decla- 
rar las  unas  contra  las  otras  en  causa  cri- 
minal. 

Art.  212.  Deberán  expresarse  en  autos 
textualmente,  bajo  la  firma  de  todos  los  in- 
tervenientes en  el  acto,  las  preguntas,  res- 
puestas y  reconvenciones  que  se  hagan  en 
el  careo  de  testigos;  y  si  alguno  de  éstos  no 
quisiere  ó  no  pudiere  firmar,  se  expresará 
la  razón. 

Art.  213.    Inmediatamente  después  de  la 
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declaración,  ó  en  acto  posterior  dentro  del 
término  probatorio,  y  también  cuando  se 
evacué  alguna  prueba  extraordinaria  acor- 
dada conforme  á  la  ley,  tanto  el  Tribunal 
como  la  parte  contraria  podrán  hacer  á  los 
testigos  las  preguntas  y  repreguntas  que 
sean  necesarias  para  esclarecer  mejor  los 
hechos  á  que  se  refieren  los  testimonios  del 
sumario,  ó  á  que  se  contraiga  el  interroga- 
torio presentado,  ó  para  verificar  otros  he- 
chos 6  circunstancias  que  tiendan  al  descu- 
brimiento de  la  verdad. 

Todo  lo  que  se  diga  en  el  acto  de  qne  se 
trata,  se  extenderá  fielmente  en  los  autos, 
bajo  la  firma  de  sus  intervenientes. 

Art.  214.  Puede  el  Tribunal  aclarar  al 
testigo  las  preguntas  y  repreguntas  que  no 
entienda. 

Art.  2 1 6.  La  declaración  del  testigo  que 
depone  refiriéndose  á  otra  persona,  no  ten- 
drá más  fuerza  probatoria  que  la  que  tenga 
el  dicho  de  esa  persona. 

Art.  216.  No  tendrá  valor  alguno  la  de- 
posición del  testigo  que  declare  por  cohecho, 
seducción  ó  interés  personal.  * 

Art.  217.  Las  informaciones  de  testigos 
tomad hb  fuera  del  sumario  ó  del  plenario,  no 
tendrán  valor  probatorio,  si  no  han  éido 
ratificadas  oportunamente  en  el  juicio. 

Art.  218.  Los  testigos  que  no  sepan  leer 
ni  escribir,  pueden  buscar  una  persona  de  su 
confianza  que  firme  por  ellos  y  les  lea  la 
declaración,  para  cerciorarse  de  que  expresa 
bien  lo  que  dijeron. 

Art.  219.  Tanto  la  persona  como  el  dicho 
de  los  testigos  podrán  ser  tachados  por  la 
parte  contraria,  en  virtud  de  alguna  de  las 
cansas  expresadas  eu  este  capítulo,  dentro 
de  los  términos  que  para  el  efecto  señale 
el  Código  de  Procedimiento  civil. 

Art.  220.  No  dejará  de  tomarse  la  decla- 
ración del  testigo  tachado,  si  la  parte  insiste 
en  ello;  ni  el  Tribunal  dejará  de  desecharla 
en  la  sentencia  definitiva,  cuando  tenga 
para  ello  fundamento  legal,  que  expresará 
en  el  fallo. 

Art.  221.  La  tacha  de  la  persona  del,  tes- 
tigo debe  comprobarse  dentro  del  término 
de  pruebas  señalado  con  tal  fin  por  el  Có- 
digo de  Procedimionto  civil,  y  en  el  misino 
lapso  se  evacuarán  las  promovidas  para 
contradecirla. 

Art.  222.  Las  declaraciones  de  los  facul- 
tativos, peritos  ó  reconocedores  sobre  los 
hechos  sujetos  á  los  sentidos,  y  lo  que  se- 
gún su  arte,  profesión  ú  oficio,  expongan 
con  seguridad  como  consecuencia  de  aque- 
llos hechos,  forman  una  prueba  de  testigos. 

Lo  que  digan  según  lo  que  presuman,  no 
hará  sino  una  prueba  de  indicios,  más  ó 
menos  graves,  según   fuere  mayor  ó  menor 


la  pericia  de  los  declarantes  y  el  grado  dt 
certidumbre  con  que  deponen. 

Art.  223.  £1  testimonio  jurado  qne  dé 
alguno  sobre  el  reconocimiento  qne  hiciera 
de  Una  persona  entre  varios  presos,  valdrá 
como  declaración  de  testigos,  sí  depone  d* 
ciencia  cierta,  y  como  indicio,  si  solameD- 
te  manifiesta  su  presunción  ó  particaUr 
creencia. 

Art.  224.  En  el  nombramiento  y  deco- 
raciones de  facultativos,  peritos  y  otros  rt- 
conocedores  se  seguirán  las  reglas  estable- 
cidas en  el  capítulo  2.°,  título  3.°,  libro  1.° 
del  presente  Código  y  las  que  sobre  la  propia 
materia  prescribe  el  de  Procedimiento  civil. 

CAPITULO  VI 
De  los  indicios  y  presunciones. 

Art.  225.  La  estimación  de  las  presun- 
ciones qne  no  se  hallen  establecidas  por  la 
ley,  se  hará  por  el  Tribunal,  el  cual  no  ad- 
mitirá sino  las  que  sean  graves,  precisas  y 
concordantes. 

TITULO   IT 

CAPITULO  ÚNICO 

De  la  vista  de  la  causa  en  primera 
instancia. 

Art.  226.  El  tercer  día  hábil  después  de 
vencido  el  término  probatorio,  si  están  eva- 
cuadas todas  las  pruebas  promovidas  y 
han  concluido  las  incidencias  qne  hobieiv 
suscitado  el  debate  judicial,  el  Tribunal  dic- 
tará auto  señalando  uno  de  los  tres  días  si- 
guientes para  comenzar  la  relación  de  Ir 
causa,  oír  los  informes  verbales  del  Ministe- 
rio fiscal  y  de  los  representantes  de  las  par- 
tes, y  leer  los  que  por  escrito  presenten,  los 
cuales  se  agregarán  al  expediente. 

También  deberán  presentar  por  escrito  en 
dicha  oportunidad,  y  se  agregarán  al  expe- 
diente, sus  conclusiones,  en  tas  cuales  indi- 
carán necesariamente  las  disposiciones  le- 
gales que  juzguen  aplicables  al  caso. 

Art.  227.  Durante  la  relación  de  la  causn 
podrá  el  Tribunal  hacer  á  las  partes  y  á  los 
testigos  que  puedan  ser  llamados  al  despa- 
cho, las  preguntas  que  creyere  necesarias 
para  el  descubrimiento  de  la  verdad,  y  aun 
practicar  los  careos  que  estime  convenientes. 

Si  la  parte  oontra  quien  obre  la  cansa  6e 
hubiere  antes  negado  á  dar  algún  informe, 
el  Tribunal  no  necesitará  dirigirle  otra  in- 
terrogación. 

Después  de  leídos  los  alegatos  presenta- 
dos, también  podrá  el  Tribunal  disponer, 
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antes  de  dictar  sentencia  definitiva,  que  se 
practiquen  las  diligencias  que  considere  con- 
ducentes á  esclarecer  algunos  hechos  prin- 
cipales y  necesarios  para  formar  su  criterio 
jurídico. 

TITULO  Y 

DE  L.AA  SBNTBNCiAS,  CONSULTAS  T  APELAC10NRS 

CAPITULO  PRIMERO 
De  las  sentencias. 

Art.  228.  Concluida  la  relación  de  la  cau- 
sa, que  siempre  se  hará  en  audiencia  públi 
ca,  y  practicadas  las  diligencias  á  que  se  re- 
fiere el  artículo  anterior,  el  Tribunal  librará 
la  sentencia  dentro  de  tercero  día  precisa- 
mente. 

Art.  229.  La  sentencia  no  puede  recaer 
sino  sobre  los  cargos  que  se  hayan  hecho  al 
reo,  en  conformidad  con  los  artículos  166, 
167  y  173  de  este  Código. 

Dentro  de  ese  límite  los  Jueces  sentencia- 
dores tienen  potestad  para  determinar  la 
graduación  y  calificación  del  delito  según  su 
naturaleza  y  carácter,  las  circunstancias  en 
que  fué  ejecutado  y  las  pruebas  que  aparez- 
can del  expediente. 

No  se  podrá  reponer  la  causa,  ni  se  enten- 
derá que  la  sentencia  no  ha  recaído  sobre  el 
cargo  hecho  al  reo,  sino  en  el  caso  de  que  el 
delito  no  esté  comprendido  en  el  epígrafe  del  < 
capítulo  ó  título  del  Código  penal  que  se  citó 
en  el  cargo;  ni  tampoco  podrá  reponerse 
cuando  el  reo  se  hubiere  realmente  defen- 
dido del  hecho  que  se  le  impute  en  las  con- 
clusiones fiscales  ó  en  la  sentencia  que  se 
hubiere  dictado. 

Art.  230.  La  sentencia  debe  contener 
una  parte  motivada  y  otradispositiva. 

En  la  primera  parte  se  expresarán  el  nom- 
bre y  apellido  del  reo,  el  delito  por  el  cual  se 
procede  y  los  cargos  hechos,  y  se  hará  un 
resumen  de  las  pruebas,  tanto  del  delito 
com«»  de  las  que  haya  en  contra  y  en  favor 
del  reo;  todo,  según  el  resultado  que  sumi- 
nistre el  proceso,  y  las  disposiciones  legales 
aplicables  al  respectivo  caso,  las  cuales  se 
citarán. 

En  la  segunda  parte  se  resolverá  la  abso- 
lución ó  la  condenación  del  encausado,  espe- 
cificándose con  claridad  la  pena  ó  penas  que 
se  le  imponen. 

Art.  231.  La  sentencia  puede  ser  conde- 
natoria ó  absolutoria. 

Deberá  ser  condenatoria,  cuando  haya 
prueba  plena,  así  de  la  perpetración  del  he- 
cho punible,  como  de  la  culpabilidad  del  en- 
causado. 
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Deberá  ser  absolutoria,  cuando  no  haya 
prueba  sobre  cualquiera  de  los  dos  extremos 
de  que  habla  el  párrafo  anterior. 

En  ningún  caso  se  absolverá  de  la  ins- 
tancia. 

Art.  232.  Toda  sentencia  debe  ser  pro- 
nunciada en  audiencia  pública,  previo  aviso 
dado  á  las  puertas  del  Tribunal;  y  esto  bas- 
ta para  que  las  partes  del  juicio  queden  le- 
gal mente  notificadas  de  las  resoluciones  que 
contenga. 

Si  el  reo  estuviere  detenido,  se  le.  notifi- 
cará en  persona;  y  así  se  hará  constar  en  au- 
tos por  medio  de  una  diligencia  que  firma- 
rán el  sentenciado,  si  sabe  hacerlo,  y  el  Se- 
cretario del  Tribunal  para  dar  fe  del  acto. 

Esta  notificación  Be  hará  dentro  de  las 
veinticuatro  horas,  á  partir  de  la  del  pro- 
nunciamiento. 

Art.  233.  Si  del  proceso  resulta  que  al- 
gún testigo  ha  declarado  falsamente,  ó  que 
por  otra  persona  se  ha  cometido  algún  otro 
delito  respecto  del  cual  debe  pro  cederse  de 
oficio,  el  Tribunal  mandará  compulsar  lo 
conducente  y  abrirá  el  juicio  respectivo,  si 
es  competente,  ó  pasará  para  el  efecto  dicha 
copia  al  que  lo  sea. 

Art.  234.  Cuando  al  sentenciarse  una 
causa  notare  el  Tribunal  que  el  inferior  ó 
los  subalternos,  el  Fiscal  ó  el  defensor  han 
cometido  faltas,  omisiones  ó  algún  otro  acto 
reprensible  en  el  cumplimiento  de  sus  de- 
beres, dispondrá  que  se  proceda  desde  lue- 
go al  juicio  correspondiente,  para  hacer  efec- 
tiva, conforme  á  la  ley,  la  responsabilidad 
en  que  hayan  incurrido  caso  de  haber  lugar 
á  juicio  penal.  v 

Art.  235.  La  sentencia  en  que  se  declara 
la  difamación  ó  la  injuria  hechas  por  la  im- 
prenta, se  publicará,  si  el  agraviado  lo  pide, 
en  el  periódico  mismo  en  que  aquéllas  ha- 
yan circulado,  bajo  el  mismo  tipo  de  la  im- 
presión y  á  costa  del  condenado,  conforme 
al  Código  penal. 

Art.  236.  Si  en  los  juicios  en  que  haya 
acusador  resulta  que  la  acusación  ha  sido 
calumniosa,  en  la  misma  sentencia  se  im- 
pondrá al  querellante  la  pena  legal. 

Art.  237.  Cuando  se  haya  dictado  sen- 
tencia absolutoria  firme,  se  pondrá  inmedia- 
tamente en  libertad  al  encausado. 

En  cualquier  otro  caso  de  sentencia  ab- 
solutoria se  procederá  respecto  de  los  en- 
causados de  conformidad  con  lo  que  previe- 
ne el  artículo  183  en  los  casos  de  sobresei- 
miento. 

Los  fiadores  que  entonces  se  presenten 
para  la  libertad  de  los  procesados,  en  uno  ú 
otro  caso,  deberán  ser  personas  notoriamen- 
te abonadas  y  de  suficiente  responsabilidad; 
sin  poder  ser  admitidos  como  tales  los  em- 
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pleados  públicos,  los  ministros  de  cualquier 
culto,  las  mujeres,  los  incapaces  de'  obligar- 
se y  los  que  no  estén  domiciliados  en  el  lu- 
gar del  juicio,  á  menos  que  en  este  último 
caso  el  fiador  se  someta  expresamente  á  la 
jurisdicción  del  Tribunal  de  la  causa. 

Art.  238.  La  fianza  de  cárcel  segura  se 
otorgará  por  medio  de  una  diligencia  que 
deberán  firmar  el  que  la  presta,  la  Autori- 
dad judicial  que  la  acuerda  y  el   Secretario. 

En  la  fianza  se  obligará  el  fiador: 

A  presentar  al  reo  cada  vez  que  el  Tribu- 
nal lo  ordene. 

A  solicitarlo  y  hacerlo  detener  á  su  costa. 

A  satisfacer  los  gastos  de  aprehensión  y 
las  costas  procesales  causadas  hasta  el  es- 
tado en  que  el  fiado  se  haya  ocultado,  y 

A  pagar,  por  vía  de  multa,  en  caso  de  no 
presentarlo  dentro  del  término  que  para  el 
efecto  se  le  señale,  la  cantidad  que  pruden- 
cialmente  fije  la  autoridad,  entre  500  y  6.000 
bolívares,  sin  perjuicio  de  la  captura  del  en- 
juiciado. 

Art.  239.  El  encausado  puesto  en  liber- 
tad bajo  fianza  que  no  compareciere  cuando 
la  autoridad  lo  ordene,  deberá  ser  detenido 
inmediatamente. 

Art.  240.  No  podrá  concederse  la  liber- 
tad bajo  fianza  al  reo  fugado  de  algún  esta- 
blecimiento penal,  ni  al  suelto  bajo  fianza 
que  cometiere  un  nuevo  delito,  después  de 
detenido  otra  vez. 

Art.  241.  En  la  determinación  que  se 
dicte  sobre  las  sentencias  consultadas,  el 
Tribunal  de  la  tercera  instancia  no  podrá 
aumentar  pero  sí  disminuir  la  pena  corporal 
impuesta,  si  excede  de  tres  años. 

CAPITULO  II 
De  las  consultas  y  apelaciones. 

Art.  242.  Toda  sentencia  definitiva  en 
primera  instancia  es  apelable  dentro  de  los 
cinco  días  siguientes  á  la  notificación  que 
se  haga  de  ella  al  reo,  y  la  apelación  se  oirá 
en  ambos  efectos. 

ATt.  243.  Toda  sentencia  definitiva  es 
apelable  en  segunda  instancia,  dentro  del 
término  que  señala  el  artículo  anterior,  cuan- 
do en  ella  se  revoque  ó  reforme  la  de  prime- 
ra, ó  cuando,  aunque  se  confirme,  se  haya 
impuesto  al  encausado  «pena  corporal  que 
exceda  de  tres  años. 

Art.  244.  Haya  ó  no  apelación,  toda  sen- 
tencia, absolutoria  ó  condenatoria,  sea  de 
primera,  sea  de  segunda  instancia,  se  con- 
sultará siempre  con  el  superior  inmediato, 
dentro  del  término  y  en  los  mismos  casos 
en  que,  respectivamente,  hubiese  podido 
interponerse  contra  ella  el  recurso  de  ape- 


lación, según  lo  que  se  establece  en  los  dos 
artículos  precedentes. 

Art.  246.  En  las  causas  promovidas  por 
delitos  de  traición  ó  rebelión,  se  consultará 
siempre  con  el  Tribunal  superior  la  senten- 
cia ó  auto  en  que  se  decida  el  juicio. 

Art.  246.  Los  autos  interlocutores  con 
fuerza  definitiva  son  apelables  en  ambos 
efectos. 

CAPITULO  III 

Del  recurso  de  hecho. 

Art.  247.  Negada  la  apelación,  ó  conce- 
dida en  un  solo  efecto  cuando  deba  oírse  en 
ambos,  ó  no  haciéndose  la  consulta  cuando 
deba  hacerse,  la  parte  interesada  puede  ocu- 
rrir de  hecho  al  superior,  dentro  de  los  cinco 
días  siguientes  al  de  la  negativa  y  el  térmi- 
no de  la  distancia,  con  testimonio  de  lo  con- 
ducente, que  no  se  le  negará,  pidiendo  que 
se  le  mande  oir  la  apelación;  que  se  le  con- 
ceda en  ambos  efectos,  ó  que  se  haga  la  con 
sulta. 

Si  el  recurso  se  ha  intentado  sin   el  testi 
monio,  el  Tribunal  superior  lo  dará  en  el 
acto  por  introducido,  y  fijará  término  breve 
pero  suficiente,  dentro  del  cual  debe  presen 
tarse  aquél. 

Si  la  parte,  al  introducir  el  recurso,  se  que- 
jare de  habérsele  negado  el  testimonio,  se 
prevendrá  al  Tribunal  inferior  que  lo  remita 
en  el  término  que  se  le  señale,  bajo  aperci- 
bimiento de  200  á  400  bolívares  de  multa. 

Art.  248.  Cuando  el  recurso  de  hecho  se 
ha  intentado  con  el  testimonio  de  lo  condu- 
cente, ó  cuando  éste  se  presenta  después,  el 
Tribunal  superior,  con  vista  de  la  copia,  sin 
otra  actuación  y  sin  citación  ni  audiencia  de 
parte  alguna,  declarará,  dentro  de  los  dos 
días  siguientes,  si  ha  ó  no  lugar  al  recurso 
de  hecho. 

Si  lo  declara  con  lugar  y  el  testimonio  fue- 
re bastante,  podrá  entrar  á  conocer  del  fon- 
do de  la  apelación  para  resolver  el  negocio, 
en  cuyo  caso  serán  oídas  las  partes. 

Si  declarado  con  lugar  el  recurso,  no  fue- 
re suficiente  el  testimonio  para  decidir  so- 
bre el  asunto  principal,  el  superior  dispon- 
drá que  se  haga  la  consulta  ó  se  oiga  la  ape- 
lación, y  así  se  oficiará  al  inferior,  previnién- 
dosele que  remita  los  autos  originales  dentro 
de  veinticuatro  horas,  si  aquélla  fuere  en 
ambos  efectos,  ó  copia  certificada  de  lo  con- 
ducente, si  debe  oirse  en  uno  solo. 


UB  LOS  JÉSTADOd  UNIDOS  DK  TIÉ5ÍEZUIÉLA 


17U 


TITULO  TI      , 

CAPITULO  ÚNICO 

Del  procedimiento  en  segunda  y  tercera 
instancia. 

Art.  249.  £1  Secretario  ó  Canciller  del 
Tribunal  tomará  razón  de  la  fecha  en  que 
lleguen  los  autos  en  apelación  ó  consulta,  y 
a  visará  el  correspondiente  recibo. 

Art.  250.  Pasado  el  recibo  de  los  autos, 
el  Juez  ó  el  Presidente  del  Tribunal  obser- 
vará para  el  nefialamiento  de  la  causa,  las 
prescripciones  que  sobre  la  materia  estable- 
ce el  Código  de  Procedimiento  civil. 

Art.  251.  Las  causas  se  despacharán  por 
su  orden  de  registro  en  el  libro  de  entradas, 
que  llevará  el  Tribunal,  excepto  las  que  se 
consideren  urgentes. 

Art.  252.  Cuando  vaya  á  principiarse  la 
vista  de  la  causa,  el  poriero  lo  anunciará  á 
las  puertas  del  Tribunal  y  se  procederá  á  la 
relación  de  las  actas  del  expediente. 

Terminada  la  relación,  se  oirán  los  alega- 
tos de  las  partes  ó  de  sus  respectivos  repre- 
sentantes. 

Art.  253.  Si  no  hubiere  tercera  instancia, 
se  devolverán  los  autos  al  Tribunal  inferior, 
dejándose  en  Secretaría  copia  certificada  de 
ios  fallos  de  primera  y  de  segunda.  La  de- 
volución se  hará  dentro  de  los  tres  días  si- 
guientes a.  de  la  lecha  de  la  sentencia,  siem- 
pre que  lo  permitiere  el  despacho  de  las  co- 
pias, si  los  Tribunales  residieren  en  el  mis- 
mo lugar;  y  por  el  primer  correo,  si  residie- 
ren en  distintos  lugares. 

Art.  254.  Si  ha  habido  recurso  de  tercera 
instancia,  *el  Tribunal  de  la  segunda,  al  reci- 
bir devueltos  los  autos,  mandará  cumplir  la 
sentencia  de  tercera,  y  devolverá  el  expe- 
diente al  inferior  del  modo  indicado  eu  el 
artículo  anterior,  dejando  también  en  su  ar- 
chivo copia  certificada  del  último  fallo. 

Art.  255.  En  la  tercera  instancia  regirán 
las  disposiciones  de  los  artículos  anteriores, 
menos  la  del  precedente. 

Art.  256.  En  segunda  y  tercera  instancia 
no  se  admitirán  otras  pruebas  que  la  de  do- 
cumentos públicos  y  la  de  posiciones  al  acu- 
sador, á  la  parte  civil  y  á  sus  respectivos 
apoderados,  si  los  documentos  se  presenta- 
ren y  las  posiciones  se  pidieren  antes  de 
proceder  á  la  vista  de  la  causa. 

TITULO  YII 

CAPÍTULO  ÚNICO 
De  la  ejecución  de  la  sentencia. 
Art.  257.    Terminada  una  causa  en  última 


instancia  y  devueltos  los  autos  al  Tribunal 
que  conoció  en  primera,  éste  mandará  cum- 
plir la  sentencia  y  procederá  inmediatamen- 
te á  su  ejecución,  sujetándole  para  ello  á  las 
determinaciones  del  fallo  y  á  lu  que  para  el 
efecto  dispone  el  Código  penal. 

En  tal  virtud,  hará  compulsar  la  sentencia 
ejecutoriada,  y  oportunamente  la  pasará  á 
la  autoridad  ó  funcionario  correspondiente, 
á  efecto  de  trasladar  los  reos  al  Estableci- 
miento penal  de  su  destino,  para  cumplir  so 
condena. 

Art.  258.  Los  autos  ó  decretos  de  Tribu- 
nales competentes  sobre  encarcelación  ó  ex 
carcelación  de  cualquiera  persona  serán  di- 
rigidos por  escrito  á  los  alcaides  de  cárcel, 
sin  necesidad  de  ser  visados  por  ninguna 
otra  autoridad,  para  su  inmediata  ejecución. 

Toda  dilación  en  el  cumplimiento  de  estas 
órdenes,  se  castigará  conforme  á  lo  dispues- 
to por  el  artículo  153  de)  Código  penal,  y' 
causará  la  suspensión  inmediata  del  respec- 
tivo alcaide. 

TITULO  VIII 

CAPITULO  ÚNICO 
De  las  nulidades  y  déla  reposición  de  la  causa. 

Art.  259.  Producen  nulidad  en  los  jui- 
cios, además  de  las  causas  determinadas  en 
casos  especiales,  las  siguientes: 

1.a  La  ilegitimidad  del  acusador  en  cau- 
sa de  acción  privada. 

2.a  El  procedimiento  seguido  contra  per- 
sonas exentas  de  responsabilidad  penal. 

3.a  El  procedimiento  seguido  por  Juez 
ó  Tribunal  incompetente  por  razón  de  la 
materia. 

4.a  El  procedimiento  seguido  de  oficio 
en  causa  en  que  sólo  puede  procederse  á  so- 
licitud de  particular  agraviado. 

Art.  260.     Son  causas  de  reposición: 

1.a  No  haberse  hecho  al  enjuiciado  los 
cargos. 

2."  No  habérsele  hecho  los  cargos  de 
acuerdo  con  el  epígrafe  del  capítulo  ó  título 
del  Código  penal  que  expresa  la  especie  á 
que  pertenece  el  delito  cometido. 

3.a  La  falta  de  defensa  del  reo  en  oca- 
siones sustanciales  del  juicio. 

4.a  No  haberse  abierto  la  causa  á  prue- 
bas. 

5.a  No  haberse  admitido  las  pruebas  con- 
ducentes, cuando  han  sido  presentadas  ó  pe- 
didas en  tiempo  hábil. 

6.a  Dictarse  por  el  Juez  ó  Tribunal  infe- 
rior alguna  providencia  que  produzca  inno- 
vación en  la  materia  de  la  apelación  ó  de  la 
consulta,  cuando  después  de  haberse  librado 
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«entencía  definitiva  ó  interlorutoria  con  fuer- 
za de  tal  se  halla  pendiente  la  apelación  que 
te  ha  oído  ó  la  consulta  que  se  ha  mandado 
hacer. 

7.a  La  actuación  practicada  después  de 
la  determinación  que  ha  dado  lugar  al  recur- 
so de  hecho,  cuando  el  superior  ha  mandado 
oír  la  apelación  en  ambos  efectos. 

8.a  La  actuación  practicada  después  del 
requerimiento  hecho  en  los  casos  de  compe- 
tencia, ó  después  que  el  Tribunal  manifiesta 
algún  impedimento  para  conocer,  ó  después 
que  se  le  haya  recusado. 

Art.  261.  No  concurriendo  ninguno  de 
los  casos  mencionados  antes,  los  Tribunales 
en  la  segunda  ó  tercera  instancia,  aunque 
adviertan  otras  faltas  sustanciales,  no  man- 
darán reponer  el  proceso  cuando  las  partes 
no  lo  pidan,  á  menos  que  aquélla  á  quien 
.  perjudiquen  dichas  otras  faltas  haya  dejado 
de  asistir  á  la  instancia  en  que  se  noten. 

Art.  262.  £1  auto  sobre  nulidad  ó  reposi- 
ción de  la  causa  es  apelable. 

TITULO  IX 

CAPITULO  ÚNICO 

De  la  acumulación  de  autos. 

i 

Art.  263.  La  acumulación  de  autos  en 
materia  penal  se  efectuará: 

1.°  En  el  caso  de  varios  hechos  punibles 
ó  delitos  por  los  cuales  se  juzga  á  una  sola 
persona. 

2.°  En  el  caso  de  varias  personas  que  se 
juegan  por  un  mismo  hecho  punible. 

3.°  En  el  cas»  de  procede ree  por  delitos 
conexos. 

4.°  En  cualquier  otro  caso  en  que  el  cri- 
terio judicial  dependa  de  la  relación  que 
guarden  entre  sí  los  varios  hechos  enjui- 
ciados. 

Art.  264.  Si  cursaren  en  un  mismo  Tri- 
bunal las  causas  que  deban  ser  acumuladas, 
se  acumularán  de  oficio,  á  petición  de  parte 
interesada  ó  á  instancia  del  Ministerio  pú- 
blico. 

Se  procederá  del  mismo  modo,  si  las  cau- 
sa b  estuvieren  en  distintos  Tribunales;  y 
tanto  para  pedir  ó  negar  la  acumulación,  co- 
mo para  sustanciar  este  artículo,  se  obser- 
varán, cuando  sea  necesario,  los  trámites 
de  competencia. 

Art.  265.  En  cualquier  estado  del  juicio 
puede  pedirse  y  acordarse  la  acumulación 
de  las  causas,  si  estuvieren  en  la  misma 
instancia. 

Art.  266.  Cuando  se  acumulan  los  pro- 
cesos se  suspenderá  el  curso  del  más  próxi- 
mo á  su   terminación,   hasta  que  el  otro  se 


halle  en  el  mismo  estado,    para  que   todo» 
sean  resueltos  por  una  misma  sentencia. 

Art.  267.  Los  autos  en  que  se  acuerda  6 
niega  la  acumulación  de  causas  sou  apela- 
bles en  un  solo  efecto. 

LIBRO  TERCERO 


PROCEDIMIENTOS    ESPECIALES 


Disposición  preliminar. 

Art.  268.  En  los  negocios  sujetos  á  pro- 
cedimiento especial  son  aplicables  las  dis- 
posiciones de  los  juicios  comunes  ordina- 
rios, en  cuanto  no  se  opongan  á  las  estable- 
cidas especialmente  para  cada  procedimien- 
to; y  los  puntos  que  no  estén  decididos  por 
éstas,  se  resolverán  por  aquéllas,  si  lo  per- 
mitiere la  naturaleza  del  apuuto. 

TITULO    PRIMERO 

DIVERSOS     PROCEDIMIENTOS 

CAPITULO  PRIMERO 

Del  procedimiento  en  los  juicios  contra  el  Pre 
sidente  de  la  República  y  otros  altos  fun- 
cionarios. 

Art.  269.  Cualquier  individuo  ó  corpora- 
ción tiene  derecho  de  acusar  ante  la  Alta 
Corte  federal  al  Presidente  de  la  República 
ó  al  que  haga  sus  veces,  y  á  los  demás  em- 
pleados públicos  enjuiciables  ante  ella,  en 
los  casos  y  por  los  motivos  que  determina  la 
Constitución  nacional. 

Art.  270.  «Cuando  se  introduzca  una  acu- 
sación contra  cualquiera  de  los  funcionarios 
indicados  en  el  artículo  anterior,  la  Alta 
Corte  federal,  con  vista  de  la  documenta- 
ción en  que  se  funde  la  querella,  declarará 
en  el  término  de  cinco  días,  contados  desde 
aquél  en  que  se  haya  introducido  la  deman- 
da, si  hay  ó  no  mérito  suficiente  para  some- 
ter á  juicio  al  funcionario  acusado. 

Art.  271.  Declarado  con  lugar  el  enjui- 
ciamiento, el. funcionario  acusado  quedará 
suspenso  de  hecho  é  inhabilitado  para  des- 
empeñar cualquier  cargo  público  durante 
el  juicio;  siendo,  por  consiguiente,  nulo  todo 
acto  autorizado  por  dicho  funcionario  luego 
tjue  se  haya  comunicado  á  quien  corres- 
ponda la  suspensión  é  inhabilitación,  para 
ser  reemplazado  conforme  á  la  ley. 

Art.  272.  Comunicadas  la  suspensión  é- 
inhabilitación  del  funcionario   acusado,  el 
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juicio  seguirá  por  los  trámites  de!  capí- 
culo  3.°  del  presente  título,  que  establece  el 
procedimiento  para  las  causas  por  acusación 
de  que  conocen  los  Tribunales  ordinarios. 

Art.  278.  Guando  se  trate  de  Ministros 
•o  Agentes  diplomáticos,  el  juicio  se  seguirá 
luego  que  el  funcionario  acusado  regrese  á 
Venezuela. 

Art.  274.  En  los  juicios  que  se  sigan  á 
los  funcionarios  públicos  ante  la  Alta  Corte 
federal  por  delitos  no  conexionados  con  el 
desempeño  de  su  deBtino,  be  observará  la 
tramitación  establecida  en  el  presente  capí- 
tulo hasta  el  reemplazo  del  empleado,  y  en 
lo  restante  de  la  causa,  ésta  se  sujetará  á  las 
reglas  del  procedimiento  ordinario. 

Art.  276.  En  los  juicios  de  que  trata  el 
presente  capítulo  y  siempre  que  el  Procura- 
dor de  la  nación  intervenga  en  ellos  como 
acusador,  la  Alta  Corte  federal  nombrará  un 
^abogado  para  que  ejerza  en  la  causa  el  Minis- 
terio fiscal,  conforme  á  la  ley. 

En  los  demás  casos  desempeñará  estas 
funciones  el  mismo  Procurador  de  la  na- 
ción. 

Art.  276.  La  documentación  en  que  Be 
funde  la  querella  se  compondrá  de  los  docu- 
mentos públicos,  traslados,  testimonios,  in 
formaciones  de  nudo  hecho  ú  otros  medios 
«le  prueba  que  acrediten  el  hecho  ó  hechos 
sobre  qne  haya  de  versar  el  juicio. 

Art.  277.  Se  pasará  al  acusado  copia  ín- 
tegra de  la  querella  y  de  la  documentación 
•que  se  le  acompañe. 

CAPITULO  II 

De  los  enjuiciamientos  ante  la  Corte 
de  casación. 

Art.  278.  Cuando  la  Corte  de  casación 
•conozca  de  las  causas  criminales  ó  de  res- 
ponsabilidad contra  los  altos  funcionarios 
de  los  Estados,  observará  las  reglas  si- 
guientes: 

1.a  En  el  término  de  cinco  días  desde 
-que  reciba  la  acusación,  declarará  si  hay  ó 
no  mérito  suficiente  para  someter  á  juicio  al 
funcionario  acusado,  con  vista  de  los  docu- 
mentos producidos. 

2.a  Declarará  también  si  el  funcionario 
•debe  ó  no  suspenderse  de  su  destino. 

3.a  Si  decretare  la  suspensión  del  Presi- 
dente de  algún  Estado,  lo  comunicará  al 
suspenso  y  al  Ejecutivo  nacional  para  que 
desde  luego  haga  cumplir  la  providencia  en 
conformidad  con  lo  que  establece  la  organi- 
zación interior  del  Estado;  y  si  el  suspenso 
fuere  otro  funcionario,  la  Corte  lo  participa- 
rá á  la  autoridad  competente  para  que  pro- 
vea á  su  reemplazo. 


Art.  279.    Tenga  ó  no  lugar  la  suspensión 
el  juicio  seguirá^  si  fuere  de  responsabili- 
dad, por  los  trámites  que  establece  el  capí- 
tulo 3.°  del  presente  título. 

Art.  280.  En  los  juicios  que  la  Corte  de 
casación  siguiere  á  los  funcionarios  público* 
de  los  Estados  por  delitos  que  no  estén  co- 
nexionados con  el  desempeño  de  sus  funcio- 
nes oficiales,  se  observará  la  tramitación 
establecida  en  es¿e  capítulo  hasta  la  suspen- 
sión; y  en  lo  restante,  el  juicio  continuará 
las  reglas  del  procedimiento  ordinario. 

Art.  281.  Para  los  efectos  del  enjuicia- 
miento de  que  trata  el  presente  capítulo, 
entiéndese  por  altos  funcionarios  de  los  Es- 
tados, el  Presidente  del  Estado  ó  el  que  ba- 
ga sus  veces,  su  Secretario,- ó  Secretarios  en 
la  administración,  los  Consejeros  de  Gobier- 
no, los  miembros  ó  Vocales  del  Tribunal  Su- 
premo de  justicia  y  cualquiera  otro  emplea- 
do público  á  quien  las  leyes  del  respectivo 
Estado  den  aquella  calificación. 

CAPITULO  III 

Del  procedimiento  en  los  juicios  de  responsa- 
bilidad de  que  conocen  los  demás  Tribunales 
ordinaños. 

Art.  282.  El  que  pretenda  acusar  á  un 
Juez  ó  á  otro  funcionario  por  delitos  come- 
tidos en  el  ejercicio  de  sus  funciones  ó  por 
razón  de  su  cargo,  puede  pedir  á  cualquier 
Juez  que  reciba  é  instruya,  á  costa  del  soli- 
citante, información  de  nudo  hecho,  en  la 
que  deberá  procederse  inmediatamente,  sin 
necesidad  de  citación,  á  menos  que  se  pida 
ésta. 

También  podrá  pedir  el  que  intente  que- 
rellarse copia  de  los  documentos  que  com- 
prueben los  hechos  en  que  ha  de  fundar  sn 
acusación;  y  el  funcionario  ó  corporación 
pública  competente  ante  quien  se  ocurra 
para  el  efecto,  expedirá  desde  luego  la  com- 
pulsa á  costa  del  solicitante. 

Las  informaciones  ó  copias  de  que  se  tra- 
ta, se  practicarán  ó  expedirán  sin  exigir  de- 
recho alguno,  si  las  pide  la  autoridad  que 
conoce  de  oficio  ó  algún  Fiscal  público,  Pro- 
curador municipal  ó  persona  asistida  á  re- 
serva. 

Art.  283.  El  libelo  en  que  se  pide  la  res- 
ponsabilidad contra  cualquier  empleado  pú- 
blico, debe  contener  todas  las  circunstancias 
que  se  especifican  en  el  artículo  59,  y  ade- 
más el  destino  y  residencia  del  acusado. 

Art.  284.  Dentro  de  los  tres  días  siguien- 
tes después  de  presentada  la  querella  con  la 
documentación  en  que  se  funde,  el  Tribunal 
declarará  si  son  ó  no  suficientes  los  funda- 
mentos aducidos  para  someter  á  juicio  al 
funcionario  acusado. 
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En  el  caso  de  declararse  que  hay  mérito 
para  el  enjuiciamiento,  ee  procederá  según 
se  dispone  en  los  artículos  siguientes. 

Art.  286.  8í  el  hecho  imputado  mereciere 
pena  corporal,  se  decretará  la  suspensión  y 
detención  del  acosado,  pasándose  copia  le- 
galizada de  la  providencia  á  la  autoridad 
competente  para  que  llene  la  vacante;  y  el 
juicio  seguirá  por  los  trámites  del  procedi- 
miento ordinario.  , 

Art.  288.  Si  el  hecho  imputado  mereciere, 
pena  qne  no  sea  corporal,  el  Tribunal  dis- 
pondrá que  se  instruya  al  acusado  para  que 
informe;  en  cuyo  casu  se  observarán  las  re- 
glas que  siguen: 

1.»  Al  exigirse  el  informe  al  acusado  se 
le  pasará  por  conducto  de  la  autoridad  judi- 
cial más  inmediata  á  su  residencia  copia 
íutegra^del  expediente  de  queja,  y  se  le  sefia- 
lará  un  término  para  la  contestación,  según 
sea   la  distancia  y  la  naturaleza  del  asunto. 

Bate  término  no  podrá  ser  menor  de  diez 
días  ni  exceder  de  quince,  fuera  del  de  la 
distancia,  y  comenzará  á  contarse  desde  la 
fecha  del  recibo  de  la  copia. 

2.»  La  autoridad  encargada  de  entregar 
la  copia  del  expediente,  deberá  obtener, 
dentro  de  veinticuatro  horas  desde  qne  se 
halle  en  su  poder,  un  recibo  circunstanciado 
de  aquélla;  en  el  cual  recilurdeben  expresar- 
se el  día,  la  hora  y  lugar  de  la  entrega,  así 
como  el  número  de  folios  que  contenga  la 
copia  y  la  materia  á  que  se  refiere. 

Conservará  el  recibo  original  para  la  debi- 
da comprobación,  si  fuere  necesario,  y  con 
copia  certificada  de  él  participará  por  oficio 
el  resultado  de  la  comisión. 

8.a  Si  el  funcionario  acusado  no  se  halla- 
re en  el  lugnr  de  su  residencia,  el  Tribunal 
comisionado  lo  participará  al  comitente,  á 
fin  de  que  acuerde  lo  conveniente  en  el  or- 
den del  juicio. 

4.*  Si  el  funcionario  acusado  no  informa- 
re dentro  del  término  señalado,  y  hubiere 
constancia  de  habérsele  entregado  la  copia 
del  expeliente  de  queja,  el  Tribunal  de  la 
causa  sentenciará  la  acusación  dentro  de 
tercero  día,  declarando  la  responsabilidad 
correspondiente,  si  del  proceso  Be  despren- 
diere mérito  bastante  para  ello,  y  aplicando 
la  pena  legal  con  los  demás  pronunciamien- 
tos á  que  haya  lugar. 

Art.  287.  Al  evacuar  su  informe  el  fun- 
cionario acusado,  acompañará  los  documen- 
tos á  que  él  se  refiera,  y  hará  la  debida 
mención  de  los  que  no  pueda  presentar. 

Art.  288.  Si  el  punto  no  fuere  de  mero 
derecho,  se  concederá  y  abrirá  el  término 
probatorio  ordinario,  si  lo  pidiere  alguna  de 
las  partes;  y  en  todo  caso,  se  seguirá  en  el 
juicio  el  procedimiento  ordinario. 


Art.  289.  Salvo  lo  qne  establece  la  parte- 
final  del  art.  16  de  la  Constitución  nacional, 
la  queja  para  la  responsabilidad  de  los  fun- 
cionarios públicos,  en  los  casos  en  qne  no 
merezca  pena  corporal,  de  inhabilitación  ó 
destitución,  sólo  podrá  intentarse  dentro  de 
cuatro  meses  contados  desde  el  día  siguien- 
te de  aquél  en  que  se  cometió  el  hecho  que 
da  lugar  á  la  querella. 

CAPITULO    IV 

Del  procedimiento  en  la  fuga  de  encausado* 
y  sentenciados. 

Art.  290.  Los  Jefes  de  Establecimientos 
penales,  Alcaides  de  Cárcel  y  encargados 
de  la  custodia  de  loa  presos  condenados  por 
sentencia  definitiva,  darán  parte  ala  prime- 
ra Autoridad  política  del  lugar,  luego  qaese 
efectúe  la  fuga  de  alguno  de  los  procesados. 

Igual  participación  se  hará,  si  la  faga  es 
de  algún  detenido. 

Art.  291.  Luego  que  la  expresada  Auto- 
ridad tenga  noticia  de  la  fuga  prevista  en  el 
artículo  anterior,  librará  requisitoria  para  la 
captura  del  fugado;  avisara  el  hecho  por  la 
imprenta,  si  fuere  posible,  y  tomará  todas 
las  medidas  necesarias  para  lograr  U  apre- 
hensión del  evadido.  Practicado  con  toda 
actividad  lo  expuesto,  pasará  inmediatamen- 
te el  informe  recibido  y  los  datos  qne  tenga, 
á  la  Autoridad  judicial  competente,  para  la 
averiguación  necesaria  y  el  juicio  á  que  hu- 
biere lugar. 

Art.  292.  Además  de  las  requisitorias  de 
que  habla  el  artículo  anterior,  la  Autoridad 
judicial  competente  librará  y  hará  fijar  edic- 
tos en  el  lugar  del  juicio,  en  el  de  la  fuga  y 
en  el  de  la  conocida  ó  última  residencia  del 
reo;  y  tanto  en  las  unas  como  en  los  otros, 
que  se  publicarán  por  la  prensa,  se  expresa- 
rán el  nombre,  apellido  y  señales  fisonómi- 
cas  de  hquóI,  con  la  indicación  de  las  demás 
circunstancias  que  lo  hagan  conocer  y  del 
delito  que  ha  motivado  su  enjuiciamiento  6 
condenación. 

Art.  293.  En  el  caso  de  quebrantamiento 
de  la  pena  de  confinamiento,  la  Autoridad 
política  ó  judicial  que  tenga  noticia  de  ello, 
procederá  respectivamente  del  modo  orde- 
nado en  los  artículos  precedentes. 

Art.  294.  Si  el  fugado  fuere  un  individuo 
no  sentenciado  y  tuviere  co-reos  en  la  cau- 
sa, ésta  continuará  su  curso  respecto  de 
aquéllos,  tres  días  después  de  fijados  los 
edictos. 

Pero  si  en  la  secuela  del  juicio  contra  los 
reos  presentes  son  aprehendidos  los  ausen- 
tes después  de  haberse  vencido  el  término 
de  pruebas,  se  seguirá  por  separado  la  can- 
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sa  de  los  últimos,  compulsándose  con  tal  fin 
lo  conducente.  Si  son  capturados  antes  de 
cumplirse  dicho  término,  no  habrá  separa- 
ción de  expedientes,  y  la  sentencia  que  re- 
caiga comprender  A  á  míos  y  á  otros;  para  lo 
o  na  I  deberá  esperarse  á  que  los  procedi- 
mientos se  encuentren  en  el  mismo  estado, 

Art,  29ñ.  Los  reos  fugados  pueden  ser 
aprehendidos  por  cualquier  individuo  que 
en  virtud  de  las  requisi lorias  ó  avisos  publi- 
cados por  la  prensa  ó  de  otro  modo,  tenga 
conocimiento  de  la  Fuga. 

El  aprehensor  deberá  poner  i  ti  mediata- 
mente al  aprehendido  á  disposición  de  la 
autoridad  local  respectiva. 

Art,  2S6.  Lograda  la  captura  se  practi- 
carán Ihm  diligencias  necesarias  para  cotn* 
probar  la  identidad  de  la  persona  del  reo. 

CAPITULO  V 

Dd  procedimiento  para  la  extradición 
de  »-íoí. 

Art.  297.  Siempre  que  se  hubiere  come- 
tido un  delito  de  los  que  merezcan  extradi- 
ción según  los  Tratadus  públicos  ó  el  derecho 
internacional,  y  el  Tribunal  competente  fie 
la  primera  instancia  tuviere  noticia  cierta  de 
que  el  encausado  se  halla  en  país  extranjero, 
bb  dirigirá,  concluido  el  sumario,  á  la  Alta 
Corte  federal  con  copia  de  lo  conducente. 

De  la  misma  manera  procederán  tanto  los 
Tribunales  Supremos  y  Superiores  como  la 
Gorte  de  casación,  cuando  conozcan  de  la 
causa  en  que  deba  pedirse  la  extradición. 

EL  procedimiento  señalado  en  este  artícu- 
lo deberá  seguirse  también  en  el  caso  de 
que  ei  reo  baya  sido  sentenciado  en  última 
instancia;  en  el  cual  caso  deberá  dirigirse  á 
la  Alta  Corte  federal  el  Tribunal  en  que 
curse  et  expediente,  ó  la  primera  autoridad 
política  del  tugar  en  que  se  encuentre  el  es- 
tablecimiento penal  en  que  se  bailaba  el 
reo,  acompañándose  copia  de  lo  conducente* 

Art  29B*  La  A  Ha  Corte  federal  declara- 
rá si  debe  ó  no  solicitarse  la  extradición;  y 
en  caso  afirmativo,  remitirá  copia  de  lo 
obrado  al  Ejecutivo  nacional. 

Art.  20$.  Si  de  parte  de  un  Gobierno  ex- 
tranjero se  solicitare  la  extradición  de  al- 
guna persona  que  se  halle  en  tarri torio  de 
Venezuela,  el  Ejecutivo  nacional,  procedien- 
do corno  lo  dispone  el  Código  penal,  pasará 
3a  solicitud  a  la  Alta  Corte  federal  con  los 
i  latos  que  le  fueren  presentados;  y  ésta  re- 
solverá, teniendo  en  cuenta  las  disposicio- 
nes del  art.  5.°  de  dicho  Código. 

No  podrá  concederse  sino  medíante  de- 
terminación motivada  de  la  autoridad  judi- 
cial competente  del  lugar  extranjero  en  que 


se  cometió  e]  hecho  punible  que  ocasionó  la 
solicitud  de  la  extradición, 

Art,  300,  Sí  la  solicitud  sobre  extradi- 
ción se  presentare  sin  datus  ó  antecedentes 
judiciales  que  la  apoyen,  pero  con  el  ofreci- 
miento de  producirlos  después  y  con  la  pe- 
tición de  que  mientras  tanto  se  aprehenda 
al  sindicado,  el  Ejecutivo  nacional  pudra, 
según  la  gravedad.  Urgencia  y  naturaleza 
del  oían,  proceder  A  ln  detención  precante- 
lativa  de  aquél,  señalando  un  término  pe- 
rentorio para  la  presentación  de  los  datos, 
y  así  lo  comunicará  á  la  Alta  Corte  federa! 
al  pasarle  la  solicitud, 

Art.  301.  La  Alta  Corte  federal  oirá  0 
mandará  oir  sumariamente  at  detenido,  y 
con  vista  de  los  datos  decidirá  si  hay  ó  no 
lugar  á  Ja  extradición,  observando  además 
para  ello  lo  que  dispongan  lúa  Tratadle  pú- 
blicos, ó  en  su  defecto,  las  prescripciones 
del  derecho  internacional  que  no  se  opon- 
gan á  las  reglas  establecidas  en  el  ari,  299, 

CAPITULO  VI 

De  Ion  trámites  que  deben  observarte  para  ave 
ri$uar  el  cumplimiento  de  las  condenan. 

Art.  302.  Siempre  que  haya  duda  ó  re- 
clamación sobre  el  cabal  cumplimiento  de  la 
condena  de  un  reo,  conocerá  del  asunto  el 
Tribunal  que  lo  haya  sido  en  primera  ins- 
tancia de  la  causa  en  que  se  impuso  la  pena. 

Art,  303.  El  Tribunal  tomará  informes 
del  empleado  encargado  de  la  custodia  de 
presos;  y  sí  de  esos  informes  y  de  los  tie- 
rnas datos  que  recoja  resultare  que  el  reo  no 
ha  cumplido  su  condena,  ee  le  detendrá;  se 
le  tomará  en  seguida  declaración  instructi- 
va; se  le  nominará  defensor,  conforme  a  la 
ley,  y  notificado  el  Fiscal  del  Ministerio  pú- 
blico, se  concederá  término  de  pruebas  por 
diez  días,  y  el  de  la  distancia. 

Art.  304.  Vencido  el  lapso  probatorio 
á  que  se  reíiere  el  artículo  anterior,  el  Tri- 
bunal librará  la  sentencia,  la  cual  será  ape- 
lable sólo  en  el  efecto  devolutivo  para  ante 
el  Tribunal  que  baya  conocido  en  úl lima 
instancia  de  la  causa  en  que  se  impuso  la 
pena,  y  á  quien  se  remitirá  el  primitivo  ex- 
pediente original. 

Art.  306.  Sí  de  lo  actuado  resultare  que 
el  reo  no  ha  cumplido  su  condena  por  negli- 
gencia ó  cualquier  otro  motivo  punible  del 
funcionario  encargado  de  hacerla  cumplir,  el 
Tribunal  de  la  última  instancia  dispondrá 
que  sea  sometido  á  juicio;  y  á  este  efecto 
remitirá  copia  de  lo  conducente  á  la  auto- 
ridad competente,  si  él  mismo  no    lo  fuere* 
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CAPITULO   VII 

Del  procedimiento  para  otorgar  ta  conmuta- 
ción ó  la  rebaja  de  la  pena, 

Art.  306.  Corresponde  á  la  Corte  de  casa- 
ción, como  Tribunal  de  los  Estados,  acordar 
la  rebaja  ó  conmutación  de  la  pena,  en  los 
casos  no  exceptuados  por  el  Código  penal, 
á  los  reos  que  estén  sufriendo  sn  condena 
en  los  establecimientos  penales  de  la  Na- 
ción. 

Art.  307.  Llegado  el  tiempo  en  que  el 
reo  pueda  pedir  la  rebaja  de  su  condena, 
podrá  dirigirse  á  la  Corte  de  casación,  por 
medio  del  encargado  en  jefe  del  estableci- 
miento penal  en  que  se  encuentra,  ó  por 
otro  conducto  eficaz,  solicitando  por  escrito 
la  gracia  cue  pretende. 

Art.  308.  Los  directores  ó  encargados  de 
los  establecimientos  panales  están  obligados, 
8o  pena  de  privación  del  empleo,  á  llevar 
un  libro  de  registro  conforme  á  las  reglas 
que  dicte  el  Ejecutivo  nacional,  sobre  la 
entrada  y  salida  de  los  reos  de  su  cargo,  en 
el  cual  registro  asentarán,  con  vista  de  la 
sentencia  respectiva,  el  nombre,  afjeflido, 
naturaleza,  domicilio  anterior,  estado,  edad 
aproximada,  sexo  y  seriales  personales 
de  cada  uno,  el  delito  que  ba  motivado 
su  condena,  La  pena  y  duración  de  ésta,  el 
Tribunal  que  dictó  la  sentencia  y  la  fecha 
del  fallo,  y,  por  último,  una  anotación  se- 
manal y  exacta  respecto  de  la  conducta, 
costumbre,  ocupación,  trabajo  y  demás  pro- 
cederes del  penado. 

A  cada  reo  se  abrirá  su  registro,  y  éste 
tendrá  por  cabeza  la  copia  de  la  sentencia 
respectiva  que  se  remita  certificada  y  sella- 
da al  director  y  encargado  del  estableci- 
miento penal  áque  aquél  fuere  destinado. 

Art.  809.  El  Director  ó  encargado  del 
establecimiento  penal,  con  la  copia  de  la 
sentencia  que  está  en  su  poder,  y  compulsa 
de  todos  los  asientos  del  registro  á  que  se 
refiere  el  artículo  anterior,  remitirá  la  soli- 
citud del  reo  á  la  Corte  de  casación;  y  ésta, 
con  vista  de  todos  esos  datos  y  de  los  de- 
más que  crea  necesario  recoger  para  ase- 
gurarse mejor  de  la  verdadera  enmienda  y 
regeneración  moral  del  reo,  acordará  ó  no  la 
rebaja  pedida,  procediendo  para  el  efecto 
sin  contención. 

Art.  310.  Si  la  Corte  de  casación  niega 
la  rebaja  de  la  pena,  creyendo  al  mismo 
tiempo  que  es  justa  la  conmutación  del  res- 
to de  aquélla  en  simple  detención,  podrá 
también  ordenarlo  así;  y  en  este  caso,  seña- 
lará el  lugar  en  que  deba  cumplirse  dicha 
detención. 

Art.  311.    Tanto  en  la  rebaja  como  en 


la  conmutación  de  la  pena,  la  Corte  resol- 
verá si  las  penas  accesorias  quedan  ó  no 
subsistentes;  y  con  copia  del  fallo  favora- 
ble al  reo,  comunicará  lo  resuelto  al  Eje- 
cutivo nacional  para  que  tenga  su  cumpli- 
miento. 

Art.  312.  Toda  resolución  que  acuerde 
la  rebaja  ó  conmutación  de  la  pena  se  pu- 
blicará en  los  establecimientos  respectivos 
y  también  por  la  prensa. 

Art.  313.  La  gracia  de  rebaja  ó  de  con- 
mutación de  la  pena  será  revocada  por  la 
Corte  de  casación  en  los  lasos  siguientes: 

1.°  Cuando  el  agraciado  ha  vuelto  á  co- 
meter otro  delito  que  merezca  pena  cor- 
poral. 

2.°  Cuando  no  cumpla  las  condiciones 
que  se  le  impusieron  para  acordarle  la 
gracia. 

En  sUno  ú  otro  caso  la  Corte  resolverá, 
breve  y  sumariamente,  con  la  prueba  que 
se  aduzca  por  el  Tribunal  y  el  Fiscal  del  Mi- 
nisterio público  de  la  jurisdicción  del  lugar 
en  que  el  reo  tenga  su  residencia. 

CAPITULO  VIII 

Bel  procedimiento  en  el  caso  de  pérdida  ó 
destrucción  del  todo  ó  parte  de  los  pro- 
cesos, 

Art.  314.  Cuando  por  efecto  de  incendie, 
robo,  inundación,  terremoto  ó  cualquiera 
otra  causa  de  las  que  constituyen  los  casos 
fortuitos,  se  hubiere  perdido  ó  destraído  al- 
gún expediente  en  materia  criminal,  se  pro- 
cederá del  modo  que  previenen  los  artículos 
del  presente  capítulo. 

Art.  315.  Si  existe  en  otra  oficina  un 
ejemplar  auténtico  del  proceso  ó  de  la  parte 
de  él  que  se  hubiere  perdido,  se  compulsará 
y  se  colocará  en  el  Archivo  correspondiente, 
junto  con  la  certificación  de  su  autenticidad 
y  testimonio  del  Secretario  ó  Depositario 
del  Archivo  acerca  de  la  pérdida  del  primi- 
tivo expediente. 

De  esta  misma  manera  se  procederá,  bien 
sea  la  causa  civil  ó  penal,  si  la  pérdida 
del  expediente  no  se  debe  á  ninguno  de 
los  motivos  expresados  en  el  artículo  an- 
terior. 

Pero  en  todo  caso  se  abrirá  la  averigua- 
ción para  descubrir  al  culpable. 

Art.  316.  El  Juez  ó  Tribunal  que  conoz- 
ca en  la  instancia  en  que  ha  tenido  lugar  ia 
pérdida  de  un  proceso,  deberá  practicar  to- 
das las  diligencias  indagatorias,  tanto  pera 
comprobar  el  hecho  y  sus  autores, como  para 
descubrir  la  existencia  del  expediente.  Y  si 
éste  fuere  criminal  y  no  hubiere  piezas 
auténticas  con  que  reemplazar  las  perdidas, 
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el  Tribnnal,  pasados  diez  días  sin  encon- 
trarse el  proceso  extraviado,  dictará  auto 
mandándolo  formar  desde  sn  principio,  cual- 
quiera que  sea  la  instancia  en  que  se  haya 
efectuado  la  pérdida. 

Si  solamente  se  hubiere  perdido  un  cua- 
derno ó  una  pieza  del  juicio,  que  sea  nece- 
sario tener  presente  para  la  resolución  defi- 
nitiva, se  volverá  á  formar  la  pieza  perdida, 
suspendiéndose  entre  tanto,  si  fuere  preciso, 
el  curso  del  negocio. 

Art.  317.  La  actuación  sobre  pérdida  de 
«n  proceso  con  el  objeto  de  hacer  efectiva  la 
responsabilidad  contra  quien  haya  lugar,  se 
seguirá  separadamente;  y  sólo  se  sacará  co- 
pia de  la  determinación  para  que  con  ella  se 
inicie  el  proceso  repuesto,  si  á  ello  hubiere 
lugar. 

CAPITULO  IX 

De  las  visitas  de  cárcel  y  de  los  estableci- 
mientos penales  de  la  Nación. 

Art.  818.  Todos  los  Establecimientos  pe» 
•nales  de  los  Estados  y  del  Distrito  federal 
deberán  visitarse  por  los  funcionarios  com- 
petentes del  orden  judicial,  el  sábado  hábil 
de  cada  semana. 

También  se  visitarán  los  Establecimien- 
tos penales  de  la  Nación  en  las  épocas  y  por 
los  funcionarios  que  se  indiquen  en  los  Re- 
glamentos dictados  para  su  organización 
por  el  Ejecutivo  nacional. 

Art.  319.  Las  visitas  de  los  Estableci- 
mientos penales  de  los  Estados  y  del  Dis- 
trito federal  serán  presididas,  en  el  lugar  en 
que  reside  la  Corte  Superior,  por  el  Minis- 
tro que  ella  misma  designe;  y  deberán  con- 
currir al  acto  el  Oficial  mayor  de  la  Corte, 
los  Jueces  y  subalternos  y  sus  Secretarios, 
el  Fiscal  del  Ministerio  público,  el  Procura- 
dor de  presos,  si  lo  hay,  y  el  custodio  de 
éstos,  si  fuere  llamado. 

En  los  lugares  en  que  no  reside  Corte  Su- 
perior, presidirá  la  visita  el  Juez  de  primera 
instancia,  si  lo  hay,  acompañado  de  los  Jue- 
ces inferiores  y  sus  respectivos  Secretarios, 
y  en  defecto   de  aquél,  el  Juez  del  distrito. 

Art.  320.  Las  visitas  de  los  Estableci- 
mientos penales  tienen  por  objeto  averi- 
guar: 

1.°  El  estado  y  curso  de  las  causas,  para 
saber  si  sufren  algún  retardo. 

2.°  El  trato,  asistencia  ó  alimentación 
que  se  da  á  los  presos  y  detenidos. 

3.°  Las  quejas  que  unos  y  otros  tengan 
contra  sus  guardadores,  custodios,  defenso- 
res y  Procurador  de  presos. 

4.°  La  pena  á  que  están  sujetos  con  vis- 
ta de  sus  respectivas  condenas,  para  saber 


si  se  les  somete  á  una  distinta,  y  si  se  les 
priva  de  comunicación. 

5.o  La  ocupación  ó  trabajo  en  que  están 
empleados,  para  examinar  si  es  excesivo, 
contrario  á  su  pena  ó  fuera  de  las  horas  y 
prescripciones  reglamentarias  del  Estable- 
cimiento. 

6.°  Si  se  deja  á  los  presos  expuestos  á 
la  fuga,  á  riñas  ó  á  juegos  ú  ocupaciones 
indebidas. 

7.o  Si  hay  el  orden,  aseo  y  separación 
de  presos  que  debe  prescribir  el  Reglamen- 
to del  Establecimiento. 

8.°  Si  en  éste  se  encuentran  presos  ó  de- 
tenidos fuera  de  ley. 

9.°  Si  se  llevan  con  regularidad  legal  los 
registros  que  previene  el  artículo  308  á  los 
directores  ó  encargados  del  Establecimiento. 

10.  Si  hay  presos  ó  detenidos  enfermos, 
y  si  se  les  presta  la  asistencia  debida,  á  cuyo 
efeoto  se  visitarán  en  la  enfermería. 

Art.  321.  Todos  los  presos  y  detenidos 
deben  presentarse  en  las  visitas  del  estable- 
cimiento, y  para  verificar  la  cabalidad  de  su 
número,  no  sólo  so  examinará  el  registro  de 
*  entradas  y  salidas,  sino  también  se  les  hará 
llamar  á  todos  por  lista,  que  exhibirá  el  Di- 
rector ó  encargado  del  instituto,  pudiendo 
aun  hacerse  requisa  en  todos  los  departa» 
mentosó  habitaciones. 

Art.  322.  Cuando  por  falta  de  enfermería 
en  los  Establecimientos  penales,  se  trasla- 
den á  hospitales,  presos  ó  detenidos  enfer- 
mos para  su  curación,  se  les  hará  en  donde 
se  encuentren  la  visita  de  que  se  trata.  * 

Art.  323.  En  las  visitas  de  los  Estableci- 
mientos penales  de  los  Estados  y  del  Distri- 
to federal,  cada  Secretario  de  Tribunal  lleva- 
rá y  leerá,  en  su  oportunidad,  la  relación  de 
las  causas  en  que  se  esté  actuando;  y  en  ella 
se  expresará  el  día  en  que  se  ha  iniciado  la 
causa,  el  estado  en  que  se  encuentra,  el  de- 
lito que  la  motiva,  el  nombre  y  apellido  de 
los  reos,  la  fecha  de  sus  prisiones  ó  deten- 
ciones y  cualquiera  otra  circunstancia  no- 
table que  merezca  ponerse  en  conocimiento 
del  funcionario  que  las  preside. 

Sí  después  de  estas  relaciones  aparece  al- 
gún detenido  sin  seguírsele  causa,  el  Pre- 
sidente de  la  visita  hará  las  averiguaciones 
necesarias  para  saber  si  en  la  detención  hay 
falta  de  los  procedimientos  legales,  y  dictará 
la  providencia  correspondiente.  Si  á  la  visita 
siguiente  continuare  detenido  el  mismo  in- 
dividuo, sin  motivo  legal  ó  sin  las  formali- 
dades exigidas  por  la  ley,  lo  hará  poner  en 
libertad. 

Art.  324.  Las  visitas  de  los  Estableci- 
mientos penales  se  harán  constar  en  una 
acta  con  todas  las  circunstancia*,  en  un  libro 
foliado  y  rubricado  que  se  llevará  al  efecto, 
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y  serán  firmadas  por  el  que  las  preside  y  su 
Secretario. 

Art.  325.  Los  Presidentes  de  las  visitas 
di*  los  Establecimientos  penales  dictarán 
eohre  Isa  a verigti aciones  que  hagan  las  pro- 
videncias que  jueguen  convenientes  para 
corregir  y  prevenir  Ihs  faltas  que  noten; 
mandaj :m  shrir  los  j ii i i:ios  de  responsabili- 
dad é  que  hubiere  lugar,  y  excitarán  á  la 
autoridad  que  regimienta  la  organización  y 
servicio  del  instituto,  para  que  en  el  propio 
mentido  expida  las  resoluciones  necesarias 
de  su  resorle. 

Art.  326.  Las  visitas  de  los  estableci- 
mientos penales,  se  publicarán  en  el  perió- 
dico oficial,  ooii  todas  sus  observaciones  y 
las  providencias  que  de  ellas  se  desprendan. 

TITULO  II 

DEL  PROuarUMlENTO  EN  LAS  FALTAS 

CAPITULO  PRIMERO 
Del  procedimiento  en  primera  instancia. 

Art  327.  Corresponde  á  los  Juzgados  de 
parroquia  ó  municipio  el  conocimiento  de 
las  musan  por  los  hechos  punibles  previstos 
y  especificados  en  el  libro  3.°  del  Código 
penal,  las  cuales  sustanciarán  y  decidirán  en 
primera  instancia,  con  apelación  para  ante 
el  Juez  inmiídiatu  superior.  Cuando  en  el 
curso  de  eslns  cansas  los  Jueces  que  las 
sustancian  notaren  que  no  son  competentes 
pura  conocer  de  ellas,  las  pasarán  inmedia- 
Inmriitf  ni  superior,  para  que  sigan  su  curso, 
luego  que  hayan  practicado  todas  las  dili- 
gencias conducentes  A  la  comprobación  del 
hecho  punible,  y  al  descubrimiento  y  deten 
rión  de  su  autor,  al  que  pondrán  también  á 
disposición  del  superior,  si  fuere  aprehen- 
dido- 

Art  328,  Practicarlas  las  diligencias  que 
previene  el  artículo  anterior,  el  Juez  man- 
dará citar  inmediatamente  al  indiciado  co- 
mo autor  dul  hecho  punible,  por  medio  de 
bu  tul»  en  la  cual  debe  expresarse  el  nombre, 
apellido  y  reaidenciH  de  aquél;  el  nombre, 
apellido  y  domicilio  de!  acusador,  si  lo  hay, 
y  el  hecho  que  mol  i  va  el  enjuiciamiento, 
previniéndola  qne  comparezca  al  siguiente 
día,  después  de  citado,  con  el  objeto  de  que 
haga  al  caso  la  exposición  conveniente. 

Art.  329.  Cuando  la  causa  fuere  por  al- 
gún hecho  que,  según  el  Código  penal,  me- 
rezca peu»  de  arreato  que  sea  ó  exceda  de 
quince  días,  el  Juez  decretará  y  hará  efecti- 
va la  detención  del  enjuiciado:  dentro  de  las 
veinte  y  cuatro  huras  siguientes  le  hará  los 
eargos  que  resulten   del   proceso;  y  después 


que  los  conteste,  lo  pondrá  en  libertad,  si 
no  hubiere  motivos  para  continuar  detenido 
ó  ratificará  la  detención,  siaquellos  motivos 
existen. 

En  el  acto  de  los  cargos  ó  de  su  contesta- 
ción, podrá  el  reo  oponer  excepciones  dila- 
torias, que  se  sustanciarán  y  decidirán  de 
conformidad  con  lo  que  se  dispone  en  el 
art.  175  del  presente  Código,  pero  reducién- 
dose á  cuatro  días  el  término  probatorio  de 
ellas. 

Art.  380.  Si  no  se  hubiere  propuesto  nin- 
guna excepción  dilatoria,  ó  si  propuesta  hu- 
biere de  continuar  la  causa  según  la  de- 
cisión dada,  el  juicio  se  abrirá  á  pruebas  por 
el  término  de  ocho  días,  durante  los  cnale* 
se  promoverán  y  evacuarán  las  qu«%  se  pre- 
senten. 

En  estos  juicios  se  concederá  también  el 
término  de  la  distancia,  cuando  los  testigos 
ó  documentos  se  encuentren  en  otro  lugar. 

Art.  331.  Las  disposiciones  generales 
sobre  pruebas  son  aplicables  en  estos  juicios 
en  todo  lo  que  no  se  oponga  á  los  preceptos 
que  establece  el  presente  título. 

£1  Juez  podrá  acordar  de  oficio  vistas 
oculares  y  experticias. 

Art.  3i2.  Si  se  renunciare  el  término  pro- 
batorio, se  dictará  sentencia  dentro  de  vein- 
ticuatro horas  contadas  desde  la  de  la  re- 
nuncia, después  de  hacer  la  relación  del  ex- 
pediente y  de  oir  á  las  partes,  sus  represen- 
tantes ó  defensores  los  informes  orales  que 
expongan,  los  cuales  no  podrán  pasar  de  una 
hora. 

Si  ha  corrido  el  término  probatorio,  se  li- 
brará la  sentencia  al  día  siguiente  después 
de  haber  concluido  los  informes  orales. 

Art.  333.  No  deben  imponerse  costas  al 
encausado  que  al  oponer  su  excepción  o 
contestar  los  cargos,  reconoce  su  falta  y  se 
somete  á  la  pena  que  la  ley  le  señala. 

En  los  casos  en  que  haya  condenación  de 
costas,  no  podrán  éstas  exceder  de  la  cuarta 
parte  de  la  multa,  ó  del  equivalente  de  los 
días  de  arresto  que  se  impongan  al  proce- 
sado. 

Art.  334.  El  recurso  de  apelación  de  las 
sentencias  que  se  pronuncien  en  estos  jui- 
cios, no  podrá  interponerse  sino  dentro  de 
las  veinticuatro  horas  siguientes  á  la  de  su 
publicación. 

Oído  el  recurso,  se  dejará  copia  de  la  sen- 
tencia apelada,  y  se  remitirá  el  expediente 
al  Tribunal  superior  inmediato  por  primer 
correo  ó  por  posta  designado  por  el  Juez. 

Art.  336.  En  las  recusaciones  ó  inhibi- 
ciones que  ocurran  en  estos  juicios  por  fal- 
tas, se  observarán  las  reglas  que  sobre  ellas 
se  establecen  en  los  capítulos  3.°  y  4.°  del 
título  preliminar  del  presente  Código,  pero 
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limitándose  el  término  de  pruebas  á  cuatro 
días  solamente,  durante  los  cuales  se  eva- 
cuarán las  que  en  ellos  mismos  sean  promo- 
vidas. 

CAPITULO  II 

Del  procedimiento  en  segunda  y  tercera 
instancia. 

Art.  336.  De  las  sentencias  libradas  por 
los  Jueces  de  parroquia  ó  municipio  en  los 
juicios  de  que  trata  el  presente  título,  cono- 
cerán en  segunda  instancia  los  Jueces  de 
distrito. 

Art.  337.  Luego  que  el  respectivo  Juez 
de  distrito  reciba  un  expediente  en  apela- 
ción, avisará  el  recibo  correspondiente  y 
dentro  de  tas  primeras  veinticuatro  horas 
siguiente»  señalará  el  día  de  la  vista  de  la 
causa,  que  no  podrá  ser  antes  del  segundo 
ni  después  del  quinto. 

Art.  338.  En  esta  segunda  instancia  no 
se  admitirán  otras  pruebas  que  las  de  docu- 
mentos auténticos;  y  el  Juez  rjbdrá-oir  infor- 
mes orales,  con  tal  que  no  sean  por  más  de 
una  hora. 

Art.  339.  Terminada  la  relación  de  la 
causa  y  concluidos  los  informes,  si  los  hu- 
biere, se  dictará  sentencia  en  la  audiencia 
siguiente. 

Si  en  este  fallo  se  modifica  la  pena,  ate- 
nuándola, no  debe  haber  aumento  en  la  can- 
tidad de  costas  impuestas  por  la  sentencia 
de  primera  instancia,  pero  si  la  de  segunda 
confirma  ó  agrava  la  pena,  pueden  aquéllas 
aumentarse  hasta  las  dos  terceras  partes  de 
la  multa  aplicada  ó  del  equivalente  de  los 
días  de  arresto  señalados  al  culpable. 

Ari.  340.  De  las  sentencias  libradas  por 
los  Jueces  de  distrito  que  revoquen  ó  refor- 
men las  de  los  de  parroquia  ó  municipio,  po- 
drá interponerse,  dentro  de  veinticuatro  ho- 
ras, recurso  de  apelación  para  ante  los  Jue- 
ces de  primera  instancia  Oída  la  apelación, 
se  les  remitirá  el  proceso,  del  modo  preveni- 
do en  el  art.  834. 

Art.  341.  Dictada  la  sentencia  por  el  Juez 
6  Tribunal  de  la  última  instancia,  se  devol- 
verá el  expediente  al  Juzgado  ¡le  parroquia 
ó  municipio  que  decidió  en  primera,  para 
qne  aquélla  se  ejecute,  dejándose  copia  cer- 
tificada de  dicha  determinación. 


LIBRO  CUARTO 


DEL  MINISTERIO  PUBLICO  Y  DEL  RE- 
CURSO  DE    CASACIÓN 


TITULO  PRIMERO     . 

DKl,  M1NL8TEK10  PÚBLICO  Y  SOS  FUNCIONK8 

CAPITULO  ÚNICO     , 

Art.  842.  El  Ministerio  público  que  debe 
ejercerse  en  las  •  causas  penales  de  acción 
pública,  será  representado  por  un  funciona- 
rio que  se  denominará  Fiscal  del  Ministerio 
público. 

Este  Ministerio  es  el  que  en  sus  casos  des- 
empeñan el  Procurador  general  déla  Na- 
ción y  el  Fiscal  que  interviene  en  la  Corte 
de  casación,  de  conformidad  con  las  leyes 
especiales  que  les  conciernen. 

Art.  343.  En  cada  uno  de  los  Estados  de 
la  Unión  y  en  el  Distrito  federal  habrá  un 
Fiscal  general  del  Ministerio  público,  el  cual 
residirá  y  funcionará  en  las  respectivas  ca- 
pitales ante  los  Tribunales  superiores  y  de 
primera  instancia  que  existan  ó  tengan  re- 
sidencia en  ellas. 

Habrá  también  en  cada  circunscripción  6 
distrito  judicial  un  Fiscal  que  funcionará  en 
los  Juzgados  de  primera  instancia  foráneos 
de  las  capitales. 

El  nombramiento  y  dotación  de  todos  es- 
tos Fiscales,  que  pueden  ser  aumentados, 
son  de  cargo  de  los  Estados  y  del  Distrito 
federa^  conforme  á  las  reglas  de  su  organi- 
zación interior  y  económica. 

Art.  344.  El  Ministerio  fiscal  velará  por 
la  observancia  de  las  disposiciones  del  pre- 
sente Código»  de  las  del  Código  penal  y  de 
las  que  respectivamente  se  refieren  al  tren 
judicial -de  los  Estados  y  del  Distrito  federal: 
promoverá  la  acción  de  la  justicia  en  cuanto 
concierne  al  interés  público:  tendrá  la  repre- 
sentación del  respectivo  Gobierno  en  sus  re- 
laciones con  el  Poder  judicial;  y  ejercerá  de 
oficio  la  acción  penal  en  todos  los  casos  en 
que  para  intentarla  ó  seguirla  no  fuere  ne- 
cesaria la  instancia  de  la  parte  agraviada  ú 
ofendida. 

Art.  846.  Los  Fiscales  del  Ministerio  pú- 
blico, independientemente  de  las  funciones 
que  les  atribuye  el  presente  Código  por  lo 
que  toca  al  ejercicio  de  la  acción  penal  y  en 
su  intervención  en  las  causas  de  esta  natu- 
raleza, ejercerán  también  las  siguientes,  de 
conformidad  con  las  disposiciones  que  en- 
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tre  ellos  hagan  los  Estados  y  el  Distrito  fe- 
deral: 

1.a  Investigar  en  su  respectiva  jurisdic- 
ción las  detenciones  arbitrarias  que  se  eje- 
cuten, y  promover  su  reparación  y  castigo. 

2.a  Promover  las  correcciones  discipli- 
narias en  los  casos  judiciales  de  acción  pe- 
nal en  que  proceden  conforme  á  la  ley. 

3.a  Velar  en  su  respectiva  jurisdicción 
sobre  el  cumplimiento  de  las  sentencias  en 
los  pleitos  y  cansas  en  que  hayan  sido  par- 
te, á  cuyo  efecto  visitarán  cada  vez  que 
sea  necesario,  y  también  cuaudo  la  ley  lo 
prevenga,  los  establecimientos  penales,  á 
fin  de  inspeccionar  si  las  condenaciones 
se  ejecutan  como  se  han  impuesto,  y  po- 
ner en  conocimiento  del  Gobierno  ó  Auto- 
'  ridad  competente  los  abusos  y  demás  vi- 
cios que  noten,  así  como  los  medios  de  co- 
rregirlos. 

4.a  Activar  en  los  Tribunales  de  su  ju- 
risdición  la  formación  oportuna  de  la  res- 
pectiva estadística  judicial. 

6.a  Cumplir  con  las  demás  obligaciones 
que  les  señalen  las  leyes  emanadas  del  Con- 
greso y  de  las  respectivas  Asambleas  legis- 
lativas. 

Los  Fiscales  generales  del  Ministerio  pú- 
blico pasarán  anualmente  á  los  Cuerpos  le- 
gislativos respectivos,  con  los  informes  que 
pedirán  á  los  Fiscales  de  cada  circunscrip 
«ion,  una  Memoria  descriptiva  y  razonada, 
no  sólo  de  los  asuntos  en  que  haya  in- 
tervenido el  Ministerio  fiscal,  sino  tam- 
bién de  los  inconvenientes  y  mejoras  de  su 
ejercicio. 

Art.  346.  Para  poder  ser  Fiscal  del  Mi- 
nisterio público  se  requiere: 

1.°    Tener  veintiún  años  cumplidos. 

2.°  Ser  Abogado,  yá  falta  de  esto,  ser 
Procurador. 

3.°    No  estar  sub  judice. 

4.°    Ser  venezolano. 

5.°  No  estar  impedido  ó  imposibilitado 
para  el  ejercicio  de  sus  funciones  por  un 
defecto  permanente  ó  una  enfermedad  que 
requiera  reclusión. 

El  cargo  de  Fiscal  es  incompatible  con 
el  ejercicio  de  cualquier  otro  destino  pú- 
blico. 

Art.  347.  Son  motivos  de  recusación  ó 
de  inhibición  en  los  Fiscales  del  Ministerio 
público,  las  causas  que  conforme  al  presen- 
te Código  impiden  ó  prohiben  el  nombra- 
miento de  Fiscal. 

Art  348.  Tan  sólo  cuando  ocurra  y  que- 
de decidido  algpno  de  los  casos  á  que  se 
refiere  el  artículo,  anterior  sobre  recusación 
ó  inhibición,  se  procederá  por  el  Tribunal 
al  nombramiento  de  Fiscal  particular  en  una 
causa  de  acción  pública. 


Art.  349.  En  los  casos  graves  ó  cada  ves 
que  asi  lo  determine  el  respectivo  Jaez  de 
primera  instancia,  el  Fiscal  del  Ministerio 
público  de  la  circunscripción  se  trasladará, 
á  costa  del  Gobierno,  al  lugar  de  la  per- 
petración del  delito,  para  intervenir  en  la 
formación  del  sumario,  con  el  funcionario 
instructor. 

Cuando  por  sus  ocupaciones  oficiales  el 
Fiscal  del  Ministerio  público  no  pueda  se- 
pararse del  lugar  de  su  residencia  con  el 
objeto  expresado,  lo  hará  presente  al  Juez 
de  primera  instancia  para  que  haga  el  nom- 
bramiento de  un  Fiscal  auxiliar. 

Art.  360.  Los  Fiscales  del  Ministerio  pú- 
blico son  responsables,  conforme  á  la  ley,  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones,  y  enjuiciables 
según  las  disposiciones  contenidas  en  el  ca- 
pítulo 3.o,  título  primero,  libro  tercero  del 
presente  Código. 

TITULO  II 

ÜKL   BBOÜBSO   DB   CASACIÓN 

CAPITULO  PRIMERO, 
Procedencia  del  recurso. 

Art.  351.  El  recurso  de  casación  se  da  en 
las  causas  y  casos  de  enjuiciamiento  penal 
que  determine  la  ley,  con  el  objeto  de  man- 
tener la  unidad  de  la  jurisprudencia  en  la 
aplicación  de  la  legislación  nacional. 

Art.  362.  El  recurso  de  casación  tendrá 
lugar  en  las  causas  de  acción  penal  de  que 
conozcan  Jos  Tribunales  de  Iqs  Estados  y 
del  Distrito  federal,  no  exceptuadas  por  la 
ley. 

Art.  353.  El  recurso  de  casación  no  se 
hace  lugar  en  las  cansas  de  que  conocen  los 
Tribunales  de  los  Estados  y  del  Distrito  fe- 
deral, por  los  hechos  punibles  de  que  trata 
el  libro  3.°  del  Código  penal. 

Art.  354.     El  recurso  de  casación  procede: 

1.°  Por  infracción  de  ley  en  los  juicios 
de  acción  penal. 

2.o  Por  quebrantamiento  ú  omisión  de 
formas  ó  trámites  esenciales  del  enjuicia- 
miento penal. 

Art.  365.  Para  los  efectos  de!  número 
primero  del  artículo  anterior,  se  entenderá 
que  hay  infracción  de  ley: 

]  o  Cuando  los  hechos  que  se  declaren 
probados  no  sean  delitos  sino  faltas. 

2.°  Cuando  los  hechos  que  se  declaren 
probados  no  sean  faltas  sino  delitos. 

3.°  Cuando  los  enjuiciados  sean  penados 
á  pesar  de  existir,  ya  una  circunstancia  exi- 
mente de  responsabilidad  criminal,  ya  cir- 
cunstancias  posteriores  á  la  comisión  del 
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delito  que  impidan  la  imposición  de  la  pena 
correspondiente. 

4  o  Onando  los  enjuiciados  sean  declara- 
dos exentos  de  responsabilidad  criminal,  á 
pesar  de  existir  probados  los  delitos  que  se 
les  imputan  y  su  culpabilidad  en  la  comisión. 

5.°  Guando  se  haya  incurrido  en  error  de 
derecho  en  la  calificación  del  delito. 

6.°  Cuando  se  haya  incurrido  en  error  de 
derecho,  al  determinar  la  respectiva  partici- 
pación de  los  procesados  en  los  hechos  pu- 
nibles que  se  declaren  probados. 

7.o  Guando  se  haya  incurrido  en  error  de 
derecho,  al  calificar  en  concepto  de  circuns- 
tancias agravantes,  atenuantes  ó  eximentes 
de  responsabilidad  criminal,  los  delitos  que 
se  declaren  probados. 

8.°  Guando  la  pena  impuesta  no  corres- 
ponda, según  la  ley,  á  la  calificación  acepta- 
da respecto  del  hecho  justiciable  ó  respecto 
de  la  participación  que  en  él  hayan  tenido 
los  procesados. 

9.°  Guando  existiendo  los  hechos  que  se 
declaren  probados,  se  haya  incurrido  en 
error  de  derecho,  al  admitir  ó  desestimar  las 
excepciones  de  cosa  juzgada,  de  prescrip- 
ción del  delito,  amnistía  ó  indulto,  ó  falta 
de  jurisdicción. 

10.  Guando  establecida  la  calificación  de 
los  hechos  enjuiciados,  el  Tribunal  haya  in- 
currido en  error  de  derecho,  al  resolver  so- 
bre sn  competencia. 

11.  Guando  en  cualquier  otro  caso  se 
contradiga  algún  precepto  legal  expreso. 

Art.  366.  Para  los  efectos  del  núm.  2.° 
del  art.  364,  se  entenderá  que  hay  quebran- 
tamiento de  forma  en  el  Enjuiciamiento 
penal: 

1.°  Guando  se  siga  ó  se  sentencie  la  Can- 
sa sin  estar  detenido  el  procesado,  ó  sin  ha- 
ber sido  citado,  en  los  casos  en  que,  según 
la  ley,  sea  necesaria  para  el  efecto  alguna 
de  estas  formalidades. 

2.°  Guando  se  haya  denegado  una  prue- 
ba manifiestamente  pertinente,  que  se  hu- 
biere propuesto  en  forma  y  tiempo  hábiles 
por  cualquiera  de  las  partes. 

3.°  Guando  se  haya  sentenciado  el  jui- 
cio sin  haberse  evacuado  todas  las  pruebas 
promovidas  oportunamente  y  necesarias 
para  decidir,  siempre  que  sean  de  reconoci- 
da importancia,^  no  aparezca  comprobada 
en  autos  la  imposibilidad  de  evacuarlas. 

4.o  Guando  no  se  resuelva  sobre  todos 
los  puntos  que  hayan  sido  objeto  de  la  acu- 
sación y  de  la  defensa. 

6.o  Guando  sea  penado  en  el  fallo  un 
delito  que  no  sea  alguno  de  los  comprendi- 
dos en  la  especie  del  capítulo  ó  título  del 
Código  penal  en  que  se  fundó  el  cargo. 

G.o     Guando  se  resuelva  el  juicio  por  me- 


nor número  de  Magistrados  ó  menor  núme- 
ro de  votos  conformes  que  el  exigido  por 
la  ley. 

'7.°  Guando  haya  concurrido  á  librar  el 
fallo  algún  Magistrado  ó  funcionario  á  cuya 
recusación,  admitida  oportunamente  y  con- 
forme á  la  ley,  no  se  hubiere  dado  curso. 

8.°  Guando  en  los  casos  manifiestos  de 
reposición  ó  nulidad,  se  haya  desestimado 
injustamente  la  solicitud  relativa  de  alguna 
de  las  partes. 

9.°  Guando  en  cualquier  otro  caso  la  ley 
acuerde  expresamente  el  recurso  de  que  se 
trata. 

Art.  367.  Para  que  pueda  admitirse  el 
recurso  de  casación  contra  las  determinacio- 
nes judiciales,  es  necesario  que  estén  ejecu- 
toriadas, é  impidan  la  continuación  de  la 
cansa;  que  no  haya  contra  ellas  ningún  otro 
recurso  ordinario,  y  que  el  recurrente  haya 
agotado  todos  los  que  de  esta  clase  hubiese 
podido  emplear. 

La  consulta  surtirá  en  la  materia  los  mis- 
mos efectos  de  la  apelación. 

Art.  368.  No  es  admisible  el  recurso  de 
casación  por  quebrantamiento  ú  omisión  de 
formas,  si  el  recurrente  no  hubiere  reclama- 
do oportunamente  la  subsanación  de  la  fal- 
ta cuando  fuere  posible;  á  menos  que  se 
trate  de  una  disposición  de  orden  publico, 
que  puede  ser  alegada  en  todo  tiempo. 

Tampoco  es  admisible  el  recurso  de  casa- 
ción cuando  el  fallo  final  condene  al  encau- 
sado á  una  amonestación  ó  apercibimiento, 
ó  cuando  le  imponga  pena  que  no  pase  de 
un  año,  ó  multa  ó  indemnizaciones  que.  no 
excedan  de  4.000  bolívares. 

Art.  869.  El  recurso  de  casación  se  con- 
siderará admitido  de  derecho,  en  beneficio 
del  reo,  salvo  que  éste  lo  renuncie  expresa- 
mente, contra  las  sentencias  definitivas  eje- 
cutoriadas que  impongan  la  pena  de  presi- 
dio por  diez  ó  más  años. 

Art.  360.  Podrán  interponer  el  recurso 
de  casación: 

1.°    El  Ministerio  fiscal. 
-  2  o    Los  que  hayan  sido  parte  en  la  causa. 

3.°  Los  que  sin  haber  sido  parte,  resul- 
ten condenados  en  el  fallo. 

4.°  '  Los  herederos  de  unos  y  otros. 

6.o  Las  partes  civiles,  solamente  cuan- 
do el  fallo  afecta  las  restituciones,  repara- 
ciones é  indemnizaciones  que  hayan  recla- 
mado. 

CAPITULO  II 

Anuncio,  interposición,  siist  anotación  y 
decisión  del  recurso  de  acusación, 

Art.  361.  El  recurso  de  casación  deberá 
anunciarse  después  de  dictada  la  determi- 
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nación  en  qne  proceda,  ante  el  Tribunal 
que  la  libró,  dentro  del  término  establecido 
para  este  recurso  en  el  Código  de  Procedi- 
miento civil.  Dicho  anuncio  se  hará  por  una 
diligencia  ó  por  medio  de  un  escrito  ó  me- 
morial que  puede  ser  razonado. 

Art.  362.  Auunciado  el  recurso  ó  lle- 
gado alguuo  de  los  casos  previstos  en  el  ar- 
tículo 359,  el  Tribunal  sentenciador  dispon- 
drá que,  compulsada  la  determinación  que 
debe  dejarse  en  Secretaría,  se  remitan  los 
autos  á  la  Corte  de  casación,  siempre  que 
no  se  declare  inadmisible  el  recurso  y  luego 
que  éste  se  haya  formalizado  debidamente 
dentro  del  término  establecido  en  el  Código 
de  Procedimiento  civil. 

Después  de  transcurrido  el  lapso  de  la  for- 
malizaron, si  ésta  no  se  hubiere  hecho  por 
el  recurrente,  se  remitirá  el  expediente  á  la 
Corte  de  casación  para  que  formalice  el 
recurso  el  defensor  general  ó  el  Fiscal  ge- 
neral, en  sus  casos,  si,  lo  encontraren  pro- 
cedente. 

El  mismo  Fiscal  general  deberá  formali- 
zar ei  recurso  cuando  el  acusador  en  delitos 
de  acción  pública  no  lo  hubiere  hecho  opor- 
tunamente. 

La  remisión  del  expediente  se  hará  bajo 
pliego  certificado,  por  primer  correo. 

Art.  363.  El  recurso  de  casación  será 
formalizado  por  escrito,  y  en  la  solicitud  se 
indicarán  la  determinación  contra  la  cual  se 
intente,  las  leyes  cuya  infracción  se  denun- 
cie, las  formas  ó  trámites  que  se  hayan  que- 
brantado ú  omitido  y  los  demás  fundamen- 
tos en  que  se  apoye  el  recurrente. 

Art.  364.  Si  el  Tribunal  ante  el  cual  se 
anuncia  el  recurso  de  casación  no  lo  consi- 
dera ajustado  á  las  prescripciones  qne  esta- 
blecen los  arts.  353  al  358,  declarará  qne  es 
inadmisible,  y  se  abstendrá  de  darle  curso. 

Tampoco  dará  curso,  cuando  no  fuere 
anunciado  por  alguna  de  las  personas  que 
indica  el  art.  360. 

Art.  365.  Cuando  el  recurso  de  que  se 
trata  fuera  anunciado,  á  un  mismo  tiempo, 
por  infracción  de  ley  y  por  quebrantamiento 
ú  omisión  de  forma,  el  Tribunal  sentenciador 
puede  admitirlo  ó  denegarlo  por  ambos  mo- 
tivos, ó  admitirlo  por  uno  ó  denegarlo  por 
el  otro. 

Art.  366.  Siempre  que  el  Tribunal  sen- 
tenciador deniegue  el  recurso  de  casación,  ó 
la  remisión  de  los  autos  en  los  casos  á  que 
se  refiere  el  art.  359,  podrá  el  interesado 
ocurrir  de  hecho  á  la  Corte  de  casación.  En 
este  caso  se  preparará,  sustanciará  y  deci- 
dirá el  recurso  de  hecho,  conforme  á  las  dis- 
posiciones que  sobre  la  materia  establece  el 
capítulo  3.°,  título  6.o,  libro  2.°,  del  presente 
Código. 


Art.  367.  La  Corte  de  casación  impon- 
drá disciplinariamente  una  multa  de  200  á 
1.000  bolívares  al  Tribunal  sentenciador 
que,  con  manifiesta  injusticia,  haya  denega- 
do el  recurso  de  casación  ó  las  copias  nece- 
sarias para  preparar  el  recurso  de  hecho,  ó 
que  haya  dejado  de  remitirle  los  autos  en 
los  casos  en  que  deba  hacerlo;  sin  perjuicio 
de  abrir  ó  de  mandar  abrir  el  juicio  de  res- 
ponsabilidad á  que  haya  lugar. 

Art.  368.  Llegados  los  autos  á  la  Corte 
de  casación,  ésta  sustanciará  y  decidirá  el 
recurso  por  los  trámites  establecidos  para 
la  segunda  instancia,  sin  que  sea  necesaria 
ninguna  citación  á  las  partes:  basta  para 
ello  la  fijación  del  negocio  á  las  puertas  del 
Tribunal. 

Art.  369.  Cuando  el  reo  no  hubiere  nom- 
brado defensor  ó  éstese  excusare,  desem- 
peñará el  cargo  el  funcionario  que  lo  ejerce 
en  la  Corte  de  casación. 

Art.  370.  Cuando  por  la  vista  de  los  au- 
tos la  Corte  de  casación  estime  infringida  la 
ley  por  cualquiera  de  los  motivos  de  fondo 
alegados,  declarará  con  lugar  el  recurso:  ca- 
sará la  determinación  sobre  que  verse:  y 
devolverá  el  expediente  al  Tribunal  de  00 
origen  para  que  dicie  nueva  sentencia. 

Art.  371.  En  interés  de  la  ley  y  nunca 
contra  el  reo,  puede  la  Corte  declarar  con 
(ugar  el  recrrso,  fundándose  en  motivos  jus- 
tos aunque  no  se  hubieren  alegado. 

Art.  372.  Cuando  la  Corte  de  casación 
declare  con  lugar  el  recurso  por  quebranta- 
miento ú  omisión  de  formas  ó  trámites 
esenciales  del  enjuiciamiento,  dispondrá 
que  la  causa  vuelva  al  Tribunal  de  que  pro- 
ceda, para  que  reponiéndola  al  estado  que 
teñía  antes  del  quebrantamiento  ú  omisión, 
la  sustancie  de  nuevo  y  termine  con  arreglo 
á  derecho. 

Art.  373  Si  se  declara  con  lugar  el  re- 
curso de  casación,  tanto  por  infracción  de 
ley  como  por  quebrantamiento  ó  omisión  de 
formas,  la  Corte  de  casación  procederá  con 
arreglo  al  artículo  anterior,  indicando  en  su 
fallo  las  infracciones  de  ley  que  se  havan 
cometido,  para  que  subsanadas  las  faltas, 
el  Tribunal  de  origen  repare  en  la  nueva 
determinación  dichas  infracciones. 

Art.  374.  Pendiente  el  recurso  de  casa  - 
ción,  quedará  en  suspensoria  determinación 
que  lo  motiva,  hasta  que  aquél  haya  sido 
resuelto,  á  menos  que  el  reo  mismo  opte 
por  la  ejecución,  si  es  condenatoria. 

Si  el  fallo  sobre  que  verse  el  recurso  fue- 
re absolutorio,  el  reo  detenido  se  pondrá 
mientras  tanto  en  libertad  bajo  fianza. 

Art.  375.  Cuando  el  recurrente  sea  uno 
de  los  procesados,  la  nueva  determinación 
aprovechará  á   los  demás,  siempre  que  se 
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encuentre  en  la  misma  situación  que  aquél 
y  les  sean  aplicables  los  motivos  que  han 
fundado  las  declaratorias  de  casación  del 
fallo.  Nunca  les  perjudicará  en  lo  que  les 
fuere  adverso. 

Art.  376.  El  recurso  de  casación  perece, 
sí  no  se  ha  anunciado  en  el  término  que  se- 
ñala el  art.  36 1;  y  así  se  declarará,  llegado 
«l  caso,  diaponiéndose  que  se  devuelvan  los 
autos,  en  la  forma  de  ley,  para  la  ejecución 
del  fallo  que  lo  motivó. 

También  perece  el  recurso  de  casación,  si 
el  recurrente  que  lo  ha  anunciado  en  asunto 
de  acción  privada,  no  lo  formalizare  en  el 
tiempo  legal. 

Art.  377.  En  todo  lo  no  expresado  en 
-este  capitulo  se  observarán  las  prescripcio- 
nes establecidas  para  el  recurso  de  casación 
-en  el  Código  de  Procedi  mentó  civil. 

LIBRO  QUINTO 


DEL   JUICIO    POR  JURADOS 

TITULO   PRIMERO 

DISPOSICIÓN    PRELIMINAR 

Se  autoriza  al  Poder  Legislativo  de  los 
respectivos  Estados  y  del  Distrito  federal 
para  adoptar  ó  no  en  su  organización  judi- 
cial el  procedimiento  por  jurados,  en  la  in- 
teligencia de  que  al  adoptarlo,  es  confor- 
mándose á  las  disposiciones  establecidas  en 
4d\  presente  libro. 

CAPITULO  PRIMERO 
Del  Jurado. 

Art.  378.  El  Tribunal  de  jurados  se  com- 
pondrá de  nueve  miembros  y  se  reunirá 
cada  vez  que  conforme  á  esta  ley  sea  nece- 
sario, para  conocer  de  algún  asunto  de  los 
de  su  competencia. 

Asistirán  además  á  sus  reuniones  dos  ju- 
rados suplementarios,  tan  sólo  para  los  ca- 
sos de  enfermedad  ú  otra  imposibilidad 
análoga  que  intempestivamente  pueda  ocu- 
rrir en  alguno  de  los  jurados  de  número. 

Art.  379.  El  Jurado  declarará  por  las 
dos  terceras  partes  de  votos,  cuando  me- 
nos, la  culpabilidad  ó  inculpabilidad  de  los 
enjuiciados,  no  sólo  respecto  de  los  hechos 
punibles  cardinales  que  se  les  imputan,  si- 
no también  de  los  circunstanciales  que  ha- 
yan concurrido  á  aumentar,  disminuir  ó 
modificar  de  alguna  manera  el   grado  de 


responsabilidad  netamente  penal  que  los 
afecta. 

Art.  380.  Los  jurados  no  podrán  sepa- 
rarse, por  ningún  motivo  ni  pretexto,  de 
la  Audiencia  señalada  para  resolver,  una 
vez  constituidos  con  tal  fin,  sin  haber  libra- 
do, extendido  en  el  proceso  y  firmado  to- 
dos el  veredicto,  el  cual  será,  en  el  mis- 
mo acto,  solemnemente  publicado  en  su 
presencia. 

Art.  381.  Una  vez  publicado  el  veredic- 
to, el  Jurado  dejará  el  expediente  en  el  Tri- 
bunal de  que  procede. 

Art.  382.  Antes  de  entrar  los  jurados  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones,  prestarán  ne- 
cesariamente en  audiencia  pública,  ante  el 
Tribunal  que  lúe  ha  convocado  y  en  presen- 
cia de  los  procesados,  si  fuere  posible,  de 
sus  defensores  y  del  Fiscal  del  Ministerio 
público,  el  juramento  de:  desempeñar  fieU 
mente  su  encargo;  examinando  con  rectitud 
los  hechos  que  son  motivo  del  juicio  en  que 
van  á  intervenir;  apreciando  con  honradez 
las  pruebas  aducidas  por  la  defensa  y  la 
acusación;  y  resolviendo  con  imparcialidad, 
según  su  conciencia,  si  los  enjuiciados  son 
ó  no  culpables  de  los  hechos  que  se  les  im- 
putan. 

Art.  383.  Las  funciones  de  jurado  son 
obligatorias  bajo  multa  de  400  bolívares  ó 
arresto  equivalente,  que  hará  efectivo  el  Tri- 
bunal que  los  convoca;  y  no  podrán  ejercer- 
las sino  los  venezolanos  varones  de  estado 
seglar,  no  exceptuados  ni  incapaces  para 
desempeñar  el  cargo.  v 

Estas  penas  se  reiterarán  en  todo  caso  de 
desobediencia. 

Art.  384.  No  pueden  ejercer  el  cargo  de 
jurado  los  empleados  públicos. 

Art.  386.  Están  exentos  de  todo  car- 
go concejil  y  de  la  prestación  de  todo  ser- 
vicio miliciano  y  militar  los  ciudadanos 
que,  con  su  tácita  ó  manifiesta  aceptación, 
figuren  en  las  listas  para  el  cargo  de  ju- 
rado. 

CAPITULO  II 

De  la  competencia  del  Jurado, 

Art.  386.  El  Jurado  conocerá  de  todas 
las  causas  por  delitos  á  que  la  ley  señale 
pena  de  prisión,  presidio  abierto,  presidio 
cerrado  ó  confinamiento. 

Art.  287.  Se  exceptúan  de  lo  dispuesto 
en  el  artículo  anterior  las  causas  por  hechos 
punibles  cuyo  conocimiento  esté  atribuido 
á  otro  Tribunal  por  la  Constitución  ó  por 
una  ley  especial. 

Art.  388.  El  Jurado  será  competente 
para  conocer  no  sólo  de  los  delitos  consu- 
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madoB,  ¡sino  también  de  los  frustrados  y  de 
las  tentativas,  de  la  complicidad  y  encubri- 
miento de  ellos,  y  de  los  delitos  conexos  con 
los  anteriores,  al  tenor  de  lo  que  establece 
el  título  preliminar  de  este  Código. 

Art.  389.  En  el  acto  á  que  se  refiere  el 
artículo  173  del  presente  Código  y  luego  que 
haya  terminado  la  lectura  del  proceso,  los 
escritos  del  Ministerio  fiscal  y  del  acusador, 
la  determinación  firme  á  que  éstos  hubieren 
dado  lugar  según  lo  establecido  en  el  ar- 
tículo 166,  y  la  exposición  del  encausado  ó 
encausados,  el  Tribunal  preguntará  á  éstos 
si  optan  por  el  Jurado  o  por  el  Tribunal  de 
derecho  para  la  sustanciación  y  conocimien- 
to del  juicio. 

Si  el  procesado  único  ó  todos  los  procesa- 
dos conformes  optasen  por  el  Jurado,  el 
Tribunal  declarara  terminado  el  acto,  y  al 
día  siguiente  dictará  todas  las  providencias 
necesarias  para  reunir  y  constituir  el  Jurado. 

Si  el  procesado  único  ó  todos  los  procesa- 
dos conformes  optan  por  el  Tribunal  de  de- 
recho, el  juicio  continuará  sin  interrupción 
por  los  trámites  ordinarios  de!  enjuicia- 
miento penal,  y  lo  mismo  en  él  caso  de  abs- 
tención. 

Cuando  en  una  misma  causa  hubiere  más 
de  dos  procesados,  la  opción  por  el  Jurado 
se  decidirá  por  la  mayoría  de  ellos.  Y  en  los 
casos  de  empate  prevalecerá  el  voto  que 
opte  por  el  Jurado. 

La  opción  por  el  Jurado  es  revocable  an- 
tes de  dictarse  las  providencias  para  su 
reunión;  después  de  libradas,  se  hace  irre- 
vocable. 

CAPITULO  m 

De  las,  condiciones  para  ser  jurado. 

Art.  390.     Para  ser  jurado  se  requiere: 

l.o     Saber  leer  y  escribir. 

2.°  Estar  en  pleno  goce  de  los  derechos 
civiles  y  políticos. 

3.°  Ser  cabeza  de  familia  y  vecino  en  el 
territorio  de  la  jurisdicción  del  Juzgado  de 
primera  instancia  respectivo. 

4.o  Ser  propietario,  jefe  de  algún  esta- 
blecimiento mercantil  ó  industrial  ó  estar 
en  el  ejercicio  de  una  profesión  científica  ó 
liberal. 

6.°  Haber  cumplido  treinta  años  de 
edad. 

También  pueden  ser  jurados  los  que  sin 
ser  cabeza  de  familia  ni  tener  alguna  de  las' 
condiciones  del  número  4.°  anterior,  posean 
una  renta  de  200  bolívares  mensuales,  por  lo 
menos,  ó  que  sin  ser  tampoco  cabeza  de  fa- 
milia, tengan  una  profesión  científica  ó  libe- 
ral, mercantil  ó  industrial. 


Art.  391.  No  tienen  capacidad  para  ser 
jurados: 

1.°  Los  impedidos  física  ó  intelectual- 
mente. 

2.°  Los  que  estuvieren  procesados  crimi- 
nalmente. 

3.°  Los  condenados  á  pena  corporal,  míen 
tras  no  hubieren  extinguido  sn  condena  y 
entrado  después  de  ella  eu  el  pleno  goce  de 
los  derechos  civiles  y  políticos. 

4.°  Los  condenados  dos  ó  más  veces  por 
causas  de  delito. 

6.°    Los  quebrados  no  rehabilitados. 

6.°  Los  concursados  que  no  habieron 
sido  declarados  inculpables. 

7.°    Los  ebrios  consuetudinarios. 

Art.  892.  El  cargo  de  jurado  es  incom- 
patible* 

1 .°    Con  el  servicios  militar  activo. 

2. o    Con  el  ministerio  de  cualquier  culto. 

Art.  393.  Tampoco  podrán  ser  jurados  en 
una  causa: 

1.°  Los  que  de  alguna  manera  hayan  in- 
tervenido en  ella  oficialmente,  ya  como  Jue- 
ces, Secretarios,  Fiscales,  defensores,  acusa- 
dores ó  parte  civil,  ora  como  representantes 
de  éstos  ó  como  fiadores,  testigos,  intérpre- 
tes, peritos,  ó  bajo  otro  concepto  análogo. 

2.o  Los  ascendientes  y  descendientes, 
aunque  sean  adoptivos;  el  cónyuge  y  los  co- 
laterales hasta  el  cuarto  grado  de  consan- 
guidad  y  segundo  de  afinidad  de  las  partes 
interesadas;  los  tutores,  curadores  ó  guarda- 
dores de  las  mismas,  y  los  parientes  hasta 
el  tercer  grado  de  los  procuradores,  repre- 
sentantes y  abogados  que  intervengan  en  el 
juicio. 

8.°  Los  que  tuvieren  con  cualquiera  de 
los  reos,  el  acusador  ó  respectivos  represen- 
tantes, amistad  íntima  ó  enemistad  mani- 
fiesta. 

4.°  Los  que  por  cualquier  respecto  ten- 
gan algún  interés  directo  en  el  juicio. 

Art.  394.  Pueden  excusarse  de  ser  ju- 
rados; 

1.°     Los  mayores  de  sesenta  afios. 

2.o  Los  que  hayan  ejercido  el  cargo  de 
jurado  ó  suplente  en  más  de  cuatro  cansas, 
ó  por  mayor  tiempo  del  que  la  ley  señala. 

3.o    Los  Senadores  y  Diputados  mientras  . 
gozan  de  inmunidad. 

CAPITULO  IV 
Del  sorteo  y  recusación  de  los  jurados. 

Art.  395.  En  la  audiencia  siguiente  á  la 
fecha  eu  que  se  haga  firme  la  opción  por  el 
jurado  para  intervenir  en  la  causa,  el  Juez 
de  primera  instancia  en  lo  criminal  de  la  res- 
pectiva circunscripción  judicial,  se  asociará 


DK  LOS  KSTADOS  UN1D68  DE  VttNEZUKLA 


-498 


á  dn8  con  jueces  abogados,  designados  por  la 
suerte,  de  la  senaria  que  con  tal  fti»  formará 
y  le  remitirá  la  Curte  superior  á  cuya  juris- 
dicción pertenezca  dicha  circunscripción;  y 
así  constituido  el  Tribunal  de  derecho,  se 
ordenará  la  lectura  de  la  respectiva  lista  de 
jurados,  en  presencia  del  Fiscal  del  Ministe- 
rio público,  de  las  partes  ó  de  sus  represen- 
tantes, de  los  defensores  y  de  los  procesados, 
para  que  al  hacerse  mención  de  cada  uno,  se 
les  interrogue  por  el  Presidente  del  Tribunal 
con  el  objeto  de  que  manifiesten  si  lo  acep- 
tan 6  no  como  tal  jurado,  en  el  caso  de  que 
la  suerte  lo  indique  para  el  ejercicio  debcar 
go  en  la  causa  de  que  se  trata. 

Cada  parte  no  podrá  recusar  libremente 
más  del  tercio  de  los  jurados  en  lista. 

Los  jurados  de  que  se  haga  mención  que 
fueren  aceptáudose,  formarán  una  lista  has- 
ta de  quince  individuos;  y  los  nombres  de 
éstos  escritos  en  papeletas  serán  los  que  en- 
tran en  urna,  para  que  en^el  mismo  acto  se 
elijan  por  la  suerte  los  nueve  que,  conforme 
m1  articulo  378,  han  de  componer  el  Jurado. 

Los  doa últimos  jurados  que  además  se 
designen  de  esta  misma  manera,  serán  los 
que  deben  funcionar  en  calidad  de  suple- 
mentarlos. 

Art.  396.  Siendo  varios  los  procesados  ó 
los  acusadores,  y  cuando  no  puedan  acor- 
darse para  que  uno  solo  lleve  en  la  recusa- 
ción la  voz  del  grupo,  turnarán  los  no  con- 
formes en  el  nso  del  derecho,  según  el  orden 
que  señalará  el  Presidente  del  Tribunal,  sin 
ulterior  recurso. 

Las  partes  civiles  y  los  responsables  tan 
sólo  civilmente,  no  intervendrán  en  la  recu- 
sación* de  jurados. 

En  la  lista  de  jurados  que  se  acepten,  no 
entrará  para  el  sorteo  ningn/io  que  estuviere 
notoriamente  impedido  de  funcionar  legal- 
mente  como  tal  en  la  causa. 

Art.  397.  Practicadas  las  diligencias  á 
que  se  refieren  los  dos  artículos  anteriores, 
el  Tribunal  declarará  terminado  el  sorteo  y 
dispondrá  la  citación  de  los  jurados  así  ele- 
gidos para  que  en  el  término  de  la  distancia 
y  cinco  días  continuos,  contados  desde  su 
notificación,  concurran  juntos  al  despacho 
del  Tribunal,  con  el  objeto  de  prestar  el 
juramento  y  de  intervenir  en  el  expediente, 
llena  que  sea  cualquiera  otra  formalidad  que 
para  el  ejecto  prescriba  la  ley. 

Art.  398.  Las  diligencias  previstas  en  los 
t  artículos  anteriores  se  harán  constar  escru- 
pulosamente en  el  expediente,  por  medio  de 
actas  que  firmarán  todos  sus  intervenientes, 
y  en  las  cuales  se  expresarán  todas  las  cir- 
cunstancias que  ocurran. 

Cuando  alguno  no  sepa  ó  no  pueda  firmar, 
se  hará  constar  así. 

Lbgislaciók  univbrsal.— América. 


TITULO  II 

DKL   JUICIO    AJÍTIfi    fcl,   JURADO 

CAPITULO  PRIMERO 
Del  juicio. 

Art.  399.  Luego  que  el  Tribunal  tenga 
conocimiento  de  la  concurrencia  de  los  ju- 
rados señalará  la  audiencia  inmediata  para 
su  reunión;  seguidamente  les  tomará,  de 
dos  en  dos,  el  juramento,  prevenido  en  el 
artículo  382,  y  se  levantará  el  acta  corres- 
pondiente, declarándose  instalado  el  Jura- 
do, quien  fijará  la  hora  del  día  siguiente 
para  abrir  el  juicio,  desde  entonces  esencial- 
mente oral. 

Presidirá  el  Jurado  el  Presidente  del  Tri- 
bunal de  derecho;  y  de  sus  dos  Vocales  ó 
Conjneces,  uuo  hará  las  veces  de  Relator 
y  el  odro  desempeñará  las  funciones  de 
Canciller. 

El  Presidente  dirigirá  los  debates  del  Tri- 
bunal. 

Art.  400.  Constituido  el  Jurado  del  mo- 
do establecido  por  las  prescripciones  an- 
teriores, á  la  hora  señalada  según  el  artícu- 
lo 899,  el  Presidente  declarará  abierto  el 
juicio,  y  manifestará  cuál  es  sn  objeto,  en 
presencia  del  Fiscal  del  Ministerio  público, 
de  los  acusadores  ó  representantes  de  éstos 
y  de  los  procesados  y  strs  defensores,  quie- 
nes promoverán  las  pruebas  de  que  quieran 
valerse. 

El  Presidente  librará  inmediatamente  las 
órdenes  para  que  los  testigos,  peritos  y  de- 
más personas  relacionadas  con  las  pruebas 
comparezcan  ante  el  Jurado  el  día  y  hora 
señalados  en  esta  oportunidad. 

Si  alguno  de  los  testigos,  peritos  y  de- 
más personas  cuya  comparecencia  fuere  ne- 
cesaria, no  acudiere  al  llamamiento,  el  Pre- 
sidente le  impondrá  una  multa  de  100 
bolívares  por  cada  falta;  pndiendo  ade- 
más, según  las  circunstancias,  imponerle  un' 
arresto  hasta  de  tres  días  por  cada  desobe- 
diencia. 

Llegado  el  día  señalado  para  la  evacua- 
ción de  la  prueba  se  procederá  á  ello,  se 
dará  cuenta  por  el  Secretario  del  hecho  ó 
hechos  sobre  que  verse  el  juicio,  con  la 
lectura  del  escrito  de  que  habla  el  articu- 
lo 173.  Los  jurados,  por  medio  del  Presi- 
dente del  Tribunal,  harán  al  procesado  ó 
procesados,  quienes  estarán  en  inmediata 
comunicación  con  sus  defensores,  las  pre- 
guntas pertinentes  á  los  hechos  que  estimen 
convenientes,  sin  olvidar  en  la  ocasión  el 
precepto  constitucional  apuntado  en  el  ar- 
tículo 147;  en  seguida  se  procederá  á  laeva- 
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«•nación  de  las  pruebas  admitidas  en  con- 
formidad con  lo  qoe  establece  el  tít.  8  °,  li- 
bro segundo  de  este  Código;  y  si  fuere  ne- 
cesario, á  juicio  del  ^Tribunal,  para  el  exa- 
men correspondiente,  que  el  Jurado  se  cons- 
tituya con  los  Jueces  de  derecho  en  el  lugar 
del  suceso,  así  lo  ordenará,  señalando  el  día 
y  hora  para  el  efecto  y  dictando  con  tal  fin 
todas  las  medidas  conducentes. 

Art.  401.  La  evacuación  de  pruebas  pro- 
puestas principiará  por  la  que  haya  promo- 
vido el  Fiscal  del  Ministerio  público;  segui- 
rá la  del  acusador  ó  acusadores  particulares 
y,  por  último,  se  hará  la  del  procesado  ó 
procesados  portel  orden  de  su  presentación 
respectiva. 

Art.  402.  Respecto  de  los  documentos 
que  se  soliciten,  se  dispondrá  lo  convenien- 
te, para  qué,  á  la  mayor  brevedad,  obren  en 
el  proceso  en  la  forma  de  ley;  y  respecto 
<le  los  testigos,  se  examinarán  por  el  orden 
<:on  que  figuran  en  las  listas  respectivas,  á 
no  ser  que  el  Presidente  del  Tribunal,  bien 
por  sí  ó  á  .instancia  de  parte,  ordene  otra 
•cosa  por  considerarla  conveniente  al  escla- 
recimiento de  los  hechos. 

Art.  403.  Los  jurados  poflrán  dirigir  á 
Jas  partes,  testigos,  peritos  y  procesados  las 
preguntas  que  estimen  conducentes  para 
«clarar  y  fijar  los  hechos. 

Caso  de  reclamación  de  alguna  de  las  par- 
tes sobre  alguna  pregunta  que  considere  im- 
pertinente, sugestiva  ó  capciosa,  resolverá 
el  Tribunal  de  derecho  sobre  su  aceptación 
ó  no.- 

Art.  404.  Caso  de  no  haberse  evacuado 
alguna  prueba  esencial  á  juicio  del  Tribunal 
y  á  solicitud  de  parte,  por  falta  de  concu- 
rrencia de  alguna  persona  ó  personas  con 
quienes  deba  practicarse,  el  Presidente  di- 
ferirá la  continuación  para  el  día  y  hora  que 
previamente  fije,  dictando  las  órdenes  co- 
rrespondientes para  la  oportuna  evacuación 
<le  las  pruebas. 

Art.  405.  Evacuadas  las  pruebas  que  hu- 
bieren sido  posibles,  se  oirán  sobre  las  que 
falten  las  reclamaciones  de  las  partes;  y  el 
Presidente  interrogará  á  los  miembros  del 
Jurado  si  con  lo  actuado  están  en  capacidad 
de  decidir.  Caso  de  negativa,  indicarán  la 
que  creyeren  necesaria  de  las  no  evacuadas; 
y  el  Presidente  dictará  todas  las  medidas 
eficaces  para  lograrlo,  difiriendo  el  acto  para 
el  día  y  hora  que  señalará. 

Art.  406.  Evacuadas  las  pruebas,  y  si  no 
hubiere  sido  posible  practicar  la  indicada 
por  el  jurado  el  día  y  hora  designados,  el 
Presidente  abrirá  los  debates. 

Usarán  de  la  palabra,  primero  el  acusador 
particular,  si  lo  hubiere,  después  la  parte 
civil  y  luego  el  Ministerio  fiscal. 


En  su  informe  se  limitarán  á  apreciar  las 
pruebas  evacuadas,  á  calificar  jurídicamen- 
te los  hechos  que  resulten  probados,  presen- 
tándolos con  entera  sencillez,  precisión  y 
claridad,  y  á  determinar  la  participación  que 
en  ellos  hubiese  tenido  cada  uno  de  los  pro- 
cesados,  así  como  las  circunstancias  eximen- 
tes, atenuantes  ó  agravantes  de  la  responsa- 
bilidad de  éstos,  cuando  las  baya. 

Hablarán  después  los  defensores  de  los 
acusados  y  los  de  los  responsables  civilmen- 
te sobre  lo  mismo  que  hubiese  sido  objeto 
de  la  acusación,  y  sobre  todos  los  hechos  y 
circunstancias  que  puedan  contribuir  á  de- 
mostrar la  irresponsabilidad  criminal  de  los 
procesados  ó  la  atenuación  de  su  delincuen- 
cia. No  se  permitirán  rectificaciones  sino  de 
hechos. 

Art.  407.  Terminados  los  informes  á  que 
se  refiere  el  articulo  anterior,  se  concederá 
la  palabra  á  los  procesados  mismos,  si  tie- 
nen que- manifestar  alguna  cosa  convenien- 
te á  su  defensa;  sin  permitirles  faltar  al  res- 
peto al  Tribunal  ni  á  las  consideraciones  de- 
bidas á  las  demás  personas. 

Art.  408.  Si  en  las  conclusiones  definiti- 
vas, que  deben  ser  presentadas  con  los  in- 
fórmeselos hechos  fuesen  calificados  unáni- 
memente por  todas  las  contrapartes  de  la 
defensa  como  hechos  no  comprendidos  en 
la  competencia  del  Jurado  y  esto  mismo  fue- 
se declarado  por  el  Tribunal  de  derecho,  se 
retirarán  en  el  acto  los  jurados,  y  el  juicio 
continuará,  sin  retroceso  ni  interrupción,  por 
los  trámites  ordinarios  ante  la  jurisdicción 
á  que  corresponda. 

CAPITULO  II 

De  las  cuestiones  y  preguntas  á  que  han  de 
responder  los  jurados. 

Art.  409.  Las  preguntas  á  que  el  Jurado 
debe  contestar  se  formularán  con  arreglo  á 
las  conclusiones  definitivas  de  la  acusación 
y  de  la  defensa. 

Cuando  las  conclusiones  de  la  acusación 
y  de  la  defensa  sean  contradictorias,  de  tal 
suerte  que  resuelta  la  una  en  sentido  afirma- 
tivo, no  pueda  menos  que  quedar  resuelta  la 
otra  en  sentido  negativo,  ó  viceversa,  se  for- 
mulará una  sola  pregunta. 

Art.  410.  El  hecho  principal  será  siem- 
pre objeto  de  la  primera  pregunta.  Pero  res 
pecto  de  é  ,  como  respecto  de  los  demás  he- 
chos sobre  que  hayan  versado  las  pruebas 
del  juicio,  podrán  hacerse  tantas  preguntas 
cuantas  fueren  necesarias  para  que  en  las 
contestaciones  de  los  jurados  haya  unidad 
de  concepto,  y  también  para  que  en  una 
misma  pregunta  no  se  acumulen  términos 
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-que  puedan  ser  contestados  afirmativamente 
unos  y  negativamente  otros,  ¡ 

Sin  perjuicio  de  la  cuestión  de  culpabili- 
dad ó  inculpabilidad  del  agente,  acerca  de 
la  cual  declararán  los  jurados  cun  entera  li- 
bertad de  conciencia,  los  hechos  conten  idus 
-en  las  preguntas  que  sean  relativos  á  ele- 
mentos morales  ó  materiales,  serán  los  re- 
ferentes: á  la  existencia  de  estos  mismos 
■elementos. del  delito  imputado;  á  la  partici- 
pación de  los  acusados,  como  autores,  cóm- 
plices ó  encubridores;  al  estado  de  consuma- 
-don,  frustramieuto  ó  proposición  á  que  llegó 
el  delito,  y  á  las  circunstancias  eximentes, 
atenuantes  ó  agravantes  que  hubieren  con- 
currido. 

Si  se  hubiese  suscitado  la  cuestión  de  con- 
siderarse cometido  el  delito  por  imprudencia 
punible,  se  formularán  las  preguntas  enca- 
minadas á  que  el  veredicto  del  Jurado  con- 
teste respecto  á  si  los  hechos  0  serie  de  he- 
chos se  ejecutaron  con  intención,  ó  con  des- 
cuido ó  negligencia  graves,  ó  con  simple 
descuido  ó  negligencia. 

Ait.  411.  Si  el  reo  fuese  mayor  de  diez 
afios  y  menor  de  quince,  se  formulará  una 
pregunta  especial  para  que  el  Jurado  resuel- 
va si  ha  obrado  ó  no  con  discernimiento. 

Con  el  mismo  ñn  se  formulará  una  pre- 
gunta especial,  cuando  el  reo  fuere  un  loco 
ó  imbécil  con  intervalos  lúcidos. 

Art.  412.  Si  fueren  dos  ó  más  los  proce- 
sados en  el  juicio,  se  formularán  también 
respecto  de  cada  uno  todas  las  preguntas  co- 
rrespondientes. 

Art.  413.  Se  formularán  las  preguntas 
que  resultaren  de  las  pruebas,  aunque  no 
hubieren  sido  comprendidas  en  las  conclu- 
siones de  la  acusación  y  de  la  defensa. 

Art.  414.  Se  prohibe  formular  preguntas 
que  tiendan  á  declarar  la  culpabilidad  del 
encausado  ó  encausados  por  un  delito  no 
comprendido  en  los  cargos  que  hubieren 
sido  objeto  del  juicio. 

También  se  prohiben  las  preguntas  Sobre 
la  responsabilidad  civil  de  los  procesados,  y 
de  otras  personas. 

Art.  415.     La  fórmula  será  la  siguiente: 

•  N.  N„  ¿es  culpable? >  (Aquí  se  Rescribirán 
con  precisión  y  claridad,  en  las  preguntas 
que  se  juzguen  necesarias,  el  hecho  ó  hechos 
que  sirvan  de  fundamento  á  las  conclusiones 
definitivas  de  la  acusación  y  de  la  defensa, 
y  en  su  caso  á  la  formulada  en  virtud  de  lo 
x|ue  permite  el  art.  410,  respecto  al  hecho 
principal,  faltas  incidentales,  participación 
de  los  acusados  y  estado  á  que  llegó  el  de- 
lito). 

t ¿En  la  ejecución  del  hecho  han  concurri- 
do?..,.* (Aquí  se  describirá  con  precisión  y 
claridad,  en  las  preguntas  que  se 'juzguen 


necesarias,  los  hechos  que  sirvan  de  funda» 
mentó  á  las  conclusiones  definitivas  de  la 
acusación  y  de  la  defensa,  y  en  su  caso  á 
las  formuladas  en  virtud  de  lo  que  permite 
el  art.  413,  por  lo  que  respecta  á  las  circuns- 
tancias de  exención  de  responsabilidad  cri- * 
mi  nal). 

Si  se  trata  de  un  menor  de  quince  años, 
ó  de  un  loco  ó  imbécil  con  intervalo  lúcido, 
la  pregunta  pera: 

¿N.  N.%  obró  con  discernimiento  al  ejecutar 
el  hecho?» 

Si  se  trata  de  imprudencia  punible  se  pre- 
guntará: 

*¿N.  N.,  obró  con  intención?*  (ó  con  descui- 
do ó  negligencia  graves,  ó  con  simple  negli- 
gencia ó  descuido?)  según  los  casos. 

*¿El  fecho  se  ha  ejecutado ?»  (Aquí  se 

describirán  en  las  preguntas  necesarias,  co- 
mo queda  indicado,  los  hechos  en  lo  que  se 
relacionan  con  las  circunstancias  atenuantes 
y  agravantes). 

Al  formular  estas  preguntas,  se  tendrá 
presente  lo  que  dispone  el  art.  410. 

Art.  416.  Las  preguntas  se  redactarán 
privadamente  por  los  Magistrados  de  dere- 
cho, sin  intervención  del  Jurado,  y  acto  con 
ti n uo  serán  leídas  públicamente. 

Si  alguna  de  las  partes  reclamare  contra 
cualquiera  de  las  preguntas  formuladas,  por 
deficiente  ó  defectuosa,  ó  indebida,  ó  bien 
por  no  haberse  formulado  alguna  que  pro 
cediese,  el  Tribunal  de  defecho  resolverá 
en  el  acto  la  reclamación,  oyendo  antes  al 
Ministerio  fiscal  y  á  los  defensores  de  las 
partes. 

Contra  esta  reclamación  no  procederá  otra 
recurso  que  el  de  casación,  si  fuere  anuncia- 
do en  el  acto  mismo. 

CAPITULO  III 

De  la  deliberación  de  los  jurados     - 
y  del  veredicto. 

Art.  417.  Acto  continuo  de  lo  que  pres- 
cribe el  artículo  anterior,  los  jurados  se  re- 
tirarán con  el  expediente  á  la  pieza  destina- 
da para  sus  deliberaciones;  y  separados  de 
'toda  comunicación  exterior,  á  puerta  cerra- 
da y  presididos  por  el  que  designe  la  mayo- 
ría, procederán  desde  luego  a  considerar 
una  a  una,  las  preguntas  formuladas,  para 
resolver  necesariamente  sobre  cada  una  de 
ellas. 

Si  alguno.de  los  jurados  tuviere  duda  so- 
bre la  inteligencia  de  cualquiera  de  las  pre- 
guntas y  no  bastaren  las  aclaraciones  que 
al  caso  le  hicieren  sus  colegas,  podrá  pedir- 
se que  el  Tribunal  de  derecho  explique  por 
escrito  lo  dudoso. 
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Art.  418.     Terminada  la  deliberación,  se  . 
procederá  á  la  votación  de  cada   pregunta, 
según  el  orden  con  que  hayan  sido  formu- 
ladas. 

La  votación  será  nominal;  y  cada  jnrado, 
'según  sn  conciencia,  responderá  á  cada  pre- 
gunta: Sí  ó  no. 

Art.  419.  £1  veredicto  será  formado  en 
conformidad  con  lo  qne  establece  el  art.  379; 
y  ninguno  de  los  jurados  podrá  abstenerse  de 
votar,  bajo  la  pena  que  establece  el  art.  181 
del  Código  penal,  que,  en  el  caso  de  insis- 
tencia, mandará  hacer  efectiva  el  Tribunal 
de  derecho,  con  el  aviso  que  le  comunicará 
el  Presidente  del  Jurado. 

La  abstención,  sin  embargo,  se  reputará 
voto  favorable  á  la  inculpabilidad,  y  si  se 
tratare  en  ella  de  hechos  relativos  á  circuns- 
tancias agravantes,  se  entenderá  por  la  ex- 
clusión de  éstas;  y  cuando  se  refiera  á  las 
atenuantes,  se  tendrán  como  acogidas  éstas. 

Art.  420.  Concluida  la  votación,  se  ex- 
tenderá un  acta  en  la  forma  siguiente,  ex- 
presándose en  sn  encabezamiento  la  proce- 
dencia del  Jurado: 

tLos  jurados  han  deliberado  sobre  las 
preguntas  que  se  han  sometido  á  su  resolu- 
ción, y  bajo  el  juramento  que  prestaron  y 
como  hombres  de  honor,  declaran  solemne- 
mente lo  que  sigue: 

A  la  pregunta 

(Aquí  las  preguntas  que  se  copiarán)  8%  ó 
no%  según  sea  lo* resuelto. > 

Y  así  todas  las  preguntas,  por  el  orden 
de  su  colocación  y  resolución. 

Art.  4a I.  El  acta  será  firmada  por  todos 
los  jurados,  sin  haceise  constar  en  ella  si  la 
resolución  se  libró  por  unanimidad  ó  por  las 
dos  terceras  partes  de  votos. 

El  que  después  de  requerido  tres  veces, 
se  negare  á  firmar,  incurrirá  en  la  multa  á 
que  se  refiere  el  art.  419. 

Art.  422.  Bajo  la  pena  qne  establece  el 
artículo  166  del  Código  penal,  se  prohibe 
severamente  á  los  jurados  'la  revelación  de 
su  propia  votación  y  Ja  de  los  demás  del 
cuerpo. 

Art.  423.  Escrita  y  firmada  el  acta,  vol- 
verán los  jurados  á  la  Sala  del  Tribunal,  en 
donde  constituidos  de  nuevo  con  los  Magis- 
trados de  derecho,  se  publicará  el  veredicto 
que  contiene. 

Art  424.  Los  dos  jurados  suplementa- 
rios permanecerán  con  los  Magistrados  del 
Tribunal  de  derecho  por  si  ocurriere  algún 
incidente  que  exija  la  sustitución  de  cual- 
quiera de  los  jurados  principales.  Pero  no 
podrán  retirarse,  á  pesar  de  la  publicación 
del  veredicto,  por  si  más  tarde  sobreviniere 
acuella  necesidad. 


CAPITULO  IV 
Del  juicio  de  derecho. 

Art.  425.  En  la  audiencia  inmediatamen- 
te siguiente  á  la  de  la  publicación  del  vere- 
dicto, se  oirán  los  alegatos  que  quieran  ha- 
cer el  Ministerio  fiscal,  los  representantes» 
de  las  partes  civiles,  del  acusador  y  loa  de- 
fensores del  reo  ó  reos,  así  sobre  la  pena 
que  haya  de  imponerse  á  cada  uno  de  loa 
culpables  como  sobre  la  responsabilidad  ci- 
vil; y  una  vez  terminados  dichos  informes, 
se  procederá  á  dictar  sentencia  por  loa  Ma- 
gistrados de  derecho,  quienes  para  el  efecto 
deliberarán  privadamente  sin  interrupción 
alguna. 

Los  informantes  se  limitarán  á  tratar  las 
cuestiones  legales,  ajustándose  necesaria- 
mente á  los  hechos  establecidos  por  el  Jora- 
do,  sobre  los  cuales  no  se  admitirá  dis- 
ensión. 

Art.  426.  Las  sentencias  se  acordarán 
por  mayoría  de  votos,  y  en  ellas  se  transcri- 
birán las  preguntas  y  respuestas  del  vere- 
dicto, en  vez  de  la  narración  y  calificación 
de  hechos  probados. 

Por  lo  demás,  les  serán  aplicables  las  dis- 
posiciones generales  del  capitujo  1.°,  t íta- 
lo 6.<\  libro  2.°,  del  presente  Código,  en 
.cuanto  no  se  opongan  á  las  especiales  de 
este  libro  6.° 

Art.  427.  Formulada  la  sentencia  qne 
proceda  en  vista  de  las  declaraciones  del 
veredicto,  se  hará  publicación  de  ella  por  el 
Secretario,  en  el  mismo  acto. 

Si  la  sentencia  fuere  absolutoria,  los  reo» 
serán  puestos  en  libertad  sin  demora  al- 
guna. 

Art.  428.  Ni  los  jurados  ni  los  Magis- 
trados del  Tribunal  podrán  abstenerse  de 
librar  veredicto  y  sentencia,  aun  cuando 
las  declaraciones  de  aquél  se  refieran  á  de- 
litos que  no  fuesen  de  la  competencia  del 
Jurado. 

CAPITULO  V 
Disposiciones  comunes. 

Art.  429.  Abierto  el  juicio  por  jurados, 
continuará  durante*  sesiones  consecutivas 
hasta  su  terminación,  salvo  los  inconve- 
nientes inherentes  á  la  evacuación  de  prue- 
bas y  sustanciación  de  incidencias,  que 
necesariamente  determinen  la  suspensión 
temporal,  y  los  de  fuerza  mayor  que  la  im- 
pongan. 

Art.  430.  En  la  evacuación  de  las  prue- 
bas, admisión  de  ellas,  promoción,  sustan- 
ciación y  decisión  de  articulaciones  que 
ocurran  durante  el  procedimiento  por  ju- 
rado, se  observarán  las  disposiciones  que  en» 
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-esas  materias  rigen  para  el  enjuiciamiento 
escrito  en  cuanto  sea  posible,  sin  olvidar 
en  ningún  caso  que  el  debate  debe  ser 
oral  y  que  toda  resolución  sobre  puntos 
de  derecho  corresponde  siempre  al  Tribunal 
de  derecho. 

Art.  431.  Las  sesiones  del  Jurado  serán 
públicas;  salvo  las  que  por  causa  del  hecho 
ó  hechos  que  se  debaten  exijan  reserva  pa- 
ra no  lastimar  la  decencia  y  moralidad  pú- 
blicas. 

Se  abrirán  diariamente  á  la  hora  fijada 
por  el  Presídeme  en  la  audiencia  anterior, 
y,  sin  perjuicio  de  prorrogarlas  si  fuere  ne- 
cesario, durarán  el  tiempo  que  sea  suficiente 
para  el  despacho  de  las  diligencias. 

Art.  432.  El  Presidente  del  Tribunal  y 
el  Jurado  mismo  tendrán  todas  las  facul- 
tades necesarias  para  hacerse  respetar  y 
mantener  el  orden 'en  las  sesiones  y  en  los 
debates,  y  con  tal  fin  podrán  imponer  muí 
tas  disciplinarias  de  26  á  250  bolívares  ó 
arrestos  equivalentes,  á  los  infractores;  sin 
perjuicio  de  disponer  el  enjuiciamiento  cri- 
minal á  que  haya  lugar  en  ciertos  casos, 
y  sin  perjuicio  también  de  ordenar  que  se 
despeje  el  local,  si  así  lo  exigieren  las  cir- 
cunstancias. 

Art.  433.  El  Presidente  del  Jurado  po- 
drá acordar  la  suspensión  del  juicio  cuando 
por  haberse  perturbado  el  orden  público 
en  todo  ó  en  parte  de  la  circunscripción 
judicial,  se  haga  necesaria  aquella  provi- 
dencia para  asegurar  la  recta,  independien- 
te y  desembarazada  administración  de  jus- 
ticia. 

Restablecido  el  orden,  el  Tribunal  dictará 
las  medidas  conducentes  de  oficio  á  instan- 
cia de  parte,  para  que  sin  pérdida  de  tiempo 
funcione  el  Jurado  de  la  «ausa. 

Art.  434.  Todo  lo  que  ocurra  en  el  juicio 
por  jurados  se  hará  constar  en  el  expedien- 
te por  medio  de  actas;  salvo  las  excepciones 
que  establece  el  art.  421. 

TITULO  III 

DB  LOS  RECURSOS  ULTKRIORKS  SOBRB 
KL  VKRKD1CTO 

CAPITULO  PRIMERO 
De  la  revisión. 

Art.  435.  El  veredicto  de  inculpabilidad 
se  considera  por  la  ley  como  hecho  consu- 
mado y  absoluto,  respecto  del  enjuiciado  á 
-quien  favorezca. 

Art.  436.  El  veredicto  podrá  devolverse 
.al  Jurado  para  que  lo  revea: 

1.°  Cuando  deje  de  contestar  categórica- 
mente algunas  preguntas. 

2.°    Cuando  haya  contradicción  en  las 


contestaciones  ó  no  exista  en  ellas  la  nece- 
saria congruencia. 

3.°  Cuando  contenga  alguna  declaración 
ó  resolución  que  exceda  los  límites  de  la 
contestación  categórica  á  las  preguntas  for- 
muladas y  sometidas  ai  Jurado. 

4.°  Cuando  manifiestamente  se  hubieren 
infringido  las  reglas  de  la  votación,  estable- 
cimiento y  publicación  del  veredicto,  de 
modo  que  por  ello  se  haga  imposible  la  con- 
tinuación y  fallo  del  juicio  de  derecho. 
"  La  devolución  del  veredicto  podrá  hacerse 
en  la  misma  audiencia  de  su  publicación  ó 
en  la  siguiente,  bien  sea  de'  oficio,  bien  á 
solicitud  del  Ministerio  fiscal,  de  la  parle 
acusadora  ó  de  los  defensores  de  los  proce- 
sados. 

El  que  solicite  la  revisión  expondrá  y  ra- 
zonará brevemente  su  pretensión,  y  sin  per- 
mitir sobre  ella  debate  alguno,  el  Tribunal 
de  derecho  acordará  lo  que  sea  procedente. 

Contra  esta  determinación  no  hay  más  re- 
curso que  el  de  casación,  siempre  que  se  in- 
terponga anunciándolo  en  el  mismo  acto,  y 
cuando  aquélla  sea  negativa  de  la  solicitud. 

Art.  437.  Devuelto  el  veredicto,  el  Jura- 
do procederá,  bajo  las  reglas  prescritas  para 
su  deliberación  y  votación,  á  resolver  cada 
uno  de  los  puntos  que  Sé  le  indiquen  en  con- 
formidad con  el  artículo  anterior. 

Bajo,  ningún  pretexto  podrá  el  Jurado  de- 
jar de  resolver  dichos  puntos,  so  pena  de 
quedar  i n curso  cada  uno  de  sus  miembros 
en  la  responsabilidad  que  establece  el  ar- 
tículo 181  del  Código  penal. 

Art.  438.  Si  á  pesar  de  lo  que  dispone  el 
artículo  precedente,  el  veredicto  adoleciere 
de  alguno  de  los  defectos  que  motivaron  la 
.revisión  á  que  se  rerjere  el  art.  436,  el  Tri- 
bunal de  derecho  acordará  someter  la  cansa 
á  un  nuevo  Jurado. 

Art.  439.  Acordado  un  nuevo  Jurado>ara 
el  conocimiento  de  una  cansa  en  el  caso  del 
artículo  436,  no  se  procederá  al  juicio  de 
derecho, 

Art.  440.  Una  vez  abierto  el  juicio  de  de- 
recho, no  se  hacen  lugar  contra  el  veredicto, 
ni  de  oficio  ni  á  instancia  de  parte,  los  re- 
cursos de  que  habla  el,  presente  capítulo. 

Art.  441.  Cuando  la  causa  haya  de  en- 
viarse á  nuevo  Jurado,  el  juicio  se  reprodu- 
cirá ante  éste  con  los  mismos  trámites  y  so- 
lemnidades que  establece  el   presente  Übro. 

Contra  el  veredicto  del  segundo  Jurado  no 
procederá  el  recurso  de  revisión. 

CAPITULO  II 

Recurso  de  casación. 

Art.  442.     El   recurso*  de  casación  contra  - 
las  sentencias  del  Tribunal  de  derecho  en 
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el  juicio  por  jurados  podrá  interponerse 
por  quebrantamiento  de  forma  ó  por  infrac- 
ción de  ley;  pero  para  qne  sea  admisible  por 
lo  primero,  es  necesario  que  se  haya  cumpli- 
do lo,  que  dispone  e!  art.  368  y  que  et  recurso 
se  anuncie  eñ  conformidad  con  lo  que  esta- 
blece el  art.  361. 

Art.  443.  Podrán  interponer  el  recurso 
de  casación  contra  las  sentencias  del  Tribu- 
nal del  Jurado,  las  personas  mencionadasjen 
et  art.  360;  y  para  todos  los  efectos  de  re- 
solverlo definitivamente  se  estará  á  lo  que 
dispone  el  capítulo  2.°,  título  2.°,  libro  cuar- 
to del  presente  Código,  en  cnanto  no  resulte 
modificado  por  este  libro  quinto. . 

Art.  444.  El  recurso  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma  procede  contra  las 
sentencias  libradas  por  el  Tribunal  de  dere- 
cho en  los  casos  previstos  en  el  artículo  356, 
excepto  el  caso  8.°;  y  también  procederá: 

l.°  Cuando  en  la  sentencia  no  se  haya 
transcrito  el  veredicto  en  la  forma  que  pre- 
viene el  artículo  426. 

2.°  Cuando  el  recurrente  haya  anunciado 
el  recurso  por  los  motivos  á  que  se  contraen 
los  artículos  416  y  436. 

Las  disposiciones  contenidas  en  los  núme- 
ros 6.o  y  7^'  del  art.  366  son  también  aplica- 
bles á  los  jurados. 

Art.  446.  Hay  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley  contra  las  senten- 
cias del  Tribunal  de  derecho  en  los  casos 
previstos  en  el  art.  355,  con  excepción  del 
número  4.° 

Art.  446.  En  la  admisión  del  recurso  de 
capación  contra  las  sentencias  del  Tribunal 
de  derecho  obran  de  lleno  las  disposiciones 
del  art.  857. 

Art.  447.  Cuando  por  haberse  casado 
nmi  sentencia  tuviere  que  reunirse  nueva- 
mente el  Jurado,  se  convocará  á  los  mismos 
jurados  que  habían  intervenido  en  la  causa, 
sin  necesidad  de  nuevo  sorteo. 

Si  por  cualquier  motivo  legítimo  fuese  im- 
posible de  la  manera  dicha  la  reunión  de  los 
jurados,  se  celebrará  nuevo  juicio,  con  arre- 
glo á  las  prescripciones  de  este  libro. 

TITULO  IV 

DE    LAS    LISTAS    DB    LOS  JURADOS 

CAPITULO  PRIMERO 
Modo  de  formar  las  listas  de  jurados. 

Art.  448.  En  cada  circunscripción  ó  dis- 
trito judicial  de  primera  instancia,  los  Con- 
cejos municipales,  comprendidos  dentro  de 
ella,  formarán  en  los  primeros  diez  días  de 
Enero  de  cada  afio  lista  de  todos  los  vecinos 
que  reúnan  las  condiciones  requeridas  por 
este  libro  para  ser  jurado;  inscribiendo  en 


ella  los  nuevos  vecinos  que  vayan  adqui- 
riendo tales  condiciones  y  excluyendo  á  los 
que  dejen  de  tenerla  por  cualquiera  cansa- 
Las  listas  dichas  serán  remitidas  oportu- 
namente á  la  Corte  superior  del  Estado  ó  del 
Distrito  federal,  quien  las  reunirá  en  una 
sola  y  escogerá  en  cada  afio  una  tercera  par- 
te de  ella,  la  cual  remitirá  á  los  respectivo* 
Jueces  de  primera  instancia  que  han  de  pre- 
sidir los  jurados. 

Caso  de  ser  varios  los  Tribunales  de  pri- 
mera instancia,  la  Corte  ruidará  de  que  la 
lista  que  pase  á  cada  uno  de  ellos  compren- 
da sólo  vecinos  de  la  respectiva  circunscrip- 
ción judicial. 

También  cuidará  de  que  no  figuren  en  la 
lista  anual  respectiva,  personas  que  hayan 
hecho  ya  parte  de  la  del  afio  anterior. 

Y  en  todo  caso,  se  expresará  en  la  lista 
por  grupos  el  vecindario  á  que  correspon- 
dan las  personas  incluidas  en  ella. 

Art.  449.  La  lista  formada  por  el  respec- 
tivo Concejo  municipal  se  hará  pnblii-ar  por 
la  prensa  y  se  expondrá  al  público,  pur  el 
término  de  diez  días,  p'ara  que  durante  ellos 
puedan  los  vecinos  reclamar,  de  palabra  o 
por  escrito,  no  sólo  por  las  inclusiones  sino 
también  por  las  exclusiones  que  estimen 
procedentes,  sobre  lo  cual  resolverá  el 
Concejo. 

Art.  450.  Si  alguno  de  los  Concejos  mu- 
nicipales dejare  de  formar  su  corresponden 
te  lista  en  el  lapso  fijado,  se  impondrá  á 
cada  uno  de  los  miembros  que  hubiere  fal- 
tado á  la  respectiva  sesión  para  la  forma- 
ción de  aquélla,  una  multa  de  400  á  1  000 
bolívares,  y  caso  de  no  ser  pagada  dentro 
de  tercero  día  después  de  intimada,  se  con- 
vertirá en  arresto  proporcional;  todo  sin 
perjuicio  de  que  'á  la  mayor  brevedad  se 
forme  la  lista. 

Tanto  la  multa  como  el  arresto  serán  íh» 
«puestos  por  la  Corte  superior  de  la  jurisdic- 
ción respectiva;  sin  perjuicio  de  que  la  Cor- 
te de  casación  ejerza  *us  funciones  discipli- 
narias, así  respecto  de  aquella  Corte,  (romo 
de  los  demás  que  hubieren  ocasionado  la 
falta. 

CAPITULO  II 

Antecedentes  para  la  formación  del  Jurado. 

Art.  451.  Llegada  la  oportunidad  de  que 
trata  el  art.  396,  el  Tribunal  de  primera  ins- 
tancia, teniendo  en  cuenta  la  especificación 
vecinal  de  la  lista  de  jurados  y  el  territorio 
en  que  se  hubiere  cometido  el  hecho  encau- 
sado, dispondrá  que  la  mención  que  se  hflgfl 
de  ellos  principie  por  los  que  estén  domici- 
liados en  las  poblaciones  más  cercanas  a¡ 
lugar  en  que  se  consumó  aquel  hecho,  á  fio 
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de  qne  el  Jurado  que  intervenga  en  el  juicio 
Be  componga,  en  cuanto  sea  posible,  de  los 
jurados  más  conocedores  de  la  comarca,  sus 
hombres  y  circunstancias.  , 

Art.  452.  Si  ocurriese  el  caso  de  que  para 
formarse  la  lista  del  sorteo  de  jurados,  se- 
gún lo  que  prescriben  los  dos  últimos  párra- 
fos del  art.  896,  no  fuere  suficiente  el  núme- 
ro de  todos  los  que  comprende  la  lista  de  la 
circunscripción,  los  tres  miembros  del  Tri- 
bunal, obrando  por  mayoría  de  votos,  harán 
en  el  mismo  acto  la  elección  de  jurados  ve- 
cinos de  la  localidad  para  completar  el  nú 
mero  requerido  de  los  aceptados  y  no  recu- 
sados que  sean  necesarios. 

Art.  453.  De  la  manera  prevenida  en  el 
artículo  anterior,  se  procederá  siempre  que 
para  el  sorteo  ó  elección  de  los  jurados  que 
hayan  de  intervenir  en  una  causa  se  hubie- 
re agotado  el  número  de  los  que  componen 
la  lista  de  una  circunscripción  judicial. 

Art.  464.  Mientras  no  se  renueve  una 
lista  de  jurados,  según  las  reglas  fijadas 
para  su  formación,  la  que  existe  será  hábil 
para  el  sorteo. 

Art.  455.  Si  al  tiempo  de  practicarse  las 
citaciones  de  los  jurados  electos  resultare 
que  ha  fallecido  ó  desaparecido  alguno,  ó 
que  se  halla  físicamente  impedido  de  con- 
currir á  la  convocatoria,  ó  que  está  ausente, 
sin  que  se  espere  bu  inmediato  y  oportuno 
regreso,  con  la  prueba  legal  bastante  se 
hará  constar  el  motivo  de  la  falta  por  la  Au- 
toridad encargada  de  la  notificación  y  se  re- 
mitirá el  resultado  al  Tribunal  de  primera 
instancia,  á  fin  de  que  se  llene  la  vacante 
ocurrida,  en  audiencia  pública,  á  que  concu- 
rrirán las  personas  interesadas  en  el  juicio. 

Art.  466.  La  senaria  de  Abogados. á  que 
se  refiere  el.  art.  395,  será  formada  por  la 
respectiva  Corte  superior  en  los  primeros 
quince  días  del  mes  de  Enero  de  cada  afio, 
de  Abogados  vecinos  de  la  circunscripción 
y,  en  defecto  de  ellos,  de  los  que  se  hallen 
domiciliados  en  las  circunscripciones  judi- 
ciales más  cercanas. 

A  falta  de  Abogados,  la  Corte  colocará 
Procuradores  titulados  en  la  senaria;  y  en 
defecto  de  éstos,  á  individuos  de  notoria 
honradez  y  aptitud. 

Cuando  se  agote  una  senaria  se  pedirá 
otra  á  la  Corte  superior. 

Art.  457.  Tanto  el  cargo  de  jurado  como 
el  de  asociado  será  gratuito;  pero  respecto 
de  los  que  no  habiten  en  el  lugar  donde  ha- 
yan de  ejercer  sus  funciones  se  costeará  su 
traslación  por  las  rentas  del  Estado  ó  del 
Distrito  federal,  á  cuyo  efecto  el  Presidente 
del  Tribunal  librará  las  órdenes  correspon- 
dientes. 


TITULO  FINAL 

Art.  458.  La  jurisdicción  disciplinaria, 
en  lo  que  se  refiere  al  presente  Código,  será 
ejercida  conforme  á  las  reglas  que*  sobre  la 
materia  establece  el  Código  de  Procedi- 
miento civil. 

Art.  459.  Los  Juzgados  y  Tribunales  que 
intervienen  en  los  juicios  de  acción  penal, 
vacarán  en  los  días  y  épocas  que  señala  el 
Código  de  Procedimiento  civil,  sin  perjuicio 
de  lo  que  dispone  el  arL  12  del  presente 
Código. 

Durante  los  períodos  de  vacación,  serán 
sustituidos  los  empleados  judiciales,  sin 
pérdida  da  sus  dotaciones  legales,  de  la  ma- 
nera que  establece  el  Código  de  Procedi- 
miento civil. 

Art.  460.  El  derecho  á  la  vacación  es  re- 
nunciable;  y  así  se  hará  conocer  á  la  Auto- 
ridad superior. 

DISPOSICIONES   FINAI.EH 

Art.  461.  Él  presente  Código  principiará 
á  regir  el  día  20  de  Febrero  del  afio  de  1893, 
y  desde  esa  fecha  queda  derogado  el  de  Pro- 
cedimiento criminal  expedido  el  14  de  Ene- 
ro de  1884. 

Art  462.  Para  los  efectos  del  artículo 
anterior,  los  Concejos  municipales  y  las 
Cortes  superiores  de  los  Estados  y  del  Dis- 
trito federal  formarán  y  pasarán  por  esta 
vez  las  listas  de  jurados  que  les  están  enco- 
mendadas en  el  mes  precedente  á  la  vigen- 
cia de  este  Código. 

Art.  463.  Un  ejemplar  de  la  edición  ofi- 
cial de  este  Código,  firmado  por  el  Presiden- 
te de  la  República,  refrendado  por  el  Minis- 
tro de  Relaciones  interiores  y  sellado  Con  el 
gran  Sello  nacional,  servirá  de  original  y 
será  depositado  y  custodiado  en  el  archivo 
del  Ejecutivo  nacional. 

Dado  en  el  Palacio  Legislativo  Federal,  en 
Caracas,  á  4  de  Mayo  de  1897.-86.°  de  la 
Independencia  y  39.°  de  la  Federación.  — El 
Presidente  de  la  Cámara  del  Senado,  P.  Fe- 
bres  Cordero.— El  Presidente  de  la  Cámara 
de  Diputados,  José  M.  üivas. — El  Secretario 
de  la  Cámara  del  Senado,  Francisco  Pitnen- 
tel.— El  Secretario  de  la  Cámara  de  Diputar- 
dos,  M.  Caballero. 

Palacio  Federal,  en  Caracas,  á  14  de  Mayo 
de  1897.—  Afio  86.°  de  la  Independencia  y 
39.°  de  la  Federación. — Ejecútese  y  cuídese 
de  su  ejecución.— JoaquIn  CaBaro.— Refren- 
dado.—El  Ministro  interino  de  Relaciones 
interiores,  Víctor  Antonio  Zerpa. 
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CÓDIGO  DE  HACIENDA. -Reforma  de 

la  ley  22.a  del  mismo,  introducida  por  la  de 
20  de  Mayo  de  1897. 

Nota.  *  Como  ley  parcial  y  que  carece  de 
interés  general,  no  la  reproducimos.  La  pu- 
blicaremos completa  en  el  tomo  de  Leyes  y 
Códigos  de  este  país. 

Concesión  de  grados  y  ascensos  milita- 
res. -  Ley  de  26  de  Mayo  de  1897. 

Artículo  l.o  Para  conferir  grados  y  as- 
censos militares  y  conceder  los  de  Coman- 
dante inclusive  en  adelante,  las  Cámaras  se 
reunirán  en  Congreso)  á  excitación  de  la 
que  hubiere  prevenido  en  el  conocimiento 
del  asunto. 

Art.  2.°  Para  conferir  los  grados  y  ascen- 
sos á  que  se  refieren  el  artículo  anterior  y  el 
inciso  27  del  art.  44  de  la  Constitución,  son 
necesarios  los  requisitos  siguientes: 

1.°  Que  los  proponga  el  Ejecutivo  na- 
cional. 

2.°  Que  el  militar  de  cuyo  ascenso  se  tra- 
te, haya  cumplido  cuatro  afíos  de  servicios 
activos  y  no  interrumpidos  en  el  grado  an- 
terior. 

3.o  Que  los  servicios  de  que  habla  el  re- 
quisito anterior,  consten  e»  la  «Hoja  de  ser- 
vicios» del  interesado. 

4.°  Que  en  dicha  «Hoja»  no  haya  notas 
contra  la  conducta  militar  y  moralidad  del 
interesado 

Art.  3.°  Con  vista  del  expediente  respec- 
tivo creado  con  los  documentos  que  previe- 
ne el  artículo  precedente,  el  Congreso  resol 
verá  por  las  dos  terceras  partes  de  los  votos 
presentes,  si  niega  ó  concede  el  ascenso  y 
grado  de  que  se  trate. 

Art.  4.°  Los  ascensos  militares  de  que 
habla  la  presente  ley  pueden  concederse  por 
algunas  de  las  acciones  de  guerra  calificadas 
de  distinguidas  en  el  Código  militar;  en  cu- 
yo caso  no  se  requieren  los  cuatro  años  de 
servicios  prevenidos  en  erinciso  2.°  del  ar- 
ticulo 2.° 

Art.  6.°  Conferidos  el  ascenso  y  grado 
propuestos,  el  Congreso  pasará  el  expedien- 
te al  Ejecutivo  nacional,  para  que  el  Presi- 
dente-de la  República  expida  al  agraciado  el 
Despacho  correspondiente,  que  será  refren- 
dado por  el  Ministro  de  Guerra  y  Marina  y 
registrado  conforme  á  la  ley. 

Reglamento  internacional  para  evitar 
los  abordajes  en  el  mar,  aprobado  por  ley 
de  26  de  Mayo  de  1897. 

Nota.  Su  texto  puede  consultarse  en  las 
páginas  108  y  siguientes  del  tomo  XX  del 


Repertorio  ó  Anuario  de  Legislación  españo- 
la, correspondiente  á  1397  (1). 

Reglamento  para  las  Uulrersidades  de 
la  República  (2),  aprobado  pof  Decreto  de  7 
de  Diciembre  de  1897. 

CAPITULO  PRIMERO 
De  la  formación  de  las  Universidades. 

Artículo  1  .o  Las  Universidades  de  Ve- 
nezuela se  componen  de  las  seis  Facultades 
determinadas  en  el  art.  139  del  Código  de 
Instrucción, pública  (3),  á  saber:  De  Ciencias 
eclesiásticas,  de  Ciencias  políticas,  de  Cien- 
cias médicas,  de  Ciencias  exactas,  de  Filo- 
sofía y  Letras  y  de  Farmacia. 

Oficialmente  será  representada  por  el  Rec- 
tor; y  jurídicamente  por  los  Consejos  de  las 
Facultades  presididos  por  el  Rector. 

Art^  2.°  Se  rigen  las  Universidades  por 
el  Código  de  Instrucción  pública,  fecha  3  de 
Junio  de  1897,  y  por  las  prescripciones  de 
este  Reglamento;  y  tendrán  los  funcionarios 
y  empleados  siguientes:  Un  Rector,  un  Vi- 
cerrector, los  Profesores,  un  Secretario,  un 
Subsecretario  Archivero,  un  adjunto  á  la  Se- 
cretaría, Preparadores,  Bedeles,  sirvientes  y 
los  demás  que  sean  necesarios  y  nombre  el 
Gobierno  y  el  Rector. 

CAPITULO  II 
De  las  Facultades. 

Art.  3."  Cada  Facultad,  por  medio  de  su 
Consejo,  ejercerá  las  atribuciones  siguientes: 

1.a  Promover  por  todos  los  medios  posi- 
bles el  desarrollo  y  adelanto  de.su  respecti- 
va Ciencia. 

2.a  Estudiar  las  obras  didácticas  que  le 
someta  el  Gobierno  nacional  ó  de  algún  Es- 
tado, y  dar  su  informe  sobre  si  pueden  ó  no 
ser  adoptadas  como  textos  para  la  ense- 
ñanza. 

3.a  Vigilar  por  medio  de  comisionados 
el  estado  de  la  enseftanza  en  cada  una  de 
sus  Cátedras,  y  dar  cuenta  al  Rector  de  la 
Universidad  de  los  defectos  ó  faltas  que  se 
notaren  en  ella. 

4.a  Nombrar,  en  caso  de  necesidad,  exa- 
minadores supernumerarios. 

5.a  Llenar  todas  las  vacantes  que  ocu- 
rran en  sus  funcionarios  y  examinadores. 


(1)  Publicado  por  la  Revista  dé   Us  Tribunales 
y  dé  Legislación  universal. 

(2)  Inserto  anteriormente. 

(8)     Dictado  en  cumplimiento  de  lo  dispuesto 
en  el  art.  321  de  dicho  Código. 
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6>  Remitir  al  Rector,  cada  vez  que  éste 
lo  erija,  una*  terna  de  miembros  que  sean 
aptos  é  idóneos  para  el  profesorado  de  cada 
Cátedra. 

7.a  Reunirse  por  lo  menos  una  vez  al 
mes,  y  también  el  16  de  Julio  de  cada  año, 
para  organizar  los  exámenes  anuales  con- 
forme  al  art.  30  de  este  Reglamento. 

8>  Consignar  en  su  Reglamento  particu- 
itr  el  Programa  de  los  estudios  de*sus  res- 
pectivas ciencias  y  reglamentar  las  Cátedras 
conespondientes. 

9.*  Asistir  á  las  festividades  de  la  Uní 
versidad,  y  especialmente  á  los  exámenes  y 
grados  de  los  cursantes  de  su  ciencia. 

10.  Remitir  al  fin  de  la  primera  quince 
na  de  Julio  y  en  la  segunda  de  Diciembre, 
al  Rector  de  la  Universidad,  un  cuadro  de- 
mostrativo del  movimiento  escolar  de  sus 
Cátedras,  á  los  efectos  del  art.  4.°  inciso  8.o 
de  este  Reglamento. 

11.a  Formular  su  Reglamento  particular, 
remitiendo  copia  cada  vez  que  sea  reforma- 
do, al  Rector  de  la  Universidad. 

12.a  Ejercer  y  cumplir  las  demás  atribu- 
ciones y  deberes  que  les  señale  la  ley,  este 
Reglamento  y  el  suyo  particular. 

CAPITULO  III 

De  los  funcionarios  y  empleados  de  las  unir 
versidades. 

Art.  4.o  Son  atribuciones  del  Rector, 
además  de  las  señaladas  en  el  Código  de 
Instrucción  pública: 

1.a  Presidir  los  actos  del  Instituto,  cuan- 
do no  esté  expresamente  cometido  por  la  ley 
este  encargo  á  otra  autoridad. 

2.»  Hacer  que  los  demás  funcionarios  y 
empleados  cumplan  los  deberes  que,  les  se- 
ñala el  Código  de  Instrucción  pública  y  este 
Reglamento,  proponiendo  al  Ejecutivo  fede- 
ral la  remoción  de  loa  que  no  los  cumplieren 
á  pesar  de  sus  exhortaciones. 

3>  Cumplir  y  hacer  cumplir  las  dispo- 
siciones legales  que  le  comunique  el  Minis- 
terio de  Instrucción  pública. 

4.a  Visitar  con  frecuencia  las  clases  para 
cerciorarse  de  que  los  Profesores  llenan  cum- 
plidamente sus  deberes. 

5.a  Conceder  licencia  hasta  por  treinta 
días  á  los  Profesores,  siempre  que  sea  por 
motivo  de  enfermedad  ó  por  otros  de  igual 
importancia;  y  nombrar  los  interinos  corres- 
pondientes de  acuerdo  con  él  Profesor  en 
propiedad. 

6.*  Conceder  igual  licencia,  por  motivos 
idénticos,  á  los  demás  funcionarios  y  em- 
pleados, nombrando  libremente  los  interinos 
correspondientes.  Edtas  licencias,   así  como 


las  de  los  Profesores,  no  podrá  concederlas 
por  más  de  tres  veces  en  un  año  á  un  mis- 
mo funcionario  ó  empleado,  y  las  comunica- 
rá al  Ejecutivo  federal,  lo  mismo  que  los 
nombramientos  de  interinos.  Agotadas  las 
licencias  que  pueda  conceder  el  Rector  se- 
gún el  presente  artículo,  sólo  el  Ministro  de 
Instrucción  pública  podrá  concederlas  por 
mayor  tiempo  á  petición  del  interesado  por 
órgano  del  Rector. 

7.a  Q  ni  dar  de  que  las  Facultades  desem- 
peñen debidamente  las  funciones  que  les 
están  encomendadas. 

8.»  Remitir  al  Ministerio  de  Instrucción 
pública,  terminados  los  exámenes  anuales  y 
en  la  segunda  quincena  de  Diciembre,  un 
cuadro  expresivo  del  movimiento  escolar  de 
ha  Universidad  en  el  semestre  precedente, 
cuadro  que  ha  de  contener,  respecto  de  los 
alumnos,  los  datos  siguientes:  nombre,  edad, 
fecha  de  entrada,  clases  que  cursan,  faltas 
de  asistencia  al  Plantel,  conducta  escolar  y 
fecha  d£  salida. 

9.a  Decretar  y  hacer  ejecutar  la  expul- 
sión de  los  alumnos  que  den  lugar  á  ello, 
conforme  al  art.  163  del  Código  de  Instruc- 
ción pública;  y  proponer  la  expulsión  al 
Ministro  del  ramo  en  los  casos  2.°  y  3.°  del 
mismo  artículo. 

10.»  Formar  anualmente  el  horario  gene- 
ral de  clases  del  Instituto,  de  modo  que  no 
coincidan  las  clases  á  que  hayan  de  asistir 
los  mismos  cursantes. 

1 1  .a  Ejercer  el  gobierno  su  perior  del  Ins- 
tituto y  la  supervigilancia  del  mismo:  en- 
tenderse con  el  Gobierno  nacional  sobre 
todo  lo  que  concierne  á  la  Universidad,  y 
ejercer  las  atribuciones  que  no  estén  confe- 
ridas á  otro  funcionario. 

Art.  54°    Son  atribuciones  del  Vicerrector: 

1.a  Ejercer  con  el  Rector  la  vigilancia 
general  del  Instituto. 

2.a  Suplir  las  faltas  de  asistencia  del 
Rector,  ejerciendo  las  atribuciones  de  és- 
te siempre  que  sea  necesario,  y  compar- 
tir con  él  la  presidencia  de  los  exámenes 
anuales. 

3.a  Llevar  un  Registro  de  grados  para 
anotar  en  extracto  los  títulos  que  se  ex- 
pidieren, al  pie  de  los  cuales  ha  de  poner 
constancia  del  folio  y  números  que  les  co- 
,  rrespondan. 

4.a  Redactar  en  latín  los  diplomas  de 
grado,  que  el  Secretario  extenderá  y  ha- 
rá firmar  por  los  funcionarios  correspon- 
dientes. 

6.*  Fiscalizar  directa  y  constantemente 
todo  lo  que  se  relacione  con  el  ramo  de  ren- 
tas en  eJ  Instituto. 

Art.  6.°  Son  atribuciones  y  deberes  de 
los  Profesores: 
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1.a  Asistir  puntualmente  cada  uno  á  su 
cátedra  á  la  hora  designada  en  el  horario 
general  de  clases,  y  por  el  tiempo  determi- 
nado en  el  Reglamento  espedial  de  la  fa- 
cultad correspondiente,  á  dar  la  enseñan- 
za respectiva,  menos  los  días  determinados 
por  la  ley. 

2.a  Pasar  lis*a  en  cada  clase  á  sus  alum- 
nos matriculados,  por  la  nómina  que  le  en- 
tregará el  Secretario  de  la  Universidad  al 
comenzar  el  año  académico:  anotar  las  fal- 
tas de  asistencia  de  cada  uno:  empeñarse 
en  el  aprovechamiento  de  ellos;  y  cuidar 
de  que  guarden  estricto  orden  durante  las 
clases. 

3.a  Sujetarse  ai  programa  de  estadios 
formulado  por  la  facultad  respectiva,  cum- 
pliéndolo en  cuanto  le  concierna  y  eligiendo 
para  este  objeto  los  textos  y  medios  más 
adecuados. 

4.a  Pasar  el  día  15  de  rada  mes,  ex- 
cepto en  los  de  vacaciones,  copia  de  la  nó- 
mina de  alumnos,  con  anotación  de  las  fal- 
tas de  asistencia  y  de  la  conducta  esco- 
lar de  cada  uno,  al  Secretario  de  la  Univer- 
sidad. 

5.a  Asistir  puntualmente  á  las  sesiones 
de)  Consejo  de  la  facultad  y  á  todos  los  ac- 
tos académicos  en  que  deban  figurar. 

Art.  7.°  Son  atribuciones  y  deberes  del 
Secreta  lio: 

1.a  Aaiatir  con  el  Rector  y  Vicerrector 
á  todos  los  actos  del  Instituto;  y  bajo  la 
dirección  de  aquéllos,  redactar  y  exten- 
der las  actas,  así  como  la  correspondencia 
oficial. 

2  a  Llevar  un  Libro  de  matriculas  de  los 
cursantes  en  que,  con  la  debida  separación 
de  asignaturas,  asentará  el  nombre  de  ca- 
da uno,  su  edad,  padres  ó  tutores,  patria, 
año  del  curso,  clase  que  vaya  á  cursar  y  la 
fecha  en  que  sean  matriculados,  extendien- 
do y  autorizando  la  certificación  correspon- 
diente de  la  matrícula  en  el  expediente  del 
interesado 

3.a  Llevar  un  libro  de  Actas  de  exáme- 
nes, y  otro  de  Actas  de  grados,  para  exten- 
der en  éste  las  actas  de  los  exámenes  de 
opción  á  grados,  y  en  aquél  las  'actas  de 
los  exámenes  anuales  ó  particulares  y  las 
de  distribución  de  premios;  y  otro  libro  pa- 
ra lo  correspondiente  á  los  demás  actos  que* 
sean  efectuados  por  el  Instituto. 

4.a  Llevar  un  c libro  copiador  de  la  co- 
rrespondendia». 

6.a     Dirigir  el    ceremonial   universitario. 

6.a  Custodiar  el  sello  de  la  Universidad 
y  snpervigilar  el  Archivo,  cuidando  de  que 
éste  sea  conservado  en  perfecto  orden,  con 
separación  de  los  documentos  que  corres- 
ponden á  cada  facultad. 


7.a  Ordenar  en  legajos  la  corresponden- 
cia recibida  y  hacer  que  se  co'n serve  en  el 
Archivo. 

8.a  Ejercer  las  demás  atribuciones  y 
deberes  que  le  señala  la  ley  y  este  Regla- 
mento. 

Art.  8.°  Son  atribuciones  del  Subsecre- 
tario Archivero; 

1."  Conservar  el  Archivo  en  perfecto 
buen  estado  y  orden,  con  separación  «le 
los  documentos  que  corresponden  á  cada 
facultad. 

2.a  Auxiliar  y  ayudar  al  Secretario  en  el 
ejercicio  de  sus  funcioues. 

3.a  Suplir  las  faltas  accidentales  del  Se- 
cretario, para  lo  cual  debe  poseer  el  título 
de  Doctor. 

Art.  9.°  •  Son  deberes  de  los  Prepara- 
dores: 

l.o  Asistir  diariamente  á  la  clase  junto 
oon  el  Profesor. 

2.°  Auxiliar  al  Profesor  respectivo  en  lo* 
trabajos  prácticos. 

3.o  Disponer  lo  necesario  para  los  mia- 
mos, conforme  á  laB  instrucciones  del  Prc  - 
fedor. 

4.°  *  Cuidar  del  Gabinete,  Laboratorio  y 
Anfiteatro  de  bu  caigo. 

Art.  10.  Los  Bedeles  son  los  agentes  ir- 
media  tos  de  las  autoridades  universitarias 
para  las  citaciones,  distribución  de  la  corres- 
pondencia, transmisión  de  órdenes,  atención 
y  servicio  en  los  actos  académicos  y  consei- 
vación  del  orden  interior  del  Instituto. 

Art.  11.  Los  sirvientes  son  para  el  aseo 
del  edificio. 

Art.  12.  A  falta  del  Vicerrector,  el  Rector 
llamará  al  más  antiguo  en  grado  de  los  Prt- 
fesores  en  ejercicio  para  suplirlo;  y  si  la  fal- 
ta fuere  por  más  de  un  mes,  dará  cuenta  ¿1 
Ministerio  del  ramo. 

Art.  13.  Para  mantener  en  actividad  una 
cátedra,  se  requiere  la  asistencia  de  tres 
alumnos  por  los  menos. 

Art.  14.  Los  profesores  de  las  Cátedras 
para  cuyo  desempeño  no  se  requiere  por 
ahora  el  título  de  Doctor,  son  entre  tanto 
miembros  del  Consejo  de  la  Facultad  res- 
pectiva, con  todos  los  derechos  y  prerroga- 
tivas de  los  titulados,  menos  el  de  figurar 
como  examinadores  en  los  grados  de  Doctor. 
Se  exceptúa  de  esta  disposición  la  Faculto  «i 
de  Filosofía  y  Letras,  mientras  no  haya  nú- 
mero suficiente  de  Doctores  en  esta  Fa- 
cultad. 

CAPITULO,  IV 
De  los  cursantes. 
Art.  15.     El  período  de  inscripción  de  los 
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cursantes,  para  matricularse,  durará  desde 
el  16  de  Septiembre  al  16  de  Octubre,  am- 
bos inclusive,  de  cada  afio,  con  prórroga  á 
juicio  del  Rector,  hasta  el  16  de  Noviembre 
inclusive,  pndiendo  finalmente  incorporarse 
an  alumno  hasta  el  16  de  Diciembre,  tam- 
bién inclusive,  siempre  que  en  los  dos  últi- 
mos rasos  rinda  los  exámenes  respectivos, 
todo  conforme  al  art.  149  del  Código  de  Ins- 
trucción pública. 

Art.  16.  Al  espirar  el  último  período  in- 
dicado (16  de  Diciembre),  se  cerrará  defini- 
tivamente la  inscripción,  estampándose  al 
pie  de  la  última  de  cada  asignatura,  en  el 
«Libro  de  Matrículas>,  una  nota  que  así  lo 
exprese,  firmada  por  el  Rector  y  el  Secreta- 
rio de  la  Universidad 

Art.  17.  Para  inscribirse  al  comenzar  un 
curso  de  Ciencias  en  la  Universidad,  el  as- 
pirante presentará  en  Secretaría  los  siguien- 
tes documentos:  1°,  su  acta  de  nacimiento 
debidamente  legalizada,  ó  en  defecto  de  este 
documento,  la  prueba  legal  supletoria,  y 
2.°,  el  diploma  legal  de  Bachiller,  expedido* 
por  una  Universidad  ó  Colegio  de  la  Repú- 
blica autorizado  para  ello. 

§  único.  El  Secretario  no  matriculará  á 
quien  no  le  entregue  antes  esos  documentos. 

Art.  18.  El  Secretario  de  la  Universidad 
formará  para  cada  solicitante,  mi  expedien- 
te cosido,  en  el  cual  han  de  figurar  los  do- 
cumentos expresados  en  el  mismo  orden  di- 
cho; y  además  agregará  las  certificaciones 
de  matrículas  que  anualmente  vaya  toman- 
do el  interesado  hasta  el  fin  del  curso,  en 
las  materias  que  lo  constituyen. 

El  diploma  de  Bachiller  podrá  devolverse 
al  cursante,  dejando  en  el  expediente  copia 
certificada  por  el  Secretario. 

Art.  J9.  Los  estudiantes  de  una  Univer- 
sidad no  pueden  cursar  en  otro  Instituto  de 
enseñanza,  durante  el  tiempo  en  qu%  asisten 
á  la  primera,  ninguna  de  las  materias  que 
necesitan  para  completar  sus  estudios,  siem- 
pre que  dichas  materias  sean  enseñadas  en. 
la  Universidad. 

Pero  si  al  incorporarse  á  ésta  hubieran  ya 
estudiado  en  otro  Instituto  hábil,  materias 
de  que  deban  y  quieran  aprovecharse  para 
formar  su  expediente  universitario,  entrega- 
rán al  Secretario  la  matrícula  de  cada  mate- 
ria y  copia  certificada  legalmente  del  acta 
del  examen  en  que  fueren  aprobados,  junto 
con  los  documentos  indispensables  para  ser 
matriculados,  que  prescribe  el  art.  18  de 
este  Reglamento,  con  los  cuales  se  coserán 
en  la  primera  parte  del  expediente 

Art.  20.  Los  cursantes  de  otro  Instituto 
hábil,  que  vinieren  á  continuar  estudios  en 
otra  Universidad,  entregarán  al  Rector,  per 
medio  del   Secretario,    la    certificación    que 


justifique  el  cambio  de  plantel,  firmada  por 
el  Rector  y  Profesores  correspondientes  de 
aquel  Instituto,  conforme  al  art.  160  del  Có- 
digo de  Instrucción  pública;  y  harán  que  su 
expediente  llegue  á  la  Secretaría,  debiendo 
llenar  en  él  los  extremos  que  falten,  según 
el  Código  de  Instrucción  pública  y  de  este 
Reglamento,  para  que  sean  admitidos. 

La  certificación  presentada  al  Rector,  con 
la  providencia  que  recaiga  al  pie,  se  agrega- 
rá al  expediente. 

Art.  21.  El  Secretario  de  la  Universidad 
no  matriculará  á  ningún  alumno  en  cuyo  ex- 
pediente no  conste  que  ha  sido  examinado 
y  aprobado  en  todas  las  materias  de  su  cur- 
so, correspondientes  á  todos  los  años  acadé- 
micos precedentes,  so  pena  de  nulidad  de  la 
matrícula  y  de  los  estudios  que  en  virtud  de 
ello  se  hicieren. 

En  ningún  caso  ni  por  ningún  motivo, 
matriculará  ni  dará  certificación  á  un  misino 
cursante,  sino  para  un  solo  año  de  estudios 
de  una  misma  ciencia. 

Art.  22.  Cada  certificación  de  matrícula 
contendrá  el  nombre  y  apellido,  edad,  lugar 
de  nacimiento,  nombre  y  apellido  de  los  pa- 
dres del  alumno,  el  año  del  curso  científico, 
la  materia  ó  materias  que  va  á  estudiar  en 
ese  año  en  la«eátedra  para  que  se  da  la  ma- 
trícula y  la  fecha  de  la  inscripción.  Al  pie 
de  esta  certificación  de  matrícula  será  es- 
tampada, al  fin  de  cada  examen,  la  certifi- 
cación que  prescribe  el  art.  24  de  esté  Re- 
glamento, firmada  por  la  Junta  examinado- 
ra completa. 

Art¿  28.  Los  expedientes  de  los  cursan- 
tes quedarán  guardados  en  la  Secretaría  de 
la  Universidad;  y  cada  vez  que  uno  ó  más 
alumnos  vayan  á  presentarse  á  examen,  el 
Secretario  entregará  el  ó  los  expedientes  res- 
pectivos al  Presidente  de  la  Junta  examina- 
dora, quien  se  los  devolverá  después  del  acto, 
con  la  certificación  de  examen  ya  firmada. en 
la  cual  se  hará  constar:  la  materia,  el  exa- 
men, su  resultado,  la  calificación  obtenida  y 
la  fecha. 

Art.  24.  En  ningún  caso  deberá  el  Secre- 
tario entregar  el  expediente  original  al  alum- 
no ni  á  ninguna  otra  persona  para  sacarlo 
fuera  de  la  Secretaría.  Cuando,  según  los  ar- 
tículos 160  y  16J  del  Código  de  Instrucción 
pública,  se  conceda  al  estudiante  matricula- 
do en  una  Universidad  el  permiso  de  pasar 
á  otro  Instituto  de  la  República,  el  Secreta- 
rio enviará  directamente  por  el  correo,  en 
pliego  certificado  á  la  Secretaría  del  otro 
Instituto,  copia  certificada  de  todo  el  expe- 
diente. 

Por  esta  copia  certificada  y  por  cualesquie- 
ra otras,  sólo  cobrará  el  Secretario  dos  bolí- 
vares por  el  primer  folio  y  un  bolívar  por  ca- 
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da  uno  de  los  folios  siguientes  de  copia  se- 
guida. 

Art.  25.  De  igual  modo,  al  cerrarse  cada 
expediente  con  la  certificación  del  último 
examen  de  nn  curso  científico,  se  conserva- 
rá en  él  archivo  de  la  Universidad. 

Art.  26.  Cerrado  el  primer  período  de  la 
inscripción  (16  de  Octubre),  el  Secretario  de 
la  Universidad  enviará  á  cada  Profesor  una 
nómina  fechada  y  firmada  por  él  de  los  ma- 
triculados en  la  clase  respectiva,  y  la  adicio- 
nará si  hubiere  lugar,  al  fin  de  eada  uno  de 
los  dos  períodos  siguientes. 

Art.  27.  Los  deberes  de  los  cursantes  de 
las  Universidades  se  limitarán  á  cumplir  y 
obedecer  estrictamente  lo  que  les  concierne 
del  Código  de  Instrucción  pública  y  de  este 
Reglamento;  obedecer  y  respetar  á  los  Pro- 
fesores, al  Rector  y  Vicerrector;  guardar  or- 
den y  compostura  en  el  Instituto  y  contraer- 
se á  sus  estudios. 

CAPITULO  V 

De  lof  exámenes. 

Art.  28.  Del  l.o  al  13  de  Julio,  los  cur 
sanies  que  se  encuentren  en  aptitud  legal  de 
rendir  examen  y  se  crean  con  conocimientos 
bastantes  en  las  materias  leídas  en  el  afío  de 
su  curso,  pasarán  personalmente  á  inscribir 
ne  en  la  Secretaría  de  la  Universidad,  donde 
<-.l  Secretario,  consultando  las  listas  que  ha 
brá  recibido  de  los  Profesores  (art.  6.a,  inci 
so  4.°),  y  que  conservará,  formando  un  lega 
jo  para  cada  cátedra,  los  inscribirá  ó  no  para 
examen,  según  el  número  de  las  faltas  y 
«•onforme  al  art.  162  del  Código  de  Instruc- 
ción pública.  Sólo  los  alumnos  así  inscritos 
podran  ser  examinados,  siempre  que  en  sus 
respectivos  expedientes  estén  llenos  todos 
los  requisitos  legales  y  reglamentarios. 

Art.  29.  El  14  de  Julio,  el  Secretario  de 
Ja  Universidad  remitirá  una  nómina  de  ios 
inscritos  para  examen  al  Secretario  de  cada 
Facultad;  y  reunidos  el  día  16  los  Consejos 
respectivos,  formarán  y  numerarán  las  Jun- 
tas examinadoras  según  las  materias  y  el 
número  de  los  alumnos  inscritos  para  exa 
men,  separando  los  estudiantes  en  grupos 
no  mayores  de  diez  y  cuidando  de  que  en 
cada  Junta  entren  por  lo  menos  dos  de  los 
examinadores  de  número. 

§  único.  El  Profesor  formará  siempre 
parte  de  las  Juntas  examinadoras  de  su 
clase. 

Art.  30.  Designados  en  la  misma  sesión 
del  Consejo  de  la  Facultad  los  grupos  de 
examinandos  por  el  orden  en  que  estén  ins 
critos,  las  Juntas  examinadoras  podrán  en- 
trar desde  el  siguiente  día,  por  turno,  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones. 


Art.  31 .  Todo  examen  se  abrirá  y  cerrará 
con  el  número  completo  de  los  miembros  de 
la  Junta  examinadora. 

Art.  32.  Antes  de  proceder  á  cualquier 
examen  (excepto  los  de  grado),  la  Junta  exa- 
minadora leerá  el  expediente  de  cada  exa- 
minando, expediente  que  le  entregará  el  Se 
cretario  de  la  Universidad  (art.  26),  y  recha 
zara  todos  aquellos  que  no  llenen  las  condi- 
ciones expresadas  en  el  Código  de  Instruc- 
ción pública  y  en  este  Reglamento,  y  no 
practicará  el  examen  correspondiente. 

Art.  33.  Cada  examinador  preguntará 
por  lo  menos  media  hora. 

Art.  34.  Las  preguntas  las  hará  cada 
examinador  en  términos  claros  y  concisos, 
y  se  limitará  luego  á  oir  las  disertaciones 
del  examinando,  pudiendo  solamente  hacer 
le  alguna  observación  lacónica  y  exigirle  se 
concrete  á  la  cuestión  propuesta. 

§  único.  El  Presidente  de  la  Junta  exa 
minadora  cuidará  del  cumplimiento  de  este 
artículo.' 

„  Art.  36.  La  votación  se  hará  secretamen 
te,  y  la  expresión  de  la  mayoría  de  votos  de 
la  Junta  examinadora  determinará  la  califi- 
cación de  cada  examinando  con  las  palabras 
bueno;  distinguido  ó  sobresaliente,  siendo  in- 
dispensable una  de  estas  calificaciones  para 
que  haya  aprobación. 

Art.  ¿6.  Los  que  no  obtengan  una  de  las 
tres  calificaciones  dichas,  quedarán  aplaza- 
dos para  nuevo  examen,  que  podrán  rendir 
conforme  á  los  artículos  169  y  164  del  Códi- 
go de  Instrucción-pública. 

Art.  37.     Los  votos  de  los  examinadores 
se  expresarán  de  la  manera  que  determine 
el  Rector,  unido  al  Vicerrector  y  á  los  Presi 
dentes  de  todas  las  Facultades,  quienes  de- 
cidirán por  mayoría. 

Art.  38.  En  ningún  caso  podrá  ser  modi- 
ficada la  «votación  ya*  hecha  respecto  aun 
examen;  y  el  resultado  de  esa  votación  de 
la  Junta  examinadora,  sea  el  examen  anual, 
colectivo,  particular  ó  de  grado,  no  se  notifi- 
cará inmediatamente  al  examinado  ó  exami- 
nados. Tanto**  éstos  como  los  terceros,  ten- 
drán derecho  á  conocer  aquel  resultado  una 
hora  después  de  terminado  el  examen,  por 
informe  que  pedirán  al  Secretario. 

Art.  39.  Los  resultados  de  los  exámenes 
parciales  de  una  misma  clase  los  reunirá  el 
Secretario  de  la  Universidad  en  un  acta  ge- 
neral en  que  cada  alumno  figurará  con  la  ca- 
lificación obtenida,  y  se  expresará  también 
quiénes  sean  favorecidos  con  el  premio  y  el 
accésit  de  la  clase,  firmada  esta  acta  por  el 
Rector,  el  Profesor  y  el  Secretario. 

§  único.  Estos  premios  consistirán  en 
diplomas  de  aprovechamiento. 

Art.  40.     Para  los  efectos  de  los  premios 
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se  entresacarán  en  nada  clase  los  nombres 
«le  los  alumnos  que  hubieren  obtenido  nota 
de  sobresaliente;  y  reunido  el  Rector  y  el 
Profesor  de  la  ciase  en  la  Secretaría  de  la 
Universidad,  decidirán  á  quiénes  de  enlre 
los  sobresalientes  corresponderá  el  premio 
y  el  accésit.  Si  no  estuvieren  de  acuerdo 
prevalecerá  el  voto  del  Profesor. 

Art.  41.  Con  el  objeto  de  estimular  el 
buen  comportamiento  entre  los  alumnos  de 
las  Universidades,  se  calificará  en  el  expe- 
diente respectivo  la  conducta  que  aquellos 
hayan  observado  durante  el  año  con  las  tres 
denominaciones:  Regular,  Buena  y  Ejem- 
plar, las  cuales  se  pondrán  en  seguida  de  la 
calificación  que  el  alumno  haya  obtenido 
por  su  aprovechamiento  en  los  estudios. 

Art.  42.  Los  exámenes  individuales  de 
materias  anuales,  en  los  casos  de  los  ar- 
u'cnlos  159  y  160  del  Código  de  Instrucción 
pública»  se  harán  ante  Juntas  de  cinco  exa- 
minadores, presididas  por  el  Rector  ó  quien 
haga  sus  veces,  preguntando  cada  examina- 
dor quince  minutos,.  Solamente  se  abonarán 
honorarios  en  el  caso  del  art.  160  citado,  y 
«1  recibo  expedido  por  el  Tesorero  de  las 
Facultades,  se  acompañará  á  la  solicitud  de 
examen. 

Art.  43.  La  entrega  de  los  diplomas  será 
hecha  el  día  de  la  apertura  de  ciases  en  acto 
público  y  solemne,  con  asistencia  del  Claus- 
tro pleno,  y  previa  invitación  de  los  Altos 
Poderes  nacionales;  todo  con  el  ñn  de  seña- 
lar el  acto  con  peculiar  magnificencia. 

Art.  44.  Durante  la  vacación  del  15  de 
Agosto  al  15  de  Septiembre  no  se  practicará 
ningún  examen. 

Art.  45.  Cada  dos  años,  al  terminar  cada 
«üirso,  el  Consejo  de  la  Facultad  respectiva 
se  constituirá  en  Jurado  para  examinar  las 
tesis  de  Doctor  prepentadaB  por  los  que  han 
sido  graduados  durante  el  bienio,  y  asignará 
un  premio,  que  consistirá  en  una  suma  no 
menor  de  mil  bolívares,  para  el  autor  de  la 
más  notable  de  entre  «lias. 

Art.  46.  El  Rector  de  la  Universidad, 
unido  al  Consejo  de  la  Facultad  respectiva, 
y  de  oficio  ó  por  denuncia  de  cualquier  ciu- 
dadano, podrá  declarar  nulo  todo  examen 
anual  ó  de  grado  en  que  no  se  hubieren  He 
nado  todos  los  requisitos  señalados  en  el 
Código  de  Instrucción  pública  y  en  este  Re 
glamento,  ó  cuando  se  hayan  hecho  valer 
documentos  falsificados,  debiendo  en  este 
último  caso  someter  á  juicio  al  culpable, 
por  ante  el  respectivo  Tribunal  del  crimen. 
La  nulidad  será  declarada  por  las  tres  cuar- 
tas partes  á  lo  menos  de  los  deliberantes,  y 
sólo  dentro  de  cinco  años  después  de  efec- 
tuado el  examen  ó  conferido  el  grado. 


CAPITULO  VI 
.  De  los  grados. 

Art.  47.  Los  aspirantes  al  grado  de  Doc- 
tor presentarán  al  Rectorado  la  solicitud  del 
caso,  en  que  ha  de  hacerse  referencia  al  ex- 
pediente que  debe  reposar  en  Secretaría, 
con  todas  las  matriculas,  certificaciones  y 
demás  documentos  necesarios,  y  en  que  se 
pida  la  admisión  al  examen  del  grado. 

La  tesis  es  de  libre  elección  del  aspirante; 
pero  debe  concretarse  á  una  cuestión  que 
ofrezca  interés  sobre  alguna  de  las  materias 
leídas  en  su  curso. 

Art.  48.  £1  Rector  agregará  aquellos  do- 
cumentos al  expediente,  y  éste,  junto  con  la 
tesis,  los  enviará  para  su  examen  á  un  jura- 
do de  tres  miembros  de  los  que  han  de  figu  • 
rar  después  en  la  Junta  del  examen  del 
grado.  El  Jurado  se  impondiá  primero  del 
expediente  y  estampará  en  él  su  informe 
sobre  si  están  ó  no  debidamente  llenos  los 
extremos  legales  y  reglamentarios;  y  si  este 
informe  fuere  favorable,  se  ocupará  el  Ju- 
rado en  examinar  la  tesis,  y  estampará  á 
continuación  de  ella  su  informe  y  opinión 
de  si  debe  ó  no  ser  admitido. 

Art.  49.  El  expediente  y  tesis  deben  ser 
devueltos  al  Rector  dentro  del  término  de 
diez  días. 

Art.  50.  De  nuevo  el  expediente  y  tesis 
en  manos  del  Rector,  si  uno  y  otro  hubie- 
ren sido  aprobados,  fijará  día  y  hora  para 
el  examen  de  grado,  de  acuerdo  con  el  as- 
pirante. Y  si  no  hubieren  sido  aprobados 
se  pasará  dé  nuevo  el  expediente  á  la  Se- 
cretaría y  se  devolverá  la  tesis  al  interesado 
para  que  escriba  otra  que  ha  de  ser  someti- 
da á  la  misma  tramitación. 

£n  caso  de  desaprobación,  el  candidato 
debe  abonar  los  derechos  de  tesis  á  cada 
nueva  Memoria  que  presente. 

Aprobada  la  tesis  se  devolverá  al  aspi- 
rante para  que  la  haga  imprimir  y  consigne 
luego  en  Secretaría  10  ejemplares,  uno  de 
los  cuales  se  agregará  al  expediente,  otro  se 
destinará  al  Archivo  de  la  Secretarí.M,  y  los 
demás  se  distribuirán  entre  el  Rector  y  la 
Junta  examinadora. 

§  único.  La  aprobación  de  la  tesis  se 
refiere  á  la  ejecución  del  trabajo  desde  el 
punto  de  vista  de  las  ideas  del  autor;  pero 
de  ninguna  manera  significa  que  el  Jurado 
se  hace  solidario  de  estas  ideas,  circuns- 
tancia que  se  hará  constar  en  la  tesis  al 
imprimirla. 

Art.  61.  El  examen  general  de  grado  se 
practicará  como  lo  ordena  el  art.  35  de  este 
Reglamento,  preguntando  cada  examinador 
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media  hora,  y  concretándose  uno  de  ellos  al 
asunto  de  la  tesis. 

Art.  52.  El  candidato  aprobado  en  el 
examen  genera),  podrá  señalar,  de  acuerdo 
con  el  Rector,  día  para  la  colación  de  su 
grado,  que  le  será  conferido  en  acto  públi- 
co y  solemne,  conforme  al  siguiente  cere- 
monial: 

Reunidos  en  el  salón  rectoral,  el  Rector, 
«1  Secretario  y  Profesores  de  la  facultad, 
con  los  Doctores  de  la  misma  ó  de  distin- 
tas facultades  que  quieran  asistir  y  el  gra- 
duando, pasarán  en  marcha  ordenada  al 
Paraninfo,  donde  ocuparán  los  puestos  que 
les  correspondan  por  su  categoría  ó  anti- 
güedad. 

La  antigüedad  se  mide  por  la  fecha  del 
grado  de  Doctor:  en  igualdad  de  fechas,  por 
la  antigüedad  del  Profesorado;  y  en  último 
caso,  por  la  edad. 

£1  Rector,  el  Secretario  y  los  Profesores, 
por  lo  menos,  llevarán  sus  correspondien- 
tes insignias,  como  se  determina  en  el  ar- 
tículo 56. 

£1  graduado  se  acercará  á  la  mesa  del 
Rector,  y  puestos  de  píe  todos  los  presen- 
tes, prestará  la  promesa  de  cumplir  la  Cons- 
titución y  Leyes  de  la  República,  las  dis- 
posiciones especiales  que  rigen  en  el  Ins- 
tituto, y  los  deberes  anexos  á  bu  nueva  pro- 
fesión. 

En  seguida  recibirá  las  insignias  corres- 
pondientes que  le  pondrá  el  Rector,  al  con- 
ferirleel  grado  en  nombre  de  la  República, 
un  representación  de  la  Universidad  y  por 
autoridad  de  la  ley. 

El  nuevo  Doctor  dará,  el  abrazo  de  con- . 
fraternidad  al  Rector,  Secretario  y  Profeso- 
res y  demás  Académicos,  y  entre  ellos  to- 
mará asiento. 

Finalmente,  subirá  á  la  tribuna,  donde 
pronunciará  un  breve  discurso  para  dar  las 
gracias  y  dedicar  su  grado. 

Art.  58.  Podrá  conferirse  el  grado  de 
Doctor  á  varios  aspirantes  en  un  mismo  ac- 
to, y  en  tales  casos  podrá  discurrir  uno  de 
cada  facultad,  á  nombre  de  sus  compa- 
ñeros. 

Art.  54.  El  graduado  podrá  solicitar  su 
diploma  en  Secretaría,  donde  le  será  entre- 
gado escrito  en  lengua  latina,  expresando 
la  fecha  del  grado,  indicando  al  pie  ios  fo- 
lios que  le  correspondan  en  el  libro  de  €  Ac- 
tas de  exámenes  de  grados»,  que  llevará  el 
-Secretario  de  la  Universidad  y  en  el  Regis- 
tro de  títulos  que  llevará  el  Vicerrector,  con 
las  condiciones  legales  respecto  á  sello  y 
estampillas,  y  firmado  por  el  Rector  y  Vi- 
cerrector, el  Presidente  y  Secretario  de  la 
facultad  respectiva  y  por  el  Secretario  de  la 
Universidad. 


Art.  55.  La  medalla  de  que  trata  el  ar- 
tículo 167  del  Código  de  Instrucción  públi- 
ca, será  de  oro  ó  plata  dorada,  en  forma  de 
Sol  radiante,  y  en  el  anverso  el  nombre  de 
la  Universidad  respectiva  y  el  del  gradua- 
do, precedido  de  la  palabra  Doctor.  En  el  re- 
verso llevará  esculpido  el  escudo  de  la  Re- 
pública. 

Art.  56.  La  medalla  es  de  uso  obligato- 
rio para  el  Rector,  Vicerrector,  Secretario. 
Profesores  y  examinadores,  en  los  exáme- 
nes de  grados;  y  el  traje  de  etiqueta  lo  será 
también  para  los  mismos  en  la  colación  de 
grados  de  Doctor,  como  en  losdemás  actos 
académicos  solemnes. 

Art.  57  Los  exámenes  de  opción  al  ti- 
tulo de  Bachiller  de  que  trata  el  art.  97  del 
Código  de  Instrucción  pública,  se  practica- 
rán en  la  forma  siguiente: 

La  prueba  escrita  versará  sobre  un  tema 
correspondiente  á  una  de  las  materias  del 
trienio  filosófico  libre  de  elección  del  candi- 
dato; su  longitud  será  tal,  que  su  lectura  da- 
re  quince  minutos  más  ó  menos.  El  aspiran- 
te la  consignará  en  la  Secretaría  de  la  Uni- 
versidad ó  del  Colegio,  con  cuarenta  y  ocho 
horas  de  anticipación  por  lo  menos. 

La  prueba  oral  durará  dos  horas  y  media, 
preguntando  cada  examinador  inedia  hora. 
Uno  de  ellos,  designado  por  el  Rector,  ha 
de  ocuparse  necesariamente  de  la  prueba 
escrita,  y  los  otros  cuatro,  se  distribuirán 
las  materias  del  curso. 

CAPITULO   VII 
DereclwB  universitarios. 

Art.  58.  La  enseñanza  es  gratuita  en  las 
Universidades,  Colegios  y  demás  Institutos 
nacionales,  pero  para  los  casos  determina- 
dos en  este  Decreto,  se  establecen  los  si- 
guientes derechos: 

1.°  Los  cursantes  abonarán  al  Secretario 
dos  bolívares  por  cada  matrícula,  sumas  que 
serán  destinadas  por  este  funcionario  á  gas- 
tos de  impresiones  de  la  Secretaría.  Por  las 
matrículas  correspondientes  á  las  clases  de 
Física,  Química,  Anatomía,  Bacteriología  y 
Medicina  operatoria,  se  pagará  además 
18  bolívares:  esta  suma  será'  invertida  por 
una  «Tunta  compuesta  del  Rector,  Vicerrector 
y  Catedrático  respectivo,  en  las  necesidades 
y  fomento  de  los  anfiteatros  y  laboratorios 
correspond  lentes. 

2.°  Por  el  examen  general  de  opción  al 
grado  de  Doctor  ó  de  Ingeniero,  los  aspiran- 
tes satisfarán  804  bolívares,  y  96  bolívares 
más  por  la  tesis. 

Los  que  quieran  obtener  el  grado  de  Doc- 
tor en  Farmacia,  para  los  cuales  la  tesis  es 
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sustituida  por  una  prueba  práctica,  pagarán 
por  este  respecto,  96  bolívares. 

3.°    Por  el  examen  general  del  curso  pre- 
paratorio, así  como  por  el  de  opción  al  gra 
do  de  Bachiller,  Agrimensor  ó  Preceptor,  se 
pagarán  130  bolívares. 

4.°  Por  el  examen  de  opción  al  grado  de 
Dentista;  Partera  ó  Veterinario,  240  bolíva- 
res, y  96  bolívares  más  para  la  prueba  prác 
tica  correspondiente  á  los  grados  de  Den- 
tista y  Partera.  / 

5.°  Cuando  se  rindan  exámenes  de  reva- 
lidación, se  abonarán  88  bolívares  por  cada 
«xamen  parcial  y  lo  correspondiente  al  gra- 
do de  Doctor. 

3.°    Por  el  examen  individual  de  cuar- 
ta i  era  de  las  materias  de  cursos  anuales, 
excepto  cuando  se  rindan  por  no  haber  sido 
aprobado  el  cursante  en  el  examen  colecti 
vo,  88  bolívares. 

7.°  Por  el  examen  de  incorporación  á  un 
curso  anual,  el  estudiante  abonará  64  bolí- 
vares. 

Art.  69.  Estos  derechos  se  distribuirán 
de  la  manera  siguiente: 

Los  del  examen  general  para  el  grado  de 
Doctor. 

32  bolívares  para  el  Rector  y  para  cada 

tino  de  los  siete  examinadores 266  ^ 

Para  el  Secretario 30 

Para  cada  Bedel,  8 18 

Para  el  sirviente 2 

Total 304 


Los  96  bolívares  correspondientes  al  exa- 
men previo  de  la  tesis  se  distribuirán  á  ra- 
zón de  32  para  cada  uno  de  los  jurados. 

Los  que  corresponden  á  la  prueba  práctica 
del  grado  de  Doctor  en  Farmacia,  32  para 
«rada  examinador. 

Los  derechos  asignados  al  examen  gene- 
ral del  curso  preparatorio  y  los  de  opción  al 
¿¿rado  de  Bachiller,  Agrimensor  ó  Preceptor 
se  distribuirán  así: 

Para  el  Rector  y  cada  uno  de  los  cinco 

examinadores,  bolívares 108 

Para  el  Secretario J  2 

Para  cada  Bedel,  4 8 

Prra  el  sirviente 2 

Total 130 


Los  del  examen  para  los  grados  de  Den- 
tista, Partera  ó  Veterinario  como  sigue: 


Para  el  Rector  y  cada  uno   de  los  cinco 

examinadores,  bolívares 192 

Para  el  Secretario 30 

Para  cada  Bedel,  8 16 

Para  el  sirviente 2 

Totai 240 


Los  de  la  prueba  práctica  para  los  dentis- 
tas y  parteras,  32  bolívares  por  cada  exami- 
nador. 

Los  derechos  que  se  abonen  por  el  exa- 
men individual  de  cualquiera  de  las  mate- 
rias de  cursos  anuales,  se  repartirán  así: 

Para  el  Rector  y  cada  uno  délos  cinco 

examinadores,  á  12  bolívares 72 

.     Para  el  Secretario 8 

Para  cada  Bedel,  3 6 

Para  el  sirviente 2 

Totai 88 


Los  del  examen  de  incorporación  á  un 
curso  anual: 

Para  el  Rector  y  cada  uno  de  los  tres  exa- 
minadores, á  1 2  bolívares . 48 

Para  el  Secretario 8 

Para  cada  Bebel,  3 6 

Para  el  sirviente 2 


Total. 


64 


Art.  60.  En  favor  de  los  estudiantes  po- 
bres, las  Universidades  y  Colegios  dispen- 
sarán los  derechos  á  que  se  re  tí  ere  el  pre- 
sente capítulo,  á  razón  de  uno  después  de 
cada  cinco  graduados  en  una  Facultad. 

Art.  61.  £1  que  aspire  á  grado  gratis,  ha- 
rá la  solicitud  al  Rector,  acompañada  de  do- 
cumentos fehacientes  de  pobreza  notoria, 
aplicación,  aprovechamiento  y  buena  con- 
ducta. La  preferencia  se  dará  siempre  á  los 
de  mejores  títulos  y  en  ningún  caso  á  los 
que  no  hubieren  alcanzado  por  lo  menos  la 
calificación  de  distinguidos  en  sus  exá- 
menes. 

CAPITULO  VIII 

Disposiciones  transitorias. 

Art.  62.  Los  actuales  cursantes  que  fue- 
ren á  matricularse  en  Secretaría  entregarán 
al  Secretario  la  prueba  legal  de  haber  sido 
examinados  y  aprobados  en  tod«9  las  mate- 
rias de  todos  los  años  precedentes  de  su  cur- 
so y  el  título  de  Bachiller  en  Filosofía.  Con 
estos  documentos,  el  Secretario  formará  los 
expedientes  respectivos. 

Art.  63.     El  período  académico  de  cuatro 
I 
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años,  para  duración  de  los  funcionarios  de 
las  Facultades,  empezará  á  contarse  desde 
el  15  de  Septiembre  de  1897. 

Reglamento  de  la  Biblioteca  nacional  (1), 


(1)  Dictado  en  cumplimiento  de  lo  dispuesto 
en  el  art.  327  del  Código  de  Instrucción  pública, 
anteriormente  inserto. 


aprobado1  por  decreto  de  17  de  Diciembre 

de  1897. 

Nota.  Limítase  á  consignar  loa  deberes 
del  Director,  de  los  adjuntos  ó  auxiliares,  de! 
portero  y  de  los  dependientes.  Tiene  el  tné 
rito  de  su  concisión;  pero  carece  de  interés 
general  y  por  eso  no  lo  reproducimos 
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Reformas  y  adiciones  á  la  Ordenanza 
general  de  Aduana*,  introducidas  por  De- 
creto de  23  de  Febrero. 

Artículo  1.°  Se  reforma  y  adiciona  la  ta- 
rifa vigente  de  la  Ordenanza  general  de 
Aduanas  marítimas  y  fronterizas,  en  los  tér- 
minos que  á  continuación  se  expresan: 

Frac.  269.  Minerales  de  cobre  sin  bene- 
ficiar, y  matas  de  cobre  que  contengan  á  lo 
sumo  60  por  100  de  dicho  metal,  exentos. 

Frac.  807.  Alambre  de  hierro  ó  acero  de 
más  de  un  milímetro  de  diámetro,  el  kilo 
bruto,  004  pesos. 

Frac.  308.  Alambre  de  hierro  ó  acero  de 
un  milímetro  de  diámetro  ó  menos,  id.,  0*06 
pesos. 

Frac.  311.  Alambre  de  hierro  para  cer- 
cas, ídem  id.,  0*01  pesos. 

Frac.  322  A,  Hierro  forjado  tosco  (tocho) 
un  lingotes,  y  acero  en  lingotes,  los  100  ki- 
los brutos,  ll60  pesos. 

Frac.  823.  Hierro  fleje,  redondillo,  cua- 
drado, platina  y  media  caña,  el  kilo  bruto, 
0*06  pesos. 

Frac.  324.  Hierro  en  escuadra  y  en  T, 
loe  100  kilos  brutos,  2*60  pesos. 

Frac.  326.  Hierro  ó  acero  en  láminas  li- 
sas, no  especificado,  así  como  el  estriado  y 
en  tejas  para  techos,  aun  cuando,  esté  pin- 
tado ó  galvanizado  el  hierro  ó  el  acero,  el 
kilo  bruto,  0*04  pesos. 

Frac.  326  A.  Hierro  ó  acero  en  láminas 
lisas  sin  pintar  ni  galvanizar,  siempre  que 
las  láminas  no  tengan  más  de  60  centíme- 

LrOI81,ACION    ÜN1VB08AI.  — AMÉMCA. 


tros  de  largo.  16  de  ancho  y  6  milímetros 
de  espesor,  el  kilo  bruto,  002  pesos. 

Frac.  438.  Vidrio  y  cristal  labrado  en 
piezas,  no  especificado,  el  kilo  bruto,  0*16  id. 

Frac.  488  A.  Vidrio  y  cristal  labrado  en 
piezas,  tallado  ó  grabado,  no  especificado,  el 
kilo  bruto,  0'20  pesos. 

Frac.  438  B.  Vidrio  y  cristal  labrado  en 
piezas,  decorado  con  oro,  plata  ó  colores,  no 
especificado,  el  kilo  bruto,  O'SO  pesos. 

Frac.  441.  Vidrios  y  cristales  planos,  no 
especificados,  el  kilo  bruto,  0*06  pesos. 

Frac.  441  A.  Vidrios  y  cristales  planos, 
abiselados,  grabados  ó  decorados,  ó  con 
montaduras  de  metal  común  que  los  suje- 
ten para  unirlos  y  formar  vidrieras,  el  kilo 
bruto,  04 16  pesos. 

Frac.  442.  Vidrios  planos  para  pisos,  de 
un  grueso  que  no  sea  menor  de  un  centíme- 
tro, el  kilo  bruto,  0*03  pesos. 

Frac.  704.  Carburo  de  calcio,  el  kilo  bru- 
to, 0V06  pesos. 

Frac.  748.  Papel  de  cola  ó  de  media  co- 
la,1 blanco  y  sin  satinar,  propio  para  impre- 
siones, papel  para  filtrar  y  el  secante,  el  ki- 
lo legal,  0'07  pesos. 

Frac.  743  A.  Papel  Bin  cola  ó  de  media 
cola,  blanco  y  satinado  ó  de  pasta  teñida, 
que  sean  propios  para  impresiones,  y  el  pa- 
pel para  empaque,  de  color  entero  o  liso,  el 
kilo  legal,  0*08  pesos. 

Frac.  744.  Papel  para  calcar,  para  copiar 
en  prensa  y  el  delgado  conocido  con  el  nom- 
bre de  «Papel  de  China»,  el  kilo  legal,   0*10 


pesos. 
Frac.  746. 


Papel  de  estraza  ó  estracilla 
14 
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y  todo  papel  para  empaque,  no  especificado, 
el  kilo  legal,  O'Oó  pesos. 

Frac.  764.  Cartón  ordinario  de  cualquier 
grueso,  de  pasta  cruda  sin  colorear,  batido 
ó  de  hojas,  el  kilo  legal,  0(05  pesos. 

Frac.  764  A.  Cartón  ordinario  de  cual- 
quier grueso,  de  pasta  teñida,  batido  ó  de 
hojas,  y  el  cartoncillo  de  inedia  cola,  blanco 
ó  de  color,  satinado  ó  sin  satinar,  el  kilo  le- 
gal, 0'08  pesos. 

Frac.  813  A.  Relojes  para  bolsillo,  de 
plata,  de  metal  ordinario  ó  de  otra  materia 
t|ue  sea  metal,  siempre  que  sean  de  repeti- 
ción y  tengan  incrustaciones  de  oro  ó  bien 
partes  de  oro,  ó  chapeados  de  oro;  uno,  6 
pesos. 

Frac.  814  A.  Relojes  para  bolsillo,  de 
plata,  de  metal  ordinario  ó  de  otra  mate- 
ria que  no  sea  metal,  siempre  que  no  sean 
de  repetición,  pero  que  tengan  incrustacio- 
nes de  oro,  ó  bien  partes  de  oro  ó  chapeadas 
de  oro;  uno,  2  pesos. 

Art.  2.°  Se  deroga  la  frac.  309  de  la  ta- 
rifa de  la  Ordenanza  de  Aduanas,  que  se  re- 
fiere al  alambre  de  hierro  galvanizado  para 
telégrafos  y  teléfonos. 

Art.  3.°  Cuando  haya  de  importarse  ca- 
ñería de  hierro  y  sus  conexiones  del  mismo 
metal,  para  el  abastecimiento  de  agua  de  las 
poblaciones,  podrá  el  Ejecutivo,  á  solicitud 
de  los  Gobiernos  locales,  reducir  á  la  mitad 
la  cuota  que  asigna  á  dicho  artículo  la  tari- 
fa de  la  Ordenanza  de  Aduanas;  pero  serán 
requisitos  indispensables  para  la  concesión: 
que  el  diámetro  interior  de  las  cañerías  sea, 
cuando  menos,  de  ocho  centímetros;  que  en 
la  solicitud  relativa  se  determinen  la  canti- 
dad, peso,  dimensiones  y  todos  los  demás  da- 
tos conducentes  á  la  identificación  del  efecto; 
que  se  justifique  cumplidamente  su  destino 
ante  la  Secretaría  de  Hacienda,  y  que  la 
solicitu.il  de  reducción  se  presente  antes 
de  que  hubiere  hecho  el  despacho  la  Adua- 
na respectiva. 

Art.  4.°  Las  notas  explicativas  números 
101,  103,  144,  261,  252,  254  y  293  de  la  ex- 
presada tarifa,  quedan  reformadas  en  los  tér- 
minos siguientes: 

Nota  101.  Para  la  clasificación  del  alam- 
bre de  hierro  ó  acero  á  que  se  refieren  las 
fracciones  307  y  308,  es  indiferente  que  sea 
galvanizado  (con  zinc)  ó  sin  galvanizar,  es- 
tañado ó  sin  estañar.  El  diámetro  del  alam- 
bre comprendido  en  la  primera  de  las  cita- 
das fracciones,  deberá  ser  de  más  de  un 
milímetro,  esto  es,  mayor  que  el  señalado 
con  el  num.  20  del  calibrador  de  Birmin- 
gham  y  no  exceder  de  nueve  milímetros', 
que  equivalen  al  número  00  del  mismo  ca- 
librador. El  alambre  que  excediere  de  esta 
última  dimensión,  causará:  si  es  de  hierro, 


la  cuota  de  la  frac.  323  como  hierro  re- 
dondillo; y  si  es  de  acero,  la  cuota  de  It 
fracción  305  como  acero  en  barras. — Las 
cuerdas  de  alambre  de  hierro  ó  de  acero, 
sin  entorchado,  para  instrumentos  de  mú- 
sica, quedan  comprendidas,  según  su  grue- 
so, en  las  fracciones  á  que  se  refiere  esta 
nota. 

Nota  103.  Se  considerará  alambre  para 
cercas,  la  tira, formada  .por  dos  alambres  de 
hierro  galvanizado  (con  zinc),  torcidos  en 
espiral  muy  abierta  llevando  a  trechos  una 
rosca  terminada  en  púas,  ó  una  pequeña 
plancha  de  hierro  con  puntas  aguzadas,  ó 
bien  las  cintas  de  hierro  galvanizado,  que 
sustituyen  al  alambre  y  son  de  uno  ó  dos 
centímetros  de  ancho,  torcidas  en  espiral  y 
provistas,  de  púas.  Quedan  también  com- 
prendidas en  la  frac.  311,  por  emplearse 
igualmente  para  cercar,  las  bandas  ó  tren- 
zas formadas  con  mallas  de  alambre  galva- 
nizado, siempre  que  su  ancho  no  exceda 
de  cinco  centímetros.  Las  grapas  para  fijar 
el  alambre  que  se  destine  á  los  cercados, 
quedan  comprendidas  en  la  frac.  340.  (Véate 
nota  111). 

Nota  144.  Se  consideran  como  vidrios 
planos  las  láminas  dé  vidrio  ó  cristal.  Se 
calificarán  conforme  á  la  frac.  441  A,  los  vi- 
drios y  cristales  planos  de  cualquiera  di- 
mensión, cuya  superficie  haya  sido,  en  par- 
te, deslustrada  ó  grabada,  formando  en  ella 
por  cualquier  procedimiento  químico  ó  me- 
cánico, dibujos,  labores  ó  letras  visibles  al 
trasluz.  Quedan  también  comprendidos  en 
la  propia  fracción  los  vidrios  y  cristales  que 
tienen  los  cantos  pulimentados  y  que  se  co- 
nocen con  el  nombre  de  <  abiselad  ob»,  por- 
que dichos  cantos  han  sido  cortados  á  bi- 
sel; así  como  también  los  vidrios  y  cristales 
planos  engastados  en  metal  común,  para 
unirlos  y  formar  vidrieras  de  mosaico,  ó  re- 
presentando figuras,  paisajes,  etc. — Los  vi 
drios  ó  cristales  planos  estriados,  acanala- 
dos ó  labrados  por  medio  de  molde;  los  des- 
lustrados en  toda  la  superficie;  los  dobla- 
dos en  figura  de  canal  más  ó  menos  cerra- 
da, siempre  que  estos  últimos  no  formen 
un  cilindro  ó  tubo;  y  los  vidrios  y  cristales 
comunes,  lisos,  sin  grabado  ni  decoración 
alguna,  quedan  comprendidos,  cualesquiera 
que  sean  sus  dimensiones,  en  la  expresada 
fracción   441. 

La  tarifa,  al  clasificar  los  cristales  y  vi- 
drios de  las  fracciones  referidas,  no  hace 
distinción  entre  los  blancos  y  los  de  color 
uniforme,  ya  sea  que  éste  se  hubiere  apli- 
cado superficialmente  ó  se  halle  difundido 
por  igual  en  toda  la  masa;  pero  si  la  colora- 
ción no  fu  ese  uniforme,  ya  sea  porque  en 
algunas  partes  se  deje  ó  restituya  al  cris- 
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*al  ó  vidrio  su  color  primitivo,  aunque  sea 
■deslustrado,  ya  porque  se  apliquen  á  todo  ó 
parte  del  cristal  ó 'vidrio  otros  colores,  ó  ya 
porque  el  color,  aunque  sea  uno  solo,  pre- 
sente diversos  tonos  ó  i  na  ti  ees",  entonces  los 
«TÍ8taies  y  vidrios  deberán  considerarse  de 
• -orados,  y  por  tanto,  comprendidos  en  la 
fracción  141  A. 

Los  vidrios  para  pisos  á  queae  contrae  la 
.fracción  442,  además  de  tener  un  ep  pesor 
adecuado  á  su  objeto  (siempre  de  un  centí- 
metro para  arriba),  en  lo  general  no  tienen 
superficie  lisa,  sino  rugosa,. muy  particular- 
mente los  de  grandes  dimensiones,  y  su 
transparencia,  si  bien  deja  pasar  la  luz, 
.no  permite  que  los  objetos  se  vean  con 
.precisión,  debido  al  color  obscuro  ó  impu- 
reza de  la  masa.  Los  vidrios  planos  que 
no  reúnan  estas  condiciones,  se  considera- 
rán comprendidos  en  las  fracciones  441  y 
44 1  A,  según  su  clase,  aun  cuando  se  les  atri- 
buya el  destino  indicado  en  la  fracción  de 
.referencia. 

Loa  vidrios  para  piso  pueden  ser  cuadra- 
dos, poligonales  ó  redondos,  y  sus  cantos  no 
es  forzos')  que  sean  á  escuadra 

Nota  261.  Se  refiere  la  fracción  743  al 
papel  sin  cola  ó  de  media  cola,  cuando  sea 
blanco  y  propio  para  la  impresión  de  libros 
y  periódicos, -siempre  que  la  superficie  no 
usté  satinada  y  sea,  por  lo  mismo,  relativa- 
mente áspera  ó  impropia  para  extender  so- 
bre ella  cartas  ó  documentos  manuscritos. 
Al  escribirse  con  tinta  fluida  común  en  el 
papel  sin  cola,  así  como  en  el  secante  y  en 
-43 1  propio  para  filtrar,  la  tinta  se  extiende, 
quedando  más  ó  menos  deformado  el  con- 
torno de  los  trazos  hechos  con  la  pluma,  cir- 
cunstancia que  unida  á  la  falta  de  satinado, 
hace  á  dichos  papeles  completamente  in- 
adecuados para  la  escritura,  y  los  distingue 
«leí  papel  especificado  para  ese  objeto.  En  el 
papel  de  media  cola,  aun  cuando  se  pueda 
escribir  sin  que  se  deforme  la  escritura,  si  se 
raspa  la  superficie  del  papel  y  se  escribe  so- 
bre la  parte  raspada,  los  trazos  de  tinta  se 
extienden  y  se  pierde  la  precisión  de  los 
contornos,  tósto  no  se  observa  en  el  papel 
encolado.  (  Véase  nota  253). 

£1  papel  secante  grueso  no  puede  confun- 
dirse con  el  cartoncillo  comprendido  en  la 
f ración  764  A,  que,  aunque  de  aspecto  se- 
mejante, no  tiene,  como  aquél,  la  propiedad 
<ie  absorber  la  tinta  de  lo  escrito,  sin  defor- 
mar los  trazos,  debido  á  la  falta  de  encolado 
en  su  masa  y  a  su  fabricación  especial. 

La  fracción  748  A,  se  refiere  al  papel  sin 
cola  ó  de  media  cola,  blanco  y  satinado,  sea 
por  una  ó  por  sus  des  caras,  y  al  papel  sin 
«ola  ó  media  cola,  de  pasta  teñida,  esté  sati- 
nado ó  no,  siempre  que  todos  los  papeles  re- 


feridos sean  propios  para  la  impresión  de  li- 
bros y  periódicos  ó  para  otra  clase  de  impre- 
sos, tales  como  avisos,  carteles,  forros  de 
opúsculos,  etc.  El  papel  blanco  comprendi- 
do en  la  fracción  743  A  de  referencia,  salo  se 
distingue  del  que  especifica  la  fracción  743» 
en  el  satinado  de  la  superficie. 

En  esta  misma  fracción  743  A  queda  com- 
prendido, además,  el  papel  para  empaque, 
cuando  («ea  de  color  entero  ó  liso  en  toda  la 
superficie,  aun  cuando  por  haberse  mezcla- 
do en  su  parle  una  pequeña  pelusa  de  color 
diverso  del  de  la  masa,  la  pelusa  aparezca 
en  la  superficie  del  papel  interrumpiendo  la. 
uniformidad  del  color  del  fondo,  y  siempre 
que  las  impurezas  que  haya  en  la  masa  no 
lo  hagan  impropio  p>r>a  impresiones  corrien- 
tes; pues  el  papel  de  empaque  á  que  se  re- 
fiere la  presente  nota,  es  susceptible  de  utili- 
zarse en  tonos  de  expedientes  y  de  opúscu- 
los, así  como  para  impresiones  corrientes. 

Él  papel  de  empaque  de  que  se  viene  tra- 
tando/ puede  ser  satinado  ó  sin  satinar,  y 'de 
cualquier  grueso;  y  así  este  papel  como  el 
blanco  y  el  de  pasta  teñida  para  impresiones 
antes  descrito,  pueden  tener  rayas  de  luz, 
sin  que  deba  alterarse  por  ese  concepto  su 
clasificación. 

Nota  252.  El  papel  para  calcar  á  que  la 
fracción  744  se  refiere,  es  aquel  que,  habien- 
do sido  tratado  por  barniz,  cera,  reciño  ú  otra, 
substancia  análoga,  adquiere  una  transpa- 
rencia que  lo  hace  propio  para  calcar  planos 
ú  otros  dibujos.  No  puede  confundirse  ese 
papel  con  el  parafinado  para  empaque,  que, 
aunque  transparente,  no  es  apropiado  para 
calcar,  y  que  el  Vocabulario  asimila  al  com- 
prendido en  la  fracción  765.  Causan  la  mis- 
ma cuota  del  papel  para  calcar,  según  el  pro- 
pio Vocabulario,  el  papel  preparado  con  fe- 
rro-prusiano para  reproducciones  heliográ- 
ficas  y  la  tela  engomada  ó  barnizada  para 
calcar  planos.  ' 

El  papel  conocido  con  el  nombre  de  papel 
de  China,  blanco  ó  de  color  y  su  semejante, 
el  de  copiar  en  prensa,  cartas  ó  manuscritos, 
comprendidos  ambos  papeles  en  la  fracción 
á  que  esta  nota  se  refiere,  por  su  muy  poco 
grueso,  su  mucha  tersura,  lustre  ó  satinado 
y  su  transparencia  natural;  son  inadecuado» 
para  los  usos  á  que  se  destinan  los  clasifica- 
dos en  las  otras  fracciones  de  la  Tarifa,  por 
lo  cual,  así  como  por  sus  caracteres  muy  co- 
nocidos, no  pueden  confundirse  con  aqué- 
llos. 

Nota  254.  La  fracción  746  comprende  el 
papel  de  estraza  ó  de  estracilla  de  color  cru- 
do, gris  ó  amarillento,  ya  sea'  de  paja  ó  de 
madera,  y  aun  cuando  tenga  listas  de  colo- 
res, y,  en  general,  todo  papel  propio  para 
empaque  que  no  se  encuentre  expresamente 
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especificado,  cualquiera  que  sea  sn  grueso  y 
esté  satinado  ó  sin  satinar,  siempre  que  sea 
de  pasta  cruda,  ó  que  siendo  de  pasta  teñi- 
da, no  presente  en  la  superficie  un  color  lim- 
pio, de  aspecto  uniforme,  sino  que  ésta  se 
halle  totalmente  manchada,  ó  en  su  mayor 
parte,  por  impurezas  de  la  pasta,  ó  por  cual- 
quiera otra  circunstancia  de  fabricación;  6 
bien  que  presente  asperezas,  y  por  éste  ó 
aquellos  defectos  sea  impropio  para  impre- 
siones. Igualmente  queda  comprendido  en 
esta  fracción  el  papel  para  empaque,  con  lis- 
tas negras  ó  de  colores,  aun  cuando  su  fon- 
da sea  de  color  entero  y  limpio,  ó  siempre 
que  esté  cubierto  con  alquitrán  ó  resina. 

El  papel  enlienzado,  el  impermeable,  el 
apergaminado  y  el  para  fin  a  do,  se  encuen- 
tran comprendidos  en  la  fracción  755,  aun 
cuando  algunos  de  ellos  se  emplean  también 
para  empaque. 

Nota  293.  Comprende  la  fracción  886, 
toda  clase  de  edificios  desarmados  comple- 
tos de  hierro,  acero  ó  madera,  y  los  techos, 
también  completos,  de  hierro  ó  acero  para 
los  mismos  edificios.  Los  cristales,  láminas 
para  techos  y  pisos,  tejas,  azulejos,  mosai- 
cos, ladrillos  y  baldosas  para  pavimento, 
clavos,  tornillos,  remaches,  pernos,  tuercas, 
herraje  suelto  para  puertas  y  ventanas,  así 
como  colores,  barnices,  y,  en  general,  todo 
lo  que  constituya  decorado  ú  ornamentación, 
causará  sus  correspondientes  derechos,  con- 
forme á  la  tarifa,  según  su  materia  y  clase, 
para  lo  cual  deberá  declararse  con  precisión. 
Los  tanques,  tinacos,  fuentes,  comunes,  co 
ciñas,  chimeneas  ó  estufas,  baños,  etc.,  no 
se  considerarán  como  partes  de  edificio. 

La  circunstancia  de  ser  completos  Jos  edi- 
ficios desarmados  ó  techos  que  se  importen, 
se  comprobará  ante  las  aduanas  con  la  pre- 
sentación de  los  planos,  diseños,  ó  dibujos 
respectivos,  que  sirvan  para  la  identificación 
de  las  piezas  componentes.  Por  falta  de  esa 
comprobación,  dejará  de  aplicarse  la  cuota 
señalada  en  la  frac.  886  de  referencia,  y  se 
causarán  los  derechos  conforme  á  las  cuotas 
que  marque  la  tarifa  á  los  efectos  componen- 
tes de  los  edificios  y  techos.  Cuando  los  edi- 
ficios desarmados  de  madera,  hierro  ó  acero 
que  se  importen,  deban  ser  construidos  con 
partes  de  manipostería  de  piedra,  ladrillo, 
etcétera,  la  falta  de  esos  componentes  no 
será  motivo  para  considerar  incompleto  el 
edificio  desarmado  que  se  importe,  siempre 
que  sí  resulten  completas  las  demás  partes 
de  madera,  hierro  ó  acero  del  mismo  edificio. 

Art.  5.°  A  las  notas  explicativas  de  la 
tarifa  vigente',  se  adicionan   las  siguientes: 

Nota  311.  La  frac.  269  comprende,  ade- 
más del  mineral  propiamente  dicho,  tal  como 
se  extrae  de  las  minas  y  cualquiera  que  sea 


su  forma,  los  productos  intermedios  entre  ef 
mineral  y  el  cobre  de  primera  fusión,  cono- 
cidos en  el  comercio  con  el  nombre  de  mata* 
de  cobre,  siempre  que  dichos  productos  uc 
contengan  más  de  50  por  100  de  cobre  puro 
Si  la  ley  de  cobre  fuese  mayor,  la  manifes- 
tará el  importador,  y  sobre  la  cantidad  de 
cobre  que  ella  acuse,  se  causarán  los  dere- 
chos conforme  á  la  frac.  266. 

Nota  312.  Comprende  la  frac.  438  A,  tas 
piezas  de  vidrio  ó  cristal  cuya  superficie  ha 
sido  tallada,  formando  facetas  con  cantos 
vivos  en  sus  bordes,  por  medio  de  muelas  ó 
mollejones,  ó  bien  perfeccionados  sus  indos 
ó  facetas  por  ese  medio.  Algunas  piezas  de 
vidrio  hechas  á  molde,  tienen  orna  trienios  y 
facetas  que  imitan  el  tallado;  pero  las  piezas 
de  esta  clase,  que  están  comprendidas  en  la 
frac.  438,  no  pueden  confundirse  con  la» 
talladas,  por  no  presentar  aquella»  los  cantos 
vivos  que  produce  el  mollejón  y  que  carac- 
terizan á  estas  últimas.  £1  ligero  tallado  que 
sufren  algunas  piezas  de  vidrio  ó  cristal 
moldeado  ó  soplado,  para  hacer  desaparecer 
la  rebaba  del  molde  ó  el  desperfecto  que  se 
produce  en  la  pieza  al  desprenderse  la  cafa 
del  soplador  ó  puntel,  no  se  tomará  en  cuen- 
ta para  la  clasificación.  La  tarifa  no  estable- 
ce distinción  entre  las  piezas  de  cristal  ó  vi- 
drio blancas  y  las  de  color  entero,  al  especi- 
ficar las  comprendidas  en  las  fracs.  438  j 
438  A.  (Para  las  de  más  de  un  colar ;  vea**  ¿ 
nota  313).  —  Las  piezas  de  cristal  ó  vidrio 
grabadas  ó  deslustradas  en  parte,  por  medio 
de  cualquier  procedimiento  químico  ó  mecá- 
nico para  formar  en  ellas  filetes,  dibujos,  la- 
bores, iniciales,  le'reros  o  marcas  de  fabrica, 
ya  sea  interior  ó  ezteriormente,  son  a  las 
que  se  refiere  la  frac.  438  A,  con  excvpi-ior. 
de  las  especificadas,  entre  las  que  se  en.-r»t?n 
tran  las  botellas  ó  frascos  de  vidrio  con  ro- 
tulo, incluidas  en  la  frac.  419  A.  El  <  les  lustre 
de  los  cuellos  y  tapones  de  ios  fras'-os  y 
vasijas  y,  en  general,  el  esmerilado  qu»*  su- 
fran las  piezas  de  vidrio  ó  cristaj  para  s*-. 
ajuste  al  unirse,  asi  como  las  escalas  de  g»**- 
duación  y  las  marcas,  cifras  y  letras  qnc  in- 
diquen la  capacidad  de  los  frascos,  valijas, 
probetas,  etc.,  ó  la  medida  ó  numero  de  las 
piezas,  y  que  se  graben  en  los  mismos  fras- 
cos, vasijas,  piezas,  etc.,  no  serán  motivo 
para  que  se  aplique  otra  cuota  que  la  seña- 
lada por  la  frac.  438,  al  vidrio  y  cristal  en 
piezas  no  especificado.  Tampoco  se  aplicará 
cuota  distinta  de  la  mencionada,  á  las  piezas 
de  vidrio  ó  cristal  deslustradas  por  completo, 
ni  á  las  que  presenten  una  parte  extrema 
enteramente  deslustrada,  y  la  otra  parte  no, 
como  sucede  en  algunos  globos  y  bombillas 
para  lámparas,  etc.;  pero  sin  que  esos  diver- 
sos tonos  formen   filetes,  bandas  ni  labores. 
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Nota  313.  Comprende  la  frac.  438  B,  las 
-piezas  de  vidrio  ó  cristal  que  presenten  dos 
-6  más  coloree,  ó  uno  solo  formando  diversos 
tonos  ó  matices;  y  las  que  en  todo  ó  en  parte, 
hayan  sido  decoradas  con  dorados,  plateados 
ó  colores,  cualquiera  que  sea  la  forma  de  di- 
chos dorados,  plateados  ó  decorados  y  la 
clase  de  las  piezas,  siempre  que  no  se  en- 
cuentren expresamente  especificadas.— En 
la  citada  fracción  están  incluidas  las  piezas 
de  cristal  ó  vidrio,  imitando  piedras  precio- 
sas, y  las  de  vidrio  muy  delgado  que  tienen 
aplicadas  interiormente  tenues  capas  de  me- 
tal, colores  ó  barnices  coloreados;  tales  como 
las  esferas  panorámicas.  las  cuentas  de  espu- 
milla, etc.,  ó  las  que  por  medio  de  diversas 
sustancias,  aplicadas  también  en  la  parte 
interna,  imitan  el  nácar,  las  perlas,  etc. 

Nota  314.  El  carburo  de  calcio  se  presen- 
ta en  formas  irregulares  de  nna  sustancia 
•dura,  de  color  negro  ó  gris  negruzco,  que 
pueden  hacer  variar  las  impurezas  de  los  in- 
gredientes con  que  se  forme.  La  sustancia 
expresada  tiene  la  propiedad  de  descompo- 
ner el  agua  á  su  contacto,  formándose  cal 
{óxido  de  calcio)  con  desprendimiento  de 
•un  carburo  de  hidrógeno  llamado  acetilena, 
muy  combustible  y  de  gran  poder  luminoso, 
cualidad  que  lo  hace  muy  apreciado  para  el 
alumbrado.  El  carburo  de  calcio  es,  muy 
alterable  al  contacto  del  aire  húmedo,  y  en 
esas  circunstancias  produce  un  olor  de  ajo. 
Arrojando  un  fragmento  de  la  misma  sus- 
tancia, de  unos  4  ó  5  gramos  de  peso,  en  un 
vaso  común  que  contenga  la  tercera  parte 
de  su  volumen  de  agua,  desprende  inmedia- 
tamente un  gas  de  olor  aliáceo  y  que  arde 
con  luz  viva,  al  acercársele  nna  flama. 

Art.  6.°  La  Secretaría  de  Hacienda  re- 
formará el  Vocabulario  anexo  á  la  Orde- 
nanza general  de  aduanas  vigente,  en  la 
parte  que  sea  necesario  para  adaptarlo  á  las 
modificaciones  y  adiciones  á  la  tarifa  y  á 
fine  notas  explicativas  que  contiene  el  pre- 
sente decreto,  y  para  incluir  en  dicho  Voca- 
bulario las  asimilaciones  de  mercancías  que, 
hasta  la  fecha  de  este  mismo  decreto,  hubie- 
sen sido  aprobadas  y  publicadas. 

Art.  7.o  Este  decreto  comenzará  á  regir 
el  l.o  de  Mayo  próximo,  y  estarán  sujetas  á 
é\  todas  las  mercancías  importadas  en  bu- 
ques que  arriben  á  puertos  mexicanos,  des- 
pués de  ¡as  doce  de  la  noche  del  30  de  Abril 
y  las  que  entren  por  las  fronteras  después 
de  la  misma  hora  de  dicho  día  á  la  aduana 
respectiva,  quedando  sometidas  á  su  vigi- 
lancia. Estas  prevenciones  no  se  aplicarán 
A  las  matas  de  cobre,  al  carburo  de  calcio, 
ni  á  la  cañería  de  hierro,  respecto  de  los 
cuales  regirán  estas  disposiciones  desde  su 
fecha. 


Instituciones  de  crédito. 

de  19  de  Marzo  de  1897. 


-Ley  general 


CAPITULO  PRIMERO 

De  las  instituciones  de  crédito 
y  de  su  constitución. 

Artículo  I."  Para  los  efectos  de  esta  ley, 
BÓlo  se  consideran  como  instituciones  de 
crédito: 

I.  Los  Bancos  de  emisión. 

II.  Los  Bancos  Hipotecarios. 

III.  Los  Bancos  refaccionarios. 

Los  demás  establecimientos  en  que  se 
practiquen  operaciones  de  crédito,  seguirán 
sujetos  á  las  leyes  generales  ó  á  las  concesio- 
nes que  otorgue  el  Poder  público,  mientras 
no  se  expidan  las  especiales  que  deban 
regirlos. 

Art.  2.o  Las  instituciones  de  crédito  tie- 
nen de  común  el  carácter  de  intermediarias 
en  el  uso  del  crédito,  y  se  distinguen  entre 
sí  por  la  naturaleza  de  los  títulos  especiales 
que  pone  en  circulación  cada  clase  de 
Bancos. 

Art.  3.°  Son  Bancos  de  emisión  los  que 
emiten  billetes  de  valores  determinados,  y 
reembolsables  á  la  par,  á  la  vista  y  al  por- 
tador. 

Art.  4.°  Bancos  hipotecarios  son  aque- 
Jlos  que  hacen  préstamos  con  garantía  de 
fincas  rústicas  ó  urbanas,  y  emiten  bonos 
que  disfrutan  de  la  propia  garantía,  cansan 
réditos  y  son  amortizables  en  circunstancias 
ó  fechas  determinadas. 

Art.  6.°  Bajo  la  denominación  de  Bancos 
refaccionarios  se  designan  aquellos  estable- 
cimientos destinados  especialmente  á  faci- 
litar las  operaciones  mineras,  agrícolas  é  in- 
dustriales, por  medio  de  préstamos  privile- 
giados, pero  sin  hipoteca,  otorgando  su, ga- 
rantía para  operaciones  determinadas,  y 
emitiendo  títulos  de  crédito  á  plazo  corto, 
que  cansan  rédito  y  son  pagaderos  en  día 
fijo. 

Art.  6.°  Las  instituciones  de  crédito  sólo 
podrán  establecerse  en  la  República,  me- 
diante concesión  especial  otorgada  por  id 
Ejecutivo  de  la  Unión,  con  todos  los  requi- 
sitos y  condiciones  que  determina  la  pre- 
sente ley. 

Art.  7.°  No  se  autorizará  bajo  el  amparo 
de  una  misma  concesión,  el  establecimiento 
de  dos  instituciones  de  crédito  distintas,  ni 
tampoco  la  emisión  de  diversos  títulos  de 
crédito  que  |>or  su  naturaleza  y  según  los 
artículos  anteriores,  correspondan  á  institu- 
ciones de  diferente  género. 

Art.  8.°  Por  ningún  motivo  se  otorgarán 
concesiones  para  el  establecimiento  de  ins- 
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litaciones  de  crédito,  sin  que  los  solicitan- 
tes hayan  depositado  previamente,  en  la 
Tesorería  de  la  nación  ó  en  el  Banco  nacio- 
nal de  México,  bonos  de  la  Deuda  pública 
nacional,  cuyo  valor  nominal*  sea,  cuando 
menos,  el  20  por  100  de  la  suma  que  el  Ban- 
«•o  deba  tener  en  caja  para  constituirse.  £1 
depósito  será  devuelto  tan  pronto  como  el 
Bu  i  ico  dé  principio  á  sus  operaciones. 

Art.  9.u  Las  concesiones  para  el  estable- 
cimiento de  instituciones  de  crédito,  podrán 
otorgarse  á  favor  de  individuos  particulares 
ó  de  sociedades  anónimas;  pero  la  explota- 
ción de  dichas  concesiones  sólo  podrá  ha- 
berse por  medio  de  sociedades  anónimas  de- 
bidamente constituidas  en  la  República. 

Art.  10.  Las  concesiones  á  favor  de  par- 
ticulares, serán  otorgadas  á  nombre  de  tres 
personas,  cuando  menos,  las  que  deberán 
comprobar  dentro  de  los  cuatro  mesen  si- 
guientes, la  constitución  de  la  sociedad  anó- 
nima que  se  proponga  explotar  la  conce- 
sión, y  el  tcaspaso  de  ésta  á  favor  de  la  so- 
ciedad. 

Art.  11.  Las  sociedades  anónimas  que 
se  organicen  para  la  explotación  de  institu- 
ciones de  crédito,  se  sujetarán  al  Código  de 
comercio  en  todo  lo  que  no  esté  preceptuado 
t-n.las  siguientes  bases: 

I.  El  número  de  los  socios  será,  cuando 
menos,  de  siete. 

II.  El  capital  social  nunca  será  menor 
«le  5.000  pesos  para  los  Bancos  de  emisión 
y  los  Hipotecarios,  ni  de  2  000  para  los  re- 
faccionarios. 

III.  Para  el  aumento  ó  disminución  del 
capital  social,  se  necesitará  la  autorización 
expresa  de  la  Secretaría  de  Hacienda. 

IV.  La  sociedad  no  podrá  constituirse 
«'ni  que  esté  íntegramente  suscrito  el  ca- 
pital social  y  se  haya  entregado,  en  efectivo, 
el  60  por  100  del  capital  que  consista  en  nu- 
merario. 

V.  El  domicilio  de  la  sociedad  se  fijará 
«n  el  lugar  de  la  República  donde  se  esta- 
blezca la  Casa  Matriz. 

VI.  Las  acciones  serán  nominativas, 
mientras  su  valor  no  quede  íntegramente 
pagado. 

VIL  El  fondo  de  reserva  se  formará  del 
10  por  100  de  las  utilidades  netas  anuales, 
hasta  llegar  á  la  tercera  parte,  ó  más,  del 
monto  del  capital  social. 

Art.  12.  La  duración  de  las  concesiones 
en  ningún  caso  excederá  de  treinta  años, 
contados  desde  la  fecha  de  esta  ley,  para  los 
Bancos  de  emisión,  y  de  cincuenta  para  los 
hipotecarios  y  los  .refaccionarios;  y  las  con- 
cesiones no  tendrán  otro  carácter  que  el  de 
una  mera  autorización  para  establecer  y  ex- 
plotar la  institución  de  crédito  de  que  se 


trate,  con  sujeción  á  lite   leyes  que  rijan  so- 
bre la  materia. 

Art.  13.  Las  instituciones  establecida* 
en  país  extranjero,  que  emitan  títulos  de 
crédito  al  portador.no  podrán  tener  en  Ja 
República  agencias  ó  sucursales  para  Ia 
emisión  ó  el  pago  de  dichos  títulos. 

Art.  14.  La*  liases  constitutivas  de  cual- 
quiera sociedad  que  se  organice  para  la  es 
plotación  de  instituciones  de  crédito,  y  ío# 
estatutos  de  la  misma.,  serán  sometidos  á  la 
aprobación  de  la  Secretaria  de  Hacienda, 
antes  de  que  el  Banco  dé  principio  á  sus 
operaciones,  y  sólo  para  el  efecto  de  qoe 
unas  y  otros  queden  ajustados  á  los  precep- 
tos del  Código  de  comercio,  á  los  especiales 
contenidos  en  la  presente  ley,  y  á  las  demás 
disposiciones  administrativas  de  carácter 
general  en  materia  de  Bancos. 

CAPITULO  II 
De   los   Bancos  de   emisión. 

Art.  15.  Los  Bancos  de  emisión  pueden 
establecerse  y  practicar  operaciones  en  los 
Estados  de  la  República  y  en  los  territorios 
federales,  sin  más  requisitos  que  los  que 
exige  la  presente  ley.  El  establecimiento  de 
Bancos  de  emisión  en  el  Distrito  federal  se- 
guirá sujeto  á  los  contratos  y  disposiciones 
vigentes. 

Art.  16.  La  emisión  de  billetes  no  podrá 
exceder  del  triple  del  capital  social  efectiva- 
mente pagado;  ni  tampoco  podrá,  unida  al 
importe  de  los  depósitos  reembolsables  á  la 
vista  ó  á  un  plazo  no  mayor  de  tres  días, 
exceder  del  doble  de  la  existencia  en  caja 
en  dinero  efectivo  ó  en  barras  de  oro  ó  de 
plata. 

Art.  17.  Para  los  efectos  del  artículo  an- 
terior, no  se  consideran  como  depósitos  re- 
embolsables á  la  vistfc  ó  con  un  aviso  pre- 
vio no  mayor  de  tres  días,  los  depósitos  he- 
chos en  cuenta  corriente  y  cou  intereses  re- 
cíprocos ó  diferenciales,  aun  cuando  los  de- 
positantes tengan  derecho  de  girar  cheques 
a  cargo  del  Banco  por  el  importe  de  sus  re- 
feridos depósitos. 

Art.  18.  Cuando  la  circulación  de  bille- 
tes exceda  de  cualquiera  de  los  límites  fija- 
dos en  el  artículo  16,  el  Banco  lo  hará  saber 
inmediatamente,  por  escrito,  al  Interventor 
del  Gobierno,  y  suspenderá  toda  nueva  ope- 
ración de  préstamo,  hasta  que  la  circulación 
de  billetes  quede  otra  vez  dentro  de  los  lí- 
mites fijados  por  la  ley.  Si  esto  no  se  obtu- 
viese antes  de  que  transcurran  quince  días, 
la  Secretaría  de  Hacienda  fijará  al  Banco  un 
plazo  prudente,  que  por  ningún  motivo  sea. 
mayor  de  un  mes,  para  que  ajuste  so  circo 
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lación  á  las  proporciones  legales,  so  pena  de 
caducidad  de  la  concesión  y  de  ponerse  en 
liquidación  al  Banco. 

Art.  19.  El  billete  de  Banco  es  de  circu- 
lación enteramente  voluntaria,  y,  por  tanto, 
en  ningún  caso  se  considerará  como  forzosa 
su  admisión  por  el  público. 

Art.  20.  Sólo  se  pondrán  en  circulación 
billetes  por  valor  de  6,  10,  20,  50,  100,  600 
ó  1.000  pesos. 

Art.  21.  En  los  billetes  deberá  expresar- 
se en  castellano,  la  obligación  del  Banco  de 
p»gar  en  efectivo,  á  la  par,  ala  vista  y  al 
portador,  el  valor  nominal  del  billete.  Asi- 
mismo constarán  la  fecha  de.  la  emisión,  la 
serie  y  el  número  á  que  pertenezca  el  bille- 
te y  I hs  firmas  del  Interventor  del  Gobier- 
no, de  uno  de  los  Directores  del  Banco  y  del 
Gerente  ó  CHjero  del  mismo. 

Art.  22.  El  billete  de  Banco  no  devenga 
réditos  y  es  imprescriptible  mientras  subsis- 
ta la  institución.  Prescribirá  solamente,  y 
después  de  cinco  años,  cuando  el  Banco  sea 
declarado  en  quiebra  ó  entre  en  liquidación. 

Art.  23.  Los  Bancos  de  emisión  están 
obligados  á  cambiar,  en  los'  términos  que 
expresa  el  art.  21,  los  billetes  que  hubieren 
puesto  en  circulación.  El  cambio  deberá  ha- 
cerse, bien  sea  en  la  oficina  matriz  ó  en  las 
sucursales,  en  el  acto  mismo  de  la  presen- 
tación del  billete;  pero  las  sucursales  sólo 
están  obligadas  á  reembolsar  los  billetes 
que  ellas  hubieren  puesto  en  circulación. 

Art.  24.  La  falta  de  pago  de  un  billete 
produce  acción  ejecutiva  á  favor  del  porta- 
dor, previo  requerimiento  hecho  por  medio 
de  Notario»  y  pone  en  estado  de  quiebra  al 
Banco  emisor,  salvo  el  caso  de  que  el  pago 
hubiese  sido  rehusado  por  ser  falso  el  bille- 
te, pues  entonces  el  Banco  dará  cuenta  de 
lo  ocurrido  al  Interventor  del  Gobierno  y 
pondrá  el  hecho  én  conocimiento  de  la  Au- 
toridad competente. 

Art.  25.  Los  billetes  representan  crédi- 
tos en  contra  del  Banco  emisor  y  gozan  de 
preferencia  para  su  reembolso  sobre  cuales- 
quiera otros,  con  las  únicas  excepciones  si- 
guientes: 

I.  Los  créditos  llamados  de  dominio,  so- 
bre los  bienes  materia  del  contrato  ó  de  la 
operación,  conforme  á  la  legislación  civil  y 
al  Código  de  comercio. 

II.  Los  créditos  hipotecarios  en  los  que 
la  hipoteca  se  haya  registrado  con  anterio- 
ridad á  la  operación  en  virtud  de  la  cual  el 
Banco,  hubiese  adquirido  la  finca  hipotecada. 

III.  Los  adeudos  á  que  se  refiere  el  ar- 
ticulo 106  de  esta  ley. 

Art.  26.  Ningún  billete  se  pondrá  en  cir- 
culación sin  el  timbre  correspondiente,  que 
grabará  sobre  el  mismo  billete  la  oficina  im- 


presora de  la  Renta.  La  orden  relativa  sólo 
se  librará  por  la  Secretaría  de  Hacienda, 
previa  comprobación  de  que  la  cantidad  de 
billetes  de  que  se  trate,  cabe  dentro  de  los 
límites  fijad  os  para  la  emisión  en  la  prime- 
ra parte  del  art.  16. 

Art.  27.  Los  Bancos  están  obligados  á 
pagar  los  billetes  deteriorados  que  les  pre- 
sente el  público,  aun  cuando  estén  divididos 
en  fracciones,  siempre  que  conserven  inteli- 
gibles la  numeración,  la  serie,  el  valor  y  la* 
firmas  correspondientes. 

Art.  28.  Los  billetes  usados  que  el  Ban- 
co desee  retirar  de  la  circulación,  serán  in- 
utilizados por  medio  del  fuego  y  con  los  re- 
quisitos que  señalen  los  reglamentos/ 

Art.  29.  Queda  prohibido  á  los  Bancos 
de  emisión: 

I.  Hacer  operaciones  de  préstamo  y  des- 
contar ó  negociar  documentos  de  crédito, 
cuando  el  plazo  del  vencimiento  pase  de 
seis  meses. 

II.  Descontar  pagarés  ú  otros  valores  de 
comercio  sin  (ios  firmas  de  responsabilidad, 
cuando  menos,  ó  sin  alguna  garantía  cola- 
teral. 

III.  Hacer  préstamos  con  garantía  hipo- 
tecaria, á  no  ser  en  los  casos  previstos  en  el 
artículo  siguiente. 

IV.  Dar  sus  billetes  en  prenda  ó  de- 
pósito, y  contraer  alguna  obligación  sobre 
ellos. 

V.  Hipotecar  sus  propiedades  y  dar  en 
prenda  su  cartera.  ' 

Art.  30.  Los  Bancos  de  emisión  sólo  po- 
drán aceptar  garantía  hipotecaria: 

I.  Cuando  venga  á  menos  el  crédito  de 
que  disfrute  alguna  de  las  firmas  de  respon- 
sabilidad que  ljubiere  suscrito  las  obligacio- 
nes descontadas. 

II.  Cuando  expresamente  lo  autorice  la 
Secretaría  de  Hacienda.  Esta  autorización 
no  podrá  darse  sino  con  la  condición  de  que 
el  total  monto  de  las  hipotecas  á  favor  del 
Banco,  no  exceda  de  la  cuarta  parte  del  ca- 
pital efectivamente  pagado,  y  siempre  que 
las  obligaciones  garantizadas  se  venzan  en% 
un  plazo  no  mayor  de  dos  años. 

Art.  31.  Cumplido  el  plazo  de  un  présta- 
mo hecho  con  garantía  prendaria  consisten- 
te en  títulos  de  la  Deuda  pública  de  la  Fe- 
deración, de  los  Estados  ó  de  los  Munici- 
pios, en  acciones  ú  obligaciones  de  socieda- 
des de  comercio,  ó,  en  general,  en  valoree 
muebles,  el  Banco  podrá  vender  estos  títulos 
ó  valores,  por  medio  de  dos  corredores  titu- 
lados, ó,  en  su  defecto,  de  dos  comerciantes 
de  la  plaza,  y  verificándose  la  yenta  al  pre- 
cio corriente  del  día.  Por  igual  precio  tendrá 
el  Banco  facultad  de  adquirir  los  títulos  ó 
valores,  haciendo  constar  dicho  precio,  bajo 
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hu  responsabilidad,  los  corredores  ó  comer- 
ciantes que  intervengan  en  la  operación. 

Art.  82.  Si  la  garantía  consistiese  en 
facturas  por  cobrar,  el  Banco  hará  el  cobro 
por  su  cuenta;  y  si  en  facturas  de  mercan- 
cías por  recibir,  recibirá  éstas  y  procederá  á 
rematarlas. 

Art.  38.  Cuando  el  precio  de  los  efectos 
dados  en  garantía  bajase  de  manera  que  no 
baste  á  cubrir  el  importe  de  la  deuda  y  un 
10  por  100'  más,  los  deudores  quedan  obliga- 
dos á  mejorar  la  garantía  dentro  de  tres  días 
de  ser  requeridos  al  efecto  y  por  escrito, 
siempre  que  al  requerimiento  acompañe  el 
Banco  el  dictamen  conforme  de  dos  corredo- 
res titulados.  De  no  mejorarse  la  garantía, 
el  Banco  podrá  proceder  á  la  venta  ó  al  re- 
mate de  la  prenda,  según  los  casos,  como  si 
el  plazo  del  préstamo  se  hubiera  vencido. 

Art.  34.  Si  la  prenda  consistiese  en  accio- 
nes ó  títutob  nominativos,  se  transferirán  al 
Banco  al  celebrarse  el  contrato  que  sea  ob- 
jeto de  la  garantía,  y  el  interesado  recibirá 
de  aquél  un  resguardo  que  exprese  el  único 
y  exclusivo  fin  de  la  transferencia. 

Art.  85.  Cuando  el  producto  de  los  valo- 
res ó  efectos  dados  en  garantía,  no  bastase 
á  cubrir  íntegramente  el  crédito  del  Banco  y 
sus  réditos,  podrá  éste  proceder  por  la  dife- 
rencia contra  el  deudor,  á  quien,  por  el  con- 
trario, entregará  el  excedente,  cuando  lo  hu- 
biere, previa  deducción  de  los  gastos  del 
remate  ó  venta. 

Art.  36.  Disfrutarán  de  los  privilegios  y 
franquicias  de  que  hablan  los  arta.  78  y  si- 
guientes, los  Bancos  de  emisión  que  en  vir- 
tud de  las  facultades  que  les  concede  esta 
ley,  se  vieren  en  el  caso  de  hacer  efectivas 
las  garantías  hipotecarias  que  tuviesen  á  su 
favor. 

Art.  37.  Ningún  particular  ni  sociedad 
que  no  estuviere  autorizado  para  ello  en  los 
términos  de  esta  ley,  podrá  emitir  vales,  pa- 
garés ni  documento  alguno  que  contenga 
promesa  de  pago  en  efectivo,  al  portador  y  á 
la  vista.  Los  documentos  que  se  emitan 
contraviniendo  á  esta  prohibición,  no  pro- 
ducirán acción  civil,  ni  serán  exigibles  ante 
los  Tribunales. 

Art.  38.  Los  Bancos  que  se  establezcan 
•en  los  Estados  ó  Territorios  federales,  no 
podrán  tener  sucursales  ó  agencias  para 
efectuar  el  cambio  de  sus  billetes  fuera  del 
territorio  de  los  mismos,  sino  con  permiso 
-especial  del  Ejecutivo,  que  únicamente  lo 
otorgará  cuando  haya  estrecha  liga  de  in- 
tereses comerciales  entre  varios  Estados,  ó 
entre  éstos  y  los  Territorios.  Por  ningún 
motivo  se  permitirá  el  establecimiento  de 
dichas  sucursales  ó  agencias  en  el  distrito 
federal. 


CAPITULO  III 
De  los  Bancos  hipotecarios. 

Art.  39.  Los  préstamos  con  garantía  hi- 
potecaria que  están  autorizados  á  hacer  k* 
Bancos  de  que  trata  este  capítulo,  son  de 
dos  clases: 

I.  Préstamo  con  interés  simple  pagade- 
ro en  días  fijos,  y  capital  reembolsa  ble  <*. 
plazo  corto. 

II.  Préstamos  reeinbolsables  en  plan 
largo,  mediante  anualidades  que  compren- 
den los  réditos,  la  parte  de  capital  que  st 
amortiza  y  la  remuneración  del  Banco. 

Art.  40.  Los  préstamos  de  plazo  corto 
son  aquellos  que  deben  pagarse  en  uno  r> 
más  abonos,  pero  siempre  en  menos  de  diez 
años. 

Art.  41.  En  los  préstamos  reembolaableí 
en  anualidades^  el  número  de  éstas  no  será 
menor  de  diez,  ni  excederá  de  cuarenta,  bíeii 
sea  que  se  cubran  por  medio  de  pagos  tri- 
mestrales ó  anuales. 

Art.  42.  Los  Bancos  man  Jarán  formar 
para  conocimiento  del  público,  las  tablas  de 
amortización  que  correspondan  á  los  diver- 
sos tipos  de  operaciones  de  préstamo  qoe 
practicaren,  y  un  ejemplar  de  esas  tablas  se 
agregará  á  las  escrituras  correspondientes. 

Art.  43.  La  hipoteca  deberá  constituirse 
siempre  en  primer  lugar,  ya  porque  la  finca 
no  estuviese  aún  hipotecada,  ó  porque,  en 
caso  de  estarlo,  la  prelación  corresponda  al 
nuevo  préstamo,  por  subrogación  ó  en  vir- 
tud de  consentimiento  expreso  de  los  acree- 
dores preferentes,  ó  por  cualquier  otro  me 
dio  de  los  que  la  ley  autoriza. 

Art.  44.  El  préstamo  hipotecario  nunca 
excederá  de  la  mitad  del  valor  de  ios  bienes 
dados  en  garantía;  ni  la  a  ira  a  lid  ad  que  co- 
rresponda pagar  por  la  operación,  en  el  se 
gundo  caso  del  art.  89,  habrá  de  ser  mayor 
que  el  producto  del  capital  que  represente 
la  finca,  calculando  dicho  producto 'al  tipo 
de  interés  que  fijen  los  estatutos. 

Art.  46.  Para  los  efectos  del  artículo  an 
terior,  el  valor  de  los  bienes  que  se  trate  de 
hipotecar  será  fijado  por  peritos  nombrados 
por  el  Banco,  á  no  ser  que  exista  un  avalúo 
catastral  practicado  en  toda  forma,  y  que  la 
Secretaría  de  Hacienda  autorice  á  los  Ban- 
cos para  que  se  atengan  á  dicho  avalúo  ca- 
tastral. 

Art.  46.  Sólo  se  admitirán  en  garantía  hi 
potecaria  las  fincas  rústicas  ó  urbanas  que 
estén  ubicadas  en  los  Estados,  Distrito  fe- 
deral ó  Territorios  dorrde  el  Banco  tenga  su 
establecimiento  principal  ó  sucursales,  y 
siempre  que  la  propiedad  de  la  finca  de  que 
se  trate  esté  inscrita  en  el  Registro  público- 
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respectivo  en  favor  de  la  persona  que  cons- 
tituya la  garantía. 

Art.  47.  No  se  admitirán  en  garantía  las 
propiedades  que  estén  pro  indiviso,  ni  aque- 
llas en  qne  la  nuda  propiedad  y  el  usufruc- 
to correspondan  á  diversas  personas,  á  me- 
nos de  que  consientan  expresamente  en  el 
gravamen  todos  los  copropietarios,  y,  en  su 
caso,  el  usufructuario  también.  Igual  requi- 
sito es  indispensable  respecto  de  todos  los 
interesados,  en  los  demás  casos  en  que  el 
derecho  de  propiedad  esté  desmembrado  en 
favor  de  distintas  personas,  así  como  cuando 
exista  pacto  de  retro  venta. 

Art.  48.  Tampoco  aceptarán  los  Bancos 
la  hipoteca  de  minas,  bosqnes,  muebles  in- 
movilizados y  templos,  ni  la  dé  fincas  desti- 
nadas especialmente  á  algún  servicio  públi- 
co de  la  Federación,  de  los  Estados  ó  de  los 
Municipios. 

Art.  49.  Et  límite  fijado  para  los  présta- 
mos por  el  art.  44,  se  reducirá  «I  30  por  100 
del  valor  de  los  bienes,  cuando  en  el  inmue- 
ble hipotecado  las  construcciones  represen- 
ten más  de  la  mitad  del  valor,  salvo  que  el 
dnefío  contraiga  la  obligación  de  asegurarlas 
durante  todo  el  tiempo  que  dure  el  préstamo 
y  por  un  precio  superior  al  monto  de  la  hi- 
poteca. En  este  último  caso  el  Banco  podrá, 
en  defecto  del  deudor  y  con  cargo  á  éste,  pa- 
gar el  premio  y  prorrogar  el  seguro  por  todo 
el  tiempo  necesario.  El  Banco  tendrá,  siem- 
pre, derecho  preferente  al  de  cualquier  otro 
acreedor  sobre  el  importe  del  seguro. 

Art.  50.  Et  conjunto  de  las  cantidades 
prestadas  con  hipoteca  no  excederá,  en  nin- 
gún tiempo,  de  veinte  veces  el  importe  del 
capital  efectivamente  pagado  del  Banco  pres- 
tamista, ni  los  préstamos  á  una  misma  per- 
sona ó  sociedad,  de  la  quinta  parte  del  pro- 
pio capital. 

Art.  51.  Los  préstamos  hipotecarios  son 
reembolsablea,  antes  del  plazo  estipulado, 
siempre  que  se  verifique  el  pago  en  las  es- 
pecies convenidas  y  sa  llenen  tas  condicio- 
nes del  contrato  relativas  al  aviso  anticipa- 
do ó  á  la  liquidbción  de  réditos.  El  reembol- 
so parcial  se  sujetará  á  las  reglas  y  limita- 
ciones que  contengan  los  estatutos  de  cada 
Banco. 

Art.  52.  Cuando  los  inmuebles  hipoteca- 
dos sufran  depreciación,  de  manera  que  la 
mitad,  ó  en  su  caso  el  80  por  100  de  su  va- 
lor, no  cubran  ya  el  monto  del  crédito  á  que 
estuvieren  afectos,  el  Banco  acreedor  podrá, 
fundado  en  el  dictamen  de  dos  peritos  nom- 
brados, uno  por  el  propio  Banco  y  el  otro 
por  el  Interventor  del  Gobierno,  pedir  que 
el  deudor  mejore  la  hipoteca  hasta  cubrir  la 
diferencia,  ó  dar  por  vencido  el  plazo  y  exi- 
gir el  reembolso  inmediato  del  capital  inso- 


luto y  réditos  vencidos.  Hecha  la  notifica- 
ción al  deudor,  éste  tiene  el  derecho  de  ele- 
gir entre  dar  la  garantía  complementaria 
que  sea  necesaria,  ó  hacer  el  pago,  dispo- 
niendo para  esta  opción  de  un  plazo  de  tres 
meses,  contados  desde  el  día  en  que  hubie- 
re sido  notificado. 

Ari.  53.  Los  pagos  que  por  capital  ó  ré- 
ditos tengan  que  hacer  al  Banco  sus  deudo- 
res, no  pueden  ser  objeto,  por  ningún  moti- 
vo, de  orden  de  retención,  aun  cuando  para 
obtenerla  se  dirijan  los  interesados  á  la  au- 
toridad judicialen  los  casos  y  forma  autori- 
zados por  las  leyes. 

Art.  54.  Por  la  falta  de  pago  de  los  inte- 
reses, ó  de  parte  del  capital,  en  la  forma  y 
fechas  estipuladas,  adquiere  el  Banco  el  de- 
recho de  dar  por  vencido  el  plazo  de  la  im- 
posición, y  de  proceder,  en  consecuencia,  al 
cobro  de  la  parte  insoluta  de  capital  ó  inte-K 
reses,  de  conformidad  con  los  arts.  7¿  y  si- 
guientes. 

Art.  55.  El  valor  nominal  de  los  bonos 
hipotecarios  que  los  Bancos  están  autoriza- 
dos á  emitir,  no  excederá  jamás  del  importe 
de  los  préstamos  que  hubieren  efectuado 
con  garantía  de  hipotecas. 

Art.  56.  Los  bonos  hipotecarios  deven- 
garán intereses  cuyo  tipo,  época  del  venci- 
miento y  manera  de  pago,  serán  determina- 
dos por  los  mismos  Bancos,  bien  sea  en  sus 
estatutos  ó  por  resolución  de  sus  directores. 

Art.  57.  Los  bonos  serán  de  un  valor  de 
100,  500  y  1.000  pesos  respectivamente,  y 
transmisibles  por  la  simple  tradición  ó  por 
endoso,  según  eeau  al  portador  ó  nomina- 
tivos. 

Art.  68.  Pueden  emitirse  bonos  hipote- 
carios sin  plazo  fijo  para  su  amortización,  ó 
exigibles  en  fecha  determinada.  Los  emiti- 
dos sin  plazo  fijo  para  su  pago,  serán  reem- 
bolsa bles  por  medio  de  sorteos. 

Art.  59.  Es  necesaria  la  autorización  es- 
pecial de  la  Secretaría  de  Hacienda  para 
emitir  bonos  hipotecarios  que  den  derecho, 
no  sólo  al  reembolso  del  capital  y  pago  de 
réditos,  sino  también  á  primas  en  numerario 
ó  en  valores. 

Art.  60.  En  los  bonos  deberán  constar, 
en  castellano,  todas  las  circunstancias  de  su 
emisión  y  las  que  sirvan  para  identificarlos, 
así  como  las  condiciones  relativas  á  réditos 
y  amortización  del  capital..  Irán  firmados 
por  el  Interventor  del  Gobierno,  uno  de  los 
individuos  del  Consejo  de  Administración 
del  Banco  y  el  Gerente  ó  Cajero,  y  llevarán 
en  el  reverso  el  texto  de  los  artículos  conr 
cernientes  á  los  derechos  y  obligaciones  que 
de  dichos  bonos  se  (jeriven. 

Art.  61.  Los  sorteos  se  verificarán  por  lo 
menos  dos  veces  al  año,  y  en  cada  uno  de 
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ellos  deberá  amortizarse  el  número  de  bo- 
nos que  fuere  necesario,  para  que  el  valor 
nominal  de  los  que  bayan  de  quedar  en  cir- 
culación no  exceda,  en  ningún  cavo,  del  ira- 
porte  líquido  de  los  créditos  hipotecarios 
que  el  Banco  poseyere. 

Art.  62.  En  el  periódico  oficial  respecti- 
vo, y  si  no  lo  hubiere,  en  uno  de  los  periódi- 
cos de  mayor  circulación  del  lugar,  se  anun- 
ciarán, con  anticipación  no  menor  de  ocho 
días,  el  lugar,  la  fecha  y  la  hora  en  que  de- 
ban verificarse  los  sorteos. 

Art.  63.  Los  sorteos  serán  públicos  y 
presididos  por  el  Interventor  del  Gobierno. 
A  ellos  asistirá  un  Notario  público,  quien  le- 
vantará el  acta  respectiva  y  la  protocolizará. 
Dentro  de  los  ocho  días  siguientes  al  del 
sorteo,  se  publicarán  en  ios  periódicos  de 
que  habla  el  artículo  anterior  los  números 
de  los  bonos  favorecidos,  y  se  fijará  la  fecha 
desde  la  cual  deban   presentarse  al  cobro. 

Art.  64.  Los  bonos  designados  por  la 
suerte  para  su  amortización  dejarán  de  ga- 
nar interés  desde  la  fecha  fijada  para  su 
cobro,  sin  que  sea  menor  de  un  mes  el  inter- 
valo entre  ésta  y  la  del  sorteo. 

Art.  65.  Además  de  los  sorteos  ordina- 
rios, los  Bancos  pueden  hacer  sorteos  ex- 
traordinarios siempre  que  lo  consideren  con- 
veniente y  )o  exijan  sus  estatutos,  sujetán- 
dose en  tal  caso  á  las  reglas  establecidas 
para  los  sorteos  ordinarios. 

Art.  66.  Los  bonos  presentados  para  su 
reembolso,  serán  cancelados1  inmediatamen- 
te después  de  hecho  el  pago.  Periódicamen- 
te y  en  presencia  del  Interventor  del  Go- 
bierno, se  procederá  á  la  destrucción  de  di- 
chos bonos  con  todas  las  formalidades  le- 
gales. '    l 

Art.  67.  Cuando  por  reembolso  de  los 
préstamos  ó  por  otro»  motivos  los  Bancos 
recobren  bonos  emitidos  por  ellos,  estos 
bonos  no  se  considerarán  fuera  de  la  circu- 
lación, para  los  efectos  del  art.  61,  mientras 
no  sean  amortizados  en  debida  forma. 

Art.  68.  Los  bonos  hipotecarios  se  emi- 
ten en  representación  de  los  créditos  que 
con  garantía  hipotecaria  tenjíH  el  Banco  á 
su  favor  por  las  operaciones  de  préstamo 
que  efectúe;  y  en  consecuencia,  estos  bonos 
con  sus  intereses  y  primas,  si  las  hubiere, 
tendrán  la  garantía  de  los  expresados  cré- 
ditos hipotecarios,  con  preferencia  absoluta 
á  cualquiera  otro  derecho  de  tercero. 

Art.  69.  La  garantía  de  que  habla  el  ar- 
tículo anterior  es  colectiva:  el  conjunto  de 
las  propiedades  hipotecadas  á  favor  del 
Banco  garantiza  la  totalidad  de  los  bonos 
hipotecarios  puestos  en  circulación  por  el 
mismo  establecimiento,  salvo  lo  dispuesto 
en  la   parte  final  del  art.  76.  Los  tenedores 


de  bonos  sólo  podrán   ejercitar  bus  accumta 
en  contra  del  mismo  Cuneo. 

Art.  70.  En  todos  los  Bancos  hipóte^ 
rios  se  formará,  en  dinero  efectivo,  un  fon- 
do especial  de  garantía  pura  el  servicio  J« 
los  bonos  hipotecarios.  Este  fondo  será, 
constantemente,  mayor  que  el  importe  <ir 
un  semestre  de  réditos  de  los  bonos  en  cir- 
culación. 

Art.  71.  Disfrutan  asimismo  los  bonos 
hipotecarios  de  los  siguientes  privilegios: 

I.  Derecho  de  preferencia  sobre  los  fon- 
dos de  reserva  y  de  garantía  del  Banco  emi- 
sor, así  como  sobre  su  capital,  ya  sea  paga- 
do ó  insoluto. 

II.  Kl  capital,  réditos  y  primas  de  lo» 
bonos,  cuando  son  exigióles,  producen  ac- 
ción ejecutiva  en  juicio,  previo  requerimien- 
to hecho  por  medio  de  Notario. 

III.  El  pago  del  capital  y  réditos  no  po 
drá  ser  retenido,  ni  aun  por  el  orden  judi 
cial,  sino  en  los  casos  de  pérdida  ó  robo  de 
los  títulos  y  previos  los  requisitos  de  ley. 

IV.  En  todos  los  casos  en  que  por  la  ley 
ó  por  contrato  deban  invertirse  fondos  dr 
corporaciones  ó  incapacitados  en  comprad** 
fincas  ó  en  préstamos  con  hipoteca,  podrán 
también  invertirse  esos  fondos  en  la  adqui- 
sición de  bonos  hipotecarios. 

Art.  72.  No  obstante  su  naturaleza,  lo» 
bonos  hipotecarios  deben  ser  considerados 
como  bienes  muebles  en  todo  lo  que  se  re- 
laciona con  su  transmisión;  y  cuando  fueren 
emitidos  á  favor  de  personas  determinada*, 
serán  asimilables  á  los  valores  de  comer- 
cio susceptibles  de  endoso. 

Art.  73.  Además  de  los  préstamos  con 
hipoteca  de  la  emisión  de  bonos  correspon- 
diente, están  facultados  los  Bancos  hipoteca- 
rios para  hacer   las  siguientes   operaciones: 

I.  Invertir  sus  fondos  en  la  adquisición 
de  sus  propios  bonos  hipotecarios,  ó  de  otros 
títulos  ó  valores  de  primer  orden. 

II.  Hacer  préstamos  á  plazo  no  mayor 
de  seis  meses,  con  garantía  de  los  expresa- 
dos títulos  ó  valores. 

III.  Recibir  depósitos  en  cuenta  corrien- 
te, abonando  intereses  por  ellos,  ó  sin  in- 
terés. 

IV.  Girar,  comprar,  vender  y  descontar 
letras  de  cambio,  libranzas,  mandatos  <> 
cheques  pagaderos  en  la  República  ó  en  e¡ 
extranjero,  en  un  plazo  no  mayor  de  seis 
meses. 

V.  Vender,  comprar  ó  cobrar,  á  título  de 
comisión,  directamente  ó  por  medio  de  sus 
agentes,  toda  clase  de  valores. 

VI.  Prestar,  con  las  convenientes  garan- 
tías, los  bonos  hipotecarios  que  tengan  en 
cartera,  para  que  quien  los  reciba  otorgue 
fianzas  ó  garantías  con  ellos. 
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VII  Hacer  préstamos  ó  a  ni  ¡cipos  para 
trabajos  y  obras  de  mejoramiento  público, 
«•alebrando  al  efecto  con  el  Gobierno  fede- 
ral, con  el  de  los  Estados  ó  con  los  Ayunta- 
mientos, los  contratos  respectivos. 

Art.  74.  Para  invertir  los  fondos  y  hacer 
ios  préstamos  de  que  hablan  las  fracs.  I  y  II 
del  artículo  anterior,  son  requisitos  indis- 
pensables: que  los  valoree  no  sean  mineros; 
que  estén  cotizados  en  alguno  de  los  mer- 
cados del  país  ó  en  los  principales  del  ex- 
tranjero; y  que  hayan  producido  dividendos 
ó  réditos  cuyo  servicio  se  haya  hecho  con 
toda  regularidad,  al  menos  durante  los  dos 
afios  anteriores  a  la  fecha  de  la  operación. 

Art.  76.  Los  Bancos  sólo  pueden  recibir 
depósitos  mientras  el  total  monto  de  los 
existentes  sea  inferior  al  quíntuplo  de  su 
capital  social  efectivamente  pagado;  y  están 
obligados  a  tener  siempre  en  numerario,  en 
barras  de  oro  ó  de  plata,  ó  en  valores  inme- 
diatamente realizables,  de  los  comprendidos 
en  las  fracs.  I  y  II  del  art*  73,  una  suma 
igual  á  las  dos  tercias  partes  ó*  más,  del  im- 
porte de  los  depósitos. 

Art.  76.  El  capital  y  los  réditos  délos 
préstamos  hechos  al  Gobierno  de  cualquier 
Estado  de  la  Federación  ó  á  los  Ayunta- 
mientos, para  los  fines  que  expresa  la  frac- 
ción VII  del  art.  73,  deberán  asegurarse  de- 
bidamente, ya  sea  por  medio  de  una  hipote- 
ca de  bienes  que  no  estén  comprendidos  en 
el  art.  48,  ó  bien  con  garantía  de  impuestos 
afectos  especialmente  al  pago,  ó  por  último, 
con  los  mismos  títulos  ó  valores  que  se 
emitan  con  motivo  de  las  obras  de  que  se 
trate.  En  todo  caso  debe  sujetarse  el  contra- 
to á  la  aprobación  de  la  Secretaría  de  Hacien 
da,  la  que  determinará  si  los  bonos  hipoteca- 
rios que  emita  el  Banco  por  el  importe  de  es- 
toe  préstamos  han  de  tener  ios  mismos  pri- 
vilegios que  todo»  los  demás,  ó  si  sólo  disfru- 
tarán del  derecho  de*  preferencia  respecto 
de  los  bienes  ó  valores  que  constituyan  la 
garantía,  y  no  de  los  demás  hipotecados  ó 
afectos  en  favor  del  Banw. 

Art.  77.  Queda  prohibido  á  los  Bancos 
hipotecarios  emitir  billetes  de  Banco  ó  cual- 
quiera otro  documento  pagadero  á  la  vista  y 
ai  portador. 

Art.  78.  Para  hacer  efectiva  la  garantía 
hipotecaria  por  falta  de  pago  del  capital  ó 
de  los  intereses  en  los  términos  estipulados, 
los  Bancos  tienen,  previo  et  requerimiento 
hecho  por  Notario  con  una  anticipación  de 
cinco  días  ó  más,  el  derecho  de  ocurrir  al 
Juez  competente  y  de  obtener,  con  sólo  la 
presentación  de  la  escritura  debidamente 
registrada,  la  posesión  interina  de  la  propie- 
dad hipotecada,  ó  un  auto  que  autorice  la 
intervención.  En  este  último  caso,  el  inter- 


ventor será  nombrado  por  el  Banco  acree- 
dor y  estará  exento  de  la  obligación  de  dar 
fianza. 

Art.  79.  ftl  auto  que  decrete  la  posesión 
interina  ó  la  intervención  á  favor  de  un  Ban- 
co, se  publicará  en  et  periódico  oficial,  se 
inscribirá  en  el  Registro  públjco  correspon- 
diente, y  surtirá  los  mismos  efectos  legales 
que  á  la  cédula  hipotecaria  atribuye  la  le- 
gislación del  Distrito  federal..  A  esta  misma 
legislación  se  sujetarán  las  facultades  y 
obligaciones  del  interventor. 

Art.  80.  Dentro  de  los  ocho  días  siguien- 
tes á  la  fecha  del  auto  que  decrete  la  pose- 
sión interina  ó  la  intervención,  el  deudor 
será  admitido  á  justificar  el  pago  de  lo  que 
se  le  reclame,  ó  el  cumplimiento  de  las  esti- 
pulaciones cuya  violación  haya  dado  lugar 
al  procedimiento;  pero  no  se  admitirá  otra 
prueba  que  el  recibo  por  escrito  del  propio 
Banco.  Transcurrido  dicho  plazo  sin  que  se 
hubiere  rendido  esa  prueba,  el  Juez  manda- 
rá que  se  entreguen  los  autos  al  Banco,  para 
que  éste  proceda  al  remate  de  la  propiedad 
hipotecada.  » 

Art.  31.  Los  remates  se  verificarán  siem- 
pre en  la  oficina  del  Banco  acreedor,  en 
presencia  del  interventor  del  Gobierno  y 
con  asistencia  de  un  Escribano  público.  Se 
anunciarán  las  almonedas  en  el  periódico 
oficial  y  en  otro  de  los  de  mayor  circulación 
en  el  lugar,  con  la  anticipación  que  fijen  los 
estatutos  del  Banco,  la  que  en  ningún  caso 
será  menor  de  nueve  días. 

Art.  82.  En  los  remates  será  postura  ad- 
misible la  que  cubra,  ofreciendo  el  pago  al 
contado,  las  dos  tercias  partes  del  precio 
que  haya  servido  de  base  para  la  almoneda, 
y  que,  á  la  vez,  cubra  el  crédito  del  Banco 
por  principal,  intereses  y  costas.  El  avalúo 
pericial  que  haya  servido  para  el  préstnino, 
servirá  también,  salvo  pacto  en  contrario, 
de  base  para  la  almoneda. 

Art.  83.  Si  no  hubiere  postor,  el  Banco 
podrá  adjudicarse  la  tinca  por  las  dos  ter- 
cias partes  del  precio;  pero  en  caso  de  que 
se  presente  postura  que,  si  bien  no  fuere 
admisible  por  no  cubrir  el  crédito  y  sus  ac- 
cesorios, sí  cubriere  las  expresadas  dos  ter- 
cias partes  del  precio,  la  adjudicación  sólo 
se  podrá  hacer  por  el  total  monto  del  eró 
dito.  El  Banco  tendrá  el  derecho,  en  caso  de 
no  convenirle- la  adjudicación,  ó  cuando  fal- 
tare postor,  de  proceder  á  nuevas  almone- 
das, previo  el  anuncio  respectivo,  y  hacien- 
do en  cada  una  de  ellas  un  descuento  de  10 
por  100  sobre  el  precio  fijado  como  base 
para  la  anterior.  En  toda  almoneda  tendrá 
el  Banco  el  derecho  de  adjudicación  en  los 
términos  expresados. 

Art.  84.     Para  el  otorgamiento  de  la  es- 
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tritura  de  venta  á  favor  de  un  postor,  ó  de 
adjudicación  á  favor  del  Banco,  aeran  de 
vueltos  al  Juez  que  conoció  del  negocio,  los 
autos,  acompañados  de  la  copia  del  acta  de 
la  almoneda,  certificada  por  el  Notario  que 
hubiere  asistido  á  ésta;  y  el  Juez  pasará  di- 
chos documentos  al  Notario  que  designen  el 
postor  ó  el  Banco  para  que  se  extienda  la 
escritura,  señalando  al  propio  tiempo  al 
deudor  ur.  término  que  no  pasará  de  djez 
días  para  que  firme  la  expresada  escritura. 
■Si  pasado  ese  término  el  deudor  no  hubiere 
firmado,  lo  hará  el  Juez. 

Art.  86.  Todos  los  gastos  judiciales,  los 
de  intervención  y  los  demás  que  originen 
los  procedimientos  necesarios  para  hacer 
efectiva  la  hipoteca,  serán  á  cargo  del  deu- 
dor. Si  éste  no  objetare  en  el  acto  de  la  al- 
moneda la  cuenta  de  gastos,  que  al  efecto 
deberá  estar  á  la  vista  y  hacerse  constar 
su  monto  en  el  acta  respectiva,  dicha  cuen- 
ta se  reputará  consentida,  perdiendo  el 
deudor  todo  derecho  á  reclamación  ulte- 
rior. Si  la  expresada  cuenta  se  objetare,  el 
incidente  se  resolverá  en  la  vía  judicial, 
sin  perjuicio  de  que  se  otorgue  la  escritu-. 
ra,  y  quedando  el  Banco  á  las  resultas  del  y 
incidente. 

Art.  86.  Los  Bancos  hipotecarios  no  es- 
tán obligados  á  dar  fianza  en  los  casos  en 
que  las  leyes  prescriben  el  otorgamiento 
previo  de  esa  garantía  en  materia  de  pro- 
cedimientos judiciales. 

Art.  87.  No  se  admitirán  tercerías  de  do- 
minio ó  de  preferencia  sobre  la  propiedad 
hipotecada  á  un  Banco,  á  no  ser  que  para 
fundarlas  se  presenten  escrituras  registra 
das  en  debida  forma  con  anterioridad  á 
las  escrituras  del  Banco;  ni  quedará  éste 
obligado  á  entrar  en  concursos  hipoteca- 
rios para  el  pago  de  sus  créditos.  Los  de- 
más acreedores,  sean  de  la  clase  que  fue- 
ren, no  tendrán  más  derecho  que  el  de  exi- 
gir del  Banco  que  les  entregue  el  sobrante 
del  precio  de  los  bienes  rematados  ó  ad- 
judicados, después  de  cubierto  su  crédito 
íntegramente. 

CAPITULO  IV 
De  los  Bancos  refaccionarios. 

Art.  88.  Competen  á  los  Bancos  refac 
cionarios  las  operaciones  siguientes: 

I.  Hacer  préstamos  en  numerario,  á  pla- 
zos que  no  excedan  de  dos  años,  á  las  ne- 
gociaciones mineras,  á  las  industriales  y  á 
las  agrícolas. 

II.  Prestar  su  garantía  para  facilitar  el 
descuento  ó  negociación  de  pagarés  ú  obli- 
gaciones exigibles  á  un  plazo  máximo  de 
seis  meses. 


III.  Emitir  bonos  de  caja  con  causa 
de  réditos,  y  reembolsables  en  plazos  que 
no  sean  menores  de  tres  meses  ni  mayores 
de  dos  años. 

Art.  89.  Los  préstamos  de  que  habla  la 
fracción  I  del  artículo  anterior,  se  constitui- 
rán en  escritura  pública,  la  que  se  registrara 
en  las  oficinas  que  corresponda,  según  la 
ubicación  de  las  propiedades  de  la  negocia- 
ción mutuataria. 

Art.  90.  Cuando  el  préstamo  se  haga  á 
una  negociación  minera,  serán,  además,  in- 
dispensables los  requisitos  siguientes: 

I.  Recoger  las  constancias  que  acrediten 
que  la  propiedad  de  la  mina  está  registrada 
en  favor  del  mutuatario,  y  que  el  fundo  de 
que  se  trate  ha  satisfecho  los  impuestos 
legales.    - 

II.  Que  tos  peritos  nombrados  por  el 
Banco  opinen  que,  á  juzgar  por  los  metales 
que  estén  á  la  vista,  y  demás  condiciones 
de  la  negociación,  el  préstamo  podrá  ser  re- 
embolsado con  sus  intereses  en  el  plazo  es- 
tipulado. 

III.  Que  se  constituya,  por  parte  del 
Banco,  una  intervención  rigurosa  qne  le 
permita  cerciorarse  de  la  inversión  del  prés- 
tamo en  las  atenciones  de  la  negociación, 
y  percibir  con  seguridad  todos  los  frutos 
que  se  extraigan,  haciéndose,  con  cargo 
á  estos  misinos,  los  gastos  del  negocio  y, 
preferentemente,  el  pago  del  impuesto  mi- 
nero. 

Art.  91.  En  todo  caso,  el  préstamo  del 
Banco  se  considerará  como  gasto  de  con- 
servación y  administración  del  negocio,  pa- 
ra los  efectos  del  art.  1.002,  frac.  I,  letra  B 
del  Código  de  comercio,  y  del  art.  1.934, 
fracción  II  del  Código  civil  del  Distrito  fe- 
deral que,  para  este  caso,  será  aplicable  en 
toda  la  República. 

Art.  92.  Los  derechos  de  preferencia  de 
que  habla  el  artículo  anterior,  no  se  extin- 
guen por  el  hecho  de  pasar  la  negociación 
mutuataria  á  poder  de  tercero,  cualquiera 
que  sea  el  acto  ó  contrato  traslativo  del  do- 
minio. 

Art.  93.  Cuando  los  préstamos  se  hagan 
á  negociaciones  industriales  ó  agrícolas,  con 
garantía  prendaria  de  los  productos,  cose- 
chas, ganados,  máquinas,  aperos  ó  utensi- 
lios de  labranza,  no  es  necesario  que  la  pren- 
da se  entregue  al  Banco,  sino  que  puede  per- 
manecer en  poder  de  la  negociación  que 
hubiese  obtenido  el  préstamo. 

Art.  9*.  En  el  caso  del  artículo  anterior, 
el  dueño  de  la  ñuca  en  donde  estuvieren 
los  objetos  dados  en  prenda,  será  siempre 
considerado  como  depositario,  sin  perjuicio 
del  derecho  que  el  Banco  tiene  de  cousti- 
tuir,  en  los  términos  que  fijen  sus  estatuios, 
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una  intervención  especial  en  la  finca  deque 
se  trate. 

Art.*  95.  Los  contratos  de  préstamo  con 
prenda,  á  que  se  refiere  el  art.  93,  se  inscri- 
birán en  el  Registro  de  hipotecas  que  corres- 
ponda por  razón  de  la  ubicación  de  la  finca, 
A  efecto  de  que  desde  la  fecha  del  registro  y 
)>or  lo  que  á  la  prenda  mira,  tenga  prelación 
el  préstamo  prendario  sobre  cualquier  otro 
crédito  posterior,  aun  cuando  fuere  hipote- 
cario. 

Art.  96.  Son  aplicables  á  los  contratos 
<1e  préstamo  con  prenda  que  ajusten  los 
Bancos  refaccionarios,  las  reglas  estableci- 
das para  los  de  emisión  en  los  artículos  re- 
lativos. 

Art  97.  £1  valor  de  los  bonos  de  caja 
que  emitan  los  Bancos  refaccionarios,  no 
l>odrá  exceder,  en  ningún  momento,  de  la 
existencia  en  caja,  en  dinero  efeetivo  ó  en 
barras  de  metales  preciosos,  unida  al  valor 
<le  los  títulos  'ú  obligaciones  inmediatamen- 
te negociables  ó  realizables,  que  tengan  en 
cartera. 

Art.  98.  Queda  prohibido  á  los  Bancos 
refaccionarios: 

I.  Emitir  billetes  de  Banco. 

II.  Hacer  operaciones  con  garantía  hipo- 
tecaria, y  emitir  bonos  hipotecarios. 

III.  Trabajar  por  su  cuenta  minas,  ofici- 
nas metalúrgicas,  establecimientos  indus- 
triales.ó  fincas  agrícolas,  ó  entrar  en  socie- 
dad colectiva  ó  en  comandita  con  las  perso- 
nas qne  representen  estas  negociaciones. 

CAPITULO  V 
Disposiciones  comunes  á  todos  los  Bancos. 

Art.  99.  El  establecimiento  de  sucursa- 
les y  agencias  fuera  del  Estado,  Distrito  fe- 
deral ó  territorio,  donde  el  Banco  tuviere  su 
domicilio  se  regirá  por  la  concesión  respec- 
tiva, con  la  limitación  que  consigna  el  ar- 
tículo 38  de  esta  ley  respecto  de  los  Bancos 
de  emisión. 

Art.  100.  Queda  prohibido  alas  institu- 
ciones de  crédito  adquirir,  por  cualquier  tí- 
tulo, bienes  raíces,  con  excepción  de  los  ne- 
cesarios para  establecer  sus  oficinas  ó  de- 
pendencias, y  de  los  que  tuvieren  que  adju- 
dicarse ó  recibir,  al  cobrar  sus  créditos,  ó  al 
ejercitar  los  derechos  que  les  confieran  las 
operaciones  que  lleven  á  término. 

.Art.  101.  £n  los  casos  de  excepción  del 
artículo  anterior,  los  Bancos  están  obligados 
á  enajenar,  dentro  de  tres  años,  si  son  hipo- 
tecarios, ó  de  dos*afios  si  son  de  emisión  ó 
refaccionarios,  los  inmuebles  que  se  hubie- 
sen visto  en  la  necesidad  de  adquirir.  Si 
transcurridos  dichos  plazos  no  se  hubiere 


transferido  la  propiedad,  la  Secretaría  de 
Hacienda  mandara  sacar  á  remate  los  in  • 
muebles. 

Art.  102.  Las  instituciones  de  crédito  no 
podrán^  comprar  sus  propias  acciones,  ni 
practicar  operación  alguna  con  garantía  de 
ellas. 

Art.  103.  El  capital  que  representan  lo» 
diversos  títulos  de  crédito  emitidos  por  los 
Bancos,  prescribirá  á  favor  de  éstos  á  los 
diez  años  de  la  fecha  en  que  el  pago  hubie- 
re sido  exigible,  salvo  el  caso  previsto  en  el 
artículo  22.  Los  intereses  de  dichos  título» 
prescribirán  á  los  cinco  años  contados  desde 
su  vencimiento;  pero  si  se  hubiesen  capita- 
lizado, correrán  la  suerte  del  principal. 

Art.  104.  Los  concursos  no  impedirán  en 
caso  alguno  á  los  Bancos  el  ejercicio  de  los 
derechos  que  esta  ley  les  concede. 

Art.  105.  Las  excepciones  de  los  deudo- 
res del  Banco  en  los  casos  de  remate,  se  to- 
marán en  consideración  despnés  de  que 
aquel  haya  sido  íntegramente  pagado,  de- 
biendo seguirse  el  juicio  respectivo,  sin  que 
por  razón  de  dichas  excepciones  se  impida 
la  celebración  del  remate,  ni  pueda  objetar- 
se su  validez.  En  estos  casos,  el  Banco  res- 
ponderá, cuando  hubiere  lugar  á  ello  con- 
forme á  derecho,  por  los  daños  y  perjuicios 
que  se  siguieren  al  deudor. 

Art.  106.  Los  adeudos  ál  Fisco  federal, 
al  de  ios  Estados  ó  á  los  Ayuntamientos, 
tendrán  preferencia,  en  el  orden  de  su  enu- 
meración, sobre  los  créditos,  sean  cuales 
fueren,  de  los  Bancos;  pero  sólo  cuando  ta 
les  adeudos  procedan  de  contribuciones  cau- 
sadas en  los  últimos  tres  años.  Los  adeudos 
al  Fisco  que  sean  de  distinta  procedencia, 
tendrán  la  prelación  qne  les  corresponda  se- 
gún las  leyes. 

Art.  107.  La  fusión  de  dos  ú  más  Bancos 
no  podrá  verificarse  sin  previa  aprobación 
de  la  Secretaría  de  Hacienda,  ya  sea  que 
uno  de  dichos  establecimientos  quede  exis- 
tente y  los  otros  desaparezcan,  ó  bien  que 
de  la  fusión  resulte  una  institución  entera- 
mente nueva. 

Art.  108.  La  falta  de  cumplimiento,1  por 
parte  de  un  Banco,  de  cualquiera  de  los  re- 
quisitos ó  condiciones  exigidas  por  la  ley 
para  la  seguridad  ó  en  beneficio  del  público, 
y  que  no  constituya  motivo  de  caducidad  de 
la  concesión  según  lo  que  expresa  el  artícu- 
lo siguiente,  podrá  dar  lugar  á  que  la  Secre- 
taría de  Hacienda,  después  de  escuchar  al 
-  Banco  interesado,  le  ordene  suspenda  todas 
ó  algunas  de  sus  operaciones,  mientras  no 
se  llenen  los  requisitos  ó  condiciones  le- 
gales. 

Art.  109.  Las  concesiones  que  autoricen 
la  existencia  de  las  instituciones  de  crédito, 
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caducarán  por  cualquiera  de  las  siguientes 
causas: 

I.  Por  falta  de  comprobación,  dentro  del 
término  &  que  se  refiere  el  art.  10,  de  la  or- 
ganización de  ta  sociedad  anónima  á  favor 
de  quien  deban  ser  traspasadas  las  conce- 
siones, cuando  éstas  se  hubieren  otorgado  á 
favor  de  individuos  particulares. 

II.  En  el  caso  é  que  se  refiere  el  art.  18. 

III.  Por  exceso  en  la  circulación  de  tos 
títulos  de  crédito,  contraviniendo  á  lo  que 
disponen  los  artículos  55,  61,  67  y  97. 

IV.  Por  llevarse  á  término  la  fusión  con 
otra  sociedad,  sin  la  previa  aprobación  de  la 
Secretaría  de  Hacienda. 

V.  Guando  se  disuelvan  ó  pongan  en  li- 
quidación las  sociedades  que  exploten  las 
referidas  concesiones. 

VI.  En  los  casos  de  quiebra  legal  mente 
declarada. 

VII.  En  el  caso  de  que  la  mayoría  de  las 
acciones  del  Banco  hubiere  pasado  á  poder 
de  un  Gobierno  extranjero..— La  caducidad 
será  declarada  administrativamente  por  la 
Secretaría  de  Hacienda,  previa  audiencia  del 
Banco  interesado.  En  los  casos  del  inciso  3.° 
deberán  también  llenarse  antes  los  trámites 
<jue  prescribe  el  art.  18. 

Art.  110.  Toda  infracción  de  las  disposi- 
ciones de  esta  ley,  constituye  responsables 
civilmente  á  los  individuos  de  los  Consejos 
de  administración  que  las  hubiesen  autori- 
zado, y  al  Gerente  ó  Director  que  la  cometa, 
á  no  ser  que  haya  obrado  por  orden  expresa 
del  Consejo  de  administración  Lo  anterior 
se  entiende  sin  perjuicio  de  la  responsabili- 
dad penal  en  que  pudieron  haber  incurrido, 
aegún  los  preceptos  de  las  leyes  federales  ó 
locales,  en  su  caso.    . 

Art.  11 1  Los  individuos  del  Consejo  de 
administración  no  podrán  durante  el  primer 
año  de  establecido  un  Banco,  hacer  opera- 
ciones en  virtud  de  las  cuales  resulten  ó 
puedan  resultar  deudores  del  establecimien- 
to; y  pasado  el  primer  «ño,  sólo  podrán  ha- 
<;er  dichas  operaciones  cuando  estén  manco- 
munados en  el  adeudo  ó  responsabilidad, 
con  otra  firma  de  notoria  solvencia,  ó  cuando 
dieren  una  garantía  colateral  por  el  duplo  de 
dicho  adeudo  ó  responsabilidad. 

Art.  112.  'No  podrá  entrar  á  funcionar 
ningún  individuo  del  Consejo  de  adminis- 
tración, sin  garantizar  previamente  su  ma- 
nejo, constituyendo  un  depósito  en  el  Ban- 
co, ya  sea  en  numerario,  o  ya  en  acciones 
del  propio  Banco,  por  el  valor  que  señalen 
los  estatutos. 

Art.  118.  La  vigilancia  de  todas  las  ins- 
tituciones de  crédito  corresponde  á  la  Secre- 
taría de  Hacienda,  [a  que  ejercerá  esta  atri- 
bución por  medio  de  interventores  nombra- 


dos exclusivamente  para  cada  Banco,  ó  es- 
peciales en  casos  determinados,  y  á  quienes 
dará  las  iris  tracciones  que  estime  con  tenien- 
tes para  la  mayor  eficacia  de  su  intervención. 
Art.  114.  Son  obligaciones  de  kis  inter- 
ventores, además  de  las  que  le*  impongan 
esta  ley  y  las  disposiciones  que  dicte  la  Se 
cretaría  de  Hacieuda: 

I.  Dar  fe  de  la  exhibición  total  ó  parcial 
del  capital  social  del  Banco. 

II.  Intervenir  y  autorizar  con  su  firma 
los  cortes  de  caja  mensuales  que  debe  prac- 
ticar cada  institución,  y  los  balances,  tam- 
bién mensuales,  que  den  á  conocer  la  situa- 
ción real  de  las  operaciones  del  Banco. 

III.  Cuidar  de  que  se  practiquen  los  cor- 
tes de  caja  extraordinarios  que  ordene  ex- 
presamente la  Secretaría  de  Hacienda. 

IV.  Exigir  comprobación,  cada  vez  que 
lo  estime  conveniente,  de  la  existencia  en 
caja,  y  de  las  cuentas  que  demuestren  la 
cantidad  y  el  valor  de  los  títulos  de  crédito 
emitidos  por  el  Banco. 

V.  Autorizar  con  sn  firma  los  títulos  de 
crédito  que  deban  ponerse  en  circulación, 
una  vez  que  hayan  sido  timbrados  y  iequi- 
sitados  por  las  oficinas  del  Gobierno. 

VI.  Cuidar  de  que  el  monto  de  los  títulos 
de  crédito  puestos  en  circulación  no  exceda 
de  la  cantidad  que  cada  Banco  tenga  derecho 
de  emitir,  de  conformidad  con  las  bases  y 
prescripciones  establecidas  en  la  presen- 
te ley. 

VIL  Presenciar  y  certificar  la  cancela- 
ción de  los  títulos  de  crédito  y  la  incinera- 
ción ó  destrucción  de  éstos  y  de  sus  cupones, 
en  su  caso,  autorizando  el  acta  respectiva, 
que  también  será  firmada  por  el  Gerente  y 
el  cajero  ó  contador  de  la  institución. 

VIII.  Llevar  en  un  libro  especial  cuenta 
y  razón  del  número,  de  la  serie  y  del  valor 
de  los  títulos  de  crédito  cuya  circulación 
autoricen,  y  de  los  que  se  cancelen  ó  des- 
truyan. 

IX.  Asistir  á  los  remates  y  -sorteos  que 
los  Bancos  lleven  á  efecto  en  sus  oficinas. 

X.  Vigilar  el  cumplimiento  de  la  ley,  el 
de  la  concesión  y  el  de  los  estatuto»,  siu  in- 
gerirse en  las  operaciones  comerciales  del 
Banco,  y  poniendo  inmediatamente  en  cono- 
cimiento de  la  Secretaría  de  Hacienda  cual- 
quiera infracción  que  observen,  de  la  cual 
darán  también  aviso  al  Consejo  de  adminis- 
tración del  Banco.  ' 

XI.  Rendir  en  los  meses  de  Enero  y. de 
Julio  de  cada  año  un  informe  minucioso  de 
todo  lo  que  hubieren  hecho  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones,  durante  el  semestre  ante- 
rior, y  que  contenga,  también,  los  datos  es- 
tadísticos relativos  al  movimiento  de  nume- 
rario, a  la  circulación  de  jos  títulos  de  eré- 
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dito,  y  los.  demás  datos  que  prescriban  los 
reglamentos. 

Art.  116.  Está  estrictamente  prohibido  á 
\ os  interventores: 

I.  Ingerirse  en  la  administración  de  los 
negocios  del  Banco. 

II.  Comunicar,  á  quien  quiera  que  sea, 
«latos  ó  informes  respecto  de  los  asuntos  del 
Banco,  debiendo  limitarse  á  consignar  por 
escrito  lo  que  tuvieren  que  participar  á  la 
Secretaría  de  Hacienda  en  cumplimiento  de 
su  encargo. 

III.  Ser  accionistas  del  Banco  que  inter- 
vinieren. 

IV.  Solicitar  préstamos  de  la  institución 
que  intervinieren  y  ser,  por  cualquier  título, 
sus  deudores. 

Art:  116.  La  falta  de  cumplimiento  de 
cualquiera  de  las  obligaciones  á  que  están 
sujetos  conforme  al  art.  114  los  intervento- 
res de  Bancos,  asi  como  la  infracción  de  al- 
guna de  las  prescripciones  del  art.  115,  dará 
lugar  á  la  aplicación  de  penas  administrati- 
vas que  impondrá  la  Secretaria  de  Hacienda, 
inclusa  la  de  destitución,  que  indeclinable- 
mente se  hará  efectiva  en  los  casos  de  las 
fracs.  8>  y  4.»  del  artículo  anterior,  y  siem- 
pre sin  perjuicio  de  las  responsabilidades 
civiles  y  penales  en  que  el  interventor  pueda 
haber  incnrrido. 

Art.  117.  Los  balances  mensuales  que 
deben  publicftr  las  instituciones  de  crédito 
comprenderán,  cuando  menos,  los  datos  si- 
guientes: 

En  el  Activo:  I.  Capital  social  no  exhibido. 

II.  Existencia  en  caja. 

III.  Monto  de  tos  valores  en  cartera. 

IV.  Monto  de  los  préstamos  sobre  pren- 
das. 

V.  Monto  de  los  préstamos  hipotecarios. 

VI.  Inversiones  en  fondos  públicos  y  ac- 
ciones ó  bonos  inmediatamente  realizables. 

VII.  Saldo  de  las  cuentas  deudoras. 

VIII.  Valor  de  los  inmuebles,  propiedad 
del  Banco. 

En  el  Pasivo:  I.  Capital  social. 

II.  Valor  de  los  títulos  de  crédito  (bille- 
tes, bonos  hipotecarios  ó  bonos  de  caja)  que 
estuvieren  en  circulación. 

III.  Importe  de  los  depósitos  reembolsa- 
bles  á  la  vista  ó  con  un  aviso  previo  de  treB 
días  ó  menos. 

IV.  Saldo  de  las  cuentas  corrientes  acree- 
doras. 

V.  Fondos  de  previsión  y  de  reserva. 
Art.  118.     En  la  formación    y  revisión  de 

los  balances  anuales  que  las  instituciones 
de  crédito  practiquen,  los  interventores  ten- 
drán las  mismas  facultades  que  las  leyes  otor- 
gan á  los  comisarios  de  las  sociedades  anó- 
nimas, y  procederán  en  unión  de  ellos  á  la 


comprobación  de  las  partidas  de  los  balan- 
ces, comparando  con  los  libros  los  saldos  de 
las  cuentas,  siu  que  por  eso  puedan  exigir 
que  se  les  muestre  el  pormenor  de  ellas,  ni 
la  correspondencia,  actas  y  demás  escrituras 
y  papeles  del  Banco,  á  no  ser  por  virtud  de 
acuerdo  especial  de  la  Secretaría  de  Hacien- 
da para  cada  casa,  ó  que  el  Banco  volunta- 
riamente lo  haga. 

Art.  1 19.  En  los  casos  «le  liquidación  ó 
disolución  de  un  Banco,  los  interventores 
representan  á  los  tenedores  de  los  títulos  de 
crédito  en  circulación,  eu  el  ejercicio  de  las 
acciones  que  correspondan  á  dichos  tenedo- 
res, y  siempre  que  no  se  presenten  los  inte- 
resados á  gestionar  por  eí  ó  por  apoderado 
especial. 

Art.  120.  Anualmente  publicará  la  Secre- ' 
taría  de  Hacienda,  un  informe  acerca  del 
estado  que  guarden  las  instituciones  de  cré- 
dito existentes  en  la  República,  y  con  él  los 
datos  estadísticos  y  noticias  remitidas  por 
los  interventores. 

CAPITULO  VI 
Franquicias  é  impuesto». 

Art.  121.  El  capital  de  las  instituciones 
de  crédito,  las  acciones  que  los  representen, 
los  dividendos  que  repartieren  y  los  diversos 
títulos  de  crédito  que  emitan,  estarán  exen- 
tos de  toda  clase  de  impuestos  de  la  Fede- 
ración, de  los  Estados  y  de  los  Municipios, 
con  excepción  de  la  contribución  predial  que 
puedan  causar  los  edificios  en  que  aquéllos 
establecieren  sus  oficinas,  y  de  los  impues- 
tos comprendidos  en  la  Renta  federal  del 
Timbre,  los  cuales  se  causarán  conforme  á 
las  leyes  relativas  y  á  lo  prevenido  en  los 
artículos  siguientes. 

Art.  122.  No  causarán  el  impuesto  del 
Timbre,  los  documentos  de  que  hagan  uso 
las  instituciones  de  crédito  eu  su  adminis- 
tración interior;  ni  aquellos  que  se  cambien 
entre  el  establecimiento  matriz  y  las  sucur- 
sales ó  agendas  que  de  él  depeudan,  siempre 
que  dichos  documentos  no  crearen  derechos, 
ya  sea  en  favor  del  Banco  ó  ya  en  el  de  ter- 
ceras personas  extrañas  al  establecimiento, 
incluyéndose  á  los  empleados  de  éste,  cuan- 
do personalmente  tengan  interéd  en  el  ne- 
gocio. 

Art.  123.  Tampoco  causarán  el  impuesto 
del  Timbre: 

I.  Los  contratos  que  las  instituciones  de 
crédito  celebraren  con  el  Gobierno  federal, 
con  los  Gobiernos  de  los  Estados  ó  con  los 
Municipios  de  la  República. 

II.  Los  extractos  de  cuentas,  las  notas 
de  pago   ó  recibo,  las  letras,  libranzas  ó  pa- 
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garés,  ni  loe  giros  telegráficos  ó  en  cualquie- 
ra otra  forma,  cuando  estos  actos  6  opera- 
ciones se  practiquen  con  el  Gobierno  federal, 
con  ios  de  los  Estados  ó  con  los  Municipios 
de  la  República. 

Art.  124.  Los  billetes  de  Banco,  los  bo- 
nos hipotecarios,  los  certificados  en  depósito 
y  los  bonos  de  caja  que  las  instituciones  de 
crédito  pongan  en  circulación,  así  como  los 
cheques  que  expidan  y  1-  s  que  se  giren  á  su 
cargo,  llevarán  la  estampilla  que  prevengan 
las  leyes  del  Timbre;  pero  con  la  limitación 
deque,  sea  cual  fuere  el  valor  de  los  expre- 
sados títulos  ó  documentos,  el  déla  estam- 
pilla nunca  excederá  de  cinco  centavos. 

Art.  125.  Los  contratos  escriturados  de 
préstamo,  fianza,  prenda  ó  hipoteca,  otorga- 
dos por  las  instituciones  de  crédito  á  su  fa- 
vor, causarán,  como  impuesto  del  Timbre,  la 
cuota  de  2  al  millar  sobre  su  importe,  á  me- 
nos de  que  las  leyes  de  la  materia  lleguen  á 
fijar  una  cuota  más  baja.  Los  propios  con- 
tratos, cuando  se  otorguen  en  documento 
privado,  causarán  solamente  la  cuota  de  1  al 
millar. 

Art.  126.  Los  Estados  de  la  Federación  no 
podrán  gravar  con  impuesto  alguno  las  ope- 
raciones propiamente  bancadas  que  practi- 
quen las  instituciones  de  crédito,  con  ex- 
cepción de  los  préstamos  con  garantía  hipo- 
tecaria, en  los  cuales  el  monto  del  impuesto 
no  excederá  de  un  4  por  100  sobre  el  impor- 
te de  la  operación. 

Art.  127.  Salvo  pacto  en  contrario,  los  ho- 
norarios de  los  peritos,  Notarios  y  demás 
personas  cuyos  servicios  estén  sujetos  á  tari- 
fa por  la  legislación  local,  y  que  intervinie- 
ren las  operaciones  que  practiquen  las 
litaciones  de  crédito,  se  reducirán  á  las 
dos  t encías  partes  de  las  cuotas  autorizadas 
por  la  tarifa.  En  ningún  caso  se  aplicarán 
las  prevenciones  que  autoricen  el  aumento 
de  honorarios,  por  el  he«tho  de  ser  sociedad 
una  de  las  partes  contratantes. 

Art.  128.  Las  exenciones  ó  disminucio- 
nes de  impuesto  de  que  hablan  los  artículos 
precedentes, 'durarán  25  años  contados  des- 
de la  fecha  de  esta  ley;  y  en  cuanto  á  los  bo- 
nos de  emfeión,  sólo  aprovecharán,  según  la 
frac.  VI  del  art.  1.°  de  la  ley  de  3  de  Junio 
de  1896,  al  primer  Banco  que  se  establezca 
en  cada  uno  de  los  Estados  de  la  República 
ó  de  los  Territorios  federales. 

Art.  129.  Las  concesiones  que  se  solici- 
ten para  el  establecimiento  de  otros  Bancos 
de  emisión  en  algún  Estado  ó  territorio  de 
la  República  donde  exista  algún  Banco,  sólo 
podrán  otorgarse  sujetando  á  los  nuevos 
Bancos  al  pago  de  todos  los  impuestos  fija- 
dos por  las  leyes  generales,  y.  además,  al  de 
uno  especial -en  favor  de  la  Federación,  de 
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2  por  100  al  año  sobre  el  importe  del  capital 
exhibido,  según  previene  la  citada  frac- 
ción VI  del  artículo  1.°  de  la  ley  de  3  de  Ju- 
nio de  1896.  Este  impuesto  se  hará  efectivo 
por  trimestres  cumplidos,  en  la  forma  que 
prescriba  el  Reglamento  respectivo. 

Impuestos  y  derechos  á  la  plata  j  al  oro. 

—Decreto  de  27  de  Marzo  de  1897. 

Artículo  l.o  La  plata  ó  e¡  oro  quedarán 
sujetos,  en  los  términos  prevenido*  por  esta 
ley,  al  pago  de  los  impuestos  y  derechoa  que 
á  continuación  se  expresan: 

I  Impuesto  interior  del  timbre,  á  razón 
de  3  por  100  sobre  el  valor  de  loe  expresa 
dos  metales. 

II.  Impuesto  de  amonedación,  á  razón 
de  2  por  100  sobre  el  valor  de  los  expresa 
dos  metales. 

III.  Derechos  de  ensaye,  conforme  A  la 
tarifa  que  publique  la  Secretaría  de  Ha- 
cienda. 

IV.  Derechos  de  fundición,  afinación  y 
apartado,  de  conformidad  con  las  tarifas 
respectivas  que  publique  la  misma  Secre- 
taría. 

Art.  2.°  Servirán  de  base  para  estimar 
los  metales  preciosos,  á  efecto  de  liquidar 
los  impuestos  de  timbre  y  de  amonedación, 
los  valores  que  las  leyes  monetarias  del 
país  asignen  á  los  referidos  metales,  siendo 
por  ahora  el  valor  del  kilogramo  de  plata, 
40  pesos  915  milésimas,  y  el  del  kilogramo 
de  oro,  675  pesos  416  milésimas.  ¡ 

Art.  3.°  En  las  tarifas  que  se  establezcan 
para  el  cobro  de  los  derechos  á  que  se  refie- 
ren las  fracciones  III  y  IV  del  artículo  1.°, 
se  tomará  en  cuenta  el  costo  de  las  opera- 
ciones respectivas. 

Art.  4.o  Quedan  sujetos  al  pago  de  los 
impuestos  y  derechos  que  establece  el  ar- 
tículo 1.°,  no  solamente  el  oro  y  la  plata  en 
barras  mixtas,  ó  de  uno  solo  de  estos  meta 
les,  sino  también  los  sulfuros  de  plata,  los 
cobres  y  plomos  argentíferos,  los  minerales 
en  su  estado  natural,  concentrados  ó  que  ha- 
yan recibido  un  principio  de  beneficio,  y,  en 
general,  cualquiera  liga  ó  sustancia  que  con 
tenga  plata  ú  oro. 

Art.  6.o  Loe  impuestos  de  timbre  y  de 
amonedación,  y  los  derechos  de  ensaye,  se 
pagarán  en  todo  caso,  ya  sea  que  se  presen- 
ten las  piezas  para  ser  amonedadas  ó  que  se 
trate  de  exportar  los  metales  ó  substancias 
á  que  se  refiere  esta  ley.  El  derecho  de  fun- 
dición solamente  se  cobrará  á  las  piezas  que, 
por  no  ser  homogéneas,  necesiten  fundirse 
para  su  ensaye,  valoración  y  liquidación;  y 
los  derechos  de  afinación  y  de  apartado,  úni- 
camente las  causarán  en  sus  respectivos  os- 
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«os,  las  piezas  destinadas  á  la  amonedación. 
No  cansan  loa  impuestos  que  establece  el  ar- 
tículo I  °  de  eata  ley  laa  monedas  extranje- 
ras, y  únicamente  quedan  sujetas,  cuando  se 
introduzcan  para  sq  reacuñación  á  una  casa 
<le  moneda,  al  pago  del  impuesto  de  amo- 
nedación, y,  en  su  caso,  al  de  los  derechos 
establecidos  en  las  fracciones  III  y  IV  del 
citado  artículo. 

Art.  6.°  El  pago  de  los  impuestos  y  de- 
rechos correspondientes'se  hará  en  las  Casas 
de  Moneda  ó  en  las  O  ti  ciñas  especiales  de 
ensaye,  ya  sea  que  los  metales  se  introduz- 
can para  su  amonedación,  ó  que  se  trate  de 
remitirlos  al  extranjero,  llenándose,  en  uno 
y  en  otro  caso,  los  requisitos  exigidos  por  el 
Reglamento.  A  los  causantes  que  no  acredi- 
taren haber  satisfecho  los  impuestos  en  las 
oficinas  mencionadas,  y  que  pretendan  re- 
mitir al  extranjero  plata  ú  oro,  ó  cualquiera 
otra  substancia  <jue  contenga  esos  metales, 
se  les  permitirá  qne  hagan  el  pago  en  las 
aduanas,  en  los  ¿erro  i  nos  y  con  los  requisi- 
tos que  prescriba  el  mismo  Reglamento. 

Art.  7.°  El  pago  se  hará  en  moneda  co- 
rriente del  cuño  mexicano;  .pero  tratándose 
del  impuesto  del  Timbre,  las  oficinas  recau- 
dadoras adherirán  y  cancelarán  en  los  docu- 
mentos respectivos  que  entreguen  á  los  cau- 
santes, las  estampillas  correspondientes  por 
el  monto  de  dicho  impuesto.  Esos  documen- 
tos se  extenderán  en  la  forma  que  disponga 
el  Reglamento,  especificando  el  valor  de  los 
metales  y  el  importe  de  loe  impuestos  y  de- 
rechos. 

Art.  8°  Cuando  los  minerales  que  hayan 
de  remitirse  al  extranjero  procedan  de  al- 
gún Estado  en  donde  estuvieren  gravados 
conforme  á  la  ley  ¿ie  6  de  Junio  de  1887,  po- 
dráu  liquidarse  los  impuestos  de  amoneda- 
ción y  de  timbre,  tomando  como  base,  siem- 
pre que  así  lo  hubiere  autorizado  la  Secreta- 
ría de  Hacienda,  el  valor  que  se  haya  dado 
á  los  minerales  en  la  Oficina  de  ensaye  ó  de 
Rentas  del  Estado. 

Art.  9.°  Quedan  exceptuados  del  pago 
del  impuesto  de  amonedación  correspon- 
diente á  la  plata  que  exporten  directamente, 
los  establecimientos  metalúrgicos  que  por 
cláusula  expresa  de  sus  contratos  vigentes 
en  la  fecha  de  esta  ley,  disfruten  de  esa  fran- 
quicia para  dicho  producto,  y  siempre  que 
la  ley  de  plata  de  los  plomos  argentíferos  no 
exceda  de  siete  milésimas,  y  la  de  los  cobres 
argentíferos  de  20  milésimas;  pero  si  la  ley 
de  plata  excediere  de  esos  límites,  los  ex- 
presados establecimientos  pagarán  el  im- 
puesto de  amonedación  por  el  exceso.  Esta 
exención  sólo  aprovecha  á  los  productos  que 
originariamente  procedan  de  los  estableci- 
mientos que  gocen  de  la  franquicia,  pero  no 
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á  los  que  adquieran  de  otras  negociaciones. 

Art.  10.  Los  impuestos  de  amonedación 
y  de  trmbre  qne  causa  el  oro.  conforme  á 
esta  ley,  se  computarán  sobre  el  valor  ínte- 
gro del  metal  contenido  en  las  substancias 
que  se  exporten,  sin  itvás  excepciones  que 
las  consignadas  en  los  artículos  siguientes. 

Art.  11.  Se  exceptúan  del  pago  de  los 
impuestos  y  derechos  que  establece  esta  ley, 
los  minerales  que  contengan  menos  de  250 
gramos  de  plata,  ó  de  10  gramos  de  oro  por 
tonelada,  debiéndose  tomar  en  cuenta  la  pro- 
porción entre  uno  y  otro  límite  para  los  ca- 
sos de  liga  de  ambos  metales. 

Art.  12.  Los  minerales  de  oro  jó  de  plata 
que  se  exporten  en  sn  estado  natural  ó  con- 
centrados mecánicamente,  causarán  los  im- 
puestos de  amonedación  y  de  timbre  sobre 
el  valor  del  oro  y  de  la  plata  qne  contengan, 
con  deducción  de  un  10  por  100.    .     , 

Art.  13.  Si  la  Secretaría  de  Hacienda  lo 
estimare  conveniente,  podrá 'otorgar  conce- 
siones especiales  á  las  negociaciones  que  ha- 
bitualmente  y  engrandes  cantidades  expor- 
ten minerales,  siempre  que  con  sus  libios  de 
contabilidad  y  demás  documentos,  comprue- 
ben satisfactoriamente  el  peso  y  la  ley  de  los 
minerales  que  traten  de  exportar,  y  que  ad- 
mitan, á  ese  fin,  la  intervención  incondicio- 
nal de  los  agentes  del  Fisco.  Esas  concesio- 
nes podrán  extenderse  hasta  fijar  á  los  ex- 
portadores el  pago  de  una  cantidad  alzada, 
como  remuneración  de  los  gastos  que  ero- 
gue el  Gobierno  eu  la  inspección  y  ensaye 
de  dichos  minerales;  pero  en  ningún  caso 
consistirán  en  la  exención  ó  rebaja  de  los 
impuestos  de  timbre  y  de  amonedación  que 
esta  ley  establece. 

Art.  14.  El  Reglamento  f  jará  las  penas 
en  que  incurran  los  infractores  de  la  presen- 
te ley  y  la  manera  de  hacerlas  efectivas,  asi- 
milándose la  exportación  clandestina  de  los 
metales  preciosos  al  contrabando,  y  casti- 
gándose con  las  penas  que  para  este  delito 
señalan  la  Ordena. iza  general  de  Aduanas 
marítimas  y  fronterizas  y  demás  disposicio- 
nes relativas. 

Art.  16.  Los  productores  de  plata  que 
tengan  ley  de  oro,  podrán  hacer  libremente 
el  apartado  de  estos  metales  en  estableci- 
mientos particulares;  y,en  caso  de  que  in- 
troduzcan las  platas  mixtas  á  alguna  oficina 
del  Gobierno  federal,  tendrán  derecho  de 
hacer  apartar  el  oro,  hasta  el  límite  que  ellos 
determinen,  pagando  el  derecho  respectivo 
por  kilogramos,  según  tarifa.  Si  los  introduc- 
tores no  fijaren  límite,  se  hará  el  aparta/lo 
por  su  cuenta,  cuando  la  ley  de  oro  sea  igual 
ó  superior  á  dos  milésimas. 

Art.  16.  Se  derogan  las  cuotas  fijadas  en 
la  tarifa  de  la  ley  general  del   Timbre   para 
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las  «carta-cuentas»  que  expidan  las  casas  de 
moneda,  y  para  los  <  metales  de  oro  y  de  pla- 
ta». Igualmente  se  derogan  todas  las  leyes 
y  disposiciones  anteriores  referentes  á  im- 
puestos federales  sobre  el  oro  y  la  plata.  Los 
Estados  podrán  seguir  cobrando  los  impues- 
tos^ locales  que  autoriza  la  ley  de  6  de  Junio 
de  1887,  los  cuales  causarán  la  contribución 
federal  en  los  términos  de  la  ley  del  Timbre. 

r 

Monumentos  arqueológicos.— Ley  de  11 
de  Mayo  de  1397. 

Artículo  1.°  Los  monumentos  arqueoló- 
gicos existentes  en  territorio  mexicano,  son 
propiedad  de  la  nación,  y  nadie  podrá  ex- 
plorarlos, removerlos,  ni  restaurarlos, sin  au- 
torización expresa  del  Ejecutivo  déla  Unión. 
Art.  Í.°  Se  reputan  monumentos  arqueo- 
lógicos, para  los  efectos  de  esta  ley,  las  rui- 
nas de  ciudades,  las  casas  grandes,  las  ha- 
bitaciones trogloditas,  las  fortificaciones,  los 
palacios,  templos,  pirámides,  rocas  esculpi- 
das ó  con  inscripciones,  y.  en  general,  todos 
los  edificios  qne,  bajo  cualquier  aspecto, 
sean  interesantes  para  el  estudio  de  la  civi- 
lización é  historia  de  los  antiguos  poblado- 
res de  México. 

Art.  3.°  La  destrucción  ó  deterioro  de 
los  monumentos  arqueológicos  constituye 
un  delito,  y  los  responsables  de  él  quedarán 
suietos  á  las  penas  de  arresto  mayor  y  mul- 
ta de  segunda  clase,  con  arreglo  al  art.  494 
del  Código  penal. 

Art.  4."  A  fin  de  identificar  los  monu- 
mentos arqueológicos,  el  Ejecutivo  de  la 
Unión  mandará  formarla  Carta  arqueológica 
de  la  República. 

Art.  6.°  En  el  caso  de  que  los  monumen- 
tos arqueológicos  comprendidos  en  la  Carta 
de  que  habla  el  artículo  anterior,  y  los  que 
en  lo  sucesivo  se  descubran,  estuvieren  en 
tierras  de  propiedad  particular,  el  Ejecutivo, 
por  tratarse  de  utilidad  pública,  podrá  ex- 
propian con  arreglo  á  las  leyes,  á  los  dueños 
de  dichas  tierras  en  la  extensión  superficial 
que  fuere  necesaria  para  la  conservación  y 
el  estudio  de  los  mismos  monumentos. 
*  Art.  6.°  Las  antigüedades  mexicanas,  có- 
dices, ídolos,  amuletos  y  demás  objetos  ó 
cosas  muebles  que  ej  Ejecutivo  federal  esti- 
me como  interesantes  para  el  estudio  de  la 
civilización  é  historia  de  los  aborígenes  y 
antiguos  pobladores  de  América  y  especial- 
mente de  México,  no  podrán  ser  exportados 
sin  autorización  legal.  Los  infractores  de 
esta  prohibición  quedarán  sujetos  al  pago 
de  una  multa,  dentro  de  los  límites  marca- 
dos por  la  segunda  parte  del  art.  21  de  la 
Constitución,  sin  perjuicio  de  la  responsabi- 
lidad penal  en  que  incurran. 


Art.  7.o  El  Ejecutivo  federal  hará  ei 
nombramiento  de  los  guardianes  que  fueren 
necesarios  para  la  vigilancia-  inmediata  y 
especial  cuidado  de  los  monumentos  arqueo- 
lógicos, sin  perjuicio  deque  los  Gobernado^ 
res  de  los  Estados,  en  cuyos  territorios  se 
encuentren  situados  monumentos  arqueoló- 
gicos, tomen  las  mecadas  que  juzguen  con- 
venientes para  la  mejor  observancia  de  esta 
ley,  en  cumplimiento  de  la  obligación  cons- 
titucional respectiva. 

Art.  8.°  Las  antigüedades  mexicanas  ad- 
quiridas .por  el  Ejecutivo,  se  depositarán  en 
~el  Museo  nacional. 

Extradición. —Ley  de  19  de  Mayo  1897 

CAPITULO  PRIMERO 
De  los  casos  de  extradición. 

Artículo  1.°    La  extradición  tendrá  lagar: 

I.  En  los  casos  y  forma  que  determinen 
los  Tratados. 

II.  A  falta  de  estipulación  internacional, 
se  observarán  Jas -disposiciones  de  4a  pre- 
sente ley. 

Art.  2.°  Sólo  podrán  motivar  la  extradi- 
ción los  delitos  intencionales  del  orden  co- 
mún, en  sus  cuatro  grados  de  conato  puni- 
ble, delito  intentado,  delito  frustrado  y  deli- 
to consumado,  definidos  en  el  Código  penal 
del  Distrito  federal  de  México  y  que  no  es- 
tén comprendidos  en  las  siguientes  excep- 
ciones: 

I.  Los  hechos  que  no  tengan  calidad  de 
punibles  en  el  Estado  que  demande  la  ex- 
tradición. 

II.  Los  que  sólo  sean  punibles  cou  las 
penas  de  multa  ó  prisión  ^hasta  de  un  año 
en  el  Distrito  federal  de  México. 

III.  Los  que,  según  la  ley  aplicable  del 
Estado  requirente,  no  tengan  .mayor  pena 
que  la  pecuniaria,  de  destierro  ó  de  nn  afio 
de  prisión. 

IV.  Los  que  en  el  Distrito  federal  de  Mé- 
xico no  pueden  perseguirse  de  oficio,  á  no 
ser  que  hubiere  querella  de  parte  legítima. 

V.  Los  que  hayan  dejado  de  ser  puni- 
bles por  prescripción  de  la  acción  ó  de  la 
pena  conforme  al  Código  penal  de  dicho 
Distrito,  ó  á  la  legislación  aplicable  del  Es- 
tado requirente. 

VI.  Los  que  hayan  sido  objeto  de  abso- 
lución, indulto  ó  amnistía  del  acusado,  ó 
respecto  de  los  cuales  se  haya  cumplido  la 
condena. 

VII.  Los  delitos  cometidos  dentro  de  la 
jurisdicción  de  la  República. 

Art.  8.°  Sólo  podrán  ser  entregados  con 
arreglo  á  esta  ley  los  autores  de  cualesqaie- 
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«ra  de  los  delitos  que  motiven  la  extradición, 
«as  cómplioes  y  sus  encubridores. 

Art.  4.°  I.  El  Estado  requirente  deberá 
prometer: 

A.  Que  no  serán  materia  del  proceso  las 
contravenciones  que  en  la  sección  2.a  de 
este  artículo  se  expresan,  sus  motivos  ó 
fines,  ni  aun  como  circunstancias  agravan- 
tes; á  no  ser  que  el  inculpado  consienta  li- 
bremente en  ser  juzgado  por  ellas,  ó  que, 
permaneciendo  en  el  territorio  de  dicho  Es- 
tado más  de  dos  meses  continuos  en  liber- 
tad absoluta  para  abandonarlo,  no  haya  usa- 
do de  esta  facultad;  .' 

B  Que*  el  presunto  feo  será  sometido  á 
Tribunal  competente,  establecido  por  ley 
con  anterioridad  al  delito  que  se  le  imputa 
en  la  demanda,  para  que  se  le  juzgue  y  sen- 
tencie con  tas  solemnidades  de  derecho; 

C.  Que  será  oído  en  justa  defensa  y  se 
le  facilitarán  los  recursos  legales  en  rodo 
caso,  aun  cuando  ya  hubiere  sido  condena- 
do en  rebeldía; 

D.  Por  último,  que  no  se  concederá  la 
extradición  del  mismo  individuo  aun  tercer 
Estado,  sino  en  los  casos  de  excepción  pre- 
venidos en  la  frac.  Ay  sea  1.»  de  este  artículo. 

II.  Las  contravenciones  á  que  se  refiere 
dicha  fracción  A%  son: 

A.  Las  cometidas  con  anterioridad  á  la 
extradición,  omitidas  en  la  demanda  é  in- 
conexas con  las  especificadas  en  la  misma; 

B.  Las  del  orden  religioso,  político  ó  mi- 
litar y  las  que  constituyen  contrabando, 
aunque  sean  conexas  con  el  delito  común 
que  motivó  la  extradición;  debiendo  enten- 
derse por  contrabando:  la  importación,  ex- 
portación ó  tráfico  de  mercancías  con  infrac- 
ción de  leyes  fiscales. 

Art.  6.o  El  Ejecutivo  de  la  Unión  podrá 
acceder  á  nueva  demanda  del  Estado  que 
hubiere  obtenido  la  extradición,  para  qutfel 
individuo  entregado  sea  sometido  á  la  justi- 
cia y  castigado,  con  arreglo  á  esta  ley,  por 
delito  no  comprendido  en  la  anterior  deman- 
da, en  cuyo  caso  se  observarán,  en  lo  posi- 
ble, los  procedimientos  que  establece  la  pre- 
sente ley. 

Art.  6 o  Cuando  el  individuo  reclamado 
tuviere  causa  pendiente  ó  hubiere  sido  con- 
denado en  la  República,  por  delito  distinto 
del  que  motive  la  demanda,  su  extradición, 
.si  procediere,  se  diferirá  hasta  que  el  mismo 
individuo  sea  absúelto  ó  haya  extinguido  su 
condena. 

Art.  7.°  Si  la  extradición  de  una  misma 
persona  fuere  pedida  por  dos  ó  más  Esta- 
dos, y  respecto  de  todos  ó  algunos  de  ellos 
fuere  procedente,  se  entregará  el  acusado: 

I.  Al  que  U>  reclame  en  virtud  de  una 
Convención  internacional.  .  . 


II.  Invocándose  por  varios  Estados  esti- 
pulaciones internacionales,  á  aquel  en  cuyo 
territorio  se  hubiere  cometido  el  delito. 

III.  Guando  concurran  dichas  circuns- 
tancias, al  Estado  que  lo  reclame  á  causa  de 
delito  que  merezca  pena  más  grave. 

IV.  En  cualquier  otro  caso  al  que  prime- 
ro haya  formalizado  su  demanda,  ó  si  hu- 
biere duda  respecto  de  la  prioridad,  al  que 
el  Ejecutivo  determine. 

Art.  8.°  El  Estado  que  hubiere  obtenido 
la  extradición  podrá  concederla  á  un  tercero 
que  hubiere  antes  formalizado  su  deinanda, 
procedente  con  arreglo  á  esta  ley,  sin  haber 
logrado  la  preferencia  con  arreglo* al  artículo 
anterior. 

Art.  9.°  Una  vez  acordada  la  extradición 
de  un  individuo,  no  se  dará  curso  á  deman- 
da posterior  de  un  Estado  diverso  para  la 
entrega  de  Ja  misma  persona,  á  menos  que 
ésta  regrese  á  la  República  después  de  ha- 
ber surtido  sus  efectos  la  extradición  con- 
cedida. 

Art.  10.  I.  Nunca  se  concederá  la  extra- 
dición de  los  delincuentes  que  hayan  tenido 
la  condición  de  esclavos  en  el  país  donde 
cometieron  el  delito. 

II.  Ningún  mexicano  podrá  ser  entrega- 
do á  un  Estado  extranjero,  sino  en  casos 
excepcionales,  á  juicio  del  Ejecutivo. 

III.  Los  naturalizados  en  la  República 
se  entregarán  al  Gobierno  extranjero  que 
los  reclame,  si  su  extradición  se  pidiere 
dentro  de  dos  años  contados  desde  la  fecha 
de  la  naturalización. 

Art.  11.  Rehusada  la  extradición  de  un 
mexicano,  pedida  á  cauBa  de  delito  cometi- 
do en  territorio  extranjero  y  que  motivaría 
su  entrega  con  arreglo  al  art.  2*o  de  esta  ley, 
el  Ejecutivo  de  la  Unión  consignará  el  caso 
al  Tribunal  competente  de  la  República, 
para  que  lo  juzgue  si  hubiere  lugar  á  ello. 

CAPITULO  II 
De  los  procedimientos* 

Art.  12.  La  extradición  se  promoverá 
siempre  por  la  vía  diplomática. 

Art  13.  En  caso  de  urgencia,  la  prisión 
provisional  podrá  acordarse  por  el  Ejecutivo 
de  la  Unión,  á  pedimento  dirigido  por  el  Co- 
rreo ó  Telégrafo,  con  expresión  del  delito, 
aviso  de  estar  decretada  la  prisión  por  An> 
toridad  competente  y  promesa  de  reciproci- 
dad, así  como  de  presentar  la  demanda  con 
Jas  pruebas  de  hecho  y  de  derecho  en  que 
se  funde. 

Art.  14.  Si  dentro  de  un  término  pruden- 
te, á  juicio  del  Ejecutivo  >  de  la  Unión,  que 
se  notificará  al  Estado  solicitante  y  que  nunr 


228 


ANUARIO  DE  LKOI4LACIÓN  UNlVKaSAl.  —  1697 


ca  excederá  de  tres  meses,  no  se  presentare 
la  demanda  á  la  Secretaría  de  Relaciones 
exteriores,  el  detenido  será  puesto  en  abso- 
luta libertad,  y  no  se  volverá  á  aprehender- 
lo por  la  misma  causa. 

Art.  16.  - 1.  Si  el  pedimento  de  arresto  y 
la  demanda  de  extradición  ee  extendiereu 
al  secuestro  de  papeles,  dinero  ú  otros  obje- 
tos que  se  hallen  en  poder  del  acusado,  se 
recogerán  y  depositarán  éstos  bajo  inventa- 
rio por  los  agentes  del  Gobierno,  y  se  entre- 
garán al  Estado  que  los  reclama,  si  hubiere 
obtenido  la  extradición,  ó  sé  devolverán  al 
detenido  cuando  sea  puesto  en  libertad. 

II.  Quedarán,  no  obstante,  á  salvo  los 
derechos  de  tercero  no  implicado  en  la  acu- 
sación, sobre  los  objetos  secuestrados. 

Art.  16.  Los  docuineutos  que  deberán 
acompañarse  á  la  demanda: 

I.  Han  de  probar  la  existencia  del  cuer- 
po del  delito  y  suministrar  pruebas  de  la 
identidad  y,  á  lo  menos,  presunciones  de  la 

v  culpabilidad  de  la  persona  cuya  extradición 
se  pida,  de  tal  modo  que  se  pudiera  proce- 
der á  su  aprehensión  y  enjuiciamiento  con- 
forme á  las  leyes  de  la  República,  si  en  su 
territorio  se  hubiera  cometido  el  delito. 

II.  Exhibirán  en  lo  conducente  el  texto 
de  la  ley  extranjera  que  defina  el  delito  y 
determine  la  pena  que  le  sea  aplicable,  con 
la  declaración  autorizada  de  su  actual  vigen- 
cia, y  copia  de  la  sentencia,  si  ésta  se  hu- 
biere ya  pronunciado. 

III.  Estarán  legalizados  de  manera  que 
se  justifique  su  autenticidad. 

IV.  Si  fueren  redactados  en  idioma  ex- 
tranjero, se  les  agregará  traducción  en  cas- 
tellano 

Art  17.  I.  Recibida  la  demanda,  se  en- 
viará con  los  documentos  que  la  acompañan 
al  Juez  de  distrito  en  cuya  jurisdicción  se 
encuentre  el  indiciado. 

II.  Si  se  ignora  el  paradero  de  éste,  la 
demanda  de  extradición  documentada  se 
pasará  al  Juez  de  distrito  en  turno  de  esta 
capital,  quien  será  el  solo  competente,  cual- 
quiera que  sea  el  lugar  en  que  se  descubra 
al  presunto  reo. 

III.  Sea, cual  fuere  el  .Juez  de  distrito  á 
quien  se  remita  la  demanda  de  extradición, 
será  irrecusable  en  los  procedimientos  de 
ella. 

Art.  1 8.  La  petición  del  Gobierno  extran- 
jero, y  la  orden  de  aprehensión  de  la  Secre- 
taría de  Relaciones  exteriores,  dictada  en 
los  términos  de  esta  ley,  son  causa  legal 
para  que  el  Juez  de  distrito  pronuncie  auto 
motivado  de  pris:ón.    % 

Art.  19.  Para  lograr  la  aprehensión,  el 
Juez  podrá  librar  directamente  sus  órdenes 
á  las  autoridades  políticas  locales  del  distri- 


to, territorios  ó  Estados  de  la  federación' 
Art.  20.  Lograda  que  sea  la  aprehensión* 
el  Juez  de  distrito  hará  comparecer  anie  é- 
al  indiciado  y,  dándole  á  conocer  la  deman 
da  y  los  documentos  á  ella  anexos,  admitiré 
únicamente  las  siguientes  excepciones: 

I.  La  de  ser  contraria  la  demanda  á  las 
prescripciones  del  Tratado  respectivo,  ó  á  las 
de  la  presente  ley  á  falta  de  Tratado. 

II.  La  de  no  ser  el  preso  la  persona  cuya 
extradición  se  pide. 

III.  La  de  improcedencia  de  la  extradi- 
ción, por  violarse  con  ella  una  ó  más  de  le§ 
garantías  individuales  que  otorga  la  Consti- 
tución de  la  República 

Art.  21.  I.  Las  excepciones  podrán  opo- 
nerse por  el  indiciado  ó  por  su  representante 
legítimo  dentro  de  tres  días  y  probarse  en 
seguida  dentro  de  otros  veinte,  además  dr* 
los  que  en  su  caso  tarde  el  correo. 

II.  En  el  mismo  plazo  podrá  á  la  ve? 
rendir  pruebas  al  Promotor  fiscal,  quien  sera 
siempre  parteen  los  procedimientos  judicia- 
les relativos  á  la  extradición. 

Art.  22.  I.  Concluido  el  término  prodi- 
torio, señalará  el  Juez  una  audiencia  p»m 
recibir  los  alegatos  de  ambas  partes  dentn 
de  cinco  días,. y  sin  más  trámite  declarara 
dentro  del  tercero  día,  si  en  su  concepta 
procede  ó  no  la  extradición. 

II.  El  Juez  considerará  de  oficio  las  ex- 
cepciones enumeradas  en  el  art.  20,  caamJ. 
no  se  hubieren  alegado  por  el  presunto  rt-c; 
y,  además,  en  todo  caso,  si  del  hecho  qu- 
motiva  la  demanda  no  deben  conocer  y  juz- 
gar las  autoridades  de  la  República. 

Art.  28.  Los  términos  señalados  en  lo* 
arta.  21  y  22  son  perentorios,  y  no  podrá!, 
suspenderse  ni  prorrogarse  sino  por  cnusu 
de  fuerza  mayor. 

Art.  24.  El  Juez  cerrará  la  averigua»  ion 
con  la  orden  de  quedar  el  preso  á  disposiriói' 
de  la  Secretaría  de  Relaciones  exterior**^  .t 
la  cual  remitirá  en  seguida  el  expediente,  v 
mandará  notificar  dicha  orden  al  encargad» 
de  la  prisión,  para  que  desde  luego  snrt»  aa* 
efectos. 

A rt.  25.  En  vista  del  exped  iente  jadirrai 
el  Ejecutivo  de  la  Unión  acordará  si  es  dr 
accederse  ó  no  á  la  extradición,  pndiend>» 
separarse  de  las  conclusiones  del  Juez  en 
todo  caso. 

Art.  26.  I.  Si  la  decisión  fuere  contraria 
á  la  demanda,  será  notificada  al  custodio  de- 
preso  para  que  lo  ponga  inmediatamente  en 
absoluta  libertad. 

II.  Si  el  Ejecutivo  accediere  á  la  deman- 
da, el  acuerdo  será  notificado  al  preso  ó  á  so 
legítimo  representante. 

Art.  27.  I.  Contra  el  acuerdo  de  haber 
lugar  á  la  extradición,  no  cabe  más  recursv 
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-que  el  de  amparo  de  la  justicia  federal,  esta- 
blecido en  el  art.  102  de  la  Constitución,  en 
el  caio  único  de  que  el  acusado  ó  su  repre- 
sentante legítimo  lo  interponga  dentro  de 
tres  días  improrrogables,  contados  desde 
aqnel  en  que  se  le  notificó  el  acuerdo. 

II.    Contra  los  demás  procedimientos  o . 
acuerdos  judiciales    ó   administra  ti  vqs    no 
cabe  recurso  alguno. 

Art.  28.  Se  desecharé  de  nlano  el  recurso 
•de  amparo,  si  se  intentare  fuera  del  término 
señalado  en  el  artículo  anterior. 

Art.  29.  Vencido  el  término  señalado 
para  la  interposición  del  recurso,-  sin  que  el 
indiciado,  ó  su  legítimo  representante,  lo 
haya  intentado  en  debida  forma,  ó  denegado 
el  amparo  por  la  Suprema  Corte  de  justicia, 
la  Secretaría  de  Relaciones  exteriores  comu- 
nicará al  agente  respectivo  del  Estado  ex- 
tranjero el  acuerdo  favorable  á  la  extradi- 
ción, y  ordenará  que  se  le  entregue  el  preso. 

Art  30.  Cuando  el  Estado  extranjero 
deje  pasar  dos  meses  desde  que  el  preso 
quedó  á  su  disposición,  sin  extraerlo  del  país, 
dicho  preso  recobrará  su  libertad;  y  no  podrá 
volver  á  ser  detenido  ni  será  entregado  al 
propio  Estado  por  el  mismo  delito  que  sirvió 
de  causa  á  la  demanda. 

Art.  31.  I.  La  extradición  se  verificará 
con  el  auxilio  de  los  agentes  del  Gobierno, 
si  lo  pidiere  el  Estado  que  la  obtuvo. 

II.  La  intervención  de  dichos  agentes 
cesará,  según  los  casos,  en  la  frontera  res- 
pectiva, á  bordo  del  barco  que  reciba  al  pre- 
so, ó  en  el  punto  del  interior  en  que  lo  tome 
bajo  su  exclusiva  responsabilidad  el  agente 
de  extradición  de  dicho  Estado. 

CAPITULO  III 
Prevenciones  complementarias. 

Art.  32.  I.  Ninguna  extradición  se  veri- 
ficará fuera  de  Tratado  sin  que  el  Gobierno 
que  la  pida  haya  prometido  una  estricta  re- 
ciprocidad y  lo  demás  que  exige  la  presen- 
te ley. 

II.  El  Ejecutivo  de  la  Unión  podrá  hacer 
igual  promesa  cuando  se  la  exija  un  Estado 
extranjero  para  concederle  una  extradición 
■que  no  sea  obligatoria  en  virtud  de  estipula- 
ciones internacionales. 

Art.  33.  La  Secretaría  de  Relaciones  ex- 
teriores hará  que  se  conozca  esta  ley  en  las 
cancillerías  extranjeras,  y  acompañará  siem- 
pre un  ejemplar  de  ella  á  la  nota  en  que  co- 
munique haber  concedido  una  extradición. 

Art.  34.  Los  gastos  que  cause  toda  de- 
manda de  extradición  podrán  ser  pagados 
por  el  Erario  federal  con  cargo  al  Gobierno 
extranjero  que  la  haya  promovido,  de  quien 


deberán  cobrarse,  aun  en  el  caso  de  que  no 
se  acceda  á  su  demanda. 

Art.  36.  I.  Los  Tribunales  mexicanos,  al 
promover  la  extradición  de  individuos  que 
tengan  causa  criminal  pendiente  ante  ellos» 
así  como  los  Gobernadores  de  los  Estados 
de  la  Unión  que  promovieren  la  extradición 
de  reos  prófugos  consignados  al  Ejecutivo 
para  que  cumplan  su  condena,  se  ajustarán 
á  las  prevenciones  contenidas  en  los  artícu- 
los l.o,  2.-,  3°,  12  y  16  de  esta  ley. 

II.  Lo  prevenido  en  el  art.  34  con  res- 
pecto  á  un  Gobierno  extranjero,  es  aplicable 
al  de  un  Estado  mexicano,  cuando  éste  pro- 
moviere la  extradición. 

Art.  36.  El  Ejecutivo  de  la  Unión  pro- 
curará reproducir  las  garantías  y  salvedades 
que  contiene  la  presente  ley,  al  negociar  Tra- 
tados de  extradición  en  lo  futuro. 

Presupuesto  de  egresos  para  1997-98.— 

Ley  de  20  de  Mayo,  de  1897. 

Artículo  1.°  El  Presupuesto  de  egresos 
de  la  Federación  para  el  afio  fiscal  que  co- 
menzará el  1.°  de  Julio  de  1897  y  terminará 
el  30  de  Junio  de  1898,  se  compondrá  de  las 
partidas  siguientes  (1): 

RESUMEN  GENERAL. —  Ramos.— Pri- 
mero. Poder  Legislativo,  1.01 8.648*90  pesos. 

Segundo.    Poder  Ejecutivo,  80.968460. 

Tercero.    Poder  Judicial,  448.06P80. 

Cuarto.  Secretaría  de  Relaciones,  pesos 
631.741  y  50  centavos. 

Quinto.  Secretaría  de  Gobernación,  pesos 
8.662.817  y  46  centavos. 

Sexto.  Secretaría  de  Justicia  é  Instruc- 
ción pública,  2.288.062*86. 

Séptimo.  Secretaría  de  Fomento,  Colo- 
nización é  Industria,  742.973*11. 

Octavo.  Secretaría  de  Comunicaciones  y 
Obras  públicas,  6.460.217*46. 

noveno.  Secretaría  de  Hacienda  y  Crédi- 
to público:  Servicios  administrativos,  pesos 
6.069.652«86;  Deuda  pública,  18.863.768  (2). 


(1)  En  la  imposibilidad  material  de  insertar  el 
pormenor  de  los  gastos,  nos  limitamos  á  ofrecer  el 
resumen,  que  puede  verse  en  el  texto 

(2)  Situación  financiera  de  M  ex  Ice.— 
Entre  1890-91  y  1896-97  las  exportaciones  de  los 
productos  mexicanos,  hecha  abstracción  de  lo* 
metales  preciosos,  han  aumentado  en  más  de  18 
millones  de  pesos,  ó  sea  en  66  por  J00  ron  rela- 
ción a  las  cifra»  de  1890-91,  mientras  las  impor- 
taciones han  disminuido,  per  el  contrario,  en 
mas  de  1  800. 000  pesos,  ó  sea  en  cerca  de  )6 
por  100. 

Por  su  parte,  la  exportación  de  los  metales  pr* 
cio808  extraídos  de  México,  que  sólo  fué  de  25 
millones  de  pesos  en  1872-~3  y  de  86  millones  en 
1890  y  91,  ha  pasado  de  66  millones  de  pesos  en 
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Décimo.    Secretaría  de  Guerra  y  Marina, 
H.460.196447   pesos. 
Total,  60.68í.983(98  pedos. 


1896  y  97.  De  suerte  que  en  1890-91  las  exporta- 
ciones mexicanas,  mercancías  y  metales  preciosos 
juntos,  llegaban  «penas  ¿  63  millones  de  pesetas, 
contra  50  millones  de  importaciones,  dejando  un 
sobrante  de  exportaciones  de  18  jnillones  de  pe- 
so^ próximamente. 

-  En  1896-91  el  total  de  las  exportaciones  mexi- 
canas se  ha  elevado  á  la  cifra  enorme  de  peso» 
•III. 346.491,  contra  42.«04.095  peeos  de  importa- 
ciones, lo  que  representa  un  exceso  de  las  prime- 
ra* de  más  de  69  millones. 

México  posee  al  presente  una  red  ferroviaria  de 
unos  12  000  kilómetros;  los  ingresos  de  esta  red 
aumentan  de  año  en  año  en  proporción  conside- 
rable, y  el  alza,  ocurrida  en  estos  últimos  tiem- 
pos, sobre  los  titulos  de  las  Compañías  mexica 
sas  cotizados  en  Londrep,  prueba  que  la  baja  de 
la  plata  no  les  bn  producido  gran  daño. 

Por  otra  parte,  la  industria  mexicana  se  ha 
transformado  desde  189%cou  una  rapidez  maravi- 
llosa. En  esta  época,  por  ejemplo,  las  pocas  fabri- 
cas que  existían  en  el  país  se  encontraban  casi 
en  quiebra;  por  el  contrario,  á  mediados  de  1897, 
México  contaba  con  150  fábricas  de  tejidos  de  al- 
godón muy  florecientes,  empleando  n  26.000  obre- 
ros, 17.298  telare**,  571.413  husos  y  40  máquinas 
de  estampar  tejidos 

Desde  189*  a  1894  la  Hacienda  mexicana  expe- 
rimentó una  crisis  intenaa,  pues,  por,  una  parte, 
la  baja  del  peso  mexicano  dio  por  resultado  au- 
mentar bruscamente  las  cargas  del  presupuesto, 
de  orden  exterior,  pagaderas  en  oro,  y  porque, 
por  otra  parte,  la  repercusión  favorable  d«  la  pri- 
ma del  oro  sobre  e)  régimen  económico  interior 
no  había  podido  actuar  útilmente. 

Pero  en  9  de  Mayo  de  1898  el  Sr.  Limantour 
fué  llamado  al  Ministerio  de  Hacienda;  encontró 
uu  presupuesto  en  completo  desorden  y  compli- 
caciones de  toda  especie,  legadas  por  las  admi- 
nistraciones anteriores.  El  Sr.  Limantour  ha  he- 
cho adoptar  una  «erie  de  reformas  y  disposicio- 
nes legislativas,  que  han  introducido  el  orden  y 
!a  claridad  en  la  Hacienda  pública,  han  asegura- 
do el  equilibrio  financiero  v  han  consolidado  la 
«leuda  exterior,  comprometida  por  un  momento. 

En  1°  de  Enero  de  1898  la  deuda  mexicana  se 
descomponía  de  la  siguiente  manera: 

Deuda  pagadera  en  oro.  Pesos. 

Capital 108.555.100 

Intereses  no  percibidos 810.428 

Total 108.865.528 

Deuda  pagadera  en  piala. 


91.114.825 
887.248 

91.951.573 


Capital 

Interese 8  no  percibidos.     .     . 

Total 

Deuda  flotante  en  plata. 

Capital. I-4!7?69? 

Total  de  la  deuda  publica.     .      .    202.290.797 

La  conversión  en  pesos  plata  de  la  deuda  paga- 


Art.  2.°  Cuando  el  Presupuesto  fije  una 
sama  total  para  determinado  servicio  sin 
designar  dotaciones  personales,  ei  Ejecutivo 
tendrá  facultad  de  distribuir  aquella  suma, 
asignando  los  sueldos  correspondientes,  que 
se  calcularán  en  todo  caso  por  cuota  diaria 
«  fija,  y  expresando  el  tiempo  durante  el  cual 
deban  abonarse. 

Art.  3.u  Los  pagos  por  rentas,  gratifica- 
ciones, gastos  menores  y  de  oficio,,  etc.,  qct- 
para  cada  mes  señala  este  presupuesto,  sv 
harán  por  duodécimas  ó  vigésimas  cuarta* 
partes,  sin  diferencia  en  ninguno  de  los  me- 
ses ó  quincenas  del  afio. 

Art.  4.°  Cada  una  de  las  asignaciones 
contenidas  en  el  presupuesto,  soló  podra 
aplicarse  al  objeto  para  el  cual  estuviere  es- 
pecialmente destinada,  sin  que  por  ningún 
motivo  pueda  transferirse  en  todo  ó  en  par- 
te, algún  gasio  á  otra  ú  otras  partidas  qoe 
no  le  correspondan,  salvo  lo  dispuesto  en  el 
artículo  siguiente. 

Art.  6.°  Durante  el  mismo  afio  fiscal  que- 
da facultado  el  Ejecutivo  para  modificar  la 
organización  y  planta  de  la  Secretaría  de 
Guerra  y  Marina,  y  seguirá  investido  de  la 
facultad  que  le  concedió  la  Ley  de  12  ár 
Diciembre  de  1884  para  reorganizare!  Ejér- 
cito y  Armada  nacionales.  Al  hacer,  en  Ir. 
forma  legal,  las  modificaciones  qoe  creyere- 
necesarias,  no  podrá  excederse  del  total  gas- 
to autorizado  para  la  sección  ó  secciones 
respectivas  del  presupuesto  de  Guerra. 

Art.  6.°  En  el  caso  de  que  las  erogacio- 
nes á  cargo  del  Erario  durante  este  ejercicio 
fiscal,  por  premios,  cambios,  situación  y  mo- 
vimiento de  fondos;  por  réditos,  amortiza- 
ción y  gastos  del  servicio  de  la  Deuda  públi- 
ca, y  por  honorarios  de  la  recaudación  de  la 
renta  del  Timbre,  ó  de  las  contribuciones 
directas  en  los  territorios,  excedieren  de  las 
cantidades  asignadas  en  este  presupueste, 
queda  autorizado  el  Ejecutivo  para  hacer 
las  erogaciones  adicionales  que  fueren  ne- 
cesarias. 

Art.  7.o  Las  cantidades  que  por  sueldos, 
viáticos  y  gastos  se  sitúen  á  los  Agentes  y 
empleados  diplomáticos  ó  consulares  en  el 
extranjero,  así  como  á  lax  Agencia  Financie- 
ra de  México  en  Londres,  serán  satisfe- 
chas en  moneda  del  país  respectivo,  con- 
virtiendo,  conforme  á  la  Tabla  de  equiva- 
lencias contenida  en  la  Ordenanza  de  Adna- 


dera  en  oro,  daría  al  cambio  'actual  de  23  peni- 
ques por  peso,  próximamente  224  millones  de  t«- 
sos,  lo  que  elevaría  el  capital  total  de  la  deud» 
pública  á  317  millones  de  pesos  de  plata,  para  eí 
que  lb.964.268  pesos  plata  figuran  como  servicio 
de  interés  y  amortización  en  el  presupuesto  del 
año  1898-99. 
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ñas,  la  asignación  que  en  pesos  mexicanos 
señala-este  presupuesto,  en  la  cantidad  co- 
rrespondiente de  moneda  del  país  en  que 
deba  hacerse  el  pago.  La  misma  regla  se 
observará  con  los  funcionarios  y  empleados 
que  fueren  enviados  en  -comisión  al  extran- 
jero con  goce  de  sueldo  de  su  propio  em- 
pleo, ó  disfrutando  de  remuneración  espe- 
cial, salvo  lo  que  en  este  último  caso  de- 
termine expresamente  la  respectiva  Secre- 
taría de  Estado. 

Art.  8.°  A  los  Jefes,  Oficíalos,  marine- 
ros, maquinistas,  y  en  general  á  todos  los 
individuos  que  presten  sus  servicios  en  la 
Marina  de  guerra,  se  les  continuarán  abo- 
nando sus  haberes  en  moneda  mexicana, 
aun  cuando  los  buques  se  bailen  surtos 'en 
aguas  extranjeras;  pero  recibirán  el  doble 
de  lo  que  corresponda  por  asignación  de 
mesa,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  la  diferencia 
entre  los  sueldos  de  «embarcado  y  desem- 
barcado>  que  fija  el  presupuesto  por  ración 
de  armada,  por  asignación  de  entreteni- 
miento del  buque,  y  por  gratificación  de 
mando  que  toca  al  Comandante.  El  pago 
doble  de  estas  asignaciones,  sólo  se  hará 
desde  el  día  en  que  el  buque  fondee  en  él 
primer  puerto  extranjero,  y  se  suspender^ 
tan  luego  como  arribe  á  un  puerto  de  la  Re- 
pública. 

Art.  9.o  Los  gastos  de  cambio  y  situa- 
ción de  fondos  por  pagos  que  deban  hacer- 
se en  el  extranjero  y  no  sean  de  Deuda  pú- 
blica, se  cargarán  á  la  partida  especial  con- 
signada para  ese  objeto  entre  los  gastos 
generales  del  ramo  de  Hacienda;  pero  sólo 
cuando  se  trate  de  la  planta  y  gastos  de  Le- 
gaciones, Consulados,  oficinas  ó  comisiones 
permanentes  y  cuyas  asignaciones  estén  ex- 
presamente comprendidas  en  alguna  parti- 
da del  presupuesto*.  £11  cualquiera  otra  cla- 
se de  pagos,  ya  sea  que  se  trate  de  emolu- 
mentos ó  bien  de  erogaciones  verificadas 
por  virtud  de  contrato  ó  de  autorización  de 
las  Cámaras,  ó  por  simple  facultad  admi- 
nistrativa, los  gastos  de  cambio  y  situación 
de  fondos  en  el  extranjero  se  cargarán  á  la 
misma  partida  de)  ramo  correspondiente  á 
que  se  haga  el  cargo  de  la  suerte  principal, 
ó  la  de  gastos  extraordinarios  ó  imprevistos 
del  propio  ramo,  según  lo  disponga  la  res- 
pectiva Secretaría. 

•  Art.  10.  En  el  caso  de  que  por  las  cuen- 
tas provisionales  del  primer  semestre  de 
1897  á  1898,  apareciese  que  los  ingresos  han 
superado  á  los  gastos,  el  Ejecutivo  queda 
facultado  para  hacer,  dentro  del  segundo 
semestre  del  mismo  afío,  pagos  en  efectivo 
A  las  empresas  que  con  arreglo  á  sus  res- 
pectivas concesiones  tengan  derecho  á  per- 
cibir bonos  del  5  por  100  de  la  Deuda  amor- 


tizaba por  las  obras  públicas  que  hubie- 
ren ejecutado,  siempre  que  dichas  empre- 
sas estuvieren  conformes  con  ello;  pero  en 
tal  caso  los  pagos  en  efectivo  se  liquidarán 
sobre  la  base  del  valor  que  tengan  los  bo- 
nos el  día  del  pago,  y  nunca  podrá  exceder 
el  monto  de  dichos  pagos  en  efectivo,  de 
la  mitad  de  lo  que  en  el  segundo  semestre 
vaya  resultando  sobrante  del  producto  de 
las  consignaciones  hechas  en  favor  de\  los 
empréstitos  de  1888,  1890  y  1893,  después 
de  cubierto  el  servicio  de  réditos,  amortiza- 
ción y  gastos  de  los  mencionados  emprésti- 
tos. Con  las  limitaciones  antedichas  de  tiem- 
po y  de  cantidades  aplicables  al  objeto,  po- 
drá también  el  Ejecutivo  amortizar  otros 
títulos  q«e  no  sean  los  de  Ja  Deuda  del  5. 
por  100,  cuando  lo  juzgare  provechoso  pañi 
los  intereses  del  Erario. 

Art.  11.  La  amortización  de  títulos  de  !:i 
Deuda  pública  que  provenga  de  operaciones 
en  que  deban  aquéllos  admitirse,  así  como 
los  pagos  que.  por  contrato  hayan  de  veri- 
ficarse en  otra  especie  que  no  sea  dinero 
efectivo,  no  se  cargarán  á  las  partidas  se- 
fialadas'en  la,  presente  ley,  sino  que  forma 
rán  una  sección  especial  anexa  á  la  cuenta 
de  presupuesto. 

Art.  1 2.  Cada  una  de  las  secciones  en  qne 
se  encuentra  dividido  el  Presupuesto  de  egre- 
sos estará  representada  en  los  libros  de  la 
Contabilidad  general  del  Erario  por  una 
cuenta  particular;  pero  cuando  alguna  de 
dichas  secciones  comprenda  distintos  servi- 
cios, se  abrirán  cuentas  separadas  para  ca- 
da uno. 

Art.  13.  Las  distribuciones  que  afecten 
presupuestos  anteriores,  y  qne  con  los  justi- 
ficantes respectivos  rindan  en  el  mismo  año 
fiscal  los  pagadores,  habilitados,  agentes  y 
demás  empleados  responsables,  tampoco  se 
cargarán  á  las  partidas  señaladas  en  la  pre- 
sente ley,  sino  que  formarán  otra  sección  es- 
pecial en  su  propia  cuenta. 

Art.  14.  Durante  el  año  fiscal  de  1897  á 
1898,  queda  ampliamente  facultado  el  Eje- 
cutivo para  reformar  la  planta  de  la-  Secre- 
taría de  Hacienda  y  sus  dependencias. 

Convención  postal  con  la  Gran  Bretaña. 

— Decreto  de  promulgación  de  21   de  Mayo 
de  1897. 

Porfirio  Díaz,  Presidente  de  los  Estados 
Unidos' Mexicanos:  á  todos  los  que  las  pre- 
sentes vieren,  sabed: 

.Que  el  día  25  de  Febrero  del  presente  afio 
se  concluyó  y  firmó  en  esta  capital,  por  me- 
dio de  los  plenipotenciarios  respectivos,  una 
Convención  entre  los  Estados  Unidos  Mexi 
canos  y  el  Reino  Unido  de  la  Gran  Bretaña 


232 


ANUARIO  DK  LHGISLÁOIÓN  UNIVBE8AL  —  1897 


é  Irlanda,  en  la  forma  y  del  tenor  siguientes. 

(i). 

Y  que  la  presente  Convención  fué  aproba- 
da por  la  Cámara  de  Senadores  del  Congre- 
so de  la  Unión  el  17  del  actual. 

En  tal  virtud,  yo,  Porfirio  Díaz,  Presiden- 
te de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  en  uso 
de  la  facultad  que  me  concede  la  frac.  X  del 
articulo  octogésimo  quinto  de  la  Cqnstitu- 
ción  federal,  he  ratificado,  aceptado  y  con- 
firmado dicha  Convención  el  día  20  del  mis- 
mo mes  en  curso. 

Por  tanto,  mando  se  imprima,  publique, 
circule  y  se  le  dé  el  debido  cumplimento. 

Palacio  del  Gobierno  federal.  México,  Ma- 
yo 21  de  1897.— Porfirio  Díaz.  — Sr.  Lie.  Don 
Ignacio  Mariscal,  Secretario  de  Estado  y  del 
Despacho  de  Relaciones  Exteriores. 

Presupuesto  de  ingresos  para  1897-98. 

—  Ley  de  26  de  Mayo  de  1897  (2). 

Artículo  1.°  Los  ingresos  A  el  Tesoro  fe- 
deral para  el  año  económico  de  1.°  de  Julio 


(1)  ¡Su  texto  castellano  puede  consultarse  en 
el  tomo  II  del  Anuabio  correspondiente. 

(2)  El  Secretario  del  Tesoro,  Sr.  Limantour, 
ha  presentado  al  Congreso  el  proyecto  de  presu- 
puestos para  el  aüo  económico  de  1898-99.  Basán- 
dose en  el  resultado  del  ejercicio  terminado  en  30 
d*  Junio  de  1897,  cuyos  ingresos,  calculados  en 
46.101.825  pesos  han  llegado  a  51.503.448  pesos, 
el  Sr.  Limantour  ha  hecho  los  cálculos  siguien- 
tes para  el  año  económico  que  dará  comienzo  en 
1.°  de  Julio  de  1898. 

Pesos. 


Ingresos, 52.109.500 

Gastos 52.089.484 


Sobrante   de   ingresos. 
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Las  previsiones  para  el  ejercicio  que  terminará 
en  80  de  Junio  de  1898  eran  las  siguientes: 


Pesos. 


Ingresos 49.967  900 

Gastos 49.942.437 


Sobrante  de  ingresos. 


25.468 


En  realidad,  es  más  que  probable  que  los  in- 
gresos excedan  á  este  cálculo  en  un  millón  de 
pesos,  lo  que  ha  inducido  al  Secretario  del  Te- 
soro á  aumentar  sus  cálculos  para  el  año  pró- 
ximo. 

Eotrelosingresosestá  comprendido  un  impues- 
to de  450.000  pesos  sobre  las  bebidas  alcohóli- 
cas, destinado  á  saldar  un  déficit  posible.  Y  en 
efecto,  el  interés  de  la  Deuda  pública  se  ha  au- 
mentado en  600.000  pesos  á  consecuencia  del  ti- 


de  1897  á  30  de  Junio  de  1898,  se  compon- 
drán de  los  productos  siguientes: 

Impuestos  sobre  el  comercio  exterior.— I.  De- 
rechos de  importación  qne  se  causarán  cor- 
forme  á  la  Ordenanza  general  de  Aduanas 
marítimas  y  fronterizas,  expedida  el  12  de 
Julio  de  1891,  y  sus  reformas,  aclaraciones 
y  adiciones  posteriores. 

II.  Derechos  de  exportación  de  maderas 
nacionales  de  construcción  y  ebanistería,  así 
como  de  palo  de  tinte  y  moral,  y  tránsito  de 
las  extranjeras,  conforme  á  las  leyes  de  1 2 
de  Diciembre  de  1893  y  3  de  Diciembre  de 
1894  y  demás  disposiciones  vigentes. 

III.  Derechos  de  exportación  sobre  los 
siguientes  productos  naturales: 

A.  Raíz  de  zacatón,  á  razón  de  sesenta 
centavos  los  cien  kilos,  peso  bruto. 

B.  Chicle,  á  razón  de  dos  centavos  el 
kilogramo  neto. 

C.  urchilla,  á  razón  de  cinco  pesos  por 
tonelada  de  mil  kilogramos,  peso  bruto. 

IV.  Derechos  de  exportación  sobre  los 
siguientes  productos  agrícolas: 

A.  Henequén  en  rama  ó  elaborado,  á  ra- 
zón de  cincuenta  centavos  por  cada  cien  ki- 
logramos, peso  neto. 

B.  Café  en  grano  ó  con  película,  á  razOn 
de  tres  pesos  cincuenta  centavos  y  de  tres 
pesos  veinticinco  centavos,  respectivamente, 
por  cada  cien  kilogramos,  peso  neto. 

C.  Cueros  y  pieles: 

'  I.  Los  de  venado  y  chivo,  á  razón  de  dos 
pesos  veinticinco  centavos  los  cien  kilos, 
peso  bruto. 

II.  Los  de  res  ú  otros,  á  razón  de  setenta 
y  cinco  centavos  los  cien  kilos,  peso  bruto. 

D.  Ixtle  en  rama,  á  razón  de  cincuenta 
centavos  los  cien  kilos,  peso  neto. 

V.  Derechos  de  tránsito  conforme  á  la 
Ordenanza  de-Aduanas  vigente,  ley  de  12  de 
Diciembre  de  1893,  y  á  las  concesiones  he- 
chas á  empresas  de  ferrocarriles. 

VI.  Dos  por  ciento  adicional  sobre  los 
(Jerechos  de  importación  en  todas  las  adua- 
nas marítimas  y  fronterizas,  para  obras  en 
los  puertos,  conforme  á  los  Decretos  de  28  de 
Mayo  de  1881  y  80  de  Noviembre  de  1888. 

VII.  Derechos  establecidos  por  las  frac- 
ciones B  y  G  del  art.  4.o  del  Decreto  de  .28 
de  Mayo  de  1881  como  un  aumento  á  los 
derechos  de  puerto. 

VIII.  Derechos  de  toneladas,  faro  y  alr 
macenaje,  con  arreglo  á  la  Ordenanza  gene- 


po  más  elevado  de  los  cambios.  Estando  calcula- 
do el  presupuesto  tomando  el  precio  del  peso 
mexicano  en  Londres,  ó  sea  á  24  peniques,  sígne- 
se de  aquí  que  cada  penique  por  debajo  de  este 
5 recio  añade  600  000  pesos  anuales  á  los  gastos 
e  México. 
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ral  de  Aduanas  y  disposiciones  posteriores. 

IX.  Derecho  de  patente  de  navegación, 
conforme  á  las  leyes  de  8  de  Enero  y  9  de 
Jalio  de  1867. 

X.  Derechos  de  practicaje  y  de  capita- 
nías de  puerto,  de  conformidad  con  la  ley 
de  30  de  Enero  de  1 860,  reglamento  de  22  de 
Abril  de  1861,  circular  de  30  de  Julio  de 
1894,  decretos  de  4  de  Septiembre  y  16  de 
Octubre  de  1896,  de  24  de  Febrero  de  1896, 
y  disposiciones  posteriores. 

XI.  Derechos  de  sanidad,  según  el  De- 
creto de  28  de  Octubre  de  1896  y  demás  dis- 
posiciones vigentes.  . 

XIL  Derechos  que  cobrarán  los  Cónsu- 
les, Vicecónsules  y  agentes  comerciales  y 
consulares  de  la  República,  según  la  men- 
cionada Ordenanza  de  aduanas;  Decretos  de 
27  de  Diciembre  de  1893,  7  de  Julio  de  1894 
y  demás  disposiciones  vigentes. 

XIII.  Derechos  de  cinco  pesos  por  cada 
certificado  que  expidan  los  Ministros  ó  Con- 
«ni es  de  México  en  el  extranjero,  conforme 
al  arfe.  24  del  Código  de  comercio  vigente; 
•en  el  concepto  de  que,'  cuando  los  Agentes 
diplomáticos  y  consulares  tengan  necesidad 
de  asesorarse  con  Abogado  para  expedir 
dichos  certificados,  el  asesor  será  retribuido 
por  la  sociedad  interesada. 

XIV.  Derechos  especiales  que  se  cobren 
en  Veracruz,  conforme  á  la  autorización  da- 
da por  el  Congreso  en  4i  de  Diciembre  de 

1894,  para  el  pago  del  cobertizo  que  se 
construye  en  la  plazuela  del  Muelle  de  di- 
cho puerto. 

Impuestos  interiores  que  se  causan  en  toda 
la  Jrfderación. — XV.  Productos  de  la  renta 
del  Timbre: 

A.  Impuesto  general  del  Timbre  sobre 
los  actos,  documentos  y  contratos,  que  se 
cansa  en  estampillas  comunes,  conforme  á 
la  Ley  de  26  de  Abril  de  1893  y  disposicio- 
nes posteriores. 

B.  Contribución  federal  sobre  los  ente- 
ros hechos,  en  las  oficinas  recaudadoras  de 
los  Estados  y  Municipios,  que  se  causa  y 
percibe  en  la  forma  prescrita  por  la  citada 
ley  general  del  Timbre  y  disposiciones  pos 
tenores. 

C.  Derecho  de  7  por  100  de  timbre  á 
la  importación  de  efectos  extranjeros,  con- 
forme'al  Decreto  de  12  de  Mayo  de  1896. 

D.  Impuesto  sobre  títulos  y  propiedad 
de  minas,  conforme  á  la  Ley  de  6  de  Ju- 
nio dé  1892  y  demás  prevenciones  rela- 
tivas. 

E.  Producto  de  estampillas  para  libera- 
ción de  responsabilidades  fiscales  que  pue- 
da reportar  la  propiedad  raíz,  conforme  á  la 
Ley  de  8  de  Noviembre  de  1892  y  demás 
prevenciones  relativas. 


F.  Impuesto  á  los  tabacos  labrados,  con- 
forme á  la  Ley  de  10  de  Diciembre  de  1892, 
al  Decreto  de  12  de  Mayo  de  1896  y  demás 
prevenciones  relativas. 

0.  Impuesto  sobre  las  bebidas  alcohóli- 
cas, conforme  á  la  Ley  de  4  de  Mayo  de  1896 
y  su  Reglamento. 

27.  Impuesto  á  la  hilaza  y  tejidos  de 
algodón,  conforme  á  la  Ley  de  17  de  No^ 
viembre  de  1893. 

1.  Impuesto  de  Timbre  de  3  por  100  so- 
bre.el  oro  y  la  plata,  de  conformidad  con 
la  Ley  de  27  de  Marzo  de  1897. 

J.  Derecho  de  certificación  de  firmas, 
conforme  al  art.  1.°  de  la  Ley  de  12  de  Oc- 
tubre de  1830,  que  se  declara  extensiva  á  la 
ratificación  por  medio  de  oficio  ó  en  cual- 
quiera otra  forma  que  haga  las  veces  de  cer- 
tificación. 

El  pago  de  esta  contribución,  dentro  del 
territorio  nacional,  se  haiá  en  estampillas 
de  la  renta  del  Timbre  al  tiempo  de  la  cer- 
tificación ó  de  presentarse  el  oficio  de  rati- 
ficación que  la  sustituya;  y  el  que  se  verifi- 
que en  el  extranjero,  en  numerario,  mien- 
tras no  determine  el  Ejecutivo  que  se  haga 
en  otra  forma. 

XVI.  Derechos  de  amonedación,  afina- 
ción, fundición,  ensaye  y  apartado,  confor- 
me á  la  Ley  de  27  de  Marzo  de  1897  y  á  las 
tarifas  que  fije  la  Secretaría  de  Hacienda. 

XVII.  Derechos  de  marcas  de  fábricas, 
á  razón  de  10  pesos  por  cada  marca,  los  cua 
les  se  enterarán  á  la  Tesorería  general  de 
la  Federación. 

XVIII.  Derechos  de  patente  de  inven- 
ción, conforme  á  la  Ley  de  7  de  Junio 
de  1890,  y  10  pesos  que  en  dinero  se  en- 
terarán en  la  Tesorería  general  de  la  Fede- 
ración. 

XIX.  Derechos  de  2  por  100  al  año  so- 
bre el  importe  del  capital  exhibido  de  los 
Bancos  de  emisión  qíie  se  establezcan  en 
los  Estados  y  territorios  federales  después 
de  establecido  otro  Banco  de  la  misma  es- 
pecie en  el  mismo  Estado  ó  territorio,  con- 
forme á  las  Leyes  de  3  de  Junio  de  1896  y 
19  de  Marzo  de  1897. 

Impuestos  interiores  que  se  causan  sólo  en 
el  distrito  y  territorios,— XX.  Productos  de 
contribuciones  directas: 

4.  Contribución  predial  en  eV  distrito  y 
territorios,  conforme  á  la  Ley  de  12  de  Ma- 
yo de  1896  y  Decretos  especiales  de  igual 
fecha. 

Be  Contribución  sobre  profesiones  y  ejer- 
cicios lucrativos,  con  arreglo  á  las  mismas 
leyes. 

C.  Derecho  de  patente  conforme  á  las 
leyes  citadas  y  demás  disposiciones  rela- 
tivas. 


234 


ANUARIO  DE  LEGISLACIÓN  UNIVERSAL  —  1897 


•  D.  Contribución  sobre  hornos  de  las 
fábricas  de  productos  de  harina,  someti- 
dos á  cocción,  conforme  á  la  Ley  especial 
de  12  de  Mavo  de  1890  y  Decretos  relativos. 

E.  Contribución  sobre  pulques,  confor- 
me á  los  Decretos  de  12  de  Mayo  y  16  de 
Septiembre  de  1896  y  disposiciones  poste- 
riores. 

F.  Derecho  de  bultos  en  !a  Baja  Califor- 
nia, conforme  al  Decreto  especial  de  12  de 
Mayo  de  ]896. 

XXI.  Impuestos  sobre  sucesiones  y  do- 
naciones en  los  mencionados  distritos  y 
territorios,  conforme  á  la  Ley  de  17  de  No- 
viembre de  1892  y  demás  disposiciones  vi- 
gentes. 

XXII.  Derechos  de  seis  al  millar  sobre 
el  valor  de  las  fincas  y  establecimientos 
metalúrgicos  en  el  distrito  y  territorios  fe- 
derales, conforme  á  la  Ley  de  6  de  Junio 
de  1887. 

Servicios  público*.— XXIII.  Productos  del 
Correo. 

XXIV.  Productos  de  los  telégrafos  del 
Gobierno'federal.  "  v 

XXV.  Productos  brutos  de  la  explota- 
ción del  ferrocarril  nacional  de  Tehuan- 
tepec. 

XXVI.  Productos  líquidos  de  la  Oficina 
Impresora  del  Timbre  y  de  las  imprentas 
del  Gobierno  federal, conforme  ata  Ley  de  14 
de  Diciembre  de  1888;  suscripciones  y  ven- 
tas del  Diario  oficial,  Diario  de  los  Debates 
y  Semanario  Judicial  de  la  Federación,  y  de 
otros  impresos  ó  libros  adquiridos  ó  subven- 
cionados por  el  mismo  Gobierno. 

XXVII.  Productos  líquidos  de  la  Escue- 
la de  Agricultura,  de  la  Correccional  y  de  la 
de  Artes  y  Oficios,  conforme  á  la  Ley  de  14 
de  Diciembre  de  1888. 

Productos  y  aprovechamientos  diversos.— 
XXVIII.  Productos  de  la  Lotería  nacional. 

XXIX.  Multas  qué  se  impongan  confor- 
me á  las  leyes  federales,  ó  por  disposición 
de  cualquiera  autoridad  dependiente  del  Go- 
bierno federal,'  con  excepción  de  las  que  di- 
rectamente impongan  las  autoridades  políti- 
cas, judiciales  ó  municipales  del  Distrito  y 
Territorios  federales,  y  que  por  ley  expresa 
deban  enterarse  en  las  Tesorerías  munici- 
pales. 

XXX.  'Premios  por  situación  de  fondos 
para  los  servicios  públicos. 

XXXL  Productos  de  bienes  nacionali- 
zados. 

XXXII.  Productos  por  arrendamiento 
y  venta  de  terrenos  baldíos  y  nacionales. 

XXXIII.  Productos  de  los  derechos  so- 
bre la  pesca  de  la  perla,  ballena,  nutria,  lo- 
bo marino,  etc.,  conforme  á  las  leyes  vi- 
gentes. 


XXXIV.  Producios  por  arrendara  i  enlo. 

venta  ó  explotación  de  bosques,  salinas,  gua 
ñeras  y  demás  propiedades  raices  de  la  Fe* 
deráción,  según  las  leyes,  disposiciones  y 
contratos  respectivos. 

XXXV.  Productos  procedentes  de  capi- 
tales, bienes  vacantes,  muebles,  valores,  ac 
ciones  y  derechos  que  por  cualquier  titule 
pertenezcan  á  la  Federación. 

XXX VI.  Cesiones  y  donaciones  á  favor 
del  Erario. 

XXXVII  Rezagos  de  créditos,  impues- 
tos ó  productos  federales  no  cobrados  en 
afios  anteriores 

XXXVIIT.  0  lindad  es  que  provengan  dr 
la  amortización  de  la  Deuda  pública. 

XXXIX.  Reintegra  de  Alcances  ó  liqui- 
daciones de  cuentas  ó  de  cualesquiera  otras 
obligaciones  que  conforme  á  las  íeyws  co- 
rrespondan b]  Erario  ft riera). 

Art.  2.°  Se  autoriza  al  Ejecutivo  para  que 
durante  el  año  en  que  debe  regir  esta  ley. 
reforme  la  Ordenanza  genursl  de  Aduana* 
y  las  leyes  de  impuestos  que  se  recauden  en 
estampillas,  quedando  vigente  durante  el 
mismo afio  la  Ley  de  1 1  de  Diciembre  de  ISS4 
en  lo  que  no  se  oponga  á  la  presente. 

Art.  8.°  Loe  derechos  de  exportación  com- 
prendidos en  la  frac.  IV  del  art.  1*  de  esta 
ley,  se  reducirán  en  un  20  por  !  00  cuando 
el  precio  de  la  onza  troy  de  plata  0t296  de 
fino,  llegue  á  cotizarse  en  el  mercado  de 
Londres  á  34  peniques*  La  reducción  sera 
de  un  $0  por  100  cuando  el  precio  de>  la 
onza  troy  de  plata  se  eleve  á  38  peniques  en 
el  propio  mercado;  y  se  suprimirán  por  com- 
pleto los  expresados  derechos,  si  dichp  pre- 
cio llegare  á  exceder  de  42  peniques. 

Las  resoluciones  ó  supresiones  a  que  se 
refiere  el  párrafo  anterior,  se  harán  por  vía 
de  decreto  que  el  Ejecutivo  expedirá  cuando 
durante  el  período  de  30  días  consecutivos, 
por  lo  menos,  se  mantengan  las  cotizacio- 
nes de  la  plata  en  lá  Bolsa  de  Londres  sin 
bajar  de  los  tipos  respectivos^  y  estos  de- 
cretos podrán  derogarse  en  cualquier  tiem- 
po si  el  valor  de  la  plata  volviese  á  bajar 
más  allá  de  los  límites  fijados;  pero  en  tai 
caso,  el  decreto  de  derogación  no  podrá  regir 
sino  un  mes  después  del  día  en  que  fuese 
promulgado. 

Art.  4.°  El  Ejecutivo  podrá  reducir  lo» 
derechos  de  exportación  sobre  el  henequén, 
á  25  centavos  por  cada  100  kilogramos, 
cnando  el  precio  de  dicha  fibra  de  primera 
clase  en  el  puerto  de  Progreso,  se  mantenga, 
durante  un  mes  sin  interrupción,  á  meno* 
de  un  peso  los  12  kilos,  y  podrá  suprimirlos 
si  dicho  precio  llega  á  bajar  de  0,86.  Esta 
reducción  ó  supresión  del  impuesto*  cesará 
cuando  lo  estime  conveniente  el  Ejecutivo, 
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si  el  precio  del  henequén  volviere  á  subir  de 
los  limites  expresados. 

Art.  6.°  Los  derechos  establecidos  por 
la  frac.  VII  del  art.  ].°,  solóse  cobrarán  en 
las  aduanas  de  los  puertos  donde  se  hayan 
ejecutado  las  obras  á  que  la  Ley  de  2&  de 
Mayo  de  1881  hace  referencia,  y  se  aplicarán 
á  las  ero  presas  constructoras  de  conformidad 
con  sus  respectivos  contratos  de  concesión. 

Art. "6. o  Loft  derechos  de  practicaje  y  de 
capitanías  se  recaudarán  por  las  aduanas 
de  los  respectivos  puertos,  y  se  aplicarán  á 
los  que  deban  percibirlos  en  las  proporcio- 
nes fijadas  por  las  leyes  vigentes;  pero  sólo 
figurará  en  la  cuenta  de  ingresos  correspon- 
dientes á  la  frac.  X  del  art.  1.°  de  esta  ley, 
la  parte  de  los  expresados  derechos  que  de- 
ba aplicarse  al  Erario  federal.  £1  derecho  de 
ano  y  medio  por  ciento  que  cobran  las  adua- 
nas por  Decreto  de  4  de  Junio  de  1896  á  fa- 
vor de  los  Municipios,  seguirá  latí  i  bien  re- 
caudándose y  aplicándose  á  su  objeto. 

Art.  7.°  Los  ingresos  procedentes  de 
operaciones  de  crédito  ó  de  contratos  cele- 
brados durante  el  afio  fiscal  en  q\ie  debe  re- 
gir esta  ley,  y  que  por  razón  de  su  carácter 
accidental  no  estén  comprendidos  expresa- 
mente en  ninguno  de  los  ramos  de  recauda- 
ción normal  que  en  ella  se  enumeran,  for- 
marán una  sección  especial  y  separada  en 
la  Cuenta  del  Erario,  bajo  el  título  de  «In- 
gresos extraordinarios». 

Art.  8  o  Durante  el  afio  fiscal  de  1897  á 
1898,  queda  facultado  el  Ejecutivo  para  mo- 
dificar ó  adicionar  las  leyes  de  impuestos 
que  han  sustituido  los  derechos  de  portazgo 
y  de  consumo  en  el  Distrito  y  Territorios,  fe- 
derales. 

Sueldo  de  los  Magistrados  de  la  Supre- 
ma Corte  de  justicia.  —  Decreto  de  4  de 
Junio  de  1897. 

Artículo  único.  Los  Magistrados  propie- 
tarios y  supernumerarios  de  la  Suprema 
Corte  de  justicia,  el  Fiscal  y  el  Procurador 
general  de  la  Nación,  disfrutarán,  cada  uno, 
nna  compensación  de  6.000  pesos  anuales. 
Esta  ley  surtirá  sus  efectos  en  los  términos 
del  art.  120  de  la  Constitución. 

Reformas  j  adiciones  á  la  tarifa  de  la 
Ordenanza  general  de  Aduanas.  — Decreto 
de  5  de  Junio  de  1897. 

Artículo  1.°  Se  reforma  y  adiciona  la  tari- 
fa vigente  de  la  Ordenanza  general  de  Adua- 
nas marítimas  y  fronterizas,  en  los  térmi- 
nos qne  á  continuación  ee  expresan: 

Fracción  128  A.  Yute,  abacá  ó  cáñamo  de 
Manila,  pita,  ixtle,  henequén  y  fibra  de  Nue- 


va Zelanda  (phormium  tenax),  en  rama  ó 
rastrillados.  Los  100  kilos  brutos,  0'60 
pesos. 

Fracción  143.  Maíz.  Los  100  kilos  brutos, 
0C76  pesos.     ,' 

Fracción  281.  Cable  de  áloe,  cáñamo  y  de- 
más fibras  vegetales,  incluso  el  algodón, 
cuando  aquél  mida  8  centímetros  de  diáme- 
tro ó  más.  El  kilo  bruto,  0*08  pesos. 

Fracción  288.  Costales  hechos  de  las  telas 
de  yute,  pita,  ixtle,  henequén  ó  cañamazo,  á 
las  que  se  refieren  las  fracciones  608  y  608  A. 
El  kilo  bruto,  041  pesos. 

Fracción  237.  Jarcia  y  cordelería  cuyo 
diámetro  no  exceda  de  un  centímetro.  ( Véase 
nota  81).  El  kilo  legal,  O4 12  pesos. 

Fracción  287  A.  Jarcia  y  cordelería  de  más 
de  1  centímetro  y  menos  de  3  centímetro» 
de  diámetro.  {Véase  nota  81).  El  kilo  bruto, 
0*08  pt-sos. 

Fracción  463.  Encajes  de  algodón,  tul  de 
algodón  y  lss  manufacturas  de  cualquiera 
clase  de  encuje  ó  plinto  de  algodón,  no  es- 
pecificadas. (Felá  w?  nota  150).  El  kilo  legal, 
6*00  pesos. 

Fracción  464.  Cortinas,  sobrecamas  y  anti- 
macasares de  punto  de  algodón;  el  punto  de 
algodón  que  no  sea  tul;  y  las  tiras  ó  puntas 
de  algodón,  de  tejido  análogo  al  del  encaje, 
para  adornos.  ( Véase  nota  151),  El  kilo  legal, 
4l00  pesos. 

Fracción  604.  Encajes  de  litio,  tul  de  lino 
y  las  manufacturas  de  cualquiera  clase  de 
encaje  ó 'punto  de  lino,  no  especificadas. 
(Véase  nota  150).  El  kilo  legal,  700  pesos. 

Fracción  606.  Cortinas,  sobrecamas  y  an- 
timacasares de  punto  de  lino,  el  punto  de  li- 
no que  no  sea  tul;  y  las  tiras  ó  puntas  de 
lino,  de  tejido  análogo  al  del  encaje,  para 
adornos.  (Véase  nota  151).  El  kilo  legal,  640O 
pesos.  • 

Fracción  608.  Telas  bardas  de  yute,  abacá, 
pita,  ixtle,  henequén,  fibra  de  Nueva  Zelan- 
da (phormium  tenax)  ó  cañamazo,  blancas, 
trigueñas  ó  de  color,  de  todos  tejidos,  que 
tengan  hasta  32  hilos  de  pie  y  trama  en  un 
cuadrado  de  2  centímetros  por  lado,  y  cuyo 
metro  cuadrado  tenga  un  peso  .hasta  de  400 
grana 08.  (Véase nota  310).  El  metro  cuadrado, 
0l06  pesos. 

Fracción  608  A.  Telas  burdas  de  yute,  aba- 
cá, pita,  ixtle,  henequén,  fibra  de  Nueva  Ze- 
landa {phormium  tenax)  ó  cañamazo,  blancas, 
trigueñas  ó  de  color,  de  todos  tejidos,  que 
tengan  hasta  32  hilos  de  pie  y  trama  en  un 
cuadrado  de  2  centímetros  por  lado,  y  cuyo 
metro  cuadrado  tenga  un  peso  hasta  de  400- 
gramos.  (Véase  nota  310).  El  metro  cqadra- 
do.  008  pesos. 

Fracción  6(8  B.  Telas  de  yute,  abacá,  pi- 
ta, ixtle,  henequén,  fibra  de  Nueva  Zelanda. 
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(jphormium  tenax)  ó  cañamazo,  blancas,  tri- 
gueñas ó  de  color,  de  tejido  liso,  no  compren- 
didas en  las  dos  fracciones  anteriores,  y  que 
tengan  hasta  1 2  hilos  de  pie  y  trama  en  un 
cuadrado  de  5  milímetros  por  lado.  (Véase 
nota  153).  El  metro  cuadrado,  O1 13  pesos. 

Fracción  508  C  Telas  de  lino  ó  de  otras 
fibras  análogas,  que  ño  sean  las  comprendi- 
das en  las  fracciones  608,  608  A  y  608  By 
blancas,  trigueñas  ó  de  color,  de  tejido  liso, 
que  tengan  hasta  1 2  hilos  de  pie  y  trama 
ennn  cuadrado  de  5  milímetros  por  lado. 
{Véase  nota  153).  £1  metro  cuadrado,  0'18 
pesos. 

Art.  2.°  Las  notas  explicativas  números 
81,  166  y  810  de  la  expresada  Tarifa,  quedan 
íef orinadas  en  los  términos  siguientes: 

Nota  81.  Se  refieren  las  fracciones  237  y 
287  A  al  cordel  y  á  la  jarcia  de  cáñamo,  yu- 
te, áloe  y  demás  fibras  vegetales,  con  excep- 
ción del  algodón  y  del  lino,  siempre  que  el 
diámetro  de  la  expresada  cordelería  no  lle- 
gue á  3  centímetros. 

Nota  165.  Algunas  pasamanerías  tienen 
la  forma  de  los  adornos  de  tejido  análogo  al 
del  encaje.  No  pueden,  sin  embargo,  confun- 
dirse con  ellos,  pues  las  pasamanerías  de  es- 
ta .clase  deben  tener  un  peso  que  exceda  de 
160  gramos  por  metro  cuadrado  de  superfi- 
cie, y  su  ancho  no  debe  exceder  de  7  centí- 
metros. (Véase  la  nota  explicativa  151). 

Las  mallas  son  guarniciones  de  red,  y  nna 
de  sus  orillas  lleva,  generalmente,  borlas  es- 
féricas ó  de  fleco. 

Se  clasifican  como  flecos,  aquellos  adornos 
formados  por  una  franja  ó  guarnición  de  te- 
la, y  que  lleve  en  algunas  de  sus  orillas  hilos 
sueltos  á  manera  de  fleco  ó  canelones.  Que- 
dan clasificados  de  igual  manera  los  adornos 
consistentes  en  una  franja  ó  guarnición  de 
tela  recogida  ú  ondulada,  ó  que  en  alguna  de 
sus  orillas  forme  ondas,  picos  ú  otros  perfi- 
les análogos. 

Nota  810  Las  telas  á  que  se  refieren  las 
fracciones  608  y  508  A,  pagarán  la  cuota 
•que  según  su  peso  les  corresponda,  confor- 
me á  las  propias  fracciones,  aun  cuando  ten- 
gan algunos  hilos  de  algodón  en  forma  de 
franjas  ó  cenefas.  A  cualquiera  otra  tela  de 
las  fibras  señaladas  en  las  mismas  fraccio- 
nes, que  no  esté  claramente  comprendida  en 
•ellas  ó  en  esta  nota,  se  le  aplicarán  las  cuo- 
tas determinada»  por  las  fracciones  608  B% 
508  C  y  609  á  516  de  la  Tarifa,  según  el 
«aso. 

Art.  3.°  Las  notas  explicativas  números 
150  y  161,  que  fueron  derogadas  .por  Decreto 
-de  22  de  Febrero  de  1898,  se  sustituyen  con 
las  siguientes: 

Nota  150.  Comprenden  las  fracciones 
458  y  604,  los  encajes  y  blondas  de  todas 


clases,  ya  sean  fabricados  á  mano  ó  mecá- 
nicamente, el  punto  de  tul,  bordado  ó  liso, 
y  todas  las  manufacturas  de  encaje  ó  ponto 
que  no  se  encuentren  expresamente  especi- 
ficadas en  la  Tarifa  ó  en  el  Vocabulario.  £1 
tul  es  un  tejido  de  mallas  que  afectan  la  for- 
ma de  un  exágono,  de  apariencia  uniforme, 
y  en  el  cual  los  hilos  del  tejido  se  encaen 
tran  enlazados  en  los  seis  lados  de  las  ma- 
llas. En  los  bordados,  la  uniformidad  se  in- 
terrumpe sólo  por  el  bordado  para  formar 
las  labores.  El  tul-fantasla.  compuesto  de 
mallas  de  dos  ó  más  tamaños,  se  considera 
igualmente  comprendido  en  las  citadas  frac- 
ciones, así  como  también  las  bandas  ó  tiras  * 
de  tul  llamadas  antolar,  aun  cuando  en  sus 
orillas  se  encuentren  hilos  de  materia  dis- 
tinta á  la  del  punto,  y  que  no  sea  seda.  Los 
encajes  y  panto  referidos,  así  como  las  ma- 
nufacturas de  encaje  4  punto,  no  especifica- 
das, aun  cuando  tengan  abalorios  de  vidrio, 
de  metal  ordinario  ó  de  pasta,  se  considera- 
rán comprendidas  en  dichas  fracciones 

Nota  161.  Las  cortinas,  sobrecamas  ó  an- 
timacasares* de  punto  ó  encaje  á  que  se  refie- 
ren las  fracciones  454  y  606,  son,  general- 
mente, del  tejido  llamado  guipure,  ó  bien  de 
punto  de  gruesos  hilos,  formando  figuras  ca- 
prichosas á  manera  de  encaje  y  que,  por  lo 
común,  imita  la  randa  ó  los  tejidos  de  gan- 
cho. El  punto  referido,  ó  sea  el  apropiado 
para  cortinas,  visillos,  sobrecamas  y  antima- 
casares, y  toda  otra  clase  de  punto  que  no 
sea  tul,  se  encuentran  comprendidos  en  las 
fracciones  á  que  esta  nota  se  contrae,  ya 
sean  lisos  ó  con  bordados  ó  labrados,  y  ann 
cuando  en  alguna  de  sus  labores  se  encuen- 
tren claros  ó  mallas  de  forma  exagonal, 
siempre  que  esta  forma  de  las  mallas  no 
constituya  el  fondo  general  del  tejido,  ó  sea 
el  tul.  (Véase  la  nota  explicativa  150). 

Las  manufacturas  de  que  se  ha  tratado 
antes,  ya  sean  hechas  á  mano  ó  mecánica- 
mente, quedan  comprendidas  en  las  citadas 
fraccioues.  Las  bandas,  tiras  ó  puntas  para 
adornos,  á  que  se  contraen  las  fracciones  de 
referencia,  son  aquellos  artículos  de  fanta- 
sía que  participan,  á  la  ves,  de  lar  peculia- 
ridades del  encaje  y  de  la  pasamanería  en 
cuanto  á  su  origen  de  fabricación  y  que,  en 
lo  general,  imitan  ciertas  labores  de  mano, 
como  los  tejidos  de  gancho,  la  randa,  los 
calados  en  tela  y  aun  las  tiras  bordadas,  y 
se  emplean,  comunmente,  para  adornar  la 
ropa  blanca  y  los  vestidos  de  señora.  Aun 
cuando  los  adornos  referidos  afectan  algu- 
nas veces  la  forma  de  encaje,  se  distinguen 
de  éste  en  que  tienen  las  orillas  (una  de 
ellas  si  se  trata  de  puntas,  ó  ambas  si  se 
trata  de  entredós)  trenzadas  á  manera  de 
espiguilla,  ó  formadas  de  un  tejido  lleno  6 
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tupido  é  igual  á  las  partes  llenas  de  la  labor 
general  del  adorno,  ó  aun  más  tupidas  y  re- 
sistemes.  Cuando  los  adornos  de  que  se 
viene  tratando,  tengan  un  peso  -que  exceda 
ile  150  gramos  por  metro  cuadrado  de  super- 
ficie, se  considerarán  m  como  pasamanería, 
siempre  que  su  ancho  no  exceda  de  7  cen- 
tímetros; pero  si  fuese  mayor,  se  conside- 
rarán los  adornos  comprendidos  en  las 
fracciones  á  que  se  reñere  la  presente  nota, 
aun  cuando  el  peso  c«>n  relación  á  la  medi- 
da, exceda  del  límite  antes  señalado.  Para 
estimar  la  superficie  ó  ancho  de  los  adornos 
ile  que  se  trata,  se  tomará  la  mayor  medida 
del  espacio  que  ocupe  el  tejido,  sin  excluir 
ni  aun  las  escamas  ó  gasas  que  pudiere  te- 
ner en  las  orillas.  Para  facilitar  la  distinción 
de  los  adornos  que  conforme  á  esta  nota  de- 
ben estimarse  como  pasamanería,  se  forma- 
rán por  la  Secretaría  de  Hacienda  tablas 
que  marquen  el  límite  de  peso  que  deberán 
tener  las  piezas  de  las  referidas  manufactu- 
ras, según  sus  medidas. 

Art.  4.°  A  los  artículos  de  algodón,  lino, 
lana  ó  seda,  tales  como  hilos  en  ovillos  ó 
madejas,  cordones,  encajes,  adornos,  pasa- 
manerías, flecos,  cintas,  tiras  bordadas  y 
cualquiera  otra  manufactura  semejante  de 
las  materias  expresadas,  que  se  importe  en 
pequeñas  piezas  formando  con  ellas  paque- 
tes ó  cartones  y  que,  causando  diversas  cuo- 
tas arancelarias,  por  ser  distinta  su  materia 
«5  clase,  no  vengan  empacadas  separadamen- 
te, en  cartones  ó  paquetes  de  una  sola  clase 
,  arancelaria,  'se  les  aplicará  el  derecho  más 
alto  de  los  que  correspondan  á  las  mercan- 
cías  contenidas  en  el  paquete  ó  cartón  res- 
pectivo, aun  cuando  en  la  factura  se  hubiese 
precisado,  por  separado  y  con  exactitud,  el 
peso,  medida,  cantidad,  nombre,  materia  y 
ríase  de  cada  una  de  las  mercancías  que  vi- 
nieren empacadas  sin  la  indicada  sepa- 
ración. 

Art.  5.°  Este  Decreto  comenzará  á  regir 
el  1.°  de  Agosto  próximo,  y  estarán  sujetas 
sx  él  todas  las  mercancías  importadas  en  bu- 
ques que  arriben  á  puertos  mexicanos,  des- 
pués de  las  doce  de  la  noche  del  31  de  Julio, 
y  las  que  entren  por  las  fronteras  después 
de  la  misma  hora  de  dicho  día,  á  la  Aduana 
respectiva. 

Tratado  con  la  Gran  Bretaña  sobre  lí- 
mites eirtre  la  República  Mexicana  y  la 
Colonia  de  Honduras  Británica.— Decreto 
de  29  de  Julio  de  1897. 

Porfirio  Díaz,  Presidente  de  los  Estados 
Unidos  Mexicanos,  á  todos  sus  habitantes, 
sabed: 

Que  el  día  8  de  Julio  del  año  de  1893,  se 


concluyó  y  firmó  por  medio  délos  Plenipo- 
tenciarios respectivos,  debidamente  autori- 
zados al  efecto,  un  Tratado  entre  los  Esta- 
dos Unidos  Mexicanos  y  la  Gran  Bretaña 
ó  Irlanda,  en  la  forma  y  del  tenor  siguientes: 

Considerando  que  el  30  de  Abril  de  1869 
se  concluyó  entre  Su  Majestad  Británica  y 
la  República  de  Guatemala  un  Tratado  cuyo 
artículo  1.°  es  como  sigue:  *  Queda  conveni- 
do entre  la  República  de  Guatemala  y  Su 
Majestad  Británica,  que  los  límites  entre  la 
República  y  el  establecimiento  y  posesiones 
británicas  en  la  Bahía  de  Honduras,  como 
existían  antes  del  1.°  de  Enero  de  1860  y  en 
aquel  día,  y  han  continuado  existiendo  has- 
ta el  presente,  fueron  y  son  los  siguientes: 
< Comenzando  en  la  Boca  del  río  Sarstoon, 
en  la  Bahía  de  Honduras,  y  remontando  la 
madre  del  río  hasta  los  Raudales  de  Gracia» 
á  Dios;  volviendo  después  á  la  derecha,  y 
continuando  por  una  línea  recta  tirada  des- 
de los  Raudales  de  Gracias  á  Dios  hasta  los 
de  Garbut,  en  el  río  Belice,  y  después  de  los 
Raudales  de  Garbutt,  norte  derecho  hasta 
donde  toca  con  la  frontera  mexicana». 

Que  el  27  do*  Septiembre  de  1^82,  la  Re- 
pública Mexicana  negoció  un  Tratado  de  lí- 
mites con  la  de  Guatemala,  y,  al  fijar  la  línea 
divisoria  entre  ambos  países,  en  la  Penín- 
sula de  Yucatán,  señalóse  con  tal  carácter  el 
paralelo  de  latitud  Norte  de  17<>  49'  que  de- 
bería correr  indefinidamente  hacia  el  Este; 

Que  es  de  notoriedad  conveniente,  para 
conservar  las  relaciones  amistosas  que  feliz- 
mente existen  entre  las  Altas  Partes  Con- 
tratantes, el  definir  con  toda  claridad  cuál 
es  la  frontera  mexicana  á  que  Guatemala  se 
refirió  en  el  Tratado  relativo  á  sns  límites 
con  las  posesiones  británicas  en  la  Bahía 
de  Honduras,  y  en  consecuencia,  cuáles  son 
los  límites  de   esas   posesiones  con  México; 

El  Presidente  de  los  JEstados  Unidos 
Mexicanos  y  Su  Majestad  la  Reina  del  Reino 
Unido  de  la  Gran  Bretaña  é  Irlanda,  han 
nombrado  sus  Plenipotenciarios  para  la  ce- 
lebración de  un  Tratado  de  límites; 

El  Presidente    de   los    Estados   Unidos  * 
Mexicanos  al  Sr.  D.  Ignacio  Mariscal,  Secre- 
tario de  Estado  y  del  Despacho  de  Refació-' 
nes  Exteriores; 

Y  Su  Majestad  la  Reina  á  Sir  Spenser  St. 
John,  Caballero  Comendador  de  San  Miguel 
y  San  Jorge,  Enviado  Extraordinario  y  Mi- 
nistro Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Bri- 
tánica en  México; 

Quienes,  después  de  haberse  comunicado 
sus  plenos  poderes,  habiéndolos  encontrado- 
en  debida  forma,  han  convenido  en  los  ar- 
tículos siguientes: 

Artículo  1.°  Queda  convenido  entre  la 
República  Mexicana  y  Su  Majestad  Britá- 
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nica,  que  el  límite  entre  dicha  República  y 
la. colonia  de  Honduras  Británica,  era  y  es 
«orno  signe: 

«Comenzando  en  Boca  de  Bacalar  Chica- 
estrecho  que  separa  al  Estado  de  Yucatán 
del  Cayo  Ambergrís  y  sus  islas  anexas,  la 
línea  divisoria  corre  en  el  centro  del  canal 
<;ntre  ei  referido  cayo  y  el  continente,  con 
dirección  al  Sudoeste  hasta  el  paralelo  18°  9' 
Norte,  y  luego  al  Noroeste  á  igual  distancia 
•  le  dos  cayos,  como  está  marcado  en  el  mapa 
anexo,  hasta  el  paralelo  18°  10'  Norte;  tor- 
ciendo entonces  hacia  el  Poniente,  continúa 
por  la  bahía  vecina,  primero  en  la  misma  di- 
rección hasta  el  meridiano  de  88°  2'  Oeste; 
entonces  sube  al  Norte  hasta  el  paralelo 
de  18o  25'  Norte;  de  nuevo  corre  hacia  el  Po» 
niente  hasta  ei  meridiano  88°  ]$'  Oeste,  si- 
guiendo el  misino  meridiano  hasta  la  lati- 
tud 18°  28'J  Norte,  á  la  que  se  encuentra  la 
embocadura  del  Río  Hondo,  al  cual  sigue  por 
su  canal  más  profundo  pasando  al  Poniente 
de  la  isla  Albión  y  remontando  el  arroyo 
Azul  hasta  donde  éste  cruce  eK  meridiano 
del  salto  de  Garbutt  en  un  punto  al.  Norte 
-de  la  intersección  de  las  líneas  divisorias  de 
México,  Guatemala  y  Honduras  Británica,  y 
desde  ese  punto  corre  hacia  el  Sor  hasta  la 
latitud  17°  49'^ Norte,  línea  divisoria  entre  la 
República  Mexicana  y  Guatemala,  dejando 
al  Norte  en  territorio  mexicano  el  llamado 
río  Snosha  ó  Xnohha. 

Art.  2  o  La  República  Mexicana  y  Su 
Majestad  Británica,  con  el -fin  de  facilitar  la 
pacificación  de  las  tribus  indias  que  viven 
cerca  de  las  fronteras  de  México  y  Honduras 
Británica.,  y  pura  prevenir  cualquier  futura 
insurrección  entre  las  mismas,  convienen  en 
prohibir  de  una  manera  eficaz  á  sus  ciudada- 
nos ó  subditos  y  á  los  habitantes  de  sus  res- 
pectivos dominios,  el  que.  proporcionen  ar- 
4na8  ó  municiones  á  esas  tribus  indias. 

Art.  3.°  El  Gobierno  de  México  y  el  Go- 
bierno Británico  convienen1  en  hacer  toda 
•clase  de  esfuerzos  para  evitar  que  los  indios 
que  viven  en  los  respectivos  territorios  de 
'  los  dos  países  hagan  incursiones  en  los  do- 
minios de  la  otra  parte  contratante;  pero 
'  ninguno  de  ambos  Gobiernos  puede  hacerse 
responsable  por  los  actos  de  las  tribus  in- 
dias que  se  hallen  en  abierta  rebelión  contra 
au  autoridad. 

Art.  4.°  Este  Tratado  será  ratificado  por 
ambas  partes,  y  las  ratificaciones  se  canjea- 
rán en  México  á  la  brevedad  posible. 

En  testimonio  dé  lo  cual,  los  plenipoten- 
ciarios la  han  firmado  y  sellado  con  sus  res- 
pectivos sellos. 

Hecho  en  dos  originales,  en  la  ciudad  de 
México,  el  día  8  de  Julio  de  1893.—  (L.  S.) 
Ignacio  Mariscal.— (L.  S.)  Spenser  St.  John. 


Que  habiéndose  convenido  posteriormen- 
te en  adicionar  el  mismo  Tratado  con  un  ar- 
tículo que  asegura  la  libertad  de  navegación 
en  las  aguas  de  Honduras  Británica  á  lo* 
buques  mercantes  mexicanos,  con  fecha  7 
de  Abril  del  corriente  año,  los  respectivos 
Plenipotenciarios  suscribieron  la  siguiente 

CONVENCIÓN 

Las  Altas  Partes  contratantes,  en  el  Tra- 
tado convenido  por  México  y  la  Gran  Breta- 
ña sobre  límites  entre  México  y  Honduras 
Británica,  que  fué  firmado  el  8  de  Julio  de 
1893,  deseando  asegurar  á  perpetuidad  á  loa 
buques  de  la  marina  mercante  de  los  Esta- 
dos Unidos  Mexicanos  la  libre  navegación 
en  las  aguas  territoriales  de  Honduras  Bri- 
tánica por  el  estrecho  que  desemboca  al  Sar 
del  Cayo  de  Ambergrís,  conocido  también 
con  el -nombre  de  Isla  de  San  Pedro,  han 
nombrado  con  ese  objeto  sus  Plenipotencia- 
rios, á  saber: 

Et  Presidente  de  los  Estados  Unidos  Me- 
xicanos al  Sr  Lie.  D.  Ignacio  Mariscal,  Se- 
cretario de  Estado  y  del  Despacho  de  Rela- 
ciones Exteriores; 

Y  su  Majestad  la  Reina  del  Reino  Unido 
de  la.  Gran  Bretaña  é  Irlanda  á  Sir  Henry 
Nevill  Dering,  Baronet  de  Inglaterra,  Caba- 
llero de  la  Muy  Honorable  Orden. del  Baño, 
Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Pleni- 
potenciario de  Su  Majestad  Británica  en  Mé- 
xico; 

Quienes,  después  de  haberse  comunicado 
sus  respectivos  plenos  poderes,  encontrán- 
dolos en  buena  y  debida  forma,  han  conve- 
nido en  el  siguiente  artículo  adicional  de 
dicho  Tratado: 

Artículo  III  bis  Su  Majestad  Británica 
garantiza  á  perpetuidad  á  los  barcos  mer- 
cantes mexicanos,  la  libertad  absoluta  que 
disfrutan  al  presente,  de  navegar  por  el  es- 
trecho que" se  abre  al  Sur  del  Cayo  de  Am- 
bergrís, conocido  también  por  Isla  de  San 
Pedro,  entre  este  Cayo  y  el  Continente,  así 
romo  la  «le  navegar  en  las  aguas  territoria- 
les de  Honduras  Británica. 

En  testimonio  de  lo  cual,  los  infrascritos 
han  firmado  la  presente  Convención  comple- 
mentaria v  la  han  autorizado  con  sus  sellos, 
en  México,  el  día  17  de  Abril  dé  1897.— 
(L.  S.)  Ignacio  Mariscal.— (L.  S.)  Henry  Nevill 
Uering. 


Que  en  19  de  Abril  último,  el  Senado  de 
los  Estados  Unidos  mexicanos  aprobó  di- 
chos Tratados  y  Convención  adicional; 
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Que  en  tal  virtud,  eu  uso  de  la  facultad  que 
ine  concede  la  frac.  JL  de)  artículo  octogési- 
moquinto  de  la  Constitución  federal,  he  rati- 
ficado, aceptado  y  confirmado  dichos  Trata- 
dos y  Convención  adicional,  el  día  26  del 
mismo  mes  de  Abril; 

Que  igualmente  los  ha  aprobado  Su  Ma- 
jestad la  Reina  del  Reino  Unido  de  la  Gran 
Bretaña  é  Irlanda,  el  día  6  de  Mayo  último; 

Y  que  las  ratificaciones  han  sido  canjeadas 
<»n  esta  capital  el  día  21  del  presente  mes. 

Por  tanto,  mando  se  imprima,  publique, 
circule  y  se  le  dé  el  debido  cumplimiento. 

Palacio  del  Gobierno  federal.  México,  Ju- 
Jio  26  de 'i  897.  -Porfirio  Díaz. 

Reformas  á  la  Ordenanza  general  de 

Aduanas.— Decreto  de  28  de  Agosto  de  1897. 

Artículo  1.°  Se  reforman  los  arts.  162, 
1 53  y  201  de  la  Ordenanza  general  de  Adua- 
nas marítimas  y  fronterizas,  de  12  de  Junio 
«le  1891,  en  los  términos  que  á  continuación 
t«e  expresan: 

c  Art.  1 62.  Los  consignatarios  de  mercan- 
<  ías  extranjeras,  están  obligados  á  presentar 
**us  pedimentos  de  despacho,  cuando  se  tra- 
te de  materias  explosivas,  á  más  tardar,  al 
siguiente  día  hábil  de  haberse  dado  entrada 
por  la  Aduana  al  buque  conductor  de  los 
afectos;  y  cuando  se  trate  de  cualquiera  otra 
«-lase  de  mercancías,  dentro  de  los  ocho  días 
siguientes  al  en  que  conclu/a  su  descarga  el 
propio  buque,  sin  abono  de  días  inhábiles. 

También  tienen  obligación  los  consignata- 
rios de  mercancías,  una  vez  presentados  sus 
pedimentos,  de  ocurrir  á  las  Aduanas  cuando 
para  ello  fueren  requeridos,  con  el  fin  de 
subsanar  los  defectos  de  que  adolezcan  sus 
manifestaciones  en  los  pedimentos  referidos; 
<le  asistir  al  despacho  de  las  mercancías  al 
ser  invitados  para  ese  acto  por  el  Vista  res- 
pectivo; y  de  presentarse  á  recoger  las  pro- 
pias mercancías,  después  del  reconocimiento 
aduanal,  asegurando  previamente  los  intere- 
ses fiscales. 

Tan  pronto  como  termine  la  descarga  de 
un  buque,  las  Aduanas  lo  harán  saber  al  pú- 
blico por  medio  de  avisos  fijados  en  lugar 
visible  de  la  oficina. 

Art.  163.  Cuando  los  consignatarios  fal- 
taren á  las  prevenciones  del  artículo  ante- 
rior, causarán  las  respectivas  mercancías  un 
derecho  de  guarda,  que  se  cobrará  con  suje- 
ción á  las  siguientes  reglas: 

I.     El  importe  del  derecho  será: 

A.  Durante  el  primer  mes  de  la  demora, 
dos  centavos  diarios  por  cada  100  kilos  ó 
fracción,  del  peso  de  las  mercancías. 

B.  Durante  el  segundo  mes,  tres  centa- 
vos diarios  por  cada  100  kilos  ó  fracción. 


C.  Durante  el  tercer  mes,  cuatro  centa- 
vos diarios  por  cada  100  kilos  ó  fracción. 

D.  Durante  el  cuarto,  quinte  y  sexto 
mes,  cinco  centavos  diarios  por  cada  100  ki- 
los Ó  fracción. 

II.  La  aplicación  del  derecho  de  guarda, 
no  se  computará  aisladamente  para  cada 
bulto,  sino  sobre  el  conjunto  del  peso  que 
arrojen  los  de  cada  pedimento  de  despacho, 
ó  cada  partida  de  mercancías,  en  defecto  de 
pedimento. 

III.  El  importe  del  derecho  de  guarda  en 
cada  caso  de  liquidación,  no  podrá  bajar  de 
veinticinco  centavos,  aun  cuando  computado 
conforme  á  las  reglas  de  la  fracción  ante- 
rior, arroje 'una  cantidad  menor. 

IV.  El  derecho  de  guarda  comenzará  á 
cansarse: 

A.  Desde  el  día  siguiente  al  del  venci- 
miento de  los  plazos  sefialados  por  el  artícu- 
lo anterior,  para  la  presentación  de  los  pe- 
dimentos, cuando  ésta  no  se  haga  dentro  de 
dichos  plazos. 

B.  Inmediatamente  después  de  que  trans- 
curran dos  días  hábiles  desde  aquel  en  que 
la  aduana  requiera  á  los  consignatarios  para 

'  presentar  alguna  adición  á  las  facturas,  ó 
para  subsanar  cualquier  defecto  de  los  pedi- 
mentos, y  dichos  consignatarios  no  lo  veri- 
fiquen. En  este  caso,  el  derecho  se  causará 
aun  cuando  los  pedimentos  hayan  sido  pre- 
sentados dentro  de  los  términos  exigidos. 

C.  Ai  día  siguiente  del  fijado  para  el  re- 
conocimiento de  las  mercancías,  cuando  los 
interesados,  al  ser  requeridos  para  ello  por 
las  aduanas,  dejaren  de  concurrir. 

D  Desde  el  segundo  día-  hábil  después 
de  terminado  el  reconocimiento  de  mercan- 
cías, cuando  los  interesados  no  se  presenten 
á  recogerlas,  á  mas  tardar,  al  día  siguiente 
de  que  haya  concluido  el  reconocimiento, 
si  se  tratase  de  efectos  cuyo  interés  fiscal 
estuviere  asegurado;  ó  bien  desde  el  segun- 
do dia  hábil,  después  de  hacérseles  conocer 
á  los  mismos  interesados  por  las  aduanas  el 
monto  del  ajuste  definitivo  de  los  derechosl 
si  no  se  hubiese  asegurado  previamente  e, 
interés  fiscal. 

V.  Los  bultos  detenidos  por  las  aduanas 
ó  depositados  en  ellas  en  caso  de  controver- 
sia ó  asimilación,  quedan  exceptuados  del 
pago  del  derechovde  que  se  trata,  por  el  tér- 
mino que  requieran  latramitación  y  resolu- 
ción definitiva  del  asunto. 

Cumplidos  seis  meses  de  la  terminación 
de  la  descarga  del  buque  conductor  de  los 
efectos  sin  que  los  consignatarios  de  éstos 
hubiesen  llenado  los  requisitos  prevenidos 
en  el  artículo  anterior,  las  aduanas  procede- 
rán al  remate  de  las  mercancías,  con  las  for- 
malidades señaladas  en  el  capítulo  20  de 
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la  Ordenanza;  bajo  el  concepto  de  que, 
conforme  á  lo  preceptnado  en  el  propio  ca- 
pítulo, no  será  necesario  que  transcurra  el 
plazo  de  seis  meses  referido  para  proceder  al 
remate  de  las  mercancías  que,  por  su  clase 
6  calidad,  no  puedan  conservarse  en  depósi- 
to sin  detrimento. 

Art.  201.  La  Secretaría  de  Hacienda  tie- 
ne facultad  para  declarar  que  no  es  de  apro- 
barse la  asimilación  hecha  por  la  aduana, 
'  por  estar  la  mercancía  especificada  en  la  Ta- 
rifa ó  en  el  Vocabulario;  y,  por  consiguiente, 
á  esta  declaración  deberá  sujetarse  el  ajus- 
te de  los  derechos,  haciéndose  el  cobro  ó  la 
devolución  que  proceda,  previa,  para  esta 
última,  la  autorización  de  la  Secretaría  de 
Hacienda.  Si  por  motivo  de  la  conformidad 
del  causante  con  la  asimilación  hecha  por 
la  aduana  se  hubiese  efectuado  el  ajuste 
definitivo  y  cobro  de  los  derechos  antes  de 
dictarse  la  declaración  indicada,  serán  res- 
ponsables de  la  diferencia  que  por  derechos 
y  penas  pudiera  resultar  por  ese  concepto, 
si  no  puede  hacerse  efectiva  en  el  causante, 
el  Administrador  y  Vista  que  hubiesen  in- 
tervenido en  la  asimilación  indebida;  ó  bien 
el  Administrador  solamente,  si  el  Vista  no 
hubiese  estimado  el  caso  como  de  asimila- 
ción. La  responsabilidad  mancomunada  del 
Administrador  y  Vista  será  fijada  en  pro- 
porción á  sus  respectivos  sueldos.» 

Art.  2.°  Las  mercancías  de  importación 
dejarán  de  causar  en  Veracruz  el  almacena- 
je especial  de  que  trata  el  art.  4.°  del  re- 
glamento expedido  en  10  de  Junio  de  1895, 
para  el  cobro  del  derecho  de  cobertizo. 

Art.  3.°  Este  Decreto  comenzará  á  regir 
el  l.o  de  Octubre  próximo,  y  estarán  sujetas 
áél  todas  las  mercancías  importadas  por  bu- 
ques que  arriben  á  puertos  mexicanos  des- 
pués de  las  doce  de  la  noche  del  30  de  Sep- 
i  tiembre  próximo,  y  lasque  entren  por  las 
fronteras,  después  de  la  misma  hora  de  di- 
cho día,  á  la  aduana  respectiva. 

Reglamento  de  la  ley  sobre  cesión  gra- 
trnita  de  terrenos  baldíos  y  nacionales, 

aprobado  por  Decreto  de  6  de  Septiembre 
de  1897. 

CAPITULO  PRIMERO 

De  la  adjudicación  de  terrenos  baldíos  y  na- 
cionales á  los  labradores  pobres. 

Artículo  1.°  Para  los  efectos  de  la  ley 
serán  considerados  como  labradores  pobres 
aquellos  que  estén  poseyendo  terrenos  bal- 
díos y  nacionales,  en  los  Estados,  Distrito 
federal  y  Territorios,  y  cuyo  valor,  fijado  por 
1*8  respectivas  oficinas  de  contribuciones, 


en  el  último  arlo   fiscal,  no  exceda   de   200 
pesos. 

Art.  2.°  No  son  objeto  de  la  ley  los  te- 
rrenos poseídos  por  los  pueblos  ó  por  comu- 
nidades, á  título  de  ejidos  ó. de  común  re- 
partimiento, los  cuales  seguirán  fraccionán- 
dose y  adjudicándose  con  arreglo  á  las  leyes 
federales  y  locales  vigentes  en  la  materia. 
v  Art.  3.°  Tampoco  se  podrá  solicitar  la 
adjudicación  de  terrenos  baldíos  ó  naciona- 
les que,  á  la  fecha  de  la  expedición  de  ¡a 
ley,  hubieren  sido  ya  objeto  de  algún  con- 
venio, en  el  que  se  hubiese  pactado  su  ena- 
,  jenación. 

Art.  4.°  Para  gozar  de  los  beneficios  de 
la  ley,  los  poseedores  tienen  que  comprobar 
ante  la  Secretaría  d&  Fomento  que  han  esta- 
do en  posesión  continua  y  pacífica  del  terre- 
no, diez  años  por  lo  menos,  ó  que  lo  ban  po- 
seído por  más  de  un  afio  y  un  día,  anteriores 
á  la  fecha  de  la  ley,  con  título  traslativo  de 
dominio. 

Art.  6.o  La  comprobación  se  hará  por 
medio  de  información  judicial,  levantada 
ante  el  Juez  local  dentro  de  cuya  jurisdicción 
se  encuentre  el  terreno  poseído,  debiendo 
llenar  la  información  los  requisitos  que  para 
el  caso  exija  el  Código  de  Procedimientos 
civiles  del  Estado  ó  Territorio  respectivo. 

Art.  6  o  En  la  información  se  hará  cons 
tar  de  qué  manera  se  ha  estado  poseyendo 
el  terreno  baldío  ó  nacional  cuya  adquisición 
se  solicite,  expresando  en  aquélla  con  toda 
claridad  si  el  terreno  se  ha  poseído  por  un 
individuo  ó  por  una  comunidad,  si  se  ba  cul- 
tivado constantemente  ó  por  temporadas,  si 
hay  en  él  habitaciones,  si  está  acotado  con 
zanja,  cerca  ó  mojoneras  artificiales,  y  si  hay 
ó  no  pendiente  algún  litigio  sobre  la  pose- 
sión del  mismo  terreno. 

Art.  7.°  ,EI  solicitante  de  concesión  gra- 
tuita, de  un  terreno  baldío  ó  nacional,  está 
obligado  á  deslindarlo  y  medirlo  por  sn  cuen 
ta,  á  fin  de  qiie  se  conozca  la  superficie  ijue 
se  le  enajena  y  se  consigue  en  el  título  res- 
pectivo de  propiedad;  encargando  el  mismo 
solicitante  dichas  operaciones  al  perito  ó 
práctico,  en  su  defecto,  que  merezca  su  con- 
fianza. 

Art.  8.°  En  la  práctica  de  las  operaciones 
de  medición  y  deslinde  del  terreno  que  se 
solicite,  el  perito  se  ha  de  sujetar  á  las  pres- 
cripciones de  la  ley  vigente  de  2  de  Agosto 
de  1863,  sobre  medidas  de  tierras,  formando 
el  plano  del  terreno  y  acompañando  sus  da- 
tos y  resultados,  de  entera  conformidad  con 
las  prescripciones  de  la  misma  ley. 

Art.  9.°  La  conformidad  de  los  colindan- 
tes del  terreno  solicitado,  se  hará  constar 
por  medio  de  las  manifestaciones  que  por 
escrito  deberán  dirigir  los  mismos  colindan- 
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lee  al  perito  que  practique  la  medición  del 
terreno,  de  acuerdo  con  lo  que  establece  el 
urt.  27  del  Reglamento  de  In  ley  de  26  de 
Marzo  de  -1894,  sobre  enajenación  de  baldíos, 
ó  bien  obteniéndola  el  solicitante  del  mis- 
ino-terreno, por  medio  de  escritura  pública 
otorgada  ante  Notario  ó  Juez  autorizado  pa- 
ra otorgar  instrumentos  públicos,  ó  por  com- 
parecencia ante  un  Juez  de  primera  instan- 
cia ó  ante  el  Agente  de  tierras  del  Estado, 
de  acuerdo  con  lo  que  establece  el  art.  39 
de  la  misma  ley  de  26,de  Marzo  de  1894. 

Art.  10.  Si  durante  las  operaciones  de 
medición  y  deslinde  se  presentare  alguna 
oposición  y  no  pudiere  el  perito  lograr  el 
avenimiento  entre  el  solicitante  y  el  oposi- 
tor ü  opositores,  suspenderá  las  operaciones 
y  entregará  lo  actuado  al  solicitante,  quien 
deberá  ocurrir  ai  Juzgado  de  distrito,  dentro 
iie  cuya  jurisdicción  se  encuentre  el  terreno, 
Á  fin  de  que  se  abra  el  juicio  correspon- 
diente, en  el  que  se  tendrá  por  parte  al  re- 
presentante de  la  Hacienda  federal. 

Art.  11.  Terminado  el  juicio  de  oposición, 
se  dará* por  el  Juzgado  de  distrito  al  solici- 
tante, copia  de  la  sentencia  que  hubiere  re- 
caído en  el  juicio,  á  fin  de  que  en  el  caso  de 
que  dicha  sentencia  le  fuere  favorable,  se 
continúe  el  procedimiento  iniciado  hasta  ob- 
tener la  concesión  del  terreno.  La  copia  de 
la  sentencia  se  agregará  por  el  solicitante  al 
expediente  que  tiene  que  remitir  á  la  Se- 
cretaría de  Fomento. 

Art.  12.  Una  vez  concluidos  el  deslinde 
y  medición  del  terreno  y  obtenida  la  confor- 
midad de  los  colindantes,  el  perito  extende- 
rá un  informe  sobre  la  practica  y  el  resulta- 
do de  sus  operaciones  y  lo  entregará  al  soli- 
citante con  el  plano  del  terreuo  y  una  copia 
del  mismo  plano,  autorizado  con  su  firma  y 
conteniendo  los  datos  y  resultados  que  exi- 
ge la  ley  de  2  de  Agosto  de  1863,  como  la 
longitud  de  ios  lados,  la  amplitud  de  los  án- 
gulos que  formen  las  líneas  que  limitan  el 
terreno,  la  Kuperficie  del  mismo  y  la  decli- 
nación de  la  aguja  magnética,  con  la  fecha 
en  que  se  hizo  la  observación. 

Art.  13.  Para  obtener  el  título  gratuito 
de  propiedad  de  un  terreno  baldío  ó  nacio- 
nal, poseído  por  diez  años  ó  más,  ó  por  un 
año  y  un  día  con  título  traslativo  de  domi- 
nio, el  interesado  deberá  elevar  un  ocurso  á 
la  Secretaría  de  Fomento  por  conducto  del 
Gobernador  del  Estado  ó  territorio  respecti- 
vo, solicitando  la  adjudicación  y  acompañan- 
do al  ocurso  los  documentos  siguientes: 

I.  Copia  certificada  del  último  recibo  de 
pago  de  la  contribución  impuesta  sobre  el 
terreno,  á  fin  de  hacer  constar  que  su  valor 
no  pasa  de  200  peses. 

II.  Diligencias  originales  ó  en  copia  cet- 
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tincada  para  comprobar  que  el  terreno  se 
ha  poseído  diez  Hfius  por  lo  menos,  ó  por 
un  afioy  un  día,  y  copia  del  título  traslativo 
de  dominio. 

III.  Conformidad  de  los  colindantes  del 
terreno  solicitado,  expresado  de  alguna  de 
las  maneras  que  fija  el  art.  9.°  de  este  Re- 
glamento. 

IV.  Plano  del  terreno  y  su  copia,  acom- 
pañados del  informe  del  perito  que  practi- 
có las  operaciones  de  medición  del  mismo 
terreno. 

V.  Copia  de  la  sen  te  neja  recaída  en  el 
juicio  de  oposición,  si  hubo  lugar  á  ese 
juicio. 

Art.  14.  Examinados  el  expediente  y  el 
plano  por  la  Secretaría  de  Fomento,  y  en- 
contrándose que  se  han  formado  de  confor- 
midad con  lo  que  prescribe  el  presente  Re- 
glamentó, se  comunicará  así  al  solicitante, 
expresándose  que  se  aprueba  lo  actuado  y  - 
se  procede  á  extender  el  título  que  le  ase- 
gure la  propiedad  del  terreno. 

Art.  15.  Los  títulos  de  concesión  gratui- 
ta de  terrenos  baldíos  y  nacionales,  se  ex- 
tenderán en  la  misma  forma  que  los  que  se 
expiden  por  enajenaciones  de  dichos  terre- 
nos, sin  más  costo  para  los  interesados  que 
la  estampilla  que  exige  la  Ley  del  Timbre; 
y  se  entregarán  á  los  mismos  interesados  ó 
á  quien  ellos  comisionen  para  recibirlos, 
con  un  ejemplar  del  plano  del  terreno,  auto- 
rizado con  el  sello  de  la  Secretaría  y  la  fir- 
ma del  Oficial  mayor  de  ella. — La  expedi- 
ción del  título  se  comunicará  al  Gobernador 
del  Estado  ó  territorio  en  donde  se  encuen- 
tre el  terreno  y  al  agente  de  tierras  res- 
pectivo. 

Art.  16.  Cuando  el  terreno  baldío  ó  na- 
cional cuya  adjudicación  se  solicite,  esté 
poseído  por  una  agrupación  de  labradores 
pobres,  al  hacerse  la  medición  y  deslin- 
de del  terreno  se  procederá  al  fracciona 
miento  del  mismo,  en  el  número  de  lotes 
que  corresponda  al  número  de  familias  que 
compongan  la  agrupación,  á  fin  de  qne  la 
adjudicación  se  haga  individualmente  y  no 
en  común. 

Art.  J7.  No  se  llevará  á  cabo  el  fraccio- 
namiento en  lotes  del  terreno  baldío  ó  na 
cional  solicitado,  cuando  la  agrupación  de 
labradores  forme  una  sociedad  civil  ó  co- 
mercial, legalmente  contituída,  antes  de 
la  expedición  del  presente  Reglamento,  y 
en  cuya  escritura  social  se  haya  estipu- 
lado que  el  terreno  se  ha  de  poseer  en 
común. 
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CAPITULO  n 

De  la  adjudicación  gratuita  de  tácenos  bal' 
dios  y  nacionales  para  la  fundación  de 
nuevas  poblaciones,  '    * 

Art..l8.  Para  la  cesión  gratuita  de  terre- 
nos baldíos  ó  nacionales,  con  destino  á  la 
fundación  de  nuevas  poblaciones,  el  Go- 
bierno del  Estado  ó  territorio  que  pretenda 
erigir  la  nueva  población,  se  dirigirá  á  la 
Secretaría  de  Fomento,  exponiendo  la  po- 
sibilidad y  la  conveniencia  del  estableci- 
miento de  la  nueva  población  é  indican- 
do la  extensión  de  terreno  baldío  ó  na- 
cional que  á  su  juicio  se  necesitare  para  el 
objeto. 

Art.  19.  Si  la  solicitud  la  hiciere  una 
agrupación  que  residiera  ya  en  el  terreno 
baldío  ó  nacional,  no  podrá  tomarse  en  con- 
sideración sin  que  el  Gobierno  del  Estado  ó 
territorio  informe  favorablemente  sobre  la 
posibilidad  y  la  conveniencia  del  estableci- 
miento de  la  nueva  población. 

Art.  20.  Subsistiendo  la  prohibición  le- 
gal para  que  las  corporaciones  adquieran 
bienes  raíces,  y  conforme  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  2.°  de  la  ¡ey,  no  se  concederá  más 
terreno  que  el  que  fuere  necesario  para 
el  fundo  legal  de  la  nueva  población  y  pa- 
ra servicios  públicos,  como  paseos,  rastros 
y  panteones. 

Art.  21,  Una  vez  acordada  por  el  Go- 
bierno federal  la  concesión  del  terreno,  se 
procederá  al  levantamiento  del  plano  co- 
rrespondiente, por  el  perito  que  nombre  el 
Gobierno  del  Estado  ó  territorio,  debien- 
do acompañar  el  mismo  perito  á  su  in- 
forme, sobre  las  operaciones  científicas  que 
hubiere  ejecutado,  la  conformidad  de  los 
colindantes  actuales  del  terreno,  si  los  hu- 
biere. 

Art.  22.  El  plano  del  terretio  deberá  con- 
tener los  datos  y  resultados  que  exige  la  ley 
vigente  sobre  medidas  de  tierras,  de  2  de 
Agosto  de  1863,  y  el  informe  del  perito  de- 
berá llenar  las  condiciones  que  requiere 
el  art.  31  del  Reglamento  de  la  Ley  de  26  de 
Marzo  de  1894,  sobre  enajenación  y  ocupa- 
ción de  baldíos. 

Art.  23.  Terminadas  las  operaciones  de 
medición  y  deslinde,  el  Gobierno  del  Esta- 
do ó  territorio  remitirá  á  la  Secretaría  de 
Fomento  el  expediente  respectivo,  que  se 
formará  con  el  informe  del  perito  sobre 
aquellas  operaciones,  el  plano  del  terreno 
por  duplicado  y  la  conformidad  de  los  co- 
lindantes si  los  hubiere. 

Art.  24.  Examinadas  las  operaciones  de 
medición  y  deslinde  por  la  Secretaría  de 
Fomento,  y  encontrándose  arregladas  á  las 


leyes  y  disposiciones  que  prescribe  el  pre- 
sente Reglamento,  se  dará  la  aprobación  de 
ellas  y  se  procederá  á  extender  el  título  co- 
rrespondiente de  propiedad,  en  la  misma  for- 
ma y  con  los  requisitos  con  que  se  extien- 
den esos  documentos,  haciéndose  coritotar 
en  él  la  cesión  gratuita  del  terreno  y  el  ob- 
jeto de  la  cesión. 

Art.  26.  Queda  á  cargo  del  Gobierno  del 
Estado  ó  territorio  el  promover,  en  el  mo- 
mento que  lo  juzgue  oportuno,  la  expedición 
de  la  ley  que  autorice  el  establecimiento  de 
la  nueva  población. 

Art.  26.  Si  por  algún  motivo  no  llegare 
á  fundarse  la  nueva  población,  no  podrá 
darse  por  el  Gobierno  del  Estado  ó  territo- 
rio otro  destino  al  terreno,  el  cual  volverá  á 
ser  del  dominio  de  la  Federación,  devolvién- 
dose el  título  á  la  Secretaría  de  Fomento, 
para  que  se  cancele  y  archive. 

Ley  de  en  señaliza  profesional  para  la 
Escuela  nacioual  de  Ingenieros,  de  16  de 

Septiembre  de  1897. 

Artículo  1.°  La  enseñanza  en  la  Escuela 
nacional  de  Ingenieros,  comprenderá  las 
siguientes  materias: 

Matemáticas  superiores.— Mecánica  ana- 
lítica.—Topografía  y  Legislación  de  tierras 
y  aguas.  -Hidrografía  general  y  Meteorolo- 
gía.—Geometría  descriptiva.— Mecánica  ge- 
neral aplicada.— Física  matemática. — Apli- 
caciones de  la  electricidad.— Estereotomia, 
Carpintería  y  Estructuras  de  hierro. — Proce- 
dimientos de  construcción  práctica  y  cono- 
cimiento y  experimentación  de  materiales.  — 
Hidráulica  é  Ingeniería  sanitaria. — Estabili- 
dad de  las  construcciones  (Métodos  analíti- 
cos y  gráficos).  Química  analítica  y  Doci- 
masia. — Mineralogía,  Geología  y  Paleonto- 
logía. -  Construcción  y  establecimiento  de 
máquinas.— Química  aplicada  á  la  industria, 
comprendiéndolos  respectivos  procedí  in  i  en 
tos  de  análisis. —  Vías  de  comunicación  te- 
rrestre, túneles,  obras  de  arte  y  demás  acce- 
sorios. -  Vías  de  comunicación  fluviales  y 
Obras  hidráulicas  de  tuda  especie.— Meta- 
lurgia, Laboreo  de  minas,  Administración  y 
Legislación  minera.— Geodesia  y  Astrono- 
mía práctica. —Cálculo  de  probabilidades  y 
teoría  de  los  errores.— Astronomía  general 
y  física,  y  Mecánica  celeste. — Economía  po- 
lítica.— Dibujo  topográfico  y  geográfico. — 
Dibujo  arquitectónico  y  de  máquinas. — Di- 
bujo de  composición. 

Art.  2.°  En  la  Escuela  nacional  de  Inge- 
nieros, quedan  establecidas  las  profesio- 
nes de: 

Ensayador  y  Apartador  de  metales.— 
Electricista.— Topógrafo  é  Hidrógrafo. — In- 
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•geniero  industrial.— Ingeniero  civil.—  Inge? 
niero  de  minas  y  metalurgista. — Ingeniero 
geógrafo. 

Art.  3.°  JLos  estudios  profesionales  para 
la  carrera  de  Ensayador  y  Apartador  de  me- 
tales, serán: 

Único  afio.  Química  analítica  y  Doci- 
niasia. — Mineralogía. — Economía  política.— 
Práctica  durante  el  año  en  el  iaboratoiio  de 
'Química  y  e*i  la  oficina  docimástica  de  la  Es- 
cuela. 

Después  de  los  exámenes  correspondien- 
tes, práctica  durante  seis  meses,  en -la  casa 
«le  Moneda,  de  ensayes,  apartado,  amoneda- 
ción y  administración  de  casas  de  moneda. 

Art  4  °  Los  estudios  profesionales  para 
la  carrera  de  Electricista,  serán: 

Primer  año.  Matemáticas  su periores, 
comprendiendo  Trigonometría  esférica,  Al- 
gebra superior,  Geometría  analítica  y  Cálcu- 
lo infinitesimal.— Geometría  descriptiva. — 
Dibujo  de  máquinas. 

Segundo  año.  Mecánica  analítica. — Física 
matemática,  comprendiendo  especialmente 
Termodinámica,  el  Magnetismo,  la  Electri- 
cidad y  la  Electrometría. —Dibujo  de  má- 
quinas. 

Tercer  año.  Mecánica  general  aplicada. — 
Aplicaciones  de  la  electricidad.— Economía 
política. — Dibujo  de  máquinas. 

Al  fin  del  tercer  año  y  durante  dos  meses 
ios  alumnos  harán  práctica  de  Mecánica  ge- 
neral aplicada;  harán  además  práctica,  du- 
rante seis  meses,  de  las  aplicaciones  de  la 
electricidad  en  los  establecimientos  indus- 
triales del  ramo. 

Art.  5.°  Los  estudios  profesionales  para 
la  carrera  de  Topógrafo  é  Hidrógrafo,  serán 
los  siguientes: 

Primer  año.  Matemáticas  superiores, 
-comprendiendo  Trigonometría  esférica,  Al- 
gebra superior,  Geometría  analítica  y  Cálcu- 
lo infinitesimal.  -Topografía  y  Legislación 
de  tierras  y  aguas. — Dibujo  topográfico. 

Segundo  año.  Hidrografía  y  Meteorolo- 
gía.—Hidráulica  en  la  parte  correspondien- 
te á  la  Hidrotnensura.— Geometría  descrip- 
tiva en  lo  relativo  al  conocimiento  de  los 
planos  acotados.— Astronomía  práctica.— 
Economía  política.— Dibujo  topográfico. 

Al  fin  del  primer  año,  práctica  de  Topo- 
grafía; y  al  fin  del  segundo  de  Astronomía  é 
Hidromensnra. 

Art.  6.°  Los  estudios  profesionales  para 
la  carrera  de  Ingeniero  industrial,  se  harán 
como  sigue: 

Primer  año.,  Matemáticas  superiores, 
comprendiendo  Trigonometría  esférica,  Al- 
gebra superior,  Geometría  analítica  y  Cálcu- 
lo infinitesimal.— Geometría  descriptiva.— 
Topografía  y  Legislación  de  tierras  y  aguas. 


— Hidrografía   y  Meteorología. — Dibujo  to- 
pográfico y  arquitectónico. 

Segundo  año.  Mecánica  analítica.— Física 
matemática,  comprendiendo  especialmente 
la  Termodinámica,  el  Magnetismo,  la  Elec- 
tricidad y  la  Electrometría.  —  Estereotomía. 
Carpintería  y  estructuras  de  hierro.  -  Dibu- 
jo arquitectónico  y  de  máquinas. 

Tercer  año.  Mecánica  general  aplicada. 
— Hidráulica  é  Ingeniería  sanitaria.  — Esta- 
bilidad délas  construcciones  — Procedimien- 
tos de  construcción  práctica  y  conocimiento 
y  experimentación  de  materiales.— Dibujo 
de  máquinas. 

Cuarto-  año.  Construcción  y  estableci- 
miento de  máquinas. — Aplicaciones  de  la 
electricidad.  -  Química  aplicada  á  la  indus-.. 
tria,  comprendiendo  los  procedimientos  de 
análisis  respectivos. — Economía  política.— 
Dibujo  de  máquinas. 

Al  fin  del  primer  año,  práctica  de  Topo- 
grafía durante  dos  meses. 

En  el  curso  del   segundo  año,  práctica  de  - 
Estereotomía,  Carpintería  y  Estructuras  de 
hierro. 

Al  fin  del  tercer  año,  durante  dos  meses, 
práctica  de  Mecánica  general  aplicada  y  al 
terminar  los  estudios  profesionales  teóricos, 
práctica  durante  un  año,  de  tas  aplicaciones  ' 
industriales  más  importantes  en  el  país. 

Art.  7.°  Los;  estudios  profesionales  para 
la  carrera  de  Ingeniero  civil,  se  harán  como 
en  seguida  se  expresa: 

Primer  año.  Matemáticas  superiores , 
comprendiendo  Trigonometría  esférica,  Al- 
gebra superior,  Geometría  analítica  y  Cálcu- 
lo infinitesimal. — Geometría  descriptiva. — 
Topografía  y  Legislación  de  tierras  y  aguas. 
— Hidrografía  y  Meteorología.— Dibujo  to- 
pográfico y  arquitectónico. 

Segundo  año.  Mecánica  analítica.— Este- 
reotomía, Carpintería  y  Estructuras  de  hie- 
rro.—Física  matemática,  comprendiendo  con 
especialidad  la  Termodinámica,  el  Magnetis- 
mo, la  Electricidad  y  la  Electrometría.  -  Di- 
bujo topográfico  y  arquitectónico. 

Tercer  año.  Mecánica  general  aplicada. 
—Hidráulica  ó  Ingeniería  sanitaria. —Esta* 
bilidad  de  las  construcciones.  —  Procedí-, 
mientos  de  construcción  práctica  y  conoci- 
miento y  experimentación  de  materiales. — 
Dibujo  arquitectónico  y  de  máquinas. 

Cuarto  año.  Vías  de  comunicación  terres- 
tres, comprendiendo  túneles,  obras  de  arte 
y  demás  accesorios  correspondientes.—  Vías 
de  comunicación  fluviales  y  obras  hidráuli 
cas  de  toda  especie. —Economía  política. — 
Dibujo  de  composición. 

Al  fin  del  primer  año,  práctica  de  Topo- 
grafía durante  dos  meses. 

Durante  el  segundo  año,  práctica  de*  Es- 
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tereotomía,    Carpintería  y   Estructuras  de 
hierro. 

En  el  transcurso  del  tercer  año,  práctica 
de  construcciones  civiles;  y  al  concluir  el 
mismo,  práctica  durante  dos  meses,  de  Me- 
cánica general  aplicada. 

En  el  transcurso  del  cuarto  afio,  asistencia 
á  la  clase  de  aplicaciones  de  la  electricidad, 
dorante  el  estudio  de  esta  ciencia  referente 
al  transporte  de  fuerza  y  á  la  tracción. 

Al  terminar  los  estudios  teóricos  profesio- 
nales, práctica  general  de  Ingeniería  civil 
dorante  un  afio. 

Art.  8.°  Los  estudios  para  la  carrera  de 
Ingeniero  de  Minas  y  Metalurgistas,  se  harán 
ec  esta  forma: 

Primer  año.  Matemáticas  superiores  com- 
prendiendo Trigonometría  esférica,  Algebra 
superior,  Geometría  analítica  y  Cálculo  infi- 
nitesimal. —Geometría  descriptiva.— Topo- 
grafía y  Legislación  de  tierras  y  iguas. — 
Hidrografía  y  Meteorología. -Dibujo  topo 
gráfico  y  arquitectónico. 

Segundo  año.  Mecánica  analítica. — Este- 
reotomía,  Carpintería  y  Estructura  de  hie- 
rro.— Física  matemática,  comprendiendo  es- 
l>ecialmente  la  Termodinámica,  el  Magnetis 
mo,  la  Electricidad  y  la  Electrometría.— Di- 
bujo topográfico  y  arquitectónico. 

Tercer  riño.  Mecánica  gensral  aplicada. 
— Hidráulica  ó  Ingeniería  sanitaria.  —Esta- 
bilidad de  las  construcciones.—  Procedimien 
tos  de  construcción  práctica,  y  conocimiento 
y  experimentación  de  materiales. —Dibujo 
de  máquinas. 

Cuarto  año.  Química  analítica  y  Doci ma- 
sía.— Mineralogía,  Geología  y  Paleontología. 
—  Economía  política. — Dibujo  de  máquinas. 

(¿uinto  año.  Laboreo  de  minas  y  Legis- 
lación y  Administración  minera.  — Metalur- 
gia, sobre  todo  en  lo  concerniente  á  los  me- 
tales de  mayor  explotación  en  el  país.  Este 
curso  se  dará  en  la  Escuela  práctica  de  Pa- 
chuca. 

Al  finalizar  el  primer  afio,  práctica  de  To- 
pografía durante  dos  meses. 

En  el  transen  reo  del  segundo  año,  prácti- 
ca de  Estereotomía,  Carpintería  y  Estructu- 
ra de  hierro;  y  al  final  del  mismo,  en  la  Es- 
cuela práctica  de  Pachaca,  durante  dos  me- 
ses, práctica  de  Totografía  subterránea. 

En  el  transcurso  del  tercer  afio,  práctica 
en  construcciones  civiles  y  al  fin  del  mismo 
y  durante  dos  meses,  práctica  de  mecánica 
general  aplicada. 

Durante  el  cuarto  afio,  asistirán  los  alum- 
nos.á  las  lecciones  que  sobre  Electrometa- 
lurgia se  den  en  la  clase  de  Aplicaciones  de 
la  electricidad;  y  al  fin  del  mismo  y  durante 
dos  meses,  harán  en  la  Casa  de  Moneda  la 
práctica  de  ensayes,  apartado,  amonedación 


y    administración    de    Casas  de    moneda 

Al  concluir  los  estudios  y  dnrante  seie 
meses,  visitarán  los  alumnos  lo»  centros  Di- 
neros y  metalúrgicos  más  importantes  de  t 
República.  A  la  vez  harán  sn  práctica  di- 
Geología. 

Art.  9o  Los  estudios  profesionales  pan- 
la  carrera  de  Ingenero  Geógrafo,  Be  efectúa 
rán  en  el  orden  que  á  continuación  ee  ex- 
presa: 

Primer  año.  Matemáticas  superiores 
comprendiendo  Trigonometría  esférica,  Al- 
gebra superior,  Geometría  analítica  y  Caica 
lo  infinitesimal. — Geometría  ilescripti va- 
Topografía  y  Legislación  de  tierras  y  aguae 
—Hidrografía  y  Meteorología. — Dibujo  ti- 
pográfico. 

Segundo  año.  Mecánica  analítica.—  Geo- 
desia y  Astronomía  práctica. — Física  mate- 
mática, comprendiendo  con  especialidad  ¡s 
Termodinámica,  el  Magnetismo,  la  Electri- 
cidad y  la  Electrometría.  Cálculo  «le  las 
probabilidades  y  teoría  de  los  erro>ree. — Di- 
bujo topográfico. 

Tercer  año.  Astronomía  general  y  física 
y  Mecánica  celeste. — Hidráulica. — Geología. 
— Dibujo  geográfico. 

Al  fin  del  primer  afio,  práctica  de  Topo- 
grafía durante  dos  meses 

En  el  segundo  afio  y  al  fin  del  mismo 
práctica  de  Astronomía. 

Durante  el  tercero  y  al  concluir  éste,  prác- 
tica de  Astronomía  física. 

Al  terminar  la  carrera,  prátaiea  «1  tiran:** 
un  afio,  en  operaciones  geodésicas  y  ideográ- 
ficas, siempre  que  el  Gobierno  tenga  euipren 
didos  trabajos  de  este  género. 

Art.  10.  La  enseñanza  en  la  Escuela  na- 
cional de  Ingenieros  será  rigurosa  mente 
teórico-práctica,  para  cuyo  fin  se  altern*nu 
en  la  misma  semana  las  clases  que  se  desu- 
nen á  los  estudios  teóricos,  con  los  ejerri- 
cios  prácticos  adecuados  á  cada  materia. 

A  rt.  1 1 .  A 1  fin  de  cada  afio  escolar  se  ve- 
rificarán las  prácticas  parciales  que  esta  ley 
determina,  las  que  serán  dirigidas  por  lo* 
Profesores  de  los  cursos  respectivos. 

Art.  12.  Las  prácticas  generales  corres- 
pondientes á  las  profesiones  de  Ingenierc 
civil,  de  minas  é  industrial,  estarán  encarga 
das  á  Profesores  designados  especia  I  rúente 

El  Profesor  de  la  práctica  de  Ingeniera 
industrial,  tendrá,  además,  la  obligación  d* 
dirigir  en  su  oportunidad  la  práctica  de  lo? 
electricistas. 

Art.  13.  Para  poder  ser  inscrito  en  can- 
dad de  alumno  numerario  en  la  Escuela  na- 
cional de  Ingenieros,  el  candidato  acreditar* 
por  medio  de  mi  certificado  de  la  KscoeU 
nacional  preparatoria  ó  de  las  Escuelas  pre- 
paratorias de  los  Estados,  haber  sido  exaini- 
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probado  en  todas  las  asignaturas 
gna  la  ley  de  la  materia,  de  19  de 
e  de  1896. 
4.     La  Escuela  nacional  de  Ingenie- 
ra el  registro  de  sus  inscripciones  el 
diciembre  de  cada  aflo  y  lo  cerrará  el 
l  Enero  siguiente.  Podrán,  sin  embargo, 

.nscritos  del  16  al  31  de  Enero,  aquellos 
jinos  que,  por  medio  de  la  solicitud  co- 

¿spondiente   y  por  circunstancias  atendi- 
les,  obtengan  esa  concesión  de  la  Dirección 
Je  la  Escuela. 

Art.  15.  Los  cursos  se  abrirán  el  día  1.° 
de  Febrero  de-cada  año  y  terminarán  el  30 
de  Septiembre,  interrumpiéndose  solamente 
los  domingos  y  días  de  fiesta  nacional,  así 
como  durante  una  semana  que  en  la  Pri- 
mavera podrá  conceder  el  Director  á  los 
alumnos. 

Art.  16.  Tendrán  derecho  para  concurrir 
á  las  clases  todas  las  personas  que  lo  deseen, 
y  no  se  les  exigirá  más  requisito  que  el  de 
sujetarse  al  Reglamento  interior  de  la  Es- 
cuela. 

Art.  17.  Lob  Profesores  de  cada  asigna- 
tura presentarán  anualmente  durante  el  mes 
de  Julio,  al  Director  de  la  Escuela,  los  pro- 
gramas respectivos  de  sus  cursos  para  el  si- 
guiente año,  y  propondrán  las  obras  de  texto 
correspondientes.  , 

Para  formar  estos  programas  tomarán  en 
consideración  las  necesidades  de  los  cursos 
relacionados  con  la  materia  que  enseñan,  á 
fin  de  graduar  de  modo  conveniente  los  co- 
nocimientos. El  Director  del  establecimiento 
elevará  dichos  programas,  con  las  observa- 
ciones que  estimare  oportunas,  á  más  tardar 
el  loes  de  Septiembre,  á  la  Secretaría  de  jus- 
ticia para  examen  y  resolución. 

Art.  18.  Cada  Profesor  se  sujetará,  al  dar 
su  clase,  al  programa  aprobado,  desarrollán- 
dolo necesariamente  dentro  del  tiempo  des- 
tinado á  los  cursos  por  esta  ley. 

Art.  19.  Habrá  exámenes  parciales  y  pro- 
fesionales. Los  primeros  se  efectuarán  del 
1.°  al  31  de  Octubre,  y  los  segundos  en  cual- 
quier tiempo,  dentro  del  período  escolar  des- 
tinado á  los  estudios  teóricos.  Sólo  en  casos 
excepcionales,  bien  justificados,  podrá  la 
Secretaría  de  justicia  conceder  un  examen 
parcial  extraordinario. 

Art.  20  La  instrucción  en  la  Escuela  na- 
cional de  Ingenieros  será  gratuita;  y  ni  por 
las  inscripciones  ni  por  los  exámenes,  se 
exigirá  derecho  alguno  á  los  interesados. 

Art.  21.  A  los  alumnos  que  resulten 
aprobados  en  los  exámenes  profesionales  se 
les  expedirán  por  la  Junta  Directiva  de  Ins- 
trucción pública  los  títulos  respectivos,  pre- 
via la  información  correspondiente  de  la  Di- 
rección de  la  Escuela. 


Los  que  posean  títulos  de  otras  Escuelas 
nacionales  ú  oficiales  de  los  Estados,  de  al- 
guna de  las  carreras  á  que  se  refiere  esta  ley, 
y  deseen  obtener  cualquiera  de  los  que  ex- 
pida la  Junta  Directiva  de  Instrucción  pú- 
blica ce  ti  arreglo  al  artículo  anterior,  se  su- 
jetarán en  la  Escuela  nacional  de  Ingenieros 
al  examen  profesional  correspondiente. 

Igual  requisito  se  exigirá  á  los  que  posean 
un  tí  tulo  del  extranjero  para  que  puedan  ejer- 
cer legitímente  su  profesión  en  la  República. 

Art.  23.  Habrá  en  la  Escuela  nacional  de 
Ingenieros,  un  Director,  un  Subdirector,  un 
Secretario,  un  Tesorero,  un  Bibliotecario,  y 
los  Profesores,  preparadores  y  demás  em- 
pleados que  sean  necesarios.  Todos  serán 
nombrados  por  el  ciudadano  Presidente  de 
la  República. 

Art.  24.  Para  ser  Profesar  de  la  Escuela 
nacional  de  Ingenieros,  se  requerirá  ser  ciu- 
dadano mexicano  en  el  pleno  goce  de  sus 
derechos,  y  tener  título  expedido  por  la  mis- 
ma Escuela  en  la  profesión  correspondiente 
al  ramo  que  se  deba  enseñar. 

Art.  25.  Las  Juntas  de  Profesores,  las 
atribuciones  de  éstas,  la  distribución  de  pre- 
mios, los  exámenes,  y  los  deberes  y  faculta 
des  del  personal  del  establecimiento,  así 
como  las  demás  disposiciones  especiales  no 
consignadas  en  esta  ley,  se  regirán  en  lo  su- 
cesivo, en  los  p unt os  en  que  no  contraríen  á 
la  presente,  por  las  prescripciones  generales 
de  la  Ley  de  Instrucción  pública  y  de  su  re- 
glamento, así  como  por  las  comprendidas  en 
el  Reglamento  de  la  Escuela. 

CÓDIGO  DE  PROCEDIMIENTOS  FEDE- 
RALES. Títulos  II  y  III  del  Libro  prime- 
ro, aprobados  por  Decreto  de  6  de  Octubre 
de  1897  (I). 

LIBRO  PRIMERO 

DEL    PROCEDIMIENTO    EN    ÉL     RAMO 
CIVIL 

W 

TITULO  II 

U  B    I.OS  JUIClOH 

CAPITULO  PRIMERO 

Del  juicio  ordinario. 

Art.  698.  Las  controversias  que  no  ten- 
gan señalada  tramitación  especial  se  decidi- 
rán en  juicio  ordinario  conforme  á  las  reglas 
generales  establecidas  en  el  título  1.°  de  es- 
te libro  (»). 

(1)  Bn  virtud  de  la  autorización  concedida  al 
Poder  Ejecutivo  por  ley  de  2  de  Junio  de  1802. 

(2)  y  (3)    Véase  el  texto  del  título   1.°  de  este 


246 


ANUARIO  DB  I.EUISLAOION  UNIVERSAL- 


1897 


CAPITULO  II 

Del  juicio  sumario. 

Art.  690.  Se  tramitarán  y  decidirán  en  la 
vía  sumaria  las  controversias  que  se  susci- 
tan sobre: 

I.  Multas. 

II.  Reintegro  de  alcances  ó  liquidaciones 
de  cuentas. 

III.  Derechos  y  obligaciones  constantes 
en  titulo  ejecutivo. 

IV.  Terrenos  baldíos. 

V.  Constitución  de  servidumbres. 

VI.  Consignación  en  pago  para  extinguir 
una  obligación. 

VII.  Acción  exhibiloria. 

VIII.  Controversias  que  resulten  del  ejer- 
cicio de  la  facultad  económico-coactiva. 

IX.  Bienes  nacionalizados. 

X.  Hipotecan  (1). 

XI.  Posesión  interina. 

XII.  Concursos. 

XIII.  Sucesiones. 

XIV.  Naufragios  y  demás  accidentes  de 
mar. 

Art.  691.  £1  término  para  contestar  la 
demanda  será  de  tres  ¿lías. 

Art.  692.  N'j  se  admitirán  más  inciden- 
tes de  previo  y  especial  pronunciamiento 
que  los  relativos  á  incompetencia  y  perso- 
nalidad. 

Art.  693.     La  compensación  y  la  recon 
vención  sólo   procederán   cuando   la  acción 
en  que  se  funden  estuviere  también   sujeta 
á  juicio  sumario. 

Art.  694.  El  término  para  la  prueba  no 
excederá  de  veinte  días,  y  dentro  de  él  se 
podrán  alegar  y  probar  las  tachas  que  tu- 
vieren los  testigos  ó  instrumentos,  obser- 
vándose en  su  caso  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 410. 

Art.  695.  Fenecido  el  término  de  prueba, 
se  pondrá  el  expediente  á  la  vista  de  cada 
una  de  las  partes  por  el  término  de  tres  días 
para  que  alegue;  y  el  fallo  se  pronunciará 
dentro  de  los  cinco  días  siguientes. 

Art.  696.  Los  autos  y  sentencias  que  se 
dicten  en  los  juicios  sumarios  sólo  son  ape- 
lables en  el  efecto  devolutivo. 

Sección  primera. 

Del  juicio  hipotecario. 

Art.  697.  Para  los  efectos  de  la  frac.  X 
del  art.  fc90,  se  requiere  que  la  hipoteca  esté 

libro  en  el  tomo  primero  del  Anuario  de    Legis- 
lación universal  de  1896,  y  el  título  preliminar 
en  el  correspondiente  de  1895. 
(1)     Véase  el  art.  69*7.    ' 


constituida  y  registrada,  conforme  á  las  le- 
yes vigentes,  en  el  lugar  de  la  ubicación  de 
los  bienes,  que  sea  de  plazo  cumplido  ó  qne 
deba  anticiparse.  £1  acreedor  tiene  el  dere- 
cho de  exigir  anticipadamente  el  pago,  en 
los  casos  siguientes: 

I.     Si  el  inmueble  hipotecado  se  hiciere 

insuficiente  para  la  seguridad  de  ia  deuda. 

-  II.     En  el  caso   de  quiebra  ó  insolvencia 

del  deudor,  ó  por  falta  de  pago  de  una  so* 

de  las  pensiones. 

Art.  698.  Presentada  la  demanda,  si  e' 
Juez  encuentra  que  el  instrumento  reapec 
tivo  llena  los  requisitos  legales,  expedirá  la 
cédula  hipotecaria,  en  la  que  simplemente 
se  expresará  que  la  finca  de  que  se  trefe? 
queda  sujeta  á  juicio  hipotecario. 

Art.  699.  La  cédula  hipotecaria  «e  fijará 
en  el  lugar  más  aparente  de  la  finca  y  sr 
publicará  en  mi  periódico  de  la  localidad 
prefiriéndose  siempre  el  Oficial.  Si  no  hu- 
biere periódico,  se  fijará  la  copia  autorizada 
de  la  cédula  en  la  puerta  del  Juzgado.  Ex- 
pedirá además  el  Juez  otras  dos  copias,  in- 
sertando en  ellas  una  relación  sucinta  Ji- 
la escritura  hipotecaria,  y  las  remitirá  á  la 
oficina  correspondiente  del  Registro  público 
de  la  propiedad.  Hecho  el  registro  quedara 
una  de  las  copias  en  dicha  oficina  y  la  otra 
se  devolverá  al  Juzgado  para  que  se  agregue 
al  expediente. 

Art.  700.  En  virtud  de  la  cédula  hipóte 
caria,  contrae  el  deudor  las  obligaciones  de 
depositario  judicial  de  la  finca  hipotecada, 
de  sus  frutos  y  de  todos  los  bienes  que,  con 
arreglo  á  la  escritura  y  conforme  á  la  legis- 
lación local,  deban  considerarse  como  in- 
muebles y  formando  parte  de  la  misma 
finca,  según  inventario  que  se  agregará  al 
expediente,  siempre  que  lo  pida  el  acreedor 

Art.  701.  El  deudor  qne  no  quiera  acep 
tar  la  responsabilidad  de  depositario,  entre- 
gará desde  luego  la  finca  al  actor  ó  al  depo- 
sitario qne  éste  nombre,  con  aprobación  ju- 
dicial. El  secuestro  de  la  finca  hipotecada  se 
regirá  por  lo  dispuesto  en  el  capítulo  42  del 
título  1.°  de  este  libro. 

Art.  702.  Expedida  la  cédula  hipoteca 
ria,  no  podrá  verificarse  en  la  finca  hipote- 
cada, embargo,  toma  de  posesión,  diligencia 
precautoria,  ni  alguna  otra  que  entorpezca 
el  curso  del  juicio  ó  viole  los  derechos  del 
acreedor  hipotecario,  sino  en  virtud  de  eje- 
cute ria  relativa  á  la  misma  finca  y  anterior 
al  título  hipotecario  que  ba  motivado  la  ex 
pedición  de  la  cédula,  ó  en  virtud  de  provi- 
dencia dictada  á  petición  de  acreedor  de 
mejor  derecho. 

Art.  703.  Para  el  avalúo  de  la  finca  se 
observará  lo  prevenido  en  el  capítulo  24  del 
título  1 .°;  pero  si  el  demandado  no  hace  el 
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nombramiento  de  perito  en  el  término  que 
fija  el  art.  364,  ó  el  perito  no  verifica  el  ava- 
lúo en  el  plazo  fijado  por  e)  Jaez,  éste  hará 
el  nombramiento  que  correspondía  hacer  al 
demandado. 

Art.  704.  £1  avalúo  sé  practicará  sin. per- 
juicio de  las  excepciones  que  el  demandado 
proponga  dentro  de  los  tres  días  que  se  le 
conceden  para  contestar  la  demanda. 

Art.  705.  El  demandado  podrá  alegar 
todas  las  excepciones  que  tuviere,  proban- 
dolas por  los  medios  que  establece  el  ar- 
tículo 288:  las  de  pago  de  capital  ó  réditos, 
las  de  compensación  y  reconvención  se  jus- 
tificarán precisamente  por  confesión  ó  prue- 
ba documental,  y  la  de  novación  por  medio 
de  instrumento  público.  Todo  lo  relativo  á 
las  excepciones  formará  cuaderno  separado, 
á  fin  de  que  no  se  interrumpan  las  actuacio- 
nes sobre  aseguramiento  y  avalúo  de  la 
finca. 

Art.  706.  Si  el  actor  obtuviere  una  reso- 
lución favorable  á  su  demanda,  se  procederá 
al  remate,  previa  la  caución  rorrea  pon  di  en- 
te, en  el'  caso  de  que  dicha  resolución  no 
haya  causado  ejecutoria.  £1  Ministerio  pú- 
blico no  está  obligado  á  prestar  canción. 

Art.  707.  Cuando  el  acreedor  ó  acreedo- 
res á  que  se  refiere  la  parte  final  del  art.  671, 
no  se  presenten  al  juicio  antes  de  la  ejecu- 
ción de  la  sentencia,  se  procederá  á  deposi- 
tar el  importe  de  sus  créditos. 

Art.  708.  Cuando  quede  revocada  la  sen- 
tencia que  declaró  improcedente  el  remate 
ó  confirmada  la  que  lo' denegó,  el  Juez,  lue- 
go que  reciba  el  expediente,  mandará  quitar 
la  «cédula  hipotecaria,  devolverá,  en  su  caso, 
la  finca  al  demandado,  ordenando  al  deposi 
tario  que  rinda  cuenta  con  pago  en  el  tér- 
mino de  treinta  días,  y  si  el  remate  se  hu- 
biere ya  verificado,  se  hará  efectiva  la  cau- 
ción en  los  términos  del  art  496. 

Art.  709.  Confirmado  el  fallo  que  declaró 
procedente  el  remate,  se  procederá  á  éste, 
conforme  al  capítulo  43,  si  no  se  hubiese  ya 
verificado,  otorgándose  la  correspondiente 
escritura  a  favor  del  postor  en  quien  haya 
fincado,  ó  del  acreedor  si  se  le  hubiere  adju- 
dicado la  finca. 

Sección  segunda. 

Del  juicio  sobre  posesión  interina. 

Art.  710.  En  los  juicios  para  tener  ó  re- 
cobrar la  posesión  interina  de  una  cosa  raíz 
contra  las  oficinas  ó  autoridades  federales, 
se  observarán  los  procedimientos  estableci- 
dos en  este  capítulo,  con  la  diferencia  de  que 
el  término  de  prueba  no  podrá  exceder  de 
diez  días. 

La  Hacienda  pública,  y  en  general  las 


autoridades  federales,  retendrán  ó  recobra- 
rán la  posesión  interina  en  la  vía  adminis- 
trativa. El  que  se  considere  perjudicado  po- 
drá deducir  en  el  juicio  correspondiente 
la  acción  de  propiedad  ó  de  posesión  defi- 
nitiva. 

Art.  711.  Lo  dispuesto  en  el  artículo  an- 
terior, se  observará  cuando  se  trate  de  im- 
pedir la  construcción  de  obra  nueva  ó  de 
destruir  algún  objeto  ó  edificio  peligroso. 

Sección  tercera. 

Del  juicio  de  concurso. 

Art.  712.  La  Hacienda  pública  no  entra 
en  los  jnicioB  universales.  En  consecuencia, 
asegurados  administrativamente  los  intere- 
ses que  persiga,  responderá  ante  los  Tribu- 
nales federales  á  las  reclamaciones  que  se  le 
hagan  contra  la  legitimidad  de  su  procedi- 
miento ó  la  preferencia  en  el  pago  de  sus 
créditos. 

Art.  718.  Siempre  que  la  Hacienda  públi- 
¿a  proceda  con  arreglo  al  artículo  anterior,  el 
aseguramiento  administrativo  se  practicará 
en  los  bienes  del  concursado,  y  la  controver- 
sia que  resulte  se  ventilará  en  juicio  suma 
rio  entre  el  Promotor  fiscal  y  el  Síndico  del 
concurso.  La  personalidad  de  este  último  se 
justifícala  con  las  constancias  que  de  su 
nombramiento  expida  el  Juez  del  concurso. 

Art.  714.  El  juicio  iniciado  contra  la  Ha- 
cienda pública  no  suspende  Ta  tramitación 
del  concurso;  pero  no  podrá  disponerse  de 
los  bienes  concursados  hasta  que  la  senten- 
cia de  los  Tribunales  federales  cause  ejecu- 
toria. 

Art.  715.  La  sentencia  de  los  Tribunales 
federales  resolverá  sobre  la  existencia  del 
derecho  fiscal,  si  ésta  hubiere  sido  reclama- 
da, ó  sobre  la  preferencia  que  tal  derecho 
deba  tener  respecto  de  los  que  se  hayan  con- 
siderado más  privilegiados. 

Art.  716.  Silos  bienes  secuestrados  ad- 
ministrativamente estuvieren  afectos  á  res- 
ponsabilidades de  pago  preferente  al  dere- 
cho de  la  Hacienda  pública,  así  lo  declarará 
la  sentencia;  pero  en  tal  caso,  con  el  so- 
brante deJ  precio  de  dichos  bienes  y  con  los 
demás  que  constituyan  el  fondo  del  concur- 
so, se  pagará  el  crédito  fiscal. 

Art.  717.  Si  los  bienes  concursados  no 
fueren  bastantes  á  cubrir  los  créditos  pre- 
ferentes al  de  la  Hacienda  pública,  el  Pro- 
motor fiscal  provocará  la  declaración  judi- 
cial en  ese  sentido,  y  la  remitirá  á  la  Secre- 
taría de  Hacienda, para  justificarlos  asientos 
que  deban  hacerse  en  los  libros  de  la  con- 
tabilidad fiscal. 
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Sección  quintil. 

Del  juicio  de  sucesión. 

Art.  718.  En  loe  juicios  de  sucesión,  si 
la  Hacienda  pública  es  heredera  ó  legataria 
en  concurrencia  con  particulares,  el  Juez  de 
los  autos  remitirá  al  de  distrito  copia  de  la 
cláusula  respectiva  y  demás  constancias  con- 
ducentes, á  efecto  de  que  haga  en  la  vía  su- 
maría las  declaraciones  que  correspondan. 

Art.  719.  En  el  caso  á  que  se  refiere  el 
artículo  anterior,  el  juicio  se  sustanciará  en- 
tre el  Promotor  fiscal  y  el  albacea:  éste  acre- 
ditará sn  personalidad  con  las  constancias 
que  le  expida  el  Juez  coman  ante  quien  se 
hubiere  radicado  el  juicio  hereditario. 

Art.  720.  Las  diligencias  que  se  practi- 
quen por  los  Tribunales  federales  no  sus- 
penden las  actuaciones  del  Juez  del  orden 
común,  que  continuará  sus  procedimientos 
sin  que  en  ningún  caso  pueda  disponerse 
de  los  bienes  hereditarios  hasta  que  el  Fis- 
co haya  sido  íntegramente  satisfecho. 

A  rt.  72 1 .  El  aseguramiento  de  los  bienes 
que  se  estimen  suficientes  para  el  pago  de  la 
herencia  ó  legado  que  al  Fisco  corresponda, 
se  practicará  administrativamente;  y  si  veri- 
ficado éste  no  se  hubiese  nombrado  albacea, 
el  Juez  que  conozca  de  la  sucesión  nombrará 
uno  provisional  para  los  efectos  del  art.  719. 

La  sentencia  del  Juez  de  distrito  se  limi- 
tará á  declarar" si  el  Fisco  federal  es  herede- 
ro ó  legatario  y  en  qué  porción;  pero  si  se 
impugnare  la  validez  del  testamento  ó  se 
promovieren  cuestiones  de  otro  género,  se 
sustanciará  el  juicio  que  corresponda. 

Art.  722.  Si  la  Hacienda  pública  fuere 
instituida  heredera  universal,  el  juicio  de 
sucesión  se  radicará  ante  el  Juez  de  distrito. 
Las  funciones  del  albacea  quedarán  desde 
luego  á  cargo  de  las  Jefaturas  de  Hacienda 
en  los  Estados,  de  las  Administraciones  de 
Rentas  en  los  Territorios  y  de  la  Tesorería 
general  en  el  distrito,  si  la  Secretaría  de 
Hacienda  no  designa  un  albacea  especial. 
En  todo  caso  tendrá  el  Promotor  la  repre 
seutación  jurídica. 

Art.  723.  Si  no  se  impugnare 4a  validez 
del  testamento  ni  se  promovieren  cuestiones 
de  otro  género,  el  Juez  hará  en  la  sentencia 
la  declaración  de  heredero;  de  lo  contrario, 
se  procederá  como  está  prevenido  en  el  ar- 
tículo 721. 

Art.  724.  Si  por  falta  de  herederos  debe 
suceder  la  Hacienda  pública  federal,  el  Juez 
del  orden  común,  luego  que  pronuncie  su  de- 
claración de  heredero,  remitirá  los  autos  al 
Juzgado  de  distrito  correspondiente,  quien 
pondrá  á  la  Hacienda  pública  en  posesión 
de  los  bienes  hereditarios. 


Sección  cuarta. 

De  los  naufragios  y  demás  accidentes  de  mar. 

Art.  726.  Están  comprendidas  en  la  frac- 
ción XIV  del  art.  690  de  este  Código,  do  so- 
lo las  controversias  del  orden  civil  que  se 
susciten  con  motivo  de  los  naufragios,  sii.o 
toda 8  las  que  provengan  de  avería,  aborda 
jes,  incendios,  varadas,  pérdida  de  embarra 
ciones  y  de  otros  accidentes  de  mar.  Están 
igualmente  comprendidas  las  cuestiones  «!*< 
salvamento  de  mercancías  y  las  que  se  ori- 
ginen con  motivo  de  la  devolución  de  las 
salvadas  á  los  que  acrediten  su  propiedad. 

Art.  726.  En  los  casos  á  qne  se  refiere  t- 1 
artículo  anterior,  el  Juez  cuidará  de  qne  se 
cumplan  las  disposiciones  de  las  Ordenanzas 
de  Marina,  y  siempre  que  se  trate  de  embar- 
caciones ó  mercancías  extranjeras,  será  te- 
nido como  representante  de  los  interesado* 
que  no  comparecieren,  el  Cónsul  de  la  Na- 
ción á  que  dichas  embarcaciones  ó  mercax- 
cías  pertenezcan. 

CAPITULO  III 

Peí  juicio  sobre  nacionalidad  y  derechos 
de  extranjería. 

Art.  727.  En  los  casos  en  que  un  Ayun- 
tamiento rehuse  expedir  la  copia  certificada 
del  escrito  en  que.  alguien  manifieste  el  de- 
signio de  hacerse  ciudadano  mexicano,  ó  de 
renunciar  la  anterior  nacionalidad,  ó  ruando 
un  individuo  niegue  tener  la  nacionalidad 
mexicana  ó  la  reclame  porque  le  haya  sido 
desconocida,  el  Juez,  previa  audiencia  del 
Ministerio  público,  pedirá  informe  con  jus- 
tificación á  la  autoridad  que  corresponda, 
y  además,  abrirá  el  negocio  á  prueba,  com- 
putándose los  términos  conforme  á  las  dis 
posiciones  generales  de  este  Código. 

Art.  728.  La  sentencia  de  primera  ins- 
tancia es  apelable  en  ambos  efectué  y  la  de 
segunda  no  admitirá  más  recurso  que  el  de 
responsabilidad. 

Art.  729.  Si  la  sentencia  de  segunda  ins- 
tancia fuere  adversa  al  interesado,  porqne 
se  resuelva  en  ella  que  la  prueba  fué  insu- 
ficiente, el  extranjero  queda  en  libertad  par» 
promover  de  nuevo  la  naturalización  me- 
diante todos  los  trámites  marcados  en  la  ley 
de  extranjería  y  en  este  capítulo. 

Art.  730.  Lo  dispuesto  en  este  capítulo 
no  impide  que  el  Ejecutivo  mande  ampliar 
la  información  sobre  los  puntos  que  estime 
necesarios,  á  cuyo  efecto  comunicará  al  Pro- 
motor fiscal   las  instrucciones  conducentes. 

Ampliada  la  información,  el  Juez  remitirá 
el  expediente  respectivo  á  la  Secretaría  de 
Relaciones. 
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Art.  781.  Sí  se  negare  á  un  ciudadano 
la  prerrogativa  de  que  habla  la  frac.  I  del 
art.  85  de  la  Constitución,  puede  ocurrir  at 
Juez  efe  distrito  competente,  acreditando 
los  requisitos  á  que  se  refiere  el  art.  34  de  la 
misma  Constitución;  y  el  Juez,  sin  más  trá- 
mites que  el  informe  de  la  autoridad  res- 
pectiva y  el  pedimento  fiscal,  fallará  sin  ul- 
terior recurso. 

Art.  732.  Para  resolver  sobre  los  casos 
Á  que  se  contrae  el  art.  8  °  de  la  ley  Electoral 
de  12  de  Febrero  de  1857,  el  Juez,  en  via 
sumaria,  oirá  al  interesado  y  al  Promotor 
fiscal,  y  en  el  término  de  prueba  recabará 
informe  de  las  autoridades  respectivas  y  pro- 
nunciará su  sentencia,  que  tendrá  los  recur- 
sos legales. 

CAPITULO  IV 
Del  juicio  sobre  expropiación. 

Art.  733.  Los  procedimientos  judiciales 
para  las  expropiaciones  que  se  verifiquen 
por  el  Ejecutivo  federal,  de  acuerdo  con  lo 
dispuesto  por  la  ley  de  31  de  Mayo  de  1882, 
serán  los  que  determinan  los  artículos  si- 
guientes. 

Art.  734.  Declarada  y  fundada  adminis- 
trativamente la  expropiación  y  siempre  que 
no  haya  avenimiento  con  el  propietario  res- 
pecto del  monto  de  la  indemnización,  se 
consignará  el  asunto  al  Juzgado  de  distrito 
correspondiente  por  la  Autoridad  ex  propia- 
dora, designando  ésta  desde  luego  su  peri- 
to. El  Juez  requerirá  al  propietario  para  que 
dentro  de  ocho  días  haga  igual  designación, 
y  hecha,  se  hará  saber  en  el  acto  á  los  dos 
peritos  sus  respectivos  nombramientos  pa- 
ra que'  manifiesten  su  aceptación  ó  renun- 
cia, y  en  el  primer  caso  protesten  el  fiel 
desempeño  de  su  encargo.  Después  de  la 
aceptación  no  puede  renunciarse  el  nom- 
bramiento. 

'  Art.  735.  Si  el  propietario  se  resiste  á 
verificar  el  nombramiento  de  perito  ó  no 
contesta  la  notificación  que  al  efecto  ee 
le  haga,  el  Juez,  de  oficio  ó  á  instancias  del 
Ministerio  público,  fijará  un  nuevo  plazo 
de  cuarenta  y  ocho  horas  al  resistente, 
para  que  verifique  tal  nombramiento,  aper- 
cibiéndolo de  que  en  caso  contrario  servi- 
rá de  base  para  la  indemnización  el  ava- 
lúo del  perito  nombrado  por  la  Autoridad. 
Este  apercibimiento  se  hará  efectivo  in- 
mediatamente después  de  que  espire  el  se- 
gundo plazo  sin  necesidad  de  promoción 
alguna. 

Art  -736.  Si  el  perito  nombrado  por  el 
propietario  no  acepta  el  cargo,  el  Juez 
de  distrito  fijará  la  indemnización  según  el 


avalúo  del  perito  nombrado  por  la  Auto- 
ridad. 

Art.  737.  Aceptado  el  nombramiento  por 
ambos  peritos,  éstos  quedan  obligados  á 
presentar  sus  avalúos  dentro  de  ocho  días 
contados  desde  las  fechas  de  sus  reepecti 
vos  nombramientos,  y  si  no  lo  verificaren, 
el  Juez  les  impondrá  una  multa  de  6  á  26 
pesos  diarios,  por  todo  el  tiempo  que  exce- 
da de  dichos  ocho  días;  si  transcurrieren 
otros  ocho  días  sin  que  se  hubiese  presen- 
tado más  que  uno  de  ios  avalúos,  el  Juez 
hará  efectiva,  la  multa  y  fijará  la  indemni- 
zación sobre  la  base  de  avalúo  que  se  haya 
exhibido;  pero  si  no  hubiere  ninguno,  se 
hará  constar  así  y  se  procederá  á  nombrar 
un  solo  perito  por  el  Juez,  sin  que  puedan 
ya  tomarse  en  consi  Jeración  los  avalúos  que 
se  presenten  después  de  los  dos  plazos  á 
que  este  artículo  se  refiere. 

Art.  738.  Para  la  práctica  del  avalúo 
se  estará  á  lo  dispuesto  en  el  art.  368  de 
este  Código,  y  si  no  estuvieren  de  acuer- 
do los  peritos  se  observarán  las  reglas  si- 
guientes: 

I.  Si  la  diferencia  de  valores  no  excedie- 
re de  un  10  por  100,  se  tomará  ún  promedio 
para  fijar  la  indemnización. 

II.  Si  la  diferencia  excediere  de  un  10 
por  100,  el  Juez  nombrará  un  tercero,  quien 
presentará  su  avalúo  sin  tomar  en  conside- 
ración los  otros  dos. 

III.  Si  el  avalúo  del  tercero  estuviere 
de  acuerdo  con  alguno  de  los  otros  dos  ava- 
lúos, éstos  servirán  de  base  para  la  resolu 
ción  judicial. 

IV.  Si  el  avalúo  del  tercero  difiriese 
en  menos  de  un  10  por  100,  respecto  de 
cualquiera  de  los  presentados  con  anterio- 
ridad, se  tomará  un  promedio  entre  ambos 
avalúos. 

V.  Si  entre  el  avalúo  de  tercero  y  cual- 
quiera de  los  otros  dos,  hubiere  una  dife- 
rencia de  más  de  un  10  por  100,  el  Juez, 
en  vista  de  las  consideraciones  que  sirvan 
de  fundamento  á  cada  uno  de  los  tres  ava 
lúos,  fijará  la  indemnización  que  creyere  de 
justicia. 

Art.  739.  Contra  la  resolución  judicial 
que  fije  la  indemnización,  no  podrá  interpo- 
nerse recurso  alguno. 

Art.  740.  Fijada  la  indemnización  judi- 
cial, se  procederá  al  otorgamiento  de  la  es- 
critura que  corresponda  conforme  á  la  ley, 
poniéndose  en  el  acto  la  cosa  á  disposición 
de  la  Autoridad  y  el  precio  á  la  del  expro- 
piado. Si  éste  se  negare  á  recibirlo  se  de- 
positará á  su  costa  en  el  Banco  ú  oficina 
pública  que  el  Juez  designe.  Cuando  el  mis 
rao  expropiado  se  niegue  á  firmar  la  escri- 
tura, lo  hará  el  Juez  en  su  nombre,  y  se  pro- 
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cederá  como  está  dispuesto  en  el  art.  644  de 
este  Código,  si  se  resistiere  á  la  entrega  de 
la  cosa  expropiada. 

CAPITULO  V 
Del  juicio  sobre  patentes  de  invención. 

Art.  741.  Las  controversias  que  se  sus- 
citen con  motivo  de  la  expedición,  térmi- 
no, nulidad  y  caducidad  de  una  patente 
de  invención,  se  decidirán  en  el  distrito 
federal. 

Art.  742.  £1  Ministerio  público,  para  en 
tablar  la  demanda,  contestarla  ó  aceptar 
el  desistimiento  de  la  parte  contraría,  re- 
cabará instrucciones  de  la  Secretaría  de 
Fomento. 

Art.  743.  Los  procedimientos  en  esta  cla- 
se de  controversias  serán  los  determinados 
en  este  Código  para  el  juicio  ordinario,  sal- 
vo lo  dispuesto  en  la  ley  especial  de  paten- 
tes de  invención. 

Art.  744.  Todas  las  sentencia*  que  se 
dicten  en  estos  juicios,  serán  comunicadas 
á  la  Secretaria  de  Fomento  y  publicadas  en 
el  Diario'  oficial. 

CAPITULO  VI 
Del  juicio  de  amparo. 

Art.  746.  El  juicio  de  amparo  tiene 
por  objeto  resolver  toda  controversia  que  se 
suscite: 

I.  Por  leyes  ó  actos  de  cualquiera  auto- 
ridad que  violen  las  garantías  individuales. 

II.  Por  leyes  ó  actos  de  la  autoridad  fe- 
deral que  vulneren  ó  restrinjan  la  soberanía 
de  los  Estados. 

III.  Por  leyes  ó  actos  de  las  autoridades 
de  éstos  que  invadan  la  esfera  de  la  autori- 
dad federal. 

Art.  746.  El  juicio  de  amparo  sólo  puede 
promoverse  y  seguirse  á  petición  de  la  parle 
á  cuyo  perjuicio  se  haya  violado  una  garan- 
tía individual,  ya  sea  que  promueva  por  sí, 
por  apoderado,  por  representante  legítimo, 
ya  por  medio  de  su  defensor,  si  el  acto  co- 
rresponde á  una  causa  criminal. 

La  mujer  casada  y  el  menor,  pueden  pedir 
el  amparo  aun  sin  intervención  de  su  repre- 
sentante legítimo,  siempre  que  el  acto  recla- 
mado afecte  de  algún  modo  .su  integridad 
personal. 

La  mujer  casada,  en- loe  casos  en  que  ten- 
ga un  interés  opuesto  al  de  su  marido,  aun- 
que sólo  se  trate  de  la  propiedad  ó  posesión 
de  bienes,  puede  intentar  y  seguir  el  juicio 
sin  la  licencia  de  aquél,  ni  autorización  ju- 
dicial. 


Art.  747.  No  se  requiere  poder  especial 
ni  cláusula  especial  en  él  poder  general  para 
que  el  apoderado  intente  y  prosiga  el  juicio 
de  amparo;  pero  sí  se  requiere  para  ^ne  s? 
desista  de  dicho  juicio,  una  vez  intentado. 

Art.  748.  La  personería  se  justificará  ei> 
la  forma  común,  salvo  las  excepciones  qut- 
fija  este  capítulo.  Si  el  acto  reclamado  emana 
de  una  causa  criminal,  bastará  la  asevera- 
ción protestativa  que  de  su  carácter  haga  e; 
defensor.  En  este  caso,  el  Juez  ordenará  quv 
el  individuo  en  cuyo  nombre  se  pide  el  am- 
paro, ratifique  la  demanda  antea  de  que  t 
juicio  se  reciba  á  prueba;  ó  bien,  pedirá  «i 
Juez  que  conozca  de  dicha  causa,  que  le  re- 
mita la  constancia  relativa  al  nombramiento 
de  defensor. 

Art.  74W.  En  casos  urgentes  podrán  pro- 
mover y  seguir  el  juicio  de  amparo  los  as- 
cendientes por  los  descendientes  ó  vicever- 
sa, la  mujer  por  el  marido,  los  parientes  por 
consanguinidad  hasta  el  cuarto  grado  y  loa 
afines  hasta  el  segundo;  pero  la  persona  en 
cuyo  nombre  se  promueva  el  juicio,  deberá 
ratificar  la  demanda  antes  de  que  el  Juez 
pronuncie  sentencia;  y  si  no  lo  hiciere  se 
suspenderá  el  juicio,  procediéndose  como  lo 
dispone  el  art.  762.  Si  hubiere  sido  secues- 
trado dicho  individuo  y  resultaren  infruc- 
tuosas las  medidas  tomadas  por  el  Juez  para 
la  comparecencia  de  aquél,  el  juicio  conti- 
nuará hasta  concluir  sin  el  requisito  de  la 
ratificación. 

Art.  760.  Los  extraños  podrán  promover 
y  seguir  el  amparo  siempre  que,  previamen- 
te á  la  promoción  del  juicio,  den  fianza  de 
que  el  interesado,  en  cuyo  nombre  van  á 
gestionar,  ratificará  la  demanda  como  lo  dis- 
pone el  artículo  anterior.  La  fianza  se  exten- 
derá apud  acta¡  por  la  cantidad  de  10  á  600 
pesos,  á  juicio  del  Juez,  para  el  caso  de  que 
el  interesado  no  quiera  ratificar  la  demanda. 

Art.  761.  Las  personas  que  promuevan 
el  amparo  conforme  al  art.  749,  no  necesitan 
presentar  con  la  demanda  los  documentos 
que  acrediten  su  parentesco.  Si  éste  fuere 
objetado  antes  de  que  el  juicio  ae  reciba  a 
prueba,  deberán  justificarlo  dentro  del  tér- 
mino probatorio.  Si  la  garantía  violada  es  de 
las  que  aseguran  la  vida  ó  la  libertad  de! 
hombre,  podrá  probarse  dicho  parentesco 
por  medio  de  testigos. 

Art.  762.  No  justificada  la  personalidad 
como  lo  previene  el  artículo  precedente,  se 
suspenderá  el  juicio  una  vez  concluido  el 
término  de  prueba,  hasta  que  el  interesado 
se  presente  por  sí  ó  por  apoderado,  siempre 
que  lo  verifique  dentro  de  treinta  días  útiles 
contados  desde  la  conclusión  de  aquel  tér- 
mino. Si  no  se  presenta,  se  sobreseerá  en  el 
juicio  por  causa  de  improcedencia. 
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Art.  763.  En  los  juicios  de  amparo  serán 
considerados  como  parte  el  agraviado  y  el 
Promotor  fiscal. 

La  autoridad  responsable  podrá  renJir 
pruebas  y  producir  alegatos  en  el  juicio  de 
amparo,  dentro  de  los  términos  respectivos. 

Igual  derecho  tendrá  la  parte  contraria  al 
agraviado  en  negocio  judicial  del  orden  ci- 
vil, si  el  amparo  se  pidiere  contra  alguna  re- 
solución dictada  en  el  mismo  negocio. 

Art.  754.  La»  notificaciones  en  los  juicios 
dé  amparo  se  harán  á  la  autoridad  respon- 
sable por  medio  de  oficio;  á  Tas  partes  se  ha- 
rán personalmente  en  el  Juzgado,  si  se  pre- 
sentan dentro  de  veinticuatro  horas,  ó  por 
medio  de  cédula  que  se  fijará  en  la  puerta 
de  dicho  Juzgado,  si  no  se  presentan  oportu- 
namente. 

Art.  755.  Podrán  hacerse  las  notificacio- 
nes á  los  A  bogados  de  las  partee,  sólo  cuan- 
do hayan  sido  facultados  por  sus  clientes. 
La  facultad  de  recibir  notificaciones  autoriza 
al  Abogado,  para  promover  lo  que  estime 
conveniente  en  la  respuesta  á  la  notificación. 

Art.  .756.  Los  términos  que  establece  este 
capítulo  son  improrrogables.  Cada  una  de 
las  partes,  á  su  vencimiento,  tiene  derecho 
de  pedir  que  el  juicio  continúe  sus  trámites. 
El  Promotor  fiscal  cuidará  de  que  ningún 
juicio  de  amparo  quede  paralizado,  promo- 
viendo al  efecto  lo  que  corresponda,  y  el 
Jaez  continuará  sus  procedimientos  hasta 
pronunciar  sentencia  definitiva,  auto  de  im- 
procedencia ó  de  sobreseimiento,  en  su  caso. 

Art.  757.  Los  Jueces  de  distrito  darán 
aviso  semanalmente  á  la  Suprema  Corte, 
de  los  juicios  de  amparo  que  se  hayan  ini- 
ciado y  del  estado  que  guarden  los  juicios 
pendientes. 

La  Corte,  con  vista  de  estos  datos,  exigirá 
la  responsabilidad  en  que  hayan  incurrido 
loa  Jueces  y  Promotores  por  demoras  en  el 
despacho. 

Art.  758.     No  se  admitirán  escritos 'sin  la 
estampilla  correspondiente,  salvo  caso   de  t 
insolvencia  legalmente  declarada  ó  que  se 
trate  de  los  escritos  que  tengan   por  objeto 
la  suspensión  del  acto  reclamado. 

Si  el  quejoso  no  ministrase  estampillas 
en  el  curso  del  Juicio,  el  Juez  proseguirá  sus 
actuaciones  usando  del  papel  con  el  sello 
del  Juzgado,  sin  perjuicio  de  exigir  la  repo- 
sición de  estampillas  á  quien  corresponda, 
despnés  de  haberse  pronunciado  la  sen- 
tencia. 

Cuando  se  trate  de  individuos  notoriamen- 
te pobres  se  usará  de  papel  común  con  el 
sello  del  Juzgado,  á  reserva  de  que  se  justi- 
fique la  insolvencia  después  que  se  resuelva 
el  incidente  sobre  suspensión. 

Art.  759.    Los  autos  pronunciados  en  los 


juicios  de  amparo  no  admiten  más  recurso» 
que  los  que  este  capítulo  expresamente  con> 
cede.  Sin  embargo,  cuando  la  Corte  tenga 
noticia  de  algún  acto  del  Juez  que  por  su 
naturaleza  transcendental  y  grave  reclame  la 
inmediata  intervención  de  dicho  Tribunal, 
podrá  éste  pedir  Informe  con  justificación 
al  Juez  y  revisar  dicho  acto. 

Art.  760.  En  los  juicios  de  amparo  no  es 
admisible  más  artículo  de  especial  pronun- 
ciamiento que  el  relativo  á  la  competencia 
de  los  Jueces.  Loa  demás  incidentes  Ó  ar- 
tículos que  surjan  se  seguirán  y  fallarán 
juntamente  con  el  negocio  principal,  salvo 
lo  dispuesto  sobre  incidente  de  suspensión. 

Art.  761.  Para  computar  los  términos  de 
que  trata  eate  capítulo,  se  observarán  toa 
arte.  221,  222,  223  y  224  del  presente  Códi- 
go; pero  en  el  cómputo  de  los  plazos  que  sh 
fijan  para  entablar  la  demanda  de  amparo, 
se  incluirán  los  domingos  y  días  de  fiesta 
nacional. 

Art.  762.  A  falta  de  disposición  expresa 
en  la  sustanciación,  se  estará  a  las  preven 
ciones  generales  de  este  Código. 

Sección  primera. 

De  la  competencia. 

Art.  763.  Es  Juez  competente  el  de  dis- 
trito en  cuya  demarcación  se  ejecute  ó  trate 
de  ejecutarse  la  ley  ó  acto  que  motive  el 
juicio  de  amparo.  Si  el  acto  ha  comenzado  á 
ejecutarse  en  un  distrito  y  sigue  ejecután- 
dose en  otro,  cualquiera  de  los  Jueces  á  pre- 
vención será  competente  para  conocer  del 
amparo. 

Art.  764.  En  los  lugares  en  que  no  resi- 
da el  Juez  de  distrito,  los  Jueces  de  pr  ime- 
ra  instancia  de  los  Estados  recibirán  la  de- 
manda de  amparo,  suspenderán  el  acto  re- 
clamado en  los  términos  prescritos  en  este 
capítulo  y  practicarán  las  demás  diligencias 
urgentes,  dando  cuenta  de  ellas  inmediata- 
mente al  Juez  de  distrito  respectivo,  pu- 
diendo,  bajo  la  dirección  de  éste,  continuar 
el  procedimiento  hasta  ponerlo  en  estado  de 
sentencia.  Solamente  en  el  caso  de  que  se 
trate  de  la  ejecución  de  pena  de  muerte,  des- 
tierro ó  alguna  de  las  expresamente  prohi- 
bidas en  el  art.  22  de  la  Constitución  fede- 
ral, los  Jueces  de  paz  ó  los  que  administren 
justicia  en  los  lugares  donde  no  resida  Juez, 
de  primera  instancia  recibirán  la  demanda 
de  amparo  y  practicarán  las  demás  diligen- 
cias de  que  habla  este  artículo.  Los  Jueces 
del  orden  común  nunca  podrán  fallar  en 
definitiva  estos  juicios. 

Art.  766.  Son  también  competentes  lo& 
Jueces  de  paz,  alcaldes  ó  conciliadores  para 
recibir  la  demanda  de  amparo  contra  acto» 
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CAPITULO  II 

De  la  adjudicación  gratuita  de  tei-renos  bal' 
dios  y  nacionales  para  la  fundación  de 
nuevas  poblaciones. 

Art.  .18.  Para  la  cesión  gratuita  de  terre- 
nos baldíos  ó  nacionales,  con  destino  á  la 
fundación  de  nuevas  poblaciones,  el  Go- 
bierno del  Estado  ó  territorio  que  pretenda 
erigir  la  nueva  población,  se  dirigirá  á  la 
Secretaría  de  Fomento,  exponiendo  la  po- 
sibilidad y  la  conveniencia  del  estableci- 
miento de  la  nueva  población  é  indican- 
do la  extensión  de  terreno  baldío  ó  na- 
cional que  á  su  juicio  se  necesitare  para  el 
objeto. 

Art.  19.  Si  la  solicitud  la  hiciere  una 
agrupación  que  residiera  ya  en  el  terreno 
baldío  ó  nacional,  no  podrá  tomarse  en  con- 
sideración sin  que  el  Gobierno  del  Estado  ó 
territorio  informe  favorablemente  sobre  la 
posibilidad  y  la  conveniencia  del  estableci- 
miento de  la  nueva  población. 

Art.  20.  Subsistiendo  la  prohibición  le- 
gal para  que  las  corporaciones  adquieran 
bienes  raíces,  y  conforme  á  lo  diapuesto 
en  el  art.  2.°  de  la  ley,  no  se  concederá  más 
terreno  que  el  que  fuere  necesario  para 
el  fundo  legal  de  la  míe  va  población  y  pa- 
ra servicios  públicos,  como  paseos,  rastros 
y  panteones. 

Art.  21,  Una  vez  acordada  por  el  Go- 
bierno federal  la  concesión  del  terreno,  se 
procederá  al  levantamiento  del  plano  co- 
rrespondiente, por  el  perito  que  nombre  el 
Gobierno  del  Estado  ó  territorio,  debien- 
do acompañar  el  mismo  perito  á  su  in- 
forme, sobre  las  operaciones  científicas  que 
hubiere  ejecutado,  la  conformidad  de  los 
colindantes  actuales  del  terreno,  si  los  hu- 
biere. 

Art.  22.  El  plano  del  terreno  deherá  con- 
tener los  datos  y  resultados  que  exige  la  ley 
vigente  sobre  medidas  de  tierras,  de  2  de 
Agosto  de  1863,  y  el  informe  del  perito  de- 
berá llenar  las  condiciones  que  requiere 
el  art.  31  del  Reglamento  de  la  Ley  de  26  de 
Marzo  de  1894,  sobre  enajenación  y  ocupa- 
ción de  baldíos. 

Art.  23.  Terminadas  las  operaciones  de 
medición  y  deslinde,  el  Gobierno  del  Esta- 
do ó  territorio  remitirá  á  la  Secretaría  de 
Fomento  el  expediente  respectivo,  que  se 
formará  con  el  informe  del  perito  sobre 
aquellas  operaciones,  el  plano  del  terreno 
por  duplicado  y  la  conformidad  de  los  co- 
lindantes si  los  hubiere. 

Art.  24.  Examinadas  las  operaciones  de 
medición  y  deslinde  por  la  Secretaría  de 
Fomento,  y  encontrándose  arregladas  á  las 


leyes  y  disposiciones  que  prescribe  el  pre- 
sente Reglamento,  se  dará  la  aprobación  de 
ellas  y  se  procederá  á  extender  el  títnlo  co- 
rrespondiente de  propiedad,  en  la  misma  for- 
ma y  con  los  requisitos  con  que  se  extien- 
den esos  documentos,  haciéndose  constar 
en  él  la  cesión  gratuita  del  terreno  y  el  ob- 
jeto de  la  cesión. 

Art.  26.  Queda  á  cargo  del  Gobierno  del 
Estado  ó  territorio  el  promover,  en  ©l  mo- 
mento que  lo  juzgue  oportuno,  la  expedición 
de  la  ley  que  autorice  el  establecimiento  de 
la  nueva  población. 

Art.  26.  Si  por  algún  motivo  no  llegare 
á  fundarse  la  nueva  población,  no  podrá 
darse  por  el  Gobierno  del  Estado  ó  territo- 
rio otro  destino  al  terreno,  el  cnal  volverá  ¿ 
ser  del  dominio  de  la  Federación,  devolvién- 
dose el  título  á  la  Secretaría  de  Fomento, 
para  que  se  cancele  y  archive. 

Ley  de  enseñanza  profesional  para  la 
Escuela  nacional  de  Ingenieros,  de  15  de 

Septiembre  de  1897. 

Artículo  l.o  La  enseñanza  en  la  Escuela 
nacional  de  Ingenieros,  comprenderá  las 
siguientes  materias: 

Matemáticas  superiores.— Mecánica  ana- 
lítica.—Topografía  y  Legislación  de  tierras 
y  aguas.  -  Hidrografía  general  y  Meteorolo- 
gía.—Geometría  descriptiva. — Mecánica  ge- 
neral aplicada.— Física  matemática. — Apli- 
caciones de  la  electricidad.— Estéreo tomía, 
Carpintería  y  Estructuras  de  hierro. — Proce- 
dimientos de  construcción  práctica  y  cono- 
cimiento y  experimentación  de  materiales.  — 
Hidráulica  ó  Ingeniería  sanitaria. — Estabili- 
dad de  las  construcciones  (Métodos  analíti- 
cos y  gráficos).  Química  analítica  y  Doci- 
masia. — Mineralogía,  Geología  y  Paleonto- 
logía. -  Construcción  y  establecimiento  de 
máquinas.  — Química  aplicada  á  la  industria, 
comprendiéndolos  respectivos  procedí  míen 
tos  de  análisis.  -  Vías  de  comunicación  te- 
rrestre, túneles,  obras  de  arte  y  demás  acee- 
aorios.  -  Vías  de  comunicación  fluviales  y 
Obras  hidráulicas  de  toda  especie.  —  Meta- 
lurgia, Laboreo  de  minas,  Administración  y 
Legislación  mi  ñera.— Geodesia  y  Astrono- 
mía práctica. —Cálculo  de  probabilidades? 
teoría  de  los  errores.— Astronomía  general 
y  física,  y  Mecánica  celeste. — Economía  po- 
lítica.— Dibujo  topográfico  y  geográfico  — 
Dibujo  arquitectónico  y  de  máquinas. — Di- 
bujo de  composición. 

Art.  2.°  En  la  Escuela  nacional  de  Inge- 
nieros, quedan  establecidas  las  profesio- 
nes de: 

Ensayador  y  Apartador  de  metales.— 
Electricista.— Topógrafo  ó  Hidrógrafo. — In- 
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geniero  industrial.— Ingeniero  civil.—  Inge? 
ni  ero  de  minas  y  metalurgista. — Ingeniero 
geógrafo. 

Art.  3.°  Los  estudios  profesionales  para 
la  carrera  de  Ensayador  y  Apartador  de  me- 
tales,  serán: 

Único  afio.  Química  analítica  y  Doci- 
masia. — Mineralogía. — Economía  política.— 
Práctica  durante  el  año  en  el  iahoratoiio  de 
Química  y  oh  la  oficina  doci mastica  de  la  Es- 
cuela. 

Después  de  los  exámenes  correspondien- 
tes,-práctica  durante  seis  me*es,  en  la  casa 
«te  Moneda,  de  ensayes,  apartado,  amoneda- 
ción y  administración  de  casas  de  moneda. 

Art  4  o  Los  estudios  profesionales  para 
la  carrera  de  Electricista,  serán: 

Primer  año.  Matemáticas  su  periores, 
comprendiendo  Trigonometría  esférica,  Al- 
gebra superior,  Geometría  analítica  y  Calcu- 
lo infinitesimal. —Geometría  descriptiva.— 
Dibujo  de  máquinas. 

Segundo  año.  Mecánica  analítica.— Física 
matemática,  comprendiendo  especialmente 
Termodinámica,  el  Magnetismo,  la  Electri- 
cidad y  la  Electrometría. —Dibujo  de  má- 
quinas. 

Tercer  año.  Mecánica  general  aplicada. — 
Aplicaciones  de  la  electricidad. — Economía 
política. — Dibujo  de  máquinas. 

Al  fin  del  tercer  afio  y  durante  dos  meses 
los  alumnos  harán  práctica  de  Mecánica  ge- 
neral aplicada;  harán  además  práctica,  du- 
rante seis  meses,  de  las  aplicaciones  de  la 
electricidad  en  los  establecimientos  indus- 
triales del  ramo. 

Art.  6.°  Los  estudios  profesionales  para 
la  carrera  de  Topógrafo  é  Hidrógrafo,  serán 
los  siguientes: 

Primer  año.  Matemáticas  superiores, 
<*om prendiendo  Trigonometría  esférica.  Al- 
gebra superior,  Geometría  analítica  y  Cálcu- 
lo infinitesimal.  -Topografía  y  Legislación 
<ie  tierras  y  aguas.— -Dibujo  topográfico. 

Segundo  año.  Hidrografía  y  Meteorolo* 
gía.— Hidráulica  en  la  parte  correspondien- 
te á  la  Hidr«»mensura.— Geometría  descrip- 
tiva en  lo  relativo  ai  conocimiento  de  los 
planos  acotados. — Astronomía  práctica. — 
Economía  política.— Dibujo  topográfico. 

Al  fin  del  primer  año,  práctica  de  Topo- 
grafía; y  al  fin  del  segundo  de  Astronomía  é 
Hidromensura. 

Art.  6.°  Los  estudios  profesionales  para 
la  carrera  de  Ingeniero  industrial,  se  harán 
como  sigue: 

Primer  año..  Matemáticas  superiores, 
comprendiendo  Trigonometría  esférica,  Al- 
gebra superior,  Geometría  analítica  y  Cálcu- 
lo infinitesimal. — Geometría  descriptiva.— 
Topografía  y  Legislación  de  tierras  y  aguas. 


-—Hidrografía  y  Meteorología. — Dibujo  to- 
pográfico y  arquitectónico. 

Segundo  año.  Mecánica  analítica.— Física 
matemática,  comprendiendo  especialmente 
la  Termodinámica,  el  Magnetismo,  la  Elec- 
tricidad y  la  Electrometría.  —  Estereotomía, 
Carpintería  y  estructuras  de  hierro.  —  Dibu- 
jo arquitectónico  y  de  máquinas. 

Tercer  año.  Mecánica  general  aplicada. 
— Hidráulica  é  Ingeniería  sanitaria.— Esta- 
bilidad délas  construcciones  — Procedimien- 
tos de  construcción  práctica  y  conocimiento 
y  experimentación  de  materiales.— Dibujo 
de  maquinas. 

OuartO'  año.  Construcción  y  estableci- 
miento de  máquinas. — Aplicaciones  de  la 
electricidad.  -Química  aplicada á  la  indns-^ 
tria,  comprendiendo  los  procedimientos  de 
análisis  respectivos. — Economía  política.— 
Dibujo  de  máquinas. 

Al  fin-  del  primer  afio,  práctica  de  Topo- 
grafía durante  dos  meses. 

En  el  curso  del   segundo  afio,  práctica  de  - 
Estereotomía,  Carpintería  y  Estructuras  de 
hierro. 

Al  fin  del  tercer  afio,  durante  dos  meses, 
práctica  de  Mecánica  general  aplicada  y  al 
terminar  los  estudios  profesionales  teóricos, 
práctica  durante  un  afio,  de  las  aplicaciones 
industriales  más  importantes  en  el  país. 

Art.  7.°  Los;  estudios  profesionales  para 
la  carrera  de  Ingeniero  civil,  se  harán  como 
en  seguida  se  expresa: 

Primer  año.  Matemáticas  superiores , 
comprendiendo  Trigonometría  esférica,  Al- 
gebra superior,  Geometría  analítica  y  Calcu- 
lo infinitesimal. — Geometría  descriptiva. — 
Topografía  y  Legislación  de  tierras  y  aguas. 
— Hidrografía  y  Meteorología.— Dibujo  to- 
pográfico y  arquitectónico. 

Segundo  año.  Mecánica  analítica.— Este- 
reotomía,  Carpintería  y  Estructuras  de  hie- 
rro.—Física  matemática,  comprendiendo  con 
especialidad  la  Termodinámica,  el  Magnetis- 
mo, la  Electricidad  y  la  Electrometría.  -  Di- 
bujo topográfico  y  arquitectónico. 

Tercer  año.  Mecánica  general  aplicada. 
—Hidráulica  ó  Ingeniería  sanitaria. —Esta- 
bilidad de.  las  construcciones.  —  Procedí-, 
mientos  de  construcción  práctica  y  conoci- 
miento y  experimentación  de  materiales. — 
Dibujo  arquitectónico  y  de  máquinas. 

Cuarto  año.  Vías  de  comunicación  terres- 
tres, comprendiendo  túneles,  obras  de  arte 
y  demás  accesorios  correspondientes.— Vías 
de  comunicación  fluviales  y  obras  hidráuli 
cas  de  toda  especie. —Economía  política. — 
Dibujo  de  composición. 

Al  fin  del  primer  año,  práctica  de  Topo- 
grafía durante  dos  meses. 

Durante  el  segundo  año,  práctica  de  Es- 
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tereotomía,    Carpintería  y   Estructuras  de 
hierro. 

En  el  transcurso  del  tercer  año,  práctica 
de  construcciones  civiles;  y  al  concluir  el 
mismo,  práctica  durante  dos  meses,  de  Me- 
cánica general  aplicada. 

En  el  transcurso  del  cuarto  afio,  asistencia 
á  la  clase  de  aplicaciones  de  la  electricidad, 
durante  el  estudio  de  esta  ciencia  referente 
al  transporte  de  fuerza  y  á  la  tracción. 

Al  terminar  los  estudios  teóricos  profesio- 
nales, práctica  general  de  Ingeniería  civil 
durante  un  afio. 

Art.  8.°  Los  estudios  para  la  carrera  de 
Ingeniero  de  Minas  y  Metalurgistas,  se  harán 
ec  esta  forma: 

Primer  año.  Matemáticas  superiores  com- 
prendiendo Trigonometría  esférica,  Algebra 
superior,  Geometría  analítica  y  Cálculo  infi- 
nitesimal. —Geometría  descriptiva.— Topo- 
grafía y  Legislación  de  tierras  y  «iguas.- 
Hidrografía  y  Meteorología. —  Dibujo  topo 
gráfico  y  arquitectónico. 

Segundo  año.  Mecánica  analítica. — Este* 
reotomía,  Carpintería  y  Estructura  de  hie- 
rro.— Física  matemática,  comprendiendo  es- 
pecialmente la  Termodinámica,  el  Magnetis 
mo,  la  Electricidad  y  la  Electrometría.» Di- 
bujo topográfico  y  arquitectónico. 

Tercer  año.  Mecánica  general  aplicada. 
— Hidráulica  é  Ingeniería  sanitaria.  —Esta- 
bilidad de  las  construcciones.—  Procedí' mi  en 
tos  de  construcción  práctica,  y  conocimiento 
y  experimentación  de  materiales. -Dibujo 
de  máquinas. 

Cuarto  año.  Química  analítica  y  Doci ma- 
sía.— Mineralogía,  Geología  y  Paleontología. 
—Economía  política.— Dibujo  de  máquinas. 

(¿uinto  año.  Laboreo  de  minas  y  Legis- 
lación y  Administración  minera. —  Metalur- 
gia, sobre  todo  en  lo  concerniente  á  los  me- 
tales de  mayor  explotación  en  el  país.  Este 
curso  se  dará  en  la  Escuela  práctica  de  Pa- 
chuca. 

Al  finalizar  el  primer  afio,  práctica  de  To- 
pografía durante  dos  meses. 

En  el  transcurso  del  segundo  año,  prácti- 
ca de  Estereotomía,  Carpintería  y  Estructu- 
ra de  hierro;  y  al  final  del  mismo,  en  la  Es- 
cuela práctica  de  Pachnca,  durante  dos  me- 
ses, práctica  de  Totografía  subterránea. 

En  el  transcurso  del  tercer  aflo,  práctica 
en  construcciones  civiles  y  al  fin  del  mismo 
y  durante  dos  meses,  práctica  de  mecánica 
general  aplicada. 

Durante  el  cuarto  afio,  asistirán  los  alum- 
nos, á  las  lecciones  que  sobre  Electrometa- 
lurgia se  den  en  la  clase  de  Aplicaciones  de 
la  electricidad;  y  al  fin  del  mismo  y  durante 
dos  meses,  harán  en  la  Casa  de  Moneda  la 
práctica  de  ensayes,  apartado,  amonedación 


y    administración    de    Casas  de    moneda. 

Al  concluir  los  estudios  y  durante  seif 
meses,  visitarán  los  alumnos  lo»  centros  mi- 
neros y  metalúrgicos  más  importantes  de  la 
República.  A  la  vez  harán  su  práctica  de 
Geología. 

Art.  9o  l.os  estudios  profesionales  par* 
la  carrera  de  Ingenero  Geógrafo,  se  efectúa 
rán  en  el  orden  que  á  continuación  se  ex- 
presa: 

Primer  año.  Matemáticas  superior» 
comprendiendo  Trigonometría  esférica,  Al- 
gebra superior,  Geometría  analítica  y  Calca 
lo  infinitesimal.— Geometría  descriptiva.  - 
Topografía  y  Legislación  de  tierras  y  aguas 
—Hidrografía  y  Meteorología. — Dibujo  ti- 
pográfico. 

Segundo  año.  Mecánica  analítica.—  Geo- 
desia y  Astronomía  práctica. — Física  mate- 
mática, comprendiendo  con  especialidad  la 
Termodinámica,  el  Magnetismo,  la  Electri- 
cidad y  la  Electrometría.  Cálculo  de  las 
probabilidades  y  teoría  de  los  errores.— Di- 
bujo topográfico. 

Tercer  año.  Astronomía  general  y  física 
y  Mecánica  celeste* — Hidráulica. — Geología. 
— Dibujo  geográfico. 

Al  fin  del  primer  año,  práctica  de  Topo- 
grafía durante  dos  meses 

En  el  segundo  afio  y  al  fin  del  mismo, 
práctica  de  Astronomía. 

Durante  el  tercero  y  al  concluir  éste,  prác- 
tica de  Astronomía  física. 

Al  terminar  la  carrera,  práctiea  durante 
un  afio,  én  operaciones  geodésicas  y  geográ- 
ficas, siempre  que  el  Gobierno  tenga emprer. 
didos  trabajos  de  este  género. 

Art.  10.  La  enseñanza  en  la  Escuela  na- 
cional de  Ingenieros  será  rigu rosamente 
teórico-práctica,  para  cuyo  fin  se  alternaran 
en  la  misma  semana  las  clases  que  se  desr.- 
nen  á  los  estudios  teóricos,  con  los  ejerci- 
cios prácticos  adecuados  á  cada  materia. 

A  rt.  1 1 .  A  l  fin  de  cada  afio  escolar  se  ve- 
ri ficarán  las  prácticas  parciales  que  esta  ley 
determina,  las  que  serán  dirigidas  por  lo? 
Profesores  de  los  cursos  respectivos. 

Art.  12.  Las  prácticas  generales  corres- 
pondientes á  tas  profesiones  de  Ingenierf 
civil,  de  minas  é  industrial,  estarán  encarga 
das  a  Profesores  designados  especialmente 

El  Profesor  de  la  práctica  de  Ingenien', 
industrial,  tendrá,  además,  la  obligación  ¿t 
dirigir  er.  su  oportunidad  la  práctica  de  \o* 
electricistas. 

Art.  13.  Para  poder  ser  inscrito  en  raí  - 
dad  de  alumno  numerario  en  la  Escuela  na- 
cional de  Ingenieros,  el  candidato  acreditad 
por  medio  de  un  certificado  de  la  EscoeL 
nacional  preparatoria  ó  de  las  Escuelas  trr" 
paratorias  de  los  Estados,  haber  sido  examh 
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irobado  en  todas  las  asignaturas 
gna  la  ley  de  la  materia,  de  19  de 
•e  de  1896. 

4.     La  Escuela  nacional  de  Ingenie- 
ra el  registro  de  sus  inscripciones  el 
diciembre  de  cada  año  y  lo  cerrará  el 
Enero  siguiente.  Podrán,  sin  embargo, 
.nscritos  del  16  al  SI  de  Enero,  aquellos 
joños  que,  por  medio  de  la  solicitud  co- 

¿spondiente   y  por  circunstancias  atendi- 

les,  obtengan  esa  concesión  de  la  Dirección 
ie  la  Escuela. 

Art.  i 6.  Los  cursos  se  abrirán  el  día  1.° 
de  Febrero  de-cada  año  y  terminarán  el  30 
de  Septiembre,  interrumpiéndose  solamente 
los  domingos  y  días  de  fiesta  nacional,  asi 
como  durante  una  semana  que  en  la  Pri- 
mavera podrá  conceder  el  Director  á  los 
alumnos. 

Art.  16.  Tendrán  derecho  para  concurrir 
á  las  clases  todas  las  personas  que  lo  deseen, 
y  no  se  lea  exigirá  más  requisito  que  el  de 
sujetarse  al  Reglamento  interior  de  la  Es- 
cuela. 

Art.  17.  Los  Profesores  de  cada  asigna- 
tura presentarán  anualmente  durante  el  mes 
de  Julio,  al  Director  de  la  Escuela,  los  pro- 
gramas respectivos  de  sus  cursos  para  el  si- 
guiente año,  y  propondrán  las  obras  de  texto 
correspondientes.  . 

Para  formar  estos  programas  tomarán  en 
consideración  las  necesidades  de  los  cursos 
relacionados  con  la  materia  que  enseñan,  á 
fin  de  graduar  de  modo  conveniente  los  co- 
nocimientos. El  Director  del  establecimiento 
elevará  dichos  programas,  con  las  observa- 
ciones que  estimare  oportunas,  á  más  tardar 
el  mes  de  Septiembre,  á  la  Secretaría  de  jus- 
ticia para  examen  y  resolución. 

Art.  18.  Cada  Profesor  se  sujetaré,  al  dar 
su  clase,  al  programa  aprobado,  desarrollán- 
dolo necesariamente  dentro  del  tiempo  des- 
tinado á  los  cursos  por  esta  ley. 

Art.  19.  Habrá  exámenes  parciales  y  pro- 
fesionales. Los  primeros  se  efectuarán  del 
1.°  al  31  de  Octubre,  y  los  segundos  en  cual- 
quier tiempo,  dentro  del  período  escolar  des- 
tinado á  ios  estudios  teóricos.  Sólo  en  casos 
excepcionales,  bien  justificados,  podrá  la 
Secretaría  de  justicia  conceder  un  examen 
parcial  extraordinario. 

Art.  20  La  instrucción  en  la  Escuela  na- 
cional de  Ingenieros  será  gratuita;  y  ni  por 
las  inscripciones  ni  por  los  exámenes,  se 
exigirá  derecho  alguno  á  los  interesados. 

Art.  21.  A  los  alumnos  que  resulten 
aprobados  en  los  exámenes  profesionales  se 
les  expedirán  por  la  Junta  Directiva  de  Ins- 
trucción pública  los  títulos  respectivos,  pre- 
via la  información  correspondiente  de  la  Di- 
rección de  la  Escuela. 


Los  que  posean  títulos  de  otras  Escuelas 
nacionales  ú  oficiales  de  los  Estados,  de  al- 
guna de  las  carreras  á  que  se  refiere  esta  ley, 
y  deseen  obtener  cualquiera  de  los  que  ex- 
pida la  Junta  Directiva  de  Instrucción  pú- 
blica ccn  arreglo  al  artículo  anterior,  se  su- 
jetarán en  la  Escuela  nacional  de  Ingenieros 
al  examen  profesional  correspondiente. 

Iurnal  requisito  se  exigirá  á  los  que  posean 
un  títnlodel  extranjero  paraque  puedan  ejer- 
cer legal  mente  su  profesión  en  la  República. 

Art.  23.  Habrá  en  la  Escuela  nacional  de 
Ingenieros,  un  Director,  un  Subdirector,  nn 
Secretario,  mi  Tesorero,  un  Bibliotecario,  y 
los  Profesores,  pieparadoree  y  demás  em- 
pleados que  sean  necesarios.  Todos  serán 
nombrados  por  el  ciudadano  Presidente  de 
la  República. 

Art.  24.  Para  ser  Profesor  de  la  Escuela 
nacional  de  Ingenieros,  se  requerirá  ser  ciu- 
dadano mexicano  en  el  pleno  goce  de  sus 
derechos,  y  tener  título  expedido  por  la  mis- 
ma Escuela  en  la  profesión  correspondiente 
al  ramo  que  se  deba  enseñar. 

Art.  25.  Las  Juntas  de  Profesores,  las 
atribuciones  de  éstas,  la  distribución  de  pre- 
mios, los  exámenes,  y  los  deberes  y  faculta 
des  del  personal  del  establecimiento,  así 
como  las  demás  disposiciones  especiales  no 
consignadas  en  esta  ley,  se  regirán  en  lo  su- 
cesivo, en  los  puntos  en  que  no  contraríen  á 
la  presente,  por  las  prescripciones  generales 
de  la  Ley  de  Instrucción  pública  y  de  su  re- 
glamento, así  como  por  las  comprendidas  en 
el  Reglamento  de  la  Escuela. 

CÓDIGO  DE  PROCEDIMIENTOS  FEDE- 
RALES. Títulos  II  y  III  del  Libro  prime- 
ro, aprobados  por  Decreto  de  6  de  Octubre 
de  1897  (i). 

LIBRO  PRIMERO 

DEL    PROCEDIMIENTO    EN    EL     RAMO 
CIVIL 

(3). 

TITULO  II 

DE    I.ON  JUICIOS 

CAPITULO  PRIMERO 

Del  juicio  ordinario. 

Art.  698.  Las  controversias  que  no  ten- 
gan señalada  tramitación  especial  se  decidi- 
rán en  juicio  ordinario  conforme  á  las  reglas 
generales  establecidas  en  el  título  1.°  de  es- 
te libro  (tf). 

(1)  En  virtud  de  la  autorización  concedida  al 
Poder  Ejecutivo  por  ley  de  2  de  Junio  de  1892. 

(2)  y  (3)    Véase  el  texto  del  titulo   1.°  de  este 
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garantía  violada  afecta  sólo  á  su  persona.  Si 
transciende  á  sus  bienes,  el  juicio  seguirá 
adelante  hasta  pronunciarse  sentencia  defi- 
nitiva,  sin  perjuicio  de  que  el  representante 
de  la  sucesión  pueda  desistí  rse. 

III.  En  los  casos  del  art.  799  que  ocurran 
durante  el  juicio  ó  que,  á  pesar  de  haber 
ocurrido  antes,  no  hubiere  sido  posible,  por 
falta  de  datos,  declarar  la  improcedencia. 

IV.  En  el  caso  de  la  parte  final  del  ar- 
tículo 782. 

Art.  813.  El  sobreseimiento  no  prejuzga 
la  responsabilidad  civil  ó  criminal  en  que 
haya  podido  incurrir  la  autoridad  ejecutora, 
y  quedan  expeditos  los  derechos  de  los  inte- 
resados para  hacerla  efectiva  ante  los  Jueces 
competentes. 

Art.  814.  £1  auto  de  sobreseimiento  se 
notificará  á  las  partes,  y  sin  otro  trámite,  se 
remitirá  el  expediente  á  la  Suprema  Corte 
para  su  revisión. 

Sección  octava. 

De  las  sentencias  y  demás   resoluciones 
de   la  Suprema  Corte. 

Art.  815.  Para  la  revisión  de  los  autos 
de  improcedencia,  sobreseimiento  y  senten- 
cias que  pronuncien  los  Jueces  dé  distrito 
en  el  juicio  de  amparo,  se  remitirá  el  ex- 
pediente respectivo  á  la  Suprema  Corte  de 
Justicia,  dentro  «le  cuarenta  y  ocho  horas, 
contadas  desde  que  se  notifiquen  dichas 
resoluciones. 

Art.  816.  Recibido  el  expediente,  el  Mi- 
nistro que  presida  la  Suprema  Corte  señala- 
rá dentro  de  los  quince  día  siguientes  el  en 
que  deba  efectuarse,  la  revisión,  quedando 
entretanto  dicho  expediente  en  la  Secreta- 
ría de  la  misma  Corte  á  disposición  de  los 
Ministros  y  de  las  partes  para  que  puedan 
imponerse  de  él. 

Art.  817.  Los  interesados,  si  lo  creen 
conveniente,  presentarán  sus  alegatos  den- 
tro del  término  que  fija  el  artículo  anterior. 
La  Suprema  Corte,  para  mejor  proveer  ó 
para  Buplir  las  irregularidades  que  encuen- 
tre en  el  procedimiento,  podrá  mandar  que 
se  practiquen  las  diligencias  que  estime 
necesarias. 

Art.  818.  La  vista  no  podrá  verificarse 
sino  con  la  asistencia  de  nueve  Ministro», 
por  lo  menos.  En  ella  se  dará  cuenta  de  la 
relación  del  Secretario,  que  debe  compren- 
der lo  sustancial  de  la  demanda  de  amparo, 
de  los  informes  de  la  Autoridad  responsa- 
ble, de  las  pruebas  rendidas,  de  los  alegatos 
y  del  pedimento  del  Promotor  fiscal. 

En  seguida  Be  pondrá  á  discusión  el  ne- 
gocio y  cuando  esté  suficientemente  discuti- 
do, á  juicio  de  la  mayoría  de  los  Ministros 


presentes,  se  procederá  á  la  votación,  en  el 
sentido  de  confirmar,,  revocar  ó  modificar  la 
sentencia  del  Juez;  pero  si  al  revisar  el  ex- 
pediente se  hiciere  valer  alguna  de  las  cau- 
sas de  sobreseimiento  se  procederá  á  la  vo- 
tación previa  de  este  punto. 

Art.  819.  El  Presidente  declarará  el  re- 
sultado de  la  votación  exponiendo  el  funda- 
mento de  la  mayoría,  que  se  hará  constaren 
el  acta  y  se  desarrollará  en  la  sentencia,  en 
la  cual  se  expresará  también  el  número  de 
votos  en  pro  y  en  contra. 

Cuando  la  sentencia  no  se  vote  por  una- 
nimidad; la  minoría  manifestará  por  escrito 
los  motivos  de  su  disentimiento. 

Art.  820.  La  Corte,  en  la  revisión  de  los 
autos  de  improcedencia  ó  sobreseimiento,  se 
ajustará  á  los  trámites  que  para  la  de  las 
sentencias  se  han  fijado  en  los  artículos 
anteriores. 

Art.  821.  La  revisión  se  extenderá  á  to- 
dos los  procedimientos  del  inferior,  y  espe 
cialmente  al  auto  en  que  se  haya  concedido 
ó  negado  la  suspensión  del  acto,  si  antes  m> 
se  hubiere  revisado  de  conformidad  con 
el  art.  79k 

Art.  822. "  Cuando  apareciere  que  el  Juex 
de  distrito  no  se  ha  sujetado  en  sus  resolu- 
ciones á  lo  que  dispone  este  capitulo,  .a 
Corte,  en  su  misma  sentencia  y  sin  prejuz- 
gar la  responsabilidad  en  que  pudiere  hah«r 
incurrido  dicho  Juez,  lo  consignará  al  Tri- 
bunal de  circuito  correspondiente. 

Art.  823.  Siempre  que  al  revisar  las  sen- 
tencias de  amparo,  los  autos  de  improce 
dencia  ó  sobreseimiento  aparezca  que  Ja 
violación  de  garantían  de  que  se  trata  cons- 
tituye uu  delito  que  deba  perserguirse  de 
oficio;  la  Autoridad  responsable  será  eon- 
signada  por  la  Corte  de  Justicia  al  Tribuna! 
competente. 

Art.  824.  La  Suprema  Corte  y  los  Jue- 
ces de  distrito  en  sus  sentencias  podrán  su 
plir  el  error  en  que  haya  incurrido  la  parte 
agraviada  al  citar  la  garantía  cuya  violación 
reclame,  otorgando  el  amparo  por  la  que 
realmente  aparezca  violada;  pero  sin  cam- 
biar el  hecho  expuesto  en  la  demanda  en 
ningún  /aso,  ni  alterar  el  concepto  en  el  del 
segundo  párrafo  del  art.  780. 

Art.  825.  La  sentencia  que  concede  am- 
paro deja  sin  efecto  el  acto  reclamado  y 
restituye  las  cosas  al  estado  que  guardaban 
antes  de  violarse  la  Constitución. 

Art.  826.  Las  sentencias  de  amparo  sólo 
favorecen  á  los  que  hayan  litigado  en  el  jai 
ció,  y  no  podrán  alegarse  por  otros  como 
ejecutorias  para  dejar  de  cumplir  las  leyes 
ó  providencias  que  las  motivaren. 

Art.  827.  Las  sentencias  de  los  Jueces 
de  distrito,  las  ejecutorias  de   la  Suprema 
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Corte  y  loe  volos  de  la  minoría  se  publi- 
carán en  el  Semanario  judicial  de  la  Fede- 
ración. 

Sección  novena. 

De  la  ejecución  de  las  sentencias. 

Art.  828.  Pronunciada  la  sentencia  por 
la  Suprema  Corte,  se  devolverán  los  autos 
ttl  Juez  de  distrito,  con  testimonio  de  aqué- 
lla para  que  cuide  de  su  ejecución. 

Cuando  se  refiera  á  individuos  pertene- 
cientes al  Ejército,  por  violación  de  la  ga- 
rantía de  la  libertad  personal,  se  mandará 
copia  de  la  misma  sentencia,  por  conducto 
de  la  Secretaría  de  Justicia  a  la  de  Guerra, 
á  fin  de  que  ésta  por  la  vía  más  violenta 
remueva  loa  inconvenientes  que  pudieran 
entorpecer  su  cumplimiento. 

Art.  829.  £1  Juez  de  distrito  hará  saber 
sin  demora  á  las  partes  y  á  la  autoridad  res- 
ponsable la  sentencia  ejecutoria.  Si  esta  no 
quedare  cumplida  dentro  de  las  veinticuatro 
horas  siguientes,  el  Juez  ocurrirá  al  superior 
inmediato  de  dicha  autoridad  para  que  ha- 
ga cumplir  la  sentencia.  Si  la  autoridad  eje- 
cutora no- tuviere  superior,  el.  requerimiento 
ae  entenderá  desde  luego  con  ella  misma. 

Art.  830.  Cuando  á  pesar  de  ese  requeri- 
miento no  se  obedeciere  la  ejecutoria,  y  den- 
tro de  seis  días  no  estuviere  cumplida,  si  el 
caso  lo  permite,  ó  en  vía  de  ejecución,  en  la 
hipótesis  contraria,  el  Juez  procederá  como 
previene  el  art.  581  de  este  Código. 

Art.  831.  Si  por  la  resistencia  de  qne  ha- 
blan los  dos  artículos  anteriores,  se  consu- 
mare de  un  m<>do  irremediable  el  acto  recla- 
mado, el  Juez  de  distrito  procesará  á  la  au- 
toridad ejecutora;  y  si  ésta  goza  de  la  inmu- 
nidad que,  conforme  á  la  Constitución  fede- 
ral ó  como  consecuencia  de  ella,  tienen  los 
altos  funcionarios  de  la  Federación  y  de  los 
Estados,  dará  cuenta  al  Congreso  federal  ó 
ala  Legislatura  respectiva,  para  que  proce- 
dan conforme  á  sus  atribuciones. 

Art.  832.  Si  cualquiera  de  las  partes  ó  la 
autoridad  responsable  creyese  que  el  Juez 
de  distrito,  por  exceso  ó  por  defecto,  no  cum- 
ple con  la  ejecutoria  de  la  Corte,  podrá  ocu- 
rrir en  queja  ante  este  Tribunal,  pidiéndole 
que  revise  los  actos  del  inferior.  Con  el  in- 
forme justificado  que  rinda,  la  Corte  confir- 
mará ó  revocará  ia  providencia,  abstenién- 
dose siempre  de  alterar  los  términos  de  la 
ejecutoria.  £1  escrito  de  los  interesados  y  el 
informe  del  Juez  se  remitirán  de  la  manera 
que  ordena  el  art.  796. 

Art!  833.  £1  tercero  que  se  considere  per 
judicado  por  exceso  en  la  ejecución  de  al- 
guna sentencia  podrá  acudir  en  queja  á  la 
Suprema  Corte. 

Legislación  universal.— América, 


Sección  décima. 

De  la  responsabilidad  en  los  juicios  de  amparo. 

Art.  834.  £1  Juez  que  no  suspenda  el  ac- 
to reclamado  en  los  casos  de  condenación  á 
iñuerte,  será  destituido  de  su  empleo  y  cas- 
tigado con  la  pena  de  uno  á  seis  afios  de  pri- 
sión. En  los  otros  casos  en  que  la  suspen- 
sión proceda  y  no  se  decrete,  el  Juez,  si  obró 
dolosamente,  será  destituido  de  su  empleo  y  - 
sufrirá  la  pena  de  prisión,  de  seis  meses  á 
tres  afios:  si  la  suspención  no  se  hizo  sólo 
por  falta  de  instrucción  ó  por  descuido,  el 
Juez  quedará  suspenso  de  su  empleo  por 
un  año. 

Art.  835.  £1  Juez  que  suspenda  el  acto 
reclamado  en  casos  indebidos,  si  procede 
con  dolo,  será  destituido  de  su  empleo  y  cas- 
tigado con  la  pena  de  prisión,  de  seis  meses 
á  tres  afios:  si  ha  obrado  únicamente  por  ig- 
norancia ó  descuido,  quedará  suspenso  de 
su  empleo  por  un  año. 

Art.  836.  £1  Juez  que  excarcele  á  un  pre- 
so y  no  lo  devuelva  á  la  autoridad  á  cuya 
disposición  estaba,  en  los  caeos  de  que  habla 
el  art.  789,  será  destituido  de  su  empleo.  Si 
de  las  constancias  del  proceso  aparece  que 
se  cometió  el  delito  de  evasión  de  presos,  pe- 
culado ú  algún  otro  penado  por  las  leyes,  su- 
frirá ademán  las  penas  que  para  ellos  desig- 
na el  Código  penal. 

Art.  837.  £!  Juez  que  no  dé  curso  á  la 
petición  de  que  hablan  los  arte.  794,  795  y 
832,  remitiendo  también  el  informe  que  de- 
be rendir,  quedará  suspenso  'de  su  empleo 
por  seis  meses. 

Art.  838.  La  concesión  ó  denegación  del 
amparo  contra  texto  expreso  de  la  Constitu- 
ción, se  castigará  con  la  pérdida  de  empleo, 
y  con  prisión  de  seis  meses  á  tres  afios,  si 
el  Juez  ha  obrado  dolosamente;  y  si  sólo  ha 
procedido  por  falta  de  instrucción  ó  descui- 
do, quedará  suspenso  de  sus  funciones  por 
un  afio. 

Art.  889.  El  Juez  que  pronuncie  una  sen- 
tencia definitiva  sobre  lo  principal,  en  jui- 
cios en  que  debe  sobreseer,  ó  qne  sobresea 
en  los  que  debe  fallar,  será  suspendido  de 
su  empleo,  de  uno  á  seis  meses. 

Art.  840.  La  inejecución  de  las  senten- 
cias de  la  Corte,  se  castigará  con  la  suspen- 
sión de  empleo  del  Juez,  de  uno  á  seis  me- 
ses, quedando  además  éste  obligado  á  pa- 
gar á  las  partes  el  perjuicio  «que  les  haya 
causado,  conservando  éstas  su  derecho  para 
hacer  que  la  sentencia  se  ejecute. 

Art.  841.  £1  que  prorrogue  los  plazos  de 
esta  ley,  ó  no  los  observe  en  la  sustanciación 
de  los  juicios,  pagará  una  multa  de  veinti- 
cinco á  trescientos  pesos. 

Art.  842.     £1  Promotor  fjscal  que  no  cum- 
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pía  con  los  deberes  que  le  imponen  los  ar- 
tículos 757  y  798,  quedará  suspenso  en  su 
empleo,  de  uno  á  seis  meses.  .  # 

Art.  843.  La  suspensión  ae  empleo  de 
que  hablan  los  artículos  anteriores,  compren- 
de la  privación  de  sueldo  por  el  tiempo  res- 
pectivo. 

Art.  844.  La  reincidencia  en  el  delito  á 
que  se  impone  la  suspensión  de  empleo,  se* 
rá  castigada  con  la  pérdida  de  éste. 

Art.  845.  Los  ministros  de  la  Suprema 
Corte  no  son  enjuiciables  por  Tribunal  al- 
guno, por  sus  opiniones  y  votos  respecto  de 
la  interpretación  que  hagan  de  los  artículos 
constitucionales,  si  no  es  en  el  caso  de  que 
esos  votos  hayan  sido  determinados  por  co- 
hecho, soborno  ú  otro  motivo  criminal  cas- 
tigado en  el  Código  penal. 

Art.  846.  Los  Tribunales  de  circuito  juz 
garán  en  primera  instancia  á  los  Jueces  de 
distrito,  por  las  responsabilidades  en  que 
incurran  en  los  juicios  de  amparo,  quedando 
reservadas  las  otras  instancias  á  las  Salas 
de  la  Corte,  según  este  Código.  Pero  esos 
Tribunales  no  pueden  abrir  causa  á  ningún 
Juez,  sino  después  de  que  la  Corte  haya 
hecho  la  consignación  de  que  habla  el  ar- 
tículo 823. 

Las  acusaciones  que  se  bagan  contra  los 
Jueces  por  esta  clase  de  responsabilidades, 
se  presentarán  ante  la  Corte  para  los  efectos 
de  este  artículo. 

Art.  847.  Luego  que  el  Tribunal  de  cir- 
cuito pronuncie  el  auto  de  que  ha  lugar 
á  proceder  contra  el  Juez  consignado,  que- 
dará éste  suspenso  de  su  empleo.  En  casos 
graves,  la  Corte  puede  decretar  la  suspen- 
sión provisional,  para  que  la  alce  ó  confir- 
me el  Magistrado  de  circuito,  según  los  mé- 
ritos de  la  causa. 

Art.  848.  La  Corte  no  consignará  á  los 
Jueces  de  distrito  al  Tribunal  que  debe  juz- 
garlos, por  simples  errores  de  opinión. 

Art.  849.  Si  al  revisar  la  Corte  los  juicios 
de  amparo,  viere  que  los  Jueces  han  come- 
tido faltas  ligeras  en  el  procedimiento,  im- 
pondrá á  los  responsables,  en  la  misma  sen- 
tencia, las  penas  disciplinarias  que  crea  jus- 
tas, conforme  el  capítulo  47,  título  1.°  de 
este  libro. 

TITULO  III 

DE  LA    JÜRI8D1CCIÓN  VOLUNTARIA 

CAPITULO  PRIMERO 
Disposiciones    generales. 

Art.  850.  Las  diligencias  de  jurisdicción 
voluntaria  se  practicarán  por  los  Jueces  de 


distrito  con  intervención  del  Ministerio  pú- 
blico. 

A  rt.  85 1 .  Las  promociones  se  f orm alarán 
por  escrito,  cualquiera  que  sea  el  interés  de 
que  se  trate. 

Art.  852.  Cuando  fuere  necesaria  la  au- 
diencia de  alguna  persona,  se  le  citará  con- 
forme á  las  prescripciones  de  este  Código, 
ad virtiéndole  que  el  expediente  queda  por 
tres  días  en  la  Secretaria  del  Juzgado  para 
que  se  imponga  de  él.  El  cuarto  díase  verifi- 
cará la  audiencia,  de  la  cual  se  levantará  el 
acta  respectiva. 

Art.  858.  Los  documentos 'que  se  presen- 
ten y  las  justificaciones  que  se  ofrezcan  ?e 
admitirán  sin  otra  citación  que  la  del  Minis- 
terio público. 

Art.  854.  Siempre  que  ala  práctica  délas 
diligencias  promovidas  se  opusiere  alguna 
persona  que  tenga  interés  legítimo,  se  hará 
contencioso  el  asunto  y  se  sustanciará  la 
controversia  por  los  trámites  establecidos 
para  el  juicio  que  corresponda. 

Art.  855.  Practicadas  las  diligencias,  se 
pasará  el  expediente  al  Promotor  fiscal, 
quien  podrá  promover  otras  para  esclarecer 
algún  punto  dudóse,  ó  para  subsanar  los  de- 
fectos ú  omisiones  en  que  se  hubiere  incu- 
rrido. 

Art.  856.  Si  del  examen  que  haga  el  Pro- 
motor fiscal  apareciere  que  las  diligencias 
practicadas  pueden  perjudicar  á  persona 
cierta  y  determinada,  el  Juez  procederá  co- 
mo está  prevenido  en  el  art.  852,  y  si  dicha 
persona  se  opone,  se  cumplirá  lo  dispuesto 
por  el  art.  864. 

Art.  857.  Nunca  se  practicará  diligencia 
algunade  jurisdicción  voluntariado  que  pue- 
da resultar  perjuicio  á  la  Hacienda  públi- 
ca. Las  que  se  practiquen  en  contravención 
á  lo  dispuesto  en  este  artículo,  no  produci- 
rán efecto  alguno  legal. 

Art.  858.  Terminadas  las  diligencias  sin 
oposición  de  tercero  ni  dePMinisterio  públi- 
co, se  dará  testimonio  de  ella  al  promoven- 
te  ó  se  mandarán  protocolizar  si  éste  lo  pi- 
diere. 

Art.  859.  Las  resoluciones  que  se  dicten 
en  los  expedientes  de  jurisdicción  volunta- 
ria tendrán  los  recursos  establecidos  para 
los  de  la  contenciosa. 

Art.  860.  No  procede  la  acumulación  de 
un  expediente  de  jurisdicción  voluntaria  á 
otro  de  jurisdicción  contenciosa. 

CAPITULO  II 

De  las  diligencias  que  promueva  la  autoridad 
administrativa. 

Art.   861.     La   autoridad   administrativa 
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promoverá  las  diligencias  de  jurisdicción   I 
voluntaria  por  conducto  del  Ministerio  pú- 
blico. 

Art.  862.  En  esta  clase  de  diligencias, 
.además  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  an- 
teriores, se  observarán  las  prevenciones  de 
las  leyes,  reglamentos  y  circulares  vigentes 
que  tengan  relación  con  el  asunto  de  que  se 
trata. 

CAPITULO  III 

De  las  diligencias  que  se  promuevan 
por  los  particulares. 

Art  863.  Los  Jueces  de  distrito  practica- 
rán las  diligencias  que  soliciten  ios  particu- 
lares, siempre  que  ellas  estén  autorizadas 
por  una  ley  federal. 

Art.  864.  El  Ministerio  público  presen- 
ciará las  declaraciones  y  podrá  repreguntar 
y  tachar  á  los  testigos  en  los  términos  pre- 
venidos para  la  jurisdicción  contenciosa. 

Art.  866  Si  los  testigos  no  fueren  cono- 
cidos del  Juez,  del  Secretario  ni  del  Ministe- 
rio público,  el  promovente  debe  presentar 
otros  dos  que  sean  conocidos  y  que  abonen 
A  los  primeros, 

CAPITULO  IV  * 

Del  apeo  ó  deslinde. 

Art.  866.  El  apeo  ó  deslinde  de  un  fundo 
de  propiedad  nacional,  sólo  puede  practicar- 
se A  moción  de  la  autoridad  administrativa. 

Art.  867.  Los  particulares  pueden  pedir 
también  el  apeo  para  deslindar  su  propiedad 
respecto  de  otra  nacional.  En  este  caso  la 
diligencia  se  limitará  á  marcar  los  linderos 
entre  ambos  predios. 

Art.  868.  En  e-1  escrito  en  que  se  promue- 
va el  apeo,  se  expresarán: 

I.  El  nombre  y  nbicacióade  la  finca. 

II.  La  parte  ó  partes  en  que  el  acto  deba 
ejecutarse. 

III.  Los  nombres  de  los  colindantes  que 
puedan  tener  interés  en  el  apeo. 

IV.  El  sitio  donde  están  ó  estuvieren  las 
señales  y  donde  deben  estar. 

Art.  869.  Se  acompañarán,  además,  al 
mismo  escrito,  los  planos  y  documentos  que 
pnedan  servir  para  practicar  la  diligencia;  y 
en  su  defecto,  se  ofrecerá  información  testi- 
monial. 

Art.  870.  El  Juez  bará  saber  la  petición 
á  los  colindantes  para  que,  dentro  de  tres 
días,  presenten  sus  títulos  de  propiedad  ó 
posesión  ú  ofrezcan  la  información  corres- 
pondiente. 

Art.  871.  Las  informaciones  se  recibirán 
dentro  de  diez  días,  con  citación  de  los  inte- 


resados. Cada  uno  de  éstos  sólo  puede  pre- 
sentar hasta  tres  testigos. 

Art.  872.  El  promovente  y  los  colindan- 
tes nombrarán  sus  respectivos  peritos. 

Art.  873.  Recibida  la  información  y  nom- 
brados los  peritos,  el  Juez  señalará  día  para 
el  apeo,  que  se  verificará  pasados  cuarenta 
días  desde  la  fecha  del  auto  respectivo.  Este 
se  notificará  inmediatamente  á  los  interesa- 
dos, y  dentro  del  plazo  señalado  se  publica- 
rá por  tres  veces  en  el  periódico  oficial  de  la 
localidad. 

Art.  874.  Si  fuere  necesario  identificar 
algún  punto,  se  prevendrá  á  cada  uno  de  los 
interesados  que  nombre  dos  testigos  de  iden- 
tidad. 

Art.  875.  El  día  designado,  el  Juez,  en 
unión  del  Promotor,  de  los  interesados  que 
se  presenten  y  de  los  peritos  y  testigos  de 
identidad,  practicará  el  apeo,  levantando  el 
Secretarlo  acta  circunstanciada  de  la  dili- 
gencia. 

Art.  876.  Si  estuvieren  conformes  los 
interesados,  el  Juez  aprobará  el  apeo  y 
dispondrá  que  se  fijen  los  mojones  en  los 
puntos  que  se  designen  en  la  propia  diligen- 
cia (1'). 

Ley  Orgánica  de  la  enseñanza  prepara* 
toriu  en  el  distrito  federal,  sancionada  en 
16  de  Noviembre  de  1897. 

Artículo  1.°    La  enseñanza  en  la  Escuela 


(l)  Disposiciones  transitorias.—  1 .'  Las  pres- 
cripciones de  los  títulos  2.°  y  3."  del  libro  l."  de 
este  Código  de  Procedimientos  federales  empeza- 
rán á  regir  el  día  1.°  de  Diciembre  de  1897. 

2.a  Los  juicios  pendientes  en  dicha  fecha  se 
seguirán  sustanciando  conforme  &  las  prescrip- 
ciones de  esie  Código;  pero  si  los  términos  nueva- 
mente señalados  para  algún  acto  judicial  fueren 
menores  de  lo?  que  se  hubieren  concedido,  se  ob- 
servará respecto  de  ellos  lo  dispuesto,  en  la  legis- 
lación anterior 

3."  Los  juicios  ejecutivos  pendientes  continua- 
rán sustanciándose  conforme  á  la  legislación  vi- 
gente eu  la  época  en  que  ae  iniciaron. 

4  *  Los  concursos  y  los  juicios  hereditarios  se 
sujetaran  estrictamente  &  lo  dispuesto  en  este 
Código,  sea  cual  fuere  el  estado  en  que  se  encuen- 
tren el  día  l.°de  Diciembre  de  189T  El  Juez  man- 
dará 88 car  testimonio  para  los  efectos  de  las  sec- 
ciones 3.a  y  4.*  del  capítulo  2.°  del  título  2.°,  y  re- 
mitirá el  expediente  al  Juzgado  del  orden  común 
que  corresponda.  Si  hubiere  varios  Juzgados  com- 
petentes se  remitirá  el  expediente  al  que  designe 
el  síndico  ó  el  albacea,  en  su  caso. 

5.a  Los  juicios  de  amparo  incoados  au tes  del 
l.°  de  Diciembre  de  189*7,  se  sustanciaran  y  fa- 
llaran con  arreglo  á  la  ley  de  14  de  Diciembre 
de  1882. 

6.a  Se  derogan  todas  las  leyes  de  Procedi- 
mientos federales  en  el  ramo  civil  promulgadas 
antes  de  esta  fecha. 
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nacional  preparatoria  será  uniforme  para 
todas  las  profesiones,  y  tendrá  por  objeto 
la  educación  física,  intelectual  y  moral  de 
los  alumnos. 

Art.  2.°  La  instrucción  preparatoria  com- 
prenderá los  ramos  que  á  continuación  se 
expresan:  Aritmética  y  Algebra,  Geometría 
plana  y  en  el  espacio  y  Trigonometría  rec- 
tilínea, Geometría  analítica  de  dos  dimen- 
siones y  Elementos  de  Cálculo  infinitesimal, 
Cosmografía  precedida  de  nociones  de  me- 
cánica; Física,  Química,  Botánica,  Zoología, 
Moral  y  Psicología  experimental,  Lógica, 
Geografía,  Historia  general,  Historia  patria, 
Francés,  Inglés,  Lengua  nacional.  Raíces 
griegas  y  latinas,  Literatura,  Recitación  y 
Lectura  superior,  Dibujo,  Canto,  Conferen- 
cias sobre  Moral  é  Instrucción  cívica.  Fisio- 
logía é  Higiene,  Sociología  general;  Historia 
de  los  principales  descubrimientos  geográ- 
ficos é  historia  de  la  Astronomía,  la  Física, 
la  Química  y  la  Biología. 

Art.  8  °  El  plan  de  estudios  que  precede 
se  desarrollará  en  ocho  cursos  semestrales, 
y  su  distribución  será  la  siguiente: 

Primer  curso  semestral.  Aritmética  y  Al- 
gebra. (Clase  diaria).— Primer  cureo  de* fran- 
cés. (Clase  alternada).— Curso  práctico  de 
Lengua  nacional.  (Clase  alternada). — Primer 
curso  de  Dibujo  natural.  (Clase  alternada). 
— Canto.  (Una  clase  á  la  semana).— Ejerci- 
'  cios  físicos.  (Tres  veces  por  semana).  —Con- 
ferencias sobre  Moral  ó  Instrucción  cívica; 
el  profesor  pondrá  de  relieve  las  cualidades 
morales  de  los  grandes  filántropos  y  de  ¡os 
más  notables  patriotas.  (Dos  veces  por  se- 
mana). 

Segundo  curso  semestral.  Geometría  pla- 
na y  en  el  espacio  y  Trigonometría  rectilí- 
nea. (Clase  diaria).— Segundo  curso  de  Fran- 
cés. (Clase  alternada). — Primer  curso  teóri- 
co-práctico  de  Lengua  nacional.  (Clase  al- 
ternada).— Segundo  curso  de  Dibujo  natural. 
(Clase  alternada).  — Canto.  (Una  dase  á  la 
semana).— Ejercicios  físicos. (Tres  veces  por 
semana,).— Conferencias  sobre  historia  délos 
principales  descubrimientos  geográficos,  en 
las  que  se  pongan  de  relieve  las  cualidades 
morales  de  los  viajeros  más  afamados.  (Dos 
veces  por  semana). 

Tercer  curso  semestral.  Geometría  ana- 
lítica de  dos  dimensiones  y  elementos  de 
Cálculo  infinitesimal.  (Clase  diaria). — Cos- 
mografía precedida  de  nociones  de  Mecáni- 
ca. (Clase  diaria).— Conferencias  sobre  la 
historia  de  la  Astronomía  y  de  sus  princi- 
pales aplicaciones;  el  profesor  pondrá  de 
relieve  las  cualidades  morales  de  los  gran- 
des astrónomos,  y  la  importancia  sintética 
de  las  más  notables  teorías  cosmográficas. 
(Dos   veces   por   semana).— Segundo   curso 


teórico-práctico  de  Lengua  nacional.  (Cía» 
alternada). — Primer  curso  de  Dibajo  lineal 
(Clase  alternada).— Ejercicios  físicos.  ^Tres 
veces  por  semana). 

Cuarto  curso  semestral.  Física  (Clase  dia- 
ria).— Academias  de  Física.  (Clase  alterna- 
das—Conferencias sobre  la  historia  de  la  ¥i 
sica,  en  las  que  se  pongan  de  relieve  las  cua- 
lidades morales  de  los  grandes  descubrido- 
res de  principios  referentes  á  la  misma  cien- 
cia ó  á  sus  aplicaciones  más  notables,  y  It 
importancia  sintética  de  las  principales  teo- 
rías físicas.  (Dos  veces  por  semana). — Pri- 
mer curso  de  Inglés.  (Clase  alternada"  — 
Raíces  griegas  y  latinas.  (Clase  diaria l  - 
Segundo  curso  de  Dibujo  lineal.  (Clase*  al- 
ternada).—Ejercicios  físicos.  (Tres  veces  p*ir 
semana). — Academia  de  Matemáticas.  (Un- 
vez  por  semana). 

Quinto  curso  semestral.  Química  (Cl&sr 
diaria).— Academias  de  Química.  (Clase  al- 
ternada). —Conferencias  sobre  historia  de  U 
Química,  en  las  que  se  pongan  de  relieve 
las  cualidades  morales  de  los  grandes  descu- 
bridores de  principios  referentes  á  la  misan 
ciencia  ó  á  sus  aplicaciones,  la  impórtanos 
sintética  de  las  principales  teorías  quindes» 
y  dé  los  más  notables  sistemas  de  notarior 
y  de  nomenclatura  relativos  á  dicha  ciencu. 
(Dos  veces  por  semana).— Segundo  corso  d? 
Inglés.  (Clase  alternada).— Geografía  gene- 
ral. (Clase  alternada  y  excursiones  una  ve: 
al  mes  para  hacer  observaciones  geográfi- 
cas).—Primer  curso  de  Literatura.  (Clase  al- 
ternada).— Ejercicios  físicos.  (Tres  veces  por 
semana).— Academia  de  Matemáticas.  (Una 
vez  p<>r  semana). 

Sexto  curso  semestral.  Botánica.  (Clase 
diaria).— Academias  de  Botánica.  (Clase  al- 
ternada).— Conferencias  sobre  historia  de 
la  Botánica,  en  las  que  se  pongan  de  relieve 
las  cualidades  morales  de  los  grandes  biólo- 
gos y  la  importancia  sintética  de  las  princi- 
pales teorías  referentes  á  la  vida,  así  <*o nie- 
la de  los  más  notables  sistemas  de  clasifica- 
ción biológica.  (Dos  veces  por  semana)- 
Geografía  americana  y  patria.  (Clase  alter- 
nada).—Segundo  curso  de  Literatura.  (Ciasr 
alternada). — Historia  Antigua  y  de  la  Edao 
Media.  (Clase  diaria).  -  Primer  curso  de  Di- 
bujo topográfico.  (Clase  alternada).— Ejer- 
cicios físicos.  (Clase  alternada;. — Academia 
de  Matemáticas.  (Una  vez  por  semana). 

Séptimo  curso  semestral.  Zoología.  (Clase 
diaria). — Academias  de  Zoología.  (Clase  al- 
ternada).— Conferencias  sobre  Fisiología  e 
Higiene.  El  profesor  hará  notar  las  cualida- 
des morales  de  médicos  eminentes.  (Dos  ve- 
ces por  semana).— Historia  Moderna  y  Con 
temporánea.  (Clase  diaria). — Tercer  enreo 
de  Literatura.  (Clase  alternada).— Segundo 
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•cuirab  de  Dibajo  topográfico.  (Clase  alterna- 
*  la)  —Ejercicios  físicos.  (Tres  veces  por  se 
mana). — Academia  de  Matemáticas.  (Una 
vez,  por  semana). 

Octava  curso  semestral.  Lógica.  (Clase 
-cliaria).— Psicología  y  Moral.  (Clase  diaria). 
— Conferencias  sobre  Sociología  general,  en 
las  que  se  ponga  de  relieve  el  perfecciona 
miento  de  los  pueblos.  (Dos  veces  por  se- 
mana).—Recitación  y  Lectura  superior.  (Tres 
clases  á  la  semana). — Historia  patria.  (Cla- 
«e  diaria.  Visitas  á  ios  museos» y  excursiones 
t%  los  lugares  notables  por  sus  recuerdos  his- 
tóricos).—Ejercicios  físicos.  (Tres  veces  por 
semana). —Academia  de  Matemáticas.  (Una 
vez  á  la  semana). 

Art.  4.°  La  enseñanza  en  la  Escuela  na- 
cional preparatoria  tendrá  un  carácter  rigu- 
rosamente educativo. |Los  profesores  de  Ma- 
temáticas, Cosmografía,  Física,  Química, 
Botánica,  Zoología  y  Psicología,  deberán 
procurar  que  los  alumnos  /razonen  correcta- 
mente, y  harán  que  en  sus  respectivas  clases 
se  ejerciten  las  operaciones  intelectuales  que 
caracterizan  el  método  de  cada  una  de  las 
ciencias  expresadas.  El  profesor  de  Lógica 
procurará  que  los  discípulos  efectúen  siste- 
máticamente toda  especie  de  razonamientos 
y  estimen  de  una  manera  metódica  toda  es- 
pecie de  pruebas.  Los  profesores  de  Geogra- 
fía y  de  Historia  intentarán  que  los  alumnos 
lleguen  á  adquirir  una  idea  sintética  del 
Universo  y  del  progreso  de  la  civilización. 
Loe  profesores  de  Lengua  nacional,  Raíces 
griegas  y  latinas,  Recitación  y  Lectura  su- 
perior, y  Literatura,  procurarán  que  los  dis- 
cípulos puedan  comunicar  sus  ideas  de  la  ma- 
nera niáscouveniente,  y  el  profesor  de  Moral, 
lo  mismo  que  los  encargados  de  las  conferen- 
cias, desarrollarán  por  cuantos1  medios  estén 
á  su  alcance,  las  cualidades  morales  de  los 
educandos.  -  La  enseñanza  de  las  lenguas 
extranjeras  y  la  de  dibujo,  deberán  tener  un 
carácter  absolutamente  práctico.  —  En  las 
clases  de  Literatura  el  profesor  dará  á  cono- 
cer los  más  notables  modelos  literarios,  y 
cuidará  de  que  se  hagan  ejercicios  de  com- 
posición. 

Art.  6.°  Los  profesores  de  cada  asignatu 
ra  formarán  anualmente  los  respectivos  pro 
gramas,  .para  lo  cual  tendrán  á  la  vista  las 
prescripciones  relativas  de  esta  ley  y  los 
programas  de  la  instrucción  primaria  tanto 
elemental  como  superior,  á  fin  de  graduar 
debidamente  la  enseñanza.  —Dichos  pro- 
gramas serán  sometidos  á  la  resolución  de 
la  Secretaría  de  Justicia,  cuando  más  tarde 
el  día  1.°  de  Mayo  de  cada  año. 

Art.  6.°  No  habrá  textos  para  el  curso 
práctico  de  Lengua  nacional,  para  los  dos 
primeros  corsos  de  Literatura,  para  las  cla- 


ses de  Recitación  y  Lectura  superior,  Dibu- 
jo y  Canto,  para  las  academias  de  Matemá- 
ticas, de  Física,  de  Química,  de  Botánica  y 
de  Zoología;  tampoco  las  habrá  para  los 
ejercicios  físicos  ni  para  las  conferencias; 
pero  serán  indispensables  para  todas  las 
otras  materias  señaladas  en  la  presente  ley. 

Art.  7.°  Los  profesores  de  cada  una  de 
las  asignaturas  en  las  que  deba  haber  texto, 
propondrán  á  la  Secretaría  de  Justicia  las 
obras  respectivas  por  conducto  de  la  Direc- 
ción de  la  Escuela,  á  más  tardar  el  1.°  de 
Mayo  de  cada  año,  para  que  la  mencionada 
Secretaría  resuelva  lo  que  estime  conve- 
niente y  ordene  que  á  lo.  sumo  el  16  de  Ju- 
nio se  publiquen  en  el  Diario  oficial  los  pro- 
gramas y  la  lista  de  las  obras  de  texto  que 
deben  servir  para  los  dos  semestres  esco- 
tares siguientes  en  la  Escuela  nacional  pre- 
paratoria. 

Art.  8.°  Las  clases  principiarán  el  día  2 
de  Enero  y  terminarán  el  día  14  de  Mayo; 
comenzarán  el  2  de  Julio  y  se  cerrarán  el 
18  de  Noviembre  de  cada  año.  Los  exáme- 
nes se  efectuarán  del  día  15  de  Mayo  al  16 
de  Junio  y  del  16  de  Noviembre  al  15  de 
Diciembre;  habrá  vacaciones  durante  la'se- 
gunda  quincena  del  mes  de  Junio  y  la  se- 
gunda del  mes  de  Diciembre.  La  semana  es- 
colar será  de  seis  días.  El  tiempo  consagra- 
do diariamente  á  las  clases  no  excederá  de 
cinco  horas,  incluyendo  el  que  se  dedique  á 
ejercicios  físicos  verificados  en  la  Escuela. 
Las  clases  dorarán  una  hora. 

Art.  9.°  El  Profesor  que  acompañe  á  los 
alumnos  durante  las  excursiones  escolares 
que  han  de  efectuarse  por  loa  estudiantes 
de  Geografía  y  de  Historia  patria,  deberá 
hacer  notar  á  sus  discípulos  las  bellezas  na- 
turales ó  artísticas  de  los  lugares  visitados. 

Art.  10.  Las  inscripciones  se  harán  del 
16  de  Junio  al  1.a  de  J'ulio  y  del  16  de  Di- 
ciembre al  l.o  de  Enero  de  cada  año. 

Art.  11.  Para  inscribirse  como  alumno 
numerario  del  primer  curso  semestral,  es  in- 
dispensable presentar  certificados  que  jus- 
tifiquen que  se  han  hecho  los  cursos  de  la 
Instrucción  primaria  superior. 

Art.  12.  Para  inscribirse  como  alumno 
numerario  en  cualquiera  de  los  cursos  se- 
mestrales con  excepción  del  primero,  será 
preciso  haber  sido  aprobado  en  los  exáme- 
nes de  las  materias  correspondientes  á  los 
cursos  semestrales  anteriores.  Por  ningún 
motivo  se"  concederá  dispensa  de  ninguna 
de  las  asignaturas. 

Art.  1$.  Toda  persona  puede  inscribirse 
libremente  como  alumno  supernumerario 
para  cursar  la  materia  que  guste  entre  las 
que  esta  ley  señala. 

Art.  14.    Los  alumnos  de  la  Escuela  na- 
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cional  preparatoria  sólo  tendrán  derecho  á 
examinarse  de  cualquiera  de  las  materias 
de  un  semestre,  si  han  sido  aprobados  en 
los  exámenes  correspondientes  á  las  del  se- 
mestre anterior;  no  tendrán  obligación  de 
examinarse  de  las  que  en  seguida  se  expre- 
san: Ejercicios  físicos,  Canto,  Dibujo,  Con- 
ferencias, Academias,  Cmso  práctico  de 
lengua  nacional,  Recitación  y  Lectura  su- 
perior, y  primero  y  segundo  curso  de  Li- 
teratura; pero  si  faltan  á  más  de  la  sexta 
parte  de  las  clases  consagradas  durante  un 
semestre  á  cualquiera  de  la  materias  que 
acaban  de  ser  «especi  ti  cadas,  no  se  les  con- 
cederá examen  de,  ninguna  otra  asignatura. 
Sin  embargo,  la  Dirección  del  Estableci- 
miento, por  motivos  que  considere  justifi- 
cados, puede  otorgar  dispensa  hasta  de  otra 
sexta  parte  más,  de  las  faltas  que  los  alum- 
nos hayan  tenido  á  las  clases  de  las  mate- 
rias an'es  dichas. 

Art.  15.  El  Reglamento  de  la  Escuela 
nacional  preparatoria,  lijará  la  forma  y  el 
tiempo  de  duración  de  los  exámenes,  así 
como  las  condiciones  indispensables  para 
que  los  alumnos  sean  aprobados. 

Art.  16.  El  mismo  Reglamento  de  la  Es- 
cuela nacional  preparatoria  determinará  la 
forma  y  requisitos  con  que  deben  darse  los 
premios  concedidos  á  los  alumnos  y  pres- 
cribirá las  reglas  especiales  referentes  á 
las  inscripciones  y  á  las  clases,  así  como 
las  concernientes  al  personal  de  la  Escuela 
y  á  puntos  secundarios  no  previstos  en  este 
Decreto. 

Art.  17.  Los  alumnos  que  en  la  Escuela 
nacional  preparatoria,  conforme  al  art.  14 
tle  la  presente  ley,  hayan  sido  aprobados 
en  los  exámenes  de  las  materias  correspon- 
dientes á  los  ocho  cursos  semestrales,  ten- 
drán derecho  á  que  se  haga  constar  en  un 
diploma  especial  que  les  expedirá  la  Se- 
cretaría de  Instrucción  pública,  que  han  he- 
cho los  referidos  estudios. 

Art.  18.  Los  Profesores  de  la  Escuela  * 
nacional  preparatoria,  gozarán  de  tos  mis- 
mas recompensas  que  otorgan  á  los  Profe- 
sores de  las  Escuelas  elementales  los  artícu- 
los 62,  63,  64  y  65  de  la  Ley  de  3  de  Junio 
de  1896;  pero  para  que  un  Profesor  jubilado 
continúe  desempeñando  su  empleo,  es  indis 
pensarle  que  así  lo  decida  la  Secretaría  de 
Instrucción  pública. 

Reglas  á  qne  ha  de  sujetarse  la  emisión 
ele  obligaciones  por  Empresas  y  Socieda- 
des.—Ley  de  29  de  Noviembre  de  1897. 

Artículo  1.°  Las  Empresas  de  ferrocarri- 
les, de  minas  y  de  obras  públicas,  así  como 
las   sociedades  anónimas  ó  en   comandita 


por  acciones  pueden  emitir,  con  sujeción  á 
esta  ley,  obligaciones  ó  bonos  con  garantía* 
especiales  ó  sin  ellas. 

Estos  bonos  ú  obligaciones  serán  conside- 
rados como  bienes  muebles,  para  'todos  loa 
efectos  legales,  aun  cuando  estén  garantiza- 
dos con  hipoteca;  conferirán  á  sos  tenedores 
sin  preferencia  entre  ellos,  los  mismos  dere- 
chos, y  representarán  solamente  la  partici- 
pación individual  de  cada  obligacionista  en 
el  crédito  constituido  por'  el  contrato  qne 
origjne  la  emisión,  el  que,  no  obstante  ésta 
conservará  el  carácter  jurídico  que  le  dieren 
las  leyes. 

Art.  2.°  Las  obligaciones  podrán  ser  no- 
minativas ó  al  portador,  y  regirá  respecto 
á  el  tas  lo  que  se  dispone  sobre  las  accio- 
nes de  las  sociedades  anónimas  en  las  tre* 
primeras  fracciones  del  art.  180  y  en  loe 
arts.  181  y  182  del  Código  de  comercio  de 
15  de  Septiembre  de  1889. 

Art.  8.°  No  podrá  pactarse  qne  las  obli- 
gaciones sean  amortizadas  por  medio  de  sor 
teo,  á  un  tipo  superior  al  de  emisión  a  la  par 
ó  con  primas  ó  premios,  á  no  ser  que  se  lle- 
nen las  dos  condiciones  siguientes: 

.1.  Que  el  interés  que  haya  de  pagarse  a 
todos  los  obligacionistas,  no  sea  menor  de. 
4  por  100  anual; 

II.  Que  la  cantidad  periódica  que  según 
el  contrato  deba  destinarse  á  la  amortización 
de  las  obligaciones  y  sus  intereses,  sea  1* 
misma  durante  todo  el  tiempo  estipulado 
para  dicha  amortización. 

Cualquiera  de  los  obligacionistas  podra 
pedir  la  nulidad  de  la  emisión  hecha  contra 
lo  prevenido  en  este  artículo. 

Art.  4.o     Las  obligaciones  podrán  ser  emi 
tidas   por   suscripción  pública  ó   en     virtul 
de  contratos  especiales,  que  se   harán  cons- 
tar siempre  en  escritura  pública. 

Cuaudo  las  obligaciones  sean  emitidas  por 
suscripción   pública,   deberá  preceder  la  pu 
blicacióu  en  el  periódico  oficial   y  en    algún 
otro  del  domicilio  de  la  sociedad,  de  uu  avi- 
so que  exprese: 

I.  El  nombre,  objeto  y  domicilio  de  la 
sociedad  y  la  fecha  en  que  se  constituyó,  ci- 
tando la  escritura  respectiva  ó  la  protocoli- 
zación del  acta  de  Asamblea  general  consti- 
tutiva. 

II.  La  fecha  de  la  Asamblea  general  de 
accionistas  en  que  se  haya  acordado  la  emi- 
sión, ó  la  referencia  al  contrato  social  que  la 
autorice,  sin  necesidad  del  acuerdo  de  dicha 
Asamblea. 

III.  El  importe  de  las  obligaciones  emi- 
tidas anteriormente,  con  indicación  de  sos 
principales  circunstancias  sobre  garantías, 
interés  y  épocas  de  vencimiento. 

IV.  Las  condiciones  de   la  suscripción. 
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una  de  las  cuales  deberá  ser  que  los  sus- 
criptores  exhiban  desde  luego  en  alguna  ins- 
titución de  crédito  ó  casa  de  comercio,  al  me- 
nos el  10  "por  100  del  importe  de  su  sus- 
cripción. 

V.  El  número  y  valor  nominal  de  las 
obligaciones,  el  interés  que  hayan  de  causar, 
y  las  épocas  en  que  ha  de  ser  pagado,  así 
como  la  fecha,  condiciones  y  manera  en  que 
ha  de  efectuarse  la  amortización  de  las  obli- 
gaciones; 

VI.  El  empleo  que  haya  de  darse  á  los 
fondos  producto  de  la  emisión,  cuando  de  él 
resulte  una  garantía  ó  seguridad  para  los 
obligacionistas; 

VII.  Las  garantías  especiales  que  se 
ofrezca  á  los  obligacionistas; 

VIII.  Un  balance  de  la  sociedad,  forma- 
do precisamente  para  preparar  la  emisión  de 
obligaciones; 

IX.  La  suma  que  anualmente  haya  de 
ponerse  por  la  sociedad  á  disposición  del 
representante  común  de  los  obligacionistas, 
para  el  pago  de  su  remuneración  y  para  los 
gastos  que  exija  el  desempeño  de  su  en- 
cargo. 

Este  aviso  se  insertará  en  ios  boletines  de 
suscripción,  y  en  caso  de  omitirse  en  dicho 
aviso  alguno  de  los  requisitos  expresados, 
los  Tribunales  podrán  declarar  la  nulidad  de 
la  emisión  á  instancia  de  cualquiera  de  los 
obligacionistas. 

Art.  5.°  No  se  podrá  hacer  emisión  algu- 
na de  obligaciones  por  cantidad  mayor  que 
el  activo  resultante  del  último  balance  apro- 
bado; sin  embargo,  podrán  las  compañías  ó 
empresas  emitir  obligaciones  que,  aun  cuan- 
do excedan  del  activo  referido,  representen  el 
valor  ó  precio  de  bienes  ó  valores  cuya  ad- 
quisición tuvieren  contratada  y  motivase  la 
emisión. 

Art.  6.°  La  sociedad  deudora  convocará 
á  los  obligacionistas  á  una  Asamblea  gene- 
ral, dentro  de  los  treinta  días  siguientes  á 
la  fecha  en  que  se  haya  cerrado  la  suscrip- 
ción de  obligaciones. 

La  convocatoria  deberá  publicarse  en  el 
periódico  oficial  y  en  algún  otro  del  domici- 
lio de  la  sociedad,  por  lo  menos  ocho  días 
antes  del  día  en  que  la  Asamblea  haya  de 
reunirse,  y  fijará  el  día,  hora  y  lugar  de  la 
reunión  * 

La  Asamblea  se  tendrá  ñor  legalmente 
reunida  si  concurrieren  obligacionistas  que 
representen  más  de  la  mitad  de  la  cantidad 
suscrita;  pero,  en  caso  de  no  concurrir  nú- 
mero de  snscriptores  suficiente  para  obtener 
esa  representación,  se  repetirá  la  convocato- 
ria en  los  mismos  términos  y  condiciones 
que  la  primera,  y  la  Asamblea  deliberará, 
cualquiera  que  sea  el  número  de  obligacio- 


nistas que  asista  y  la  suma  que  represente. 

El  Presidente  ó  Vicepresidente  de  la  so- 
ciedad que  haga  la  emisión,  presidirá  la 
Asamblea,  y  nombrará,  con  aprobación  de 
ésta,  un  Secretario  y  dos  escrutadores  de  en- 
tre los  obligacionistas  presentes. 

Cada  uno  de  estos  tendrá  en  la  Asamblea 
un  voto  por  cada  obligación  que  hubiere 
suscrito,  y  aquélla  deliberará  por  mayoría 
de  votos  de  los  presentes. 

Art.  7.o  La  Asamblea  á  que  se  refiere  el 
artículo  anterior,  tendrá  por  objeto: 

I.  Comprobar  que  ha  sido  suscrita  la 
totalidad  de  las  obligaciones,  y  que  al  me- 
nos el  10  por  100  de  su  importe  se  ha  exhi- 
bido y  está  depositado  en  alguna  institución 
de  crédito  ó  casa  de  comercio. 

II.  Decidir,  por  unanimidad  de  votos  de 
los  suscriptores,  en  el  caso  de  no  haber  si- 
do suscritas  todas  las  obligaciones  emiti- 
das y  estando  en  ello  conforme  la  sociedad 
que  hubiere  hecho  la  emisión,  si  ésta  queda 
reducida  á  la  cantidad  suscrita. 

III.  Elegir  un  representante*  común  de 
los  obligacionistas,  que  podrá  ser  uno  de  és- 
tos ú  x>tra  persona  extraña,  ó  nombrar  un 
consejo  ó  comité  entre  aquéllos,  con  la  re- 
presentación de  todos. 

El  cargo  de  representante  común  ó  de 
miembro  del  consejo  ó  comité,  será  desem- 
peñado personalmente  por  el  electo  y  no 
por  medio  de  apoderado  ó  sustituto. 

IV.  Expedir  el  reglamento  á  que  el  re- 
presentante común  ó  consejo  de  representa- 
ción haya  de  sujetarse,  fijando  el  tiempo  que 
deba  durar  en  su  encargo,  su  remuneración, 
si  alguna  se  decretare,  la  manera  de  cubrir 
las  faltas  temporales  del  representante  co- 
mún ó  de  los  individuos  del  Consejo  y  las 
reglas  para  la  convocatoria,  constitución  y 
facultades  de  las  Asambleas  que  en  lo  futu- 
ro hayan  de  reunirse,  y,  en  general,  todo  lo- 
que se  refiera  al  interés  colectivo  de  lefa  obli- 
gacionistas. 

Los  cargos  de  representante  común  ó  de 
miembro  del  consejo  de  representación,  no 
obstante  cualquiera  estipulación  en  contra 
rio,  son  revocables. 

Art.  8.°  Son  atribuciones  del  represen 
tante  común  ó  consejo  de  representación: 

I.  Celebrar  en  nombre  de  los  obligacionis- 
tas el  contrato  en  que  se  consignen  sus  de- 
rechos, cuidando  siempre  de  que  se  eleve  á 
escritura  pública  y  de  que  se  registre  con- 
forme á  las  leyes. 

II.  Celebrar  ios  demás  contratos  y  otor- 
gar las  cancelaciones   á  que  hubiere  lugar, 

'conforme  á  las  bases  y  condiciones  de  la 
emisión,  cuidando  de  su  registro,  cuando  lo 
exija  la  ley. 

III.  Las  prevenciones  de  este  artículo  no 
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privan  á  los  obligacionistas  del  derecho  de 
proceder  individualmente  en  la  vía  ejecuti- 
va, para  obtener  el  pago  de  los  capones  ven- 
cidos de  réditos  ó  del  capital  que  á  cada  uno 
corresponda  por  amortización,  y  la  acción 
ejecutiva  podrá  ser  ejercitada,  previa  la 
rom  probación  de  la  autenticidad  del  título 
respectivo  mediante  el  cotejo  con  su  matriz, 
no  siendo  necesario  este  requisito,  si  hecho 
el  requerimiento  de  pago  á  qnien  correspon- 
da, dicho  título  no  fuese  redargüido  de 
falso. 

IV.  Convocar  las  asambleas  generales  en 
la  forma  y  términos  que  prevenga  el  regla- 
mento. 

V.  Concurrir  con  voz,  pero  sin  voto,  á 
las  asambleas  generales  de  accionistas  de 
la  sociedad  ó  empresa  deudora,  é  imponerse 
de  todos  los  libros  y  documentos  que  se  pon- 
gan á  disposición  de  dichos  accionistas.  Con 
este  fin  deberá  ser  citado  á  las  asambleas 
generales  en  la  misma  forma  que  los  accio- 
nistas. 

VI.  Representar  en  juicio,  por  sí  ó  por 
apoderado,  á  los  obligacionistas,  en  cuanto 
se  reñera  al  ejercicio  de  sus  derechos  colec- 
tivos. 

Las  atribuciones  que  este  artículo  confíe- 
re  al  representante  común  ó  consejo  de  re- 
presentación, son  exclusivas  de  aquél  ó  de 
éste,  y  no  pueden  ser  ejercidas  directamen- 
te por  los  obligacionistas,  salvo  lo  dispuesto 
en  los  arta.  8.0  y  4.°  de  esta  ley. 

Art.  9.°  A  falta  de  prevención  especial 
en  el  reglamento  á  que  se  refiere  la  frac.  IV 
del  art.  7 .0,  los  obligacionistas  que  represen- 
ten la  cuarta  parte  por  lo  menos  de  las  obli- 
gaciones suscritas  podrán  ejercitar  accio- 
nes judiciales,  con  el  objeto  de  apremiar  al 
representante  común  ó  Consejo  de  represen- 
tación á  que  cumpla  con  sus  deberes  y  pedir 
la  convocatoria  para  la  celebración  de  una 
asamblea  general.  Solicitada  ésta,  con  expre- 
sión de  la  orden  del  día,  será  convocada  á 
más  tardar  á  los  tres  días  siguientes  al  de  la 
solicitud,  para  que  sea  celebrada  dentro  de 
los  treinta  días  siguientes. 

Art.  10.  En  caso  de  falta  absoluta  del 
representante  común  ó  de  alguno  de  los 
miembros  del  Consejo  de  representación,  se 
le  sustituirá  en  los  términos  que  prevenga 
el  reglamento  de  que  habla  la  fracción  IV 
del  art.  7.°,  y  si  por  cualquier  motivo  no  pu- 
diere procederse  en  esta  forma,  cualquiera 
de  los  obligacionistas  ocurrirá  á  la  autoridad 
judicial  con  objeto  de  que  ella  nombre  un 
representante  interino  que  deberá  convocar, 
sin  demora,  la  asamblea  general  de  obliga- 
cionistas, para  que  proceda  á  la  elección  del 
nuevo  representante. 

Art.  11.     La  sociedad  ó  empresa  deudora 


no  podrá  disponer  ni  en  todo  ni  en  parte  de 
loa  fondos  que  hubiere  prodncído  iaemisior 
de  obligaciones,  mientras  no  se  lia  ja  re^~ 
brado  la  asamblea  general  de  qne  trata  t 
artículo  6  ü  y  firmada  y  registrada  por  el  re- 
presentante común  ó  Consejo  de  represen- 
tación la  escritura  en  que  se  aseguren  los 
derechos  de  los  obligacionistas. 

La  institución  de  crédito  ó  casa  de  comer- 
cio en  cayo"  poder  se  hubieren  depositado 
los  f oudos,  comprobará,  bajo  su  responsabi- 
lidad, en  cumplimiento  de  esta  disposición, 
y  en  caso  de  duda,  podrá  requerir  sobre  la 
entrega  de  los  fondos  el  consentimiento  ex- 
preso del  representante  común  ó  Consejo  de 
representación. 

Art.  12.  Cuando  la  emisión  de  obligacio- 
nes se  haga  en  virtud  de  contratos  especia- 
les, se  expresará  en  éstos  ios  requisitos  á  que 
se  refieren  las  fracciones  I,  II,  III,  V,  VI, 
VII,  VIII  y  IX  del  art.  4.©,  y  deberá  formar- 
se y  ser  consignado  en  escritura  pública, 
previamente  á  la  emisión  de  las  obligacio- 
nes, el  reglamento  de  que  trata  la  frac.  IV 
del  art.  7." 

Cuando  las  obligaciones  deban  ser  emití 
das  á  favor  de  una  Sociedad,  así  el  expresa- 
do reglamento  como  los  nombramientos  á 
que  hubiere  lugar,  serán  valederos  y  obliga- 
torios para  todos  los  socios,  siempre  que  fue- 
ren hechos  ó  aprobados  por  la  mayoría  dr 
éstos,  á  menos  que  otra  cosa  dispongan  los 
estatutos  de  dicha  Sociedad. 

Art.  13.  Los  títulos  de  las  obligaciones 
expresarán  sucintamente  los  requisitos  qflr 
para  el  aviso  exigen  las  fracciones  I,  V  y  VII 
del  art.  4.°,  y  la  fecha  y  lugar  del  contrato  en 
virtud  del  cual  se  bubiere  hecho  la  emisión, 
así  como  la  fecha  y  lugar  del  registro  dt- 
dicho  contrato  ó  del  acta  de  la  primer* 
asamblea  general  de  obligacionistas.  Los  tí- 
tulos serán  firmados  por  el  representante 
legal  de  la  Sociedad  deudora  y  visados  por 
el  de  los  obligacionistas. 

Art.  14.  Todo  contrato  que  dé  lugar  á  la 
emisión  de  obligaciones  y  el  acta  de  la  inri- 
mera  asamblea  general  de  obligacionistas, 
si  la  emisión  se  hiciere  por  suscripción  pú- 
blica, serán  inscritos  en  el  Registro  de  co- 
mercio del  domicilio  de  la  sociedad  ó  empre 
sa  deudora. 

Aat.  16.  Son  aplicables  á  las  asamblea» 
generales  de  obligacionistas  los  arta.  173, 
203,  204,  205,  210  y  211  del  Código  de  comer- 
cio de  15  de  Septiembre  de  1889,  en  lo  ga- 
no se  oponga  á  esta  ley  y  al  reglamento  qn<* 
debe  expedirse  con  arreglo  á  la  frac.  IV 
del  art.  7.° 

Art.  16.  En  caso  de  quiebra  de  la  Socie- 
dad ó  empresa  que  haya  emitido  obligacio- 
nes de  las  que  se  expresan  en  el  art.  3.°, 
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•ésta 8  solamente  aeran  computadas  en  el  pa- 
sivo por  las  sumas  ya  vencidas  y  no  pagadas, 
y  por  la  cantidad  que  resulte  reduciendo  á 
eu  valor  actual  los  pagos  periódicos  que  es- 
tuvieren por  vencer.  Esta  reducción  se  hará 
aI  tipo  fiel  interés  nominal  estipulado  para 
las  obligaciones. 

Art.  17.  En  caso  de  quiebra  de  la  Socie- 
dad ó  empresa  deudora,  los  obligacionistas 
rio  podrán  ser  competidos  á  enterar  el  im- 
porte de  las  obligaciones  suscriptas  que  no 
estuviere  exhibido  en  la  época  de  la  quiebra. 

Árt.  18.  Las  obligaciones  emitidas  en  el 
-extranjero,  por  sociedades  ó  empresas  esta- 
blecidas en  la  República,  no  producirán  en 
ella  efecto  alguno  legal,  á  menos  de  que  la 
emisión  se  hubiere  hecho  con  sujeción  á  las 
disposiciones  de  esta  ley. 

Enseñanza  profesional  para  la  Escuela 
nacional  de  Jurisprudencia,  de  30  de  No- 
viembre de  1897. 

Artículo  1.°  La  enseñanza  en  la  Escuela 
nacional  de  Jurisprudencia  comprenderá  las 
siguientes  materias: 

Derecho  romano,  Derecho  civil,  Derecho 
mercantil,  minero  y  Leyes  civiles  especia- 
les, Derecho  penal,  Derecho  constitucional 
y  administrativo,  Derecho  internacional  pú- 
blico, Derecho  internacional  privado,  Pro- 
cedimientos en  materia  civil,  Procedimien- 
tos en  materia  penal,  Economía  política,  Me- 
dicina legal,  Filosofía  del  derecho  y  Orato- 
ria forense. 

Art.  2.°  En  la  Escuela  nacional  de  Ju- 
risprudencia se  harán  estudios  profesiona- 
les para  las  carreras  de  Abogado,  Agente  de 
Negocios  y  Notario. 

Art.  3.°  Los  estudios  profesionales  para 
la  carrera  de  Abogado  serán  los  siguientes: 

Primer  año.  Derecno  romano.— Historia, 
personas  y  cosas. 

Derecho  civil  mexicano.— Historia,  per- 
sonas y  cosas. 

Segundo  año.  Derecho  romano.— Obliga- 
ciones, acciones  y  herencias. 

Derecho  civil  mexicano.  — Obligaciones  y 
herencias. 

Tercer  año.  Derecho  mercantil,  minero  y 
Leyes  civiles  especiales. 

Derecho  penal. 

Cuarto  año.  Derecho  constitucional  y  ad- 
ministrativo 

Derecho  internacional  público. 

Economía  política. 

Quinto  año.  Procedimientos  en  materia 
«íivil. 

Derecho  internacional  privado. 

Práctica  en  un  Juzgado  de  lo  civil. 

Sexto  año.    Medicina  legal. 


Filosofía  del  derecho  y  Oratoria  forepse. 

Procedimientos  en  materia  penal. 

Práctica  en  un  Juzgado  de  lo  criminal. 

Art.  4.°  La  cátedra  de  Derecho  penal, 
comprenderá  la  enseñanza  del  Código  rela- 
tivo y  de  todas  las  Leyes  penales  especia- 
les; la  exposición  de  los  diversos  sistemas 
concernientes  á  la  Filosofía  del  Derecho 
penal  y  la  de  los  sistemas  penitenciarios. 

Art.  6.°  En  la  cátedra  de  Derecho  cons- 
titucional y  administrativo,  se  estudiarán 
la  Constitución  política  de  México,  su  His- 
toria y  Filosofía,  y  la  legislación  sobre  la 
organización  y  atribuciones  de  los  Poderes 
públicos. 

Art.  6.o  La  cátedra  de  Derecho  interna- 
cional privado  comprenderá  los  principios 
científicos  de  la  materia  y  las  disposiciones 
que  en  nuestro  derecho  positivo  Be  rela- 
cionen á  conflictos  de  leyes  de  diversos 
países,  ó  de  diversos  Estados  de  la  Unión 
mexicana. 

Art.  7.o  En  la  cátedra  de  Derecho  inter- 
nacional público,  además  de  los  principios 
científicos  relativos,  se  enseñarán  ios  Trata* 
dos  celebrados  por  México  y  las  leyes  con- 
cernientes á  Diplomáticos,  Cónsules  y  prác- 
ticas internacionales,  en  tiempo  de  paz  y  en 
estado  de  guerra. 

Art.  8.°  La  cátedra  de  Economía  política 
consagrará  los  primeros  meses  del  «ño  es- 
colar á  la  parte  teórica  de  la  ciencia,  y  los 
meses  restantes  al  estudio  de  la  legislación 
mexicana  sobre  impuestos,  hacienda  públi- 
ca, catastro,  crédito  y  estadística  fiscal  del 
país. 

Art.  9.o  En  la  cátedra  de  Medicina  legal 
se  consagrarán  los  primeros  meses  del  año 
escolar  al  estudio  de  Nociones  generales  de 
Anatomía,  Fisiología,  Histología  y  Embrio- 
logía, y  los  demás  meses  al  de  la  Medicina 
legal  aplicada  al  derecho  positivo  mexicano. 

Art.  10.  En  la  cátedra  de  Filosofía  del 
Derecho  y  Oratoria  forense  se  explicarán  los 
caracteres  y  las  condiciones  de  existencia 
de  las  sociedades,  el  origen  y  el  desenvol- 
vimiento de  la  noción  de  justicia  en  sus  re- 
laciones con  las  diversas  ramas  de  la  lejps- 
lación  positiva,  como  son  la  propiedad,  la 
familia,  las  herencias,  los  contratos,  la  orga- 
nización del  Poder  público,  el  Derecho  pe- 
nal y  los  procedimientos  jurídicos.  En  la 
misma  clase  se  harán  ejercicios  prácticos  de 
oratoria,  obligando  á  los  alumnos  á  analizar 
modelos  de  discursos  forenses. 

Art.  11.  Los  estudios  de  procedimientos 
civiles  y  procedimientos  penales  compren- 
derán además  iiel  curso  respectivo,  la  orga- 
nización y  la  competencia  de  los  Tribunales 
y  sus  relaciones  con  los  otros  poderes. 

Art.  12.     El   Profesor  de  Procedimientos 
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civiles  y  el  de  Procedimientos  penales  de- 
berán alternar  sus  explicaciones  teóricas 
con  ejercicios  prácticos'  referentes  á  la  ma- 
teria que  enseñen. 

Art.  13.  Los  estudios  profesionales  para 
la  carrera  de  Notario  se  cursarán  en  el  orden 
siguiente: 

Primer  año.  Derecho  civil  mexicano.-— 
Historia,  personas  y  cosas. 

Derecho  constitucional  y  administrativo. 

Segundo  año.  Derecho  civil  mexicano. — 
Obligaciones  y  herencias. 

Derecho  mercantil,  minero  y  leyes  civiles 
especiales. 

Tercer  año.    Procedimientos  civiles. 

Derecho  internacional  privado. 

Práctica  durante  el  año  en  una  Notaría. 

Cuarto  año.    Procedimientos  penales. 

Práctica  durante  seis  meses  en  un  Juzga- 
do de  lo  civil. 

Práctica  durante  seis  meses  en  un  Juzga- 
do de  lo  criminal. 

Art.  14.  Los  estudios  profesionales  para 
la  carrera  de  Agente  de  negocios  se  harán 
en  el  orden  que  en  seguida  se  expresa: 

Primer  año.  Derecho  civil  en  la  parte 
relativa  á  requisitos  de  los  poderes,  facul- 
tades y  obligaciones  de  los  mandantes  y  de 
los  mandatarios. 

Procedimientos  en  materia  civil. 

Segundo  año.  Procedimientos  en  materia 
penal. 

Práctica  durante  seis  meses  en  un  Juzga- 
do de  lo  civil. 

Práctica  durante  seis  meses  en  un  Juzga- 
do de  lo  criminal. 

Art.  15.  Para  poder  ser  inscrito  en  cali- 
dad de  alumno  numerario  en  la  Escuela  na- 
cional de  Jurisprudencia,  el  candidato  acre- 
ditará, por  medio  de  un  certificado  de  la 
Escuela  nacional  preparatoria  ó  de  escuelas 
de  igual  carácter  de  los  Estados,  que  ha  he- 
cho los  estudios  que  previene  la  ley  expe- 
dida en  16  de  Noviembre  de  1897. 

Art.  16.  La  Escuela  nacional  de  Juris- 
prudencia abrirá  el  registro  de  sus  inscrip- 
ciones el  15  de  Diciembre  de  cada  año  y  lo 
cerrará  el  1.°  de  Enero  siguiente.  Podrán, 
sin  embargo,  ser  inscritos,  del  1.°  al  15  de 
Enero,  aquellos  alumnos  que,  por  circuns- 
tancias atendibles,  obtengan  una  concesión 
del  Director  de  la  Escuela. 

Art.  17.  Los  cursos  se  abrirán  el  día  7  de 
Enero  de  cada  año  y  terminarán  el  30  de 
Septiembre,  interrumpiéndose  solamente  los 
domingos  y  días  de  fiesta  nacional,  así  como 
durante  una  semana  que  en  la  Primavera 
ppdrá  conceder  el  Director  á  los  alumnos. 

Art.  18.  Tendrán  derecho  para  concurrir 
á  las  clases  todas  las  personas  que  lo  deseen, 
y  no  se  les  exigirá  más  requisito  que  el  de 


sujetarse  al  Reglamento  interior  de  la  Es- 
cuela. 

Art.  19.  Los  Profesores  presentara n 
anualmente  durante  el  mes  de  Julio,  al  Di- 
rector del  establecimiento,  los  programa*  dr- 
ías asignaturas  que  eo señen,  y  prop^mlrár^ 
á  la  vez,  las  obrai  de  texto  que  deben  regir 
en  el  año  siguiente. 

Para  formar  los  programas  tomarán  en 
consideración  las  necesidades  de  loo  curvo* 
relacionados  entre  aí,  á  fin  de  graduar  con 
venientemente  la  enseñanza*  El  Director  <ie 
la  Escuela,  á  más  tardar  el  mes  de  Septiem- 
bre, elevará  dichos  programas  con  las  ob- 
servaciones que  eetimare  oportunas,  á  la  Se- 
cretaría de  Juaticia,  para  su  examen,  resolu- 
ción y  publicación, 

Art.  20.  Cada  Profesor  se  sujetará  al  pro- 
grama aprobado,  desarrollándolo  necesaria- 
mente dentro  del  tiempo  destinado  á  'os 
cursos  por  eeta  ley. 

Art.  21.  Habrá  exámenes  parciales  y  pro- 
fesionales. Los  primeros  se  efectuarán  en 
dos  períodos,  á  saber:  del  15  do  Octobre  bj 
15  de  Noviembre  y  del  26  de  Diciembre  al  7 
de  Enero.  Los  segundos  en  cualquier  tiempo 
dentro  del  período  escolar  destinado  á  los 
estudios  teóricos.  Sólo  en  casos  excepciona- 
les bien  justificados,  podrá  la  Secretaría  de 
Justicia  conceder  un  examen  parcial  extraor- 
dinario. 

Art.  22.  Los  alumnos  que  resulten  apro- 
bados en  los  exámenes  profesionales  tienen 
derecho  á  que  se  les  expida  por  la  Junta  di- 
rectiva de  Instrucción  pública  el  título  res- 
pectivo, previa  la  información  correspon- 
diente de  la  Dirección  de  la  Escuela  y  de 
acuerdo  con  las  prescripciones  especiales 
que  fijará  el  Reglamento  de  la  misma. 

Art.  23.  Los  que  posean  títulos  de  otras 
Escuelas  nacionales  ú  oficiales  de  los  Esta- 
dos, de  alguna  de  las  carreras  á  que  se  refie- 
re esta  ley,  y  deseen  obtener  cualquiera  de 
los  que  expida  la  Junta  directiva  de  Instruc- 
ción pública  con  arreglo  al  artículo  anterior, 
se  sujetarán  en  la  Escuela  nacional  de  Juris- 
prudencia al  examen  profesional  correspon- 
diente. 

Igual  requisito  se  exigirá  á  los  que  posean 
un  título  del  extranjero  para  que  puedan  ejer- 
cer legalmente  su  profesión  en  la  República.. 

Art.  24.  La  instrucción  en  la  Escuela 
nacional  de  Jurisprudencia  será  gratuita;  y 
ni  por  las  inscripciones  ni  por  los  exámenes 
se  exigirá  derecho  alguno  á4os  interesados. 

Art.  25.  Habrá  en  la  Escuela  nacional  de 
Jurisprudencia  un  Director,  un  Secretario, 
un  Tesorero,  un  Bibliotecario  y  los  Profeso- 
res y  empleados  que  sean  indispensables. 
Todos  serán  nombrados  por  el  ciudadano 
Presidente  de  la  República. 
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Art.  26.  Para  ser  Profesor  en  la  Escuela 
nacional  de  Jurisprudencia,  se  necesitará 
«er  ciudadano  mexicano  en  el  pleno  goce  de 
sus  derechos  y  tener  título  de  Abogado. 

Art.  27.  Las  Juntas  de  Profesores,  las 
atribuciones  de  éstas.  la  distribución  de 
premios,  los  exámenes  y  los  deberes  y  fa- 
cultades del  personal  del  establecimiento,» 
así  como  las  demás  disposiciones  especia- 
lea  no  consignadas  en  esta  ley,  se  regirán 
en  lo  sucesivo  por  las  prescripciones  de  la 
Ley  de  Notarios,  de  la  de  Agentes,  de  la  de 
Instrucción  publica  y  de  su  Reglamento,  así 
como  por  las  comprendidas  en  el  Reglamen- 
to de  la  Escuela. 

artículos  transitorios 

1.°  Esta  ley  comenzará  á  regir  el  próxi 
mo  año  escolar. 

2.°  Los  alumnos  que  al  expedirse  esta 
ley  hayan  sido  aprobados  en  exámenes  co- 
rrespondientes á  cualquiera  de  las  asignatu- 
ras de  la  misma,  no  tendrán  que  cursar  nue- 
vamente dichas  asignatura*»;  pero  si  sólo 
han  sido  aprobados  en  primer  aflo  de  Eco- 
nomía política  ó  en  primero  de  Medicina  le- 
gal, tendrán  la  obligación  de  estudiar,  res- 
pectivamente, en  los  cursos  de  Medicina  le- 
gal y  de  Economía  política,  la  parte  que  aun 
no  hayan  estudiado  y  que  corresponderá  á 
lo  que  formaba  el  segundo  curso  de  las  men- 
cionadas materias,  conforme  á  la  ley  ante- 
rior á  la  presente.  Completarán  el  curso  de 
las  asignaturas  referidas  en  el  primero  de 
los  años  á  que  se  inscriban  después  de  la  ex- 
pedición de  este  decreto. 

3.°  Los  alumnos  que  el  afío  de  1898  es- 
tudien primero,  segundo  ó  tercer  curso  en 
la  Escuela  nacional  de  Jurisprudencia,  se 
someterán  desde  luego  á  las  prescripciones 
de  esta  ley;  los  que  al  empezar  á  regir  las 
presentes  disposiciones  hayan  sido  aproba- 
dos en  examen  de  tercer  año,  terminarán  sus 
estudios  sujetándose  al  plan  de  6  de  Enero 
de  1889,  salvo  lo  dispuesto  en  el  artículo 
transitorio  precedente. 

4.°  En  los  casos  no  previstos  por  esta 
ley,  la  Dirección  de  la  Espuela  nacional  de 
Jurisprudencia  resolverá  lo  conducente;  per,o 
siempre  que  el  punto  dudoso  fuere  grave,, 
deberá  consultarlo  á  la  Secretaría  de  Justi- 
cia é  Instrucción  pública. 

Organización  de  los  establecimientos 
penales  del  Distrito  federal. -Ley  de  3  de 

Diciembre  de  1897. 

Artículo  I.®    En  el  Distrito  federal  habrá 
los  establecimientos  penales  siguientes: 
I.     Una  cárcel  de  detención  en  cada  una 


de  las  cabeceras  de  las  municipalidades  fo- 
ráneas, con  excepción  de  Tlálpam. 

II.  Una  cárcel  municipal  en  la  ciudad 
de  Tlálpam. 

III.  Una  cárcel  de  ciudad  y  una  cárcel 
general  en  México. 

IV.  Una  penitenciaría  en  dichaciudad. 

V.  Una  casa  de  corrección  para  menores, 
que  se  subdividirá  en  dos  departamentos: 
uno  destinado  á  la  educación  correccional  y 
otro  á  la  reclusión  de  corrección  penal. 

Art.  2.°  Las  cárceles  de  las  cabeceras  de 
las  municipalidades  foráneas  tendrán  por 
objeto: 

I.  La  detención  ■  de  los  individuos  apre- 
hendidos por  cualquiera  clase  de  delitos,  en 
las  respectivas  demarcaciones,  durante  la 
práctica  de  las  primeras  diligencias  de  la 
instrucción,  por  las  autoridad  es  á  quienes  co- 
rresponda conforme  á  la  ley. 

II.  La  detención  y  prisión  preventiva  de 
lorindividuos  de  cuyos  procesos  conozcan 
los  Jueces  menores  y  dé  paz  de  las  respec- 
tivas demarcaciones. 

III.  La  extinción  de  las  penas  de  arresta 
menor  y  mayor  impuestas  por  las  autorida- 
des judiciales  ó  administrativas  de  las  res»  ■ 
pectivas  demarcaciones. 

Art.  3.°  La  cárcel  municipal  de  Tlálpam 
se  destinará: 

I.  A  la  detención  de  los  individuos  apre- 
hendidos por  cualquiera  clase  de  delitos,  du- 
rante la  práctica  de  las  primeras  diligencias 
de  la  instrucción  por  las  autoridades  á  quie- 
nes corresponda  conforme  á  la  ley,  siempre 
que  éstas  residan  en  la  cindnd  de  Tlálpam. 

II.  A  la  detención  y  prisión  preventiva 
de  los  inculpados  de  cuyos  procesos  conoz- 
ca el  Juez  de  primera  instancia  de  Tlálpam. 

III.  A  la  extinción  dejas  condenas  de 
arresto  menor  y  mayor  impuestas  por  las 
autoridades  judiciales  ó  administrativas  de 
la  ciudad  y  municipalidad  de  Tlálpam. 

Art.  4.o  La  cárcel  de  ciudad  de  México  se 
destinará  á  que  en  ella  sufran  su  detención 
y  arresto  menor  los  reos  de  faltas  de  la  com- 
petencia de  las  autoridades  administrativas 
de  la  capital 

Art.  5.°  La  cárcel  general  de  México  se 
destinará: 

I.  A  la  detención  de  toda  clase  de  incul- 
pados por  delitos  que  no  sean  militares  y  de 
cuyos  procesos  conozcan  las  autoridades  re- 
sidentes en  la  ciudad  de  México. 

II.  A  que  extingan  sus  condenas  lóg- 
reos sentenciados  á  arresto  menor  y  mayor 
por  las  autoridades  judiciales  residentes  en 
la  ciudad  de  México,  y  los  condenados  á  re- 
clusión simple. 

III.  A  que  extingan  sus  condenas  los 
sentenciados  á  prisión  ordinaria  que  no  de- 
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ban  ingresar  á  la  penitenciaría,  conforme  al 
artículo  siguiente,  ó  que  debiendo  ingresar 
á  ella  no  puedan  ser  trasladados  desde  luego 
por  falta  de  celda  disponible. 

Art.  6.°  La  penitenciaría  de  México  se 
destinará  exclusivamente  á  que  en  ella  ex- 
tingan sus  condenas  los  reos  varones  que  en 
seguida  se  expresan: 

I.  Los  condenados  á  prisión  extraordi- 
naria. 

II.  Los  reincidentes  condenados  á  pri- 
sión ordinaria. 

III.  Los  demás  condenados  á  prisión  que 
determinen  los  reglamentos  expedidos  por 
el  Ejecutivo. 

Art.  7.°  La  Casa  de  corrección  se  desti- 
nará: 

I.  A  que  en  el  departamento  de  Educa- 
ción correccional  reciban  educación: 

A.  Los  menores  varones  de  catorce  años 
que  por  haber  delinquido  sin  discernimien- 
to sean  sometidos  á  esa  medida  preventiva 
conforme  al  Código  penal. 

B.  Los  menores  que  sean  consignados 
por  medida  administrativa  dictada  de  oficio 
ó  á  solicitud  de  los  padres  ó  encargados  de 
los  menores. 

II.  A  que  en  el  departamento  de  correc- 
ción penal,  extingan  sus  condenas  los  meno- 
res, varones  condenados  á  esa  pena. 

Art.  8.°  Cada  municipalidad  tiene  la  obli- 
gación de  establecer  la  cárcel  de  su  demar- 
cación y  de  proveer  á  todos  sus  gastos,  con- 
forme a  lo  prevenido  en  el  Reglamento  ge- 
neral de  Establecimientos  penales  y  en  Las 
demás  disposiciones  relativas. 

La  municipalidad  de  Tlálpam  proveerá  á 
los  gastos  de  la  cárcel  de  esa  ciudad,  con 
cargo  á  sus  fondos.  La  fuerza  que  custodie 
esa  cárcel  será  pagada  con  cargo  al  presu- 
puesto de  egresos  de  la  Federación,  en  el  cual 
se  asignará  anualmente  determinada  suma 
para  contribuir  á  los  gastos  de  alimentos,  en 
calidad  de  subvención. 

Art.  9.o  La  penitenciaría  y  las  cárceles 
de  México  dependerán  de  la  Secretaría  de 
Gobernación,  quedando  al  cargo  inmediato 
del  Gobierno  del  distrito.  Los  gastos  de  la 
penitenciaría  y  de  la  cárcel  general  serán 
-considerados  en  el  presupuesto  de  egresos 
de  la  Federación,  contribuyendo  el  Ayunta- 
miento de  México  para  los  gastos  de  la  cár- 
cel con  la  cantidad  de  ocho  centavos  diarios 
por  cada  preso  que  hubiere  en  ella  hasta  30 
de  Junio  de  1899;  del  1.°  de  Julio  de  ese  año 
al  30  de  Junio  de  1900,  la  contribución  del 
Ayuntamiento  será  de  siete  centavos  por  día 
y  por  preso,  y  del  1.°  de  Julio  de  1900  en 
adelante,  será  de  seis  centavos  por  día  y  por 
preso.  El  Ayuntamiento  hará  los  enteros  por 
quincenas  vencidas. 


Los  gastos  de  la  cárcel  de  ciudad  aeran 
cubiertos  en  su  totalidad  por  el  A  y  untainir»  - 
to  de  México, 

Art.  10.  Este  decreto  comentará  á  regir 
el  día  l.o  de  Julio  de  1898,  sin  perjuicio  «i» 
que  las  disposiciones  relativas  A  la  peniten- 
ciaría se  lleven  A  efecto  desde  el  día  en  qoe 
'se  inaugure  oficialmente  es»  establecí  mienta 

Ley  de  enseñanza  uro  fusiona)  para  U 
Encnela  nacional  de  Medicina,  de  16  de  Di- 
ciembre de  1897, 

Artículo  \.n  La  enseñanza  en  la  EscutU 
nacional  de  Medicina,  co  ni  prenderá  las  Er- 
guientes ir       ñus: 

Física  ó  Historia  natural  médicas* — Qul 
mica  médica,  — Anatomía  descriptiva  y  prkr 
tica  de  las  disecciones,  —  Anatomía  general 
é  Histología  teórico- practica. — Anatomía  »■» 
pográfica  y  ejercicios  prácticos  corres  pen- 
dientes.—Fisiología  teórica  y  experimenta: 
— Anatomía  patológica  teórico-práctica.— 
Parasitología  y  Bacteriología.—  Patología  ge- 
neral.—Patología  médica.— Patología  qui- 
rúrgica.—Clínica  propedéutica. — Clínica  mé 
dica.— Clínica  quirúrgica.— Terapéutica  mé- 
dica — Terapéutica  quirúrgica. — Obstetricia. 
— Higiene  y  Meteorología  médica. — Medici- 
na legal  teórico-práctica  y  Moral  médica. — 
Clínica  de  Obstetricia.— Clínica  de  Gineco- 
logía.—Clínica  de  enfermedades  de  nifios.— 
Clínica  de  Oftalmología.  -Clínica  de  enfer- 
medades mentales. — Farmacia,  Posología, 
Economía  farmacéutica  y  Farmacia  legal— 
Deontologia.  —  Manipulaciones  químicas  y 
farmacéuticas. — Historia  natural  de  las  dro- 
gas simples  usadas  en  México. —  Análisis 
químico  general  y  sus  aplicaciones  princi- 
pales. 

Art.  2.°  En  la  Escuela  nacional  de  Me- 
dicina, sobarán  estudios  profesionales  para 
las  carreras  de  Medicina,  Farmacia  y  Obste- 
tricia. 

Art.  3  o  Los  estudios  profesionales  para 
la  carrera  de  Médico  serán  los  siguientes: 

Primer  año.  Física  é  Historia  natural 
médicas. —  Anatomía  descriptiva  y  práctica 
de  las  disecciones.  — Anatomía  general  é 
Histología  y  práctica  de  Histología. 

Segundo  año.  Química  médica  en  sus 
aplicaciones  prácticas. — Anatomía  topográ- 
fica; ejercicios  prácticos.- Fisiología  teórica 
y  experimental;  experimentación. 

Tercer  año.  Anatomía  patológica,  que 
consistirá  para  este  curso  en  e¡  estudio  prac- 
tico de  piezas  anatoino-patológicas,  como 
ejemplares  de  Historia  natural;  práctica  de 
autopsias  y  de  preparaciones  microscópicas. 
— Bacteriología,  que  comprenderá  la  historia 
natural  de  las  bacterias,  la  técnica  de  su  de- 
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mostración  y  de  sus  cultivos  y  ejercicios 
prácticos  de  los  alumnos. — Generalidades 
de  Patología  médica  y  quirúrgica,  compren- 
diendo la  semeiología  y  la  clínica  propedéu- 
tica y  comenzando  por  la  aplicación  de  los 
medios  de  exploración  al  hombre  sano  para 
conocer  los  órganos  en  su  estado  fisiológi- 
co. Además,  aplicación  práctica  de  los  apa- 
ratos é  instrumentos  especiales  que  sirven 
para  explorar  los  órganos  enfermos.— Disec- 
ciones. -  Clínica  propedéutica  módica  y  qui- 
rúrgica. 

Cuarto  año.  Patología  módica  elemental. 
— Patología  quirúrgica  elemental. — Clínicas 
interna  y  externa.  — Anatomía  patológica 
(Complementó  del  curso  anterior  de  la  mis- 
ma materia). — Bacteriología  (Complemento 
del  curso  precedente  de  la  misma  asignatu- 
ra). -  Ejercicios  prácticos  de  Anatomía  to- 
pográfica. Los  alumnos  tienen  la  obligación 
de  concurrir  á  los  hospitales  para  asistir 
diariamente  á  las  clínicas  interna  y  exter- 
na, á  cuyo  efecto  éstas  deberán  darse  á  ho- 
ras diferentes.  Además,  los  alumnos  harán 
la  historia  clínica  de  loa  enfermos  que  el 
Profesor  les  señale. 

Quinto  año.  Patología  médica.— Patolo- 
gía quirúrgica*.— Clínica  interna.  —  Clínica 
externa.— Terapéutica  médica  general  y  es- 
pecial.—Terapéutica  quirúrgica  general  y 
especial.— Obstetricia  teórica.  Los  alumnos 
tienen  la  obligación  de  asistir  á  los  estudios 
experimentales  que  se  hagan  en  la  clase  de 
Terapéutica  médica,  á  los  ejercicios  prácti- 
cos en  el  cadáver  y  á  la  aplicación  de  ven- 
dajes y  aparatos  como  complemento  del 
curso  de  Terapéutica  quirúrgica. 

Sexto  año.  Higiene  y  Meteorología  mé- 
dicas.— Medicina  legal  y  Moral  médica. — 
Patología  general. — Clínica  médica.— Clíni- 
ca quirúrgica.— Clínica  de  Obstetricia.— Clí- 
nica de  Ginecología. — Clínica  de  enferme- 
dades de  niños.— Clínica  de  Oftalmología. 
— Clínica  de  enfermedades  mentales. 

Art.  4.?  Las  clases  de  Higiene  y  Medici- 
na legal,  serán  teóricas  durante  los  prime- 
ros meses  del  año  y  prácticas  durante  los 
restantes.  El  Profesor  de  Higiene  acompa- 
ñará á  sus  alumnos  para  que  visiten  esta- 
blecimiento!* industriales,  rastros,  laborato- 
rios donde  se  baga  el  análisis  de  las  sustan- 
cias alimenticias,  etc.  Los  alumnos  de  Me- 
dicina legal,  asistirán  á-  las  autopsias  jurídi- 
cas y  á  los  reconocimientos  que  el  Profesor 
ile  la  materia  crea  conveniente  para  la  prác 
tica  respectiva.  Los  alumnos  de  Anatomía 
patológica  ejecutarán  autopsias  y  prepara- 
ciones, tanto  macroscópicas  como  microscó- 
picas. El  Ejecutivo  podrá,  cuando  lo  estime 
conveniente,  distribuir  en  cursos  semestra- 
les las  materias  que  esta  ley  especifica,  á 


cuyo  efecto  hará  en  la  misma  y  en  su  regla- 
mento, las  modiñcaciones  indispensables. 

Art.  5.o  El  reglamento  de  la  Escuela 
prescribirá  las  disposiciones  necesarias  para 
dar  á  la  enseñanza  un  carácter  absolutamen- 
te práctico  y  señalará  los  días  y  horas  en 
que  deban  darse  las  clases,  sujetándose  á- 
las  bases  siguientes:  Las  Clínicas  Médica, 
Quirúrgica  y  de  Obstetricia,  serán  diarias; 
las  de  enfermedades  de  niños,  Ginecología  y 
Oftalmología,  cada  tercer  día,  y  la  de  enfer- 
medades mentales,  dos  veces  á  la  semana. 

Art.  ft.u  Los  estudios  profesionales  para 
la  carrera  de  Farmacéutico,  se  harán  en  el 
orden  siguiente: 

Primer  aña.  Farmacia,  Posología,  Econo- 
mía farmacéutica  y  Farmacia  legal.— Deon- 
|ología,  Manipulaciones  químicas  y  farma- 
céuticas.—Práctica  del  manejo  de  los  ins- 
trumentos y  aparatos  de  Física  y  de  Quími- 
ca, usados  en  farmacia. 

Segundo  año.  Historia  natural  de  las  dro- 
gas simples,  usadas  en»  México,  estudiándo- 
las desde  el  punto  de  vista  científico  y  co- 
mercial.—Análisis  químico  general. 

Tercer  año.  Aplicaciones  del  análisis- 
químico  al  ensayo  de  los  medicamentos,  á 
la  toxicología,  al  reconocimiento  de  los  ali- 
mentos y  bebidas  y  al  de  los  productos  fisio- 
lógicos y  patológicos  más  importantes.  Du- 
rante los  tres  afíos  de  estudios  profesiona- 
les, los  alumnos  practicarán  en  una  botica 
pública  y  acreditarán  dicha  práctica  ante  la 
Secretaría  de  la  Escuela  con  los  requisitos 
que  señale  el  reglamento  de  la  misma. 

Art.  7.°  Los  estudios  profesionales  de 
Obstetricia,  se  harán  en  el  orden  que  en 
seguida  fie  expresa: 

Primer  año.  Anatomía  y  Fisiología  del 
aparato  femenino,  incluyendo  el  estudio  de 
la  pelvis  y  nociones  de  Embriología  y  de 
Anatomía  fetal;  embarazo,  parto  y  puerpe- 
rio fisiológicos;  cuidados  que  necesitan  ma- 
dre é  hijo.  Antisepsia  obstétrica.  Clínica 
propedéutica.  1  . 

Segundo  año.  Embarazo,  parto  ó  puer- 
perio patológicos;  operaciones  obstétricas; 
ejercicios  en  el  maniquí;  higiene  y  terapéu- 
tica obstétricas.  Práctica  en  el  Hospital  de 
Maternidad. 

Tercer  año.  Internado  en  el  Hospital  de 
Maternidad,  conforme  á  lo  que  prevenga  el 
Reglamento  de  la  Escuela. 

Art.  8.0  Para  poder  ser  inscrito  como 
alumno  numerario  en  la  Escuela  nacional 
de  Medicina,  el  solicitante  acreditará,  por 
medio  de  un  certificado  de  la  Escuela  nacio- 
nal preparatoria  ó  de  las  Escuelas  de  igual 
carácter,  de  los  Estados,  que  ha  hecho  los 
estudios  que  previene  la  ley  expedida  en  1& 
de  Noviembre  de  1897. 
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Art.  9,o  La  Escuela  nacional  de  Medici- 
na abrirá  el  registro  de  sus  inscripciones  él 
16  de  Diciembre  de  cada  afio"  y  lo  cerrará 
-el  1.°  de  Enero  siguiente.  Podrá,  sin  embar- 
go, prorrogarse  este  término  hasta  el  15  de 
Enero,  siempre  que  para  hacerlo  así  haya 
motivos  justificados. 

Art.  10.  Los  alumnos  no  podrán  inscri- 
birse para  cursar  materias  de  dos  años  di- 
ferentes. 

Art.  11.  Los  cursos  principiarán  el  día 
7  de  Enero  de  cada  afio  y  terminarán  el  día 
16  de  Octubre.  Se  interrumpirán  solamen- 
te los  domingos  y  días  de  fiesta,  nacio- 
nal, así  como  durante  una  «emana,  que  en 
la  Primavera  podrá  conceder  el  Director  á 
\ os  alumnos. 

Art.  12.  Tendrán  < ler echo  para  concurrir 
á  las  clases  todas  las  personas  que  lo  de- 
seen, y  no  se  les  exigirá  más  requisito  que 
el  de  sujetarse  al  Reglamento  interior  de  la 
Escuela. 

Art.  13.  Los  Profesores  presentarán 
anualmente  durante  el  mes  de  Julio,  al  Di- 
rector del  establecí  mentó,  los  programas 
< le  las  asignaturas  que  enseñen,  y  propon- 
< Irán  á  la  ves  las  obras  de  texto  que  deben 
regir  en  el  afio  siguiente.  —Para  formar  los 
programas  tomarán  en  consideración  las 
necesidades  de  los  cursos  relacionados  en- 
tre sí,  á  fin  de  graduar  convenientemente 
4a  enseñanza.  El  Director,  á  más  tardar  el 
mes  de  Septiembre,  elevará  dichos  progra- 
mas y  la  lista  de  las  obras  de  texto  propues- 
tas, así  como  las  observaciones  que  estimare 
oportunas,  á  la  Secretaría  de  Justicia  ó  Ins- 
trucción pública,  para  su  examen,  resolución 
y  publicación. 

Art.  14.  Cada  Profesor  »e  sujetará  al 
programa  aprobado,  desarrollándolo  de  un 
modo  rigurosamente  práctico,  dentro  de) 
tiempo  destinado  á  los  cursos  por  esta  ley. 

Art.  16.  Habrá  exámenes  parciales,  y 
profesionales.  Los  primeros  se  efectuarán 
en  don  períodos,  á  saber:  del  16  de  Octubre 
ni  16  de  Noviembre  y  del  26  de  Diciembre 
al  7  de  Enero;  pero  sólo  se  examinarán  en 
este  último  período,  los  alumnos  que  á  jui- 
cio del  Director  acrediten  para  ello  motivos 
justificados.  Los  exámenes  profesionales  de- 
berán hacerse  dentro  del  período  'escolar 
-destinado  á  las  clases. 

Art.  16.  La  falta  de  asistencia  á  quince 
lecciones  teóricas,  á  diez  de  los  ejercicios 
prácticos  ó  á  quince  de  las  clínicas,  será 
motivo  para  diferir  el  examen  del  alumno, 
de  Octubre  á  Diciembre.  Si  las  faltas  de 
asistencia  llegan  á  veinte  en  las  clínicas  ó 
en  las  clases,  ó  á  quince  en  los  ejercicios 
prácticos,  el  alumno  no  tendrá  derecho  á 
examen. 


Art.  17.  Las  enfermedades  y  las  ausen- 
cias forzosas  debidamente  comprobadas  á 
juicio  del  Director,  podrán  ser  tomadas  en 
consideración  por  éste  para  dispensar  hasta 
otras  diez  faltas,  además  de  las  que  séllala 
el  articulo  que  precede,  siempre  que  los 
buenos  antecedentes  escolares  del  alumno 
de  que  se  trate,  justifiquen  tal  excepción. 

Art.  18.  Los  alumnos  que  sean  aproba- 
dos en  los  exámenes  profesionales  tienen 
derecho  á  que  se  les  expida  por  la  Junta 
directiva  de  Instrucción  pública,  el  título 
respectivo,  previo  informe  del  Director  de 
la  Escuela  y  de  acuerdo  con  las  prescrip- 
ciones especiales  que  fijará  el  Reglamento 
de  la  misma. 

Art.  19.  Los  que  posean  títulos  de  Es- 
cuelas oficiales  de  los  Estados  ó  del  extran- 
jero de  alguna  de  las  carreras  á  que  se  re- 
fiere esta  ley,  se  sujetarán  en  la  Escuela 
nacional  de  Medicina  al  examen  profesional 
respectivo,  para  que  puedan  ejercer  legal- 
mente  su  profesión. 

Art.  20.  A  los  alumnos  que  cursen  con 
aprovechamiento  durante  dos  años  más  que 
los  señalados  en  esta  ley,  alguna  de  las  cla- 
ses, y  que  sean  aprobados  por  unanimidad 
en  un  examen  rigurosamente  práctico,  po- 
drá extenderles  la  Escuela,  después  de  que 
hayan  obtenido  su  título  de  Médicos,  on 
diploma  de  especialistas  en  el  ramo  á  que 
se  hayan  dedicado. 

Art.  21.  Habrá  en  la  Escuela  nacional 
de  Medicina  un  Director,  un  Subdirector, 
un  Secretario,  un  Tesorero,  un  Bibliotecario 
y  los  Profesores,  agregados,  ayudantes  y 
empleados  que  sean  necesarios.  Los  Profe- 
sores serán  nombrados  por  oposición,  de 
acuerdo  con  las  prescripciones  especiales 
del  Reglamento  de  la  Escuela. 

Art.  22.  Los  puntos  no  previstos  en  esta 
ley  y  en  el  Reglamento  de  ia  misma,  con- 
tinuarán rigiéndose  en  lo  sucesivo  por  la 
Ley  de  Instrucción  pública  y  por  su  Regla- 
mento. 

Ley  ele  enseñanza  para  la  Escnela  na- 
cional de  Bellas  Artes,  de  16  de  Diciem- 
bre de  1897. 

Artículo  1.°  La  ensefiansa  en  la  Escuela 
nacional  de  Belfas  Artes,  comprenderá  las 
siguientes  materias:  • 

Dibujo  de  figura,  Dibujo  de  ornato,  Dibu- 
jo lineal,  Dibujo  de  paisaje,  Matemáticas  su- 
periores, Curso  general  teó rico-práctico  de 
Ordenes  clásicos  y  de  copia  de  monumentos, 
Geometría  descriptiva,  Perspectiva,  Curso 
teórico-práctico  de  Ornamentación,  Mecánica 
analítica,  Estéreo totnía,  Carpintería  y  Es- 
tructuras de  hierro,  Estudio  de  rocas  y  cono- 
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cimiento  práctico  de  materiales  de  cons- 
trucción, Mecánica  de  las  construcciones, 
Historia  de  las  Bellas  Artes,  Construcción 
práctica,  Estática  gráfica,  Dibujo  de  cons- 
trucciones modernas,  Presupuestos,  avalúos 
y  arquitectura  legal  y  sanitaria,  Contabili- 
dad y  administración  de  obras,  Ornato  mo- 
delado, Acuarela,  Topografía,  Composición 
de  Arquitectura,  Dibujo  copiado  del  yeso, 
Italiano,  Anatomía  de  las  formas,  Dibujo  to- 
mado del  natural,  Grabado  en  lámina,  Gra- 
bado en  hueco,  Escultura  y  Pintura. 

Art.  2.°  En  la  Escuela  nacional  de  Bellas 
Artes  se  harán  ios  estudios  correspondien- 
tes á: 

Arquitectura,  Pintura  de  figura  y  de  pai 
saje,  Escultura  de  figura  y  de  ornato,  Gra- 
bado en  lámina  y  en  hueco. 

Art.  3.o  Los  estudios  profesionales  para 
la  carrera  de  Arquitecto,  se  harán  en  él  or- 
den siguiente: 

Frimer  año.    Dibujo  de  figura. 
Segundo  año.    Dibujo  lineal. 
Tercer  año.     Dibujo  de  ornato  copiado  de 
la  estampa. 

Cuarto  año.    Acuarela. 
Quinto  año.    Matemáticas  superiores, 
comprendiendo  nociones  de  Trigonometría 
esférica  y  Geometría  analítica,  Algebra  su- 
perior y  Cálculo  diferencial  é  integral. 
Geometría  descriptiva. 
Curso  general  teórico- práctico  de  Órdenes 
clásicos  y  copia  de  monumentos  de  la  anti- 
güedad. 

Curso  teórico-práctico  de  Ornamentación 
correspondiente  á  los  estilos  egipcio,  griego 
y   romano. 

Ornato -modelado.  ' 

Sexto  año.    Mecánica  analítica. 
Estereotomfa. 

Corso  general  teórico-práctico  de  copia  de 
monumentos  de  la  Edad  Media  y  detallado* 
de  construcciones  modernas. 

Curso  teórico-práctico  de  Ornamentación 
correspondiente  a  los  estilos  latino,  morisco, 
bizantino,  romáuico  y  ojival. 

Estudio  de  rocas  y  conocimiento  práctico 
de  materiales  de  construcción,  particular- 
mente del  país. 

Séptimo  año.  Mecánica  aplicada  á  las 
construcciones. 

Carpintería  y  estructuras  de  hierro. 
Historia  de  las  Bellas  Artes. 
Curso  general  teórico-práctico  de  copia  de 
monumentos  del   Renacimiento  y  detallado 
de  construcciones  modernas. 

Curso  teótico-práctico  de  Ornamentación 
correspondiente  á  los  estilos  del  Renaci- 
miento. 

Octavo  año.  Construcción  práctica  y  Es- 
tática gráfica. 


Clase  teórico-práctica  de  composición  ,  y 
concurso  de  composición. 
Práctica  en  las  obras. 
Noveno  año.    Topografía. 
Presupuestos,   avalúos  y  arquitectura  le- 
gal y  sanitaria.  Contabilidad  y  administra- 
ción de  obras. 

Clase  teórico-práctica  de  composición  y 
concurso  de  composición. 
Práctica  en  las  obras. 
Art.  4.°  Los  estudios  correspondientes  á 
los  cuatro  primeros  años  de  que  habla  el  ar- 
tículo anterior,  deberán  hacerse  antes  de 
concluir  los  estudios  preparatorios  ó  durante 
éstos;  los  demás  no  podrán  efectuarse  sino 
hasta  que  se  hayan  terminado  los  que  pre- 
viene la  ley  de  15  de  Noviembre  de  1897. 

Art.  6.o     Los  estudios    para  los   pintores 
de  figura  serán  los  siguientes: 

Primer  año.    Primer   curso  de  Dibujo  de 
figura. 
Primer  curso  de  Dibujo  de  ornato. 
Primero  y  segundo  cursos  semestrales  de 
Matemáticas,  en  la  Escuela  nacional  prepa- 
ratoria. 
Francés. 

Segundo  año.    Segundo  curso  de  Dibujo 
de  figura. 
Segundo  curso  de  Dibujo  de  ornato. 
Cosmografía. 
Física. 

Curso  teórico-práctico  de  Lengua  nacio- 
nal. 

Tercer  año.    Perspectiva.  Dibujo  de   pai- 
saje y  del  yeso. 
Química 
Geografía. 
Italiano. 

Cuarto  año.    Segundo  año  de  Dibujo  de 
paisaje  y  del  yeso. 
Perspectiva  práctica. 
Historia  natural. 

Primer  afío  de  Anatomía  de  las  formas. 
Quinto  año.  Dibujo  de  órdenes  clásicos. 
Historia  general. 

Segundo  año  de  Anatomía  de  las  formas 
Claro-obscuro. 
Sexto  año.    Historia  patria. 
Historia  de  las  Bellas  Artes. 
Dibujo  del  desnudo. 
Copia  de  cuadros. 
Séptimo  año.    Dibujo  del  desnudo. 
Pintura  del  natural. 
Primer  curso  de  Ornamentación. 
Octavo  año.     Dibujo  del  desnudo. 
Concurso  de  composición. 
Composición  de  pintura. 
Pintura  del  natural. 
Segundo  curso  de  Ornamentación. 
Noveno  año.    Dibujo  del  desnudo. 
Concurso  final  de  composición. 
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, Composición  de  pintara. 

Pintura  del  natural. 

Tercer  curso  de  Ornamentación. 

Art.  6.°  Para  los  pintores  de  paisaje  los 
cuatro  primeros  años  serán  idénticos  á  los 
que  señala  el  artículo  anterior;  los  siguien- 
tes serán  en  este  orden: 

Quinto  año.     Dibujo  de  órdenes  clásicos. 

Historia  general. 

Segundo  año  de  Anatomía  de  las  formas. 

Elementos  de  colorido. 

Estudios  de  paisaje  y  figura  tomado  del 
natural. 

Sexto  año.    Historia  patria. 

Historia  de  las  Bellas  Artes. 

Dibujo  del  desnudo. 

Copia  de  cuadros.  Pintura  de  objetos  de 
naturaleza  muerta. 

Séptimo  año.     Dibujo  del  desnudo. 

Concurso  de  composición. 

Pintura  del  natural  (excursiones  campes- 
tres) 

Octavo  año.     Dibujo   del  desnudo. 

Concurso  de  composición. 

Composición  de  pintura. 

Pintura  del  natural. 

Noveno  año.     Dibujo  del  desnudo. 

Concurso  final  de  composición. 

Composición  de  pintura. 

Pintura  al  natural. 

Art.  7.°  Para  los  acuarelistas  los  cuatro 
primeros  años  serán  idénticos  á  loe  que  se 
prescriben  para  los  pintores  de  figura;  los 
años  reatantes  serán  los  siguientes: 

Quinto  año.     Dibujo  de  órdenes  clásicos. 

Historia  general. 

Segundo  año  de  Anatomía  de  las  formas. 

Copia  de  modelos. 

Sexta,  año.     Historia  patria. 

Historia  de  las  Bellas  Artes. 

Dibujo  del  desnudo 

Pintura  del  natural.  (Modelo  vivo,  objetos 
de  naturaleza  muerta,  flores,  paisajes,  etc.) 

Séptimo  año.     Dibujo  del  desnudo. 

Concurso  de  composición. 

Art.  8.°  Para  los  escultores  de  figura  los 
cuatro  primeros  años  serán  los  mismos  que 
se  prescriben  para  los  pintores;  los  demás 
serán  los  siguientes: 

Quinto  año.     Dibujo  de  órdenes  clásicos. 

Historia  general. 

Segundo  año  de  Anatomía  de  las   formas. 

Copia  de  extremidades  y  cabezas. 

Sexto  año.     Historia  patria. 

Historia  de  las  Bellas  Artes. 

Dibujo  del  desnudo. 

Copia  de  figuras  y  de  bajorrelieves. 

Ornamentación. 

Séptimo  año.     Dibujo  del  desnudo. 

Concurso  de  composición. 

Copia  de  relieves  y  grupos  del  natural. 


Octavo  año.     Dibujo  del  desnodo. 

Concurso  de  composición. 

Noveno  año.    Dibujo  del  desnodo. 

Concurso  final  de  composición. — Desbas- 
tes del  mármol. 

Art.  9.°  Para  los  escultores  de  ornato  los 
cuatro  primeros  años  serán  como  se  ha  ex- 
presado para  los  pintores;  los  demás  se  harán 
en  el  orden  siguiente: 

Quinto  año.     Dibujo  de  órdenes  clásicos. 

Historia  general. 

Segundo  año  de  Anatomía  de  las  formas. 

Ornamentación  egipcia,  griega  y  romana. 

Ornato  modelado. 

Sexto  año.    Historia  patria. 

Historia  de  las  Bellas  Artes. 

Dibujo  del  desnudo. 

Ornamentación  de  los  estilos  latino,  mo- 
risco, bizantino,  románico  y  ojival. 

Por  medio  de  la  escultura,  copia  de  nato* 
raleza  muerta. 

Séptimo  año.     Dibujo  del  desnudo. 

Concurso  de  composición. 

Por  medio  de  la  escultura,  estudio  de  ani- 
males. 

Ornamentación  de  los  estilos  del  Renaci- 
miento. 

Octavo  año.     Dibujo  del  desnudo. 

Concurso  final  de  composición. 

Práctica  en  mármol  y  alabastro. 

Art.  10.  Para  grabadores  en  lámina  los 
cuatro  primeros  años  serán  idénticos  á  los 
que  se  prescriben  para  los  pintores;  los  de- 
más como  sigue: 

Quinto  año.     Dibujo  de  órdenes  clásicos. 

Historia  general.  ' 

Segundo  año  de  Anatomía  de  las  formas. 

Ejercicio  al  buril  y  al  agua  fuerte;  prepa 
ración  de  fondos,  campos  y  trajes. 

Sexto  año.     Historia  patria. 

Ornamentación. 

Historia  de  las  Bellas  Artes. 

Dibujo  del  desnudo. 

Claro  obscuro.  — Cabezas  y  extremidades; 
interpretación  de  los  colores  (buril  y  agua 
fuerte). 

Séptimo  año.     Dibujo  del  desnudo. 

Concurso  de  composición. 

Grabado  de  figuras  aisladas  tomadas  de 
buenos  originales. 

Dibujo  de  copia  de  cuadros  de  pintora. 

Dibujo  á  la  pluma  con  tinta  de  China. 

Octavo  año.     Dibujo  del  desnudo. 

Concurso  de  composición. 

Grabados,  .copiando  cuadros  de  pintura 
sencillos. 

Noveno  año.     Dibujo  del  desnudo. 

Concurso  final  de  composición. 

Grabados;  copiando  cuadros  de  pintura 
difíciles. 

Art.  1 1 .    Los  grabadores  en  hueco  cursa- 
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rán  durante  los  primeros  cuatro  años  de  su 
carrera  las  mismas  materias  señaladas  para 
los  primeros  cuatro  afios  de  los  pintores;  en 
seguida  estudiará  en  el  orden  que  á  conti- 
nuación se  expresa: 

Quinto  año.    Dibujo  de  órdenes  clásicos. 

Historia  general. 

Segundo  año  de  Anatomía  de  las  formas. 

Cabezas  modeladas  en  pequeñas  dimen- 
siones. 

Cabezas  modeladas  de  t amafio  natural,  en 
la  clase  de  Escultura. 

Sexto  año.     Historia  patria. 

Ornamentación. 

Historia  de  las  Bellas  Artes. 

Dibujo  del  desnudo. 

Cabezas  y  figuras  modeladas  tomadas  del 
antiguo  ó  de  la  estampa. 

Séptimo  año.    Dibujo  del  desnudo. 

Concurso  de  composición. 

Elementos  histórjcos  de  heráldica,  pun- 
zones y  grabados  de  letra. 

Octavo  año.     Dibujo  del  desnudo. 

Concurso  de  composición. 

Medallas  monumentales.  — Ornato  mode- 
lado en  la  clase  de  Escultura. 

Noveno  año.    Dibujo  del  desnudo. 

Clase  de  composición. 

Concurso  final  de  composición. 

Art.  12.  Los  alumnos  que.  estudien  Pin- 
tura, Escultura  ó  Grabado  podrán  cursar  en 
la  Escuela  nacional  preparatoria  ó  en  la  de 
comercio  las  materias  siguientes:  Francés, 
Lengua  nacional,  Cosmografía,  Física,  Quí- 
mica, Historia  natural,  Geografía  ó  His- 
toria. 

Art.  13.  Ningún  alumno  podrá  inscribir- 
se para  cursar  cualquiera  de  los  años  antes 
especificados  si  no  ha  sido  aprobado  en  los 
exámenes  correspondientes  á  todas  las  ma- 
terias del  curso  anterior;  pero  los  que  sigan 
las  carreras  de„Pintura,  Escultura  ó  Grabado 
no  tendrán  qoe  examinarse  de  las  asignatu- 
ras que  especifica  el  artículo  precedente,  sino 
en  el  caso  de  que  falten  á  más  de  la  sexta 
parte  de  las  clases  consagradas  á  las  mismas 
asignaturas 

Art.  14.  La  Escuela  nacional  de  Bellas 
Artes  abrirá  el  registro  de  sus  inscripciones 
el  16  de  Diciembre  de  cada  afio  y  lo  cerrará 
el  l.o  de  Enero  siguiente.  Podrán  sin  embar- 
go 8er  inscritos  después  de  dicho  término 
aquellos  alumnos  que  por  circunstancias 
atendibles  obtengan  esta  concesión  de  la  Di- 
rección de  la  Escuela. 

Art.  15.  .  Los  cursos  principiarán  el  día  7 
de  Enero  de  cada  afio  y  terminarán  el  15  de 
Octubre,  interrumpiéndose  solamente  los 
domingos  y  días  de  fiesta  nacional,  así  como 
durante  una  semana  que  podrá  conceder  el 
Director  á  los  alumnos. 
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Art.  16.  Tendrán  derecho  para  concurrir 
á  las  clases  todas  las  personas  que  lo  deseen, 
y  no  se  les  exigirá  más  requisito  que  el  de 
sujetarse  al  Reglamento  interior  de  la  Ks- 
cuela. 

Art.  17.  Los  Profesores  presentarán 
anualmente,  durante  el  mes  de  Julio,  al  Di- 
rector del  establecimiento,  los  programas  de 
las  asignaturas  que  ensefieu,  y  propondrán 
á  la  vez  las  obras  de  texto  que  deben  regir 
en  el  afio  siguiente. 

Para  formar  los  programas  tomarán  en 
consideración  las  necesidades  de  los  cursos 
relacionados  entre  sí,  á  fin  de  graduar  con- 
venientemente la  enseílanza.  El  Director,  á 
más  tardar  el  mes  de  Septiembre,  elevará 
dichos  programas  y  la  lista  de  las  ebras  de 
texto  propuestas,  con  las  observaciones  que 
estimare  oportunas,  á  la  Secretaría  de  Justi- 
cia ó  Instrucción  publica  para  su  examen, 
resolución  y  publicación. 

.Art.  1 8.  Cada  Profesor  se  sujetará  al  pro- 
grama aprobado,  desarrollándolo  necesaria- 
mente dentro  del  tiempo  destinado  á  los  cur- 
sos para  esta  ley. 

Art.  19.  Habrá  exámenes  parciales  de 
todas  las  materias  que  se  estudian  en  la  Es- 
cuela nacional  de  Bellas  Artes,  y  profesiona- 
les de  Arquitecto.  Los  primeros  se  efectua- 
rán en  dos  períodos,  á  saber:  del  15  de 
Octubre  al  16  de  Noviembre  y  del  26  de 
Diciembre  al  7  de  Enero.  Los  segundos  en 
cualquier  tiempo  dentro  del  período  escolar 
destinado  á  los  estudios. 

Art.  20,  Losalumnos  que  sean  aprobados 
en  los  exámenes  profesionales  de  Arquitecto 
tienen  derecho  á  que  se  les  expida,  por  la 
Junta  directiva  de  Instrucción  pública,  el 
título  respectivo,  previa  la  información'  co- 
rrespondiente de  la  Dirección  de  >a  Escuela, 
y  de  acuerdo  con  las  prescripciones  especia- 
les que  fijará  el  Reglamento  de  la  misma. 

Art.  21.  Los  que  posean  título  de  Arqui- 
tecto, expedido  por  Escuelas  oficiales  de 
los  Estados  y  deseen  obtener  el  que  expida 
la  Junta  directiva  con  arreglo  al  artículo  an- 
terior, se  sujetarán  en  la  Escuela  nacional 
de  Bellas  Artes  al  examen  profesional  co 
r  respondí  en  te. 

Igual  requisito  se  exigirá  á  los  que  po- 
sean un  título  del  extranjero  para  que  pue- 
dan ejercer  legalmente  su  profesión  en  la 
República. 

Art.  22.  La  instrucción  en  la  Escuela  na- 
cional de  Bellas  Artes  será  gratuita;  y  ni  por 
las  inscripciones  ni  por  los  exámenes  se 
exigirá  derecho  alguno  á  los  interesados. 

Art.  23.  Habrá  en  la  Escuela  nacional  de 
Bellas  Artes  un  Director,  un  Secretario,  un 
Tesorero,  un  Bibliotecario  y  los  Profesores 
y  empleados  que  sean  necesarios.  Los  Pro- 
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fesore8  de  Arquitectura  que  se  nombren  con 
posterioridad  á  la  expedición  de  esta  ley, 
deberán  tener  titulo  de  Arquitecto.  Todos 
serán  nombrados  por  el  ciudadano  Presiden- 
te de  la  República. 

Art.  24.  Los  alumnos  que  hayan  hecho, 
de  acuerdo  con  la  presente  ley,  todos  las  estu- 
dios que  la  misma  prescribe  para  las  carre- 
ras de  Pintura,  Escultura,  ó  Grabado,  ten- 
drán derecho  a  que,  en' un  diploma  especial 
que  les  expedirá  la  Secretaría  de  Justicia  é 
Instrucción  pública,  se  haga  constar  que  han 
efectuado  los  referidos  estudios. 

Art.  25.  Los  casos  no  previstos  en  esta 
ley  y  en  el  Reglamento  de  la  misma  conti- 
nuarán rigiéudose  en  lo  sucesivo  por  la  de 
Instrucción  pública  y  por  su  Reglamento. 

Marcas  de  fábrica.— Ley  de  17  de  Di- 
ciembre de  1897,  modificativa  de  la  vigente. 

Artículo  1.°  Se  reforma  el  art.  4.°  de  la 
ley  de  28  de  Noviembre  de  1889  sobre  mar- 
cas de  fábrica  en  los  términos  siguientes: 

«Art.  4.°  Cualquier  propietario  de  una 
marca  de  fábrica,  ya  sea  nacional  ó  extran- 
jero, residente  en  el  país  ó  fuera  de  él,  pue- 
de adquirir  el  derecho  exclusivo  de  usarla 
en  la  República,  sujetándose  á  las  formali- 
dades de  la  presente  ley.» 

Art.  2.°  Se  deroga  la  frac.  IV  del  art.  6.° 
de  la  misma  ley. 

Reglamento  para  el  gobierno  interior 
del  Congreso  general  de  los  Estados  Uni- 
dos Mexicanos,  aprobado  por  ley  de  20  de 
Diciembre  de  1897. 

De  la  instalación  de  las  Cámaras, 

Artículo  1.°  El  Congreso  tendrá  cada 
año  dos  períodos  de  sesiones  ordinarias:  el 
primero,  prorrogable  hasta  por  treinta  días 
útiles,  comenzará  el  día  16  de  Septiembre  y 
terminará  el  día  15  de  Diciembre;  y  el  se- 
gundo, prorrogable  hasta  por  quince  días 
útiles,  comenzará  el  1.°  de  Abril  y  terminará 
el  último  día  de  Mayo. 

Art.  2.°  Cada  Cámara,  antes  de  cerrar 
las  sesiones  del  segundo  período  del  segun- 
do año,  nombrará  una  Comisión  compuesta 
de  cuatro  individuos,  de  los  cuales  el  prime- 
ro hará  de  Presidente,  el  segundo 'de  Vice- 
presidente y  los  otros  de  Secretarios,  para 
el  solo  efecto  de  dirigir  el  acto  de  instalar  la 
Junta  previa  ó  la  preparatoria  en  su  caso. 

Art.  8.°  En  el  afio  de  la  renovación  del 
Poder  legislativo,  los  Diputados  electos,  y 
los  Senadores  de  la  Legislatura  anterior  con 
los  Senadores  de  nueva  elección,  se  reuni- 
rán, sin  necesidad  de  citación  alguna,  en  sus 


respectivas  Cámaras,  á  las  tres  de  la  tarde 
del  primer  día  útil  del  mes  de  Septiembre. 
Si  á  la  reunión  no  concurrieren  los  Di  pata 
dos  ó  los  Senadores,  respectivamente,  en 
número  bastante  para  formar  quorum,  se 
constituirán  los  presentes  en  Junta  previa 
y  señalarán  día  para  nueva  junUt  excitando 
á  los  que  no  hubieren  asistido  para  que  lo 
hagan;  esta  citación  se  publicará  en  el  Dia- 
rio oficial  del  Gobierno  de  los  Estados  Uni- 
dos Mexicanos. 

Art.  4.°  Cuando  á  dicha  reunión,  ó  á 
cualquiera  otra  posterior,  concurriese  más  «le 
la  mitad  del  número  total  de  los  Diputados 
y  las  dos  terceras  partes  del  de  Senadores, 
se  constituirá  Junta  preparatoria;  nombran- 
do entonces,  una  y  otra  Cámara,  de  entre 
sus  respectivos  miembros,  en  escrutinio  se- 
creto y  á  mayoría  de  votos,  un  Presidente, 
un  Vicepresidente  y  dos  Secretarios. 

Art.  5.°  En  la  primera  Junta  preparato- 
ria los  Diputados  y  los  Senadores  presenta- 
rán sus  credenciales,  y  se  nombrará  á  plu- 
ralidad absoluta  de  votos,  dos  Comisiones, 
una,  compuesta  de  cinco  individuos,  para 
que  examine  la  legitimidad  del  nombramien- 
to de  todos  los  miembros  de  la  Cámara,  y 
otra  de  tres,  para  que  examine  la  de  estos 
cinco  individuos  de  la  Comisión.  Inmedia- 
tamente después  de  nombradas  las  Comisio- 
nes escrutadoras,  uno  de  los  Secretarios  de 
la  Cámara  dará  lectura  al  inventarío  de  los 
expedientes  electorales  que  haya  recibido 
la  Secretaría,  los  que  acto  continuo  pasarán 
á  las  mismas  Comisiones,  haciéndose  cons 
tar  la  entrega  en  el  libro  de  conocimientos, 
bajo  la  firma  del  Presidente  de  cada  Comi- 
sión. 

Art.  6.°  £1  día  10  de  Septiembre,  ó  ell  1 
si  el  anterior  es  feriado,  se  celebrará  la  se- 
gunda Junta  preparatoria,  en  la  que  las  Co- 
misiones escrutadoras  presentarán  sos  dic- 
támenes, consultando  en  proposiciones  la 
validez  ó  nulidad  de  cada  elección  de  pro 
pietario  y  de  suplente. 

Art.  7.o  En  esa  Junta,  y  en  las  demás 
que  á  juicio  de  la  Cámara  fueren  necesarias, 
se  calificará  á  pluralidad  absoluta  de  votos 
la  legitimidad  del  nombramiento  de  cada 
uno  de  sus  miembros,  y  se  resolverán  irre- 
vocablemente las  dudas  que  ocurriesen  so- 
bre esta  materia. 

Art.  8.°  En  la  última  Junta  de  las  prepa- 
ratorias que  precedan  á  la  instalación  de 
cada  nuevo  Congreso,  en  cada  Cámara,  y 
puestos  de  pie  todos  sus  miembros,  el  Pre- 
sidente dirá;  c Protesto  sin  reserva  alguna, 
guardar  y  hacer  guardar  la  Constitución  po- 
lítica de  los  Estados  Unidos  Mexicanos  con 
sus  adiciones  y  reformas,  ¿as  leyes  de  Re- 
forma, las  demás  que  de  aquella  emanen,  y 
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desempeñar  leal  y  patrióticamente  el  cargo 
de  Diputado  (ó  Senador),  que  el  pueblo  me  ha 
-conferido,  mirando  en  todo  por  el  bien  y 
prosperidad  de  la  Unión.  Y  si  asi  lo  hiciere, 
la  Nación  me  lo  premie,  y  si  no  me  lo  de- 
mando.  Enseguida  el. Presidente  tomará 
asiento  y  pregun'ará  á  los  demás  miembros 
de  su  Cámara,  que  permanecerán  de  pie: 
«¿Protestáis  sin  reserva  alguna,  guardar  y 
hacer  guardar  la  Constitución  política  de  los 
Estados  Unidos  Mexicanos  con  sus  adicio- 
nes y  reformas,  las  leyes  de  Reforma,  las 
demás  que  de  aquella  emanen,  y  desempe- 
ñar leal  y  patrióticamente  el  cargo  de  Dipu- 
tado (ó  Senador),  que  el  pueblo  os  ha  confe- 
rido, mirando  en  todo  por  el  bien  y  prospe 
ridad  de  la  Unión?»  Los  interrogados  debe- 
rán contestar:  «Sí  protesto».  £1  Presidente 
•dirá  entonces:  «Si- así  lo  hiciereis,  la  Nación 
os  lo  premie,  y  si  no  os  lo  demande». 

Art.  9.u  Igual  protesta  están  obligados  á 
hacer  cada  uno  de  los  Diputados  ó  Senado- 
res'que  se  presentaren  después. 

Art  10.  En  seguida  de  la  protesta  de  los 
Diputados  y  Senadores,  se  procederá  en  ca- 
da Cámara  á  nombrar  nn  Presidente,  un  Vi- 
cepresidente, cuatro  Secretarios  y  cuatro 
Prosecretarios,- con  lo  que  se  tendrá  por 
constituida  y  formada,  y  así  lo  expresará  el 
Presidente  en  voz  alta,  diciendo:  La  Cámara 
de  Senadores,  ó  la  Cámara  de  Diputados,  de 
los  Estados  Unidos  Mexicanos,  se  declara  le- 
gítimamente constituida». 

Art.  11.  Se  nombrarán  en  el  mismo  día 
-dos  Comisiones  de  cinco  individuos  de  las 
respectivas  Cámaras,  más  un  Secretario,  que 
tendrán  por  objeto  participar  aquella  decla- 
ración á  la  otra  Cámara  y  al  Presidente  de 
la  República.  Además,  cada  Cámara  nom- 
brará una  Comisión  que,  unida  á  la  de  la 
otra  Cámara,  recibirá  al  Presidente  en  el 
acto  de  la  apertura  '  de  sesiones  del  Con- 
greso. 

Art.  12.  El  día  16  de  Septiembre  y  el 
l.°de  Abrií  se  reunirán  las  dos- Cámaras  en 
-el  salón  de  sesiones  de  la  de  Diputados,  para 
el  solo  efecto  de  la  apertura  del  Congreso. 
Antes  de  que  se  presente  el  Presidente  de  la 
República,  el  Presidente  de  la  Cámara  de 
Diputados,  que  en  ese  acto  lo  es  también 
del  Congreso,  hará  en  voz  alta  la  siguiente 
-declaración:  «El  Congreso  (aquí  el  número 
que  le  corresponda)  de  los  Estados  Unidos 
Mexicanos,  abre  hoy  (aquí  la  fecha  del  mes 
y  año)  el  primer  (ó  segundo)  período  del  pri- 
mer (ó  segundo)  año  de  sus  sesiones». 

Art.  13.  En  los  períodos  siguientes  al  de 
Ja  instalación  del  Congreso,  la  primera  Jun- 
ta se  verificará  diez  días  antes  de  la  apertura 
de  las  sesiones,  y  en  ésta,  ó  en  aquella  de  las 
Juntas  posteriores  en  que  hubiere  quorum, 


se  elegirán  Presidente  y  Vicepresidente,  y 
después  de  declarar  que  la  Cámara  abre  el 
correspondiente  período  de  bus  sesiones,  se 
nombrarán  las  Comisiones  de  que  habla  el 
art.  11. 

Art.  14.  Las  Cámaras  no  pueden  abrir 
srs  sesiones  ni  ejercer  su  encargo  sin  la 
concurrencia,  en  la  de  Senadores,  de  las  dos 
terceras  partes,  y  en  la  de  Diputados,  de 
más  de  ia  mitad  del  número  total  de  sus 
miembros;  pero  los  presentes  de  una  y  otra 
deberán  reunirse  el  día  señalado  por  la  ley, 
y  compeler  á  los  ausentes  bajo  las  penas 
que  la  misma  ley  designe. 

Art.  15.  Las  Cámaras  se  reunirán  igual- 
mente para  el  acto  de  cerrar  sus  sesiones. 

De  la  Presidencia  y  Vicepresidencia. 

Art.  16.  El  último  día  útil  de  cada  mes, 
durante  Jos  períodos  de  sesiones,  elegirá 
cada  Cámara  un  Presidente  y  un  Vicepresi- 
dente. Los  electos  comenzarán  á  ejercer  sus 
funciones  inmediatamente  después  de  nom- 
brados, y  durarán  en  ellas  hasta  que  se  ha- 
ga nueva  elección  ó  termine  el  período.  Di- 
chos individuos  no  podrán  ser  reelectos  pa- 
ra los  mismos  oficios  en  las  sesiones  de 
un  año. 

Art.  17.  Los  nombramientos  de  Presi- 
dente y  Vicepresidente  se  comunicarán  al 
Poder  Ejecutivo  y  á  la  otra  Cámara, 

Art.  18.  A  falta  del  Presidente  ejercerá 
todas  sus  funciones  el  Vicepresidente;  y  en 
su  defecto,  el  menos  antiguo  de  los  que  en- 
tre los  miembros  presentes  hubiere  desem- 
peñado cualquiera  de  estos  dos  cargos.  En 
la  falta  absoluta  de  ambos  se  procederá  á 
nueva  elección. 

Art.,  19.  El  Presidente,  en  sus  resolucio- 
nes, estará  subordinado  al  voto  de  su  res- 
pectiva Cámara. 

Art.  20.  Este  voto  será  consultado,  cuan  • 
do  algún  miembro  de  la  Cámara  reclame 
la  resolución  del  Presidente,  previa  una 
discusión  en  que  podrán  hablar  dos  indivi- 
duos en  pro  y  dos  en  contra;  lo  cual  se  podrá 
hacer  siempre  que  no  haya  mediado/vota- 
ción  en  el  mismo  negocio,  y  se  adhieran  a 
la  reclamación  por  lo  menos  dos  de  los  in- 
dividuos presentes. 

Art.  21.  Faltando  esta  circunstancia,  el 
Presidente  podrá  ordenar  que  salga  del  sa- 
lón el  individuo  ó  individuos  que  se  resis-' 
tan  á  obedecer  sus  resoluciones,  quienes 
sólo  permanecerán  excluidos  durante  el 
tiempo  de  la  discusión  de  ese  negocio. 

Art.  22.  Cuando  el  Presidente  haya  de 
tomar  la  palabra  en  ejercicio  de  las  funcio- 
nes que  este  Reglamento  le  señala,  perma- 
necerá sentado-,  mas  si  quisiere  tomar  parte 
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en  la  discusión  de  algún  negocio,  pedirá  en 
voz  alta  la  palabra,  y  usará  de  ella  confor- 
me á  las  reglas  prescritas  para  los  demás 
miembros  de  las  Cámaras.  Entre  tanto  ejer- 
cerá sus  funciones  el  Vicepresidente. 

Art.  28.  Son  obligaciones  del  Presi- 
dente: 

I.  Abrir  y  cerrar  las  sesiones  á  las  horas 
señaladas  por  este  Reglamento. 

II.  Cuidar  de  que  así  los  miembros  de 
la  .Cámara  como  los  espectadores  guarden 
orden  y  silencio. 

III.  Dar  curso  reglamentario  á  los  ne- 
gocios, y  dictar  los  trámites  que  deban  re- 
caer en  los  asuntos  con  que  se  dé  cuenta  á 
la  Cámara. 

IV.  Determinar  qué  asuntos  deben  po- 
nerse á  discusión,  prefiriendo  los  de  utilidad 
general;  á  no  ser  que  por  moción  qae  hicie 
re  algún  individuo  de  la  Cámara,  acuerde 
ésta  dar  la  preferencia  á  otro  negocio. 

V.  Conceder  la  palabra  alternativamen- 
te, en  pro  y  en  contra,  á  los  miembros  de  la 
Cámara,  en  el  turno  que  la  pidieren. 

VI.  Dictar  todos  los  trámites  que  exija 
el  orden  de  la  discusión  de  los  negocios. 

VIL  Declarar,  después  de  tomadas  las 
votaciones,  por  conducto  de  uno  de  los  Se- 
cretarios, aprobadas  ó  desechadas  las  mo- 
ciones ó  proposiciones  á  que  éstas  se  re- 
fieran. 

VIII.  Llamar  al  orden,  por  sí  ó  á  excita- 
ción de  algún  individuo  de  la  Cámara,  al  que 
falte  á  él. 

IX.  Firmar  las  actas  de  las  sesiones  lue- 
go que  estén  aprobadas,  corno  también  las 
leyes  que  pasen  á  la  otra  Cámara,  y  las  que 
se  comuniquen  al  Ejecutivo  f>ara  su  publi- 
cación. 

X.  Nombrar  las  Comisiones  cuyo  objeto 
sea  de  mera  ceremonia. 

XI.  Anunciar  por  conducto  de  los  Secre- 
tarios al  fin  de  cada  sesión,  los  asuntos  que 
hayan  de  tratarse  en  la  inmediata,  y  ordenar 
que  la  Secretaría  dé  el  mismo  aviso  á  cada 
uno  de  los  Ministerios. 

XII.  Citar  á  sesión  extraordinaria  cuan- 
do ocurriere  algo  grave,  ya  por  sí,  ó  por  ex- 
citación del  Ejecutivo  ó  del  Presidente  de  la 
otra  Cámara.' 

Art.  24.  Cuando  el  Presidente  no  obser- 
vase las  prescripciones  de  este  Reglamento, 
podrá  ser  reemplazado  por  el  Vicepresidente 
ó  el  que  hiciere  sus  veces;  pero  para  esto,  se 
requiere  que  alguno  de  los  miembros  de  1h 
Cámara  presente  moción,  que  se  adhieran  á 
ella  por  lo  menos  dos  de  los  miembros  pre- 
sentes y  que  ésta,  después  de  sometida  á 
discución  en  que  podrán  hacer  uso  de  la  pa- 
labra hasta,  dos  individuos  en  pro  y  dos  en 
contra,   sea  aprobada  en  votación   nominal. 


De  lea  Secretarios  y  Prosecretario*. 

Art.  25.  Los  Secretar  roa  y  Prosecretario* 
ejercerán  su  carpo  durante  el  tiempo  de  La» 
sesiones  de  mi  arlu,  y  no  pudran  ser  reelec- 
tos. Los  Prosecretarios  suplirán  á  los  Secre- 
tarios en  sus  faltas  y  los  auxiliarán  en  so& 
labores. 

Art.  28,  El  nombramiento  de?  Secretarios- 
y  Prosecretarios  se  ruuitiiiiuará  á  la  otra  Ca 
mará  y  al  Ejecutivo. 

Art.  27.  Son  obligaciones  de  los  Secreta 
rios  y  en  su  caso  de  los  P  ros  ei*  reta  rio»; 

I.  Pasar  lista  á  íoh  Diputa' I  os  6  Senado 
res  diariamente  a  efecto  de  formar  el  regis- 
tro de  asistencia. 

II.  Extender  las  actas  de  ba  sesiona 
firmarlas  después  de  aprohadss,  y  consignar 
las  bajo  su  ti  ruis 'en  el  libro  respectivo. 

Las  actas  deberán  contener  una  relación 
sucinta,  ordenada  y  clara,  Je  cuanto  se  tra 
tare  y  resol  viere  en  las  sesiones,  expresan- 
do  nominalmente  las  personas  que  hayac 
hablado  en  pro  y  en  contra,  y  evitando  toda 
calificación  de  los  discursos  ó  exposiciones  y 
proyectos  de  ley.  Al  margen  de  las  actas  se 
anotarán  los  asuntos  de  que  tratan.  A  cada 
acta  se  acompañará  un  registro,  autorizado 
por  los  Secretarios,  de  los  Diputados  ó  Sena- 
dores que  hayan  concurrido  á  la  sesión. 

III.  Firmar'  las  leyes,  acuerdos  y  demás 
disposiciones  y  documentos  que  expidan  las 
Cámaras. 

IV.  Cuidar  de  que  se  impriman  y  circo- 
len  con  toda  oportunidad,  entre  los  Diputa- 
dos y  Senadores,  los  dictámenes  de  las  Co- 
misiones y  las  iniciativas  que  los  motiven, 
debiendo  remitirse  además  al  Ejecutivo. 

V.  Cuidar  de  que  las  actas  de  las  sesio- 
nes queden  escritas  y  firmadas  en  el  libr» 
correspondiente,  al  día  siguiente  de  haber 
sido  aprobadas. 

VL  Presentar  á  su  Cámara,  el  día  pri- 
mero de  cada  mes,  y  en  la  primera  sesión 
de  cada  período,  un  estado  que  exprese  el 
número  y  asunto  de  los  expedientes  que  se 
hubieren  pasado  á  las  Comisiones,  el  de  le* 
que  hayan  sido  despachados,  y  el  de  aqué- 
llos que  queden  en  poder  de  las  Comisiones. 

VIL  Recoger  las  votaciones  de  los  Di 
potados  ó  Senadores. 

VIII.  Dar  cuenta,  previo  acuerdo  de! 
Presidente  de  la  Cámara,  con  los  asuntos  en 
cartera  en  el  orden  que  prescribe  este  Re- 
glamento. 

IX.  Asentar  y  firmar  en  todos  los  expe 
dientes  los  tramites  que  se  les  dieren  y  las 
resoluciones  que  sobre  ellos  se  tomaren,  ex- 
presando la  fecha  de  cada  uno,  y  cuidando 
de  que  no  se  alteren  ni  enmienden  las  pro- 
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«posiciones  ó  proyectos  de  ley,  una  vez  en- 
tregados á  la  Secretaria. 

X.  Llevar  un  lir/ro  en  que  se  asienten, 
4>or  orden  cronológico,  y  A  la  letra,  las  leyes 
que  expida  el  Congreso  de  la  Unión  ó  la 
Cámara  de  Diputados,  ó  la  de  Senadores; 
debiendo  ser  autorizadas  por  el  Presidente 

_y  un  Secretario  de  la  Cámara  respectiva. 

XI.  Proponer  á  las, Cámaras,  en  sesión 
secreta,  de  acuerdo  con  los  Presidentes  Je 
tsllas,  la  destitución  de  los  empleados  de  las 
Secretarías,  cuando  haya  causa  justificada. 
Igualmente  deben  dictaminar  sobre  las  li- 
cencias que  soliciten  los  empleados,  propo- 
niendo las  personas  que  deban  sustituirlos, 
así  como  á  los  nuevos  empleados  para  cubrir 
las  vacantes  que  ocurrieren. 

Art.  28.  Los  Secretarios  y  Prosecretarios, 
para  el  desempeño  de  los  trabajos  que  por 
este  Reglamento  se  les  encomienda,  se  tur- 
narán de  la  manera  que  acuerden  entre  sí,  y 
si  no  tuviesen  este  acuerdo  resolverá  el  Pre 
sidente  de  )a  Cámara, 
i 

De  las  sesiones. 

Art.  29.  Las  sesiones  de  las  Cámaras 
serán  ordinarias,  extraordinarias,  públicas, 
■secretas  ó  permanentes. 

Art.  30.  Las  ordinarias  se  celebrarán  du- 
rante los  períodos  constitucionales  todos  los 
días  útiles:  serán  públicas,  comenzarán  por 
regla  general  á  las  tres  de  la  tarde,  y  dura- 
rán hasta  cuatro  horas;  pero  por  disposición 
del  Presidente  de  la  Cámara,  ó  por  iniciati- 
va de  alguno  ¿le  los  individuos  de  ella,  apro- 
bada en  los  términos  de  este  Reglamento, 
podrán  ser  prorrogadas. 

Art.  31.  Las  sesiones  del  miércoles  de 
*  cada  semana  se  destinarán  á  tratar  de  pre- 
ferencia los  negocios  de  particulares;  pe- 
ro podrán  también  ocuparse  en  asuntos  pú- 
blicos después  de  aquéllos,  ó  cuando  éstos 
sean  de  urgente  despacho,  á  juicio  del  Presi- 
dente. 

Art.  32.  En  las  sesiones  se  dará  cuenta 
con  los  negocios  en  el  orden  siguiente: 

I.  Acta  de  la  sesión  anterior,  para  su 
aprobación.  Si  ocurre  discusión  sobre  alguno 
de  los  puntos  del  acta,  'deberá  informar  la 
Secretaría,  y  podrán  hacer  uso  déla  palabra 
dos  individuos  en  pro  y  dos  en  contra;  des- 
pués de  lo  cual  se  consultará  la  aprobación 
de  la  Cámara. 

II.  Comunicaciones  de  la  otra  Cámara, 
del  Ejecutivo  de  la  Unión,  de  las  Legislatu- 
ras y  de  los  Gobernadores   de  los  Estados. 

III.  Iniciativas  del  Ejecutivo,  de  las  Le- 
gislaturas y  de  los  individuos  de  la  Cámara. 

IV.  Dictámenes  de  primera  lectura. 

V.  Dictámenes  de  segunda  lectura. 


VI.  Memoriales  de  los  particulares. 

VII.  Dictámenes  señalados  para  discu- 
tirse. 

VIII.  Minutas  de  ley. 

Art.  33.  Después  de  la  sesión  pública, 
los  lunes  de  cada  semana  habrá  sesión  se- 
creta para  despachar  los  asuntos  económicos 
de  la  Cámara,  ú  otros  que  exijan  reserva. 

Art.  34.  Si  fuera  de  ese  día  ocurriere  al- 
gún asunto  de  esta  clase,  podrá  haber  sesión 
secreta  extraordinaria,  por  disposición  del 
Presidente  de  la  Cámara,  ó  á  moción  de  al- 
.  gún  individuo  de  ella,  ó  por  indicación  del 
Presidente  de  la  otra  Cámara  ó  del  Ejecutivo. 

Art.  35.     Se  presentarán  en  sesión  secreta: 

I.  Las.  acusaciones  que  se  hagan  contra 
los  miembros  de  las  Cámaras,  el  Presidente 
de  la  República,  los  Secretarios  del  Despa- 
cho, los  Gobernadores  de  los  Estados  ó  los 
Magistrados  de  la  Suprema  Corte  de  justicia. 

II.  Los  oficios  que  con  la  nota  de  reser- 
vados dirijan  la  otra  Cámara,  el  Ejecutivo, 
los  Gobernadores  ó  las  Legislaturas  de  los 
Estados. 

III.  Los  asuntos  puramente  económicos 
de  la  Cámara. 

IV.  Los  asuntos  relativos  á  relaciones 
exteriores. 

V.  En  general,  todos  los  demás  que  el 
Presidente  considere  que  deben  tenerse  en 
reserva. 

Art.  36.  Cuando  en  una  sesión  secreta  se 
trate  de  asunto  que  exija  estricta  reserva,  el 
Presidente  de  la  Cámara  consultará  á  ésta 
si  debe  guardarse  sigilo;  y  siendo  afirmativa 
la  respuesta,  los  presentes  estarán  obligados 
á  guardarlo. 

Art.  37.  Las  sesiones  extraordinarias  se 
verificarán  fuera  de  los  períodos  constitucio- 
nales, previos  los  requisitos  de  ley,  ó  dentro 
de  los  mismos  períodos  en  los  días  feriados, 
ó  cuando  en  virtud  de  lo  prescrito  en  los  ar- 
tículos 72  y  79  de  la  Constitución  deban 
reunirse  las  Cámaras  para  tratar  de  licencia, 
renuncia  ó  falta  temporal  ó  absoluta  del 
Presidente  de  la  República. 

Art.  38.  Cuando  se  trate  de  licencia,  re- 
nuncia ó  falta  absoluta  del  Presidente  de  la 
República,  estando  el  Congreso  en  sesiones, 
las  Cámaras  deberán  reunirse  en  .el  local  de 
la  de  Diputados,  á  las  nueve  de  la  mañana 
del  día  siguiente  á  aquel  en  que  se  reciba 
la  solicitud  de  licencia  ó  la  nota  de  renun- 
cia, ó  haya  ocurrido  la  falta,  aun  cuando  ese 
día  sea  feriado.  La  reunión  de  ambas  Cá- 
maras en  sesión  del  Congreso  de  la  Unión 
para  los  efectos  de  los  citados  arts.  72  y  79 
de  la  Constitución,  se  verificará  sin  necesi- 
dad de  convocatoria  alguna,  y  la  sesión  será 
dirigida  por  la  mesa  de  la  Cámara  de  Dipu- 
tados. 
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Art.  80.  Si  por  'falta  de  quorum,  ó  por 
malquiera  otra  cansa,  no  pudiere  verificarse 
esta  sesión  extraordinaria,  los  presentes 
compelerán  á  los  ansentes,  conforme  á  la 
ley,  afín  de  que  se  celebre  lo  más  pronto 
posible. 

Art.  40.  En  todos  los  demás  casos,  las 
sesiones  extraordinarias  serán  convocadas 
por  el  Presidente  de  una  ó  de  otra  Cámara, 
según  lo  prescrito  en  la  frac.  XII  del  art.  28 
de  este  Reglamento. 

Art.  41.  En  las  sesiones  extraordinarias, 
públicas  ó  secretas,  el  Presidente  de  la  Cá- 
mara, después  de  abrirlas,  explicará  á  mo- 
ción de  quién  han  sido  convocadas.  A  con- 
tinuación se  preguntará  si  el  asunto  que  se 
versa  es  de  tratarse  en  sesión  extraordina- 
ria ó  secreta.  Si  la  Cámara  resuelve  afirma- 
tivamente, continuará  la  sesión  con  el  ca- 
rácter y  del  mismo  modo  que  comenzó;  de 
lo  contrarió,  se  reservará  el  negocio  para  la 
sesión  ordinaria  inmediata,  ó  se  hará  pública 
la  secreta. 

Art.  42.  .Cuando  el  Congreso  general  se 
reúna  en  sesiones'  extraordinarias,  se  ocu- 
pará exclusivamente  del  objeto  ú  objetos 
designados  en  la  convocatoria;  y  si  no  los 
hubiere  llenado  el  día  en  que  deban  abrirse 
las  sesiones  ordinarias,  cerrará  aquéllas,  de- 
jando los  puntos  pendientes  para  ser  trata- 
dos en  éstas. 

Art.  43.  Las  Cámaras  podrán,  por  mayo- 
ría de  votos  de  sus  miembros  presentes, 
constituirse  en  sesión  permanente,  para  tra- 
tar los  asuntos  á  que  se  reñera  el  acuerdo 
relativo. 

i  Art.  44.  Durante  la  sesión  permanente 
no  podrá  darse  cuenta  de  ningún  otro  asun- 
to que  no  esté  comprendido  en  ese  acuerdo; 
y  si  ocurriere  alguno  con  el  carácter  de  ur- 
gente, el  Presidente  convocará  á  sesiones 
extraordinarias  si  fuere  oportuno,  ó  consul- 
tará el  voto  de  la  Cámara  respectiva,  para 
tratarlo  desde  luego  en  la  permanente. 

Art.  45.  '  Resuelto  el  asunto  ó  asuntos  de 
que  se  hubiere  ocupado  la  sesión  permanen- 
te, se  leerá,  discutirá  y  aprobará  el  acta  de 
la  misma. 

Art.  46.  Además  del  caso  del  artículo 
anterior,  podrá  darse  por  terminada  la  se- 
sión permanente  cuando  así  lo  acordare  la 
Cámara. 

Art.  47.  Los  individuos  de  las  Cámaras 
asistirán  á  todas  las  sesiones  desde  el  prin- 
cipio hasta  el  fin  de  éstas,  y  tomarán  asiento 
sin  preferencia  de  lugar  y  se  presentarán 
con  la  decencia  que  exigen  las  altas  funcio- 
nes de  que  están  encargados. 

No  es  permitido  fumar  en  el  salón  de  se- 
siones. 

Art.  48.    En  las  sesiones  de  apertura  de 


los  períodos  constitucionales  y  en  la  de  pro- 
testa del  Presidente  de  la  República,  los  Se- 
cadores y  Diputados  qsistirán  en  traje  de 
etiqueta. 

Art.  40.  El  Senador  ó  Diputado  que  por 
indisposición  ú  otro  grave  motivo  no  pudie- 
se asistir  á  la  sesión,  ó  continuar  en  ella,  lo 
avisará  al  Presidente  por  medio  de  un  oficio 
ó  de  palabra;  pero  si»  la  ausencia  durase  más 
de  tres  días,  lo  participará  á  la  Cámara  para 
obtener  la  licencia  necesaria. 

Art.  50.  Sólo  se  concederán  licencias  por 
causas  graves,  y  cuando  más,  á  la  coarta, 
parte  de  la  totalidad  de  los  miembros  que 
deban  componer  la  Cámara. 

Art.  51.  No  podrán  concederse  licencias 
con  goce  de  dietas  por  más  dé  dos  meses. 

Art.  62,  Cuando  un  miembro  de  la  Cá- 
mara deje  de  asistir  á  las  sesiones  durante 
diez  días  consecutivos  sin  causa  justificada, 
la  Secretaría  hará  que  se  publique  el  nombre 
del  faltista  en  el  Diario  Oficial,  y  esta  pu- 
blicación seguirá  haciéndose  mientras  con- 
tinuare la  falta. 

Art.  63.  La  Comisión  de  administración 
de  cada  Cámara  presentará  mensual  mente 
para  su  aprobación,  en  sesión  secreta,  el  pre- 
supuesto de  las  cantidades  que  se  necesiten 
para  cubrir  las  dietas  de  los  miembros  de 
las  Cámaras. 

Con  igual  fin  presentará  el  presupuesto  de 
lo  que  por  sueldos  venzan  los  empleados  de 
las  Secretarías  de  las  mismas,  y  el  que  co- 
rresponda á  la  conservación  de  los  edificios. 
Esta  comisión  visará  las  cuentas  é  interven- 
drá en  todo  lo  relativo  al  manejo  de  los 
fondos.      s 

Art.  54.  Si  un  miembro  de  alguna  de  las 
Cámaras  enfermase  de  gravedad,  el  Presi- 
dente respectivo  nombrará  una  comisión  de 
dos  individuos  que  lo  visite  cuantas  veces 
crea  oportuno  y  dé  cuenta  de.su  estado.  En 
caso  de  que  el  enfermo  falleciese,  se  impri- 
'  miran  y  distribuirán  esquelas *á  nombre  del 
Presidente  de  la  Cámara,  y  se  nombrará  uní 
comisión  de  seis  individuos  para  que  asista 
á  sus  funerales,  siempre  que  éstos  se  verifi- 
quen en  el  lugar  de  la  residencia  del  Con- 
greso. En  los  recesos  de  éste,  corresponde  á 
la  Comisión  permanente  cumplir  con  todo  lo 
anterior.-  * 

Art.  65.  Los  Secretarios  del  Despacho 
asistirán  á  las  sesiones  siempre  que  fueren 
enviados  por  el  Presidente  de  la  República, 
ó  llamados  por  acuerdp  de  la  Cámara;  sin 
perjuicio  de  la  libertad  que  tienen  de  asistir 
cuando  quisieren  á  las  sesiones. 

Art.  66.  Cuando  un  Secretario  del  Des- 
pacho sea  llamado  al  mismo  tiempo  por  am- 
bas Cámaras,  el  Presidente  de  la  República 
podrá  acordar  que  concurra  á  la  que  ere». 
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más  necesario  ó  conveniente,  y  á  la  otra 
asistirá  alguno  de  loa  otros  Secretarios  á 
quien  designe  para  este  objeto. 

De  la  iniciativa  de  las  leyes. 

Art.  67.  El  derecho  de  iniciar  leyes  com- 
pete: 

I.  Al  Presidente  de  la  Unión. 

II.  A  los  Diputados  y  Senadores  al  Con- 
greso general. 

III.  A  las  Legislaturas  de  los  Estados. 
Art.  58.     Las- iniciativas  presentadas  por 

el  Presidente  de  la  República,  por  las  Legis- 
laturas de  los  Estados  ó  por  las  Diputaciones 
de  los  mismos,  pasarán  desde  luego  á  Comi- 
sión. Las  que  presentaren  los  Diputados  ó 
Senadores  se  sujetarán  á  los  trámites  que 
designa  este  Reglamento. 

Art.  69.  Pasarán  también  inmediatamen- 
te á  Comisión,  las  iniciativas  ó  proyectos  de 
ley  que  remita  una  de  las  Cámaras  á  la  otra. 

Art.  60.  Los  proyectos  de  ley  ó  proposi- 
ciones presentados  por  uno  ó  más  individuos 
de  la  Cámara,  sin  formar  los  que  los  suscri- 
ben mayoría  de  Diputación,  se  sujetarán  á 
los  trámites  siguientes: 

I.  Se  presentarán  por  escrito  y  firmados 
por  sus  autores,  al  Presidente  de  la  Cámara; 
y  tendrán  dos  lecturas,  una  en  la  sesión  en 
que  sean  presentados  y  otra  al  tercer  día  de 
su  presentación.  En  aquella  sesión,  inmedia- 
tamente después  de  la  primera  lectura,  po- 
drá su  autor,  ó  uno  de  ellos  si  fueren  varios, 
exponer  ios  fundamentos  y  razones  de  su 
proposición  ó  proyecto. 

II.  El  día  de  la  segunda  lectura,  después 
de  ésta,  podrán  hablar  una  sola  vez  dos 
miembros  de  la  Cámara,  uno  en  pro  y  otro 
en  contra,  prefiriéndose  al  autor  del  proyec- 
to ó  proposición. 

III.  Inmediatamente  se  preguntará  á  la 
Cámara  si  se  admite  ó  no  á  discusión.  En  el 
primer  caso  el  asunto  pasará  á  la  Comisión 
ó  Comisiones  á  quienes  corresponda,  y  en  el 
segundo  se  tendrá  por  desechado. 

Art.  61.  En  los  casos  de  urgencia  ó  de 
obvia  resolución,  calificados  por  el  voto  de 
las  dos  terceras  partes  de  los  individuos  de 
la  Cámara  que  estén  presentes,  podrá  ésta, 
á  pedimento  de  alguno  de  sus  miembros, 
dar  curso  á  las  proposiciones  y  proyectos  en 
hora  distinta  de  la  señalada,  abreviar  el  in- 
tervalo de  las  lecturas  y  aun  dispensar  la 
segunda  lectura. 

Art.  62.  Ninguna  proposición  ó  proyecto 
podrá  discutirse  sin  que  primero  pase  á  la 
Comisión  ó  Comisiones  correspondientes,  y 
éstas  hayan  dictaminado.  Sólo  podrá  dispen- 
sarse este  requisito  en  los  asuntos  que  por 
acuerdo  expreso  de  la  Cámara  se  calificaren 
de  urgentes  ó  de  obvia  resolución. 


Art.  63.  Toda  petición  de  particulares, 
corporación  ó  autoridad,  que  no  tengan  de- 
recho de  iniciativa,  se  mandará  pasar  á  la 
Comisión  de  peticiones,  para  que  en  caso  de 
que  merezca  tomarse  en  consideración,  pro- 
ponga á  qué  otra  Comisión  deba  pasar  según 
la  naturaleza  del  asunto  de  que  se  trate. 

Art.  64.  La  formación  de  las  leyes  puede 
comenzar  indistintamente  en  cualquiera  de 
las  dos  Cámaras,  con  excepción  de  los  pro- 
yectos que  versaren  sobre  empréstitos,  con- 
tribuciones ó  impuestos,  ó  sobre  recluta- 
miento d*  tropas,  todos  los  cuales  deberán 
discutirse  primero  en  la  Cámara  de  Dipu- 
tados. 

Art.  65.  Todo  proyecto  de  ley,  cnya  reso- 
lución no  sea  exclusiva  de  una  dé  las  dos 
Cámaras,  se  discutirá  sucesivamente  en  am- 
bas, observándose  este  Reglamento  respec- 
to á  la  forma  é  intervalos  y  modo  de  proce- 
der en  las  discusiones  y  votaciones. 

Art.  66.  En  la  interpretación,  reforma  ó 
derogación  de  las  leyes  se  observarán  los 
mismos  trámites  establecidos, para  su  for- 
mación. 

De  las  Comisiones. 

Art.  67.  Para  el  despacho  de  losx nego- 
cios se  nombrarán,  por  cada  una  de  las  Cá- 
maras, Comisipnes  permanentes  y  especia- 
les, que  los  examinen  é  instruyan  hasta  po- 
nerlos en  estado  de  resolución. 

Art.  68.  Las  permanentes  serán:  la  gran 
Comisión,  las  de  puntos  constitucionales, 
de  Relaciones  exteriores,  Gobernación,  Jus- 
ticia, Instrucción  pública,  Hacienda,  Cré- 
dito público,  Guerra,  Marina,  Fomento,  Co- 
municaciones y  Obras  públicas;  la  de  Peti- 
ciones, la  Inspectora  y  las  secciones  del 
gran  Jurado.  La  Comisión  de  Poderes  nom- 
brada en  la  Junta  preparatoria  de  cada  Cá- 
mara será  permanente  durante  el  período 
del  Congreso. 

Art.  69.  Serán  también  permanentes:  la 
de  Administración,  la  de  Corrección  de  es- 
tilo, la  de  Redacción  del  Diario  de  los  Deba- 
tes y  la  de  Biblioteca  y  Archivo. 

Art.  70.  Cada  Cámara  podrá  aumentar  ó, 
disminuir  el  número  de  estas  Comisiones  y 
subdividirlas  en  los  ramos  correspondientes 
según  lo  crea  conveniente  ó  lo  exija  el  des- 
pacho de  los  negocios. 

Art.  71.  Asimismo,  cada  una  de  las  Cá- 
maras nombrará  las  Comisiones  especiales 
que  crea  conveniente,  cuando  lo  exija  la 
urgencia  y  calidad  de  los  negocios. 

Art.  72.  La  gran  Comisión  se  compon- 
drá, en  la  Cámara  de  Diputados,  de  un  in- 
dividuo por  cada  Estado  y  cada  Territorio, 
y  otro  por  el  Distrito  federal;  y  en  la  de  Se- 
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nadores,  de  uno  por  cada  Estado  y  otro  por 
el  Distrito  federal,  todos  los  cuales  serán 
designados  en  la  sesión  siguiente  ¿  Ja  de 
apertura  del  primer  período  del  primer  afio 
de  sesiones  del  Congreso,  de  conformidad 
con  las  siguientes  reglas: 

I.  Cada  Diputación  nombrará  de  entre 
sus  miembros,  en  escrutinio  secreto  y  á  ma- 
yoría de  votos,  al  que  deba  representar  en 
la  gran  Comisión. 

II.  Cuando  una  Diputación  conste  sola- 
mente de  dos  Diputados,  ó  cuando  sólo  dos 
de  loe  que  deban  componerla  concurran  á 
la  sesión  en  que  haya  de  nombrarse  la  gran 
Comisión,  pertenecerá  á  ésta  aquel  de  los 
dos  que  designe  la  suerte. 

III.  Si  un  solo  Diputado  constituye  una 
Diputación,  ó  uno  sólo  de  los  que  deban  for- 
marla está  presente  al  organizarse  la  gran 
Comisión,  él  será  qniejí  represente  en  ella 
á  su  Estado,  Territorio  ó  al  Distrito  federal, 
respectivamente. 

IV.  En  el  Senado,  el  Senador  más  anti- 
guo que  esté  presente  representará  á  su  Es- 
tado ó  al  Distrito  federal. 

V.  Si  ninguno  de  los  Diputados  ó  Sena- 
dores que  deban  representar  en  la  gran  Co- 
misión á  11  n  Estado  ó  Territorio  ó  al  Distri- 
to federal,  estuviere  presente  al  nombrarse 
aquélla, ^el  primero  que  sea  recibido  por  su 
respectiva  Cámara  entrará  desde  luego  á 
tomar  parte  de  dicha  gran  Comisión. 

Art.  73.  Para  poder  funcionar,  nombrará 
4a  gran  Comisión  de  entre  sus  miembros,  en 
escrutinio  secreto  y  á  mayoría  de  votos,  un 
Presidente  y  un  Secretario,  que  durarán  en 
su  cargo  tanto  como  la  misma  Comisión,  la 
que  no  podrá  deliberar  sino  con  la  mayoría 
de  los  miembros  que  deban  componerla. 

Art.  74.  Compete  á  la  gran  Comisión  pro- 
poner á  su  Cámara  el  personal  de  las  Comi- 
siones permanentes  y  especiales. 

A  rt.  75.  En  el  día  siguiente  al  de  la  aper- 
tura de  las  sesiones  del  primer  año,  la  gran 
Comisión  presentará  á  la  Cámara  para  su 
aprobación,  la  lista  de  las  Comisiones  per- 
manentes, y  la  de  los  insaculados  para  el 
gran  Jurado,  que  se  pondrán  inmediatamen- 
te á  discusión. 

Art.  76.  Luego  que  ocurran  vacantes  en 
las  Comisiones,  se  reunirá  la  gran  Comisión 
para  postular  á  los  que  deban  cubrirlas,  ob- 
servándose en  tal  caso  las  reglas  anterior- 
mente establecidas  para  el  nombramiento 
de  Comisiones. 

Art.  77.  Serán  Comisiones  especiales  las 
que  acuerde  cada  Cámara  para  el  mejor  des- 
pacho de  los  negocios. 

Art.  78.  Las  Comisiones  no  reglamenta- 
das especialmente  se  compondrán  en  lo  ge- 
neral de  tres  individuos  propietarios  y   un 


suplente^  y  sólo  podrá  aumentarse  su  perso- 
nal, por  expreso  acuerdo  de  la  Cámara.  Los 
suplentes  cubrirán  las  faltas  temporales  ó 
absolutas  de  los  propietarios  mientras  se 
hace  nueva  elección.  Será  Presidente  de  ca- 
da Comisión  el  primer  nombrado,  y  en  su 
falta  el  que  le  siga  en  el  orden  del  nombra- 
miento. 

Art.  79.  El  día  penúltimo  del  primer 
período  de  sesiones,  la  Cámara  de  Diputa- 
dos nombrará  en  escrutinio  secreto  y  por 
mayoría  de  votos,  la  Comisión  de  Presupues- 
tos y  Cuentas,  que  se  compondrá  de  cinco 
individuos,  y  á  la  cual  pasarán  inmediata- 
mente que  se  reciban,  el  proyecto  de  presu- 
puestos del  afio  próximo  siguiente  y  las 
cuentas  del  anterior  que  remita  el  Ejecu- 
tivo. 

Art.  80.  La  Comisión  de  Presupuestos  y 
Cuentas  tendrá  obligación  de  examinar  di- 
chos documentos,  y  presentar  dictamen  so- 
bre ellos  en  la  segunda  sesión  del  siguiente 
período  de  sesiones  ordinarias. 

Art.  81.  La  Comisión  inspectora  de  la 
Contaduría  mayor  será  nombrada  por  la 
Cámara  de  Diputados  en  la  segunda  sesión 
ordinaria  del  primer  período  de  cada  Con- 
greso, durará  en  su  encargo  todo  el  tiempo 
que  funcione  la  Legislatura  á  que  pertenez- 
ca, y  estará  sujeta  en  sus  atribuciones  al  re- 
glamento y  acuerdo  que  al  efecto  dicte  la 
Cámara  de  Diputados. 

Art.  82.  Las  Comisiones  de  Administra- 
ción, la  Inspectora  y  las  secciones  del  gran 
Jurado,  seguirán  funcionando  durante  los  re 
cesos  del  Congreso.  Si  alguno  de  sus  miem- 
bros tuviere  que  ausentarse  de  la  capital,  lo 
avisará  á  la  Cámara  antes  de  que  se  cierren 
las  sesiones,  á  fin  de  que  nombre  la  persona 
que  deba  sustituirlo  interinamente. 

Art.  83.  Cuando  uno  ó  más  individuos 
de  una  Comisión  tuvieren  interés  personal 
en  algún  asunto  que  se  remita  al  examen  de 
ésta,  se  abstendrán  de  votar  y  firmar  el  dic- 
tamen, y  lo  avisarán  por  escrito  al  presiden- 
te de  la  Cámara,  á  fin  de  que  sean  sustitui- 
dos para  el  solo  efecto  del  despacho  de  aquel 
asunto 

Art.  84.  Los  presidentes  de  las  Comisio- 
nes son  responsables  de  los  expedientes  que 
pasen  á  su  estudio,  y  á  este  efecto  deberán 
firmar  el  recibo  de  ellos  en  el  correspondien- 
te libro  de  conocimientos.  Dicha  responsabi- 
lidad cesará  cuando  fuesen  devueltos. 

Art.  85.  El  presidente  de  la  Cámara  no 
podrá  pertenecer  á  ninguna  Comisión  duran 
te  el  tiempo  de  su  encargo.  Los  Secretarios 
sólo  podrán  formar  parte  de  las  de  peticio- 
nes y  redacción  del  Diario  de  los  Debata, 
que  serán  presididas  por  el  Secretario  electo 
en  primer  lugar.  Dos  Secretarios,  que  se  tur 
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liarán  mensual  mente,  inspeccionarán  el  tra- 
bajo que  hace  la  oficina  de  la  Secretaria,  de 
coleccionar  y  arreglar  metódicamente  los  do- 
cumentos que  formen  la  historia  de  la  Cá- 
mara y  la  publicación  de  los  mismos  en  el 
Uiarin  de  los  Debates, 

Art.  86.  Toda  Comisión  deberá  presentar 
dictamen  en  los  negocios  de  su  competencia, 
dentro  de  los  quince  días  siguientes  al  de  la 
fecha  en  que  los  haya  recibido.  Todo  dicta- 
men deberá  contener  una  parte  expositiva 
de  las  razoues  en  que  se  funde,  y  concluir 
con  proposicions  claras  y  sencillas  que  pue- 
dan sujetarse  á  votación. 

Art.  87.  Para  que  haya  dictamen  de  Co- 
misión, deberá  éste  presentarse  firmado  por 
la  mayoría  de  los  individuos  que  la  compo 
nen.  Si  alguno  ó  algunos  de  ellos  disintiesen 
del  parecer  de  dicha  mayoría,  podrán  presen- 
tar voto  particular  por  escrito. 

Art.  88.  Las  Comisiones,  por  medio  de 
su  presidente,  podrán  pedir  de  cualesquiera 
archivos  y  oficinas  de  la  Nación  todas  las 
instrucciones  y  copias  de  documentos  que 
estimen  convenientes  para  el  despacho  de 
los  negocios;  y  esas  constancias  les  serán 
proporcionadas,  siempre  que  el  asunto  á  que 
se  refieran  no  sea  de  tos  que  deban  conser- 
varse en  secreto,  cuya  revelación  pueda  ser 
perjudicial  al  servicioó  los  intereses  públicos. 

Art.  89.  Pueden  también  las  Comisiones, 
para  ilustrar  su  juicio  en  el  despacho  de  los 
negocios  que  se  les  encomienden,  tener  con- 
ferencias con  los  Secretarios  de  Estado.  Lo 
mismo  pueden  hacer  con  las  Comisiones  del 
Senado  las  de  la  Cámara  de  Diputados,  y  vi- 
ceversa, para  expeditar  el  despacho  de  al- 
guna ley  ú  otro  asunto  importante. 

Art.  90.  Cuando  alguna  Comisión  juzga- 
se necesario  ó  conveniente  demorar  ó  sus- 
pender el  despacho  de  algún  negocio,  lo  ma- 
nifestará á  la  Cámara  en  sesión  secreta,  y 
antes  de  que  espire  el  plazo  de  quince  días 
que  para  presentar  dictamen  señala  á  las 
Comisiones  el  art.  86  de  este  Reglamento. 
Pero  si  alguna  Comisión,  faltando  á  este  re- 
quisito, retuviere  en  su  poder  un  expedien- 
te por  más  de  quince  días,  la  Secretaría  lo 
hará  presente  al  presidente  de  la  Cámara,  á 
fin  de  que  acuerde  lo  conveniente. 

Art.  91.  Cualquier  miembro  de  la  Cáma- 
ra puede  asistir  sin  voto  á  las  conferencias 
de  las  Comisiones,  con  excepción  de  las  de 
la  Sección  del  gran  Jurado,  y  exponer  libre- 
mente en  ellas  su  parecer  sobre  el  asunto 
en  estudio. 

Art.  92.  Para  el  despacho  de  los  negocios 
de  su  incumbencia,  las  Comisiones  se  reuni- 
rán mediante  cita  de  sus  respectivos  Presi- 
dentes, y  podrán  funcionar  con  la  mayoría 
•de  los  individuos  que  las  formen. 


Art.  93.  Las  Comisiones  conservarán  du- 
rante el  receso  de  las  Cámaras  los  expedien- 
tes que  tuvieren  en  su  poder,  pero  no  des- 
pués de  cerrado  el  último  período  de  sesio- 
nes del  Congreso  á  que  pertenezcan,  pues 
entonces  sus  Presidentes  deberán  entregar 
á  la  Secretaría,  al  día  siguiente  de  cerradas 
las  sesiones,  los  expedientes  que  hayan  que- 
dado sin  despachar,  en  el  estado  en  que  se 
encontraren,  para  que  así  pasen  á  la  Comi- 
sión permanente. 

« 

De  las  discusiones. 

Art.  94.  Llegada  la  hora  de  la  discusión, 
se  leerá  la  iniciativa,  proposición  ú  oficio 
que  la  hubiere  provocado,  y  después  el  dic- 
tamen de  la  Comisión  á  cuyo  examen  se  re- 
mitió, y  el  voto  particular  si  lo  hubiere. 

Art.  96.  El  Presidente  formará  luego  una 
lista  de  los  individuos  que  pidan  la  palabra 
en  contra,  y  otra  de  los  que  la.pidan  en  pro, 
las  cuales  leerá  íntegras,  antes  de  comenzar 
la  discusión. 

Art.  96.  Todo  proyecto  de  ley  se  discu- 
tirá primero  en  lo  general,  ó  sea  en  su  con- 
junto, y  después  en  lo  particular  cada  uno 
de  sus  artículos. 

'  Art.  97.  Loéi  miembros  de  la  Cámara  ha- 
blarán alternativamente  en  contra  y  en  pro, 
llamándolos  el  Presidente  por  el  orden  de 
las  listas. 

Art.  98.  Siempre  que. algún  individuo  de 
los  que  hayan  pedido  la  palabra  no  estu- 
viere presente  en  el  salón  cuando  le  toque 
hablar,  se  le  colocará  á  lo  último  de  su  res- 
pectiva lista. 

Art.  99.  Los  individuos  de  la  Comisión 
y  el  autor  de  la  proposición  jue  se  discuta, 
podrán  hablar  más  de  dos  veces.  Los  otros 
miembros  de  la  Cámara  sólo  podrán  hablar 
dos  veces  sobre  un  asunto. 

Art.  100.  La  misma  facultad  que  los  in- 
dividuos de  Comisiones  y  autores  de  propo- 
siciones, tendrán  los  Diputados  que  sean 
únicos  por  su  Estado  ó  Territorio,  en  los 
asuntos  en  que  éstos  estén  especialmente 
interesados. 

Art.  101.  Los  individuos  de  la  Cámara, 
aun  cuando  no  estén  inscritos  en  la  lista 
de  los  oradores,  podrán  pedir  la  palabra  pa- 
ra rectificar  hechos  ó  contestar  ^alusiones 
personales. 

Art.  102.  Los  discursos  de  los  individuos 
de  las  Cámaras  sobre  cualquier  negocio,  no 
podrán  durar  más  de  media  hora  sin  permi- 
so de  la.Cámara. 

Art.  103.  Comenzada  la  discusión,-  nin- 
gún individuo  puede  pedir  la  palabra  sino 
en  voz  baja  y  acercándose  al  Presidente,  ni 
se  podrá  interrumpir  al  que  habla,  bajo  pre- 


282 


ANUARIO  DB  LBG18LA01Ó9   UNIVERSAL  —  1897 


texto  alguno;  á  no  ser  para  reclamar  el  or- 
den. 

Art.  104.  No  se  podrá  reclamar  el  orden 
sino  por  medio  del  Presidente,  en  los  dos 
casos  siguientes:  Primero,  cuando  se  infrin- 
ja algún  artículo  de  este  Reglamento.  Se- 
gando, cuando  se  viertan  injurias  contra  al- 
guna persona  ó  corporación. 

Art.  105.  No  podrá  llamarse  al  orden  al 
orador  que  critique  ó  censure  á  funcionarios 
públicos  por  faltas  ó  errores  cometidos  en 
el  desempeño  de  sus  atribuciones;  pero  en 
caso  de  injuria  ó  calumnia,  el  interesado  po- 
drá reclamarlas  en  la  misma  sesión,  cuando 
tel  orador  haya  terminado  su  discurso,  ó  en 
•otra  que  se  celebre  en  día  inmediato.  El 
Presidente  instará  al  ofensor  á  que  las  reti- 
re ó  satisfaga  al  ofendido.  Si  aquél  no  lo  hi- 
ciere así,  el  Presidente  mandará  que  las  ex- 
presiones que  hayan  causado  la  ofensa  se 
autoricen  por  la  Secretaría,  insertándolas 
ésta  en  acta  especial  para  proceder  á  lo  que 
hubiere  lugar. 

Art.  106.  Siempre  que  al  principio  de  la 
discusión  lo  pida  algún  individuo  de  la  Cá- 
mara, la  Comisión  díctaminadora  deberá  ex- 
plicar los  fundamentos  de  su  dictamen,  y 
aun  leer  constancias  del  expediente  si  fuese 
necesario;   acto  continuo  seguirá  el  debate. 

Art.  107.  Ninguna  discusión  se  podrá 
suspender  sino  por  estas  causas:  primera, 
por  ser  la  hora  cjue  el  Reglamento  fija  para 
hacerlo,  á  no  ser  que  se  prorrogue  por  acuer- 
do de  la  Cámara:  segunda,  porque  la  Cáma- 
ra acuerde  dar  preferencia  á  otro  negocio  de 
mayor  urgencia  ó  gravedad:  tercera,  por  gra- 
ves desórdenes  en  la  misma  Cámara:  cuarta, 
por  falta  de  quorum:  quinta,  por  proposición 
suspensiva  que  presente  alguno  ó  algunos 
de  los  miembros  de  la  Cámara,  y  que  ésta 
apruebe. 

Art.  108.  En  este  último  caso,  se  leerá 
la  proposición,  y  sin  otro  requisito  que  oír  á 
su  autor,  si  la  quisiere  fundar,  y  algún  im- 
pugnador, si  lo  hubiere,  se  preguntará  á  la 
Cámara  si  se  toma  en  consideración  inme- 
diatamente. En  caso  afirmativo,  se  discuti- 
rá y  votará  en  el  acto,  pudiendo  hablar  al 
efecto  tres  individuos  en  pro  y  tres  en  con- 
tra; pero  si  la  resolución  de  la  Cámara  fue- 
se negativa,  la  proposición  se  tendrá  por 
desechada. 

Art.  109.  No  podrá  presentarse  más  de 
una  proposición  suspensiva  en  la  discusión 
de  un  negocio. 

Art.  110.  Cuando  algún  individuo  de  la 
Cámara  quisiere  que  se  lea  alguna  ley  ó 
documento  para  ilustrar  la  discusión,  pedirá 
la  palabra,  y  sin  interrumpir  al  que  habla 
se  le  concederá  preferencia,  para  el  solo 
efecto  de  la  lectura. 


Art.  111.  Antes  de  cerrarse  en  lo  gene- 
ral la  discusión  de  los  proyectos  de  ley. 
podrán  hablar  seis  individuos  en  pro  y  otros 
tantos  en  contra,  además  de  los  miembros 
de  la  Comisión  díctaminadora  y  de  los  Mi- 
nistros. En  los  demás  -asuntos  que  sean 
económicos  de  cada  Cámara,  bastará  que 
hablen  tres  en  cada  sentido;  á  no  ser  qoe 
ésta  acuerde  ampliar  el  debate. 

Art.  112.  Cuando  hubieren  hablado  todos 
los  individuos  que  puedan  hacer  aso  de  la 
palabra,  el  Presidente  mandará  preguntar 
si  el  asunto  está  ó  no  suficientemente  dis- 
cutido. £¡n  el  primer  caso,  se  procederá  in- 
mediatamente á  la  votación;  en  el  segundo, 
continuará  la  discusión;  pero  bastará  que 
hablen  uno  «n  pro  y  otro  en  contra,  para 
que  se  pueda  repetir  la  pregunta. 

Art.  113  Antes  de  que  se  declare  sí  el 
punto  está  ó  no  suficientemente  disentido, 
el  Presidente  leerá  en  voz  alta  las  listas  de 
los  individuos  que  hubieren  hecho  aso  de 
la  palabra,  y  de  los  demás  que  aun  la  tuvie- 
ren pedida. 

Art.  114.  Declarado  un  proyecto  sufi- 
cientemente discutido  en  lo  general,  se  pre- 
guntará si  -ha  ó  no  lugar  á  votarlo  en  sa 
totalidad;  y  habiéndolo,  se  procederá  á  la 
discusión  de  los  artículos  en  particular.  En 
caso  contrario,  se  preguntara  si  vuelve  ó 
no  todo  el  proyecto  á  la  Comisión.  Si  la 
resolución  fuere  afirmativa,  volverá  en  efec- 
to para  que  lo  reforme;  mas  si  fuere  negati- 
va, se  tendrá  por  desechado. 

Art.  115.  Asimismo,  cerrada  la  discusión 
de  cada  uno  de  los  artículos  en  lo  particu- 
lar, se  preguntará  si  ha  ó  no  lugar'  á  votan 
en  el  primer  caso,  se  procederá  á  la  vota- 
ción; en  el  segundo,  volverá  el  artículo  á  la 
Comisión. 

Art.  116.  Si  desechado  un  proyecto  en 
su  totalidad,  ó  alguno  de  sus  artículos,  ha- 
biere  voto  particular,  se  pondrá  éste  á  dis- 
cusión, con  tal  de  que  se  haya  presentado 
á  lo  menos  un  día  antes  de  que  hubiese 
comenzado  la  discusión  del  dictamen  de  la 
mayoría  de  la  Comisión. 

Art.  117.  Si  algún  artículo  constare  de 
varias  proposiciones,  se  pondrán  á  discu- 
sión separadamente  una  después  de  otra, 
señalándolas  previamente  su  autor  ó  la  Co- 
sión  que  las  presente. 

Art.  118.  Cuando  nadie  pida  la  palabra 
en  contra  de  algún  dictamen,  uno  de  los 
individuos  de  la  Comisión  informará  sobre 
los  motivos  que  ésta  tuvo  para  dictaminar 
en  el  sentido  que  lo  haya  hecho. 

Art.  119.  Si  aun  verificada  la  anterior 
exposición,  ninguno  pidiese  la  palabra  en 
con tr  a,  se  preguntará  á  la  Cámara  si  el  asun- 
to es  de  gravedad;  si  no  lo  fuere,  se  votará 
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en  aquella  misma  sesión;  en  caso  contrario, 
se  repetirá  su  lectura  dos  dias  después;  y  no 
habiendo  quien  la  impugne,  se  procederá  á 
la  votación. 

Art.  120.  Cuando  sólo  se  pidiera  la  pala- 
bra en  pro,  podrán  hablar  hasta  dos  miem- 
bros de  la  Cámara. 

^rt.  121.  Cuando  sólo  se  pidiere  en  con- 
tra, hablarán  todos  los  que  la  tuvieren;  pero 
después  de  haber  hablado  tres,  se  pregun- 
tará si  el  punto  está  suficientemente  dis- 
cutido. 

Art.  122.  En  la  sesión  e,n  que  definitiva- 
mente se  vote  una  proposición  ó  proyecto 
de  ley,  podrán  presentarse  por  escrito  adi- 
ciones ó  modificaciones  á  los  artículos  apro- 
bados. 

Art.  123.  Leída  por  primera  vez  una  adi- 
ción, y  oídos  1i>b  fundamentos  que  quiera 
exponer  su  autor,  se  preguntará  inmediata- 
mente si  se  admite  ó  no  á  discusión.  Admi- 
tida, se  pasará  á  la  Comisión  respectiva;  en 
caso  contrario,  se  tendrá  por  desechada. 

Art.  124.  Cuando  los  Secretarios  del  Des- 
pacho fueren  llamados  por  la  Cámara  ó  en- 
viados por  el  Ejecutivo  para  asistir  á  algu- 
na discusión,  podrán  pedir  el  expediente, 
para  instruirse,  sin  que  por  esto  deje  de  ve- 
rificarse la  discusión  en  el  día  señalado. 

Art.  125.  Para  los  efectos  del  artículo  an- 
terior se  pasará  oportunamente  por  las  Se- 
cretarías de  ambas  Cámaras  á  las  del  Eje- 
cutivo, noticia  de  los  asuntos  que  vayan  á 
ser  discutidos  y  de  los  días  para  ello  seña- 
lados. 

Art.  126.  Antes  de  comenzar  la  discu- 
sión podrán  los  Secretarios  del  despacho  in- 
formar á  la  Cámara  lo  que  estimen  conve- 
niente, y  exponer  cuantos  fundamentos  quie- 
ran en  apoyó  de  la  opinión  que  pretendan 
sos  tener. 

Art.  127.  Pasada  esta  vez,  sólo  se  les 
concederá  la  palabra  en  el  turno  que  les  to- 
que, conforme  á  lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los precedentes;  á  no  ser  que,  ya  por  sí  ó 
excitados  por  algún  miembro  de  la  Cámara, 
tuvieren  que  informar  sobre  hechos,  pues 
entonces  podrán  hacerlo  breve  y  sencilla- 
mente, con  tal  de  que  sea  antes  de  cerrarse 
la  discusión. 

Art.  128.  Los  Secretarios  del  Despacho 
no  podrán  hacer  proposiciones  ni  adición 
alguna  en  Ihs  sesiones.  Todas  las  iniciativas 
ó  indicaciones  del  Ejecutivo  deberán  diri- 
girse á  la  Cámara  por  medio  de  un  oficio. 

Art.  129.  Todos  los  proyectos  de  ley  que 
consten  de  más  de  30  artículos,  podrán  ser 
discutidos  y  aprobados  por  los  librob,  títu- 
los, capítulos,  secciones  ó  párrafos  en  que 
los  dividieren  sus  autores  ó  las  Comisiones 
encargadas  de  su  despacho,  siempre  que  así 


lo  acuerde  la  Cámara  respectiva,  á  moción 
de  uno  ó  más  de  sus  miembros^  pero  se  vo- 
tará separadamente  cada  uno  de  los  artícu- 
los ó  fracciones  del  articulo  ó  de  la  sección 
que  esté  al  debate,  si  lo  pide  algún  miembro 
de  la  Cámara,  y  ésta  aprueba  la  petición. 

De  la  revisión  de  los  proyectos  de  ley. 

Art.  130.  Las  Cámaras*  procederán  en  la 
revisión  de  los  proyectos  de  ley,  de  confor- 
midad con  lo  que  preceptúa  sobre  la  mate- 
ria el  art.  71  de  la  Constitución. 

Art.  131.  Las  observaciones  ó  modifica- 
ciones hechas  á  un  proyecto  de  ley  por  la 
Cámara  revisora  ó  poc  el  Ejecutivo,  al  vol- 
ver á  su  origen  pasarán  á  la  Comisión  que 
dictaminó,  y  el  nuevo  dictamen  de  ésta  su- 
frirá todos  los  trámites  que  prescribe  este 
Reglamento;  pero  solamente  se  discutirán  y 
votarán  en  lo  particular  los  artículo»  obser- 
vados, modificados  ó  adicionados. 

Art.  132.  Las  resoluciones  de  las  Cáma- 
ras, acordando .  prorrogar  sus  sesiones  ó 
cuandp  ejerzan  funciones  de  Colegio  electo- 
ral, pasarán  al  Ejecutivo  para  que  sin  otro 
requisito  proceda  á  su  promulgación. 

Art.  133.  Antes  de  remitirse  una  ley  al 
Ejecutivo  para  que  sea  promulgada,  deberá 
asentarse  en  el  libro  de  leyes  de  la  Cámara 
respectiva. 

Art.  134.  Después  de  aprobados  en  lo 
particular  todos  los  artículos  de  una  ley  por 
la  Cámara  que  deba  mandarla  al  Ejecutivo 
para  su  promulgación,  así  como  las  adicio- 
nes ó  modificaciones  que  se  les  hicieren, 
pasará  el  expediente  respectivo  á  la  Comi- 
sión de  corrección  de  estilo  para  que  formu- 
le la  minuta  de  lo  aprobado  y  la  presente,  á 
más  tardar,  á  los  tres  días,  á  fin  de  que  la» 
de  todos  los  proyectos  de  ley  aprobados  en 
un  período  y  aun  las  de  aquellos  que  fueren 
votados  en  la  última  sesión,  queden  resuel- 
tos antes  de  la  clausura  de  dicho  período. 

Art.  135.  Esta  minuta  deberá  contener 
exactamente  lo  que  hubieren  aprobado  laa 
Cámaras,  sin  poder  hacer  otras  variaciones 
á  la  ley  á  que  se  contraigan,  que  las  correc- 
ciones que  demanden  el  buen  uso  del  len- 
guaje y  la  claridad  de  las  leyes. 

Art.  136.  Los  proyectos  que  pasen  de 
una  á  otra  Cámara  para  su.  revisión,  irán 
firmados  porel  Presidente  y  un  Secretario, 
acompañados  del  expediente  respectivo,  del 
extracto  de  la  discusión  y  demás  anteceden- 
tes que  se  hubieren  tenido  á  la  vista  para 
resolver  aquéllos.  Respecto  á  los  documen- 
tos que  obren  impresos  en  el  expediente, 
será  bastante  que  vayan  foliados  y  marca- 
dos con  el  sello  de  la  Secretaría. 

Art.  137.     En  los  casos  graves  ó  urgentes- 
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«e  podrá  omitir  el  extracto  á  que  se  refiere 
4¡\  artículo  anterior;  pero  pasará  á  una  Co- 
misión nombrada  por  el  Presidente  á  la  Cá- 
mara revisora,  para  que,  al  entregar  el  expe- 
diente original,  informe  sobre  los  principa- 
les puntos  de  la  discusión,  y  exponga  los 
fundamentos  que  motiven  la  gravedad  ó  ur- 
gencia del  oaso. 

Art.  138.  Si  la  ley  de  que  se  trate  hubie- 
re sido  aprobada  'con  dispensa  de  trámites 
y  aun  sin  el  dictamen  de  Comisión,  entonces 
la  que  nombre  el  Presidente  de  la  Cámara 
para  ir  á  informar  á  la  revisora,  deberá  ser 
presidida  por  el  autor  del  proyecto  que  mo- 
tivare ese  incidente,  si  fuere  algún  miembro 
de  la  Cámara. 

Art.  139.  Los  expedientes  que  deban 
pasar  al  Ejecutivo  en  cumplimiento  del  in- 
ciso A  del  art.  72  de  la  Constitución,  ya  sea 
luego  que  fueren  aprobados  por  ambas  Cá- 
maras, ó  solamente  por  alguna  de  ellas 
cuando  la  expedición  de  la  ley  fuere  de  su 
exclusiva  facultad,  se  remitirán  en  copia  y 
con  los  documentos  á  que  se  refiere  el  ar- 
tículo 137.  , 

Art.  140.  No  podrá  la  Cámara  revisora 
tratar  en  público  los  asuntos  que  se  hayan, 
tratado  en  secreto  en  la  Cámara  de  su  ori- 
gen; pero  sí  podrá  tratar  en  secreto  los  que 
en  aquella  Cámara  se  hayan  discutido  pú- 
blicamente. 

De  las  votaciones. 

Art.  141.  Habrá  tres  clases  de  votacio- 
nes: nominales,  económicas  y  por  cédulas. 
Nunca  podrá  haber  votaciones  por  aclama- 
ción. 

Art.  142.  La  votación  nominal  se  hará 
del  modo  siguiente: 

I.  Cada  miembro  de  la  Cámara,  comen- 
zando por  el  lado  derecho  del  Presidente, 
-se  pondrá  en  pie  y  dirá  en  alta  voz  su  a  pe 
Uido,  y  también  su  nombre  si  fuere  necesa- 
rio para  distinguirlo  de  otro,  añadiendo  la 
•expresión:  ai  ó  no. 

II.  Un  Secretario  apuntará  los  que  aprue 
ben  y  otro  los  que  reprueben. 

III.  Concluido  este  acto,  uno  de  los  mis- 
mos Secretarios  preguntará  dos  veces  en 
alta  voz  si  falta  algún  miembro  de  la  Cá- 
mara por  votar;  y  no  faltando  ninguno,  vo- 
tarán los  Secretarios  y  el  Presidente. 

IV.  Los  Secretarios  ó  Prosecretarios  ha- 
rán en  seguida  la  computación  de  los  votos, 
y  leerán  desde  las  tribunas,  uno  los  nombres 
de  los  que  hubiesen  aprobado,  y  otro  el  de 
los  que  reprobaren;  después  dirán  el  número 
total  de  cada  lista  y  publicarán  la  votación. 

Art.  143.  Las  votaciones  serán  precisa- 
mente nominales:  primero,  cuando  se  pre- 


gante si  ha  ó  no  lugar  á  votar  algún  proyec- 
to de  ley  en  lo  general:  segundo,  cuando  se 
pregunte  si  se  aprueba  ó  no  cada  articulo  de 
los  que  compongan  el  indicado  proyecto,  o 
cada  proposición  de  las  que  formen  el  ar- 
tículo: tercero,  cuando  lo  pida  un  individuo 
de  la  Cámara  y  sea  apoyado  por  otros  siete. 

Art.  144.  Las  demás  votaciones  de  los 
proyectos  de  ley,  y  las  de  cualquier  otrv 
asunto,  serán  económicas. 

Art.  146.  La  votación  económica  se  prac- 
ticará poniéndose  en  pie  los  individuos  que 
aprueben,  y  permaneciendo  sentados  los  que 
reprueben. 

Art.  146.  Si  al  dar  la  Secretaría  cuenta 
del  resultado  de  la  votación  económica,  al- 
gún miembro  de  la  Cámara  pidiere  que  se 
cuenten  los  votos,  se  contarán  efectivamen- 
te. A  este  fin  se  mantendrán  todos,  incluso 
el  Presidente  y  loe  Secretarios,  en  pie  ó  ser. 
tados,  según  el  sentido  en  que  hubieren  dado 
su  voto;  dos  miembros  que  hayan  votado, 
uno  en  pro  y  otro  en  contra,  contarán  á  los 
que  aprueban,  y  otros  dos  de  la  misma  clase, 
á  los  que  reprueban;  estos  cuatro  individuos 
que  nombrará  el  Presidente,  darán  razón  al 
mismo,  en  presencia  de  los  Secretarios,  del 
resultado  de  su  cuenta,  y  hallándose  confor- 
mes, se  publicará  la  votación. 

Art.  147.  Cuando  la  diferencia  entre  los 
que  aprueben  y  reprueben  no  excediese  de 
tres  votos,  se  tomará  votación  nominal. 

Art.  148.  Las  votaciones  para  elegir  per- 
sonas se  harán  por  cédulas  que  se  entrega- 
rán al  Presidente  de  la  Cámara,  y  éste  las 
depositará,  sin  leerlas,  en  una  ánfora  que  al 
efecto  se  colocará  en  la  mesa. 

Art.  149.  Concluida  la  votación,  uno  de 
los  Secretarios  sacará  las  cédulas  una  des- 
pués de  otra,  y  las  leerá  en  alta  voz,  para  qne 
otro  Secretario  anote  los  nombres  de  las  per- 
sonas-que  en  ellas  aparecieren,  y  el  número 
de  votos  que  á  cada  uno  le  tocare.  Leída  la 
cédula,  se  pasará  á  manos  del  Presidente  y 
los  demás  Secretarios,  para  que  les  conste 
el  contenido  de  ella,  y  puedan  reclamar  cual- 
quiera equivocación  que  se  advierta.  Final- 
mente, se  hará  la  regulación  de  votos  y  se 
publicará  la  votación. 

Art.  150.  Se  procederá  de  conformidad 
con  lo  prescrito  en  las  fracciones  IV  y  V  del 
artículo  79  de  la  Constitución,  en  los  casot 
de  elección  de  Presidente  sustituto  de  la 
República  por  el  Congreso,  cuando  tratándo- 
se de  elección  de  personas,  ninguna  reuniere 
el  número  de  votos  necesario  para  ser  elegi- 
da ó  hubiere  empate  en  la  elección. 

Art.  151.  La  elección  que  la  Camarade 
Diputados  debe  hacer,  según  lo  prescrito  en 
el  art.  61  de  la  Ley  Electoral,  para  el  caso  de 
que  no  haya  habido  mayoría  absoluta  en  la 
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«lección  de  Presidente  de  la  República  ó  in- 
dividuos de  ia  Suprema  Corte  ó  qne  haya 
habido  empate  en  la  votación,  se  bará  por 
Diputaciones  de  esta  manera:  Se  colocarán 
en  la  mesa  tantas  ánforas  cuantos  son  los 
Estados,  territorios  y  el  Distrito  federal; 
cada  ánfora  estará  marcada  con  el  nombre 
de  uno  de  ellos;  las  Diputaciones  de  los  Es- 
tados se  acercarán  á  votar  por  el  orden  al- 
fabético de  éstos;  cada  individuo,  luego  qne 
fuere  llamado  por  el  Secretario,  entregará 
su  cédula  al  Presidente,  el  cual  la  colocará 
en  la  ánfora  que  le  corresponda.  Concluida 
qne  sea  la  votación  de  las  Diputaciones,  se 
procederá  á  leer  sucesivamente  las  cédulas 
de  cada  una  de  las  ánforas,  y  se  observará 
en  los  escrutinios  de  cada  una  de  ellas  lo 
prevenido  en  el  artículo  anterior. 

Art.  152.  Una  vez  hecho  el  cómputo  de 
los  sufragios  depositados,  la  Secretaria  dará 
cuenta  á  la  Cámara  del  resultado  de  la  vo- 
tación. 

Art.  153.  Todas  las  votaciones  se  verifi- 
carán por  mayoría  absoluta,  á  no  ser  en 
aquellos  casos  en  que  la  Constitución  y  este 
Reglamento  exigen  las  dos  terceras  partes 
de  los  votos. 

Art.  154.  Para  calificar  los  casos  en  que 
los  asuntos  son  de  urgencia  ú  obvia  re- 
solución, se  requieren  las  dos  terceras  par- 
tes de  los  votos  presente*,  de  conformi- 
dad con  los  artículos  61  y  62  de  este  Regla- 
mento. 

Art.  155.  Si  hubiere  empate  en  las  vota- 
ciones que  no  se  refieían  á  elección  de  per- 
sonas, se  repetirá  la  votación  en  la  misma 
sesión,  y  si  resultare  empate  por  segunda 
vez,  se  discutirá  y  votará  de  nuevo  el  asuntó 
en  la  sesión  inmediata. 

Art.  156.  Cuando  llegue  el  momento  Je 
votar,  los  Secretarios  lo  anunciarán  en  el 
salón,  y  mandarán  que  se  haga  igual  anun- 
cio e'n  las  salas  de  desahogo.  Poco  después 
comenzará  la  votación. 

Art.  157*  Mientras  ésta  se  verifica,  nin- 
gún miembro  de  la  Cámara  deberá  salir  del 
salón  ni  excusarse  de  votar. 

Art.  158.  Los  artículos  de  cualquier  dic- 
tamen no  podrán  dividirse  en  más  partes, 
al  tiempo  de  la  votación,  que  las  designadas 
con  anterioridad,  según  se  previene  en  el 
artículo  1 17. 

Art.  159.  Los  Secretarios  del  Despa- 
cho se  retirarán  mientras  dure  la  votación. 
Lo  mismo  hará  el  individuo  de  la  Cáma- 
ra que  tuviere  interés  en  el  asunto  que  se 
votare. 

De  la  fórmula  de  la  expedición  de  la»  leyes. 

Art.  160.    Las  leyes  serán  redactadas  con 


precisión  y  claridad,  en  la  forma  en  que- 
hubieren  sido  aprobadas*  y  al  expedirse, 
serán  autorizadas  con  las  firmas  de  los  Pre- 
sidentes de  ambas  Cámaras  y  de  un  Secre- 
tario de  cada  una  de  ellas,  si  ¡a  ley  se 
hubiere  votado  por  ambas.  £1  Presidente  de 
la  Cámara  donde  la  ley  tuvo  origen,  firmará, 
en  primer  lugar.  La  misma  regla  se  obser- 
vará respecto  de  los  Secretarios. 

Art  161.  Cuando  la  ley  fuere  el  resul- 
tado del  ejercicio  de  facultades  exclusivas 
de  una  Cámara,  la  firmarán  el  Presidente  y 
dos  Secretarios  de  la  misma. 

Art.  162.  Los  acuerdos  económicos  se- 
rán autorizados  por  dos  Secretarios  de  la 
Cámara  que  los  aprobare. 

Art.  163.  Las  leyes  votadas  por  el  Con- 
greso general  se  expedirán  bajo  esta  fór- 
mula: <EI  Congreso  de  los  Estados  Unidos 
mexicanos  decreta»:  {am{  el  texto  de  la  ley). 

Cuando  la  ley  se  refiera  á  la  elección  de 
Presidente  sustituto  ó  interino  de  la  Repú- 
blica, la  fórmula  será  la  siguiente:  «El  Con- 
greso de  loe  Estados  Unidos  mexicanos, 
en  ejercicio  de  la  facultad  que  le  da  el  ar- 
tículo 79  de  la  Constitución,  declara». 

Art.  164.  Las  leyes  que  las  Cámaras  vo- 
taren en  ejercicio  de  sus  facultades  exclu- 
sivas, serán  expedidas  bajo  esta  fórmula: 

«La  Cámara  de  Diputados  (ó  la  de  Se- 
nadores) del  Congreso  de  los  Estados  Uni- 
dos mexicanos,  en  ejercicio  de  la  facultad 
que  le  concede  el  inciso  (aquí  el  inciso)  del 
artículo  (aquí  el  número  correspondiente) 
de  la  Constitución  federal,  decreta  (texto 
de  ley)». 

Art.  165.  Cuando  la  ley  se  refiera  á  la 
elección  de  alguno  de  los  funcionarios  de 
que  habla  el  inciso  I  de  la  fracción  A  del 
artículo  72  de  la  Constitución,  la  fórmula 
será  la  siguiente: 

«La  Cámara  de  Diputados  del  Congreso 
de  los  Estados  Unidos  mexicanos,  en  ejer- 
cicio de  la  facultad  que  le  concede  el  inci- 
so I  de  la  fracción  A  del  art.  72  de  la  Cons- 
titución, declara». 

De  la  Comisión  permanente. 

Art.  166.  En  el  mismo  día  de  la  clausu- 
ra de  las  sesiones  ordinarias  del  Congreso 
general,  é  inmediatamente  después  de  esta 
ceremonia,  los  Diputados  y  Senadores  que, 
con  arreglo  al  art.  73  de  la  Constitución,  hu- 
bieren sido  elegidos  en  sus  respectivas  Cá- 
maras para  formar  la  Comisión  permanente, 
se  reunirán  en  el  salón  de  sesiones  de  la  Cá- 
mara de  Diputados,  y  bajo  la  presidencia 
del  individuo  á  quien  corresponda  el  primer 
lugar  por  orden  alfabético  de  apellidos,  y  de 
nombres  si  hubiese  dos  ó  más  apellidos  igua- 


286 


ANUARIO  Dí  LEGISLACIÓN  UNIVERSAL—  19M 


les,  ayudados  por  dos  Secretarios  de  su  elec- 
ción, se  procederá  á  nombrar,  por  mayoría 
de  votos,  un  Presidente,  un  Vicepresidente 
y  cuatro  Secretarios.  De  estos  últimos,  dos 
deberán  ser  Diputados  y  dos  Senadores. 

Art.  167.  Verificada  la  elección  de  la  Me- 
sa, los  elegidos  tomarán  desde  luego  pose- 
sión de  sus  puestos,  y  el  Presidente  declara- 
rá instalada  la  Comisión  permanente,  comu- 
nicándolo así  á  quienes  corresponda. 

Árt.  16o.  La  Mesa  de  la  Comisión  per- 
manente ejercerá  sus  funciones  durante  el 
receso  de  las  Cámaras  para  el  cual  fué  ele- 
gida. En  un  período  de  receso  el  Presidente 
y  el  Vicepresidente  serán  elegidos  entre  los 
Diputados  y  en  el  período  siguieute  entre  los 
Senadores. 

Art.  169.  Las  sesiones  de  la  Comisión 
permanente  tendrán  lugar  una  vez  por  se- 
mana, en  los  días  y  á  las  horas  que  el  Pre- 
sidente de  la  misma  designe.  Si  fuera  de  los 
días  señalados  hubiere  necesidad  de  cele- 
brar algunas  otras  sesiones,  así  se  verificará 
previo  acuerdo  del  Presidente. 

Art.  170.  Para  el  despacho  de  los  nego- 
cios de  su  competencia,  la  Comisión  perma- 
nente nombrará,  á  propuesta  de  la  Mesa,  y 
por  mayoría  de  votos,  en  el  mismo  día  de 
su  instalación,  las  siguientes  Comisiones: 

De  Relaciones  exteriores. 

De  Gobernación. 

De  Justicia  é  Instrucción  pública. 

De  Fomento.  » 

De  Comunicaciones  y  Obras  públicas. 

De  <*uerra  y  Marina. 

De  Hacienda  y  Crédito  público. 

De  Puntos  constitucionales. 

Art.  171.  Las  facultades  y  atribuciones 
de  la  Comisión  permanente  son  las  que  le 
confieren  y  señalan  los  arts.  29  y  74,  y  la 
frac.  VI  del  art.  7y  de  la  Constitución. 

Art.  172.  Durante  los  recesos  del  Con- 
greso, las  Comisiones  administrativas  de 
ambas  Cámaras  presentarán  á  la  Comisión 
permanente  para  su  examen  y  aprobación 
los  presupuestos  de  dietas,  sueldos  y  gastos 
de  las  mismas  y  de  sus  Secretarías,  y  la  Co- 
misión inspectora,  los  de  la  Contaduría  ma- 
yor de  Hacienda. 

Art.  173.  Los  asuntos  que,  sin  ser  de  la 
competencia  de  la  Comisión  permanente,  lle- 
gasen á  su  poder,  se  reservarán  para  entre- 
garlos en  su  oportunidad  á  la  Cámara  que 
corresponda. 

Art.  174.-  El  último  día  de  su  ejercicio, 
en  cada  período,  la  Comisión  permanente 
tendrá  formados  para  entregarlos  á  los  Se- 
cretarios de  las  Cámaras,  dos  inventarios, 
uno  para  la  de  Diputados  y  otro  para  la  de 
Senadores,  conteniendo  respectivamente  los 
memoriales,  oficios  ó  comunicaciones  y  de- 


más documentos  que  cada  una  de  ellas  hu- 
biere recibido. 

Art.  176.  Ademasen  los  inventarios  co- 
rrespondientes del  último  recesa  de  cada 
Legislatura,  se  comprenderán  los  expedien- 
tes que  la  Comisión  permanente  hnbiere  re- 
cibido de  las  Cámaras  al  clausurar  sus  últi- 
mas sesiones  ordinarias,  para  los  efectos  del 
inciso  V  del  art.  74  de  la  Constitución. 

Art.  176.  Cuando  el  Congreso  general,  o 
una  sola  de  las  Cámaras  que  lo  componen, 
celebre  sesiones  extraordinarias,  la  Comí 
8ión  permanente  no  suspenderá  sus  traba- 
jos sino  en  aquello  que  se  refiera  al  asnnto 
para  el  que  se  haya  convocado  á  sesiones 
extraordinarias. 

Art.  177.  Cuando  la  Comisión  perma- 
nente ejerza  atribuciones  de  Colegio  elec- 
tora), respecto  de  la  elección  de  Autorida- 
des judiciales  para  el  Distrito  federal,  hará 
la  declaración  correspondiente,  con  funda- 
mento de  la  Ley  Electoral  vigente,  bajo  ana 
fórmula  semejante  á  la  que  está  preceptuada 
para  la  Cámara  de  Diputados  en  el  a  rucólo 
relativo. 

Ceremonial, 

Art.  178.  Cuando  el  Presidente  de  la 
República  asista  al  Congreso  en  cumpli- 
miento de  lo  prescrito  en  el  art.  63  déla 
Constitución,  ó  á  hacer  la  protesta  que  pre- 
viene el  art.  83  de  la  misma,  saldrá  á  reci- 
birfo  hasta  la  puerta  exterior  del  salón,  una 
Comisión  compuesta  de  seis  Diputados  é 
igual  número  de  Senadores,  incluso  un  Se- 
cretario de  cada  Cámara.  Dicha  Comisión 
lo  acompañará  hasta  su  asiento,  y  des- 
pués, á  su  salida,  hasta  la  misma  puerta 
exterior. 

Art.  179.  Al  entrar  y  salir  del  salón  el 
Presidente  de  la  República,  se  pondrán  en 
pie  todos  los  miembros  del  Congreso,  á 
excepción  de  su  Presidente,  que  solamente 
lo  verificará  á  la  entrada  del  primero,  ruan- 
do éste  haya  llegado  á  la  mitad  del  salón. 

Art.  180.  £1  Presidente  de  la  República 
hará  la  protesta  de  pie  ante  el  Presidente 
del  Congreso,  y  concluido  este  acto,  se  reti- 
rará con  el  mismo  ceremonial  prescrito  en 
los  artículos  anteriores. 

Art.  181.  Cuando  el  Presidente  de  la 
República  asista  á  la  apertura  de  las  sesio- 
nes, tomará  asiento  al  lado  izquierdo  del 
Presidente  del  Congreso. 

Art.  182.  Al  discurso  que  el  Presiden- 
te de  la  República  pronuncie  en  ese  acto,, 
el  Presidente  del  Congreso  contestará  en 
términos  generales,  sin  hacer  apreciaciones 
en  nombre  de  las  Cámaras,  ni  ofrecer  pro- 
grama para  el  porvenir. 
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Art.  188.    Los  Diputados  y  Senadores  to-  ' 
«aarán  asiento  sin  preferencia  alguna. 

Art.  184.  Siempre  que  pase  una  Comi- 
sión de  una  á  la  otra  Cámara,  en  ésta  se 
nombrará  otra  Comisión  compuesta  de  seis 
individuos,  que  acompañará  á  la  primera  á 
su  entrada  y  salida,  hasta  la  puerta  exterior 
del  salón. 

Art.  185.  Los  individuos  de  aquella  Co- 
misión tomarán  asiento  indistintamente  en- 
tre los  miembros  de-  la  Cámara;  y  luego  que 
en  Presidente  baya  expuesto  el  objeto  de 
so  misión,  le  contestará  el  Presidente  de  la 
Cámara  en  términos  generales,  y  la  Comi- 
sión podrá  retirarse. 

Art.  186.  A  los  Diputados  ó  Senadores 
que  se  presenten  á  protestar  después  de 
abiertas  las  sesiones,  saldrán  á  recibirlos 
hasta  la  puerta  interior  del  salón  dos  in- 
dividuos de  su  respectiva  Cámara,  incluso 
un  Secretario. 

Art.  187.  Las  Cámaras  jamás  asistirán, 
ni  juntas  ni  separadas,  á  función  alguna 
pública  fuera  de  su  Palacio. 

Art.  188.  La  Comisión  de  que  habla  el 
artículo  64  se  reunirá  en  el  lugar  donde 
se  haga  el  funeral;  ocupará  el  lugar  que  le 
corresponda,  y  concluida  la  ceremonia,  se 
disolverá. 

De  la  Tesorería  del  Congreso. 

Art.  189.  Para  la  administración  de  los 
fondos  del  presupuesto  del  Congreso  ten- 
drá éste  un  Tesorero  que  nombrará  el  Se- 
nado, á  propuesta  en  terna  de  la  Cámara 
de  Diputados. 

Art.  190.  Este  empleado  entrará  á  ejer- 
cer su  encargo  otorgando  la  fianza  corres- 
pondiente, y  con  los  requisitos  y  bajo  la 
responsabilidad  que  para  los  de  igual  clase 
previenen  las  leyes. 

Art.  191.  El  Tesorero  cobrará  y  recibirá 
de  la  Tesorería  general  de  la  federación  los 
caudales  correspondientes  al  presupuesto 
de  gastos  que  los  Secretarios  de  cada  Cáma- 
ra, ó  los  de  la  Comisión  permanente  en  su 
caso,  le  pasarán  mensual  mente. 

Arl.  192.  El  Tesorero  hará  los  pagos  de 
dietas  y  sueldos  de  los  individuos  y  emplea- 


dos de  las  Cámaras,  en  las  Secretarías  de  las 
mismas,  los  días  designados  para  este 
efecto. 

De  las  galerías.       • 

Art.  193.  Habrá  en  cada  Cámara  un  lu- 
gar con  este  nombre,  destinado  al  público 
que  concurra  á  presenciar  las  sesiones;  se 
abrirá  antes  de  comenzar  cada  una  de  ellas, 
y  no  se  cerrará  sino  cuando  las  sesiones  se 
levanten,  á  no  ser  que  haya  necesidad, 
por  algún  desorden  ó  por  cualquiera  otro 
motivo,  de  deliberar  sin  presencia  del  públi- 
co, en  cuyo  caso  permanecerán  cerradas. 

Art.  194.  Habrá  en  las  galerías  un  lugar 
especialmente  destinado  al  Cuerpo  diplomá- 
tico, y  otro  á  los  Magistrados  de  la  Suprema 
Corte  de  Justicia,  á  los  Gobernadores  de  los 
Estados  y  demás  funcionarios  públicos. 

Art.  195.  Los  concurrentes  á  las  galerías 
se  presentarán  sin  armas;  guardarán  respe- 
to, silencio  y  compostura,  y  no  tomarán  par- 
te en  los  debates  con  ninguna  clase  de  de- 
mostración. 

Art.  196.  Se  prohibe  fumar  en  las  gale- 
rías. Las  personas  que  infrinjan  este  artícu- 
lo serán  expulsadas  del  edificio.  ' 

Art.  197.  Los  que  perturben  de  cualquier 
modo  el  orden,  serán  despedidos  de  la  ga- 
lería en  el  mismo  acto;  pero  si  la  falta  fuese 
grave  ó  importare  delito,  el  Presidente  man- 
dará detener  al  que  la  cometiere  y  consig- 
narlo al  Juez  competente. 

Art.  198.  Siempre  que  los  medios  indi- 
cados no  basten  para  contener  el  desorden 
en  las  galerías,  el  Presidente  levantará  la 
sesión  pública,  y  podrá  continuarla  en  se- 
creto. 

Lo  mismo  verificará  cuando  los  medios  de 
prudencia  no  sean  suficientes  para  estable- 
cer el  orden  alterado  por  los  miembros  de  la 
Cámara. 

Art.  199.  Los  Presidentes  de  las  Cama 
ras  podrán  ordenar,  siempre  que  lo  conside- 
ren conveniente,  que  se  sitúe  guardia  mili- 
tar en  los  edificios  de  las  mismas,  la  que  es- 
tará sujeta  exclusivamente  á  las  órdenes  del 
Presidente  respectivo. 
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Dhorcio  j  separación  de  cuerpo  7  bie- 
nes.—Ley  de  2  de  Junio  de  1897  (1). 

CAPITULO  PRIMERO 

Artículo  1.°  Quedan  abrogados  por  la 
presente  ley  los  arte.  227  al  81 1  inclusive  del 
Código  civil,  como  asimismo  el  decreto  del 


(1)  Precede  á  es¿a  ley  una  especie  de  exposi- 
ción de  motivos,  que  dice  así:  , 

«La  indisolubilidad  del  matrimonio  es  incom- 
patible con  la  condición  instable  de  las  cosas 
humanas,  y  suele  producir,  por  tanto,  en  muchos 
casos,  efectos  contrarios  al  interés  de  la  moralidad 

fmblica.  Asi  la  sociedad  como  la  familia  viven  de 
as  impresiones  que  reciben;  y  bajo  el  régimen  de 
la  indisolubilidad,  un  matrimonio  mal  avenido, 
lejos  de  ser  base  de  edificación  moral,  es,  las  man 
de  las  veces,  causa  de  escándalos  y  hasta  de  deli- 
tos y  crímenes.  La  separación  de  cuerpo  y  bienes 
como  medio  único  instituido  por  nuestra  Legisla 
ción  contra  ese  mal,  no  alcanza  cumplidamente 
ese  objetivo;  por  cuanto  si  separa  á  los  cónyuges 
en  tálamos  é  intereses-,  deja  al  ofendido  ligado  en 
vínculo  perpetuo  al  ofensor,  inutilizándolo  para 
contraer  otra  unión  legítima;  lo  cual  es,  ámáB  de 
injusto  para  el  inocente,  contrario  al  propósito 
del  Legislador,  de  mantener  el  orden  social  sobre 
base  cierta  de  moral  positiva.  Es  notorio  el  estado 
de  inmoralidad  que  resulta  de  la  separación  de 
cuerpo  y  bienes,  obligando  a  los  esposos  separa- 
dos á  permanecer  en  el  celibato,  el  amancebamien- 
to ó  la  disolución;  y  por  el  contrario,  el  divor- 
cio tiende  á  corregir  esa  deficiencia  de  nuestra 
legislación,  dando  solución  á  tan  grave  mal;  y  por 
ser  la  de  divorcio  una  ley  puramente  facultativa 
y  de  ningún  modo  imperativa,  no  lesiona  los  fue- 
ros de  la  Iglesia,  según  lo  preceptuado  en  el  ar- 
tículo 11  de  la  Constitución». 


Congreso  nacional  de  fecha  26  de  Junio 
de  1889,  que  hace  obligatorio  el  matrimonio 
católico  veinticuatro  horas  después  del  con- 
trato civil. 

Art.  2.o  El  matrimonio  se  disuelve  por  la 
muerte  de  uno  de  los  cónyuges  y  por  el  di- 
vorcio, y  se  suspende  por  la  separación  de 
cuerpo  y  bienes. 

CAPÍTULO  II 
Causas  de  divorcio. 

Art.  3.°  El  divorcio  podrá  ser  pedido  t*- 
cíprocamente: 

1 .°     Por  adulterio  de  uno  de  los  cónyuges. 

2.o  Por  condenación  de  uno  de  los  espo- 
sos á  una  pena  aflictiva  é  infamante. 

No  podrá  pedirse  el  divorcio  por  esta  can- 
sa, si  las  condenaciones  proceden  de  críme- 
nes políticos. 

3.o  Por  sevicias  ó  por  injurias  graves  de 
uno  de  los  cónyuges  fes  pee  to  del  otro. 

4.°  Por  abandono  voluntario  que  ano  de 
los  esposos  baga  del  hogar,  siempre  que  no 
regresare  á  él  en  el  término  de  cinco  años, 
á  pesar  del  requerimiento  auténtico  que  ha- 
ya podido  hacerle  el  otro  esposo. 

5.o  Por  notoria  embriaguez  habitual  de 
uno  de  los  cónyuges  durante  un  año. 

6.o  Por  ausencia  decretada  por  el  Tribu- 
nal, de  conformidad  con  las  prescripciones 
contenidas  en  el  capítulo  2.°  del  titulo  4.°  del 
Código  civil. 

7.°  Po*  el  mutuo  consentimiento  de  los 
cónyuges. 
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CAPITULO  in 

Procedimiento  del  divorcio  por  causas 
determinadas. 

Sección  primera. 

Art,  4.°  Ninguna  demanda  en  divorcio 
podrá  intentarse  sino  por  ante  el  Tribunal 
ó  Juzgado  de  primera  instancia  de  la  pro- 
vincia ó  distrito  en  donde  los  esposos  ten- 
gan su  domicilio. 

Art.  6.°  Si  alguno  de  los  hechos  alegados 
por  el  demandante  diere  lugar  á  una  perse- 
cución contra  el  demandado  por  parte  del 
Ministerio  público,  la  acción  en  divorcio 
quedará  en  suspenso  hasta  que  el  Tribunal 
represivo  haya  decidido  definitivamente. 

Art.  6.°  Toda  demanda  en  divorcio  por 
causa  determinada,  enunciará  sumariamen- 
te los  hechos  en  que  se  funda  y  será  entre- 
gada, con  los  documentos  en  que  se  apoye, 
ai  los  hay,  al  Presidente  del  Tribunal  ó  Juz- 
gado, ó  al  Juez  que  desempeñe  esas  funcio- 
nes, por  el  cónyuge  demandante  en  perso- 
na, á  menos  que  éste  se  encuentre  impedido 
por  enfermedad;  en  cuyo  caso,  á  petición 
saya,  y  con  certificado  de  dos  doctores  ó  li- 
cenciados en  medicina  ó  en  cirugía,  ó  de  dos 
practicantes,  ó  de  dos  testigos  en  defecto  de 
éstos,  el  Magistrado  se  transportará  al  do- 
micilio del  demandante  para  recibirla  de- 
manda. 

Art.  7.°  El  Juez,  después  de  haber  oido 
á  la  parte  demandante,  y  de  haberle  hecho 
las  observaciones  qué  estime  convenientes, 
rubricará  la  demanda  y  las  piezas  en  que 
esté  apoyada,  y  redactará  un  proceso  verbal 
de  la  entrega  que  se  le  hace.  Este  proceso 
verbal  será  firmado  por  el  Juez  y  por  la  par- 
te demandante,  á  menos  que  ésta  no  sepa 
ó  no  pueda  escribir,  en  el  cual  caso  se  hará 
mención  de  esta  circunstancia. 

Art.  8.o  El  Juez  ordenará  al  pie  de  su 
proceso  verbal  que  las  partes  comparezcan 
en  persona  por  ante  él  en 'día  y  hora  que  él 
indicará;  y  á  este  efecto  dará  copia  de  su 
auto  á  la  parte  contra  quien  se  pide  el  di- 
vorcio. 

Art.  9.o  En  el  día  señalado,  el  Juez  hará 
á  ambos  esposos,  si  comparecen,  ó  al  de- 
mandante, si  éste  compareciese  solo,  las  re- 
flexiones que  juzgue  convenientes  para  con- 
ei  liarlos;  y  si  no  lo  consigue,  redactará  un 
proceso  verbal  de  todo  lo  ocurrido,  y  orde- 
nará la  comunicación  de  la  demanda  y  de 
las  piezas  al  Ministerio  público,  quien,  pre- 
vio dictamen,  informará  al  Tribunal,  en  el 
término  de  ocho  días.  Por  el  mismo  acto  en 
caso  de  adulterio,  el  Juez  autorizará  á  la 
mujer  á  retirarse  provisionalmente  á  la  casa 
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que  las  partes  hayan  elegido,  ó  que  el  mis- 
mo Juez  indique  de  oficio. 

Art.  10.  En  los  tres  días  siga  i  en  ten  al 
dictamen  del  Ministerio  público,  el  Tribu- 
nal, con  vista  del  informe  que  produzca  el 
Juez  conciliador  y  del  dictamen  fiscal,  acor- 
dará ó  suspenderá  el  permiso  de  emplazar. 
Esta  suspensión  no  podrá  ser  por  más  de 
veinte  días. 

Art.  11.  El  demandante,  á  quien  en  vir 
tud  del  permiso  del  Tribunal  se  le  autorice 
á  ejercer  su  acción,  hará  emplazar  al  deman- 
dado en  la  forma  ordinaria  prescrita  por  el 
Código  de  Procedimiento  civil,  para  que 
comparezca  en  persona  á  la  audiencia,  á 
puerta  cerrada,  en  el  plazo  legal;  y  hará  dar 
copia  en  cabeza  del  emplazamiento,  de  la 
demanda  en  divorcio  y  de  las  piezas  produ 
cidas  en  su  apoyo. 

Art  12.  Vencido  el  término  del  empla- 
zamiento, sea  que  el  demandado  comparez- 
ca ó  no,  el  demandante  en  persona,  asistido 
de  su  abogado,  expondrá  por  sí,  ó  por  medio 
de  é),  los  motivos  de  su  demanda;  presenta- 
rá además  las  piezas  en  que  la  apoya  y  nom- 
brará los  testigos  que  se  proponga  hacer  oir. 
Art.  13.  Si  el  demandado  comparece  en 
persona,  ó  por  un  apoderado,  podrá  propo- 
ner sus  observaciones,  tanto  sobre  los  mo- 
tivos de  la  demanda,  como  sobre  las  piezas 
producidas  por  el  demandante,  y  sobre  los 
testigos  nombrados  por  éste.  También  el 
demandado  nombrará  los  testigos  que  se 
proponga  hacer  oir,  y  sobre  los  cuales  el 
demandante,  por  su  parte,  hará  sus  obser- 
vaciones. 

Art.  14.  Se  redactará  un  proceso  verbal 
de  la  comparecencia,  de  los  decires  y  obser- 
vaciones de  las  partes,  así  como  de  las  con- 
fesiones que  una  ú  otra  hiciere;  se  dará  lec- 
tura de  este  proceso  verbal  á  las  partes,  á 
quienes  se  requerirá  que  firmen,  haciéndose 
mención  expresa  de  sus  firmas  ó  de  su  de- 
claración de  no  poder  ó  no  querer  hacerlo. 
Art.  Í5.  El  Tribunal  enviará  á  las  partes 
á  la  audiencia  pública  en  el  día  y  hora  por 
él  determinadas;  ordenará  la  comunicación 
del  expediente  al  Ministerio  público  y  nom- 
brará un  Juez  relator.  En  el  caso  en  que  el 
demandado  no  haya  comparecido  á  la  au- 
diencia de  que  habla  el  art.  11,  el  deman- 
dante estará  obligado  á  hacerle  notificar  el 
auto  del  Juez  en  el  plazo  indicado. 

Art.  16.  En  el  día,  y  á  la  hora  indicados, 
oída  la  relación  del  Juez,  y  oído  también  el 
Ministerio  público,  el  Tribunal  estatuirá' an- 
tes que  todo,  sobre  las  excepciones  que  se 
hubieren  propuesto.  En  el  caso  que  se  esti- 
men concluyentes,  la  demanda  en  divorcio 
será  rechazada;  en  el  caso  contrario,  ó  en  el 
de  que  no  se  haya  propuesto  ninguna  excep- 
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ción,  la  demanda  en  divorcio  será  admitida. 

Art.  17.  Inmediatamente  de  admitida  la 
demanda  en  divorcio,  oídas,  las  conclusiones 
del  Ministerio  público  y  del  Jaez,  el  Tribu- 
nal estatuirá  sobre  el  fondo.  Admitirá  la  de- 
manda si  le  pareciere  en  estado  de  ser  juz- 
gada; si  no,  admitirá  que  el  demandante 
preséntela  prueba  de  los  hechos  pertinentes, 
alegados  por  él,  y  que  el  demandado  presen- 
te sus  pruebas  contrarias. 

Art.  18.  En  cada  acto  de  la  causa,  las 
partes  podrán  —después  de  la  relación  del 
Juez  —y  antes  que  el  Ministerio  público  haya 
tomado  la  palabra,  proponer  ó  hacer  propo- 
ner sus  respectivos  medios,  primero  sobre 
las  excepciones  y  después  sobre  el  fondo. 
Pero  en  ningún  caso  será  admitido  el  Abo- 
gado del  demandante,  si  éste  no  comparece 
en  persona. 

Art.  19.  Inmediatamente  después  de  pro- 
nunciada la  sentencia  que  ordene  los  infor- 
mativos, el  Secretario  del  Tribunal  dará  lec- 
tura de  la  parte  del  proceso  verbal  que  con- 
tenga los  nombres  de  los  testigos  que  las 
partes  se  propongan  hacer  oír.  El  Presidente 
advertirá  á  las  partes  que  en  ese  momento 
pueden  designar  otros  testigos,  pero  que  des- 
pués no  se  admitirá  ninguno  más. 

Art.  20.  Las  partes  propondrán  las  ta- 
chas respectivas  contra  los  testigos,  y  el 
Tribunal  estatuirá  sobre  dichas  tachas  des- 
pués de  oir  al  Ministerio  público. 

Art.  21.  No  darán  lugar  á  ninguna  tacha 
los  parientes  de  las  partes,  á  excepción  de 
sus  hijos  y  descendientes,  ni  tampoco  los 
criados  de  los  esposos,  en  razón  de  esta  cua- 
lidad; pero  el  Tribunal  tendrá  especial  cui- 
dado con  las  declaraciones  de  los  parientes 
y  de  los  criados. 

Art.  22.  Toda  sentencia  que  admita  una 
prueba  testimonial,  nombrará  los  testigos 
que  deben  ser  oídos,  y  determinará  el  día  y 
la  hora  en  que  las  partes  deban  presentarlas. 

Art.  23.  Las  declaraciones  de  los  testigos 
serán  recibidas  por  el  Tribunal,  á  puertas 
cerradas,  en  presencia  del  Ministerio  público 
y  de  las  partes  ó  de  sus  Abogados  ó  amigos, 
hasta  el  número  de  tres  de  cada  lado. 
.  Art.  24.  Las  partes,  por  sí  ó  por  sus 
Abogados,  podrán  hacer  á  los  testigos  las 
observaciones  é  interpelaciones  que  juzguen 
apropósito,  sin  poder,  sin  embargo,  interrum- 
pirlos en  el  curso  de  sus  declaraciones. 

Art.  25.  Cada  declaración  será  redactada 
por  escrito,  así  como  los  decires  y  abrevia- 
ciones á  que  haya  dado  lugar.  El  proceso 
verbal  de  informativos  será  leído,  tanto  á 
los  testigos  como  á  las  partes,  y  unos  y  otros 
serán  requeridos  á  firmar,  y  se  hará  mención 
de  su  firma,  ó  de  su  declaración  de  que  no 
pueden  ó  no  quieren  firmar. 


Art.  26.  Terminados  los  dos  informati- 
vos, ó  el  del  demandante,  si  el  demandado 
no  ha  producido  testigos,  el  Tribunal  envia- 
rá las  partes  á  la  audiencia  pública  para  día 
y  hora  que  él  indicará.  También  ordenará  la 
comunicación  del  expediente  al  Ministerio 
público  y  comisionará  un  Juez  relator.  A  re- 
querimiento del  demandante,  se  notificará 
al  demandado  este  auto. 

'  Art.  27.  En  el  día  indicado  para  la  sen- 
tencia, el  Juez  hará  su  relación;  las  partes 
podrán  hacer  por  sí  mismas,  ó  por  órgano 
de  sus  Abogados,  las  observaciones  que  juz- 
guen útiles,  después  de  lo  cual  dará  sus  con- 
clusiones el  Ministerio  público. 

Los  gastos  del  procedimiento  de  divorcio, 
por  causas  determinadas,  serán  á  cargo  del 
cónyuge  culpable  y  de  su  cómplice,  con 
arreglo  á  los  arta.  130  y  131  del  Código  de 
Procedimiento  civil. 

El  procedimiento  de  divorcio,  por  causa 
de  adulterio  de  cónyuges  pobres,  será  de 
oficio. 

Art.  ?8.  La  sentencia  definitiva  se  pro- 
nunciará públicamente  cuando  admita  el  di- 
vorcio; y  el  demandante  estará  autorizado  á 
presentarse  al  Oficial  del  estado  civil  para 
hacerla  pronunciar  é  inscribirla  en  el  Regis- 
tro civil. 

Art.  29.  Cuando  el  divorcio  se  pida  por 
razón  de  que  uno  de  los  esposos  esté  conde- 
nado á  una  pena  aflictiva  é  infamante,  las 
únicas  formalidades  que  deben  observarse 
consisten  en  presentar  al  Tribunal  una  copia 
en  forma  de  la  sentencia  que  condene  al 
cónyuge  demandado  á  una  pena  aflictiva  é 
infamante,  con  un  certificado  del  Secretario 
del  Tribunal  que  la  dictó,  atestando  que  esta 
sentencia  no  es  susceptible  de  ser  reformada 
por  ninguna  de  las  vías  legales  ordinarias. 
El  certificado  del  Secretario  será  visado  por 
el  Procurador  fiscal  de  su  Tribunal,  ó  por  el 
Procurador  general  de  la  República. 

Art.  30.  Cuando  la  demanda  en  divorcio 
se  intentare  por  causa  de  abandono  del  ho- 
gar, sevicias,  injurias  graves,  ó  de  notoria 
embriaguez  habitual,  los  Jueces  podrán  no 
admitir  inmediatamente  el  divorcio,  aun 
cuando  reconozcan  bien  fundada  la  deman- 
da. En  ese  caso,  antes  de  decidir  definitiva- 
mente, los  Jueces  podrán  autorizar  á  la  mu- 
jer á  retirarse  provisionalmente  de  la  casa 
conyugal,  con  derecho  de  no  recibir  al  espo- 
so, si  ella  lo  tuviere  á  bien;  y  además  conde- 
narán al  marido  á  pagarle  á  la  esposa  una 
pensión  alimenticia  proporcionada  á  sus  fa- 
cultades, si  la  mujer  no  tiene  rentas  suficien- 
tes para  proveer  á  sus  necesidades. 

Art.  31.  Después  de  un  año  de  prueba, 
si  en  conciliación  no  se  han  reunido,  el  de- 
mandante podrá  hacer  citar  al  otro  esposo  á 
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comparecer  al  Tribunal  en  los  plazos  de  ley, 
para  oír  pronunciar  la  sentencia  definitiva 
que  admitirá  el  divorcio. 

Art.  32.  Guando  se  pida  el  divorcio  por 
la  causa  6.a  del  art.  3.°,  tendrá  que  ser  pro- 
hada la  ausencia,  de  conformidad  al  capítulo 
segundo  del  título  4.°  del  Código  civil. 

Art.  33.  Toda  sentencia  en  divorcio,  por 
<-ausas  determinadas,  será  susceptible  de 
apelación,  y  ésta  se  instruirá  y  juzgará  por 
(a  Suprema  Corte  de  justicia,  como  cansa 
sumaria. 

Art.  34.  No  será  admisible  la  apelación 
si  no  ba  sido  intentada  en  los  dos  meses,  á 
contar  del  día  de  la  notificación  de  la  sen- 
lenciadada  contradictoriamente  ó  por  de- 
fecto. 

Art.  35.  En  virtud  de  toda  sentencia  de 
divorcio  dada  en  última  instancia,  ó  que  ba- 
ya adquirido  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada, 
el  esposo  que  la  haya  obtenido  estará  obli- 
gado á  presentarse  en  el  plazo  de  dos  meses, 
y  previo  llamamiento  hecho  á  la  otra  parte, 
por  ante  el  Oficial  del  estado  civil,  para  ha- 
cer pronunciar  el  divorcio. 

Art.  36.  Estos  dos  meses  no  comenzarán 
á  correr  para  las  sentencias  dictadas  en  pri- 
mera instancia,  sino  después  de  espirado  el 
plazo  de  la  apelación;  y  respecto  de  las  sen- 
tencias dadas  por  defecto  en  causa  de  apela- 
ción, después  de  la  espiración  del  plazo  de 
oposición. 

Art.  37.  El  cónyuge  demandante  que  ha- 
ya dejado  pasar  el  plazo  de  dos  meses,  de- 
terminado en  el  artículo  anterior,  sin  llamar 
al  otro  cónyuge  ante  el  Oficial  del  estado 
civil,  perderá  el  beneficio  de  la  sentencia  por 
él  obtenida,  y  no  podrá  obtener  otra  senten- 
cia sino  por  una  causa  nueva,  á  la  que,  sin 
embargo,  podrá  agregar  las  antiguas  causas. 

Sección  segunda. 

Medidas  provisionales  á  las  cuales  puede  dar 
lagar  la  demanda  en  divorcio. 

Art.  38.  La  administración  provisional 
de  los  hijos  quedará  á  cargo  del  marido  de- 
mandante ó  demandado,  á  menos  que  el 
Tribunal  no  ordene  otra  cosa  á  petición,  sea 
de  la  madre,  sea  de  la  familia  ó  del  Ministe- 
rio público,  para  mayor  ventaja  de  los  hijos. 

Art.  39.  La  mujer  demandante  ó  deman- 
dada en  divorcio  podrá  dejar  el  domicilio 
del  marido  durante  el  proceso,  y  pedir  una 
pensión  alimenticia,  proporcionada  á  las  fa- 
cultades del  marido.  El  Tribunal  indicará  la 
casa  en  que  la  mujer  estará  obligada  á  resi- 
dir y  fijará,  si  hay  lugar,  la  provisión  ali- 
menticia que  el  marido  estará  obligado  á 
pagar. 

Art.  40.    La  mujer  estará  obligada  á  jus- 


tificar su  residencia  en  la  casa  indicada,  cada 
vez  que  se  la  requiera:  á  falta  de  esta  justi- 
ficación, el  marido  podrá  rehusar  la  pensión 
alimenticia;  y  si  la  mujer  es  demandante, 
hacerla  declarar  no  admisible  á  continuar  su 
demanda. 

Art.  41.  La  mujer  común  en  bienes,  de- 
mandante ó  demandada  en  divorcio,  podrá 
— en  todo  estado  de  cansa  — á  partir  de  la 
fecha  del  auto  que  se  menciona  en  el  artícu- 
lo 8.°,  requerir  para  la  conservación  de  sus 
derechos,  la  fijación  de  sellos  sobre  los  efec- 
tos mobiliarios  de  la  comunidad.  No  se  le- 
vantarán estoB  sellos  sino  haciendo  un  in- 
ventario estimativo,  quedando  el  marida 
obligado  á  presentar  las  cosas  inventariadas, 
o  á  responder  de  su  valor  como  guardián  ju- 
dicial. 

Art.  42.  Toda  obligación  á  cargo  de  la 
comunidad,  toda  enajenación  de  inmuebles 
comunes,  hechas  por  el  marido  con  posterio- 
ridad á  la  fecha  del  auto  del  art.  8°,  será 
anuíanle  si  se  prueba  que  han  sido  contrata- 
das en  fraude  de  los  derechos  de  la  mujer. 

CAPITULO  IV 

Del  divorcio  por  mutuo  consentimiento  y  del 
procedimiento  que  debe  seguirse. 

Art.  43.  El  consentimiento  mutuo  y  per- 
severante de  los  esposos,  expresado  de  la 
manera  prescrita  en  la  presente  ley,  justifi- 
cará suficientemente  que  la  vida  común  les 
es  insoportable. 

Art.  44.  El  divorcio  por  consentimiento 
mutuo  no  podrá  pedirse,  ni  podrá  ser  pro- 
nunciado sino  por  los  medios  y  forma  que  á 
continuación  se  establecen: 

Primera.  El  divorcio  por  mutuo  consen- 
timiento no  se  admitirá  si  el  marido  tuviese 
menos  de  veinticinco  años  y  la  mujer  menos 
de  veintiuno. 

Segunda.  No  será  admisible  sino  des- 
pués de  dos  afios  de  matrimonio,  como  tam 
poco  lo  será  después  de  treinta  afios  de  vida 
común,  ni  cuando  el  esposo  tenga  por  lo  me- 
nos setenta  afios  de  edad  y  la  mujer  cin- 
cuenta. 

Tercera.     En   ningún   caso    el    consenti- 
miento mutuo  de  los  esposos  bastará  por  sí 
solo  para  pedir  el  divorcio,  si  no  está  autori- 
zado por  sus  padres  y  madres  ó  por  sus  otros 
ascendientes,  de  conformidad  con  los  artícu- 
los 149  y  160  del  Código  civil;  sin  embargo, 
cuando   esta  autorización   sea   negada,  sin 
justo  motivo,  por  los  padres  y  madres,  ó  por 
los  ascendientes,  podrán  ios  esposos  com- 
j   parecer  en  persona  ante  el  Juez,  exponerle 
I  verbalmente  las  causas  en  que  fundan  su 
'  resolución  de  divorciarse,  y  si  éstas  son  per- 
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tlnentee  y  bien  fundadas,  ae  procederá  como 
ai  existiese  la  autorización  ya  mencionada. 

A  falta  de  los  padres  ó  ascendientes,  los 
parientes  más  próximos,  dos  de  parte  de 
cada  nno  de  los  esposos,  podrán  autorizar 
la  demanda. 

Los  padres,  madres,  abuelos  y  parientes 
de  las  partes  se  presumen  vivos,  hasta  tatito 
no  se  pruebe  lo  contrario  por  medio  de  los 
actos  de  defunción. 

Cuarta.  La  autorización  á  que  se  refiere 
la  cláusula  tercera,  no  aera  admisible. en 
juicio,  si  no  -está  comprobada  por  acto  au- 
téntico. 

La  petición  que  se  haga  á  los  padres, 
abuelos  ó  parientes  deberá  formularse  según 
las  reglas  prescritas  por  el  art.  164  dei  Có- 
digo civil,  sin  que  en  el  acto  á  que  se  con- 
trae esta  disposición  de  ley  sea  necesario 
exponer  los  motivos  y  razones  que  tengan 
los  esposos  para  pedir  el  divorcio,  lo  que 
harán  éstos  verbalmente  á  sus  padres,  abue- 
los ó  parientes,  sin  necesidad  de  dejar  cons- 
tancia escrita  de  los  motivos  y  razones  que 
se  aduzcan  por  los  cónyuges. 

Art.  45.  Los  esposos  estarán  obligados, 
una  vez  obtenida  la  autorización,  y  antes  de 
presentarse  al  Juez  que  deba  conocer  de  la 
demanda:  1.°  á  formalizar  un  inventario  ge- 
neral, con  estimación  pericial,  de  todos  .sus 
bienes  muebles  é  inmuebles;  2.°  á  convenir 
á  quién  de  los  esposos  se  confía  el  cuidado 
de  \on  hijos  nacidos  de  su  unión,  tanto  du- 
rante los  procedimientos  de  divorcio,  cuanto 
después  de  pronunciado  éste;  3°  en  qué 
casa  deberá  residir  la  esposa  durante  el 
tiempo  de  las  pruebas,  y  cuál  la  cantidad 
que,  como  pensión  alimenticia,  deberá  su- 
ministrar el  esposo  mientras  corren  los  tér- 
minos y  se  pronuncia  sentencia  definitiva. 

Todas  estas  convenciones  y  estipulacio- 
nes deberán  formalizarse  por  auto  auténtico. 

Una  vez  cumplidas  las  anteriores  forma- 
lidades, los  esposos,  personalmente,  y  pro- 
vistos de  la  autorización  de  los  padres,  abue- 
los ó  parientes,  de  los  actos  en  que  consten 
las  estipulaciones  á  que  se  refiere  el  art.  44, 
como  asimismo  del  acto  matrimonial  y  de 
sus  correspondientes  actos  de  nacimiento  y 
de  aquello»  de  los  hijos  procreados  durante 
matrimonio,  se  presentarán  al  Presidente 
dei  Tribunal  ó  al  Juez  de  primera  instancia 
de  su  domicilio,  declarándoles  que  tienen  el 
propósito  de  divorciarse  por  mutuo  consen- 
timiento, y  que  al  efecto  piden  proveimiento 
en  forma  para  establecer  su  demanda. 

A  falta  de  los  actos  de  nacimiento,  por 
ausencia  de  éstos  en  los  registros  del  estado 
civil,  los  actos  de  notoriedad  tendrán  entera 
validez. 

Art.  46.     £1  Juez,  en  vista  de  la  declara- 


ción de  los  esposos,  levantará  acta  de  io  ex- 
puesto  por  éstos;  y  sin  pretender,  bajo  nin- 
gún concepto,  averiguar  las  causas  de  so 
determinación,  so  pena  de  responsabilidad 
civil,  proveerá  auto  fijando  el  día  y  hora 
en  que  las  partes  estén  obligadas  á  compa- 
recer en  Cámara  de  conciliación,  comisio- 
nando al  alguacil  que  deba  notificar  dicho 
auto. 

Art.  47.  El  día  fijado  por  el  Jaez,  y  Je 
conformidad  con  la  notificación  que  haya 
hecho  la  parte  más  diligente,  loa  esposos 
comparecerán  personalmente  ante  el  Magis- 
trado, quien,  por  cuantos  medios  le  dicte  su 
prudencia,  procurará  conciliarios.  Si  esto  no 
se  obtiene,  el  Juez  autorizará  la  demanda 
fijando  un  término  de  treinta  días  para  qne 
comparezcan  en  juicio;  y  con  vista  de  todos 
los  actos,  pronunciará  sentencia  sesenta  día» 
después  de  la  comparecencia  de  las  partes 
ante  el  Tribunal. 

La  sentencia  que  recaiga  deberá  ajustarse 
en  un  todo  á  las  estipulaciones  consignadas 
en  los  actos  á  que  se  refiere  el  art.  45  y  sus 
párrafos,  los  cuales  actos  de  estipulación 
sólo  podrán  sufrir  las  variantes  que  los  mis- 
mo» esposos  quieran  introducirle  el  día  de 
la  vista  de  la  causa,  previo  avenimiento  an- 
terior. 

Art.  48.  Los  esposos  estarán  obligados 
á  transcribir  en  el  Registro  civil  la  sentencia 
que  haya  admitido  el  divorcio;  y  esta  trans- 
cripción deberá  hacerse  ocho  días  francos, 
después  de  pronunciada  aquélla. 

Art.  49.  Ninguno  de  ios  esposos  divor- 
ciados por  mutuo  consentimiento  podrá  vol- 
ver á  casarse  antes  de  los  tres  años  de  la 
fecha  en  que  se  haya  hecho  la  transcripción 
á  que  se  refiere  el  artículo  anterior.  Esta  dis- 
posición legal  se  consignará  en  el  dispo- 
sitivo de  la  sentencia  que  pronuncie  el  di- 
vorcio. 

Art  60.  Si  durante  los  dichos  tres  años, 
ó  en  el  curso  de  los  procedimientos,  se  prue- 
ba legalmente,  ya  sea  por  los  padres,  abue- 
los, parientes  ó  afines  de  los  esposos,  que 
éstos  se  frecuentan  secretamente,  quedara 
nulo  todo  lo  actuado,  como  asimismo  la  sen- 
tencia si  se  hubiese  dictado;  y  los  esposos 
quedarán  inhabilitados  para  pedir  el  divor- 
cio por  ninguna  causa,  por  grave  que  es- 
ta sea. 

Art  61.  La  sentencia  que  ordene  el  di- 
vorcio por  mutuo  consentimiento  será  in- 
apelable; y  para  su  ejecución  se  observarán 
las  reglas  establecidas  por  el  Código  de  Pro- 
cedimiento civil,  habida  cuenta  de  las  for- 
malidades consignadas  en  la  presente  ley. 

Art.  62.  Los  esposos  están  obligados  & 
depositar  en  Secretaría  todos  los  documen- 
tos pertinentes  á  la  acción   en   divorcio  por 
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«mutuo  consentimiento,  en  los  términos  ex- 
presados en  el  art.  44. 

CAPITULO  V 
Efectos  del  divorcio. 

Art.  53.  Los  esposos  divorciados  por  cua- 
lesquiera de  las  cansas  determinadas  en  el 
art.  3.°  no  podrán  volver  á  unirse  si  uno  de 
•los  dos  ha  contraído,  posteriormente  á  su  di- 
vorcio, un  nuevo  matrimonio  disuelto  por  un 
segundo  divorcio.  En  el  caso  de  que  los  es- 
posos vuelvan  á  unirse,  será  necesario  una 
nueva  celebración  del  ma*rimonio.  Los  es- 
posos nuevamente  reunidos  no  podrác  adop- 
tar otro  régimen  matrimonial  que  el  que 
los  regia  anteriormente.  Después  de  la  reu- 
nión de  los  esposos,  no  se  les  admitirá  nin- 
guna nueva  demanda  en  divorcip,  á  menos 
que  tenga  por  causa  la  condenación  á  una 
pena  aflictiva  é  infamante,  pronunciada  con- 
tra uno  de  ellos  después  de  su  reunión  ó 
por  adulterio. 

Art.  54.  La  mujer  divorciada  no  podrá 
volver  á  rasarse  sino  un  año  después  que  el 
divorcio  haya  llegado  á  ser  definitivo. 

Art.  65.  El  esposo  contra  quien  se  pro- 
nuncie el  divorcio  perderá  todas  las  ven- 
tajas que  el  otro  esposo  le  había  hecho,  sea 
por  el  contrato  de  matrimonio,  sea  duran- 
te éste. 

Art.  56.  El  esposo  que  haya  obtenido  el 
divorcio,  conservará  las  ventajas  que  le  ha- 
ya hecho  el  otro  esposo,  aunque  las  hayan 
•estipulado  recíprocas  y  que  esta  reciproci- 
dad no  tenga  lugar. 

Art.  57.  La  disolución  del  matrimonio 
por  el  divorcio  admitido  en  justicia,  no  pri- 
vará á  los  hijos  de  ese  matrimonio  de  las 
ventajas  que  les  hayan  sido  aseguradas  por 
las  leyes  ó  por  las  convenciones  matrimo- 
niales, sino  del  mismo  modo  ó  en  las  mis- 
mas circunstancias  en  que  lo  estarían  no 
existiendo  el  divorcio. 

CAPITULO  VI 
De  las  excepciones  de  inadmisión. 

Art.  58.  La  acción  en  divorcio  se  extin- 
guirá por  la  reconciliación  de  los  esposos, 
sobrevenida,  sea  después  de  los  hechos  que 
bayan  podido  autorizar  esta  acción,  sea  des- 
pués de  la  demanda. 

Art.  59.  En  uno  y  otro  caso  se  declarará 
no  admisible  en  su  acción  al  demandante; 
este  podrá,  sin  embargo,  intentar  una  nueva 
acción  por  causa  sobrevenida  después  de  la 
reconciliación,  en  cuyo  caso  podrá  hacer  uso 
de  las  antiguas  causas  para  apoyar  su  nue- 
va  demanda. 


Art.  60.  Si  el  demandante  niega  que  ha- 
ya habido  reconciliación,  el  demandado  lo 
probará,  sea  por  escrito,  sea  por  testigos,  en 
la  forma  prescrita  en  la  primera  sección  del 
capítulo  3  ° 

Art.  61.  Los  procedimientos  mandados 
observar  por  la  presente  ley  quedan  pres- 
critos á  pena  de  nulidad;  y  los  plazos  en 
ella  consignados  se  considerarán  siempre 
francos. 

CAPITULO  VII 

De  la  separación  de  cuerpos. 

Art.  62.  En  todos  los  casos  en  los  cuales 
haya  lugar  á  divorcio,  loa  cónyuges  podrán 
formar  una  sola  demanda  en  separación  de 
cuerpos. 

Art.  63.  La  demanda  en  separación  per- 
sonal se  intentará,  sustanciará  ó  resolverá 
en  la  misma  forma  que  cualquiera  otra  ac- 
ción civil;  y  en  caso  de  que  deseen  las  partes 
acogerse  á  los  trámites  establecidos  para  el 
divorcio  por  el  mutuo  consentimiento,  se  les 
permitirá  hacerlo. 

Art.  64.  El  marido  tendrá  la  facultad  de 
anular  los  efectos  de  la  sentencia  de  separa- 
ción, volviendo  á  unirse  á  su  mujer. 

Art.  65.  La  separación  personal  llevará 
siempre  consigo  la  separación  de  bienes. 

Art.  66.  Cuando  la  separación  de  cuerpos 
haya  durado  tres  años,  la  sentencia  podrá 
ser  convertida  en  sentencia  de  divorcio,  por 
'demanda  intentada  por  uno  de  los  esposos. 
Esta  nueva  demanda  se  introducirá  por  em- 
plazamiento á  ocho  días  francos,  en  virtud 
de  un  auto  del  Presidente  ó  del  Juez  que 
ejerza  sus  funciones,  y  se  discutirá  en  Cáma- 
ra de  Consejo. 

Art.  67.  Los  matrimonios  separados  de 
cuerpo  y  bienes,  con  anterioridad  á  la  pro- 
mulgación de  esta  ley,  podrán  acogerse  á  sus 
efectos,  previas  las  formalidades  siguientes: 

1.a  La  de  presentar  la  parte  diligente  es- 
crito razonado  al  Presidente  del  Tribunal  ó 
al  Juez  de  primera  instancia  del  Tribunal  ó 
Juzgado  que  conoció  de  la  causa,  incluyén- 
dole copia  legalizada  de  la  sentencia  que  au- 
torizó la  separación  de  cuerpo  y  bienes. 

2.»  La  de  solicitar  permiso  del  Juez  para 
emplazar  en  la  octava  franca,  ante  el  Tribu- 
nal ó  Juzgado  ya  dicho,  á  la  parte  contraria, 
con  el  fin  de  que,  compareciendo  personal- 
mente, oiga  ratificar  las  causas  que  motiva- 
ron la  sentencia  de  separación,  aduzca  sus 
reparos  y  oiga  pronunciar  la  sentencia  de  di- 
vorcio, de  conformidad  con  lo  ordenado  en 
la  presente  ley;  y 

3.a  La  de  cumplir  todas  las  formalidades 
consignadas  en  los  artículos  45,  46,  47,  48, 
49,  50,  51  y  52. 
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Art.  68.  Cumplidas  las  prescripciones  1.* 
y  2.a  del  anterior  artículo,  el  Juez,  si  encuen- 
tra pertinentes  y  bien  probadas  las  causas 
que  motivaron  la  separación,  pronunciará 
sentencia  en  el  término  de  ocho  días,  cum- 
pliendo, en  un  todo,  las  formas  prescritas  e^i 
esta  ley. 

Art.  69.  Los  separados  de  cuerpo  y  bie- 
nes que  estén  haciendo  vida  común,  no  po- 
drán acogerse  á  las  disposiciones  de  la  pre- 
sente ley,  en  lo  concerniente  al  divorcio. 

Para  pedir  el  divorcio  no  tendrán  que  ale- 
gar causas  diferentes  á  las  que  dieron  moti- 
vo á  la  sentencia  de  separación. 

Art.  70.  Toda  sentencia,  tanto  de  divor- 
cio cuanto  de  separación  de  cuerpo  y  bienes, 
deberá  publicarse  in  extenso  en  el  periódico 
de  la  localidad,  y  si  en  ésta  no  lo  hubiere,  en 
el  de  la  provincia  más  próxima;  depositán- 
dose un  ejemplar  en  la  Secretaría  del  Tribu- 
nal, so  pena  de  cien  pesos  de  multa  á  favor 
del  municipio,  la  cual  pagará  la  parte  más 
diligente,  aun  por  vía  de  apremio  corporal. 

También  quedará  obligada  la  parte  más 
diligente  y  bajo  la  misma  pena  señalada  en 
este  artículo,  á  hacer  fijar  un  extracto  de  la 
sentencia  de  divorcio  ó  separación  en  la  Sala 
del  Tribunal,  en  la  del  Municipio  y  en  el  lo- 
cal de  la  Alcaldía  comunal.  Dichos  extractos 
deberán  estar  autorizados  por  el  Abogado  de 
la  parte  actora  y  visados  por  el  Presidente 
del  Tribunal  ó  Juzgado. 

Art.  71.  La  presente  ley  deroga  toda  otra 
ley,  decreto  ó  disposición  que  le  sea  contra- 
ria, y  será  enviada  al  Poder  Ejecutivo  para 
los  fines  constitucionales. 

Ley  de  patentes,  de  2  de  Junio  de  1897. 
CAPITULO    PRIMERO 

Artículo  1.°  Estarán  sujetas  al  pago  de 
patentes  las  profesiones  é  industrias  seña- 
ladas en  la  tarifa  anexa  á  la  presente  ley. 

No  tendrá  derecho  á  ejercer  acción  judi- 
cial ningún  individuo  que,  debiendo  estar 
a  patentado,  no  presente  antes  su  patente. 
La  acción  judicial  debe  ser  atinente  á  la 
profesión  ó  industria  que  ejerza  el  indi- 
viduo. 

Art.  2.°  Los  esposos  que,  viviendo  bajo 
un  mismo  techo,  ejercen  una  misma  profe- 
sión ó  industria,  tomarán  una  sola  patente. 

Art.  3.°  La  mujer  casada  y  el  menor  de 
edad,  antes  de  obtener  la  correspondiente 
patente,  deberán  proveerse  de  una  autori- 
zación del  marido,  padre  ó  tutor,  la  que  que- 
dará transcrita  en  los  registros  del  funciona- 
rio que  despache  la  patente. 

Art.  4.°  La  patente  de  especulador  será 
personal  y  no  colectiva,  y  sólo  podrá  ejer- 


cerse en  el  radio  de  la  común  que  la  libre. 

Art.  5.°  Los  alambiques  pueden  vender 
al  por  mayor  y  al  detalle  el  producto  de  so» 
destilaciones,  con  una  sola  patente. 

Art.  6.°  Todo  extranjero  que  quiera  ejer- 
cer una  profesión  ó  industria  en  el  territorio 
de*  la  República,  de  las  mencionadas  en  La 
tarifa,  está  obligado;  antes  de  obtener  un* 
patente,  á  hacer  la  declaración  que  corres- 
ponda. 

CAPITULO  II 

Art.  7.°  Una  Comisión  compuesta  de! 
Síndico,  un  Regidor  y  un  industrial  ó  comer- 
ciante, en  las  comunes,  y  solamente  del  Sin- 
dico  }i  un  comerciante  ó  industrial  en  k» 
cantones,  hará  en  la  primera  quincena  de¡ 
último  mes  del  año,  la  visita  general  de  es- 
tablecimientos, para  la  clasificación,  según 
su  clase,  de  todos  los  sujetos  á  la  patente 
municipal  para  el  ejercicio  del  año  subsi- 
guiente. 

En  ningún  caso  el  comerciante  ó  indus- 
trial que  deba  completar  la  Comisión  clasi- 
ficadora podrá  .ser  nombrado  del  seno  de 
municipio. 

Art.  8.w  Concluida  la  clasificación  y  en 
la  otra  quincena  de  Diciembre,  el  Síndico 
despachará  las  boletas  de  inscripción,  lle- 
vando un  registro  de  las  mismas,  á  fin  de 
que  el  Tesorero,  con  vista  de  ellas,  haga  ei 
ingreso  correspondiente  y  expida  el  recibe- 
de  orden.  En  posesión  de  ese  recibo,  acudi- 
rá el  interesado  al  Presidente  del  Ayunta- 
miento, en  las  comunes,  y  al  Síndico  en  los 
cantones  donde  no  hubiere  Concejo  muni- 
cipal, para  que  se  le  otorgue  la  patente  de  sn 
profesión  ó  industria. 

La  boleta  expedida  por  el  Síndico  queda- 
rá como  comprobante  en  poder  del  Tesorero, 
y  el  recibo  de  éste  en  manos  del  Presidente 
ó  Síndico  que  otorgue  la  patente,  por  igual 
concepto  justificativo. 

Art.  9.o  La  patente  se  tomará  por  un 
año,  cuando  se  ha  principiado  á  ejercer  la 
profesión  ó  industria  antes  del  1.°  de  Ene- 
ro; por  nueve  meses,  si  ha  empezado  á  ejer- 
cerse después  del  81  de  Marzo;  por  seis  me- 
ses, si  después  del  80  de  Junio,  y  por  tres 
meses,  si  después  del  30  de  Septiembre. 

El  Presidente  del  Ayuntamiento  ó  el  Sín- 
dico donde  no  exista  Concejo  municipal, 
formará  mensual  mente  un  estado  de  las  pa- 
tentes libradas,  remitiendo  una  copia  origi- 
nal á  la  Cámara  de  cuentas  y  otra  á  un  pe- 
riódico de  la  localidad  ó  de  la  localidad  ve- 
cina, para  la  debida  publicación. 

La  patente  debe  pagarse  quince  días  des- 
pués del  término  fijado  para  las  reclama- 
ciones. 

Art.  10.    Los  Tesoreros    municipales,  á 
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fines  de  Diciembre,  indicarán  por  medio  de 
avisos  que  harán  publicar  ó  fijar  en  los  la- 
gares de  costumbre,  el  nombre  de  las  per- 
sonas que  ejerzan  profesión  ó  industria  su- 
jetas al  derecho  de  patentes,  á  fin  de  que  se 
provean  de  la  debida  autorización  del  1.°  al 
3 1  de  Enero;  y  si,  transcurrido  este  térmi- 
no, dicho  aviso  no  hubiere  surtido  efecto, 
darán  parte  á  los  Ayuntamientos,  acompa- 
ñándoles el  expediente  de  que  habla  e)  ar- 
tículo 38  de  la  Ley7  de  Ayuntamientos  en  vi- 
gor, resolviendo  dichas  Corporaciones,  pre- 
vio informe  del  Síndico,  lo  más  conve- 
niente. 

Art.  11.  La  patente  explicará  de  un 
modo  claro  el  nombre  del  que  la  obtenga  y 
la  cantidad  que  deba  pagar  por  el  derecho. 

Ningún  documento  podrá  suplir  la  paten- 
te, ni  aun  el  recibo  del  encargado  de  la  per- 
cepción del  impuesto. 

CAPITULO  III 

Art.  12.  En  el  caso  de  extraviarse  una 
patente,  el  interesado  Ocurrirá  al  Presiden- 
te del  Ayuntamiento  de  la  común,  para  que 
le  despache  otra,  en  vista  del  asiento  ó 
constancia  que  debe  guardar  en  el  Registro 
correspondiente. 

Art.  13.  Serán  condenados  á  pagar  el  do- 
ble de  la  patente,  los  que  ejerzan  una  pro- 
fesión ó  industria  sujeta  á  este  derecho,  sin 
haberse  conformado  á  las  disposiciones  de 
la  presente  ley,  y  los  que  tomasen  una  pa- 
tente inferior  á  la  industria  ó  profesión  que 
ejerzan.  Kn  ambos  casos  se  libra  la  patente 
con  nueva  retribución,  castigándose  además 
á  los  contraventores,  en  el  segundo  caso, 
con  cinco  días  de  prisión. 

Art.  14.  Los  que  no  se  proveyeren  de  la 
patente  de  que  trata  el. art.  11,  para  presen- 
tarla al  momento  que  se  pase  la  visita,  ó  á 
cualquier  empleado  de  la  policía  que  la  exi- 
ja, aun  cuando  hubiesen  satisfecho  el  dere- 
cho, serán  condenados  á  pagar  el  duplo  del 
impuesto. 

Art.  15.  £1  que  cambie  de  profesión  ó 
industria,  si  la  adoptada  fuere  de  derecho 
más  alto  que,  la  anterior,  abonará  la  diferen- 
cia en  proporción  al  tiempo  que  deba  trans- 
currir hasta  el  fin  del  afio.  \ 

Art.  16.  Se  entiende  por  especulador 
todo  el  que  compre  y  venda  ó  exporte,  al 
por  mayor,  por  su  cuenta  ó  la  de  otros,  bien 
sea  en  los  campos  ó  en  las  poblaciones,  fru- 
tos, maderas  ó  cualesquiera  otros  objetos 
que  no  sean  de  su  cosecha. 

Los  Oficiales  primeros  de  las  Aduanas  pa- 
sarán trimestralmente  á  los  Ayuntamientos 
una  relación  de  los  comerciantes  que  duran- 
te ese  tiempo  hubieren   embarcado  frutos 


del  país  en  los  buques  despachados  por  los 
consignatarios. 

1.°  Se  entiende  por  almacenista  de  pri- 
mera clase,  el  que  vende  por  mayor,  exclu- 
sivamente, sus  mercancías,  licores  y  provi- 
siones. 

2.°     Se  entiende  por  almacenista  de  se- 
gunda clase  el  que,  además  de  tener  tienda 
¡   mixta,  vende  parte  de  sus  mercancías,  lico- 
res y  provisiones,   por  mayor,  en  el  mismo 
local  ó  en  el  depósito. 

3.°  Se  entiende  por  almacenista  de  ter- 
cera clase  el  que,  además  de  tener  pulpería 
en  primera,  vende,  por  mayor,  licores  y  pro- 
visiones. 

4.°  Se  entiende  por  café  ó  restaurant 
aquellos  establecimientos  en  los  cuales  se 
despachan  refrescos  y  comida,  bien  sea  á  la 
mesa  ó  á  domicilio,  sin  dar  hospedaje. 

6.°  Se  entiende  por  fondas  ó  casas  de 
pupilos  ó  huéspedes,  aquellos  establecimien- 
tos que,  participando  ó  no  de  las  condicio- 
nes de  café,  dan  hospedaje 

6.°  Se  entiende  por  pulpería  todo  esta- 
blecimiento donde  se  vendan  al  detalle  pro- 
visiones y  botellerías. 

7.°  Se  entiende  por  herrería  el  estable- 
cimiento donde  se  funde  el  hierro,  se  cons- 
truyen balcones,  tanques  y  todo  objeto  de 
la  misma  materia. 

8.°  Se  entiende  por  latonería  el  estable- 
cimiento donde  se  fabrican  ó  venden  obras 
de  latón. 

Art.  17.  Cuando  la  Comisión  tenga  que 
visitar  algún  establecimiento  para  clasificar- 
lo y  se  hallare  éste  fuera  de  la  población,  el 
gasto  de  transporte  se  deducirá  del  produc- 
to de  la  patente. 

Art.  18.  El  duefió  de  cualquier  estable- 
cimiento sujeto  á  la  clasificación,  que  apa- 
reciere después  de  verificada  ésta  vendien- 
do objetos  no  comprendidos  en  su  ramo, 
pagará  la  multa  que  establece  el  art.  13  y 
sufrirá  además  cinco  días  de  prisión. 

Art.  19.  Se  prohibe  en  absoluto  á  los  al- 
macenistas ie  primera  Clase,  el  vender  sus 
mercancías,  licores  y  provisiones  al  detall. 

1.°  En  el  caso  de  infracción  á  este  pre- 
cepto, pagarán  el  triple  del  monto  de  la  pa- 
tente, de  que  no  se  hubieren  provisto  para 
poder  detallar;  en  caso  de  reincidencia  el 
duplo  de  la  de  mayor  escala  y  sufrirán  ade- 
más cinco  días  de  prisión. 

2.°  Los  Bancos  de  préstamo,  descuento 
y  empefio,  que  en  cualquier  tiempo  se  les 
pruebe  tener  en  juego  mayor  capital  que  el 
declarado  al  inscribirse,  pagarán,  además 
del  exceso  de  la -que  señala  la  tarifa,  una 
multa  del  doble  de  la  totalidad  de  la  que 
debieron  declarar. 

Art.  20.     Se  prohibe  á  todo  individuo  que 
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no  sea  farmacéutico,  recibido  y  a  patentado, 
la  venta  de  toda  clase  de  medicinas  privile- 
giadas ó  no,  bajo  la  pena  de  confiscación 
de  las  medicinas  que  poseyere,  las  que  se 
dedicarán  á  los  Hospitales  militares,  y  una 
multa  de  50  pesos  por  la  primera  vez  y  de 
100  pesos  si  hubiere  reincidencia. 

1."  Queda  asimismo  prohibida  la  intro- 
ducción de  medicinas  en  la  República  á  todo 
individuo  que  no  sea  farmacéutico  recibido 
y  apatentado. 

2.°  En  las  poblaciones  donde  nc  hubie- 
re farmacias  abiertas  al  servicio  público, 
será  permitido  á  los  Médicos  que  tengan  en 
su  poder  los  medicamentos  que  necesiten 
para  el  uso  de  sus  enfermos. 

Podrá  asimismo  el  Ayuntamiento,  y  en 
su  falta  ti  Alcalde  en  unión  del  Síndico,  au- 
torizar á  una  ó  más  personas  de  reconocida 
honradez,  á  vender  al  .público  exclusiva- 
mente aquellas  drogas  simples  que  no  pue- 
dan en  ningún  caso  perjudicar  á  los  que  las 
consuman. 

Art.  21.  Cualquier  ciudadano  tiene  dere- 
cho de  indicar  al  Alcalde  las  contravencio- 
nes hechas  á  la  presente  ley,  y  en  caso  de 
negligencia  de  este  funcionario,  dará  la 
queja  al  Gobernador  civil  y  militar,  al  Pro- 
curador fiscal  ó  á  cualquiera  Autoridad  com- 
petente. 

También  deberán  los  Alcaldes  perseguir 
de  oficio  toda  contravención  á  la  presente 
ley,  bajo  su  responsabilidad  personal. 

Para  comprobar  las  infracciones  uo  de- 
nunciadas, el  Síndico,  acompañado  del  Co- 
misario de  policía  municipal,  hará  una  visi- 
ta cada  tres  meses  á  los  establecimientos 
sujetos  al  derecho  de  patente. 

Art.  22.  Los  Comisarios  de  policía,  así 
militares  como  municipales  y  los  Alcaldes, 
son  los  agentes  encargados  de  velar  por  la 
ejecución  de  la  presente  ley,  y  denunciar  á 
los  contraventores  por  ante  el  Procurador 
fiscal,  en  el  caso  en  que  no  cumpliere  él  las 
obligaciones  que  se  le  imponen. 

Art.  23.  El  derecho  de  patentes  se  recau- 
dará por  los  Tesoreros  municipales  respec- 
tivos. 

1.°  Los  Ayuntamientos  darán  respecti- 
vamente cuenta,  cada  año,  al  ciudadano  Mi- 
nistro de  Instrucción  pública,  de  la  inver- 
sión de  estos  fondos. 

2.o  El  10  por  100  del  vroducto  se  dedi- 
ca á  las  Sociedades  ó  Corporaciones  que 
tengan  Bibliotecas  públicas  establecidas  en 
sus  respectivas  localidades. 

Donde  no  haya  Bibliotecas  públicas  no  se 
hará  esta  deducción. 

También  deducirán  los  Ayuntamientos 
clasificados  en  Ia,  2.a  y  3.a  categoría,  ex- 
ceptuándose el  Ayuntamiento  de  Santiago, 


un  5  por  100  que,  según  el  art.  23  de  la  Ley 
de  Instrucción  pública  en  vigor,  se  dentina 
al  sostenimiento  del  Instituto  profesional, 
el  cual  5  por  100  será  remitido  al  Secreta- 
rio Contador  de  la  Junta  Superior  de  esta- 
dios. 

3.°  El  10  por  100  de  que  habla  el  inci- 
so 2  °  del  art.  23,  no  podrá  destinarse  sino 
a  obras  que  tiendan  á  enriquecer  las  Biblio- 
tecas públicas,  teniendo  los  Ayuntamiento* 
la  8upervigilancia  sobre  ellas,  y  debiendo 
las  Sociedades  que  las  administran  dar  cuen- 
ta de  la  inversión  de  ese  apartado,  anual- 
mente, ó  cuando  lo  creyeren  necesario  los 
Ayuntamientos. 

4.°  El  Presidente  del  Ayuntamiento  ó  el 
Síndico,  donde  no  exista  Concejo  municipal, 
formará  mensualmente  un  estado  de  las  pa- 
tentes libradas,  remitiendo  una  copia  origi- 
nal á  la  Cámara  de  cuentas  y  otra  á  an  pe- 
riódico de  la  localidad,  ó  de  la  localidad  ve- 
cina, para  la  publicación  debida. 

5.°  Los  individuos  de  la  Comisión  cla- 
sificadora percibirán  como  honorarios  el  1 
por  100,  cada  uno  de  ellos,  del  total  qoe 
de  este  impuesto  se  cobre  por  la  Teso- 
rería. 

Art.  24.  De  las  decisiones  de  la  Comi- 
sión clasificadora  podrá  apelarse  ante  los 
Ayuntamientos  respectivos,  y  en  conse- 
cuencia, ninguna  Autoridad  podrá  acordar 
gracias  ó  rebajas,  tanto  en  la  clasifica- 
ción como  en  la  percepción  del  impues- 
to, sin  hacerse  personalmente  responsable 
de  ellas. 

Se  conceden  solamente  quince  días  para 
que  las  reclamaciones  puedan  tener  efecto. 

En  los  puestos  cantouales  donde  no  ha- 
ya Ayuntamientos,  se  ocurrirá  para  las  re- 
clamaciones al  Ayuntamiento  de  la  común 
de  que  dependieren. 

Art.  25.  Las  comunes,  por  lo  que  respec- 
ta al  derecho  de  patentes,  se  clasificarán  del 
modo  siguiente: 

1.a  Categoría:  Santo  Domingo,  Santiago. 
Puerto  Plata,  La  Vega,  Montecristi  y  San 
Pedro  de  Maco  ríe. 

2.a  Categoría:  A  zúa,  Moca,  San  Francis- 
co de  Macorís  y  Samaná. 

3.a  Categoría:  Seybo,  Barahona,  Higuey, 
San  Cristóbal,  Baní,  Guayubín,  ¿aba neta, 
Mao,  Dajabón,  Salcedo,  San  Juan  y  Las  Ma 
tas  de  Farfán.  , 

4.a  Categoría:  Todas  las  demás  comunes 
y  cantones. 

Art.  20.     Transitorio. 
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Ley  para  el  régimen  de  las  Comandan- 
-cias  de  puertos  de  la  República,  de  16  de 

-Junio  de  189r(l). 

Artículo  l.o  La  policía  general  de  los 
puertos  y  fondeaderos  queda  exclnsiva- 
inente  encomendada  á  los  Comandantes  de 
puertos. 

Art.  2.°  Ningún  individuo,  sea  domini- 
cano ó  extranjero,  puede  ejercer  servicio  de 
puerto  y  marina,  si  no  está  debidamente 
inscrito  y  matriculado  marino  en  el  libro  de 
registro  que  para  el  efecto  llevan  las  Co- 
mandancias de  puertos  de  la  República. 

Art.  3.°  Para  que  un  extranjero  pueda 
inscribirse  y  matricularse  en  el  puerto  don- 
<le  habitare,  deberá  naturalizarse  dominica- 
no, si  ha  residido  en  la  República  el  tiempo 
¡que  indica  el  art.  7.°,  apartados  8.o  y  5.°  de 
la  Constitución;  y  en  el  caso  de  que  no  qui- 
siere naturalizarse,  podrá  ser  matriculado 
siempre  que  se  obligue  á  los  cargos,  debe- 
rea  y  obligaciones  que  tienen  los  dominica- 
nos de  servir  á  la  República,  no  pudiendo 
<en  ningún  caso  pretender  reclamos  interna- 
cionales por  motivo  de  las  obligaciones, 
«leberes  y  servicios  que  ellos  mismos  se 
imponen,  ó  por  loa  medios  que  se  empleen 
para  hacerles  cumplir  esos  deberes,  ni  por 
¿sanción  penal  ó  castigos 'disciplinarios  á 
que  en  su  mal  desempeño  se  hagan  acree- 
dores. 

Art.  4  o  En  los  casos  de  naufragios,  in- 
cendios, etc.,  de  buques  por  cualquiera  cau- 
sa de  fuerza  mayor,  el  Comandante  del 
puerto  es  la  Autoridad  más  inmediata  lla- 
mada á  dictar  las  medidas  más  convenien- 
tes para  la  seguridad  de  las  vidas  é  intereses 
en  peligro. 

Es  obligación  de  todo  buque  nacional 
prestar  su  auxilio  en  estos  casos,  salvo  im- 
pedimento legal  debidamente  justificado, 
haciéndose  acreedor  cuando  se  negare  á 
ello  voluntariamente,  á  una  multa  de  50 
pesos  á  favor  del  Tesoro  público,  que  será 
impuesta  por  el  Comandante  del  puerto, 
previo  proceso^  verbal  que  formulará,  del 
-que  enviará  copia  al  Ministerio  de  Guena  y 
Marina,  y  sin  perjuicio  de  las  penas  correc- 
cionales á  que  haya  lugar. 

Art.  6.°  La  jurisdicción  de  los  Coman- 
dantes de  puertos  comprenderá  todo  el  li- 
toral marítimo  que  abarca  la  común  á  que 
-corresponda,  y  el  de  las  comunes  circunve- 
cinas que  no  tengan  servicio  de  puerto. 

En  caso  de  duda  respecto  de  la  extensión 


(1)  Modifica  y  reemplaza  &  1h  de  30  de  Junio 
de  1896,  inserta  en  las  páginas  228  y  siguientes 
•del  tomo  primero  del  Anuario  anterior. 


de  esta  jurisdicción,  será  determinada  por 
el  Ministro  de  Guerra  y  Marina. 

Art.  6.°  Puesto  un  Comandante  de  puer- 
to en  posesión  de  su  empleo,  correrá  á  su 
cargo  el  buen  amarradero  de  las  embarca- 
ciones, el  orden  de  la  carga  y  descarga  de 
ellas  y,  en  general,  la  policía,  seguridad  y 
limpieza  del  puerto,  debiendo  mantenerse 
al  corriente  de  las  entradas  y  salidas  de  toda 
clase  de  embarcaciones  y  de  cuanto  pueda 
ocurrir  en  dicho  puerto. 

En  los  puertos  y  ríos  no  se  podrá  nave- 
gar durante  la  noche  en  ningún  bote  ó  em- 
barcación de  recreo,  ó  pescador,. ó  de  carga, 
ó  de  buque  anclado  en  el  puerto  ó  en  el  río, 
sin  obtener  previamente  autorización  por 
escrito  de  la  Comandancia  de  puerto  res- 
pectiva. Cuando  se  obtenga  ese  permiso,  el 
bote  llevará  una  luz  que  indique  el  rumbo 
que  haga. 

Art.  7  °  Los  Comandantes  de  puertos 
están  obligados  á  recorrer  el  puerto,  por  lo 
menos  ana  vez  al  mes,  acompañados  de  los 
Prácticos  necesarios,  para  examinar  el  pla- 
no, la  sonda  ó  braceaje4,  no  sólo  de  los  bajos 
sino  de  todo  el  puerto,  las  marcas  ó  boyas 
para  la  seguridad  de  la  entrada  ó  salida,  se- 
ñalando las  que  fueren  mejores,  indicando 
la  calidad  del  fondo,  los  perjuicios  de  un 
paraje  y  las  ventajas  de  otro,  el  modo  de 
amarrarse  los  buques  con  determinado  vien- 
to, el  lugar  para  dar  carena  ó  dar  quilla  á 
los  buques  y  los  puntos  destinados  más 
a  pro  pósito  al  desembarco  de  pasajeros,  ha- 
ciendo conocer  además,  cuantas  mejoras 
crea  necesarias  y  dando  de  ello  cuenta  á 
quien  corresponda  para  los  fines  á  que  haya 
lugar. 

Art.  8.°  En  los  puertos  donde  desembo- 
caren ríos  que  por  sus  avenidas  pudieren 
causar  perjuicios  á  las  embarcaciones,  el 
Comandante  del  puerto  deberá  indicar  la 
posición  que  deban  adoptar  los  buques  á  fin 
de  que  corran  el  menor  riesgo  posible  sin 
causar  perjuicios,  y  por  sus  vergas,  mastele- 
ros, amarras,  etc. 

Art.  9.°  Correspondiendo  á  los  Coman- 
dantes de  puertos  el  buen  amarradero  de 
las  embarcaciones,  el  orden  de  la  carga  y 
descarga  de  ellas  y  la  policía  y  seguridad 
del  puerto,  no  deben  permitir  que  ninguna 
embarcación  mercante,  sea  cual  fuere  su 
porte,  clase  y  dimensión,  sea  fondeada  ó 
amarrada  en  la  orilla  opuesta  de  la  rada  ó 
ría  de  su  jurisdicción,  sin  ser  con  '  previo 
acuerdo  del  Interventor  de  Aduana  y  tan 
sólo  en  caso  de  forzosa  necesidad  compro- 
bada. 

Art.  10.  Queda  prohibido  atravesar  los 
puertos,  ó  los  ríos  que  fuesen  puertos,  de 
una  orilla  á  otra,  á  toda  embarcación,  sea 
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cual  fuere  su  porte  ó  clase,  siempre  que'  pa- 
ra ello  no  obtenga  permiso  gratis  escrito  del 
Comandante  del  puerto.  Estos  permisos  po- 
drán ser  concedidos  por  un  mes,  pud rendo 
ser  renovados;  y  si  se  contraviniere,  queda 
sujeto  el  contraventor  ó  contraventores  al 
pago  de  una  multa  de  cinco  pesos*  que  im- 
pondrá el  Comandante  del  puerto  á  benefi- 
cio del  Tesoro  público. 

Los  edificios  y  construcciones  de  todas 
clases,  establecidos  á  las  orillas  de  los  puer- 
tos y  de  los  ríos  navegables,  así  como  cual- 
quier punto  de  la  costa  comprendido  en  la 
marítima,  estarán  sujetos  á  la  vigilancia  y 
policía  de  la  Comandancia  del  puerto,  aun- 
que estén  ellos  en  posesión  de  particulares 
por  el  uso  ó  por  concesión  del  Gobierno. 

Art.  11.  Los  vapores  remolcadores,  lan- 
chas, botes  y  embarcaciones  de  cualquier 
clase  y  porte  destinados  á  las  operaciones 
de  remolque,  de  transporte  de  pasajeros  y  de 
carga  y  descarga  dentro  de  los  puertos  y  de 
navegación  en  los  ríos  de  la  República,  han 
de  ser  uacionales.  No  se  permitirá  que  se 
dediquen  á  esos  servicios  las  embarcaciones 
de  otras  matrículas  que  pertenezcan  á  ex- 
tranjeros ó  á  empresas  extranjeras  estable- 
cidas en  la  República. 

La  anterior  disposición  no  anula  los  de- 
rechos que  por  concesión  especial  haya  otor- 
gado el  Gobierno. 

Art.  1 2.  Los  Comandantes  de  puertos  es- 
tarán subordinados  á  los  Gobernadores  ci- 
viles y  militares  en  todo  lo  concerniente  á 
los  despachos  de  buques,  bajeles  de  guerra 
nacionales  ó  extranjeros,  separación  de  bar- 
cos en.  cuarentena  y  al  cumplimiento  de  los 
acuerdos  de  la  Junta  de  Sanidad.  Por  lo  de- 
más obrarán  los  Comandantes  de  puertos  de 
conformidad  con  las  leyes  y  como  mejor  co- 
rrespondaal  desempeño  del  servicio  público, 
siendo  personalmente  responsables  de  sus 
faltas  y  de 'lo  que  prescribe  la  presente  ley. 

Art.  13.  Déjase  á  opción  de  los  Coman- 
dantes de  puertos,  solicitar  el  nombramiento 
de  los  Prácticos  de  número  que  crean  nece- 
sarios, á  los  cuales  se  proveerá  del  despacho 
correspondiente  por  el  Ministerio  de  Guerra 
y  Marina. 

Art.  14.  Los  Prácticos  deben  ser  escogi- 
dos entre  los  marinos  de  mejores  costum- 
bres, mayor  inteligencia  y  conocimientos  de 
nuestros  puertos  y  costas  y  que  hayan  pres- 
tado servicios  á  la  República,  procurando 
igualmente  que  posean  la  robustez  y  agili- 
dad necesarias  para  el  desempeño  de  este 
servicio. 

Art.  lo.  Son  atribuciones  de  los  Prác- 
ticos: 

1.»  Salir  al  encuentro  de  los  buques  has- 
ta el  lugar  desde  donde  éstos  lo  soliciten, 


despidiéndose  de  ellos  una  vez  que  se  í j  a . . - 
fuera  de  la  zona  del  peligro, 

2.a  Pilotear,  á  su  entrada,  y  salida,  \  + 
buques  del  Estado,  gozando  de  ración  á* 
boca  en  el  huijue  que  pilotee,  siempre  qct 
su  ocupación  á  bordo  sea  en  las  horas  de 
comida. 

Art.  1(5.  Los  buques  nacionales  y  entran 
jeros,  para  indicar  la  necesidad  de  Práctica 
harán  uso  de  la  bandera  del  Código  inter- 
nacional de  señales,  marcada  para  este  ob- 
jeto, A  esta  señal,  y  si  hubiere  peligro  inmi 
nente,  es  deber  también  de  los  pescadores 
que  se  percibieren,  aunque  sin  nombramier.- 
to  de  Práctico,  dirigiise  inmediatamente  a. 
buque;  y  si  el  Comandante  les  consicerare 
hábiles,  srriará  !a  bandera  en  señal  de  hs- 
ber  ya  cesado  la  necesidad,  dejando  á  estos 
individuos  á  su  bordo  todo  el  tiempo  qa? 
juzgue  necesario. 

£1  deber  de  los  pescadores  de  que  habl¿ 
el  artículo  anterior,  se  hace  extensivo  a! 
caso  de  los  buques  de  guerra  y  mercantes 

Art.  17.  A  los  Prácticos  de  oñcio  ó  titu- 
lares, es  á  quienes  corresponde  exclusiva- 
mente pilotear  las  embarcaciones  mercantes 
y  de  guerra,  nacionales  ó  extranjeras,  á  li 
entrada  y  salida  de  los  puertos,  cuando  lo 
soliciten. 

Art.  18.  Los  Prácticos  están  obligados  a 
salir  al  encuentro  de  las  embarcaciones  uni- 
formados y  con  la  bandera  nacional  enarbo- 
lada  en  la  popa  del  bote,  y  en  la  proa  nm» 
bandera  azul  con  nn  cuadro  blanco  en  e. 
centro:  deberán,  una  vez  á  bordo  del  baque, 
informarse  con  el  Comandante,  tanto  á  1* 
entrada  como  á  la  salida,  del  calado  de  sn 
buque  para  el  acierto  de  su  dirección,  asi 
como  para  situarlo  en  el  lugar  que  el  Co- 
mandante del  puerto  tenga  á  bien  designar- 
le, sea  para  atracar  con  el  fin  de  descargar, 
ó  para  mayor  facilidad  de  socorrerle  ai  fuert* 
necesario. 

Art.  19.  Siempre  que  el  Práctico  juzgan 
peligrosa  la  entrada  ó  la  salida  de  una  em- 
barcación, lo  participará  al  Capitán  una  ver 
llegado  á  su  bordo;  si  éste  persistiese  en  la 
salida  ó  en  la  entrada,  el  Práctico  le  exigirá 
un  documento  que  pruebe  su  insistencia  y 
cubra  su  responsabilidad.  Si  el  Capitán  se 
negare  á  ello,  el  Practico  queda  autorizado 
á  no'  pilotear  la  embarcación,  dando  avise* 
Oportuno  ai  Comandante  del  puerto,  el  cual 
levantará  acto  verbal  del  incidente,  que  co- 
municará á  su  superior  inmediato. 

Art.  20.  Todo  Práctico  que  por  mala  fe 
hiciere  perder  la  embarcación  que  piloteare, 
será  sometido  al  Consejo  administrativo  de 
la  Armada  nacional  para  ser  juzgado;  y  en 
caso  de  que  sea  probada  la  mala  fe  en  el 
ejercicio  de  su  cargo,  se  le  impondrá  la  pena 
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que  aquel  Tribunal  decrete,  según  la  gi ave- 
dad  del  raso. 

Art.  21.  En  los  casos  en  que  un  buque, 
por  su  estado  de  avería  ó  deterioro  ú  otra 
causa,  deje  de  hallarse  en  estado  de  comple- 
ta seguridad  para  navegar,  el  Comandante 
del  puerto  está  obligado  á  impedir  su  salida, 
convocando  inmediatamente  la  Comisión  de 
expertos  para  que  conozca  del  estado  de  di- 
.  cho  buque.  Esta  Comisión  se  compondrá  del 
Comandante  del  puerto,  un  maestro  carpin- 
tero de  ribera,  dos  Capitanes  de  buques,  uno 
nacional  y  otro  extranjero,  el  Secretario  de 
la  Comandancia  del  puerto  y  el  aseguro  del 
cargamento  en  el  caso  de  que  el  buque  haya 
tomado  ya  su  carga  y  esté  asegurada.  Dicha 
Comisión,  que  podrá  reunirse  no  sólo  á  invi- 
tación del  Comandante  del  puerto,  sino  tam- 
bién á  pedimento  del  Cónsul  de  la  nación 
del  buque  en  cuestión,  y  aun  á  falta  de 
aquél,  de  su  Capitán,  levantará  un  acto  del 
ex  per  ti  cío  llevado  á  cabo;  y  si  de  esto  resul- 
tare que  el  buque  se  halla  imposibilitado 
de  navegar,  quedará  coudenado  sin  apela- 
ción. 

Art.  22.  £1  uniforme  de  los  Prácticos 
constará  de  chaqueta  de  paño  azul  cruzada, 
con  dos  carreras  de  botones  dorados  de  ma- 
rina, cachucha  redonda  de  funda  blanca,  con 
galón  de  Alférez,  ancla  dorada  y  pantalón 
blanco. 

Es  de  rigurosa  obligación  el  uniforme  en 
todo  acto  de  pilotaje;  y  la  adquisición  y  costo 
de  él  queda  á  expensas  del  Práctico. 

Art.  23.  Todos  los  marinos  de  servicio  se 
mantendrán  uniformados,  y  este  uniforme 
será  de  pantalón  de  dril  azul,  camisa  del 
mismo  color,  con  las  vueltas  del  cuello  blan- 
co, y  dos  anclas  en  las  puntas,  gorra  de  paño 
azul  obscuro  con  cinta  negra  y  letras  doradas 
ó  amarillas  que  digan:  Puerto  de 

Art.  24.  Ningún  buque  procedente  del 
extranjero  podrá  hacer  entrada  al  puerto, 
antes  de  haber  recibido  la  visita  del  Médico 
de  Sanidad  y  de  haber  entregado  la  patente 
que  justifique  el  buen  estado  sanitario  de 
los  puertos  de  su  procedencia  y  escalas. 

Art.  25.  Cuando  el  estado  sanitario  que 
expresen  las  natentes  no  sea  satisfactorio,  la 
correspondencia  y  pasajeros  de  que  sea  por- 
tador el  buque  se  someterán  á  los  procedi- 
mientos y  disposiciones  que  la  Junta  de  Sa- 
nidad acuerde. 

Art.  26.  Ninguna  embarcación  podrá  sa- 
lir para  el  extranjero,  ó  de  cabotaje,  sin  ha- 
ber antes  recibido  la  visita  de  la  Comandan- 
cia del  puerto,  para  verificar  el  rol  de  la  tri- 
pulación y  demás  medidas  de  policía  que  le 
están  encomendadas. 

Art.  27.  Ninguna  embarcación  extranje- 
ra podrá  atracar,  desatracar  ni  enmendarse, 


sin  el  correspondiente  permiso  de  la  Coman- 
dancia  del  puerto. 

Art.  28.  Todo  buque  atracado  al  muelle 
deberá  tener  las  vergas  al  filo,  y  el  botalón- 
de  foque  dentro. 

Art.  29.  Todo  buque,  al  tener  que  lastrar 
ó  deslastrar,  deberá  dirigirse  á  la  Comandan- 
cia del  puerto  para  que  se  le  indique  en 
dónde  debe  tomar  á  votar  el  lastre.  En  los 
caeos  en  que  el  buque  que  vote  el  lastre 
quiera  volverlo  á  usar  en  ese  mismo  viaje, 
lo  declarará  así  á  la  Comandancia  del  puerto- 
y  ella  dará  instrucciones  al  piloto  ó  práctico, 
para  que  el  buque  no  arroje  su  lastre  sino  en 
el  punto  que  le  fuere  indicado. 

Art.  30.  Todo  Capitán  ó  consignatario 
que  necesitare  de  prácticos  ó  jornaleros  para 
trabajar  á  bordo  de  su  buque,  sea  en  el 
puerto  ó  en  la  costa,  deberá  solicitarlos  en 
la  Comandancia  del  puerto,  y  controlarlos 
allí  con  la  intervención  del  Jefe  del   puerto. 

Art.  31.  Ninguna  embarcación  despa- 
chada para  el  extranjero  podrá  verificar  su 
salida  antes  de  las  seis  de  la  mañana  ni 
después  de  las  seis  de  la  tarde,  sin  pre- 
vio permiso  escrito  de  la  Comandancia  del 
puerto. 

Estando  autorizado  el  tráfico  marítima 
nocturno  en  la  ría  del  cOzama»  y  puerto  de 
Santo  Domingo,  sin  perjuicio  de  las  disposi- 
ciones de  la  Ley  de  Aduanas  y  Puertos  y 
de  las  de  Policía  de  puertos  marítimos  de  la 
República,  se  establecer 

1.°  Que  permanezca  en  la  Comandancia 
del  puerto  de  Santo  Domingo  un  Práctico 
de  guardia  toda  la  noche,  á  fin  de  que  pue- 
da prestar  sus  servicios  cuando  sea  reque- 
rido. 

2.u  Ninguna  embarcación  procedente  del 
extranjero  podrá  hacer  su  entrada  en  la  ría 
<Ozama>  durante  la  noche,  sin  autorización 
escrita  del  Comandante  del  puer,to  y  previo- 
el  permiso  de  sanidad,  que  en  caso  urgente, 
podrá  ser  requerido. 

8.°  Cada  vez  que  haya  que  dársele  en- 
trada durante  la  noche  á  un  buque  proce- 
dente del  extranjero,  el  Comandante  del 
puerto  dará  aviso  ai  Resguardo  para  los 
efectos  de  la  vigilancia  consiguiente. 

4.°  Los  buques  nacionales  caboteros  po- 
drán salir  y  entrar  libremente  en  la  ría 
cOzama»  á  cualquiera  hora  de  la  noche,  sin 
otro  requisito  para  la  salida  que  el  despacho- 
usual,  y  para  la  entrada,  responder  en  alta 
voz  á  las  preguntas  que  se  le  hagan  respec- 
to al  nombre  del  buque,  el  del  Capitán  y 
sobre  la  procedencia,  por  los  vigilantes  del 
puerto,  quienes  indicarán  al  Capitán  el  lu- 
gar donde  deba  fondear,  teniendo  en  cuenta 
el  ejercicio  y  la  vigilancia  del  Resguardo  y 
la  mayor  seguridad  de  la  embarcación. 
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5.°  Los  buques  extranjeros  que  quieran 
salir  de  la  ría  cOzama»  durante  la  noche, 
uo  tendrán,  después  de  llenadas  todas  las 
formalidades  para  su  despacho,  sino  partici- 
parlo á  la  Comandancia  del  puerto,  para  que 
le  provea  de  Práctico  oportunamente. 

Sólo  en  el  puerto  de  Santo  Domingo,  por 
efecto  del  impuesto  de  luz  eléctrica  de  la 
ría  «Ozama»,  podrán  salir  las  embarcacio- 
ne  extranjeras  y  de  cabotaje  antes  de  las 
seis  de  la  mañana  y  después  de  las  seis  de 
la  tarde. 

En  todos  los  demás  puertos  de  la  Repú- 
blica en  que  se  establezca  por  el  Congreso 
nacional  ó  el  Poder  Ejecutivo  este  impues- 
to, será  permitida  la  salida  de  dichas  em- 
barcaciones en  la  misma  forma  que  en  el  de 
Santo  Domingo. 

6.°  Los  derechos  del  Médico  de  sani- 
dad y  los  del  Práctico  serán  dobles,  cuan- 
do dichos  empleados  presten  sus  servicios 
«de  noche. 

7.°  Se  entiende  por  noche  desde  la  pues 
ta  del  sol  hasta  su  salida,  cualquiera  que 
sea  la  estación.  * 

Art.  32.  Ningún  Capitán  de  buque  po- 
drá embarcar  ni  enrrolar  á  un  marino,  sin 
presentarlo  antes  al  Comandante  del  puerto. 

Art.  33.  Ningún  Capitán  de  buque  po- 
drá sondar  la  barra  ó  el  puerto,  sin  previa 
autorización  del  Comandante  de  éste. 

Art.  34.  Ningún  Capitán  podrá  halar  su 
buque  á  tierra,  darlo  de  quilla  ó  de  la  ban- 
da, ni  dar  fuego  al  fondo  sin  el  competente 
permiso  de  la  Comandancia  del  puerto. 

Art.  35.  Los  Capitanes  cuidarán  que  los 
buques  amarrados  al  muelle  no  causen  daño 
a  éste.  Queda  enteramente  prohibido  halar 
ó  poner  sobre  el  muelle  botes,  canoas  ú 
otros  objetos  del  uso  de  los  buques. 

Art.  36.  Los  Capitanes  de  buques  fondea- 
dlos en  los  puertos  ó  radas  deberán  prestarse 
mutua  ayuda  cuando  lo  necesitaren,  según 
las  reglas  y  costumbres  marítimas. 

Art.  37.  Está  prohibido  echar  dentro  del 
puerto  lastre  y  sustancias  corrompidas.  Las 
mortecinas  de  los  buques  serán  llevadas  al 
lugar  que  la  Comandancia  del  puerto  indi- 
care. 

Art.  38.  Todo  Capitán  de  buque  que  per- 
mitiere echar  lastre  al  agua,  queda  sujeto  á 
la  pena  que  prescribe  en  este  caso  el  art.  153 
de  la  Ley  de  Aduanas  y  puertos. 

Art.  39.  Ninguna  embarcación  puesta  en 
-observación,  podrá  fondear  en  el  puerto  si- 
no levar  anclas  y  permanecer  fuera,  yendo 
á  fondear  al  lugar  que  se  le  indicare,  hasta 
-que  se  le  cumplan  los  días  de  observación. 

Art.  40.  El  Capitán  que  desobedeciere 
las  órdenes  que  le  fueren  dadas  en  este  caso, 
pagará  igual  multa  á  las  impuestas  á  los  Ca- 


pitanes por  el    cita  Jo  art    163  <le  la  Lr?   <1* 
Aduanas  y  puertos. 

Art.  41.  Loe  buques  puestos  en  cuaren- 
tena deberán  ir  á  cumplirla  en  el  lagar  que 
la  Junta  de  Sanidad  les  designe,  debiendo 
el  Capitán  ó  el  consignatario  pagar  loe  gat 
tos  que  se  ocasionen. 

En  caso  de  negativa  del  consignatario  ó 
del  Capitán  á  someterse  á  las  disposiciones 
contenidas  en  este  artículo,  se  le  negará  ia 
entrada  en  los  puertos  de  la  República. 

Art.  42.  Habrá  en  las  Comandancias  de 
puertos  un  celador  de  muelles,  nómbralo 
por  la  autoridad  competente,  y  sus  atribu- 
ciones serán  las  siguientes: 

Exigir  que  todos  los  buques  estén  bien 
amarrados  en  tierra  ó  en  las  boyas;  requerir 
que  todas  las  embarcaciones  ó  lanchas  qne 
fueren  á  recibir  ó  llevar  carga  fuera  del 
puerto,  estén  provistas  de  encerados  para 
guarecer  la  carga  de  la  intemperie  en  caso  de 
lluvia;  impedir  que  después  de  las  horas  d? 
oficina  de  la  Aduana,  se  desembarque  ó  em- 
barque objeto  sin  el  permiso  escrito  del  In- 
terventor y  del  Jefe  del  resguardo;  examinar 
la  carga  de  los  buques  ó  embarcaciones  qne 
hicieren  el  comercio;  y  en  el  caso  de  descu- 
brir objetos  prohibidos  por  la  ley,  detener- 
los, denunciando  á  la  autoridad  competente 
la  contravención,  y  finalmente,  ocuparse  de 
todo  lo  relativo  á  la  policía  del  puerto,  dando 
cuenta  de  su  inspección  diaria  á  su  Jefe  in- 
mediato, que  lo  es  el  Comandante  del  puerto. 

Art.  43.  La  oficina  de  la  Comandancia 
del  puerto  deberá  poseer  un  barómetro,  con 
el  fin  de  conocer  el  estado  del  tiempo  y  po- 
der disponer  lo  que  fuere  necesario  para  la 
seguridad  de  los  buques,  etc.,  en  caso  de 
temporales. 

Art.  44.  Ninguna  embarcación  nacional 
podrá  zarpar  del  puerto  sin  su  correspon- 
diente despacho  La  que  incurriere  en  esta 
falta,  será  multada  con  la  suma  de  cuatro 
pesos  á  favor  del  Tesoro  público,  sin  perjui- 
cio de  los  demás  cargos  á  que  pueda  haber 
lugar  contra  su  patrón  ó  Capitán. 

Art.  46.  Toda  embarcación  de  la  marina 
nacional  deberá  llevar  el  nombre  con  qne  se 
le  designare,  escrito  sobre  la  popa  en  caracte- 
res legibles;  y  llevará  enarbolada  la  bandera 
á  la  entrada  ó  salida  del  puerto.  Los  Capita- 
nes ó  patrones  que  faltaren  á  esta  regla  pa- 
garán, después  de  hecho  constar  por  acta 
dicha  falta  en  la  Comandancia  del  puerto, 
por  la  primera  vez,  idos  pesos;  por  la  según 
da,  seis  pesos,  y  por  la  tercera  será  privado 
del  mando  de  la  embarcación,  hasta  nueva 
orden  0  disposición. 

Art.  46.  Toda  embarcación  que  llevare  á 
su  bordo  á  un  individuo  sin  pasaporte  ó  li- 
cencia de  la  autoridad  competente,   ó  que 
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llevare  ó  trajere  efectos  prohibidos,  será  de- 
tenida hasta  que  sea  justificado  el  hecho 
I_>or  testigos  y  levantado  el  proceso  verbal 
«correspondiente,  para  ser  juzgado  ó  castiga- 
do el  Capitán  conforme  haya  lugar. 

Art.  47.  Los  Comandantes  de  puertos 
«ejercerán  la  policía  judicial  en  los  crímenes 
y  delitos  que  se  cometan  en  todo  el  radio  de 
su  jurisdicción  respectiva,  ateniéndose  en 
tastos  casos  á  las  prescripciones  de  las  leyes 
ordinarias. 

Cuando  los  crímenes  y  delitos  sean  come- 
tidos á  bordo  de  buques  de  guerra  extranje- 
ros ó  vapores  correos  que  gocen  de  los  pri- 
vilegios de  la  extraterritorialidad, -los  Jefes 
«le  puertos  limitarán  su  acción  á  denunciar 
el  hecho  á  la  autoridad  superior  inmediata 
«le  quien  dependan,  y  á  prestar  á  los  buques 
en  que  ocurran  éstos  los  auxilios  que  sus 
Comandantes  ó  Capitanes  soliciten. 

Art.  48.  Queda  reservado  exclusivamente 
A  los  marinos  adscritos  al  servicio  de  la 
marina  nacional,  el  trabajo  de  los  puertos; 
pero  no  pueden  hacerlo  sin  previo  permiso 
por  escrito  del  Comandante  del  puerto,  y  a  sea 
en  embarcaciones  ó  en  muelles  públicos  ó 
privados,  pudiendo  dicho  Comandante,  por 
motivo  del  servicio,  retirarlos,  cubriendo  las 
vacantes  con  otros  que  para  el  efecto  pro- 
veerá. 

Art.  49.  Imponiendo  la  destitución  el  ar- 
tículo Vi.0  de  la  ley  de  nacionalización  de 
buque  al  empleado  que  infrinja  las  disposi- 
ciones de  su  art.  8  ",  queda  prohibido  á  toda 
embarcación  extranjera  enarbolar  el  pabe- 
llón dominicano,  como  signo  de  naciona- 
lidad. 

Queda  también  prohibida  la  pesca  á  todo 
buque  extranjero  en  aguas  dominicanas  y 
sus  islas  adyacentes. 

Al  Ministro  de  Guerra  y  Marina  queda 
encomendado  todo  lo  relativo  á  la  pesca  en 
las  aguas  dominicanas. 

Art  60.  Ejerciendo  la  policía  judicial 
marítima,  por  defecto  de  los  Comandantes 
de  puertos,  los  buques  de  guerra  de  la  na- 
ción, corresponde  á  éstos,  cuando  encuen- 
tren en  aguas  dominicanas  embarcaciones 
extranjeras  pescando  ó  verificando  cualquie- 
ra otra  operación  para  la  cual  no  estén  debi- 
damente autorizadas,  proceder  á  apresarlas, 
conduciéndolas  á  la  Comandancia  del  puer- 
to que  estuviese  más  inmediata  para  que 
esta  oficina  envíe  el  expediente  á  la  Aduana, 
que  procederá  de  conformidad  á  la  Ley  de 
Aduanas  y  puertos  vigente,  en  vista  del  pro- 
ceso verbal  que  debe  instruir  el  Comandan- 
te militar,  ó  en  su  defecto  el  Oficial  de  de- 
rrotas, acompañado  de  otro  Oficial  que  hará 
las  veces  de  Secretario;  en  cuyo  proceso  de- 
berá constar  el  día,  hora  y  lugar  del  apre- 


samiento, así  como  el  nombre  de  la  embar- 
cación, el  del  Capitán  y  sus  demás  tripulan- 
tes, la  nación  á  que  pertenezca,  con  inclusión 
de  los  papeles  que  contenga,  y  si  fuere  po- 
sible, la  relación  de  los  efectos  de  su  carga 
si  la  tuviere. 

Art.  51.  Los  Comandantes  de  los  buques 
de  la  Armada  procederán  en  la  misma  for- 
ma con  los  buques  nacionales  que  se  en- 
cuentren ejerciendo  actos  de  contrabando  ó- 
estuvieren  navegando  sin  el  correspondien- 
te despacho  del  puerto  de  donde  hayan  sa- 
lido. 

Queda  por  consiguiente  autorizado  para 
los  fines  que  procedan,  todo  Comandante  de 
los  buques  de  guerra  nacionales  á  visitar  y 
examinar  los  buques  mercantes  nacionales  y 
extranjeros  que  se  encuentren  navegando  ó 
fondeados  en  las  costas,  ensenadas,  bahías 
y  puertos  no  habilitados  de  la  República, 
así  como  en  los  de  sus  islas  adyacentes. 

Art.  62.  Desde  la  publicación  de  la  pre- 
sente ley,  los  Comandantes  de  puertos  que- 
dan obligados  á  hacer  numerar  todos  los 
botes,  lanchas  de  remo,  vapor  ó  vela  que 
hagan  el  servicio  de  carga  y  descarga,  trans- 
porte de  pasajeros,  remolque  de  embarca- 
ciones dentro  ó  fuera  de  los  puertos  y  trans- 
porte de  cualquier  especie  en  las  radas, 
puertos  y  ríos  de  la  República,  exceptuán- 
dose únicamente  las  canoas  talladas  en  solo 
tronco. 

Al  efecto  abrirán  un  Registro  que  conten- 
ga el  número  y  la  clase  de  cada  embarcación. 

Quedan  obligados  asimismo  á  formular 
una  tarifa  para  el  flete  que  deban  cobrar  di- 
chos botes  ó  lanchas  por  cada  pasajero,  tone- 
lada ó  quintal  de  carga  que  embarquen  ó 
desembarquen,  cuya  tarifa  será  sometida  al 
Ministro  de  Guerra  y  Marina  para  su  refor- 
ma ó  aprobación. 

También  están  obligados  á  presentar  en 
la  misma  forma  las  tarifas  respecto  á  los 
diarios  que  deban  cobrar  los  marinos  por 
sus  trabajos  en  los  muelles. 

Art.  53.  Queda  prohibido  á  los  botes  de 
práctico  y  de  servicio  oficial  de  puertos,  ad- 
mitir á  su  bordo  ni  carga  ni  pasajeros. 

Art.  54.  Los  Comandantes  de  puertos  in- 
formarán directamente  al  Ministro  de  Guerra 
y  Marina,  sin  perjuicio  de  hacerlo  á  sus  res- 
pectivos Gobernadores,  de  las  entradas  en 
su  jurisdicción  de  todo  buque  de  guerra,  con 
expresión  de  su  nacionalidad,  etc.,  etc.,  así 
como  de  todo  naufragio  ó  accidente  que 
ocurra  en  su  litoral  marítimo. 

Art.  55.  Los  Comandantes  de  puertos 
están  obligados  á  enviar  á  fin  de  cada  mes, 
un  estado  al  Ministerio  de  Guerra  y  Marina, 
dando  cuenta  de  las  operaciones  practicadas 
por  su  Despacho,  como  asimismo  de  las 
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inultas  que  se  hubieren  aplicado,  con  expre- 
sión del  nombre  y  apellido  del  infractor  ó 
infractores,  asi  como  el  nombre  del  buque  ó 
embarcación  que  hubiere  cometido  la  falta, 

Art.  56.  Los  Comandantes  de  puertos 
están  obligados  por  la  presente  ley  á  identi- 
ficarse con  las  desgracias  que  ocurran  en  los 
buques  de  guerra  de  las  naciones  amigas, 
prestándoles  gratuitamente  cuantos  auxilios 
estén  en  sus  facultades. 

Art.  57.  Las  Comandancias  de  puertos 
llevarán  un  libro  de  matrícula  en  el  que  cons- 
tarán todos  los  individuos  dedicados  á  la  pro- 
fesión de  marinos  en  el  radio  de  su  mando. 

Este  libro  deberá  estar  dividido  en  casillas 
para  detallar  el  nombre,  apellido,  residencia, 
apodo  y  filiación  de  cada  marino,  dedicando 
una  casilla  para  observaciones. 

Art.  58.  Todas  las  disposiciones  regla- 
mentarias que  se  deriven  de  la  presente  ley, 
quedan  á  cargo  de  la  Secretaría  de  Estado 
de  Guerra  y  Marina. 

Art.  59.  Ningún  emolumento  ni  remune- 
ración podrá  ser  exigida  por  los  empleados 
de  puertos,  sino  de  conformidad  con  la  tari- 
fa anexa  á  esta  ley,  y  las  de  que  hablan  los 
párrafos  1 .°  y  2.°  del  art.  62,  so  pena  de  que 
se  les  persiga  como  concusionarios. 

Art.  60.  La  presente  ley  deroga  toda  dis- 
posición que  le  sea  contraria  y  será  enviada 
al  Poder  Ejecutivo  para  los  fines  constitu- 
cionales. 

Ley  de  Aduanas  y  puertos,  de  8  de  Julio 
de  1897  (1). 

CAPITULO  PRIMERO 
De  las  A  duanas. 

Artículo  1.°  Las  Aduanas  de  la  Repúbli- 
ca son  las  oficinas  establecidas  por  el  Esta- 
do para  recaudar  los  impuestos  que  las  le- 
yes establecen  sobre  las  mercancías  que  se 
introducen  en  el  país  y  los  productos  que  de 
él  se  exportan. 

Art.  2  o  Las  operaciones  comerciales  su- 
jetas al  régimen  de  las  Aduanas,  se  clasifi- 
can del  modo  siguiente: 

1 .°  Importación:  que  consiste  en  introdu- 
cir mercancías  extranjeras  para  el  consumo 
de  la  República. 

2.°  Exportación:  que  consiste  en  extraer 
productos  de  la  República,  con  destino  á 
países  extranjeros. 

3.°  Tránsito:  que  consiste  en  el  pase  de 
Jas  mercancías  extranjeras  que  se  introduz- 


(1)  Modifica  y  reemplaza  á  la  de  26  de  Junio 
«le  1896,  inserta  en  las  paginas  205  v  siguientes 
del  tomo  primero  del  Anuario  anterior. 


can  en  la  República,  con  destino  á  otra  na- 
ción, ó  para  puertos  habilitados  de  la  misma 
República. 

4.°  Cabotaje:  que  consiste  en  el  tráfico 
que  se  hace  por  mar  entre  los  puertos  de  U 
República  en  buques  nacionales. 

6.o  Depósito:  que  es  la  introducción  de 
mercancías  extranjeras  á  los  almacenes  de 
Aduanas,  para  ser  importadas  ó  reexporta- 
das en  el  término  y  en  los  casos  qae  la  ley 
expresamente  determine. 

Art.  8.°  Son  puertos  habilitados  para  la 
importación  y  exportación:  Santo  Domingo, 
San  Pedro  de  Macoris,  Tortuguero  de  A  zúa, 
Santa  Bárbara  de  Saníaná,  Puerto  Plata,  San 
Fernando  de  Montecristi,  Villa  Sánchez  y 
Barahona. 

Habrá  una  Aduana  en  cada  ano  de  los 
puertos  habilitados. 

Art.  4.°  Cuando  se  le  permita  á  boques 
extranjeros,  previos  los  requisitos  de  ley, 
tomar  carga  en  puertos  no  habilitados  de  la 
República,  no  podrán  ser  despachados  para 
el  extranjero  sino  en, el  puerto  habilitado 
donde  se  obtuvo  el  permiso. 

CAPITULO  II 
De  la  importación  y  exportación. 

Art.  6.°  Pueden  ser  importados  en  la 
República  Dominicana  y  exportados  de  ella, 
todos  los  productos  de  la  naturaleza,  del 
arte  y  de  la  industria,  salvo  las  excepciones 
siguientes: 

Los  aparatos  para  fabricar  moneda  que  no 
vengan  por  cuenta  de  la  nación,  la  moneda 
de  plata  gastada,  según  decreto  de  5  de 
Abril  de  1884,  la  moneda  falsa,  las  láminas 
y  estampas  obscenas  y  los  elementos  de 
guerra  que  no  vengan  por  cuenta  de  la  na- 
ción (excepto  los  revolvere  y  sus  cápsulas) 
y  los  demás  artículos  que  señala  como  pro- 
hibidos el  Arancel. 

Se  prohibe  la  exportación  de  reses  hem- 
bras conforme  al  art.  6.°  del  Decreto  del 
Congreso  nacional  de  9  de  Septiembre  de 
1880,  y  todo  lo  demás  que  indique  como 
prohibido  el  Arancel. 

CAPITULO  III 

Pe  las  formalidades  que  deben  llenarse  en  los 
puertos  extranjeros. 

Sección  primera» 

Formalidades  que  deben  lleuar  los  Capitanes. 

Art.  6.°  Toda  embarcación  de  cubierta  ó 
sin  ella,  cualquiera  que  sea  su  nacionalidad, 
clase  y  porte,  que  salga  de  puertos  extranje- 
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ros  para  puertos  habilitados  de  la  República, 
con  carga  ó  en  lastre,  debe  venir  provista  de 
su  patente  de  navegación,  y  despachada  por 
el  Cónsul  dominicano,  con  los  documentos 
prescritos  en  esta  sección.    N 

Art.  7.°  Todo  Capitán  ó  Sobrecargo  de 
buque  que  reciba  carga  en  puertos  extran- 
jeros con  destino  á  puertos  habilitados  de  la 
República,  deberá  presentar  al  Cónsul  do- N 
minicano,  ó  á  quien  lo  represente,  un  sobor- 
do firmado  por  cuatriplicado  que  especifique 
los  datos  siguientes: 

1.°  Clase  y  nombre  del  buque,  su  tone- 
laje, bandera,  matrícula  y  tripulantes,  nom- 
bre del  Capitán,  el  del  consignatario  del 
buque,  y  puerto  ó  puertos  de  donde  proceda. 
2.°  Nombre  del  puerto  ó  puertos  á  que 
se  destinen  las  mercancías. 

3.°  Número,  clases,  marcas,  número  de 
bultos  y  peso  bruto  de  éstos,  incluyendo  las 
pacotillas  y  encargos  de  los  tripulantes;  clase 
y  género  de  las  mercancías,  y  nombre  de 
los  remitentes  y  consignatarios,  ó  expresión 
de  venir  á  la  orden,  con  separación  de  lo 
que  traiga  para  cada  uno  de  los  puertos  de 
destino.  £1  número  y  peso  de  los  bultos  se 
escribirá  en  letras  y  guarismos.  No  se  ad- 
mitirá la  expresión  «mercancías  ó  provisio- 
nes^ sino  que  se  detallará  la  clase,  especies, 
etcétera,  de  ellas. 

§  único.  Los  vapores  que  traigan  carga 
para  diferentes  puertos  de  la  República,  po- 
drán hacer  un  sobordo  especial  para  cada 
puerto  de  escala,  llenando  las  formalidades 
requeridas  en  este  artículo. 

Art.  8.°  Los  cargamentos  á  granel  se 
consignarán  en  los  manifiestos  por  cuento, 
peso  ó  medida,  según  lo  establece  él  Aran- 
cel para  la  clase  de  mercancías  que  lo  cons- 
tituyan. 

Art.  9.o  Los  cargamentos  de  madera 
se  consignarán  solamente  por  el  número 
<le  piezas  y  medida  que  los  constituyan. 
Art.  10.  Cuando  un  buque  toque  en  va- 
rios puertos  extranjeros,  para  dirigirse  del 
ultimo  á  que  arribe  á  los  habilitados  de  la 
República;  deberá  el  Capitán  hacer  tantos 
sobordos  cuantos  sean  los  puertos  en  que 
reciba  carga,  debiendo  en  el  último  puerto 
extranjero  recapitular  todos  los  sobordos 
parciales  de  la  carga  que  conduzca  proce- 
dente de  los  diferentes  puntos  de  escala,  en 
un  solo  sobordo  general,  copiando  textual- 
mente aquellos  en  este  último,  y  anexándo- 
los, para  la  debida  confrontación  en  la  Adua- 
na de  la  República  á  que  se  destine  la  im- 
portación. Los  Cónsules,  en  este  caso,  debe- 
rán certificar,  cada  cual  en  su  respectiva  ju- 
risdicción, el  sobordo  ó  sobordos  que  les 
corresponde  según  la  ley,  para  la  consiguien- 
te constancia  y  demás  fines  legales. 


Art.  11.     En  el  sobordo  de  la  carga  que 

un  buque  conduzca  para  la  República  debe 

comprenderse,  al  final,  el  de  la  carga  que 

.  lleve  al  mismo  tiempo  para  puerto  ó  puertos 

extranjeros. 

Si  condujere  carga  para  puertos* extranje- 
ros haciendo  escala  en  alguno  de  los  habili- 
tados de  la  República,  sin  carga  para  él,  pre- 
sentará al  Cónsul,  para  la  correspondiente 
certificación,  un  ejemplar  del  sobordo  de  la 
carga  que  tiene  su  buque,  en  el  cual  se  ex- 
presarán las  marcas  y  los  números  de  cada 
bulto. 

§  "único.  Exceptúanse  los  vapores  de  lí- 
neas establecidas  con  escalas  fijas,  y  que  en- 
lacen al  comercio  de  varias  naciones,  cuyos 
Capitanes  ó  sobrecargos  sólo  estarán  obli- 
gados á  entregar  á  la  Aduana,  cuando  ésta 
lo  exija,  los  sobordos  ó  declaración  de  la 
carga  que  conduzcan  para  puertos  extran- 
jeros. 

Art.  12.  El  Capitán  ó  sobrecargo  de  un 
buque  mayor  ó  menor,  que  salga  en  lastre 
para  cualquier  puerto  habilitado  de  la  Repú- 
blica, deberá  hacer  un  manifiesto  en  el  cual 
expresará  que  no  conduce  carga,  el  que 
presentará  en  cuatro  ejemplares  al  Cónsul 
en  el  puerto  de  despacho,  quien  lo  certifica- 
rá así  al  pie  de  dicho  documento;  devolvien- 
do al  Capitán  un  ejemplar,  y  otro  igual  lo  re- 
mitirá al  Interventor  de  la  Aduana. 

§  único.  No  se  considerará  como  lastre 
ningún  articulo  que  no  sea  tierra,  arena,, 
piedra  bruta,  hierro  viejo  ó  agua. 

Art.  18.  Los  Capitanes  ó  sobrecargos  de 
buques  procedentes  del  extranjero,  forma- 
rán una  lista  circunstanciada  de  los  efectos 
para  el,repuesto  del  buque,  'de  los  víveres 
para  su  rancho,  y  la  entregarán  en  el  acto 
de  la  visita  en  el  primer  puerto  para  el  cual 
vengan  destinados. 

Art.  14.  En  los  efectos  de  repuesto  para 
velamen,  aparejos  y  otros  del  uso  de  la  em- 
barcación, no  pueden  comprenderse  artícu- 
los que  sean  extraños  á  esos  objetos;  y  los 
efectos  del  rancho  no  podrán  ser  otros  sino 
aquellos  de  pura  manutención.  El  Capitán 
no  podrá,  bajo  pretexto  alguno,  desembarcar 
ningún  artículo  de  sus  víveres,  ranchó  ó  re- 
puesto, sin  la  autorización  previa  del  jefe  de 
Aduana. 

Art.  15.  Los  víveres  para  el  rancho  no 
podrán  exceder  de  lo  necesario  para  el  con- 
sumo del  buque  en  su  viaje  redondo,  y  una 
estadía  más  de  la  mitad  del  tiempo  que  in- 
vierta en  él;  así  como  en  la  lista  de  los  ob- 
jetos del  Capitán  y  tripulantes  del  buque,  no 
pueden  comprenderse  los  que  no  indiquen 
ser  del  uso  exclusivo  de  ellos. 

Art.  10.  Si  en  el  acto  de  la  visita  que  se 
pase  al  buque,  ya  sea  después  de  la  desear- 
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ga,  ó  antes  de  partir,  notare  el  empleado  de 
la  Aduana  que  la  verifique,  falta  dé  los  efec- 
tos declarados  para  el  uso  del  buque,  y  cuyo 
consumo  en  el  gasto  diario  de  los  tripulan- 
tes no  pueda  justificarse,  se  impondrá  al 
Capitán  una  multa  de  10  á  100  pesos,  según 
la  gravedad  del  caso. 

Sección  segunda. 

Formalidades  que  deben  llenar  los  embarcadores. 

Art.  17.  Toda  mercadería  que  se  em- 
barque en  el  extranjero  para  los  puertos 
habilitados  de  la  República,  debe  despa- 
charse con  los  documentos  exigidos  en  esta 
sección. 

Art.  18.  Los  embarcadores  de  mercade- 
rías en  puertos  extranjeros  que  vengan  des- 
tinadas á  los  de  la  República,  deben  entre- 
gar por  cuatriplicado,  en  idioma  castellano, 
al  Cónsul,  ó  á  la  persona  que  lo  sustituya, 
una  factura  firmada,  expresando  en  ella: 

l.o  El  nombre  del  remitente  y  del  dueño 
de  la  mercancía;  el  de  la  persona  ó  consig- 
natario á  quien  se  remite;  el  lugar  en  que 
ae  embarcan  y  el  puerto  á  que  se  destinan; 
la  clase,  nacionalidad  y  nombre  del  buque 
y  de  su  Capitán. 

2.o  La  marca,  número  y  peso  bruto  de 
cada  bulto. 

3.°  Peso  neto,  medida  y  calidad  del  con- 
tenido de  cada  bulto,  con  designación  de  la 
cantidad  de  piezas  ó  envases  de  cada  clase 
que  él  contenga. 

4.°  El  valor  verdadero  de  las  mercancías 
en  general,  conforme  á  la  cotización  del 
mercado  en  el  momento  de  la  presentación 
de  las  facturas;  y 

6.°  Que  en  las  facturas  no  se  incluyan 
efectos  que  comprendan  más  de  un  intro- 
ductor. 

§  1.°  Los  bultos  de  un  mismo  conteni- 
do, peso  y  forma,  señalados  con  una  misma 
marca  y  número,  pueden  comprenderse  en 
una  misma  partida. 

§  2.°  Todas  las  facturas  deben  estar 
acompañadas  de  los  correspondientes  ejem- 
plares del  conocimiento  de  embarque,  en 
los  cuales  constarán  las  marcas,  número  de 
bultos  y  peso  bruto. 

§  3.o  Si  los  interesados  alegan  ignoran- 
cia del  idioma  castellano,  lo  manifestarán 
al  Cónsul,  quien  aceptará  en  este  caso  las 
facturas  en  idioma  extranjero;  pero  debien- 
do éste  llenar  los  requisitos  exigidos,  y  sien- 
do también  remitidos  á  la  Aduana  corres- 
pondiente, cuyo  intérprete  hará  la  traduc- 
ción, cobrando  al  interesado  cuatro  pesos 
por  las  primeras  cuarenta  líneas,  y  cuatro 
centavos  por  cada  línea  adicional. 


Sección  tercera» 

Formalidades  que  deben  llenar  los  Confutes 

Art.  19.  Se  prohibe  á  los  Cónsules  (la- 
pachar buques,  cualquiera  que  sea  su  clase, 
nacionalidad  y  porte,  para  puertos  de  la  Re- 
pública que  no  estén  habilitados  para  el  es- 
mérelo extranjero.  La  contravención  á  ett¿ 
artículo  acarreará,  para  aquellos  funciona 
rios,  la  destitución  inmediata,  sin  perjuic  o 
de  las  demás  responsabilidades  á  que  por 
tal  contravención  hubiere  lugar. 

Art.  20.  Los  Cónsules  están  obligados  á 
manifestar  á  todas  las  personas  que  lo  'le- 
seen, las  leyes  de  Aduana  de  la  República, 
los  modelos  de  facturas,  conocimientos,  so- 
bordos, etc.,  etc.,  y  á  darles  las  explicaría 
nes  que  sean  necesarias  y  conducentes,  para 
que  puedan  hacer  en  debida  forma  tales  d> 
cumentos. 

Art.  21.  Los  Cónsules  registrarán  per 
orden  numérico  las  facturas  y  conocimien- 
tos que  les  presenten  los  embarcadores,  lle- 
vando al  efecto  y  como  guía,  un  libro  de 
Registro  de  facturas  que  contenga  los  datoe 
siguientes:  1.°  Fecha  de  presentación.  2.* 
Número  de  Registro;  y  3.°  Nombre  del  em- 
barcador ó  firmante,  del  consignatario,  de 
puerto  de  destino,  del  número  de  bultos,  de: 
total  de  kilogramos,  bruto  y  neto,  y  del  va- 
lor de  las  facturas. 

Art.  22.  Los  Cónsules  no  certificarán  la* 
facturas  y  conocimientos  que  se  le  pre- 
senten: 

1 .°  Cuando  no  estén  escritos  con  tinta 
negra  y  con  letra  bien  legible. 

2.°     Cuando  no  contengan  todos  los  datof 
exigidos  por  el  art.  18 
•  8  °     Cuando  no  le  presenten    los  cuatro 
ejemplares  correspondientes. 

4.°  Cuando  tengan  enraendatnras,  borro- 
nes ó  raspados,  ó  estén  interlineados  sin  la 
correspondiente  <Nota  buena»  hecha  al  final 
y  antes  de  la  fecha  y  firma;  y 

5.°  Cuando  falten  loa  conocimientos  de 
embarque. 

Art.  23.  El  certificado  que  estamparan 
los  Cónsules  será  el  siguiente:    «Consulado 

Dominicano  en Vista  y  Registrada  tajo 

el  N Lugar,  fecha,  firma  y  sello».    En  los 

conocimientos:  c  Conforme  con  la  factura  N... 
Lugar,  fecha,  firma  y  sello». 

Art.  24.  Presentado  el  sobordo,  si  ilei 
examen  que  haga  el  Cónsul  resultare  qae 
contiene  todos  los  datos  exigidos  por  el  ar- 
tículo 11,  que  hay  conformidad  en  sus  cna- 
tro  ejemplares,  y  que  todos  los  embarcado- 
res expresados  en  él  han  presentado  sus  fao 
turas  y  conocimientos,  el  Cónsul  pondrá  ai 
pie  de  cada  uno  de  ellos  la  siguiente  forma- 
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la:  «Certifico  que  este  sobordo  me  ha  sido 
presentado  en  cuntí*! pilcado,  y  concuerda 
con  las  facturas  y  conocimientos  que  he  re- 
cibido y  se  expresan  en  él». 

Art.  '25.  Cuando  los  sobordos  no  conten- 
gan los  datos  exigidos  en  la  presente,  ó  bien 
cuando  resulte  inconformidad  en  sus  cuatro 
ejemplares,  el  Cónsul  no  pondrá  certificación 
alguna,  y  se  abstendrá  de  expedir  el  corres 
pondiente  despacho. 

Art.  26.  Cuando  esté  el  sobordo  y  sus  co- 
pias en  regla,  y  falten  facturas  y  conoci- 
mientos, el  Cónsul  lo  avisará  al  Capitán,  pa- 
ra que  haga  qae  los  embarcadores  lo  presen- 
ten. Si  hecho  esto  no  se  presentaren  las  fac- 
turas y  conocimientos,  y  el  Capitán  exigiere 
que  sea  despachado  su  buque,  el  Cónsul  lo 
hará  así,  poniendo  al  pie  de  cada  uno  de  los 
sobordos  lo  siguiente:  c Certifico  que  se  me 
han  presentado  cuatro  ejemplares  de  este 
sobordo,  y  que  á  pedimento  del  Capitán 
M.  M despacho  la  embarcación  N fal- 
tando las  facturas  y  conocimientos  del  em- 
barcador ó  embarcadores  P.  P > 

Art.  27.  Los  Cónsules  dejarán  copia  del 
sobordo  y  le  agregarán  un  ejemplar  de  ca- 
da factura  y  conocimiento,  con  lo  cual  for- 
marán el  expediente  de  despacho  de  cada 
buque. 

Art.  28.  Los  Cónsules  distribuirán  los 
sobordos,  factura  y  conocimientos,  de  la  ma 
ñera  siguiente: 

1.°  Devolverán  á  cada  interesado  un 
ejemplar  de  su  factura  y  conocimiento,  y  al 
Capitán  uno  de  su  sobordo. 

2.o  Remitirán  al  Interventor  de  la  Adua- 
na del  primer  puerto  al  cual  se  dirija  el  bu- 
que, otro  ejemplar  del  sobordo,  y  uno  de  ca- 
da una  de  las  facturas  y  conocimientos  co- 
rrespondientes, en  pliego  cerrado  que  entre- 
garán al  Capitán.  Si  el  buque  condujere  car- 
ga para  dos  ó  más  puertos,  remitirán  tam- 
bién en  pliego  cerrado  y  sellado,  con  el  mis- 
mo Capitán,  á  la  Aduana  del  primer  puerto 
á  que  se  dirija  el  buque,  y  aunque  no  lleve 
carga  para  él  y  sólo  vaya  á  tomar  órdenes, 
el  ejemplar  del  sobordo  y  los  pliegos  en  que 
remitan  á  cada  Aduana  respectiva  el  sobor- 
do, la  factura  ó  facturas  y  conocimientos  co- 
rrespondientes á  la  carga  destinada  para  ca- 
da uno  de  ellos. 

Se  exceptúan  de  esta  disposición  los  va- 
pores que  hagan  escala  fija  en  varios  puer- 
tos de  la  República,  en  cuyo  caso  los  Con 
sules  harán  la  remisión  del  sobordo,  facturas 
y  conocimientos  directamente  á  la  Aduana 
correspondiente. 

3.°  El  tercer  ejemplar  del  sobordo,  fac- 
turas y  conocimientos,  los  Cónsules  los  re- 
mitirán al  Ministerio  de  Relaciones  exte- 
riores. 

LBGI8LÁOIÓM  UWIV1BSAU — AMÉRICA. 


4/\  El  cuarto  ejemplar  del  sobordo,  fac- 
turas y  conocimientos,  cotilos  cualea  forma- 
rán el  expediente  de  despacho  de  cada  bu- 
qiie,  lo  archivarán  y  tendrán  á  disposición 
del  Ministerio. 

Art.  29.  Los  Cónsules,  cuando  despachen 
un  buque,  cuidarán  de  cerrar  el  pliego  con 
loa  documentos  correspondientes,  y  al  entre- 
garlo al  Capitán,  harán  que  éste  les  otorgue 
uii  reribo  por  dicho  pliego,  el  cual  constará 
también  al  pie  del  sobordo  que  corresponde 
al  Capitán. 

Art.  30.  Los  Cónsules  cumplirán  con  la 
mayor  exactitud  lo  preceptuado  en  los  ar- 
tículos antenotes;  y,  cuando  deápoés  de  ha- 
ber despachado  un  buque,  observen  qae  han 
dejado  de  incluir  en  el  pliego  algún  docu- 
mento de  los  correspondientes  á  éste,  se 
cuidarán  de  remitirlo  sin  demora  y  por  la 
vía  más  corta.  Asimismo,  si  después  de 
despachado  un  buque,  el  embarcador  ó  em- 
barcadores que  omitieron  presentar  sus  fac- 
turas y  conocimientos  oportunamente,  las 
presentaran,  y  están  conformes  con  lo  que 
establece  la  ley,  serán  certificadas  y  envia- 
das á  su  destino,  por  primera  oportunidad, 
acompañadas  del  informe  que  proceda. 

Art.  81.  Los  Cónsules  están  en  el  deber 
de  informar  al  Ministerio  de  Relaciones  ex- 
teriores: 

1.°  De  la  salida  del  puerto  de  su  resi- 
dencia de  cualquier  buque  que  se  destine  á 
los  puertos  de  la  República,  que  no  haya 
cumplido  con  las  exigencias  de  esta  ley. 

2.°  De  la  llegada  al  puerto  donde  ellos 
residan,  de  cualquier  buque,  que  procedente 
de  puerto  ó  puertos  de  la  República,  sepan 
ellos  que  no  ha  sido  despachado  legalmente. 

3.°  Dar  ó  comunicar  los  avisos  necesa- 
rios á  sus  superiores  inmediatos,  para  evitar 
ó  descubrir  el  contrabando;  del  mismo  modo 
suministrarán  toda  noticia  que'  tienda  á  fa- 
vorecer los  intereses  fiscales  de  la  nación, 
de  la  cual  son  encargados  en  los  puertos  de 
su  residencia. 

Art.  32.  En  los  puertos  en  que  la  Repú- 
blica no  tenga  Cónsules,  se  presentarán  los 
documentos  exigidos  en  este  capítulo  al 
Cónsul  de  una  nación  amiga,  y  en  donde  no 
los  haya,  ó  que  los  existentes  no  convengan 
en  certificar  los  documentos  mencionados,  lo 
harán  dos  comerciantes,  cuyas  firmas  auten- 
tizará un  escribano  público. 

Art.  33.  Los  Cónsules,  ó  las  personas  que 
los  sustituyan,  tienen  derecho  á  cobrar  á 
los  que  soliciten  certificación  de  sobordos, 
facturas  y  conocimientos,  los  honorarios  que 
señala  la  ley  sobre  servicio  consular  de  la 
República. 
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CAPITULO  IV 
De  la  entrada  de  los  buques, 

Art.  34.  Para  que  un  buque  pueda  entrar 
en  los  puertos  de  la  República,  deberá  antes 
ser  visitado  por  la  Comisión  de  la  Junta  de 
Sanidad,  la  cual  decidirá,  con  arreglo  á  las 
disposiciones  vigentes  del  ramo,  si  puede 
Ser  admitido  ó  no. 

Art.  85.  Si  el  buque  fuere  admitido,  y  es 
mercante,  se  exigirá  al  Capitán  ó  sobrecargo, 
en  el  acto  de  la  visita: 

l.o  £1  pliego  consular  que  le  haya  sido 
entregado  en  el  puerto  ó  puertos  de  su  pro- 
cedencia. 

2  o    El  sobordo  ó  sobordos  certificados. 

3.°  La  lista  de  los  efectos  para  repuestos 
del  buque  y  los  víveres  del  rancho,  de  con- 
formidad con  lo  que  establece  el  art.  1 8,  y 
todo  lo  que  comprenda  tos  efectos  de  uso 
del  Capitán  y  de  los  tripulantes. 

4.°  La  lista  de  pasajeros  y  sus  equipajes, 
según  modelo  núm.  6. 

5.°  La 'patente  de  sanidad  expedida  ó 
certificada  por  el  Cónsul. 

Art.  36.  Dentro  de  las  veinticuatro  horas 
después  de  fondeado  y  visitado  el  buque, 
deberá  su  Capitán,  junto  con  su  consigna- 
tario, hacer  la  entrada  de  la  embarcación  en 
la  oficina  del  Intérprete,  presentando  al  In- 
terventor la  patente  de  navegación,  que  le 
será  devuelta  para  ser  depositada  en  el  Con- 
sulado de  la  nación  á  que  pertenezca  el 
buque,  hasta  que  éste  sea  despachado  por  la 
Aduana.  Si  no  hubiere  en  el  lugar  Cónsul 
de  la  nación  á  que  pertenezca  el  buque,  la 
patente  quedará  depositada  en  la  Aduana. 

§  único.  Si  el  plazo  á  que  se  refiere  este 
artículo  venciere  en  día  feriado,  se  hará  la 
entrada  al  siguiente  día. 

Art.  37.  La  declaración  de  entrada  de 
todo  buque  mercante,  procedente  del  ex- 
tranjero, deberá  hacerse  en  la  oficina  del 
Intérprete  de  la  Aduana,  y  firmarse  por  su 
Capitán  y  consignatario. 

Art.  38.  Si  el  buque  viniere  en  lastré,  su 
Capitán  ó  Sobrecargo  están  obligados  á  pre 
sentar,  á  más  del  manifiesto  en  lastre,  los 
documentos  exigidos  en  los  incisos  1.°  y  3.° 
del  art.  35. 

Art.  39.  Cuando  el  buque  se  encuentre 
en  el  caso  que  señala  el  artículo  anterior,  el 
Capitán  ó  Sobrecargo  deberá  significar  por 
escrito  al  Interventor,  dentro  de  las  cuaren- 
ta y  ocho  horas,  contadas  desde  aquella  en 
que  se  le  haya  hecho  la  visita  de  entrada, 
si  resuelve  ó  no  tomar  carga  de  exportación; 
y  en  caso  de  que  no  haya  de  tomarla,  deberá 
salir  del  puerto  dentro  de  las  veinticuatro 
horas  siguientes. 


Art.  40.  Al  retirarse  los  empleados  qo* 
hayan  hecho  ja  visita  de  entrada  á  un  buqat, 
anotarán  en  el  sobordo  ó  sobordo*  que  en- 
treguen el  Capitán  ó  Sobrecargo,  el  dí&r 
hora  en  que  aquella  se  haya  practicado,  j 
desde  entonces  deberán  quedar  cerradas  y 
selladas  las  escotillas  y  demás  lagares  del 
buque  en  que  hubiere  efectos  sujetos  al  paga 
de  derechos.  Cuando  vengan  con  canes  so- 
bre cubierta,  se  hará  una  relación  exacta  de 
todos  los  bultos  que  se  encuentren  en  elU, 
expresando  sus  números  y  sus  marcas. 

§  único.  Si  el  buque  viniere  en  lastre,  se 
hará  un  registro  general  y  minucioso  en  él: 
y  tanto  en  este  caso,  bomo  en  el  del  articule 
anterior,  se  mantendrá  á  bordo  la  custod;t 
necesaria  de  celadores,  con  el  fin  de  evitar 
el  contrabando. 

Art.  41.  Si  el  buque  no  trajere  patente 
de  navegación,  ni  el  ejemplar  del  soborda 
que  le  corresponde, Di  sus  deináa  papeles,  6 
trajere  éstos  no  despachados  por  el  Consol 
del  puerto  de  procedencia,  se  dejará  á  bordo 
mayor  custodia  que  la  ordinaria,  se  vigilara 
escrupulosamente  para  evitar  toda  comnni- 
cación  entre  él,  el  puerto  y  los  demás  bi- 
ques,  y  se  aplicará  al  Capitán  una  multa  A? 
1.000  a  2.000  pesos,  según  el  caso;  á  me  no* 
que  compruebe  que  la  falta  provino  de  ur 
accidente  que  no  pudo  prever  ni  evitar 
como  incendio  ó  violencia  perpetrada  per 
enemigos. 

Art.  42.  Si  la  falta  fuere  solamente  de 
patente  de  navegación,  será  detenido  el  bo- 
que en  el  puerto,  bajo  fianza  de  dos  comer- 
ciantes, hasta  tanto  que  el  Capitán  recita 
el  citado  documento  del  puerto  donde  'n 
haya  olvidado;  y  solamente  podrán  salvar- 
lo de  esa  pena,  las  consideraciones  estable- 
cidas en  el  art.  41. 

Art.  43.  Si  la  falta  de  sobordo  fuese  ab- 
soluta, esto  es,  si  faltase  el  pliego  consular 
y  el  ejemplar  del  Capitán,  se  cumplirá  k. 
establecido  en  el  art.  41;  y  el  Interventor, 
en  ese  caso,  exigirá  los  conocimientos  de! 
cargamento  y  una  nota  de  cuanto  haya  ¿ 
bordo,  con  la  cual  formará  él  sobordo. 

Art.  44.  £n  caso  de  falta  de  sobordo  y 
conocimientos  á  la  vez,  el  Jefe  de  la  Adua- 
na tomará  las  más  rigurosas  medidas  para 
que  sea  desembarcado  lo  que  trae  el  bnque. 
y  tomando  nota  circunstanciada  de  la  carga, 
pueda  formular  con  exactitud  el  sobordo; 
todo  á  costa  del  Capitán,  aplicando  á  éste 
una  multa  de  1.500  á  2.500  pesos  fuertes. 
según  la  importancia  del  caso,  salvo  lo  qae 
se  previene  en  el  art.  41. 

Art.  45.  Los  buques,  con  cuanto  les  per- 
tenezca, son  responsables  de  los  derechos 
de  puerto  en  general,  y  de  las  multas  qne 
se  impongan  á  los  Capitanes,  conforme  á 
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ios  artículos  41,  42,  43  y  44,  siempre  que 
•éstos  no  tengan  con  qué  satisfacerlas. 

Art.  46.  Los  vapores  que  hagan  servicio 
de  paquete,  tocando  en  uno  ó  varios  puer- 
tos de  la  República,  podrán,  mediante  fian- 
za previa  de  sus  consignatarios,  desembar- 
car, inmediatamente  después  de  haber  fon- 
deado, tos  bultos  que  traigan  como'  carga; 
los  cuales  serán  depositados  en  la  Aduana, 
para  ser  verificados  después  de  llenadas  to- 
das las  formalidades  que  exige  esta  ley  pura 
la  importación.  Podrán  del  mismo  modo  to- 
mar carga  para  la  exportación. 

Art.  47.  Los  consignatarios  de  dichos 
vapores  serán  responsables  de  los  derechos 
que  causen  éstos  por  concepto  de  entrada, 
puerto,  etc.,  etc. 

Art.  48.  Hecha  la  visita  de  entrada,  se 
podrán  desembarcar  los  equipajes  de  los 
pasajeros  para  ser  reconocidos  en  la  Adua- 
na, quedando  sujetos  á  esta  formalidad, 
aun  los  que  vengan  en  buque  de  guerra. 

§  único.'  Serán  considerados  como  equi- 
paje de  pasajeros,  aquellos  efectos  del  uso 
exclusivo  de  éstos;  y  en  caso  de  contener 
objetos  nuevos,  se  aplicarán  las  disposi- 
ciones del  inciso  8.°  del  art.  3.°  de  la  Ley 
de  Arancel. 

Art.  49.  El  Interventor  de  Aduana,  in- 
mediatamente que  reciba  loa  documentos 
contenidos  en  los  pliegos  cerrados  y  sella- 
dos, y  sobordo  ó  sobordos  que  presente  el 
Capitán  ó  sobrecargo,  procederá  á  remitir 
al  Administrador  de  Hacienda  los  documen- 
tos contenidos  en  los  pliegos  cerrados,  lo 
cual  verificará  por  medio  de  un  oficio;  des- 
pués, con  el  sobordo  ó  sobordos  que  entre- 
gue el  Capitán,  comparará  los  manifiestos 
y  facturas  que  presenten  los  introductores; 
todos  estos  documentos  formarán  el  expe- 
diente de  la  entrada  del  buque,  resultado 
de  su  carga  y  liquidación  de  los  derechos 
que  cauóe. 

CAPITULO  V 

De  los  derecüios  de  puerto. 

Art.  60.  Todo  buque  nacional  ó  extran- 
jero que  llegue  á  puertos  habilitados  de  la 
República,  procedente  del  extranjero,  paga- 
rá los  derechos  siguientes,  á  saber: 

Si  fuere  buque  de  vela: 

1.°  *  Por  cada  tonelada  que  tenga  el  bu- 
que en  su  patente,  ó  el  arqneo  nacional,  si 
procediere,  pagará  dos  pesos. 

2.o  Por  faro,  donde  lo  haya,  doce  centa- 
vos por  tonelada. 

3.°  Por  Práctico,  cuando  lo  tomen,  seis 
centavos  por  tonelada. 

4.°  Por  derecho  de  entrada,  doce  centa- 
vos por  tonelada. 


6.°  Por  anclaje,  doce  centavos  por  tone- 
lada.   . 

6.o  Por  derecho  de  barra,  donde  haya 
lugar  ó  su  aplicación,  veinticinco  centavos 
por  tonelada. 

1*     Médico  de  Sanidad,  dos  pesos. 

8.°  .  Aguada,  cuando  se  provean  de  ella, 
un  peso  por  cada  bocoy. 

9.°  Vigía,  por  cada  buque  de  hasta  cien 
toneladas,  do*  pesos;  de  ciento  una  en  ade- 
lante, cuatro  pesos. 

10.  Intérprete,  por  caria  buque  de  hasta 
cien  toneladas,  dos  pesos;  de  ciento  una  en 
adelante,  cuatro  pesos. 

1 1.  Por  plancha,  por  cada  día,  dos  pesos. 
Si  fuere  buque  de  vapor  pagara: 

1.°  Porcada  tonelada  de  carga,  que  trai- 
ga ó  que  lleve,  dos  pesos  por  tonelada. 

2.o  Por  faro,  donde  lo  haya,  porcada  to- 
nelada, según  su  registro,  dos  centavos. 

3.°  Por  práctico,  cuando  lo  tomen,  por 
cada  tonelada,  según  su  registro,  un  cen 
tavo. 

4.°  Por  entrada,  por  cada  tonelada,  se- 
gún su  registro,  dos  centavos. 

6.°  Por  anclaje,  por  cada  tonelada,  se- 
gún su  registro,  dos  centavos. 

6.°  Por  derecho  de  barra,  donde  haya 
lugar  ó  su  aplicación,  por  cada  tonelada  de 
carga,  veinticinco  centavos. 

7.o     Por  intérprete,  cuatro   pesos. 

8.°     Vigía,  cuatro  pesos. 

9.o     Médico  de  Sanidad,  cuatro  pesos. 

10.  Aguada,  cuando  la  tomen,  un  peso 
por  cada  bocoy. 

1 1.  Por  plancha,  por  cada  día,  dos  pesos. 

Para  los  buques  de  menos  de  veinte  tone- 
ladas, los  derechos  de  médico  de  sanidad, 
vigía  é  intérprete  se  reducirán  ala  cuarta 
parte. 

Art.  51.  Los  derechos  de  puerto,  de  que 
trata  el  art.  60,  se  pagarán  al  contado,  inme- 
diatamente después  de  hacer  el  buque  su 
entrada,  y  haberse  liquidado  la  planilla  co- 
rrespondiente, la  cual  se  liquidará  en  el  pla- 
zo improrrogable  de  tres  días,  á  contar  de 
aquel  en  que  hubiere  hecho  el  buque  su  en- 
trada. 

Art.  62.  El  Capitán  y  el  buque  serán  res- 
ponsables de  los  derechos  de  puerto  que 
causen,  menos  e!  de  muelle. 

Art.  63.  Por  derecho  de  muelle,  pagarán 
los  importadores  el  2  por  100  sobre  el  pro- 
ducto del  40  por  100  del  total  de  aforo  de 
las  mercancías  importadas. 

Art.  64.  Estarán  exentos  de  todo  de- 
recho: 

1.°  Los  baques  de  guerra;  los  paquetes 
correos  consentidos  ó  contratados  por  el  Go- 
bierno; los  que  lleguen  expresamente  carga- 
dos de  inmigrantes,  y  los  que  entren  de  arri- 
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bada  forzosa,  debidamente  comprobada  y 
estimada,  aunque  vendan  una  parte  de  su 
cargamento  para  satisfacer  sus  gastos  nece- 
sarios, y,  finalmente,  aquellos  que  gocen -de 
estas  franquicias,  en  razón  de  concesión  otor- 
gada por  el  Ejecutivo  nacional,  y  aprobada 
por  el  Congreso. 

2.°  Los  que  entren  y  salgan  en  lastre; 
los  que  entren  en  solicitud  de  víveres  y 
agua,  reparación  de  averías  ú  otros  moti- 
vos análogos,  legítimamente  comprobados, 
con  tal  que  no  hagan  ninguna  operación  de 
comercio. 

8.°  Los  buques  que  por  averías  descar- 
guen parte  ó  el  todo  de  su  cargamento,  en 
caso  de  que  vendan  éste,  ya  sea  en  parte,  ó 
en  su  totalidad,  pagarán  los  derechos  de 
puerto  que  indica  el  art.  50. 

4.°  Si  el  cargamento  fuere  reexportado 
integramente,  ya  sea  en  el  mismo  buque  ú 
otro  cualquiera,  sólo  pagarán  el  derecho  de 
almacenaje,  según  el  valor  de  las  mercan- 
cías, por  estimación  de  peritos,  y  además, 
los  derechos  de  puerto  correspondientes  á 
faro,  anclaje,  muelle,  entrada,  Médico,  Prác- 
tico, vigía  y  aguada,  cuando  la  causen 

Art.  65.  Los  derechos  mencionados  en 
el  párrafo  anterior,  se  cobrarán  antes  de  la 
salida  del  buque,  y  de  la  entrega  del  despa- 
cho al  Capitán. 

Art.  66.  Los  buques  que  arriben  á  un 
puerto  habilitado  de  la  República,  exclusi- 
vamente en  solicitud  de  flete,  agua  ó  víve- 
res no  podrán  permanecer  en  puerto  más 
de  cuarenta  y  ocho  horas;  debiendo  tomar 
los  Jefes  de  Aduana  todas  las  precaucio 
nes  que  sean  necesarias  para  evitar  el  con- 
trabando. 

§  único.  Se  exceptúa  á  los  buques  que  por 
averías  ú  otra  fuerza  mayor  debidamente 
comprobada,  entren  de  arribada,  en  cuyo 
caso  podrá  prorrogárseles  aquel  plazo  por 
el  tiempo  que  se  juzgue  necesario. 

Art.  67.  Todo  buque  extranjero  que  arri- 
be á  los  puertos  habilitados  de  la  Repúbli- 
ca, será  sometido  al  arqueo  nacional  en  el 
primero  á  que  arribe.  Esta  mensura  será 
gratis  en  la  forma  que  se  indica  en  el  ar- 
tíclo  221,  capítulo  19  de  la  presente  ley, 
y  los  derechos  de  puerto  y  sus  anexos 
serán  satisfechos  por  las'  medidas  que  re- 
salten. 

Si  el  Capitán,  por  razones  de  convenien- 
cia, solicitare  su  carta  de  arqueo,  ó  sea  la 
certificación  de  mensura,  pagará  en  este 
caso  como  honorarios  al  Interventor  la  Hu- 
ma de  ocho  pesos,  además  del  valor  del 
papel  sellado  correspondiente,  que  será  del 
sello  segundo  (párrafo  único  del  artícu- 
lo 222). 


CAPITULO  VI 

Sección  primera. 

De  la  descarga  de  los  buques. 

Art.  58.  Las  Aduanas  formarán,  por  el 
sobordo,  dos  índices  alfabéticos  de  los  bol- 
tos  destinados  á  ellas,  por  la  primera  letra 
de  los  que  formen  la  marca  de  cada  ano, 
expresando  sus  números  correspondientes» 
y  clasificándolos  per  cajas,  sacos,  fardos, 
huacales,  etc.,  según  la  clase  á  que  perte- 
nezcan. Uno  de  los  dos  índices  será  entre- 
gado al  celador  encargado  de  tomar  nota  de 
la  descarga  en  él  buque,  y  el  otro  «e  entre- 
gará al  Oficial  de  Aduana  que  reciba  la  car- 
ga en  los  almacenes  destinados  a  deposi- 
tarla. 

Art.  59.  Los  buqueB  descargaran  en  los 
sitios  de  costumbre  que  le  señale  la  Aduana. 
para  principiar  será  condición  necesaria  qce 
el  Interventor  otorgue  permiso  por  eaerito. 
y  que  un  empleado  de  la  oficina,  en  vista  del 
citado  permiso,  levante  los  sellos  puestos  ei 
día  de  la  visita. 

§  único.  A  los  buques  de  vaporó  de  ve- 
la que  no  puedan  entrar  al  puerto  y  atracar 
á  los  muelles,  se  les  permitirá  la  descarga 
en  la  rada,  aunque  sea  distante  de  los  mue- 
lles, sujetándose  á  las  formalidades  del 
caso. 

Art.  60.  Cuando  un  buque  no  presente 
su  patente  de  navegación,  ai  permitírsele  Ja 
descarga  de  los  efectos  que  la  com ponen, 
quedarán  éstoB  en  depósito  en  la  Aduana 
hasta  que  se  preste  la  fianza  exigida  por 
el  art.  42. 

Art.  61.  Cuando  el  Capitán  no  haya  pre- 
sentado el  sobordo,  ni  tampoco  lo  haya  re- 
cibido la  Admitía  en  pliego  cerrado,  no  se 
dará  peí  miso  para  la  descarga  del  buque. 
sino  después  que  se  haya  cumplido  lo  pres- 
crito en  ei  art.  43. 

Art.  62.  Concedido  el  permiso  para  la 
descarga,  el  Jefe  de  Aduana  lo  entregará  al 
interesado,  el  cual  lo  presentará  al  Oficial 
de  servicio  para  que  se  permita  la  descarga 
por  los  celadores  de  á  bordo. 

Art.  63.  La  descarga  de  los  buques  se  ha- 
rá desde  las  siete  á  las  doce  (a.  ui.)  y  desde 
las  dos  á  las  cinco  (p.  m.)  En  caso  de  nece- 
sidad manifiesta,  podrá  prorrogarse  la  des- 
carga durante  la  noche,  previo  perufriso  del 
Jefe  de  la  Aduana,  y  con  tal  deque  el  Capi- 
tán ó  consignatario  convenga  en  abonar  a 
los  empleados  el  trabajo  extraordinario,  cu- 
yo precio  será  ajustado  por  dicho  Jefe.  En 
este  caso  un  celador  acompañará  los  bultos 
de  mercancías  que  se  conduzcan  de.  á  bordo 
á  tierra. 

Art.  64.    El  Oficial  de  servicio,  al  recibir 
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-«1  permiso  de  descarga,  ordenará  al  celador 
-ó  celadores  el  rompimiento  de  los  sellos,  pa- 
ra que  se  proceda  á  ella;  y  tanto  en  esta  vi- 
•ita,  como  en  las  que  ha  de  hacer  diariamen- 
te, examinará  el  estado  de  los  sellos  y  con- 
frontará los  bultos  que  hayan  quedado  fue- 
ra de  cubierta  con  la  respectiva  relación,  y 
«i  hallase  que  los  sellos  están  rotos  ó  levan- 
tados, ó  hubiere  alguna  diferencia  entre 
•loa  referidos  bultos,  dejará  todo  como  se 
encuentre,  redoblará  la  vigilancia  á  bordo, 
retirará  el  permiso  para  la  descarga  y  dará 
parte  en  el  acto  á  su  Jefe. 

Art.  65.  Inmediatamente  que  el  Jefe 
de  la  Aduana  reciba  el  aviso  á  que  se  con- 
trae el  artículo  anterior,  pasará  á  bordo,  ó 
comisionará  á  uno  de  sus  O  riciales  para  ve- 
rificar el  estado  de  los  sellos,  ó  practicar  una 
nueva  confrontación  de  los  bultos,  tomando, 
en  ambos  casos,  todos  los  informes  corres- 
pondientes de  cuantas  personas  se  encuen- 
tren á  bordo.  Cualquiera  que  sea  el  resultado 
de  esta  diligencia,  se  permitirá  la  descarga, 
imponiendo  al  Capitán  las  multas  siguientes: 

De  100  á  1.000  pesos,  cuando  se  hallen  ro- 
tos los  sellos  puestos  por  el  Oficial  de  Adua- 
na en  las  mamparas,  escotillas  y  otros  luga- 
res del  buque;  de  lO'O  á  200  pesos,  por  cada 
bulto  que  resulte  de  menos  de  la  carga  sobre 
cubierta,  en  la  confrontación  preceptuada  en 
el  precedente  articulo  y  en  el  64;  todo  esto, 
cuando  á  juicio  del  Interventor,  y  demostra- 
do por  él  ó  por  los  empleados  que  haya  comi- 
sinado,  hayan  podido  abrirse  las  mamparas, 
escotillas  ú  otros  lugares  del  buque  sellados 
antes;  á  menos  que  no  se  explique  satisfac- 
toriamente la  conformidad  de  los  bultos. 

Art.  66.  Los  celadores  de  custodia  á  bor- 
do, ya  sea  que  el  buque  descargue  en  la  ra- 
da, previo  permiso,  ó  bien  en  lo»  muelles 
destinados  al  efecto,  signarán  sucesivamente 
en  el  índice  las  marcas  y  números  de  los 
bultos  que  se  vayan  desembarcando;  y  por 
las  marcas  y  números  signados,  cada  vez 
que  al  día  se  suspenda  la  descarga  del  bu- 
que, verificarán,  en  presencia  de  un  emplea- 
do de  la  Aduana,  entre  el  celador  de  á  bordo 
y  el  Oficial  empleado  que  tome  nota  de  la 
descarga  en  tierra,  sus  respectivos  índices 
alfabéticos,  para  ver  si  están  conformes  con 
sus  notas. 

Art.  67.  Los  celadores  de  custodia  á  bor- 
do no  permitirán  que  se  desembargue  nin- 
gún bulto  que  no  esté  comprendido  en  el  ín- 
dice, y  cuando  ocurra  el  caso  de  que  se  in- 
tente desembarcar  alguno,  lo  participarán 
inmediatamente  al  Jefe  de  la  Aduana,  quien 
hará  practicar,  sin  pérdida  de  tiempo,  las 
diligencias  necesarias  y  las  averiguaciones 
¿  que  haya  lugar.  Tampoco  permitirán  que 
*e  transborden   bultos  ni  se  desembarquen 


directamente  en  los  muelles  bultos  fractu- 
rados, sino  que  los  harán  colocar  separada- 
mente á  bordo,  y  darán  parte  al  Interventor, 
quien  irá  ó  mandará  á  precintarlos  y  sellar- 
los en  presencia  del  Capitán  ó  sobrecargo 
del  buque. 

Art.  68.  Cuando  la  descarga  del  buque 
se  efectuare  en  la  rada,  los  celadores  de 
guardia  en  el  muelle  recibirán  los  bultos  que 
se  desembarquen  por  la  papeleta  que  pase  el 
celador  de  á  bordo,  y  de  cualquiera  novedad 
que  ocurra  informarán  al  Interventor. 

Art.  69.  Cuando  la  descarga  se  haga  di- 
rectamente en  los  muelles,  se  tomará  nota 
del  mismo  modo  de  los  bultos  que  vayan  des- 
embarcando, con  expresión  de  las  marcas, 
contramarcas  y  números,  según  lo  sefiale  el 
índice  formulado  al  efecto,  con  el  fin  de 
cumplir  lo  prescrito  en  el  art.  66. 

Art.  70.  Siempre  que  se  reciban  en  el 
muelle  bultos  fracturados  ó  que  se  fracturen 
en  él,  el  celador  de  la  descarga  en  el  muelle 
los  hará  conducir  á  los  almacenes  de  la 
Aduana,  con  las  precauciones  necesarias. 

Art.  71.  Todo  cargamento  se  recibirá  en 
los  almacenes  de  la  Aduana,  salvo  lo  que  se 
establece  más  adelante.  (Véase  el  artícu- 
lo 95). 

Art.  72.  Cuando  se  desembarquen  ó  in- 
troduzcan bultos  qne  no  figuren  en  el  índice, 
se  tomará  nota  de  las  marcas,  contramarcas 
y  números,  y  se  colocarán  en  un  lugar  se- 
parado. Igualmente  se  colocarán  aparte  los 
bultos  fracturados,  ya  sea  que  se  precinten, 
sellen  ó  no. 

Art.  78.  Para  el  desembarque  de  pólvora, 
dinamita,  pertrechos  de  guerra,  explosivos  ó 
inflamable*,  fuegos  artificiales,  nitrogliceri- 
na, petróleo  y  otros  artículos  de  igual  natu- 
raleza, el  consignatario  del  buque  se  pondrá 
previamente  de  acuerdo  con  el  Jefe  de  la 
Aduana,  .y  con  el  Comandante  de  armas  ó 
Jefe  del  parque,  si  se  trata  de  artículos  que 
deban  ser  depositados  en  los  arsenales,  para 
que  los  mencionados  funcionarios  tomen  las 
medidas  de  precaución  que  sean  del  caso. 

Art.  74.  El  cargamento  de  un  buque  de- 
be descargarse  en  el  tiempo  indispensable 
para  ello,  mientras  tenga  carga  á  su  bordo, 
no  podrá  ser  por  particulares,  y  no  irán  á 
bordo  sino  las  personas  de  su  rol  y  el  em- 
pleado ó  empleados  de  la  Aduana.  Toda  in-  ' 
fracción  al  presente  artículo  hará  incurrir  al 
Capitán  en  una  multa  de  30  pesos  fuertes. 

§  único.  Puede  el  Interventor  permitir, 
previa  solicitud  del  Capitán  ó  consignatario, 
un  número  de  jornales  á  bordo,  para  los  tra- 
bajos de  descarga,  siempre  que  lo  eBtime  ne- 
cesario. 

Art.  76.  El  cargamento  destinado  para 
un  puerto  habilitado,  debe  descargarse  en 
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él  íntegramente,  de  conformidad  con  el  so- 
bordo y  facturas. 

Art,  76.  Cuando  un  buque  conduzca  car- 
ga para  otro  puerto  habilitado,  y  el  dueño 
«leseare  desembarcarla,  para  venderla  en  el 
primero  á  que  arribe,  hará  el  interesado  una 
solicitud  al  Administrador  de  Hacienda,  y 
«n  vista  de  la  presentación  de  facturas,  se 
dispondrá  que  se  considere  la  importación 
para  ese  puerto,  y  no  para  aquel  al  cual 
iban  destinadas  las  mercancías.  En  ese  caso, 
se  hará  una  relación  por  escrito  con  los  de- 
talles necesarios,  la  cual  se  agregará  al  ex- 
pediente de  entrada  del  buque. 

Art.  77.  Al  sellarse  la  mampara,  escoti- 
llas y  demás  entradas  del  buque,  cuando 
termine  la  descarga,  el  empleado  que  prac- 
tique esta  operación  tomará  nota  exacta  de 
los  bultos  que  queden  sobre  cubierta,  si  no 
pudieren  introducirse  de  nuevo  á  la  bodega, 
antes  da  sellarla. 

§  único.  Cada  vez  que  se  proceda  á  po- 
ner ó  quitar  sellos  en  los  lugares  de  costum- 
bre de  la  embarcación,  el  Oficial  encargado 
de  esto  levantará  un  acta,  que  firmará  junto 
con  el  Capitán  ó  sobrecargo. 

Sección  segunda. 

De  los  bultos  que  se  descargan  de  mas 
ó  de  meiios. 

Art.  78.  Cuando  nn  buque  destinado  á 
uno  ó  más  puertos  nacionales  desembarque 
bultos  de  más  ó  de  menos  de  los  anotados 
en  el  sobordo  y  consten  dichos  bultos  en 
facturas  certificadas,  se  impondrá  a)  Capi- 
tán una  multa  igual  al  monto  de  los  dere 
dios  que  correspondan  á  dichos  bultos. 

Art.  79.  Cuando  un  buque  conduzca  cai- 
ga para  diferentes  puertos  nacionales,  y  des- 
embarque bultos  de  más  de  los  destinados 
al  puerto  en  que  se  encuentre,  la  Aduana 
permitirá,  á  solicitud  del  Capitán  ó  consig- 
natario, que  sean  reembarcados,  siempre 
que  conste  en  el  sobordo  ó  sobordos  que  el 
bulto  ó  bultos  desembarcados  de  más,  co- 
^  rresponden  á  la  carga  que  conduzca  para 
otro  ü  otros  puertos. 

Art.  80.  Si  los  bultos  desembarcados  de 
más  no  constaren  en  facturas  certificadas, 
id  en  los  sobordos  de  los  cargamentos  des- 
tinados para  los  otros  puertos,  serán  decla- 
.  rados  de  contrabando,  y  el  Capitán  sufrirá 
la  pena  establecida  en  el  art.  78. 

§  único.  La  pena  de  comiso  no  tendrá 
efecto,  cuando  el  introductor  ó  duefio  de  loa 
bultos  probare  que  él  ha  cumplido  con  las 
prescripciones  de  la  ley,  respecto  á  certifi- 
cación de  facturas  y  conocimientos,  para 
todo  lo  cual  el  Interventor  que  actuare  en 
el  caso,  solicitará  del  Ministerio  de  Hacien- 


da informes  sobre  la  existencia  ó  do  de  ia» 
facturas. 

Art.  81.  Cuando  un  buque  deje  de  des- 
embarcar uno  ó  más  bultos  de  loe  anotado» 
en  el  sobordo,  y  no  pueda  subsanar  la  falta, 
se  impondrá  ai  Capitán  una  multa  igual  al 
doble  de  los  derechos  que  correspondan  a 
dichos  bultos, 

§  1.°  No  se  impondrá  dicha  pena,  cuan- 
do declare  el  Capitán  en  el  acto  de  la  visita 
de  entrada,  y  pruebe  ante  el  Juez  compe- 
tente, en  el  término  de  tres  días,  que  los 
bultos  que  faltan  fueron  echados  al  agua 
por  necesidad  insuperable. 

§  2.°  Tampoco  se  impondrá  dicha  pena 
á  los  Capitanes  de  los  vapores  con  díaa  de 
escala  fija,  cuando  declaren  por  escrito  que 
los  bultos  que  faltan  los  han  descargado 
equivocadamente  en  puerto  extranjero,  ó  qnv 
estén  confundidos  en  el  resto  de  la  carga 
para  otros  púntete.  En  estos  casos  s«  conce- 
derá al  Capitáu  ó  consignatario  del  vapor  un 
plazo  basta  de  sesenta  días  para  entregar  los 
bultos,  siempre  que  otorgue  una  fianza  á 
satisfacción  de  los  Jefes  de  Aduanas,  por  nna 
suma  igual  á  la  cuantía  de  la  pena  expresada 
en  este  artículo,  la  cual  se  hará  efectiva  si 
no  se  presentaren  los  bultos  en  el  término 
prefijado,  con  certificación  de  la  Aduana  res- 
pectiva, visada  por  el  Cónsul,  en  que  conste 
«I  desembarque  en  el  primer  caso;  en  el  se- 
gundo, con  certificación  «le  la  última  Adnana 
nacional  donde  toque  el  vapor  en  que  se  ex- 
prese, por  el  resultado  de  la  visita  de  inspec- 
ción, que  los  bultos  permanecen  á  bordo. 

Art.  82.  "Cuando  consten  en  los  sobordos 
bultos  que  no  estén  comprendidos  en  las 
facturas  consulares,  se  impondrá  al  Capitán 
del  buque  la  misma  multa  fijada  en  el  ar- 
tículo 7B. 

Art.  88.  Cuando  en  el  cargamento  de  un 
buque  aparezcan  bultos  que  no  consten  en 
el  sobordo  ni  en  las  facturas  consulares,  se 
declararán  de  contrabando  y  se  impondrá  al 
Capitán  del  buque  una  multa  igual  al  monto 
de  los  derechos  que  correspondan  á  dichos 
bultos. 

Art.  84.  Quedan  prohibidas,  en  absoluto, 
las  notas  adicionales  hechas  en  los  sobordos 
ó  manifiestos  generales  por  los  Capitanes  de 
buques  en  los  puntos  de  tránsito  que  visiten 
en  su  viaje;  debiendo  éstos  sujetarse  ri garo- 
samente hI  sobordo  original,  visado  por  el 
Cónsul  de  la  República,  en  el  punto  ó  pun- 
tos donde  hayan  tomado  el  cargamento. 

CAPITULO  VII 

Sección  primera. 

De  las  facturas  y  manifiestos. 
Art.  86.    Dentro  de  cuarenta  y  ocho  horas 
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hábiles,  contadas  desde  aquella  en  que  se 
haya  hecho  la  entrada  del  buque,  según  lo 
prevé  el  art.  86,  cada  uno  de  los  introduc- 
tores de  mercaderías  debe  presentar  á  la 
Aduana  el  ejemplar  de  la  factura  certificada, 
acompañada  de  dos  manifiestos  de  un  mis- 
mo tenor,  extendidos  en  el  papel  sellado 
correspondiente,  redactados  en  idioma  cas- 
tellano, en  clara  y  legible  letra,  que  conten- 
gan todos  los  requisitos  exigidos  para  las 
facturas.  Uno  de  estos  manifiestos  quedará 
en  poder  del  Administrador  de  Hacienda,  y 
el  otro,  visado  por  él,  y  acompañado  de  la 
factura  certificada,  será  entregado  al  Jefe  de 
la  Aduana. 

§  único.  Los  manifiestos  tendrán  las  ca- 
sillas necesarias  para  las  anotaciones  co- 
rrespondientes de  la  Aduana,  aforo,  etc.,  et- 
cétera. 

Art.  86.  Los  introductores  pueden  pre- 
sentar á  la  Aduana  un  solo  manifiesto  que 
comprenda  una  ó  más  facturas,  siempre  que 
las  mercaderías  expresadas  en  ella*  traigan 
una  misma  marca,  vengan  en  un  mismo  bu- 
que y  estén  dirigidas  ó  pertenezcan  á  un 
mismo  importador. 

Art.  87.  Las  enmiendas  ó  correcciones 
hechas  en  ios  manifiestos,  deben  constar 
detalladamente  antes  de  la  fecha,  la  cual  se 
pondrá  á  continuación  de  la  última  línea  del 
respectivo  documento. 

Art.  88.  Presentados  á  la  Aduana  los 
manifiestos  y  facturas,  no  podrán  salir  del 
poder  del  Jefe  de  ella. 

Art  89.  De  conformidad  con  el  art.  18, 
capítulo  3.°,  sección  2.a,  ios  manifiestos  que 
deben  presentar  ios  importadores  deberán 
contener  todos  los  datos  exigidos  en  el  refe- 
rido art.  18,  de  acuerdo  con  la  factura  con- 
sular que  reciban,  siendo  acreedores  á  la 
multa  señalada  en  el  párrafo  3.°  art.  205, 
por  infracción  á  esta  disposición. 

Art.*90.  Los  Interventores  llevarán  un 
libro  registro  en  el  cual  harán  constar,  por 
orden  numérico,  la  sucesiva  presentación  de 
los  manifiestos,  el  número  de  folios  que  ten- 
ga cada  uno,  y  el  día  y  hora  en  que  comien- 
za el  reconocimiento.  En  el  mismo  registro 
se  hará  constar  también  lo  que  ocurra  so- 
bre multa  y  estimación  de  averías. 

§  único.  A  la  presentación  de  cada  ma- 
nifiesto, el  Interventor  anotará  al  pie  bnjo 
su  firma,  el  día  y  hora  en  que  tenga  lugar, 
lo  enumerará  por  orden  de  presentación,  y 
foliará  y  rubricará  todas  sus  páginas. 

Art.  91.  Cuando  el  introductor  no  pre- 
sente el  manifiesto  en  el  término  señalado 
en  el  art.  86,  incurrirá  en  una  multa  de  10 
pesos  por  el  primer  día  de  retardo,  y  de  20 
por  cada  uno  de  los  siguientes. 

Art.  92.     Las  Aduanas,  antes  de  proceder 


al  reconocimiento  de  las  mercaderías,  con- 
frontarán los  manifiestos  con  las  facturas 
presentadas  por  los  introductores,  y  con  las 
que  haya  recibido  en  pliegos  cerrados  y  se- 
llados, haciendo  constar  al  pie  del  mani- 
fiesto el  resultado  de  dicha  diligencia. 

Sección  segunda. 

■    De  la  falta  de  facturas. 

Art.  93.  Cuando  falten  facturas  certifica- 
das, y  consten  las  mercancías  en  los  sobor- 
dos, se  procederá  como  se  dispone  en  los 
párrafos  siguientes: 

§  1.°  Si  el  introductor  no  hubiere  reci- 
bido Ha  factura  certificada,  la  Aduana,  á  so- 
licitud escrita  por  él,  le  permitirá  tomar' en 
la  oficina  copia  de  la  que  haya  recibido  el 
Interventor  en  pliego  cerrado  y  sellado,  para 
que  formule  el  manifiesto;  y  si  dentro  de 
los  términos  adecuados  á  la  distancia  con  el 
puerto  de  procedencia,  no  presentare  la  fac- 
tura original,  se  le  impondrá  una  multa 
igual  al  10  por  100  de  los  derechos  que  cau- 
se la  introducción;  á  menos  que  el  introduc- 
tor pruebe  evidentemente  que  no  le  es  po- 
sible conseguir  el  duplicado  de  la  factura 
extraviada. 

§  2.°  Si  el  introductor  presentare  sus 
manifiestos  y  facturas  consulares  antes  de 
haber  recibido  la  Aduana  el  ejemplar  que 
debe  dirigir  el  Cónsul  á  dicha  oficina,  se 
despacharán  las  mercancías;  pero  si  consta 
por  el  recibo  puesto  por  el  Capitán  al  pie  del 
sobordo,  que  el  Cónsul  entregó  el  pliego  y 
éste  no  ha  sido  presentado,  se  aplicará  al 
Capitán  la  multa  señalada  en  el  art.  208, 
párrafo  6.°,  salvo  la  prueba  de  un  caso  for- 
tuito. 

§  8.°  Si  el  introductor  no  hubiere  recibi- 
do la  factura  certificada,  ni  tampoco  la 
Aduana,  se  retendrán  las  mercancías  en 
depósito,  hasta  tanto  que,  dentro  de  los  tér- 
minos racionales,  puedan  presentarse.  Si 
transcurrido  este  término,  y  oficiando  al 
Cónsul  del  puerto  de  procedencia,  no  fueren 
presentadas  dichas  facturas,  se  considera- 
rán las  mercancías  de  contrabando,  y  se 
procederá  á  su  confiscación.  En  la.  mismii 
pena  incurrirán  estas  mercancías,  si  consta- 
re en  la  certificación  hecha  en  el  sobordo, 
que  el  embarcador  no  entregó  los  cuatro 
ejemplares  de  facturas  que  exige  el  art.  18. 

Art.  94.  Los  Interventores,  al  tener  que 
aplicar  multas,  de  conformidad  á  la  presente 
ley,  exigirán  á  los  contraventores  sobre 
quienes  recaigan,  den  fianza  suficiente  para 
hacer  efectivas  dichaB  multas. 
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CAPITULO  VIII 

Sección  primera. 

Del  reconocimiento  7  despecho  de  las 
mercancías. 

Art.  95.  El  reconocimiento  de  las  mer- 
cancías se  hará  en  las  Aduanas,  pudiendo 
efectuarse  fuera  de  ellas,  conforme  lo  dis- 
ponga el  Interventor,  el  de  los  artículos  in- 
flamables, los  expuestos  á  corrupción,  los 
bultos  de  provisiones  cuyo  despacbo  puede 
hacerse  fácilmente,  así  como  el  de  aquellos 
bultos  que  por  su  volumen,  peso  y  demás 
circunstancias,  no  convenga,  á  juicio  de  di- 
cho Interventor,  que  sean  introducidos  en  el 
local  del  reconocimiento. 

Art.  96.  El  reconocimiento  de  las  mer- 
cancías se  hará  por  los  Interventores  de 
Aduana  bajo  la  más  estricta  responsabilidad 
personal;  siendo  responsables  de  todas  las 
infracciones  que  se  cometan  contra  la  ley  en 
dicho  acto. 

Art.  97.  Los  equipajes  de  los  pasajeros 
se  despacharán  en  el  acto  de  su  embarque, 
siempre  que  sea  en  las  horas  de  oficina,  y 
en  ningún  caso  durante  la  noche.  Si  contu- 
vieren efectos  sujetos  al  pago  de  derechos, 
se  practicarán  todas  las  diligencias  de  liqui- 
dación y  demás  en  papel  libre,  se  exigirán 
dichos  derechos  al  contado,  y  se  dará  ingre- 
so á  las  sumas  recaudadas  en  la  oficina  co- 
rrespondiente, ó  sea  en  la  Administración  de 
Hacienda. 

Art.  98.  No  se  procederá  al  reconoci- 
miento de  las  mercancías  sino  después  que 
todas  estén  depositadas  en  la  Aduana,  y  que 
los  introductores  hayan  presentado  fianza  á 
satisfacción  del  Interventor  por  la  suma  á 
que  puedan  ascender  los  derechos  de  éstas. 

§  único.  Si  no  pudiere  presentarse  la 
fianza,  la  Aduana  verificará  el  reconocimien- 
to, reteniendo  en  sus  almacenes  ios  bul- 
tos que  sean  suficientes  para  cubrir,  con  sus 
valores,  los  derechos  que  se  causaren. 

Art.  99.  El  reconocimiento  de  las  mer- 
caderías se  hará  por  el  mismo  orden  en  que 
se  han  presentado  los  manifiestos,  á  menos 
que  el  interesado  renuncie  su  derecho  de 
prelación,  ó  que  el  Interventor  tenga  que 
hacer  excepción  por  la  urgencia  con  que  de- 
ban despacharse  los  bultos  averiados  ó  ex- 
puestos á  corrupción,  para  evitar  los  perjui- 
cios consiguientes  á  la  demora.  Los  bultos 
averiados  ó  expuestos  á  corrupción  podrán 
ser  igualmente  despachados,  aun  cuando  los 
demás  que  consten  en  el  manifiesto  no  se 
hayan  desembarcado. 

Art.  100.  El  importador  ó  introductor 
deberá  presentarse  á  la  Aduana,  por  sí  ó 
por  medio  de  apoderado,  á  la  hora  y  día 


fijados  por  el  Interventor  para  el  reconoci- 
miento de  sus  mercancías;  y  si  no  asistiere, 
se  procederá  siempre  á  dicho  reconoci- 
miento, sin  que  pueda  hacerse  de  nuevo;  y 
se  seguirá  e!  curso  del  expediente  de  entra- 
da hasta  la  completa  liquidación  de  los  de- 
rechos causados,  sin  que  esto  dé  Isgar  á 
ninguna  reclamación  por  parte  del  impor- 
tador. 

Art.  101.  Cuando  el  reconocimiento  no 
se  practique  en  un  solo  acto,  cada  ves  que 
se  suspenda  y  vuelva  á  comenzarse,  se  ex- 
presará la  hora  y  se  firmará  la  diligencia  en 
el  libro  señalado  por  el  art.  90. 

§  único.  El  libro  de  que  trata  el  citado 
artículo  estará  exclusivamente  bajo  la  custo- 
dia del  Interventor. 

Art.  102.  El  reconocimiento  de  las  mer- 
cancías- será  público,  y  se  practicará  de 
acuerdo  con  las  disposiciones  siguientes: 

Primera.  Los  objetos  de  ana  misma  et 
pecie,  y  cuyo  empaque  sea  de  una  misma 
dimensión,  y  que  deban  pagar  sos  derecho* 
por  peso,  tales  como  cajas  de  jabón,  cajas 
de  velas,  sacos  de  arroz,  sacos  de  maíz,  etc. 
se  pesarán  en  proporción  de  10  por  100,  sin 
perjuicio  de  hacerlo  en  mayor  número  coac 
do  se  juzgue  necesario.  Si  estos  pesos  no  co- 
rrespondieren entre  sí,  por  una  diferencia 
que  exceda  del  10  por  100,  se  pesarán  igual- 
mente todos  los  bultos,  y  se  podrá  abrir  el 
número  que  se  estime  conveniente.  Podrán 
pesarse  en  una  sola  pesada  varios  bultos  <!•- 
un  mismo  contenido;  pero  si  se  notare  dife- 
rencia en  el  peso,  se  pesarán  uno  por  ano, 
para  poder  aplicar  la  pena  correspondiente 
al  bulto  ó  bultos  en  que  esté  la  diferencia. 

Segunda.  Los  bultos  que  paguen  en  ra- 
zón de  su  forma,  como  harina,  papas,  etc , 
se  despacharán,  teniéndose  en  cuenta  el  es- 
ceso de  tamaño  de  los  bultos,  para  reducir- 
los á  la  unidad  que  sirve  de  norma. 

Tercera.  Para  los  líquidos,  los  verificado 
res  buscarán  la  certeza  de  la  declaración, 
midiendo  y  examinando  uno  ó  más  bultos 
para  comprobar  el  contenido  y  la  calidad. 

Cuarta.  Para  las  mercancías,  se  compro- 
bará si  la  clase  y  calidad  de  ellas,  el  número 
de  piezas  y  el  de  yarda  je  de  cada  pieza,  esta 
conforme  con  el  manifiesto. 

Art.  103.  A  medida  que  se  efectúe  la  ve- 
rificación, el  Interventor  llenará  las  casillas 
en  blanco  que  dispone  el  art.  85,  §  único,  es- 
tableciendo el  aforo  y  fijando  el  número  del 
arancel  á  que  pertenece. 

Art.  104.  Los  bultos,  á  medida  que  se 
vayan  reconociendo  y  marcando  previamen- 
te por  los  reconocedores  con  un  signo  que 
indique  que  están  despachados,  deberán  ex- 
traerse de  la  Aduana. 

Art.  105.     Los  introductores  deben  ex- 
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*traer  de  los  almacenes  de  la  Aduana,  en  el 
tiempo  indispensable  para  ello,  eos  bultos 
despachados,  concediéndoles  como  máxi- 
mum el  término  de  cuarenta  y  ocho  horas, 
á  contar  de  aquella  en  qoe  termine  el  despa- 
cho del  manifiesto  respectivo.  Pasado  este 
término  sin  que  los  hayan  extraído,  paga- 
rán, por  el  tiempo  que  los  tengan  en  los  al- 
macenes, 2  por  100  mensual  sobre  el  valor 
de  dichos  bultos,  Begún  factura. 

§  único.  £1  mismo  derecho  causarán  las 
mercaderías  detenidas  por  cualquier  motivo 
en  la  Aduana,  desde  el  día  en  que  debieron 
ser  extraídas  de  ella. 

Art.  106.  A  los  60  días  de  haber  concluí- 
do  el  reconocimiento  de  todas  las  merca- 
derías expresadas  en  un  manifiesto,  sin  que 
-éstas  se  hayan  extraído  de  los  almacenes  de 
la  Aduana,  se  considerarán  como  abandona- 
das, y  se  venderán  á  beneficio  del  Fisco. 

Art.  107.  Guando  el  introductor  no  se 
conformare  con  la  decisión  de  los  reconoce- 
dores acerca  de  la  denominación  y  consi- 
guiente aforo  de  sus  mercaderías;  se  nom- 
brará un  perito  por  el  introductor  y  otro  por 
el  Interventor  para  que,  acompañados  de 
éste,  decidan  sobre  la  naturaleza,  peculiari- 
dades y  el  nombre  común  de  las  mercade- 
rías. En  caso  de  no  haber  acuerdo,  el  Inter- 
ventor remitirá  el  expediente  respectivo  al 
Jurado  de  Aduanas  para  los  fines  de  la 
presente  ley. 

Art  108.  Cuando  deban  detenerse  las 
mercaderías  en  las  Aduanas,  por  falta  de 
facturas  certificadas,  se  reconocerán  inme- 
diatamente á  petición  escrita  por  los  intro- 
ductores, con  el  manifiesto  Que  presenten, 
los  efectos  corruptibles  y  los  bultos  que  por 
avería  ó  fractura  se  hallen  expuestos  á  su- 
frir por  la  demora;  en  cuyo  caso  se  hará  la 
liquidación  correspondiente,  entregándose 
A  los  dueños  dichos  efectos  ó  bultos,  siem- 
pre que  paguen  sus  derechos  al  contado,  ó 
suscriban  pagarés  conforme  á  la  ley  por  di- 
cha suma,  ó  que  presten  fianza  á  satisfac- 
ción del  Jefe  déla  Aduana  por  una  canti- 
dad equivalente  al  máximum  de  la  pena  en 
que  puedan  incurrir  por  los  bultos  despa- 
chados al  no  recibirse  las  facturas. 

Art.  109.  Los  reconocedores  no  pueden 
interlinear  ni  enmendar  los  manifiestos,  y 
las  inconformidades  que  resulten  del  reco- 
nocimiento las  expresarán  al  pie  de  ellos. 

Art.  110.  A  continuación  del  manifiesto, 
los  reconocedores  pondrán  una  nota  en  que 
expresen  el  día  y  hora  en  que  se  suspenda 
y  termine  el  reconocimiento  de  las  merca- 
derías, las  faltas  en  que  hayan  incurrido  los 
introductores,  y  cuando  haya  avería,  la  es- 
timación que  se  haya  hecho  de  ella,  cuya 
nota  firmarán. 


Sección  segunda. 

De  las  averías. 

Art.  11 1.  Avería  es  el  deterioro  que  su- 
fre toda  mercadería  por  accidente  ocurrido 
durante  su  conducción  desde  el  momento 
de  su  embarque  hasta  inmediatamente  an- 
tes de  desembarcarse. 

Art.  112.  Las  mercancías  averiadas  que 
se  presenten  en  las  Aduanas  para.su  des- 
pacho, tendrán  una  rebaja  de  derechos  pro- 
porcional al  deterioro  sufrido. 

Art.  118.  La  estimación  de  avería  debe 
pedirse  en  el  acto  del  reconocimiento  de  la 
mercancía  averiada;  y  el  Interventor,  de 
acuerdo  con  el  introductor,  hará  la  estima- 
ción de  ella,  estableciendo  la  rebaja  propor- 
cional 'de  derechos  que  le  corresponda. 

§  único.  Después  de  extraídas  las  mer- 
cancías de  la  Aduana,  no  habrá  lugar  á  re- 
clamación por  averías. 

Art.  114.  Guando  no  haya  avenimiento 
entre  los  reconocedores  y  el  introductor 
sobre  la  apreciación  de  la  avería,  se  estima-* 
rá  ésta  por  peritos,  como  se  dispone  en  el 
artículo  107;  -y  en  el  caso  de  desacuerdo  en- 
tre éstos,  se  remitirá  el  negocio  al  Jurado  de 
Aduanas  para  que  éste  decida, 

§  único.  Los  peritos  que  se  nombren 
para  la  apreciación  de  la  avería  y  demás 
casos  previstos  en  la  presente  ley,  deberán 
ser  siempre  escogidos  entre  los  comercian- 
tes más  competentes,  sean  éstos  nacionales 
ó  extranjeros. 

Art.  115.  Por  el  monto  de  la  avería  re- 
conocida, sea  parcial  ó  total,  no  se  cobrarán 
derechos,  y  se  levantará  acta  en  el  libro  co- 
rrespondiente; agregándose  copia  de  ella  al 
expediente  de  entrada,  todo  lo  cual  se  hará 
constar  al  pie  del  manifiesto  que  corres- 
ponda. * 

Art.  116.  Cada  vez  que  ocurra  un  caso 
de  avería,  especialmente  en  comestibles, 
el  Interventor  dará  aviso  al  Médico  de  sa- 
nidad para  que  los  reconozca  y  declare  si 
su  consumo  será  perjudicial  á  la  salubridad 
pública. 

Art.  117.  Las  disposiciones  del  artícu- 
lo 109  de  la  presente  ley,  son  comunes  á 
esta  sección. 

CAPITULO  IX 
Del  abandono  de  mercaderías. 

Art.  118.  Se  considera  abandonada  una 
mercadería  cuando  su  legítimo  dueño  ó  con- 
signatario hace  renuncia  expresa  ó  de  he- 
cho de  ella. 

Art.  119.    £1  abandono  es  expreso,  cuan- 
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do  el  interesado  hace  la  renuncia  por  escri- 
to, dirigida  al  Interventor  de  la  Aduana. 

Art.  120.  Los  introductores  pueden  aban- 
donar al  Fisco  sus  mercaderías,  por  el  im- 
porte de  los  derechos  arancelarios. 

Art.  121.  Siempre  que  los  introductores 
cedan  en  pago  de  los  derechos  sus  mer- 
caderías, se  rematarán  éstas  en  pública  al- 
moneda. 

Art.  122.  £1  abandono  es  de  hecho  cuan- 
do consta  ó  se  deduce  de  actos  del  interesa- 
do, que  no  dejan  lugar  á  dudas;  tales  son: 

Primero.  Guando  se  encuentren  en  el 
caso  previsto  por  el  art.  100. 

Segundo.  Cuando  presentado  el  sobordo 
por  el  Capitán,  y  designado  en  él  el  consig- 
natario, no  se  encuentre  quién  sea  éste,  ó 
haya  fallecido  sin  dejar  quien  le  sustituya, 
ó  renuncie  el  designado,  y  no  quiera  admi- 
tir la  consignación  el  Cónsul  de  la  nación 
del  remitente. 

Tercero.  Cuando  terminan  los  plazos 
concedidos  para  el  depósito,  conforme  al  ar- 
tículo 131. 

Art.  123.  Cuando  se  hayan  de  rematar 
mercaderías,  el  Administrador  de  Hacienda 
nombrará  dos  peritos  que  practiquen  en  el 
tiempo  indispensable  el  avalúo  de  éstas;  he- 
cho esto,  el  Administrador  invitará  para  el 
v  remate,  con  seis  días  de  antelación,  por  me- 
dio de  carteles  fijados  en  la  puerta  princi- 
pal de  la  Aduana,  y  en  los  demás  lugares 
públicos,  avisándolo  del  mismo  modo  en  el 
periódico  oficial,  ó  en  cualquier  otro. 

Art.  124.  El  remate  se  hará  ante  el  Jefe 
de  la  Aduana  por  un  vendutero  público,  y, 
á  falta  de  éste,  del  Alcalde,  de  la  común;  de 
todo  lo  cual  se  levantará  un  acto  que  se 
agregará  al  expediente  para,  que  sirva  de 
comprobante  á  la  partida  de  entrada,  que 
deberá  hacerse  en  la  Administración  de  Ha- 
cienda, á  la  cual  se  enviará  todo  lo  actuado, 
con  el  producto  líquido  de  la  venta. 

CAPITULO  X 
Del  depósito. 

Art.  125.  Las  mercaderías  que  se  impor- 
ten en  la  República  pueden  ser  declaradas 
en  depósito,  previa  solicitud  de  los  consig- 
natarios ó  interesados,  ya  sea  para  más  tar- 
de destinarlas  al  consumo,  ó  que  se  reex- 
porten para  el  extranjero. 

Art.  126.  Todas  las  Aduanas  pueden  re- 
cibir en  sus  almacenes  mercancías  en  depó- 
sito. 

Art.  127.  El  depósito  debe  ser  siempre 
declarado  por  un  manifiesto  especial,  antes 
de  transcurrir  veinticuatro  horas  después 
de  hecha  la  declaración  de  entrada  del 
buque.  , 


Art.  1 28.  El  Interventor  llevará  on  regis- 
tro en  que  se  transcribirán  íntegros  los  ma- 
nifiestos de  depósito. 

Art.  129.  El  derecho  de  importación  que 
deban  pagar  las  mercancías  declaradas  to 
depósito,  cuando  sean  destinadas  al  consc- 
mo,  será  el  que  rija  el  día  en  que  faere  de- 
clarada su  introducción. 

Art.  130.  El  depósito  no  podrá  exceder 
de  dos  meses,  contados  desde  el  día  en  qoe 
se  hizo  la  declaración;  pasados  loa  cnales  ei 
interesado  será  requerido  para  disponer  de 
loe  efectos,  y  no  verificándolo  dentro  de 
diez  días,  se  venderán  en  pública  subasta 
para  satisfacer  al  Tesoro  sus  derechos,  y 
entregar  al  interesado  el  sobrante,  si  lo  hu- 
biere. 

Art.  181.  Las  mercancías  declaradas  en 
depósito  pagarán  el  1  por  100  sobre  factura, 
si  más  tarde  fueren  declaradas  al  consumo 
y  si  se  reexportaren,  pagarán  el  1  por  100 
más  sobre  almacenaje. 

§  único.  Los  derechos  de  depósito  y  al- 
macenaje se  pagarán  al  contado,  en  el  arto 
de  retirar  el  depósito. 

Att.  132.  Cuando  se  extraigan  las  mer- 
cancías del  depósito  para  llevarlas  á  con- 
sumo á  otro  puerto  habilitado  de  la  Repú- 
blica, se  observarán  las  reglas  establecidas 
para  aquellas  que  se  hayan  declarado  d« 
tránsito,  según  los  artículos  180  y  181  de 
esta  ley;  y  el  expediente  que  se  fórmale  se 
enviara  al  Interventor  de  Aduana  del  puer- 
to en  donde  se  vayan  á  consumir  dichas 
mercancías,  para  que  allí  paguen  ios  dere- 
chos de  importación  que  se  expresen  en  las 
planillas. 

Art.  133.  El  fisco  no  responde  de  las 
pérdidas  que  puedan  ocurrir  por  casos  for- 
tuitos, siendo  por  causa  del  importador  las 
que  sucedan  por  medio  de  fuego  ú  otro  acci- 
dente cualquiera. 

Art.  134.  No  se  aceptarán  en  depósito 
las  mercancías  expuestas  á  combustión  e* 
pontánea,  ni  las  que  por  su  mal  olor  perju- 
dican á  las  demás,  ni  las  materias  infla- 
mables. 

Art.  135.  Todo  el  que  solicite  el  embar- 
que de  uno  ó  más  bultos  de  los  que  se  ha- 
llen en  depósito,  presentará  al  Interventor 
dos  manifiestos  en  el  papel  sellado  corres- 
pondiente, expresando  en  ellos  el  número, 
marca,  peso,  contenido  y  lugar jde su  destina 
El  embarque  debe  efectuarse  con  la  asis- 
tencia de  un  empleado  de  Aduana,  com- 
prometiéndose el  interesado  á  exhibir  el 
conocimiento  de  embarque  al  día  siguiente 
de  haberse  verificado,  lo  mismo  que  la  tor- 
naguía correspondiente,  dentro  de  un  tér- 
mino racional  que  señalará  el   Interventor. 

§    1.°    Un   ejemplar  de   los   manifiestos 
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quedará  en  la  oficina  de  la  Aduana,  y  el 
otro  se  le  entregará  al  interesado,  para  los 
fines  que  le  convengan. 

§  2.o  Las  tornaguías  serán  certificadas 
por  el  Cónsul  dominicano  del  lugar  donde 
se  desembarquen  las  mercancías. 

CAPITULO  XI 

De  la  liquidación  y  recaudación 
de  los  derechos. 

Art.  136.  La  liquidación  de  los  derechos 
se  practicará  por  el  Interventor,  con  arreglo 
á  la  Ley  de  Aranceles;  y  dentro  de  ocho 
días,  á  más  tardar,  se  entregará  al  consig- 
natario de  las  mercancías,  bajo  recibo,  una 
planilla  de  dicha  liquidación,  para  que,  en- 
contrándose conforme  á  la  ley,  la  firme  y 
devuelva,  poniéndole  la  nota  %ritá  confor- 
me*, ó  de  lo  contrario,  reclame  su  reforma.' 
Firmada  que  sea  ésta,  se  agregará  al  res- 
pectivo expediente  de  entrada. 

Art.  137.  Para  la  devolución  de  las  pla- 
nillas, se  acuerda  á  los  consignatarios  el 
plazo  improrrogable  de  tres  días,  contados 
desde  la  entrega  que  se  haga  de  ella  bajo 
recibo.  Vencido  este  término  sin  que  la 
planilla  sea  devuelta  con  sus  respectivos 
pagarés,  se  dará  por  aceptada  ia  conformi- 
dad, y  se  agregará  al  expediente  el  docu- 
mento de  recibo. 

Art:  133.  Practicada  la  liquidación  de 
los  derechos  por  los  manifiestos  que  cada  in- 
troductor haya  presentado,  se  hará  la  li- 
quidación ó  planilla  general  en  uno  ó  más 
pliegos  de  papel  sellado  correspondiente, 
agregándose  aparte,  para  adicionarse,  el 
total  de  los  derechos  de  importación,  los 
causados  por  el  concepto  de  derechos  de 
puerto,  multas,  etc. 

Art.  139.  De  todo  lo  relativo  al  buque  y 
su  cargamento  se  formará  un  expediente  que 
contendrá  los  documentos  siguientes:  1.°  El 
sobordo  de  la  carga  del  buque;  2.°  La  lista 
del  rancho,  repuesto  para  velamen,  etc  ;  8.° 
Las  facturas  con  sus  correspondientes  cono- 
cimientos y  manifiestos;  4.*  El  permiso  de 
descarga;  6.°  Toda  diligencia  proveniente  de 
la  descarga  del  buque;  6  °  Las  liquidaciones 
particulares;  7."  La  planilla  ó  liquidación  ge- 
neral; 8.°  Los  pagarés,  ó  en  defecto  de  éstos, 
las  fianzas  y  los  recibos  de  las  planillas.  Las 
liquidaciones  particulares  serán  firmadas 
por  el  Interventor  ú  Oficial  primero  de  Adua- 
na; y  la  liquidación  general  porel  Interven- 
tor solamente,  y  ambas  selladas  con  el  sello 
de  la  oficina. 

Art.  140  Los  Interventores  de  Aduana 
quedan  obligados  á  remitir  á  los  Adminis- 
tradores de  Hacienda,  en  el  término  más 


breve  posible,  y  á  más  tardar  dentro  de 
veinte  días  á  contar  de  la  entrada  del  bn- 
quev  el  expediente  á  que  se  refiere  el  artícu- 
lo precedente,  para  que  aquella  oficina  haga 
ingresar  los  correspondientes  derechos. 

Art  141.  Cuando  los  introductores  ma- 
nifiesten no  estar  conformes  con  la  liquida- 
ción hecha  por  el  Interventor,  y  éste  hallare 
fundadas  las  observaciones,  hará  las' refor- 
mas consiguientes  por  medio  de  una  diligen- 
cia especial;  de  todo  lo  cual  dará  cuenta  al 
Administrador  de  Haoienda,  para  que  esta 
oficina  haga  el  abono  respectivo.  En  caso  de 
que  el  Interventor  halle  infundadas  las  ob- 
servaciones, lo  expresará  así  á  continuación 
de  la  liquidación,  pudiendo  el  interesado 
apelar  al  Jurado  de  Aduana. 

Art.  142.  Los  derechos  fiscales  en  gene- 
ral se  pagarán  al  contado  si  no  exceden  de 
200  pe»os;  á  15  días  de  plazo,  de  201  hasta 
600  pesos;  á  30  días  de  plazo,  de  601  á  2.00l> 
pesos;  á  45  días  de  plazo,  de  2.001  á  4.000 
pesos;  á  60  días  de  plazo  de  4.001  pesos  en 
adelante.  Los  plazos  se  contarán  desde  la 
fecha  del  manifiesto,  debiendo  el  importa 
dor  otorgar  el  pagaré  ó  los  pagarés  corres- 
pondientes, con  fianza,  á  satisfacción  del  Ad- 
ministrador de  Hacienda. 

Los  pagarés  se  formularán  en  el  papel  se- 
llado fijado  por  la  ley. 

Art.  143.  Las  obligaciones  de  que  trata 
el  artículo  anterior  podrán  ponerse  en  eje- 
cución vencido  el  término,  por  cualquier  al- 
guacil requerido  al  efecto,  en  virtud  de  la 
ordenanza  ejecutoria  del  Presidente  del  Tri- 
bunal de  primera  instancia,  sin  ninguna  otra 
formalidad  judicial. 

Art.  144.  Cuando  no  se  le  hubieren  otor- 
gado los  pagarés  de  que  habla  el  art.  1 42. 
dentro  de  un  plazo  de  tres  días,  se  impondrá 
al  deudor  una  multa  de  100  pesos,  sin 
perjuicio  de  la  presentación  inmediata  de 
ios  referidos  pagarés,  so  pena  de  quedar  su- 
jetos á  la  misma  multa  por  cada  veinticua 
tro  horas  de  retardo  para  la  entrega  de  ellos. 

Art.  146.  Si  vencidos  los  plazos  de  que 
trata  el  art.  142,  no  se  hubiere  efectuado  el 
pago  de  los  derechos  causados,  se  procederá 
contra  el  deudor,  ó  contra  el  fiador,  ó  contra 
ambos  mancomunadamente,  á  juicio  del 
Administrador  de  Hacienda,  no  sólo  porel 
monto  de  los  derechos,  sino  por  los  gastos  y 
costos  que  se  ocasionaren,  teniendo  estas 
acreencias  privilegio  sobre  cualesquiera 
otras. 

CAPITULO  XII 

De  la  visita  de  inspección  y  despacho 
de  los  buques. 

Art.  146.    Todo  buque  que  haya  termi- 
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nado  la  descarga  de  las  mercaderías  que  te- 
nía asa  bordo,  será  visitado  por  el  primer 
Oficial  de  Aduana,  acompañado  del  Oficial 
de  servicio  en  ese  día. 

Art.  147.  Esta  visita  se  hará  con  toda 
escrupulosidad,  extendiéndose  á  todas  las 
partes  del  baque,  con  el  propósito  de  cer- 
ciorarse de  que  no  existe  en  él  carga  oculta; 
y  de  que  si  se  encuentra,  sea  solamente 
aquella  que,  por  declaración  previa  en  el 
sobordo,  pertenece  á  otros  puertos  de  la  Re- 
pública ó  del  extranjero. 

Árt.  148.  £1  buque  que  habiendo  descar- 
gado la  parte  de  mercaderías  destinada  á 
un  puerto,  tuviere  otra  que  corresponda  á 
otro  ú  otros  puertos,  no  podrá  descargar 
nada  bajo  ningún  pretexto,  sino  en  los  casos 
en  que  la  Aduana  pueda  permitírselo,  de 
conformidad  con  las  prescripciones  de  esta 
ley. 

Art.  149.  La  guardia  de  celadores  que 
tenga  el  buque  continuará  la  vigilancia  más 
estricta  y  no  permitirá  que  se  introduzcan 
en  él  personas, que  no  sean  las  de  su  rol,  ni 
se  desembarque  cosa  alguna  sin  el  permiso 
«del  Interventor. 

Art.  160.  El  Interventor  de  Aduana  del 
puerto  donde  se  haya  hecho  la  primera  en- 
trada, y  descargádose  la  parte  del  carga- 
mento á  él  destinada,  remitirá  á  la  Aduana 
de  los  demás  puertos  á  donde  se  dirige  el 
buque,  copia  certificada  del  sobordo,  espe- 
cificando en  él  la  parte  del  cargamento  que 
ha  sido  desembarcado  y  la  que  se  destina  á 
otros  puertos,  excepto  cuando  se  trate  de 
buque  de  vapor  de  los  que  están  autori- 
zados á  hacer  un  solo  sobordo  para  cada 
puerto,  conforme  al  párrafo  único  del  ar- 
tículo 7.o 

Art.  161.  Verificada  la  visita  de  inspec- 
ción de  un  buque,  se  le  permitirá  tomar 
carga  de  exportación,  si  fuere  esta  su  inten- 
ción y  la  hubiere  previamente  declarado;  si 
no  toma  carga,  y  solicita  su  despacho,  se 
v  procederá  á  concedérselo. 

Art^  162.  Los  buques  podrán  hacer  lastre 
en  los  lugares  que  designen  la  Comandancia 
ó  autoridad  de  marina  á  quien  corresponda 
esta  designación,  ó  tomarlo  de  otro  buque 
sin  pagar  derecho  alguno;  pero  no  podrán 
echarlo  al  agua  en  ningún  puerto  ó  bahía  de 
la  República,  sino  con  permiso  de  la  autori- 
dad de  marina,  y  en  el  lugar  que  ella  indi- 
que, so  pena  de  una  multa  de  600  pesos  que 
pagará  el  Capitán  inmediatamente  al  Inter- 
ventor de  la  Aduana  del  puerto  en  que  se 
haya  cometido  la  infracción. 

Art.  163.  Ningún  buque  podrá  salir  de 
un  puerto  sin  ser  legalmente  despachado. 

Árt.  164.  La  Aduana  no  entregará  des- 
pacho al  buque,  sino  cuando  éste  esté  sol- 


vente con  el  Tesoro,  y  después  de  habere 
presentado  constancia  de  ello,  y  de  que  ¡i 
autoridad  civil  no  tiene  objeción  legal  qs*. 
oponer  á  su  salida,  en  cuyo  caso  no  proce- 
derá á  su  despacho. 

Art.  166.  Al  despachar  la  Adaana  ca 
buque,  le  entregará  a  éste  loe  papeles  qae 
había  depositado  en  la  oficina  según  la  1er. 

CAPITULO  XIII 
De  la    exportación. 

Art.  166.  Luego  que  el  Capitán  ó  consig- 
natario de  un  buque  avise  que  está  preñan- 
do á  recibir  carga,  el  Interventor  expedirá 
el  correspondiente  permiso  para  que  poeit 
tomarla,  bien  sea  en  el  puerto  ó  en  la  costa, 
pero  siempre  que  se  hayan  llenado  las  for- 
malidades de  visita  y  otras,  previstas  en  a 
presente  ley. 

§  único.  Las  cargas  de  loe  bnqnes  se 
harán  por  los  muelles  ó  lugares  destinad* 
al  efecto,  á  las  horas  de  oficina,  que  seráL 
desde  las  siete  de  la  mañana  hasta  medio 
día,  y  desde  las  dos  de  la  tarde  hasta  \f& 
cinco. 

Art.  167.  Si  el  buque  tuviere  necesidad 
de  cargar  en  la  costa,  y  fuere  extranjero.  La 
expedición  no  se  concederá  sin  la  asisten- 
cia de  un  Oficial  de  Aduana,  y  sin  haber 
llenado  los  demás  requisitos  que  son  ne- 
cesarios en  este  caso,  previa  la  presenta- 
ción del  recibo  de  pago  de  los  derechos  co- 
rrespondientes. 

Art.  168.  A  la  llegada  al  puerto  á  donde 
haya  de  despacharse  el  buque,  el  Capitán  y 
el  consignatario  declararán  al  Interventor 
la  cantidad  y  clase  de  efectos  qne  hay  á 
bordo,  cuya  declaración  deberá  correspon- 
der con  la  del  oficial  que  haya  asistido  á 
este  servicio. 

§  único.  No  estarán  exentos  de  Ids  re- 
quisitos impuestos  en  los  artículos  167  j 
168,  en  la  parte  que  les  corresponda,  aque- 
llos buques  nacionales  que  vayan  á  tomar 
carga  á  la  costa,  para  ser  exportada  en  los 
mismos, buques  para  el  extranjero. 

Art.  169.  En  caso  de  que  un  buque,  cual- 
quiera que  sea  su  nacionalidad,  deba  ir  á 
otro  puerto  habilitado  de  la  República  á 
concluir  su  cargamento,  con  objeto  de  tr 
despachado  de  este  último  para  el  extranje- 
ro, no  podrá  salir  del  primer  puerto  ei  no  ha 
satisfecho  ante  todo  los  derechos  de  puerto 
y  otros  correspondientes  al  hnque,  y  los  de 
la  carga  que  hubiere  tomado. 

Art.  160.  Para  el  despacho  de  nn  baque 
se  requiere  que  el  consignatario  baya  pre- 
sentado al  Interventor  el  manifiesto  gene- 
ral de  los  efectos  embarcados,  en  el  que  se 
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expresará  la  clase,  nombre  y  nacionalidad 
del  buque,  nombre  del  Capitán,  puerto  de 
su  destino,  la  cantidad,  marca,  numeración-, 
descripción  en  los  bultos,  su  contenido  y 
su    valor  comercial  en  la  plaza. 

§  único.  Los  manifiestos  que  debe  pre- 
sentar el  consignatario  para  el  despacho  de 
un  buque,  deben  ser  acompañados  de  las 
facturas  consulares  á  fin  de  ver  si  están 
conformes  con  la  cantidad,  calidad  y  peso 
de  los  efectos  embarcados,  debiendo  figu- 
rar dichas  facturas  en  el  expediente  que  se 
forme. 

.  Art.  161.  No  podrá  despacharse  ningún 
buque  para  el  extranjero,  sin  que  el  Capi- 
tán y  el  consignatario  hayan  antes  satisfe- 
cho los  derechos  que  le  correspondan. 

Art.  162.  Todos  los  artículos  de  expor- 
tación que  se  encuentren  de  más  de  los  de- 
clarados en  ios  manifiestos,  en  el  acto  de 
despacharse 'el  buque,  caerán  en  pena  de 
comiso;  y  los  consignatarios  y  embarcadores 
quedarán  sujetos  á  las  penas  que  la  ley  es- 
tablece para  los  contraventores, 

Art.  168.  Habrá  un  intérprete  nombrado 
por  el  Poder  Ejecutivo  en  cada  una  de  las 
Aduanas  de  la  República.  x 

Art.  164.  Son  pus  atribuciones:  1.a  Acom- 
pañar al  oficial  de  Aduana  en  las  visitas  de 
los  buques,  cuando  fuere  requerido  para  ello; 
2.a  Inscribir  la  entrada  de  los  buques  en  el 
registro  correspondiente;  8.*  Traducir  é  ins- 
cribí r  los  sobordos  en  un  registro  especial, 
enviando  copia  de  ellos  á  la  Administración 
de  Hacienda  respectiva;  4.a  Conducir  al  Ca- 
pitán y  pasajeros  á  las  oficinas  de  los  Gober- 
nadores civiles  y  demás  autoridades,  cómo 
y  cuándo  lo  determinen  los  reglamentos,  y 
servirles  de  intérprete  cerca  de  estos  funcio- 
narios; 6.a  Remitir  mensualmente  á  la  Cá- 
mara de  cuentas,  por  conducto  de  los  res- 
pectivos Administradores  de  Hacienda,  una 
lista  de  los  buques  que  hayan  entrado  en  el 
puerto,  con  designación  del  nombre  y  carga- 
mento de  cada  uno  de  éstos. 

Art.  165.  Los  intérpretes  cobrarán,  á 
más  del  sueldo  que  les  señala  la  Ley  de 
Presupuestos,  los  emolumentos  •  personales 
siguientes: 

1.°  Los  previstos  por  el  artículo  18  de 
esta  ley;  y 

2.°  Por  cualquier  otro  acto  dos  pesos,  qufe 
satisfará  la  parte  interesada. 

CAPITULO  XIV 

Del  cabotaje. 

Art.  166.  Comercio  de  cabotaje,  con  rela- 
ción al  régimen  de  Aduanas,  es  el  que  se  ha- 
ce directamente  por  mar  entre  los 'puertos 
habilitados  de  la  República. 


§  único.  £1  comercio  de  cabotaje  sólo  pue- 
de hacerse  en  buques  nacionales,  salvo  lo» 
casos  que  se  establecen  más  adelante. 

Art.  167.  £1  buque  que,  despachado  de 
cabotaje,  tocare  en  puertos  extranjeros,  Berá 
considerado  como  de  procedencia  extranjera,, 
y  lo  mismo  su  cargamento;  á  menos  que  la 
arribada  a)  puerto  extranjero  haya  sido  for- 
zosa, y  que  el  Capitán  lo  justifique  así  ante 
el  Cónsul  dominicano,  si  allí  lo  hubiere,  ó» 
ante  los  Cónsules  extranjeros,  y  en  defecto 
de  éstos,  ante  la  autoridad  local;  en  cuyo  ca- 
so se  averiguará  escrupulosa  mente  bí  el  car- 
gamento es  el  mismo  que  extrajo  del  primi- 
tivo puerto. 

Art.  168.  Todo  buque  cabotero  que  se 
haya  empleado,  ó  haya  ayudado  á  hacer  con- 
trabando, sea  con  productos  del  país,  sea  con 
mercancías  extranjeras,  sea  en  las  costas  ó> 
en  el  mar,  basta  25  leguas  distantes  de  nues- 
tras costas,  caerá  en  la  pena  de  comiso. 

Art.  169.  Los  buques  correos  autorizado» 
para  practicar  el  cabotaje,  continuarán  go- 
zando de  estas  franquicias  hasta  la  espira- 
ción de  sus  contratos  ó  convenciones. 

Art.  170.  £1  cabotaje  queda  bajo  la  juris- 
dicción y  vigilancia  inmediata  de  los  inter- 
ventores de  Aduana  en  sus  respectivas  ju- 
risdicciones, los  que  tomarán  todas  las  me- 
didas necesarias  para  impedir  el  contra- 
bando. 

Art.  171.  Para  mayor  bien  del  servicio, 
los  Subdelegados  de  Hacienda  en  Jas  comu- 
nes inmediatas  á  la  costa,  ó  sobre  el  litoral, 
y  donde  no  los  hubiere,  la  autoridad  local, 
ejercerán  una  supervigilancia  directa  sobre- 
el  cabotaje  dé  su  respectiva  localidad,  co- 
rrespondiendo á  las  órdenes  é  instrucciones 
que,  en  caso  necesario,  le  comuniquen  los 
Interventores  de  Aduana. 

Art.  172.  En  los  puertos  de  Santo  Do- 
mingo y  Puerto  Plata,  habrá  en  cada  Adua- 
na nn  oficial  destinado  exclusivamente  al 
servicio  del  cabotaje;  en  los  demás  puertos, 
el  Interventor  encomendará  este  servicio  á 
uno  de  íos  oficiales  á  sus  órdenes. 

Art.  173.  Los  buques  caboteros  no  po- 
drán ser  despachados  de  un  puerto  á  otro  de 
'la  República,  sino  después  de  haber  presen- 
tado el  Capitán  un  manifiesto  fechado  y  fir- 
mado por  él,  de  las  mercancías  y  efectos  que 
haya  embarcado,  en  el  cual  se  detallará  la  ' 
especie,  cantidad,  peso  y  medida  de  dichos 
artículos,  previo  reconocimiento  que  deberá 
hacerse  por  el  Oficial  mayor  de  la  Adnana 
del  puerto  de  embarque  en  el  muelle  en  que- 
éste  se  verifique.  Igual  operación  se  practi- 
cará en  la  Aduana  del  puerto  á  que  se  fes- 
tinen dichos  efectos. 

§  único.  £1  manifiesto  á  que  Be  refiere  el 
artículo  anterior,  se  presentará  en  papel  se— 
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liado  del  tipo  de  *25  centavos;  y  no  se  cobra- 
rá á  los  baques  cabo  te  roe,  por  el  comercio 
exclusivamente  de  cabotaje,  impuesto  ni  ho- 
norario alguno  por  las  autoridades  encarga* 
das  de  la  expedición  de  dichas  embarcacio- 
nes; debiendo  éstas  ser  despachadas  en  el 
papel  sellado  de  que  y  a  se  ha  hecho  mención, 
es  decir,  en  el  tipo  de  26  centavos. 

Art.  174.  Si  del  reconocimiento  de  que 
habla  el  artículo  precedente,  resultare  que 
las  mercancías  y  efectos  no  corresponden 
con  el  manifiesto  presentado,  se  aplicarán 
las  disposiciones  del  art.  209  sobre  comiso. 

Art.  175.  Los  manifiestos  se  transcribi- 
rán en  un  registro  que  será  titulado  «Diario 
de  Cabotaje»,  foliado  y  rubricado  por  el  Ad 
ministrador  de  Hacienda. 

Art.  176.  Si  en  el  momento  de  verificarse 
una  operación  de  cabotaje,  se  demuestra 
evidentemente  que  las  embarcaciones  nacio- 
nales son  impropias  ó  deficientes  para  ejer- 
citarlas, ya  por  poco  tonelaje,  bien  por  otra 
causa  debidamente  justificada,  entonces  la 
autoridad  correspondiente  lo  permitirá  á 
una  embarcación  extranjera,  pagando  un 
peso  por  cada  tonelada  de  registro  por  dere- 
cho de  permiso  de  costa. 

Art.  177.  Probado  que  se  hayan  autori- 
zado operaciones  contrarias  á  esta  ley,  no 
estando  comprendidas  en  los  arts.  166  á  176, 
la  autoridad  que  hubiese  incurrido  en  la  in- 
fracción será  castigada  con  la  destitución  in- 
mediata. 

Art.  178.  Déla  entrada  y  salida  de  los 
buques  que  hagan  el  comercio  de  cabotaje, 
se  formará  un  expediente  que  deberá  quedar 
en  la  Aduana  respectiva,  el  cual  contendrá: 
l.oel  manifiesto* certificado;  2.° un  ejemplar 
de  las  pólizas  ó  guías;  3.°  las  diligencias  de 
reconocimientos;  4.°  las  copias  de  las  deter- 
minaciones tomadas  en  caso  de  infracción 
de  esta  ley,  y  también  de  las  comunicaciones 
dirigidas  á  otros  Interventores  de   Aduana. 

CAPITULO  XV 
bel  tránsito. 

Art.  1 79.  Por  tránsito  se  entiende,  el  pase 
de  mercancías  extranjeras  por  los  puertos 
de  la  República  ó  destinadas  para  puertos 
del  extranjero,  sin  pagar  los  derechos  aran- 
celarios. 

Art.  180.  Se  permitirá  el  tránsito  de  las 
mercaderías,  tocando  en  los  puertos  de  la 
República,  con  destino  á  puertos  extranje- 
ros, bajo  las  condiciones  siguientes: 

1.a  Que  se  haya  hecho  por  el  Capitán 
declaración  especial  en  el  manifiesto  general 
ó  sobordo,  visado  por  el  Cónsul  dominicano 
del  lugar  de  la  procedencia  de  los  bultos  de 
tránsito. 


2.a  Que  el  punto  á  que  vayan  consigna- 
das las  mercancías,  no  sea  el  mismo  de  don- 
de partieron,  ni  ninguno  de  aquellos  en  qa* 
haya  tocado  el  buque  antes. 

3.a  Que  las  mercancías  de  tránsito  seta 
conducidas  eu  el  mismo  buque  y  en  el  mis- 
mo viaje. 

§  único.  En  el  caso  de  qne  en  el  puerto 
de  procedencia  no  haya  Cónsul  dominicano, 
queda  atribuida  la  facultad  de  visar  los  so- 
bordos á  que  se  refiere  el  párrafo  1.°  á  ¿ai 
personas  designadas  en  el  art.  32  de  la  pre- 
sente ley. 

Art.  181.  Cuando  las  mercancías  decla- 
radas de  tránsito  de  un  puerto  á  otro  de  U 
República  no  deban  ser  transportadas  por 
el  mismo  buque  que  las  conduce,  ni  en  é 
mismo  viaje,  serán  verificadas  en  el  primer 
puerto  de  desembarque,  de  cuya  Aduanase 
remitirá  el  expediente  de  entrada,  por  ú 
órgano  correspondiente,  al  Interventor  de 
aquella  donde  deba  verificarse  la  introduc- 
ción, exigiéndose  previamente  los  documen- 
tos requeridos  para  la  importación  ó  con- 
sumo, en  los  plazos  señalados  por  la  ley. 

Art.  18*2.  Antes  de  presentar  el  mani- 
fiesto, el  comerciante  ó  consignatario  hará 
la  declaración  de  tránsito  á  la  Aduana  del 
lugar  de  recepción,  la  cual  llevará  un  regis- 
tro de  estos  actos,  que  serán  firmados  por 
el  Interventor,  el  Intérprete  y  el  declarador. 

Art.  188.  El  Interventor  autorizará  el 
embarque  de  las  mercancías  declaradas  de 
tránsito,  por  buques  ca boteros,  con  el  fia  de 
dejar  llenadas  las  formalidades  Ji.  que  se 
refiere  el  art.  181,  mandándose  qne  se  haga 
en  el  despachó  la  relación  exacta  de  los 
bultos,  marcas,  contramarcas,  números,  di- 
mensiones y  peso  de  cada  bulto,  el  nombre 
del  buque  por  el  cual  se  hizo  la  importación 
de  dichos  efectos,  y  refiriéndose  ai  expe- 
diente de  entrada  que  se  hubiere  hecho  con- 
forme lo  expresa  el  citado  art.  181. 

CAPJTÜLO  XVI 

De  las  arribada*,  recaladas  y  naufragio» 
de  buques. 

Art.  184.  Por  arribada  se  entiende  1* 
llegada  de  un  buque  á  un  punto  de  la  costa 
de  la  República  que  no  sea  el  de  su  destina 

Art.  185.  La  arribada  es  forzosa  cuando 
el  Capitán  se  ve  obligado  á  hacerla  por  la* 
siguientes  causas:  1.a  Por  falta  de  provisión 
en  general  para  las  necesidades  del  viaje; 
2.a  Por  temor  fundado  de  ser  apresado  por 
enemigos  ó  piratas;  3.a  Por  accidentes  acae- 
cidos en  el  buque  quejo  inhabiliten  para 
navegar;  4.a  Por  tempestad  que  no  pueda 
aguantarse  en  alta  mar.  En  los  demás  casos 
la  arribada  se  considerará  como  voluntaria. 
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Art.  186.  En  los  caso©  de  arribada  forzo- 
sa et  Capitán  presentará  inmediatamente  el 
manifiesto  de  la  carga  que  conduce,  y  justi- 
ficará la  causa  que  lo  obligó  á  arribar:  los 
empleados  todos  le  prestarán  cuantos  soco- 
rros les  sean  posibles,  y  el  buque  será  cui- 
dadosamente vigilado,  poniéndosele  á  bordo 
ano  ó  más  celadores,  que  no  consentirán 
cargar  ni  descargar  objeto  ninguno 

Art.  187.  Si  et  buque  trae  avería  que  le 
impida  navegar,  y  para  repararla  ó  reponer 
el  rancho  necesita  vender  el  todo  ó  parte 
del  cargamento,  el  Capitán  pedirá  permiso 
por  escrito  al  Interventor,  el  cual  permitirá 
el  desembarque  de  dichas  mercaucías  con 
las  precauciones  necesarias,  si  hubiere  Adua- 
na en  el  puerto  de  arribada;  si  ño  la  hubiere, 
el  Capitán  dará  aviso  al  Interventor  de  la 
Aduana  inmediata,  el  cual  nombrará  el  em- 
pleado ó  empleados  que  crea  conveniente, 
para  que,  presentada  la  oportuna  declara- 
ción, presencien  las  operaciones  de  despa- 
cho, observándose  en  él  todas  las  reglas 
establecidas  en  la  presente  ley,  siendo  ios 
gastos  de  almacenaje  y  demás  que  se  ocasio- 
nen por  cuenta  del' Capitán,  quedando  el 
buque  y  el  cargamento  responsables. 

Art.  188.  No  se  permite  la  arribada  vo- 
luntaria á  los  buques  que  procedan  del  ex- 
tranjero en  ningún  punto,  playa  ó  fondeade- 
ro que  no  esté  habilitado  para  el  despacho 
de  las  mercancías  que  trae.  Los  empleados 
de  Aduana,  y  en  su  defecto  las  autoridades 
del  litoral,  cerciorados  de  que  un  buque  ha 
hecho  arribada  voluntaria  á  un  puerto,  playa 
ó  fondeadero  en  que  ellos  se  encuentren,  or- 
denarán al  Capitán  que  se  haga  á  la  mar  sin 
la  menor  demora,  empleando  todos  los  me- 
dios para  conseguirlo;  de  lo  contrario,  darán 
parte  á  la  autoridad  superior  más  inmediata, 
dejando  la  vigilancia  necesaria  para  evitar 
el  contrabando. 

Art.  189.  ^Cuando  naufrague  un  buque  en 
un  punto  cualquiera  de  la  República,  las 
autoridades  locales,  y  los  empleados  de  la 
Aduana,  si  los  hubiere  en  el  lugar  del  si- 
niestro, acudirán  inmediatamente  á  contri- 
huir  con  cuanto  puedan  al  salvamento  de  los 
náufragos,  de  la  carga  y  de  la  nave. 

Art.  190.  Si  no  hubiere  Aduana  en  el 
punto  del  naufragio,  las  autoridades  del  lu- 
gar prestarán  el  mismo  servicio,  custodiando 
después  los  efectos  y  mercancías  salvadas, 
v  dando  inmediato  aviso  al  Administrador  ó 
Subdelegado  de  Hacienda. 

Art.  191.  El  conocimiento  principal  y  di- 
recto de  lo  concerniente  al  naufragio,  pasado 
el  primer, momento,  compete  á  las  autorida- 
des de  marina  y  á  los  Cónsules  respectivos, 
en  la  forma  que  establezca  la  legislación 
especial  que  de  ello  trata. 


Art.  192.  Los  empleados  de  Aduana  de- 
ben limitar  su  acción  y  vigilar  cuidadosa- 
mente que  no  se  intente  defraudar  los  inte- 
reses del  Fisco.  Para  evitarlo,  los  Interven- 
tores presenciarán  el  salvamento  de  la  carga 
por  sí  ó  por  medio  de  los  empleados  que 
comisionen  al  efecto;  é  intervendrán  en  el 
inventarío  que  se  forme  de. ella,  recibiendo 
una  copia  autorizada  y  legalizada,  y  exigien- 
do una  sobrellave  de  los  almacenes  en  que 
se  guarde  aquélla. 

Art.  198.  Cuando  en  el  lugar  del  siniestro 
se  encuentren  los  dueños  ó  consignatarios 
del  buque,  ó  de  las  mercancías,  ó  personas 
que  legítimamente  los  representen,  y  recla- 
men para  sí  la  intervención  señalada  á  los 
Cónsules,  se  les  concederá  dicha  interven- 
ción, limitándose  los  funcionarios  consulares 
á  prestar  su  apoyo  cuando  sean  requeridos; 
entendiéndose  esto  mismo  para  todos  los 
casos  de  intervención  consular  á  que  se  re- 
fiere este  capítulo,  cuando  estén  presentes  v 
puedan  ejercer  por  sí  sus  derechos  los  legí- 
timos dueños,  interesados  ó  representantes 
de  las  naves  ó  de  los  cargamentos. 

Art.  194.  Si  los  interesados,  el  Capitán 
ó  las  personas  que  hagan  sus  veces  quieren 
reembarcar  los  efectos  y  mercancías  salva- 
das, bien  en  la  misma  nave,  si  ya  se  halla 
habilitada  para  navegar,,  ó  en  buque  de  cual- 
quier bandera,  el  Interventor  se  lo  concederá 
<5on  la  debida  cuenta  y  razón. 

Art.  195.  Si  las  mercancías  salvadas  no 
se  hallaren  averiadas,  y  el  Cónsul  ó  los. in- 
teresados solicitaren  hacer  su  entrada  para 
destinarla  á  la  importación,  remitirán  á  la 
Aduana  una  relación  duplicada  de  las  que 
fueren,  practicándose  el  debido  reconoci- 
miento y  despacho  en  la  forma  general  es- 
tablecida por  esta  ley,  quedando  luego  di- 
chas mercancías  á  la  disposición  del  Cónsul 
ó  de  los  interesados.  Los  mismos  trámites 
se  seguirán  si  conviniere  á  los  dueños  ó  in- 
teresados destinar  una  parte  de  las  mercan- 
cías salvadas  para  la  importación;  en  este 
caso,  se  les  permitirá  reembarcar  el  resto 
del  cargamento,  según  el  art.  194. 

Art.  196.  Si  las  mercancías  se  hubieren 
averiado  y  se  solicitare  su  despacho  con  la 
rebaja  proporcional  de  derechos,  según  el 
demérito  que  hayan  sufrido,  se  verificará  el 
despacho  en  la  forma  establecida  en  la  sec- 
ción 2.a  del  capítulo  8.° 

Art.  197.  Si  el  dueño  del  buque  náufra- 
go quisiere  exportar  los  despojos  de  dicho 
buque,  se  le  permitirá  hacerlo,  tomando  la 
debida  cuenta  y  razón. 

§  1.°  Por  despojos  de  un  buque  náufra- 
go se  entenderá  su  casco,  arboladura,  jar- 
cias, pertrechos  y  armamentos,  las  velas, 
cadenas,  anclas,  y  todo  lo  demás  que  perte- 
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nezca  exclusivamente  al  servicio  del  boque. 

§  2.°  Si  en  vez  de  exportarlos  quisiere 
venderlos,  se  entenderá  en  todo  lo  concer- 
niente á  estas  diligencias  con  el  Cónsul  de 
sn  nación;  pero  éste  deberá  dar  parte  á  la 
Aduana. 

Art.  198.  Corresponde  á  las  Autoridades 
de  marina  la  formación  del  expediente  de 
todo  lo  que,  no  siendo  producto  natural  del 
mar,  se  encuentre  flotando  en  él,  ó  sea  arro- 
jado á  la  costa  y  no  tenga  duefio  conocido. 
Los  Interventores  se  limitarán  en  estos  ca- 
sos á  contribuir  al  salvamento,  y  á  formar 
inventario  de  los  efectos  salvados  ó  reco- 
gidos. 

Art.  199.  Concluido  el  expediente,  la 
Autoridad  que  lo  haya  instruido  participa- 
rá su  resultado  al  Interventor  de  la  Aduana, 
con  el  fin  de  que  éste  exija  al  que  resulte 
dueño,  ó  por  derecho  anterior,  ó  por  dere- 
cho de  ocupación,  el  pago  de  los  derechos 
arancelarios,  bien  sea  que  dichas  mercan- 
•cías  se  declaren  al  consumo,  ó  que  se  ex- 
porten. 

Art.  200.  Si  del  expediente  resultase  que 
al  Estado  corresponde  la  posesión  de  los 
objetos,  se  acompañará  de  ella  en  la  forma 
y  con  las  reservas  que  establecen  las  leyes, 
pero  nunca  estará  obligado  el  Fisco  á  entre- 
gar al  que  justifique  legalmente  la  propie- 
dad de  los  objetos  salvados,  mayor* cantidad 
que  la  del  valor  neto  de  los  objetos  vendi- 
dos en  pública  subasta,  después  de  deduci- 
dos los  gastos  de  salvamento. 

Art.  201.  Cuando  un  buque,  ó  su  carga- 
mento, haya  sido  salvado  en  su  totalidad,  ó 
en  parte,  con  auxilios  prestados  por  indivi- 
duos que  no  sean  de  la  tripulación,  el  dere- 
cho de  salvamento  y  cualesquiera  gastos 
que  se  hagan,  deberán  ser  abonados  del 
neto  producido  del  buque  y  su  cargamento, 
á  juicio  de  peritos,  según  el  riesgo  y  traba- 
jo que  hayan  tenido  los  salvadores. 

§  único.  Los  peritos  serán  nombrados 
del  modo  siguiente:  uno  por  el  Capitán, 
consignatario  ó  representante  de  ios  asegu- 
ras, e i  el  buque  ó  los  efectos  salvados  estu- 
vieren asegurados;  otro  por  los  salvadores, 
y  el  tercero  por  el  Jefe  de  marina  donde 
haya  tenido  lugar  el  naufragio. 

CAPITULO  XVII 

De  ¡asfaltas  y  sus  penas. 

Sección  primera. 

Pena  á  los  Capitanes  de  buques. 

Art.  202.  El  Capitán  de  un  buque  incu- 
rre en  faltas,  y  pagará  multas,  en  los  casos 
siguientes: 


1.°  Cuando  no  venga  provisto  de  la  co- 
rrespondiente patente  de  navegación,  se  le 
aplicarán  las  disposiciones  de  los  arta.  41  j 

42,  y  respecto  á  la  multa  se  aplicará  la  qo* 
establece  el  art.  41. 

2.°  Cuando  la  falta  sea  de  sobordo,  se 
atenderá  á  lo  señalado  en  los  arta.  41, 42  y 

43,  y  según  el  caso,  se  aplicará  el  mínimum 
ó  el  máximum  de  la  trfulta  fijada  en  el  ar- 
tículo 41. 

8.°  Cuando  no  presente  las  listas  deJ 
rancho  y  pasajeros  conforme  lo  indica  la  leyr 
incurrirá  en  una  multa  de  26  á  200  pesos  se- 
gún la  importancia  del  caso. 

4.°  Cuando  no  esté  conforme  el  sobor- 
do que  presente  dicho  Capitán  con  la  carga 
que  traiga  el  buque,  pagará  por  rada  bulto 
de  diferencia  que  resulte,  si  fuere  de  más, 
de  10  á  50  pesos,  ó  el  60  por  100  de  los  dere- 
chos que  debieran  causar,  á  opción  del  In- 
terventor; si  fuere  de  menos  pagará  de  10 
á  200  pesos  por  cada  bulto  que  falte,  se- 
gún la  naturaleza,  á  opción  también  del  In- 
terventor. 

5.°  Cuando  el  buque  venga  en  lastre,  y 
no  presente  la  certificación  del  Cónsul  de* 
puerto  de  procedencia,  pagará  de  26  á  60 
pesos. 

6.°  Cuando  no  entregare  á  la  Aduana 
los  pliegos  recibidos  del  Cónsul,  conforme 
al  art.  28,  párrafo  2.°  y  al  art.  98  párrafo  2°, 
incurrirá  en  la  multa  de  100  á  1.000  pesos. 

7.°  Cuando  no  incluya  en  el  Bohordo  o 
sobordos  qut)  presente  la  carga  destinada  á 
otros  puertos,  ya  sean  nacionales  ó  extran- 
jeros, pagará  de  300  á  600  pesos,  según  la 
importancia  del  caso,  salvo  la  excepción 
establecida  en  el  párrafo  único  del  art.  7.° 

8.°  Cuando  se  hallen  rotos  ó  levantados 
los  sellos  puestos  por  la  Aduana,  en  las 
mamparas,  escotillas  y  demás  lugares  del 
buque,  pagará-  de  100  á  1.000  pesos. 

9.°  Por  cada  bulto  que  resulte  de  mea  o* 
en  la  carga  sobre  cubierta  del  buque,  en  la 
confrontación  preceptuada  por  los  artículos 
66  y  66,  ó  que  aparezcan  cambiados  por 
otros,  pagará  de  100  á  200  pesos. 

10.  Cuando  desembarque  bultos  de  más 
ó  de  menos,  sufrirá  las  penas  establecidas 
en  la  sección  2>  capítulo  6.° 

11.  Cuando  en  el  acto  de  la  vista  de 
inspección  ó  de  cualquiera  otra  que  tenga  á 
bien  pasar  la  Aduana  al  buque,  resulten  4 
bordo  bultos  ó  efectos  no  comprendidos  en 
los  sobordos,  ni  pertenecientes  á  la  lista  del 
rancho,  ó  bien  que  se  hallen  de  menos,  su- 
frirá en  el  primer  caso  la  pérdida  de  los 
efectos,  y  en  el  segundo  las  multas  si- 
guientes: 

1.°  Por  cada  bulto  de  menos  de  los  ano- 
tados en  el  sobordo  de  la  carga  que  conduz 
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ca  para  puerto  ó  puertos,  pagará  de  100  á 
200  pesos,  con  la  única  excepción  del  párra- 
fo 1.°  del  art.  81  de  la  sección  2.a  del  capi- 
tulo 6.o 

2.°  Por  los  efectos  de  repuesto  del  buque, 
y  los  víveres  del  rancho  que  resulten  de  me- 
nos de  los  declarados  en  lista  con  relación  al 
consumo  que  haya  debido  hacerse  de  ellos, 
durante  la  permanencia  del  buque  en  el 
puerto,  pagará  el  cuadruplo  de  los  derechos 
arancelarios  que  correspondan  á  los  artícu- 
los que  resulten  de  menos. 

Art.  203.  £1  buque  con  todos  sus  apare- 
jos servirá  de  garantía  especial  para  el  pago 
de  las  multas  y  demás  penas  pecuniarias  que 
se  impongan  al  Capitán. 

Sección  segunda. 

Penas  á  los  importadores  y  á  los  exportadores. 

Art.  204.  £1  importador  incurre  en  falta 
y  pagará  multa  en  los  casos  siguientes: 

l.u  Cuando  no  presente  el  manifiesto 
dentro  de  los  dos  días  fijados  por  el  art.  85, 
habiendo  recibido  la  factura  el  introductor  ó 
la  Aduana,  pagará  por  el  primer,  día  de  re- 
tardo 10  pesos,  y  20  por  cada  uno  de  los  días 
HÍguíentes. 

2.°  Cuando  no  presente  las  facturas  cer- 
tificadas, incurrirá  en  las  multas  de  la  sec- 
ción 2.»,  capítulo  7.°,  art.  93,  párrafo  l.o 

3.°  Cuando  las  facturas  no  contengan  los 
< latos  exigidos  por  el  art.  18,  pagará  de  25  á 
200  pesos,  según  el  ciso. 

4.°  Cuando  en  un  bulto  que  se  haya  reci- 
bido fracturado  en  los  almacenes  de  la  Adua- 
na resulten  diferencias  en  el  peso, en  la  deno- 
minación ó  especificación  de  la  mercadería, 
entre  lo  que  aparezca  del  reconocimiento  y 
lo  declarado  en  el  manifiesto,  y  el  bulto  tu- 
viere señales  evidentes  de  que  se  ha  extraí- 
do ile  él  parte  de  su  contenido,  se  impondrá 
ui  introductor  por  multa  el  doble  de  los  de- 
rechos, quedando  á  éste  la  facultad  de  recla- 
mar contra  ó  por  ante  quien  haya  lugar. 

§  úuico.  Cuando  no  entreguen  los  paga- 
rés que  establece  la  ley,  según  los  términos 
del  art.  144,  se  les  impondrá  la  multa  que 
señala  dicho  artículo. 

Art.  205.  Los  exportadores  incurren  en 
faltas  y  pagarán  multa  en  los  casos  si- 
guientes: 

l.°  Cuando  se  trate  de  artículos  de  depó- 
sito, la  falta  de  presentación  del  conoci- 
miento de  embarque  se  penará  con  una 
multa  de  5  á  20  pesos;  y  la  de  tornaguía,  con 
el  pago  del  duplo  de  los  derechos.  Si  se  trata 
de  artículos  no  sujetos  á  impuestos  aduane- 
ros, la  multa  será  igual  al  50  por  100  del  va- 
lor del  objeto. 

2.o    Cuando  embarquen  cualquier  produc 
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to,  aun  los  no  sujetos  á  derechos,  sin  per- 
miso de  los  Jefes  de  Aduana:  pagarán  tina 
multa  equivalente  al  10  por  100  del  valor  del 
objeto  embarcado. 

8.°  Cuando  se  falte  á  las  prescripciones 
del  art.  161,  los  embarcadores  y  consignata- 
rios pagarán  el  cuadruplo  del  valor  de  los 
derechos  usurpados  al  Fisco,  en  cualquier 
tiempo  que  se  descubra  el  fraude,  hasta  la 
prescripción  que  señala  esta  ley. 

Art.  206.  Fuera  de  los  casos  de  comiso, 
las  multas  señaladas  por  la  presente  ley 
serán  aplicadas  y  cobradas  por  los  Jefes  de 
Aduanas,  quienes  la  fijarán  entre  el  máxi- 
mum y  el  mínimum  señalados,  haciéndolas 
fijar  en  las  planillas'  correspondientes,  ó 
aparte,  si  el  caso  así  lo  requiere,  para  los 
fines  legales. 

Art.  207.  Las  disposiciones  sobre  mul- 
tas aplicadas  por  los  Jefes  de  Aduana  en 
virtud  de  esta  ley,  no  podrán  ser  revoca- 
das por  ninguna  Autoridad  ni  empleado 
público. 

CAPITULO  XVIII 
Penas  de  comiso. 

Art.  208.  Caerán  en  pena  de  comiso  los 
objetos  comprendidos  en  cada  uno  de  los 
casos  siguientes: 

1.°  Todo  lo  que  se  conduzca  en  buques 
extranjeros  de  un  puerto  á  otro  de  la  Re- 
pública, fuera  de  los  casos  permitidos  por 
las  leyes,  ó  sin  los  documentos  ó  requisitos 
que  éstas  exigen. 

2.°  Todas  las  mercaderías  que  se  con- 
duzcan de  un  puerto  á  otro  habilitado,  ó  á 
cualquier  punto  de  la  costa  no  habilitado, 
en  buques  nacionales,'  sin  los  documentos 
prevenidos  en  el  capítulo  del  cabotaje. 

3.°  Todas  las  mercaderías  extranjeras  que 
se  hayan  desembarcado,  ó  se  lleven  para 
desembarcar,  ó  se  estén  desembarcando  en 
los  puertos  habilitados,  sin  permiso  previo 
de  los  Jefes  de  Aduana,  remitidas  á  alguna 
casa  ó  almacén,  ú  otro  lugar  cualquiera  en 
tierra,  transbordadas  á  otras  de  las  embar- 
caciones surtas  en  el  puerto,  incurriendo  en 
igual  pena  el  bote  ó  cualquier  otro  transpor- 
te en  que  se  conduzcan. 

4.°     Todo  lo  que  se  haya  embarcado  ó 
desembarcado,  ó  se  encuentre  embarcando 
ó  desembarcando  de  noche  ó  en  días  ú  ho- 
ras que  no  estén  destinadas  en  las  Aduanas 
para  el  despacho,  esté  ó  no  sujeto  al   pago 
|   de  derechos,  salvo  el  caso  de  inminente  pe- 
|   ligro  de  un  buque,  por  averia  notable,  fue- 
I   go  ú  otra  fuerza  mayor,  á  excepción  de  los 
l   equipajes  de  los  pasajeros  que  se  embar- 
'   quen  ó  desembarquen  con  permiso  del  Jefe 
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de  la  Aduana,  entendiéndose  que  este  per- 
miso no  podrtá  ser  otorgado  después  de  las 
seis  de  ia  tarde. 

5.°  Et  cargamento  de  cualquier  buque 
que  se  trate  de  embarcar  ó  desembarcar,  ó 
que  se  encuentre  embarcando  ó  desembar- 
cando, ó  que-  haya  sido  embarcado  ó  des- 
embarcado en  los  puertos  no  habilitados, 
costas,  bahías,  ensenadas,  ríos  ó  islas  de- 
siertas, sin  et  permiso  ó  autorización  esta- 
blecida por  la  ley,  incurriendo  en  la  misma 
pena  el  buque  con  todos  sus  enseres,  apa- 
rejos, canoas,  botes  y  todo  lo  demás  dé 
que  se  haya  servido  para  el  embarque  ó 
desembarque. 

6.°  Todos  los  efectos  extranjeros  que  se 
encuentren  ocultados  y  depositados  en  los 
puertos  no  habilitados,  bahías,  ensenadas, 
costas  ó  islas  desiertas  de  la  República, 
cuando  no  procedan  de  naufragio  y  arribada 
forzosa  de  algún  buque,  legal  raen  te  compro- 
bado; extendiéndose  la  pena  á  los  carros, 
carretas,  caballerías,  enseres,  y  en  general, 
á  todos  los  objetos  que  hayan  servido  para 
el  contrabando. 

7.°  Todos  los  efectos  extranjeros  que  se 
encuentren  ocultados,  acopiados,  almacena- 
dos ó  depositados  en  casas,  bohíos,  chozas 
ú  otros  lugares  de  la  costa,  ó  en  caminos  ó 
campos  despoblados  más  ó  menos  distan 
tes  unos  dn  otros  de  la  vigilancia  de  las 
Aduanas,  y  que  sean  sospechosos  ó  sospe- 
chados de  fraude,  por  la  localidad  en  que  se 
encuentren,  por  su  proximidad  á  los  ríos, 
ensenadas,  bahías  ó  puertos  no  habilitados, 
siempre  que  los  interesados  no  comprue- 
ben la  introducción  legal  de  dichos  objetos; 
asimismo  caerán  en  pena  de  comiso  'los 
carros,  bestias,  enseres  y  todo  lo  demás 
de  que  se  hayan  servido  los  contraven- 
tores. 

8.°  Todo  buque,  sea  cual  fuere  su  porte 
y  nacionalidad,  que,  procedente  del  extran- 
jero, se  encuentre  sin  fundamento  legal  en 
puerto  no  habilitado,  rada,  bahía,  ensenada 
ó  islas  desiertas,  incurriendo  en  la  misma 
pena  sus  enseres,  aparejos  y  todo  su  carga- 
mento. 

9.°  Todo  buque  mayor  ó  menor,  nacional 
ó  extranjero,  que  se  le  pruebe  haber  hecho 
viaje  de  un  puerto  extranjero  á  los  puertos 
ó  costas  de  la  República,  sin  haber  sido  des- 
pachado legal  mente;  ó  haber  recalado  de 
procedencia  extranjera,  á  punto  de  nuestras 
costas  no  habilitadas  para  la  i m portación,  á 
menos  que  no  sea  por  arribada  forzosa  legal- 
mente  comprobada.  Incurrirán  en  la  misma 
pena  los  buques  nacionales  ó  extranjeros 
que  habiendo  sido  despachados  legalmente 
para  cualquier  punto  del  extranjero,  se  les 
pruebe  haber  tocado  en  puntos  de  la  Repú- 


blica no  co ui prendidos  en  su  escala,  ahí  líell 
fuerza  mayor  que  lo  justifique* 

10.  Todos  Los  efectos  extranjeros  qu*  ti 
conduzcan  por  mar,  con  guía  ó  sin  ella,  de 
los  puertos  ó  puntos  de  la  costa  no  habili- 
tados para  la  importación, cuando  no  secotu- 
pruebe  que  hayan  sido  antes  despachados 
legalmente  del  puerto  de  su  introducción. 

11.  Todo  loque  se  encuentre  de  más  o 
de  menos  en  el  acto  del  reconocimiento  de 
las  mercaderías,  debiendo  entenderse  que 
para  los  efectos  que  se  encuentren  de  más 
se  aplicarán  la  pena  de  comiso  y  la  multa  de 
que  habla  el  art.  209,  y  para  los  que  se  ea 
cuentren  de  menos  la  misma  multa,  que 
consiste  en  el  doble  de  los  derechos  que  de- 
berán pagar  dichos  efectos. 

1 2.  Todos  los  artículos  extranjero*,  y  los 
frutos  y  producciones  del  país  sujetos  al  pa- 
go de  derechos,  que  se  encuentren  en  el  be 
que  en  el  acto  de  practicarse  la  visita  de 
inspección,  y  de  los  cuales  no  se  haya  hecho 
la  declaración  previa,  según  el  art.  162  de 
esta  ley. 

13.  Todos  los  efectos  de  prohibida  im- 
portación que  se  encuentren  en  las  Aduanas 
en  el  acto  del  reconocimiento,  incurriendo  en 
la  misma  pena  los  bultos  que  se  encuen- 
tren. 

14  Todas  las  mercaderías  que  en  las 
Aduanas  se  declaren  de  contrabando  por 
ministerio  de  la  ley  del  régimen  de  Aduanas, 
para  la  importación,  y  por  la  de  cabotaje. 

Art.  209.  Además  de  la  pena  de  comiso 
impuesta  en  las  anteriores  disposiciones,  el 
defraudador  ó  defraudadores  serán  multados 
con  el  duplo  de  los  derechos  que  han  inten- 
tado defraudar. 

§  único.  Pagarán  la  misma  multa,  el  Ca- 
pitán del  buque,  sobrecargo  ó  consignatarios 
si  resultan  cómplices. 

Art.  210.  Si  el  consignatario  ó  consigna- 
tarios fueren  reincidentes,  la  multa  se  ele- 
vará al  triple  de  los  derechos;  y  si  por  tercera 
vez  fueren  convictos  de  igual  delito,  la  mul- 
ta será  cuádruple,  y  por  la  misma  sentencia 
que  dictare  la  pena  de  comiso,  se  pronun- 
ciará contra  el  defraudador  lá  pena  de  inha- 
bilitación para  ejercer  ninguna  industria  su- 
jeta á  derecho  de  patentes  por  el  término  de 
tres  afios. 

Art.  211.  Los  auxiliadores  y  encubrido- 
res incurrirán  en  la  misma  pena  que  los  de- 
fraudadores principales,  y  tanto  éstos  como 
aquéllos,  en  caso  de  no  tener  con  qué  satis- 
facer la  multa,  sufrirán  una  prisión  de  dosá 
seis  meses.  Si  los  auxiliadores  y  encubrido- 
res fueren' empleados  públicos,  sufrirán  á 
más  de  las  penas  anteriores,  la  destitución 
inmediata. 

Art.  212.    £1  empleado  á  quien  correspon- 
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•da  comisar  un  objeto,  en  los  casos  en  que  la 
ley  así  .'o  declare,  y  no  lo  hiciere,  pagará  una 
multa  triple  al  valor  del  objeto,  sin  perjuicio 
de  las.demás  persecuciones  á  que  haya  lugar. 

Art.  213.  En  todos  los  casos  de  comiso 
que  estén  ai  alcance  de  los  Interventores  de 
Aduanas  ó  de  sus  empleados,  se  instruirá  un 
proceso  verbal  en  que  se  denunciarán  las  in- 
fracciones cometidas,  con  los  detalles  co- 
rrespondientes respecto  del  infractor  ó  de 
los  infractores,  enumerando  todas  las  demás 
circunstancias  prohibidas  por  la  ley,  el  cual 
será  firmado  por  el  Interventor  y  dos  oficia- 
les más  de  la  Aduana,  de  cualquier  categoría 
que  sean.  Dicho  proceso  verbal  hará  fe  hasta 
inscripción  en  falsedad,  y  será  sometido  al 
Jurado  de  Aduanas,  para  la  debida  sustan- 
ciación  del  juicio  y  demás  fines  que  pro- 
cedan. 

Art.  214.  Los  efectos  corruptibles  se  ven- 
derán en  publica  subasta,  dentro  del  término 
de  ocho  días,  y  el  producto  se  depositará 
en  la  Tesorería  para  entregarse  á  su  debido 
tiempo  á  quien  corresponda,  sin  que  en  nin- 
gún caso  haya  lugar  á  reclamo. 

Art.  215.  La  sentencia  que  se  dictare  en 
los  casos  de  comiso,  designará  el  día  y  hora 
para  la  venta  de  los  efectos  comisados;  de- 
duciéndose de  su  producto  los  derechos 
del  Fisco,  y  el  remanente  se  repartirá  entre 
los  que  hubieren  denunciado  el  contrabando, 
después  de  deducidos  los  gastos  que  ocasio- 
ne el  procedimiento.  El  Interventor  hará  la 
repartición,  y  cobrará,  á  su  provecho,  el  6 
por  100  de  comisión. 

§  único.  En  caso  de  que  el  contrabando 
se  descubra  en  el  acto  del  reconocimiento  de 
las  mercaderías,  corresponderá  á  los  emplea- 
dos de  la  Aduana  que  lo  hubieren  descu- 
bierto. 

Art.  216.     En  todos  los  casos  de  comiso 
se  procederá  breve  y  sumariamente,  hasta 
que  se  haya  terminado  el  proceso  correspon 
diente. 

Art.  217.  La  tripulación  del  buque  que 
descubriere  y  aprehendiere  un  contrabando, 
participará  á  prorrata  de  la  parte  que  corres- 
ponda á  los  denunciadores  en  la  proporción 
establecida  según  el  art.  215. 

Art.  218.  Los  casos  de  contrabando  que 
ameriten  la  pena  de  comiso,  no  prescriben 
sino  después  de  transcurrir  dos  años.  Duran- 
te este  tiempo  los  Interventores  y  demás 
empleados  fiscales,  y  los  agentes  de  policía 
judicial  y  administrativa,  están  en  el  deber 
de  investigar  y  perseguir  cualquiera  infrac- 
ción de  que  tuvieren  conocimiento  sobre 
cualquier  caso  de  contrabando. 


CAPITULO  XIX 
Sección  primera. 

Del  arqueo  de  los  buques. 

Art.  219.  Corresponde  personalmente  al 
Interventor  de  Aduana, .  acompañado  del 
Comandante  del  puerto  y  del  intérprete  de 
la  Aduana  respectiva,  verificar  el  arqueo  ó 
dimensión  de  los  buques,  de  cuyo  acto  será 
responsable  dicho  empleado. 

Art.  220.  El  reconocimiento  y  arqueo  de 
los  buques  se  practicará  del  modo  si- 
guiente: 

Se  tomará  el  largo  desde  la  roda  de  proa 
hasta  el  pórtelo  del  timón,  se  multiplicajá 
por  la  mayor  manga  de  trancanil  á  tran ca- 
nil sobre  cubieita,  y  este  producto  por  la  al- 
tura del  puntal,  para  lo  cual  se  medirá  des- 
de la  sobreqnilla  hasta  la  parte  interior  del 
bao  de  la  boca  de  escotilla  ó  hasta  la  parte 
inferior  del  banco  mayor  en  los  que  no  ten- 
gan cubierta. 

Este  producto  se  dividirá  por  94,  y  el  co- 
ciente dará  el  número  de  toneladas  que  tie- 
ne el  buque. 

Si  el  buque  tuviere  entrepuente  se  dedu- 
cirá en  el  puntal  el  espesor  que  tengan  los 
baos  del  entrepuente. 

Si  el  buque  fuere  de  vapor  se  procederá 
en  la  misma  forma,  reduciendo  de  la  men- 
sura la  parte  que  ocupa  la  máquina  y  sus 
carboneras. 

Arl.  221.  Concluido  el  arqueo,  los  funcio- 
narios que  lo  hayan  practicado  darán  al  in- 
teresado una  certificación  en  que  expresen 
con  exactitud  las  dimensiones  del  bupue  y 
el  número  de  toneladasque  de  ellos  resulten. 

La  mensura  de  los  buques  será  gratis, 
pero  la  certificación  de  que  trata  el  prece- 
dente artículo  será  expedida  en  papel  sella- 
do del  sello  segundo  á  cargo  del  interesado, 
debiendo  llevarse  un  Kbro  de  registro  de  ar- 
queo en  la  oficina  de  la  Aduana,  el  cual  será 
visado  por  el  Comandante  del  puerto  y  el 
intérprete,  en  unión  del  Interventor. 

Art.  222.  Todos  los  buques  dominicanos 
de  la  marina  mercante  deberán  tener  en  la 
popa  su  nombre  y  el  del  puerto  de  su  natu- 
ralización, en  letras  visibles  y  pintadas  en 
fondo  negro,  quedando  el  cumplimiento  de 
esta  disposición  á  diligencia  de  los  res  pee  ti 
vos  Comandantes  de  puerto. 

Art.  223.  Todos  los  buques  nacionales 
que  se  encuentren  en  los  puertos  habilitados 
de  la  República  á  la  promulgación  de  la  pre- 
sente ley,  deberán  llenar  las  formalidades 
que  prescribe  en  el  preciso  plazo  de  treinta 
días;  y  los  que  estuvieren  ausentes,  lo  veri- 
ficarán á  su  regreso  y  antes  de  volver  á  sa- 
lir de  su  respectivo  puerto. 
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Sección  segunda. 

De  la  naturalización  de  los  buques. 

Art.  224.     Son  baques  nacionales: 

Primero.  Los  que  hayan  sido  construí- 
líos  ó  se  construyan  en  el  territorio  de  la  Re- 
pública. 

Segundo.  Los  apresados  en  caso  de  .gue- 
rra á  la  nación  enemiga,  ó  condenados  judi- 
cialmente por  contravención  á  las  leyes. 

Tercero.  Los  de  construcción  extranjera 
nacionalizados,  con  tal  que  pertenezcan  di- 
chos buques  en  dominio  y  propiedad  á  un 
ciudadano  dominicano. 

Art.  225.  La  propiedad  de  un  buque  se 
comprobará  por  el  primer  poseedor  domini- 
cano, según  el  caso  eu  que  se  encuentre  de 
los  designados  en  el  artículo  anterior,  del 
modo  siguiente: 

Los  comprendidos  en  el  primer  caso,  con 
certificación  del  constructor,  que  exprese  las 
dimensiones  de  la  embarcación  y  el  nombre 
del  dueño  registrado  en  la  oficina  compe- 
tente. 

Los  que  correspondan  al  segundo  caso, 
con  testimonio  de  la  condena  y  adjudicación 
que  sobre  ellos  haya  recaído:  los  del  tercer 
caso,  con  el  testimonio  de  la  escritura  de 
venta  en  favor  del  ciudadano  que  lo  adqui- 
rió del  extranjero.  Las  enajenaciones  sub- 
secuentes de  tales  buques,  con  los  testimo- 
nios de  las  respectivas  escrituras. 

Art.  226.  Con  el  documento  respectivo 
de  los  indicados  en  el  art.  225,  ocurrirá  el 
interesado  al  Interventor  de  Aduana,  ó  al 
que  ejerza  sus  funciones,  para  que  proceda 
á  medir  el  buque  conforme  á  las  reglas  es- 
tablecidas en  el  cap.  19,  sección  primera. 

Art.  227.  Con  el  documento  de  propie- 
dad, la  certificación  de  arqueo  y. una  fianza 
igual  al  valor  del  buque  para  asegurar  el 
buen  uso  del  pabellón,  acudirá  el  dueño  á 
los  Jefes  de  la  Aduana  y  éstos  le  entregarán 
la  patente  de  navegación,  archivando  en  bu 
oficina  los  dociimeutos  antes  dichos.  La 
fianza  que  se  otorgare  deberá  ser  á  satisfac- 
ción de  los  Jefes  de  la  Aduana  que  han  de 
entregar  la  patente. 

Art.  228.  Los  Jefes  de  la  Aduana  y  los 
Comandantes  de  puerto  llevarán  un  regis- 
tro de  los  buques  que  se  naturalicen,  en  el 
que  se  anotará  el  nombre  del  dueño,  el  del 
bnque,  el  del  Capitán,  la  mensura  y  tonela- 
das y  la  fecha  en  que  se  despacha  la  pa- 
tente. 

.  Art.  229.  Cualquiera  persona  que  preste 
su  nombre  para  obtener  la  naturalización  de 
mi  buque  perteneciente  á  algún  extranjero, 
igualmente  que  los  empleados  y  testigos  que 
concurran   á   una  enajenación  simulada  de 


buques,  serán  multados  cada  uno  en  qui- 
nientos pesos;  y  á  falta  de  pago,  sufrirá» 
seis  meses  de  prisión  en  la  cárcel  pública, 
siempre  que  se  pruebe  complicidad  ó  conni- 
vencia de  parte  de  los  empleados  ó  de  loi 
testigos. 

Art.  230.  El  despacho  de  las  paléate 
correrá  á  cargo  de  los  Jefes  de  la  Aduana, y 
cuando  algún  ciudadano  ocurra  por  ella  pa- 
ra su  buque,  le  será  entregada  por  dicho* 
empleados  por  sólo  el  valor  del  sello  en  qnr 
esté  impresa. 

Art.  231.  Para  ser  Capitán  de  ou  buqn* 
dominicano  de  los  que  deben  navegar  cor 
patente,  conforme  á  la  presente  ley,  se  ne- 
cesita ser  ciudadano  dominicano,  y  estar  ei 
el  goce  de  los  derechos  civiles  y  además  m- 
ber  hablar  el  castellano. 

Art.  232.  El  funcionario  que  contra  )• 
dispuesto  en  el  articulo  anterior,  admita  dr 
Capitán  de  un  bnque  á  un  individuo  que  ca- 
rezca de  los  requisitos  establecidos  en  él,  *~ 
rá  destituido  de  su  empleo  y  multado  er 
cien  pesos. 

Art.  233.  Cuando  un  buque  sea  enajena- 
do en  su  totalidad,  deberá  obtener  otra  ñu- 
tente,  previa  presentación  á  los  Jefes  ¡ir 
Aduana  de  las  nuevas  escrituras  de  j»rop'«~ 
dad  y  fianza,  valiéndose  de  la  patente  ó  ar 
queo  anterior  para  la  colocación  de  las  di- 
mensiones y  toneladas  en  la  que  debe  dar**?- 
le  de  nuevo.  Si  la  enajenación  fuere  de  s^N 
parte  del  buque,  bastará  presentar  á  los  .Te- 
fes de  la  Aduana  la  escritura  de  nuevo  o*ti 
trato,  y  éstos  la  anotarán  en  la  patente  «Ir 
navegación  del  buque  y  en  el  registro  q:t- 
conservan  en  su  oficina,  agregando  al  ex  pe 
diente  copia  auténtica  del  documento  dr 
participación  en  la  propiedad  del  buque. 

Art.  234.  Si  después  de  obtenida  la  pa- 
tente de  nacionalidad  de  un  buque  se  varis- 
sé  su  forma,  deberá  sacar  nueva  patéate, 
previas  las  formalidades  prescritas  en  la  pre- 
sente ley. 

Art.  236.  Deberá  igualmente  renovarse  \% 
patente  de  un  buque  cuando  su  dueño  qu:e 
ra  cambiarle  el  nombre  con  que  fué  natura- 
lizado. En  este  caso  no  son  necesarias  nue- 
vas formalidades. 

Art.  236.  Si  se  perdiese  la  patente  de  cl 
buque,  deberá  sacársele  otra  por  el  propie 
tario,  quien  en  tal  caso  estará  obligado  á 
justificar  previa  y  legalmente  la  pérdida  de- 
la  primera,  sin  cuyo  requisito  no  podrá  ex- 
pedirse la  nueva  patente. 

Art.  287.  Ningún  buque  nacional  podre 
navegar  al  extranjero  sin  patente  y  roi  oV 
equipaje,  y  sin  que  el  Capitán  sea  domini- 
cano en  el  goce  de  los  derechos  civiles  y  de- 
más previstos  en  el  art.  231. 

Art.  238.     Las  patentes  de  navegación  se 
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expedirán  por  tres  años,  conforme  al  mode- 
lo qne  se  acompaña,  y  serán  autorizadas  por 
el  Secretario  del  despacho  de  Hacienda, 
quien  oportunamente  remitirá  un  número 
suficiente  á  los  Jefes  de  la  Adnana  para  el 
Nervicio  de  este  ramo.  El  dnefío  ó  Capitán 
harán  constar  anualmente,  ó  cuando  lo  exija 
la  Aduana,  al  momento  de  despacharse  el 
buque,  haber  satisfecho  el  derecho  de  paten- 
te establecido  por  la  ley  de  la  materia. 

Art.  239.  Vencido  el  plazo  de  una  paten- 
te, el  duefio,  Capitán,  consignatario  ó  agen- 
te del  buque  ocurrirá  con  ella  á  los  Jefes  de 
la  Aduana  del  puerto  en  que  se  encuentre 
la  embarcación  para  que  se  le  provea  de 
nueva  patente,  lo  que  ejecutarán  estos  em- 
pleados, recogiendo  la  patente  cumplida  y 
archivándola  si  hubiese  sido  despachada 
por  la  misma  Aduana,  y  si  por  otra,  la  pa- 
sarán con  oficio  á  los  de  la  Aduana  que  la 
entregaron  para  que  sea  archivada. 

Art.  240.  Los  Jefes  de  la  Aduana  y  Ca- 
pitanes de  puertos,  no  permitirán  ó,ue  nin- 
gún buque  salga  á  navegar  con  patente  cum- 
plida. 

Art.  241 ..  Las  patentes  de  los  buques  na- 
cionales que  sean  vendidos  en  país  extran- 
jero, serán  devueltas  á  los  Jefes  de  la  Adua- 
na qne  las  entregaron  por  el  Capitán  ó  due- 
ño del  buque,  dentro  de  tres  meses  de  verifi- 
cada la  enajenación  si  ésta  se  hiciere  en  las 
Antillas,  y  dentro  de  seis  meses  si  tuviere 
lugar  en  otro  país  más  distante,  bajo  la  pena 
de  una  multa  de  cien  pesos  por  cada  diez  to- 
neladas que  mida  el  buque,  la  cual  se  exigi- 
rá al  Capitán  ó  al  dueño  en  defecto  de  éste. 

Art.  242.  En  los  casos  de  naufragio  ó  in- 
cendio de  un  buque  nacional,  el  Capitán  ó 
dueño  estarán  obligados  á  volver  la  patente, 
á  menos  qne  no  hayan  podido  salvarla.  Es- 
to lo  justificará  ante  la  autoridad  civil  del 
primer  puerto  de  la  República  á  que  arribe, 
acudiendo  luego  con  justificativo  á  los  Jefes 
de  la  Aduana  que  se  la  entregaron,  para  que 
si  lo  estiman  suficiente,  lo  agreguen  al  expe- 
diente, y  si  no  lu  manden  ampliar  para  ese 
efecto. 

Art.  243.  La  fianza  para  el  buen  uso  del 
pabellón  queda  afectada  á  responder  de  las 
faltas  del  Capitán  ó  dueño,  cuando  ninguno 
de  éstos  tenga  con  qué  satisfacer  la  pena 
pecuniaria  en  que  incurran  conforme  á  la 
presente  ley. 

Art.  244.  Todas  las  multas  impuestas  por 
la  presente  ley  se  aplicarán  al  Tesoro  públi- 
co, y  se  exigirán,  cuando  llegue  el  caso,  por 
el  Jefe  de  la  respectiva  Aduana. 

Art.  245.  Cuando  algún  buque  mude  de 
Capitán  ó  maestre  no  será  necesario  reno- 
var la  patente^debiendo  solamente  ocurrir 
á  los  respectivos  Jefes  de  Aduana  para  que 


hagan    las    anotaciones    correspondientes. 

CAPITULO  XX 
Sobre  el  Jurado  de  Aduanas. 

Art.  246.  Habrá  en  la  República  un  Ju- 
rado de  Aduanas  nombrado  por  el  Poder 
Ejecutivo,  compuesto  de  cuatro  comercian- 
tes y  presidido  por  el  Contador  general  de 
Hacienda,  cuyas  atribuciones  son: 

1.a  Facilitar  y  promover  todo  lo  concer- 
niente á  la  marina  mercante  y  al  comercio 
en  general. 

'2.a  Conocer  y  decidir  sobre  las  contesta- 
ciones cue  ocurran  entre  el  comercio  y  las 
Aduanas  de  la  República;  y 

8.a  Conocer  y  fallar  en  todos  los  demás 
casos  previstos  en  la  presente  ley. 

Art.  247.  Para  que  la  reclamación  de  un 
comerciante  deba  someterse  al  Jurado,  se- 
rá preciso  que  éste  reclame  ante  la  respec- 
tiva Aduana,  á  más  tardar  en  los  días  que 
tiene  para  revisar  la  liquidación  de  los  de- 
rechos, de  acuerdo  con  el  art.  138. 

Art.  248.  Toda  reclamación  deberá  ve- 
nir al  Jurado  por  conducto  de  la  respecti- 
va Aduana,  la  cual  informará  de  una  vez 
al  remitir  el  expediente,  cuanto  haya  sobre 
el  particular,  con  el  fin  de  que  el  Jurado 
pueda  decidir,  sin  necesidad  de  aguardar 
nuevos  datos. 

Art.  249.  El  Jnrado  se  reunirá  dos  ve- 
ces al  mes,  para  conocer  y  resolver  las  re- 
clamaciones que  se  le  dirijan,  como  tam- 
bién todos  los  demás  casos  que  se  le  some- 
tan, y  que  por  esta  ley  se  le  atribuyen;  de- 
biendo el  Presidente  fijar  los  días  en  que 
deba  reunirse. 

§  único.  En  los  casos  en  que  ameriten 
urgencia,  se  reunirá  el  Jurado  extraordi- 
nariamente, previa  invitación  del  Presi- 
dente. 

Art.  260.  Las  penas  señaladas  en  los 
casos  comprendidos  en  el  capítulo  de  comi- 
so, en  vigor,  tendrán  el  carácter  de  leyes 
ejecutorias;  y  las  sentencias  que  declararen 
el  comiso,  después  de  llenadas  las  formali- 
dades que  prescriben  los  artículos  213  y  214 
de  esta  ley,  así  como  todas  las  demás  reso- 
luciones del  Jurado  de  Aduanas,  serán  dic- 
tadas sin  apelación,  por  ante  ningún  Tribu- 
nal ni  Autoridad. 

CAPITULO  XXI 
Disposiciones  generales. 

Art.  251.  Los  derechos  de  importación 
se  cobrarán  conforme  á  los  aranceles  vigen- 
tes, pero  los   Interventores  tendrán  espe- 
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mal  cuidado  de  agregar  á  cada  liquidación 
particular,  una  guía  impresa  conforme  á 
las  disposiciones  vigentes.- 

Disposiciones  transitorias. 

Art.  252.  Para  los  efectos  de  las  dispo- 
siciones de  esta  ley,  se  concede  el  plazo  de 
veinte  días  para  las  Antillas;  el  de  treinta 
días  para  los  Estados  Unidos  del  Norte  y 
demás  Repúblicas  de  Sur  América;  y  sesen- 
ta días  para  todos  los  demás  países  del  ex- 
terior, con  relación  á  todo  buque  que  deba 
pagar  los  derechos  fiscales  que  la  misma  ley 
establece. 

Art.  253.  La  presente  ley  deroga  toda 
otra  ley,  Decreto  ó  resolución  anterior  que 
le  sean  contrarios,  y  será  enviada  al  Po- 
der Ejecutivo  para  los  fines  constitucio- 
nales. 

Aranceles  de  importación  y  exporta- 
clon.— Ley  de  6  de  Septiembre  de  1897. 

Artículo  1.°  Los  aranceles  de  importa- 
ción y  exportación  que  se  acompañan  á  la 
presente,  regirán  en  la  República  para  el 
cobro  de  los  derechos  respectivos,  sesenta 
días  después  de  la  publicación  de  esta  ley 
para  los  buques  procedentes  de  Europa; 
cuarenta  días  para  los  de  los  Estados  Uni- 
dos de  América,  y  veinte  para  los  de  las 
Antillas. 

Art.  2. °  I^os  objetos  cuyos  derechos  de- 
ban cobrarse  ad  valorem,  y  los  que  no  estén 
consignados  en  los  presentes  aranceles,  así 
como  los  que  están  sujetos  á  avalúo,  serán 
aforados  por  el  precio  de  costo  en  la  factura 
original,  y  en  caso  de  duda,  por  apreciación. 

Cuando  en  la  estimación  de  cualquier  ob- 
jeto ocurra  disidencia  entre  el  Director  de 
Aduana  y  el  comerciante,  se  salvará  á  juicio 
de  expertos,  llamado  uno  por  cada  parte,  y 
si  la  duda  recayere  sobre  la  cantidad,  toca 
al  Jurado  de  Aduanas  resolverla,  aplicando 
escrupulosamente  la  contabilidad  ó  medida 
de  extensión,  peso  ó  capacidad  correspon- 
diente. 

Art.  3.°  Sólo  pagarán  un  60  por  100  so- 
bre sus  valores: 

1.°  Las  joyas,  alhajas  y  utensilios  de  oro 
y  plata,  cuyo  valor  principal  sea  el  de  la 
materia.  * 

2.°    Los  relojes  de  faltriquera. 

3.°    Las  piedras  preciosas. 

Art.  4."  Se  declaran  libres  de  todo  dere- 
cho de  importación: 

1.°  Las  cajas  de  guerra,  tambores,  sables 
y  espadas  de  caballería,  clarines,  vestuarios 
y  demás  fornituras  del  Ejército. 

2.°    Toda  especie  de  máquina  de  agricul- 


tura é  industria  fabril  no  previstas  en  el 
arancel. 

3.°  Las  bestias  caballares  y  toda  clase  de 
animales  que  se  introduzcan  para  fomentar 
la  crianza. 

4.°  Todas  las  máquinas  é  instrumento* 
para  el  ejercicio  de  las  ciencias  3'  artes. 

6.°  Los  libros  impresos  de  toda  clase, 
excepto  los  prohibidos,  y  los  demás  útiles 
dedicados  especialmente  para  el  ejercicio  -le 
determinados  planteles  de  instrucción. 

6.°  Los  minerales  de  todas  clases,  proce- 
dentes de  minas  explotadas  en  la  República. 

7.°  Los  objetos  y  ornamentos  destinad 
al  servicio  de  la  iglesia  y  al  culto  divino  por 
declaración  del  Prelado. 

8.°  Los  equipajes  de  los  pasajeros.  Cuan 
do  éstos  sean  comerciantes  importadores 
apatentados  en  el  país,  pueden  traer  objetes 
nuevos,  que  se  reconozcan  ser  par*  su  aso. 
hasta  por  valor  de  100  pesos,  á  juicio  in- 
expertos. 

9.°  Todos  los  objetos  que  en  los  arance- 
les se  declaren  libres  de  derechos. 

Art.  6.°  Por  la  Contaduría  general  de 
Hacienda,  y  á  diligencias  del  Ministerio  del 
ramo,  se  hará  timbrar  una  cantidad  de  pa- 
pel sellado  de  los  tipos  que  correspondan  s! 
uso  de  manifiestos,  con  las  denominaciones 
*  importación»  y  texportació^. 

Art.  6.0  Toda  planilla  de  importación 
debe  quedar  liquidada  antes  de  los  ocho  día» 
después  de  la  fecha  en  que  el  buque  á  que 
corresponda  haya  hecho  su  entrada: 

1.°  A  la  izquierda  de  la  columna  de  aforo 
llevarán  las  planillas  otra  columna  en  que 
se  expresará  el  número  del  Arancel  bajo  el 
cual  haya  sido  clasificado  cada  artículo. 

2.°  Los  derechos  correspondientes  á  la 
importación  serán  satisfechos  según  lo  dis- 
pone la  Ley  de  Aduanas  y  Puertos. 

Art.  9.°  Para  el  cobro  de  los  derecho* 
de  exportación  se  observará  el  orden  si 
guíente: 

1.°  Los  buques  qne  tomen  su  carg* 
completa  de  caoba»  espinillo,  etc.,  pagarán 
por  las  toneladas  de  registro  al  tipo  deu:> 
millar  de  pies  por  cada  tres  toneladas. 

2.°  Loe  que  carguen  por  completo  de 
mora,  campeche  y  brasilete,  pagarán  por 
toneladas  de  su  registro  con  un  20  por  100 
de  descuento. 

3.°  Los  que  carguen  de  guayacán  ó  bera, 
pagarán  por  el  total  de  su  íegistro. 

4.°  A  los  que  tomando  una  parte  degui- 
yacán  ó  bera  tomen  el  resto  de  su  carga  de 
caoba,  etc.,  se  deducirán  de  su  registro  I» 
toneladas  de  guayacán,  que  pagarán  por  bu 
número,  y  la  diferencia  se  sujetará  á  1* 
regla  1.a  4fr 

6.°    A  los  que  tomando  una  parte  degu* 
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yaca»  ó  bera  completen  su  carga  con  mora, 
carnpecbe  ó  brasilete  se  deducirá  dei  regía- 
tro  las  toneladas  del  primero,  que  pagarán 
por  8U  número,  aplicando  al  resto  la  re- 
gla 2,& 

En  todos  los  caeos  se  optará  por  Ir  me* 
dida  y  peso»  siempre  que  ¡ce  interesados 
estimen  verificarlo,  y  de  lo  contrario  ae  acu- 
dirá al  Jurado  de  Aduanas. 

Art.  10.  Loa  productos  no  designados 
pagarán  sus  derechos  en  relación  A  eu  valor 
comparado  con  Jos  de  clases  semejantes, 

Art,  11,  La  planilla  de  los  derechos  de 
exportación  se  formulará  de  conformidad 
con  loa  precios  fijos  en  moneda  fuerte  con- 
tenidos en  el  arancel  de  exportación,  y  el 
pago  se  verificará  según  queda  indicado. 

Los  derechos  do  exportación  aeran  paga- 
dos al  coMiiuiu  antes  de  la  eatida  del  buque. 

Art.  12,  Los  mani Gestos  de  importación 
y  exportación,  y  sua  respectivos  expedien- 
tes, deberán  contener  el  valor  ó  coato  inte- 
gro de  todas  las  mercancías,  frutos  ó  mo- 
nedas que  se  importen  en  la  República,  ó 
reexporten  de  ella,  ya  sea  que  paguen  ó 
no  derechos. 

Art,  13.  Se  prohibe  absolutamente  la 
exportación  de  ganado  y  beatiaa  caballarea 
por  partidas,  con  excepción  del  ganado  que 
se  embarque  con  destino  á  Haitf. 


Art.    14.     La    presente   ley   deroga  todo 
1   Decreto  ó  resolución  que  le  sea  contraria. 

Introducción  de  petróleo».— -Decreto  de 
6  de  Diciembre  de  1897. 

A  rl  (cu  lo  1 ,°  Queda  term  i  nantemente  pro- 
hibrda  la  introducción  en  el  territorio  de  la 
República,  del  gne  ó  petróleo  retinado  que 
no  tenga  una  fuerza  de  160  grados  arriba. 

Art.  2°  Los  Interventores  de  Aduami 
someterán  los  prud netos  de  cate  género 
que  Se  destinen  ni  consumo  del  país,  á  las 
pruebas  co nocidas  A  fin  de  constar  la  fuer- 
za de  150  grados  exigida  per  la  presen- 
te resolución,  y  loa  que  im  alcancen  el  nii- 
mero  de  grados  indi  caí  los  aeran  decomisa- 
dos, ya  procedan  del  extranjero,  ya  sesn 
producidos  por  la  refinería  establecida  en  el 
pa  f  s. 

Art.  S°  El  i  m  pítenlo  cata  Mecido  por  el 
número  B6S  de  nneatra  Tarifa  arancelaria 
queda  modificado  desde  la  fecha  en  que 
quede  vigente  esta  medida,  elevándose  á 
40  centavos  oro  por  galón  de  petróleo  el 
¡  aforo  que  liasla  el  presente  tiene  señalado 
i    este  artículo. 

Art.  4.°  Para  les  efWtos  de  la  presente 
resolución  Ke  acuerda  un  plazo  qne  durará 
I   basta  el  31  del  corriente  mes. 
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TRATADOS  Y  ACUERDOS  DE  LA  DIETA  PUBLICADOS  EN  1897 


Tratado  de  Unión  Centro-Americana  ce- 
lebrado entre  tas  Repúblicas  Mayor  de  Cen- 
tro-América, Guatemala  y  Costa-Rica  en  15 
de  Junio  de  1897  (1). 

Artículo  1.°  La  República  Mayor  de  Cen 
tro- América  y  las  Repúblicas  de  Guatemala 
y  Costa-Rica,  forman  desde  hoy  una  sola 
nación  libre  é  independiente,  que  se  deno- 
minará República  de  Centro- América. 

Art.  2.o  Los  Estados  de  El  Salvador,  Ni- 
caragua y  Honduras  que  actualmente  cons- 
tituyen la  República  Mayor  de  Centro  Amé- 
rica y  las  Repúblicas  de  Guatemala  y  Costa- 
Rica,  conservan  su  entera  libertad  ó  inde- 
pendencia, excepto  en  los  puntos  que  ex- 
presa este  pacto  y  con  referencia  á  los  cua- 
les deben  considerarse  como  una  sola 
nación. 

Art.  8.o  Las  Repúblicas  de  Guatemala  y 
Costa-Rica  tendrán  también  en  lo  sucesivo 
la  denominación  de  Estados,  y  conservarán, 
lo  m'smo  que  los  otros  de  El  Salvador,  Hon- 
duras y  Nicaragua,  su  régimen  autonómico 
en  cuanto  á  su  administración  interna;  y  su 
unificación  tendrá  por  principal  objeto,  el 
que  en  sus  relaciones  internacionales  apa- 
rezcan como  una  sola  entidad  para  garanti- 
zar su  independencia  común,  derechos  y 
respetabilidad. 

Art.  4.o  Con  este  objeto,  los  cinco  Esta- 
dos convienen  en  organizar  un  Poder  Eje- 


(1)  Texto  eu  el  que  se  han  introducido  las  re- 
formas sancionadas  por  Decreto  de  14  de  Julio 
de  189*7. 


cutivo  nacional,  cuyo  Jefe  tendrá  el  carácter 
de  Presidente  de  Centro-América. 

Art.  5.o  Los  Presidentes  actuales  se  Ha 
marán  Jefes  de  Estado. 

Art.  6.o  La  presidencia  de  Centro-Amé- 
rica será  ejercida  alternativamente  dorante 
un  año  por  cada  uno  de  los  Jefes  de  Estado 
£1  primer  turno  corresponderá  á  Costa  Rica 
y  los  turnos  siguientes  serán  designad 
por  la  suerte. 

Art.  7.o  El  Gobierno  se  instalará  en  li 
fecha  que  fije  la  mayoría  de  los  Estados. 

Los  turnos  sucesivos  comenzarán  de  he- 
cho al  espirar  el  anterior. 

Art.  8.°  El  Presidente  de  Centro- Améri- 
ca será  asistido  por  un  Consejo  compuesto 
de  cinco  Delegados,  respectivamente  nom- 
brados uno  por  el  Ejecutivo  de  cada  Estado. 
tendrán  el  carácter  de  Ministros  responsa 
bles;  durarán  un  ano  eii  el  ejercicio  de  sus 
funciones  y  podrán  ser  reelectos. 

Se  nombrará  igual  número  de  Consejeros, 
con  calidad  de  suplentes. 

Art.  9.°  El  acuerdo  de  la  mayoría  <lt¡ 
Consejo  es  indispensable  para  la  validez  de 
los  actos  del  Ejecutivo. 

Art.  10.  Para  autorizar  sus  actos  y  ser 
órgano  de  comunicación,  el  Presidente  de 
Centro- América  designará  uno  de  los  miem- 
bros que  asuma  la  Secretaría  de  Estado. 

Art.  11.     (Suprimido). 

Art.  12.    (ídem). 

Art.  13.  8on  atribuciones  del  Presidente 
de  Centro-América,  de  acuerdo  con  el  Con- 
sejo: 

A.    Defender  la  independencia  y  el  ho- 
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ñor  de  la  Nación,  y  la  inviolabilidad  de  su 
territorio. 

B.  Observar  las  estipulaciones  del  pre- 
sente Tratado,  y  hacer  que  se  observen  por 
los  Estados. 

C.  Procurar  por  medios  pacíficos  el  man- 
tenimiento del  orden  público  en  los  Estados. 

D.  Fijar  en  casos  necesarios  la  forma  y 
recursos  con  que  cada  uno  de  ellos  deba 
contribuir  á  la  defensa  del  territorio  y  del 
honor  nacional. 

£L  Nombrar  Ministros  diplomáticos, 
Cónsules  y  Agentes  consulares. 

F.  Recibir  á  los  Ministros  y  demás  en- 
viados de  otras  naciones  y  dar  el  exequátur 
á  las  patentes  de  los  Cónsules  extranjeros. 

0.  Cultivar  y  fomentar  las  relaciones 
internacionales. 

H.  Expedir  pasaportes  á  los  Ministros 
y  enviados  de  otras  naciones,  y  retirar  el 
exequátur  á  las  patentes  de  los  Cónsules  en 
casos  previstos  por  la  ley. 

1.  Fijar  el  presupuesto  y  forma  en  que 
los  Estados  deben  concurrir  á  los  gastos 
comunes. 

J.  Mantener  la  buena  armonía  entre  los 
Estados. 

K.  Celebrar  los  Tratados  de  paz,  amis- 
tad, comercio  y  navegación,  ó  Convencio- 
nes que  se  refieran  á  los  intereses  generales 
•de  Centro- América,  debiendo  someterse  á 
la  aprobación  de  la  Asamblea  del  Estado 
respectivo  los  que  afecten  intereses  pecu- 
liares de  éste. 

L.  Procurar  el  mayor  ensanche  posible 
de  las  vías  de  comunicación  entre  los  Esta- 
dos y  del  comercio  marítimo  en  sus  costas. 

M.  írocurar  la  mayor  y  más  pronta  uni- 
ficación de  monedas,  pesas  y  medidas,  bajo 
el  sistema  decimal  y  la  unión  fiscal  y  adua- 
nera, así  como  la  uniformidad  en  e!  plan  de 
estudios. 

N.  Practicar  tres  meses  antes  de  la  es- 
piración del  período,  el  sorteo  para  designar 
el  Jefe  que  ha  de  asumir  la  presidencia  en 
«1  siguiente. 

Art.  14.  El  Consejo  queda  además  auto- 
rizado para  desarrollar  en  sus  trabajos  las 
bases  que  conduzcan  á  unificar  los  intereses 
de  Gen  tro- América,  principalmente  en  el 
ramo  de  Legislación. 

Art.  16.  La  representación  diplomática  y 
consular  tendrá  efecto,  en  lo  sucesivo,  en 
nombre  de  la  República  de  Centro-América. 

Art.  16.  PBra  ejercer  la  atribución  á  que 
se  refiere  el  inciso  E  del  art.  13,  cuidará  el 
Consejo  con  equidad  de  que  de  los  diversos 
Estados  procedan  los  Representantes. 

Art.  17.  Siempre  que  un  Estado  necesite 
por  su  cuenta  una  representación  diplomá- 
tica ó  consular,  le  será  designada  con  el  per- 


sonal que  el  mismo  Estado  indique;  pero  es 
entendido  que  tal  representación  no  será  in- 
dividual sino  en  nombre  de  la  República  de 
Centro- A  mérica. 

Art.  18.  Es  deber  principal  del  Conse- 
jo mantener  la  armonía  fraternal  entre  los 
Estados,  y  si  sus  buenos  oficios  no  alcanza- 
ren el  efecto  deseado,  se  ocurrirá,  indefecti- 
blemente, al  procedimiento  de  arbitraje. 

Art.  19.  Queda  reconocido  que  en  este 
Tratado  no  se  lleva  más  mira  que  la  de 
aproximar  la  definitiva  reorganización  de  la 
patria  centro-americana,  y  que,  en  conse- 
cuencia, no  cabrá  otra  interpretación  en  sus 
cláusulas  que  la  que  tienda  á  ese  fin  por  los 
medios  pacíficos  y  de  recíproca  conve- 
niencia. 

Art.  20.  La  República  de  Centro*  A  méri- 
ca se  tendrá  por  organizada,  siempre  que 
concurran  más  de  tres  Estados  á  su  forma 
ción;  y  la  no  aceptación  de  alguna  ó  algunas 
de  las  cláusulas  aquí  consignadas,  no  impe- 
dirá que  el  Estado  que  la  rechace  entre  á 
formar  parte  de  la  Unión,  siempre  que,  á 
juicio  del  Consejo  Ejecutivo,  no  afecte  esen- 
cialmente este  pacto. 

Art.  21.  El  originario  de  cualquiera  de 
los  Estados  no  se  tendrá  por  extranjero  en 
otro,  y  estará  en  las  condiciones  del  nacional 
si  manifiesta  su  deseo  de  serlo  ante  los  en- 
cargados del  Registro  civil.  f 

Art.  22.  La  capacidad  civil  y  política  del 
centro-americano,  llenado  el  requisito  del 
artículo  anterior,  se  regirá  por  la  ley  del  Es- 
tado en  que  resida  respecto  de  los  actos  en 
él  verificados.     ' 

Art.  23.  En  consecuencia,  la  opción  á 
que  se  refiere  el  art.  21  les  dará  el  carácter 
de  ciudadanos  naturales,  con  todos  sus  de- 
beres y  garantías,  y  el  domicilio  todos  los 
derechos  y  cargos  de  vecindad,  sin  exclusión 
alguna. 

Art.  24.  Los  documentos  expedidos  por 
cualquier  funcionario,  precediendo  su  lega- 
lización, tendrán  fuerza  y  vigoren  cualquier 
Estado,  conforme  á  sus  leyes;  pero  para  el 
ejercicio  de  títulos  profesionales,  se  necesi- 
tará además  el  pase  respectivo,  y  para  el 
ejercicio  del  Notariado,  se  exige  también 
llenar  los  requisitos  especiales  de  las  leyes 
del  Estado. 

Art.  26.  Los  Estados  de  Centro- A  mérica 
harán  causa  común  en  las  cuestiones  inter- 
nacionales que  afecten  su  soberanía  é  inde- 
pendencia. 

Art.  26.  El  auxilio  «jne  en  su  caso  preste 
un  Estado  en  servicio  de  otro,  será  por  cuen- 
ta del  que  lo  proporciona. 

Art.  27.  El  Presidente  de  la  República 
de  Centro- A  mérica,  de  acuerdo  con  el  Con- 
sejo Ejecutivo,  determinará  el  modo  y  forma 
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de  los  auxilios  para  que  exista  anidad  de 
acción. 

Art.  28.  £1  mando  superior  de  las  fuer- 
zas se  subordinará  al  del  Estado  en  que  se 
encuentren.  £1  auxilio  debe  prestarse  en  el 
lugar  del  conflicto. 

Art.  29.  El  tales  casos,  todo  lo  relativo  á 
la  paz  se  determinará  por  el  Ejecutivo.  - 

Art.  30.  La  paz  entre  los'  Estados  de 
Centro-América  será  garantizada  por  el  re- 
conocimiento del  principio  de  no  interven- 
ción. Esto  no  impide  el  recíproco  y  espontá 
neo  auxilio  que  se  presten  los  Estados  para 
el  mantenimiento  de  la  paz,  cuando  á  ello 
sean  requeridos. 

Art.  31.  En  consecuencia,  ningún  Jefe  de 
los  Estados  podrá  ingerirse  de  motu  proprio 
en  ninguna  forma  en  las  cuestiones  de  régi- 
men interno  de  otro  Estado. 

Art.  32.  Oída  la  otra  parte,  y  no  siendo 
eficaz  la  intervención  conciliadora  del  Con- 
sejo Ejecutivo,  se  prevendrá  á  las  partes 
que,  dentro  del  plazo  que  se  fije,  nombren 
un  arbitro  arbitrador.  Si  no  pudieren  poner- 
se de  acuerdo,  la  designación  del  arbitro  la 
hará  el  Consejo,  lo  mismo  que  los  puntos 
sobre  que  deba  recaer  la  resolución,  en  caso 
de  que  no  hayan  sido  determinados  por 
ellas.  El  Consejo  será  formado  con  los 
miembros  que  no  tuvieren  intereses  direc- 
tos en  la  cuestión;  y  si  el  Presidente  de  la 
República  estuviere  en  el  caso  de  separarse, 
los  miembros  hábiles  designarán,  por  ma- 
yoría entre  ellos,  la  persona  que  deba  hacer 
las  veces  de  aquél.  El  laudo  arbitral  tendrá 
fuerza  de  sentencia  ejecutoriada. 

Art.  33.  Oída  la  otra  parte,  y  no  siendo 
eficaz  la  intervención  conciliadora  dei  Con- 
sejo Ejecutivo,  se  prevendrá  á  las  partes  que 
dentro  del  plazo  que  se  fije  nombren  un  ar- 
bitro En  caso  de  desacuerdo,  la  designación 
la  hará  el  mismo  Consejo.  Para  las  resolu- 
ciones que  hayan  de  tomarse  en  estos  casos, 
el  Consejo  se  tendrá  por  formado  con  los 
miembros  que  no  tuvieren  intereses  directos 
en  la  cuestión;  y  si  el  Presidente  de  la  Re- 
pública estuviese  en  el  caso  de  separarse,  los 
miembros  hábiles  designarán  por  mayoría 
la  persona  que  tendrá  doble  voto  para  el 
caso  de  empate.  El  lando  arbitral  tendrá 
fuerza  de  sentencia  definitiva. 

Art.  34.  Ningún  Estado  autorizará  ni 
consentirá  en  su  territorio  actos  de  hostili- 
dad contra  alguno  de  los  otros. 

Arti  35.  La  concentración  de  emigrados 
políticos,  se  hará  sin  más  trámites  que  la 
demanda  del  Gobierno  interesado. 

Art  86.  El  derecho  de  asilo  es  inviola- 
ble, así  en  los  Estados  como  en  la  Repúbli- 
ca, salvo  en  los  casos  previstos  en  los  pactos 
de  extradición. 


Art.  37.  Las  responsabilidades  pecunia- 
rías  ó  de  cualquier  otro  género  que  bajan 
contraído,  ó  que  en  lo  sucesivo  contraigan 
los  respectivos  Estados,  serán  peculiares  d~ 
obligado. 

Art.  38.  Para  que  en  las  Constítacíon*^ 
de  los  Estados  domine  el  mismo  espíritu 
político  tjue  ha  de  facilitar  su  unión  detipi- 
tiva,  procurarán  establecer  como  baae  dr 
su  Derecho  público  constitucional,  las  si- 
guientes: 

A.  Separación  de  la  Iglesia  y  del  Kstadc. 
y  el  respeto  absoluto  á  las  creencias. 

B.  La  libertad  de  imprenta  sin  prevht 
censura.  Los  delitos  y  faltas  de  imprenix 
quedan  sujetos  al  conocimiento  y  represiói. 
de  los  Tribunales. 

C.  La  libertad  de  testar,  con  la  sola  res- 
tricción que  las  leyes  especiales  fijen  para 
las  herencias  ó  legados  á  favor  de  las  insti- 
tuciones de  carácter  religioso  y  para  loe  ali- 
mentos debidos. 

D.  La  inviolabilidad  de  la  vida  humana 
para  delitos  políticos. 

E.  Absoluta  igualdad  en  la  capacidad  ci- 
vil del  hombre  y  de  la  mujer. 

F%  El  carácter  puramente  civil  de  los 
actos  que  establezcan  ó  modifiquen  la  capa- 
cidad de  las  personas,  sin  que  esto  impida 
la  celebración  de  cualquier  ceremonia  reli- 
giosa. 

(7.  La  abolición  de  toda  vinculación  ó 
institución  de  manos  muertas,  salvo  aquellas 
que  tuviesen  algún  objeto  de  beneficencia  ó 
de  instrucción  pública. 

JET.    La  garantía  de  habrás  corpus. 

I.  La  inviolabilidad  de  la  propiedad,  sal- 
vo el  caso  de  expropiación,  por  utilidad  y 
necesidad  públicas,  legahnente  comprobt- 
das  y  previa  indemnización,  que  en  caso  de 
guerra  podrá  no  ser  previa. 

«7.  La  absoluta  independencia  entre  lo> 
Poderes  legislativo,  Ejecutivo  y  Judicial. 

K.     La   inviolabilidad   de   las   persona* 
salvo  el  caso  de  delito  ó  falta,  no  podiendo 
durar  la  detención  para  inquirir  más  de  chi- 
co días. 

L.  La  no  retroactividad  de  las  leyes  sus 
tan  ti  vas,  salve  en  materia  penal  cuando  fa- 
vorecen al  reo;  mas  no  se  permiten  la  con- 
fiscación ni  el  tormento. 

M.     La  igualdad  ante  la  ley. 

N.  Se  reconoce  el  derecho  de  petición 
individual  ó  colectiva. 

O.  Se  reconoce  el  derecho  de  reunión  pa- 
cíficamente y  sin  armas  y  para  fines  lícitos 

P.     El  derecho  de  defensa  es  inviolable. 

Q.  Todo  ciudadano  es  libre  para  fijar  so 
domicilio,  y  para  entrar  al  país  ó  salir  de  él. 
salvo  el  caso  de  estar  sujeto  á  responsabili- 
dades. 
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22.  El  domicilio  es  inviolable  y  no  puede 
allanarse  sino  en  los  casos  y  con  las  forma- 
lidades que  la  ley  prescribe. 

S.  En  ningún  caso  se  podrán  ocupar,  ni 
menos  examinar  1<>8  papeles  privados  de  los 
habitantes  de  la  República,  sin  orden  de 
Juez  competente. 

T.  La  ensefianza  es  libre,  salvo  las  res- 
tricciones que  exija  la  moralidad;  pero  la 
que  se  dé  en  los  establecimientos  costeados 
por  el  Estado,  es  laica,  gratuita  y  obligatoria. 

Art.  39.     (Suprimido). 

Art.  40.  Los  Tratados  anteriores  celebra- 
dos entre  los  Estados  quedarán  vigentes  en 
So  que  no  se  opongan  al  presente  pacto;  pero 
los  que  se  refieran  á  la  demarcación  de  lí- 
mites no  sufrirán  alteración  ninguna. 

Art.  40  a.  Los  Estados  contratantes  tam- 
bién convienen  en  organizar  una  Represen- 
tación general,  con  la  denominación  de 
Asamblea  nacional,  compuesta  de  tres  Dipu- 
tados propietarios  y  tres  suplentes,  de  los 
cuales  un  propietario  y  un  suplente  serán 
nombrados  por  el  Jefe,  y  los  otros  por  las 
Legislaturas  de  cada  Estado.  Sus  funciones 
durarán  un  año. 

Art.  40  b.  Esta  Asamblea  se  reunirá,  de 
derecho,  en  la  capital  donde  resida  el  Eje- 
cutivo nacional,  quince  días  antes  de  que 
termine  el  período  que  al  mismo  correspon- 
de; y  bastará  para  su  instalación  la  concu- 
rrencia de  las  tres  cuartas  partes  de  sus 
miembros,  con  tal  de  que  entre  los  presen- 
tes haya  Diputados  de  todos  los  Estados. 
Sus  sesiones  durarán  hasta  un  mes,  judien- 
do  prorrogarse  por  igual  término,  si  fuere 
necesario. 

Art.  40  c.  Son  atribuciones  de  la  Asam- 
blea nacional: 

Decretar  su  reglamento  interior;  abrir  y 
cerrar  sus  sesiones;  llamar  á  los  Diputados 
propietarios  que  falten,  ó  á  los  suplentes  en 
su  defecto;  aprobar  ó  improbar  los  actos  del 
Poder  Ejecutivo;  ratificar,  modificar  ó  im- 
probar los  Tratados,  convenciones  ó  estipu- 
laciones que  se  refieran  á  los  intereses  ge- 
nerales de  Centro- América;  y  declarar  con 
lugar  á  formación  de  causa  y  sujetarlos  al 
juzgamiento  de  los  Tribunales  que  corres- 
ponda, al  Presidente,  Consejeros  y  Diputa- 
dos por  los  delitos  oficiales  ó  comunes  que 
cometan  dorante  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones. 

Art.  40  d.  Para  las  resoluciones  de  la 
Asamblea,  bastará  la  mayoría  de  votos  de 
los  Diputados  presentes. 

Art.  40  e:  El  Presidente  de  Centro- A  ma- 
rica, por  medio  del  Secretario  de  Estado, 
presentará  á  la  Asamblea  nacional,  el  día 
último  de  su  respectivo  período,  un  informe 
detallado  de  los  actos  de  su  administración. 


Art.  40/.  El  Presidente  de  Centro-Amé- 
rica, ante  los  Consejeros,  y  éstos  ante  él, 
prestarán  la  siguiente  promesa  en  el  acto 
de  la  instalación  del  Gobierno: 

«Prometo  ser  fiel  á  la  República  y  cum- 
plir y  hacer  cumplir  el  pacto  de  Unión 
Centro- Americanas 

Art.  40  g.  En  el  caso  de  surgir  un  Go- 
bierno defacto  en  alguno  de  los  Estados,  el 
Poder  Ejecutivo  nacional  tiene  facultades 
para  reconocerlo,  ó  restablecer  el  orden  le- 
gal, según  lo  creyere  conveniente.  En  am- 
bos casos,  los  jefes  de  los  Estados  tienen 
estricta  obligación  de  atender  y  cumplir  las 
disposiciones  del  Gobierno  general. 

Igual  derecho  y  obligaciones  tienen  lo» 
Jefes  de  los  Estados,  de  acuerdo  con  el  Con- 
sejo, cuando  aquel  caso  ocurra  con  el  Jefe 
de  Estado  que  ejerza  la  presidencia  de  Cen- 
tro-América. 

Para  este  objeto,  el  Consejo  procederá  á- 
reunirse  inmediatamente  en  la  capital  que 
le  parezca  más  conveniente,  integrándose 
con  los  suplentes,  si  los  propietarios  no  pu- 
dieren concurrir. 

Art.  41.  El  Poder  Ejecutivo,  transcurri- 
dos cuatro  años  ó  antes  si  fuere  posible, 
convocará  una  Asamblea  nacional  constitu- 
yente que  dicte  el  Código  fundamental  de 
la  República  de  Centro- América. 

La  Asamblea  se  compondrá  de  diez  repre- 
sentantes propietarios  y  cinco  suplentes, 
electos  por  cada  Estado, en  la  forma  y  tiem- 
po que  el  Ejecutivo  determine;  y  podrá  ins- 
talarse con  las  dos  terceras  partes  de  sus 
miembros,  siempre  que  concurran  de  todo» 
los  Estados. 

Art.  41  a.  Los  sueldos  del  Presidente 
nacional,  de  los  Consejeros  y  Diputados  se 
fijarán  por  cada  Estado,  respectivamente. 
IjOS  gastos  comunes  se  dividirán  por  iguales 
partes. 

Art.  42.  El  escudo  de  armas  y  el  pabe- 
llón de  Centro-América  serán  ios  de  la  anti- 
gua Federación. 

Art.  42  a.  El  presente  Tratado  será  so- 
metido á  la  ratificación  de  las  legislaturas  ó 
constituyentes  respectivas;  y  se  tendrá  por 
aceptado,  sin  necesidad  de  canje,  desde  er 
día  en*  que  todos  los  Gobiernos  de  Centro- 
América  se  hayan  comunicado  la  aproba- 
ción de  sus  respectivos  Congresos. 

Art.  42  b.  Es  claramente  entendido  que 
las  estipulaciones  del  pacto  de  Amapala 
permanecerán  en  todo  su  vigor,  aun  des- 
pués de  la  ratificación  de  este  Tratado, 
hasta  la  instalación  definitiva  del  Gobierna 
de  Centro- América,  sin  cuyo  hecho,  los  Es- 
tados que  forman  la  República  Mayor,  con- 
tinuarán representando  la  misma  entidad 
política. 


332 


ANUARIO  DB  LEGISLACIÓN  UN1TBRKAL  —  1897 


Art.  42  c.  Las  obligaciones  contraídas 
por  loa  Estados  con  las  demás  naciones, 
quedan  subsistentes. 

Tratado  sobre  Derecho  mercantil  cele- 
brado entre  las  Repúblicas  Mayor  de  Cen- 
tro-América,  Costa- Kica  j  Guatemala,  en 

16  de  Junio  de  1897  (1). 

Artículo  l.o  Todo  el  que  tiene  la  libre  ad- 
ministración de  sus  bienes  puede  ejercer  el 
comercio. 

Art.  2.°  Las  personas  ó  asociaciones  se- 
rán calificadas  de  comerciantes  con  arreglo 
á  las  leyes  del  país  donde  tienen  el  asiento 
principal  de  sus  negocios. 

Art.  3.°  Para  determinar  si  nn  acto  es 
■del  orden  común  ó  del  mercantil,  se  atende- 
rá á  la  ley  del  Estado  en  que  se  efectúa. 

Art.  4.°  Los  comerciantes  y  agentes  de 
comercio,  estarán  sujetos  á  las  leyes  mer- 
cantiles del  lugar  en  el  cual  ejercen  su  pro- 
fesión. 

Art.  6.°  El  domicilio  de  la  sociedad  rige, 
-conforme  á  las  leyes  del  Estado  en  que  se 
encuentre,  la  forma,  relaciones  jurídicas  y 
efectos  del  contrato. 

Art.  6.°  Las  sociedades  anónimas  no  po- 
drán tener  vida  legal  en  otros  Estados  si  no 
se  hicieren  reconocer  antes  como  persona 
jurídica,  para  lo  cual  bastará  el  pase  de  los 
documentos  autenticados  que  como  tal  la 
acrediten  en  la  República  de  donde  procede, 
si  creyese  conveniente  otorgarlo  el  Gobier- 
no del  Estado  centro-americano  en  donde  va 
á  tener  su  efecto. 

Art.  7.°  Las  sucursales  ó  agencias  se  con- 
sideran domiciliadas  en  el  Estado  en  que 
radiquen,  y  sujetas  á  las  autoridades  locales 
en  lo  concerniente  á  las  operaciones  que 
efectúen,  aunque  la  sociedad  principal  se  ha- 
lle en  otro  Estado  diferente. 

Art.  8.°     Son  Jueces  competentes  para  di- 


(V)  La  Dieta  de  la  República  Mayor  de  Centro- 
América,  teniendo  á  la  vista  la  Convención  cele- 
brada en  la  ciudad  de  Guatemala  el  día  15  de  Ju 
nio  del  corriente  año,  por  Plenipotenciarios  de 
esta  República  y  de  las  Repúblicas  de  Guatemala 
y  Costa-Ríen,  compuesta  de  un  preámbulo  y  trein  • 
la  y  siete  artículos,  para  establecer  reglas  unifor- 
mes de  Derecho  mercantil;  y  considerando  que 
las  estipulaciones  acordadas  en  la  indicada  Con- 
vención no  contrarían  ninguno  de  los  preceptos 
constitucionales  de  los  Estados,  y  que  ellas  tien- 
den á  facilitar  la  ejecución  de  diferentes  actos  co 
merciales;  de  conformidad  con  los  arts.  4.°  y  5.° 
del  Tratado  de  Amapala,  acuerda  aprobar  en 
todas  sus  partes  la  referida  Convención,  y  dar 
cuenta  de  ella  á  las  Asambleas  Legislativas  ele  los 
Estados.  Dado  en  Sun  Salvador,  á  \1  de  Agosto 
de  1897. — Jacinto  Castellanos. — Juan  B.  Sor  tan  o. 
E.  Mendoza. 


rimir  las  cuestiones  sociales  ó  los  litigwt 
contra  la  sociedad  instaurados,  los  del  lugar 
en  que  ésta  se  encuentra  domiciliada,  sakj 
lo  prevenido  en  el  artículo  anterior,  poe*fo 
que,  tratándose  de  agencias  ó  sucursales, 
juzgarán  de  sus  actos  los  del  lugar  en  qne 
radiquen. 

Art.  9.°  Los  actos  de  comercio  qne  prac- 
tique una  sociedad  en  otro  Estado  di  ver», 
del  de  su  domicilio,  serán  válidos  y  regidos 
conforme  á  las  leyes  del  país  donde  ee  rea- 
licen y  estarán  sujetos  á  la  jurisdicción  I? 
sus  Tribunales;  podrá,  no  obstante,  el  actor 
dirigir  su  acción  ante  los  Tribunales  del  do 
micilio  de  la  sociedad  demandada. 

Art.  10.  La  forma  del  giro,  endoso,  acep- 
tación y  protesto  de  la  letra  de  cambio,  & 
sujetarán  á  las  leyes  del  lugar  en  que  se  rea- 
licen tales  actos. 

Art.lt.  Las  relaciones  jurídicas  que  u 
dependan  de  la  forma  en  que  la  letra  ha 
sido  redactada,  entre  el  girador,  el  tomadrr 
y  los  endosantes,  se  rigen  por  la  ley  del  lis- 
tado en  que  está  domiciliado  el  girador  e* 
la  época  en  que  hace  el  giro. 

Art.  12.  Los  derechos  y  obligaciones  en- 
tre el  aceptante,  el  girador  y  los  endosaL- 
tes,  se  rigen  por  la  ley  del  domicilio  de 
aceptante  en  la  época  de  la  aceptación. 

Art.  18.  Los  efectos  jurídicos  qne  *' 
endoso  produce  entre  el  endosante  y  el  ce- 
sionario, dependen  de  la  ley  del  lugar  en 
que  la  letra  ha  sido  negociada  ó  enii- 
sada. 

Art.  14.  Las  obligaciones  del  avalista  se 
determinan  por  las  leyes  que  rigen  los  roo 
tratos  afianzados. 

Art.  16.  Los  efectos  jurídicos  de  la  acep- 
tación por  intervención,  se  regirán  por  Is 
ley  del  Estado  en  que  el  tercero  inter- 
viene. 

Art.  16.  Lo  dispuesto  acerca  délas  le- 
tras de  cambio,  en  cuanto  á  vencimiento*, 
endosos,  solidaridad,  aval,  pago,  protesto. 
derechos  del  portador,  etc.,  son  aplicables  ¿ 
los  pagarés  á  la  orden,  los  cuales  no  leí* 
drán  ninguna  traba  en  su  curso  en  toio 
Centro- América. 

Art.  17.  Para  facilitar  el  carao  de  las  le- 
tras de  cambio  entre  los  Estados  de  la  An.e- 
rica  Central,  procurarán  los  Gobiernos  re* 
peo  ti  vos  unificar  la  legislación  encnar.t"* 
ese  ramo. 

Art.  18^  Los  contratos  de  seguros  te 
rrestres  y  de  transportes  por  tierra  ó  rk* 
de  Centro-América,  se  rigen  por  la  ley  del 
Estado  en  que  está  situado  el  bien  objeU 
del  seguro  ó  del  transporte  en  la  época  dt 
su  celebración. 

Art.  19.  Los  ríos  que  separan  diverwí 
Estados  ó  corren  por  sus   territorios,  que- 
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dan  abiertos  á  la  Ubre  navegación  de  las 
naciones  ribereñas,  sin  afectarse  por  esto  el 
dominio  ni  la  soberanía  de  cada  ana  de 
ellas,  en  todo  tiempo. 

Art.  20.  El  contrato  de  fletamento  se 
rige  y  juzga  por  las  leyes  y  Tribunales  del 
lugar  donde  está  domiciliada  la  agencia 
marítima  con  la  cual  ba  contratado  el  fle- 
tador. 

Art.  21.  Se  comprometen  los  Estados  de 
la  América  Central  á  establecer  mutuamen- 
te el  comercio  de  cabotaje  entre  ellos  por 
medio  de  buques  propios  ó  habilitados  al 
efecto,  tanto  en  los  mares  litorales  del  Norte 
como  en  los  del  Sur,  sin  pagar  ningún  dere- 
cho de  anclaje,  ni  de  los  demás  que  á  las 
naves  extranjeras  se  cobran. 

Art.  22.  Para  determinar  el  Juez  com- 
petente que  conozca  de  las  falencias  ó  es- 
peras, se  atenderá  de  preferencia  al  do- 
micilio comercial  del  fallido,  sin  perjuicio 
de  que  los  de  los  Estados  en  que  baya  su- 
cursales de  éste  puedan  tomar  las  medidas 
necesarias  al  efecto  de  asegurar  los  bienes 
y  cumplir  con  los  demás  requerimientos  he- 
chos en  forma  por  el  Juez  que  de  la  quiebra 
conozca. 

Art.  28.  La  legalización  de  documen- 
tos mercantiles  se  considerará  hecha  en 
forma  debida  cuando  se  practique  con  arre-  I 
glo  á  las  leyes  del  país  de  la  procedencia, 
y  estén  autenticados  por  el  Agente  diplo- 
mático ó  consular  que  en  dicho  Estado  ó 
en  la  localidad  tenga  el  Gobierno  de  la  Re- 
pública en  cuyo  territorio  ha  de  surtir  sus 
efectos. 

Art.  24.  Si  el  fallido  tiene  dos  ó  más 
casas  de  comercio  independientes  en  dis- 
tintos Estados,  serán  competentes  para  co- 
nocer del  juicio  de  quiebra,  de  cada  una 
de  ellas,  los  Tribunales  de  sus  respectivos 
domicilios. 

Art.  2ó.  Declarada  la  quiebra  en  un  país, 
en  el  caso  del  artículo  anterior,  las  medidas 
preventivas  dictadas  en  ese  juicio  se  harán 
efectivas  sobre  bienes  que  tenga  el  fallido 
en  el  otro  territorio,  sin  perjuicio  del  dere- 
cho que  los  artículos  siguientes  otorgan  á 
los  acreedores  locales. 

Art.  26.  Una  vez  cumplidas  las  medi- 
das preventivas  por  medio  de  las  respecti- 
vas cartas  suplicatorias,  el  Juez  exhortado 
hará  publicar  por  el  término  de  cuarenta 
días,  en  los  principales  diarios  lie  la  local  i 
dad  en  que  ejerce  su  jurisdicción,  avisos  en 
que  dé  á  conocer  el  hecho  de  la  declaración 
de  quiebra  y  las  medidas  preventivas  que 
se  han  dictado. 

Art.  27.  Los  acreedores  locales  podrán, 
dentro  del  plazo  fijado  en  el  artículo  ante- 
rior, á  contar  desde  el  día  siguiente  al  de  la 


publicación  de  los  avisos,  promover  un  nue- 
vo juicio  de  quiebra  contra  el  fallido  en  otro 
Estado,  ó  concursarlo'  civilmente  si  no  pro- 
cediere la  declaración  de  quiebra.  En  tal 
caso  los  diversos  juicios  de  quiebra  se  se- 
guirá!) con  entera  separación  y  se  aplicarán 
respectivamente  en  cada  uno  de  ellos  las  le- 
yes del  país  en  que  radican. 

Art.  28.  Por  acreedores  locales  se  entien- 
den aquellos  cuyos  créditos  deben  satisfa- 
cerse en  el  país  en  donde  el  concurso  se  ha 
ha  abierto. 

Art.  29.  En  caso  de  pluralidad  de  con- 
cursos, el  sobrante  que  resultare  en  favor 
del  fallido,  después  de  liquidado  el  activo  y 
pasivo  de  cualquiera  de  ellos,  será  puesto 
á  la  disposición  de  ios  acreedores  del  otro, 
debiendo  entenderse  con  tal  objeto  los  res- 
pectivos Jueces. 

Art.  80.  Aun  cuando  exista  un  solo  jui- 
cio de  quiebra,  los  acreedores  hipotecarios 
anteriores  á  la  declaración  de  la  misma  po- 
drán ejercer  sus  derechos  ante  los  Tribuna- 
les del  Estado  en  que  radican  los  bienes  hi- 
potecados. 

Art.  31.  Los  privilegios  de  los  créditos 
localizados  en  el  país  de  la  quiebra,  y  adqui- 
ridos antes  de  la  declaración  de  ésta,  se  res- 
petarán aun  en  el  caso  de  que  los  bienes 
sobre  que  recaiga  el  privilegio  se  transpor- 
ten á  otro  territorio,  y  exista  en  él  contra  el 
mismo  fallido  un  juicio  de  quiebra  o  forma- 
ción de  concurso  civil.  Lo  dispuesto  en  este 
artículo  sólo  tendrá  lugar  cuando  el  trans- 
porte de  bienes  se  haya  realizado  dentro  del 
plazo  de  la  retroacción  de  la  quiebra. 

Art.  32.  La  autoridad  de  los  Síndicos  ó 
curadores  de  la  quiebra  será  reconocida  en 
todos  los  Estados  si  lo  fuere  por  la  ley  del 
país  en  cuyo  territorio  radica  el  concurso  al 
cual  representan,  debiendo  ser  admitidos  en 
todas  partes  á  ejercer  las  Junciones  qne  les 
sean  concedidas  por  dicha  ley  y  por  el  pre- 
sente Tratado. 

Art.  88.  En  el  caso  de  pluralidad  de  con- 
cursos, el  Tribunal  en  cuya  jurisdicción  re- 
side el  fallido  será  competente  para  dictar 
todas  las  medidas  de  carácter  civil  que  lo 
afecten  personalmente. 

Art.  34  La  rehabilitación  del  fallido  sólo 
tendrá  lugar  cuando  haya  sido  pronunciada 
en  todos  los  concursos  que  contra  él  se  ha- 
yan seguido. 

Art.  36.  Los  casos  de  carácter  comercial 
que  no  hayan  sido  considerados*  expresa- 
mente en  este  Tratado,  se  regirán,  en  lo  que 
sea  posible,  por  lo  preceptuado  sobre  mate- 
ria civil,  de  procedimientos  y  jurisdiccional. 

Art.  36.  Las  Altas  Partes  contratante» 
pondrán  todo  empeño  en  simplificar  las  le- 
yes mercantiles,  armonizándolas  hasta  don- 
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de  fuera  dable  con  las  leyes  civiles  comunes. 

Art.  37.  La  no  aceptación  de  alguna  ó 
algunas  de  las  cláusulas  de  este  Tratado  no 
impedirá  su  vigencia  en  todo  lo  que  fuere 
aceptado,  contándose  ésta  desde  que  los 
Gobiernos  se  comuniquen  la  aprobación 
respectiva,  lo  cnal  equivaldrá  al  canje. 

En  fe  de  lo  cual,  ios  infrascritos  Plenipo- 
tenciarios lo  hemos  firmado  y  sellado  en 
número  de  tres  ejemplares,  en  Guatemala, 
á  16  de  Junio  de  1897.— (L.  S.)  T.  G.  Bonilla. 
—Manuel  Delgado.— (L.  8.)  Leónidas  Pache- 
co.—(L.  S.)  Antonio  Batre*.—  Mariano  Cruz. 
—Antonio  Qonzáles  tfaravia. 

Tratado  sobre  Derecho  penal  j  extra- 
dición, celebrado  por  la  República  Mayor 
de  Centro- América,  Costa  Rica  y  Guatemala 
en  17  de  Junio  de  1897  (1). 

Artículo  1.°  Loe  Estados  de  Centro-Amé- 
rica convienen  en  unificar  su  legislación  pe- 
nal, cambiando  el  antiguo  sistema  de  penas  - 
inferiores  y  superiores  en  grado  por  el  de 
penas  fijas,  que  se  agravarán  ó  atenuarán  se- 
gún las  circunstancias,  adoptándose  partes 
alícuotas  de  las  mismas,  en  la  forma  si- 
guiente: 

a)  A  los  autores  de  un  delito  ó  falta  se 
impondrá  la  pena  que  para  el  delito  ó  falta 
que  hubieren  cometido  se  hallare  señalada 
por  la  ley. 

b)  A  los  autores  de  un  delito  frustrado  ó 
cómplices  del  consumado,  se  impondrán  los 
«los  tercios  de  la  Dena  señalada  en  la  ley  á 
los  autores  del  delito  consumado. 

c)  A  los  autores  de.  la  tentativa  y  cóm- 
plices del  delito  frustrado,  se  les  impondrá 
la  tercera  parte  de  la  pena  señalada  en  la 
ley  á  los  autores  del  delito  consumado. 

d)  Los  cómplices  de  la  tentativa  y  reos 
«le  conspiración  6  proposición  punibles,  se- 
rán castigados  con  una  sexta  parte  de  la  pe- 
na que  corresponde  á  los  autores  del  delito 
consumado. 

é)  A  los  encubridores  se  les  impondrá 
la  tercera  parte  de  la  pena  que  corresponde 
á  los  autores  del  delito  consumado,  frustrado 
y  tentativa,  según  que  el  encubrimiento  se 
refiera  á  cada  una  de  estas  categorías  res- 
pectivamente. 

f)  Cuando  en  el  delito  no  haya  circuns- 
tancias atenuantes  ni  agravantes,  se  aplicará 
la  pena  señalada  en  la  ley. 

g)  Si  sólo  hubiere  circuntancias  agravan- 
tes, se  aumentará  la  pena  hasta  con  una  ter- 


(1)  La  Dieta  de  la  República  Mayor  de  Cen- 
tro-América aprobó  este  Tratado  sin  modificacio- 
nes en  17  Agosto  189*7. 


cera  parte;  y  en  la  misma  proporción  se  re- 
ducirá si  sólo  hubiere  atenuantes. 

h)  Si  concurren  circn  natalicias  atenuan- 
tes y  agravantes,  los  Tribunales  ias  compen- 
sarán racionalmente  por  su  número  é  impor- 
tancia para  aplicar  la  pena  al  tenor  de  lu 
reglas  precedentes,  según  el  resaltado  de  la 
compensación. 

i)  Cuando  sean  dos  ó  más  y  muy  califi- 
cadas las  circunstancias  atenuantes  y  m< 
concurra  ninguna  agravante,  se  rebajarán 
basta  dos  terceras  partes  de  la  pena. 

j)  Cuando  el  hecho  no  fuere  del  todo  ex- 
cusable por  falta  de  alguno  de  los  requisita 
que  se  exigen  para  eximir  de  responsabili- 
dad criminal,  pero  concurriere  el  mayor  Da- 
mero de  ellos,  la  pena  se  reducirá  hasta  ana 
cuarta  ó  quinta  parte  según  los  casos. 

Art.  2.o  Quedarán  proscritas  las  penas 
perpetuas,  las  infamantes,  la  confiscación  y 
las  que  impliquen  incapacidad  civil,  lo  mie- 
mo  que  su  aplicación  antes  del  fallo  defini- 
tivo. 

Art.  3.o  La  pérdida  ó  suspensión  de  cier- 
toB  derechos  se  limitará  al  tiempo  de  la  con- 
dena. 

Art.  4.u  Las  legislaciones  de  los  diversos 
Estados  procurarán  adaptarse  al  régimen 
penitenciario,  y  en  consecuencia,  la  buena  ó 
mala  conducta  se  tomará  en  cuenta  para  li 
libertad  de  los  reclusos  ó  su  retención. 

Art.  6.°  El  trabajo  en  las  prisiones  será 
organizado  convenientemente  y  deberá  ser 
compatible  con  la  edad,  sexo,  estado  habi- 
tual y  constitución  del  preso. 

Art.  6.°  Las  leyes  penales  tendrán  efec- 
to retroactivo  en  cuanto  favorezcan  al  reo, 
sin  perjuicio  de  las  responsabilidades  civiles 
consiguientes. 

Art.  7.°  Los  delitos,  cualquiera  que  sea 
lanacionalidad  del  agente,  se  juzgarán  y  pe- 
narán por  las  leyes  del  Estado  en  cuyo  te- 
rritorio se  perpetran. 

Art.  8.°  Los  hechos  punibles  perpetra- 
dos en  un  Estado  que  serían  justificables 
por  las  autoridades  de  éste,  si  en  él  produ- 
jeren sus  efectos,  pero  que  sólo  dañan  dere 
chosé  intereses  garantidos  por  las  leyes  de 
otro  Estado,  serán  juzgados  por  los  Tri ba- 
nales y  penados  según  las  leyes  de  este 
último. 

Art.  9.°  Cuando  un  delito  afecta  á  dife- 
rentes Estados,  prevalecerá  para  juzgarlo 
la  competencia  de  los  Tribunales  del  país 
damnificado  en  cuyo  territorio  se  capture  al 
delincuente. 

Si  el  delincuente  se  refugiase  en  un  Estado 
distinto  de  los  damnificados,  prevalecerá  la 
competencia  de  los  Tribunales  del  país  qae 
tuviese  la  prioridad  en  el  pedido  de  extra- 
dición. 
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Art.  10.  En  los  casos  del  artículo  ante- 
rior, tratándose  de  un  solo  delincuente,  ten- 
drá lugar  un  solo  juicio,  y  se  aplicará  la 
pena  más  grave  de  las  establecidas  en  las 
distintas  leyes  penales  infringidas. 

Si  la  pena  más  grave  no  estuviere  admi- 
tida por  el  Estado  en  que  se  juzga  el  delito, 
se  aplicará  la  que  más  se  aproxime  en  gra- 
vedad. 

£1  Juez  del  proceso  deberá,  en  estos  casos, 
dirigirse  por  el  órgano  que  corresponda  al 
Poder  Ejecutivo,  para  que  éste  dé  conoci- 
miento de  su  iniciación  á  los  Estados  inte- 
resados en  el  juicio. 

Art.  11.  Cualquiera  de  los  Estados' sig- 
natarios podrá  expulsar,  con  arreglo  á  sus 
leyes,  á  los  delincuentes  asilados  en  su  te- 
rritorio, biempre  que  después  de  requerir 
á  las  autoridades  del  país  dentro  del  cual  se 
cometió  alguno  de  los  delitos  que  autorizan 
la  extradición,  no  se  ejercitase  por  éstos 
acción  represiva  alguna. 

Art.  12.  Los  hechos  realizados  en  el  te- 
rritorio de  un  Estado  que  no  estén  penados 
según  las  leyes,  pero  que  lo  estuvieren  por 
la  Nación  en  donde  producen  sus  efectos,  no 
podrán  ser  juzgados  por  ésta,  sino  cuando 
el  delincuente  cayere  bajo  su  jurisdicción. 

Rige  la  misma  regla  respecto  de  aquellos- 
delitos  que  no  autorizan  la  extradición  de 
los  reos. 

Art.  13.  Los  delincuentes  asilados  en  el 
territorio  de  alguna  de  las  partes  contratan- 
tes, no  podrán  ser  entregados  sino  en  con- 
formidad con  las  reglas  que  se  prescriben  en 
materia  de  extradición,  bien  entendido  que, 
á  los  perseguidos  por  delitos  políticos  ó  co- 
nexos, se  concede  un  refugio  inviolable  en 
cada  uno  de  ellos,  sin  perjuicio  del  deber  de 
impedir  que  los  asilados  realicen  actos  que 
pongan  en  peligro  la  paz  pública  del  Estado 
contra  el  cual  hayan  delinquido. 

Art.  14.  Los  Estados  signatarios  se  obli- 
gan á  entregarse  los  delincuentes  siempre 
que  concurran  Jas  siguientes  circunstancias: 

1.a  Que  la  Nación  que  reclame  el  delin- 
cuente tenga  jurisdicción  para  conocer  y 
fallar  en  juicio  sobre  la  infracción  que  mo- 
tiva el  reclamo. 

2.*  Que  la  infracción  por  su  naturaleza 
ó  gravedad  autorice  la  entrega. 

3.a  Que  la  nación  reclamante  presente 
documentos  que  según  las  leyes  autoricen  la 
prisión  y  el  enjuiciamiento  del  reo. 

4 >  Que  el  delito  no  esté  prescrito  con 
arreglo  á  las  leyes^del  país  reclamante;  y 

6.a  Que  el  reo  no  haya  sido  penado  por 
el  mismo  delito  ni  cumplido  su  condena. 

Art.  16.  No  se  concederá  la  extradición 
sino  cuando  el  delito  tenga  señalada  la  pena 
de  dos  años  de  prisión  ó  más,  si  fuere  soli- 


citado durante  el  enjuiciamiento;  pero  no 
limita  los  derechos  del  juicio  si  por  circuns- 
tancias atenuantes  ú  otros  esclarecimientos 
favorables  al  reo,  fuere  éste  sentenciado  á 
sufrir  una  pena  menor. 

Si  la  extradición  se  pidiere  á  virtud  de 
sentencia  ejecutoriada,  el  reo  será  entregado 
siempre  que  la  pena  impuesta  no  baje  de  un 
año  de  privación  de  la  libertad. 

Art.  16.  No  se  consideran,  sin  embargo, 
susceptibles  de  extradición  los  reos  de  due- 
lo, de  adulterio,  de  injurias  y  de  calumnia 
ni  los  de  delitos  contra  los  cultos- y  de  im- 
prenta. 

Art.  17.  La  calificación  de  los  delitos  á 
que  se  refieren  los  anteriores  artículos,  co- 
rresponderá á  la  Nación  requerida,  con  arre- 
glo a  la  ley  que  sea  más  favorable  al  recla- 
mado. 

Art.  18.  La  entrega  del  reo  podrá  ser 
suspendida  mientras  se  baile  sujeto  á  la  ac- 
ción penal  del  Estado  requerido,  sin  que  esto 
impida  la  sustanciación  del  juicio  de  extra- 
dición. 

Art.  19.  Siempre  que  el  Estado  requerido 
considere  improcedente  la  demanda  de  ex- 
tradición, deberá  dar  las  explicaciones  nece- 
sarias, sea  por  defecto  de  forma  ó  de  fondo. 

Art.  20.  Las  partes  contratantes  no  esta- 
rán en  la  obligación  de  entregar  á  sus  nacio- 
nales; pero  deberán  enjuiciarlos  por  laB  in- 
fracciones de  la  ley  penal  cometidas  en  el 
otro  Estado,  y  el  Gobierno  de  este  último 
comunicará  al  del  otro  las  diligencias,  infor- 
maciones y  documentos  correspondientes, 
remitiéndole  los  objetos  que  constituyen  el 
cuerpo  del  delito,  con  todo  lo  que  conduzca 
al  esclarecimiento  necesario  para  la  expedi- 
ción del  proceso.  Verificado  esto,  el  proceso 
criminal  se  continuará  y  terminará;  y  el  Go- 
bierno del  Estado  del  juzgamiento  informa- 
rá al  otro  del  estado  definitivo  de  la  cansa 
y  de  la  sentencia  ó  sobreseimiento. 

Art.  21.  La  extradición  será  siempre  con- 
cedida aun  cuando  el  presunto  reo  se  baile 
impedido  por  esta  entrega  de  cumplir  obli- 
gaciones contraídas  con  personas  particula- 
res, las  que  tienen  derecho  de  ejercitar  sus 
acciones  ante  las  autoridades  judiciales  comL 
petentes. 

Art.  22.  La  entrega  será  hecha  siempre 
bajo  la  condición  de  que  si  la  pena  del  cri- 
men ó  delito  que  motiva  la  extradición  no 
es  igual  á  la  de  la  nación  reclamante  y  á  la 
de  refugio,  se  aplicará  al  delincuente  la 
menor  y  en  ningún  caso  la  de  muerte. 

Art.  28.  Si  el  mismo  criminal  ó  acusado, 
antes  de  su  entrega  por  su  respectivo  Go- 
bierno, fuere  á  la  vez  reclamado  por  más  de 
un  Estado,  será  atendido  con  preferencia 
aquel  en  cuyo  territorio  hubiese  perpetrado 
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el  delito  mayor,  y  siendo  de  igual  gravedad, 
el  que  lo  hubiese  reclamado  primero. 

Art.  24.  Para  la  extradición  se  entende- 
rán directamente  entre  sí  los  Gobiernos.  En 
la  reclamación  se  especificará  la  prueba  ó 
principio  de  prueba  que  por  las  leyes  del 
Estado  en  que  se  hubiere  cometido  el  delito 
sea  bastante  para  justificar  la  captura  y  en- 
juiciamiento del  culpable. 

También  deberá  acompañarse  en  su  caso 
la  sentencia  condenatoria,  acusación,  la  or- 
den ó  auto  de  prisión,  y  cualquier  otro  do- 
cumento que  equivalga  á  este  mandamiento; 
y  deben  indicarse  la  naturaleza  y  gravedad 
de  los  hechos  imputados  y  las  disposiciones 
penales  que  les  sean  aplicables.  En  caso  de 
fuga  del  reo  después  de  estar  condenado  y 
antes  de  haber  sufrido  totalmente  la  pena, 
la  reclamación  expresará  esta  circunstancia 
é  irá  acompañado  únicamente  de  la  sen- 
tencia. 

Art.  25.  Para  facilitar  la  prueba  de  la 
propiedad  de  los  objetos  y  Removientes  hur- 
tados ó  robados  que  se  lleven  de  uno  á  otro 
Estado,  se  establece  que  la  autorización  y 
autenticación  de  los  documentos  respectivos, 
pueden  hacerse  por  laB  autoridades  superio- 
res políticas  del  departamento  en  que  el  de- 
lito se  haya  cometido;  y  mientras  se  presen- 
tan los  interesados  á  la-  autoridad  judicial 
del  lugar  en  que  se  encuentren  los  objetos  ó 
semovientes,  deberá  ordenar  su  depósito, 
bastando  para  ese  fin  el  requerimiento  por 
telégrafo  de  cualquiera  de  las  autoridades 
mencionadas.  Comprobada  la  propiedad  de 
dichos  bienes,  serán  entregados  á  sus  due- 
ños, aunque  la  extradición  del  reo  no  prece- 
da ó  4odavía  no  se  haya  decretado. 

Art.  26.  En  casos  urgentes  se  podrá  so- 
licitar la  detención  provisional  del  inculpado 
por  medio  de  comunicación  telegráfica  ó 
postal.  El  arresto  provisional  se  verificará 
en  la  forma  y  según  las  leyes  establecidas 
por  la  legislación  del  país  del  asilo;  pero 
cesará  si  en  el  término  de  un  mes  contado 
desde  que  se  verificó,  no  se  formaliza  la  re- 
clamación de  extradición. 

Art.  27.  En  todos  los  casos  en  que  pro- 
ceda la  prisión  del  refugiado,  se  le  hará  sa- 
ber su  causa  en  el  término  de  veinticuatro 
horas,  y  que  podrá  dentro  de  tres  días  peren- 
torios contados  desde  el  siguiente  al  de  la 
notificación,  oponerse  á  la  extradición,  ale- 
gando: 

1.°     Que  no  es  la  persona  reclamada. 

2.°  Los  defectos  sustanciales  de  que  ado- 
lezcan los  documentos  presentados;  y 

3.°  La  improcedencia  del  -pedido  de  ex- 
tradición. 

Art.  28.  En  los  casos  en  que  fuese  nece- 
saria la   comprobación  de   los   hechos  ale- 


gados, se  abrirá  el  incidente  á  prueba,  ri- 
giendo respecto  de  ella  y  de  sus  término* 
las  prescripciones  de  la  ley  procesal  del  Ee- 
tado  requerido. 

Art.  2v.  Los  objetos  robados  ó  hurtados, 
los  instrumentos  y  útiles  de  que  se  hubiere 
servido  para  cometer  el  delito  y  cualquier 
otro  elemento  de  prueba,  serán  remití  dos  ti 
misino  tiempo  que  se  efectúe  la  entrega  del 
detenido,  y  aun  cuando  después  de  haber*? 
acordado  no  pudiere  verificarse  la  extra  li- 
ción por  causa  de  muerte  ó  fuga  del  reo  Se 
hará  entrega  igualmente  de  todos  los  objeto* 
de  la  misma  naturaleza  que  el  preveoiú «. 
haya  ocultado  0  depositado  en  el  país  de 
asilo  y  que  después  se  encuentren.  Entre 
tanto  quedan  á  salvo  los  derechos  de  terre- 
ras personas  sobre  los  indicados  objetos, 
cuya  restitución  deberá  hacérseles  libre  de 
todo  ¿gasto,  é  inmediatamente  después  de 
concluido  el  procedimiento  penal. 

Art.  30.  Los  gastos  que  causen  el  arres- 
to, mantenimiento  y  transporte  del  individúe 
reclamado  y  también  los  de  la  entrega  y  tme 
lación  de  los  objetos  que,  según  el  artícu.c 
anterior,  deben  remitirse,  serán  de  cuenta 
de  los  Estados  en  sus  territorios  respective* 
El  individuo  reclamado  será  conducido  ai 
lugar  de  la  frontera  ó  al  puerto  que  indique 
el  Gobierno  que  ha  solicitado  la  extradición. 
y  á  cargo  de  este  mismo  serán  los  gastos  r*- 
lativos  al  embarque. 

Art.  31.  La  no  aceptación  de  alguna  o 
algunas  de  las  cláusulas  de  este  Tratado,  no 
impedirá  su  vigencia  en  todo  lo  que  fnete 
aceptado,  contándose  ésta  desde  que  los  Go- 
biernos se  comuniquen  la  aprobación  res- 
pectiva, lo  cual  equivaldrá  al  canje. 

Y  en  fe  de  lo  cual,  los  infrascritos  Pleni- 
potenciarios lo  hemos  firmado  y  sellado  ea 
número  de  tres  ejemplares,  en  Guatemala, s 
17  de  Junio  de  1897.  -(L.  S.)  Leónidas  Pa- 
checo. —  ( L .  S . )  Antonio  Batres.  — Mar'um 
Cruz.— Antonio  González  Saravia.—  {L  S.j 
T.  G.  Bonilla.— Manuel  Delgado. 

Tratado  sobre  propiedad  literaria,  artiv 
tica  é  industrial,  celebrado  entre  las  Repc- 
blicas  Mayor  de  Centro-América,  Coata-Ri-s 
y  Guatemala  en  17  de  Junio  de  1897(1). 

Artículo  1.°  Los  Estados  de  Centro- Amé 
rica  respetarán  la  propiedad  literaria  y  artís- 
tica, la  industrial  y  las  marcas  y  nombres  de 
fábricas  y  de  comercio  que  autorizaren  los 
respectivos  Gobiernos. 


1  (1)  La  Dieta  de  la  República  Major  aproV 
este  Tratado,  sin  modificación  alguna,  en  25  ¿e 
Agosto  de  189*7. 
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Art.  2  o  En  consecuencia,  impedirá  toda 
falsificación,  imitación  ó  concurrencia  des* 
leal. 

^rt.  3.°  Las  patentes  no  prejuzgan  sobre 
la  propiedad  del  invento  ó  marcas,  pues  que- 
dan expeditos  los  derechos  de  un  tercero  pa- 
ra deducirlos  en  juicio. 

Art.  4  ó  Para  los  efectos  de  esta  Conven- 
ción, los  ciudadanos  de  cualquiera  de  los  Es- 
tados contratantes  se  equiparan  y  gozan  de 
los  mismos  derechos. 

Art.  5.o  La  protección  que  los  Estados 
conceden,  se  subordinará  en  su  cumplimien- 
to á  las  condiciones  y  formalidades  prescri- 
tas por  la  legislación  del  origen  de  la  obra  ó 
patente  ó  marca,  tomándose  en  cuenta  la 
prioridad  «le  tiempo. 

Art.  d.°  El  que  solicite  la  protección  á 
que  se  refiere  este  Convenio,  deberá  presen- 
lar  constancia  legalizada  de  su  derecho. 

Art.  7.o  Ninguno  de  los  Estados  está  obli- 
gado á  reconocer  mayor  tiempo  de  favor  del 
que  fijan  sus  propias  leyes,  y  podrá  limitar- 
lo al  del  país  del  origen  si  fuere  menor. 

Art.  8.°  No  se  reconocen  monopolios  ó 
privilegios  de  industria,  y  las  patentes  no 
excluirán  otros  medios  de  ejecutar  ó  produ- 
cir, ni  la  fabricación  de  los  mismos  produc- 
tos que  puedan  ser  elaborados  por  diverso 
sistema. 

Art.  9.°  Es  convenido  que  no  podrá  con- 
cederse propiedad  literaria  ó  artística,  marca 
ó  patente  de  invención,  cuando  ya  hubiere 
precedido  publicidad  ó  concesión  de  la  pa- 
tente ó  título  en  algunos  de  los  Estados  sig- 
natarios, ni  obligará  á  su  reconocimiento,  si 
afectaren  la  moral  ó  repugnaren  á  las  leyes 
del  país. 

Art.  10.  Cualquier  fraude  ó  falsificación 
se  perseguirá  ante  los  Tribunales  y  con  arre- 
glo á  las  leyes  en  cuyo  Estado  se  cometan. 

Art.  11.  Los  Estados  se  comunicarán  los 
títulos,  marcas  ó  patentes  que  concedieren, 
y  abrirán  al  efecto  un  registraren  cada  Es- 
tado. 

Art.  12.  Los  Estados  signatarios  se  re- 
servan el  derecho  de  proscribir  la  introduc- 
ción ó  circulación  de  obras  que  consideren 
contrarias'  á  sus  leyes. 

Art.  18.  Para  la  eficacia  del  presente  Tra- 
tado se  establece  que  los  títulos,  marcas  ó 
patentes,  registrados  conforme  el  artículo  1 1 , 
dan  derecho  á  los  interesados  á  su  reconoci- 
miento, con  la  sola  certificación  de  encon- 
trarse en  el  respectivo  registro  del  Estado  ó 
Estados  en  que  desean  hacerle  valer. 

Art.  14.  Transcurrido  un  afio  de  emitida 
una  patente,  título  ó  marca,  sin  solicitarse  su 
reconocimiento  en  otro  de  los  Estados,  se  en- 
tiende que  se  renuncian  los  derechos  que  se 
derivan  del  presente  Convenio. 

LSOISLAOIÓK  UNIYBaSAL.  —  Amébioá. 


Dicho  término  se  contará  desde  la  apro- 
bación definitiva  del  mismo  Convenio  res- 
pecto á  concesiones  anteriores. 

Art.  15.  Los  Gobiernos  de  los  respecti- 
vos Estados  se  obligan  á  abrir  una  sección 
de  Registro  destinada  al  efecto,  la  que  anual- 
mente publicará  en  volumen  los  registros 
que  se  hubieren  verificado» 

Igual  publicación  se  hará  mensualmente 
en  el  periódico  oficial  de  cada  Estado,  en  la 
sección  destinada  á  ello. 

Art.  16.  La  caducidad  de  cualquiera  con- 
cesión será  también  anotada  y  publicada. 

Art.  17.  Las  transmisiones  ó  traslacio- 
nes de  derechp«  se  sujetarán  al  propio  pro- 
cedimiento para  su  validez. 

Art.  18.  La  caducidad  de  un  derecho  po- 
drán promoverla  todos  los  se  crean  con  in- 
terés. 

Art.  19.  Las  determinaciones  que  se  dic- 
ten, ya  correspondan  á  la  vía  administrativa, 
ó  la  judirial,  se  harán  sumariamente  con  su- 
jeción á  los  respectivos  trámites  do  ley. 

Art.  20.  La  no  aceptación  de  alguna  ó  al- 
gunas de  las  cláusulas  de  este  Tratado,  no 
impedirá  su  vigencia  en  todo  lo  que  fuere 
aceptado,  contándose  ésta  desde  que  los  Go 
biernos  se  comuniquen  la  aprobación  res- 
pectiva, lo  cual  equivaldrá  al  canje. 

En  fe  de  lo  cual,  los  infrascritos  Plenipo- 
tenciarios lo  hemos  firmado  y  sellado  en  nú- 
mero de  tres  ejemplares  en  Guatemala,  á 
17  de  Junio  de  1*97.- T.  G.  Bonilla. -Ma- 
nuel Delgado. — Leónidan  Pacheco.—  Antonio 
Batr en.— Mariano  Cruz.— Antonio  González 
Saravia.  * 

Tratado  sobre  Derecho  civil,  celebrado 
entre  las  Repúblicas.  Mayor  de  Centro- 
América,  Costa  Rica  y  Guatemala,  en  21  de 
Junio  de  1897  (1). 

Artículo  1.°  La  capacidad  civil  de  los 
centro-americanos  se  rige  por  la  ley  de  su 
domicilio. 

Art.  2.°  La  capacidad  civil,  una  vez  ad- 
quirida, no  se  altera  por  el  cambio  de  domi- 
cilio. 

Art.  8.o  Los  efectos  jurídicos  de  la  de- 
claración de  ausencia  respecto  de  los  bienes 
del  ausente,  se  determinan  por  la  ley  del 
lugar  en  que  esos  bienes  se  hallen  situados. 

Art.  4.o  Las  demás  relaciones  jurídicas 
del  ausente  quedarán  sujetas  á  la  ley  del 
lugar  donde  se  hizo  la  declaración  de  au- 
sencia. 

Art.  6.o  La  interdicción  civil  declarada 
en  cualquiera  de  los  Estados  tendrá  efecto 


.    (1)     La  Dieta  de  la  República    Mayor  aprobó 
este  Tratado  en  26  de  Julio  de  189*7. 
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en  todos  ellos,  siempre  que  preceda  publica- 
ción oficial  de  la  sentencia. 

Art.  6.°  Igualmente  surtirá  sus  efectos 
la  declaración  de  ausencia  hecha  en  un  Es- 
tado una  vez  cumplido  el  requisito  de  pu- 
blicidad á  que  se  contrae  el  artículo  ante- 
rior. 

Art.  7.o  El  matrimonio  se  rige  por  la  ley 
del  lugar  donde  se  celebra,  y  en  caso  de 
cambio  de  domicilio,  por  la  ley  de  éste. 

Art.  8.°  La  patria  potestad  se  regula  por 
la  ley  del  domicilio. 

Art.  9°  La  ley  aplicable  á  la  celebración 
del  matrimonio,  lo  es  también  á  la  filiación 
legitima  y  á  la  legitimación  por  subsiguien- 
te matrimonio. 

Art.  10.  Las  cuestiones  sobre  legitimidad 
de  los  hijos,  ajenas  á  la  validez  ó  nulidad 
del  matrimonio,  se  rigen  por  la  ley  del  do- 
micilio conyugal  en  el  momento  del  naci- 
miento del  hijo. 

Art.  11.  Los  derechos  y  obligaciones 
concernientes  á  la  filiación  ilegítima,  están 
sujetas  á  la  ley  del  Estado  en  el  cual  hayan 
de  hacerse  efectivos. 

Art.   12.     La  tutela  y  cúratela  se   rigen 
por  la  ley  del  domicilio  del  tutor  ó  curador. 
Art.  18.    El  cargo  de  tutor  ó  curador  dis- 
cernido en  uno  de  los  Estados    será  recono- 
cido en  todos  los  demás. 

Art.  14.  Los  bienes  existentes  en  un  Es- 
tado se  rigen  por  sus  leyes  locales,  cualquie- 
ra que  sea  su  naturaleza  y  la  calidad  de  la 
persona  á  que  correspondan. 

Art.  15.  Los  contratos,  en  cuanto  á  su 
forma,  están  sujetos  á  la  ley  del  lugar  en 
que  se  celebran,  y  en  cuanto  á  sus  efectos, 
á  la  ley  del  lugar  en  que  hayan  de  apli- 
carse. 

Art.  16.  En  cuanto  á  la  forma  de  los  tes- 
tamentos, se  aplicará  la  ley  del  lugar  donde 
se  otorgan. 

Art.  17.  La  prescripción  extintiva  de  las 
acciones  personales  se  rige  por  la  ley  á  que 
las  obligaciones  correlativas  están  sujetas. 
Art.  18.  La  prescripción  extintiva  de 
acciones  reales,  se  rige  x  por  la  ley  del  lugar 
de  la  situación  del  bien  gravado. 

Art.  19.  Si  el  bien  gravado  fuese  mueble 
y  hubiese  cambiado  de  situación,  la  pres- 
cripción se  rige  por  la  ley  del  lugar  en  que 
se  haya  completado  el  tiempo  necesario  pa- 
ra prescribir. 

Art.  20.  La  prescripción  adquisitiva  de 
bienes  muebles  ó  inmuebles  se  rige  por  la 
ley  del  tugar  en  que  están  situados. 

Art.  21.     Si  el  bien  fuese  mueble  y  hubie- 
se cambiado  de  situación,  la  prescripción  se 
rige  por  la  ley  del  lugar  en  que  se  haya  com- 
pletado el  tiempo  necesario  para  prescribir. 
Art.  22.    Las  partes  contratantes  convie- 


nen en  adoptar  los  siguientes  principio!  y 
declaraciones: 

¿)  La  mayoría  de  edad  se  fija  en  Centro- 
América  en  veintiún  anos. 

b)  El  domicilio  de  una  persona  e§  el  lo- 
gar en  donde  tiene  su  residencia  habitad. 

c)  Puede  estipularse  un  domicilio  espe- 
cial para  el  cumplimiento  de  actos  determi- 
nados. 

d)  El  matrimonio  debe  precisamente  ce- 
lebrarse ante  los  funcionarios  del  orden  ci- 
vil. El  matrimonio  religioso  no  surte  efecto 
alguno  legal. 

6)  Los  cónyuges  pueden,  antes  de  cele- 
brar matrimonio,  arreglar  todo  lo  qoe  a*  re- 
fiere á  sus  bienes.  Este  convenio  deberá 
constar  en  escritura  pública  y  estar  debida- 
mente registrado. 

/)  Si  no  hubiere  capitulaciones  matrimo 
niales,  cada  cónyuge  queda  dueño  y  dispoat- 
libremente  de  los  bienes  que  tenía  al  eos- 
traer  matrimonio  y  de  los  que  adquiera  do- 
rante él  por  título  lucrativo. 

g)  Eb  permitida  la  contratación  entre  loe 
cónyuges,  y  la  mujer  no  necesita  autoriza- 
ción del  marido  ni  del  Juez  para  contratar 
ni  para  comparecer  en  juicio. 

h)  La  ley  reconoce  el  divorcio  en  cnanto 
al  vínculo. 

i)  Es  prohibida  la  investigación  de  la  pa- 
ternidad ilegítima,  excepto: 

1°  Cuando  exista  escrito  del  padre  en 
que  expresamente  declare  su  paternidad. 

2.o  ,  Cuando  esté  el  hijo  en  posesión  no- 
toria de  estado. 

8.°  Cuando  en  caso  de  estupro,  violación 
ó  rapto,  la  época  de  la  concepción  haya  te- 
nido lugar  dentro  de  un  término  mínimo  de 
ciento  ochenta  días,  ó  máximo  de  trescien- 
tos días,  á  contar  desde  la  fecha  del  hecho 
punible. 

j)  La  investigación  de  la  paternidad  e? 
prohibida  cuando  el  reconocimiento  no  pae 
de  verificarse  por  ser  el  hijo  adulterino  i 
incestuoso. 

k)  La  investigación  de  la  paternidad  só- 
lo puede  intentarse  en  vida  del  padre. 

El  hijo  ilegítimo  reconocido  conforme  i 
los  anteriores  incisos,  no  hereda  en  los  Esta 
dos  en  donde  no  se  haya  admitido  la  inves- 
tigación de  la  paternidad,  mientras  no  se  re- 
forme su  legislación  en  este  punto. 

t)  La  patria  potestad,  con  todos  sus  der* 
chos  y  obligaciones,  corresponde  á  la  madre 
en  defecto  del  padre. 

Art.  28.  Las  partes  contratantes  ee  obli- 
gan á  establecer,  tan  pronto  como  sea  por- 
ble,  el  sistema  de  cédulas  hipotecarías  emi- 
tidas directamente  por  los  propietarios  de 
inmuebles. 

Art.  24.    La  no  aceptación  de  alguna  ó  al- 
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-ganas  de  las  cláusulas  de  este  Tratado,  no 
impedirá  su  vigencia  enlodólo  que  fuere 
aceptado,  contándose  ésta  desde  que  los  Go- 
biernos se  comuniquen  la  aprobación  res- 
pectiva, lo  cual  equivaldrá  al  canje. 

En  fe  de  lo  cual,  etc.— (L.  S.)  T.  (?.  Boni- 
lla .  —  Manual  Delgado.— Ángel  Ugarte .  — 
(L.  S.)  Leónidas  Pacheco.— (L  S.)  Antonio  Ba- 
ires.— Mariano  Cruz.— Antonio  González  Sa- 
rama. 

Tratado  ¿obre  Derecho  procesal,  cele- 
brado entre  las  Repúblicas  Mayor  de  Con- 
tro-AtnéricA,  Costa- ltica  y  Guatemala  (1), 

en  23  de  Junio  de  1897. 

Artículo  l.o  Toda  persona  tiene  libre  ac- 
ceso á  los  Tribunales  para  hacer  efectivos 
sus  derechos  y  para  defenderlos. 

Art.  2.o  A  los  centro-americanos  no  se 
les  exigirá  arraigo  personal  ó  fianza  de  es- 
tar á  derecho,  sino  en  los  casos  en  que  se 
les  exigiría  á  los  nacionales  del  Estado  don- 
de se  eucuentren.  t 

Art.  3.°  Los  juicios  y  sus  incidentes  se 
tramitarán  de  conformidad  con  las  leyes  de 
procedimientos  del  Estado  en  cuya  jurisdic- 
ción se  promuevan. 

Art.  O  Las  leyes  del  Estado  en  que 
un  Tribunal  tiene  su  asiento,  determinan 
la  admisión,  apreciación  y  efectos  de  la 
prueba. 

Art.  5.°  El  testimonio  expedido  por  un 
Notario  público  bajo  su  firma  y  sello  debi- 
damente autenticado  y  con  las  demás  for- 
malidades legales,  hará  plena  fe  en  los  de- 
más Estados  respecto  de  los  actos  que  ante 
•él  hayan  pasado. 

Art.  6.*  El  que  apoya  su  derecho  en  le- 
yes extranjeras,  debe  comprobar  su  existen- 
cia en  forma  auténtica. 

Art.  7.°  Los  Tribunales  de  Ion  Estados 
contratantes  tienen  el  deber  de  cumpli- 
mentar los  exhortos  ó  suplicatorios  que 
en  forma  auténtica  se  les  dirijan,  ya  para 
recibir  declaraciones,  hacer  notificaciones 
ó  practicar  cualesquiera  otras  diligencias, 
siempre  que  con  ellas  no  se  contravenga  las 
leyes  locales. 

Art.  8.°  Las  sentencias,  autos  y  fallos 
arbitrales  que  se  dicten  en  cualquiera  de 
los  Estados  signatarios,  tendrán  en  los  de- 
más la  misma  fuerza  que  en  el  de  su  ori- 
gen, si  reúnen  los  siguientes  requisitos: 

1°  Que  hayan  sido  expedidos  por  el 
Tribunal  competente; 

'  2.°     Que  tengan  el  carácter  de  ejecutoria- 
dos en  el  lugar  de  donde  proceden; 


i 
(1)     La  Dieta  de  la  República  Mayor  aprobó 
este  Tratado  en  H  de  Agoato  de  1897. 


S.o  Que  la  parte  vencida  haya  sido  ci- 
tada y  representada,  ó  declarada  rebelde 
con  arreglo  á  las  leyes  del  lugar  del  juicio; 

4.°  Que  no  se  opongan  al  orden  público 
ó  á  las  leyes  del  Estado  en  que  han  de  tener 
efecto; 

6.°  Que  preceda  declaratoria  de  la  Corte 
Suprema  del  Estado  donde  han  de  ejecutar- 
se, sobre  los  anteriores  puntos. 

Art.  9.°  Los  documentos  que  deben 
acompañarse  á  la  sentencia,  auto  ó  fallo» 
para  su  ejecución,  son  los  siguientes: 

1.°    Copia  íntegra  de  la  resolución; 

2.o  Copia  de  los  pasajes  indispensables 
para  acreditar  que  la  parte  ha  sido  ©ida,  ó 
declarada  rebelde  en  su  caso; 

3.o  Copia  del  auto  en  que  se  haya  decla- 
rado la  ejecutoria,  y  de  las  leyes  en  que  se 
funda  la  resolución. 

Art.  10.  El  carácter  ejecutivo  de  las  sen- 
tencias y  el  juicio  subsiguiente  se  regirán 
por  las  leyes  del  Estado  donde  deban  eje- 
catarse. 

Art.  11.  Los  actos  de  jurisdicción  volun 
taria  practicados  en  un  Estado,  tendrán  en 
los  demás  el  mismo  valor  que  tendrían 
si  hubieren  pasado  en  su  propio  territorio, 
cuando  reúnan  los  requisitos  establecidos 
en  los  artículos  anteriores,  en  lo  que  les 
fueren  aplicables. 

Art.  12.  En  el  cumplimiento  de  las  reso- 
luciones dictadas  en  otro  Estado,  los  Tribu- 
nales se  atendrán  al  texto  de  la  comisión, 
debiendo  proveer  los  medios  conducentes  á 
su  realización,  como  nombramiento  de  pe- 
ritos, tasadores,  depositarios  y  otros  aná- 
logos. 

Art.  13.  Los  interesados  en  el  cumpli- 
miento de  dichas  comisiones,  harán  por  su 
cuenta  los  gastos  de  las  diligencias,  teniendo 
el  derecho  de  constituir,  también  por  su 
cuenta,  apoderados  que  Ihb  presencien. 

Art.  14.  Si  alguna  parte  se  considera  per- 
judicada por  el  cumplimiento  de  una  comi- 
sión judicial,  puede  interponer  los  recursos 
permitidos  en  el  lugar  de  la  ejecución;  pero 
será  desechada  toda  excepción  que  no  se 
refiera  á  alguno  de  los  casos  especificados 
en  el  art.  8.° 

Art.  15.  Los  Tribunales  administrarán  la 
justicia  gratuitamente. 

Art.  16.  La  sucesión  de  los  extranjeros 
que  mueran  sin  herederos  conocidos,  ó 
cuando  éstos  se  hallen  ausentes,  podrá  ser 
representada  por  sus  Cónsules,  para  el  efec- 
to de  iniciar  y  seguir  el  juicio  de  testamen- 
taría, ó  de  intestado  en  su  caso. 

Art.  17.  El  recurso  de  amparo  procederá 
siempre-que  se  hubieren  violado  las  garan- 
tías constitucionales. 

Art.  18.    En  las  solicitudes  de  excarcela- 
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ción  ee  calificará  por  el  Juez,  la  garantía 
ofrecida,  sin  audiencia  del  acosador;  y  se 
otorgará  si  fuere  procedente  en  el  mismo 
acto  de  la  presentación. 

Art.  19.  Los  extranjeros  están  sujetos  al 
arraigo  y  al  juzgamiento  criminal  conforme 
á  las  leyes  del  Estado  en  que  delincan. 

Art.  20.  Ninguna  persona  puede  ser  obli- 
gada á  declarar  en  juicio  criminal  contra  sí 
misma,  ni  contra  su  cónyuge  ó  parientes 
dentro  del  cuarto  grado  de  consanguinidad 
ó  segundo  de  afinidad. 

A  los  reos  se  les  tomará  declaración  sin 
juramento. 

Art:  21.  El  derecho  de  defensa  es  invio- 
lable. Los  Tribunales  permitirán  á  los  acu- 
sados nombrar  defensor  y  comunicarse  con 
él  libremente,  ó  se  les  nombrará  de  oficio  si 
no  quisieren  ó  no  pudieren  hacerlo. 

Art.  22.  Los  Estados  signatarios  procu- 
rarán establecer  el  juicio  oral  y  público, 
adaptándolo  á  las  condiciones  peculiares  del 
plenario  según  las  leyes  existentes,  ó  las  re- 
formas que  se  les  hicieren. 

Art.  28.  No  puede  imponerse  pena  algu- 
na sino  por  actos  ó  omisiones  calificados  de 
delitos  por  leyes  anteriores  á  su  perpetra- 
ción. 

Art.  24.  Nadie  puede  ser  separado  de 
sus  Jueces  naturales.  No  podrán,  en  conse- 
cuencia, establecerse  Tribunales  ni  Comisio- 
nes extraordinarias. 

Art.  25.  A  la  imposición  de  las  penas 
debe  preceder  el  juicio,  seguido  por  todos 
sus  trámites,  hasta  que  la  sentencia  haya 
sido  ejecutoriada. 

Art.  26.  Las  penas  son  conmutables  de 
derecho  cuando  su  duración  no  exceda  de 


dos  años.  Cada  Estado  fijará  los  limites  der 
valor  de  la  conmutación. 

Art.  27.  No  podrá  iniciarse  ni  seguirse 
juicio  criminal  por  delito  sobre  el  cual  hu- 
biere precedido  indnlto  ó  amnistía,  ó  recaído 
sentencia  absolutoria  ejecutoriada. 

Art.  28.  Ningún  Juez,  autoridad  ó  agente 
de  ella  puede  maltratar,  amenazar  ni  enga- 
ñar á  on  procesado,  para  arrancarle  sai 
confesión  ó  declaración  forzada.  Si  lo  hicie- 
ren, será  nula  la  declaración. 

Art.  29.  Se  establece  en  el'juicio  crimi- 
nal el  recurso  extraordinario  de  revisión 
ante  la  Corte  Suprema  respectiva,  cuando 
después  de  pronunciada  y  ejecutoriada  la 
sentencia  condenatoria,  ocurra  alguno  de 
los  casos  siguientes: 

l.o  Estar  sufriendo  dos  ó  más  personal, 
por  sentencias  contradictorias  á  cansa  de  nn 
mismo  delito. 

2.°  Comprobarse  la  existencia  del  su- 
puesto occiso  en  el  caso  de  homicidio. 

8.°  Apoyarse  la  sentencia  en  documen- 
tos declarados  después  falsos,  ó  en  testigos 
convictos  de  falso  testimonio. 

4.°  Llegar  á  demostrarse  la  inexistente 
del  cuerpo  del  delito. 

Art.  80.  La  no  aceptación  de  alguna  ó 
alguna  de  las  cláusulas  de  este  Tratado,  no 
impedirá  su  vigencia  en  todo  lo  que  fuere 
aceptado,  contándose  ésta  desde  que  los 
Gobiernos  se  comuniquen  la  aprobación  res- 
pectiva, lo  que  equivaldrá  al  canje. 

En  fe  de  lo  cual,  etc.  -(L.  S.)  T.  G.  Boni- 
lla. —  Manuel  Delgado.  —  Ángel  ligarte.— 
(L.  S.)  Leónidas  Pacheco.- (JL.  S.)  Antow 
Batr es. —Mariano  Crtys.—  Antonio  González 
Sarama. 
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Tabaco.— Abolición    del    monopolio.— 

Xey  de  3  de  Abril  de  1897. 

Artículo  1.°  Se  suprime  en  todo  el  Estado 
«1  monopolio  del  tabaco;  en  consecuencia  se 
permite,  sin  limitación  alguna,  la  siembra, 
cultivo,  beneficio,  elaboración  y  exportación 
-de  dicha  planta. 

Art.  2.°  Se  autoriza  al  Poder  Ejecutivo 
para  que  desde  el  día  que  comience  á  regir 
esta  ley  venda  la  existencia  de  tabaco  y  pu- 
ros que  le  quede  al  precio  posible. 

Art.  3.°  Esta  ley  comenzará  á  regir,  en 
cuanto  á  la  siembra  y  exportación,  el  1.°  de 
Agosto  próximo;  y  con  respeto  á  la  supre- 
sión del  monopolio,  el  1.°  de  Diciembre  del 
•corriente  año. 

Ley  Electoral  (1).— Reformas  introduci- 
das por  la  de  6  de  Abril  de  1897. 

Artículo  l.o  Los  artículos  6.°,  9.°,  10,  11, 
12,  13,  16,  18,  19,  20,  21,  22,  23,  24,  26,  27, 
28,  30,  31,  34,  35,  36,  37,  41,  42,  43,  44,  47, 
51,  62,  64,  66,  66,  67,  68,  60,  64,  66,  69,  71, 
72,  73,  74,  70,  77,  78,  79  y  87  de  la  Ley  de 
Elecciones,  se  leerán  así: 

cArt.  6."  Cada  Municipalidad  llevará  un 
libro  denominado  Censo  electoral,  en  el  cual 
se  inscribirán  anualmente,  por  orden  alfabé- 
tico de  apellidos,  y  destinando  á  cada  letra 
hoja  distinta,  los  nombres  de  los  electores 


(1)  Véase  sa  texto  en  las  páginas  366  y  si- 
guientes del  tomo  correspondiente  del  Anuario 
4e  1895. 


del  Municipio,  expresando  su  edad,  estado, 
oficio  ó  profesión,  si  saben  leer  y  escribir  y 
su  domicilio.  El  libro  del  Censo  será  rubri- 
cado y  sellado  en  todas  sus  hojas  por  el  Al- 
calde municipal. 

>Art.  9.°  La  Municipalidad,  para  la  for- 
mación y  revisión  del  Censo,  tendrá  á  la  vis- 
ta el  Padrón  municipal,  el  Registro  civil  y 
las  listas  que  las  respectivas  autoridades  ju- 
diciales deben  remitirle  el  31  de  Diciembre 
de  los  ciudadanos  suspensos  en  sus  derechos. 

>Art.  10.  El  16  de  Febrero,  el  Secretario 
municipal  hará  fijar,  en  el  lugar  de  los  car- 
teles, el  cuadro  autorizado  de  los  electores 
inscritos  en  el  Censo;  y  el  Alcalde  convocará 
por  bando  á  los  ciudadanos  para  que,  del  16 
al  último. de  mes,  ocurran  á  ver  y  reclamar 
dicho  Censo. 

>Art.  11.  Del  16  al  último  de  Febrero, 
la  Municipalidad,  en  sesión  pública,  resol- 
verá, con  vista  de  pruebas,  cualquier  recla- 
mo que  verbalmente  ó  por  escrito  se  presen- 
te al  Alcalde  sobre  inclusiones,  exclusiones 
ó  rectificaciones  del  Censo. 

Contra  las  resoluciones  .de  la  Municipali- 
dad habrá  el  recurso  de  apelación  para  ante 
el  Consejo  departamental. 

»Art.  12.  El  16  de  Marzo,  el  Alcalde  re- 
mitirá al  Presidente  del  Consejo  departa- 
mental el  cuadro  de  electores  inscritos  en  el 
Censo,  expresando  el  número  de  mayores  y 
menores  de  edad,  casados  y  solteros,  y  los 
que  sepan  ó  no  leer  y  escribir. 

>Art.  13.  El  Presidente  del  Consejo,  con 
vista  de  los  cuadros  municipales  que  reciba, 
formará  el  cuadro  de  los  electores  del  depar- 
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tamento,  por  municipios;  y  en  todo  e)  mes 
de  Abril  enviará  copia  de  él  al  Ministro  de 
Gobernación,  para  que  se  publique  en  el  pe- 
riódico uncial  y  se  forme  el  cuadro  general 
de  la  República. 

*Art.  16.  Terminada  la  elección,  el  Alcal- 
de, asistido  del  Secretario,  liará  el  escruti- 
nio de  votos,  llamará  á  los  individuos  elec- 
tos por  mayoría,  les  tomará  la  promesa  cons- 
titucional y  declarará  legal  mente  instalada 
la  Mesa;  de  todo  lo  cual  se  levantará  acta 
que  firmarán  el  Alcalde  y  los  electos,  por  an- 
te el  Secretario  municipal. 

»Art.  18.  La  lista  de  lectores  se  formará 
y  publicará  el  día  de  la  convocatoria,  fiján- 
dola en  el  local  de  la  elección,  que  será  edi- 
ficio público.  De  esta  lista  habrá  un  tanto  en 
ia  Mesa. 

»Art.  19.  Ningún  elector  podrá  votar  en 
otra  Mesa  que  la  de  su  municipio,  salvo  el 
caso  de  elecciones  de  autoridades  supremas 
y  con  boleta  de  ciudadanía.  Para  este  efecto, 
los  electores  inscritos  tienen  derecho  á  que 
el  Secretario  municipal  les  extienda,  desde 
un  mes  antee  de  las  elecciones,  una  boleta 
Je  ciudadanía,  de  conformidad  con  el  Censo. 
Esta  boleta  será  nominal,  y  se  recogerá  al 
dar  su  voto  el  elector. 

>Arí.  20.  La  Mesa  se  reunirá  en  los  días 
de  elección,  á  las  ocho  en  punto  de  la  maña- 
na. A  falta  de  cualquiera  de  sus  miembros 
propietarios  integrará  el  suplente  respec- 
tivo. 

La  elección  se  practicará  en  tres  días  con- 
secutivos 

» Art.  21.  Reunida  la  Junta,  el  Presidente 
anunciará:  «empieza  la  votación».  Los  elec- 
tores se  acercarán  á  la  Mesa  uno  á  uno,  y 
diciendo  su  nombre  y  apellido,  los  escruta- 
dores lo  anotarán  en  la  lista  de  ios  inscri- 
tos, y  el  Secretario  lo  escribirá  en  la. de  los 
votantes.  Hecho  esto,  el  elector  depositará 
en  la  urna  destinada  al  efecto  una  papeleta 
blanca,  doblada  ó  plegada,  en  la  cual  estará 
escrito  ó  impreso  el  nombre  del  candidato  ó 
candidatos  á  quienes  dé  su  voto. 

>Art.  22.  La  votación  continuará  sin  inte- 
rrupción hasta  las  cuatro  de  la  tarde,  en  pre- 
sencia de  toda  la  Junta  ó  de  su  mayoría.  A 
esa  hora  el  Presidente  anunciará:  «Va  á 
concluir  la  votación».  En  el  último  día  se 
recibirán  los  votos  de  los  electores  que  es- 
tuvieren presentes  á  dicha  hora,  y  no  se  ad- 
mitirán otroB. 

»Aft.  23.  La  Mesa,  por  mayoría  de  votos, 
resolverá  de  plano. sobre  la  identidad  perso- 
nal de  un  elector,  ó  sobre  cualquier  inci- 
dente electoral  reclamado  por  cualquier  ciu- 
dadano. 

»Art.  24.  Concluida  la  votación  de  cada 
día,  el  Presidente,  en  presencia  de  un  Nota- 


rio, Juez  ó  dos  testigos,  procederá  á  hacer 
el  escrutinio  de  los  votos.  El  Presidente  ex- 
traerá de  la  urna  las  papeletas,  una  poruña, 
las  leerá  en  alta  voz,  las  pondrá  de  mani- 
fiesto al  Secretario,  y  los  escrutadores  te- 
marán nota  de  los  nombres  escritos  en  ellas. 
Terminada  esta  operación,  los  escrutadores 
computarán  los  votos,  el  Presidente  las  pa- 
peletas, y  el  Secretario  el  número  de  electo- 
res. El  Notario,  Juez  ó  testigos  confronta- 
rán  la  lista  anotada  por  los  escrutadores  col 
la  del  Secretario,  y  ésta  con  el  número  de 
papeletas  y  el  de  electores. 

Corresponde  á  la  Mesa  el  nombramiento 
del  Notario,  Juez  ó  testigos  que  deban  dar 
fe  del  escrutinio.  Este  servicio  es  obligato- 
rio y  gratuito. 

>  Art.  26.  Las  papeletas  que  no  sean  blan- 
cas, dobladas  ó  plegadas  no  se  recibirán  por 
la  Mesa.  Las  no  inteligibles,  las  firmadas 
por  el  elector,  lasque  contengan  mayor  ó 
menor  número  de  candidatos  ó  candidatos 
no  elegibles,  se  considerarán  nulas,  parcial 
ó  totalmente,  y  se  archivarán  en  la  Secreta- 
ría municipal  para  cualquier  efecto  de  ley, 
haciéndose  mención  del  número  de  ellas  en 
el  acta  respectiva. 

»Art.  27.  El  resultado  del  escrutinio  ee 
firmará  por  el  Secretario,  y  se  publicará  io- 
mediatamente  por  carteles  que  se  fijaráu  en 
el  lugar  de  la  elección,  al  exterior  del  edi- 
ficio. 

>  Art.  28.  Acto  continuo  se  levantará  e 
acta  de  la  elección  de  cada  día,  expresando 
el  número  de  votantes,  el  nombre  de  los 
candidatos  y  el  número  de  votos  qne  cada 
uno  ha  obtenido,  y  consignando  cualquier 
reclamación  ó  protesta.  El  acta  se  fecha- 
rá y  firmará  por  todos  los  miembros  de 
la  Mesa,  ante  el  Notario,  Juez  ó  testigos. 

Con  presencia  de  las  actas  parciales  se 
levantará  el  acta  general  de  la  elección,  qoe 
será  autorizada  en  la  misma  forma  queaqué 
lias;  publicándose  el  resultado  de  la  elec- 
ción conforme  á  lo  prevenido  en  el  articu- 
lo 27. 

»Art.  80.  Si  la  elección  fuere  de  Dipnta- 
do  al  Congreso,  la  Mesa  elegirá  por  céda- 
las un  agente  á  la  Junta  de  escrutinio  de- 
partamental, á  quien  se  enviará  su  creden- 
cial por  el  Secretario,  junto  con  la  certi- 
ficación del  acta  de  elecciones,  de  la  cual 
también  se  remitirá  copia  al  Presidente  de 
dicha  Junta,  por  intermedio  del  Alcalde 
de  la  cabecera  del  departamento.  El  agen- 
te tendrá  las  mismas  condiciones  que  los 
escrutadores,  y  podrá  ser  vecino  de  la  ca- 
becera. 

♦  Art.  81.     Si   la  elección  fuere  de  Auto- 
ridades locales,  el  Secretario  de  la  Junta co- 
1   municará  su  nombramiento  á  los  electos. 
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En  caso  qne  alguno  ó  algunos  de  los  can- 
til datos  no  tengan  mayoría  absoluta,  se  con- 
vocará para  el  domingo,  lunes  y  martes  si- 
guientes, á  los  electores  que  no  hubieren 
concurrido,  y  si  en  esa  elección  no  desapa- 
reciere el  empate,  la  Mesa  declarará  electos 
Á  los  que  tengan  mayoría  relativa. 

>Art.  84.  Organizadoel  Directorio,  se  pro- 
cederá al  examen  de  credenciales  y  al  es- 
crutinio de  votos,  con  vista  de  las  certifica- 
ciones que  presentarán  los  agentes,  y  de 
las  que  hubiere  recibido  el  Presidente  de 
loa  pueblos  cuyos  agentes  no  hayan  concu- 
rrido á  la  Junta. 

La  Junta  declarará  electos  Diputados  á 
los  que  tengan  mayoría  absoluta  de  votos,  y 
no  teniéndola  hará  la  elección  por  cédulas 
entre  los  que  hubieren  reunido  mayor  nú- 
mero de  sufragios. 

De  les  actos  de  esta  Junta  dará  fe  un 
Notario,  y  en  su  defecto  un  Juez  ó  dos  tes- 
tigos. 

»  Art.  36.  Declarada  la  elección  se  senta- 
rá el  acta  correspondiente,  expresando  el 
nombre  y  representación  de  los  agentes,  la 
base  de  electores  del  departamento,  el  nú- 
mero de  votos  de  cada  candidato,  y  los  que 
hayan  sido  electos.  £1  acta  será  firmada 
por  el  Directorio,  ante  el  Notario,  Juez  ó 
testigos. 

» Art.  30.  El  Presidente  de  la  Junta  remi- 
tirá certificación  del  acta,  extendida  por  su 
Secretario,  á  cada  uno  de  los  Diputados  elec- 
tos, propietarios  y  suplentes,  para  que  les 
sirva  de  credencial,  y  otra  al  Ministerio  de 
la  Gobernación. 

>Art.  37.  En  toda  elección  ordinaria  de 
Diputados  la  Junta  departamental  elegirá 
por  cédulas  un  Delegado  á  la  Central  de  la 
República,  quien  tendrá  las  mismas  condi- 
ciones de<  sus*  miembros  y  á  quien  se  le  en- 
viará por  el  Secretario  certificación  del  acta 
de  su  nombramiento  y  de  la  de  la  elección 
de  Diputados,  de  la  cual  también  se  man- 
dará certificación  al  Presidente  de  la  Jun- 
ta central.  Los  delegados  pueden  ser  vecinos 
de  la  capital. 

>Art.  41.  Organizado  el  Directorio,  se 
procederá  al  examen  de  laB  credenciales. 
Aprobadas  éstas,  y  en  vista  de  las  actas  del 
escrutinio  departamental,  se  hará  el  escru- 
tinio de  votos  de  los  candidatos  que  no 
hubieren  sido  declarados  electos  Diputa- 
dos propietarios  en  las  Juntas  departamen- 
tales. 

>  Art.  42.  Practicado  el  escrutinio,  la  Jun- 
ta central  declarará  electos  Diputados  de  la 
minoría  á  los  candidatos  que  hayan  obteni- 
do más  de  3.000  votos  en  las  elecciones  de 
toda  la  República. 

Si  el  número  de  candidatos  que  han  obte- 


nido más  de  tres  mil  votos  excede  de  siete, 
la  Junta  declarará  electos  á  los  siete  que  ha- 
yan obtenido  mayor  número  de  sufragios. 

>Art.  43.  Practicada  la  elección  en  la  for- 
ma establecida,  se  sentará  el  acta,  expresan- 
do en  ella  el  nombre  y  representación  de  los 
Delegados,  el  número  de  votos  que  haya  ob- 
tenido cada  candidato,  y  los  que  fueren  elec- 
tos Diputados  de  la  mi  noria.  Esta  acta  será 
firmada  por  el  Directorio  ante  el  Notario, 
Juez  ó  testigos  que  deben  presenciar  los  ac- 
tos de  esta  Junta. 

>  Art.  44.  El  Presidente  enviará  certifica- 
ción de  esta  acta,  extendida  por  su  Secreta- 
rio, á  cada  uno  de  los  Diputados  que  haya 
declarado  electos  la  Junta,  para  que  les  sir- 
va de  credencial;  otra  certificación  se  envia- 
rá al  Ministro  de  Gobernación. 

>Art.  47.  Sólo  podrán  entrar  al  local  de 
la  elección  los  electores,  el  Notario,  Juez  ó 
testigos  que  deban  dar  fe  de  los  actos  elec- 
torales, y  los  conserjes  que  estén  al  servicio 
de  la  Mesa. 

>  Art.  51.  Dentro  de  cien  metros  del  local 
de  la  elección  no  podrá  situarse  fuerza  arma- 
da, fuera  de  su  cuartel,  ni  podrán  distribuir- 
se papeletas  á  los  electores.  Sólo  en  virtud 
de  requerimiento  del  Alcalde  ó  del  Presiden- 
te de  la  Junta,  para  restablecer  el  orden  al- 
terado, podrá  entrar  la  fuerza  armada  al 
local  de  la  elección. 

>Art.  52.  Se  prohiben  las  paradas  mili- 
tares ó  ejercicios  doctrinales  en  los  día  de 
elección,  lo  mismo  que  el  llamamiento  de 
los  electores  al  servicio  militar  desde  la  con- 
vocatoria á  elecciones  hecha  por  el  Alcalde 
hasta  que  éstas  se  hayan  verificado,  Balvo 
el  caBo  de  estado  de  sitio. 

>Art.  54.  Las  elecciones  pueden  y  deben 
declararse  nulas,  parcial  ó  totalmente,  por 
cualquiera  de  las  causas  siguientes: 

1.a  Por  falta  de  convocatoria  á  los  ciuda- 
danos, ó  por  falta  de  intervención  de  cual- 
quier funcionario  que  deba  intervenir  en 
ellas  conforme  á  la  ley. 

2.a  Por  falta  de  cualquier  requisito  cons- 
titucional ó  legal  en  el  funcionario  ó  funcio- 
narios electos. 

3.a  Por  haber  mediado  coacción  ó  violen- 
cia de  la  fuerza  armada. 

4.a  Por  error  manifiesto  en  la  computa- 
ción de  los  votos  que  decida  del  resultado  de 
la  elección. 

5.a     Por  falsedad  sustancial  de  las  actas. 

>  A  rt.  55.  De  las  causas  de  nulidad  de  elec- 
ciones de  autoridades  supremas  conocerá  el 
Congreso  nacional,  y  de  las  de  autoridades 
locales,  el  Consejo  departamental.  La  ac- 
ción para  reclamar  la  nulidad  será  pública, 
y  deberá  ejercitarse  antes  de  que  tome  po- 
sesión el  electo. 
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»Art.  56.  Declarada  la  nulidad  de  una 
elección,  total  ó  parcialmente,  se  mandará 
reponer  inmediatamente  por  la  autoridad 
que  haya  hecho  la  declaratoria. 

La  nulidad  de  una  elección  no  afecta  otra 
más  general,  aun  cuando  no  resultare  ma- 
yoría de  electores,  de  conformidad  con  el 
Censo. 

>Art.  57.  La  falsedad  cometida  por  fun- 
cionarios públicos  en  documentos  electora- 
les, constituye  el  delito  de  falsificación  de 
documentos  públicos  ó  auténticos,  y  será 
castigada  con  presidio  menor  en  su  grado 
máximo  á  presidio  mayor  en  su  grado  míni- 
mo, conmutable  de  derecho  á  razón  de  dos 
pesos  por  dia. 

Son  documentos  electorales  el  Censo  y  sus 
cuadros,  las  actas,  certificaciones,  carteles  y 
credenciales  á  que  se  refiere  esta  ley. 

»Art.  58.  Serán  castigados  como  culpa- 
bles de  fraude  electoral  con  reclusión  menor 
en  su  grado  mínimo,  conmutable  de  derecho 
á  razón  de  un  peso  por  día,  los  funcionarios 
públicos  que  incurran  en  los  actos  ú  omisio- 
nes siguientes: 

K°  Inexactitud  maliciosa  en  la  forma- 
ción del  Censo,  por  inclusiones  ó  exclusio- 
nes ilegales. 

2.o  Inexactitud  ó  retardo  culpables  en  la 
formación,  expedición  ó  publicación  de  do- 
cumentos electorales. 

3.°  Alteración  inmotivada  del  tiempo  y 
lugar  en  que  deba  practicarse  cualquiera 
elección. 

■  4.°  Irregularidad  legal  en  la  organización 
de  la  Mesa,  ó  error  malicioso  en  el  escruti- 
nio de  votos. 

5  °  Impedimento  al  Notario,  Juez  ó  testi- 
gos ó  á  cualquiera  de  los  miembroB  de  la 
Mesa  para  el  examen  de  la  urna  antes  de 
principiar  la  votación  ó  al  concluir. 

6.o  Inexactitud  intencional  en  la  anota- 
ción de  los  votantes  ó  en  la  lectura  de  Jas 
papeletas. 

7.o  Violación  del  secreto  del  voto,  ó  ma- 
nifestación verbal  contra  la  verdad  de  la 
elección. 

8.°  Declaratoria  de  elección  en  persona 
no  electa,  ó  alteración  maliciosa  del  número 
de  sufragios. 

9.o  Impedimento  ó  suspensión  injustifi- 
cables de  cualquier  acto  electoral. 

>Art.  60.  Toda  acción  ú  omisión  de  un 
funcionario  público  que  tenga  por  objeto 
manifiesto  ejercer  presión  en  los  electores  ó 
Juntas  electorales,  constituye  delito  de  coac- 
ción, que  será  penado  con  reclusión  menor 
en  su  grado  mínimo,  conmutable  de  derecho 
á  razón  de  un  peso  por  día. 

Igual  pena  se  impondrá  á  cualquier  auto- 
ridad ó  funcionario  público  del  Poder  Ejecu- 


tivo que,  de  palabra  ó  por  escrito,  se  dirija 
á  sus  subalternos  ó  á  loa  electores  eon  c'. 
objeto  de  influir  en  determinadas  candida- 
turas. 

»  Art.  64.  La  falta  de  cu  na  pl  i  miento  <te 
cualquiera  de  las  obligaciones  y  formalida- 
des establecidas  por  esta  ley,  ó  por  diaposi- 
ciones que  reglamenten  su  ejecución,  de  par- 
te de  las  personas  que  intervengan  ó  tengas 
que  intervenir  en  actos  electorales  con  ca- 
rácter oficial,  será  castigada  por  vía  de  apre- 
mio ó  de  pena  con  prisión  en  cnalqaiera  át 
sus  grados,  conmutable  de  derecho  a  razón 
de  un  peso  por  día,  si  el  hecho  no  consti te- 
ye  delito. 

>Art.  66.  La  justicia  ordinaria  conocerá 
de  los  delitos  electorales  sin  distinción  al- 
guna de  fuero,  conforme  al  derecho  común. 
Las  faltas  del  Presidente  ó  Junta  aerar: 
castigadas  por  el  Consejo  departamental  es 
los  mismos  términos  que  prescribe  el  articu- 
lo precedente. 

>Art.  69.  Para  los  efectos  de  esta  ley  se 
consideran  funcionarios  públicos  los  em- 
pleados del  departamento  Ejecutivo,  ó  las 
funcionarios  ó  particulares  que  ejeraan  fun- 
ciones electorales. 

>  Art.  71.  La  elección  de  Autoridades  su- 
premas se  practicará  ordinariamente  el  úl- 
timo domingo  del  mes  de  Octubre,  y  conti- 
nuará el  lunes  y  martes,  previa  la  convoca- 
toria correspondiente. 

>  Art.  72.  La  elección  de  Autoridades  loca- 
les se  verificará  ordinariamente  el  último 
domingo  de  Noviembre  de  cada  año,  y  con- 
tinuará el  lunes  y  martes,  previa  la  respec- 
tiva convocatoria. 

»Art.  78.  También  habrá  elecciones  ex- 
traordinarias, tanto  de  Autoridades  supre- 
mas como  locales,  para  llenar  las  vacantes 
que  ocurran,  en  los  días  domingo,  Iones  y 
martes,  que  determine  la  Autoridad  corres- 
pondiente. 

> Art.  74.  La  elección  de  Diputados  se  ha- 
rá por  departamentos,  bajo  la  base  de  nn 
Diputado  propietario  y  nn  suplente  por 
cada  10.000  habitantes.  Los  departamen- 
tos que  tuvieren  una  población  menor  ele- 
girán sin  embargo  un  Diputado  propietario 
y  un  suplente. 

>  Art.  76.  £1  agente  delegado  que  sin  jas 
ta  causa,  legalmente  comprobada,  dejare  de 
concurrir  á  la  fecha  en  que  debe  instalar 
se  la  Junta,  será  apremiado  ó  penado  por 
el  Presidente  de  ésta  con  prisión  de  cinco 
á  treinta  días,  ó  multa  de  cinco  á  30  pesos, 
que  hará  efectivas  el  Juez  de  letras  depar- 
tamental ó  seccional  con  sólo  el  aviso  del 
Presidente. 

»Art.  77.  El  elector  que  «in  justa  causa, 
legalmente  comprobada,  dejare  de  concurrir 


BSTADO  DE  HONDURAS  —  RK FORMAS  BN  LA   LKY  1»K  AGRICULTURA 


315 


^Á  las  elecciones,  incurrirá  en  ana  multa  de 
cinco  á  10  pesos,  que  exigirá  gubernativa- 
mente el  Alcalde  municipal. 

£1  Alcalde  que  fuere  moroso  en  el  cum- 
plimiento de  esta  disposición  será  apremia- 
do ó  penado,  á  pedimento  del  Síndico  ó 
<ie  cualquier  ciudadano,  con  multa  de  10 
Á  30  pesos,  la  cual  le  impondrá  guberna- 
tivamente el  Consejo  departamental,  por 
lodos  los  electores  que  hubieren  dejado  de 
•ooncurrir. 

En  caso  de  insolvencia  ó  negativa  del 
multado  para  satisfacer  la  multa,  se  le  im- 
pondrá prisión  á  razón  de  un  día  por  cada 
peso. 

»Art.  78.  Para  los  efectos  de)  art  77,  el 
Alcalde  remitirá  al  Presidente  del  Consejo 
departamental,  ocho  días  después  de  la  elec- 
-ción,  una  lista  de  los  electores  que  no  hu- 
bieren concurrido  á  votar,  autorizada  por 
la  municipalidad,  y  acompañada  de  un  in- 
forme relativo  á  las  diligencias  que  el  A  leal* 
de  hubiere  practicado  para  hacer  efectiva 
la  multa. 

>  Art.  79.  En  el  cómputo  de  los  votos  se 
tendrá  por  mayoría  absoluta  al  número  ma- 
yor á  la  mitad  del  total. 

£1  Presidente  de  ¿oda  Junta  electoral  ten- 
drá doble  voto  en  los  casos  de  empate. 

>  Art.  87.  Todos  los  documentos  electo- 
rales se  extenderán  conforme  á  los  formu- 
larios anexos  á  la  presente  ley,  y  llevarán 
el  sello  correspondiente. 

Todos  los  gastos  que  se  ocasionen  en  las 
Juntas  electorales  serán  de  cuenta  de  las 
respectivas  municipalidades.» 

Art.  2.°  Los  artículos  17,  18,  frac.  1.» 
68  y  82  de  la  citada  Ley  de  Elecciones  y 
los  adicionales  de  la  misma,  quedan  dero- 
gados. 

Art.  3.o  La  presente  ley  comenzará  á  re- 
gir desde  el  mismo  día  de  su  publicación, 
en  esta  capital,  y  después  del  plazo  p  re  ti  ja- 
do en  e)  art.  8°  del  Código  civil,  en  los  de- 
más pueblos  del  Estado. 

Ley  de  agricultura. -Reformas  introdu- 
cidas por  la  de  9  de  Abril  de  1807. 

Artículo  único.  Decretarle  las  siguien- 
tes reformas  á  los  artículos  12,22,  23,30,  31, 
33,  37,  39  y  48  de  la  Ley  de  21  de  Aguato 
de  1896. 

«Art.  12.  Los  concesionarios  que  habien- 
do iniciado  sus  empresas  no.  aumenten  sus 
plantaciones,  cultivando  cada  año  por  lo  me- 
nos una  cuarta  parte  del  área  cedida,  perde- 
rán los  derechos  adquiridos  en  la  parte  que 
tengan  inculta,  la  cual  volverá  al  dominio 
del  Estado  ó  de  la  municipalidad  respectiva. 
Esto  se  entiende  sin   perjuicio  de  la  parte 


que  se  destine  á  los  servicios  de  la  finca  ó 
hacienda,  y  que  no  podrá  exceder  de  una 
quinta  parte  del  terreno  concedido  ó  arren- 
dado. 

>Art.  22.  Para  los  efectos  de  esta  ley,  se 
considerarán  como  agricultores  los  que  en 
una  sola  extensión  de  terreno  nacional,  mu- 
nicipal, de  su  propiedad  ó  en  arriendo,  for- 
malmente cercada  ó  zanjada,  donde  sea  ne- 
cesario, cultiven  por  lo  menos  ocho  manza- 
nas de  café  ó  su  equivalente  aproximado  en 
valor  de  cualquiera  de  las  plantaciones  á  que 
se  refiere  el  art.  4.° 

>Art.  23.  También  se  consideran  como 
agricultores  los  operarios  de  potreros  de  re- 
pastos que  tengan  formalmente  acotada  y 
sembrada  de  zacate  ó  pasto  artificial  una  área 
de  terreno  que  no  baje  de  cincuenta  manza- 
nas, en  terrenos  nacionales,  municipales,  de 
su  propiedad  ó  en  arriendo. 

Las  concesiones  y  garantías  establecidas  á 
favor  de  los  agricultores,  corresponden  tam- 
bién á  las  personas  que  manifiesten  ante  la 
autoridad  respectiva  su  propósito  de  dedi- 
carse á.  alguno  ó  algunos  de  los  cultivos  com- 
prendidos en  el  artículo  4.<>;  mas  si  dentro 
de  un  año  de  haber  hecho  la  manifestación, 
no  hubiere  emprendido  trabajos  que  demues 
tren  satisfactoriamente  la  resolución  de  lle- 
var á  cabo  la  empresa  iniciada,  quedarán  su- 
jetas dichas  personas,  en  cuanto  al  uso  que 
hayan  hecho  de  las  concesiones,  alas  penas 
consignadas  en  los  arts.  49  y  61. 

» Art.  30.  Los  administradores,  mayordo- 
mos, tenedores  de  libros  y  operarios,  deberán 
inscribirse  en  la  matrícula  de  mayordomos  y 
operarios,  ante  la  autoridad  que  designa  la 
Ley  de  Policía,  expresando  el  tiempo  y  valor 
de  su  compromiso  y  la  calidad  del  trabajo  á 
que  se  obligan. 

»Art.  31.  Todo  agricultor  ó  su  represen- 
tante extenderá  á  sus  administradores,  ma- 
yordomos, tenedores  de  libros  y  operarios, 
una  boleta  con  su  firma,  expresando  el  nom- 
bre y  apellido  del  comprometido,  el  tiempo  y 
valor  del  contrato,  la  calidad  del  trabajo  y  la 
fecha  de  entrada  al  servicio. 

>Art.  33.  Los  agricultores  solicitarán  de 
la  autoridad  militar  departamental,  boleta  de 
exención  del  servicio  militar,  en  favor  de  sus 
adminisiradores,  mayordomos,  tenedores  de 
libros  y  operarios.  Esta  solicitud  irá  acom- 
pañada de  las  matriculas  del  agricultor  y  de 
sus  empleados, mayordomos  y  operarios, que 
serán  devueltas  juntamente  con  la  boleta  de 
exención. 

» Art.  37.  Los  individuos  que  tengan  ocu- 
pación y  permanencia  diaria  en  las  fincas  y 
en  las  haciendas  de  ganado  mayor,  están 
exentos  del  servicio  militar  ordinario,  para- 
das, comisiones  militares,  cargos  y  servicios 
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concejiles.  Las  autoridades  militares  y  civi- 
les no  podrán  emplear  como  agentes  Bayos 
á  los  mayordomos  y  operarios  matriculados. 

>  Art.  39.  Las  exenciones  de  operarios  se 
limitarán  á  los  necesarios  para  los  trabajos, 
sin  exceder  de  dos  por  cada  cuatro  manza- 
nas, y  del  doble  en  tiempo  ó¡e  cosecha,  cuan- 
do ésta  exija  servicios  extraordinarios.  Para 
las  empresas  de  potreros  de  repasto,  se  li~ 
mi  tiran  á  un  operario  por  cada  diez  man- 
zanas. 

»Art.  48.  Todo  patrón,  duefio  ó  arrenda- 
tario de  finca  ó  hacienda,  está  obligado  á 
devolver,  por  medio  del  Comandante  local 
respectivo,  á  la  autoridad  militar  del  depar- 
tamento, las  boletas  de  exención  militar 
cuando  sus  administradores,  tenedores  de  li- 
bros, mayordomos  ú  operarios  hayan  cum- 
plido el  término  de  su  compromiso  ó  rescin- 
dido el  contrato,  bajo  pena  de  diez  á  veinte 
pesos  de  multa,  que  le  impondrá  y  exigirá 
el  Alcalde  municipal,  previo  aviso  del  Co- 
mandante local.» 

Ley  orgánica  de  Tribunales,  de  10  de 

Abril  de  1897. 

TITULO  PRIMERO 

DB   LA   ADMINISTRACIÓN    DB   JUSTICIA 

Artículo  1.°  La  facultad  de  juzgar  y  eje- 
cutar lo  juzgado  pertenece  exclusivamente  á 
los  Juzgados  y  Tribunales  de  justicia. 

La  justicia  se  administra  en  nombre  de  la 
República. 

Art.  2.°  Los  Juzgados  y  Tribunales  tie- 
nen además  las  facultades  conservadoras, 
disciplinarias  y  económicas  que  determina 
esta  ley. 

Art  3.°  Es  prohibido  á  las  autoridades 
judiciales: 

l.o  Mezclarse  en  las  atribuciones  de 
otras  autoridades  y  ejercer  otras  atribucio- 
nes que  las  que  determinan  las  leyes'. 

2.°  Aplicar  leyes,  decretos  ó  acuerdos 
gubernativos  que  sean  contrarios  á  la  Cons- 
titución. 

3.°  Aplicar  decretos,  reglamentos,  acuer- 
dos ú  otras  disposiciones  que  sean  contra- 
rias á  la  ley. 

4.°  Dirigir  al  Poder  Ejecutivo,  á  funcio- 
narios públicos  ó  á  corporaciones  oficiales, 
felicitaciones  ó  censuras  por  sos  actos. 

5.°  Tomar  en  las  elecciones  populares 
del  territorio  en  que  ejerzan  sus  funciones, 
más  parte  que  la  de  emitir  su  voto  personal. 

6.°  Mezclarse  en  reuniones,  manifesta- 
ciones ú  otros  actos  de  carácter  político, 
aunque  sean  permitidos  á  los  demás  ciuda- 
danos. 


Art.  4.o  A  los  Juzgados  y  Tribunales  c> 
establece  la  presente  ley,  se  sujetará  e!. - 
noci miento  de  todos  los  asuntos  judicin* 
que  se  promuevan  en  la  República,  sin  pe- 
juicio  de  lo  dispuesto  sobre  juicios  polines 
por  el  art.  168  de  la  Constitución. 

Exceptúense  únicamente  las  cuentas  5sa- 
lee  y  municipales,  y  las  causas  militares,.  - 
las  que  conocerán  los  Juzgados  y  Tribuní^ 
que  designen  las  leyes  especiales. 

Art.  5.u  Los  Juzgados  y  Tribunales  tí' 
podrán  ejercer  su  jurisdicción  en  los  asot- 
tos  y  dentro  del  territorio  que  les  hubiere, 
designado  las  leyes,  lo  cual  no  impide  qc 
en  los  asuntos  de  que  conocen  puedan  d;<- 
tar  providencias  que  hayan  de  He  vane  & 
efecto  en  otro  territorio. 

Art.  6  o  Ningún  Juzgado  ó  Tribunal  po- 
de abrir  juicios  fenecidos.  Tampoco  peed- 
avocarse  causas  pendientes  ante  otro  Jnzga- 
do  ó  Tribunal,  á  menos  que  las  leyes  Je  con- 
fieran esta  facultad.  Sin  embargo,  el  sup- 
rior puede  pedir  al  inferior  un  expedienta 
ad  efectum  videndi;  pero  no  deberá  releer- 
lo más  de  setenta  y  dos  horas. 

Art.  7.°  Ningún  Jaez  ó  Magistrado  pue- 
de serlo  en  diversas  instancias  en  una  mi- 
ma causa. 

Art.  8.o  Los  actos  de  los  Juzgados  y  Tri- 
bunales son  públicos,  sin  perjuicio  de  laseí 
cepciones  establecidas  por  las  leyes. 

Art.  9.°  Los  Juzgados  y  Tribunales  e 
podrán  ejercer  sus  funciones  sino  á  initu- 
cia  de  parte,  excepto  los  casos  en  que  las  lt 
yes  los  faculten  para  proceder  de  oficio, 

Reclamada  su  intervención  en  formad 
gal  y  en  asunto  de  su  competencia,  do  pi- 
drán  excusarse  de  ejercer  su  autoridad  i» 
aun  por  falta  de  ley  que  resuélvala  contier. 
da  sometida  á  su  decisión. 

Art.  10.  Para  el  cumplimiento  de  sos  re- 
soluciones, los  Juzgados  y  Tribunales  po- 
drán requerir  de  cualquiera  autoridad  ó  dt 
los  ciudadanos  el  auxilio  de  la  fuerza  anui- 
da, ó  cualquiera  otra  de  que  dispusieren. 

La  autoridad  ó  los  ciudadanos  requería 
deberán  prestar  el  auxilio,  sin  calificar  la  It- 
galidad  con  que  se  les  pide,  ni  la  justiciad? 
la  resol  uoión. 

Art.  11.  La  autoridad  judicial  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones  es  independíenle  fc 
toda  otra  autoridad. 

Art.  12.  Los  funcionarios  judiciales  fr- 
ío serán  responsables  por  sus  actos  ó  r? 
soluciones  en  los  casos  que  determinen  iu 
leyes. 

Art.  13.  La  administración  de  justicia^ 
gratuita.  Loe  empleados  judiciales,  con  ex- 
cepción de  los  Jueces  de  paz,  serán  reinos 
rados  de  conformidad  con  la  Ley  de  Presu- 
puesto. 
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Loe  empleados  de  los  Juzgados  de  paz  se- 
ta remunerados  de  conformidad  con  los 
res  up  oes  tos  municipales. 

Art.  14.  Los  Juzgados  y  Tribunales  pae-, 
en  conmutar  ó  sustituir  discrecional  mente 
te  penas  pecuniarias  y  las  penas  corporales 
ne  hubieren  impuesto  disciplinariamente. 

Art.  15.  Los  Juzgados  de  letras  y  Tribu- 
ales  superiores  harán  ingresar  en  las  Ad- 
ministraciones de  Rentas  todas  las  multas 
ue  impusieren  por  delitos  ó  por  faltas  dis- 
iplinarias. 

Los  Juzgados  de  paz  harán  ingresar  en 
as  Tesorerías  municipales  todas  las  multas 
jue  impusieren  por  faltas  comunes  ó  por 
Ritas  disciplinarias. 

TITULO  II 

DB  LOS  JUBCKS  DB  PAZ 

Art.  16.  En  cada  cabecera  municipal, 
cuyo  término  no  exceda  de  4.000  habitantes, 
habrá  un  Juez  de  paz  propietario  y  un  su- 
plente. 

En  las  cabeceras  departamentales,  ó  cuan- 
do la  población  del  municipio  excediere  de 
aquel  número,  habrá  dos  Jueces  de  paz  pro- 
pietarios y  dos  suplentes. 

Si  habiere  excesivo  movimiento  judicial, 
podrán  las  Municipalidades  representar  á  la 
Corte  Suprema  de  Justicia  la  conveniencia 
de  un  nuevo  Juzgado,  para  que  este  Tribu- 
nal haga  igual  representación  al  Congreso. 
Los  Jueces  se  denominarán  por  su  nú- 
mero de  orden. 

Art.  17.     En  los  lugares  donde  hubiere 
dos  ó  más  Jueces  de  paz,  podrá  la  Corte  Su- 
prema, con  informe  de  las  Municipalidades, 
dividir  los  Juzgados  para  lo  civil  y  para  lo 
criminal. 
Art.  18.     Para  ser  Juez  de  paz  se  requiere: 
1°    Ser  ciudadano  en  ejercicio  de  sus  de- 
rechos. 
2.°    Ser  mayor  de  veintiún  afios. 
3.o    Saber  leer  y  escribir. 
4.°    Tener  domicilio  en  el  municipio. 
Art.  19.    No  podrán  ser  Jueces  de  paz: 
1  °    Los  que  carezcan  de  alguno  de  los 
requisitos  enumerados  en  el  artículo  ante- 
rior. 
2.°    Los  militares  en  actual  servicio*. 
3.°    Los  sordos,  los  mudos  y  los  ciegos. 
Art.  20.     La    incapacidnd    sobreviniente 
pondrá  fin  á  las  funciones  del  Juez. 

Art.  21.  Los  Jueces  de  paa  serán  electos 
popularmente  en  el  término  municipal,  y  su 
periodo  será  de  un  afio,  á  contar  desde  el 
1.°  de  Enero. 

Art.  22.  El  cargo  de  Juez  de  paz  es  con- 
cejil, y  nadie  podrá  excusarse  de  desempe- 
ñarlo 6in  causa  legal. 


Art.  23.  Son  causas  para  excusarse  de 
servir  el  cargo  de  Juez  de  paz: 

1.a  Carecer  de  alguno  de  los  requisitos  ó 
tener  alguna  de  las  incapacidades  á  que  se 
refieren  los  arta.  18  y  19. 

2.*  Haber  servido  durante  el  afio  ante- 
rior cualquier  cargo  concejil. 

3.a  Estar  desempeñando  actualmente  el 
empleo  de  Módico  forense  ó  Cirujano  mili- 
tar, ó  cualquiera  otro  empleo  incompatible 
de  hecho  ó  de  derecho  con  el  cargo  de  Juez. 

4.a  Tener  enfermedad  que  inhabilite 
para  servir  el  cargo  de  Juez,  ó  ser  de  sesenta 
afios  de  edad. 

6.a  Residir  á  más  de  una  legua  de  dis- 
tancia de  la  cabetfera  del  municipio. 

Art.  24.  De  las  excusas  de  los  Jueces  de 
paz,  por  incapacidad  ó  por  renuncia,  conoce- 
rán los  Jueces  de  letras  de  que  dependieren. 

Cuando  dependieren  de  varios  Jueces  de 
letras,  conocerá  el  de  lo  civil,  dando  aviso 
al  de  lo  criminal. 

Las  excusas  de  los  Jueces  de  paz  se  pro- 
pondrán dentro  de  quince  días  de  notificada 
la  elección,  si  la  causa  fuere  preexistente;  y 
dentro  de  quince  días  después  de  haber  apa- 
recido, si  fuere  sobreviniente. 

Art.  25.  De  las  licencias  de  los  Jueces  de 
paz  conocerán  los  Jueces  de  letras,  de  con- 
formidad con  lo  dispuesto  en  el  artículo  an- 
terior. 

Art.  26.  Son  atribuciones  de  los  Jueces 
de  paz: 

1.*  Conocer  en  primera  instancia  de  los 
pleitos  civiles,  en  juicio  verbal,  si  el  objeto 
de  la  demanda  no  excediere  de  30  pesos,  y 
en  juicio  de  menor  cuantía  si  ésta  no  exce- 
diere de  200  pesos. 

2.a  Ejercer  la  jurisdicción  voluntaria  y 
la  contenciosa  en  los  casos  para  que  expre- 
samente los  autoricen  las  leyes. 

3.a  Conocer  en  primera  instancia  de  la» 
cansas  criminales  por  faltas,  y,  á  prevención 
con  los  Jueces  de  letras,  formar  de  oficio  ó 
á  petición  de  parte  el  sumario  por  simples 
delitos  ó  por  delitos  graves. 

Art.  27.  Los  Jueces  de  paz  podrán  co- 
rregir de  plano  y  discrecionalmente  las  fal-  . 
tas  de  obediencia  ó  respeto  que,  de  palabra, 
en  escrito  ó  por  actos,  se  cometieren  en  su 
despacho,  ó  mientras  ejerzan  sus  funciones, 
con  alguno  de  los  medios  siguientes: 

l.o     Amonestación  verbal  inmediata. 

2.°     Multa  que  no  exceda  de  tres  pesos. 

3.°     Arresto  que  no  exceda  de  tres  días. 

Art.  28.  Los  Jueces  de  paz  resolverán 
sumariamente,  previa  audiencia,  las  queja» 
que  contra  sus  subalternos  presentaren  las 
partes,  por  faltas  ó  abusos  en  el  desempeño 
de  sus  funciones. 

Estas  faltas,  cuando  no  constituyan  del  i- 
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to,  Berán  corregidas  discrecionalmente,  con 
amonestación  verbal,  censura  por  escrito  ó 
multa  que  no  exceda  de  tres  pesos. 

Art.  29.  Los  Jueces  de  paz  administra- 
rán justicia  en  la  casa  municipal  6  de  Tribu- 
nales, y  deberán  concurrir  á  su  despacho 
tres  horas  por  lo  menos,  fijando  en  la  puerta 
«1  aviso  correspondiente. 

Art.  30.  Los  Jueces  de  paz  actuarán  con 
un  Secretario  de  su  nombramiento,  y  á  fal- 
ta de  Secretario,  actuarán  con  dos  testigos 
■de  asistencia. 

Los  Secretarios  ejercerán  las  funciones  de 
los  Receptores,  con  arreglo  á  esta  ley. 

Art.  81.  Cuando  los  Jueces  de  paz  no 
tengan  Secretario,  harán  las  veces  de  éste, 
•de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  esta  ley 
para  los  Secretarios,  siempre  que  no  se  trate 
de  autorizar  sus  providencias,  decretos  y  sen- 
tencias. * 

Art.  32.  Los  Jueces  de  paz  desempeña- 
rán las  funciones  de  ministros  de  fe  en  to- 
das las  diligencias  que  les  encomienden  los 
Jueces  de  letras. 

Art.  38.  Los  Jueces  de  paz  desempeña- 
rán también  los  funciones  de  Notarios  pú- 
blicos,, con  las  mismas  obligaciones  y  dere- 
chos de  los  Notarios. 

Como  Notorios  por  ministerio  de  la  ley, 
firmarán  con  Secretario  ó  con  dos  testigos 
de  asistencia. 

Art.  34.  Loe  Alcaldes  auxiliares  de  ba- 
rrios y  aldeas,  á  prevención  con  los  Jue- 
ces de  paz,  conocerán  en  juicio  veibal  de  los 
pleitos  civiles  cuyo  valor  no  exceda  de  diez 
pesos. 

Las  sentencias  en  asuntos  de  esta  cuantía 
serán  inapelables,  sin  perjuicio  de  la  res- 
ponsabilidad en  que  se  incurra  con  arreglo  á 
las  leyes. 

Los  Alcaldes  auxiliares,  á  prevención  con 
los  Jueces  de  paz1  conocerán  también  de  las 
primeras  diligencias  en  las  causas  crimi- 
nales. 

Considerante  como  primeras  diligencias 
las  de  dar  protección  á  los  perjudicados, 
consignar  las  pruebas  del  delito  que  puedan 
desaparecer,  recoger  y  poner  en  custodia 
cuanto  conduzca  á  su  comprobación  y  á  la 
identificación  del  delincuente,  y  detener  en 
su  caso  á  los  reos  presuntos. 

Art.  36.  Los  Alcaldes  auxiliares  harán 
las  veces  de  Receptores  en  los  Juzgados  de 
paz,  para  la  práctica  de  embargos,  citacio- 
nes, requerimientos  y  emplazamientos  judi- 
ciales. 

Art.  36.  Los  Alcaldes  auxiliares  no  po- 
drán ser  recusados  ni  promover  competen- 
cias, sin  perjuicio  de  deducírseles  la  respon- 
sabilidad en  que  incurran. 

Art.  37.    Queda  á  cargo  de  los  Jueces  de1 


paz  el  arreglo  y  conservación  del  archivo  de! 
J  uzgado. 

Formarán  parte  de  este  archivo  las  actúa- 
ciones  de  ios  Alcaldes  auxiliares. 

TITULO  III 

OlC    LOS   JUKCE8    DE    LKTRAS 

Art.  38.  En  cada  cabecera  de  departa- 
mento ó  sección  habrá  uno  ó  más  Jueces  ¿t 
letras,  con  todas  las  atribuciones  que  deter- 
minan las  leyes. 

Los  Juzgados  especiales  se  establecerán 
por  las  leyes,  las  que- determinarán  las  atri- 
buciones'del  Juez. 

Art.  39.  Para  ser  Juez  de  letras  se  re- 
quiere: 

1 .°    Ser  ciudadano  en  ejercicio  de  sus  de- 
rechos. 
,2.°    Ser  mayor  de  veintiún  años. 

3.o    Tener  título  de  Abogado. 

No  se  requiere  la  calidad  de  Abogado  pin 
ser  Juez  de  letras  suplente  ó  interino. 

No  podrán  ser  Jueces  de  letras  los  quena 
puedan  ser  Jueces  de  paz. 

Art.  40.  Los  Jueces  de  letras  conocerán 
eii  primera  instancia: 

1.°  De  los  pleitos  Civiles,  en  juicio  de 
menor  cuantía  si  el  objeto  de  la  demandi 
excediere  de  300  pesos  y  no  pasase  de  500, 
y  en  juicio  de  mayor  cuantía  si  pasare  -le 
esta  suma,  ó  la  cuantía  fuere  ¡ndeterminnk 

2.°  De  los  actos  de  jurisdicción  volunta- 
ria, sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 26. 

3.°  De  las  causas  criminales  por  simple 
delito  ó  por  delito  grave. 

4/>  De  las  demandas  ó  acusaciones  cod- 
tra  los  Jueces  de  paz,  para  hacer  efectivi 
civil  ó  criminalmente  su  responsabilidai 
oficial. 

Art.  4 1 .  Los  Jueces  de  letras  conocerás 
en  segunda  instancia  de  los  asuntos  deque 
conocieren  en  primera  instancia  loa  Jaece» 
de  paz. 

Art.  42.  Los  Jueces  de  letras  podrán  co- 
rregir las  faltas  de  obediencia  ó  respeto  & 
que  se  refiere  el  art.  27,  con  alguno  de  los 
medios  siguientes: 

1.°     Amonestación  verbal  é  inmediata. 

2A    Multa  que  no  exceda  de  10  pesos 

3.°     Arresto  que  no  exceda  de  diez  días 

Art.  43.  Es  aplicable  á  los  Jueces  de  le- 
tras lo  dispuesto  sobre  quejas  en  el  art.  2S. 
pudiendo  extender  la  multa  hasta  10  pesos 

Art.  44.  A  los  Jueces  de  letras  corre* 
ponde  inmediatamente  mantener  la  discipli- 
na judicial  en  su  despacho  y  en  la  demarca- 
ción sujeta  a  su  autoridad,  y  la  obaervaocú 
de  todas  las  leyes  relativas  á  la  Administra- 
ción de  justicia. 
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Podrán  al  efecto  imponer  amonestación 
verba],  cenan™  por  escrito  ó  umita  que  no 
exceda  de  10  pesos. 

Art,  45.  Los  Jueces  de  letras,  siempre 
que  lo  estimaren  conveniente  y  con  previo 
«cuerdo  de  la  Corte  de  apelaciones  de  que 
dependieren,  ó  caamlo  ésta  lo  ordenare,  vi- 
sitaran los  Juigados  de  pas  de  su  jurisdic- 
ción, para  los  fines  del  artículo  anterior. 

Cuando  el'  Jue*  visitador  dependiere  de 
dos  Cortes  de  apelaciones,  consultará  con  la 
Corte  de  lo  civil,  Ja  que  dará  aviso  á  la  Cor- 
te de  Lo  criminal. 

Art,  4$.  Loa  Jueces  de  letras,  como  en- 
cargados de  mantener  la  disciplina  judicial, 
deberán  vigilar  la  conduct»  ministerial  de 
los  Notarios  y  de  los  Jueces  que  ejerzan  fuu- 
cianea  notariales,  y  que  se  hallaren  dentro 
de  so  jurisdicción. 

Deberán  en  consecuencia  visitar  por  lo 
ni  en  os  cada  tres  meses  los  oficios  de  los  No* 
t arios,  para  examinar  los  protocolos  que  ten- 
gan á  au  cargo,  é  informaras  por  otros  me- 
dios prudentes  del  modo  como  desempeñan 
sus  funciones. 

Las  faltas  ó  abusos  de  los  función  a  ríos  re* 
f*?ridos  que  no  estuvieren  especialmente  pe- 
nadas, podrán  corregirlas  diserecionalmente 
los  Jueces  de  letnis,  por  medio  de  censura 
por  escrito,  multa  que  no  exceda  de  10  pesos 
ó  suspensión  que  no  exceda  de  diez  dfaz. 

En  los  lugares  donde  hubiere  dos  ó  más 
Jueces  de  letras,  practicará  la  visita  el  Juez 
de  lo  civil  más  antiguo,  levantando  arta  en 
un  Mitro  especial, 

ArL  47.  Todo  Jues  de  letraa  que  ejerza 
jurisdicción  en  lo  criminal  deberá  visitar  el 
sábado  de  cada  semana  las  Cárceles  públi- 
cas. Á  tin  de  imlagnr  sí  los  detenidos,  pre- 
stía ó  penados  sufren  vejarrones  indebidas, 
ó  si  se  pone  embarazo  a  Ja  Libertad  de  su 
defensa* 

En  estas  visitas,  de  las  cuales  se  levantará 
seta  en  un  libro  especial,  dictarán  las  provi- 
dencias convenientes  para  remediar  Jas  fal- 
tas ó  abusos  que  notaren,  y  sus  órdenes  se- 
rán inmediatamente  cumplidas  por  el  Jefe 
del  establecimiento, 

Art.  48,  Los  Jueces  de  letras  están  obli- 
gad ofi  á  remitir  á  las  respectivas  Cortes  de 
apelaciones: 

i,°  Cada  tres  meses,  una  copia  de  las 
actas  de  visita  á  las  oficinas  de  los  Nota- 
ríos.  • 

2.°  Cada  mes,  una  lista  de  las  causas 
ríviles  y  otra  de  las  criminales  pendien- 
(es,  indicando  su  estado  y  el  motivo  del 
retardo. 

3.0  Cada  semana,  una  copia  de  las  actas 
de  las  visitas  de  Cárceles» 

Art.  49,     Los  Jueces  de  letras  de  lo  civil 


y  de  lo  criminal  son  Notarios  públicos  por 
ministerio  de  la  ley,  y  tienen  los  mismo» 
derechos  y  obligaciones  de  los  Notarios. 

Art,  60,  De  la  organización  y  atribucio- 
nes del  Jurado  se  tratará  en  el  Código  de 
procedimientos» 

TITULO  IT 

É 

Da  LAS  OOKTRH   Dtt  APELACtONKS 

CAPITULO  PRIMERO 
De  su  organización  y  atribuciones 

Art.  51,  Habrá  en  la  República  cuatro* 
Cortes  de  apelaciones,  residentes  dos  en  Te- 
gucigalpa,  una  en  Comayagua  y  otra  en  San- 
ta Bárbara, 

Las  Cortes  de  Tegucigalpa  tendrán  por 
sección  jurisdiccional  los  departamentos  de 
Tegucigalpa,  Olanelio,  El  Panrfso,  Cholute- 
ca  y  Valle,  y  conocerán  de  lo  civil  y  de  lo 
criminal,  respectivamente. 

La  Corte  de  Comayagua  tendrá  por  sec- 
ción jurisdiccional  los  departamentos  de 
Goma  yagua,  La  Paz,  Yoro,  Colón  y  las  Islas 
de  la  Babia;  y  la  de  Santa  Bárbara,  los  de 
uartamentos  de  Santa  Bárbara,  Cortés,  Co- 
pa n ,  Gr aci  as  é  I  n  ti  b  u  cá, 

Art.  62.  Las  Cortes  de  apelaciones  se 
compondrán  de  tres  Magistral  los  cada  una, 
y  serán  regidas  por  un  Presidente,  que  será- 
uno  de  loa  miembros  propietarios. 

Las  funciones  del  Presidente  durarán  un 
año,  contado  desde  el  1 ,°  de  Febrero,  y  se* 
rán  desempeñadas  por  tos  miembros  del 
Tribunal,  turnándose  por  orden  de  anti- 
güedad. 

Los  Magistrados  tienen  el  rango  y  prece- 
dencia correspondientes  á  su  antigüedad  en 
el  servicio  del  Tribunal. 

Art.  63*  Para  ser  Magistrado  de  las  Cor- 
tes de  apelaciones  se  requiere; 

1 ,°  Ser  ciudadano  en  ejercicio  de  sus  de- 
rechos, 

2.o    Ser  mayor  de  veinticinco  sfios. 

3.°     Tener  título- de  Abogado. 

Art,  64,  No  podrán  aer  Magistrados  de 
las  Cortes  de  apelaciones  los  que  no  puedan 
ser  Jueces  de  letras. 

Art,  65.  Tampoco  podrán  ser  simultá- 
neamente Magistrados  en  una  misma  Corte 
de  apelaciones,  los  parientes  dentro  del 
cuarto  grado  de  consanguinidad  ó  segundo 
de  afinidad, 

Art,  66,  Las  Cortes  de  apelaciones  cono- 
cerán; 

1.°  En  primera  instancia,  de  las  deman- 
das y  acusaciones  contra  los  Jueces  de  le* 
tras  para  hacer  efectiva  civil  ó  criminal- 
mente su  responsabilidad  oficial. 
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2.°  En  segunda  instancia,  de  los  asuntos 
civiles  ó  criminales  de  que  conocieren  en 
primera  los  Jueces  de  letras,  los  arbitros  de 
derecho  y  los  Jueces  de  primera  instancia 
militares. 

Art.  57.  Son  aplicables  á  las  Cortes  de 
apelaciones,  para  el  castigo  de  las  faltas  de 
obediencia  y  respeto,  las  disposiciones  del 
artícuk)  42,  pudiendo  extender  la  multa 
hasta  20  pesos  y  el  arresto  hasta  veinte 
días. 

Art.  58.  Las  Cortes  de  apelaciones  cono- 
cerán de  las  quejas  contra  los  Jueces  de  le- 
tras, por  faltas  en  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes,, en  loa  mismos  términos  del  art.  43,  pu- 
diendo extender  la  multa  hasta  ?0  pesos. 

Art.  69.-  A  las  Cortes  de  apelaciones  co- 
rresponde inmediatamente  mantener  la  dis- 
ciplina judicial  en  su  despacho,  y  en  la  de- 
marcación sujeta  á  su  autoridad,  y  la  obser- 
vancia de  todas  las  leyes  relativas  á  la  ad 
ministración  de  justicia. 

Podrán  al  efecto  imponer  las  penas  de 
amonestación  verbal,  censura  por  escrito  ó 
multa  que  no  exceda  de  20  pesos. 

Art.  60.  fLas  Cortes  de  apelaciones  por 
medio  de  uno  de  sus  Magistrados,  siempre 
que  lo  estimen  conveniente  y  de  acuerdo 
con  la  Corte  8uprema,  ó  cuando  ésta  lo  or- 
denare, visitarán  los  Juzgados  de  letras  de 
su  jurisdicción. 

*  El  Magistrado  visitador  tendrá  las  mis- 
mas facultades  disciplinarias  que  la  Corte 
de  apelaciones  para  procurar  la  más  pronta 
y  cumplida  administración  de  justicia. 

Art.  61.  Las  medidas  que  dictare  el  Vi- 
sitador se  ejecutarán  desde  luego;  pero  po- 
drán ser  enmendadas  ó  revocadas  por  la 
Corte  de  apelaciones,  en  vista  del  informe 
del  Magistrado  y  de  las  actas  de  visita. 

De  estos  documentos  y  de  las  resolucio- 
nes que  motivaren  se  dará  cuenta  á  la  Cor- 
te Suprema. 

CAPITULO    II 
De  los  acuerdos. 

Art.  62.  Para  que  una  Corte  de  apelacio- 
nes pueda  ejercer  las  funciones  que  le  co- 
rresponden, se  requiere  la  concurrencia  de 
todos  sus  Magistrados. 

Art.  63.  Para  dictar  las  providencias  de 
mera  tramitación  de  los  procesos  bastará  un 
solo  Magistrado. 

Se  entenderán  por  providencias  de  mera 
tramitación  las  que  recaigan  sobre  aperso- 
namientos, rebeldías,  peticiones  de  térmi- 
nos, apremios,  uniones  de  probanzas,  seña- 
lamientos de  vistas,  suspensión,  y  cuales- 
quiera otras  que  tengan  por  objeto  dar  curso 
progresivo  á  los  autos  sin  decidir  ni  prejuz- 


gar ninguna  cuestión  debatida  entre  partet. 

Pero  toda  reposición  que  se  solicite  de  d 
chas  providencias  se  resolverá  en  Tribuna! 
pleno. 

Art  64.  Todo  acuerdo  de  una  Corte  de 
apelaciones  se  constituye  por  los  votos  cea- 
formes,  de  toda  conformidad,  de  la  inajorii 
absoluta. 

Art.  65.  No  podrán  tomar  parte  en  nin- 
gún acuerdo  de  las  Cortes  de  apelaciones** 
Jueces  que  no  hubieren  concurrido  como 
Magistrados  á  la  vista  del  negocio. 

Art.  66.  Tampoco  dejará  de  intervenir  en 
el  acuerdo  ninguno  de  los  Magistrados  qae 
hubiere  concurrido  á  la  vista  del  negocio. 
salvo  los  casos  de  los  artículos  siguiente 

Art.  67.  8i  antes  del  acuerdo  fuere  re 
movido  de  su  empleo,  ó  suspendido  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones  alguno  de  losMa 
gistrados  que  concurrieron  á  la  vista,  ó  si  * 
le  hubiere  admitido  la  renuncia,  se  procede- 
rá á  ver  de  nuevo  el  negocio  como  si  no  hu- 
biere sido  visto  anteriormente. 

Art.  68.  Si  antes  del  acuerdo  se  imposi- 
bilitase por  enfermedad  suya  ó  de  en  fami- 
lia, ó  por  cualquiera  otra  causa  distinta  d? 
las  apuntadas  en  el  artículo  anterior  alguno 
de  los  Magistrados  que  concurrieron  á  li 
vista,  se  esperará  hasta  por  diez  días  bu 
asistencia  al  Tribunal,  y  si  transcurrido  ese 
término  no  pudiere  asistir,  se  verá  de  nuevo 
el  negocio. 

Art.  69.  Los  Magistrados  separados  de 
bu  destino  por  licencia  hasta  de  diez  di» 
quedarán  obligados  á  concurrir  al  acuerdo 

Art.  70.  En  las  sentencias  definitivas  ó 
i nterlocu lorias  que  pronunciaren  las  Corta 
de  apelaciones  se  expresará  nominal  mente 
el  Magistrado  que  hiciere  voto  particular. 

En  los  procesos  y  en  el  libro  copiador  de 
sentencias  se  consignarán  los  votos  partica 
lares,  debiendo  publicarse  éstos  y  aqaéll&e 
en  el  periódico  de  los  Tribunales. 

Art.  71.  En  los  acuerdos  los  votos  se  di- 
rán en  orden  inverso  al  de  la  precedencia: 
el  último  voto  será  el  del  Presidente. 

Art.  72.  A  iniciativa  de  cualquier  Magis- 
trado y  para  el  mejor  estudio  del  negocio,  el 
Presidente  diferirá  la  votación  hasta  por 
tres  días. 

CAPITULO  III 
De  los  Presidentes. 

Art.  73.  A  los  Presidentes  de  las  Cortes 
de  apelaciones,  fuera  d*  las  atribuciones  qae 
por  otros  artículos  de  esta  ley  se  les  confíe 
ren,  les  corresponden  laé  siguientes: 

1.a  Presidir  ó  representar  al  Tribunal  en 
todos  los  actos  oficiales,  ó  en  público. 

2.*    Abrir  y  cerrar  las  sesiones  del  Tri- 
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bunal,  anticipar  6  prorrogar  las  horas  del 
despacho  cuando  así  lo  requiera  algún  asun- 
to urgente  y  grave,  y  convocar  extraordina- 
riamente al  Tribunal  cuando  fuere  necesario. 

3.a  Dar  las  órdenes  convenientes  para 
integrar  al  Tribunal,  cuando  por  impedimen- 
to, por  licencia  ó  por  cualquiera  otro  motivo 
faltare  el  número  de  Magistrados  necesario. 

4.a  Determinar  el  orden  en  que  deban 
verse  los  asuntos  sujetos  al  conocimiento 
del  Tribunal,  guardando  la  regla  indicada  en 
el  art.  1 1 1  de  esta  ley. 

6.a  Mantener  el  orden  dentro  del  Tribu- 
nal, amonestando  á  cualquiera  persona  que 
lo  perturbe,  y  aun  haciéndola  salir  del  local 
en  caso  necesario. 

6  a  Dirigir  los  debates  del  Tribuna)  con- 
cediendo la  palabra  á  los  Magistrados  en  el 
orden  en  que  la  pidieren. 

7.a  Fijar  las  cuestiones  que  hayan  de  de- 
batirse y  las  proposiciones  sobre  las  cuales 
haya  de  recaer  Ja  votación. 

8.a  Poner  á  votación  las  materias  discu- 
tidas cuando  el  Tribunal  haya  declarado* 
concluido  el  debate,  con  arreglo  á  lo  dispues- 
to por  el  Código  de  procedimientos. 

9>  Autorizar  con  su  firma  y  la  del  Secre- 
tario las  actas  y  acuerdos  del  Tribunal,  y  las 
comunicaciones  con  los  Tribunales  de  igual 
ó  superior  jerarquía. 

Las  resoluciones  que  el  Presidente  dictare 
en  uso  de  las  atribuciones  que  se  le  confie- 
ren en  este  artículo,  no  podrán  en  caso  al- 
guno prevalecer  contra  el  voto  del  Tribunal. 

Art.  74.  En  ausencia  del  Presidente  de 
una  Corte'  de  apelaciones  hará  sus  veces  el 
Magistrado  más  antiguo  de  los  que  se  en- 
contraren actualmente  en  el  Tribunal. 

TITULO  V 

DE    LA    CURTE    HUPRKMA 

Art.  76.  La  Corte  Suprema  de  justicia 
tendrá  su  asiento  en  la  capital,  y  su  jurisdic- 
ción comprenderá  toda  la  República. 

Art.  76.  La  Corte  Suprema  se  compon- 
drá de  cinco  Magistrados,  uno  de  los  cuales 
será  su  Presidente. 

La  designación  del  Presidente  se  sujetará 
á  lo  dispuesto  en  el  art.  52. 

Art.  77.  La  Corte  Suprema  tendrá  tres 
Magistrados  suplentes,  y  tahto  éstos  como 
los  propietarios  serán  electos  popularmente. 

Su  período  constitucional  será  de  cuatro 
años,  á  contar  del  1.°  de  Febrero  más  próxi- 
mo á  la  fecha  en  que  tomaren  posesión. 

Art.  78.  Para  ser  Magistrado  de  la  Corte 
Suprema  se  requieren  las  cualidades  pres- 
critas para  los  Magistrados  de  las  Cortes  de 
apelaciones. 


No  podrán  ser  Magistrados  de  la  Corte 
Suprema  los  que  no  puedan  serlo  de  las  Cor- 
tes de  apelaciones. 

Art.  79.  La  Corte  Suprema*  además  de 
las  atribuciones  que  las  leyes  le  confieren, 
ejercerá  las  siguientes: 

1.a  Hacer  el  Reglamento  para  su  régi- 
men interior. 

2.a  Conocer  de  los  delitos  oficiales  y  co- 
munes de  los  altos  funcionarioa  del  Estado, 
cuando  el  Congreso  los  haya  declarado  con 
lugar  á  formación  de  causa. 

8.a  Declarar  que  ha  lugar  á  formación 
de  causa,  por  delitos  oficiales,  contra  los 
miembros  del  Tribunal  de  Cuentas,  Fiscal  é 
Inspector  general  de  Hacienda,  Directores 
de  Rentas,  Correos  y  Telégrafos,  Goberna- 
dores políticos,  Administradores  de  Rentas 
y  Aduanas,  y  Comandantes  departamenta- 
les, seccionales  ó  de  puertos. 

4.a  Declarar  la  elección  de  sus  Magistra- 
dos, propietarios  y  suplentes,  en  receso  del 
Congreso. 

6."  Autorizar  á  los  Abogados,  Procura- 
dores y  Notarios,  recibidos  dentro  ó  fuera 
de  la  República,  para  el  ejercicio  de  su  pro- 
fesión, y  suspenderlos  con  arreglo  á  las 
leyes. 

6.a    Nombrar  los  Magistrados  de  las  Cor-   ' 
tes  de  apelaciones,  los  Jueces  de  letras  de- 
partamentales y  seccionales,  y  los  represen- 
tantes del  Ministerio  público. 

7.a  Conceder  licencia  á  sus  propíos 
miembros  y  á  los  funcionarios  ó  empleado» 
de  su  nombramiento,  y  conocer  de  las  re- 
nuncias de  estos  últimos. 

8.a    Conocer  del  recurso  de  inconstitucio-  \ 
nalidad  de  las  leyes,  y  del  recurso  de  ampa- 
ro, con  arreglo  á  lo  que  prescribe  la  Ley  de 
Amparo. 

9.a  Conocer  de  las  cansas  de  presas,  ex- 
tradición y  demás  que  deben  juzgarse  con- 
forme al  Derecho  internacional. 

10.     Conceder  el  pase  á  los  suplicatorios, 
y  declarar  la  autenticidad  de  los  documen- 
tos judiciales  y  notariales  que  vengan  del    % 
exterior  para  tener  efecto  en  la  República, 
y  viceversa. 

Art.  80.  Incumbe  á  la  Corte  Suprema  la 
iniciativa  constitucional  de  las  leyes  en 
asuntos  de  su  competencia,  y  dar  su  dicta- 
men en  el  término  que  el  Congreso  le  seña- 
lare sobre  las  leyes  relativas  á  la  Adminis- 
tración de  justicia. 

Art.  81.     La  Corte  Suprema  conocerá: 

1<>  En  única  instancia,  de  los  recursos 
de  casación  que  se  entablaren  contra  las 
sentencias  pronunciadas  por  las  Cortes  de 
apelaciones,  por  los  arbitradores  de  confor- 
midad con  el  Código  de  procedimientos,  y 
por  el  Tribunal  Superior  de  cuentas. 
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2.°  En  segunda  instancia,  de  las  causas 
de  que  conocen  en  primera  instancia  las 
Cortes  de  apelaciones,  ó  un  Magistrado  de 
la  Corte  Suprema,  con  arreglo  á  lo  dispues- 
to en  los  dos  artículos  siguientes. 

Art.  82.  De  las  acusaciones  6  demandas 
que  se  entablaren  contra  uno  ó  más  miem- 
bros de  la  Corte  Suprema  ó  de  las  Cortes  de 
apelaciones,  para  bacer  efectiva  su  respon- 
sabilidad criminal  ó  civil,  conocerá  en  pri- 
mera instancia  un  Magistrado  de  la  Corte 
Suprema  electo  por  ella  misma. 

Esta  disposición  es  aplicable  al  conoci- 
miento de  los  delitos  oficiales  y  comunes  de 
los  altos  funcionarios  del  Estado. 

Art.  83.  De  las  cansas  de  presas,  de  ex- 
tradición y  demás  que  deban  juzgarse  con 
arreglo  al  Derecho  internacional,  conocerá 
en  primera  instancia  uno  de  los  Magistrados 
de  la  Corte  Suprema,  electo  en  los  términos 
del  artículo  anterior. 

Art.  84.  Para  la  mejor  administración 
de  justicia,  la  Corte  Suprema  podrá  dictar 
autos  acordados,  que  son  disposiciones  re- 
glamentarias de  carácter  general  encamina- 
das al  cumplimiento  exacto  de  las  dispo- 
siciones legales  vigentes  en  materia  de  jus- 
ticia. 

Los  autos  acordados  sé  expedirán  de  oÜcio 
ó  por  consulta  de  los  Juzgados  y  Tribuna- 
les, pudiendo  oírse  con  voto  ilustrativo  á 
todos  los  Magistrados,  Jueces  y  Fiscales  re- 
sidentes, en  la  capital. 

Los  autos  acordados  son  disciplinarios, 
'  pudiendo  llevar  como  sanción  correccional 
multa  que  no  exceda  de  80  pesos. 

Art.  85.  La  Corte  Suprema  tendrá  en 
su  caso  las  facultades  que  corresponden  á 
las  Cortes  de  apelaciones  por  el  art.  67, 
para  corregir  las  faltas  de  obediencia  y 
respeto,  pudiendo  extender  la  multa  has- 
ta 80  pesos,  y  el  arresto  hasta  treinta  días. 

Art.  86.  Corresponde  á  la  Corte  Supre- 
ma ejercer  la  jurisdicción  correccional,  dis- 
ciplinaria y  económica  sobre  todos  los  Tri- 
bunales y  Juzgados  de  la  República. 

En  virtud  de  esta  atribución  puede,  siem- 
pre que  lo  juzgue  conveniente,  corregir  por 
sí  misma  las  fallas  ó  abusos  que  cualesquie- 
ra Jueces  ó  funcionarios  judiciales  cometie- 
ren en  el  desempeño  de  su  ministerio,  con 
arreglo  á  los  artículos  58  y  69,  pudiendo 
extender  la  multa  hasta  30  pesos. 

Puede,  asimismo,  amonestar  á  cuales- 
quiera Jueces  ó  funcionarios  judiciales,  ó 
censurar  su  conducta,  cuando  ejercieren  de 
un  modo  abusivo  las  facultades  discreciona- 
les que  esta  ley  les  confiere,  ó  cuando  fal- 
taren á  cualquiera  de  los  deberes  anexos  á 
su  ministerio,  sin  perjuicio  de  formarse  el 
proceso  correspondiente. 


Puede,  además,  siempre  que  notare  qae 
algún  Juez  ó  funcionario  judicial  ha  come- 
tido un  delito  que  no  ha  recibido  castigo 
según  la  ley,  reconvenir  al  Juez  ó  funcio- 
nario que  lo  haya  dejado  impune,  á  fin 
de  que  se  le  aplique  la  pena  correspon- 
diente. 

Art.  87.  La  Corte  Suprema,  siempre  que 
lo  estimare  conveniente  y  por  medio  de  uno 
de  sus  miembros,  visitará  las  nortee  deape 
laciones  y  los  Juzgados  de  letras. 

£1  Magistrado  visitador  tendrá  las  mis- 
mas facultades  disciplinarías  que  la  Corte 
Suprema,  de  conformidad  con  el  art.  69. 

Art.  88.  Son  aplicables  á  la  Corte  Su- 
prema las  disposiciones  de  esta  ley  relativa» 
á  los  acuerdos  de  las  Cortes  de  apelaciones 
y  á  los  Presidentes  de  las  mismas. 

Art.  89.  La  Corte  Suprema  publicará  la 
Gaceta  judicial,  que  será  el  periódico  de  lo» 
Juzgados  y  Tribunales. 

TITULO  VI 

DE  I,  NOMBRAMIENTO,  INSTA  LACIO*   T    8UBR08A- 
OlON  DK  I.OS  JTJKCK8  T  MAUISTRADUS 

CAPITULO  PRIMERO 

Del  nombramiento  de  los  Jueces 
y  Magistrados. 

Art.  90. .  Los  Jueces  y  Magistrados  pue- 
den ser  nombrados  ó  elegidos  con  calidad 
de  propietarios  ó  de  suplentes,  de  coiifdnui 
dad  con  esta  ley.  Los  Jueces  de  letras  pue- 
den también  ser  nombrados  con  calidad  de 
interinos. 

Es  propietario,  el  que  es  nombrado  pan 
ocupar  por  el  período  legal  una  plaza  va- 
cante. 

Es  suplente,  el  que  es  nombrado  por  el 
período  legal  para  que  desempeñe  ana  p  i 
za  que  no  ha  vacado  ó  que  no  puede  ser  ser- 
vida por  fajta  ó  impedimento  del  propie- 
tario. 

Es  interino,  el  que  es  nombrado  para  que 
sirva  una  plaza  vacante,  mientras  se  procede 
á  nombrar  el  propietario  ó  el  suplente. 

Art.  91.  Nombrado  un  Juez  ó  Magistra- 
do para  ocupar  una  plaza  vacante,  y  no  ex 
presándose  en  su  título  con  qué  calidad  es 
nombrado,  se  entenderá  que  lo  es  con  la  de 
propietario;  y  con  la  de  suplente,  si  la  plaza 
no  estuviere  vacante. 

Art.  92.  Los  Magistrados  de  la  Corte  Su- 
prema, los  de  las  Cortes  de  apelaciones  y 
los  Jueces  de  letras  durarán  en  sus  fondo- 
nes cuatro  afios,  que  se  computarán  con  arre- 
glo á  lo  dispuesto  en  el  art  77,  pudiend* 
ser  nombrados  indefinitamente. 

Art.  98.     La  Corte  Suprema  nombrará  li- 
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bremente  los  Magistrados  de  las  Cortes  de 
apelaciones  y  los  Jaeces  de  letras. 

Para  facilitar  estos  nombramientos,  las 
Cortes  de  apelaciones  remitirán  á  aquel 
Tribunal,  el  31  de  Diciembre  de  cada  año, 
nna  lista  completa  de  los  Abogados  residen- 
tes en  su  respectiva  sección;  lista  que  se  pu- 
blicará en  el  periódico  de  los  Tribunales. 

CAPITULO  II 

De  la  instalación  de  los  Jueces  y  Ma- 
gistrados. 

Art.  94.  Todo  Juez  ó  Magistrado,  para 
quedar  instalado  en  el  ejercicio  de  su  cargo, 
hará  la  promesa  siguiente:  « Prometo  ser  fiel 
á  la  República,  cumplir  y  hacer  cumplir  la 
Constitución  y  las  leyes*. 

£1  Juez  ó  Magistrado  que  estando  obliga- 
do á  tomar  posesión  de  su  cargo  se  negare 
a  ello,  será  apremiado  discrécionalmente 
con  pena  disciplinaria,  sin  perjuicio  de  pro- 
cesársele criminalmente. 

Art.  95.  Los  Magistrados  de  la  Corte  Su- 
prema prestarán  la  promesa  ante  el  Presi- 
dente del  mismo  Tribunal. 

Los  de  las  Cortes  de  apelaciones,  ante  el 
Presidente  del  respectivo  Tribunal. 

Ante  el  mismo  funcionario  ila  prestarán 
los  Jueces  de  letras. 

Ante  los  Jueces  de  letras  la  prestarán  los 
Jueces  de  paz. 

Art.  96.  En  los  lugares  donde  no  haya 
Cortes  de  apelaciones,  los  Jueces  de  letras 
prestarán  la  promesa  de  ley  ante  el  Alcalde 
municipal.  - 

Donde  no  haya  Jueces  de  letras,  los  Jue- 
ces de  paz  prestarán  la  promesa  ante  el  res- 
pectivo Alcalde. 

El  Alcalde  que  hubiere  recibido  la  prome- 
sa dará  inmediatamente  aviso  al  respectivo 
Juzgado  ó  Tribunal,  remitiéndole  copia  del 
acta. 

Art.  97.  Los  integrantes  de  la  Corte  Su- 
prema y  de  las  Cortes  de  apelaciones  pres- 
tarán la  promesa  la  primera  vez  que  fueren 
llamados  eti  el  afio. 

Los  Jueces  de  letras  y  los  Jueces  de  paz 
por  ministerio  de  la  ley  no  necesitarán  pres- 
tarla. 

Art.  98.  La  promesa  de  los  Magistrados 
y  Jueces  instalados  se  hará  constar  en  el  li- 
bro respectivo,  extendiéndoseles  la  certifi- 
cación correspondiente,  si  la  pidieren. 

CAPÍTULO  III 

De  la  subrogación  de  los  Jueves  y  Ma- 
gistrados . 

Art.  99.     Cuando  por  excusa  ó  recusación 
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no  pudiere  un  Juez  de  paz  conocer  de  un 
asunto  determinado, será  reemplazado  por  el 
otro  Juez  de  paz  propietario,  de  lo  civil  Ó  «le 
lo  criminal,  si  lo  hubiere,  y  á  falta  ó  por  im- 
pedimento de  éste,  por  el  suplente  ó  suplen- 
tes, Alcalde,  Regidores  y  Síndico  de  la  mu- 
nicipalidad, por  su  orden. 

Art.  100.  En  los  demás  casos  en  que  fal- 
tare un  Juez  de  paz,  entrará  á  reemplazarlo 
el  respectivo  suplente,  ó  el  Alcalde  y  demás 
funcionarios  municipales,  en  ios  términos 
del  artículo  anterior. 

Art.  101.  En  todos  los  casos  en  que  fal- 
tare ó  no  pudiere  conocer  de  determinados 
negocios  el  Juez  de  letras,  su  falta  será  su- 
plida por  el  otro  Juez  de  letras,  de  lo  civil  ó 
de  lo  criminal,  si  lo  hubiere  en  el  asiento 
del  Juzgado. 

Si  en  el  asiento  del  Juzgado  no  hubiere 
más  que  un  Juez  de  letras,  la  falta  de  éste 
será  suplida  por  el  Juez  ó  Jueces  de  paz, 
propietarios  ó  suplentes,  ó  por  el  Alcalde, 
Regidores  y  Siudicodela  residencia  del  Juez, 
por  su  orden. 

Art.  102.  La  Corte  Suprema  nombrará 
dos  Magistrados  suplentes,,  por  el  período  le- 
gal, para  cada  una  de  las  Cortes  de  apela- 
ciones. 

Art.  103.  Tanto  en  la  Corte  Suprema 
como  en  las  Cortes  de  apelaciones,  los  Ma- 
gistrados suplentes  servirán  por  turno  men- 
sual. 

Art.  104.  Si  no  pudiere  entrar  á  desem- 
peñar este  cargo  ninguno  de  los  suplentes 
nombrados,  se  llamarán  otros  Abogados  en 
calidad  de  integrantes,  los  cuales  se  desig-  • 
narán  en  cada  caso  por  los  Magistrados  que 
quedaren  del  Tribunal,  siempre  que  reúnan 
las  condiciones  para  ser  Magistrados. 

El  llamamiento  de  integrantes  de  que  ha- 
bla el  párrafo  precedente,  se  hará  saber  á 
las  partes  antes  de  entrar  aquéllos  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones. 

Si  no  hubiere  Abogados,  podrán  llamarse 
como  integrantes  otras  personas  que  reúnan 
las  demás  cualidades  requeridas  para  ser 
Magistrados. 

Art.  !05.  Los  suplentes  ó  integrantes  de 
la  Corte  Suprema  y  de  las  Cortes  de  apela- 
ciones devengarán  las  dietas  que  la  ley  asig- 
na á  los  Magistrados  cuando  prestan  su  asis- 
tencia al  Tribunal. 

Esta  disposición  es  aplicable  á  los  Jueces 
de  letras  por  ministerio  de  la  ley. 

TITULO  Vil 

DK  LOS  DBBKRE8  T  FKOH1B1C10KK8  DK  1.0b 
JUKCB8  Y  MAGISTRADOS 

Art.  106.  Todo*  los  Jueces  y  Magistrados 
propietarios  están  obligados  á  residir  cons- 

23 


T.*^ 


354 


ANUARIO  DK  I.K»I8I.AOIOM  ÜKIVCRRAL —  1897 


tantemente  en  la  ciudad  ó  población  donde 
tenga  sn  asiento  el  Juzgado  ó  Tribunal  en  que 
deben  prestar  sus  servicios,  excepto  cuan- 
do tengan  que  ausentarse  por  razón  del  servi- 
cio en  los  casos  que  determinen  l»s  leyes. 

,Los  suplentes  en  su  turno,  y  los  integran 
tes  eu  su  caso,  no  podrán  ausentarse  sin  au- 
torización del  Juzgado  ó  Tribunal. 

Art.  107.  Los  Jueces  y  Magistrados  pro- 
pietarios, y  los  suplentes  é  integrantes  en  su 
caso,  están  obligados  á  asistir  á  su  oficina 
todos  los  días,  y  á  permanecer  en  ella  des- 
empeñando sus  funciones  durante  cuatro 
horas,  por  lo  menos. 

Art.  108.  Las  obligaciones  de  residencia 
y  asistencia  diaria  cesarán  durante  los  días 
feriados. 

Son  feriados  únicamente  los  domingos,  el 
1.°  de  Eneró  y  el  16  de  Septiembre. 

Art.  109.  Es  prohibido  á  todos  los  J  ueces 
y  Magistrados  ejercer  la  abogacía  y  la  pro- 
curación en  cualquier  Juzgado  ó  Tribunal,  y 
sólo  podrán  defender  causas  personales,  ó 
de  su  «ónyuge,  pupilos  y  parientes  dentro 
del  cuarto  grado  de  consanguinidad  ó  segun- 
do de  afinidad.    , 

La  ■  prohibición  del  párrafo  anterior  no 
comprende  á  los  Jueces  y  Magistrados  su- 
plentes, ni  á  los  Jueces  de  paz. 

Art.  110.  El  ejercicio  del  notariado  es 
prohibido  á  los  Magistrados  propietarios, 
pero  no  á  los  suplentes. 

Art.  ni..  Los  Jueces  y  Magistrados  están 
obligados  á  despachar  los  asuntos  sometidos 
á  su  conocimiento  con  toda  la  brevedad  que 
las  atenciones.de  su  ministerio  les  permitan, 
guardando  el  orden  de  antigüedad  de  los 
asuntos,  salvo  cuando  motivos  graves  y  ur- 
gentes exijan  que  dicho  orden  se  altere. 

Art.  112.  Los  Jueces  y  Magistrados  de- 
berán abstenerse,  en  absoluto,  de  expresar  y 
aun  de  insinuar  su  juicio  respecto  de  los 
asuntos  que  por  ley  son  llamados  á  fallar. 

Deberán  igualmente  abstenerse  de  dar 
oídos  á  toda  alegación  que  las  partes,  ó  cua- 
lesquiera personas  á  nombre  de  ellas, inten- 
taren hacerles  en  cualesquiera  lugares  y  cir- 
cunstancias. 

Art.  113.  Es  prohibido  á  todos  los  Jue- 
ces y  Magistrados,  bajo  pena  de  nulidad, 
comprar  ó  adquirir  á  cualquier  título,  para  sí 
ó  para  otro',  las  cosas  ó  derechos  que  se  liti- 
guen en  los  juicios  de  que  conozcan. 

TITULO  YIII 

DK  LAS  LICENCIAS  Y  DB  LA  SUSPENSIÓN  T  TBR- 
MINAC1ÓN  DB  LAS  FUNCIONES  DE  LOS  JUECBS  Y 
MAGISTRADOS 

Art.  114.    La  Corte  Suprema  podrá  con- 


ceder licencia  á  sus  propios  miembroe.á  » 
Magistrados  de  las  Cortes  de  apelación** 
á  los  Jueces  de  letras  y  á  los  demás  emplear 
dos  de  su  nombramiento  hasta  por  tres  lat- 
ees en  el  afio. 

Se  concederá  el  goce  de  sueldo  por  nt 
mes  de  licencia. 

Las  Cortes  de  apelaciones  podrán  ron*» 
der  licencia  á  los  empleados  de  su  nombra- 
miento, en  los  mismos  términos  de  loe  p 
rrafos  anteriores. 

Igual  facultad  corresponde  á  loa  Joef* 
de  letras  respecto  de  sus  subalternos  y  de 
los  Jueces  de  paz,  y  á  éstos,  respecto  de  su 
subalternos. 

Art.  116.  El  cargo  de  los  Jueces  y  Mi- 
gistrados  se  suspenderá: 

1.*    Por  licencia. 

2.°  Por  hallarse  procesados  por  delitos 
graves  ó  por  simples  delitos,  ya  sean  oficii 
les  ó  comunes. 

Se  entiende  que  hay  proceso  en  loe  de::- 
tos  oficiales  desde  que  se  declara  que  faiy 
lugar  á  formación  de  causa,  ó  que  es  admi- 
sible la  acusación,  y  en  los  delitos  comuna 
desde  que  se  decreta  auto  de  prisión. 

El  Juez  ó  Magistrado  que  fuere  absne't" 
volverá  al  ejercicio  de  su  rargo. 

3.o  Por  sentencia  ejecutoria  que  ira  peo 
ga  la  suspensión  como  pena  principa!. 

Art.  116.  El  cargo  de  los  Jueces  y  Mar 
gistrados  terminará: 

l.o  Por  renuncia  del  mismo  cargo  acep- 
tada legal  mente. 

2.°  Por  promoción  á  otro  empleo  jn& 
cial,  si  se  aceptare  el  nuevo  nombramiento. 

3.°  Por  la  aceptación  de  un  cargo  del  cr 
den  administrativo,  si  el  cargo  lleva  asen 
jurisdicción. 

Se  ertiende  por  jurisdicción  administrati- 
va el  poder  ó  autoridad  que  tienen  loe  em- 
pleados públicos,  individual  ó  colectivaints 
te,  para  gobernar  y  poner  en  ejecución  ta 
leyes  en  el  orden  administrativo. 

4  o  Por  incurrir  en  la  pena  de  inhabilita- 
ción absoluta  ó  especial  para  el  cargo. 

6.o  Por  sentencia  firme  que  impones 
pena  más  que  correccional. 

6.°  Por  incurrir  en  alguna  incapacidad 
legal  para  ejercer  el  cargo. 

Si  dos  miembros  de  un  Tribunal  contraje- 
ren afinidad  dentro  del  segundo  grado,  aquel 
por  cuyo  matrimonio  se  haya  contraído  el 
parentesco  cesará  en  su  destino. 

7.°  Por  concluir  el  período  de  nombra- 
miento ó  elección. 

Las  funciones  de  los  Jueces  y  Magistra- 
dos' se  prorrogarán  de  derecho  hasta  qtfc 
tome  posesión  su  sucesor,  aunque  tuvieres 
sustituto  legal. 
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TITULO  IX 

DB  LOS  JUKCE8  ARBITROS 

Art.  117.  Se  llaman  arbitros  los  Jaeces 
nombrados  por  las  partes  de  coman  acuer- 
-do,  ó  por  la  Autoridad  judicial  en  subsidio, 
para  la  resolución  de  un  asunto  litigioso. 

Este  nombramiento  puede  hacerse  con 
calidad  de  arbitros  de  derecho,  ó  con  la  de 
arbitrad  o  res  ó  amigables  componedor.es. 

Art.  118.  Deberán  resolverse  por  arbi- 
tros: 

1.°  La  liquidación  de  una  sociedad  con- 
yugal, ó  de  una  sociedad  colectiva  ó  en  co- 
mandita civil. 

2.°     La  partición  de  bienes. 

3.°  Las  cuestiones  á  que  diere  lugar  la 
presentación  de  la  cuenta  del  gerente  ó  del 
liquidador  de  una  sociedad  comercial. 

4.°  Las  diferencias  que  ocurrieren  entre 
los  socios  de  una  sociedad  anónima,  ó  de 
una  sociedad  colectiva  ó  en  comandita  co- 
mercial, ó  entre  los  asociados  de  una  cuenta 
en  participación. 

Art  119.  No  podrán  resolverse  por  ar- 
bitros: 

1.°  Las  causas  criminales  en  ningún 
caso. 

2.°  Los  asuntos  civiles  en  que  deba  ser 
oído  el  Ministerio  público,  sin  perjuicio  de 
lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior. . 

Art.  120.  Del  nombramiento  de  los  ar- 
bitros y  de  sus  atribuciones,  se  trata  en  el 
"Código  de  procedimientos. 

TITULO  X 

DB  LA  RESPONSABILIDAD  JUDICIAL 

C A  PITULO  PRIM  ERO 

De  la  responsabilidad  criminal  de  los  Jueces 
y  Magistrados. 

Art.  121.  La  responsabilidad  criminal  po- 
•drá  exigirse  á  los  Jueces  y  Magistrados  cuan- 
do infringieren  leyes  relativas  al  ejercicio 
de  sus  funciones,  en  los  casos  expresamente 
previstos  en  el  Código  penal  ó  en  otras-  le- 
yes especiales. 

Esta  disposición  sólo  es  aplicable  á  los 
Magistrados  déla  Coi  te  Suprema  cuando 
sean  declarados  con  lugar  á  formación  de 
causa,  de  conformidad  con  el  art.  1 58  de  la 
Constitución. 

Art.  122.  El  juicio  de  responsabilidad 
criminal  contra  los  Jueces  y  Magistrados 
sólo  podrá  incoarse: 

1.°  En  virtud  de  providencia  de  Juzgado 
ó  Tribunal  competente. 

2.°    A  instancia  del  Ministerio  público. 


8  °  A  instancia  de  la  parte  agraviada  ó 
de  sus  causahabieutes. 

Art  123.  Cuando  la  Corte  Suprema,  por 
razón  de  los  pleitos  ó  causas  de  que  conoz- 
ca, ó  de  la. inspección  y  vigilancia  que  sobre 
sus  inferiores  ejerza,  ó  por  cualquiera  otro 
medio  tuviere  noticia  de  algún  acto  de  Jue- 
ces ó  Magistrados  que  pueda  calificarse  de 
delito,  mandará  formar  causa  para  su  averi- 
guación y  comprobación,  oyendo  previamen- 
te al  Ministerio  público. 

Art.  124.  Lo  ordenólo  en  el  artículo  an- 
terior será  extensivo  á  los  demás  Jueces  y 
Tribunales,  en  el  caso  dé  que  sea  de  su  com- 
petencia conocer  del  hecho  que  pueda  cali- 
ficarse de  delito. 

Si  no  fuere  de  su  competencia,  pondrán 
en  conocimiento  del  Juzgado  ó  Tribunal  que 
la  tenga,  los  hechos,  con  los  antecedentes 
que  puedan  ser  útiles  en  los  autos. 

Art.  126.  El  Juez  ó  Tribunal  competente 
pondrá  en  conocimiento  de  su  Fiscal  los 
hechos  y  los  antecedentes  que  tenga  para 
que  pueda  ejercitar  la  acción  criminal  corres- 
pondiente. 

Art.  136.  El  Ministerio  público  podrá 
promover  procedimientos  criminales: 

l.o  En  cumplimiento.de  una  orden  de 
Juzgado  ó  Tribunal  competente. 

2.o  En  cumplimiento  del  deber  que  tiene 
de  promover  el  descubrimiento  y  el  castigo 
de  los  delitos. 

Art.  127.  Cuando  un  Fiscal  incompeten- 
te tuviere  conocimiento  de  haber  delinquido 
algún  Juez  ó  Magistrado,  lo  comunicará  al 
Fiscal  correspondiente. 

Art/  128.  Para  que  pueda  incoarse  causa 
para  exigir  la  responsabilidad  criminal  á 
Jueces  ó  Magistrados,  deberá  preceder  un 
antejnicio  con  arreglo  á  los  trámites  que  es- 
tablece el  Código  de  Procedimientos,  qne 
tendrá  por  objeto  declarar  la  admisibilidad 
de  la  acusación. 

Esta  declaración  no  prejuzgará  su  crimi- 
nalidad. 

Art.  129.  Del  antejuicio  de  que  trata  el 
artículo  que  precede,  conocerá  el  mismo 
Juzgado  ó  Tribunal  que  en  su  caso  deba 
conocer  de  la  causa. 

CAPITULO  II 

De  la  responsabilidad  civil  de  los  Jueces 
y  Magistrados. 

Art.  180.  Fuera  de  los  casos  á  que  so 
refiere  el  art.  121,  la  responsabilidad  civil 
de  los  Jueces  y  Magistrados  estará  limitada 
al  resarcimiento  de  los  daños  y  perjuicioH 
estimables  que  causen  á  las  partes,  cuando 
en  el  desempeño  de  sus  funciones  infrinjan 
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tas  leyes  por  negligencia  ó  ignorancia  inex- 
cusables. 

Art.  131.  Se  entenderán  por  perjuicios 
estimables,  para  los  efectos  del  artículo  an- 
terior, todos  los  que  pueden  ser  apreciados 
en  metálico  al  prudente  arbitrio  de  los  Juz- 
gados ó  Tribunales. 

Art.  182.  Se  tendrán  por  inexcusables  la 
negligencia  ó  la  ignorancia  cuando,  aunque, 
sin  intención,  se  hubiere  dictado  providen- 
cia manifiestamente  contraria  á  la  ley,  ó  se 
hubiere  faltado  á  algún  trámite  ó  solemni- 
dad, mandada  observar  por  la  misma  ley 
bajo  pena  de  nulidad. 

Art.  133.  La  responsabilidad  civil  sola- 
mente podrá  exigirse  á  instancia  de  la  parte 
perjudicada  ó  de  sus  causahabientes,  en 
juicio  ordinario  y  ante  el  Juzgado  ó  Tribunal 
inmediatamente  superior  al  que  hubiere 
incurrido  en  ella.  - 

Art.  134Í,  No  podrá  entablar  ei  juick)  de 
responsabilidad  civil  el  que  no  haya  recla- 
mado oportunamente  durante  el  juicio,  pu- 
diendo  hacerlo. 

CAPITULO  III 

Disposiciones  comunes  á  los  dos  capítulos 
anteriores. 

Art.  186.  La  responsabilidad  judicial 
afectará  solidariamente  á  todos  los  Jueces  y 
Magistrados  que  hubieren  incurrido  en  ella. 

Art.  1 36.  Las  acciones  que  establece  este 
título  no  podrán  entablarse  mientras  estu- 
viere pendiente  la  cansa  ó  pleito  en  que  se 
supone  el  agravio,  y  prescribirán  en  un  año, 
á  contar  desde  que  termine  el  asunto. 

En  los  delitos  á  que  se  refiere  el  art.  160 
de  la  Constitución,  el  término  de  la  prescrip- 
ción comenzará  á  contarse  en  la  forma  que 
el  misma  artículo  determina. 

Art.  137.  En  ningún  caso  la  sentencia 
pronunciada  en  el  juicio  de  responsabilidad 
alterará  la  sentencia  firme. 

TITULO  XI 

DK  LA  COMPKTBNOIA 

CAPITULO  PRIMERO 
Disposiciones  comunes. 

Art.  138.  La  competencia  es  la  facultad 
que  tiene  cada  Juez  ó  Tribunal  para  conocer 
de  los  negocios  que  las  leyes  han  colocado 
dentro  de  la  esfera  de  sus  atribuciones. 

Art.  139.  Radicado  con  arreglo  á  la  ley 
el  conocimiento  de  un  negocio  ante  Juez  ó 
Tribunal  competente,  no  se  alterará  esta 
competencia  por  causa  sobre  viniente. 

Art.  140.     Una  vez  fijada  con  arreglo  á  la 


ley  la  competencia  de  un  Juez  ó  Tribuía! 
inferior  para  conocer  en  primera  instancia 
de  un  determinado  asunto,  queda igualmet 
te  fijada  la  del  Juez  ó  Tribunal  superior  qct 
debe  conocer  del  mismo  asunto  en  aegnndi 
instancia. 

Art.  141.  Los  Jueces  y  Tribunales  qnt 
tengan  competencia  para  conocer  de  on  pla- 
to ó  de  una  causa  determinada,  la  tendría 
también  para  las  excepciones  que  en  ellos 
se  propongan,  para  la  reconvención  en  lo* 
casos  en  que  proceda,  para  todas  sos  infi- 
dencias, para  llevar  á  efecto  las  providencia 
de  tramitación,  y  para  la  ejecución  de  ii« 
sentencias. 

A  rt.  1 42.  Cuando  segán  la  ley  fueren  com- 
petentes para  conocer  de  un  mismo  aronU 
dos  ó  más  Jueces  ó  Tribunales,  ninguno dr 
ellos  podrá  excusarse  del  conocimiento, btjí 
el  pretexto  de  haber  otros  Jueces  ó  Tribua- 
les que  puedan  conocer  del  mismo  asante 
pero  el  que  haya  prevenido  en  el  coooci 
miento  excluye  á  los  demás,  los  cuales  dejar 
desde  entonces  de  ser  competentes. 

Art.  143.  %La  jurisdicción  civil  podrá  pro- 
rrogarse á  Juez  ó  Tribuual  que,  por  wti 
de  la  materia,  de  la  cantidad  objeto  del  lit  - 
gio  y  de  la  jerarquía  que  tenga  en  el  orden 
judicial,  pueda  conocer  del  negocio  qne  an* 
él  se  proponga. 

La  jurisdicción  criminal  es  improrrogable 

CAPITULO  II 
De  la  competencia  en  lo  civil. 

Sección  primera. 

Reglas  genérale*. 

Art.  144.  El  Juzgado  ó  Tribuual  á  qc- 
los  litigantes  se  sometieron,  expresa  ó  táci- 
tamente, será  el  competente  para  conocer  o 
los  pleitos  y  actos  á  que  dé  origen  el  ejerci- 
cio de  las  acciones  civiles,  siempre  que  U 
sumisión  se  haga  en  quien  tenga  jurisdic- 
ción para  conocer  de  la  misma  clase  de  ne- 
gocios y  en  el  mismo  grado. 

Art.  145.  Se  entenderá  por  sumisión  ex- 
presa la  hecha  por  los  interesados  renun- 
ciando clara  y  terminantemente  á  sn  domi- 
cilio propio,  y  designando  con  toda  preci- 
sión aquél  á  que  se  sometieran. 

Art.  146.  Se  entenderá  hecha  la  sumi- 
sión tácita: 

1.°  Por  el  demandante,  en  el  hecho  d* 
acudir  al  Juez  interponiendo  la  demanda. 

2.°  Por  el  demandado,  en  el  hecbu  df 
hacer,  después  de  apersonado  en  juicio. 
cualquiera  gestión  que  no  sea  la  de  propo- 
ner la  declinatoria. 

Art.  147.    Fuera  de  los  casos  de  sumi- 
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•sión  expresa  ó  tácita  de  que  tratan  los  ar- 
tículos anteriores,  se  seguirán  las  reglas 
siguientes  de  competencia  en  los  negocios 
civiles: 

1  >  £n  los  juicios  en  que  se  ejerciten  ac- 
ciones personales  será  Juez  competente  el 
del  lngar  en  que  deba  cumplirse  la  obliga- 
ción, y  á  falta  de  éste,  á  elección  del  deman- 
dante, el  del  domicilio  del  demandado  ó  el 
del  lugar  d«r  contrato,  si  hallándose  en  él, 
.aunque  accidentalmente,  pudiera  hacerse  el 
ein  plazamiento. 

Cuando  la  demanda  se  dirija  simultánea- 
mente contra  dos  ó  más  personas  que  resi- 
dan en  pueblos  diferentes,  y  estén  obliga- 
das mancomunada  ó  solidariamente,  no  ha- 
biendo lugar  designado  para  el  cumplimien- 
to de  la  obligación,  será  Juez  competente  el 
del  domicilio  de  cualquiera  de  los  demanda- 
dos, á  elección  del  demandante. 

2.a  £n  los  juicios  en  que  se  ejerciten  ac- 
ciones reales  sobre  bienes  muebles  ó  se- 
movientes, será  Juez  competente  el  del 
tugaren  que  se  hallen  ó  el  del  domicilióle! 
demandado,  á  elección  del  demandante. 

3.a  En  ios  juicios  en  que  se  ejerciten  ac- 
ciones reales  sobre  bienes  inmuebles,  será 
Juez  competente  el  del  lugar  en  que  esté 
sita  la  cosa  litigiosa. 

Cuando  la  acción  real  se  ejercite  sobre 
varias  cosas  inmuebles  sitas  en  diferentes 
jurisdicciones,  pero  que  se  funden  en  un 
solo  título  singular  de  adquisición  ó  formen 
ana  sola  heredad  ó  coto,  será  Juez  compe- 
tente el  de  cualquiera  de  los  lugares  en  cuya 
jurisdicción  estén  sitos  los  bienes,  á  elec- 
ción del  demandante. 

4.a  En  los  juicios  en  que  se  ejerciten  ac- 
ciones mixtas,  será  Juez  competente  el  del 
lugar  en  que  se  hallen  las  cosas  ó  el  del  do- 
micilio del  demandado,  á  elección  del  de- 
mandante. 

Art.  148.  El  domicilio  de  las  mujeres  ca- 
sadas que  no  estén  separadas  legalmeute  de 
sus  maridos,  será  el  que  éstos  tengan. 

El  domicilio  de  los  hijos  constituidos  en 
potestad,  el  de  sus  padres. 

El  de  los  menores  ó  incapacitados  sujetos 
á  guardaduría,  el  de  sus  guardadores. 

Art.  149.  El  domicilio  legal  de  los  co- 
merciantes, en  todo  lo  que  concierne  á  ac- 
tos ó  contratos  mercantiles  y  á  sus  conse- 
cuencias, será  el  pueblo  donde  tuvieren  el 
centro  de  sns  operaciones  comerciales. 

Los  que  tuvieren  establecimientos  mer- 
cantiles á  su  cargo  en  diferentes  demarca- 
ciones judiciales,  podrán  ser  demandados 
por  acciones  personales  en  aquella  en  que 
tuvieren  el  principal  establecimiento,  ó  en 
la  que  se  hubieren  obligado,  á  elección  del 
demandante. 


Respecto  á  los  concursos  de  acreedores  y 
á  las  quiebras,  se  estará  á  lo  prevenido  en 
las  reglas  18  y  19  del  art.  159. 
»  En  todo  lo  que  no  se  refiera  á  operaciones 
mercantiles,  estarán  los  comerciantes  suje- 
tos á  lo  dispuesto  en  el  art.  147. 

Art.  160.  El  domicilio  de  las  compañías 
civiles  y  mercantiles  será  el  pueblo  que, 
como  tal,  esté  señalado  en  la  escritura 
de  sociedad  ó  en  Jos  estatutos  por  que  se 
rijan. 

No  constando  esta  circunstancia,  se  es- 
tará á  lo  establecido  respecto  á  los  comer- 
ciantes en  el  párrafo  segundo  del  artículo 
anterior. 

Exceptuarme  de  lo  establecido  en  los  pá- 
rrafos anteriores  las  compañías  en  partici- 
pación, en  lo  que  se  refiera  á  los  litigios 
que  puedan  promoverse  entre  los  asocia 
dos,  respecto  á  los  cuales  se  estará  á  lo 
que  prescriben  las  disposiciones  generales 
de  esta  ley. 

Art.  151.  El  domicilio  legal  de  los  em- 
pleados será  el  pueblo  en  que  sirvieren  su 
destino.  Guando  poc  razón  de  él  amoblaren 
continuamente,  se  considerarán  domicilia- 
dos en  el  pueblo  en  que  vivieren  más  fre- 
cuentemente. 

Art.  152.  El  domicilio  legal  de  los  mili- 
tares en  servicio  activo  será  el  del  pueblo 
en  que  se  hallare  el  Cuerpo  á  que  pertenez- 
can al  hacerse  el  emplazamiento. 

Art.  153.  En  los  casos  en  que  esté  se- 
ñalado el  domicilio  para  determinar  la  com- 
petencia, si  el  que  ha  de  ser  demandado  no 
lo  tuviese  en  algún  pueblo  de  la  República, 
será  Juez  competente  el  de  su  residencia. 
Los  que  no  tuvieren  domicilio  ni  residencia 
fija,  podrán  ser  demandados  en  el  lugar  en 
que  se  hallen,  ó  en  el  de  su  última  residen- 
cia, á  elección  del  demandante. 

Art.  154.  El  valor  de  las  demandas  pa- 
ra determinar  por  él  la  competencia  de 
jurisdicción,  se  calculará  por  las  regias  si- 
guientes: 

1.a  En  los  juicios  petitorios  sobre  el  de- 
recho de  exigir  prestaciones  anuales  y  per- 
petuas, se  calculará  el  valor  por  el  de  una 
anualidad  multiplicada  por  25. 

2.a  Si  la  prestación  fuere  vitalicia,  se 
multiplicará' por  10  la  anualidad. 

3.a  En  las  obligaciones  pagaderas  á  pla- 
zos diversos,  se  calculará  el  valor  por  el 
de  toda  la  obligación  cuando  el  juicio  ver- 
se sobre  la  validez  del  principio  mismo 
de  que  proceda  la  obligación  en  su  tota- 
lidad. 

4.a  Cuando  varios  créditos  pertenecie- 
ren á  diversos  interesados  y  procedieren  de 
un  mismo  título  de  obligación  contra  un 
deudor  común,  la  demanda  que  cada  aeree- 
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dor  ó  dos  ó  más  acreedores  entablaren  por 
separado  para  que  se  les  pague  lo  que  les 
corresponda,  se  calculará  como  valor  de  la 
demanda  la  cantidad  á  que  ascienda  la  re- 
clamación. 

6.a  En  las  demandas  sobre  servidum- 
bres se  calculará  bu  cuantía  por  el  precio 
de  adquisición  de  las  mismas  servidumbres, 
si  constare. 

6.a  En  las  acciones  reales  ó  mixtas  sh 
calculará  el  valor  de  la  cosa  inmueble  ó  liti- 
giosa por  el  que  conste  en  la  escritura  más 
moderna  de  su  enajenación. 

Cuando  por  medio  de  la  acción  real  ó  mix- 
ta se  demanden  con  los  bienes  las  rentas 
que  hayan  producido,  se  acumularán  éstas 
al  valor  de  la  demanda. 

7  a  En  las  demandas  que  comprendieren 
muchos  créditos  contra  el  mismo  deudor,  se 
calculará  su  cuantía  por  ej  de  todos  los  cré- 
ditos reunidos. 

8.a  Eti  los  pleitos  sobre  pago  de  créditos 
con  intereses  o  frutos,  si  en  la  demanda  sw 
pidieren  con  el  principal,  los  vencidos  y  no 
pagados,  se  hará  la  computación  sumando 
entre  sí  el  uno  y  loa  otros. 

Se  tendrá  por  cierta  y  líquida   la   cuantía 
de  los  frutos,  «mando  el    actor  expresare  en 
la  demanda  su  importe  anual  y  el   tiempo 
.  que  haya  transcurrido  sin  pagarse. 

Si  el  importe  de  los  intereses  ó  frutos  n«» 
fuere  cierto  y  líquido,  se  prescindirá  de  él, 
no  tomando  en  cuenta  más  que  el  principal. 

9.a  La  disposición  de  la  regla  precedente 
es  aplicable  al  caso  en  que  se  pidan  en  la 
demanda  con  el  principal,  los  perjuicios. 

10.  Para  la  fijación  del  valor  de  la  df- 
manda  no  se  tomarán  en  cuenta  los  frutos 
ó  intereses  por  correr,  sino  los  corridos. 

11.  Cuando  por  los  datos  expresados  en 
las  reglas  anteriores  no  pudiere  determinar- 
se el  valor  de  la  demanda,  se  estimará  por 
el  que  le  dieren  las  partes  de  conformidad, 
y  estando  discordes,  por  el  que  estime  un 
perito  nombrado  de  común  acuerdo  por  las 
mismas. 

Si  no  se  pusieren  de  acuerdo  sobre  la 
elección  de  un  solo  perito,  nombrará  cada 
parte  e!  que  estime  y  el  Juez  un  tercero,  pa- 
ra que  juntos  aquellos  hagan  la  valoración, 
dirimiendo  el  tercero  la  discordia  si  la  hu- 
biere. 

Art.  1 65.  Cuando  no  pueda  determinarse 
según  las  reglas  del  artículo  anterior  la  cuan 
tía  de  la  demanda,  no  caerá  bajo  la  compe- 
tencia de  la  jurisdicción  de  los  Jueces  y  Tri- 
bunales que  la  tengan  limitada  por  razón  de 
•cantidad. 

Art.  156.  Lo  establecido  en  el  artículo 
164  no  se  aplicará  á  las  demandas  relativas  á 
derechos  políticos  ú  honoríficos,  exenciones 


personales,  filiación,  paternidad,'  materni- 
dad, tutela,  curaduría,  interdicción,  y  cual* 
quiera  otra  que  verse  sobre  el  estado  civil  j 
condición  de  la»  personas. 

Art.  167.  Lo  establecido  en  este  espíta- 
lo comprenderá  á  los  extranjeros  que  acu- 
dieren á  los  Juzgados  y  Tribunales  hondure- 
nos promoviendo  actos  de  jurisdicción  vo- 
luntaria, interviniendo  en  ellos  ó  compare- 
ciendo en  juicio  como  demandan tee  ó  como 
demandados,  contra  hondurenos  ó  contri 
otros  extranjeros,  cuando  proceda  que  co- 
nozca la  jurisdicción  hondurena  con  arreglo 
á  las  leyes  de  la  República  ó  á  los  Tratados 
con  otras  potencias. 

Art.  168.  Se  estará  á  lo  que  establezcan 
las  leyes  especiales  que  en  determinados  ne- 
gocios fijen  otras  reglas  de  competencia. 

Sección  segunda* 

Reglas  especiales. 

Art.  159.  No  obstante  las  reglas  estable- 
cidas en  el  art.  147,  se  observarán  en  los 
negocios  y  causas  civiles  que  á  cootinaacióa 
se  expresan,  las  siguientes: 

1.a  En  las  demandas  sobre  estado  civil* 
será  Juez  competente  el  del  domicilio  del 
demandado. 

2.a  En  los  depósitos  de  personas,  será 
Juez  competente  el  que  conozca  del  pleito  a 
cansa  que  los  motive. 

Cuando  no  hubiere  autos  anteriores,  será 
Juez  competente  el  del  domicilio  de  la  per- 
sona que  deba  ser  depositada. 

Cuando  circunstancias  particulares  lo  exi- 
gieren, podrá  decretar  interina  y  provisio- 
nalmente el  depósito  el  Juez  de  pas  del  la- 
gar en  que  se  encontrare  la  persona  qge 
deba  ser  depositada,  remitiendo  las  diligen- 
cias al  Juez  del  domicilio,  y  poniendo  á  se 
disposición  la  persona  depositada. 

3.a  En  las  cuestiones  de  alimentos,  cuan 
do  éstos  se  pidan  i  n  cid  en  tal  mente,  en  los 
casos  de  depósitos  de  personas,  ó  en  un  jui- 
cio, será  competente  el  Juez  que  conozca  át 
los  autos. 

Cuands  los  alimentos  sean  el  objeto  prin- 
cipal de  un  juicio,  será  Juez  competente  e! 
de)  lugar  en  que  tenga  su  domicilio  aquel  » 
quien  se  pidan. 

4.a  En  el  nombramiento  y  discerní  mies 
to  de  los  cargos  de  tutores  y  curadores  par» 
los  bienes,  y  excusas  de  estos  cargos,  sera 
Juez  competente  el  del  domicilio  del  padr* 
ó  de  la  madre  cuya  muerte  ocasionare  e) 
nombramiento,  y  en  su  defecto,  el  Jnes  de) 
domicilio  del  menor  ó  el  del  incapacitado,  o 
el  de  cualquier  lugar  en  que  tuviere  bienes 
inmuebles.  * 

6.a    En  el  nombramiento  y  discernimian- 
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to  de  los  cargos  de  caradores  para  pleitos, 
será  competente  el  Juez  del  lugar  en  que  los 
menores  ó  incapacitados  tengan  su  domici- 
lio, ó  el  del  lugar  en  que  necesitaren  compa- 
recer en  juicio. 

6.a  En  las  demandas  en  que  Be  ejercita- 
ren acciones  relativas  á  la  gestión  de  la  tu- 
tela ó  curaduría,  en  las  excusas  de  estos 
cargos  después  de  haber  empezado  á  ejer- 
cerlos, y  en  las  demandas  de  remoción  de 
los  guardadores,  como  sospechosos,  .será 
Juez  competente  el  d*I  lugar  en  que  se  hu- 
biere administrado  la  guardaduría  en  su 
parte  principal,  ó  el  del  domicilio  del  menor. 

7.»  En  las  autorizaciones  para  la  venta 
de  bienes  de  menores  ó  incapacitados,  será 
Juez  competente  el  del  Ingar  en  que  ios 
bienes  ve  administraren,  ó  el  del  domicilio 
de  aquellos  á  quienes  pertenecieren. 

8.a  En  las  informaciones  para  dispensas 
de  ley  y  en  las  habilitaciones  para  compare- 
cer en  juicio,  cuando  por  derecho  se  requie- 
ran, será  Juez  competente  el  del  domicilio 
del  que  las  solicitare. 

9.a  En  las  informaciones  para  perpetua 
memoria,  será  Juez  competente  el  del  lugar 
ó  lugares  en  que  hayan  ocurrido  los  hechos, 
ó  aquel  en  que  estén,  aunque  sea  acciden- 
talmente, los  testigos  que  hayan  de  declarar. 

Cuando  estas  informaciones* se  refieran  al 
estado  actual  de  cosas  inmuebles,  será  Juez 
competente  el  del  lugar  en  que  estuvieren 
sitas. 

1 0.  En  las  demandas  deducidas  en  juicio 
sobre  obligaciones  de  garantía  ó  comple- 
mentos de  otras  anteriores,  será  Juez  com- 
petente el  del  lugar  en  que  se  conozca  de  la 
obligación  principal  sobre  que  recayeren. 

11.  En  las  demandas  de  reconvención, 
será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  se 
hubiere  interpuesto  la  que  hubiese  promo- 
vido el  litigio. 

No  es  aplicable  esta  regla  cuando  el  valor 
de  lo  pedido  en  la  reconvención  excediere 
de  la  cuantía  á  que  alcancen  las  atribucio- 
nes del  Juez  que  entendiere  en  la  primera 
demanda,  en  cuyo  caso  reservará  éste  al  ac- 
tor de  la  reconvención  su  derecho  para  que 
ejercite  su  acción  donde  corresponda 

12.  En  Jas  demandas  en  que  se  ejercite 
la  acción  de  desahucio,  será  Juez  compe- 
tente el  del  lugar  donde  estuviese  sita  la 
cosa  que  dé  ocasión  al  juicio,  ó  el  del  domi- 
cilio del  demandado,  á  elección  del  deman- 
dante. 

13.  En  el  juicio  de  petición  de  herencia, 
será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que 
estén  sitos  los  bienes,  ó  aquel  en  que  radi- 
que la  testamentaría  ó  abintestato,  ó  el  del 
domicilio  del  finado,  á  elección  del  intere- 
sado. 


14.  En  ios  interdictos  de  amparo,  despojo 
y  restitución,  en  los  de  obra  nueva  y  obra 
vieja,  y  en  los  deslindes,  será  Juez  compe- 
tente el  del  lugar  en  que  esté  sita  la  cosa 
objeto  del  interdicto  ó  deslinde. 

15.  En  las  diligencias  para  elevar  á  es- 
critura pública  los  testamentos  otorgados 
verbalmente,  ó  los  escritos  sin  intervención 
de  Notario  público,  y  en  las  que  hayan  de 
practicarse  para  la  apertura  de  los  testamen- 
tos cerrados,  será  Juez  competente  el  del 
lugar  en  que  se  hubieren  otorgado  respecti- 
vamente los  escritos  sin  intervención  del 
Notario,  los -testamentos  ó  las  cubiertas,  ó  el 
del  domicilio  del  testador,  á  elección  del  in- 
teresado. 

16.  En  los  juicios  de  testamentaría  ó 
abintestato,  será  Juez  competente  el  del  lu- 
gar en  que  hubiere  tetiido  su  último  domici- 
lio el  finado. 

Si  éste  hubiere  tenido  su  último  domicilio 
en  país  extranjero,  será  Juez  competente  el 
del  lugar  en  que  hubiese  tenido  el.  tinado  su 
último  domicilio  en  Honduras,  ó  el  del  lu- 
gar donde  estuviere  la  mayor  parte  de  sus 
bienes. 

No  obstará  esto  á  que  los  Jueces  de  paz 
del  lugar  donde  alguno  falleciere  adopten 
las  medidas  necesarias  para  el  enterramien- 
to y  exequias,  en  su  caso,  del  difunto,  y  á 
que  los  mismos  Jueces  y  Tribunales  de  la 
demarcación  en  que  tuviere  bienes,  tomen 
las  medidas  necesarias  para  asegurarlos  y 
poner  en  buena  guarda  los  librqs  y  papeles, 
remitiendo  las  diligencias  practicadas  á  los 
Jueces  á  quienes  corresponde  conocer  de 
la  testamentaría  ó  abintestato,  y  dejándoles 
expedita  su  jurisdicción. 

1 7.  En  las  demandas  sobre  herencias,  su 
distribución,  cumplimiento  de  legados  y  re- 
clamaciones de  acreedores  hereditarios  ó 
testamentarios,  mientras  estuvieren  pendien 
tes  los  autos  de  testamentaría  ó  abintestato, 
será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  se 
conociere  de  estos  juicios. 

18.  En  los  concursos  de  acreedores  y  en 
las  quiebras,  cuando  fuere  voluntaria  la  pre- 
sentación del  deudor  en  este  estado,  será 
Juez  competente  el  del  domicilio  del  mismo. 

19.a  En  los  concursos  ó  quiebras  promo- 
vidas por  los  acreedores,  el  de  cualquiera  de 
los  lugares  en  que  se  esté  conociendo  en  las 
ejecuciones. 

Será  entre  ellos  preferido  el  del  domicilio 
del  deudor,  si  éste  ó  el  mayor  número  de 
acreedores  lo  reclamaren.  En  otro  caso,  lo 
será  aquel  en  que  antes  se  decretare  el  con- 
curso o  la  quiebra. 

20.  En  la  acumulación  de  autos  corres- 
pondientes á  diferentes  Juzgados  ó  Tribuna- 
les, cuando  proceda  según  las  leyes,  será 
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competente  el  que  conociere  de  los  más  an- 
tiguos. 

Exceptúan  se  los  autos  de  testamentaría, 
abintestato,  concurso  de  acreedores  y  quie- 
bras, de  los  cuales  la  acumulación  se  hará 
siempre  á  ellos. 

Lo  dispuesto  en  los  dos  párrafos  anterio- 
res no  es  aplicable  á  los  autos  que  estuvieren 
en  diferentes  instancias  y  á  los  conclusos 
para  sentencia,  los  cuales  no  serán  acutnu- 
Iable8. 

21.  En  los  litigios  acerca  de  recusación 
de  arbitros  y  de  amigables  componedores, 
cuando  ellos  no  accediesen  á  la  recusación, 
será  competente  el  Juez  del  lugar  en  que  re- 
sida el  recusado. 

22.  En  los  recursos  de  apelación  contra 
los  arbitros,  en  los  casos  en  que  corresponde 
según  derecho,  será  competente  la  Corte  de 
apelaciones  á  que  corresponda  el  pueblo  en 
que  se  haya  fallado  el  pleito. 

23.  En  los  embargos  preventivos,  será 
competente  el  Juez  de  la  demarcación  en  que 
estuvieren  los  bienes  que  se  hubieren  de 
embargar,  y  á  prevención  eu  los  casos  de  ur- 
gencia, el  Juez  de  paz  del  pueblo  en  que  se 
hallaren. 

CAPITULO  ni 
De  la  competencia  en  lo  criminal. 

Art.  160.  La  jurisdicción  ordinaria  cono- 
cerá de  todas  las  causas  criminales,  con  la 
sola  excepción  de  las  que  con  arreglo  á  las 
leyes  correspondan  á  la  jurisdicción  militar. 

Art.  161.  El  conocimiento  de  las  causas 
por  delitos  militares,  cualesquiera  que  sean 
las  personas  culpables,  corresponderá  exclu- 
sivamente á  la  jurisdicción  militar. 

Art.  162.  La  jurisdicción  ordinaria  será 
competente  para  prevenir  las  causas  por  de- 
litos militares. 

Esta  competencia  se  limitará  á  instruir 
las  primeras  diligencias,  concluidas  las  cua- 
les, la  jurisdicción  ordinaria  remitirá  las  ac- 
tuaciones al  Juez  que  debiere  conocer  de  la 
causa  con  arreglo  á  las  leyes,  y  pondrá  á  su 
disposición  á  los  detenidos  y  los  efectos 
ocupados. 

La  jurisdicción  ordinaria  cesará  en  las 
primeras  diligencias,  tan  luego  como  conste 
que  la  especial  competente  forma  causa  so- 
bre el  mismo  delito. 

Considéranse  como  primeras  diligencias 
las  que  se  determinan  en  el  art.  34. 

Art.  163.  Fuera  de  los  casos  reservados 
á  la  Corte  Suprema  y  á  las  Cortes  de  apela- 
ciones, serán  competentes  para  la  instruc- 
ción de  las  cansas  y  castigo  de  las  faltas  y 
de  los  delitos,  los  Jueces  de  letras  y  los  Jue- 
ces de  paz  de  la  demarcación  en  que  se  ha- 


yan cometido,  según  su   respectiva   compe- 
tencia. 

Art.  164.  .Cuando  no  conste  el  In^ar  e*. 
que  se  cometió  una  falta  ó  un  delito,  aeráii 
Jueces  y  Tribunales  competentes  para  ins- 
truir y  conocer  de  la  causa: 

1.°  El  de  la  demarcación  en  que  se  baja 
descubierto  pruebas  materiales  del  delito. 

2.°  El  de  la  demarcación  en  que  eí  reo 
presunto  haya  sido  aprehendido. 

S.°4    El  de  la  residencia  del  reo  presunto 

4.°  Cualquiera  que, hubiere  tenido  noti- 
cia del  delito. 

Si  se  suscitare  competencia  entre  esto* 
Jueces  ó  Tribunales,  Be  decidirá  dundo  í& 
preferencia  por  el  orden  con  que  están  ex- 
presados en  el  párrafo  precedente. 

Tan  luego  como  conste  el  Jugar  en  que 
se  hubiere  cometido  el  delito,  ae  remitirán 
las  actuaciones  al  Juzgado  ó  Tribnnal  de 
aquella  demarcación,  poniendo  á  sn  disposi- 
ción  á  los  detenidos  y  efectos  ocupados, 

Art.  165.  £1  Juez  ó  Tribunal  competente 
para  la  instrucción  ó  conocimiento  de  uoa 
causa,  lo  será  también  para  conocer  de  la 
complicidad  en  el  delito  que  se  persiga,  de 
su  descubrimiento  y  de  las  incidencias  de 
aquélla. 

Art.  166.  Un  solo  Juez  ó  Tribunal  de  los 
que  sean  competentes  conocerá  de  loa  deli- 
tos que  tengan  conexión  entre  sí. 

Art.  167.  £1  conocimiento  de  los  delitos 
conexos  corresponderá  á  la  jurisdicción  mi- 
litar cuando  alguno  de  estos  delitos  esté 
sujeto  á  dicha  jurisdicción. 

Art.  168.  Lo  establecido  en  el  artículo 
anterior  se  entiende  en  el  caso  de  que  sea 
competente  la  jurisdicción  militar  para  juz- 
gar de  los  delitos  conexos. 

Si  alguno  de  éstos  fuere  por  sn  índole  y 
naturaleza  de  la  competencia  exclusiva  de 
la  jurisdicción  ordinaria,  ésta  deberá  cono- 
cer, la  cansa  que  se  forme  sobre  él,  sin  per- 
juicio de  que  la  militar  conozca  de  la  que  se 
instruya  sobre  los  demás. 

Art.  169.     Considéranse  delitos  conexo*: 
-  1.°    Los  cometidos  simultáneamente  por 
dos  ó  más  personas  reunidas. 

2:°  Los  cometidos  por  dos  ó  más  perso- 
nas en  distintos  lugares  ó  tiempos,  ai  hu- 
biese precedido  concierto  para  ello. 

3.°  Los  cometidos  como  medio  para  per 
petrar  otros  ó  facilitar  su  ejecución. 

4.°  Los  cometidos  para  procurar,  la  im- 
punidad de  otros  delitos. 

Art.  170.  Son  Jueces  y  Tribunales  com- 
petentes, por  su  orden,  para  conocer  de  las 
causas  por  delitos  conexos: 

1.°  £1  del  territorio  en  que  se  haya  co- 
metido el  delito  á  que  esté  señalada  pena 
mayor. 
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2.o  El  que  primero  comenzare  la  cansa 
«en  el  caso  de  que  á  los  delitos  esté  señalada 
igual  pena. 

S.o  El  que  la  Corte  de  apelaciones,  aten- 
diendo sólo  á  la  mejor  y  más  pronta  admi- 
nistración de  justicia,  designe  en  sus  casos 
respectivos,  cuando  las  causas  hubieren  em- 
pezado al  mismo  tiempo,  ó  no  conste  cuál 
comenzó  primero,  si  los  Juzgados  ó  Tribu- 
nales correspondieren  al  territorio  de  la 
misma  Corlee. 

4.°  El  que  la  Corte  Suprema,  teniendo 
también  en  cuenta  sólo  la  mejor  y  más 
pronta  administración  de  justicia,  designe 
en  el  caso  del  párrafo  anterior,  si  las  causas 
hubieren  empezado  en  Juzgados  ó  Tribuna- 
les que  correspondan  á  diferentes  Cortes  de 
apelaciones. 

Art.  171.     Los  extranjeros  que  cometie-' 
ren  faltas  ó  delinquieren  en  Honduras,  serán 
juzgados  por  los  que  tengan  competencia 
para  ello.  ' 

Art.  172.  Exceptúanse  de  lo  ordenado 
en  el  artículo  anterior,  los  Jefes  de  otros 
Estados  y  los  sustitutos  de  éstos,  los  Minis- 
tros Plenipotenciarios,  los  Ministros  Resi- 
dentes, los  Encargados  de  ^Negocios,  y  los 
extranjeros  empleados  de  planta  en  las  Le- 
gaciones, los  cuales,  cuando  delinquieren, 
serán  puestos  á  disposición  de  sus  Gobier- 
nos respectivos.  , 

Art.  178.  El  conocimiento  de  los  delitos 
comenzados  á  cometer  en  Honduras,  y  con- 
sumados ó  frustrados  en  países  extranjeros, 
corresponderá  á  los  Tribunales  y  Jueces 
bondnrefios,  en  el  caso  de  que  los  actos  per- 
petrados en  Honduras  constituyan  por  sí 
delito,  y  sólo  respecto  á  éstos. 

Art.  174.  Serán  juzgados  por  los  Jueces 
y  Tribunales  de  la  República,  según  el  or- 
den prescrito  en  el  art.  104,  loa  hondurenos 
ó  extranjeros  que  fuera  del  territorio  de  la 
nación  hubiesen  cometido  alguno  de  los  de- 
litos siguientes: 

Contra  la  seguridad  exterior  ó  interior  del 
Estado. 

Contra  el  Presidente  de  la  República. 

Rebelión. 

Falsificación  de  la  firma  ó  de  la  estampi- 
lla del  Presidente  de  la  República. 

Falsificación  de  las  firmas  de  los  Mi- 
nistros. 

Falsificación  de  otros  sellos  públicos. 

Falsificaciones  que  perjudiquen  directa- 
mente el  crédito  ó  intereses  del  Estado,  y  la 
introducción  óexpendición  de  lo  falsificado. 

Falsificación  de  moneda,  ó  de  billetes  de 
Banco  cuya  emisión  esté  autorizada  por  la 
ley,  y  la  introducción  ó  expendición  de  los 
falsificados. 

Los  cometidos  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 


ciones por  empleados   públicos  residentes 
en  territorio  extranjero. 

Art.  175.  Si  los  reos  de  los  delitos  com- 
prendidos en  el  artículo  anterior  hubiesen 
sido  absueltos  ó  penados  en  el  extranjero, 
siempre  que  en  este  último  caso  se  hubiese 
cumplido  la  condena,  no  se  abrirá  de  nuevo 
la  causa. 

Lo  mismo  sucederá  si  hubiesen  sido  in- 
dultados, á  excepción  de  los  delitos  contra 
la  seguridad  exterior  de!  Estado  ó  contra  el 
Presidente  de  la  República. 

Si  hubieren  cumplido  parte  de  la  pena,  se 
tendrá  en  cuenta  para  rebajar  proporcional- 
mente  la  que  en  otro  caso  les  correspon- 
dería. 

Art.  176.  Lo  dispuesto  en  los  dos  artícu- 
los que  anteceden  es  aplicable  á  los  extran- 
,  jeros  que  hubiesen  cometido  alguno  de  los 
delitos  comprendidos  en  ellos,  cuando  fue- 
ren aprehendidos  en  el  territorio  hondure- 
no ó  se  obtuviese  la  extradición. 

Art.  177.  El  hondureno  que  cometiere 
un  delito  en  país  extranjero  contra  otro  hon- 
dureno, será  juzgado  en  Honduras  por  los 
Juzgados  ó  Tribunales  designados  en  el  ar- 
tículo 164,  y  por  el  mjsrao  orden  con  que  se 
designan,  si  concurrieren  las  circunstancias 
siguientes: 

1.a  Que  se  querelle  el  ofendido  ó  cual- 
quiera de  las  personas  que  puedan  hacerlo 
con  arreglo  á  las  leyes. 

2.a  Que  el  delincuente  se  halle  en  terri- 
torio hondureno. 

8.a  Que  el  delincuente  no  haya  sido 
absuelto,  indultado  ó  penado  en.  el  extranje- 
ro, y  en  este  último  caso  haya  cumplido  su 
condena. 

Si  hubiere  cumplido  parte  de  la  pena,  se 
observará  lo  que  para  igual  caso  previene 
el  art.  176. 

Art.  178.  El  hondureno  que  cometiere 
en  país  extranjero*  un  delito  de  los  que  el 
Código  penal  hondureno  califica  de  graves, 
contra  un  extranjero,  será  juzgado  en  Hon- 
duras, si  concurren  las  tres  circunstancias 
señaladas  en  el  artículo  que  precede,  y  por 
los  mismos  Jueces  que  en  él  se  designan. 

Art.  179.  No  podrá  procederse  criminal- 
mente en  el  caso  del  artículo  anterior,  cuan- 
do el  hecho  de  que  se  trate  no  sea  delito  en 
el  país  en  que  se  perpetró,  aunque  lo  sea 
según  las  leyes  de  Honduras. 

Art.  180.  Los  hondurenos  que  delincan 
en  país  extranjero  y  sean  entregados  á  los 
Cónsules  de  Honduras,  serán  juzgados  con 
sujeción  á  esta  ley,  en  cuanto  lo  permitan 
las  circunstancias  locales. 

Instruirá  el  proceso  en  primera  instancia 
el  Cónsul  ó  el  que  le  reemplace,  si  no  fuere 
Letrado,  con  el  auxilio  de  un  asesor,  y  en 
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su  defecto  con  el  de  dos  adjuntos  elegidos 
entre  los  ciudadanos  hondurenos;  loa  cuales 
serán  nombrados  por  él  al  principio  de  cada 
año  y  actuarán  en  todas  las  causas  pendien- 
tes ó  incoadas  durante  ei  mismo. 

Terminada  la  instrucción  de  la  causa,  y 
ratificadas  á  presencia  del  reo  ó  reos  pre- 
suntos las  diligencias  practicadas,  se  remi- 
tirán los  autos  al  Juzgado  ó  Tribunal  hondu- 
reno que,  atendida,  la  naturaleza  del  delito, 
tenga  competencia  para  conocer  de  él  y  sea 
el  más  próximo  al  consulado  en  queae  haya 
seguido  la  causa. 

Art.  181.  La  jurisdicción  ordinaria  es 
competente  para  conocer  de  las  faltas,  sin 
más  excepciones  que  las  faltas  militares  y 
las  de  policía. 

Art.  182.  Los  Jueces  del  lugar  en  que  se 
cometa  una  falta  son  los  únicos  competen- 
tes para  juzgarla. 

Art.  183.  En  las  faltas  cometidas  en 
país  extranjero,  en  que  sean  entregados  los 
que  las  cometan  á  los  Cónsules  hondurenos, 
juzgará  en  primera  instancia  el  Vicecónsul 
si  lo  hubiere,  y  en  apelación  el  Cónsul  con 
su  asesor,  si  no  fuere  Letrado,  y  á  falta  de 
asesor,  con  los  adjuntos  de  que  habla  el  ar- 
tículo 180.  Si  no  hubiere  Vicecónsul,  hará 
sus  veces  un  ciudadano  hondureno  elegido 
del  misino  modo  que  los  adjuntos,  al  princi- 
pio de  cada  afio. 

Estos  juicios  se  seguirán  en  conformidad 
á  las  leyes  de  la  República. 

Art.  184.  Lo  prescrito  en  este  capítulo 
respecto  á  delitos  cometidos  en  el  extran- 
jero, se  entenderá  sin  perjuicio  de  los  Tra- 
tados vigentes,  ó  que  en  adelante  se  cele- 
braren con  Potencias  extranjetas. 

CAPITULO  IV 
De  las  cuestiones  de  competencia. 

Art.  185.  De  la  competencia  que  se  sus- 
citare entre  dos  Jueces  de  paz,  conocerá  el 
Juez  de  letras  de  quien  aquellos  dependan. 

Si  la  competencia  se  suscitare  entre  dos 
Jueces  de  letras,  ó  entre  un  Juez  de  letras  y 
un  Juez  de  paz,  conocerá  la  Corte  de  apela- 
ciones de  quien  dependan. 

Art.  186.  Las  cuestiones  de  competencia 
que  se  suscitaren  entre  las  autoridades  judi- 
ciales, fuera  de  los  casos  enunciados  en  el 
artículo  anterior,  serán  resueltas  por  el  su- 
perior común,  y  las  que  se  suscitaren  entre 
autoridades  administrativas  y  judiciales,  se- 
rán resueltas  por  la  Corte  Suprema. 


TITULO    XII 

DK  LA  RECUSACIÓN  DB  LOS  JT7CCCS 
Y    MAGISTRADOS 

CAPITULO  PRIMERO 
De  las  causas  de  recusación. 

Art.  187.  Los  Jueces  y  Magistrados,  Cual- 
quiera que  sea  su  jerarquía,  sola  podrán  eer 
recusados  por  causa  legítima. 

Art.  188.  Podrán  sólo  recusar,  en  los  ne- 
gocios civiles,  los  que  sean  ó  se  muestren 
parte  en  ellos. 

En  los  negocios  criminales: 

El  repre dentante  del  Ministerio  público. 

El  acusador  privado,  ó  los  que  por  él  pue- 
dan ejercitar  ó  ejerciten  sus  acciones  y  dere- 
chos. 

Los  procesados. 

Los  responsables  civilmente  por  delito  o 
falta. 

Art.  189.  Son  causas  legítimas  de  recu- 
sación: 

1  a  El  parentesco  dentro  del  cuarto  ¿r& 
do  de  consanguinidad  ó  segundo  de  afinidso 
con  cualquiera  de  los  expresados  en  el  articu- 
lo anterior. 

2.a  El  mismo  parentesco  dentro  del  se- 
gundo grado  de  consanguinidad  ó  afinidad 
con  el  Abogado  ó  Procurador  de  las  partes 
que  intervengau  en  el  pleito  ó  en  la  causa. 

8.a  Estar  ó  haber  sido  denunciado  ó  tea 
sado  por  alguna  de  ellas  como  autor,  cóm- 
plice ó  encubridor  de  un  delito,  ó  como  au- 
tor de  una  falta. 

4.a  Haber  sido  defensor  de  alguna  de  lat 
partes,  emitido  dictamen  sobre  e!  pleito  o 
proceso,  ó  alguna  de  sus  incidencias  como 
Letrado,  ó  intervenido  en  él  como  Fiscal 
perito  ó  testigo. 

6.a  Ser  ó  haber  sido  denunciador  ó  acu- 
sador privado  del  que  recusa. 

6.a  Ser  ó  haber  sido  tutor  ó  curador  pan 
bienes  de  alguno  que  sea  parte  en  el  pleito  c- 
en  la  causa. 

7.a  Haber  estado  en  tutela  ó  curadum 
de  alguno  de  los  expresados  en  el  número 
anterior. 

8.a  Tener  pleito  pendiente  con  el  recu- 
sante. 

9.a  Tener  interés  directo  ó  indirecto  en 
el  pleito  ó  en  la  causa. 

10.  Amistad  íntima. 

11.  Enemistad  manifiesta. 

Art.  190.  Los  Jueces  y  Magistrados  com- 
prendidos en  el  artículo  anterior  deberán 
excusarse  del  conocimiento  del  negocio  sin 
esperar  á  que  se  les  recuse. 

Contra  estas  excusas  no  habrá  recurso 
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alguno;  pero  si  fueren  indebidas  quedarán 
sujetas  á  las  correcciones  disciplinarias,  en 
la  forma  que  determine  el  Código  de  Proce- 
dimientos. 

Art.  191.  La  recusación  en  los  negocios 
civiles  se  propondrá  en  el  primer  escrito  que 
presente  el  recusante,  cuando  la  causa  en 
que  se  funde  fuere  anterior  al  pleito  y  tenga 
de  ella  conocimiento. 

Cuando  fuere  posterior,  ó  aunque  anterior 
no  hubiere  tenido  antes  de  ella  conocimien- 
to, el  recusante  la  deberá  proponer  tan  lue- 
go como  llegue  á  su  noticia. 

Art.  192.  Eu  lo  criminal  podrá  propo- 
nerse la  recusación  en  cualquier  estado  de 
la  causa: 

Art.  193.  Ni  en  lo  civil  ni  en  lo  criminal 
podrá  hacerle  recusación  después  de  co- 
menzada la  vista  del  pleito,  ó  de  la  celebra-1 
ción  del  juicio  público  de  la  cansa,  ó  de  la 
citación  para  senteucia. 

CAPITULO  II 
De  las  cuestiones  de  recusación. 

Art.  194.  De  la  recusación  de  los  Jueces 
de  letras  y  de  los  Jueces  de  paz  .conocerá  el 
funcionario  llamado  por  la  ley  á  subrogarlos, 
y  procederá  el  recurso  de  apelación  cuando 
se  denegare. 

De  ía  recusación  de  los  Magistrados  de  la 
Corte  Suprema  y  de  las  Cortes  de  apela- 
ciones, conocerá  el  Tribunal  mismo  con  ex- 
clusión del  miembro  ó  miembros  de  cuya 
recusación  se  trate,  y  cuando  se  denegare, 
sólo  procederá  el  recurso  de  casación  en  su 
caso. 

TITULO  XIII 

DEL  MIKIMTfiRIO  PÚBLICO 

CAPITULO  PRIMERO 
De  su  organización. 

Art.  196.  Los  representantes  del  Minis- 
terio público  serán  nombrados  por  la  Corte 
Suprema  de  Justicia,  y  su  período  será  de 
cuatro  años,  siéndoles  aplicables  las  disposi- 
ciones de  los  arte.  77  y  92. 

Art.  196.  El  Ministerio  público  será  ejer- 
cido en  la  Corte  Suprema,  en  las  Cortes  de 
apelaciones  y  en  los  Juzgados  de  letras  por 
sus  respectivos  Fiscales. 

En  los  Juzgados  de  paz  no  será  necesaria 
la  intervención  de  los  representantes  del 
Ministerio  público;  pero  los  Síndicos  muni- 
cipales harán  sus  veces  en  los  casos  en  que 
expresamente  los  llamen  las  leyes. 

Art.  197.  Los  representantes  del  Minis- 
terio público  pueden  ser  propietarios,  su- 
plentes ó  interinos. 


Art.  198.  Cuando  no  se  hubieren  nom- 
brado los  representantes  del  Ministerio  pú- 
blico ó  estuvieren  legalmente  impedidos  pa- 
ra desempeñar  sus  funciones,  los  Juzgados 
y  Tribunales  podrán  nombrar  Promotores 
Fiscales  para  cada  asunto  en  que  se  necesite 
la  intervención  de  aquéllos. 

Este  nombramiento  será  obligatorio  cuan-: 
do  recayere  en  Abogados,  Procuradores  ó 
Notarios. 

Art.  199.    Los  Promotores  Fiscales  deseca 
peñarán  gratuitamente  sus  funciones. 

Art.  200.  A  falta  de  representantes  del 
Ministerio  público,  y  cuando  las  leyes  se  li- 
miten á  pedir  su  dictamen,  los  Jueces  y  Tri- 
bunales omitirán  su  representación. 

CAPITULO  II 
De  las  atribuciones  del  Ministerio  público. 

Art.  201.  Corresponderá  al  Ministerio 
público: 

1.°  Vigilar  por  el  cumplimiento  de  las 
leyes  y  disposiciones  legales  de  carácter 
obligatorio  que  se  refieran  á  la  administra- 
ción de  justicia,  y  reclamar  su  observancia. 

2.°  Dar  á  sus  respectivos  subordinados 
las  instrucciones  generales  ó  especiales,  para 
el  cumpl:miento  de  sus  deberes  y  la  posible 
unidad  de  la  acción  fiscal. 

3.°  Sostener  la  integridad  de  las  atribu- 
ciones y  competencia  de  los  Juzgados  y  Tri- 
bunales en  general,  y  defenderlas  de  toda 
invasión,  ya  provenga  del  orden  judicial,  ya 
del  administrativo,  promoviendo  cuestiones 
de  competencia  é  impugnando  las  que  inde- 
bidamente se  promuevan  contra  el  Juzgado 
ó  Tribunal  en  que  se  ejerzan  sus  funciones. 

4.°  Representar  al  Estado,  á  la  Adminis- 
tración y  á  los  Establecimientos  públicos  de 
Instrucción  y  Beneficencia,  en  las  cuestio- 
nes en  que  sean  parte,  ya  demandante,  ya 
demandada. 

6.°  Interponer  su  oficio  en  los  pleitos 
que  versen  sobre  el  estado  civil  de  las  per- 
sonas. 

6.P  .Representar  y  defender  á  los  meno- 
res, incapacitados,  ausentes  ó  impedidos  pa- 
ra administrar  sus  bienes,  basta  que  se  les 
provea  de  tutores  ó  curadores  para  la  defen- 
sa de  sus  propiedades  ó  derechos. 

7.°  Promover  la  formación  de  causas  cri- 
minales por  delitos  y  faltas,  cuando  tengan 
conocimiento  de  su  perpetración,  si  no  las 
hubiesen  comenzado  de  oficio  aquellos  á 
quienes  corresponda. 

8.o  Ejercitar  la  acción  pública  en  toda» 
las  causas  criminales,  sin  más  excepción  que 
las  de  aquellas  que,  según  las  leyes,  sola 
pueden  ser  promovidas  á  instancia  de  parte 
agraviada. 
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9.°  Investigar  con  especial  diligencia  las 
detenciones  arbitrarias  que  se  cometan,  y 
promover  su  castigo. 

10.  Asistir  á  las  vistas  de  los  negocios 
civiles  en  que  sean  parte  y  de  los  criminales, 
sin  más  excepción  que  las  de  aquellos  en 
que  no  se  puede  ejercitar  la  acción  pública. 

11.  Promover  ¡as  correcciones  discipli- 
narias en  los  casos  que  procedan  según  las 
leyes. 

12.  Velar  sobre  el  cumplimiento  de  las 
sentencias  en  los  pleitos  y  causas  en  que 
hayan  sido  parte,  á  cuyo  efecto  tendrán  el 
derecho  y  el  deber  de  visitar  los  estableci- 
mientos penales,  para  inspeccionar  si  las 
sentencias  en  lo  criminal  se  cumplen  en  la 
forma  en  que  hubiesen  sido  impuestas. 

No  podrá,  sin  embargo,  introducir  «Itera- 
ciones en  el  régimen  y  disciplina  de  las  pri- 
siones, limitándose  en  su  caso  á  exponer  á 
la  Corte  Snprema  los  vicios  que  observare 
y  los  medios  de  corregirlos. 

18.  Poner  en  conocimiento  de  la  Corte 
Suprema  los  abusos  é  irregularidades  graves 
que  notare  en  los  Juzgados  ó  Tribunales, 
cuando  no  alcanzare  de  otro  modo  á  obtener 
su  remedio. 

14.  Exponer  verbalmente  su  dictamen  en 
asuntos  urgentes  de  fácil  resolución,  lo  cual 
se  expresará  en  la  providencia  ó  auto  que 
recaiga. 

15.  Pedir  á  los  Juzgados  y  Tribunales  del 
territorio  en  que  ejerza  sus  funciones,  y  que 
estén  subordinados  al  Juzgado  ó  Triounal  á 
que  pertenezca,  las  causas  y  negocios  termi- 
nados, para  ejercer  su  vigilancia  sobre  la 
administración  de  justicia  y  promover  la  co- 
rrección de  los  abusos  que  puedan  introdu- 
cirse. 

16.  Requerir  el  auxilio  de  las  autorida- 
des, de  cualquier  clase  que  sean,  para  el  des- 
empeño de  su  ministerio,  siendo  responsa- 
bles éstas,  con  arreglo  á  las  leyes,  de  las 
consecuencias  que  resultaren  de  su  falta  ó 
descuido  en  prestarle  dicho  auxilio. 

17.  Interponer  su  oficio  en  las  causas  so- 
bre responsabilidad  criminal  de  los  Jueces, 
o  de  cualesquiera  empleados  judiciales,  por 
los  actos  de  su  ministerio. 

18.  Exponer  por  escrito  su  dictamen  en 
los  recursos  de  casación. 

19.  Cumplir  las  demás  obligaciones  que 
le  impongan  las  leyes. 

CAPITULO  III 

De  la  unidad  y  dependencia  del  Ministerio 
público. 

Art.  202.  Ei  Fiscal  de  la  Corte  Suprema 
«era  el  Jefe  del  Ministerio  público  en  toda  la 


República,  bajo  la  inmediata  dependería* 
de  la  Corte  Suprema. 

Loa  Fiscales  de  las  Cortes  de  apelaciones, 
lo  serán  en  sus  respectivas  seccione*. 

Los  Fiscales  de  los  Juzgados  de  letras,  lo 
serán  de  los  que  ejerzan  el  Ministerio  públi- 
co en  los  Juzgados  de  paz. 

Art.  203.  Por  consecuencia  de  lo  estable- 
cido en  el  artículo  anterior,  cada  Fiscal: 

l.o  Dará  cuenta  á  su  inmediato  superior 
de  los  delitos  y  faltas  de  que  tenga  conoa- 
miento,  ya  se  hayan  promovido  á  instancia 
de  parte  agraviada,  ya  de  oficio,  ya  por  su 
requerimiento. 

Esto  lo  verificará  en  el  tiempo  y  forma  que 
se  ordene  por  las  leyes,  reglamentos  ó  por 
las  disposiciones  de  sus  superiores  en  el  or- 
den jerárquico. 

•  2.u  Se  arreglará  á  las  instrucciones  que 
sus  superiores  jerárquicos  le  comuniqnen  ec 
lo  que  se  refiera  al  ejercicio  del  Ministerio 
público. 

3.°  Consultará  á  su  inmediato  superior 
jerárquico,  cuando  la  gravedad  del  negocio, 
la  dificultad  del  caso  ó  cualquiera  otra  cir- 
cunstancia lo  hiciere  necesario  ó  conve- 
niente. 

4."  Hará  respetuosamente  á  su  superior 
jerárquico  las  observaciones  que  estime  con- 
ducentes, relativa  mente  á  las  órdenes  é  ins- 
trucciones que  considere  contrarias  á  las  le- 
yes, ó  que  por  apreciaciones  equivocadas  ó 
por  cualquiera  otro  motivo  sean  improceden- 
tes, pero  sin  que  pueda  separarse  de  ellas 
hasta  que  así  lo  ordene  su  superior. 

6.°  Interpondrá  en  tiempo  y  forma, 
cuando  no  tuviere  instrucciones  en  contra- 
rio, los  recursos  procedentes  en  los  nego- 
cios en  que  sea  parte,  sin  perjuicio  de  lo 
que  su  superior  resuelva  acerca  de  su  segui- 
miento. 

Art.  204.  Para  la  ejecución  de  lo  que  se 
previene  en  ios  dos  últimos  números  del 
artículo  anterior,  el  superior,  recibidas  que 
sean  las  observaciones  emitidas  por  el  infe- 
rior, cuando  las  encontrare  legales  ó  proce- 
dentes, reformará  ó  dejará  sin  efecto  las 
órdenes  que  él  mismo  hubiese  dado. 

En  el  caso  de  que  provengan  de  otro  su- 
perior jerárquico,  pondrá  en  su  noticia  las 
referidas  observaciones,  informándole  lo 
que  estime  conveniente  para  que  resuelva 
lo  que  corresponda. 

Cuando  las  órdenes  é  instrucciones  pro- 
cedan de  la  Corte  Suprema,  le  dará  cuenta 
para  que  decida. 

Art.  205.  Cuando  el  superior  no  encon- 
trare legales  ó  procedentes  las  observacio- 
nes hechas  por  el  inferior,  le  dará  las  ins- 
trucciones que  estime  convenientes;  si  lo 
considerare  oportuno,  designará  al  Fiscal 
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suplente  ó  requerirá  el  nombramiento  de  nn 
Promotor  fiscal  para  que  le  sustituya  en  el 
4Íee pacho  del  negocio. 

CAPITULO  IV 
Disposiciones  complementarias. 

Art.  200.  En  general,  no  pueden  ser  Fis- 
cales los  que  no  pueden  ser  Jueces  de  letras. 

Art.  207.  Para  ser  Fiscal  de  la  Corte  Su- 
prema, de  las  Cortes  de  apelaciones  y  de  los 
«Juzgados  de  letras,  se  requieren  respectiva- 
mente las  mismas  cualidades  que  para  ser 
Magistrado  ó  Juez  de  letras. 

Art.  208.  No  podrán  ser  Fiscales  en  un 
Juzgado  ó  Tribunal  las  personas  que  tengan 
con  el  Juez,  ó  con  alguno  de  los  Magistra- 
dos, cualquiera  de  los  parentescos  designa- 
dos en  el  art.  56. 

Art.  209.  Las  funciones  de  los  Fiscales 
son  incompatibles  con  las  judiciales,  y  con 
las  del  orden  administrativo,  si  éstas  llevan 
anexn  jurisdicción. 

Art.  210.  Los  Fiscales  prestarán  la  pro- 
mesa de  ley  ante  el  respectivo  Juzgado  ó 
Tribunal. 

Art.  211.  Rigen  respecto  de  los  Fiscales 
las  disposiciones  de  los  arts.  106  al  108,  so- 
bre residencia,  asistencia  y  adquisiciones 
Judiciales. 

Art.  212.,  Las  prohibiciones  impuestas  á 
los  Jueces  por  el  artículo  109  para  ejercer  la 
abogacía  y  la  procuración,  rigen  también 
respecto  de  los  Fiscales;  pero  podrán  litigar 
en  los  asuntos  en  que  no  estuvieren  llama- 
dos á  intervenir  según  las  leyes. 

£!  ejercicio  del  Notariado  es  permitido  á 
los  Fiscales. 

Art.  213.  Los  Fiscales  no  podrán  ser  re- 
cusados. 

Deberán,  sin  embargo,  excusarse  ante  el 
Juzgado  ó  Tribunal  á  que  pertenezcan,  de 
intervenir  en  los  actos  judiciales,  cuando 
concurra  en  ellos  alguna  de  las  causas  seña- 
ladas eu  el  art.  189. 

Art.  214.  Cuando  los  Fiscales  no  se  ex- 
cusaren á  pesar  de  comprenderles  alguna  de 
las  causas  expresadas  en  el  art.  189,  podrán 
los  que  se  consideren  agraviados  recurrir  en 
queja  al  superior  inmediato. 

£1  superior  oirá  al  subordinado  que  hu- 
biese sido  objeto  de  la  queja,  y  encontrándo- 
la fundada,  decidirá  su  sustitución. 

Si  no  la  encontrare  fundada,  podrá  acor- 
dar que  intervenga  en  el  proceso. 

Contra  está  determinación  no  se  dará  re- 
curso alguno. 

Si  fuere  el  Fiscal  de  la  Corte  Suprema  el 
qne  diere  motivo  á  la  queja,  deberá  ésta  di- 
rigirse á  la  misma  Corte. 


Art.  216.  La  responsabilidad  criminal  y 
civil  de  los  Fiscales  se  regirá  por  las  reglas 
establecidas  en  esta  ley  para  los  Jueces  y 
Magistrados,  en  cuanto  les  sean  aplicables, 
atendida  la  naturaleza  de  sus  funciones. 

De  las  acusaciones  ó  demandas  que  se  en- 
tablaren contra  los  Fiscales  para  hacer  efec- 
tiva su  responsabilidad  oficial,  conocerán  los 
Juzgados  y  Tribunales  llamados  á  conocer  de 
las  de  los  Jueces  y  Magistrados,  respectiva- 
mente. 

Art  216:  Cada  Juzgado  ó  Tribunal  vela- 
rá la  conducta  funcionaría  de  su  Fiscal,  pu- 
diendo  dar  cuenta  al  Fiscal  superior  inme- 
diato para  lo  que  haya  lugar. 

Art.  217.  Las  faltas  ó  abusos  qu«  los  Fis» 
cales  cometieren  en  el  ejercicio  de  su  minis- 
terio, serán  corregidas  disciplinariamente 
por  el  Fiscal  superior  respectivo,  ó  por  la 
Corte  Suprema,  mediante  queja  de  las  par- 
tes ó  aviso  del  Juzgado  ó  Tribunal  en  que 
funcionan,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  los 
arts.  43,  68  y  86. 

Art.  218.  Son  aplicables  á  las  funcione» 
de  los  Fiscales  las  causas  de  suspensión  y 
terminación  del  cargo  de  Juez  ó  Magistrado, 
señaladas  en  los  artículos  1 1 6  y  1 16,  y  lo  dis- 
puesto sobre  licencias  por  el  art.  114. 

TITULÓ  XIY 
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Art.  219.  En  todos  los  casos  en  que  las 
leyes  prescriben  que  se  oiga  á  un  defensor 
especial,  se  oirá  al  representante  del  Minis- 
terio público. 

TITULO  XY 

DK    LOS  SECRETARIOS 

Art.  220.  Los  Secretarios  judiciales  son 
Ministros  de  fe  públicH,  encargados  de  auxi- 
liar á  I  os  Juzgados  y  Tribunales. 

Art.  221.  En  cada  Juzgado  y  Tribunal 
habrá  un  Secretario,  que  será  de  libre  nom- 
bramiento del  mismo  Juzgado  ó  Tribunal. 

Este  nombramiento  se  hará  con  calidad 
de  propietario,  de  suplente  ó  de  interino. 

Art.  222.     Para  ser  Secretario  se  requieren 

1.°    Tener  veintiún  años  de  edad. 

2.°  Estar  en  el  ejercicio  de  la  ciuda- 
danía. 

3.°     Ser  de  buena  conducta  moral. 

4.°    Tener  instrucción  en  Jurisprudencia. 

Art.  223.  No  podrán  ser  Secretarios  los 
que  no  puedan  ser  Jueces  de  paz. 

Art.  224.  Serán  obligaciones  de  los  Se- 
cretarios: 

1.a  Asistir  puntualmente  á  la  Secretaría 
del. Juzgado  ó  Tribunal,  y  permanecer  en 
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ella  desde  ana  hora  antes  hasta  nn*  hora 
después  de  las  horas  de  audiencia. 

2.a  Auxiliar  á  los  Juzgados  y  Tri baílales 
en  todo  lo  que  se  refiere  al  ejercicio  de  la 
jurisdicción  voluntaria  ó  contenciosa, 

3>  Guardar  secreto  en  todas  las  mate- 
rias y  casos  de  su  cargo  que  lo  exigieren. 

4*  Anotar  al  pie  de  los  escritos  y  despa* 
chos  que  recibieren  el  día  y  la  hora  en  que 
■  les  fueren  presentados. 

6  *  Anotar  igualmente  los  días  y  ¡as  ho- 
ras en  que  las  partes  reciban  y  devuelvan 
los  autos. 

6.a  Dar  oportunamente  cuenta  de  todas 
las  pretensiones  que  se  les  presenten,  de  los 
negocios  en  que  actúen,  siendo  responsables 
de  las  dilaciones  inmotivadas  en  que  in- 
curran. 

7.a  Extender  fielmente  y  autorizar  con 
su  firma  las  actuaciones,  providencias  y  sen- 
tencias que  pasen  ante  ellos. 

8.a  Notificar  á  las  partes  en  la  Secretaría 
las  providencias  y  sentencias. 

9.a  Extender  fielmente  las  actas  y  acuer- 
dos>  autorizándolos  con  su  firma. 

10.  Llevar  la  correspondencia  del  Juzga- 
do ó  Tribunal. 

11.  Custodiar  y  conservar  asiduamente 
los  sellos,  procesos  y  documentos  que  estu- 
vieren á  su  cargo.    . 

12.  No  dar  copias  certificadas  ó  testimo- 
nios, sino  en  virtud  de  providencia  del  Juz- 
gado ó  Tribunal. 

18.  Llevar  siempre  al  corriente  los  libros 
de  actas,  de  acuerdos,  copiadores  de  senten- 
cias, y  demás  libros  que  prevengan  las  leyes 
ó  las  disposiciones  reglamentarias. 

14.  Ser  imparciales  con  todos  los  que 
tengan  negocios  pendientes  en  su  Secre- 
taría. 

16.  Cumplir  todas  las  demás  obligacio- 
nes que  les  impongan  las  leyes  y  las  dispo- 
siciones reglamentarias. 

Art.  225.  Todo  Secretario,  antes  de  em- 
pezar á  desempeñar  su  cargo,  deberá  pres- 
tar la  promesa,  al  tenor  de  la  fórmula  ex- 
presada en  el  art    94. 

Los  Secretarios  de  los  Tribunales  presta- 
rán la  promesa  ante  el  Presidente  del  res 
pectivo  Tribunal. 

Los  Secretarios  de  los  Juzgados  prestarán 
la  promesa  ante  los  respectivos  Jueces. 

Art.  226.  Las  obligaciones  de  residencia 
y  asistencia,  impuestas  á  los  Jueces  y  Ma- 
gistrados por  el  art.  106,  rigen  también  res- 
pecto de  los  Secretarios,  con  la  salvedad  del 
artículo  108. 

Corresponde  á  los  respectivos  Jueces  ó 
Presidentes  de  Tribunales  conceder  licencia 
á  los  Secretarios,  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  1 1 4. 


Art.  227.  Las  prohibiciones  impnesUsi 
los  Jueces  y  Magistrados  por  los  artfeak* 
109  y  103,  sobre  Abogacía  y  Procuración,} 
sobre  adquisiciones  judiciales,  rigen  taoi 
bien  respecto  de  los  Secretarios. 

tís  permitido  á  los  Secretemos  ejercer  ei 
Notariado. 

Art.  228.  Las  disposiciones  de  esta  kj 
contenidas  en  los  títulos  8.°  y  9.<>,  sobre  lo*- 
pensión  y  terminación  de  funciones  y  tofo 
responsabilidades  judiciales,  rigen  también 
respecto  de  los  Secretarios,  en  cuanto  la 
sean  aplicables. 

Art.  229.  Son  igualmente  aplicables  s 
1  Os  Secretarios  las  disposiciones  del  títu- 
lo 12  de  esta  ley,  sobre  recusaciones. 

De  estas  recusaciones  conocerá,  en  ánifi 
instancia,  el  Juzgado  ó  Tribunal  á  que  co- 
rresponda el  Secretarlo. 

Art.  230.  Los  Receptores,  .  escribiente. 
Conserjes  y  demás  empleados  subalternos 
de  la  Secretaría,  serán  nombrados  por  los 
Juzgados  y  Tribunales  á  propuesta  del  Se 
cretario,  en  el  número  que  determine  la  Le? 
de  Presupuesto. 

Se  prohibe  el  ejercicio  de  la  Abogacía  t 
de  la  Procuración  á  los  empleados  subai- 
temos  déla  Secretaría,  en  los  Juzgados r 
Tribunales  donde  presten  sus  servicios. 

.    TITULO  XTI 

DE  LOS  RECEPTORES  / 

Art.  231.  Los  Receptores  judiciales  bod 
ministros  de  fe  pública,  encargados  de  «mi- 
liar á  los  Secretarios  de  los  Juzgados  y  Tri- 
bunales. 

Art.  232.  Para  ser  Receptor  se  requiere 
ser  ciudadano  en  el  ejercicio  de  sus  dere- 
chos, y  tener  la  aptitud  necesaria  para  des- 
empeñar tal  empleo. 

Art.  233.  Serán  obligaciones  de  loe  Re- 
ceptores: 

1.a  Auxiliar  á  los  Secretarios  judiciales 
en  todo  lo  que  se  refiere  al  ejercicio- de  lis 
funciones  dé  éstos. 

2.»  Notificar  á  las  partes,  dentro  y  fuera 
6\e  la  Secretaría,  las  providencias  y  senté* 
cias  de  los  Juzgados  y  Tribunales. 

3.*-  Evacuar  las  citaciones,  emplazamien- 
tos, requerimientos,  embargos  y  demás  dili- 
gencias que  se  les  encomienden. 

Estas  diligencias  las  evacuarán  á  costa  de 
las  partes  cuando  tengan  que  salir  del  asien- 
to del  Juzgado  ó  Tríbuual 

4.a  Desempeñar  las  funciones  de  Archi- 
veros en  los  Juzgados  y  Tribunales  donde  no 
los  hubiere. 

5.*  Hacer  las  veces  de  los  Secretarios  pro- 
pietarios ó  interinos,  por  impedimento  de 
éstos  y  á  falta  de  Secretarios  suplentes. 
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Art.  234.  Las  disposiciones  del  título  an- 
terior, relativas  al  nombramiento,  promesa, 
residencia,  asistencia, prohibiciones,  respon- 
sabilidades, recusaciones,  suspensión  y  ter- 
co i  nación  de  funciones  de  los  Secretarios,  son 
aplicables  á  los  Receptores. 

TITULO  XVII 

DK    LOS    NOTARIOS 

Art.  235.  Los  Notarios  son  ministros  de 
fe  pública,  encargados  de  autorizar  los  con- 
tratos y  demás  actos  en  que  seBolicite  su  in- 
tervención. 

Art.  236.  Serán  obligaciones  de  los  Nota- 
rios: 

1.a  Extender  los  instrumentos  públicos 
con  arreglo  á  las  prescripciones  legales,  y  de 
acuerdo  con  lftB  instrucciones  que  depatabra 
ó  por  escrito  les  dieren  los  otorgantes. 

2.a  Formar  los  protocolos  de  las  escritu- 
ras públicas  que  autorizaren,  y  de  los  docu- 
mentos y  diligencias  cuya  protocolización  se 
ordenare. 

De  lasescrituras  reservadas  formarán  pro- 
tocolo especial. 

3.a  Dar  á  los  interesados  las  copias  y 
certificaciones  que  pidieren  con  arreglo  á  la 
ley,  de  los  actos  y  contratos  que  ante  ellos 
hubieren  pasado. 

4>  Facilitar  á  cualquier  persona  el  regis- 
tro de  los  protocolos  que  custodiaren,  cuan- 
do no  fueren  protocolos  reservados. 

6.a  Llevar  un  libro  copiador  de  las  cubier- 
tas de  los  testamentos  cerrados  que  autori- 
zaren. 

6.a  Autorizar  los  demás  actos  y  diligen- 
cias que  determinen  las  leyes. 

Art.  237.  Los  Notarios  gozarán  de  los 
emolumentos  que  el  respectivo  Arancel  les 
señale. 

Art.  238.  Una  ley  especial  reglamentará 
•el  ejercicio  del  Notariado. 

TITULO  XYIU 

DE  L08  ABOGAD08  T  PROCURADORB8 

CAPÍTULO   PRIMERO 

Disposiciones  comunes  á  los  Abogados    , 
y  Procuradores, 

Art.  239.  Los  que  fueren  parte  en  los  jui- 
cios civiles  ó  en  las  causas  criminales,  podrán 
ser  representados  por  Procuradores  y  dirigi- 
dos por  Abogados. 

Art.  240.  La  Abogacía  y  la  Procuración 
«e  podrán  ejercer  simultáneamente. 

En  este  caso,  hay  derecho  á  cobrar  sepa- 
radamente  la  dirección  y  la  representación. 

Art.  241.    £1  encargo  de  los  Abogados  y 


Procuradores  no  termina  por  la  muerte  del 
cliente. 

Art.  242.  Cuando  no  hubiere  Abogados 
y  Procuradores  de  pobres,  los  Abogados  y 
los  Procuradores  titulados  tienen  obligación 
de  defenderlos  gratuitamente,  excepto  en 
los  juicios  verbales. 

Esta  obligación  no  comprende  á  los  que 
estén  ejerciendo  algún  cargo  concejil. 

Art.  243.  Los  Abogados  y  los  Procura- 
dores estará^  sujetos  á  la  jurisdicción  disci- 
plinaria de  los  Juzgados  y  Tribunales,  en  los 
términos  que  ordena  esta  ley. 

Art.  244.  La  Corte  Suprema  podrá  sus- 
pender discrecionalmente  hasta  por  treinta 
días,  por  faltas  disciplinarias,  á  los  Aboga- 
dos y  á  los  Procuradores  titulados. 

Art.  245.  La  Corte  Suprema,  las  Cortes 
de  apelaciones  y  los  Juzgados  de  letras  po- 
drán, discrecionalmente,  obligar  á  cualquie- 
ra de  las  partee  que  encomienden  su  repre- 
sentación á  Procuradores  titulados,  ó  exigir- 
les firma  de  A  bogado,  cuando  fuere  necesario 
para  ¡a  marcha  regular  del  juicio  pendiente. 

En  el  caso  de  ser  declarada  esta  obliga- 
ción, será  considerada  como  rebelde  la  parte 
que  se  negare  á  su  cumplimiento. 

CAPITULO  II 
De  los  Abogados. 

Art.  246.  Los  Abogados  son  profesores 
de  Jurisprudencia  autorizados  para  defender 
en  juicio,  por  escrito  ó  de  palabra,  los  dere- 
chos ó  intereses  de  los  litigantes,  y  también 
para  dar  dictamen  sobre  las  cuestiones  ó 
puntos  legales  que  se  les  consulten. 

Art.  247.     Para  ser  Abogado  se  requiere: 

1.°     Ser  mayor  de  veintiún  años. 

2.°  Tener  el  títnlo  de  Licenciado  ó  de 
Doctor  en  Jurisprudencia. 

3.°  Hallarse  en  el  ejercicio  de  los  dere- 
chos civiles  y  políticos. 

Art.  248.  No  pueden  ser  Abogados  los 
que  tengan  inhabilidad  legal  para  ser  Jueces 
letrados. 

Art.  ?49.  La  Corte  Suprema  expedirá  el 
título  de  Abogado,  previa  la  comprobación 
de  los  requisitos  legales,  información  de  vida 
y  costumbres,  examen  público  sobre  las  ma- 
terias de  la  abogacía,  y  promesa  de  ejercer 
bien  y  fielmente  la  profesión. 

Art.  250.  Los  honorarios  de  los  Aboga- 
dos no  estarán  sujetos  á  Arancel. 

Podrán,  sin  embargo,  impugnarlos  las  par-  * 
tes  por  excesivos,  en  cuyo  caso  el  Juzgado 
ó  Tribunal,  después  de  oír  al  Abogado  con- 
tra quien  se  dirija  la  impugnación,. aprobará 
la  tasación  ó  la  reformará  en  los  términos 
que  estime  justos,  sin  perjuicio  de  los  recur- 
sos legales. 
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CAPITULO  IH 

Dé  los  Procuradores. 

Art.  251.  Los  Procaradores  judiciales  son 
los  representantes  de  las  partes,  á  virtud  de 
poder  conferido  por  éstas,  para  defenderlas 
en  los 'Juzgados  y  Tribunales,  haciéndolas 
peticiones  y  demás  diligencias  necesarias 
para  el  logro  de  sus  pretensiones. 

Para  ejercer  la  Procuración  no  es  necesa- 
ri  o  el  título  de  Procurador,  cou  tal  que  se 
reúnan  los  requisitos  legales. 

Art.  262.  Para  ser  Procurador  se  re- 
quiere: 

1.°    Ser  mayor  de  veintiún  años. 

2.°  Estar  en  el  ejercicio  de  los  derechos 
civiles  y  políticos. 

No  podrán  ser  Procuradores  los  que  no 
puedan  ser  Jaeces  de  paz. 

Art.  253.  £1  nombramiento  de  Procura- 
dor judicial  deberá  hacerse  por  escritura  pú- 
blica ó  por  declaración  escrita  autorizada 
por  el  Secretario  del  respectivo  Juzgado  ó 
Tribunal. 

En  los  juicios  verbales  podrá  hacerse  este 
nombramiento  de  palabra  ó  por  carta-poder, 
autorizada  por  Notario  ó  Juez  cartulario. 

Art.  254.  Serán  obligaciones  de  los  Pro- 
curadores: 

1.a  Presentar  oportunamente  el  poder 
que  tengan  para  comparecer  en  juicio  ó  de- 
volverlo, si  no  lo  aceptaren,  tan  pronto  co- 
mo sea  posible,  para  que  no  sea  perjudicado 
el  poderdante,  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto 
en  el  Código  civil. 

2.a  Seguir  el  juicio  mientras  no  hayan 
cesado  en  su  encargo  por  alguna  de  las  cau- 
sas que  se  expresan  en  esta  ley. 

3.a  Transmitir  al  Abogado  elegido  por 
su  cliente  ó  por  ellos  mismos,  todos  los  do- 
cumentos, antecedentes  é  instrucciones  que 
se  les  remitan,  ó  que  ellos  mismos  puedan 
adquirir,  haciendo  todo  cuanto  conduzca  á 
la  defensa  de  su  poderdante,  bajo  la  res- 
ponsabilidad que  las  leyes  imponen  al  man- 
datario. 

Cuando  no  tuvieren  instrucciones  ó  fue- 
ren insuficientes  las  que  se  les  hubiesen  da- 
do, hacer  lo  que  requiera  la  naturaleza  é  Ín- 
dole del  negocio. 

4.a  Pagar  los  gastos  que  se  causaren  á 
su  instancia. 

6.a  Tener  al  cliente  y  al  Letrado  siem- 
pre al  corriente  del  curso  del  negocio  que  se 
¡es  hubiere  confiado. 

6.a  Firmar  todas  las  pretensiones  que  se 
presenten  á  nombre  del  cliente. 

7.a  Oir  y  firmar  los  emplazamientos,  ci- 
taciones y  notificaciones  de  cualquier  clase 
inclusas  las  de  sentencias,  teniendo  estas 


actuaciones  la  misma  fuerza  que  si  Ínter?!- 
niere  en  ellas  directamente  el  poderdactt 
No  se  admitirá  la  respuesta  de  que  las  ex- 
presadas diligencias  se  entiendan  con  ésta. 

8.a  Asistir  á  todas  las  diligencias  y  ac- 
tos para  los  que  las  leyes  lo  prevengan. 

9.a  Llevar  un  libro  de  conocimientos  d¿ 
negocios  pendientes  y  otro  de  cuentas  ac 
los  litigantes,  con  los  Abogados  y  con  leí 
auxiliares  y  subalternos  que  devenguen  ho- 
norarios ó  derechos. 

10.  Dar  á  sus  clientes  cuentas  documen- 
tedas  de  los  gastos  judiciales  ó  inversión  lie 
las  cantidades  recibidas. 

Art.  255.  La  aceptación  del  poderse  en 
tiende  por  hecha  en  el  acto  de  presentar 
el  Procurador,  ó  de  gestionar  como  tal  en  e. 
juicio  en  que  se  le  haya  conferido. 

Art.  256.  Cesará  el  Procurador  en  so  re- 
presentación: 

1.°  Por  la  revocación  del  poder,  tan  lue- 
go como  conste  en  autos,  yá  sea  exprese,  vi 
tácitamente;  por  el  nombramiento  posterior 
de  otro  Procurador  para  el  mismo  negocio 
ó  por  gestión  personal  de  la  parte,  coando 
no  la  hiciese  sin  perjuicio  del  poder  col 
ferido. 

2.°  Por  el  desistimiento  voluntario  d?. 
Procurador,  ó  por  inhabilitarse  éste  para* 
ejercicio  de  la  Procuración,  estando  obligado 
á  poner  con  anticipación  uno  y  otro  caso  en 
conocimiento  de  sus  poderdantes,  judicial 
mente  ó  por  acto  notarial. 

Mientras  no  aparezca  en  los  antos  hecho 
el  desistimiento,  no  podrá  abandonar  la  re- 
presentación que  tuviere. 

8.°  Por  separarse  el  poderdante  de  la  ac- 
ción ó  de  la  oposición  que  hubiere  formo- 
lado. 

4.°  Por  haber  transmitido  el  mandante  i 
otro  sus  derechos  sobre  la  cosa  litigiosa, 
cuando  la  transmisión  haya  sido  reconocida 
por  providencia  ó  auto  firme,  con  audiencia 
de  la  parte  contraria. 

Por  haber  terminado  la  personalidad  dei 
poderdante. 

6.°  Por  la  terminación  del  acto,  del  pleito 
ó  de  la  causa  para  que  se  dio  el  poder. 

7.°    Por  muerte  del  Procurador. 

Art.  257.  Para  obtener  el  título  de  Pro 
curador  se  requiere: 

l.°  Comprobar  las  condiciones  enumera- 
das en  el  art.  252. 

2.°  i  Acreditar  pericia  en  el  orden  y  tra- 
mitación de  los  juicios,  y  en  las  obligaciones 
que  las  leyes  imponen  ásu  profesión. 

Esta  capacidad  la  acreditarán  con  certifi- 
cados de  Profesores  en  Jurisprudencia  y  <fc 
j   los  Juzgados  y  Tribunales. 
I       Art.  258.     La  Corte  Suprema  expedirá eí 
título  de  Procurador,  previa  la  comprobación 


KSTADO  DB  H0SU0RA8   —  RKUAÜDAOIÓN  DK  I  OS  DKKkCHoH  ADDAHBROS 


369 


ile  los  requisitos  legales,  información  de  vi- 
da y  costumbres,  examen  público  .sobre  las 
materias  de  la  Procuración,  y  promesa  de 
ejercer  bien  y  fielmente  la  profesión. 

Art.  269.  Se  reputarán  Procuradores  ti- 
tulados: 

l.o    Los  Abogados. 

2.°  Los  Doctores  ó  Licenciados  en  Dere- 
cho civil. 

8.o    Los  Notarios. 

4.°     Los  Bachilleres  en  Derecho  civil. 

Art.  260.  Las  disposiciones  de  este  titulo 
rigen  respecto  de  los  representantes  legales 
y  de  los  defensores  en  causas  criminales,  en 
cuanto  les  sean  aplicables. 

Art.  261.  Una  ley  especial  establecerá  el 
Arancel  de  Procuradores. 

TITULO  XIX 

DB  LA  0B8BRVAKCU  DB  K8TA  LBY 

Art.  262.  La  presente  ley  comenzará  á 
regir  en  la  misma  fecha  que  el  nuevo  Códi- 
go de  Procedimientos,  quedando  entonces 
derogada  la  ley  de  Tribunales  vigente. 

Aforo  de  mercancías. — Ley  de  10  de 
Abril  de  1897. 

Artículo  1.*  Se  establece  para  el  aforo  de 
las  mercaderías  que  se  importen  al  Estado 
una  duodécima  clase,  con  el  aforo  de  dos 
pesos  por  libra,  peso  bruto. 

Art.  2.°  En  los  aforos  establecidos  se  ha 
cen  las  siguientes  modificaciones: 

1  .*  Se  suprimen  de  la  segunda  clase  y  se 
trasladan  á  la  tercera,  «vinos  y  cervezas  de 
toda  calidad,  en  botellas». 

2  *  Se  suprimen  de  la  segunda  clase,y  se 
trasladan  á  la  cuarta,  «vinos  y  cervezas  de 
toda  calidad  en  barriles,  garrafones  ó  cual- 
quier otro  envase  que  no  sean  botellas». 

3.*  Se  suprimen  de  la  cuarta  clase  y  se 
trasladan  á  la  sexta,  «licores  fuertes  ó  dulces 
como  alcohol,  coñac,  whiskey,  ajenjo,  rom, 
ginebra,  mistela,  chartreuse,  amargos,  etc.,  y 
el  vino  champagne  cuando  venga  en  botellas 
y  no  pasen  de  veintidós  grados  Carthier. 
Pasando  de  estos  grados  se  aforarán  en  pro- 
porción». 

4.*  Se  suprimen  de  la  cuarta  clase  y  se 
trasladan  á  la  octava,  «licores  fuertes  ó  dul- 
ces, como  alcohol,  coñac,  whiskey,  ajenjo, 
rom,  ginebra,  etc.,  cuando  vengan  en  barri- 
les, garrafones  ú  otro  envase  que  no  sea  bo- 
tella, y  no  pasen  de  veintidós  grados  Car- 
thier. Pasando  de  estos  grados  se  aforarán 
en  proporción». 

5.a  Se  suprimen  de  la  octava  clase  y  se 
trasladan  á  la  novena,   «pantalones,  chale- 
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eos,  chaquetas,  casacas,  paletos,  sacos,  levi- 
tas, capas  y  cualquiera  otra  pieza  semejante 
de  ropa  hecha  para  vestido  exterior  de  hom- 
bres, cuando  sea  de  lana  ó  lino». 

6.a  Se  suprimen  de  la  novena  clase  y  se 
trasladan  á  la  octava,  «sillas  de  montar,  ca- 
bezadas, cañoneras  ó  pistoleras,  riendas, 
cinchas,  gamarrones,  gruperas  y  demás,  acce- 
sorios». 

7.a  Se  suprimen  de  la  undécima  y  se 
trasladan  ala  duodécima,  «bolas  de  marfil 
para  billares,  cuando  vengan  sin  éstas,  joyas, 
alhajas,  piedras  y  prendas  finas;  los  artícu- 
los de  oro  ó  plata  y  que  tengan  algunos  de 
estos  metales,  los  relojes  de  bolsillo,  de  cual- 
quier materia  que  sean,  las  cajitas  vacías  de 
pelnsch,  raso  ó  cuero,  preparadas  para  poner 
relojes  o  prendas,  seda  pura  ó  mezclada  con 
otra  materia,  manufacturada  en  cualquier 
forma,  cuando  la  parte  principal  sea  seda». 
.  8.a  Se  suprime  de  la  décima  clase  y  se 
trasladan  á  la  novena,  «cigarrillos  de  toda 
clase,  incluyendo  también  los  puros». 

Art.  3.°  Se  prohibe  la  importación  de 
aguardiente,  rom,  whiskey,  coñac,  ginebra  y 
anisado  ordinario,  quedando  facultado  sola- 
mente el  Gobierno  para  introducirlos  y  ven- 
derlos. 

Art.  4.°  Todas  las  mercaderías  que  se 
importen  pagarán  el  100  por  100  sobre  el 
aforo  y  bodegaje  establecidos. 

Art.  5.°  La  presente  ley  comenzará  á  re- 
gir el  1."  de  Agosto  del  corriente  año;  pero 
lo  dispuesto  en  el  art.  4.°  sólo  tendrá  efecto 
desde  esa  fecha,  en  el  caso  de  no  haberse 
depositado  el  25  de  Mayo  la  garantía  esti 
pnlada  en  la  contrata  con  «The  Honduras 
Syndicate,»  sobre  arreglo  de  la  deuda,  banco 
y  ferrocarril.  Si  la  garantía  se  deposita,  el 
expresado  art.  4°  sólo  tendrá  efecto  desde 
el  1.°  de  Octubre  en  adelante,  en  caso  de 
falta  de  cumplimiento  de  lo  estipulado  en  la 
misma  contrata. 

Reglamento  para  la  recaudación  de  los 
derechos  aduaneros  y  recargo  de  los  pa- 
quetes postales  que  se  introduzcan  del  ex- 
terior, de  24  de  Mayo  de  1897. 

Artículo  1."  Los  paquetes  postales  que 
procedentes  del  exterior  ingresen  al  territo- 
rio del  Estado,  pagarán  en  efectivo  los  dere- 
chos aduaneros  que  les  correspondan,  de 
conformidad  con  el  Código  fiscal  vigente,  al 
tiempo  de  su  arribo  en  las  Aduanas  o  Ad- 
ministraciones de  Rentas  de  los  lugares  cu- 
yas oficinas  de  correos  sean  designadas  co 
mo  de  cambio  para  este  servicio. 

Art.  2.o     Luego  que  lleguejí  las  balijaa 
que  contengan  paquetes  postales  ásu  desti 
no,  el  Jefe  de  la  Oficina  de  Correos  dará  avi- 
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ao  al  Administrador  de  Aduanas  ó  de  Ren- 
tas respectivo,  quien  designará  un  empleado 
para  que,  asociado  al  de  correos,  practique 
la  apertura  de  lab  cajas  ó  sacos  recibidos  y 
practique  su  reconocimiento. 

Verificado  el  contenido,  se  procederá  á  su 
clasificación  y  aforo,  tomándose  nota  del 
destinatario,  número  de  orden  de  cada  pa- 
•  quete,  procedencia,  peso  y  derechos  corres- 
pondientes, aumentados  con  el  recargo  co- 
rrespondiente al  servicio  interior  y  entrega. 

Art.  3.°  Cada  Administración  de  Rentas 
ó  Aduanas  llevará  un  libro  especial  para  es- 
tos registros;  y  las  reclamaciones  por  aforos 
ó  liquidaciones  mal  hechas,  se  tramitarán 
sumariamente,  siguiendo  el  espíritu  de  las 
reglas  establecidas  por  la  legislación  adua- 
nera vigente,  en  cuyo  caso  el  empleado  de 
Hacienda  que  practique  el  registro  se  consi- 
derará en  lugar  del  Contador  vista. 

La  liquidación  de  cada  paquete  será  au- 
tof  izada  por  los  empleados  que  la  prac- 
tiquen. 

En  casó  de  avería  ó  cualquier  otro  defecto 
de  los  paquetes,  se  harán  constar  éstos  por 
los  empleados  que  practiquen  el  reconoci- 
miento, en  la  columna  de  observaciones  del 
libro  respectivo  y  del  resumen  que  se  forme. 

Art.  4.°  Concluidos  todos  los  registros,  se 
formará  un  resumen  en  forma  de  factura,  en 
dos  ejemplares,  uno  para  la  Administración 
de  Rentas  y  otro  para  la  de  Correos. 

Art.  6.°  Después  de  firmado  y  sellado  el 
resumen  á  que  se  refiere  el  artículo  anterior 
por  los  dos  empleados  que  hayan  practicado 
el  registro  de  los  paquete»  recibidos,  la  Ofi- 
cina de  Correos  pasará  inmediato  aviso  á  lote 
interesados  para  que  acudan  á  la  Adminis- 
tración de  Rentas  ó  de  Aduanas  respectiva  á 
solicitar  la  orden  de  entrega  de  ios  paquetes, 
previo  pago  de  derechos  ó  previa  autoriza- 
ción para  no  pagarlos  en  caso  de  gozar  de 
franquicia  legal. 

El  interesado  dejará  en  la  Administración 
de  Rentas  constancia  del  pago  de  los  dere- 
chos de  Aduana  y  recargo  ó  la  orden  que  lo 
autorice  para  no  pagarlos,  obteniendo  la 
.constancia  de  pago  correspondiente,  ó  la 
que  exprese  la  franquicia  de  que  goce.  Con 
esta  constancia  se  presentará  á  la  Oficina  de 
Correos  á  recoger  el  paquete  que  le  perte- 
nezca. 

Art.  6.°  Las  personas  que  conforme  á  la 
legislación  aduanera  tengan  derecho  á  reci- 
bir paquetes  postales  sin  pagar  derechos  de 
aduana  y  quisieren  hacer  uso  de  su  franqui- 
cia, solicitarán  las  órdenes  correspondientes 


del  Ministerio,  de  Hacienda  para  qoe  con- 
forme á  ellas  les  sean  entregados. 

Art.  7.°  Cuando  un  paquete  postal  hu- 
biere de  devolverse  á  la  Oficina  de  proce- 
dencia, conforme  á  las  convenciones,  el  Ad- 
ministrador de  Correos  respectivo  avisará  al 
de  Rentas  la  devolución,  firmando  á  la  ves 
una  declaración  en  que  conste,  con  exprestóc 
de  motivo,  que  dejan  de  cobrarse  loa  dere- 
chos que  le  corresponden.  Asimismo  es  obli- 
gación del  Administrador  de  Correos  certi- 
ficar al  de  Rentas  el  número  de  paquetes 
que  tenga  en  su  poder  sin  pagar  derechos, 
no  obstante  que  han  sido  registrados  y  li- 
quidados éstos,  cuando  el  Administrador 
corte  sus  cuentas  al  terminar  cada  año  eco- 
nómico ó  cesare  en  su  empleo. 

Art.  8.°  Como  comprobante  de  sns  ope- 
raciones guardará  el  Administrador  de  Ren- 
tas ó  Aduana  el  resumen  ó  resúmenes  de 
los  reconocimientos  practicados,  las  cune 
tancias  o!e  entero  por  pagos  de  derechos 
otorgados  por  los  interesados,  las  órdenes 
ministeriales  para  las  importaciones  tibreí 
de  derechos  y  las  constancias  de  la  Oficina 
de  Correos  por  los  paquetes  que  se  devuel- 
van ó  cuyos  derechos  están  por  recaudarse. 

Art.  9.°  Las  mismas  oficinas  de  Hacien- 
da formarán  mensual  mente  en  tres  ejempts 
res  un  extracto  del  libro  en  que  hagan  cons- 
tar los  reconocimientos  y  liquidaciones  de 
derechos  y  un  Estado  en  que  consten  km 
paquetes  aforados  y  liquidados.  De  estos 
documentos  pasarán  uno  á  cada  una  de  laa 
oficinas  superiores  y  generales  de  Hacienda 

Art.  10.  Los  empleados  fiscales  tendrán 
derecho  para  examinar  aquellos  sacos  ó  pa- 
quetes que  contengan  mercaderías  que  el 
Administrador  de  \Correos  les  presente  roo 
tal  objeto,  sin  estar  en  manera  alguna  farol 
tados  para  inspeccionar  la  correspondencia 
ó  entrar  en  posesión  de  alguna  pieza  que  se 
encuentre  bajo  la  responsabilidad  de  na 
empleado  postal;  pero  los  empleados  de  Co- 
rreos deberán  presentar  á  los  Jefes  de  las 
oficinas  de  Hacienda  ó  á  sus  agentes  las 
guias  que  deben  acompañar  á  cada  envío  de 
paquetes  en  el  acto  de  hacerse  su  registro. 

Art.  11.  Es  obligación  de  los  empleados 
de  Hacienda  suministrar  á  los  empleados 
superiores  del  Correo  todos  los  datos  que  les 
pidan  referentes  al  registro  de  paquetea  pos- 
tales; así  como  es  deber  de  los  empleados 
del  Correo  dar  á  los  empleados  superiores 
de  Hacienda  los  informes  y  datos  que  éstos 
necesiten. 


ESTADO  DEL  SALVADOR 


PRINCIPALES  LEYES  Y   DECRETOS  PUBLICADOS  EN  1897 


Terrenos  ejidales,  comunales  y  baldíos. 
— Su  desamortización.— Ley  de  6  de  Abril 
'le  1897. 

Artículo  1.°  La  Nación  se  desapodera  de 
los  derechos  qne  le  corresponden  sobre  los 
terrenos  de  las  comunidades  y  ejidos  que 
volvieron  á  su  dominio  y  que  sin  titularse 
existen  en  poder  de  particulares  de  buena 
fe  (1),  y  concede  á  éstos  la  plena  propiedad 
con  el  fin  de  que  los  bagan  suyos  mediante 
el  cumplimiento  del  presente  Decreto. 

Art.  2.o  Los  Alcaldes  municipales  del  lu- 
gar en  qne  está  situado  el  inmueble,  proce- 
derán á  extender.  los  títulos  respectivos  á 
los  poseedores  que  lo  soliciten  por  escrito, 
debiendo  expresarse  en  éste  la  situación, 
naturaleza  y  extensión  del  inmueble,  sus 
linderos  ó  mojones,  cargas  reales,  el  nom- 
bre de  los  colindantes  y  el  domicilio  de 
éstos. 

Art.  3.°  Presentada  la  solicitud,  el  Al- 
calde la  hará  saber  al  público  por  medio  de 
edictos  ó  carteles  que  fijará  en  dos  de  los 
lugares  más  frecuentados  de  la  población,  y 
se  publicará  además  ■uno  de  ellos  en  el  Dia- 
rio oficial  por'  tres  veces.  Pasados  quince 
días  de  la  última  publicación  sin  que  se 
presente  opositor,  el  Alcalde  señalará  día 
y  hora  para  hacer  la  mensura  del  terreno 
con  citación  del  Síndico,  del  interesado  y 
de  los  colindantes,  y  practicado  esto  proce- 
derá á  extender  el  título  en  la  forma  que 


(l)    Véase  el  art.  769  del  Código  civil. 


previene  la  Ley  de  Extinción  de  ejidos,  y  si 
fuesen  dos  ó  más  los  poseedores,  se  exten- 
derá el  título  á  favor  de  todos. 

Art.  4.°  Si  se  presentase  oposición  y  és- 
ta se  fundase  en  instrumento  público  ó  au- 
téntico inscrito  en  el  Registro  de  la  propie- 
dad raíz,  se  abstendrán  de  darle  título  y 
remitirá  á  las  partes  á  ventilar  sus  derechos 
en  la  forma  correspondiente. 

Art.  6.°  Decláranse  válidos  los  títulos 
supletorios  expedidos  por  los  Jueces  en  con- 
formidad con  las  leyes  y  loe  expedidos  por 
los  Alcaldes  municipales,  fuera  de  las  épo- 
ca fijadas  por  la  misma  ley,  los  cuales  debe- 
rán ser  admitidos  en  los  Registros  de  la 
propiedad  raíz,  así  como  los  que  expidan 
conforme  á  la  presente. 

El  valor  de  cada  manzana  será  el  de  tres 
pesos,  que  pagará  el  poseedor  á  favor  de  los 
fondos  municipales,  y  todas  las  diligencias 
se  escribirán  en  papel  sellado  de  cinco  cen- 
tavos que  suministrará  el  mismo  poseedor; 
pero  el  testimonio  se  dará  en  papel  de  26 
centavos. 

Se  declaran  sin  ningún  valor  los  títulos 
expedidos  ó  que  se  expidan  por  las  Autori- 
dades de  los  terrenos  que  se  hallen  fuera 
de  los  límites  qne  expresan  los  títulos  de 
sus  respectivos  ejidos,  y  la  declaratoria  se 
hará  conforme  al  Decreto  legislativo  de  28 
de  Abril  de  1892. 

Art.  6.°  El  Alcalde  está  obligado  á  re- 
mitir al  Poder  Ejecutivo,  por  conducto  de 
loe  respectivos  Gobernadores,  dentro  de  los 
quince  días  subsiguientes  al  otorgamiento, 
un  testimonio  autorizado  en  la  forma  le- 
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gal,  en  papel  simple,  de  todo  título  que  ex- 
tienda. 

También  remitirán  testimonios  en  la  mis- 
ma forma,  de  todos  los  instrumentos  expe- 
didos en  cumplimiento  de  las  Leyes  de  Ex- 
tinción de  ejidos  y  comunidades  desde  1832, 
sacándolos  de  los  protocolos  ó  registros  que 
quedaron  bajo  su  guarda. 

Los  Gobernadores  harán  lo  mismo  res  pee  • 
to  de  los  títulos  que  por  disposición  del  Po- 
der Ejecutivo  hayan  otorgado  desde  las  fe- 
chas indicadas. 

La  remisión  de  los  títulos  de  que  hablan 
los  dos  incisos  anteriores,  se  hará  dentro 
de  seis  meses  contados  desde  la  promulga- 
ción de  la  presente  ley. 

Todos  los  testimonios  dichos  serán  remi- 
tidos á  su  vez  por  el  Poder  Ejecutivo  al 
Supremo  Tribunal  de  justicia  para  los  efec- 
tos del  art.  1.200  precedente. 

Art.  7.°  Las  cuestiones  pendientes  ante 
el  Poder  Ejecutivo  sobre  terrenos,  continua- 
rán hasta  su  fenecimiento  conforme  al  De- 
creto legislativo  de  28  de  Abril  de  1892  y 
conforme  á  los  principios  de  equidad  7  con- 
veniencia pública. 

Creación  del  Estado  Mayor  de  Guerra  y 
Mariua.— Decreto  de  21  de  Abril  de  1897. 

Artículo  l.o  Se  procederá  á  la  formación 
del  Estado  Mayor  general  de  Guerra  y  Ma- 
rina. 

Art.  2.°  El  Estado  Mayor  general  de  Gue- 
rra y  Marina  se  compondiá  de  los  Jefes  y 
Oficiales  que  ai  efecto  se  designen. 

Art.  3.0  El  Estado  Mayor  general  de  Gue 
na  y  Marina  en  tiempo  de  paz,  será  un  cuer- 
po destinado  á  servir  de  colaborador  en  los 
trabajos  del  Ministerio  de  Guerra  y  Marina, 
relativos  á  legislación,  organización,  instruc- 
ción, estadística  y  administración  militares. 
En  consecuencia,  está  dividido  en  las  sec- 
ciones siguientes: 

1.a  De  legislación,  organización  é  ins- 
trucción militar; 

2.a     De  estadística  militar; 

8.a     De  administración  militar. 

Art.  4."  Cada  una  de  las  secciones  esta- 
blecidas, tendrá  un  personal  directivo  com- 
puesto de  un  Jefe,  un  segundo  Jefe,  un  Se- 
cretario y  un  Prosecretario. 

Skccion  primkra.  —  De.  legislación,  organi- 
zación é  instrucción  militar. 

Esta  sección  se  ocupará  en  todo  lo  relati- 
vo á  legislación,  organización  é  instrucción 
del  Ejército;  debiendo,  en  consecuencia,  pro- 
poner las  bases  y  reglamentos  á  que  debe 
sujetarse  la  organización  é  instrucción  de 


los  Cuerpos,  Academias  y  Escuelas  milita- 
res del  Estado,  consultando,  a)  efecto,  los 
sistemas  adoptados  con  mejor  éxito  en  lo» 
ejércitos  extranjeros. 

Skccion  segunda. — De  estadística  militar, 

Esta  sección  se  ocupará  en  el  estudio  de 
la  institución  militar  en  general,  de  lo  qo* 
ha  sido  y  es  la  nuestra  en  particular,  exten- 
diéndolo á  las  demás  Repúblicas  de  Centro- 
América,  é  indicará  las  reformas  convenien- 
tes para  que  la  institución  de  que  se  trata 
llene  entre  nosotros  el  objeto  que  le  co- 
rresponde. 

Succión  tkrcbra.- De  administración  militar 

Esta  sección  se  ocupará  en  el  servicio  ; 
necesidades  del  Ejército,  considerando* 
tanto  en  tiempo  de  paz  como  en  campiña, 

En  consecuencia,  tiene  á  su  cargo  el  ar- 
mamento, munición,  equipo  y  vestuario  del 
Ejército;  el  estudio  de  transportes  terrestres 
y  marítimos,  lo  mismo  que  la  formación  ar- 
píanos topográficos,  etc. 

Art.  6.°  Cada  sección  deberá  formar  el 
Reglamento  necesario  para  facilitar  la  prác- 
tica de  las  atribuciones  que  le  corresponden; 
Reglamento  que  someterá  á  la  aprobación 
del  Ministerio  respectivo. 

Art.  6.°  El  Estado  Mayor  general  estará 
á  cargo  de  un  Jefe  de  nombramiento  de.* 
Ejecutivo.  Este  Jefe  le  dará  la  orgaiiixacicc 
interior  que  le  corresponda  y  tendrá  espe- 
cial cuidado  de  que  cada  sección  llene  ¿a» 
funciones  que  le  están  encomendadas. 

Junta  Superior  Consultiva  de  Querrá. 

Art.  7.*  La  Junta  Superior  Consultiva  de 
Guerra  se  compondrá  de  los  OoViales  Gene- 
rales pertenecientes  al  Estado  Mayor,  y  ten- 
drá las  atribuciones  que  le  determina  la  Or- 
denanza. 

Art.  8.°  Se  considera  como  una  de  1» 
obligaciones  principales  del  Estado  Mayor 
general,  la  fundación  de  un  periódico  desu- 
ñado á  tratar  de  las  diversas  materias  á  qce 
se  refiere  el  presente  decreto,  á  cuyo  perió- 
dico deberán,  necesariamente,  suscribir»* 
todos  los  Jefes  y  Oficiales  del  Ejército. 

Fuerzas  del  Ejército  permanente  para 

1897.— Ley  de  24  de  Abril. 

Artículo  único.  La  fuerza  permanente  en 
el  corriente  afío  para  guardar  los  puerto?, 
plazas  y  almacenes  de  guerra,  se  compondrá 
de  3.000  hombres. 
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Código  de  Procedimiento  penal.— Re- 
iormas  introducidas  por  ley  de  8  de  Mayo 
de  1897. 

Art.  574.  Se  reforma  así:  «La  persona  ó 
autoridad  bajo  cuya  custodia  se  encuentre 
el  favorecido,  deberá  exhibirlo  inmediata- 
mente al  ejecutor,  presentando  la  causa  res- 
pectiva ó  dando  la  razón  por  qué  se  le  tiene 
en  detención  ó  restricción.  El  Juez  ejecutor 
hará  constar  en  la  notificación  del  auto  lo 
que  aquella  conteste,  diligencia  que  será 
firmada  por  la  misma,  si  supiere,  y  por  el 
ejecutor  y  Secretario» 

Art.  675.  Se  reforma  así:  «Si  el  que  tiene 
bajo  su  custodia  al  favorecido  fuere  una 
persona  particular  que  proceda  sin  autoriza- 
ción, el  ejecutor  proveerá:  «póngase  en  li- 
bertad á  N.,  que  se  halla  en  custodia  ilegal 
de  N.,  persona  privada >.  Puesto  en  el  acto 
en  libertad  sin  necesidad  de  fianza  se  retor- 
nará el  auto  á  la  Corte  ó  Cámara,  con  infor- 
me, ella  mandará  acusar  recibo  y  juzgar  al 
culpable  de  la  detención  ilegal. 

Si  el  particular  procede  en  virtud  de  la 
facultad  concedida  en  el  art.  78  y  ya  hubie- 
sen transcurrido  las  veinticuatro  horas  que 
nllí  se  señalan,  el  ejecutor  y  Tribunal  proce- 
derán de  la  misma  manera. 

Si  dicho  plazo  no  se  hubiese  vencido  y  el 
particular  que  tiene  bajo  su  custodia  al  reo 
contestase  que  lo  ha  tomado  infraganti  de 
un  delito  ó  falta  de  los  que  dan  lugar  á  pro- 
cedimiento de  oficio,  el  ejecutor  proveerá: 
«póngase  á  N.  á  disposición  del  Juez  (el  que 
sea  competente)  y  retórnase  el  auto  con 
informe>. 

La  Corte  ó  Cámara  mandará  acusar  recibo 
ó  dispondrá  lo  conveniente. 

Si  el  que  tiene  bajo  su  custodia  ó  restric- 
ción al  favorecido  fuere  una  autoridad  dis- 
tinta de  la  que  debe  juzgarlo,  en  uso  de  la 
facultad  concedida  en  el  art.  77,  el  ejecutor 
procederá  de  la  manera  indicada  en  el  inciso 
anterior». 

Art.  677.     Se  suprime. 

Art.  678.  Se  reforma  así:  «Si  el  que  tiene 
bajo*  su  custodia  á  otro  fuere  autoridad  com- 
petente, se  proqederá  de  la  manera  que  si- 
gue: si  no  se  hubiere  comenzado  el  proce- 
dimiento, transcurrido  el  término  de  ley,  el 
ejecutor  proveerá:  «no  habiéndose  comen- 
zado el  procedimiento  contra  N.  dentro  del 
plazo  legal,  póngasele  en  libertad  bajo  la 
fianza  de  la  haz». 

Si  ya  se  hubiese  comenzado  el  procedi- 
miento, pero  sin  haberse  proveído  el  auto 
de  detención  dentro  del  término  legal,  y  las 
pruebas  de  la  cansa  no  dieren  mérito  para 
dictarlo,  el  ejecutor  proveerá:  «no  habiéndo- 
le proveído  el  auto  de  detención  contra  N. 


en  el  término  que  previene  la  ley,  y  no  su- 
ministrando la  causa  el  mérito  suficiente 
para  proveerlo,  póngase  al  detenido  en  li- 
bertad bajo  la  fianza  de  la  haz». 

En  el  caso  del  inciso  anterior,  si  hubiere 
mérito  para  dictar  el  auto  de  detención,  el 
ejecutor  proveerá:  no  habiéndose  proveído 
el  auto  de  detención  contra  N.,  pero  habien- 
do mérito  para  ello,' permanezca  en  la  deten- 
ción en  qne  se  halla». 

Si  ya  estuviere  dictado  el  auto  de  deten- 
ción pero  sin  fundamento  legal,  el  ejecutor 
proveerá:  «no  habiendo  fundamento  legal 
para  la  detención,  decreto  procede  la  liber- 
tad del  favorecido  N„  y  retórnase  el  auto 
con  informe».  Si  el  Tribunal  conceptuare 
arreglado  á  derecho  lo  proveído  por  el  eje- 
cutor lo  aprobará,  remitiendo  certificación 
de  su  providencia  al  Juez  de  la  causa  para 
que  cumpla  lo  mandado  y  ordenará  proceder 
contra  él  según  el  caso». 

Art.  580.  El  inciso  final  se  reforma  así: 
«También  podrá  la  Corte  ó  Cámara  pedir  el 
proceso  en  todos  los  casos  á  que  se  refiere 
este  títhlo». 

Art.  581.  Se  le  suprime  la  parte  final  que 
dice:  «en  este  caso  queda  ya  el  rematado  sin 
derecho  á  pedir  un  nuevo  acto  de  exhibición 
por  aquella  misma  causa». 

Art.  682.  Se  reforma  así:  eSi  en  el  caso 
del  artículo  anterior  el  rematado  ya  hubiere 
concluido  su  condena,  proveerá  el  ejecutor: 
c habiendo  N.,  rematado,  que  se  halla  bajo  la 
custodia  de  N.,  cumplido  su  condena,  proce- 
de su  libertad».  La  Corte  ó  Cámara  pedirá 
el  proceso  si  lo  creyere  conveniente  y  en 
vista  de  los  datos  que  suministre  y  de  los 
demás  qne  juzgue  necesarios  recoger,  resol- 
verá lo  que  sea  arreglado  á  derecho  y  lo  co- 
municará al  Juez  respectivo  para  su  cum- 
plimiento. 

Art.  686.  Se  le  agrega  este  inciso:  cPero 
si  fuere  el  Presidente  de  la  República,  algún 
Ministro  de  Estado  ó  Gobernador  de  Depar- 
tamento el  que  se  negare  á  obedecer  el  auto 
de  exhibición,  la  Corte  ó  Cámara  que  lo  li- 
bró pedirá  oficialmente  al  Poder  Ejecutivo 
que  mande  poner  en  libertad  al  favorecido 
ó  á  la  disposición  de  la  autoridad  competen- 
te para  que  lo  juzgue,  y  si  su  petición  no 
fuere  acogida,  el  Tribunal  acordará  pasar 
las  diligencias  á  la  Asamblea  nacional  para 
los  efectos  que  la  Constitución  determina». 

Art.  687.  Se  sustituye  por  el  siguiente: 
«El  Juez  ejecutor  se  limitará  á  informar  á  la 
Corte  ó  Cámara,  absteniéndose  de  dictar 
providencia  sobre  la  libertad  del  favorecido: 

l.o  Cuando  la  cansa  se  hubiese  elevado 
á  plenario; 

2.o  En  todos  los  casos  en  que  conste  de 
autos  que  ya  se  ha  concedido  otra  exhibí- 
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ción  á  favor  del  reo  por  el  miBino  motivo;  y 
3.°     Cuando  la  exhibición  se  funde   en 
que  el  Juez  de  la  causa  ha  negado  al  favo- 
recido bu  excarcelación  baje»  de  fianza». 

Art.  690.  Se  reforma  así:  «Concluidas  las 
funciones  del  ejecutor  devolverá  los  autos, 
con  certificación  de  lo  proveído,  á  la  autori- 
dad que  conozca  del  asunto,  quedando  en 
su  caso,  á  disposición  de  la  última,  la  per- 
sona del  favorecido». 

Ley  del  Registro  de  la  propiedad  raíz 
é  hipotecas ,  sancionada  en  3  de  Mayo 
de  1897  (I). 

TITULO  PRELIMINAR 

Artículo  I.®  Se  establece  un  Registro  ge 
neral  de  la  propiedad  inmueble  de  todo  el 
Estado. 

Art.  2.°  El  Registro  se  compone  de  tres 
secciones: 

1.a     De  la  propiedad  raíz. 

2.a     De  sentencias;  y 

3.a     De  hipotecas. 

Art.  3.°  El  Registro  es  público  y  puede 
ser  consultado  por  cualquiera  persona. 

Art.  4."     Sólo  podrán  inscribirse: 

1°     Los  instrumentos  públicos. 

2."     Los  instrumentos  auténticos;  y 

3.°  Los  documentos  privados  registrados 
en  la  Alcaldía  municipal,  conforme  á  la  Ley 
de  19  de  Febrero  de  1881,  ó  reconocidos  ju- 
dicialmente de  la  manera  que  expresa  el 
Código  de  Procedimientos  civiles. 

Art.  6.°  Podrán  inscribirse  los  instru- 
mentos públicos  ó  auténticos  emanados  de 
país  extranjero,  cuando  estén  debidamente 
autenticados  y  hayan  de  surtir  efectos  en  El 
Salvador. 

Art.  6.°  La  inscripción  podrá  pedirse  por 
quien  tenga  interés  en  asegurar  el  derecho 
que  se  trata  de  inscribir,  ó  por  su  represen- 
tante, mandatario  ó  encargado.  Se  presume 
que  el  que  presente  el  documento  tiene  po 
der  ó  encargo  para  este  efecto. 

Art.  7  o  El  registro  se  hará  en  la  oficina 
á  que  correspondan  por  su  situación  los  bie- 
nes deque  se  trata. 

Si  los  bienes  estuviesen  situados  endistin 
tas  demarcaciones,  el  registro  se  hará  en 
cualquiera  de  ellas. 

Art.  8.°  Los  títulos  sujetos  á  inscripción 
no  perjudican  á  terceros,  sino  desde  la  fecha 
de  su  presentación  en  el  Registro. 

Se  considera  como  tercero,  aquél  que  no 
lia  sido  parte  en  el  acto  ó  contrato  á  que  se 
refiere  la  inscripción.   El  heredero  se  con- 


(1)     Véase  el  reglamento  para  su  ejecución  que 
se  inserta  aás  adelante. 


si d era  como  una  sola  persona  con-  so  can- 
sante. 

Art.  9.°  La  inscripción  es  el  asiento  que 
se  hace  en  los  libros  de  registro  de  los  tito 
los  sujetos  á  este  requisito,  con  el  objeto  de 
que  consten  públicamente  los  actos  y  cod- 
tratos  consignados  en  dichos  títulos,  para 
los  efectos  que  esta  ley  determina.  Es  de  dos 
clases:  inscripción  definitiva,  que  es  la  q re- 
produce efectos  permanentes,  ó  inscripción 
provisional,  llamada  tamoién  anotación  pre- 
ventiva. 

TITULO  II 

DE  LA  PROPIKDAD  RAÍZ 

CAPITULO  PRIMERO 
Inscripción  de  la  propiedad  raiz. 

Art.  10.  Los  bienes  de  cuya  inserí pciói 
se  ocupa  esta  ley,  son  los  inmuebles,  fincas 
ó  bienes  raíces  que  no  pueden  transportare? 
de  ningún  lugar  á  otro:  como  tierras,  edifi- 
cios, minas,  etc. 

Art.  11.  La  tradición  del  dominio  de  iw 
bienes  raíces  y  su  posesión  no  producirán 
efecto  contra  terceros,  sino  por  la  inscrip- 
ción del  título  en  el  correspondiente  Re 
gistro. 

La  misma  regla  se  aplicará  á  la  tradición 
de  los  derechos  de  usufructo,  uso  ó  habita 
ción,  de  servidumbres  y  de  legado  de  cosa 
inmueble. 

Art.  12.  Los  herederos  ó  legatarios  n  • 
podrán  inscribir  á  su  favor  bienes  inmue- 
bles ó  derechos  reales  que  no  hayan  inscri- 
to sus  causantes.  Los  bienes  ó  derechos  qui- 
se hallen  en  este  caso  deberán  ser  inscrito* 
á  nombre  del  difunto,  antes  de  serlo  á  favor 
de  la  persona  á  quien  se  asignen. 

Art.  13.  En  el  momento  de  deferirse!» 
herencia,  la  posesión  legal  de  ella  se  <*i>nñe 
re  por  el  ministerio  de  la  ley,  al  hereden-, 
pero  éste  no  podrá  disponer  en  manera  al- 
guna de  los  inmuebles  mientras  no  preceda 
la  posesión  judicial  ó  efectiva. 

El  acta  de  posesión  se  inscribirá  en  el  R¿ 
gistro  de  la  propiedad  del  lugar  donde  estén 
situados  ios  bienes.  Si  la  sucesión  fuere  tes- 
tamentaria se  inscribirá  también  el  testa- 
mento. 

Art.  14.  Si  por  un  acto  de  partición  »<- 
adjudicaren  á  una  persona  inmuebles  ó  par 
te  de  inmuebles  que  antes  se  poseían  pruii  - 
diviso,  el  lote  ó  hijuela  se  inscribirá  domir 
corresponde,  y  el  adjudicatario  podrá  dispo- 
ner de  dichos  bienes  sin  necesidad  de  pose- 
sión judicial. 

Pero  si  se  tratare  de  partición  extrajodi- 
¡  cial  de  bienes  raíces  hereditarios,  para  di» 


B8TADO  DKI.  SALVADOR —  UKT  Díl.  R*U1kTR0  DK  LA  PROPIEDAD 


876 


poner  de  ellos  será  necesaria  la  posesión 
efectiva  dada  con  las  formalidades  previas 
á  qne  se  refiere  el  capítulo  28,  título  7. o,  li- 
bro 2.°  del  Código  de  procedimientos.  . 

Art.  16.  Cuando  el  qne  tiene  una  cosa 
inmueble  en  lugar  y  á  nombre  de  un  posee- 
dor con  título  inscrito,  se  da  por  duefjo  de 
ella  y  la  enajena,  no  se  pierde  por  una  par- 
te la  posesión  ni  se  adquiere  por  otra,  sin  la 
competente  inscripción.  ' 

Art.  16.  En  los  juicios  posesorios  podrán 
exhibirse  títulos  inscritos  de  dominio  para 
comprobar  la  posesión. 

Art.  17.  La  posesión  de  los  derechos  ins- 
critos se  prueba  por  la  inscripción,  y  mien- 
tras ésta  subsista  no  es  admisible  ninguna 
prueba  de  posesión  con  qne  se  pretenda  im- 
pugnarla. 

Art.  18.  En  los  juicios  posesorios  en  que 
no  se  presente  por  ninguna  de  las  partes  tí- 
tulo inscrito,  la  posesión  material  deberá 
probarse  por  hechos  positivos  de  aquellos  á 
que  sólo  da  derecho  el  dominio,  como  el  cor- 
te de  maderas,  la  construcción  de  edificios, 
la  de  cerramientos,  plantaciones  ó  semente- 
ras y  otros  de  igual  significación  ejecutados 
sin  el  consentimiento  del  que  disputa  la  po- 
sesión. 

CAPITULO  II 

Títulos  que  deben  inscribirse. 

Forma  de  las  inscripciones. 

Art.  19.  En  el  Registro  de  la  propiedad 
se  inscribirán: 

1.°  Los  títulos  ó  instrumentos  en  que  se 
reconozca,  transfiera,  modifique  ó  cancele  el 
dominio  ó  posesión  sobre  inmuebles. 

2."  Los  títulos  ó  instrumentos  en  que  se 
constituyan,  transfieran,  reconozcan,  modifi- 
quen ó  cancelen  derechos  de  usufructo,  he- 
rencia, uso,  habitación  ó  servidumbres  so- 
bre inmuebles. 

3.°  Los  contratos  de  arrendamiento  de 
bienes  inmuebles,  cuando  deban  hacerse  va- 
ler contra  tercero. 

Art.  20.  En  el  Registro  de  sentencias  se 
inscribirán: 

1.°  Las  ejecutorias  en  virtud  de  las  cua- 
les resulte  modificada  la  capacidad  civil  de 
las  personas. 

2.°  Las  ejecutorias  que  declaren  la  au- 
sencia ó  la  presunción  de  muerte  de  alguna 
persona,  y  quiénes  son  los  herederos  pues- 
tos en  posesión  provisional  ó  definitiva  de 
los  bienes. 

Art.  21.  Toda  inscripción  que  se  haga  en 
el  Registro,  expresará  las  circunstancias  si- 
guientes: 

1.a     La  naturaleza,  situación  y  linderos 


de  los  inmuebles  objeto  de  la  inscripción  ó 
á  los  cuales  afecte  el  derecho  que  debe  ins- 
cribirse y  su  medida  superficial.  También 
expresará  su  nombre  y  número  si  constaren 
del  título. 

2.a  La  naturaleza,  valor,  extensión,  con- 
diciones y  carga 8  de  cualquiera  especie  del 
derecho  que  se  inscribe. 

3.a  La  naturaleza,  extensión,  condicio- 
nes y  cargas  del  derecho  sobre  el  cual  so 
constituya  el  que  sea  objeto  de  la  inscrip- 
ción. 

4.a  El  nombre,  apellido,  profesión  y  do 
micilio  del  que  transmita  ó  constituya  el  de- 
recho que  ha  de  inscribirse  y  las  mismas  de- 
signaciones de  la  persona  á  cuyo  favor  se 
haga  la  inscripción.  Si  no  fueren  personas 
naturales  se  hará  constar  el  nombre  oficial 
de  la  corporación  ó  el  colectivo  de  los  inte- 
resados. 

6.a  La  clase  de  titulo  que  se  inscribe  y 
su  fecha. 

6.a  El  nombre  y  apellido  del  cartulario 
que  autorizó  el  título  que  haya  de  inscri- 
birse; y 

7.a  La  fecha  de  la  presentación  del  título 
al  Registro,  con  expresión  de  la  hora. 

La  naturaleza  de  los  inmuebles  se  deter- 
minará expresando  si  son  rústicos  ó  urbanos, 
y  la  de  los  derechos,  con  el  nomore  que  se 
les  dé  en  el  título. 

Art.  22.  En  la  inscripción  de  los  contra- 
tos en  que  haya  mediado  precio  ó  entrega 
de  metálico,  ae  expresará  si  ésta  se  ha  veri- 
ficado pagando  el  precio  de  presente  ó  á 
plazo;  si  el  precio  ha  sido  pagado  todo  ó  par- 
te de  él,  ó  cuáles  sean  la  forma  y  plazos  en 
que  se  haya  estipulado  el  pago.  Iguales  cir- 
cunstancias se  expresarán  también  si  la  tras- 
lación del  dominio  se  verificare  por  permuta  • 
ó  adjudicación  en  pago,  cuando  cualquiera 
de  los  adquirentes  quedare  obligado  a  abo- 
nar al  otro  alguna  diferencia  en  metálico  ó 
efectos. 

Art.  23.  Las  servidumbres  se  harán  cons- 
tar en  la  inscripción  de  la  propiedad  del 
predio  dominante  y  del  sirviente. 

Art.  24.  La  inscripción  de  las  ejecutorias 
de  que  trata  el  art.  20,  contendrá: 

l.o    El  objeto  de  la  demanda. 

2.°  Los  nombres  y  apellidos  de  las  par- 
tes principales  que  han  intervenido  en  el 
juicio;  y 

8.°  La  resolución  final  que  ha  recaído 
en  el  asunto. 

Art.  26.  Los  Registradores  calificarán  ba- 
jo su  responsabilidad,  la  legalidad  de  las 
formas  extrínsecas  de  las  escrituras  en  cu- 
ya virtud  se  solicita  la  inscripción,  y  la  ca- 
pacidad de  los  otorgantes,  por  lo  que  resul- 
te de  las  mismas  escrituras. 
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Art.  26.  Cuando  el  Registrador  notare 
faltas  en  las  formas  extrínsecas  de  las  es- 
crituras, ó  incapacidad  en  los  otorgantes,  lo 
hará  constar,  especificándolas,  al  pie  de  las 
escrituras,  autorizando  la  razón  con  su  firma 
y  sello  y  las  devolverá  al  interesado  para 
que,  si  quisiere,  subsane  la  falta  ó  haga  uso 
del  recrirso  que   por  esta  ley  se  le  concede. 

Art.  27.  Denegada  la  inscripción,  el  inte- 
resado podrá  recurrir  dentro  de  los  treinta 
días  subsiguientes  al  en  que  se  le  devuelva 
el  título,  al  Juez  de  primera  instancia  del 
lugar  en  que  esté  situada  la  oficina  del  re 
gistro,  exponiendo  por  escrito  las  razones 
que  tenga  para  creer  que  la  negativa  es  in- 
debida. 

El  Juez  de  primera  instancia,  con  vista 
\le  la  escritura  y  sin  más  tramites,  resolverá 
si  debe  ó  no  hacerse  la  inscripción,  y  en  el 
primer  caso  remitirá  la  escritura  al  Registra- 
dor con  un  oficio  en  que  insertará  su  resolu- 
ción. 

El  Registrador  hará  la  inscripción,  expre 
aaudo  en  ella  que  lo  hace  en  virtud  de  pro- 
videncia judicial.  La  providencia  del  Juez 
es  apelable  en  ambos  efectos. 

Art.  28.  Ninguna  inscripción  se  hará  en 
el  Registro  sin  que  conste  por  instrumento 
fehaciente  inscrito,  ó  por  el  mismo  Registro,  , 
que  la  persona  que  constituye  ó  transfiere 
nn  derecho,  tiene  facultad  para  ello;  excep- 
tuándose las  ventas  judiciales  forzadas  y 
adjudicaciones  en  juicio  ejecutivo.  Los  títu- 
los de  actos  ó  contratos  anteriores  al  día  26 
•  le  Mayo  de  1881  se  inscribirán  sin  necesi- 
dad de  antecedentes. 

Art.  29.  Cuando  por  primera  vez  se  soli- 
cite la  inscripción  del  dominio  sobre  un  in- 
mueble, que  antes  no  estaba  inscrito,  el  Re- 
gistrador hará  saber  al  público  la  solicitud 
por  cartel  que  se  insertará  en  el  periódico 
oficial  por  tres  veces.  En  el  cartel  se  expresa- 
rá la  situación,  capacidad  y  linderos  del  in- 
mueble y  el  nombre  y  apellido  del  solicitante. 

Si  dentro  de  los  treinta  días  subsiguientes 
n  la  última  publicación  no  se  presentare  opo- 
sitor, el  Registrador  verificará  la  inscripción 
haciendo  constar  en  ella  esta  circunstancia. 

Mas  si  hubiere  oposición,  suspenderá  la 
inscripción  y  devolverá  los  documentos  al 
interesado  para  los  usos  que  le  convengan. 

Art.  30.  Las  escrituras  públicas  de  actos 
ó  contratos  que  deban  inscribirse,  expresa- 
rán las  mismas  circunstancias  que  se  han 
indicado  para  el  Registro. 

Art.  31.  Cuando  no  pueda  inscribirse  un 
acto  ó  contrato  por  omisiones  cometidas  por 
el  cartulario,  estará  éste  obligado  á  extender 
á  su  costa  una  nueva  escritura;  sin  perjuicio 
de  las  otras  responsabilidades  á  que  lo  suje- 
ta la  ley. 


CAPITULO  III 

Titulút  supletorio*. 

Art  32.  El  propietario  que  cart*<*i»- 
título  de  dominio  escrito,  ó  que  teniéndolo 
no  fuere  inscribible,  podrá  inscribir  0a  dere- 
cho justificando  sumariamente  ante  el  Joe* 
de  primera  instancia  del  distrito  en  que  estar 
radicados  los  bienes,  que  lleva  más  de  diez 
afios  de  estar  en  quieta,  pacífica  y  no  inte- 
rrumpida posesión  de  éstos.  El  Juez  admiti- 
rá la  información,  con  citación  del  Síndico 
municipal  del  lugar  de  su  residencia  y  de  La 
persona  de  quien  se  ha  adquirido  la  posesión 
ó  de  sus  herederos,  si  aquélla  ó  éstos  fueren 
conocidos.  El  Síndico  procurará  que  se  ob- 
serven en  el  expediente  las  formas  legales  j 
que  los  testigos  sean  idóneos,  podiendo  ta- 
charlos con  arreglo  á  la  ley. 

La  persona  citada  podrá  ejercitar  los  de- 
rechos que  le  convengan. 

Art.  33.  El  escrito  en  que  se  pida  la  ad- 
misión de  la  información,  expresará: 

l.o  La  naturaleza,  situación,  medida  su- 
perficial, linderos  y  nombre,  si  lo  tuviere,  del 
inmueble  cuya  posesión  se  trate  de  acreditar. 

2.°  La  manera  cómo  se  haya  adquirido 
la  posesión;  el  nombre,  apellido,  profesión  y 
domicilio  de  la  persona  que  solicita  el  ti- 
tulo; y  si  fuere  posible,  las  mismas  designa- 
ciones de  la  persona  que  ha  transferido  la 
posesión. 

3.°  La  fecha  en  que  se  ha  comenzado  á 
poseer  el  inmueble,  aunque  sea  aproximada- 
mente. 

4.°  La  razón  por  qué  no  existe  título  es- 
crito ó  el  motivo  porque  éste  no  sea  inscri- 
bible; y 

6.°  Si  hay  ó  no  otros  poseedores  proindi- 
viso. 

El  Juez  no  admitirá  ninguna  solicitud  que 
carezca  de  alguna  de  las  circunstancias  indi- 
cadas. 

Art.  34.  Presentada  la  solicitud  se  man- 
dará hacer  saber  por  edictos,  que  se  publica 
rán  por  tres  veces  en  el  periódico  oficial  y  se 
fijaran  en  la  puerta  de  la  oficina  y  en  el  in- 
mueble. 

Art.  36.  Si  pasados  quince  días  después 
de  la  última  publicación  de  los  edictos,  no 
se  hubiere  presentado  ningún  opositor,  se 
continuará  tramitando  la  información  con 
arreglo  á  derecho. 

Art.  36.  Los  testigos  de  la  información 
serán  propietarios  de  bienes  raíces  y  vecinos 
del  lugar  en  donde  está  situado  el  inmueble 
que  se  trata  de  titular,  pudiendo  el  Juez,  si 
tuviere  duda  sobre  estas  circunstancias,  exi- 
gir las  pruebas  que  le  parezcan  convenientes. 

Los  testigos  serán  por  lo  menos  tres.  En 
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sus  declaraciones  expresarán  con  claridad 
los  hechos  en  que  hacen  consistir  la  pose- 
sión y  el  tiempo  que  ésta  haya  durado;  y  se- 
rán responsables  de  los  perjuicios  que  de  la 
falsedad  de  sn  dicho  se  sigan  á  tercero. 

Art.  37.  Concluida  la  información,  se 
aprobará,  mandándose  extender  en  el  Regis- 
tro la  inscripción  solicitada,  ó  será  declarada 
sin  lugar,  según  el  mérito  de  las  pruebas  La 
resolución  que  se  dicte,  será  apelable  en 
ambos  efectos. 

La  información  aprobada  servirá  de  título 
ni  poseedor  para  poder  disponer  de  los  bie- 
nes; pero  sin  perjuicio  de  tercero  de  mejor 
derecho.    ' 

Art.  88.  Si  en  virtud  de  los  edictos  y  an- 
tes de  aprobarse  la  información,  se  presen- 
tare algún  opositor,  el  Juez  decidirá  en  jui- 
cio sumario  lo  que  estime  más  equitativo  y 
arreglado  á  las  leyes,  ya  sea  declarando  fun- 
dada la  oposición  y  sin  lugar  el  título  su- 
pletorio ó  aprobando  el  expediente  en  los 
términos  que  indica  el  artículo  anterior,  que- 
dando siempre  su  derecho  á  salvo  á  las  par- 
tes para  ventilar  en  el  juicio  que  corres  pon 
<la  las  acciones  que  les  convenga. 

Esta  resolución  será  apelable  en  ambos 
efectos. 

Art.  39.  Si  el  opositor  fundare  su  oposi- 
ción en  documento  inscrito,  el  Juez,  sin  más 
trámite,  declarará  sin  lugar  el  título  suple- 
torio. 

Art.  40.  Si  la  oposición  se  hiciere  des- 
pués de  aprobado  el  expediente,  pero  antes 
<le  que  sea  inscrito,  el  Registrador  devolverá 
las  diligencias  al  Juez  para  que  tramite  la 
oposición  en  la  forma  establecida  en  el  ar- 
ticulo 38. 

Art.  41.  Cuando  en  las  diligencias  apa- 
reciere que  el  inmueble  cuyo  dominio  se 
pretende  inscribir,  pertenece  al  £stado,  por 
ser  baldío,  ejidal  ó  por  cualquiera  otra  causa, 
el  Juez  suspenderá  la  información  y  remiti- 
rá á  las  partee  al  Juzgado  general  de  Hacien- 
da, á  efecto  de  que  allí  ventilen  sus  derechos 
en  la  forma  que  corresponda. 

Art.  42.  En  caeo  de  que  el  interesado 
pida  certificación  íntegra  de  las  diligencias 
antedichas,  para  que  le  sirva  de  título  que- 
dando los  originales  en  el  archivo  del  Juz 
gado,  el  Juez  acordará  de  conformidad. 

Art.  43.  Las  inscripciones  de  que  habla 
este  capítulo,  expresarán  el  procedimiento 
que  se  hubiere  adoptado  para  verificarlas, 
los  nombres  y  apellidos  de  los  testigos  que 
han  declarado  y  las  demás  circunstancias 
prevenidas  en  el  art.  21  que  consten  del  ex- 
pediente. 


CAPITULO  IV 
Ej retos  de  la  inscripción. 

Art.  44.  Inscrito  eq  el  Registro  cualquier 
título  traslativo  de  dominio  de  inmuebles, 
no  podrá  inscribirse  ninguno  otro  de  fecha 
anterior,  por  el  cual  se  transmita  ó  modifi- 
que la  propiedad  de  los  mismos  inmuebles. 

Sin  embargo,  los  títulos  que  sirven  de  an- 
tecedentes podrán  inscribirse  si  lo  solicita- 
re la  persona  á  cuyo  favor  estuviere  la  últi- 
ma inscripción. 

Art.  45.  De  varias  inscripciones  relativas 
á  un  mismo  inmueble,  preferirá  la  primera; 
y  si  fueren  de  una  misma  fecha,  se  atende- 
rá á  la  hora  de  la  presentación  del  título 
respectivo  en  el  registro. 

Art.  46.  ,  La  omisión  ó  inexactitud  de  al- 
guna ó  algunas  de  las  circunstancias  exigi- 
das por  esta  ley  para  las  inscripciones,  no 
perjudica  la  validez  de  ellas.  Para  que  la 
inscripción  sea  nula,  es  necesario  que  por 
causa  de  la  expresada  omisión  ó  inexacti- 
tud, resulte  una  inseguridad  absoluta  sobre 
las  personas  de  los  contratantes,  su  capaci- 
dad civil,,  el  derecho  adquirido  ó  el  inmue- 
ble que  constituye  su  objeto. 

Art.  47.  Declarada  judicialmente  la  nu- 
lidad de  una  inscripción,  mandará  el  Juez 
cancelarla  y  extender  otra  nueva,  en  los  ca- 
sos en  que  tenga  lugar. 

Art.  48.  La  declaración  judicial  de  nuli- 
dad de  una  inscripción,  no  perjudicará  el 
derecho  que  con  anterioridad  á  esa  declara- 
ción haya  adquirido  una  persona  que  no  ha 
sido  parte  en  el  contrato  inscrito. 

Art.  49.  Las  acciones  rescisorias  y  reso- 
lutorias no  se  darán  contra  tercero  de  bue- 
na fe  que  haya  inscrito  el  título  de  su  res- 
pectivo derecho,  sino  cuando  dichas  accio- 
nes se  funden  en  causas  que  consten  explí- 
citamente en  el  instrumento  registrado. 

Art.  60.  Inscrito  un  inmueble,  quedará 
por  el  mismo  hecho  inscrito  todo  lo  que 
accede  á  él,  por  edificación,  accesión  ó  por 
cualquiera  otra  causa,  sin  perjuicio  de  los 
derechos  de  tercero. 

Art.  61.  No  se  admitirá  en  los  Tribuna- 
les ó  Juzgados  del  Estado,  ni  en  las  oficinas 
administrativas,  ningún  título  ni  documen- 
to que  no  esté  registrado,  si  fuere  de  los  que 
conforme  á  esta  ley  están  sujetos  á  registro, 
siempre  que  el  objeto  de  la  presentación 
fuere  hacer  valer  algún  derecho  contra  ter- 
cero. 

'  Si  no  obstante  se  admitiere,  no  hará  fe. 
Con  todo,  deberá  admitirse  un  instrumento 
sin  registro,  cuando  se  presente  para  pedir 
la  declaración  de  nulidad  ó  la  cancelación 
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de  algún  asiento  que  impida  verificar  la  ins- 
cripción de  aquel  instrumento. 

También  podrá  admitirse  en  perjuicio  de 
tercero  el  instrumento  no  inscrito  y  que  de- 
bió serlo,  si  el  objeto  de  la  presentación  fue- 
re únicamente  corroborar  otro  titulo  poste- 
rior que  hubiere  sido  inscrito. 

Árt.  52.  El  tenedor  de  un  título  inscrito 
tendrá  derecho  para  oponerse  á  que  se  em- 
barguen los  bienes  inmuebles  á  que  el  títu- 
lo se  refiere,  ó  á  que  se  inventaríen  á  con- 
secuencia de  acciones  que  no.se  dirijan 
contra  él. 

£1  Juez,. sin  más  trámite  que  la  audiencia 
á  la  parte  contraria,  ordenará  que  no  se  em- 
barguen los  bienes  ó  que  no  se  inventaríen, 
y  si  esto  ya  se  hubiera  verificado,  decretará 
que  en  el  acto  se  desembarguen  ó  se  exclu- 
yan del  inventario. 

CAPITULO  V 
Anotaciones  preventivas. 

Art.  63.  Podrán  pedir  anotación  preven- 
tiva de  sus  respectivos  derechos  en  el  Re- 
gistro público  correspondiente: 

1.°     El  que  demandare  en  juicio  la  pro- 
piedad de  bienes  inmuebles  ó  la  constitu 
ción  de  cualquier  derecho  real. 

2.°  El  que  en  juicio  ejecutivo  de  quiebra 
ó  de  concurso,  obtuviere  el  embargo  de  bie- 
nes raíces  del  deudor. 

3.°  El  que  presentare  en  el  oficio  del  re- 
gistro, algún  título  cuya  inscripción  no  pue 
da  hacerse  definitivamente  por  falta  de  for- 
malidades legales;  y 

4.°  El  que  no  pueda  obtener  inscripción 
definitiva  por  oposición  de  parte  en  el  caso 
del  art.  29. 

Art.  64.  Cuando  en  causa  criminal  se  em- 
barguen bienes  raíces  al  reo,  el  Juez,  de 
oficio,  mandará  hacer  la  anotación  preven- 
tiva. 

Art.  65.  La  anotación  preventiva  de  la 
demanda  en  el  caso  del  núm.  l.°del  art.  53, 
anula  la  enajenación  posterior  á  la  anota- 
ción y  duran  sus  efectos  hasta  que,  por  de- 
creto judicial,  se  ordene  la  cancelación. 

Art.  56.  El  acreedor  que  obtenga  anota- 
ción á  su  favor  en  el  caso  del  núm.  2.°  del 
art.  63,  tendrá  derecho  preferente  en  cuanto 
á  los  bienes  anotados,  respecto  de  otros 
acreedores  del  mismo  deudor  por  créditos 
contraídos  ó  reconocidos  por  documento  ó 
confesión,  con  posterioridad  á  la  anotación. 

Este  mismo  efecto  producirá  la  anotación 
preventiva  ordenada  por  el  Juez  en  causa 
criminal,  cuando  se  embarguen  bienes  raíces 
al  reo. 

Art.  67.     La  anotación  preventiva  por  fal- 


ta de  formalidades  en  el  título,    surtirá  k» 
efectos  durante  noventa  días. 

Art.  68.  La  anotación  preventiva  en  e 
caso  del  núm.  4  °  del  art.  53,  surtirá  sus  efer 
tos  por  el  término  de  30  días.  Dorante  est> 
plazo,  el  opositor  que  no  estuviere  en  pose- 
sión deberá  presentar  su  demanda  ante  e 
Juez  respectivo  y  anotarla  preventivamente 
si  no  lo  hiciere,  y  el  que  solicitó  la  inscrip- 
ción acompañase  la  constancia  de  estar  h 
posesión  material  del  inmueble  de  que» 
trata,  el  Registrador  hará  la  inscripción  de- 
finitiva. 

Art.  69.  Si  el  que  pidió  la  anotación  pre- 
ventiva no  es  el  que  está  en  posesión  mate 
rial  del  inmueble  y  dejare  transcurrir  loe 2» 
días  sin  anotar  su  demanda,  caducará  lsao* 
tación  preventiva  y  se  denegará  definitir? 
mente  la  inscripción. 

Art.  60.  La  anotación  preventiva  surti- 
rá los  mismos  efectos  que  la  inscripción,  dn 
ranie  el  término  señalado  en  los  arüeoic-. 
anteriores. 

A  rt.  61.     Cuando  se  pida  al  J  oes  una  ao< 
tación  preventiva,  la  decretará  inContineír 
sin  necesidad  de  trámite  alguno  y  librará  b 
provisión  al  Registrador  antes  de  notificara 
la  parte  contraria. 

Los  mandamientos  de  embargo  podra  . 
también  anotarse  con  solo  la  presentado  > 
en  el  Registro  de  las  diligencias  origínale? 

Art.  62.  La  anotación  preventiva  se  con- 
vertirá en  inscripción  cuando  la  persona  a 
cuyo  favor  estuviere  constituida,  adqaier.. 
definitivamente  el  derecho  anotado. 

En  este  caso  la  inscripción  surtirá  so» 
efectos  desde  la  fecha  de  la  presentado  i 
del  documento. 

Art.  63.  Las»  anotaciones  preventiva* 
comprenderán  las  mismas  circunstancia» 
que  exige  esta  ley  para  las  inscripciones, w 
cuanto  resulten  de  los  títulos  ó  documente? 
presentados. 

Art.  64.  La  anotación  preventiva  ser* 
nula  en  el  mismo  caso  en  que  lo  sería  la  ins- 
cripción definitiva. 

CAPITULO  VI 
Cancelación  de  las  inscripciones. 

Art.  65.  Las  inscripciones  se  extinguer 
en  cuanto  á  tercero,  por  su  cancelación  ó  per 
la  inscripción  de  la  transferencia  del  domi- 
nio ó  derecho  real  inscrito,  á  otra  persona 
La  cancelación  puede  ser  total  ó  parcial. 

Art.  66.  La  cancelación,  ya  sea  total  o 
parcial,  procede: 

1.°  Cuando  se  extingue  por  completo  o 
parcialmente  el  derecho  inscrito,  en  los  ca- 
sos de  destrucción  de  inmueble,  de  convenio 
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entre  las  partes,  de  renuncia  del  interesado, 
<le  decisión  judicial  ó  de  otra  causa  legal. 

2.°  Cuando  se  declare  la  nulidad  judi- 
cialmente en  todo  ó  en  parte,  del  título  en 
cuya  virtud  se  haya  hecho  la  inscripción. 

8.°  Guando  judicialmente  se  declare  la 
nulidad  de  la  inscripción;  y 

4.o  Cuando  se  justifique  mejor  derecho 
por  un  tercero,  aunque  su  título  no  esté  ins- 
crito. < 

Art.  67.  La  cancelación  de  toda  inscrip- 
ción, contendrá: 

1.°  La  ciase  de  documento  que  motiva  la 
cancelación. 

2.°  La  fecha  del  documento  y  la  de  su 
presentación  en  el  Registro. 

3.°  £1  nombre  del  Juez  que  lo  hubiere 
expedido  ó  del  cartulario  ante  quien  se  ha- 
ya otorgado;  y 

4.°  Los  nombres  y  apellidos,  profesión  y 
domicilio  de  los  otorgantes. 

Art.  68.     Será  nula  la  cancelación: 

1 .°  Cuando  fuere  falso  ó  nulo  el  titulo  en 
virtud  del  cual  se  hubiere  hecho. 

2.o  Cuando  no  aparezca  en  ella  clara- 
mente la  inscripción  que  se  cancela. 

3.°  Cuando  no  se  .expresa  el  documento 
en  cuya  virtud  se  haga  la  cancelación  ni  los 
nombres  de  los  otorgantes,  del  cartulario  y 
del  Juez  en  su  caso;  y 

4.°  Cuando  en  la  cancelación  parcial  no 
se  dé  claramente  á  conocer  la  parte  del  in- 
mueble que  haya  desaparecido  ó  la  parte  de 
la  obligación  que  se  extinga  y  la  que  sub- 
sista. 

Art.  69.  Los  Registradores  calificarán  la 
capacidad  civil  de  las  personas  y  las  formas' 
extrínsecas  de  las  escrituras  ó  despachos  en 
virtud  de  los  cuales  se  soliciten  las  cancela- 
ciones, de  la  misma  manera  que  se  ha  pre- 
venido para  las  inscripciones. 

Los  Registradores  denegarán  la  cancela- 
ción ordenada  por  una  autoridad  manifies- 
tamente incompetente. 

TITULO   III 

DE    LAS    HIPOTECAS 

CAPITULO   PRIMERO 

Instrumentos  que  deben  inscribirse  y  modo 
de  hacer  la  inscripción. 

Art.  70.  En  el  Registro  de  hipotecas  se 
inscribirán  los  instrumentos  en  que  se  cons- 
tituya ese  gravamen,  se  transfiera, modifique 
ó  cancele. 

Art.  71.  La  inscripción  de  una  hipoteca 
contendrá  las  circunstancias  siguientes: 

1.a    El  nombre,  apellido,  profesión  y  do- 


micilio del  acreedor  y  del  deudor.  Las  perso- 
nas jurídicas  se  designarán  por  el  nombre 
oficial  que  lleven,  y  las  compañías  por  su  ra- 
zón social. 

2.a  La  fecha  del  instrumento,  el  nombre 
y  apellido  del  cartulario  que  lo  autorice. 

3  a  La  cantidad  adeudada,  su  proceden- 
cia, plazo,  intereses  y  demás  condiciones  del 
contrato. 

4.a  •  La  naturaleza,  situación,  capacidad  y 
linderos  de  los  inmuebles  hipotecados. 

6.a  Si  es  primera  hipoteca  ó  hay  otros 
gravámenes  anteriores;  y 

6  a  El  dia  y  la  hora  en  que  el  instrumen- 
to se  presentó  al  Registro. 

Art.  72.  En  todo  lo  que  no  esté  expresa- 
mente determinado  en  este  título,  se  estará 
á  lo  dispuesto  en  el -anterior  para  las  ins 
cripciones,  sus  efectos,  anotaciones  preven- 
tivas y  cancelaciones  de  la  propiedad  en  lo 
que  fuere  aplicable  á  las  hipotecas. 

CAPITULO    II 
Efectos  de  la  inscripción  de  las  hipotecas. 

Art.  73.  .La  hipoteca  surte  efectos  res- 
pecto de  tercero  desde  la  hora  de  la  presen- 
tación en  el  Registro  correspondiente. 

Art.  74.  Los  contratos  hipotecarios  cele- 
brados en  países  extranjeros,  serán  válidos 
en  Él  Salvador,  con  tal  que  la  escritura  pú- 
blica que  los  contenga  sea  inscrita  conforme 
á  esta  ley. 

Art.  76.  La  hipoteca  da  al  acreedor  el 
derecho  de  perseguir  la  finca  hipotecada,  se» 
quien  fuere  el  que  la  posea  y  á  cualquier  tí- 
tulo que  la  haya  adquirido. 

Sin  embargo,  esta  disposición  no  tendrá 
lugar  contra  el  que  haya  adquirido  el  inmue- 
ble en  pública  subasta  ó  adjudicación  en  pa- 
go, en  virtud  de  ejecución. 

Mas  para  que  esta  excepción  surta  efecto, 
deberá  hacerse  la  subasta  ó  adjudicación 
con  citación  personal  del  acreedor  ó  acree- 
dores hipotecarios;  observándose  en  lo  de- 
más lo  dispuesto  en  el  Código  de  procedi- 
mientos. 

Art.  76.  La  inscripción  de  una  hipoteca 
solamente  será  nula  cuando  resulte  una  in- 
seguridad absoluta  respecto  de  las  personas 
de  los  contratantes  ó  del  inmueble  sobre  que 
se  ha  constituido  el  gravamen. 

CAPITULO  III 

Cancelación  de  las  inscripciones  de  hipotecas. 

Art.  77.  Las  cancelaciones  totales  ó  par- 
ciales de  las  escrituras  hipotecarias,  podrán 
hacerse  ó  por  otra  escritura  pública,  ó  por 
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ana  acta  de  reducción  ó  pago,  extendida  al 
pie  de  la  escritura  principal  y  en  el  mismo 
papel  en  que  ésta  concluye,  autorizada  como 
los  instrumentos  públicos,  por  un  cartula- 
rio, y  firmada  por  el  acreedor  y  dos  testigos. 
Art.  78.  Cuando  en  virtud  de  ejecución 
se  enajenen  ó  adjudiquen  bienes  hipoteca- 
dos, el  Juez,  ai  aprobar  el  remate  ó  al  adju- 
dicar los  bienes,  librará  oficio  al  Registrador 
para  que  cancele  la  inscripción  hipotecaria. 

CAPITULO  IV 
Disposiciones  transitorias  de  esta  ley. 

Art.  79.  Las  disposiciones  de  esta  ley 
forman  parte  integrante  del  Código  civil  y  se 
tendrán  presentes  al  hacerse  una  nueva  edi- 
ción de  este  cuerpo  de  leyes. 

Art.  80.  £1  Poder  Legislativo,  por  una 
ley  especial,  determinará  la  parte  reglamen 
taria  del  Registro. 

Reglamento  del  Registre  de  la  propie- 
dad raíz  é  hipotecas,  aprobado  por  Ley 
de  3  de  Mayo  de  1897. 

CAPITULO  PRIMERO 
Oficinas  de  Registro. 

Artículo  1.°  Habrá  en  cada  una  de  las 
cabeceras  de  los  departamentos  en  que  está 
dividido  el  Estado,  una  oficina  del  Registro 
<le  la  propiedad  raíz  é  hipotecas,  á  cargo  de 
un  Abogado.  Estas  oficinas  dependerán  di- 
rectamente del  Ministerio  de  Justicia. 

El  Supremo  Poder  Ejecutivo  queda  facul- 
tado para  formar  secciones  de  dos  ó  más 
Departamentos,  segrí n  lo  creyere  convenien- 
te a  los  intereses  generales. 

.  Art.  2.°  Los  límites  jurisdiccionales  de 
cada  oficina  de  Registro  serán  los  mismos 
del  respectivo  Departamento  ó  Departamen- 
tos que  comprenda. 

Art.  3.°  En  cada  oficina  departamental 
de  Registro  se  llevarán  todos  los  libros  que 
previene  este  Reglamento. 

En  las  oficinas  seccionales,  el  Registrador 
llevará  libros  separados  para  cada  uno  de  los 
Departamentos  que  compongan  la  sección. 

Art.  4.°  En  las  nuevas  oficinas  de  Regis- 
tro, para  hacer  el  primer  asiento  relativo  á 
un  inmueble,  deberá  presentarse  por  el  in- 
teresado una  certificación  del  respectivo  an- 
tiguo Registro,  en  que  estén  insertas  literal- 
mente las  inscripciones  anteriores  á  la  que 
se  solicita. 

Con  estas  certificaciones  se  formarán  li- 
bros separados  y  relativos  á  cada  departa- 
mento cuando  fuere  seccional  el  nuevo  Re- 


gistro; estos  libros  se  empastarán  al  fio  ¿e 
cada  afio. 

Si  en  Los  antiguos  Regís  tro  8  no  h  ubi  en* 
ninguna  inscripción  relativa  al  iumuebl* 
de  qne  se  trata,  el  Registrador  lo  certifica- 
rá asi, 

Art.  5.°  Las  oficinas  de  Registro  estarán 
en  edificios  públicos,  situadas  en  Jugar  sebe- 
ro y  cómodo  para  el  servido.  Cada  ofmua 
tendrá  por  lo  menos  dos  departamentos  am- 
parados conven  ientemeo  te.  Uno  de  ellos  aera 
reservado  y  se  conservarán  en  él  deposita- 
dos loa  Libros  y  todos  los  papeles  pertene- 
cientes A  la  oficina,  Lo  mismo  que  los  dom- 
inen I  os  presentados  para   qne  se  registran 

El  otro  departamento  servirá  para  el  des 
pacho  y  trabajos  diarios  y  á  él  tendrá  librt 
acceso  el  público. 

Art  6.°  En  cada  oficina  habrá  Loe  em- 
pleados suficientes  para  que  tos  Era  bajos  en 
ella  estén  al  corriente  y  en  buen  orden. 

Las  horas  de  despacho  serán  por  lo  menos 
cuatro,  y  Las  fijará  el  Poder  Ejecutivo. 

Art  7.°  Los  libros  de  Registro  no  se  as- 
earán por  ningún  motivo  de  la  oficina  del 
Registrador;  todas  las  diligencias  judiciales 
y  extrajudiciaies,  ó  consultas  que  en  eílos 
quieran  hacer  Jas  autoridades  ó  particulares 
y  que  exijan  la  presen tudori  de  dichos  libro* 
se  ejecutarán  precisa  tóente  en  ka  misma  oÉ 
ciña,  y  á  presencia  y  bajo  Ja  inmediata  vigí* 
lancia  y  responsabilidad  del  propio  Regis- 
trador. 

Art,  8.o  kaa  oficinas  de  Registra  eer*n 
visitadas  ordinariamente  cada  seis  meses 
por  et  .luí'!?  de  primera  instancia  de  Lo  ciri: 
que  resida  en  el  íu^ar  en  donde  existe  - 
Registro.  Si  fueran  dos  tos  Jueces,  corres- 
ponde la  visita  al  primero. 

El  Juez  extenderá  en  el  libro  de  visitas 
que  debe  existir  en  la  oficina  de  Registro, 
una  acta  expresiva  del  estado  en  que  éste  se 
encuentre,  la  que  firmará  con  el  Registrador. 
Dentro  de  ocho  días  remitirá  una  copia  del 
acta  referida  al  Ministerio  de  Justicia  por 
medio  de  la  Secretaría  de  la  Corte. 

Cuando  el  Ministro  crea  conveniente  que 
se  practique  visita  extraordinaria  en  algnoa 
oficina  de  Registro,  podrá  hacerlo  personal- 
mente ó  por  medio  de  un  delegado  de  so 
nombramiento,  ó  bien  dirigiéndose  á  la  Cor- 
te Suprema  para  que  ésta  ordene  al  Juei 
respectivo  que  la  verifique. 

Art.  9.°  Si  del  acta  remitida  por  el  Jnei 
ó  delegado,  apareciere  infracción  de  las  for- 
malidades legales  en  el  modo  de  llevar  loe 
Registros,  el  Ministro  adoptará  las  medidas 
necesarias  para  corregirla;  pudiendo  impo 
ner  al  Registrador  multas  de  cinco  á  60  pe- 
sos y  aun  separarlo  del  empleo. 

Si  la  falta  ó  infracción  constituye  delito, 
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será  puesto  el  culpable  á  disposición  de  la 
Autoridad  competente. 

CAPITULO  II 
Modo  de  llevar  loa  Registros. 

Art.  10.  En  cada  oficina  de  Registro,  se 
llevarán  los  libro» siguientes  titulados:** 

Diario  de  la  propiedad  para  los  asientos 
de   presentación; 

Diario  de  hipotecas  para  los  mismos; 

Registro  de  la  propiedad; 

Registro  de  hipotecas: 

Registro  de  sentencias; 

Anotaciones  preventivas; 

Actas  de  visitas  al  Registro; 

índice  de  las  personas  por  orden  alfa- 
bético; 

índice  de  las  hipotecas  por  orden  alfa- 
bético; 

Edictos;  y 

Conocimientos  ó  sacas  de  escrituras. 

Art.  11.  Los  libros  indicados  en  el  ar- 
tículo anterior,  serán  foliados,  y  cada  una  de 
sus  fojas  llevarán  el  sello  del  Ministerio  de 
Justicia.  En  la  primera  página,  el  Ministro 
expresará  el  objeto  del  libro  y  el  número  de 
fojas  de  que  se  compone. 

Estos  libros  serán  numerados  por  orden 
«le  antigüedad  y  podrán  llevarse  varios  to- 
mos á  la  vez  de  una  misma  clase,  cuando  la 
abundancia  de  trabajo  lo  exija,  exceptuando 
los  diarios,  de  los  cuales  sólo  podrá  llevarse 
mi  tomo  de  cada  uno  por  cada  departamento 
ó  sección  de  departamentos. 

Art.  12.  Todas  las  fojas  de  les  libros  que 
«e  lleven  en  el  Registro,  excepto  las  del 
índice,  tendrán  á  la  izquierda  un  margen 
un  blanco,  igual  á  la  cuarta  parte  del  ancho 
de  una  foja. 

Las  páginas  del  índice  de  la  propiedad, 
se  dividirán  en  tres  columnas:  en  la  prime- 
ra se  escribirán  los  nombres  de  las  perso- 
nas á  cuyo  favor  se  hacen  las  inscripciones, 
comenzando  por  el  apellido;  en  la  segunda 
columna,  el  tomo,  número  y  folio  de  las 
inscripciones;  y  en  la  tercera,  el  tomo,  nú- 
mero y  folio  en  que  aparecen  las  cancela- 
ciones. 

Las  páginas  del  índice  de  hipotecas  se 
dividirán  lo  mismo,  pero  en  la  primera  co- 
lumna se  escribirá  el  apellido  y  nombre  de 
la  persona  que  constituye  la  hipoteca. 

En  los  libros  índices,  se  destinará  á  cada 
una  de  las  letras  del  alfabeto,  el  número  de 
folios  que  se  estime  conveniente. 

Art.  13.  Todos  los  días  al  comenzar  el 
despacho,  el  Registrador  abrirá  en  el  diario 
una  acta  que  comprenda  los  asientos  corres- 
pondientes á  las  escrituras  que  se  presen- 


ten en  el  día.  Estos  asientos  se  escribirán 
por  el  orden  en  que  se  presenten  dichas  es* 
crituras,  sin  dejar  entre  ellos  claros  ni  hue- 
cos. Encabezará  el  acta  con  la  fecha  en  le- 
tras, y  á  continuación,  con  el  mayor  orden 
y  claridad,  escribirá  el  número  de  cada 
asiento,  que  será  ej  mismo  con  que  marcará 
cada  escritura,  la  hora  de  la  presentación, 
el  nombre  de  la  persona  que  lo  hace,  Ios- 
nombres  de  los  otorgantes,  la  designación 
del  acto  ó  contrato  que  se  consigna  en  el 
documento,  el  nombre  deb  cartulario  an- 
te quien  se  ha  otorgado,  ó  de  la  Autoridad 
que  lo  ha  expedido  y  la  fecha  del  otorga- 
miento. 

Al  concluir  las  horas  de  oficina  y  antes 
de  cerrar  el  despacho,  el  mismo  funcionario 
hará  constar  al  pie  del  último  asiento,  el 
número  de  escrituras  presentadas,  Balvará 
las  erratas  que  hubiere  y  firmará. 

Art.  14.  Además  del  libro  diario,  el  Re- 
gistrador llevará  un  cuaderno  para  extender 
á  los  interesados  el  recibo  de  los  documen- 
tos que  presenten  al  Registro. 

Cada  foja  formará  un  recibo  y  tendrá  im- 
presa la  razón  siguiente: 

Recibí  de el  documento  marcado  con 

el  número del  tomo del  diario  de 

La  fecha,  y  la  firma  del  empleado  que  re- 
cibe los  documentos. 

Art.  16.  Toda  inscripción  expresará  las 
circunstancias  prevenidas  por  la  ley,  y  al 
fin  de  ellas,  se  hará  constar  su  conformidad 
con  los  documentos  á  que  se  refiere. 

Art.  16.  Todas  las  cantidades  y  números 
que  se  mencionen  en  las  inscripciones,  ano- 
taciones preventivas^ cancelaciones  y  asien- 
tos de  presentación,  se  expresará  en  letras, 
aunque  sean  citas  las  que  se  hagan. 

Esta  disposición  no  comprende  la  nume- 
ración de  orden  de  los  asientos  de  toda 
clase. 

Art.  17.  Cada  inscripción  tendrá  al  prin- 
cipio el  número  que  le  corresponde  en  el 
libro  respectivo. 

Art.  18.     El  Registrador  autorizará  con 

firma  entera,  los  asientos  de  presentación 

del   diario,   las    inscripciones,   anotaciones 

1  preventivas  y  cancelaciones,  y  con  media 

firma  las  notas  del  margen. 

Art.  19.  Las  enmiendas,  entrerrenglona- 
duras y  cualesquiera  otros  errores  materia- 
les que  se  cometan  en  los  libros  del  Regis- 
tro, deberán  salvarse  íntegramente  antes  de 
la  firma  del  Registrador,  prohibiéndose  en 
absoluto  hacer  raspaduras. 

Art.  20.  Cuando  en  un  mismo  título  se 
enajenaren  ó  gravaren  diferentes  fincas,  se 
hará  una  inscripción  separada  para  cada 
una  de  ellas. 

Art.  21.     Siempre  que  se  extienda  ana. 
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inscripción  qne  de  cualquier  manera  afecte 
á  otra  anterior,  se  pondrá  al  margen  de  és- 
ta una  nota  en  que  se  exprese  brevemente 
-el  traspaso,  modificación,  gravamen  ó  can- 
celación del  derecho  inscrito,  indicando  el 
tomo,  número  y  folio  del  nuevo  asiento. 

Art.  22.  £1  cesionario  de  cualquier  dere- 
cho inscrito  hará  inscribir  previamente,  si 
no  lo  estuviere,  el  mismo  derecho  á  favor 
de  su  causante. 

Art.  23.  Cuando  se  reúnan  dos  ó  más 
fincas  inscritas  para  formar  una  sola,  se  ins- 
cribirá ésta  nuevamente,  haciendo  mención 
de  ella  al  margen  de  cada  una  de  las  ins- 
cripciones anteriores,  relativas  al  dominio 
de  las  fincas  que  se  reúnan.  En  la  nueva 
inscripción  se  hará  también  referencia  de 
dichas  inscripciones,  así  como  de  los  gravá- 
menes que  las  mismas  fincas  que  se  han 
reunido  tuvieren. 

Pero  la  nueva  inscripción  no  tendrá  ma- 
yor valor  ni  dará  más  derecho  al  otorgante 
«le  la  nueva  escritura,  que  el  que  tendría'n  y 
le  darían  los  antiguos  títulos. 

Art.  24.  La  reunión  á  que  se  refiere  el 
artículo  precedente,  podrá  practicarse  en 
virtud  de  la  voluntad  del  propietario  de  las 
fincas,  manifestada  en  escritura  pública. 

El  cartulario  expresará  en  dicha  escritu- 
ra la  situación,  capacidad  y  linderos  gene- 
rales de  la  finca  nuevamente  formada  y  las 
inscripciones  de  los  títulos  de  las  diferentes 
fincas  de  que  se  compone  la  nueva. 

Art.  26.  Si  se  tratare  de  la  inscripción 
de  ferrocarriles  ó  tranvías,  se  observarán  las 
reglas  siguientes: 

1.*  La  naturaleza  se  indicará  con  el 
nombre  que  corresponda  á  la  obra. 

2.*  La  situación,  indicando  los  lugares 
en  que  se  encuentren  los  extremos  y  la  ju- 
risdicción á  que  pertenecen.  No  habrá  ne- 
cesidad de  expresar  los  linderos  de  la  línea; 

3.a  La  cabida,  con  la  extensión  longitu- 
dinal del  trayecto  y  el  ancho  de  la  faja  de 
terreno  al  servicio  de  la  obra. 

Las  estaciones,  depósitos,  bodegas,  edi- 
.  ficios  y  demás  lugares  destinados  á  usos 
semejantes  se  describirán  según  las  reglas 
generales. 

Art.  26.  Cuando  se  tratare  de  inscribir 
ferrocarriles  ó  tranvías,  además  del  títu- 
lo en  que  conste  la  concesión,  deberá  pre- 
sentarse al  Registro  una  información  se- 
guida con  intervención  del  Fiscal  de  Ha- 
cienda en  que  Be  haga-  constar  que  está 
concluida  la  obra  ó  sección  que  se  trata  de 
inscribir,  sin  necesidad  de  acompañar  los 
antecedentes. 


CAPITULO  ni 
Registradores:  sus  deberes  y  atribuciones. 

Art.  27.  El  nombramiento  de  los  Regis- 
tradores «se  hará  por  el  Poder  Ejecutivo.  El 
de  los  demás  empleados  de  la  oficina  se 
hará  también  por  el  Poder  Ejecutivo  á  pro- 
puesta del  Registrador,  los  cuales  emplea- 
dos deben  ser  de  notoria  buena  conducta 
é  idoneidad. 

Art.  28.  Para  ser  Registrador  se  requie- 
re ser  Abogado  de  El  Salvador,  ciudadano 
en  ejercicio  y  mayor  de  edad,  y  cuando  no 
se  haya  recibido  en  el  Estado,  haber  ejer- 
cido en  él  la  profesión  durante  dos  año». 

Art.  29.  Los  Registradores  no  podrás 
autorizar  escrituras  sujetas  á  inscripción 
en  el  departamento  ó  departamentos  en 
que  ejerzan  sus  funciones,  bajo  pena  de  100 
pesos  de  multa  si  contravinieren  á  esta  dis- 
posición. 

Art.  30.  Los  Registradores  no  podrán 
calificar  ni  inscribir  las  escrituras  otorgadas 
ante  ellos. 

Tampoco  podrán  calificar  ni  inscribir  lai 
escrituras  en  que  hayan  intervenido  ellos  ó 
sus  cónyuges  ó  parientes  dentro  del  segan- 
do grado  de  consanguinidad  ó  afinidad  ni 
expedir  certificados  de  tales  registros. 

En  estos  casos  sólo  podrán  poner  el  asien- 
to de  presentación 

Art.  31.  Habrá  en  cada  Registro  an  Re- 
gistrador suplente,  de  nombramiento  y  con- 
diciones expresados. 

El  suplente  hará  las  veces  del  propietario 
en  caso  de  falta,  licencia  ó  excusa  de  éste. 

Art.  32.  La  prohibición  del  artículo  29  no 
comprende  á  los  suplentes. 

Art.  33.  Cuando  el  Registrador  propie- 
tario tenga  motivo  de  excusa  en  la  califica- 
ción ó  inscripción  de  alguna  escritura,  la 
pasará  con  oficio  al  suplente  para  qne  pro- 
ceda con  arreglo  á  la  ley. 

Art.  34.  Los  Registradores,  antes  de  ins- 
cribir una  escritura  ó  título  supletorio,  exa- 
minarán cuidadosamente  los  libros  de  la  ofi- 
cina para  averiguar  si  hay  alguna  inscripción 
anterior  que  se  oponga  a  la  solicitada,  y  si 
la  encontraren,  denegarán  la  nueva  inscrip- 
ción, dando  aviso  al  Juez  cuando  sea  proce- 
dente. 

Art.  36.  El  Registrador  expedirá  las  cer- 
tificaciones que  se  le  pidan,  ya  sean  literales 
ó  en  relación,  de  los  asientos  de  los  libros 
que  estén  á  su  cargo. 

La  solicitud  se  presentará  por  escrito  y  la 
certificación  se  extenderá  al  pie  de  éste. 

En  la  certificación  ee  incluirán  las  notas 
marginales  que  tenga  el  asiento  que  se  cer- 
tifique. 


K3TA.DO  DBL  SALTADOR  —  KKOl.AMBNTO  DBI.  RKOISTKO  I>K  t.A    PROPIEDAD 


383 


Art.  36.  Los  asientos  en  el  libro  Diario 
«e  extenderán  en  el  acto  de  presentarse  las 
escrituras. 

Las  inscripciones,  anotaciones  preventi- 
vas y  cancelaciones  se  harán  dentro  de  los 
«liez  días  siguientes  al  del  asiento  de  pre- 
sentación, guardándose  en  lo  posible  el  mis- 
mo orden  de  dichos  asientos. 

Las  certificaciones  se  expedirán  á  más 
tardar  dentro  de  tres  días. 

Art.  37.  Transcurridos  los  términos  pre- 
fijados en  el  artículo  anterior,  podrá  acudir 
por  escrito  el  interesado  a)  Juez  de  primera 
instancia  respectivo,  manifestando  el  retar- 
do. £1  Juez  mandará  librar  oficio  al  Regis- 
trador para  que  dentro  de  tres  días  verifique 
la  diligencia  que  dio  motivo  á  la  queja.  Y  si 
•ésta  se  repitiere,  eIJuez  remitirá  directamen- 
te las  diligencias  al  Ministerio  de  Justicia, 
para  que  acuerde  lo  conveniente. 

Art.  38.  Los  Registradores  están  estric- 
tamente obligados  á  firmar  cada  día  todos 
los  asientos  que  se  hagan  en  los  libros  de  la 
oficina. 

Art.  39.  Al  pie  de  cada  título  que  se  ins- 
criba, pondrá  el  Registrador  ln  razón  si- 
guiente: 

«Inscrito  en  el  Registro bajo  el  nú- 
mero   folio del  tomo 

Presentado  á  las de  la del  día 

Derechos » 

Y  terminará  con  la  fecha  en  que  se  pone 
4a  razón,  la  firma  del  Registrador  y  el  sello 
•le  la  oficina. 

Art.  40.  El  Registrador  será  responsable 
<le  los  daños  y  perjuicios  que  por  negligen- 
cia ó  por  malicia  causare  á  los  interesados. 

Art.  41.  La  persona  que  quedare  libre  de 
alguna  obligación  inscrita,  por  culpa  del  Re- 
gistrador, responderá  solidariamente  con 
éste  de  las  indemnizaciones  á  que  fuere  con- 
denado, hasta  concurrencia  del  provecho  que 
aquella  reportare.  El  Registrador  tendrá  de- 
recho de  reclamar  del  que  ha  quedado  libre 
de  la  obligación  inscrita,  lo  que  haya  pagado 
por  él  ai  perjudicado. 

Art.  42.  Siempre  que  note  el  Registrador 
que  se  ha  cometido  algún  delito  ó  falta  en 
los  instrumentos  que  se  sometan  al  Registro, 
dará  cuenta  á  la  autoridad  competente  para 
so  juzgamiento. 

Art.  43.  El  Registrador,  como  Jefe  de  la 
oficina,  será  responsable  de  las  faltas  de  sus 
subalternos,  relativas  al  empleo;  cuidará  de 
ia  conservación,  seguridad  y  buen  orden  de 
la  oficina;  y  en  caso  de  que  los  libros  y  de- 
más documentos  que  estén  á  su  cargo  corran 
algún  riesgo  por  guerra,  incendio  ú  otra  ca- 
lamidad semejante,  tomará  las  medidas  que 
sean  conducentes  á  fin  de  evitar  el  daño. 


CAPITULO  IV 
Rectificación  de  los  asientos  del  Registro. 

Art.  44.  El  Registrador  podrá  rectificar 
por  sí  bajo  su  responsabilidad,  las  omisiones 
y  errores  materiales  cometidos  en  los  asien- 
tos de  los  libros  del  Registro,  cuando  el  títu- 
lo respectivo  exista  todavía  en  el  despacho. 

Art.  46.  Se  entenderá  que  se  comete 
error  material,  cuando  se  escriban  unas  pa- 
labras por  otras,  ó  se  equivoquen  los  nom- 
bres propios  ó  las  cantidades 

Art.  46.  Si  el  Registrador  notare  el  error 
material  ó  la  omisión  después  que  el  título 
ha  sido  devuelto  al  interesado,  Bofamente 
podrá  hacer  la  rectificación  por  consenti- 
miento de  éste  mediante  nueva  presentación 
del  título  en  la  oficina,  cerciorándose  pre- 
viamente de  que  dicho  título  no  ha  sufrido 
alteración  alguna. 

Art.  47:  La  rectificación  se  hará  por  una 
nueva  inscripción,  á  costa  del  Registrador. 

CAPITULO  V 
Arancel  del  Registro. 

Art.  48.  Los  derechos  del  Registro  serán 
los  siguientes: 

Por  un  asiento  de  presentación,  cuando  la 
escritura  se  devuelva  sin  registrar,  un  peso. 

Por  las  inscripciones  de  propiedad  raíz,  de 
hipotecas  y  anotaciones  preventivas,  si  el 
valor  del  acto  ó  contrato  consignado  en  la  es- 
critura no  excede  de  3.000  pesos,  ó  es  de  va- 
lor indeterminado,  se  pagarán  tres  pesos. 

Por  el  exceso  de  3.000  pesos,  se  cobrarán 
además  50  centavos  por  cada  IjOOO  ó  frac- 
ción de  1.000  á  que  ascienda  dicho  exceso. 

Por  una  cancelación  de  cualquier  clase,, 
dos  pesos. 

Por  una  certificación,  un  peso  60  cen- 
tavos. 

Art.  49.  Es  prohibido  al  Registrador  y  á 
sus  empleados  subalternos,  recibir  cosa  al- 
guna fuera  de  los  derechos  fijados  en  el  ar- 
tículo anterior,  á  título  de  lo  escrito,  pronto 
despacho  ó  con  cualquier  otro  pretexto  ó  mo- 
tivo, bajo  pena  de  destitución  y  devolución 
de  lo  recibido. 

Art.  60.  El  Poder  Ejecutivo  designará  la 
oficina  donde  deben  enterarse  los  derechos 
de  Registro. 

CAPITULO  VI 
Reposición  de  los  libros  del  Registro. 

Art.  61.  Cuando  por  efecto  de  cualquier 
siniestro  quedasen    destruidos  en  todo  ó  en 
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parte  los  libros  del  Registro,  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  competente  practicará  shi 
pérdida  de  tiempo  una  visita  extraordinaria 
en  la  oficina  del  Registro,  y  hará  constar  con 
la  mayor  claridad,  cuáles  son  los  libros  que 
han  sufrido  el  perjuicio. 

Art.  52.  El  Poder  Ejecutivo,  con  presen- 
cia del  atestado  que  le  remita  el  Juez  de  pri- 
mera instancia,  ordenará  la  reposición  de  los 
libros,  previniendo  á  los  interesados  que 
dentro  de  tres  meses  contados  desde  la  publi- 
cación del  Decreto,  presenten  de  nuevo  sus 
títulos  al  Registro.  Este  plazo  podrá  prorro 
garse  según  las  circunstancias. 

Art. .53.  Los  Registradores  reinscribirán 
desde  luego  los  títulos  que  se  les  presenten. 

Art.  54.  Cuando  se  presenten  varios  tí- 
tulos ya  inscritos,  justificativos  de  las  suce- 
sivas transmisiones  de  Ir.  propiedad  de  un 
inmueble,  ó  de  derechos  reales,  impuestos 
sobre  el  mismo,  se  comprenderán  todos  en 
un  solo  asiento. 

Art.  65.  Por  las  inscripciones  de  reposi- 
ción no  se  pagará  derecho  alguno,  si  los  tí- 
tulos se  presentaren  á  la  oficina  del  Registro 
dentro  del  plazo  fijado  por  el  Ejecutivo. 

Por  los  que  se  presenten  después  de  dicho 
plazo  se  pagarán  íntegros  los  derechos  de 
arancel. 

Camluos  públicos. ^-Ley  de  16  de  Mayo 
de  1897. 

Nota.     Carece  de  interés  general. 

Reforma  del  Arancel  judicial,  del  Có- 
digo civil,  del  de  Procedimiento  civil  y 
del  de  Instrucción  criminal.— Ley  de  15 

de  Mayo  lie  1897. 

Artículo  l.o  Al  art  46  del  Arancel  vigen- 
te se  le  suprime  la  parte  que  dice:  c Corres- 
ponde exclusivamente  á  los  Abogados  la 
práctica  de  los  inventarios  solemnes  y  de 
las  particiones  de  toda  clase».  Quedan, en 
consecuencia,  vigentes  las  leyes  anteriores 
sobre  esta  materia. 

Art.  2.o  A  los  artículos  109,  116,  118,  119 
del  Código  civil  y  727,  728  y  729  del  de  Pro- 
cedimiento, se  les  sustituye  la  frase  tGober- 
nador*  por  la  de  «Juez  de  primera  instan- 
cia». 

Art.  3.o  Al  referido  art.  729  del  Códigode 
Procedimiento  civil  se  le  sustituyen  las  pa- 
labras «el  Supremo  Gobierno»  por  las  de  «la 
Cámara  de  segunda  instancia  respectiva». 

Art.  4  o  Él  inciso  2.*  del  art.  333  del  Có- 
digo civil  se  reforma  así:  «La  partida  de  na- 
cimiento ó  bautismo  no  servirá  de  prueba 
en  este  caso  para  establecer  la  maternidad.» 

Art.  6.o     El  inciso  3.©  del  art.  367  del  Có- 


digo civil  se  reforma  del  modo  qne  sigue. 
«El  estado  civil  de  madre  ó  hijo  espúreo, 
podrá  probarse  por  la  partida  de  nacimiento 
y  en  cuanto  á  Ja  calidad  de  hijo  espúreo 
respecto  del  padre,  y  al  estado  civil  de  éste 
se  observará  lo  dispuesto  en  el  título  14  de 
este  libro». 

Art.  6.°  Al  art.  370  nom.  1.°  se  agregí 
este  inciso:  cSi  el  reo  nombrase  defenso- 
por  escritura  pública  á  cualquiera  person» 
de  su  confianza  que  reúna  las  condicione* 
de  ley,  el  Juez,  á  solicitud  de  dicho  defec 
sor,  lo  tendrá  como  tal.  discerniéndole  >-.. 
cargo  con  arreglo  á  derecho,  y  se  emitirá  eii 
este  caso  el  emplazamiento  y  declaratoria 
de  rebeldía  de  que  habla  el  art.  372». 

Ley  del  ramo  municipal,  sancionada  en 

16  de  Mayo  de  1897. 

LEY  l.a-DEL  GOBIERNO  LOCAL 

TITULO  PRIMERO 

Dl/LA  KRKCCION  Y  KXTINC10Ü  DB  LAS 
PuBl.AGlONKS 

Artículo  1.°  El  gobierno  .local  de  Jo- 
pueblos  estará  á  cargo  de  las  muniuipalida- 
des  electas  popular  y_  directamente  por  lo* 
ciudadanos  y  vecinos  de  cada  población. 

Art.  2  °  Tienen  el  carácter  de  poblacio- 
nes los  pueblos,  villas  y  ciudades  inciniri«* 
en  el  cuadro  núm.  3.°  de  la  ley  1  a  del  régi- 
men político,  y  las  que  se  hayan  erigido  • 
se  erijan  en  lo  sucesivo. 

Las  denominaciones  de  pueblo,  villa} 
ciudad,  son  puramente  de  jerarquía  de  ho- 
nor, y  no  establecen  preeminencia  de  otn 
género. 

Art.  8. °  La  creación  de  nuevas  poblano 
nes  toca  al  Poder  Legislativo,  quien  la  han 
libremente,  ó  á  solicitud  de  los  que  preten- 
dan formar  la  nueva  población. 

Art.  4.o  El  Poder  Legislativo  erigirá  li- 
bremente nuevas  poblaciones,  por  motivot 
de  necesidad  ó  conveniencia  pública. 

En  estos  casos,  á  él  toca  disponer  el  modo 
y  forma  de  establecer  las  nuevas  poblacio- 
nes, y  la  libre  calificación  de  las  bases  de  la 
erección. 

Art.  6.°  Para  la  erección  de  nna  pobla- 
ción á  solicitud  de  interesados,  ó  cuando  rx 
concurran  razones  de  evidente  necesidad 
pública,  deben  llenarse  los  requisitos  si- 
guientes: 

l.o  Qne  haya  una  base,  lo  menos,  d« 
quinientos  habitantes  para  la'  nueva  pobla- 
ción. 

2.°  Que  estos  tengan  terreno  propio,  t 
lo  adquieran  por  compra  ú  otro  titulo,  y  qaf 
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sea  suficiente  para  que  en  él  se  establezca 
el  asiento  principal  de  la  nueva  población 
para  su  natural  incremento. 

3.°  Que  loa  propietarios,  poseedores  ó 
adqtiirentes  del  terreno  necesario  para  la 
fundación  ó  incremento,  lo  cedan  por  es- 
critura pública,  á  beneficio  de  la  nueva  po- 
blación. 

4.a  Que  el  terreno  destinado  para  el 
asiento  principal,  esté  provisto  de  agua  y 
tenga  clima  saludable;  y 

6.°  Que  se  pruebe  que  á  la  cfudad,  villa 
ó  pueblo  de  que  ha  de  desmembrarse  la 
nueva  población,  queda  al  menos  el  número 
de  600  habitantes. 

Art.  6.°  Las  poblaciones  serán  extingui- 
das: 

l.o  Por  no  tener  cabildo,  casa  de  escuela 
y  rentas  suficientes  para  la  administración 
local.  Las  poblaciones  nuevas  deben  llenar 
estas  condiciones  dentro  de  dos  años,  desde 
la  fecha  en  que  tuvo  fuerza  de  ley  el  decreto 
de  erección. 

2.°  Por  la  desmoralización  de  los  habi- 
tantes; y 

8.°  Por  petición  del  vecindario  ó  á  pro- 
puesta del  Poder  Ejecutivo,  por  razones  de 
necesidad  ó  conveniencia  pública: 

Art.  7.°  Exceptúanse  de  lo  dispuesto  en 
el  artículo  anterior,  las  poblaciones  erigidas 
por  motivos  de  necesidad  ó  conveniencia  pú- 
blica, en  cuyos  casos  se  dictarán  las  medi- 
das conducentes  á  su  mejora  administrativa, 
aumento  ó  moralización. 

Art.  8.o  La  extinción  de  las  poblaciones 
toca  al  Poder  Legislativo;  yapara  decretarla, 
debe  preceder  información  sumaria  seguida 
por  el  Gobernador  del  departamento,  con 
audiencia  de  la  municipalidad  respectiva, 
excepto  en  el  caso  de  que  la  extinción  sea  á 
propuesta  del  Poder  Ejecutivo,  en  el  caso 
del  núm.  8.o  del  art.  6.° 

Art.  9  °  Extinguida  una  población,  sus 
moradores  serán  reincorporados  á  la  pobla- 
ción de  donde  se  segregaron,  ó  á  la  más  in- 
mediata según  convenga. 

Art.  10.  Toca  al  Poder  Ejecutivo  la  tras- 
lación de  las  poblaciones  de  un  lugar  á  otro 
de  la  demarcación  municipal,  por  razones 
de  conveniencia  pública. 

Art.  11.  La  demarcación  municipal  está 
comprendida  en  los  límites  jurisdicciona- 
les fijados  á  cada  población  por  la  ley  ó  la 
costumbre. 

Cuando  no  hubiere  ley  que  fije  los  límites 
de  la  demarcación,  corresponde «  al  Poder 
Ejecutivo  verificarlo,  oyendo  previamente  á 
las  municipalidades  limítrofes  y  el  dictamen 
de  dos  ingenieros  topógrafos. 
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TITULO  II 
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Art.  12.  Las  municipalidades  serán  elec- 
tas directamente  por  los  ciudadanos  califica- 
dos de  cada  demarcación  municipal. 

Las  municipalidades  se  formarán  de  nn 
Alcalde,  un  Síndico  y  de  dos  áocho  Regido- 
res, según  el  número  de  habitantes. 

Art.   18.     Las   poblaciones  hasta  de  dos 
mil  habitantes,  elegirán  dos  Regidores;  las, 
que  no  excedan  de  seis  mil  elegirán  cuatro; 
las  que  no  excedan  de  diez  mil,  elegirán  seis; 
y  excediendo  de  esta  cantidad,  elegirán  ocho. 

Art.  14.  Las  municipalidades  tendrán  un 
Secrerario  que  autorice  sus  actos  y  los  del 
Alcalde,  nombrado  por  ellas  mismas  sin  in- 
tervención de  otra  autoridad. 

Este  nombramiento  debe  recaer  en  un  in- 
dividuo mayor  de  edad,  de  instrucción  para 
el  desempeño  del  destino,  de  buena  conduc- 
ta notoria,  y  que  esté  patentado  ó  se  paten- 
te con  arreglo  al  decreto  Jegislativo  de  19  de 
Abril  de  1894. 

Art.  16.  Los  Jefes  de  distrito  podrán 
destituir  de  su  empleo  á  los  Secretarios  mu- 
nicipales de  su  jurisdicción,  por  conducta 
notoriamente  viciada,  por  abusos  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones,  ó  por  ineptitud,  pre- 
via información  sumaria,  con  audiencia  del 
Síndico  municipal  respectivo. 

Las  facultades  concedidas  á  los  Jefes  de 
distrito  enceste  artículo,  serán  ejercidas  por 
el  Gobernador  departamental,  cuando  se 
trate  del  Secretario  de  las  municipalidades 
de  las  cabeceras  de  distrito. 

Las  resoluciones  que  se  dicten  en  virtud 
de  lo  dispuesto  en  este  artículo,  se  ejecuta- 
rán, no  obstante  la  apelación  que  se  inter- 
ponga para  ante  el  Gobernador,  ó  el  Ejecu- 
tivo, respectivamente. 

Art.  16.  Los  Gobernadores  departamen- 
tales impondrán  á  los  Jefes  de  distrito  ó 
municipalidades  que  no  cumplan  lo  prescri- 
to en  los  dos  artículos  anteriores,  multa  de 
25  á  60  pesos  y  será  ex'gida  gubernativa- 
mente. 

Cuando  en  cumplimiento  de  lo  prevenido 
en  este  artículo  haya  de  verificarse  el  arres- 
to, lo  ordenará  el  Gobernador  y  se  cumplirá 
en  la  cabecera  del  departamento. 

Art.  17.  Las  municipalidades  se  renova- 
rán anualmente,  sin  poder  ser  reelectos  sus 
miembros  sino  después  de  haber  transcu- 
rrido un  año,  bajo  pena  de  nulidad.  El  pe- 
ríodo municipal  empieza  el  1.°  de  Enero  de 
cada  año,  y  termina  en  el  mismo  día  del 
año  siguiente,  al  tornar  posesión  las  perso- 
nas nuevamente  electas. 
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Art.  18.  Las  elecciones  de  municipalida- 
des ee  verificarán  el  segundo  domingo  de 
Diciembre  de  cada  afio.  A  este  fin,  el  Alcal- 
de municipal  de  cada  población  convocará 
por  bando,  el  primer  domingo  de  Diciembre, 
á  los  ciudadanos  calificados,  para  que  el  si- 
guiente á  las  ocho  de  la  mañana  concurran 
á  la  sala  capitular  á  practicar  la  elección. 
Cuando  por  alguna  circunstancia  no  se  prac- 
tique la  elección  en  el  día  fijado  por  el  inci- 
so anterior,  el  Alcajde,  por  medio  del  Gober- 
nador departamental,  lo  pondrá  en  el  acto 
en  conocimiento  del  Poder  Ejecutivo,  para 
que  éste  fije  la  nueva  fecha  en  que  deba  ve- 
rificarse la  elección,  debiendo  las  municipa- 
lidades en  este  caso  continuar  funcionando 
hasta  que  los  que  resulten  electos  tomen 
posesión. 

Art.  19..  Todos  los  ciudadanos  inscritos 
en  el  libro  respectivo  tienen  obligación  de 
concurrir  á  votar  al  lugar  de  las  elecciones 
el  día  fijado,  excepto  el  caso  de  imposibili- 
dad física  ó  moral. 

A  los  ciudadanos  que  no  cumplieren  lo 
prescrito  en  el  inciso  snterjor,  se  les  impon- 
drá, por  el  Alcalde  municipal  respectivo, 
50  centavos  de  multa  si  fueren  jornaleros,  y 
un  peso  á  los  que  pertenezcan  á  las  demás 
clases  sociales,  y  la  hará  efectiva  gubernati- 
vamente. 

Art.  20.  Reunidos  los  ciudadanos  el  día 
fijado,  en  número  lo  menos  de  veinte,  bajo 
la  presidencia  de  la  municipalidad,  procede- 
rán á  elegir  un  directorio  compuesto  de  un 
Presidente,  un  Vicepresidente,  dos  escruta- 
dores y  dos  Secretarios,  quiene*  protestarán 
ante  el  Alcalde  ó  Ja  Autoridad  que  "presida 
al  tomar  posesión  de  sus  cargos,  haciéndose 
constar  esta  elección  y  protesta  en  una  acta 
levantada  en  el  libro  de  la  municipalidad, 
autorizada  por  ésta  en  la  forma  legal  y  fir- 
mada por  los  miembros  del  Directorio. 

Los  Alcaldes  é  individuos  de  la  municipa- 
lidad que  presidiesen  la  elección  del  Direc- 
torio antes  de  las  och<»  de  la  mañana,  ó  que 
pasasen  de  las  nueve  sin  concurrir  á  verifi- 
carlo, y  la  Autoridad  que  se  negare  á  presi- 
dir las  Juntas  populares,  en  el  caso  del  ar- 
tículo siguiente,  sufrirá  una  multa  de  50  pe- 
sos cada  uno,  que  les  será  impuesta  por  los 
Gobernadores  respectivos. ' 

Art.  21.  Si  ai  reunirse  los  ciudadanos  en 
Junta  popular  para  organizar  el  Directorio, 
ae  llegaren  las  nueve  de  la  mañana  sin  que 
el  Alcalde  ó  alguno  de  los  municipales  se 
presentare,  presidirá  el  acto  cualquiera  Au- 
toridad del  orden  civil  que  en  la  población 
hubiere,  y  que  sea  requerida  al  efecto,  pre- 
firiendo unas  á  otras,  según  su  categoría. 

Guando  concurra  algún  Regidor  éste  pre- 
sidirá la  Junta,  y  se  acompañará,  si  fuere 


posible,  de  las  demás  autoridades  del  orden 
civil. 

Art  22.  Los  miembros  del  Directorio, 
por  lo  menoa  en  su  mayoría,  deben  saber 
leer  y  escribir. 

No  podrá  obtener  voto  para  el  Directorio 
ningún  individuo  municipal  nj  empleado 
público  de  cualquiera  categoría,  ó  que  no 
esté  inscrito  como  ciudadano  en  el  libro  res- 
pectivo. 

Art.  28.  El  Directorio  tiene  por  objeto 
presidir  las  elecciones,  recibir  y  escrutar  los 
votos  y  extender  las  credenciales.  Sd  perío- 
do será  de  un  año,  que  empezará  y  termina- 
rá el  segundo  domingo  de  Diciembre. 

Si  en  el  curso  del  año  hubiere  necesidad 
de  reponer  alguna  elección,  y  uno  ó  mis 
miembros  del  Directorio  estuviese  inri  pedido 
de  concurrir  por  enfermedad,  ausencia  ó 
otro  motivo  racional,  antes  de  practicar 
aquélla  serán  repuestos,  según  lo  dispone 
el  art.  20. 

El  Directorio,  en  el  desempeño  de  sos 
funciones,  es  independiente  de  toda  «aton- 
dad, y  por  consiguiente  inviolable. 

Art.  24.  Instalado  el  Directorio,  empeza- 
rá á  recibir  la  votación  en  papel  común. 

Los  ciudadanos  se  acercarán  á  la  mesa  de 
uno  en  uno  y  dirán  en  alta  voz  á  quién  dan 
su  voto  para  Alcalde,  Síndico,  Regidor  l.°, 
Regidor  2.°,  etc.,  Juez  de  paz  propietario  y 
suplente,  conforme  se  previene  acerca  de 
estos  últimos  funcionarios  en  el  respectivo 
lugar  del  ramo  judicial;  todo  según  la  base 
de  la  población, 

Art.  26.  Al  Directorio  corresponde  la 
conservación  del  orden  y  libertad  en  las 
elecciones,  y  dictar  en  consecuencia  las  me- 
didas de  policía  conducentes  á  ese  objeto, 
en  el  lugar  en  que  funcione  y  en  el  recinto 
comprendido  hasta  cien  metros  en  todas  sut 
direcciones. 

Art.  26.  En  virtud  de  esta  autoridad,  po- 
drán hacer  separar  del  recinto  indicado. 
aprehender,  conducir  preso  y  poner  á  diapo- 
sición del  Juez  competente: 

A  todo  individuo  que  con  palabras  provo- 
cativas ó  de  otra  manera,  excitare  tn maltes 
y  otros  desórdenes,  ó  acometiere  ó  ¡nanita- 
re  á  alguno  de  los  presentes,  empleare  me- 
dios violentos  para  impedir  que  los  electo- 
res hagan  uso  de  sus  derechos,  ó  qae  se 
presentare  en  estado  de  ebriedad  ó  repar- 
tiendo licor  entre  los  concurrentes. 

Art.  27.  Para  llevar  á  efecto  estas  dispo- 
siciones, el  Directorio  puede  pedir  á  quien 
corresponda  el  auxilio  de  la  policía  ó  de 
fuerza  armada,  quedando  ésta  á  las  órdenes 
del  Presidente  ó  del  que. haga  sus  veces  ei 
ese  caso. 

El  Jefe  de  la  fuerza  obedecerá  estas  órde- 
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oes,  so  pena  de  ser  sometido  al  juzgamiento 
criminal  respectivo  para  que  se  le  imponga 
la  pena  de  ley. 

Art.  28.  £1  empleo  de  la  fuerza  puesta 
á  las  órdenes  del  Directorio  conforme  al  ar- 
ticulo anterior,  sólo  se  hará  en  caso  extremó 
y  siempre  con  acuerdo  de  la  mayoría; 

Art.  29.  Los  nombres  de  los  ciudadanos 
y  de  las  personas  por  quienes  sufraguen  se- 
rán escritos  con  todas  sus  letras. 

Art.  30.  Durante  la  votación,  el  libro  de 
ciudadanos  estará  abierto  en  la  mesa  del 
Directorio  á  disposición  de  todos,  si n  que 
pueda  omitirse  esta  formalidad. 

Art.  31.  Si  alguno  de  los  que  se  presen- 
ten á  votar  no  estuviere  inscrito  en  el  libro 
respectivo  no  será  admitido,  y  si  ya  hubie- 
re sufragado,  inmediatamente  que  se  averi- 
güe, será  tachado  su  voto  por  el  Directorio, 
de  oficio  ó  á  petición  de  cualquier  ciuda- 
dano. 

Art*  32.  La  elección  se  practicará  en  un 
solo  día,  se  comenzará  á  las  ocho  de  la  ma- 
ñana y  terminará  á  las  seis  de  la  tarde,  sin 
que  por  ningún  motivo  pueda  comenzarse 
antes  de  la  hora  señalada,  siendo  nulo  lo 
que  se  hiciere  en  contravención  á  esta  dis- 
posición. 

Mas  en  el  caso  de  que  á  la  hora  fijada  pa- 
ra que  termine  la  elección  hubiere  presen- 
tes ciudadanos  que  aun  no  hubieren  votado, 
se  prolongará  el  tiempo  de  la  votación  á  to- 
llo el  necesario  para  recibir  los  sufragios  de 
dichos  ciudadanos. 

Art.  33.  Concluida  la  votación  de  los  ciu- 
dadanos, sufragarán  los  del  Directorio. 

Art.  34.  Terminada  la  votación,  se  firma- 
rá el  último'püego  por  todos  los  miembros 
del  Directorio,  con  una  razón  que  exprese 
la  hora  en  que  se  cerró  dicha  votación  y  el 
número  de  pliegos  eleccionarios,  los  cuales  < 
serán  rubricados  por  el  Presidente  ó  por  el 
miembro  del  Directorio  que  éste  designe, 
cuando  el  Presidente  no  sepa  escribir. 

El  registro  se  entregará  al  Alcalde  ínuni-. 
cipal,  quien  lo  guardará  en  una  caja  con  lla- 
ve, bajo  su  más  estricta  responsabilidad. 

Art.  35.  A  las  doce  del  día  siguiente  al 
en  que  se  termine  la  elección,  Se  hará  públi- 
camente por  el  Directorio  el  escrutinio  á  pre- 
sencia de  la  municipalidad  y  de  las  personas 
qtre  concurran  al  acto. 

Art.  36.  Los  individuos  de  la  municipa- 
lidad que.  sin  justa  causa  de  excusa,  no  con- 
currieren á  presenciar  el  escrutinio  á  que  se 
refiere  el  artículo  anterior,  serán  multados 
con  cincuenta  pesos  cada  uno  por  el  Gober- 
nador departamental,  á  quien  compete  tam- 
bién calificar  dichas  causales  de  excusa. 

Art.  37.  Cada  municipalidad  tendrá  un 
libro  de  actas  del  Directorio,   en   el  que  se 


sentarán,  concluida  la  elección,  la  instala- 
ción del  Directorio,  el  escrutinio,  su  resulta- 
do, protestas  de  nulidad  y  lo  demás  ocurrido, 
en  una  sola  acta  firmada  por  los  miembros 
del  Directorio. 

A  cada  individuo  de  la  municipalidad  y  á 
los  Jueces  de  paz  electos  se  ,les  extenderá 
bu  credencial  para  hacer  constar  su  nombra- 
miento, y  se  dirigirá  otra  igual  al  Goberna- 
dor del  departamento  y  al  Juez  de  primer» 
instancia  respectivo;  todas  firmadas  por  el 
Directorio. 

Tanto  el  libro  de  actas  como  Las  credencia- 
les se  extenuarán  en  papel  común,  costea- 
do por  la  municipalidad,  que  también  cos- 
teará los  demás  gastos  de  escritorio  que  fue- 
ren necesarios, 

Art.  ,88.  Las  elecciones  municipales  se-: 
rán  declaradas  nulas  en  absoluto: 

l.°    Por  incapacidad  de  los  electos. 

2.°  Por  no  tener  la  calidad  de  ciudadano 
alguno  ó  algunos  de  los  miembros  del  Di- 
rectorio. 

3.°  Por  ser  alguno  de  éstos  individuo 
municipal  ó  empleado  público,  ó  no  estar 
inscrito  en  el  libro  de  ciudadanos. 

4.o  Por  fuerza,  falsedad,  cohecho  ó  so- 
borno ejercido  en  el  Directorio  ó  sobre  gran 
número  de  los  sufragantes. 

6.o  Por  haber  sido  electo  el  Directorio 
antes  de  las  ocho  de  la  mañana;  y 

6.°  Por  ser  alguno  ó  algunos  de  los  elec- 
tos ebrios  consuetudinarios,  vagos  ó  tahurea 
de  profesión. 

Art.  tf9.  Producirá  nulidad  de  los  res- 
pectivos votos: 

1.°  De  los  obtenidos  por  fuerza,  cohecho 
ó  soborno. 

2.°  De  los  que  no  son  ciudadanos  califi- 
cados. 

3.°     De  los  dados  á  personas  incapaces. 

4.°  De  aquellos  en  que  no  se  haya  escri- 
to con  todas  sus  letras  el  nombre  del  votan- 
te y  del  agraciado;  y 

6.°  Los  que  han  sido  recibidos  en  con- 
travención al  art.  32. 

Art.  40.  Será  nulo  el  escrutinio  practi- 
cado: 

1.°  Si  se  cometiere  error  al  hacerlo,  de 
tal  modo  que,  rectificado,  varíe  la  elección. 

2°     Si  no  se  hiciere  públicamente;  y 

8.°  Si  el  Directorio  se  negare  á  recibir 
votos  de  ciudadanos  calificados. 

Art.  41.  El  Directorio  declarará  la  nuli- 
dad de  votos  parciales  de  que  habla  el  ar- 
tículo 39;  pero  si  no  lo  hiciere,  tendrá  lugar 
también  por  ellos  el  recurso  de  nulidad. 

Art.  42.  Cualquiera  otra  infracción  de 
ley  no  penada  expresamente  con  nulidad, 
será  castigada  por  el  Gobernador  respectivo, 
con  multa  hasta  de  50  pesos,  sin  perjuicio 
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en  todo  caso  de  la  responsabilidad  criminal 
á  que  haya  logar. 

Art.  43.  Los  recursos  de  nulidad  de  estas 
elecciones  serán  resueltos  por  el  Goberna- 
dor departamental  respectivo,  oyendo  el  in- 
forme del  Directorio,  si  fuere  necesario; 
qaien  en  tal  caso,  lo  emitirá  dentro  de  ter- 
cero día,  si  residiese  en  el  mismo  lugar  que 
el  Gobernador,  ó  en  aquel  término  mas  el 
de  la  distancia,  conforme  A.  las  disposiciones 
ordinarias,  si' residiere  en  otro  lugar. 

Estos  recursos  prescriben  á  los  ocho  días, 
contados  desde  la  elección,  y  pasad*»  este 
término  ya  no  podrán  admitirse,  exceptuan- 
do el  caso  de  incapacidad  de  los  electos. 

La  resolución  del  Gobernador  será  apela- 
ble para  ante  el  Poder  Ejecutivo,  y  de  la 
sentencia  ejecutoriada  se  pasará  certifica- 
ción al  Gobernador  departamental  para  los 
efectos  del  siguiente  artículo. 

Art.  44.  La  declaratoria  de  nulidad  pro- 
ducirá los  efectos  siguientes: 

1.°  Si  la  nulidad  fuere  absoluta  ó  afecta- 
re á  toda  la  elección,  el  Gobernador  la  man- 
dará reponer  en  lo  general  ó  respecto  de 
uno  de  los  nombrados,  según  sea  de  derecho. 

2.o  Si  la  nulidad  se  declarase  respecto 
de  uno  ó  más  votos,  ó  del  escrutinio,  se  rec- 
tificará éste  por  el  Gobernador,  acompasado 
de  los  Regidores  y  de  los  miembros  del  Di- 
rectorio, y  se  extenderán  ó  no  nuevas  cre- 
denciales, según  el  resultado  de  la  opera- 
ción; y 

8.o  Si  fuere  por  haberse  rechazado  votos, 
se  mandarán  recibir  antes  de  verificar  el 
escrutinio. 

Art.  45.  En  todo  escrutinio  de  elección 
municipal  se  declarará  electo  al  que  reúna 
mayor  número  de  votos,  y  *n  caso  de  em- 
pate decidirá  la  suerte. 

Art.  46.  No  obstante  estar  pendiente  el 
recurso  de  nulidad,  las  personas  á  cuyo  fa- 
vor se  hubiesen  extendido  las  credenciales 
tomarán  posesión  de  sus  destinos  el  primero 
de  Enero,  y  serán  válidos  sus  actos  aun 
cuando  la  elección  se  declare  nula,  debiendo 
continuar  en  el  ejercicio  de  sus  funciones 
hasta  que  tomen  posesión  los  que  en  conse- 
cuencia sean  nuevamente  electos. 

TITULO  III 

rUHCIONKH    DIC  LAS    MUNl CIPA  1.1  DADK8 

Art.  47.  Corresponde  á  las  municipali- 
dades, en  virtud  del  gobierno  local  que  ejer- 
cen, la  administración  y  economía  de  los 
pueblos,  conforme  á  la  presente  ley. 

Art.  48.  Las  funciones  que  la  ley  enco- 
mienda á  las  municipalidades  son  privativas 
de  ellas  y  sólo  por  ellas  deben  desempeñar- 
se, salvas  las  excepciones  legales. 


En  tal  virtud,  los  Gobernadores  no  podrá» 
ingerirse  en  el  modo  «le  desempeñarlas,  y 
sólo  conocerán  de  los  negocios  que  á  elk* 
competan,  por  medio  de  los  recursos  legales 
que  se  interpusieren  contra  Jas  resolución** 
de  las  municipalidades. 

Art  4&  La  inspección  de  Iss  A ntorid li- 
des superiores  del  orden  administrativo  s? 
dirigirá  á  que  las  municipalidades  cumplan 
sus  deberes,  pndiendo  multarlas,  si  no  k 
hicieren,  en  la  cantidad  de  10  á  60  pesos. 

Art.  60.  Son  debeies  de  las  municipa- 
lidades: 

l.u  Hacer  efectivo  el  pago  de  tocias  su* 
reutas  mensualmente,  á  fin  de  poder  aten- 
der al  adelanto  y  mejora  de  la  población. 

2.°  Ejercer  por  sí  ó  por  medio  desee 
miembros  y  agentes,  la  policía  de  seguridad 
urbana,  conservando  el  orden  y  tranquilidad 
interior  de  sus  respectivas  poblaciones,  pro- 
tegiendo á  las  personas  y  bienes  de  sus  ve- 
cinos evitando  la  comisión  de  los  delitos  y 
persiguiendo  á  los  delincuentes,  asi  como  s 
los  infractores  de  los  reglamentos  de  polit  is. 

8.°  Ejercer  la  policía  de  salubridad  y  or- 
nato, dictando  las  disposiciones  necesarias 
para  la  higiene  pública  y  para  la  conserva- 
ción y  reparación  de  los  edi6cios  y  otra* 
propiedades  de  ln  localidad. 

4.°  Ejercer  por  medio  de  sus  agentes  es- 
peciales, la  policía  rural  de  seguridad  y  uti- 
lidad de  su  respectiva  demarcación. 

5  o  Cumplir  las  órdenes  que  recibiere** 
de  la  Dirección  general  de  Estadística  en  )• 
relativo  á  este  ramo. 

6  °  Abrir  y  conservar  los  caminos  ninni- 
ci pales  ó  vecinales  de  nulidad  públicas. 

7  °  Cumplir  con  lo»  deberes  que  les  im- 
pone la  Ley  de  Caminos,  Calzadas  y  Puen- 
tes públicos. 

8.u  Cuidar  de  que  no  se  incendien  k* 
bosques  y  campas  de  su  comprensión,  y  d<- 
que  no  se  contravenga  á  la  Ley  de  Policía 
en  lo  relativo  á  las  pescas  en  ríos  y  lagui 
-  9.°  Formar  el  Registro  de  ciudadanos  dp 
sus  respectivos  pueblos,  sujetándose  a  k» 
disposiciones  de  la  materia. 

10.  Velar  en  los  mercados  sobre  la  exac- 
titud de  las  pesas  y  medidas. 

11.  Desempeñar  las  funciones  que  les 
encomienda  el  Reglamento  de  Educaeioi 
pública  primaria. 

12.  Promover  el  desarrollo  de  la  ins- 
trucción pública,  prestando  su  proteccid» 
á  los  establecimientos  en  que  se  da,  favo- 
reciendo la  creación  de  otros,  la  mejora  o\ 
los  métodos  de  enseñanza,  la  publicación 
de  libros  v  'cuadros  para  la  instrucción  dtr. 
pueblo,  el  establecimiento  de  biblioteca» 
locales,  y  en  general  la  difusión  de  conoci- 
mientos útiles. 
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1 3.  Fomentar  los  establecimientos  é  Ins- 
1  i  tu  tos  destinados  a  (a  mejora  de  las  cos- 
tumbres y  moralidad  pública  y  los  trabajos 
dirigidos  á  este  ñn. 

14.  Procurar  el  fomento  de  la  industria 
agrícola  y  comercial  en  sus  repectivas  lo- 
calidades. 

16.  Hacer  el  repartimiento  de  las  con 
tribaciones  que  se  decreten,  según  las  leyes 
y  reglamentos  de  la  materia. 

16.  Formar  los  padrones  militares  de 
sus  respectivas  poblaciones,  concurrir  á  los 
sorteos  y  ayudar  á  la  organización  del  Ejér- 
cito en  lo  relativo  al  cupo  de  su  población 
respectiva. 

17.  Impedir  que  se  descuajen  los  mon- 
tes y  bosques  que  protejan  las  fuentes  y 
ios  ríos,  aunque  los  terrenos  donde  estén 
situados  sean  de  propiedad  particular,  y 
hacer  qne  se  repongan  los  que  se  hubieren 
destruido. 

Cada  municipalidad,  en  la  primera  sesión 
<le  año,  al  inaugurarse,  nombrará  un  guar- 
dabosque renumerado  de  sus  fondos  para 
vigilar  constantemente  por  la  práctica  de 
esta  disposición.  Los  particulares  infracto- 
res de  la  misma  serán  penados  gubernati- 
vamente por  el  Alcalde  con  la  multa  de 
1 0  á  60  pesos. 

En  la  misma  pena  incurrirán  los  propie- 
tarios que  antes  de  seis  meses  no  hayan 
procedido  á  la  reposición  de  Los  bosques 
destruidos  en  su  respectivo  fundo,  para  los 
fines  de  este  artículo,  sin  perjuicio  de  exi- 
mírseles la  reposición  de  los  árboles  des- 
t  ruidos,  bajo  pena  de  una  multa  doble  por 
cada  reincidencia. 

18.  Presentar  cada  seis  meses  al  Gober- 
nador un  informe  sucinto  y  claro  de  los 
trabajos  emprendidos  y  realizados,  y  un  es- 
tado del  movimiento  general  de  sus  rentas 
durante  el  mismo  tiempo. 

19.  Proveer  á  la  seguridad  del  tránsito 
por  las  calles,  plazas,  puentes,  etc.,  para 
impedir  que  se  obstruyan  ó  embaracen^  ó 
que  ofrezcan  peligros  de  accidentes. 

20.  Regularizar  el  servicio  de  loe  medios 
de  transporte  empleados. 

21.  Someter  a  tarifa  el  movimiento  de 
pasajeros  en  carruaje  dentro  de  la  pobla- 
ción, y  reglamentar  la  circulación  de  los 
mismos  en  horas  determinadas. 

22.  Prescribir  las  reglas  á  que  debe  su- 
jetarse el  uso  de  las  calles  en  lo  relativo 
a  cañerías  subterráneas,  alambres  eléctri- 
cos, tranvías  urbanos  ú  otros  servicios  exigi- 
dos por  las  ciudades, salvo  aquellos  que  tien- 
dan á  satisfacer  necesidades  del  Gobierno. 

23  Regularizar  el  servicio  nocturno  de 
i  as  boticas  conforme  al  Reglamento  de  Far- 


24.  Presentar  al  fin  de  cada  año  una 
Memoria  de  todos  sus  actps,  que  será  leída 
en  el  momento  de  ser  posesionada  la  nueva 
Corporación;  y 

26.  Entregar  por  inventario  los  muebles 
y  enseres  pertenecientes  á  la  municipali- 
dad, con  vista  del  inventario  anterior  que 
presentará,  haciéndose  constar  en  un  libro 
destinado  al  efecto,  debiendo  firmar  el  ac- 
ta de  entrega  los  miembros^  de  la  munici- 
palidad entrante  y  los  de  la  saliente;  y  en 
el  caso  de  no  entregar  dichos  enseres  y 
muebles  en  el  acto  de  la  posesión  ó  dentro 
de  tercero  día,  la  municipalidad  entrante 
lo  pondrá  en  conocimiento  del  Gobernador 
respectivo,  que  á  su  vez  lo  hará  en  el  de  la 
Autoridad  competente  para  su  castigo;  sal- 
vo que  justifique  haberse  destruido  sin  so 
culpa. 

Art.  61.  Las  municipalidades  de  las  ca- 
beceras de  distrito  establecerán  Juntas  de 
sanidad  para  cuidar  de  la  salud  pública, 
y  serán  compuestas  del  Alcalde,  de  un  Re- 
gidor, de  un  Facultativo  ó  práctico  en  Me- 
dicina ó  Cirugía  si  lo  hubiere  en  el  lugar, 
y  de  un  vecino  nombrado  por  la  municipa- 
lidad. Se  regirán  estas  Juntas  por  los  Re- 
glamentos vigentes. 

Se  renovarán  cada  año  los  individuos  que 
no  sean  municipales,  y  deben  tener  á  lo  me- 
nos una  sesión  cada  mes. 

Arl.  62.  £1  Alcalde  municipal  de  cada  po- 
blación y  su  Secretario,  son  los  encargados 
de  llevar  el  Registro  civil  de  las  personas,  y 
para  este  efecto  se  formarán  tres  libros  de 
papel  común:  uno  de  nacimientos,  uno  de 
matrimonios  y  otro  de  defunciones. 

Art.  63.  Estos  libros  serán  costeados  por 
los  fondos  municipales  de  cada  población,  y 
deberán  estar  sellados  y  rubricados  por  el 
Gobernador  del  departamento,  conteniendo 
en  la  primera  foja  de  cada  uno  de  ellos  una 
razón  en  que  se  exprese  el  número  de  folios 
que  tiene  y  el  objeto  á  que  se  destina. 

Cada  libro  principia  con  el  año  y  conclu- 
ye con  él. 

Art.  64.  En  el  primer  libro  se  sentarán 
todas  las  partidas  de  nacimientos,  con  ex- 
presión del  nombre,  apellido  y  sexo  del  re- 
cién nacido,  el  día  y  la  hora  en  que  se  veri 
ficóel  nacimiento,  y  los  nombres  y  apellidos, 
origen  y  domicilio  de  los  padres  si  aquél 
fuese  legítimo,  ó  el  de  la  madre  si  fuese  i  le- ' 
gítimo. 

Art.  66.  En  el  segundo  libro  se  sentarán 
las  partidas  de  matrimonios,  que  comprende- 
rán: el  nombre  y  apellido,  edad  y  profesión 
ú  oficio  de  los  contrayentes,  e!  nombre  y 
apellido  de  sus  padres  si  fueren  legítimos, 
ó  el  de  la  madre  si  fuesen  ilegítimos;  los  nom- ' 
bres  y  apellidos  uel  funcionario  que  autor  i- 
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té  el  matrimonio  y  de  los  testigos qne  lo  pre- 
een  ciaron,  y  el  día  en  que  fué  celebrado  el 
matrimonio. 

En  caso  de  nulidad  del  matrimonio  ó  el  de 
divorcio  decretado  por  sentencia  ejecutoria- 
da, los  interesados  están  en  la  obligación  de 
ponerlo  en  conocimiento  del  Alcalde  res- 
pectivo, para  que  éste  lo  anote  al  margen  de 
Ja  correspondiente  partida. 
,  Art.  66.  En.  el  tercer  libro  se  sentarán 
las  partidas  de  defunción,  que  deberán  con 
tener:  el  nombre  y  apellido,  edad,  sexo,  es 
tado,  y  último  domicilio  del  muerto;  el  nom 
bre  y  apellido  del  cónyuge  si  ei a  casado;  el 
día  y  la  hora  en  que  hubiese  acaecido  la 
muerte,  y  si  ésta  ha  sido  natural  ó  violenta, 
el  nombre  y  apellido  de  los  padres  legítimos 
del  muerto,  ó  el  de  la  madre  ilegítima  en  su 
caso. 

Si  estos  datos  no  pudieran  ser  habidos,  la 
partida  contendrá  una  filiación  del  difunto 
lo  más  exacta  que  sea  posible. 

Art.  67.  Todas  estas  partidas  serán  nu- 
meradas por  su  orden,  deberán  sentarse 
unas  á  continuación  de  otras,  sin  dejar  es 
pació  en  blanco,  y  serán  firmadas  por  el 
Alcalde  y  Secretario,  debiendo  salvarse  Jas 
enmeudaturas,  testadoras  y  entrerrenglona 
duras,  y  darse  cuenta  de  ellas  en  cada  Jun- 
ta municipal  ordinaria. 

Art.  58.  Cada  infracción  de  las  formali- 
dades prescritas  para  el  registro  en  los  ar- 
tículos anteriores,  será  penada  con  diez  pe- 
sos de  multa,  que  impoudrá  la  municipali- 
dad á  los  encargados  de  llevar  aquél. 

Art.  69.  £1  último  .día  del  año  se  pondrá 
en  cada  uno  de  estos  libros  y  á  continuación 
de  la  última  partida  el  número  total  de  ellas, 
debiendo  ser  firmada  esta  razón  por  la  mu 
ntcipMlidad  y  Secretario,  y  transcrita  inme- 
diatamente á  la  Gobernación  del  departa- 
mento, acompañada  de  un  cuadro  general 
que  comprenda  el  movimiento  del  Registro 
civil  durante  el  año 

La  falta  de  cumplimiento  de  esta  disposi 
ción  será  penada  con  una  multa  de  26  á  60 
pesos  por  el  Gobernador  departamental. 

Art.  60.  El  ministro  de  cualquier  caito  no 
podrá  proceder  al  bautismo,  ni  el  encargado 
de  los  cementerios  al  enterramiento,  sin  que 
se  le  presente  una  boleta,  firmada  por  el  Se- 
cretario municipal,  en  que  conste  estar  sen- 
tada la  partida  correspondiente,  so  pena  de 
cinco  á  25  pesos  de  multa,  aplicables  guber- 
nativamente por  el  Alcalde.  Tampoco  podrá 
proceder  al  matrimonio  sin  que  se  le  pre- 
sente certificación  en  forma  de  haberse  ce- 
lebrado el  civil,  bajo  la  misma  pena. 

Art.  61.     Las  certificaciones   de  las  parti- 

1  das  á  que  se  refieren  los  artículos  anteriores, 

se  extenderán  por  el  Alcalde  y  Secretario  en 


papel  de  26  centavos  la  foja   sin  remunera- 
ción ninguna. 

Estas  certificaciones  serán  las  únicas  eos 
que  se  compruebe  ante  los  Tribunales  r  de 
más  funcionarios  del  Estado,  la  edad,  el  na- 
cimiento, el  matrimonio  y  la  muerte  respe- 
tivamente, y  para  efectos  puramente  civil» 
ó  criminales. 

Sólo  en  caso  de  pérdida  ó  destrucción  de: 
libro  original,  ó  que  por  otra  circunstante 
cualquiera  independiente  de  la  voluntad  <k. 
interesado  no  se  hubiere  sentado  la  partida 
correspondiente,  se  podrá  recurrir  á  la  prue- 
ba supletoria  establecida  en  el  capítulo  I* 
libro  2.°  del  Código  de  procedimientos,  sii 
incurrir  en  la  multa  á  que  se  refiere  el  ar- 
tículo 381  del  Código  civil. 

Art.  62.  Son  facultades  de  las  municipa- 
lidades: 

1.a  Formar  del  1.°  al  6  de  Eneró  el  pre- 
supuesto del  producto  de  cada  uno  de  los  r» 
inos  que  forman  sus  rentas  durante  el  afk> 
calculado  sobre  el  rendimiento  de  diebat- 
reotas  en  el  año  anterior,  y  lo  más  exact- 
posible,  y  las  erogaciones  que  baya  que  ha- 
cer durante  el  mismo  año,  en  todos)  los  obje- 
tos de  su  Administración. 

2.a  Acordar  la  creación  de  los  empleados 
necesarios  para  los  servicios  deque  está  en- 
cargada y  ajarles  las  dotaciones. 

3.a  Nombrar  los  empleados  de  sn  dr- 
pendencia,  concederles  licencias  y  remo 
verlos. 

4.a  Dictar  acuerdos  sobre  los  negocie* 
particulares  de  su  competencia. 

5.a  Expedir  reglamentos  locales  de  con- 
formidad con  las  leyes. 

6.a  Imponer  multas  á  sus  miembros  v 
empleados,  por  faltas  en  et  ejercicio  de  sr,* 
funciones  hasta  en  cantidad  de  lu  pesoe. 

7.a  Conminar  con  multa  de  10  pesos  ei» 
los  reglamentos  que  emitan. 

8.a  Conceder  licencias  á  sus  iniembn* 
hasta  por  .cuatro  meses  en  todo  el  año,  co- 
giendo dentro  de  su  seno  el  funcionario  qo«* 
deba  subrogar  al  licenciado,  piocurando  o. 
gravar  á  unos  más  que  á  otros. 

9.a  Acordar  las  obras  públicas  que  ha- 
yan de  construirse  con  fondos  municipales » 
aprobar  tos  planos  y  presupuestos  de  ellos. 

10.  Reglamentar  la  caza  y  pesca;  y 

11.  Reprimir  por  todos  los  medios  posi- 
bles el  vicio  de  la  prostitución,  pudiende 
fundar  establecimientos  de  corrección  y  otro» 
quesean  necesarios  para  conseguir  aquel  fio 

Art.  63.  Los  ríos  y  demás  corrientes  de 
agua  del  uso  común  de  los  habitantes,  están 
sujetos  á  la  acción  de  las  municipalidades  es 
cuanto  á  establecer  reglas  para  el  bnen  uso 
de  las  aguas  mientras  corran  por  el  cauce 
natural  y  ordinario,  y  para  determinar  gene- 
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raímente  la  forma  y  las  seguridades  con  que 
deben  construirse  las  tomas  y  los  marcos  de 
las  acequias  ó  canales  que  de  dichos  ríos  sa- 
caren. 

No  se  reputarán  de  uso  público  las  fuen- 
tes de  agua  que  estén  en  terrenos  de  propie- 
dad particular. 

Sacada  el  agua  de  la  corriente  común, 
sólo  quedará  sujeta  á  la  acción  municipal, 
en  cuanto  lo  exigiesen  las  reglas  generales  i 
de  policía  de  salubridad,  y  las  que  se  dic- 
taren para  mantener  expedito  el  tránsito 
por  los  caminos  del  departamento  ó  territo- 
rio municipal.  , 

Art.  64.  A  las  municipalidades  incumbe 
dictar  las  ordenanzas  locales  á  que  se  refie- 
re el  art.  668  del  Código  civil. 

Art.  66.  Las  municipalidades  sólo  po- 
drán dictar  ordenanzas  ó  acuerdos  sobre 
materias  ú  objetos  de  administración  local, 
y  para  que  rijan  en  su  jurisdicción. 

Estas  ordenanzas  ó  acuerdos  no  prevale- 
cerán  contra  lo  dispuesto  en  las  leyes,  ni 
sobre  las  resoluciones  que  en  la  materia 
dictare  la  Autoridad  superior. 

Art.  66.  Además  de  las  funciones  de  las 
municipalidades  de  que  habla  la  presen- 
te ley,  tendrán  las  que  les  Confieran  los  re- 
glamentos especiales  y  demás"  leyes  vi- 
gentes. 

TITULO  IV 

DK   LAS  8E8IONB8 

Art.  67.  Las  municipalidades  celebrarán 
sesión  ordinaria  cada  mes,  del  primero  al 
quinto  día. 

Fuera  de  estas  sesiones  ordinarias,  se 
reunirán  en  extraordinarias  convocadas  por 
el  Alcaide  ó  Regidor  depositario,  ó  á  pe- 
tición de  la  mayoría  de  los  municipales, 
siempre  que  el  servicio  público  lo  exigiere, 
debiendo  expresarse  en  la  nota  de  convo- 
catoria el  asunto  ó  asuntos  que  deban  tra- 
tarse. 

La  citación  de  los  municipales  para  se- 
siones extraordinarias,  deberá  verificarse  á 
lo  menos  con  veinticuatro  horas  de  antici- 
pación. 

Art.  68.  Las  sesiones  empezarán  rjor  la 
lectura  del  acta  anterior  y  continuarán  por 
el  orden  siguiente: 

1.°  El  Presidente  dará  cuenta  de  haber- 
se cumplido  los  acuerdos  del  acta  ante- 
rior, y  de  lo  más  importante  ocurrido  du- 
rante el  tiempo  transcurrido  de  una  á  otra 
sesión. 

2.°  El  Secretario  dará  cuenta  de  la  co- 
rrepondencia  recibida,  memoriales  y  de- 
más negocios  de  que  deba  tener  conoci- 
miento ó  en  que  resolver  la  municipalidad. 


8.o  Las  Comisiones  permanentes  darán 
cuenta  de  sus  trabajos. 

4.°  Darán  cuenta  las  Comisiones  espe- 
ciales; y 

6.°  Se  harán  las  iniciativas  que  sean  ne- 
cesarias. 

La  municipalidad  resolverá  sobre  cada 
una  de  las  materias  de  la  sesión,  y  el  Secre- 
tario irá  sentando  los  acuerdos  en  extrac- 
to, leyéndolos  en  voz  alta;  y  concluida  la 
sesión,  firmarán  el  acta  los  presentes  y  el 
Secretario. 

Art.  69.  Ningún  municipal  podrá  tomar 
parte  en  la  discusión  y  votación  sobre  asun- 
tos en  que  él  ó  sus  parientes  hasta  el  cuarto 
grado  de  consanguinidad  ó  segundo  de  afi- 
nidad, estén  interesados. 

Art.  70.  El  municipal  que  citado  no  con- 
curriere sin  justa  causa,  incurrirá  en  la  mul- 
ta de  10  pesos,  que  sera  exigida  gnbernati 
vamente  por  el  Alcalde. 

Art.  71.  El  Secretario  no  tendrá  voto  en 
las  resoluciones  de  la  municipalidad;  pero 
sí  puede  tomar  parte  en  las  discusiones 
con  el  fin  de  ilustrar  los  puntos  sobre  que 
versen. 

TITULO  V 

DK   LA8  COMISIONES 

Art.  72.    La  municipalidad,  para  el  cum- 
plimiento de  sus   obligaciones,   se   dividi- 
rá   en    Comisiones    permanentes    y   espe 
cíales. 

Unas  y  otras  aeran  desempeñadas*  por 
sus  miembros;  pero  para  las  especiales  po- 
drán nombrar  á  particulares,  cuando  el 
objeto  de  la  Comisión  lo  haga  necesario, 
no  siendo  para  éstos  obligatoria  la  acepta- 
ción sino  en  los  casos  especialmente  de- 
terminados por  las  leyes  y  reglamentos. 

Art.  73.  Cada  municipalidad,  al  insta- 
larse, nombrará  dentro  de  su  seno  las  Co- 
misiones permanentes  que  fueren  necesa- 
rias, no  pndiendo  oVnitirse  las  siguientes: 

1.&  Instrucción  pública,  policía,  Cárceles 
y  Obras  públicas. 

2.»    Caminos,  calles,  plazas  é  higiene. 

3.»  Alumbrado  público,  aseo  y  ornato 
de  la  población;  y 

4.*  Mercados,  mataderos,  servicio  de 
aguas,  pesas  y  medidas. 

Art.  74.  Las  Comisiones  permanentes, 
para  llenar  su  cometido,  se  sujetarán  á  las 
leyes  y  á  los  acuerdos  municipales,  dando 
cuenta  de  sus  trabajoc  en  cada  sesión  de  la 
municipalidad. 

Art.  76.  Las  Comisiones  permanentes 
se  entenderán  en  el  ramo  que  se  les  ha  en- 
cargado, y  lo  dirigirán  libremente  con  sólo 
sujeción  á  la  municipalidad;  pero  no  podrán 
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librar  contra  el  Tesoro,  si  no  es  con  previo 
acuerdo  de  la  Corporación. 

Art.  76.  El  Secretario  auxiliará  á  las  Co- 
misiones en  el  desempeño  de  su  respectivo 
cometido. 

TITULO  VI 

RENTAS    MUNICIPALES 

Art.  77.  Forman  las  rentas  munici- 
pales: 

Los  propios,  ó  sean  los  frutos  civiles  de 
los  bienes  raíces,  que  cada  municipalidad 
puede  conservar,  según  lo  establecido  en 
el  Código  civil. 

Los  arbitrios,  ó  sean  lo?  impuestos  airee» 
tos  é  indirectos  creados  por  la  ley,  ó  que 
en  lo  sucesivo  se  decreten  en  favor  de  las 
municipalidades  para  la  realización  de  sus 
fines. 

El  producto  de  la  alcabala  interior,  en  la 
enajenación  ó  traspaso  de  bienes  raíces, 
situados  en  la  comprensión  municipal. 

El  producto  de  las  multas  impuestas  en 
virtud  de  la  presente  ley  ó  que  por  otras 
leyes  estén  destinadas  á  los  fondos  munici- 
pales, y  las  que  se  impongan  por  infrac- 
ciones de  los  reglamentos  de  policía  y  or- 
denanzas locales;  y  las  cantidades  que  el 
Gobierno  destine  en  beneficio  de  las  muni- 
cipalidades. 

Art.  78.  Los  arbitrios  municipales  se  di- 
viden en  permanentes,  eventuales  y  locales. 

Corresponden  á  la  primera  clase  los  im- 
puestos que  se  'recauden  en  períodos  de 
tiempo  determinado,  como  son:  los  de 
alumbrado,  tren  de  aseo,  aguas,  etc. 

A  la  segunda  clase  pertenecen  los  ingre- 
sos al  Tesoro  municipal  por  causas  acciden- 
tales, como  son  los  provenientes  de  multas, 
destace  de  ganado,  etc. 

A  la  tercera  clase  pertenecen  los  esta- 
blecidos para  ciertas  poblaciones,  tomando 
en  consideración  las  circunstancias  especia- 
les de  ellas. 

Art.  79.  El  Poder  Ejecutivo  no  podrá  en 
ningún  caso  perdonar  ni  dispensar  el  pago 
de  impuestos  creados  en  beneficio  de  las 
rentas  municipales. 

Art.  80.  El  valor  de  las  primas  por  cada 
paja  de  agua  será  determinada  por  cada 
municipalidad  en  la  proporción  que  estime 
conveniente,  con  aprobación  del  Poder  Eje- 
cutivo; pero  en  las  poblaciones  donde  este 
impuesto  existiere,  continuará  recaudándo- 
se en  la  proporción  establecida,  conser- 
vando la  municipalidad  la  facultad  dé  au- 
mentarla ó  disminuirla  con  la  misma  apro- 
bación. 

Art.  81.     Los  impuestos  sobre  lugares  des- 


tinados para  la  venta  ó  guarda  de  semovien- 
tes, serán  determinados  por  cada  municipa- 
lidad, sujetándose  á  la  aprobación  del  Eje- 
cutivo, debiendo  conservarse  los  existente* 
en  las  condiciones  establecidas  en  el  articu- 
lo anterior. 

Art.  82.  Para  en  tiempo-  de  feria  ó  de 
fiesta,  la  municipalidad  respectiva  fijará  la 
cuota  ó  impuesto  que  deba  pagarse  por  la  li- 
cencia para  espectáculos  públicos,  juegos 
permitidos,  y  por  el  uso  de  plazas,  mercados, 
calles,  portales,  etc.,  con  aprobación  del  Go- 
bernador departamental,  conservándose  los 
existentes  en  las  condiciones  del  art.  80. 

Art.  83.  Los  establecimientos  so  jetos  á 
contribución  serán  clasificados,  para  la  pro 
porcionalidad  de  los  impuestos,  por  las  res- 
pectivas municipalidades.  De  las  clasifica- 
ciones de  aquéllas  podrá,  apelarse  ante  d 
Gobernador  respectivo. 

Art.  84.  A  las  municipalidades,  como  en- 
cargadas de  la  administración  superior  de 
sus  bienes,  les  corresponde: 

1.°  Prescribir  las  reglas  á  que  debe  so- 
jetarse  la  administración  de  los  bienes  mu- 
nicipales, y  determinar  las  condiciones  para 
la  enajenación  y  arriendo  de  las  propieda- 
des raíces  conforme  á  lo  establecido  en  el 
Código  civil. 

2.°  Determinar  la  tarifa  de  las  cantida- 
des que  hayan  de  exigirse  por  el  oso  de  loa 
bienes  ó  propiedades  municipales  des  ti  nu- 
dos á  nn  uso  público. 

8  °  Establecer  las  reglas  á  que  deba  en 
jetarse  la  percepción  y  el  cobro  de  las  con- 
tribuciones destinadas  á  los  gastos  munici- 
pales, cusndo  por  alguna  ley  ó  reglamento 
especial  no  esté  prescrita  la  forma  en  que 
debe  verificarse. 

4.°  Atender  con  los  fondos  municipales 
á  las  necesidades  de  la  salubridad,  seguri 
dad,  orden  público,  ornato,  etc.,  de  la  I  oca  l  i 
dad  y  á  su  adelantamiento  y  mejora;  y 

5.°  Acordar  en  ios  primeros  quince  días 
de  Enero  el  presupuesto  general  de  sus  ren- 
tas y  gastos  durante  el  afio  y  examinar  la 
cuenta  general  que  debe  presentar  el  Al- 
calde. 

Art.  85.  Las  municipalidades  pueden 
acordar  suscripciones  voluntarias  para  la 
realización  de  obras  de  interés  común  ó  de 
necesidad  pública,  siempre  que  los  fondos 
municipales  no  sean  suficientes  para  sufra- 
gar los  gastos,  determinando  el  máximum 
de  la  suscripción  total.  En  caso  de  no  po- 
derse realizar  la  obra,  la  municipalidad  está 
en  la  obligación  de  devolver  su  cuota  á  los 
contribuyentes. 

Art.  86.  Las  municipalidades  propon- 
drán al  Poder  Ejecutivo  para  su  aprobación, 
la  creación  de  arbitrios  á  favor  de  sus  ren- 
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tae  y  ia  modificación  ó  supresión  de  los  exis- 
tentes. 

Art.  87.  Las  municipalidades  pueden 
contratar  empréstitos  voluntarios  para  obras 
«le  seguridad,  salubridad,  etc.,  determinando 
las  condiciones  de  su  contratación  y  desig- 
nando eJ  fondo  .para  el  pago. 

Para  estos  acuerdos  se  requiere  el  voto 
conforme  de  los  dos  tercios  de  los  munici- 
pales en  ejercicio,  y  la  aprobación  del  Poder 
Ejecutivo. 

Art.  88.  Se  prohibe  á  las  municipalida- 
des ceder  ó  donar,  á  título  gratuito,  cual- 
quiera parte  de  sus  bienes  de  cualquiera  na- 
turaleza que  sean,  ó  dispensar  el  pago  de 
impuesto  ó  contribución  alguna  establecidos 
por  la  ley  en  beneficio  de  sus  rentas. 

Cuando  las  municipalidades  creyeren  con- 
veniente la  enajenación  de  un  bien  raíz,  de 
los  que  no  fueren  necesarios  á  los  bienes  de 
su  institución,  ó  necesiten  gravar  algún  in 
mueble  con  hipoteca,  ocurrirán  ai  Juez  de 
primera  instancia  respectivo,  solicitando  la 
autorización  necesaria  para  la  venta  é  hipo- 
teca, probando  la  necesidad  de  estas  provi- 
dencias. 

El  Juez  decretará  ó  negará  la  autorización, 
«on  vista  de  las  pruebas  aducidas,  sujetán- 
dose en  el  procedimiento  á  lo  dispuesto  en 
el  Código  civil  y  de  Procedimientos  civiles, 
sobre  la  materia. 

Art.  89.  Se  prohibe  á  las  municipalidades 
y  Alcaldes  ejecutar  por  sí  obras,  servicios 
o  trabajos  en  que  haya  de  invertirse  más  de 
1 00  pesos  en  las  de  cabeceras  de  departa- 
mento y  distrito,  y  de  60  pesos  en  las  demás 
poblaciones. 

Art.  90.  Siempre  que  la  municipalidad 
acuerde  la  ejecución  de  una  obra,  servicio  ó 
trabajo  municipal,  en  que  deba  invertirse 
mayor  cantidad  de  100  y  60  pesos  respectiva- 
mente, lo  hará  por  licitación  pública,  cele- 
brando la  contrata  correspondiente  con  la 
persona  que  ofrezca  mejores  condiciones 

Todo  contratista  deberá  dar  fianza  sufi- 
ciente para  la  ejecución  de  la  obra  en  el 
tiempo  convenido,  y  por  las  cantidades  que 
se  le  anticipen  ó  por  las  indemnizaciones  á 
que  haya  lugar.  Las  contratas  deberán  ser 
aprobadas  por  la  municipalidad. 

La  omisión  de  cualquiera  de  los  requisitos 
antes  mencionados,  será  causa  de  nulidad 
de  la  contrata,  y  serán  solidariamente  res- 
ponsables por  los  daños  y  perjuicios  causa- 
dos á  la  municipalidad,  las  personas  que  ha- 
yan intervenido  en  su  celebración. 

Art.  91.  No  podrán  celebrar  contratas  con 
la  municipalidad,  ni  con  los  cesionarios  ó 
fiadores  de  los  contratantes:  el  Gobernador 
departamental,  los  miembros  de  la  munici- 
palidad, el  Secretario  y  el  Tesorero  de  la 


Corporación,  ni  sus  ascendientes,  descen- 
dientes ó  colaterales  hasta  el  cuarto  gradp 
de  consanguinidad  y  segundo  de  afinidad 
inclusive.  Todo  acto  ó  contrato  en  que  se 
contravenga  á  esta  disposición,  es  nulo,  y  el 
que  la  infringiere  es  responsable  de  los  per- 
juicios que  resulten. 

Art.  92.  Se  prohibe  á  las  municipalidades 
y  Tesoreros  prestar  cualquiera  cantidad  de 
los  fondos  municipales  ó  cualesquiera  otros 
valores,  cuya  guarda  y  administración  les 
esté- encomendada,  lo  mismo  que  anticipar 
el  todo  ó  parte  de  sus  sueldos  á  los  emplea- 
dos ó  darles  una  inversión  distinta  del  ser- 
vicio público.     . 

La  contravención  á  esta  disposición  cons- 
tituye delito  de  malversaóióu  de  caudales 
públicos,  y  6erá  juzgado  el  infractor  con 
arreglo  al  Código  penal,  suspendiéndose  por 
el  mismohecho  al  funcionario  ó  empleado 
en  el  ejercicio  del  cargo  ó  empleo,  sin  otra 
diligencia  que  comprobar  el  hecho,  excepto 
el  caso  de  que  la  distinta  inversión  se  haga 
con  autorización  del  Ejecutivo  por  razones 
de  necesidad  ó  conveniencia  pública. 

La  suspensión  se  decretará  por  la  autori- 
dad superior  respectiva. 

TITULO  VII 

DE  LA  RECAUDACIÓN  DE  LAS  RENTAS 

Art.  93.  Formado  el  presupuesto  á  que 
se  refiere  el  art.  62,  los  Alcaldes  sacarán  cua- 
tro ejemplares,  que  sellados  y  firmados  por 
la  municipalidad,  remitirán  lo  más  tarde  el 
6  de  Enero  de  cada  año:  dos  al  Gobernador 
departamental,  uno  al  Tesorero  y  otro  que 
quedará  en  la  Alcaldía. 

El  Gobernador,  al  recibir  los  dos  ejempla- 
res del  Presupuesto  municipal  que  le  remita 
cada  uno  de  los  Alcaldes  de  su  departamen- 
to, lo  revisará,  y  si  le  parecieren  exactos, 
reservará  en  su  oficina  un  ejemplar,  y  remi- 
tirá el  otro  inmediatamente  á  la  Contaduría 
municipal,  poniendo  á  cada  ejemplar  la  ra- 
zón <Es  con  forme  >,  firmándola  y  sellándola 
oon  el  sello  de  su  oficina. 

Si  el  Gobernador  notare  que  la  municipa- 
lidad ha  omitido  en  el  presupuesto  algunas 
de  sus  rentas  ó  algunas  inversiones  indis- 
pensables para  la  mejora  de  la  respectiva 
localidad  ó  que  debe  figurar  entre  los  obje- 
tos de  Administración  municipal,  ordenará 
á  la  respectiva  municipalidad  la  rectifique 
dentro  de  tercero  día. 

El  Presupuesto  de  los  ingresos  se  forma- 
rá de  acuerdo  con  la  tarifa  de  impuestos 
que,  según  la  ley,  corresponda  á  cada  pobla- 
ción. 

La  falta  de  remisión  del  Presupuesto  á  la 
Gobernación  departamental  dentro   de  los 
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términos  prefijados,  será  penada  con  una 
multa  de  cinco  á  diez  pesos,  si  el  Alcalde 
fuere  culpable,  y  de  26  á  60  si  fuere  ka  muni- 
cipalidad, sin  perjuicio  de  obligárseles  al 
cumplimiento  de  sus  deberes.  Estas  maltas 
serán  impuestas  por  los  Gobernadores  y  exi- 
gidas gubernativamente. 

La  Contaduría  municipal,  al  recibirlos  pre- 
supuestos de  que  habla  el  artículo  anterior, 
remitirá  inmediatamente  á  los  Tesoreros, 
por  medio  del  respectivo  Alcalde,  la  cantidad 
de  timbres  equivalentes  al  monto  de  las  ren- 
tas calculadas  para  el  año. 

Art.  94.  El  pago  de  toda  renta  munici- 
pal, cualquiera  que  sea  sn  procedencia  ó  de- 
nominación, se  hará  en  la  respectiva  Alcal- 
día con-  timbres  municipales,  por  el  valor 
equivalente  á  la  cantidad  que  deba  pagarse. 

Art.  96.  La  Contaduría  municipal  avisa- 
rá con  la  debida  oportunidad  al  Ministerio 
de  lo  Interior,  la  cantidad  de  timbres  que  se 
necesite  para  proveer  á  todas  las  municipa- 
lidades del  Estado. 

Estos  timbres  contendrán:  el  año  de  su 
emisión,  la  frase  f  timbre  municipal  >,  el  va- 
lor de  cada  uno  y  la  leyenda  t  Estado  del 
Salvador,  República  Mayor  de  Centro-Amé- 
rica >.  Los  valores  de  los  timbres  serán  de 
uno,  cinco,  10,  26  y  60  centavos,  y  de  uno, 
cinco,  10,  26,  60,  100,  200,  300,  400  y  600 
pesos. 

Art.  96.  Para  el  control  de  las  cuentas 
municipales,  la  Contaduría  municipal  llevará 
una  cuenta  de  especies  con  todas  las  muni- 
cipalidades del  Estado. 

Art.  97.  No  se  recibirá  en  pago  de  las 
rentas  é  impuestos  municipales  otros  tim- 
bres que  los  de  la  reppectiva  Tesorería,  y 
para  este  efecto  los  Tesoreros  marcarán  los 
timbres  con  una  serial  especial,  que  pondrán 
en  conocimiento  del  Alcalde  respectivo. 

Art.  98.  Para  sufragar  loa  gastos  de  im- 
presión de  timbres,  en  la  primera  quincena 
de  los  meses  de  Enero  y  Julio  de  cada  año 
remitirán  á  la  imprenta  nacional  las  muni- 
cipalidades de  San  Salvador,  Santa  Ana, 
Nueva  San  Salvador,  San  Miguel,  Sonsonate 
y  Aguachapán,  100  pesos  cada  una,  60  pe- 
sos las  de  las  otras  cabeceras  de  departa- 
mento y  26  pesos  las  de  cabecera  de  distrito. 

La  falta  de  remisión  de  las  cantidades 
expresadas  en  las  épocas  fijadas  será  pena- 
da con  26  pesos  de  multa,  que  impondrá  el 
Gobernador  á  la  municipalidad  morosa,  al 
darle  aviso  la  Contaduría  municipal,  sin  per- 
juicio de  obligarla  á  cumplir. 

Art.  99.  Toda  persona,  empresa  ó  corpo- 
ración que,  en  virtud  de  la  ley,  esté  obligada 
á  pagar  contribución  ó  impuesto  municipal, 
debe  concurrir  á  verificarlo  á  la  Alcaldía 
respectiva  del  16  al  último  de  cada  mes,  si 


el  impuesto  ó  contribución  fuere  mensual.; 
en  todo  ei  mes  de  Enero  si  f  aere  por  tftc 
debiendo  comprar  los  timbres  necesarios  ti 
la  Tesorería  respectiva. 

Art.  100.  El  cobro  de  toda  renta  moni,  ¡- 
pal  se  hará  por  el  Alcalde  respectivo  en  I' 
forma  gubernativa  y  sin  figura  de  juicio,  pe- 
diendo imponer  multas  de  uno  á  cinco  f^ 
sos  á  las  personas  que  no  verifiquen  el  pigi 
dentro  de  los  términos  fijados  en  esta  ley  * 
ponerlas  en  arresto  si  dentro  de  los  tre» 
días  siguientes  no  pagaren  el  impuesto  y  t 
valor  de  la  multa. 

El  término  del  arresto  será  hasta  que »» 
verifique  el  pago  del  impuesto  y  multa,  p«v 
no  excederá  de  veinte  días. 

Art.  101.  Se  prohibe  á  los  Alcalde*  < 
empleados  encargados  de  la  recaudación  <i- 
las  rentas,  recibir  valor  alguno  en  eUftvu 
por  impuesto  ó  contribución  municipal,  hi- 
jo la  pena  de  pagar  por  cada  infracción  oni 
multa  de  cinco  á  20  pesos,  que  se  hará  na- 
tiva gubernativa  é  inmediatamente  por  ei 
Gobernador,-  al  tener  conocimiento  de  aqo- 
ila  falta. 

Art.  102.  Los  Alcaldes  darán  constare:* 
escrita  firmada  por  ellos  y  sellada  con  el  se- 
llo de  su  oficina  por  todo  impuesto  ó  contri- 
bución municipal  que  se  pague  en  la  Alcahiíi 
en  la  forma  prescrita,  fijando  en  el  loga: 
más  conveniente  de  la  boleta  de  recibo  k* 
timbres  que  representen  el  pago  del  respe- 
tivo impuesto  ó  contribución,  autorizándola 
con  el  sello  de  la  Alcaldía  y  la  firma  del  Al- 
calde. 

La  infracción  de  esta  formalidad   seraír- 
nada  con  una  multa  de  diez  pesos  por  esb 
vez  que  se  cometiere,  la  que  impondrá  el  Go- 
bernador ó  Contador  municipal  al  tener 
nocimiento  de  ella. 

La  persona  que,  habiendo  verificado  - 
pago  de  un  impuesto  ó  contribución  mnoir: 
pal,  no  percibiere  constancia  de  su  reril» 
con  los  timbres  que  representen  aquel  va- 
lor amortizados,  será  obligada  á  pagar  dob.- 
el  mismo  impuesto;  pero  si  se  le  negase  c 
recibo  en  la  forma  prevenida,  lo  avisará  ver- 
balmente  á  la  Contaduría  municipal,  al  Go- 
bernador ó  al  Jete  del  distrito,  para  los  efr 
tos  del  inciso  anterior. 

Art.  103.  Para  la  recaudación  de  sus  ren- 
tas las  municipalidades  nombrarán  un  Teso- 
rero, quien  tendrá  á  su  cargo,  y  bajo  sn  pro- 
pia responsabilidad,  la  cantidad  de  timbrrs 
necesaria  para  el  pago  de  las  rentas  en  e 
año,  lo  mismo  que  el  producto  de  la  vecU 
de  dicha  especie  y  los  demás  valores  y  ■!»> 
cumentos  que  la  municipalidad  .ponga  á  ss 
cargo. 

Art.  104.  Los  Tesoreros  tendrán  á  su  car 
go  el  expendio  de  timbres  municipales  y  de 
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l>erán  hacer  este  servicio  durante  las  horas 
necesarias,  á  fin  de  qae  el  pago  de  las  rentas 
no  sufra  ningún  retraso. 

Art.  106.  Los  Tesoreros,  para  la  aduii 
ni st ración  de  los  caudales  que  les  están  en- 
comendados, llevarán  dos  libros:  uno  que 
se  denominará  de  especies  y  otro  de  caja.  En 
el  primero  se  cargarán,  por  orden  de  fecha, 
el  valor  de  ios  timbres  que  les  remita  la 
Contaduría  municipal,  y  descargarán  esto6 
valores  con  el  de  la  venta  diaria  de  las  ex 
presadas  especies.  En  el  libro  de  caja  se 
cargarán  la  existencia  en  efectivo  del  año 
anterior  y  el  producto  diario  de  la  venta  de 
especies,  descargándose  estos,  valores  con 
las  cantidades  que  se 'inviertan  mensual- 
mente  en  los  diferentes  ramos  de  la  Admi- 
nistración municipal,  consignando  á  este 
respecto  los  detalles  necesarios  para  mayor 
claridad. 

De  toda  partida  de  cargo,  por  valor  de  las 
especies  remitidas  por  la  Contaduría  muni- 
cipal, remitirán  los  Tesoreros  certificación  á 
aquel  Tribunal,  dentro  de  tercero  día,  bajo 
la  pena  de  cinco  pesos  de  inulta  por  cada 
omisión,  que  hará  efectiva  el  Gobernador, 
gubernativamente,  al  recibir  aviso  de  dicha 
oficina. 

Los  libros  á  que  se  refiere  este  artículo 
serán  sellados  en  cada  foja  por  la  Goberna- 
ción departamental  y  firmada  la  primera  y 
última  por  el  Gobernador,  quien  pondrá  en 
la  primera  foja  una  razón  que  exprese  el  ob- 
jeto á  que  se  destina  y  el  número  de  fojas 
que  contiene. 

Art.  106.  Para  que  sean  de  legitimo  abo- 
no los  pagos  hechos  pur  los  Tesoreros,  debe- 
rán estar  los  recibos  respectivos  firmados 
por  los  recipientes  ú  otra  persona  á  su  ruego, 
si  no  supiere  ó  no  pudiere  firmar,  y  conten- 
drán el  Visto  Bueno  de  la  Comisión  á  cuyo 
ramo  corresponda  la  inversión  y  el  Dése  del 
Alcalde  con  e)  sello  correspondiente. 

Se  prohibe  á  los  Tesoreros  pagar  recibo 
alguno  que  no  tenga  las  formalidades  antea 
expresadas  y  cuya  inversión  no  esté  com- 
prendida en  el  Presupuesto  municipal,  ó  no 
esté  aprobada  previamente  por  la  Goberna- 
ción departamental,  y  serán  personalmente, 
responsables  por  las  cantidades  invertidas 
con  infracción  de  lo  dispuesto  en  este  ar- 
tículo. 

Art.  107.  Los  Tesoreros  cortarán  el  día 
ultimo  de  cada  mes,  tanto  la  cuenta  de  espe- 
cies como  la  de  caja,  y  formarán  un  estado 
que  demuestre:  el  valor  de  las  especies  á  su 
cargo,  el  de  la  venta  de  las  mismas  en  el 
mes  y  la  existencia;  el  movimiento  de  las 
rentas,  durante  el  mismo  tiempo,  según  el 
libro  de  caja,  expresando  el  total  de  las  ren- 
tas recaudadas,  el  de  las  inversiones  y  la 


existencia  que  resulte  en  efectivo;  detallan- 
do por  ramos  las  erogaciones  según  el  objeto 
en  que  se  hayan  invertido. 

Del  estado  á  que  se  refiere  este  artículo, 
harán  cuatro  ejemplares:  uno  que  se  pasará 
á  la  Alcaldía  respectiva,  y  otro  que  se  remi- 
tirá á  la  Gobernación  departamental;  otro, 
que  por  conducto  de  la  misma  Gobernación 
se  remitirá  á  la  Contaduría  municipal  y  otro 
cue  se  reservará  la  Tesorería  respectiva. 

Estos  estados  serán  remitidos  á  las  res- 
pectivas oficinas,  del  1.°  al  5  de  cada  raes, 
bajo  la  pena  de  cinco  pesos  de  multa,  exigi- 
ble  gubernativamente  por  el  Gobernador. 

Art  108.  Practicado  el  corte  á  que  se  re- 
fiere el  artículo  anterior,  el  Tesorero  presen- , 
tara  los  libros,  documentos  y  existencias 
respectivos  al  Alcalde,  quien  examinando 
dichas  cuentas,  pondrá  el  Es  conforme  á  los 
cortes  y  estado,  si  resultare  que  hay  confor- 
midad y  exactitud  en  las  operaciones. 

Si  no  hubiere  conformidad  en  la  compa- 
ración de  ambas  cuentas,  ó  no  se  presentare 
la  existencia,  el  Alcalde  ordenará  que  se 
rectifiquen  los  errores  de  la  cuenta  inmedia- 
tamente ó  se  presente  en  su  caso  la  existen- 
cia que  resulte. 

Si  el  Tesorero  no  rectificare  la  cuenta,  ó  no 
presentare  lá  existencia  dentro  del  término 
que  el  Alcalde  señale,  quedará  por  el  misma 
hecho  suspenso  en  el  ejercicio  de  su  empleo,. 
y  en  el  segundo  caso,  será  puesto  en  el  acto 
á  disposición  de  la  autoridad  respectiva  para 
su  juzgamiento;  sin  perjuicio  de  la  respon- 
sabilidad que  debe  deducirle  la  Contaduría 
municipal. 

Art.  109.  Los  Tesoreros  tendrán  las  mis- 
mas cualidades  que  se  exigen  para  desem- 
peñar cargos  municipales,  y  la  instrucción 
necesaria  para  llevar  la  cuentas  con  la  debi- 
da exactitud:  terminarán  sus  funciones  con 
la  Corporación  que.  los  nombró,  pudiendo 
ser  removidos  antes  por  justa  causa,  califi- 
cada por  la  misma  municipalidad. 

Art.  110.  El  no  cumplimiento  de  lo* 
acuerdos  ú  órdenes  que  Be  comuniquen,  y 
la  falta  de  explicación  satisfactoria  sobre  lo» 
errores  ó  inexactitudes  de  las  cuentas,  así 
como  el  vicio  de  la  embriaguez,  juego  y  otros 
hechos  de  esta  naturaleza,  son  causas  jus- 
tas para  la  remoción  de  los  Tesoreros. 

Art.  111.  Las  cuentas  de  las  municipali- 
dades de  cabecera  de  departamento  y  de 
distrito  se  llevarán  por  partida  doble;  en  las 
demás  poblaciones  podrán  llevarse  dichas 
cuentas  por  uno  ú  otro  sistema. 

Art.  112.  Cuando  no  hubiere  en  la  po- 
blación una  persona  apta  para  Tesorero,  ó 
las  que  reuniesen  las  condiciones  necesarias 
no  quisieren  aceptar  el  nombramiento,  la 
municipalidad  elegirá  dentro  de  sus  miem- 
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broa  al  más  apto  que  deba  hacerse  cargo  de 
"  la  Tesorería,  quien  cumplirá  todas  las  obli- 
gaciones que  corresponden  á  los  Tesoreros. 
En  este  caso  el  electo  no  está  obligado  á 
rendir  fianza;  pero  todos  los  miembros  del 
municipio  son  solidariamente  responsables 
•de  la  mala  administración  de  los  fondos  y 
responderán  de  la  misma  manera  por  cual- 
quiera otra  responsabilidad  que  se  deduzca 
■al  Tesorero.  Guando  en  virtud  de  ló  dis- 
puesto en  este  artículo,  la  elección  recayere 
en  la  persona  que  funcionase  como  Alcalde 
ó  en  el  Síndico,  el  «Es  conforme >  que  co- 
rresponde poner  á  estos  funcionarios  será 
puesto  por  el  munícipe  que  designe  la  mis- 
ma municipalidad. 

Art.  113.  Los  Tesoreros,  antes  de  tomar 
posesión  de  su  empleo,  deberán  otorgar 
fianza  en  garantía  del  buen  manejo  de  los 
fondos. 

La  fianza  de  los  Tesoreros  de  cabecera  de 
departamento  ó  distrito  será  hipotecaria, 
comprenderá  todas  las  responsabilidades 
-que  puede  contraer  y  se  extenderá  á  todo  el 
tiempo  de  su  administración. 

La  municipalidad  determinará  la  cantidad 
que  debe  servir  de  base  para  la  constitu- 
ción de  la  hipoteca  ó  para  la  simple  fia  riza; 
pero  no  deberá  ser  menos  del  producto  de 
las  rentas  en  un  trimestre. 

La  fianza  de  los  Tesoreros  de  las  demás 
poblaciones,  comprenderá  las  mismas  obli- 
gaciones y  puede  ser  hipotecaria  ó  simple, 
según  lo  determine  la  municipalidad,  to~ 
mando  en  consideración  el  mayor  ó  menor 
producto  de  sus  rentas;  pero  en  el  segundo 
•caso  el  fiador  deberá  ser  peraona  de  notoria 
responsabilidad,  vecino  de  la  misma  .pobla- 
ción y  que  tenga  bienes  raíces  de  valor  sufi 
cíente  á  juicio  de  la  municipalidad. 

La  fianza  siempre  podrá  otorgarse  en  do 
cumento  privado,  registrado  en  la  respectiva 
Alcaldía. 

La  municipalidad  ó,  Alcalde  que  admita 
como  fiador  á  una  persona  que  no  reúna  las 
-condiciones  expresadas  en  el  inciso  4.°  de 
«ste  artículo,  será  solidariamente  responsa- 
ble con  el  Tesorero,  por  cualquiera  mala  in- 
versión de  fondos  ó  defraudaciones  que  re- 
sulten, y  podrá  hacerse  efectiva  su  respon- 
sabilidad en  todo  tiempo. 

Art.  114.  Otorgadas  las  fianzas  á  que  se 
refiere  el  artículo  anterior,  serán  remitidas 
al  Contador  municipal,  quien  calificando, 
tanto  su  valor  legal  como  las  cantidades  ga- 
rantizadas, las  aprobará  ó  no,  comunicando 
su  resolución  al  Alcalde  respectivo  para  los 
efectos  consiguientes. 

Art.  116.  La  municipalidad,  para  la  bue- 
na administración  de  sus  rentas,  llevará  per 
medio  del  Alcalde  libros:  en  el  primero  He- 


vara  cuenta  de  lo  que  diariamente  ingrra* 
per  cada  ramo,  haden  do  constar  Ja  fe'-tii 
mes  y  afio  á  que  corresponde  et  entero  y  si 
nombre  del  enterante,  comprobando  los  in- 
gresos ron  los  documentos  respectivos  ó  con 
la  firma  del  enterante,  ú  otro  á  su  ruego  si  n> 
supiere  ó  no  pudiere  firmar.  En  el  segundo 
libro  llevará  una  cuenta  detallada  de  las  in- 
versiones que  se  hagan  en  cada  mes  en  io§ 
diferentes  objetos  de  la  administración,  out, 
separación  de  ramo  y  con  expresión  del  mes, 
fecha  y  causa  de  la  erogación. 

Art.  116.  Cada  día  último  del  mes  hará 
el  Alcalde  el  corte  de  ambas  caen  tas  y  for- 
mará un  estaco  en  que  se  consignará  el  pro- 
ducto de  las  rentas' durante  el  mes,  con  es- 
pecificación de  lo  que  haya  producido  cadi 
ramo  y  el  total  de  las  cantidades  i n vertida! 
expresando  los  diferentes  objetos  á  que  se 
hayan  destinado. 

Art.  117.  Al  pie  de  los  estados  pondrá 
una  nota  el  Alcalde,  expresando  los  impoee- 
tos  ó  contribuciones  que  no  se  hayan  cobra- 
do durante  el  mes,  ó  que  se  hayan  dejado 
de  cobrar,  y  las  causas  que  para  ello  hayai. 
ocurrido. 

Los  estados  y  el  corte  de  cada  cuenta  se- 
rán firmados  por  el  Alcalde  municipal  y  e¡ 
Secretario;  y  el  Síndico  les  pondrá  el  «Es 
conforme»,  si  hubiere  conformidad  y  exac- 
titud en  ambas. 

Art.  118.  De  estos  estados  se  sacarán 
cuatro  ejemplares,  y  serán  distribuidos  en 
el  mismo  tiempo  y  forma  prevenidos  en  el 
artículo  108  y  bajo  la  misma  pena  que  sr 
impondrá  al  Alcalde. 

Art.  119.  El  Alcalde,  al  practicar  el  exa- 
men de  la  cuenta  y  estados  que  le  presente 
el  Tesorero,  confrontará  éstos  con  las  cuen- 
tas que  lleva  la  Alcaldía;  y  si  hubiere  al- 
guna diferencia  lo  anotara  al  pie  de  Jos  es- 
tados, explicando  la  causa  que  para  ello  hu- 
biere. 

Art.  120.  Si  al  examinar  el  Gobernador 
los  estados  que  le  remitan  los  Alcaldes  no- 
tare que  no  se  han  cobrado  algunos  impues- 
tos ó  contribuciones,  sin  que  se  haya  ex- 
puesto una  causa  justa  para  no  verificarlo 
o  las  razones  expuestas  no  fueren  atendi- 
bles, impondrá  á  la  municipalidad  respecti- 
va una  multa  de  25  á  50  pesos,  haciendo 
constar  solamente  los  impuestos  compren- 
didos en  el  presupuesto  que  no  hayan  sido 
cobrados,  sin  perjuicio  de  obligar  al  Alcalde 
á  hacer  el  cobro  de  aquéllos. 

Los  Gobernadores  tendrán  especial  cui- 
dado de  que  las  municipalidades  hagnn 
efectivo  mensual  mente  el  cobro  de  sos  ren- 
tas, y  á  este  efecto  dictarán  sus  órdenes 
más  eficaces,  no  permitiéndoles  otras  causas 
que  aquellas  evidentemente  justas. 
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Art.  121.  Las  cuentas  de  las  municipali- 
dades y  Tesoreros  se  abrirán  el  1 .°  de  Enero 
y  se  cerrarán  el  31  de  Diciembre  de  cada 
afio.  • 

Art.  122.  Los  Alcaldes  y  Tesoreros,  prac 
ticado  el  corte  de  afio,  formarán  un  estado 
general  del  producto  de  las  rentas  y  espe- 
cies municipales  durante  el  afio,  especifi- 
cando lo  que  hayan  producido  cada  i  m  pues* 
to  ó  contribución  y  el  total  de  las  cantidades 
invertidas  en  los  diferentes  objetos  de  la 
Administración,  especificando  también  el 
valor  invertido  en  cada  uno.  Las  existencias 
que  hayan  resultado,  tanto  en  especies  como 
en  efectivo,  pasarán  á  la  cuenta  del  siguien- 
te año,  sentándose  las  partidas  correspon- 
dientes. 

Art.  123.  Practicado  el  corte  de  fin  de 
año,  la  municipalidad  cesante  remitirá  di- 
rectamente á  la  Gobernación  departamental 
su  cuenta  y  la  de  los  Tesoreros  con  los  com- 
probantes respectivos  y  con  las  seguridades 
necesarias  para  su  remisión  á  la  Contaduría 
municipal.  Esta  remisión  deberá  verificarse 
del  6  al  10  de  Enero,  bajo  la  pena  de  60  pe- 
sos de  multa  á  cada  uno  de  los  miembros 
de  la  municipalidad  por  cuya  culpa  no  se 
haya  hecho  la  remisión!  Los  Tesoreros  que 
del  l.o  al  6  de  Enero  no  hayan  entregado  á 
la  Alcaldía  respectiva  la  cuenta  del  afio  an- 
terior, debidamente  cerrada  para  su  remi- 
sión, incurrirán  en  la  pena  de  100  pesos  de 
multa  los  de  cabecera  de  departamento, 
50  los  de  cabecera  de  distrito,  y  26  los  de 
las  demás  poblaciones.  Estas  inultas  serán 
exigidas  sin  necesidad  de  requerimiento, 
dentro  de  los  tres  días  siguientes  á  la  espi- 
ración de  los  teñidnos  expresados. 

Art.  124.  Los  Tesoreros  devengarán  el 
sueldo  mensual  que  les  designe  la  Corpora- 
ción que  haya  hecho  el  nombramiento. 

Art.  126.  No  obstante  lo  dispuesto  en  los 
artículos  anteriores,  todas  las  veces  que  los 
Gobernadores  creyeren  conveniente  al  me- 
jor servicio,  -practicarán  un  corte  de  caja 
extraordinario  en  cualquier  día,  haciéndolo 
por  sí  ó  comisionando  á  otra  persona  que  lo- 
verifique  y  le  dé  cuenta  del  resultado. 

Art.  126.  Los  Tesoreros  que  en  virtud 
de  leyes  especiales  recauden  fondos  de  hos- 
pitales u  otros  establecimientos  de  benefi- 
cencia, sólo  podrán  entregarlos  á  los  respec- 
tivos Tesoreros  cualquiera,  que  sea  la  orden 
en  contrario  que  reciban,  so  pena  de  pagar 
con  sus  propios  bienes  una  cantidad  igual 
á  la  recaudada. 

Art.  127.  Cualesquiera  cantidades  que 
no  provengan  de  impuestos  ú  otra  contribu- 
ción municipal  y  deban  ingresar  en  las  Te- 
sorerías municipales,  como  depósitos,  sub- 
sidios, donaciones,  etc.,  etc.,  serán  enterados 


directamente  en  efectivo  en  las  Tesorerías 
con  nota  de  remisión  del  respectivo  funcio- 
nario ó  autoridad. 

Los  Tesoreros  sentarán  en  este  caso  la 
respectiva  partida  en  su  libro  de  caja  con  el 
detalle  necesario,  comprobándola  con  la 
nota  de  remisión  ó  la  firma  del  enterante  ó 
de  otra  persona  á  su  ruego,  y  expedirán  cer- 
tificación de  esta  partida  á  quien  haya  he- 
cho la  remisión  ó  enterado  la  cantidad. 

Art.  128.  La  cuenta  de  cementerios  se 
llevará  separadamente  por  los  mismos  Te- 
soreros, donde  aquellos  no  estén  á  cargo  de 
las  Juntas  de  caridad;  y  tanto  la  adminis- 
tración como  recaudación  de  los  fondos,  se 
hará  conforme  al  Reglamento  respectivo. 

Art.  129.  El  impuesto  de  alcabala  inte- 
rior se  pagará  en  la  Alcaldía  municipal 
donde  estuviere  situado  el  inmueble  objeto 
del  contrato,  debiendo  comprobarse  el  ente- 
ro con  la  nota  de  aviso  del  Escribano  ó  Jue* 
cartulario,  en  las  ventas  por  instrumento 
público,  y  cou  la  firma  del  interesado  ó  de 
otra  persona  á  su  ruego  si  U  venta  se  hace 
por  instrumento  privado.  . 

La  enajenación  de  bienes   raíces  no  cau- 
sará alcabala  cuando  ésta  deba  ser  pagada 
,  por  el  Estado,  por  la  municipalidad  ó  por 
un  Establecimiento  de  Beneficencia  pública. 

Ait.  180.  Los  impuestos  que  provengan 
de  patentes  de  buhoneros,  se  pagarán  en  la 
Alcaldía  municipal  donde  esté  domiciliado  w 
el  patentado  con  aviso  del  Gobernador,  ha- 
ciendo constar  al  pie  de  la  patente  que  es- 
tán pagados  los  derechos  de  ley. 

Art.  131.  Las  municipalidades  están  en 
la  obligación  de  remitir  á  la  Contaduría  mu 
nicipal  y  á  la  Tesorería  respectiva,  en  el  mea 
de  Enero  de  cada  afio,  una  lista  de  las  per- 
sonas, establecimientos,  fundos  y  demás  ob- 
jetos que  deban  pagar  contribución  munici- 
pal, bajo  la  pena  de  6  á  26  pesos  de  multa 
por  cada  infracción. 

Art.  132.  Las  Municipalidades,  Alcaldes 
i  y  Tesoreros  municipales  que  sean  morosos 
en  el  cobro  y  recaudación  de  las  rentas,  in- 
currirán en  la  multa  de  26  á  60  pesos,  que 
se  les  impondrá  por  el  Gobernador  del  de- 
partamento ó  por  la  Contaduría  municipal. 
Esta  multa  se  hará  efectiva  gubernativa- 
mente por  el  primero  de  los  funcionarios 
expresados. 

TITULO   VIII 

1>B  LA  INVBaSlON  DIB  LAS  RENTA 8 

Art.  138.  Las  rentas  municipales  se  in- 
vertirán exclusivamente  en  beneficio  de  los 
intereses  de  la  comunidad. 

Art.  134.  El  impuesto  de  alcabala  inte- 
rior se  destinará  exclusivamente  á  la  cons- 
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tracción  y  conservación  de  las  casas  de  es- 
cuela y  á  la  provisión  de  textos  de  instruc- 
ción pública  primaria. 

Art.  136.  El  impuesto  de  licencias  de 
juegos  permitidos,  el  de  estancos  ó  cantinas, 
el  de  fábricas  de  destilar  aguardiente  y  el 
producto  de  las  multas,  se  destinará  á  la 
creación  y  sostenimiento  de  los  cuerpos  de 
policía. 

Art.  136.  El  producto  de  servicios  que 
baga  la  municipalidad  se  invertirá  exclusi- 
vamente en  la  conservación  t  y  mejora  del 
servicio  respectivo. 

Art.  137.  Los  impuestos  no  comprendi- 
dos en  los  artículos  anteriores,  se  destinarán 
al  pago  de  empleados  y  demás  servicios  que 
demanden  las  necesidades  de  la  localidad. 

Art.  138.  Las  multas  y  demás  responsa- 
bilidades pecuniarias  qne.se  impongan  en 
virtud  de  esta  ley,  ingresarán  al  fondo  mu- 
nicipal de  la  población  á  que  atafie  la  falta 
cometida. 

TITULO  IX 

CONTADURÍA    MUNICIPAL 

Art.  139.  La  Contaduría  municipal  es  el 
Tribunal  encargado  de  la  fiscalización  y  di- 
rección de  las  rentas  municipales,  y  de  la 
revisión  y  glosa  de  las  respectivas  cuentas, 
y  formará  una  sección  del  Tribunal  Supe- 
rior de  cuentas  del  Estado: 

El  Presidente  del  Tribunal  tendrá  la  ins- 
pección superior  sobre  la  sección  de  la  Con- 
taduría municipal,  y  conocerá  en  última  ins- 
tancia de  los  recursos  que  se  interpongan 
en  los  juicios  de  cuentas  de  este  Tribunal 

Art.  140.  La  sección  de  la  Contaduría 
municipal  se  organizará  con  el  personal  y 
sueldos  que  fije  el  presupuesto  general  de 
gastos  del  Estado.  Estos  empleados  serán 
nombrados  por  el  Poder  ejecutivo;  el  Conta- 
dor municipal  directamente  y  los  demás 
empleados  á  propuesta  de  éste. 

Art.  141.  El  Contador  municipal  tiene  la 
inmediata  jurisdicción  sobre  todas  las  ofici- 
nas que  administren  fondos  municipales. 

Podrá  visitar  por  sí  ó  por  medio  de  comi- 
sionados especiales,  las  oficinas  que  estén 
bajo  su  jurisdicción,  para  examinar  las  cuen- 
tas, uniformar  el  sistema  de  llevarlas  y  cer- 
ciorarse de  la  buena  y  exacta  recaudación 
de  las  rentas  y  su  legal  inversión. 

Art  142.  La  Contaduría  «municipal,  ade- 
más de  las  facultades  que  le  concede  la  ley, 
le  corresponde:  glosar  las  cuentas,  bacer 
reparos,  deducir  las  responsabilidades  con- 
siguientes, extender  finiquitos,  evacuar  los 
informes  que  oficialmente  se  le  pidan,  y 
dictar  todas  las  medidas  necesarias  para  la 
buena  administración  de  las  rentas. 


Siempre  que  el  Contador  municipal  ton- 
ga conocimiento  de  que  las  municipalida- 
des no  cumplen  con  los  deberes  que  la  lej 
les  impone  en  la  administración  económica 
de  sus  rentas,  ya  sea  por  negligencia,  por 
conducta  viciada  de  sus  miembros  ó  em- 
pleados, por  inversiones  fraudulentas  úotras 
causas  semejantes,  lo  pondrá  en  conoci- 
miento del  Gobernador  respectivo,  quien 
procederá  inmediatamente  a  la  averigua- 
ción del  "hecho  para  el  castigo  del  culpa- 
ble, poniéndolo  á  disposición  de  la  Auto- 
ridad ordinaria,  si  hubiere  delito,  ó  mul- 
tándole con  10  a  26  pesos,  si  fuera  una  fal- 
ta; ordenando  al  propio  tiempo  la  remoción 
del  empleado. ' 

Art.  143.  La  Contaduría  municipal  in- 
formará al  Ministro  de  la  Gobernación  cada 
semestre,  acerca  de<  sus  trabajos»  número 
de  cuentas  rendidas  y  el  valor  de  las  can- 
tidades reparadas;  y  al  fin  del  a  fio  pasará  qd 
i nf orine  general  para  que  se  dé  cuenta  al 
Poder  Legislativo. 

Art.  144.  La  Contaduría  municipal,  pa- 
ra la  glosa,  observará  el  procedimiento  si- 
guiente: 

Glosada  la  cuenta  y  hecho  el  pliego  de 
reparos,  lo  pe  mi  tira  al  Gobernador  respecti- 
vo para  que  lo  notifique  á  las  partea,  seña- 
lando el  mismo .  Contador  el  término  pru- 
dencial para  la  contestación. 

Recibida  ésta  en  la  Contaduría  si  se  hu- 
bieren desvanecido  los  reparos,  procederá 
á  dar  el  finiquito  de  solvencia;  pero  si  hu- 
biere lugar  á  resultas,  se  deducirán  pro- 
nunciando el  fallo  correspondiente  y  se  re- 
mitirá certificación  de  éste  al  Gobernador 
que  corresponda  para  que  haga  la  notifica- 
ción conforme  á  la  ley.  Si  las  partes  se  con- 
forman con  el  fallo  de  resultas,  ó  no  apela- 
ren dentro  de  los  tres  días  subsiguientes  á 
la  notificación,  el  Gobernador  devolverá  las 
diligencias  á  la  Contaduría  municipal;  si  sd 
apelare  las  devolverá  agregando  el  escrito 
en  que  se  interponga  el  recurso;  ó  haciéc- 
dolo  constar  en  la  notificación  si  se  inter- 
pusiere de  palabra.  La  Contaduría  admitirá 
el  recurso  si  se  hubiere  interpuesto  den- 
tro del  término  legal.  Si  no  se  hubiere  in- 
terpuesto el  recurso  en  tiempo  ó  se  hubie- 
ren conformado  las  parten  con  el  fallo,  la 
Contaduría  declarará  ejecutoriado  éste  ▼ 
lo  mandará  cumplir  por  medio  del  Goberna- 
dor respectivo. 

Admitido  el  recurso  se  emplazará  al  inte- 
resado si  se  presentare,  remitiéndose  el 
juicio  original  y  los  documentos  respectivos 
al  Presidente  del  Tribunal  superior  de  Cuen- 
tas, quien  asociado  del  Contador  de  glosa 
que  designe,  conocerá  del  recurso. 

El  Síndico  de  la  municipalidad  de  la  ca- 
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pital,  intervendrá  en  estos  recursos  en  re- 
presentación de  los  intereses  municipales, 
siempre  qae  el  representante  de  la  respecti- 
va municipalidad  no  haya  intervenido  en  el 
juicio  ó  en  el  recurso. 

Art.  146.  £1  Tribunal  de  apelación,  al 
recibir  el  expediente,  si  encontrase  proce- 
dente el  recurso  ordenará  un  traslado  á  los 
interesados  por  seis  días  para  que  expon- 
gan las  razones  en  que  se  apoya  su  recur- 
so. Esta  resolución  se  hará  saber  al  intere- 
sado si  ocurriese  á  la  oficina  y  al  Sindico 
municipal. 

Vencido  el  término  de  traslado,  si  el  in- 
teresado no  hubiere  devuelto  el  expedien- 
te, ó  lo  devolviere  sin  expresar  agravios, 
6  no  se  hubiere  mostrado  parte  en  el  re- 
curso, el  Tribunal  declarará  ejecutoriado 
el  fallo,  devolviéndolo  á  la  Contaduría  mu- 
nicipal para  que  lleve  adelante  su  ejecu- 
ción. 

Si  el  interesado  hubiere  hecho  uso  de  su 
derecho,  el  Tribunal  de  apelación,  con  vista 
Je  las  razones  expuestas  en  la  expresión 
de  agravios  y  previo  examen  de  la  cuenta 
de  documentación,  fallará  el  recurso  confor- 
me sea  de  derecho  dentro  de  ocho  días, 
devolviendo  el  expediente  original  y  la 
cuenta  á  la  Contaduría  municipal  con  cer- 
tificación del  fallo  para  su  ejecución. 

Art.  146.  Para  el  cumplimiento  de  la 
sentencia  ejecutoriada,  el  Gobernador  res- 
pectivo procederá  de  la  manera  siguiente: 
Prevendrá  al  deudor  ó  deudores  que  paguen 
dentro  de  tres  días  en  la  Alcaldía  respecti 
va;  si  verificaren  el  pago,  devolverá  las  dili- 
gencias al  Contador  municipal  con  certifica- 
ción del  entero  para  que  se  extienda  el  fini- 
quito de  solvencia;  si  no  pagaren  en  el  tér- 
mino señalado,  usará  del  apremio  personal, 
poniendo  á  los  detenidos  en  el  salón  muni- 
cipal ó  en  el  lugar  que  designe  la  municipa- 
lidad, y  no  podrá  exceder  de  seis  meses,  y 
en  caso  de  evasión  serán  reducidos  á  la  cár- 
cel pública. 

Además  del  requerimiento  de  pago  hecho 
al  deudor,  se  hará  en  su  caso  al  respectivo 
fiador,  siguiendo  contra  ambos  la  ejecución, 
y  se  apremiará  al  último  de  la  misma  mane- 
ra que  al  deudor  principal. 

Si  ni  el  deudor  principal,  ni  el  fiador  pue- 
den ser  habidos,  ó  si  vencido  el  término  del 
apremio  no  hubiere  verificado  el  pago,  se 
embargarán  sus  bienes  en  cantidad  suficien- 
te para  el  pago  y  serán  vendidos  conforme 
á  la  ley. 

Hecho  el  pago  en  la  Tesorería  respectiva, 
se  agregará  á  las  diligencias  la  certificación 
de  la  partida  y  serán  aquéllas  remitidas  á 
la  Contaduría  municipal  para  que  extienda 
el  finiquito. 


Art.  147.  El  Contador  municipal  podrá 
conceder  prórroga  en  las  contestaciones  de 
los  reparos,  cuando  crea  justas  las  solicitu- 
des de  los  interesados,  no  pudiendo  pasar 
de  un  mes. 

Art.  148.  £1  Contador  municipal  pondrá 
en  conocimiento  de  los  Gobernadores  la 
mala  inversión  que  note  respecto  á  los  fon- 
dos municipales,  para  que  tomen  las  provi- 
dencias convenientes,  pudiendo  seguir  por 
s(  las  informaciones  necesarias  sobre  las 
malversaciones  ú  otros  hechos  de  esta  na- 
turaleza y  dar  cuenta  al  Tribunal  respectivo. 

Art.  149.  En  los  casos  de  impedimento, 
excusa  ó  licencia  del  Contador  municipal, 
ejercerá  las  funciones  de  éste  el  Contador 
auxiliar  que  éste  designe,  con  aprobación 
del  Poder  Ejecutivo. 

TITULO  X 

DB  LOS  OOBKKNADORBS  Y  JEFES  DS  DISTRITO 

Art.  150.  Los  Gobernadores  y  Jefes  de 
distrito,  dentro  de  su  jurisdicción,  tendrán 
la  inspección  sobre  la  inversión  que  de  sus 
rentas  hagan  las  municipalidades,  sin  impe- 
dir sus  disposiciones  ni  atacar  su  indepen- 
dencia, debiendo  dar  cuenta  á  la  Contaduría 
municipal  de  las  faltas  que  notaren. 

Art.  151.  Las  municipalidades  enviarán 
en  la  primera  quincena  de  Enero  de  cada 
año  á  la  Gobernación  del  departamento  y  á 
la  Contaduría  municipal,  un  cuadro  de  to- 
dos los  bienes  raíces  que  le  pertenezcan,  con 
especificación  de  las  cantidades  que  pro- 
duzcan. 

Art.  152.  Los  dueños  de  establecimien- 
tos, animales  ú  objetos  que  deban  ser  ma- 
triculados conforme  á  la  ley  para  el  pago  de 
impuestos  municipales  y  no  lo  verificaren, 
pagarán  una  multa  del  tanto  al  triple  del 
valor  de  la  matricula,  sin  perjuicio  del  im- 
puesto sobre  los  objetos  no  matriculados. 

Art.  153.  El  funcionario  ó  empleado  que 
cobre  ó  reciba  impuestos  municipales  no 
comprendidos  en  los  arbitrios  ó  impuestos 
creados  en  favor  de  las  respectivas  munici- 
palidades, será  juzgado  como  reo  de  exac- 
ción ilegal  y  suspenso  inmediatamente  de 
sus  funciones  ó  empleo. 

TITULO  XI 

OBLIGACIONES    DS    l.OS     ALCALDES,    REGIDORES, 
8ÍNDI0O8  T  SECRETARIOS 

Art.  154.  Son  deberes  de  los  Alcaldes 
municipales: 

1.°  Convocar  á  los  individuos  de  la  Cor- 
poración municipal,  con  un  día  por  lo  menos 
de  anticipación,  para  que  concurran  á  las 
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sesiones,  tanto  ordinarias  como  extraordi- 
narias. 

2.°  Presidir  dichas  sesiones  y  dar  cuenta 
por  medio  del  Secretario  de  todos  los  asan- 
tos  que  sean  de  la  competencia  de  la  Cor- 
poración; 

3.*  Cumplir  y  bacer  cumplir  los  acuer- 
dos de  la  misma. 

4.°  Cuidar  de  la  policía  y  disponer  las 
rondas  nocturnas  de  la  población  por  medio 
de  los  Regidores,  Síndicos,  auxiliares  y  fuer- 
za urbana  y  aun  por  la  fuerza  armada  cuan- 
do fuere  necesario. 

5°  Vigilar  las  reuniones,  funciones  y  di- 
versiones públicas,  presidiéndolas  ó  hacién- 
dolas presidir  por  sus  agentes  y  guardar  el 
orden  en  ellas. 

6.°  Dictar  las  providencias  necesarias  y 
resolver  por  sí  sobre  todos  los  asuntos  de 
interés  público  que  corresponda  á  la  muni- 
cipalidad, cuando  ésta  no  haya  podido  reu- 
nirse "para  el  objeto,  ó  si  habiéndose  reunido 
no  hubiese  acordado  lo  conveniente,  confor- 
mando sus  actos  á  las  disposiciones  de  la 
ley,  y  sometiéndolas  á  la  aprobación  del 
municipio  en  su  próxima  sesión;  y 

7.°  Dar  cuenta  al  Gobernador  de  las  no- 
vedades que  ocurran  en  su  jurisdicción. 

Art.  155.  El  depósito  de  la  Alcaldía  mu- 
nicipal se  hará  por  las  respectivas  munici- 
palidades, excepto  en  el  caso  de  enfermedad 
ú  otro  motivo  grave,  en  que  el  Alcalde  podrá 
depositar  en  uno  de  los  Regidores  hábiles, 
prefiriéndoles  por  el  orden  de  su  nombra- 
miento, para  el  único  efecto  de  convocar  in- 
mediatamente á  la  municipalidad  para  que 
ésta  acuerde  el  depósito. 

Art.  15(5.  Los  Alcaldes  exigirán  las  certi- 
ficaciones de  buena  conducta  á  todo  indi- 
viduo que  procure  adquirir  domicilio  en  su 
jurisdicción,  quien  deberá  presentarla  den* 
tro  de  un  término  prudencial.  » 

Art.  167.  La  responsabilidad  pecuniaria 
de  los  Alcaldes  es  mancomunada  con  sus 
respectivos  Secretarios 

Art.  158.  Los  Alcaldes,  además  de  todas 
las  facultades  y  obligaciones  que  se  les  han 
detallado,  ejercerán  y  cumplirán  en  todo  lo 
que  les  corresponda  las  disposiciones  sobre 
policía,  obras  de  beneficencia  y  demás  que 
las  leyes  vigentes  les  encomienden. 

Art.  159.  Son  obligaciones  de  los  Regi- 
dores y  Síndicos,  asistir  á  las  sesiones  de 
la  Corporación  y  desempeñar  las  comisiones 
que  se  les  encomienden,  dando  cuenta  de 
su  desempeño  en  cada  sesión  según  esté 
mandado  y  bajo  los  apercibimientos  esta- 
idos. 

t.  160.  Los  Regidores  se  harán  cargo 
de  \k  Alcaldía  y  Juzgados  de  paz,  en  los 
casof  de  licencia,  enfermedad  de  los  Alcal- 


des y  Jueces  de  paz  propietario*,  y  sople- 
tes respectivamente,  ó  por  otro  motir.* 
grave. 

La  designación  corresponde  á  la  monu- 
palidad,  como  queda  dicho,  la  qne  hará  *¡i 
distribución  de  esos  servicios  de  manm 
proporcional. 

Art.  161.  Son  deberes  y  atribuciones  <r 
los  Síndicos: 

1.°  Representar  y  defender  en  juicio  i  i 
municipalidad,  interviniendo  en  tos  joicu 
de  resultas  que  interesen  á  la  Corporación 

2.°  Ejecutar  toda 'clase  de  deudores  oc- 
rosos de  contribuciones  y  rentas  mnnicif  i- 
les  en  la  forma  y  modo  correspondientes 

8.°  Solicitar  la  venta  de  los  inmueble 
que  la  Corporación  determine  enajenar,  de- 
biendo asistir  al  acto  del  remate. 

4.°  Cuidar  de  que  los  contratos  que  ceW- 
bre  la  municipalidad  se  ajusten  á  las  pres- 
cripciones legales. 

6.°  Examinar  y  fiscalizar  las  cuentas  rus 
nici pales  y  reclamar  ante  la  Contaduría  raí- 
nicipal  contra  las  inversiones  ilegales,  inde- 
bidas y  mal  comprobadas. 

6.°  Fiscalizar  la  conducta  de  los  émpi- 
dos y  poner  en  conocimiento  de.  la  miin¡<  - 
palidad  ó  Alcalde  las  faltas  que  notare. 

7.°  Dar  su  dictamen  de  palabra  ó  por 
escrito  en  todos  los  negocios  en  que  la  mo- 
nicipalidad  lo  exigiere. 

8.°  Concurrir  á  las  sesiones,  tomar  parte 
en  las  deliberaciones  y  dar  su  voto. 

9.°  Cuidar  especialmente  de  que  se  cou- 
pía  la  presante  ley,  reclamando  ante  la  mn- 
nici palidad  ó  ante  el  Gobernador  de  coi.- 
quiera  infracción. 

Art.  162.  Son  obligaciones  de  los  Secre- 
tarios: 

1.a  Asistir  á  las  sesiones  de  la  Corpora 
ción. 

2.a  Llevar  con  orden  y  aseo  los  libros  te 
actas  y  acuerdos  de  la  Corporación,  así  romo 
los  demás  registros  que  establecen  las  leve* 

3  *  Auxiliar  á  los  miembros  de  la  mun  - 
cipalidad  en  el  desempeño  de  las  comisione* 
que  se  les  encarguen. 

4.*  Cuidar  del  orden  y  conservación  J«-5 
archivo. 

5.a  Autorizar  todos  los  actos  de  la  Cor- 
poración y  los  del  Alcalde. 

6.a  Dirigir  y  vigilar  los  empleados  de  U 
Secretaría. 

'  7.a  Desempeñar  cualquier  otro  encarga 
que  las  leyes  les  atribuyan  ó  la  municipali- 
dad tes  confiera. 

8.a  No  permitir  que  se  extraiga  de  la  ofi- 
cina documento  alguno  sino  es  por  acuerdo 
de  la  municipalidad  ó  Alcaldía  y  siemprr 
bajo  de  conocimiento;  y 

9.a    Hacer  presente  á  la  municipalidad 


KSTaDO  D*L  SALVADOR  —  UfiY  Dliu  SAMO  MUNICIPaL 


401 


y  Alcaldes  con  la  debida  oportunidad,  todas 
las  disposiciones  que  conforme  á  la  ley  de- 
ban ser  ejecutadas  y  cumplidas  por  ellas. 

Art.  163.  Para  ser  Secretario  municipal 
se  requiere:  ser  ciudadano  en  ejercicio,  de 
honradez  notoria,  tener  más  de  veintiún 
afios  de  edad,  saber  leer  y  escribir,  y  ser 
patentado  conforme  al  art  14. 

No  podrán  ser  Secretarios  ni  empleados 
de  una  Corporación  municipal  los  miembros 
de  ella,  los  contratistas  de  obras  municipa- 
les, los  que  tengan  reclamos  pendientes  con- 
tra la  municipalidad,  ni  los  parientes  de  al- 
guno de  los  miembros  de  ésta  dentro  del 
cuarto  grado  civil  de  consanguinidad  ó  se- 
gundo dé  afinidad. 

TITULO  XII 

INCAPACIDADES,    BXCU8A8   T   LICENCIAS 

Art.  164.  Son  incapaces  para  desempeñar 
cargos  concejiles: 

1.°  Los  privados  ó  suspensos  de  los  de- 
rechos de  ciudadanía. 

2.°  Los  privados  de  administrar  sus  bie- 
nes por  disipación. 

3.°    Los  eclesiásticos  ordenados  in  sacris. 

4.°  Los  destiladores  y  patentados  para 
vender  aguardiente  y  sus. administradores  ó 
dependientes  en  el  lugar  en  que  lo  fueren. 

5.°    Los  ciegos. 

6.°     Los  mudos. 

7.°    Los  sordos. 

8.°    Los  mendigos. 

9.°    Los  menores  de  veintiún  años. 

10.  Los  que  no  sepan  leer  y  escribir. 

11.  Los  que  recibieren  sueldos  ó  pen- 
siones del  Tesoro  municipal  ó  tuvieren  cuen- 
tas que  rendirles,  y  los  empresarios  ó  con- 
tratatistas  de  obras  municipales,  ó  los  que 
tuvieren  reclamos  pendientes  contra  la  mis- 
ma Corporación. 

12.  Los  ebrios  habituales,  según  el  De- 
creto legislativo  de  18  de  Mayo  1896,  y  los 
tahúres  y  vagos  de  profesión. 

13.  Los  militares  en  actual  servicio. 

Art.  165.  Las  incapacidades  se  propon- 
drán ante  el  Gobernador  departamental  res- 
pectivo, por  el  interesado  ó  por  cualquier 
ciudadano;  y  averiguadas  que  sean,  aquel 
funcionario  declarará  la  existencia  de  ellas  y 
mandará  reponer  la  elección.  A  falta  de  de- 
nuncia, procederá  de  oficio  al  tener  cono- 
cimiento de  la  incapacidad  por  cualquier 
medio. 

El  procedimiento  será  sumario,  lo  mismo 
que  en  los  casos  del  art.  43. 

Art.  166.  Las  causas  de  incapacidad  an- 
tedichas que  sobrevengan  durante  el  ejerci- 
cio del  cargo,  ponen  fin  á  él. 

Legislación  universa  i.— América. 


Art.  167.  Pueden  excusarse  de  un  cargo 
concejil: 

l.o  Los  individuos  de  los  altos  poderes 
del  Estado. 

2.o    Los  que  no  tengan  dos  años  de  hueco. 

3.°  Los  que  no  tengan  vecindario  de  un 
año  en  el  lugar  de  la  elección. 

4.°  Los  empleados  públicos  de  cualquie- 
ra de  los  poderes  con  goce  de  sueldo. 

6.°    Los  mayores  de  sesenta  afios. 

6.°  Los  que  padezcan  enfermedad  cróni- 
ca grave  ó  tengan  otro  motivo  que  les  impi- 
da ocuparse  de  sus  asuntos  propios. 

7.°    Los  sirvientes  domésticos. 

8.°  Los  administradores  y  mayordomos 
de  hacienda  ó  fincas  rústicas. 

9.o    Los  mineros. 

10.  Los  maestros  de  escuela. 

1 1 .  Los  Hermanos  mayores,  Tesoreros  y 
Secretarios  de  las  Juntas  de  Caridad,  los  es- 
tudiantes y  directores  de  establecimientos 
de  enseñanza  superior;  y 

12.  Los  empleados  de  los  ferrocarriles 
nacionales  y  de  los  pertenecientes  á  empre- 
sas particulares  que  tuvieren  esta  excepción 
en  la  contrata  respectiva. 

Art.  168.  Toda  causal  de  excusa  será 
propuesta  dentro  de  los  ocho  días  subsi- 
guientes al  de  la  notificación  de  la  elección, 
ó  de  sobrevenir  dicha  causal,  ante  el  Gober 
nador  departamental  respectivo  para  su  ca- 
lificación. El  procedimiento  será  sumario  y 
la  resolución  definitiva,  apelable  para  ante 
el  Ejecutivo  dentro  del  término  de  ley. 

Siempre  que  alguno  ó  algunos  de  los  miem 
bros  de  la  municipalidad  se  excuse  legal - 
mente,  fallezca,  sea  depuesto,  se  haga  inca- 
paz ó  se  imposibite  para  el  ejercicio  del  car- 
go se  repondrá  la  elección,  si  ocurriere  du- 
rante el  primer  semestre;  si  la  causal  se  ve- 
rificare después,  no  se  repondrá  la  elección, 
y  la  municipalidad  distribuirá  entre  los 
miembros  existentes  las  obligaciones  de  los 
que  hayan  faltado;  salvo  que  éstos  sean  to- 
dos ó  más  de  un  tercio  de  los  miembros  de 
la  Corporación,  en  cuyo  caso  se  repondrán 
los  que  sean  necesarios  para  que  dicha  Cor 
poración  quede  organizada  con  los  dos  ter- 
cios del  número  que  debiera  tener  según  es- 
ta ley. 

Art.  169.  No  podrán  servir  en  un  mismo 
Concejo  municipal  los  que  fueren  parientes 
dentro  del  cuarto  grado  de  consanguinidad 
ó  segundo  de  afinidad. 

Si  resultaren  electas  personas  comprendi- 
das en  esta  prohibición,  será  nula  la  elección 
que  se  haya  hecho  por  el  menor  número  de 
sufragios;  y  en  caso  de  igualdad,  la  elección 
anterior  prevalecerá,  debiendo  ordenarse  la 
reposición  respectiva  en  ambos  casos. 

Art.  170.    Cuando  algún  individuo  resulte 
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electo  para  dos  cargos  concejiles,  prevalece- 
rá cualquiera  de  ellos  á  elección  del  agracia- 
do, debiendo  éste  ponerlo  en  el  acto  en  co- 
nocimiento del  Gobernador,  para  que  mande 
practicar  la  correspondiente  elección. 

Árt.  171.  La  persona  cuya  elección  se 
haya  declarado  nula  por  causas  de  incapa- 
cidad, ó  que  se  haya  calificado  de  legal  su 
excusa,  no  deberá  ser  electa  segunda  vez 
para  el  mismo  cargó,  si  aún  subsisten  moti- 
vos de  incapacidad  ó  excusa. 

Art.  172.  En  todo  contrato  ó  negociación 
que  las  municipalidades  celebren  con  perso- 
nas ó  empresas  se  considerará  invívita,  aun- 
que no  se  exprese,  la  cláusula  de  que  laem 
presa  y  negociación  será  siempre  salvadore- 
ña, aun  cuando  alguno  ó  todos  sus  miembros 
sean  extranjeros;  que  ios  extranjeros  que 
intervengan  en  aquéllas,  ya  como  contratan- 
tes, sucesores  ó  cesionarios  renuncian  su 
nacionalidad,  y  se  sujetan  única  y  exclusiva- 
mente á  las  leyes  y  Tribunales  del  Estado 
para  hacer  valer  sus  derechos;  y  que  en  nin- 
gún caso,  ni  por  pretexto  alguno,  tendrá  lu- 
gar la  reclamación  ó  intervención  de  agentes 
diplomáticos  extranjeros.  Las  empresas  ó 
negociaciones  que  se  contraten  con  las  mu- 
nicipalidades, no  podrán  traspasarse  en  nin 
gún  caso  á  favor  de  ningún  Gobierno  ex- 
tranjero. 

Art.  173.  La  municipalidad  puede,  siem- 
pre que  sea  conveniente,  nombrar  un  apode- 
rado general  ó  especial.  En  estos  casos 
designará  en  el  acta  respectiva  un  individuo 
de  su  seno,  para  que,  á  nombre  de  la  Corpo- 
ración, otorgue  el  respectivo  instrumento,  en 
el  que  se  insertará  el  acuerdo  municipal  que 
así  lo  dispone  certificado  por  el  Alcalde,  y  la 
credencial  del  municipal  designado. 

Art.  174.  Cuando  un  municipal  deba  ha- 
cerse cargo  de  una  judicatura  de  paz,  el  Juez 
de  primera  instancia  respectivo  se  dirigirá 
al  AÍcalde  avisándole  que  es  necesario  hacer 
la  designación.  El  Alcalde  reunirá  en  el  acto 
á  la  municipalidad  para  que  haga  la  elección 
entre  los  Regidores  por  su  orden,  no  pu- 
diendo  ser  designados  ni  el  Alcalde  ni  el 
Síndico. 

Art.  175.  Los  Alcaldes  se  arreglarán  para 
el  procedimiento  gubernativo  á  lo  dispuesto 
en  los  arte.  31  y  32  de  la  Ley  del  Régimen 
político  codificado. 

Art.  176.  El  Poder  Ejecutivo,  sin  per- 
juicio de  lo  dispuesto  en  el  art.  32,  podrá 
nombrar  Inspectores  que,  por  lo  menos  dos 
veces  al  afío,  revisen  en  cada  población  los 
archivos  de  las  Tesorerías,  y  en  general  todo 
lo  relativo  al  Gobierno  local,  dando  cuenta 
al  respectivo  Gobernador  y  a  la  Contaduría 
municipal  en  la  parte  relativa  á  las  cuentas. 

Los  Gobernadores,  con  vista  del  informe 


y  previa  audiencia  de  los  interesado»,  im- 
pondrán multas  hasta  de  2ñ  pesos  a  Joafnn 
cionarios  y  empleados  municipales  que  ha- 
yan infringido  las  disposiciones  de  esta  ley, 
sin  perjuicio  de  remover  á  Jos  últimos  si  ti 
falta  fuere  grave. 

Art.  177.  Todas  Las  multas  impuestas  ea 
virtud  de  esta  ley  serán  exigidas  gubernati- 
vamente dentro  de  tercero  día  de  notificadas 
y  se  harán  efectivas  sin  perjuicio  d»  los  re- 
cursos que  interpongan  los  interesados,  é  m* 
gresarán  á  loa  fondos  municipales  de  la  po- 
blación á  que  pertenezca  el  multado.  Si  en 
virtud  del  recurso  que  se  interponga  se  le- 
vantare la  multa,  a\  Gobernador  prevendrá 
al  respectivo  Alcalde  sn  devolución  por  me- 
dio de  la  Tesorería  respectiva,  inmediata- 
mente. 

Art.  178.  Las  municipalidades,  en  virtud 
del  Gobierno  que  ejercen,  tienen  facultad 
para  suspender  provisionalmente  á  malquie- 
ra de  sus  miembros  que  en  el  ejercicio  d* 
sus  funciones  ó  en  el  numpli  miento  de  una 
comisión  cometa  algún  delito  ó  falta  grave, 
sin  perjuicio  de  dar  cuenta  á  la  autoridad 
correspondiente  del  delito  ó  falta,  para  su 
juzgamiento. 

La  suspensión  será  acordada  previa  in- 
formación, que  seguirá  la  propia  municipa- 
lidad constituida  en  sesión,  oyendo  el  dicta- 
men de  dos  de  sus  miembros  y  las  razones 
que  el  denunciado  exponga  en  su  defensa 

Art.  170.  En  todos  los  casos  en  que  loe 
Alcaldes,  ó  cualesquiera  de  los  miembros  de 
un  municipio,  hayan  cometido  algún  delito 
oficial  ó  común,  serán  juzgados  por  el  Juez 
de  primera  instancia  respectivo,  y  decretada 
la  detención,  quedarán  por  el  mismo  hecho 
depuestos  del  cargo.  En  este  caso,  el  Jues 
comunicará  el  auto  de  detención  al  Gober- 
nador respectivo,  para  que  mande  reponer 
la  elección  si  hubiere  lugar. 

Art.  180.  Quedan  suprimidas  las  costas 
en  las  Alcaldías  municipales;  y  tanto  los  Al- 
caldes como  sus  Secretarios  no  las  cobrarán 
en  lo  sucesivo,  ni  aun  en  los  juicios,  expe- 
dientes y  demás  diligencias,  de  cualquiera 
clase  que  sean,  que  instruyan  conforme  á  las 
leyes,  bajo  la  pena  de  25  pesos  de  malta  por 
cada  infracsión. 

Art.  181.  Queda  derogada  la  ley  del  ramo 
municipal  de  1?  de  Mayo  de  1896,  lo  mismo 
que  el  Reglamento  de  recaudación  é  inver- 
sión de  las  rentas  municipales  de  9  de  No- 
viembre de  1896,  y  todas  las  disposiciones 
que  se  opongan  a  la  presente  ley. 

Leyes  de  papel  sellado  j  timbres.— Be- 
formas  introducidas  por  la  de  18  de  Mayo 
de  1897. 

Nota.    Carecen  de  interés  general. 
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Impuesto  sobre  alcoholes.— Ley  de  18  de 

Wlayo  de  1897. 

Articulo  1.°  Establécese  el  impuesto  de 
siete  centavos  en  cada  botella  de  aguar- 
diente  que  se  destile  y  que  se  expenda  ó 
extraiga  de  los  depósitos  nacionales  y  que 
pagarán  los  destiladores. 

Art.  2.°  Los  patentados  para  la  venta  de 
licores  fuertes  extranjeros,  pagarán  como 
sobre  impuesto,  cincuenta  pesos  mensuales. 

Art.  3.°  Estos  impuestos  serán  paghdos 
en  bonos  del  tres  por  ciento.  Los  bonos  del 
tres  por  ciento  no  tendrán  otra  amortización. 

Derechos  de  importación  de  la  loza  y 
porcelana. — Ley  de  18  de  Mayo  de  1897. 

Artículo  único.  Auméntase  el  aforo  de  la 
loza  y  porcelana  que  se  importe,  á  14  y  18 
centavos  el  kilo  respectivamente. 

Ley  de  extranjería. — Reformas  introdu- 
cidas por  la  de  22  de  Mayo  de  Í897. 

Artículo  único.  Decretan  se  las  siguientes 
reformas  á  la  Ley  de  extranjería: 

Art.  29,  inciso  2.°  Se  reforma  así:  «El  de 
recurrir  á  la  protección  de  su  propio  sobe- 
rano por  la  vía  diplomática,  conforme  á  las 
leyes». 

Art.  39.  Se  le  agrega:  «La  apelación  á  la 
vía  diplomática  sólo  tendrá  por  objeto  hacer 
que  se  cumplan  las  leyes  del  Estado». 

Art.  52.  Se  reforma  así:  «Cuando  un  ex- 
tranjero cometa  un  delito  contra  las  seguri- 
dades exteriores  del  Estado,  ó  de  rebelión 
ó  sedición,  ó  se  le  descubran  trabajos  que 
tiendan  á  efectuar  dichos  delitos,  ó  para 
causar  disensiones  civiles  al  país,  podrá  el 
Gobierno  expulsarlo  en  la  forma  gubernativa 
como  extranjero  pernicioso  *6  someterlo  á 
juicio  conforme  á  las  leyes  comunes. 

También  serán  expulsados  del  territorio 
del  Estado  como  extranjeros  perniciosos, 
los  extranjeros  que  de,  cualquier  manera 
•ejerzan  ó  hagan  contrabando  en  mercade- 
rías ó  cualquier  otra  clase  de  artículos,  fa- 
bricación de  éstos,  etc.,  incurriendo  en  la 
misma  pena  los  cómplices  ó  encubridores. 
El  procedimiento  para  efectuar  lo  dispuesto 
en  este  inciso  será  también  gubernativo  y 
del  resorte  del  Ministerio  de  lo  Interior,  todo 
sin  perjuicio  del  decomiso  de  las  mercade- 
rías, cosas  ú  objetos  sobre  que  recaiga  el 
contrabando  y  las  ó  los  que  estén  adheridos 
para  encubrirlo,  conforme  á  las  leyes  de 
Hacienda,  en  lo  que  no  se  opongan  á  esta 
disposición.  El  Ejecutivo  podrá,  sin  embar- 
go, someter  á  los  contrabandistas  y  sus  cóm- 
plices á  juicio  conforme  á  las  leyes  comunes, 


si  así  le  pareciere  más  conveniente.  Tam- 
bién serán  considerados  como  extranjeros 
perniciosos  para  no  permitirles  su  estable- 
cimiennto  en  el  país  á  los  indígenas  ú  origi- 
narios de  la  China.  Esta  disposición  no  com- 
prenderá á  los  ya  establecidos  en  el  país. 

Art.  57.  En  toda  contrata  que  se  celebre 
por  el  Gobierno  ó  corporaciones  del  Estado 
con  extranjeros  ó  compañías  extranjeras,  lo 
mismo  que  en  toda  clase  de  traspasos  de 
contratas  y  en  las  demás  concesiones  qne 
se  les  hagan  á  los  extranjeros  de  cualquiera 
naturaleza  que  sean,  se  hará  constar  expre- 
samente que  el  empresario  ó  empresarios, 
empleados,  accionistas  y  funcionarios  co- 
rrespondientes, serán  considerados  siempre 
vomo  salvadoreños  en  todos  los  asuntos  res- 
pectivos de  la  empresa  que  se  funde  por 
consecuencia  de  la  contrata  ó  concesión,  y 
que  por  lo  mismo  estarán  sujetos  exclusiva- 
mente á  la  jurisdicción  de  los  Tribunales 
del  Estado  en  los  negocios  cuya  causa  y 
acción  tengan  lugar  dentro  de  su  territorio» 
Los  extranjeros  y  los  sucesores  de  éstos 
que  tomaren  parte  en  las  empresas,  conce- 
siones y  contratas  con  cualquier  carácter, 
no  podrán  alegar  nunca,  respecto  de  los 
asuntos  relacionados  con  las  referidas  em- 
presas, concesiones  y  contratas  de  cualquier 
género  que  sean  éstas,  derechos  de  extran- 
jería bajo  cualquier  pretexto  que  sea,  y  sólo 
tendrán  los  derechos  y  medios  de  hacerlos 
valer  que  las  leyes  del  Estado  conceden  á 
los  salvadoreños,  sin  que  por  consiguiente 
puedan  tener  ingerencia  alguna  los  agentes 
diplomáticos  extranjeros.  La  omisión  de  lo 
dispuesto  en  este  artículo,  produce  nulidad 
de  las  respectivas  concesiones,  contratas  ó 
convenios,  sin  perjuicio  de  imponer  al  car- 
tulario ante  quien  se  formalicen  aquellos 
actos,  por  el  solo  hecho  de  omitir  lo  dis- 
puesto, nna  multa  que  no  bajará  de  500  á 
1.000  pesos.  Esta  multa  la  impondrá  la  au- 
toridad que  conozca  del  juicio  de  nulidad, 
mandando  que  ingrese  á  los  fondos  munici- 
pales del  lugar  donde  se  entable  el  juicio. 

Expropiación  forzosa  para  construc- 
ción deferroearrilles.— Ley  de  22  de  Ma- 
yo de  1897  (1). 

Artículo  1.°  La  expropiación  de  los  te- 
rrenos que  sean  necesarios  para  la  construc- 


(1)  Dictada  considerando  que  la  Ley  de  Ex- 
propiación vi^eute  contiene  trámites  muy  com- 
plicados y  dilatorios  que  embarazan  la  pronta 
construcción  de  los  ferrocarriles  del  Estado,  cuyas 
obras  son  de  utilidad  pública  notoria,  y  que  la 
experiencia  ensena  que  los  propietarios  casi  sisa»» 
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ción  de  los  ferrocarriles,  será  decretada  por 
el  Gobernador  del  departamento  respectivo, 
previa  audiencia  en  la  forma  sumaría  del 
expropiado  y  en  virtud  de  escrito  que  se  pre- 
sente por  el  solicitante,  acompañado  del  in- 
forme del  Ingeniero  constructor  y  del  trazo 
de  la  linea. 

Si  hubiere  oposición  por  parte  de  la  per- 
sona cuya  sea  la  propiedad  que  se  ha  de  ex 
propia r,  el  Gobernador  la  tramitará  conce- 
diendo á  aquélla  ocho  días  fatales  para  com- 
probar los  hechos  alegados.  Concluido  él 
tiempo  de  prueba,  el  Gobernador,  sin  otro 
trámite,  resolverá  lo  conveniente,  según  el 
mérito  de  las  pruebas  aducidas.  lia  resolu- 
ción final  en  todo  caso  será  publicada  en  el 
periódico  oficial. 

Art.  2.°  Declarada  la  expropiación,  pro- 
cederá el  Gobernador  al  valúo  del  terreno  ó 
propiedad  que  necesariamente  debe  ocupar- 
se para  los  ferrocarriles,  por  dos  peritos 
nombrados,  uno  por  el  expropiador  y  otro 
por  el  expropiado,  ó  por  dicho  funcionario 
en  caso  que  las  partes  no  hagan  el  nombra- 
miento en  el  acto  de  prevenírseles  para  el 
efecto. 

Si  hubiere  discordia  entre  los  peritos,  y 
las  partes  no  nombraren  en  el  acto  un  ter- 
cero que  la  dirima,  el  Gobernador  hará  de 
oficio  el  nombramiento.  La  opinión  del  ter- 
cero, cualquiera  que  fuere,  será  el  valúo  de- 
finitivo. 

Art.  8.°  El  expropiador  depositará  en  un 
Banco  del  Estado  á  la  orden  del  expropiado, 
la  cantidad  que  fijen  los  peritos  como  precio 
de  la  indemnización,  y  en  seguida  procederá 
el  Gobernador  á  dar  al  solicitante  la  pose- 
sión respectiva  de  la  propiedad  particular 
que  se  necesite,  cuya  posesión  le  servirá  de 
título  de  propiedad. 

Art.  4  o  Las  resoluciones  del  Goberna- 
dor que  declaren  la  expropiación  ó  manden 
dar  la  posesión  de  la  cosa  expropiada,  sólo 
son  apelables  para  ante  el  Poder  Ejecutivo 
en  el  efecto  devolutivo,  siendo  inapelable 
cualquiera  otra  providencia  que  se  dicte  en 
el  asunto. 

Presupuesto  general  de  ingresos  y  egre- 
sos de  la  Administración  pública  para  1897. 
—Ley  de  4  de  Junio  de  1897. 

RESUMEN  DE  LOS  GASTOS 

Peaoe. 


Asamblea  nacional 
Presidencia  del  Estado. 


77.618 
67.620 


pre  tienen  pretensiones  exagerada*,  exigiendo 
fuertes  sumas  por  indemnización,  siendo  equitati- 
vo que  las  pérdidas  y  perjuicios  se  compensen  con 
loa  beneficios  que  reportan. 


Pe«o«. 

Cartera  de  Gobernación 1.424.861 

Id.  de  Instrucción  pública 1.019.948 

Id.  de  Beneficencia S69.81 6 

Id.  de  Hacienda 616.696*10 

Id.  de  Crédito  público iMMWfi 

Id.  de  Fomento 1.911.68766 

Id.de  Justicia 460.488 

Id.  de  Guerra  yJtfarina 9.276.969 


9.846.649*04 


COMPARACIÓN 

Suman  los  ingresos 9.803.719 

ídem  los  gastos    administra- 
tivos      9.846.649*04 


Diferencia  en  contra  del  fisco.         42.830*04 

DISPOSICIÓN  BS   GENERALES 

Art.  130.  Las  oficinas  de  Hacienda  en  U 
parte  que  les  corresponde  y  para  laa  cuen- 
tas de  gastos  en  el  servicio  administrativo, 
adoptarán  en  sus  libros  principales  la  mis- 
ma nomenclatura  de  loe  diez  títulos  de  qoe 
se  compone  la  segunda  parte  de  esta  ley;  y 
para  los  detalles  en  los  libros  auxiliares,  se- 
guirán también  la  que  tiene  cada  capítulo. 

Para  las  rentas  llevarán  laa  cuentas  con 
el  nombre  de  las  contribuciones  que  corres- 
ponden. 

Art.  181.  La  Contaduría  mayor  llevar» 
un  libro  para  detallar  los  gastos  eventuales 
que  se  autoricen  para  cada  una  de  las  Car- 
teras de  Estado,  poniendo  á  cada  documen- 
to el  Revisado  respectivo,  pero  solamente  en 
el  limite  que  marca  este  presupuesto,  y  U 
Tesorería  geneaal  y  demás  oficinas  de  Ha- 
cienda que  manejen  caudales  del  fisco,  no 
atenderán  á  pago  alguno  sin  este  requisito. 

Art.  132.  La  presente  ley  comenzará  á 
regir  el  día  16  del  próximo  mes  de  Junio. 

Instrucción  secundaria  privada.— Re- 
glas sancionadas  por  Decreto  de  6  de  Octo 
brede  1897. 


Artículo  l.o  Todo  Director  de  < 
secundaria  que  pretendiera  la  equivalencia 
de  los  estudios  de  su  plantel  á  los  del  Insti- 
tuto nacional,  deberá  estar  provisto  del  ma- 
terial siguiente: 

a)  Para  el  primer  curso:  Un  muestrario 
del  sistema  Métrico  decimal. 

6)  Para  el  segundo  curso:  Un  pequeño 
gabinete  de  Historia  natural,  cuadros  mura- 
les de  la  misma,  y  una  colección  también 
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mural  de  mapas  geográficos,  que  ron  atará  de 
un  ni  apa- retundí  y  cinco  correspondí  en  tea  á 
las  cinco  partes  del  mundo. 

c)  Para  el  tercer  curso;  Un  gabinete  de 
Física  experimenta]  compútalo  del  número 
de  aparatos  que  conate  en  La  minuta  que  pu- 
blicará el  Director  del  Inatituto  jtacioual,  y 
una  colección  de  sólidos  geométricos. 

d)  Para  eL  cuarto  curso:  Un  juego  de  es- 
feras terrestre,  celeste  y  arniillar,  y  un  sis- 
reina  planetario. 

Art.  2,°  Los  establecimientos  que  en  la 
actualidad  están  antorizadoa  deberán  estar 
provistos  dentro  de  aeia  meaes  de  los  útiles 
-arriba  mencionados,   sin  cuyo  requisito  se 


les  cancelará  la  autorización  y  la  subvención 
que  tuvieren. 

A  r  t ,  3 .°  Una  Co  ra  ia  i  ó  n  no  ui  brad  a  a  I  e  f  ec- 
to  por  el  Ministerio  de  Instrucción  pública, 
informará  al  Gobierno  si  el  plantel  ya  auto- 
rizado, ó  que  pretenda  la  autorización,  llena 
los  requisitos  arriba  expuestos. 

Art.  4.°  Para  aer  Profesor  de  enseña  usa 
secundaria  se  necesita  ser  por  lo  menos  Ba- 
chiller en  Ciencias  y  Letras  de  eate  Institu- 
to nacional,  excepto  para  el  profesorado  de 
idiomas. 

Art  6 o  El  présenle  decreto  es  parte  in- 
tegrante del  Reglamento  de  enseñanza  se- 
cundaria. 


RE  PUBLICA  DE  GUATEMALA 


LEYES  Y  DECRETOS  PUBLICADOS  EN  1897 


Reglamento  internacional  para  evitar 
loe  abordajes  en  el  mar.  —  Ley  de  12  de 

Abril  de  1897. 

Artículo  único.  Apruébase  el  Decreto  nú- 
mero 526  emitido  por  el  Ejecutivo  ron  fecha 
31  de  Diciembre  de  1896,  en  que  el  Gobierno 
de  la  República  adopta  como  ley  las  dispo- 
siciones del  Congreso  americano  de  19  de 
Agosto  de  1890,  para  evitar  colisiones  en  el 
mar  (1). 

Contratación  de  un  empréstito  de  dos 
millones  de  libras  esterlinas. — Ley  de  27 

«le  Abril  de  1897. 

Artículo  l.o  Se  autoriza  al  Gobierno  para 
que  sobre  las  bases  más  equitativas  y  con- 
venientes para  la  Nación,  contrate  en  el  ex- 
tranjero un  empréstito  de  dos  millones  de  li- 
bras esterlinas. 

Art.  2.°  El  Gobierno  debe  emplear  el 
producto  de  este  empréstito  única  y  exclu- 
sivamente en  terminar  el  ferrocarril  del 
Norte  y  las  obras  emprendidas  en  el  puerto 
de  Iztapa. 

Art.  8.°  La  amortización  del  empréstito 
deberá  ser  á  largos  plazos,  procurando  efec- 
tuarla de  modo  que  su  total  cancelación  sea 
en  un  plazo  no  menor  de  veinte  afios. 

Art.  4.°  Este  empréstito  será  llamado,  á 
juicio  del  Ejecutivo,  á  medida  que  lo  exijan 
las  necesidades  de  las  obras  á  que  se  destina. 


(1)  Véase  su  texto  en  el  Anuario  de  Legis- 
lación y  Jurisprudencia  española  de  189*7,  pág.  108 
y  siguientes. 


Art.  6.0  El  Gobierno  podrá  ofrecer  como 
garantía  la  propia  línea  del  Norte  con  sus 
terrenos  y  pertenencias,  y  las  obras  nacions- 
les  del  puerto  de  Iztapa. 

Art.  ó  °  Para  el  servicio  del  em prestito t 
por  el  término  que  fuere  necesario,  podrí 
el  Gobierno  disponer: 

I.  De  las  cantidades  y  rentas  asignadas 
al  ferrocarril  del  Norte  por  decreto  legisla- 
tivo  número  207,  con  exclusión  del  descuen- 
to de  sueldos  de  empleados  y  el  6  por  100 
de  rentas  municipales  cuando  cese  el  térmi- 
no que  fija  dicha  ley,  en  concepto  de  que 
durante  el  período  en  que  subsista  el  tres 
por  millar  adicional  consignado  al  ferro- 
carril no  se  rectificará  la  matrícula  de  in- 
muebles. 

II.  Del  20  por  100  en  oro  de  loe  derechos 
de  importación. 

III.  De  los  rendimientos  de  la  explota- 
ción del  ferrocarril  del  Norte  y  puerto  de 
Iztapa  y  del  producto  en  venta  de  los  terre- 
nos anexos  á  dicha  empresa.  El  excedente 
que  resultare  de  estas  rentas,  deducido  el 
servicio  del  empréstito,  se  aplicará  al  pago 
de  los  intereses  y  amortización  de  los  bonos 
de  la  vía  férrea  del  Atlántico. 

Art.  7.°  Kl  Gobierno  dará  cuenta  detalla- 
da á  la  Asamblea  de  la  presente  negociación 
en  las  próximas  sesiones. 

Reforma  del  art.  322  de  la  Ley  Orgánica 
de  Instrucción  pública.  —Ley  de  8  de  Mayo 
de  1897. 

Artículo  único.  Queda  reformado  en  e§- 
tos  términos  el  art.  322  de*  la  ley  citada: 
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c  Art.  822.  La  Dirección  ó  Superintenden- 
cia de  Instrucción  pública  en  los  departa- 
mentos corresponde  á  los  Inspectores,  quie- 
nes deberán  ser  Profesores  titulados,  y  ha- 
ber servido  en  el  ramo,  por  lo  menos  un  ano, 
á  satisfacción  del  Ministerio  respectivo 

Corso  forzoso  de  los  billetes  de  Banco. 

— Decreto  de  21  de  Mayo  de  1897. 

Artículo  1.°  Relévase  á  los  Bancos  legal- 
mente  establecidos  en  el  país,  de  la  obliga- 
ción que  tienen  de  verificar  sus  pagos  en 
moneda  corriente  de  plata  ú  oro,  facultán- 
dolos para  hacerlos  con  sus  propios  billetes, 
aunque  haya  estipulación  en  contrario,  y 
para  que,  con  los  mismos  billetes,  llenen  la 
falta  de  numerario. que  pudiera  sentirse. 

Art.  2.°  Las  concesiones  á  que  se  refiere 
el  artículo  precedente,  se  limitan  á  los  pa 
gos  ú  operaciones  que  practiquen  los  Ban- 
cos desde  esta  fecha  hasta  el  81  de  Diciem- 
bre del  año  en  curso,  debiendo  el  1.°  de 
Enero  de  1898  restablecer  sus  pagos  en 
moneda  efectiva,  como  lo  han  verificado 
hasta  ahora. 

Art.  3.°  Los  billetes  emitidos  y  que  se 
emitan  por  los  Bancos  mencionados,  serán 
de  curso  forzoso  en  todos  los  pagos  y  tran- 
sacciones públicas  y  privadas,  y  se  conside-' 
rarán  lo  mismo  que  si  fuera  moneda  metá- 
lica efectiva  en  los  pagos  que  en  ese  concep- 
to se  hagan  en  las  oficinas  nacionales  y  en- 
tre particulares. 

Art.  4.*  El  Gobierno  queda  subsidiaria- 
mente responsable  al  pago  de  los  billetes 
que  circulen,  procedentes  de  los  Bancos  ex- 
presados 

Art.  5.°  Queda  autorizado  cada  uno  de 
dichos  establecimientos  para  emitir  billetes 
pagaderos  al  portador  hasta  por  una  canti- 
dad equivalente  al  valor  de  su  existencia  en 
moneda  de  plata  ú  oro  y  del  60  por  100  á 
que  ascienda,  en  esta  fecha,  el  valor  de  sus 
documentos  en  cartera,  cuyo  vencimiento 
no  pase  del  31  de  Diciembre  próximo,  pre- 
via verificación  que  haga  un  delegado  del 
Ministerio  de  Hacienda,  acompañado  de  dos 
Directores  de  los  Bancos,  sorteados  entre 
sus  compañeros. 

Art.  6.o  El  Ministro  de  Hacienda  y  Cré- 
dito público  queda  encargado  de  la  ejecu- 
ción de  este  Decreto. 


Tratado  de  extradición  de  malhechores 
entre  Guatemala  y  España,  ratificado  por 
Ley  de  10  de  Mayo  de  1897. 

Nota»  Véase  su  texto  en  el  Anuario  dé 
Legislación  y  Jurisprudencia  española  co- 


rrespondiente  á   1897,    páginas   100  y   si 
guientes. 

Tratado  de  Unión  Cen tro- Americana.— 

Decreto    de    aprobación    de    16   de  Junio 
de  1897. 

José  María  Reina  Barrios,  General  de  Di- 
visión y  Presidente  constitucional  de  la  Re- 
pública de  Guatemala. 

Considerando  que  los  señores  Plenipo- 
tenciarios, delegados  al  Congreso  Jurídico 
Centro-Americano,  han  suscrito,  de  común 
acuerdo  el  día  de  ayer,  un  Tratado  sobre 
puntos  constitucionales  y  arbitraje,  en  el 
cual,  teniendo  en  mira  los  bien  entendidos 
intereses  generales  de  todas  las  Repúblicas 
de  Cen  tro- América,  y  armonizándolos  con- 
venientemente con  los  particulares  de  cada 
una  de  ellas,  se  consignan,  entre  otras  dis- 
posiciones de  importancia,  las  bases  que 
han  de  regir  para  unificar  desde  luego  su 
derecho  público  constitucional  y  su  repre- 
sentación en  el  exterior,  y  preparar  de  un 
modo  eficaz  y  práctico  su  definitiva  unión 
política  en  días  no  lejanos. 

Que  las  estipulaciones  del  Tratado  en  re- 
ferencia son  justas,  racionales  y  equitativas; 
se  hallan  conformes  con  lo  que  dispone  la 
Carta  fundamental  de  la  República  y  los 
principios  del  derecho  moderno,  y  tienen 
un  objeto  eminentemente  simpático  y  no- 
ble, cual  es  el  de  aproximar  lo  más  posible 
la  anhelada  reorganización  de  la  patria  co- 
mún, y  que  á  la  realización  de  ese  elevado 
ideal  del  patriotismo,  por  medios  pacíficos 
y  de  recíproca  utilidad,  están  obligados  á 
cooperar  todos  los  buenos  centro-america- 
nos y  especialmente  aquellos  á  quienes  es- 
tos pueblos  tiene/u  confiada  la  dirección  de 
sus  destinos  y  el  cuidado  de  promover  todo 
lo  que  conduzca  á  su  progreso  y  prosperidad; 
por  tanto,  de  acuerdo  con  el  parecer  del 
Consejo  de  Ministros  y  en  uso  de  las  facul- 
tades que  ejerce,  decreta: 

Artículo  único.  Apruébanse  los  cuarenta 
y  dos  artículos  que  forman  el  Tratado  de 
que  antes  se  ha  hecho  mérito,  sin  perjuicio 
de  someterlo  oportunamente  a  la  Asamblea 
nacional  constituyente  que  se  convoque 
para  los  efectos  legales  (1). 


(1)  La  Asamblea  convocada  en  18  de  Junio 
de  1897  otorgó  su  aprobación  á  este  Tratado  y 
sancionó  las  oportunas  reformas  en  la  Carta  fun- 
damental.—(Véase  la  ley  de  80  de  Junio  de  1897). 
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Reglamento  para  la  elección  de  Diputa- 
dos á  la  Asamblea  constituyente  (1),  apro- 
bado por  Decreto  de  18  de  Junio  de  1897. 

TÍTULO  PRIMERO 

CALIDADES  DB   LOS    ELECTOR 88 

Artículo  r.°  Son  electores:  1.°  Los  gua- 
temaltecos mayores  de  ventiún  años  que  se- 
pan leer  y  escribir  ó  que  tengan  renta,  ofí 
ció,  industria  ó  profesión  que  les  propor- 
cione medios  de  subsistencia;^.0  Todos  los 
que  pertenecen  al  ejército,  siendo  mayores  de 
diez  y  ocho  años;  3  o  Los  mayores  de  diez  y 
ocho  años  que  tengan  un  grado  ó  título  lite- 
rario, obtenido  en  los  establecimientos  na- 
cionales. 

Art.  2.°  Están  excluidos  del  derecho 
electoral:  1.°  Los  que  se  hallaren  suspensos 
en  los  derechos  de  ciudadano,  por  auto  de 
prisión  formal  ó  por  tener  condena  corporal 
pendiente;  2.°  Los  que  habiendo  sido  indul 
tados  de  pena  corporal,  aun  no  hubieren  ob- 
tenido rehabilitación  con  arreglo  al  párrafo 
4.°  título  3.°  del  Código  de  Procedimientos 
en  materia  criminal;  8.°  Por  enajenación 
mental  ó  interdicción  judicial. 

TÍTULO  n 

CALIDAD  DB    ELEGIBILIDAD 

Art.  8.°  Para  ser  electo  Diputado  se  re- 
quiere estar  en  ejercicio  de  los  derechos  de 
ciudadano  y  tener  más  de  veintiún  años. 

Art.  4.°  No  podrán  ser  electos  Diputados 
los  contratistas  de  obras  ó  servicios  públi- 
cos de  cualquiera  clase,  que  se  costeen  con 
fondos  del  Estado  y  los  que  de  resultas  de 
tales  contratas  tengan  pendientes  reclama- 
ciones de  interés  propio. 

Tampoco  podrán  serlo  los  Secretarios  de 
Estado;  y  por  el  departamento  ó  distrito 
electoral  en  que  ejercen  sus  funciones,  los 
Jefes  políticos,  Comandantes  de  armas,  Jue- 
ces de  primera  instancia,  Administradores 
de  rentas  públicas  y  ministros  de  los  cultos. 

TÍTULO  ni 

DB  LAS  KLK00IO9B8 

Art.  6.°  El  día  4  de  Julio  próximo  veni- 
dero cada  municipalidad  hará  publicar  por 


(1)  Esta  Asamblea  fué  convocada  para  delibe- 
rar sobre  el  Tratado  de  Unión  centro-americana 
celebrado  en  15  de  Junio  de  189*7,  para  que  en  su 
caso  introdujera  en  la  Ley  Fundamental  de  la  Re- 
pública las  reformas  consiguientes. 


bando  que  el  8  del  mismo  Julio,  en  la  cabe- 
cera del  distrito,  se  instalará  ana  Jnnta  ar- 
te la  cual  deben  ir  á  votar  los  ciudadanos, 
entregando  cada  cual  su  rertitiracriori 
inscripción  como  tales  en  el  Registro  civil, 
sin  cuyo  requisito  no  podrán  votar.  Eati 
certificación  deberá  ser  reciente,  eato  es,  de 
tres  meses  á  lo  sumo  de  expedida  cuando 
se  use. 

Art.  6.°  La  Junta  de  qne  se  ha  hecho 
mérito  se  compondrá  de  tres  vecinos  de  re- 
conocida honorabilidad,  designados  por  el 
Alcalde  primero  ó  el  segundo  de  la  cabecera 
del  distrito  ó  el  Juez  municipal  de  la  misan 
en  su  caso,  quienes,  uno  en  defecto  de  otro, 
presidirán  la  Jnnta,  haciendo  de  Secretario 
el  de  la  municipalidad  respectiva  ó  el  del 
Juez  municipal  que  presida. 

Si  por  el  considerable  número  de  ciuda- 
danos que  concurran,  no  fuere  posible  que 
la  Junta  reciba  todas  las  votaciones,  se  au- 
toriza á  los  Jefes  políticos  para  que  esta- 
blezcan una  ó  dos  Juntas  sucursales  presi- 
didas por  los  Alcaldes  segundo  y  tercero  ó 
por  el  Regidor  más  antiguo  y  con  un  Secre- 
tario específico.  Estas  Juntas,  al  cerrarse 
cada  día  la  votación,  se  reunirán  con  la  cen 
tral  para  los  efectos  que  dispone  ei  art.  12  de 
este  Reglamento. 

Art.  7.o  Instalada  la  Junta,  loa  electores 
se  acercarán,  de  uno  en  uno,  á  la  mesa  elec- 
toral á  dar  su  voto,  lo  que  harán  de  viva  voz, 
escribiendo  con  su  propia  mano  el  nombre 
de  la  persona  ó  personas  por  quienes  vota- 
ren, y  autorizando  con  su  firma  su  voto.  Si 
el  sufragante  no  supiere  ó  no  pudiere  escri- 
bir, escribirá  el  voto  y  firmará  á  su  ruego  la 
persona  que  él  designe. 

Los  votos  se  consignarán  en  un  libro,  que 
conservará  la  Junta,  dividido  en  dos  colum- 
nas: en  la  de  la  izquierda  se  pondrá  el  nom- 
bre de  los  electos  y  en  la  de  la  derecha  la 
firma  de  los  electores;  cuidando  el  Secretario 
de  separar  el  voto  y  la  firma  de  cada  sufra- 
gante con  una  línea  horizontal,  para  que  no 
se  confunda  el  voto  y  la  firma  subsiguiente 

Los  nombres  de  los  electores  así  como  los 
de  los  electos,  se  escribirán  con  todas  sos 
letras  en  el  lugar  respectivo.  Las  certifica- 
ciones de  la  inscripción  en  el  Registro  civil 
que  se  presenten  al  dar  el  voto,  se  archiva- 
rán por  su  orden  en  legajos  numerados  para 
que,  si  fuere  necesario,  sirvan  á  la  Junta  de 
comprobantes. 

Art.  8.°  Si  al  distrito  correspondiere  más 
de  un  Diputado,  cada  elector  sufragará  por 
tantas  personas  cuantas  hayan  de  elegirá*- , 
practicándose  lo  mismo  que  dispone  el  ar- 
tículo anterior  respecto  del  asiento  de  tos 
nombres,  de  los  electos  y  de  la  4rma  del 
elector. 
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Art.  9.o  £n  consecuencia,  todo  elector  se 
presentará  personalmente  á  votar;  y  la  Jan* 
ta  por  ningún  motivo  podrá  dispensar  esta 
-comparencencia  individual. 

Art.  10.  Las  elecciones  comenzarán  des- 
de el  día  8  de  Julio  designado;  estarán  abier- 
tas hasta  el  14  del  mismo  mes,  recibiéndose 
los  votos  desde  las  nueve  de  la  mañana  has- 
ta las  dos  de  la  tarde,  y  desde  las  cuatro 
hasta  las  seis  de  la  tarde  de  cada  día. 

Art.  11.  Corresponde  al  Presidente  de 
la  Junta  la  policía  de  las  elecciones,  y  no  se 
ocupará  de  otro  negocio  público  mientras 
xjue  duren  éstas.  Anunciara  en  voz  alta  el 
momento  en  que  se  abre  y  cierra  la  vota- 
ción, y  no  dejarán  de  estar  en  sus  asientos, 
entre  tanto,  al  menos  cuatro  individuos  de 
la  Junta.  No  es  permitido  entrar  con  armas 
en  el  lugar  de  la  elección,  ni  tratar  allí  nin- 
gún asunto  público  durante  este  acto;  y  en 
caso  de  desorden  que  perturbe  la*  eleccio- 
nes ó  pueda  comprometer  la  tranquilidad,  la 
fuerza  armada  no  intervendrá,  si  no  es  re- 
querida por  el  Presidente  de  la  Junta  y  con 
acuerdo  precisamente  de  ésta. 

Art.  12.  Acto  continuo  de  cerrarse  la  vo- 
tación de  cada  día  de  los  que  dure  la  elec- 
ción, el  Regidor  de  mayor  edad,  que  será 
llamado  al  efecto,  y  el  más  joven  de  los  ve- 
cinos individuos  de  la  Junta,  asociados  del 
Secretario,  regularán  en  presencia  de  la  Jun- 
ta y  del  público  los  votos  emitidos  durante 
el  día,  leyendo  en  alta  voz  los  escritos  en  el 
libro:  la  Junta  extenderá  y  firmará  en  acta 
«l  resultado  del  escrutinio  á  continuación 
del  último  voto  recibido  en  aquel  día;  y  se 
publicarán  por  una  lista,,  que  se  fijará  en  la 
puerta  exterior  del  edificio,  los  nombres  de 
las  personas  que  hayan  obtenido  votos,  ex- 
presándose en  cifras  el  número  de  sufragios 
de  cada  uno  de  los  candidatos,  y  así  se  prac- 
ticará en  cada  uno  de  los  días  en  que  estu- 
viere abierta  la  elección,  añadiendo  sucesi- 
vamente los  nuevos  votos  que  resulten  á  los 
designados  en  los  días  anteriores. 

Art.  13.  Dadas  las  seis  de  la  tarde  del 
día  14  de  Julio,  designado  para  cerrar  defi- 
nitivamente las  elecciones,  computados  los 
últimos  votos,  la  elección  queda  concluida 
y  serán  tenidos  por  Diputado  ó  Diputados 
electos  en  el  distrito,  el  que  ó  los  que  hayan 
reunido  la  mayoría  de  sufragios. 

Art.  14.  Acto  continuo  la  Junta,  al  pie 
de  la  última  votación,  levantará  en  el  libro 
una  acta  en  que  conste  el  nombre  de  la  ca- 
becera del  distrito  y  el  de  los  individuos 
que  la  componen,  relacionando  en  seguida 
•cómo  se  ha  verificado  la  elección  y  el  núme- 
ro de  sufragantes  que  concurrieron  á  ella. 
Hecha  la  relación  de  votos,  se  irán  distribu- 
yendo entre  todos  los  individuos  que  los  ob- 


tuvieron, comenzando  por  los  que  alcanza- 
ron más,  haciendo  constar  que  quedan  pro- 
clamados por  Diputados,  el  que  ó  los  que 
reunieren  la  mayoría,  según  sean  uno  ó  más 
los  asignados  al  distrito.  Todos  los  indivi- 
duos de  la  Junta  firmarán  dicha  acta,  y  ce- 
rrado el  libro  de  esta  manera,  se  depositará 
en  el  archivo  de  la  municipalidad  de  la  ca- 
becera del  Distrito,  debiendo  cuidar  especial- 
mente los  Alcaldes  y  el  Secretario  que  se 
conserve  sin  alteración.  í)e  la  indicada  acta 
se  sacarán  dos  copias,  una  para  remitirla  á 
la  Secretaría  del  Ministerio  de  Gobernación 
y  J  usticia,  y  otra  para  que  sirva  de  credencial 
al  electo.  Si  fueren  varios,  á  cada  uno  se  le 
remitirá  la  que  le  corresponde,  firmada  por 
el  Presidente,  escrutadores  y  el  Secretario, 
supliéndose  por  otro  individuo  de  la  Junta 
las  firmas  de  los  que  no  supieren  escribir. 
Art.  16.  Las  citadas  Juntas  de  distrito, 
dentro  de  las  veinticuatro  horas  siguientes 
al  acto  de  concluirse  la  elección,  remitirán 
con  toda  seguridad  el  pliego  cerrado  que 
contiene  la  copia  del  acta. 

TITULO  IV 

ARTÍ0UI.08  PENALBrt 

Art.  16.  Todos  los  funcionarios,  emplea- 
dos públicos  del  orden  administrativo  gene- 
ral, departamental  ó  municipal,  que  impidie- 
ren la  ejecución  de  esta  ley  y  de  cualquiera 
providencia  dada  en  virtud  de  ella,  quedan 
sujetos  á  las  disposiciones  del  párrafo  1.°,  tí- 
tulo 2.o,  libro  2.o  del  Código  penal;  y  los  que 
omitieren  en  la  parte  que  les  toca  la  expe- 
dición ó  cumplimiento  de  alguna  disposición 
que  se  dirija  á  ejecutarla,  ó  la  función  ó 
funciones  que  este  Reglamento  les  designa, 
serán  responsables  ante  las  autoridades,  ba- 
jo la  pena  de  deposición,  y  además  de  una 
multa  que  no  baje  de  cien  pesos  ni  exceda  de 
quinientos,  pena  qoe  se  limitará  en  sus  dos 
extremos  de  diez  á  cincuenta  pesos,  respecto 
de  los  funcionarios  del  orden  municipal. 

Art.1  17.  Los  individuos  de  las  Juntas 
creadas  por  la  ley,  que  sin  excusa  legítima- 
mente calificada  por  los  demás  de  la  misma 
se  negaren  á  desempeña!"  sus  respectivas 
funciones  ó  dejaren  de  asistir  los  días  y  ho- 
ras designados  ó  incurrieren  en  omisión  res- 
pecto á  los  otros  deberes  que  detalla  este 
Reglamento,  sufrirán  una  multa  que  no  ba- 
je de  diez  ni  exceda  de  cincuenta  pesos,  pe- 
na que  se  limitará  en  sus  dos  extremos  á  la 
mitad  si  el  culpable  fuere  de  los  que  no  es- 
tán obligados  á  la  asistencia  por  razón  del 
cargo  que  desempeña.  En  ambos  casos  con- 
tenidos en  este  artículo,  corresponde  al  Al- 
calde presidente  de  la  Junta .  la  imposición 
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<le  las  multas,  que  serán  aplicables  á  los 
fondos  municipales  respectivos. 

Art.  18.  Si  se  descubriese  que  alguno, 
abusando  de  la  confianza,  escribe  en,  el  libro 
de  votación  distintos  nombres  de  los  que  un 
elector  que  no  sabe  leer  ni  escribir  le  hubie- 
se dictado,  el  que  tai  delito  cometiere  será 
privado  por  cinco  afios  de  los  derechos  de 
ciudadano,  depuesto  de  su  destino  si  fuere 
funcionario  ó  empleado  público,  y  además 
castigado  como  falsario.  En  la  misma  pena 
incurrirán  los  que  alteren  ó  falsifiquen  ios 
nombres  de  los  elegidos  ó  de  los  electores  y 
los  que  de  alguna  manera  se  compliquen  en 
estas  maniobras. 

TITUDO  V 

DISPOSICIONES   GENERALES 

Art  19.  Las  dudas  que  pudieran  ocurrir 
cuando  se  practiquen  las  elecciones  sobre 
la  inteligencia  y  aplicación  de  este  Regla- 
mento, serán  decididas  por  las  corporaciones 
que  presidan  los  actos  respectivos;  mas  la 
resolución  respecto  á  la  validez  ó  nulidad  de 
las  mismas  elecciones,  por  carecer  el  nom- 
bramiento de  las  calidades  requeridas,  por 
infracción  sustancial  de  este  Reglamento  ú 
otros  vicios  de  la  elección,  sólo  corresponde 
á  la  asamblea. 

Art.  20.  Cuando  un  mismo  individuo  sea 
electo  por  diferentes  distritos,  á  él  corres- 
ponde designar  aquel  cuyos  poderes  admite, 
procediéndose  respecto  del  que  quedó  sin 
representación  conforme  resuelva  la  asam- 
blea. 

Art.  21.  Cuando  hubiere  empate  en  al- 
guna -de  las  elecciones  por  reunir  dos  ó  más 
individuos  igual  número  de  votos,  la  asam- 
blea resolverá. 

Art.  22.  Los  Diputados  deberán  estar 
reunidos  en  esta  capital  el  día  9  de  Agosto 
próximo,  á  las  cinco  de  la  tarde,  para  dar 
principio  á  las  Juntas  preparatorias,  sin  ne- 
cesidad de  previa  citación.  Luego  que  se 
reúnan  quince  representantes  se  ocuparán 
de  preferencia  en  el  examen  de  sus  creden- 
ciales; y  hallándolas  auténticas,  se  declara- 
rán instalados  en  Junta  preparatoria,  y  cuan- 
do hubiere  un  número  de  nuevos  Vocales 
mayor  que  el  de  los  quince  primeros,  califi- 
carán formalmente  las  de  los  otros,  reser- 
vando á  la  Asamblea  la  calificación  de  las 
que  ofrezcan  dudas. 

Art.  28.  Los  primeros  Diputados  que  con- 
curran al  lugar  de  las  sesiones  para  instalar 
la  Asamblea,  para  lo  cual  está  designado  el 
día  16  de  Agosto,  en  cualquier  número  que 
se  hayan  reunido,  tienen  el  deber  de  hacer 
concurrir  á  los  ausentes  del  modo  y  bajo  las 
formas  que  por  una  mayoría  absoluta  de 


votos   dispongan,    y    el    Gobierno   pre- 
eficaz  apoyo  en  la  ejecución  de  sus  pru- 
dencias. 

Art.  24.  En  los  pueblos  de  la  tabla  tkt- 
toral  que  forman  los  distritos  se  cómpreos 
las  aldeas,  cantones,  caseríos,  haciendas  ?  d? 
más  lugares  de  la  respectiva  cora  preñen*:* 
municipal,  y  si  se  hubiere  omitido  alguno  ir 
dichos  pueblos,  se  deberá  entender  que  co- 
rresponde, con  los  lugares  de  so  jurisdieá* 
al  distrito  electoral  más  inmediato.  La  pri- 
mera población  de  las  asignadas  á  cada  dis- 
trito en  la  tabla  electoral,  es  la  cabecera  efe; 
distrito  respectivo. 

Art.  25.  A  efecto  de  facilitar  la  ejecute 
de  este  Decreto,  hará  el  Gobierno  las  expj- 
caciones  convenientes  sobre  loe  hechos  qot 
se  le  consultaren,  dictando  todas  las  medida 
que  juzgue  oportunas. 

Exeitsióii  de  derechos  fiscales  á  los  pr* 
duelos  que  se  expresan.— Decreto  de  23  J* 
Junio  de  1897. 

El  Presidente  de  la  República  acuercí 
que  continúen  libres  de  derechos  fiscales  ius 
artículos  siguientes: 

Arroz. 

Brozas  minerales. 

Frijol. 

Garbanzo. 

Maíz. 

Muestras  sin  valor  comercial  y  las  qaeío 
tengan  no  excediendo  de  un  peso  los  de- 
rechos. 

Oro  y  plata  en  pasta,  en  polvo  y  acunados 

Papas  y  sus  similares  alimenticias. 

Pus  vacuno. 

Semillas  de  flores,  legumbres  y  otras  k 
especificadas.  ( 

Areómetros. 

Alambiques  de  metal,  de  menos  de  mediv 
galón  de  capacidad,  para  ensayos  ó  anáJi«i? 
químicos. 

Alfabetos  de  madera  de  todas  clases  pan 
escuelas. 

Amianto  en  fibra  ó  plancha  en  estado  na- 
tural. 

Anclas  y  andariveles. 

Animales  disecados,  preparados  para  ga- 
binetes de  Historia  natural. 

Animales  vivos  seminales. 

Aves  de  recreo  y  de  corral. 

Anuncios  impresos,  litografiados  ó  graba- 
dos, sobre  papel  ó  cartón,  sin  marco. 

Aparatos  y  bombas  para  apagar  incen- 
dios. 

Aveilla,  avena  ó  a  venilla  en  estado  na- 
tural. 

Azogue. 

Barómetros. 
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Boyas  de  hierro  con  sus  aparatos  de  colo- 
cación, botes  y  remos  de  madera  ó  hierro. 
Brújalas  de  todas  clases. 
Cable  de  alambre,  de  hierro  ó  acero  de 
todos  gruesos. 

Catálogos  de  todas  clases  á  la  rústica. 

Colecciones  numismátiscas,  geológicas  y 
de  Historia  natural,  para  museos  ó  gabi- 
netes. 

Corchos  en  planchas  ó  en  bruto. 

Cristal  de  roca  sin  labrar.' 

Cueros  sin  curtir. 

Culturas  ó  cultivos  bacteriológicos. 

Diseños,  moldes,  modelos  y  patrones  de 
papel  ó  cartón,  para  las  artes.  • 

Efectos  que  se  importen  por  cuenta  de  la 
nación  ó  de  las  municipalidades,  para  el  ser- 
vicio público  ó  de  los*  establecimientos  de 
beneficencia. 

Efectos  que  para  su  uso  particular  impor- 
te el  Presidente  de  la  República. 

Efectos  que  para  su  uso  particular  ó  de 
su  familia,  introduzcan  los  Ministros  diplo- 
máticos residentes  en  la  República,  en  can- 
tidad proporcionada  al  uso  ordinario,  siem- 
pre que  haya  reciprocidad  y  se  cumpla  con 
los  requisitos  establecidos.  Los  Secretarios, 
Cónsules  y  Vicecónsules,  no  gozan  de  esta 
exención. 

Embalaje  común  cuando  los  efectos  no 
estuvieren  gravados,  sobre  peso  bruto.  En 
los  fardos  se  reputará  como  embalaje  la 
arpillera,  encerados,  tablas  de  costado  y  cin- 
chos. En  las  cajas,  el  forro  de  lata  ó  zinc,  los 
cartones,  papeles. y  enseres,  si  no  estuvieren 
expresamente  comprendidos  en  el  derecho 
correspondiente;  no  se  reputará  como  emba- 
laje las  frazadas,  sábanas  ni  artículo  algu- 
no que  esté  entarifado. 

Equipaje  de  pasajeros,  entendiéndose  por 
tal  las  prendas  de  vestir,  objetos  de  aseo, 
ropa  de  cama  y  mesa,  libros,  instrumentos 
indispensables  para  su  arte  ú  oficio,  que  con 
señales  marcadas  de  haberse  usado,  conduz- 
can los  viajeros;  todos  en  cantidad  propor- 
cionada á  su  clase,  profesión  y  circunstan- 
cias, y  hasta  medio  kilogramo  de  tabaco  ela- 
borado, por  cada  persona;  debiendo  si  traje- 
ren objetos  nuevos  que  deban  causar  dere- 
chos cayo  valor  exceda  de  cien  pesos,  ampa- 
rarlos con  factura  consular. 

Esmeril  en  polvo  ó  en  grano. 

Esparto  ó  yerba  española. 

Estopa  para  buques. 

Faros  para  los  puertos 

Fotografías  ó  vistas  del  país,  sin  marco. 

Fragmentos  de  buques  náufragos. 

Grabados  hechos  por  artistas  guatemalte- 
cos, residentes  en  el  extranjero,  comprobad 
do  la  autenticidad,  sin  marco. 

Grama.  ' 


Guano  y  demás  abonos  naturales  ó  artifi- 
ciales. 

Guías  para  minas. 

Hierro  en  lingotes. 

Hornillos  y  demás  instrumentos  ó  arci- 
lla refractaria  ó  grafito,  para  ensayos  déme* 
tales. 

Imán,  piedra  y  artificial  de  acero. 

Legumbres  frescas. 

Madera  sin  labrar,  en  trozos. 

Maquinaria  y  baterías  eléctricas  sin  car- 
gar, para  las  empresas  del  servicio  público» 

Modelos  «de  máquinas  y  edificios. 

Modelos  para  fabricar  flores. 

Periódicos  sueltos. 

Platino  en  pasta  y  en  polvo. 

Pulpa  de  madera,  trapo  en  pedacería,  re* 
cortes,  hilachas  y  deshechos  para  fábricas 
de  papel. 

Palma  para  la  fabricación  de  sombreros. 


Desde  el  1.°  de  Julio  próximo  entrante  la» 
mercaderías  que  á  continuación  se  expresan 
pagarán  los  siguientes  derechos: 

Avena  con  cascara,  peso  bruto,  el  kilo,  un 
centavo. 

Acido  oleico  impuro  para  jabón,  id.,  uno- 
ídem. 

Afrecho,  id.,  uno  ídem. 

Ajonjolí,  id.,  diez  ídem. 

Alambres  de  hierro  galvanizado  ó  de  co- 
bre aislados  para  transmisión  eléctrica,  id., 
uno  y  medio  ídem. 

Alambres  de  hierro  galvanizado,  sencillo 
ó  espigado  para  cercas  y  sus  gra rapas  y  es* 
ti  v  ador  es,  id.,  uno  ídem. 

Alquitrán  de  carbón  de  piedra,  id.,  uno 
idem. 

Aparatos  para  producir  el  alumbrado  de 
gas  hidrógeno  carbonado,  id.,  dos  ídem. 

Aparatos  eléctricos,  excepto  las  sustancias 
químicas  entarifadas,  id.,  dos  ídem. 

Arados  y  sus  partes  sueltas  de  todas  cla- 
ses, id.,  dos  ídem. 

Animales  vivos  que  no  tengan  la  condi- 
ción de  seminales,  por  cabeza,  dos  pesos. 

Azufre  nativo  en  terrones,  peso  bruto,, 
el  kilo,  un  centavo. 

Bacalao  seco,  salado  ó  ahumado,  ídem,, 
cinco  ídem. 

Billetes  de  Banco,  por  envío,  un  peso. 

Bombas  de  hierro  ó  bronce  de  todas  cla- 
ses no  especificadas,  peso  bruto,  dos  cen- 
tavos. 

Bombillas  de  vidrio  para  luz  eléctrica  in- 
candescente, id.,  dos  idem. 

Brea  preparada  para  buques,  id.,  un  idem. 

Cápsulas  de  porcelana  y  de  vidrio  para 
usos  químicos  y  farmacéuticos,  id.,  cinco  id. 
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Carbón  de  piedra,  carbón  animal,  carbón 
vegeta),  excepto  los  pulverizados,  id.,  uno 
y  cuarto  ídem. 

Carnes  ahumadas  ó  saladas,  id.,  cinco  id. 

Cartas  geográficas,  topográficas  y  náuti- 
cas, id.,  diez  ídem. 

Carteras  de  bolsillo,  porta-reactivos,  por 
envío,  un  peso. 

Cartón  piedra  ó  alquitranado,  en  láminas, 
para  techos,  peso  bruto,  un  centavo. 

Cemento  romano,  cal  común  y  cal  hidráu- 
lica, id.,  uno  y  medio  ídem. 

Cok,  ídM  uno  y  cuarto  ídem.    / 

Copas  graduadas  de  vidrio  y  probetas  que 
estén  ó  no  graduadas,  por  envío,  cuarenta 
ídem. 

Crisoles  de  todas  clases  y  copelas,  peso 
bruto,  un  ídem. 

Cuadernos  de  muestras  de  dibujo,  caligra- 
fía y  bordados,  id.,  diez  ídem. 

Edificios  completos  de  madera  y  hierro, 
ídem,  dos  ídem. 

Esferas  celestes  y  terrestes,  id.,  diez  ídem. 

Espátulas,  cucharas  y  varillas  de  vidrio  y 
porcelana  para  remover  líquidos  corrosivos, 
por  envío,  cuarenta  ídem. 

Estearina  en  marqueta,  peso  bruto,  tres 
ídem. 

Estuches  de  matemáticas  y  ensayos  al 
soplete,  por  envío,  un  peso. 

Filtros  de  piedra  sin  pulir  y  de  carbón 
comprimido,  peso  bruto,  cinco  centavos. 

Filtros  del  doctor  Pasteur  y  demás  siste- 
mas, id.,  cinco  ídem. 

Frutas  frescas,  id.,  tres  ídem. 

Heno  y  demás  forrajes  no  denominados, 
id.,  un  ídem. 

Hierro  forjado,  en  barras,  láminas  y  cua- 
drillas, id.,  un  ídem. 

Inodoros  de  todas  clases,  excepto  la  tube- 
ría, id.,  diez  ídem. 

Ladrillos  refractarios  para  hornos  de  fun- 
dición, id.,  uno  y  cuarto  ídem. 

Libros  impresos  á  la  rústica,  id.,  cinco  id. 

Locomotoras,  carros,  útiles  y  materiales 
para  ferrocarril,  id.,  dos  ídem. 

Manteca  de  cerdo,  id.,  cinco  ídem. 

Modelos  y  muestras  de  dibujo,  caligrafía 
y  bordado>^d.,  diez  ídem. 

Papel  sin  cola  y  sin  lustre  para  imprenta, 
id.,  cinco  ídem. 

Pararrayos,  id.,  dos  ídem. 

Petróleo  en  bruto,  id.,  uno  ídem. 

Piedras  naturales  de  todas  clases,  en  bru- 
to, no  denominadas,  para  industrias  y  arte- 
factos, id.,  uno  id. 

Piedras  preciosas  y  perlas  finas  sin  mon- 
tar, por  envío,  1*60  pesos. 

Piedras  de  molino,  peso  bruto,  un  centavo. 

Pizarras,  pizarrines  ó  sus  imitaciones,  pa- 
ra escuelas,  id.,  cinco  ídem. 


Pizarras  en  hojas  para  techos,  i<ÍM  uno  i  í 

Plantas  vivas,  id.,  uno  ídem. 

Prensan  para  imprimir  y  litografiar,  id.. 
don  ídem. 

Rastrillos  y  rastras  para  la  agricultura,  ¿L, 
doce  Id. 

Retratos  de  personas  residentes  en  el  país, 
sin  marcos,  id*,  un  peso. 

Sacos  vacíos  ordinarios  de  yute,  pita  y  he- 
nequén, para  exportar  frutos  del  país,  id„ 
dos  centavos. 

Salea  japonesa  <Soyi,  £4.,  quince  id. 

Sebo  tí  ti  rama  y  fundido,  id.,  uno  id. 

Teja  de  madera,  barro  ó  vidrio  par»  te- 
chos, id.,  dos  id. 

Termómetros,  por  envío,  un  peso. 

Tinta  para  imprenta,  peso  bruto,  cinco 
centa  vos, 

Tipos  y  caracteres  de  imprenta,  id.,  cin- 
co ídem. 

Vidrios  planos  de  todo  color  y  tatuarlo,  t<L 
tres  ídem* 

Presupuesto  de  inórenos  y  gaste*  del 
Estado  para  1897-98.  — Decreto  de  26  de 
Junio  de  1897. 

Artículo  único.  Mientras  se  publica  el 
Presupuesto  general  dt*  gastos  para  el  año 
económico  que  termina  el  SO  de  Junio  dé 
1898,  continuará  rigiendo  el  Presupuesto 
de  1896  á  1897,  con  las  modificaciones,  man- 
dadas  observar  desde  el  1.°  de  Junio  próxi- 
mo pasado* 

1  ni  puesto  sobre  renta  y  permuta  de  in- 
mu eb  les . — Sn  res tnbl eci tnien to. — J>ec retí- 
de  1.°  de  Julio  de  18**7. 

Artículo  1.°  Restablécese  desdo  esta  Es- 
cha  el  impuesto  del  5  por  100  que  fija  el  ar- 
tículo 132  duL  Código  fiscal,  por  la  Tenia  f 
permuta  de  inmuebles* 

Art.  3.°  De  dicho  impuesto  se  pagará  el 
3  por  100  en  las  Administraciones  ti*  parta- 
mentales  de  rentas,  y  el  2  por  100  en  La  Te- 
sorería de  las  Casas  de  Beneficencia. 

Art,  3.°  Queda  derogado  el  Decreto  na- 
mero  510,  emitido  «l  14  de  Diciembre 
de  1894. 

Restableclmieuto  de  varío*  artículos  del 
Código  peual  de  4  de  Julio  de  1877*— D* 

creto  de  2  de  Julio  de  1 897. 

A  rtícu  lo  ú  n  ico  *  Desd  e  est  a  f  ecb  a  q  ued  an 
en  vigor  y  fuerta,  para  Jos  delitos  á  que  m 
refieren,  y  en  lo  que  toca  á  Las  penas  que 
ellos  establecen,  los  artículos:  22,  en  lo  rela- 
tivo a  la  primera  de  las  penas  que  seríais  ia 
escala  penal,  y  85,  89,  98t  256,  267  y  341, 
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inciso  1.*,  del  Código  penal  decretado  en  4 
de  Jnlio  de  1877  (1),  y,  en  consecuencia,  de- 
rogadas todas  las  disposiciones  del  Código 
penal  vigente,  que  se  opongan  al  presente 
Decreto. 

Tratado  de  Unión  Centro-Americana.-— 

Ley  de  ratificación  de  28  de  Agosto  de  1897. 

Artículo  1.°  Apruébase  en  todas  sus  par- 
tes el  pacto  de  Unión  Centro-Americana» 
celebrado  por  el  Congreso  jurídico  de  Pleni- 
potenciarios en  esta  capital,  el  16  de  Junio 
del  presente  afio,  quedando  así  debidamen- 
te confirmado  el  Decreto  del  Ejecutivo,  emi- 
tido con  el  mismo  fin,  el  16  del  propio  mes. 


(1)  He  aquí  el  texto  de  loe  artículos  que  se 
citan. 

«Art.  22.  Las  penas  que  pueden  imponerse 
con  arreglo  á  este  Código  y  sus  diferentes  clases, 
son  las  que  comprende  la  siguiente 

ESCALA  GENERAL 
Muerte, 

»Art.  65.  Todo  condenado  é  muerte  será  pa- 
sado por  las  armas. 

»Art.  89.  El  guatemalteco  que  indujere  auna 
potencia  extranjera  á  declarar  guerra  á  la  Re- 
pública, 6  se  concertare  con  la  misma  potencia 
para  el  propio  fin,  será  castigado  con  la  pena  de 
muerte  si  llegare  á  declararse  la  guerra,  y  en 
otro  caso  con  la  de  presidio  con  calidad  de  re- 
tención. 

>  Art.  98.  El  que  matare  á  un  Jefe  de  otro  Es- 
tado residente  en  Guatemala,  será  castigado  con 
la  pena  de  presidio  con  retención  á  muerte,  se- 
gún las  circunstancias. 

Cualquier  otro  atentado  de  hecho  contra  su 
persona  se  castigará  con  las  penas  de  arresto  ma- 
yor a  prisión  ordinaria,  según  las  circunstancias 

•  Art.  256.  El  que  mutnre  á  su  padre,  madre  ó 
hijo,  sean  legítimos,  ilegítimos  ó  adoptivos  6  a 
cualesquiera  otros  d*  sus  descendientes  ó  ascen- 
diente* ó  á  su  cónyuge,  será  castigado  como  pa- 
rricida con  la  penn  de  presidio  con  calidad  de  re- 
tención  á  muerte. 

•  Art.  25*7.  Es  reo  de  asesinato  el  que  sin  estar 
comprendido  en  el  artículo  anterior  y  con  preme- 
ditación conocida,  matase  á  alguna  persona,  con- 
curriendo alguna  de  las  circunstancias  siguientes: 

1.a    Con  alevosía. 

2.a     Por  precio  ó  promesa  remuneratoria. 

3.a  Por  medio  de  inundación,  incendio  6  ve- 
neno. 

4.a  Con  ensañamiento,  aumentando  deliberada 
ó  inhumanamente  el  dolor  del  ofendido. 

El  reo  de  asesinato  será  castigado  cou  la  pena 
de  presidio  con  calidad  de  retención  á  muerte. 

>Art  841.  El  culpable  de  robo  con  violencia  ó 
intimidación  en  las  personas,  será  castigado: 

1.*  Con  la  pena  ae  presidio  con  calidad  de  re- 
tención A  muerte,  cuando  con  motivo  ó  con  oca- 
sión del  robo  resultare  homicidio.» 


Art.  2.o  Facúltase  al  Poder  Ejecutivo 
para  que  dentro  de  los  límites  de  la  Consti- 
tución y  en  la  órbita  del  propio  Tratado,  y 
consultando  los  intereses  generales  de  Cen- 
tro-América, haga  ó  acepte  las  modificacio- 
nes ó  reformas  al  referido  pacto  que  tiendan 
á  hacer  efectiva  y  práctica  la  grandiosa  idea 
de  Unión  Centro- Americana. 

Coitstituelsu  política.— Reformas  intro- 
ducidas por  Ley  de  30  de  Agosto  de  1897. 

Artículo  1.°  £1  artículo  2  °  de  la  Consti- 
tución política,  queda  adicionado  así: 

c Serán  preceptos  constitucionales  en  Gua- 
temala los  contenidos  en  los  artículos  del 
Tratado  concluido  por  el  Congreso  jurídico 
Centro- Americano  el  16  de  Junio  del  afio 
en  curso  (1);  teniéndose  por  derogados,  ó  re- 
formados eu  su  caso,  los  de  la  Constitución, 
que  se  opusieren  á  dicho  pacto,  siempre  que 
se  lleve  a  la  práctica  conforme  á  sus  estipu- 
laciones. De  no  ser  así,  el  presente  artículo 
de  reformas  se  estimará  sin  efecto  alguno. > 

Art.  2.o    El  art  42  queda  así: 

cLa  AsamBlea  no  puede  dictar  resolucio- 
nes con  fuerza  de  ley,  sin  la  concurrencia 
de  la  mayoría  absoluta  de  los  miembros  de 
que  se  compone;  pero  para  la  apertura  y 
clausura  de  sus  sesiones,  bastará  la  reunión 
de  quince  Diputados;  así  como  para  la  cali- 
ficación de  credenciales  y  para  dictar  todas 
las  medidas  conducentes  á  que  no  dejen  de 
tomar  posesión  los  electos  y  á  que  siempre 
haya  mayoría  en  la  Asamblea.» 

Art.  8.°  En  inciso  1.°  del  artículo  68  que- 
da así: 

el. o  Declarar  si  ha  ó  no  lugar  á  forma- 
ción de  causa  contra  los  funcionarios  á  que 
se  refieren  los  arta.  44  y  68,  con  excepción 
de  los  Presidentes  de  los  Poderes  del  Esta- 
do, contra  quienes  sólo  la  Asamblea  podrá, 
hacer  dicha  declaratoria.» 

D18P081C10NKS   TRAN8JTOK1A8 

Art.  4°  Las  presentes  reformas  á  la 
Ley  constitutiva  comenzarán  á  regir  desde 
la  fecha  de  su  promulgación,  fecha  en  que 
á  la  vez  terminará  la  suspensión  del  régi- 
men constitucional. 

Art.  6.°  Se  faculta  al  Ejecutivo  para  ejer- 
cer las  atribuciones  á  que  se  contrae  el  ar- 
tículo 64  de  la  Constitución  (con  excepción 
de  las  comprendidas  en  los  incisos  4.°,  9.°* 
y  18}  hasta  el  día  en  que  se  instale  la  Asam- 
blea Legislativa,  á  quien  dará  cuenta  de  loa 
actos  que  en  uso  de  tales  atribuciones  hu- 
biere practicado. 


(1)    Inserto  anteriormente. 
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Art.  6.°  £1  período  constitucional  del 
señor  General  D.  José  María  Reina  Barrios 
terminará  el  16  de  Marzo  de  1902;  y  en  con- 
secuencia queda  derogado  el  Decreto  núme- 
ro 350  de  10  de  Marzo  del  presente  año,  ex- 
pedido por  la  Asamblea  Legislativa. 

Art.  7.°  Se  autoriza  al  Ejecutivo  para  con- 
vocar á  elecciones  de  Diputados  á  la  Asam- 
blea Legislativa,  quedando  en  consecuencia 
derogado  el  Decreto  núm.  349  de  4  de  Mar- 
zo del  corriente  año. 

Tratados  de  Derecho  civil,  mercantil, 

Srocesal,  penal  y  extradición  y  propiedad 
iterarla,  artística  é  industrial,  celebrados 
entre  Guatemala,  Costa  Rica  y  la  Repúbli- 
ca Mayor  de  Centro- América  (1).— Ley  de 
31  de  Agosto  de  1897. 

La  Asamblea  Constituyente  de  la  Repú- 
blica de  Guatemala,  considerando  que  han 
sido  sometidos  á  la  deliberación  y  estudio 
de  este  alto  cuerpo  los  Tratados  que  sobre 
Derecho  civil  y  procesal.  Derecho  mercantil, 
Derecho  penal  y  extradición  y  sobre  Pro- 
piedad literaria,  artística  é  industrial,  cele- 
braron los  Delegados  Plenipotenciarios  al 
Congreso  Jurídico  Centro-Americano;  que 
esos  Tratados  tienden  á  celebrar  la  unión  de 
estas  Repúblicas;  por  tanto,  decreta: 

Artículo  1.°  Se  aprueban  en  todas  sus 
partes  los  Tratados  de  que  se  ha  hecho  mé- 
rito. 

Art.  2.o  Se  faculta  al  Poder  Ejecutivo  pa- 
ra que  acepte  todas  las  reformas  que  se  pro- 
pongan y  que  estime  convenientes. 

Couveiición  sobre  propiedad  industrial 
entre  Guatemala  y  Francia  (2),  ratificada 
por  Ley  de  30  de  Septiembre  de  1897. 

Artículo  1.°  Los  guatemaltecos  en  Fran- 
cia y  los  franceses  en  Guatemala,  gozarán  de 
la  misma  protección  que  los  nacionales  en  lo 
que  concierne  á  las  marcas  de  fábrica  ó  de 
comercio,  á  saber:  los  nombres  de  objetos  ó 
de  personas,  escritos  bajo  una  forma  espe- 
cial, los  emblemas,  los  monogramas,  los 
grabados  ó  dibujos,  los  sellos,  las  viñetas  y 
relieves,  las  letras  y  los  números  de  una  for- 
ma determinada,  los  continentes,  las  cubier- 
tas ó  envolturas  de  mercaderías,  y,  en  gene- 
ral, cualquier  signo  ó  designación  empleados 
para  indicar  que  los  productos  de  una  fa- 
bricación ó  los  artículos  de  un  género  de  co- 
mercio se  distinguen  de  otros  productos  de 
la  misma  especie,  igualmente  que  los  nom- 
bres comerciales,   las  razones  sociales,  los 


(1)  Insertos  anteriormente. 

(2)  Celebrada  en  12  de  Noviembre  1895. 


títulos  ó  design  aciones  de  las  caías,  los  i 
brea  de  tugares  de  fabricación,  de  proceden- 
cias ó  de  origen. 

Art.  *¿S>  Para  asegurar  á  sus  marcas  de 
fábrica  ó  de  comercio  la  protección  eatípo- 
tflila  en  el  articulo  precedente,  los  guatemal- 
tecos eti  Francia  y  los  franceses  en  Guate- 
mala estarán  obligados  á  conformarse  4  las 
formalidades  prescritas  por  las  leyes  y  regla- 
mentos de  lúa  Estados  contratantes. 

Queda  entendido  que  Isa  uv&rcRS  de  fábri- 
ca ó  de  comercio,  á  que  se  aplica  el  preaentt 
Convenio,  son  las  que,  en  ambos  países,  le* 
están,  según  la  ley>  garantizadas  á  loa  in- 
dustriales y  negociantes  que  se  sirven  d? 
ellas;  es  decir,  que  el  carácter  de  una  marca 
gnutemaíteca  deberá  ser  apreciado  eegriri  i 
ley  guatemalteca,  i guai mente  que  el  carác- 
ter de  nrirt  marca  francesa  deberá  ser  joxga- 
do  según  la  Je.y  francesa, 

Art.  #.°  Si  una  marra  de  fábrica  ú  de  co- 
mercio pertenece  al  dominio  publico  en  el 
país  de  ungen,  no  podrá  ser  objeto  tfe  ana 
posesión  esc  I  nsi  va  en  el  otro  país. 

A  rt.  4°  El  presente  Convenio  estará  eo 
vigor  durante  cinco  años,  que  comenzarán  i 
correr  á  los  dos  meses  de  firmarse.  Sin  em- 
bargo, si  un  año  ante»  de  espirar  este  pías» 
ninguna  de  las  dos  partea  con  tratan  tea  anun- 
ciara á  la  otra,  medíante  declaración  oficia). 
en  intención  de  hacer  cesar  sus  efectos,  di* 
cho  Convenio  continuará  aiin  siendo  oblig» 
torio  durante  un  año  después  de  los  cinco,  y 
así  en  lo  sucesivo  de  año  en  año  per  mane 
cera  en  vigor  por  todo  el  tiempo  en  que  no 
se  haya  hocbo  la  notificación  previa. 

En  fe  de  Lo  cual  loa  infrascritos,  etc.— 
(9.  L.)  Jorge  Mnftoz.^  (h.  S.)  C.  Chaürt. 

Por  Unto,  y  habiendo  la  Asamblea  nacio- 
nal legislativa  dado  su  aprobación  á  la  Con- 
vención preinserta,  en  su  Decreto  número 
338  de  20  de  Abril  del  corriente  año,  en  ns 
de  las  facultades  que  me  confiere  la  Consti- 
tución, la  ratifico  y  mando  se  publique  para 
que  se  tenga  como  Ley  de  la  República.  En 
fe  de  lo  cual  firmo  la  presente  ratificación, 
sellada  con  el  sello  mayor  de  la  República 
y  refrendada  pi>r  el  Secretario  de  Eatado  en 
el  Despacho  de  Helad  unes  exteriores,  en 
Guatemala,  á  aÚ  de  Septiembre  de  J8»7,— 
(L.  SjJosi  María  Reís*  Barrios.—  ;R.)  Jor- 
ge Muñoz. 

Con  Ten  lo  entre  Guatemala  j  Franela 
pura  la  recíproca  garantía  de  las  obra»  dr 
arte  J  de  ingenio  [i),  rati tinado  por  ley  de 
30  de  Septiembre  de  1  897. 

El  Presidente  de  la  República  de  Guate- 
(1)    Celebrado  en  21  da  Agosto  de  1895. 
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roala,  nombra  al  Licenciado  D.  Jorge  Muñoz, 
Secretario  de  Estado  y  del  despacho  de  Re- 
laciones exteriores  de  la  República; 

Y  el  Presidente  de  la  República  Francesa, 
a  D.  Casimiro  Pablo  Challet,  Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de 
Francia  en  Centro-América,  Oficial  de  la 
Legión  de  honor,  etc.  Quienes  después  de 
haberse  comunicado  sus  plenos  poderes, 
hallados  en  buena  y  debida  forma,  han  con- 
venido en  los  artículos  siguientes: 

Artículo  1.°    Los  autores  de  obras  litera- 
rias, científicas  ó  artísticas,  sea  que  se  pu- 
bliquen ó  no  dichas  obras,  gozarán  en  cada 
uno  de  los  dos  países,  recíprocamente,  de 
las  ventajas  que  en  ellos  estén  ó  sean  poste- 
riormente concedidas  por  la  ley  á  la  protec- 
ción de  obras  de  literatura,  de  ciencias  ó 
de  arte.  Por  lo  que  respecta  a  la  garantía  de 
estas  ventajas,  á  la  obtención  de  daños  y* 
perjuicios  y  á  la  persecución  de  falsificado 
nes,  tendrán  los  antedichos  autores  la  mis- 
ma protección  y  los  mismos  recursos  legales 
que  estén  acordados  ó  se  otorguen  en  lo  su- 
cesivo á  los  nacionales  en  cada  uno  de  am- 
bos países,  tanto  por  las  leyes  especiales 
sobre  la  protección  literaria  y  artística,  como 
por  la  legislación  en  materia  civil  y  penal. 
La  expresión  cobras  literarias,  científicas 
ó  artísticas»,  comprende  los  libros,  folletos 
ó  toda  otra  clase  de  escritos;  las  obras  dra- 
máticas ó  -dramático-musicales,  con  letra  ó 
sin  ella;  las  composiciones  musicales  y  los 
arreglos  de  música,  las  obras  coreográficas, 
las  obras  de  dibujo,  de  pintura,  de  escultura, 
<le  grabado;  las  litografías,  las  ilustraciones; 
las  cartas  geográficas;  las  fotografías  y,  es- 
pecialmente, las  fototipias;  los  planos,  los 
croquis  y  obras  plásticas  relativas  á  la  geo- 
grafía, á  la  topografía,  á  la  arquitectura  ó  á 
las  ciencias  en  general,  y,  finalmente,  cual- 
quiera   producción    del    dominio   literario, 
«científico  ó  artístico,  la  cual  puede  ser  pu- 
blicada por  cualquier  modo  de  impresión  ó 
reproducción. 

Art.  2.°  Para  garantizar  á  todas  las  obras 
de  literatura,  de  ciencia  ó  de  arte  la  protec- 
ción estipulada  en  el  art.  1.°,  los  menciona- 
dos autores  ó  editores  deberán  depositar 
previamente  en  el  Ministerio  de  Instrucción 
pública,  tres  ejemplares  de  la  obra  cuya 
propiedad  quieran  asegurar  en  cada  uno 
de  ambos  países  contra  toda  falsificación  ó 
reproducción  ilícita;  el  Ministerio  de  Ins- 
trucción pública  deberá  extenderles  una  cer- 
tificación en  que  conste  el  depósito  de  las 
obras  respectivas,  para  que  con  él  pueda  el 
interesado  presentarse  á  la  autoridad  pú- 
blica competente,  para  reivindicar  ante  ella 
sus  derechos. 


Sin  embargo,  en  lo  que  concierne  á  las 
obras  de  arte,  tales  como  estatuas,  vidrios 
de  color  (vitraux)y  medallas,  pinturas,  obras 
de  arquitectura,  etc.,  etc.,  bastará  que  el  au- 
tor ó  propietario  efectúe  el  depósito  de  una 
reprodución,  sea  en  forma  de  dibujo,  de  gra- 
bado ó  de  fotografía. 

Art.  3.°  Las  estipulaciones  del  art.  1.°  se 
aplican,  igualmente,  á  la  representación  ó  á 
la  ejecución,  en  cada  uno  de  los  dos  Esta 
dos,  de  las  obras  dramáticas  ó  musicales  de 
autores  ó  de  compositores  de  otro  país. 

Art.  4. o  Quedan  expresamente  asimila- 
das á  las  obras  originales,  las  traducciones 
de  obras  nacionales  ó  extranjeras,  hechas 
por  un  autor  que  pertenezca  á  uno  de  los 
dos  Estados.  Estas  traducciones  gozarán-, 
por  este  título,  de  la  protección  estipulada 
por  la  presente  Convención  para  las  obras 
originales,  en  Jo  que  concierne  á  su  repro- 
ducción no  autorizada  en  el  otro  Estado. 
Queda,  no  obstante,  bien  entendido  que  el 
presente  artículo  tiene  únicamente  por  ob- 
jeto proteger  al  traductor  en  lo  que  concier- 
ne á  la  versión  que  haya  hecho  de  la  obra 
original,  y  no  el  de  conferir  un  derecho  ex- 
clusivo de  traducción  al  primer  traductor 
de  una  obra  cualquiera  escrita  en  lengua 
muerta  ó  viva. 

Art.  5.°  Los  nacionales  de  uno  de  los 
dos  países,  autores  de  obras  originales,  ten- 
drán el  derecho  de  oponerse  á  la  publica- 
ción, en  el  otro  país,  de  toda  traducción  de 
estas  obras,  que  no  esté  autorizada  por  ellos 
mismos,  y  esto  durante  todo  el  período  de 
tiempo  que  les  está  concedido  para  el  goce 
del  derecho  de  propiedad  literaria  ó  científi- 
ca sobre  la  obra  original,  es  decir,  que  la 
publicación  de  una  traducción  no  autoriza- 
da queda  asimilada,  bajo  todos  aspectos,  á 
la  reimpresión  ilícita  de  la  obra. 

Los  autores  de  obras  dramáticas  gozarán, 
recíprocamente,  de  los  mismos  derechos  en 
lo  que  concierne  á  la  traducción  ó  á  la  re- 
presentación de  las  traducciones  de  sus 
obras. 

Art.  6.°  Quedan  igualmente  prohibidas 
las  apropiaciones  indirectas  no  autorizadas, 
tales  como  las  adaptaciones,  las  imitaciones 
llamadas  de  buena  fe,  las  utilizaciones,  las 
transcripciones  de  obras  musicales  y,  en 
general,  todo  uso  de  obras  que  se  haga,  por 
la  prensa  ó  en  la  escena,  sin  el  consentimien- 
to del  autor. 

Art.  7.°  Sin  embargo,  será  recíprocamen- 
te lícita  en  cada  uno  de  ambos  países  la 
publicación  de  extractos  ó  fragmentos  ente- 
ros acompañados  de  notas  explicativas  de 
las  obras  de  un  autor  del  otro  país,  ya  sea 
en  la  lengua  original,  ya  sea  en  traducción, 
con  tal  que  se  indique  la  procedencia  y  que 
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estén  destinados  á  la  enseñanza  ó  al  es- 
tadio. 

Art.  8.°  Los  escritos  insertos  en  publica- 
ciones periódicas,  cayos  derechos  no  ha- 
yan sido  expresamente  reservados,  podrán 
ser  reproducidos  por  todas  las  otras  publi- 
caciones del  mismo  género,  pero  á  condi- 
ción de  que  se  indique  el  original  de  donde 
se  copiaron. 

Art.  O.o  Los  mandatarios  legales'ó  repre- 
sentantes de  autores,  compositores  y  artis- 
tas, gozarán  recíprocamente  y  bajo  todos  as* 
pectos  de  los  mismos  derechos  que  los  que 
la  presente  Convención  otorga  á  los  autores, 
traductores,  compositores  y  artistas. 

Art.  10.  Los  derechos  de  propiedad  lite- 
raria, artística  y  científica,  reconocida  por  la 
presente  Convención,  quedan  garantizados  á 
los  autores,  traductores,  compositores  y  ar- 
tistas, en  cada  uno  de  los  dos  países,  por 
todo  el  tiempo  que  dure  la  protección  que 
les  conceda  la  legislación  de  su  país  de 
origen. 

Art.  11.  Después  de  haber  cumplido  tson 
las  formalidades  necesarias  para  garantizar 
en  los  dos  Estados  el  derecho  de  propiedad 
sobre  una  obra  literaria,  científica  ó  artística 
determinada,  quedará  prohibido  introducirla, 
venderla  ó  exponerla  en  cada  país,  respecti- 
vamente, sin  el  permiso  de  los  autores,  edi- 
tores ó  propietarios. 

Art.  12.     Toda  edición  ó  reproducción  de 
ana  obra  científica,  literaria  ó  artística,  he- 
cha sin  haberse  conformado  á  las  dis posicio- . 
nes  de  esta  Convención,  será  considerada 
como  falsificación. 

Toda  persona  que  hubiere  publicado,  ven- 
dido, puesto  á   la  venta  ó  introducido  en  el 


territorio  de  ano  de  los  dos  países,  una  obra 
ó  un  objeto  falsificado,  será  castigada,  segú* 
el  caso,  de  conformidad  con  las  leyes  vi  gen 
tes  -en  el  uno  ó  en  el  otro  de  los  dos  países. 

Art.  1 8.  Las  disposiciones  de  la  presento» 
Convención  no  podrán  perjudicar  de  modo 
alguno  el  derecho  que  corresponde  á  cada 
ana  de  las  Altas  Partes  contratantes  pan 
permitir,  vigilar  ó  impedir,  por  medio  de 
medidas  legislativas  ó  de  policía  interior,  la 
circulación,  la  representación  ó  la  exposicióa 
de  toda  obra  ó  producción,  respecto  de  la 
cual  la  autoridad  competente  haga  ejerce: 
este  derecho. 

Art.  14.  Las  Altas  Partes  contratantes 
se  comprometen  á  comunicarse,  recíproca- 
mente, todas  las  leyes,  decretos  y  reglamen- 
tos que  hubieren  sido  ó  pudieren  ser  pro- 
mulgados en  lo  sucesivo,  relativamente  áU 
garantía  y  al  ejercicio  de  la  propiedad  inte- 
lectual. 

La  presente  Convención  no  podra,  por 
motivo  alguno,  restringir  el  derecho  de  la 
una  ó  de  la  otra  de  las  Altas  Partes  contra- 
tantes de  prohibir,  en  sas  propios  Estados. 
la  importación  de  los  libros  que,  en  virtud 
de  sus  leyes  anteriores  ó  de  eetipnlaeionet 
concluidas  con  otras  potencias,  sean  ó  deban 
ser  considerados  como  falsificaciones. 

Art.  15.  Esta  Convención  permanecerá 
en  vigor  desde  la  fecha  del  canje  de  las  ra- 
tificaciones hasta  la  espiración  de  on  año,  é 
partir  del  día  en  que  una  de  las  Altas  Parte» 
contratantes  hubiere  juzgado  oportuno  de- 
nunciarla. 

Hecha  por  duplicado,  en  Guatemala,  et- 
cétera.-(L.  S.)  Jorge  Muñoz.— (L.  8.)  C.  Che- 
llet. 


REPÚBLICA  DE  COSTA-RICA 


PRINCIPALES  LEYES  Y  DECRETOS  PUBLICADOS  EN  1897 


Tratado*.  -  Se  denuncian  lo»  de  amis- 
tad, comercio  j  navegación  con  Alemania, 
Oran  Bretaña  y  Bélgica,  por  decretos  de 
6  de  Enero  de  1S97. 

Ñuta.  El  primero  databa  de  18  de  Mayo 
de  1876,  y  ha  eeaado  en  Lo  de  Diciembre 
de  1897;  el  segundo,  de  27  de  Noviembre 
de  1819,  y  cesó  en  26  de  Noviembre  de  1897; 
y  el  tercero,  de  31  de  Agosto  de  1 868,  deja- 
rá de  regir  el  2  de  Junio  de  1898. 

Convenio  de  límites  con  Colombia,  cele- 
brado en  4  de  Noviembre  de  18&6  y  ratifica- 
do en  13  de  Marzo  de  1897. 

Rafael  Iglesias,  Presidente  constitucional 
de  la  República  de  Costa-Rica.  Por  cnanto 
entre  las  Repúblicas  de  Costa-Rica  y  Co- 
lombia se  celebró  por  loa  respectivos  Pleni- 
potenciarios en  4  de  Noviembre  de  1896  la 
siguiente 

CONVENCIÓN 

■     ♦ (!)■ 

Por  tanto,  habiendo  el  Congreso  Consti- 
tucional aprobado  la  preinserta  Convención, 
en  3  ile  Mano  de  1897,  y  vistos  y  examina- 
dos por  mí  loe  seis  artículos  de  que  se  rom- 
pone;  en  uso  de  la  facultad  que  me  comiere 
Ja  Con stitnción  de  la  República,  he  venido 
en  aceptarla,  aprobarla  y  ratificarla,  tenién- 
dola como  ley  de  Costa- Rica  y  comprome- 
tí)    Véase  su  texto  tu  la  p'-gina  519  del  Anua- 

■ki  «otaria*. 

Lstttaf.iciótf  uHirras*!.-  Amíhioj. 


tiendo  para  su  observancia  el  honor  nacional. 
En  fe  de  lo  cual  expido  la  presente  ratifi- 
cación, firmada  de  mi  mano,  autorizada  con 
el  sello  de  la  Nación  y  refrendada  por  el  in- 
frascrito Secretario  de  Estado  en  el  despa- 
cho de  Relaciones  exteriores,  en  la  Casa 
Presidencial  de  San  José,  á  12  de  Marzo 
de  1897.  —  Raí-a  sí  Iolksus,  —  Ricardo  Pa- 
checo. 

Arreglo  de  la  Deuda,  extranjera*  -  Ley 

de  26  de  Marzo  de  1897* 

Artículo  1.°  Facúltase  al  Poder  Ejecuti- 
vo para  que  celebre  con  los  tenedores  de 
bonos  de  la  Deuda  pública  de  la  Nación  en 
el  extranjero  ó  con  sus  representantes  el 
convenio  de  arreglo  definitivo  para  el  ser- 
vicio de  la  expresada  deuda,  con  sujeción  á 
Isa  siguientes  bases; 

a)  Que  se  rednsca  permanentemente  el 
interés  de  la  Deuda  á  un  3  por  100  en  los 
bonos  A,  ó  sea  sobre  626. 000  libras  esterli- 
nas que  ellos  representan  y  á  u»  2  y  '/,  por 
100  en  los  bonos  IL  ó  sea  sobre  1.176.000  & 
que  asciende  el  monto  total  de  éstos. 

h)  Que  ios  cupones  semestrales  de  inte- 
reses, computados  a  los  tipos  de  interés  que 
fija  el  inciso  anterior,  se  liquiden  y  paguen 
en  lo  sucesivo  el  1.°  de  Abril  y  el  l.°de  Oc- 
tubre de  cada  año,  á  contar  del  M  de  Octn- 
bre  próximo,  en  vez  del  l.°de  Enero  y  L° 
de  Julio,  Ajados  en  el  anterior  Convenio 
de  1876. 

c)  Que  la  amortización  de  la  Deuda  se 
efectúe  aplicando  á  ella  el   Gobierno  la  can- 
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tidad  de  10.000  libras  esterlinas  cada  año, 
en  vez  de  las  20.000  estipuladas  anterior- 
mente; que  esta  amortización  comience  á 
efectuarse  después  de  transcurridos  veinte 
años,  ó  sea  á  contar  desde  el  1.°  de  Octubre 
del  año  1917,  y  que  los  bonos  se  rediman  al 
tipo  que  se  obtengan  en  pública  licitación; 
pero  en  ningún  caso  á  más  de  á  la  par;  pu- 
diendo  el  Gobierno  con  tal  objeto  comprar 
libremente,  en  cualquier  tiempo,  sus  pro- 
pios bonos  en  el  mercado  y  concurrir  al  igual 
de  sus  acreedores  á  la  amortización  de  éstos. 

d)  Que  comenzada  la  amortización  de  la 
deuda,  .el  Gobierno  continúe  pagando  sola- 
mente los?  inteseses  correspondientes  á  los 
bonos  no  redimidos,  y  que,  en  consecuencia, 
no  se  forme  en  ningún  tiempo  el  fondo  acu- 
mulativo de  intereses  sobre  los  bonos  ya 
redimidos,  que  por  el  anterior  Convenio  de 
1886  se  aplicaba  á  aumentar  la  amortización 
de  la  deuda. 

e)  Que  los  cupones  de  intereses  vencidos 
desde  el  1.°  de  Enero  de  1895  inclusive,  has- 
ta el  correspondiente  al  1.°  de  Abril  de  1897, 
también  inclusive,  que  sustituye,  conforme 
el  inciso  b)  anterior,  al  de  primero  de  Enero 
del  corriente  año,  se  cancelen  por  la  suma  de 
131.562  libras  esterlinas  10  chelines,  la  cual 
pagará  el  Gobierno,  así:  31.562  libras  ester- 
linas y  10  chelines  al  formalizarse  definiti- 
vamente este  nuevo  convenio,  y  las  100.000 
libras  restantes,  por  anualidades,  cada  una 
de  5.000  libras  esterlinas  sin  interés,  que 
se  comenzará  á  pagar  desde  el  1 .°  de  Octu- 
bre próximo. 

Art.  2  °  Facúltase  asimismo  al  Poder  Eje- 
cutivo para  que  invierta  del  Tesoro  público 
la  cantidad  que  sea  necesaria  para  hacer  efec- 
tivo este,  convenio. 

Constitución  política.— Reforma  del  ar- 
tículo 97,  introducida  por  ley  de  13  de  Ma- 
yo de  1897  (1). 

Artículo  único.  El  art.  97- de  la  Constitu- 
ción política  de  la  República  queda  modifi- 
cado según  estos  términos: 

«El  período  del  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca será  de  cuatro  años,  y  dicho  funcionario 
podrá  ser  reelecto  sin  intervalo,  por  una  sola 
vez.  Las  reelecciones  posteriores  no  podrán 
verificarse  sino  después  de  haber  transcurri- 
do por  lo  menos  un  período.  > 

Inmigración  china. — Ley  de  22  de  Mayo 
de  1897. 

Artículo  1.°    Queda  desde  esta  fecha  ab- 

0)  Esta  reforna  va  precedida  de  un  luminoso 
y  bien  escrito  mensaje, que  por  su  mucha  eiten- 
stén  oo  reproducimos. 


BüJutarneiite  prohibida  la  inmigración  de  in* 
divíduoadti  nacionalidad  china. 

Esta  prohibición  no  comprende  á  loe  cui- 
nos ya  establecidos  ec  el  país  de  una  mane- 
ra permanente,  los  cuales  pueden  salir  del 
territorio  de  la  República  y  entrar  á  él  cuan- 
do lo  estimen  conveniente. 

Art.  2.o  Facúltase  al  Poder  Ejecutivo  pa- 
ra que  impida  la  inmigración  de  individuo* 
de  otras  razas  que,  á  su  juicio,  sean  nocivas 
al  progreso  y  bienestar  de  la  República. 

Art.  3.°  El  Poder  Ejecutivo  dictará  el  r* 
gla mentó  necesario  para  el  exacto  cumpli- 
miento de  la  presente  ley. 

Prórroga  de  la  prohibición  ée  introdu- 
cir tabaco  en   rama. —Ley  de  2  de   Junio 

de  1897. 

Artículo  único.  Apruébase  el  decreto  nú- 
mero 7  de  la  Comisión  permanente,  de  30  <le 
Abril  último,  por  el  que  se  faculta  al  Poder 
Ejecutivo  para  prorrogar,  por  el  término  qor 
crea  conveniente,  la  prohibición  de  introdu- 
cir al  país  tabaco  en  rama,  modificando  asi 
lo  dispuesto  en  el  art.  3.°  de  la  Ley  de  12  dt? 
Agosto  de  1896. 

Reglamento  de  la  Corte  Suprema  de  Ja»- 
ticia.  —  Reforma  introducida  por  Ley  de  í 
de  Julio  de  1897. 

Artículo  1.°  Es  obligación  de  los  Magis- 
trados que  componen  las  Salas  de  apelacio- 
nes del  Tribunal  Supremo  de  justicia,  inclo- 
sive  el  Presidente,  redactar  las  sentencias 
definitivas  y  autos  que  tengan  carácter  «ir 
tales.  A  este  efecto  se  observará  un  torno 
riguroso,  de  que  llevará  nota  diaria  el  Secre 
tario  de  la  Sala  respectiva. 

Art.  2.o  La  obligación  que  impone  el  ar- 
tículo anterior  á  los  señores  Magistrados,  m 
comprende  á  los  Con  jueces  que  integren 
una  Sala  para'  un  asunto  determinado  ó  por 
un  término  que  no  exceda  de  quince  días 

Art.  3.°  Esta  ley  comenzará  á  regir  eí 
día.  de  su  publicación  en  el  periódico  ofi- 
cial. 

Queda  así  reformado  el  art.  8.°  del  Regla- 
mento interior  de  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia de  12  de  Noviembre  de  1857. 

Reglamento  de  la  Escuela  nacional  4t 
Bellas  Arte»,  aprobado  por  decreto  de  1 0  de 
Julio  de  1897. 

CAPITULO    PRIMERO 

Disposiciones  generales. 

Artículo  1.°    La  inspección  suprema  de 
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la  Escuela  reside  eti  la  Secretaría  de  Instruc 
<dón  publica. 

Art.  2«°  La  enseñanza  general  de  hs  ar- 
tes «e  distribuirá  conforma  á  un  plan  de  es- 
tudios que  habrá  de  dictarse  de  acuerdo  con 
cate  Reglamento* 

Art.  3.°  El  piso  de  estudios  comprende- 
rá dos  ramos;  Pintura  y  Escultnra. 

CAPITULO  ir 

De  las  materia*  de  enseñanza. 

Art.  i.°  La  enseílauza  de  Ea  Escuela  abra- 
za las  siguientes  asigna  turas: 

lo  Dibujo. -2.o  Pintura.— 3«  Escultura. 
—4.°  Estética.— 5.°  Anatomía  artística.—  fl* 
Perspectiva, 

CAPITULO  III 
Del  personal  docente. 

Art.  6,°  EL  personal  docente  y  adminis- 
trativo de  la  Escuela  lo  forman: 

L°     El  Director. 

2°  Los  profesores  que  el  servicio  del  es- 
■tablecitniento  demande. 

8,o     El  Secretario. 

CAPITULO  IV 

Del  Director. 

Art.  6.o  Al  Director  corresponden  la  di- 
rección y  administración  directas  de  la  Es- 
cuela. 

Art.  7i°     Son  atribuciones  del  Director: 

I*  Cuidar  de  que  se  cumplan  las  dispo- 
¿detones  del  presente  Reglamento  y  las  del 
plan  de  estudios. 

2."  Mantener  el  orden  y  disciplina  del 
eetablecimientu, 

3.*  Convocar  y  presidir  el  Consejo  de  la 
Escuela. 

4.a  Cuidar  deque  los  profesores  cumplan 
<on  sus  deberes. 

6.a  Conceder  licencia  á  los  profesores 
para  separarse  de  sus  larcas  basta  por  tres 
dias,  no  pudiendo  prolongarse  este  término 
sin  autorización  de  la  Secretaría  respectiva. 

6  *  Conceder  licencia  á  lúa  alumnos  que 
se  vean  obligados  á  separarse  de  sus  esta- 
dios por  mas  de  dos  días. 

7  íl  Mandar  ejecutar  las  resoluciones  de 
(a  autoridad  superior  relativas  á  la  Escuela. 

8,a  Llevar  la  correspondencia  oficial  del 
establecimiento. 

9.a  Anotar  en  un  registre»  especial  las 
fallas  de  asistencia  de  los  empleados  ele  la 
Escuela,  y  rebajar  en  proporción  la  parte  de 
sueldo  correspondiente, 

10.  Presidir  los  Tribunales  de  exá- 
menes. 


11.  Formular  rada  mes  el  presupuesto 
de  gastos  exlraordinarios,  y  presentar  ala 
Secretaría  correspondiente  los  comproban- 
tes de  los  que  ya  se  bubieren  hecho. 

12.  Dictar,  con  aprobación  del  Consejo, 
el  reglamento  de  orden  y  disciplina  inte- 
riores. 

13  Aplicar  á  los  alumnos  la  pena  de  ex- 
pulsión temporal,  cuando  exceda  de  ocho 
dias. 

14.  Autorizar  las  ventas  ó  entregas  de 
útiles  A  los  alumnos  de  la  Kscueía, 

16.  Formar  todos  los  años  el  presupues- 
to de  titiles  con  que  deba  surtirse  el  al- 
macén. 

(6.  Custodiar  las  obras  de  los  alumnos 
que  pasen  a  ser  propiedad  de  i  a  Escuela,  ó 
se  destinen  á  La  formación  de  un  Museo  na- 
cional de  Pintura  y  Escultura. 

CAPITULO  V 

De  los  Profesores* 

Art.  8.°  Los  Profesores  de  la  Escuela 
están  subordinados  á  la  autoridad  del-  Di- 
rector; pero  podrán  apelar  de  las  decisio- 
nes de  éste  ante  la  Secretaría  de  Instrucción 
pública. 

Art*  íh°  Son  responsables  del  orden,  dis- 
ciplina y  progreso  de  las  clases  que  lea  es- 
tén encomendadas, 

Art.  10.  Deberán  conformarse  en  un 
todo  con  Las  disposiciones  del  presente  Re- 
glamento, coa  las  del  plan  de  estudios  y 
con  las  de  orden  interior  dictadas  por  el 
Director. 

Arl.  II.  Prestarán  su  ayuda  y  coopera- 
ción al  Director  para  mantener  el  orden 
interior  del  establecimiento,  y  cooperarán 
con  él  al  adelanto  y  aprovechamiento  de 
los  alumnos. 

Art,  13,  Llevarán  un  Registro  de  notas 
en  que  se  inscribirán: 

J.°     Las  ausencias  y  llegadas  tardías. 

2.°     Las  ñutas  de  conducta  y  aplicación. 

3.o     Las  reprensiones. 

4.°  Las  correcciones  i  m  puestas,  con  men- 
ción del  motivo, 

Art.  13,  Darán  cuenta  al  Director  dia- 
riamente de  Jos  castigos  impuestos  á  los 
alumnos. 

CAPITULO  VI 

Del  Consejo  de  la  Escuela. 

ArL  ti.  El  Consejo  de  la  Escuela  lo 
forman  el  Director  y  los  Profesores  de  Ja 
misma. 

Art,  15.     Son  atribuciones  del  Consejo; 

1>  Formar  el  plan  de  estudios  á  que  se 
refiere  el  art.  3.° 
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2.a  Aplicar  á  los  alutnnos  la  pena  de  ei- 
pulsión  definitiva. 

8.a  Determinar  el  pase  á  ana  clase  su- 
l>erior  de  los  alumnos  que  obtengan  pro- 
medio que  pase  de  dos  y  no  exceda  de  tres, 
en  los  exámenes  de  fin  de  curso. 

4.a  Aprobar  el  Reglamento  de  orden  in- 
terior. 

6.a    Formar  los  programas  de  enseñanza. 

6.a  Designar  los  alumnos  que  deban  figu- 
rar en  el  cuadro  de  honor. 

Art.  16.  Las  resoluciones  del  Consejo 
serán  por  mayoría  de  votos.  En  caso  de  em- 
pate, toca  resolver  á  la  Secretaria  de  Ins- 
trucción pública. 

Art.  17.  En  un  libro  que  llevará  el  Se- 
cretario se  consignarán  las  actas  del  Con- 
sejo. 

Art.  18.  Las  actas  del  Consejo  serán  fir- 
madas por  ios  miembros  asistentes  y  el  Se- 
cretario. 

Art.  19.  Para  que  las  actas  del  Con- 
sejo sean  válidas,  se  requiere  la  asisten- 
cia de  la  mitad  más  uno  de  sus  miembros. 

CAPITULO  VII 
Del  Secretario. 

Art.  20.  El  Secretario  estará  bajo  las 
órdenes  inmediatas  del  Director  y  desem- 
peñará además  las  funciones  de  Bibliote- 
cario. 

Art.  21.  Son  obligaciones  del  Secre- 
tario: 

1.a     Colectar  los  derechos  de  matrícula. 

2.a  Autorizar  con  su  firma,  las  actas  de 
la  Dirección. 

8.a  Llevar  la  contabilidad  del  estableci- 
miento. 

4.a  Redactar,  según  las  instrucciones  del 
Director,  la  correspondencia  oficial. 

6.a  Hacer  los  trabajos  de  pluma  que  dis- 
ponga la  Dirección. 

6.a  Presentar  mensual  mente  al  Director 
las  cuentas  del  establecimiento. 

7.a  Cnidar  del  almacén  y  vender,  y  en- 
tregar los  útiles  necesarios  á  los  alumnos, 
previa  autorización  del  Director. 

8.a  Presentar  anualmente  un  cuadro  de- 
mostrativo de  las  existencias  del  almacén, 
del  material  y  enseres  del  establecimiento  y 
de  los  objetos  enajenados. 

9.a  Conservar  los  fondos  que  por  venta 
de  útiles  reciba,  y  enterarlos  mensualmente 
en  el  Tesoro  público. 

10.  Llevar  una  lista  detallada  de  los 
objetos  del  almacén  y  de  los  que  en  él  in- 
gresen. 

Art.  22.  El  Secretario  está  obligado  á  vi- 
gilar el  almacén,  del  cual  es  responsable. 


CAPITULO   VIII 
De  los  alumnos. 

Art.  28.  Los  alumnos  se  dividirán  en  dos 
clases:  alumnos  efectivos  y  alumnos   libre». 

Art.  24.  Son  alumnos  de  la  primera  ca- 
tegoría los  que  se  inscriban  en  la  matricula 
de  la  Escuela,  con  sujeción  á  todos  los  re- 
glamentos de  la  misma. 

Art  25  Los  alumnos  libres  estarán  igual- 
mente sujetos  á  los  reglamentos,  menos  en 
lo  tocante  á  la  puntual  asistencia  á  las  cla- 
ses, pudiendo  hacerlo  á  voluntad;  pero  ncr 
tendrán  derecho  á  obtener  premios  ni  títu- 
los, ni  están  sujetos  á  examen. 

Art.  26.  Todos  los  alumnos  deben  obe- 
diencia y  respeto  al  Director  y  á  los  Profe 
sores. 

Art.  27.  En  las  clases  guardarán  orden  r 
compostura. 

Art.  28.  Serán  responsables  de  los  danos 
que  causen  al  edificio,  á  los  enseres,  útilet 
y  libros  pertenecientes  á  la  Escuela. 

Art.  29.  Los  alumnos  efectivos  que  com- 
prueben suma  pobreza,  recibirán  gratuita- 
mente los  útiles  que  á  juicio  del  Director  ne- 
cesitaren. 

CAPITULO  IX 
De  los  curaos  y  vacaciones. 

Art.  30.  Los  cursos  anuales  principiarán 
el  primer  lunes  de  Marzo  y  terminarán  en 
la  segunda  quincena  del  mes  de  Diciembre. 

Art.  81.  Terminados  los  exámenes  anua- 
les, comenzarán  las  vacaciones,  las  coaJet 
durarán  hasta  el  piimer  Innes  de  Marzo  si- 
guiente. 

CAPITULO  X 

De  las  licencias. 

Art.  32.  Los  alumnos  podrán  obtener  li- 
cencia por  causa  legítima  justificada,  á  jui- 
cio del  profesor,  por  un  término  máximo  de 
dos  días,  y  solamente  del  Director  coando  la 
licencia  exceda  de  este  tiempo. 

CAPITULO  XI 
De  los  exámenes. 

Art.  33.  Al  final  de  cada  curso  tendrán 
lugar  los  exámenes  anuales. 

Art.  84.  Compondrán  el  Tribunal  de  exá- 
menes el  Director,  que  lo  preside  de  dere- 
cho; el  profesor  correspondiente  y  un  dele- 
gado de  la  Secretaría  de  Instrucción  pública. 

Art.  35.  El  Tribunal  determinará  las  ca- 
lificaciones, como  sigue: 
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1  =  sobresaliente. 

2  =  bueno. 

8  =  mediano;  y 

4t  =  suspenso. 

Art.  36/  Los  alumnos  qae  obtengan  en 
sns  calificaciones  promedio  que  no  exceda 
<le  2,  tendrán  derecho  á  pasar  á  la  clase  su- 
perior inmediata.  Los  que  obtengan  prome- 
dio que  pase  de  2  y  no  exceda  de  3,  quedan 
sujetos  á  la  decisión  del  Consejo,  y  perde- 
rán el  curso  los  que  obtengan  mayor  pro- 
medio. 

Art.  37.  Los  alumnos  que  durante  dos 
afios  seguidos  pierdan  el  curso,  quedarán 
excluidos  de  la  Escuela. 

CAPITULO  XII 
De  los  premios. 

Art.  38.  £1  aprovechamiento  y  buena 
conducta  de  los  alumnos  serán  recompensa- 
dos anualmente  con  los  siguientes  premios: 

1.°    Diploma  de  honor  de  1.a  clase; 

2.o    ídem  id.  de  2  a 

8.o    ídem  id.  de  8.» 

Art.  89.  Serán  premiados  con  el  diploma 
<le  1.a  clase,  los  alumnos  que,  además  de  ob- 
tener en  todas  las  asignaturas  un  promedio 
de  1,  sean  merecedores,  á  juicio  del  Direc- 
tor y  del  Profesor  respectivo,  de  tan  honrosa 
distinción. 

Art.  40.  El  diploma  de  2.a  clase  se  dará 
A  los  alumnos  que  obtengan  un  promedio 
de  1,  en  todas  las  asignaturas. 

Art.  41.  El  diploma  de  3.a  clase  lo  ob- 
tendrán los  alumnos  que  hayan  sido  califica- 
dos con  los  promedios  de  1  á  2,  en  cualquie- 
ra proporción. 

Art.  42.  Los  alumnos  efectivos  que  por 
su  aplicación  y  buena  conducta  se  hagan 
acreedores  á  una  recompensa,  á  juicio  del 
Director,  serán  inscritos  en  un  Cuadro  de 
honor  que  figurará  en  lugar  visible  de  la  Es- 
cuela. 

CAPITULO  XIII 

De  las  penas. 

Art.  48.  Pueden  ser  impuestas  a  los  alum- 
nos las  siguientes  penas: 

1.a     Amonestación  del  Profesor. 

2.a     Presentación  al  Director. 

3.a     Amonestación  pública  del   Director. 

4.a     Expulsión  de  la  Escuela  por  Un  dia. 

5.a     ídem  id.  por  ocho  días. 

6.a    ídem  id.  por  quince  dias. 

7.a    Expulsión  definitiva. 

CAPITULO  XIV 
De  la  matricula. 
Art.  44.    La  matricula  para  los  alumnos 


efectivos  se  abrirá  veinte  días  antes  de  la 
apertura  de  la  Escuela,  y  continuará  por 
dies  dias  más  después  de  esta  fecha.  Para 
los  alumnos  libres  la  matricula  permanecerá 
abierta  durante  todo  el  curso. 

Art.  46.  La  matrícula  deberá  renovarse 
para  cada  curso. 

Art.  46.  Los  alumnos  menores  de  edad 
sólo  podrán  matricularse  con  la  venia  de  sus 
padres  ó  tutores. 

Art.  47.    En  la  matrícula  se  hará  constar: 

1.°     El  nombre  y  apellido  del  alumno. 

2.°    31  es  efectivo  ó  libre. 

3.o     Su  edad. 

4.°  El  nombre  de  los  padres  ó  tutores  si 
fuere  menor  de  edad. 

6.°    Su  residencia. 

6.o     El  arte  á  que  se  dedica;  y 

7.o    El  derecho  que  ha  pagado. 

Art.  48.  Para  la  admisión  en  la  Escuela 
se  exigen  los  requisitos  siguientes: 

1.°    Edad  no  menor  de  catorce  a  Ros. 

2.°    Saber  leer  y  escribir. 

3.o    Buena  conducta  comprobada. 

4.°  Las  coudicioues  físicas  necesarias,  á 
juicio  del  Director. 

5.°  Los  conocimientos  que  exija  el  plan 
de  estudios. 

Art.  49.  A  pesar  dé  lo  que  dispone  el  in- 
ciso 1.°  del  articulo  anterior,  podrán  ser  ad- 
mitidos en  la  Escuela  alumnos  menores  de 
catorce  afios,  cuando  por  sus  aptitudes  ex- 
traordinarias para  el  arte  lo  acuerde  el  Con- 
sejo. 

Art.  60.  El  derecho  anual  de  matrícula 
será  de  cinco  pesos,  y  su  producto  se  inver- 
tirá en  la  formación  de  una  biblioteca  artís- 
tica para  el  servicio  del  establecimiento. 

Art.  61.  La  matrícula  es  obligatoria  para 
todos  los  alumnos. 

Art.  62.  Estarán  exentos  del  pago  de 
matrícula  para  el  curso  siguiente,  los  alum- 
nos que  obtengan  diplomas  de  honor  de  pri- 
mera y  segunda  clase.  También  estarán 
exentos  los  alumnos  que  justifiquen  suma 
pobreza,  y  que  á  juicio  del  Director  merez- 
can esta  gracia  por  sus  aptitudes. 

CAPITULO  XV 
Disposiciones  generales. 

Art.  63.  Todo  alumno  está  en  la  obli- 
gación de  ejecutar  cada  afio,  para  el  Museo 
de  la  Escuela,  el  trabajo  que  el  Director  le 
indique. 

Art.  64.  De  las  obras  que  se  ejecuten 
en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  an- 
terior, se  destinarán  al  Museo  Nacional  de 
Pintura  y  Escultura  aquellas  que,  á  juicio 
del  Consejo,  sean  dignas  de  figurar  en  él, 
y  las  demás  serán  devueltas  á  sus  autores 


422 


ANÜAKIO  DK  LEGISLACIÓN  UNIVERSAL —  1897 


ó  conservadas  en  la  Escuela  á  juicio  del 
Director. 

Art.  65.  El  Estado  se  reserva  el  derecho 
de  tnnteo  para  la  adquisición  de  cualquiera 
obra  ejecutada  en  el  establecí miento,  y  que 
por  su  mérito  artístico  pueda  destinarse  al 
Museo  Nacional. 

Art.  66.,  £1  Director  de  la  Escuela  queda 
autorizado  para  marcar  cou  el  sello  de  la 
misma  los  trabajos  de  los  alumnos  que  sean 
de  su  completa  aceptación. 

Contingente  armado  en  tiempo  de  paz 
para  1897-98.— Ley  de  22  de  Julio  de  1897. 

Artículo  único.  El  máximum  de  fuerza 
armada  que  el  Poder  Ejecutivo  puede  man- 
tener en  servicio  activo  en  tiempo  de  paz, 
durante  el  presente  año  económico,  se  fija 
en  1.000  hombres. 

Dicha  fuerza  podrá  elevarse  hasta  la  ci- 
fra de  6  000  hombres  en  el  caso  de  con- 
moción interior;  y  en  el  de  guerra  exte- 
rior, hasta  el  número  que  las  circunstancias 
demanden. 

Exención  de  derechos  de  Aduana  y  mue- 
llaje á  loa  artículos  que  se  expresan.— 

Ley  de  29  de  Julio  de. 1897. 

Artículo  único.  Exímese  de  derechos  ele 
Aduana  y  muellaje,  por  el  término  de  dos 
afios,  contado»  desde  el  día  2(5  de  los  co- 
rrientes, la  introducción  de  maquinaria  para 
la  fabricación  de  azúcar,  quedando  com- 
prendidos en  esta  exención  las  pailas  per- 
tenecientes á  la  misma  maquinaria  y  los 
ladrillos  de  fuego  para  la  construcción  de 
las  hornillas  y  de  los  hornos  quemadores 
de  bagazo. 

Para  que  las  pailas  de  que  se  trata  en- 
tren en  la  franquicia  de  derechos,  es  indis* 
pensable  que  su  número  no  pase  de  seis  y 
que  sean  parte  de  la  maquinaria  general 
que  para  la  elaboración  de  azúcar  introduz- 
can los  empresarios  en  esta  industria.  En 
consecuencia,  no  quedarán  comprendidas 
en  la  presente  disposición  las  pailas  que 
introduzca  el  comercio  para  su  venta  en 
esta  plaza. 

Código  de  Procedimientos  civiles.— Re- 
formas introducidas  por  Ley  de  19  de  Agos- 
to de  1897. 

Artículo  1.°  Los  artículos  960,  961  y  979 
del  Código  de  Procedimientos  civiles,  se 
sustituyen  por  los  siguientes: 

cAr*.  960.  Una  vez  evacuadas  las  prue- 
bas, caso  de  que  se  hubiere  pedido  recibi- 
miento á  prueba,  ó  transcurrido  el  término 
fijado  en  el  art.  928,  en  caso  contrario,  se 
señalará  día  para  la  vista,  si  se  tratare  de 


sentencia  definitiva  ó  de  autos  que  tenga» 
carácter  de  tales. 

En  ningún  otro  caso  se  celebrará  vista  > 

<Art.  961.  En  las  apelaciones  de  sen- 
tencias definitivas  ó  autos  que  tengan  es* 
carácter,  el  Tribunal  fallará  dentro  de  le» 
tres  días  siguientes  al  de  la  vista;  y  ei 
las  de  simples  autos,  la  resol  ación  debe- 
rá dictarse  dentro  de  los  tres  días  posterio- 
res al  vencimiento  del  término  de  empla 
Sarniento.» 

cArt.  979.  Si  el  recurso  se  fundare  e» 
una  nulidad  de  fondo  y  fuere  procedente,  el 
Tribunal  casará  la  sentencia  de  instancia. 

A  continuación,  aunque  separadamente 
y  sin  nueva  vista,  fallará  la  cuestión  ob 
jeto  del  pleito  con  arreglo  á  lo  que  exijas 
las  leyes  quebrantadas  en  la  sentencia  re- 
currida.» 

Art.  2.°  Al  artículo  964  del  Código  elu- 
do, agrégase  el  inciso  siguiente: 

c  10.°  Haberse  declarado  por  las  Salas  de 
instancia  la  nulidad  de  las  actuaciones  en 
juicio  ordinario.» 

DISPOSICIONES   TRANSITORIAS 

1.a  Los  negocios  para  cuya  vista  estera 
señalado  día,  y  que  conforme  á  esta  ley  ni» 
la  requieran,  se  fallarán  por  el  orden  en  que 
hayan  entrado  al  Tribunal. 

2  o  Los  juicios  en  que  la  Sala  de  Casa- 
ción hubiese  casado  la  sentencia  por  nuli- 
dad de  fondo  y  que  aun  no  hubieren  lid» 
fallados  por  los  Jueces  de  instancia,  se  de 
volverán  á  aquel  Tribuna)  para  que  dicte  t\ 
fallo  que  proceda,  si  ya  hubieseu  sido  remi- 
tidos de  la  Sala  de  Casación.  Los  que  aun 
no  hayan  sido  devueltos  por  ésta  se  reten- 
drán para  fallo. 

Art.  8.°  Esta  ley  comenzará  á  regir  el  di* 
de  su  publicación. 

Presupuestos.-  Ingresos  y  gastos  del 
Estado  para  1897-98.  -Ley  de  28  de  Agos- 
to de  1897. 

Artículo  1.°  Se  fija  en  la  cantidad  ÓV 
7.602.933'72  pesos  el  monto  total  de  los  egre- 
sos de  la  Administración  pública  para  é 
año  fiscal  de  1897  á  1898. 

Art.  2.o  Facúltase  al  Poder  Ejecutivo  pa- 
ra invertir  la  suma  referida  en  la  proporción 
siguiente  y  con  arreglo  al  detalle  que  se 
acompaña: 

P— os. 

Ministerio  de  Gobernación.  •  636.850 

ídem  de  Policía 191.820 

ídem  de  Fomento 1.677.160 

Id.  de  Relaciones  Exteriores.  165.000 

ídem  de  Justicia 319.220 

ídem  de  Cultos 29.096 
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í'f>4üd. 

ídem  de  Beneficencia 72.000 

ídem  de  Instrucción  pública.  É  1.063.824*17 

ídem  de  Guerra. . . 483.448*26 

ídem  de  Policía  Militar 279.620 

I  dern  de  Marina, 50.300 

ídem  de  Hacienda 299.680 

Jubilaciones  y  pensiones,  . . .  tjrt.97íl88 

Explotación  de  monopolios .  *  6 1 2.000 

J tanda  interior 214,61 9"22 

ídem  exterior 992.223 

Fondos  en  fldministración. , .  33.6 1 2' 19 

I>¡  versos - , 548.090 

Total  df  egresos, . . 7.B02.933'72 

Art,  $*     I '«ra  el  pago  de   las  cantidades 
designadas  se    destina    la  suma    d«   pesos 

7.64B,L66l73,  á  que  asciende  el  presupuesto 
probable  de  entradas  parn  el  año  económico 
eo  corso» 

Rentas  principales. 

Aduana  de  Limón.  , 300.000 

Aduana  de  Puntarenas. , , . , .  400  000 

Aduana  principal.. . , J .700.000 

Muellaje  por  ambos  puertos .  300.000 

Bodega  je  y  reembarques* . . .  1.600 
Impuesto  de   exportación   de 

café  al  L10  por   LOO 660.000 

Licores  del  país 3.200,000 

Tabacos , 700  000 

Total 8.281.500 

tientas  menores. 

Papel  sellado 70.000 

Timbres ♦  40.000 

Exportación    de  maderas   de 

Puntarenas 16.000 

Paquetes  postales . . . .  10.000 

Censos  por  baldíos 7.000 

Venta  de  baldíos.  * 0.000 

Explotación  de  bosques 2.500 

Patentes  de  sanidad 2.000 

Alquileres  de  propiedades  na- 
cionales,  . 1  J>00 

Total 164.000 

Servicios  público». 

Producto  de  Correos  y  Telé- 
grafos     ._  150.000 

Ferrocarril  de  Esparta  á  Pun- 
taren a«„ 36.000 

Registro  público 20.000 

Tipografía  nacional 10.000 

Liceo    de    Costa- Rica,    Ínter* 

nado 8,000 


Colegio  Superior  de  señoritas.  400 

Instituto  de  higiene -  400 

Instrumentos  para  filarmonía  3.000 

Total..,, 236.800 

Diversos. 

Ordenes    de    Aduana  consig- 
nadas el  31  de  Marzo  1897,  172.582'26 

Vales  á  cobrar 50.000 

Equipoa  militares,. . ,    ......  3.000 

Multas . . 6.000 

Inspección  de  cuentas  otiles  4.000 

Intereses  y  descuentos 7.000 

Imprevistos. ..,......,.,...  25.000 

Total i  266.0*2*36 

Excedente     de     entradas    en 

efectivo  el  31  Marzo  1  897. .  736  284*47 

Total  oknkkal. 7.646. ltiti' 73 


Art.  4.o  Queda  autorizado  el  Peder  eje- 
cutivo para  hacer  en  los  diferentes  rumos  y 
oficinas  de  su  absoluta  dependencia  taa  eco- 
nomías y  modificaciones  que  creyere  indis- 
pensables; pero  en  ningún  caso  podrá  exce- 
der el  total  del  presupuesto  de  egresos. 

Art.  6.°  La  cantidad  de  entradas  del  Te- 
soro  nación» I  que  exceda  del  presupuesto 
general  de  egresos,  se  aplicará  prufert lile- 
mente al  establecimiento  de  la  nueva  nn nu- 
da nacional  y  demás  obras  de  reconocida 
necesidad  y  utilidad  públicas  iniciada  por 
el  Poder  ejecutivo. 

Art.  6.G  La  presente  ley  empezará  a  re- 
gir el  dia  de  su  publicación. 

Moneda  extranjera  de  plata,  — Prohibi- 
ción de  su  introducción* -Decreto  de  l,° 
de  Septiembre  de  1897. 

Artículo  l.°  Queda  prohibida  la  introduc- 
ción de  toda  moneda  de  plata  extranjera  a 
la  República. 

Art,  2. °  La  moneda  de  plata  que  se  intro- 
duzca en  contravención  á  esta  ley,  quedará 
depositada  en  las  Aduanas  respectivas  para 
su  reembarque  \vr  cuenta  del  interesado, 
quien,  además,  incurrirá  en  la  multa  de  nn 
10  por  100  del  valor  de  la  cantidad  intro- 
ducida. 

Exceptúense  de  esta  disposición  las  can- 
tidades de  moneda  de  plata  que  se  hayan 
embarcado  con  dirección  á  este  país  antes 
de  la  fecha  del  presente  decreto. 

Art.  3,0  El  presente  decreto  comenzará 
á  regir  desde  la  fecha  de  su  publicación. 
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Papel  sellado.— Ley  de  6  Enero  de  1897. 

Artículo  1.°  Declárase  vigente  para  el 
afío  de  1897  la  Ley  de  sellos  actualmente  en 
vigencia,  con  las  siguientes  modificaciones: 

c  Art.  21.  Las  cuentas  que  sean  el  resulta- 
do de  actos  ó  contratos  que  no  hayan  paga- 
do el  impuesto  respectivo  y  tengan  el  con- 
forme del  deudor,  estarán  sujetos  al  i m pues* 
to  de  sellos,  según  la  escala,  en  el  acto  de 
su  presentación  á  cobro  ante  los  Jueces  ó 
autoridades  correspondientes. 

La  correspondencia  privada  y  otros  docu- 
mentos análogos  que  suponen  obligaciones, 
están  sujetos  á  igual  impuesto  en  el  acto  de 
su  presentación  en  juicio,  ya  sea  éste  de  ju- 
risdicción voluntaria  ó  contenciosa. 

No  se  exigirá  más  que  un  impuesto  por 
todos  loa  documentos  que  se  refieran  á  la 
misma  obligación. 

,  Toda  compraventa  de  mercaderías  á  pla- 
zo cuando  no  se  firme  pagaré,  se  hará  cons- 
tar en  cuenta  con  el  conforme  del  deudor. 
Este  conforme  será  puesto  sobre  un  timbre 
igual  al  2  por  1.000  de  la  cuenta.» 

Art.  28,  inciso  2.°  «Las  pólizas  de  neta- 
mente) y  los  conocimientos  de  efectos  trans- 
portados por  agua  ó  tierra,  setenta  y  cinco 
centavos.» 

Art.  31,  inciso  4.o  «Las  peticiones  de  men- 
sura de  tierra  sujetas  á  la  jurisdicción  na- 
cional que  se  hagan  al  Poder  Ejecutivo  por 
cada  cincuenta  kilómetros  cuadrados,  consi- 
derándose como  enteras  las  fracciones  de 
aquella  superficie. 

Inciso  6.°    Los  informes  que  expidan  co- 


mo peritos  tos  ingenieros,  arquitectos,  igri 
menso  res,  contadores,  médicos  y  químico*, 
que  no  sean  funcionarios  nacionales 

Inciso  10  (nuevo).  Toda  operación  Je 
mensura  que  se  practique  en  la  capital  U  ■ 
derai.» 

Art,  39,     Suprimido, 

■  Art  49.  Se  usará  el  papel  sellado  corres- 
pondiente  según  la  escala,  en  toda  división 
ó  adjudicación  de  bienes  sucesorios,  sea  ju- 
dicial ó  extrajudicial,  por  testamento  ó  abin- 
testato,  agregándose  dicho  sello  en  el  pri- 
mer caso  en  el  expediente,  y  en  el  segunda 
en  el  registro  del  Escribano  ante  quien  et 
haga  la  partición. 

El  sello  agregado  al  expediente  será  inoti 
lizado  por  el  actuario  con  la  nota  correspon 
diente,  quedando  sujeto  el  que  así  do  lo  hi- 
ciere á  las  penas  establecidas  en  el  inciso  2  ° 
del  art.  66. 

Este  impuesto  se  abonará  segán  el  valor 
líquido  de  los  bienes,  deducidas  las  deudas 
de  la  sucesión  y  los  gananciales. 

Cuando  entre  los  bienes  sucesorios  hubie- 
se títulos  ó  acciones,  dicho  impuesto  se  gra- 
duará según  el  valor  venal   de  los  mismos 

Por  los  bienes  raices  situados  fuera  de  la 
jurisdicción  nacional,  no  se  abonará  el  im 
puesto  establecido  en  este  artículo.» 

c  Art.  60.  Los  Jueces  no  harán  declarato- 
ria de  herederos  sin  que  previamente  se  ha- 
ya garantido  ó  abonado  el  impuesto  de  se- 
llos establecido  en  el  artículo  anterior,  incu- 
rriendo el  actuario  que  asi  no  lo  hiciera  en 
la  multa  establecida  en  el  mismo  art.  66  de 
la  presente  ley.» 
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Art.  56,  inciso  1 .°  «Los  que  otorguen,  ad- 
mitan, presenten,  tramiten  ó  autoricen  do* 
comentos  en  papel  coman  ó  sin  la  estampi- 
lla correspondiente,  pagarán  cada  uno  la 
multa  de  diez  veces  el  valor  del  sello  que 
correspondiere  ó  de  la  estampilla  en  su 
caso. 

Inciso  2.°  Los  que  otorguen,  admitan, 
presenten,  tramiten  ó  autoricen  documentos 
en  papel  sellado  de  menor  valor  que  el  qm> 
corresponda,  pagarán  la  misma  multa  calcu- 
lada sobre  la  diferencia  de  valor  entre  el  se- 
llo legal  y  el  usado.» 

Art.  60.  Agregar  al  final  del  tercer  pá- 
rrafo, csin  perjuicio  de  las  demás  penas  es- 
tablecidas en  esta  ley». 

Art.  2.°  Comuniqúese  al  Poder  Ejecu- 
tivo. 

Tarifas  postales  y  telegráficas.— Ley  de 
4  de  Enero  de  1897. 

Artículo  1.°  Queda  vigente  para  el  año 
1897,  la  Ley  de  Tarifas  postales  y  telegráfi- 
cas que  rige  en  1890  (]),  con  las  modificacio- 
nes siguientes: 

Modificase  el  primer  párrafo  del  art.  1  °  en 
la  siguiente  forma: 

c  Articulo  1.°  La  correspondencia,  tanto 
interna  como  urbana,  abonará  la  tarifa  si- 
guiente.» 

Su prf iliense  ios  arts.  2.°  y  9.°  de  la  ley  vi- 
gente. 

Art.  2.°     Comuniqúese  al  P.  E. 

Patentes.— Ley  de  13  de  Enero  de  1897. 

Articulo  1.°  Declárase  vigente  para  el 
año  1897  la  Ley  de  Patentes  que  regia  en 
1896  (2)  para  la  capital  y  territorios  naciona- 
les, con  las  siguientes  modificaciones: 

«Artículo  Io,  inciso  16.  Los  montepío? 
ó  casas  de  préstamos  prendarios,  sobre  al- 
hajas ú  otros  objetos,  5.000  pesos». 

Inciso  15.  Casas  de  créditos  ó  de  giros, 
de  200  á  1.000  pesos. 

Inciso  16.  Los  cambalaches  ó  llamado  j 
de  compraventa,  600. 

Artículo  1.°,  inciso  16  y  17.  Compañías 
de  seguros  cuya  dirección  y  capitales  aten 
radicados  en  el  país,  2.000  pesos;  deUendo 
abonar  por  cada  riesgo  un  50  por  >00  más 
sobre  dicha  patente. 

Artículo  1.°,  inciso  18.  Las  corr  pafiías  de 
seguros  cuyo  capital  no  esté  rad'cado  en  el 


(1)  Vé*»*  su  texto  en  las  pepa.  532  y  siguien- 
tes del  tomo  correspondiente  del  Anuario  ante- 
rior. 

(2)  Véase  su  texto  en  las  págs.  525  y  siguien- 
tes del  tomo  1.*  del  Anuario  anterior. 


país  y  que  operen  sobre  un  solo  riesgo,  pa- 
garán una  patente  anual  de  6.000,  6.000  y 
3.000  pesos  respectivamente,  según  sean  de 
primera,  segunda  ó  tercera  categoría,  cuya 
clasificación  hará  el  P.  E.,  teniendo  en  cuen- 
ta el  capital  efectivo  de  cada  una; abonando 
además  el  50  por  100  de  esas  cuotas  sobre 
cada  nuevo  riesgo  en  que  operen. 

Inciso  28.  Despachos  de  bebidas,  de  100 
á  200  pesos. 

Inciso  30.  Reformarlo  del  modo  si- 
guiente: 

«Las  casas  de  comercio  donde  se  venden 
billetes  de  lotería,  incluso  los  cambios  do 
moneda,  pagarán  una  patente  por  separado, 
cuya  clasificación  se  practicará  con  arreglo  á 
las  categorías  establecidas  para  las  agencias 
en  la  presente  ley. 

Inciso  87.  Acopladores  de  frutos  en  los 
territorios  nacionales,  de  100  á  200  pesos. 

Inciso  87.  Vendedores  ambulantes  en  los 
mismos  territorios,  de  60  á  200  pesos. 

Inciso  64.  Empresas  de  cargas  y  des- 
cargas de  á  bordo,  de  100  á  200  pesos. 

Inciso  69.  Toda  casa  donde  se  expendan 
bebidas  alcohólicas  al  detalle  ó  por  menor, 
quedan  gravadas  con  el  40  por  100  como 
adicional  sobre  la  patente  que  les  correspon- 
da abonar,  siempre  que  no  pase  de  200 
pesos. 

Art.  2.°,  inciso  9.°     Agregar. 

«Estas  patentes,  así  como  las.de  las  casa» 
de  remates,  de  carreras  y  otros  sport  y  las 
de  las  agencias  que  se  encarguen  de  la  colo- 
cación de  sus  boletos,  serán  pagadas  por  los 
establecimientos  existentes  antes  del  15  de 
Enero,  y  no  podrá  abrirne  negocio  alguno 
de  igual  clase  sin  él  previo  pago  íntegro  de 
la  patente. 

En  caso  de  infracción  á  esas  disposiciones 
el  Juez  competente  decretará,  á  requisición 
de  la  Administración  del  ramo,  la  inmedia- 
ta clausura  y  ei  embargo  y  venta  de  las  exis- 
tencias. 

El  auto  de  clausura,  embargo  ó  remate,  en 
su  caso,  no  será  levantado  sino  en  virtud  de 
prev4o  pago  ó  depósito  judicial  del  importe 
de  la  patente  y  de  la  multa  correspondiente». 

Inciso  13.     Suprimir  «Obstetrices». 

Inciso  1 3      Obstétricos,  25  pesos. 

Art.  9.°-   Reformarlo  del  siguiente  modo: 

«No  es  obligatorio  el  pago  de  patentes  por 
los  depósitos  en  que  se  conserven  los  géne- 
ros y  frutos  del  negocio  patentado,  siempre 
que  es  tos  depósitos  no  sirvan  de  expendio  al 
público. 

Tampoco  pagarán  patentes  los  escritorios 
de  las  fábricas  cuando  se  hallen  separados 
de  éstas  y  sólo  tengan  por  objeto  el  exhibir 
el  muestrario  de  sus  productos». 

Art.  35.     Sustituirlo  por  el  siguiente: 
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«Quedan  exentos  del  pago  de  patentes  los 
reparlidoree  de  mercaderías  procedentes  de 
las  fábricas  ó  negocios  patentados,  los  cua- 
les eerán  munidos  de  un  certificado  que  los 
acredite  como  tales.  Los  que  se  amparen  de 
ese  documento  para  eludir  el  impuesto,  pa- 
garán doble  patente,  aplicándose  igual  pena 
á  la  casa  que -dio  el  certificado». 

Art.  2.o     Comuniqúese  al  P.  E. 

Aduanas.  — Ley  de  18  de  Enero  de  1897. 

Artículo  l.o  Declárase  vigente  para  el 
afio  1897  la  Ley  de  Aduanas  que  actualmen- 
te rige  (1),  con  las  modificaciones  que  á  con- 
tinuación se  expresan. 

Derechos  de  importación. 

El  artículo  l.°será  sustituido  por  el  si- 
guiente: 

«Artículo  1.°  La  introducción  de  merca- 
derías de  procedencia  extranjera  y  la  extrac- 
ción de  productos  del  país  que  no  sean  li- 
bree, pagarán  respectivamente  los  derechos 
de  importación  y  exportación  que  en  segui- 
da se  establecen.» 

Art.  2.°  En  el  inciso  4.o,  40  por  100  ad  va- 
lor em,  suprmir  del  renglón  que  dice:  Bolsas 
de  lienzo  etc.,  arpillera  ó  lona. 

En  el  inciso  7.°,  10  por  100  ad  valorem,  su- 
primir el  renglón  que  dice:  Motores  ó  locomó- 
viles. En  el  mismo  inciso  agregar:  «Postes 
de  palma  del  Paraguay  para  alambrados». 

En  el  inciso  8.°,  5  por  100  ad  valor  ern,  agre- 
gar el  siguiente:  Hilo  para  coser  bolsas  de  ar- 
pillera. 

En  el  mismo  inciso  sustituir  el  renglón 
que  dice:  «Máquinas  y  motores  en  general 
para  la  agricultura»,  por  el  siguiente:  Máqui- 
nas con  ó  sin  motor  para  la  agricultura. 

Agregar  en  seguida  el  siguiente: 

Motores  ó  locomóviles  sueltos,  cualquiera 
que  sea  su  destino. 

Inciso  8  i  tnuevo),  4  por  100  ad  valorem, 
Arpillera  ó  lona  de  pita  cruda. 

En  el  inciso  l.o,  Comestibles.  Aumentar  á 
0'10  pesos  el  impuesto  al  aceite  de  linaza 
crudo  y  cocido. 

El  último  renglón  del  mismo  inciso  modi- 
ficarlo como  sigue: 

Yerba  canchada  ó  en  rama,  kilo,  0*01  J 
pesos. 

En  el  artículo  8.°,  rebajar  á  16  grados 
centesimales  de  fuerza  alcohólica  los  vinos 
comunes  en  cascos  ó  damajuanas. 

Inciso  2.°  «Bebidas»,  después  del  renglón 
whisky,  en  hotel  laclas,  etc.,  como  título  el  si 
guíente:  Varios  artículos. 


(1)     Véase  la  página  582  y  siguientes  del  tomo 
correspondiente  del  Anuario  anterior. 


Y  como  renglón  nuevo  el  siguiente: 
Bolsas  de  arpillera  ó  lona  de  pita  cruda. 
kilo%  0*03  centavos. 

tabaco 

En  este  inciso  bajar  el  derecho  del  ctaba- 
co  en  hoja  ó  picadura  de  otras  procedencia?, 
con  exclusión  del  paraguayo>  á  0'22,  y  el  ta- 
baco en  hoja  ó  picadura  paraguayo,  á  0'ü 
pesos. 

Derechos  de  exportación. 

Suprimir  el  renglón  que  dice:    «Carne  sa 
lada  ó  tapajo». 
Suprimir  el  «Hierro  y  acero  viejo». 

Liberación  de  derechos. 

Agregar  después  del  renglón  «Duelas  para 
cascos»  el  siguiente:  dinamita  para  tninae. 
Agregar  después  del  renglón  que  dice  dina 
mita  para  minas  el  siguiente:  Estufas  de  des- 
infección. 

Después  de  cufia,  rieles,  etc.,  y  como  parte 
final  del  renglón,  agregar  ó  á  sangre  ó  eiee 
tricidad.  Al  principio  del  renglón  que  dice. 
Revistas,  diarios,  etc.,  agregar  «Libros  im- 
presos á  la  rústica». 

El  hierro  y  acero  viejos.  Después  de  má- 
quinas de  desgranar  ó  deschalar,  etc.,  el  si- 
guiente: máquinas  para  refinerías  de  axúoai . 

Sustituir  el  art.  16  por  el  siguiente: 

«Art.  16.  El  cobro  de  derecho  especifico 
se  verificará  sobre  el  peso  neto  cuando  én- 
trate del  té;  6ohre  el  peso  de  la  mercadería 
comprendido  su  envase  inmediatos  siempre 
que  se  trate  de  artículos  al  peso  que  tengsu 
dos  ó  más  envases,  previo  descuento  de  lt 
tasa  que  el  Poder  Ejecutivo  creyere  conve- 
niente establecer,  en  el  caso  de  efectos  coro 
envase  lo  constituyan  cascos  de  madera». 

Sustituir  el  art.  26  por  el  siguiente: 

«Art.  26.  Además  de  los  requisitos  que  s- 
establecen  en  los  arta.  20  y  880  de  las  Orde- 
nanzas de  Aduanas  para  los  conocimientos 
que  acrediten  la  propiedad  de  las  mercade- 
rías, deberán  expresarse  en  ellos  el  peso  6 
volumen  de  cada  bulto,  según  paguen  el  fle- 
te, cuando  se  trate  de  mercaderías  en  bultos 
denominados  «de  hacienda >,  y  en  los  demás 
casos,  dicho  peso  y  volumen  englobado. 

Los  Cónsules  argentinos  no  exigirán  en 
los  manifiestos  del  buque  y  conocimientos 
que  á  éstofl  acompañen,  tal  requisito,  sino  en 
el  juego  de  conocimientos  que  deben  pre- 
sentar los  cargadores;  y  después  de  sesenta 
días  de  la  promulgación  de  esta  ley,  las 
Aduanas  de  la  República  no  despacharán 
mercaderías  algunas,  si  los  conocimientos, 
acompañados  al  respectivo  pedido  de  despa- 
cho, no  viniesen  en  las  condiciones  de  este 
artículo». 
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A  continución  del  art.  36  agregar  loa  si- 
guientes: 

€  Art.  87.  Serán  aplicables  las  disposicio- 
nes de  las  Ordenanzas  de  Aduanas  sobre  las 
falsas  manifestaciones,  á  las  mercaderías 
que  no  estando  comprendidas  dentro  del  ar- 
ticulo 200  de  dichas  Ordenanzas,  se  presen- 
ten sin  embargo  ante  las  Aduanas  «orno  si 
fueran  muestras. 

Art.  38.  En  los  casos  de  avería  á  que  se 
re 6 eren  los  arta.  1 40  y  141  de  las  Ordenanzas 
de  Aduanas,  el  rematador  será  designado  por 
la  respectiva  Administración  de  rentas.» 

Cambiar  la  numeración  de  los  artículos 
subsiguientes,  en  el  orden  que  corresponda. 

Agregar  después  del  art.  45,  ahora  47,  los 
siguientes: 

«Art.  48.  Cuando  se  encuentren  á  bordo 
de  los  buques  y  en  poder  de  los  empleados 
de  los  miemos,  ó  en  los  compartimentos  que 
leej  son  reservados,  mercaderías  no  manifes- 
tadas con  arreglo  á  las  Ordenanzas  de  Adua- 
nas, además  de  la  pena  de  comiso,  los  Admi- 
nistradores de  rentas  podrán  aplicar  al  bu- 
que una  multa  igual  al  valor  de  dichas  mer- 
caderías. 

Art.  49.  £1  Administrador  suspenderá  el 
despacho  á  todos  aquellos  que  por  cualquier 
circunstancia  resultaren  deudores  morosos 
ó  á  sus  fiadores,  exigiendo  por  escrito  dentro 
del  tercero  día  el  pago,  cualquiera  que  sea 
la  cantidad  ó  procedencia. 

Art.  60.  Vencidos  los  tres  días  acordados 
en  el  artíoulo  anterior,  el  Administrador  po- 
drá embargar  las  mercaderías  que  tengan 
dentro  de  la  jurisdicción  de  la  Aduana  los 
deudores  ó  fiadores,  por  valor  suficiente  á 
cubrir  el  importe  de  la  deuda  con  los  intere- 
ses, cuya  tasa  será  la  que  rija  en  el  Banco 
de  la  Nación. 

A  rt.  6 1 .  Para  la  ejecución  de  los  artícnlos 
49  y  60,  regirá  el  mismo  procedimiento  que 
determinan  los  arts.  170  a)  176  de  las  Orde- 
nanzas de  Aduanas  > 

Cambiar  la  numeración  de  loe  artículos 
subsiguientes. 

Disposiciones  generales. 

Antes  del  art.  66  actual  agregar  como  ar- 
tículo 61  el  art.  89  de  la  Ley  de  Sellos  vi- 
gente. 

Loe  arts.  66,  66  y  67  de  la  ley  actual,  que- 
dan como  arts.  62,  63  y  64  (1). 


(1)  Comercio  exterior  de  ¡a  República  Argentina 
en  1897.— Los  resultados  de  este  comercio  durante 
dicho  año  son  poco  satisfactorios,  como  puede 
verse  por  los  siguientes  datos: 


Impuesto  territorial. 

Enero  de  1897. 


-  Ley   de   18  de 


Artículo  1.°  Todos  los  terrenos  y  edifi- 
cios de  propiedad  particular  existentes  en 
la  capital  federal  y  territorios  nacionales, 
pagarán  por  contribución  territorial  en  el 
afio  1897  el  6  por  1.000  sobre  la  avaluación 
practicada  para  el  de  1896. 

En  el  caso  de  construcciones  de  nuevos 
edificios  que  se  terminen  durante  el  corrien- 
te año,  serán  éstos  avaluados  en  la  misma 
forma  en  que  se  ha  practicado  la  avaluación 
de  1896. 


Importaciones. 
Feeoe  oro. 

Mercan»  ías  sujetas 
á  derechos.     .    .      61.854.994 

ídem  libres  de  de- 
rechos ....       89.314.805 


Exportaciones, 
Peeoe  oro. 

85.699.750 
12  589.198 

98.288.948 
112.163.593 


Totales  para  1897.     101.469.299 
ídem  para  1896.    .     116.802.016 

Disminución.     .     .       15.632.717  13.874.648 

La  disminución  de  días  de  15  millones  y  medio 
de  exportaciones  representa  un  40  por  100  de  la 
reducción  del  producto  de  las  cosechas,  lo  cual 
prueba  claramente  que,  de  no  haber  ocurrido  la 
pérdida  de  la  cosecha  de  1896-97,  los  resultados 
hubieran  sido  muy  superiores  á  La  del  ano  1896, 
por  haber  aumentado  los  demás  productos  de  ex- 
portado u. 

Si  se  considera  el  mercado  monetario,  se  ve 
que  en  1896  la  Argentina  importó,  próximamen- 
te, 800.000  libras  esterlinas  más  de  lo  que  exportó; 
pero  ahora,  en  1897,  lo  ha  reexportado,  á  causa  del 
alza  de  los  cambios,  que  ha  necesitado  la  remesa 
de  especies  metálicas. 

Las  cifras  de  estos  movimientos  son  las  si- 
guientes: 


Especies. 

Pesos  oro. 

1896. 

1897. 

Importaciones.. 

6.068.345 

663  378 

Exportaciones.. 

2.478.891 

4.936.088 

En  el  año  último,  la  Argentina  recibió  pesos 
oro  5.899.967  menos  que  en  el  año  anterior, 
y  dio  en  cambio  2  757.197  más.  El  total,  pues,  en 
contra  de  1897  ha  sido  de  8.157.164  pesos  oro. 

Si  se  clasifican  por  países  las  importaciones  y  las 
exportaciones,  se  halla  que  Francia  es  el  consu- 
midor más  grande  de  productos  argentinos,  Ale- 
mania viene  en  segundo  lugar,  Inglaterra  en  el 
tercero,  Bélgica  en  el  cuarto,  el  Brasil  eu  el  quin- 
to y  los  Estados  Unidos  en  el  sexto.  En  cuauto  á- 
las  importaciones,  Inglaterra  ocupa  el  primer  lu- 
gar y  Alemania  el  segundo. 
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Art.  2.°  Los  avaluadores  entregarán  á 
cada  propietario  los  boletos  de  avaluación, 
expresando  la  cuota  que  les  corresponda 
abonar;  pero  el  hecho  de  no  recibirla  no 
será  excusa  para  no  pagar  el  impuesto  solí  re 
los  edificios  concluidos  en  el  curso  del  año, 
debiendo  los  propietarios  reclamar  dichos 
boletos  á  fin  de  poder  presentar  sus  recia- 
mos  ante  quien  corresponda,  si  consideran 
alta  la  avaluación. 

Art.  3.°  La  oficina  de  impuestos  territo- 
riales y  patentes,  procederá  á  la  avaluación 
de  las  propiedades  que  no  .figuren  en  los 
registros  de  1896,  respecto  de  las  cuales  se 
podrá  entablar  reclamación  ante  un  jurado 
compuesto  de  cinco  do  los  mayores  y  más 
idóneos  contribuyentes  designados  ñor  el 
Poder  Ejecutivo. 

Art.  4.°  Quedan  exceptuados  del  pago 
de  impuesto  territorial: 

a)  Los  templos  destinados  á  todo  culto 
religioso. 

b)  \jQB  conventos,  las  casas  de  correc- 
ción y  beneficencia,  con  excepción  de  las 
propiedades  que  les  den  renta. 

c)  Las  propiedades'  del  Gobierno  na- 
cional. 

d)  Las  propiedades  de  la  municipalidad 
y  Consejos  escolares.  > 

e)  Las  propiedades  que  pertenezcan  á  la 
provincia  de  Buenos  Aires,  ocupadas  por  es- 
tablecimientos públicos  de  la  misma. 

f)  Las  escuelas  públicas  y  las  particula- 
res, donde  se  enseñe  gratuitamente  y  en 
idioma  nacional  por  lo  menos  á  tO  nifios 
pobres. 

g)  Las  propiedades  exceptuadas  por  le- 
yes especiales. 

Art.  5.°  El  Poder  Ejecutivo  señalará  la 
fecha  en  que  debe  efectuarse  el  pago  del 
impuesto  territorial,  y  los  contribuyentes 
oue  no  lo  efectúen  en  la  misma  incurrirán 
en  una  multa  del  80  por  100  sobre  la  respec 
tiva  cuota. 

Art.  6.°    El  cobro   por  apremio  se  hará 
por  los  cobradores  fiscales  dependientes  de 
la  Administración  del  ramo,  los  que  tendrán 
como  remuneración  el  60   por   100  de  las. 
multas  percibidas. 

El  cargo  de  jurado  será  obligatorio  y  gra- 
tuito. 

Art.  7.°  La  personería  de  estos  cobrado- 
res quedará  justificada  con  la  presentación 
en  el  expediente  de  la  nota  de  su  nombra- 
miento. 

Art.  8.°  Bastará  como  tffulo  para  el  apre- 
mio la  constancia  de  la  falta  de  pago  expe- 
dida por  el  administrador  del  impuesto  y 
visada  por  el  Vocal  respectivo  de  la  Direc- 
ción general  de  Rentas. 

Art.  9.°    En  presencia  del  título,  el  Juez 


librará  mandamiento  al  alguacil  del  Juzga  i 
para  que  requiera  el   pago   aí    deudor,  y  m 
haciéndolo  en  el  acto,  proírederá  al  embarga 
del  bien  raíz  que  udeudtt  el  impuesto  temii 
rial,  ó  sobre  las  rentas  que  produzca. 

En  este  juicio  no  se  admitirán  otras  ts> 
cepejones  que  las  de  falta  de  personen* 
falsedad  del  título  y  pago 

ArL  10.  Lo  demás  del  juicio,  será  MgMl 
por  ja  Ley  de  procedí  mi  en  ios, 

Art.  M.  El  pago  del  im puesto  por  Es* 
propiedades  situadas  en  los  territorios  n»* 
clónales  podrá  hacerse  indistintamente  en  In 
Administración  general  del  ramo  en  la  ■» 
pila)  federal  ó  en  el  asiento  de  las  autorida- 
des en  loa  dichos  territorios,  en  la  forma  y 
tiempo  que  se  determine  para  Los  de  la  ca- 
pital federal. 

Art.  IV.  No  podrá  extenderse  escritura 
de  venta,  permuta  ó  otras,  que  importe!. 
transmisión  de  dominio,  división  ó  que  IB> 
tableEiran  gravamen  sobre  la  propiedad  mr, 
el  certificado  de  la  Administración  del  im- 
puesto territorial  de  estar  pago  el  impuro 
hasta  el  afío  de  la  venia  inclusive. 

Art.  13.  La  Administración  del  impuesto 
territorial  no  expedirá  el  certificado  de  qae 
habla  el  artículo  anterior  sin  que  previamen- 
te el  Escribano  manifieste  por  escrito  la  ubi- 
cación, extensión,  linderos,  valor  por  el  cual 
se  transfiere  la  propiedad  o  el  de  la  obliga- 
ción que  sobre  ella  quiera  establecerse,  dis- 
tinguiendo valor  del  terreno  y  del  edificio 
si  se  trata  de  inmuebles  edificados  y  el  nom- 
bre y  nacionalidad  de  los  contratantes;  si 
es  venta  condicional,  cuál  es  la  condición.  Si 
la  escritura  quedase  sin  efecto  después  de 
haberse  extendido  el  certificado,  ó  se  altera 
se  alguna  de  las  condiciones  manifestadas,  el 
Escribano  deberá  dar  aviso  á  la  Administra- 
ción del  impuesto. 

Art.  14.  El  Escribano  que  no  diere  cum- 
plimiento á  lo  diapuesto  en  el  art.  12,  ó  al- 
terase los  hechos  al  hacerlo,  sufrirá  una  mal 
ta  de  diez  veces  el  valor  de  lo  que  la  propie- 
dad adeuda,  y  será  además  suspendido  en 
sus  funciones  por  seis  meses. 

Art.  16.  Si  apareciese  omitida  en  los  re- 
gistros la  avaluación  de  una  propiedad,  la 
Administración  procederá  ásu  tasación,  po- 
diendo apelarse  de  ésta  ante  la  Dirección 
general  de  Rentas  dentro  de  los  quince  día*. 

Art.  16.  Las  presentaciones  escritas  por 
reclamo  sobre  la  avaluación  ü  otra  cansa  pos- 
teriores al  vencimiento  del  plazo  para  el  pa- 
go, no  se  admitirán  si  no  se  hace  previa- 
mente el  depósito  de  la  deuda  en  el  Banco 
de  la  nación. 

Art.  17.  Si  después  de  haberse  declarado 
que  una  propiedad  no  adeuda  impuesto  re- 
sultara que  debe,  la  oficina   no   detendrá  la 
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transmisión  del  inmueble  en  presencia  de  la 
«constancia  expedida  por  e)  Escribano  en  en- 
yo  protocolo  se  halle  aquel  documento. 

Art.  18.  La  avaluación  y  cobro  del  im- 
puesto territorial  sobre  los  terrenos  y  pro- 
piedades  de  particulares  comprendidos  en 
los  egidos  de  los  pueblos  situados  en  terri- 
torios nacionales,  es  del  resorte  exclusivo  de 
las  municipalidades  establecidas  de  acuerdo 
con  la  ley  núm.  2.785. 

Art.  19.  La  presente  ley  regirá  durante 
el  afio  de  1897.  y  su  ejecución  será  regla- 
mentada por  el  Poder  Ejecutivo. 

Art.  20.  Las  propiedades  sujetas  al  im- 
puesto territorial,  pagarán  el  1  por  100  adi- 
cional. 

Del  producido  de  este  impuesto  se  desti- 
nará el  86  por  100  para  la  municipalidad  de 
la  capital  y  el  «4  por  100  restante  para  ren- 
tas generales. 

Impuestos  internos.— Ley  de  19  de  Ene- 
ro de  1897. 

Articulo  1.°  Declárase  vigente  para  1897 
la  Ley  de  Impuestos  internos  que  regía  en 
1890  (1),  con  las  siguientes  modificaciones: 

El  art.  1.°,  inciso  l.°  cEl  impuesto  á  los 
alcoholes  se  aumenta  á  86  centavos  por  li- 
tro». 

Inciso  2.°  «La  cerveza  doble  ó  sencilla 
pagará  cinco  centavos  por  litro>. 

Agregar  en  seguida  como  incisos  8.o,  4.°, 
6.°  y  6.°  (nuevos)  los  siguientes: 

c  Inciso  3.o  Todos  los  azúcares  que  desde 
la  promulgación  de  esta  ley  se  produzcan 
en  el  país  ó  se  importen  del  extranjero 
hasta  el  31  de  Diciembre  próximo,  pagarán 
un  impuesto  interno  de  seis  centavos  por 
kilo,  que  será  satisfecho  por  el  fabricante  ó 
importador. 

Inciso  4.°  En  cambio  del  referido  im- 
puesto, el  Poder  Ejecutivo  entregará  un  cer- 
tificado (drawback),  que  dará  derecho  al  tene- 
dor para  exportar  una  cantidad  igual  al  86 
por  100  del  azocar  sobre  el  cual  se  hubiese 
pagado  el  impuesto,  y  recibir  en  devolución 
12  centavos  moneda  nacional  por  kilo  de 
azúcar  exportada. 

Inciso  6.°  Todos  los  azúcares  de  fabrica- 
ción nacional  existentes  á  la  promulgación 
de  la  presente  ley,  pagarán  un  impuesto 
interno  de  un  centavo  moneda  nacional  por 
kilo,  que  será  satisfecho  por  el  tenedor,  á 
quien  le  serán  devueltos  cuatro  centavos  por 
cada  kilo  que  exporte,  siempre  que  la  canti- 
dad exportada  no  exceda  del  25  por  100  de 


(1)     Véanselas  páginas  539  v  siguientes  del 
tomo  primero  del  Anuario  anterior. 


la  existencia  sobre  la  cual  hubiese  pagado 
el  impuesto. 

Inciso  6.o  Toda  vez  que  el  precio  corrien- 
te de  venta  por  mayor  del  azúcar  exceda  de 
cuatro  pesos  los  10  kilos  puestos  sobre  el 
vagón  en  los  ingenios  productores,  incluso 
el  impuesto  pagado,  el  Poder  Ejecutivo  sos- 
penderá  la  entrega  de  los  certificados  de 
que  habla  el  inciso  4.°> 

Modificar  el  inciso  8.°  por  el  siguiente: 

t Inciso  8.°  Quedan  exceptuados  de  im- 
puesto los  vinos  puros  nacionales,  cortados 
entre  si  ó  con  vinos  puros  extranjeros. 

Los  cortes  de  otra  clase  de  vinos,  los  Pe- 
tiot,  y  las  mezclas  de  éstos  con  otros  dentro 
délos  términos  de  la  ley  nú  na.  8.029,  pagarán 
seis  centavos  por  litro  del  producto  elabo- 
rado. » 

Agregar  como  incisos  nuevos  los  siguien- 
tes: 

«Inciso  9.°  Será  considerado  como  vino 
puro  á  los  efectos  del  inciso  anterior,  todo 
vino  que  haya  sido  alcoholizado  en  los  tér- 
minos del  inciso  siguiente. 

» Inciso  10.  La  alcoholización  de  los  vi- 
nos nacionales  podrá  hacerse  basta  16  gra- 
dos en  los  centros  de  producción;  ó  en  los 
de  consumo  con  intervención  de  la  oficina 
de  impuestos  internos,  previa  justificación 
de  su  procedencia.  Pasando  el  límite  de  16/ 
grados  se  pagará  como  impuesto  un  centavo 
por  grado.  Los  permisos  de  alcoholización 
serán  expedidos  por  la  oficina  respectiva 
dentro  del  término  de  veinticuatro  horas.» 

Modificar  la  numeración  del  inciso  9.°  por 
11,  del  10  por  12  y  del  11  por  13. 

Modificar  el  art.  8.°  como  sigue: 

cArt.  3.°  Las  compañías  de  seguros  de 
cualquier  género,  cuya  dirección  y  capital 
inscrito  no  estén  radioados  en  el  país,  paga- 
rán un  impuesto  de  JO  por  100  sóbrela» 
primas  de  los  seguros  que  celebren,  excep- 
tuándose los  seguros  sobre  la  vida,  que  pa- 
garán el  impuesto  de  2  por  100  sobre  dichas 
primas,  y  los  seguros  agrícolas,  que  no  paga- 
rán ninguno.» 

Agregar  como  art.  4.°  (nuevo)  el  siguiente; 

«Art.  4.°  Las  compañías  de  seguros  cuya 
dirección  y  capitales  estén  radicados  en  el 
país  pagarán  un  impuesto  de  2  por  100  sobre 
las  primas  de  los  seguros  que  celebren,  ex- 
ceptuándose las  de  seguros  sobre  la  vida, 
que  pagarán  el  impuesto  de  medio  por  100 
sobre  dichas  primas,  y  los  seguros  agrícolas 
que  no  pagaran  ninguno.» 

Mollificar  la  numeración  de  los  artícnlos 
que  siguen. 

Modificar  el  art.  18  de  la  ley  vigente  de  la 
siguiente  manera: 

«Queda  en  vigencia  la  ley  núm.  8.247  con 
las  siguientes  modificaciones: 
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El  art.  4.°  de  esta  ley  quedará  como  signe: 
«Los  tabacos  elaborados,  sean  picados,  he- 
bras ó  pulverizados  (rapó)  y  los  tabacos  en 
tabletas  ó  en  cuerda,  pagarán  el  impuesto 
con  sujeción  á  la  siguiente  tarifa: 

Los  que  se  vendan  á  un  precio  que  no  ex- 
ceda de  dos  pesos  el  kilo,  45  centavos  kilo. 

Los  que  no  excedan  de  dos  pesos  y  no 
superen  de  cuatro  kilos,  un  peso  el  kilo. 

Los  que  no  excedan  de  cuatro,  dos  pesos 
el  kilo.» 

Agregar  al  art  6.0  lo  siguiente: 

«En  los  artículos  manufacturados  de  im 
portación,  servirá  de  base  para  el  cobro  del 
impuesto  el  valor  del  artículo  fijado  por  me- 
dio de  una  tarifa  de  precios  corrientes  que 
formulará  periódicamente  el  Poder  Ejecu- 
tivo.» 

Introducir  cerno  artículo  nuevo  con  el  nú- 
mero que  le  corresponda,  el  siguiente: 

c  Los  fabricantes  de  alcohol  estarán  obli- 
gados á  permitir  la  colocación  en  sus  desti- 
lerías por  cuenta  del  Fisco,  de  contadores 
alcoholómetros  sistema  Siemen.» 

Agregar  al  final  de  la  ley  el  siguiente  ar- 
tículo: 

«8i  el  alcohol  se  extrajese  de  las  fábricas 
para  ser  rectificado  en  otra,  el  pago  del  im- 
puesto se  hará  á  la  salida  del  producto  rec- 
tificado, debiendo  la  oficina  de  impuestos 
internos  expedir  boletos  de  tránsito  que  ase- 
guren el  destino  del  alcohol  expedido  por  la 
primera  fábrica.» 

Presupuesto  general  de  gastos  y  cálcalo 
de  recursos  para  1897. — Ley   de   18  de 

Enero  de  1897. 

Artículo  l.o  El  presupuesto  ordinario  y 
extraordinario  de  gastos  de  la  Administra- 
ción para  el  año  1897.  queda  fijado  en  la 
suma  de  33.492.000  pesos  en  oro,  distribuí- 
dos  en  los  siguientes  anexos. 

Congreso,  anexo  A.— Interior,  id.  B  —Re- 
laciones exteriores',  anexo  C.  —  Hacienda, 
anexo  D.— Deuda  pública,  inciso  único.— 
Justicia,  Comercio  ó  Instrucción  pública, 
anexo  E. — Guerra  (ordinario), anexo  F. — Ma- 
rina (ordinario),  anexo  Q.  —  Guerra  y  Marina 
(extraordinario).— Obras  públicas,  anexo  H. 

Art.  2.°  Los  gastos  presupuestados  en  el 
artículo  anterior,  serán  cubiertos  con  los  si- 
guientes recursos: 


Importación  y  adicional 28.400.000 

Exportación 2.000.000 

Almacenaje  y  eslingaje 1.000.000 

Puertos  y  muelles 700.000 

Faros  y  avalices 180.000 

Guinches 200.000 


Petoi   ora. 

Derechos  corten  lares . , I0OJWO 

Visita  de  sanidad.- . . , 40  MM 

Estadística  y  sellos 250.OÜC 

Renta  de  títulos 622  00C 

Total , 83.492  OO0 


Impueñtos  internos. 


Alcoholes 9.000.000 

Cerveza 800.000 

Fósforos . 1.7O0  000 

Sociedades  anónimas 100.000 

Vinos  artificiales 200.000 

Naipes 60.0CO 

Tabacos 5.500.000 

Azúcar  (nuevo) 2.000.000 

Obras  de  salubridad 4.900.000 

Contribución  territorial 2. 1 40.000 

Patentes 2.OO0.000 

Papel  sellado 5.850.000 

Correos 2.840.000 

Telégrafos 1  030.000 

Tracción 160.000 

Explotación  de  yerbales 60.000 

Arrendamiento  y   venta  de 

tierras 3.000.000 

Terrenos  del  puerto  de  la  capital  2.000.000 

Eventuales  y  multas 650.000 

Ferrocarril  central  Norte 2  300.000 

ídem  Andino 1.200  000 

ídem  Dean  Funes  á  Chilecito.. .  160.000 

ídem  Chumbicbaá  Catamarca.  70.000 

Por  registro  de  propiedad 39  000 

Por  registro  de  hipotecas,  em- 
bargos ó  inhibiciones 25  000 

Servicio  sanitario  del  puerto. . .  100.000 

Utilidades  del  Banco  Nacional  .  2.000  000 

Títulos  del  Banco  Nacional 12.000  000 

Total 61.836.000 


Art.  3  °  Las  mercaderías  y  productos  su- 
jetos, según  la  ley  de  Aduanas  para  1897  (i\ 
al  pago  de  los  derechos  de  importación,  pa- 
garán además  un  impuesto  adicional  de  3 
por  100. 

Art.  4.°  Suspéndese  durante  el  año  1897 
los  efectos  del  art.  24  de  la  ley  núm.  2.841, 
debiendo  ingresar  en  Tesorería  las  utilida- 
des líquidas  del  Banco  de  la  Nación  Argen- 
tina, hasta  la  suma  de  dos  millonea  de  pe- 
sos de  curso  legal. 


(1)     Preinserta. 
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Art,  6"  Fíjase  en  3  por  1 00  de  interés  y 
10  por  100  de  amortización  anual,  el  servi- 
cio de  los  títulos  entregados  al  Banco  de  la 
Nación  por  el  Banco  Nacional  en  pago  de  los 
depósitos  judiciales  y  en  6  por  100  de  inte- 
rés anual  y  2  por  100  de  amortización  el 
servicio  de  los  títulos  entregados  por  el  mis- 
mo  Banco  Nacional  á  la  Caja  de  Conversión 
en  pago  del  empréstito  popular. 

Art.  B.°  £1  Banco  Nacional  en  liquida- 
ción  entregará  a  la  Tesorería  Nacional  en 
pago  de  depósitos  de  la  misma  y  de  acuerdo 
con  el  inciso  2,0  del  art.  9.o  de  la  Ley  de  li- 
quidación hasta  12.000.000  de  pesos  de  títu- 
los de  los  creados  por  el  art.  £.*"  de  dicha  ley, 
en  la»  mismas  condiciones  establecidas  en 
el  citado  artículo  y  siguiente,  debiendo  re- 
ducirse la  aiitori&sción  á  10  por  100  anual. 

Art.  7/>  Autorízase  al  Poder  ejecutivo 
á  negociar  dichos  títulos  hasta  la  suma  ne- 
cesaria para  cubrir  el  déficit  del  presupues- 
to  de  gastos. 

Art.  R.D  Las  Suciedades  de  Beneficencia 
de  la  capital  y  provincias,  recibirán  del  pro- 
ducido de  Iab  utilidades  de  la  Lotería  uns  su- 
ma igual  á  la  recibida  el  año  1896.  El  exce- 
do que  sobre  esa  suma  se  produzca  será  en- 
tregado en  Teeorería  por  la  Comisión  direc- 
tiva de  la  lotería  ala  orden  del  Ministerio 
de  Cultos.  Este  exceso  será  distribuido  en- 
tre las  provincias  y  la  capital  en  la  misma 
forma  fijada  por  la  ley  'éO  por  100  y  60  por 
100),  destinado  á  subvenciones  del  culto,  in- 
ciso 10,  anexo  E,  y  al  fomento  de  bellas  ar* 
fes  y  de  Las  misiones  salecíanas  hasta  la  su- 
ma de  200.000  pesos,  moneda  nacional,  de 
la  parte  que  corresponda  á  la  capital  de  la 
República, 

Art.  9°  E\  Poder  Ejecutivo  vendará  en 
remate  publico  L00O  leonas  cuadradas  de 
tierras,  de  conformidad  á  la  ley  Lü6ñ,  pu- 
diendo  verificar  el  remate  y  La  escrituración 
en  La  capital  del  territorio  donde  se  halle 
ubicada  la  tierra  que  se  enajene. 

Art.  10,  Declarase  vigente  para  el  ejer- 
cicio económico  de  1897  el  presupuesto  ge- 
neral de  gastos  de  la  Administración  corres- 
pondiente al  «ñu  1896  (l)p  con  las  modifica- 
ciones que  acompañan  a  la  presente. 

Art.  II.  til  año  económico  empezará  el 
L°  de  Octubre,  y  terminara  el  30  de  Sep- 
tiembre siguiente. 

Art.  13.  Quedan  derogadas  laa  prescrip- 
ciones legales  que  se  opongan  á  la  presen- 
te ley. 


(l)     Véase  La  pá£.  541  y  atg-uíecites  dal   tomo 
correspondiente  del  AhCakio  anterior. 


Extinción  de  la  langosta.  —  Ley  de  7  de 
Agosto  de  1897. 

Artículo  I.o  El  Poder  Ejecutivo  tomará 
tas  medidas  conduren  tes  á  la  extinción  de 
la  langosta  en  todo  el  territorio  de  la  Repú- 
blica, 

Art.  2.0  El  Poder  Ejecutivo  dará  cumpli- 
miento á  esta  ley  por  medio  de  una  Comisión 
centra]  y  de  Comisiones  provinciales  desima- 
nadas por  aquélla, 

Las  Comisiones  de  cada  provincia  nom- 
brarán á  su  vez  las  Subcomisiones  que  fue- 
ren necesarias.  Todas  estas  Comisiones  serán 
consideradas  como  cargo  publico,  obligatorio 
y  gratuito. 

Las  Comisiones  provinciales  y  Subcomi- 
siones dependerán  de  la  Comisión  central,  y 
ésta  del  Poder  Ejecutivo. 

Art  3.®  La  Comisión  central  tendrá  á  su 
cargo  los  recursos  que  recibirá  del  Poder 
Ejecutivo,  y  por  sí,  ó  por  Intermedio  de  las 
Comisiones  ó  Subcomisiones,  los  adminis- 
trará, aplicándolos  estrictamente  á*La  des- 
trucción de  langosta. 

Las  Comisiones  y  Subcomisiones  rendirán 
cuenta  de  la  inversión  de  los  fondos  que  re- 
cibieren, siempre  que  se  les  exigiera  por  la 
Comisión  central,  y  ésta  al  Poder  Ejecutivo. 

Art.  4.°  La  Comisión  central  y  las  Comi- 
siones provinciales  y  Subcomisiones  estarán 
facultadas  para  practicar  todos  los  actoa  de 
administración  convenientes  puru  llenar  su 
cometido  dentro  de  los  términos  de  la  pre- 
sente Jey}  y  Las  autoridades  tanto  nacionales 
como  provinciales  están  en  el  deber  de  pres- 
tarles la  ayuda  que  les  solicite. 

Art.  5,"  Cuando  para  La  ejecución  de  tra- 
bajos de  ei tinción  de  Lsugosta  fuera  indis- 
pensable destruir  sementeras,  Ihs  Comisio- 
nes ó  Subcomisiones  duran  las  órdenes  ne- 
cessrÍRS  al  efecto,  previa  iitdeuintaación,  que 
en  ningún  caso  podrá  exceder  del  valor  que 
represente  la  sementera,  segrí n  su  estado 
actual  ile  vegetación. 

El  justiprecio  se  hará  por  Loa  miembros 
de  Ja  Comisión  inmediata  y  dos  vecinos  del 
distrito  respectivo,  designados  por  el  duefio 
de  Ja  sementera.  De  la  destrucción  y  justi- 
precio se  levantará  acta,  y  al  pie  de  ésta  se 
extenderá  la  orden  para  destruir  la  semen- 
tera y  el  recibo  de  su  precio,  firmado  por  el 
dueño  ó  su  representante. 

Art.  6.ü  En  todos  Loa  casos  en  que  el  Po- 
der Ejecutivo  lo  considere  necesario,  las  tro- 
pas de  línea  nacionales  prestarán  su  con- 
curso en  la  extinción  de  la  langosta.  Kn  este 
caso  procederán  bajo  la  dirección  de  las  Co- 
misiones locales. 

Art,  7.°  Todos  Los  baid  tantea  de  La  Repú- 
blica, sean  ciudadanos  ó  extranjeros,   entre 
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loe  quince  y  cincuenta  afios  de  edad,  están 
obligados  dentro  del  distrito  de  sa  domicilio, 
*  prestar  sus  servicios  personales  y  á  facili- 
tar los  útiles  de  su  propiedad,  aptos  para 
los  trabajos  de  destrucción  de  la  langosta, 
siempre  que  fueren  requeridos  por  las  auto- 
ridades  designadas  en  esta  ley. 

A  estos  efectos  se  considerará  como  dia- 
ttito  la  subdivisión  territorial  de  menor  ex- 
tt  nsióndel  lugar  del  domicilio  del  requerido. 

Art.  8.0  Exceptúanee  de  esta  obligación 
de  prestar  servicios  personales: 

1.°    Los  incapacitados  físicamente. 

2.o  Los  empleados  de  la  Nación  y  de  las 
provincias  que  tengan  obligación  de  asistir 
diariamente  á  la  oficina. 

3.°  Los  empleados  y  peones  de  las  em- 
presas de  ferrocarriles,  quedando  éstas  obli- 
gadas á  extinguir  los  huevos  y  larvas  de 
langosta  en  los  terrenos  de  su  propiedad  sin 
intervención  de  las  Comisiones  en  este  tra- 
bajo. 

Art.  9.o  Los  servicios  personales  á  que 
se  refiere  el  art.  7. o,  serán  remunerados.  La 
Comisión  central  publicará  con  la  debida 
anticipación  la  tarifa  de  los  salarios,  la  que 
podrá  ser  diversa  para  diferentes  lugares, 
según  los  precios  de  los  salarios. 

El  pago  se  hará  en  el  lugar  del  trabajo. 
En  defecto  de  la  tarifa,  las  Comisiones  ó 
Subcomisiones  no  podrán  en  ningún  caso 
pagar  un  salario  mayor  que  el  equivalente 
ni  término  medio  de  los  que  se  hubieran  pa- 
gado durante  el  año  en  el  lugar  en  que  se 
estuviere  destruyendo  !a  langosta. 

Art.  10.  La  obligación  de  prestar  el  ser- 
vicio personal  no  podrá  exceder  de  veinte 
días  continuos,  y  podrá  ser  redimido  por  una 
oblación  de  cincuenta  pesos  moneda  nacio- 
nal en  la  Tesorería  de  la  Comisión  respecti- 
va ó  por  medio  de  personero. 

Art.  11.  Durante  la  prestación  de  los  ser- 
vicios personales  para  la  destrucción  de  ja 
langosta,  los  vecinos  citados  por  las  Comisio- 
nes quedan  exonerados  de  asistir  á  los  ejer- 
cicios de  la  guardia  nacional. 

Art.  12.  Todo  propietario  ó  arrendatario 
tiene  obligación  de  dar  aviso  á  la  Comisión 
respectiva  de  la  aparición  de  la  langosta,  de- 
terminando la  dirección  que  lleva,  la  fecha  y 
lugar  de  la  ovación,  y  la  fecha  del  nacimien- 
to de  las  larvas  y  mosquitos  en  el  acto  de 
producirse. 

Este  aviso  será  á  cargo  de  la  Comisión  res- 
pectiva. 

Art.  13.  Los  infractores  al  art.  7  o  serán 
penados  con  el  doble  del  servicio  personal 
obligatorio  ó  100  pesos  de  multa. 

Los  infractores  al  art.  8.°,  inciso  3.°,  con 
600  á  3.000  pesos  de  multa,  según  la  grave- 
dad del  caso. 


Los  infractores  al  art  12,  con  malta  de 
cinco  á  60  pesos,  según  la  gravedad. 

Art.  14.  Estas  penas  se  harán  efectivas 
por  las  Comisiones  respectivas,  óáao  requi- 
sición, por  la  autoridad  inmediata  nacional 
ó  provincial,  administrativamente  y  por  vis 
de  apremio. 

Art.  16.  De  la  aplicación  de  estas  penas 
podrá  apelarse  para  ante  el  Joes  federal  in- 
mediato, previo  pago  de  la  multa  impuesta. 
sin  cuyo  requisito  no  se  concederá  la  ape- 
lación. 

Art  16.  Las  multas  impuestas  por  infrac- 
ciones y  las  cuotas  de  redención  se  destinan 
al  pago  de  los  gastos  que  demande  la  -jeea- 
ción  de  la  presente  ley. 

Art.  17.  Facúltase  al  Poder  Ejecutiva 
para  emitir  una  nueva  serie  de  cuatro  millo- 
nes de  títulos  del  mismo  interés  y  amortisa- 
clón  que  los  autorizados  por  la  ley  número 
3.069,  los  que  serán  exclusivamente  destina- 
dos á  sufragar  los  gastos  que  se  efectúen  eu 
cumplimiento  déla  presente. 

La  amortización  será  acumulativa  y  se  ha- 
rá por  sorteo  á  la  par  ó  por  licitación  abaj<> 
de  la  par,  pudiendo  aumentarse  el  fonoY 
amortizable. 

Art.  18.  Las  Comisiones  nombradas  para 
la  extinción  de  la  langosta,  podrán  hace* 
uso  libremente  del  correo  y  telégrafo  de  la 
nación  para  llenar  su  cometido. 

Art.  19.  Créase  una  sección  de  entomo- 
logía, dependiente  de  la  Oficina  de  Asjricul 
tura,  destinada  á  estudiar  la  langosta  y  de- 
más insectos  perjudiciales  á  la  agricultura 
que  haya  en  la  República;  á  difundir  en  eJ 
país  conocimientos  prácticos  acerca  de  ios 
medios,  y  prevenirse  de  ellos  y  destruirlos. 

Art.  20.  Autorízase  al  Poder  Ejecntivo 
para  invertir  hasta  la  suma  de  20.000  pesos 
moneda  nacional  en  instalar  dicha  sección 
y  pagar  á  su  personal  mientras  no  sea  in- 
cluido en  el  Presupuesto  genera!. 

Buques  de  cabotaje.  -Ley  de  10  de  Agos- 
to de  1897. 

Artículo  1.°  Los  buques  de  vela  y  vapo- 
res que  hagan  la  navegación  de  cabotaje, 
pagarán  por  impuesto  de  entrada  al  poerto 
de  la  capital,  un  centavo  oro  por  tonelada  de 
registro. 

Art.  2.°  Autorízase  al  Poder  Ejecutivo  á 
devolver  á  los  dueños  de  los  buqnes  y  vapo- 
res de  cabotaje,  el  exceso  del  impuesto  que 
hubiesen  pagado  desde  el  1.a  de  Enero  del 
corriente  afio,  de  acuerdo  con  el  Decreto  ds 
19  de  Mayo  último. 
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Céuso  de  población.— Ley  de  10  de  Sep- 
tiembre de  1897. 

Artículo  l.o  Apruébase  el  censo  de  po- 
blación de  la  República,  practicado  el  día  10 
<le  Mayo  de  1895,  cuyos  resultados  son  los 
siguientes: 

Población  total  de  la  República,  4.094.911 
Habitantes. 

Población  nominalmente  inscrita,  tres  mi- 
1  Iones  964.91 1  habitantes,  distribuidos  así: 

Capital,  663.854.— Provincia  de  Buenos 
Aires,  921.168. -Santa  Fe,  397.188.— Entre 
Ríos,  292.019.— Corrientes,  240.678.— Córdo- 
ba, 861.228.— San  Luis,  82.600.— Santiago, 
161.602.— Mendoza,  116.186. —  San  Juan, 
84.251.  —  La  Rioja,  69.502.  -Catamarca, 
90.161.— Tucumán,  216.742.— Salta,  118.016. 
— Jujuy,  49.713.—  Territorio  de  Misiones, 
í*2.203.-  Formosa,  4.829.— Chaco,  10.422.— 
3-*  Pampa,  26.914.— Neuquen,  14.617.— Río 
Negro,  9  241.— Chubut,  3.748.— Santa  Cruz, 
1 .058.- Tierra  del  Fuego,  477. 

Art.  2.o  Esta  ley  empezará  á  regir  para 
s  os  efectos  políticos  desde  el  1.°  de  Marzo 
de  1898. 

Exoueracíón  de  derechos  á  las  maquina- 
rias destinadas  á  la  explotación  de  mi- 
nas.—Ley  de  11  de  Septiembre  de  1897. 

Artículo  1.°  Concédese  la  exoneración  de 
«lerechos  de  Aduana  por  el  término  de  diez 
afíoe  á  la  maquinaria,  herramientas  y  mate- 
riales necesarios  para  la  instalación  y  explo- 
tación de  los  establecimientos  mineros  y 
metalúrgicos  que  se  establezcan  en  la  Re- 
pública ó  que  actualmente  existan. 

Art.  2.°  Estarán  á  cargo  de  los  concesio- 
narios los  gastos  que  ocasione  la  verificación 
<le  los  materiales  que  introduzcan,  lo  que  en 
cada  caso  se  hará  constar  por  solicitud  es- 
crita ante  la  Aduana  respectiva. 

Renovación  parcial  de  la  moneda  fidu- 
ciaria en  circulación.  -Ley  de  17  de  Sep- 
tiembre de  1897. 

Artículo  1.°  Autorízase  al  Poder  Ejecu- 
tivo para  que,  por  intermedio  de  la  Caja 
de  conversión,  proceda,  á  renovar,  parcial  y 
sucesivamente,  toda  la  moneda  fiduciaria 
actualmente  en  circulación. 

Art.  2.°  £1  plazo  para  la  sustitución  de 
los  billetes  no  excederá  de  tres  años,  desde 
la  promulgación  de  la  presente  ley. 

Art.  3.°  El  Poder  Ejecutivo  hará  cono- 
cer, por  decreto  expedido  con  tres  meses  de 
anticipación,  la  fecha  desde  la  cual  dejarán 
de  tener  valor  los  billetes  no  cambiados. 

Art.  4.o  Quedan  derogadas  las  leyes  con- 
trarias á  la  presente. 
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Reforma  del  art.  376  del  Código  de  Pro- 
cedimientos en  lo  criminal  de  la  capital. 

— Ley  de  20  de  Septiembre  de  1897. 

Artículo  1.°  Queda  reformado  el  art.  876 
del  Código  de  Procedimientos  en  lo  criminal 
de  la  capital  en  la  siguiente  forma: 

«Art.  876.  Cuando  el  hecho  que  motive 
la  prisión  del  procesado  tenga  sólo  pena 
pecunjaria  ó  corporal,  cuyo  promedio  no 
exceda  de  dos  años  de  prisión  ó  una  y  otra 
conjuntamente,  podrá  declararse  su  libertad 
provisoria,  siempre  que  preste  alguna  de  las 
cauciones  determinadas  en  el  presente  tí- 
tulos 

Reforma  de  la  Constitución  política. — 

Ley  de  23  de  Septiembre  de  1897. 

Artículo  1.°  Declárase  necesaria  la  re- 
forma parcial  de  la  Constitución  en  lo  rela- 
tivo al  número  de  habitantes  que  el  art.  37 
fija  como  base  para  la  elección  de  Diputados 
al  Congreso  nacional;  en  la  disposición  del 
artículo  87,  relativa  al  n  ti  mero  de  Ministros 
del  Poder  Ejecutivo;  y  en  el  inciso  1.°  del 
artículo  67,  en  cuanto  no  permite  la  instala- 
ción de  Aduanas  libres  en  los  territorios  del 
Sur  de  la  República. 

Art.  2.o,  Convócase  una  Convención  para 
dicho  objeto,  que  se  reunirá  en  la  capital  de 
la  República. 

Art.  3  o  La  Convención  será  elegida  el 
último  domingo  de  Enero  de  1898,  y  se  ins- 
talará veinte  días  después. 

Art.  4.°  Las  elecciones  de  convenciona- 
les tendrán  lugar  con  sujeción  á  la  ley  de 
elecciones  nacionales. 

Art.  6.°  Podrá  ser  convencional  todo 
ciudadano  argentino  mayor  de  veinticinco 
afios. 

Art.  6.°  La  Convención  deberá  terminar 
su  cometido  á  los  treinta  días  después  de  su 
instalación.  El  cargo  de  convencional  será 
gratuito  y  gozará  de  inmunidades  durante 
el  tiempo  de  su  mandato. 

Art.  7.o  La  Convención  se  compondrá  de 
120  miembros,  que  serán  elegidos  en  la 
forma  siguiente: 

En  la  capital  de  la  República,  20  conven- 
cionales; en  la  provincia  de  Buenos  Aires,  82; 
en  la  provincia  de  Santa  Fe,  12;  en  la  provin- 
cia de  Entre  Ríos,  nueve;  en  la  provincia  de 
Corrientes,  siete;  en  la  provincia  de  Córdoba, 
11;  en  la  provincia  de  San  Luis,  tres;  en 
la  provincia  de  Santiago  del  Estero,  cinco; 
en  la  provincia  de  Mendoza,  cuatro;  en  la 
provincia  de  8an  Juan,  tres;  en  la  provincia 
de  La  Rioja,  dos;  en  la  provincia  de  Cata- 
marca,  tres;  en  la  provincia  de  Tucumán, 
siete;  en  la  provincia  de  Salta,  cuatro;  en  la 
provincia  de  Jujuy,  dos. 
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Art.  8.°  El  término  á  que  se  refiere  el 
artículo  37  de  la  Ley  de  Elecciones,  se  re- 
duce á  dÍ9z  días  para  esta  elección  de  con- 
vencionales y  de  Diputados. 

Art.  9.°  La  elección  de  Diputados  nacio- 
nales, que  según  la  ley  vigente  debe  verifi- 
carse el  segundo  domingo  de  Marzo  de  1898, 
se  posterga  por  esta  sola  vez  para  el  día  de 
la  elección  de  electores  de  Presidente. 

Art.  10.  Autorízase  al  Poder  ejecutivo 
para  hacer  de  rentas  generales  los  gastos  que 
origine  esta  ley,  imputándose  á  la  misma. 

Reforma  del  Código  de  comercio. — Ley 

de  23  de  Septiembre  de  1897. 

Artículo  1.°  Modifícase  el  artículo  286  del 
Código  de  comercio,  en  la  siguiente  forma: 
<Las  sociedades  que  se  constituyan  en  país 
extranjero  para  ejercer  su  comercio  princi- 
pal en  la  República,  con  la  mayor  parte  de 
sus  capitales  levantados  en  ésta,  ó  que  ten- 
gan en  la  misma  su  directorio  central  y  la 
asamblea  de  socios,  serán  consideradas  para 
todos  sus  efectos  como  sociedades  naciona- 
les sujetas  á  las  disposiciones  de  este  Có- 
digos 

Art.  2.o    Comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo. 

Escribanos  públicos.  — Supresión  de  la 
división  de  Escribauos  civiles  j  comercia- 
les.—Ley  de  26  de  Septiembre  de  1897. 

Artículo  1.°  Queda  suprimida  la  actual 
división  de  Escribanos  públicos  en  civiles  y 
comerciales.  Los  Escribanos  de  Registro  pue- 
den extender  conforme  á  las  leyes,  toda  cla- 
se de  escrituras  públicas  sin  tener  en  cuenta 
la  naturaleza  civil  ó  comercial  del  acto. 

Art.  2  o  Las  funciones  conferidas  por  las 
leyes  vigentes  á  la  Cámara  de  apelación  en 
lo  comercial  y  al  Juez  del  comercioen  turno 
respecto  á  los  Registros  de  escrituras  públi- 
cas comerciales,  serán  ejercidas  en  adelante 
por  la  Cámara  de  apelación  en  lo  civil  y  el 
Juez  civil  en  turno,  según  los  casos. 

Colonia  nacional  de  alienados. — Ley  de 

25  de  Septiembre  de  1897. 

Artículo  l.o  Créase  una  Colonia  nacional 
de  alienados. 

Art.  2.°  La  Colonia  se  fundará  en  las  pro- 
ximidades de  la  capital  federal  y  en  una  su- 
perficie no  menor  de  500  hectáreas. 

Art.  3.°  El  Poder  Ejecutivo  nombrará 
una  Comisión  honoraria  compuesta  de  Mé- 
dicos ó  Ingenieros  competentes,  encargada 
de  aprobar  planos,  presupuestos,  contratar 
las  obras,  hacer  la  elección  del  terreno  y  co- 
rrer con  todo  lo  relativo  á  la  construcción  de 
la  colonia. 


Art.  4.°  Al  confeccionar  el  proyecto,  a 
Comisión  deberá  hacerlo  con  sujeción  á  laa 
reglas  del  nuevo  sistema  escocés  de  hospi- 
talización y  asistencia  médica  de  ios  aliena- 
dos en  los  asilos  de  puertas  abiertas.  (Ofen- 
door).    % 

Art.  6.°  Autorízase  al  Poder  Ejecutivo  i 
proceder  en  caso  necesario  á  la  expropia- 
ción de  la  tierra  que  reclame  la  edificaciox 
de  la  villa  y  la  formación  de  plazas,  avenida*, 
parques,  jardines  y  terrenos  de  labranza  in- 
dispensables en  establecí  mi  en  toe  de  eau 
clase. 

Art.  6.o  Los  gastos  de  la  presente  ley  te 
harán  con  el  producto  de  la  Lotería  de  Be- 
neficencia, á  cuyo  efecto  destíñanse  los  270 
mil  pesos  que  el  presupuesto  acuerda  para 
el  Hospicio  de  las  Mercedes;  anualmente  se 
fijará  en  la  ley  de  presupuesto  la  sama  á  in 
vertirse  en  lo  sucesivo,  suma  que  no  podrá 
ser  menor  á  la  partida  antes  expresada. 

Jueces  letrados  de  los  territorios  aadt* 
nales* — Ley  de  28  de  Septiembre  de  1897. 

Artículo  1.°  Refórmase  la  ley  núm.  1.632 
de  18  de  Octubre  de  1884  en  la  siguiente 
forma: 

1.°  Para  ser  Juez  letrado  de  los  territorio! 
nacionales  se  requiere  serciudadano  mam 
deedad,  y  Abogado  con  título  expedido  ó  re- 
conocido por  una  Universidad  nacional. 

2.o  Los  Jueces  letrados  durarán  cnain> 
años  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  pe- 
diendo ser  reelectos. 

8.°  Al  recibirse  de  su  cargo,  prestaran 
juramento  ante  la  Suprema  Corte  y  le  serie 
aplicables  las  disposiciones  de  la  ley  d«?  20 
de  Noviembre  de  1886,  núm.  1.893. 

4.°  No  podrán  ser  recusados  sin  jaata 
causa,  y  una  vez  admitida  la  recusación,  as 
como  en  caso  de  impedimento  ó  vacancia 
corresponderá  el  conocimiento  del  asunto  al 
Juez  de  sección  ó  territorio  más  próximo. 

Art.  2.o  Quedan  derogadas  las  disposi- 
ciones que  se  opongan  á  la  presente  ley. 

Registro  de  mandatos.— Ley  de  SO  dt 

Septiembre  de  1897. 

Artículo  l.o  Todo  acto  público  ó  privado, 
anterior  ó  posterior  á  la  sanción  de  esta  ley, 
otorgado  dentro  ó  fuera  de  la  capital,  qoe 
atribuya  á  una  ó  varias  personas  la  repre- 
sentación de  otras  ó  la  administración  de 
bienes  é  intereses  ajenos,  así  como  la  revo- 
cación, renuncia,  suspensión  ó  raodificacioi 
de  dichos  actos,  podrán  ser  registrados  ec 
la  capital  federal,  de  acuerdo  con  las  condi- 
ciones establecidas  en  esta  ley. 

Art.  2.o     Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en 
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el  inciso  7.o  del  art.  1.184  del  Código  civil,  y 
de  los  otros  medios  de  prueba  autorizados 
por  las  leyes,  el  registro  á  que  se  refiere  el 
artículo  anterior  bastará  para  justificar  el 
«•on trato  de  mandato  y  sus  modificaciones 
posteriores. 

Art.  3.o    (Sin  interés). 

Art.  4.°  £1  encargado  del  registro  de 
mandatos  deberá,  en  el  documento  original 
que  se  presente,  anotar  la  fecha  de  su  re- 
gistro. 

Art.  6.°  Si  el  documento  de  poder  fuere 
privado,  tendrá  que  ser  reconocida  la  firma 
por  el  mandante,  ante  el  Jefe  de  la  oficina  y 
dos  testigos  hábiles,  para  proceder  á  la  ins- 
cripción de  aquél  en  el  registro. 

Art.  6.o  El  tercero  qne  deba  celebrar  ac- 
tos con  personas  que  proceden  en  virtud  de 
poderes,  podrá  verificar  las  condiciones  en 
que  éstos  se  hallen,  pidiendo  directamente 
un  certificado  qne  deberá  serle  otorgado 
dentro  de  las  24  horas,  por  el  Registro  de 
mandatos. 

Art.  7.°  Por  los  actos  que  Be  anoten,  se 
pagará  un  impuesto  de  cuatro' pesos  por  ca- 
da inscripción  y  50  centavos  por  cada  foja 
que  exceda  de  una;  y  por  los  certificados  que 
se  expidan,  un  peso  moneda  nacional. 

Art.  8U  El  producido  de  los  impuestos 
creados  por  esta  ley,  será  destinado  á  satis- 
facer los  gastos  que  origine  el  Registro  de 
mandatos  y  su  excedente  á  contribuir  al 
sostenimiento  de  la  administración  de  jus- 
ticia. 

Impuesto  sobre  alcoholes»— Ley  de  4  de 

Noviembre  de  1897. 

Artículo  1.°  Los  alcoholes  de  producción 
nacional,  así  como  los  de  importación,  pa- 
garán 60  centavos  moneda  nacional,  el  litro; 
se  exceptúa  el  alcohol  fabricado  con  produc- 
tos ó  residuos  de  la  uva,  que  pagará  0'25 
centavos  por  litro  siempre  que  su  graduación 
nea .inferior  á  55°  del  alcohómetro  Gay  Lus- 
sac,  á  la  temperatura  de  15°  centígrados.  Si 
fuera  mayor,  pagará  50   centavos  por  litro. 

Art.  2.°  En  los  casos  de  contratos  de 
venta  anterior  por  los  que  deba  entregarse 
el  alcohol,  el  aumento  de  impuesto  que  por 
esta  ley  se  establece,  será  pagado  por  el  com- 
prador. 

Art.  3  o  Las  bebidas  alcohólicas  que  se 
introduzcan  con  posterioridad  á  la  presente 
ley,  pagarán  un  aumento  sobre  los  impues- 
tos consignados  en  la  Ley  de  Aduanas,  pio- 
porciona!  á  la  graduación  alcohólica  que  ten- 
gan á  razón  de  26  centavos  moneda  nacional 
el  litro,  á  96°  del  alcohómetro  Gay   Lussac. 

Este  impuesto  será  liquidado  al  mismo 
tiempo  que  los  antes  establecidos. 


Art.  4  o  Esta  ley  empezará  á  regir  desde 
el  6  de  Noviembre  de  1897. 

Extinción  de  la  langosta.  -  Ley  de  16  de 

Noviembre  de*  1897,  complementaria  de  la 
número  3.490(1). 

Artículo  1.°  Todo  ocupante  ó  propietario 
de  un  inmueble  invadiílo  por  la  langosta, 
prestará  el  servicio  personal  á  que  se  refiere 
el  art.  7.°,  con  el  personal  de  su  dependencia 
y  útiles  aparentes  para  la  destrucción  de  la 
langosta,  mientras  permanezca  en  la  propie- 
dad, gratuitamente  y  en  la  forma  que  lo  de- 
termine la  Comisión  correspondiente. 

En  este  caso,  los  propietarios  ú  ocupantes 
no  podrán  excusar  el  servicio  personal  con 
las  excepciones  del  art.  8."  de  la  ley  vigente, 
ni  ninguna  otra;  pero  podrán  redimirlo'  con 
la  oblación  de  una  suma  de  60  á  600  pesos 
moneda  nacional,  según  el  caso,  lo  que  no 
les  eximirá  de  prestar  los  demás  elementos 
con  que  cuenten  en  sn  propiedad. 

Art.  2.°  Los  propietarios  de  inmuebles 
desocupados  tendrán  la  obligación  de  con- 
tribuir á  la  extinción  de  la  langosta  que  ios 
invada  con  un  personal  representado  por 
tres  hombres  por  legua  ó  fracción. 

Art.  3  °  En  los  casos  de  infracción  á  los 
dos  artículos  que  preceden,  las  Comisiones 
correspondientes  procederán  á  la  extinción 
de  la  langosta  en  las  propiedades  invadidas, 
estableciendo  un  personal  doble  del  señala- 
do por  dichos  artículos  á  costa  de  los  pro- 
pietarios ú  ocupantes. 

Art.  4.°  En  los  casos  de  infracción  al  in- 
ciso d.°  del  art.  8.°  de  la  ley,  además  de  la 
pena  establecida  en  el  art.  13,  las  Comisio- 
nes procederán  á  la  extinción  de  las  larvas 
ó  langostas  existentes  en  las  vías  férreas  á 
costa  de  las  empresas  de  ferrocarriles  ó 
tranvías  respectivos. 

Art.  5  °  En  las  gestiones  para  el  reem- 
bolso de  los  gastos  que  las  Comisiones  pue- 
dan efectuar,  con  arreglo  al  art.  8.°,  las  pla- 
nillas, debidamente  autorizadas  por  dichas 
Comisiones,  harán  fe  en  juicio,  salvo  la  prue- 
ba contraria. 

Art.  tt.°  Para  cualquier  medida  que  verse 
sobre  obligaciones  de  la  destrucción  de  la 
langosta,  se  considerará  domicilio  legal  de 
la  persona  obligada  aquél  donde  deba  cum- 
plir la  obligación. 

Art.  7.°     La  multa  establecida  en  el  últi 
mo  inciso  del  art.  13  de  la  ley   vigente,  será 
de  cinco  á  1.000  pesos  moneda  nacional. 

Art.  8.o  En  todos  los  casos  en  que  los 
actos  de  las  Comisiones  de  extinción   den 


(1)    Inserta  anteriormente. 
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lugar  Á  recursos  ante  el  Juzgado  federal, 
serán  representadas  por  el  Ministerio  fiscal. 
Art.  9.°  Quedan  subsistentes  todas  las 
disposiciones  que  no  se  opongan  á  la  pre- 
sente ley. 

Tratado  de  extradición  entre  la  Repú- 
blica Argentina  j  los  Países  Bajos.— Ley 

de .80  de  Noviembre  de  1897. 

Artículo  1.°  Apruébase  la  Convención 
para  la  extradición  de  malhechores,  firmada 
por  los  Plenipotenciarios  de  la  República 
Argentina  y  de  S.  M.  la  Reina  de  los  Países 
Bajos,  en  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  el  día 
7  de  Septiembre  dej  afio  1893  (1). 

Art.  2.°     Comuniqúese  al  P.  E. 

Pescantes  hidráulicos.— Ley  de  2  de  Di- 
ciembre de  1897. 

Artículo  1°  £1  servicio  de  los  pescantes 
hidráulicos  del  puerto  de  la  capital,  se  abo 
nará  desde  el  1.°  de  Enero  de  1898,  á  razón 
de  85  centavos  por  tonelada  ó  fracción  de 
tonelada,  á  la  descarga,  de  acuerdo  con  el 
peso  ó  volumen  de  los  bultos  que  conste  en 
los  conocimientos  que  los  importadores  es- 
tán obligados  á  presentar  á  la  Aduana  á  la 
llegada  del  buque,  siendo  entendido  que 
cada  lingada  en  los  pescantes  de  1.600  ki- 
los, se  computará  como  de  un  peso  no  me- 
nor de  400  kilos  y  del  60  por  100  de  la  po- 
tencia de  cada  pescante,  si  se  usare  de  los 
de  cinco,  10  ó  80  toneladas,  y  que  cuando 
por  el  número  de  las  tingadas  resulte  exce- 
dido el  peso  de  los  conocimientos,  el  impues- 
to se  cobrará  con  relación  al  resultado  total 
de  la  lingada. 

Por  la  descarga  de  los  artículos  de  pro- 
ducción nacional  que  lleguen  de  los  puertos 
de  la  República,  se  pagará  la  quinta  parte 
de  la  tarifa  anterior. 

Art.  2.°  El  servicio  para  la  carga  se  co- 
brará á  razón  de  la  quinta  parte  de  la  tarifa 
establecida  para  la  descarga. 

Art.  3.°  Cuando  se  conceda  el  servicio 
de  noche  y  días  de  fiesta,  el  interesado  pa- 
gará, además  de  la  tarifa  ordinaria  estable- 
cida, los  gsstos  que  la  operación  demande, 
á  cuyo  efecto  la  oficina  de  movimiento  re- 
dactará un  presupuesto  que  debe  exhibir  á 
los  interesados  antes  de  otorgar  el  permiso. 

Art.  4.°     El  impuesto  se- cobrara  en  oro 
sellado  ó  su  equivalente  en  moneda  de  cur- 
.  so  legal,  al  tipo  que,  para  el  efecto,  fijará  el 
Ministerio  de  Hacienda. 


(1)  El  texto  oístellauo  de  la  misma,  ratificada 
«n  16  de  Diciembre  de  1897,  puede  consultarse 
en  el  lugar  correspondiente  (Hulanda)  del  tomo  II 
¿leí  preseute  Anuario  de  1897. 


Iteil  de  ferrocarriles  y  cji  uní?»  4?  a. 
gacióu  en  ios  territorios  nacionales, —U. 

de  23  de  Diciembre  de  1897. 

Artículo  l.o  Autorízase  al  Poder  Ej*s 
tivo  para  mandar  practicar  los  reconocí  xir  a- 
tos  del  terreno  necesarios  para  provenir  a 
construcción  de  ferrocarriles  y  cana)*?  c* 
navegación  en  los  territorios  del  río  5ef-¿ 
Neuqueu,  Chubnt  y  Santa  Crax. 

Art.  2.°  Dichos  trabajos  serán  eíertr.k- 
dos  bajo  la  dirección  inmediata  de)  I>nr 
tainento  nacional  de  Ingenieros,  por  meo 
de  una  Comisión  formada  por  Ingeau"* 
civiles  y  personal  científico  competente  ps  i 
el  estudio  do  la  geografía  y  de  la  natnr§.ea 
de  los  territorios  que  la  red  abarque. 

Art.  3.°  La  red  corresponderá  á  no  pü 
de  población  y  explotación  de  los  territorio 
mencionados,  correlacionando  las  diversa* 
líneas  y  canales  entre  sí  con  los  pnertos  -. 
Océano  Atlántico  y  con  el  ferrocarril  qa€ir 
construye  de  Bahía  Blanca  á  la  coDfloeii  •- 
del  Liniay  y  del  Neuquen. 

Art.  4.°     Las  Comisiones,  de  acuerdo  r 
las  instrucciones  que  deberán  dárseles,  pro- 
yectarán  las  trochas  de  las  vías,  de  col!  •? 
midad  con  la  topografía  del  terreno. 

A  rt.  6.°  Loa  estudios  cuín  preuderán,  ad: 
más  del  trazado  de  la  red: 

1.°  Una  Memoria  en  que  se  expongí 
los  fundamentos  de  la  adopción  de  cada  n 
de  los  ch nales,  de  las  líneas  férreHS  y  «le  .- 
puertos  á  que  sean  dirigidas. 

2.°  La  mención  precisa  y  circnnsratb  s 
da  de  los  ríos,  lagos  y  arroyos  del  ira\t  i. 
y  la  indicación  de  sus  posibles  aprorecU- 
mientos  industriales. 

3.o  El  detalle  de  la  calidad  de  la  tien- 
de los  pastos  y  de  los  bosques  nbicados'X- 
tro  del  radio  de  acción  de  la  red. 

4.°  Una  Memoria  descriptiva  de  laa  es- 
tancias minerales  t-xistentes  ó  descular  j» 
en  el  mismo  radiw  y  las  con  «liciones  de  ex- 
plotación en  que  se  encuentren. 

6  °     Una  noticia  de  la  flor*  y  de  la  Un;  i 

6.°     El  plano  de  los  esludios  será  coab 
nado  de  manera  que  puedan    ser   presenil 
dos   por  secciones,    debiéndose    preferir  - 
(fue     corresponda    á    la     gobernación 
Chubut. 

Art.  7.°  A  medida  que  las  Comisión?** 
expidan,  el  Poder  Ejecutivo  remitirá  al  In- 
greso el  resultado  de  los  eatudios,  con  *» 
planos,  presupuestos  é  informes  especkáf 
impresos,  en  concepto  de  que  tengan  w* 
extensa  publicidad. 

Art.  8  °     Autorizase    al    Poder    Ejecnw 
para  invertir  hasta  ia  suma  «le  100.000  peK» 
moneda    nacional   en    la   ejecución   de  «"-■ 
ley,  que  será  imputada  á  la  misma. 
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Explotación  de  yerbales,  -  Ley  de  29  de 
Diciembre  de  1897. 

Artículo  l.o  La  explotación  de  yerbales, 
en  los  territorios  nacionales  se  hará  libre- 
mente en  loe  campos  físgales,  pero  con  su- 
jeción al  Reglamento  que  el  Poder  Ejecutivo 
vücte  y  bajo  la  vigilancia  de  un  Comisario 
general  y  de  tres  Fiscales  nombrados  por 
aquél. 

Art.  2°  Por  cada  10  kilos  de  yerba  que 
se  extraigan  de  cualquier  campo  fiscal  ó 
particular  de  los  territorios  nacionales,  s« 
abonará  un  i  impuesto  de  inspección  de  30 
centavos  de  curso  legal,  en  las  Receptorías 
que  determine  el  Poder  Ejecutivo,  previa  la 
intervención  de  los  empleados  á  que  se  re- 
fiere el  artículo  anterior.  Cada  Receptoría 
(levará  una  cuenta  especial  de  producto  del 
derecho  de  explotación  de  yerbales. 

Art.  3.°  El  cuidado  y  conservación  de  los 
yerbales  estará  á  cargo  de  la  Gobernación 
del  territorio  respectivo. 

Aluiaeeuaje  j  eslingaje.— Ley  de  30  de 

Diciembre  de  1897. 

Artículo  1.°  El  almacenaje  en  las  Adua- 
nas de  la  República,  se  abonará  durante  el 
año  de  1898,  con  arreglo  á  la  siguiente  ta- 
rifa: 

1.°  Los  artículos  que  deben  abonar  en 
razón  de  su  peso,  cinco  centavos  al  mes  por 
cada  100  kilos  de  peao  bruto. 

Cuando  esta  mercadería  excediera  en  au 
peso  de  400  kilos  abonará,  además,  dos  cen- 
tavos por  mes  por  cada  200  kilos  ó  fracción. 
2.°  Los  que  deben  abonar  en  razón  del 
volumen,  tres  centavos  al  mes  por  cada  100 
decímetros  cúbicos. 

3.o  Los  que  deben  abonar  en  razóu  del 
litraje,  cinco  centavos  a)  mes  por  cada  100 
litros,  según  la  capacidad  del  envase. 

4.°  Los  que  deben  abonar  en  razóu  del 
valor,  25  centavos  al  mes  por  cada  100  pesos 
del  valor. 

5.°  La  pólvora  y  artículos  explosivos 
abonarán  Id  centavos  por  cada  100  kilos  de 
peso  bruto. 

6.o  Las  mercaderías  depositadas  en  la 
plazoleta,  abonarán  60  centavos  por  cada 
metro  cuadrado  por  semana  ó  fracción. 

Art.  2.°  Las  fracciones  de  peso,  volumen, 
litraje  ó  valor  abonarán  como  entero. 

Art.  3.°  Los  artículos  que  deben  abonar 
por  peso,  volumen,  litraje  ó  valor  serán  los 
-que  determine  la  tarifa  de  avalúos. 

Art.  4.°  Las  mercaderías  que  entren  á 
depósito  y  permanezcan  en  él  más  de  seis 
meses,  abonarán  el  doble  de  la  tarifa  men- 
sual. 


Art.  5.°  Todas  las  mercaderías  pagarán 
almacenaje  y  eslingaje  cuando  entren  á  de- 
pósito, ann  cuando  sea  de  despacho  directo. 

Art.  6.°  £1  eslingaje  será  equivalente  d 
dos  meses  de  almacenaje  para  las  merca- 
derías que  se  extraigan  de  depósito,  y  á  trea 
cuartas  partes  de  su  equivalencia  para  las 
de  despacho  directo. 

Art.  7.°  Las  mercaderías  exoneradas  del 
pago  de  derechos  de  importación  por  leyes 
o  contratos,  pagarán  derecho  de  eslingaje 
de  despacho  directo  si  no  eutran  á  los  de- 
pósitos de  Aduana,  y  pagarán  el  almacenaje 
y  eslingaje  de  depósitos  cuando  entren  á  sus 
almacenes,  y  las  de  despacho  directo  paga- 
rán el  almacenaje  en  los  casos  determinados 
por  las  Ordenanzas  de  Aduanas. 

Art.  8.°  Acuérdase  la  exoneración  del 
pago  de  tres  meses  de  almacenaje  para  las 
mercaderías  que  salgan  de  tránsito  de  los 
depósitos  fiscales  á  otras  Aduanas  de  la 
República  ó  para  el  exterior. 

Art.  9.°  El  almacenaje  se  cobrará  en  mo- 
neda metálica  ó  su  equivalente  en  moneda 
de  curso  legal,  al  tipo  que  para  el  efecto 
fijará  el  Ministerio  de  Hacienda. 

Faros  j  avalices.— Ley  de  31  de  Diciem- 
bre de  1897. 

Artículo  1.°  El  derecho  de  faros  y  avali- 
ces se  cobrará  en  la  República  durante  el 
año  1898  por  la  siguiente  tarifa: 

1°  Los  buques  que  vengan  de  cabos 
afuera,  pagarán  á  la  entrada  uu  derecho  úni- 
co de  siete  centavos  por  tonelada  de  registro. 

2.°  Los  buques  mayores  de  cinco  tonela- 
das que  naveguen  dentro  de  cabos,  pagarán 
solamente  á  su  entrada  á  los  puertos  del  Río 
de  la  Plata  ó  á  los  del  Alto  Uruguay,  dos 
centavos  por  tonelada  de  registro. 

3.°  Las  embarcaciones  playeras  en  los 
mismos  puertos  pagarán  dos  centavos  men- 
suales por  tonelada  de  registro. 

Art.  2°  Pagarán  la  mitad  de  la  tarifa 
anterior,  á  la  entrada,  las  embarcaciones  en 
lastre,  como  las  que  navegando  de  cabos 
adentro  hagan  servicio  postal  con  itinerario 
fijo,  y  las  que  lleven  por  lo  menos  tres  ma- 
rineros argentinos. 

Art.  3.°  Quedan  exceptuadas  del  expre- 
sado impuesto  las  embarcaciones  de  cinco 
toneladas  ó  menos,  los  buques  de  arribada 
forzosa,  siempre  que  no  efectúen  operacio- 
nes de  carga  ó  descarga,  y  los  que  toquen  en 
puertos  del  Atlántico  al  Sur  del   Río  Negro. 

Art.  4.o  El  derecho  de  faros  y  avalices  se 
cobrará  en  oro  sellado  ó  su  equivalente  en 
moneda  nacional,  al  tipo  que  para  el  efecto 
fijará  el  Ministerio  de  Hacienda. 
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Visita  de  sanidad.— Ley  de  31  de  Diciem- 
bre de  1897. 

Artículo  I.®  Todo  buque  mercante  pro- 
cedente del  extranjero,  que  entrase  á  puer- 
tos de  la  Repúbl ¡eslabonará  durante  el  año 
1898,  como  derecho  de  visita  de  sanidad,  el 
impuesto  de  un  centavo  por  tonelada  de  re- 
gistro. 

Art.  2."  Los  buques  que  procedan  de 
puertos  infectados  ó  que  hagan  escalas  en 
algunos  de  los  que  se  encuentran  en  esas 
condiciones,  ó  que  no  presenten  patente  de 
sanidad,  abonarán  como  derecho  de  visita 
tres  centavos  por  tonelada  de  registro. 

Art.  3.°  El  derecho  de  sanidad  se  abona- 
rá por  ta  mitad  de  lo  establecido  en  los  ar- 
tículos que  anteceden,  cuando  los  buques 
futrase ii  en  lastre  y  sin  pasajeros  ó  cuando 
lucieran,  de  cabos  adentro,  servicio  postal 
ron  itinerario  tijo  ó  llevasen,  por  lo  menos, 
tres  marineros  argentinos. 

Art.  4.°  Quedan  exceptuados  de  este  im- 
puesto los  buques  que  toquen  en  puertos 
urgen  ti  nos  del  Atlántico  al  Sur  del  Río 
Negro. 

Art.  6  o  El  impuesto  de  visita  de  sanidad 
se  cobrará  en  oro  sellado  ó  su  equivalente 
en  moneda,  legal,  al  tipo  que  para  el  efecto 
fijará  el  Ministerio  de  Hacienda. 

Impuesto  territorial.  -  Ley  de  31  de  Di- 
ciembre de  1897. 

Artículo!.0  Todos  los  terrenos  y  edifi- 
cios de  propiedad  particular  existentes  en  la 
capital  federal  y  territorios  nacionales,  pa- 
irarán por  contribución  territorial  en  el  año 
1998  el  5  por  1  000  sobre  la  avaluación  prac- 
ticada para  el  de  1896. 

En  el  caso  de  construcciones  de  nuevos 
edificios  que  se  terminen  durante  el  corrien- 
te año,  serán  éstos  avaluados  en  la  misma 
forma  en  que  se  ha  practicado  la  avaluación 
de  1896. 

Art.  2.°  Los  avaluadores  entregarán  á 
cada  propietario  los  boletos  de  avaluación, 
expresando  la  cuota  que  les  corresponda 
abonar;  pero  el  hecho  de  no  recibirlos  no  será 
excusa  para  no  pagar  el  impuesto  sobre  los 
edificios  concluidos  en  el  curso  del  año,  de- 
biendo los  propietarios  reclamar  dichos  bo- 
letos á  fin  de  poder  presentar  sus  reclamos 
ante  quien  corresponda,  si  consideran  alta 
la  avaluación. 

Art.  3.°  La  oficina  de  impuestos  territo- 
rial y  patentes,  procederá  á  la  avaluación  de 
las  propiedades  que  no  figuren  en  los  regis- 
tros existentes,  respecto  de  las  cuales  se  po- 
drá entablar  reclamación  ante  un  Jurado 
compuesto  de  cinco  de  los  mayores  y  más 


idóneos  contribuyentes  designados  por  ¿ 
Poder  Ejecutivo. 

El  cargo  de  jurado  será  obligatorio  y  gra- 
tuito. 

En  el  caso  de  que  no  hubiera  sido  ava;m 
do  un  inmueble,  el  impuesto  que  se  adeo^ 
y  el  del  afio  vigente  se  cobrara  sin  rectrr- 
de  multa,  siempre  que  sea  abonado  denu- 
de los  diez  días  siguientes  á  la  entrega  den 
boleta  en  la  capital  de  la  República  y  treiuE 
días  en  los  territorios  nacionales. 

Art.  4.°  Quedan  exceptuados  del  pago  i- 
impuesto  territorial: 

a)  Los  templos  destinados*  á  todo  cu":. 
religioso. 

b)  Los  conventos,  las  casas  de  corréenos 
y  beneficencia,  con  excepción  de  las  propir 
dades  que  les  den  renta. 

'  c)     Las    propiedades   del    Gobierno   d«- 
ciotial. 

d)  Las  propiedades  de  la  nñmicipaüd* 
y  Consejos  escolares. 

e)  Las  propiedades  que  pertenezcan  á  i& 
provincia  de  Buenos  Aires  ocupadas  portf 
tablecimientos  públicos  de  la  misma. 

t)  Las  escuelas  públicas  y  particulares 
donde  se  enseñe  gratuitamente  y  en  idioíBf 
nacional,  por  lo  menos  á  treinta  niños  p.- 
J>res. 

g)  Las  propiedades  exceptuadas  por  1*- 
yes  especiales. 

Art.  5.o  El  Poder  Ejecutivo  sefialará  b 
fecha  en  que  debe  efectuarse  el  pago  d*. 
impuesto  territorial,  y  los  contribuyentes  qr»- 
no  lo  efectúen  en  la  misma  incurrirán  en  on> 
multa  de  6  por  100  sobre  la  respectiva  cooL- 
por  el  primer  mes  de  retardo,  15  por  100  po- 
ol segundo  y  30  por  100  por  loa  meses  bo^ 
siguientes. 

Art.  6.°  El  cobro  por  apremio  se  har* 
por  los  cobradores  fiscales  dependientes  k 
la  Administración  del  ramo,  loa  qne  tendrá? 
como  remuneración  el  60  por  LOO  de  la* 
multas  percibidas. 

Los  cobradores  no  estarán  obligados  a 
acompañarse  de  Letrados  en  sus  gestione* 
judiciales. 

Art.  7. o  La  personería  de  estos  cobrado- 
res quedará  justificada  con  la  presentador 
en  el  expediente  de  la  nota  de  su  nombra- 
miento. 

Art.  8.o  Bastará  como  título  para  el  apre 
mió  la  constancia  de  la  falta  de  pago,  expe- 
dida por  el  Administrador  del  impuesto, } 
visada  por  el  Vocal  respectivo  de  la  Direc- 
ción general  de  rentas. 

Art.  9.°  En  presencia  del  títnlo,  el  Jaez 
librará  mandamiento  al  alguacil  del  Juzga- 
do para  que  requiera  el  pago  al  deudor,  y  re- 
haciéndolo en  el  acto,  procederá  al  embarra 
del  bien  raíz  que  adeude  el  impuesto  terrt- 
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torial,  ó   sobre   las  rentas    que    produzca. 

En  este  juicio  no  se  admitirán  otras  ex- 
cepciones que  las  de  falta  de  personería, 
falsedad  de  titulo  y  pago. 

Art.  10.  Lo  demás  del  juicio  será*  regidc 
por  la  Ley  de  procedimientos. 

Art.  11.  £1  pago  del  impuesto  por  las 
propiedades  situadas  en  los  territorios  na- 
cionales podrá  hacerse  indistintamente  en 
la  Administración  general  del  ramo  en  la 
capital  federal  ó  en  el  asiento  de  las  Autori- 
dades en  los  dichos  territorios,  en  ,1a  forma 
y  tiempo  que  se  determine  para  los  de  la 
capital  federal. 

Art.  12.  No  podrá  extenderse  escritura 
de  venta,  permuta  ú  otras,  que  importen 
transmisión  de  dominio,  división  ó  que  es- 
tablezcan gravamen  sobre  la  propiedad,  sin 
el  certificado  de  la  Administración  del  im- 
puesto territorial  de  estar  pago  el  impuesto 
hasta  el  año  de  la  venta  inclusive. 

Art.  13.  La  Administración  del  impuesto 
territorial  no  expedirá  el  certificado  de  que 
habla  el  artículo  anterior,  sin  que  previa- 
mente el  Escribano  manifieste  por  escrito  la 
ubicación,  extensión,  linderos,  valor  por  el 
cual  se  transfiere  la  propiedad,  ó  el  de  la 
obligación  que  sobre  ella  quiera  establecer- 
se, distinguiendo  valor  del  terreno  y  del  edi- 
ficio si  se  trata  de  inmuebles  edificados  y  el 
nombre  y  nacionalidad  de  los  contratantes; 
si  es  venta  condicional,  cuál  es  la  condición. 
Si  la  escritura  quedase  sin  efecto  después 
de  haberse  extendido  el  certificado,  ó  se  al- 
terase alguna  de  las  condiciones  manifesta- 
das, el  Escribano  deberá  dar  aviso  á  la  Ad- 
ministración del  impuesto. 

Art.  14.  ^El  Escribano  que  no  diera  cuna 
pli  miento  á  lo  dispuesto  en  el  art.  12^  ó  al- 
terase los  hechos  al  hacerlo,  sufrirá  una 
multa  de  diez  veces  el  valor  de  lo  que  la 


propiedad  adeuda,  y  será  además  suspendi- 
do en  sus  funciones  por  seis  meses. 

Art.  15.  Las  presentaciones  escritas  por 
reclamo  sobre  la  avaluación  ú  otra  causa 
posteriores  al  vencimiento  del  plazo  para  el 
pago,  no  se  admitirán  si  no  se  hace  previa- 
mente el  depósito  de  la  deuda  en  el  Banco 
de  la  nación. 

Art.  16.  Si  después  de  haberse  expedido 
certificado  de  que  una  propiedad  no  adeuda 
impuesto  resultara  que  debe  por  uno  ó  más 
años,  la  propiedad  se  considerará  libre  y  no 
habrá  acción  contra  el  nuevo  adquirente. 

En  el  caso  previsto  la  Administración  del 
ramo  lo  comunicará  á  la  Dirección  general 
de  rentas  á  fin  de  que  inicie  las  acciones 
necesarias  contra  el  primitivo  deudor  y  so- 
licite del  Poder  Ejecutivo  el  inmediato  cas- 
tigo del  empleado  si  resultare  culpable. 

Art.  17.  La  avaluación  y  cobro  del  im- 
puesto territorial  sobre  los  terrenos  y  propie- 
dades de  particulares  en  los  ejidos  de  los 
pueblos  situados  en  los  territorios  naciona- 
les, es  del  resorte  exclusivo  de  las  munici- 
palidades establecidas  de  acuerdo  con  la  ley 
núm.  2.735. 

Art.  18.  La  presente  ley  regirá  durante 
el  año  de  1898,  y  su  ejecución  será  regla- 
mentada por  el  Poder  Ejecutivo. 

Art.  19.  Las  propiedades  sujetas  al  im- 
puesto territorial,  pagaián  el  1  por  100  adi- 
cional. 

Del  producido  de  este  impuesto  adicional 
se  destinará  el  36  por  100  para  la  municipa- 
lidad de  la  capital  y  el  64  por  100  restante 
para  rentas  generales. 

Art.  20.  La  acción  fiscal  para  el  cobro 
del  impuesto  de  la  contribución  territorial 
se  extinguirá  por  la  prescripción  de  cinco 
afios,  contados  desde  el  día  del  vencimiento 
del  término  para  el  pago. 
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Reglamento  de  la  Escuela  naval.  — Re- 
forma introducida  por  Decreto  de  19  de 
Enero  de  1897. 

Artículo  único.  Sustituyese  el  art.  88  del 
Reglamento  para  la  Escuela  naval,  de  30  de 
Septiembre  de  1889,  por  el  siguiente; 

cArt.  88.  La  suma  que  la  Escuela  naval 
percibe  del  Fisco  por  cada  cadete,  deberá 
ser  invertida  en  su  manutención,  ropa,  li- 
bros, instrumentos  y,  en  general,  en  todos 
sus  gastos  personales  y  en  los  del  estable- 
cimiento, debiendo  la  Dirección  de  la  Es- 
cuela, de  acuerdo  con  la  Junta  económica, 
asignar  á  cada  cadete  una  cantidad  fija  para 
el  consumo  anual  de  ropas,  que  no  excederá 
de  la  mitad  de  la  pensión  de  cada  uno.  Si  el 
cadete  realizase  en  el  afio  alguna  economía 
sobre  esta  suma,  se  destinará  á  su  Caja  de 
Ahorros,  en  la  proporción  que  la  Junta  eco- 
nómica juzgue  equitativa,  de  acuerdo  con  el 
estado  económico  de  la  Escuela  Si,  por  el 
contrario,  el  cadete  se  excediere  de  esta  can- 
tidad en  su  consumo,  responderán  sus  pa- 
dres ó  apoderados  por  el  monto  del  exceso, 
debiendo  enterar  su  valor  en  la  Caja  del  es- 
tablecimiento tan  luego  como  la  Dirección 
así  lo  requiera. 

El  resto  de  la  pensión  de  los  cadetes,  como 
también  la  suma  correspondiente  á  su  ración 
de  Armada,  se  invertirá  en  los  gastos  á  que 
se  refiere  la  primera  parte  de  este  artículo.» 

Bachillerato  en  leyes. — Reglamento  de 
19  de  Enero  de  1897. 

Artículo  1.°    Las  pruebas  del  bachillerato 


en  leyes,  en  Medicina  y  en  ciencias  física*  ? 
matemáticas,  se  rendirán  entre  el  16  y  elS! 
de  Marzo,  pudiendo  los  aspirantes  á  dichi* 
grados  iniciar  sus  respectivos  expediéntese! 
1.°  del  mismo  mes  y  sortear  desde  el  10;  j 
las  del  bachillerato  en  Filosofía  y  humanidt- 
des  tendrán  lugar  desde  el  16  de  Marzo  has- 
ta el  30  de  Abril. 

Las  pruebas  indicadas  serán  también  re- 
cibidas desde  el  1.°  de  Octubre  hasta  el  1-5 
de  Noviembre. 

Fuera  de  los  períodos  fijados  no  podrí 
rendirse  ninguna  de  estas  pruebas,  coa- 
quiera  que  sea  la  causa  que  se  alegue  pan 
solicitarlo. 

Art.  2.°  La  matrícula  de  incorporación  i 
los  cursos  de  Leyes,  de  Medicina  y  de  Cier. 
cias  físicas  y  matemáticas,  se  abrirá  el  l.°de 
Marzo  y  se  cerrará  el  1.°  de  Abril. 

Podrán  incorporarse  hasta  el  1.*  de  Mayo, 
los  que  obtuvieren  el  grado  de  bachiller  eu 
Filosofía  y  humanidades  entre  el  16  de  Mar- 
zo y  el  30  de  Abril. 

Podrán  también  incorporarse  á  los  referi- 
dos cursos  los  que,  habiendo  asistido  á  ello* 
desde  principios  de  afio  en  calidad  de  oyen- 
tes, obtuvieren  el  título  de  bachiller  en  Le- 
yes, en  Medicina,  en  Ciencias  físicas  y  mate 
máticas,  ó  en  filosofía  y  humanidades  en  el 
período  de  exámenes  que  se  abre  el  l.°d? 
Octubre. 

Art.  3.°  Derógase  el  supremo  decreto  de 
80  de  Octubre  de  1886. 
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Ordenanzas  de  Aduanas.  —Reformas  in- 
troducidas por  ley  de  20  de  Enero  de  1897. 

Artículo  l.o  De  las  apelaciones  y  consul- 
tas de  las  causas  de  comisos  conocerán  en 
lo  sucesivo  las  Cortes  de  apelaciones. 

Art.  2.°  Se  sustituye  el  núm.  1  o  del  ar- 
tículo 186  de  la  Ordenanza  de  Aduanas  por 
el  siguiente: 

¿Entender  en  las  causas  por  infracciones 
de  la  Ordenanza  de  Aduanas  que  estén  pe- 
nadas con  una  multa  cuya  cuantía  no  exce- 
da de  cien  pesos». 

Art.  8.°  Las  resoluciones  de  los  adminis- 
tradores de  Aduanas  y  las  del  Jefe  de  la 
Contaduría  de  la  de  Valparaíso,  respecto  á 
la  imposición  de  las  multas  indicadas  en  el 
art.  2.°,  serán  apelables  ante  el  Superinten- 
dente del  ramo,  si  la  cuantía  excede  de  20 
pesos,  y  si  son  absolutorias  de  cuantía  ma- 
yor de  esta  suma,  serán  consultadas  al 
mismo. 

Art.  4.*  Los  administradores  de  Aduanas 
y  el  Jefe  de  la  Contaduría  de  la  de  Valparaí- 
so tendrán  la  facnltad  que  el  núm.  15  del 
art.  130  de  la  Ordenanza  de  Aduanas  confie- 
re al  Superintendente;  pero  las  prohibiciones 
que  impongan  no  podran  exceder  de  treinta 
días  y  serán  apelables  ante  el  Superinten- 
dente. 

Art.  5.°  £1  valor  de  los  comisos,  siempre 
que  éstos  se  refieran  á  las  mercaderías  se- 
ñaladas en  el  art.  84  y  en  el  núm.  4.°  del  ar- 
tículo 83  de  la  Ordenanza  de  Aduanas,  de- 
ducidos los  derechos  fiscales,  costas  y  gastos 
de  aprehensión,  se  aplicará  al  denunciante 
ó  aprehensor;  y  si  éstos  fuesen  personas  dis- 
tintas, se  hará  la  distribución  entre  ellas  por 
partes  iguales. 

En  los  demás  casos  de  infracción  del  ar- 
tículo 83  de  la  Ordenanza  de  Aduanas,  el 
denunciante  ó  aprehensor  no  podrá  recibir 
más  de  25.000  pesos. 

Art.  6.°  Además  de  caer  en  comiso  la 
mercadería  introducida  fraudulentamente,  el 
defraudador  pagará  una  multa  equivalente 
á  dos  veces  el  valor  del  comiso. 

Art.  7.°  Cuando  el  Tribudal  que  conozca 
de  un  comiso  estimare,  según  el  mérito  de 
autos,  que  en  la  defraudación  hecha  al  Fisco 
ha  habido  manifiesta  mala  fe,  aplicará  al 
culpable,  además  de  las  penas  establecidas 
por  la  Ordenanza  de  Aduanas,  las  que  co- 
rrespondan con. arreglo  al  art.  467  y  siguien- 
tes hasta  el  473  del  Código  penal  y  demás 
que  fueren  aplicables.  Si  el  Tribunal  no  tu- 
viere jurisdicción  en  lo  criminal  hará  la  ca- 
lificación de  defraudación  maliciosa  en  su 
sentencia  y  pasará  los  antecedentes  al  Juez 
del  crimen  correspondiente  para  los  efectos 
de  la  pena  adicional  indicada. 


La  pena  adicional  á  que  este  artículo  se 
refiere  se  aplicará  al  infractor  que  directa  y 
personalmente  haya  intervenido  en  la  de- 
fraudación. 

Corresponderá  igual  pena  al  empleado  pú- 
blico que  apareciere  como  coautor,  cómplice 
0  encubridor  de  un  fraude  aduanero.  Se  con- 
cede acción  popular  para  requerir  la  aplica- 
ción de  la  pena  adicional  á  que  se  refiere  es- 
te artículo. 

Art.  8.°  Se  derogan  el  inciso  1.°  del  nú- 
mero 20  del  art.  80,  el  art.  1 17  y  el  núm.  6.° 
del  art.  130  de  la  Ordenanza  de  Aduanas,  y 
el  inciso  2.»  del  art.  6.°  de  la  ley  de  20  de 
Enero  de  1883,  sobre  sueldos  de  los  emplea- 
dos de  las  Aduanas. 

Convención  postal  entre  Chile  y  la  Oran 
Bretaña  y  Reglamento  para  su  ejecución, 

aprobados  por  Ley  de  20  de  Enero  de  1897. 

Nota.  Se  inserta  en  el  Anuario  de  los 
Estados  de  Europa:  Inglaterra. 

Pólizas  para  el  despacho  de  mercade- 
rías en  las  Aduanas*  Decreto  de  20  de 
Febrero  de  1897. 

Artículo  único.  Las  pólizas  que,  para  el 
despacho  de  las  mercaderías,  se  tramiten  en 
las  Aduanas  de  la  República,  deberán  ajus- 
tarse, además  de  las  prescripciones  estable- 
cidas por  las  leyes  y  decretos  vigentes,  á  las 
siguientes: 

1  .*  Cada  póliza  deberá  referirse  á  merca- 
derías llegadas  en  un  solo  buque. 

2."  La  extensión  de  las  pólizas  no  podrá 
exceder  de  una  hoja,  salvo  el  caso  de  que  se 
trate  de  un  solo  bulto  y  siempre  que  el  de- 
talle del  contenido  de  éste  exigiere  mayor 
número  de  hojas. 

3.a  Las  pólizas  contendrán  el  nombre  de 
las  personas  ó  casa  á  quienes  pertenezcan 
las  mercaderías;  y 

4.a  Las  mercaderías  exentas  del  pago  de 
recargo  á  que  se  refiere  el  inciso  2.°  del  ar- 
tículo 1.°  de  la  ley  vigente  de  contribuciones 
deberán  pedirse,  asimismo,  al  despacho  por 
pólizas  separadas  y  en  una  sola  hoja. 

Presupuesto  de  gastos  para  1807.  —Ley 
de  22  de  Febrero  de  1897. 

El  Congreso  nacional  ha  prestado  su  apro- 
bación al  proyecto  de  presupuestos  de  gastos 
de  la  Administración  pública  para  el  presen- 
te año,  cuyo  total  es  de  82.265.829  pesos 
y  78  centavos,  distribuidos  en  la  forma  si- 
guiente: 
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Petos. 

Ministerio  del  Interior 10.741.172*18 

Ministerio  de  Relaciones  exte- 
riores, Culto  y  Colonización: 
Ser.ción  de  Relaciones  ex- 
teriores      1.341. 417*04 

ídem  de  Cnlto 679.688 

ídem  de  Colonización....       682.060 
Ministerio  de  Justicia  é  Ins- 
trucción pública: 

Sección  de  Justicia 3.667.941*17 

ídem  de  Instrucción 6.787.668*14 

Ministerio  de  Hacienda 18.636.I41*9jO 

ídem  de  la  Guerra 12.723.268*12 

ídem  de  Marina 8.600.117*42 

ídem  de  Industria  y  Obras  pú- 
blicas: 

.  Sección  de  Industria 835  689 

ídem  de  Obras  públicas. .  18.770.791*81 

Suma  total 82.266.829*78 


Despacho  aduanero.— 'Ley  de  23  de  Fe- 
brero de  1897. 

Artículo  1.°  Mientras  los  avalúos  de  la 
Tarifa  de  Aduanas  se  bagan  en  pesos  de 
38  peniques,  los  derechos  de  importación  se 
cobrarán  en  moneda  corriente  con  un  recar- 
go fijo  y  único  de  76  por  100. 

Se  exceptúan  las  mercaderías  exentas  de 
recargo  por  la  ley  vigente  de  contribuciones, 
las  cuales  quedarán  en  su  condición  actual. 

Art.  2.o  Desde  el  1.°  de  Enero  de  1898, 
todas  las  mercaderías  que  se  importen  serán 
de  despacho  forzoso,  quedando  abolido  el 
depósito  en  almacenes  fiscales  y  particu- 
lares. 

Se  exceptúan: 

1.°  Las  mercaderías  destinadas  al  comer- 
cio en  tránsito,  que  podrán  ser  depositadas 
en  almacenes  fiscales  hasta  por  el  término 
improrrogable  ole  un  año.  Estas  mercaderías 
no  podrán  ser  despachadas  para  el  consumo 
del  país. 

2.°  Las  mercaderías  existentes  en  alma- 
cene fiscales,  que  podrán  continuar  en  depó- 
sito hasta  completar  el  plazo  que  se  les  hu- 
biese concedido  con  anterioridad  á  la  pro- 
mulgación de  esta  ley. 

Si  al  vencimiento  de  este  plazo  las  mer- 
caderías no  hubiesen  sido  retiradas,  se  pro- 
cederá en  la  forma  prescrita  por  los_  artícu- 
los 66,  67,  68  y  69  de  la  Ordenanza  de 
Aduanas. 

Art.  3.°  Las  pólizas  de  despacho  de  mer- 
caderías se  tramitarán  hasta  terminar  el  a v tr- 
ido y  la  liquidación,  no  pudiendo  los  agentes 
ó  consignatarios  intervenir  en  otros  actos 
que  en  los  relativos  á  presenciar  la   opera- 


ción de  peso  y  avalúo  de  dichas  mercade- 
rías. 

Los  agentes  ó  con  signatarios  podrán  re- 
clamar de  la»  operaciones  de  peso  y  avahb 
en  la  forma  prescrita  por  la  Ordenanza  <> 
Aduanas. 

Se  autoriza  ai  Presidente  de  la  República 
para  contratar  los  jornaleros  necesarios  paim 
efectuar  Las  referidas  operaciones. 

Reglamento  general  de  ka  Escuela  prac- 
tica de  Agricultura,  aprobado  por  Derretí 
de  26  de  Febrero  de  I8Ü7* 

Articulo  1.°  La  Escuela  tiene  por  ohjet*> 
formar  operarios  prácticos  especialista* 
tales  comm*  vinateros,  bodegueros,  a r  bórica  i 
toree,  jardineros»  chacareros,  ganadera* 
mantequilleros,  queseros,  apicultores,  r*n 
cicultores  y  otros  oficios  análogos  relaciona- 
dos con  la  agricultura  nacional,  y  (iiatorvk 
mos  de  campo. 

Supervigilancia  y  fomento. 

Art.  2.a  La  Escuela  práctica  de  Agrien! 
tura  de  Santiago  está  bajo  Ja  su  per  vigilan- 
cia del  Consejo  de  la  Quinta  Normal  de  agri- 
cultura, el  ijue  diatará  también  un  reclamen 
to  especial  interior. 

Enseñanza  y  régimen. 

Art.  :j.f>  La  enseñanza  es  puramente  tul- 
nual  y  razonad  a ,  y  consistirá  en  el  aprendí* 
zaje  de  los  distintos  trabajos  llevadlo  arar- 
en las  diversas  secciones  de  la  Quinta  2í or- 
inal de  Agricultura,  que  son  las  si  guíenles 
vifia,  bodega,  arboleda,  jardinería,  horlaliíi. 
establos,  lechería,  apiario,  etc. 

Art  4,°  La  enseñanaa  queda  1a  EscueU 
es  gratuita. 

Los  aprendices  serán  todos  internos  y  so 
trabajo  será  remunerado. 

Art.  6.°  La  duración  del  aprendizaje  ser» 
estrictamente  la  necesaria  para  formar  obre- 
ros idóneos  en  cada  sección  de  las  indinadas. 
El  reglamento  interior  fijará  Ja  duración  er* 
cada  una  de  estas  secciones. 

Art.  ó°  Las  horas  de  trabajo  de  Io§ 
aprendices  serán  las  mismas  fijadas  para  les 
obreros  ó  jornal,  que  trabajan  en  Iaa  diatin 
tas  secciones  de  la  Quinta  Normal. 

Se  destinarán  á  la  instrucción  primaria 
dos  horas  diarias. 

Art.  7."  Considerándose  á  los  aprendices 
como  operarios  á  jornal,  recibirán  un  emo 
lumento  de  40  centavos  por  día  de  trabajo. 
Con  esta  suma  deberán  subvenir  al  gaato  co- 
rrespondiente á  la  adquisición  de  su  traje  de 
labor;  el  resto  les  será  entregado  á  la  conclu- 
sión del  aprendizaje. 
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Art.  8.°  La  alimentación  y  el  régimen 
de  los  aprendices  serán  los  correspondien- 
tes á  los  Cuerpos  del  Ejército. 

Personal  de  empleados, 

Art.  9.o  La  Escuela  tendrá  para  sn  direc- 
ción, administración,  enseñanza  y  servicio, 
el  siguiente  personal: 

Un  Director. 

Un  Capellán  encargado  de  la  enseñanza 
religiosa. 

Un  Médico. 

Tres  ó  más  Inspectores  encargados  de  la 
vigilancia  de  los  aprendices  durante  los  tra- 
bajos prácticos,  en  el  terreno  mismo,  y  en 
el  interior  de  la  Escuela.  Estos  Inspectores 
tendrán  también  a  su  cargo  la  instrucción 
primaria  de  los  aprendices. 

El  Director,  el  Capellán  y  el  Médico  serán 
nombrados  por  el  Supremo  Gobierno,  á  pro- 
puesta del  Consejo  de  la  Quinta  Normal  de 
Agricultura. 

Los  demás  empleados  serán  nombrados 
por  dicho  Consejo,  á  propuesta  del  Director 
de  la  Escuela,  á  excepción  de  los  del  servi- 
cio doméstico  é  interior,  que  serán  elegidos 
directamente  por  el  Director. 

Del  Director^ 

* 

Art.  10.  El  Director  es  el  Jefe  de  la  Es- 
cuela y  todo  el  personal  de  ella  le  está  su- 
bordinado. 

Tendrá  á  su  cargo  la  distribución  eco- 
nómica y  «el  régimen  interno  del  estableci- 
miento. 

Art.  11.     Sus  atribuciones  son: 

1.a  Vigilar  por  el  exacto  cumplimiento 
del  presente  Reglamento  y  del  interno  de  la 
Escuela. 

2*  Visitar  diariamente  las  secciones  en 
que  estén  trabajando  los  aprendices. 

3.a  Llevar  los  libros  del  régimen  interno 
de  la  Escuela,  y  según  las  instrucciones  del 
Contador-tesorero  de  la  Quinta  Normal,  los 
de  contabilidad. 

4.a  Hacer  los  gastos  con  arreglo  á  los 
presupuestos  y  á  los  acuerdos  del  Consejo 
de  la  Quinta  Normal,  y  pasar,  con  su  Visto 
Bueno,  las  cuentas  á  la  Tesorería,  indicando, 
además,  la  imputación  al  respectivo  presu- 
puesto, á  fin  de  que  sean  pagadas  por  el 
Contador-tesorero. 

6.*  Proponer  al  Consejo  de  la  Quinta 
Normal  las  reformas  y  medidas  que  juzgue 
convenientes  para  la  buena  marcha  del  es- 
tablecimiento. 

6.a  Pasar  al  Consejo  mensual  mente  una 
nómina  de  los  aprendices  que  soliciten  in- 
gresar al  establecimiento 

7.a  Proponer  al  Consejo  la  separación 
de  ios  aprendices  cuando  sea  necesario. 


En  caso  de  falta  grave,  podrá  acordar  por 
sí  mismo  dicha  separación,  de  la  cual  dará 
cuenta  al  Consejo  en  la  sesión  más  próxima 
que  éste  celebre. 

8.a  Pasar  al  Consejo  mensual  mente  un 
estado  del  movimiento  de  la  Escuela  é  in- 
formar al  mismo  Consejo,  al  fin  de  cada 
afio,  sobre  la  marcha  del  establecimiento. 

9.a  Pasar  al  Consejo  una  nómina  de  loa 
aprendices  que  hayan  terminado  satisfacto- 
riamente sus  oficios. 

De  los  Jefes  de  trabajos. 

Art.  12.  A  los  Jefes  de  trabajos  de  la 
Quinta  Normal  corresponde: 

1.°  Dirigir  inmediatamente  los  trabajos 
y  labores  prácticos  de  los  aprendices  de  la 
Escuela. 

2.°  Llevar,  con  arreglo  á  las  instruccio- 
nes que  dé  el  Director  de  la  Escuela,  un 
Registro  de  los  aprendices,  en  el  cual  ano- 
tarán la  conducta,  aprovechamiento  y  asis- 
tencia de  <lichos  aprendices,  como  asimismo 
las  observaciones  que  crean  necesarias. 

S.o  Paear  al  Director,  al  fin  de  cada  se- 
mana, un  estado  de  las  observaciones  á  que 
se  refiere  el  número  anterior,  el  cual  se  ma- 
nifestará en  la  tablilla  de  órdenes  el  domin- 
go por  la  mañana. 

4.°  Dar  parte  al  Director,  al  fin  de  ca- 
da día,  dé  las  faltas  cometidas  por  los 
aprendices,  á  fin  de  que  tome  las  medidas 
del  caso. 

De  los  Inspectores. 

Art.  13.  A  los  Inspectores  corresponde 
la  vigilancia  de  los  aprendices  en  el  interior 
de  la  Escuela  y  en  las  distintas  secciones  de 
trabajo  de  la  Quinta  Normal. 

Art.  14.     Sus  atribuciones  son: 

1.a  Velar  por  la  conservación  del  orden 
interior  y  exterior  de  la  Escuela,  y  especial- 
mente cuidar  que  trabajen  los  aprendices 
en  las  diversas  secciones. 

2.a  Llevar  un  Registro  de  las  notas  de 
conducta  y  aplicación  de  cada  aprendiz, 
y  pasar  semanalmente  un  estado  general  al 
Director. 

3.a  Dar  la  instrucción  primaría  á  los 
aprendices. 

De  los  aprendices. 

Art.  15.  Para  ser  aprendiz  de  la  Escuela 
práctica  de  Agricultura  se  requiere: 

l.o  Tener  por  lo  menos  diecisiete  afios 
cumplidos,  acreditados  con  la  fe  de  bautis- 
mo, y  á  falta  de  ella,  con  otro  testimonio  fe- 
haciente. 

2.°     Acreditar  buena  conducta  moral. 

8.°  Tener  buena  constitución  física  y  sa- 
lud compatible  con  los  trabajos  materiales 
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del  establecimiento,  acreditada  con  certifica- 
do del  médico  de  la  Escuela. 

4.°     Acreditar  su  vacunación  previa. 

6.°    Saber  leer  y  escribir. 

ti.o    Tener  un  apoderado  en  Santiago. 

7.u  No  haber  sido  expulsado  de  ningún 
establecimiento  de  educación. 

8.*  Carecer  de  los  recursos  necesarios 
para  la  subsistencia. 

Art.  16.  En  la  admisión  periódica  se  dará 
preferencia  á  los  hijos  de  los  trabajadores  de 
campo. 

Art.  17.  Los  aprendices  que  ingresen  al 
establecimiento  deberán  rendir  previamente 
una  fianza  de  veinticinco  pesos. 

De  los  emolumentos  correspondientes  á 
cada  aprendiz,  se  reservarán,  además,  ios 
primeros  veinticinco  pesos,  que  quedarán 
depositados  en  garantía  de  su  buena  con- 
ducta.    , 

Se  devolverá  este  depósito  con  sus  inte- 
reses, y  se  cancelará  la  fianza,  cuando  el 
aprendiz  deje  sin  cargo  alguno  el  estableci- 
miento. Pero  serán  aplicados  al  Fisco  siem- 
pre que  el  aprendiz,  por  su  mala  conducta, 
fuese  sepa-ado  de  la  Escuela. 

Art.  18.  En  caso  de  enfermedad  grave 
de  los  aprendices,  se  llamará  inmediatainfen 
te  á  los  correspondientes  apoderados,  á  fin 
de  que  sean  los  aprendices  retirados  del  es- 
tablecimiento durante  la  enfermedad. 

Art.  19.  Antes  de  ingresar  al  estableci- 
miento, los  padres  ó  los  apoderados  y  los 
aspirantes  firmarán  un  compromiso,  en  que 
se  establezca  la  obligación  de  que  estos  últi- 
mos ejecutarán  todas  las  labores  y  trabajos 
que  el  establecimiento  requiera,  y  en  que  se 
exprese,  además,  que  el  postulante  cumple 
con  todos  los  requisitos  de  admisión. 

Art.  20.  El  aprendiz  que  haya  terminado 
su  oficio  y  fuere  considerado  apto,  recibirá 
un  certificado  de  competencia  en  su  especia- 
lidad, expedido  por  el  Consejo  de  la  Quinta 
Normal  de  Agricultura. 

El  aprendiz  que  hubiere  trabajado  en  las 
principales  secciones,  y  fuere  igualmente 
considerado  apto,  recibirá  el  título  de  ma- 
yordomo de  campo,  expedido  por  el  misino 
Consejo. 

A  fin  de  seleccionar  á  los  aprendices  que 
aspiren  á  este  último  titulo,  el  tercer  semes- 
tre de  aprendizaje  no  podrá  componerse  sino 
de  un  número  de  aprendices  correspondien- 
te á  la  mitad  del  que  compone  los  anterio- 
res semestres;  y  el  cuarto  semestre,  á  su  vez, 
sólo  podrá  ser  formado  de  un  número  de 
aprendices  correspondiente  á  la  mitad  del 
máximum  de  que  puede  componerse  el  ter- 
cer semestre. 


Reglamento  del  Cuerpo  colonial  degem* 
darme»,  aprobado  por  Decreto  de  1.°  dt 
Marzo  de  1897. 

Artículo  1.°  El  Cuerpo  de  gendarmes 
para  las  colonias  se  dividirá  en  tres  sec- 
ciones. 

La  primera  sección  comprenderá  las  pro- 
vincias de  Arauco  y  Mal  loco;  ta  segunda  laa 
provincias  de  Cautín  y  Valdivia,  y  la  tercera 
las  de  Llanquihue  y  Chiloé. 

Art.  2.°  Cada  sección  tendrá  para  su  ser- 
vicio un  Comisario,  dos  Inspectores,  cuatro 
Subinspectores,  diez  guardianes  primeros  y 
cuarenta  guardianes  segundos. 

Art.  8°  La  residencia  de  cada  uno  de  lo» 
Comisarios  será,  respectivamente,  laecioda 
des  de  Angol,  Temuco  y  Ancud. 

Los  Comisarios  estarán  bajo  la  dependen- 
cia inmediata  del  Intendente  de  la  provincia 
en  que  tengan  su  residencia  y  deberán  aten- 
der, por  medio  de  sus  Inspectores,  á  la  vigi- 
lancia de  los  demás  territorios  que  hubieren 
sido  asignados  á  la  zona  de  su  jurisdíccióu. 

Art.  4.o  El  nombramiento  de  los  Inspec- 
tores y  Subinspectores  se  hará  por  el  Inten- 
dente respectivo,  á  propuesta  del  Comisario. 

Este  nombramiento  deberá  someterse  a 
la  aprobación  del  Supremo  Gobierno. 

Para  las  plazas  de  guardianes  no  se  reque- 
rirá nombramiento  especial. 

Dichos  empleados  serán  ajustados  de  sai 
sueldos  por  medio  de  planillas  autorizadas 
por  el  respectivo  Intendente. 

/Art.  6.°  El  persoual  del  Cuerpo  de  gen- 
darmes no  tendrá  derecho  á  viáticos  y  sus 
gastos  de  movilización  serán  cubiertos  por 
el  Ministerio  de  Colonización. 

Art.  6.o  Los  Intendentes  bajo  cuya  de- 
pendencia se  encuentre  la  policía  de  las  co- 
lonias atenderán  convenientemente  los  pe- 
didos de  fuerzas  y  las  indicaciones  que,  para 
la  vigilancia  de  las  colonias,  les  haga  la  Ins- 
pección de  Colonización  correspondiente. 

Reglas  para  el  despacho  de  naves,  san- 
cionadas por  Decreto  de   3  Marzo   1897  (1). 

Attícnlo  1.°     El  despacho  de  Aduanas  que 


(1)  Dictado,  considerando:  1.a  Que  la  Orde- 
nanza de  Aduanas  prescribe  que  cuando  loa  con- 
signatarios de  las  naves  conductoras,  ó  loa  de  lai 
mercaderías  no  efectúen  personalmente  los  despa- 
chos de  él  tas,  deberán  hacerlos  por  medio  de 
age u tes  constituidos  (art.  1*76)  y  que  para  consti- 
tuir dichón  agentes  deberán  los  cou signatarios 
darles  poder  y  afianzar  los  procedimientos  de  ellos 
(art  1*77).  2.°  Que  para  ser  agentes  de  Aduanas, 
los  que  no  tengau  poder  especial  de  los  consigna- 
tarios, deberán  rendir  fianza  á  satisfacción  del 
Administrador  de  la  Aduana  respectiva  en  gmran- 
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no  sea  efectuado  directamente  por  los  con- 
signatarios de  la  nave  conductora  ó  por  los 
consignatarios  de  las  mercaderías,  sólo  po- 
drá hacerse  por  agentes  de  Aduana  constituí- 
«ios  con  arreglo  á  la  ley  y  á  las  disposiciones 
reglamentarias  siguientes. 

Art.  2  °  Toda  persona  natural  ó  jurídica 
qne  desee  ser  agente  de  Aduana,  deberá  pre- 
sentar al  administrador  de  la  Aduana  res- 
pectiva la  solicitud  del  caso,  con  expresión. 
<le  la  fianza  destinada  á  garantir  sus  proce- 
dimientos en  todas  sus  Consecuencias,  y  de- 
berá además  comprobar  á  satisfacción  del 
mencionado  administrador  y  del  Superinten- 
dente de  Aduanas  sus  antecedentes  persona- 
les para  dar  completa  garantía  de  la  correc- 
ción de  sus  procedimientos  en  el  despacho. 
Art.  d.o  La  fianza  será  de  20.000  pesos 
para  la  AduanadeValparaiso.de  15.000  pa- 
ra las  de  Iquique  y  Talcahnano,  de  10.000  pa- 
ra las  de  Arica,  Pisagua,  Tocopilla,  Auto- 
f  agasta,  Taltal,  Caldera,  Coquimbo  y  Coronel, 
y  de  6.000  para  tos  demás,  y  podrá  consti- 
tuirse, ó  bien  con  depósito  de  bonos  en  la 
Casa  de  Moneda  con  sujeción  á  todas  las  dis- 
posiciones que  rigen  la  garantía  de  los  bille- 
tes bancarios,  ó  bien  con  hipoteca  en  forma 
legal  de  propiedades  raíces  que  tengan  un 
valor  libre  de  gravámenes  correspondiente 
al  doble  ó  más  de  la  cantidad  por  afianzar, 
ó  bien  con  fianza  solidaria  por  escritura  pú- 
blica de  dos  personas  ó  firmas  de  notoria 
solvencia  residentes  en  la  localidad. 

Art.  4.°  Calificadas  por  el  administrador 
la  fianza  y  los  antecedentes  personales  del 
solicitante,  pasará  el  expediente  al  Superin- 
tendente de  Aduanas  para  su  examen  y 
aceptación  ó  rechazo,  lo  qr.e  hará  constar 
este  funcionario  en  un  informe  que  elevará 
:\l  Ministerio  de  Hacienda.  Este  informe,  así 
como  el  del  administrador,  serán  completa- 
mente reservados. 

Art.  6.°  Corresponde  al  Presidente  de  la 
República  reconocer  á  los  interesados  el  ca- 
rácter de  agentes  de  Aduana,  para  lo  cual  se 
requiere  que  los  informes  sobre  la  fianza  y 
los  que   se  refieren  al  desempeño   del  cargo 


tía  de  Ion  actos  que  imponen  alguna  responsabili- 
dad (art.  H8).  3.°  Que  no  pueden  ser  agentes  de 
Adunnas  los  que  se  encuentren  en  alguno  de  los 
casos  comprendidos  en  el  art.  1*79  de  la  minina 
Ordenanza,  y  que  dejarán  de  serlo  los  que  caigan 
bajo  la  saucióu  <lf»l  art.  3°  inciso  2."'  de  la  ley  de 
23  de  Febrero  de  1897,  ajuicio  del  Superintenden- 
te de  Aduanas,  de  acuerdo  con  el  Administrador 
de  Aduanas  respectivo;  y  4"  Que  se  ha  hecho 
indispensable  reglamentar  la  tramitación  á  que 
deben  someterse  las  solicitudes  de  los  qua  deseen 
ser  reconocidos  como  agentes  de  Aduana  para 
asegurar  la  concesión  de  las  operaciones  adua- 
aeras. 


sean  favorables.  Antes  de  expedir  el  decreto 
correspondiente,  en  caso  de  aceptación,  de- 
berá formalizarse  la  fianza  correspondiente. 

Art.  6.°  Los  agentes  en  actual  ejercicio 
deberán  solicitar  el  reconocimiento  de  su 
carácter  de  tales,  sometiéndose  á  las  pres- 
cripciones de  este  decreto,  y  al  efecto  se  le 
señalan  los  siguientes  plazos  para  obtener 
los  correspondientes  decretos  supremos:  á 
los  de  Valparaíso,  mi  mes;  á  los  de  Caldera, 
Carrizal  Bajo,  Coquimbo,  Talcahuano  y  Co- 
ronel, cuarenta  y  cinco  días,  y  tres  meses  á 
los  demás. 

Transcurridos  los  plazos  indicados,  cesa- 
rán de  ser  admitidos  como  agentes  los  que 
no  bayan  sido  reconocidos  como  tales  por 
decretos  supremos. 

Convenio  de  extradición  celebrado  con 
España  en  80  de  Diciembre  de  ¿896  y  rati- 
ficado en  2  de  Abril  de  J897. 

Nota.  Se  inserta  en  el  Anuario  de  Legis- 
lación y  Jurisprtidencia  españolas,  págs.  163 
y  siguientes. 

Ley  orgánica  del  Caerpo  consolar,  de  14 

de  Marzo  de  1897. 

Artículo  1.°  Los  Cónsules  de  Cbile  son 
de  dos  clases:  de  profesión  y  de  elección. 

Formarán  la  primera  clase  los  que  hubie- 
ren obtenido  nombramiento  del  Presidente 
de  la  República  después  de  haber  cumplido 
con  los  requisitos  y  formalidades  que  esta- 
blece el  artículo  siguiente. 

Formarán  la  segunda  los  que  tuvieren 
nombramiento  del  Presidente  de  la  Repú- 
blica sin  haberse  sometido  á  las  formalida- 
des, ni  llenado  los  requisitos  que  señala 
dicho  artículo. 

Art.  2.°  Para  ser  nombrado  Cónsul  de 
profesión  se  requiere:  1.°  Tener  no  menos 
de  veintiún  años  de  edad,  ni  más  de  cin- 
cuenta y  cinco  y  acreditar  antecedentes  ho- 
norables; 2.°  Conocer  el  idioma  castellano, 
y  hablar  y  escribir  el  del  país  á  que  haya  de 
ser  destinado;  3.°  Nociones  generales  de  le- 
gislación civil,  comercial  y  marítima  de  la 
República;  4.o  Nociones  generales  de  Histo- 
ria general  y  Geografía  y  un  conocimiento 
completo  de  la  Constitución  ó  Historia  de 
Chile  y  de  su  Geografía  física  y  política; 
6  °  Nociones  generales  de  economía  políti- 
ca y  conocimiento  de  las  leyes  y  sistema 
aduanero  de  la  República,  de  la  estadística 
comercial,  de  las  producciones  naturales  del 
país  y  del  estado  de  sus  industrias;  6.°  Co- 
nocimiento del  Derecho  internacional  pú- 
blico y  privado,  de  los  Tratados  existen- 
tes  entre   Chile   y   los   países   extranjero» 
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y  del  Reglamento  consular  de  la  Repúbli- 
ca; 7.°  Conocimiento  teórico  y  práctico  de 
las  funciones  notariales;  8.°  Versación  en 
contabilidad. 

£1  candidato  podrá  ser  eximido  de  nue- 
vas pruebas  en  todas  aquellas  materias  acer- 
ca de  las  cuales  hubiere  ya  obtenido  apro- 
bación en  establecimientos  de  enseñanza 
cuyos  exámenes  fueren  aceptados  por  la 
Universidad  de  Chile. 

Art.  8.°  Para  ser  nombrado  Cónsul  de 
elección  debe  la  persona  acreditar,  por  me- 
dio de  una  información,  que  cuenta  con  re- 
cursos que  le  permiten  vivir  con  indepen- 
dencia y  decoro  ó  que  ejerce  una  profesión 
ó  industria  honrosa  y  que  goza  de  conside- 
ración social  en  la  localidad. 

Serán  motivos  de  preferencia,  respecto 
de  los  extranjeros,  el  conocimiento  del  idio- 
ma español,  haber  residido  algún  tiempo 
en  Chile  ó  tener  intereses  comerciales  en  la 
República. 

Art.  4.w  Los  Cónsules  de  profesión  goza- 
rán de  sueldo  fijo  y  una  asignación  local; 
pero  no  podrán  ejercer  el  comercio  ni  des- 
empeñar otra  ocupación  extraña,  ni  servir 
en  propiedad  consulado  ni  agencia  consular 
de  otro  país. 

Los  emolumentos  ó  derecho  que  percibie- 
ren en  el  ejercicio  de  sus  funciones  perte- 
necerán al  Estado,  exceptuando  el  monto 
de  lo  producido  por  los  derechos  de  certi- 
ficación de  facturas,  que  se  distribuirá  en 
esta  forma:  85  por  100  para  el  Estado  y  16 
por  100  para  los  Cónsules  de  profesión  que 
hubiesen  visado  la  factura. 

Los  Cónsules  de  elección  no  gozarán  de 
sueldo;  pero  podrán  retener  para  sí  los  de- 
rechos que  percibieren  hasta  una  suma  que 
no  exceda  de  2  000  pesos  al  año,  computa- 
dos en  la  moneda  establecida  en  la  tarifa, 
según  el  art.  19  de  esta  ley. 

El  exceso,  si  lo  hubiere,  corresponderá  al 
Estado,  exceptuando  el  monto  de  la  produc- 
ción por  los  derechos  de  certificación  de 
facturas,  que  se  distribuirá  en  esta  forma: 
integramente  á  los  Cónsules  de  elección 
que  hayan  visado  las  facturas,  hasta  comple- 
tar con  el  producto  de  éste  y  de  los  demás 
derechos  consulares  los  2  000  pesos  anuales 
mencionados.  Excedida  dicha  suma  de  2.000 
pesos  se  distribuirá  lo  que  reste  del  monto 
de  lo  producido  por  los  derechos  de  certi- 
ficación de  facturas  en  esta  proporción:  80 
por  100  para  el  Estado  y  20  por  100  para  los 
Cónsules  de  elección  que  hayan  certificado 
la  factura. 

Art.  6.°  Todos  los  Cónsules  de  Chile, 
sean  de  profesión  ó  de  elección,  remitirán 
al  Ministerio  de  Relaciones  exteriores,  el 
primer  día  de  cada  trimestre  vencido,  a  con- 


tar del  1.°  de  Enero  de  cada  affo,  por  con- 
ducto de  la  Legación,  si  la  hubiere,  ó  del 
Cónsul  de  profesión  de  más  alta  jerarcoía, 
ó  á  falta  de  éste,  directamente,  an  cuadro 
que  represente  los  emolumentos  percibidos 
en  el  trimestre  anterior,  y  el  Presidente  dic 
tara  las  providencias  necesarias  para  que 
los  fondos  que  correspondan  al  Estado  in- 
gresen al  Erario  nacional. 

Art.  6.°  Los  Cónsules  generales  de  pro- 
fesión tendrán  el  sueldo  de  2.500  pesos  y 
los  Con  su  íes  particulares  el  de  2.000  pesos. 

El  Presidente  de  la  República  podrá  acor- 
darles también  una  asignación  local  qoe  no 
exceda  de  2.500  pesos  á  los  primeros  y  de 
2.000  á  los  segundos,  tomando  en  cuenta 
las  condiciones  de  vida  del  país  en  qoe  van 
á  residir. 

El  sueldo  y  asignación  á  qne  se  refiere 
este  artículo  serán  pagados  en  la  moneda 
y  forma  establecidas  para  los  Agentes  di- 
plomáticos en  la  Ley  de  12  de  Septiembre 
de  1888'. 

Los  gastos  de  oficina  y  corresponden- 
cia, como  asimismo  la  remuneración  de  qd 
Canciller,  si  lo  hubiere,  serán  de  cuenta  del 
Cónsul. 

Art.  7.°  Cuando  por  primera  vez  se  es- 
tableciere un  Consulado  de  profesión,  el  Pre- 
sidente de  la  República  podrá  asignar  para 
la  compra  de  muebles  y  útiles  de  la  oficina 
consular  una  cantidad  que  no  exceda  de 
1.500  pesos,  estimados  en  la  moneda  del 
país  en  que  aquél  haya  de  funcionar. 

Art.  8.°  En  los  casos  en  que  por  enfer 
medad  ó  ausencia  de  un  Cónsul  de  profe- 
sión, fuera  reemplazado  en  sus  funcione» 
por  un  Cónsul  de  elección,  éste  percibirá 
la  tercera  parte  del  sueldo  de  aquél  y  los 
derechos  consulares  qne  cobrare  durante  la 
sustitución,  hasta  completar  una  sama  que 
por  porción  al  mente  no  exceda  del  máximum 
de  retribución  anual  que  le  fija  el  inciso  2." 
del  art.  4.° 

Art.  9.*  Los  Cónsules  de  profesión  pres- 
tarán antes  de  entrar  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  una  fianza,  á  satisfacción  del  Di- 
rector del  Tesoro,  por  una  suma  equivalen- 
te á  dos  afios  de  sueldo  y  asignación  qoe 
le  correspondiere,  para  responder  á  los  car- 
gos que  pudieran  resultar  contra  sa  conduc- 
ta funcionaría. 

Art.  10  El  Estado  abonará  íntegramen- 
te al  Cónsul  de  profesión  los  gastos  perso- 
nales de  transporte  marítimo  y  terrestre 
hasta  el  lugar  de  su  destino.  Podrá  abo 
narle  asimismo,  la  tercera  parte  de  los 
gastos  de  transporte  de  su  mujer  é  hijos 
menores  de  edad.  En  ambos  casos  el.Dónsul 
presentará  una  cuenta,  en  cuanto  fuese  po- 
sible, documentada  de  tales  desembolsos. 
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Art.  11.  Si  por  motivos  justificados  el  ¡ 
Consol  hiciera  renuncia  del  cargo  ó  faera 
removido  por  causas  no  imputables  á  mal 
desempeño  de  sus  funciones  y  quisiera  re- 
gresar á  Chile,  el  Estado  le  abonará  á  él 
y  á  su  familia  los  gastos  de  traslación  en  la 
forma  prevista  en  el  artículo  precedente. 

Art.  12.  Los  Cónsules  de  profesión  no 
podrán  ausentarse  del  lugar  de  sus  funcio- 
nes sino  por  breves  días  y  por  razones  jus- 
tificadas; debiendo  obtener  para  ello  previa- 
mente autorización  de  la  Legación  de  Chile, 
si  la  hubiere. 

A  los  que  hubieren  permanecido  más  de 
cinco  afios  consecutivos  en  el  desempeño  del 
cargo  y  quisieren  venir  á  Chile,  se  les  podrá 
otorgar  una  licencia  con  sueldo  que  no  ex- 
ceda de  seis  meses. 

En  este  caso  tendrá  derecho  á  que  le  sean 
abonados  la  mitad  de  los  gastos  de  su  trans- 
porte y  la  cuarta  parte  del  de  su  familia.  El 
mismo  auxilio  les  será  acordado  para  volver 
á  su  puesto. 

Art.  13.  Queda  autorizado  el  Presidente 
de  la  República  para  nombrar  hasta  doce 
Cónsules  generales  de  profesión,  de  ios  cua- 
tes uno  será  constituido  en  Inglaterra  con 
residencia  en  Liverpool;  otro  en  Alemania, 
con  residencia  en  Ham burgo;  otro  en  Fran- 
cia, con  residencia  en  Burdeos;  otro  en  los 
Estados  Unidos  de  América,  con  residencia 
en  Nueva  York;  otro  en  el  Perú,  con  residen- 
cia en  el  Callao;  otro  en  Bolivia;  otro  en  la 
República  Argentina, con  residencia  en  Men- 
doza ó  Buenos  Aires;  y  otro  en  el  Brasil,  con 
residencia  en  Río  Janeiro. 

Podrá  nombrar  asimismo  hasta  quince 
Cónsules  particulares  de  profesión  en  las 
ciudades  que  estimare  conveniente. 

Art.  14.  Los  Cónsules  de  profesión  son 
empleados  públicos;  y  para  los  efectos  de  su 
jubilación  se  considerará  el  sueldo  fijo  que 
percibieren  como  si  fuere  pagado  en  moneda 
chilena. 

Art.  15.  Los  Cónsules  de  Chile  son  Mi- 
nistros de  fe  pública,  y  en  tal  carácter  pue- 
den extender  los  instrumentos  y  desempeñar 
las  funciones  que  la  ley  señala  á  los  últimos. 

Art.  16.  Los  Cónsules  harán  las  veces  de 
oficial  del  Registro  civil  para  acreditar  los 
nacimientos,  matrimonios  ó  defunciones  de 
chilenos  que  ocurran  en  sus  distritos,  siem- 
pre que  los  interesados  lo  solicitaren,  con- 
formándose para  estos  actos  á  lo  que  dispo 
ne  la  ley  sobre  la  materia. 

Art.  17.  Los  Cónsules  cobrarán  por  los 
respectivos  actos  consulares  los  derechos 
que  á  continuación  se  expresan: 

1.°  Por  la  legalización  del  manifiesto  de 
la  carga  de  un  buque,  calculado  el  tonelaje 
según  la,  legislación  de  los  respectivos  países, 


por  cada  tonelada  hasta  el  máximum  de  dos 
mil,  sobre  el  tonelaje  neto,  dos  centavos. 

Por  el  exceso  sobre  las  2  000  toneladas  no 
se  hará  cobro  alguno. 

2.°  Por  legalización  del  manifiesto  de 
carga  de  un  buque  con  destino  á  varios  puer- 
tos, por  cada  puerto  que  exceda  de  uno  y 
con  relación  al  tonelaje  hasta  el  máximum 
de  2.000  toneladas,  medio  centavo. 

8.°  Por  legalización  del  manifiesto  de 
carga  de  un  buque  que  toque  en  un  puerto  de 
escala,  siempre  que  descargare  en  él  una 
parte  de  las  mercaderías  manifestadas  para 
puertos  de  la  República  ó  tomare  allí  nueva 
carga  para  este  destino,  por  cada  tonelada 
hasta  el  máximum  de  2.000,  medio  centavo. 

4.o  Por  certificación  de  los  cuatro  ejem- 
plares de  cada  factura,  medio  por  100  siem- 
pre que  el  valor  de  la  factura  no  exceda  de 
200  pesos.  Si  excediere  de  esa  suma,  se  co- 
brará el  1  por  100  sobre  el  exceso. 

5.°  Por  certificado  de  salida  de  un  buque 
en  lastre,  cuatro  pesos. 

6.°  Por  legalización  de  un  conocimiento 
de  embarque  en  uno  ó  varios  ejemplares, 
un  peso. 

7.°  Por  expedir  carta-salida  de  un  buque 
cuando  le  correspondiere,  dos  pesos. 

8.°  Por  expedir  carta  de  sanidad  cuando 
no  hubiere  autoridad  local  encargada  de  dar- 
la, cuatro  pesos. 

9.°  Por  visar  la  carta  de  sanidad  cuando 
fuere  expedida  por  la  autoridad  local,  dos 
pesos. 

10.  Por  formar  el  rol  de  la  tripulación, 
cuatro  pesos. 

1 1 .  Por  anotar  variaciones  en  el  rol,  dos 
pesos. 

12.  Por  recibo  y  entrega  de  depósito  que 
debe  hacerse  en  el  Consulado  de  los  papeles 
de  un  buque  chileno  que  mida  más  de  150 
toneladas,  tres  pesos.  . 

Si  el  buque  midiese  menos  de  150  tonela- 
das, dos  pesos. 

13.  Por  expedir  certificado  de  visita  de 
buques  para  reconocer  sus  escotillas,  cargas, 
etcétera,  tres  pesos. 

14.  Por  intervenir  en  el  arreglo  de  sala- 
rios de  la  tripulación  y  autorizarlo,  dos  pesos. 

16.  Por  la  resolución  que  pronunciare  en 
caso  de  cuestión  sobre  pasaje,  dos  pesos. 

16.  Por  uu  pasavante  ó  patente  provisio- 
nal para  que  un  buque  tome  el  pabellón 
chileno  y  navegue  por  algún  puerto  de  la 
República  á  fin  de  matricularse  allí,  cinco 
pesos.  * 

17.  Por  intervenir  en  la  enajenación  de 
un  buque  de  más  de  150  toneladas,  20  pesos. 

Por  intervenir  en  la  enajenación  de  un 
buque  de  160  toneladas  ó  menos,   10  pesos. 

18.  Por  protesta  marítima  ó  la  declara- 
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ción  ó  exposición  que  los  Capitanes  de  bu- 
ques hicieren  ante  el  Cónsul  á  su  llegada  á 
un  puerto  extranjero  sobre  lo  ocurrido  en  el 
viaje,  tres  pesos. 

Si  hubiere  de  tomar  declaraciones  á  indi- 
viduos de  la  tripulación  ó  que  hayan  ido  en 
el  buque,  cobrará  60  centavos  por  decla- 
ración. 

Y  si  lo  escrito  excediere  de  un  pliego,  co- 
brará además  un  peso  por  cada  pliego  más 
«leí  original. 

19.  Por  el  auto  que  el  Cónsul  expida 
prestando  su  aprobación  á  la  distribución  de 
averías,  ó  la  resolución  que  expidiere  en  vis- 
ta de  informes  de  peritos  declarando  que 
debe  tomarse  préstamo  á  la  gruesa,  desem- 
barcarse ó  embarcarse  la  carga  ó  abandonar- 
se el  buque,  cinco  pesos. 

20.  Por  intervenir,  cuando  fuere  requeri- 
do, en  el  acto  de  levantar  un  empréstito  á  la 
gruesa,  medio  por  100  sobre  la  cantidad  que 
aqnél  importe. 

21.  Por  su  intervención  en  la  venta  de 
mercaderías  averiadas  ó  que  no  pueden  con- 
servarse hasta  la  reparación  del  buque,  me- 
dio por  100  sobre  el  valor. 

22.  Por  la  asistencia  en  caso  de  naufragio 
de  algún  buque  nacional,  los  gastos  del  viaje 
y  cinco  pesos  diarios  por  expensas. 

23.  Por  sentar  en  su  registro  partidas  de 
nacimiento,  matrimonio  ó  muerte,  un   peso. 

24.  Por  cualquiera  otra  anotación  ó  asien- 
to relativo  al  estado  civil  de  la  persona,  dos 
pesos. 

26.  Por  la  copia,  cuando  se  pidiere,  de 
estas  partidas,  dos  pesos. 

26.  Por  certificados  de  supervivencia, 
un  peso 

27.  Por  extender  diligencias  en  que  el 
Cónsul  obre  en  el  carácter  de  funcionario  ju- 
dicial, sea  para  notificar  un  fallo  ó  resolu- 
ción, practicar  una  citación  ó  un  reconoci- 
miento de  firma  ó  documento,  notificar  una 
consignación  ó  la  renuncia  ó  aceptación  de 
un  derecho,  la  oposición  á  algún  acto  ó  con- 
venio, la  aceptación  ó  repulsa  de  la  opera- 
ción de  peritos,  de  arbitros  ó  de  intérpretes, 
ó  del  nombramiento  de  los  mismos  ó  por 
otros  actos  de  la  misma  clase,  dos  pesos. 

28.  Por  asistir  fuera  de  su  despacho  á  un 
reconocimiento  ó  á  practicar  una  inspección 
personal,  ó  á  la  posición  de  sellos,  ó  á  re- 
conocer ó  á  quitar  los  que  se  hubiesen  colo- 
cado, tres  pesos,  si  las  diligencias  no  exigie- 
ren más  de  tres  horas,  y  un  peso  más  por 
cada  hora  que  excediese. 

29.  Por  concurrir  á  la  formación  dé  in- 
ventario, entrega  de  bienes  ó  otra  diligencia 
de  la  misma  clase,  cuatro  pesos,  si  el  tiempo 
no  excediere  de  tres  horas,  y  uu  peso  más 
por  cada  hora  de  exceso. 


Cuando  llamado  á  intervenir  en  la  formí- 
ción  de  inventario  fuere  requerido  para  in- 
tervenir en  la  tasación  de  los  bienes,  cobra- 
rá, además,  el  1  por  100  sobre  el  valor  ie 
tasación. 

30.  Por  extender  en  su  registro  escritu- 
ras relativas  á  cualquiera  clase  de  contrato*, 
protestas  ó  cualquiera  otro  instrumenta  qot 
le  corresponda  otorgar  en  su  carácter  de  Mi- 
nistro de  fe  pública,  tres  pesos. 

Si  el  instrumento  excediere  dedos  pliegts. 
se  cobrará  un  peso  más  por  cada  pliego  •> 
exceso. 

81.  Por  extender  testamentos  abiertct. 
cuatro  pesos. 

Si  el  testamento  excediere  de  un  pliep. 
cobrará  un  peso  más  por  cada  ano  de  exceso 

32.  Por  autorizar  un  testamento  cerrado 
dos  pesos. 

Si  debiere  salir  de  su  despacho  para  *i 
otorgamiento  de  estos  instrumentos,  cobran 
tres  pesos  más  con  taí  que  el  tiempo  emplea- 
do no  exceda  de  tres  horas  y  un  peso  nú 
por  cada  hora  de  exceso. 

33.  Por  intervenir  en  la  venta  pública  d? 
bienes,  cuando  su  intervención  fuere  reque- 
rida, uno  y  medio  por  1 00  hasta  la  cantidad 
de  6.000  pesos,  y  medio  por  100  sobre  lo  qs? 
excediere  de  esta  suma. 

34.  Por  la  intervención  que  le  correspon- 
diere en  la  administración  de  bienes  de 
ausentes  ó  intestados,  ó  en  la  realización  c> 
venta  de  los  mismos,  cuando  según  la  ley 
debiera  tenerla,  el  2  por  100  sobre  lo  qor 
produjeren  los  bienes  que  se  enajenaren.  y 
el  1  por  100  sobre  el  resto  de  los  bienes  qor 
simplemente  administrare. 

36.  Por  el  depósito  que  se  hiciere  en  & 
Consulado  de  mercaderías  ó  dinero,  ano  per 
100  sobre  el  valor  de  las  primeras  ó  sobre  n 
cantidad  del  segundo. 

36.  Por  representar  y  defender  derechos 
de  chilenos  ausentes  ante  los  Tribunales  de 
país,  cobrará  los  mismos  emolumentos  qo? 
se  acostumbra  pagar  al  Procarador  jndic:t. 
de  dicho  país. 

37.  Por  expedir  un  pasaporte,  tres  pesoe 

38.  Por  visar  un  pasaporte,  dos  pesos. 

39.  Por  legalización  y  reconocimiento  -i* 
firma  de  documentos,  dos  pesos. 

40.  Por  un  certificado  de  matrícula,  de 
nacionalidad,  de  desembarque  ó  de  cualquie- 
ra otra  clase,  dos  pesos. 

41.  Por  depósito  de  documentos  en  t. 
Archivo  del  Consulado,  un  peso. 

42.  Por  su  asistencia  fuera  del  lugar  d» 
su  residencia  á  cualquier  acto  para  que  &• 
requiera  su  intervención,  cinco  pesos  por 
día  y  las  costas  del  viaje. 

43.  Por  copia  de  documentos  otorgados 
ante  él  ó  papeles  depositados  en  e.1  Con  si- 
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lado  ó  cualquiera  otro  documento  de  qne  se. 
quiera  copia  autorizada  por  el  Cónsul,  50 
centavos  por  cada  medio  pliego. 

La  página  dehe  contener  25  líneas  y  ocho 
palabras  cada  línea. 

Todo  documento,  aunque  no  llene  una 
página,  y  toda  página,  aunque  sólo  esté  em- 
pezada, se  reputan  íntegros. 

Todas  las  diligencias  practicadas  por  el 
Cónsul  en  causa  criminal  y  los  expedientes 
y  sumarios  á  que  ésta  diera  lugar,  se  barán 
y  despacharán  gratis. 

Constando  Ja  pobreza  del  chileno  que 
ocurra  aL  Consulado,  el  Cónsul  le  eximirá 
del  pago  de  derechos. 

Art.  18.  Los  Cónsules  estarán  obligados 
á  prolongar  sus  horas  de  oficina  siempre  que 
no  alcanzaren  á  despachar  durante  el  tiem- 
po dé  ellas  los  papeles  de  un  buque  que 
esté  listo  para  partir.. 

Art.  19.  Para  calcular  en  moneda  extran- 
jera los  derechos  establecidos  por  esta  ta- 
rifa, se  reputa  el  peso,  unidad  de  moneda 
en  que  se  fijan  los  derechos,  equivalentes  á 
cuatro  chelines  de  la  Gran  Bretaña. 

Art.  20.  Las  Autoridades  de  puerto  y  de 
Aduana  á  qnienes  concierna,  cobrarán  y  re- 
mitirán al  Ministerio  de  Relaciones  exte- 
riores, para  ser  abonados  á  los  Cónsules, 
los  derechos  que  les  hubiera  correspondido 
percibir  por  la  expedición  ó  visación  de  do- 
cumentos relacionados  con  el  buque  ó  su 
carga  y  que  fueren  presentados  sin  haber 
cumplido  esta  formalidad. 

Al  mismo  tiempo  cobrarán  por  vía  de  pe- 
na y  á  favor  del  Fisco  una  suma  igual  al  de- 
recho que  debió  pagarse  en  el  Consulado. 

Artículos  transitorios. 

í.°  Los  nombramientos  de  Cónsules  de 
profesión,  á  que  se  refiere  el  art.  13,  sé  ha- 
rán á  medida  que  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica lo  estimare  conveniente,  tomando  en 
cuenta  las  consideraciones  debidas  á  las 
personas,  chilenas  ó  extranjeras,  que  estu 
vieren  desempeñando  funciones  consulares 
á  satisfacción  del  Gobierno. 

2.°  Los  Cónsules  que  en  la  actualidad 
gozaren  de  sueldos  ó  asignaciones  conti- 
nuarán disfrutándolos  mientras  no  se  dis- 
pusiere otra  cosa. 

Artículo  final.  Queda  autorizado  el  Pre- 
sidente de  la  República  para  dictar,  dentro 
del  término  de  seis  meses,  un  Reglamento 
consular  de  conformidad  con  la  presente  ley, 
y  desde  la  fecha  en  que  dicho  Reglamento 
se  declare  en  vigor  quedará  derogada  la 
Ley  de  28  de  Noviembre  de  1860(1). 


(1)     Véase  el  de  9  de  Abril  de   1897,  inserto 
mas  adelante. 
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Reglamento  cousnlar,  aprobado  en  9  de 
Abril  de  1897(1). 

CAPITULO  PRIMERO 

Creación,  objeto  y  clasificación  de  los  estable- 
cimientos  consulares. 

Artículo  1.°  Habrá  establecimientos  con- 
sulares  de  Chile  en  los  países  extranjeros  en 
que  el  Presidente  de  la  República  lo  juzgare 
conveniente,  de  acuerdo  con  los  Tratados, 
convenciones  ó  prácticas  internacionales. 

Art.  2.o  Los  Consulados  tienen  por  prin- 
cipal objeto  promover  y  fomeutar  la  navega- 
ción y  comercio  entre  Chite  y  las  naciones 
extranjeras  y  prestar,  en  conformidad  á  las 
leyes,  la  protección  que  el  Estado  dispensa 
en  el  extranjero  á  las  personas  é  intereses 
de  sus  nacionales. 

Art.  3.o  Los  establecimientos  consula- 
res serán  Consulados  generales,  Consulados 
particulares  ó  Viceconsnlados. 

Art.  4.°  Sólo  podrá  establecerse  uti  Con- 
sulado general  para  cada  nación. 

El  Presidente  de  la  República  podrá,  sin 
embargo,  estabjecer  más  de  un  Consulado 
general  para  los  dominios  de  una  nación 
cuaudo  éstos  fuesen  demasiado  extensos  ó 
distantes  unos  de  otros  ó  la  conveniencia  del 
comercio  entre  las  dos  naciones  ú  otras  cir- 
cunstancias especiales  lo  exigieren. 

Pero  en  este  caso  deberá  proceder  con 
acuerdo  del  Consejo  de  Estado. 

Art.  5.o  Los  Consulados  particulares  ee 
establecerán  para  uu  distrito  consular  deter- 
minado, el  cual  podrá  comprender  varios 
puertos  ó  plazas  comerciales,  ó  para  un  solo 
puerto  ó  plaza  de  importancia. 

Art.  6.°  Podrá  crearse  Viceconsulados 
para  un  puerto  aplaza  comercial  de  menor 
importancia. 

CAPITULO  II 

Nombramiento  y  clasificación  de  los  Cónsules 
y  toma  de  posesión  del  cargo. 

Art.  7.o  Los  Cónsules,  cualquiera  que  sea 
so  clase  ó  categoría,  serán  nombrados  y  re- 
movidos á  voluntad  del  Presidente  de  la  Re- 
pública. 

Art.  8  o  Los  Cónsules  de  Chile  serán  de 
dos  clases:  de  profesión  y  de  elección. 

Formarán  la  primera  clase  los  que  hubie- 
ren obtenido  el  nombramiento  del  Presiden- 
te de  la  República  después  de  haber  cumpli- 
do con  los  requisitos  y  formalidades  que  es- 
tablece el  artículo  siguiente. 


(1)     Dictado  para  la  ejecución  de  la  Ley  de   14 
de  Marzo  de  1897,  inserta  anteriormente. 

2\> 
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Formarán   la  segunda,  los  que  tuvieren1 
nombramiento  del  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca sin  haberse  sometido  á  las   formalidades 
ni  llenado  los  requisitos  que  señala  dicho 
artículo. 

Art.  9.°  Para  ser  nombrado  Consol  de 
profesión  se  requiere:  1 .°  Tener  no  menos  de 
21  años  de  edad  ni  más  de  65,  y  acreditar 
antecedentes  honorables;  2.°  Que  además  de 
conocer  bien  su  propia  lengua,  pueda  hablar 
y  escribir  correctamente  la  del  país  á  que 
haya  de  ser  destinado;  3.°  Nociones  genera- 
les de  la  legislación  civil,  comercial  y  marí- 
tima de  la  República;  4.°  Nociones  genera- 
les de  Historia  universal  y  Geografía,  y  co- 
nocimiento completo  de  la  Constitución  é 
Historia  de  Chile  y  de  su  Geografía  física  y 
política;  5.°  Nociones  generales  de  Econo- 
mía política  y  conocimiento  de  las  leyes  y 
sistema  aduanero  de  la  República,  de  la  es- 
tadística comercial,  de  las  producciones  na- 
turales del  país  y  del  estado  de  sus  indus- 
trias; 6.°  Conocimiento  del  Derecho  inter- 
nacional, público  y  privado,  de  los  Tratados 
existentes  entre  Chile  y  los  países  extranje- 
ros y  del  Reglamento  consular  de  la  Repú- 
blica; 7.°  Conocimiento  teórico  y  práctico 
de  las  funciones  notariales;  8.°  Versación 
en  contabilidad. 

El  candidato  podrá  ser  eximido  de  nue- 
vas pruebas  en  todas  aquellas  materias 
acerca  de  las  cuales  hubiere  ya  obtenido 
aprobación  en  establecimientos  de  enseñan- 
za cuyos  exámenes  fueren  aceptados  por  la 
Universidad  de  Chile. 

El  Presidente  de  la  República  dictará  un 
Reglamento  prescribiendo  la  forma  en  que 
los  interesados  habrán  de  justificar  la  pose- 
sión de  los  requisitos  anteriores. 

Art.  10.  Para  ser  nombrado  Cónsul  de 
elección  se  requiere  que  el  candidato  acre- 
dite, por  medio  de  una  información,  que 
ejerce  una  profesión  ó  industria  honrosa,  ó 
que  cuenta  con  recursos  que  le  permiten 
vivir  con  independencia  y  decoro,  y  que 
goza  de  consideración  social  en  la  localidad. 

Seráu  motivos  de  preferencia  respecto  de 
los  extranjeros  el  conocimiento  del  idioma 
español,  haber  residido  algún  tiempo  en 
Chile,  ó  tener  intereses  comerciales  en  la 
República. 

Art.  11.  Se  prohibe  á  los  Cónsules  de 
Chile  aceptar  un  cargo  consular  de  otro  Go- 
bierno sin  autorización  del  Presidente  de  la 
República. 

Art.  12.  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en 
el  art.  6.°,  podrá  nomorarse  Vicecónsules 
para  subrogar  interinamente  en  sus  funcio- 
nes á  los  Cónsules  generales  ó  particulares. 

Art.  13.  Los  Cónsules  generales  tendrán 
ta  facultad  de  designar  Vicecónsules  provi- 


sorios para  Consulados  ó  Vi  ceconsa  lados  y* 
establecidos,  que  estuvieren  vacantes.  Per . 
deberán  someter  á  la  aprobación  del  Presi- 
dente de  la  República  la  designación  qn? 
hicieren  y  avisarla  al  respectivo  Ministra 
diplomático. 

Art.  14.  Tanto  los  Cónsules  general» 
como  los  particulares  tendrán  la  facultad  J» 
nombrar  .Agentes  consulares  para  plazas 
mercantiles  ó  puertos  comprendidos  en  r* 
distrito  especial,  cuando  la  protección  á  chi- 
lenos ó  á  intereses  chilenos  lo  exigiere;  per< 
el  Agente  consular  obrará  por  comisión  y 
encargo,  y  bajo  la  responsabilidad  del  Ccd- 
sul  general  ó  particular  que  lo  hubiese  nom- 
brado. 

Art.  15.  Las  funciones  de  los  Agentes 
consulares  no  podrán  ser  otras  que  las  de- 
signadas en  la  comisión  que  loa  nombra  y 
bajo  ningún  respecto  saldrán  de  los  límite* 
de  las  funciones  ordinarias  de  los  Cónsu.e? 
particulares. 

Art.  16.  Los  Agentes  consulares  no  tie- 
nen carácter  para  dirigirse  á  la  A  atondad 
del  país  en  que  funcionan.  Sns  certificad», 
autorizaciones  de  firmad  y  demás  documen- 
tos que  otorgaren,  tío  surtirán  efectos  lega- 
les sin  el  visto  bueno  del  Cónsul  que  le  he 
biere  nombrado.  Tampoco  tendrán  derecho 
á  las  prerrogativas  y  privilegios  de  los  Cón- 
sules sino  en  cuanto  lo  autoricen  las  prácti- 
cas ó  usos  del  país  en  que  funcionaren. 

Art.  17.  Los  Cónsules  de  nrofesión  pres- 
tarán, antes  de  entrar  en  ejercicio  de  so» 
funciones,  una  fianza  á  satisfacción  del  Di- 
rector del  Tesoro,  por  una  sama  equivalen 
te  á  dos  afíos  del  sueldo  y  asignación  qae 
les  correspondiere,  para  responder  á  Ice 
cargos  que  pudieran  resultar  contra  so  con 
ducta  funcionarla. 

Los  Cónsules  de  profesión  que,  por  en- 
contrarse ausentes  del  país,  no  pndier&c 
prestar  dicha  fianza  ante  el  Director  del  Te- 
soro, la  rendirán  ante  el  Ministro  Plenipo- 
tenciario de  Chile  acreditado  en  el  país  ec 
donde  el  Cónsul  deberá  residir,  y  si  no  k 
hubiere,  ante  el  funcionario  de  igual  carác- 
ter ó  Cónsul  general  que  el  Ministerio  de 
Relaciones  exteriores  designe  al  efecto. 

Las  letras  patentes  del  Cónsul  de  profe- 
sión, que  al  ser  nombrado  no  se  encuentre 
en  Chile,  serán  remitidas  al  Ministro  Pleni- 
potenciario ó  Cónsul  general  encargado  al- 
calificar la  fianza  rendida,  y  dicho  Ministre* 
ó  Cónsul  general,  no  dará  curso  á  ese  docu- 
mento mientras  el  nuevo  Cónsul  no  haya 
prestado  la  fianza  á  su  satisfacción. 

Art.  18.  Los  Cónsules  generales,  Cónsu- 
les y  Vicecónsules,  ya  sean  de  profesión  o 
de  elección,  prestarán  juramento  de  obser- 
vancia de  la  Constitución  y  de  las  leyes  de 
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•la  República  y  de  desempeñar  fielmente  el 
puesto.  Si  estuvieren  en  Chile  al  ser  nom- 
brados, prestarán  el  juramento  ante  el  Mi- 
nistro de  Relaciones  exteriores  ó  ante  el  fun- 
cionario que  el  mismo  Ministro  designe.  Si 
estuvieren  fuera  de  Chile,  pondrán  por  es- 
crito el  juramento,  lo  firmarán  y  lo  remiti- 
rán al  Ministro  de  Relaciones  exteriores. 

Art.    19      Los   Cónsules,  para   entrar   en 
ejercicio  de  bus  funciones,  necesitan  que  se 
otorgue  á  su  nombramiento  ó  letras -paten 
tes  el  exequátur  de  la  autoridad  suprema 
del  país. 

Art.  20.  El  exequátur  será;  solicitado  por 
la  Legación  de  la  República,  si  la  hubiere,  ó 
por  el  Cónsul  general,  ó  á  falta  de  éste  por 
el  interesado  directamente. 

Art.  21.  Los  actos  que  ejecutare,  un  Cón- 
sul antes  de  liaber  obtenido  el  exequátur 
respectivo,  serán  nulos  y  el  Cónsul  será  por 
ellos  responsable.  Podrá,  sin  embargo,  eje- 
cutar aquellos  actos  que  las  leyes  de  la  Re- 
pública ó  este  Reglamento  les  encomiendan, 
siempre  que  sean  de  carácter  urgente  y  es- 
tén destinados  á  producir  efectos  sólo  en 
Chile. 

Art.  22.  Después  de  obtenido  el  exequá- 
tur, cuidarán  los  Cónsules  de  tomar  pose- 
sión del  Archivo  consular,  si  lo  hubiere,  y 
de  los  efectos  que  estuvieren  bajo  la  custo 
dia  del  Cónsul  cesante.  Se  recibirán  de  todo 
bajo  inventario,  levantando  al  efecto-  un  acta 
que  será  firmada  por  el  funcionario  consu- 
lar entrante  y  por  la  persona  que  hiciere  la 
entrega.  Una  copia  del  acta  con  las  obser- 
vaciones á  que  hubiere  dado  lugar  )a  entre- 
ga, será  remitida  al  Ministro  de  Relaciones 
exteriores. 

Participarán  el  heche  de  haber  tomado 
posesión  del  cargo  al  Ministro  de  Relaciones 
exteriores,  á  la  legación  de  la  República  y 
á  los  Cónsules  extranjeros  que  hubiere  en 
su  distrito. 

Art.  23.  Los  funcionarios  consulares  pro 
curarán  situar  el  Consulado  en  una  parte 
central  y  será  obligatorio  para  ellos,  y  espe- 
cialmente para  los  Cónsules  de  profesión, 
tener  abierta  su  oficina  durante  cuatro  horas 
á  lo  menos  todos  los  días,  con  excepción  de 
los  festivos,  y  cuidarán  de  que  en  la  puerta 
de  su  oficina  estén  anunciadas  las  horas  de 
despacho.  Esas  horas  serán  fijadas  por  el 
Cónsul,  teniendo  en  cuenta  las  prácticas  co- 
merciales de  la  localidad. 

Art.  24.  La  palabra  «Cónsul»  compren- 
de á  los  Cónsules  generales,  Cónsules  parti- 
culares y  Vicecónsules,  á  menos  que  apa- 
rezca referirse  claramente  á  una  categoría 
«determinada. 


CAPITULO  III 

De  la  dependencia,  subrogación  y  licencia 
de  los  funcionarios  consulares.. 

Art.  25.  Los  Cónsules  dependerán  del 
Ministerio  de  Relaciones  exteriores  de  la 
República  ó  de  la  Legación  chilena,  si  la 
hubiere,  acreditada  en  la  nación  en  que  ellos 
residan. 

Art.  26.  El  Cónsul  general  será  el  Jefe 
superior  de  los  Cónsules  y  Vicecónsules  que 
funcionen  en  la  nación  para  que  ha  sido 
nombrado,  ó  en  el  distrito  que  se  le  hubiere 
asignado. 

Los  Cónsules  particulares  seráu  los  Jefes 
inmediatos  de  los  Vicecónsules  que  funcio- 
nen en  los  distritos  señalados  á  los  primeros. 

Art.  27.  El  Cónsul  general,  como  jefe 
superior,  tiene  el  derecho  de  vigilar  é  ins- 
peccionar el  desempeño  de  ¡os  Cónsules  y 
Vicecónsules  que  le  estuvieren  subordina 
dos,  y  de  prescribirles  la  observancia  de  las 
leyes,  reglamentos  é  instrucciones  relativos 
al  servicio  consular.  Debe  también  dar  in- 
formes anuales  al  Ministerio  de  Relacione* 
exteriores  sobre  el  modo  cómo  llenan  son 
deberes  los  Cónsules  y  Vicecónsules  de  su 
dependencia. 

Si  hubiere  un  Cónsul  general  de  profesión, 
los  demás  Cónsules  constituidos  en  el  mismo 
país,  quedarán  inmediatamente  subordina- 
dos á  él.  Le  consultarán  las  dudas  que  les 
ocurran,  se  conformarán  á  sus  instrucciones 
y  le  informarán  dé  todo  aquello  que  puedu 
ser  de  interés  á  la  República. 

Art.  28.  La  dependencia  establecida  en 
los  artículos  anteriores  no  obstará  á  la  co- 
municación directa  que  deben  mantener  con 
el  Ministerio  de  Relaciones  exteriores.  Tam- 
poco perjudicará  á  la  independencia  que  les 
corresponde  en  los  actos  propios  del  servicio 
consular. 

Art.  29.  Si  faltare  un  Cónsul  general  ó 
particular,  ó  si  se  imposibilitare  temporal- 
mente para  el  desempeño  de  sus  funciones, 
será  subrogado  por  el  Vicecónsul  <jue  para 
el  efecto  hubiere  sido  nombrado.  Si  no  hu- 
biere Vicecónsul,  la  Legación  de  la  Repú- 
blica ó  el  Cónsul  general  designará  con  el 
carácter  de  interino  la  persona  que  deba  ha- 
cerse cargo  del  Consulado. 

Art.  30.  Corresponde  también  á  la  Lega- 
ción de  la  República  ó  al  Cónsul  general  la 
designación  de  la  persona  que  deba  servir 
interinamente  un  Viceconsulado  en  los  ca- 
sos en  que  el  titular  se  imposibilitare  por 
cualquiera  causa. 

Art.  31.  Los  Cónsules  de  profesión  no 
podrán  ausentarse  del  lugar  de  sus  funcio- 
nes sino  por  breves  días  y  por  razones  jos- 
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tincada*,  debiendo  obtener  para  ello  previa- 
mente antorízación  de  la  Legación  de  Chile, 
ai  la  hubiere. 

A  los  que  hubieren  permanecido  más  de 

.  cinco  años  consecutivos  en  el  desempeño 

del  cargo  y  quisieren  venir  á  Chile,  se  les 

podrá  otorgar  una  licencia  con  sueldo  que 

no  exceda  de  seis  meaes. 

Art.  32.  Si  los  Cónsules  de  elección  ne- 
cesitaren ausentarse  por  tiempo  limitado 
del  lugar  de  su  residencia,  darán  aviso  al 
Cónsul  general  de  profesión,  si  lo  hubiere, 
ó  á  la  Legación  chilena,  proponiendo,  si  no 
estuviere  de  antemano  designada,  la  perso- 
na que  debe  reemplazarles. 

CAPITULO  IV 

Prerrogativas  y  obligaciones  generales 
de  los  Cónsules. 

Art.  33.  Los  funcionarios  consulares  re- 
clamarán á  su  favor,  si  fuere  necesario,  las 
prerrogativas  y  exenciones  que  les  corres- 
pondan por  Tratados  ó  Convenciones  entre 
la  República  y  la  nación  en  que  funcionaren. 
Si  no  hubiere  Tratado,  las  que  se  conceden 
generalmente  en  el  país  de  su  residencia  á 
funcionarios  consulares  de  la  misma  clase 
de  otras  naciones. 

Art.  34.  Si  al  goce  de  sus  privilegios  ó  al 
ejercicio  de  sus  funciones  opusieren  obs- 
táculos las  autoridades  locales,  someterán  el 
asunto  con  una  relación  minuciosa  «le  los 
hechos  y  copia  de  la  correspondencia  que 
haya  tenido  lugar,  á  la'  Legación  de  la  Re- 
pública acreditada  en  el  mismo  país,  y  espe- 
rarán instrucciones.  A  falta  de  Legación, 
ocurrirán  directamente  al  Ministerio  de  Re- 
laciones exteriores.  En  ambos  casos  conti- 
nuarán en  su  puesto  y  no  podrán  abando- 
narlo sin  autorización  expresa  del  Gobierno. 

Art.  35.  Los  Cónsules  no  pueden  preten- 
der privilegio,  exenciones  ó  inmunidades 
diplomáticas. 

Art.  86.  Tanto  en  lo  civil  como  en  lo  cri- 
minal, los  Cónsules  están  sujetos  á  las  leyes 
del  lugar  de  su  residencia,  á  no  ser  que  go- 
zaren de  alguna  exención  á  este  respecto,  á 
virtud  de  Tratados  ó  Convenciones  de  la 
República  con  la  nación  en  que  ejerciere  sus 
funciones. 

Art.  37.  Los  Cónsules  generales  tendrán 
el  tratamiento  y  gozarán  de  los  honores  de 
Capitán  de  navio;  los  Cónsules  particulares 
los  de  Capitán  de  fragata,  y  los  Vicecónsu- 
les, los  de  Capitán  de  corbeta. 

Art.  38.  Siempre  que  los  Tratados  ó  las 
leyes  ó  usos  del  país  lo  permitan,  colocarán 
sobre  la  puerta  de  la  oficina  consular  el  es- 
cudo de  armas  de  la  República  con  la  ins- 
cripción «Consulado  general >,  «Consulado» 


ó  « Viceconsulado  de  Chile».  Izarán  asiraii- 
mo  el  pabellón  nacional  en  los  aniversari** 
de  tiestas  nacionales  ó  del  país,  y  lo  pondría 
á  inedia  asta  en  los  días  de  duelo  púbhcc 
debiendo  ser  siempre  escrupulosos  en  ob- 
servar los  osos  establecidos  á  este  re«i^ct: 

Art.  39.  El  escudo  de  armas  y  el  pabe- 
llón nacional  sólo  tienen  por  objeto  indio; 
la  residencia  Je  los  empleados  consnlartf 
pero  nunca  se  entiende  que  la  casa  n  ofinu 
consular  pueda  dar  asilo  á  cuatesqoiera  cri- 
minales, aunque  sean  ciudadanos  de  ChUe 
ni  obsta  á  las  diligencias  de  citación  ó  eje 
cución  de  la  justicia  dei  país. 

Art.  40.  El  escudo  y  el  pabellón  naco- 
nal  se  ajustarán  á  la  descripción  y  modek 
que  se  registra  entre  las  piezas  anexas. 

Art.  41.  En  las  asistencias  á  ceremonia» 
públicas  se  presentarán  los  Cónsules,  d? 
preferencia  y  siempre  que  sen  posible,  ce 
traje  civil  de  etiqueta;  pero  en  los  ptísrf 
donde  el  uniforme  sea  de  rigor,  osarán  *-: 
que  á  continuación  se  indica: 

Casaca  de  paño  azul  oscuro  y  pan:*!:* 
dej  mismo  color  ó  blanco.  La  casaca  de  k* 
Cónsules  generales  tendrá  dos  órdtnet  «ir 
bordados  de  oro  en  todo  el  ancho  del  rml. 
y  bocamangas,  llevando  la  botonadura  bci 
ancla  sobremontada  de  una  estrella;  el  ptir 
talón  tendrá  un  galón  de  oro  y  UevariB 
además  espada  y  sombrero  armado  l¡ai.u. 
Igual  casaca  usarán  los  Cónsules  partinL- 
res  y  Vicecónsules,  con  la  diferencia  <,:» 
los  primeros  llevaran  un  eo'o  bordado  rn*í 
cuello  y  bocamangas,  y  que  tos  eegtin«'« 
usarán  sólo  el  bordado  del  cuello  y  nn  £1* 
te,  también  bordado,  en  las  bocamangas  L 
pantalón,  sombrero  armado  y  espada  rit  a* 
Cónsules  y  Virerónsules  aeran  llanos.  F 
bordado  de  los  uniformes  consistirá  en  >ir& 
rama  de  laurel  y  otra  de  oliva  entrelazad, 
dando  lugar  á  una  estrella  de  distan™  *- 
distancia.  En  sombrero  armado  llevarán  a 
cucarda  nacional. 

Art.  42.  Los  funcionarios  consulares  vi- 
gilarán el  cumplimiento  de  los  Tratados  0r 
comercio  celebrados  por  la  República  y  ti* 
rán  inmediatamente  aviso  al  Ministerio  ¿r 
Relaciones  exteriores  de  cualqaier  infrs:- 
ción  que  notaren. 

Art.  43.  Los  Cónsules  comunicarán  & 
Ministerio  de  Relaciones  exteriores,  ti: 
pronto  como  llegue  á  en  conocimiento,  toii 
modificación  que  se  introduzca,  en  la  larifi 
de  Aduana,  derechos  de  puerto,  toiifUff, 
almacenaje  ó  otros. 

Art.  44.  Comunicarán,  asimismo,  el  es- 
tablecimiento ó  supresión  de  faros  y  bovss 
y  todos  los  cambios  más  notables  que  ocu- 
rran eu  los  bancos  ó  corrientes  de  loa  mare» 
ó  ríos  de  su  distrito,  remitiendo,  si  fuere  ;%.- 
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^sible,  los  mapas,  planos,  avisos  ú  otros  do- 
cumentos hidrográficos  que  se  publiquen  á 
ese  respecto. 

Art.  45.  Prestarán  la  más  seria  atención 
á  las  leyes  y  reglamentos  concernientes  á  la 
inmigración  y  á  los  medios  que  más  conven- 
ga emplear  de  parte  del  Gobierno  para  fa- 
vorecerla hacia  Chile. 

Art.  46.  Procurarán  tener  siempre  al  co- 
rriente al  Ministerio  de  Relaciones  exterio- 
res de  todas  las  Leyes,  Decretos,  Reglamen- 
tos ú  Ordenanzas  que  se  dicten  en  el  país 
en  que  residen,  y  que  de  cualquier  modo  in- 
teresen al  comercio  entre  Chile-  y  dicho 
país,  ó  contribuyan  á  la  subsistencia  ó  in- 
cremento de  la  producción  de  la  República. 
Art.  47.  Cuidarán  de  transmitir,  por  los 
medios  más  rápidos,  las  noticias  relativas 
sil  estado  sanitario  de  su  distrito  y  condi- 
ción de  las  naves  que  zarpen,  cuando  de  al- 
quil modo  puedan  afectar  la  salubridad  pú- 
blica.. 

Art.  48.  Los  Cónsules '  remitirán  cada 
aflo  al  Ministerio  de  Relaciones  exteriores, 
en  el  mes  de  Enero,  un  informe  ó  Memoria, 
en  que  darán  á  conocer:  1.°  £1  número  to- 
tal de  chilenos  establecidos  en  el  distrito, 
con  especificación  de  sexo,  edad,  estado  ci- 
vil y  tiempo  de  permanencia  fuera  del  te- 
rritorio chileno;  2.°  £1  número  de  los  matri- 
culados en  el  Registro  del  Consulado  y  de 
ios  no  matriculados  y  de  las  causas  por  que 
éstos  no  se  matriculan;  8.o  £1  aumento  ó 
disminución  progresivos  de  la  colonia  chi- 
lena durante  los  últimos  cuatro  años  y  las 
causas  probables  de  ese  movimiento;  4.° 
Aliciente  para  los  emigrados,  trabajos  á  que 
ne  dedican,  facilidades  que  encuentran;  5.° 
Intereses  chilenos  radicados  en  el  distrito 
consular;  y  6.°  Reclamaciones  interpuestas 
por  el  Consulado  en  protección  de  los  inte- 
reses y  derechos  de  los  chilenos. 

Art.  49.  Presentarán  también  en  ese  in- 
forme un  cuadro  que  abrace*  1.°  La  estadís- 
tica general  del  comercio  del  país  y  en  par- 
ticular del  puerto  ó  puertos  del  distrito 
consular;  2.°  La  producción  agrícola  y  mine- 
ra del  país  y  el  consumo  que  él  haga  del  co- 
bre, plata,  salitre,  yodo,  trigo,  harina,  lana  y 
otros  productos  de  la  agricultura  y  minería 
<le  Chile;  3.°  La  cantidad  de  artículos  simi- 
lares introducidos  de  otras  naciones;  4.°  Los 
derechos  de  aduanas  y  otros  impuestos  con 
que  estén  gravados  los  efectos  de  importa- 
ción de  Chile;  5.°  Las  causas  ó  motivos  que 
obstan  por  ahora  al  mayor  incremento  y 
desarrollo  del  comercio  de  Chile,  detallando 
con  precisión  los  medios  que  en  su  concepto 
serían  más  propios  y  conducentes  á  remo- 
verlos; 6.°  El  máximum  y  mínimum,  duran 
le  el  año,  en  los  fletes  entre  los  puertos  del 


distrito  consular  y  los  de  la  República;  y  7.° 
Las  subvenciones  de  que  gozan  las  líneas 
de  vapores  entre  Chile  y  los  puertos  del  dis- 
trito. 

Art.  50.  Todas  las  informaciones  deberán 
estar  fundadas  en  datos  tomados  de  docu- 
mentos oficiales  ó  de  cualquiera  otra  fuente 
fidedigna,  expresándose  siempre  el  origen 
de  esos  datos  y  el  grado  de  exactitud  que 
pueden  ofrecer. 

Art.  51.  Siempre  que  existieren  Cónsules 
generales  de  profesión,  deberán  éstos,  si  el 
Ministerio  de  Relaciones  exteriores  lo  esti- 
mare conveniente,  redactar  la  Memoria  anual 
de  que  tratan  los  artículos  anteriores,  para 
lo  cual  demandarán  de  los  Cónsules  de  su 
dependencia  los  datos  é  informaciones  con- 
cernientes á  su  respectivo  distrito. 

Art.  62.  Se  prohibe  á  los  Cónsules  dar 
publicidad  á  la  correspondencia  que  manta- 
vieren  con  el  Gobierno,  ó  á  los  informes  y 
datos  que  recogieren  en  el  ejercicio  de  su 
cargo,  sin  autorización  del  Ministerio  de  Re- 
laciones exteriores,  ó  de  la  Legación  respec- 
tiva, si  la  hubiere.  ' 

Art.  53.  Los  Cónsules,  en  sus  relaciones 
con  las  autoridades  del  país  en  que  funcio- 
naren, cuidarán  de  mantener  buena  armonía 
é  inteligencia  con  ellas,  sin  perder  de  vista 
la  dignidad  ó  intereses  de  la  República;  y 
observarán  en  todo  una  conducta  prudente 
y  circunspecta,  muy  especialmente  en  lo 
que  toque  á  la  política  interior  ó  exterior  del 
país. 

En  sus  gestiones  ante  las  autoridades  se 
abstendráu  de  prestar  el  apoyo  de  su  carác- 
ter consular  á  demandas  ó  representaciones 
que  no  fueren  fundadas  en  justicia  ó  en  prin- 
cipios de  equidad. 

Art.  54.  En  caso  de  guerra  civil  ó  Ínter* 
nacional,  deberán  ios  Cónsules  observar  la 
más  estricta  neutralidad. 

CAPITULO  V 

Deberes  de  los  Cónsules  respecto  de  las  perso- 
nas y  propiedades  chilenas. 

Art.  55.  En  virtud  de  la  protección  que 
les  incumbe  dispensar  á  los  chilenos,  cuida- 
rán los  Cónsules  de  que  éstos  en  sus  perso- 
nas y  en  sus  propiedades  gocen  de  los  dere- 
chos que  les  estuvieren  asegurados  por  Tra- 
tados, ó  á  falta  de  éstos,  los  que  por  las  le- 
yes ó  prácticas  del  país  se  otorgaren  á  los 
extranjeros,  sea  con  referencia  á  la  libertad 
de  morar,  de  trasladarse  de  un  punto  á  otro, 
de  disponer  de  sus  propiedades  ó  de  ejercer 
el  comercio,  ó  cualquiera  otra  profesión  ó  in 
dustria. 

Art.  56.  Si  tales  derechos  no  se  otorga- 
ren á  los  chilenos  ó  se  pusiere  embarazo  á 
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su  libre  ejercicio  ó  se  les  privare  de  ellos, 
ileberán  los  Cónsules  hacer  ante  las  autora 
•ladea  locales  respectivas  las  reclamaciones 
convenientes,  y  si  éstas  no  fueren  debida- 
mente atendidas,  extenderán  protestas  res- 
petuosas por  los  daños  ó  perjuicios  causados 
o  informarán  inmediatamente  á  1h  Legación 
«le  la  República  ó  al  Ministerio  de  Relacio- 
nes exteriores,  si  no  hubiese  Legación. 

Art.  67.  No  sólo  deberán  prestar  su  apo- 
yo á  tas  gestiones  legales  que  los  chilenos 
hicieren  ante  las  Autoridades  locales,  sino 
que  también  lo  prestarán  siempre  que  su  in- 
terposición ó  el  auxilio  de  sus  conocimien- 
tos del  país  y  de  las  leyes  ó  prácticas  loca- 
les condujeren  al  más  expedito  ejercicio  de 
tales  derechos. 

Art.  68.  Los  Cónsules  prestarán  su  asis- 
tencia á  los  chilenos  desvalidos  ó  enfermos 
y  sin  medios  de  ganar  su  subsistencia,  para 
ijue  sean  admitidos  en  los  establecimientos 
públicos  de  beneficencia,  y  excitarán  en  fa- 
vor de  ellos  la  caridad  privada  entre  los  na- 
cionales de  su  distrito. 
^  Art.  39.  IjOS  Cónsules  cuidarán  de  que 
en  sus  respectivos  distritos  se  establezca 
una  Caja  de  auxilios  para  los  chilenos  des- 
validos, cuyo  fondo  lo  formarán  las  eroga- 
ciones voluntarias  y  los  sueldos  debidos  á 
desertores' y  el  producto  de  la  venta  de  sus 
efectos  en  el  caso  del  artículo  119.  Estos 
fondos  serán  administrados  por  el  Cónsul, 
quien  deberá,  informar  anualmente  al  Minis- 
terio de  Relaciones  exteriores  del  movimien- 
to que  en  ellos  haya  habido. 

Art.  60.  Es  deber  de  los  Cónsules,  en 
cnanto  dependa  de  su  intervención  ó  apoyo, 
la  repatriación  de  los  chilenos  que  existie- 
ren en  su  distrito  y  la  concesión  de  recursos 
moderados  cuando  tuvieren  fondos  para  ese 
objeto  ó  estuvieren  autorizados  para  gravar 
ron  ellos  al  Estado. 

Art.  61.  Tanto  para  la  concesión  de  so- 
corros como  para  la  repatriación,  es  condi- 
ción indispensable  que  el  favorecido  se- ha- 
lle inscrito  en  el  registro  de  chilenos  del 
Consulado,  ó  que  por  lo  menos,  acredite 
fehacientemente  su  nacionalidad.  Para  la  re- 
patriación en  buques  nacionales  tendrán  los 
Cónsules  las  facultades  que  se  detallan  en 
el  artículo  121  y  siguientes. 

Art.  62.  En  las  controversias  entre  chi- 
lenos podrán  los  funcionarios  consulares  in- 
tervenir de  una  manera  conciliatoria  y  arre- 
glarlas por  medios  amigables,  sin  perjuicio 
de  la  jurisdicción  que  les  puedan  conferir 
Tratados  especiales.  Cuando  fueren  consti- 
tuidos arbitros  por  convenio  de  las  partes, 
en  virtud  de  documentos  otorgados  ante 
ellos  mismos,  las  resoluciones  que  dictaren 
surtirán  pleno  efecto  en  Chile.  Si  el  fallo  hu- 


biere de  ejecutarse  en  el  mismo  país  de  su 
residencia  se  sujetarán  para  reclamar  é 
apoyo  de  la  Autoridad  local  á  los  Tratados  & 
Convenciones  entre  los  dos  países  óá  la 
leyes  ó  prácticas  vigentes. 

Art.  63.  Los  Cónsules,  respecto  deta 
propiedades  ó  intereses  de  chilenos  ausen- 
tes, que  no  tuvieren  representantes  legíti- 
mos, deberán  asumir  la  representación  »Jr 
dichos  ausentes  para  todos  los  actos  enca- 
minados á  conservar  sus  bienes  y  á  evitar- 
les perjuicios.  Deberán,  en  consecuencia, 
hacer  valer  los  derechos  de  los  ausentes  an- 
te las  Autoridades  que  corresponda  y  sumi- 
nistrar á  los  funcionarios  que  hqbieren  ce 
intervenir,  loe  datos  y  antecedentes  que  le* 
fuere  posible.  Podrán  también  nombrar  apo- 
derados ó  defensores  en  juicio  y  obrar  como 
legítimos  representantes.  Al  hacer  efectiva 
esta  protección  cuidarán  los  Cónsules  de 
conformarse  á  los  Tratados  vigentes  y  á  las 
leyes  y  prácticas  del  país  en  que  residan 

Art.  64.  Dado  en  un  distrito  consolar  el 
caso  de  derechos  hereditarios  de  un  chile- 
no ausente,  si  estuvieren  también  ausente* 
los  ejecutores  testamentarios,  el  Cónsul  de 
la  República  representará  al  heredero  y  pro- 
curará por  todos  los  medios  que  estén  a  »a 
alcance  la  seguridad  de  los  bienes  heredita- 
*  ríos.  Cuidará,  con  ese  objeto,  de  que  se  coa- 
fíe  su  manejo  y  administración  á  persona 
de  toda  confianza.  La  administración  y  li- 
quidación de  la  herencia,  ó  la  venta  de  loé 
bienes  hereditarios,  si  hubiere  lugar  á  elti. 
se  hará  con  la  intervención  del  Cónsul.  L¿ 
presentación  del  heredero  ó  do  su  represen- 
tante hará  cesar  la  intervención  consolar  de 
que  trata  este  artículo. 

Art.  66.  En  el  caso  de  que  un  chileno  fa- 
lleciere habiendo  hecho  testamento  y  nt* 
existieren  en  el  lugar  albaceas  ni  represen- 
tantes de  ellos,  el  Cónsul  velará  por  la  segu- 
ridad del  testamento  y  cuidará  de  su  pronu 
transmisión  al  Ministerio  de  Relaciones  ex 
teriores  para  que  llegue  á  poder  de  los  inte- 
resados. Si  los  bienes  hereditarios,  ó  parte 
de  ellos,  existieren  en  el  distrito  consolar, 
procederá  exactamente  como  en  el  caso  de 
sucesión  intestada  y  practicará  las  diligen- 
cias que  prescriben  los  artículos  siguientes. 

Art.  66.  En  el  caso  de  fallecer  intestado 
algún  chileno,  sin  herederos  conocidos,  e* 
obligación  del  Cónsul  practicar  sin  demora 
todos  los  actos  que  exija  la  conservación  y 
seguridad  de  los  bienes,  tales  como  la  for- 
mación de  inventarios,  depósito  ó  venta  de 
ellos,  haciendo  uso  de  las  facultades  que  le 
corresponda  por  Tratados  ó  Convenciones 
por  las  leyes  ó  prácticas  locales  y  por  las 
leyes  chilenas.  Del  fallecimiento  deberá  dar 
aviso  al  Ministerio  'de  Relaciones  exteriores 


CHILB  —  REOLAMENTO'uRGÁNlCO  DBL  CUICRPO  OON8ULAR 


465 


y  anunciarlo  por  los  diarios  del  lugar,  espe- 
cificando el  nombre,  profesión  y  estado  del 
muerto,  el  lugar  de  en  nacimiento,  domicilio 
en  Chile  ó  en  et  extranjero,  tiempo  de  su  re- 
sidencia en  el  distrito  consular  y  demás  cir- 
cunstancias que  puedan  servir  á  los  intere- 
sados para  hacer  valer  sus  derechos  y  prac- 
ticar las  gestiones  que  les  convenga. 

Art.  67.  £1  Cónsul  procederá  en  seguida, 
respecto  de  la  tenencia  y  administración  de 
los  bienes  del  intestado,  á  dar  cumplimiento 
á  lo  que  se  determina  en  los  artículos  si- 
guientes, siempre  que  ello  fuere  permitido 
por  las  leyes  ó  usos  del  país. 

A  rt.  68.  £1  Cónsul  entrará  en  posesión  de 
los  bienes  del  intestado  después  de  hacer  un 
inventarío  de  ellos  por  duplicado,  en  presen- 
cia de  dus  chilenos  que  reúnan  las  condicio- 
nes necesarias  para  ser  testigos, y  á  falta  de 
chilenos,  en  presencia  de  dos  comerciantes 
respetables  del  lugar.  En  el  inventario,  que 
será  firmado  por  el  Cónsul  y  los  testigos,  seré-* 
lacionarán  todos  los  bienes  y  su  valor  apro- 
ximado, así  como  los  papeles,  libros  de  co- 
mercio y  cualquier  documento  de  crédito  ac- 
tivo ó  pasivo  del  difunto.  Los  libros  serán 
cerrados  con  un  certificado  que  firmará  el 
Cónsul,  y  en  el  cual  se  expresará  el  número 
de  páginas  escritas  y  todo  lo  que  acerca  de 
ello  merezca  mencionarse. 

Art.  69.  £1  Cónsul  podrá  confiar  la  ad- 
ministración provisional  de  la  herencia  á 
persona  honrada  y  de  responsabilidad,  asig- 
nándole una  retribución  moderada  y  hacién- 
dole la  entrega  con  intervención  de  dos  tes- 
tigos chilenos;  ó  en  su  defecto  de  dos  perso- 
nas abonadas. 

Art.  70.  £1  administrador  podrá  enaje- 
naren pública  subástalos  bienes  que  ajuicio 
del  Cónsul  y  de  dos  comerciantes  de  non 
radez  reconocida,  estén  expuestos  á  deterio- 
rarse ó  perderse  con  el  tiempo,  y  también 
aquéllos  que  fuere  preciso  para  cubrir  los 
gastos  del  funeral  y  las  deudas  contraídas 
por  el  difunto  en  su  última  enfermedad. 

Art.  71.  £1  administrador  procederá  á  ha- 
cer efectivos  los  créditos  probables  en  el  país, 
y  á  pagar,  harta  donde  el  producido  de  esos 
créditos  alcance,  las  deudas  del. difunto  que 
estuvieren  legalmente  comprobadas. 

Art.  72.  £1  administrador  llevará  cuenta 
documentada  de  su  administración.  Un  du- 
plicado de  la  cuenta,  otro  del  inventario  y 
el  informe  que  el  Cónsul  crea  conveniente 
agregar,  se  remitirán  al  Ministerio  de  Rela- 
ciones exteriores  á  más  tardar  un  mes  des- 
pués de  realizada  ó  recaudada  la  sucesión  y 
se  pondrán  los  efectos  á  su  disposición. 

Art/ 73.  8i  compareciere  el  heredero  per- 
sonalmente ó  bu  representante,  antes  de  ha- 
berse puesto  los  bienes  á  .disposición  del 


Ministerio  de  Relaciones  exteriores,  á  él  se 
le  entregarán  y  se  le  rendirá  cuenta,  sin  per- 
juicio de  que  se  envíe  al  Ministerio  de  Re- 
laciones exteriores  un  duplicado  de  ésta. 

Art.  74.  Si  fueren  muchos  los  herederos, 
constituirán  un  apoderado  común  á  quien  se 
entreguen  los  efectos  y  sé  rinda  la  cuenta,  y 
si  no  pudieren  ó  no  quisieren  hacerlo,  harán 
valer  sus  respectivos  derechos  ante  la  auto- 
ridad local  competente;  y  con  arreglo  á  lo 
que  ésta  juzgare  se  hará  la  distribución  de 
los  efectos  ó  de  su  valor  recaudado.  A  cada 
uno  de  ellos  que  I<>  exigiere,  se  dará  un  tras- 
lado de  la  cuenta  certificado  por  el  Cónsul, 
que  la  remitirá  además  al  Ministerio  de  Re- 
laciones exteriores. 

Art.  75.  Hallándose  esparcidos  los  efec- 
tos de  la  sucesión  en  diferentes  distritos 
consulares,  el  Cónsul  en  cuyo  distrito  se 
hubiere  abierto  la  sucesión  se  dirigirá  á  los 
otros  para  que  por  su  parte  contribuyan  á 
recogerlos,  y  si  pareciere  coh veniente,  for- 
men inventarios  y  establezcan  administra- 
ciones parciales  con  arreglo  á  lo  prevenido 
en  los  artículos  precedentes,  dando  cuenta 
del  resultado  de  sus  gestiones  al  primero, 
de  quien  se  considerarán  como  delegados 
y  sin  cuyo  acuerdo  no  se  hará  inversión 
alguna. 

Art.  76.  Si  transcurridos  cuatro  años 
después  de  haberse  comunicado  al  Ministe- 
rio de  Relaciones  exteriores  el  fallecimien- 
to del  intestado  no  compareciere  heredero 
alguno,  el  Cónsul  ordenará  la  venta  en  pú- 
blica subasta  y  con  las  formalidades  reque- 
ridas para  ese  objeto  por  las  leyes  locales, 
de  los  bienes  de  todas  ciases  que  forman 
la  herencia  existente  en  su  poder.  Con  el 
producido  de  esa  venta  pagará  las  deudas 
del  difunto  y  remitirá  el  remanente  al  Mi- 
nisterio de  Relaciones  exteriores.  Las  cuen- 
tas, recibos  y  todos  los  documentos  relati- 
vos á  la  administración  de  dichos  bienes 
serán  también  enviados  al  mismo  Ministe- 
rio, conservando  el  Cónsul  un  duplicado  de 
ellos  para  su  resguardo. 

Art.  77.  Ni  el  Cónsul,  ni  las  personas 
que  se  hallen  bajo  su  dependencia,  podrán 
adquirir  para  sí  ó  para  otro  los  objetos  ó 
efectos  que  por  resolución  de  aquél  ó  con 
su  aprobación  se  vendieren  en  pública  su- 
basta. 

Art.  78.  El  Cónsul,  en  todas  las  sucesio- 
nes testamentarias  ó  intestadas  de  chilenos 
en  que  no  hubiere  herederos,  representará 
sus  derechos  ante  los  Tribunales  ó  Autori- 
dades del  país. 

Art.  79:  Permitiéndolo  las  leyes  del  país, 
el  Cónsul  tendrá  las  facultades  y  ejercerá 
las  funciones  de  guardador  de  los  menores 
que  por  muerte  de  un  chileno  ó  por  cual- 
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quiera  otra  causa  quedaren  abandonados  ó 
sin  amparo  en  su  distrito,  hasta  que  el  guar 
dador  testamentario,  legítimo  ó  dativo  se- 
gún los  casos,  se  presenten  ó  encomiende 
su  cuidado  á  otra  persona. 

CAPÍTULO  VI 

Deberes  de  los  Cónsules  respecto  de  la  marina 
de  guerra. 

Art.  ¿0.  Los  Cónsules  prestarán  al  Jefe 
ó  Comandante  de  las  escuadras  ó  buques  de 
guerra  nacionales  que  llegaren  al  puerto  de 
su  residencia,  todos  los  auxilios  que  estén  á 
su  alcance  para  procurarles  víveres,  agua  y 
demás  artículos  que  éstos  solicitaren.  Les 
informarán  de  las  ordenanzas  de  puerto  y  de 
las  reglas  de  etiqueta  oficial  que  estuvieren 
allí  en  uso  y  les  proporcionaran  igualmente 
todas  las  noticias  que  pudieren  conducir  al 
mejor  desempeño  de  las  comisiones  que 
llevaren. 

Art.  81.  A  requisición  de  los  Comandan- 
tes de  los  buques  de  guerra,  los  Cónsules 
reclamarán  de  las  autoridades  locales  la 
aprehensión  y  entrega  de  los  marinerqs  de- 
sertores, conformándose  á  los  pactos  y  leyes 
vigentes.  "  ' 

Art.  82.  Los  Cónsules  harán  la  primera 
visita  á  los  Oficiales  Generales,  Jefes  de  di- 
visión y  Capitanes  de  navio  cuando  llegaren 
al  puerto  de  su  residencia. 

Los  Cónsules  generales  aguardarán  la  pri- 
mera visita  de  los  Capitanes  de  fragata  ú 
Oficiales  inferiores  y  los  Cónsules  y  Vicecón- 
sules la  de  los  Capitanes  de  corbeta  ó  Oficia- 
les de  grado  inferior. 

Los  Vicecónsules  deben  la  primera  visita 
á  todo  Oficial,  Comandante  hasta  el  grado 
de  Teniente. 

Las  visitas  anteriores  sólo  tendrán  lugar 
á  la  primera  llegada  de  la  nave;  y  se  llevarán 
á  efecto  por  una  y  otra  parte  dentro  de  las 
veinticuatro  horas,  siempre  que  el  tiempo  lo 
permita.  Estas  visitas  se  repetirán  si  la  nave 
regresare  después  de  una  ausencia  de  seis 
meses.  • 

Los  Cónsules,  dando  aviso  de  que  se  pro- 
ponen hacer  estas  visitas  y  señalando  al 
efecto  la  hora,  podrán  aguardar  que  se  les 
ponga  á  su  disposición  una  embarcación  ade- 
cuada con  ese  objeto. 

Los  Cónsules  generales  serán  recibidos  á 
bordo  con  la  tropa  formada  sin  armas  y  el 
tambor  con  su  caja  á  la  espalda.  Al  retirarse 
se  les  saludará  con  nueve  cañonazos.  Los 
Cónsules  particulares  serán  recibidos  con  la 
tropa  formada  sin  armas  y  al  retirarse  se  les 
saludará  con  siete  cañonazos.  Los  Vicecón- 
sules serán  recibidos  sin  formación  de  tropa 


y  al  retirarse  se  lea  saludará  con  cinco  ué. 

HAZOS. 

CAPITULO  VII 

Atribuciones  y  deberes  de  los  Cónéule*  ce*  rt 
lactén  á  la  marina  mercante  nacional. 

ArL  8$.  Loi  Cónsules  deben  prestar  ¿la 
marina  mercante  nacional  La  protección  y  -r 
apoyo  de  su  carácter  consular  en  los  puerto* 
comprendidos  en  su  distrito.  Velarán,  er 
consecuencia,  porque  se  les  otorguen  los  de- 
rechos, franquicias  y  exenciones  que  lee  co- 
rrespondan por  Tratados,  leyes  ó  práctica* 
vfgentee. 

Art.  84.  Deben  igualmente  velar  porque 
los  buques  nacionales  naveguen  segnn  lis 
leyes  chilenas  y  se  conformen  á  las  disposi- 
ciones locales  en  los  puertos  extranjeros  a 
que  arribaren. 

Art.  85.  Los  Cónsules  proporcionarán  ¿ 
los  Capitanes  de  buques  nacionales,  qne  por 
primera  vez  lleguen  á  los  puertos  á  donde 
aquéllos  residan,  las  informaciones  necesa- 
rias para  que  puedan  obrar  de  conformidad 
á  las  leyes  ó  reglamentos  del  país. 

Art.  86.  Los  Cónsules  cuidarán,  asimis- 
mo, de  que  las  naves  nacionales  que  nave- 
guen entre  puertos  extranjeros  ó  entre  estes 
y  puertos  chilenos  reúnan  las  condiciones 
de  navegabilidad  y  que  estén  provistas  oV 
embarcaciones  menores,  aparatos  de  salva- 
mento, pertrechos,  víveres,  aparejos  é  ins- 
trumentos necesarios.  Para  acreditar  el  baen 
estado  de  la  nave  se  le  hará  reconocer  cad¿ 
año  si  es  de  vela  y  cada  seis  meses  si  es  cr 
vapor.  Los  Cónsules  de  Chile,  para  practicar 
este  reconocimiento,  nombrarán  dos  ó  m¿% 
peritos  elegidos  entre  los  Capitanes  ó  cons- 
tructores marítimos  que  se  encuentren  en  el 
puerto,  y  en  vista  del  informe  de  los  peritos 
expedirá  el  certificado  respectivo.  Loe  gas- 
tos que  ocasione  este  examen  ó  reconoci- 
miento serán  de  cuenta  de  la  nave. 

Art.  87.  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en 
el  artículo  anterior,  cuando  un  buque  nacu 
nal  surto  en  un  puerto  extranjero  deba  em 
prender  largo  viaje,  el  Cónsul  exigirá  át\ 
Capitán,  antes  de  devolverle  los  papeles,  h 
certificación  por  dos  peritos  acordes  de! 
buen  estado  de  navegabilidad  de  la  nave  y 
de  la  estiva  de  la  carga.  Por  lo  menos,  uno 
de  estos  peritos  será  nombrado  por  el  Con 
sul.  Los  gastos  que  esta  diligencia  ocasione 
serán  también  de  cuenta  de  la  nave. 

Art.  88.  Dentro  de  las  veinticuatro  horas 
siguientes  al  acto  de  fondear  un  buque  na- 
cional, ó  de  haber  sido  admitido  á  libre  plá- 
tica, su  Capitán,  ó  en  defecto  de  él  la  perso- 
na que  lo  mande,  hará  ante  el  Cónsul  resi 
dente  en  el  lugar  una  declaración  verbal  en 
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que  ee  especifique  el  puerto  y  dia  de  salida, 
las  escalas  ó  arribadas  que  haya  hechos  el 
rumbo  que  haya  seguido,  la  calidad  y  perte- 
nencia del  cargamento.  Pondrá,  asimismo, 
en  su  conocimiento  los  peligros  ocurridos 
durante  la  navegación,  averías,  encuentros, 
desórdenes  y  cualquier  otro  acontecimiento 
de  interés  que  haya  ocurrido  á  bordo,  ya  sea 
en  alta  mar  ó  en  los  puertos  de  escala  ó 
arribada.  Les  exhibirá  el  libro  en  que  se 
anotan  los  castigos  y  le  dará  cuenta  de  los 
delitos  cometidos  durante  el  viaje,  de  las 
medidas  de  represión  ó  prevención  emplea- 
das y  de  las  diligencias  practicadas  para  com- 
probar los  delitos. 

Art.  89.  Cuando  el  Cónsul  lo  crea  conve- 
niente podrá  exigir  por  escrito  aquella  decía 
ración,  firmada  por  el  Capitán  y  dos  testigos 
elegidos  á  su  arbitrio  entre  los  individuos 
que  se  encuentren  á  bordo.  Podrá  también 
exigir  que  se  le  exhiba  el  diario  de  navega- 
ción, libro  de  cargamentos,  contrato  de  fleta- 
tamentos,  conocimientos,  contratos  de  en- 
ganche y  en  general  cualquier  otro  documen- 
to relativo  á  la  nave  ó  á  la  carga. 

Art.  90.  Al  hacer  las  declaraciones  á  que 
se  refiere  el  art.  88,  se  depositarán  en  el  Con- 
sulado, entregándose  por  el  Cónsul  el  recibo 
correspondiente:  1.°  la  patente,  el  rol  de  tri- 
pulación y  la  matricula  de  la  nave;  2.°  dos 
copias  autorizadas  de  las  partidas  de  naci- 
mientos ó  muertes  acaecidas  á  bordo,en  con- 
formidad con  el  art.  1.055  del  Código  civil. 

Art.  91.  Al  recibir  en  depósito  las  copias 
de  las  partidas  de  nacimiento  ó  muerte,  ó  de 
los  testamentos  hechos  durante  el  viaje,  el 
Cónsul  extenderá  en  el  Registro  respectivo 
el  acta  correspondiente,  haciendo  constar  en 
ella  las  irregularidades  que  hubiere  notado. 

Art.  92.  Si  el  Cónsul  descubre,  sea  por  la 
declaración  del  Capitán  ó  tripulación,  ó  por 
cualquier  otro  medio,  que  aquél  omitió  le- 
vantar acta  de  los  nacimientos  ó  defuncio- 
nes ocurridos  en  el  viaje,  ó  que  ha  ocultado 
algún  testamento  otorgado  á  bordo,  procede- 
rá á  formar  el  proceso  respectivo  y  dará 
cuenta  de  esos  hechos  á  la  brevedad  posible 
al  Ministerio  de  Marina. 

Art.  93.  Por  los  libros  y  papeles  de  la 
nave  examinarán  los  Cónsules  si  hay  alguna 
parte  de  la  carga  que  no  haya  pagado  los 
derechos  de  exportación  á  que  estaba  sujeta; 
y  en  caso  afirmativo,  lo  comunicarán  al  Mi- 
nisterio de  Hacienda,  indicándole  el  nombre 
del  buque  y  su  Capitán,  la  fecha  y  el  puer- 
to de  Chile  de  donde  salió  y  la  carga  que 
conduce. 

Art.  94.  En  los  puertos  en  que  las  auto- 
ridades locales  no  exijan  carta  de  sanidad, 
la  presentará  el  Capitán  al  Cónsul,  declaran- 
do si  ha  tenido  enfermos  durante  la  travesía, 


el  tratamiento  que  se  les  ha  dado,  los  medios 
de  curación  que  se  han  empleado  y  los  de- 
más hechos  que  tengan  relación  con  la  sa- 
lubridad de  la  nave. 

Art.  95.  En  el  caso  de  que  el  puerto  se 
hallare  infestado  de  enfermedad  contagiosa, 
el  Cónsul  informará  al  Capitán  con  la  breve- 
dad posible  del  estado  de  salubridad  pública 
y  de  los  reglamentos  destinados  á  prevenir 
el  contagio  ó  á  evitar  su  propagación. 

Art.  96.  Se  entregará  al  Cónsul  el  acta  de 
defunción  y  un  ejemplar  del  inventario  que 
se  hubiere  formado  de  los  bienes  del  que  hu- 
biere fallecido  en  un  buque  nacional  en  alta 
mar.  Los  papeles  y  efectos  pertenecientes  al 
difunto  se  depositarán  también  por  el  Capi- 
tán en  poder  del  Cónsul,  quien  procederá 
á  ordenar  la  venta  de  los  objetos  que  no  pue- 
dan conservarse  sin  deterioro.  Si  la  muerte 
ocurriere  en  un  puerto  extranjero,  el  Cónsul 
en  cuya  jurisdicción  hubiere  ocurrido  el  su- 
ceso extenderá  el  acta  de.  defunción  en  vista 
de  las  declaraciones  que  tomará,  y  remitirá 
lo  obrado  al  Ministerio  de  Marina.  Si  en  seis 
meses  no  fueren  reclamados  aquellos  obje- 
tos, el  Cónsul  ordenará  la  venta  de  ellos  y 
dará  cuenta  al  Ministerio  de  Marina. 

Art.  97.  En  los  puertos  de  escala  ó  arri- 
bada forzosa  se  presentarán  al  Cónsul  los 
papeles  de  la  nave  para  que  sean  examina- 
dos y  visados  por  él.  El  Cónsul  agregará  á 
la  carta  de  sanidad  las  anotaciones  del  caso 
sobre  el  estado 'san itario  del  puerto. 

Art.  98.  El  Cónsul,  cuando  la  nave  estu- 
viere lista  para  zarpar,  entregará  al  Capitán 
los  papeles  del  buque  que  se  hubieren  depo- 
sitado en  el  Consulado  y  visará  la  lista  de 
pasajeros,  el  manifiesto  de  ¡as  mercaderías 
que  componen  el  cargamento  del  buque  y 
en  que  aparezca  el  valor  aproximativo  de 
ellas  y  su  nacionalidad,  los  distintos  conoci- 
mientos ó  pólizas  de  embarque,  la  licencia 
de  las  autoridades  para  partir  y  la  carta  de 
sanidad  que  hubiere  expedido  la  autoridad 
local.  En  caso  que  la  autoridad  local  no  ex- 
pidiere esa  carta,  la  dará  el  Cónsul. 

Art.  99.  Al  Cónsul  del  puerto  de  descar- 
ga, de  escala  ó  de  arribada  de  másde  veinti- 
cuatro horas,  se  presentará  una  razón  nomi- 
nal de  los  individuos  de  la  tripulación  que 
se  hayan  enganchado,  ó  de  los  pasajeros  que 
se  hayan  recibido  en  puerto  extranjero  don- 
de no  hubiere  Cónsul  chileno,  á  fin  de  que 
sean  inscritos  en  el  rol  ó  en  el'  documento 
que  corresponda. 

Art.  100.  El  Cónsul  anotará  del  mismo 
modo  la  deserción,  falta  motivada  ó  falleci- 
miento de  cualquiera  persona  de  la  tripula- 
ción y  los  nombres  de  los  pasajeros  muer- 
tos ó  desembarcados. 

Art.  101.     El  Cónsul  cuidará  de  que  todo 
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tripulante  que  sea  desembarcado  con  arre- 
glo á  su  contrata,  obtenga  del  Capitán  el 
ajuste  de  su  salario  y  la  correspondiente  pa- 
peleta de  desembarque. 

Art.  102.  Si  el  desembarco  no  ha  sido 
motivado  por  delito,  todo  hombre  de  la  tri- 
pulación debe  ser  repatriado  y  su  subsisten- 
cia y  repatriación  serán  de  cuenta  de  la  na- 
ve, cuyo  Capitán  entregará  al  Cónsul  el  va- 
lor de  una  y  otra,  v 

Art.  103.  Los  Cónsules  prestarán  á  los 
Capitanes  de  los  buques  nacionales  la  ayu- 
da necesaria  para  que  enganchen  las  plazas 
de  la  tripulación  que  faltaren. 

Art.  104.  Corresponde  al  Cónsul  autori- 
zar el  desembarque  del  marinero  enfermo, 
cuyo  estado  de  gravedad  así  lo  exija,  para  ser 
asistido  en  él  hospital  ó  donde  convenga. 
•  Art.  105.  Si  el  buque  debe  zarpar  antes 
de  hallarse  los  enfermos  en  estado  de  vol- 
ver á  bordo,  el  Cónsul  tendrá  derecho  de 
exigir  que  el  Capitán  deposite  en  su  poder 
la  suma  precisa  para  cubrir  los  gastos  pro- 
bables de  asistencia,  los  dé  repatriación  y 
los  sueldos  devengados. . 

Art.  106.  Si  no  fuere  posible  estimar  lo 
que  los  gastos  de  asistencia  cuesten,  el  Ca- 
pitán afianzará  el  pago  á  satisfacción  del 
Cónsul. 

Art.  107.  Lo  dispuesto  en  los  artículos 
anteriores  no  es  aplicable  á  los  que  enfer- 
men ó  se  incapaciten  para  el  trabajo  á  con- 
secuencia de  vicios,  riñas  ú  otras  cansas  se- 
mejantes. Los  gastos  de  asistencia  y  cura- 
ción serán  en  estos  casos  de  cuenta  exclusi- 
va del  enfermo. 

Art.  108  £1  Cónsul  nombrará  al  que  ha 
de  reemplazar  al  Capitán  en  caso  de  muerte, 
cuando  faltare  el  piloto  ó  contramaestre  y 
no  estuviere  en  el  lugar  del  dueño  del  bu- 
que ó  su  representante. 

Art.  109.  Podrá  también  el  Cónsul  auto- 
rizar el  desembarque  y  reemplazo  del  Capi- 
tán por  enfermedad  grave  de  éste  y  proce- 
derá de  oficio  ó  á  instancias  de  la  tripula- 
ción ó  del  consignatario  á  removerlo,  cuan- 
do hubiere  cometido  crímenes  ó  delitos  á 
bordo  del  buque  ó  resultaren  contra  él  car- 
gos graves  que  hagan  de  absoluta  necesidad 
su  separación  del  mando.  El  Cónsul  en  este 
caso  dará  cuenta  y  remitirá  las  piezas  justi- 
ficativas al  Ministerio  de  Marina. 

Art.  110.  Cuando  se  tratare  de  cambiar 
el  Capitán  de  un  buque  nacional  en  un  puer- 
to extranjero,  el  Cónsul  averiguará  si  la  per- 
sona que  el  dueño  del  buque  ó  su  represen- 
tante propone  es  apta  por  su  honradez  y  co- 
nocimientos para  desempeñar  el  puesto,  y, 
en  tal  caso,  le  extenderá  su  nombramiento 
y  anotará  el  cambio  en  la  patente  de  na- 
vegación-. 


Art.  111.  Los  Cónsules  comunicarán  á  la 
Comandancia  general  de  Marina  loa  ñora 
bres  de  los  Capitanes  que  por  mala  conduc- 
ta, imprevisión  ó  impericia  hubieren  com- 
prometido notoriamente  la  seguridad  del 
equipaje  ó  los  intereses  de  los  armadores, 
aseguradores  ú  otros  interesados  en  el  baque 

Art.  112.  Los  Cónsules  tienen  aatoridid 
bastante  para  los  actos  que  exige  el  mante- 
nimiento del  orden  y  policía  interior  de  lo* 
buques  mercantes  nacionales  surtos  en  puer- 
tos extranjeros. 

Art.  113.  Para  el  ejercicio  «lesos  actos 
de  protección  ó  autoridad,  loa  Cónsules  ten- 
drán por  chilenos  á  jos  extranjeros  que  sir- 
van en  buques  nacionales.  Por  el  contraríe, 
no  considerarán  como  chilenos  á  los  mari- 
neros que  siéndolo  estuvieren  embarcado» 
en  un  buque  extranjero,  sino  en  el  caso  de 
reclamar  su  protección  para  qne  se  le  cum- 
plan las  condiciones  de  su  contrato  .de  en- 
ganche. 

.Art.  114.  Si  algún  marinero  jú  otra  perso- 
na embarcada  á  bordo  de  un  buque  mercante 
nacional  hubiere  cometido  algún  delito  eu 
alta  mar,  el  Cónsul  levantará  una  informa- 
ción sumaria  acerca  del  hecho,  recibiendo 
las  declaraciones  de  la  gente  de  mar  y  pasa- 
jeros y  tomará  las  medidas  necesarias  pan 
que  los  delincuentes  sean  puestos  á  disposi- 
ción de  los  Juzgados  chilenos  competentes. 
£1  Cónsul  deberá  reclamar  si  la  autoridad 
local  intentare  conocer  los  delitos  cometidos 
en  alta  mar. 

Art.  116.  Si  los  delitos  á  que  se  refiere  d 
artículo  anterior  fueren  cometidos  á  bordo 
después  de  la  entrada  del  buque  á  un  puerto 
extranjero,  el  Cónsul  dejará  obrar  libreasen 
te  á  los  Tribunales  del  país,  limitándose  á 
exigir  que  se  cumplan  respecto  de  los  pro- 
cesados las  disposiciones  legales. 

Art.  1 16.  Los  Cónsules  conocerán  de  las 
faltas  de  policía  cometidas  á  bordo  de  los 
buques  mercantes  nacionales  surtos  en  puer- 
tos extranjeros,  y  podrán  decretar  penas  co- 
rreccionales como  multa  ó  arresto  en  el  mis- 
mo buque. 

Art.  1 17.  Corresponde  á  los  Cónsules  de- 
cidir las  diferencias  sustentadas  entre  el 
Capitán,  Oficiales  y  otros  individuos  de  la 
tripulación  acerca  de  salarios  ó  alimentos. 
Decidirán  también  si  hay  ó  no  lugar  á  la  re- 
solución de  los  contratos  de  la  gente  de  mar 
y  las  cuestiones  que  se  presenten  entre  el 
Capitán  y  los  pasajeros  relativas  al  pasaje, 
salvo  que  éstos,  desembarcando,  prefieran 
someterse  á  los  Juzgados  del  país. 

Art.  1 18.  Los  Cónsules^  á  solicitud  del 
Capitán  de  un  buque  nacional,  reclamarán 
de  las  autoridades  locales  la  aprehensión  t 
entrega  de  los  marineros  desertores,  confor- 
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mandóse  á  los  pactos  y  leyes  vigentes,  y  da- 
rán a!  Capitán  un  certificado  de  los  marine- 
ros qoe  no  hayan  podido  ser  aprehendidos  ó 
entregados.  Los  gastos  de  la  aprehensión, 
encarcelamiento  y  manutención  en  tierra 
de  los  desertores  serán  de  cuenta  de  éstos, 
deduciéndose  de  los  sueldos  devengados  ó 
de  los  que  en  adelante  devengaren. 

Art.  119.  Loa  sueldos  del  marinero  de- 
sertor que  no  fuere  aprehendido  antes  de 
partir  el  buque,  con  excepción  del  30  por  100 
que  corresponde  á  la  nave,  y  losjefectos  que 
Á  dicho  marinero  pertenezcan,  se  deposita- 
rán bajo  inventario  á  la  orden  del  Cónsul.  A 
los  dos  meses,  contado»  desde  el  día  de  la 
deserción,  serán  vendidos  los  efectos  en  pú- 
blica subasta,  y  el  producto  de  ellos  y  el  60 
por  100  de  los  sueldos,  pasará  á  la  caja  de 
chilenos  desvalido». 

Art.  120  Si  por  orden  de  las  autoridades 
del  país  fuere  detenido  nn  hnjue  chileno,  el 
Cónsul  procurará. su  franquicia  y  protegerá 
por  todos  los  medios  légales  que  estén 
á  su  alcance  los  intereses  chilenos  que  se 
hallen  comprometidos.  Si  la  detención  fue- 
re ilegal  y  no  obtuviere  la  franquicia  del  bu- 
sque y  la  justa  indemnización  á  qoe  hubiere 
lugar,  someterá  el  asunto  á  la  Legación  de 
la  República,  si  la  hubiere,  ó  á  falta  de  ésta, 
al  Ministerio  de  Relaciones  exteriores. 

Art.  121 .  Para  la  repatriación  de  los  mari- 
neros y  nacionales  desvalidos  y  los  deserto- 
res y  delincuentes,  podrá  el  Cónsul  obligar 
á  todo  Capitán  de  buque  mercante  nacional 
á  que  los  reciba  á  bordo  y  los  conduzca  al 
puerto  chileno  de  su  destino,  con  tal  que  no 
pasen  de  cuatro  individuos  porcada  cien  to- 
neladas de  registro  y  que  el  número  total  no 
sea  mayor  que  el  de  la  mitad  del  equipaje. 

Art  122.  Si  los  individnos  que  hayan  de 
transportarse  pudieran  emplearse  en  utili- 
dad de  la  nave,  exigirá  el  Cónsul  que  con  la 
obligación  de  prestar  sus  servicios  á  bordo 
se  les  transporte  gratuitamente.  Los  que  no 
"se  encontraren  en  ese  caso,  y  los  desertores 
de  la  marina  de  guerra  ó  del  ejército  ó  de- 
lincuentes de  otra  clase,  serán  transportados 
á  costa  del  Erario,  fijándose  el  precio  de  su 
pasaje  por  mutuo  acuerdo  del  Cónsul  y  del 
Capitán.  Los  marineros  de  los  buques  decla- 
rados innavegables  ó  vendidos  en  puerto 
extranjero  y  que  no  pudieren  regresar  á 
Chile  en  el  mismo  buque,  serán  trasportados 
por  cuenta  de  los  propietarios  de  la  nave. 

Art.  123.  El  Capitán  de  una  nave  mer- 
cante nacional  en  un  puerto  extra jero  podrá 
tomar  dinero  á  la  gruesa,  en  ausencia  del 
naviero  ó  de  su  consignatario,  sobre  el  cas- 
co, quilla  y  aparejos  de  la  nave  para  costear 
las  reparaciones  que  sean  de  urgente  y  abso- 
luta necesidad,  en  caso  que  se  encontraren 


agotados  los  fondos  del  naviero  y  no  pudie- 
re aquél  obtenerlos  de  los  corresponsales  de 
éste  ó  de  los  interesados  en  la  carga.  Para 
contratar  el  préstamo,  deberá  justificarse  la 
urgencia  y  necesidad  por  medio  de  una  in- 
formación rendida  ante  el  Cónsul, respectivo, 
y  éste,  en  vista  de  ella,  autorizará  al  Capi- 
tán para  que  lo  lleve  á  efecto. 

Art.  124.  Si  la  persona  á  quien  fuere  con- 
signada una  carga  se  negare  á  recibirla,  el 
sobrecargo  que  carezca  de  instrucciones  pa- 
ra esta  eventualidad,  formalizará  la  corres- 
pondiente protesta  y  dará  cuenta  al  Cóusul 
respectivo,  á  fin  de  que  éste  nombre  consig- 
natario y  cumpla  las  órdenes  del  propietario- 
de  las  mercaderías. 

Art.  125.  EL  Cónsul* es  la  autoridad  com- 
petente ante  quien  todo  Capitán  de  buque 
mercante  que  arribe  por  causa  de  averias 
debe  hacer  declaración  ó  protesta  de  ella, 
dentro  de  veinticuatro  horas,  á  contar  desde 
que  la  nave  sea  admitida  á  libre  plática.  En 
esta  protesta,  el  Capitán  cuidará  de  especi- 
ficar las  causas  de  la  arribada,  las  pérdidas 
ó  averías  de  la  nave  ó  del  cargamento,  cau- 
sadas por  deliberación  propia  ó  de  la  Junta 
de  oficiales,  por  fuerza  mayor  ó  accidentes 
de  mar.  Entregará  también  al  Cónsul  copia 
del  acta  en  que  conste  la  resolución  de  la 
Junta  de  oficiales  que  autorizó  la  avería  co- 
mún y  ratificará  bajo  juramento  todos  ios 
hechos  que  aquella  acta  contenga. 

Art.  126.  El  Cónsul  dará  al  Capitán  un 
certificado  de  haber  cumplido  las  prescrip 
ciones  del  artículo  anterior,  de  la  época  de 
la  salida  y  arribo  al  puerto  y  visará  el  diario 
de  navegación. 

Art.  127.  En  el  caso  de  arribada  forzosa, 
podrá  el  Cónsul  autorizar  al  Capitán  para 
que  haga  descargar  tas  mercaderías,  siempre 
que  concurra  alguna  de  estas  circunstancias: 
1.°  Que  la  descarga  fuere  indispensable  para 
hacer  las  reparaciones  de  la  nave;  y  2.°  Que 
se  reconociese  qtie  el  cargamento  ha  sufrido 
avería.  Los  gastos  de  la  descarga  y  recarga 
serán  de  cuenta  de  los  propietarios. 

Art.  128.  Si  la  carga  hubiere  sido  averia- 
da y  no  estuviere  en  el  puerto  el  propietario 
de  ella  ó  quien  le  represente,  el  Cónsul,  á 
petición  del  Capitán,  nombrará  peritos  para 
que  informen  acerca  de  la  naturaleza  y  ex- 
tensión de  la  avería,  de  los  medios  de  repa- 
rarla ó  evitar  su  propagación,  y  si  será  ó  no 
conveniente  el  reembarque  y  conducción  de 
las  mercaderías  al  puerto  á  que  estaban  con- 
signadas. En  vista  del  informe  de  los  peritos, 
el  Cónsul  proveerá  la  reparación  y  embar- 
que de  aquéllas,  ó  bien  que  se  mantengan 
en  depósito,  ó  que  se  vendan  en  pública  su- 
basta, tegún  conviniere  á  los  intereses  del 
propietario. 
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Art.  129.  Si  la  nave  fuere  la  averiada, 
nombrará  el  Cónsul  tres  ó  más  peritos  entre 
los  Capitanes  de  baques  chilenos  que  se  en- 
cuentren en  el  puerto,  ó  á  falta  de  éstos  en- 
tre los  Capitanes  de  buques  extranjeros  ó 
constructores  marítimos.  £n  vista  del  infor- 
me pericial,  autorizará  el  Cónsul  las  repa- 
raciones de  la  nave  ó  la  declarará  innavega- 
ble. En  este  último  caso  autorizará  la  venta 
de  ella  en  pública  subasta,  recogerá  los  do- 
cumentos y  procurará  la  repatriación  de  la 
tripulación.  El  Cónsul  deberá  comunicar  á 
la  Comandancia  general  de  Marina  la  inna- 
vegabilidad  de  la  nave,  á  fin  de  que  sea  bo- 
rrada de  la  matrícula  mercante  chilena. 

Art.  180.  Por  regla  general,  el  Cónsul 
hará  las  veces  de  Tribunal  de  comercio  en 
todos  los  casos  en  que,  según  las  leyes  mer- 
cantiles, se  requiere  autorización  judicial 
para  proceder  á  los  reparos  necesarios  ó  á 
la  venta  de  la  nave;  para  la  descarga  y  ven- 
ta de  I  os  efectos,  la  justificación,  liquidación 
y  repartimiento  de  averías  ó  para  procurar 
en  puertos  extranjeros  los  fondos  con  que 
se  hayan  de  cubrir  los  gastos  urgentes  de  la 
nave.  La  intervención  del  Cónsul  en  estos 
«ctos  no  tendrá  lugar  cuando  por  las  leyes  ó 
prácticas  vigentes  sea  aquella  autorización 
de  la  competencia  de  la  autoridades  locales, 
ó  cuando  las  partes  ocurrieren  á  éstas. 

Art.  131.  El  Cónsul  entregará  al  Capitán 
copia  autorizada  del  expediente  formado  con 
motivo  de  las  averías,  y  las  demás  piezas 
justificativas  que  el  Capitán  pidiere  en  res- 
guardo de  sus  derechos. 

Art.  182.  Ocurriendo  ó  temiéndose  el 
naufragio  de  un  buque  mercante  chileno,  el 
Cónsul  se  pondrá  inmediatamente  de  acuer- 
do con  las  autoridades  locales  y  tomará  las 
medidas  que  le  sean  permitidas  y  fueren  ne- 
cesarias para  salvar  la  tripulación,  el  carga- 
mento, la  nave  y  cuanto  á  ésta    pertenezca. 

Art.  1 38.  Los  Cónsules  dirigirán,  en  cuan- 
to lo  autoricen  los  Tratados  ó  Convenios  de 
la  República,  ó  en  cuanto  las  leyes  ó  prácti- 
cas del  país  lo  permitan,  todas  las  operacio- 
nes relativas  al  salvamento  de  los  buques 
chilenos  naufragados  ó  encallados  eu  las  cos- 
tas de  su  distrito. 

Art.  134.  Siempre  que  naufragare  ó  enca- 
llare una  nave  chilena,  la  persona  que  la 
mande  entregará  al  Cónsul  una  relación  ju- 
rada de  las  circunstancias  que  motivaron  el 
accidente.  El  Cónsul  recogerá  todos  los  pa- 
peles y  documentos  que  se  salvaren,  relati- 
vos á  la  nacionalidad  y  propiedad  de  la  nave 
y  cargamento;  y  cuando  no  le  fuere  posible 
trasladarse  en  persona  al  paraje  de  la  costa 
en  que  se  encuentre  la  nave,  comisionará  á 
-una  persona  de  confianza  para  que  haga  sus 
veces. 


Art.  136.  Tomadas  las  providencias  uih 
urgentes,  procederá  el  Cónsul  á  recibir  ct- 
claración  circunstanciada"  al  Capitán,  gest- 
de  mar  y  pasajeros  que  crea  conveniente  in- 
terrogar acerca  de  los  hechos  que  tiendan  i 
establecer  la  negligencia  ó  dolo  del  Capitán 
ó  su  inculpabilidad,  y  remitirá  copia  autori- 
zada de  esta  investigación  al  Ministerio  a> 
Marina. 

Art.  136.  El  Cónsul  intervendrá  en  1» 
formación  del  inventario  de  los  efectos  nú- 
vados  y  autorizará  la  repartición  del  premio 
del  salvamento;  autorizará,  asimismo,  en  ca- 
so necesario,  la  venta  eu  pública  subasta  el- 
las mercaderías  averiadas  y  de  los  restos  de. 
buque;  aprobará  la  liquidación  y  decretará 
las  adjudicaciones  que  por  derecho  corres- 
pondan. 

Art.  137.  Si  se  presentaren  los  propiett- 
rios  de  la  nave,  ó  del  cargamento,  ó  sus  re- 
presentantes, cesará  la  intervención  del  Con 
sul.  Las  operaciones  de 'salvamento  se  con- 
tinuarán por  ellos,  quedando  obligados  á  pa- 
gar los  gastos  hechos  y  los  que  puedan  so- 
brevenir. 

Art.  188.  En  caso  de  que  los  efectos  sal- 
vados no  basten  para  cubrir  los  gastos  de 
salvamento  y  demás  que  correspondan  á  la 
nave,  se  costeará  por  cuenta  del  Estado  la 
subsistencia,  alojamiento,  curación  y  repa- 
triación de  los  náu tragos  chilenos. 

Art.  139.  Si  los  restos  de  un  buque  náu- 
frago ó  las  mercaderías  y  efectos  salvadot 
pertenecieren  á  chilenos,  el  Cónsul  tomará 
posesión  de  dichos  restos  ó  mercaderías  j 
procederá  respecto  de  ellos  en  el  modo  j 
forma  que  prescribe  este  Reglamento  parae 
caso  de  bienes  dejados  en  sus  respectivos 
distritos  por  chilenos  muertos  sin  testa- 
mento. 

Art.  140.  Si  conforme  á  las  leyes  del 
país  los  efectos  salvados  fuesen  puestos 
bajo  la  custodia  y  responsabilidad  de  las 
Autoridades  locales,  el  Cóusnl  solicitará, 
como  representante  de  los  dueños,  si  éstoi 
no  estuvieren  presentes,  que  se  le  permita 
intervenir  eu  la  facción  de  inventarios  y  eo 
la  venta  de  los  efectos  salvados,  si  hubiere 
lugar  á  ella.  En  caso  de  negativa,  compro 
bará  suficientemente  los  hechos  y  dará 
cuenta  á  la  Legación  ó  al  Ministerio  de  Re- 
laciones Exteriores. 

Art.  141.  Si  el  buque  náufrago  llevare 
carga  para  otro  puerto,  el  Cónsul  remitirá 
copia  del  inventario  al  Cónsul  chileno  res- 
pectivo para  que  éste  lo  haga  llegar  á  cono 
cimiento  de  los  interesados. 

Art.  142.  Corresponde  al  Cónsul  autori- 
zar la  venta  voluntaria  del  buque  chileno 
que  hubiere  de  hacerse  en  su  distrito,  á  so- 
licitud del  dueño  ó  de  su  apoderado  espe- 
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ei al;  y  también  la  venta  que  se  hiciere  en 
caeo  de  que,  previos  los  justificativos  legales 
necesarios,  se  declarase  el  buque  en  estado 
ile  no  poder  navegar. 

Art.  143.  La  Jnnavegabiüdad  sólo  se 
tendrá  por  justificada  cuando  se  pruebe  al- 
guno de  los  siguientes  casos:  Haber  sufrido 
naufragio;  necesitar  el  buque  reparaciones 
cayo  costo  exceda  á  les  tres  cuartas  partes 
de  su  valor;  carencia  de  fondos  y  de  crédito 
para  hacer  las  reparaciones  necesarias,  aun- 
que el  importe  de  éstas  sea  inferior  á  las 
tres  cuartas  partes  del  valor  del  buque. 

Art.  144.  Para  autorizar  la  transferencia 
de  un  buque  chileno  en  un  puerto  extranje- 
ro, debiendo  conservar  aquél  su  carácter 
nacional,  exigirá  el  Cónsul  al  dueño  ó  Capi- 
tán el  lítalo  de  propiedad,  y  en  vista  de  él 
hará  la  anotación  en  el  certificado  de  ma- 
trícula. 

Art.  145.  En  caso  de  venta,  cuidará  el 
Cónsul  de  que  se  le  entregue  el  rol  y  demás 
papeles  de  la  nave  y  de  que  se  abone  á  la 
tripulación  que  no  estuviere  contratada  por 
tiempo  ó  viaje  determinado,  su  pasaje  hasta 
el  puerto  donde  hubiere  celebrado  su  con- 
trato y  los  sueldos  devengados  y  los  que  sé 
venzan  hasta  su  regreso  al  puerto  de  su 
ajuste. 

Art.  146.  Si  la  tripulación  hubiere  sido 
contratada  por  tiempo  ó  por  viaje  determi- 
nado, el  Cónsul  cuidará  de  que  se  le  abone, 
además  de  su  pasaje,  los  sueldos  correspon- 
dientes á  todo  el  tiempo  que  debiere  durar 
la  contrata. 

Art.  147.  Cuando  un  buque  se  construya 
ó  adquiera  en  el  extranjero  para  ser  matri- 
culado en  la  marina  mercante  nacional,  el 
duefio  deberá  presentar  al  Cónsul  chileno 
respectivo  los  documentos  que  acrediten  su 
propiedad,  y  aquel  funcionario  los  certifica 
rá,  á  fin  de  que  puedan  snriir  efecto  en  la 
Comandancia  general  de  Marina. 

Art.  148.  El  Cónsul  podrá  expedir  pasa- 
vante ó  patente  provisional  á  los  buques  á 
que  se  refiere  el  artículo  anterior.  Este  pa- 
savante •  autorizará  al  buque  á  navegar  con 
bandera  chilena  desde  el  puerto  de  su  cons- 
trucción ó  adquisición  á  algún  puerto  de  la 
República,  para  ser  allí  matriculado.  En  este 
caso,  la  tripulación  podrá  componerse  en  su 
totalidad  de  marineros  extranjeros. 

Art.  1 49.  Para  matricular  un  buque  cons- 
truido en  astilleros  extranjeros,  cuyo  dueño 
primitivo  sea  el  que  se  presenta  á  matricu- 
larlo, podrá  exhibirse  como  título  de  pro- 
piedad un  certificado  tiel  constructor,  con 
tal  que  esté  sellado  y  visado  por  el  Cónsul 
de  la  República  residente  en  el  lugar  en  que 
el  buque  fué  construido. 

Art.  150.    Respecto  á  las  naves  construi- 


das en  astilleros  de  la  República  y  destina- 
das á  ser  vendidas  en  el  extranjero,  el  Cón- 
sul recibirá  del  Capitán  y  remitirá  al  Minis- 
terio de  Marina  el  pasavante  que  le  hubiere 
concedido  el  Intendente  de  la  provincia  y 
el  decreto  de  zarpe  que  hubiere  expedido  la 
Autoridad  marítima  de  Chile. 

Art.  151.  En  caso  de  que  algún  buque 
nacional  en  un  puerto  extranjero  se  inutili- 
zare, destruyere,  fuere  apresado  por  el  ene- 
migo, dejare  de  pertenecer  á  la  marina  á& 
la  República,  ó  de  cualquier  modo  perdiere 
el  carácter  de  bnque  chileno,  el  dueño  ó  Ca 
pitan  hará  una  relación  exacta  de  lo  sucedi- 
do y  la  entregará  al  Cónsul  dentro  de  veinte 
días,  salvo  fuerza  mayor.  Le  entregará  tam- 
bién el  certificado  de  matrícula,  la  patente 
de  navegación  y  el  rol  de  equipaje,  bajo  la 
multa  de  cinco  pesos  por  cada  tonelada  de- 
registro. El  Cónsul  remitirá  copia  de  la  ex- 
posición y  los  documentos  originales  á  la 
Comandancia  general  de  Marina. 

Art.  152.  Si  requerido  legal  mente  por  el 
Cónsul,  el  Capitán  ó  individuo  que  mande 
un  buque  mercante  chileno  resistiere  sin- 
motivo  legítimo,  ó  le  faltare  al  respeto  debi- 
do, el  Cónsul  informará  de  ello,  remitiendo 
los  antecedentes  al  Comandante  general  de- 
Marina,  quien  podrá  imponerle  una  multa 
de  10  á  200  pesos  y  también  penarle  con 
una  prisión  que  no  exceda  de  un  mes  ó  con 
una  privación  del  oficio  por  cuatro  meses  si 
la  gravedad  de  la  falta  diere  motivo  para 
ello. 

Igual  informe  transmitirá  al  Ministerio  de- 
Marina. 

CAPITULO  VIII 

Matricula,  registro  civil  y  atribuciones  de  lo» 
Cónsules  como  ministros  de  fe  pública. 

Art.  153.  Los  Cónsules  matricularán  en 
un  registro  especial  á  los  chilenos  residen- 
tes en  su  distrito,  expresando  el  nombre, 
apellido,  edad,  lugar  de  su  nacimiento,  es- 
tado, profesión  y  último  y  actual  doraicilior 
así  como  también  los  nombres  de  sus  padres 
é  hijos  si  vivieren.  En  esta  matrícula  se  hará' 
mención  de  los  documentos  justificativos  de 
la  nacionalidad  de  la  persona  que  se  ins- 
cribe. 

Art.  154.  El  acta  de  matrícula,  que  lle- 
vará el  número  de  orden  correspondiente, 
será  firmada  por  dos  testigos  y  por  el  matri- 
culado si  supiere,  á  quien  se  dará  un  certi- 
ficado de  su  inscripción  en  el  Registro. 

Art.  155.  Son  documentos  justificativos 
de  la  nacionalidad:  los  certificados  de  naci- 
miento ó  matrimonio;  los  nombramientos 
para  cargos  públicos  que  puedan  desempe- 
ñarse únicamente  por  ciudadanos  chilenos;. 
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tos  certificados  de  matrícula  en  otro  Consu- 
lado, 6  cualquier  documento  auténtico  expe- 
dido por  Jas  autoridades  de  la  República, 
siempre  que  conste  en  él  ser  natural  ó  natu- 
ralizado en  Chile  el  que  pretende  matricu- 
larse. 

Art.  156.  A  falta  de  los  documentos  an- 
teriores, la  nacionalidad  podrá  justificarse 
por  medio  de  testigos  fidedignos:  Para  esta 
justificación  no  se  admitirá  como  testigos, 
sino  á  las  personas  que  se  hallaren  debida- 
mente matriculadas,  salvo  que  no  las  hu- 
biere en  esas  condiciones. 

Art.  157.  No  podrán  ser  inscritos,  ó  serán 
borrados  del  registro,  los  individuos  que 
por  los  Tribunales  hayan  sido  condenados 
á  penas  jque  comprendan  la  pérdida  ó  sus- 
pensión de  la  ciudadanía;  y  se  anotará  esfa 
circunstancia  siempre  que  el  Cónsul  tenga 
constancia  oficial  de  ella. 

Art.  158.  Los  Cónsules  prestarán  su  pro- 
tección á  los  chilenos  que  no  estuvieren  aun 
matriculados,  sobre  cuya  nacionalidad  no 
exista  duda  alguna,  pero  deberán  matricu- 
larlos inmediatamente. 

Art.  169.  Los  Cónsules  invisten  el  ca- 
rácter de  ministros  de  fe  pública  en  los  ac- 
tos en  que  intervengan  y  que  deban  surtir 
sus  efectos  en  Chite,  y  en  los  demás  que, 
debiendo  surtir  sus  efectos  en  el  extranjero 
sea^i  aceptados  por  Tratados,  Convenciones, 
prácticas  internacionales,  leyes  ó  usos  del 
país. 

Art.  160.  Los  Cónsules  generales  y  par- 
ticulares están  facultados  para  autorizar  el 
testamento  de  un  chileno  en  país  extranjero. 
Los  testigos  deberán  ser  chilenos  ó  extran- 
jeros domiciliados  en  la  ciudad  donde  el  tes 
lamento  se  otorgue,  y  se  observarán  en  lo 
demás  las  reglas  del  testamento  solemne 
otorgado  en  Chile.  Siempre  que  un  Cónsul 
autorizare  un  testamento  deberá  remitir  á 
la  Legación  de  la  República,  si  la  hubiere,  ó 
en  su  defecto  al  Ministerio  de  Relaciones 
exteriores,  una  copia  del  testamento  abierto 
ó  de  la  carátula  del  cerrado. 

Are.  161.     Los  Cónsules  deberán  tomar 

'  razón  en  un  registro  especial  de  todos  los 

préstamos  á  la  gruesa  que  se  contraten  en 

su  distrito  sobre  los  buques  chilenos  ó  su 

cargamento. 

Art.  162.  Deberán  también  autorizar,  si 
se  le  pidiere,  las  pólizas  de  seguro  en  las 
plazas  de  comercio  de  su  residencia,  si  algu- 
no de  los  contratantes  fuere  chileno,  y  toma- 
rán razón  de  ellas  en  aquel  registro. 

Art.  163.  En  virtud  de  la  autoridad  que 
invisten  los  Cónsules,  se  puede  extender  an- 
te ellos  protestas,  prestar  declaraciones  y 
otorgar  documentos  públicos  por  comercian- 
tes, Capitanes  de  buque  ó  cualesquiera  otros 


chilenos,  así  como  extranjeros,  en  «santo* 
en  que  se  comprometan  intereses  chileno! 
Estos  documentos,  que  deberán  inscribir** 
en  los  registros  respectivos,  surtirán  ant* 
las  autoridades  de  la  República  los  effeetus 
de  documentos  otorgados  ante  un  Ministro 
de  fe  pública  competente. 

Art.  164.  Con  el  mismo  carácter  podrán 
los  Cónsules  dar  certificados  y  legalizar  k* 
documentos  ó  firmas  de  las  autoridades  de, 
país  en  que  funcionan,  cuando  tales  cert id- 
eados ó  documentos  hayan  de  enrtír  efeetc 
en  Chile. 

Art.  165.  Los  Cónsules  harán  las  vece* 
de  oficiales  del  Registro  civil  para  acreditar 
los  nacimientos,  matrimonios  ó  defunción*» 
de  chilenos  que  ocurran  en  su  distrito,  é  ins- 
cribirán en  un  libro  especial  cada  ano  de 
estos  actos  siempre  que  los  interesados  li- 
so! iciten.  Las  inscripciones  se  harán  por  or- 
den numérico,  unas  en  pos  de  otras,  sin  de- 
jar blancos  ó  claros  y  omitiéndose  siempre 
las  abreviaturas. 

Art.  166.  En  estas  inscripciones  se  ex- 
presará: 1.°  El  día  y  el  año  en  que  se  hace; 
2.°  El  nombre,  apellido,  edad,  profesión  y 
domicilio  de  los  comparecientes;  3.*  La  cir- 
cunstancia de  que  los  comparecientes  seai. 
conocidos  del  Cónsul  ó  la  manera  como  se 
haya  acreditado  la  identidad  personal;  4.° 
La  firma  de  Los  comparecientes,  expresándo- 
se en  caso  de  que  no  puedan  hacerlo,  el  mo- 
tivo por  que  no  firman;  5.°  La  firma  y  sello 
del  Cónsul. 

Art.  167.  En  el  Registro  de  matrimonios 
se  anotarán  aquéllos  en  que  los  dos  cónya- 
ges,  ó  uno  de  ellos  por  Lo  menos,  sea  de  na- 
cionalidad chilena  y  que  hayan  sido  contraí- 
dos en  conformidad  á  las  leyes  del  país  en 
que  residen. 

Art.  168.  Aunque  el  matrimonio  hubiera 
sido  contraído  en  conformidad  á  las  leyes 
del  país  en  que  residen,  los  Consoles  se  abs- 
tendrán de  inscribir  ei  de  las  personas  si- 
guientes: 1 .°  Los  que  se  hallaren  ligados  ¿o* 
vínculo  matrimonial  no  disuelto;  2.°  lx>s  im- 
púberes; 3.°  Los  que  sufrieren  i  ai  po  tendí 
perpetua  é  incurable;  4  °  Los  que  de  palabra 
ó  por  escrito  no  pudieren  expresar  su  volun- 
tad claramente;  5.°  Los  dementes. 

Art.  169.  Tampoco  inscribirán,  aanqoe 
según  las  leyes  del  país  fueren  válidos,  loe 
matrimonios  siguientes:  1.°  Entre  ascendien- 
tes y  descendientes  por  consanguinidad  o 
afinidad;  2.°  Entre  colaterales  por  consan- 
guinidad hasta  el  segundo  grado  inclusive; 
8.°  El  de  cónyuge  sobreviviente  eon  el  ase- 
sino ó  cómplice  en  el  asesinato  de  su  maride 
ó  mujer;  4.°  El  de  la  mujer  cou  su  co-reo  en 
el  delito  de  adulterio. 

Art.  1 70.    Los  pasaportes  que  loa  Cónsules 
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-expidieren  ó  visaren,  surtirán  los  mismos 
«afectos  que  los  expedidos  por  la  autoridad 
•respectiva  de  la  República. 

Art.  171.  Para  la  expedición  de  un  pasa- 
porte el  interesado  deberá  comprobar  ante 
el  Cónsul  su  nacionalidad  y  su  identidad 
personal.  Los  Cónsules  se  abstendrán  de  vi- 
sar los  pasaportes  respecto  de  cuya  autori- 
dad exista  duda. 

Art.  172.  Los  Cónsules  expedirán  pasa- 
portes sólo  á  los  chilenos.  No  pueden  conpe- 
pierios  á  ciudadanos  extranjeros. 

Art.  178.  En  un  solo  pasaporte  puede 
comprenderse  á  varias  personas  cuando  es 
tu  vieren  ligadas  por  parentesco,  pero  en  es- 
te caso  cada  una  de  ellas  deberá  ser  desig- 
nada en  él  nominalmente. 

Art.  174.  Todo  pasaporte  que  se  expida 
ó  se  vise  será  registrado  en  un  libro  especial, 
expresando  el  número  con  que  se  expide  ó 
visa,  la  fecha  del  acto,  y  el  nombre,  edad, 
lugar  del  nacimiento,  procedencia  y  destino 
de  la  persona  á  quien  se  concede.  Cada  seis 
meses  se  remitirá  al  Ministerio  de  Relacio- 
nes exteriores  una  razón  de  los  pasaportes 
<4ue  se  hubieren  expedido  ó  visado  durante 
el  semestre. 

CAPITULO  IX 

Sueldos,  emolumentos,  tarifa  y  otras  disposi- 
ciones concernientes  á  estas  materias. 

Art.  1 76.  Los  Cónsules  de  profesión  go- 
zarán de  sueldo  fijo  y  de  una  asignación  lo- 
cal; pero  no  podrán  ejercer  el  comercio* ni 
desempeñar  otra  ocupación  extraña.  Los 
emolumentos  ó  derechos  que  percibieren  en 
«1  ejercicio  de  sus  funciones  pertenecerán  al 
Estado,  exceptuado  el  monto  de  lo  produci- 
do por  los  derechos  de  certificación  de  fac- 
turas, que  se  distribuirá  en  esta  forma:  85  por 
100  para  el  Estado  y  15  p»r  100  para  los 
Cónsules  de  profesión  que  hubieren  visado 
las  facturas. 

Los  Cónsules  de  elección  no  gozan  de  suel- 
do, pero  podrán  retener  para  sí  los  derechos 
que  percibieren  hasta  una  suma  que  no  ex- 
ceda de  2.000  pesos  al  año,  computados  en 
la  moneda  del  país  en  que  funcionaren.  El 
exceso,  si  lo  hubiere,  pertenecerá  al  Estado, 
exceptuado  el  monto  de  la  producción  por 
los  derechos  de  certificación  de  facturas,  que 
se  distribuirá  en  esta  forma:  íntegramente  á 
los  Cónsules  de  elección  que  hayan  visado 
las  facturas  hasta  completar  con  el  producto 
de  éste  y  de  los  demás  derechos  consulares, 
los  2.000  pesos  anuales  mencionados.  Exce- 
dida dicha  suma  de  2.000  pesos,  se  distri- 
buirá lo  que  reste  del  monto  de  lo  produci- 
do por  los  derechos  de  certificación  de  fac- 
turas en  esta  proporción:  80  por  100  para  el 


Estado  y  20  por  100   para   los  Cónsules  de 
elección  que  hayan  certificado  las   facturas. 

Podrá,  sin  embargo,  el  Presidente  de  la 
República  acordarles  anualmente,  en  casos, 
extraordinarios,  un  auxilio  que  no  exceda 
de  600  pesos  para  gastos  de  oficina  ú  otros 
desembolsos  que  hicieren  necesarios  el  des- 
empeño de  sus  funciones. 

Art.  176.  Los  Cónsuíes  de  Chile,  sean  de 
profesión  ó  de  elección,  remitirán  al  Minis- 
terio de  Relaciones  exteriores  el  primer  día 
de  cada  trimestre  vencido,  á  contar  del  1.° 
de  Enero  de  cada  año,  por  conducto  de  la 
Legación,  si  la  hubiere,  ó  del  consulado  de 
profesión  de  más  alta  jerarquía,  ó,  á  falta  de 
éste,  directamente,  un  cuadro  que  represen- 
te los  emolumentos  percibidos  en  el  trimes- 
tre anterior  y  el  Presidente  dictará  las  pro- 
videncias necesarias  para  que  los  fondos  que 
corresponden  al  Estado  ingresen  al  Erario 
nacional. 

Art.  177.  Los  Cónsules  generales  de  pro- 
fesión tendrán  el  sueldo  de  2.000  pesos.  El 
Presidente  de  la  República  podrá  acordarles 
también  una  asignación  local  que  no  exce 
da  de  2.500  pesos  á  los  primeros  y  de  2.000 
á  los  segundos,  tomando  en  cuenta  las  con- 
diciones de  vida  del  país  en  que  van  á  re- 
sidir. 

El  sueldo  y  asignación  á  que  se  refiere  es- 
te artículo  serán  pagados  en  la  moneda  y 
forma  establecida  para  los  agentes  diplomá- 
ticos en  la  ley  de  12  de  Septiembre  de  1883. 

Los  gastos  de  oficina  y  correspondencia, 
como  asimismo  la  remuneración  de  un  Can- 
ciller, si  lo  hubiere,  serán  de  cuenta  del 
Cónsul. 

Art.  178.  En  los  casos  en  que,  por  enfer- 
medad ó  ausencia  de  un  Cónsul  de  profesión, 
fuera  reemplazado  en  sus  funciones  por  un 
Cónsul  de  elección,  éste  percibirá  la  tercera 
parte  del  sueldo  de  aquél  y  los  derechos 
consulares  que  cobre  durante  la  sustitución 
hasta  completar  una  suma  que  proporcional- 
mente  no  exceda  del  máximum  de  retribu- 
ción anual  que  le  fija  el  inciso  2.°  del  ar- 
tículo 175. 

Art.  179.  El  Estado  abonará  íntegramen- 
te al  Cónsul  de  profesión  los  gastos  perso- 
nales de  transporte  marítimo  y  terrestre 
hasta  el  lugar  de  su  destino.  Podrá  abonar- 
le asimismo  la  tercera  parte  de  los  gastos 
de  transporte  de  su  mujer  é  hijos  menores 
de  edad.  En  ambos  casos  el  Cónsul  presen- 
tará una  cuenta,  en  cuanto  fuere  posible  do- 
cumentada, de  tales  desembolsos. 

Art.  180.  Si  por  motivos  justificados  el 
Cónsul  hiciere  renuncia  del  cargo,  ó  fuere 
removido  por  causas  no  imputables  á  mal 
desempeño  de  sus  funciones  y  quisiere  re- 
gresar á  Chile,  el  Estado  le  abonará  á  él  y 
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á  su  familia  los  gastos  de  traslación  en  la 
forma  prescrita  en  el  artículo  precedente. 

Art.  181.  El  Cónsul  de  profesión  que  bu- 
.  biere  obtenido  licencia  en  conformidad  á  lo 
dispuesto  en  el  art.  81,  tendrá  derecho  á 
que  le  sean  abonados  la  mitad  de  los  gastos 
de  su  transporte  y  la  cuarta  parte  de  los  de 
su  familia.  £1  mismo  auxilio  le  será  acorda- 
do para  volver  á  su  puesto. 

Art.  182.  Los  Cónsules  de  profesión  son 
empleados  públicos,  y  para  los  efectos  de  su 
jubilación  se  considerará  el  sueldo  fijo  que 
perciben  como  si  fuera  pagado  en  moneda 
chilena. 

Art.  183.  Los  Cónsules  cobrarán  por  los 
respectivos  actos  consulares,  los  derechos 
que  á  continuación  se  expresan: 

1 .°  Por  la  legalización  del  manifiesto  de 
la  carga  de  un  buque,  calculado  el  tonelaje, 
según  la  legislación  de  los  respectivos  paí- 
ses, por  cada  tonelada  hasta  el  máximum 
de  2  000  sobre  el  tonelaje  neto,  0*02  cen- 
tavos. 

Por  el  exceso  sobre  las  2.000  toneladas 
no  se  hará  cobro  alguno. 

2.°  Por  legalización  del  manifiesto  de 
carga  de  un  buque  con  destino  á  varios 
puertos,  por  cada  puerto  que  exceda  de  uno 
y  con  relación  al  tonelaje  hasta  el  máximum 
de  2.000  toneladas,  medio  centavo. 

8.°  Por  legalización  del  manifiesto  de 
carga  de  un  buque  que  toque  en  un  puerto 
de  escala,  siempre  que  descargare  en  él  una 
parte  de  las  mercaderías  manifestadas  para 
puertos  de  la  República  ó  tomare  allí  nueva 
carga  para  este  destino,  por  cada  tonelada 
hasta  el  máximum  de  2.000,  medio  centavo. 

4.°  Por  certificación  de  los  cuatro  ejem- 
plares de  cada  factura,.  */*  Por  M0  siempre 
que  el  valor  de  la  factura  no  exceda  de  200 
pesos  Si  excediere  de  esta  suma,  se  cobra- 
rá el  1  por  1.000  sobre  el  exceso. 

6.°  Por  certificado  de  salida  de  un  bu- 
que en  lastre,  4  pesos. 

6.°  Por  legalización  de  un  conocimiento 
de  embarque  en  uno  ó  varios  ejemplares,  1 
ídem. 

7.°  Por  expedir  carta-salida  de  un  bu- 
que, cuando  le  correspondiere,  2  ídem. 

8.°  Por  expedir  carta  de  sanidad  cuando 
no  hubiere  autoridad  local  encargada  de 
darla,  4  ídem. 

9.o  Por  visar  la  carta  de  sanidad  cuando 
fuere  expedida  por  autoridad   local,  2  ídem. 

10.  Por  formar  el  rol  de  la  tripulación,  4 
ídem. 

1 1 .  Por  anotar  variaciones  en  el  rol,  2  id. 

12.  Por  recibo  y  entrega  del  depósito 
que  debe  hacerse  en  el  Consulado  de  los 
papeles  de  un  buque  chileno  que  mida  más 
de  160  toneladas,  3  ídem. 


Si  el  buque  midiese  menos  de  150  tonda 
das,  2  pesos. 

13.  Por  expedir  certificado  de  visitad* 
buque  para  reconocer  sus  escotillas,  carga 
etcétera,  3  ídem. 

14.  Por  intervenir  en  el  arreglo  de  sala- 
rios de  la  tripulación  y  autorizarla,  2  ídem. 

15.  Por  la  resolución  que  pronunciar* 
en  caso  de  cuestión  sobre  pasaje,  2  ídem. 

16.  Por  un  pasavante  ó  patente  provi- 
sional para  que  un  buque  tome  el  pabeí!.  ü 
chileno  y  navegue  para  algún  puerto  dt-  j¡ 
República,  á  fin  de  matricularse  allí.  5  ideiL 

17.  Por  intervención  de  la  enajenación 
de  un  buque  de  más  de  160  toneladas,  'n 
ídem. 

Por  intervención  de  la  enajenación  de  ol 
buque  de  160  toneladas  ó  menos,    10  idea, 

18.  Por  protesta  marítima  ó  la  declarc- 
ción  ó  exposición  que  loa  Capitanes  de  be- 
que hicieren  ante  el  Cónsul  á  su  llegada  a 
un  puerto  extranjero  sobre  lo  ocurrido  es 
el  viaje,  3  ídem. 

Si'  hubiere  de  tomar  declaraciones  á  indi- 
viduos de  la  tripulación  ó  que  hayan  ido  «. 
el  buque,  cobrará  60  centavos  por  decla- 
ración. 

Y  si  lo  escrito  excediese  de  un  pliego,  c^ 
brará  además  un  peso  por  cada  pliego  ma? 
de  original. 

19.  Por  el  auto  que  el  Cónsul  expi-i* 
presentando  su  aprobación  á  la  distribución 
de  averías,  ó  la  resolución  que  expidiere  en 
vista  del  informe  de  peritos  declarando  qor 
debe  tomarse  préstamo  á  la  gruesa,  desem- 
barcarse ó  embarcarse  la  carga  ó  abando- 
narse el  buque,  6  ídem. 

20.  Por  intervenir,  cuando  fuere  reqce- 
rido,  en  el  acto  de  levantar  un  empréstito  ¿ 
la  gruesa,  '/*  por  100  sobre  la. cantidad  qit 
aquél  importare 

21.  Por  su  intervención  en  la  venta  «J* 
mercaderías  averiadas  ó  que  no  puedaB 
conservarse  hasta  la  reparación  del  buque, 
'/,  por  100  sobre  el  valor. 

22.  Por  la  asistencia  en  caso  de  naufra- 
gio de  algún  buque  nacional,  los  gastos  d? 
viaje  y  cinco  pesos  diarios  por  expensas, 

23.  Por  sentar  en  su  Registro  partida» 
de  nacimiento,  matrimonio  ó  muerte,  1  íi. 

24.  Por  cualquiera  otra  anotación  o 
asiento  relativo  al  estado  civil  de  la  perso- 
na, 2  ídem. 

26.  Por  la  copia  cuando  se  pidiere  de  es- 
tas partidas,  2  ídem. 

26.  Por  certificados  de  supervivencia,  i 
ídem. 

27.  Por  extender  diligencias  en  que  el 
Cónsul  obre  en  el  carácter  de  funcionario 
judicial,  sea  para  notificar  un  fallo  ó  reso- 
lución, practicar  una  citación  ó  un  reconocí- 
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miento  de  Brmn  ó  documento,  notificar  ana 
consignación  ó  la  renuncia  ó  aceptación  de 
un  derecho,  la  oposición  á  algún  acto  ó  con- 
venio, la  aceptación  ó  repulsa  de  la  opera- 
ción de  peritos,  de  arbitros  ó  de  intérpretes, 
ó  del  nombramiento  de  los  mismos  ó  por 
otros  actos  de  la  misma  clase,  2  ídem.  - 

28.  Por  asistir  fuera  de  su  despacho  á 
un  reconocimiento,  ó  á  practicar  tina  inspec- 
ción personal,  ó  á  la  posición  de  sellos,  ó  á 
reconocer  ó  quitar  los  que  se  hubiesen  colo- 
cado, tres  pesos,  si  las  diligencias  no  exigie- 
ren más  de  tres  horas  de  tiempo  y  un  peso 
más  por  cada  hora  que  excediere. 

29.  Por  ocurrir  á  la  formación  de  inven- 
tario, entrega  de  bienes  ú  otra  diligencia  de  la 
misma  clase,  cuatro  pesos,  si  el  tiempo  no 
excediere  de  tres  horas,  y  un  peso  más  por 
cada  hora  de  exceso. 

Cuando  llamado  á  intervenir  en  la  forma- 
ción de  inventario  fuere  requerido  para  in- 
tervenir en  la  tasación  de  los  bienes,  co- 
brará además  el  1  por  100  sobre  el  valor  de 
la  tasación. 

30.  Por  extender  en  su  registro  escrituras 
relativas  á  cualquiera  clase  de  contratos, 
protesta  ó  cualquiera  otro  instrumento  que 
le  corresponda  otorgar  en  su  carácter  de  mi- 
nistro de  fe  pública,  tres  pesos. 

Si  el  instrumento  excediere  de  dos  pliegos 
se  cobrará  un  peso  más  por  cada  pliego  de 
exceso. 

31.  Por  extender  testamentos  abiertos, 
cuatro  pesos. 

Si  el  testamento  excediere  de  un  pliego 
cobrará  un  peso  más  por  cada  uno  de  ex- 
ceso. 

32.  Por  autorizar  un  testamento  cerrado, 
dos  pesos. 

Si  debiere  salir  de  su  despacho  para  el 
otorgamiento  de  estos  instrumentos,  cobra- 
rá tres  pesos  más  con  tal  que  el  tiempo  em- 
pleado no  exceda  de  tres  horas  y  un  peso 
más  por  cada  hora  de  exceso. 

33.  Por  intervenir  en  la  venta  pública 
de  bienes,  cuando  su  intervención  fuere  re- 
querida, 1  y  }  por  100  hasta  la  cantidad  de 
5.000  pesos,  y  medio  por  100  sobre  lo  que 
excediere  de  esta  suma. 

34.  Por  la  intervención  que  le  correspon- 
diere en  la  administración  de  bienes  de  au- 
sentes ó  intestados,  ó  en  la  realización  ó 
venta  de  los  mismos,  cuando  según  la  ley 
debiere  tenerla,  el  2  por  100  sobre  lo  que 
produjeren  los  bienes  que  se  enajenaren,  y 
el  1  por  1 00  sobre  el  resto  de  los  bienes  que 
simplemente  administrare. 

36.  Por  depósito  que  se  hiciere  en  el  Con- 
sulado de  mercaderías  ó  dinero,  1.  por  100 
sobre  el  valor  de  las  primeras  ó  sóbrela  can- 
tidad del  segundo. 

Liqislacióv  uviraRSAL,— América. 


36.  Por  representar  y  defender  derechos 
de  chilenos  ausentes  ante  losTribnnalt-N  del 
pHÍs,  cobrará  los  mismos  emolumentos  que 
se  acostumbra  pagar  al  procurador  judicial 
en  dicho  país. 

37.  Por  expedir  un  pasaporte,  tres  pesos. 

38.  Por  visar  un  pasaporte,  dos  pesos. 
89.     Por  legalización  y  reconocimiento  de 

firma  de  documentos,  dos  pesos. 

40.  Por  un  certificado  de  matrícula  de 
nacionalidad,  de  desembarque  ó  de  cualquie- 
ra otra  clase,  dos  pesos. 

41.  Por  depósito  de  documentos  en  el 
archivo  del  Consulado,  un  peso. 

42.  Por  asistencia  fuera  del  lugar  de  su 
residencia  á  cualquier  acto  para,  que  se  re- 
quiera su  intervención,  cinco  pesos  por  día 
y  los  costos  del  viaje. 

43.  Por  copia  de  documentos  otorgados 
ante  él  ó  papeles  depositados  en  el  Consula- 
do ó  cualquiera  otro  documento  de  que  se 
quiera  copia  autorizada  por  el  Cónsul,  50 
centavos  por  cada  medio  pliego. 

La  página  debe  contener  25  líneas  y  ocho 
palabras  cada  línea. 

Todo  documento  aunque  no  llene  una  pá- 
gina, y  toda  página  aunque  sólo  esté  empe- 
zada, se  reputan  íntegros. 

Todas  las  diligencias  practicadas  por  el 
Cónsul  en  causa  criminal  y  los  expedientes 
y  sumarios  á  que  ésta  diera  lugar  se  hará» 
y  despacharán  gratis. 

Constando  la  pobreza  del  chileno  que  ocu- 
rra al  Consulado,  el  Cónsul  le  eximirá  del 
pago  de  derechos. 

Art.  184.  Los  Cónsules  estarán  obligados 
á  prolongar  sus  horas  de  oficina  siempre  que 
no  alcanzaren  á  despachar,  durante  el  tiem- 
po de  ellas,  los  papeles  de  un  buque  que  es- 
té listo  para  partir. 

Art.  186.  En  cada  Consulado  existirá  de 
manifiesto  un  ejemplar  de  esta  tarifa. 

Art.  186.  Para  calcular  los  derechos  es- 
tablecidos por  esta  tarifa  en  moneda  extran- 
jera, el  peso  chileno  se  reputa  de  igual  valor 
á  los  peste  fuertes  de  las  otras  Repúblicas 
hispano-americanas,  al  dollar  de  los  Estados 
Unidos,  á  cuatro  chelines  de  la  Gran  Breta- 
ña, á  cuatro  marcos  de  Alemania  y  á  cinco 
francos  de  Francia.  El  valor  de  esta  última 
moneda  servirá  para  calcular  el  importe  de 
los  derechos  en  los  países  que  no  están  aquí 
enumerados. 

Art.  187.  Mientras  el  Presidente  de  la 
República  no  prescriba  el  oso  obligatorio  de 
estampillas  en  las  actuaciones  consulares,  los 
Cónsules  anotarán  bajo  su  firma  al  margen 
de  los  documentos  que  expidieren  ó  legali- 
zaren, la  cantidad  que  por  ello  hubieren  per- 
cibido. 

Art.  188.     Las  autoridades  de  puerto  y  de 
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Aduana  á  quienes  concierna,  cobrarán  y  re- 
mitirán al  Ministerio  de  Relaciones  exterio- 
res para  ser  abonados  áloe  Cónsules  de  elec- 
ción ó  á  la  cuenta  de  los  de  profesión,  los  de- 
rechos que  les  hubiere  correspondido  perci- 
bir por  la  expedición  ó  visación  de  docu- 
mentos relacionados  con  el  buque  ó  su  carga 
y  que  fueren  presentados  sin  haber  cumpli- 
do esta  formalidad. 

Al  mismo  tiempo  cobrarán  por  vía  de/pena 
y  á  favor  del  Fisco  una  suma  igual  al  dere- 
cho que  debió  pagarse  en  el  Consulado. 

CAPITULO  X 

Archivos,  libros,  contabilidad  y  otras 
disposiciones  de  carácter  general. 

Art.  189.  Los  archivos  consulares  son 
propiedad  inviolable  de  la  nación,  así  como 
también  los  sellos,  escudos  de  armas,  bande- 
ras  y  todos  los  muebles  que  consten  del  in- 
ventario que  cada  Cónsul  debe  hacer  al  to- 
mar posesión  de  su  cargo  y  al  transmitirlo  á 
su  sucesor,  y  no  pueden  enajenarse  ni  cons- 
tituirse ó  considerarse  como  prenda  ó  ga- 
rantía de  responsabilidad. 

Art.  190.  Serán  de  cuenta  del  Estado: 
cuando  se  tratare  de  Consulados  de  nueva 
creación,  los  gastos  que  hiciere  el  Cónsul  en 
la  adquisición  de  bandera,  escudo,  sellos  y 
libros  de  registro. 

Si  se  tratare  de  Consulados  de  profesión, 
será  también  de  cuenta  del  Estado  la  com- 
pra de  muebles  para  oficina  consular  hasta 
la  suma  que  fijare  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica siempre  que  ella  no  excediere  de 
1.500  pesos,  computados  en  la  moneda  del 
país  en  que  se  estableciere  el  Consulado. 

Art.  191.  Los  Cónsules  deben  conservar 
.  en  sus  archivos  las  siguientes  publicaciones 
oficia,!  ee : 

Dos  ejemplares  de  este  Reglamento. 

Un  ejemplar  de  la  colección  de  Tratados 
de  Chile. 

Un  ejemplar  de  la  Ordenanza  de  Aduana. 

Un  id.  de  la  Tarifa  de  Avalúos. 

Un  id.  de  la  última  Estadística  comer* 
cial. 

Un  id.  de  los  Códigos  de  la  República  y 
las  demás  publicaciones  oficiales  que  le  fue- 
ren enviadas. 

Art.  192.  Los  Cónsules  llevarán  los  si- 
guientes libros: 

a)  Copiador  de  inventarios  del  archivo 
consular. 

b)  Copiador  de  la  correspondencia  que 
dirijan  al  Ministerio  de  Relaciones  exte- 
riores. 

c)  Copador  de  la  correspondencia  que 
dirijan  á  otras  autoridades  ó  particulares. 

.  d)    Registro  de  actas  y  matrículas. 


é)  Regiufro  de  declaraciones,  coritrai,  *  r 
protesrus.  testamentos  abiertos  y  toma  4t 
razón  <le  lenta  méritos  cerrados. 

f)  Registro  de  actas  originales  del  espa- 
do civil  de  chileno*  resilientes  era  el  disirii-.- 
consular, 

g)  Registro  de  toma  de  razón  de  los  )<** 
saportea  que  se  expidan  ó  se  visen. 

h)  De  toma  de  razón  délos  derecho*  qu* 
perciban. 

Art.  193.  Sin  perjuicio  de  lo  dispuestos 
el  art.  170,  los  Cónsules  remitirán  a)  Miat»- 
terio  ile  Relaciones  exteriores,  en  1a  prim* 
ra  quincena  de  Enero ,  una  cuenta  genen, 
de  las  entra  tina  y  gnetus  que  hubiere  hibi- 
do  en  el  Consulado  durante  el  afio  último 

A«rt  í 94.  El  papel  que  usarán  loa  Itoo- 
soles  en  sus  comunicaciones  al  Mi  maten» 
de  Relaciones  exteriores  y  en  los  anexos  t 
ellas,  será  blanco,  con  ó  sin  timbre,  sellado 
ó  con  sello  del  Consulado,  y  consistente.  El 
papel  tendrá  la  forma  de  un  rectángulo  dt 
0*216  metros  de  base  y  0  821  metros  de  s*- 
tura. 

Las  comunicaciones  que  tengan  ano  ó  más 
documentos  anexos  deberán  tener  una  indi- 
cación en  el  margen,  y  los  anexos  igualmen- 
te deberán  tener  una  referencia  á  la  nota  ¿ 
que  pertenecen. 

Art.  195.  Las  faltas  ó  excesos  que  ios 
Cónsules  cometan  en  el  desempeño  de  su 
funciones,  sea  que  no  ejecuten  los  actos  á 
que  estén  obligados,  ó  que  se  excedan  en  e 
uso  de  sus  facultades,  ó  que  exijan  derecho? 
ó  emolumentos  superiores  á  loa  que  este  Re- 
glamento les  señala,  serán  reprimidos  por 
el  Gobierno  con  amonestación,  suspensión  ó 
remoción,  según  los  casos  Si  las  faltas  ó  ex- 
cesos merecieren  penas  más  graves,  será  de- 
ferido su  conocimiento  á  la  Autoridad  jadi 
cial  competente. 

Nota.  Este  Reglamento  lleva  anexos  57 
formularios  y  varias  disposiciones  de  li 
Constitución,  Códigos  y  Tratados. 

Tratado  con  Inglaterra  para  el  eaambls 
de  encomiendas  postales,  aprobado  por  ley 
de  20  de  Enero  de  1897. 

Artículo  único.  Apruébase  la  Conven- 
ción ajustada  en  Santiago,  el  2  de  Junio  de 
1806,  entre  el  Sr.  Ministro  de  Relaciones  ex 
tenores  y  el  8r.  Ministro  residente  de  So 
Majestad  Británica,  que  tiene  por  objeto  es 
tablecer  un  cambio  regular  de  encomiendas 
postales,  y.  asimismo  el  Reglamento  de  de- 
talle y  orden  que  complementa  dicha  Con- 
vención. 

'  'Y  por  cuanto,  oído  el  Consejo  de  Estado, 
he  tenido  á  bien  aprobarlo  y  sancionarlo; 
por  tanto,  promulgúese  y  llévese  á  efecto 
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-como,  ley  de  la  República.  Santiago,  20  de 
Bnero  de  1897.—  Fkükrico  Errazuriz. — C. 
Moría  Vicuña. 

Por  cuanto  entre  la  República  de  Chile  y 
el  Reino  de  la  Gran  Bretaña  se  negoció,  con- 
cluyó y  firmó  con  fecha  2  de  Junio  de  1896, 
por  medio  de  Plenipotenciarios  -competente 
mente  autorizados,  una  Convención  postal 
seguida  de  nu  ^Reglamento  de  detalle  y  or- 
den para  la  ejecución  de  dicha  Convención; 
Convenio  cuyo  tenor  es  á  la  letra  como 
sigue: 

Los  Gobiernos  de  Chile  y  de  Gran  Breta- 
ña, deseando  establecer  entre  ambos  países 
un  cambio  regular  de  encomiendas  postales, 
sin  declaración  de  valor  ni  gravadas  de 
reembolso,  han  determinado  consignar  en 
una  Convención  las  condiciones  en  que  debe 
efectuarse  ese  servicio  de  encomiendas, 
tanto  de  las  que  se  cambien  directamente 
•entre  Chile  y  Gran  Bretaña  como  de  las  en 
tránsito,  y,  al  efecto,  han  nombrado  sus  Ple- 
nipotenciarios, á  saber: 

Su  Excelencia  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica de  Chile  al  Sr.  D.  Adolfo  Guerrero, 
Ministro  de  Relaciones  exteriores;  y  S.  M.  la 
Reina  de  Gran  Bretaña  é  Irlanda  al  Sr.  John 
G.  Kennedy,  su  Ministro  residente  en  Chile; 
-quienes  han  convenido  en  los  siguientes  ar- 
tículos de  dicha  Convención  y  en  el  Regla- 
mento de  detalle  y  orden  que  la  completa  y 
que  se  inserta  más  adelante: 

Artículo  1.°  1.  Las  encomiendas  posta- 
les sin  declaración  de  valor  y  no  gravadas 
de  reembolso  pueden  remitirse  de  Chile  a! 
Reino  Unido  por  el  correo  hasta  el  peso  de 
cinco  kilogramos,  y  del  Reino  Unido  á  Chile 
hasta  el  peso  de  once  libras  avoirdupoi*. 

2.  La  Dirección  general  de  Correos  de  la 
República  de  Chile  y  la  Dirección  general 
de  Correos  del  Reino  Unido  de  Gran  Breta- 
ña é  Irlanda  determinarán  las  condiciones 
de  embalaje,  dimensiones,  etc.,  para  la  ad- 
misión y  envío  de  las  encomiendas  postales, 
y  también  qué  objetos  quedarán  excluidos 
de  él. 

Art.  2.°  1.  Cada  uno  de  los  países  con- 
tratantes garantiza  la  libertad  de  tránsito 
de  las  encomiendas  postales  por  su  territo- 
rio, siempre  que  éstas  vayan  á  un  país  ó 
vengan  de  un  país  con  el  cual  la  respectiva 
parte  contratante  tenga  servicio  de  enco 
miendas,  y  la  responsabilidad  de  los  correos 
que  intervienen  en  la  conducción  queda  su- 
jeta á  los  límites  determinados  por  el  artícu- 
lo 9.o  siguiente. 

2.  Salvo  arreglo  contrario  entre  los  co- 
rreos interesados,  la  transmisión  de  las  en- 
comiendas postales  entre  los  dos  países  se 
fiará  en  sacos,  cajas  ó  canastas  cerradas. 


Art.  3.°  El  franqueo  previo  de  las  enco^- 
miendas  postales  es  obligatorio. 

Art.  4."  1.  El  porte  que  se  debe  pagar 
en  el  Reino  Unido  por  las  encomiendas  pos- 
tales destinadas  á  Chile  es  el  siguiente: 

Por  encomiendas,  cuyo  peso  no  exceda 
de  tres  libras  avoúdupois,  tres  chelines  y 
nueve  peniques. 

Que  pasan  de  tres  libras  y  no  exceden 
de  siete,  cuatro  chelines  y  dos  peniques. 

Que  pasan  de  siete  libras  y  no  exceden 
de  once,  cuatro  chelines  y  siete  peniques. 

2.  El  porte  que  se  debe  pagar  en  Chile 
por  cada  encomienda  destinada  al  Reino 
Unido,  es  de  un  peso. 

Art.  5.°  1.  El  correo  del  í^eino  Unido 
abona  al  de  Chile  nn  franco  por  cada  enco- 
mienda postal  remitida  del  primero  de  estoé 
países  al  segundo,  por  derecho  de  tránsito, 
territorial.  ' 

2.  El  correo  de  Chile  abona  al  del  Reino 
Unido  1'60  francos  por  cada  encomienda 
remitida  del  primero  de  estos  países  al  se- 
gundo por  derecho  de  tránsito  territorial. 

Art.  6.°  1.  Las  encomiendas  postales 
procedentes  de  cualquiera  de  los  dos  países 
contratantes  y  dirigidas  al  otro  país  contra- 
tante no  pueden  ser  gravadas1  con  ningún 
derecho  que  no  sean  los  consignados  en  el 
precedente  art.  4.°  y  en  el  art.  7.°  siguiente. 

2.  Las  dos  Direcciones  generales  fijarán 
de  común  acuerdo,  las  condiciones  bajo  las 
cuales  podrán  cambiarse  entre  sus  respecti 
vas  oficinas  de  cambio  encomiendas  proce- 
dentes de  países  extranjeros  ó  dirigidas  á 
ellos  y  remitirse  en  tránsito  por  el  uno  ó  el 
otro  país. 

Art.  7.o  La  reexpedición  de  encomienda» 
de  un  país  al  otro  á  causa  de  cambio  de  re- 
sidencia de  los  destinatarios,  así  como  la 
devolución  de  encomiendas  postales  que 
caigan  en  rezago,  da  lugar  á  la  percepción 
suplementaria  de  los  portes  fijados  por  i-i 
artículo  4.°,  á  cargo  de  los  destinatarios  ov 
llegado  el  caso,  de  los  remitentes,  sin  per- 
juicio de  reembolsarlos  de  los  derechos  <h* 
Aduana. 

Art.  8.°  1.  Es  prohibido  remitir  por  con- 
ducto del  correo,  encomiendas  que  conten 
gan  cartas  ó  notas  con  el  carácter  de  corres- 
pondencia y  los  objetos  cuya  admisión  no 
esté  autorizada  por  las  leyes  ó  reglamento 
de  Aduana  ú  otro  de  los  países  interesados. 

2.  Sin  embargo,  es  permitido  incluir  en 
la  encomienda  la  factura  abierta  reducida  á 
las  enunciaciones  constitutivas  de  ella. 

Art.  «.•  1.  Salvo  caso  de  fuerza  mayor, 
si  una  encomienda  postal  se  pierde  ó  safr» 
avería,  el  remitente,  y  en  defecto  ó  á  solici- 
tud de  éste,  el  destinatario,  tiene  derecho  á 
una  indemnización  equivalente  al  valor  real 
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de  la  pérdida  ó  de  la  avería,  sin  que  esta 
indemnización  pueda  exceder  de  25  francos. 
El  remitente  de  una  encomienda  perdida 
tiene  derecho,  además,  á  que  se  le  devuel- 
van los  gastos  de  envío. 

2.  La  obligación  de  pagar  la  indemniza- 
ción incumbe  á  la  Dirección  general  de  que 
dependa  la  oficina  remitente.  Se  reserva  á 
esta  Dirección  general  el  recurso  de  repetir 
contra  la  Dirección  general  responsable,  es 
decir,  contra  la  Dirección  general  en  cuyo 
territorio  ó  servicio  haya  tenido  lugar  la 
pérdida  ó  avería. 

8.  Hasta  prueba  contraria,  la  responsa- 
bilidad afecta  á  la  Dirección  general  que, 
habiendo  recibido  la  encomienda  sin  hacer 
observaciones,  nó  pueda  comprobar  su  en- 
trega al  destinatario,  ni  su  transmisión  re- 
galar á  la  Dirección  general  siguiente,  s[ 
hay  lugar  á  ello. 

4.  El  pago  de  la  indemnización  por  la 
oficina  remitente  debe  tener  lugar  lo  más 
pronto  posible,  y,  á  más  tardar,  dentro  del 
plazo  de  un  aflo,  contado  desde  el  día  de  la 
reclamación  El  -correo  responsable  es  obli- 
gado á  reembolsar,  siu  retardo,  al  corroo  re- 
mitente el  monto  de  la  indemnización  paga- 
da por  éste. 

5.  Es  entendido  que  no  será  acogida  la 
reclamación  si  no  se  hace  dentro  del  plazo 
de  un  afío,  cantado  desde  la  fecha  del  depó- 
sito de  la  encomienda  en  el  correo.  Trans- 
currido este  término,  el  reclamante  no  tiene 
derecho  á  ninguna  indemnización. 

6.  Si  la  pérdida  ó  la  avería  ha  tenido  lu- 
gar en  el  trayecto  entre  las  oficinas  de  cam- 
bio de  dos  países,  sin  que  sea  posible  esta- 
blecer en  el  servicio  de  cuál  de  ellos  se  ha 
verificado  el  hecho,  las  dos  Direcciones  ge- 
nerales comprometidas  satisfarán  la  indem- 
nización por  mitad. 

7.  La  responsabilidad  de  las  Direcciones 
generales  termina  desde  que  se  entregan  las 
encomiendas  postales  á  sus  dueños. 

Art.  10.  La  legislación  interior  de  cada 
uno  de  los  países  contratantes  permanece 
aplicable  á  todo  lo  que  no  se  halle  previsto 
en  las  estipulaciones  de  la  presente  Con- 
vención. 

Art.  11.  Las  Direcciones  generales  de  Co- 
rreos de  los  países  contratantes  designarán 
las  oficinas  ó  localidades  que  han  de  atender 
al  cambio  internacional  de  encomiendas  pos- 
tales; reglamentarán  la  forma  de  transmisión 
de  estas  encomiendas  y  adoptarán  todas  las 
«lemas  medidas  de  detalle  y  de  orden  con- 
ducentes á  asegurar  la  observancia  de  la 
presente  Convención. 

Art.  12.  La  presente  Convención  será 
puesta  en  ejecución  el  1.°  de  Enero  de  1897 
y  cesará  un  ano  después  que  una  de  las  par- 


tes contratantes  haya  avisado  á  la  otra  av 
determinación  de  retirarse. 

Eu  testimonio  de  lo  cual,  los  infrascritos, 
debidamente  autorizados  para  este  objete-, 
han  firmado  y  sellado  la  presente  Conven- 
ción. 

Hecho  por  duplicado  eu  Santiago  el  día  1 
de  Junio  de  1896.  -  (L.  S.)  Adolfo  Gncrrac. 
— (L.  8 )  J.  O.  Kennedy. 

Reglamento  de  detalle  y  orden  para  el 
cambio  de  eucomieud&8  postales  entre  U 
República  de  Chile  y  el  Reino  Unido  i> 

Gruu  Bretaña  é  Irlanda,  aprobada  en  2i> 

de  Enero  de  1897. 

Artículo  1.°  1.  El  cambio  de  encomien- 
das postales  entre  Chile  y  la  Gran  Bretaña, 
se  efectuará  por  buques  que  bagan  viaje  di- 
recto entre  un  puerto  chileno  y  ano  britá- 
nico. 

3.  Cada  uno  de  los  correos  pagará  la  con- 
ducción marítima  de  las  encomiendes  qneél 
envíe  al  otro  correo. 

3.  Previo  convenio,  si  fuese . necesario, 
con  los  demás  correos  interesados,  las  doi 
Direcciones  generales  se  comuuicaráu  mo 
tu  a  mente,  por  medio  de  cuadros,  lo  siguiente: 

a)  Una  nómina  de  los  países  con  respec- 
to á  los  cuales  jmeden  servir  de  intermedia- 
rios para  el  transporte  de  encomiendas  pos- 
tales. 

b)  Las  vías  aprovechables  para  la  con- 
ducción de  estas  encomiendas. 

c)  El  total  de  los  gastos  jqoe,  por  catít 
destino,  deberán  serles  abonados  por  los  cú- 
rreos que  les  envíen  las  encomiendas. 

4.  Los  datos  que  contienen  los  cuadro* 
anexos  sirven  de  baseá  cada  Dirección  gene- 
ral para  ti  jar  las  vías  que  se  emplean  para  ¡* 
transmisión  de  sus  encomiendas  postales  j 
los  portea  que  deben  pagar  los  remitente? 
según  sean  las  condiciones  eu  que  se  efec- 
túe el  transporte  intermediario. 

Art.  2.°  1.  El  cobro  délos  portes  esta 
basado  en  la  uuidad  de  cincuenta  céntimos, 
equivalente  á  diez  centavos  en  Chile  y  á  cin- 
co peniques  en  el  Reino  Unido. 

2.  Si  el  franqueo  no  se  hubiere  hecho 
adhiriendo  estampillas  de  correo  en  el  bole- 
tín de  expedición,  el  monto  de  la  sama  red 
bida  deberá  inscribirse  en  dicho  boletín. 

A  rt.  3.°  Las  encomiendas  postales  que  se 
despachan  del  Reino  Unido  a  Chile,  no  p* 
drán  exceder  de  dos  pies  ingleses  eu  longi- 
tud ó  de  cuatro  pies,  combinando  la  longi- 
tud de  la  encomienda  con  su  circunferencia; 
las  dimensiones  de  las  encomiendas  que  * 
remitan  de  Chile  al  Reino  Uuido,  no  podrís 
exceder  de  sesenta  centímetros  en  longitud, 
ó  de  veinte  decímetros  cúbicos  eu  volumen. 
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Art.  4.°  1 .  Para  ser  admitida  al  transpor- 
te, toda  encomienda  debe  llevar  la  dirección 
exacta  del  destinatario,  estar  embalada  de 
una  manera  adecuada  á  la  duración  del  viaje 
y  á  la  naturaleza  del  contenido,  y  estar  sella- 
-da.  £1  embalaje  debe  ser  de  tales  condicio- 
nes que  sea  imposible  ocasionar  daño  ó  me- 
noscabo al  contenido  sin  dejar  una  huella 
evidente  de  violación, 

2.  Las  encomiendas  que  contengan  ani- 
males vivos,  materias  explosivas  ó  inflama- 
bles, y,  en  general,  a  r  tí  cu  loe  cuyo  transpor- 
te acarrea  peligros,  qnedan  excluidas  de  la 
transmisión. 

3.  Ninguna  encomienda  puede  consistir 
en  dos  ó  más  encomiendas,  ni  contenerlas, 
cuando  estén  destinadas  á  distintas  personas 
de  dirección  diversa.  Si  se  descubriere  una 
encomienda  de  esta  naturaleza,  las  que  con- 
tenga serán  despachadas,  gravándose  con  el 
franqueo  aplicable  cada  una  de  ellas  respec- 
tivamente. 

Art.  6.°  1.  Cada  encomienda  postal  debe 
eer  acompañada  de  un  boletín  de  expedición 
y  de  declaraciones  de  Aduana.  Las  Direccio- 
nes generales  se  comunicarán  recíprocamen 
te  el  número  de  declaraciones  que  deben  su- 
ministrarse según  sea  el  país  de  destino. 

2.  Un  solo  boletín  de  expedición  y  una 
sola  declaración  de  Aduana  servirán  hasta 
para  dos  y  tres  encomiendas,  siempre  que 
éstas  procedan  de  un  mismo  remitente  y 
se  encuentren  dirigidas  á  uus  mismo  desti- 
natario. 

8.  Las  Direcciones  generales*  contratan- 
tes declinan  toda  responsabilidad  tocante  á 
la  exactitud  de  las  declaraciones  de  Aduana. 

Art.  6.°  1.  Cada  encomienda,  así  como 
su  correspondiente  boletín  de/expedición, 
debe  llevar  una  etiqueta  con  el  número  de 
registro  y  el  nombre  de  la  oficina  en  que 
se  ha  depositado. 

2.  £1  boletín  de  expedición  debe,  ade- 
más, timbrarse  por  la  oficina  de  origen  en 
el  lado  de  la  dirección  con  un  sello  que  in- 
dique el  lugar  y  la  fecha  del  depósito. 

Art.  7.°  1.  Las  oficinas  de  cambio  son: 
en  Chile,  la  de  Valparaíso  y  la  de  Talca- 
huano,  y  en  el  Reino  Unido  la  de  Liverpool. 

2.  El  transporte  de  encomiendas  postales 
entre  las  oficinas  de  cambio  chilenas  é  in- 
glesas, se  hará  en  sacos,  cajas  ó  canastas  ce- 
rradas, que  deberán  ser  devueltas  á  la  ofici- 
na remitente  con  el  primer  correo  que  parta 
después  de  su  recepción. 

3.  Las  encomiendas  postales  deben  ano- 
tarse por  la  oficina  de  cambio  remitente, 
en  una  guía  de  ruta.  Deben  adherirse  de 
4i na  manera  segura  á  esta  guía  de  ruta  los 
boletines  de  expedición  y  las  declaraciones 
á  la  Aduana. 


Art.  8.°  1 .  Al  recibirse  una  guía  dé  ruta, 
la  oficina  de  cambio  des  tina  tari  a  procederá  a 
comprobar  las  encomiendas  postales  y  los 
diversos  documentos  anotados  en  ella,  y  si 
hay  motivo,  tomará  nota  de  lo»  objetos  que 
falten  y  de  las  demia  irregularidades,  que 
se  observen,  por  medio  de  un  boletín  de 
verificación  que  se  sujete  á  las  reglas  esta- 
blecidas para  los  objetos  certificados. 

2.  Los  sacos,  cajas  ó  canastas  que  se 
usan  para  los  envíos,  deben  estar  provistos 
de  los  sellos  de  la  oficina  remitente,  pu- 
liendo quitar  esos  sel  tos  solamente  la  #fi- 
cirfa  de  cambio  destinataria. 

3.  Las  personas  por  cuyas  manos  pasen 
los  envíos  de  encomiendas  postales  durante 
su  transmisión  entre  las  oficinas  de  cambio, 
se  limitarán  á  cerciorarse  de  que  los  sellos 
adheridos  á  los  sacos,  cajas  ó  canastas  es- 
tán intactos  al  recibirse  dichos  envíos. 

4.  La  responsabilidad  por  la  avería  ó 
falta  de  objetos  notada  por  la  oficina  decam- '' 
bio  destinataria  en  el  momento  de  abrir  los 
receptáculos,  se  hará  efectiva  de  conformi- 
dad con  las  disposiciones  que  contiene  el 
artículo  9.°  de  la  Convención  á  que  se  refie- 
re este  reglamento. 

Art.  9.°  1.  Las  encomiendas  postales  que 
deban  reexpedirse  á  causa  de  dirección  equi- 
vocada, serán  encaminadas  á  su  destino  por 
la  vía  más  directa  de  que  pueda  dispouer  el 
correo  reexpedidor.  Cuando  esta  reexpedi- 
ción importa  devolución  de  las  encomien- 
das al  correo  remitente,  los  abonos  inscritos 
en  la  guía  de  ruta  de  este  correo  serán  anu 
lados,  y  la  oficina  de  cambio  reexpedidora 
enviará  estos  objetos  á  la  oficina  de  origen, 
anotándolos  simplemente  en  la  guia  de  ruta 
después  de  haber  señalado  el  error  por  me- 
dio de  un  boletín  de  comprobación. 

2.  En  el  caso  contrario,  y  si  el  monto 
del  abono  al  correo  reexpedidor  esinsnficien 
te  para  cubrir  los  gastos  de  reexpedición  qne 
le  incumben,  se  acredita  la  diferencia  adi- 
cionando la  suma  inscrita  á  su  favor  en  Ut 
guía  de  ruta  de  la  oficina  de  cambio  remiten- 
te. La  causa  de  esta  rectificación  se  comuni- 
cará á  dicha  oficina  por  medio  de  un  boletín 
de  comprobación. 

3.  Las  encomiendas  postales  que  se  reex- 
pidan, á  causa  de  cambio  de  residencia  de  los 
destinatarios,  A  ni»  país  que  forma  parte  en  el 
servicio  de  cambio  de  encomiendas  de  Chile 
y  Gran  Bretaña,  serán  gravadas  á  cargode 
los  destinatarios  por  el  correo  que  las  entre- 
ga, con  un  porte  equivalente  á  la  cuota  qne 
corresponda  á  este  último  correo,  al  correo 
reexpedidor  y,  si  hay  lugar  á  ello,  á  cada 
uno  de  los  correos  intermediarios. 

4.  Sin  embargo,  si  el  porte  exigible  por 
el  trayecto  ulterior  de  una  encomienda  postal 
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que  deba  reexpedirse  es  pagado  en  el  mo- 
mento de  la  reexpedición,  se  tratará  este  ob 
jeto  romo  enviado  directamente  del  país 
reexpedidor  al  país  de  destino,  y  será  entre- 
gado sin  cargo  al  destinatario. 

6.  Los  remitentes  de  encomiendas  que 
raigan  en  rezago,  serán  consultados  aceren 
de  lo  que  debe  hacerse  cen  ellas.  Las  comu- 
nicaciones sobre  el  particular  se  cambiarán 
directamente  entre  las  dos  Direcciones  gene 
rales.. 

6.  Sin  embargo,  los  objetos  expuestos  á 
deteriorarse  ó  á  echarse  á  perder,  pueden 
ser  vendidos  inmediatamente  sin  aviso  pre- 
vio y  sin  formalidad  judicial,  á  beneficio  de 
quien  corresponda.  Se  formará  proceso  ver- 
bal de  la  venta. 

7.  Si  en  el  plazo  de  seis  meses  contados 
desde  el  envío  del  aviso  no  hubiere  lí»  ofici- 
na de  d«-stii>o  recibido  instrucciones  del  re- 
mitente, se  dt* volverá  la  encomienda  á  la 
oficina  de  origen. 

8.  Las  encomiendas  que  haya  que  devol- 
ver al  remitente  serán  inscritas  en  la  Guía 
de  ruta  con  la  mención  «Undelivered»  (reza- 
gado) en  la  columna  de  observaciones,  y 
serán  tratadas  y  gravadas  como  los  objetos 
qne  se  reexpidan  á  causa  de  cambio  de  resi- 
dencia de  los  destinatarios. 

9.  Toda  encomienda  qne  se  haya  dirigido 
á  un  país  qne  no  forme  parte  de  la  Conven- 
ción concerniente  al  cambio  de  encomiendas 
postales  entre  Chile  y  Gran  Bretaña,  se  tra- 
tará como  rezago,  á  menos  que  el  correo  de 
primer  destino  se  encuentre  en  situación  de 
hacerla  llegar  á  poder  de  aquél. 

Art.  10.  1.  Cada  Dirección  general  dis- 
pondrá que  cada  una  de  sus  oficinas  de  cam 
bio  forme  tnensualmente,  por  todos  los  en- 
víos recibidos  de  las  oficinas  de  cambio  del 
otro  correo,  un  estado,  en  el  que  se  consig 
narán  las  sumas  anotadas  en  cada  guía  de 
rata. 

2.  Los  estados  se  resumirán  en  segui- 
da por  la  misma  Dirección  general  en  una 
cuenta. 

8.  Esta  cuenta,  acompañada  de  los  esta- 
dos parciales,  de  las  guías  de  ruta,  y  siempre 
que  haya  lugar,  de  los  boletines  de  verifica- 
ción que  existan,  se  someterán  al  examen 
del  correo  corresponsal,  en  el  curso  del  mes 
siguiente  á  aquel  á  que  ella  se  refiere. 

4.  Las  cuentas  mensuales,  después  de 
comprobadas  y  aceptadas  por  una  y  otra 
parte,  se  resumen  en  una  cuenta  general 
trimestral  por  la  Dirección  general  acree- 
dora. 

5.  £1  saldo  que  resulte  del  balance  de 
las  cuentas  recíprocas  de  los  dos  correos,  se 
pagará  por  el  correo  deudor  al  correo  acree- 
dor en  francos  efectivos  y  por  medio  de  le- 


tras giradas  sobre  la  capital  ó  «obre  tim 
plflza  comercial  de  este  Último  correo,  arenó 
de  cuenta  del  correo  deudor  los  gastos  á  q<* 
dé  origen  el  pago. 

6.  La  formación,  el  envío  y  el  pago  1* 
las  cuentas  deben  ejecutarse  en  el  más  bre- 
ve plazo  posible  y,  á  más  tardar,  antes  «le 
espirar  el  trimestre  siguiente.  Transcurrió 
este  plazo,  las  sumas  debidas  por  un  comeo 
al  otro,  se  recargarán  con  intereses,  á  razoi 
de  6  por  100  al  año,  desde  el  día  que  termi- 
ne dicho  plazo. 

7.  8e  reserva,  sin  embargo,  á  los  dos  fó- 
rreos la  facultad  de  adoptar,  de  común  acuer 
do,  procedimientos  distintos  á'los  establee; 
dos  en  el  presente  artículo. 

Art.  11.  1.  Las  Direcciones  generales  e- 
com tunearán  recíprocamente,  algún  tiemp" 
antes  de  comenzar  á  regir  la  Convención,  or. 
extracto  de  las  disposiciones  de  sos  leyes  y 
reglamentos  interiores,  aplicables  al  tras- 
porte de  encomiendas  postales. 

2.  Toda  modificación  que  se  introdnxr» 
posteriormente  en  dichas  leyes  y  reglamen- 
tos, debe  ser  notificada  sin  tardanza. 

Art.  12.  El  presente  Reglamento  comen- 
zará á  regir  desde  el  día  qne  se  ponga  en  vi- 
gencia la  Convención.  Tendrá  la  misma  du- 
ración que  esta  Convención,  á  menos  que  **■< 
renovado  de  común  acuerdo  entre  las  Par 
tes  contratantes. 

Hecho  por  duplicado  en  Santiago,  á  2  ó> 
Junio  de  1896.— (Firmado).  Adolfo  Guerrtro. 
—(Firmado).  J.  G.  Kennedy, 

Y  por  cnanto  la  Convención  y  el  Regla- 
mento de  orden  y  detalle  preinsertos  ha» 
sido  ratificados  por  mí,  previa  la  aprobación 
del  Congreso  nacional;  por  tanto,  en  virtud 
de  la  facultad  que  me  confiere  la  Constitu- 
ción política  del  Estado,  dispongo  que  sr 
cumplan  y  lleven  á  efecto  en  todas  sus  par- 
tes como  ley  de  la  República. 

Dado  en  la  sala  de  mi  despacho,  en  Sao- 
tiago  de  Chile,  á  20  de  Enero  de  1897— Ft 
dkrico  Ekrazukiz.— C.  Moría  Vicuña. 

Reglamento  para  la  admisión  á  los  car- 
groa  del  servicio  consniar  profesional,  apro- 
bado en  10  de  Abril  de  1897  (1). 

Artículo  1.°  Los  aspirantes  al  título  de 
Cónsul  de  profesión,  antes  de  ser  admitidos 
á  rendir  examen  de  las  materias  qne  enu- 
mera el  artículo  2.*  de  la  ley,  harán  una 
presentación  escrita  al  Ministerio  de  Rela- 
ciones exteriores,  indicando  cuál  es  el  Coc- 

(1)  Véase  la  ley  de  4  de  Marzo  de  1897,  ¡cier- 
ta anteriormente,  y  el  Reglamento  para  so  eje- 
cución. 
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eulado  á  que  aspiran  y  comprobando  qae 
reúne  los  requisitos  qae  el  mismo  artículo 
exige;  no  tener  menos  de  21  afios  ni  más  de 
56  de  edad  y  acreditar  antecedentes  hono- 
rables. 

La  comprobación  de  estos  requisitos  no 
constituye  derecho  absoluto  para  ser  admi- 
tido á  examen. 

Art.  2.°  £1  examen  consistirá  en  dos 
pruebas:  una  escrita  y  otra  oral,  y  será  ren- 
dido ante  una  Comisión  compuesta  de  cinco 
miembros,  nombrados  por  decreto  supremo 
en  esta  forma: 

Un  Ministro  ó  ex  Ministro  Plenipotencia- 
rio de  Chile,  que  presidirá  la  Comisión;  un 
Profesor  de  Derecho  de  la  Universidad;  un 
Profesor  de  idiomas  del  Instituto  Pedagógi- 
co; un  empleado  de  Oficina  de  Hacienda  y 
el  Jefe  de  la  Sección  Diplomática  ó  Consu- 
lar del  Ministerio  de  Relaciones  exteriores, 
qae  actuará  además  como  Secretario. 

Art.  3  °  La  prueba  escrita  precederá  dos 
días  á  la  prueba  oral  y  consistirá  en  dos 
composiciones  ó  ensayos:  uno  en  castellano 
sobre  alguno  de  los  temas  comprendidos  en 
el  art.  2  °  de  la  Ley  Consular,  y  otro  en  el 
idioma  del  país  en  que  se  halla  el  Consula- 
do que  se  trata  de  proveer. 

Los  temas  serán  elegidos  á  la  suerte  por 
la  Comisión  en  presencia  de  los  candidatos 
y  en  el  acto  de  procederse  á  la  prueba. 

Cada  miembro  de  la  Comisión  dispondrá 
de  cuatro  puntos  correspondientes  á  los  te- 
mas de  las  composicionea  y  á  los  idiomas  en 
que  deben  redactarse.  El  candidato  que  no 
obtenga  la  mayoría  absoluta  de  los  veinte 
puntos  de  que  dispone  la  Comisión,  no  será 
admitido  á  la  prueba  oral. 

Art.  4.°  La  prueba  escrita  tendrá  lugar 
en  una  sala  cerrada.  Los  candidatos  no  po- 
drán auxiliarse  entre  sí  en  sus  trabajos  ni 
servirse  de  libros  ni  manuscritos,  y  el  tiem- 
po acordado  para  ambas  composiciones  será 
de  cuatro  horas,  durante  las  cuales  los  aspi- 
rantes trabajarán  bajo  la  vigilancia  del  Pro- 
fesor de  idiomas  del  Instituto  pedagógico. 

Art.  6.°  Vencido  el  término  de  cuatro 
horas,  los  candidatos  encabezarán  sus  com- 
posiciones con  su  nombre  y  apellido  y  las 
entregarán  al  indicado  Profesor,  quien  cor- 
tará ese  encabezamiento  y  pondrá  al  lado  de 
cada  nombre  y  apellido  un  numero  de  orden 
que  repetirá  en  el  manuscrito.  Reunirá  en 
seguida  los  recortes  en  un  sobre  lacrado,  que 
será  abierto  después  que  la  Comisión  haya 
emitido  su  dictamen  sobre  cada  una  de  las 
composiciones  presentadas.  El  resultado  de 
los  exámenes  será  comunicado  por  la  Comi- 
sión al  Ministerio  de  Relaciones  exteriores, 
y  por  éste  á  los  interesados  dentro  del  plazo 
de  dos  días. 


Art.  6.°  La  prueba  oral  podrá  compren- 
der todas  las  materias  indicadas  en  el  art.  2.° 
de  la  Ley  Consular.  El  examen  de  idiomas 
consistirá  en  la  lectura  y  traducción  de  un 
texto  impreso  y  en  veinte  minutos  de  con-  \ 
versación. 

El  valor  relativo  de  las  materias  sobre  que 
versa  el  examen  oral,  será  fijado  de  la  ma- 
nera siguiente: 

Idioma  castellano,  1. 

Idioma  del  país  en  que  se  va  á  ejercer  el 
cargo,  1. 

Por  cada  idioma  vivo  adicional,  medio. 
'    Derecho  internacional  público  y  privado,  1 . 

Economía  política,  Estadística  comercial, 
agrícola  é  industrial  de  Chile  y  del  país  de 
las  funciones,  1. 

Legislación  política,  civil  y  comercial  y 
aduanera  de  id.  id.  ídem,  1. 

Geografía  de  id.  id.,  1. 

Historia  de  id.  id.,  1. 

Contabilidad,  1. 

Art.  7.°  Terminados  los  exámenes,  pro- 
cederá la  Comisión  á  deliberar  en  sesión  se- 
creta. El  voto  tendrá  lugar  en  la  misma  se- 
sión y  la  lista  de  los  examinados  se  formará 
por  orden  de  mérito,  como  sigue: 

0  equivalente  á  nulo. 

1  >  á  pésimo. 

2  »  á  muy  malo. 

3  >  á  malo. 

4  »  á  mediocre. 
6           >           á  suficiente. 

6  >  á  bien. 

7  >  á  muy  bien. 

8  >  á  sobresaliente. 

El  acta  de  la  sesión,  con  inclusión  de  la 
lista  firmada  por  todos  los  miembros  de  la 
Comisión,  será  inmediatamente  transmitida 
al  Ministerio  de  Relaciones  exteriores. 

Art.  8.o  El  aspirante  que  hubiere  obteni- 
do cinco  puntos  ó  más  en  su  examen  oral, 
será  considerado  como  que  está  en  posesión 
de  los  requisitos  que  exige  el  art.  2.°  de  la 
ley  para  el  efecto  de  su  admisión  al  deter- 
minado cargo  consular  que  ha  pretendido. 

Art.  9.o  El  aspirante  que  fuere  reprobado 
en  la  prueba  oral  no  podrá  presentarse  á 
rendir  nueva  prueba  antes  de  transcurrido 
un  afío;  y  si  en  esta  segunda  prueba  obtu- 
viere igual  resultado,  quedará  definitivamen- 
te inhabilitado  para  pretender  eargos  consu- 
lares. 

Art.  10.  Están  obligados  únicamente  á 
rendir  la  prueba  oral  sobre  el  idioma  del  país 
en  que  van  á  residir: 

a)  Los  que  acrediten  tener  rendidas  las 
demás  pruebas  ante  Comisiones  examinado- 
ras del  Estado. 

b)  Los  que  desempeñen  ó  hayan  desem- 
peñado á  satisfacción  del  Gobierno  cargos 
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diplomáticos  superiores  hasta  el  de  Secreta- 
rio de  Legación  inclusive,  ó  de  Cónsules  en 
propiedad. 

c)  En  general,  las  personas  que  por  sus 
títulos  de  competencia,  idoneidad  y  situación 
personal  sean,  á  juicio  del  Gobierno,  recono- 
cidamente adecuadas  para  ei  eficaz  y  honro- 
so desempeño  de  las  funciones  consulares. 

Art.  11.  Para  mejor  inteligencia  del  co- 
metido que  se, confiere  á  la  Comisión  exami- 
nadora que  establece  el  art.  2.°  de  este  Re- 
glamento, el  Ministerio  de  Relaciones  exte- 
riores cuidará  de  impartirle  oportunamente 
instrucciones  detalladas  sobre  los  diversos 
puntos  que  deberán  ser  materia  de  sus  tra- 
bajos. 

Distribución  del  curso  preparatorio  y 
de  humanidades  en  los  establecimientos 
de  i u atracción  secundaria,  aprobada  por 
Derreto  de  30  de  Juuio  de  1897.  N 

Artículo  I.°  El  curso  preparatorio  durará 
dos  áfios. 

Art.  2.°  Loa  alumnos  que  se  incorporen 
al  primer  año  de  dicho  curso  deberán  saber 
leer  y  escribir  corrientemente,  y  las  cuatro 
operaciones  fundamentales  de  la  aritmética 
con  los  números  de  1  á  20. 

Art.  d.o  Todas  las  asignaturas  de  cada 
uno  de  los  dos  años  del  curso  preparatorio 
deberán  ser  enseñadas  por  un  solo  maestro. 

Para  la  provisión  de  este  cargo  los  res- 
pectivos Rectores  propondrán  preferente- 
mente un  preceptor  normalista. 

Art.  4.o  La  distribución  de  las  horas  de 
clase,  correspondientes  al  curso  preparato- 
rio, se  hará  en  la  forma  que  á  continuación 
se  expresa: 

Primer  año.  Caligrafía,  4  horas  semana- 
les.— Castellano,  6. — Matemáticas,.  6. — Lec- 
ciones de  cosas,  4.  — Canto  y  gimnasia,  3. — 
Religión,  2.— Total,  24. 

Segundo  año.  Caligrafía,  5  horas  sema- 
nales.—  Castellano,  6. —  Matemáticas,  5.— 
Lecciones  de  cosas  y  geografía  ó  historia,  4. 
— Canto  y  gimnasia,  3. — Dibujo,  2.— Reli- 
gión, 2.— Total,  27. 

£1  total  de  las  horas  de  clase  correspon- 
dientes al  curso  de  humanidades  en  los  seis 
años,  será  el  siguiente: 

Castellano  y  lógica,  30  horas  semanales. — 
Idiomas  vivos  y  extranjeros,  36.— Historia  y 
geografía,  21.— Matemáticas,  80.— Ciencias 
físicas  y  naturales,  26.-  Religión, 8.  —  Dibujo 
y  caligrafía,  16.— Canto  y  gimnasia,  14. — 
Total,  180. 

Art.  5.°  £1  Consejo  de  Instrucción  públi- 
ca distribuirá,  entre  los  diversos  ramos  ó 
secciones  deque  conste  cada  asignatura,  el 


número  de  horas  de  clase  fijado  á  la  misma 
en  el  artículo  precedente. 

Art.  6.°  Lo  dispuesto  en  los  artículos  as- 
tenores  comenzará  á  regir  á  principios  ds¿ 
próximo  afio  escolar. 

Ceremonial  diplomático.  —  Reglamento 
de  l.o  de  Julio  de  1897. 

I.—  OIMBIOS  DB  MlVtSTBBIO 

Artículo  1.°  Inmediatamente  después  de 
haber  prestado  ante  el  Presidente  de  la  Re- 
pública el  juramento  constitucional  para  to- 
mar posesión  de  su  cargo,  el  Ministro  de  Es- 
tado en  el  Departamento  de  Relaciones  ex- 
teriores dirigirá  una  nota  circular  al  Cuerpo 
diplomático  residente  participándole  la  mo- 
dificación total  ó  parcial  que  se  haya  pro- 
ducido en  el  Gabinete,  y  conjuntamente  cor 
esa  comunicación,  el  Subsecretario  del  Mi- 
nisterio, después  de  recibir  instrucciones  del 
nuevo  Ministro,  comunicará  por  nota  verbai 
á  los  representantes  extranjeros  el  día  y  ho- 
ras en  que  éste  esperará  en  la  sala  de  so 
despacho  la  primera  visita  del  personal  de 
las  Legaciones. 

Al  propio  tiempo,  el  Subsecretario  comu- 
nicará por  telégrafo  á  las  Legaciones  de  Chi- 
le en  el  extranjero  él  cambio  ministerial  qor 
seliaya  operado. 

Finalmente,  el  nuevo  Ministro,  por  prime' 
correo,  confirmará  en  nota  oficial  á  los  re- 
presentantes de  Chile  la  noticia  telegrafié* 
anterior*  que  será  comunicada  también  i. 
Cuerpo  consular  de  la  República  en  circattr 
suscrita  por  el  Subsecretario. 

Art.  *2.°  Si  fuere  posible,  en  el  prime/ 
domingo  siguiente  al  día  en  qoe  el  persona 
de  las  Legaciones  extranjeras  haya  visitado 
al  Ministro  de  Relaciones  exteriores,  éste  de- 
volverá en  persona  las  visitas  á  los  Ministro» 
residentes  y  encargados  dé  negocios  y,  por 
medio  de  tarjetas,  los  Secretarios  y  adictos. 

Art.  3.0  Llenadas  estas  primeras  forma- 
lidades, el  Ministro  de  Relaciones  exteriores 
indicará  al  Decano  del  Cuerpo  diplomático, 
por  medio  de  una  nota  verbal,  los  días  y  ho- 
ras que  haya  fijado  para  recibir  en  la  sala 
de  su  despacho  á  los  representantes  extran- 
jeros que  deseen  tratar  asuntos  del  ser- 
vicio. 

Podrá  también  el  Ministro  de  Relaciones 
exteriores  acordar  audiencia  fuera  de  los  días 
señalados,  siempre  que  el  Agente   diploma-  * 
tico  la  solicite  previamente  por  escrito. 

Art.  4.°  Si  la  modificación  ocurrida  en  el 
Gabinete  no  comprendiera  al  Ministro  de  Re- 
laciones exteriores,  la  notificación  se  hará  á 
los  funcionarios  antes  nombrados,  excep- 
tuando al  personal  consular  de  Chile. 


0HILS  —  CIBEMOV1AL  DIPLOMÁTICO 
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II.— LLSUADA  Á  OHILSDB  UN  DIPLOMÁTICO 
KXTRAMJttRO 

Art.  5.o  Al  tener  noticia  de  la  próxima 
llegada  de  un  Ministro  diplomático  acredita 
do  en  Chile,  el  Ministerio  de  Relaciones  exte- 
riores impartirá  las  órdenes  necesarias  para 
que  las  autoridades  respectivas — de  Valpa- 
raíso, si  el  arribo  tiene  lugar  por  esa  vía,  ó 
de  los  Andes,  si  ocurre  por  la  vía  andina  — 
le  den  la  bienvenida  en  nombre  del  Gobierno 
y  pongan  á  su  disposición  un  departamento 
especial  en  el  tren  en  que  el  diplomático  de- 
see seguir  viaje  á  Santiago. 

III-  —  RtfiOKPülÓN     DI    UN  MINISTRO 
DIPLOMÁTICO 

Art.  6  o  En  el  día  y  momentos  antes  de  la 
hora  fijados  por  Su  Excelencia  el  Presiden- 
te de  la  República  para  recibir  en  audiencia 
pública  á  un  enviado  extraordinario  y  Mi- 
nistro Plenipotenciario  ó  un  Ministro  resi- 
dente, el  Subsecretario  del  Ministerio  de 
Relaciones  exteriores,  en  traje  de  etiaueta, 
y  un  edecán  de  Su  Excelencia  el  Presidente 
de  la  República,  en  uniforme  de  gran  parada, 
se  dirigirán  al  domicilio  del  sefior  Ministro 
en  uno  de  los  carruajes  de  gala  del  Gobierno, 
montado  con  cochero  y  lacayo  de  librea  y 
con  tiro  de  cuatro  caballos. 

En  presencia  del  sefior  Ministro,  el  Sub- 
secretario le  invitará  á  ocupar  el  carruaje, 
en  el  cual  tomarán  colocación:  en  los  asien- 
tos de  atrás,  el  sefior  Ministro  y  el  Subsecre- 
tario á  su  izquierda,  y  al  frente  del  primero, 
el  edecán  de  Su  Excelencia  el  Presidente  de 
la  República.  Si  el  enviado  diplomático  vi- 
niera acompañado  de  Secretario,  ocupará  és- 
te el  asiento  restante,  y  si  el  personal  de 
la  Legación  fuera  más  numeroso,  lo  que  se 
habrá  sabido  de  antemano,  se  hará  uso  de 
un  segundo  carruaje  del  Gobierno,  de  tiro 
sencillo. 

Art.  7.°  En  la  puerta  del  salón  de  recep- 
ciones del  Palacio  de  la  Moneda,  el  Ministro 
de  Relaciones  exteriores  recibirá  al  Repre- 
sentante diplomático  y  lo  acompañará  hasta 
el  centro  del  salón  en  donde  se  encuentra  ya 
el  Presidente  de  la  República.  Incontinenti, 
y  sin  que  medie  presentación,  el  Agentp  di- 
plomático pronunciará  el  discurso  de  estilo  y 
pondrá  en  manos  de  Su  Excelencia  la  cre- 
dencial que  lo  acredita  en  su  carácter  de  tal. 

El  Presidente  de  la  República  contestará 
en  seguida  y,  llenada  esta  formalidad,  el  Mi- 
nistro de  Relaciones  exteriores  hará  las  pre- 
sentaciones del  caso;  momentos  después,  el 
«eñor  Ministro  recibido  regresará  á  su  domi- 
cilio con  las  mismas  personas  que  lo  acom- 
pañaron á  su  venida. 


Art.  8.o  El  Subsecretario  y  el  edecán, 
una  vezquedejen  al  Representante  diplomá- 
tico en  su  domicilio,  regresarán  al  Palacio  de 
la  Moneda,  debiendo  previamente  el  prime- 
ro de  estos  funcionarios  hacer,  saber  al  sefior 
Ministro  que  instantes  después  vendrá  á  vi- 
sitarle el  Ministro  de  Relaciones  exteriores. 

Art.  9.°  En  el  mismo  carruaje  de  gala  y 
acompañado  del  Subsecretario,  el  Ministro 
de  Relaciones  exteriores  efectuará  la  visita 
anunciada. 

Art  10.  En  el  Diario  Oficial  de  la  Repú- 
blica se  insertarán  el  mismo  día  los  discursos 
cambiados  con  motivo  de  la  recepción  del 
nuevoMinistro  y  el  texto  de  la  respectiva 
Carta  credencial. 

Art.  11.  El  oficial  de  guardia  del  Palacio 
de  la  Moneda,  advertido  previamente  por  el 
Subsecretario  de  Relaciones  exteriores,  cui- 
dará de  tomar  las  providencias  necesarias 
para  que  el  público  que  desee  asistir  á  la  re- 
cepción, no  entre  al  salón  antes  de  que  haya 
llegado  la  comitiva  y  para  que,  una  vez  en 
él,  guarde-  la  colocación  y  compostura  de- 
bidas. 

Art.  12.  No  regirá  el  ceremonial  anterior 
en  los  casos  en  que  Sn  Excelencia  el  Presi- 
dente de  la  República  acordare  recibir  al  di- 
plomático en  audiencia  privada. 

IV.— TÉRMINO     DB  LA     MISIÓN  DU  UN  KKPBI- 
SENTANTE   DIPl  OMÁT1CO    KXTRANJKRO 

Art.  13.  El  mismo  ceremonial  establecido 
en  los  artículos  anteriores  para  la  recepción 
de  un  Ministro  Plenipotenciario  ó  Ministro 
residente  extranjero,  regirá  en  !<>a  casos  en 
que  se  acuerde  la  presentación  en  audiencia 
pública  de  la  Carta  de  retiro  que  pone  térmi- 
no á  la  misión  del  diplomático. 

Art.  14.  Con  respecto  de  la  partida  de  un 
Ministro  que  ha  cesado  en  su  representación, 
se  llenarán  las  mismas  formalidades  esta- 
blecidas en  el  título  1.°  de  este  Reglamento. 

V. — FALi.KUlMtKNTO  DK  UN  AOKNTB  DIPLOMÁTICO 

Art.  15.  A  penas  se  conozca  la  noticia  del 
fallecimiento  de  un  Agente  diplomático  ex- 
tranjero acreditado  en  Chile,  el  Ministerio 
de  Relaciones  exteriores  tomará  las  siguien- 
tes medidas: 

a)  Comunicará  el  fallecimiento,  por  telé- 
grafo, al  Ministro  de  Chile  en  el  país  al  cual 
representaba  el  extinto  y,  á  falta  de  Minis- 
tro, transmitirá  el  telegrama  directamente  al 
Departamento  de  Relaciones  exteriores. 

b)  Al  propio  tiempo,  invitará  á  su  des- 
pacho al  sefior  Decano  del  Cuerpo  diplomá- 
tico y  al  Secretario  de  la  Legación  acéfala,  y 
á  falta  de  Secretario  ú  otro  miembro  de  ella 
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que  haga  bus  veces,  al  Cónsul  respectivo  re* 
aidente  en  Santiago  ó  en  el  punto  más  cer- 
cano, á  fin  de  adoptar,  de  acuerdo  con  ellos, 
las  providencias  necesarias  para  llevar  á 
efecto  la  inhumación  y  resguardar  conve- 
nientemente el  archivo  de  la  Legación  y  de- 
más efectos  pertenecientes  al  fallecido. 

c)  Si  la  Legación  no  tuviera  Secretarios, 
ni  existiera  Cónsul  ni  persona  alguna  de  la 
familia  del  difunto  que  pudiera  cooperar  á 
esas  formalidades,  el  Ministro  de  Relaciones 
exteriores  recabará  de  su  colega  el  Ministro 
de  Justicia  las  órdenes  convenientes  para 
que  la  autoridad  judicial  respectiva  dicte  las 
resoluciones  del  caso  en  orden  al  resguardo 
del  archivo  y  demás  efectos. 

d)  Determinados  por  las  personas  ante- 
dichas, el  día,  hora  y  lugar  de  donde  deberá 
partir  el  cortejo,  el  Ministro  de  Relaciones 
exteriores  dirigirá  una  comunicación  al  sefior 
Ministro  de  la  Guerra  para  pedirle  que  se 
sirva  disponer  que  se  hagan  al  fallecido  los 
honores  militares  de  estilo:  de  General  de 
división  si  es  Ministro  plenipotenciario;  de 
General  de  brigada,  si  es  Ministro  residente; 
y  de  Coronel,  si  es  encargado  de  negocios. 

e)  Si  el  difunto  tuviere  familia  en  Santia- 
go, el  Subsecretario  del  Ministerio  de  Rela- 
ciones exteriores  y  un  edecán  del  Presidente 
de  la  República  pasarán  el  mismo  día  al  do- 
micilio de  aquélla  á  dejar  tarjetas  de  condo- 
lencia. 

f)  Formarán  parte  del  cortejo  tres  carrua 
jes  del  Gobierno:  dos  de  gala,  con  tiro  de  cua- 
tro caballos,  que  serán  ocupados  por  el  Mi- 
nistro de  Relaciones  exteriores  y  demás 
miembros  del  Gabinete  que  deseen  asistir;  y 
uno  sencillo,  que  conducirá  al  Subsecretario 
del  mismo  Ministerio  y  á  un  edecán  del  Pre- 
sidente de  la  República. 

g)  Solamente  en  circunstancias  especia- 
les, que  serán  calificadas  por  el  Gobierno  de 
Chile,  se  decretarán  honras  oficiales  en  ob- 
sequio del  muerto. 

h)  Si  se  acordaren  honras  oficiales,  éstas 
serán  presididas  por  el  Ministro  de  Relacio- 
nes exteriores,  quien  invitará,  previamente, 
al  Cuerpo  diplomático  residente  y,  por  inter 
medio  de  los  demás  Ministros  de  Estado,  á 
los  funcionarios  civiles  y  militares  que  esti- 
mare conveniente,  los  cuales  tomarán  en  el 
templo  la  co'ocaeión  señalada  en  el  art.  18 
del  presente  Reglamento. 

t)  En  el  momento  oportuno  tomarán  con 
preferencia  los  cordones  del  ataúd:  el  Minis- 
tro de  Relaciones  exteriores,  el  Decano  del 
Cuerpo  diplomático,  el  Secretario  ó  Cónsul 
encargado  interinamente  de  la  Legación  que 
desempeñaba  el  extinto,  el  Subsecretario  de 
Relaciones  exteriores  y  el  edecán  del  Presi- 
dente de  la  República. 


j)  En  la  marcha  del  cortejo  hacia  eí  ce- 
menterio, los  carruajes  tomarán  la  siguiente 
colocación: 

Inmediatamente  después  del  carro  fúnebn» 
y  de  la  escolta  que  lo  acompaña,  seguirá  r 
carruaje  de  los  deudos  del  fallecido;  á  cootí 
nuación  los  carruajes  del  Gobierno,  los  de 
Decano  y  demás  miembros  del  Cuerpo  diplo- 
mático y  enseguida  la  fuerza  de  línea,  ce- 
rrando la  columna  los  carruajes  de  carácter 
particular. 

k)  El  Gobierno  determinará  en  qué  casos 
revestidos  de  circunstancias  especiales,  de- 
berá hacer  uso  de  la  palabra  en  el  cemente- 
rio el  Ministro  de  Relaciones  exteriores. 

VI. — AN1VBR8ABIOS  CÍVICOS 

Art.  16.  En  el  día  de  un  aniversario  cívi- 
co de  un  país  que  tenga  representación  diplo 
m ática  en  Chile,  el  edecán  del  Presidente  de 
la  República,  en  nombre  de  este  Magistrado, 
y  el  Subsecretario  del  Ministerio  de  Relacío 
nes  exteriores  en  nombre  del  Ministro  del 
ramo,  harán  una  visita  de  felicitación  al  re- 
presentante extranjero. 

Vil. — ASISTENCIA  Á  ACTOS  PÚBLICOS 

Transmisión  del  mando  supremo. 

Art.  17.  Una  vez  que  el  Ministro  de  Rela- 
ciones exteriores  del  Gobierno  próximo  i 
terminar,  haya  recibido  la  invitación  que  el 
Ministro  del  Interior  deberá  dirigir  á  todo» 
los  Departamentos  de  Estado  para  concurrir 
al  acto  público  de  la  transmisión  del  mando 
supremo,  la  Cancillería  de  Relaciones  exte- 
riores invitará,  á  su  vez,  al  personal  de) 
Cuerpo  diplomático  residente  y  demás  fun- 
cionarios superiores  que  de  ella  dependen. 

Art.  18.  La  colocación  que  los  invitados 
á  ese  acto  deberán  tomar,  queda  terminada 
de  acuerdo  con  las  siguientes  indicaciones, 
en  la  inteligencia  de  que  se  dispone  de  un& 
sala  adecuada  á  las  circunstancias. 

(i; 

Te-Deum. 
Arts.  20  y  21.     Carecen  de  interés. 
Banquete  oficial  al  Cuerpo  diplomático. 
Arts.  23  á  27.     ídem  id. 


(1)  Aquí  establece  minuciosamente  el  ordac 
de  colocación,  presidiendo  el  Presidente  de  la  Re- 
pública y  los  de)  Senado  y  Cámara  de  Diputados 
El  Cuerpo  diplomático  ocupa  la  primera  nía. 


.t>JVU.»9»VJJVa. 
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Fuerzas  permanentes  del  Ejército  7  de 
la  Armada  para  1898.— Ley  de  24  de  No- 
viembre de  1897. 

Artículo  único.  Las  fuerzas  del  Ejército 
•durante  el  afío  1898  no  podrán  exceder  de 
9.000  hombres,  distribuidos  en  las  armas  de 
infantería,  artillería,  caballería  é  ingenieros 
militares. 

Las  fuerzas  de  la  Armada  constarán  en 


el  mismo  tiempo  de  los  siguientes  buques» 

Quince  buques  de  guerra. 

Veinte  torpederos. 

Ocho  escampavías. 

Dos  transportes. 

Ocho  pontones. 

£1  personal  para  el  servicio  de  dichos  bu- 
ques no  excederá  de  4.743  hombres,  inclu 
yéndose  en  este  número  el  de  496  Jefes  y 
Oficiales  de  guerra  y  mayores  de  la  Armada. 


REPÚBLICA  DEL  PERÍT 


PRINCIPALES  LEYES  Y  DECRETOS  PUBLICADOS  EN  1897 


Ley  Orgánica  de  elecciones  populares, 

sancionada  en  20  de  Noviembre  de  1896  y 
publicada  en  1897. 

TITULO  PRIMERO 

QUIÉNES  EJERCEN  EL  DERECHO  DE  SUFRAGIO 

Artículo  1.°  Ejercen  el  derecho  de  sufra- 
gio los  peruanos  mayores  de  veintiún  años  ó 
casados  que  no  hayan  llegado-  á  esa  edad, 
que  sepan  leer  y  escribir  y  estén  inscritos 
en  el  registro  cívico  de  su  domicilio. 

Art.  2.°     No  pueden  sufragar: 

1.°  Los  que  hayan  perdido  la  ciudadanía 
ó  tengan  suspenso  su  ejercicio,  según  los 
artículos  40  y  41  de  la  Constitución. 

2.°  Los  Ministros  de  Estado,  Prefectos, 
Subprefectos,  Gobernadores,  Tenientes  Go- 
bernadores, Comisarios  y  agentes  de  policía. 

3.°  Los  Jefes  y  Oficiales  del  Ejército  y 
de  la  Armada  nacional,  y  los  de  la  Gendar- 
mería y  de  la  guardia  civil. 

4.°  Los  individuos  de  tropa  pertenecien- 
tes á  la  Gendarmería,  Guardia  civil  ó  al 
Ejército  y  los  tripulantes  de  los  buques  de 
la  Armada  nacional. 

5.°  Los  Vocales,  Fiscales»,  Jueces  de  pri- 
mera instancia,  Agentes  fiscales  y  Jueces  de 
pac,  accidentalmente  encargadoé  de  los  Juz- 
gados de  primera  instancia. 

6.°    Los  mendigos. 

Art.  3.°  Los  Jefes  y  Oficiales  del  Ejér- 
cito y  la  Armada  nacional  que  no  estén  en 
servicio  de  las  armas,  pueden  sufragar  en 
Jos  distritos  donde  residen. 


Los  Jefes  y  Oficiales  é  individuos  de  tropt 
de  la  guardia  nacional  que  no  estén  acuar- 
telados, pueden  sufragar. 

Art.  4.°  Se  prohibe  acuartelar  la  Gnardit 
nacional  desde  un  mes  antes  de  las  eleccio- 
nes, y  se  suspenderán  los  ejercicios  doctrí- 
nales durante  los  días  en  que  funcionen  las 
mesas  receptoras  de  sufragio,  salvo  el  catf 
de  guerra  exterior. 

Art.  5.°  Los  Ministros  de  Estado,  Pre- 
fectos, Subprefectos,  Gobernadores,  Tenien- 
tes Gobernadores.  Comisarios  y  agentes  de 
policía,  Vocales,  Fiscales,  Jueces  de  primen 
instancia,  Agentes  fiscales,  Jaeces  de  ptx. 
accidentalmente  encargados  de  los  Jnxgtck* 
de  primera  instancia,  no  pueden  ser  elegidos 
ni  designados  de  las  Juntas  de  registro  o 
Juntas  electorales,  ni  ser  jefes  de  clab,  ai 
presidir,  ni  formar  parte  de  los  comicios  po- 
pulares. 

TITULO  II 

CÓMO  SE  KJBBCB  EL  DERECHO  DE  SUFRAGIO 

Art.  6.°  Las  elecciones  de  Presidente  y 
Vicepresidentes  de  la  República  y  Repre- 
sentantes de  la  nación,  se  harán  por  el  voto 
directo  y  público  de  los  ciudadanos  que  pue- 
dan sufragar  conforme  al  título  anterior. 

TITULO  III 

FUNCIONARIOS  QUE  INTERVIENEN  KN  LAS 
ELICOOIONES 

Art.  7.*  Los  funcionarios  encargados  por 
la  ley  de  intervenir  en  las  elecciones  popo- 
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lares  son  de  dos  dates:  funcionarios  de  re- 
gistro y  funcionarios  electorales. 

TIÍÜLO  IV 

DK  LA  JUSTA    El.KCTORAL  NACIOVAL 

Art.  8.0  Habrá  en  la  capital  de  la  Repú- 
blica una  Junta  nacional  compuesta  de  nue- 
ve miembros,  elegidos,  dos  por  la  Cámara 
de  Senadores,  dos  por  la  de  Diputados,  cua- 
tro por  el  Poder  judicial  y  uno  designado 
por  el  Ejecutivo. 

A  rt,  9.o  Cada  Cámara,  al  hacer  la  elección 
de  los  miembros  que  le  corresponde,  lo  ha- 
rá votando  cada  representante  por  un  solo 
candidato,  y  serán  proclamados  el  que  haya 
obtenido  mayoría  absoluta  y  el  accesitario. 

Art.  10.  Aquellos  cuya  designación  co- 
rresponde al  Poder  judicial,  serán  elegidos 
por  las  Cortes-superiores,  en  acuerdo  de  Sala 
plena,  quienes  elevarán  las  actas  de  la  elec- 
ción al  Presidente  de  la  Corte  Suprema  de 
justicia,  la  que  también  en  Sala  plena,  hará 
el  escrutinio  y  regulación  de  los  votos  alcan- 
zados por  los  candidatos  en  las  Cortes  supe- 
riores y  proclamará  á  los  que  resulten  elegi- 
dos por  mayoría  relativa  de  sufragios. 

En  todo  caso  de  empate  lo  decidirá  la 
suerte. 

Art.  1 1.  El  que  respecta  al  Poder  Ejecuti- 
vo será  designado  por  el  Presidente  de  la 
República,  en  acuerdo  y  con  el  voto  del  Con- 
sejo de  Ministros. 

Art.  12.  El  Poder  judicial  no  puecje  ele- 
gir como  miembro  de  la  Junta  nacional,  á 
ningún  representante  á  Congreso,  ni  funcio- 
nario del  Poder  judicial,  ni  á  ningún  otro 
funcionario  público. 

Art.  13.  •  La  Junta  nacional  se  renovará 
precisamente  un  año  antes  de  la  espiración 
de  cada  período  presidencial,  eligiéndose  por 
el  Congreso  los  miembros  que  le  respectan, 
en  la  Legislatura  ordinaria  correspondiente, 
el  último  año. 

Si  por  muerte,  ausencia  ú  otro  motivó,  de 
alguno  de  los  miembros  de  la  Junta  nacio- 
nal, quedase  incompleto  su  número  durante 
el  período  para  el  que  fueron  elegidos,  serán 
reemplazados  inmediatamente  por  el  Poder 
Ejecutivo  ó  Poder  judicial,  respectivamente, 
si  la  vacante  fuere  de  las  personas  que  á 
ellos  toca  elegir,  y  por  el  primer  Congreso 
que  se  reúna,  después  de  la  vacante,  si  ésta 
ocurre  entre  los  miembros  que  las  Cámaras 
legislativas  deben  designar. 

Art.  14.    Los  miembros  de  la  Junta  nació 
nal  deben  residir  en  la  capital  de  la  Repú- 
blica y  tener  las  condiciones  exigidas  por  la 
Constitución  para  ser  Senadores. 

Art.  15.  Sólo  es  rennnciable  el  cargo  de 
miembro  de  la  Junta  nacional: 


1.°    En  caso  de  reelección. 

2.o  Por  ausencia  de  más  de  un  afio  de  la 
capital;  y 

3<0  Por  tener  el  elegido  más  de  sesenta 
afios. 

Art.  16.  La  Junta  nacional  podrá  f unció 
nar  con  la  concurrencia  de  cinco  de  sus 
miembros,  debiendo  elegir  de  su  seno  un 
Presidente  y  un  Secretario.  Tendrá  el  dere- 
cho de  nombrar  los  empleados  auxiliares 
necesarios  para  el  desempeño  de  sus  atribu- 
ciones, los  cuales  serán  rentados  por  la  na* 
ción. 

Art.  17.  Cada  uno  de  los  partidos  políti- 
cos existentes  en  la  República  tendrá  dere- 
cho de  designar  un  adjunto,  con  voz  pero 
sin  voto,  que  asista  á  las  deliberaciones  de 
la  Junta. 

Art.  18.  Los  partidos  políticos,  para  te- 
ner el  derecho  de  enviar  sus  delegados  á  la 
Junta  nacional,  deben  tener  existencia  eh  la 
República,  programa  definido  y  Jefe  conoci- 
do, individual  ó  colectivo. 

Art.  19.  Son  atribuciones  de  la  Junta  na- 
cional: 

l.o  Formar  el  Registro  general  de  la  Re- 
pública con  los  registros  que  le  remitan  las 
Juntas  electorales  de  departamento. 

2.°  Conservar  bajo  su  custodia  dicho  Re- 
gistro general,  publicarlo  y  remitir  uno  ó 
más  ejemplares  á  cada  una  de  las  Juntas 
electorales  de  departamento,  á  fin  de  que 
éstas  compulsen  su  exactitud  con  los  origi- 
nales que  deben  tener  en  su  poder* 

8.°  Remitir  una  copia  certificada  del  Re- 
gistro de  su  cargo  á  la  Secretaría  del  Congre- 
so, apenas  instalado,  para  que  sirva  de  base 
al  escrutinio  de  las  elecciones  de  Presidente 
y  Vicepresidente  de  la  República. 

4.°  Sortear,  cada  vez  que  el  Ejecutivo 
convoque  á  elecciones  para  llenar  los  cargos 
que  conforme  á  la  ley  deben  proveerse  por 
este  medio,  cinco  de  entre  los  veinticinco 
mayores  contribuyentes  de  cada  provincia, 
para  que  constituyan  las  Juntas  de  Registro 
provinciales. 

6.o  Conocer  de  las  reclamaciones  que  los 
interesados  en  una  elección  interpusieren 
contra  los  procedimientos  de  los  funciona- 
rios que  intervengan  en  el  Registro  ó  en  las 
elecciones,  tan  sólo  para  hacer  efectiva  la 
responsabilidad  de  dichos  funcionarios;  sin 
que  esto  desnaturalice  la  prescripción  de  los 
arte.  44  y  45  de  esta  ley. 

6.°  Cuidar  de  la  impresión  y  distribución 
exacta  de  los  títulos  electorales,  en  toda  la 
República,  por  medio  de  las  Juntas  de  su 
dependencia,  después  de  formado  el  Re- 
gistro general  de  la  República.  Estos  títulos 
electorales  se  conformarán  al  modelo  acom- 
pañado á  esta  ley,  y  contendrán:  la  certifica 
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ción  del  hecho  de  quedar  inscritos  los  ciuda- 
danos á  quienes  pertenecen  en  el  Registro 
electoral  de  su  domicilio,  con  expresión  de 
sus  circunstancias  individuales,  del  número 
de  orden  y  página  correspondiente  en  el  in- 
dicado Registro,  así  como  la  fecha  de  su 
otorgamiento.  Deberán  además  estar  firma- 
dos por  el  Presidente  y  Secretario.de  la  Jun- 
ta nacional  y  timbrados  con  el  sello  de  armas 
•de  la  República. 

7.°  Hacer  anualmente  en  el  Registro  elec- 
toral las  correcciones  y  enmiendas  á  que 
dieren  lugar  el  cambio  de  domicilio,  inhabi- 
lidad por  pérdida  ó  suspensión  del  derecho 
de  ciudadanía  ó  por  muerte  de  los  inscritos; 
publicando  los  respectivos  apéndices  del 
registro  electoral,  clasificados  por  departa- 
mentos, provincias  y  distritos,  en  vista  de 
los  datos  que  se  envíen  por  las  Juntas  de 
departamento. 

8.°  Refundir  en  el  cuerpo  del  Registro 
electoral  de  la  República,  en  la  nueva  edi- 
ción que  de  éste  debe  hacerse  cada  cinco 
años,  los  apéndices  anuales;  distribuyendo 
bajo  de  responsabilidad,  entre  las  respecti- 
vas Juntas»,  el  número  de  ejemplares  indis- 
pensables para  el  cumplimiento  de  sus  de- 
beres y  ejercicio  de  sus  atribuciones. 

9.°  Renovar  cada  cinco  años  y  conforme 
á  la  nueva  edición  del  Registro  electoral, 
todos  los  títulos  de  elector,  que  deberán  ser 
distribuidos  convenientemente  entre  los  ciu- 
dadanos inscritos,  por  medio  de  las  Juntas 
provinciales,  con  la  debida  oportunidad. 

A  los  ciudadanos  que  en  el  transcurso  de 
los  cinco  años  á  que  este  inciso  se  refiere 
llegaren  á  la  edad  que  se  exige  para  sufra- 
gar, se  les  dará  sus  títulos  electorales  inme- 
diatamente después  de  hacer  las  rectifica- 
ciones anuales  del  registro  á  que  se  contrae 
el  inciso  7.°;  y  á  los  que  teniendo  dicho  tí- 
tulo cambiaren  de  domicilio,  se  les  dará  en 
la  época  indicada  el  que  corresponde  á  su 
nueva  residencia,  recogiendo  al  mismo  tiem- 
po el  anterior.  También  se  dará  nuevo  título 
á  los  ciudadanos  á  quienes  se  les  hubiese 
extraviado  el  que  recibieron,  previa  anota- 
ción de  ser  duplicado. 

10.  Conservar  la  matrícula  de  contribu- 
yentes de  la  República,  que  formada  por  ¡os 
respectivos  funcionarios  de  Hacienda  debe 
pasarle  en  copia  auténtica  el  Ministro  del 
ramo,  cada  vez  que  se  actúen  y  reformen; 
cuidando  siempre  de  la  separación  de  los 
departamentos,  provincias  y  distritos. 

11.  Comunicarse  por  medio  de  su  Presi- 
dente con  todas  las  autoridades  y  funciona- 
rios de  la  nación. 

12.  Celebrar  sesiones  ordinarias,  por  lo 
menos  una  vez  cada  mes,  y  extraordinarias, 
siempre  que  lo  requiera  el  servicio  ó  á  peti- 


ción de  (malquiera  de   los   miembros  delt 
Junta. 

Las  sesiones  de  la  Junta  serán  páhlk*» 

13.  Ejercer  jurisdicción  disciplinaria  so- 
bre todas  las  personas  que  intervengan,  con 
carácter  oficial,  en  los  actos  electorales;  im- 
poniéndoles multas  hasta  la  cantidad  de 
300  soles,  según  los  casos,  las  cuales  se  ha- 
rán efectivas  con  orden  suya,  por  tas  Auto- 
ridades políticas.  £1  producto  de  las  multas 
se  entregará  á  la  municipalidad  de  la  pro- 
vincia donde  se  cometiere  la  infracción. 

14.  Sortear  los  cinco  miembros  que  de- 
ben formar  las  Juntas  escrutadoras  de  las 
respectivas  provincias,  de  entre  los  dies  ele- 
gidos por  los  grupos  ,de  ciudadanos,  á  tenor 
del  art.  40  de  esta  ley. 

i 5.  Elegir  á  los  ciudadanos  qae  debes 
presidir  las  Juntas  electorales  depártame» 
tales,  de  entre  los  residentes  en  la  capital 
del  departamento  para  el  que  son  desig- 
nados. 

TITULO  V 

DE  LaS  JUVT1S  ELECTORALES  1)8  DE  PACTA*  ESTO 

'  Art.  20.  Las  Juntas  electorales  de  depar- 
tamento se  compondrán  de  Delegados  nom- 
brados por  las  respectivas  Juntas  provincia 
les  de  registro,  debiendo  constar,  por  lo  me- 
nos, de  cinco  miembros  que  sean  ciudada- 
nos en  ejercicio  y  residentes  en  la  capital 
de  dicho  departamento. 

Estas  Juntas  serán  presididas  por  un  De- 
legado, elegido  porta  Junta  nacional,  en  con- 
formidad con  el  inciso  6.°,  art.  19,  y  elegi- 
rán de  su  seno  un  Secretario,  por  mayorís 
absoluta  de  votos. 

Si  el  departamento  constase  de  dos  pro- 
vincias, se  elegirán  dos  Delegados  por  cada 
una  de  ellas;  si  constase  de  tres  provincias, 
la  del  cercado  elegirá  dos  Delegados  y  uno 
cada  una  de  las  otras  dos. 

En  las  provincias  constitucional  del  Ca- 
llao y  litoral  de  Moquegua,  se  elegirán  cua- 
tro Delegados  en  cada  una  de  ellas. 

El  quorum  de  estas  Juntas  será  la  mayo- 
ría absoluta  de  sus  miembros. 

Art.  21.  Son  atribuciones  de  la  JnnU 
electoral  del  departamento: 

1  .o  Formar  el  Registro  general  del  de- 
partamento con  los  que  le  remitan  las  res- 
pectivas Juntas  provinciales. 

2.°  Publicar  el  Registro  departamental 
y  vigilar  por  su  integridad  y  conservación. 

8.o     Distribuirlo. 

4.°  Conocer  y  decidir  de  las  reclamacio- 
nes que  ante  ellas  se  interpongan  contra  los 
procedimientos  de  las  Juntas  provinciales, 
escrutadoras  y  de  registro. 

5.o    Hacer    anualmente    en  el   Registro 
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electoral  del  departa meato,  las  correcciones 
y  enmiendas  á  que  dieren  lu^ar  las  nuevas 
inscripciones,  loa  cambios  ríe  domicilio,  in- 
habilidad  ó  pérdida  del  derecho  de  ciudada- 
ufa  ó  muerte  de  los  inscritos. 

6.0  Conservar  la  matrícula  de  toa  contri- 
buyentes deK  departamento,  que  debe  pasar- 
le  1«  Junta  nacional,  cada  vez  que  se  actúe  ó 
reforme  la  que  corresponde  á  dicho  depar- 
tamento. 

7S*  Remitir  A  cada  tina  de  las  Juntas  de 
Registro  provincial  la  matrícula  de  itas  con- 
tribuyentes que  lea  corresponde  ó  Isa  modifi- 
caciones que  ocurrieren,  tan  luego  corno  Ins 
reciban  de  la  Junta  nacional, 

8*°  Hacer  el  escrutinio  general  de  tas 
alecciones  "te  Senadores,  y  proclamarlas  y 
otorgarles  su  respectiva  credencia. 

título  vi 

DE  LAS  JUKTAU  ü||  aiCUlSTKO  PROVINCIALES 

ArL  22,  Oada  vez  que  el  Poder  Ejecuti- 
vo convoque  á  elecciones  generales,  que  será 
tres  meses  antes  de  la  fecha  en  que  deban 
verificarse,  la  Junta  nacional  procederá  in- 
mediatamente á  formar  una  lista  de  veinti- 
cinco contri  bu  y  entes  de  los  one  residan  en 
la  capital  de  cada  provincia,  por  orden  rigu- 
roso de  mayores  cuotas,  y  desi  guará,  por 
suerte,  de  entre  éstos.  Los  cinco  qne  deben 
onstítuir  Ihs  Jimias  provinciales 

Las  listas  á  que  este  artículo  ae  refiere 
íhs  formará  la  Junta  nacional,  en  vista  de 
las  matrículas  de  contribución,  que,  impre- 
sas, con  autorización  del  Ministro  de  Hacien- 
da, existirán  en  el  Ministerio  del  ramo  y  en 
el  Archivo  de  la  misma  Junta,  desde  que  hn- 
I dieren  sido  actuadas  y  aprobadas  conforme 
A  la  ley  de  la  materia. 

Las  enunciadas  listas  de  contribuyentes 
*e  publicarán,  junto  con  el  respectivo  sorteo, 
en  tos  periódicos  de  más  circulación,  á  fin  de 
que  se  pueda  reclamar  de  las  inexactitudes 
me  se  notaren, 

Si  el  número  de  contribuyentes  de  la  ca- 
pital de  una  provincia  fuese  menor  que  el 
de  veinticinco,  se  practicará  el  sorteo  entre 
los  que  hubiere. 

Art.  23,  El  sorteo  se  hará  poniendo  en  el 
ánfora  números  del  uno  al  veinticinco  inclu- 
sive, ó  al  qne  corresponda  al  número  de  con- 
tribuyentes que  estén  inscritos  en  b  lista,  y 
resultarán  designados  los  correspondientes 
á  los  cinco  primeros  números  que  se  ex- 
traigan. 

Art.  34.  El.  resultado  del  sorteo,  á  más  de 
publicarse  como  está  i nd tcado,  se  comunica* 
rá  A  los  designados,  ordenándoles  que  pro- 
redan,  desde  luego,  á  ejercer  las  funciones 
que  esta  ley  les  encomienda. 


Reunidos  los  ciudadanos  á  quienes  se  re- 
riere  este  artículo,  procederán  á  elegir  de 
entre  ellos  un  Presidente  y  un  ¿Secretario;  y 
una  vez  instalada  la  Junta ,  exhibirá  cada 
uno  de  loa  miembros  que  la  com punen,  los 
recibos  de  contribución  que  hubiesen  paga- 
do en  el  úitimo  semestre,  á  fin  de  que,  visa- 
dos recíprocamente  pnr  faodos  ellos,  se  remi- 
tan en  paquete  cerra» I ü  y  cer  Jileado,  por  el 
primer  correo, á  la  Junta  nacional,  para  com- 
probar que  suri  contribuyentes  efectivos  y 
puntuales. 

Si  la  Junta  nacional  no  recibiere  los  ante- 
dichos comprobantes,  cuando  más  por  el  se- 
gundo correo  que  se  despache,  del  lugar  de 
donde  deben  remitirse,  procederá  á  practi- 
car nuevo  sorteo  de  con  iri  huyen  tes  para  re- 
emplazar á  los  qne  no  acreditaren  el  requisi- 
to que  se  exige  en  la  fraguada  parte  de  este 
artículo. 

Art.  2G,  Sun  atribuciones  de  la  Junta 
provincial  de  registro; 

1 ,°  Elegir  h penas  instalada,  entre  Jos  ciu- 
dadanos de  cadn  distrito,  incluso  los  de  la 
capital  de  la  provincia,  tres  Delegados  pro- 
pietarios y  dos  suplentes  para  cada  uno  de 
diebos  distritos,  á  tin  de  que  se  encarguen 
de  recibir  las  solicitudes  de  inscripción  de 
los  ciudadanos  que  por  cualquier  motivo  no 
las  em regaren  directamente  á  la  Junta  pro* 
vinciaL 

2.°  Comunicar  A  los  referidos  Delegados 
el  nombramiento  que  se  les  baya  hechu,  ex- 
presándoles el  día  en  que  deban  principiar  á 
ejercer  sus  funciones,  y  exigiéndoles  que 
acusen  recibo  de  su  nombramiento  en  el  tér 
mino  de  la  distancia. 

3.°  Conservar  en  legajos  y  por  orden  al- 
fabético de  apellidos,  las  solicitudes  de  ins- 
cripción que  les  remitan  las  Delegaciones 
encargadas  de  su  recepción. 

4,°  Formar  el  Registro  eívicu  general  de 
la  provincia  en  vista  de  las  solicitudes  ante- 
dichas. 

5.°  Remitir  copia  auténtica  del  Registro* 
ya  formarlo,  á  la  Junta  electoral  de  departa- 
mento. 

6.°  Conservar  y  custodiar  el  registro  de 
la  provincia,  por  medio  de  un  presidente, 
para  remitirlo  á  la  Junta  escrutadora  de  la 
mienta  provincia,  en  la  fecha  señalada  en 
esta  ley. 

7,°  Comparar  loa  ejemplares  impresos 
del  registro  á  que  se  refere  el  inciso  ante- 
rior, que  les  remita  la  Junta  electoral  de  de- 
partamento, con  el  original  que  deben  tener 
en  su  poder,  y  distribuirlos,  con  hu  visto 
bueno,  en  número  suficiente,  entre  laa  Co- 
misiones receptoras  de  sufragios,  por  medio 
de  la  Junta  escrutadora  de  provincia. 

8rD     Distribuir  entre  los  ciudadanos  ins- 
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critos  en  el  Registro  los  títulos  de  elector 
que  les  envíe  la  Junta  electoral  de  departa 
mentó. 

9.°  Nombrar  las  Comisiones  receptoras 
de  sufragios,  con  sujeción  á  ésta  ley. 

10.  Nombrar  Comisiones  especiales  de 
una  ó  varias  personas  que  investiguen  ó  in- 
formen sobre  la  ^erdad  de  los  hechos  que 
se  aleguen  como  fundamento  de  las  recla- 
maciones que  se  presentaren  sobre  la  vali- 
dez ó  nulidad  de  los  actos  electorales. 

1 1.  Pedir,  siempre  que  fuere  necesario, 
para  los  esclarecimientos  á  que  se  contrae 
el  inciso  anterior,  informe  á  las  Autoridades 
políticas,  eclesiásticas,  municipales  y  judi- 
ciales de  la  provincia. 

12.  Nombrar  los  Delegados  que  les  co- 
rresponde para  la  formación  de  la  Junta 
electoral  de  departamento. 

TITULO  VII 

DK  LAS  DBLKOAG10NB8  DISTRITALES  DE  RKG18TK0 

Art.  26.  Reunidos  los  Delegados  nom- 
brados por  la  Junta  de  Registro  provincial, 
para  que  reciban  las  solicitudes  dé  inscrip- 
ción de  los  ciudadanos,  procederán  á  insta- 
larse, debiendo  ser  Presidente  el  primero 
de  los  nombrados,  Vocal  el  segundo  y  Se 
cretario  el  tercero;  y  se  encargarán: 

1  o  De  recibir  lae  solicitudes  de  inscrip- 
ción que  les  presenten  los  ciudadanos,  con 
los  requisitos  que  se  puntualizan  en  esta  ley 
para  la  formación  de  los  Registros. 

2.°  De  remitirlas  á  Las  Juntas  de  Regis- 
tros provinciales. 

Y  3.°  De  distribuir  los  títulos  electora- 
les qué  con  tal  objeto  reciban  de  la  enun- 
ciada Junta  provincial. 

TITULO  VIII 

DBL  RBUI8TRO  KI.BOTORAL 

Art.  27.  El  Registro  electoral  de  la  Re- 
pública es  el  libro  en  que  se  inscriben. por 
orden  alfabético  riguroso  de  apellidos,  los 
nombres  de  todos  los  peruanos  mayores  de 
veintiún  años  ó  casados,  aun  cuando  no  ha- 
yan llegado  á  dicha  edad,  que  lo  solicitaren, 
con  expresión  del  lugar  de  su  nacimiento, 
domicilio,  estado,  profesión  ó  ejercicio  y  la 
calidad  de  saber  leer  y  escribir. 

Art.  28.  La  inscripción  de  los  ciudada- 
nos se  hará  con  sujeción  á  los  modelos  que 
forme  la  Junta  electoral  nacional,  de  los 
cuales-  proveerá  á  los  funcionarios  encarga- 
dos de  hacer  los  Registros,  en  número  sufi- 
ciente para  cada  provincia. 

Art.  29.     Las  solicitudes  de  inscripción  se 

presentarán  personalmente,  en  papel  común 

-  conforme  ai  modelo  adjunto  á  esta  ley,  y  se- 


rán suscritas  de  puño  y  letra  del 
en  presencia  de  la  Comisión. 

Art.  30.  Los  ciudadanos  qae  por  no  resi- 
dir en  la  capital  de  la  provincia,  ó  por  cual- 
quier otro  motivo,  no  pudiesen  entregar  snt 
solicitudes  de  inscripción  directamente  i  U 
Junta  provincial,  las  presentarán  á  las  reí» 
pectivas  Comisiones,  á  fin  de  qae  éstas  la> 
eleven  á  la  Junta  dejando  constancia  de  ht 
Derlas  recibido  y  de  la  residencia  dei  recu- 
rrente. 

Art.  Si.  En  la  solicitud  de  inscripcita 
expresará  el  ciudadano  con  toda  claridad  sa 
nombre  y  apellido  y  el  de  sus  padres,  el  la- 
gar de  su  nacimiento,  su  domicilio  ó  local 
preciso  de  su  habitación,  su  profesión,  oficio 
ó  giro. 

Art.  32  Publicado  el  Registro  electoral 
de  la  República,  la  Junta  nacional  mandará 
imprimir  los  títulos  de  elector,  que  distribui- 
dos convenientemente  entre  los  ciudadano! 
inscritos,  por  medio  de  las  Juntas  de  Depar- 
tamento, de  provincia  y  de  las  Comisione* 
de  distrito  encargadas  del  Registro,  servirás, 
durante  un  periodo  de  cinco  años,  de  coas- 
probante  de  inscripción  y  del  derecho  de  su- 
fragio. 

Art.  33.  La  inscripción  en  el  Registro 
electoral  es  indispensable  para  ejercer  el  de- 
recho de  elegir  y  ser  elegido. 

Art.  34.  Las  alteraciones  ó  modificacio- 
nes que  ocurran  por  nuevas  inscripciooea, 
suspensión  ó  pérdida  de  derechos  políticos, 
variación  de  domicilio  ó  muerte,  se  remití  rio 
á  la  Junta  nacional  por  las  respectivas  Joii- 
tas  de  los  Registros  provinciales,  y  por  con- 
ducto de  la  Junta  electoral  de  departamento, 
con  los  datos  que  de  los  distritos  les  envíes 
los  Gobernadores,  las  municipalidades  y  los 
Jueces  de  primera  instancia;  ios  primero» 
respecto  de  las  variaciones  de  domicilio;  lai 
segundas  de  las  defunciones  ocurridas,  y  loa 
últimos  de  las  sentencias  ejecutoriadas  qae 
se  hubiesen  expedido  condenando  á  algáo 
ciudadano  á  suspensión  ó  pérdida  de  so? 
derechos  políticos. 

Art.  36.  La  inscripción  de  los  ciudadano* 
electores  será  permanente;  pero  el  30  de  Ju- 
nio de  cada  a  fio  cerrarán  el  libro  de  Registro 
de  las  Juntas  provinciales  y  remitirán  ont 
copia  certificada  de  las  inscripciones  hechas 
durante  dicho  a  fío  á  las  Juntas  electorales 
de  departamento,  á  fin  de  que  formen  con 
ellas  el  apéndice  del  Registro  departamen- 
tal, y  remitan  á  su  vez  copia  autorizada  de 
él  a  la  Junta  nacional,  para  que  ésta  organi- 
ce el  apéndice  general  del  Registro  de  la  Re- 
pública. 

Al  cerrar  los  libros  el  20  de  Junio,  abrirán 
las  Juntas  provinciales  otros  nuevos  para  los 
respectivos  apéndices,   y  á  cuyo  efecto  los 
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recibirán  oportunamente  de  la  Junta  na- 
cional. 

Arf.  36.  Tanto  el  libro  que  contenga  el 
Registro  electoral  de  la  República  como  los 
apéndices  anuales,  se  distribuirán  impresos 
entre  las  Juntas  de  registro  provinciales,  pa- 
ra ios  efectos  de  esta  ley;  y  además  se  man- 
dará que  se  pongan  ni  expendio,  en  número 
suficiente,  á  fin  de  colocarlos  al  alcance  de 
todos  los  ciudadanos. 

Art.  87.  Cada  cinco  años  se  hará  una 
nueva  edición  del  Registro  electoral  de  la 
República,  con  las  modificaciones  que  hayan 
ocurrido,  refundiendo  en  el  cuerpo  de  la 
obra  Jos  apéndices  formados  en  el  quinque- 
nio cumplido,  con  separación  de  departa- 
mentos, provincias  y  distritos. 

Art.  38.  Los  gastos  que  ocasione  la  for- 
mación del  Registro  y  su  publicación  serán 
abonados  por  el  Tesoro  nacional,  siendo  ne- 
cesaria su.  inclusión  en  el  Presupuesto  gene- 
ral de  la  República. 

TITULO  IX 

DB  LAS  JUNTAS   K80KUTAÜOKAS  l>B  PROVINCIA 

Art.  89.  Las  Juntas  escrutadoras  de  pro- 
vincia, que  residirán  en  la  capital  de  su  res- 
pectiva circunscripción,  se  compondrán  de 
cinco  miembros  que  representen  respectiva- 
mente los  cinco  grupos  en  que  se  clasifican 
los  ciudadanos  y  son  los  siguientes: 

1.°     Propietarios. 

2.°  Abogados,  Ingenieros,  Médicos,  Bo- 
ticarios, Profesores  y  Preceptores  de  instruc- 
ción, clérigos,  estudiantes  y  demás  indivi- 
duos de  profesiones  liberales. 

8.*     Agricultores  y  jornaleros. 

4  °     Comerciantes;  y  ' 

5.°  Manufactureros,  artesanos,  mineros 
y  demás  industriales. 

Art.  40.  Constituidos  así  los  grupos,  se 
reunirán  en  actos  distintos  y  procederán  á 
elegir  dos  representantes  por  cada  uno  de 
ellos,  en  votación  directa  ante  las  Comisio- 
nes receptoras  de  sufragios  de  las  capitales 
de  provincia;  las  que  comunicarán  el  resul- 
tado de  la  elección  á  la  respectiva  Junta*  de 
Registro  provincial,  acompañando  los  docu- 
mentos del  caso,  para  que  practique  la  regu- 
lación de  votos  y  haga  la  proclamación  de 
los  elegidos. 

Art.  41.  La  regulación  de  votos  y  procla- 
mación á  que  se  refiere  el  artículo  anterior, 
con  los  antecedentes  de  la  materia,  se  remiti- 
rán dentro  de  tercero  día  después  de  con- 
cluidos, aprovechando  el  primer  correo,  á 
!  la  Junta  nacional  y  por  conducto  de  la  Junta 
electoral  de  departamento,  á  fin  dé  que 
aquella  designe,  por  suerte,  de  entre  cada 
par  de  elegidos,  los  miembros  que  en  núme- 
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ro  de  cinco  deben  formar  la  Junta  escruta- 
dora de  cada  provincia. 

Los  antecedentes  á  que  este  artículo  s«  re- 
fiere se  mandarán  en  copias  certificadas, 
suscritas  por  todos  los  miembros  de  la  Junta 
provincial  de  Registro. 

Art.  42.  Si  en  alguna  provincia  no  exis 
tiese  organizado  alguno  de  los  cinco  grupos 
enunciados'  por  falta  de  personal  para  ello, 
se  dispondrá  que  la  elección  de  los  dos  re- 
presentantes que  correspondería  designar  la 
haga  el  grupo  más  numeroso  de  los  que  es- 
tén organizados,  y  si  faltasen  dos  grupos,  ha- 
rá la  elección  de  los  representantes  que  co- 
rresponderían al  segundo,  el  grupo  organi- 
zado que  por  su  número  siga  al  más  popu- 
loso. 

Ningún  ciudadano  puede  formar  parte  de 
dos  grupos,  aun  cuando  reúna  las  condicio- 
nes para  ello. 

Art.  43.  Una  vez  que  reciban  sus  nom- 
bramientos los  ciudadanos  designados  para 
formar  las  Juntas  escrutadoras,  se  instalarán 
éstas,  designando  por  elección  de  entre  ellos 
un  Presidente  y  un  Secretario. 

Los  partidos  políticos,  por  medio  de  su  re- 
presentante ó  Jefe,  en  la  capital  de  provin- 
cia, podrán  pedir  que  se  agregue  á  la  Junta 
un  adjunto,  con  v«>z  pero  sin  voto,  haciendo 
su  solicitud  por  escrito  en  papel  común;  to- 
do lo  cual  se  hará  constar  en  las  actas  co- 
rrespondientes, que  las  firmará  también  el 
adjunto  ó  adjuntos. 

Art.  44.  Son  atribuciones  de  la  Junta 
provincial  escrutadora  de  sufragios  las  si- 
guientes* 

l.o  Hacer  saber  al  público  el  hecho  de 
su.  instalación,  por  medio  de  carteles  y  pe- 
riódicos, donde  los  hayn,  expresando  su 
organización  y  la  circunstancia  de  estar 
expedita  para  llenar  las  atribuciones  de  su 
cargo. 

2.°  Hacer  el  escrutinio  y  regularizaron 
general  de  los  sufragios  emitidos  ante  las 
Comisiones  receptoras  de  su  dependencia, 
en  vista  de  los  votos  y  de  los  escrutinios 
parciales  que  éstas  les  envíen. 

8  o  Averiguar  si  los  elegidos  tienen  las 
calidades  y  requisitos  exigidos  por  la  ley. 

4.°  Hacer  publicar  por  carteles  y  perió- 
dicos, donóle  los  haya,  el  escrutinio  y  regula- 
ción de  los  votos  de  la  provincia  donde  eier- 
cen  sus  funciones. 

6.o  Oir  y  resolver  las  reclamaciones  que 
se  les  presentare  dentro  de  segundo  día,  con 
más  el  término  de  la  distancia,  contra  los 
procedimientos  de  las  Comisiones  recepto- 
ras de  sufragios,  por  alteración,  omisión,  su- 
plantación ó  cualesquiera  otras  irregularida- 
des ó  fraudes  cometidos  en  el  escrutinio  de 
los  sufragios. 
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6.°  Resolver  las  reclamaciones  relativas 
á  tachas  de  los  elegidos  ó  de  los  electores, 
como  Tribunales  de  primera  instancia. 

7.°  Mandar  que  se  rehagan  las  elecciones 
que  adolezcan  de  vicios  que  impliquen  nuli- 
dad, previa  declaración  de  ésta. 

8.°  Qacer  la  proclamación  de  los  elegi- 
dos, cuando  se  hubieran  declarado  legales 
las  elecciones. 

Art.  45.  Esta  proclamación  se  hará  cuan- 
do la  elección  fuese  para  Diputado;  pero  si 
fuese  para  cargo  departamental  ó  nacional, 
como  Senadores  ó  Presidente  ó  Vicepresi- 
dentes de  la  República,  la  Junta  escrutadora 
de  provincia  se  limitará  á  dejar  constancia 
del  número  de  votos  emitidos  en  la  provin- 
cia por  cada  candidato,  según  el  escrutinio 
y  regulación  general  que  hubiese  practicado, 
enviando  las  copias  de  las  respectivas  actas 
á  la  Junta  departamental  si  se  trata  de  Se- 
nadores, y'á  la  Secretaría  del  Congreso,  por 
conducto  de  la  electoral  de  departamento, 
si  se  trata  de  Presidente  y  Vicepresidentes 
de  la  República. 

TITULO  X      ' 

DK  LAS  OOM1810NIC8  RBCBPTORA8   DK   SUFRAGIOS 

Art.  46.  Las  Comisiones  receptoras  de 
sufragios  á  que  se  refiere  el  inciso  9.°  del  ar- 
ticulo 25  serán  designadas  por  elección  por 
las  Juntas  de  Registros  provinciales,  y  las 
formarán  tres  vecinos  de  la  respectiva  cir- 
cunscripción territorial  á  razón  de  una  Co- 
misión por  cada  250  votantes  ó  fracción  de 
los  inscritos  en  el  Registro. 

£1  primero  de  los  designados  será  Presi- 
dente de  la  Comisión,  Vocal  el  segundo  y  el 
último  el  Secretario. 

£1  nombramiento  de  estas  Comisiones  se 
hará  para  los  efectos  del  art.  40,  y  para  las 
demás  elecciones,  siempre  que  haya  de  ve- 
rificarlas según  esta  ley. 

Art.  47.  sLa  designación  de  las  Comisio- 
nes receptoras  de  sufragios  se  hará  saber  al 
público  por  medio  de  carteles  y  periódicos, 
donde  los  hubiese,  en  la  capital  de  la  pro- 
vincia y  en  todos  los  distritos. 

Estas  á  sn  vez  anunciarán  su  instalación 
y  el  día  en  que  principiarán  á  ejercer  sus 
funciones,  así  como  los  cargos  4  que  debe 
contraerse  la  elección  conforme  á  la  convo- 
catoria general  hecha  de  antemano. 

Art.  48.  La  emisión  de  sufragios  se  efec- 
tuará en  toda  elección,  conforme  á  lo  pres- 
cito en  ios  artículos  56  y  siguientes. 

Art.  49.  Las  Comisiones  receptoras  de 
sufragios  harán  el  escrutinio  general  ele  los 
votos  que  hubiesen  recibido  de  los  grupos  á 
que  se  refiere  el  artículo  40  y  mandarán  co- 
pia certificada  de  las  actas  y  regulación  á  la 


Junta  provincial  de  registro  para  los  efectos 
del  artículo  41 ,  y  el  escrutinio  y  copia  de  lia 
actas  de  elecciones  generales  á  las  Juntas 
escrutadoras  de  provincia,  para  el  efecto  del 
artículo  45. 

TITULO  XI 

DBL  MODO  DI  HAOKB  LAS  KLBCCIOOTB 

Art.  50.  £110  de  Mayo  del  año  en  qo? 
deban  efectuarse  las  elecciones  de  Presides: 
te  y  Vicepresidente  de  la  República  y  de 
Representantes  al  Congreso,  ó  para  estas 
últimos  solamente,  celebrarán  ana  sesk» 
las  Juntas  de  registro  provinciales,  en  la  que, 
con  vista  de  los  Registros  electorales  de  ca- 
da uno  de  los  distritos,  principiando  por  la 
de  la  capital,  distribuirán  á  loa  ciudadanoa 
en  grupos  de  250,  siguiendo  el  orden  nua*- 
rico  del  Registro,  y  designarán  tantas  O 
misiones  receptoras  de  sufragio*  enasto 
grupos  de  250  ciudadanos  haya  en  los  res- 
pectivos distritos. 

Si  el  número  de  votantes  de  un  distrito 
fuese  menor,  se  nombrará  una  Comisión  re- 
ceptora para  él,  así  como  para  el  caso  qw 
hubiese  fracción  sobre  el  número  de  los  an- 
tedichos grupos. 

Art.  51.  Los  Presidentes  de  laa  Juntas 
provinciales  comunicarán  inmediatamectr 
su  nombramiento  á  los  miembros  de  dicha* 
Comisiones  receptoras  y  lea  remitirán  os 
ejemplar. del  Registro  electoral  de!  distrito, 
indicándoles  el  número  de  grupos  electon- 
les  que  hubieren  resultado  en  él. 

En  la  misma  comunicación  se  expresara 
el  lugar  de  la  capital  del  distrito  en  qne  haa 
de  funcionar  las  Comisiones  receptoras,  y 
se  indicará  además  cuáles  son  loe  fancioaa- 
rios  que  deben  elegirse. 

Art.  52.  El  20  de  Mayo,  los  Presidenta 
de  las  Comisiones  receptoras  anunciaría 
]>or  carteles  que  figuren  en  los  lagares  mí» 
públicos  de  sus  distritos  y  por  aviso  en  loa 
periódicos,  donde  los  hubiere,  que  el  25  del 
mes  de  Mayo  se  instalarán  las  Comisione* 
receptoras  para  recibir  loa  sufragios  de  lea 
ciudadanos  en  los  lugares  de  antemano  de- 
signados. 

En  cada  uno  de  esos  carteles  y  aviaos  se 
insertarán  los  nombres  del  grupo  de  ciuda- 
danos correspondiente  á  cada  nna  de  las  Co- 
misiones receptoras,  indicándose  el  logar 
en  que  esas  Comisiones  deban  ejercer  aoa 
funciones. 

Art,  58.  Instaladas  las  Comisiones  recep- 
toras en  los  lugares  referidos  á  la  una  de  i* 
tarde  del  día  25  de  Mayo  empezarán  i 
desempeñar  su  cometido,  continuando  en  loa 
seis  días  posteriores  cuando  más. 
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Los  sufragios  se  recibirán  en  la  forma 
prescrita  por  esta  ley. 

Art.  54.  La  votación  para  Diputados  pro- 
pietarios y  suplentes,  que  se  hará  en  una 
sola  cédula,  concluirá  en  dos  días  á  lo  más, 
aunque  no  hubiesen  sufragado  todos  los  ciu- 
dadanos comprendidos  en  el  grupo  respecti- 
vo. La  misma  regla  se  observará  tratándose 
<\e  Senadores  propietarios  y  suplentes  y  de 
Presidente  y  Vicepresidentes  de  la  Repú- 
blica. 

Art.  55.  Los  partidos  políticos  debida- 
mente organizados  tienen  derecho  de  nom- 
brar adjuntos,  con  voz  pero  sin  voto. 

Art.  66.  Los  ciudadanos  sufragarán  de 
uno  eu  uno,  en  el  mismo  orden  en  que  se 
presenten  ante  sn  respectiva  Comisión  re- 
ceptora. 

Art.  57.  Todo  voto  se  emitirá  en  dos  cé- 
dulas perfectamente  iguales,  que  llevarán 
el  número  de  la  boleta  de  inscripción  del  su- 
fragante, ó  sea  el  mismo  que  á  éste  corres- 
ponda en  el  Registro  electoral,  y  en  dichas 
cédulas  se  designará  el  nombre  y  cargo  del 
elegido  .ó  elegidos  y  la  fecha  del  voto. 

Art.  58.  Las  cédalas  del  voto  pueden  ser 
impresas  y  los  votantes  poner  en  ellas  las 
contraseñas  ó  marcas  que  creyeran  conve- 
niente para  la  oportuna  identificación  de  sus 
sufragios. 

Art.  59.  Una  de  las  cédulas,  firmada  por 
■el  Presidente  de  la  Comisión  receptora,  será 
inmediatamente  devuelta  al  votante;  y  la 
otra,  firmada  por  éste,  quedará  en  poder  de 
la  Comisión,  como  comprobante  del  sufragio. 

Art.  60.  Firmada  por  el  votante  la  cédu- 
la que  debe  dejar  en  poder  de  la  Comisión, 
se  hará  por  los  miembros  de  ésta,  si  fuere  ne- 
cesario, un  cotejo  , entre  la  nueva  firma  y  la 
<]ue  debe  existir  en  el  título  deí  votante. 

Si  resultaren  desiguales  las  firmas,  se  ano- 
tará tal  circunstancia  en  el  voto  y  en  el  acta 
respectiva  y  se  dará  cuenta  del  becbo  á  la 
Junta  escrutadora. 

Art.  6L  Cerrada  la  votación  diaria  á  las 
cuatro  de  la  tarde,  las  Comisiones  receptoras 
procederán  á  hacer  el  escrutinio,  extende 
rán  la  correspondiente  acta,  expresando  los 
nombres  de  los  sufragantes  y  el  número  de 
votos  obtenidos  por  cada  uno  de  los  electos 
y  detallando  en  la  referida  acta  todas  las 
circunstancias  ocurridas  en  la  votación. 

Del  escrutinio  de  cada  día  se  sacará  una 
copia  que  firmarán  los  miembros  de  las  Co- 
misiones receptoras  y  la  harán  fijar  en  un 
lugar  público,  insertándola  además  en  los 
periódicos,  si. los  hubiere. 

Art.  62.  Cualquier  ciudadano  podrá  recla- 
mar en  la  forma  y  términos  establecidos  en 
•esta  ley,  de  la  inexactitud  del  escrutinio. 

Art.  63.     La  Comisión  receptora  de  sufra- 


gios admitirá  la  reclamación,  si  le  fuere  be* 
cha  dentro  de  las  veinticuatro  horas  siguien- 
tes á  la  publicación  del  escrutinio;  y  si  no  la  * 
encontrare  legal  la  elevará  á  la  Junta  escru- 
tadora de  provincia,  con  su  informe  y  los 
antecedentes  de  la  materia. 

Art.  64.  La  remisión  de  los  documentos 
A  que  se. refiere  el  artículo  anterior  se  hará 
en  paquetes  cerrados  y  sellados,  bajo  certi- 
ficación de  la  oficina  de  correos  ó  por  con- 
ducto particular  que  ofrezca  garantías;  de- 
biendo reclamar  la  Comisión  receptora  el 
respectivo  acuse  de  recibo. 

Art.  65.     Una  vez  querías  Juntas  reciban 
los  paquetes   enviados  por  las  Comisiones 
receptoras  de  sufragios,  examinarán  el  caso    . 
y  fallarán  lo  que  fuere  de  justicia. 

Art.  66.  Si  la  elección  no  diere  lugar  á 
reclamación  alguna,  se  hará  el  escrutinio  y 
regulación  general  de  los  sufragios  emitidos 
por  la  provincia,  computando  (os  votos  reci- 
bidos por  cada  una  de  las  Comisiones  recep- 
toras. 

Art.  67.  Terminado*  el  examen  á  que  se 
refiere  el  artículo  anterior,  se  resolverá  so- 
bre la  validez  ó  nulidad  de  la  elección  por 
mayoría  absoluta  da  votos. 

Si  se  declara  haber  nulidad  por  haber 
incurrido  en  las  faltas  ú  omisiones  previstas 
en  el  art.  08,  se  pasará  inmediatamente  oficio 
al  Juez  de  primera  instancia  de  la  provincia, 
á  fin  de  que  instaure  contra  los  culpables  el 
correspondiente  juicio  criminal. 

Si  la  nulidad  afectare  á  un  número  de  vo- 
tos superior  al  de  la  mayoría  absoluta  que  en 
la  provincia  se  hubiesen  emitido,  se  manda- 
rá practicar  nueva  elección  ante  las  Comi- 
siones que  hubiesen  dado  origen  á  la  nuli-' 
dad;  pero  si  del  cómputo  general  resultase 
mayoría  absoluta,  debidamente  obtenida,  no 
habrá  necesidad  de  renovar  las  elecciones 
parciales  que  se  declararen  nulas. 

Art.  68.  La  votación  será  pública,  y  no 
votará  el  Presidente  sino  en  caso  de  empate. 

Art.  69.  Si  no  se  pudiese  terminar  en  el 
primer  día  la  calificación  de  todas  las  elec- 
ciones practicadas,  se  continuará  en  los  si- 
guientes hasta  su  conclusión. 

Si  terminado  el  examen  de  las  elecciones 
antedichas  no  hubiere  reclamación  alguna, 
los  Secretarios  presentarán,  dentro  de  vein- 
ticuatro horas,  la  regulación  general  de  los 
votos  obtenidos  por  los  diversos  candidatos 
para  cada  uno  de  los  cargos  que  se  indiquen 
en  la  convocatoria  á  elecciones. 

Art.  70.  Aprobada  la  regulación  de  los 
sufragios  emitidos,  se  la  publicará,  durante 
tres  días,  por  carteles  fijados  en  los  lugares 
más  públicos  de  la  capital  de  provincia,  y 
por  periódicos,  donde  los  hubiere. 

Art.  71.     Vencidos  los  tres  días  sin  que 
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se  entable  reclamación  alguna  contra  los 
procedimientos  de  la  Junta  escrutadora,  se 
proclamará  al  Diputado  ó  Diputados  propie- 
tarios y  suplentes,  teniéndose  por  tales  á 
quienes  hubiesen  obtenido  la  mayoría  de  los 
votos  emitidos. 

Art.  72.  Si  dos  ó  más  candidatos  á  la 
Diputación  obtuviesen  igual  número  de  vo- 
tos» decidirá  la  suerte. 

Art.  73.  Hecha  la  proclamación  de  los 
elegidos  se  les  entregará,  con  su  respectiva 
credencial,  copia  certificada  del  acta  tí  nal 
del  escrutinio  y  proclamación  de  su  elección, 
sin  perjuicio  de  pablicar  el  resultado  por 
carteles  y  por  periódicos  si  los  hubiere. 

Art.  74.  Si  se  reclamare  de  las  resolu- 
ciones de  la  Junta  escrutadora,  ante  la  Jun- 
ta electoral  del  departamento,  pedirá  ésta 
los  antecedentes  á  fin  de  compulsarlos  con 
las  razones  expuestas  por  los  reclamantes, 
y  fallará  sobre  la  validez  ó  nulidad  de  las 
elecciones. 

Art.  75.  Pronunciada  la  decisión  de  la 
Junta  electoral  de  Departamento, devolverá 
los  antecedentes  á  la  Junta  de  su  proceden- 
cia, comunicándole  la  confirmatoria  de  su 
fallo  ó  la  revocatoria,  á  fin  de  que  mande 
hacer  nuevas  elecciones  si  se  las  hubiere 
declarado  nulas. 

Art.  76.  La  proclamación  de  Diputados 
propietarios  y  suplentes,  hecha  conforme  á 
los  artículos  anteriores,  será  definitiva  y  no 
podrá  ser  observada  por  ninguno  de  los  po- 
deres públicos. 

Art.  77.  Tratándose  de  la  elección  de  Se- 
nadores propietarios  y  suplentes,  fas  Juntas 
escrutadoras  de  provincia  harán  el  escruti- 
nio y  regulación  de  los  votos  que  se  hubie 
ren  emitido  en  dicha  provincia,  de  confor 
midad  con  los  artículos  44  y  45. 

Si  á  juicio  de  estas  Juntas  son  correctas 
las  elecciones  practicadas  y  no  hubiere  recla- 
mación alguna,  procederán  á  remitir  copias 
de  las  actas  del  escrutinio  y  regulación  prac- 
ticadas, á  la  Junta  electoral  de  departamen- 
to para  los  efectos  de  esta  ley. 

Art.  78.  La  Junta  electoral  de  departa- 
mento hará  el  escrutinio  y  regulación  gene- 
ral de  los  votos  alcanzados,  conforme  á  la 
ley,  en  las  diferentes  provincias  del  depar- 
tamento; y,  una  vez  decidida  la  legalidad  de 
las  elecciones,  proclamará  á  los  Senadores 
propietarios  y  suplentes  que  tuviesen  la  ma- 
yoría de  votos,  observándose  para  estos  ca- 
sos todas  las  reglas  prescritas  para  la  elec- 
ción de  Diputados. 

Art.  79.  Las  Juntas  escrutadoras  de  pro- 
vincia comunicarán  la  proclamación  de  Di- 
putados, por  conducto  de  la  Junta  electoral 
de  departamento,  al  Prefecto  y  al  Ministro 
-de  Gobierno  y  ala  Cátnfera  respectiva,  remi- 


tiéndoles copias  de  las  actas  finales  del  es- 
crutinio y  proclamación. 

Iguai  cosa  harán  las  Juntas  electorales  ie 
departamento  respecto  de  los  Senadores  qa 
proclamasen. 

Ait.  80.  Guardo  se  haga  la  elei-ción  i* 
Presidente  y  Vicepresidentes  de  la  Repcbb- 
ca,  las  Juntas  escrutadoras  de  provincia  pro- 
cederán en  todo  sujetándose  á  las  rt¿\u 
establecidas  para  la  elección  de    Diputaos 

Si  después  de  observarse  todos  los  trtii> 
tes  indicados  en  el  articulo  anterior,  resti- 
ren correctas  las  elecciones,  las  Jautas  «■ 
crutadoras  de  provincia  remitirán  copiase 
las  respectivas  actas,  autorizada»  por  U-át 
los  miembros  de  dichas  Juntas,  en  psqnet? 
cerrado,  sellado  y  certificado,  á  la  Sebea- 
ría del  Congreso,  y  comunicarán  el  rebulli- 
do de  la  elección  al  Prefecto  del  depara 
mentó,  al  Ministro  de  Gobierno  y  á  r¿ds 
lino  de  los  elegidos,  euviándoles  copia  certi- 
ficada de  las  actas  finales. 

TITULO  XII 

1»K  LA  INCORPORACIÓN  DK  1  OS  KaCPRB3KSTA»Tf* 
T  PKOUl.AM ACIÓN  DE  f KKM1DKKTK  Y  YirtP&I- 
SIUBNTKS  i»K  I.A  K «PÚBLICA 

Art.  81.  Instaladas  las  Juntas  prepárala 
rías  de  la  Legislatura  ordinaria,  los  reprewL- 
ta ntes  elegidos  entregarán  en  la  Serretotru 
de  su  respectiva  Cámara,  con  el  oficio  no 
rrespondiente,  la  credencial  que  jnstifiqaesa 
elección,  previo  recibo. 

De  esa  credencial  se  dará  cuenta  t-n  ,i 
sesión  inmediata,  junto  con  las  copias  refe- 
rentes al  objeto  enviadas  por  la  Jauta  uüc 
hizo  la  proclamación,  y  será  inuiediatameüte 
incorporado- el  elegido. 

Art.  82.  Para  el  cumplimiento  del  artúa- 
!o  81  de  la  Constitución,  el  Congreso  elegirá 
por  mayoría  absoluta  una  Comisión  rei- 
dora de  votos  y  cómputo  electoral,  rxnupies 
ta  de  dos  Senadores  y  tres  Diputados.  Vm 
esta  elección  se  votará  por  un  solo  Senai* 
y  dos  Diputados  que  necesitan  la  niay«<rá 
absoluta;  el  segundo  Senador  y  tercer  li- 
tado serán  los  que  hubiesen  obtenido  e!  &> 
césit. 

La  Comisión  indicada  liara  el  escrutinio 
general  de  votos  que  para  Presidente  y  Vi- 
cepresidentes de  la  República  se  hubiera 
emitido  en  las  provincias,  tomando  por  ti* 
las  copias  enviadas  al  Congreso  por  las  ¿ar- 
tas escrutadoras. 

Art.  83.  Sometido  el  dictamen  de  la  Co- 
misión al  Congreso,  lo  discutirá  y  resolvenu 
procediendo  en  seguida  á  la  proclamad 
de  los  elegidos,  conforme  á  la  Constitaeicu 
del  Estado. 


P6RÚ  —  l.tCY  ORGÁNICA  DK  ■LKC0IONK9  POPUuARJCS 


485 


TITULO  XIII 

DK  LAS  INFRACCIONES  DK  KSTA  i.KY 

Art.  84.  Las  autoridades  políticas  están 
-obligadas  á  poner  á  disposición  de  las  Co- 
misiones receptoras  de  sufragios,  de  las 
J tintas  de  registro  y  de  la  electoral  de  de- 
partamento, ia  fuerza  necesaria  para  mante- 
ner el  orden  y  hacer  respetar  la  autoridad 
de  loa  funcionarios  electorales.     . 

Para  los  efectos  de  este  articulo,  tanto  las 
Comisiones  receptoras  como  las  Juntas  de 
registro  y  escrutadoras  cuidarán  de  partici- 
par sa  instalación  á  la  autoridad  política, 
provincial  ó  distrital. 

Art.  85.  Las  autoridades  políticas  no  po- 
drán intervenir  por  ningún  motivo  en  los 
actos  electorales.  Los  Prefectos,  Subprefec- 
tos  y  Gobernadores  y  sus  subalternos  que 
de  alguna  manera  contravengan  á  esta  dis- 
posición ó  coarten  la  libertad  del  sufragio, 
serán  sometidos  ajuicio  y  castigados  con  la 
pena  de  cárcel  en  cuarto  grado. 

Art.  86.  Sufrirán  la  pena  de  destitución 
é  inhabilitación  en  tercer  grado  las  autori- 
dades políticas  que  negaren  su  protección  y 
el  apoyo  de  la  fuerza  pública  á  las  Juntas 
provinciales.  Delegaciones  de  registro  distri- 
tales, Comisiones  receptoras  de  sufragios  y 
Juntas  escrutadoras  de  provincia.  A  la  mis 
ma  pena  se  harán  acreedores  las  que  no  die . 
ran  curso  ó  pusieren  impedimento  á  la  re- 
misión de  las  actas  y  demás  documentos 
electorales,  y  los  administradores  y  emplea- 
dos de  Correos  q;se  intercepten  ó  no  den 
curso  á  las  comunicaciones  y  paquetes  de 
que  trata  esta  ley. 

Art.  87.  Los  que  se  inscriban  con  nom- 
bres ó  datos  falsos,  se  presenten  á  votar  con 
nombre  supuesto  ó  voten  ante  inris  de  una 
Comisión,  serán  sometidos  á  juicio  v  pena- 
dos con  multa  de  20  á  60  soles  ó  prisión  de 
tres  á  seis  meses. 

Aft.  88.  Los  miembros  de  la  minoría  de 
las  Juntas  provinciales.  Delegaciones  distri- 
tales de  registro,  Comisiones  receptoras  de 
sufragios  y  Juntas  escrutadoras  ó  de  depar- 
tamento que  se  separen  para  funcionar  in- 
dependientemente de  la.  mayoría,  Berán 
también  sometidos  ajuicio  y  castigados  con 
la  pena  de  cárcel  en  cuarto  grado. 

Art.  89.  Los  miembros  de  Cuerpos  elec- 
torales, cualesquiera  que.  fuesen,  que  incu- 
rrieren en  el  delito  de  suplantación,  sufrirán 
la  pena  de  cárcel  en  quinto  grado. 

Art.  90.  Los  miembros  de  las  Juntas  de- 
partamentales que  incurrieren  en  los  delitOB 
penados  por  esta  ley,  serán  acusados,  por 
acción  popular,  ante  la  Corte  superior  del 
jespectivo  distrito  judicial,)'  serán  penados, 


en  caso  de  delincuencia,  con  arresto  mayor 
en  primero  ó  segundo  grado,  ó  multa  de  60 
á  100  soles.       x 

Lo  mismo  se  prescribe  respecto  de,  las  in- 
fracciones que  cometieren  los  funcionarios 
del  Registro   provincial  y  de   las  elecciones. 

Art.  91.  Los  delitos  que  consistieren  en 
negar  injustamente  los  títulos  de  sufragio, 
recibir  los  votos  ó  tramitar  y  resolver  Isa 
reclamaciones  que  se  entablasen  ante  los 
funcionarios  que  intervienen  en  los  actos 
electorales,  serán  penados  con  multas  de  60 
á  100  soles,  ó  encarcelamiento  de  diez  días 
á  tres  meses  por  fallo  de  los  Jueces  de  pri* 
mera  instancia. 

Art.  92.  La  falta  de  concurrencia  de  los 
miembros  de  cualquiera  Delegación  ó  Junta, 
sin  motivo  comprobado,  será  multada  con 
100  soles,  administrativamente,  sin  perjuicio 
de  ser  competidos  los'  inasistentes  á  cum- 
plir su  deber  por  medio  de  la  autoridad  po- 
lítica, á  quien  se  dirigirán  para  el  efecto  los 
miembros  concurrentes. 

Art.  98.  Los  que  provocaren  desórdenes 
que  impidieren  la  libertad  del  sufragio  ó 
formaran  tumultos  con  armas,  palos  ó  cual 
qnier  otro  medio  agresivo  en  los  lugares  en 
donde  funcionen  las  Juntas  electorales  ó  sus 
respectivas  Comisiones,  serán  sometidos  á 
juicio  y  penados,  en  caso  de  condenatoria, 
con  multa  de  60  á  600  soles  ó  prisión  de 
quince  días  á  seis  meses,  con  la  accesoria  de 
quedar  privados  durante  dos  años  del  ejer- 
cicio del  sufragio,  sin  perjuicio  de  aplicár- 
seles también  la  pena  que  en  el  Código  pe- 
nal se  señala  por  los  delitos  comunes  á  que 
dieran  origen  los  indicados  desórdenes. 

Art.  94.  Las  multas  de  que  habla  este  ti- 
tulo, que  no  estén  comprendidas  entre  las 
penas  judiciales,  serán  aplicadas  por  los  Pre- 
sidentes de  las  Juntas  de  Registro  provin- 
ciales, las  escrutadoras  ó  electoral  de  depar- 
tamento, según  los  casos,  y  se  harán  efecti- 
vas por  la  autoridad  política,  á  beneficio  de 
las  rentas  municipales  destinadas  á  la  ins- 
trucción primaria.  % 

Art.  95.  Las  faltas  ó  delitos  contra  la  li- 
bertad del  sufragio  ó  contra  los  funcionarios 
electorales  producen  acción  popular. 

Art.  96.  Cualquier  ciudadano  tiene  dere- 
cho de  quejarse,  por  escrito,  y  en  papel  co- 
mún, de  los  procedimientos  ilegales  de  las 
Delegaciones  de  distrito  que  intervengan  en 
el  Registro,  ó  de  las  Comisiones  receptoras 
de  sufragios,  ante  ellas  mismas;  y  si  la  re- 
clamación no  fuese  atendida,  ó  fallada  con- 
tra la  ley,  se  elevará  la  queja  ante  la  Junta 
de  Registro  provincial  ó  ante  la  escrutadora, 
respectivamente,  y  lo  que  éstas  resol  vieren 
pondrá  término  al  incidente. 

Art.  97.     De  los  procedimientos  ilegales 
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de  las  «Tontas  de  registros  provinciales  "ó 
escrutadoras,  podrá  reclamar  cualquier  ciu- 
dadano ante  ellas  mismas,  y  si  no  fueren 
atendidas  las  reclamaciones,  ocurrirán  en  vía 
de  queja  á  la  Junta  electoral  de  departamen- 
to, cuyo  fallo  pondrá  término  definitivo  á  to- 
da reclamación. 

Art  96.  Para  que  las  elecciones  se  anu- 
len por  causa  de  las  reclamaciones  antedi- 
chas, será  necesario  que  se  formulen  dentro 
del  tórminu  de  ocho  días,  y  de  que  se  pruebe 
que  se  practicarán  con  algunos  de  los  vicios 
siguientes: 

1.°  Que  el  sufragio  se  hubiese  emitido 
ante  Comisiones  receptoras  compuestas  de 
personas  no  designadas  conforme  á  las  pres- 
cripciones de  esta  ley. 

2.°  Que  hubiesen  sufragado  personas  in- 
hábiles, ó  que  carecían  de  boletas  de  inscrip- 
ción, siempre  que  el  número  de  éstas  forme 
más  de  la  tercera  parte  de  los  sufragios  que 
á  la  provincia  correspondan. 

3.°  Que  no  se  hubiese  observado  en  el 
acto  del  sufragio  las  prescripciones  de  esta 
ley  en  cuanto  á  la  forma  del  voto  y  rituali- 
dades de  su  emisión. 

4.°  Que  no  hubiesen  concurrido  al  es- 
crutinio de  las  Comisiones  receptoras  de  su- 
fragio, Juntas  escrutadoras  de  provincia  ó 
.Tuntas  de  departamento,  fa  mayoría  absolu 
ta  de  los  miembros  de  ellas. 

6  °  Que  no  se  hubiesen  tomado  en  con- 
sideración por  las  Juntas  de  f  egistro  ó  es- 
crutadoras, las  reclamaciones  presentadas 
oportunamente  por  cualquier  ciudadano,  por 
las  irregularidades  ó  contravenciones  de  es- 
ta ley  en  cualquiera  de  los  actos  en  que  hu- 
bieran intervenido. 

6.°  Que  las  personas  elegidas  carezcan 
de  los  requisitos  exigidos  por  la  Constitución 
para  el  ejercicio  del  cargo  á  que  la  elección 
se  refiera;  entendiéndose  que  en  este  caso  la 
nulidad  no  podrá  afectar  sino  á  las  personas 
qne  no  reúnan  esos  requisitos. 

7  °  Que  se  hubiere  adulterado  ó  suplan- 
tado la  elección.      * 

8.°  Que  no  hubiesen  funcionado  las  Co- 
misiones ó  Juntas  electorales  en  el  tiempo 
y    modo  preceptuado  en  esta  ley. 

Art.  99.  Si  los  vicios  anotados  en  los  in- 
cisos del  artículo  anterior  afectaran  los  pro- 
cedimientos de  las  Juntas  escrutadoras  de 
provincia,  se  declarará  nula  la  elección  to- 
tal, v  se  mandará  practicar  nueva  elección. 

Si  las  elecciones  declaradas  válidas  die- 
ran un  número  de  votos  igual  ó  mayor  que 
el  de  la  mayoría  absoluta  de  los  que  á  la  pro 
vincia  corresponde,  de  tal  manera  que  las 
.  elecciones  anuladas  no  afectasen  al  resulta- 
do de  la  elección,  cualquiera  que  fuere  el 
personal  que  se  eligiese,  no  se  mandarán  re- 


novar las  elecciones  declaradas  nulas:  peres 
loa  votos  legales  se  hubieren  dividido  estre 
varios  candidatos,  de  tal  modo  que  ningw 
de  ellos  alcanzase  la  mayoría  absoluta.» 
mandarán  renovar  las  elecciones  anuladas  r. 
con  su  resultado,  se  hará  el  escrutinio  j  k 
proclamación  de  los  elegidos. 

Art.  1 00.  Las  reclamaciones  no  compreu- 
didas  en  el  artículo  98,  anteas  que  püefci 
anular  una  elección,  no  producirán  más  efo**- 
to  que  el  d%  enmendar  el  esceso,  la  otuisiot 
ó  el  error  en  que  se  hubiese  incurrido,  ye 
de  imponer  á  los  culpables  las  penas  de**r- 
minadas  por  esta  ley. 

TITULO  XIV 

U18P08IC10NKS   6EHKBALB8 

Art.  101.  Los  gastos  por  las  pnhüctS- 
nea,  los  útiles  de  escritorio  y  demás  que  oa 
sionen  la  formación  de  los  Registros  y  ls» 
elecciones,  serán  de  cuenta  del  Tesoro  ra- 
cional, á  cuyo  efecto  se  incluirá  la  correado 
diente  partiera  en  el  Presupuesto  general  de- 
la  República. 

Art.  10$.  En  ningún  acta  ni  copia  hita 
enméndaturas  ni  borraduras;  pero  si  no  se 
hubiera  podido  evitarlas,  se  salvarán  al  p;t. 

Art.  103.  Los  partidos  políticos  tieiif- 
derecho  de  pedir  A  cualquiera  de  las  Jnntu 
electorales  la  admisión  de  un  adjunto  qr^ 
presencie  sus  actos,  los  cuales  tendrán  vr? 
pero  no  voto,  en  la«  deliberaciones  de  ht 
Juntas;  pero  sí  firmarán  las  actas,  pudienk 
exigir  que  en  ellas  se  haga  constar  maleí 
quiera  circunstancias  que  hubiesen  o«*urri«V 
y  qne  tengan  relación  con  los  intereses  qnr 
representen. 

Art.  104.  Las  Juntas  de  Registro  provin- 
ciales, escrutadoras,  la  electoral  de  dep.rtt- 
mentó,  y  las  Comisiones  de  sn  dependen- 
cia, procederán  á  ejercer  sus  funciones,  «? 
el  tiempo  y  modo  señalados  por  esta  ley 
así  como  la  Junta  nacional,  con  convócate 
ria  del  Ejecutivo  ó  sin  ella,  bajo  !»s  peutf 
que  se  puntualizan  en  el  título  córrese- 
diente. 

La  inscripción  en  los  Registros  se  ensper- 
derá  absolutamente  dos  meses  antes  tle !s* 
elecciones  generales  en  toda  la  República,  r 
si  sólo  se  trata  de  la  elección  de  Di  putadoi 
ó  Senadores  cuyos  puestos  vaquen,  la  sus- 
pensión se  limitará  á  las  provincias  dooi? 
deban  tener  kigar  las  elecciones. 

Art.  105.  La  Junta  electoral  nacional 
hará  los  formularios  para  el  Registro  y  ¡tf 
elecciones,  en  conformidad  con  esta  ley,  y 
los  distribuirá,  en  número  suficiente,  entr* 
los  funcionarios  que  intervengan  en  loe  s<- 
tos  electorales. 
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Esta  Junta  celebrará  sus  sesiones  en  el 
local  que  al  efecto  designe  y  podrá  ocupar 
para  sus  laborea  á  loa  empleados  del  Con- 
greso, en  receso  de  las  Cámaras. 

Art.  106.  No  hay  elección  si  no  han  su- 
f ragado,  cuando  menos,  la  tercera  parte  de 
ciudadanos  que  tengan  derecho  de  sufragar. 
Art.  107.  Los  ciudadanos  que  aceptaren 
sor  miembros  de  la  Junta  electoral  de  de- 
partamento, no  podrán  ser  elegidos  Senado- 
res por  el  departamento  en  que  ejercen  sus 
funciones  electorales. 

Los  que  aceptaren  ser  miembros  de  las 
Juntas  de  Registro  provinciales  ó  de  las  es- 
crutadoras, no  podrán  ser  elegidos  Diputa- 
dos, ni  obtener  votos  para  Senadores  en  la 
provincia  á  que  pertenecen. 

Art.  108.  Hay  incompatibilidad  para  ser, 
á  la  vez,  miembro  de  la  Junta  provincial  y 
de  la  escrutadora,  y  de  cualquiera  de  éstas 
ó  de  la  Junta  electoral  de  departamento  ni 
de  la  nacional. 

Art.  109.  Los  grupos  de  ciudadanos  á 
que  se  refiere  el  art.  30  su  constituirán  como 
actualmente  están  organizados  los  mineros, 
presididos  por  una  Diputación  ó  Consejo 
directivo,  compuesto  de  tres  Diputados  ele- 
gidos de  su  seno. 

Art.  110.  De  los  tres  Diputados  electos, 
será  Presidente  el  que  haya  obtenido  mayor 
número  de  votos,  el  que  le  sigue;  Vocal,  y 
el  último  Secretario. 

Art.  111.  Son  atribuciones  permanentes 
de  la  Diputación  de  cada  grupo: 

1.°  Vigilar  por  la  conservación  é  integri- 
dad de  la  respectiva  matrícula. 

2.°  Mantener  permanentemente  abierta 
la  inscripción  de  nuevos  individuos. 

S.°  Hacer  cada  año,  en  la  matrícula,  las 
rectificaciones  que  fueren  necesarias  por 
nuevas  inscripciones,  variación,  de  domici- 
lio, muerte  y  demás  circunstancias  que  pue- 
dan ocurrir  en  el  personal  del  grupo. 

4.°  Otorgar  después  de  cada  modifica- 
ción de  la  matrícula,  los  certificados  corres- 
pondientes, á  fin  de  que  ellos  sirvan  de  tí- 
tulo suficiente  á  los  inscritos,  para  poder 
sufragar  en  las  elecciones  que  practique  el 
grupo. 

Y  5.o  Cuidar  que  en  ningún  tiempo  fal- 
ten los  representantes  del  grupo,  reclaman- 
do en  su  oportunidad  el  reemplazo  de  los 
que  vaquen  por  ausencia,  muerte  ú  otro  im- 
pedimento. 

Art.  112.  El  Presidente  de  la  Diputación 
de  cada  grupo  comunicará  á  la  Junta  pro- 
vincial de  Registro  y  á  la  Autoridad  políti- 
ca respectiva,  todos  los  cambios  ó  alteracio- 
nes que  ocurrieren  en  el  personal  del  grupo. 
Art.  113.  La  renovación  del  directorio  se 
hará  cada  dos  años,  presidiendo  el  acto  el 


Presidente  de   la  Junta  de   Registro    pro- 
vincial. 

£1  Subprefecto  dará  cuenta  á  la  Junta 
nacional  del  resultado  de  la  elección  del  di- 
rectorio. 

Reglamento  orgánico  de  la  Escuela  Mi- 
litar preparatoria  y  Naval,  aprobado  en 
30  de  Enero  de  1897. 

Disposición  preliminar. 

Artículo  l.o  La  Escuela  Militar  prepara- 
toria y  Naval,  tiene  por  objeto  dar  la  ins- 
trucción teórica  previa  á  los  jóvenes  aspi- 
rantes que,  después  de  concluiré!  programa 
de  estudios  de  ésta,  deben  pasar  á  la  de  apli- 
cación, antes  de  ingresar  en  los  cuerpos  •  le 1 
Ejército,  ó  en  los  buques  de  la  Armada  loa 
que  se  dediquen  á  la  Marina. 

Art.  2.o  El  Director  de  la  Escuela  depen- 
derá del  Ministerio  de  Guerra  con  facultad 
de  proponer  á  los  Jefes,  Oficiales  y  Profeso- 
res de  dotación  y  nombrar  á  los  demás  em- 
pleados subalternos  del  establecimiento. 

De  los  alumnos. 

Art.  3.°  El  nombramiento  de  éstos  será 
expedido  por  el  Ministro  de  la  Guerra  y  pu- 
ra obtenerlo  se  requiere:  1.°  Ser  peruano  y 
tener  de  14  á  17  años  de  edad.  2°  Tener 
buena  conducta.  3.°  Ser  sano  y  bien  formado, 
revelando  robustez  y  disposición  es  para  la 
carrera  de  ias  armas.  4.°  Poseer,  cuantío  me- 
nos, la  instrucción  primaria  de  primero  y  se- 
gundo grado. 

Estos  requisitos  se  acreditan:  el  primero, 
con  la  partida  de  bautismo;  el  según  do,  con 
tres  certificados  á  satisfacción  del  Jurado  de 
recepción,  que  nombrará  el  Gobieauo  y  pre- 
sidirá el  Director;  el  tercero,  con  el  recono- 
cimiento facultativo  de  los  cirujuijoa  deJ 
mismo  Jurado;  y  el  cuarto,  por  examen  ren- 
dido ante  éste. 

Art.  4.°  El  número  de  alumnos  no  exce- 
derá de  cincuenta,  por  ahora,  y  serán  lodoa 
de  beca. 

Art.  5.°  Su  admisión  tendrá  lugar  por 
concurso,  debiendo  preferirse:  1."  Loa  que 
además  de  satisfacer  los  tres  primeros  re- 
quisitos, manifiesten  ante  el  Jurado  tener 
una  instrucción  superior  ala  exigida  en  el 
número  cuarto.  2.°  Los  que  en  los  I  i  mi  Lea  de 
ésta,  hayan  merecido  mejores  notas  de  apro- 
bación y  reúnan  los  demás  requisitos, 

Art.  6.°  Del  resultado  de  cada  concurso, 
dará  cuenta  el  Director  al  Ministerio  de  Gue- 
rra, con  remisión  de  los  expedientes  debida- 
mente calificados,  para  recabar  los  nombra- 
mientos de  los  aspirantes  aprovechados, 
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Art.  7.°  Loa  alumnos  reciben  en*  la  es- 
cuela educación  y  alimentos;  el  vestuario, 
menaje,  libros  y  demás  útiles  de  enseñanza 
quedan  á  cargo  de  sus  padres  6  tutores. 

Art.  8.°  Antes  de  principiar  el  tercer  año 
de  estudios,  cada  alumno  suscribirá  una  de- 
claración obligándose  á  servir  cinco  años  al 
Ejército  ó  Armada.  Los  que  rehusasen  esta 
obligación  quedarán  sujetos  á  la  ley  de  cons- 
cripción. 

De  la  enseñanza. 

Art.  9.°  El  plan  general  de  estudios  pa- 
ra ios  dos  graáos  de  instrucción  previa,  será 
formulado  por  ,el  Consejo  de  instrucción 
presidido  por  el  Director,  quien  lo  someterá 
oportunamente  al  Gobierno  para  su  aproba- 
ción. 

Art.  10.  El  mismo  Consejo  acordará  el 
programa  á  que  debe  sujetarse  el  profesor 
de  cada  curso  para*  la  enseñanza  de  éste; 
procurando  que  los  de  materias  técnicas  pa- 
ra los  alumnos  del  Ejército  estén  en  armo- 
nía con  los  de  la  Escuela  de  aplicación  en 
cuanto  sea  posible. 

Art.  1L  Los  estudios  concernientes  á  lss 
armas  de  infantería  y  caballería  se  harán 
en  tres  años,  y  en  cinco  los  de  las  armas  es- 
peciales. 

Art.  12.  Terminados  los  cursos  designa- 
dos para  las  armas  generales,  el  Consejo, 
consultando  las  aptitudes  y  afición  manifies- 
ta de  cada  alumno,  propondrá  al  Ministerio 
los  que  deban  principiar  los  correspondien- 
tes á  cada  una  de  las  especiales  del  Ejército 
ó  de  la  Marina. 

Art.  13.  Los  alumnos  que  terminen  sa- 
tisfactoriamente el  período  de  instrucción 
correspondiente  al  arma  á  que  fuesen  des- 
tinados, pasarán  á  la  Escuela  de  aplicación, 
ascendidos  á  la  clase  de  Subteniente,  con 
cuyo  carácter  completarán  su  instrucción 
peculiar.  Los  de  Marina  se  embarcarán  en 
los  buques  de  la  Armada  como  Guardia  ma- 
rinas, donde  ascenderán  á  Alférez  de  fraga- 
ta, después  de  tres  años  de  práctica  en  éstos, 
6  en  los  de  guerra  extranjeros. 

De  los  profesores  y  demás  empleados. 

Art.  14.  El  personal  de  dotación  de  la 
Escuela  será  el  siguiente:  un  Director,  un 
Subdirector  Jefe  del  Detall,  un  Capitán  de 
compañía  encargado  de  la  Biblioteca,  dos 
Oficiales  de  compañía  (Tenientes  ó  Subte- 
nientes), un  Capitán  ayudante  secretario,  un 
Subteniente  Subayudante  amanuense  del 
Detall,  un  Cirujano  de  2.a  clase  y  un  Cape- 
llán; los  cincuenta  alumnqs  en  una  compa- 
ñía, un  sargento  segundo  corneta,  uno  ídem 
tambor,  uno  ídem  trompeta. 


Art.  15.  Para  el  servicio  doméstico  hi- 
brá  un  portero,  un  ni  ayo  r<  lomo,  un  prinjH* 
cocinero,  un  ídem  segundo,  un  ayudante  f- 
cocina  y  odio  sirvientes. 

Sílfidos ,  rentas  y  gastos. 

Art.  16.  Los  sueldas  de]  personal  da- 
llado anteriormente  y  de  los  profesores  §* 
designarán  por  decreto  especial. 

Art.    17,     Al   monto   de  e*oa   haberes  *> 
agregará  la  suma  de  :'00  soles  mensuales  p 
ra   gastos   de   escritorio,   alumbrado,   agn*. 
suscripción  A  periódicos  técnicos  y  servirá 
de  policía. 

Art.  18.  El  importe  total  de  tos  haber  • 
de  alumnos  ee  destinará  á  Ja  alimentaria  » 
de  éstos  y  del  personal  de  dotación  de  n 
Escuela. 

De  tos  exámenes, 

Art.  19.  Los  exámenes  tendrán  lugar  tn 
mestralmente,  debiendo  ier  público  el  de  k 
clausura  anual.  Para  uno  y  otro  caso,  el  pj- 
rector  dará  aviso  an telado  al  Mii lister  < 
quien  nombrará  una  Comisión  que  los  pre- 
seucie  y  dé  menta  con  cJ  resultado;  sin  per- 
juicio  de  lo  que  concierne  á  la  Dirección. 

Art.  20>  EL  gasto  que  demanden  los  exá- 
menes de  clausura  Lo  sufragará  el  Estado, 

m    De  ía  disciplina. 

Art.  21.  Esta  será  conforme  con  el  espí- 
ritu de  las  Ordenanzas  del  Ejército  y  el  fir- 
glamento  interior  de  la  Escuela. 

Disposiciones  transitorias, 

Art.  22.  Pe  los  alumnos  de  la  extinguirla 
Escuela  naval  se  designará  á  los  que  estén 
en  el  cuarto  y  quinto  año  de  estudios  parí 
que  formen  la  base  de  la  sección  de  marina 
en  la  nueva,  siempre  que  reúnan  también  hs 
tres  primeros  requisitos  prescritos  en  el  ar- 
tículo 3.°  de  este  Reglamento.  Los  restantes 
podrán  presentarse  ai  concurso,  si  sus  pa- 
dres ó  tutores  lo  solicitan  conformándose 
con  las  disposiciones  de  éste. 

A  rt.  23.  Esta  Sección  no  excederá  de  diez 
alumnos  que  sólo  ingresarán  en  ella  despué* 
del  tercer  año  de  estudios,  con  las  circuns- 
tancias prevenidas  en  el  art.  12  de  este  Re- 
glamento. 

Art.  24.  El  Director  de  la  Escuela  for- 
mulará el  Reglamento  interior  de  ésta,  de 
acuerdo  con  el  orgánico. 

Art.  25.  Deróganse  todas  las  disposicio- 
nes anteriores  que  se  opongan  á  este  Regla- 
mento. 
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Moneda  nacional  •—Decreto  de  9  de  Abril 
<le  1897. 

Artículo  1.°  ¡Se  suspende  la  acuñación  de 
moneda  nacional  de  plata.  La  casa  de  mone- 
da no  recibirá  en  adelante  pastas  para  tal 
objeto. 

Art.  2.°  Los  soles  de  plata,  convertidos 
en  mercancía  por  el  hecho  de  su  exportación 
del  territorio,  no  podrán  volver  á  él,  sino  en 
calidad  de  mercancía. 

Art.  3.°  En  su  consecuencia,  los  que  fue- 
ren importados  después  del  10  de  Mayo  in- 
mediato, serán  entregados  en  la  casa  de  mo- 
neda. Esta  disposición  y  la  precedente  com- 
prenden á  la  moneda  de  plata  extranjera. 

Art.  4.o  Para  el  efecto  del  artículo  ante- 
rior, la  importación  no  podrá  tener  lugar 
sino  por  el  puerto  del  Callao,  debiendo  ha- 
cerse 814  manifestación  en  Aduana  y  ser  re- 
mitida por  el  Administrador  de  ésta  á  la 
casa  de  moneda,  para  ser  fundida  en  lingo- 
tes, á  costa  del  importador,  á  quien  será  de- 
vuelta en  esa  forma. 

Art.  5.°  No  está  comprendido  en  la  an- 
terior prohibición  el  dinero  en  soles  que 
traigan  consigo  los  pasajeros  para  sus  gastos 
personales,  y  cuyo  monto  no  exceda  de  cin- 
cuenta soles. 

A  rt.  6.°  La  moneda  nacional  de  plata  que 
se  traslade  de  un  puerto  á  otro  de  la  Re  pú- 
blica,.llevará  precisamente  una  guía,  eii  la- 
que conste  que  dicha  moneda  no  ha  sido  im- 
portada, sino  embarcada  por  la  Aduana  que 
la  otorga. 

Exhorto».  —  Afianzamiento  de  los  gastos 
-que  sn  cumplimiento  origine.— Decreto  de 
20  de  Mayo  1897. 

Artículo  1.°  No  se  dará  curso  en  el  Mi- 
nisterio de  Relaciones  exteriores,  á  ningún 
exhorto  que  deba  remitirse  al  extranjero  pa- 
ra su  tramitación  sin  que  se  afiance  el  pago 
de  los  gastos  que  cause,  y  que  se  harán  efec- 
tivos al  devolverse  el  exhorto,  en  conformi- 
dad con  la  respectiva  constancia  expedida 
por  la  Legación  ó  Consulado  que  hubiere  en- 
tendido en  la  tramitación. 

Art.  2.°  Se  exceptúa  del  pago  de  que 
trata  el  artículo  anterior  á  los  exhortos  libra- 
dos en  las  cansas  criminales  de  oficio  y  en 
las  civiles  en  que  sea  parte  el  Fisco,  siem- 
pre que  el  exhorto  se  hubiese  librado  á  so- 
licitud del  defensor  del  último,  ó  de  oficio  por 
el  Juez  de  la  causa. 

Art.  8.*  Exceptúase  de  la  fianza  de  que 
trata  el  art.  1.°  á  las  municipalidades,  So- 
ciedades de  Beneficencia  y  demás  estableci- 
mientos públicos  y  á  los  insolventes  judicial- 
mente declarados. 


Art.  4.o  Las  Legaciones,  al  devolver  el 
exhorto,  harán  constar  en  él  los  gastos  que 
haya  demandado  su  tramitación. 

El  Ministro  de  Relaciones  exteriores  queda 
encargado  del  cumplimiento  de  este  Decreto 
y  de  hacerlo  publicar. 

Protocolo  entre  la  República  del  Perú 
y  los  Estados  Unidos  del  Brasil  sobre  de- 
marcación de  límites,  firmado  en  28  de. 
Mayo  do  1897. 

Nota.  Véase  su  texto  castellano  más  ade- 
lante entre  las  principales  leyes  sancionadas 
durante  dicho  año  en  el  Brasil. 

Ahorros  de  presidiarlos.— Decreto  de  30 
de  Junio  de  1897. 

Artículo  1.°  El  Director  de  la  Penitencia- 
ría procederá  á  abrir  en  la  Caja  de  Ahorres 
tantas  cuentas  corrientes  cuantos  sean  los 
presos  condenados  á  penitenciaría;  recaban- 
do para  cada  uno  de  ellos  la  respectiva  libre- 
ta en  que  costarán  las  cantidades  que  se  im- 
pongan en  su  nombre.  Para  este  efecto,  re- 
mitirá á  esa  oficina: 

a)  Una  planilla  que  contenga  el  nombre 
de  cada  preso. 

b)  El  número  y  oficio  que  tenga  en  el 
Panóptico. 

c)  Su  edad  y  estado,  indicando  si  sabe 
leer  y  escribir. 

d)  La  cantidad  que  por  él  se  entregue, 
expresándola  en  planilla,  en  letras  y  nú- 
meros. 

e)  Cada  planilla  deberá  llevar  la  firma  del 
Director. 

Art  2.°  El  Director  de  la  Penitenciaría 
hará  las  imposiciones  de  que  se  ocupa  el  ar- 
tículo anterior,  cada  tres  meses;  y  remitirá 
al  Ministerio  de  Justicia  una  razón  de  ellas, 
en  conformidad  con  las  respectivas  libretas. 

Art'.  3.°  Terminada  la  condena,  los  impo- 
nentes pueden  retirar  los  ahorros  qué  hayan 
hecho,  presentando,  á  la  Caja  del  mismo 
nombre,  su  libreta  y  la  orden  expedida  por 
la  Dirección  de  Justicia  en  vista  del  parte 
que  transmita  el  Directar  de  la  Peniten- 
ciaría. 

Art.  1.°  Gírese  dos  libramientos:  uno  por 
la  suma  de  817  soles  ocho  centavos,  y  otro 
por  la  de  194  soles  42  centavos,  correspon 
dientes,  el  primero  al  tiempo  transcurrido 
del  16  de  Marzo  hasta  el  31  de  Diciembre 
de  1896,  y  el  segundo,  del  1.°  de  Enero  al  30 
de  Junio  del  año  en  curso,  con  cargo,  respec- 
tivamente, á  las  partidas  240  del  Presupues- 
to en  liauidación  de  1896  y  241  del  vigente. 

Dígase  al  Ministerio  de  Hacienda  dispon- 
ga: que  la  Caja  fiscal  entregue  al  Director  de 
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la  Penitenciaría  la  cantidad  de  760  soles  74 
centavos,  eot  respondientes  al  tiempo  trans- 
currido de  21  de  Marzo  de  1895  al  16  del 
mismo  mes  de  1896,  aplicándose  este  egreso 
al  ejercicio  del  Presupuesto  que  rigió  hasta 
esta  última  fecha. 

£1  total  de  ambas  sumas,  ascendentes  á 
1.772  soles  y  84  centavos,  será  impuesto  en 
la  Caja  de  Ahorros  de  la  Sociedad  de  Sene- 
scencia pública  de  esta  capital. 

Art.  6.°  Considérese  en  el  proyecto  de 
Presupuesto  para  el  próximo  año,  la  canti- 
dad de  3.931  soles  55  centavos,  á  que  as- 
cienden los  ahorros  devengados  hasta  la 
antedicha  fecha  de  21  de  Marzo  dé  1895,  á 
fin  de  que,  en  su  oportunidad,  se  haga  la 
eorrespondiente  imposición  en  la  Caja  de 
aquel  nombre. 

Art.  6.°  La  suma  de  ahorros  de  los  peni- 
tenciados ganará  el  mismo  interés  que  la  de 
los  demás  imponentes  de  la  Caja  de  ahorros, 
y  no  podrá  ser  retirada  sino  de  la  manera 
que  establece  el  artículo  8  o 

Art.  7.°  En  el  caso  de  fallecimiento  de  un 
penitenciado  antes  de  cumplir  su  condena, 
sus  ahorros  serán  entregados  á  sus  herede- 
ros á  la  presentación  de  la  libreta  y  con  or- 
den de  la  Dirección  de  Justicia.  A  faltado 
herederos  del  penitenciado,  el  Gobierno  dis- 
pondrá lo  conveniente  para  la  inversión  de 
los  ahorros  que  hubiese  hecho,  y  que  se  apli- 
carán, de  preferencia,  á  favorecer  á  aquellos 
que,  al  cumqlir  su  condena  y  habiendo  ob- 
servado buena  conducta  durante  ella,  no  ten- 
gan ahorros  al  salir  del  establecimiento. 

Turnos  de  Jaeces  y  Letrados.— Ley  de 

2  de  Septiembre  de  1897. 

Artículo  1.°  En  los  lugares  donde  haya 
dos  ó  más  Jueces  de  primera  instancia  se 
alternarán  mensualmente  para  el  despacho 
y  prosecución  de  las  causas  civiles  y. de  las 
criminales,  las  que  se  radicarán  en  el  Juzga- 
do en  que  se  inicien. 

Art.  2  o  Igual  turno  se  establecerá  entre 
los  Fiscales  de  las  Cortes  superiores  y  los 
Agentes  fiscales,  en  los  lugares  donde  haya 
más  de  uno,  debiendo  el  que  primero  hubie- 
se intervenido  en  cualquiera  causa,  seguir 
interviniendo  en  ella  hasta  la  conclusión. 

Art.  8.°  Las  Cortes  superiores  designa- 
rán anualmente  para  Juez  de  vacaciones,  al 
menos  antiguo  de  aquellos  entre  quienes  de- 
be hacerse  la  designación,  estableciendo  el 
turno,  en  lo  sucesivo,  por  orden  de  anti- 
güedad. 

Art.  4.°  Lo  dispuesto  en  el  art.  l.°no 
será  aplicable  á  la  capital  de  la  República 
ni  á  las  ciudades  de  Arequipa,  Cuzco  y  Puno, 
donde  se  establecerá  el  turno  entre  los  Jue- 


ces iie  lo  civil  para  las  causas  de  esta  nata 
raleza  y  entre  los  del  crimen,  para  los  juidt* 
crimínale!. 

ArtH  6.f  En  caso  de  recusación  del  Jnti 
de  turno,  se  remitirá  la  causa  al  del  ¡nr:. 
anterior  para  que  se  sustancie  y  reanefri. 
Pasará  la  causa  al  misino  Jaez,  en  el  cas> 
de  excusa  ó  impedimento  del  Juei  <ir 
turno. 

Art.  6,o  Tan  luego  como  se  promulgieL» 
presente  leí»,  los  Fiscales  y  Agentes  fiscaJt* 
de  Lima  ee  dividirán  por  iguale*  partea  to 
causas  en  que  intervengan  en  la  fecha  ó* 
dicha  promulgación. 

Ruconuclinieuto  médico  de  inválido!»- 

Ley  de  2  1  de  Octubre  de  IfiüT, 

Artículo  l.°  El  Poder  Ejecutivo  enco- 
mendará á  una  Comisión  compuesta  de  xll 
Jefe  de  ejército,  dos  Cirujanos  de  la  niisou 
instilación  y  un  Abogado,  el  estudio  de  la- 
disposiciones  con  que  debe  completarse  §> 
Reglamento  de  inválidos  en  la  parte  relativa 
al  reconocimiento  médico  para  los  efecto? 
de  la  declaración  de  invalidez. 

Art.  2.°  El  Poder  Ejecutivo  remitirá  ■' 
Congreso  en  la  próxima  Legislatura,  con  lai 
observaciones  que  creyese  oportunas,  el  es- 
tudio de  la  referida  Comisión. 

Art.  8."  El  Jefe  y  Cirujano  del  Ejército 
desempeñarán  la  Comisión,  con  el  hajterde 
sus  respectivas  clases,  abonándose  al  Abo- 
gado que  complete  la  Comisión  la  soma  de 
500  soles  por  todo  honorario. 

Delitos  de  exacción.— Su  definición  j 
penalidad. —Ley  de  21  de  Octubre  de  1897. 

Artículo  1.°  Cometen  el  delito  de  exac- 
ción: 

1.°  Las  Autoridades  legahnente  consti- 
tuidas y  las  revolucionarias  que  impongan 
á  los  particulares  cupos  ó  contribución  de 
guerra,  en  dinero  ó  en  especies  de  cualquier 
género,  sea  con  el  nombre  de  cupos  ó  em- 
préstito forzoso  ó  con  cualquiera  otra  deno- 
minación. 

2.°  Las  Autoridades  que,  en  tiempo  de 
paz,  exijan  por  la  fuerza  contribuciones  no 
establecidas  por  la  ley,  sea  en  dinero  ó  en 
especies. 

S.o  Las  Autoridades  constituidas  y  los 
agentes  revolucionarios  que,  en  tiempo  de 
paz  ó  de  guerra,  se  apoderen  ó  hagan  uso 
de  acémilas  de  particulares,  sin  contratar  y 
pagar  los  respectivos  fletes  con  sujeción  a 
los  reglamentos  que  dicte  el  Poder  ejecutivo. 

4.°  Los  que  exijan  servicios  gratuitos  ó 
se  apoderen  de  forrajes  sin  abonar  su  valor. 

Art.  2.o    Los  reos  comprendidos  en  el  íd- 
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<st«o  1.°  del  ártica  lo  anterior,  serán  castiga- 
dos con  cárcel  en  quinto  grado  si  el  monto 
de  la  exacción  no  llega  á  600  soles,  y  con 
penitenciaría  en  primer  grado,  término  mí- 
nimo, si  pasa  de  esa  suma,  y  además  una 
multa  de  una  cantidad  igual  á  la  exigida  por 
exacción. 

Los  reos  comprendidos  en  at  inciso  2.°, 
serán  castigados  con  la  pena  señalada  en  el 
artículo  202  del  Código  penal. 

Los  comprendidos  en  los  incisos  S.°  y  4.° 
sufrirán  la  pena  de  cárcel   en  primer  grado. 
Estas  penas  no  excluyen   la  responsabili- 
dad civil  á  que  hubiere  lugar. 

Art.  3.°  Son  reos  del  delito  de  exacción 
y  serán  juzgados  y  penados  como  tales,  ios 
que  impongan  la  exacción,  los  que  la  hagan 
efectiva  y  los  Jefes  de  las  oficinas  de  Ha- 
cienda que  reciban  su  importe. 

Art.  4°  8e  consideran  como  circunstan- 
cias agravantes  ó  atenuantes  de  este  detito, 
en  monto  de  lo  eximido,  en  proporción  .con 
la  fortuna  del  damnificado,  la  forma  de  la 
imposición  y  los  medios  de  violencia  em- 
pleados para  hacerla  efectiva. 

Art.  6.o  La  responsabilidad  civil  'com- 
prende la  devolución  de  la  cantidad  indebi- 
damente exigida  y  sus  intereses  corres- 
pondientes. 

Art.  6.°  La  responsabilidad  civil  de  los 
reos  del  delito  de  exacción  es  solidaria. 

El  damnificado  puede  ejercitar  su  acción 
contra  cualquiera  de  ellos. 

Art.  7.°  La  responsabilidad  civil  decla- 
rada en  el  articulo  6.o,  puede  solicitarse  an- 
tes y  después,  independientemente  del  jui- 
cio criminal. 

Art.  8.o  Cuando  los  bienes  de  los  reos 
no  alcancen  para  cubrir  la  multa  y  la  res- 
ponsabilidad civil,  se  dará  é  ésta  preferen- 
cia sobre  aquélla. 

Art.  9.°  Los  Jueces  ó  Tribunales  que  co- 
nozcan de  estos  juicios,  darátf  cumplimiento 
bajo  su  responsabilidad  á  lo  dispuesto  en  el 
art.  90  del  Código  de  Enjuiciamiento  penal. 

Reorganización  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia.— Ley  de  5  de  Noviembre  de  1897. 

Artículo  1.°  La  Corte  Suprema  se  com- 
pondrá deonce  Vocales  y  dos  Fiscales,  y  fun- 
cionará en  dos  Salas  compuesta  de  cinco 
Vocales  cada  una,  presididas  por  el  más  an- 
tiguo de  los  que  las  forman. 

Art.  2  o  La  primera  Sala  conocerá  de  los 
recursos  de  nulidad  sobre  sentencias  y  de- 
más resoluciones,  cuando  éstas  terminen  el 
juicio,  cualquiera  que  sea  su  naturaleza. 

Bastarán  tres  votos  conformes  para  decla- 
rar que  no  hay  nulidad  y  cuatro  si  es  contra- 
ria la  vista  Fiscal. 


8on  necesarios  cuatro  votos  para  declarar 
la  nulidad  ó  la  insubsistencia* délas  resolu- 
ciones; pero  si  el  Fiscal  apoyase  la  resolu- 
ción de  vista,  se  requieren  cinco  votos  con- 
formes. 

Art.  3.°  La  segunda  Sala  conocerá  de  los 
recursos  sobre  incidentes  y  excepciones  que 
no  sean  de  los  especificados  en  el  art.  2.°  de 
las  competencias  en  los  canos  previstos  por 
el  Reglamento  de  los  Tribunales,  y  de  las 
quejas  por  denegatoria  del  recurso  de  nuli- 
dad en  los  incidentes  de  que  se  encarga  este 
artículo;  siendo  suficientes  tres  votos  confor- 
mes para  la  resolución  en  cualquier  sentido..  - 

Art.  4.°  La  segunda  Sala  conocerá  ade- 
más de  las  apelaciones  en  las  causas  que  se 
resuelvan  en  primera  instancia  por  las  Cor- 
tes superiores. 

Queda  modificada  en  este  sentido  y  en 
todo  su  vigor  y  fuerza  en  lo  demás,  la  Ley 
de  11  Enero  de  1896(1). 

Art.  5.°  En  los  recursos  de  nulidad  que 
la  Corte  Suprema  hubiese  empezado  á  ver 
á  la  promulgación  de  esta  ley,  se  procederá 
conforme  á  lo  dispuesto  en  las  leyes  de  10 
de  Diciembre  de  1870  y  de  11  de  Enera 
de  1896  (2). 

Penalidad  del  robo.— Ley  de  6  de  No- 
viembre de  1897. 

Artículo  único..  Los  que  cometan  robo 
con  algunas  de  las  cantidades  previstas  en 
el  art.  828  del  Código  penal,  sufrirá  la  pena 
de  cárcel  en  4.°  ó  5.°  grado,  según  el  valor 
de  la  cosa  robada,  el  perjuicio  que  sufra  el 
ofendido  y  el  provecho  que  obtenga  'el  cul- 
pable. 

Pago  en  oro  de  los  derechos  de  Adua- 
nas*—Ley  de  11  de  Diciembre  de  1897. 

Artículo  1.°  Mientras  se  acnfia  moneda 
nacional  de  oro,  los  derechos  de  Aduana  se 
pagarán  en  libras  esterlinas,  moneda  metáli- 
ca, á  razón  de  una  libra  por  cada  diez  soles 
de  los  fijados  en  el  Arancel. 

Artículo  2.°  Podrán  también  ser  pagados 
en  moneda  peruana  de  plata,  con  un  recargo 
equivalente  á  la  depreciación  que  en  el  mer- 
.cado  de  cambios  tuviesen  los  diez  soles  res- 
pecto de  la  libra  esterlina. 

Art.  8.o  El  rendimiento  de  este  recargo, 
será  aplicado  á  cubrir  el  costo  que  demande 
la  importación  de  oro  amonedado  inglés. 

Art.  4.°  El  Poder  Ejecutivo  dictará  las 
disposiciones  conducentes  á  desmonetizar  la 


i       (O  y  (2)    Véase  su  texto  en  el  tomo  primero 
I    del  Anuario  correspondiente. 
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«anudad  de  plata  necesaria  y  á  transformar- 
la en  oro  con  el  fin  de  mantener  la  paridad 
entre  una  libra  esterlina  y  diez  soles  de  pla- 
ta, sin  gravamen  para  el  Tesoro  público. 

Decreto  para  la  ejecución  de  la  ley  an- 
terior, fecha  de  11  de  Diciembre  de  1897. 

Artículo  1.°  Los  derechos  de  Aduana  se- 
rán pagados  en  las  Aduanas  de  la  República, 
desde  el  13  del  presente  mes,  en  libras  es- 
terlinas, moneda  metálica,  á  razón  de  una 
por  cada  diez  soles  de  los  fijados  en  el 
Arancel. 

Art.  2.°  El  pago  de  tales  derechos  podrá 
hacerse  también  en  soles  de  plata,  con  un  re- 
cargo de  5  por  100,  hasta  nueva  disposición 
del  Gobierno. 

Art.  3.°  En  el  recibo  que  las  Aduanas 
expidan  por  pago  de  los  expresados  dere- 
chos, se  expresará  precisamente  la  moneda 
en  que  han  sido  cubiertos. 

Art.  4.°  La  Dirección  del  Tesoro,  Adua- 
na y  Caja  fiscal  de  Lima,  abrirán  cuenta  es- 
pecial al  recargo  señalado  en  el  art.  2.° 

Art.  5  o  El  presente  decreto  será  trans- 
mitido por  telégrafo,  á  las  Aduanas  de  la 
República  por  el  Ministro  de  Hacienda;  y  só- 
lo regirá  para  la  de  Iquitos  desde  que  llegue 
á  dicho  puerto  el  correspondiente  despacho 
telegráfico. 


Matrimonio  cíyíL- 

bre  de  J897. 


•Ley  de  23  de  Diciem- 


Artículo  1.°  El  matrimonio  de  las  per- 
sonas que  no  profesan  la  religión  Católica, 
se  celebrará  en  la  República  ante  el  Alcal- 
de del  Concejo  provincial  de  la  provincia  en 
que  tenga  su  domicilio  cualquiera  de  los  con- 
trayentes, y  dos  testigos  varones  mayores  de 
edad  y  vecinos  del  lugar,  previa  comproba- 
ción de  tener  la  capacidad  legal  para  con- 
traer matrimonio.  Igualmente  podrán  con- 
traer matrimonio,  conforme  a  esta  ley,  las 
personas  á  quienes  la  Iglesia  niegue  U  licen- 
cia para  casarse,  fundada  en  el  impedimen- 
to de  disparidad  de  cultos. 

Art.  2."  Las  formalidades  legales  que 
deben  seguirse  ante  el  Alcalde  y  los  dos  tes- 
tigos á  que  se  refiere  el  artículo  anterior,  se 
practicarán  en  el  orden  siguiente: 

Declararán,  primero,  el  varón  y  la  mujer, 
que  quieren  contraer  matrimonio.  El  Alcal- 
de les  leerá  los  arts.  132,  134,  173,  174,  176, 
176  y  177  del  Códigdlnvil  (1),  pronunciando 


(1)    Texto  de  los  artículos  que  se  citan: 
«Art.  132.     Por  el  matrimonio  se  unen  perpe- 
tuamente el  hombre  y  la  mujer  en  una  sociedad 


iteeptiés  fcUns  palabras:  iKn  nonir-re 
ley,  declaro  qoe  habéis  cotí  traído  nutriros 
nioi.  Inmediatamente  se  extenderá  el  aeti 
en  que  comí  te  la  celebración  del  matrimonio, 
que  firmarán  Los  contrayentes,  el  Alcalde  j 
los  testigos. 

Todo  lo  dispuesto  en  este  artículo  se  rea- 
lizará en  un  solo  acto. 

Art.  3.°  Los  matrimonios  á  que  se  reü€- 
re  esta  ley  están  sujetos  á  las  dispo&iríoaef 
del  Código  civil;  excepto  á  las  contenidas  eu 
los  arts.  138,  143,  156  y  1&7  (I). 


legítima,  para  hacer  vida  común  concurrí eadci  i 
la  conservación  de  U  especie  humana, 

Art»  131.  El  matrimnnin  !e£ft! meóle  cftütraíiií 
ea  indisoluble;  acabase  aólo  por  la  muerte  de  algu- 
no de  los  cónyuge*.  Todo  lo  que  se  pacte  en  evi  ■ 
trario  es  nulo  y  se  tiene  por  no  puecto. 

Art,  iT¿.  Los  cónyuges  contraen  par  el  mi 
tnmonio  la  obligación  ríe  criar,  alimentar  j  ed& 
car  á  sus  hijos. 

Artt  171.  Loa  cóayugfs  Si  deben  recí proel- 
mente fidelidad,  socorros  y  asistencia. 

Art.  H5.  El  marido  debe  proLeger  i  la  mojtr 
y  la  mujer  obedecer  al  marido. 

Art.  176.  La  mujer  está  obligada  a  hstitt: 
con  el  marido  y  a  seguirle  donde  él  tenga  por 
conveniente  rasidir. 

Art,  1T7  El  mundo  esta  obligado  á  tener  t* 
su  cana  n  la  uiitjpr,  v  á  suministrarla  todi.  í& pre- 
ciso para  las  necesidades  de  la  vida,  según  en*  f* 
cultades  y  situación^ 

(1)     Texto  de  los  artículos  que  se  citan: 

«Art.  138.  Los  Tri banales  eclesiásticos  cono- 
cerán de  las  caua*s  relativas  al  matrimonia  j  ti 
divorcio  y  los  Jueces  seculares  de  los  esponsales, 
alimentos,  cuidado  de  ion  hijo*,  IttU «Ejwmt,  li- 
quidación v  devolución  de  bienes,  crimínale*  éo- 
oto  adulterio*  y  «"  general  de  tudas  tan  cau*** 
sobre  ios  efectos  civiles  del  matrimonio  y  del  di- 
vo re  íOh 

Art,  L4&.  La  ley  no  se  encarga  para  loa  efec- 
tos civiles,  de  los  de  man  impedimentos  que  ** 
hallan  e^ublscidos  por  U  Iglesia,  6  que  requieres 
ser  dispensados  ^„r  ell», 

Art,  150.  Soto  podrá  negarse  «1  consenti- 
miento por  motivos  graves;  talas  como: 

i  °  La  existencia  de  alguna  prohibición  legs* 
que  impida  el  matrimonio. 

2.*     Enfermedad  contagiosa. 

3.a     La  conducta  rielar  reglad  a  é  inmoral. 

4.°     Alguti  vicio  hübituaL 

S-*  Injurias  gravo*  inferidas  a  los  pudre-'  par 
I*  persona  que  trata  dn  casarse  con  el  menor. 

*i.p     La  falta  de  medios  para  «ubsisür. 

1*  Una  gran  diferencia  de  claae  y  coudieiaa 
social, 

8.°     Haber  sido  condenado  n  pe  ha  i  ufara  anta. 

9.°  Cualquier  otro  motivo  que  dé  lugar  4  creer 
fundadamente  que  el  matrimonio  ser.*  desgraciada, 

Art  151.  Los  que,  sin  observar  las  sotemni- 
dadea  de  la  Iglesia,  sorprendan  al  sacerdote  para 
celebrar  inatrimoniot  v  los  que  favorezcan  o  auto- 
ricen este  acto*  serán  castigados  conforme  al  Có- 
digo pe  nal  ^(Consúltense  los  arta.  296  j  2&9  del 
inismo).i 
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Art.  4.°  Los  Juzgados  civiles,  conocerán 
de  los  juicios  sobre  separación  de  cuerpos  y 
nulidad  de  los  matrimonios  celebrados  con- 
forme á  esta  ley,  y  los  sustanciarán  por  la 
vfa  ordinaria,  con  audiencia  del  Ministerio 
fiscal. 

Ari.  5.°  Las  personas  que  no  profesen  la 
religión  Católica  y  aquéllas  á  que  se  refiere 
la  segunda  parte  del  artículo  1.°,  antes  de 
contraer  matrimonio,  comprobarán  su  ca- 
pacidad legal  para  contraerlo,  con  docu- 
mentos ó  declaraciones  testimoniales,  ante 


los  Jueces  indicados  en  el  artículo  anterior. 

Art.  6.°  Se  declaran  válidas  las  inscripcio 
nes  hechas  basta  la  fecha,  en  los  Registros 
del  estado  civil,  de  los  matrimonios  de  los 
no  católicos. 

Art.  7.°  Los  matrimonios  de  los  no  cató- 
licos que  se  hayan  celebrado  ante  los  Agen- 
tes diplomáticos  ó  consulares  ó  ante  los  mi- 
nistros de  cultos  disidentes,  podrán  inscri- 
birse directamente  en  el  Registro,  de  matri- 
monios dentro  del  plazo  de  dos  años  de- 
promulgada  la  presente  ley. 
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PRINCIPALES  LEVES  f  OECRETOS  PUBLICADCS-EN  1897 


Contribuciones  nacionales.  —Ley  de  28 
<le  Diciembre  de  1896,  publicada  en  el  Dia- 
rio oficial  de  12  de  Enero  de  1897. 

Artículo  1.°  Aumentante  en  20  por  100 
los  derechos  de  importación  que  se  cobran 
en  las  Aduanas  de  la  República  sobre  los 
artículos  comprendidos  en  las  clases  2.a  á 
13.*  inclusive,  y  en  50  por  100  sobre  los  ar- 
tículos comprendidos  en  las  clases  14.a  y  16.* 
de  la  tarifa  vigente. 

Art.  2.o  Créase  la  clase  16.a  de  la  tarifa 
de  Aduanas,  que  pagará  tres  pesos  por  kilo- 
gramo, y  en  la  cual  se  comprenden  los  ar- 
tículos siguientes: 

Armas  blancas,  de  fuego  ó  de  cualquiera 
otra  clase,  exclusive  las  escopetas.  Los  bro- 
cados y  demás  géneros  de  oro,  plata  ú  otros 
metales,  así  como  los  hilos  de  laé  mismas 
materias. 

Artículos  de  perfumería  y  tocador,  como 
esencias,  cremas  y  jabones  perfumados. 

Oro  y  plata  en  cualquiera  forma,  excepto 
en  monedas  y  barras. 

Piedras  preciosas  y  naipes. 

Art.  8.°  £1  aumento  de  que  trata  el  ar- 
tículo 1.°  de  esta  ley,  se  cobrará  sobre  los 
derechos  primitivos  fijados  por  la  ley  de 
1886  y  en  los  términos  del  art.  205  de  la 
Constitución  (1). 


«ón,  1 


Eu  virtud  del  artículo  205  de  la  Constitu- 
ción, todo  aumento  ó  disminución  de  derechos  no 
podrá  llevarse  á  cabo  mas  que  por  décimas  par- 
tes y  tan  solo  tres  meses  después  de  la  promul- 
gación de  la  ley. 


Art.  4.°  Exceptúanse  del  aumento  de  tas 
derechos  de  importación  establecido  por  el 
artículo  1.°: 

£1  carbón  mineral,  que  pagará  medio  cen- 
tavo por  kilogramo. 

Las  sustancias  que  se  introduzcan  para  la 
fabricación  del  hielo,  que  también  pagará 
medio  centavo  por  kilogramo. 

Los  crisoles  para  fundición. 

Las  prensas  y  máquinas  de  imprenta. 

£1  papel  de  imprenta  sin  cota. 

Los  rieres  y  elementos  para  material  fijo 
de  vías  férreas  públicas  ó  particulares  que 
no  disfruten  de  excepción  de  derechos. 

Líos  buques  armados  ó  desarmados  y  sos 
respectivas,  maquinarias. 

Algodón  en  fulas  azules  y  en  telas  blan- 
cas ó  crudas  con  parte  blanca  sin  labrado, 
costura  ni  bordado  alguno,  como  tas  conoci- 
das con  tos  nombres  de  bogotanas,  calicós, 
liencillos,  madapolanes,  bramantes,  driles, 
zarazas  y  otras  de  igual  calidad. 

Párrafo.  Lo  dispuesto  en  la  presente  ley 
no  altera  la  resolución  dictada  por  el  Minis- 
terio de  Hacienda  con  fecha  6  de  Julio 
de  1895,  relativa  á  la  clase  (1). 


(1)  Habiéndose  padecido  on  error  en  el  texto 
de  la  ley  de  28  de  Diciembre  de  1896,  publicada 
en  el  Diario  oficial  de  12  de  Enero  de  1897,  esta 
ley  se  completa  como  sigue: 

El  párrafo  único  del  artículo  4.°  se  entenderá 
redactado  de  la  siguiente  manera: 

•Párrafo.  Lo  dispuesto  en  la  presente  ley  so 
altera  la  resolución  dictada  por  el  Ministerio  de 
Hacienda  con  fecha  6  de  Julio  de  1895,  relativa  a 
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Art.  5.o  Autorízase  ai  Gobierno  para  re* 
fundir  en  ana  misma  clase  de  la  tarifa  de 
Aduanas  los  artículos  similares  que  se  ha- 
llen distribuidos  en  varias  clases. 

Art.  6.°  Estando  pagado  el  servicio  de 
-correos  por  la  Unión  Postal  Universal,  se 
restablece  el  derecho  de  toneladas  creado 
por  el  artículo  192  del  Código  fiscal,  derecho 
que  se  cobrará  en  lo  sucesivo  por  las  Adua- 
nas respectivas  á  razón  de  160  centavos  por 
tonelada  y  en  los  términos  fijados  por  el  ar- 
tículo citado. 

Párrafo.  En  consecuencia  serán  rescin- 
didos por  el  Gobierno  los  convenios  cele 
brados  para  la  conducción  de  .corresponden  • 
cía  y  consiguiente  exención  de  derechos  de 
tonelada,  conforme  á  los  artículos  11  y  22 
de  la  ley  de  1880,  los  cuales  quedan  dero- 
gados. 

Art.  7.°  Las  franquicias  aduaneras  con- 
cedidas por  la  ley  ó  por  contratos  celebra- 
dos por  el  Poder  Ejecutivo  á  empresas  fe- 
rrocarrileras, de  navegación,  fábricas  indus- 
triales, etc.,  en  las  cuales  no  se  hayan  he- 
-cho  especificaciones  y  se  hable  de  materia- 
les y  útiles  para  telégrafos.  Los  demás  efec- 
tos que  se  introduzcan  quedan  sujetos  al  pa- 
go de  derechos  de  importación  según  la  cla- 
se de  la  tarifa  á  que  correspondan. 

Art.  8.9  Autorízase  al  Gobierno  para  es- 
tablecer un  derecho  hasta  de  2  pesos  sobre 
las  encomiendas  postales,  proporcionalmen- 
te  al  peso  de  éstas  y  en  cuanto  lo  permitan 
las  convenciones  sobre  la  materia. 

Art.  9.o  Las  mercaderías  que  vinieren 
dentro  de  los  equipajes  de  los  viajeros,  aun 
cuando  dichos  equipajes  no  alcancen  el  lí- 
mite de  150  kilogramos  de  peso,  pagarán  de- 
rechos conforme  á  la  clase  1 6.a- 

Párrafo.  Todo  artesano  ó  agricultor  que 
viniere  á  trabajar  en  el  país  tiene  derecho  á 
introducir,  además  de  su  equipaje,  hasta  200 
kilogramos  de  peso  libres  de  impuesto,  y  las 
herramientas  necesarias  para  su  oficio,  á 
juicio  del  Gobierno. 

Art.  10.  Autorízase  al  Poder  ejecutivo 
para  disminuir  ó  suprimir  el  impuesto  de 
que  trata  está  ley  sobre  las  mercancías  que 
se  introduzcan  por  la  Aduana  de  Tumaco, 
si  así  conviniere  a  los  intereses  del  Fisco. 

A  rt.  1 1 .  Del  1 .°  de  Enero  de  1 897  en  ade- 
lante, los  precios  de  las  diferentes  clases  de 
papel  sellado  y  de  estampillas  de  timbre 
nacional  serán  los  siguientes: 


la  clase  de  la  tarifa  á  qoe  corresponden  los  ar- 
tículos de  la  Empresa  eléctrica  de  que  trata,  di- 
cha resolución,  y  dichos  artículos  quedan  además 
exentos  del  recargo  que  se  establece  por  la  pre- 
sente ley.» 


Primera  clase,  0*30  pesos;  segunda  clase, 
1;  tercera  clase,  2. 

Párrafo.  El  Gobierno  dictará  las  medi- 
das conducentes  á  que  el  papel  sellado  y  las 
estampillas  no  se  usen  sin  una  contramarca 
especial  que  exprese  ei  nuevo  precio. 

Suministro»,  empréstitos  y  expropiado* 

lies. —Ley  de  31  de  Diciembre  de  1896,  pu- 
blicada en  el  Diario  Oficial  de  13  de  Enero 
de  1897. 

Artículo  I .°  La  República  reconoce  á  car- 
go del  Tesoro  nacional  todos  los  créditos 
procedentes  de  suministros,  empréstitos  y 
expropiaciones,  que  durante  la  guerra  de 
1895  se  exigieron  por  el  Gobierno  nacional 
y  por  sus  agentes  civiles  ó  militares. 

Asimismo  reconoce  por  excepción  y  como 
una  protección  especial  á  los  colombianos 
que  lo  hayan  sostenido  en  cualquier  forma, 
los  créditos  provenientes  de  exacciones  cau- 
sadas á  éstos  por  los  revolucionarios. 

Para  los  efectos  de  esta  ley  se  considerará 
principiada  la  rebelión  en  la  noche  del  22  de 
Enero  de  1895  y  terminada  el  9  de  Noviem- 
bre del  mismo  a  fio. 

Art.  2  o  El  reconocimiento  de  los  crédi- 
tos de  que  trata  la  presente  ley  se  hará  por 
una  Comisión  compuesta  de  tres  miembros, 
que  pertenecerá  al  orden  administrativo  y  se 
denominará  < Comisión  de  suministros,  em- 
préstitos y  expropiaciones >.  Esta  Comisión 
tendrá  un  Secretario,  un  Oficial  mayor,  un 
Oficial  para  cada  uno  de  los  miembros,  tres 
escribientes  de  Secretaría  y  un  portero. 

Art.  3.°  Para  que  intervenga  en  las  recla- 
maciones sobre  suministros,  empréstitos  y 
expropiaciones,  habrá  además  un  Fiscal 
especial  que  representará  los  intereses  de 
la  nación. 

Cada  uno  de  los  miembros  de  la  Comisión 
y  el  Fiscal  tendrán  un  suplente  para  las  fal- 
tas que  ocurran. 

Art.  4.o  Los  miembros  de  la  Comisión  y 
el  Fiscal  serán  nombrados  por  el  Poder  Eje- 
cutivo, y  el  Secretario  y  demás  empleados 
subalttrnos  lo  serán  por  la  Comisión,  excep- 
to los  Oficiales  de  los  miembros,  que  serán 
nombrados  porcada  uno  de  ellos. 

Art.  6.°  El  Gobierno  designará  el  Minis- 
terio á  que  esta  Comisión  deba  quedar  ads 
crita. 

Art.  6.°  La  Comisión  queda  facultada  pa- 
ra dictar  los  Reglamentos  relativos  al  orden 
de  sus  trabajos  y  al  régimen  interno  de  ella, 
los  cuales  serán  sometidos  á  la  aprobación 
del  Ministerio  respectivo. 

Art.  7.°  Los  miembros  de  la  Comisión, 
el  Fiscal  y  el  Secretario  están  impedidos  y 
podrán  ser  recusados  en  loa  mismos   casos 
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determinados  por  las  leyee  de  procedimiento 
•común. 

Separado  alguno  de  estos  empleados  del 
conocimiento  del  negocio  por  impedimento 
ó  recusación,  previa  la  sustanciación  del  in- 
cidente, de  acuerdo  con  el  Código  judicial, 
será  reemplazado  para  el  caso  por  el  respec- 
tivo suplente.  £1  Secretario  lo  será  por  el 
Oficial  mayor. 

Art.  8.°  Las  pruebas  con  que  pueden  jus- 
tificarse las  reclamaciones  de  que  trata  esta 
ley,  serán  las  siguientes: 

1.a  Recibos  expedidos  por  los  Ministros, 
Gobernadores,  Tesorero  general,  Adminis- 
tradores de  Hacienda  nacional,  de  los  de- 
partamentos, Jefes  de  Cuerpo  de  ejército, 
Jefes  de  Estado  mayor  de  los  mismos,  In- 
tendentes y  Recaudadores  especiales  de  em- 
préstito. 

Con  excepción  de  los  recibos  provenientes 
de  los  Mipistros,  los  demás  de  que  trata  el 
inciso  anterior,  necesitarán  la  autenticación 
de  las  firmas  de  los  funcionarios  que  los  sus- 
criben, para  que  constituyan  plena  prueba. 

2.a  Atestaciones  de  los  Gobernadores  y 
Jefes  civiles  y  militares  de  los  departamen- 
tos, expedidas  sobre  recibos  emanados  de 
autoridades  departamentales  y  agentes  mi- 
litares á  órdenes  de  aquéllos. 

Para  que  estas  atestaciones  constituyan 
plena  prueba,  deberán  estar  registradas  en 
la  Secretaría  de  Hacienda  del  respectivo  de- 
partamento y  ser  ratificadas  por  el  Goberna- 
dor, quien  practicará  previamente  todas  las 
diligencias  que  estime  conducentes  á  cercio- 
rarse de  la  verdad  de  los  hechos  aseverados 
en  los  recibos,  esto  es,  de  la  efectividad  de] 
suministro,  empréstito  ó  expropiación  á  que 
éstos  se  refieran. 

8.a  Declaraciones  de  nudo  hecho  rendidas 
ante  el  Juez  de  circuito  respectivo  con  in- 
tervención del  agente  del  Ministerio  públi- 
co. Respecto  de  cada  uno  de  los  hechos  á  que 
la  reclamación  sé  refiera,  deberán  declaras 
tres  testigos  mayores  de  toda  excepción,  que 
den  satisfactoria  razón  de  su  dicho. 

£1  Juez  certificará  sobre  la  idoneidad  de 
los  testigos  y  demás  circunstancias  de  la  de- 
claración, en  la  forma  que  previene  el  ar- 
tículo 638  del  Código  judicial. 

Art  9.°  En  la  práctica  de  estas  decla- 
raciones eg  obligatoria  para  el  agente  del 
Ministerio  público  la  concurrencia,  y  ésta 
tendrá  por  objeto  no  sólo  presenciar  la  de- 
claración del  testigo,  sino  hacerle  todas  las 
preguntas  que  crea*  conducentes  al  esclare- 
cimiento de  los  hechos  y  á  la  defensa  del 
Fisco. 

Art.  10.  Para  instaurar  una  reclamación 
es  indispensable  que  el  reclamante,  ó  quien 
iegalmente  lo  represente,  acompañe  á  su  de- 


manda, además  de  las  pruebas  en  que  Ufa. 
de,  cuando  éstas  consistan  en  información*! 
de  nudo  hecho,  una  relación  de  los  objeta 
suministrados  ó  expropiado»,  ratificádseos 
juramento  ante  la  Comisión  ó  ante  el  re* 
pectivo  Juez  del  circuito. 

Art.  1 1 .  En  las  reclamaciones  provenitL- 
tes  de  exacciones  hechas  por  los  rebeldes  & 
reclamante  deberá  comprobar  también  n 
carácter  de  sostenedor  del  Gobierno. 

Esta  comprobación  consistirá  en  uñar*- 
tificación,  debidamente  autenticada,  eipei- 
da  por  la  primera  autoridad  política  de  i 
provincia  donde  residiera  el  reclamante  tu 
la  época  de  la  guerra,  ó  de  alguno  de  tos  Je- 
fes  á  cuyas  órdenes  sirvió;  y  en  defecto  d? 
estos  documentos,  en  declaraciones  de  trw 
testigos  rendidas  ante  Juez  de  circuito. 

Art.  12.  Xanto  para  la  apreciación  delu 
pruebas,  como  para  el  reconocimiento  dá 
derecho  reclamado,  la  Comisión  procedan 
verdad  sabida  y  buena  fe  guardada;  dwocl 
ningún  caso  reconocerá  crédito  alguno  ec 
contra  del  Tesoro  sin  hallarse  justificada 
cotí  alguna  ó  algunas  de  las  pruebas  especi- 
ficadas en  el  art.  8.° 

Art.  13.  Las  reclamaciones  por  soininii- 
tros,  empréstitos  y  expropiaciones  se  bario 
personalmente  ó  por  medio  .de  apoderen 
constituido  por  escritura  pública,  ó  por  me- 
morial que  el  interesado  presentará  en  per- 
sona ante  la  Comisión  ó  ante  el  Jaex  de. 
circuito  de  su  residencia.  Este  memora! 
contendrá  los  requisitos  de  que  trata  eUr- 
tículo  265  del  Código  judicial. 

-Art.  14.  L06  documentos  comprobantes 
de  un  crédito  por  suministros,  empréstito* 
ó  expropiaciones,  podrán  ser  endosados,  y  se 
tendrá  como  válida  la  cesión,  siempre  qoe 
lleve  la  firma  del  ceden  te,  puesta  ante  A* 
testigos,  quienes  con  ese  carácter  firmarto 
también,  y  que  no  se  haya  iniciado  juicio 
sobre  falsedad  del  endoso. 

Art.  16.  Si  los  documentos  consistieren 
en  prueba  testimonia.!,  el  endoso  se  liará  por 
medio  de  un  memorial  dirigido  á  la  Comisión 
y  presentado  por  el  cedente  en  persona  al 
Presidente  y  Secretario  de  la  Comisión,  ó  l 
Juez  de  circuito  de  su  residencia, quien  certi- 
ficará en  la  misma  diligenciade  presentador 
del  escrito,  sobre  la  identidad  del  cedente. 

Art.  16.  Si  ya'  estuviere  iniciada  la  recla- 
mación del  crédito  que  va  á  cederse,  li  ce- 
sión se  hará  por  memorial  presentado  en  lo» 
términos  del  articulo  anterior,  el  cual  coa- 
tendrá  una  relación  pormenorizada  de  luí 
documentos  comprobantes  del  crédito. 

.Art  10.  t'anto  en  la  Secretaria  de  la  Co- 
misión como  en  los  Juzgados.de  circuito,  n 
registrarán  los  memoriales  sobre  cesión  d« 
estos  créditos. 
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Art.  18.  Toda  reclamación  por  suminis- 
tros, empréstitos  y  expropiaciones,  deberá 
instaurarse  dentro  del  término  de  un  afío 
contado  desde  la  fecha  en  que  principíala 
vigencia  de  estajey,  pasado  el  cual  quedará 
prescrito  todo  derecho  contra  la  Nación. 

Art.  19.  Toda  demanda  sobre  reclama- 
ción por  suministros,  empréstitos  y  expro- 
piaciones, deberá  contener  los  requisitos  de 
qae  tratan  ios  artículos  266,  267,  276  y  284 
del  Código  judicial. 

Si  le  faltare  alguno  ó  algunos  de  tales  re- 
quisitos, le  será  devuelta  al  reclamante  para 
que  la  subsane  en  los  términos  que  el  sus- 
tanciador indicará. 

Art.  20.  Presentada  que  sea  ana  reclama- 
ción al  Secretario  de  la  Comisión,  se  radica- 
rá en  un  libro  que  al  efecto  debe  llevarse  en 
Ir  Secretaría,  en  el  cual  se  exprese:  ei  nom- 
bre del  reclamante,  el  del  apoderado  ó  cesio- 
nario, la  fecha  de  la  introducción  de  la  de- 
manda, la  suma  demandada,  la  guerra  en 
que  tuvieron  lugar  los  suministros,  emprés- 
titos y  expropiaciones,  el  departamento  en 
que  se  efectuaron  y  las  demás  circunstan- 
cias que  estime  conducentes  la  Comisión. 

Art.  21.  Llenados  los  requisitos  del  ar- 
ticulo anterior,.,  el  asunto  será  sometido  á 
repartimiento,  de  acuerdo  con  los  reglamen- 
tos de  la  Comisión. 

Art.  22.  El  miembro  á  quien  correspon- 
da el  conocimiento  del  asunto,  dará  traslado 
de  él  al  Fiscal  por  ei  término  de  seis  días. 
Este  funcionario  emitirá  concepto  en  el  fon- 
do de  la  reclamación  ó  solicitará  la  amplia- 
ción de  las  pruebas,  si  fuere  del  caso,  dentro 
de)  término  indicado. 

Art.  23.  Si  el  Fiscal  solicita  ampliación 
de  las  pruebas,  el  sustanciador  dispondrá 
que  se  practique;  y  en  todo  caso  podrá  de- 
cretar también  las  que  juzgue  indispensa- 
bles para  el  esclarecimiento  de  los  hechos 
en  que  se  funda  la  reclamación. 

Art.  24.  Si  la  ampliación  se  refiere  á  los. 
precios  de  los  objetos  sobre  que  versa  la  re- 
clamación, porque  los  avalúos  fueren  exage- 
rados, el  sustanciador,  ó  la  Comisión  en  su 
caso,  dispondrán  que  se  practiquen  de  nue- 
vo por  dos  peritos,  designados  uno  por  el  re- 
clamante y  otro  por  el  sustanciador  y  un  ter- 
cero en  discordia  que  designarán  el  sustan- 
ciador ó  la  Comisión. 

Con  este  dictamen,  y  con  los  documentos 
que  haya  en  e,l  expediente,  la  Comisión  fija- 
rá tales  precios  en  la  sentencia. 

Art.  25.  Cuando  de  las  pruebas  exhibidas 
por  los  reclamantes  no  apareciere  estableci- 
do el  precio  de  los  objetos  que  son  materia 
de  la  reclamación,  deberá  practicarse  el  ava- 
lúo en  la  forma  que  prescribe  el  artículo  an- 
terior. 
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Art.  26.  Practicadas  que  sean  las  amplia- 
ciones, el  sustanciador  dará  de  nuevo  trasla- 
do al  Fiscal  para  que  emita  concepto  en  lo 
sustancial  de  la  reclamación. 

Art.  27.  Devuelto  el  expediente  al  sus- 
tanciador, tendrá  el  término  de  diez  días  pa- 
ra formular  el  proyecto  de  resolución,  y  lá 
Comisión  deberá  dictar  su  fallo  dentro  de 
los  quince*días  siguientes. 

A  rt.  28.  La  Comisión,  antes  de  profeiir  su 
fallo,  podrá  dictar  autos  para  mejor  proveer. 

Art.  29.     Tanto  la  notificación  de  la  reso- 
lución  definitiva  como  la   de  los   autos  de  ' 
sustanciación  é  interlocutorios,  se  harán  al 
Fiscal  personalmente. 

Art.  30.  La  notificación  de  los  autos  de 
sustanciación  ó  interlocutorios  se  hará  á  los 
reclamantes  por  medio  de  edictos,  que  se 
fijarán  en  lugar  público  del  local  de  la  Se- 
cretaría, por  el  termino  de  veinticuatro  ho- 
ras, cuando  aquéllos  no  se  hubieren  presen- 
tado á  recibirlas  personalmente  en  los  días 
siguientes  al  de  la  fecha  en  que  fueron  dic- 
tados. 

Art.  31.  Si  la  notificación  fuere  del  fallo 
definitivo,  y  el  reclamante  no  compareciere 
en  los  cinco  días  siguientes  á  recibirla  per- 
sonalmente, se  le  hará  por  medio  de  edicto 
que  permanecerá  fijado  también  en  el  lu- 
gar público  de  la  Secretaría  por  el  término 
de  cinco  días. 

Art.  32.  Los  autos  de  sustanciación  y  los 
interlocutorios  que  dicte  el  sustanciador  se- 
rán apelables  para  ante  los  otros  miembros 
de  la  Comisión,  dentro  de  las  cuarenta  y  ocho 
horas  siguientes  á  la  en  que  quede  surtida 
la  notificación  de  ella. 

Art.  33.  De  las  resoluciones  dictadas  por 
la  Comisión  podrán  pedir  reconsideración 
los  interesados,  y  la  Comisión  la  acordará 
cuando  tal  solicitud  se  haga  dentro  de  los 
seis  días  siguientes  al  de  la  respectiva  noti- 
ficación y  9e  apoye  en  error  manifiesto  en 
las  apreciaciones  de  las  pruebas  ó  en  las 
operaciones  aritméticas  que  ocurran. 

Art  34.  De  las  resoluciones  definitivas 
de  la  Comisión  podrá  interponerse  recurso 
de  alzada  para  ante  el  Consejo  de  Estado, 
dentro  de  los  cuatro  días  siguientes  al  de  la 
notificación,  cuando  la  cuantía  del  negocio 
sea  ó  exceda  de  3.000  pesos. 

Concedido  el  recurso,  se  enviará  el  expe- 
diente á  dicha  Corporación,  previa  notifica- 
ción de  las  partes,  dejándose  copia  de  la  re- 
solución apelada  en  un  libro  que  se  llevará 
al  efecto. 

En  los  casos  en  que  la  nación  sea  conde- 
nada y  el  Fiscal  no  interpusiere  recurso  de 
apelación,  se  consultará  el  fallo  con  el  Con- 
sejo de  Estado,  siempre  que  la  suma  reco- 
nocida sea  ó  exceda  de  3.000  pesos. 
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Art.  35.  Recibido  el  expediente  en  el 
Consejo  de  Estado,  será  sometido  á  reparti- 
miento,^ el  Consejero  á  quien  corresponda 
avisará  inmediatamente  á  las  partes  el  reci- 
bo de  ios  autos. 

Art.  36.  Cumplida  esta  formalidad,  se* 
guirá  la  snstanciación  detallada  en  los  ar- 
tículos 21  á  32  de  esta  ley.  ' 

Son  también  comunes  al  .Consejo  de  Es 
tado  las  disposiciones  de  los  artículos  7.° 
y  12;  pero  en  el  caso  de  impedimento  ó  re- 
cusación legal  de  alguno  ó  algunos  de  los 
Consejeros  de  Estado,  dictarán  el  fallo  los 
Consejeros  restantes,  sin  llamar  suplentes. 
8i  el  impedimento  ocurriere  en  el  sustancia- 
dor,  pasará  el  expediente  al  Consejero  que 
siga  en  turno. 

Art.  37.  Tanto  la  Comisión  como  el  Con- 
sejo de  Estado  expresarán  en  la  sentencia 
la  circunstancia  fie  baber  sido  el  reclaman- 
te sostenedor  ó  amigo  del  Gobierno,  cuando 
el  reconocimiento  verse  sobre  exacciones 
hechas  poi  los  rebeldes. 

Art.  38.  De  la  decisión  definitiva  en  que 
se  reconozca  un  crédito  se  compulsará  copia 
que  será  autorizada  por  el  Presidente  y  el 
Secretario  de  la  Comisión,  y  se  pasará  al 
Ministerio  del  Tesoro  para  que  en  vista  de 
ella  se  expida  al  reclamante  la  correspon- 
diente orden  de  pago. 

Art.  39.  Si  los  acreedores  no  se  confor- 
maran con  las  resoluciones  definitivas  dic- 
tadas por  la  Comisión  ó  por  el  Consejo  de 
Estado,  en.  caso  de  apelación,  se  les  devol- 
verán a  petición  suya  los  documentos  pre- 
sentados, dejando  copia  de  ellos  en  el  expe- 
diente, para  que  puedan  ocurrir  dentro  de 
los  noventa  días  siguientes  al  de  la  notifica- 
ción, ante  el  Poder  judicial  demandando  sus 
créditos  por  la  vía  ordinaria;  y,  en  este  caso, 
el  juicio  se  surtirá  en  primera  instancia, 
ante  el  Juez  competente  del  lugar  en  que  se 
efectuaron  los  suministros,  empréstitos  y 
expropiaciones,  y,  en  segunda,  ante  la  Cor 
te  Suprema  de  justicia. 

Si  tan  sólo  se  hubiere  reconocido  una  par- 
te del  crédito  reclamado,  el  acreedor  tendrá 
derecho  á  que  se  le  pague  la  parte  reconoci- 
da; y  para  el  resto  podrá  intentar  la  acción 
de  que  trata  este  artículo. 

Art.  40.  La  Comisión  de  que  trata  esta 
ley  seguirá  conociendo,  de  conformidad  con 
las  regias  de  procedimiento  en  ella  estable- 
cidas, de  las  reclamaciones  que,  presentadas 
en  término  legal,  sobre  suministros,  emprés- 
titos y  expropiaciones,  se  hallen  pendientes 
en  la  Comisión  creada  por  la  ley  de  1886. 

Estas  reclamaciones  podrán  justificarse 
con  las  pruebas  exigidas  en  las  leyes  que  á 
ella  se  refieren;  pero  en  la  apreciación  de 
esas  pruebas  y  en  el  reconocimiento  de  los 


créditos,  la  Comisión  observará  el  principi.» 
general  establecido  en  el  art.  12. 

Art.  41.  Para  todo  vacío  ó  deficiencia  « 
el  procedimiento  establecido  por  esta  ley. 
se  observarán  las  disposiciones  análogas  de 
las  leyes  judiciales. 

Art.  42.  Los  créditos  que  consten  ec 
contratos  debidamente  aprobados  por  ei  P<> 
der  Ejecutivo,  no  necesitan  de  reclaina-nóc 
ante  la  Comisión;  dichos  créditos  serán  re- 
conocidos por  el  Ministerio  respectivo  y  ¡4 
gados  en  moneda  legal. 

Art.  43.  El  pago  de  los  créditos  recono 
cid  os  á  cargo  del  Tesoro  por  suministro! 
empréstitos  y  expropiaciones  hechos  en  La 
última  guerra,  se  hará  en  vales  al  portador 
que  se  denominarán  c  vales  por  exacciones 
en  la  guerra  de  1895». 

Art.  44.  Estos  documentos  serán  amor- 
tizados por  el  sistema  de  remates,  que  se 
verificarán  mensualmente  ante  una  JaiiU 
compuesta  del  Ministro  del  Tesoro,  que  li 
presidirá,  el  Tesorero  genera!  y  el  Jefe  d* 
la  sección  del  crédito  público,  qne  servirá 
además  de  Secretario. 

En  estos  remates  se  observarán  las  regias 
especificadas  en  la  ley  de  1886. 

Art.  46.  Para  la  amortización  de  estos 
documentos  se  señala  la  cantidad  de  30.000 
pesos  mensuales,  que  se  considerará  incidi- 
da en  el  presupuesto  de  la  próxima  vi- 
gencia. 

Art.  46.  En  atención  al  exceso  de  trabajo 
que  demandan  las  funciones  que  por  la  pre- 
sente ley  y  por  la  de  prensa  Be  atribuyen  al 
Consejo  de  Estado,  cada  Consejero  tendrá 
para  el  despachóle  los  asuntos  de  so  carpo 
un  escribiente  de  su  libre  nombramiento  r 
remoción,  con  el  sueldo  de  los  demás  escri- 
bientes de  la  Secretaría.  Dichos  empleados 
se  considerarán  creados  desde  la  fecha  de  U 
publicación  de  esta  ley. 

Reglamentación  y  recaudación  del  im- 
puesto sobre  mortuorias  y  donaciones,  - 

Ley  de  31  de  Diciembre  de  1806,  publicada 
en  el  Diario  oficial  de  14  de  Enero  de  1697 

Articulo  1.°  La  contribución  nacional  im- 
puesta sobre  mortuorias  y  donaciones  entre 
vivos,  decretada  por  la  ley  de  1890,  se 
cobrará  en  la  misma  proporción  fijada  poz 
dicha  ley  en  todos  los  departamentos  de  !i 
República,  como  renta  creada  y  destinad* 
exclusivamente  para  el  sostenimiento  de  >o* 
lazaretos  que  hay  establecidos  ó  que  se  esta- 
blezcan. 

Art.  2.°  El  impuesto  sobre  las  mortuoria* 
á  favor  de  los  lazaretos  se  causa  por  el  solo 
hecho  de  la  muerte  del  dueño  de  los  bienes 
materia  de  la  sucesión,  sea  que  dichos  bie 
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lies  se  encuentren  dentro  ó  fuera  de  la  Repú- 
blica. La  jurisdicción  de  estos  juicios  86  flí- 
gue  por  las  leyes  comunes,  debiendo  abrirse 
la  sucesión  en  el  lugar  del  último  domicilio 
del  finado. 

Art.  3.°  £1  impuesto  de  qne  se  trata  re- 
raerá  en  las  mortuorias  sobre  lo  que  queda 
líquido,  deducidos  únicamente;  1.°  Los  cos- 
tos de  publicación  del  testamento,  si  lo  hu- 
biere, y  los  demás  anexos  á  la  apertura  de 
la  sucesión  y  juicio  de  inventarios;  y  2.°  Las 
deudas  hereditarias. 

Art  4°  En  el  caso  de  liquidación  de  la 
sociedad  conyugal  por  muerte  de  alguno  de 
los  cónyuges,  el  impuesto  no  gravará  los 
bienes  propios  ó  gananciales  del  cónyu- 
ge sobreviviente,  sino  tan  sólo  los  del  cónyu- 
ge difunto. 

Art.  6.o  Las  donaciones  entre  vivos  he- 
chas al  legitimario,  que  deban  colacionarse 
al  acervo  de  la  sucesión  é  imputarse  á  la  le- 
gítima, no  causarán  nuevos  derechos. 

Art.  6.°  Para  los  efectos  de  la  recauda- 
ción de  este  impuesto,  créase  en  cada  depar- 
tamento un  empleado  que  se  denominará 
«Recaudador  departamental  del  impuesto  de 
lazaretos».  Será  nombrado  este  empleado  por 
la  respectiva  Junta  de  beneficencia  de  la  ca- 
pital del  departamento,  con  aprobación  del 
Gobierno,  y  á  falta  de  ésta,  por  el  Goberna- 
dor del  departamento  ó  el  Intendente. 

En  las  capitales  délos  departamentos  don- 
■de  haya  Síndico  del  lazareto,  éste  será  el  re- 
caudador departamental  del  impuesto. 

Art.  7.°  En  los  juicios  de  sucesión  que 
se  sigan  en  las  capitales  de  los  departamen- 
tos, representará  los  derechos  del  lazareto 
el  recaudador  departamental  del  impuesto; 
en  los  que  se  sigan  fuera  de  dichas  capitales, 
los  representará  el  recaudador  provincial  de 
Hacienda  del  departamento;  y  en  los  que  se 
sigan  fuera  de  las  capitales  de  provincias, 
representará  dichos  derechos  el  recaudador 
departamental  del  municipio  cabecera  del 
circuito. 

Art.  8°  Cuando  un  individuo  muera  de- 
jando bienes  en  distintas  provincias,  única 
mente  el  recaudador  departamental  inter- 
vendrá en  el  juicio  de  sucesión.  Esta  inter- 
vención podrá  ser  personal  ó  por  medio  de 
Apoderado,  si  el  recaudador  lo  estima  con- 
veniente, bajo  la  responsabilidad  de  éste. 

Art.  9.°     Los  recaudadores  provinciales 
-del  impuesto  de  lazareto  son  agentes  de  los 
j  recaudadores   departamentales   del    mismo 
I  impuesto,  y  los  recaudadores  municipales  lo 
i  son  de  los  agentes  provinciales.  El  respecti- 
vo superior  puede  castigará  sus  agentes  con 
multa  hasta  de  60  pesos  cuando  falten  á  sus 
deberes  ó  dejen  de  cumplir  las  órdenes  é 
instrucciones    que  les    comuniquen.   Estas 


multas  ingresarán  á  1as  rentas  del  lazareto» 

Art.  10.  Los  recaudadores  departamen- 
tales y  provinciales  tendrán  como  remune- 
ración de  su  trabajo  el  8  por  100  de  las  sa- 
mas que  recauden,  sin  exceder  de  200  pesos 
mensuales  los  primeros  y  60  los  segundos. 

Guando  el  recaudador  municipal  sea  el 
que  interviene  en  los  juicios  fiara  hacer  efec- 
tivo el  impuesto,  el  tanto  por  ciento  corres- 
ponderá á  él  y  no  al  recaudador   provincial. 

Art.  11.  La  administración  ó  inversión 
de  las  rentas  ó  cantidades  que  tengan  por 
objeto  el  sostenimiento  de  los  lazaretos,  que- 
da á  cargo  de  las  Juntas  de  Beneficencia  de 
las  capitales  délos  departamentos.  En  los 
departamentos  donde  no  haya  estas  Juntos» 
dichas  funciones  corresponderán  al  emplea- 
do encargado  de  la  recaudación  de  la  renta. 

Art.  12.  El  impuesto  será  pagado  por  los 
respectivos  asignatarios,  dentro  del  afio  si- 
guiente al  día  de  la  defunción. 

Art.  13.  Espirado  el  afio  que  se  fija  en 
el  artículo  anterior  sin  que  el  pago  se  haya 
verificado,  el  impuesto  se  recargará  con  el 
26  por  100,  siempre  que  la  demora  provenga 
de  los  albaceas  ó  asignatarios. 

La  calificación  de  la  culpa  corresponde  al 
Juez  de  la  causa,  con  audiencia  délos  Síndi- 
cos ó  recaudadores  del  impuesto,  según  el 
caso. 

Art.  14.  Los  recaudadores  del  impuesto 
sobre  las  mortuorias  son  parte  en  los  juicios 
de  sucesión.  Esta  intervención  de  los  recau- 
dadores tiene  un  objeto  puramente  fiscal  y 
se  limita  á  hacer  efectivo  el  impuesto  sobre 
lazaretos. 

Art.  16.  En  los  juicios  de  sucesión  tienen 
los  recaudadores  de  este  impuesto  y  sus 
agentes,  sobre  las  mortuorias,  las  siguientes 
atribuciones: 

1.a  Intervenir  en  las  diligencias  sobre  in- 
ventarios y  avalúos  de  los  bienes. 

2.*    Nombrar  avaluadores  de  esos  bienes. 

3.a  Reclamar  contra  la  relación  de  bienes 
y  su  avalúo,  y  contra  la  manera  de  confec- 
ción de  inventarios,  tanto  antes  como  des- 
pués de  que  se  les  corra  traslado  de  ellos. 

4.»  Observar  que  los  avaluadores,  que 
serán  siempre  personas  idóneas  y  propieta- 
rios, si  fuere  posible,  tengan  en  cuenta  para 
los  avalúos  de  los  bienes  de  la  sucesión,  no 
solamente  el  valor  de  éstos  dado  en  los  tí- 
tulos de  propiedad,  sino  también  el  aumento 
de  valor  que  hayan  obtenido  por  razón  de 
la  acción  del  tiempo,  mejoras  y  demás  cir- 
cunstancias del  mercado,  á  fin  de  que  el  ava- 
lúo dado  al  haber  mortuorio  sea  verdadero 
y  en  ningún  caso  ínfimo  ó  reducido. 

6.a  llacer  la  liquidación  de  los  derechos 
del  lazareto,  luego  que  estén  completos  los 
inventarios  dentro  de  los  términos  legales. 
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6.a  Aprobada  que  sea  la  liquidación,  y 
sin  perjuicio  del  procedimiento  de  oficio  por 
parte  de  los  Jueces,  demandar  ejecutiva- 
mente el  pago  de  los  derechos  cuando  ha- 
yan transcurrido -quince  días  después  de 
aprobada  la  liquidación  y  el  pago  no  se  haya 
verificado. 

7.a  Promoverla  facción  de  los  inventarios 
y  avalúes  en  todo  caso  en  qué  los  bienes  de 
una  sucesión  corran  peligro. 

8.a  Proponer  iguales  diligencias  cuando 
los  inventarios  no  se  hayan  practicado  du- 
rante el  año  siguiente  á  la  muerte  de  la  per- 
sona de  cuya  sucesión,  se  trata. 

9.a  Atender  los  denuncios  que  se  les  den 
por  cualquiera  autoridad  ó- particular  en  los 
casos  de  los  dos  ordinales  anteriores,  y  pro 
poner  en,  su  virtud  las  acciones  correspon- 
dientes. 

10.  Intervenir  en  las  diligencias  que  se 
practiquen  de  oficio  para  evitar  el  extravío 
ó  pérdida  de  ios  bienes  de  una  persona  di- 
funta. En  los  casos  de  que  estas  diligencias 
tengan  lugar,  al  tiempo  de  hacer  la  relación 
de  bienes,  se  avaluarán  en  la  forma  ordina- 
ria, y  sobre  esos  avalúos  se  hará  la  liquida- 
ción, sin  perjuicio  de  rectificarla  sóbrelos 
inventarios  definitivos. 

11.  Llevar  la  voz  en  defensa  de  los  dere- 
chos del  lazareto,  en  todos  los  casos,  juicios, 
diligencias  y  controversias  en  que  lo  exijan 
sus  intereses. 

12.  Hacer  uso  de  la  jurisdicción  coactiva 
que  les  confiere  la  ley  en  los  casos  en  que 
por  este  medio  sea  más  fácil  y  expedito  el 
cobro  del  impuesto. 

Art.  16.  Los  gastos  que  originen  los  jui- 
cios y  diligencias  de  oficio  para  hacer  efec- 
tivos los  derechos  del  lazareto,  serán  de 
cargo  de  los  interesados  en  la  sucesión. 

Art.  17.  Los  albaceas,  asignatarios  ó  in- 
teresados que  oculten  bienes  pertenecientes 
á  una  sucesión,  pagarán  triplicado  el  de- 
recho. 

Art.  18.  Es  prohibido  á  los  Jueces  apro- 
bar los  inventarios  y  avalúos  de  los  bienes 
de  una  sucesión,  mientras  no  conste  en  el 
expediente  el  pago  de  los  derechos  del  la- 
zareto hecho  en  la  oficina  respectiva.  8i  se 
aprobaren  sin  esta  formalidad,  el  Juez  es 
responsable  del  importe  de  la  contribución. 

Art.  19.  Es  prohibido  á  los  Notarios 
prestar  su  oficio  en  actos  de  donaciones 
entre  vivos,  mientras  no  se  les  presente  re- 
cibo que  acredite  el  pago  de  los  derechos 
del  lazareto.  De  la  presentación  del  derecho 
se  dejará  constancia  en  la  escritura,  y  el  re- 
cibo se  agregará  á  ésta  y  su  tenor  se  inser- 
tará en  las  copias  del  instrumento. 

El  Notario  que  autorice  una  escritura  de 
donación  entre  vivos,  sin  que  le  presente  el 


aludido  recibo,  incurrirá  en  ana   malta  A- 
20  á   50  pesos,  y  el   instrumento  respertrr 
no  surtirá  sus  efectos  legales  mientras  no  s 
hayan  pagado  los  citados  derechos  del  bu- 
reto.  , 

Art.  20.  Los  encargados  de  llevar  el  re- 
gistro del  estado  civil  de  las  personas.  pasa- 
rán mensual  mente  al  respectivo  recaodade 
departamental  del  impuesto,  una  relación  •!* 
las  defunciones  ocurridas  en  e!  mes,  tomas 
dola  de  los  libros  de  registro  respectivos, 

Art.  21.  Los  recaudadores  departanies- 
tales  visitarán,  cuando  lo  estimen  conte- 
niente, las  Secretarías  de  los  Ja  «gados  » 
Notarías  y  las  oficinas  de  Registro,  y  es  obli- 
gatorio para  los  empleados  visitados  sumi- 
nistrarles los  datos  é  informes  qne  se  ía 
pidan  con  relación  al  ramo  de  lazaretos. 

Art.  22.  El  producto  de  este  impuesto  s* 
centralizará  en  la  capital  de  la  República  t 
será  distribuido  mensual  mente  por  la  Jar,tí 
general  de  Beneficencia,  en  proporción  t 
número  de  enfermos  de  cada  lazareto,  debi- 
damente acreditado  con  el  cuadro  de  moa- 
miento  de  enfermos  presentado  por  ei  Sin- 
dico respectivo  y  los  demás  comprobantes 
que  la  Junta  estime  conveniente  exigir. 

El  impuesto  que  se  recaude  en  los  depar- 
tamentos donde  estén  establecidos  ó  se  es- 
tablezcan lazaretos  se  aplicará  preferente- 
mente á  los  gastos  que  eltos  demanden,  y 
los  fondos  que  se  recauden  en  virtud  de  esti 
ley  no  se  enviarán  á  la  capital  de  la  Repú- 
blica, sino  qne  serán  destinados  dírectajorn- 
te  al  sostenimiento  del  respectivo  lazareto 
departamental.  De  todas  maneras  el  respe- 
tivo recaudador  dará  cuenta  anualmente  ¿  li 
Junta  general  de  Beneficencia  de  las  rai.ti- 
dades  recaudadas  y  entregadas  á  quien  nc- 
rresponda. 

Art.  23.  Los  recaudadores  departamen- 
tales remitirán  directamente  á  la  Jnnta  ge- 
neral de  Beneficencia  de  la  capital  de  la  Re- 
pública las  sumas  que  recauden.  Esta  remi- 
sión deben  hacerla  por  el  correo  siguiente  * 
vencimiento  de  cada  mes. 

La  Junta  dictará  las  providencias  que  e#- 
time  convenientes  para  hacer  efectivo  ei 
envío  de  estos  fondos. 

MenBualmente  también  los  recaudadores 
municipales  remitirán  á  los  recaudsdore? 
provinciales,  y  éstos  á  los  departamentales, 
las  cantidades  que  hayan  recaudado. 

Art.  24.  Las  cuentas  de  los  recaudador» 
del  impuesto  de  lazaretos  se  llevarán  por  «4 
sistema  dé  cargo  y  data  y  por  duplicado.  E- 
cargo  será  comprobado  con  las  diligencias  & 
consignación  suscritas  por  el  respectivo  en- 
terante, y  la  data  con  los  recibos  que  arre- 
dilen haber  hecho  las  remesas  del  produci- 
rte las  rentas  á  la  oficina  á  donde  deban  es- 
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•viaree,  y  con  loe»  demás  documentos  justifi- 
cativos Je  gastos  debidamente  ordenados. 
Los  recaudadores  provinciales  examina- 
rán y  fenecerán  las  cuentas  de  los  recaqda- 
<ioree  municipales  y  las  incorporarán  en  las 
sayas.   Iguales  operaciones  practicarán  los 
recaudadores  departamentales  respecto  de 
las  cuentas  de  los  recaudadores  provinciales. 
Las  cuentas  de  los  recaudado! es  departa- 
mentales serán  examinadas  y   fenecidas  en 
primera  instancia  por  la  Junta  general   de 
Beneficencia  de  la  capital  de  la  República,  y 
en  segunda  por  la  oficina  general  de  cuentas. 
Art.  25.     Los  recaudadores  departamenta- 
les, antes  de  entrar  en  el  desempeño  de  sus 
funciones,  prestarán  una  fianza  ante  el  Go- 
bernador del   departamento,  á  satisfacción 
de  este  Magistrado,  y  por  la  suma  hasta  de 
5.000  pesos  para  asegurar  el  manejo  de  los 
fondos  que  recauden. 

Art.  26.  La  intervención  de  los  emplea- 
dos á  que  se  refiere  esta  ley  en  los  juicios  de 
sucesión,  será  de  acuerdo  con  las  respecti- 
vas leyes  de  procedimiento  judicial. 

Art.  27.  De  conformidad  con  lo  dispues- 
to en  el  art.  l.o  de  la  ley  de  1890,  el  Go- 
bierno procederá  inmediatamente  á  aislar  el 
lazareto  de  Agua  de  Dios.  Consistirá  este 
aislamiento  en  variar  el  camino  público  que 
atraviesa  el  lazareto  y  hacer  cumplir  todas 
las  indicaciones  que  á  este  respecto  le  haga 
la  Junta  central  de  Higiene. 

Art.  28.  Las  indicaciones  que  respecto 
del  aislamiento  para  los  demás  lazaretos  de 
la  República  haga  al  Gobierno  la  Junta  cen- 
tral de  Higiene,  serán  puestas  en  práctica 
inmediatamente. 

Art.  29.  La  fundación  y  traslación  de  la- 
zaretos serán  consideradas  como  graves  mo- 
tivos de  utilidad  pública  para  el  efecto  de 
adquirir  por  medio  de  expropiación,  con 
arreglo  á  las  leyes  de  la  materia,  los  terrenos 
y  edificios  necesarios  para  tales  objetos. 

Art.  30.  Las  donaciones  ó  legados  que  se 
hagan  en  favor  de  los  Establecimientos  de 
beneficencia,  no  pagaráu  impuesto  de  laza- 
reto. 

Reformas  judiciales. — Ley  de  31  de  Di- 
ciembre de  1896,  publicada  en  el  Diario  ofi- 
cial de  14  de  Enero  de  1897. 

Becurso  de  casación. 

Artículo  1.°  Con  el  fin  principal  de  uni- 
formar la  jurisprudencia,  y  con  el  de  enmen- 
dar los  agravios  inferidos  á  las  partes,  se 
concede  recurso  de  casación  para  ante  la 
Corte  Suprema  de  Justicia  contra  las  senten- 
cias definitivas  de  segunda  instancia  dicta- 
dlas por  los  Tribunales  superiores   de  distri- 


to judicial,  en  asuntos  civiles  y  en  juicio  or- 
dinario ó  que  tenga  carácter  de  tal;  y  contra 
las  que  se  pronuncien  en  los  juicios  de  con- 
curso de  acreedores  y  .los  de  sucesión  por 
causa  de  muerte,  siempre  que  la  cuantía' en 
estos  últimos  sea  ó  exceda  de  6.000  pesos. 
En  los  demás  casos  bastará  que  la  cnántfa 
del  juicio  al  tiempo  de  la  demanda  sea  ó  ex- 
ceda de  3.000  pesos. 

•Para  que  el  recurso  de  casación  pros- 
pere deben  coexistir  las  circunstancias  si- 
guientes: 

1.a  Que  la  sentencia  sé  funde  ó  haya  de- 
bido fundarse  en  leyes  que  rijan  ó  hayan 
regido  en  toda  la  República,  á  partir  de  la 
vigencia  de  la  ley  de  1887,  ó  en  leyes  expedi- 
das por  los  extinguidos  Estados  que  sean 
idénticas  en  esencia  á  las  nacionales  que  es- 
tán en  vigor;  y 

2.a  Que  ia  sentencia  verse  sobre  intere- 
ses particulares  ó  sobre  hechos  relativos  al 
estado  civil  de  las  personas.     , 

Art.  2.°  Las  causales  que  pueden  alegar- 
se para  interponer  recurso  de  casación  son 
las  ei  guien  tes: 

1.a  Ser  la  sentencia  violatoria  de  ley  sus- 
tantiva, ya  sea  directa  la  violación,  ya  sea 
efecto  de  una  interpretación  errónea  de  la 
misma  ley,  ya  de  indebida  aplicación  de  ésta 
al  caso  del  pleito. 

Si  se  alegare  por  el  recurrente  mala  apre- 
ciación de  determinada  prueba,  la  Corte  no 
podrá  variar  la  apreciación  hecha  por  el  Tri- 
bunal sino  en  el  caso  de  error  de  derecho  ó 
de  error  de  hecho,  siempre  que  este  último 
aparezca  de  un  modo  evidente  en  los  autos. 

2  *  No  estar  la  sentencia  en  consonancia 
con  las  pretensiones  oportunamente  deduci- 
das por  los  litigantes,  ya  porque  se  resuelva 
sobre  puntos  que  no  han  sido  objeto  de  la 
controversia  ó  se  deje  de  resolver  sobre  al- 
guno de  los  que  lo  han  sido,  se  condene  á 
más  de  lo  pedido  ó  no  se  falle  sobre  alguna 
de  las  excepciones  perentorias  alegadas,  si 
fuere  el  caso  de  hacerlo. 

3.a  Contener  la  sentencia  en  su  parte  fe- 
solutiva  disposiciones  contradictorias  á  pe- 
sar de  haberse  pedido  aclaración  de  ella 
oportunamente. 

4.a  Incompetencia  de  jurisdicción  impro- 
rrogable en  el  Tribunal  sentenciador,  salvo- 
el  caso  t|e  ratificación  cuando  ésta  sea  per- 
mitida; y 

6.a  Haberse  abstenido  el  Tribunal  de 
conocer  en  asunto  de  su  competencia  y  de- 
clarádolo  así  en  el  fallo. 

Art.  3.°  En  materia  criminal  las  cánsales 
por  las  cuales  puede  interponerse  el  recurso 
de  casación  son  estas: 

1.a  Ser  la  sentencia  violatoria  de  la  ley 
sustantiva  en  materia   penal   por  haberse 
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aplicado  al  reo  la  pena  capital  fuera  de  los 
«tasos  determinados  por  la  ley. 

La  Corte,  al  considerar  esta  causal,  debe 
atenerse  al  veredicto  del  Jurado,  que  forma 
plena  prueba  sobre  los  hechos. 

2*  Ser,  en  concepto  de  la  Corte,  notoria- 
mente injusto  el  veredicto  del  Jurado,  es  de- 
cir, que  de  autos  resulte  claramente:  ó  que 
no  se  ha  ejecutado  el  hecho  incriminado,  ó 
que  el  acusado  no  es  responsable  de  él.  Esto 
no  tendrá  cabida  cuando  la  sentencia  se  fun- 
de en  el  veredicto  de  un  segundo  Jurado  re- 
unido en  virtud  de  haber  declarado  el  Tri- 
bunal injusto  el  veredicto;  y 

3.?  Haberse  incurrido  en  alguna  de  las 
causales  de  nulidad  determinadas  en  los  or- 
dinales 1  o,  3.o,  4.0,  6.o,  6.o  y  7.°  del  artículo 
•264  de  la  ley  de  1887. 

Art.  4.°  Tres  decisiones  uniformes  dadas 
por  la  Corte  Suprema  como  Tribunal  de  ca- 
sación sobre  un  mismo  punto  de  derecho, 
constituyen  doctrina  probable,  y  los  Jueces 
podrán  aplicarla  en  casos  análogos,  lo  cual 
no  obsta  para  que  la  Corte  varíe  la  doctrina 
en  caso  de  que  juzgue  erróneas  las  decisio- 
nes anteriores. 

Organización  judicial. 

Art.  6°  La  Corte  Suprema  continuará 
conociendo  privativamente,  y  en  una  sola 
instancia,  de  todos  los  asuntos  de  que  trata 
el  art.  40  de  la  ley  de  1888. 

Art.  6.°  Establécese  en  la  Corte  Suprema 
de  Justicia  un  empleado  que  se  denominará 
«  Relator  >  y  á  cuyo  cargo  estará  la  edición 
de  la  Gaceta  judicial,  la  formación  del  índi- 
ce alfabético  de  ella,  la  formación  y  publica- 
ción anual  de  las  doctrinas  sentadas  por  la 
Corte  en  las  decisiones  que  pronuncie  en  to 
dos  los  asuntos  de  su  incumbencia.  Este  tra- 
bajo comprenderá  las  decisiones  publicadas 
en  la  Gaceta  judicial  y  se  recopilará  por  or- 
den alfabético.  Se  exceptúan,  no  obstante, 
las  referentes  á  negocios  de  suministros  y 
otros  semejantes  que  á  juicio  de  la  Corte  no 
sea  necesario  recopilar. 

También  estudiará  el  Relator  las  senten 
cias  y  decisiones  de  los  Tribunales  que  se 
publiquen  en  las  Revistas  respectivas,  y  ha- 
rá sobre  ellas  las  observaciones  que  estime 
convenientes,  comparará  la  jurisprudencia 
de  unos  Tribunales  con  otros  y  con  las  sen- 
tencias de  la  Corte;  pero  se  abstendrá  de  ha- 
cer comentarios  acerca  de  las  que  se  some- 
tan á  la  revisión  de  la  Corte  por  cualquier  re- 
curso. 

El  empleado  de  que  habla  el  último  inciso 
del  art.  8.°  de  la  ley  de  1892  ayudará  al  Rela- 
tor en  el  desempeño  de  sus  funciones. 

El  Relator  será  de  libre  nombramiento  y 


remoción  de  la  Corte,  estará  á  las  dr¡>r-¿ 
de  ésta,  y  disfrutará  del  aneldo  tle  160  pe»:» 
mensuales, 

Destínase  del  Tesoro  público  la  sama  de 
4.000  pesos  para  comprar  una  Biblioteca 
para  el  servicio  de  la  Corte,  cae  estaría 
cargo  del  expresado  Relator. 

Estas  sumas  se  considerarán  incluidas  en 
el  presupuesto  de  gastos  de  la  próxima  vi- 
gencia. 

Art.  7.°  Los  Tribunales  superiores  dr 
distrito  judicial  conocerán  en  primera  h*t- 
tancia: 

1.°  De  los  asuntos  contenciosos  en  qa»- 
tenga  parte  la  Nación,  con  excepción  de  lo? 
que  se  expresan  en  el  art.  40  de  la  ley  «ir 
1888,  cualesquiera  que  sean  so  naturaleu 
y  su  cuantía. 

2.°  De  los  juicios  entre  los  Gobiernos  de 
los  departamentos  y  los  particulares,  cuales- 
quiera que  sean  también  su  naturaleza  y  se 
cuantía;  y 

8.°  Los  mismos  Tribunales  conocerán  en 
segunda  instancia  y  los  Jueces  de  eircaru 
en  primera: 

1.°     De  los  juicios  de  expropiación;  y 

2.°     De  los  juicios  de  amparo  de  pobrera. 

La  Corte  Suprema  de  justicia  conocert 
en  segunda  instancia  de  los  asuntos  de  qo<> 
conocen  en  primera  los  Tribunales  sope 
riores. 

Art.  8.°  Todas  las  decisiones  ó  sentenHa* 
contra  las  cuales  haya  recurso  de  casar  ion  r 
de  apelación  para  ante  la  Corte  Suprema,  se- 
rán proferidas  por  los  Tribunales  en  sal* 
plural.  Las  pronunciadas  hasta  ahora  do  se 
afectan  de  nulidad,  aunque  haya  babid<- 
lugar  á  dicho  recurso,  siempre  que  haya  po- 
dido juzgarse  que  podían  ser  dictadas  per 
un  solo  Magistrado. 

Art.  9.°     Los  agentes  del   Ministerio  pó 
blico  no  pueden  absolver  posiciones  en  le* 
juicios  en  que  intervengan,  ni  sus  confesio- 
nes perjudican  á   la  parte  que  representan 

Art.  10.  Los  parientes  dentro  del  tercer 
grado  de  consanguinidad  ó  segundo  de  afini- 
dad de  los  Magistrados  ó  Jueces  no  pueden 
desempeñar  los  empleos  de  Secretarios,  Ofi- 
ciales ó  subalternos  en  los  despachos  de  di- 
chos Magistrados  ó  Jueces. 

Art.  11.  Los  agentes  del  Ministerio  pú- 
blico no  podrán  promover  acciones  civiles 
sin  orden  ó  instrucciones  del  Gobierno,  ni  és 
te  podrá  ordenar  el  desistimiento  de  accio- 
nes que  la  ley  hubiere  mandado  promover 
Dichos  agentes  no  pueden  ejercer  sus  fun- 
ciones sino  ante  los  Jueces  ó  Tribunales  á 
que  pertenezcan  respectivamente. 

Art.  12.  Los  municipios  y  los  departa- 
mentos no  podrán  ser  representados  por 
apoderado  en  los  litigios  en  que  sean  parte. 
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sino  en  los  casos  en  que  los  agentes  del 
Ministerio  público  respectivo'  no  puedan, 
por  razón  de  la  distancia  ó  incompatibilidad 
de  funciones,  llevar  ia  voz  de  dichas  entida- 
des, ó  cuando  por  razón  de  las  dificultades 
ó  interés  del  negocio,  se  juzgue  conveniente 
ocurrir  á  un  Abogado;  y,  en  este  caso,  el 
contrato  que  se  celebre  con  éste  deberá  ser 
aprobado  por  el  Prefecto,  si  se  trata  de  un 
municipio,  ó  por  el  Gobernador,  si  se  trata- 
re de  negocios  del  departamento. 

Art.  13.  El  individuo  que  pretenda  ser 
declarado  patrón  ó  capellán  de  un  patrona- 
to de  legos  ó  capellanía  laica,  podrá  enta- 
blar su  demanda  ante  el  Juez  del  circuito 
de  su  vecindad  ó  del  circuito  en  que  estén 
todos  ó  Ja  mayor  parte  de  los  bienes  afectos 
á  la  fur.dación. 

Impedimentos  y  recusaciones. 

Art.  14.  En  la  disposición  del  art.  82  de 
la  ley  de  1892,  no  se  comprenden  los  casos 
en  que  el  impedimento  se  refiera  al  apode- 
rado de  alguna  de  las  partes. 

Apelaciones. 

Art.  15.  La  apelación  se  entiende  inter- 
puesta sólo  en  lo  desfavorable  al  apelante, 
y  el  superior  no  podrá  enmendar  ó  revocar 
la  sentencia  ó  auto  apelado  en  la  parte  que 
no  es  objeto  del  recurso,  á  no  ser  en  los  ca- 
sos de  consulta  ó  cuando  la  variación  en  la 
parte  á  que  se  refiere  dicho  recurso  requiera 
la  modificación  ó  revocación  de  puntos  del 
fallo  del  Juez  á  quo. 

Art.  16.  Cuando  requerido  un  individuo 
á  solicitud  de  parte  para  que  suministre  el 
papel  necesario  para  la  actuación,  no  lo  su- 
ministrare á  pesar  del  requerimiento,  se  le 
volverá  á  requerir  por  medio  de  un  edicto 
que  se  fijará  por  treinta  días;  y  si  pasados 
éstos  no  se  hiciere  la  consignación  del  pa- 
pel, se  entenderá  que  desiste  de  la  instan- 
cia ó  del  recurso,  y  así  se  declarará. 

Art.  17.  La  sentencia  definitiva  no  pue- 
de revocarse  ni  reformarse  por  el  mismo 
Juez  ó  Tribunal  que  la  pronuncie;  pero  si 
en  ella  se  hnbiere  guardado  silencio  sobre 
frutos,  réditos  ó  intereses,  perjuicios  y  cos- 
tas, ó  se  hubiere  condenado  sobre  estos 
pantos  en  más  ó  menos  de  lo  que  se  debía, 
podrá  el  Juez  ó  Tribunal  decidir  posterior- 
mente sobre  los  mismos  puntos,  siempre 
que  así  se  le  pida  por  parte  legítima,  á  más 
tardar  dentro  de  tres  días  después  de  notifi- 
cada la  sentencia. 

Costas. 

Art.  18.     En  toda  estimación  de  costas  se 


computará  á  cargo  de  la  parte  condenada  en 
la  instancia,  recurso  ó  incidentes: 

l.o    Los  portes  de  correo» 

2.o     El  papel  sellado. 

8.o    Los  honorarios  de  testigos  y  peritos. 

4.°  Cualquier  otro  gasto  que  por  la  natu- 
raleza del  negocio  haya  tenido  que  hacer  la 
parte  favorecida.  ' 

5.°  Las  agencias  y  trabajo  en  derecho 
de  la  parte  favorecida  ó  de  su  apoderado  ó 
Abogado. 

Las  costas  determinadas  en  los  números 
1.°,  2.o,  8.°  y  4.°  serán  estimadas  por  el  Se- 
cretario del  Juez  ó  Tribunal  respectivo,  y 
las  del  núm.  5.°  por  el  Juez  ó  los  Magistra- 
dos que  sentenciaron,  oyendo,  si  lo  estima- 
ren conveniente,  el  dictamen  de  peritos,  y 
teniendo  en  cuenta  para  la  estimación  el 
mérito  intrínseco  del  trabajo,  la  «cuantía  del 
negocio,  las  circunstancias  especiales  del 
lugar,  y  la  costumbre  sobre  el  pago  de  ser- 
vicios profesionales  de  esta  clase,  procuran- 
do que  el  precio  no  sea  ni  mayor  ni  menor 
que  lo  que  se  paga  ordinariamente  por  di- 
chos servicios. 

Art.  19.  Cuando  el  demandante  no  cons- 
tituya la  fianza  de  costas  que  exige  el  de- 
mandado, conforme  al  art.  103  de  la  ley 
de  1890,  se  suspenderá  la  demanda  hasta 
que  la  constituya.  Si  transcurriere  un  a  fio, 
contado  desde  que  se  notifique  el  auto  en 
que  se  ordene  la  prestación  de  la  fianza,  se 
entenderá  que  el  actor  desiste  tácitamente 
de  su  acción. 

Art.  20.  El  demandante  puede  exigir 
fianza  de  costas  al  demandado,  cuando  éste 
la  hnbiere  exigido  á  aquél,  y  si  no  la  diere 
oportunamente,  caducará  lo  que  hubiere 
exigido  á  su  contraparte. 

Alegatos. 

Art.  21.  Prohíbese  la'admisión  de  alega- 
tos escritos  en  las  audiencias. 

Todo  alegato  deberá  presentarse  al  devol- 
ver el  expediente  conferido  en  traslado  ó 
dentro  del  término  señalado  por  el  Juez, 
cuando  no  se  sacan  los  autos. 

Juicio  ejecutivo. 

Art.  22.  En  ningún  caso  se  rematarán 
los  bienes  embargados  por  menos  de  las  dos 
terceras  partes  de  su  avalúo.  Si  no  hubiere 
postura  que  cubra  dichas  dos  terceras  par- 
tes, el  Juez  hará  practicar  nuevos  avalúos 
por  peritos  que  él  mismo  designará,  y  segui- 
rán poniéndose  dichos  bienes  á  licitación 
hasta  por  las  dos  terceras  partes  de  los  nue- 
vos avalúos.  El  acreedor  puede  rematar  por 
cuenta  de  su  crédito,  cuando  no  ocurra  pos- 
tor por  las  dos  terceras  partes  de  su  avalúo, 
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la  cuarta  parte  de  los  bienes  que  le  parezca 
conveniente. 

Art.  23.  El  ordinal  1  «  del  art.  179  de  la 
ley  de  1890,  quedará  así: 

cLa  sentencia  definitiva  y  ejecutoriada.» 

Art.  24.  Las  tercerías  coadyuvantes  que 
se  introduzcan  en  los  juicios  ejecutivos  no 
.se -decidirán  antes  de  que  se  dicte  sentencia 
de  pregón  y  remate,  lo  cual  no  impedirá  la 
sustanciación  de  dichas  tercerías  mientras 
no  se  haya  dictado  aquella  sentencia. 

Art.  25.  No  son  embargarles  las  casas 
consistoriales,  educios  destinados  á  la  Ins- 
trucción pública,  cárceles  y  demás  oficinas 
públicas  de  los  departament  »s  y  municipios, 
ni  las  dos  terceras  partes  de  las  rentas  res- 
pectivas^ 

Art.  26.  Desde  la  notificación  del  man- 
damiento ejecutivo  hasta  la  ejecutoria  del 
auto  en  que  se  cite  para  sentencia  de  pregón 
y  remate,  puede  el  ejecutado  proponer,  por 
una  sola  vez,  las  excepciones  especificadas 
en  el  art.  1.063  del  Código  judicial,  sin  que 
por  eso  se  suspenda  la  práctica  de  las  dili- 
gencias ejecutivas,  las  cuales  deben  adelan- 
tarse en  cuaderno  separado  hasta  poner  el 
juicio  en  estado  de  dictar  sentencia  de  pre- 
gón y  remate  y  aguardar  entonces  la  deci- 
sión sobre  las  excepciones  que  se  hayan 
propuesto. 

Competencias. 

Art.  2?.  Las  competencias  de  que  trata 
el  art.  784  del  Código  judicial  serán  decidi- 
das por  el  respectivo  superior  del  empleado 
judicial  que  acepta  ó  provoca  la  compe- 
tencia. 

Autos  y  sentencias. 

Art.  28.  Es  sentencia  ejecutoriada  aque- 
lla contra  la  cual  no  hay  lugar  á  recurso  de 
apelación  ni  que  deba  ser  consultada,  y 
aquella  que  aunque  apelada  no  lo  haya  sido 
en  el  término  legal. 

Art.  29.  Lo  dispuesto  en  el  art.  19  de  la 
ley  de  1890  no  tendrá  aplicación  cuando  el 
inferior  haya  pretermitido  una  formalidad 
indispensable  para  fallar,  pues  en  este  caso 
el  superior  se  limitará  á  revocar  la  providen- 
cia apelada  para  el  solo  efecto  de  que  se 
cumpla  la  formalidad  pretermitida. 

Art.  30.  Las  sentencias  en  las  cuales  se 
declare  alguna  obligación  á  cargo  de  la  na- 
ción, los  departamentos  ó  los  municipios, 
serán  siempre  consultadas  con  el  superior. 

Estas  entidades  no  serán  obligadas  á  dar 
fianza  de  costas. 

Pruebas. 

Art.  31.    Ningún  documento  que  esté  ex- 


tendido en  papel  incompetente  podrá  ser  in- 
timado como  prueba  y  tenerse  romo  tíü-í 
aunque  no  nea  tachado  por  la  parte  á  quie» 
se  opone.  Exceptúase  el  caso  del  inciso  I* 
del  art.  13  de  la  ley  de  1S8S. 

Las  actuaciones  judiciales  que  debiendo 
extenderse  en  papel  sellado  lo  hubieren  sido 
en  papel  común,  no  son  nulas;  pero  el  fac- 
cionario, autoridad  ó  corporación  pública 
que  las  hubiere  extendido  ó  hecho  extender 
quedarán  sujetos  á  la  sanción  que  establece 
el  art.  40  de  la  ley  de  1888,  orgánica  del  im- 
puesto de  papel  sellado  y  timbre  nacional. 

Art.  32.  Podrán  extenderse  en  papel  co- 
mún las  letras  de  cambio,  cheques  y  billete* 
de  Banco. 

Art.  33.  La  Corte  Suprema  de  justicia  y 
los  Tribunales  superiores  pueden,  antes  de 
pronunciar  sentencia,  dictar,  por  ana  solí 
vez,  auto  para  mejor  prpveer,  con  el  objeto 
de  aclarar  los  puntos  que  juzgaren  dudosos 
y  que  convenga  esclarecer. 

Este  artículo  reemplaza  los  arts.  162  de  U 
ley  de  1890  y  18  de  la  ley  de  1892. 

Art.  34.  La  confesión  que  se  haga  al  ab- 
solver posiciones  fuera  de  juicio,  ante  Jaei 
competente,  tiene  la  fuerza  de  confesión  ju- 
dicial. 

Inventarios. 

Art.  ÍW>.  Las  objeciones  que  se  hagan  i 
los  inventarios  en  uso  de  la  facultad  que  coa 
fie  re  el  art.  1.269  del  Código  judicial,  se  sos- 
tanciarán  y  decidirán  por  los  trámites  es- 
tablecidos para  las  articulaciones  en  j nieto 
ordinario. 

División  de  bienes  comunes. 

Art.  36.  Los  artículos  37  á  90  de  la  Ley 
de  1888,  que  se  declaran  reproducidos  en  la 
presente  ley,  sólo  se  aplicarán  cuando  §<* 
trate  do  la  división  de  comunidades  de  in- 
dígenas ó  de  predios  comunes  rústicos  ea 
que  concurran  estas  circunstancias: 

Que  el  número  de  comuneros  sea  incierto 
ó  pase  de  cincuenta;  que  la  existencia  de  U 
comunidad  sea  de  tiempo  inmemorial  ó  ex- 
ceda de  treinta  años,  y  que  la  cosa  común 
valga  más  de  10.000  pesos. 

En  los  demás  casos,  la  tramitación  en  esta 
clase  de  juicios  será  la  que  determina  el  Có- 
digo judicial  y  las  leyes  que  lo  adicionan  y 
reforman. 

Art.  37.  Los  nombramientos  de  Adminis 
trador,  Arbitros,  Agrimensores  y  Avaluado- 
res que  la  Junta  general  de  comuneros  debe 
hacer,  conforme  al  artículo  44  de  la  Le\ 
de  1888,  estarán  sujetos  á  la  aprobación  del 
respectivo  Juez  de  circuito,  quien  podrá  va 
riarlos   total  ó  parcialmente   en  el  caso  de 
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que,  á  su  juicio,  los  nombrados  carezcan  de 
la  probidad  y  competencia  necesarias. 

Art.  38.  La  sentencia  de  los  arbitros  que 
apruebe  la  división  y  adjudicación  hecha 
por  los  Agrimensores,  será  apelable,  en  el 
efecto  suspensivo,  para  ante  el  Tribunal  Su- 
perior de  distrito  judicial  correspondiente. 
Queda  así  reformado  el  art.  59  de  la  Ley 
de  1888. 

Enjuiciamiento  en  asuntos  criminales, 

Art.  39.  La  acción  civil  para  la  repara- 
ción del  daño  puede  intentarse  por  el  inte- 
resado en  el  mismo  juicio  criminal,  sin  ne- 
cesidad de  constituirse  acusador,  y  se  deci- 
dirá en  la  sentencia  que  ponga  fin  al  juicio 
criminal. 

Puede  también  intentarse  por  separado 
ante  el  Juez  que  sea  competente  en  lo  civil, 
y  en  este  caso  el  ejercicio  de  la  acción  civil 
estará  suspenso  hasta  que  se  haya  fallado 
definitivamente  sobre  la  acción  criminal,  sea 
que  se  intente  antes  ó  después  de  incoada 
ésta.  Pero  por  los  cuasi-delitos  ó  culpas  pue- 
de intentarse  acción  civil  para  indemnizar  el 
daño,  sin  sujeción  á  lo  criminal. 

Art.  40.  Las  acciones  de  dominio  sobre 
los  bienes  aprehendidos  á  los  acusados  y 
cualesquiera  otras  independientes  de  la  cri- 
minal, deberán  seguirse  por  separado. 

£1  funcionario  de  instrucción  ó  el  Juez  de 
la  causa  á  cuya  disposición  estén  las  cosas 
robadas  ó  hurtadas,  aunque  por  su  cuautía 
ó~cualesquiera  otras  de  las  circunstancias 
que  determinan  la  jurisdicción,  no  fuere  el 
competente  para  decidir  sobre  la  propiedad 
o  posesión  de  tales  cosas,  sí  lo  es  para  dar 
provisionalmente  tenencia  al  que  la  deman- 
de, siempre  que  justifique  aunque  sea  suma- 
riamente su  derecho. 

Art.  41.  Los  funcionarios  de  instrucción 
completarán  y  remitirán  al  Juez  competente 
el  sumario  respectivo  á  más  tardar  sesenta 
días  después  de  iniciado  éste. 

£1  Juez,  previo  concepto  del  Fiscal,  califi- 
cará el  mérito  del  sumario  diez  días  después 
de  su  recibo.  Si  no  estuviere  completo,  y  el 
mismo  Juez  no  pudiere  practicar  las  diligen- 
cias que  falten,  dictará  un  auto  en  que  deta 
He  todas  éstas  minuciosamente  é  indique  la 
manera  de  practicarlas,  y  devolverá  el  suma- 
rio al  funcionario  de  instrucción  señalándole 
término  para  verificarlas,  el  cual  no  podrá 
pasar  de  sesenta  días,  más  la  distancia. 

Art.  42.  Si  hubiere  que  practicar  algunas 
pruebas  en  lugar  distante  de  la  residencia 
del  funcionario  de  instrucción,  el  Juez  ins- 
tructor librará  los  ezhortos  y  despachos  del 
caso,  sin  que  esto  interrumpa  el  término  de 
sesenta  días  que  señala  el  artículo  anterior. 


Act.  43.  Si  el  Juez  competente  instruye 
el  sumario,  sólo  tendrá  para  perfeccionarlo 
el  término  de  sesenta  días  más  las  distan- 
cias correspondientes  para  la  practicado  las 
pruebas. 

Art.  44.  £1  suoerior  del  Juez  competente 
sólo  podrá  ampliar  el  sumario  una  vez,  y  se- 
ñalando para  practicar  las  pruebas,  que  debe 
indicar  detalladamente,  un  término  que  no 
pasará  de  sesenta  días  más  la  distancia,  si 
el  misino  superior  no  puede  practicarlas. 

Art.  45.  Sólo  en  casos  excepcionales,  por 
la  dificultad  en  la  averiguación  de  los  hechos 
respectivos,  no  incurrirán  en  responsabili- 
dad los  funcionarios  de  instrucción  por  no 
practicar  las  diligencias  de  que  tratan  los  ar- 
tículos anteriores  dentro  de  los  términos  que 
señalan. 

m  Art.  46.  La  falta  de  pruebas  que  no  sean 
esenciales  ó  de  importancia,  no  impedirá  que 
se  califique  definitivamente  el  mérito  legal 
de  un  sumario,  bien  sea  para  enjuiciar,  para 
convocar  Jurado  de  acusación  ó  para  sobre- 
seer. 

Jurado. 

Art.  47.  £1  interrogatorio  que  el  Juez 
presentará  al  Jurado  y  de  que  habla  el  ar- 
tículo 78  de  la  Ley  de  1892,  se  formulará  así: 

£1  acusado  N.  N.  es  responsable  de  ios 
hechos  (aquí  se  determinará  por  el  Juez  el 
hecho  ó  hechos  materia  de  la  causa,  confor- 
me al  auto  de  proceder,  determinando  las 
circunstancias  que  lo  constituyan,  sin  darle 
denominación  jurídica). 

Art.  48.  £1  Jurado  resolverá  por  unani- 
midad la  cuestión  con  las  palabras  si  ó  no\ 
pero  si  juzgare  que  se  ha  ejecutado  por  el 
acusado  un  hecho  criminoso  con  circunstan- 
cias diversas,  deberá  expresarlo  brevemente 
en  la  contestación. 

Art.  49.  Si  el  hecho  declarado  por  el  Ju- 
rado estuviere  comprendido  en  el  género  del 
delito  por  que  se  procede,  el  Juez  dictará  sen- 
tencia en  conformidad  con  el  veredicto;  pero 
si  fuere  de  un  género  distinto,  declarará  ter- 
minada la  causa  respecto  del  hecho  ó  hechos 
á  que  se  hubiere  contraído  ésta,  y  procederá 
entonces  á  abrir  un  nuevo  juicio  por  el  deli- 
to, contra  quien  haya  lugar,  si  fuere  compe- 
tente para  ello.  Caso  contrario  pasará  la  ac- 
tuación al  Juez  ó  Tribunal  á  quien  corres- 
ponda conocer  de  la  infracción  declarada 
por  el  Jurado. 

Art.  50.  Si  á  juicio  del  Juez  las  resolucio- 
nes del  Jurado  fueren  contrarias  á  la  eviden- 
cia, declarará  injusto  el  veredicto  y  consul- 
tará su  determinación  con  el  Tribunal  supe- 
rior. Si  éste  confirmare  la  resolución  del 
Juez,  secón  vocará  inmediatamente  un  nuevo 
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Jurado,  y  la  resolución  no  podrá  ser  ya  de- 
clarada injusta. 

Art.  51.  Si  el  Juez  de  la  causa  no  declara 
notoriamente  injusto  el  veredicto  del  Jurado 
en  los  casos  en  que  puede  y  debe  hacerlo, 
el  Tribunal  hará  tal  declaración,  de  oficio  ó 
á  solicitud  de  parte,  siempre  que  el  proceso 
se  halle  á  su  conocimiento  por  recurso  legal- 
mente  interpuesto. 

Jurado  de  acusación. 

Art.  52.  No  obstante  lo  dispuesto  en  la 
parte  final  del  art.  1.543  del  Código,  el  Juez 
superior  del  distrito  judicial  no  dictará  auto 
de  sobreseimiento  por  falta  de  pruebas,  si 
se  deduce  en  su  concepto,  de  las  diligencias 
del  sumario,  que  se  ha  cometido  un  delito 
cuyo  conocimiento  le  está  atribuido  por  la 
ley,  y  que  una  ó  más  personas  determinadas 
son  ó  pueden  ser  responsables.  En  este  caso 
el  Juez  ordenará  que  se  convoque  Jurado  de 
acusación  y  que  el  detenido  sea  puesto  en 
libertad,  si  no  hay  declaración  de  testigo 
hábil  ó  un  indicio  grave  contra  él;  pero  el 
Juez  exigirá  fianza  si  lo  estimare  conve- 
niente. 

Art.  63.  El  Jurado  de  acusación  que  se 
mande  reunir  en  virtud  de  lo  dispuesto  en 
el  artículo  que  precede,  se  compondrá  de 
tres  Jueces. 

Art.  64.  Reunido  el  Jurado,  el  Juez  exi- 
girá á  sus  miembros  el  juramento  prescrito 
en  el  art.  293  de  la  Ley  de  1887,  y  des- 
pués de  leído  el  sumario  y  de  haberse  oído 
al  que  lleve  la  voz  fiscal,  y  al  acusador  par- 
ticular, si  lo  hubiere,  el  Juez  entregará  el 
sumario  á  los  jurados  y  someterá  á  su  con- 
sideración esta  cuestión : 

¿Hay  mérito  para  declarar  con  lugar  á  for- 
mación de  causa  contra  N.  N.  por  el  delito 
tal?  (aquí  el  delito  ó  tentativa  expresado  en 
términos  generales  que  en  concepto  del  Juez 
se  hubiere  cometido). 

Art.  66.  Acto  continuo  y  á  puerta  cerrada 
el  Jurado  decidirá,  por  mayoría  de  votos,  la 
cuestión  propuesta,  escribiendo  en  seguida 
de  la  pregunta  hecha,  las  palabras  si  ó  no, 
según  quiera  dar  una  resolución  afirmativa 
ó  negativa. 

Art.  66.  Inmediatamente  después  de  re- 
suelta la  cuestión  propuesta  por  el  Juez,  el 
Presidente  del  Jurado,  á  presencia  de  éste, 
devolverá  á  dicho  Juez  el  expediente,  con  la 
resolución;  y  el  Juez  expresado  la  leerá  en 
alta  voz. 

Art.  57.  Si  la  resolución  fuere  negativa, 
el  Juez  devolverá  el  sumario  al  Jurado  en  el 
mismo  acto,  con  esta  cuestión: 

¿Por  qué  delito  hay  lugar  á  formación  de 
causa  contra  N.  N.? 


Art.  58.  Inmediatamente,  y  en  serios 
privada,  el  Jurado  resolverá  por  mayoría tt- 
soluta  de  votos,  con  una  de  estas  fórnuüM 

Por  ningún  delito. 

Por  el  delito  tal. 

Mientras  el  Jurado  no  haya  resuelto  i 
cuestión,  como  queda  establecido,  continu- 
rá  reunido. 

Art.  69.  Si  el  Jurado  resuel  ve  qóen-i*- 
ha  cometido  ningún  delito,  se  archivará*: 
sumario,  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  is 
parte  final  del  art.  1.549  del  Código  judir  l 
llegado  el  caso.  Si  resuelve  que  se  ha  come- 
tido determinado  delito,  y  dé  éste  puede  co- 
nocer el  Juez  superior,  dictará  el  correepoa 
diente  auto  de  proceder;  pero  si  el  delito  es- 
tá atribuido  al  Tribunal  del  distrito  ó  án: 
Juez,  se  pasará  el  sumario  á  quien  corre* 
ponda,  para  los  efectos  legales,  y  sin  qne  -. 
Tribunal  ó  Juez  tenga  que  sujetarse  á  la  de- 
claración del  Jurado. 

Art.  60.  Siempre  que  se  proceda  por  vi- 
rios cargos  y  haya  varios  sindicados,  se  ob- 
servará lo  dispuesto  en  el  art.  298  de  la  1^ 
de  1887. 

Art.  61.  Si  la  resolución  de  la  cuesticc 
propuesta  conforme  al  art.  64  fuere  afirma- 
tiva, el  Juez  elevará  á  causa  el  sumario  p>: 
el  delito  declarado  por  el  Jurado. 

Art.  62.  La  resolución  del  Jurado  de  ar> 
sación  no  es  apelable,  pero  sí  lo  es  el  aak 
que  se  dicte  en  virtud  de  ella.  Esta  ap*li 
ción  tiene  por  objeto  que  el  superior  exami- 
ne si  el  Juez  se  ajustó  á  las  disposición» 
del  Jurado,  si  en  la  formación  de  éste  te  in- 
currió en  alguna  irregularidad  tal  que,  si «? 
tratara  del  de  calificación,  pudiera  prodan- 
nulidad.  En  este  caso  se  ordenará  la  repos  - 
ción  del  proceso  para  subsanar  la  i n forma- 
lidad. 

Si  ocurrieran  casos  semejantes  á  los  de 
que  trata  el  artículo  310  de  la  ley  de  15*T. 
se  volverá  á  reunir  el  Jurado  para  que  «r» 
sane  la  informalidad. 

Art.  63.  Respecto  del  sorteo  de  jurados 
de  los  impedimentos  y  excusas  de  los  de 
signados,  elección  de  Presidente,  lectura  qw- 
deba  hacerse  al  Jurado  é  incomunicación 
con  personas  de  fuera,  se  observará  lo  dit 
puesto  para  el  Jurado  de  calificación,  meor* 
en  cuanto  al  número  de  bolas  que  hayan  «ir 
extraerse  á  la  suerte,  las  cuales  no  serán  si- 
no tres;  por  consiguiente,  no  habrá  lugar  i 
recusación  de  designados. 

Funcionarios  de  instrucción. 

Art.  64.  Son  funcionarios  de  instroccior 
el  Presidente  de  la  República,  los  Magistra- 
dos de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  y  loe 
de  los  Tribunales  Superiores  de  distrito  ja- 
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dicial,  los  Jueces  de  circoito  y  los  munici- 
pales, los  Gobernadores  de  los  departamen- 
tos), los  Prefectos  de  las  provincias,  los  Al- 
caldes municipales  y  los  Inspectores  de  po- 
licía, los  Jefes  ó  Inspectores  de  policía  na- 
cional y  de  los  departamentos. 

§  1.°  El  Presidente  de  la  República,  los 
Magistrados  de  la  Corte,  los  de  los  Tribuna- 
les y  los  Gobernadores,  no  tienen  obligación 
de  instruir  sumarios;  pero  cuando  se  les  de- 
nuncie la  comisión  de  algún  delito,  deben 
dar  aviso  á  un  funcionario  de  instrucción  de 
los  expresados,  para  que  inicie  la  inves- 
tigación. 

§  2.o  El  Presidente  de  la  República  y  los 
Magistrados  de  la  Gorte  pueden  comisionar 
á  cualquier  otro  funcionario  para  que  prac- 
tique diligencias  sumarias. 

Art.  65.  Siempre  que  por  la  prensa  se 
denuncie  algún  hecho  criminoso  que  dé  lu- 
gar á  procedimiento  de  oficio,  ejecutado  por 
un  empleado  público  que  tuviere  noticia  de 
la  publicación,  deberá  promover  inmediata- 
mente la  instrucción  del  sumario  correspon- 
diente para  la  averiguación  del  hecho  de- 
nunciado. 

Los  empleados  públicos  que  fueren  de- 
nunciados por  la  prensa  como  responsables 
de  la  comisión  de  algún  delito  común  ó  de 
responsabilidad,  no  necesitan  constituirse 
acusadores  para  que  se  imponga  ta  pena  co- 
rrespondiente al  que  los  hubiere  calumnia- 
do ó  injuriado. 

Para  proceder  en  este  caso  basta  el  aviso 
del  ofendido  á  cualquier  funcionario  de  ins- 
trucción. 

Art.  66.  El  Gobierno,  de  acuerdo  con  la 
Corte  Suprema  de  Justicia,  puede  disponer 
que  los  procesados  ó  sindicados  por  delitos 
de  la  competencia  del  Juez  Superior  de  dis- 
trito judicial  sean  juzgados  en  otro  distrito 
judicial  distinto  de  aquel  en  donde  se  come- 
tió el  delito,  medida  que  se  tomará  cuando 
se  estime  conveniente  para  la  recta  admi- 
nistración de  justicia. 

Art.  67.  El  Gobierno  hará  publicar  in- 
mediatamente en  folleto  el  proyecto  del  Có- 
digo judicial  preparado  por  el  Consejo  de 
Estado,  y  lo  distribuirá  á  todos  los  Senado- 
res y  representantes,  Magistrados,  Jueces, 
Fiscales,  y  á  los  particulares  que,  á  su  jui- 
cio, puedan  contribuir  á  su  estudio. 

Art.  68.  Créase  una  Comisión  compues- 
ta de  un  Magistrado  de  la  Corte,  otro  del 
Tribunal  de  Cundinamarca  y  un  Abogado 
en  ejercicio,  la  cual  se  ocupará  en  el  estudio 
del  expresado  proyecto,  y  presentará  al 
Consejo  de  listado,  dentro  de  ocho  meses, 
contados  desde  la  vigencia  de  esta  ley,  un 
informe  sobre  las  reformas  que  crea  conve 
siente  introducirle,  debidamente  redactadas 


y  puestas  en  concordancia  con  el  resto  del 
proyecto. 

Los  Magistrados  expresados  serán  desig- 
nados por  la  Corte,  y  el  Abogado  lo  será  por 
el  Gobierno,  tomándolo  de  una  terna  que 
presentará  aquélla.  Cada  uno  de  los  dos  pri- 
meros disfrutará  de  un  sobresueldo  de  100 
pesos  mensuales,  y  el  último  de  una  asig- 
nación también  mensual  de  300  pesos. 

El  Consejo  adoptará  el  proyecto  definiti- 
vamente y  lo  presentará  al  Gobierno  á  más 
tardar  en  el  mes  de  Febrero  de  1898,  y  el 
Gobierno  lo  publicará  inmediatamente  en 
folleto  y  lo  distribuirá  como  queda  dispues- 
to, á  fin  de  que  las  nuevas  observaciones 
que  hayan  de  hacer  los  empleados  y  parti- 
culares lleguen  oportunamente  á  las  Cá- 
maras. 

La  cantidad  á  que  asciendan  los  gastos 
que  ocasione  la  ejecución  de  este  artículo 
se  considerará  incluida  en  el  Prresupuesto 
de  gastos  de  la  vigencia  de  1807  y  1898. 

Art.  69.  Quedan  derogadas  las  siguien- 
tes disposiciones: 

El  art.  1.602  del  Código  judicial. 

Los  artículos  99,  326,  366,  369,  370  y  371 
de  la  ley  de  1890;  y 

Los  artículos  4.°,  1 1,  18,  37, 39,  el  aparte  ó 
inciso  final  del  art.  43,  los  artículos, 49,  50, 
64  y  78  de  la  ley  de  1892. 

Reformadas  y  aclaradas  las  siguientes: 

Los  artículos  1.063,  1.069,  1.117 ,y  1.269 
del  Código  judicial. 

El  art.  73  de  la  ley  de  1888. 

El  art.  106  y  el  ordinal  1.°  del  art.  179  de 
la  ley  de  1890;  y 

Los  artículos  30  y  32.de  la  ley  de  1892. 

Art.  70.  La  presente  ley  comenzará  á  re- 
gir treinta  días  después  de  la  fecha  de  su 
publicación  en  el  Diario  oficial  (1). 

Circular  del  Ministerio  de  Hacienda^ 
de  27  de  Febrero  de  1897,  relativa  á  la  fe- 
cha en  que  ha  de  ejecutarse  el  aumento  j 
la  disminución  de  los  derechos  de  Aduana 
de  que  trata  la  ley  de  1896»  j  modo  como 
deben  hacerse  las  respectivas  liquidacio- 
nes. —  üiario  oficial  de  27  de  Febrero 
de  1897. 

Artículo  1.°  El  aumento  y  la  disminu- 
ción de  los  derechos  de  importación  de  que 
tratan  los  artículos  1.°,  2.°,  3.°  y  4.o  de  la 
ley  de  1896,  comenzarán  á  ejecutarse  el  día 
19  de  Abril  del  presente  año,  de  acuerdo 
con  los  artículos  206  de  la  Constitución  y 
61,  62,  64  y  66  de  la  ley  de  1888. 

Dicho  aumento,  ó  sea  la  cantidad  que  ha 


(1)    Ó  sea,  desde  el  15  de  Febrero  de  1897. 
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de  cobrarse  además  de  los  derechos  que  de- 
termina la  ley  de  1886,  con  las  reformas  que 
se  le  han  hecho  hasta  ahora,  inclusive  las 
del  art.  4.°  de  la  citada  ley,  deberá  liquidar- 
se separadamente,  computándolo  sólo  sobre 
los  derechos  primitivos  fijados  en  la  misma 
ley  sin  las  referidas  reformas. 

Art.  2.°  Verificado  esto,  se  sumará  el 
enunciado  aumento  con  los  demás  derechos 
de  que  se  ha  hablado  y  se  recargará  el  to 
tal  de  la  liquidación  con  el  25  por  100  que 
expresan  los  artículos  l.o  de  la  ley  de  1886 
y  l.o  de  la  de  1896. 

s  Acta  de  canje  del  Tratado  de  límites  con 
Costa  Klca,  firmado  en  3  de  Mayo  de  1897. 

£1  día  3  del  mes  de  Mayo  de  1897,  el  se 
flor  Don  Joaquín  Bernardo  Calvo,  Minis- 
tro residente  de  la  República  de  Costa  Rica 
en  Washington  y  el  se/lor  Don  Julio  Rengifo 
M.,  encargado  de  negocios'  ad  interim  de  la 
República  de  Colombia  en  la  misma  capital, 
se  reunieron  en  la  Legación  de  Costa  Rica 
para  proceder,  por  el  Excelentísimo  señor 
Presidente  de  la  República  de  Costa  Rica  y 
por  el  Excelentísimo  sefíor  Vicepresidente  de 
la  República  de  Colombia,  encargado  del  Po- 
der Ejecutivo,  al  canje  de  las  ratificaciones 
de  la  Convención  que  revalida  las  Convencio- 
nes sobre  límites  entre  las  dos  Repúblicas, 
concluida  en  Bogotá  el  4  de  Noviembre  del 
aflo  último  (1).  Habiendo  exhibido  los  dos 
Plenipotenciarios  sus  respectivos  plenos  po 
deres,  y  leído  los  instrumentos  originales  de 
estas  ratificaciones,  que  encontraron  exactos 
en  buena  debida  y. forma,  procedieron  á  ve- 
rificar el  canje.  En  fe  de  lo  cual  los  suscri- 
tos levantaron  la  presente  acta  y  pusieron 
en  ella  sus  sellos  respectivos.  Hecha  por 
duplicado  en  la  ciudad  de  Washington,  á  3 
de  Mayo  de  1897. 


(1)    Su  texto  puede  consultarse  en  la  pég.  519 
del  tomo  1.°  del  Anuario  anterior. 


I  ni  por  Lacia  ti  de  fósforo.  — Decreto  de* 

de  Septiembre  de  1897. 

Artículo  K°  Prohíbese  desde  el  dí*  6  úí 
Octubre  próximo  en  adelante  la  impártanos 
al  territorio  de  Ja  República  de  toda  l-I»»i> 
fósforo  y  de  Jas  siguientes  materias  príoiEi 
y  objetos  destinados  á  Ja  fabricaron  j  wn- 
paque  de  los  mismos,  á  saber: 

1.°     Fósforo  común* 

2.°     Fósforo  rojo, 

3.°     Vastagos  de  madera  ó  cerilla. 

4°     Cajetillas  de  cartón. 

G.°  Cartón  preparado  para  id  fabricariós 
de  cajetillas. 

Art.  2  °  Los  fósforos  y  las  materia*  enu- 
meradas que  se  importen  después  de  ia  fe- 
cha  indicada,  serán  destarados  fie  ron  traban 
do  y  decomisados,  de  acuerdo  con  Ja*  dispo- 
siciones sobre  Aduanas;  bien  entendido,  üoe 
la  mitad  del  valor  de  Los  contrabandos  srri 
destinada  para  los  denunciantes  ó  apre- 
hensores,  y  la  otra  mitad  para  el  dueño  del 
privilegio  para  la  fabricación  y  venta  de  fós- 
foros. 

Reorganización  del  Parque  de  Yacos* 

ció n. — Decreto  de  11  de  Diciembre  de  1897. 

Artículo  l.o  El  personal  del  cParqoede 
vacunación»  de  la  capital  de  la  República 
será  el  siguiente,  á  saber: 

Un  veterinario,  con  el  sueldo  mensual  de 
150  pesos. 

Un  ayudante  de  veterinario,  con  el  sueldo 
mensual  de  80  pesos;  y 

Dos  sirvientes,  cada  uno  con  el  sueldo 
mensual  de  30  pesos. 

Art.  2  o  Nómbrase,  en  interinidad,  á  loe 
señores  Jorge  Lleras  y  Federico  Lleras,  res- 
pectivamente, veterinario  y  ayudante  del 
«Parque  de  vacunación»,  y  sirvientes  áé 
mismo  Establecimiento  á  los  señorea  Jorge 
Fernández  y  Enrique  Vallarino. 

Art.  3.°  En  los  términos  del  presente 
Decreto  puedan  reformados  los  arts.  2.°  y  3.° 
del  Decreto  de  1896. 


REPÚBLICA  DEL  PARAGUAY 
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Miembros  del  Congreso.— Creación  de 
nu  distintivo  páralos  mismos. — Ley  de  18 
de  Junio  de  1897. 

Artículo  1.°  Autorízase  al  Presidente  del 
Senado  para  mandar  confeccionar  en  núme- 
ro suficiente,  botones  con  los  colores  nacio- 
nales, que  servirán  de  distintivo  á  los  miem- 
bros del  Congreso. 

Art.  2.o  El  botón  llevará  en  su  parte  in- 
ferior una  plaquita  de  oro  con  la  inscripción 
del  distrito  que  corresponda  á  cada  repre- 
sentante. 

Art.  3.'  El  uso  indebido  de  este  distinti- 
vo, hará  pasible  al  autor  de  las  penas  esta- 
blecidas por  los  usurpadores  de  títulos. 

Art.  4.°  Impútese  á  rentas  generales  de 
la  nación  los  gastos  que  demande  el  cum- 
plimiento de  esta  Ley. 

Coja  de  coiiYerslóu.— Ley  Orgánica  de  29 
de  Junio  de  1897. 

Artículo  1.°  Créase  una  oficina  que  se 
denominará  Caja  de  conversión,  la  que  será 
administrada  por  un  Directorio  compuesto 
de  cinco  miembros  titulares  y  dos  suplentes 
nombrados  por  el  Poder  Ejecutivo. 

Art.  2.°  El  cargo  de  Director  será  hono- 
rífico y  gratuito,  con  excepción  del  Presiden- 
te, que  lo  será  una  persona  de  reconocida 
honorabilidad  y  competencia,  y  gozará  de 
una  remuneración  de  600  pesos  fuertes  men- 
sual: durarán  cuatro  afios  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones  ó  más  si  el  Poder  Ejecutivo 
cree  conveniente  y  no  podrán. ser  removidos 


antes  sino  en  virtud  de  expediente  por  mal 
desempeño  ú  otra  causa. 

Art.  3.°  No  podrá  ser  miembro  de  esta 
Corporación  ningún  funcionario  público  ni 
empleado  á  sueldo  de  la  nación  ó  de  corpo- 
raciones dependientes  del  Estado. 

Art  4.°  El  objeto  de  esta  oficina  es  re- 
caudar, con  intervención  de  la  Contaduría 
general,  todas  las  rentas  destinadas  á  la  con- 
versión de  los  billetes  ó  papel  moneda  de 
curso  legal  emitidos  bajo  la  fe  pública  de  la 
nación.  , 

Art.  5.°  Las  siguientes  rentas  quedan 
afectadas  especialmente  al  pago  ó  conver- 
sión del  papel  moneda  de  curso  legal: 

a)  El  5  por  100  oro  ó  su  equivalente  en 
papel  del  impuesto  adicional  á  los  derechos 
de  importación.  ' 

b)  Los  depósitos  que  en  su  concepto  exis- 
ten en  los  Bancos  Milleres  y  Compañía  y 
Agrícola,  que  entregarán  mensual  mente  á  ra- 
zón de  30.000  pesos  cada  uno  hasta  su  com- 
pleto reembolso. 

c)  Todo  el  producto  neto  de  la  contribu- 
ción directa  desde  su  instalación  hasta  el  31 
Diciembre  de  1899. 

d)  Las  cantidades  perdidas  por  el  públi- 
co por  el  uso  de  los  billetes  y  que  resultaren 
del  canje  total  de  los  existentes. 

e)  Los  valores  á  cobrar  por  ventas  de  tie- 
rras públicas  y  yerbales  que  existan  en  Te- 
sorería y  los  que  resultaren  en  adelante  por 
los  mismos  conceptos,  con  excepción  del  10 
por  100  que  corresponde  á  la  instrucción 
primaria. 

Art.  6.°    Desde  la  promulgación  de  lapre- 
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«ente  ley  se  suspende  el  arrendamiento  de 
yerbales, y  el  Poder  Ejecutivo  procederá  á  la 
enajenación!  de  todos  los  ranchos  de  propie- 
dad del  Estado,  con  las  formalidades  esta- 
blecidas en  la  ley  de  9  de  Julio  de  1885. 

Art.  7.°  Son  también  deberes  y  atribu- 
ciones de  esta  oficina: 

Recibir  de  la  Comisión  decanjey  ele  amor- 
tización los  billetes,  libros  y  demás  papeles 
de  esas  oficinas  referentes  á  la  emisión  de 
billetes  y  coyas  funciones  pasan  á  la  Caja 
de  conversión. 

*  Organizar  la  contabilidad  de  dicha  repar- 
tición, nombrando  los  empleados  que  fuesen 
necesarios  y  fijar  sus  remuneraciones  con 
acuerdo  del  Poder  Ejecutivo. 

Publicar  trimestralmente  el  balance  de 
caja  y  el  de  la  circulación. 

Elevar  al  Ministerio  de  Hacienda  ana  Me- 
moria anual  del  Estado  y  de  las  operaciones 
de  la  oficina,  acompañando  una  estadística 
sobre  las  oscilaciones  del  papel  moneda  en 
relación  al  oro  sellado1. 

Art.  8.°  Mientras  el  Poder  Ejecutivo  no 
determine  el  tiempo  y  forma  de  la  conver- 
sión de  los  billetes,  la  Caja  de  conversión 
queda  facultada  á  emplear  los  fondos  acu- 
mulados en  comprar  y  vender  oro  sellado, 
•procediendo  siempre  de  acuerdo  con  el  Po 
der  Ejecutivo  y  al  solo  objeto  de  evitar  las 
fuertes  y  repentinas  oscilaciones  de  almo- 
neda. 

Art.  9.°  Queda  absolutamente  prohibido 
á  esta  oficina  hacer  toda  clase  de  operacio- 
nes de  cambio  con  el  Gobierno  ó  con  corpo- 
raciones del  Estado. 

Art.  10.  La  Caja  de  conversión  queda  fa- 
cultada para  que,  de  acuerdo  con  el  Poder 
Ejecutivo  y  previa  una  licitación  pública, 
contrate  la  impresión  de  los  billetes  nuevos 
que  fuesen  necesarios  para  reemplazar  los 
existentes. 

Art.  II.  El  canje  de  los  billetes  viejos 
por  los  nuevos  tendrá  lugar  dentro  del  tér- 
mino de  un  afio  á  contar  desde  el  aviso  que 
al  efecto  el  Ministerio  correspondiente  hará 
publicar. 

Art.  12.  Los  miembros  de  la  Caja  de  con- 
versión serán  personalmente  responsables 
de  toda  inversión,  distracción  ó  empleo  de 
fondos  de  la  misma  caja  que  no  sean  las  que 
expresamente  autoriza  esta  ley. 

Art.  13.  Deróganse  los  arts.  38,  39  y  40 
de  la  Ley  de  Contribución  directa. 

Art.  14.  Todos  los  gastos  que  demande 
la  ejecución  de  esta  ley,  serán  imputados  á 
la  misma. 

Art.  16.  El  Poder  Ejecutivo  reglamenta- 
rá esta  ley  (1). 


il)    En  6  de  Julio  de  189*7  se  dictó  el  siguiente 


Corso  legal  del  papel  moneda*— Ley  d* 

emisión  de  1.°  de  Julio  de  1897. 

Artículo  1.°  Autorízase  al  Poder  Ejecu- 
tivo para  elevar  la  circulación  dei  pape) 
moneda  de  curso  legal  en  la  República  á  U 
cantidad  de  10  millones  de  pesos  inertes. 

Art.  2.o  La  cantidad  de  2.816.000  pesos 
á  emitirse  para  completar  la  suma  antedicha, 
se  destinará  como  sigue: 

l.o     Atrasos  del  Tesoro,  865.000  pesos. 

2.°  Depósitos  y  muelles  de  la  Aduana  de 
la  capital.  Villa  Encarnación,  Humaitá  v  Vi- 
lla del  Pilar,  300.000. 

3.°  Conclusión  del  telégrafo  á  Villa  Con 
cepción,  120.000. 

4.°  Penitenciaría  en  las  canteras  de  Em- 
boscada, 1 00.000. 

6.°    Hospital  y  Cuarteles,  200.000. 

6.o     Escuelas  Normales,  190  000. 

7.°  Refacción  del  edificio  .para  la  Admi- 
nistración de  justicia,  80.000. 

8.°  Refacción  del  edificio  para  el  Colegio 
nacional,  60.000. 

9.o     Manicomio,  60.000. 

10.  Edificio  para  el  Congreso,  260.000. 

11.  Puentes  y  caminos,  160.000. 

12.  Colonización,  100.000. 

13.  Refacción  de  edificios  públicos  de  la 
campaña,  60.000. 

14.  Palacio  episcopal,  60.000. 

16.  A  la  municipalidad  de  la  capital,  pe- 
sos 140.000. 

16.  A  la  Escuela  de  Artes  y  Oficios  de 
Monseñor  Lasagna  como  subsidio,  debiendo 
dicho  establecimiento  conceder  si  Poder 
Ejecutivo  un  número  de  becas  que  será  fija 
do  de  acuerdo  con  el  mismo  poder,  20.090. 


Decreto:  «De  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 11  de  la  regí  a  menucio  n  de  la  ley  de  29  de 
Junio  próximo  panado  sobre  creación  de  U  Cajt 
de  cou versión,  el  Presidente  de  la  República  de- 
creta: 

Artículo  1.°  Los  billetes  á  emitirse  serán  fir- 
mados por  los  directores  de  la  expresada  Caja  da 
conversión  en  la  forma  siguiente: 

Los  de  200  pesos  por  D.  José  Ur Capilleta  y  Dsa 
Luis  Patri. 

Los  de  100,  por  D.  José  ürdapilleta  y  el  Dr.  Doa 
Benjamín  Aceval 

Los  de  50,  por  D.  José  Ürdapilleta  y  D.  Fran- 
cisco Milleres. 

Los  de  20,  por  D.  Arnaldo  Schoch  y  D.  Fraocisc* 
Milleres. 

Los  de  10,  por  el  Dr.  D.Bsnjamín  Aceval  y  doa 
Arnaldo  Schoch. 

Los  de  5,  por  D.  Benigno  Barrena  y  D.  Jorgt 
Casaccia. 

Y  los  de  1,  0'50,  0;20,  0'10  y  05  por  D.  JoséUr- 
dapilleta  y  D.  Luis  Patri,  quienes  podrán  firmar- 
los con  cliché. 

Art.  2.°    Comuniqúese,  publíqueae,  etc.» 
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17.  Para  el  sostenimiento  de  !•  Escuela 
de  Agricultura,  100.000 

Art.  8.°  Las  obras  á  que  se  refieren  loe 
incisos  6.°,  7.°,  8.°  y  14  del  artículo  anterior 
do  podrán  efectuarse  sino  al  año  de  la  pro* 
mitigación  de  esta  ley. 

Art.  4.°  La  sección  hipotecaria  creada 
por  la  ley  de  6  de  Octubre  de  1806  queda 
suprimida,  y  la  cantidad  de  1.150.000  pesos 
fuertes  ya  colocada  en  ese  concepto  pasara 
con  sus  intereses  á  aumentar  el  capital  del 
Banco  Agrícola. 

Art.  6.o  Todas  las  rentas  que  por  diver- 
sas leyes  se  han  destinado  á  constituir  el 
capital  del  referido  Banco  Agrícola,  forma- 
rán parte  de  las  rentas  generales  de  la  tui- 
ción. 

Art.  6.°  Exceptúase  del  artículo  anterior 
el  impuesto  de  50  centavos  sobre  carneada, 
según  ley  de  30  de  Julio  de  1892,  que  se 
destinará  á  la  instrucción  pública. 

Art.  7.v  La  ejecución  de  las  obras  públi- 
cas autorizadas  por  esta  ley,  y  las  que  ya 
estuvieren  empezadas,  será  encomendada 
á  una  Comisión  de  tres  personas  honorables 
nombradas  por  el  Poder  Ejecutivo,  con  ex- 
cepción de  aquellas  obras  cuya  ejecución 
esté  á  cargo  'de  otras  Corporaciones  por  Je- 
yes  especiales. 

Art.  8.°  Los  miembros  de  esta  Comisión 
gozarán  de  una  remuneración  de  150  pesos 
fuertes  al  mes;  tendrá  un  Secretario-Conta- 
dor y  un  Maestro  de  Obras  publican  con  la 
asignación  mensual  de  250  y  Í00  pesos  fuer* 
'  tes  respectivamente. 

Art.  9.°  Las  obras  públicas  á  ejecutarse 
serán  previamente  estudiadas  por  el  depar- 
tamento de  Ingenieros  y  el  Maestro  de  obras, 
y  puestas  á  licitación  según  las  condiciones 
y  garantías  establecidas  por  la  Comisión. 

Art.  10.  Los  presupuestos  de  gastos, 
planos  de  las  obras  y  demás  piezas  y  plie- 
gos de  condiciones  serán  siempre  sometidus 
al  Poder  Ejecutivo  antes  de  la  licitación,  á 
fin  de  que  el  Ministerio  del  ramo  á  que  co- 
rresponda fiscalice  la  buena  ejecución  de  las 
obras. 

Art.  11.  El  Jefe  del  departamento  de  In- 
genieros y  el  Maestro  de  obras  públicas  po- 
dran asistir  á  las  sesiones  de  la  Comisión  y 
tendrán  voz  pero  no  voto  en  sus  delibera- 
ciones. 

Art.  12.  La  Administración  y  sosteni 
miento  de  la  Escuela  de  Agricultura  pasarán 
á  cargo  del  Banco  Agrícola. 

Lotería  nacional. — Reglamento  para  la 
ejecución  de  la  ley  de  5  de  Mayo  de  1896, 
aprobado  por  Decreto  de  21  de  Julio  de  J  897. 

Artículo  l.°    El  depósito  por  el  importe 


total  de  los  premios  de  cada  sorteo  á  que  se 
refiere  el  art.  2.°  de  la  ley,  se  hará  veinticua- 
tro horas  antes  en  el  Banco  agrícola  del  Pa- 
raguay, sin  cuyo  requisito  no  podrá  llevarse 
á  efecto. 

Art.  2.°     El  Interventor  de  Gobierno  y  el 
Escribano  autorizante  llevaran   un  Registro 
niatris,  en  que  se  anotarán  los  premios  sali 
dos  en  suerte. 

Art.  3°  La  liquidación  de  los  sorteos  á 
fin  de  conocerse  las  utilidades  que  corres- 
pondan á  Jas  Sociedades  de  Beneficencia  y 
Caridad  y  al  Concejo  Superior  de  eduescion, 
ee  hará  ciento  veinte  días  después  de  cada 
extracción,  á  Su  de  poderse  conocerlos  pre- 
mios no  cobrados  durante  ios  noventa  días 
y  que  por  tal   motivo    se    hallen    prescritos, 

Art,  4.°  Una  vez  recibida  Ja  totalidad  de 
las  devoluciones  de  un  sorteo,  el  Adminis- 
trador de  la  empresa  dará  aviso  al  Inter- 
ventor de  Gobierno  y  escribano  autorizante, 
y  por  medio  de  un  acta  se  hará  constar  ha* 
ber  sido  abiertos  los  pliegos  que  contengan 
los  billetes  devueltos,  consignándose  el  nú- 
mero de  üada  uno,  valor  de  ellos  y  premios 
que  tengan»  En  eJ  mismuacto  se  expres«rá  el 
valor  y  legitimidad  de  los  premios  pagados. 

Art,  5,"  Las  liquidaciones  de  los  sorteos 
serán  autorizadas  por  el  Interventor  de  Go- 
bierno y  actuario  y  se  remitirán  al  Ministro 
i  leí  Interior  para  su  visación   y  aprobación. 

Art.  6."  Las  utilidades  que  resulten  á 
beneficio  de  las  instituciones  favorecidas  pur 
la  ley»  serán  entregadas  al  Interventor  de 
Gobierno,  con  un  estado  de  Las  operaciones, 
quien  dará  cuenta  al  Ministerio  del  ramo 

Art.  7.°  El  Interventor  y  Escribano  pre- 
senciarán en  la  imprenta  la  corrección  ele 
pruebas  de  los  extractos  y  hsráu  con  el  Ad- 
ministrador la  de  Jos  premios  mayore*  inme- 
diatamente de  terminado  el  sorteo 

Art. 8.°  Una  vez  confirmadas  las  pruebas 
se  firmarán  dos  ejemplares  de  ellas,  i'un  Isa 
palabras  «Conforme,  imprimase».  Uno  de 
dichos  ejemplares  se  entregará  al  Admi- 
nistrador de  la  empresa  y  el  otro  al  im- 
presor. 

Art,  y,"  Los  propietarios  de  la  imprenta 
en  donde  se  impriman  los  extractos  serán 
responsables  de  toda  diferencia  entre  la 
prueba  confirmada  y  los  impresos  tpe  entre- 
guen, debiendo  pagar  á  La  A  d  mi  ni  st  ración 
<le  la  lotería  el  valor  de  los  premios,  cuyo 
numero  6  valor  se  sustituyera  ó  alterara  en 
cualquier  forma, 

Art  10.  fti  por  circunstancias  extraordi- 
narias no  pudiera  efectuarse  un  sorteo  el 
día  anunciado,  se  hará  inmediatamente  que 
1h  dificultad  desaparezca,  avisándose  al  pri* 
Id  ico,  por  medio  de  la  preña  at  con  un  día  de 
anticipación. 
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Art.  11.  Si  empezado  un  sorteo,  llegara  á 
romperse  alguno  de  los  globos  al  extremo  de 
<iue  no  fuera  posible  continuar  en  la  forma 
(le  costumbre,  se  publicará  un  extracto  par- 
cial y  procederá  como  en  el  caso  del  artículo 
anterior,  debiendo  eliminarse  las  bolillas  y 
premios  que  ya  hubieren  salido  según  cons- 
te en  el  Registro  matriz. 

Art.  12.  Si  la  interrupción  fuera  produci- 
da por  descompostura  de  los  globos  y  fuera 
de  fácil  arreglo,  el  sorteo  sólo  se  suspenderá 
el  tiempo  indispensable  para  subsanar  el 
inconveniente. 

Art.  13.  Si  á  última  hora  no  concurriese 
el  Escribano  autorizante  á  presenciar  el  ac- 
to, por  cualquier  motivo,  el  Interventor  de 
Gobierno  designará  otro  Escribano  de  la  ma- 
trícula. Como  asimismo  procederá  de  acuer- 
do con  el  Administrador,  en   los  casos  no 


previstos,  dando  cuenta  inmediata  al  Minis- 
terio del  ramo. 

Art.  14.  Los  que  falsifiquen  ó  alteren  bi- 
lletes de  la  «Lotería  nacional»,  serán  «orne. 
tidos  á  la  justicia  ordinaria,  en  virtud  de  ii 
denuncia  de  la  empresa. 

Art.  15.  Las  autoridades  políticas  de  a 
República  quedan  encargadas  de  velar  por 
el  cumplimiento  del  art.  7.*  de  la  le",  comi- 
sando los  billetes  de  loterías  extranjera!, 
dando  cuenta  inmediata  al  Ministerio  de  rs 
mo  para  lo  que  hubiere  lugar. 

Reglamento  interno  para  las  Oftciiu* 
de  contribución  directa,  aprobado  por  De- 
creto de  16  de  Agosto  de  1897. 

NotJ.  Carece  de  interés  general  y  omi- 
timos por  ello  su  publicación. 


ESTADOS  UNIDOS  ANGLO-AMERICANOS 


PRINCIPALES  LEVES  V  DECRETOS  PUBLICADOS  EN  1897 


Derechos  de  autor.— Ley  de  6  Enero  de 
1897,  modificativa  del  art.  4.966,  del  tít.  LX, 
cap.  8.°  de  los  Estatutos  revisados,  relativo 
á  la  protección  de  ios  citados  derechos  (1). 

El  Senado  y  la  Cámara  de  representantes 
de  los  Estados  Unidos  de  América,  reunidos 
en  Congreso,  han  decidido: 

Que  el  art.  4.966  de  los  Estatutos  revisa- 
dos debe  ser  y  es,  por  la  presente,  modificado 
de  forma  que  reciba  el  tenor  siguiente: 

c  Art.  4  966.  El  que  ejecute  ó  represente 
publicamente  una  composición  dramática  ó 
musical  protegida,  sin  el  consentimiento  del 
propietario  de  esta  composición,  ó  de  sus  he- 
rederos ó  causahabieutes,  quedará  obligado 
á  satisfacer  una  indemnización  por  dafios  y 
perjuicios  cuyo  importe  se  determinará  por 
el  Tribunal,  pero  que  no  deberá  ser  inferior 
á  100  dollars  por  la  primera  ejecución  ni  á 
50  por  cada  una  de  las  sucesivas.  Cuando  la 
ejecución  y  la  representación  ilícitas  recono- 
cieren como  causa  un  fin  de  lucro  y  fueren 
intencionadas,  su  autor  ó  sus  autores  cometen 
un  delito  y,  si  su  culpabilidad  fuere  reconoci- 
ila  y  declarada,  incurrirán  en  la  pena  de  un 
año  de  prisión  como  máximo.  Toda  ordenanza 
que  hubiere  sido  dictada  á  consecuencia  de  una 
audiencia  notificada  previamente  al  demanda- 
do por  un  Tribunal  de  circulo  de  los  Estados 
Unidos  ó  por  un  individuo  de  estos  Tribunales 
con  la  mira  de  impedir  ó  prohibir  la  ejecución 
6  la  representación  de  una  composición  dra- 

(1)  Ueproducimos  en  cursiva  la  parte  de  texto 
modificada. 
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mática  ó  musical  semejante,  podrá  ser  notifi- 
cada á  las  partes  contra  las  que  hubiere  sido 
acordada  en  tualquier  lugar  del  territorio  de 
¿os  EstadoH  Unidos,  y  producirá  sus  efectos 
adquiriendo  fuerza  ejecutiva  en  los  procedi- 
mientos incoados  para  castigar  su  inobservan- 
cia y  en  cwilesquiera  otros  por  los  demás  Tri- 
bunales de  circulo  y  Jueces  de  la  República. 
No  obstante,  los  demandados  en  esta  acción 
podrán,  conjunta  ó  separadamente,  requerir 
en  cualquier  otro  círculo  en  cuyo  territorio 
alguno  ó  todos  ellos  hubieren  organizado  una 
ejecución  ó  una  representación  dramática  ó 
musical,  que  dicha  ordenanza  se  considere  co- 
mo nula  y  solicitar  se %  dicte  una  nueva:  esta 
petición  deberá  notificarse  al  demandante  en 
condiciones  reconocidas  como  suficientes  por  el 
Tribunal  de  círculo  ó  por  el  Juez  que  conozca 
del  asunto,  bien  personalmente,  bien  á  su  re- 
presentante legal  ó  mandatario  con  podrr  es- 
pecial. Los  Tribunales  de  circulo  ó  sus  indivi- 
duos serán  competentes  para  convertir  dicha 
ordenanza  en  ejecutoria  y  para  oir  y  resolver 
las  peticiones  de  inaplicabilidad  previstas  an- 
teriormente, de  igual  modo  que  si  la  acción 
estuviere  pendiente  ó  se  hubiere  interpuesto  en 
el  circulo  en  que  semejante  petición  hubiere 
sido  formulada. 

El  Escribano  del  Tribunal  ó  del  Juzgado 
que  hubiere  dictado  dicha  Ordenanza  deberá, 
previa  orden  del  Tribunal  ante  el  cual  se  soli- 
citare la  declaración  de  inaplicabilidad  ó  por 
el  que  se  diere  fuerza  ejecutiva  á  dicha  Orde- 
nanza, transmitir  sin  demora  á  este  ultimo 
testimonio  de  los  autos  y  diligencias  pertinen- 
tes que  obraren  en  su  oficio.* 
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Privilegios  de  invención.  —  lie  vigió  u  y 
modificación  de  los  Estatutos  relativos  á 
dichos  privilegios.  -Lev  de  3  de  Marzo 
de  1897. 

Artículo  1.°  El  artículo  4.886  de  los  Esta- 
tutos queda  modificado  en  la  siguiente 
forma: 

c  Art.  4.886.  El  que  invente  ó  descubra  un 
arte,  una  máquina,  una  manufactura  ó  una 
composición  material  que  posea  los  caracte- 
res de  novedad  y  de  utilidad,  ó  un  perfec- 
cionamiento relativo  á  aquéllas,  podrá,  sal- 
vo prueba  del  abandono  por  su  parte  y  me- 
diante el  pago  de  los  derechos  señalados  por 
la  ley  y  la  observancia  del  procedimiento 
prescrito,  obtener  el  privilegio  de  su  inven- 
ción ó  de  su  descubrimiento  á  condición  que 
no  hayan  sido  conocidos  ó  empleados  por 
otra  persona  en  el  país  antes  de  la  fecha  en 
que  se  realice  la  invención  ó  el  descubrimiento, 
que  no  haya  sido  privilegiado  ni  descrito  en 
una  publicación  impresa  en  el  país  ni  en  el 
extranjero  con  anterioridad  á  dicha  fecha  ó 
en  los  dos  años  anteriores  á  la  presentación 
de  la  respectiva  solicitud,  y  que  no  hayan  si- 
do explotados  públicamente  ó  puestos  á  la 
venta  en  el  territorio  de  los  Estados  Unidos 
en  los  dos  afíoa  precedentes.» 

Art.  2.o  El  art.  4  920  de  los  Estatutos  re- 
visados se  entenderá  redactado  en  la  si- 
guiente forma: 

t  Art.  4.920  En  el  procedimiento  por  fal- 
sificación podrá  oponer  el  reo  la  excepción 
de  inadmisibilidad  ó  improcedencia  de  la 
acción,  y  después  de  notificada  al  actor  ó  á 
su  representante  con  treinta  días  de  antela- 
ción, podrá  alegar  y  probar  uno  ó  varios  de 
los  hechos  especiales  siguientes: 

1.°  Que  con  el  objeto  de  inducir  á  error 
al  público,  la  descripción  ó  especificación 
depositados  en  la  oficina  de  patentes  han  si- 
do redactadas  de  manera  que  expresen  sólo 
parte  de  la  verdad  ó  más  de  lo  que  es  nece- 
sario para  producir  el  efecto  deseado. 

2.°  Que  el  privilegiado  ha  obtenido  de 
ana  manera  subrepticia  é  injusta  patente 
para  un  objeto  inventado  realmente  por  otra 
persona,  quien  venía  desplegando  una  dili- 
gencia razonable  para  lograr  el  perfecciona- 
miento y  la  practicabilidad  del  invento. 

3.°  Que  el  invento  ha  sido  privilegiado  ó 
descrito  en  nna  publicación  impresa  con  an- 
terioridad á  la  fecha  en  que  el  reo  ha  reali- 
zado su  invento  ó  su  descubrimiento,  ó  en  los 
dos  años  anteriores  á  la  fecha  de  la  presen 
tación  de  la  solicitud  respectiva. 

4.°  Que  no  es  el  autor  primero  y  original 
del  invento  ó  del  descubrimiento  ó  de  una 
parte  importante  y  esencial  del  objeto  pa- 
tentado. 


5.o  Que  el  invento  es  del  dominio  y  ose 
públicos  ó  se  halla  en  venta  en  el  país  ees 
dos  años  de  antelación  á  lo  menos  á  la  lee hi 
de  la  presentación  de  la  solicitud. 

En  los  casos  relativo*  á  la  prueba  de 
la  anterioridad  del  invento,  de  conocí  mien- 
to ó  de  uso  del  objeto  patentado,  el  reo  de- 
berá indicar:  el  nombre  de  loa  interesados 
que  hubieren  obtenido  el  privilegio,  fecha 
de  su  respectiva  concesión,  la  de  la  expedi- 
ción del*  título,  ó  el  nombre  y  domicilio  de 
las  personas  á  quienes  se  atribuye  el  inven- 
to del  objeto  patentado,  ó  que  de  él  tengan 
conocimiento  en  una  fecha  anterior,  ó  el  hi- 
ga r  en  que  haya  sido  usado  y  personas  por 
quién.  Si  uno  ó  varios  de  estos  hechos  es- 
peciales, alegados  en  esta  forma,  fueren  re- 
conocidos como  verdaderos,  se  dictará  sen- 
tencia á  su  favor,  haciendo  expresa  cunde- 
nación  6n  costas.  Las  mismas  excepciones 
podrán  alegarse  eu  un  procedimiento  «le 
equidad  seguido  para  obtener  la  reparación 
de  una  pretendida  falsificación;  las  prueba» 
relativas  al  asunto  podrán  producirse  y 
practicarse  transcurrido  el  término  indica- 
do en  este  artículo,  siendo  so  efecto  idénti- 
co al  expresado  > 

Art.  3.0  El  art.  4  887  se  entenderá  redac- 
tado en  la  forma  siguiente: 

tArt.  4.887.  Ninguna  persona,  no  califi- 
cada de  otro  modo  á  este  efecto,  estará  impe- 
dida para  solicitar  y  obtener  un  privilegio 
para  una  invención  ó  un  descubrí  miento 
efectuado  por  ella,  y  ninguna  patente  podrá 
declararse  nula  por  la  consideración  de  qae 
el  inventor,  sus  representantes  legales  ó  con- 
cesionarios hayan  solicitado  ú  obtenido,  en 
primer  término,  un  privilegio  en  país  ex 
tranjero,  á  menos  que  la  solicitud  respectiva 
no  haya  sido  presentada  en  el  extranjero  con 
siete  meses  de  antelación,  como  tninimum,  á 
la  fecha  en  que  lo  hubiere  sido  en  los  Estados 
Unido8t  en  cuyo  caso  no  procederá  la  conce- 
sión de  patente.  > 

Art.  4.o  El  art.  4.894  de  los  Estatutos  re- 
visados queda  modificado  como  signe: 

«Art.  4.894.  Las  solicitudes  de  patente 
deberán  completarse  y  acondicionarse  para 
su  examen  en  el  término  de  un  año  (i),  con- 
tado desde  la  fecha  de  su  presentación,  en 
defecto  de  lo  cual,  ó  si  el  solicitante  demo- 
rare instar  su  tramitación  en  el  de  «a 
año  (2),  contido  desde  la  fecha  de  la  última 
resolución  recaída  y  notificada  en  forma,  se 
reputará  como  abandonada,  á  menos  qne  se 
justifique,  á  satisfacción  del  Comisario  de 
patentes,  que  tal  retardo  ha  sido  inevitable.» 


(1)  y  (2)     Bate  término  era  de  dos  *£•*,  segti 
la  legislación  anterior. 
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Art.  6.°  El  art.  4.898  de  los  Estatutos  re- 
visados  se  entenderá  redactado  en  la  si- 
guiente forma: 

cArt.  4.898.  Los  privilegios  y  sus  partes 
«on  legalmente  transmisibles  por  documen- 
to escrito,  pudiendo  el  propietario,  y  sus 
-concesionarios  ó  representantes  legales  con- 
ceder y  transmitir  en  igual  forma  un  dere- 
-cho  exclusivo,  fundado  en  la  patente,  para 
todo  el  territorio  de  los  Estados  Unidos,  ó 
«ó  I  o  para  una  parte  del  mismo. 

La  cesión,  transmisión  ó  concesión  serán 
« oíos  con  respecto  á  una  persona  no  inter- 
viniente,  que  haya  adquirido  por  compra  el 
privilegio,  ó  lo  baya  recibido  en  garantía, 
mediante  una  compensación  efectiva,  si  la 
transacción  no  se  hubiere  inscrito  en  la  ofl- 
-cína  de  patentes  dentro  de  los  tres  meses 
siguientes  á  su  fecha. 

Si  tal  centón,  transmisión  ó  concesión  se  re- 
conociere ante.  Notario  público  de  uno  de  los 
Estados  ó  territorios  de  la  Unión,  ó  del  distri- 
to de  Colombia,  ó  ante  el  Comisario  de  un  Tri- 
bunalde  circulo  de  los  Estados  Unidos,  ó  ante 
nn  Secretario  de  Legación  ó  un  agente  consu- 
lar autorizado  para  recibir  juramentos  ó  des- 
empeñar funciones  notariales  en  virtud  del 
artículo  1.7 50  de  los  Estatutos  revisados,  la 
copia  que  acredite  tal  reconocimiento  y  pro- 
vista de  la  firma  y  sello  oficial  de  dicho  Nota- 
rio ó  funcionario,  constituirá  una  prueba  a 
prima  facie  de  la  existencia  de  U  cesión, 
transmisión  ó  concesión  respectiva.* 

Art.  6. o  El  art.  4.921  de  los  Estatutos 
revisados  queda  modificado  como  sigue: 

c  Art.  4.921.  Los  di  versos  Tribunales  com 
pe  ten  tea  para  juzgar  los  asuntos  relaciona- 
dos con  los  privilegios  de  invención,  esta- 
rán facultados  para  pronunciar,  de  confor- 
midad á  las  regí  as  y  á  los  principios  segui- 
dos por  los  Tribunales  de  equidad,  las  pro- 
hibiciones encaminadas  á  prevenir  la  viola 
ción  de  los  derechos  garantidos  por  las  pa- 
tentes, y  esto  en  las  condiciones  qne  el  Tri- 
bunal considere  razonable;  cuando  en  uno 
de  estos  asuntos  la  sentencia  declare  la  exis- 
tencia de  una  falsificación,  el  actor  estará  fa- 
cultado para  hacer  efectivo,  además  de  otras 
indemnizaciones  abonables,  el  importe  de 
los  daños  materiales  experimentados,  cuya 
•cuantía  se  determinará  por  el  Tribunal,  ó 
•bien  fijará  éste  las  bases  para  su  valuación. 
En  su  regulación  tendrá  el  Tribunal  la  fa- 
cultad discrecional  de  que  dispone  para  au- 
mentar el  importe  del  daño  reconocido  por 
veredicto  en  las  acciones  para  la  reparación 
•de  perjuicios  (1). 

Sin  embargo,  en  ningún  caso  de  procedi- 
miento por  falsificación  ó  usurpación  de  pa- 


( 1)    Actiotys  of  trtspuss  upon  th$  case. 


lentes,  podrá  reconocerse  derecho  á  la  in- 
demnización  de  los  daños  causados  por  un  He- 
dió que  se  remonte  á  los  seis  años  anteriores  á 
la  presentación  de  la  querella,  siendo  la  pre- 
sente disposición  aplicable  á  los  asuntos  ac- 
tualmente susceptibles  de  motivar. una  acción 
de  esta  naturaleza.* 

Art.  7.°  Siempre  que  el  Jefe  de  uno  de 
los  departamentos  del  Gobierno  reclame  al 
Comisario  de  patentes  la  suspensión  del  pro- 
cedimiento relativo  á  la  concesión  de  un  pri- 
vilegio, dicho  Jefe  deberá  comunicar  áeste 
funcionario  las  oportunas  instrucciones  para 
evitar  que  aquella  se  otorgue  siendo  impro- 
cedente. 

Art.  8.°  La  presente  ley  comenzará  á  re- 
gir el  día  1.°  de  Enero  de  1898,  y  sus  artícu- 
los l.o,  2.°,  8.°  y  4.°,  que  modifican  los  4.886, 
4.920,  4.887  y  4.494  de  los  Estatutos  revisa- 
dos no  serán  aplicables  á  ningún  privilegio 
concedido  con  anterioridad  á  dicha  fecha, 
ni  á  ninguna  solicitud  presentada  antes  de 
la  misma,  ni  á  ningún  privilegio  concedido 
en  virtud  de  tal  solicitud. 

Patentes  de  invención.— Ley  de  3  de 
Marzo  de  1897,  determinativa  de  la  jurisdic- 
ción de  los  Tribunales  de  círculo  en  materia 
de  usurpación  de  dichas  patentes. 

Artículo  único'.  En  materia  de  usurpa- 
ción de  patentes  de  invención  los  Tribuna- 
les de  círculo  de  los  Estados  Unidos  serán 
competentes,  con  arreglo  á  equidad  ó  á  de- 
recho, en  el  distrito  donde  el  reo  tenga  su 
domicilio  ó  en  cualquiera  otro  donde  éste 
—sea  individuo,  asociación  ó  corporación- 
hubiere  cometido  los  actos  de  usurpación, 
así  como  también  en  aquel  donde  tenga  su 
domicilio  mercantil  regularmente  consti- 
tuido. 

Guando  la  correspondiente  acción  se  ín- 
ter pusiere  en  un  distrito  donde  el  reo  no  es- 
tuviere domiciliado  pero  tuviere  su  domici- 
lio mercantil  regularmente  constituido,  las 
notificaciones,  citaciones  y  emplazamientos, 
bajo  malta,  podrán  entenderse  con  el  agents 
ó  agen  tes. encargados  de  la  gestión  de  los 
negocios  del  mismo  en  el  respectivo  distrito. 

Derechos  de  autor.  —Ley  de  3  de  Marzo 
de  1897,  modificativa  del  título  4.°,  cap.  3/ 
de  los  Estatutos  revisados,  concerniente  á  la- 
protección  de  los  citados  derechos  (1). 

El  Senado  y  la  Cámara  de  representantes 
de  los  Estados  Unidos  de  América,  reunidos 
en  Congreso,  acuerdan: 

Que  el  artículo  4.963  de  los  Estatutos  re- 
visados de  los  Estados  Unidos,  debe  quedar 


(1)    Publio.,  Dúm.  184. 
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y  por  la  presente  queda  modificado  en  la 
forma  siguiente: 

cArt  4.96B.  La  persona  que  inscriba  ó 
imprima  las  precitadas  fórmulas  (i)  ó  expre- 
m  ion  es  de  sentido  análogo  sobre  un  libro, 
una  carta  geográfica  ó  de  marina,  una  com- 
posición dramática  ó  musical,  un  grabado 
en  piedra,  madera  ó  talla  dulce,  una  estam- 
pa, una  fotografía  ó  cualquiera  otra  obra,  , 
susceptible  ó  no  de  protección,  sin  haber  teni- 
do el  derecho  de  autor,  ó  que  conscientemen- 
te ponga  en  circulación  ó  venda  una  obra 
cualquiera  provista  de  la  fórmula  relativa  á 
su  protección  en  los  Estados  unidos,  pero  que 
no  goce  todavía  de  protección  en  este  país,  ó 
que  importe  libros,  fotografías,  cromolitogra- 
fías, litografías  ó  cualesquiera  otras  obras 
provistas  de  semejante  fórmula  relativa  á  la 
propiedad  intelectual  ó  de  expresiones  de  un 
sentido  análogo  pero  desprovistas  de  la  opor- 
tuna protección  en  el  país  de  origen,  incurrirá 
en  una  multa  de  100  dollars,  que  se  hará 
efectiva,  mitad  á  favor  del  denunciante  y 
otra  mitad]  á  favor  del  Fisco.  La  importación 
*n los  Estados  Unidos  de  libros,  cromolitogra- 
fías, litografías  ó  fotografías  y  en  general  de 
cualesquiera  obra  que  ostente  una  fórmula 
análoga  á  las  expresadas,  cuando  no  sean  obje- 
to de  un  derecho  semejante  en  los  Estados 
Unidos,  queda  prohibida.  Los  Tribunales  de 
circulo  de  los  Estados  Unidos,  actuando  como 
Tribunales  de  equidad, quedan  autorizados  por 
la  presente  ley  para  prohibir  la  publicación,  la 
circulación  y  la  venta  de  cualquiera  obra  que 
ostente  una  fórmula  de  las  expresadas  Ó  que 
haya  sido  importada  con  infracción  de  las  le- 
yes vigentes  en  los  Estados  Unidos.  No  obs- 
tante lo  prevenido  en  la  presente  ley  no  se 
aplacará  á  la  importación  ni  á  la  venta  de 
mercancías  ó  de  obras  importadas  en  el  terri- 
torio de  la  Unión  antes  de  su  promulgación. 

Art.  2.°  Quedan  derogadas  por  la  presen- 
te todas  las  leyes  y  disposiciones  contrarias 
á  Ins  prescripciones  contenidas  en  el  artículo 
anterior. 

Tratado  de  límites  con*  México:— Pró- 
rroga del  celebrado  en  l.o  de  Marzo  de 
1880,  firmada  en  Washington  en  21  de  Oc- 
tubre de  1897  (2). 

Deseando  los  Estados  Unidos  de  Améri- 
ca y  los  Estados  Unidos  mexicanos  dar  ple- 

(1)  Tratase  de  1a*  fórmulas  mencionadas  en  el 
artículo  anterior  (4.962).  —  En tered  acco*-di»g  to  acl 

.  of  Congress,  in  th«  yea^,—byA  B.,  in  th*  of/¿Cé  of 
the  Librarían  of  Congress,at  Wa.nh.ing ton,  6  sim- 
plemente Copyright,  18..  ,  by  A    B. 

(2)  Bl  Senado  dé.  la  República  aprobó  este 
Tetado  en  »«gi¿a  de  16  de  Diciembre  de  1897, 
y  las  ratificaciones  fueron  canjeadas  en  21  del 
mismo  mea.  «. 


no  cumplimiento  á  las  estipulaciones  de  i» 
Convención  concluida  y  firmada  e»  Was- 
hington el  1.°  de  Marzo  de  1889,  para  faci- 
litar la  ejecución  de  los  principios  conteni- 
dos en  el  Tratado  firmado  entre  las  dos  Al- 
tas Partes  contratantes  el  12  de  Noviem- 
bre de  1884,  y  evitar  las  dificultades  causa- 
das por  los  cambios  en  los  cauces  de  los 
ríos  Bravo  del  Norte  y  Colorado;en  la*  partes 
que  sirven  de  limite  á  las  dos  Repúblicas; 

\  debiendo  espirar  el  24  de  Diciembre 
de  1897  el  plazo  fijado  en  el  art.  9.°  de  la 
Convención  de  1.°  de  Marzo  de  1889,  an> 
pliado  por  las  Convenciones  de  l.°  de  Oc 
tubre  de  1895  y  6  de  Noviembre  de  1896; 

Y  considerando  conveniente  las  doa  Alta» 
Partes  contratantes  prorrogar  el  plazo  esti- 
pulado en  el  art.  9.°  de  la  Convención  «Ir 
l.o  de  Marzo  de  1889,  y  en  el  anteólo  úoico 
de  la  de  l.o  de  Octubre  de  1896  y  de  la  dt 
6  de  Noviembre  de  1896,  á  fin  de  que  1» 
Comisión  internacional  de  límites  poeds 
concluir  el  examen  y  decisión  de  los  ra- 
sos  que  se  le  lian  sometido,  han  nombrado 
con  ese  objeto  sus  respectivos  Plenipoten- 
ciarios  

Quienes,  después  de  haberse  comonicaaV- 
sus  respectivos  plenos  poderes,  encontrán- 
dolos en  buena  y  debida  forma,  y  puestos 
de.  acuerdo  entre  sí,  han  convenido  en  ei 
artículo  siguiente: 

Artículo  único.  La  duración  *rie  la  Con- 
vención de  l.o  de  Marzo  de  1889,  firmada 
entre  los  Estados  Unidos  de  América  y  los 
Estados  Unidos  mexicanos,  que  conforme 
á  las  estipulaciones  de  su  art.  9.°  debía  per- 
manecer vigente  por  cinco  afíos,  contado» 
desde  la  fecha  del  canje  de  mus  ratificacio- 
nes, cuyo  plazo  se  amplió,  por  la  Conven- 
ción de  l.o  de  Octubre  de  1895,  hasta  ei 
24  de  Diciembre  de  1896,  y  por  la  Conven- 
ción de  6  de  Noviembre  de  J896,  hasta  el 
24  de  Diciembre  de  1897,  se  prorroga  por 
la  presente  Convención,  por  el  período  Je 
un  afío  contado  desde  esta  última  fecha. 

Esta  Convención  será  ratificada,  etc.  — 
(L.  S.)  John  Sherman.  -  (L.  S.)  M.  Romero. 

La  nueva  ley  de  tarifas  en  los  Estados 

Unido*.— Indicaciones  generales.—  La  locha 
presidencial  en  los  Estados  Unidos,  qae  se 
terminó  el  año  pasado  con  la  elección  de 
Mr.  Mac-Kinley,  se  basó,  como  todos  saben, 
en  dos  cuestiones:  la  revisión  de  tarifas  > 
la  reforma  monetaria.  Teníase  derecho  á  es- 
perar con  tal  antecedente  que  desde  su  lle- 
gada al  poder  Mr.  Mac-Kinley  encaminaría 
todos  sus  esfuerzos  á  reformar  la  situación 
monetaria  al  propio  tiempo  ó  quizá  antes 
que  la  arancelaria,  pero  no  ha  sucedido  así; 
la  revisión  de  las  tarifas  de  Aduanas  ha 
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-traído  desde  luego  la  atención  del  Presiden- 
te, dejando  para  más  adelante  la  solución 
A  la  otra  cuestión,  que  hasta  hace  poco  se 
había  jnzgado  la  primera  en  importancia. 
Ya  se  ha  aprobado  la  tarifa  elaborada  por 
Mr.  Dingley;  ya  ha  recibido  la  firma  presi- 
dencial y  entrado  en  vigor,  por  consiguien- 
te, dicha  reforma.  Su  aprobación  ha  sido 
laboriosa.  Con  su  forma  primitiva  represen- 
taba una  elevación  considerable  de  dere- 
chos, cuya  importancia  se  verá  en  el  estado 
siguiente: 


Tarifa 

Tarifa 

Proyecto 

Mac-Kinley. 

Wilson. 

Dingley. 

/ 

for  100. 

Por  lOth 

Por  100.  . 

Drogas .... 

3107 

27'99 

31*33 

I^oza 

61*20 

35 

52'62 

Metales. . . . 

67*21 

37*57 

46*64 

Maderas. . . 

14*93 

22*87 

16*68 

Azúcar  .... 

14455 

40*94 

71*10 

Tabaco 

117*82 

109*06 

164*05 

Cereales. . . 

33*17 

23*28 

39*94 

Alcoholes.. 

69*78 

61*54 

77*01 

Cáñamo . . . 

55*25 

43*76 

64*14 

Algodón. . . 

43*68 

40*38 

49*62 

Sedas 

80*50 

•  47*62 

81*76 

Papel,  libros 

23*85 

22*18 

29*82 

I)  i  versos.. . 

26*06 

23*68 

8057 

La  media  de  la  tarifa  de  Mac-Kinley  era, 
pues,  de  49*58  por  100;  la  de  tarifa  Wilson, 
de  39*94  por  100,  y  la  del  proyecto  primiti- 
vo de  Dingley,  de  5708  por  100. 

La  Cámara  de  los  Representantes  adoptó 
después  de  algunos  días  de  discusión  este 
proyecto,  pero  el  Senado  le  dispensó  una 
fría  acogida  y  su  Comisión  de  Hacienda  lo 
enmendó  en  gran  número  de  puntos.  Sin 
embargo,  en  la  disensión  general  la  mayor 
parte  de  estas  enmiendas  fueron  abandona- 
das; la  obra  liberal  de  la  Comisión  se  halló 
comprometida  y,  en  último  terminó,  las  dos 
Cámaras  nombraron  una  Comisión  mixta 
que  ha  modificado  ligeramente  el  proyecto 
primitivo;  la  Cámara  lo  ha  adoptado  por 
185  votos  contra  118;  el  Senado,  por  40  vo- 
tos contra  30.  Por  estos  trámites  y  con  ta- 
les modificaciones  el  proyecto  de  tarifas  de 
Dingley  ha  llegado  á  ser  ley. 

Estas  tarifas  son  algo  menos  onerosas 
para  la  importación  europea  que  el  primiti- 
vo proyecto  de  Mr.  Dingley.  La  cifra  media 
de  los  derechos  se  ha  reducido  de  67*09  por 
100  á  64  por  100;  aun  es  considerablemen- 
te superior  á  la  de  la  tarifa  Mac-Kinley 
(49*58  por  100)  y  á  la  de  Wilson  (39*94 
por  100). 
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Obras  públicas.— Reglamentación  de  la 
Administración  general  del  ramo.  —Deere 
to  de  2  de  Enero  de  1897. 

Artícnlo  1 .°  El  Director  general  de  Obras 
públicas.  Jefe  superior  del  ramo,  ejerciendo 
la  autoridad  que  le  confieren  los  decretos 
reglamentarios  de  12  de  Marzo  de  1889.  12 
«le  Marzo  de  1890  y  28  de  Octubre  de  1892, 
tiene  las  Siguientes  facultades: 

1.a  Desfinar  de  entre  los  funcionarios 
que  constituyen  el  Cuerpo  nacional  de  In- 
genieros al  que  A  su  juicio  sea  más  compe- 
tente para  la  ejecución  técnica  de  cada  obra, 
según  el  plano  respectivo. 

2.a  Llamar  á  propuestas  para" proveer  los 
materiales  de  construcción  fijando  sus  con- 
diciones, dando  conocimiento  del  contrato 
al  Ministerio  de  Instrucción  pública  y  Fo- 
mento para  su  aprobación. 

8.a  Organizar  el  personal  de  los  trabaja- 
dores, artesanos  y  sobrestantes  necesarios 
dentro  de  la  partida  que  asigna  el  presu- 
puesto. 

4.a  Pasar  visadas  á  la  administración  de 
fondos,  las  planillas  organizadas  según  sus 
instrucciones. 

6.a  Hacer  modificaciones  en  las  obras 
sólo  en  lo  relativo  á  la  solidez  ó  aspecto  ex- 
terior de  ellas,  recabando  la  autorización  del 
Ministerio  para  las  reformas  sustanciales. 

Art.  2.°  La  administración  de  los  fondos 
decretados  para  cada  obra  por  el  Ministerio 
del  ramo,  correrá  á  cargo  del  Administrador 
general  de  obras  públicas,  quien  les  dará  la 
aplicación  correspondiente. 


Art,  3°  En  cadíi  departamento  donde  s 
juicio  del  Gobierno  fuese  necesario  enco- 
mendar lne  ijhriie  públicas  A  Administrado- 
res especial  fe,  serán  creados  éítos  ron  la 
dotar.ión  ipie  hp  \vn  atdgnt*,  imputables  .'■ 
obra  que  han  de  administrar.  Serán  depen- 
dientes de  la  Administración  general;  red- 
birán  los  fondos  destinados  á  la  obra  ú  obra» 
de  su  incumbencia;  llevarán  una  estricta 
contabilidad  de  ellos  y  rendirán  cuente 
mensual,  bajo- de  responsabilidad,  ante  b 
Administración  general. 

Art.  4.°  Las  Comisiones  existentes  para 
la  administración  de  cada  obra  y  las  que  el 
Gobierno  organice  con  igual  objeto,  ejerce 
rán  las  siguientes  atribuciones: 

1.a  Vigilar  y  fiscalizar  las  planillas  de 
pago  y  libretas  de  mayordomos  y  sobres- 
tantes, comprobando  su  exactitud  con  el 
número  de  peones  ó  artesanos  empleadot 
en  la  obra,  asegurándose  también  de  si  efec- 
tivamente han  entrado  en  los  depósitos  los 
materiales  á  que  se  refieren  dichas  ordene» 
de  pago. 

2.a  Representar  todos  los  inconvenien- 
tes, irregularidades  y  dificultades  que  en  so 
caso  observaren  en  la  ejecución  y  en  lo  re- 
lativo á  la  economía  de  la  obra,  así  como  á  la 
falta  de  cumplimiento  de  sus  deberes  en  lo» 
empleados  subalternos. 

3>  Resolver  todas  las  consultas  que  so- 
bre la  obra  que  administran  les  dirijan  \n 
Dirección  general  ó  el  Ministerio  del  ramo. 

Art.  6.°  En  el  caso  en  que  la  recepción 
ó  inversión  de  fondos  destinados  por  el  pre- 
supuesto á  las  obras  públicas  deba  hacerte 
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por  Administradores  especiales,  se  exigirá 
á.  éstos  las  responsabilidades  establecidas 
por  las  leyes. 

Art.  6.°  Quedan  derogadas  todas  las  dis- 
posiciones contrarias  á  las  del  preseiite  De- 
creto. 

El  Ministro  de  Instrucción  pública  y  Fo- 
mento se  encargará  de  la  ejecución  y  cum- 
plimiento de  éste.     % 

Escuela   práctica   de   ingeniería.  —  Su 

creación.— Decreto  de  27  de  Enero  de  1897. 

Artículo  1.°  Se  establece  una  Escuela 
práctica  de  ingeniería  en  la  Dirección  gene- 
ral de  Obras  públicas,  en  la  cual  iniciarán 
su  aprendizaje  y  verificarán  ejercicios  de 
agrimensura  y  construcción,  los  jóvenes  qne 
el  Supremo  Gobierno  tenga  á  bien  elegir  de 
entre  los'  aspirantes  que  se  presenten,  con* 
forme  á  las  condiciones  fijadas  por  este  de- 
creto. 

Art.  2.°  Dichos  ejercicios  serán  dirigidos 
por  el  Jefe  del  Cuerpo  nacional  de  Ingenie- 
ros y  por  los  funcionarios  de  su  dependen- 
cia, debiendo  por  ahora,  además,  los  alum- 
nos, como  internos,  recibir  lecciones  técni 
cas  de  las  materias  que  les  correspondan, 
en  el  Colegio  militar,  bajo  la  dirección  del 
Superior  y  Profesores  de  este  Colegio  y  la 
supervigilancia  de  aquél. 

Art.  3.°  Para  ser  admitido  como  alumno 
en  la  Escuela  de  ingeniería,  se  requiere: 

a)  Ser  boliviano  de  nacimiento. 

b)  Tener  más  de  quince  años  y  menos 
de  veinte. 

c)  Haber  vencido  con  éxito  satisfactorio 
los  cursos  de  instrucción  secundaria. 

d)  Rendir  examen  de  competencia  y  po- 
seer nociones  de  Algebra,  Geometría  y  Di- 
bujo lineal,  ó  someterse  á  una  previa  prepa- 
ración de  estas  materias  en  el  Colegio  mi- 
litar. 

Art.  4.°  La  admisión  se  hará  mediante 
solicitud  de  los  postulantes,  presentada  al 
Ministerio  de  Instrucción  pública  y  Fomen- 
to, acompañando  su  respectiva  fe  de  bautis- 
mo, certificado  de  moralidad  y  diploma  de 
Bachiller  en  letras.  Además,  acompañarán 
certificado  de  los  tres  últimos  exámenes  que 
hubiesen  rendido  en  instrucción  secundaria, 
para  apreciar  su  competencia. 

Art.  6.°  El  aspirante,  una  vez  admitido, 
tiene  derecho  para  seguir  en-  la  Escuela 
hasta  finalizar  el  ramo  profesional  que  elija: 
de  Agrimensor,  de  Ingeniero  geógrafo,  de 
Arquitecto,  ó  de  Ingeniero  civil,  salvo  el  caso 
de  su  separación  originada  por  falta  de  apli- 
cación, de  competencia  ó  de  conducta. 

Art.  6.°  El  curso  completo  de  la  Escue- 
la se  vencerá  en  seis  años,  durante  los  cua- 


les se  dedicarán  cinco  meses  cada  año  á  es- 
tudios teóricos,  trabajos  de  gabinete  y  repe- 
tición de  matemáticas;  seis  meses  á  trabajos 
de  campo  y  ejercicios  prácticos  de  construc- 
ciones y  un  mes  á  vacaciones. 

Art.  7.°  Durante  su  permanencia  en  el 
Colegio  militar,  en  los  meses  de  Noviembre 
á  Abril,  los  alumnos  concurrirán  á  la  oficina 
de  la  Dirección  general  de  Obras  públicas, 
.  por  tres  horas  al,  dfa,  para  verificar  trabajos 
prácticos  de  dibujo  y  aprendizaje  de  cons- 
trucciones que  les  sean  distribuidos  por  el 
Director  general  "de  esa  oficina.  En  los  me- 
ses siguientes,  destinados  á  ejercicios  prác- 
ticos, los  alumnos  prestarán  sus  servicios  en 
las  diferentes  obras  públicas  de  la  nación, 
en  vía  de  ejecutarse  ó  en  estudio,  con  suje- 
ción á  las  órdenes  del  Jefe  del  Cuerpo  na- 
cional de  Ingenieros  y  subordinados  á  las  del 
Ingeniero  director  de  la  respectiva  obra. 

Art.  8.°  La  subvención  reconocida  por 
la  Ley  del  Presupuesto  nacional  en  favor  de 
los  alumnos,  se  percibirá  del  Tesoro  nacio- 
nal por  la  Dirección  general  de  Obras  pú- 
blicas para  entregarla  á  aquellos  mensual- 
mente,  deducida  la  cuota  de  pensión  y  de- 
más gastos  correspondientes  ,á  cada  uno,  du- 
rante el  tiempo  de  su  internado  en  el  Cole- 
gio militar.  En  los  meses  en  que  se  encuen- 
tren fuera  del  Colegio,  se  deducirá  de  la 
subvención  las  sumas  que  les  correspondan 
por  adquisición  de  textos,  útiles  de  dibujo  y 
distintivos  de  uniformes,  equipo  de  viajes, 
etcétera. 

Art.  9.°  La  distribución  de  materias  y  el 
programa  de  plan  de  estudios  á  que  se  suje- 
tará la  Escuela  de  Ingeniería,  en  los  seis 
años  de  que  han  de  constar  sus  cursos,  será 
el  siguiente: 

Primer  año.  Estudio  teórico  de  Matemá- 
ticas, Aritmética,  Algebra  y  Geometría,  No- 
ciones de  Física  y  Química.— -Ejercicios  de 
dibujo  lineal  y  Francés. 

Segundo  año.  Estudio  práctico  de  Mate- 
máticas: Trigonometría  plana.  —  Mensura 
de  Polígonos  y  cálculo  de  superficies.— Físi- 
ca y  Química.-  Conocimiento  de  instrumen- 
tos.— Geografía  teórica  de  Bolivia.—  Dibujo 
lineal  y  Francés. 

Tercer  año»  Estudios  fundamentales  de 
Geometría  y  Trigonometría:  Planos  topográ- 
ficos con  curva  de  nivel.— Taqueometría, 
Fotopografía.— Física  y  Química. -Astrono- 
mía.—Geografía  práctica  de  Bolivia.  -  Dibu- 
jo lineal  y  Francés. 

Cuarto  año.  Estudios  prácticos  de  Tri- 
gonometría y  Geodesia:  Trigonometría  espe- 
cífica.—Organización  de  mapas  geográficos, 
observaciones  astronómicas.  -  Coordenadas 
geográficas. — Topografía  plana  y  subterrá- 
nea.—Química   inorgánica.— Análisis.— Le- 
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gi elación  de  minas  de  Bolivia. — Ejercicios 
de  dibujo  é  Inglés. 

Quinto  año.  Estudios  de  Mecánica,  de 
Arquitectura  é  Hidráulica:  órdenes  arquitec 
tónicos,  resistencia  de  materiales,  arte  prác- 
tico de  construcciones,  proyectos  y  planos 
de  edificios.  — Química  orgánica.  Metalur- 
gia.— Análisis.— Ejercicios  de  Inglés. 

Sexto  año.     Estudios  finales  de  Ingeniería 
y  Mecánica:  construcción  de  puetites,  cana-, 
les,  caminos,   provisión   de   aguas  y   cons- 
trucción   de   ferrocarriles. — Curso   tinal   de 
inglés. 

Art.  10.  En  el  mes  de  Noviembre  de  cada 
año,  rendirán  los  alumnos  sus  exámenes 
ante  un  Tribunal  compuesto  del  siguiente 
personal:  el  Director  general  de  Obras  públi- 
cas, Jefe  del  Cuerpo  nacional  de  Ingenieros, 
que  presidirá  la  mesa;  el  Director  del  Colegio* 
militar,  dos  Delegados  del  Consejo  univer- 
sitario, dos  examinadores  adhoc,  nombrados 
por  el  Ministerio  de  Instrucción  pública  y 
Fomento,  y  el  Secretario  de  la  Dirección  ge- 
neral de  Obras  públicas,  que  actuará  como 
tal  en  los  exámenes. 

Art.  11.  La  prueba  que  rinda  cada  alum- 
no tendrá  dos,  horas  de  duración,  debiendo 
designarse  por  suerte  los  puntos  sobre  que 
recaiga  el  examen,  con  arreglo  al  formulario 
especial  que  se  redactará  cada  año  por  los 
señores  Directores  de  Obras  públicas  y  del 
Colegio  militar,  con  aprobación  del  Gobier- 
no. La  calificación  del  examen  se  hará  en  la 
forma  establecida  para  los  Colegios  y  Uni- 
,  versidades. 

Art.  12/  Los  alumnos  aplazados  por  la 
votación,  repetirán  sus  exámenes  á  los  dos 
mes¿s  de  la  fecha  del  aplazamiento;  si  en 
esta  segunda  prueba  no  fuesen  calificados 
con  la  aprobación  respectiva,  serán  expulsa- 
dos de  la  Escuela  y  perderán  su  derecho  de 
curso. 

Art.  13.  Con  los  tres  primeros  exámenes 
correspondientes  al  primer  año,  el  alumno 
podrá  graduarse  de  Agrimensor;  con  el  del 
cuarto  afio  podrá  graduarse  de  Ingeniero  geó- 
grafo; con  el  del  quinto,  de  Arquitecto;  y  con 
el  curso  final  del  sexto,  de  Ingeniero  civil. 

Art.  14.  La  colación  de  estos  grados  se 
obtendrá  ante  los  Consejos  universitarios, 
conforme  á  sus  prácticas  usuales,  mediante 
la  presentación  de  los  certificados  de  exá- 
menes, y  el  desarrollo  de  una  tesis  sobre 
cualesquiera  de  las  materias  que  los  hayan 
comprendido,  elegida  á  la  suerte  con  veinti- 
cuatro horas  de  anticipación,  del  cuestiona- 
rio que  adoptará  cada  Consejo,  con  estricta 
sujeción  al  plan  de  estudios  determi*  ado 
para  cada  afio  por  el  art.  6.°  de  este  Decre- 
to. A  estas  pruebas  de  grado  concurrirán 
como  Delegados  del  Gobierno,  dos  Ingenie- 


ros, que  designará  para  cada  caso  el  Director 
general  de  Obras  públicas. 

Art.  15.  Los  canceladas  de  las  Univen>- 
dades  de  la  .República,  una  vez  ^ne  se  vrr  ■ 
fiqüen  las  pruebas  de  grado  á  $ut?  te  ftrtier* 
el  artículo  anterior,  podrán  librar  los  respe- 
tivos diplomas  universitarios  de  Agrítueri- 
sor,  Ingeniero  geógrafo,  Arquitecto  ¿  luf*- 
nieró"  civil,  con  sujeción  á  mis  atríbarioue&> 
A  la  presentación  de  «bob  diplomas,  el  Go- 
bierno expedirá  loa  lítalas  profesionales  m 
provisión  nacional,  loa  que  aeran  refrenda- 
dos por  el  Ministro  de  Instrucción  püblira  \ 
Fomento  y  anotadas  en  la  Dirección  genetn 
de  Obras  públicas,  en  el  registro  qne  abrirá 
esta  oficina,  de  Ingenieros,  Arquitectos  y 
Agrimensores,  autorizados  legal  di  en  te  para 
ejercer  su  profesión. 

Art.  16.  Los  aspirantes  que  salgan  de  U 
Escuela  de  Ingeniería  alcanzando '  nn  título 
profesional,  estarán  en  la  obligación  de  prea- 
tar  sus  servicios  en  el  Cuerpo  nacional  de 
Ingenieros,  durante  los  dos  primeros  años 
siguientes  á  su  graduación,  y  serán  preferidos 
por  el  Gobierno  para  los  cargos  públicos  de 
su  especialidad. 

Artículo  transitorio. — La  Escuela  prác- 
tica de  Ingeniería  se  instalará  el  próximo  3 
de  Febrero,  aniversario  del  nacimiento  del 
fundador  de  Bolivia,  Mariscal  Antonio  José 
de  Sucre,  en  homenaje  de  gratitud  á  su  me- 
moria. 

El  señor  Ministro  de  Instrucción  pública 
y  Fomento  queda  encargado  de  la  ejecución 
del  presente  Decreto,  dado  en  la  capital,  Sa- 
cre, á  27  de  Enero  de  1897. 

Reglas  para  la  toma  de  posesión  da  car- 
gos públicos* — Decreto  de  6  de  Febrero 
de  1897. 

Artículo  1.°  Los  Jefes  de  oficina,  al  dar 
posesión  á  un  funcionario  público,  sentarán 
un  acta  suscrita  por  el  funcionario  que  da 
la  posesión  y  por  el  que  la  recibe. 

Art.  2.°  El  acta  origina!  se  pasará  inme- 
diatamente por  órgano  de  la  Prefectura  al 
Tesoro,  donde  el  funcionario  posesionado 
debe  percibir  sus  haberes. 

Art.  8  o  Se  abrirá  un  libro  especial  en  el 
Tesoro  nacional  y  en  los  departamentales, 
donde  se  anotará  el  día  en  que  tomen  po- 
sesión los  funcionarios  públicos  en  vista  del 
acta  que  se  les  remita. 

Art.  4.°  Finalizada  la  gestión  económi- 
ca, es  deber  de  los  Administradores  de  Te- 
soro remitir  al  Supremo  Tribunal  de  Cuen- 
tas las  actas  de  que  se  habla  en  el  ar 
tículo  3.° 
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Presupuestos  municipales* — Decreto  de 
II  de  Febrero  de  1897. 

Artículo  1.°  Los  Concejos  municipales 
remitirán  al  Gobierno,  en  el  primer  mes  de 
cada  afio,  copia  legalizada  del  presupues- 
to general  que  sancionen,  y -en  el  segundo 
de  Febrero  igual  copia  de  los  votados  por 
las  Juntas. 

Art.  2.°  Dentro  de  los  primeros  quince 
días  de  cada  mes,  los  Concejos  y  Juntas  re- 
mitirán, asimismo,  el  balance  á  que  se  re- 
fiere el  art.  48  de  la  Ley  Orgánica  de  muni- 
cipalidades. 

Art.  3.°  Siempre  que  algunos  Concejos 
y  Juntas  municipales  no  cumpliesen  con 
las  prescripciones  contenidas  en  los  artícu- 
los anteriores,  el  Gobierno  incitará  al  res- 
pectivo Fiscal  del  distrito,  para  que  proce- 
da conforme  al  art.  46  de  la.merituada  Ley 
Orgánica. 

El  Ministro  de  Gobierno  y  Justicia  queda 
encargado  de  la  ejecución  y  cumplimiento 
del  presente  Decreto. 


En  gauche   de  peones. 

25  de  Febrero  de  1897. 


-Reglamento  de 


Articulo  1.°  Son  personas  aptas  para 
contratar  su  enganche  los  mayores  de  vein- 
tiún afíos,  que  expresen  voluntad  manifies- 
ta de  hacerlo  y  que  obren  con  toda  libertad, 
sin  coacción  alguna. 

Art.  2.o  £1  contrato  de  enganche  se  otor- 
gará en  las  capitales  de  departamento  ante 
el  Notario  de  Hacienda,  con  intervención 
fiscal  y  de  un  rounícipe;  y  en  las  capitales 
de  provincia  ante  un  Alcalde  parroquial,  el 
agente  cantonal,  el  párroco  y  un  vecino  no- 
table designado  por  éste.  Tales  contratos  no 
tendrán  valor  si  no  se  registran  en  la  Nota- 
ría de  Hacienda,  previo  examen  de  la  Junta 
municipal  respectiva.  Los  testimonios  que 
se  otorguen  serán  legalizados  por  la  Pre- 
fectura para  surtir  sus  efectos,  y  los  gastos 
que  ocasionen  correrán  de  cuenta  del  con- 
tralista ó  enganchador. 

Art.  íJ.°  El  contrato  á  que  se  refiere  el 
articulo  anterior,  se  sujetará  á  las  siguien- 
tes cláusulas:  l.ft  Se  estipulará  en. todo  caso 
la  duración  del  contrato,  que  nunca  podrá 
exceder  de  un  año;  2.a  El  salario  anual  ó 
mensual,  que  se  pagará  en  moneda  corrien- 
te desde  el  día  de  firmado  el  contrato,  sin 
que  se  admitan  traspasos  de  deudas  por 
anticipos,  debiendo  reputarse  todo  antici- 
po de  dinero  como  simple  deuda  y  no  como 
obligación  de  trabajo,  forzado;  3.a  El  género 
de  los  trabajos  alquilados;  4.a  El  tiempo 
de  viaje  de  ida  y  regreso  del  peón  engan- 
chado se  estimará  en  días  de  trabajo,  que 


serán  abonados  por  el  patrón  ó  engancha- 
dor, así  como  la  prima  de  enganche  y  cual- 
quier otro  desembolso,  sin  que  en  manera 
alguna  estos  gastos  sean  imputados  al  en- 
ganchado. 

Art.  4.o  Los  peones  enganchados  no  po- 
drán ser  empleados,  durante  el  viBJe,  sino 
en  la  tripulación  de  embarcaciones  menores 
y  en  los  servicios  emergentes  del  mismo 
viaje;  sin  podérseles  imponer  trabajo  algu- 
no diferente  de  su  contrato 

Art.  6.°  En  todo  el  período  de  dura- 
ción de  los  contratos,  los  patrones,  bus 
agentes  ó  administradores,  están  obligados: 
á  llevar  un  libro  en  que  conste  la  edad,  es- 
tado, vecindad  última  de  cada  enganchado; 
á  consignar  en  el  mismo  libro,  las  condicio- 
nes del  contrato,  tiempo,  salario,  etc.;  á  lle- 
var la  cuenta  corriente  de  cada  enganchado 
y  de  cada  trabajador  de  residencia  transi- 
toria; á  facilitar  á  los  trabajadores  una  li- 
breta en  que  se  hará  constar  el  movimiento 
diario  de  la  respectiva  cuenta  corriente,  las 
cantidades  semanales  que  reciba  ó  abone, 
debiendo  pasarse  trimestralmente  á  los  mis- 
mos un  extracto  de  ella  para  que  acusen  su 
conformidad;  á  procurar  al  enganchado  ha 
bitación  higiénica  ó  los  materiales  para  que 
la  construya,  y  á  proporcionarle  alimenta- 
ción sana  y  suficiente  si  el  patrón  á  ello  se 
obligare;  á  facilitarle  medicamentos  y  asis- 
tencia médica,  en  caso  de  enfermedad  del 
enganchado  ó  de  su  familia;  á  comunicar  á 
la  Autoridad  más  próxima  la  lista  de  los  tra- 
bajadores que  corren  á  su  cargo. 

Art.  6  o  Fenecido  el  tiempo  del  contra- 
to, el  patrón  está  obligado  á  proporcionar 
su  pasaje  fluvial  y  terrestre  á  los  peones 
enganchados  hasta  el  lugar  de  su  domicilio 
ó  les  abonará  un  premio  ó  ajuste  de  100 
bolivianos,  si  prefiriesen  quedarse  en  la  re- 
gión gomera  ó  renovar  su  contrato  transcu- 
rridos tres  meses  de  su  fenecimiento. 

Art.  7.°  En  los  casos  de  rescisión  ó  fe- 
necimiento del  contrato  de  enganche,  cuan- 
do los  peones  quieran  regresar  á  sus  domi- 
cilios, el  patrón  expedirá  un  certificado  en 
favor  de  aquéllos,  dando  parte  á  la  Autori- 
dad política,  la  cual  á  su  vez  comunica- 
rá á  la  Notaría  donde  .se  hubiese  celebrado 
el  contrato. 

Art.  8°  Se  prohibe  en  lo  absoluto  el  ira 
poner  trabajos  diferentes  ó  un  patrón  dis- 
tinto de  los  pactados  en  el  contrato,  sin  pre- 
via consulta  de  la  voluntad  de  los  peones 
enganchados,  especialmente  á  las  mujeres, 
que  concurren  por  enganche  á  los  trabajos 
de  explotación  de  goma  elástica. 

Art.  9.°  Los  patrones  no  pueden  conce- 
der anticipos  á  la  cuenta  de  salarios,  sino 
por   una  suma  que  en   ningún  caso   exceda. 
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de  400  bolivianos,  única  por  la  que  será  le- 
galtnente  responsable  el  enganchado.  Las 
cantidades  que  sobrepasen  de  la  suma  indi- 
cada las  perderá  el  patrón,  sin  poderlas  re- 
putar como  obligación  de  trabajo  forzado. 
No  podrá  hacerse  el  anticipo  permitido  por 
400  bolívares,  en  los  últimos  tres  meses  del 
contrato. 

Art.  10.  Para  el  cumplimiento  de  las 
obligaciones  impuestas  en  los  artículos  an- 
teriores, todos  los  enganchadores  y  sus 
agentes  están  obligados  á  depositar  la  su- 
ma de  200  bolívares  mínimum,  por  cada 
persona  enganchada  y  á  orden  del  Supremo 
Gobierno  en  cualquiera  oficina  de  los  Ban- 
cos de  emisión;  y  donde  éstas  no  existan, 
en  el  Tesoro  del  Concejo  municipal  respec- 
tivo, cualquiera  que  sea  el  lugar  donde  se 
ajuste  el  contrato,  prefiriéndose  en  todo 
caso  que  el  depósito  se  verifique  en  los 
Bancos.  Este  depósito  se  comprobará  me- 
diante el  certificado  que  debe  quedar  en  po 
der  del  Prefecto  del  departamento,  publi- 
cándose por  la  prensa. 

Art.  11.  Están  obligados  al  depósito  de 
que  habla  el  artículo  anterior,  los  patrones 
y  sus  agentes  que  enganchan  peones  para 
lugares  que  están  fuera  del  paralelo  14  de 
latitud  Sur;  y  les  será  devuelto  sin  me- 
noscabo alguno,  siempre  que  comprueben, 
en  debida  forina,  que  bus  peones  no  han 
jasado  del  paralelo  expresado. 

Art.  12.  Los  enganchadores  para  Trini- 
dad, Loreto,  San  Ignacio,  San  Javier  y  otros 
pueblos  situados  fuera  del  paralelo  14  de 
latitud  Sur,  están  sujetos  á  las  leyes  y  re- 
glamentos anteriores  á  la  Ley  de  16  de  No- 
viembre de  1896,  relativas  á  enganche  de 
peones. 

Art.  13.  Toda  persona  que  quiera  abrir 
casa  de  enganche,  se  presentará  al  Prefecto 
ó  Subprefecto,  respectivamente,  con  un  cer- 
tificado de  vita  et  moribus  otorgado  por  la 
municipalidad  del  lugar,  y  si  le  fuere  con- 
cedido el  permiso  dará  aviso  á  la  policía 
de  seguridad  indicando  la  calle  y  casa  don- 
de la  sitúe  y  el  nombre  de  los  agentes  que 
emplee,  debiendo  colocar  sobre  la  puerta  un 
letrero  con  la  siguiente  inscripción:  Casa  de 
enganche  de  N.  N. 

Art.  14.  Las  policías  abrirán  una  matrícu 
la  para  la  inscripción  de  los  enganchados, 
especificando  en  ella  el  nombre  y  apellido, 
edad,  profesión,  estado  y  filiación  precisa  y 
duración  del  contrato  de  enganche  para  com- 
probar la  identidad  de  la  persona  en  los  ca- 
sos de  fuga  ó  muerte.  La  policía  expedirá, 
asimismo,  pasaportes  para  cada  uno  de  los 
enganchados  con  todas  las  circunstancias 
anotadas.  El  enganchador  llevará  un  rol  com- 
pleto de  la  matrícula  'de  sus  enganchados, 


extendido  en  debida  forma  por  la  Inteiww 
cia,  para  que  haga  fe  ante  las  antoridade» 
del  tránsito,  que  están  obligadas  á  confrcv 
tar  la  exactitud  de  dicho  rol. 

Art.  16.  Todo  Jefe  ó  agente  enganchad  * 
está  obligado  á  inscribirse  en  un  registn. 
que  ae  abrirá  en  las  respectivas  políciaa. 

Art.  1Q.  Las  casas  de  enganche  esta- 
sujetas  á  la  inspección  de  los  Fiscales  y  <.r 
la  policía,  á  quienes  dejarán  penetrar  t. 
ellas  á  cualquier  hora  del  día  ó  de  la  norl» 
y  cuantas  veces  sea  preciso,  á  fin  de  precie 
telar  la  moralidad  de  dichas  casas  y  ente 
el  uso  de  toda  clase  de  licores  (bebidas  sim- 
bólicas) y  los  contratos  clandestino*  que  t? 
efectúen,  sin  sujeción  á  las  presen  pcioDc- 
de  los  artículos  anteriores. 

Art.  17.  El  depósito  de  que  habla  e;  ar- 
tículo 10  responde  principalmente  á  lostat- 
tos  de  regreso  del  peón  enganchado  j  a 
cumplimiento  de  las  obligaciones  estipulada 

Art.  18.  El  Fiscal  de  partido,  á  siuir> 
petición  de  la  familia  interesada,  requerirá 
la  entrega  á  ésta  del  depósito,  si  el  peón  ec- 
ganchado  no  regresare  á  su  domicilio  dentr» 
de  los  términos  señalados  en  el  contrato  ■ 
la  Prefectura  lo  determinará  así,  sin  tn&± 
trámites,  bajo  responsabilidad.  Lo  misuv. 
se  procederá,  en  caso  de  fallecer  el  pee* 
dentro  del  término  del  contrato. 

Art.  19.  Toda  violencia,  engaño  ó  fraud- 
que  se  compruebe  en  el  enganche,  será  pe- 
nada con  una  multa  de  26  á  50  boiívaret. 
fuera  de  la  acción  penal  correspondiente. 

Art.  20.  Se  dará  preferencia  en  el  Regis- 
tro de  enganches  á  los  contratos  celebrad** 
sobre  la  base  de  la  libertad  del  trabajo, est- 
es, ie  la  explotación  y  venta  del  prodncu»  a 
precio  convencional. 

Art.  21.  Se  prohibe  en  lo  absoluto  el  e.v 
ganche  para  trabajos  ó  empresas  de  cui- 
quier  naturaleza  radicados  fuera  del  territ» 
rio  de  la  República.  Las  autoridades  polí- 
ticas y  los  representantes  del  Minislerit 
público  que,  teniendo  conocimiento  del  he- 
cho, dentro  del  límite  de  su  respectiva  jon*- 
dicción,  no  lo  impidan  pronta  y  enérgit-i- 
mente,  quedan  sujetos,  comprobada  qae»et 
su  negligencia,  á  la  sanción  presenta  por  e 
cap.  4°,  tít.   l.o,  libro  2.°  del   Código  peni» 

Art.  22.  Los  Prefectos,  Subprefectos  \ 
Alcaldes  parroquiales,  en  los  límites  de  so 
respectiva  jurisdicción,  están  obligsdos  a 
desplegar  la  mayor  vigilancia  y  dictar  la* 
ordenanzas  y  disposiciones  precisas  para  e» 
estricto  cumplimiento  de  este  Decreto.  E 
Delegado  nacional  en  el  Noroeste  de  la  ib- 
pública,  impartirá  á  lqs  empleados  desude- 
pendencia  las  instrucciones  conveniente» 
para  el  efecto,  y  transcribirá  este  Decreto  ¿ 
los  industriales  ó  dueños  de  barracas. 
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Art.  23.  El  enganche  de  los  neófitos  de 
las  misiones  para  trabajos  de  cualquier  na- 
tti raleza,  será  vigilado  y  fiscalizado  por  los 
Padres  conversores,  quienes  darán  parte  á  la 
autoridad  política  más  inmediata  de  los  abu- 
sos que  se  pretendiera  cometer  con  dichos 
neófitos,  que  gozan  de  todas  las  garantías 
establecidas  para  los  peones  de  enganche 
voluntario. 

Art.  24.  En  caso  de  que  se  eluda  por  al- 
gún enganchador  el  depósito  y  seguridades 
á  que  está  obligado  por  las  disposiciones  de 
este  Decreto,  quedará  responsable  el  Inten- 
dente ó  el  corregidor  del  pueblo  de  donde 
parta,  solidariamente  con  Iob  socios  ó  agen- 
tes de  aquél.  Los  funcionarios  de  la  Delega- 
ción nacional,  tendrán  igual  responsabilidad 
eo  el  territorio  de  sus  funciones. 

Art.  26.  Los  peones  enganchados  están 
obligados  á  prestar  sos  trabajo*  por  el  sala- 
rio y  tiempo  estipulado;  á  cumplir  las  órde- 
nes del  patrón  ó  de  sus  encargados  en  lo  re- 
lativo al  buen  orden  y  ejecución  de  los  tra- 
bajos; á  conservar  su  libreta;  á  no  recibir  de 
otro  patrón  anticipo  alguno  por  cuenta  de 
trabajo  que  deba  verificarse  antes  de  cum- 
plir sus  compromisos. 

Art.  26.  Los  trabajadores  que  recibieren 
el  anticipo  permitido,  serán  obligados  á  lle- 
nar los  compromisos  que  hubiesen  contraído, 
conforme  á  este  Decreto. 

Art.  27.  Se  prohibe  la  pena  de  azotes  y 
cepo  en  las  barracas;  no  se  aplicarán  á  los 
delitos  y  culpas  otras  penas  que  las  designa- 
das por  el  Código  penal,  ni  por  otras  autori- 
dades que  las  establecidas  por  las  leyes.  La 
infracción  de  este  precepto  se  castigará  con 
todo  el  rigor  de  las  leyes. 

Art.  28.  Los  Prefectos  de  departamento 
y  el  Delegado  nacional  en  el  Noroeste  de  la 
República,  elevarán  semestral  mente  al  Su- 
premo Gobierno  informes  especiales  sobre 
la  aplicación,  vacíos  que  notaren  y  demás 
circunstancias  referentes  á  la  ley  y  al  pre- 
sente reglamento. 

Mareas  de  fábrica.— Beglamentaclón.de 
la  ley  de  25  de  Noviembre  de  1898.— De- 
creto de  24  de  Marzo  de  1897. 

Artículo  1.°  Se  crea  el  impuesto  de  cin- 
co bolivianos  anuales  por  el  depósito  de  ca- 
da marca  de  fábrica  que  se  inscriba  con  las 
formalidades  prescritas  en  este  Reglamento. 

Art.  2.o  Se  consideran  marcas  de  fábrica 
los  grabados,  monogramas,  viñetas  ó  relie- 
ves, letras  y  números  de  dibujo  especial,  en- 
vases ó  envoltorios  y  otros  distintivos  ó  sig- 
nos con  que  se  quiera  distinguir  los  produc- 
tos de  una  fábrica. 

Art.  3.°    Es  propiedad  absoluta  del  in- 


dustrial ó  fabricante,  la  marca  obtenida  me- 
diante los  requisitos  establecidos  por  el  pre- 
sente decreto,  y  el  propietario  puede  oponer- 
se al  uso  de  ella  cuando  otros  empresario» 
de  industrias  de  la  misma  especie  preten- 
diesen usarla.  En  este  caso,  el  que  hubiese 
obtenido  la  primacía  en  la  coucesión  de  la 
marca,  puede  demandar  ante  los  Tribunales 
ordinarios  la  propiedad  exclusiva,  la  cual  es 
transferible  por  contrato  ó  por  disposición, 
de  última  voluntad. 

Art.  4.°  La  enajenación  de  la  fábrica  ó 
empresa  industrial,  transfiere  el  derecho  de 
la  marca,  salvo  estipulación  en  contrario. 

Art  6.°  La  transferencia  de  la  marca  se 
hará  constar  ante  la  oficina  respectiva,  para 
los  efectos  previstos  en  este  decreto. 

Art.  6.°  Toda  solicitud  deberá  estar  acom- 
pañada de  dos  ejemplares  ó  muestras  del 
grabado,  emblema,  letra  ó  relieve  de  que  se 
quiera  hacer  uso.  Uno  de  los  ejemplares  se- 
rá depositado  en  la  oficina  de  registro  y  el 
otro  se  remitirá  al   Ministerio  de  Fomento. 

Art.  7.°  El  escrito  contendrá,  además, 
una  descripción  por  duplicado  de  la  marca  ó 
signo,  con  especificación  de  los  objetos  á  que 
se  destina.  La  solicitud  deberá  también 
acompañarse  del  poder  necesario,  si  el  in- 
teresado no  concurre,  personalmente  á  la 
gestión. 

Art.  8.°  Ninguna  solicitud  será  aceptada 
si  no  va  acompañada  del  certificado  del  Te-  , 
soro  departamental,  por  el  que  conste  el  abo- 
no de  la  patente  fijada  en  el  art.  1.°  Cual- 
quiera omisión  ó  falta  de  cumplimiento  de 
lo  preceptuado  en  este  artículo,  dará  lugar  á 
la  responsabilidad  del  valor  de  la  patente 
contra  el  funcionario  respectivo. 

Art.  9.°  Las  solicitudes  se  presentarán 
ante  el  Notario  de  Hacienda,  quien  sentará 
al  pie  de  cada  escrito  una  acta  breve,  hacien- 
do constar  el  contenido,  la  fecha  y  hora  de 
presentación,  así  como  el  hecho  de  haberse 
manifestado  el  doble  ejemplar  de  la  marca 
ó  signo. 

Art.  10.  Los  Prefectos,  llenados  los  re- 
quisitos señalados  en  los  artículos  anterio- 
res, concederán,  á  nombre  de  la  Nación,  el 
derecho  de  uso  exclusivo  de  la  marca  ó  sig- 
no. El  auto  respectivo,  así  como  el  escrito 
de  petición,  con  los  insertos  precisos,  se  pu- 
blicarán en  el  periódico  que  se  designe,  si 
no  hubiese  un  boletín  especial,  por  tres  ve- 
ces con  intervalos  de  diez  días,  á  costa  del 
interesado. 

Art.  11.  Verificada  la  publicación  orde- 
nada en  el  artículo  anterior,  y  si  no  hubiese 
oposición,  el  interesado  solicitará  la  remi- 
sión del  proceso  al  Ministerio  de  Fo*mento, 
el  que,  con  el  informe  del  Fiscal  de  Gobier- 
no, aprobará  la  concesión.  La  resolución  gu- 
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bernativa,  con  los  antecedentes  necesarios, 
se  insertará  en  el  protocolo  especial  que 
deben  llevar  los  Notarios  de  Hacienda.  La 
escritura  será  firmada  por  el  Prefecto,  el  Fis- 
cal de  partido,  el  interesado  ó  quien  lo  re- 
presente y  el  Notario,  debiendo  franquearse 
las  copias  necesarias  para  entregarlas  al  in- 
teresado y  para  remitir  el  ejemplar  corres- 
pondiente al  Ministerio  de  Fomento. 

Art.  12.  Si  vencidos  los  términos  de  la 
publicación,  se  presentaren  opositores,  el 
Prefecto  remitirá  el  proceso  al  Fiscal  del 
partido,  el  cual  resolverá  la  prioridad  de  los 
derechos  con  arreglo  á  las  leyes  comunes. 

Art.  13.  El  auto  prefectnral  que  niegue 
la  solicitud,  podrá  ser  apelado  dentro  de  les 
ocho  días  siguientes  á  la  notificación  ante  el 
Ministerio  de  Fomento,  quien  después  de 
oir  al  Fiscal  de  Gobierno,  confirmará  ó  re- 
vocará el  auto.  La  resolución  que  se  diotare 
según  lo  dispuesto  en  el  inciso  anterior,  se- 
rá ejecutado  sin  más  recurso. 

Art.  14.  Las  muestras  de  marcas  ó  em- 
blemas, así  como  sus  descripciones,  serán 
custodiadas  por  el  Notario  de  Hacienda  con 
fiel  escrupulosidad,  bajo  riguroso  inventario 
y  clasificación  metódica,  cuidando  de  que  Se 
encuentren  á  la  vista  del  público  en  estan- 
tes bien  acondicionados. 

Art.  15.  Los  que  falsifiquen  las  marcas 
•de  fábrica  ó  adulteren  los  objetos  de, comer- 
cio de  la  casa  industrial  que  hace  uso  de  la 
marca,  así  como  los  que  vendan  los  objetos 
falsificados,  serán  castigados  con  una  multa 
de  20  á  200  bolivianos,  sin  perjuicio  de  la 
sanción  señalada  en  el  art.  302  del  Código 
penal. 

Art.  16.  Los  objetos  de  comercio  expe 
didos  con  marca  falsificada,  serán  decomi- 
sados en  beneficio  de  los  Concejos  depar- 
tamentales. 

Art.  17.  Los  empresarios  que  antes  de 
este  decreto  hicieren  uso  de  idéntica  marca 
á  aquella  que  se  registrase,  conforme  á  los 
trámites  que  se  establecen,  estarán  obliga- 
dos á  adoptar  una  modificación  en  el  em- 
blema ó  signo  distintivo,  hallándose  sujetos 
en  caso  de  omisión,  á  las  penas  señaladas  á 
los  falsificadores. 

Art.  18.  Los  industriales  que  hicieren 
uso  de  marcas  ó  emblemas  sin  la  autoriza- 
ción correspondiente,  serán  penados  con 
una  multa  de  6  á  50  bolivianos,  aplicable  á 
fondos  municipales,  sin  perjuicio  de  obligar- 
se á  los  omisos  á  obtener  la  autorización 
prescrita  en  este  decreto. 

Art.  19.  Las  sociedades  anónimas  tienen 
derecho  al  nombre  que  llevan,  sin  más  li- 
mitaciones. 

Art.  20.  Las  marcas  extranjeras  que  de- 
seen gozar  de  las  garantías  acordadas  por  el 


presente  decreto,  deberán  registrarse  co» 
las  mismas  formalidades  que  las  naturaka 
del  país,  señaladas  en  los  precedentes  ar- 
tículos. 

Art.  21.  El  industrial  qne  no  pagare  b 
patente  anual  respectiva,  será  ejecutad»  co- 
activamente. Si  no  se  verificase  el  abo» 
después  de  la  primera  notificación,  se  en. 
bargarán  los  objetos  de  la  industria  gar*E- 
tizados  por  la  marca  y  se  sujetarán  á  subas- 
ta pública,  hasta  el  monto  de  la  deuda  é  in- 
tereses al  2  por  100  mensual  calculados  des- 
de la  fecha  del  vencimiento,  sin  perjuicio  dt 
cancelarse  la  concesión. 

Art.  22.  El  industrial  que  continuare  lu- 
ciendo uso  de  la  marca  después  de  la  san- 
ción aplicada  conforme  á  lo  dispuesto  en  el 
artículo  anterior,  será  perseguido  como  fa  - 
sificador. 

El  Ministro  de  Instrucción  pública  y  Fo- 
mento queda  encargado  de  la  ejecución  y 
cumplimiento  del  presente  decreto,  dado  en 
Sucre,  capital  de  la  República,  á  20  de  Mar- 
zo de  1897. 

Reglamento  del  Estado  Mayor  general. 

aprobado  por  decreto  de  6  de  Mayo  de  1897 

TITULO  PRIMERO 

DISPOSICIONES  QENERAIBS 

Artículo  1.°  El  Estado  Mayor  generales 
el  .Cuerpo  destinado  á  estudiar,  mejorar  y 
dirigir  la  organización,  administración  é  ins- 
trucción militar  del  Ejército,  bajo  las  órde- 
nes inmediatas  del  Ministerio  de  la  Guerra, 
en  tiempo  de  paz.  En  tiempo  de  guerra,  eí 
Estado  Mayor  general  es  un  Cuerpo  prepa- 
rador de  operaciones,  bajo  las  inmediata* 
órdenes  del  General  en  Jefe  del  Ejército  en 
campaña. 

Art.  2.°  Son  atribuciones  del  Estado  Ma 
yor  general: 

1.a  Dirigir  la  instrucción  militar  en  los  es- 
tablecimientos y  escuelas  especiales  é  ins- 
peccionar la  que  se  da  en  los  cuerpos  del 
Ejército. 

2.a  Estudiar  y  proponer  las  reformas  qoe 
deben  introducirse  en  la  Organización  del 
Ejército,  en  la  ley  de  conscripción,  en  los 
reglamentos  tácticos,  en  los  servicios  de 
rancho  y  en  general  en  todo  lo  relativo  al 
Ejército. 

3.a  Estudiar  la  defensa  del  territorio  na- 
cional. 

4*  Levantar  el  plano  topográfico  militar 
de  la  República,  en  especial  de  las  regiones 
militarmente  importantes  del  territorio  na- 
cional, y  proponer  las  fortificaciones  y  víai 
estratégicas  que  creyeren  necesarias  para  la 
defensa  «nacional. 
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^  6.a  Llevar  el  Escalafón  general  del  Ejér- 
cito y  los  libros  de  antigüedad  de  servicios. 

6.*  Estudiar  la  organización  de  los  Ejér- 
citos extranjeros  y  la  naturaleza  y  condicio- 
nes de  las  armas  que  se  deben  adoptar. 

7.»  Escribir  la  historia  y  la  estadística 
militar  de  Bolivia. 

A  rt.  S.o  El  Estado  mayor  general  consta- 
rá de  las  siguientes  secciones,  además  de  la 
plana  mayor: 

I.  Sección  técnica. 

II.  De  organización,  instrucción  y  disci- 
plina. 

III.  De  conscripción  y  justicia. 

IV.  Administración  militar  é  Intenden- 
cia general. 

V.  Inspección  del  Ejército. 

TITULO  II 

DH    1,08  OFICIALES  l>Bl,  ESTADO  MAYOR   GENERAL 

Art.  4.°  Los  Jefes  y  Oficiales  del  Estado 
Mayor  general  serán  tomados  preferente- 
mente entre  los  que  hubieren  pertenecido  á 
algún  establecimiento  de  instrucción  mili- 
tar, ó  hubiesen  obtenido  mayor  número  de 
votos  de  aprobación  en  los  exámenes  respec- 
tivos. 

Art.  6.°  Será  un  requisito  el  servicio  de 
un  año,  cuando  menos,  en  algún  cuerpo  del 
Ejército. 

Art.  6.°  Se  podrá  contratar,  sin  embargo, 
por  el  Gobierno,  algunos  profesores  compe- 
tentes cuyos  conocimientos  especiales  sean 
necesarios  en  el  Estado  Mayor,  sin  más  de- 
recho que  el  sueldo  fijado  en  la  contrata,  y 
*in  los  privilegios  acordados  á  la  clase  mi- 
litar. 

Art.  7.°  Los  escribientes  se  tomarán  con 
preferencia  del  Cuerpo  de  auxiliares  esta- 
blecido por  el  Código  militar. 

Art.  8.°  Mientras  se  organicen  todos  los 
establecimientos  de  instrucción  militar  y 
una  Academia  de  guerra,  el  Gobierno  podrá 
llamar  al  Estado  Mayor  los  Jefes  y  Oficiales 
<iue  á  su  juicio  tengan  la  competencia  nece- 
saria. 

TITULO  III 

DB  LA    PLANA    MAYOR 

Art.  9°     La  plana  mayor  constará: 

De  un  Jefe  de  Estado  mayor,  cuyas  fun- 
ciones se  ejercerán  por  el  Ministro  de  la 
Guerra. 

Un  Subjefe  que  podrá  ser  á  la  vez  Jefe  de 
una  de  las  secciones. 

Un  Auditor  de  guerra. 

Un  Cirujano  mayor. 

Un  Vicario  general. 

Un  Director  de  bandas  militares. 


Un  Archivero  y  Jefe  de  la  mesa  de  parte» 
de  la  clase  de  mayor. 

Cuatro  auxiliares. 
.  Un  Sargento  primero. 

Un  Sargento  segundo. 

Dos  soldados. 

Art.  10.  Quedan  adscritos  á  la  plana 
mayor: 

I.  Los  Jefes  y  Oficiales  pertenecientes  á 
los  cuerpos  de  depósito  y  reservas. 

II  Los  Generales  del  Ejército  que  no- 
tuvieren  colocación  en  otras  listas. 

III.  Los  Jefes  y  Oficiales  que  desempe- 
ñan Comisiones  especiales  independientes- 
de  las  secciones  del  Estado  Mayor. 

IV.  Los  Ayudantes  de  los  Vicepresiden- 
tes y  de  los  Ministros  de  Estado. 

TITULO  IV 

DEL  JEFE  TUKL  8UBJEFE 

Art.  11.  El  Ministro  de  la  Guerra,  ade- 
más de 'las  atribuciones  que  le  confiere  la 
ley  de  Administración  política  de  3  de  Di- 
ciembre de  1888,  ejercerá  las  funciones  de 
Jefe  de  Estado  Mayor,  en  todo  lo  relativo  á 
la  organización,  disciplina  del  Ejército  y  al 
servicio  de  las  distintas  secciones  del  Esta- 
do Mayor,  que  se  bailarán  sujetas  á  su  in- 
mediata auper  vigilancia. 

Art.  12.  Las  atribuciones  del  Subjefe 
serán  las  siguientes: 

I.  Llevar  el  escalafón  militar  y  el  regis- 
tro de  servicios  calificados,  así  como  el.de 
antigüedades. 

II.  Será  de  su  inmediata  incumbencia 
publicar  el  escalafón  general  tan  luego  como 
esté  corriente  y  ponerlo  cada  año,  con  el  día, 
por' medio  de  suplementos.  La  publicación 
se  hará  con  V.°  B.°  del  Ministro. 

III.  Asimismo  le  corresponde  informar 
en  las  solicitudes  de  Jefes  y  Oficiales,  rela- 
tivas á  antigüedad  de  servicios. 

IV.  Distribuirá  el  despacho  por  medio 
del  Jefe  de  la  mesa  de  partes  entre  las  sec- 
ciones respectivas. 

Art.  13.  El  archivero  organizará  el  ar- 
chivo general  de  todas  las  secciones,  clasi- 
ficando los  documentos  por  orden  de  ma- 
terias y  fechas  y  poniendo  en  cada  legajo  el 
respectivo  título.  Llevará  un  índice  general 
de  todos  los  documentos  y  no  los  entregará 
á  las  diversas  secciones,  sino  mediante  pa- 
peleta firmada  por  los  Jefes  de  sección. 

TITULO  V 

DE  LA  SECCIÓN    TÉCNICA 

Art.  14.  La  sección  técnica  tendrá  á  so 
cargo  el  estudio  de  las  materias  técnicas  re* 
lativas  á  la  profesión  militar. 
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Art.  15.  Se  constituirá  en  ella  ana  mesa 
topográfica  encargada  de  levantar  ó  hacer 
levantar,  bajo  su  inmediata  dirección,  los 
planos  topográficos  de  Bolivia,  el  itinerario 
general  de  la  República,  y  de  coleccionar 
mapas  y  planos  extranjeros. 

Art.  16.  En  tiempo  de  guerra  levantará 
ó  mandará  levantar  planos  minuciosos  de 
las  regiones  militarmente  importantes  y  los 
pasará  al  Gtetieral  en  Jefe  del  Ejército  en 
campaña,  quien  podrá  pedir  á  la  sección  téc- 
nica todos  los  drtos  que  al  respecto  creyere 
convenientes. 

Art.  17.  La  misma  sección  se  ocupará 
del  estudio  de  las  armas  modernas,  prestan- 
.  do  sus  informes  sobre  ellas  é  indicando  los 
métodos  que  pudieran  ser  adoptados  en  el 
servicio  de  artillería,  así  como  en  los  Cuer- 
pos de  Infantería  y  Caballería. 

Art.  18.  Serán  también  atribuciones  de 
esta  sección: 

1.a  Formar  el  censo  general  y  el  censo 
militar  de  la  República,  reuniendo  al  efecto 
todos  los  datos  estadísticos  necesarios,  me- 
diante ios  informes  qne  creyere  conve- 
nientes. 

2.a  Escribir  la  historia  de  Bolivia  y  es- 
pecialmente en  lo  relativo  á  la  parte  militar. 

Art.  19.  La  sección  técnica  será  servi- 
da por: 

Un  Jefe  de  graduación  superior. 

Un  Ayudante  de  la  clase  de  Mayor. 

Dos  ídem  de  la  clase  de  Capitanes. 

Dos  Auxiliares  de  la  clase  de  Subte- 
nientes 

Un  Director  de  estadística  é  historia  con 
el  grado  de  Teniente  Coronel  ó  Comandante. 

Un  Cuerpo  de  Ingenieros  contratados  para 
levantar  el  plano  general  de  la  República. 

Un  litógrafo. 

Art.  20.  En  estas  contratas  se  observará 
lo  prescrito  en  el  art.  6.° 

TITULO    VI 

DI  i-A  SBOCiON  DK  OROANIZACiON,   1N8TKUC01ÓN 
T  D1SOÍPUNA 

Art.  21.  Corresponde  á  esta  sección: 
1.°  Promover  la  mejora  en  la  organiza- 
ción del  Ejército  y  de  sus  diversas  unidades 
tácticas,  mediante  el  estudio  de  los  adelan- 
tos hechos  en  este  orden  en  otros  países,  y 
presentar  proyectos  escritos  ante  el  Ministe- 
rio de  la  Guerra. 

2.°  Iniciar  en  el  Ejército  las  reformas 
que  fueren  requeridas  por  tos  adelantos  de 
la  táctica  militar,  indicando  la  adopción  de 
textos  extranjeros  ó  redactados  en  el  país  y 
procurando  la  adquisición  de  ellos  en  canti 
dad  adecuada  y  su  difusión  entre  toda  la 
Oficialidad  del  Ejército. 


8.°  Cuidar  de  la  disciplina  y  dar  infor- 
mes sobre  las  observaciones  ó  iniciativas 
que  los  Inspectores  generales  del  Ejército 
de  línea  ó  de  depósitos  y  reservas,  elevta 
ante  el  Ministro  de  la  Guerra. 

4.°  Supervigilar  la  enseñanza  regimenta- 
ría de  los  cuarteles  y  de  los  demás  estable- 
cimientos de  instrucción  militar. 

6.o  Proponer  el  nombramiento  de  eun 
pleados  para  dichos  establecimiento*. 

ti.o  Intervenir  en  todo  lo  relativo  álot 
locales  y  materiales  de  ensefiansa. 

7.°  Visar  y  aprobar  cada  año  los  progra 
mas  de  enseñanza,  concurriendo  personal- 
mente ó  por  medio  de  delegación  á  loa  exá- 
menes que  se  rindieren. 

8.°  Constituir  delegados  para  loa  ejerci- 
cios y  maniobras  que  se  verifiquen  j  rodbit 
informes  sobre  la  instrucción  táctica,  propo- 
niendo, en  su  caso,  las  reformas  y  medidas 
que  se  creyeren  necesarias. 

Art.  22.  Esta  sección  tendrá  el  pereona- 
siguiente: 

1.°  Un  Jefe  de  sección  con  el  grado  o> 
Teniente  Coronel  ó  Comandante  ó  asimila- 
do á  una  de  estas  clases. 

2.°  Dos  adjuntos  con  los  grados  de  Co- 
mandantes ó  Mayores. 

3.o  Un  Ayudante  con  la  graduación  Je 
Teniente. 

4/  Uno  ó  más  auxiliares  asimilados  al 
mismo  grado. 

TITULO  VII 

SBOCION   OB   UONBCaiPClON    MI  LITA  a  T  JUSTICIA 

Art.  23.  La  sección  de  conscripción  mili- 
tar tendrá  las  siguientes  incumbencias: 

1.a  8e  ocupará  especialmente  del  estu- 
dio de  las  leyes  y  reglamentos  de  esta  ins- 
titución, reuniendo  los  datos  que  le  fueren 
comunicados  por  el  Inspector  de  loa  Caer- 
pos  de  depósito  y  reservas,  ordenando  en  on 
archivo  especial  las  listas  de  revista  qne  se 
le  remitieren. 

2.a  Hará  un  estudio  de  los  proyectos  de 
reforma  que  fueren  indicados,  asi  como  de 
las  leyes  y  reglamentos  de  los  países  ex- 
tranjeros, en  que  se  halle  implantada  esta 
institución. 

3.a  Cuidará  del  cumplimiento  estricto 
de  las  leyes  relativas,  dando  parte  al  Jefe 
de  Estado  Mayor  general  de  las  faltas  y 
omisiones  que  notare. 

4.a  Tendrá  la  Dirección  superior  en  la 
ejecución  de  la  ley  de  servicio  obligatorio, 
cuidando  de  que  los  sorteos,  llamamientos  ó 
incorporación  de  las  reservas  se  realicen 
puntualmente,  y  poniéndose  en  inmediata 
relación  con  el  Inspector  de  depósito  y  re- 
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servas  y  con  las  Comandancias  generales  de 
«ato*  Cuerpos. 

Art.  24.  La  sección  de  justicia  promove- 
rá las  reformas  convenientes  en  el  sistema 
de  penalidad  de  cuarteles,  consultando  los 
intereses  de  la  disciplina  militar  y  procu- 
rando, al  mismo  tiempo,  dignificar  las  con- 
diciones del  soldado. 

Art.  25.  La  sección  de  conscripción  mili- 
tar constará  del  siguiente  personal: 

L  Un  Jefe  de  sección  del  grado  de  Coro- 
nel ó  Teniente  Coronel  ó  asimilado  á  esta 
clase. 

II.  Dos  adjuntos  con  los  grados  de  Co- 
mandantes ó  Mayores. 

III.  Un  Ayudante  con  el  grado  de  Ca- 
pitán. 

IV.  Un  auxiliar  archivero  con  el  grado 
'de  Teniente. 

TITULO  VIH 

DK  LA  SUCCIÓN  OS  ADMINISTRACIÓN  E  INTENDEN- 
CIA GENERAL 

Art.  26.  La  sección  de  administración 
deberá  atender  á  las  necesidades  del  Ejérci- 
to, en  cuanto  á  lo  material  de  los  cuarteles 
y  alojamientos,  al  vestuario,  equipo  y  ali- 
mentación de  las  tropas. 

Art.  27.  El  Inspector  'de  parques  y  alma- 
nenes  atenderá  á  la  dotación  conveniente 
«le  ellos  y  á  la  buena  conservación  de  los 
efectos  depositados, .  llevando  cuenta  co- 
rriente (Jel  material  empleado  y  practicando 
un  inventario  general  en  cada  año,  con  asis- 
tencia del  Intendente  y  del  Inspector  de 
contabilidad.  Ordenará,  asimismo,  la  entre- 
ga de  efectos  conforme  á  las  órdenes  del 
Ministro  y  propondrá  el  nombramiento  de 
ios  empleados  de  su  dependencia. 

Art  28.  Serán  atribuciopes  del  Inten- 
dente: 

I.  Elevar  al  Ministro  de  la  Guerra  los 
presupuestos  para  la  adquisición  de  mate- 
riales y  hacerlos  efectivos. 

II.  Celebrar  contratos  para  la  adquisi- 
ción de  artículos  militares,  construcción  de 
obras,  etc.,  procurando  en  lo  posible  el  sis- 
tema de  propuestas  por  licitación. 

III.  -  Vigilar  especialmente  el  servicio  de 
rancho  en  los  Cuerpos,  estudiando  las  me- 
joras y  economías  que  en  él  pudieran  intro- 
ducirse. 

IV.  Hacer  con  la  anticipación  necesaria 
la  adquisición  de  efectos  destinados  al  ser- 
victo  militar,  especialmente  de  vestuario  y 
equipo,  para  entregar  al  Ejército  en  los  pla- 
zos fijados  por  las  Ordenanzas  y  Regla- 
mentos. 

•   Art  29.    El    Inspector    de    contabilidad 
glosará  las  cuentas  del  Parque  y  de  la  In-  * 


tendencia  y  visará  los  pedidos  y  entregas 
que  se  hicieren,  cuidando  se  lleven  las  cuen- 
tas con  toda  exactitud  y  claridai. 

Art.  80.  La  sección  de  administración 
constará:    , 

I.  De  un  Jefe  de  sección,  asimilado  á  la 
clase  de  Coronel  Ó-Teniente  Coronel  y  que 
podrá  ser  además  Intendente  ó  Inspector  de 
parques. 

II.  Un  Intendente  asimilado  á  Coronel  y 
nno  ó  más  auxiliares. 

III.  Un  Inspector  de  parques  y  almace- 
nes de  la  clase  de  Coronel  ó  Teniente  Coro- 
nel ó  asimilado  á  una  de  estas  clases;  y  uno 
ó  más  Ayudantes  de  la  clase  dé  Teniente*. 

IV.  Un  Inspector  de  contabilidad  de  la 
clase  de  Teniente  Coronel  ó  asimilado  á  este 
grado. 

V.  Uno  ó  más  auxiliares. 

,  TITULO  IX 

SECCIÓN  DB  IN8PBCC10N 

Art.  31.  Habrá  dos  Inspectores  genera- 
les del  Ejército  de  la  clase  de  Generales. 
Uno  de  ellos  se  encargará  de  la  Inspección 
de  las  fuerzas  de  línea  y  el  otro  de  las  de 
depósito  y  reservas. 

Art.  32.  Los  Inspectores  generales  se  en- 
tenderán directamente  con  el  Ministro  de  la 
Guerra,  y  no  se  hallarán  subordinados  á 
ninguna  otra  Autoridad  militar. 

Art.  38.  Tendrán  la  iniciativa  en  todos 
los  arreglos  conducentes  á  la  organización 
del  Ejército  en  servicio  y  á  los  depósitos  y 
reservas,  así  como  en  la  parte  disciplinaria, 
poniéndose  de  acuerdo  con  los  Inspectores 
especiales  de  cada  arma,  y  pidiéndoles  los 
informes  necesarios. 

Art.  34.  El  Inspector  general  del  Ejérci- 
to de  línea,  podrá  visitar  y  tomar  informes 
en  las  distintas  secciones  del  Estado  Mayor 
y  poner  en  conocimiento  del  Ministro  de  la 
Guerra  sus  observaciones,  proponiendo  las 
reformas  que  á  su  juicio  debieren  introdu- 
cirse. 

Art.  35.  Habrá  asimismo  Inspectores  es- 
peciales de  Artillería,  Infantería,  Caballería 
y  depósito  y  reservas,  que  ejercerán  la  ins- 
pección y  supervigilancia  inmediatas  sobre 
los  respectivos  Cuerpos.  Su  graduación  será 
la  de  Coroneles  ó  Tenientes  Coroneles  y  sus 
atribuciones  las  siguientes: 

I.  Revistar  anualmente  las  tropas  de  su 
correspondiente  arma,  previa  autorización 
del  Inspector  general  respectivo,  con  arre- 
glo á  lo  dispuesto  en  el  Código  militar. 

II.  Revistarlas    igualmente,   cuando  se 
constituyan  nuevos  Cuerpos  ó  se  disuelvan 
otros,  y,  en  general,  cuando  lo  creyere  con 
veniente  el  Ministro  de  la  Guerra.  Verifica- 
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das  las  revistas,  darán  parte  del  resultado 
de  ellas  al  Inspector  general  respectivo,  po- 
diendo proponer  las  reformas  que  creyeren 
oportunas,  tanto  en  lo  relativo  á  la  conser- 
vación y  adelanto  en  la  instrucción  militar 
y  disciplina,  como  en  lo  concerniente  a  la 
parte  material. 

III.  Llevar  el  registro  de  las  altas  y  ba- 
jas personales  y  materiales,  formando  los 
cuadros  de  vacantes  y  ascensos. 

Art.  36.  Los'  Instructores  en  sus  respec- 
tivas armas  vigilarán  que  los  reemplazos  se 
verifiquen  con  arreglo  á  la  ley  de  conscrip 
ción  y  á  las  disposiciones  especiales. 

Art.  37.  Los  Inspectores  de  los  depósi- 
tos y  reservas  tendrán  respecto  á  ellos  las 
mismas  atribuciones  que  ios  Inspectores  de 
las  tropas  de  línea. 

Art.  38.  Les  corresponde  exclusivamen- 
te proponer  el  nombramiento  de  Jefes  y  Ofi- 
ciales de  los  Cuerpos  de  deposito  y  reservas, 
prefiriendo  para  los  primeros  á  militares  de 
línea. 

TITULO  X 

DBL  VICARIO  (JENKRAL,  AUDITOR  DK  OUBRRA 
T  CIRUJANO  MAYOR 

Art.  39.  Kl  Vicario  general  se  sujetará 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones  á  lo  dis- 
puesto en  las  Ordenanzas  militares,  y  en 
caso  de  no  estar  provistos  los  puestos  de 
Capellanes,  ejercerá  él  las  funciones  de  és- 
tos, debiendo  inculcar  con  esmero  en  el 
Ejército  los  principios  religiosos,  y  procu- 
rando en  lo  posible,  el  cumplimiento  de  los 
deberes  que,  ellos  imponen. 

Art.  40.  El  Auditor  de  gnerra,  además 
de  las  funciones  que  le  designan  las  leyes, 
podrá  ser  nombrado  Jefe  de  la  sección  de 
conscripción  militar  y  justicia,  sujetándose 
al  respecto  á  las  disposiciones  contenidas 
'en  este  reglamento. 

Art.  41.  El  Cirujano  mayor  organizará 
en  todo  tiempo  el  servicio  sanitario  del  Ejér- 
cito, sujetándose  á  las  prescripciones  de  las 
Ordenanzas.  En  tiempo  de  guerra  tendrá  á 
su  cargo  el  arreglo  de  los  Hospitales  de  san- 
gre y  de  las  ambulancias,  proponiendo  el 
nombramiento  de  auxiliares  y  dependientes 
y  cuidando  de  que  los  botiquines  se  bailen 
suficientemente  dotados. 

Art.  42.  Estos  funcionarios  se  hallarán 
sujetos  al  Ministerio  de  la  Guerra  en  tiem- 
po de  paz;  y  en  tiempo  de  guerra,  al  Gene 
ral  en  Jefe  de  Ejército  en  campaña. 

TITULO  XI 

DISPOSICIÓN  BS   COMPLEMENTARIAS 

Art.  43.     Cada  año,  mediante  orden  del 


Gobierno,  se  nombrará  una  Comisión  de  Es- 
tado Mayor  general,  para  que  haga  no  vajf 
de  instrucción,  él  que  será  dirigido  por  ¿I 
Subjefe,  y  tendrá  por  objeto  estudiar  y  pc*- 
yectar  sobre  el  terreno,  la  dirección  de  ope- 
raciones militares. 

Art.  44.  Antes  de  proceder  á  dichos  ña 
jes  se  formará  una  hipótesis  general,  ron- 
forme  á  la  cual  se  procederá  á  las  opera- 
ciones. 

Art.  45.  Los  ejercicios  consistirán  en  re- 
conocimientos de  toda  clase,  le^antamteou* 
topográficos  rápidos,  órdenes  de  movilut 
ción  y  concentración  de  masas,  órdenes  pan 
marchas  y  combates,  construcción  de  fort 
ficacionea,  etc. 

Art.  40.  Los  viajes  durarán  de  veintr 
días  á-nn  mes,  y  terminados  qne  sean  pre- 
sentará el  Director  un  informe  detallada, 
acompañando  los  documentos  y  planos  ne- 
cesarios. 

Art.  47.  Si  fuere  preciso  llevar  signe 
tropa  para  estudios  especiales,  se  llevara 
pero  en  ningún  caso  podrá  pasar  del  efecti- 
vo de  una  compañía. 

Art.  48.  El  Gobierno  podrá  utilizar  k* 
servicios  de  alguno  <6  algunos  de  loe  miem 
broa  de  las  Comisiones  del  Estado  Mayo*. 
para  ocuparlos  en  la  delimitación  de  fronte- 
ras con  las  Repúblicas  vecinas  ó  en  ios  es- 
tudios que  al  respecto  creyere  conveniente* 
sin  que  estas  Comisiones  temporalea,  im- 
porten abandono  de  las  funciones  ordinaria 
en  la  sección  respectiva. 

Art.  49.  Quedan  derogadas  todas  las  dis- 
posiciones que  se  encuentren  en  opoeárivfi 
al  presente  Reglamento,  debiendo  el  Sr.  Mi- 
nistro de  la  Guerra  cuidar  de  su  ejecurifa, 
publicación  y  circulación. 

Reglamento  de  Cárceles  de  la  Repúbli- 
ca, aprobado  por  Decreto  de  16  de  Jarcie 
de  1897. 

CAPITULO  PRIMERO 
De  la  Junta  inspectora  de  la  Penitenciaria. 

Artículo  l.o  La  inspección  y  régimen  ce 
la  Penitenciaría  de  la  ciudad  de  La  Paz  y 
de  las  Cárceles  de  las  capitales  de  departa- 
mento, correrán  á  cargo  de  una  Junta  qa« 
se  denominará  cJuhta  inspectora». 

Art.  2.o  La  Junta  inspectora  se  compo- 
ne del  Prefecto,  Presidente  de  la  Corte  ¿a 
perior,  Fiscal  de  distrito,  Intendente  de  po- 
licía, uu  munícipe  elegido  por  el  respectivo 
Ayuntamiento  y  del  Gobernador  de  la  Cár- 
cel. El  Presidente  de  la  Junta  será  el  Pre- 
fecto, y  llenará  las  funciones  de  Secretario 
el  Gobernador. 
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Art.  3.°  Por  impedimento  de  alguno  de 
los  miembros  de  la  Junta,  lo  reemplazará 
el  Humado  por  la  ley  en  su  respectivo  caso. 

Art.  4.u  £1  Presidente  dé  la  Junta  se 
entenderá  directamente  con  el  Ministro  de. 
Justicia. 

Art.  5.0    Son  atribuciones  de  la  Junta: 

1.a  Vigilar  de  preferencia  la  fíe)  obser- 
vancia de  este  Reglamento,  haciendo  las 
prevenciones  convenientes. 

2.*  Indicar  al  Gobernador  las  reformas 
que  crea  necesario  introducir  en  el  régimen 
interno  de  la  Penitenciaría. 

8.a  Dictar  las  órdenes  convenientes  para 
el  mejor  servicio  económico  de  la  prisión, 
oyendo  al  -Gobernador. 

4.*  Elevar  al  Gobierno,  con  las  observa- 
ciones que  crea  necesaDias,  el  informe  anual 
que  debe  dar  el  Gobernador. 

5.a  Invertir  hasta  la  suma  de  100  bolíva- 
res de  los  fondos  de  Tesorería,  en  gastos 
extraordinarios  y  urgentes,  con  cargo  de 
cuenta. 

6.a  Proponer  en' terna  al  Gobierno,  á  las 
personas  que  deben  desempeñar  cargos  en 
la  Penitenciaría. 

Art.  6.°  Los  Vocales  de  la  Junta,  con  ex- 
clusión del  Presidente,  se  turnarán  por  me- 
ses para  practicar  las  visitas  de  inspección 
en  el  tiempo  y  modo  que  señale  la  misma. 
Las  indicaciones  que  haga  el  Vocal  de  visita 
respecto  de  las  faltas  que  notare,  serán  man- 
dadas cumplir  p*or  el  Gobernador,  sin  per- 
juicio de  dar  cuenta  á  la  Junta  en  su  próxi- 
ma reunión. 

Art.  7.°  Para  que  haya  sesión  bastarán 
cuatro  miembros,  y  las  decisiones  de  la  Jun- 
ta inspectora  se  -tomarán  por  mayoría  de 
votos. 

Art.  8.°  La  Junta  celebrará  sus  sesiones 
en  el  «alón  principal  de  la  Penitenciaría, 
reuniéndose  dos  veces  al  mes,  y  dictará  su 
reglamento  interior  para  el  orden  de  sus  tra- 
bajos. 

CAPITULO  II 
De  los  empleados. 

Art.  9.°  Para  el  manejo  de  la  Peniten- 
ciaría habrá  los  empleados  siguientes: 

Un  Gobernador,  dos  Alcaides,  un  Cape- 
llán, un  Médico  y  los  maestros  de  taller  ne- 
cesarios. 

CAPITULO  III 

Del  Gobernador. 

Art.  10.  El  Gobernador  es  Jefe  del  esta- 
blecimiento y  tiene  la  dirección  y  vigilancia 
superior  sobre  los  presos,  empleados  y  fuer- 
za de  guardia. 

Legislación  universal.  — América, 


Art.  11.     Sus  atribuciones  son: 

1.a  Visitar  todas  las  mañanas,  acompa- 
ñado de  los  empleados,  comandante  y  cubos 
de  guardia,  todos  los  departamentos  del  es- 
tablecimiento, dictando  las  medidas  discipli- 
narias que  crea  convenientes  para  el  buen 
régimen  del  local. 

2.a  Estar  presente  y- recibir  las  visitas 
generales  o/ie  establece  el  art.  166  de  la  ley 
de  organización  judicial  y  la  de  inspección 
de  los  comisionados  de  la  Junta. 

3.a  Inspeccionar  y  dirigir  todos  los  ra- 
mos del  servicio  y  la  conducta  de  todos  tos 
empleados,  quienes  obrarán  bajo  sus  inme- 
diatas órdenes  é  instrucciones. 

4.a  Representar  á  la  Junta  las  necesida- 
des que  observare,  proponiendo  las  medidas 
convenientes  para  atenderlas. 

5.a    Dirimir  las  querellas  de  los  presos, 
usando  de  apercibimientos,  amonestaciones 
y  castigos  disciplinarios,  dando  parte  al  Fis-  f 
cal  del  distrito  para  su  aprobación. 

6.a  Impedir  en  todo  caso  ia  introducción 
de  licores  ó  bebidas,  los  juegos  de  envite  ó 
de  azar,  los  cánticos  ó  desórdenes  y  los  co- 
rrillos en  las  secciones  carcelarias,  castigan- 
.  do  las  contravenciones. 

7.a  Registrar  minuciosamente  á  los  pre- 
sos nuevos,  reteniendo  cualquiera  arma  que 
tuviesen  en  su  poder,  lo  que  se  anotará  en 
un  libro  especial,  juntamente  con  las  alha- 
jas, dinero  y  objetos  de  valor  que  se  les  en- 
cuentre. 

8.a  Oír  y  resolver  los  reclamos  que  se 
formulen  por  los  reos  ó  empleados,  deslin 
dando  las  atribuciones  de  éstos,  en  los  ca- 
sos de  duda. 

9.a  Velar  por  que  se  cumplan  estricta- 
mente las  condenas  y  se  mantenga  en  or- 
den riguroso  el  establecimiento. 

10.  Decretar  la  admisión  y  encarcela- 
miento de  los  reos  condenados,  con  arreglo 
á'las  respectivas  sentencias  y  á  las  órdenes 
de  la  autoridad  competente. 

11.  Distribuir  el  tiempo  para  las  ocupa- 
ciones de  ios  presos  y  dictar  medidas  para 
el  arreglo  de  los  talleres  y  demás  labores 
que  deben  ejecutarse  en  el  establecimiento. 

12.  Castigar  á  los  que  falten  al  respeto 
debido  á  las.  autoridades,  cometan  escánda- 
los, se  embriaguen  ó  desobedezcan  el  pre- 
sente reglamento,  con  la  pena  de  arresto  en 
el  calabozo  ó  celda  de  la  sección  respectiva, 
con  la  de  privación  del  rancho  ó  incomuni- 
cación1 completa  con  los  de  fuera,  haciendo 
uso  aun  de  medidas  más  severas  en  caso 
necesario,  según  el'artfculo  438  del  Código 
de  Procedimiento  criminal.  Cuando  se  come- 
tiesen delitos  dentro  del  establecimiento, 
que  estén  comprendidos  en  el  Código  penal, 
dará  parte  oficial  al  Fiscal  respectivo. 

34 
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13.  Acordar  á  los  preso*  concesiones  es- 
peciales en  pro  da  sn  buena  coñi  portación  ó 
de  servicios  excepcionales,  pero  sin  alterar 
en  nada  el  régimen  general  de  la  casa. 

14.  'Conceder  permiso  para  entrevistas 
extraordinarias  con  los ,  reos,  igualmente 
qne  para  visitar  el  establecimiento:  debien- 
do, en  este  último  «aso,  los  visitantes  ser 
acompañados  por  un  empleado  que  el  Go- 
bernador designe. 

15.  Poner  V.°  B.°  á  las  papeletas  que  se 
entreguen  á  los  detenidos  que  se  pongan  en 
libertad  y.  á  todas  las  cuentas  de  la  casa, 
para  sn  debido  pago,  previa  revisión  de  los 
respectivos  comprobantes. 

16.  Dar  cuenta  mensual  al  Gobierno  y 
diaria  á  la  Junta,  del  movimiento  de  presos. 

17.  Elevar  al  Gobierno  al  principio  de 
cada  año,  un  resumen  general,  acó  napa  fiad  o 
del  respectivo  balance  de  los  fondos  admi- 
nistrados y  utilidades  obtenidas,  de.su  dis- 
tribución, y  todos  los  demás  datos  .necesa- 
rios para  apreciar  la  marcha  del  estableci- 
miento y  formar  su  estadística  completa. 

18.  Llevar  los  libros  estadísticos  y  de 
contabilidad  é  inspeccionar  los  registros  de 
los  Alcaides, 

19.  .Pasar  á  la  Junta  inspectora  todos  los 
lunes,  las  siguientes  relaciones  ó  estados: 

Producto  de  lo  trabajado. 

Cantidad  de  materiales  consumidos. 

Raciones  consumidas  en  alimentos. 

Provisiones  necesarias  para  el  consumo 
de  la  semana. 

Nñmero  de  presos  en  todo  el  estableci- 
miento. 

Artículos  necesarios  para  talleres,  según 
los  pedidos,  y  lo  que  creyere  conveniente. 

20.  Hacer  la  filiación  de  los  presos,  jun- 
tamente con  el  Médico  y  los  Alcaides. 

CAPITULO   IV 
De  los  Alcaides. 

Art.  12.  Los  Alcaides  se  turnarán  men- 
•ualmente  para  llevar  los  registros  de  su 
cargo. 

Art.  13.  Son  atribuciones  comunes  á  los 
dos  Alcaides: 

1.a  Cuidar  á  los  reos,  las  puertas  y  lla- 
ves de  los  respectivos  departamentos,  de- 
biendo cada  ano  entenderse  con  ana  sec- 
ción lateral. 

2.a  Pasar  revista  á  los  penitenciarios, 
arrestados,  detenidos  y  apremiados  una  vez 
al  día,  por  la  mañana,  dando  parte  escrito 
de  so  verificación  al  Gobernador,  para  qne 
éste  lo  eleve  á  la  Junta. 

3*  Vigilar  é  inspecionar  el  aseo  y  salu- 
bridad de  las  celdas,  talleres,  enfermerías, 


patios,  comedores,  etc.,  ocupando  á  ciertos 
reos  en  la  limpieza. 

4.a  Recoger  cada  tarde  los  cachi  líos,  ti- 
jeras y  toda  clase  de  instrumentos  cortantet. 

5.a  Fijar,  permanentemente,  en  el  loro- 
torio  de  las  secciones,  listas  por  orden  alfi- 
bétieOt  de  los  detenidos,  arrestados  y  reos 
rematados,  con  indicación  del  delito  y  pena. 

6.a  Vigilar  y  hacer  vigilar  con  cabos  y 
soldados  de  guardia,  los  desfiles  de  los  reos, 
en  los  momentos*  de  distribución,  dorante  t 
día  en  (os  talleres  de  trabajo,  y  en  lashorai 
de  descanso. 

7.a  Encerrar,  cuidadosamente,  á  los  reci 
en  sus  celdas,  en  las  horas  que  deben  reco- 
gerse. 

8.a  Llamar  á  los  reos  á  sos  distri bodo- 
nes de  régimen  por  campanadas  señaladas 

CAPITULO  V 
Del  Capellán. 

Art.  14.  £1  Capellán  está  obligado  á  cele- 
brar diariamente  misa  en  la  capilla  á  las  cin- 
co y  media  de  la  mañana  en  verano  y  á  las 
seis  y  media  en  invierno. 

ArL  15.  Todos  los  domingos  y  días  fes- 
tivos les  dirigirá  una  plática  sobre  pantos 
puramente  morales,  después  de  la  misa. 

Art.  16.  Asistirá  á  caalquier  hora  qne  se 
le  llame  por  razón  de  su  ministerio. 

Art.  17.  Visitará  á  los  presos  en  las  cel- 
das para  consolarlos  y  darles  los  conaejos 
necesarios  para  so  reforma.  Les  enseñará, 
además,  los  principales  puntos  de  nuestra 
religión. 

CAPITULO  VI 
Del  Médico. 

Art.  18.  Todos  los  días,  haya  ó  no  enfer- 
mos, visitará  la  Penitenciaría  á  hora  fija, 
para  instruirse  del  estado  higiénico  de  la  ca- 
sa.— Si  hay  enfermos  los  asistirá  en  el  hos- 
pital del  mismo  establecimiento,  las  veces 
que  sea  necesario.  , 

Art.  19.  Dará  cuenta  al  Gobernador  del 
estado  de  salad  de  los  enfermos  para  qne  ss 
disponga  su  admisión  ó  salida  del  hospital, 
la  variación  de  alimento,  suspensión  de  tra- 
bajo ú  otras  medidas  que  proponga. 

Art.  20.  Someter  á  la  consideración  del 
Gobernador  las  medidas -qne  crea  con  ven  ien 
tes,  sobre  la  higiene  de  los  presos  y  la  casa. 

Art.  21.  Vigilar  y  dar  reglas  para  el  baeo 
servicio  de  la  botica,  reconocer  á  menndo  el 
estado  de  sus  medicinas  y  ordenar  la'  des- 
trucción de  las  inútiles.  . 

Art.  22.  Determinar  los  casos  en  qne  sea 
necesario  trasladar  á  los  reos  á  otro  hospital, 
para  su  mejor  curación,  por  no  poder  ésta 
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^verificarse  en  el  establecimiento,  ó  para  im- 
pedir la  propagación  de  enfermedades  con- 
tagiosas. 

Art.  23.  Comunicar  por  escrito  al  Gober- 
nador las  defunciones  que  ocurran,  con  ex- 
presión del  día,  nombre,  naturaleza  de  la 
enfermedad  y  demás  circunstancias  que 
merezcan  mencionarse. 

CAPITULO  Vil 
De  la  guardia  de  seivicio. 

Art.  24.  £1  Comandante. de  la  guardia 
se  halla  á  las  órdenes  del  Gobernador: 

1.°  No  puede  retirarse  del  recinto  por 
motivo  alguno  y  obrará  en  caso  de  sedición 
de  los  presos  ú  otros  graves,  conforme  á  las 
Leyes  y  Ordenanzas  militares,  de  acuerdo 
cíon  el  Gobernador. 

2.°  No  puede  contraer  relaciones  con  los 
presos  ni  otorgarles  ninguna  concesión  ó 
gracia,  sin  licencia  del  Gobernador. 

CAPITULO   VIII 
De  los  Registros. 

Art.  25.  Los  Alcaides,  conforme  al  ar- 
tículo 431  del  Código  de  Procedimiento  cri- 
minal, llevarán  tres  Registros:  uno  para 
apremiados  y  detenidos,  otro  para  arresta- 
dos y  el  tercero  para  reos  rematados,  en  los 
que  transcribirán  los  mandamientos  respec- 
tivos. 

Art.  26.  Los  Alcaides  no  podrán  recibir, 
ni  retener  persona  alguua  en  el  estableci- 
miento, sea  por  mandamiento  de  detención 
ó  prisión,  en  virtud  de  las  formas  estableci- 
das por  ley,  ó  de  condenación,  sin  que  pre- 
viamente se  haya  hecho  la  transcripción  en 
el  correspondiente  Registro  (art.  433  del 
Código  de  Procedimiento  criminal). 

Art.  27.  Los  Registros  de  que  habla  el 
articulo) 25,  contendrán  igualmente  en  el 
margen  de  la  diligencia  de  entrega,  la  fecha 
de  salida  del  preso,  como  también  el  de- 
creto, la  sentencia  ó  el  juicio  en  virtud  del 
que  hubiera  obtenido  su  libertad  (art.  484 
del  Código  de  Procedimiento  criminal). 

CAPITULO  IX 
De  la  estadística. 

Art.  28.  En*  la  Secretaría  de  la  Gober- 
nación se  llevarán  tres  libros:  uno  para 
reos  rematados,  otro  para  arrestados  y  el 
tercero  para  detenidos  y  apremiados;  en 
los  que  se  especificará  la  entrada  del  preso, 
con  distinción  de  sexo,  fecha  del  ingreso, 
edad,  estado,  profesión,  raza,  condición  so- 
-cial,  instrucción,  religión,  nacionalidad,  ve- 


cindad, delitos,  penas  y  filiación  persona!; 
dejándose  columnas  en  blanco,  para  llenar- 
las con  motivo  de  su  salida. 

Art.  29.  De  estos  libros  se  lomarán  cua- 
dros estadísticos  semestrales,  que  Be  eleva- 
rán ante  el  Fiscal  del  distrito  para  los  efec- 
tos de  ley. 

CAPITULO  X 
De  la  división  del  local. 

Art.  3Q.  El  establecimiento  de  la  Peni- 
tenciaría de  La  Paz,  para  los  efectos  legales 
y  para  los  del  presente  Reglamento,  se  di- 
vide en  esta  forma:  dos  grandes  cuerpos  la- 
terales para  separación  de  sexos  en  todo» 
bus  órdenes;  á  la  derecha  para  hombres  y  á 
la  izquierda  para  mujeres;  dos  secciones  re- 
presivas, sección  anterior  ó  carcelaria  para 
arrestados,  detenidos  y  apremiados  y  sec- 
ción posterior  ó  penitenciaria  para  reos  re- 
matados. 

Art.  31.  En  la  sección  penitenciaria ,  su- 
frirán sus  condenas  los  reos  de  presidio, 
obras  públicas,  reclusión  y  prisión,  y  cuyo 
repartimiento  se  verificará  con  la  expresad* 
separación  de  sexos,  así: 

Hombres,  a).  Condenados  á  presidio, 
ocuparán  las  celdas  del  radio  central  de  la 
planta  baja. 

b)  Condenados  á  obras  públicas,  las  cel- 
das del  radio  central  de  la  planta  alta. 

c)  Condenados  á  reclusión,  las  celdas  de 
los  radios  segundos  que  dan  á  los  patio» 
primeros,  planta  alta. 

d)  Condenados  á  prisión,  las  celdas  de  la 
planta  alta  del  radio  oblicuo,  en  el  ángulo 
lateral  de  la  derecha. 

Mujeres.  Las  condenadas  á  reclusión  y 
prisión,  ocuparán  el  ángulo  oblicuo  de  la 
izquierda,  con  separación  de  categoría», 
planta  alta, 

Art.  32.  En  la  sección  carcelaria  se  guar- 
dará la  siguiente  distribución: 

a)  Los  condenados  á  arresto]  ocuparán 
los  departamentos  contiguos  á  los  costado» 
de  la  capilla. 

k)  Los  detenidos  con  decreto  de  acusación . 
íos  departamentos  laterales  de  la  entrada/ 
planta  baja  y  con  locutorios. 

c)  Los  apremiados  por  asuntos  civiles  p 
los  simplemente  detenidos,  los  mismos  depar- 
tamentos, planta  alta,  con  comunicación,  por 
las  puertas  que  dan  al  patio  llamado  de 
honor. 

Art.   33.    Todos   los   anteriores    reparti- 
mientos se  harán  en  vista  de  las  sentencias  \ 
condenatorias  y   mandamientos  judiciales, 
debidamente  registrados. 
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CAPITULO  XI 
Régimen  de  vida. 

Art.  84.  Los  reos  de  la  sección  peniten- 
ciaria estarán  sujetos  á  la  separación  eel- 
daria  absoluta  durante  la  noche  y  horas  que 
se  indican  en  este  Reglamento;  en  las  de 
trabajo,  instrucción  alfabética  y  prácticas 
>  religiosas,  á  la  vida  común;  debiendo  guar- 
dar silencio  y  moderación  en  todos  estos 
actos. 

Art.  86.  Los  arrestados,  detenidos  y  apre 
miados,  serán  separados  durante  la  noche 
por  celdas  ó  grupos;  por  parte  de  día,  no 
están  sujetos  á  guardar  silencio  absoluto  en 
su  trabajo  ú  horas  de  descanso,  pero  están 
obligados  á  guardar  conducta  respetuosa  y 
moderada  en  todos  sus  actos.  • 

Art.  36.  Ningún  preso  podrá  rayar  las 
paredes  ni  escrjbir  cosa  alguna.  £1  contra- 
ventor se  halla  obligado  á  refaccionar  lo 
.hecho  á  su  costa,  sin  perjuicio  de  la  pena 
disciplinaria  que  merezca. 

Art.  37.  Bajo  ningún  pretexto  será  per- 
mitido á  los  presos  vivir  con  familia  en  el 
recinto  de  la  Penitenciaría. 

CAPITULO  XII 
Del  uniforme. 

Art.  88.  Al  ingreso  del  reo  de  presidio, 
obras  públicas,  reclusión,  ó  prisión  en  la 
sección  penitenciaria,  se  le  uniformará  de 
dril  azul  oscuro  ú  otro  género  análogo,  com- 
puesto de  blusa  holgada  y  pantalón,  para 
hombres,  y  de  saya  ó  túnica  para  mujeres; 
los  presidiarios  llevarán  gorra  negra;  los  de 
obras  públicas,  encarnada;  los  reclusos,  azul. 
y  los  presos,  blanca,  con  la  numeración  res- 
pectiva de  metal  ó  género  resaltante  de  la 
celda  de  cada  uno,  número  que  también  co- 
rresponderá al  marcado  en  el  menaje  ó  úti- 
les celdarios;  las  mujeres  ostentarán  esta 
numeración  en  el  pecho  de  la  túnica. 

Art.  89. *  Inscrito  el  nombre  de  cada  con- 
denado en  los  registros  correspondientes, 
conforme  al  art.  26,  no  se  le  conocerá  ni  lla- 
mará sino  por  el  número  que  llevare. 

Art.  40.  £1  coste  de  cada  uniforme  se 
cargará  al  reo  en  la  cuenta  que  se  le  abra. 

ArL  41.  Los  arrestados,  detenidos  y  apre- 
miados, llevarán  sus  vestidos  propios. 

CAPITULO  XIII 

De  las  distribuciones. 

Art.  42.  A  las  cinco  a.  ni.  en  verano  y  á 
Irte  seis  en  invierno,  todos  los  días  al  toque 
«le  campana,  se  pondrán  en  pie  los  reos  de 
las  secciones  penitenciaria  y  carcelaria,  y  al 


toqué  de  una.  otra,  después  de  asear  sus 
celdas  y  habitaciones,  pasarán  en  desfile, 
por  categorías  y  en  orden,  bajo  la  vigitanr:i 
de  los  Alcaldes,  á  la  capilla  á  oír  el  oficio  de 
la  misa. 

Art.  43.  El  trabajo  durará  hasta  las  din 
y  inedia  a.  m.,  hora  en  que  pasarán  á  tomar 
el  rancho.  Después  de  éste,  los  penitencia- 
rios tendrán  descauso  hasta  las  doce  no.,  el 
que  consistirá  en  poder  pasearse  por  los  co- 
rredores y  patios,  con  separación  de  catego- 
rías de  penados,  siu  que  les '  sea  permitid; 
hablar  ni  formar  grupos,  bajo  la  vigilan*  i» 
más  rigurosa.  A  las  doce  in.  volverán  á  sn» 
talleres  hasta  que  se  cumplan  las  horas  de- 
terminadas para  el  trabajo,  en  el  art.  65.  Lo» 
que  vayan  llenándolas  volverán  á  sos  celdas. 

A  las  cinco  p.  m.  pasarán  á  ios  comedo- 
res á  tomar  el  rancho;  terminado  éste,  se 
les  encerrará  en  sus  celdas. 

Todas  estas  distribuciones  se  annnriarai. 
con  toque  de  campana. 

Art.  44.  Los  penitenciarios  en  días  do- 
mingos y  festivos,  serán  encerrados  en  si» 
celdas,  después  de  la  misa  hasta  la  hora 
del  rancho  matinal;  después  de  él  descan- 
sarán en  la  forma  que  en  tus  días  ordina- 
rios, hasta  las  dos  p.  m.,  hora  en  que  dea- 
filarán  á  la  capilla  para  los  efectos  del  ar- 
tículo 16.  Terminada  la  anterior  dietribn- 
rlón,  se  les  conducirá  á  lin  salón  donde* 
escucharán,  hasta  el  toque  de  rancho,  lec- 
tura  de  libros  apropiados,  hecha  por  al 
tfún  arrestado  ó  sindicado  que  el  Goberna- 
dor comisione. 

Art.  45.  Los  arrestados,  detenidos  y  apre- 
miados, tendrán,  como  los  reos  anteriores. 
las  prácticas  religiosas  en  común,  oljeervan- 
do  separadamente  en  los  departamentos 
la  lectura  expresada  en  el  artículo  qn?  aa- 
tecede. 

Art.  46.  A  las  ocho  p.  m.  en  invierno  y 
á  las  nueve  en  verano,  se  auonciará  la  Lora 
de  acostarse.  Después  de  dos  prevenciones 
se  tocará  á  silencio.  Apagadas  las  luctrsdr 
las  celdas  y  dormitorios,  no  es  penníikiu 
el  tránsito  ei>  patios  y  corredores,  ni  ct*- 
versación  alguna  que  altere  el  eilencio. 

CAPITULO  XIV 

De  Li  instrucción  alfabética. 

Art.  47.  De  los  penitenciarios  que  m 
sepan  leer,  y  atendiendo  á  sil  edad,  se  fir- 
marán Escuelas  en  las  que  cada  día  se  .e¿ 
dé  la  enseñanza  de  primeras  letras,  dr*if 
Ih  una  á  las  dos  p..m.  El  cargo  de  Mar»- 
tro  se  impondrá  provisionalmente  a  al^trn 
arrestado  que  por  en  condición  pcra*iu¿ 
llene  tal  objeto.  Igual  cosa  se  practicará  *  ¡ 
el  departamento  de  mujeres. 
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Esta  hora  destinada  á  la  instrucción,  se 
-reputará  como  de  trabajo. 

Art.  48.  Los  arrestados  que  no  sepan 
leer,  serán  instruidos  en  dicho  aprendizaje, 
bajo  la  dirección  de  otro  Maestro,  ocupado 
-entre  los  arrestados  ó  detenidos. 

CAPITULO  XV 
De  la  comunicación  de  los  presos. 

Art.  49  Es  prohibido  absolutamente  á 
los  reos  de  la  sección  penitenciaria  tener 
comunicación  con  personas  extrañas  ó  de 
«u  familia  durante  el  tiempo  de  su  condena. 
A  estos  departamentos,  fuera  de  los  em- 
pleados, capellán,  Médico  y  los  que  deben 
hacer  visitas  judiciales,  nadie  tendrá  ac- 
ceso, salvo  autorización  del  Prefecto  ó  Go- 
bernador. 

Art.  50.  Los  arrestados  tendrán  comu- 
nicación con  personas  de  su  familia  ó  ex- 
trañas, tan  sólo  los  domingos  últimos  del 
enes,  tras  de  reja  y  previa  autorización  del 
•Gobernador. 

Art.  51.  Los  detenidos  tendrán,  dentro 
del  locutorio,  comunicación  libre  coa  sus 
Abogados  ó  defensores  y  los  miembros  de 
su  familia,  tan  sólo  los  días  domingos;  en 
casos  urgentes  en  otros  días,  con  previa 
.autorización  del  Gobernador. 

Art.  62.  Los  apremiados  civilmente,  tie- 
nen libre  y  absoluta  comunicación. 

CAPITULO  XVI 
Del  trabajo. 

Art.  63.  Los  reos  de  presidio,  obras  pú- 
blicas, reclusión  ó  prisión,  están  obligados 
.á  trabajar,  forzosamente,  en  los  oficios  que 
tuvieren  ó  en  los  que  se  les  instruyere  con* 
forme  á  sus  aptitudes,  salvo  los  mayores  de 
sesenta  años,  á  los  que  sólo  se  les  propor 
cionará  trabajo  suave,  siempre  que  puedan 
desempeñarlo. 

Art.  64.  Para  el  trabajo  de  ios  reos  men 
Clonados  en  el  artículo  anterior,  se  destina- 
rán talleres  distintos,  para  mantener  la 
•separación  correspondiente  á  la  categoría, 
penal  y  á  la  naturaleza  de  trabajos  que  se 
estableciese. 

Art.  65.  El  trabajo  diurno  ordinario,  se 
efectuará  en  silencio  completo,  y  la  dura- 
ción de  él  se  regirá  por  esta  escala. 

Los  presidiarios  trabajarán  ocho  horas 
útiles.— Los  de  obras  públicas,  ocho  ídem.  - 
Líos  reclusos,  seis  ídem.— Y  los  presos,  seis 
ídem. 

Art.  56.     En  la  Secretaría  de  la  Goberna- 
ción se  llevarán  los   libros  necesarios  de 
.  -contabilidad  y  de  cuentas  corrientes,  en  los 


que  se  detallarán  los  materiales  de  adelan- 
to, valor  del  trabajo  semanal,  etc.,  etc. 

Del  producto  neto  de  dicho  trabajo  se 
deducirá  á  los  reos  el  30  por  100  por  .alimen- 
tación, el  20  por  100  por  uniforme  y  el  60 
por  100  sobrante  se  acumulará  en  su  favor, 
romo  fondo  de  salida,  siempre  que  no  se 
disponga  de  él,  ron  consentimiento  de  la 
Junta,  en  beneficio  de  las  personas  á  las 
que  se  tiene  obligación  de  alimentar  legal- 
mente. 

Art.  67.  El  Gobernador  pasará  ni  en  su  al- 
iñen te  al  Prefecto,  ,como  ál  Fiscal  del  dis- 
trito, cuentas  ó  balances  detallados  de  los 
trabajos  y  productos  efectuados  en  la  Pe- 
nitenciaría. I«os  fondos  líquidos  provenien- 
tes de  aquéllos  se  depositarán  en  el  Tesoro 
público. 

Art.  68.  Sólo  el  Gobernador  está  facul- 
tado pare  efectuar  contratos  con  el  públi- 
co respecto  á  trabajos  que  se  puedan'  rea- 
lizar en  la  Penitenciaría;  y  con  autorización 
de  la  Prefectura,  para  contratos  de  mayor 
escala. 

CAPITULO  XVII  . 
De  los  talleres. 

Art.  69.  En  el  departamento  de  hombres 
habrá  los  siguientes  talleres:  zapatería,  ta- 
labartería, carpintería,  hilandería,  hojalate- 
ría, sastrería,  empastaduría  y  tejeduría. 

Art.  60.  En  el  departamento  de  mujeres 
se  harán  las  siguientes  labores:  costuras 
distintas,  lavado  y  planchado,  adornos  de 
mano  é  hilado  y  tejido. 

La  ropa  se  lavará  dividiéndola  así: 

1.a     La  de  las  mujeres  presas. 

2.a     La  de  los  presos. 

8.a     La  de  los.  empleados  de  la  Peniten- 
ciaría. 
♦4.a    La  ropa  de  la  calle. 

Art.  61.  Todo  artículo  que  se  necesite 
para  el  consumo  de  los  talleres*  se  pedirá 
por  papeleta  y  no  será  entregado  sin  orden 
escrita  del  Inspector  de  turno. 

CAPITULO  XVIII 
De  los  maestros  de  taller. 

Art.  62.  Para  cada  taller  habrá  un  maes- 
tro, al  que  se  pagará  sueldo  según  contrata. 

Art.  63.  Tendrá,  además,  un  tanto  por 
ciento  sobre  el  producto  del  trabajo  de  los 
presos,  á  juicio  de  la  Junta. 

Art.  64.  Enseñará  á  los  presos,  estimu- 
lándolos por  los  medios  permitidos  por  el 
Reglamento. 

Art.  66.  Cuidará  de  no  malgastar  el  ma- 
terial ni  las  herramientas. 

Art.  66.    Dará  parte  al  Gobernador  del 
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trabajo  diario  de  cada  preso  y  el  sábado 
formará  un  resumen  de  )o  hecho  en  la  se- 
mana. 

Art.  67.  El  sábado,  por  la  tarde,  entrega- 
rá al  Gobernador  una  razón  de  los  artículos 
que  se  necesiten  para  la  semana  entrante, 
indicando  la  calidad,  cantidad,  precio  y  lu- 
gar en  que  puedan  comprarse. 

Art.  68.  Es  responsable  de  las  faltas  que 
se  cometan  en  el  desperdicio  de  los  mate- 
ríales  ó  su  mal  uso. 

Art.  69.  No  podrá  ausentarse  de  la  Pe- 
nitenciaría desde  las  siete  a.  m.,  hora  en  que 
debe  entrar,  hasta  las  cinco  de  la  tarde. 

Art.  70.  Acompañará  á  los  presos  junto 
con  los  guardias,  cuando  salgan  del  taller  al 
comedor  ó  viceversa. 

Art.  71.  Almorzará  y  comerá  junto  con 
los  Alcaides. 

Art.  72.     Tendrá  especial  cuidado  de  que  ■ 
loa  talleres  queden   limpios  todos  los  días  y 
que  una  vez  á  la  semana  se  haga  el  aseo 
general. 

Art.  73.  Cada  dos  meses  se  formará  un 
balance  de  los  útiles  y  herramientas  que  co- 
rren á  su  cuidado. 

Art.  74.  Si  se  descubriese  que  por  su 
'•onducto  se  comunica  algún  preso  con  per- 
donas de  la  calle  ó  da  avisos  inconvenien- 
tes, será  inmediatamente  destituido. 

CAPITULO  XIX 
Del  rancho. 

Art.  75.  A  las  horas  señaladas  en  el  ar- 
tículo 43  los  penitenciarios  pasaran  á  los 
i  omedores,  observándose  las  distinciones 
«  stablecidas  respecto  de  penados,  á  reci- 
tar el  rancho,  bajo  la  vigilancia  délos  Alcai- 
des, en  cuyo  acto  debe  guardarse  silencio  y 
•  ompostura, 

Art.  76.  Ningún  reo  podrá  manifestar 
disgusto,  respecto  á  la  calidad  del  rancho; 
debiendo  ser  castigada  inmediatamente 
cualquier  manifestación  de  protesta  ó  re- 
chazo, que  sólo  podrá  presentarse  en  for- 
ma de  queja  ante  el  Inspector.  Los  Al- 
caides cuidarán  con  especialidad  que  los 
alimentos  sean  sanos  y  estén  bien  confec- 
cionados. 

Art.  77.  No  hay  obligación  de  alimen- 
tar á  los  arrestados,  detenidos  y  apremia- 
dos. Sólo  en  casó  de  excesiva  pobreza  ó 
imposibilidad  de  trabajar,  los  recibirán  gra- 
tuitamente. 

Art.  78.  Los  arrestados  que  trabajen 
por  cuenta  del  establecimiento,  recibirán 
rancho,  c<»n  derecho  al  exceso  de  lo  que 
ganen;  los  que  trabajen  particularmente, 
abonarán  70  centavos  semanales  para  ob- 
tenerlo. En  caso  contrarío,  se  les  sujeta 


rá  á  medía  ración,  proveniente  de  lo*  Á- 
centavos  diarios  que  asignan  las  mauirepa- 
lidades. 

Art.  79.  Los  Ayuntamientos  j  loe  Te- 
soros departamentales  continuarán  pag*i>- 
do  el  real  diario  á  que  están  obligadua  p:r 
leyes  anteriores,  constituyendo  el  sobran  re 
que  quedare  fondo  del  establecimiento  t-a 
la  Penitenciaría  de  La  Paz  y  en  las  *l*u*m 
Cárceles  de  la  República, 
x  Art.  80.  Dichas  Cárceles  se  sajeLaric 
á  este  Reglamento,  en  todo  lo  que  sea 
compatible,  y  |o  permitan  sus  condicio- 
nes especiales  y  el  personal  de  sus  em- 
pleados. 

El  Ministro  de  Gobierno  y  Justicia  quexii 
encargado  de  la  ejecución  y  cumplimiento 
del  presente  Decreto. 

Tratados.— Por  leyes  de  30  de  Octubrt 
de  1897  se  aprueba  el  de  extradición  cele 
brado  con  el  Reino  Unido  de  la  Gran  Breta- 
ña é  Irlanda  en  22  de  Febrero  de  1892  y  el 
de  amistad,  comercio  y  navegación  con  los 
Estados  Unidos  del  Brasil  de  31  de  Julio 
de  1897. 

Tratados*  -  Por  ley  de  2  de  Noviembre 
de.  1897  se  aprueban  los  siguientes: 

1.°  El  de  asilo  y  extradición  con  los  Es- 
tados Unidos  del  Brasil,  celebrado  en  21  de 
Julio  de  1896. 

2.°  El  Convenio  sobre  ejercicio  de  pro- 
fesiones liberales,  con  dichos  Estados  Uni- 
dos, suscrito  en  14  de  Noviembre  de  1896;  y 

8.°  La  Convención  relativa  al  aerririo 
consular,  celebrada  con  la  República  france- 
sa en  6  de  Agosto  de  1897. 

Impuesto  sobre  la  exportación  de  la 
plata* — Ley  de  11  de  Noviembre  de  1897. 

Artículo  único.  Desde  el  1.°  de  Enero  de 
1 898.  se  cobrarán  los  siguientes  impuestos: 

Sobre  exportación  de  pastas,  50  cents  roe 
por  marco. 

Sobre  pastas  introducidas  á  la  moneda. 
.  20  centavos  por  marco. 

Sobre  minerales  exportados,  como  sigue: 
De  1  á  100  ms.,  cajón,  80  centavos  por  mar- 
co.—De  101  á  160  id.,  86.— De  161  á  200 
ídem,  40.— De  201  á  260  id.,  46.^De  251  i 
800  id.,  60.— De  801  á  360  id.,  66.— De  551 
ídem,  en  adelante,  60. 

Los  sulfuros  beneficiados  en  el  país,  pa- 
garán 30  centavos  por  marco. 

Se  cobrarán  por  patentes  mineras,  castro 
bolivianos  por  hectárea  al  afio. 
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Monopolio  de  la  fabricación  y  venta  de 
fósforos. — Ley  de  16  de  Noviembre  de  1897. 

Artículo  1.°  Declárase  de  utilidad  públi- 
ca el  monopolio  fiscal  de  fabricación  y  venta 
de  los  fósforos  en  el  territorio  de  la  Repú- 
blica. 

Art.  2.°  Facúltase  al  Ejecutivo  para  con- 
tratar con  una  Compañía  nacional  ó  extran- 
jera, el  establecimiento  en  el  país  de  nna  fá- 
brica de  fósforos  y  para  concederle  el  mo- 
nopolio absoluto  de  la  venta  de  ellos. 

Art.  8.°  Prohíbese  á  los  particulares  la 
Importación  al  país  de  toda  clase  de  fósfo- 
ros; solamente  la  Compañía  concesionaria 
tendrá  derecho  á  introducir  los  materiales 
destinados  á  la  fabricación. 

Los  particulares  que  tengan  existencias 
de  fósforos,  estarán  obligados  á  dar  cuenta 
de  ellas  al  Gobierno  y  tendrán  el  derecho 
de  expenderlos  libremente. 

Art.  4.°  En  el  contrato  de  concesión  de- 
berán señalarse  los  plazos  en  que  se  haga  el 
expendio  por  cuenta  de  la  Compañía,  y  ésta 
no  podrá  vender  los  fósforos  á  un  precio 
mayor  al  que  tienen  en  las  mismas  plazas 
en  la  fecha  de  la  expedición  de  esta. ley. 

Art.  6.°  El  Gobierno,  en  la  reglamenta- 
ción de  la  ley  y  en  el  contrato  que  firmará 
con  la  Compañía  ó  concesionario,  determi 
nará  las  cualidades  de  los  fósforos  que  de- 
ban darse  al  consumo. 

Art.  6.°  La  duración  del  privilegio  no  se- 
rá mayor  de  veinte  años,  pudiendo  ampliar- 
Be  á  diez  años  más,  con  autorización  de  las 
Cámaras. 

^  Art.  7.°  A  la  terminación  del  privilegio, 
pasarán  á  poder  del  Estado,  á  título  gratui- 
to, los  edificios,  maquinarias,  aparatos,  uten- 
silios, materias  primas  y  todos  los  demás 
elementos  que  constituyen  la  fábrica  desti- 
nada á  la  producción  de  fósforos. 

Art.  8.°  Cualquier  diferencia  que  se  sus- 
cite sobre  la  inteligencia  de  la  estipulación 
del  contrato  que  celebre  el  Gobierno  con 
la  compañía  ó  concesionario,  será  decidida 
únicamente  por  los  Tribunales  de  la  Repú- 
blica. 

Art.  9.°  El  concesionario  no  podrá  tras- 
ferir  el  contrato  á  ningún  Gobierno  extran- 
jero, y  para  otro  traspaso  es  necesario  el  con- 
sentimiento previo  del  Gobierno  de  Bolivia. 

Art.  10.  El  Ejecutivo  exigirá  una  -garan- 
tía de  ejecución  a  tiempo  de  firmar  la  escri- 
tura con  la  casa  concesionaria.  Dicha  garan- 
tía no  podrá  bajar  de  treinta  mil  bolivianos. 

Impuesto  sobre  alcoholes  y  aguardien- 
tes.—Ley  de  18  de  Noviembre  de  1897. 

Artículo  1.°    Desde  el  l.o  de  Enero  1898, 


(  la  producción  de  alcoholes  y  aguardientes 
elaborados  en  el  país  queda  gravada  con  el 
impuesto  nacional  siguiente: 

Ocho  bolívares  por  quintal  español  de  al- 
cohol.— Seis  id.  id.,  de  aguardiente  fabrica- 
do de  azúcar  y  melazas  extranjeras. 

Art.  2.°  Para  el  cobro  del  impuesto,  so 
reputarán  como  aguardientes  los  licores  cu- 
yo grado  no  pase  de  22?  Cartier;  como  alco- 
holes los  que  excedan  cíe 'este  grado. 

Art.  8.°  Se  exceptúan  del  impuesto  esta- 
blecido por  la  presente  ley,  los  aguardientes 
y  resacados  elaborados  con  materia  prima 
del  país,  para  toda  la  República. 

Dietas  y  viáticos  de' Senadores  y  Dipu- 
tados. -  Ley  de  18  de  Noviembre  de  1897. 

Artículo].0  La  dieta  de  los  honorables 
Senadores  y  Diputados  en  el  ejercicio  activo 
de  sus  funciones,  será  de  trescientos  bolíva- 
res mensuales,  toda  vez  que  asistan  al  lugar 
de  fa  reunión  de  las  Cámaras  y  durante  su 
concurrencia  a  ellas. 

Art.  2.°  El  pago  de  viáticos  se  hará  com- 
probando la  menor  distancia  que  exista  en- 
tre la  ciudad  donde  funcione  el  Congreso  y 
el  lugar  en  que  resida  permanentemente  el 
representante. 

Art.  8.°  Si  un  representante  suplente 
residiere  en  el  exterior  y  fuere  llamado  por 
la  Cámara,  percibirá  viáticos  desde  la  fron- 
tera de  Bolivia,  para  cuya  fijación  se  tendrá 
en  cuenta  el  itinerario  oficial  más  corto  que 
exista  entre  la  frontera  y  el  lugar  de  la  reu- 
nión del  Congreso. 

Art.  4°  Si  el  representante  suplente  hu- 
biese percibido  bagajes  de  regreso  por  razón 
de  algún  empleo  ó  función  pública  ejercida 
fuera  del  país,  no  tendrá  opción  á  los  viáti- 
cos enunciadas  en  el  artículo  anterior. 

Art.  6.°  Los  dos  artículos  que  anteceden 
podrán  aplicarse  también  á  los  casos  en  que 
un  representante  propietario  regrese  del  ex- 
terior, después  de  haber  desempeñado  fun- 
ciones públicas  permitidas  por  la  Constitu- 
ción política  del  Estado. 

Art.  6.o  A |  recesar  las  Cámaras,  se  cons- 
tituirá una  Comisión  legislativa  compuesta 
de  un  Senador  y  dos  Diputados,  que  funcio- 
nará durante  dos  meses,  con  la  dotación  de 
100  bolivianos  mensuales  cada  uno.  Esta 
Comisión  cuidará  de  que  en  dicho  tiempo 
se  publiquen  las  actas  y  documentos  so- 
brantes. 

Art.  7.°  La  presente  ley  regirá  desde  el 
1.°  de  Enero  de  1898. 
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Impuesto  sobre  alcoholes  y  aguardien- 
tes.—Reglamento  de  14  de  Diciembre  de 
1897  para  la  ejecución  de  la  ley  (1). 

Articulo  l.o  Desde  el  l.°  de  Enero  de 
1898,  la  producción  de  alcoholes  y  aguar- 
dientes elaborados  en  el  país,  queda  gravada 
con  el  impuesto  nacional  siguiente: 

Ocho  bolívares  por  quintal  español  de  al- 
cohol. -Seis  id.  id.  de  aguardiente  fabricado 
de  azúcar  y  melazas  extranjeras. 

Art.  2.°  Para  el  cobro  del  impuesto  á  que 
se  refiere  el  articulo  anterior,  se  reputarán 
como  aguardientes,  los  licores  cuyo  grado  no 
pase  de  22°  Cartier,  y  como  alcoholes  los 
que  excedan  de  este  grado. 

Art.  3. o  Se  exceptúan  del  impuesto  esta- 
blecido por  la  presente  ley,  los  aguardientes 
y  resacados  elaborados  con  materia  prima 
del  país,  para  toda  la  República. 

Art.  4.°  Los  propietarios  de  estableci- 
mientos de  destilación,  se  hallan  obligados 
á  pasar  hasta  el  SI  de  Diciembre  próximo, 
una  relación  jurada  á  los  Prefectos  en  las 
capitales  de  departamento  y  á  los  Subpre- 
fectos  en  las  de  provincia,  que  contenga  los 
datos  siguientes:  % 

a)  Lugar  en  que  se  halla  situado  el  esta- 
blecimiento de  destilación. 

b)  Materias  primas  que  emplean  en  la 
elaboración  del  alcohol  y.  aguardiente. 

c)  Cantidad  de  alcohol  y  aguardiente  que 
puede  producir  la  fábrica  al  mes. 

d)  Cantidad  efectiva  que  prcduce  al  año, 
tomando  como  base  de  cálculo  la  producción 
del  año  anterior,  y  si  la  fábrica  fuere  de  re- 
ciente creación,  la  del  mes  anterior. 

é)  Clase  de  vasija  que  emplean  para  la 
venta  de  alcohol  y  aguardiente. 

Art.  6.°  El  propietario  de  un  establecí  • 
miento  de  destilación  que  no  cumpliere  las 
prescripciones  que  establece  el  artículo  an- 
terior, será  penado  con  una  multa  de  60  á 
600  bolívares,  sin  perjuicio  de  reputarse  la., 
fábrica  clandestina  y  ordenarse  su  inmedia- 
ta clausura. 

Art.  6.°  En  caso  de  que  la  relación  jura- 
da á  que  se  refiere  el  artículo  4.°  resultase 
falsa,  previa  comprobación  sumaria  del  he- 

(\)    PreÍD8erU. 


cho,  se  castigará  al  autor  por  primera  vei 
con  una  multa  ue  100  á  200  bolívares;  por 
la  segunda,  con  una  multa  de  200  á  500  \ 
apercibimiento  de  cíe  usura,  y  por  la  tercera, 
con  la  i^ín usura  de  su  egtahlrri miento. 

Art.  7*°  Loa  fabrican  tea  de  al  cobo  f  7 
aguardiente  están  obligados  á  presentar  al 
fin  de  cada  mes,  ante  la  Autoridad  que  el 
Gobierno  designe,  una  relación  jurada  de  la 
cantidad  de  alcohol  y  aguardiente  que  hu- 
biese producido  su  fábrica,  y  con  arreglo  á 
ella  se  cobrará  el  impuesto. 

Art.  8.°  Los  agentes  que  designe  el  Go- 
bierno inspeccionarán,  cuantas  veces  crean 
conveniente,  todas  las  fábricas  de  alcohol 
y  aguardiente  y  podrán  solicitar  de  los  pro- 
pietarios los  datos  que  necesiten. 

Art.  9.°  Para  establecer  nuevas  fábricas 
de  alcohol  y  aguardiente  se  dará  previamen- 
te aviso  al  Prefecto  del  departamento,  acom- 
pañando una  relación  en  la  que  se  haga 
constar  los  datos  indicados  en  el  articulo  4.° 

El  Prefecto  del  departamento  transmi- 
tirá el  respectivo  aviso  al  Ministio  de  Ha- 
cienda. 

Art.  10.  Las  melazas  y  azúcares  que  se 
importen  al  territorio  de  la  República  no 
podrán  ser  extraídas  de  las  Aduanas  sin 
que  antes  se  tome  razón  en  un  libro  especial 
que  al  efecto  se  llevará  en  cada  Aduana,  en 
el  que  conste  el  nombre  del  importador,  can- 
tidad y  clase  del  artículo,  derechos  pagados 
y  objeto  á  que  se  destina. 

Art.  11.  Los  compradores  ó  negociantes 
en  azúcares  y  melazas,  se  hallan  -obligados 
á  comprobar/cuantas  veces  lo  requiera  la  au- 
toridad, el  empleo  que  hubiesen  dado  á  esos 
productos. 

A'rt.  1 2.  Para  trasladar  alcohol  y  aguar- 
diente, nacional  ó  extranjero,  de  un  lagar  á 
otro  de  la  República,  es  necesario  solicitar 
guía  de  las  oficinas  del  estanco,  por  la  qoe 
conste  el  nombre  del  propietario  del  artícu- 
lo, el  lugar  de  donde  se  extrae  y  el  de  su 
destino. 

Art.  13.  El  alcohol  que  fuere  tomado  sin 
la  correspondiente  guía,  será  sujeto  á  la  pe- 
na de  comiso. 

El  Ministro  de  Estado  en  el  Despacho  de 
Hacienda,  queda  encargado  de  la  ejecución 
y  cumplimiento  del  presente  decreto. 


REPÚBLICA  DEL'  BRASIL 


PRINCIPALES  LEYES  Y  DECRETOS  PUBLICADOS  EN  I89i(í) 


Derechos  de  Importación.— Decreto  de  6 
«de  Febrero  de  1891. 

Por  este  Decreto  se  establece,  á  partir  de 
1  .o  de  Abril,  la  exención  de  derechos  de  en-  > 
trada  á  favor  dé  los  siguientes  productos  de 
procedencia  norte-americana:  trigo,  maíz  y 
eos  derivados,  patatas,  pescados  salados,  se- 
cos y  en  conserva,  confitería,  aceite.de  algo- 
dón, alquitrán, antracita,  útiles,  instrumentos 
y  máquinas  para  la  agricultura,  maquinaria 
de  vapor,  instrumentos  y  libros  concernien- 
tes á  las  artes  y  a  las  ciencias,  material  para 
ferrocarriles;  y  á  partir  de  la  misma  fecha 
una  redacción  de  20  por  100  sobre  los  dere- 
chos de  entrada  á  la  manteca  de  cerdo,  ja- 
mones, grasas,  quesos,  conservas,  frutas  y 
legumbres,  tejidos  y  vestidos  de  algodón, 
productos  manufacturados  de  hierro  y  acero, 
cueros,  maderas,  mobiliarios  de  lujo,  carrua 
jes,  cauchuc  manufacturado,  artículos  y  úti- 
les de  carretería,  etc.  (2). 


(1)  Ed  el  próximo  Anüabio  nos  pondremos 
al  día  en  la  publicación  de  las  Leyes  de  esta  na- 
ción, con  lo  cual  tendrán  los  suscriptores  casi 
completa  la  legislación  vigente,  por  haberse  re- 
novado desde  la  proclamación  de  ia  República. 

(2)  A  consecuencia  del  Tratado  con  los  Esta- 
dos Unidos  celebrado  el  81  de  Enero  y  promulga- 
do eo  el  Brasil  por  Decreto  de  5  de  Febrero,  esta 
República  obtdvo  la  exención  de  los  derechos  de 
entrada  establecidos  por  el  bilí  Mac-Kioley  sobre 
4ob  azúcares,  melazas,  cafés  y  cueros. 


Constitución  federal  (1)-— Decreto  de  pro- 
mulgación de  28  de  Febrero  1891. 

Por  este  Decreto  se  decide  que  la  nueva 
Constitución  política  de  la  República,  san- 
cionada en  4  de  Febrero  por  el  Congreso,  se 
entiende  promulgada  á  partir  del  24  de  dicho 
mes  y  que  esta  fecha  se  repute  en  lo  sucesi- 
vo como  fiesta  nacional. 

CÓDIGO  PENAL  DE  LA  ARMADA/  san- 
cionado en  7  de  Marzo  de  1891. 

LIBRO  PRIMERO 


DE  LOS   DELITOS  Y   SUS  PENAS 
TITULO  PRIMERO 

DK  LA  APLICACIÓN  T  US  LOS  BFaüTOfi/ 
DE  LA  I.KT  PSNAL 

Artículo  1.°  Ningún  individuo  que  se  ha- 
lle al  servicio  de  la  marina  de  guerra  podrá 
ser  castigado  por  hecho  que  no  se  encuen- 
tre anteriormente  calificado  de  delito  ni  con 
penas  que  no  estén  previamente  establecidas. 

La  interpretación  extensiva  por  analogía 
ó  paridad  no  será  admisible  para  la  califica- 


(1)  Consúltese  so  traducción  castellana  en  las 
páginas  488  y  siguientes  del  tomo  primero  del 
Anuario  de  1894. 
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<:ión  de  un  hecho  como  delito  ni  para  lá  im- 
posición de  una  pena. 

Art.  2.°  Las  disposiciones  de  la  ley  penal 
militar  carecen  de  efecto  retroactivo,  si  bien 
el  hecho  anterior  estará  sujeto  á  la  ley  pos- 
terior: 

á)    S\  ésta  no  lo  calificase  de  delito. 

b)  Si  fuere  castigado  con  pena  menos  ri- 
gurosa. En  ambos  casos,  aunque  mediare 
condenación,  se  hará  aplicación  *de  la  nueva 
ley  á  requerimiento  de  parte  ó  del  Auditor 
de  marina,  por  resolución  del  Juez  ó  Tribu- 
nal que  hubiere  conocido  del  asunto  en  últi- 
ma instancia. 

Art.  3.°  Las  disposiciones  del  presente 
Código  serán  aplicables: 

1.°  A  todo  individuo  militar  ó  asimila- 
do que  se  halle  al  servicio  de  la  marina  de 
guerra. 

2.o  Al  que,  hallándose  en  las  mismas  cir- 
cunstancias, cometiere  en  país  extranjero 
los  delitos  en  él  previstos,  cuando  regresare 
al  territorio  de  la  República,  ó  fuere  entre- 
gado por  efecto  de  extradición  no  habiendo 
sido  castigado  en  el  lugar  donde  delinquió. 

3.°  A  todo  individuo  extraño  al  servicio 
de  la  marina  de  guerra,  que: 

a)  Cometiere  un  delito  en  territorio  ó 
aguas  sometidos  á  bloqueo  ó  militarmente 
ocupados;  á  bordo  de  buques  de  la  Armada  ó 
embarcaciones  sujetas  al  régimen  de  éstos; 
en  las  fortalezas,  cuarteles  ó  establecimien- 
tos navales. 

b)  Sirviere  de  espía,  ó  diere  asilo  á  espías 
ó  emisarios  enemigos,  conocidos  como  tales. 

c)  Indujere,  en  tiempo  de  guerra,  las  pla- 
zas para  desertar  ó  dar  asilo  ó  transportar  á 
desertores  ó  insubordinados;  ó 

d)  Las  indujere  á  levantarse  contra  el 
Gobierno  ó  sus  superiores. 

-  e)  Atacare  á  centinelas,  ó  penetrare  en 
las  fortalezas,  cuarteles,  establecimientos 
navales,  buques  ó  embarcaciones  de  la  Ar- 
mada por  sitios  prohibidos. 

f)  Comprare,  en  tiempo  de  guerra,  á  las 
plazas  ó  recibiere  de  ellas  en  prenda  piezas 
de  su  equipo  ó  armamento  ú  objetos  perte- 
necientes á  la  Hacienda  nacional. 

Además  de  los  casos  en  que  este  Código 
señala  pena  especial  á  los  individuos  extra- 
ños al  servicio  de  la  marina  de  guerra,  el 
que  cometiere  ó  concurriere  con  individuos 
de  la  marina  á  la  comisión  de  delitos  mili- 
tares marítimos,  quedará  sujeto  á  la  pena- 
lidad establecida  por  el  mismo,  si  el  delito 
no  estuviere  previsto  por  el  Código  penal  co- 
mún (1),  ó  si  fuere  cometido   en  tiempo  de 

(1)  Véase  la  traducción  castellana  del  vigente 
en  el  tomo  primero  del  Anuario  de  1894,  paginas 
522  y  siguientes. 


guerra  y  hubiere  de  ser  juzgado  por  nn  Tri- 
bunal de  Justicia  de  la  Armada. 

Art.  4.°  El  presente  Código  do  com- 
prende: 

1.°  Las  infracciones  de  policía  cometidas 
á  bordo  de  los  buques  de  la  Armada  ó  d- 
embarcaciones  sujetas  al  mismo  régimen, «. 
las  fortalezas,  en- los  cuarteles  ó  en  loe  esU 
blecimientos  navales. 

2.°  Las  infracciones  de  loe  reglamentos 
disciplinarios. 

TITULO  II 

OB  LOS  DELITOS  Y  l)E  LOS  DBL1MCDK3ÍTES 

Art.  6°  Se  reputa  delito  toda  acción  «3 
omisión  contraria  al  deber  marítimo  y  mil  - 
tar,  prevista  por  este  Código,  qae  serán  cas- 
tigadas con  las  penas  establecidas  por  t-. 
mismo. 

Art.  6.°  Son  punibles  el  delito  consumi- 
do y  la  tentativa. 

Art.  7.°  La  resolución  de  delinquir,  ma- 
nifestada por  actos  externos  qae  no  coost  - 
tuyan  comienzo  de  ejecución,  no  estará  su- 
jeta á  la  acción  de  la  ley  penal,  á  menos  qu- 
constituyeren  delito  especialmente  previsL. 
por  ésta. 

Art.  8.o  Cuando  la  consumación  del  delít» 
'dependiere  de  la  realización  de  determinad  • 
resultado,  considerado  por  la  ley  como  ele- 
mento constitutivo  de  delito,  no  se  reputar* 
consumado  éste  sin  la  efectividad  y  concu- 
rrencia de  dicho  resultado. 

Art.  9.°  Se  reputa  consumado  el  delit 
cuando  el  hecho  delictuoso  reúne  en  si  todas 
las  condiciones  especificadas  por  la  ley. 

Art.  10.  Existe  tentativa  de  delito  siew 
pre  que  con  intención  de  cometerlo  se  eje- 
cutan actos  que,  por  su  relación  directa  col 
el  hecho  punible,  constituyan  comienzo  dt- 
ejecución  y  esta  no  se  realice  por  circuns- 
tancias independientes  de  la  voluntad  de! 
agente. 

Art.  11.  Se  considerará  siempre  hecho 
independiente  de  la  voluntad  del  ágeme  ei 
empleo  errado  ó  irreflexivo  de  medios  jai- 
gados  á  propósito  para  la  consecución  de  un 
fin  criminal,  y  el  mal  empleo  de  tales  me- 
dios. 

No  será  punible  la  tentativa  en  el  caso  de 
ineficacia  absoluta  del  medio  empleado  o 
de  imposibilidad  absoluta  del  fin  que  el  de- 
lincuente se  hubiere  propuesto. 

Art.  12,  Aun  cuando  no  sea  punible  la 
tentativa,  lo  serán  los  hechos  que  la  integren 
si  estuvieren  considerados  como  delitos  es- 
pedales, 

Art.  13.  Los  agentes  del  delito  puede*» 
ser  autores  ó  cómplices. 

Art.  14.     Son  autores: 
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l.o  Los  que  directamente  resol  vieren  y 
«ejecutaren  el  delito. 

^  2.o  Los  que  habiendo  resuelto  la  ejecu- 
ción del  delito  provocaren  y  determinaren 
á  otro  para  su  ejecución  por  medio  de  dádi- 
vas, promesa,  mandato,  amenazas,  violen- 
cias, abusos  ó  influencia  de  superioridad  je- 
rárquica. 

3.°  Los  que  antes  y  durante  la  ejecución 
prestaren  auxilio  sin  cuya  concurrencia  no 
hubiere  podido  cometerse  el  delito. 

4.°  Los  que  directamente  ejecutaren  el 
delito  resuelto  por  otro. 

Art.  16.  El  que  mandare  ó  provocare  á 
otro  á  la  comisión  de  un  delito  será  respon- 
sable como  autor: 

1.°  J?or  cualquier  otro  delito  que  el  eje- 
calor  cometiere  para  realizar  el  primero. 

2.o  Por  cualquier  otro  delito  que  pudiere 
resultar  como  consecuencia  inmediata  del 
mismo. 

Art.  16.  Cesará  la  responsabilidad  del 
mandante  cuando  retirare  con  tiempo  su 
cooperación  para  la  comisión  del  delito. 

Art.  17.     Son  cómplices: 

l.o  Los  que  no  habiendo  resuelto  ó  pro- 
vocado por  cualquier  medio  el  delito,  dieren 
instrucciones  para  cometerlo  y  prestaren 
auxilio  á  la  ejecución. 

2.°  Los  que  antes  ó  durante  la  ejecución 
prometieren  al  delincuente  auxilio  para  eva- 
dirse, ocultaren  ó  destruyeren  los  instru- 
mentos del  delito,  ó  hicieren  desaparecer 
sus  vestigios.  t 

TITULO  111 

OS  LA  RESPONSABILIDAD  UK1M1NÁL  Y  DB  LA8 
0AUMA8  QUE  DIKIMfcN  LA  CRIMINALIDAD  Y  JUS- 
TIFICAN L08  DKLIT08 

Art.  18.  Las  acciones  ú  omisiones  con- 
trarias á  la  ley  penal,  que  no  fueren  cometi- 
das con  intención  delictuosa  6  no  resultaren 
de  negligencia,  imprudencia  ó  impericia,  no 
serán  susceptibles  de  penalidad  alguna. 

Art.  19.  La  responsabilidad  penal  es  ex 
elusivamente  personal. 

Art.  20.  No  dirimen,  ni  excluyen  la  in- 
tención delictuosa: 

a)  La  ignorancia  de  la  ley  penal. 

b)  £1  error  acerca  de  la  persona  ó  cosa 
sobre  que  recayere  el  delito. 

Art.  21.     No  son  delincuentes: 

l.o  Los  menores  de  nueve  años  cum- 
plidos. 

2.°  Los  mayores  de  nueve  afios  y  meno- 
res de  catorce  que  hubieren  obrado  sin  dis- 
cernimiento. 

3.o  Los  que,  por  imbecilidad  nativa  ó 
debilidad  senil,  fueren  absolutamente  inca- 
paces de  imputación  alguna. 


4.o    Los  que  se  hallaren  en  estado  de 
completa  privación  de  los  sentidos  y  faca l 
tades  intelectuales  en  el  momento  de  la  co- 
misión del  hecho. 

5.o  Loa  que  cometieren  el  delito  casual- 
mente, en  el  ejercicio  o  práctica  de  cual- 
quier acto  lícito  realizado  con  la  diligencia 
ordinaria. 

6.°  Los  que  en  el  ejercicio  de  mando  de- 
buque,  embarcación  de  la  Armada  ó  plaza; 
de1  guerra,  y  en  la  inminencia  de  peligro  ó 
de  grave  calamidad,  emplearen  medios  vio- 
lentos para  compelir  á  sus  subalternos  á  la 
ejecución  de  servicios  y  maniobras  urgen- 
tes, ó  estuvieren  obligados  por  deber  habi- 
tual para  salvar  el  buque  ó  las  vidas,  ó  para 
evitar  el  desorden,  miedo,  sedición,  motín  6 
saqueo. 

Art.  22.  La  orden  de  cometer  el  delito 
no  exime  de  pena  al  que  la  ejecutare;  no 
obstante,  si  consistiere  en  un  hecho  casti- 
gado por  la  ley  solamente  como  abuso  de 
poder  ó  violación  de  deberes  funcionales,  la 
responsabilidad  penal  resultante  de  la  eje- 
cución, en  virtud  de  obediencia  legalmente 
debida  á  un  superior  legítimo,  recaerá  úni- 
camente sobre  el  que  diere  la  orden, 

Art.  23.  Los  individuos  exentos  de  cul- 
pabilidad por  efecto  de  enajenación  mental, 
serán  entregados  á  sus  respectivas  familias 
ó  recogidos  en  un  establecimiento,  sí  su  es- 
tado lo  requiriere,  atendida  la  pública  se- 
guridad. 

Art.  24.  Los  mayores  de  nueve  años  y 
menores  de  catorce  que  hubieren  obrado 
con  discernimiento,  serán  confiados  á  la  Au- 
toridad civil  para  que  los  haga  ingresar  en 
establecimientos  de  corrección,  apropiados 
y  permanezcan*  en  ellos  hasta  la  edad  de 
diecisiete  años. 

Art.  25.  '  La  exención  de  responsabilidad 
criminal  no  implica  la  de  la  responsabilidad 
civil. 

Art.  26.  Tampoco  se  reputan  delin- 
cuentes: 

l.o  Los  que  cometieren  el  hecho  en  evi- 
tación de  un  mal  mayor. 

2.o  Los  que  lo  cometieren  en  legítima 
defensa  propia  ó  de  otro. 

La  legítima  defensa  no  se  entiende  limi- 
tada únicamente  á  la  protección  de  la  vida, 
sino  que  es  extensiva  a  todos  los  derechos 
susceptibles  de  ser  lesionados. 

Art.  27.  Para  la  justificación  del  delito 
en  el  caso  del  núm.  l.o  del  artículo  anterior, 
deberán  concurrir  conjuntamente  á  favor 
del  delincuente,  los  siguientes  requisitos: 

l.o  Certeza  del  mal  que  se  procura 
evitar. 

2.o  Falta  absoluta  de  otro  medio  menos- 
perjudicial. 
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3.°  Probabilidad  de  la  eficacia  del  em- 
pleado. 

Árt.  28.  Por  la  justificación  del  delito  en 
«1  caso  del  párrafo  2.°  del  citado  artículo, 
deberán  concurrir  conjuntamente  en  favor 
del  reo  los  requisitos  siguientes: 

1.°     Agresión  actual. 

2.9  Imposibilidad  de  prevenir  ó  impe- 
dir la  acción,  ó  de  invocar  y  recibir  auxilio 
.ó  socorro  de  la  Autoridad  pública. 

3.°  Empleo  de  medios  adecuados  para 
«vitar  el  mal  en  proporción  de  la  agresión. 

4,o  Falta  de  provocación  que  ocasione  la 
agresión. 

Art.  29.  Se  reputará  practicado  en  defen- 
sa propia  el  delito  cometido  en  resistencia  á 
la  ejecución  de  órdenes  ó^  requerimientos 
ilegales,  siempre  que  no  se  excedan  los  me- 
dios necesarios. 

Se  entiende  por  órdenes  y  requerimientos 
ilegales  los  emanados  de  Autoridades  in- 
competentes ó  destituidas  de  las  solemnida- 
des necesarias  para  su  validez,  así  como  los 
manifiestamente  contrarios  á  las  leyes. 

TITULO  IV 

DE    LAH    CIR0UN8TAN0IA8     AGRAVANTES 
T  ATENUANTES 

Art.  30.  Las  circunstancias  agravantes  y 
atenuantes  de  los  delitos  influirán  en  la  agrá» 
.  vación  ó  atenuación  de  las  penas  con  que 
hayan  de  ser  castigados. 

Art.  31.  Cualquiera  de  las  circunstancias 
indicadas  como  agravantes,  dejará  de  serlo 
en  los  delitos  en  que  fuera  considerada  co- 
mo elemento  constitutivo,  así  como  también 
en  el  caso  de  que  constituyere  delito  espe- 
cial por  sí  misma.  » 

Art.  32.  En  el  concurso  de  circunstan- 
cias atenuantes  y  agravantes,  prevalecerán 
•unas  y  otras  ó  se  compensarán,  observándo- 
se las  reglas  siguientes: 

1.a     Prevalecerán  las  agravantes: 

a)  Cuando  prepondere  la  perversidad  del 
agente  y  la  extensión  del  daño. 

b)  Cuando  el  reo  estuviere  avezado  en  la 
práctica  de  delitos  ó  de  hechos  Contrarios  á 
las  buenas  costumbres. 

c)  Cuando  hubiere  cedido  á  motivos 
opuestos  al  deber  y  á  la  lealtad  militares, 
que  pudieran  concurrir  al  descrédito  y  que- 
brantamiento moral  de  la  Armada. 

d)  Cuando  el  delito  se  hubiere  cometido 
en  territorio  ó  en  aguas  sujetos  á  bloqueo  ú 
ocupación  militares. 

2>    Prevalecerán  las  atenuantes: 

a)  Cuando  el  delito  no  estuviere  reves- 
tido de  circunstancias  indicativas  de  mayor 
perversidad. 

b)  Cuando  el  reo  no  estuviese  en  condi- 


ciones de  comprender  toda  la  gravedad  y 
peligro  de  la  situación  á  que  se  expone  di 
la  extensión  y  consecuencias  de  so  respon- 
sabilidad. 

3.a  Se  compensarán  unas  circunstancia» 
con  otras  si  fueren  de  la  misma  importancia 
é  intensidad. 

Art.  33.     Son   circunstancias  agravantes 

1.»  Haber  procurado  eJ  agente  la  noc- 
turnidad ó  el  despoblado  para  la  mayor  fa- 
cilidad en  la  perpetración  del  hecho. 

2.a  Haberse  cometido  el  delito  con  pre- 
meditación, mediando  entre  la  deliberación 
y  la  ejecución  veinticuatro  horas  á  lo  menos. 

3.a  Haberse  cometido  el  delito  por  me- 
dio de  veneno,  sustancias  anea  tea  i  cas,  in- 
cendio, asfixia  ó  inundación. 

4.a  Haber  obrado  el  delincuente  impeli- 
do por  un  motivo  frivolo  ó  reprobado. 

6.a  Tener  el  reo  superioridad  en  faena  ó 
en  armas,  de  tal  modo  que  el  ofendido  no 
haya  podido  oponer  defensa  con  probabili- 
dad de  repeler  la  ofensa. 

6.a  Haber  procedido  con  fraude  ó  con 
abuso  de  confianza. 

7.a  Haber .  procedido  con  traición,  •**■- 
presa  ó  disfraz. 

8.a  Haber  precedido  emboscada,  espe- 
rando el  reo  á  la  víctima  en  uno  ó  varios 
lugares. 

9.a  Haber  obrado  el  agente  por  precio  ó 
promesa  de  recompensa. 

10.  Haberse  cometido  el  delito  con  esca- 
lamiento, hundimiento,  llaves  falsas  ó  tra- 
bajos subterráneos. 

11.  Haberse  concertado  la  comisión  del 
delito  entre  dos  ó  más  individuos.    * 

12.  Haberse  cometido  el  delito  estando 
el  ofendido  bajo  la  inmediata  protección  de 
la  Autoridad  pública. 

13.  Haber  empleado  diversos  medios  en 
la  comisión  del  delito. 

14.  Haberse  cometido  <el  delito  con  oca- 
sión de  incendio,  naufragio,  abordaje,  ave- 
ría gruesa,  maniobra  que  interese  la  seguri- 
dad del  buque,  inundación,  revuelta,  tumul- 
to ó  cualquiera  otra  calamidad  pública  ó 
desgracia  particular  del  ofendido. 

16.  Haberío  cometido  el  agente  en  esta- 
do de  embriaguez. 

16.  Haberse  cometido  durante  el  servicio 
ó  con  ocasión  de  él. 

1 7.  Cometerlo  con  riesgo  de  la  seguridad 
del  buque,  de  la  subordinación  ó  de  la  dis- 
ciplina de  á  bordo. 

18.  Haberse  cometido  con  el  empleo  de 
armas  é  instrumentos  del  servicio  procura- 
dos para  tal  fin. 

19.  Tener  el  delincuente  malos  antece- 
dentes militares. 

20.  Ser  reincidente  el  reo. 
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Art.  34.  La  reincidencia  existe  cuando 
-el  delincuente,  después  de  haberse  dictado 
•contra  él  sentencia  condenatoria  firme,  co- 
mete otro  delito  de  la  misma  naturaleza. 

Art  36.  Se  reputarán  igualmente  agra- 
vados los  delitos: 

1.°  Cuando  el  sufrimiento  físico  fuere 
an mentado  con  actos  de  crueldad. 

2.°  Guando  el  mal  resultante  del  hecho 
fuere  aumentado  por  circunstancias  extraoi- 
dinarias  de  ignominia  ó  por  la  naturaleza 
irreparable  del  dafio. 

Art.  36.  En  el  delito  de  deserción  serán 
circunstancias  agravantes: 

].*    Realizarse  en  ó  á  país  extranjero. 
2.a     Llevar  consigo    armas  ó  cualquier 
otro  objeto  de  propiedad  nacional  ó  sustraí- 
do á  compañero  de  servicio. 

8.a  Apoderarse  de  embarcación  de  la  ar- 
mada para  realizar  el  delito. 

Art.  37.     Son  circunstancias  atenuantes: 
l.ft    No  haber  tenido  el  delincuente  pleno 
conocimiento  del  mal  y  directa  intención  de 
realizarlo. 

2.a  Haberse  cometido  el  delito  en  defep- 
sa  de  la  propia  persona  ó  derechos  ó  de  la 
persona  ó  derechos  de  individuos  de  su  fa- 
milia ó  de  terceros. 

3.a    Haberse  cometido  el  delito  oponién- 
dose á  la  ejecución  de  órdenes  ilegales. 
.   4.»    Haber  precedido  provocación  ó  agre- 
sión de  parte  del  ofendido* 

6.a  Haberle  cometido  el  hecho  en  evita- 
ción de  un  mal  mayor. 

6.a  Haberlo  cometido  en  obediencia  de 
orden  recibida  de  un  superior  jerárquico. 

7.a  Tener  el  reo  buenos  antecedentes 
militares  ó  haber  prestado  relevantes  servi- 
cios á  la  patria. 

8.a  Ser  menor  de  veintiún  años  y  mayor 
de  setenta. 

9>  Haber  sido  tratado  en  servicio  ordi- 
nario cou  rigor  no  autorizado  por  la- ley. 

Art.  38.  En  el  delito  de  deserción  en 
tiempo  de  paz  y  dentro  del  país,  se  conside- 
rará circunstancia  atenuante  la  demora  en 
la  concesión  de  la  licencia  por  más  de  dos 
meses  después  de  la  conclusión  del  servicio, 
ó  en  la  entrega  de  la  ración  y  equipo  á  que> 
el  reo  tuviere  derecho. 

TITULO  V 

DE  LAS  PKNAS  Y  l>k¡  8U8  EFECTO*;  DE  SU  APLICA- 
CIÓN Y  FOKMA  DK  EJECUCIÓN 

Art.  39.  Las  penas  establecidas  por  este 
Código  son  las  siguientes: 

a)  Muerte. 

b)  Prisión  con  trabajo. 

c)  Prisión  simple.  % 

d)  Degradación  militar. 


é)    Destitución. 

/)    Separación. 

g)    Privación  de  mando. 

h)    Pase  á  la  "reserva. 

Art.  40.  El  condenado  á  muerte  será  fu- 
silado. 

Art.  41.  La  pena  de  muerte  impuesta  en- 
última  instancia  por  el  Tribunal  reunido  en 
territorio  ó  en  aguas  ocupados  militarmen- 
te, se  ejecutará  independientemente  del  re* 
curso  de  gracia,  salvo  cuando  el  Gobierno 
federal  determinare  lo  contrario. 

Art.  42.  La  pena  de  prisión  con  trabajo 
se  cumplirá  dentro  del  recinto  de  la  prisión, 
ó  fuera  en  establecimientos  navales,  presi- 
dios, plazas  de  guerra,  ó  bien  en  obras  mili- 
tares, en  tanto  que  no  se  establezcan  locales 
en  las  prisiones  de  marina,  según  el  régimen 
penitenciario  celular  con  este  especial  des- 
tino. 

£1  condenado  recibirá  trabajo  adecuado  á 
sus  aptitudes  y  condiciones  físicas,  y  fuera 
de  las  horas  dedicadas  al  mismo,  será  re- 
cluido en  paraje  que  ofrezca  la  conveniente 
seguridad. 

Art.  43.  La  pena.de  prisión  coa  trabajo 
en  que  incurriere  el  oficial  de  la  Armada  con 
titulo  especial,  se  conmutará  por  la  de  pri- 
sión simple  cun  aumento  de  la  sexta  parte. 

Art.  44.  La  pena  de  prisión  simple  suje- 
ta al  condenado  á  ella  á  ser  recluido  en  una 
fortaleza. 

Art.  45.  La  pena  de  degradación  es  acce- 
soria y  produce  los  efectos  siguientes: 

a)  Pérdida  de  puesto,  honores  militares 
y  condecoraciones. 

b)  Incapacidad  para  servir  en  la  Armada 
ó  en  el  Ejército,  y  ejercer  funciones,  em- 
pleos y  oficios  públicos. 

c)  Pérdida  de  derechos  y  recompensas 
por  servicios  anteriores. 

Art.  46.  La  pena  de  degradación  se  ten- 
drá como  pronunciada  por  la  sentencia  que 
impusiere  la  pena  principal  en  los  delitos 
cuya  comisión  hiciere  al  reo  indigno  de  per- 
tenecer al  servicio  militar. 
,  Para  este  efecto  se  reputan  delitos  que  lle- 
van consigo  indignidad,  los  cometidos  con- 
tra la  independencia  é  integridad  de  la  pa- 
tria (I),  los  de  traición  y  cobardía  (2),  los  de 
asonada  y  rifotín  (3)  y  el  de  robo  (4). 

Art.  47.  La  pena  de  destitución  produce 
los  siguientes  efectos: 

a)  Pérdida  de  puesto,  honores  militare» 
y  condecoraciones. 


(1)  Arta.  74,  75  y  76 

(2)  Arts.  81,  82  y  84. 

(3)  Arts.  93,  94,  96  y  98. 

(4)  Art.  156. 
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b)  Pérdida  del  tiempo  de  servicio  ante- 
rior, con  inhabilitación  para  volver  al  servi- 
cio militar  en  cualquier  puesto  ó  empleo. 

Árt.  48.  La  pena  de  prisión  simple  im- 
puesta por  más  de  dos  afíos  á  un  oficial  lle- 
va consigo  la  pérdida  del  puesto  y  honores 
militares  que  le  correspondieren. 

£1  oficial  general  condenado  á  prisión  sim- 
ple por  tiempo  comprendido  entre  uno  ó  dos 
años,  pasará  forzosamente  á  la  situación  de 
reserva. 

El  oficial  efectivo  ú  honorario  que  fuere 
condenado  por  delito  común  á  la  pena  de 
prisión  celular  por  más  de  dos  afíos,  será 
excluido  de  la  Armada  con  todos  los  efectos 
de  la  pena  de  destitución,  como  si  hubiere 
incurrido  en  ella. 

Durante  el  cumplimiento  de  las  penas  im- 
puestas por  la  jurisdición  ordinaria  y  de  las 
establecidas  por.  el  presente  Código  no  se 
computará  la  antigüedad  al  condenado  para 
ningún  efecto. 

Art.  49.  La  pena  de  seis  afíos  de  prisión 
con  trabajo  impuesta  á  una  plaza  de  prest 
llevará  consigo  la  expulsión  del  servicio  con 
inhabilitación  para  cualquier  otro  de  la  Ar- 
mada ó  del  Ejército. 

La  pena  de  prisión  impuesta  á  los  inferio- 
res, cabos  ó  sus  asimilados,  llevará  como  ac- 
cesoria la  rebaja  á  la  última  clase  del  cuerpo 
á  que  perteneciere. 

Art.  60.  La  pena  de  separación  privará 
al  condenado  á  ella  del  puesto  ó  del  empleo 
que  efectivamente  ocupare  y  de  todas  las 
ventajas  inherentes  á  los  mismos,  excepto 
el  Montepío. 

Art.  61.'  La  pena  de  privación  de  mando 
impedirá  el  de  cualquiera  en  tierra  ó  en  mar 
por  el  tiempo  declarado  en  la  sentencia. 

Art.  62.  El  pase  forzoso  á  la  reserva 
obligará  al  condenado  á  esta  pena  á  dejar  la 
efectividad  del  servicio  en  el  puesto  ó  em- 
pleo que  ocupare,  percibiendo  tan  sólo  la  mi- 
tad del  sueldo  correspondiente  en  el  caso  de 
que  pasare  á  dicha¿  situación  por  otras 
causas. 

Art.  63.  No  se  reputará  pena  la  prisión 
preventiva  del  presunto  reo,  debiendo  con- 
mutarse su  duración  al  imponer  la  sentencia 
condenatoria. 

Art.  64.  Ningún  delito  se  castigará  con 
penas  superiores  ó  inferiores  á  las  impuestas 
por  la  ley  para  la  represión  del  mismo  ni 
por  modo  diverso  del  establecido,  salvo  en 
-el  caso  que  se  dejare  margen  al  arbitrio  del 
Juez  ó  Tribunal  competente. 

Art.  66.  En  los  casos  en  que  este  Código 
no  impone  pena  determinada,  sino  que  úni- 
camente fija  el  máximum  y  el  mínimum,  se 
considerará  dividida  en  tres  grados,  estando 
el  grado  medio  comprendido  entre  los  extre- 


mos máximo  y  mínimo,  Atendidas  las  cir- 
cunstancias atenuantes  y  agravantes,  en  i  r> 
ya  apreciación  se  observarán  las  reglas  •>- 
guien  tea: 

I  a  Cunen rriendo  circunstancia»  agra- 
vantes y  atenuante*  que  se  compensen,  o  es 
ausencia  de  unas  y  otras,  se  impondrá  la  pe 
na  en  el  grado  medio 

2.a  Preponderando  las  agravantes  se  im- 
pondrá la  pena  en  un  grado  comprendida 
entre  el  medio  y  máximo,  y  preponderando 
las  atenuantes,  entre  el  medio  y  mínimo. 

3.a  Guando  el  delito  fuere  acompañado 
de  una  ó  más  cireunatanciaa  agravantes  j 
ninguna  aten  liante  se  aplicará  la  pen»  en  el 
grado  máximo,  y  en  el  mínimo  si  concurrí e 
ren  una  6  más  circunstancias  atenuantes  aía 
ninguna  agravante. 

Art.  56.  La  tentativa  de  delito  que  no  vt* 
viere  señalada  penalidad  especial  ae  castiga* 
rá  con  la  pena  correspondiente  al  delito,  re*- 
bajado  en  una  terrera  parte  en  cada  uno  da 
sus  grados. 

Art.  67.  La  complicidad  se  castigará  con 
las  penas  de  Ja  tentativa,  y  la  complicidad  en 
la  tentativa  con  la  aplicable  á  ésta,  rebajada 
en  una  tercera  parte. 

Si  la  pena  correspondiente  fuere  la  de 
muerte,  se  impondrá  en  uno  y  otro  supufeto 
la  inmediata. 

Art.  68.  Cuando  el  reo  estuviere  convic- 
to de  más  de  un  delito  se  le  impondrán  las 
penas  aeñaladas  para  cada  uno  de  ellos,  co- 
menzando á  cumplirlas  según  su  gravedad  6 
duración. 

Sin  embargo»  cuando  el  reo  hubiere  de 
ser  castigado  por  máa  de  un  delito  de  ta  ni  li- 
ma naturaleza,  se  le  impondrá  únicamente 
en  el  grado  máximo  Ja  pena  correspondiente 
á  uno  de  ellos  aniñen  tan  dota  en  una  sexta 
parte. 

Si  en  concurso  de  delitos  cometidos  simul- 
táneamente cr  u  la  mi  ama  deliberación  y  una 
sola  intención,  incurriere  el  delincuente  *c 
más  de  una  pena,  ae  le  impondrá  únicamen- 
te la  máa  grave  de  todas,  en  en  grado  má- 
ximo. 

Si  la  suma  acumulada  de  laa  penas  restric- 
tivas de  libertad  áque  fuere  condenado  el  reo 
excediere  de  treinta  anos,  ae  reputarán  co- 
mo extinguidas  todas  lna  condenas,  ana  ve? 
completado  dicho  número  de  años. 

Art.  50.  Ninguna  presunción»  por  vehe- 
mente que  aea,  dará  lugar  á  la  imposición  de 
pena. 

Art.  fiü.  El  condenado  que  fuere  atacado 
de  enajenación  mental  comenzará  á  cumplir 
su  respectiva  sentencia  una  vez  que  rúen  pe- 
re  el  uso  de  las  facultades  intelectuales. 

Si  la  enfermedad  se  manifestare  después 
de  haber  dado  comienzo  el  cumplimiento  de 
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la  condena,  se  suspenderá  la  ejecución  de 
la  sentencia,  no  computando  para  ningún 
efecto  el  tiempo  de  esta  suspensión. 

Art.  61.  La  obligación  de  indemnizar  el 
dafio  causado,  es  solidaria  cuando  existe  más 
ele  un  reo  del  mismo  delito. 
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Art.  62.     La  acción  penal  se  extingue: 

1.°    Por  la  muerte  del  delincuente. 

2.°    Por  amnistía  del  Congreso. 

3.°    Por  la  prescripción. 

Art.  68.  La  condena  se  extingue  por  las 
mismas  causas  y  además: 

1.°     Por  el  cumplimiento  de  la  sentencia. 

2.°    Por  indulto  del  Congreso. 

3.o  Por  indulto  del  Presidente  de  la  Re- 
pública. 

4.°    Por  la  rehabilitación. 

A  rt.  64.  El  indulto  hace  cesar  las  incapa- 
cidades inherentes  á  la  condena,  pero  no  exi- 
me al  agraciado  de  satisfacer  el  daño  cau- 
sado. 

Art.  65.  La  prescripción  de  la  acción  es- 
tá subordinada  á  los  mismos  plazos  que  la 
de  la  condena,  excepción  hecha  de  tas  si- 
guientes limitaciones: 

1.*  Prescribe  á  los  diez  años  la  acción 
penal  por  delito  á  que  este  Código  señale  la 
pena  de  destitución. 

2.a  Prescribe  á  los  ocho  afios  la  referen- 
te á  delito  castigado  con  separación.  ■ 

3.a  A  los  seis  años  la  relativa  á  delito 
penado  con  pase  á  la  reserva.  ' 

4. a  A  los  dos  afios  la  referente  á  delito 
que  tenga  señalada  pena  de  privación  de 
mando. 

Art.  66.  La  prescripción  de  la  acción 
comienza  á  correr  desde  el  día  de  la  comi- 
sión del  hecho  punible,  y  se  interrumpe  por 
la  sentencia  del  Tribunal  que  declare  proce- 
dente la  acusación  y  ordene  la  apertura  del 
procedimiento,  y  por  la  reincidencia. 

Art.  67.  La  prescripción  de  la  condena 
comienza  á  correr  desde  el  día  en  que  se 
firme  la  sentencia  respectiva  y  se  interrum- 
pe por  la  prisión  del  condenado-  y  por  la  re- 
incidencia. 

Art.  68.  La  condena  á  más  de  una  pena 
prescribe  por  el  transcurso  del  tiempo  esta 
blecido  para  el  más  grave. 

Esta  misma  regla  es  aplicable  á  la  pres- 
cripción de  la  acción  respectiva. 

Art.  69.  La  prescripción,  atin  cuando  no 
se  alegue,  debe  estimarse  de  oficio. 

Art  70.  No  prescriben  la  acción  penal  ni 
la  condena  en  el  delito  de  deserción,  salvo 


si  el  reo  hubiere  cumplido  ya  cincuenta  años 
de  edad. 

Art.  71.  La  condena  por  los  delitos  que 
este  Código  castiga  con  pena  de  muerte,  pres- 
cribe por  el  transcurso  de  treinta  años  cuan- 
do va  acompañada  de  la  de  degradación  y 
por  el  de  veinticinco  años  en  otro  caso. 

Art.  72.     Prescriben: 

A  los  ocho  afios,  la  condena  que  impusie- 
re pena  de  prisión  con  trabajo  hasta  por 
tres  afios;  ■ 

A  los  diez  afios,  la  que  impusiere  hasta 
seis  afios  de  la  misma  pena; 

A  los  quince  afios,  la  que  impusiere  diez, 
y  á  los  veinte  afios  la  que  impusiere  penas 
de  la  misma  especie'  por  tiempo  superior  á 
diez  afios. 

La  condena  á  la  pena  de  prisión  simple 
impuesta  á  los  oficiales  con  títulos  en  virtud 
de  la  conversión  efectuada  en  los  términos 
del  art.  43,  prescribe  en  los  mismos  plazos 
que  la  condena  á  prisión  con  trabajo. 

Art.  73.  La  rehabilitación  consiste  en  la 
reintegración  del  condenado  en  todos  los  de- 
rechos que  hubiere  perdido  por  efecto  de  la 
condena  cuando  su  inocencia  fuere  reconoci- 
da por  el  Supremo  Tribunal  federal,  á  conse- 
cuencia de  revisión  extraordinaria  de  la  sen- 
tencia condenatoria. 

La  rehabilitación  resulta  inmediatamente 
de  la  sentencia  de  revisión;  una  vez  firme 
esta,  la  sentencia  de  rehabilitación  recono- 
cerá el  derecho  del  rehabilitado  á  una  justa 
indemnización,  que  se  liquidará  ejecutiva- 
mente por  todos  los  perjuicios  sufridos  con 
ocasión  de  la  condena. 

Del  abono  de  esta  indemnización  es  res- 
ponsable la  nación. 

LIBRO  SEGUNDO 
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DH  L08  DSL1T08  CONTRA  LA  PATRIA 

CAPITULO  PRIMERO 

De  los  delitos  contra  la  integridad,  indepen- 
dencia y  dignidad  de  la  nación, 

Art.  74.  Todo  individuo  que  se  halle  al 
servicio  de  la  marina  de  guerra  y  que  inten- 
tare directamente,  por  actos,  sujetar  el  terrí 
torio  de  la  República  ó  parte  de  él  al  domi- 
nio extranjero,  quebrantar  ó  debilitar  su  in- 
dependencia ó  integridad, 

Pena:  De  prisión  con  trabajo  por  cinco  á 
quince  afios. 
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Art.  75.  Todo  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  que: 

1.°  Abandonare  ó  entregare  al  enemigo 
cualquier  fracción  del  territorio  de  la  Repú- 
blica ó  cosa  perteneciente  á  bu  dominio  ó 
posesión,  disponieudo  de  suficientes  medios 
de  resistencia; 

2.o  Auxiliare  á  alguna  nación  á  hacer  la 
guerra  ó  cometiere  hostilidades  contra  la 
República  suministrándole  gente,  dinero, 
armas,  municiones  ó  medios  de  transporte; 

3.°  Revelare  ál  enemigo  ó  á  sus  agentes 
secretos  políticos  y  militares  concernientes 
á  la  seguridad  ó  integridad  de  la  patria;  co- 
municare ó  publicare  documentos,  planos, 
diseños  ú  otras  informaciones  con  relación 
al  material  de  guerra,  fuerzas  navales,  forti- 
ficaciones y  operaciones  militares,  ó  el  santo 
y  sefia; 

4.o  Tomare  armas  contra  la  nación  bajo 
una  bandera  extranjera, 

Pena:  De  muerte  en  el  grado  máximo,  de 
veinte  afios  de  prisión  con  trabajo  en  el 
medio,  y  de  diez  en  el  mínimo. 

En  iguales  penas  incurrirá  el  prisionero 
de  guerra  que,  habiendo  faltado  á  su  pala- 
bra, fuere  encontrado  con  las  armas  en  la 
mano. 

Art.  76.  Todo  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  que  voluntariamente  con 
tinuare  en  el  servicio  militar  de  Gobierno 
extranjero  para  et  que  hubiere  sido  anterior- 
mente licenciado,  sabiendo  que  este  Gobier- 
no ha  roto  hostilidades  contra  la  República 
ó  está  á  punto  de  romperlas, 

Pena:  De  prisión  con  trabajo  por  cinco  á 
quince  años. 

Art.  77.  Todo  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  que,  directamente  y  por 
hechos,  provocare  á  una  nación  á  declarar 
¡a  guerra  á  la  República: 

1.°  Si  de  ¡a  provocación  no  resultare  de- 
claración de  guerra  ó  si  ésta,  aunque  decla- 
rada, no  se  llevare  adelante, 

Pena:  De  dos  á  seis  afios  de  prisión  con 
trabajo. 

2.°  Si  de  la  provocación  resultare  decla- 
ración de  guerra  y  ésta  se  llevare  adelante, 

Pena:  De  cinco  á  quince,  afios  de  prisión 
con  trabajo. 

Art.  78.  Todo  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  que  en  público,  ante  la 
guarnición  ó  fuerza  reunida  destruyere  ó 
ultrajare,  por  menosprecio  ó  vilipendio,  la 
bandera  nacional  ó  cualquier  otro  símbolo 
ó  emblema  de  la  nacionalidad, 

Pena:  De  seis  meses  á  un  año  de  prisión 
con  trabajo. 

En  la  misma  pena  incurrirá  el  que  en  pú- 
blico, ante  guarnición  ó  fuerza  reunida,  se 
despojare  de  sus  condecoraciones,  insignias 


ó  distintivos  por  menosprecio  ó  vilipendio. 

CAPITULO  II 
Espionaje. 

Art.  79.  Todo  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra,  extraño  á  ella,  militare 
no,  que: 

l.o  Se  introdujere  disfrazada  ó  fnrtí má- 
mente por  entre  buques  de  la  Armada  * 
convoyados,  penetrare  en  ello*,  en  loa  arse- 
nales ó  en  los  establecimientos  de  maiiat 
para  adquirir  noticias,  documentos  ó  infor- 
maciones provechosas  al  enemigo,  ó  que 
puedan  perjudicar  las  operaciones  militam 
ó  la  seguridad  de  los  buques  convoyes  9 
establecimientos  de  marina; 

2.°  Diere  asilo,  agasajare  ó  auxiliare  á 
-espías  ó  emisarios  del  enemigo,  sabiendo 
que  lo  son  ó,  les  facilitare,  estando  presae. 
la  evasión  ó  fuga; 

3.°  Sedujere  las  plazas  a)  servicio  de  la 
marina  de  guerra  para  pasarse  al  enemigo. 
les  facilitare  medios  de  evasión  con  este  in- 
tento, ó  alistare  marineros  para  el  enemigo. 

Pena:  De  muerte,  en  el  grado  máximo;  de» 
veinte  afios  de  prisión  con  trabajo  en  el  me- 
dio, y  de  diez  afios  en  el  mínimo. 

Guando  estos  delitos  fueren  cometido* 
por  un  paisano, 

Pena:  De  diez  á  treinta  afios  de  prisión 
con  trabajo. 

Art.  80.  Todo  individuo  al  servicio  de  ii 
Marina  de  guerra,  ó  extraño  á  ella,  que  se- 
dujere las  plazas  para  levantarse  contra  sos 
superiores, 

Pena:  De  cuatro  á  doce  años  de  prisión 
con  trabajo.  %  < 

CAPITULO  III 
Traición  y  cobardía. 

Art.  81.  Todo  Comandante  de  fuerza  ¿ 
buque  de  la  Armada  que: 

1.°  Ordenare,  durante  un  combate,  arriar 
la  bandera  nacional,  rendirse  ai  enemigo  ó 
hacerle  entrega  del  buque,  de  provisiones 
de  guerra  ó  de  municiones  sin  haber  ante» 
agotado  todos  los  medios  de  defensa  y  de 
resistencia; 

2.°  Dejare  de  atacar  al  enemigo,  igual 
ó  inferior  en  fuerza;  de  socorrer  á  algún  ba- 
que nacional  ó  aliado,  perseguido  ó  empeña- 
do en  combate;  de  destruir  un  convoy  ene- 
migo, á  no  verse  impedido  por  i nstr accione* 
especiales  ó  motivos  graves; 

3.°  Suspeildiere,  sin  ser  obligado  á  el.y 
por  fuerza  superior  ó  razones  legítima*,  ¡a 
persecución  de  un  buque  enemigo  en  reti- 
rada ; 
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4.*  Abandonare  el  puesto  ó  el  mando  del 
l>uque; 

6.°  Se  separare  de  propósito-  de  eu  Jefe 
v,  en  caso  de  separación  forzosa,  no  emplea- 
re los  medios  conducentes ,  para  reunirse 
prontamente  á  la  fuerza  á  que  perteneciere; 

0.°  No  conservare  su  buque  en  el  puesto 
«le  combate  que  le  hubiere  sido  señalado; 
«lejare  de  tomar  parte  activa  en  la  acción  ó 
<Ie  auxiliará*  los  buques  que  estuvieren  em- 
peñados en  ella  y  de  preferencia  aquellos 
<[ue  izaren  insignias  de  mando,  salvo  fuerza 
mayor  que  lo  impida; 

7.°  Separare,  en  caso  de  capitulación,  la 
suerte  propia  de  la  de  los  oficiales  y  plazas; 

8.°  Perdiere intencionalmente  algún  bu- 
que ó  embarcación  de  la  Armada  ú  ocasio- 
nare su  aprehensión; 

9.o  Abandonare  intencionalmente  el  con- 
voy, de  que  formare  parte,  " 

Pena:  De  muerte  en  el  grado  máximo;  de 
veinte  afios  de  prisión  con  trabajo  en  el  me- 
dio, y  de  diez  en  el  mínimo. 

Art.  82.  Todo  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  ó  embarcado  que: 

1.°  Arriare,  sin  orden  del  Comandante,  la 
bandera  nacional  durante  el  combate;  hicie- 
re cesar  el  fuego,  ó  diere  la  voz  de  rendición; 

2.o  Entrare  en  conspiración  con  el  fin  de 
forzar  al  Comandante  á  arriar  la  bandera 
nacional,  cesar  las  hostilidades,  hacer  ce- 
sar el  fuego  ó  rendirse  ai  enemigo; 

3.°  Concurriere,  intencionalmente,  á  la 
pérdida  ó  apresamiento  de  algún  buque  de 
la  Armada; 

4.°  Se  separare,  intencionalmente,  del 
Comandante  de  la  fuerza  ó  concurriere  á  la 
separación,  en  presencia  del  enemigo, 

Pena:  De  muerte  en  el  grado  máximo;  de 
veinte  afios  de  prisión  con  trabajo  en  el  me- 
dio, de  diez  en  el  mfnimo. 

Si  el  delito  fuere  cometido  por  individuo 
extraño  al  servicio  militar, 

Pena:  De  diez  á  treinta  años  de  prisión 
con  trabajo. 

Art..  88.  Todo  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra, ó  embarcado  que  intencio- 
nalmente produjere  avería  grande  en  las 
calderas,  máquinas  motrices  ó  especiales,  ó 
cualquier  otro  daño  que  pueda  perjudicar  la 
eficiencia  del  buque, 

Pena:  De  cuatro  á  doce  afios  de  prisión 
con  trabajo. 

Art  84.  Todo  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  que  se  ofreciere  volunta- 
riamente para  pilotar  algún  buque  enemigo, 
salvo  si  éste  hallándose  en  peligro,  reclama- 
re socorro, 

Pena:  De  muerte  en  el  grado  máximo,  de 
veinte  afios  de  prisión  con  trabajo  en  el  me- 
dio y  de  diez  afios  en  el  mínimo. 

Legislación  tojiybbsai» — A  mírica. 


Si  el  delito  fuere  cometida  por  práctico 
brasileño  ó  individuo  extraño  al  servido  de 
la  marina  de  guerra, 

Pena:  De  diez  a  treinta  afios  de  prisión 
con  trabajo. 

Art.  85.  Todo  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra,  que: 

1.°  No  acudiere  á  su  lugar  ó  puesto  en 
el  combate  ó  durante  éste  se  acobardare; 

2.o  Pretextare  lesión  corporal  ó  enfer- 
medad, provocare  algún  accidente  para  es- 
quivarse de  entrar  en  combate  ó  eximirse 
del  servicio  ó  comisión  de  los  que  pudiere 
resultar  peligro; 

8.°  Procurare  subterfugios,  ó  exagerare 
el  peligro  para  no  cumplir  comisión:  arries- 
gada ó  reputada  por  tal,  de  cuya  realización 
hubiere  sido  encargado; 

4.°  Esparciere,  en  tiempo  de  guerra  ó  en 
presencia  del  enemigo  noticias  aterradoras 
que  perjudiquen  el  ánimode  las  guarní  nones; 

Si  el  delito  fuere  cometido  por  el  Oficial: 

Pena:  De  destitución. 

Si  el  autor  no  fuere  Oficial: 

Pena:  De  dos  á  cuatro  afios  de  prisión  con 
trabajo.  , 

Art.  86.    Todo  individuo  al  servicio  de  la 
marina  dé  guerra  que  habiendo  sido  encar- 
gado de  practicar  un  reconocimiento  ú  otro  . 
servicio  militar,  prestare  intencionalmente 
informaciones  falsas  ó  inexactas. 

Si  el  reo  fuere  Oficial:     % 

Pena:  De  destitución. 

Si  no  lo  fuere: 

Pena:  De  dos  á  seis  afios  de  prisión  con 
trabajo. 

TITULO  II 

DE  LOS  DBI.ITOS  OONTBA  LA  SEGURIDAD  INTERIOR 
DI  LA  REPÚBLICA 

CAPITULO  PRIMERO 
Conspiración  y  sedición. 

Art.  87.  Constituye  delito  de  conspira- 
ción concertarse  más  de  veinte  individuos 
al  servicio  de  la  marina  de  guerra,  para: 

l.o  Intentar,  directamente  y  por  hechos, 
destruir  la  integadftd  nacional; 

2.°  Intentar,  directamente  y  por  hechos, 
mudar,  por  medios  violentos,  la  constitución 
de  la  República  y  la  forma  de  gobierno  es- 
tablecida; 

8.°  Intentar,  directamente  y  por  hechos, 
la  separación  de  alguno  de  los  Estados  de  la 
Unión  ó  la  incorporación  de  todo  ó  parte  del 
territorio  de  un  Estado  á  otro; 

4.°  Oponerse,  directamente  y  por  he- 
chos, á  la  reunión  de)  Congreso  y  de  las 
Asambleas  legislativas  de  los  Estados; 
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&.°  Oponerse,  directamente  y  por  he- 
chos, al  libre  ejercicio  de  las  atribuciones 
constitucionales  de  los  poderes  legislativo, 
ejecutivo  y  judicial  de  la  Unión  ó  de  los  Es- 
tados, ó  influir  por  amenazas  ó  violencias 
en  sus  resoluciones. 

Pena:  A  los  cabezas,  de  dos  á  seis  años  de 
prisión  con  tra'ba'jo;  á  los  demás  co-reos,  de 
uno  á  dos  años  de  la  misma. 

Art.  88.  Si  loa  conspiradores  desistieren 
de  su  proyecto  antes  de  que  se  descubra  ó 
exteriorice  por  cualquier  hecho,  dejará  de 
existir  la  conspiración  y  no  procederá  judi- 
cialmente por  razón  de  ella. 

Art.  89.  Cualquiera  de  los  conspiradores 
que  desistiere  de  su  proyecto,  antes  de  que 
la  conspiración  se  descubra  quedará  exento 
de  pena. 

Art  90.  Constituye  delito  de  sedición,  la 
reunión  de  más  de  cinco  individuos  al  servi- 
cio de  la  marina  de  guerra  ó  de  la  mercante, 
protegida  ó  en  convoy,  aunque  no  todos  se 
presenten  armados  para  con  tumulto  ó  ame- 
nazas: 

.  1.°  Obstar  la  posesión  y  ejercicio  de  las 
atribuciones  de  cualquiera  autoridad  civil  ó 
militar; 

2.o  Ejercer  actos  de  violencia  ó  de  odio 
contra  algún  funcionario  público; 

3.°  Impedir  la  ejecución  de  actos  emana- 
dos de  autoridad  competente; 

4.°  Constreñir  ó  perturbar  á  cualquiera 
autoridad,  funcionario,  asamblea  política  ó 
corporación  administrativa  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones, 

Pena:  A  los,  cabezas,  de  uno  á  tres  afiosde 
prisión  con  trabajo,  y  á  los  demás  coreos  de 
seis  meses  á  un  año. 

Si  el  fin  sedicioso  se  obtuviere,  procederá 
la  imposición  del  duplo  de  la  pena  indicada. 

Art  91.  Estarán  exentos  de  pena  los  que 
dejaren  de  tomar  parte  en  la  sedición,  reti- 
rándose voluntariamente  ,ó  en  obediencia  á 
las  excitaciones  de  la  autoridad. 

Art.  92.  Se  reputaran  cabezas  los  que 
hubieren  acordado,  provocado,  excitado  ó 
dirigido  la  conspiración  ó  sedición. 

CAPITULO  II 
Motín,  asonada  é  insubordinación. 

Art.  93.  Serán  reputados  como  amotina- 
dos, revueltos  ó  amotinados,  los  individnos 
al  servicio  de  la  marina  de  guerra  que,  reu- 
nidos en  número  de  cuatro  por  lo  menos  y 
armados: 

1.°  Rehusaren  á  la  primera  intimación 
recibida,  obedecer  la  orden  de  un  superior; 

2.°  Cometieren  violencias,  haciendo  ó  no 
uso  de  armas  y  rehusaren  dispersarse  ó  en- 
trar en  orden  á  la  voz  de  un  superior;  ' 


3.°  Maquinaren  contra  la  autoridad  del 
Comandante  ó  seguridad  del  bnqne; 

4.°  Huyeren,  desobedeciendo  la  intima- 
ción para  volver  á  su  puesto; 

5.°  Procedieren  en  contra  de  las  ordene* 
establecidas  ó  dadas  en  la  ocasión  ó  se  abs- 
tuvieren intencionaltnente  de  ejecutarlas. 

Pena:  A  los  cabezas  de  diez  á  treinta  afios 
de  prisión  con  trabajo  y  á  los  demás  co-re*i 
de  dos  á  ocho  años. 

Si  cualquiera  de  estos  delitos  fuere  come- 
tido en  presencia  del  enemigo,  en  aguas  su- 
jetas á  bloqueo  ó  militarmente  ocupadas, 

Pena:  De  muerte  en  e1  grado  máximo,  de 
veinte  afios  de  prisión  con  trabajo  en  e¡  me- 
dio y  de  diez  afios  en  el  mínimo. 

Art.  94.  Todo  individuo  al  servicio  de  U 
marina  de  guerra  que  rehusare  obedecer  las 
órdenes  ó  señales  de  sus  superiores  con  re- 
lación al  servicio, 

Pena:  De  uno  á  tres  afios  de  prisión  coa 
trabajo. 

Si  la  insubordinación  fuere  cometida  en 
presencia  del  enemigo,  en  agoas  sujetas  i 
bloqueo  ú  ocupadas  militarmente, 

Pena:  De  muerte  en  el  grado  máximo,  de 
veinte  afios  de  prisión  en  el  medio  7  de  dies 
en  el  mínimo. 

Art.  96.  Será  lícito,  sin  embargo,  oponer, 
con  el  debido  respeto,  reparos  á  la  orden 
recibida  cuando  hubiere  motivo  para  dadtr 
discretamente  de  su  legalidad,  ó  cnando  de 
su  ejecución  se  deba  recelar  prudentemente 
algún  grave  daño.  Si  el  superior  insistiere 
deberá  cumplirse  la  orden  en  todo  caso. 

Art.  96.  Todo  individuo  al  servicio  de  !t 
marina  de  guerra  que  agrediere  físicamente 
á  su  superior  ó  atentare  contra  su  vida: 

1.°     Si  de  la  agresión  resultare  la  muerte. 

Pena:  De  diez  á  treinta  afios  de  prisaói 
con  trabajo/ 

2.°  Si  resultare  alguna  lesión  corporal 
de  las  especificadas  en  el  art.  152,  párra- 
fos 1. o  y  2.0, 

Pena:  De  cuatro  á  diez  afios  de  prisión 
con  trabajo. 

3.°  Si  resultare  alguna  lesión  corporal  de 
las  especificadas  en  el  preámbulo  del  mis- 
mo artículo. 

Pena:  De  dos  á  cuatro  afios  de  prisión 
con  trabajo. 

Si  el  delito  especificado  en  el  núm.  1.* 
fuere  cometido  frente  al  enemigo,  en  agua* 
sujetas  á  bloqueo  ó  militarmente  ocupadas. 

Pena:  De  muerte  en  el  grado  máximo,  de 
veinte  afios  de  prisión  en  el  medio  y  de  diez 
en  el  mínimo. 

Art.  97.  Todo  individuo  al  servicio  de 
la  marina  de  guerra  que  desacatare  á  so 
superior  con  palabras,  escritos,  gestos  ó 
amenazas, 
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Pena:  De  tres  meses  á  un  año  de  prisión 
<;o n  trabajo. 

Art.  98.  Todo  individuo  al  servicio  de 
la  marina  de  guerra  que  acometiere  á  mano 
armada  á  nn  Oficial  de  cuarto  ó  de  servicio, 
centinela  ó  vigía,    • 

Pena:  De' diez  á  treinta  años  de  prisión 
con  trabajo.  * 

Si  el  delito  se  cometiere  frente  al  enemi- 
go en  aguas  sujetas  á  bloqueo  ó  militar- 
mente ocupadas, 

Pena:  De  muerte  en  el  grado  máximo,  de 
veinte  años  de  prisión  con  trabajo  en  el  me- 
dio y  de  diez  en  el  mínimo! 

Si  la  agresión  se  cometiere  sin  estar  ar- 
mario, 

Pena:  De  uno  á  dos  años  de  prisión»  con 
trabajo. 

En  esta  pena  incurrirá  el  individuo  al 
servicio  de  la  marina  de  guerra  ó  extraño 
al  mismo  que  atacare  á  centinela  ó  penetrare 
en  las  fortalezas,  cuarteles,  establecimientos 
navales  ó  buques  de  la  Armada,  por  con- 
ductos ó  lugares  prohibidos. 

Art.  99.  El  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de.  guerra  que  ofendiere  por  pala- 
bras ó  gestos  á  un  Oficial  de  cuarto  ó  de 
servicio,  centinela  ó  vigía, 

Pena:  De  uno  á  seis  meses  de  prisión  con 
trabajo/ 

Art.  100.  Todo  individuo  al  servicio  de 
la  marina  de  guerra  que  promoviere  la  reu- 
nión de  militares  ó  tomare  parte  en  ella 
para  discutir  actos  de  sus  superiores  ó 
asuntos  relacionados  con  la  disciplina  mi- 
litar, 

Pena:  A  los  cabezas,  de  tres  meses  á  dos 
afíos  de  prisión  con  trabajo,  y  á  los  demás 
co-reos,  de  uno  á  seis  meses. 

CAPITULO  III 

Resistencia  y  liberación  ó  fuga 
de  prisioneros. 

Art.  101.  Todo  individuo  al  servicio  de 
la  marina  de  guerra  que  se  opusiere  con 
violencias  ó  amenazas  á  la  ejecución  de  ór- 
denes legales,  emanadas  de  Autoridad  com- 
petente, ya  sea  la  oposición  contra  la  Auto- 
ridad, ya  contra  sus  agentes: 

1.°    Si  en  virtud  de   la  oposición,   la  dili- 
gencia dejare  de  efectuarse  ó  se  efectuare, 
sofriendo  el  ejecutor  cualquiera  lesión  cor-' 
poral  causada  por  los  resistentes, 

Pena:  De  uno  á  cuatro  años  de  prisión 
con  trabajo. 

2.°  Sí  la  diligencia  se  efectuare  no  obs- 
tante la  oposición  siu  realizarse  la  hipótesis 
prevista  en  el  numero  anterior, 

Pena:  De  seis  meses  á  un  año  de  prisión 
«con  trabajo. 


Art.  102.  £1  mal  causado  por  el  ejecutor 
al  repeler  la  fuerza  empleada  por  los  resis- 
tentes no  le  será  imputable,  salvo  si  se  ex- 
tralimitare en  lá  justa  defensa. 

Art.  103.  Todo  individuo  al  servicio  de 
la  marina  de  guerra  que.  liberare  ó  intenta- 
re liberar  al  que  estuviere  legalmeitte  pre- 
so ó  en  poder  de  la  Autoridad  ó  sus  agen- 
tes ó  de  cualquier  ciudadano  que  lo  hu- 
biere aprehendido  en  caso  %de  delito  fla- 
grante ó  por  hallarse  condenado  por  sen- 
tencia, 

Pena:  De  uno  á  dos  años  de  prisión  con 
trabajo. 

Art.  104.'  Todo,  individuo  al  servicio  de 
la  marina  de  guerra  que  acometiere  á  cual- 
quiera prisión,  con  fuerza,  y  obligare  á  lo» 
carceleros  ó  guardianes^  facilitar  ó  consen- 
tir la  salida  de  los  presos, 

Pena:  De  dos  á  cuatro  años  de  prisión  con 
trabajo. 

Si  la  fuga  se  realizare, 

Pena:  La*  señalada  en  este  artículo  au- 
mentada en  una  cuarta  parte. 

Art.  106.  £1  individuo  ai  servicio  de  lti 
marina  de  guerra  que;  causare  hundimiento 
ó  practicare  abertura  en  una  prisión,  por 
donde  los  presos  huyan  ó  puedan  huir,  ó 
empleare  á  este  fin  escalas  ó  llaves  falsas, 

Pena:  De  uno  á  dos  años  de  prisión  con 
trabajo. 

Art.  106.  Todo  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  que  facilitare  con  astucia 
la  fuga  de  presos  ó  consintiere  en  la  de  lo» 
confiados  á  su  guarda  ó  conducción, 

Pena:  De  dos  meses  á  un  año  de  prisión 
con  trabajo. 

En  la  misma  pena  incurrirá  el  que  dejare 
evadir  á  prisioneros  de  guerra  ó  les  procurare 
medios  para  este  objeto. 

Art.  107.  El  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  que  estando  preso  preven- 
tivamente ó  en  cumplimiento  de  sentencia, 
huyere  violentando  la  prisión  ó  practicando 
cualquier  acto  de  fuerza  contra  cosas  ó  per- 
sonas, 

Pena:  De  dos  á  cuatro  años  de  prisión  con 
trabajo. 

TITULO  III 

USURPACIÓN,    KXOKSO   0   ABUSO    DE    AUTORIDAD 
MI  LITA K 

CAPITULO  PRIMERO. 
Usurpación,  exceso  ó  abuso  de  autoridad. 

Art.  108.  Todo  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  que  se  arrogare  ó  ejerciere 
siu  autoridad  legal  ú  órdenes  del  Gobierno 
mando  de  buque,  fuerza  ó  cualquier  estable^ 
cimiento  de  marina, 
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Pena:  De  dos  á  ocho  afios  de  prisión  con 
trabajo. 

Art.  109.  El  individuo  al  servicio  de  la 
joarina  de  guerra  que  conservare  reunida 
cualquier  fuerza,  después  de  haber  recibido 
órdenes  para  dispersarla  ó  desarmarla, 

Pena:  De  ano  á  cnatro  afios  de  prisión  con 
trabajo. 

Art.  110.  Todo  individuo  al  servicio  de  la 
4 nar ¡na  de  guerra  que  conservare  el  mando 
legítimamente  asumido,  después  de  recibir 
orden  del  Gobierno  ó  de  superior  jerárquico 
fiara  abandonarlo  ó  entregarlo  á  un  sustituto 
legal, 

Pena:  De  seis  meses  á  un  afío  de  prisión 
con  trabajo. 

Art.  111.  Todo  Comandante  de  fuerza  ó 
buque,  que: 

1.°'  Di  rigiere  ú  ordenare  un  ataque  á  ma- 
no armada,  sin  provocación,  orden  ó  autori- 
zación, corjtra  buques,  fuerza  ó  subditos  de 
cualquiera  potencia  aliada  ó  neutral; 

2.°  Prolongare  las  hostilidades  después 
de  haber  recibido  comunicación  oficial  de 
haberse  celebrado  la  paz  ó'  de  haber  sido 
concertado  armisticio; 

8.°  Entrare  jurisdiccionalmente  en  aguas 
ó  territorio  de  país  extranjero,  sin  autoridad 
legítima  para  ello; 

4.°  Estableciere  y  recaudare,  aun  en  país 
enemigo,  sin  autorización  ó  excediendo  los 
límites  de  ésta,  impuestos  de  guerra, 

Pena:  De  cuatro  á  diez  afios  de  prisión 
con  trabajo. 

Art.  II 2.  Todo  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra.que  diere  orden  ó  practi- 
care requisiciones  ó  exacciones  ilegales, 

Pena:  De  separación  en  el  grado  máximo; 
de  seis  meses  de  prisión  con  trabajo  en  el 
medio,  y  de  seis  meses  de  privación  de  man- 
do en  el  mínimo. 

En  la  misma  penalidad  incurrirá  el  que, 
sin  necesidad,  hiciere  uso  de  arma»  ó  orde- 
nare su  empleo  con  ocasión  de  algún  tumul- 
to ó  desorden  civil  ó  militar,  sin  preceder 
las  intimaciones  legales. 

Art.  113.  El  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  que  excediere  la  prudente 
facultad  de  reprender,  corregir  ó  castigar  á 
un  inferior,  ofendiéndole  de  palabra,  por 
actos  ó  por  escrito, 

Pena:  Al  Oficial  con  mando,  privación  de 
éste  por  uno  á  dos  meses. 

Cualquier  otro  individuo  incurrirá  en  la 
de  quince  días  á  un  mes  de  prisión  con  tra- 
bajo. 

Art.  114.  Practicar  vías  de  hecho  contra 
el  inferior, 

Pena:  De  seis  meses  á  un  afio  de  prisión 
con  trabajo. 

Si  de  la  lesión  resultare  muerte, 


Pena:  De  cinco  á  veinte  afios  de  prico- 
con  trabajo. 

Si  resultare  alguna  de  las  lesiones  enra* 
radas  en  los  párrafos  1.°  y  2.°  del  art.  1*2. 

Pena:  La  establecida  en  ellos,  según  lw 
casos. 

CAPITULO  II 

Uso  indebido  de  condecoraciones,  insignia 
y  distintivos. 

Art.  115.  El  individuo  al  servicio  del* 
marina  de  guerra  que  usare  nnif orates,  eos- 
decoraciones  ó  títulos  á  que  no  tenga  de- 
recho, 

Pena:  De  uno  á  seis  meses  de  prisión  coc 
trabajo. 

TITULO  1T 

DB  I  OH  DMI.ITOS  COHTRA.   BL  HONOR  T  KL  DEBÍ 
MILITA  RK8 

CAPITULO  PRIMERO 
Deserción: 

Art.  116.     Se  reputará  prófugo: 

1.°  Al  individuo  sorteado  ó  designad 
para  e)  servicio  de  la  Armada,  al  voluntan-, 
y  al  enganchado  que  dejaren  sin  cansa  jos 
tífica  da  de  presentarse  dentro  del  plaao  q* 
Be  les  señale  al  efecto; 

2.°  Al  designado  que  voluntariamente 
creare  para  sí  un  impedimento  físico,  teer 
poral  ó  permanente,  que  lo  inhabilite  pan 
el  servicio  de  la  Armada; 

8.°  El  designado  que  simulare  defecto  o 
empleare  fraude  ó  artificio  con  el  fin  de  exr 
mi  rae  del  servicio  de  la  A  rtnad»; 

4.°  El  designado  ó  voluntario  que  ha- 
biendo presentado  un  sustituto  en  forma? 
tiempo  legales,  lo  reemplazaren  por  otro; 

5.°  El  individuo  que  consintiere  en  la 
sustitución  antedicha  y  el  que  se  hubiere 
prestado  á  ser  reemplazado, 

Pena:  De  Uno  á  dos  afios  de  prisión  con 
trabajo. 

Incurrirá  en  las  mismas  penas  el  qae  die- 
re asilo  ó  transportare  al  reo  ó  le  tomare  i 
su  servicio  sabiendo  qne  lo  ee. 

Art.  117.    Se  reputa  desertor 

1.°  Todo  individuo  al  servicio  de  la  mi- 
rilla de  guerra  que  excediendo  el  tiempo  ¿« 
licencia  dejare  de  presentarse,  sin  cansa  joa- 
tificada,  á  bordo,  en  el  cuartel  ó  en  el  esta- 
blecimiento de  marina  donde  prestare  ser- 
vicio, dentro  de  los  ocho  días  siguientes  a 
aquel  en  que  espirase  la  licencia; 

2.°  Ó  que  dejare  de  presentarse  deotr? 
del  mismo  placo,  contado  desde  el  día  en 
que  tuviere  noticia  de  haber  sido  dejada  «n 
efecto  la  licencia; 
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3.°  Ó  que,  sin  causa  justificada,  se  au- 
mentare de  á  bordo,  del  cuartel  ó  del  estable- 
cimiento de  marina  donde  prestare  servicio; 

4.o  ó  que,  sin  causa  justificada,  comuni- 
cada incontinenti,  no  se  hallare  a  bordo  ó 
en  el  lugar  donde  su  presencia  resulte  nece- 
saria, por  razón  del  servicio,  al  momento  de 
zarpar  el  buque  ó  la  fuerza  para  un  viaje  ó 
comisión  dispuesta  por  la  superioridad; 

6.°  Ó  que,  habiendo  sido  hecho  prisione- 
ro de  guerra,  dejare  de  presentarse  á  las 
Autoridades  competentes  dentro  del  térmi- 
no de  los  seis  meses  siguientes  de  la  fecha 
en  que  hubiere  recibido  ó  se  hubiere  procu- 
rado la  libertad; 

6.°  Ó  qne  no  se  presentare  á  los  mismos 
una  vez  cumplida  la  sentencia  condenatoria 
que  se  le  hubiere  impuesto; 

7.°  Ó  que  se  ajustaré  en  ptro  buque  ó  se 
alistare  en  el  Ejército  antes  de  ser  baja  en 
la  Armada;  ' 

8.°  Ó  que,  en  presencia  del  enemigo,  de- 
jare de  apudir  á  cualquier  llamamiento  o  re- 
vista, 

Pena:  De  seis  meses  á  seis  afios  de  pri- 
sión con  trabajo. 

Si  la  deserción  fuere  al  enemigo  ó  se  efec- 
tuare frente  á  él, 

Pena:  De  muerte. 

Art.  118.  En  las  mismas  penas  incurri- 
rán las  plazas  de  la  tripulación  del  buque 
-convoyado  ó  mercante,  al  servicio  de  la  na- 
ción, que  desertaren  ante  el  enemigo  ó  aban- 
donaren su  buque  ó  puesto  en  presencia  del 
enemigo. 

Art.  119.  La  plaza  de  prest  y  sus  asimila 
dos  que  reincidieren  en  el  delito  de  deser-  j 
ción,  serán  expulsados,  con  inhabilitación 
para  cualquier  empleo  público  remunerado, 
después  de  cumplida  la  condena,  siempre 
que  ésta  llegue  ó  exceda  de  seis  años. 

Art.  120.  Todo  aquel  que,  aunque  extra 
fio  al  servicio  de  la  Armada,  sobornare  ó  in- 
citare á  las  plazas  para  la  deserción,  diere 
asilo  ó  transportare  al  desertor  sabiendo 
4}ue  lo  es, 

Pena:  De  uno  á  dos  años  de  prisión  con 
trabajo. 

Art.  121.  A  los  individuos  de  la  reserva  é 
inválidos  que  se  hallaren  en  servicio  activo, 
.serán  extensivas  las  disposiciones  de  este 
capítulo  en  cuanto  fueren  aplicables. 

CAPITULO  II 

Abandono  depuesto. 

Art.  122.  El  Comandante  de  un  buque 
que,  debiendo  ser  abandonado  en  caso  de 
incendio,  naufragio,  varamiento  ú  otro  peli- 
gro semejante,  no  fuere  el  último  en  aban- 
donarlo ó  no  permaneciere  entre  sus  inferio- 


res para  protegerlos  en  unión  de  los  intere- 
ses de  la  nación, 

Pena:  t)e  destitución. 

Art.  123.  Todo  individuo  al  servicio  de 
la  marina  de  guerra  que  en  ocasión  de  in- 
cendio, naufragio,  varamiento  ú  otro  peligro 
inminente  abandonare  el  buque  ó  se  aparta- 
re de  su  puesto, 

Pena:  De  uno  á  dos  afios  de  prisión  con 
trabajo. 

Art.  124.  E!  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  que  abandonare  su  puesto 
antes  de  ser  relevado  ó  de  haber  terminado 
el  servicio  de  que  estuviere  encargado, 

Pena:  De  dos  á  seis  meses  de  prisión  con 
trabajo: 

Si  el  abandono  de  puesto  se  cometiere 
frente  al  enemigo. 

Pena:  De  muerte  en  el  grado  máximo,  de 
veinte  años  de  prisión  con  trabajo  en  el  me- 
dio y  de  diez  en  el  mínimo. 

CAPITULO  III 

Inobservancia  de  los  deberes  militares 
marítimos. 

Art.  125.  El  Comandante  de  fuerza  ó  bu- 
que que  perdiere  ó  fuere  causa  de  la  pérdi- 
da de  cualquier  buque  de  la  Armada: 

a)  Por  negligencia.— Pena:  De  destitu- 
ción. 

b)  Por  impericia.— Pena:  De  separación. 
Si  el  mismo  delito  fuera  cometido  por  in- 
dividuo distinto  del  Comandante; 

Si  por  oficial,  y  el  hecho  fuere  debido  á 
negligencia. — Pena:  De  separación. 

Si  por  impericia. — Pena:  De  uno  á  dos 
años  de  prisión  con  trabajo. 

Si  por  plaza. — Pena:  De  seis  meses  á  un 
afio  de  prisión  con  trabajo. 

Art.  126/    El  Comandante  de  fuerza  ó  bu- 
que que  diere  margen  á  que  alguno  de  és-  • 
tos  se  separe  de  su  Jefe  ó  concurra  en  cual- 
quier forma  á  este  resultado: 

Si  fuere  por  negligencia. — Pena:  De  sepa- 
ración. 

Si  por  impericia. — Pena:  De  privación  de 
mando  por  un  año. 

Si  el  mismo  delito  fuere  cometido  por  otro 
individuo  perteneciente  á  la  marina  de 
guerra; 

Si  por  un  oficial  y  debido  á  negligencia. 
—Pena:  De  seis  meses  á  un  afio  de  prisión 
con  trabajo. 

Si  fuere  debido  á  negligencia.— Pena:  De 
seis  meses  á  un  afio. 

Si  fuere  cometido  por  plaza. — La  misma 
pena  según  los  casos. 

Art.  127.  Todo  Comandante  de  fuerza  ó 
buque  que: 

1.°    Rehusare,  sin  causa  justificada,  el  so- 
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correr  á  un  buque  de  nación  amiga  ó  enemi- 
ga que  reclamare  su  auxilio,  estando  en  pe- 
ligro; 

2.°  Dejare  de  tomar,  en  caeo  de  incendio, 
naufragio,  varamiento,  abordaje  ú  otro  peli- 
gro análogo,  las  providencias  adecuadas 
á  tas  circunstancias  para  salvar  el  buque  ó 
evitar  su  pérdida  total. 

Si  fuere  por  negligencia.— Pena:  De  sepa- 
ración. 

Sí  por  impericia,— Pena:  De  privación  de 
mando  por  un  año. 

Art.  128.  £1  Comandante  de  fuerza  ó  bu- 
que que: 

Dejare  de  desempeñar  la  comisión  ó  ser- 
vicio de  que  hubiere  sido  encargado; 

2.o  Dejare  demantenar  la  fuerza  bajo  su 
mando,  en  estado  de  la  mayor  eficiencia  con 
relación  á  los  medios  disponibles; 

S\  fuere  por  negligencia.— Pena:  De  priva- 
ción de  mando  por  un  afio. 

Si  por  impericia,  — Pena:  De  privación  de 
mando  por  seis  meses. 

Art.  129.  Todo  Comandante  de  fuerza  ó 
buque  que  intencionalmente  dejare  de  cum- 
plimentar las  órdenes  recibidas, 

Pena:  De  prisión  con  trabajo  por  seis  me- 
ses á  dos  años. 

Si  á  consecuencia  del  incumplimiento  de 
las  órdenes  se  malograre  la  comisión, 

Pena:'  De  destitución  en  el  grado  máxi- 
mo, de  separación  en  el  medio,  y  de  dos 
afios  de  privación  de  mando,  en  el   mínimo 

Si  la  comisión  malograda  fuere  referente 
A  la  guerra  ó  á  sus  operaciones,  / 

Pena:  De  muerte  en  el  grado  máximo,  de 
veinte  afios  de  prisión  con  trabajo  en  el  me- 
dio, y  de  diez  afios  en  ej  mínimo. 

Art.  130.     Si  el  delito   especificado*  en  el 
artículo  anterior  fuere  cometido  por  indivi- 
duo distinto  del  Comandante, 
*     Pena:  De  seis  meses  á  dos  afios  de  prisión 
con  trabajo. 

Si  por  consecuencia  del  incumplimiento 
de  las  órdenes  se  malograre  la  comisión; 

Siendo  oficial, 

Pena:  De  destitución  en  el  grado  máximo, 
de  separación  en  el  medio,  y  de  un  afio  dé 
prisión  con  trabajo  en  el  mínimo. 

Siendo  plazaj 

Pena:  De  dos  á  cuatro  afios  de  prisión  con 
trabajo. 

Si  la  comisión  malograda  dijere  referencia 
á  la  guerra  ó  á  sus  operaciones, 

Pena:  De  muerte  en  el  grado  máximo,  de 
veinte  afios  de  prisión  en  el  medio  y  de  diez 
Hfios  en  el  mínimo. 

Art.  131.  El  Comandante  de  fuerza,  bu- 
que ó  cuarto,  que: 

1,°     Se  dejare  sorprender  por  el  enemigo; 

2.°    Dejare  oportunamente  de  proveerse 


de  víveres,  armamento,  municiones  y  den** 
que  fuere  necesario  para  la  ejecución  de  ias 
órdenes  recibidas,  resultando  por  ello  impo- 
sibilidad de  atacar  ai  enemigo,  resistir te  o 
empellarse  en  una  operación  de  guerra; 

3.°  Se  separare  del  convoy  á  que  perte- 
neciere; 

Si  fuere  por  negligencia. — Pena:  De  det 
titución. 

Si  por  impericia. — Pena:  De  separación. 

Art.  182.  El  Comandante, Oficial  de  co&r 
to  ú  otro  cualquier  individuo  al  servicio  d* 
la  marina  de  guerra  ó  embarcado  que  per 
negligencia  ó  impericia  fuere  causa  de  in- 
cendio, abordaje,  varamiento  ó  avería  groa 
de  algún  buque  de  la  Armada, 

Penal  De  seis  meses  á  dos  afios  de  prima:. 
con  trabajo. 

Art.  188.  El.  individuo  al  servicio  de  Id 
marina  de  guerra  que,  estando  de  marte, 
vifeía,  centinela,  de  guardia  ó  er»  cuaiqnkr 
otrb  servicio  especial  se  dejare  sorprender 
por  el  suefio  ó  fuere  encontrado  durmiendo. 

Pena:  De  dos  meses  á  un  afio  de  pritíos 
con  trabajo. 

Si  el  Hecho  ocurriere  frente  al  enemigo» 
impondrá  el  duplo  de  esta  pena. 

Artr  134.  Todo  individuo  al  servicio  ¿t 
la  marina  de  guerra  que  violare  la  corres- 
pondencia cuya  entrega  al  destinatario  i? 
hubiere  sido  confiada,  abriere  pliego  ú  oficio 
que  no  vaya  dirigido  a  él,  ó  lo  efectúe  ante» 
del  plazo  señalado, 

Pena:  de  un  mes  á  un  afio  de  prisión  ":d 
trabajo. 

Si*  el  delito  se  cometiere  en  tiempo  ¿e 
guerra; 

Siendo  el  reo  Oficial. —  Pena:  De  sepa- 
ración. 

No  siéndolo.— Pena:  De  uno  á  tres  año* 
de  prisión  con  trabajo. 

Art.  136.  Todo  individuo  al  servicio  ce- 
la marina  de  guerra  que  sustrajere  ó  seapc- 
derase  con  violencia  ó  fraude  de  correspon- 
dencia, oficio,  orden  ó  cualquier  papel  confia- 
do á  otro  y  que  no  fuera  dirigido  á  ét, 

Pena:  De  uno  á  tres  afios  de  prisión  cor. 
trabajo. 

Si  el  delito  fuere  cometido  en  tiempo  d* 
guerra; 

Siendo  Oficial.— Pena:  De  destitución. 

Siendo  plaza. — Pena:  De  dos  á  seis  mese* 
de  prisión  con  trabajo. 

CAPITULO  IV 
Duelo  y  amenazas. 

Art.  136.  £1  individuo  al  servicio  de  !a 
marina  de  guerra  que  retare  á  otro  á  duelo 
por  un  motivo  particular  ó  que  no  tenga  re- 
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lación  con  el  servicio  militar,  aunque  el  reto 
no  fuere  aceptado, 

Pena:  De  uno  a  tres  meses  de  prisión  con 
trabajo. 

En  la  misma  pena  incurrirá  el  que  acepta- 
re el  desafio. 

Art.  137.  Si  del  duelo  resultare  la  muerte 
de  alguno  de  los  contendientes, 

Pena:  La  señalada  en  el  párrafo  1 .°  del 
art.  160. 

Si  resultare  alguna  lesión  corporal  leve, 

Pena:  La  del  preámbulo  del  art.  162. 

Si  resultare  alguna  de  las  lesiones  especi- 
ficadas en  ios  párrafos  1.°  y  2.°  de  dicho  ar- 
ticulo, 

Pena:  Las  establecidas  en  los  mismos. 

Si  del  duelo  no  resultare  ningún  daño  á 
los  combatientes, 

Pena:  De  dos  á  seis  meses  de  prisión  con 
trabajo. 

Art.  138.  Serán  considerados  cómplices 
los  que  asistieren  al  duelo  en  calidad  de  pa- 
drinos. *       ' 

Art.  139.  Todo  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  que  desacreditare  pública- 
mente ó  expusiere  al  desprecio  público  al 
provocado  que  rehusare  aceptar  un  duelo  ó 
por  este  ú  otro  medio  le  competiere  á  acep- 
tarlo, 

Pena:  De  seis  meses  á  un  año  de  prisión. 

Art.  140.  £1  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  que  prometiere  por  escrito 
firmado  ó  anónimo  ó  de  palabra,  causar  á 
otro  un  mal  que  constituya  delito; 

Si  las  amenazas  se  dirigieren  en  público, 

Pena;  De  uno  á  seis  meses  de  prisión  con 
trabajo. 

Si  las  amenazas  se  profirieren  delante  de 
la  guarnición  ó  de  fuerza  reunida  ó  en  pre- 
sencia del  enemigo, 

Al  Oficial,  pena:  De  separación. 

Al  que  no  lo  fuere,  pena:  de  tres  meses  á 
un  año  de  prisión. 

CAPITULO  V 

De  las  publicaciones  prohibidas  y  de  la 
difamación. 

Art.  141.  El  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  que  sin  licencia  publicare 
acto  ó  documento  oficial,  discutiere  en  la 
prensa  actos  de  sus  superiores  ó  asuntos  re- 
lacionados con  la  disciplina  militar  ó  criti- 
care cualquier  resolución  del  Gobierno, 

Pena:  De  uno  á  seis  meses  de  prisión  con 
trabajo. 

En  la  misma  pena  incurrirá  el  que  conten- 
diere por  medio  de  la  prensa  con  otro  mi- 
litar. 

Art.  142.  £1  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  que  atribuyere  otro  á  falsa- 


mente, de  palabra  ó  por  escrito,  un  hecho  que 
la  ley  califique  de  delito  ó  que  imputare  á 
otro,  presente  ó  ausente,  en  reunión  pública 
ó  por  cualquier  medio  de  publicidad,  hechos 
contrarióse  la  honra  ó  al  honor  y  á  los  de- 
beres militares, 

Pena:  De  uno  á  dos  años  de  prisión  con 
trabajo. 

*  Quedará  exento  de  pena  el  que  probare  la 
certeza  del  hecho  imputado,  salvo  cuando  la 
facultad  de  querellarse  resultante  de  él  fuere 
privativa  de  determinada  persona. 

Art.  143.  El  individuo  al  aervfcio  de  la 
marina  de  guerra  que  atribuyere  á  otros  vi- 
cios ó  defectos  con  ó  sin  hechos  especifica- 
dos que 'lo  puedan  exponer  al  descrédito  pú- 
blico ó  de  clase  ó  lo  injuriare  por  -medio  de 
palabras,  gestos  ó  signos  reputados  insultan- 
tes por  el  común  sentir, 

Pena:  De  dos  á  seis  meses  de  prisión  con 
trabajo. 

Queda  prohibida  prueba  de  la  certeza  del 
hecho  imputado  á  la  persona  ofendida  salvo 
si  ésta  lo  consintiere  ó  el  hecho  se  refiriere  al 
ejercicio  de  sus  func  ones  ó  hubiere  sido  ya 
condenado  por  el  mismo. 

CAPITULO  VI 
Falso  testimonio  y  denuncia  falsa, 

Art.  144.  £1  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  que  debiendo  comparecer 
ante  los  Tribunales  militares  de  ra  Armada 
en  calidad  de  testigo,  perito,  intérprete  ó  in- 
formante, prestare  bajo  juramento  y  prome- 
sa de  decir  verdad,  declaración  ó  dictamen 
falso,  oralmente  ó  por  escrito: 

1.°  Si  fuere  para  la  absolución  del  proce- 
sado, 

Pena:  De  seis  meses  á  un  año  de  prisión 
con  trabajo. 

2.°    Si  para  su  condena, 

Pena:  De  dos  á  seis  años  de  prisión  con 
trabajo. 

3.°    Si  fuera  su  condena  á  pena  capital, 

Pena:  De  diez  á  veinte  años  de  prisión 
con  trabajo. 

En  las  mismas  penas  incurrirá  el  que  in- 
timidare ó  sobornare  testigos,  intérpretes, 
peritos  ó  informantes. 

Art.  146.  No  procederá  la  imposición  de 
pena,  si  la  persona  que  prestare  la  falsa 
declaración  se  retractare  de  ella  antes  de  la 
sentencia  de  la  causa. 

Art.  146.  El  individuo'  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  que  de  mala  fe  denuncia- 
re á  otro  por  delito  de  la  competencia  de 
los  Tribunales  militares  de  marina,  cons- 
tan do  le  la  falsedad  del  hecho  imputado, 

Pena:  La  correspondiente  ál  delito  denun- 
ciado falsamente. 
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capitulo  yn 

Irregularidad  de  conducta. 

Art.  147.  £1  Oficial  que  fuere  convicto 
de  incontinencia  pública  ó  escandalosa,  de 
dedicarse  á  juegos  prohibidos,  conducirse  vi- 
ciosamente ó  con  ineptitud  notoria  ó  desidia 
habitud, 

Pena:  Al  Oficial  con  título,  pase  á  la  re* 
serva;  al  que  no  lo  fuere,  de  separación. 

El  individuo  al  servicio  de  la  marina  de 
guerra  que  habiendo  sido-  designado  para 
un  servicio  cualquiera,  fuere  encontrado  en 
estado  de  embriaguez  ó  se,  presentare  en 
tal  estado  para  prestarlo, 

Pena:  De  dos  á  seis  meses  de  prisión  con 
trabajo. 

TITÜJiO  V 

DE  1.08  DKL1T08  CONTRA    LA    HONESTIDAD  T  LAS 
BüfcNAS   COSTUMBSK8 

Art.  148.  El  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  que  atentare  contra  la 
honestidad  de  personas  de  uno  ú  otro  sexo 
,  por  medio  de  violencias  ó  amenazas  con  el 
fin  de  saciar  pasiones  lascivas  $  por  depra- 
vación moral  ó  por  inversión  del  instinto 
sexual, 

Pena:  De  uno  á  cuatro  años  de  prisión 
con  trabajo. 

En  igual  pena  incurrirá  el  que  corrompie- 
re á  una  persona  menor  de  edad,  practican- 
do con  ella  ó  contra  ella,  actos  libidinosos  ó 
contra  naturaleza.   ' 

Art.  149.  Se  presume  cometido  con  vio- 
lencia el  delito  cuando  la  persona  ofendida 
fuere  menor  de  dieciséis  afios  ó  se  hallare 
imposibilitada  para  defenderse  ó  resistir, 
sea  por  enfermedad,  sea  por  «ansa  que 
accidentalmente  la  prive  del  uso  de  los 
sentidos. 

TITULO  VI 

DK  1  OS  DKL1TOS   CONTRA   LA    SEGURIDAD  T  VIDA 
DE  LAS  FBBSONAS 

CAPITULO  PRIMERO 
Homicidio. 

Art.  160.  El  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  que  diere  muerte  á  otro 
con  las  circunstancias  agravantes  de  los  nú- 
'  meros  1.°,  2.o,  3/>,  6.<\  7.°,  8.°,  9.o,  10,  11, 
12,  13,  14,  16,  17,  19  y  20  del  art.  33  y  pá- 
rrafo l.o  del  art.  36, 

Pena:  De  diez  á  treinta  afios  de  prisión 
con  trabajo 

Si  el  delito  se  hubiere  cometido  frente  al 


enemigo  en  aguas  sujetas  á  bloqueo  ó  mili- 
tarmente ucu  pailas, 

Pena:  De  muerte  en  el  grado  máximo,  di 
veinte  afios  de  prisión  con  trabajo  en  v 
medio  y  de  diez  afios  en  el  mínimo-, 

Cuando  el  homicidio  no  fuere  rev*-^:«: 
de  ninguna  circunstancia  de  las   referida*. 

Pena:  De  diez  á  veinte  afioe  dm  prisión 
con  trabajo. 

Si  la  muerte  resultare,  no  de  la  naturale- 
za y  situación  de  la  Lesión,  sino  por  ha- 
ber dejado  de  observar  el  ofendido  el  régi- 
men médico- higiénico  reclamado  por  so  ca- 
tado, 

Pena:  De  dos  á  diez  afios  de  priaíón  con 
trabajo. 

Art.  151.  £1  que  por  imprudencia,  negli- 
gencia ó  inobservancia  de  alguna  dis por- 
ción reglamentaria  cometiere  ó  fuere  cansa 
involuntaria,  directa  ó  indi  rectamente,  de 
homicidio,  será  castigado  con  la  pena  dr 
dos  meses  á  dos  años  de  prisión  con  tra- 
bajo.     r 

CAPITULO  II 

Lesione*  corporales. 

Art.  ]  6*2 r  El  individuo  al  servicio  de  ta 
marina  de  gnerra  que  ofendiere  físicamen- 
te á  un  cantarada  produciéndole  dolor  o 
alguna  lesión  corporal,  aunque  no  medie 
derramamiento  de  sangre, 

Pena:  De  seis  meses  á  un  a  fio  de  prisión 
con  trabajo. 

Si  de  la  lesión  resultare  muül ación ,  am- 
putación, deformidad  ó  privación  perma- 
nente de  algún  órgano  ó  miembro,  ó  cual- 
quiera enfermedad  incurable  y  que  para 
siempre  prive  al  ofendido  de  poder  dedicar- 
se al  trabajo, 

Pena:  De  dos  á  seis  años  de  prisión  con 
trabajo. 

Si  resultare  daño  para  la  salud  con  im- 
posibilidad para  el  trabajo  por  más  de  trein- 
ta días, 

Pena:  De  uno  á  cuatro  años  de  prisión 
con  trabajo. 

Art.  163,  El  que  por  imprudencia,  negli- 
gencia ó  inobservancia  de  alguna  dtaposi- 
ción  reglamentaria  cometiere  ó  fuere  causa 
involuntaria  directa  ó  indirectamente  de  al- 
guna lesión  corporal,  será  castigado  con  la 
pena  de  uno  á  tres  meses  de  prisión  con  ira- 
bajo. 

TITULO  TU 

DB    LOS    DELITOS    CONTRA    LA    P&OPIED40 

CAPITULO  PRIMEEO 
Hurtó  y  robo. 
Art.  164.     El  individuo  al  servicio   déla 
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Tnarina  de  guerra  que  sustrajere  para  sí  ó 
$>ara  un  tercero  cosa  mueble  perteneciente  á 
la  nación  ó  á  otro, 

Pena:  De  seis  meses  á  dos  años  de  prisión 
con  trabajo. 

Si  la  cosa  hurtada  fuere  de  un  .valor  supe 
T-ior  á  50.000  reis  é  inferior  á  100.000, 

Pena:  De  uno  á  seis  meses  de  prisión  con 
•trabajo. 

Art.  155.  El  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  que  habiendo  recibido  al- 
gún objeto  perteneciente  á  la"  Hacienda  na- 
-cional  se  arrogare  sobre  él  dominio  ó  uso 
que  no  le  hubieren  sido  transferidos,  ó  deja- 
xe  de  restituir  algún  objeto  perteneciente  á 
la  Hacienda  que  hubiere  hallado, 

Pena:  De  seis  meses  á  dos  afios  de  prisión 
-eon  trabajo. 

En  la  misma  pena  incurrirá  el  que  des- 
viare ó  disipare,  en  perjuicio  de  otro,  cosa  ó 
efecto  de  cualquier  valor  que  le  hubiere 
sido  confiado  con  la  obligación  de  restituir. 

Art.  156.  El  individuo  al  servicio  de  la 
•marina  de  guerra  que  sustrajere  para  sí  ó 
para  un  tercero  cosa  mueble  perteneciente  á 
la  nación  ó  á  otro  ejerciendo  violencia  Bobre 
las  personas  ó  fuerza  sobre  las  cosas, 

Pena:  De  ano  á  ocho  afios  de  prisión  con 
trabajo. 

Se  considera  que  se  ejerce  violencia  sobre 
las  personas  siempre  que  por  medio  de  le- 
siones corporales,  amenazas  ó  cualquier  otro 
se  redujere  á  alguien  á  situación  de  no  poder 
•defender  sus  bienes  ó  los  ajenos  que  estu- 
vieren bajo  su  custodia. 

Se  entiende  que  existe  fuerza  sobre  las 
cosas  cuando  se  destruyen  ó  apartan  violen- 
tamente los  obstáculos  que  impiden  la  per- 
petración del  delito. 

Art.  157.  Si  para  realizar  el  robo,  ó  con 
ocasión  de  su  perpetración  se  cometiere  ho- 
micidio, 

Pena:  De  diez  á  treinta  afios  de  prisión 
-con  trabajo. 

Si  el  delito  fuere  cometido  en  presencia 
del  enemigo  6  en  aguas  sujetas  á  bloqueo  ó 
militarmente  ocupadas, 

Pena:  De  muerte  en  el  grado  máximo,  de 
veinte  afios  de  prisión  con  trabajo  en  el  me- 
dio y  de  diez  afios  én  el  mínimo. 

6i  resultare  alguna  lesión  corporal  de  las 
especificadas  en  los  párrafos  1.°  y  2.°  del 
artículo  152, 

Pena:  De  cuatro  á  doce  afios  de  prisión 
«son  trabajo. 

Art.  158.  En  iguales  penas  incurrirá  el 
reo  cuando  el  robo  fuere  cometido  contra 
individuo  enfermo,  herido,  prisionero,  náu- 
frago ó  menor  de  dieciseis  afios. 

Art.  159.  La  tentativa  de  robo,  cuando  se 
realizare  la  violencia,  aunque  no  se  opere  la 


,  sustracción  de  la  cosa,  se  castigará  con  las. 
penas  del  delito  consnmado  si  resultare  la 
muerte  de  alguna  persona  ó  alguna  de  las 
lesiones  corporales  especificadas  en  los  pá- 
rrafos 1  o  y  2.°  del  art.  162, 

CAPITULO  n 
Incendio,  daños  y  destitución. 

Art.  160.  El  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  que  incendiare  construc- 
ción concluida  ó  solamente  comenzada,  de- 
pósito, almacén,  archivos,  fortificación,  ar- 
senal, buque  ó  embarcación  perteneciente  á 
la  nación,  aun  cuando  lograse  extinguirse  el 
fuego  inmediatamente  y  cualesquiera  que 
sean  los  estragos  producidos, 

Pena:  De  dos  á  seis  afios  de  prisióp  con 
trabajo. 

En  igual  pena  incurrirán  los  que  destru- 
yeren ó  dañaren  los  mismos  parajes  ó  casas 
por  el  empleo  de  minas,  torpedos,  máquinas 
o  instrumentos  explosivos. 

Si  del  incendio  ó  del  empleo  de  los  me- 
dios enumerados  se  cansare  muerte  ó  lesión 
corporal  á  alguna  persona  que,  en  el  momen- 
to del  accidente,  se  encontrare  presente,  se 
observarán  las  reglas  siguientes: 

En  caso  de  muerte, 

Pena:  De  seis  á  quince  afios  de  prisión 
con  trabajo. 

En  caso  de  lesión  corporal  de  las  especifi- 
cadas en  los  párrafos  1  o  y  2.°  del  art.   1 52, 

Pena:  pe  tres  á  siete  afios  de  prisión  (ton 
trabajo. 

Si  alguno  de  los  delitos  enumerados  se 
cometiere  por  imprudencia,  negligencia,  im- 
pericia ó  inobservancia  de  las  disposiciones 
reglamentarias, 

Pena:  De  uno  á  seis  meses  de  prisión  con 
trabajo. 

Si  en  este  último  supuesto  resultare  de 
cualquiera  de  ellos  muerte  ó  lesión  corporal 
de  las  especificadas  en  los  párrafos  l.o  y  2.° 
del  art.  152, 

Pena:  De  dos  meses  á  dos  afios  de  prisión 
con  trabajo. 

Art.  161.  El  individuo  al  servicio  déla 
marina  de  guerra  que  destruyere,  quemare  ó 
arrojare  al  mar  libros,  registros  ó  documen- 
tos pertenecientes  á  la  autoridad  militar  ma- 
rítima y  en  general  cualesquiera  títulos,  li- 
bros, papeles  ó  documentos  oficiales  de  la 
Administración  del  ramo, 

Pena:  De  seis  meses  a  dos  afios  de  prisión 
con  trabajo. 

Art.  162.  El  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  que  sin  licencia  de  la 
autoridad  competente  introdujere  á  bordo 
de  los  buques  ó  embarcaciones  de  la  Armada 
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ó  en  los  establecimientos  de  marina  ma- 
terias inflamables  ó  explosivas, 

Pena:  De  uno  á  seis  meses  de  prisión  con 
trabajo. 

Art.  168.  El  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  que  solo  ó  en  cuadrilla 
destrozare  ó  inutilizare  armas,  municiones 
de  boca  ó  guerra,  equipos,  utensilios  y  en 
general  cualesquiera  efectos  pertenecientes 
á  la  nación,  estén  ó  no  almacenados  en  los 
respectivos  depósitos  ó  -  saqueare  sus  esta- 
blecimientos de  esta  clase, 

Pena:  De  uno  á  cuatro  afios  de  prisión  con 
trabajo. 

Si  á  este  efecto  se  cometiere  violencia  so- 
bre las  personas. 

Pena:  La  señalada  en  el  art.  156. 

Art.  164.  El  individuo  al  servicio  de  la 
marica  de  guerra  que  arrojare  al  mar  la  ro- 
pa de  su  uso  ó  la  de  un  compañero  ó  piezas 
de  equipo,  armamento  ó  vestuario  ó  los  inu- 
tilizare para  su  uso  apropiado, 

Pena:  De  uno  á  seis  meses  de  prisión  con 
trabajo.. 

Art.  165.  El  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  que  extraviare  armas,  mu- 
niciones de  guerra  ó  cualquier  objeto  perte- 
neciente á  la  nación, 

Pena:  De  seis  meses  á  un  afio  de  prisión 
con  trabajo. 


TITULO  TIII 


DB  I.OS  DELITOS  CONTRA  EL  ORDEN 
Y  ADMINISTRATIVO  MILITAR  DB 
DE  QUERRÁ 


ECONÓMICO 
LA  MARINA 


Art.  166.  El  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  que  sustrajere,  consumie- 
re ó  extraviare  dinero,  documentos,  efectos, 
géneros  ó  cualesquiera  bienes  pertenecien- 
tes á  la  naciónr  confiados  á  su  guarda  ó  ad- 
ministración ó  á  la  de  otro  sobre  quien  ejer- 
za fiscalización  por  razón  de  su  cargo  ó  de 
cualquier  modo  consintiere  que  otro  se  apro- 
pie indebidamente  de  dicbos  bienes,  los  ex- 
travíe ó  consuma  en  nao  propio  ó  ajeno, 

Pena:  De  uno  á  cuatro  afios  de  prisión  con 
trabajo  y  separación  del  cuerpo. 

Art.  167.  El  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  que  prestare  dinero  ó  bie- 
nes de  la  nación  ó  efectuare  pagos  anticipa- 
dos sin  autorización  legítima, 

Pena:  De  uno  á  seis  meses  de  prisión  con 
trabajo. 

Art.  168.  El  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  que  recibiere  para  sí  ó  pa- 
ra otro  directa  ó  indirectamente,  en  dinero 
ó  utilidad,  una  retribución  indebida,  ó  que 
directa  ó  indirectamente  aceptare  promesas 
de  dádiva  ó  recompensa  para  practicar  ó  de- 


jar de  practicar  actos  propios  de  so  cargo 
aunque  sean  conformes  á  la  ley, 

•  Pena:  De  uno  á  cuatro  afios  de  prisión  cot> 
trabajo,  además  de  la  de  separación. 

Art.  169.  Incurrirá  en  la  pena  de  sepa- 
ración: 

l.o  El  individuo  al  servicio  de  la  marica 
de  guerra  que  se  dejare  corromper  por  in- 
fluencia ó  sugestión  extraña  para  retardar. 
omitir  ó  practicar  actos  contrarios  á  sos  de- 
beres ó  para  proveer  ó  proporcionar  pan 
empleo  ó  cargo  públicos  á  determinada  per 
son  a,  aun  cuando  reúna  las  condiciones  le- 
gales; 

2.°  El  individuo  al  servicio  de  la  marina 
de  guerra  que  exigiere  directa  ó  indirecta 
mente  para, sí. ó  para  otro  ó  consintiere  qo* 
otro  exija  recompensa  ó  gratificación  por 
razón  de  algún  pago  que  hubiere  de  efectuar 
en  razón  de  un  cargo  ó  de  (a  comisión  de  qoc 
estuviere  encargado,  ó  para  cumplir  cual- 
quiera obligación  inherente  á  su  empleo. 

Art.  170.  El  individuo  al  servicio  de  U 
marina  de  guerra  que  por  odio,  contempla- 
ción, afección  ó  interés  suyo  ó  de  tercero: 

a)  Dejare  de  cumplir  las  leyes,  reglamen- 
tos, órdenes  ó  instrucciones,  disimulare  c 
tolerare  los  defectos  y  delitos  de  sus  subor- 
dinados y  dejare  de  hacer  efectiva  la  respon- 
sabilidad en  que  incurrieran; 

b)  Negare  ó  demorare  la  administración 
de  justicia,  infringiere  las  leyes  procesales 
actuare  como  Juez  en  causa  en  que  la  ley  ó 
las  partes  lo  recusen  ó  juzgare  contra  dispo- 
sición literal  de  la  ley  ó  reglamento, 

Pena:  De  prisión  con  trabajo  por  nno  a 
cuatro  años  v  separación. 

Si  la  prevaricación  consistiere  en  imponer 
pena  contra  literal  disposición  de  la  ley  y  el 
condenado  la  sufriere,  incurrirá  el  prevari 
cador  en  la  pena  que  injustamente  hubiere 
impuesto.  Cuando  el  condenado  no  la  hubie- 
re sufrido  se  aplicará  al  prevaricador  la  pe- 
na correspondiente  á  la  tentativa  del  delito 
sobre  cuyo  supuesto  haya  recaído  la  con- 
dena. 

Igual  disposición  se  observará  en  el  cavo 
de  cometerse  el  hecho  mediante  soborno. 

Art.  171.  El  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  que  tomare  parte  de  modv 
ostensivo  ó  simulado,  directamente  ó  rx* 
medio  de  persona  interpuesta,  en  contrato 
suministro  ó  adjudicación  de  cnalqaier  ser- 
vicio administrativo  sobre  que  deba  infor- 
mar ó  ejercer  fiscalización  por  razón  de  se 
cargo, 

Pena:  De  seis  meses  á  un  afio  de  prisión 
con  trabajo  y  separación. 

En  la  misma  pena  incurrirá  el  que  se  apro- 
piare, directa  ó  indirectamente  ó  por  acto 
simulado  total  ó  parcialmente,  propiedad  o 
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efectos  en  cuya  administración,  depósito, 
custodia,  fiscal  i  aación  ó  examen  debiera  in- 
tervenir por  rajón  de  sus  funciones,  ó  entra- 
re en  especulación  de  lucro  ó  interés  relati- 
vamente átal  propiedad  ó  efectos. 

Art.  172.  £1  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra-encargado  de  la  recauda- 
ción ó  en  la  cobranza  de  rentas  ó  contribu- 
ciones debidas  á  la  nación  que,  directa  ó  in- 
directamente, exigiere  ó  hiciere  pagar  ó  los 
contribuyentes  lo  que  le  constare  no  están 
obligados  á  pagar, 

Pena:  De  uno  á  seis  meses  de  prisión  con 
trabajo. 

£n  el  caso  de  apropiarse  para  sí  ó  para 
otro  de  lo  que  hubiere  exigido  indebida- 
mente, 

Pena:  Dé  uno  á  cuatro  afios  de  prisión  con 
trabajo  y  separación. 

Art,  178,  El  individuo  al  servicio  déla 
marina  de  guerra,  encargado  de  la  recauda- 
ción de  impuestos,  derechos  ó  contribucio- 
nes que  empleare  contra  los  contribuyentes 
medios  más  gravosos  de  los  "prescritos  en  la 
ley  ó  les  hiciere  objeto  de  vejaciones  in- 
justas, 

Pena:  De  dos  á  seis  meses  de  prisión  con 
trabajo. 

Si  para  este  fin  empleare  fuerza, 

Pena:  De  seis  meses  á  un  año  de  prisión 
con  trabajo. 

Art.  174.  El  que  intentare  sobornar  ó  so- 
bornare á  un  individuo  al  servicio  de  la  ma- 
rina de  guerra  será  castigado  con  la  pena 
correspondiente,  en  su  caso,  al  sobornado. 

Art.  175.  Serán  nulos  los  actos  practica- 
dos por  efecto  de  cohecho  ó  soborno. 

CAPITULO  II 
Comercio  ilícito. 

Art.  176.  El  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  que  ejerciere  habitual- 
mente  el  comercio, 

Pena:  De  dos  á  seis  meses  de  prisión  con 
trabajo. 

No  se  comprende  en  esta  prohibición  la 
facultad  de  dar  dinero  á  rédito,  el  ser  accio- 
nista de  Compañías  anónimas  ó  en  coman- 
dita, siempre  que  no  se  intervenga  en  la 
administración  ó  gestión  de  las  mismas. 

Art.  177.  El  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  que  vendiere,  empeñare, 
permutare  ó  enajenare  en  cualquier  forma 
artículos  de  armamento,  equipo  ó  cuales- 
quiera otros  objetos  pertenecientes  á  la  na- 
ción ó  á  otro, 

Pena:  De  tres  meses  á  dos  años  de  prisión 
con  trabajo. 

En  la  misma  pena  incurrirá  el  que  reci- 
biere en  prenda  ó  adquiriere  dichos  efectos 


ó  contribuyere  á  facilitar  la  enajenación  de 
los   mismos,  teniendo  conocimiento  de  bu  . 
procedencia* 

CAPITULO  ni 
Falsedad  administrativa. 

Art;  178.  El  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  que: 

l.o  Falsificare  de  cualquier  modo  mapas, 
informes,  hojas,  cuentas,  libros  ó  documen- 
tos oficiales  ó  fingiere  ó  contrahiciere  firma 
en  los  mismos,  siempre  que  se  refiera  á 
asuntos  pertenecientes  á  su  empleo; 

2.9  Diere  informes  falsos,  oralmente  ó 
por  escrito,  ó  cometiere  cualquiera  falsedad 
en  materia  de  administración  militar,  de  la 
que  pueda  resultar  daño  á  la  nación  ó  á  un 
tercero; 

3.°  Falsificare  sellos  ó  marcas  destina- 
das á  dar  autenticidad  á  documentos. relati 
vos  al  servicio  ó  á  distinguir  objetos  perte- 
necientes á  la  nación; 

•  4.°  Aplicare  dolosamente  sellos  ó  mar- 
cas verdaderos  en  perjuicio  de  la  nación  ó 
de  cualquiera  persona;  borrare  ó  inutilizare 
los  sellos  ó  marcas  aplicados  á  objetos  per- 
tenecientes á  la  nación; 
'  5.°  Fingiere  documento  falso  ó , alterare 
el  sentido  de  uno  verdadero, 

Pena:  De  uno  á  cuatro  años  de  prisión. 
-  Art.  179.  El  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  que  se  utilizare  de  licen- 
cia, baja,  guia  ó  atestado  que  no  le  perte- 
nezca, aun  cuando  sean  verdaderos,  ó  usare 
conscientemente  de  un  documento  falsi- 
ficado, # 

Pena:  De  lino  á  seis  meses  de  prisión  con 
trabajo. 

Art.  180.  El  facultativo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  que  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  atestare  falsamente  enfermedad  ó 
cualquiera  circunstancia  para  eximir  de  un 
servicio  ó  cargo  público  ó  para  facilitar  la 
adquisición  ó  disfrute  de  algún  beneficio,  fa- 
vor ó  derecho, 

Pena:  De  uno  á  cuatro  años  de  prisión  con 
trabajo. 

En  la  misma  pena  incurrirá  el  que  altera- 
re la  verdad  eu  cualquier  examen  ó  recono- 
cimiento oficial,  con  el  propósito  de  encu- 
brir un  delito  ó  favorecer  á  un  delincuente. 

Si  por  efecto  de  un  falso  atestado  una 
persona  de  sano  entendimiento  ingresare  en 
un  establecimiento  de  alienados  ó  sufriere 
cualquier  otro  mal  grave, 

Pena:  De  uno  á  cuatro  afios  de  prisión  con 
trabajo  y  separación. 

Art.  181.  El  individuo  al' servicio  déla 
marina  de  guerra  que  en  razón  de  su  cargo 
ó  de  comisión  especial: 
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1.°    Atestare  falsamente  la  cantidad  ó  la 
.  buena  ó  mala  calidad  de  géneros,  provisio- 
nes ó  materiales  so  ministrados; 

2.o  Sustituyere  ó  consintiere  en  que  sean 
sustituidos  géneros  de  buena  calidad  por 
•otros  averiados  ó  mezclados  ó  recibiere  co- 
mo buenos  géneros  falsificados  ó  deterio- 
rados, 

Pena:  De  uno  á  dos  afios  de  prisión  con 
trabajo  y  separación. 

En  la  misma  pena  de  prisión  incurrirá  el 
proveedor  que  hiciere  entrega  de  géneros 
deteriorados  ó  falsificados  eludiendo  la  in- 
tervención de  la. persona  que  los  hubiere  de 
recibir. 

Art.  182.  El  individuo  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra  que  alterare  ó  falsificare 
sustancias  destinadas  á  la  alimentación  ó 
conscientemente  las  -  distribuyere  para  el 
consumo, 

Pena:  De  seis  meses  á  un  ano  de  prisión 
con  trabajo. 

Art.  188.  £1  individuo  al  servicio  de  ln 
marina  de  guerra  que  conscientemente  hi-  • 
ciere  uso  de  medidas  ó  pesas  falsas  ó  falsifi- 
cadas, 

Pena:  De  dos  á  seis  meses  de  prisión  con 
trabajo. 

TITULO  IX 

OS  LOS  DELITOS  OOMBTIDOS  POS  MARINERO» 
MBROANTB8  *N  SUS  RELACIONES  CON  LOB  BU- 
qUBS  DE  LA  ARMADA 

Art.  184.  Todo  Capitán  de  buque  mer- 
cante en  convoy  ó  no,  que: 

1.°    Diere  lugar  á  la  separación  del  con- 
voy dejando  de  observar  las  órdenes  reci 
bidas; 

2.o  Rehusare  socorro  posible,  cuando  se 
solicitare  por  un  buque  de  la  Armada  ó  con- 
voyado, 

Pena:  De  uno  á  dos  afios  de  prisión  con 
trabajo. 

Art.  185.  Todo  práctico  ó  piloto  que  oca- 
sionare pérdida,  varadura  ó  naufragio  de  un 
buque  de  la  Armada  ó  convoyado, 

Pena:  De  dos  áseis  afios  de  prisión  con 
trabajo. 

Art.  186.  £1  práctico  ó  piloto  que  aban- 
donare el  buque  después  de  haberse  obliga- 
do á  conducirlo, 

Pena:  De  uno  á  dos  afios  de  prisión  con 
trabajo. 

Si  el  hecho  se  cometiere  frente  alv  ene- 
migo, 

Pena:  De  muerte. 

Si  en  la  inminencia  de  algún  peligro, 

Pena:  De  dos  á  cuatro  afios  de  prisión  con 
trabajo. 

Art.  187.    El  práctico  que  habiendo  sido 


encargado  de  pilotar  algún  baque  de  la  Ar- 
mada ó  mercante  en  conserva  lo  abandona- 
re ó  causare  intencionalmente  so  pérdida. 

En  el  primer  caso,  pena  de  muerte  en  el 
grado  máximo;  de  veinte  afios  de  prisión 
con  trabajo  en  el  medio,  y  de  diez  en  el  mí- 
nimo. En  el  segundo  caso,  .pena  de  dos  A  seis 
afios  de  prisión  con  trabajo. 

En  la  misma  pena  incurrirá  todo  Capitán 
ó  maestre  de  baque  convoyado  y  todo  indi- 
viduo embarcado  que  de  propósito  abando- 
nare el  buque  ó  concurriere  a  su  pérdida. 

Arvt.  188.  El  Capitán,  maestre  ó  indivi- 
duo de  la  tripulación  de  un  boque  en  conser- 
va que  desobedeciere  las  señales  ú  órdenes 
escritas  ó  verbales  del  Comandante  del 
convoy, 

Pena:  De  uno  á  seis  meses  de  primos  con 
trabajo. 

Si  de  la  desobediencia  resultare  malogra- 
da la  comisión  ó  se  dificultare  su  éxito, 

Pena:  De  seis  meses  á  un  afio  de    prisión 
con  trabajo. 
* 

LIBRO  TERCERO 


SUPOSICIONES  6EREBALES 


Art.  189.  A  los  delitos  cometidos  en  tiem- 
po de  guerra  se  aplicarán  siempre  las  dispo- 
siciones establecidas  para  los  mismos  ann 
cuando  la  sentencia  condenatoria  se  dicte 
con  posterioridad  á  la  cesación  del  estado 
referido. 

Art.  190.  Para  los  efectos  de  la  aplica- 
ción de  las  penas  en  qne  incurrieren  los  as- 
pirantes ó  guardias  marinas,  serán  conside- 
rados como  oficiales  y  como  plazas  de  prest 
los  individuos  extraños  al  servicio  de  la  ma- 
rina de  guerra  que  no  disfrutaran  de  privi- 
legios militares. 

Art.  191.  Quedan  derogadas  las  disposi- 
ciones legislativas  y  reglamentarias  relati- 
vas ala  represión  de  los  delitos  militares 
marítimos,  salvo  las  especiales  relativas  al 
delito  de  piratería. 

Río  de  Janeiro  7  de  Marzo  de  1891.— 
Fortunato  Forter  Vidal. 

Sociedades  anónimas.  —  Consolidación 
de  las  disposiciones  legislativas  j  regla- 
mentarias relativas  á  ellas.— Reglamento 
aprobado  por  decreto  de  4  de  Julio  de  1891. 

Nota.  Omitimos  la  traducción  castellana 
de  esto  Reglamento  por  cuanto  no  ofrece 
novedad  alguna  para  nuestros  lectores,  una 
vez  que  consiste  únicamente  en  una  recopi- 
lación ordenada  de  la  legislación  vigente 
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«obre  la  materia,  constituida  por  loa  artícu- 
los 296  a)  del  vigente  Código  de  comercio  (1^; 
por  la  ley  núm.  8.150,  de  4  de  Noviembre 
«le  1882  (2>,  por  la  ley  núm.  997,  de  17  de 
Enero  de  1890  (3). 

.Fiscalización  de  los  Bancos  de  emisión  y 
«le  los  establecimientos  bancarios  extrau 

jeros.— Reglamento  aprobado  por  decreto 
«Je  15  de  Agosto  de  1891  (4). 

Nota.  Omitimos  la  traducción  castellana 
de  este  Reglamento  por  haber  sido  modifi- 
cado y  sustituido  por  el  Decreto  núm,  727 
de  5  de  Febrero  de  1892,  inserto  más  ade- 
lante. 

* 

Tratado  de  comercio  j  navegación  en- 
tre ios  Estados  Unidos  del  Brasil  j  la 
República  del  Perú,  firmado  el  10  de  Oc- 
tubre de  1891. 

Artícalol0  La  navegación  de  los  ríos 
comunes  al  Peni  y  al  Brasil  y  la  del  Yavarí 
y  sus  afluentes  es  libre  para  laa  embarcacio- 
nes peruanas  y  brasi  lejías,  quedando  sujeta 
á  los  reglamentos  establecidos  ó  que  se  es- 
tablecieren en  ambos  países. 

Art.  2.°  Esos  reglamentos  deben  ser  ios 
más  favorables  á  la  navegación  y  comercio, 
y  guardar  en  las  dos  Repúblicas  la  posible 
uniformidad.  x 

Art.  b\°  Serán  consideradas  peruanas  en 
los  puertos  del  Brasil  y  brasileñas  en  los 
puertos  del  Perú,  las  embarcaciones  que  fue- 
ren poseídas  y  tripuladas  según  las  leyes  del 
respectivo  país. 

A  rt.  4.o  Las  Repúblicas  del  Perú  y  de  los 
Estados  Unidos  del  Brasil,  convienen  en  de- 
clarar libres  de  todo  y  cualquier  impuesto, 
las  comunicaciones  entre  sí,  no  sólo  por  las 
vías  fluviales,  sino  también  por  las  terrestres 
que  den  paso  del  uno  al  otro  territorio,  res- 
petándose los  reglamentos  fiscales  y  de  po- 
licía que  estableciere  cada  Gobierno  dentro 
de  su  jurisdicción. 

Art.  5.°  Cuando  á  falta  de  línea  directa 
del  Atlántico  para  el  Perú  ó  del  Perú  para  el 
Atlántico  se  baga  necesario  el  transbordo,  en 
cualquier  puerto  aduanero  brasileño,  de  mer- 
caderías despachadas  con  manifiestos  direc- 
tos, no  se  exigirá  en  dicho  puerto  de  tránsi- 
to el  desembarque  ni  apertura  de  los  bul- 


(1)  Véase  so  texto  en  el  Anuario  de  1894, 
tomo  primero,  pag.  601. 

(2)  Ídem  id.,  paga.  602  y  siguientes. 

(3)  ídem  id.,  paga.  609  y  sigs. 

(4)  Véase  en  la  pág.617  del  Anuario  de  1894, 
tomo  primero,  la  traducción  castellana  de  la  ley 
de  24  de  Noviembre  de  1888. 


tos,  que,  así  como  en  dicha  línea  directa,, 
quedan  exentos  de  todo,  impuesto. 

Art.  6.o  Cuando,  por  falta  de  transbordo, 
tuviere  que  detenerse  el  tránsito  de  las  mer- 
caderías en  alguno  de  los  puertos  peruanos 
ó  brasileños  de  la  vía  fluvial,  se  depositarán 
en  almacenes  especiales  marítimos  ó  terres- 
tres. 

En  este  caso,  la  aduana  respectiva  cobra- 
rá el  impuesto  de  almacenaje  y  peonaje  co- 
mo hasta  ahora,  conforme  á  la  legislación  do 
cada  país. 

Art.  7.°  Para  que  continúe  el  tránsito 
de  las  mercaderías  depositadas,  el  consig- 
natario presentará  una  relación  especificada 
de  los  respectivos  bultos,  de  acuerdo  con  el 
manifiesto,  por  cargamentos  íntegros  corres- 
pondientes á  la  misma  persona,  sin  subdi- 
vidirlos,  salvo  el  caso  de  solicitarlo  el  inte- 
resado, si  fuere  necesario  para  su  buena  aco- 
modación. 

Esa  relación  mencionará  los  números, 
marcas  y  contramarcas,  peso  bruto,  capaci- 
dad y  contenido  de  cada  bulto.  Los  bulto» 
subdivididos  tendrán  las  mismas  marcas, 
contramarcas  y  números  de  los  principales, 
agregándoseles  una  letra  por  su  orden  del  al- 
fabeto. 

Art.  8.°  Llenadas  las  formalidades  de  la 
anterior  cláusula  y  suscrita  por  el  consigna- 
tario ó  expedidor  de  las  mercaderías  en  trán- 
sito la  fianza  en  garantía  de  los  derechos- 
fiscales  respectivos,  para  el  caso  de  que  no 
llegaren  á  sn  destino,  se  le  dará  salida. 

Dejará  de  tener  efecto  la  fianza  respecti- 
va, en  vista  del  certificado  de  la  aduana  á 
que  está  destinada  la  mercadería,  el  cual  es- 
tará legalizado  por  la  autoridad  consular. 

Con  tal  fin,  se  indicará  en  la  fianza  el  pla- 
zo equitativo  dentro  del  cual  se  haya  de  ex- 
hibir la  prueba  del  arribo  á  su  destino  de  la» 
mercaderías  despachadas  en  tránsito. 

Art.  9.°  Quedan  exentos  de  fianza  lo» 
consignatarios  dé  las  mercaderías  en  tránsi- 
to que  las  hicieren  transportar  directamen- 
te para  los  puertos  del  Perú,  en  embarcación 
que  no  toque  en  ningún  otro  puerto  inter- 
mediario, salvo  los  de  Manaos  y  Tabatinga. 

Quedan  igualmente  exentos  de  fianza  de  < 
responsabilidad  los  consignatarios  que  con- 
siguieren el  transporte  de  las  mercaderías 
en  embarcaciones  que,  sin  embargo  de  tocar 
en  otros  puertos  intermediarios,  las  conduz- 
can en  bodegas  especiales. selladas  por  la 
autoridad  aduanera.  Sólo  podrán  ser  abier- 
tas esas  bodegas  en  la  aduana  recibidora, 
en  presencia  de  la  autoridad  consular  brasi- 
leña. 

Queda  en  ambos  casos  dispensada  la  pre- 
sentación de  la  relación  á  que  se  refiere  la 
cláusula  anterior,  bastando  para  .el  despa- 
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cho  la  indicación  del  número'  Je  bultos  con 
sus  marcas  y  contramarcas: 

Art.  10.  Las  embarcaciones  empleadas 
4h  el  comercio  de  tránsito  conducirán  em- 
pleados fiscales  de  ambas  Repúblicas  según 
las  exigencias  del  servicio  aduanero,  á  fin 
de  comprobar  el  destino  de  las  mercaderías. 

Art,  II.  En  lai  exportación  directa  que 
del  Perú  se  hiciere  para  el  Atlántico,  ron 
transbordo  ó  depósito  en  los  puertos  brasile- 
ños del  tránsito,  se  observará  lo  estipulado 
en  las  cláusulas  anteriores  referentes  á  la 
importación,  respecto  de  los  documentos 
probatorios  de  su  procedencia  cuando  fuere 
preciso  depositar  la  mercadería  en  los  alma- 
cenes tertestresó  marítimo**,  omitiendo  cada 
Gobierno  las  diligencias  que  le  compitieren 
y  considerase  innecesarias. 

Art.  12.  Para  que  continúe  el  tránsito  de 
los  artículos  especificados  de  exportación, 
el  consignatario  promoverá,  en  vista  de  las 
respectivas  guías  aduaneras  y  manifiesto,  el 
despacho  de  salida. 

Art.  13.  -  Salvo  el  uso  de  papel  sellado  ó 
sello  de  timbres,  no  se  cobrará  derecho  al- 
guno por  la  documentación  relativa  al  des- 
pacho de  tránsito  de  la  mercadería  alma- 
cenada. * 

Art.  14.     Los  productos  peruanos  que  se. 

imparten  en  el  Brasil  y  los  brasileños  que  se 

importen  en  el  Terú  por  el  Amazonas  y  sus 

afluentes  comunes,  quedan  exentos  de  todos 

•  y  cualesquiera  derechos 

Art.  15.  No  hay  nacionalización  ere  mer- 
caderías, y.  por  consiguiente,  las  mercade- 
rías extranjeras  que  del  Perú  fueren  expor- 
tadas para  el  Brasil  ó  del  Brasil  para  el  Perú, 
pagarán  los  derechos  establecidos  en  tas 
respectivas  aduanas  recibidoras. 

Art.  16.  Las  aduanas  se  remitirán  una 
relación  de  las  mercaderías  en  transitóla 
más  del  manifiesto  respectivo  que  es  de  es- 
tilo enviar,  siempre  que  la  exigieren  sus  ad- 
ministradores. 

Art.  17.  El  comercio  de  importación  y 
exportación  del  río  Ya  varí,  margen  peruana 
-ó  brasileña,  queda  sujeto  á  derechos  adua- 
neros enteramente  iguales,  bajo  las  bases  y 
formalidades  que  en  seguida  se  especifican. 

Art.  18.  En  caso  de  algún  contrato  con 
embarcaciones  ó  compañías  de  navegación, 
sobre  rebaja  de  fletes  para  el  comercio  del 
río  Yavarí,  dicha  rebaja  será  común  á  am- 
bos países,  á  fin  de  que  haya  en  el  transpor- 
te la  misma  igualdad  que  en  la  percepción 
de  derechos. 

Art.  19.  Las  mercaderías  ó  productos  de 
tránsito  destinados  al  Yavarí  ó  procedentes 
de  dicho  río,  llevarán  manifiestos  distintos 
de  los  de  las  demás  cargas. 

Art.  20.     La  goma  elástica  procedente  de 


la  región  del  río  Yavarí  pagará,  en  eJ  acto 
de  su  salida,  el  impuesto  de  10  por  100,  cal- 
culado sobre  su  valor  oficial;  y  abonarán  el 
7  por  100  los  demás  productos  que  de  la  di- 
cha región  se  exportaren. 

Art.  2 1.  Se  calculará  ese  valor  oficial,  se- 
gún las  últimas  cotizaciones  de  los  dicho* 
artículos  ó  productos  en  la  plaza  de  Maiiaos, 
por  ser  la  de  mayor  importancia  en  la  pro- 
ximidad del  Yavarí. 

Art.  22.  Las  mercaderías  de  importación 
(no  peruanas  ni  brasileñas)  con  destino  á  la 
región  del  Yavarí  y  cualquiera  de  sos  már- 
genes, quedan  sujetas  á  los  derechos  que 
actual nien te  pagan,  según  la  legislación  del 
Brasil,  mientras  el  Congreso  brasileño  no 
autorice  constitucional  mente  al  Gobierno  á 
una  reducción  especial  para  la  aduana  mix- 
ta, propuesta  por  una  Comisión  mixta  que 
tendrá  en  cuenta  la  gran  distancia  j  condi- 
ciones del  comercio  de  aquella  región. 

Art.  23.  Las  diferencias  de  calidad  ó  can- 
tidad encontradas  en  el  despacho  y  con- 
frontación aduanera,  quedarán  an jetas  al 
pago  de  derechos  dobles,  á  fin  de  evitar  ó 
reprimir  el  abuso. 

Art.  24.  Para  el  fiel  cumplimiento  de  lo 
que  estipulado  queda,  con  referencia  aJ  co- 
mercio'de  importación  y  exportación  del  rio 
Yavarí,  su  fiscalización  y  recaudación  de  de- 
rechos aduaneros,  las  Altas  Partes  contra- 
tantes resuelven  establecer  una  aduana  mix- 
ta en  Taha  tinga. 

Art.  26.  Los  empleados  de  esa  adnana 
serán  nombrados  por  el  Gobierno  del  Brasil, 
constituyendo  el  del  Perú  una  Agencia  fis- 
cal ó  Interventor  consular  para  las  opera 
ciones  de  los  manifiestos,  facturas,  conoci- 
mientos y  guías  de  ingreso  de  mercaderías  y 
salidas  de  los  productos,  así  como  también 
para  las  diligencias  y  exámenes  en  loe  al- 
macenes terrestres  ó  marítimos  de  la  adua- 
na mixta. 

Art.  26.  tina  Comisión  mixta  proyectará 
un  reglamento  que,  después  de  aprobado 
por  ambos  Gobiernos,  regirá  en  la  aduana 
mixta. 

Art.  27.  Los  actos  de  la  Agencia  fiscal  ó 
del  Interventor  consular  prevalecerán,  para 
todos  los  efectos  aduaneros,  en  el  comercio 
de  importación  y  exportación  ante  las  adua- 
nas brasileñas. 

Art.  28.  La  cuantía  de  los  derechos  adua- 
nero*» de  importación  y  exportación  corres- 
pondientes al  Perú,  recaudada  en  la  adnana 
mixta,  se  entregará  mensualmente  en  la 
aduana  de  Iquitos,  en   la  especie  recibida. 

Art.  29.  -  Las  embarcaciones  que  hubieren 
recibido  pase  en  alguno  de  los  puertos  adua- 
neros del  Brasil  con  destino  directo  para 
Iquitos  ó  cualquier  otro  "puerto  del  río  Ha- 
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-fuñón  ó  Amazona»  peruano,  y  las  que  <le  es 
tos  últimos  pontos  del  Perú  procedieren  con 
destino  para  puertos  brasi lefios  ó  extranje- 
ros, quedan  exentas  de  dar  entrada  en  ta 
aduana  mixta  de  Tabatinga:  sólo  habrá  vi- 
sita fiscal  y  de  policía  en  dichas  embarca- 
ciones, si  dejaren  ó  recibieren  pasajeros. 

Art.  30.  Es  indispensable  el  pase  otorga- 
do á  titulo  gratuito  por  la  aduana  mixta, 
para  que  entren  las  embarcaciones  en  el  río 
Yavarí;  y  una  vez  despachados  en  esa  adua- 
na los  producios  <te  allí  procedentes,  segui- 
rá la  carga  su  destino  libre  de  todo  grava» 
tnen,  gabela  ó  impuesto. 

Art.  31.  Para  ejercer  mejor  la  fiscaliza- 
ción aduanera  y  facilitar  las  relaciones  co- 
merciales entre  ambas  Repúblicas  en  la  re- 
gión del  Yavarí,  el  Gobierno  del  Brasil  se 
compromete  á  prolongar  su  línea  telegráfica 
hasta  Tabatinga,  y  el  del  Perú,  á  continuar- 
la desde  la  dicha  frontera  hasta  Iquitos, 
donde  funciona  actualmente  la  prinicpal 
aduana  peruana  limítrofe. 

Art.  32.  Cuando  por  haberse  infringido 
los  reglamentos  de  policía  concernientes  al 
libre  tránsito  fluvial  se  hubieren  embargado 
mercaderías  ó  los  buques  ó  embarcaciones 
menores  que  las  conduzcan,  las  dos  Altas 
Partes  contratantes  estimulan  que  se  aliará 
tal  embargo  mediante  la  prestación  de  ana 
fianza  ó  caución  suficiente  para  asegurar  el 
valor  de  los  objetos  detenidos.  / 

Del  mismo  modo,  cuando  la  infracción  no 
mereciere  si  no  la  pena  de  multa,  se  permi- 
tirá al  infractor  la  continuación  de  su  viaje, 
asegurando  el  importe  de  dicha  multa  y  su 
efectivo  pago  dentro  de  un*  plazo  conve- 
niente. 

Art.  33.  Si  algún  buque  de  las  dos  Altas 
Partes  contratantes  naufragase,  sufriese  aveJ 
ría  ó  fuese  abandonado,  en  las  márgenes  de 
los  ríos  de  la  otra,  we  dará  á  dicho  buque  y 
á  su  tripulación  la  asistencia  y  protección 
posibles;  y  el  buque,  cualquiera  parte  de  él, 
todo  su  aparejo  y  pertenencias  y  todos  los 
-efectos  y  mercaderías  que  se  salvaren,  ó  su 
producto  si  se  vendieren,  serán  fielmente 
■entregados  á  sus  dueños  ó  agentes  debida- 
mente autorizados. 

A  falta  de  estos  últimos,  se  entregarán  al 
respectivo  Cónsul  ó  Vicecónsul,  pagando 
únicamente  los  gastos  ocasionados  en  la 
-conservación  de  la  propiedad  ú  otros  que  se 
paguen  en  iguales  casos  por  buques  nacio- 
nales naufragados;  y  se  permitirá,  en  dicho 
caso  de  naufragio  ó  avería,  descargar,  si  fue- 
re necesario,  las  mercaderías  ó  efectos  que 
se  hallen  á  bordo,  sin  exigir  por  esto  ningún 
derecho,  salvo  que  se  destinen  á  la  venta  ó 
consumo  en  el  país  en  que  se  hubiere  des- 
embarcado. 


Art.  34.  Ambas  Repúblicas  sustituyen 
en  sus  puertos  de  la  vía  fluvial,  los  antiguos 
derechos  llamados  de  faros  y  valizas,-en  be- 
neficio de  la  navegación,  con  el  derecho  úni- 
co de  tonelaje  recomendado  por  la  Confe- 
rencia de  Washington, el  cnal  se  cobrará  so- 
bre el  tonelaje  bruto,  es  decir,  sobre  la  ca- 
pacidad total  de  la  nave;  dicho  impuesto  só- 
lo gravará  á  los  buques  que  directamente  se 
dirijan  á  sns  puertos  ó  á  los  que  en  ellos 
entren  por  escala  (salvo  los  casos  de  fuerza 
mayor)  si  éatos  allí  cargaren  ó  descargaren. 
Art.  36.  £1  derecho  máximo  de  tonelaje1 
será: 

De  20  soles  en  el  Perú  y  de  40.000  reis  en 
el  Brasil,  para  ios  buques  hasta  de  200  to- 
neladas. 

De  30  soles  en  el  Perú  y  de  60.000  reis  en 
el  Brasil,  para  los  buques  hasta  de  400  to- 
neladas/ 

De  40  so  I  es  en  el  Perú  y  de  80.000  reis  én 
el  Brasil,  para  los  buques  hasta  de  700  to* 
neladas. 

De  50  soles  en  el  Perú  y  de  100.000  reis 
en  el  Brasil,  para  los  buques  dé  uiás  de  700 
toneladas. 

.     Art.  36.    Quedan  exentos  del  pago  de  de- 
rechos de  tonelaje: 

1 .°    Los  transportes  ó  buques  de  guerra. 
2.°    Los  que  midan   menos  de  25  tone- 
ladas. 

3.°  Los  que,  por  cualquiera  cansa  impre- 
vista ó  irresistible,  se  vean  obligados  á  arri- 
bar al  puerto,  desviándose  de  su  rumbo. 

4.°  Los  yates  y  demás  embarcaciones  de 
paseo. 

Art.  37.  Fuera  de  los  derechos  de  peona- 
je y  almacenaje,  que  permite  el  art.  6.°,  res- 
pecto de  las  mercaderías  depositadas,  el  de 
tonelaje  con  que  grava  á  las  naves  el  art.  34, 
y  el  de  timbres  ó  papel  sellado  que  indica  el 
artículo  13,  el  tránsito  fluvial  no  podrá  ser 
gravado  directa  ni  indirectamente  con  im- 
puesto alguno,  sea  cual  fuere  su  denomina- 
ción y  objeto. 

Art.  38.  Las  Repúblicas  del  Perú  y  de 
los  Estados  Unidos  del  Brasil  se  obligan, 
respectivamente,  á  no  permitir  que  los  in- 
dígenas sean  arrebatados  y  conducidos  del 
territorio  de  la  una  al  de  la  otra,  y  los  que 
fueren  llevados  de  ese  modo  violento  serán 
restituidos  á  las  respectivas  Autoridades  de 
la  frontera,  así  que  sean  reclamados. 

Art.  39.  Queda  sin  efecto  la  Convención 
fluvial  de  22  de  Octubre  de  1858,  que  susti- 
tuye este  Tratado. 

Art.  40.  £1  presente  Tratado  durará  cin- 
co años  y  entrará  en  vigor  á  los  noventa  días 
del  canje  de  las  ratificaciones.  Concluido  el 
quinquenio,  continuará  hasta  que  una  de  las 
Altas  Partes  contratantes  notifique  á  la  otra 
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su  deseo  de  ponerle  término,  y  cesará  en  to- 
dos sus  efectos  doce  meses  después  de  la 
fecha  de  esta  notificación. 

Art.  41.  £1  Gobierno  del  Brasil  promo- 
verá la  aprobación  de  todas  las  cláusulas  de 
este  Tratado  que  según  la  Constitución  fe- 
deral, son  de  exclusiva  competencia  del  Con 
greso  del  Estado  de  Amazonas. 

Sólo  después  de  aprobadas  aquellas  cláu- 
sulas por  ese  Congreso,  será  ratificado  el 
presente  Tratado  en  conformidad  con  la  le- 
gislación de  cada  país,  siendo  las  ratificacio- 
nes canjeadas  en  Lima,  Río  Janeiro  ú  otro 
punto  que  oportunamente  se  designe. 

En  fe  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  de 
las  Repúblicas  del  Perú  y  del  Brasil  lo  fir- 
maron y  sellaron. 

Hecho  en  Rio  Janeiro,  á  10  de  Octubre  de 
1891.—  Guillermo  A.  Seoane.— Justo  Leite 
Chermont  (1). 

Reorganización  de  los  servicios  de  la 
Administración  federal.— Ley  de  30  de  Oc- 
tubre de  1891. 

Los  servicios  indicados  se  distribuyen 
entre  los  Departamentos  ministeriales  si- 
guientes: 


(1)  Las  ratificaciones  de  este  Tratado  se  ean- 
iearoa  en  18  de  Marzo  de  1896,  fecha  en  la  cual 
Fué  ratificado  por  el  Presidente  de  la  República 
del  Perú,  señor  D.  Nicolás  de  Piérola.— Véase  el 
Acta  de  canje  entre  las  principales  Leyes  y  De- 
cretos publicados  en  dicho  ano  en  el  tomo  corres- 
Son diente  del  Anuario  db  Legislación  universal 
e 1896. 


a)    Hacienda; 

6)    Justicia  y  Negocios  interiores; 

c)  Industria; 

d)  Visa  y  obras  públicas; 

e)  Relaciones  exteriores;  y 

f)  Guerra  y  Marina. 
Cada  uno  de  estos  Da  parta  méritos 

regido  por  un  Ministro  nombrado  y  i 
libremente  por  el  Presidente  de   la  Repú- 
blica. 

Por  esta  ley  se  faculta  al  Gobierno  pan 
establecer  la  organización  interior  de  Jo» 
Ministerios  y  determinar  loa  requisitos  -qur 
hayan  de  reunir  las  diversas  categorías  del 
personal. 

lugre  nos  7  (Tastos  del  Estado  para  *\ 
ejercicio  de  lSífí.— Leyes  nú  me,  26  y  l$o* 
30  de  Diciembre  de  189L 

Con  arreglo  á  estas  leyes  se  calen lan  \m 
ingresos  en  206.992  rentos  de  reis,  y  se  fijia 
los  gastos  en  205. 988  coritos. 

£1  superávit  proviene  de  ciertos  impac- 
tos de  nueva  creación»  como  el  estableada 
sobre  el  tabaco,  el  derecho  de  60  por  1 09  so- 
bre la  exportación  v  el  recargo  de  un  10  por 
100  sobre  los  derechos  de  timbre  estable--  - 
dos,  etc.;  y  <le  estar  proyectado  que  cierto 
servicios  federales  pasaren  á  ser  de  cargo  de 
los  Estados  (1). 


(1)     Esto  do  pudo  llevarse  a  la  practii 
te  el  ejercicio  económico  indicado. 


ea  don*- 


PRINCIPALES  LEYES  Y  DECRETOS  PUBLICADOS  EN   1892 


Procedimiento  para  hacer  efectira  la 
responsabilidad  del  Presidente  de  la  Be- 
pública.— Ley  de  7  de  Enero  de  1892. 

Disposición  preliminar. 

Artículo  l.o  El  Presidente  de  la  Repú- 
blica será  sometido  á  procedimiento  y  juicio, 
ana  vez  que  la  Cámara  de  Diputados  declare 
procedente  la  acusación,  ante  el  Supremo 
Tribunal  federal  en  los  delitos  comunes  y, 
en  los  de  responsabilidad,  ante  el  Senado, 


qne  en  este  caeu  estará  presidido  por  el  Pre- 
sidente del  citado  Tribunal  (1J. 

CAPITULO  PRIMERO 

De  la  denuncia  y  decreto  de  acusación. 

Art.  2.*     Será  lícito  á  cualquier  cindadano 
denunciar   al   Presidente  de    la    República, 


(l)    Véanse  lea  ártico  los  3»  párrafo  prisa  ersf  J 

§5  de  la  CoustiluciÓn  política. 
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ante  la  Cámaia  de  Diputados,  por  delitos 
comunas  ó  de  responsabilidad. 

Las  Comisiones  de  la  Cámara  deberán 
denunciar  los  delitos  de  que  tuvieren  cono- 
cimiento con  ocasión  del  examen  de  cual- 
quier negocio.  Los  del  8enado,  por  conducto 
<ie  la  respectiva  mesa,  remitirán  los  docu- 
mentos originales  ó  en  copia  á  dicha  Cáma- 
ra para  que  se  proceda  en  la  forma  preveni- 
da por  los  arte.  5."  y  siguientes  de  esta  ley. 

Art.  8.°  El  procedimiento  de  que  sé  trata 
en  la  presente  ley  solamente  podrá,  inten- 
tarse dorante  el  período  presidencial,  y  ce- 
sará cuando  el  Presidente,  por  cualquier 
motivo,  cesare  definitivamente  en  el  ejerci- 
cio del  cargo. 

Art.  4.o  La  denuncia  deberá  ir  firmada 
por  el  denunciante  y  acompañada  de  los 
documentos  que  acrediten  la  existencia  del 
delito,  ó  en  su  lugar  una  declaración  concln- 
yente  de  la  imposibilidad  de  presentarlos. 

Art.  6  °  La  Cámara  de  Diputados  elegirá 
ana  Comisión  de  nueve  individuos  encarga- 
dos de  examinar  la  denuncia. 

Esta  Comisión  emitirá  dictamen  en  el  tér- 
mino de  ocho  días  acerca  de  si  debe  tomarse 
ó  no  la  denuncia  en  consideración,  pudiendo 
á  este  fin  promover  las  diligencias  que  esti- 
mare necesarias. 

Art.  6.°  El  dictamen,  después  de  publi- 
cado y  distribuido  con  cuarenta  y  ocho 
lloras  de  antelación  como  mínimum,  será 
objeto  de  la  oportuna  discusión. 

Art.  7.o  Si  la  Cámara  juzgare  que  la  de- 
nuncia debe  ser  objeto  de  deliberación,  re- 
mitirá copia  de  todo  al  denunciado  para 
que  conteste  en  el  plazo  de  quince  días  pro- 
rrogabas á  petición  éste. 

Art.  8.°  Espirado  este  plazo  se  recogerán 
los  documentos,  con  respuesta  ó  sin  ella, 
para  ser  examinados  por  la  Comisión,  la 
cual,  después  de  oir  á  los  testigos  de  ambas 
partes  y  de  emplear  todos  los  medios  posi- 
bles para  el  esclarecimiento  de  la  verdad, 
formulará  su  dictamen  acerca  de  la  proce- 
dencia ó  improcedencia  de  la  acusación. 

Art.  9.°  El  denunciado  podrá  asistir  per 
sonalmente  ó  por  medio  de  Procurador,  á  la 
práctica  de  todos  los  actos  y  diligencias  de 
que  trata  el  artículo  anterior,  á  cuyo  efecto 
será  citado  por  la  referida  Comisión,  pu 
diendo  solicitar  se  repregunte  y  caree  á  los 
testigos. 

Art.  10.  El  dictamen,  de  que  se  trata  en 
el  art.  8.°-,  después  de  publicado  y  distribuí- 
do  en  la  forma  prevenida  en  el  art.  6.°,  será 
sometido  á  las  discusiones  con  el  intervalo 
de  cuatro  días  entre  una  y  otra,  después  de 
los  cuales  la  Cámara  decidirá  si  ha  lugar  ó 
no  á  la  acusación. 

Si  resolviera  afirmativamente,  la  d«ereta- 
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rá  mediante  la  siguiente  fórmula:  c  La  Cá- 
mara de  Diputados  decreta  la  atmsarión 
contra  el  Presidente  de  la  República  N.  N., 
y  la  remite  al  Senado  (al  Tribunal  Supremo 
federal)  con  todos  los  documentos  relativos 
á  ella  para  el  procedimiento  ulterior,  de  con- 
formidad á  la  Constitución  y  leyes  vigen- 
tes >. 

Art  11.  Si  el  acusado  residiere  en  la  ca- 
pital federal,  el  decreto  de  acusación,  firma- 
do por  la  mesa  de  la  Cámara,  se  le  no- 
tificará seguidamente  por  el  Secretario  de 
la  misma. 

En  caso  de  ausencia,  el  Presidente  de  la 
Cámara  cometerá  la  práctica  de  la  notifica- 
ción al  Juez  de  sección  que  tuviere  juris- 
dicción en  el  lugar  donde  el  acusado  se 
halle. 

Art.  12.  Los  efectos  del  decreto  de  acu- 
sación comenzarán  á  producirse  desde  la 
fecha  de  su  notificación  y  serán  los  si- 
guientes: 

l.°  Quedar  el  acusado  suspenso  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones  hasta  que  se  dic- 
te sentencia  definitiva. 

2.°  Quedar  sujeto  á  la  acusación  cri- 
minal. 

S.o  Suspendérsele  la  mitad  del  sueldo  ó 
perderlo  definitivamente,  si  no  fuere  ab- 
suelto. 

Art.  13.  La  Cámara  nombrará  una  Co- 
misión de  tres  individuos'  para  que  formu- 
len la  acusación  ante  el  Senado. 

CAPITULO  n 

Del  procedimiento,  de  la  acusación 
y  de  la  sentencia. 

Art.  14.  En  los  delitos  de  responsabili- 
dad del  Presidente  de  la  República,  serán 
llamados  á  juzgar  todos  los  Senadores. 

Se  exceptúan: 

l.o  Los  que  tuvieren  parentesco  con  el 
acusado  en  línea  recta,  ascendente  ó  des- 
cendente, ó  fueren  suegro  ó  yerno  del  mis- 
mo, y  en  línea  colateral,  hermanos,  cufia- 
dos, en  tanto  durare  la  afinidad,  y  primos 
hermanos. 

2  o  Los'  que,  como  testigos  del  proce- 
dimiento, hubieren  declarado  de  ciencia 
propia. 

Art.  15>  Estos  impedimentos  podrán  ale- 
garse por  el  acusado,  sus  Abogados  y  la 
Comisión  acusadora,  así  como  por  los  res- 
pectivos interesados. 

Art.  16.  Recibido  en  el  Senado  el  decre- 
to de  acusación  con  las  actuaciones  remi- 
tidas por  la  Cámara  de  Diputados  y  pre- 
sentado el  escrito  por  la  Comisión  acusado- 
ra, el  Presidente  dará  traslado  de  todo  al 
acucado,. quien  en  la  misma  ocasión  y   en 
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los  términos  del  art.  1 1  deberá  ser  citado 
para  comparecer  en  fecha  cierta  ante  dicho 
Cuerpo  colegislador. 

Al  Presidente  del  Supremo  Tribunal  fe- 
deral se  le  remitirá  la  canea  en  original 
y  se  le  comunicará  el  día  señalado  para  el 
juicio. 

Art.  17.  El  acusado  comparecerá  por  sí 
mismo  ó  representado  por  sus  Abogados, 
después  de  haber  comunicado  á  la  Comi- 
sión acusadora  con  veinticuatro  horas  de 
antelación  la  lista  de  testigos  de  que  pre- 
tenda valerse. 

Art.  18.  Entre  la  notificación  del  empla- 
zamiento y  la  fecha  de  éste,  deberán  me- 
diar ocho  días  como  mínimum. 
,  Art.  19.  •  En  caso  de  rebeldía  señalará  el 
Presidente  nuevo  día  para  la  vista,  y  desig- 
nará para  la  defensa  del  acusado  un  Abo- 
gado á  quien  se  facultará  para  que  examine 
y  se  imponga  de  los  autos. 

Art.  20.  En  el  día  señalado  para  la  vista, 
presente  el  acusado,  sus  Abogados  ó  el  de- 
fensor que  se  le  hubiere  nombrado  en  caso 
de  rebeldía  y  la  Comisión  acusadora,  el 
Presidente,  una  vez  declarada  abierta  la  se- 
sión, mandará  dar  lectura  á  las  actuaciones 
preparatorias,  al  escrito  de  acusación  y  al 
de  la  defensa,  pasando  seguidamente  al 
interrogatorio  de  los  testigos,  quienes  de- 
berán declarar  públicamente  y  con  sepa- 
ración 

Art.  21.  Cualquier  individuo  de  la  Comi- 
sión acusadora  ó  del  Senado,  así  como  el  acu- 
sado ó  sus  Abogados,  podrán  exigir  que  se 
dirijan  á  los  testigos  las  preguntas  que  con- 
sideren oportunas. 

La  Comisión  acusadora,  el  acusado  y  sus 
Abogados  estarán  autorizados  para: 

1.°  Contestar  y  argüir  á  los  testigos, 
aunque  sin  interrumpirles. 

2.e     Reclamar  el  careo  de  unos  con  otros., 

Art.  22.  Se  celebrará  debate  oral  entre 
la  Comisión  acusadora  y  el  acusado  ó  sus 
Abogados,  y  terminado  éste  y  retiradas  las 
partes,  se  abrirá  discusión  sobre  el  objeto 
de  la  acusación. 

Art.  23.  Una  vez  terminada  dicha  dis- 
cusión hará  el  Presidente  un  resumen  de 
las  pruebas  practicadas  y  de  los  fundamen- 
tos de  la  acusación  y  de  la  defensa,  y  con- 
cluirá preguntando  si  el  acusado  ha  cometi- 
do ó  no  ei  delito  ó  delitos  que  se  persigan, 
y  si  el  Tribunal  lo  condena  á  la  deposición 
del  cargo. 

Art.  24.  Decretada  la  condena  á  conse- 
cuencia de  lo  prescrito  en  el  artículo  ante 
rior,  preguntará  el  Presidente  si  dicha  pe 
na  debe  ser  ó  no  agravada  con  la  de  inhabi- 
litación para  el  ejercicio  de  cargos  públicos. 

Art.  25.     De  acuerdo  con  la  resolución  del 


Senado,  el  Presidente  redactará  la  corres^ 
diente  sentencia,  Ja  cual  deberá  firmarte  ¡y* 
todos  los  Senadores  que  hubieren  intervrí- 
do  y  transcribirse  literalmente  en  el  st-ti  te 
la  sesión. 

Art.  26.  Si  la  sentencia  fuere  ataJau- 
ria,  producirá  inmediatamente  la  Eftu&titót* 
ción  del  acusado,  quien  volverá  á  ocupar  tí 
cargu  y  tendrá  derecho  á  percibir  la  u*:j», 
del  sueldo  de  que  hubiere  sido   sn«pv»-ijdó 

En  caso  de  condena  se  entenderá  qo«  ti 
acusado  queda  destituido  del  cargo  de  Pre 
eidente  de  la  República,  desde  el  momento 
en  que  se  hubiere  dictado  la  respectiva  sen- 
tencia. 

Art.  2*1.  Las  preguntas  de  que  se  trets 
en  los  artículos  28  y  24,  solamente  se  en  ten- 
derán contestadas  á  favor  del  acosado  cuan- 
do, en  votación  nominal,  «e  obtuviere  tina 
mayoría  de  los  dos  tercios  de  los  Senadores 
presentes. 

Disposiciones  generales. 

Art.  28.  Las  actuaciones  en  nna  r  otn 
Cámara  se  consignarán  por  escrito  por  un 
oficial  de  la  respectiva  Secretaría,  designado 
por  el  Presidente. 

Art.  29.  Cuando  fuere  necesario  el  coa- 
curso  de  testigos,  la  Comisión,  sumariaro?D- 
te,  ó  las  Cámaras,  los  harán  citar  dando  a 
oportunas  órdenes  á  las  autoridades  y  feo- 
cionarios  competentes. 

Art!  30.  La  legislatura  ó  reunión  de  ii 
Cámara  y  del  Senado  se  prorrogará  por  e! 
tiempo  que  fuere  indispensable,  si  en  e!  dfe 
señalado  para  su  clausura  no  se  hubiere  po 
dido  todavía  dictar  sentencia. 

Art.  81.  Por  los  delitos  comunes  será  jai- 
gado  el  Presidente  de  la  República  de  con- 
formidad á  lo  dispuesto  en  el  título  3.*  capi- 
tulo 3.°  del  Reglamento  para  el  régimen  in- 
terior del  Supremo  Tribunal  federal,  fecha  ? 
de  Agosto  de  1891. 

Art  32.  Los  Ministros,  en  los  delitos  co- 
munes ó  de  responsabilidad  conexos  con  h> 
del  Presidente  de  la  República,  serán  procr- 
eados y  juzgados  por  la  Autoridad  conipettL- 
te  para  conocer  de  estos  últimos,  no  pudiéc 
doles  el  Senado  imponer  en  los  delitos  de 
responsabilidad  otras  pérdidas  que  la  dt 
separación  y  la  inhabilitación  para  el  ejerci- 
cio de  funciones  públicas. 

Esto  deberá  entenderse  sin  perjuicio  d 
la  acción  penal  ante  los  Tribunales  ordi- 
narios. 

Art.  33.  Queda  derogada  la  legislación  ei. 
contrario. 
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Delitos  cometidos  por  el  Presidente  de 
Ja  República  en  el  ejercicio  de  sa  cargo. 

—Ley  de  8  de  Enero  de  i  892. 

Disposiciones  preliminares. 

Artículo  1.°  Son  delitos  de  responsabili- 
dad propia  del  Presidente  de  la  República, 
los  enumerados  en  la  presente  ley. 

Art.  2.°  Dichos  delitos  se  castigarán  con 
la  separación  del  cargo  ó  bien  con  esta  pena 
y  la  de  inhabilitación  para  el  desempeño  de 
funciones  públicas,  impuestos  por  sentencia 
del  Senado,  sin  perjuicio  de  la  acción  de  los 
Tribunales  ordinarios,  los  cuales  juzgarán 
al  delincuente  según  el  derecho  procesal  y 
penal  común. 

Art.  3.o  El  Presidente  ¿le  la  República 
será  igualmente  responsable  por  complici- 
dad en  los  delitos  enumerados  en  esta  ley, 
cuando  hubieren  sido  cometidos  por  un  ter- 
cero. 

CAPITULO    PRIMERO 

De  los  delitos  contra  la  existencia -política 
de  la  Unión. 

Art.  4.°  Intentar  directamente  y  por  he- 
chos someter  la  Unión  ó  alguno  de  ios  Esta- 
dos que  de  la  misma  forman  parte  al  do- 
minio extranjero  ó  separar  de  la  Unión  cual- 
quier Estado  ó  porción  del  territorio  na- 
cional. 

Art.  5.°  Sostener  directa  ó  indirecta- 
mente, inteligencia  con  un  Gobierno  extran- 
jero para  provocarlo  ó  instigarlo  á  declarar 
la  guerra  ó  á  romper  las  hostilidades  contra  la 
República;  prometerle  asistencia,  auxilio  ó 
beneficio  en  los  preparativos  ó  planos  de 
guerra  contra  la  República. 

Art.  ó.o  Auxiliar  á  alguna  nación  enemi- 
ga para  que  haga  la  guerra  ó  cometa  actos 
de  hostilidad  contra  la  República: 

1.°  Suministrándole  gente,  armas,  dine- 
ro, municiones  ó  embarcaciones. 

2.°  Comunicándole  el  estado  de  las  fuer- 
zas ó  medios  de  defensa,  recursos  ó  planos 
de  la  República  ó  de  potencias  aliadas. 

3.°  Dando  entrada  y  auxilio  á  espías  ve- 
nidos á  averiguar  los  medios  de  defensa  ó 
las  operaciones  de  la  República  ó  de  poten- 
cias aliadas. 

4.o  Favoreciendo  ó  facilitando  por  cual- 
quier modo  é  intencionalmente  las  operacio- 
nes del  enemigo. 

Art.  7."  Entregar  de  hecho  al  enemigo 
interior  ó  exterior  cualquier  porción  del  te- 
rritorio de  la  República  ú  ocupado  por  fuer- 
zas de  ésta  ó  bien  objetos  que  le  pertenez- 
can ó  que  se  hallen  en  su  posesión,  teniendo 
medios  de  defensa,  asi  como  e\  no  emplear 


contra  el  enemigo  los  medios  de  defensa 
que  podrían  ó  deberían  emplearse. 

Art.  8.o  Revelar  negocios  políticos  ó  mi- 
litares que  deban  permanecer  secretos  para 
bien  de  la  defensa,  de  la  seguridad  exterior 
ó  de  los  intereses  de  la  nación. 

Art.  9.d  Celebrar  Tratados  ó  ajustar  pac- 
tos que  comprometan  la  honra,  la  dignidad 
o  los  intereses  de  la  nación. 

Art.  10.  Declarar  la  guerra,  salvo  en  los 
casos  de  invasión  ó  agresión  de  una  poten- 
cia extranjera  ó  celebrar  la  paz  sin  autoriza- 
ción del  Congreso. 

Art.  11.  Violar  Tratados  legítimamente 
celebrados  con  naciones  extranjeras. 

Art.  12.  Violar  la  inmunidad  de  los  Em- 
bajadores ó  Ministros  extranjeros. 

Art.  18.  Cometer  actos  de  hostilidad  pa- 
ra con  alguna  nación  extranjera  que  com- 
prometan la  neutralidad  de\  la  República  ó 
expongan  á  ésta  al  peligro  de  una  declara- 
ción de  guerra. 

CAPITULO    II 

De  los  delitos  contra  la  Constitución 
y  la  forma  de  Gobierno  federal. 

Art.  14.  Intentar  directamente  y  por  he- 
chos: 

1.°  Cambiar  por  medios  violentos  la  for- 
ma del  Gobierno  federal. 

2.°  Alterar  total  ó  parcialmente  y  por  los 
mismos  medios  la  Constitución  federal  ó  la 
Constitución  de  algunos  de  los  Estados  de  la 
Unión. 

CAPITULO  III 

De  los  delitos  contra  el  libre  ejercicio 
de  los  poderes  políticos. 

Art.  15.  Oponerse  directamente  por  he- 
chos á  que  el  Senado  ó  la  Cámara  de  los  Di- 
putados se  reúnan  constitucionalmente,  é 
intentar  directamente  y  por  hechos  la  diso- 
lución del  Congreso  ó  de  cualquiera  de  sus 
Cámaras. 

Art.  16.  Penetrar  tumultuosamente  en 
el  recinto  de  alguna  de  las  Cámaras  del  Con- 
greso; obligar  á  cada  una  de  ellas  á  ejercer 
ó  dejar  de  ejercer  cualquiera  de  sus  funcio- 
nes constitucionales  ó  a  ejercerlas  en  deter- 
minado sentido. 

Art.. 17.  Usar  violencias  ó  amenazas  con- 
tra algún  Senador  ó  Diputado,  pretender 
cohibirle  en  el  modo  de  ejercer  su  mandato 
por  lo  que  hubiere  dicho  ó  hecho  en  el  ejer- 
cicio del  mismo. 

Art.  18.  Usar  de  violencias  ó  amenazas 
contra  ios  agentes  del  Poder  ejecutivo  para 
forzarles  á  ejecutar  de  modo  ilegal   un  acto 
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oficial  ó  dejar  de  ejecutarlo,  ó  bien  ejecutar 
uno  para  el  cual  no  estén  facultados. 

Art  19.  Oponerse  directamente  y  por 
hechos,  al  libre  ejercicio  del  Poder  judicial 
de  la  Unión;  impedir  ú  obstar  por  medios 
violentos  el  efecto  de  las  actas,  órdenes  ó 
sentencias  que  fueren  de  la  competencia  de 
dicho  Poder. 

Art.  20.  Emplear  violencias  ó  amenazas 
para  obligar  á  algún  Juez  ó  Jurado  á  dictar 
ó  dejar  de  dictar  alguna  providencia,  auto  ó 
sentencia  ó  emitir  voto  en  deter mi uado  sen- 
tido ó  á  ejecutar  ó  dejar  de  ejecutar  cual- 
quier acto  oficial. 

Art.  21.  Practicar  contra  cualquiera  de 
los  poderes  de  los  Estados  de  la  Unión,  ó 
contra  las  Administraciones  municipales  ó 
contra  ciudadanos  investidos  de  las  funcio- 
nes de  los  mismos  poderes  ó  administracio- 
nes los  delitos  especificados  en  el  presente 
capitulo. 

Art.  22.  Intervenir  en  negocios  peculia- 
res á  los  Estados,  fuera  de  los  casos  previs- 
tos en  el  art.  6.°  de  la  Constitución. 

Art.  23.  Vilipendiar  en  público  las  insti- 
tuciones constitucionales. 

Disposiciones  comunes. 

A  rt.  24.  Conspirar  concertándose  con  una 
ó  más  personas  para  la  práctica  de  los  deli- 
tos especificados  en  los  capítulos  1.°  y  2.°  y 
en  los  arts.  15  y  16,  aunque  el  concierto  no 
vaya  seguido  de  acto  alguno  preparatorio. 

CAPITULO  IV 

De  los  delitos  contra  el  disfrute  y  ejercicio  le- 
gal de  los  derechos  políticos  ó  individuales. 

Art.  26.    Impedir  por  violencias  ó  amena- 
zas que  el  elector  ejerza  libremente  su  dere- 
cho de  sufragio,  comprar  votos  ó  solicitarlos 
usando  de  promesas  ó  abusando  de  la  in 
fluencia  del  cargo. 

Art.  26.  Impedir  por  violencias,  amena- 
zas ó  tumultos  que  alguna  mesa  electoral  o 
Junta  escrutadora  ejerza  libremente  sus  fun- 
ciones; violar  el  escrutinio  ó  inutilizar  ó  sus- 
traer libros  y  papeles  referentes  al  procedi- 
miento electoral. 

Art.  27.  Impedir  que  el  pueblo  se  reúna 
pacíficamente  en  sitios  públicos  ó  en  edifi- 
cios particulares  para  ejercer  el  derecho  de 
petición;  perturbar  la  reunión,  así  como  di- 
solverla fuera  de  los  casos  en  que  la  ley  lo 
permite  ó  sin  las  formalidades  que  la  misma 
previene. 

Art.  28.  Coartar  la  libertad  de  imprenta 
impidiendo  arbitrariamente  la  publicación  y 
circulación  de  periódicos  ú  otros  impresos, 
ó  bien  atentando  contra  los   redactores  ó 


contra  loa  em pisados  ó  el  material  Je  ** 
oficina?  tipográficas. 

Art.  29.     Impedir  ó  perturbar  ílegA-^ 

las  prácticas  del  culto  de  cualquiera  confe- 
sión religiosa. 

Art.  30.  Privar  i  legal  mente  á  alguna  r«r- 
sona  de  su  libertad  individual  ú  obligar  do- 
losamente á  alguien  á  hacer  lo  que  la  le- 
ño ordene  ó  á  dejar  de  hacer  lo  que  la  miara 
autorice. 

Art.  31.  Infringir  las  leyes  que  garanti- 
zan la  inviolabilidad  del  domicilio,  el  secret- 
de  la  correspoudeucia  ó  la  plenitud  del  de- 
recho de  propiedad. 

Art.  32.  Tomar  ó  autorizar  medidas  d~ 
represión  durante  el  estado  de  sitio,  eiempn. 
que  excedan  de  los  límites  señalados  en  e 
párrafo  2.°  del  art.  80  de  la  Constitución. 

CAPITULO  V 

De  los  delitos  contra  la  seguridad  interior 
del  país. 

Art.  33.  Suspender  las  garantías  const:- 
tucionales  hallándose  reunido  el  Congres» 
ó,  en  otro  caso,  no  mediando  conmoción  in- 
terna ó  agresión  de  Potencia  extranjera. 

Art.  34.  Provocar  algún  delito  por  dis- 
cursos proferidos  públicamente  ó  por  escri- 
tos fijados  en  sitio  público  ó  puestos  en  cir- 
culación. 

Art.  36.  Practicar  ó  concurrir  para  qc* 
se  practiquen  los  delitos  especificados  en  n 
título  2.°  de  la  parte  2&  capítulos  2.o,  3.p. 
4.°  y  6.o  del  Código  penal  (1). 

Art.  86.  No  adoptar  las  medidas  y  pro- 
videncias que  estén  en  sus  atribuciones  pa 
ra  impedir  la  comisión  de  dichos  delitos  o  1* 
de  los  mencionados  en  el  art.  34  de  esta  !e> 
teniendo  conocimiento  de  que  aquella  te 
prepara. 

CAPITULO  VI 

De  lo»  delitos  contra  la  probidad  de  la 
Administración. 

Art.  37:  Expedir  decretos,  instrucciones, 
reglamentos  ú  órdenes  contrarias  á  las  dis- 
posiciones expresas  de  la  Constitución  ó  iir 
la  ley. 

Art.  38.  Dejar  de  cumplir  las  disposicso 
nes  expresas  de  la  Constitución  ó  de  la  ley 

Art.  39.  No  publicar  ó  retardar  dolosi 
mente  la  publicación  de  las  leyes  y  resola 
ciones  del  Poder  legislativo. 

Art.  40.  Tolerar,  disimular  ó  encubrir 
los  delitos  de  sus  subordinados,  sin  proceder 
ú  ordenar  que  se  proceda  contra  ellos. 


(1)     VénSA  la  traducción  castalia  da  d#l  yút?c:* 
en  el  tomo  primero  del  Anuario  de  1894. 
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Art.  41.  Rehusar  las  providencias  de  en 
cargo  que  le  fueren  requeridas  por  particu- 
lares ó  por  autoridades  públicss  ó  expidas 
[*ur  la  ley,  y  en  especial  Jhs  i n formaciones, 
exhibiciones,  aclaraciones,  etc.,  relativas  á 
«locumeutoe  que  solicitare  cualquiera  de  las 
Cámaras,  á  menos  que  medie  secreto  de 
Estado, 

Art,  42.  Usurpar  alguna  de  las  atribu- 
ciones de  otro  poder. 

Art  43.  Hacer  mal  uso  de  su  autoridad, 
cometiendo  excesos  ó  abusos  especificados 
vn  la  ley,  que  hayan  producido  d«flo  proba- 
do a  algún  particular  ó  al  Estado. 

Art.  44.  Recibir  cualquier  donativo  ó 
aceptar  promesas  de  dadivas,  directa  ó  indi- 
rect&mente,  por  practicar  ó  dejar  de  practi- 
car algún  acto  oficial  contrario  ó  conforme  a 
la  ley»  así  como  aceptar  cualquier  recompen- 
sa por  haber  practicado  6  dejado  de  practi- 
car algún  acto  propio  de  sus  funciones. 

Art.  45.  Dejarse  corromper  por  influen- 
cia o  ruegos  de  otro  para  que  proceda  en 
contra  de  los  deberes  propios  de  su  cargo. 

Art,  46-  Sobornar  á  otro  para  que  proce- 
da contra  sus  deberes  en  el  desempeño  de 
funciones  públicas. 

Art.  47.  Exigir  por  el  cumplimiento  de 
hu  deber  que  alguien  dé  ó  prometa  alguna 
cosa  6  inducir  a  alguien  á  dar  ó  prometer  al- 
guna gratificación,  emolumento  ó  premio  no 
determinado  por  la  ley,  aun  cuando  red  un* 
de  en  beneficio  de  la  Hacienda  pública. 

Art.  48.  Comprometer  la  honra  y  la  dig- 
nidad del  cargo  por  incontinencia  publica  y 
«tscandaloéa,  por  dedicarse  á  juegos  prohi- 
bidos, por  embriagues  repetida  ó  portarse 
con  ineptitud  notoria  o  desidia  habitual  en 
el  desempeño  de  sus  funciones. 

CAPITULO  VII 

De  los  delitos  contra  la  guarda  y  empleo  cons- 
titucional  de  fondo»  públicos  y  contra  las 
leyes  constitucionales. 

Art.  49.  Disipar  ó  administrar  mal  los 
bienes  de  la  Unión: 

1.*  Ordenando  gastos  no  autorizados  por 
la  ley  ó  contra  la  forma  ó  antes  del  tiempo 
señalado  en  la  misma. 

2t°  Excediendo  ó  transfiriendo  ilegal- 
mente  las  partidas  del   presupuesto. 

:•;/■  Abriendo  créditos  sin  las  formali- 
dades ó  fuera  de  los  casos  en  que  las  leyes 
los  faculten. 

4.°  Celebrando  contratos  manifiestamen- 
te lesivos. 

6.°  Contratando  empréstitos,  emitiendo 
pólizas  ó  efectuando  otras  operaciones  de 
crédito  sin  autorización  del  Poder  Legis- 
lativo. 


6.o  Enajenando  los  inmuebles  naciona- 
les ó  empeñando  las  rentas  públicas  sin  La 
misma  autorización. 

7*°  Apropiándose,  consumiendo*  extra- 
viando o  consintiendo  6  concurriendo  para 
que  otro  se  apropie,  consuma  0  extravíe  di- 
nero ó  valores  pertenecientes  á  la  Hacienda 
pública. 

8.°  Procediendo  con  negligencia  en  el 
empleo  Oe  Los  medios  que  estén  á  su  alcan- 
ce para  procurar  La  conservación  de  los  bie- 
nes muebles  ó  inmuebles  y  recaudación  de 
rentas  é  impuestos. 

Art.  50.  No  presentar  al  Congreso,  en  el 
plazo  legal.  Jas  cuentas  de  gastóse  ingresos 
de  cada  ejercicio  debidamente  justificadas. 

Art.  51,  No  presentar  ai  Congreso,  en  el 
plazo  legal,  el  proyecto  de  Jey  de  presupues- 
tos, redactado  de  conformidad  á  las  disposi- 
ciones legales. 

Art.  62.  Queda  derogada  la  legislación 
en  contrario. 

Extradición  de  malhechores  entre  los 

Estado*  de  la  Unión. — Ley  de  30  de  Enero 

de  1392. 

Artículo  1  °  Queda  prohibido  á  Iss  Auto 
ridades  de  los  Estados  y  á  Jas  del  distrito 
federal,  dejar  de  cumplimentar  tos  requerí* 
mientes  legítimos  de  cualquier  naturaleza, 
emanados  de  las  Autoridades  de  los  demás 
Estados  y  del  misino  distrito  federal,  así 
como  denegar  Ja  extradición  de  Jos  delin- 
cuentes sujetos  á  prisión. 

Art.  2.°  La  extradición  de  delincuentes 
se  efectuará  mediante  requerimiento  de  las 
Autoridades  de  policía  ó  judiciales  en  los 
Estados  por  conducto  de  sus  Presidentes  6 
Gobernadores  y  en  el  distrito  federal  por 
conducto  del  Ministro  de  Justicia.  A  éste  ó 
á  aquéllos,  según  los  casos,  se  comunicarán 
por  las  Autoridades  competentes  del  lugar 
del  reftigfüj  la  prisión  efectuada  y  la  entrega 
ordeusda  del  delincuente  reclamado,  á  tíñele 
que  providencien  sobre  su  remisión  y  Ja  de 
los  instrumentos  y  efectos  del  delito  que 
pudieren  haber  sido  aprehendidos  y  de  la 
indemnización  de  los  gastos  "le  que  se  trata 
más  adelante. 

En  los  casos  que  no  admitan  demora,  y 
siempre  entre  Municipios  colindantes  de 
Estados  diferentes,  podrá  reclamarse  la  ex- 
tradición y  sccederse  á  ella  por  las  Aulori- 
des  judiciales  ó  de  policía  competentes, 
directamente  entre  sí,  las  cuales  darán  in- 
mediato y  circunstanciado  parte  de  lo  ocu- 
rrido al  Ministro  de  Justicia,  Gobernador  ó 
Presidente,  de  quien  se  trate,  quedando  di- 
chas Autoridades  rigurosamente  responsa- 
bles de  cualquier  abuso. 


' 
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Art.  3.o  En  el  distrito  federal  el  Minia- 
tro  de  Justicia,  y  en  los  Estados  loa  Gober- 
nadores ó  Presidentes,  providenciarán  so- 
bre la  conducción  y  remisión  de  los  delin- 
cuentes. 

La  indemnización  de  los  gastos  originados 
por  la  prisión,  conducción  y  entrega  de  Ion 
delincuentes  y  efectos  del  delito  será  de 
cuenta  del  Erario  del  Estado  reclamante  ó 
del  de  la  Union  si  la  extradición  se  solicita- 
re por  el  distrito  federal,  salvo  la  facultad 
de  repedir  de  la  Unión  ó  del  Estado,  contra 
la  parte  que  hubiere  promovido  la  acusa- 
ción. 

Art.  4.°  Es  competente  para  solicitar  hv 
extradición  del  criminal  la  autoridad  qn*- 
lo  fuere  para  decretar  la  prisión  ó  dictar  el 
respectivo  mandamiento. 

Art.  S.o  La  prisión,  remisión  y  entrega 
del  criminal  por  vía  de  extradición  sota- 
mente  procederáu  si,  en  virtud  de  las  layen 
vigentes  en  el  distrito  federal  ó  en  el  Eatadn 
que  tuviere  la  facultad  de  procesar  y  cas- 
tigar; 

a)  Procediere  la  prisión  antes  de  la  for- 
mación de  la  culpa. 

b)  El  procesamiento  del  reo  diere  lugar 
á  su  detención. 

c)  La  condena  fuere  á  pena  de  prisión  ó 
á  otra  que  pueda  conmutarse  por  ésta, 

d)  Se  tratare  de  un  delincuente  evadido 
que  estuviere  condenado  ó  detenido  lega- 
mente. 

En  todos  los  casos  en  que  se  admitiere  la 
libertad  provisional  bajo  fianza  podrá  pres- 
tarse ésta  en  el  lugar  de  refugio  del  delin- 
cuente, sea  en  el  territorio  del  distrito  fede 
ral,  sea  en  el  de  cualquier  Estado. 

Art.  6."  En  los  demás  casos  sólo  proce- 
derá: 

a)  La  citación  del  procesado  ó  acusado 
para  comparecer  en  los  autos  ó  á  la  vista  para 
sentencia. 

b)  El  requerimiento  de  diligencias  enca- 
minadas á  la  instrucción  del  proceso  ó  á  la 
prueba  para  la  acusación. 

c)  La  solicitud  del  envío  de  cualquier  do- 
cumento ó  autos  que  fueren  necesarios  para 
los  referidos  fines  con  ó  sin  la  cláusula  de 
que  Berán  devueltos. 

d)  El  interrogatorio  de  testigos  ó  su  ci- 
tación para  declarar  en  cualquier  estado  de 
la  causa,  pero  sin  que  proceda  la  conmina- 
ción de  pena  alguna. 

Art.  7.°  En  la  concurrencia  de  varias  de- 
mandas de  extradición,  el  Estado  requerido: 

a)  Si  se  tratare  del  mismo  delito,  dará 
preferencia  á  la  del  Estado  en  cuyo  territo- 
rio se  hubiere  cometido,  aunque  no  sea  el 
suyo,  salvo  prevención  de  la  propia  jurisdic- 
ción. 


b)  Sí  se  tratare  de  delitos  diversos,  k- 
atendera,  en  la  resolución  de  la  preferencia 
á  la  absoluta  gravedad  de  los  miemos. 

Cuando  fueren  de  igual  gravedad  ó  en  c* 
so  de  duda  sobre  cuál  sea  el  delito  másate 
ve,  el  Estado  requerido  deberá  leyeren  caen- 
ta  la  prioridad  efectiva  de  las  demandas  BB- 
gtin  la  fecha  de  su  respectiva  recepción* 

tí  i  se  suscita  duda  sobre  la   legalidad  «1 
la   extradición  ó  sobre  la  preferencia  de  cp» 
trata  el    apartado  letra  b)   de  es  le  artícuiu, 
se  resolverá  por  el  Juez  de  aeci-ióii  de    IV. 
do  requerido, 

Fiscal í Kiicjóü  de  lo»  estaulecisaiealo* 
de  crédito.  —  Decretti  de  5  de  Febrer 
de  1892. 

Artículo  1.°  La  fiscalización  á  qne  e«:áx 
sujetos  por  pisrte.  del  Gobierno,  en  virtud  J? 
ln  ley  núint  3.403  de  24  de  Noviembre  lSSfi 
de  los  Decretos  núnis,  10  y  144  de  áde  Ene- 
ro y  uúm.  10.262  de  ñ  de  Julio  de  ISS&ydt. 
Decreto  núm.  16  ñ  de  J7  de  Enero  de  l&rá 
las  Componías  banca  rías  dedicadas  á  Ja  etai- 
sión,  y  en  virtud  de  ios  Herretes  uútum.  -^TU 
de  2  de  Mayo  de  1890  y  SoO  de  13  de  Octu- 
bre del  mismo  año,  las  demás  suriedidcB 
congéneres,  se  efectuará  t'ii  la  capital  fede- 
ral por  medio  de  uno  ó  más  F ¡árale*  pa^s. 
cada  establecimiento.  Dichos  fmo.-ionartt* 
serán  de  libre  nombramiento  del  Miunrtri 
de  Hacienda. 

Art.  2.0  Los  aneldos  de  los  Fiscales  wt 
fijarán  por  el  JMinistro  de  Hacienda  de  cííü 
formidad  á  lo  dispuesto  en  el  ait.  1.°  párra- 
fo 10  del  Decreto  núm.  165  de  17  de  Entre 
de  18D0. 

Art.  8.°  Se  sustituirán  por  la  firma  del 
Fiscal  de  Gobierno,  las  de  los  miembros  de 
la  Junta  físralizadora,  exigidas  en  el  art.  5.'\ 
letra  C,  del  Decreto  núm.  493  de  15  de  Agos- 
to de  1891,  por  lo  que  concierne  á  la  auten 
ticidad  de  los  billetes  emitidos. 

Art.  4.°  Continuarán  subsistentes  el  De- 
creto núm.  493  de  16  de  Agosto  de  1891  } 
las  Instrucciones  anexas  al  mismo,  en  cuan 
to  no  se  opongan  á  lo  establecido  en  el  pre- 
sente. 

Ley  Orgánica  municipal  del  distrito  fe- 
deral (1),  sancionada  en  20  de  Septiembre 
de  1892. 

CAPITULO  PRIMERO 

Disposiciones  preliminares. 

Articulo  l.o  El  distrito  federal,  incluso 
el  territorio  del  antiguo  municipio  neutru. 

(1)     Número  85. 
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tiene  por  capital  la  cíodftd  de  Río  de  Janeiro 
y  continua,  constituido  en  municipio. 

La  gestión  de  sus  asuntos  se  encomienda 
á  un  Consejo  deliberante  y  a  uji  Prefecto,  de 
conformidad  á  lo  prevenido  en  los  capítulos 
siguientes. 

Art.  2_°  Además  de  los  arbitrios  cuya  re- 
caudación correspondía  á  la  municipalidad, 
segón  la  legislación  anterior,  podrá  el  Conse- 
jo municipal  decretar  toilos  los  impuestos 
que  no  sean  de  la  privativa  competencia  de 
la  Unión, 

CAPITULO  II 

JDel  electorado  municipal  y  de  las  incompa- 
tibUidades. 

Art.  3  o  Sfii  electores  municipales  todos 
los  ciudadanos  brasileños  que»  disfruten  de 
los  derechos  civiles  y  políticos. 

Art,  4,°     No  serán  elegibles: 

1  o  Los  que  no  fueren  electores  muni- 
cipales; 

2.°  Los  que  no  llevaren  seis  meses  de  re 
sidencia  en  el  término  municipal  cuino  mí- 
nimum; 

3.0  Las  Autoridades  judiciales,  los  Co- 
mandantes de  fuerzas  na  vides  y  del  distrito 
militar  y  Ins  Comandantes  de  fuerzas  de  po- 
licía, los  Jefes,  Subjefes,  IMegados  y  Subde- 
legados de  este  ramo,  que  ejercieren  su  un- 
Unidad  con  seis  meses  de  antelación  A  la 
fecha  señalada  para  la  celebración  de  las 
elecciones; 

i.°  I .os  que  sostu  vieren  lit igio  con  La  ma- 
nteipalidad; 

5°  Los  adjudicatarios  de  obras  munici- 
pales: 

6.°  Los  Directores,  Snbdí rectores,  Oficía- 
les mayores,  Jefes  de  sección  y  eualesquie 
ra  Otros  funcionarios  que  dirijan  ó  adminis- 
tren oficinas  ó  dependencias  mu  inri  pales  ó 
federales; 

?*•  Los  Ingenieros  empleados  en  las 
obras  emprendidas  en  el  municipio  por 
cuenta  ó  en  virtud  de  contrato  con  el  Go- 
bierno municipal  ó  federal; 

8t°  I*os  individuos  del  Gobierno  munici- 
pal que  hubieren  servido  en  el  año  anterior; 

0.°  Los  ascendientes  ó  descendientes, 
directos  ó  cola  I  erales,  consanguíneos  ó  afi- 
nes>  del  Prefecto  del  distrito,  hasta  el  se- 
gurólo grado; 

10.  Los  empleados  y  depend ¡entes  del 
municipio; 

11.  Los  que  estuvieren  directa  ó  indirec- 
tamente interesados  en  cualquier  contrato 
oneroso  con  la  municipalidad,  por  si  ó  como 
fiadores. 

Esta  incompatibilidad  no  alcanza  á  los 
poseedores  de  acciones  de  sociedades  ano* 


ni  mas  que  tengan  contratos  pendientes  con 
la  municipalidad,  salvo  si  fueren  gerentes  ó 
formaren  parte  de  la  Junta  directiva  de  las 
mismas. 

Art.  5.°  Perderán  el  cargo  de  Inten- 
dentes: 

1  o  Los  que  abandonaren  el  territorio  del 
distrito  Federal. 

2.11  Los  que  fueren  privados  de  sus  de- 
rechos políticos. 

3.°  Los  que  dejaren  de  asistir  á  las  se- 
siones sin  causa  Justificada,  durante  veinte 
di  as  consecutivos. 

4.°  Los  que  aceptaren  cargos  en  las  -Imi- 
tas directivas  ó  Comisiones  fiscales  en  las 
empresas  ó  Compañías  dedicadas  á  la  ex- 
plotación de  concesiones  y  beneficios  de  La 
municipalidad. 

CAPITULO  III 
Del  poder  legislativo  municipaL 

Art.  *L°  Las  funciones  legislativas  se 
ejercerán  por  el  Consejo  deliberante. 

Art,  7."  El  Conseja  municipal  se  com- 
pondrá de  tantos  miembros  (intendentes) 
cuantos  fueren  los  distritos  municipales  (uno 
por  distrito),  y  de  tantos  más  ;que  serán  los 
que  obtuvieren  mayor  cifra  de  votación  en 
toilos  los  distritos)  como  corres  pendan  A 
uno  por  cada  cuatro  distritos, 

Pura  la  primera  elección,  rada  una  de  las 
veintiuna  actuales  parroquias  del  distrito 
federal,  se  reputará  como  un  distrito  muni- 
cipal, y  además  de  los  respectivos  Inunden 
tes  formarán  parte  del  primer  Consejo  mu- 
nicipal que  se  elija  loa  seis  candidatos  que 
obtengan  mayor  cifra  de  votación  en  todos 
Los  distritos. 

EJ  procedimiento  electoral  para  la  forma- 
ción del  primer  Consejo  municipal,  será  el 
establecido  en  lúe  artículos  60  y  siguientes 
de  esta  ley. 

Art.  8*°  La  duración  de!  Consejo  será  de 
tres  años, 

Art,  9,^  Las  sesiones  del  Consejo  muni- 
cipal serán  publicas,  y  solamente  podrán  ce 
lehrartse  cuando  asista  la  mitad  más  uno  de 
los  individuos  que  lo  compongan. 

En  la  primera  sesión,  el  Consejo  reunido, 
bajo  la  presidencia  del  individuo  de  más 
edad,  procederá  á  la  elección  de  su  Pre&iden- 
te  y  'le  su  Vicepresidente  para  dirigir  las 
discusiones  y  representar  á  la  Corporación. 

ArL  10.  Los  aeuerdoa  se  tomarán  por 
mayoría  de  voto*  de  los  individuos  presen- 
tes, salvo  en  el  caso  de  que  se  tratare  de 
impuestos  ó  gastos,  que  solamente  podrán 
adoptarse  por  mayoría  absoluta  de  los  indi- 
viduos que  coin pongan  el  Consejo,  en  tres 
discusiones  como  mínimo. 
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Art.  11.     £1  Consejo  funcionará  en  dos 
reuniones  anuales,  cada  una  de  las  cuales  no 
excederá  de  sesenta  días,  y  dedicadas  al  exa 
inen  y  resolución  de  los  asuntos   munici 
pales. 

Fuera  de  dichos  períodos  de  sesiones,  po- 
drá el  Consejo  reunirse  extraordinariamen- 
te, previa  convocatoria  de  su  Presidente  ó 
del  Prefecto,  ó  á  consecuencia  de  instancia 
suscrita  por  la  mayoría  de  los  individuos  de 
su  seno.  En  estas  reuniones  solamente  po- 
drán tratarse  y  resolverse  los  asuntos  obje- 
to de  la  convocatoria. 

Art.  12.     Cada  individuo  del  Consejo  mu- 
nicipal percibirá  seis  millonee  de  reis  anua- 
les y  el  Presidente  ocho  millones,  compu- 
tándose la  tercera  parte  del  sueldo  ¿om 
gratificación  pro  labore. 

Art.  13.  Las  vacantes  que  incurrieren  en 
el  seno  del  Consejo  municipal  se  cubrirán 
inmediatamente. 

£1  Consejo  municipal  será  el  único  com- 
petente para  juzgar  y  declarar  la  vacante, 
comunicándola  al  Prefecto  para  que  éste  dis- 
ponga se  proceda  á  la  elección  correspon- 
diente. 

Art.  14.  No  podrán  servir  conjuntamente 
en  el  Consejo  municipal: 

1.°  Los  ascendientes  y  descendientes, 
hermanos,  cuñados,  suegro  y  yerno,  tío  y 
sobrino;  % 

2.°    Los  socios  de  una  misma  razón  mei 
cantil. 

Si  la  elección  designare  ciudadanos  que  se 
encuentran  en  tales  condiciones,  se  reputará 
elegido  el  más  viejo,  considerándose  nula  la 
elección  del  otro  ú  otros.  ^ 

Art.  15.     Incumbe  al  Consejo  mnnicipa 

1.°  Comprobar  los  poderes  de  sus  miem- 
bros; 

2.°    Organizar  y  reglamentar  la  march 
de  sus  sesiones; 

E.°  Regular  las  condiciones  de  nombra* 
miento,  suspensión,  jubilación  y  demás  re- 
lativas á  los  empleados  de  todas  las  depen- 
dencias municipales; 

4. o  Organizar  su  Secretaría  y  nombrar 
los  empleados  respectivos; 

6.°  Organizar  el  servicio  de  contabilidad, 
recaudación,  conservación  y  aplicación  de 
los  ingresos  anuales,  así  como  la  ejecución 
y  fiscalización  de  las  obras; 

6.°  Formalizar  anualmente  el  preso pues 
to  municipal,  decretando  los  gastos  y  seña- 
lando las  cuotas  contributivas  y  arbitrios 
indispenaables  para  cubrirlos; 

7.°  Contratar  empréstitos  sobre  el  crédi- 
to del  municipio  determinando  las  condicio- 
nes del  mismo,  época  y  forma  de  su  pago. 

La  municipalidad  no  podrá  por  ningún  tí- 
tulo y  en  ningún  caso  obligarse  por  cantida- 


des que  no  le  sea  factible  amortizar  *-n  r: 
período  de  veinte  años,  comprendiendo  ea  et 
máximum,  con  intereses  y  amortización,  U 
quinta  parte  de  su  renta,  calculada  por  eJ 
presupuesto  del  ano  en  que  se  con  imitare  si 
empréstito,  su  pena  de  nulidad  del  ei-eesr. 

8°  Regular  la  administración,  arrenda- 
miento, foro  y  alquiler  de  los  bienes  inmue- 
bles y  muebles  del  municipio. 

El  Consejo  municipal  solamente  podrá 
vender  ó  permutar  los  ¡nenes  inmuebles 
pertenecientes  si  municipio,  previo  acuerda 
votado  en  dos  reuniones  anuales  y  sucesivas 
y  por  una  mayoría  de  dos  tercios. 

Las  ven  tai  se  celebrarán  en  pública  licita- 
ción, anunciada  por  medio  de  la  prensa  y  por 
edictos  fijados  en  los  parajes  públicos  cob 
sesenta  días  de  antelación  á  lo  menos. 

No  podrán  concurrir  á  Ja  adquisición  de 
dichos  bienes  los  funcionarios  municipal** 
ni  Loi  individuos  del  Consejo  que  hubieron 
votado  por  su  enajenación; 

D.°  Resolver  sobre  la  expropiación  por 
causa  de  utilidad  municipal,  autorizar  la  in- 
terposición y  desistimiento  ó  abandono  d* 
las  acciones  que  puedan  interesar  nY  muni- 
cipio, así  como  celebrar  transacciones  en  los 
casos  en  que  la  ley  no  lo  pruhiba; 

10.  Resolver  sobre  la  adquisición  de  bie- 
nes inmuebles  cuando  fuere  exigida  por  mo- 
tivos de  utilidad  pública,  y  sobre  la  realiza- 
ción de  obras  cny a  necesidad  haya  eido  pre 
viu mente   reconocida  y  declarada; 

11.  Decretar  Las  Ordenanza*  municipa- 
les, organizar  el  procedimiento  para  la  efec- 
tividad de  fa  corrección  de  tas  infracciones, 
pud¡  elido  facultar  Ja  imposición  de  multas 
de  200.000  reía  romo  máximum,  y  la  de  cin- 
co días  de  detención; 

L&  Conferir  atribuciones  especiales  a. 
Prefecto  para  los  casos  urgentes  ó  impre- 
vistos, en  ausencia  del  Consejo; 

1:1  Legislar  sobre  el  catastro  de  loa  bie- 
nes y  territorios  propios  del  municipio; 

J4.  Estatuir  sobre  las  condiciones  rela- 
tivas a  remates,  martillos  y  subastas; 

15.  Providenciar  sobre  la  guarda  y  con* 
servación  de  los  bienes  municipales; 

Ití.  Establecer  y  reglamentar  el  servicie 
de  asistencia  pública  benéfica; 

Será  lícito  á  loa  particulares  fundar  y  sos- 
tener establecimientos  de  filantropía  sujeto* 
á  la  inspección  oficial,  por  lo  que  concierne 
á  la  moralidad,  higiene  y  estadística; 

17.  Establecer  y  regular  la  instrucción 
primaria,  profesional  y  artística;  establecer, 
costear  y  subvencionar  cualesquiera  Insti- 
tutos de  educación  ó  instrucción  que  las  ne- 
cesidades del  municipio  reclamen. 

La  enseñanza  que  el  municipio  suministre 
ó  para  la  cual  contribuya  mediante  subven- 
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•ción  ó  en  otra  forma,  deberá  ser  laica  en 
todos  los  grados  de  la  misma. 

Los  particulares  podrán  libremente  abrir 
y  regentar  escuelas  de  cualquier  grado  y  na- 
turaleza, sujetas  á  la  inspección  oficial  úni- 
camente por  lo  que  concierne  á  la  moralidad, 
Á  la  higiene  y  á  la  estadística; 

18.  Crear  bibliotecas  municipales  y  re- 
gular el  respectivo  servicio; 

19.  Regular  el  servicio  de  higiene  muni- 
cipal; 

20.  Crear  y  regular  todos  los  servicios 
referentes  á  casas  de  baños,  lavaderos,  fe- 
rias, mercados,  teatros,  espectáculos  públi- 
cos, extinción  de  incendios,  vías  públicas  y 
fábricas  de  todas  clases; 

21.  Proveer  sobre  1h  institución  y  admi- 
nistración de  cementerios  y  sobre  el  servicio 
funerario,  estándole,  sin  embargo  prohibido 
el  conferir  monopolios  ó  privilegios  sobre  la 
materia; 

22.  Regular  la  policía  sanitaria; 

23.  Regular  la  apertura  y  denominación 
de  calles,  plazas',  calzadas,  caminos,  y  la  po- 
licía, libre  tránsito,  alineación  y  embelleci- 
miento de  los  mismos,  así  como  su  limpieza, 
riego,  alcantarillado  y  alumbrado. 

Los  edificios  que  amenazaren  ruina  pu- 
liendo ofrecer  peligro  para  la  población  ó 
embarazo  al  libre  tránsito,  serán  reparados 
ó  demolidos  á  costa  de  sus  propietarios  si  no 
lo  practicaren  por  sí  mismo  después  de  re- 
queridos para  ello  en  forma. 

Las  servidumbres  municipales  deberán 
conservarse  libres  y  francas,  y  los  obstácu- 
los interpuestos  por  los  propietarios  de  ios 
predios  sirvientes  se  removerán  por  cuenta 
de  los  mismos;  si  no  lo  efectuaren  volunta- 
riamente después  de  requeridos; 

24.  Regular  el  servicio  de  abastecimien- 
to de  agua  á  la  población,  cuidando  por  la 
conservación  de  los  manantiales,  fuentes, 
acueductos,  presas,  etc.; 

25.  Regular  la  conservación  y  reposición 
de  árboles  y  plantas  y  en  especial  de  los  vi- 
veros, jardines  y  parques  públicos  y  monu- 
mentos enclavados  en  ellos; 

26.  Proveer  sobre  la  conservación  de  la 
flora  marítima,  sobre  la  navegación  en  los 
ríos  y  lagos  y  sobre  el  embarque  y  desem- 
barque de  personas,  bagajes  y  mercancías 
en  los  puertos  litorales  del  municipio; 

27.  Reglamentar,  el  servicio  telefónico  y 
telegráfico  de  carácter  municipal; 

28.  Promover  el  desarrollo  de  las  indus- 
trias del  municipio  auxiliando  la  inlroduc 
ción  de  otras  nuevas  con  premios,  exposi- 
ciones y  otras  medidas  que  tengan  análogo 
carácter  y  se  encaminen  al  mismo  fin; 

29.  Crear  y  regular  montes  de  socorro  y 
montepíos; 


80.  Dividir  el  territorio  municipal  en  dis- 
tritos, que  no  podrán  contener  menos  de 
10.000  ni  más  de  40.000  almas; 

31.  Replamarde  la  Unión  bienes  que  per- 
tenezcan al  municipio; 

82.  Contratar  con  uno  ó  más  municipios 
limítrofes  la  realización  de  obras  y  servicios 
de  interés  común; 

33.  Acudir  ante  el  Congreso  nacional  y 
el  Gobierno  federal  contra  las  infracciones 
de  la  Constitución  política  federal,  sbí  como 
contra- los  abusos  y  extrali nutaciones  de  las 
autoridades  no  municipales; 

34'.  Organizar  periódicamente  la  estadís- 
tica municipal  con  las  indicaciones  más  pre- 
cisas que  fuere  posible  adquirir  acerca  de 
la  extensión  superficial,  población,  recursos 
industriales  y  agrícolas  y  movimiento  gene- 
ral de  los  servicios  municipales; 

36.  Organizar  periódicamente  la  estadía* 
tica  escolar  y  la  sanitaria,  comprendiendo  el 
registro  demográfico,  nosográfico  y  de  movi- 
miento endémico  y  epidémico  de  las  enfer- 
medades reinantes  en  el  municipio; 

36.  Formar  acuerdos  sobre  la  aceptación 
de  donaciones,  legados,  herencias,  fideico- 
misos y  susaplicaciones; 

37.  Proveer  sobre  el  bien  general  del 
municipio  y  velar  la  fiel  ejecución  de  la  pre- 
sente Ley  Orgánica  y  de  las  que  en  lo  sucesi- 
vo se  promulgaren. 

Art.  1(5.  En  ningún  raso  ni  para  ningún 
fin  podrá  el  Consejo  conferir  sus  prerrogati- 
vas á  personas  extrañas  al  municipio. 

CAPITULO  IV 
Del  poder  ejecutivo  municipal. 

Art.  17.  El  poder  ejecutivo  municipal  se 
ejerce  por  el  Prefecto. 

Art.  18.  El  Prefecto  será  nombrado  por 
el  Presidente  de  la  República  con  aproba- 
ción del  Senado  federal,  para  servir  por  cua- 
tro años.  El  primer  Prefecto  servirá  hasta  el 
día  31  de  Diciembre  de  1894. 

Art.  19.     Corresponde  al  Prefecto: 

1.°  Presentar  personalmente,  con  ocasión 
de  la  apertura  de  cada  reunión  ordinaria  una 
Memoria  circunstanciada  de  todos  los  acón* 
tecimientos  ocurridos  en  el  intervalo  de  una 
á  otra,  proponiendo  la  adopción  de  las  medi- 
das que  estime  oportunas; 

2.°  Ejecutar  y  hacer  cumplir  todos  los 
acuerdos  ú  órdenes  del  Consejo  una  vez  pu 
blicados  en  debida  forma; 

3.o  Intervenir  en  los  casos  de  urgencia 
mencionados  en  el  núm.  12  del  art.  16,  con- 
vocando seguidamente  al  Consejo,  si  no  es- 
tuviere reunido,  para  dar  cuenta  circunstan- 
ciada de  lo  ocurrido; 

4.°     Hacer  recaudar  las  rentas  municipa- 
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les  por  empleados  de  su  confianza  y  de 
acuerdo  con  el  último  presupuesto  aprobado 
por  el  Consejo; 

5.0  Ordenar  los  gastos  votados  por  el 
Consejo  y  autorizar  el  pago  de  ellos  por  las 
arcas  municipales. 

Las  órdenes  de  pago  deberán  siempre  con 
tener  la  indicación  del  artículo  y  párrafo  del 
presupuesto  que  lo  autorice,  no  pudiendo 
realizarse  ningún  gasto  sin  que  se  presenten 
los  documentos  que  lo  comprueben; 

6.°  Formular  el  proyecto  de  presupuesta 
que  deberá  presentarse  al  Consejo  el  día  di? 
la  apertura  de  la  reunión  ordinaria,  y  sumi- 
nistrar cuantos  datos  le  fueren  solicitados 
por  el  Consejo  ó  sus  comisiones,  para  la  con- 
fección de  los  presupuestos  parciales  ó  del 
general; 

7.o  Nombrar,  suspender,  separar  y  con- 
ceder licencias  á  los  funcionarios  no  electi- 
vos del  municipio,  excepto  los  de  la  Secreta- 
ría del  Consejo  y  con  observancia  de  las  ga- 
rantías que  estuvieren  definidas  en  la  ley. 

8.°  Convocar  extraordinariamente  el 
Consejo  cuando  lo  conceptuare  conveniente 
ó  cuándo  lo  redamare  por  escrito  la  mayor: .. 
de  sus  individuos; 

9.°  Prorrogar  el  presupuesto  del  ejercí* 
ció  anterior,  siempre  que  antes  del  último 
día  del  mes  de  Diciembre,  no  hubiere  sido 
votado  el  proyecto  para  el  sucesivo. 

Art.  20.  El  Prefecto  suspenderá  la  ejecu- 
ción de  cualquier  acto  emanado  del  Conseja, 
oponiéndole  su  veto,  siempre  que  se  hallara 
en  desacuerdo  con  las  Leyes  y  Reglamentos 
vigentes  en  el  distrito  federal. 

En  este  caso,  someterá  al  conocimiento 
del  Senado  federal  el  acto  suspenso,  dando 
por  escrito  las  razones  que  le  hubieren  mo- 
vido á  interponer  su  veto.  El  Senado  deci- 
dirá si  el  acto  suspenso  viola  ó  no  la  Consti- 
tución ó  las  LeyeB  federales  ó  las  Leyes  ó 
Reglamentos  municipales. 

Art.  21.  El  Prefecto  deberá,  dentro  del 
término  improrrogable  de  cinco  días,  oponer 
su  veto  por  escrito.  No  efectuándolo  así,  se 
reputará  aprobado  el  acto. 

El  plazo  indicado  se  contará  desde  el  día 
en  que  el  Prefecto  tuviere  conocimiento  ofi- 
cial del  acto. 

Art.  22.  Para  el  nombramiento  del  Pre- 
fecto deberán  tenerse  en  consideración  las  in- 
compatibilidades especificadas  en  el  art.  4.° 

No  podrá,  por  otra  parte,  ser  nombrado 
Prefecto  el  ciudadano  que  se  halle  con  cual- 
quier Intendente  en  el  grado  de  parentesco 
citado  en  el  núm.  1.°  del  art.  14. 

Art.  23.  El  Prefecto  no  podrá  ser  nom- 
brado de  nuevo  para  el  período  siguiente  al 
de  su  administración,  ni  ser  elegido  Inten- 
dente durante  el  mismo. 


ArL  24.  El  Prefecto  no  podrá  ausentara 
del  triuuicipío  por  más  de  diez  días  fin  li- 
cencia del  Presídeme  de  Ja  República  Ej 
i-aso  de  ausencia,  st-rá  reemplazado  por  ni 
sustituto -legal  y  perderá  la  gratificación 

Art.  25.  Durante  el  primer  trienio  per- 
cibir* «I  Prefecto  24.000  reis  anuales  i* 
sueldo, 

Art.  26.  En  los  ausencias  é  imposible*» 
des  temporalee  del  Prefecto  se  ejercerán  ■« 
funciones  pur  el  Presidente  del  Consejo  nsn- 
nicipal.  En  caso  de  vacante,  el  Presidente *ir 
Ja  República  nombrará  a  (jnieu  haya  de  sus- 
tituirte en  lúa  términos  de)  art.  1  *. 

Art.  27.  El  Presidente  del  Consejo  aiacr- 
cipal,  ruando  sustituyere  al  Prefecto  en  s':t 
imposibilidades,  tendrá  derecho  á  percibir 
el  sueJilo  0  tii ni p] emente  la  gratificación  ife 
Bit* nao.»  aegrin  procediere,  debiendo  dejar d- 
presídir  el  Consejo  durante  e&Le  tiempo. 

CAPITULO  V 

De  fos  Fiscales  y  giutrílias  municipal, 

Art.  K8.     Serán   agentes  del    FrefWf* 
los  i! itérenles  distritos,  los  Fiscales,  y  guar- 
dias tu  umcí  palea. 

Art.  29.  Cada  distrijo  tendrá  un  FSsc* 
y  Untos  guardias  municipales  como  juijfa* 
necesario  ei  Consejo  para  el  buen  desempa- 
ño del  servicio  público. 

Art.  ¡JO.     Compele  á  los  Fiscales; 

l.°  Ejecutar  y  hacer  ejecutar  las  orde- 
nanzas, bandos  y  acuerdos  del  Consejo  s&a- 
clonados  por  el  Prefecto,  observando  Jas  ins- 
trucciones recibidas  al  efecto; 

2P  Levantar  y  remitir  á  Jas  autoridad»** 
competentes  los  atestados  en  caso  de  n> 
fracción  flagrante; 

8,"  In Formar  las  solicitudes  de  tiienrii 
para  edificar,  abrir  casas  de  comercio  y  ejer- 
citar cualesquiera  industrias,  espectáculos  ó 
diversiones  públicas  y  demás  asuntos  de  in- 
terés municipal; 

4.°  Anular  las  licencias  en  los  casos  pre- 
vistos por  la  legislación  municipal,  con  re- 
curso para  ante  la  autoridad  competente; 

6.°  Organizar  y  remitir  mensualmente  al 
Prefecto,  una  refación  de  los  atestados  qne 
hubiere  formalizado; 

6°  Informar  trimestralmente  al  Prefec- 
to y  siempre  que  éste  lo  exigiere,  acerca  del 
estado  de  todos  los  servicios  y  necesidades 
del  distrito. 

De  dichos  informes,  así  como  de  loe  men- 
suales ile  atestados  por  flagrante  infracción 
quedará  copia  literal  en  un  libro  especial  su- 
ministrado por  la  municipalidad  y  rubrica- 
do por  el  Prefecto  ó  por  quien  éste  designa- 
re; este  libro,  una  vez  terminado,  se  ingresa- 
rá en  el  Archivo  municipal. 
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Todo  venino  tendrá  la  facultad  de  exainb 
liar  el  contenido  del  referido  libro; 

T.,H  Suministrar  á  las  Comisiones  per- 
manentes loe  informes  que  necesitaren. 

Art.  31.  Lus  guardias  inunici  palea  son 
los  auxiliares  de  los  Fiscales  y  agentes  su- 
bordinados á  óatua, 

CAPITULO  VI 

De  las  atribuciones  judiciales* 

Art.  83,  La  tramitación  y  sentencia  en 
loe  procesos  por  infracción  de  las  Ordenan- 
zas municipales  corresponde  al  JueE  de 
hecho  de  la  Hacienda  municipal,  dándose 
contra  bus  resoluciones  los  oportunos  re- 
curaos. 

8 e  crean  loa  cargos  de  primero,  segundo 
y  tercer  Procurador  de  hechos  de  la  Haden 
■  lii  municipal. 

Dichos  funcionarios,  que  intervendrán  de 
oficio  en  todos  los  asnillos  que  interesen  A 
la  municipalidad,  serán  nu  i  librados  en  la 
misma  furnia  que  el  Juez,  siendo  preferi- 
dos para  ocupar  los  primeros  cargos  los 
actuales  Procuradores  de  hechos  del  distrito 
federal. 

Art.  33.  Las  comunicaciones,  ñutos  y 
oficios  relativos  á  infracciones  de  las  Orde- 
nanzas municipales  se  remitirán  a¡  Juzgado 
por  conducto  del  Prefecto. 

CAPITULO  VII 

Disposiciones  generales. 

Art,  34.  Los  funcionarios  municipales 
auxiliarán  á  la  ejecución  de  las  leyes  y  ac- 
tos de  carácter  federal,  en  los  términos  del 
articulo  00  párrafo  3.°  de  Ja  Constitución 
política. 

Art.  36.  De  los  Acuerdos  y  resoluciones 
de  los  poderes  nm níci pales  que  lesionen 
derechos  civiles  o  políticos  de  los  vecinos, 
se  dará  recurso  voluntario  ante  las  Autori- 
dades de  justicia  del  distrito  federal,  según 
procediere. 

Art.  36,  Los  funcionarios  municipales, 
incluso  el  Prefecto  y  los  individuos  del  Con- 
sejo,  son  responsables  civil  y  criminalmen- 
te por  prevaricación  abuso  ú  ouiíbíóu  eu  el 
desempeño  de  sus  deberes, 

La  denuncia  ó  querella  podrá  presen- 
tarse por  cualquier  vecino  ó  por  el  perju- 
dicado. 

Independientemente  de  la  penalidad  cri- 
minal, quedan  los  funciuiiarios  sujetos  al 
pago  de  La  indemnización  pecuniaria  en 
la  forma  establecida  por  el  derecho  común. 

Art.  37.  Como  persona  jurídica  puede  el 
municipio  comparecer  en  ¡juicio,  demandar 


y  ser  demandado  eu  Ja  persona  del  Prefec- 
to, quien  se  hará  representar  por  los  Procu- 
radores de  hechos  de  la  Hacienda  municipal 
y  sus  auxiliares. 

Art.  3R.  El  Consejo  eliminará  del  esta- 
do de  los  créditos  municipales  únicamente 
la»  partidas  relativas  á  impuestos  y  mul- 
tas que  conceptuare  incobrables,  debien- 
do hacerlo  público,  así  como  los  funda- 
mentos de  la  resolución»  por  medio  de  la 
imprenta. 

Se  considerará  incobrable  la  deuda  que 
fuere  exigible  con  más  de  un  aflo  de  an- 
telación, en  las  condiciones  siguientes: 

I.tt  Cuando  el  duudor  hubiere  fallecido 
sin  dejar  bienes. 

li.&  Cuando  el  deudor  fuere  descono- 
cido, 

3.ft  Cuando  se  hallare  ausente  en  pa- 
raje incierto  é  ignorado  por  más  de  un  afio. 

4.a  Cuando  fuere  notoriamente  indi* 
gente. 

Art.  3ÍK  Los  contratos  cu yo  valor  exce- 
da de  un  millón  de  reis,  deberán  celebrar- 
se previa  pública  licitación  anunciada  por 
edictos  insertos  en  la  prensa  periódica* 

Art.  40.  Las  obras  que  ttó  fueren  ejecu- 
tadas por  administración  deberán  realizarse 
por  contratadle  conformidad  á  lo  prevenido 
en  el  artículo  anterior. 

Art.  41.  Los  bienes  municipales  no  esta- 
rán sujetos  A  ejecuciones  por  deudas  del 
municipio. 

El  Consejo  incluirá  en  los  presupuestos 
partida  para  el  pago  ó  amortización  de  las 
deudas  líquidas. 

Art.  4*2.  Bolamente  será  exigible  como 
ingreso  ío  que  estuviere  especificado  en  el 
presupuesto  corriente.  Constituirá  ingreso 
extraordinario  los  premios  de  loa  depósitos, 
Las  herencias,  legados  y  donaciones  hechas 
al  municipio  ó  á  cualquiera  de  sus  institu- 
ciones. 

Art.  43.  No  podrá  ordenarse  ningún  gas- 
to sin  que  partí  él  exista  partida  consignada 
en  el  presupuesto,  ni  podrá  celebrarse  nin- 
gún cu n trato  obligando  á  La  municipalidad 
á  pagar,  con  cargo  á  fu  turna  presupuestos, 
prestaciones  mayores  de  lo  que  represente 
la  respectiva  partida  eu  el  presupuesto  co- 
rriente. 

Art.  44,  Los  actos  del  municipio  que  su- 
pongan obligscionea  para  él  deberán  recibir 
la  mayor  publicidad  pus! ble. 

Art-  45.  El  proyecto  general  del  presu- 
puesto se  publicará  jior  diez  veces  consecu- 
tivas y  con  mía  antelación  de  treinta  días 
por  lo  menos,  eu  el  periódico  que  tuviere 
contratadas  las  publicaciones  de  edictoa  y 
asuntos  municipales.  Los  vecinos  podrán 
formular   las   ohjecionee  y   proponer  la  in- 
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trod acción  de  las  variacipnes  que  conside- 
ren procedentes. 

Art.  46.  Los  balances  de  cada  ejercicio 
se  publicarán  en  la  forma  establecida  por  el 
artículo  anterior. 

Art.  47.  Al  fin  de  cada  mes  se  publicará 
un  balance  parcial  de  los  ingresos  y  gastos 
de  la  municipalidad. 

Art.  48.  Cuando  el  Prefecto, prorrogare 
el  presupuesto  en  los  términos  del  art.  19 
núm.  8.°  y  usare  de  la  facultad  conferida  en 
el  art.  20,  deberá  dar  la  publicidad  á  este 
acuerdo  por  medio  de  edictos  insertos  en  la 
prensa  durante  diez  días  consecutivos. 

Art.  49.  Las  decisiones  del  Consejo  sola- 
mente obligarán  después  de  los  diez  días 
siguientes  á  sus  publicaciones. 

Art.  60.  No  podrán  contratar  ó  empren- 
der obras  ni  tomar  en  enfiteusis  fincas  mu- 
nicipales, personas  que  tengan  con  el  Pre- 
fecto ó  con  cualquier  individuo  del  Consejo 
e)  parentesco  indicado  en  el  art.  14. 

Art.  61.  Todo  vecino  estará  facultado  pa- 
ra solicitar  informes  y  certificaciones  de  los 
actos  de  la  municipalidad. 

En  caso  de  que  le  fueren  rehusados  ó  se 
■demorare  satisfacer  sus  pretensiones,  podrá 
el  interesado  acudir  en  queja  ante  el  Prefec 
to  y  el  Consejo. 

Art.  62.  .  La  municipalidad  no  podrá  con- 
tribuir á  costa  de  sus  recursos  á  la  creación 
de  estatuas  ó  monumentos  conmemorativos. 

Art.  53.  En  los  casos  de  responsabilidad 
el  Prefecto  será  procesado  y  juzgado  por  el 
Tribunal  Supremo  federal,  de  conformidad 
con  Las  leyes  que  definen  y  regulan  la  res- 
ponsabilidad de  los  Ministros  de  la  Repú- 
blica. 

Art.  64.  Es  extensivo  á  la  municipalidad 
el  procedimiento  ejecutivo  fiscal  y  el  de  ex- 
propiación por  causa  de  utilidad  pública  vi- 
gente en  el  distrito  federal. 

Art.  66.  Los  sueldos  del  Prefecto  y  de 
los  individuos  del  Consejo  sólo  podrán  ser 
«Iterados  en  el  último  año  del  período  para 
que  cada  uno  hubiere  sido  elegido,  y  tales 
alteraciones  únicamente  producirán  efecto 
en  el  siguiente. 

Art.  66.  Se  garantiza  el  derecho  de  efec- 
tuar visitas  domiciliarias  para  fines  de  hi- 
giene y  de  salubridad  pública  á  las  autori- 
dades y  funcionarios  municipales  encarga- 
dos de  este  ramo  de  servicios,  siempre  que 
en  su  práctica  se  observen  fielmente  las  for- 
malidades de  la  legislación  vigente. 

Art.  67.  El  reglamento  interior  del  Con- 
sejo organizará  y  regulará  el  funcionamien- 
to de  sus  Comisiones,  determinando  la  res- 
pectiva competencia,  obligaciones,  deberes 
.y  servicio  propio  de  cada  una. 


CAPITULO  VIII 
Diapvuicionts  transitaría»  m 

Arts.  68  á  84,     Carecen  de  interés 

Reglante u tac leu  de  la  u arenación  4e 
cabotaje- —Ley  de  1 1  de  Noviembre  de  18$  2 

Artículo  1.°  La  navegación  de  cabotaje 
solamente  podrá  efectuarse  por  buques  Da- 
ción al  es. 

Art.  2,°  Entiéndese  por  navegación  d* 
cabotaje  la  que  tiene  por  objeto  la  comuni- 
cación y  el  comercio  directo  entre  loa  puer- 
tos de  la  República  dentro  de  Jas  agua?  Je 
éstos  y  de  Jos  ríos  que  surcan    su  territorio. 

Art.  ;iü  Para  que  un  buque  pueda  ser 
considerado  como  nacional,  se  requiere: 

\.°  Que  sea  propiedad  de  un  ciudadano 
brasileño  ó  de  sociedad  ó  empresa  con  do- 
micilio en  el  Brasil  y  cuya  gestión  eslé 
exclusivamente  encomendada  á  ciudadanos 
brasileños; 

3.°  Que  esté  dirigido  por  Capitán  ó  maes- 
tre 1 1  ras  i  le  ñu; 

S.o  Que,  por  lo  menos,  dos  terceras  par- 
tes de  Ja  tripulación  sean  ciudadanos  braas- 
lefios. 

Art,  4.ü  Los  buques  extranjeros  estarán 
imposibilitados  para  dedicarse  al  comercio  de 
cabotaje  so  pena  de  incurrir  en  la  responsa- 
bilidad aplicable  al  contrabando,  tíin  embar- 
go, les  será,  licito: 

|¿*  Cargar  y  descargar  mercancías  y  ob 
jetos  pertenecientes  á  la  Administración  pti- 
blica; 

3,°  Entrar  en  un  puerto  por  franquicia 
y  seguir  con  su  cargamento  para  otro  dentro 
del  plazo  reglamentario; 

3.°  Entrar  por  entero  en  un  puerto  y  se- 
guir para  otro  con  el  tu  i  sin  o  cargamento  to- 
tal ó  parcialmente  despachado  para  el  con- 
sumo ó  la  reexportación; 

4.°  Transportar  de  un  puerto  á  otro  de  la 
República  pasajeros  de  cmalquíer  clase  y 
procedencia,  sus  equipajes,  animales  y  bul- 
tos clasificados  como  paquetes  postales,  pro- 
ductos agrícolas  y  fabriles  de  fácil  deterioro 
y  metales  amonedados; 

5.°  Recibir  en  más  de  un  puerto  géneros 
i  na  n  ti  facturados  ó  producidos  en  el  país  á 
Un  de  exportarlos  para  fuera  de  la  Repú- 
blica; 

6.°  Llevar  socorros  á  cualquier  Estado  ó 
punto  de  la  República,  en  los  casos  de  ham- 
bre, peste  ú  otras  calamidades  públicas; 

7.°  Transportar  cualquier  cargamento  de 
un  puerto  sí  otro  en  caso  de  guerra  externa, 
conmoción  interna,  vejámenes  y  perjuicios 
causados  á  la  navegación  y  comercio  nació- 
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nales,  por.  extranjeros  ó  fuerzas  extranjeras 
aun  cuando  no  medie  declaración  de  guerra. 

Art.  5.°  Las  mercaderías  conducidas  por 
buques  extranjeros  de  un  puerto  de  la  Re- 
pública pueden  ser  vendidas  en  otros  en  los 
casos  de  arribada  forzosa,  varamiento  6  fuer- 
za mayor. 

Art.  6.o  Los  buques  de  las  naciones  li- 
mítrofes podrán  efectuar  la  navegación  por 
los  rios  y  aguas  interiores  en  los  términos  y 
con  sujeción  á  lo  prevenido  en  los  Conve- 
nios y  Tratados. 

Art.  7.°  «obre  matrícula  de  los  buques, 
tripulaciones,  pilotaje  y  visita, 'se  observará 
io  establecido  en  los  reglamentos  que  el  Po- 
der Ejecutivo  dicte  para  la  ejecución  de 
esta  ley. 

Art.  8.°  Durante  los  cinco  afios  siguien- 
tes á  la  fecha  de  promulgación  de  esta  ley, 
aera  gratuita  la  matrícula  de  todo  el  perso- 
nal de  la  marina  mercante,  salvo  los  dere- 
chos de  timbre  para  la  solicitud. 

Art.  9.o  Los  buques  nacionales  estarán 
sujetos  á  la  visita  del  casco  y  máquinas  de 
seis  en  seis  meses,  á  cuyo  efecto  deberán 
facilitar  el  reconocimiento,  y  lo  mismo  en  las 
visitas  que,  una  vez  al  año,  habrán  de  efec- 
tuarse en  seco  ó  en  dique. 

Estas  visitas  se  practicarán  gratuitamen- 
te, y  deberán  solicitarse  de  la  Autoridad 
competente,  por  los  propietarios,  con  ocho 
días  de  antelación  á  lo  menos,  pndiendo 
efectuarse  en  cualquier  puerto  de  la  Repú- 
blica de  los  autorizados  para  ello  por  los  re- 
glamentos que  habrán  de  dictarse. 

Art.  10.  Las  disposiciones  de  la  presente 
ley  comenzarán  á  regir  á  los  dos  afios,  con- 
tados desde  la  fecha  de  su  publicación. 

Art.  11.  Queda  derogada  la  legislación 
en  contrario. 

Arancel  de  Aduanas. — Reformas  intro- 
ducidas por  ley  núm.  126,  letra  Ay  de  21  de 
Noviembre  de  1892  (l). 

Artículo  1.°  Importación.— Loa  fósforos 
adeudarán  el  triple  de  los  derechos  señala- 
dos en  el  Arancel. 

Pagarán  además  un  recargo  del  30  por  100: 
Los  tejidos  y  artículos  de  seda  y  de  lino 
puro;  los  tejidos  con  bordados,  flecos,  enca- 
jes, guarniciones  y  galones  de  cualquier 
clase  ó  materia;  los  artículos  de  moda;  trajes 
de  fantasía;  joyas;  artículos  de  ó  con  partes 
de  nácar,  marfil,  carey,  coral,  oro,  plata,  pla- 
tino ó  piedras  preciosas;  espejos,  cuadros, 
molduras,  cristales,  porcelanas  finas;  vinos 


(1)    Diario  oficial  de  3  de  Diciembre  del  mis- 
ino ano. 


finos  espumosos,  licores,  cofiac;  muebles  de- 
lujo;  perfumería;  arañas;  naipes;  bisdtería 
de  todas  clases;  estatuas  y  jarrones  orna- 
mentales de  todas  clases;  objetos  de  már- 
mol ú  otras  piedras;  arreos  y  carruajes;  ar- 
tículos de  laca,  metal  plateado  ó  dorado;  jue 
gos  de  todas  clases;  objetos  de  mimbre;  fue- 
gos artificiales;  terciopelos,  felpas  y  alfom- 
bras; quesos,  chorizos,  jamones  y  frutas  en 
conserva;  calzado  de  fantasía,  abanicos,, 
guantes;  armas  de  fuego,  puñales,  bastonea 
de  estoque;  papel  pintado;  pájaros  diseca- 
dos; pólvora  y  panaceas. 

Gozarán  de  una  rebaja  del  30  por  100  de 
los  respectivos  derechos,  los  artículos  si- 
guientes: las  máquinas,  los  instrumentos  de 
labranza,  las  herramientas  de  operarios,  las 
primeras  materias,  las  substancias  tintóreas 
y  los  productos  químicos  de  uso  industrial/ 
así  eotno  todos  los  demás  artículos  necesa- 
rios en  las  fábricas. 

Quedan  suprimidos  los  impuestos  sobre 
el  ganado  vacuno. 

Por  el  despacho  de  artículos  libres  de  de- 
rechos, se  ha  elevado  al  10  por  100  la  tasa 
respectiva. 

Los  derechos  de  acarreo  se  han  elevado 
ú  100  y  á  60  reis. 

'    Los  derechos  de  almacenaje  se  han  eleva- 
do al  1,  2  y  3  por  100. 

Art.  2.°    Sobretasas    (1).— Se    mantienen 


(1)  En  virtud  de  las  Circulares  números  49 
y  51  del  Ministro  de  Hacienda,  de  26  y  31  da  Di- 
ciembre de  1892,  y  las  modificaciones  introduci- 
das eu  el  Arancel  de  Aduanas  por  la  ley  126  A  de 
~  21  de  Noviembre  de  1892,  deberán  entenderse  re- 
dactadas en  el  sentido  que  a  continuación  se  ex- 
presa: 

Sobretasa  de  30 por  100.— Pagaran  esta  sobreta- 
sa: Los  tejidos  de  seda  expresados  en  las  partida* 
602  á  635,  mediante  cumplimiento  de  las  prescrip- 
ciones del  art.  12  de  las  disposiciones  prelimina- 
res; los  tejidos  de  lino  puro  expresados  en  las- 
partidas  562  á  598,  excepción  hecha  de  los  hila- 
dos de  las  partidas  558  a  561;  los  artículos  de  no- 
vedad tales  como:  encajes,  flecos,  plumas,  flores 
artificiales,  bordados,  redecillas,  ciuturones,  cin- 
tas, agremanes,  galones,  lazos,  tiras  bordadas  y, 
en  general,  los  artículos  puestos  á.  la  venta  desde 
poco  tiempo,  muy  solicitados,  y  cuyo  valor  de- 
pende principalmente  de  su  condición  de  nove- 
dad; trajes  y  calzado  de  fantasía,  es  decir,  con 
adornos  dé  lujo  que  puedan  separarse  sin  alterar 
su  uBoy  utilidad,  incluso  el  calzado  especial  para 
jiras  campestres,  piquenique ,  etc. ,  aun  cuando 
sea  de  cuero;  los  vidrios  comprendidos  en  el  nú- 
mero 2."  de  la  nota  74,  partida  695;  la  porcelana 
fina  expresada  en  el  núm.  6.°  de  la  nota  74,  par- 
tida 695;  los  vinos  finos  espumosos  expresados  en- 
la  primera  subdivisión  de  la  partida  132:  los  mue- 
bles de  lujo,  dorados,  maqueados,  con  adornos  ar- 
tísticos de  importancia,  incrustaciones  de  marfil, 
nácar,  etc.,  los  muebles  recubiertos  de  tejidos  de 
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en  vjgor  las  sobretasas  adicionales  estable- 
cidas por  la  ley  de  30  de  Diciembre  de  1891, 


seda,  terciopelo  ú  otras  telas  de  valor  y  los  de 
maderas  finas,  tales  como:  encina,  arce,  nogal, 
madera  satén,  palo  rosa,  tuya  y  demás  finas  aná- 
logas; los  artículos  de  mármol  ú  otras  piedras, 
expresados  en  las  partidas  653  y  670;  los  artícu- 
los de" metal  plateado  ó  dorado,  comprendidos  en 
las  clases  23.  ,  24.a  y  25.a  del  Arancel;  el  papel 
pintado  ó  para  decorar  habitaciones  expresado  en 
la  partida  649. 

La  sobretasa  aplicable  á  los  puñales  y  bastones 
de  estoque  no  tiene  razón  de  ser  por  hallarse  pro- 
hibida la  importación  de  estos  artículos,  siendo 
también  inaplicable  la  señalada  á  las  panaceas, 
que  son  productos  no  expresados  en  el  Arancel. 

Reducción  de  30  por  100.— La  reducción  de  los 
derechos  aplicables  á  la  maquinaria,  instrumen- 
tos agrícolas,  primeras  materias,  substancias  tin- 
tóreas, productos  químicos  empleados  en  la  in- 


sobre  los  derechos  de  importación  para  eí 
consumo,  y  el  10  por  100  adiciónale*  sobre 
los  impuestos  de  despacho  de  mercancías  li- 
bres de  derechos  de  entrada,  de  acarreo,  de 
almacenaje,  de  faros  y  mnelle  (docks). 

Art.  8  o  Exportación. — La  pólvora  fabri- 
cada por  cuenta  del  Gobierno  y  los  metale* 
preciosos  en  polvo,  lingotes,  barras  ó  mana 
facturas,  adeudarán  á  la  exportación  nn  de- 
recho del  2*/8  por  100;  el  oro  eu  barras,  fun- 
dido en  la  Casa  de  la  Moneda,  adeudará  un 
derecho  del  I  '/9  por  100. 


dustria,  asi  como  á  los  dem*s  artículos  necesario* 
en  las  fábricas,  queda  sin  efecto.  La  aplieacic* 
de  esta  reducción  depende  todavía  del  Poder  le- 
gislativo. 

Finalmente,  para  poner  en  vigor  el  aumento  de 
derechos  de  almacenaje,  se  observará  el  reginas 
de  tasas  de  que  se  trata. 


PRINCIPALES  LEYES  Y  DECRETOS  PUBLICADOS  EN  1893 

I 


Ley  orgánica  del  Tribunal  Supremo  mi- 
litar^ sancionada  en  18  de  Julio  de  1893. 

CAPITULO    PRIMERO 
Del  Tribunal  Supretno  militar. 

Artículo  l.o  El  Tribunal  Supremo  militar, 
que  radicará  en  la  capital  federal,  estará 
compuesto  de  quince  individuos  vitalicios, 
pertenecientes  ocho  al  Ejército  y  cuatro  á  la 
Armada.  Los  tres  restantes  será  ti  jueces  to- 
gados. 

Los  individuos  del  Tribunal  Supremo  mi- 
litar pertenecientes  al  Ejército  ó  á  la  Arma- 
da que  pasaren  á  los  cuadros  de  reserva  no 
perderán  el  cargo,  salvo  en  el  caso  de  inuti- 
lidad ó  de  que  mediare  sentencia  firme  en 
que  así  se  disponga. 

Art.  2.°  El  nombramiento  de  los  indivi- 
duos del  Tribunal  se  efectuará  por  el  Presi- 
dente de  la  República.  £1  de  los  militares, 
<le  entre  los  Oficiales  generales  efectivos  del 
Ejército  y  de  la  Armada  y  el  de  los  Jueces 
togados  en  la  siguiente  graduación,  de  entre: 

a)  Los  Auditores  de  guerra,  del  Ejército 
y  de  la  Armada  que  contaren  por  lo  menos, 
cuatro  años  de  servicios  efectivos. 

b)  Los  Magistrados  que  llevaren  por  lo 
menos  seis  años  de  servicio  efectivo,  pre- 


firiéndose los  qne  estuvieren  en  disponibi- 
lidad. 

Art.  3.°  Los  títulos  de  nombramiento  se 
expedirán:  los  de  los  militares  por  los  res- 
pectivos Ministerios,  y  los  de  los  togados  por 
el  Ministerio  de  la  Guerra. 

Art.  4.°  Los  parientes  consanguíneos  ó 
afines  hasta  el  segundo,  grado,  no  podrán 
formar  parte  simultáneamente  del  Tribunal 
Supremo  militar. 

Art.  6.°  Compete  al  Tribunal  Supremo 
militar: 

1.°  Establecer  la  forma  procesal  militar 
en  los  casos  en  que  no  estuviere  regulada 
por  las  leyes; 

2.°  Juzgar  en  segunda  y  última  instancia 
los  delitos  militares,  declarados  tales  por  la 
legislación  vigente; 

3.°  Comunicar  al  Gobierno,  para  que  és- 
te proceda  en  la  forma  prevenida  por  la  le? 
contra  los  individuos  que,  por  el  examen  de 
los  procesos,  comprobare  estar  complicados 
en  algún  delito  militar; 

4.°  Procesar  y  juzgar  á  sus  miembros  en 
caso  de  delito  militar; 

6.°  Emitir  su  dictamen  acerca  de  las 
cuestiones  que  le  fueren  consultadas  por  el 
Presidente  de  la  República,  sobre  economía, 
disciplina,  derechos  y  deberes  de  las  fuerzas 
de  mar  y  tierra  y  sus  asimilados; 
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6.°  Ordenar  expedir  los  títulos  militares 
-ile  los  oficiales  efectivos  que  pasaren  á  los 
cuadros  de  reserva,  situación  de  reemplazo 
y  otros  análogos. 

Art.  6.°  El  Tribunal  Supremo  militar  ce- 
lebrará sus  sesiones  en  los  días  determina- 
dos por  el  respectivo  reglamento  interior, 
para  tratar  de  asuntos  referentes  á  los  nú- 
meros 6.°  y  6.°  del  artículo  anterior,  debien- 
do entrar  en  su  constitución  en  estos  casos 
cinco  individuos  militares  por  lo  menos. 

Art.  7.°  Para  el  conocimiento  y  decisión 
de  ios  procesos  militares,  el  Tribunal  Supre- 
mo militar  funcionará  con  presencia  de  siete 
de  eus  miembros  en  la  proporción  indefecti- 
ble de  cinco  militares  y  dqs  togados. 

Art.  8.°  En  los  casos  en  que  pueda  apli- 
carse la  pena  de  treinta  afios  de  prisión  de- 
berá constituirse  el  Tribnnal  con  tres  Jueces 
togados  y  cinco  individuos  militares. 

Cuando  por  enfermedad  ó  imposibilidad 
dejare  de  concurrir  alguno  de  los  togados, 
el  Presidente  del  Tribunal  solicitará  su  sus- 
titución interina. 

Art.  9. o  Todos  los  individuos  del  Tribu- 
nal prometerán  en  el  acto  de  tomar  posesión 
de  su  cargo,  bajo  palabra  de  honor: 

1.°  Cumplir  sus  deberes  con  arreglo  á  los 
dictados  de  su  conciencia;  y 

2.°  Guardar  inviolable  secreto  sobre  los 
asuntos  en  que  así  se  acordare  por  el  Tri- 
bunal. 

Los  individuos  del  Tribunal  Supremo  mi- 
litar tendrán  el  tratamiento  de  Ministros. 

Las  decisiones  del  Tribunal  se  tomarán 
por  mayoría  de  voto3,  salvando  fundamen- 
tadamente  y  por  escrito  el  voto  de  los  que 
disintieren. 

CAPITULO  II 
Del  Presidente  del  Tribunal, 

Art.  10.  Presidirá  el  Tribunal  Supremo 
militar  el  General  de  mayor  graduación  que 
forme  parte  de  él,  y  en  su  defecto,  las  vistas 
y  sesiones  serán  presididas  por  el  individuo 
de  mayor  graduación  de  entre  los  presentes. 

Art.  11.  El  Presidente  tendrá  voto  de 
igual  modo  que  todos  los  individuos  del  Tri- 
bunal. 

Deberá  emplear  especial  cuidado  en  que 
el  Secretario  y  auxiliares  del  Tribunal  obser- 
ven fielmente  sus  deberes. 

Distribuirá  el  servicio  entre  los  individuos 
militares  y  togados. 

Rubricará  con  los  demás  individuos  del 
Tributial  los  avisos  que  emanaren  del  Go- 
bierno. 

Dará  posesión  á  los  individuos  y  auxilia- 
res del  Tribunal. 


Ejecutará  y  hará  ejecutar  el  reglamento 
interior. 

Presidirá  las  reuniones  del  Tribunal  y  di- 
rigirá sus  trabajos» 

CAPITULO  III 
Del  Secretario  y.  empleados  auxiliaren. 

Art.  12.  El  Tribunal  tendrá  una  Secreta 
ría  con  un  personal  compuesto  de  Secretario, 
cuatro  oficiales,  un  portero,  dos  ordenanzas 
y  dos  mozos  procedentes  del  Ejército. 

Art.  13.  El  Secretario  será  Oficial  supe- 
rior del  Ejército  ó  de  la  Armada.  Tanto  éste 
como  los  oficiales  de  que  trata  el  artículo 
anterior  serán  nombrados  por  el  Poder  Eje- 
cutivo. El  nombramiento  de  los  dependien- 
tes corresponderá  al  Presidente  del  Tribunal. 

Art.  14.  Son  deberes  propios  del  Secre- 
tario: 

1.°  Prestar  ante  el  Presidente  la  promesa 
á  que  están  obligados  los  individuos  del  Tri- 
bunal al  tiempo  de  tomar  posesión  de  su 
cargo. 

2.°  Recibir  todos  los  requerimientos  y 
documentos  dirigidos  al  Tribunal,  clasificán- 
dolos y  ordenándolos  convenientemente. 

3.°  Proceder  á  la  lectura  del  acta  y  de  las 
resoluciones  dictadas  por  el  Tribunal. 

4."  Suscribir  los  documentos  emanados 
de  éste,  expedir  las  certificaciones  que  le 
ordenaren,  mereciendo  fe  públioa  todas  las 
copias  por  él  expedidas. 

ó. o  Preparar  las  consultas  que  hubieren 
de  elevarse  al  Presidente  de  la  República, 
las  erales  presentará  a|  Tribunal  para  su 
firma. 

6.°  Proceder  á  la  apertura  de  toda  la 
correspondencia  dirigida  al  Tribunal. 

7.°  Fiscalizarel  archivo  del  Tribunal,  que 
estará  á  cargo  y  bajo  la  responsabilidad  de 
uno  de  los  Oficiales,  velando  por  que  todos 
los  documentos  y  libros  se  conserven  y  cus- 
todien convenientemente. 

8.°  Distribuir  á  los  Oficiales  de  la  Secre- 
taría los  libros  de  registro,  consultas,  re* 
soluciones,  avisos,  órdenes  del  Tribunal  y 
demás  documentos  del  despacho,  recomen- 
dándoles que  el  trabajo  se  realice  con  (-1 
mayor  esmero  y  sin  apartarse  de  los  mode- 
los establecidos  por  el  mismo  Tribunal. 

9.°  Abstenerse  de  percibir  emolumento 
alguno  de  las  partes. 

10.  Llevar  el  libro  de  asistencia  diaria 
de  los  empleados. 

11.  Redactar  la  minuta  del  arta  qm\ 
una  vez  aprobada,  se  transcribirá  en  <-l 
libro  destinado  al  efecto  por  uno  de  loa 
Oficiales. 

12.  .Registrar  en  el  libro  correspondiente 
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todos  los  documentos  que  tuvieren  entrada 
y  salida  en  el  Tribunal. 

£1  Secretario  será  sustituido  en  sus  im- 
posibilidades temporales,  por  un  Oficial 
previamente  designado  por  el  Presidente 
del  Tribunal. 

Art.  15.  Los  empleados  de  la  Secretaría 
prestarán  á  presencia  del  Presidente  del 
Tribunal  la  misma  promesa  prescrita  con 
respecto  al  Secretario. 

Estarán  á  las  inmediatas  órdenes  del  Se- 
cretario, debiendo  asistir  á  la  Secretaría 
todos  los  días  hábiles  hasta  la  hora  seña- 
lada por  el  reglamento  interior,  salvo  si 
otra  cosa  exigieren  las  necesidades  del  ser- 
vicio. 

Deberán  atenerse  á  la  distribución  del 
trabajo  acordado  por  el  Secretario,  corres- 
pondiendo á  uno  de  ellos,  previa  designa- 
ción déoste,  la  custodia  del  Archivo  y  del 
mobiliario  y  utensilios  pertenecientes  al 
Tribunal. 

CAPITULO  IV 

Disposiciones  generales  y  transitorias. 

Arte.  16  á  23.    Carecen  de  interés. 

Robo,  extravío  y  destrucción  de  títulos 
al  portador.— Ley  de  20  de  Julio  de  1898. 

Artículo  1.°  El  propietario  de  títulos  al 
portador  que  fuere  desposeído  de  ellos  por 
causa  distinta  de  su  voluntad  ó  de  disposi- 
ción de  la  ley,  podrá  obtener  otros  nuevos 
é  impedir  que  se  abone  á  otra  persona  el 
capital  é  intereses  respectivos. 

Art.  2.o  Ante  el  Juez  ó  Tribunal  del  do- 
micilio del  deudor,  alegará  el  propietario 
las  circunstancias  en  que  hubiere  sido  des- 
poseído, declarando  la  cantidad,  naturaleza, 
valor  nominal  y  numeración  de  los»  títulos, 
serie  si  la  tuvieren,  y,  en  cuanto  fuere  po- 
sible, la  época  y  lugar  de  su  adquisición  y 
la  en  que  haya  percibido  los  últimos  intere- 
ses ó  dividendos 

Art.  3.°  Concluirá  solicitando  la  inti- 
mación: 

Del  deudor  ó  de  su  representante  para 
que  se  abstenga  de  satisfacer  el  capital  y  los 
intereses  ó  dividendos. 

Del  Presidente  de  la  Junta  de  corredores 
para  que  no  se  acepte  en  la  plaza  la  nego- 
ciación de  los  títulos  de  que  se  trate. 

Del  detentador  de  éstos  ó  de  cualquier 
interesado  para  que  aleguen  lo  que  pueda 
convenirles. 

Art.  4.°  El  Juez  acordará  incontinenti 
se  proceda  á  practicar  las  antedichas  inti- 
maciones y  á  la  fijación  de  edictos,  seña- 
lando á  los  terceros  interesados  el  plazo  de 
un  año  para  que  usen  de  su  derecho. 


Art.  5.°  Transcurrido  el  plazo  de  un  ax<> 
sin  que  se  formule  oposición  alguna  o  t* 
tiempo  durante  el  cual  se  hubieren  distri- 
buido dos  dividendos,  podrá  antonis^ 
al  requireute  para  que  perciba  lo*  interese* 
ó  dividendos  vencidos  y  que  fueren  *«- 
ciendo  en  lo  sucesivo,  y  el  capital  se  con- 
vertirá en  exjgible  previa  La  prestación  ér 
canción, 

Art,  6,o  Dicha  caución  deberá  extender- 
se al  capital  exigible  y  al  importe  de  La* 
anualidades  vencidas,  computando  I»* 
rrespond lentes  al  último  sño  por  doble  i- 
su  valor,  y  sólo  se  decretará  su  admisión  *í^9- 
pues  de  oír  al  representante  del  Min  *■ 
público  ó  á  un  curador  nombra  Jo  al  efecto. 

Art,  7.°  Doh  años  después  de  U  autori- 
zación referida  podrá  levantarse  ta  canción 
relativa  á  los  íntereeei  y  dividendos,  permi- 
tiendo La  del  capital  por  otros  dos  años  Pi- 
ra las  pólizas  de  la  Deuda  pública  este  pía* 
so  será  de  nueve  años  contados  desde  la  fo- 
cha de  La  autorización,  salvo  lo  diapues:  <  <ri 
el  apartado  letra  a  del  art.  1 6. 

Art.  6.°  Si  el  requírente  no  quisiere  o  u 
pudiere  prestar  caución  se  depositarán  *- 
capital  y  los  intereses  exigibles,  los  cuales 
sólo  podrán  levantarse  después  de  transcu- 
rridos los  plazos  señalados  en  el  artículo  ao 
terior. 

Art.  9.°  Si  únicamente  se  tratare  de  co 
pones  separados  de  los  títulos,  el  placo  co- 
rrespondiente será  el  señalado  en  el  art.  7.° 
para  los  intereses  y  dividendos. 
*  Art.  10.  Los  pagos  efectuados  de  confor- 
midad á  lo  prevenido  en  esta  ley,  implicará! 
liberación  absoluta  para  el  deudor;  los  ter 
ceros  que  se  conceptuaren  perjudicados,  so- 
lo tendrán  acción  contra  quien  sin  justa 
causa  se  hubiere  atribuido  el  carácter  de- 
propietario  de  los  títulos. 

Art.  11.  El" deudor  á  quien  se  presenta 
ren  los  títulos  denunciados,  estará  obligado 
á  incautarse  de  ellos  y  dar  parte  del  hecho 
al  Juzgado  ó  Tribunal  correspondiente. 

Art.  12.  Si  se  presentare  un  tercero,  por- 
tador de  los  títulos  denunciados,  se  le  dará 
traslado  para  que  conteste,  suspendiendo 
se  cualquier  autorización  concedida  par* 
la  percepción  del  capital  ó  de  los  intereses  a 
dividendos. 

Art.  13.  Será  nula  la  negociación  de  tí- 
tulos hurtados  ó  extraviados  hecha  después 
de  operada  la  indicada  intimación  á  la  Jun- 
ta de  Corredores  ó  de  la  publicación  de  lo* 
edictos;  en  este  caso,  el  adqui  rente  sólo  ten 
drá  acción  contra  el  vendedor  y  el  Corredor 
que  hubiere  intervenido  en  la  operación. 

Art.  14.  Si  se  formulare  oposición  en  e< 
plazo  de  tres  años  contados  desde  la  publi- 
cación del  edicto,  podrá  el  Juez  acordar  se 
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expidan  duplicados  de  los  títulos  de  que  se 
trate. 

Art.  16.  Independientemente  de  auto  ju- 
dicial podrá  el  propio  interesado,  por  si  ó 
por  un  Escribano,  dirigir  al  deudor  y  á  la 
J  unta  de  Corredores  la  intimación  de  que 
trata  el  artículo  3.°,  por  medio  de  notas  du- 
plicadas, en  una  de  las  cuales  se  firmará  el 
enterado  por  el  interesado  ó  se  hará  constar 
la  diligencia  en  forma  por  el  Escribano.  Ta- 
les intimaciones  deberán,  so  pena  de  nuli- 
dad, ra ti ficapse  judicialmente  en  el  término 
de  sexto  día. 

Art.  16.  Las  disposiciones  de  la  presente 
ley  se  aplicarán  á  los  títulos  siguientes, 
siempre  que  fueren  al  portador: 

a)  Recibos  y  cheques  expedidos  para  ser 
pagados  en  la  misma  plaza  de  comercio  en 
virtud  de  cuenta  corriente; 

b)  Acciones  y  obligaciones  de  Compa- 
ñías, emitidas  con  observancia  de  las  dispo- 
siciones déla  legislación  vigente  sobre  So- 
ciedades anónimas; 

c)  Cédulas  hipotecarias  emitidas  por  So- 
ciedades de  crédito  territorial,  en  los  térmi- 
nos de  la  ley; 

d)  Títulos  de  la  Deuda  pública,  en  cuan- 
to no  estuvieren  sujetos  á  prescripciones 
especiales. 

Art.  17.  Queda  derogada  la  legislación 
en  contrario. 

Organización  de  las  asociaciones  funda- 
das para  fines  religiosos,  morales,  cientí- 
ficos» artísticos,  políticos  ó  de  simple  re- 
creo, en  los  términos  del  párrafo  3.°  del 
artículo  72  de  la  Constitución  política  de 
la  República.— Ley  de  10  de  Septiembre 
de  1898. 

Artículo  1.°  Las  asociaciones  que  se  fun- 
daren para  fines  religiosos,  morales,  cientí- 
ficos, artísticos,  políticos  ó  de  simple  recreo,' 
podrán  adquirir  personalidad  jurídica,  ins- 
cribiendo el  contrato  social  en  el  Registro 
civil  de  la  circunscripción  en  que  tuvieren 
su  domicilio. 

Art.  2.°  La  inscripción  se  practicará  con 
vista  del  contrato  social,  compromiso  ó  esta- 
tutos debidamente  autorizados,  cuya  copia 
quedará  archivada  en  el  Registro  civil. 

Art.  3.°  Los  estatutos,  así  como  la  inscrip- 
ción respectiva,  harán  constar: 

1.°  La  denominación,  fines  y  domicilio 
de  la  asociación  ó  instituto  de  que  se  trate. 

2.®  Forma  en  que  la  asociación  se  admi- 
nistra y  representa  activa  y  pasivamente  en 
juicio,  y  en  general  en  sus  relaciones  con  ter- 
cero. 

3.°  Si  sus  individuos  responden  ó  no 
subsidiariamente  de  las  obligaciones  que  los 
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representantes  de  la  asociación  contraigan 
expresa  ó  tácitamente  en  nombre  de  ésta. 

Art.  4.°  Antes  de  proceder  á  la  referida 
inscripción,  se  publicarán  los  estatutos  ínte- 
gramente ó  por  medio  de  extraeto  que  con-  . 
tenga  las  indicaciones  requeridas  por  el  ar- 
tículo anterior,  en  el  periódico  oficial  del  Es- 
tado en  que  la  asociación  tuviere  su  domi- 
cilio. . 

Art  5.°:  Las  asociaciones  constituidas  en 
la  forma  indicada  gozarán  de  capacidad  ju- 
rídica con  personalidad  distinta  dé  la  de 
sus  miembros,  pudiendo  ejercitar  todos  los 
derechos  civiles  relativos  á  los  intereses  de 
su  instituto. 

Art.  6.°  Todas  las  modificaciones  que  se 
introduzcan  en  los  estatutos  deberán  publi- 
carse ó  inscribirse  de  la  misma  forma,  eb  pe- 
na de  no  poderse  hacer  valer  contra  tercero. 

Art.  7.°  Salvo  estipulación  en  contrario 
contenida  en  los  estatutos: 

1.°  Los  Directores  ó  administradores  se 
reputarán  investidos  de  poderes  para  practi- 
car todos  los  actos  de  gestión  concerniente 
al  fin  y  objeto  de  la  asociación  respectiva. 

2.°  No  podrán  transigir,  renunciar  dere- 
chos, enajenar,  hipotecar  ó  empeñar  bienes- 
pertenecientes  á  la  asociación. 

3.°     Estarán  obligados  á   rendir  cuentas  . 
anualmente  á  la  Junta  general. 

4.°  Todos  los  asociados  estarán  faculta- 
dos para  votar  en  la  Junta  general,  debien- 
do ésta  tomar  sus  acuerdos  por  mayoría  de 
los  individuos  presentes. 

Art.  8.°  Si  los  Directores  ó  administrado- 
res no  rindieren  cuentas  en  el  plazo  señala- 
do por  el  art.  7.°  núm.  3.°,  ó  en  el  que  seña- 
lan los  estatutos,  podrán  ser  demandados 
ante  el  Juefc  ó  Tribunal  competente  para  que 
lo  efectúen. 

Art.  9.o  Los  Directores  ó  administrado- 
res serán  solidariamente  responsables  para 
con  la  asociación  y  los  terceros  perjudicados 
por  las  infracciones  de  los  estatutos  ó  por  el 
abuso  de  sus  atribuciones. 

En  estos  casos  la  asociación  será  respon- 
sable para  con  terceros  si  hubiere  obtenido 
provecho  del  acto  ó  actos  de  que  se  trate  ó 
si  los  aprobare  con  posterioridad. 

Art.  10.     Las  asociaciones  se   extinguen: 

1.°  Por  la  terminación  del  plazo  por  el 
que  hubieren  sido  constituidas,  caso  de  que 
lo  fueren  por  tiempo  limitado. 

2.°  Por  mutuo  acuerdo  de  todos  los  aso- 
ciados. 

3.°  Cumplido  el  fin  propuesto  ó  eviden- 
ciada bu  imposibilidad. 

4.°  Perdiendo  la  asociación  todos  sus 
miembros* 

6.°  En  los  demás  casos  previstos  por  los 
estatutos.  , 
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Art.  11.  Disuelta  ó  extinguida  la  asocia 
ción  y  liquidado  el  haber  social,  se  dividirá 
el  saldo,  si  lo  hubiere,  entre  los  asociado» 
existentes  al  tiempo  de  la  disolución,  salvo 
si  los  estatutos  prescribieren  ó  la  Junta  gene- 
ral hubiera  resuelto,  antes  de  la  disolución, 
que  el  saldo  sea  objeto  de  donación  á  algún 
establecimiento  público  ó  á  otra  asociación 
nacional  que  persiga  tines  idénticos. 

Art.  12.  Ocurriendo  el  supuesto  previsto 
en  el  art.  10  núm.  4.°,  los  bienes  de  la  aso- 
ciación se  reputarán  vacantes  y  pasarán  á 
ser  propiedad  de-  la  Unión. 

Art.  13.  Las  asociaciones  que  promovie- 
ren fines  ilícitos  ó  que  se  sirvieren  de  medios 
ilícitos  ó  inmorales  serán  disueltas  por  sen- 
tencia, previa  denuncia  de  cualquier  ciuda- 
dano o  del  Ministerio  público^  precediéndo- 
se á  la  liquidación  judicial  de  los  bienes  con 
arreglo  á  lo  prevenido  en  el  art.  1 1. 

Art.  14.  Las  asociaciones  no  gozarán  del 
beneficio  de  la  restitución  y  les  estará  prohi- 
bido contratar  con  sus  directores  ó  adminis- 
tradores. 

Los  créditos  y  deudas,  los  derechos  y  car- 
gas reales  de  las  asociaciones  prescribirán 
según  las  reglas  generales  del  derecho  vi- 
gente. 

Art.  16.  Las  asociaciones  que  no  adqui- 
riesen personalidad  jurídica  en  los  términos 
de  esta  ley,  estarán  sujetas  á  las  prescripcio- 
nes de  las  leyes  civiles. 

Art.  16.  Laa  asociaciones  fundadas  para 
alguno  de  los  fines  expresados  en  el  art.  1.° 
que  adoptaren  la  forma  anónima,  estarán  en 
un  todo  sujetas  á  tas  leyes  y  decretos  vigen- 
tes sobre  sociedades  anónimas. 

Art.  17.  La  inscripción  de  que  trata  el 
art.  1.°  de  esta  ley  se  efectuará  en  un  libro 
especial  á  cargo  del  funcionario  encargado 
del  Registro  de  Hipotecas. 

Art.  18.  Queda  derogada  la  legislación 
en  contrario. 

Arancel  de  Aduanas.  — Reformas  intro- 
ducidas por  Ley  núm.  191  A  de  30  de  Sep- 
tiembre de  1893,  publicada  en  el  Diario 
oficial  de  1 1  de  Octubre  del  mismo  año. 

Artículo  l.o  Importación.  —  Se  mantie- 
nen en  vigor  los  derechos  de  importación 
para  el  consumo  señalados  en  la  Ley  núme- 
ro 26  de  30  de  Diciembre  de  1891  y  en  las 
disposiciones  legales  á  que  la  misma  se 
refiere. 

Se  elevan  al  triple  los  derechos  aplicables 
á  los  fósforos,  y  al  doble  ios  señalados  al 
tabaco  para  fumar  y  á  la  sal  de  cocina. 

Seguirá  percibiéndose,  como  anteriormen- 
te, la  sobretasa  de  30  por  100  sobre  los  si 
gaientes  artículos: 


Alamares;  alfombras  (alcatifas);  bareses; 
franjas  grecas;  guarniciones  (requifes);  ga- 
lones; ligas;  mantas;  manteletas;  cauriseías, 
camisas;  encajes;  redes;  ropas  hechas;  rae 
días  de  hilo  ó  de  lana;  tiras  y  entredós*»  át 
cualquier  clase;  transparentes;  brocados;  is- 
las bordadas  con  hojuela  (I  ha  mas);  chato. 
pañuelos;  velos;  cintas  de  todas  clases;  ñe- 
cos (frocos);  tules;  gasas;  lasos:  felpas;  ter- 
ciopelos; tapetes;  ártica  los  compuesto*  es 
todo  ó  en  parte  de  nácar,  marfil,  carey,  co- 
ral, oro,  plata,  platino  y  piedras  preciosa!. 
espejos;  cuadros;  molduras;  floreros  y  demás 
objetos  de  porcelana  de  los  números  4.  5 
y  6;  arañas,  candelabros  y  candeleras  de  to- 
das clases;  artículos  de  vidrio  del  núm.  2; 
bebidas  fermentadas;  licores;  líquidos  y  bd- 
bidaa  alcohólicas;  vinos  en  botellas;  mue- 
bles de  madera  lina;  todos  los  objetos  ¿* 
oro  ó  plata  ó  combinados  con  estos  metales; 
perfumería;  naipes;  bisutería  de  todas  cla- 
ses; figuras,  bustos,  estatuas,  jarrones  y  Je- 
más  objetos  de  lujo,  de  adorno  6  de  fanta- 
sía: de  barro,  loza,  vidrio  y  cobre  ó  su 
aleaciones;  manufacturas  de  mármol,  ala- 
bastro, pórfido,  jaspe  y  demás  piedras  se- 
mejantes; puntas  de  París;  arreos  para  ca- 
rruajes; carruajes;  calzado  de  cualquier  te- 
jido de  seda  pura  ó  con  mésela,  y  co tornos 
de  caña  alta;  queso;  jamones  preparados  de 
cualquier  modo;  conservas  de  todas  clases, 
excepto  los  productos  conservados  en  hie- 
lo; salchichas  ó  embutidos;  caldos  ó  jaleas; 
salchichones  y  extractos  de  carne;  todos  km 
artículos  comprendidos  en  las  clases  19>. 
27  »,  29.»  y  86/;  guantes;  corsés;  corbata* 
sombreros  y  gorras  de  cualquier  clase;  teji- 
dos de  lino,  lonas,  tela  de  Bretaña,  museli- 
nas, cambrais,  irlandas,  platilhas  y  deicás 
tejidos  no  expresados,  crudos,  blancos,  teñi- 
dos, oscuros,  rayados  ó  estampados:  paños. 
casimires  y  chaconadas  (cassinetas)  de  laaa 
con  ó  sin  mezcla  de  seda,  simples  ó  dobles, 
estén  ó  no  bordados,  y  artículos  semejantes 
no  expresados;  damascos  y  tejidos  adamas- 
cados; alpacas  (princetas),  sargas,  serafinas. 
gargoranes,  royal,  satén  de  China,  tejidos 
de  punto  de  media ,  crespones,  terciopelos 
de  lana  y  tejidos  semejantes  no  expre- 
sados, lisos  ó  cruzados,  labrados  ó  adamas- 
cados. 

Los  macarrones  adeudarán  los  derechos 
señalados  á  los  bizcochos  y  galletitas. 

Los  derechos  sobre  los  líquidos  que  toda- 
vía no  se  hallen  tari  fados  por  unidad  de 
peso,  se  percibirán  en  lo  sucesivo  por  peso 
bruto  ó  sea  con  inclusión  del  envase,  dedu- 
cida la  tara  de  conformidad  al  Arancel  y 
adoptándose  por  cada  kilogramo  la  taca 
respectivamente  señalada  por  litro. 

De  conformidad  á  la  Ley  núm.  126  A  á* 
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-21  de  Noviembre  de  1892,  se  mantiene  en 
-vigor  el  derecho  establecido  por  los  gastos 
de  despacho  de  artículos  libres  de  derechos 
de  consumo,  á  excepción  del  ganado  vacn- 
no,  lanar  y  de  cerda,  vivo  ó  muerto,  desti- 
nado al  consumo,  del  trigo  en  grano  y  de 
cualquiera  otra  simiente  destinada  al  cul- 
tivo. 

Se  mantiene  igualmente  en  vigor,  de  con- 
formidad á  la  referida  ley,  la  sobretasa  so- 
bre los  derechos  de  mozos  (ca  patadas)  y 
almacenaje. 

Art.  2.°  Derechos  adicionales.  — Be  man- 
tienen en  vigor  las  sobretasas  establecidas 
por  la  Ley  núm.  25  de  30  de  Diciembre 
de  1891,  sobre  los  derechos  de  importación 
para  el  consumo,  exceptuándose  del  pago 
de  las  mismas,  el  papel  para  imprimir  y  los 
libros  á  la  rústica  ó  encuadernados  con  car- 
tón, forrados  de  papel,  paño,  cuero  ó  piel. 

El  derecho  adicional  de  10  por  100  sobre 
los  gastos  de  despacho  de  mercancías  libres 
de  derechos  de  consumo,  así  como  sobre  los 
derechos  de  mozos  (capatacias),  almacenaje, 
faros  y  muelle  (dock),  se  mantiene  igual- 
mente en  vigor. 

Art.  3.°  Exportación.— 8e^  mantienen  en 
vigor  los  derechos  de  exportación  estable- 
cidos por  la  Ley  núm.  126  A,  sobre  los  ar- 
tículos que  la  misma  menciona  y,  de  con- 
formidad á  la  legislación  anterior,  sobre  los 
productos  no  sujetos  á  derechos  de  impor- 
tación en  los  Estados  del  Brasil. 

Art.  4.°  Exenciones. — Son  libres  de  de- 
rechos de  importación  y  de  la  tasa  de  des- 
pacho: 

Las  máquinas  y  el  material  destinados  al 
perfeccionamiento  de  la  fabricación  del 
azúcar  ó  para  la  construcción  é  instalación 
de  ingenios,  cuando  estos  artículos  se  im- 
porten directamente  por  los  agricultores  o 
por  las  respectivas  empresas. 

Las  máquinas  y  el  material  de  que  se  tra- 
ta, que  comprende  no  sólo  los  artículos  ya 
declarados  libres  de  derechos,  sino  también 
loe  sujetos  á  ellos,  son  los  siguientes: 

1.°  Armaduras  ó  soportes  de  hierro  con 
sus  accesorios,  tales  como:  columnas,  vigas, 
tornillos  (para/usos),  pernos,  placas  de  zinc 
ó  de  hierro  galvanizado  para  paredes  ó  te- 
chados. 

2.o  Material  completo  para  el  alumbrado 
eléctrico  ó  por  el  gas. 

3.°  Tubos  de  hierro  para  la  conducción 
de  agua,  gas  ó  vapor,  con  sus  respectivas 
válvulas  y  registros. 

4.°  Herramientas,  grúas  portátiles  (ta- 
Ihas),  forjas  y  demás  utensilios. 

5.°  Máquinas  y  aparatos  de  transmisión 
para  la  fabricación  del  azúcar,  destilación 
de  aguardiente  y  alcohol. 


6.o  Correas  para  máquinas,  bandas  de 
caoutchoac  ó  de  asbesto  y  cuerdas  de  lino, 
algodón  ó  cáñamo  para  los  aparatos  de  trans- 
misión. 

7.°  Rails  (trilhos)  portátiles  ó  fijos,  vago- 
netas para  transporte  de  tierras  ó  mercan- 
cías, locomotoras,  placas  giratorias  (rodado- 
res), buques  y  embarcacionesde  madera  ó  de 
hierro. 

8.°  Ladrillos  refractarios  para  hogares  de 
calderas  de  vapor,  básculas  para  pesar  la  ca- 
ña de  azúcar  y  los  azúcares,  y  tanques  de  hie- 
rro para  depósitos. 

§  1.°  No  gozarán  de  libertad  de  derechos 
los  ladrillos  comunes  de  construcción,  las 
maderas  de  todas  clases,  los  clavos  de  cobre 
vulgarmente  conocidos  con  el  nombre  de 
puntas  de  París,  la  grasa  para  máquinas  y 
demás  artículos  que  la  industria  del  país  fa- 
brique en  cantidad  suficiente  para  abastecer 
los  mercados  de  la  República. 

§  2.°  Las  solicitudes  de  exención  se  diri- 
girán á  los  Inspectores  de  Aduana  en  unión 
de  los  siguientes  documentos: 

1.°  Una  relación  detallada  de  los  objetos 
que  se  trate  de  despachar,  con  designación 
de  la  clase,  cantidad,  peso  ó  medida. 

2.°  La  prueba  de  que  la  maquinaria  ó 
material  de  que  se  trátese  destina  exclusi- 
vamente al  fin  por  el  cual  se  concede  la  fran 
quicia,  así  como  que  las  cantidades  importa- 
das son  las  estrictamente  necesarias. 

§  3.°  El  despacho,  se  hará  mediante  fian- 
za ó  garantía  suficiente,  á  fin  de  que  el  Teso- 
ro  público  pueda,  si  hay  lugar  á  ello,  re- 
cobrar los  derechos  que  le  sean  debidos,  ca- 
so de  que  las  máquinas  ó  sus  partes  sueltas, 
así  como  el  material  importado,  se  hayan 
destinado  á  otros  usos  para  los  cuales  se  hu- 
biere concedido  la  franquicia.  En  este  úl- 
timo caso,  loe  derechos  se  percibirán  sobre 
el  total  de  las  máquinas  ó  material  impor- 
tado, quedando  inhabilitado  el  concesiona- 
rio para  solicitar  nuevas  exenciones. 

Peroepeión  del  Impuesto  de  consumos 
sobre  el  tabaco  y  sus  preparados.  -  Re- 
glamento de  29  de  Diciembre  de  1893  (1). 

Artículo  1.°  El  impuesto  de  consumos 
sobre  el  tabaco  y  sus  preparados,  á  que  se 
refiere  la  ley  núm.  191  A  de  30  de  Septiem- 
bre de  1893  (2),  se  percibirá  de  conformidad 
á  la  tarifa  establecida  por  este  Reglamento, 
y  gravará  tanto  al  tabaco  que  habiendo  pa- 
gado los  correspondientes  derechos  de  im- 
portación venga  del  extranjero,  preparado  6 


(1)  Vigente  desde  1.°  de  Enero  de  1894. 

(2)  Preinserta. 


680 


ANUARIO  DE  LEGISLACIÓN  UKITBRSAL  —  ]  B97 


en  bruto,  corao  al  que  se  produzca  en  las  f A- 
bricas  establecidas  en  cualquiera  parte  del 
territorio  de  la  República  de  los  Estados  Uni- 
dos del  Brasil. 

§  1.°  Se  asimilarán  á  las  fábricas,  para 
los  efectos  de  este  artículo,  los  depósitos  que 
las  mismas  tuvieren  con  máquinas  ó  apara- 
tos de  cualquier  clase  y,  en  general,  todas 
las  casas  ó  establecimientos  que  produzcan 
preparados  de  tabaco,  ya  sea  por  medio  de 
máquinas  y  aparatos  ó  de  cualquier  otro 
modo  que  permita  elaborarlo  en  cantidades 
superiores  á  las  que  una  persona  ó  familia 
pueda  producir,  en  los  términos  del  párrafo 
siguiente. 

§  2.°  Estarán  exentas  del  pago  del  im- 
puesto de  consumos  sobre  el  tabaco  las  per- 
sonas que  fabriquen  cigarrillos  por  cuenta 
propia  en  sus  domicilios  particulares,  y  tu- 
vieren hasta  dos  aprendices,  no  consideran 
dose  como  tales  la  mujer,  los  hijos  y  demás 


personas   de  Ta  familia  que  habiten   en  co- 
mún bajo  el  mismo  tei-ho. 

Art.  B,">  Los  derechos  de  consumo  son  lo» 
siguientes: 

Tabaco  en  rama  de  producción  extranjera, 
por  cada  500  gramos  ó  fracción  de  £00  tra- 
mos, 100  reís. 

Tabaco  picado,  desvenado  ó  desmigado, 
por  cada  26  gramos  ó  fracción  de  25  gramos 
de  producción  nacional,  10  reís;  de  produc- 
ción extranjera,  20. 

Cigarros  de  fabricación  extranjera,  une. 
lOOreis. 

Cigarrillos,  por  paquete  de  20  ó  por  toJa 
fracción  de  20:  de  fabricación  nacional,  !•> 
reis;  de  fabricación  extranjera,  30. 

Los  cigarrillos  cort  capa  de  tabaco  adeu- 
darán el  doble  de  estos  derechos.  Rapé,  por 
cada  125  gramos  ó  fracción  de  126  gramos 
de  fabricación  nacional,  20  reis;  de  fabrica- 
ción extranjera,  60. 


PRINCIPALES  LEYES  Y  DECRETOS  PUBLICADOS  EN  1894 


Higiene  pública.— Decreto  núm.  1.647,  de 
12  de  Enero  de  1894. 

Por  este  Decreto,  el  Laboratorio  bacterio- 
lógico y  la  Dirección  sanitaria  instituidos 
por  los  Decretos  núms.  1.171  y  1.172  de  17 
de  Diciembre  de  1892  se  reúnen  en  un  nue- 
vo establecimiento  que  recibirá  la  denomi- 
nación de  «Instituto  sanitario  federal»,  que 
estará  destinado: 

1.°  Al  estudio  de  la  naturaleza  de  la 
etiología,  del  tratamiento  y  de  la  profilaxia 
de  las  enfermedades  contagiosas  y  á  las  in- 
vestigaciones bacteriológicas  concernientes 
á  la  salubridad  pública; 

2.o  Al  examen  de  las  condiciones  micro- 
lógicas  en  general  y  en  particular  al  estudio 
de  la  microscopía  atmosférica,  de  las  aguas, 
del  suelo  y  de  la  vegetación  con  relación  á  la 
higiene  pública; 

8 .o  Al  establecimiento  y  organización  de 
la  estadística  demográfica  sanitaria; 

4.°  A  la  inspección  del  ejercicio  de  la 
medicina  y  de  la  farmacia; 

6.o  A  la  ejecución  de  las  órdenes  que  el 
Gobierno  le  comunique. 


Reglamento  de  la  Biblioteca  nacional, 

aprobado  por  Decreto  núm.  1.766,  de  8  «:e 
Agosto  de  1894. 

Por  virtud  de  este  Reglamento,  el  estable- 
cimiento queda  dividido  en  tres  seccione» 
la  primera  comprende  los  impresos  y  !te 
cartas  geográficas,  la  segunda  los  manas  r- 
tos  y  la  tercera  las  estampas  y  la  eolecenn 
numismática.  Permanecerá  abierta  todo  «■  i 
año,  excepción  de  los  domingos  y  días  festi- 
vos y  de  los  períodos  comprendidos  entre  í  * 
á  16  de  Enero  y  16  á  31  de  Diciembre. 

El  personal  de  lA  Biblioteca  se  compon 
del  Director,  nombrado  libremente  por  e 
Gobierno,  de  un  Secretario,  de  tres  Jefes  \ 
de  seis  Subjefes  de  sección  y  de  varios  em- 
pleados  auxiliares  elegidos  previo  concern 

Lej  complementarla  de  la  organización 
de  justicia  federal  (1),  de  20  de  Noviem- 
bre de  1894  (2). 

Artículo  l.o     El  Decreto  núm.  848  de  :i 

(\)     Número  221. 

(2)     La  organización  actual  de  la  justicia  fe-e- 
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-de  Octubre  de  1890,  continuará  rigiendo  la 
•organización  y  procedimiento  de  la  justicia 
federal,  en  cuanto  no  se  halle  modificado  por 
la  presente  ley 

TITULO  PRIMERO] 

DI    1.08   PÜ^OIONJARIOS 

Art.  2.°  Independientemente  de  los  Tri- 
bunales, Jueces  y  demás  funcionarios  crea- 
dos por  los  Decretos  números  848  de  1890  y 
173  letra  B  de  1893,  se  crean  para  auxiliar  ia 
administración  de  la  justicia  federal: 

a)  Suplentes  de  los  Jueces  de  sección 
sapientes;  , 

b)  Ayudantes  del  Procurador  de  la  Re- 
pública. 

Art.  3.*  En  la  residencia  del  Juzgado  de 
sección  tendrá  el  sustituto  del  Juez  tres  su- 
plentes, podiendo  crearse  otros  tres  en  las 
circunscripciones  en  que  así  lo  aconsejaren 
las  exigencias  del  servicio. 

§  1  o  Fuera  de  la  capitalidad  del  Juzga- 
do, los  cargos  de  suplente  del  sustituto  se 
crearán  por  decreto  del  Gobierno  federal,  en 
vista  de  solicitud  del  respectivo  Juez  de  sec- 
ción, en  la  que  se  demuestre  la  necesidad  de 
la  medida  y  se  designen  los  límites  de  las 
circunscripciones,  pudiendo  cada  una  de  és- 
tas comprender  varios  términos  ó  comarcas. 

§  2.°  Los  suplentes  del  sustituto  serán 
nombrados  por  el  Gobierno  federal  á  pro- 
puesta del  Juez  de  sección  de  entre  los  ciu- 
dadanos probos  que  se  hallaren  en  el  pleno 
uso  de  sus  derechos  políticos,  prefiriéndose 
á  los  graduados  en  Derecho;  estos  cargos  se 
proveerán  por  cuatro  años. 

§  3.°  £1  respectivo  nombramiento  desig- 
nará el  orden  en  que  los  sustitutos  hayan  de 
ejercer  la  sustitución. 

§  4.°  En  el  ejercicio  de  sustitución  plena, 
percibirá  el  suolente  los  emolumentos  que 
dejare  de  percibir  el  sustituido.  Por  los  actos 
que  practicare  fuera  del  ejercicio  de  susti- 
tución plena  tendrá  derecho  á  los  emolu- 
mentos señalados  en  el  ¿rancel  de  los  Juz- 
gados de  primera  instancia  según  la  natu 
raleza  de  los  autos. 

§  5.°  Antes  de  terminado  el  cuatrienio, 
los  suplentes  sólo  podrán  ser  despojados 
del  cargo  mediante  sentencia,  renuncia,  au- 
sencia injustificada  por  más  de  seis  meses 
ó  incompatibilidad  establecida  por  la  ley. 

Art.  4.°  El  Procurador  de  la  República, 
en  cada  una  de  las  circunscripciones  en  que 
fueren  creados   los  cargos  de  suplentes  del 


ral  de  la  República,  data  del  Decreto  núm.  840  de 
1 1  de  Octubre  da  1890,  inserto  en  las  páginas  503 
y  siguientes  del  Anuario  de  1894,  tomo  primero. 


sustituto  del  Juez  de  sección,  tendrán  un 
ayudante,  quien  percibirá  por  los  actos  que 
practicare  los  emolumentos  y  derechos  es- 
tablecidos para  aquél  por  el  Decreto  núme- 
ro 173,  letra  Bt  de  1893. 

§  único  Los  ayudantes  del  Procurador 
de  la  República,  de  igual  modo  que  los  ad- 
juntos del  distrito  federal,  serán  nombrados 
por  el  Presidente  de  la  República,  por  con- 
ducto del  Ministerio  de  Justicia,  de  entre 
doctores  y  bachilleres  6n  Derecho,  siempre 
que  fuere  posible,  á  propuesta  del  Procura- 
dor general  de  la  República,  ó  en  su  defecto 
del  Presidente  del  Supremo  Tribunal  fede- 
ral. Las  propuestas  de  ayudantes  deberán 
ir  precedidas  de  la  oportuna  designación  del 
Procurador  de  la  República  de  la  respectiva 
sección. 

Art.  5.°  En  las  circunscripciones  donde 
se  creare  el  cargo  de  ayudantes,  podrá  crear- 
se una  plaza  de  solicitador,  que  se  proveerá 
y  tendrá  los  emolumentos  señalados  en  el 
Decreto  núm.  173,  letra  B,  de  1893.  ' 

Art.  6  °  Junto  al  Procurador  de  la  Repú- 
blica en  el  distrito  federal,  se  creará  un  es- 
cribiente nombrado  por  elección  de  éste,  con 
el  haber  mensual  de  100.000  reís. 

Art.  7.°  La  preferencia  concedida  á  los 
antiguos  Jueces  para  ocupar  los  Juzgados  de 
sección  vacantes,  subsistirá  en  cuanto  exis- 
tan en  disponibilidad  por  no  haberse  agota- 
do la  clase  en  la  organización  judicial  de  los 
Estados  y  del  distrito  federal.  La  antigüedad 
de  los  Jueces  de  sección  se  regulará:  1  o  Por 
el  tiempo  de  ejercicio  en  el  cargo.  2.o  Por  la 
fecha  de  la  respectiva  toma  de  posesión.  3.o 
Por  la  fecha  del  nombramiento.  4  o  Por  la 
antigüedad  computada  en  otra  judicatura. 
6.o  Por  la  edad. 

§  único.  Para  el  nombramiento  de  Juez 
de  sección  se  requiere  el  tirocinio  mínimo 
de  la  abogacía,  judicatura  ó  ministerio  pú- 
blico por  dos  años. 

Árt.  8.°  En  los  casos  de  imposibilidad 
del  Procurador  de  la  República  en  los  Esta- 
dos y  en  los  de  licencia  ó  vacante,  antes  de 
tomar  posesión  el  nuevo  Procurador  nom- 
brado efectivamente  ó  en  los  términos  del 
artículo  26  del  decreto  de  1890,  el  Juez  de 
sección  respectivo  nombrará  á  quien  haya 
de  sustituirlo  interinamente  ó  adhoc,  según 
la  hipótesis,  de  entre  los  ciudadanos  gradua- 
dos en  derecho. 

Art.  9.o  Desde  la  toma  de  posesión  de 
los  suplentes  del  sustituto,  en  cualquier  cir- 
cunscripción, cesará  la  competencia  provi- 
sionalmente conferida  á  las  autoridades  ju- 
diciales locales  con  respecto  á  lo  indicado 
en  el  art.  2.°  del  decreto  de  21  de  Febrero 
de  1891. 
Art.  10.    La  prórroga  de  la  jurisdicción 
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local,  con  relación  á  las  causas  federales, 
Bolamente  procederá  en  los  litigios  sobre  Loe 
cuales  sea  lícita  la  transacción  de  las  partes, 
y  concurriendo  la  circunstancia  de  que  éstas 
sean  capaces  para  transigir. 

Art.  11.  La  lista  de  los  jurados  de  cada 
una  de  las  capitales  servirá  de  base  para  I» 
composición  del  Jurado  federal,  remitiendo* 
se  copia  autorizada  al  Juez  de  sección  por 
«1  Presidente  del  Jurado  local.  No  obstante, 
el  Procurador  de  la  República  ó  cualquier 
ciudadano  residente  en  el  lugar  podrán  re- 
clamar ante  el  Juez  de  sección  contra  la  ex- 
clusión ó  inclusión  indebidas,  dentro  del 
término  de  quince  días,  contados  desde  la 
publicación  del  edicto,  que  el  mismo  Juez 
ordenará  se  fije  una  vez  recibida  la  ii&tH. 
De  la  resolución  del  Juez  que  recayere  en 
esta  reclamación  se  dará  curso  con  efecto 
devolutivo  ante  el  Tribunal  Supremo  federal. 

§  único.  Después  de  la  promulgación  do 
la  presente  ley  se  remitirá  al  Juez  copia 
autorizada  de  la  lista  de  jurados  elegidos  en 
las  capitales  de  los  Estados  y  en  el  distritu 
federal,  y  otra  anual  con  las  alteraciones  in- 
troducida por  efecto  de  la  revisión.  Estas 
listas  deberán  archivarse  en  la  Escribanía 
del  respectivo  Juzgado,  en  unión  de  los  do- 
cumentos con  ellas  relacionados,  y  las  recla- 
maciones, decisiones  y  recursos  á  que  este 
artículo  se  refiere.  En  un  libro  especialmen- 
te destinado  al  efecto,  abierto,  foliado  y  ru- 
bricado por  el  Juez,  transcribirá  el  Escriba- 
no la  lista  de  jurados  y  las  alteraciones  ocn 
rridas  por  efecto  de  las  reclamaciones  re- 
sueltas. 

TITULO  II 

CAPITULO  PRIMERO 

De  la  competencia  de  los  Jueces  de  sección, 
sustitutos  y  suplentes. 

Art.  12.  Independientemente  de  las  can 
sas  mencionadas  en  el  art.  15  del  Decreto  de 
11  de  Octubre  de  1890  y  en  el  art.  60  de  la 
Constitución,  compete  además  á  los  Jueces 
de  sección  conocer  y  juzgar  en  primera  ins- 
tancia las  que  versen  sobre  marcas  de  fábri- 
ca, privilegios  de  invención  y  propiedad  li- 
teraria. 

La  competencia  de  estos  Jueces  se  regula- 
rá del  modo  siguiente: 

§  1.°  En  materia  criminal,  salvo  los  pro- 
cesos por  delitos  de  responsabilidad  de  los 
Procuradores  de  sección  adjuntos,  ayudan- 
tes, solicitadores  y  escribanos,  no  dictarán 
sentencia  condenatoria  ó  absolutoria,  sino 
de  conformidad  con  el  veredicto  del  Jurado 
que  presidan. 


§  2.°  En  materia  civil  conocería  de  :*# 
causas  de  naturaleza  federal,  entre  Jaa  cua  t* 
se  consideran  comprendidas  fas  correspoi- 
d lentes  al  Juzgado  de  hechos  de  la  Hacieucí 
nacional,  los  que  fueren  dependientes  de  *■*- 
tos,  y  tomarán  las  medidas  precautoria*! 
aseguratorias  de  los  derechos  del»  Hacien<ti. 

§  3.°  Excederán  siempre  de  la  compi- 
ten cia  de  estos  Jueces  Jas  cuestiones  de  ds- 
recho  criminal,  las  de  derecho  internación^ 
público  ó  privado,  las  que  se  f  andaré  ti  ea 
Convenios  ó  Tratados  de  la  Unión  con  o:r** 
naciones,  las  que  se  derivaren  de  actos  admi- 
nistrativos del  Gobierno  fedeial  y  toda* 
aquéllas  en  que  la  Unión  ó  un  Estado  foem 
parte. 

§  4.*  Los  exhortoB  emanados  de  autori- 
dades extranjeras  su  cnmplicneii taran  un* 
vez  que  hayan  obtenido  el  exequátur  de 
Gobierno  federal,  siendo  exdu  si  yuteen* 
competente  el  Juez  de  sección  del  Estado  «* 
que  hubieren  de  practicarse  las  diligencia* 
solicitadas.  Lrb  sentencias  de  Tribunales  ex- 
tranjeros no  serán  ejecutorías  hasta  taüfo> 
que  obtengan  la  «probación  del  Tribuí  r 
Supremo  federal,  ron  audiencia  de  las  parles 
y  del  Procurador  general  déla  República,  t 
menos  que  se  hubiere  estipulado  otra  cort 
en  el  Tratado  respectivo, 

En  el  procedimiento  para  la  aprobación  rc 
observarán  Ihs  prescripciones  siguientes; 

a)  Repartida  la  sentencia  extranjera,  el 
instructor  ni  sudará  citar  al  ejecutado,  pin 
que  en  el  término  de  ocho  días,  contad-.* 
desde  la  citación,  deduzca  su  oposición  arti- 
culada, concediendo  al  actor  otro  plazo  ignaL 
para  contestarla; 

h)  Podrá  servir  de  fundamento  para  l» 
oposición: 

1„°  Cualquiera  dnda sobre  la  autenticidad 
del  documento  ó  sobre  la  inteligencia  de  l* 
sentencia; 

3i,°     El  hecho  de  no  ser  firme  la  sentenris 

3,°  Haber  sido  dictada  por  un  Juez  *> 
Tribu  nal  í  n  com  peten  te; 

4.ü  No  haber  sí  Jo  citadas  en  forma  las 
partes  ó  no  haberse  declarado  oportonameo 
te  su  rebeldía,  cuando  citadas  dejaren  de 
comparecer; 

6.°  Contener  la  sentencia  disposiciones 
contrarias  al  orden  público  ó  al  derecho  pú- 
blico interno  de  la  Unión. 

En  ningún  caso  será  admisible  la  produc- 
ción de  pruebas  sobre  el  fondo  de  la  cues- 
tión juzgada; 

c)  Después  de  formulada  la  contestación 
ó  de  espirado  el  plazo  concedido  para  ello, 
se  dará  traslado  al  Procurador  general  de  la 
República,  pasando  con  el  dictamen  de  éste 
al  instructor  y  sucesivamente  á  los  dos  re- 
visores en   la   forma   establecida  para  la» 
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apelaciones  en  el  reglamento  para  el  régi- 
men interior  del  Tribunal; 

d)  Confirmada  la  sentencia  se  expedirá 
la  correspondiente  ejecutoria,  en  la  que  se 
transcribirá  la  sentencia  aprobada,  para  su 
ejecución  por  el  Juzgado  de  sección  corres- 
pondiente; 

e)  Si  la  ejecución  de  la  sentencia  extran 
jera  se  solicitare  por  la  vía  diplomática  sin 
que  comparezca  el  actor,  el  Tribunal  nom- 
brará de  oficio  un  Procurador  que  le  repre- 
sente y  promueva  las  actuaciones  en  su 
nombre. 

Esto  mismo  se  observará  con  respecto  al 
ejecutado  si  no  compareciere  por  ser  menor 
ó  estuviere  ausente  ó  sujeto  á  interdicción 
civil. 

§  6.°  Si  alguna  de  las  causas  á  que  se  re- 
fiere este  artículo  se  suscitare  entre  la  Unión 
y  uno  de  los  Estados,  ó  entre  dos  de  éstos, 
ó  entre  una  potencia  extranjera  y  la  Unión 
ó  los  Estados,  deberá  respetarse  la  compe- 
tencia privativa  establecida  por  el  art.  69  de 
la  Constitución  federal. 

§  6.°  En  los  delitos  de  responsabilidad 
de  que  debe  conocer  el  Senado  de  la  Repú- 
blica, tengan  ó  no  carácter  político,  el  proce- 
dimiento de  la  competencia  del  Juez  de  sec- 
ción y  la  decisión  de  la  competencia  del 
Jurado  federal  para  la  imposición  de  otra 
pena  que  no  sea  la  de  deposición  ó  la  de 
inhabilitación  para  ejercer  cualquier  cargo 
público,  no  podrá  iniciarse  antes  de  la  con- 
dena del  reo  á  una  de  estas  penas,  con  arre- 
glo á  lo  prevenido  en  el  art.  63  de  la  Cons- 
titución federal. 

§  7.o  En  los  casos  en  que  corresponde  al 
Tribunal  Supremo  federal  conocer  originaria 
y  privativamente  de  un  delito  común  ó  de 
responsabilidad,  serán  también  de  su  exclu- 
siva competencia  el  conocimiento  y  juicio 
de  los  delitos  políticos  que  hubieren  come- 
tido las  mismas  personas  durante  el  ejerci- 
cio de  sus  funciones  públicas,  salvo  las  atri- 
buciones conferidas  al  Congreso  de  los  Di- 
putados y  al  Senado  de  la  República. 

§  8.°  Los  delitos  comunes  ó  de  respon- 
sabilidad, conexos  con  el  delito  político,  se 
juzgarán  por  las  autoridades  judiciales  com- 
petentes, para  conocer  de  éste,  sin  perjuicio 
de  las  atribuciones  que  pudieren  correspon- 
der á  otro  poder  constituido  para  decidir 
previamente  acerca  de  la  inhabilitación  del 
responsable  para  desempeñar  el  mismo  ó 
cualquier  otro  cargo  público. 

Art.  13.  Los  Jueces  y  Tribunales  fede- 
rales conocerán  y  jtysgarán  las  causas  refe- 
rentes á  la  lesión  de  los  derechos  individua- 
les por  actos  ó  decisión  de  las  autoridades 
administrativas  de  la  Unión. 

§  l.o    Las  acciones  de  esta  naturaleza 


sólo  podrán  interponerse  por  las  personas 
ofendidas  en  sus  derechos  ó  por  sus  repre- 
sentantes ó  sucesores. 

§  2.°  La  autoridad  administrativa  de 
quien  emanare  la  medida  impugnada,  será 
representada  en  el  proceso  por  el  Ministerio 
público. 

Podrán  personarse  en  los  autos  los  terce- 
ros que  acreditaren  un  interés  jurídico  en  la 
decisión  del  asunto. 

§  3.°  La  petición  inicial  contendrá,  ade- 
más de  los  nombres  de  las  partes,  la  expo- 
sición circunstanciada  de  los  hechos  y  las 
indicaciones  dé  las  normas  legales  ó  princi- 
pios jurídicos,  en  virtud  de  los  cuales  el 
autcr  deduzca  que  su  derecho  subjetivo  suyo 
ba  sido  violado  por  acto,  medida  ó  decisión 
de  la  autoridad  administrativa. 

§  4.°  La  petición  inicial  indicará  asimis- 
mo los  testigos  y  demás  pruebas  en  que  el 
actor  se  base,  y  deberá  ir  acompañada  desde 
luego  de  la  prueba  documental  pertinente, 
salvo  demora  imputable  á  las  partes  intere- 
sadas. 

§  6.°  La  acción  podrá  desestimarse  de 
plano  cuando  fuere  manifiestamente  infun- 
dada, no  estuviere  debidamente  instruida, 
fuere  la  parte  ilegítima  ó  hubiere  transcu- 
rrido un  año  desde  la  fecha  de  la  notificación 
ó  publicación  de  la  medida  de  que  se  trate. 

De  esta  decisión  podrá  interponerse  el  re- 
curso de  queja. 

§  6.°  Admitida  la  acción  se  citará  al  com- 
petente representante  del  Ministerio  públi- 
co y  demás  partes  interesadas,  señalándoles 
un  plazo  de  diez  días  para  la  contestación. 

Este  plazo  podrá  prorrogarse  por  otros 
diez  á  instancia  de  cualquiera  de  las  partes. 

§  7.°  A  requerimiento  del  actor,  la  auto- 
ridad administrativa  que  hubiere  realizado 
el  acto  ó  adoptado  la  medida  de  que  se  trate, 
suspenderá  su  ejecución  en  lo  posible,  á 
menos  que  á  ello  se  opusieren  considerado 
nes  de  orden  público. 

§  8.°  Finado  el  término  de  que  trata 
el  párrafo  6.°,  se  observará  el  procedimiento 
prescrito  en  los  artículos  183  á  188  del  De- 
creto núm.  848  de  11  de  Octubre  de  18ü0. 

§  9.°     Comprobado  por  la  autoridad  judi- 
cial que  el  acto  ó  resolución  de  que  se  trata  • 
es  ilegal,  le  anulará  total  ó   parcialmente  al 
efecto  de  asegurar  el  derecho  del  actor. 

a)  Se  reputarán  ilegales  los  actos  ó  deci- 
siones administrativas,  en  razón  de  la  in- 
aplicación ó  aplicación  indebida  del  derecho 
vigente.  La  autoridad  judicial  deberá  fun- 
darse en  razones  jurídicas,  absteniéndose  de 
calificar  los  actos  de  la  Administración  des- 
de el  punto  de  vista  de  su  oportunidad  ó 
conveniencia. 

b)  La  medida  administrativa  tomada  en 
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virtud  de  una  facultad  ó  poder  discrecio- 
nales, solamente  se  reputara  ilegal  en  razón 
de  la  incompetencia  de  la  autoridad  respec- 
tiva ó  del  exceso  de  poder. 

§  10.  Los  Jueces  y  Tribunales  apreciarán 
la  validez  de  las  Leyes  y  Reglamentos  y  de- 
jarán de  aplicar  á  los  casos  prácticos  las 
Leyes  manifiestamente  inconstitucionales  y 
los  Reglamentos  manifiestamente  incompa- 
tibles con  las  Leyes  ó  con    la   Constitución. 

§11.  Las  sentencias  judiciales  quedarán 
firmes  y  obligarán  á  las  partes  y  á  la  Admi- 
nistración *en  relación  al  caso  concreto  que 
fuere  objeto  de  discusión. 

§  12.  La  violación  de  lo  juzgado  por  par- 
te de  la  autoridad  administrativa,  implicará 
responsabilidad  civil  y  criminal. 

§  13.  Decayendo  el  actor  de  la  acción  y 
comprobándose  que  ésta  se  intentó  malicio 
sámente,  podrá  ser  condenado  al  pago  del 
doble  ó  del  triple  de  las  costas,  según  esti- 
me procedente  la  autoridad  judicial. 

§  14.  La  Hacienda  nacional  tendrá  el  de- 
recho de  repetir  contra  el  funcionario  públi- 
co respectivo  por  el  importe  de  las  costas. 

§  15.  En  las  causas  de  que  trata  la  pre- 
sente ley,  así  como  en  todas  aquellas  en  que 
se  ventilen  cuestiones  constitucionales,  no 
se  dará  recurso  de  alzada. 

§  16  Las  disposiciones  de  la  presente 
ley   no  alteran  el  derecho  vigente   relativo: 

a)  Al  Habeas  eorpu8\ 

b)  A  las  acciones  posesorias; 

c)  A  las  causas  fiscales. 

Art.  14.  Se  mantiene  la  jurisdicción  de 
la  autoridad  administrativa  (1)  de  los  que 
aparezcan  responsables  por  valores  ó  efec- 
tos pertenecientes  á  la  Hacienda  federal,  ó 
que  por  cualquier  título  se  encuentren  bajo 
la  custodia  de  ésta,  en  los  casos  de  alcance 
ó  de  mora  ú  omisión  en  hacer  las  oportunas 
entregas  en.  los  plazos  señalados,  no  siendo 
admisible»  la  concesión  del  Habeas  corpus 
por  autoridad  judicial,  salvo  si  la  petición 
del  impetrante  viniere  instruida  con  docu- 
mento de  quita  ó  depósito  del  importe  del 
alcance  verificado. 

Serán  competentes  para  ordenar  la  prisión 
de  que  trata  el  presente  artículo,  en  el  dis- 
trito federal,  el  Ministro  de  Hacienda;  en 
los  Estados,  los  Inspectores  de  Aduanas,  y 
los  Jefes  ó  Directores  de  las  Delegaciones 
fiscales  relativamente  á  los  individuos  que 
funcionaren  ó  se  hallaren  en  el  territorio 
respectivo. 

Art.  15.  Independientemente  de  la  com- 
petencia para  conocer  de  las  reclamaciones 


(1)     Decreto  número  65*7,  de  5  de   Diciembre 
de  1849. 


sobre  iiK-iusióu  ó  exclusión  en  la  Hala  <Jw 
jurados  federales,  de  conformidad  á  la  pre- 
sente ley,  y  para  ln  formación  de  la  colpa  t 
actos  preparatorios  del  juicio  de  los  deiitos 
aujetos  á  Ja  jurisdicción  del  Jurado  fcden 
tendrá  el  Juez  de  sección,  en  relación  á  este 
Tribunal,  las  atribuciones  expresadas  en  el 
Decreto  núm.  848  de  1890  y  las   siguientes. 

I.  Convocarlo  por  lo  menos  dos  veces  a) 
afio  si  hubiere  procesos  preparados,  y  proce- 
der previamente  al  sorteo  de  los  cuarenta  y 
ocho  jurados  que  deben  servir  en  cada  pe 
ríodo,  de  conformidad  á  lo  prevenido  en  li 
legislación  vigente. 

II.  Conocer  de  las  excusas  de  los  jurados 
y  de  los  testigos  é  imponerles  la  malta  o 
pena  en  que  incurrieren  de  conformidad  á 
las  leyes. 

III.  Presidir  el  Jurado  y  velar  por  el  or- 
den y  policía  de  las  sesiones. 

IV.  Proceder  al  sorteo  de  loe  doce  Jueces 
de  hecho  para  cada  juicio,  interrogar  á  los 
procesados,  regular  la  marcha  del  procedi- 
miento, los  debates  y  el  interrogatorio  de  los 
testigos. 

V.  Decidir  las  cuestiones  incidentales 
que  fueren  de  derecho  y  de  cuya  resolución 
dependiere  el  veredicto  del  Jurado. 

VI.  Someter  á  los  Jueces  de  hecho  las 
cuestiones  pertinentes  sobre  hechos  de  so 
competencia. 

VIL  Formular  las  preguntas  qne  hayan 
de  contestarse  por  el  Jurado. 

VIII.  Dictar  sentencia  de  conformidad  á 
la  ley  y  al  veredicto  del  Jurado,  debiendo,  si 
fuere  absolutoria,  poner  inmediatamente  en 
libertad  al  procesado,  y  si  fuere  condénate 
ria  proporcionar  la  pena  al  delito,  según  las 
reglas  establecidas  por  el  Código  penaL 

IX.  Hacer  que  se  consignen  en  loe  autos 
las  apelaciones  interpuestas  para  ante  el 
Tribunal  Supremo  federal. 

Art.  16.  Continuará  investido  el  Juez  de 
sección  del  distrito  federal  de  la  competen- 
cia conferida  por  el  art.  5.°  párrafo  3.°  de  la 
ley  de  14  de  Octubre  de  1882  al  Juez  de  co- 
mercio del  distrito  expresado  para  el  enjui- 
ciamiento y  sentencia  de  las  nulidades  de 
patentes  de  invención  y  certificados  de  adi- 
ción expedidos  por  el  Gobierno  federal. 

Art.  17.  Los  Jueces  de  sección  serán 
,  competentes  para  la  ejecución  de  las  senten- 
cias y  órdenes  del  Tribunal  Supremo  federal 
que  no  hayan  sido  privativamente  atribui- 
das á  otros  Jueces,  si  bien  en  la  de  las  sen- 
tencias dictadas  en  grado  de  recurso  ex- 
traordinario de  los  Jueces  y  Tribunales  de 
los  Estados  ó  del  distrito  federal  en  los  ca- 
sos previstos  por  los  arta.  69  párrafo  1.°  y 
61  de  la  Constitución,  solamente  interven- 
drán si  el  Juez  ó  Tribunal  recurrido  rehusa- 
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re  dar  cumplimiento  á  la  sentencia  del  su- 
perior. 

Art.  18.  A  los  sustitutos  de  los  Jueces 
de  sección,  además  de  las  atribuciones  ex- 
presadas en  el  Decreto  núin.  848  de  1 1  de 
Octubre  de  1800,  corresponde  auxiliarles 
en  las  actuaciones  preparatorias  por  deli- 
tos, causas  civiles  y  fiscales  de  su  jurisdic- 
ción, no  pudiendo,  sin  embargo,  dictar  sen- 
tencia definitiva  ó  interlocutoria  con  fuer- 
za de  definitiva  ni  el  auto  de  procesamiento, 
salvo  el  caso  de  sustitución  plena,  en  uno  ó 
más  asuntos. 

Art.  19.  Los  suplentes  en  la  residencia 
del  Juez  de  sección  solamente  funciona- 
rán en  ausencia  ó  imposibilidad  del  Juez 
sustituto.  . 

En  las  demás  circunscripciones,  los  su- 
plentes, además  de  proceder  á  las  diligen- 
cias que  les  fueren  cometidas  por  el  Juez 
de  sección  ó  su  sustituto,  deberán  en  los 
casos  urgentes  y  no  estando  presente  nin- 
guno de  éstos,  adoptar  y  autorizar  las  me- 
didas aseguratoriaB,  derechos  ó  preventivas 
de  daño  ó  peligro  inminentes,  como  inven-' 
tario  y  custodia  de  objetos  salvados,  rati- 
ficación del  protesto  de  arribada,  infor- 
maciones testificales  de  averías  y  sinies- 
tros y  cualesquiera  pérdidas,  embargos  ó 
secuestros,  etc.;  así  como  proceder  á  las 
diligencias  en  lo  criminaí  encaminadas  al 
bien  de  la  justicia  federal,  participándolo 
inmediatamente  al  Juez  de  sección. 

CAPITULO  II 
Del  Jurado  federal. 

Art.  20.  Corresponde  al  Jurado  federal 
conocer  y  juzgar: 

I.  De  los  delitos  definidos  por  el  Có- 
digo penal  en  su  libro  2.°  título  primero 
y  sus  capítulos,  y  en  el  título  segundo  capí- 
tulo primero. 

II.  De  la  sedición  contra  funcionario  mi- 
litar ó  contra  la  ejecución  de  actos  y  órde 
nes  emanadas  de  legítima  Autoridad  fede- 
ral, conforme  á  la  definición  del  art.  118  del 
Código  penal. 

III.  De  resistencia,  desacato  y  desobe- 
diencia á  la  Autoridad  federal  y  liberación 
de  presos  de  poder  de  la  justicia  federal, 
según  las  definiciones  de  los  capítulos  8.o, 
4.o  y  6.o  del  tít.  2.o  del  citado  libro  del  Có- 
digo penal. 

IV.  De  los  delitos  de  responsabilidad  de 
los  funcionarios  federales,  que  no  disfruta- 
ren de  fuero  privilegiado  (tít.  6.°  del  citado 
libro). 

V.  De  los  delitos  contra  la  Hacienda 
y  propiedad  nacional,  comprendidos  en  el 


capítulo  único  del  tít.  7.°  y  en  el  capítulo 
primero  del  tlt.  12  del  mismo  libro. 

VI.  De  los  delitos  de  falsificación  de 
moneda  definidos  en  el  capítulo  primero  del 
título  6.o  del  mismo  libro. 

VII.  De  la  falsificación  de  documentos 
emanados  de  las  Autoridades  federales, 
de  títulos  de  la  Deuda  nacional,  de  do- 
cumentos de  crédito  y  valores  de  la  na- 
ción ó  de  Banco  autorizado  por  el  Gobierno 
federal. 

VIII.  Interceptación  ó  sustracción  de  la 
correspondencia  postal  ó  telegráfica  del  Go- 
bierno federal  (capítulo  4.°  del  tít.  4.°  del 
mismo  libro). 

IX.  De  los  delitos  contra  el  libre  ejer- 
cicio de  los  derechos  políticos  en  las  eleccio- 
nes federales  ó  con  ocasión  de  hechos  reía 
tivos  á  ellos  (capítulo  primero  del  tít.  4.°  del 
mismo  libro). 

X.  De  falso  testimonio  y  de  la  falsedad 
de  cualquier  otro  medio  de  prueba  en  juicio 
federal  (sección  4.*  del  capítulo  2.°  del  títu- 
lo 6.°  del  mismo  libro). 

XI.  De  contrabando,  definido  en  el  ar- 
tículo 265  del  Código  penal. 

XII.  Los  delitos  definidos  en  el  título  8.° 
parte  1.*  de  la  ley  núm.  96  de  26  de  Enero 
de  1892. 

Art.  21.  £1  Jurado  federal,  una  vez  que 
haya  sido  convocado,  celebrará  en  días  su- 
cesivos, con  excepción  de  los  domingos,  las 
sesiones  necesarias  para  juzgar  los  proce- 
sos pendientes. 

CAPITULO  III 

Del  Tribunal  Supremo  federal. 

Art.  22.  Al  Tribunal  Supremo  federal,  in- 
dependientemente de  las  atribuciones  indi- 
cadas en  la  Constitución  y  en  el  Decreto 
núm.  848  de  1890,  compete: 

a)  Conocer  y  juzgar  originaria  y  privati- 
vamente: 

I.  Los  individuos  del  Tribunal  en  los  de- 
litos comunes. 

II.  Los  Jueces  federales  inferiores,  inclu- 
so los  sustitutos  y  suplentes  en  los  delitos 
de  responsabilidad. 

III.  Las  reclamaciones  sobre  reconoci- 
miento de  antigüedad  de  los  Jueces  fede- 
rales. 

b)  Juzgar  en  última  instancia: 

I.  Los  recursos  de  calificación  de  los  ju- 
rados federales  interpuestos  contra  los  autos 
de  los  Jueces  de  sección  sobre  reclamacio- 
nes de  inclusión  ó  exclusión . 

Los  recursos  y  apelaciones  de  las  decisio- 
nes y  sentencias  del  Juez  de  sección  de  los 
procesos  de  responsabilidad  de  los  Procura- 
dores de  la  República  y  solicitadores. 


656 


ANUAHIO  VK  LEIIMUCIÓ»  Ütü  LVBR41L  —  1397 


c)     Ejercer  las  atribuciones  siguientes; 

I.  Proceder  á  la  revisión  anual  del  cern- 
ía fon  de  antigüedad  de  los  Jueces  fede- 
rales. 

II.  Censurar  ó  a.j  vertir  en  I  na  sentencias 
á  los  Jueces  inferiores  multándolos  y  conde- 
nándolos al  pago  de  cortas,  con  arreglo  á  las 
disposiciones  vigentes. 

III.  Advertir  á  los  Abogados  y  solicita- 
dores imponiéndoles  las  multas  autorizadas 
por  la  ley  y  suspendiéndoles  el  ejercicio  de 
su  profesión  por  espada  que  no  exceda  de 
treinta  días. 

Proceder  en  la  forma  prevenida  por  el 
Código  de  Procedimiento  m mi  nal,  miando 
en  autos  ó  documentos  que  hubiere  de  exa- 
minar descubriere  indicios  de  la  comisión  de 
un  delito  de  responsabilidad  ó  común  en  que 
proceda  la  interposición  de  la  acción  públi- 
ca federal,  debiendo  en  los  casos  de  su  com- 
petencia ordenarse  dé  parte  al  Procurador 
general  de  la  República  &  los  efectos  que 
procedan. 

V.  Ordenar  se  proceda  de  oficio  ó  á  re- 
querimiento del  Procurador  general  de  la 
.República  al  examen  de  la  sanidad  de  los 
Jueces  federales  que  por  enfermedad  resul- 
taren inhabilitados  para  el  servicio  judicial, 
y  proponer  al  Presidente  de  la  República 
que  sean  jubilados  los  que  excedan  de  se- 
tenta y  cinco  años  en  los  términos  del  De- 
creto núm.  3.309  de  9  de  Octubre  de  1886. 

La  incapacidad  del  Juez  ó  el  límite  de 
edad  se  apreciarán  en  todo  caso  por  senten- 
cia del  Tribunal,  con  audiencia  del  interesa- 
do y  del  Procurador  general  de  la  Repú- 
blica. 

Art.  23.  £1  Tribunal  Supremo  federaren 
el  ejercicio  de  la  atribución  que  le  confiere 
el  art.  47  del  Decreto  núm.  848,  será  compe- 
tente para  concederoriginariamente  la  orden 
de  Habeas  Corpus  cuando  la  amenaza  ó  el  te- 
mor de  éste  proceden  de  autoridad,  cuyos 
actos  estén  sujetos  á  jurisdicción  del  Tri- 
bunal ó  fuere  ejercida  contra  algún  funcio- 
nario federal,  ó  cuando  se  tratare  de  delitos 
sujetos  á  la  jurisdicción  federal,  y  también 
en  el  caso  de  inminente  peligro  de  que  la 
violencia  se  consume  antes  de  que  otro  Juez 
ó  Tribunal  pueda  conocer  del  asunto  en 
primera  instancia. 

A  los  Jueces  de  sección,  dentro  de  su  ju- 
risdicción, compete  igualmente  conocer  de 
la  petición  del  Habeas  corpus  aunque  la  pri- 
sión ó  amenaza  de  ésta  se  ejecute  por  auto- 
ridad de  uno  de  los  Estados,  siempre  que  se 
trate  de  delitos  comprendidos  en  la  jurisdic- 
ción federal  ó  el  acto  se  dé  contra  un  fun- 
cionario de  la  Unión. 

§  único.  £1  recurso  autorizado  por  el  ar- 
tículo 49  del  citado  Decreto  núm.  848  podrá 


interponerse  directamente  ante  el  Trihoait 
Supremo  tVileral  contra  la  decisión  del  Joex 
de  primem  instancia,  independien leioeb> 
de  las  decisiones  de  Jaeces  ó  Tribunales  dt 
segunda  i  na  uncía: 

a)  También  procede  el  mismo  recuratj 
cuando  el  Juez  ó.  Tribunal  se  declarare  ia- 
com  peten  te,  O  por  cnalquier  motivo  Be  abs- 
tuviere de  conocer  de  la  petición; 

b)  BU  recurrente  deberá  interponer  el  re- 
curso en  el  plazo  del  citado  art.  49,  adia- 
ti endose  ó  rechazándome  en  el  de  tu&renU  * 
ocho  Iiothb,  por  el  Juez  ó  Tribunal  a  f«#, 
quien  acordará  su  remisión  inmedutU  &1 
Tribunal  Supremo  federal; 

c)  Concedida  la  orden  de  Habeas  corpms 
al  recurrente  que  se  hallare  en  libertad  6 
ausente,  solamente  quedará  dispensado  de 
comparecer  personalmente  mediand  »  jnsu 
causa  de  ausencia  ó  de  imposibilidad  ma- 
terial; 

d)  En  la  decisión  del  recurso  antorizado 
por  el  supredieho  art.  49,  el  Tribunal  Supre- 
mo federal  podrá  igual  mente,  y  desde  luego, 
resolver  de  modo  definitivo  sobre  el  fondo 
del  mismo,  si,  en  vista  de  los  satos,  fuerec 
dispeusables  nuevos  esclarecimientos  y  la 
comparecencia  ulterior  del  recurrente; 

e)  Si  la  justicia  local  negare  los  recurso* 
de  su  decisión  sobre  el  Habeas  corpus  ó  e> 
cualquier  modo  obstare  á  su  prosecución,  se 
aplicarán  las  disposiciones  de  los  párrafos 
1.a  á  4.o  del  art.  58  de  esta  ley. 

Art.  24.  El  Tribunal  Supremo  federa* 
decidirá  los  recursos  extraordinarios  de  la» 
sentencias  de  los  Tribunales  de  los  Estados 
ó  del  distrito  federal  en  los  casos  expresa- 
dos eii  los  arta.  59  §  l.o  y  61  de  la  Constitu- 
ción y  en  el  art.  9.°  párrafo  único,  letra  c  M 
Decreto  núm.  848  de  1890,  en  la  forma  pre- 
venida por  los  arts.  99  á  102  de  su  Regí* 
mentó  interior,  si  bien,  en  todo  caso,  la  sen- 
tencia del  Tribunal, ya  confirme  óya  reforoie 
la  decisión  recurrida,  se  ceñirá  exclusiva- 
mente á  la  cuestión  federal  controvertida  en 
el  recurso. 

La  simple  interpretación  ó  aplicación  del 
derecho  civil,  comercial  ó  penal,  aunque 
obliguen  en  toda  la  República  como  leyes 
generales  del  Congreso  nacional,  no  será  su 
ficiente  para  legitimar  la  interposición  del 
recurso,  que  está  limitada  á  los  casos  taxa- 
tivamente determinados  en  el  art.  9.°  parra 
fo  único  letra  c  del  citado  Decreto  núm.  848. 

Art.  25.  En  ausencias  é  imposibilidades 
del  Presidente  y  Vicepresidente  del  Tribu- 
nal Supremo  federal,  será  sustituido  por  el 
Ministro  de  más  edad,  excepción  hecha  dei 
que  actualmente  desempeñare  las  funciones 
de  Procurador  general  de  la  República. 

Art.  26.     El  compromiso  formal  en  el  acto 
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de  la  toma  de  posesión  (1),  se  celebrará  ante 
el  Tribunal  reunido  con  cualquier  número 
de  Ministros,  si  se  tratare  del  Presidente  ó 
del  Vicepresidente  respectivo,  y  ante  quien 
actualmente  presidiere  el  Tribunal,  si  se  tra- 
tare de  cualquier  otro  de  sus  miembros. 

Art.  27.  En  el  ejercicio  de  la  atribución 
que  compete  al  Tribunal  Supremo  fede- 
ral (2)  de  formular  propuestas  para  el  nom- 
bramiento de  Magistrados  federales,  se  ob- 
servarán las  prescripciones  siguientes: 

§  l.o  Comunicada  oficialmente  la  vacan- 
te de  alguno  de  loa  cargos  de  Juez  de  sec- 
ción, el  Presidente  del  Tribunal  hará  comu- 
nicar por  medio  del  Diario  oficial  y  por  los 
periódicos  de  mayor  circulación  de  esta  ca- 
pital y  por  despachos  telegráficos,  á  los  Go- 
bernadores y  Presidentes  de  los  Estados,  que 
ee  halla  señalado  el  plazo  de  treinta  días 
para  la  presentación  en  la  Secretaría  de  las 
solicitudes  de  los*  candidatos  debidamente 
documentadas  justificando  los  servicios  y 
habilitaciones,  y  especialmente  las  condicio- 
nes de  idoneidad  exigidas  en  el  art.  14  del 
Decreto  núm.  848  de  14  de  Octubre  de  1890. 
§  2.°  Terminado  este  plazo,  el  Presiden- 
te dará  lectura  á  las  solicitudes  y  documen- 
tos, unirá  los  informes  y  datos  que  hubiere 
podido  obtener  y  consultará  al  Tribunal  si  se 
procede  á  votación  ó  se  aplaza  ésta  para  la 
sesión  siguiente. 

§  3.o  La  propuesta  al  Poder  Ejecutivo 
no  podrá  contener  más  de  tres  nombres  pa- 
ra cada  una  de  las  vacanteys,  clasificándose 
los  agraciados  en  1.°,  2.°  y  3.°  lugar. 

Si  hubiere  dos  vacantes,  la  propuesta  com- 
prenderá cuatro  nombres  y  la  misma  pro- 
porción se  igualará  habiendo  más  de  dos. 

§  4.o  De  entre  los  propuestos  que  se  ha- 
llen en  igualdad  de  condiciones  por  la  vota- 
ción obtenida,  será  preferido  en  la  clasifi- 
cación: 

l.o  El  que  fuere  ó  hubiere  sido  al  tiem- 
po de  la  publicación  del  Decreto  núm.  848 
de  11  de  Octubre  de  1890  (art.  14),  Magistra- 
do en  efectivo  servicio  por  más  de  dos  afios. 
2.°  El  que  contare  mayor  número  de 
afios  de  servicio  en  la  Magistratura. 

3.°  El  ciudadano  habilitado  en  derecho 
que  con  práctica  de  la  abogacía  por  dos  afios 
como  mínimum  hubiere  prestado  mejores 
servicios  al  Estado  y  acreditare  poseer  me- 
jores habilitaciones,  mediante  los  oportunos 
justificantes. 

§  5  o  Si  en  el  primer  escrutinio  para  ca- 
da lugar  en  la  propuesta  no  obtuviere  nin- 
gún candidato  mayoría  de  votos,  se  procede- 


(1)  Artículo  82  de  la  Constitución  política. 

(2)  Artículo  48  núm.  11  de  ídem. 


rá  á  un  segundo  y  aun  aun  tercero  entre  lo» 
tres  individuos  que  hubieren  obtenido  ma- 
yor cifra  de  votación. 

§  6.°  No  habiendo  sido  aprobado  ningu- 
no de  los  candidatos,  el  Presidente  somete- 
rá en  la  siguiente  sesión  á  la  consideración 
del  Tribunal,  una  lista  comprensiva  de  los 
nombres  que  indicare  ó  fueren  indicados  por 
iniciativa  de  cualquiera  de  los  ministros  de 
conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  párrafo  an- 
terior. 

§  7.°     La  propuesta  dirigida  al  Poder  Eje 
cutivo  deberá  ir  acompañada  de  las  copia» 
de  los  documentos  que  abonen  la  idoneidad 
de  los  aspirantes  incluidos  en  la  misma. 

CAPITULO  IV 
Del  Ministerio  público. 

Sección  primera. 

Del  Procurador  de  la  República,  sus  adjuntos, 
ayudantes  y  solicitadores. 

Art.  28.  El  Procurador  de  la  República, 
auxiliado  por  los  adjuntos,  ayudantes  y  so- 
licitadores en  su  respectiva  sección,  repre- 
senta los  intereses  y  derechos  de  ka  Unión» 
ya  ante  el  Juzgado  de  sección,  ya  ante  el 
Jurado,  en  todas  las  causas  de  su  privativa 
competencia,  ya  ante  las  autoridades  judi- 
ciales y  locales,  en  lo  que  interesa  á  la  Ha- 
cienda nacional  y  á  la  conservación  de  los 
intereses  y  derechos  mencionados. 

Art.  29.  En  las  atribuciones  enumerada» 
en  el  art.  24  del  Decreto  núm.  848  de  1890, 
se  incluyen  los  siguientes  con  respecto  al 
Juagado  de  sección: 

l.o  Alegar  y  defender  los  derechos  de  la 
Hacienda  nacional,  en  todas  las  causas  ci- 
viles ordinarias  ó  sumarias  eu  que  fuere  de- 
mandante ó  demandada  ó  en  cualquiera 
otra  forma  se  hallare  interesada. 

2.o     Promover: 

a)  Los  procedimientos  ejecutivos  para 
cobro  de  créditos  provenientes  de  impuestosr 
arbitrios,  multas  ú  otras  fuentes  federales  de 
ingreso. 

b)  Los  de  expropiación  por  causa  de  uti- 
lidad ó  necesidad  nacionales. 

c)  Los  de  incorporación  de  bienes  en  lo» 
propios  nacionales. 

d)  Los  de  subasta  de  los  objetos  deposi- 
tados en  las  arcas  nacionales,  cuando  no  se 
retiraren  en  el  término  de  cinco  afios  y  no  se 
opongan  á  ello  los  interesados. 

3.o  Requerir  las  providencias  legales  ase- 
gura tor  i  as  de  los  derechos  de  la  Unión  y  la» 
que  garanticen  la  jurisdicción  del  Juzgado. 

4.o  Oficiar  en  las  habilitaciones  y  justifi- 
caciones que  ante  el  mismo  Juzgado  deban* 
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tramitarse,  debiendo  ser  oído  en  todo  caso 
inmediatamente  después  de  practicar  la 
prueba  testifical. 

6.°  Interponer  ios  recursos  legales  contra 
las  decisiones  y  sentencias  dictadas  en  los 
juicios  criminales,  civiles  ó  administrativos 
en  que  le  correspondiere  intervenir. 

6."  Promover  la  ejecución  de  las  senten- 
cias en  favor  de  los  derechos  ó  intereses  de 
la  Unión. 

Art.  80.  El  Procurador  de  la  República, 
sus  adjuntos  y  ayudantes,  siempre  que  in- 
terpusieren un  recurso  para  ante  el  Tribunal 
Supremo  federal,  salvo  el  de  queja,  recibirán 
los  autos  para  su  vista  y  fundamento  duran- 
te el  plazo  de  diez  días. 

Art.  31.  £1  orden  de  sustitución  y  la  dis- 
tribución de  las  funciones  entre  el  Procura- 
dor de  la  República  en  el  distrito  federal  y 
sus  adjuntos  será  el  establecido  en  el  decre- 
to núm.  173,  letra  J5,  de  1893,  debiendo,  no 
obstante,  el  Procurador  funcionar  ante  el 
Tribunal  civil  y  criminal  y  Tribunal  de  se- 
gunda instancia,  salvo  el  derecho  de  pasar 
al  segundo  adjunto  el  servicio,  por  afluencia 
de  trabajo. 

Art.  82.  Les  compete  ante  las  autorida- 
des judiciales  locales: 

I.  Oficiar  y  asistir  en  las  incautaciones 
de  bienes  vacantes,  de  difuntos  y  ausentes, 
así  como  en  todas  las  acciones,  justificacio- 
nes y  reclamaciones  que  con  respecto  a  es- 
tos bienes  se  suscitaren  judicialmente,  re- 
querir el  inmediato  ingreso  en  -las  arcas  na- 
cionales, el  oro,  plata,  piedras  preciosas,  tí- 
tulos de  la  Deuda  pública  y  cualquier  dinero 
que  se  recaudare,  y  promover  la  declaración 
de  vacante  y  devolución  una  vez  que  huhie 
re  transcurrido  un  año  contado  desde  la  fecha 
del  auto  de  incautación,  si  dentro  del  mismo 
plazo  no  se  comparecieren  interesados  pre- 
tendiendo se  les  reconozca  y  habilite  como 
legítimos  dueños  ó  sucesores. 

II.  Oficiar  en  las  reducciones  de  testa- 
mentos, en  las  cuentas  de  testamentaría  y 
•capellanías  en  que  estuviere  interesada  la 
Hacienda  nacional,  promover  la  recaudación 
de  los  impuestos  que  se  le  debieran  y  cuanto 
dijere  relación  á  sus  derechos,  á  los  residuos 
y  á  los  vínculos  que  vacaren. 

III.  Oficiar  en  el  procedimiento  de  quie- 
bra cuando  la  Hacienda  nacional  estuviere 
interesada  como  acreedora  de  resultas  de 
impuestos  ó  de  letras  de  cambio  y  títulos 
mercantiles. 

IV.  Promover  la  ejecución  de  las  senten- 
cias dictadas  por  el  Tribunal  Supremo  fede- 
ral en  grado  de  recurso,  contra  las  decisio- 
nes de  las  autoridades  judiciales  locales,  y 
requerir  se  les  expida  certificación  de  todos 
Jos  documentos  necesarios  para  obtener  la  del 


Juzgado  de  sección  en  el  caso  deque  aqc*- 
lloí  no  dieren  el  oportuno  cumplimiento. 

Art.  33,  En  materia  criminal,  adema*  k 
las  atribuciones  expresadas  en  el  Decmü 
núm.  S4 R,  incumbe  ¿  los  Procuradores  út  i 
República  requerir  en  el  juicio  criminal  com- 
petente la  conmutación  de  la  multa  ó  de  h 
indemnización  del  daño  causado  á  la  Hae**- 
da  nacional  en  prisión. 

Art.  34.  Al  Procurador  de  la  RepábÜrj 
en  la  sección  del  distrito  federal  compete 
promover,  en  los  casos  legales,  la  acriúc 
de  nulidad  de  las  patentes  de  invención,  v 
certificados  de  adición  expedido»  por  el  Go- 
bierno nacional  y  mostrarse  parte  en  re- 
presentación de  la  Hacienda  nacional,  cosa 
do  tal  acción  fuere  promovida  por  particu- 
lares. 

Art.  35,  También  corresponden  a  los 
Procuradores  de  sección  las  siguiente*  atri- 
buciones: 

1  >  Interponer,  en  los  caeos  que  Les  com- 
pete funcionar  en  los  J  negados  locales  d* 
primera  instancia.,  los  recursos  legales  parí 
los  Tribunales  de  segunda  de  los  Estado? 
ó  del  distrito  federal,  defendiendo  ante 
ellos  los  derechos  é  intereses  de  la  Unión. 

2.a  Interponer,  en  los  casos  del  art.  59 
párrafo  primero  de  la  Constitución  fede- 
ral y  art.  9.°  párrafo  único  del  Decreto  nú- 
mero 848,  los  recursos  legales  procedentes 
para  ante  el  Tribunal  Supremo  federal. 

3.a  Poner  en  conocimiento  de  las  Auto- 
ridades superiores  del  Estado  ó  del  distrito 
federal,  los  actos  de  las  inferiores  qoe  im- 
plicaren violación  de  la  Constitución,  Ley 
ó  Tratado  federal,  oposición  á  sentencias 
federales  ó  denegacióu  de  su  debida  eje- 
cución. 

4.a  Participar  al  Procurador  general  de 
la  República  todos  los  actos  de  esa  natura- 
leza de  que  tuviere  conocimiento  y  las  pro 
videncias  adoptadas,  las  contiendas  de  ju- 
risdicción que  surgieren  entre  ¡os  Jueces 
federales  de  primera  instancia  ó  entre  éstos 
y  los  locales  y  las  de  atribuciones  entre 
aquéllos  y  otros  federales  ó  locales  de  sec- 
ción, especificando  los  actos  que  los  cons- 
tituyen y  remitiendo  los  documentos  justi- 
ficativos de  ellos. 

6.a  Distribuir  los  servicios  entre  los  ayu- 
dantes, solicitadores  y  escribientes,  debien- 
do funcionar  exclusivamente  como  Proco 
rador  en  todas  las  causas  no  ejecutivas  qoe 
se  bubieran  de  tramitar  en  el  Juzgado  de 
sección,  sin  perjuicio  del  derecbo  de  ejercer 
personalmente  cualesquiera  de  las  otras 
atribuciones.  *" 

6.a  Dar  instrucciones  á  sus  ayudantes  y 
transmitirles  las  que  recibiere  del  Procura- 
dor general  de  la  República. 
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Art.  86.  Loa  ayudantes  del  Procurador 
ejercerán  todas  las  funciones  de  éste  ante 
loa  respectivos  Jueces  suplentes,  y  recibi- 
rán instrucciones  del  Procurador  de  sección 
ó  directamente  del  Procurador  general  de  la 
República. 

Art.  37.    Compete  á  los  solicitadores: 

I.  Acusar  las  citaciones,  notificaciones 
y  diligencias  en  las  causas  ordinarias  y  su- 
marias y  en  los  procesos  en  que  estuviere 
interesada  la  Unión. 

II.  Fiscalizar  la  ejecución  de  los  man- 
damientos entregados  á  los  Oficiales  de  jus- 
ticia, exigiéndoles  la  presentación  de  una 
relación  semanal  escrita  de  los  diversos  ser- 
vicios practicados. 

III.  Organizar  una  estadística  general  del 
movimiento  de  dichos  mandamientos  para 
presentarla  al  principio  de  cada  mes  al  Pro- 
curador ó  á  su  ayudante. 

IV.  Dar  parte  ai  Procurador  ó  á  su  ayu 
dan  te  de  las  faltas  en  que  incurrieren  los 
Oficiales  de  justicia. 

V.  Rubricar  las  guías  expedidas  por  el 
Juez  de  sección  para  solución  de  los  im- 
puestos, tomando  nota  en  un  libro  espe- 
cialmente destinado  al  efecto,  á  fin  de  po- 
der comunicar  al  Procurador  oportunamen- 
te, si  finado  el  plazo  legal  no  se  hubiere 
realizado  el  pago. 

Sección  segunda. 

Del  Procurador  general  de  la  República. 

Art.  88.  AI  Procurador  general  de  la 
República,  independientemente  de  las  de- 
más atribuciones  que  le  confiere  el  Decreto 
número  848,  compete: 

1°  Suscitar  unte  el  Tribunal  Supremo 
federal  las  contiendas  entre  el  Gobierno  del 
Estado  y  el  de  la  Unión,  en  los  casos  en  que 
corresponda  su  conocimiento  al  referido 
Tribunal. 

2.o  Promover  las  causas  que  la  Unión 
hubiera  de  proponer  contra  el  Gobierno  ó  la 
Hacienda  publica  de  cualquiera  de  los  Esta- 
dos ó  del  distrito  federal,  y  defender  los  de- 
rechos de  la  Unión  en  las  que  le  promoviere 
cualquiera  de  sus  miembro*  ó  una  nación 
extranjera. 

3.°  Poner  en  conocimiento  de  los  pode- 
res públicos  lo  que  conceptuare  conveniente 
en  el  bien  de  la  observancia  de  la  Constitu- 
ción, Leyes  y  Tratados  federales. 

4.°  Consultar  á  los  departamentos  mi- 
nisteriales, especialmente  sobre  los  siguien- 
tes asuntos: 

a)  Extradición. 

b)  Expulsión  de  extranjeros. 

c)  Ejecución  de  sentencias  dictadas  por 
Tribunales  extranjeros. 


d)  Autorización  á  las  compañías  extran- 
jeras para  funcionar  en  la  República. 

e)  Concesión  y  caducidad  de  privilegios, 
patentes  de  invención,  contratación  de  ser- 
vicios públicos  y  cualesquiera  otros  en  que 
estuviere  interesada  la  Hacienda  nacional. 

f)  Enajenación  y  dación  de  bienes  nacio- 
nales en  arriendo,  alquiler  ó  foro. 

g)  Jubilaciones,  pensiones  y  montepíos 
de  los  funcionarios  públicos  federales. 

5.o  Presentar  anualmente  al  Presidente 
de  la  República  la  Memoria  de  los  trabajos 
del  Ministerio  público  en  general,  con  los  in- 
formes recibidos  sobre  los  servicios  ejecuta- 
dos, dudas  y  dificultades  suscitadas  en  la 
ejecución  de  las  leyes  ó  indicación  de  las 
providencias  necesarias  para  el  regular  ejer- 
cicio de  sus  funciones  y  administración  de 
justicia. 

6.o  Las  demás  atribuciones  expresadas 
en  el  art.  20  del  Reglamento  del  Tribunal 
Supremo  federal. 

Art.  39.  Los  departamentos  ministeria- 
les facilitarán  al  Procurador  general  de  la 
República  el  examen  de  todos  los  papeles 
y  documentos  que  puedan  esclarecer  el  asun- 
to sobre  el  cual  sea  oído  y  designarán  uno 
de  sus  empleados  para  auxiliarla  en  el  servi- 
cio de  escritura  ó  contabilidad  de  que  care- 
ciere. 

Art.  40.  El  Gobierno  de  cada  Estado 
providenciará  para  que  remita  al  Procurador 
general  de  la  República  y  al  respectivo  Pro- 
curador de  sección  un  ejemplar  de  la  Cons- 
titución, Leyes  y  Decretos  del  mismo  Estado 
inmediatamente  después  de  publicados. 

Art.  41.  En  los  casos  de  ausencia  ó  im- 
posibilidad del  Procurador  general  de  la  Re- 
pública y  en  los  de  vacante  del  cargo,  le  sus- 
tituirá el  individuo  del  Tribunal  que  desig- 
nare el  Presidente. 

TITULO  III 

DEL    PROCEDIMIENTO 

CAPITULO  PRIMERO 

De  las  acciones. 

Art.  42.  En  el  juicio  de  los  delitos  suje- 
tóse la  jurisdicción  federal  se  observarán  las 
disposiciones  siguientes: 

I.  Salvólos  delitos  de  responsabilidad  de 
los  Procuradores,  adjuntos,  solicitadores  y 
escribanos,  en  todos  los  delitos  sujetos  al  Ju- 
rado federal  se  procederá  y  juzgará  con  arre- 
glo á  lo  prevenido  en  el  capítulo  XI  del  De- 
creto núm.  848  de  1830  y  en  el  art.  96  del 
mismo. 

II.  En  los  de  responsabilidad  de  los  Jue- 
ces federales,  sustitutos  ó  suplentes,   todas 
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las  diligencias  ordenadas  por  el  Tribunal 
¿Supremo  federal  ó  por  el  Magistrado  ins- 
tructor, así  para  la  audiencia  del  denunciado 
<>  querellado  como  para  el  interrogatorio  de 
los  testigos,  podrán  hacerse  por  el  Juez  de 
sección  respectivo,  y  cuando  éste  estuviere 
impedido,  por  su  sustituto  legal. 

III.  En  los  de  responsabilidad  de  los  pro- 
curadores, adjuntos,  ayudantes,  solicitadores 
y  escribanos,  observará  el  Juez  en  la  forma- 
ción del  sumario  lo  dispuesto  en  ios  arts.  53 
á  62  del  Decreto  núm.  848  de  1890,  después 
de  oir  al  funcionario  en  la  forma  del  art.  96 
del  mismo  decreto,  debiendo  en  la  sentencia 
guardar  lo  prevenido  en  los  arta.  401  á  404 
del  Reglamento  núm.  120  de  1842,  oficiando 
como  promotor  de  la  acusación  en  caso  de 
impedimento  del  procurador  un  ciudadano 
nombrado  ad  hoc  por  el  Juez  de  sección. 

IV.  £1  Juez  de  sección  será  competente 
para  acordar  la  admisión  de  fianza  provisio- 
nal ó  definitiva  á  los  procesados  sujetos  á 
su  jurisdicción  ó  á  la  del  Jurado  federal,  así 
como  también  para  proceder  por  sí,  su  sus- 
tituto ó  suplentes  en  ejercicio,  á  la  forma- 
ción del  cuerpo  del  delito  en  todos  los  casos 
de  la  competencia  de  la  Justicia  federal,  ob 
servando  en  relación  á  dichos  actos,  así  co- 
mo con  respecto  á  la  prisión,  busca,  captura 
y  otros  no  prescritos  en  el  Decreto  núm.  848, 
las  disposiciones  de  la  legislación  penal  vi- 
gente. 

V.  En  la  decisión  de  los  recursos  y  ape- 
laciones en  lo  criminal,  así  como  en  el  pro- 
cedimiento y  sentencia  de  los  delitos  suje- 
tos á  la  privativa  competencia  del  Tribunal 
Supremo  federal,  se  guardará  lo  dispuesto 
en  su  respectivo  reglamento. 

Art.  43.  Las  disposiciones  sobre  el  Hateas 
Corpus,  contenidas  en  el  cap.  1°,  tít.  3.*>  del 
Reglamento  del  Tribunal  Supremo  federal, 
se  observarán  en  los  Juzgados  inferiores  en 
cuanto  fueren  aplicables. 

Art.  44.  El  procedimiento  establecido  en 
el  Decreto  núm.  848  de  1890,  para  las  cansas 
originales  por  obligaciones  personales  de 
naturaleza  civil  ó  mercantil,  no  excluirá  los 
procedimientos  especiales  de  la  legislación 
anterior  instituida  por  el  párrafo  único  del 
art.  l.o  del  Decreto  núm.  763  de  19,  de  Sep- 
tiembre de  1890. 

§  único.  Será  aplicable  en  la  administra- 
ción de  la  Justicia  federal  la  disposición  del 
Reglamento  núm.  737  de*  25  de  Noviembre 
de  1850,  relativa  á  la  detención  personal. 

Art.  45.  Continuarán  siendo  de  la  com- 
petencia do  los  Jueces  de  sección  los  asun- 
tos administrativos  que  con  arreglo  á  la  le- 
gislación anterior  competían  al  extinguido 
Juzgado  de  hechos  de  la  Hacienda  nacional 
en  la  parte  que  puedan  interesar  á  ésta. 


Art.  46.  Será  lícito  acumular  entre  las 
mismas  personas  y  en  la  misma  acción  di- 
versos pedimentos,  siempre  que  la  forma 
procesal  respectivamente  establecida  sea  k 
misma. 

De  igual  modo  podrá  ei  reo  ser  demanda- 
do  por  diferentes  actores  y  el  actor  dernto- 
dar  á  varios  reos  conjuntan) ente  y  en  les 
mismos  autos,  siempre  que  loe  derechos? 
obligaciones  en  litigio  tuvieren  el  miso* 
origen. 

Art.  47.  Con  excepción  de  las  nulidad* 
sustancial  es,  todas  las  restantes  se  reputa- 
rán suprimidas,  si  las  partes  no  lasarpojr 
ren  en  el  momento  en  que  ocurrieren,  ó  caao 
do  le  correspondiere  contestar,  alegar  ¿opo- 
nerse á  la  sentencia. 

§  l.°  La  ley  solamente  reputa  insnbsa- 
nables  las  nulidades  siguientes: 

1.°  La  falta  de  la  primera  citación,  pero 
después  de  la  sentencia  final  esta  falta  sola- 
mente constituirá  nulidad  cuando  se  i n Fo- 
care por  la  persona  contra  quien  fuere  prefe- 
rida total  ó  parcialmente  aquélla,  sin  haber 
sido  citado  personalmente  ó  por  su  repre- 
sentante. 

2.u  La  falta  de  intervención  del  Minis- 
terio público  en  los  asuntos  en  qae  faere 
indispensable  según  la  ley  ó  en  que  no 
interviniere  como  parte  meramente  ase- 
soría. 

3.o  La  falta  de  competencia  del  Jaez 
que  hubiere  conocido  de  la  acción  si  so 
jurisdicción  no  fuere  prorrogable. 

4.°  Empleo  de  procedimiento  especial 
en  un  caso  en  que  la  ley  no  lo  autorice. 

§  2.°  La  sustitución  del  proceditnien'.o 
ordinario  por  el  sumario,  cuando  fuere  im- 
pugnada en  la  contestación,  no  se  reputará 
en  ningún  caso  nulidad  invocable  por  las 
nartes. 

Art.  48.  La  prenda  y  la  tasación  debería 
notificarse  por  medio  de  edictos  insertos  eo 
el  periódico  oficial  y  en  uno  de  Jos  «le 
mayor  circulación  de  la  capitalidad  delJoi- 
gado. 

Art.  49.  En  el  procedimiento  de  las  ape- 
laciones y  recursos  civiles  interpuestos  para 
ante  el  Tribunal  Supremo  federal,  así  como 
en  la  sustanci ación  y  juicio  de  las  cansa» 
de  la  competencia  privativa  del  mismo  Tri- 
bunal, se  observará  lo  dispuesto  en  so  res- 
pectivo Reglamento. 

§  único.  Será  aplicable  á  los  conflicto* 
entre  la  Unión  y  los  Estados,  y  á  los  de 
éstos  entre  sí,  el  procedimiento  establecido 
para  los  conflictos  de  jurisdicción  éntrelos 
Tribunales. 

Art.  50.  La  expropiación  por  cansa  de 
utilidad  pública  general  se  atemperará  ai 
procedimiento   establecido   por  ei  Decreta 
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número  1.664  de  27  de  Octubre  de  1855,  con 

la  siguiente  modificación: 

El  quinto  arbitro  á  que  se  refiere  el  art.  1.° 
del  mismo  Reglamento,  se  nombrará  por  el 

Juez  que  estuviere  conociendo  del  asunto  y 
por  el  Gobierno. 

Art.  51.  En  las  causas  que  se  promovie- 
ren contra  la  Hacienda  nacional  ó  contra  la 
Unión,  los  plazos  y  prórrogas  concedidos 
al  Procurador  de  la  República  para  contes- 
tar, razonar  ó  suministrar  pruebas,  serán 
<le  triple  duraeión  de  los  establecidos  en 
la  ley. 

Art.  62.  Todos  los  asuntos  relativos  á 
ejecuciones  fiscales  se  remitirán  directa- 
mente por  la  Dirección  general  de  lo  con- 
tencioso al  Presidente  de  la  República. 

CAPITULO  II 

De  los  recursos. 

Art.  63.  Además  de  la  oposición  en'  que 
las  causas  sumarias  sirven  de  contestación 
y  de  las  especificadas  en  el  Decreto  nú- 
mero 848  y  en  el  Reglamento  interior  del 
Tribunal  Supremo  de  justicia,  no  será  admi 
sible  ninguna  otra  en  la  justicia  federal. 

La  nulidad  de  la  sentencia  ó  infracción 
de  la  cosa  juzgada  opuesta  en  la  ejecución 
se  apreciarán  por  el  Juzgado  ó  Tribunal 
que  hubiere  dictado  la  resolución  de  que  se 
trate. 

Art.  54.  Independientemente  de  la  opo- 
sición se  admitirán  en  la  administración 
de  la  justicia  federal,  los  recursos  si- 
guientes: 

I.  El  de  las  decisiones  de  los  Jueces  de 
sección  y  de  las  Autoridades  judiciales 
locales  de  los  Estados  ó  del  distrito  federal 
que  negaren  la  orden  de  Habeos  corpas  ó  la 
soltura  del  interesado. 

II.  Los  recursos  interpuestos  contra  las 
decisiones  de  los  Jueces  de  sección  en  lo 
criminal  que: 

a)  Declaren  improcedente  el  cuerpo  del 
delito; 

b)  No  admitan  la  querella  ó  la  denuncia; 

c)  Decreten  el  procesamiento  ó  su  im- 
procedencia; 

d)  Concedan  ó  denieguen  la  fianza; 

e)  Declaren  el  comiso  de  la  fianza  cons- 
tituida; 

/)    Sean  dictadas  contra  la  prescripción 
alegada;  ó 
g)    Conmuten  la  multa. 

III.  Las  apelaciones  de  las  sentencias 
dictadas  en  lo  criminal  por  los  Jueces  de 
sección  ó  por  el  Jurado  federal. 

IV.  Las  apelaciones  interpuestas  contra 
las  sentencias  de  las  Autoridades  judiciales 
de  los  Estados  ó  del  distrito  federal  en  úl- 


tima instancia,  en  los  casos  definidos  en  los 
artículos  50  §  1  o  y  61  párrafo  2.°  de  la 
Constitución  y  art.  9 .°  párrafo  único  del  De- 
creto núm.  848  de  1890. 

V.  Las  apelaciones  de  las  sentencias  de- 
finitivas é  interlocutorias  con  fuerza  de  de- 
finitivas dictadas  en  materia  civil  por  los 
Jueces  de  sección. 

VL  .Los  recursos  de  queja  contra  los  si- 
guientes autos  y  sentencias  del  Juez  de  sec* 
ción,  independientemente  de  los  demás  ca- 
sos previstos  por  la  legislación  procesal  vi- 
gente: 

a)  Rechazando  ó  juzgando  la  excepción 
de  incompetencia; 

b)  Absolviendo  de  la  instancia; 

c)  No  admitiendo  al  tercero  que  tratare 
de  oponerse  á  la  causa,  ó  á  la  ejecución,  ó 
que  apelare  de  la  sentencia  que  le  perju- 
dique; 

d)  De  las  sentencias  en  las  causas  de 
asignación  de  diez  días  ó  de  seguro,  cuando 
por  ellas  el  Juez  no  condene  al  reo  porque 
haya  probado  sn  oposición,  ó  lo  condene  en 
otro  caso; 

é)  Del  auto  que  concede  grande  ó  peque- 
ña dilación  para  dentro  ó  fuera  del  territo- 
rio de  la  República; 

f)  Ordenando  la  prisión  del  ejecutado  en 
el  caso  del  art.  299  del  Decreto  núm.  848 
de  1890; 

g)  Concediendo  ó  denegando  la  apela- 
ción, ya  en  ambos  efectos,  ya  sólo  en  el  de- 
volutivo; 

h)  Relevando  ó  no  de  la  deserción  al  ape- 
lante ó  juzgando  desierta  la  apelación; 

i)  De  las  decisiones  sobre  errores  en  la 
tasación  de  costas; 

j)  De  la  absolución  ó  condena  de  los 
Abogados,  en  los  casos  en  que  las  leyes 
procesales  señalen  multa,  suspensión  ó  pri- 
sión. 

k)    De  los  autos   por  los  cuales: 

1.°  Se  concede  ó  deniega  al  ejecutado 
vista  para  oponerse  en  los  autos  ó  por  sepa- 
rado. 

2.°  Se  manda  que  la  oposición  se  tra- 
mite en  pieza  separada. 

3.°  Se  rechazan  ó  aceptan  ¡n  limine  la 
oposición  del  ejecutado  ó  del  tercero. 

1)  De  las  sentencias  que  declaran  refor- 
mados ó  no  los  autos  perdidos  ó  quemados 
sobre  los  cuales  no  se  hubiere  dictado  aun 
sentencia  definitiva; 

m)  De  las  sentencias  de  liquidación,  ex- 
hibición ó  habilitación; 

n)  De  los  autos  interlocutorios  que  lle- 
ven consigo  daño  irreparable; 

o)  Del  auto  por  el  cual  se  manda  proce- 
der al  secuestro  en  los  casos  previstos  por 
la  ley; 
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p)  Del  auto  por  el  cual  se  concede  o  de- 
niega la  detención  personal   ó  el    embargo. 

q)  De  la  sentencia  qne  declara  proceden- 
te ó  improcedente  el  embargo; 

r)  De  las  dictadas  por  el  sustituto  del 
Jaez  de  sección  y  sus  suplentes  como  auxi- 
liares del  Juez,  en  los  autos  preparatorios  ó 
preventivos  y  en  las  diligencias  que  les  com- 
peten ó  se  les  cometieren; 

8)  Del  auto  que  aplaza  la  resolución  de  la 
petición  inicial. 

VII.  El  recurso  de  queja  contra  los  autos 
de  los  Jueces  relatores  ó  instructores  del 
Tribunal  Supremo  federal  de  que  tratan 
los  artículos  39  y  60  del  respectivo  regla- 
mento. 

VIII.  La  revisión  de  los  procesos  crimi- 
nales, en  los  términos  del  art.  81  de  la  Cons- 
titución y  del  art.  9.°  del  Decreto  núra.  84S 
de  1890. 

Art.  66.  En  la  interposición  y  sustancia- 
ción  de  los  recursos  conira  las  decisiones  so- 
bre el  Habeos  corpus  se  observará  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  49  del  Decreto  nú- 
mero 848  y  67  del  Reglamento  del  Tribunal 
Supremo  federal. 

Art.  66.  Los  recursos  en  materia  crimi- 
nal interpuestos  y  tramitados  en  los  térmi- 
nos de  los  arts.  73  y  77  de  la  ley  núm.  261 
de  3  de  Diciembre  de  1841 ,  salvo  lo  dispues- 
to en  el  art.  66  del  Decreto  núm.  848  y  en 
el  art.  77  del  Reglamento  del  Tribunal  Su- 
premo de  justicia,  á  quien  compete  conocer 
de  todos  los  que  fueren  interpuestos  de  las 
decisiones  de  los  Jueces  de  sección,  corres- 
pondiendo á  éstos  juzgar  los  de  los  autos 
del  sustituto  y  sus  suplentes. 
'  Art.  67.  En  la  interposición  de  las  ape- 
laciones en  lo  criminal  y  sus  efectos,  en  la 
expedición  y  presentación  se  observará  lo 
dispuesto  en  los  arts.  43,  93  y  340  del  Decre- 
to núm.  848  y  art.  453  del  Reglamento  nú- 
mero 150  de  31  de  Enero  de  1842,  siendo 
privativa  la  competencia  del  Tribunal  Su- 
premo para  conocer  de  los  mismos. 

Art.  68.  Las  apelaciones  de  las  senten- 
cias dictadas  por  las  autoridades  judiciales 
de  los  Estados  y  del  distrito  federal,  á  que 
se  refiere  el  núm.  4.°  del  art.  54,  se  interpon- 
drán dentro  délos  mismos  plazos  señalados 
en  el  Decreto  núm.  848,  art.  332  y  338,  para 
las  sentencias  de  los  Jueces  federales,  conta- 
dos desde  la  fecha  del  término  de  interposi- 
ción del  recurso. 

Solamente  tendrán  efecto  devolutivo  y  la 
forma  de  su  sentencia  será  la  determinada 
en  el  Reglamento  del  Tribunal  Supremo  fe- 
deral. 

§  1.°  Si  las  autoridades  judiciales  de  los 
Estados  ó  del  distrito  federal  no  recibieren 
la  apelación,  la  parte  perjudicada  ó  el  Mi- 


nisterio público  podrán  solicitar  del  Escri- 
bano de  henhos  ó  de  cualquier  Notario  p> 
blico  del  lugar,  la  expedición  de  un  testimo- 
nio, y  ratificado  mediante  protesto  en  el  Juz- 
gado de  sección  del  Estado  ó  distrito,  pre- 
sentará los  dos  instrumentos  si  Soprano 
Tribunal  federal,  quien  en  vista  de  ello» 
acordará  ó  denegará  la  admisión  de  Is  ape- 
lación. 

§  2.°  Cuando  no'fuere  posible  la  presen 
tación  de  los  autos  originales,  conocerá  d 
Tribunal  de  la  apelación  en  vista  del  trasla- 
do expedido  en  forma. 

§  3.°  Si  en  cualquier  forma  se  impidiere 
la  ejecución  de  las  sentencias  del  Tribuna! 
Supremo  federal,  el  Ministerio  público  de- 
berá formular  denuncia  contra  el  opositor  ó 
opositores  por  el  delito  definido  en  el  ar- 
tículo 111  del  Código  penal,  y  tanto  él  como 
las  partes  interesadas  podrán  promover  la 
ejecución  de  las  mismas  sentencias  ante  e. 
Juez  federal,  recusando  el  local. 

§  4.°  En  el  caso  de  que  se  declarare  de- 
sierta la  apelación  de  que  trata  el  presente 
artículo,  si  el  apelante  probare  qne  la  pro- 
secución fué  obstada  por  la  Autoridad  locai. 
podrá  el  Tribunal  Supremo  federal  relevarle 
de  la  deserción  y  asignarle  nuevo  plazo,  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  347  del  De 
creto  núm.  848  de  1890. 

Art.  69.  Solamente  son  suspensivas  en 
el  Juagado  federal  las  apelaciones  inter- 
puestas en  las  causas  ordinarias  y  las  opo- 
siciones formuladas  en  la  ejecución  por  el 
ejecutado  ó  por  un  tercero,  cuando  se  juz- 
gue probada. 

Art.  60.  El  recurso  de  queja  se  interpon- 
drá en  los  mismos  autos,  firmando  la  parte 
ó  su  Procurador  dentro  del  término  de  cinco 
días  y  previo  auto  del  Juez. 

El  recurso  no  podrá,  admitirse,  á  menos 
que  se  exprese  la  ley  violada. 

Art.  61.  Del  recurso  de  queja  interpues- 
to contra  los  autos  del  sustituto  ó  de  sns  su- 
plentes, conocerá  el  Juez  de  sección  del  res- 
pectivo Estado  en  los  términos  del  art.  1.a 
párrafo  único  del  Decreto  núm.  1.420,  le- 
tra A,  de  21  de  Febrero  de  1891. 

Del  interpuesto  contra  las  resoluciones  de 
Juez  de  sección  conocerá  el  Tribunal  Supre- 
mo federal,  en  la  forma  prevenida  en  su  res- 
pectivo Reglamento. 

Art.  62.  El  recnrsp  de  queja  se  tramitará 
en  los  mismos  autos  y  con  efecto  suspensi- 
vo, únicamente  en  los  casos  siguientes: 

1.°  Cuando  en  razón  de  {a  distancia  o 
del  servicio  bubiere  posibilidad  de  que  lle- 
garen ios  autos  á  la  Autoridad  superior  en 
el  término  de  cuarenta  y  ocbo  horas. 

2°  Cuando  se  interpusiere  en  materia  de 
competencia. 
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3.°  Cuando  se  interponga  contra  el  auto 
de  prisión. 

Fuera  de  estos  casos  sq  tramitará  en  pie- 
za separada  y  sin  efecto  suspensivo. 

Art.  63.  En  el  caso  de  detención  perso- 
nal podrá  admitirse  el  recurso  con  efecto 
suspensivo,  si  el  recurrente  garantizare  en 
juicio  con  depósito  ó  caución  el  importe  to- 
tal de  la  condena. 

Art.  64.  Siempre  que  el  recurso  debiere 
tramitarse  por  separado,  indicará  el  recurren- 
te en  su  escrito  de  interposición  los  particu- 
lares de  que  baya  de  testimoniarse. 

§  1.°  La  certificación  contendrá  siempre 
el  escrito  de  interposición  y  la  petición  en 
que  se  bubiere  requerido  el  auto,  y  la  dili- 
gencia de  publicación  ó  de  notificación. 

§  2.°  En  la  expedición  de  los  testimonios 
se  observará  el  orden  resultante  del  proceso. 

Art.  65.  Admitido  el  recurso  de  queja  se 
notificará  á  la  parte  contraria  en  el  término 
de  veinticuatro  horas,  y  al  Ministerio  públi- 
co, cuando  interviniere. 

Art.  66.  Durante  el  plazo  designado  en 
el  artículo  anterior  deberá  el  Escribano  que 
conociere  del  asunto  facilitar  la  consulta  de 
los  autos  en  la  escribanía  á  las  partes  y  á  eus 
Procuradores  para  que  tomen  las  notas  que 
tengan  por  conveniente,  y  expedirá  los  tes- 
timonios y  certificaciones  que  se  reclamen. 
'  Art.  67.  Seguidamente  el  Escribano  unirá 
á  los  autos  los  escritos  presentados  por  las 
partes  cuando  no  se  hubiera  formado  pieza 
separada,  elevándolos  al- Juez  para  que  en  el 
término  de  cuarenta  y  ocho  horas  dicte  la  , 
resolución  que  fuere  procedente,  revocando, 
ó  manteniendo  la  apetada. 

Art.  68.  Espirado  este  plazo,  el  Escribano 
recogerá  los  autos  con  ó  sin  resolución. 

§  1.°  En  las  veinticuatro  horas  siguien- 
tes el  recurrente  deberá  satisfacer  las  costas 
del  recurso  y  constituirá  el  depósito  necesa- 
rio para  abono  de  los  derechos  de  las  certi- 
ficaciones que  el  Juez  hubiere  ordenado  ex- 
pedir y  para  la  tramitación  del  recurso. 

§  2.°  Si  hubieren  recurrido  ambas  partes, 
cada  una  sufragará  estos  gastos  por  mitad: 
en  otro  caso  se  declarará  desierto  el  recurso 
con  respecto  á  una  ó  á  ambas,  según  proce- 
diere. 

Art.  69.  S^  el  Juez  se  opusiere  á  que  se 
consigne  por  escrito  el  recurso  de  queja,  po- 
drá la  parte  interesada*requerir  del  Escriba- 
no, en  el  término  de  cuarenta  y  ocho  horas, . 
que  le  expida  testimonio  de  los  particulares 
que  exprese. 

§  1.°  El  Escribano  deberá  acceder  á  esta 
pretensión,  bajo  su  responsabilidad,  en  el 
plazo  máximo  de  diez  días  si  hubiera  que 
transcribir  documentos,  y  en  el  de  cuarenta 
y  ocho  horas;  en  otro  caso. 
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§  2.°  El  Escribano  darárecibo  á  la  parte 
de  la  pretensión  formulada,  é  incurrirá  en 
pérdida  del  oficio  si  infringiere  por  cual- 
quier modo  lo  dispuesto  en  el  párrafo  ante- 
rior. 

§  3.°  La  pérdida  del  oficio  se  acordará 
por  el  Presidente  del  Tribunal-Supremo  de 
justicia,  á  instancia  de  la  parte  perjudioada, 
previa  justificación  y  oído  el  acusado,  á  quien 
se  le  concederán  cinco  días  para  que  alegue 
lo  que  estime  conveniente. 

Art.  70.  El  Tribunal,  en  vista  del  testimo- 
nio indicado,  admitirá  el  recurso  y  tomará 
conocimiento  de  él,  si  obraren  en  su  poder 
los  antecedentes  necesarios  para  poder  fa- 
llar sin  más  esclarecimiento. 

Art.  71.    Los  escritos  referidos  no  podrán  . 
admitirse  cuando  dejen  de  ir  firmados  con 
el  nombre  entero  del  Abogado  personado  en 
los  autos. 

Art.  72.  Cuando  el  recurso  se  interpusie-  . 
re  contra  sentencias  ó  autos  no  comprendi- 
dos entre  los  enumerados  por  la  presente 
ley,  el  Juez  a  quo  declarará  su  improcedencia 
por  ilegales,  condenará  á  la  parte  en  las  cos- 
tas del  retraso  é  impondrá  á  su  Abogado  una  ' 
multa  de  20.000  á  60.000  reis. 

Art.  73.  Cuando  él  recurso  se  sustan- 
ciare en  los  propios  autos  y  con  efecto  sus- 
pensivo, no  quedarán  perjudicadas  las  me- 
didas preventivas  y  de  seguridad,  salvo  si 
estuviere  el  juicio  asegurado  con  prenda, 
depósito  ó  caución. 

Art.  74  La  revisión  de  los  procesos  cri- 
minales finados,  de  que  se  trata  en  el  ar- 
tículo 9.°  núm,  3.o  del  Decreto  núm.  848 
de  1890,  será  extensiva  á  los  procesos  mili- 
tares y  se  regulará  del  modo  siguiente: 

§  l.o     Tendrá  lugar  la  revisión: 

l.o  Cuando  la  sentencia  condenatoria 
fuere  contraria  al  texto  expreso  de  la  Ley 
penal. 

2.°  Cuando  en  la  causa  en  que  hubiere 
sido  dictada  no  se  hayan  observado  las 
formalidades  esenciales  de  que  trata  el 
art.  301  del  Código  de  Procedimiento  penal. 

3.°  Cuando  la  sentencia  condenatoria 
hubiere  sido  dictada  por  Juez  incompetente, 
recusado  ó  sobornado,  ó  cuando  se  fundare 
en  declaración,  documentos  ó  informe  de- 
clarados falsos  posteriormente. 

4.°  Cuando  la  sentencia  condenatoria 
se  hallare  en  formal  contradicción  con 
otra  en.  la  cual  hayan  sido  condenados  co- 
mo autores  del  mismo  delito  personas  dis- 
tintas. 

6.°  Cuando  hubiere  sido  dictada  en  la 
suposición  de  homicidio  y  posteriormente 
se  acreditare  la  existencia  de  la  víctima. 

6.°  Cuando  la  sentencia  fuere  contraria 
á  la  evidencia  de  los  autos, 
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7.°  Cuando  ulteriormente  Be  descubrie- 
ren nuevas  ó  irrecusables  pruebas  de  la 
inocencia  Jet  condenado. 

§  2  o  La  revisión  podrá  ser  solicitada 
por  el  condenado,  por  su  familia,  por  cual- 
quier ciudadano  j  por  el  Procurador  de  la 
República. 

§  3,o  £n  todo  caso,  la  prueba  de  los 
hecbos  alegados  en  la  revisión,  deberá 
resultar  necesariamente  de  sentencia  firme. 

Las  pruebas  suministradas  se  confronta- 
rán en  todo  caso  con  las  que  ai r vieron  de 
fundamento  á  la  condenación,  al  efecto  de 
que  el  Tribunal  pueda  apreciar  el  valor 
relativo  de  cada  una. 

§  4."  Cuando  hubiere  fallecido  la  perso- 
na en  cuyo  obsequio  se  intente  la  revisión, 
el  Tribunal  nombrará  un  curador  que  ejer- 
za toilot  sus  derechos  y  facultades,  proce- 
dióndose  á  rehabilitar  la  memoria  de  aquél, 
si  fuere  de  justicia, 

§  ¿V1'  Si  el  Tribunal  com probare  que  la 
pena  Impuesta  al  condenado  no  correspon- 
de al  grado  de  responsabilidad  en  que  éste 
haya  incurrido,  reformará  la  sentencia  con- 
denatoria en  esa  parte,  salvo  lo  dispuesto 
en  el  párrafo  1^ 

§  6.°  Si  se  demostrare  que  en  el  proce- 
dimiento no  se  observaron  las  formalidades 
esenciales,  se  limitará  á  declarar  la  nulidad 
y  reposición  del  mismo, 

§  7.°     En    ningún    supuesto   podrá  agrá 
va  rae  en  la  nueva  sentencia  la  pena  impues- 
ta primitivamente. 

§  &.*>  En  la  revisión  se  observarán  las 
demás  disposiciones  del  Decreto  núm.  848 
de  1890  y  del  Reglamento  interior  del 
Tribu n » l  Supremo  de  justicia,  en  cuánta 
no  resultaren  modificadas  por  Jas  ante- 
riores. 

CAPITULO  III 

De  las  costa*. 

Art  75.  En  tanto  se  promulga  el  Regla- 
mento de  costas,  emolumentos  y  derechos 
Judiciales,  se  aplicará  el  sancionado  por 
)ecreto  núm,  5.737  de  2  de  Septiembre  de 
1674  y  las  demás  disposiciones  vigentes, 
con  arreglo  al  Decreto  núm.  *48  de  t890, 

§  l.o  La  disposición  del  art,  36R  del  ci- 
tado Decreto,  aera  aplicable  al  Secretario, 
Oficiales  amanuenses  y  porteros  del  Tribu- 
nal Supremo  federal,  con  respecto  á  los  ac- 
tos que  practicaren  como  Escribanoa  y  Ofi- 
ciales de  Juzgado. 

§  2+<*  Las  disposiciones  del  Reglamen- 
to interior  del  Tribunal  Supremo  de  jíisti^ 
cía  sobre  costas,  deberán  observarse  en  toda 
su  integridad. 

Ai l  76.     Deberá  ser  condenado  al  pago 


de  las  costas  devengadas  por  las  actvs- 
ciones  anuladas,  el  funcionario  judicial  qm 
buhiere  dado  motivo  á  la  anulación. 

Art.  77*  La  parte  condenada  al  pago  át 
costas  por  retraso  ó  nulidad  deber*  «ati*ía* 
certas  en  el  término  de  quinto  día,  so  pesi 
de  no  ser  oída  en  los  autos,  á  menos  qi* 
garantice  su  abono  á  satisfacción  del  Joíl 
de  la  causa  y  de  la  parte  contraria» 

TITULO  IV 

DlSPOSlCmSíBS   UEtffcKALCS 

Arta.  73  á  S&     Carecen  de  interés  por  re- 

vestir  carácter  transitorio. 

Costas  judiciales-— Ley  ndm.  226,  de  3) 
de  Noviembre  de  1894, 

Esta  ley  autoriza  al  Gobierno  para  revisar 
el  Reglamento  vigente  sobre  la  materia.  ?> 
primiendo  las  señaladas  por  razón  de  emo- 
lumentos de  los  Jueces  y  funcionarios  del 
Ministerio  público  en  el  distrito  federa,  a 
excepción  de  los  curadores  de  huérfanos  y 
ausentes  y  aumentando  la  cuota  de  loe  res- 
tantes. Además  establécese  una  tasa  judicial 
sobre  todos  los  asuntos  proporcional  mente 
a  su  cuantía* 

La  misma  ley  aumenta  los  sueldos  señala* 
dos  por  el  Decreto  mim.  1.030  de  14  de  no- 
viembre de  1890Ten  la  proporción  siguiente 
40  por  100  para  loa  Procuradores  públicos? 
sus  auxiliares;  30  por  100  para  loa  demái 
funcionarios;  2«>  por  100  para  los  Vicepresi- 
dentes de  Audiencia  y  20  por  100  para  c* 
Presidentes  de  estos  Tribunales,  Loa  preto- 
res recibirán  7.200.000  reis.etc. 

Comercio  de  cabotaje»»— Ley  ndm.  217. 

letra  J, de  5  de  Diciembre  de  1894. 

Por  ella  se  fija  el  plazo  de  dos  años  pan 
la  ejecución  de  la  ley  núm.  r¿3  de  II  de  _V  - 
viembre  de  183*2,  ordenando  que  toa  hoqnss 
dedicados  á  la  navegación  de  cabotaje  entre 
loa  puertos  marítimos  y  fluviales  adopten  a 
nacionalidad  brasileña,  de  conformidad  á  to 
establecido  en  ta  Constitución  política  fe- 
deral. 

Mnd  ¡II  cae  ion  es  Introducidas  en  el  aran- 
cel de  Aduanas  por  la  ley  (1)  núm.  2£&  de 
24  de  Diciembre  de  1894, 

Importación. 

Articulo  1."  Se  mantienen  en  vigor  los 
derechos  de  importación  para  el  cousun  ■ 
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-señalados  en  la  ley  núm.  26  de  30  de  Diciem- 
bre de  1891  y  en  las  disposiciones  legales  á 
■que  dicha  ley  hace  referencia. 

Se  elevan  al  triple  los  derechos  aplicables 
á  los  fósforos  y  al  doble  los  señalados  al  ta- 
baco para  f inflar  y  á  la  sal  gruesa. 

Seguirá  percibiéndose  como  hasta  ahora 
la  sobretasa  de  30  por  100  sobre  los  siguien- 
tes artículos  del  Arancel: 

Artículos  comprendidos  en  las  clases  16.a 
y  16.a,  cuando  senn  de  lujo  ó  de  fantasía. 

Los  de  la  clase  17.a,  á  excepción  de  los 
expresados  en  las  partidas  668  á  661,  así 
como  de  los  de  yute  que  no  sean  de  lujo  ó 
de  fantasía. 

Los  de  la  clase  18.a,  á  excepción  de  los 
mencionados  en  las  partidas  699  á  601. 

Los  de  la  clase  86.a 

Hilados  torcidos  ó  hilo  de  lino  de  todas 
clases,  en  carretes,  ovillos  ó  madejas,  para 
coser,  hacer  crochet,  tricot  ú  otros  usos  aná- 
logos, alamares,  alfombras,  bareses,  franjas, 
guarniciones,  galones,  ligas,  mantas,  man  le- 
le tas,  camisetas,  camisas,  encajes,  ropas  he- 
chas, medias  de  lino  ó  de  lana,  tiras  y  entre- 
doses,  transparentes,  brocados,  telas  con 
hojuela,  chales,  pañuelos  (excepto  de  algo- 
dón), cintas  de  todas  clases,  flecos,  tules, 
gasas,  lazos,  felpas,  terciopelos  y  tapetes. 

Artículos  compuestos  en  todo  ó  en  parte 
de  nácar,  marfil,  carey,  coral,  oro,  plata,  pla- 
tino ó  piedras  preciosas. 

Jarrones  y  demás  objetos  de  loza  de  los 
núms.  6  y  6  de  la  partida  682  del  Arancel. 

Arañas,  candelabros  y  candeleros  de  todas 
clases  y  todos  los  artículos  de  vidrio  del  nú- 
mero 2. 

Muebles  de  madera  fina  y  todos  los  obje- 
tos de  oro  ó  plata  ó  combinados  con  estos 
metales. 

Perfumería  y  bisutería  de  todas  clases. 

Figuras,  bustos,  estatuas,  jarrones  y  de- 
oiás  objetos  de  lujo,  de  adorno  ó  de  fantasía, 
de  barro,  loza,  vidrio  ó  metal. 

Manufacturas  de  mármol,  alabastro,  pór- 
.fi do,  jaspe  y  demás  piedras  semejantes. 

Puntas  de  París. 

Calzado  de  cualquier  tejido  de  seda  pura 
ó  con  mezcla. 

Guantes,  corsés,  corbatas,  sombreros  y 
gorras  de  cualquiera  clase. 

Paños,  casimires  y  chaconadas  {cassinetas), 
de  lana  con  ó  sin  mezcla  de  seda,  sencillos  ó 
dobles,  estén  ó  no  bordados,  y  artículos  se- 
mejantes no  expresados. 

Alpacas,  indianas  de  lana,  camelotes,  me- 
rinos, durantes,  damascos,  cachemires, prin- 
cesan,  sargas,  serafinas,  gargoranes,  royalt 
-satén  de  China,  ton  quines,  felpas  y  tejidos 
semejantes  no  expresados,  lisos  ó  cruzados, 
Jabrados  ó  adamascados. 


Cordelería  (partida  676  del  Arancel),  co- 
rreas de  cuero,  de  algodón  ó  de  caoutchouc, 
ostén  ó  no  ribeteadas,  para  máquinas  (parti- 
da 1.012  del  Arancel). 

Queso,  jamones  preparados  de  cualquier 
modo,  conservas  de  todas  clases,  exsepto  en 
hielo,  salchichas,  embutidos  ó  chorizos,  cal- 
dos ó  jaleas,  salchichones  {salames)  y  extrac- 
tos de  carne. 

Adeudarán  una  sobretasa  de  40  por  100 
los  artículos  que  á  continuación  se  expresan: 

Bebidas  fermentadas  y  licores,  bebidas  y 
líquidos  alcohólicos. 

Naipes.         £ 

Arreos  y  carruajes,  así  como  todos  los  ar- 
tículos comprendidos  en  la  clase  27.a 

Los  derechos  aplicables  al  sulfuro  de  car- 
bono se  reducirán  del  60  por  100. 

Los  macarrones  adeudarán  los  derechos 
señalados  á  los  bizcochos  y  galletitas. 

Los  líquidos  adeudarán  con  deducción  de 
las  siguientes  taras: 

El  16  por  100  por  los  cascos  que  conten- 
gan apeite  y  18  por  100  por  los  que  conten- 
gan bebidas  fermentadas  ó  alcohólicas. 

Por  todos  los  demás  envases  en  que  pue- 
dan venir  acondicionados  estos  artículos,  se 
aplicarán  las  taras  señaladas  á  los  acetatos 
en  la  partida  173  del  Arancel,  manteniéndo- 
se en  vigor  las  notas  13  á  18  del  mismo,  así 
como  los  arts.  26  y  26  de  las  disposiciones 
preliminares  (pág.  9  del  Arancel). 

Las  sobretasas  establecidas  en  la  presente 
ley  sólo  serán  aplicables  á  las  mercancías 
que  salgan  del  puerto  de  origen  á  partir  del 
l.o  de  Febrero  de  1895. 

Art.  2.°  Los  derechos  establecidos  por 
los  ga*stos  de  despacho  de  artículos  libres  de 
derechos  de  consumo,  en  virtud  de  la  ley 
núm.  126  de  21  de  Noviembre  de  1892,  no  se 
aplicarán  á  las  simientes  destinadas  á  la 
agricultura. 

Art.  3.°  Los  derechos  de  mozos  (capota 
zias)  se  elevarán  á  160  y  76  reis. 

Art.  4.°  Los  derechos  de  almacenaje  se 
aumentarán  respectivamente  á  uno  y  medio, 
dos  y  medio  y  tres  y  medio  por  100. 

Derechos  de  navegación. 

Art.  6.°  Se  mantienen  en  vigor  los  dere- 
chos de  faros. 

Art.  6.°    Se  mantienen  igualmente  en  vi-* 
gor  los  derechos  de  muelle  (docks). 

Derechos  adicionales. 

Art.  7.o  8e  mantienen  en  vigor  las  sobre- 
tasas establecidas  por  la  ley  núm.  26  de  30 
de  Diciembre  de  1891  sobre  los  derechos  de 
importación  para  el  consumo,  exceptuándo- 
se del  pago  de  las  mismas  el  papel  para  im- 
primir. 
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Art.  8.°  El  derecho  adicional  de  10  por 
100  sobre  loa  gastos  de  despacho  de  mercan- 
cías libres  de  derechos  de  importación,  de 
faros  y  de  muelle  (docks)  se  mantiene  igual- 
mente en  vigor,  suprimiéndose  este  impues- 
to con  respecto  á  los  derechos  de  mozos 
{capataziai}  y  de  almacenaje. 

Exportación. 

Art.  9.°  La  pólvora  fabricada  por  cuenta 
del  Gobierno,  así  como  loa  metales  preciosos 
en  polvo,  lingotes,  barras,  ó  man uf acto ras* 
adeudaran  un  derecho  de  salida  de  dos  y  me- 
dio por  100,  el  oro  en  barras,  fundido  en  la 
casa  de  la  moneda  el  uno  y  medio  por  100  y 
los  diamantes  el  ano  por  100. 

Derecho*  de  consumo. 
ArL  40.     Tabaco  sin  elaborar,  de  produc- 


ción extranjera,  por  600  gramos  ó   frs 
de  500  gramos,  100  reís. 

Tabaco  picado,  desvenado  ó  desmigaje 
incluso  en  cigarrillos,  de  producción  nvi- 
nal,  por  25  gramos  ó  fracción  de  25  gramoe 
10  reís.  * 

Tabaco  picado,  desvenado  é  deamigtit 
de  producción  extranjera,  por  25  gramos^ 
fracción  de  25  gramos,  40. 

Cigarros  de  fabricación  extrajera,  nno,  1M. 

Rapé  de  fabricación  n  auto  nal,  por  125  fia- 
mos ó  fracción  de  125  gramos,  10. 

Dicho,  de  fabricación  extranjera,  por  32' 
gramos  ó  fracción  de  125  gramos,  60. 

Cigarrillos  de  producción  extranjera,  p«r 
cajetilla  de  20  ó  fracción  de  20,  30. 

Los  cigarrillos  con  capa  de  tabaco,  d* 
producción  extranjera,  adeudaran  el  tk>b> 
de  Jos  precitados  derechos* 


APÉNDICE 


1-  Canadá, — 2.  Guyana  inglesa. — 3.  Guyana  francesa. 


CANADÁ 

Urgí  mu  e  ii  tos  establecidos  y  reformados 
con  respecto  á  la  entrada  de  mercancías 
eu  virtud  de  la  tarifa  recíproca,  fecha  22 
de  Octubre  de  1B97. 

Las  notas  n limeros  826  B,  921  B,  1-43  By 
945  B  y  demás  instrucciones  cotí  respecto 
á  entradas  en  virtud  de  lti  tarifa  recíproca 
de  1BÜ7,  quedan  anuladas  por  La  presen- 
la,  y  esta  nota,  que  es  una  consolidación  de 
tas  dichas  notas  ó  instrucciones  con  cier- 
tas reformas,  se  sustituye  á  Jas  mismas.  A 
tas  personas  que  entren  mercancías  en  vir- 
tud  déla  tarifa  recíproca  del  Cunada  de  1897, 
se  les  requiere  que  suministren  una  factura 
separada  de  loa  artículos  que  tienen  derecho 
á  tal  entrada,  con  una  declaración  adjunta  á 
«lia  firmada  por  el  exportador  ó  su  agente 
an  presencia  del  testigo  que  la  firme,  según 
está  puesto  en  el  modelo  * J/>  aquí  adjunto. 
Si  las  facturas  se  hacen  á  precios  más  bajos 
para  las  mercancías  exportadas  directamen- 
te al  Canadá  que  el  precio  corriente  que  las 
mismas  tienen  en  el  mercado  en  el  misino 
tiempo  y  lugar,  cuando  ee  venden  para  el 
consumo  interior  en  el  país  de  donde  así 
as  exportan,  en  tal  cuso  las  facturas  han  de 
mostrar  claramente  en  una  columna  espe- 
cial, ó  por  medio  de  una  adición  á  la  factu- 
ra, tal  precio  medio  en  el  mercado,  como  an- 
tes se  ha  dicho,  de  laa  mercancías  descri- 
tas en  ello.  La  declaración  del  exportador, 
va  cuanto  al  origen  de  las  mercancías,  se  ha 
4Je  cohibir  y  registrar  en  todos  loa  casos  (ex- 


cepto los  que  aquí  después  se  mencionan), 
con  la  factura,  tf  fu  exhibición  se  ha  de  ano- 
tar por  Ion  empleados  de.  Aduanan  en  el  Cana- 
dá en  fl  modelo  de  entrada;  en  otro  caso  se 
cobrarán  los  derechos  generales  sin  rebaja 
hasta  que  el  exportador  haya  presentado  la 
declaración  como  antes  se  ha  dicho. 

Las  entradas  en  Aduanas,  con  arreglo  A  la 
tarifa  recíproca,  se  harán  separa  mente  en  la 
forma  acostumbrada,  La  declaración  del  im- 
portador ó  de  en  agente,  en  cuan  tu  al  origen 
de  las  mercancías,  en  lugar  de  la  declara- 
ción del  exportador,  se  aceptará  en  el  caso 
de  artículos  que  hayan  entrado  para  alma- 
cén (en  depósito)  en  el  Canadá  antes  de  la 
publicación  de  estas  instrucciones,  y  en 
cuanto  á  géneros  Usados  á  mentís  de  10  pe- 
sos por  tuda  la  importación,  se  hará  cuando 
después  se  presenten  para  entrada,  con  suje- 
ción, sin  embargo,  en  todos  estos  casos,  á  la 
aprobación  del  Administrador,  después  de 
examen  de  las  merca  nefas  por  un  empleado 
de  la  Aduana. 

MiTi'Eim-ñiH  «le  todos  los  países  que  tienen 
derecho  á  los  beneficios  de  la  tarifa  recípro- 
ca, que  pneden  anotarse  en  la  misma  factu- 
ra, y  el  origen  de  todos  los  productos  ano- 
tados en  tal  factura  que  pueden  atestiguarse 
en  una  declaración  en  la  forma  prescrita, 
escribiéndose  loa  nombren  de  tos  países  (si 
hay  más  de  uno)  sucesivamente  en  el  espa- 
cio en  blanco  reservado  para  origen  de  loe 
productos. 

A  los  importadores  que  pidan  la  entrada 
de  mercancías  con  arreglo  á  la  tarifa  recípro- 
ca se  les  exige  que  presente»  á  loe  Adminíe- 
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tradores  de  Aduanas  del  Canadá  un  certifi- 
cado del  asien to  de  A  d m\ u hs  de  loa  Estados 
Unidos  para  transporte  inmediato,  ó  un  co- 
nocimiento mostrando  cuando  tales  mercan- 
cías se  llevan  en  tránsito  por  loa  Estados 
Unidos  y  se  importan  en  el  Canadá. 

Nótese  particularmente  que  la  tarifa  re 
cíproca  no  se  aplica  á  loe  artículos  siguien- 
tes, á  eaher;  cervezas  fuertes  (ales)t  cervezas, 
vinos  y  licores,  azúcar,  melazas  y  jarabes  de 
todas  clases,  el  producto  de  la  caña  de  azú- 
car o  de  la  remolacha,  tabaco,  cigarros  y  ci- 
garrillos. (Véase  *?1  modeln  </)»,  tarifa  recí- 
proca-)  A  r  tirulo  que  su  producción,  producto 
o  fabricación  del  Reino  Unido  de  Gran  Bre- 
taña  é  Irlanda  y  de  los  demás  países  mencio 
nados  en  el  modelo  <£/*  que  aqufeiguehcuan 
do  se  importan  directamente  de  cualquiera 
de  los  dichos  países  y  su  anotan  pura  dere 
chos  ó  aa  sarán  del  almacén  para  consumo 
en  el  Canadá,  vetarán  sujetos  á  la  reduc- 
ción de  derecho  prevenida  en  la  tarifa  recí- 
proca puesto  en  el  modelo  </}»  de  la  tarifa 
de  1897,  y  con  arreglo  á  las  limitaciones 
mencionadas  en  dicho  modelo  D  desde  la 
fecha  en  que  se  admitieron  á  los  beneficios 
de  la  tarifa  recíproca,  corno  se  muestra  en  eL 
modelo  *E»  que  signe. 

Hasta  el  91  do  Junio  de  1898,  tos  produc- 
tos de  todos  los  productos  mencionados  en 
el  modelo  i (í > ,  que  signe,  cuando  se  han 
importado  del  Keino  Unido  de  la  Gran  Bre- 
taña é  Irlanda  ó  de  cualquiera  de  los  países 
mencionados  en  dicho  modelo  *  G»,  y  se  han 
entrado  para  derechos  ó  se  han  sacado  de 
almacén  para  consumo  en  el  Canadá  desde 
el  23  de  Abril  de  I B97,  estarán  sujetos  á 
la  reducción  de  derechos  prevenida  en  la  ta- 
rifa reciproca  puesta  en  el  modelo  *£>»  de 
la  tarifa  de  A  d nanas  de  1897  y  á  las  limita- 
ciones mencionadas  en  dicho  modelo    */>*♦ 

El  exceso  de, derecho  pagado  sobre  pro- 
ductoa  importados,  como  antea  se  ha  dicho, 
de  los  países  á  que  se  aplica  la  tu  rifa  reci- 
proca, se  devolverá,  si  la  reclamación  se  ha- 
ce con  prueba  satisfactoria  del  origen  y  va- 
lor de  tales  productos,  eu  la  forma  usual  por 
medio  del  Administrador  de  Aduanas  en  el 
puerto  en  que  s*<  pagó  tal  derecho, 

Nada  en  lus  instrucciones  que  anteceden 
se  considerará  que  afecta  al  derecho  de  en 
trar  artículos  en  virtud  de  la  ley  del  Trata- 
do francés  de  jflfil.  pero  ningunos  artículos 
entrados  á  un  precio  reducido,  en  virtud  de 
la  dicha  ley  de  Tratado,  tendrán  derecho 
á  má.s  reducción  por  las  disposiciones  «le  la 
tarifa  recíproca. — John  M.c  Dougald,  Comi- 
sionado de  Aduanas. 

Modelo  tl>>.  Tarifa  recíproca» 

Los  derechos  mencionados  en  el  mode- 


lo A  que  se  han  de  cobrar  sobre  todos  k* 
productos  de  países  que  tienen  derecha  * 
loe  beneficios  de  esta  tarifa  recíproca,  «, 
virtud  de  lasdisposicíones  de  Ja  Sección  lí 
se  reducirán  á  lo  que  sigue; 

En  y  después  del  23  de  Abril  de  ISST 
hasta  el  día  30  de  Junio  de  1898  ioclusírt 
la  rebaja  será  en  todo  caso  de  un  octavo  ds 
derecho  inencionado  en  el  modelo  A.  j  ú 
derecho  que  ae  ha  de  esigír>  cobrar  y  pag* 
serán  siete  octavos  del  derecho  mencionac; 
en  el  modelo  .4. 

En  y  después  del  día  l.o  de  Julio  de  lPt* 
la  rebaja  en  cada  caso  será  de  una  cuatí* 
parte  del  derecho  mencionado  en  ei  mode- 
lo ¿J,  y  eJ  derecho  que  se  ha  de  exigir,  te 
hrar  y  pagar,  serán  tres  cuartas  partes  dti 
derecho  mencionado  en  el  modelo  A, 

Con  tal,  sin  embargo,  que  estas  rebaji* 
no  se  apliquen  á  ninguno  de  tos  niticnJv* 
siguientes,  y  que  tales  artículos  estén  sua- 
tos en  todos  los  casos  á  los  derechos  mtu 
clonados  en  el  modelo  A,  á  saben  vinos,  cf 
bada  preparada  para  hacer  cerveza,  licores 
espíritus,  licores  espirituosos,  medí  raméele* 
líquidos  y  artículos  que  contengan  alcoba 
azúcar,  melazas  y  jarabes  de  todas  cíase* 
el  producto  de  la  caña  de  azúcar  0  de  la  re- 
molacha; tabaco,  cigarros  y  cigarrillos. 

Modelo  «£>. 

Lista  de  los  países  que  tienen  derechc  i 
los  beneficios  de  la  tarifa  de  Aduanas  de  1ÉS" 
(Canadá),  y  fecba  de  admisión: 


NOMBRE  DE  LOS  PAÍSES        beneficio»  4c  U  t*ri:.i 

reciproca 


Keino  Unido  de  la  Gran 

Bretaña  é  Irlanda.    .    23  de  Abril  de  I*1--: 
Nueva  Gales  del  Sur,.  ,    Si  de  Mayo  de  I SSÑ 

India  inglesa * ,  . .    24   de  ¡Septiembre 

de  18^7- 


Modelo  iG»- 

Lista  de  los  países  de  los  que,  lemporsl- 
meute,  pueden  entrarse  artículos  para  dere 
chos  con  arreglo  á  los  tipos  de  la  tarifa  re- 
cíproca del  Canadá,  desde  el  23  de  Abm 
de  1397  hasta  el  día  31  de  Julio  de  \zv%  [1, 

Nombres  dt  los  países. 


Bélgica, 
Alemania, 


{])     Vénae  la   Circular  iuaerU  á  contiiiuacJÍL 
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Francia,  Argelia  y  colonias  francesas. 

Argentina. 

Austria-Hungría. 

Bolivia. 

Colombia. 

Dinamarca. 

Persia. 

Rusia. 

Suecia  y  Noruega. 

Túnez. 

Venezuela. 

Suiza. 

Modelo  <H». 

Modelo  de  declaración. 

Yo  el  infrascrito (socio  ó  agente  auto- 
rizado en  debida  forma  de  la  razón  social 
de )  de  .• solemne  y  sinceramente  de- 
claro que  los  artículos  descritos  en  la  adjun- 
ta  factura   (marcados ),    embarcados   en 

fardos,  como  abajo  se  detalla,  son  bona  fide 
el  producto  ó  fabricación  de ;  que  la  di- 
cha factura  contiene  una  relación  completa 
y  verdadera  del  valor  corriente  en  el  merca- 
do de  los  dichos  géneros  cuando  se  venden 
para  el  consumo  interior  en  el  tiempo  y  lu- 
gar de  su  exportación  directa  al  Canadá; 
que  dicho  valor  corriente  en  el  mercado 
comprende  cualesquiera  premios,  rebajas, 
derechos  reales,  rentas  ó  cargas  que  se  ha 
aprobado  ó  pagado,  ó  que  se  espera  que  se 
aprueben  ó  paguen  sobre  dichos  géneros, 
ó  que  son  pagaderas  por  derechos  de  paten- 
te, ó  por  razón  del  arriendo  de  tales  géne- 
ros, ó  por  el  derecho  de  usarlos,  y  que  no  se 
ha  presentado  ni  se  presentará  ninguna  fac- 
tura ni  cuenta  diferente  de  los  mismos  por 
mí  ni  en  representación  mía. 


NÚMERO  Y  DESCRIPCIÓN 

DE   LOS   FARDOS 


DESCRIPCIÓN 

de  las 
mercancías. 


Firmado  en el  día de de  189  . 

Firma. 

En  presencia  de 

(Tertlgo). 
(Seffaa). 
Sr.  Administrador  de  Aduanas  de 


Régimen  aduanero  aplicable  ¿  España, 

—  Circular  de  31  de  Diciembre  de  1897. 

Recaudadores  de  Aduanas.— Por  la  pre- 
sente informo  á  Vd.  que  España  está  inclui- 
da en  la  lista  de  los  países  que  gozan  del  be- 
neficio de  la  tarifa  de  reciprocidad  estable- 
cida en  el  Arancel  de  Aduanas  de  1897,  des- 
de el  23  de  Abril  de  1897  al  31  de  Julio 
de  1898.  Debe  añadirse  España  á  la  lista  de 
los  países  mencionados  en  el  documento 
<G»  del  Memorándum  949  B%  fecha  22  de 
Octubre  de  1897  (1),  y  ios  artículos  del  sue- 
lo, producto  ó  manufactura  de  cualquiera  de 
los  dichos  países  están  sujetos  á  su  entrada 
á  los  reglamentos  establecidos  en  dicho  Me- 
morándum. 

Las  precedentes  instrucciones  en  nada 
afectarán  el  derecho  de  entrada,  conforme  á 
los  términos  de  la  Ley  de  1894  aprobando 
el  Tratado  francés,  de  ciertos  artículos  de 
producción  española  mencionados  en  dicho 
Tratado  ley;  pero  los  artículos  que  á  su  en- 
trada disfrutan  de  reducción  de  derechos, 
con  arreglo  á  lo  establecido  «n  dicho  Trata- 
do ley,  no  tendrán  derecho  á  mayor  rebaja, 
basándose  en  las  disposiciones  de  la  tarifa 
recíproca.  El  exceso  de  derechos  pagados 
por  productos  importados  desde  el  28  de 
Abril  de  1897  del  país  anteriormente  men- 
cionado (España),  serán  restituidos,  si  la 
reclamación  consiguiente,  con  prueba  sa- 
tisfactoria del  origen  y  valor  de  tales  pro- 
ductos, se  presenta  en  la  forma  usual  por 
conducto  del  Recaudador  de  Aduanas  del 
puerto  en  que  tal  derecho  ha  sido  satis- 
fecho. 

La  declaración  del  importador  ó  su  agente 
respecto  al  origen  de  los  géneros  será  acep- 
tada en  lugar  de  la  declaración  de  los  ex- 
portadores, en  lo  que  se  refiere  á  los  produc- 
tos del  país  antes  mencionado  (España),  im- 
portados antes  del  31  de  Enero  de  1898. — 
Firmado:  John  M.  Dougjld. 

GUYANA  INGLESA* 

Régimen  aduanero  aplicable  á  las  mer- 
cancía» que  se  importen  durante  el  ejer- 
cicio de  1897-98  (hasta  31  de  Mayo)  (2).— 
Orden  de  16  de  Marzo  de  1897. 

Artículo  1 ,°  La  presente  orden  lleva  por 
título  Orden  de  1897 1  relativa  á  derechos  de 
aduana. 


(1)  Inserto  anteriormente. 

(2)  No  estando  ya  vigentes,  no  reproducimos 
las  extensas  tarifas  que  acompañan  á  esta  orden, 
que  insertamos  á  título  de  información. 
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Art.  ~."f  Las  mercancías  comprendidas 
en  el  --i.i2L.Li  -*■  primero  anexo  á  Ja  presente  or- 
iSi-ii,  adeudarán  Loa  derechosque  en  el  mismo 
se  expresan,  tanto  á  au  i  ni  portación  en  la 
colonia  como  á  an  salida  de  loa  depósitos 
para  el  consumo  de  la  misma. 

Art.  3,°  Las  mercancías  no  enumeradas 
en  el  cnadro  primero  anexo  á  la  presente 
orden,  á  menos  que  no  sean  libree  de  dere- 
chos, ya  se  i m porten  en  la  colonia  ó  salgan 
de  loa  depósitos  para  et  consumo,  adeudarán 
un  derecho  de  10  por  100  ad  valoran,  según 
el  valor  qne  leiígan  en  el  punto  de  em- 
barque. 

Art.  4.°  Las  mercancías  enumeradas  en 
el  cuadro  2.°  anexo  á  La  presente  o  ni  en,  serán 
librea  de  derechos  A  su  importación  en  la 
colonia  ó  á  su  salida  de  los  depósitos  para 
el  consumo  de  la  misma, 

Art,  5.°  Las  mercancías  que  no  siendo 
de  prohibida  importación  ó  empleo  en  la 
colonia,  se  hallen  combinadas  con  una  ma- 
teña  sujeta  á  derechos,  adeudaran  como  ai 
estuviesen  enteramente  compuestas  ríe  esta 
materia.  Las  compuestas  de  diversas  mate- 
rias, sujetas  á  derechos^  adeudarán  los  seña- 
lados á  las  que  los  devengue  mayores. 

Las  precedentes  disposiciones  no  se  apli- 
carán á  los  productos  compuestos  de  opio  ó 
que  ron  tengan  opio,  á  excepción  del  opio  en 
bruto,  cuando  ae  importen  exclusivamente 
para  usos  medicinales. 

*ArL  tt.D  No  podrán  considerarse  como 
vinos  loe  líquidos  que  contengan  más  de 
42  por  100  íle  espíritu  de  prueba  al  hidró- 
metro de  Sykes,  ni  como  bebidas  á  base  de 
malta  los  que  contengan  más  de  20  por  100 
del  referido  espirita  de  prueba.  En  an  con- 
secuencia, todos  los  líquidos  que  contengan 
más  de  42  por  100  ó  de  20  ¡¡or  100  respecti- 
vamente de  espíritu  de  prueba,  se  considera- 
rán como  líquidos  alcohólicos. 

Art,  7.°  1,  Las  prescripciones  de  la  or- 
den de  aduanas  de  1884  relativas  al  depósi- 
to de  mercancías  no  serán  aplicables  á  tas 
pólvoras  que  se  importan  en  la  colonia;  los 
derechos  de  importación  aeflalados  á  esíe 
artículo  de berán  i  n  greaa  rae  i  nmediatamen  te. 

2.  Cuando  el  importadcr  no  ingrese  in- 
mediatamente ios  derechos  aplicables  á  la 
pólvora,  el  consignatario  ó  agente  del  buque 
conductor  de  la  misto  a  podrá  satisfacerlos, 
salvo  el  hncerse  pagar  el  importe  de  tales 
derechos  y  los  gastos  de  almacenaje  o  otros 
acaecidos,  acudiendo  en  caso  necesario  á  los 
competentes  Tribunales  de  justicia, 

Art  8.o  Con  el  fin  de  favorecer  el  co- 
mercio de  la  colonia  con  loa  demás  países, 
las  personas  que  exporten  merca  nefas  que 
hubieren  ya  pagado  derechos  en  virtud  de 
la  presente  ó  de  cualquiera  otra  orden,  ten- 


drán derecho  á  la  devolución  Óe  las  misan* 
Psra  obtener  esta  devolución,  deberán  ofc 
servarse  todas  las  prescripciones  de  la  ord« 
de  aduanas  de  1884  ó  de  cualquier»  otra  q>x 
at  efecto  pueda  adoptarse  por  el  Goher-u- 
ilor,  de  acuerdo  y  con  el  consentimiento  de 
Tribnnal  de  policía.  Ko  se  concederá  derub 
ción  alguna  de  derechos  por  et  opio-,  el  0*43*4 
ó  el  ffunjt,  por  los  líquidos  alcoholinas  oV 
todas  clases,  por  los  vinos  ó  la  pólvora*  C«ei 
respecto  á  ios  animales,  la  tlevolacíóD  á? 
derechos  no  se  concederá  más  que  enk* 
casos  prescritos  por  los  Reglamentos  vig*s- 
tea  en  la  actualidad  ó  que  se  dicten 
sucesivo  por  el  Interventor  de  Aduanas  oca 
la  aprobación  del  Gobernador  en  Conatrjv 
No  se  concederá  devolución  alguna  por  lü 
mercancías  que  se  exporten,  tina  vei  hay* 
transcurrido  el  plazo  de  doce  meses,  á  ooc- 
tar  desde  el  día  de  su  importación,  ni  tan* 
poco  por  todas  aquellas  que,  según  el  part- 
cer  del  Gobernador  en  Consejo,  se  hubiera» 
exportado  para  luego  ser  reimportadas. 

Art,  9to  A  la  exportación,  el  Interventor 
de  aduanas  podrá  conceder  nna  devolución 
por  el  pan  duro  y  galleta  fabricados  *-n  I. 
colonia  con  harina  que  baya  adeudado  lo* 
correspondientes  derechos,  mediante  obser- 
vancia Ue  ios  Reglamentos  prescritos  o  qo* 
prescriba  el  referido  Interventor  de  aduanas. 
con  la  aprobación  del  Gobernadot  en  Con- 
seja. 

Art,  10.  Las  personas  qne  hubieren  ce- 
lebrado contratos  con  el  Gobierno  de  S.  M 
para  abastecer  ó  equipar  Isa  tropas  regula- 
res de  guarnición  en  La  colonia,  ó  loe  bnqoe* 
de  guerra  que  toquen  en  la  misma,  podrid 
solicitar  se  les  devuelvan  los  derechos  qa+ 
hubieren  satisfecho  por  los  msteriaJes  o 
aprovisionamientos  entregados  en  ejecución 
de  su  contrato,  siempre  que  prueben  habt-r 
pagado  tales  derechos  y  presenten  un  c-erti» 
tiendo  del  oficial  que  mande  las  tropas  ó  loe 
buques,  relatando  La  clase  y  cantidad  de  ios 
materiales  ó  aprovisionamientos  recibidos. 

CUADRO  PRIMERO 

(Tarifas  eobre  los  artículos  sujetos  al  ps- 

go  dederecbos)(l). 

CUADRO  II 

Articulo»  libres  de  drrechoé. 

1  50.  A  ni  males  vi  vos,  com  prendiendo  tan 
sólo  el  ganado  importado  para  la  reprodur 
ción,  previa  justificación  al  efecto  á  satis- 
facción del  Interventor  de  Aduanas,  las  man 
gostas  ó  icneumones  y  lss  aves  de  corral. 

( l )     Véase  1  h  ii o ta  a  r¡ teríar. 
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151.    Negro  animal. 

162.  Ártica  los  importados  para  uso  del 
aervicio  de  pilotaje  en  la  colonia. 

153.  Artículos  admitidos  por  las  Autori- 
dades de  Aduanas  como  equipajes  para  uso 
personal  de  los  pasajeros  que  lleguen  del 
extranjero  á  la  colonia. 

164.  Artículos  admitidos  por  el  Inter- 
ventor con  la  aprobación  del  Gobernador 
para  uso  oficial  de  los  Consulados  de  países 
extranjeros,  siempre  que  exista  reciproci- 
dad para  los  Cónsules  de  S.  M.  establecidos 
y  acreditados  en  dichos  países. 

155.  Piedra  picada  ó  guijarros,  de  todas 
«lases,  para  caminos. 

156.  Oro  y  plata  en  lingotes  y  moneda. 

167.  Simiente  de  algodón. 

168.  Bombas  de  incendio. 

159.  Pescado  y  tortugas,  frescos. 

160.  Frutas,  hortalizas  y  productos  del 
■suelo  comestibles,  no  en  conserva  ni  ex- 
presados en  el  cuadro  de  derechos  especí- 
ficos. 

161.  Mercancías,  víveres,  armas  y  muni- 
ciones, importados  por  orden  del  Goberna- 
dor de  la  colonia. 

162.  Caballos,  equipajes  y  muebles  de 
los  oficiales  de  mar  ó  tierra  al  servicio 
<le  S.  M. 

168.     Hielo. 

164.  Cal  de  todas  clases. 

165.  Máquinas  y  aparatos  diversos:  para 
fabricar  ladrillos,  tejas  y  baldosas.— Gaba- 
rras de  hierro  para  transportar  la  caña  de 
azúcar.  —Puentes  de  hierro  y  barras  para  ce- 
niceros.—Barreras  ó  esclusas  para  trabajos 
hidráulicos  ó  para  el  aprovisionamiento  de 
agua.  —  Locomotoras  y  material  para  cami- 
nos de  hierro.— Embarcaciones  de  todas  cla- 
ses.—Máquinas  y  alambres  para  el  alumbra- 
do eléctrico.— Máquinas  y  aparatos  destina- 
dos á  trabajos  hidráulicos,  cisternas,  colum- 
nas para  faroles  con  sus  accesorios,  adoqui- 
nes para  empedrar  y  para  bordes  de  aceras, 
tubos  de  desagüe  y  todas  las  demás  máqui- 
nas, piezas  ú  objetos  de  hierro  importados 
con  la  aprobación  del  Gobernador  en  Conse- 
jo por  los  Alcaldes  y  Consejos  municipales 
de  Georgetown  y  de  New  Amsterdam  y  des- 
tinados exclusivamente  al  servicio  de  estas 
localidades.— -Máquinas  impprtadas  partí  el 
desagüe  de  terrenos,  para  la  explotación  de 
minas  y  para  la  manufactura  ó  preparación 
de  las  primeras  materias  ó  de  los  abonos,  ya 
se  destinen  á  la  venta  ó  á  particulares.— Má 
quinas  de  todas  clases  para  fábricas  de  ase- 
rrar, para  fundiciones  ó  talleres.  — Máquinas 
para  buques  y  embarcaciones  de  vapor,  pa- 
lastros, piezas  de  ángulo  y  demás  materiales 
y  aparatos  para  la  construcción  de  estos  bu 
qnes  y  embarcaciones  de  vapor.— Máquinas, 


retortas,  gasómetros  y  cañería,  importados 
para  la  construcción  de  fábricas  de  gas  en  la 
colonia. — Vasijas,  depósitos,  cisternas  y  de- 
más recipientes  importados  exclusivamente 
para  la  fabricación  de  azúcar  ó  para  el  apro- 
visionamiento y  distribución  de  agua.— Cal- 
deras de  vapor  de  todas  clases  y  palastro  y 
tubos  para  las  mismas;  arados  de  vapor,  má- 
quinas de  vapor  para  apisonar  la  tierra  y 
dragas  de  vapor. 

166.  Abonos,  incluso  el  nitrato  de  sosa, 
el  yeso  de  París  y  el  blanco  de  España. 

167.  Materiales  y  muebles  para  iglesias, 
importados  especialmente  para  los  edificios 
consagrados  al  culto  de  la  religión  cristiana 
en  la  colonia. 

168.  Envases  que  hayan  servido  á  la  im- 
portación de  mercancías,  incluso  las  bombo- 
nas, botellas  y  demás  recipientes,  no  com- 
prendidos los  baúles  y  canastas;  ni  tampoco 
los  hogsheads  y  puncheons  que  no  hubieren 
contenido  carbón,  cal,  vino  ó  líquidos  alco- 
hólicos. 

169.  Modelos  y  muestrarios,  mediante 
observancia  de  los  reglamentos  prescritos 
por  el  Gobernador  en  Consejo. 

170.  Fotografías  y  grabados  sin  marco. 

171.  Libros  impresos,  no  sujetos  á  dere- 
chos en  virtud  de  la  orden  núm.  14  de  1861, 
y  manuscritos. 

172.  Prensas,  caracteres,  papel  y  tinta 
de  imprenta,  que  se  importen  directamente 
por  los  propietarios  de  periódicos  ó  de  im- 
prentas para  uso  exclusivo  de  su  industria. 

173.  Provisiones  y  efectos  de  todas  cla- 
ses, importados  por  el  Gobierno  de  S.  M. 
para  uso  de  las  tropas  de  mar  ó  tierra. 

174.  Sal. 

176.     Máquinas  de  coser. 

176.  Ejemplares  de  historia  natural;  se- 
millas para  jardines,  bulbos  y  raíces;  árbo- 
les, plantas,  vides  y  simientes  ó  semillas  de 
todas  clases  para  la  agricultura. 

177.  Aparatos  y  demás  materiales  para 
telégrafos,  importados  por  compañías  te- 
legráficas para  la  instalación  y  explotación 
en  la  colonia  de  sus  líneas,  oficinas  y  esta- 
ciones. 

178.  Uniformes,  armas,  municiones,  equi- 
pos y  premios,  importados  para  su  uso  por 
las  tropas  de  mar  ó  tierra  de  S.  M  ,  por  la 
milicia  colonial,  por  cuerpos  de  voluntarios 
ó  por  sociedades  de  tiro  reconocidas  por  el 
Gobernador. 

179.  Vinos,  bebidas  alcohólicas  y  demás 
artículos  importados  por  el  Gobernador  para 
su  uso  personal. 

180.  Buques,  incluso  de  vapor,  locomoto-' 
ras,  vagones  y  demás  material  móvil,  rail 8  ú 
otros  materiales  y  aparatos  que  no  gocen  ya 
de  franquicia  en  virtud  del  presente  Arancel 
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y  que  el  Gobernador  en  Consejo  jn  segué  ne- 
cesarios para  la  c  oí»  a  trn  ce  ion  y  explotación 
de  loe  caminos  de  hierro  tendidos  entre  loe 
ríos  Dem erara  y  Essequebo,  en  los  términos 
del  contrato  concluido  el  II  de  Diciembre 
de  1893  entre  Ja  Sproqton  Dock  and  Foundry 
Company  y  el  Gobierno  de  la  colonia. 

18L  ProvisioiiHB  desembarcadas  délos 
boques  que  lleguen  al  país  conduciendo  in- 
migrantes, cuando  se  destinen  al  aprovisio- 
namiento de  los  misinos,  de  conformidad  al 
contrato  de  transporte  certificado  ulterior 
del  agente  general  de  inmigración,  haciendo 
constar  que  dichas  provisiones  han  servido 
realmente  á  los  fines  para  que  fueron  em- 
ba  rendas. 

18*2.  Materiales  para  caminos  de  hierro 
ü  otros  trabajos  especiales  que,  á  juicio  del 
Gobernador  en  Consejo,  sean  útiles  al  desa- 
rrollo de  la  riqueza  colonial. 

GUYANA  FRANCESA 

Sistema  de  reparto,  percepción  y  destino 
de  los  derecho»  del  üelato  de  mar.  —De- 
creto de  11  de  Marzo  de  18117. 

Artículo  1."  Se  aprueba  la  deliberación 
del  Consejo  genera],  cuyo  texto  se  reproduce 
á  continuarían,  estableciendo  el  Sistema  de 
reparto,  percepción  y  destino  de  los  derechos 
de  fielato  de  mar  en  la  Guyana. 

Art.  2.°  El  Ministro  délas  Colonias  que- 
da encargado  de  la  ejecución  del  presente 
Decreto. 

Texto  que  sé  cita. 

Artículo  1  .<*  Los  derecbos  de  fielato  de  mar 
que  gravan  los  objetos  de  cualquier  proce- 
dencia á  su  imporl  ación  por  los  puertos  de 
la  Guyana,  se  percibirán  en  conformidad  á 
las  denomínaciunea  y  bases  mencionadas  en 
el  adjunto  cuadro. 

Art  2.u  Los  derechos  de  fielato  de  mar 
se  percibirán  por  el  servicio  de  Aduanas  de 
Ja  colonia  y  ae  liquidarán  al  mismo  tiempo 
que  los  de  Aduanas  y  demás  impuestos  de 
consumo. 

Arts,  3,°,  O  y  6®  (Relativos  al  reparto  ó 
destino  de  los  derechos  expresados)* 

Disposiciones  reglamentarias  para  la  cobran- 
za de  derechos* 

Art.  6.°  Todas  las  mercancías  que  se  im- 
porten en  la  colonia,  tanto  libres  como  suje- 
tas al  derecho  de  fielato  de  mar,  deberán  de- 
clararse en  la  Aduana,  bajo  pena  de  confis- 
cación y  de  una  multa  ¡le  600  francos. 

Art.  T.11     Las  formalidades  que  los  Capi- 


tanes ile  buques  deben   llenar  con 
á  Jos  manifiestos  de  Aduanas  se  observarán 
igualmente   por  cuanto  se  refiere  al    fiéis  i 
de  mar.  La  misma  regla  se  aplicará  &  t*  en- 
trega de  loa  papeles  de  a  bordo, 

Art,  8.°  Todas  las  mercancías  en  # r-nr n 
á  excepción  de  las  que  vayan  de  embotaj* 
de  un  punto  á  otro  de  la  colonia,  deberán 
descargarse  en  los  puertos  abiertos  si  co- 
mercio. Estos  puertos  son  loe  de  Csjess  % 
San  Lorenzo  del  Marón  i. 

Cuando  razones  de  interés  comercial  eri- 
jan que  un  buque  descargue  tiiHi  HIH1—  e* 
puertos  que  no  sean  los  abiertos  al  comerri\ 
el  Capitán  ó  consignatario  del  mismo  pedir* 
al  Jefe  de  La  Aduana  el  permiso  necesario 
para  llevnr  A  cabo  esta  operación.  Obtenido 
el  permiso  el  buque  podrá  dirigirse  at  pituita 
determinado  y  practicar  excepcionalme»;*- 
en  él  las  indicadas  operaciones:,  baja  la  vi- 
gilancia de  la  Aduana, 

El  Capitán,  no  obstante,  deberá  llenar  el- 
la Oficina  de  Aduanas  de  que  dependa  ei 
punto  a  que  «1  buque  se  dirija  las  formali- 
dades relativas  a  su  entrada,  bajo  pena  de 
una  multa  de  500  francos  y  de  la  confisca- 
ción de  las  mercancías, 

Art.  9°  La  descarga  de  mercancía*  no 
podrá  efectuarse  masque  bajo  la  vigilancia 
de  la  Aduana  y  en  virtud  de  un  permiso  ex- 
pedido por  ella,  bajo  pena  de  conti^racioa 
de  las  mercancías  y  de  una  multa  de  cU- 
francos. 

Las  operaciones  de  descarga,  aun  con  per 
miso,  no  podrán  llevarse  á  cabo  más  que 
entre  la  salida  y  la  puesta  del  sol,  bajo  peni 
de  confiscación  de  las  mercancías  áimcmt 
gadaa. 

Además,  cada  gabarra  ó  alijo  que  trans- 
porte mercancías  desde  el  buque  á  tierra  de- 
berá venir  acompañado  de  una  papeleta  fir- 
mada por  el  Capitán,  designando  las  marca». 
números,  cantidades  y  naturaleza  de  la* 
mismas.  Esta  papeleta  ae  entregará  si  res- 
guardo antes  de  procederse  á  la  descarga  de 
dieba  gabarra  ó  alijo,  bsjo  pena  de  confisca 
ción  de  las  mercancías  y  de  una  multa  d* 
100  francos  á  cargo  de  los  conductores, 

ArL  10.  Cuando  se  imponga  una  multa 
cualquiera  al  Capitán,  el  buque  no  podrí 
defpacbarse  antes  de  que  se  haya  deposita- 
do el  importe  de  la  misma  6  prestado  franca 
suficiente. 

Art.  11.  Los  buques  franceses,  cuan 
no  efectúen  una  operación  regular  de  ca- 
botaje, así  couiii  Ion  extranjeros  que,  fuera 
de  los  casos  de  fueras  mayor  debidamente 
justificada  ó  sin  el  permiso  especial  preve- 
nido en  el  párrafo  2  *  del  anterior  art.  9.°t 
entren  en  puertos  que  no  sean  los  abiertos 
al  comercio,  serán  confiscados,  incluso  con 
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bu  cargamento,  é  incurrirán  en  tina  multa 
de  1.000  francos. 

Cuando  tales  buques  descarguen  ilícita- 
mente mercancías  en  la  costa,  se  observará 
la  precitada  regla  y  las  mercancías  asi  des- 
cargadas serán  confiscadas. 

Las  referidas  penalidades  se  aplicarán 
tanto  á  los  buques  de  cabotaje  6  embarca- 
ciones sin  cubierta  de  la  colunia  proceden- 
tes del  extranjero,  como  á  las  piraguas  ó 
lánchense  a  extranjeros,  cuando  entren  en 
puntoa  que  no  sean  Los  puertos  abiertos 
al  comercio,  descarguen  mercan  rías  en  las 
costas  ó  bien  atraquen  6  intenten  atracar 
á  ellas. 

Art.  12.  1-os  Capitanea,  dueños  ó  patro- 
nes de  loa  buques  o  embarcaciones  sin  cu- 
bierta estarán  exentas  de  luda  responsabi- 
lidad para  con  la  Aduana  por  lo  que  se 
refiere  A  los  equipajes  de  los  peajeros,  es- 
tando ésLos  obliga  di  ib,  bajo  las  penas  se 
JÜaladss  en  el  presente  Decreto,  á  Henar 
eii  la  Aduana  cuanlas  formalidades  sean 
necesarias  para  el  despacbo  de  sus  efectos 
personales. 

Art.  1ÍJ.  Todo  propietario  ó  consignata- 
rio de  mercancías  entregará  i  la  Aduana 
una  declaración  firmada  por  él,  expresiva  de 
todas  las  indicaciones  necesarias  para  la 
Aplicación  del  Arancel.  Esta  declararían  de- 
berá expresar  el  numen  i  y  dase  de  loa  bul- 
tos, I  a  naturaleza,  Mase  y  ranlidad  de  las 
mercancías,  asi  como  su  procedencia.  De- 
berán mencionarse,  adama»,  el  peso,  la  me* 
dída  ó  el  cuento  «le  bis  merca  ruda  B  que  adeu- 
den por  peijo,  cuento  o  medida,  y  el  valor 
para  las  que  paguen  tid  valorem.  Las  decía- 
raciones  deberán  también  indicar  el  nombre 
del  buque  y  el  del  Ca pilan,  llevando  al 
margen  las  murena  y  numeración  de  los 
bultos. 

Lns  referidas  declaraciones  delalíadas  de- 
berán entregarse  en  ln  Aduana  dentro  de 
los  tres  días  siguientes  á  la  Llegada  del 
buque, 

Cuando  por  circunstancias  excepcionales, 
el  propietario  ó  consignatario  da  las  mer- 
cancías importadas  se  halle  en  la  imposibi- 
lidad de  facilitar  les  dalos  requeridos,  será 
facultado  por  el  Jefe  de  la  Aduana,  bajo 
las  necesarias  medidas  de  precaución,  para 
que  reconozca  la*  mercancías  antes  de  pun- 
tualizar la  declaración,  pero  á  condición  de 
que  loe  empleados  permanezcan  extraños  á 
este  examen  previo. 

Art,  14.  Los  derechos  de  fielato  que  de- 
berán percibirse  eerau  los  exigibles  en  el 
acto  de  la  entrega  de  las  declaraciones. 

En  caso  de  modificarle  o  aj  Lera rae  el 
Arancel,  los  derechos  qne  habrán  de  perci- 
birse se  determinarán   en   vista  de  la  fecha 


del  asiento  de  las  declaraciones  en  el  Regis- 
tro de  la  Aduana  del  puerto  o  de  la  locali- 
dad a  que  las  mercancías  hayan  llegado  ya 
y  puedan  ponerse  at  despacho. 

ArL  15.  Las  declaraciones  no  podrán 
hacerse  anticipadamente,  es  decir,  antes  de 
la  llegada   al  puerto  del  buqne   introductor 

Art.  16,  El  valor  imponible,  que  servirá 
de  base  para  ta  percepción  de  los  derechos» 
será: 

l.o  El  determinado  por  el  estado  oficial 
que  se  publica  periódicamente  en  ejecu- 
ción del  Decreto  local  de  TZ  do  Febrero 
de  \WS; 

#.°  El  valor  de  la  Factura  aumentado  en 
un  25  por  100,  por  las  mercancías  que  no 
figuren  en  el  referido  estado*  * 

Art,  17»  No  podrán  rectificarse  las  de- 
claracionea  una  vez  empezado  el  despacho 
de  las  mercancías. 

Se  considerará  como  empegado  el  despa- 
cho al  hacerse  la  designación  del  bulto  ó 
bultos  que  hayan  de  reconocerse. 

Art,  18.  Es  facultativo  de  las  Aduanas 
el  comprobar  la  exactitud  de  laa  decla- 
raciones, ya  se  trate  de  mercancías  ó  de 
efectos  de  los  pasajeros.  En  su  couseeu en- 
cía, estas  mercancías  Ó  efectos  se  condu- 
cirán á  la  oficina  ó  al  local  que  designen 
los  empleados  del  servicio,  para  ser  en 
él  reconocidos,  pesados,  medidos  ó  con- 
tados. 

Si  se  practica  el  reconocimiento,  los  de- 
rechos se  percibirán  en  vista  del  resultado 
del  despacho. 

Cuando  el  servido  no  juague  necesario 
proceder  al  reconocimiento,  loa  derechos  se 
exigirán  sobre  las  cantidades  mencionadas 
en  la  declaración, 

Art.  ID.  El  reconocimiento  no  podrá  lle- 
varse á  cabo  más  qne  en  presen  uta  de  los 
declarantes  (propietarios  de  las  mercancías 
ó  Capitanes  de  los  buques)  ó  de  quien  baga 
sus  veces.  La  merca nchi  se  considerará 
como  perteneciente  á  la  persona  á  cuyo 
nombre  se  presente. 

ArL  20,  Cuando  la  Aduana  juzgue  que 
el  valor  de  las  mercancías  sujetas  á  dere- 
chos ad  valorrm  no  se  ha  declarado  exacta- 
mente, podrá  ordenar  seuu  evaluadaa  por 
medio  de  peritos, 

Al  efecto,  ae  nombrarán  dos  peritos,  uno 
por  el  declarante  y  otro  por  el  Jefe  de  la 
Aduana  de  la  localidad.  Sí  ésioa  no  se  pu- 
sieren de  acuerdo  ó  ai.  al  constituirse  el  ar- 
bitraje, el  declarante  lo  solicita,  ambos  pe- 
ritos nombrarán  un  tercer  arbitro. 

Cuando  el  declarante  se  niegue  a  nombrar 
nn  perito,  lo  designará  el  Presidente  del 
Tribunal  de  Cayena  ó  el  Juez  de  paz  de 
Marón  i,  los  cuales  podrán  también  nombrar 
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el  tercer  arbitro,  si  existiese  desacuerdo  en- 
tre loa  dos  primeros. 

El  fallo  arbitral  será  definitivo  y  no  po- 
drá interponerse  recurso  alguno  dé  ape- 
lación. 

Cuando  del  reconocimiento  pericial  re- 
sulte que  el  valor  no  excede  del  declarado 
por  el  importador  después  de  sumen tado 
el  26  por  100,  el  derecho  se  percibirá  en 
vista  de  la  declaración  ó  factura  aumentada 
como  queda  dicho. 

tií  el  valor  determinado  por  loe  peritos 
excede  del  5  per  100  de  la  declaración  ya 
aumentada  en  el  25  por  !  í.h'i,  la  Aduana  exi- 
girá los  derechos  en  vista  de  La  estimación 
pericial. 

Este  derecho  se  aumentaré  del  50  por 
100,  á  titulo  de  umita,  e u ando  la  estimación 
de  los  peritos  sea  superior  en  un  15  por 
100  al  valor  declarado  y  aumentado,  pu 
dienilo  detenerse  las  mercancías  hasta  que 
el  importador  haya  satisfecho  el  importe 
de  dicha  penalidad  ó  prestado  la  oportuna 
fianza. 

Los  gastos  que  ocasione  la  estimación  de 
peritos  serán  de  cuenta  del  declarante, 
cuando  el  valor  determinado  por  la  Junta 
arbitral  exceda  del  6  por  1 00  del  declarado 
y  aumentado.  En  caso  contrario,  se  pagarán 
de  la  Caja  del  delato  de  mar. 

Las  disposiciones  del  presente  artículo 
no  son  aplicables  á  las  mercancías  cuyo 
valor  se  determine  por  los  estados  ofi- 
ciales. 

Art.  21.  Las  controversias  que  se  susci- 
ten entre  la  Aduana  y  el  comercio  acerca 
del  origen,  clase  ó  calidad  de  las  mercan- 
cías presen tadss  á  despacho  se  resolverán 
en  la  colonia  misma,  por  medio  de  pe- 
ritos, cuando  el  valor  de  tales  mercancías 
no  exceda  de  1 .000  francos  y  siempre  que  los 
interesadas  se  hayan  obligado  á  aceptar  sin 
protesta  el  fallo  de  los  peritos. 

En  asuntos  de  mayor  importancia,  se  da- 
rá cuenta  á  la  Comisión  pericial  agregada 
al  Ministerio  de  Comercio. 

Los  bultos  con  las  muestras  de  La  mer- 
cancía en  cuestión,  se  precintarán  con  el 
plomo  de  la  Aduana  y  se  acompañarán  de 
todas  las  indicaciones  que  puedan  facilitar 
la  operación. 

Las  mercancías  podrán  entregarse  inme- 
diatamente, siempre  que  el  interesado  se 
obligue  por  medio  de  fianza  á  someterse  á 
todas  las  consecuencias  del  fallo  que  resulte 
de  la  estimación  pericial. 

Art.  22.  Cuando  las  mercancías  presen- 
tadas al  despacho  excedan  del  peso,  núme- 
ro ó  medida  declarados»  el  exceso  se  suje- 
tará al  pago  de  dobles  derechos,  excepto, 
sin  embargo,  cuando  la  diferencia  no  sea 


mayor  del  5  por  100  para  los  metales  y  ¿t 
10  por  100  para  las  demás  mercaiv-íaa.  Ei 
este  caso,  tanto  al  exceso,  como  á  las  can- 
tidades declaradas,  sólo  se  aplicará  el  dere- 
cho simple. 

Art  23.  Todo  exceso  con  respecto  al 
número  de  balas,  fardos,  cajas,  toneles  j 
cascos  declarados  será  confiscado,  sin  per- 
juicio de  una  inulta  de  luO  franco*. 

Art.  24.  Cuando  en  ei  acto  del  reconcci- 
mieuto  resulte  menor  número  de  bollos  qa? 
el  consignado  en  La  declaración,  el  i  aterran- 
do incurrirá  en  oua  multa  de  300  frailo* 
por  cada  bulto  que  falte,  podiendo  detener- 
se Las  mercancías  en  garantía  del  psgu  de 
dicha  penalidad. 

Todo  cambio  de  bultos  dará  lugar  á  !t 
misma  multa,  confiscándose  adema»  el  bnl 
lo  sustituido. 

Art,  25,  Toda  falsa  declaración  por  \o 
que  se  refiere  á  3a  naturaleza,  origen,  cía 
se  ó  calidad  de  las  mercancías,  coando 
diere  por  resultado  percibir  nn  derecho 
inferior  en  10  por  100  al  realmente  de- 
bido al  Tesoro  ó  eludir  cualquiera  prohibí* 
non,  se  castigará  con  una  multa  de  J 00 
francos  y  con  La  confiscación  de  la  mer- 
cancía. 

Art.  26,  Los  derechos  que  devenguen 
las  mercancías  presentadas  al  despacho  se 
percibirán  íntegramente,  sin  tener  en  cuen- 
ta el  estado  en  que  las  mismas  se  en- 
cuentren. 

No  obstante,  cuando  las  mercancía*  se 
hallen  averiadas,  el  declarante  tendrá  la 
facultad  de  escogerlas,  es  decir,  de  reti* 
rar,  para  reexportarlas  ó  destruirlas  en  pre- 
sencia de  La  Aduana,  les  que  se  hallaren 
demasiado  deterioradas  para  soportar  el 
derecho. 

Las  Aduanas  podrán  ordenar  se  rompa  o 
inutilice  cualquier  objeto  presentado  como 
fuera  de  uso,  cuando  juzguen  que  poede 
ten  er  o  t  r aa  aplicaciones. 

Art.  27,  La  conducción  de  Las  ni  erra  u- 
cías  al  punto  en  que  haya  de  practicarse 
el  reconocimiento,  su  desembalaje  y  retín- 
hataje,  así  como  su  transporte  á  las  báscu- 
las, será  de  cuenta  de  loa  propietarios  o 
declarantes. 

La  misma  regla  se  aplicará  á  los  equipa 
jes  de  los  pasajeros, 

Art,  28.  Las  A  d  na  n  as  pod  rán  de  tener  las 
mercancías,  tanto  para  reconocerlas  ó  eva- 
luarlas, como  para  que  sirvan  de  garantías) 
pago  de  las  multas  ó  derechos  que  hayan  de 
percibirse, 

Art.  29,  Cuando,  por  cualquier  motivo,  ei 
declarante  hiciere  abandono  de  pus  mercan- 
cías á  la  Administración,  este  abandono  se 
hará  por  escrito  y  las  mercancías  se  vende- 
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rán  en  provecho  del  Erario  local,  en  la  forma 
prescrita  por  los  reglamentos  de  Aduanas. 
El  importe  de  los  derechos  de  fielato  y  los 
gastos  que  se  ocasionen  se  deducirán  del 
producto  de  la  venta. 

Art.  30.  Las  mercancías  despachadas,  á 
excepción  de  los  paquetes  postales,  deberán 
retirarse  dentro  de  las  cuarenta  y  ocho  horas 
siguientes  á  su  reconocimiento,  bajo  pena  de 
satisfacer  un  derecho  de  custodia,  que  se 
determinará  por  el  Consejo  general. 

Art.  31.  Las  mercancías  que  se  importen 
de  Francia  sin  venir  acompasadas  de  docu- 
mento alguno  de  Aduanas,  así  como  las  que, 
con  documentación  regular,  no  se  reclama- 
ren en  el  acto  dé  su  desembarqué  ó  cuyos 
valores  no  se  fijen  por  sus  propietarios,  se 
detendrán  y  depositarán  en  los  almacenes 
de  la  Aduana. 

Este  depósito  se  hará  constar  en  un  regis- 
tro especial,  y  caso  de  que  estas  mercancías 
permanecieren  en  los  almacenes  más  de  se- 
tenta y  dos  horas,  adeudarán  á  su  salida  los 
derechos  de  almacenaje  vigentes. 

Cuando  dichas  mercancías  no  se  reclama- 
ren dentro  del  plazo  de  un  afio,  contado  des- 
de el  día  de  su  asiento  en  el  registro  de 
depósito,  se  venderán  en  provecho  de  la  co- 
lonia, mediante  observancia  de  las  formali- 
dades prescritas  por  la  ley  de  22  de  Agosto 
de  1791. 

El  importe  de  los  derechos  de  fielato  y  de 
los  gastos  ocasionados  se  deducirá  del  pro- 
docto  de  la  venta. 

Art.  32.  Los  derechos  de  fielato  de  mar, 
como  todos  los  demás,  se  liquidarán  por  el 
servicio  de  Aduanas,  después  de  recaudados 
por  el  Capitán  del  buque  importador,  el  cual 
será  responsable  de  ellos  y  deberá  ingresar- 
los al  Tesoro  en  vista  de  una  liquidación 
colectiva  hecha  por  la  Aduana.  El  buque  res- 
ponderá igualmente  del  pago  de  estos  dere- 
chos, que  se  exigirán  al  contado  por  el  Ca- 
pitán antes  del  levante  de  las  mercancías. 

Las  Aduanas  deberán  expedir  recibos  in- 
dividuales á  petición  del  Capitán  ó  de  los 
receptores  de  las  mercancías. 

Las  liquidaciones  corrigiendo  errores  co- 
metidos, tanto  en  perjuicio  del  Tesoro,  como 
de  los  particulares,  se  harán  á  nombre  de 
los  receptores  de  las  mercancías  y  se  trami- 
tarán en  el  plazo  de  treinta  días. 

No  se  admitirá  solicitud  alguna  de  devo- 
lución de  derechos  de  fielato  de  mar,  una  vez 
transcurrido  el  plazo  de  dos  afios  después  de 
efectuado  el  pago  de  los  mismos;  de  igual 
modo  la  Aduana  no  podrá  reclamar  el  pago 
de  tales  derechos,  pasado  un  año  desde  el 
día  en  que  hubieren  debido  hacerse  efecti- 
vos, á  menos  que  existieren  antes  de  dichos 
plazos,  tanto  para  los  deudores,  como  para 


la  Aduana,  mandamientos  pronunciados  y 
notificados,  acciones  intentadas  en  juicio, 
condenas,  promesas,  convenios  ú  obligacio- 
nes particulares  ó  especiales  con  respecto  á 
la  suma  exigida. 

Art.  33.  Cinco  afios  después  de  la  espi- 
ración de  cada  afio,  la  Administración  deja- 
rá de  ser  responsable  de  la  custodia  de  los 
registros  de  liquidaciones  ú  otros  de  dicho 
afio,  sin  que  pueda  exigírseles  su  presenta- 
ción caso  de  que  existieren  instancias  toda- 
vía pendientes  para  la  tramitación  y  fallo  de 
las  cuales  dichos  registros,  etc.,  fueren  ne- 
cesarios. 

Art.  34.  Las  diversas  penalidades  seña- 
ladas en  el  presente  reglamento,  aun  cuando 
sean  especiales  al  fielato  de  mar,  no  podrán 
acumularse  á  las  impuestas  por  los  mismos 
hechos  en  materia  de  Aduanas,  aplicándose 
sólo  la  más  elevada. 

Art.  35.  Las  disposiciones  de  los  edictos, 
leyes,  órdepes  y  decretos  vigentes  actual- 
mente en  la  Guyana  en  materia  de  Aduanas, 
siempre  que  no  se  opongan  á  lo  dispuesto 
en  el  presente  Decreto,  se  aplicarán  igual- 
mente al  fielato  de  mar.  Para  la  interpreta- 
ción de  estas  reglas,  los  empleados  de  las 
Aduanas  se  conformarán  á  las  resoluciones 
ministeriales  ó  administrativas  que  á  las 
mismas  se  refieran. 

Cnadro  determinando  el  sistema  de  re- 
parto, percepción  y  destino  de  los  dere- 
chos de  fielato  de  mar. 

Animales  vivos. 

Caballos,  cabeza. 

Mulos  y  muías,  id. 

Asnos  machos  ó  hembras  y  pollinos,  id. 

Bueyes  y  toros,  id. 

Novillos,  toretes  y  becerros,  id. 

Vacas  y  terneras,  id. 

Cerdos,  carneros  padres,  ovejas  y  carne* 
ros,  corderos,  machos  cabríos,  cabras  y  ca- 
britos, id. 

Perros,  id. 

Aves  y  caza,  pieza. 

Gansos,  pavos  y  pavas,  uno.  • 

Los  demás  animales  no  expresados,  ad 
valoren*. 

Productos  y  despojos  de  animales. 

Carne  salada,  100  kilogramos  netos. 

Salchichones,  conservas  y  extractos  de 
carne,  carne  preparada,  leche  concentrada  6 
conservada,  100  id.  id. 

Crin  en  bruto,  preparada  ó  rizada,  100  id. 
ídem. 

Grasas  animales:  Sebo,  manteca  de  cerdo. 
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aceite  de  píe  de  buey  ó  de  carnero,  100  id, 
ídem. 

—  Las  demás,  ad  valorem. 
Mantequillas  saladas  y  artificia  lea:   mar* 

i^arínn,  oleomargarina,  etc.,   100  kilogramos 

netos. 

Queso  de  todas  clases,  100  ídr  id, 
Los  demás  no  expresados,  ad  valorem. 

Productos  de  la  pesca. 

Pescados  de  mar:  Bacalao  salado,  tÜO  ki- 
logramos netos. 

—  Bacalao  fresco,  100  id.  id. 

—  Caballas,  100  íd.  id. 

Los  demás,  salados  ó  ahumados,  100  íd, 
ídem. 

Conservas  de  pescado,  escabechado  6  en 
aceite,  ad  va  lor  eni, 

Grasas  y  Hceites  de  pescado,  id, 

Fa  rin  á  ceos  al  im  enticios. 

Cereales:  Harina  de  trigo,  en  barriles,  ba- 
rril de  60  kilogramos. 

—  en  cajas,  100  íd. 
Maíz  en  grano,  100  íd. 
Avena  en  grano,  100  id, 
Pan  y  galleta  de  mar,  100  íd. 
Patatas,  100  íd. 

Legumbres  Becas  y  sus  harinas,  100  ídem. 
Pastas  de  Italia,  100  íd. 
Arma  bu  grano  ó  en  espiga  y  roturas  de 
arros,  100  íd. 

Loa  flemas  no  expresados,  ad  valorem. 
Conservas  de  hortalizas,  id. 
Fruías  y  sumí  I  las;  comestibles^  id. 

—  oleaginosas,  íd. 

Género»  coloniales. 

Azúcares:  en  bruto  ó  concretos,  100  kilo- 
gramos. 

■     —  tíe  utri  fu  gados,   de  primer   tiro,  polvo 
blanco,  100  íd, 

—  centrifugados  de  segundo   tiro,  100  íd. 

—  refinadus,  100  íd- 
Melazas,  100  íd. 

Jaranea,  dulces,  gaJletUaa  azucaradas  y 
dulces,  ad  valorem. 

Pimienta,  pimiento  y  jengibre,  100  kilo- 
gramos. 

Té  y  café,  100  íd. 

Tabaco  en  hoja,  100  id. 

Tabaco  elaborado:  del  Estanco,  en  rapé, 
100  ídem. 

—  del  Estanco,  picado,  100  íd. 

—  Bout»  de»  Antillesi  100  íd. 

—  cigarros,  100  id. 

—  de  las  demás  clases,  no  expresado, 
J00  ídem, 


Jugo»  vegetales* 

Resinas  y  sustancias  resinosas;  Pez,  g*h- 
podio,  alquitrán  y  brea  grasa  ó  seca,  100  ki- 
logramos. 

—  Trementina,  100  íd, 

—  Esencia  de  trementina,  100  id. 
Aceites  fijos: 

Comestibles:  en  cajas,  100  íd. 

—  en  cestas,  100  íd. 

"    —  en  cascos  ú  otros  recipientes,   100  td. 
Aceites:  para  engrasar  máquinas,    ItÜ  id. 

—  de  palma  y  de  coco,  100  íd, 

—  de  semillas  grasas  y  demás.  100  í«í 
Jugos  especiales; 

—  Opio,  100  íd. 

—  Los  demás,  ad  valorem. 

Madera»  ordinarias, 

Maderas  de  construcción: 

—  Tojas  de  pino  ó  abeto,  aserradas,  metro 
lineal. 

—  de  abeto  blanco,  metro  lineal. 

—  Maderos  y  demás  maderas  de  cons- 
trucción, metro  cúbico. 

—  Las  demás  no  expresadas,  estén  á  na 
manufacturadas,  ad  valorem. 

Fruías,  tallos  y  filamento»  para  ser 
man  ufada  radas. 

Lino  y  cáñamo:  en  estopa,  100  kilogramos. 
— ■  rastrillados  ó  peinados,  100  íd, 

—  de  las  demás  clases,  no  expresados, 
ad  valorem. 

Producto»  y  desperdicios  varios. 

Remolachas  y  hortalizas  frescas,  100  kilo- 
gramos. 

Forrajes  secos  y  heno  comprimido,  100  id. 

Salvado  de  cualquier  clase  de  granos,  100 
ídem. 

Los  demás  no  es  presados,  ad  valorem. 

Sustancias  tintóreas  y  curt untes* 

Materias  y  sustancias  propias  para  la  me- 
dicina, la  perfumería  o  la  farmacia:  Vainilla, 
100  kilogramos. 

—  Las  demás,  ad  valorem. 

Piedra» ,  i  ierras  y  combustibles  minerales, 

Materiales:  Cal,  100  kilogramos. 

—  Cemento  de  todas  clases,  100  íd. 

—  Loa  demás,  ad  valorem. 

Carbón  de  piedra,  esté  Ó  no  carbonizado, 
1,000  kilogramos. 

Aceite  de  esquisto  y  de  petróleo  (esencial), 
propios  para  el  alumbrado,  100  íd. 
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1*oí  demás  no  expresados,  ad  valoran. 

Metales . 

Fundición  brota,  en  masas,  1 00 kilogramos. 
Hierro  estirado  en   barras  de  cualquiera 
-forma: 

— -  Ralla,  100  id. 

—  de  lúe  demás  clases,  100  fd. 

Hierro  laminado:  Palastro  y  flejes,  100  Id, 

—  Láminas,  con  bailo  de  zinc  ó  de  cobre, 
100  idem. 

—  Palastro  galvanizado,  100  id. 

Acero  estirado  en  barras  de  malquiera 
forma: 

—  Rails,  100  íd. 

—  de  las  demás  clases,  100  id. 

Acero  laminado  en  palastro  ó  tiras,  100 
ídem* 

Cobre:  paro,  en  masas,  laminado  o  pasado 
por  Ja  hilera,  100  id. 

—  aleado,  en  masas,  laminado  ó  pasado 
por  la  büera»  100  id. 

Plomo  en  masas,  batido  ó  laminado,  100 
kilogramos. 

Rata ilo  en  masas,  batido  ó  laminado,  103 
ídem. 

Zinc  en  masas,  batido  ó  laminado,  100 
ídem. 

Mercurio  nativo,  100  id. 

Los  demás  no  expresados,  ad  valor em. 

-Producto»  químicos. 

Minio  y  blanco  de  derusa,  100  kilogramos. 
Sal  marina,  de  salina  ó  gema,  100  id. 
Ácidos,  sales  y  demás  productos  no  ex- 
presados, ad  valor  em. 

Tintes  preparados,  ad  valoran. 

Composiciones  diversas. 

Jabones,  excepto  los  perfumados,  100 
kilogramos. 

Cera  labrada,! 00  id. 

Bujías  de  todas  clases,  1 00  id, 

Velas  de  sebo,  100  id. 

Cola  fuerte,  100  id. 

Las  demás  no  expresadas,  ad  valor  em. 

Bebidas. 

Bebidas  fermentadas. 

Vinos  ordinarios,  en  cascos:  de  Burdeos, 
hectolitro 

De  Provenga  y  similares,  id. 

Vinos  generosos;  Vermouth,  id. 

Cerveza,  id. 

Las  demás  no  expresadas,  ad  valoran. 

Bebidas  destiladas:  Aguardientes  de  me- 
laza (rom  y  tuda),  hectolitro. 


ídem  de  cerezas»  fd. 

ídem  de  aguardientes  de  granos  y  de  pa- 
tatas, fd. 
Licores,  id. 
Las  demás,  id. 

Vitrificaciones. 

Vidrio  y  cristalería:  Vidrio  para  vidrieras, 
de  todas  clases,  ¡id  valorem. 

Botellas  vacias,  ad  valorem. 

Manufacturas  de  todas  clases,  de  loza  ó 
porcelana,  ad  valorem. 

Frascos  de  farmacia,  ad  valor  em. 

Damajuanas  (excepto  el  contenido),   ana* 

Mami facturas  de  vidrio  y  de  barro,  de  to- 
das clases,  ad  valor  em 

Rilados,  ad  valor  em. 

Tejidos  de  todas  clases,  ad  valorem. 

Papel  y  sus  aplicaciones,  ad  valorem. 

Manufacturas  de  materias  diversas,  ad  va- 
lorean. 

Pieles  preparadas:  Suela  y  cuero  prepara- 
do con  grasa  dicha  <  dég ras* ,  100  kilogramos. 

Las  demás,  ad  valorem. 

Calzado  de  todas  clase»,  ad  valorem. 

Sombreros  de  tenias  clases,  ad  valorem* 

Cordelelerfa  alquitranada,  100  kilogramos. 

De  las  demás  clases  (incluso  los  bramantes 
Y  sedales  para  pescar),  100  id. 

Manufacturas  de  plomo,  granalla,  100  fd. 

Manufacturas  de  zinc,  clavos,  100  id. 

Manufacturas  no  expresadas,  100  id. 

Mercancías  no  expresadas  en  el  presente 
Arancel,  ad  valorem. 

Franquicias  é  inmunidades. 

1.°  Armas  y  municiones  de  guerra  pro- 
piamente dichas. 

2.o  Uniformes  para  oficiales  ó  funciona- 
rios y  prendas  de  vestir  y  de  equipo  para  las 
tropas,  la  gendarmería,  el  cuerpo  militar  de 
policía  y  el  resguardo  de  Aduanas,  así  como 
los  artículos  destinados  á  su  confección. 

\, °  Provisiones  destinadas  á  los  buques 
del  Estado. 

4,0  Objetos  de  todas  clases (  importados 
por  la  Administración  del  pafs  para  los  ser- 
vicios  públicos  á  cargo  de  la  Colonia  ó  de  los 
municipíus,  medíante  presentación  de  los 
correspondientes  conocimientos, 

5.°  Mobiliario,  efectos  personales  usados 
y  equipos  de  loa  alumnos  que  vayan  á  la  Co- 
lonia. 

O.o     Hielo  y  material  para  fabricaría. 

7,"  Caballos  y  mulos  importados  para  la 
gendarmería  y  artillería, 

8.°  Máquinas  de  todas  clases  para  la  agri- 
cultura ó  industria. 
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Piezas  sueltas  y  elementos  para  estas  má- 
quinas. 

9.°    Bombas  y  material  de  incendio. 

10.  Libros  de  todas  clases  y  cartas  geo- 
gráficas. 

11.  Ornamentos  de  iglesia  y  objetos  des- 


tinados al  caito,  cuando  se  importen  direc- 
tamente. 

12.  Monedas. 

13.  Material  para  líneas  telegráficas  o 
telefónicas,  importado  por  cuenta  del  EsU 
do-  de  la  Colonia. 
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constituida  para  delinquir,  126. — Véase 
«Instigación  t  y  «Organización». 

Asonada.  —  Brasil.  Concepto  y  penalidad  de 
este  delito,  según  el  Código  penal  de  la 
Armada,  646. 

Ateneos.—  Venezuela.  Disposiciones  del  Có- 
digo de  Instrucción  pública  aplicables  á 
los  mismos,  91. 

Atribuciones.  -  Honduras.  Del  Ministerio 
público,  863. ^Salvador.  De  los  Registra- 
dores de  la  propiedad  é  hipotecas,  382; 
De  los  Gobernadores  y  Jefes  de  distrito, 
pág.  399. 

Audiencia.—  Venezuela.  Disposiciones  del 
Código  de  Enjuiciamiento  criminal  acer- 
ca de  la  del  reo,  172. 

Audiencias.—  Venezuela.  Disposiciones  del 
Código  de  procedimiento  civil  sobre  las 
de  los  Tribunales,  20. 

Ausencia.— Dominicana.  De  esta  como  cau- 
sa de  divorcio,  287. 

Autoridad.  —  Venezuela.  Disposiciones  del 
Código  penal  acerca  de  los  abusos  de  la 
misma,  117;  Penalidad  déla  violencia  y 
de  la  resistencia  á  la  misma,  119;  Ultra- 
jes y  otros  delitos  contra  las  personas  in- 
vestidas de  autoridad  pública,  1 19;  Penali- 
dad de  su  desobediencia,  147. 

Autorizaciones.—  Venezuela.  A  la  mujer 
'asada,  66;  Al  padre,  al  tutor  ó  al  cura- 
dor, C6. 

Autos.—  Centro- América.' Fuerza  de  los  dic- 
tados en  cualquiera  dé  los  Estados  signa- 


tarios del  Tratado  con  Guatemala  y  Costa 
Rica,  883.— Colombia.  Preceptos  de  la  re- 
forma judicial  referentes  á  los  mismos, 
604.—  Venezuela.  Su  acumulación  en  el  en- 
juiciamiento criminal,  180. 

Avalices. — Véase  «Impuestos». 

Ayerí as.— Dominicana.  Disposiciones  de  la 
Ley  de  Aduanas  y  puertos  sobre  las  mis- 
mas, 313. 

Averiguación.— Véase  «Cuerpo  del  delito». 

Ayuntamientos.  -Brasil.  Ley  Orgánica  mu- 
nicipal  del  distrito  federal,  666. — Salvador. 
Ley  del  ramo  municipal,  384. 


Bachillerato.  —  V.  «Instrucción  pública». 

Balances.  —  México.  Prescripciones  relata 
vas  á  los  que  están  obligados  á  publicar 
las  instituciones  de  crédito,  pág.  223. 

Baldíos.— M éxico.  Cesión  gratuita  de  los 
mismos,  240. — Véase  «Desamortización». 

Bancos.  —  Brasil.  Fiscalización  de  los  de 
emisión  y  de  los  establecimientos  banca*  . 
rios  extranjeros,  667  y  666—  Guatemala. 
Curso  forzoso  de  los  billetes,  407.— Mé- 
xico. De  emisión,  214;  Hipotecarios,  216; 
Refaccionarios,  220. 

Bélgica. — Denuncia  del  Tratado  de  amistad,, 

.  navegación  y  comercio  con  Costa  Rica, 
pág.  417. 

Bellas  Artes.— México.  Ley  Orgánica  de  la 
enseñanza  para  la  Escuela  nacional  res- 
pectiva, 270.  —  Venezuela.  Organización  y 
división  del  respectivo  instituto,  88. 

Beneficio  de  pobreza.—  Venezuela.  Precep- 
tos del  Código  de  procedimiento  civil  so- 
bre la  materia,  6. 

Bibliotecas.  -  Brasil.  Reglamento  de  la  na- 
cional, 689.—  Venezuela.  Disposiciones  del 
Código  de  Instrucción  pública  aplicable» 
á  ellas,  89;  Reglamento  de  la  nacional, 
pág.  208. 

Bienes.— Centro- América.  Ley  que  los  rige 
según  el  Tratado  con  Guatemala  y  Costa 
Rica,  838.  —  Dominicana.  Separación  de 
los  misinos,  287.— México:  Prohibición  de 
adquirir  inmuebles  impuesta  á  las  institu- 
ciones de  crédito,  22 1 .  —  Venezuela.  Em 
bargo  de  los  mismos  para  ejecución  de 
sentencias  dictadas  en  lo  civil,  43;  Su  ce- 
sión en  el  concurso  de  acreedores,  64- 
Procedimiento  para  la  entrega  de  los  ven- 
didos, 68.— Véase  «Prescripción». 

Bigamia.—  Venezuela.  Su  penalidad,  137. 

Billetes  de  Bonito.— Guatemala.  Curso  for- 
zoso de  los  mismos,  407. 

Solivia.— Principales  leyes  y  decretos  pu- 
blicados en  1897,  618. 

Brasil^— Principales  leyes  y  decretos  pu- 
blicados en  1891,  637;  ídem  id.  en  1892,. 
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660;  ídem  id,  en  1893,  674;   ídem  id.  en 
1894,  SSL 
Buenas  costumbres,— Brasil  Penalidad  *j« 

loe  del  i  toa  contra  tas  itiismas,  eegtfn  el 
Código  penal  de  la  Armada,  66  2h  —  Vene- 
zuela. Disposiciones  del  Código  penal  re- 
lativas á  Jos  delitos  contra  laa  mi  amas, 
pág,  134. 
l)uf|iicH*  —  Chile.  Reglas  para  aa  despacho, 
444  — Dominicana.  Entrada  de  loa  mis- 
moa,  206;  Descarga,  208;  Obligaciones  de 
los  que  procedentes  de  puertos  extranje- 
ros se  dirijan  á  los  de  la  República,  302; 
Su  arqueo,  329;  8u  nacionalidad,  324.— 
Venezuela.  Delitos  cometidos  á  bordo,  97. 
—  V.  «Arribad  as  i,  «Naufragios»  y  (He 
caladaai. 


Cabotaje.  —  Argm tina.  Impuesto  sobre  este 
comercio,  pftg,  433.—  Brasil.  Reglamenta* 
ción  de  esta  navegación,  573  y  594*  — Ua- 
minicana.  Disposiciones  de  la  ley  de  adua- 
nas y  puertos  sobre  este  comercio,  917. 

Caducidad  de  la  instancia*  —  Véase  <Pe- 
reución». 

Calumnia*—  Venezuela*  Su   penalidad,  142. 

Cámaras*  —México  Instalación  de  laa  del 
Congreso  de  los  Estados  Unidos,  374. 

Caminos  públicos.—  Salvador.  Ley  gene- 
ral, 384, 

Canuda*—  Reglamentos  establecidos  y  re- 
formados con  respecto  á  la  entrada  de 
mercan  oí  as  en  virtud  de  la  tarifa  recípro- 
ca, 697;  Circular  sobre  el  régimen  adua- 
nero aplicable  á  España,  699, 

Cana  I  oh*  -Argcntitia.  Red  < le  los  de  navega- 
ción en  los  territorios  nacionales,  436. 

Cancelación*  —  Salvador.  De  las  inscripcio- 
nes en  el  registro  de  la  propiedad  raíz, 
pftg.  378. 

Capacidad  civil. — Centro- América.  Disposi- 
ciones del  Tratado  con  Guatemala  y  Costa 
Rica  «ubre  la  materia,  B37. 

Capellanes.  —  Solivia.  Atribuciones  y  debe- 
res de  los  de  cárceles,  630. 

Capital.  —  México.  De  laa  instituciones  de 
crédito,  22  L 

Cnpl tañes.  —  Dominicana,  Obligaciones  que 
la  Ley  de  Aduanas  i  111  pone  a  los  mismos 
en  loa  puertas  extranjeros,  3Ó2. 

Cárcel  os. —Solivia,  Reglamento  general  pa- 
ra las  de  la  República,  528,  — Véase  t  Vi- 
sita». 

Cargos  públicos*—  Solivia.  Reglas  para  Ja 
toma  de  pusesión  de  los  mismos,  529. 

Casación.— *  Venezuela.  Preceptos  del  Código 
de  procedimiento  civil  relativos  á  este  re- 
curso,  39;  De  usté  recurso,  según  el  Códi- 
go de  enjuiciamiento  criminal,    188;   De 


este  recurso  contra  el  veredicto  del  Jara- 
do,  197. —  Véase  t Recursos** 

Caución,—  Centro- América.  Regías  retstirt* 
á  la  jurticatnm  sotvi,  adoptadas  por  el  Tra- 
tado con  Guatemala  y  Costa  Rica,  3<T4  — 
Venezuela.  Del  defecto  de  ésta  como  ex- 
cepción dilatoria  en  el  juicio  ordinario,  £t 

L-Hiiaii.—  Venezuela,  Determinación  de  ii 
coni potencia  por  conexión  ó  confinen-  j 
de  la  misma  en  el  procedimiento  ci*Í1,  10 

Cédalas*  —  Centro- América.  Ado¡>cióii  dV 
sistema  ile  las  hipotecarias  emitidas  por 
loa  propietarios  de  inmueble»*  «u  id  Tra- 
tado con  Guatemala  y  Costa  Rica,  S$h.  - 
Véaae  «Votaciones». 

Censo. —  Argentina .  De  población,  433, — 
Honduras.  Formación  y  reviaión  del  elec- 
toral, 34 L —  Venezuela.  Escolar,  77. 

Centro- América.  — Tratados  y  acuerdo»  át 
la  Dieta  de  la  República  Mayor,  pubboh 
dos  en  1897,329. 

Certifica  clon  es* — Venezuela.  Penalidad  d-? 
laa  falsedades  cometidas  en  ellas,  129. 

Cesión.—  México  Gratuita  de  terrenos  bal- 
díos y  nacionales,  240,—  Venezuela.  R» 
bienes  en  el  concurso  de   acreedores,  5L 

Chile* -Principales  leyes  y  decretos  pnbli- 
cados  en  1897,  440. 

Ciegos* — Salvador.  Su  incapacidad  par*  t 
desempeño  de  cargos  concejiles,  401, 

Ciencias.  —  Venezuela.  Organización  de  to 
Facultades  de  ciencias  «cleeláatícas,  poJJ- 
Licas,  médicas  y  exactas,  83 

Circunstancias.  —  Brasil.  Exe monteo  d# 
responsabilidad  criminal,  según  el  Codíp 
penal  de  la  Armada,  649;  Ídem  agravantes 
y  atenuantes,  540. 

Cltacloues*—  Venezuela.  Disposiciones  de: 
Código  de  Procedí  miento  civil  referente* 
á  ellas,  14. 

Coacciones.—  Hond uras.  De  éatas  como  cau- 
sa de  nulidad  de  Las  elecciones»  343. 

Cobardía.—  Brasil.  Concepto  y  penal  ¡da i 
de  este  delito  según  el  Código  penal  de  la 
Armada,  544, 

Código  civlL  —  Dominicana,  Derogación  d* 
loe  arle.  227  A  31 1  del  vigente,  par  l»  jet 
sobre  divorcio  y  separación  de  cuerpo  j 
bienes,  287. — Perú.  Artículos  del  miau* 
que  diceu  relación  al  matrimonio  eirl 
492,  nota,  Salvador.  Reforma  de  lo*  ar> 
t/culoa  109,  1  i  G,  1 1 8  y  1 19  del  mismo,  3H 

Cód  i  £0  j  n  d  1  c  ¡  a  I.  —  Coló  mbia .  Re  f orm  a  de  los 
artfi-ulus  que  se  expresan,  507, 

Código  penal.  -  QuatemaltK  ReaUbiecin tiett 
to  de  varios  artículos  del  de  4  de  Julio  dr 
1 897,  4  t  a.  —  Venezuela,  Texto  del  sanrie- 
nndo  en  14  de  Muyo  de  1897  y  vigeiü'- 
desde  20  de  Febrero  de  1898,  97. 

Código  penal  de  la  Armada.-  iíra«£  Test" 
del  sancionado  en  7  de  Marzo  de  1891,537, 
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Código  de  comercio»  —Argentina.  Reforma 

del  vigente,  484. 
Código  de  Enjuiciamiento  criminal.—  Ve- 
nezuela. Texto  del  sancionado  en  14  de 
Mayo  de  1897  y  vigente  desde  10  de  Fe- 
brero de  1898,  156. 
Código  de  Hacienda.—  Venezuela.  Reforma 

de  la  ley  22.a  (jel  mismo,  200. 
Código  de  Instrucción  criminal*— Salva- 
dor. Reforma  de  varios  artículos  del  mis- 
mo, 884. 
Código  de  Instrucción  pública.—  Venezue- 
la. Texto  del  sancionado  en  8  de  Junio  de 
1897,  78. 
Código  de  Procedimiento   civil.  —  Costa 
Mica.  Reformas  del  vigente,  4 22.— Salva- 
dor.  Reforma  de  varios  artículos  del  mis- 
mo, 884. —  Venezuela.  Texto  del  sanciona- 
do en  14  de  Mayo  y  vigente  desde  5  de 
Julio  de  1897,  8. 
Código  de  Procedimiento  criminal.— Ar- 
gentina. Reforma  del  vigente  en  la  capi- 
tal, 438. 
Código  de  Procedimiento  penal.  —  Salva- 
dor. Reforma  de  varios  artículos  del  mis- 
mo, 878. 
Código  de    Procedimientos    federales.— 
México.  Títulos  II  y  III  del  libro  primero, 
pág.  245. 
Colegios. —  Venezuela.  Organización,  ense- 
ñanza, exámenes  y  grados  en  los  de  va- 
rones, 79;  De  niñas,  81.— V.   «Escuelas». 
Colombia.  —  Principales  leyes  y   decretos 
publicados  en  1897,  494;  Tratado  de  lími- 
tes con  Costa  Rica,  417. 
Comercio. — Argentina.  Indicaciones  acerca 
del  exterior  de  la  República  durante  1897, 
427,  nota;  Impuesto  sobre  el  de  cabotaje, 
432.— Brasil.  Penalidad  del  ilícito,  según 
el   Código  de  la  Armada,  555. — Centro- 
América.  Disposiciones  del  Tratado  con 
Costa  Rica  y  Guatemala  sobre  su  ejer 
cicio,  332. — México.  Derechos  que  se  cau- 
san sobre  el  exterior  durante  el  ejercicio 
de   1897-98,   282.—  Venezuela.  Penalidad 
de  los  fraudes  cometidos  en  él,  180;  ídem 
de  la  falta  de  precauciones  en  el  mismo, 
154. — Véanse  «Cabotaje»  y  «Tránsito». 
Comisionados.—  Venezuela.  Obligaciones  de 

estos  Jueces  en  materia  civil,  19. 
Comisiones.— Salvador.  De  las  municipali- 
dades, 391. 
Competencia.— Honduras.  Disposiciones  de 
la  Ley  Orgánica  de  Tribunales  sobre  la 
misma,  356;  Cuestiones  de  competencia, 
862.— México.  Disposiciones  del  Código  de 
Procedimientos  federales  sobre  la  mate- 
ria, 261.  —  Venezuela.  Su  determinación 
por  la  materia,  por  el  valor  de  la  demanda 
y  por  el  territorio,  9;  ídem  por  la  cone- 
xión ó  continencia  de  la  causa,  10;  De  los 


Tribunales  en  el  procedimiento  penal, 
156;  Del  Tribunal  del  Jurado,  191.— Véa- 
se «Cuestiones  de  ..-.» 

Competencia*.— Colombia.  Reforma  de  la 
legislación  vigente  sobre  la  materia,  504. 
—  Venezuela.  Modo  de  sustanciarlas  y  di- 
rimirlas en   lo  criminal,   157. 

Comprobación.  —  Véase  «Cuerpo  del  de- 
lito». 

Compromisos.—  Venezuela.  Penalidad  de  la 
falta  de  su  cumplimiento,  121. 

Comunicaciones.—  Venezuela.  Penalidad  de 
los  delitos  contra  la  seguridad  de  su» 
medios,  138.— Véase  «Correos». 

Conciliación. —  Venezuela.  De  ésta  en  el 
procedimiento  civil,  20;  ídem  en  el  juicio 
ordinario,  28. 

Concurso. — México.  Juicio  sobre  la  mate- 
ria, 247. —  Venezuela.  Disposiciones  del 
Código  de  Procedimiento  civil  sobre  el 
de  acreedores,  54;  Del  de  varias  personas 
en  una  misma  infracción,  105;  Del  de  va- 
rios hechos  punibles  cometidos  por  un 
mismo  individuo,  105. 

Concusión.—  Venezuela.  Disposiciones  del 
Código  penal  acerca  de  este  delito,  116. 

Condecoraciones.  —  Véase  « Uso > . 

Conexión.  —  Venezuela.  Determinación  de 
la  competencia  por  la  de  la  causa  en  el 
procedimiento  civil,  10. 

Continencia.  —  Venezuela.  Determinación 
de  la  competencia  por  la  de  la  causa  en 
el  procedimiento  civil,  10. 

Condenas.—  Venezuela.  Su  extinción  según 
el  Código  penal,  107;  Disposiciones  refe- 
rentes á  su  quebrantamiento,  124;  Trámi- 
tes que  deben  observarse  para  averiguar 
el  cumplimiento  de  ellas,  183. 

Condición.—  Venezuela.  Del  incumplimiento 
de  ésta  como  excepción  dilatoria  en  el 
juicio  ordinario,  24. 

Confesión.—  Venezuela.  De  este  medio  de 
prueba  en  el  procedimiento  civil,  28;  De 
este  medio  de  prueba  en  el  enjuiciamien- 
to criminal,  178. 

Congreso.  —  México.  Reglamento  para  el 
gobierno  interior  del  general  de  los  Esta- 
dos Unidos,  274.— Paraguay.  Creación  de 
un   distintivo   para   sus   miembros,   509. 

Conjueces.  —  Venezuela.  Derechos  de  loa 
mismos  para  su  intervención  en  el  proce- 
dimiento civil,  69. 

Consejo  de  tutela.  —  Venezuela.  Procedi- 
mientos no  contenciosos  relacionados  con 
el  mismo,  66. 

Consentimiento.— Dominicana.  Del  mutuo 
como  bases  de  divorcio,  287;  Procedi- 
miento aplicable  á  estas  demandas,  291. 

Conspiración.— Brasil.  Concepto  y  penali- 
dad de  este  delito,  según  el  Código  penal 
de  la  Armada,  545. 
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Constitución*  México. —  De  Las  instituciones 
de  crédito,  218. 

Constitución  política. — Argrníltin.  Refor- 
ma de  la  vigente,  433.— Brasil.  Promnl- 
Kación  tie  la  federal,  587.—  Costa  Rica. 
Reforma  delart.  97,  418. —  Guatemala.  Re 
formns  introducidas  en  Ja  misma,  4ÍS.— 
Venezuela.  Reforma  de  Ja  vigente,  2. 

Cónsules.  Centro- América, Su  intervención 
en  las  sucesiones,  según  ei  Tratado  con 
Guatemala  y  Costa  Rica,  339.  —  Dominica- 
na. Obligaciones  impuestas  á  loa  miamos 
por  la  Ley  de  Aduaime  y  puertos,  304.— 
Véase  *  Cuerpo  consular». 

Consultas.  -  Venezuela.  De  éstas  en  el  en- 
juiciamiento criminal,  178. 

i  'ousuuiO*.  —  Véase  » Im  puertos  > , 

Co  u  testad  ó  n .  —  Venezuela.  De  es  La  en  el 
juicio  ordinario,  23. 

Contratos,—  Centro*  A  mérioa.  Ley  que  loa 
rige,  según  el  Tratado  con  Guatemala  y 
Costa  Rica,  338. 

Contribuciones.  —  Marico.  Predial,  sobre 
profesiones  y  ejercicios  lucrativos,  hornos 
y  pulques,  que  se  causarán  durante  1897- 
98,  233  — Vésse  «Impuestos!. 

Corrección.  —  Venezuela.  Penalidad  de  los 
abusos  cometidos  con  ocasión  de  su  ejer- 
cicio en  el  seno  de  las  familias,  14 L 

Correos.  —  ArgrnH?m.  Tarifas  postales,  425h 
—Chiten  Tratado  con  Inglaterra  para  el 
cambio  de  las  encomiendas  postales,  466; 
Reglamento  ile  detalle  y  orden  para  la 
ejecución  de .  este  servicio,  468.— México. 
Convención  postal  con  Ja  Gran  Bretaña, 
2 3 1.—  Véate  «Paquetea  postales». 

Corrupción-  —  Venezuela.  Disposiciones  del 
Código  penal  aceres  de  la  de  funciona- 
rios, 1 17;  Penalidad  de  la  de  menores,  i  84, 

Corte  de  caauclon* —  Venezuela.  Procedi- 
mientos esped^es  ante  la  minina,  181.    t 

€*>*&$.— Venezuela.  Penalidad  do  su  apro- 
piación fraudulenta,  145. 

Costa  Rica,— Principales  leyes  y  decretos 
publicados  en  \  R97,  4  1 7;  Tratado  de  unión 
con  las  Repúblicas  de  Guatemala  y  Ma- 
yor de  Centro- América,  329,*  Acta  de  can- 
je del  Tratado  de  límites  con  Colombia, 
pág.  508. 

Costas  judiciales.  —  Brasil.  Ley  general, 
594.—  Colombia.  Reforma  de  la  Legisla- 
ción vigente  sobre  La  materia,  503. 

Crédito  público,—  Venezuela.  Penalidad  de 
la  falsi  ovación  ele  los  títulos  de  éste,  127. 
Véase  t  Hacienda  pública», 

Cuentas.— Véase  i. Juicio  de » 

Cuerpo  consular.  —  Chile.  Ley  Orgánica  del 
mismo ,  445;  Reglamento  para  su  ejecu- 
ción, 449;  Reglamento  para  la  admisión 
á  Los  cargos  del  servicio  consular  profe- 
sional, 471, 


Cuerpo  del  delito*  —  Venezuela.   Forma  fe 

su  averiguación  y  comprobación,  162. 
Cuerpo   diplomático,  —  Chile,  Reglamento 

para  el  ceremonial  diplomático,  41  + 
Cuestionas  de   competencia.  —  VemeswrL 

Modo  de  dirimirlas  en  lo  civil,  11. 
Caitos.—  Venezuela,  Delitos  contra  la  liber* 

tad  de  los  miamos,  1 13,- — Veas**  cAbosfcjtw 
Cu r u il o r .  —  Véase  *  A  uto r i % :\ t  -  r o r h -i  i . 
Cúratela. —  Centro- América.    Disposicirnet 

dej  Tratado  con   Guatemala  v  Costa   Rica 

acerca  de  La  ¡ay  por  que  ba  de  regirse?,  ÍTÍ% 

—  Venezuela.  Procedimientos  civilea  rela- 
tivos á  esta  institución,  49. 

D 

Daños.  —Brasil.  Penalidad  de  este  delítc 
según  el  Código  penal  de  La  Armada,,  ££3. 

—  Venezuela.  Penalidad  de  los  causad;* 
voluntariamente,  146;.  Modo  de  averiguar 
y  comprobar  el  cuerpo  del  delito  de  los 
mismos,  164. 

Deberes.—  Venératela.  Diaposieioneadel  C& 
digo  penal  acerca  de  la  i  n  fracción  de  los 
de  los  funcionarios  públicos,  117. 

DeclHiÚu*—  Venezuela.  Del  recurso  deesas* 
ción,  189. 

Decl  a  rae  i  o  n  es  .  —  Centra  -  A  m  érícam  Reglai 
sobre  su  recepción  sancionadas  por  d 
Tratado  con  Guatemala  y  Costa  Rica, 
339.  —  Venezuela,  Penalidad  de  su  omi- 
sión, 148-  Disposiciones  del- Código  de 
Enjuiciamiento  criminal  ¿cerca  de  la  in- 
dagatoria, 169. 

Do  fe  n  s  &•  —  Ce  n  t  ro~A  m  ¿rica.  I  n  v  í  o  la  H  lidad 
de  este  derecho  según  el  Tratado  con 
Guateraafa  y  Co**ta  Rica,  340\ 

Defensa  de  pobres.—  Venezuela.  Disposi- 
ciones del  Código  de  Procedí  miento  civil 
acerca  de  la  materia,  6. 

De íe  ii  so  res.  —  Venezuela .  De  éstos  en  ei  pro 
cedimientu  penal,  170. 

Deliberación. —  Venezuela   Del  Jurado,  194 

Delincuentes.  —  Venezuela.  Disposición*» 
del  Código  de  Enjuiciamiento  criminal 
acerca  de  su  investigación,  368. 

Delitos*  —  Bra sil.  De  ésto©  según  el  Códi- 
go penal  de  la  Armada,  637.  —  Atéxic*.,. 
Cuáles  pueden  motivar  la  extradición. 
2  2  6 ,  —  Venezuela .  8  u  co  1 1  cepto ,  1 02;  Deii* 
to  frustrado,  104;  Diversas  especies  de 
delitos  y  su  penalidad,  110,— Véase  < Con- 
curso*. 

Demanda.  —  México.  Requisitos  de  Ja  de  ex- 
tradición, 2*28;  De  amparo,  263. —  Fr*/- 
zuda.  Determinación  de  la  compelenc^ 
por  el  valor  de  La  misma  en  el  procedi- 
miento civil,  9;  De  ésta  en  el  juicio  ordi- 
nario t  23;  Por  retardo  perjudicial,  57;  En 
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las  que  tienen  interés  las  rentas  naciona- 
les ó  municipales,  67. 
Denuncia* — Brasil.  De  ésta  en  el  procedi- 
miento para  la  responsabilidad  del  Presi- 
dente de  la  República,  660.-— Costo  Rica. 
De  los  Tratados  de  amistad,  comercio  y 
navegación  con  Alemania,  Bélgica  é  In- 
glaterra, 417. -r-  Venezuela.  Disposiciones 
del  Código  de  Enjuiciamiento  criminal  re- 
ferentes á  la  misma,  169.-J/óase  <  False- 
dades >.  • 

Depositarios.—  Venezuela.  Derechos  de  los 
judiciales,  71. 

Depósito* — Dominicana.  De  mercancías  en 
las  aduanas,  314.—  Venezuela.  De  los  bie- 
nes-embargados para  ejecución  de  senten- 
cias en  lo  civil,  43;  Procedimiento  para  el 
de  personas,  61;  Penalidad  de  las  sus- 
tracciones cometidas  en  los  de  carácter 
público,  120. 

Derecho  civil, — Véase  «Tratados». 

Derecho  mercantil*— Véase  «Tratados». 

Derecho  penal* — Véase  «Tratados». 

Derecho  procesal.  -  Véase  «Tratados». 

Derechos.  —  Dominicana.  De  puerto,  3Ó7; 
Liquidación  y  recaudación  de  loe  de  adua- 
nas, 316.— Estados  unidos.  Protección  de 
Jos  de  autor,  613  y  616.— México.  Sobre  la 
plata  y  el  oro,  224;  De  importación,  ex- 
portación, tránsito,  adicionales,  tonelajes, 
faro,  almacenaje,  patente  de  navegación, 
puertos,  practicaje,  capitanías  de  puerto, 
sanidad,  consulares  y  de  certificado  sobre 
el  comercio  exterior -durante  el  ejercicio 
de  1897-98, 232;  Dé  certificación  de  firmas, 
amonedación,  afinación,  fundición,  ensa- 
ye, apartado,  patente  de  invención,  que  se 
causarán  en  toda  la  federación  durante 
dicho  ejercicio,  233.— Salvador.  Sobre  la 
importación  de  loza  y.  porcelana,  403. — 
Venezuela.  De  los  Jueces  de  distrito  y  de 
parroquia  por  su  intervención  en  el  proce- 
dimiento civil,  6?;  Universitarios,  86  y 
206. — Véase  «Aduanas»,  «Agrimensores», 
«Asesores»,  «Con jueces»,  «Defensa»,  «De- 
positarios», «Expertos»,  «Ingenieros»,  «In- 
térpretes», «Muellaje»,  «Peritos»,  t Prácti- 
cos» y  «Secretarios». 

Desamortización*  —  Salvador.  De  terrenos 
ejidales,  comunales  y  baldíos,  371. 

Deserción*  —  Brasil.  Concepto  y  penalidad 
de  este  delito,  según  el  Código  penal  de 
la  Armada,  648. 

Desistimiento*  —  Venezuela.  Preceptos  del 
Código  de  Procedimiento  civil  sobre  la 
materia,  20. 

Deslinde*— México.  Disposiciones  del  Códi- 
go de  Procedimientos  federales  sobre  la 
materia,  269. —  Venezuela.  Procedimiento 
que  debe  seguirse  en  el  de  tierras,  66. 

Desobediencia.  —  Venezuela.  Penalidad  de 


la   cometida   contra    la    autoridad,   147. 

Despacho.— Véase  «Aduanas»  y   «Visita». 

Des  tracción*—  Venezuela.  Procedimiento?  en 
el  caso  de  la  total  ó  parcial  de  los  proce- 
sos, 184. 

Detención.  —  Venezuela.  Reglas  del  Código 
de  enjuiciamiento  criminal  acerca  de  la 
misma,  168. 

Deuda  pública*— Costa  Rica.  Arreglo  de  la 
extranjera,  417  — México.  Indicaciones  so- 
bre la  de  esta  República,  229,  nota. 

Dictamen  pericial.  —  Venezuela.  De  este  me- 
dio de  prueba  en  el  enjuiciamiento  crimi- 
nal, 176. 

Dietas*  —  Bolivia.  De  Senadores  y  Dipu- 
tados, 636. 

Difamación*— Brasil.  Penalidad  de  este  de- 
lito según  el  Código  penal  de  la  Armada, 
661.  —  Venezuela.  Su  penalidad,  142. 

Diligencias*—  México.  De  las.de  carácter 
voluntario  promovidas  por  la  Administra^ 
ción  según  el  Código  de  Procedimientos 
federales,  268;  ídem  id.  de  las  promovidas 
por  particulares,  269. 

Diputados*— Véase  «Poder  legislativo!. 

Disciplina* — Véase  « Abusos}. 

Distintivos.— Véase  «Uso». 

Divorcio*— Centro- América.  Reconocimiento 
del  mismo  en  cuanto  al  vínculo  por  el 
Tratado  coú  Guatemala  y  Costa  Rica,  838. 
— Dominicana.  Ley  general,  287.  —  Vene- 
zuela. Disposiciones  del  Código  de  Proce- 
dimiento civil  sobre. la  materia,  49. 

Documentos.  -  Venezuela.  De  este  medio  de 
prueba  en  el  procedimiento  civil,  29;  Fecha 
del  documento,  80;  Penalidad  de  las  fal- 
sedades cometidas  en  ellos,  128;  De  este 
medio  de  prueba  en  el  procedimiento  pe- 
nal, 176. 

Domicilio*  —Centro- América.  Disposiciones 
del  Tratado  con  Guatemala  y  Costa  Rica 
«obre  el  de  comerciantes  y  sociedades, 
832.—  Venezuela..  Reglas  para  demandar  á 
los  que  no  lo  tengan  en  el  territorio  de  la 
República,  10. — Véase  «Visita». 

Dominicana*— Principales  leyes  y  decretos 
publicados    en    esta    República   durante 
1897, 287. 
Donaciones*  —Colombia.  Reglamentación  y 
•   recaudación  del  impuesto  sobre  las  mis- 
mas,  498.  -  México.   Impuesto  sobre  las 
mismas  durante  el  ejercicio  de  1897-98, 
pág.  234. 
Duelo.— Brasil.   Penalidad  de  este  delito, 
establecida  por  el  Código  penal  de  la  Ar- 
mada, 660.—  Venezuela.  Penalidad  de  este 
delito,  126. 
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Edad.  —  Venezuela.  De  ésta  en  relación  con 
la  imputa  bilí  dad,  pág.  i  03. 

Eclesiásticos.— Salvador.  Su  incapacidad 
para  el  desempeño  de  cargos  concejiles, 
pág,  401. 

Edificios»— Fenmtóía.  Penalidad  de  la  caí- 
da y  falla  de  reparación  de  los  unamos, 
páf?.  161. 

Efectos*  —  Brasil.  De  la  ley  penal  según  el 
Uód  i  go  pen  a  l  de  la  A  r m  ad  a,  5  3  7  É  —  Dom  i- 
nicana.  Del  divorcio,  293. — Salvador.  De 
la  inscripción  de  títulos  en  el  Registro  de 
la  propiedad  raíz,  37?.—  Venezuela.  Del 
embargo  de  bienes  para  ejecución  de  sen* 
teucias  dictadas  en  i  o  civil,  44;  De  Jas  con- 
denaciones penales,  101;  De  la  amnistía  y 
del  indulto,  107;  Del  perdón,  109.  — Véase 
«Pruebas», 

Egresos. — Véase  *  Presupuestos  »♦ 

I'jr*  :n.ülou*—  México.  De  las  sentencias  dic- 
tadas en  tos  juicios  de  amparo,  Ü57, —  Ve- 
nezuela. De  sentencias  en  el  procedí  míen* 
to  civil,  42;  Pe  actos  de  autoridades  ex- 
tranjeras, B4;  De  las  condenaciones  pena- 
les. 101;  Reglas  de  la  de  sentencias  en  el 
enjuiciamiento  criminal,  IT'j, 

Ejército- — Solivia.  Reglamento  del  Estado 
mayor  general,  624.  —  Chile*  ídem  del 
Cuerpo  colonial  de  gendarmes,  444;  Fuer- 
zas permanentes  del  Ejército  y  de  la  Ar- 
mada para  1S&B,  475.— Cosía  Rica.  Con- 
tingente crinado  en  tiempo  de  paz  para 
10£J7-98,  422  —  Perú.  Kegl amento  orgánico 
de  la  escueta  militar  preparatoria  y  naval, 
4P7;  Kunonocimienlo  médico  de  inválidos, 
49Ü.  -Salvador,  Fuerzas  del  permanente 
para  1897,  372.—  Vmrzttela.  Concesión  de 
grados  y  ascensos  militares,  200. 

Ejido*.  —  Véase  < Desamortización >. 

Elecciones. — Honduras.  Reforma  de  la  Ley 
electoral,  Zií.  —  Perú.  ]jty  orgánica  de 
eleccciones  populares,  47 fj. 

E ni burgo.—  Venezuela.  Del  di*  bienes  para 
ejecución  de  sentencias  dictadas  en  lu 
civil,  43;  Nombramiento  de  depositarios, 
43;  Oposición,  43;  Efectos  del  embargo, 
44;  Anuncio  del  remate, 44;  Jnetl precio,  44; 
Subasta  de  los  bienes,  45;  Consignación 
del  f necio,  46. 

Embriaguez» — Dominicana.  De  la  notoria 
hábil  nal  i-nirio  cansa  de  divorcio,  287.— 
Venezuela*  De  ésta  con  relación  á  la  im- 
pu labilidad,  102;  De  ésta  como  falta,  162, 

Emisión.  —  México.  Regla  á  que  ba  de  suje- 
tarse la  de  obligaciones  por  empresas  y 
sociedades,  262.  —  Véase  «Bancos*. 

Edio  I  úntenlo*.  —  ChJle.  De  los  funcionarios 
consulares,  463, 


Emplazamiento.—  Venezuela.  De  este 
juicio  ordinario,  23, 

Empresas.  —  México.  Reglas  á  que  ha  ce 
sujetarse  la  emisión  de  obligaciones  \~jt 
las  mismas,  262. 

Empréstitos. — Colombia.  Ley  general,  Vj' 
Guatemala.  Contratación   de   uno    d* 
millones  de  libras  esterlinas,  406, 

Enajenación  mental.  —  Venezuela,  De  é*t_i 
como  causa¿  de  exclusión  ó  disminució:, 
de  la  imputabiljdsd,  1GÍ¿, 

Enajenados.  —  Venezuela.  Penalidad  de  Ui 
contravenciones  que  se  refieren  Á  la  vig> 
lauda  de  los  enajenados,  152, 

E  n  c  u  b  r  i  m  1  e  uto.  —  Venezuela.  Di  sposi  clone» 
del  Código  pena]  acerca  de  La  to  aterí 
pag.  123. 

K  ir  da  so»  —  Centro  América.  Disposiciones  d*: 
Tratado  con  üqstemala  y  Costa  Rica  so* 
bre  Ja  forma  del  de  las  letras  de  cam- 
bio, 332, 

Enganche.  —  Solivia.  Reglamentación  dri 
de  peones,  621 . 

Engaños.—  Venez uela.  Su  penalidad,  146. 

Enjuiciamiento  criminal.— Véase  c  Código 
de » 

Enseñanza.—  Venezuela,  £u  los  colegios  d<r 
varones,  79.  —  Véase  <  Ine tracción  pñ* 
Mira». 

Entrega. —  Venezuela.  Procedimiento  pin 
la  de  bienes  vendidos,  68. 

Error*  -  Honduras,  Du  éste  en  la  computa- 
ción de  yutos  comn  causa  de  nulidad  dr- 
ías elecciones,  343. 

Escneias.—  Venezuela.  De  instrucción  pri- 
maria, 74;  De  indígenas,  78;  Normales,  81, 
Politécnica,  83;  Dental,  #5;  De  Veterina- 
ria, 8o;  De  Artes  y  Oficios,  87;  De  Miau, 
87*  —  Véase  t Colegios*  é  «Instrucción  pu- 
blica ■. 

Escribanos.  —  Argentina*  Supresión  de  Ja 
división  de  Escribanos  civiles  y  comer- 
ciales, 434, 

Eh  I  i  ngn  je.  —  Véase  <  Im  puestos  * . 

Eüpanu. —Tratado  de  extradición  con  Gui- 
teuiala,  407;  Tratado  de  extradición  cju 
Obile,  445^  -Véase  cCanadá». 

Espectáculos  públicos. —  Venezuela.  Pena- 
lidad de  las  faltas  relativas  á  los  luíspoe 
y  á  los  establecimientos  y  ejercicios  pú- 
blicos, 149. 

Espionaje. — Brasil.  Concepto  y  penal  i  da»  i 
de  usté  delito,  según  el  Código  penal  de 
la  Armada,  544. 

Establecimientos  penales. — México.  Orga- 
nización tle  los  del  distrito  federal,  267.- 
Verazuela.   Visita  á  los  de  la  Nación,  l$&. 

Estadística.  —  Balivia.  De  Cárceles,  531.- 
Salvador.  Creación  de  la  sección  respec- 
tiva en  el  Estado  Mayor  de  Guerra  y  Ma- 
rina, 372, 
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Estado  civil.—  Venezuela.  Rectificación  de 

los  actos  relativos  al  mismo,  60;  Penalidad 

de   la  suposición  y  supresión  del  mismo, 

pág.  188. 

Estado  Mayor.— Salvador.  Creación  del  de 

Guerra  y  Marina,  872. 
Estados  Unidos  angloamericanos. -Prin- 
cipales leyes  y  decretos^ublicadas  en  1897, 
pág.  618. 
Estafa.—  Venezuela.  Concepto  y  penalidad 

de  este  delito,  145. 
Exacción.— Perú.  Definición  y  penalidad  de 

estos  delitos,  490. 
Exámenes* — Perú.  De  la  escuela  militar 
preparatoria  y  naval,  488.—  Venezuela.  En 
los  colegios  de  varones,  79;  En  las  Uni- 
versidades, 84  y  204.— Véase  < Testigos». 
Excepcioues.— Dominicana.  En  el  procedi- 
miento para  el  divorcio,  293.  —  Venezuela. 
De  las  previas  y  dilatorias  en  el  juicio  or- 
dinario, según  el  Código  de  Procedimiento 
civil,  24. 
Exceso.—  Brasil.  Concepto  y  penalidad  del. 

de  autoridad  militar,  647. 
Excusas.— Salvador.  Para  el  desempeño  de 
cargos  concejiles,  401.—  Venezuela.  De  és- 
tas en  el  procedimiento  penal,  157. 
Exención.  —  Véase    <  Aduanas  >    y    <  Mue- 
llaje». 
Exhorto».—  Centro- América.  Reglas  para  su 
cumplimiento  adoptadas  por  el  Tratado 
con  Guatemala  y  Costa  Rica,  339.— Perú. 
Afianzamiento  de  los  gastos  que  su  cum- 
plimiento origine,  489. 
Expertos. —  Venezuela.  Derechos  de  los  mis- 
mos por  su  intervención  en  el  procedi- 
miento civil,  70— Véase  «Pruebas». 
Explosiones.  —  Venezuela.  Modo  de  averi- 
guar y  comprobar  el  cuerpo  del  delito  en 
ellas,  164. 
Explosivos.—  Venezuela.  Penalidad  de  las 
contravenciones  qde  se  refieren  á  armas  ó 
á  materias  de  esta  índole,  150. 
Explotación. — Véase  c Yerbales». 
Exportación.— A rgentina.  Derechos  sobre 
la  misma,  426.  —  México.  ídem   id.   du- 
rante el  ejercicio  de  1897-98,  232;  Dispo- 
siciones de  la  Ley  de  Aduanas  y  puertos 
sobre  la  misma,  302.— Véase  «Arancel». 
Expropiación.—  Colombia.  Ley  general,  495. 
— México.  Juicios  sobre  la  materia,  249. — 
Salvador.  De  la  forzosa  con  respecto  á  la 
construcción  de  ferrocarriles,  403. 
Extinción.— Brasil.  De  la  acción  penal  y  de 
la  condena,  según  el  Código  penal  de  la 
Armada,  543.—  Venezuela.  De  la  acción  pe- 
nal y  de  las  condenas,  107. 
Extorsión.—  Venezuela.  Su  penalidad,  144. 
Extradición.  —  Brasil.  Ley  general  sobre  la 
de  malhechores  entre  los  Estados  de  la 
Unión,  565.— M éxico.  Ley  general  sobre  la 
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materia,  226.  -  Venezuela.  Principios  del 
Código  penal  sobre  la  materia,  93;  ídem 
ídem  del  Código  de  Enjuiciamiento  cri- 
minal, 188.— Véase  <  Tratados». 

Extranjería.  —México.  Juicios  sobre  la  ma- 
teria, 248.-  Salvador.  Reforma  de  la  ley 
general,  403. 

Extranjero.  —  Dominicana.  Formalidades 
que  los  buques  mercantes  deben  llenar  en 
los  puertos  extranjeros,  302.—  Venezuela. 
Delitos  cometidos  en  territorio  extran- 
jero, 97;  Delitos  contra  las  naciones  ex- 
tranjeras, sus  primeros  Magistrados  y  sus 
representantes,  112. 

Extranjeros.—  Venezuela.  Su  sujeción  ala 
ley  penal,  97. 

F 

Facturas. —  Dominicana.  Disposiciones  de 
la  Ley  de  Aduanas  y  puertos  sobre  ellas, 
pág.  310. 

Facultativos.  —  Venezuela.  Su  intervención 
en  el  enjuiciamiento  criminal,  175. 

Falsedades.  —  Brasil.  Penalidad  del  falso 
testimonio  y  de  la  denuncia  falsa,  según 
el  Código  penal  de  la  Armada,  551;  ídem 
id.  de  la  falsedad  administrativa,  655. — 
Honduras.  De  lo  sustancial  de  actas  como 
causa  de  nulidad  de  las  elecciones,  343. 
Venezuela.  Penalidad  de  las  falsas  impu- 
taciones y  del  falso  testimonio,  122;  En 
los  actos  y  documentos,  128;  En  pasapor- 
tes, licencias,  certificados,  etc.,  129. 

Falsificación.—  Venezuela.  De  monedas  ó 
de  títulos  de  crédito  público,  127;  De  se- 
llos, timbres  públicos  y  marcas,  128;  Modo 
de  averiguar  y  comprobar  el  cuerpo  del 
delito  en  caso  de  ella,  164. 

Faltas. — Dominicana.  Penalidad  de  las  co- 
metidas en  materia  de  aduanas  y  puertos, 
320. —  Venezuela.  Disposiciones  del  Código 
penal  referentes  á  las  mismas,  147;  Proce- 
dimiento aplicable  á  ellas,  186. 

Fallos. — Centro-América.  Fuerza  de  los  dic- 
tados en  cualquiera  de  los  Estados  signa- 
tarios del  Tratado  con  Guatemala  y  Costa 
Rica,  339. 

Familia. —  Venezuela.  Penalidad  de  los  deli- 
tos contra  el  buen  orden  de  la  misma,  134. 

Farmacia.—  Venezuela.  Organización  de  la 
respectiva  facultad  en  las  Universidades 
de  la  República,  83. 

Faro.  —  México.  Derechos  de  esta  clase  sobre 
el  comercio  exterior  durante  el  ejercicio 
de  1897-98,  232.— Véase  «Impuestos». 

Fe  pública. — Centro- América.  Reglas  sobre 
la  misma  sancionadas  por  el  Tratado  con 
Guatemala  y  Costa  Rica,  339. —  Venezuela. 
Disposiciones  del  Código  penal  referentes 
á  los  delitos  contra  la  misma,  127. 
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Ferrocarriles, — Argentina.  Red  de  tos  te- 
rritorios nacionales,  436.— Véase  c Expro- 
piación for£osa>. 

Fianza.— Centro- América.  Cuándo  se  exige 
la  de  estar  A  derecho  por  el  Tratado  con 
Guatemala  y  Costa  Rica,  339.—  Venezuela, 
Del  defecto  de  ésta  como  excepción  dila- 
toria en  eJ  juicio  ordinario,  24. 

Filiación.  —  Centro  América.  Disposiciones 
del  Tratado  con  Guatemala  y  Costa  Rica 
acerca  de  la  ley  por  que  ha  de  regirse,  338. 

Filo  fio  [íu. —  Venezuela.  Organización  de  la 
respectiva  facultad  eu  las  Universidades 
de  Ja  República,  83. 

Fiscales-—  Venezuela.  Sn  intervención  en  el 
procedimiento  penal,  170. — Véase  «Minis- 
terio público. 

Fie  lamento» —  Centro- América.  Disposicio- 
nes del  Tratado  con  Guatemala  y  Costa 
Rica  sobre  este  contrato,  333. 

Forma. — Sahmdor.  De  tas  inscripciones  en 
el  Registro  de  la  propiedad  raíz  é  hipote- 
cas, 375.  —Véase  t  Aceptación «,  «Endoso, 
«Giro  > ,  «Inciden  tes  > ,  *  J  ni  cios  * }  <  Protesto » 
y  «Testamentos*. 

Francia.— Convenio  con  Guatemala  sobre 
propiedad  industrial,  414;  ídem  Id,  para 
la  recíproca  garantía  de  las  obras  de  arte 
y  de  ingenio,  414. 

Franquicias,  -México,  De  las  instituciones 
de  crédito,  223. 

Fraude».  -  Venezuela.  Penalidad  de  los  co- 
metidos eu  el  comercio,  tas  industrias  y 
almonedas,  ]  30;  ídem  m„  en  materia  de 
abastos  públicos,  131.—  Véase  t  Cosas». 

Fuero-  —  Venezuela.  Determinación  del  com- 
petente en  materia  civil,  9. 

Fuerza.—  Venezuela*  De  ésta  en  relación  con 
la  irnpntabilidad,  103.  —Véase  *  Recur- 
sos iF 

Fn^Am— Venezuela.  Penalidad  de  la  de  pre- 
sos, 124. 

Funcionario*.—  I renez\a da.  Penalidad  de  su 
corrupción,  1 IT;  Infracciones  de  sus  de 
beree,  117;  Procedimiento  en  Sos  juicios 
contra  los  altos  funcionarios  de  la  Repú- 
blica, 180. 

G 

fíiro*  —  Centra  América.  Disposiciones  del 
Tratado  con  Guatemala  y  Costa  Rica  so- 
l>re  la  forma  del  de  las  letras  de  cam* 
bio,  pág.  333, 

tfobemartores.  —  Bolivia.  Deberes  y  atribu- 
ciones de  los  de  cárceles,  529. — Salvador. 
ídem  id,  de  los  do  distrito,  399. 

(irados.—  Venezuela.  En  los  colegios  de  va- 
rones, 79;  De  Jas  Universidades,  M  y  205; 
Su  concesión  á  militares,  200. 

Oran  Bretaña.  —  Convención   postal   con 


México,  331;  Tratado  con  México  »obr* 
límites  entre  esta  República  y  la  colonii 
de  Honduras  Británica,  237,  —  Véase  «Lo- 
glaterra». 

Guardia  civil.-  Venezuela*  Su  creación,  L* 

Guatemala-  — Leyes  y  decretos  publicad» 
en  1897,  406;  Tratado  de  unión  con  lia 
Repúblicas  de  Costa  Rica  y  Mayor  -> 
Centro  Amarina,  329, 

Guerra,—  Venezuela.  Penalidad  de  lo*  qt? 
exciten  á  la  civil,  1'i6.— Véase  «Ejército 
y  «Estado  mayor** 

Guyana  francesa.  —  Sistema  de  reparta 
percepción  y  destino  de  los  derechos  J* 
fielato  de  mar,  602. 

G  lijan  a  Inglesa. — Régimen  aduanero  apu- 
ra ble  a  Jas  mercancías  que  se  importe; 
durante  el  ejercicio  de  1S97-98,  5&9, 

H 

Habilitación,—  Venezuela*  De  estadios,  pa- 
gina 90. 

Hacienda  pública,  —  Argentina,  Impuesto 
territorial,  427;  Impuestos  internos,  421 
Renovación  parcial  de  la  moneda  fidurii 
ría  en  circulación,  433;  Ley  de  patente*, 
425. — Colombia.  Suministros,  empréstito* 
y  expropiaciones,  495—  Costa  Rica*  Arre- 
glo de  la  Deuda  extraujera,  417;  Prohibi- 
ción de  introducir  moneda  extranjera  de 
plata,  423.  —  Guatemala.  Contratación  dt 
un  empréstito  de  dos  millones  de  libras 
esterlinas,  408;  Curso  forsoso  de  los  biUe 
tes  de  Banco,  407.—  México.  Ley  genenJ 
de  instituciones  de  crédito,  213;  Impues- 
tos y  derechos  sobre  la  plata  y  el  oru. 
224;  Presupuesto  de  egresos  para  l$97-1?gr 
229;  Indicaciones  sobre  la  situación  finan- 
ciera de  la  República,  229,  nota;  Presu- 
puesto de  ingresos  fiara  ídem,  232;  Indi- 
caciones sobre  el  proyecto  para  1898-9Í, 
2B2,  nota* — Paraguay.  Creación  de  ana 
caja  de  conversión,  509;  Curso  legal  dei 
papel  moneda,  510;  Reglnmento  Interno 
para  las  oficinas  de  contribución  directa, 
612. — Perú.  Inspección  de  la  acuñación  de 
moneda  de  plata,  489. 

Hecho, —  Venezuela.  Recursos  de  hecho  en 
el  enjuiciamiento  criminal,  US* 

Herencia*  -  Venezuela*  Nombramiento  de 
curador  para  la  yacente,  67. 

Heridas.  —  Venezuela*  M an e ra  de  averiguar 
y  comprobar  el  cuerpo  del  delito  en  caso 
íle  ellas,  163. 

Higiene.  —  Brasil.  Reorganización  de  los 
servicios  relacionados  con  la  pública,  580, 

Hipotecas.—  México .  Bancos  h i po  tecari os . 
216;  Juicio  hipotecario,  346.— Véase  iBe- 
gistro». 
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Hogar.—  Venezuela. — Delitos  contra  su  in- 
violabilidad, 116. 

Holanda.— Tratado  de  extradición  con  la 
República  Argentina,  436. 

Homicidio,—  Brasil*  Penalidad  de  este  de- 
lito según  el  Código  penal  de  la  Arma- 
da, 652.  —  Venezuela.  Su  penalidad,  138. 

Honduras.  —  Principales  leyes  y  decretos 
publicados  en  1807,  341. 

Honduras  Británica.— Tratado  entre  Mé- 
xico y  la  Gran  Bretaña  sobre  limites  en- 
tre dicha  República  y  esta  colonia,  237. 

Honestidad. — Brasil.  Penalidad  de  los  de- 
litos contra  la  misma  según  el  Código  pe- 
nal de  la  Armada,  652. 

Honor  militar.  —  Brasil.  Concepto  y  pe- 
nalidad de  los  delitos  contra  el  mis- 
mo, 548. 

Honores. —  Venezuela.  Penalidad  de  su  usur- 
pación, 118. 

Hurto.— Brasil.  Penalidad  de  este  delito 
según  el  Código  penal  de  la  Armada,  552. 
—  Venezuela.  Penalidad  de  este  delito, 
143;  Manera  de  averiguar  y  comprobar 
el  cuerpo  del  delito  en  este  caso,  164. 


Importación. — Argentina.  Derechos  sobre 
la  misma,  pág.  426. — Brasil.  ídem  ídem, 
537. — Colombia.  Prohibición  de  la  del  fós- 
foro, 608.  —  Costa  Rica.  Prórroga  de  la 
prohibición  de  importar  tabaco  en  rama, 
418;  ídem  de  la  moneda  extranjera  de 
plata,  423.  —  Dominicana.  Disposiciones 
de  la  Ley  general  de  Aduanas  y  Puertos 
sobre  la  misma,  302.— México.  Derechos 
sobre  ella  durante  el  ejercicio  de  1897-98, 
232. — Salvador.  Derechos  sobre  la  loza  y 
porcelana,  403. — Véase  <Arancel>. 

Imprenta*  —  Venezuela.  Faltas  relativas  al 
ejercicio  del  arte  tipográfico  y  á  la  difu- 
sión de  impresos,  148. 

Impuestos.— Aryentina.  Territorial,  427;  In- 
ternos, 429;  Sobre  el  cabotaje,  432;  Sobre 
alcoholes,  435;  Pescantes  hidráulicos,  436; 
Almacenaje  y  eslingaje,  437;  Faros  y  ava- 
lices, 437;  Visita  de  sanidad,  4S$.—Boli- 
via.  Sobre  la  exportación  de  la  plata,  534; 
Sobre  alcoholes  y  aguardientes,  535  y  536. 
— Brasil.  Percepción  del  de  consumos  so 
bre  el  tabaco  y  sus  preparados,  679. — 
Colombia.  Contribuciones  nacionales,  494; 
Reglamentación  y  recaudación  del  im- 
puesto sobre  mortuorias  y  donaciones, 
498.  —  Guatemala.  Restablecimiento  del 
impuesto  sobre  venta  y  permuta  de  in- 
muebles, 412. — México.  Sobre  las  institu- 
ciones de  crédito,  223;  Sobre  la  plata  y  el 
oro,  224;  Sobre  el  comercio  exterior,  232; 
Sobre  sucesiones  y  donaciones  que  se  cau- 


carán durante  el  ejercicio  de  1897-98,  234; 
Interiores  que  causan  en  toda  la  federa- 
ción durante  el  ejercicio  de  1897-98,  287; 
ídem  id.  en  el  distrito  y  territorios,  237.— 
Salvador.  Sobre  los  alcoholes,  403. 

Inmutabilidad. —  Venezuela.  De  ésta  y  de 
las  causas  que  la  excluyen  ó  disminuyen 
según  el  Código  penal,  102. 

Incapacidades. — Salvador.  Para  el  desem- 
peño de  cargos  concejiles,  401. 

Incendio.  —Brasil.  Penalidad  de  este  deli- 
to según  el  Código  penal  de  la  Armada, 
553.—  Venezuela.  Penalidad  de  este  de- 
lito, 132;  Modo  de  averiguar  y  comprobar 
el  cuerpo  del  delito  en  ellos,  164. 

I ucldentes.— Centro- América.  Forma  en  que 
han  de  tramitarse  según  el  Tratado  con 
Guatemala  y  Costa  Rica,  339. 

Incidencias.  —  Venezuela.  Del  procedimien- 
to civil,  34. 

Incompetencia. —  Venezuela,  De  esta  excep- 
ción dilatoria  en  el  juicio  ordinario,  24.  » 

Indagatoria. —  Venezuela.  Disposiciones  del 
Código  de  Enjuiciamiento  Criminal  acerca 
de  esta  declaración,  169. 

Independencia.— Véase  ¿Nación». 

Indicios.—  Venezuela.  De  éstos  en  el  enjui- 
ciamiento criminal,  176. 

Indígenas.  —  Venezuela.  Disposiciones  del 
Código  de  Instrucción  pública  relativas  á 
ellos,  78. 

Indulto.  -Brasil.  Disposiciones  del  Código 
penal  de  la  Armada  acerca  del  mismo, 
643.—  Venezuela.  Sus  efectos,  107. 

Industria.  —  Venezuela.  Penalidad  de  loa 
fraudes  cometidos  en  ella,  L30. 

Infanticidio.—  Venezuela.  Manera  de  averi- 
guar y  comprobar  el  cuerpo  del  delito  res- 
pectivo, 168. 

Informe  pericial.—  Venezuela.  Disposicio- 
nes del  Código  de  Enjuiciamiento  crimi- 
nal acerca  del  mismo,  165. 

Infracciones.  —  Venezuela.  División  de  las 

,    de  la  ley  penal,  97. 

Ingenieros. — Solivia.  Creación  de  la  escue- 
la práctica  de  ingeniería,  519. — México. 
Ley  de  enseñanza  profesional  para  la  res- 
pectiva escuela,  242.—  Venezuela,  Dere- 
chos de  los  mismos  por  su  intervención 
en  el  procedimiento  civil,  71. 

Inglaterra.— Denuncia  del  Tratado  de  amis- 
tad, comercio  y  navegación  con  Costa 
Rica,  417;  Tratado  con  Chile  para  el  cam- 
bio de  encomiendas  postales,  466.  —  Véase 
«Gran  Bretaña». 

Ingresos. —  Venezuela.  De  la  renta  de  ins- 
trucción pública ,  94.  —  Véase  «  Presu- 
puestos». 

Inhabilitación. —  Venezuela.  Disposiciones 
del  Código  de  Procedimiento  civil  sobre 
la  materia,  49. 
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Injurias. — Dominicana.  De  Ins  gravea  como 
causa  de  divorcio,  287  —  Venezuela.  Su  pe- 
nalidad, 142. 

In migración  .—Costa  Rica.  Prohibición  de 
la  de  la  raza  china,  418. 

Inmuebles.  —  Guatemala.  Rest a  bleci  m  rento 
del  impuesto  sobre  su  venta  y  permuta, 
412. — México.  Prohibición  i  le  adquirirlos 
impuesta  A  las  instituciones  ría  crédito, 
221;  Apeo  de  los- mismos,  260.  -Véase 
«Cédula»,  c Prescripción»  y  « Registro it 

Inscripción.  —  Salvad r.  De  la  propiedad 
raíz  en  el  Registro.  974. 

Insignias,— Véase  <U 

Inspección  ocnlar.—  Venezuela.  De  este  me- 
dio de  prueba  en  el  enjuiciamiento  cri- 
minal, 174.— Véase  <  Reconocí mientot  y 
«Visita». 

Instigación* — Véase  « A  eocia  non  i » 

Instituciones  de  crédito-— Áfrico.  Ley  ge- 
neral, 213.    . 

Instituto.—  Venezuela.  Organización  y  di- 
visión del  Nacional  de  Bellas  Artes,  89. 

Instrucción.  ■*-  Venezuela.  Funcionarios  en- 
cargados de  la  misma  en  el  procedimiento 
criminal,  169. 

Instrucción  publica.— botonar  Creación  de 
la  Escuela  práctica  de  ingeniería,  619. — 
Chile.  Bachillerato  en  leyes,  440;  Regla- 
mento general  de  la  Escuela  práctica  de 
Agricultura,  442;  Distribución  del  curso 
preparatorio  y  de  humanidades  en  los  es- 
tablecimientos de  instrucción  secundaria, 
472.— Costa  Rica.  Reglamento  de  la  Es- 
cuela Nacional  de  Bellas  Artes,  418.— 
Guatemala.  Reforma  del  artículo  322  de 
la  Ley  Orgánica,  406.-  México.  Ley  de 
enseñanza  profesional  para  la  Escuela  Na- 
cional de  Ingenieros,  242;  Ley  orgánica 
de  la  enseñanza  preparatoria  en  el  distri- 
to federal,  259;  Ley  orgánica  de  la  ense 
fianza  profesional  en  la  Escuela  Nacional 
de  Jurisprudencia,  266;  Ley  de  enseñan- 
za profesional  para  la  Escuela  Nacional 
de  Medicina,  268;  Ley  de  enseñanza  para 
la  Escuela  Nacional  de  Bellas  Artes,  270. 
Salvador.  Reforma  de  la  Ley  de  Instruc- 
ción secundaria  privada,  404.  —  Venezuela. 
Reglamento  de  la  Escuela  de  Artes  y  Ofi 
cios,  2;  Texto  del  Código  sancionado  en 
3  de  Junio  de  1897,  73;  Reglamento  para 
las  Universidades  de  la  República,  200. 

Insubordinación.— Brasil.  Concepto  y  pe- 
nalidad de  este  delito,  según  el  Código 
penal  de  la  Armada,  646. 

Interdicción  civil.-—  Centro- América.  Dis- 
posiciones del  Tratado  con  Guatemala  y 
Costa  Rica  sobre  la  materia,  337.—  Vene- 
zuela, ídem  id.  del  Código  de  Procedi- 
miento civil,  49. 

Interdictos.  —  Venezuela.  Disposiciones  ge- 


nerales del  Código  de  Procedimiento  mi: 
sobre  los  mismos,  52;  Posesorios,  52;  Pro- 
hibitivos, 53. 

Intereses.  —  Venezuela,  Disposiciones  dei 
Código  penal  referentes  á  los  delitos  cen- 
tra los  públicos  v  privados,  132, 

Interposición*—  Ven ezuela.  Del  reeo r»o  <j t 
casación,  1  89. 

I  n  té  r  p  retes.  —  Ven  ez  nela .  De  rec  h  os  de  I  os 
miamos  pur  sn  ínter  vención  un  el  proce- 
dimiento civiL  71. 

Inundación.— Fcw¿iWff.  Penalidad  de  este 
delito,  132. 

Invalidación.  —  Venezuela.  De  Ion  joirioi, 
pAíf.  GS. 

I  n  válidos* —-Piró.  Reconocí  miento  médico 
de  ellos,  490, 

Inventario**  -Colombia.  Disposiciones  de 
la  reforma  judicial  sobre  las  mismos,  SG4; 
— -Venezuela.  En  las  sucesiones  heredita- 
rias, 67. 

Investigación.  —  Venezuela.  Disposiciones 
del  Código  de  Enjuiciamiento  criminal 
acerca  de  la  de  los  delincuentes,  168.— 
Véase  « Paternidad  >. 

Inviolabilidad» — Centro- América.  Del  dere- 
cho de  defensa  según  el  Tratado  con  Gua- 
temala y  Costa  Rica,  340.  —  Venezuela. 
Delitos  contra  la  del  hogar  doméstico,  115. 
ídem  id.  del  secreto,  116. 


Jefes  de  distrito. — Salvador.  Sos  atribucio- 
nes y  deberes,  pág.  399. 

Judicatura*— Argentina.  Jueces  letrados  de 
los  territorios  nacionales,  484.  —  Eondu 
ras.  Su  nombramiento,  instalación  y  sub- 
rogación, 352.  —  Perú.  Turno  de  los  mis 
mos,  490.  -  Venezuela.  Sn  recusación  en 
el  procedimiento  civil,  12;  Comisionados. 
19:  Queja  para  hacer  efectiva  su  respon- 
sabilidad civil  en  materia  civil,  61;  Dere- 
chos de  los  de  distrito  y  de  parroquia  por 
su  intervención  en  el  procedimiento  civil, 
69.  —Véase  cTribunales>. 

Juicio  arbitral*-  Véase  <  Arbitramento >. 

Juicio  de  alimentos. —  Venezuela.  Preceptos 
del  Código  de  Procedimiento  civil  aplica- 
bles al  mismo,  67. 

Juicio  de  cuentas*—  Venezuela.  Preceptos 
del  Código  de  Procedimiento  civil  sobre 
el  mismo,  67.     - 

Juicio  de  expertos. — Venezuela.  De  este 
medio  de  prueba  en  el  procedimiento  ci- 
vil, 82. 

Juicio  ejecutivo.— Colombia.  Reforma  de 
las  disposiciones  vigentes  aplicables  ai 
mismo,  603. 

Juicio  ordinario.  —  Venezuela.  Disposicio- 
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nes    del  Código  de  Procedimiento  civil 
sobre  el  mismo,  23. 
-Juicio  por  jurados.—  Venezuela.  Disposi- 
ción preliminar  del  Código  de  Enjuicia- 
miento criminal,   191;  Del    Jurado,   191; 
Competencia  del  Jurado,  191;  Condicio- 
nes para  ser  jurado,  192;  Sorteo  y  recusa- 
ción, 192;  Juicio,   193;  Cuestiones  y  pre- 
guntas á  que  han  de  responder  los  jura- 
dos,   194;  Deliberación  y  veredicto,  195; 
Juicio  de  derecho,   196;  Recursos  contra 
el  veredicto,  197.— Véase  «Tribunales». 
- Jnioi os *— Centro- América.  Forma  en    que 
han  de  tramitarse,  según  el  Tratado  con 
Guatemala  y  Costa  Rica,  339.— México. 
Ordinario,  245;  Sumario,  246;  Hipoteca- 
rio, 246;  Sobre  posesión  in'erina,  247;  De 
concurso,   247;   De  sucesión,  247;  Sobre 
nacionalidad  y  derechos  de  extranjería, 
248;  Sobre  expropiación,  249;  Sobre  pa- 
tentes de  invención,  250;  De  amparo,  250. 
—  Venezuela.  Su  invalidación,  63.— Véase 
c  Incidentes». 
inicio  verbal* — Venezuela.  Procedimiento 

del  mismo,  60. 
Jautas.  —  Perú.    Electoral    nacional,    477; 
Electorales  de  departamento,  478;  Provin- 
ciales de  registro,  479;   Escrutadoras  de 
provincia,  481.— Salvador.  Superior  con- 
sultiva  de   guerra,    372. —  Venezuela.  De 
instrucción  primaria,  75.    . 
Jurado* — Brasil.  Competencia  del  federal, 
585.— Colombia.  Disposiciones  de  larefor 
roa  judicial   concernientes  al  mismo,  505. 
— Dominicana.  Composición  y  atribucio- 
nes del  de  Aduanas,  €25. — Véase  «Juicio 
por  jurados»  y  «Tribunales». 
.Juramento*  —  Venezuela.  De  este  medió  de 

prueba  en  el  procedimiento  civil,  29. 
Jurisdicción.—  Estados  Unidos.  Determina- 
ción de  la  de  los  Tribunales  de  círculo 
en  materia  de  usurpación  de  patentes  de 
invención,  515.  —  México.  Disposiciones 
del  Código  de  Procedimientos  federales 
acerca  de  la  voluntaria,  258. 
Jurisprudencia*— México.  Ley  Orgánica  de 
la  enseñanza  profesional  en  la  Escuela 
nacional  de  la  misma,  265.  - 
Justicia*—  Venezuela.  Disposiciones  del  Có- 
digo penal  acerca  de  los  delitos  contra  su 
administración,  121;  Prohibición  de  ha- 
cerse justicia  por  sí  mismo,  126.— Hondu- 
ras. Su  administración,  346.— Véase  «Ad- 
ministración de >  y  «Tribunales». 

Justificaciones*  —  Venezuela.  Procedimiento 
para  la§»de  perpetua  memoria,  68. 


Langosta*—  Argentina.  Medidas  para  su  ex- 
tinción, 431;  Ley  complementaria,  435. 


Laudos.— Centro-América.  Fuerza  denlos 
dictados  en  cualquiera  de  los  Estados  sig- 

v  natarios  del  Tratado  cou  Guatemala  y 
Costa  Rica,  339. 

Legalización *~  Centro*  América.  Disposicio- 
nes del  Tratado  con  Qua témala  y  Costa 
Rica  sobre  la  de  documentos  mercantiles, 
página  333. 

Legítima  defensa.  -  Venezuela.  De  ésta  en 
relación  á  la  impntabilidad,  108. 

Lesiones*  —  Brasil.  Penalidad  de  este  delito 
según  el  Código  penal  de  la  Armada,  552. 
—  Venezuela.  Penalidad  del  mismo,  139. 

Letras.  —  Venezuela.  Organización  de  la  res- 
pectiva Facultad  en  las  Universidades  de 
la  República,  83. 

Letras  de  cambio*— Centro- América.  Dispo- 
siciones^ del  Tratado  con  Guatemala  f 
Costa  Rica  sobre  las  mismas,  332. 

Leyes.— México.  A  quiénes  corresponde  su 
iniciativa,  279;  Fórmula  de 'expedición, 
285.  -Véase  clnstrucción  pública». 

Ley  penal.—  Venezuela.  Su  aplicación,  97. 

Liberación  de  prisioneros*—  Brasil.  Con- 
cepto y  penalidad  de  este  delito  según  el 
Código  penal  de  la  Armada,  547. — Véase 
«Responsabilidad  fispal». 

Libertad*  —  Venezuela.  Delitos  contra  las  li- 
bertades políticas,  113;  ídem  contra  la  de 
cultos,  113;  ídem  contra  la  individual,  114; 
ídem  contra  la  del  secreto,  1 15;  ídem  con- 
tra la  del  trabajo,  1 16. 

Libros* — Salvador.  Reposición  de  los  del 
Registro  de  la  propiedad  raíz  é  hipotecas> 
pág.  383. 

Licencias.—  Chile.  De  los  funcionarios  con- 
sulares, 451. — Honduras.  De  los  funciona- 
rios judiciales,  854.—  Venezuela.  Para  con- 
traer matrimonio,  65;  Penalidad  de  las 
falsedades-cometidas  en  ellas,  129. 

Límites. — Véase  «Tratados». 

Liquidación* — Dominicana.  De  loa  derechos 
de  aduana  y  puerto,  315. 

Listas*—  Venezuela.  Formación  de  las  del 
Jurado,  199. 

Litispendencla.  —  Venezuela.  De  esta  excep- 
ción dilatoria  en  el  juicio  ordinario,  24. 

Lotería  nacional*—  Paraguay.  Reglamenta- 
ción de  la  misma,  611. 

M 

Magistrados.—  Honduras.  Su  nombramien- 
to, instalación  y  subrogación,  pág.  352. 

Magistratura.  —  Véase  c Extranjero». 

Mandatos*-  -Argén tina.  Su  registro,  434. 

Manifiestos.  —  Dominicana.  Preceptos  de  la 
Ley  de  Aduanas  y  puertos  sobre  ellos,  310. 

Marcas  de  fábrica.— Bolivia.  Reglamenta- 
ción de  la  ley  general,  623.— -México.  Mo- 
dificaciones introducidas  en  la  legislación 
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vigente,  21 4,-*- Venezuela.  Penalidad  de  en 
falsificación  t  Iü8. 

Marina-  —  Brasil.  Código  penal  de  la  Armn- 
da,  537.  — -  Chile.  Reglamento  de  la  Escuela 
naval,  440;  Deberes,  de  Jos  Cónsules  res- 
peído  de  la  guerra,  467;  ídem  ÜOH  relación 
á  la  mercante,  457,  —  Dominicana.  Régi- 
men de  las  cinnaudarn íhh  de  puertos  de  Ju 
República,  2 07.  —  Véase  *  Ejército»  y  < Es- 
tado Mayor». 

Materia.  -  Venezuela.  Determi nación  da  la 
competencia  [>or  razón  de  la  misma  en  et 
Procedimiento  civil,  9 

Matrimonio,  Centro* América,  üisposí do- 
nes del  Tratado  con  Guatemala  y  Costa 
Rica,  sobre  la  ley  por  que  bu  de  regirse 
esta  institución,  3ítR. — Perú.  Ley  del  tm- 
trimotiío  dviít492  — Venezuela  Procedí* 
míenlos  civiles  relativos  ni  mismo,  43. — 
Véase  *  Licencia». 

Medicina.  —  México.  Ley  ele  enseñanza  pro- 
fesional para  la  escuela  nacional  respecti- 
va,  268,  —  Venezuela.  Organización  de  la 
respetiva  facultad  en  las  Universidades 
de  la  República,  8M. 

"Médicos-  -  Bolivia  Atribuciones  y  deberes 
de  los  de  cárceles,  531. 

Medidas.  -  Venezuela.  Penalidad  det  uso  ilí- 
cito du  lan  mismas,  ]54b 

Al  enílit  ddad,  -  Venezuela.  Penalidad  de  esta 
fflll  ■!.  149. 

Mendigos-  -  Salvador.  Su  incapacidad  para 
el  desempeño  de  carpos  concejiles,  40J. 

Menores  de  edad.  -  Véase  t Corrupción!  y 
«Prostitución*. 

México.  —  Principales  íeyes  v  decretos  pu- 
blicados en  1897,  209;  Prórroga  del  Tra- 
tado de  límites  con  los  Estados  Unido», 
pag.  ñih. 

Miedo.—  Wiicsucto.  i)e  este  en  relación  con 
la  uuputahikidadk  103. 

IHHita rea.  Saluaatrr.  Sn  incapacidad  para 
el  dése icpe ño  de  caraos  concejiles,  40 1 . 

Miüfts.  — Jf¿ri>n.  rrnpuefttn  sobre  las  mía 
mas  durante  el  ejercicio  de  1897*98,  233, 
—  Venezuela.  Orgniti ¿ación  de  la  respecti- 
va escuela,  87. 

Ministerio  público.  —  Brasil.  Su  nrgan ila- 
ción y  competencia,  687.—  Honduras.  Su 
organización,  363;  Etna  atribuciones,  363; 
Unidad  y  dependencia  del  mismo,  364,-- 
Venezuela  Hn  intervención  en  el  procedí - 
miei do  penal,  170  y  1B7. 

Ministros, —  Véase  *  Abusos*. 

Moneda ,  —  Argentina,  Renovación  parcial 
de  la  fiduciaria  en  circulación,  433r— Pa- 
raguay. Curan  legal  del  papel  moneda,  511. 
-Perú.  Ac.nfíadón  de  la  de  plata,  4RB,  - 
Venezuela.  —  Penalidad  de  su  falsificación, 
127;  Fallaa  concernientes  á  las  mismas, 
148.-^ Véase  (Importación*. 


Monopolio.— Bol iv ia.  De  la  fabricación  t 

venta  de  fósforos,  535, — Hondura*.  Abe- 
lición  del  establecido  sobre  los  tabaco*. 
pág.  341, 

Monumento»  arqueológicos.  —  México.  Lev 
general,  220. 

Mortuoria  a. — Colombia.  Reglamentación  y 
recaudación  del  impuesto  sobre  loa  mis 
mas,  498. 

Motín.— Brasil.  Concepto  y  penalidad  de 
este  delito  según  el  Código  penal  de  la 
Armada,  546, 

Muellaje*  -Cost a  fíica.  Exención  de  esto» 
derechos  á  los  artículos  que  se  expresan, 
pág.  422. 

Muerte.  —  Venezuela. — Manera  de  averiguar 
y  comprobar  el  cuerpo  del  delito  eo  caá 
de  ella,  162. 

Mujer*  —  Venezuela.  Autorizaciones  á  la  ca- 
sada, 66. 

Municipios.  —  Brasil,  Ley  Orgánica  munici- 
pal del  distrito  federal,  566.  -Salvad** 
Ley  del  ramo  municipal,  3S4« 

Mu*ee§,—  Venezuela.  Disposiciones  del  Có- 
digo de  Instrucción  pública  aplicables  á 
ellos,  89. 

N 

Nación.  —  Venezuela.  Delitos  contra  su  inde 
pendencia  y  seguridad,  pág.  111. 

Nacionalidad.  —  M éx  ico .  J  u  i  ci  os  sobre  la 
materia,  24*.  -  Véase*  (Buojiee». 

Naurrog-lo*.  —  Dominicana.  Disposiciones 
d*  la  J^y  de  Aduanas  y  puertos  sobre  los 
miamos,  3 1 8.— México.  Procedí  m  ien  tos  Ú- 
viles  relativos  á  ellos,  248. 

Navegación.— Brasil.  Reglamentación  de  1» 
de  cabotaje,  57?.— Centro -América.  Dispo- 
siciones del  Tratado  con  Guatemala  y 
Costa  Rica  sobre  la  de  las  naciones  ribe 
reñas,  332.  —  Véase  «Canales»  y  «Pa- 
tentes*. 

nombramiento,  —  Chile.  He  íos  Cónsules, 
449.  -  Hondura».  De  Jueces  y  Magiatra- 
d  os ,  3  ñ  9 .  -  Ve  n  ezucla.  D  e  d  e  pos  i  t  ar  i  os  de 
los  bienes  embargados  para  ejecución  de 
sentencias  en  lo  civil,  49,  Oposición  y  pre- 
ferencia en  los  de  lutoresy  curadores,  49. 
Decuradur  para  la  herencia  yacente,  67* 

Notario*.  —  Honduras.  Disposiciones  de  la 
Lev  Orgánica  judicial  relativas  á  elIotT 
pág.  367. 

Notificaciones.— Centro* A  mériea.  Reg  las  so 
bre  su  práctica  establecidas  por  el  Trata- 
do con  Guatemala  y  Costa  Rica,  339. 

nulidades.  —  Venezuela.  De  la  causa  en  el 
enjuiciamiento  criminal,  I  TV. 
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Obligaciones.— México.  Reglas  á  que  ba  de 
sujetarse  la  emisión  de  las  de  empresas  y 
sociedades,  262. 

Obras  públicas.— Bolivia.  Reglamentación 
de  la  Administración  general  del  ramo, 
pág.  518. 

Obser  Tato  ríos. —  Venezuela.  Disposiciones 
del  Código  de  Instrucción  pública  aplica- 
ble» á  ellos,  89. 

Ocultación.—  Venezuela.  Concepto  y  pena- 
lidad de  este  delito,  145. 

Oficio. —  Venezuela.  Procedimiento  criminal 
de  esta  clase,  159. 

Oficios.  — Véase  « Escuelas >  é  < Instrucción 
pública». 

Oposición.  —  Venezuela.  Procedimiento  apli- 
cable á  la  del  matrimonio,  48;  Al  nombra- 
miento de  tutores  y  curadores,  49;  A  la 
partición  ó  á  los  pagos  en  las  sucesiones 
hereditarias.  50. -Véase  «Embargo>. 

Orden. — Brasil.  Delitos  contra  el  económi- 
co y  el  administrativo  militar  de  la  marina 
de  guerra,  554. 

Orden  público. —  Venezuela.  Disposiciones 
del  Código  penal  relativas  á  los  delitos 
contra  el  mismo,  126;  Penalidad  de  las 
faltas  respectivas,  147. 

Organización.— Brasil.  Ley  orgánica  muni- 
cipal del  distrito  federal,  566;  ídem  ídem 
del  Tribunal  Supremo  militar,  575;  De  las 
asociaciones  fundadas  para  fines  religio- 
sos, morales,  científicos,  artísticos,  políti- 
cos ó  de  simple  recreo  en  los  términos  de 
la  Constitución  política  de  la  República, 
577;  Ley  complementaria  de  la  judicial 
federal,  580.  —  Honduras.  De  los  Tribuna- 
les de  justicia,!346;  Del  ministerio  público, 
J>63. — México.  De  la  enseñanza  preparato- 
ria en  el  distrito  federal,  259;  De  la  ense- 
ñanza profesional  en  la  Escuela  nacional 
de  jurisprudencia,  265;  De  los  estableci- 
mientos penales  del  distrito  federal,  267; 
De  la  enseñanza  profesional  en  la  Escuela 
Nacional  de  medicina,  268;  De  la  Escuela 
Nacional  de  Bellas  Artes,  270.—  Venezue- 
la. De  la  instrucción  primaria,  74;  De  los 
colegios  de  varones,  79;  De  las  Universi- 
dades, 82;  De  las  facultades  de  ciencias 
eclesiásticas,  políticas,  médicas,  exactas, 
Filosofía  y  Letras  y  Farmacia,  88;  Pena- 
lidad de  la  ilegítima  de  Cuerpos  armados 
para  la  guerra  civil,  126.— Véase  t  Admi- 
nistración de  justicia»  y  «Tribunales». 
Oro.— México.  Impuestos  y  derechos  sobre 
el  mismo,  224. 


Padre.— Véase  <  Autorizaciones». 


Pagarés  á  la  orden.  —  Centro-América.  Dis- 
posiciones del  Tratado  con  Guatemala  y 
Costa  Rica  sobre  los  mismos,  S32. 

Paquetes  postales.— Honduras.  Recargo  de 
los  derechos  de  Aduanas  sobre  los  mis- 
mos, 369. 

Paraguay. —  Principales  leyes  y  decretos 
publicados  en  1897,  509. 

Partes.— Venezuela.  Preceptos  del  Código 
de  procedimiento  civil  relativos  á  ellas,  7. 

Partición. —  Venezuela.  En  las  sucesiones 
hereditarias,  51. 

Pasaportes.—  Venezuela.  Penalidad  de  las 
falsedades  cometidas  en  ellos,  129. 

Patentes. — Dominicana.  Ley  general,  294; 
De  nacionalidad  de  buques,  325. — México. 
De  navegación  durante  el  ejercicio  de 
1897  98,232;  De  invención,  233;  Juicios 
sobre  la  materia,  250c — Véase  < Hacienda 
pública»  y  «Propiedad  industrial». 

Paternidad.— Centro- A mérica.  Prohibición 
de  la  investigación  de  la  ilegítima  adop- 
tada por  el  Tratado  con  Guatemala  y  Cos- 
ta Rica,  338. 

Patria.  —  Brasil.  Delitos  contra  la  misma 
según  el  Código  penal  de  la  Armada,  543. 
—  Venezuela.  ídem  id.  según  el  Código 
penal  común,  110. 

Patria  potestad. — Centro -América.  Ley  por 
que  se  rige  según  el  Tratado  con  Guate- 
mala y  Costa  Rica,  338.—  Venezuela.  Pro- 
cedimiento para  la  suspensión  de  la  mis- 
ma, 50. 

Paz.— Véase  c Ejército». 

Peculado.  —  Venezuela.  Disposiciones  del 
Código  penal  acerca  de  este  delito,  116. 

Peligros.  —  Venezuela.  Modo  de  averiguar  y 
comprobar  el  cuerpo  del  delito  en  ellos, 
pág.  164. 

Penalidad.— Dominicana.  De  las  faltas  co- 
metidas en  materia  de  aduanas  y  puertos, 
320.— Guatemala.  En  materia  de  elección 
de  Diputados  á  la  Asamblea  constituyen- 
te, 409.  — Peni.  En  materia  electoral,  486; 
De  los  delitos  de  exacción,  490;  Del  robo, 
491. —  Venezuela.  Sistema  establecido  por 
el  nuevo  Código,  98.  — Véase  «Delitos». 

Penas.  —  Venezuela.  Procedimiento  para 
otorgar  su  conmutación  ó  rebaja,  184. 

Peones.  —Bolivia.  Reglamentación  de  su 
enganche,  621. 

Pérdida.— Brasil.  De  títulos  al  portador, 
676.  —  Venezuela.  Procedimiento  en  el 
caso  de  la  total  ó  parcial  de  los  procesos, 
pág.  184. 

Perdón. —  Venezuela.  Sus  efectos  con  rela- 
ción á  la  responsabilidad  penal,  108. 

Perencion.—  Venezuela.  Preceptos  del  Có- 
digo de  Procedimiento  civil  sobre  la  ma- 
teria, 20. 

Peritos. —  Venezuela.  Disposiciones  del  Có- 
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digo  de  Procedimiento  civil  sobre  el  j  ni  rio 
de  expertos,  32;  Derechos  de  los  miemos 
por  su  intervención  en  el  procedimiento 
civil,  70;  Disposiciones  del  Código  de  En- 
juiciamiento criminal  acerca  del  informe 
pericial,  166;  Su  intervención  en  el  enjui- 
ciamiento criminal ,  176. 

Permuta.  —  Guatemala,,  Restablecimiento 
del  impuesto  sobre  la  de  inmuebles,  412. 

Personas.—  Chile.  Deberes  de  los  Cónsules 
respecto  de  los  chilenos,  453.  -  Venezuela. 
Penalidad  de  los  delitos  contra  las  mis- 
mas, 138.— Véase  (Depósito*. 

Perú. — Principales  leyes  y  decretos  publi- 
cados en  1897,  47tí;  Tratado  de  comercio  y 
navegación  con  los  Estados  Unidos  del 
Brasil,  557. 

Pesas. —  Venezuela,  Penalidad  del  uso  ilí- 
cito de  ellas,  154. 

Pescantes  hidráulico».  —  Véase  «luí pues- 
tos >. 

Plata.  -México.  Impuestos  y  derechos  so- 
bre la  misma,  224.  —  Véase  *  Importa- 
ción*. 

Plazo.—  Venezuela.  Del  incumplimiento  de 
éste  como  excepción  dilatoria  en  el  juicio 
ordinario,  24. 

Plenario.  —  Venezuela.  Disposiciones  del 
Código  de  Enjuiciamiento  criminal  acerca 
del  mismo,  170, 

Población. — Argentina,  Censo  de  la  misma 
pág.  433. 

Poblaciones.—  Salvador.  Erección  y  extin- 
ción de  laB  mismas,  384. 

Pobreza. — Véase  i  Defensa  de  pobres». 

Poder.  —  Venezuela.  Forma  del  otorgado 
para  litigar,  7. 

Poderes. —  Venezuela,  Delitos  contra  los  na- 
cionales y  de  los  Estados,  11  L 

Poder  judicial.— Vértse  «Tribunales» . 

Poder  legislativo.-  Bolivin.  Dietas  y  viáti- 
cos de  Senadores  y  Diputados,  635.  —  Gua- 
témala.  Reglamento  para  la  elección  de 
Diputados  á  la  Asamblea  constituyente, 
408. — México.  Reglamento  para  el  go- 
bierno interior  del  Congreso  general,  274. 
—Paraguay.  Creación  de  un  distintivo 
para  los  miembros  del  Congreso  nacional, 
página  509. 

Posesión.—  Boliria.  Toma  de  i  a  de  cargos 
públicos,  520.  — México,  Juicio  sobre  la 
interina,  247.— Venezuela.  Penalidad  de 
la  injustificada  de  objetos  ó  valores,  153, 

Practicaje. — México.  De  este  derecbo  sobre 
el  comercio  exterior  durante  el  ejercicio 
de  1897-98,  23^ 

Prácticos.  —  Venezuela.  Derechos  de  los 
mismos  por  su  intervención  en  el  proce- 
dimiento civil,  70, 

Preferencia.—  Venezuela,  En  los  nombra- 
mientos de  tutores  y  curadores,  49. 


Preguntas. —  Venezuela.  Cuáles  deben  diri- 
girse al  Jurado,  J94, 

Prenda.—  Venezuela.  Pensil  dad  de  la  falta 
de  precauciones  en  las  operaciones  dé 
esta  clase,  154, 

PrerrogutlTaa-— Chile.  De  los  funcionarios 
con  su  1  ares  ,  452. 

Prescripción.  —  Brasil.  La  del  delito  y  de 
la  pena,  segóu  el  Código  penal  de  la  af- 
iliada, 643.  —  Centro- ■  América,  Ley  pe* 
que  ae  rige  la  extintiva  de  acciones  per* 
señales  y  reales  y  la  adquisitiva  de  bie- 
nes muebles  é  inmuebles,  según  el  Trata- 
do con  Guatemala  y  Costa  Rica,  33S.— 
Venezuela.  Ue  la  acción  penal,  1  08;  De  li 
pena,  108. 

Presidente  de  la  República.—  Venezuela 
Procedimiento  en  los  juicios  contra,  el 
misino,  ISO. 

Presidiarios. — Perú,  Distribución  de  tus 
ahorros,  489, 

Presunciones.  —  Venezuela.  De  éataa  en  e 
Enjuiciamiento  criminal,  176. 

Presupuestos.— Argentina.  General  de  gas- 
tos y  cálculo  de  recursos  para  1697,  130. 
— Solivia.  Municipales,  621,—  Brasil.  Ge- 
nerales del  Estado  para  1892,  600,—  OfcúV 
Para  1897,  441.  —  Costa  Rica,  Paralft9T-*S. 
422.—  Guatemala.  Para  1807-98,  413L— 
México.  De  egieeos  para  1897-9$,  229;  De 
ingresos  para  ídem,  232. — Salvador,  Par» 
1897,404. 

Prevaricación,  —  Venezuela,  Disposiciones 
del  Código  penal  referentes  á  la  misma 
pág.  123. 

Privilegios  de  iiiTeiiciOJi.  —  Véase  < Pro- 
piedad industrial». 

Procedimiento*™  Dominicana,  En  Las  can- 
sas ile  divorcio,  289. — México,  Para  la  ex- 
tradición de  malhechores,  227.  —  Vea?* 
*  Código  de  Procedimiento  criminal »,  Có- 
digo de  Procedimiento  penal*  T  *  Código 
de  Procedimientos  federales*. 

Procedimientos  especiales.  —  Venezuela 
Disposiciones  del  Código  de  Enjuicia* 
miento  criminal  acerca  de  los  miemos,  i £0 

Procesos-  —  Ven e zuela .  Proced í  m  í e n to  en  ca- 
no de  pérdida  ó  destrucción  total  ó  par- 
cial de  loa  mismos,  184H 

P  r 0  cu  r ad  o  res -  —  Hondu  ra  s.  Di  s  posi  cí  on  es 
de  La  Ley  Orgánica  judicial  referentes  ¿ 
ellos,  367, 

Propiedad-  —  Chile.— Deberes  de  los  Cónsu- 
les respecto  á  la  de  sus  nacionales,  453, 
—  Dominicana.  Cómo  se  com prueba  'a 
de  buques,  324,  —  México.  A  quién  co 
rrespoude  La  de  los  monumentos  arqueo- 
lógicos, 226,  —  Salvador;  Ley  del  Regi* 
tro  de  la  raíz  é  hipotecas,  380,  —  Vtnr- 
zueta.  Penalidad  de  los  delitos  contra  la 
misma,  U3;  Penalidad  délas  contraTSa- 
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ciones  relativas  á  la  protección  pública  de 
ella,  163. 
Propiedad  artística.— Véase  «Tratados». 
Propiedad  industrial.— Italuna.  Reglamen- 
tación de  la  ley  de  marcas  de  fábrica,  623. 
— Estados  Unidos.  Revisión  y  modifica- 
ción de  los  Estatutos  relativos  á  loe  pri- 
vilegios de  invención,  614;  Determinación 
de  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  de 
círculo  en  materia  de  usurpación  de  pa- 
tentes, 616. —  Guatemala.  Convenio  con 
Francia  para  la  garantía  recíproca  de  la 
misma,  414.— México.  Modificaciones  in- 
troducidas en  la  legislación  vigente  sobre 
marcas  de  fábrica,  274.  —  Véase  «Tra- 
tados». 

Propiedad  intelectual.—  Estados  Unidos. 
Protección  de  los  derechos  de  autor,  613 
y  616. — Guatemala.  Convenio  con  Fran- 
cia para  la  recíproca  garantía  de  las  obras 
de  arte  y  de  ingenio,  414. 

Propiedad  literaria. —  Véase  «Tratados». 

FroMtuctón*— Venezuela.  Penalidad  de  la 
de  menores,  134. 

Protesta.  —  Centro-América.  Disposiciones 
del  Tratado  con  Guatemala  y  Costa  Rica 
sobre  la  forma  de  la  de  las  letras  de  cam- 
bio, 882. 

Protocolo.— Véase  «Tratados». 

Protntor. —  Venezuela.  Procedimientos  civi- 
les en  que  interviene,  66. 

Proyectos  de  ley.— México.  Reglas  para  su 
revisión  por  el  Congreso  general,  283. 

Pruebas.— Centro- América.  Leyes  porque  se 
rige  la  admisión,  apreciación  y  efectos 
de  las  mismas,  según  el  Tratado  con 
Guatemala  y  Costa  Rica,  339.— Colombia. 
Disposiciones  de  la  reforma  judicial  sobre 
las  mismas,  604.—  Venezuela.  Apertura  del 
término  probatorio  en  el  juicio  ordinario, 
27;  Confesión,  29;  Juramento  decisorio, 
30;  Documentos,  80;  Juicio  de  expertos,  32; 
Reconocimiento  judicial,  33;  Testigos,  33; 
De  éstas  en  el  enjuiciamiento  criminal, 
173;  Confesión,  174;  Inspección  ocular, 
174;  Testigos,  facultativos,  peritos  y  otros 
reconocimientos,  176;  Documentos,  176; 
Indicios  y  presunciones,  176. 

Pnertos.— Dominicana.  Régimen  de  las  co- 
mandancias de  los  de  la  República,  297; 
Ley  general,  302.—  México.  Derechos  de 
puerto  sobre  el  comercio  exterior  durante 
el  ejercicio  de  1897-98,  232. 

Q 

Quebrantamiento. —  Venezuela.  Penalidad 

del  de  condena,  pág.  124. 
Quiebra.  —  Centro-América.  Disposiciones 

del  Tratado  con  Guatemala  y  Costa  Rica 


sobre  la  materia,  888.—  Venezuela.  Dispo- 
siciones del  Código  penal,  sobre  la  mis- 
ma, 131. 

R 

Rapiña.—  Venezuela.  Penalidad  de  este  de- 
lito, pág.  144. 

Rapto.—  Venezuela.  Penalidad  de  este  deli- 
to, 136. 

Recaladas.— Dominicana.  Disposiciones  de 
la  Ley  de  Aduanas  y  puertos  sobre  las 
mismas,  318. 

Recaudación.— Colombia.  Del  impuesto  so- 
bre mortuorias  y  donaciones,  498. — Véase 
«Aduanas». 

Receptores  judiciales.— Honduras.  Dispo- 
siciones de  la  Ley  orgánica  de  Tribunales 
relativas  á  estos  funcionarios,  366. 

Reconocimiento.—  Dominicana.  De  las  mer- 
cancías en  las  Aduanas,  312. — Perú.  Mé- 
dico de  inválidos,  490.—  Venezuela.  Del 
judicial  como  medio  de  prueba  en  el 
procedimiento  civil,  38. — Véase  «Testa- 
mento». 

Reconvención .—  Venezuela.  De  ésta  en  el 
juicio  ordinario,  24. 

Rectificación.— Salvador.  De  los  asientos 
del  Registro  de  la  propiedad  é  hipotecas, 
383. —  Venezuela.  Procedimiento  para  la  de 
las  actas  del  estado  civil,  60. 

Recusación.— Honduras.  De  Jueces  y  Ma- 
gistrados, 362.-»-  Venezuela.  De  Jueces  y 
otros  funcionarios  de  la  Administración 
de  justicia  en  lo  civil,  12;  De  éstos  en 
el  procedimiento  penal,  167;  De  jurados, 
pág.  192. 

Recursos.— Brasil.  Disposiciones  de  la  re- 
forma judicial  relativas  á  ellos,  591.— 
—  Centro-América.  Cuándo  procede  el  de 
amparo  según  el  Tratado  con  Guatemala 
y  Costa  Rica,  339;  ídem  el  extraordinario 
de  revisión  ídem  id.,  340.— Colombia.  Re- 
forma de  las  disposiciones  vigentes  sobre 
el  de  casación,  501;  ídem  id.  sobre  el  de 
apelación,  608.—  Venezuela.  De  apelación 
en  lo  civil,  18;  Segunda  instancia,  38;  Ter- 
cera instancia,  38;  Recurso  de  casación, 
89;  De  fuerza,  61;  De  queja  para  hacer 
efectiva  la  responsabilidad  civil  de  los 
Jueces  en  materia  civil,  61;  De  hecho  en 
el  enjuiciamiento  criminal,  178;  De  casa- 
ción, 188;  Contra  el  veredicto  del  Jurado, 
pág.  197. 

Red. — Argentina.  De  ferrocarriles  y  canales 
de  navegación  en  los  territorios  naciona- 
les, 436. 

Regidores. — Salvador.  Disposiciones  de  la 
ley  del  ramo  municipal  relativas  á  ellos, 
pág.  899. 
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Régimen  municipal.  Salvador.  Lev  del  ra- 
mo. 384. 

Registradores.— Salvador,  Atribuciones  y 
deberes  de  los  de  la  propiedad  raíz  é  hi- 
potecas, 382;  Su  arancel,  384. 

Registro.— Argentina.  De  manda  toe,  434.— 
Chile.  Electoral,  4*9,  -Salvador,  Ley  del 
de  la  propiedad  raíz  é  hipotecas,  374;  Re- 
glamento para  su  ejecución,  380. 

Reincidencia.  —  Venezuela,    Disposiciones 

'    del  Código  penal  snlire.  la  materia,  106. 

Remate. —  Venezuela.  Redas  del  mismo,  44. 

Remoción.—  Venezuela.  Procedimiento  para 
la  de  tutores  y  curadores,  60. 

Rentas. —  Venezuela.  De  instrucción  publica, 
94.— Salvador.  Determinación  de  las  mu- 
nicipales, 392;  Recaudación,  393;  Inver- 
sión, 397.  — Véase  ■  Demanda*. 

Reos. —  Venezuela,  Audiencia  de  loa  mismos, 
172;  Sn  extradición,  18*, 

Reposición. — Salvador.  De  los  libros  del  Re- 
gistro  de  la  propiedad  raíz  é  hipotecas, 
383.—  Venezuela.  De  Ib  causa  ©u  el  proce- 
dimiento penal,  179. 

Representantes. — Véase  -  Extranjeros. 

Resistencia.—  Brauil.  Concepto  y  penalidad 
de  este  delito  sc^ún  el  Código  penal  déla 
Armada,  647  —  Venezuela.  Penalidad  de  la 
cometida  contra  la  autoridad,  i  19, 

Responsabilidad.  —  Brasil.  Procedimiento 
para  hacer  efectiva  la  del  Presidente  de  la 
República,  560;  Delitos  cometidos  por  éste 
en  el  ejercicio  de  su  cargo,  563. — México. 
En  los  juicios  de  amparo,  257.  —  Venezuela. 
Procedimiento  en  loa  juicios  de  responsa- 
bilidad de  que  conocen  los  Tribunales-  or- 
dinarios, 181. 

Responsabilidad  el\ I I.— México.  De  los  in- 
dividuos de  los  Consejos  de  administra- 
ción de  las  instituciones  de  crédito,  222.  - 
Venezuela.  Queja  para  hacer  efectiva  la 
de  los  Jueces  en  materia  civil»  61.  —  Véase 
«Responsabilidad  judicial s. 

Responsabilidad  crimina].  -Bratil.  De  es- 
ta y  de  las  causa**  que  dirimen  la  crimina* 
lidad  y  justifican  los  delitos  según  el  Có- 
digo penal  de  la  Armada,  ü39. 

Responsabilidad  fiscal,  —  IfY xico.  Estampi- 
lla para  su   libera,  mu,  333. 

Responsabilidad  yuúMaL-Ifondurm.  Res^ 
ponsabi lidad  crimina)  de  Jueces  y  Magia ■ 
trados,  355;  Responsabilidad  civil  de  los 
mismos,  355. 

Responsabilidad  penal.— México.  De  loa 
que  deterioren  ó  destruyan  monumentos 
arqueológicos,  2! 

Ret reactividad.—  Venezuela.  De  las  leyes 
penales,  97. 

Revisión.—  México.  De  loa  proyectos  de  ley 
por  el  Congreso  general,  283,—  Venezuela,. 
Reglas  del  Código  de  Enjuiciamiento  cri- 


minal acerca  del  sumario,  170.  DenS- 
reciuso  contra  el  veredicto  del  J arado,  1*7. 
— Véase  «Censo*, 
Robo.—  Brasil.  Penalidad  de  este  delito» 
gnu  el  Código  penal  de  la  Armada,  &51 
De  títulos  al  portador,  576.  Su  penalidad 
491.-  Venezuela.  Penalidad  de  este  deli- 
to, 143;  Manera  de  averiguar  y  comprobar 
el  cuerpo  del  delito  en  este  caso,  164, 


Salubridad  pública.—  Venezuela,  Penalidad 
de  loa  delito»  contra   la   misma,  p¿g.  133, 

Salvador.  —  Principales  leyes  y  decretos  pu- 
blicadas en  1897,  37 U 

Saneamiento*  —  Venezuela^  De  la  r espedirá 
citación  en  el  juicio  ordinario,  24  y  *¿í. 

Sanidad»  — Af<í.rifo.  Derechos  de  esta  elote 
sobre  el  comercio  exterior,  i) tirante  el 
ejercicio  de  1897-98,  232.  — Véase  tiro- 
puestoa». 

Sec reta r  I  u  s  judiciales.-  Son du ra*.  Dia po- 
eicíones  de  la.  Ley  orgánica  de  Tribu  ríale* 
relativas  a  los  mismos,  365.—  Venetuein. 
Derecboa  de  arancel  de  los  de  los  Triba 
nales,  70. 

Secretarios  ni  ti  n  l  c  I  p  n  le  s  -  —  St  1 1  va  flor .  I>:  * 
posiciones  de  la  ley  del  ramo  Aplicables  * 
ellos,  399, 

Secreto.  -  Venezuela.—  Delitos  contra  la  li- 
bertad del  mismo,  115. 

Secuestro.  —  T  enrzuela.  De  éste  como  medi- 
da precautelad  va  en  el  procedimiento  ci- 
vil, 34. 

Sedición*—  Brasil.  Concepto  y  penalidad  d* 
este  delito  según  el  Código  penal  de  La 
Armada,  545. 

Segunda  i  sn  tunela.—  Venezuela.  Diepositio 
nes  del  Código  de  procedimiento  civil  re- 
lativas  a  la  misma,  38. 

Seguridad.  —  Brasil  Delitos  contra  la  in- 
terior de  la  República  según  el  Código 
penal  de  la  Armada,  545;  ídem  id.  contra 
Ja  de  las  personas,  552.—  Venezuela.  Pena- 
lidad de  los  delitos  contra  la  dr-  los  me- 
dios de  transporte  y  comunicación,  1SJ* 
—  Véase  ¿Abandono»  y  *?íacióui. 

Seguridad  pública.  Venezuela.  Penalidad 
de  laH  contravenciones  relativas  á  Ja  mis- 
ma, 150. 

Seguros.  —  Centra- América.  Disposiciones 
del  Traiado  con  Guatemala  y  Costa  Rica 
sobre  Ioh  mismos,  33*2. 

Sellos  i  -  Venezuela.  Penalidad  de  sn  altera- 
ción, 120;  ídem  de  su  falsificación,  123. 

Sello  y  timbre.— Argentina.  Ley  del  papel 
sellado,  424. 

Se  u  te  n  c  1  as .  —  Centro*  A  menea .  F  aers  a  de  las 
dictadas  en  cualquiera  de  los  Estados  síg- 
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n  atar  ios  del  Tratado  con  Guatemala  y 
Goata  Rica,  839. — Colombia.  Preceptos  de 
la  reforma  judicial  relativos  á  ellas,  504. 
— México.  De  las  dictadas  por  la  Suprema 
Corte  en  el  juicio  de  amparo,  256;  Eje- 
cución de  las  dictadas  en  los  juicios  de 
amparo,  267.  —  Salvador.  Su  inscripción 
en  el  Registro  de  la  propiedad  raíz  é  hi- 
potecas, 374.  —  Venezuela.  Preceptos  del 
Código  de  Procedimiento  civil  sobre  las 
mismas,  17;  En  los  juicios  ordinarios, 
87;  Reglas  para  su  ejecución  en  el  Pro- 
cedimiento civil,  42;  De  éstas  en  el  en- 
juiciamiento criminal,  177.— Véase  «Eje- 
cución». 

Servicio  consolar. — Véase  «Cuerpo  con- 
sular». 

Servicios. —  Venezuela.  Penalidad  de  la  ne- 
gativa á  prestarlos  legal  mente  debidos, 
pág.  121. 

Sesiones*  —  México.  Del  Congreso  de  los 
Estados  Unidos,  277.— Salvador.  De  las 
municipalidades,  391. 

Sevicia. — Dominicana.  De  ésta  como  cau- 
sa de  divorcio,  287 .—  Venezuela.  Su  pena- 
lidad, 141. 

Síndicos.  —  Salvador.  Disposiciones  de  la 
ley  del  ramo  municipal  relativas  á  ellos, 
pág.  399. 

Simulación.— Venezuela.  Penalidad  de  la  de 
infracciones,  122. 

Sobreseimiento.  —  México.  Disposiciones 
del  Código  de  Procedimientos  federales 
sobre  la  materia,  255.— Venezuela.  Dispo- 
siciones del  Código  de  enjuiciamiento  cri- 
minal sobre  la  materia,  172. 

Sociedades.-  Brasil.  Consolidación  de  las 
disposiciones  legislativas  y  reglamenta- 
rias relativas  á  las  anónimas,  556. — Méxi- 
co. Reglas  á  que  ha  de  sujetarse  la  emi- 
sión de  obligaciones  por  las  mismas,  262. 
—  Véase  «Domicilio». 

Sordos. — Salvador.  Su  incapacidad  para  el 
desempeño  de  cargos  concejiles,  401. 

Sorteo.— Venezuela.  De  jurados,  192. 

Subrogación.—  Chile.  De  los  funcionarios 
consulares,  451. — Véase  cjueces»  y  «Ma- 
gistrados». 

Sucesiones. —  Centro- América,  Representa- 
ción de  la  de  los  extranjeros  según  el 
Tratado  con  Guatemala  y  Costa  Rica,  339. 
—México.  Impuestos  sobre  las  mismas  du- 
rante el  ejercicio  de  1897-98,  281. — Juicios 
sobre  la  materia,  248.—  Venezuela.  Proce- 
dimientos relativos  á  las  hereditarias, 
pág  50. 

Sueldos. — Chile.  De  los  funcionarios  consu- 
lares, 463. 

Sufragio.  —Honduras.  Reforma  de  la  ley 
electoral,  341.— Perú.  Quiénes  ejercen  este 
derecho,  476. 


Sumario.—  Venezuela.  Disposiciones  del  Có- 
digo de  enjuiciamiento  criminal  relativa» 
al  mismo,  158. 

Sumersión.— Venezuela.  Penalidad  de  este 
delito,  182. 

Suministros.— Colombia.  Ley  general,  495. 

Suplicatorios. — Centro- América.  Reglas  pa- 
ra su  cumplimiento  adoptadas  por  el  Tra- 
tado con  Guatemala  y  Costa  Rica,  339. 

Suposición. — Venezuela.  Penalidad  de  la  del 
valimiento  con  funcionarios  públicos,  121; 
Penalidad  de  la  del  estado  civil,  178. 

Supresión. — Venezuela.  Penalidad  de  la  del 
estado  civil,  138. 

Suspensión. — Venezuela.  Procedimiento  re- 
lativo á  la  del  matrimonio,  48;  De  la  patria 
potestad,  50. 

Sustanciaclon.— Venezuela.  Del  recurso  de 
casación,  189. 


Tabaco.— Costa  Rica.  Prórroga  de  la  prohi- 
bición de  su  introducción,  pág.  418.— Hon- 
duras. Abolición  del  monopolio  respecti- 
vo, 841. — México.  Impuesto  sobre  el  mis- 
mo durante  el  ejercicio  de  1897-98,  238. 
— Véase  «Impuestos». 

Tachas.— Venezuela.  De  los  testigos  en  el 
juicio  ordinario,  34. 

Tarifas. — Argentina.  Postales  y  telegráfi- 
cas, 425.—  Chile.  Consulares,  463.— Véase 
«Aduanas». 

Telégrafos.— Argentina.  Tarifas  telegráfi- 
cas, 425. 

Tentativa.  —  Venezuela.  Disposiciones  del 
Código  penal  sobre  la  materia,  104. 

Tercera  instancia. —Venezuela.  Disposicio- 
nes del  Código  de  Procedimiento  civil  re- 
lativas á  la  misma,  38. 

Tercerías.—  Venezuela.  De  éstas  en  el  juicio 
ordinario,  36. 

Terrenos.— México.  Cesión  gratuita  de  bal- 
díos y  nacionales,  240.— Salvador.  Des- 
amortización de  los  ejidales,  comunales 
y  baldíos,  371. 

Territorio.— Venezuela.  Determinación  de 
la  competencia  por  razón  del  mismo  en  el 
procedimiento  civil,  9. 

Testamentos. — Centro-América.  Disposicio- 
nes del  Tratado  con  Guatemala  y  Costa 
Rica  sobre  la  forma  de  los  mismos,  388. — 
Venezuela.  Procedimiento  para  su  apertu- 
ra y  reconocimiento,  67. 

Testigos.  —  Venezue la.  De  este  medio  de 
prueba  en  el  procedimiento  civil,  33;  De- 
claraciones, 33;  Tachas,  33;  Disposiciones 
del  Código  de  Enjuiciamiento  criminal 
acerca  de  su  examen,  166;  De  este  medio 
de  prueba  en  el  enjuiciamiento  crimi- 
nal, 175. 
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Testimonio* — Véase  t*Fa  (sedad  es  > . 

Timbre  del  Estado.  —Méx ico.  De  este  im- 
puesto durante  el  ejercicio  de  1897*98, 
233. — Salvador.  Reforma  de  la  ley  gene* 
ral,  403. 

Timbres  públicos,—  Venezuela.  Penalidad 
de  su  falsificación,  128. 

Títulos.— Salvador.  Cuáles  deben  inscribir- 
se en  el  Registro  de  la  propiedad  raíz, 
375.— Venezuela.  Penalidad  de  su  usur- 
pación, 118;  ídem  de  la  falsificación  de 
los  de  crédito  público,  127, 

Títulos  al  portador*  -  Brasil.  Robo,  extra- 
vio  y  destrucción  de  los  miemos,  576, 

Tonelaje.— México.  Derecho  de  esta  clase 
sobre  el  comercio  exterior  durante  el  ejer- 
cicio de  1897-98,  282. 

Trabajo.— Bolivia.  De  los  presos  y  reclusos, 
633.— Venezuela.  Delitos  contra  la  liber- 
tad del  mismo,  116. 

Traición.— Brasil.  Concepto  y  penalidad 
de  estos  delitos  según  el  Código  penal  de 
la  Armada,  644. 

Tráusito.— Dominicana.  Disposiciones  de 
la  Ley  de  Aduanas  y  puertos  sobre  este 
comercio,  318.— México.  Derechos  de  esta 
clase  sobre  el  comercio  exterior  para  e( 
ejercicio  de  1897-98,  232. 

Transporte.—  Venezuela.  Penalidad  de  los 
delitos  contra  la  seguridad  de  sus  me-, 
dios,  133. 

Tratados.— Argentina.  De  extradición  con 
Holanda,  436.— Bolivia.  Ratificación  de 
los  que  se  expresan,  634.— Brasil.  De  co- 
mercio y  navegación  con  el  Perú,  667. — 
Centro- América.  De  unión  con  Guatema- 
la y  Costa  Rica,  329;  Sobre  Derecho  mer- 
cantil con  ídem  id.,  332;  Sobre  Derecho 
penal  y  extradición  con  ídem  id.,  384;  So- 
bre propiedad  literaria,  artística  é  indus- 
trial con  ídem  id.,  336;  Sobre  Derecho  ci- 
vil con  ídem  id.,  337 — Sobre  Derecho  pro- 
cesal con  ídem  id.,  339.—  Chile.  De  extra- 
dición con  España,  446;  Tratado  con  In- 
glaterra para  el  cambio  de  encomiendas 
postales,  466.— Colombia.  Acta  de  canje 
del  Tratado  de  límites  con  Costa  Rica, 
608.— Costa  Rica.  Denuncia  de  los  de 
amistad,  navegación  y  comercio  con  Ale- 
mania, Bélgica  é  Inglaterra,  417;  Tratado 
de  límites  con  Colombia,  417.— Estados 
Unidos.  Prórroga  del  Tratado  de  límites 
con  México,  616. — Guatemala.  De  extra- 
dición con  España,  407;  Aprobación  del 
de  Unión  centro-americana,  407;  Ley  de 
ratificación  del  mismo,  413;  Aprobación 
de  los  de  Derecho  civil,  mercantil,  proce- 
sal, penal  y  extradición  y  propiedad  lite- 
raria, artística  ó  industrial,  celebrados 
con  Costa  Rica  y  la  República  Mayor  de 
Centro-América ,    414;    Convención    con 


Francia  sobre  propiedad  industrial,  411; 
ídem  íd\  para  Ja  recíproca  garantía  de  las 
obrue  de  arte  y  de  ingenio,  41 4*  —  Mexi^j 
Convención  postal  con  la  Gran  Bretaña,, 
231;  Tratado  con  la  Gran  Bretaña  sobre 
I  i  mi  tea  entre  la  República  mexicana  y  la 
colonia  de  Honduras  Británica,  237  — 
Perú,  Protocolo  con  los  Estados  Unidos 
del  Brasil  sobre  demarcación  de  límite*. 
página  489. 

Tribunal  6k* — Brasil.  Ley  Orgánica  del  Tri- 
bunal Supreoio  militar,  675;  Ley  compLe- 
mentarifl  de  la  organización  jndieiaJ  fede- 
ra I,  680.— Centro- America;  Cláusula  del  li- 
bre acceso  á  ios  mismos  adoptada  por  ei 
Tratado  con  Guatemala  y  Costa  Rica,  339. 
— Colombia.  Reformas  judiciales,  501.— 
Costa  Rica.  Reforma  del  Reglamento  de 
la  Corte  Suprema  de  justicia,  418. — Esta- 
dos Unidos.  Determinación  de  la  jurisdic- 
ción de  los  de  círculo  en  materia  de  usar 
pación  de  patentes  de  invención,.  515.— 
Honduras.  Ley  Orgánica  de  los  mismos, 
346. — México.  Sueldo  de  los  Magistrados 
de  la  Suprema  Corte  de  justicia,  236;  Sen- 
tencias}' resoluciones  de  la  Suprema  Corte 
en  el  juicio  de  amparo,  256.—  Perú.  Reor- 
ganización de  la  Corte  Suprema  de  justi- 
cia, 491. — Venezuela.  Su  competencia  en  el 
Enjuiciamiento  criminal,  166;  Procedi- 
mientos especiales  ante  la  Corte  de  casa- 
ción, 181;  Procedimiento  en  los  juicios  de 
responsabilidad  de  que  conocen  los  de- 
más Tribunales  ordinarios,  181;  Modo  de 
formar  las  listas  de  jurados,  198;  Antece- 
dentes para  la  formación  del  Jurado,  198. 
— Véase  c Arancel»  y  c Judicatura». 

Tutela  •  —  Centro  -  Améi-ica .  Disposiciones 
del  Tratado  con  Guatemala  y  Costa  Rica 
acerca  de  la  ley  por  que  ha  de  regirse, 
338.—  Venezuela.  Procedimientos  civiles 
relativos  áesta  institución,  49.— Véase 
c Consejo  de  tutela»  y.  t Protutor». 

Tutor»  -Véase  «Autorizaciones». 

u 

Ultrajes. — Venezuela.  Penalidad  de  loe  co- 
metidos contra  personas  investidas  de 
Autoridad  pública,  pág.  119;  Penalidad  de 
los  ultrajes  al  pudor,  134. 

Universidades.  —Venezuela.  Sa  organiza- 
ción, 82;  Enseñanza  en  las  mismas,  83; 
Reglamento  para  las  de  la  República,  200. 

Uso.  —  Brasil.  Penalidad  del  indebido  de 
condecoraciones,  insignias  y  distintivos, 
según  el  Código  penal  de  la  Armada,  648. 
— Venezuela.  Penalidad  del  ilícito  de  pe- 
sas y  medidas,  164. 

Usurpación.—  Brasil.  Concepto  y  penalidad 
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de  la  de  autoridad  militar,  647.  —Estados 
Unidos.  De  patentes  de  invención,  616. — 
Venezuela.  Penalidad  de  la  de  funciones 
públicas,  títulos  ú  honores,  118;  Su  pena- 
lidad, 146. 


Tacú  nación.  —  Colombia.  Reorganización 
del  parque  encargado  de  este  servicio,  pá- 
gina 608. 

Valor*  —  Venezuela.  Determinación  de  la 
competencia  por  el  de  la  demanda  en  el 
procedimiento  civil,  9. 

Yalores.— Venezuela.  Penalidad  de  su  pose- 
sión no  justificada,  163. 

Venezuela.— Códigos,  leyes  y  decretos  pu- 
blicados en  1897,  pág.  1.a 

Yenta.  —  Guatemala.  Restablecimiento  del 
impuesto  sobre  la  de  inmuebles,  412. — 
Venezuela.  Procedimiento  para  la  entrega 
de  los  bienes  vendidos,  68;  Penalidad  de 
la  ilícita  de  llaves  y  ganzúas,  164. 

VereúMo.— Venezuela.  Del  Jurado,  196. 

Veterinaria.—  Venezuela.  De  esta  enseñan- 
za como  aneja  á  la  Facultad  de  Ciencias 

-    médicas,  86. 

Viáticos."—  Bolivia.  De  Senadores  y  Diputa- 
dos, 686. 


Vigilancia.  —  Venezuela.  Penalidad  de  su 
falta  con  respecto  á  enajenados,  162;  ídem 
en  los  animales  y  vehículos,  162. 

Vínculo.— Véase  <  Divorcio». 

Violación.  —  Venezuela.  Penalidad  de  este' 
delito,  134. 

Violencias.  —  Honduras.  De  las  de  fuerza 
armada  como  causa  de  nulidad  de  las  elec- 
ciones, 843.—  Venezuela.  Penalidad  de  la 
cometida  contra  la  autoridad,  119. 

Visita.— Argentina.  De  sanidad,  488.— Do» 
minicana.  De  inspección  y  despacho  de  los 
buques,  316. —  Venezuela.  Disposiciones 
del  Código  de  Enjuiciamiento  criminal 
acerca  de  la  de  cárceles,  186;  ídem  ídem 
acerca  de  las  domiciliarias,  166. 

Vista.—  Venezuela.  Preceptos  del  Código  de 
Procedimiento  civil  referentes  á  la  de  los 
asuntos  tramitados  en  juicio  ordinario,  37; 
De  la  causa  en  primera  instancia,  176. 

Votaciones. — México.  De  las  nominales,  eco- 
nómicas y  por  cédulas  en  el  Congreso  ge- 
neral, 284. 


Verbales. — Argentina. 
plotación,  pág.  437. 
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CATALOGO  Dü  L\  BIBLIOTECA  HCIIMIWI  l 

DEL  CENTRO  EOITORIAL  DE  GONGCffiA 

San  Bernardo.  £21. — Madrid* 


LEGISLACIÓN  CIVIL,  MERCANTIL,  PBNAL 
B    HIPOTECARIA 

Código  civil  reformado.— Sópt.- edición  de 
bolsillo  (1898),  corregida  con  todas  las  reformas 
hachas  hasta  el  día,  anotada  con  multitud  de  re- 
ferencias de  unos  artículos  con  otros,  con  las  le- 
yes procesales  y  complementarias  del  mismo,  ju- 
risprudencia del  Supremo  y  disposiciones  aclara- 
torias. Contiene  interesantísimos  Apéndices  acer- 
ca de  la  inscripción  de  los  matrimonios  canóni- 
cos, etc.,  y  un  minucioso  índice  alfabético;  4  pe- 
setas en  Madrid  y  4'50  en  provincias,  encuader- 
nado en  tela 

Ley  de  Enjuiciamiento  civil  (5.a  edi- 
ción 1896)  arreglada  á  las  reformas  introducidas 
en  la  misma  por  las  de  11  de  Mayo  de  1888  y  21 
•de  Agosto  de  1896,  anotada  con  la  jurisprudencia 
del  Tribunal  Supremo,  concordada  con  el  nuevo 
Código  de  comercio  y  seguida  de  varios  Apéndi- 
ces con  toda  la  legislación  vigente  sobre  proce- 
dimiento en  lo  civil  y  un  minucioso  índice  alfa- 
bético; 1  ptas.  en  Madrid  y  T50  en  provincias. 
Códig-o  de  comercio  para  la  Península,  las 
Antillas  y  Filipinas,  reformado  por  la  ley  de  10 
de  Junio  de  1891  y  anotado  con  la  jurisprudencia 
del  Supremo  y  numerosas  referencias,  tanto  de 
«nos  artículos  á  otros,  cuanto  á  los  reglamentos 
y  demás  disposiciones  vigentes;  en  tela,  9  pese- 
tas en  Madrid  y  3'50  en  provincias. 

Códlfro  penal  para  la  Península  (6/  edi- 
ción 1896)  anotado  con  la  jurisprudencia  estable- 
cida por  el  Tribunal  Supremo  desde  que  rige 
aquél;  aumentada  esta  edición  con  84  TABLAS 
de  duración  de  las  penas  y  ESCALAS  de  las  res- 
pectivas inferiores,  y  con  la  ^EY  DE  EXPLOSI- 
VOS, etc.;  8  ptas.  en  tela  y  3*50  en  provincias. 
Ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  anota- 
da con  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo, 
Circulares  de  la  Presidencia  y  Fiscalía  del  mis- 
mo, y  con  cuantas  disposiciones  relacionadas  con 
el  procedimiento  criminal  se  hallan  vigentes,  y 
aumentada  con  la  Ley  de  explosivos;  4  ptas.  en 
Madrid  y  4*50  en  provincias,  en  tela. 

Ley  de  caza  para  la  Península  de  10  de  Ene- 
ro de  1879;  0'50  céntimos  en  rústica. 

Manual  del  Jurado.— Comprende,  además 
del  texto  y  Real  decreto  poniéndolo  en  ejecución, 
!a  parte  de  las  leyes  Orgánica,  Enjuiciamiento 
criminal  y  Código  penal  que  la  completan,  y  un 
prólogo  del  Sr.  Romero  Qirón;  1'50  ptas.  en  Ma- 
drid y  2  en  provincias,  en  tela. 

Contrabando  y  defraudación.— Real  de- 
creto de  20  de  Junio  de  1852  sobre  represión  de 
estos  delitos;  1  peseta  en  rústica. 

Leyes  orgánica»  del  Poder  judicial  de 
15  de  Septiembre  de  1870  y  de  14  de  Octubre 
de  1882,  anotadas  y  concordadas  con  todas  la» 
disposiciones  complementarias  vigentes;  1  pese- 
tas en  Madrid  y  V50  provincia*»,  en  tela. 

Ley  y  Reglamento  hipotecarlos,  profu- 
samente anotados  con  la  doctrina  establecida  por 


la  Dirección  de  los  Registros  y  las  disposiciones 
legales  que  reforman  ó  modifican  algunos  de  sus 
preceptos;  5  ptas.  en  Madrid  y  5' 50  en  provincias. 

Hanual  práctico  de  la  Hipoteca  naval.— Co- 
mentarios y  texto  de  la  ley  de  21  de  Agosto  de 
1893;  3  pesetas  en  Madrid  y  8'50  en  provincias. 

Ley  y  Reglamento  del  Notariado  é  Ins- 
trucción sobre  la  manera  de  redactar  los  instru- 
mentos públicos  sujetos  á  registro  (segunda  edi- 
ción 1896),  anotadas  con  la  jurisprudencia  del 
'  Tribunal  Supremo,  las  Resoluciones  de  la  Direc- 
ción general  de  los  Registros  y  cuantas  disposi* 
ciones  referentes  á  la  materia  se  han  publicado 
hasta  el  día;  2'50  ptas.  en  Madrid  y  3  provincias. 

Hanual  del  Abogado  y  del  funcionario 
judicial. — Compilación  de  cuanto  puede  intere- 
sar á  los  Abogados,  Jueces,  Magistrados,  etcéte- 
ra, para  el  ejercicio  de  la  profesión,  desde  los  Es- 
tatutos recientemente  publicados  para  los  Cole- 
gios hasta  lo  que  se  refiere  á  la  contribución  in- 
dustrial, timbre,  etc.,  Ordenanzas  de  las  Audien 
cias,  Juzgados,  etc.;  4  pesetas  en  Madrid  y  4'50 
eu  provincias,  en  tela. 

Compilación  de  los  Aranceles  vigentes 
en  la  Península  y  reformas  introducidas  en  los 
mismos.— Segunda  edición  ampliada  de  1895. — 
Un  tomito  de  cerca  de  300  páginas  en  8.°;  2  pe- 
setas en  Madrid  y  2' 50  en  provincias,  en  tela. 

LBYBS  PENALES  MILITARES 

Muevo  Código  de  Justicia  militar  de  27 

de  Septiembre  de  1890,  anotado  y  concordado  con 
la  legislación  militar  anterior,  etc.;  3  pesetas  en 
Madrid  y  3*50  en  provincias,  en  tela. 

Código  penal  de  la  Marina  de  Guerra;  l  pe- 
seta en  rústica  y  1'50  en  Madrid,  en  tela. 

Leyes  de  organización  y  atribuciones  de 
los  Tribunales  de  Marina  y  de  Enjuiciamiento 
militar  de  Marina  de  10  de  Noviembre  de  1894 
(adición  de  1895);  2  pesetas  en  Madrid,  en  tela,  y 
2' 50  en  provincias. 

DBRSCHO  POLÍTICO  Y  ADMINISTRATIVO 

Constitución  de  la  Monarquía,  de  80  de 

Junio  de  18*76,  con  las  leyes  de  Imprenta,  Reu- 
nión, Asociación,  Extranjería,  etc.,  y  referencia* 
n  otras  leyes  orgánicas,  al  Código  penal  y  ley  de 
Enjuiciamiento  criminal;  1  peseta,  en  rústica. 

Leyes  de  Imprenta,  Reunión  y  Asocia- 
ción, vigentes  en  la  Península,  anotadas;  50  cts. 

Nueva  ley  electoral  (ó  del  Sufragio),  para 
Diputados  á  Cortes  de  26  de  Julio  de  1890,  y  la 
de  Senadores  de  8  de  Febrero  de  18*77,  anotadas 
y  concordadas;  2  pesetas  en  Madrid  y  2*50  en 
provincias,  en  tela. 

Ley  de  Reclutamiento  y  reemplazo  del 
Ejército  de  11  de  Julio  de  1885,  modificada  por 
la  de  21  de  Agosto  de  1896  y  Reglamentos  para 
su  ejecución  y  declaración  de  exencione.-*  de  23  de 
Diciembre  de  1896,  profusamente  anotados  y  con- 
cordados; 2  pts.  Madrid,  rústica  y  2'50  provincias. 
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